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SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS

Sesión ordinaria de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. A las 14:30 horas del ………………………..
4 de febrero de 2019, preside la jueza Damaris Vargas Vásquez en su condición de Coordinadora de la Subcomisión. Están presentes además las siguientes personas: Por la Unidad de Acceso a la Justicia la máster Melissa Benavides Víquez; la Fiscala Indígena señora Ariana Céspedes Lopez; por la Escuela Judicial el señor Román Bresciani Quirós; por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos el consultor Javier Rodríguez; la Defensora Pública Indígena señora Ligia Jeannette Jiménez Zamora; por el Organismo de Investigación Judicial la señora Yorleny Ferreto Solano; por el Instituto Nacional de la Mujer la señora Valeria Varas; por la Universidad Nacional el señor Carlos Cruz Meléndez; por la Presidencia de la República la señor Geyner Blanco; por la Contraloría de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur el señor Carlos Romero Rivera; y el juez Jean Carlo Monge Madrigal, quien se enlaza por medio de videoconferencia.
Se excusaron de asistir por motivos laborales: el Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia; el Dr. Marcos Guevara Berger quien representa a la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica; la señora Marjorie Herrera representante de la Defensoría de los Habitantes de la República; el señor Erik Alfaro Romero, Contralor de Servicios del Poder Judicial; y por motivos personales la señora exmagistrada Carmen María Escoto Fernández quien asiste en representación de la sociedad civil. También están ausentes la señora Alba Gutiérrez Villalobos quien representa al Departamento de Psicología y Trabajo Social; la señora Violeta Conejo Villalobos encargada de Capacitación y Mejora Continua Defensorías Sociales del Colegio de Abogados y Abogadas; la señora Jennifer Ruiz Ríos representante del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional; el juez contencioso administrativo señor Jorge Leiva Poveda; y el señor Alí García quien asiste en representación de la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica.-

ARTÍCULO I
Lectura y aprobación del acta anterior: Informa la jueza Damaris Vargas Vásquez que todos los acuerdos de la sesión ordinaria celebrada el 4 de febrero de 2019 fueron declarados firmes, comunicados y ejecutados, por lo que no hay acuerdos por aprobar.-
SE ACUERDA: Se toma nota.-
ARTÍCULO II


SE ACUERDA:
ARTÍCULO III


SE ACUERDA:
ARTICULO IV
Visitas a territorios indígenas


SE ACUERDA:
ARTICULO V
Gestión de jueza Contravencional de Turrialba sobre formación de personas juzgadoras en Derecho Indígena.


SE ACUERDA:
ARTICULO VI
Gestión de jueza Contravencional de Turrialba sobre gestión de vehículo para traslado a territorio indígena


SE ACUERDA:
ARTICULO VI
Gestión de jueza Contravencional de Turrialba sobre gestión de vehículo para traslado a territorio indígena


SE ACUERDA:
ARTICULO VII
Información de DE sobre transporte para juicio.


SE ACUERDA:
ARTICULO VIII



Primera sesión de trabajo: 13 de febrero 2019: 8:30 am.
SE ACUERDA:
ARTICULO IX


SE ACUERDA:
ARTICULO X


 
SE ACUERDA:
ARTÍCULO XI


SE ACUERDA:
ARTÍCULO XII

 
SE ACUERDA:
ARTÍCULO XIII


SE ACUERDA:
ARTÍCULO XIV



  
SE ACUERDA:
ARTICULO XV


SE ACUERDA:
ARTÍCULO XVI


SE ACUERDA:
ARTICULO XVII


SE ACUERDA:
ARTÍCULO XVIII


 
SE ACUERDA:
ARTÍCULO XIX





ARTICULO XX


ARTICULO XXI

 MIDEPLAN
ARTÍCULO XXII


ARTÍCULO XXIII


ARTÍCULO XXIV


ARTÍCULO XXV


ARTÍCULO XXVI


ARTÍCULO XXVII


ARTICULO XXVIII


ARTICULO XXIX


ARTÍCULO XXX


ARTÍCULO XXXI


ARTÍCULO XXXII


ARTICULO XXXIII
APORTES DE FISCALIA SOBRE PROPUESTA DE DEFENSA PUBLICA ACERCA DE PROTOCOLO


ARTICULO XXXIV
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	Se conoce el Oficio N° 13282-18 de 19 de diciembre de 2018 comunicado por la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia en el que se informa sobre el acuerdo tomado por el Corte Plena, en la sesión N° 57-18 celebrada el 17 de diciembre del año en curso, Artículo V, en la que se dispuso designar a la máster Damaris Vargas Vásquez, como coordinadora de la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas.-


De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Claudio Pessoa Quesada 
Enviado el: miércoles, 19 de diciembre de 2018 04:19 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Melanie Zamora Arce (Autorizada/Secretaría General de la Corte) <mzamoraar@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio N° 13282-18
1. San José, 19 de diciembre de 2018
N° 13282-18
Al contestar refiérase a este # de oficio

Señora
M.S.c Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 
Sub Comisión de Personas Indígenas

Estimada señora:
Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 57-18 celebrada el 17 de diciembre del año en curso, que literalmente dice:
“ARTÍCULO V
Documento N° 4289-2012, 14833-18
La Magistrada Escoto, en su condición de Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia y Coordinadora Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental, en correo electrónico del 10 de diciembre del año en curso manifestó: 
“Reciba un cordial saludo. A la vez, le solicito se sirva hacer de conocimiento de las demás personas integrantes de Corte Plena el deseo de que la coordinación de la   Sub Comisión de Personas Indígenas, este a cargo de la M.S.c Damaris Vargas Vásquez,  integrante de la Comisión de la Jurisdicción  Agraria, y de esta, ya que ha sido integrante desde hace años.
Se estima  trascendental la M.S.c Damaris Vargas  ocupe la posición de coordinadora de dicha Sub Comisión de Indígenas  para aprovechar sus conocimientos en la materia y por considerar dará un aporte significativo en el logro de los objetivos propuestos en las Políticas Institucionales vinculadas con el acceso a la justicia  de esta población en condición de vulnerabilidad y en la proyección de éstas establecido en la propuesta de Plan Estratégico Institucional 2019-2024 que se somete a aprobación de Corte Plena. ”
-0-
            Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, designar a la máster Damaris Vargas Vásquez, como coordinadora de la Sub Comisión de Personas Indígenas. Se declara acuerdo firme.”
Atentamente, 
Licda. Silvia Navarro Romanini
Secretaria General 
Corte Suprema de Justicia
c:         Encargada de la Unidad de Archivo de la Secretaría General de la Corte
Diligencias / Ref: (4289-2012, 14833-18)
Claudio
SE ACUERDA: Se toma nota.-
ARTICULO III



Se conoce del Oficio del 21 de enero de 2019, enviado por la señora Damaris Vargas Vásquez al Consejo Superior en ejecución de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, en el que señala: 
“… La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica aprobada recientemente por la Asamblea Legislativa, establece en el artículo 7 que el Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega: “… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.” 

Los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. Inclusive, se establece la posibilidad de que el Poder Judicial lleve un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser utilizados en los procesos judiciales que involucren a esta población, con fines estrictamente de interés institucional y académico, siempre que se cuente con la autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y manteniendo en reserva la identidad de todas las partes involucradas. 
Por ende, a efecto de enfrentar las debilidades y los obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva a las personas indígenas estén asociados al financiamiento de esos peritajes y a la necesidad de contar con personas expertas, solicito a las y los integrantes del Consejo Superior: 

a) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. 

b) Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. 

Es importante hacer de su conocimiento que desde hace algunos años la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica ha venido dando colaboración a algunos despachos judiciales por medio de diversos proyectos coordinados por el Dr. Marco Guevara Berger, profesor catedrático de la Escuela de Antropología e Investigador Asociado al Centro de Investigaciones Antropológicas de la Universidad de Costa Rica. 

En un informe remitido el día de hoy por el Dr. Guevara, Antropólogo Social de la Escuela de Antropología de la UCR, el cual anexo, éste refiere a los resultados de esos proyectos de la siguiente forma: 

“El primer proyecto (documento n°1) se formuló para durar de marzo del 2011 a diciembre de 2012 con la idea inicial de ayudar al Poder Judicial con la presa de peritajes y sistematizar procedimientos. Sin embargo al finalizar este proyecto las solicitudes de peritajes y de sesiones de capacitación seguían siendo muchas y, además, se estaba en espera de un trabajo conjunto entre PJ y Escuela de Antropología para elaborar el perfil. Por estas razones se reinscribió el proyecto para seguir operando durante el 2013 (documento n°2, es casi idéntico). No fue posible cumplir tampoco en este período con el perfil pues suponía la tramitación del convenio entre PJ y Escuela, que nunca se concretó. La razón por la que simplemente no se inscribió un programa permanente sobre peritajes tiene que ver con los recursos de tiempo limitados que tiene la Escuela de Antropología, pues se tienen que turnar entre docentes, por lo que no se suele sostener ningún proyecto más de tres años. Al finalizar el 2013 la situación seguía siendo apremiante en cuanto a la cantidad de peritajes, especialmente solicitudes desde el juzgado Agrario de Corredores y el Juzgado Penal de Coto Brus. 
Con el fin de poder dar continuidad, la iniciativa fue la de abrir un curso para estudiantes de la carrera de Antropología en el I ciclo de 2014 (marzo-julio 2014) y trabajar peritajes en la región sur como actividad docente. El curso trabajó con estudiantes avanzados haciendo investigaciones de campo que se sistematizaron en clase y al final acomodé todas estas informaciones en un formato adecuado para cumplir con los requerimientos de informes periciales y yo los firmé como responsable aunque reconociendo la labor de los estudiantes. Bajo esta modalidad se logró atender unos 10 peritajes en el territorio indígena de Coto Brus (La Casona), pero quedaron algunos pendientes de alguna información, ya sea por documentación que no se había aún podido revisar o porque había faltado alguna entrevista clave de alguno de los actores que no se pudo realizar en el campo por no estar presente cuando se hicieron giras de campo. Además, mientras se desarrollaban el curso, entraron nuevas solicitudes periciales que se decidió recibir con la esperanza de poder atenderlas durante el semestre, pero no se pudieron completar las indagaciones. Adjunto el programa del curso (documento n°3) 
Del trabajo sobre peritajes y capacitación realizado hasta agosto de 2014 se dio cuenta en un informe que se remitió a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial (documento n°4). Aquí se informa de peritajes realizados desde antes del primer proyecto, pues se atendieron en la Escuela de Antropología como una demanda ad hoc en el 2010 y luego viendo que había una demanda sostenida fue que se decidió inscribir un proyecto para regularizar la respuesta. 
Para poder concluir con los peritajes inconclusos, se inscribió un nuevo proyecto con una vigencia de algunos meses (octubre 2014 - febrero de 2015) (documento n°5). Sin embargo se solicitó una prórroga del mismo hasta julio de 2015 para completar los peritajes pendientes y un par de nuevas solicitudes entre ellas una solicitud del Juzgado Penal de Heredia (documento n°6). 
Durante el segundo semestre de 2015 siguieron llegando solicitudes de peritajes tanto desde el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, del Juzgado Mixto de Buenos Aires y del Juzgado Agrario de Corredores. Por esta razón se tomó la iniciativa de resetear un curso especializado de peritaje para estudiantes avanzados de la carrera de Antropología en el I ciclo de 2016 (marzo-julio 2016) trabajándose de manera similar que con el curso anterior, aunque en esta ocasión en varios puntos geográficos, lo que complicó un poco la logística y apoyo económico (Territorios Indígenas de Boruca, Cabagra, Coto Brus, Conte Burica, Osa, Altos de San Antonio y un par de casos fuera de territorio indígena). Se atendieron unas 10 solicitudes. Se anexa programa del curso (documento n°7). Cabe mencionar que los cursos especializados sobre peritaje se han podido inscribir como "temas", que es un espacio del plan de estudios en que docentes pueden escoger las temáticas para formación, pero es política de la Escuela de Antropología ofrecer los mismo "temas" cada dos o tres años, por lo que no se pueden replicar año con año, esto porque los estudiantes en formación deben de tener una oferta variada de cursos temáticos durante los dos años en que completan esta parte de su formación y repetirlos reduce sus opciones. 
Durante el 2017 la situación de demandas de peritajes se redujo o se canalizó en forma privada. Al no haber ningún proyecto o curso inscrito, se trató de apoyar mediante el Proyecto de Servicios Antropológicos (PROSEA) asociado con la Fundación de la UCR (FUNDEVI), contratando peritos externos pero ofreciendo un control de calidad de los productos finales que pasaban por revisión de académicos. De estos peritajes, si bien me tocó revisar algunos productos y exigir que se cumplieran procedimientos o vacíos de información, no tengo informes ni copia, por lo que solo los menciono. Este servicio sí se cobró y se realizaron un par de peritajes, pero la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial indicó luego que no podían contratar a un ente para labores de peritajes, que debía ser una persona directamente, por lo que se suspendió esa posibilidad. 
En el 2018, si bien no llegaron solicitudes periciales, sí se recibieron solicitudes para participar en capacitaciones. El problema es que el régimen de dedicación exclusiva no permite que docentes realicen labores que no estén registradas como actividad académica, ya sea por medio de proyectos de investigación, de acción social o como actividades docentes. Para remediar esta situación y con la conciencia de que estas labores de capacitación al fin y al cabo inciden en la calidad del servicio de justicia a los pueblos indígenas, decidí inscribir un proyecto de acción social sin carga académica (pues la Escuela no podía dármela en ese momento). Este proyecto tuvo vigencia de febrero de 2018 a enero de 2019 y contempló la posibilidad de realizar peritajes, pero no hubo ninguna solicitud (documento n° 8). Con el fin de continuar bajo esa modalidad y sin requerimiento de carga académica, el proyecto se reinscribió para estar vigente entre febrero de 2019 y diciembre de 2021 (documento n°9, casi Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas Comisión de Acceso a la Justicia Poder Judicial 


idéntico al anterior). Igualmente se contempla la posibilidad de peritajes, sin embargo se visualizan como actividades eventuales, ya que no se cuenta con la carga docente como para poder atender más que un par de casos. No obstante, para el I ciclo de 2019 se volverá a resetear el curso especializado por tercera ocasión y se está en la negociación con el Poder Judicial de poder atender otras causas que requieran peritajes culturales y justificarlos en la carga académica como labores propias de un curso de la carrera. 
Sin ánimo de que esto parezca una queja o algo parecido o especular sobre el tema, creo que es importante enfatizar que, fuera de esos dos últimos casos, que se tramitaron privadamente por medio de FUNDEVI, la Escuela de Antropología no ha recibido para las labores desarrolladas ningún fondo del Poder Judicial, todos los gastos han sido asumidos por la UCR tanto en la asignación de tiempo para quien ha estado a cargo (aunque en varios períodos ha sido por recargo y en forma ad honorem), como en los gastos de giras de campo, papelería, etc. Además de las labores señaladas en el informe que cubre el período 2010-2014 (n°4), que son alrededor de 100 gestiones periciales, se le suman unos 20 peritajes más durante 2015 y 2016 (y luego el par de casos trabajados con FUNDEVI en el 2017)…” 

De lo expuesto se desprende que en relación con la Universidad de Costa Rica existe una gran experiencia de colaboración; sin embargo, se ha administrado por la Escuela de Antropología como proyectos, siendo lo más recomendable lo sea como un Programa debidamente estructurado que garantice el fortalecimiento continuo de las competencias de las personas quienes rindan esos peritajes, lo cual les habilite pasar a formar parte del listado de personas idóneas que puedan elaborar los peritajes culturales a los que hace alusión el artículo 7 citado. El programa estaría inmerso en el presupuesto que se apruebe a dichas instituciones, como parte del rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. 

Lo anterior permitirá administrar riesgos asociados a la designación de personas para la realización de esos peritajes culturales que podrían no estar debidamente capacitados; y además, aprovechar los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser utilizados en otros asuntos con fines estrictamente de interés institucional y académico, siempre que se cuente con la autorización expresa de las personas involucradas y se garantice la reserva de la identidad de todas las partes, en cumplimiento del artículo 8 de la Ley en mención. 

Sobre este tema, el Dr. Marcos Guevara Berger refiere: 

“… Es importante mencionar que bajo la estructura actual que maneja el Poder Judicial, resulta no solo incómodo sino arriesgado trabajar con peritos antropólogos inscritos en un padrón que no está bien regularizado (hay inscritos arqueólogos que no cumplen con una formación suficiente en Antropología Social y hay personas inscritas sin ningún título habilitante). Hay que considerar también como un factor limitante en cuanto a la calidad del servicio el hecho de que no hay un colegio profesional en Antropología, lo cual redunda en la imposibilidad de controlar la calidad de la actividad privada y establecer cánones presupuestarios aceptables. Sobre esto se han tenido diversas reuniones con personeros de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial sin que se logre regularizar la situación. Un punto muy limitante a señalar también es el hecho de que se prohíbe la divulgación de informes periciales, aún en causas concluidas o juzgadas, lo cual limita mucho las posibilidades de discutir los alcances ético-profesionales de esta actividad.” 

Así mismo, solicito que la gestión de reserva de presupuesto y colaboración se dirija no sólo a la Universidad de Costa Rica sino también a las demás universidades estatales, incluyendo la Universidad Nacional y el Instituto Tecnológico de Costa Rica en lo que a sus competencias se refiere. 

El seguimiento a esta disposición legal es parte del Diagnóstico al que hace referencia el numeral 12 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 
Como complemento de lo anterior, se solicita además a las y los integrantes del Consejo Superior, la emisión de lineamientos a la Dirección de Planificación con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas. Los resultados de tales controles estadísticos deben ser debidamente divulgados ante la población indígena y la ciudadanía en general, según disposición normativa. 
Agradezco la atención a esta gestión y desde ya me pongo a su disposición de requerir información adicional.”

En relación con la gestión formulada para que la Dirección de Planificación incluya en las estadísticas indicadores asociados a los procesos indígenas, señala la integrante Ligia Jiménez que la Defensa Pública tienen reportados más de 1.700 casos, lo cual no genera certeza pues estima una de las causas de las alteraciones estadísticas podría deberse a que los formatos no son amigables. De igual forma señala, han estado pidiendo peritajes desarrolladas por personas profesionales calificadas, cuestionando éstos sean realizados por estudiantes como podría desprenderse de los convenios realizados hasta el momento, y que no necesariamente deben ser realizados por personas antropólogas sociales. Sugiere se revisen las personas que propongan las Universidades, para tener la certeza deba tratarse al menos de profesionales con conocimientos en la temática.
El integrante Cruz refiere a la diferencia en el trato que ha dado la Defensa Pública y la Fiscalía Indígena a los peritajes, debido a que la Ley de Acceso hace alusión a “peritajes antropológicos”, pareciendo tratarse de únicamente de Antropólogos.
La integrante Valeria Varas refiere, existen muchas personas profesionales quienes tienen un total desconocimiento sobre la temática indígena, por lo que sugiere en la verificación se verifique exista algún acercamiento al tema indígena.
Por medio de videoconferencia, el juez Jean Carlo Monge refiere al actual Reglamento de la Dirección Ejecutiva que en el artículo 7 hace alusión a los requisitos para poder inscribirse como perito, debiendo en estos casos establecerse también esa verificación. Uno de esos requisitos es que sean profesionales con conocimientos en la materia, requisito que debe verificar la Dirección Ejecutiva.
La integrante Ligia Jiménez señala, hay una circular reciente de Dirección Ejecutiva que actualiza ese Reglamento e indica, hay una pericia psicocultural para la valoración de una persona. Agrega, en el artículo 7 párrafo final de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se hace alusión a “peritajes culturales” de manera tal que amplía la gama de profesionales, no solo antropólogos.
La Fiscala Ariana señaló coordinó con TI para que se incorpore en SIGMA los datos de los diferentes pueblos indígenas para una mejor gestión. Se indicó se iba  a hacer el año pasado pero se quitó la priorización.
SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio de 21 de enero de 2019, enviado por la señora Damaris Vargas Vásquez al Consejo Superior, en ejecución de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, en el que pide instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales; y solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Además, dar lineamientos a la Dirección de Planificación para la incorporación de la variable indígena en las estadísticas de los procesos judiciales. 2° Estar a la espera de lo que resuelva el Consejo Superior. 3° Solicitar a la Dirección Ejecutiva la coordinación de acciones con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en relación con el proceso de selección de las personas que conforme al rol oficial realicen peritajes culturales en los procesos vinculados con personas indígenas. Comuníquese este acuerdo a la Dirección Ejecutiva. 4° Instar a la Fiscalía Indígena la remisión de la propuesta enviada a la Dirección de Tecnología de la Información para que se incorpore en SIGMA el dato de los pueblos indígenas en Costa Rica y otros temas vinculados, para valorar coadyuvar con esa propuesta. Comuníquese este acuerdo a la Fiscalía Indígena. 5° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución.-

ARTICULO IV
Informa la señora Damaris Vargas que en conjunto con la máster Melissa Benavides ha estado articulando acciones con la persona representante de MIDEPLAN para la coordinación interinstitucional en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Aporta la minuta de la primera sesión e indica, la documentación remitida por el señor Carlos Von Marschall Murillo, jefe de la Unidad de Análisis Prospectivo y Política Pública de la Subsecretaría de Población de MIDEPLAN, ya fue compartida con las y los integrantes de la Subcomisión.
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	Coordinación de acciones para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica



	Participantes
	Oficina
	Puesto
	Extensión

	Carlos Von Marschall Murillo
	Unidad de Análisis Prospectivo y Política Pública de la Subsecretaría de Población del MIDEPLAN
	Jefe de Unidad
	22028525
87014982

	Melissa Benavides Víquez
	Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial
	Coordinadora
	22953874
83011783

	Damaris Vargas Vásquez
	Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial
	Coordinadora
	22953081; 88118561 dvargas@poder-judicial.go.cr



Temas tratados: Coordinación de acciones con MIDEPLAN para seguimiento en el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica que dispone “Obligación de coordinación interinstitucional e integración con la sociedad civil. El Poder Judicial y sus diferentes instituciones mantendrán una coordinación y comunicación permanente con las organizaciones estatales y no gubernamentales que tengan dentro de sus planes la atención de los grupos indígenas, con el fin de mantener una visión integral e interdisciplinaria para su atención. Para tal efecto, considerará la planeación estratégica del Ministerio de Planificación Nacional y  Política Económica (MIDEPLAN) y las acciones de los demás poderes de la República, a fin de garantizar la debida coordinación interinstitucional que proteja el ejercicio de los derechos de la población indígena en las condiciones requeridas por la normativa nacional e internacional.


	Se informa al representante de MIDEPLAN que el objetivo es el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo  14 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica que dispone “Obligación de coordinación interinstitucional e integración con la sociedad civil. El Poder Judicial y sus diferentes instituciones mantendrán una coordinación y comunicación permanente con las organizaciones estatales y no gubernamentales que tengan dentro de sus planes la atención de los grupos indígenas, con el fin de mantener una visión integral e interdisciplinaria para su atención. Para tal efecto, considerará la planeación estratégica del Ministerio de Planificación Nacional y  Política Económica (Mideplan) y las acciones de los demás poderes de la República, a fin de garantizar la debida coordinación interinstitucional que proteja el ejercicio de los derechos de la población indígena en las condiciones requeridas por la normativa nacional e internacional.

El representante de MIDEPLAN señala que están trabajando en 4 grandes temas vinculados con la población nacional, como Unidad de Análisis Prospectivo y Política Pública, Subsecretaría de Población. Trabajan por el Consenso de Montevideo, el cual tiene 4 grandes áreas para 2018: 
1. Embarazo en adolescente madre.
2. Estructura de pirámide poblacional.
3. Mujer en el mercado laboral (Bono).
4. Envejecimiento saludable. 
Refiere está pendiente la programación para 2019. El Consenso de Montevideo tiene indicadores específicos que sirven de guía para los metadatos y a la vez ir trabajando en la operativización de los ODS de la Agenda 2030. Indica, si se trabaja 2019 en los indicadores, ya CR iría muy adelantado. Ya están los indicadores, diagnósticos, entre otros, pero está pendiente definir si CR va a pretender cumplir con todas las metas o si va a priorizar algunas y alguna futura evaluación. El PNDIP 2019-2022 está iniciando, pero MIDEPLAN debe priorizar finalizar el PND 2015-2018 anterior. Indica una publicación de Naciones Unidas denominada ODS en Poblaciones Vulnerables donde se evidencia que la población indígena es la prioridad para el cumplimiento de lo vinculado con personas indígenas sin desatender las otras poblaciones. En el análisis de la ONU se evidencia que la población indígena seleccionó el ODS vinculado con Ecosistemas y Desarrollo Sostenible. Los ODS poseen 169 metas  pero Consenso de Montevideo tiene 98 medidas prioritarias. El sector público hizo una propuesta de medidas prioritarias y la sociedad civil hizo otras. Lo que hace MIDEPLAN con personas expertas es seleccionar las comunes.
ACUERDOS:
1. Se define como entregables de MIDEPLAN los siguientes: Consenso de Montevideo (inmediato); Indicadores de Consenso de Montevideo (inmediato); indicadores de ODS (inmediato); documento ODS sobre poblaciones de la ONU (inmediato) y Análisis del PNDIP (para mediados de febrero); documento de Análisis Demográfico de los Pueblos Indígenas (inmediato); el Índice de Desarrollo Social en el área vinculada con personas Indígenas. Lo anterior, a fin de que sirva de insumo al Poder Judicial en su Plan de Acción vinculada con la temática indígena, en forma coherente con el Plan Estratégico Institucional 2019/2024.
2. Remisión de informe de la Unidad de Acceso a la Justicia donde conste cada una de las Subcomisiones que se ocupa de atender diferentes poblaciones en condición de vulnerabilidad (indígenas, discapacidad, adultas mayores, afrodescendientes), entre otras. Lo anterior, para el direccionamiento de la coordinación entre MIDEPLAN y el Poder Judicial para diferentes temas.
3. Se dispone la participación activa de la Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en la construcción de la Política Nacional de Personas Indígenas, respetando siempre la autonomía que tenga el Poder Judicial en su gestión, según los mínimos que pide MIDEPLAN.
4. MIDEPLAN considerará el PEI 2019/2024 del Poder Judicial dentro del seguimiento de sus acciones y la gestión de la Institución para el seguimiento de los informes de cumplimiento.
Se da por terminada la sesión al ser las 14:30 horas del 31 de enero de 2019.



Propuesta elaborada por: ___Damaris Vargas Vásquez___________________________
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	Aduce la jueza Vargas, se recibió comunicado electrónico del señor Carlos Alonso von Marschall Murillo el 01 de febrero de 2019, en el que indicó: 
“Aprovecho el medio para saludarles y a la vez enviarles los documentos conversados el día de ayer.
1. Para los documentos de ODS pueden acceder a estos links:
http://ods.cr/recursos/publicaciones-y-documentos
2. En relación a Consenso de Montevideo se adjunta tanto en word como pdf (siendo el oficial el diagramado en pdf).
Lastimosamente el documento de indicadores sobre pueblos indígena no salió publicado y los compañeros de la otra unidad no poseen permiso para pasármelo, ya que la jefatura no se encuentra el día de hoy.
3. Sobre los cuatro puntos de entrada definidos el año pasado para el trabajo de Consenso de Montevideo, al inicio fueron:
Embarazo en adolescente madre.
Estructura de pirámide poblacional.
Mujer en el mercado laboral (Bono).
Envejecimiento saludable. 
Pero el de estructura de la población va muy de la mano con envejecimiento saludable. Sin más, saludos cordiales
Pd. Queda pendiente el análisis de los pueblos indígenas en el PNDIP 2019-2022.”
[image: https://ssl.gstatic.com/docs/doclist/images/icon_10_generic_list.png] Boletín CONCENSO DE MONTEVIDEO SOBRE POBLACION...

SE ACUERDA: 1° Se toma nota de las acciones de coordinación realizadas entre la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, la Unidad de Acceso a la Justicia y el MIDEPLAN, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 14 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, con el objetivo de mantener una visión integral e interdisciplinaria en la atención de las personas indígenas, y de la documentación aportada. 2° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese este acuerdo al señor Carlos Von Marschall Murillo, Jefe de la Unidad de Análisis Prospectivo y Política Pública de la Subsecretaría de Población del MIDEPLAN con copia a la Comisión de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia.-

ARTICULO V


	Comunica la jueza Damaris Vargas del Oficio DH-0076-2019 remitido el 1 de febrero de 2019 por la Defensoría de los Habitantes de la República en el que informa, la persona que seguirá asistiendo a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas es la señora Marjorie Herrera en la condición de asesora y refiere a los tres temas prioritarios para la Defensoría, a saber:
1. Seguimiento activo a los procesos agrarios en los territorios indígenas, para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio;
2. Impulsar la apertura de una Oficina de Defensa Indígena, en la Defensa Pública, para garantizar el derecho de defensa;
3. Capacitación a operarios judiciales en derechos indígenas, para garantizar el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.”
Al respecto indica, se remitió Oficio del 3 de febrero de 2019 a la Defensoría de los Habitantes de la República en respuesta del Oficio DH-0076-2019, en el que se señala:

San José, 3 de febrero de 2019 
(Oficio N° DH-0076-2019) 
Señora 
Catalina Crespo Sancho, PhD 
Defensora de los Habitantes de la República 

Estimada Señora: 

Reciba un atento saludo y mi deseo de que tenga muchos éxitos con ocasión de su reciente designación como Defensora de los Habitantes de la República. 

En atención al Oficio N° DH-0076-2019 de 31 de enero de 2019, se toma nota de su autorización para que la funcionaria Marjorie Herrera Castro, Encargada de Asuntos Indígenas de la Dirección de Protección Especial de la Defensoría de los Habitantes, continúe participando como asesora en las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial y se reconoce el aporte dado desde su incorporación. 

Se toma nota de los tres temas propuestos para el desarrollo del Plan de Acción de la Subcomisión, los cuales servirán de norte para la gestión durante el 2019, sumadas las metas establecidas en el Plan Estratégico del Poder Judicial 2019/2024, las Políticas de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas Institucionales y el seguimiento a la normativa internacional y nacional de los derechos de la población indígena, entre ellas, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 

Con ocasión de los temas propuestos, le comunico que desde la Subcomisión ya hemos estado realizado acciones vinculadas con el cumplimiento de lo establecido en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, entre otras, para la construcción del Programa Anual Permanente 2019; la construcción de indicadores e incorporación en las estadísticas institucionales que reflejen los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, no solo en los Agrarios, para su debido seguimiento y monitoreo. De igual forma, se está dando seguimiento a los compromisos adquiridos con ocasión del encuentro realizado en 2018, entre la Subcomisión y las personas indígenas en Buenos Aires de Puntarenas con la colaboración de la Defensoría de los Habitantes de la República en la logística y el asesoramiento. 

De la Señora Defensora de los Habitantes de la República con consideración y estima, 

Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba 
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Poder Judicial 

Copias: 
Magistrado Jorge Olaso, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia 
Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia 
Sr. Alvaro Paniagua, Dirección de Protección Especial 
Sra. Marjorie Herrera Castro, Encargada de Asuntos Indígenas Dirección de Protección Especial
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Sugiere la integrante Ligia Jiménez se haga una atenta instancia a las Universidades para que se incorpore en el Plan de Estudios de la carrera de Derecho el curso de Derecho Indígena o al menos, la posibilidad de que haya una especialización en la temática.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio DH-0076-2019 remitido el 1 de febrero de 2019 por la Defensoría de los Habitantes de la República en el que informa, la persona que seguirá asistiendo a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas es la señora Marjorie Herrera en la condición de asesora y refiere a los tres temas prioritarios para la Defensoría, a saber: “Seguimiento activo a los procesos agrarios en los territorios indígenas, para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio; impulsar la apertura de una Oficina de Defensa Indígena, en la Defensa Pública, para garantizar el derecho de defensa; y capacitación a operarios judiciales en derechos indígenas, para garantizar el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.”.  2° Se toma nota de la respuesta remitida por la jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Defensoría de los Habitantes de la República el 3 de febrero de 2019. 3° Dar seguimiento durante la gestión de 2019 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a los tres temas identificados como prioritarios por la Defensoría de los Habitantes de la República. 4° Solicitar a las y los integrantes del Consejo Superior del Poder Judicial valorar la posibilidad de solicitar a las Universidades estatales que imparten la carrera de Derecho para que dentro de sus cursos incorporen uno de Derecho Indígena; e insten a la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas para que desarrollen cursos libres u otras actividades de capacitación que fortalezcan las competencias de las personas profesionales en Derecho en la temática indígena. Lo anterior, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, los requerimientos de la Defensoría de los Habitantes de la República, las metas establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 y las metas del PAO 2019 de la Comisión de la Acceso a la Justicia asociadas a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 5° Instar a la Dirección de la Defensa Pública para que valore la posibilidad de crear con recursos ordinarios una Oficina de la Defensa Indígena con el objetivo de garantizar el derecho de defensa de las personas indígenas en todas las Jurisdicciones, en cumplimiento de lo solicitado por la Defensoría de los Habitantes de la República. 6° Solicitar a la Escuela Judicial, Dirección de Gestión Humana y a la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, diseñar al menos cuatro actividades de capacitación durante 2019 dirigidas a las personas servidoras judiciales a efecto de fortalecer sus competencias en Derecho Indígena para garantizar el respeto a los derechos de las personas indígenas contenido en la normativa nacional e internacional, en cumplimiento de lo solicitado por la Defensoría de los Habitantes de la República y la meta 1.6 contenida en el Plan Anual Operativo de la Comisión de Acceso a la Justicia, asociada a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 7° Instar a la Comisión de la Jurisdicción Agraria proceda durante 2019 al seguimiento activo de los procesos agrarios asociados a los territorios indígenas para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida de las personas usuarias indígenas, en cumplimiento de lo requerido por la Defensoría de los Habitantes de la República. 8° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Comisión de Acceso a la Justicia, Unidad de Acceso a la Justicia, Consejo Superior, Defensoría de los Habitantes de la República, Dirección de la Escuela Judicial, Dirección de la Defensa Pública, Unidad de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, Unidad de Capacitación de la Defensa Pública y Comisión de la Jurisdicción Agraria, para lo de su cargo.- 

ARTICULO VI

Informa la jueza Damaris Vargas que en seguimiento de lo dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remitió Oficio del 4 de febrero de 2019 a la Defensa Pública consultando sobre la disponibilidad existente en la actualidad de personas defensoras públicas para atender cada una de las materias que conocen las diferentes Jurisdicciones, así como la proyección de capacitación en Derecho Indígena para fortalecer las competencias de esta población. Concretamente, la solicitud enviada señala:
De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: lunes, 04 de febrero de 2019 01:20 a.m.
Para: Diana Montero Montero <dmonterom@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: COORDINACION DE ACCIONES CON DEFENSA PUBLICA PARA EJECUCION DE DIAGNOSTICO INDIGENA EN CUMPLIMIENTO DE LEY DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS
San José, 3 de febrero de 2019
Señora
Dra. Diana Montero Montero
Jefa Defensa Pública
Poder Judicial

Estimada Señora:
            Reciba un atento saludo. A la vez, aprovecho para ponerme a su disposición con ocasión de la reciente designación que me hiciera Corte Plena como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.
Con ocasión de lo anterior, le comunico que se está desarrollando un diagnóstico actualizado sobre las debilidades y los obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial en perjuicio de los pueblos indígenas, que sirva de base para elaborar una política institucional anual actualizada en materia de acceso a la justicia.
Para tal efecto, es preciso contar con información de la Defensa Pública asociada a las defensoras y defensores públicos que tengan destacados para la atención de las personas indígenas en las materias contenciosa administrativa, civil, cobro, agrario, laboral, penal, contravenciones, flagrancia, tránsito, contravencional, niñez y adolescencia, pensiones alimentarias, familia, entre otras, en los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas quienes requieran asistencia letrada y no puedan cubrir los costos, así como quienes se ocuparán de las contrapartes.
De igual forma, consulto sobre la proyección de acciones realizadas por la Defensa Pública para garantizar la capacitación permanente de las personas defensoras públicas, conforme a lo dispuesto por el artículo 10 de la citada Ley.
Desde ya me pongo a su disposición para la coordinación de las acciones que sean necesarias con el objetivo de crear sinergias que permitan superar las barreras que puedan limitar de alguna manera la ejecución institucional de lo solicitado.
De la señora Directora de la Defensa Pública, con respeto y estima,
Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
Poder Judicial

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del oficio enviado por la jueza Damaris Vargas, en seguimiento de lo dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a la Dirección de la Defensa Pública el 4 de febrero de 2019, en el que se consulta sobre la disponibilidad existente en la actualidad de personas usuarias indígenas de ser atendidas por defensoras y defensores públicos en cada una de las materias que conocen las diferentes Jurisdicciones, así como la proyección de capacitación en Derecho Indígena para fortalecer las competencias de las personas defensoras públicas. 2° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución.-

ARTICULO VII


Refiere la jueza Damaris Vargas Vásquez que, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, remitió atenta solicitud a la Dirección Ejecutiva en la que señaló:
San José, 4 de febrero de 2019.
Señora
Máster Ana Eugenia Romero Jenkins
Directora Ejecutiva
Poder Judicial

Estimada Señora:
              Reciba un atento saludo. Sirva la presente para ponerme a su disposición con ocasión de la reciente designación que me hiciera Corte Plena como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en todo lo que pueda apoyar a la Dirección a su cargo para la articulación de acciones tendientes a la mejora continua del acceso a la justicia de dicha población.
              Con ocasión de lo anterior, a efecto de dar cumplimiento a la reciente Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y con el objetivo de que las personas indígenas usuarias del servicio de administración de justicia sean informadas en su idioma materno sobre sus derechos y obligaciones, frente al sistema de administración de justicia y sobre los requisitos y características de los procesos judiciales en los que deban intervenir, le solicito:
1. Ampliar la lista oficial de personas intérpretes y traductoras en los diferentes idiomas o lenguas indígenas de Costa Rica, y en los diversos dialectos que tengan esos idiomas o lenguas. Lo anterior, a fin de garantizar a dicha población el respeto a las costumbres y las normas culturales mediante la disponibilidad de suficientes personas intérpretes y traductoras en todos los Circuitos Judiciales del país. 
1. Incorporar en la lista de personas intérpretes y traductoras a mujeres indígenas con el objetivo de propiciar que en los procesos judiciales en los que intervengan mujeres indígenas sean atendidas siempre por intérpretes y traductoras del mismo género, en cumplimiento del artículo 6 de la referida Ley.  
2. Diseñar y ejecutar actividades de capacitación dirigidas al fortalecimiento de competencias de las personas intérpretes y traductoras, sobre los “aspectos básicos de la gestión judicial”, en los términos dispuestos por el artículo 3 de dicha normativa.
3. Propiciar acciones que permitan llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, a efecto de ser utilizados en otros procesos en los que intervengan personas pertenecientes a esa población, siempre que se cuente con autorización expresa de las y los involucrados en las experticias y se reserve la identidad de todas las partes involucradas. Lo anterior, con fines estrictamente de interés institucional y académico.
Para la ejecución de lo anterior, desde ya me pongo a su disposición para la coordinación de las acciones que sean necesarias con el objetivo de crear sinergias que permitan superar las barreras que puedan limitar de alguna manera la ejecución institucional de lo solicitado.
De la señora Directora Ejecutiva, con respeto y estima,
Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
Poder Judicial
Copias:
Dr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia
Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia”

La integrante Valeria Varas refiere a la problemática de la factura timbrada que se solicita a las personas indígenas, la cual constituye en su criterio, una barrera para poder ofrecerse como traductores e intérpretes, lo cual se agrava por la urgencia de poder contar con mujeres traductoras e intérpretes. Enfatiza en las limitaciones que tienen las mujeres indígenas para expedir esas facturas, aunque tuvieran eventualmente acceso a internet.
El señor Geyner Blanco señala que en un caso específico se gestionó ante Ministerio de Hacienda indicando no hay conexión a internet en algunos territorios indígenas, por lo que se generó una prórroga indefinida hasta tanto existiera acceso a internet. Señala, uno de los temas Estado que se ha estado trabajando en la Presidencia de la República es la forma de introducir cambios que permitan un mayor acercamiento a las personas indígenas al acceso a la justicia y demás trámites administrativos.
Refiere el juez penal Jean Carlo Monge, por videoconferencia, la situación de una persona indígena a quien el Poder Judicial le debe un monto significativo porque no tiene factura electrónica. Indica, para el día de mañana tienen una audiencia con esa persona indígena para tratar de facilitarle el acceso al sistema del Ministerio de Hacienda. Sugiere se cite a una persona encargada de factura electrónica para establecer una comunicación más fluida con la Dirección Ejecutiva y esta Subcomisión pues parece que Hacienda desconoce la situación de la población indígena sin acceso a internet, computadora y otros aspectos.
La integrante Ligia Jiménez refiere a la gestión formulada por la señora Carmen María Escoto F., otrora Coordinadora de esta Subcomisión y Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia, pidiendo a la Dirección Jurídica, se establezca una acción afirmativa que beneficie a las personas indígenas; sin embargo, tal petición fue rechazada por la Dirección Jurídica del Poder Judicial al señalarse que primero deben las personas indígenas entrar al régimen de tributación simplificada para que la Administración Tributaria valore la posibilidad de exonerársele de ese requisito.
Señala el integrante Javier Rodríguez hay una lista de al menos 8 mujeres indígenas que en el Foro de Mujeres Indígenas realizado en diciembre de 2018, informaron el Poder Judicial les debe pagar las traducciones realizadas. Expone es un riesgo muy grave sobre esa situación pues la Institución podría quedarse sin personas traductoras.
La Fiscala Ariana Céspedes señala que tienen el caso de una persona indígena quien está en una situación similar, la cual gestionó le levantaran el requisito de presentar factura electrónica y Hacienda lo aprobó pero la Dirección Ejecutiva no se ha pronunciado aún. Sugiere se analice ese caso pues podría ser emblemático para otros supuestos de personas indígenas traductoras e intérpretes.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio enviado por la señora Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a la Dirección Ejecutiva el 4 de febrero pasado, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, en el que solicitó: “1. Ampliar la lista oficial de personas intérpretes y traductoras en los diferentes idiomas o lenguas indígenas de Costa Rica, y en los diversos dialectos que tengan esos idiomas o lenguas. Lo anterior, a fin de garantizar a dicha población el respeto a las costumbres y las normas culturales mediante la disponibilidad de suficientes personas intérpretes y traductoras en todos los Circuitos Judiciales del país. 2. Incorporar en la lista de personas intérpretes y traductoras a mujeres indígenas con el objetivo de propiciar que en los procesos judiciales en los que intervengan mujeres indígenas sean atendidas siempre por intérpretes y traductoras del mismo género, en cumplimiento del artículo 6 de la referida Ley. 3. Diseñar y ejecutar actividades de capacitación dirigidas al fortalecimiento de competencias de las personas intérpretes y traductoras, sobre los “aspectos básicos de la gestión judicial”, en los términos dispuestos por el artículo 3 de dicha normativa. 4. Propiciar acciones que permitan llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, a efecto de ser utilizados en otros procesos en los que intervengan personas pertenecientes a esa población, siempre que se cuente con autorización expresa de las y los involucrados en las experticias y se reserve la identidad de todas las partes involucradas. Lo anterior, con fines estrictamente de interés institucional y académico.”  2° Solicitar a la Dirección Ejecutiva conferir una audiencia a representantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para analizar la posibilidad de gestionar una acción afirmativa en beneficio de las personas indígenas, con la participación de una persona experta del Ministerio de Hacienda, que permita determinar la eventual viabilidad de exonerar a esta población del requisito de factura electrónica. Para tal efecto, se abordará el contenido del informe emitido por la Dirección Jurídica a solicitud de la ex Magistrada Carmen María Escoto Fernández en su condición de Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia y Coordinadora de esta Subcomisión; y la situación expuesta por la representante de la Fiscalía Indígena sobre la persona indígena de Talamanca Cabecar a quien se le levantaron requisitos de factura electrónica por parte del Ministerio de Hacienda. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Dirección Ejecutiva con copia a la Comisión de Acceso a la Justicia y Unidad de Acceso a la Justicia.-

ARTICULO VIII


Informa la jueza Damaris Vargas que la licenciada Ligia Jiménez, Defensora Pública Indígena, remitió comunicado electrónico en el que informó los tres temas prioritarios para la Defensa Pública en 2019: “1. Intérpretes y posición de la Dirección Ejecutiva sobre los temas administrativos que han impedido la contratación efectiva de intérpretes hombres y mujeres, para coordinarlo con esta entidad. 2. Coordinación y establecimiento de estrategia con las tres universidades públicas para peritajes culturales. 3. Generar un protocolo para litigar con perspectiva cultural desde el Poder Judicial.”
En respuesta a la solicitud de la Defensa Pública, refiere la jueza Damaris Vargas, remitió el siguiente comunicado:
De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: domingo, 03 de febrero de 2019 05:23 p.m.
Para: Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Diana Montero Montero <dmonterom@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Respuesta a temas prioritarios propuestos por la Defensa Pública
San José, 3 de febrero de 2019
Señora
Licda. Ligia Jeannette Jiménez Zamora
Coordinadora Defensa Pública Indígena
Defensa Pública

Estimada Señora:
         Reciba un atento saludo. En atención a su comunicado electrónico de 24 de enero pasado, en el que informa sobre los tres temas que sugiere como prioritarios para la construcción del Plan de Acción 2019 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, desde la perspectiva de la Defensa Pública, vinculados con: 
“1. Intérpretes y posición de la Dirección Ejecutiva sobre los temas administrativos que han impedido la contratación efectiva de intérpretes hombres y mujeres, para coordinarlo con esta entidad.
2. Coordinación y establecimiento de estrategia con las tres universidades públicas para peritajes culturales.
3. Generar un protocolo para litigar con perspectiva cultural desde el Poder Judicial.”
Se toma nota de la sugerencia de temas para su incorporación en el Plan de Acción, los cuales servirán de norte para la gestión durante el 2019, sumadas las metas establecidas en el Plan Estratégico del Poder Judicial 2019/2024, las Políticas de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas Institucionales y el seguimiento a la normativa internacional y nacional de los derechos de la población indígena, entre ellas, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.
         Con ocasión de los temas propuestos, le comunico que desde la Subcomisión ya hemos realizado acciones vinculadas con el cumplimiento de lo establecido en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, entre otras, al Consejo Superior para que inste a las Universidades Estatales a cumplir con la colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial en peritajes culturales y la reserva presupuestaria para tal efecto. De igual forma, se está dando seguimiento a los compromisos adquiridos con ocasión del encuentro realizado en 2018, entre la Subcomisión y las personas indígenas en Buenos Aires de Puntarenas con la colaboración de la Defensoría de los Habitantes de la República en la logística y el asesoramiento y la participación activa de la Defensa Pública Indígena.
         Aprovecho para reconocer sus aportes a las acciones desplegadas desde la Subcomisión, incluyendo la inducción coordinada entre el Programa de Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica, la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.
         Atentamente,
Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
Poder Judicial
Copias:
Magistrado Jorge Olaso, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia
Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia
Dra. Diana Montero Montero, Directora Defensa Pública
[bookmark: _MailOriginal][bookmark: _MailOriginal]
Aclara la integrante Ligia Jiménez que cuando hace alusión al Protocolo de Litigio, quiere referirse a un Protocolo para emisión de sentencias y trámite de procesos con perspectiva indígena, similar al Protocolo de Género para la emisión de sentencias con perspectiva de género.
SE ACUERDA: 1° Se toma nota del informe remitido por la licenciada Ligia Jiménez, Coordinadora de la Defensa Pública Indígena acerca de los temas prioritarios de la Defensa Pública para el 2019; así como de la respuesta remitida por la jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 2° Solicitar a la señora Ligia Jiménez elaborar una propuesta de protocolo para emisión de sentencias con perspectiva de Derecho Indígena, a efecto de socializarla con las y los integrantes de la Subcomisión para su valoración. Se le solicita remitir la propuesta, en la medida de sus posibilidades, antes de la siguiente sesión. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la licenciada Ligia Jiménez, Coordinadora de la Defensa Pública Indígena.-

ARTICULO IX
Informa la jueza Damaris Vargas Vásquez que la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia le remitió solicitud de colaboración en las actividades de coordinación con el Programa de Consultorios Jurídicos de la UCR, debido a que están desarrollando un Proyecto cuyo objetivo es la emisión de asesorías legales a las personas indígenas por parte de las y los 20 estudiantes del Programa de Consultorios Jurídicos de la UCR con sede en el Anexo del Primer Circuito Judicial de San José. El comunicado literalmente indica:
 
De: Presidencia de la Corte 
Enviado el: martes, 11 de diciembre de 2018 10:25 a.m.
Para: Dominique André Vargas Vargas <dominiqueandre.vargas@ucr.ac.cr>
CC: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica - Iniciativa Indígena
Buen día:
Después de externarle un atento saludo y siguiendo indicaciones del señor Presidente de la Corte, don Fernando Cruz Castro, le comunico que por un tema de agenda le resulta imposible atenderlo antes del mes de febrero, fecha en la que indica debe realizar el viaje con ocasión del Proyecto de iniciativa indígena que se desarrolla entre el Consultorio Jurídico de la Universidad de Costa Rica y la Fiscalía Indígena.
Copio este correo a la señora MBA. Damaris Vargas Vásquez de la Comisión de Asuntos Indígenas, para que por favor coordine con ella la audiencia que necesita.
Saludos cordiales,
 <image007.png>
De: Dominique André Vargas Vargas <dominiqueandre.vargas@ucr.ac.cr> 
Enviado el: jueves, 06 de diciembre de 2018 9:59
Para: Fernando Cruz Castro <fcruz@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica - Iniciativa Indígena
Importancia: Alta
Dr.
Fernando Cruz Castro
Presidente
Corte Suprema de Justicia
Señor Presidente:
En primer lugar, reciba un cordial saludo de mi parte, así como también mis deseos de éxito en sus labores.
Mi nombre es Dominique André Vargas, y soy estudiante del Consultorio Jurídico de la Universidad de Costa Rica en el Primer Circuito Judicial de San José.
Con instrucciones del profesor Alejandro Villegas Ramírez –docente a cargo del Consultorio–, me dirijo a su persona acerca de la iniciativa indígena que se ha venido desarrollando entre el Consultorio y la Fiscalía Indígena.
Se ha definido, tras conversaciones con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI), que el viaje se llevaría a cabo en la segunda semana de febrero. Por ello, con el fin de concretar aspectos fundamentales para el desarrollo del proyecto, me permito solicitar cita con su persona para la fecha más pronta que le resulte posible a su persona.
Me despido, no sin antes externarle mi más altas muestras de agradecimiento y admiración.
Dominique André Vargas Vargas
Facultad de Derecho
Universidad de Costa Rica
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Señala la jueza Vargas, parte de los acuerdos tomados han consistido en la posibilidad de darles una inducción a los 20 estudiantes involucrados en Consultorios Jurídicos de la UCR cuya sede está en el Anexo A del Primer Circuito Judicial de San José. Agrega, la inducción ya se ejecutó en una sesión anterior y continúa el día de mañana con la colaboración de la licenciada Ligia Jiménez. Así mismo, se consultó a la Escuela Judicial sobre la posibilidad de ofrecer a esa población un proceso de capacitación. Lo anterior, como parte de la coordinación interinstitucional a la que hace alusión la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.


 
La minuta de la primera sesión de trabajo es la siguiente:
Minuta de Sesión 07/ENERO/2019

	Fecha
	07/01/2019

	Hora de inicio 
	09:00

	Hora de finalización 
	10:00

	Lugar 
	Oficina 804 Edificio Corte Suprema de Justicia

	Objetivo de la reunión 
	Atención a consultas de personas indígenas por parte de estudiantes de la Universidad de Costa Rica quienes están matriculados en Consultorios Jurídicos.



	Participantes
	Oficina
	Puesto
	Extensión

	Alejandro Villegas Ramírez
	Consultorios Jurídicos UCR
	Encargado de Consultorios Jurídicos UCR
	22457484; Alejandro.villegas@ucr.ac.cr

	Dominique André Vargas Vargas
	Consultorios Jurídicos UCR
	Estudiante
	dominiqueandre.vargas@ucr.ac.cr

	Melissa Benavides Víquez
	Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial
	Coordinadora
	mbenavidesv@poder-judicial.go.cr

	Damaris Vargas Vásquez
	Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial
	Coordinadora
	22953081; dvargas@poder-judicial.go.cr



Temas tratados: Atención a consultas jurídicas de personas indígenas de parte de estudiantes de la UCR quienes atienden Consultorios Jurídicos y su impacto en el acceso a la justicia de esta población.-

	Se recibe al señor Alejandro Villegas Ramírez, quien informa está a cargo de la Oficina de Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica ubicada en el Anexo A del Primer Circuito Judicial de San José, y al estudiante Dominique André Vargas Vargas quien es estudiante. Señalan, el grupo está integrado por 20 estudiantes de 4° y 5° año de la carrera de Derecho. Refiere el señor Villegas expuso al Magistrado Fernando Cruz Castro, Presidente de la Corte Suprema de Justicia el interés de la UCR en que las y los estudiantes que estén realizando consultorios jurídicos atiendan consultas de personas indígenas a fin de colaborar con la atención de esta población, para cuyo efecto tienen programada una gira a Comte Burica los días 15 y 16 de febrero próximo. Indican, han coordinado con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI) donde se les ha recomendado abordar temas vinculados con Familia, Agrario, Civil la parte de Sucesiones, entre otras materias, no así lo relacionado con Penal, Narcotráfico, Relaciones Impropias y similares. Refieren requieren colaboración del Poder Judicial en dos aspectos en concreto: 1. Se les recomiende qué materias incorporar en la asesoría que den a las personas indígenas y 2. Logística para el traslado de las y los estudiantes de Consultorios Jurídicos pues no tienen transporte para accesar al citado territorio indígena más allá de donde les pueda dejar la buseta de la Universidad de Costa Rica que están coordinando. Indica, en la UCR no existe una materia específica sobre Derecho Indígena; sin embargo, se trata de estudiantes avanzados en la carrera y ya recibieron una inducción en Migración Indígena de parte de la profesora doña Rita Maxera.
La jueza Damaris Vargas Vásquez señala que de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia se le solicitó atender la gestión planteada por el señor Alejandro Villegas Ramírez. Explica sobre la integración de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas y la Comisión de Acceso a la Justicia, así como la coordinación interinstitucional que se realiza en relación con algunos temas; así como las limitaciones vinculadas con recomendaciones de procesos concretos que atender en las diferentes materias. Sugiere se valore la posibilidad de que las y los estudiantes reciban una inducción o una capacitación sobre Derecho Indígena antes de iniciar el proceso de capacitación, aprovechando las disposiciones de la nueva Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas en la que se dispone del deber de ejecutar esas capacitaciones anualmente; y sobre todo, se consulte primero a las personas indígenas que vayan a estar involucradas si desean se desarrolle ese proyecto y en caso de tener anuencia, las necesidades en concreto que tengan. Así mismo, señala las limitaciones institucionales para facilitarles medios de transporte institucionales para el traslado de las y los estudiantes, mencionando al efecto la experiencia de los médicos de la CCSS en la articulación de acciones para la logística y transporte con las avionetas del Ministerio de Seguridad. Finalmente sugiere se valore la posibilidad de priorizar la atención de personas indígenas ubicadas en territorios indígenas de Salitre y Cabagra a fin de contribuir con las acciones realizadas por el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Poder Judicial en forma coordinada para atender las medidas cautelares impuestas a Costa Rica por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
La máster Melissa Benavides refiere a la programación de giras a territorios indígenas que organiza la Fiscalía General de la República, especialmente en época de verano; y enfatiza en la labor desplegada por la Comisión de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a su cargo tanto en lo relacionado con las personas indígenas como en otras poblaciones en estado de vulnerabilidad que deben ser atendidas en forma coordinada interinstitucionalmente.
ACUERDOS: 1° Analizar los alcances del Convenio Interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica a fin de determinar la posibilidad de que a corto plazo se desarrolle un proceso de inducción de parte de personas expertas en Derecho Indígena integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas del Poder Judicial y las y los estudiantes de Consultorios Jurídicos de la UCR a efecto de que puedan atender consultas de personas indígenas y eventualmente, procesos vinculados con esos asuntos; así como la eventual inclusión de esa población de estudiantes en las actividades de capacitación organizadas por la Escuela Judicial. 2° Facilitar normativa y jurisprudencia relacionada con la temática indígena que haya sido recopilada previamente por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas con el objetivo de que sirvan a la población de estudiantes para sus procesos de formación en Derecho Indígena, en especial, la Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas aprobada recientemente y el link de la Comisión de Acceso y la Subcomisión donde constan los lineamientos de Corte Plena y el Consejo Superior vinculados con las personas indígenas: https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/index.php/subcomisiones/indigenas. 3° Remitir al señor Villegas Ramírez los datos estadísticos recopilados por la Contraloría de Servicios del Poder Judicial vinculados con los procesos que se tramitan en los despachos de Turrialba y de Buenos Aires de Puntarenas –con la eliminación de los nombres de las personas involucradas- para la toma de decisiones en relación con el proyecto a desarrollar a fin de ofrecer un mejor acceso a la justicia de las personas indígenas, como una acción específica en cumplimiento de la medida cautelar impuesta a Costa Rica por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 4° La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas valorará con sus integrantes la posibilidad de incorporar a ésta a una persona integrante de Consultorios Jurídicos de la UCR y en caso afirmativo, les estará informando para la coordinación respectiva. 5° Remitir copia de estos acuerdos a la Dra. Diana Montero Montero, jefa de la Defensa Pública, la Directora de la Escuela Judicial, señora Ileana Guillén Rodríguez y el licenciado Erick Alfaro, Jefe de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, para que valoren la posibilidad de coadyuvar con la propuesta de Consultorios Jurídicos de la UCR y articular acciones que permitan mejorar el acceso a la justicia de las personas indígenas desde sus competencias. 6° Informar al Magistrado Dr. Fernando Cruz Castro, Presidente de la Corte Suprema de Justicia los resultados de esta sesión de trabajo y su seguimiento, al haberse delegado en la jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, la atención de este asunto propuesto por el señor Alejandro Villegas Ramírez, encargado de Consultorios Jurídicos de la UCR.



Elaborado por: ___Damaris Vargas Vásquez___________________________
Anexos: Correo electrónico donde consta coordinación de la sesión, normativa relacionada con derechos de acceso a la justicia de pueblos indígenas y estadísticas de procesos relacionados con personas indígenas de los territorios de Turrialba y Buenos Aires.
-0-
Respecto a la solicitud para dar capacitación en el tema indígena a personas que trabajan en los Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica, señala el máster Román Bresciani, Gestor de Capacitación en Derecho Indígena de la Escuela Judicial que el señor Mateo Ivankovich Fonseca, Director a.i. de la Escuela Judicial, informo sobre la anuencia de coordinar acciones formativas a corto y mediano plazo, al contar con un convenio de cooperación con la Universidad de Costa Rica. 
Para tal efecto, en Oficio EJ-ACAD-003-2019 de 22 de enero de 2019, el señor Ivankovich, planteó la siguiente propuesta: 
“El diseño de un taller de 8 horas para hacer la inducción al tema, impartido por una persona especialista de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas indígenas y previamente diseñado con la asesoría de la MSc. Daisy Quesada Guerrero, metodóloga de la Escuela Judicial. La persona especialista que impartirá el taller, tendrá que hacerlo con permiso sin sustitución por las limitaciones presupuestarias ya referidas, para que coordinen lo correspondiente, y a mediano plazo, se podrá incorporar a estas personas en la oferta del curso virtual de autoformación que se ha propuesto diseñar para el presente año.”
SE ACUERDA: 1° Se toma nota de las acciones de coordinación interinstitucional realizadas entre la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas por delegación de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, con el Programa de Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica, con sede en el Anexo A del Primer Circuito Judicial de San José, a efecto de colaborar con el Proyecto desarrollado por dicho Programa con el objetivo de que las y los estudiantes con la dirección del licenciado Alejandro Villegas Ramírez, ofrezcan asesoría in situ a las personas indígenas sobre asuntos legales; así como del informe de la jueza Damaris Vargas Vásquez acerca de las sesiones de inducción ejecutadas por la señora Ligia Jiménez, Coordinadora de la Defensa Pública Indígena y por ella en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y jueza del Tribunal Agrario. 2° Se toma nota del Oficio EJ-ACAD-003-2019 de 22 de enero de 2019, emitido por el señor Mateo Ivankovich Fonseca, en el que planteó la posibilidad de diseñar un taller de 8 horas para hacer la inducción al tema, impartido por una persona especialista de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas indígenas, previamente diseñado con la ases1.oría de la MSc. Daisy Quesada Guerrero, metodóloga de la Escuela Judicial. La persona especialista que impartirá el taller, tendrá que hacerlo con permiso sin sustitución por las limitaciones presupuestarias ya referidas, para que coordinen lo correspondiente, y a mediano plazo, se podrá incorporar a estas personas en la oferta del curso virtual de autoformación que se ha propuesto diseñar para el presente año. 3° Comuníquese a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Unidad de Acceso a la Justicia las acciones realizadas como parte del cumplimiento de la meta 1.6 del PAO 2019, asociada a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Programa de Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica, con sede en el Anexo A del Primer Circuito Judicial de San José, con copia a la Comisión de Acceso a la Justicia, Unidad de Acceso a la Justicia, Dirección de la Defensa Pública y Dirección de la Escuela Judicial.-

ARTÍCULO X
Señala la integrante Damaris Vargas que en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remitió oficio del 8 de enero pasado a la Escuela Judicial solicitando el desarrollo de actividades de capacitación vinculadas con el Derecho Indígena con ocasión del Programa de Capacitación Anual 2019 al que hace alusión la citada normativa. 
Como respuesta recibió los siguientes comunicados de la Escuela Judicial:



  
	
	
	


EJ-ACAD-003-2019
Martes  22 de enero de 2019


Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M.
Director a.i.
Escuela Judicial
Poder Judicial
S.     D.

Estimado Don Mateo:

Mediante correo electrónico suscrito por la Señora Damaris Vargas Vásquez, MBA, coordinadora del Proyecto Implementación de la Reforma Procesal Agraria, jueza decisora del Tribunal Agrario, remitido el martes 8 de enero de 2019, 01:33 p.m. y reenviado el lunes 14 de enero de 2019, 12:24, solicita y consulta lo siguiente:

A) Se le remitan materiales -presentaciones, manuales, y otros- base de las capacitaciones organizadas por la Escuela Judicial sobre la temática indígena; además, indicación de cuáles de éstos pueden ser socializados con las y los estudiantes de Consultorios Jurídicos de la UCR, conforme a los lineamientos de la Escuela Judicial. Lo anterior, con el objetivo de valorar impartirles una inducción a corto plazo o una capacitación más amplia a mediano plazo.

B)  Indicar, conforme el Plan de Capacitación de la Escuela Judicial 2019, las actividades de capacitación programadas y que estén vinculadas con la temática indígena, así como disponer de un control de personas capacitadas en Derecho Indígena, con ocasión de lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, que literalmente dispone: “Capacitación permanente del personal. Se garantizará la capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Escuela Judicial tendrá un programa anual permanente. Dichas capacitaciones serán declaradas obligatorias por el Poder Judicial, a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes, para ofrecer un servicio público de calidad a las personas involucradas. La Escuela Judicial deberá llevar un registro de tales capacitaciones y ofrecerlas periódicamente para garantizar su actualización.”

En atención a lo solicitado por la Señora Damaris Vargas, mediante correo electrónico de lunes 14 de enero de 2019 15:05 y en concordancia con lo conversado con la licenciada Kattia Escalante Barboza, en ese momento Directora a.i. de la Escuela Judicial, se brindó respuesta por parte del suscrito,  informando que lo  requerido se someterá a consideración del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para su estudio, y una vez que se brinde el criterio respectivo se le estará comunicando. 

Posteriormente, mediante correo electrónico de lunes 21 de enero de 2019, la Señora Damaris Vargas, se refiere en el mismo sentido a lo mencionado en el literal A) arriba indicado, así como adicionalmente indica lo siguiente:
1) Se proporcione información acerca de las capacitaciones que se han ejecutado sobre la temática indígena y las personas que han sido capacitadas, con el objetivo de que sirva de insumo para la construcción del Diagnóstico al que hace alusión  el artículo 12 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.

2) Solicitar al Consejo Superior declarar obligatorias dichas capacitaciones a fin de que todas las personas servidoras judiciales fortalezcan sus competencias en la temática indígena para mejorar el acceso a la justicia de esa población y poder ofrecer un mejor servicio público.


En tanto se definan los alcances de lo solicitado a la Escuela Judicial, según se menciona en el literal A) y en el numeral 2) anteriores, se informa que se ha procedido a recopilar los datos sobre actividades de capacitación y materiales relacionados con la temática de las poblaciones indígenas, según se indica en el literal B) y en el numeral 1) anteriores, cuyo detalle se incluye en Anexo 1.

Sin otro particular, suscribe, cordialmente,

Román Bresciani Quirós
Gestor de Capacitación


c.    archivo
RBQ/rbq


ANEXO 1

INFORME ACTIVIDADES DE CAPACITACIÓN
SOBRE DERECHOS DE PUEBLOS INDÍGENAS
ESCUELA JUDICIAL



1.- Ciclo Iberoamericano de Videoconferencias sobre Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.

Se llevó a cabo en el mes de noviembre de 2011, con una duración  de 8 horas, en el que se expusieron los siguientes temas:
1. Peritajes Culturales.
2. Aplicación del Derecho Penal vrs. Costumbres de la Poblaciones Indígenas.
3. La instrumentalización del Acceso a la Justicia de los pueblos Indígenas.
4. Legislación tendiente a la protección de las costumbres pueblos indígenas en Iberoamérica.

Se tuvo la participación de los poderes judiciales de Brasil, El Salvador, Honduras, Panamá y Costa Rica. Desde el auditorio Miguel Blanco Quirós, se enlazados los circuitos judiciales de Grecia, San Ramón, Puntarenas, Liberia, Alajuela, Pérez Zeledón y Limón.

En esta actividad abierta al público, obtuvieron certificado de participación: 
17 mujeres y 35 hombres, para un total de 52 personas.



2.- Cursos de Derechos de los Pueblos Indígenas.

En coordinación con el Programa de Educación Contínua -PEC-  de la Facultad de Costa Rica durante los años 2012 y 2013 se ejecutó la actividad académica denominada: Derechos de los Pueblos Indígenas, la cual tuvo una duración de 50 horas, integrada por 10 que seguidamente se indican:
1:   Historia colonial y resistencia indígena,
2:   Historia republicana y pueblos indígenas,
3:   Pueblos indígenas en la actualidad,
4:   Identidad cultural y pueblos indígenas,
5:   Lingüística y literatura indígena,
6:   Territorialidad indígena,
7:   Concepción tradicional de la tierra,
8:   Derechos indígenas, 
9:   Derechos indígenas, y
10: Peritajes culturales. 

En la primera de estas actividades obtuvieron certificado de aprovechamiento: 
7 mujeres y 5 hombres, para un total de 12 personas. 

Asimismo, en la segunda capacitación obtuvieron certificado dicho título: 
8 mujeres y 7 hombres, para un total de 17 personas.


3.- Contenidos audiovisuales elaborados durante el año 2015

Video visitas AECID Subcomisión de Asuntos Indígenas. 


4.- Programa Especialización Subprograma Juez/Jueza 3 Agrario Sede San Joaquín Grupo 01-2016

Dentro de este programa se impartió el módulo denominado: Tutela Judicial Efectiva de las Poblaciones Indígenas, realizado entre los meses de octubre y diciembre de 2016.

En esta actividad académica participaron: 
5 mujeres y 8 hombres, para un total de 13 personas.


5.- Derechos humanos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad en conflicto con la ley.

La Escuela Judicial “Lic. Édgar Cervantes Villalta” en coordinación con la Fundación Arias para la Paz  y el Desarrollo  Humano  con el apoyo de la Unión Europea, ejecutó  doce talleres sobre el tema “Derechos humanos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad en conflicto con la ley”, durante el período comprendido entre los meses de setiembre y diciembre de 2017 y con una duración de ocho (8) horas cada uno. Dicha capacitación fue impartida en los circuitos judiciales de Corredores, Golfito, San Carlos, Alajuela, Liberia, Limón, Guápiles, Cartago, Pérez Zeledón, Puntarenas y San José, se realizó con recursos proporcionados por dichas instituciones y se abordaron los siguientes  temas:
1. Enfoque de género y la interseccionalidad.
2. Derechos humanos de las poblaciones en situación de vulnerabilidad en conflicto con la ley.
3. Hallazgos de estudios realizados sobre poblaciones en situación de vulnerabilidad dentro del sistema penal costarricense.
4. Obligaciones estatales para la inclusión social.
5. Perspectiva de los funcionarios del sistema de administración de justicia con énfasis en Derechos Humanos.

En esta actividad académica participaron:
53 mujeres y 70 hombres, para un total de 123 personas funcionarias judiciales.
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6.-  Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional.

En los Planes de Capacitación de la Escuela Judicial 2017, 2018 y 2019,  se ha estado programando, la actividad académica de participación denominada: Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas y cuyos contenidos son: 
1. Género y mujer indígena.
2. Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural.
3. ¿Por qué las personas indígenas deben ser objeto de consideraciones especiales en términos de acceso a la justicia?
4. Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en la formulación de las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de las personas indígenas.
5. Peritajes culturales.
6. Peritajes, normativa nacional e  internacional y procedimientos del Poder Judicial y Circulares de la Corte y normativa sobre intérpretes y pagos de ayudas económicas
7. Intérpretes e Identidad.
8. Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indígena. 
9. Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional.

Durante el 2017 se capacitó a dos grupos: 
Grupo 1: 23 mujeres y 13 hombres,
Grupo 2: 28 mujeres y 17 hombres, 
 
Subtotal: 51 mujeres y 30 hombres. 
Total de participantes: 81 personas.

En tanto, en el 2018 se capacitó un grupo:
12 mujeres y 11 hombres,
Total de participantes: 23 personas.



7.- Programa Académico sobre Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad con perspectiva de Derechos Humanos

Actualmente se está ejecutando, entre los meses de setiembre de 2018 y abril de 2019, el Programa Académico sobre Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad con perspectiva de Derechos Humanos, ejecutado a través del Programa de Educación Continua de la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica. Dentro de los contenidos de este Programa se estudian los derechos de los pueblos indígenas.  Esta es una actividad de aprovechamiento con una duración de doscientas (200) horas, e integrado por cuatro (4) cursos y un Ateneo Final. 

La actividad está dirigida a dos grupos, el primero conformado por:
16 mujeres y 6 hombres, para un total de 22 participantes.

A su vez, el segundo grupo está integrado por:
18 mujeres y 4 hombres, para un total de 22 participantes. 

En ambos grupos se dispone de la asistencia de  personas juzgadoras, fiscales, fiscalas, defensoras públicas y otras personas funcionarias judiciales, con el propósito de que conozcan los instrumentos legales nacionales e internacionales y permitan garantizar de manera efectiva los derechos humanos de los pueblos indígenas. 

Asimismo, para el segundo semestre de 2019 conforme el Plan de Capacitación de la Escuela Judicial 2019, se ha programado en coordinación con el PEC, la realización de una actividad similar a la anterior, en la que se abordará  el tema de  Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad con perspectiva de Derechos Humanos, incluyendo a los pueblos indígenas.


Además, se recibió el siguiente comunicado:


EJ-DIR-017-2019
Heredia, 31 de enero de 2019

Señora
Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora de loa Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas indígenas
Presente
Estimada señora:
Reciba un saludo muy cordial.
Por medio de la presente comunicación me permito dar respuesta a las gestiones remitidas mediante correo electrónico los días: 8 de enero de 2019, 16 de enero de 2019, 21 y 24 de enero de 2019.
[bookmark: _Hlk168333]1.1 Solicitud 21 de enero 2019: La Escuela Judicial está consciente de la obligatoriedad de la capacitación que debe brindarse con respecto al Decreto Legislativo Nª9593 “Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica”. En ese sentido, tomando también como referencia que no se cuenta con presupuesto extraordinario para esta capacitación, los lineamientos de contención del gasto institucionales así como la solicitud reiterada del Consejo Superior del Poder Judicial con respecto a la optimización de la utilización de recursos virtuales en la capacitación, se ha coordinado con el personal de la Escuela Judicial que se diseñe de manera conjunta con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas indígenas, un curso virtual de autoformación que permita el logro de los objetivos de formación propuestos en la ley de referencia, mismo que se construirá en la plataforma de cursos virtuales de la Escuela Judicial. Para el proceso de diseño, se ha designado como equipo de trabajo a las siguientes personas:
Lic. Román Bresciani Quirós, gestor de capacitación.
MSc. Daisy Quesada Guerreo, especialista en métodos de enseñanza.
Área de Servicios Técnicos, para la producción multimedia.

Al contar con un curso virtual de autoformación podemos garantizar:
· Que la capacitación sea permanente.
· La posibilidad de tener una amplia cobertura con la capacitación.
· La incorporación, sin costo alguno para la institución, de otras personas que nos soliciten formación en este tema a partir de los convenios interinstitucionales.
· [bookmark: _Hlk168603]La solicitud al Consejo Superior, una vez que se cuente con el curso virtual, que se informe a la población sobre el mandato legislativo de la obligatoriedad de la misma.

Agradecemos el ofrecimiento de la Subcomisión en cuanto al apoyo de personas especialistas en esta temática y que integran la Subcomisión que usted preside, para que nos colaboren como especialistas en contenido en los tiempos que les sea posible brindarnos su asesoría y experticia. Esto nos resuelve el problema de no contar con recursos presupuestarios para tener a personas juzgadoras trabajando en la Escuela Judicial para estos efectos. Esta situación de limitación presupuestaria se nos presenta al aprobarse el decreto legislativo posteriormente a la planificación presupuestaria para el presente año.

Con respecto a la solicitud del informe sobre las capacitaciones que se han dado en la temática, adjunto informe del gestor a cargo, el señor Román Bresciani (EJ-ACAD-003-2019, del 22 de enero de 2019).

1.2 Solicitud del 8 y del 16 de enero 2019

Respecto a la solicitud para dar capacitación en el tema indígena a personas que trabajan en los Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica, le informo que si nos es posible coordinar algunas acciones formativas a corto y mediano plazo, esto en virtud de que contamos con un convenio de cooperación con la Universidad de Costa Rica. En ese sentido y, nuevamente aprovechando la disposición de las personas que integran la Subcomisión que usted coordina, le hacemos la siguiente propuesta:

· El diseño de un taller de 8 horas para hacer la inducción al tema. El taller sería impartido por una persona especialista de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas indígenas y previamente diseñado con la asesoría de la MSc. Daisy Quesada Guerrero, metodóloga de la Escuela Judicial. La persona especialista que impartirá el taller, tendrá que hacerlo con permiso sin sustitución por las limitaciones presupuestarias ya referidas. Le agradecemos que se ponga en contacto con el gestor de capacitación, Román Bresciani y con la compañera Daisy Quesada para que coordinen lo correspondiente.

· A mediano plazo, se podrá incorporar a estas personas en la oferta del curso virtual de autoformación que se ha propuesto diseñar para el presente año.


1.3 Solicitud 24 de enero 2019

“Se le solicita la programación de al menos 4 actividades de capacitación que cubran la mayoría de las personas servidoras judiciales, ya sea de manera virtual, bimodal o presencial, vinculadas con los derechos de las personas con discapacidad con especial referencia a la normativa nacional e internacional, entre otras las referidas a: La Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad; la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad; Ley 7.600 y Proyecto de Ley de Inclusión de un Capítulo vinculado con el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad; Ley de Inclusión y Protección Laboral de las personas con Discapacidad en el Sector Público; Ley de Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad; así como la Política Nacional de las Personas con Discapacidad, Política de Igualdad de las Personas con Discapacidad aprobada por Corte Plena y otras circulares aprobadas por Corte Plena y el Consejo Superior”.

Con respecto a ésta última capacitación, le propongo que establezcamos la misma estrategia que le ofrecí para la materia indígena, a saber, un curso virtual de autoformación que permita el logro de los objetivos de formación propuestos en la ley de referencia, mismo que se construirá en la plataforma de cursos virtuales de la Escuela Judicial. Para el proceso de diseño, se designaría como responsable al mismo equipo de trabajo:

Lic. Román Bresciani Quirós, gestor de capacitación.
MSc. Daisy Quesada Guerreo, especialista en métodos de enseñanza.
Área de Servicios Técnicos, para la producción multimedia.

Al contar con un curso virtual de autoformación también en la temática de derechos de las personas con discapacidad, podemos garantizar:

· Que la capacitación sea permanente.
· La posibilidad de tener una amplia cobertura con la capacitación.
· La incorporación, sin costo alguno para la institución, de otras personas que nos soliciten formación en este tema a partir de los convenios interinstitucionales.

Le agradezco el interés que usted siempre manifiesta por fortalecer las actividades formativas de la Escuela Judicial.
Sin otro particular, suscribe atentamente,
Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M.
Director a.i.
Escuela Judicial
Cc consec. arch.

Informa el integrante Román Bresciani remitirá a las personas expertas integrantes de esta Subcomisión atenta solicitud de colaboración para la construcción de las actividades de capacitación programadas. La integrante Valeria Varas señala que no podría facilitar material del INAMU salvo que cuente con autorización expresa del Instituto.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del oficio remitido por la jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a la Escuela Judicial, en relación con las actividades de capacitación programadas con ocasión de Plan Anual de Capacitación en temática indígena, dispuesta en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 2° Se toma nota del Oficio EJ-DIR-017-2019 de 31 de enero de 2019, remitido por Licenciado Mateo Ivankovich Fonseca LL.M., Director a.i. de la Escuela Judicial, en el que comunica: a) Se ha coordinado con el personal de la Escuela Judicial que se diseñe de manera conjunta con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas indígenas, un curso virtual de autoformación que permita el logro de los objetivos de formación propuestos en la ley de referencia, mismo que se construirá en la plataforma de cursos virtuales de la Escuela Judicial. Para el proceso de diseño, se ha designado como equipo de trabajo a las siguientes personas: Lic. Román Bresciani Quirós, gestor de capacitación, MSc. Daisy Quesada Guerreo, especialista en métodos de enseñanza y el Área de Servicios Técnicos, para la producción multimedia. Lo anterior, para garantizar que la capacitación sea permanente, la posibilidad de tener una amplia cobertura con la capacitación, la incorporación, sin costo alguno para la institución, de otras personas que nos soliciten formación en este tema a partir de los convenios interinstitucionales, la solicitud al Consejo Superior, una vez que se cuente con el curso virtual, que se informe a la población sobre el mandato legislativo de la obligatoriedad de la misma. b) Se solicita a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas su colaboración como especialistas en la temática indígena para que brinden su asesoría y experticia en el diseño de las actividades de capacitación. C) Respecto a la solicitud para dar capacitación en el tema indígena a personas que trabajan en los Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica se señala es posible coordinar algunas acciones formativas a corto y mediano plazo, al contar con un convenio de cooperación con la Universidad de Costa Rica. Para tal efecto, plantea la siguiente propuesta: El diseño de un taller de 8 horas para hacer la inducción al tema, impartido por una persona especialista de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas indígenas y previamente diseñado con la asesoría de la MSc. Daisy Quesada Guerrero, metodóloga de la Escuela Judicial. La persona especialista que impartirá el taller, tendrá que hacerlo con permiso sin sustitución por las limitaciones presupuestarias ya referidas, para que coordinen lo correspondiente, y a mediano plazo, se podrá incorporar a estas personas en la oferta del curso virtual de autoformación que se ha propuesto diseñar para el presente año. D) Sobre la solicitud de programación de al menos 4 actividades de capacitación que cubran la mayoría de las personas servidoras judiciales, ya sea de manera virtual, bimodal o presencial, vinculadas con los derechos de las personas con discapacidad con especial referencia a la normativa nacional e internacional, se propuso establecer la misma estrategia de un curso virtual de autoformación que permita el logro de los objetivos de formación propuestos en las leyes de referencia, mismo que se construirá en la plataforma de cursos virtuales de la Escuela Judicial. Para el proceso de diseño, designó como responsable al mismo equipo de trabajo: Lic. Román Bresciani Quirós, gestor de capacitación; MSc. Daisy Quesada Guerrero, especialista en métodos de enseñanza; y el Área de Servicios Técnicos, para la producción multimedia. Lo anterior, para garantizar que la capacitación sea permanente, la posibilidad de tener una amplia cobertura con la capacitación, y la incorporación, sin costo alguno para la institución, de otras personas que nos soliciten formación en este tema a partir de los convenios interinstitucionales. 3° Comuníquese a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Unidad de Acceso a la Justicia las acciones realizadas como parte del cumplimiento de la meta 1.6 del PAO 2019, asociada a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, mediante la articulación de acciones con la Escuela Judicial. 4° El integrante, señor Román Bresciani, hará las coordinaciones respectivas con las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con el objetivo de valorar la posibilidad de que coadyuven como expertos y expertas en el desarrollo de las actividades de capacitación propuestas. 5° Comunicar este acuerdo a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Unidad de Acceso a la Justicia con copia al Licenciado Mateo Ivankovich Fonseca LL.M., Director a.i. de la Escuela Judicial, el licenciado Román Bresciani Quirós, gestor de capacitación; la máster Daisy Quesada Guerrero, especialista en métodos de enseñanza; el Área de Servicios Técnicos; y a las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, para lo de su cargo. 6° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución.-

SE RETIRA LA INTEGRANTE VALERIA VARAS

ARTICULO XI
La señora Damaris Vargas Vásquez informa sobre su participación en la presentación oficial del Tercer Examen Universal de Derechos Humanos, gracias a la invitación que le cursó la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales; y la exposición del informe del señor Geyner Blanco sobre la situación de la población indígena.
El integrante Geyner Blanco se compromete a facilitar su presentación a las y los integrantes de la Subcomisión para su análisis.
SE ACUERDA: 1° Se toma nota del informe de la señora Damaris Vargas Vásquez sobre su participación en la presentación oficial del Tercer Examen Universal de Derechos Humanos, la presentación que hizo el señor Geyner Blanco de la situación de la población Indígena y el ofrecimiento del señor Blanco de facilitar su informe. 2° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución.-

ARTICULO XII
La señora Melissa Benavides Víquez informa sobre la gestión realizada al Colegio de Abogados y Abogadas sobre la atención a personas indígenas de parte de la Defensoría Social:


De: Melissa Benavides Víquez 
Enviado el: jueves, 24 de enero de 2019 09:53 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Acuerdo 2018-045-008 Oficio JD-11168-18 Oficio ACAA-389-2018
Buenos días Damaris:
Adjunto la gestión que se hizo ante la Junta Directiva del Colegio de Abogados, así como otra que se envió en su momento y no hemos tenido respuesta. 
Cualquier cosa que necesite por favor me lo indica. 
De: Nannie Torres Alcócer <defensoriasocial@colabogados.cr> 
Enviado el: miércoles, 23 de enero de 2019 09:38 a.m.
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Juan Carlos Campos <directorsedes@colabogados.cr>; Violeta Conejo Villalobos <auditordefensorias@colabogados.cr>; ajimenez@blplegal.com; g14alexa@yahoo.es
Asunto: Acuerdo 2018-045-008 Oficio JD-11168-18 Oficio ACAA-389-2018
Importancia: Alta
Buenos días:
Máster Melissa Benavides Víquez
Coordinadora a.i.
Unidad de Acceso a la Justicia
Reciba un cordial saludo.
Adjunto el Acuerdo de Junta Directiva 2018-045-008, en relación al Oficio CACC-389-2018 con fecha 31 de octubre de 2018.
Su solicitud fue aprobada y queremos ponernos  a sus órdenes, para establecer la coordinación de las capacitaciones para los Defensores Sociales y público en general; de tal forma que también adquieran un compromiso en colaborar con las visitas (1 o 2) mensuales y dar asesoría legal a las poblaciones en condición de vulnerabilidad para las poblaciones indígenas.
En relación a lo anterior, tengo varias consultas:
· Logística de las visitas (fechas probables)
· Traslado (El Poder Judicial provee este medio)
· Favor indicar materias y profesores para la capacitación a los Defensores y público.  Esto con el fin de solicitar fechas en el Auditorio Dr. Eduardo Ortiz o en una aula grande donde podamos pasar por videoconferencias a las Sedes Regionales
· Monto a cobrar al público interesado en la capacitación (Con el fin de que los fondos recaudados sean utilizados en las visitas a las poblaciones indígenas).


En el correo agrego a los coordinadores de la Comisión de Pro Bono y de la Comisión de Asuntos Indígenas para que se involucren en proyecto. 
Quedo a sus gratas órdenes.
Muchas gracias. 
[image: FIRMA]
De: Annia Picado Mesen <actas@colabogados.cr> 
Enviado el: miércoles, 23 de enero de 2019 09:13
Para: Nannie Torres Alcócer <defensoriasocial@colabogados.cr>
Asunto: acuerdo 
[bookmark: _Hlk523299572]27 de noviembre de 2018
JD-11-1170-18
[bookmark: _Hlk511745046]Atención 
Lic. Juan Carlos Campos Sanabria, Director Sedes Regionales RSC
Sres. Comisión Probono
Sres. Comisión Asuntos Indígenas
Estimados señores y señoras:
Les comunico que la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas, en sesión ordinaria 45-18 celebrada el 19 de noviembre del 2018, tomó el acuerdo que se detalla como sigue:
“SE ACUERDA 2018-45-008 Trasladar al Departamento de Defensorías Sociales Defensorías Sociales, Comisión PROBONO y Comisión de Asuntos Indígenas, la nota CACC-389-2018, de la Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora a.i, Unidad de Acceso a la Justicia, donde remite acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas el cual se Insta al Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, la posibilidad de permitir que la Defensoría Social, los acompañe durante el proyecto de Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, en específico en poblaciones indígenas y puedan realizar una o dos visitas mensuales y dar asesoría legal. Seis votos. Responsable: Departamento de Defensorías Sociales, Comisión PROBONO y Comisión de Asuntos Indígenas”.
El anterior acuerdo fue ratificado en la sesión ordinaria 46-18, celebrada el 26 de noviembre de 2018.
           Atentamente,
Annia Picado Mesén
Secretaria de Actas
Archivo
Apm

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del informe presentado por la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, sobre el acuerdo tomado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas en sesión ordinaria 45-18 celebrada el 19 de noviembre del 2018, en el que se dispuso: “SE ACUERDA: 2018-45-008 Trasladar al Departamento de Defensorías Sociales Defensorías Sociales, Comisión PROBONO y Comisión de Asuntos Indígenas, la nota CACC-389-2018, de la Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora a.i, Unidad de Acceso a la Justicia, donde remite acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas el cual se Insta al Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, la posibilidad de permitir que la Defensoría Social, los acompañe durante el proyecto de Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, en específico en poblaciones indígenas y puedan realizar una o dos visitas mensuales y dar asesoría legal. Seis votos. Responsable: Departamento de Defensorías Sociales, Comisión PROBONO y Comisión de Asuntos Indígenas”. 2° Comunicar a la señora Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia que en relación con las consultas que le plantea la señora Nannie Torres Alcócer, Asistente de Defensorías Sociales del Colegio de Abogados y Abogadas, en comunicado electrónico remitido el 23 de enero de 2019, con copia a la Comisión de Pro Bono y la Comisión de Asuntos Indígenas de dicho Colegio, vinculadas con: “Logística de las visitas (fechas probables). Traslado (El Poder Judicial provee este medio). Favor indicar materias y profesores para la capacitación a los Defensores y público. Esto con el fin de solicitar fechas en el Auditorio Dr. Eduardo Ortiz o en un aula grande donde podamos pasar por videoconferencias a las Sedes Regionales. Monto a cobrar al público interesado en la capacitación (Con el fin de que los fondos recaudados sean utilizados en las visitas a las poblaciones indígenas).”, que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas no tiene definidas las fechas en que se visitarán territorios indígenas debido a que se está en espera de las que programe la Contraloría de Servicios del Poder Judicial; de igual forma, informarle sobre la imposibilidad de la Subcomisión de ofrecer el medio de transporte a los territorios indígenas de las personas representantes del Colegio de Abogadas y Abogadas y las limitaciones legales para establecer alguna acción de cobro a las personas participantes de las actividades de capacitación que se organicen. En relación con las capacitaciones, se dispone remitir consulta a las personas integrantes de la Subcomisión para determinar quienes tendrían disposición de colaborar con su experticia en la temática. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad. Comuníquese a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Unidad de Acceso a la Justicia con copia a la señora Nannie Torres Alcócer <defensoriasocial@colabogados.cr>, Juan Carlos Campos <directorsedes@colabogados.cr>; Violeta Conejo Villalobos <auditordefensorias@colabogados.cr>; ajimenez@blplegal.com; y g14alexa@yahoo.es., representantes de la Defensoría Social, Comisión de Pro Bono y Comisión de Asuntos Indígenas del Colegio de Abogados y Abogadas.-

SE RETIRA LA INTEGRANTE YORLENY FERRERO

ARTICULO XIII
Se conoce del Oficio remitido por la Dirección Ejecutiva con ocasión de la consulta que se le formuló acerca de la posibilidad de que se brinde alguna colaboración económica a las personas indígenas que tuvieran interés en integrarse a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.
N° 5797-DE-2018 
7 de diciembre de 2018 

 
Master 
Melissa Benavides Viquez, Coordinadora 
Unidad de Acceso a la Justicia 
Su Oficina 
 Estimada señora: 
 
 Mediante oficio N. º CACC-401-2018 de fecha 2 de noviembre en curso, se nos remite el acuerdo de la Sub-Comision de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas que literalmente indica: 
 
(…) 
 
“Solicitar a la Dirección Ejecutiva y a CONAMAJ la posibilidad de colaboración económica para traer personas indígenas a la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas” 
 
 Al respecto se solicitó criterio al Departamento de Financiero Contable el cual nos indica lo siguiente: 
 
(…) 
 
“Con respecto a este tema se tiene que la reglamentación que existe corresponde a ayudas económicas para testigos, personas ofendidas, imputadas, menores infractores y personas facilitadoras judiciales según lo dispuesto en el Reglamento de Cajas Chicas Auxiliares, en su artículo 3. 
 
Articulo3º. Prohibición 
 
Queda prohibido el pago de gastos de transporte, alimentación y hospedaje a testigos, personas ofendidas, menores infractores, salvo a quienes por su estado de pobreza y que provenga de lugares lejanos, lo ameriten, según la tarifa autoriza por el Consejo Superior a juicio del responsable de la Caja Chica. Quedan excluidos de la prohibición las personas facilitadoras judiciales, a quienes se les pagara la ayuda económica como reconocimiento a la colaboración, que, sin ninguna relación laboral, prestan a la Institución” 
 
Aunado, mediante oficio Nº 1752-TE-2018 de fecha 6 de diciembre en curso, en lo que interesa indica literalmente lo siguiente: 
 
(…) 
 
De Conformidad con lo anterior, se tiene que la normativa que existe no faculta el reconocimiento de ayudas económicas a personas indígenas, dado que no están contempladas en el artículo 3 del Reglamento de Cajas Chicas Auxiliares” 
 
 Por tanto, se desprende de la normativa que no están comprendidas las personas indígenas, en el entendido no se trate de facilitadores judiciales los cuales si están incorporados. 
 
 Por tanto, para efecto de incorporarlos deberán, si a bien lo estiman proceder a solicitar a Corte Plena un cambio en el artículo 3, prohibiciones del Reglamento de Cajas Chicas Auxiliares y posteriormente incluir los recursos en el presupuesto de esa Subcomisión. 
 
 	Atentamente, 
 	  
Dinorah Álvarez Acosta 
	 	Directora Ejecutiva  
 DAA/sig. 

Se analiza la posibilidad de integrar a personas indígenas u otras integrantes a la Subcomisión, dependiendo de la temática, por medio del sistema de videoconferencias. La Fiscala Ariana informa que podría tratarse de personas facilitadoras del programa de CONAMAJ.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 5797-DE-2018 de 7 de diciembre de 2018 remitido por la Dirección Ejecutiva en el que se informa, para poder brindar colaboración económica a las personas indígenas a efecto de que puedan asistir a las sesiones presenciales de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, deberá solicitarse a Corte Plena un cambio en el artículo 3 de Prohibiciones del Reglamento de Cajas Chicas Auxiliares, pues actualmente no se contempla esa posibilidad; y posteriormente, incluir los recursos en el presupuesto de la Subcomisión. 2° Realizar las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en forma virtual, y sólo cuando sea absolutamente indispensable, realizarlas de manera presencial, en cuyo caso, gestionar el sistema de videoconferencia para que asistan las personas integrantes de la Subcomisión cuya oficina se localice fuera del Primer Circuito Judicial de San José. Las personas invitadas que no cuenten con recursos económicos para el traslado serán atendidas en la medida de lo posible, por el sistema de videoconferencia, para lo cual se coordinará previamente por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia, con las Administraciones Regionales y Telemática de la Dirección de Tecnología de la Información. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Comisión de Acceso a la Justicia y Unidad de Acceso a la Justicia con copia a la Dirección Ejecutiva y Dirección de Tecnología de la Información.-

SE RETIRA LA INTEGRANTE LIGIA JIMENEZ

ARTICULO XIV


La señora Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia, el oficio remitido el 21 de enero de 2019 al Magistrado Rafael Segura Bonilla, Director del Programa de Justicia Restaurativa, en el marco de la ejecución del Proyecto Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa que se ejecuta en los Poderes Judiciales de Colombia y México, coordinado por Costa Rica, ante la solicitud de coordinación de acciones para la atención de los procesos vinculados con personas indígenas:
San José, 21 de enero de 2019. 
(Respuesta Oficio N° 004-PJR-19) 
Señor 
Msc. Rafael Segura Bonilla 
Magistrado de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia 
Director Programa de Justicia Restaurativa 
Poder Judicial 

Estimado Señor: 

Reciba un cordial saludo de año nuevo. A la vez, con ocasión del Oficio N° 004-PJR-19 de 17 de enero de 2019, en el que se informa, la Dirección de Justicia Restaurativa en el marco de la ejecución del Proyecto Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa que se ejecuta en los Poderes Judiciales de Colombia y México, coordinado por Costa Rica, con fondos de la Unión Europea, tiene entre sus ejes de trabajo un acercamiento con la población indígena, con ocasión de lo cual muestra su interés en participar en alguna de las capacitaciones que se gesten desde la Subcomisión y coordinar acciones en el tema de la Justicia Restaurativa, le informo: 

Para la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas es un honor y una gran oportunidad establecer alianzas y sinergias con la Dirección de Justicia Restaurativa a fin de lograr un acercamiento a las personas indígenas y mejorar las oportunidades de acceso a la justicia de esta población. 

Con ocasión de lo anterior, y en relación con las capacitaciones, le informo que esta Subcomisión está coordinando acciones con la Escuela Judicial para la ejecución de actividades de capacitación permanente del personal judicial; y más recientemente, con ocasión del Programa Anual Permanente al que hace alusión el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Por ende, considerando la importancia que reviste en la Institución el Proyecto Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa, se priorizará a la o las personas integrantes del equipo de trabajo en las capacitaciones que se desarrollen de parte de la Subcomisión o en coordinación con la Escuela Judicial. En relación con esto último, copio a la Dirección de la Escuela Judicial para su conocimiento. 

Así mismo, quedo a su entera disposición para coordinar acciones en el tema de Justicia Restaurativa asociado a la población indígena y le agradezco el involucrar a la Subcomisión en la ejecución del Proyecto Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa, para el desarrollo de alianzas. 

De usted con toda consideración y estima, 

Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba. 
Coordinadora 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 

Copias: 
Comisión de Acceso a la Justicia 
Unidad de Acceso a la Justicia 
Escuela Judicial
-0-

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 004-PJR-19 remitido por el señor Msc. Rafael Segura Bonilla, Magistrado de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia y Director Programa de Justicia Restaurativa del Poder Judicial, en el marco de la ejecución del Proyecto Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa que se ejecuta en los Poderes Judiciales de Colombia y México, coordinado por Costa Rica, con fondos de la Unión Europea, indicándose tiene entre sus ejes de trabajo un acercamiento con la población indígena, con ocasión de lo cual muestra su interés en participar en alguna de las capacitaciones que se gesten desde la Subcomisión y coordinar acciones en el tema de la Justicia Restaurativa. 2° Se toma nota de la respuesta dada por la jueza Damaris Vargas Vásquez en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad en el que le informa, para la Subcomisión es muy importante establecer alianzas y sinergias con la Dirección de Justicia Restaurativa a fin de lograr un acercamiento a las personas indígenas y mejorar las oportunidades de acceso a la justicia de esta población. 3° Solicitar a la Escuela Judicial incorporar en las actividades de capacitación propias del Programa Anual Permanente 2019 al que hace alusión el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, entre otras personas, a integrantes del equipo de trabajo del Programa de Justicia Restaurativa. 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Dirección de la Escuela Judicial y al Msc. Rafael Segura Bonilla, Magistrado de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia y Director Programa de Justicia Restaurativa del Poder Judicial, con copia a la Comisión de Acceso a la Justicia y Unidad de Acceso a la Justicia.-

ARTICULO XV


Se conoce comunicado remitido por el juez penal licenciado Jean Carlos Monge, en el que informa de tres temas que en su criterio es importante impulsar durante 2019:
De: Jean Carlo Monge Madrigal 
Enviado el: viernes, 25 de enero de 2019 08:01 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; sorbulu@gmail.com; javierrodriguezcostarica@gmail.com; marcos.guevara@ucr.ac.cr; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; vvaras@inamu.go.cr; mherrera@dhr.go.cr; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; carlos.cruz.melendez@una.cr; geyner.blanco@presidencia.go.cr; Jorge Leiva Poveda <jleivap@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; rpaez@pani.go.cr; achavarria@tse.go.cr; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; directorsedes@colabogados.cr; Departamento Trabajo Social y Psicología <trab_social@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac
Asunto: Re: CONVOCATORIA A SESIONES SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 2019 Y OTROS
“… En cuanto a los temas que se nos solicitan, considero prioritario abordar lo siguiente:
1. Lo indicado por la Licda. Ligia en cuanto al tema de los intérpretes y la posición de la Dirección Ejecutiva. De hecho, debe considerarse que los lineamientos de esa oficina, no son acordes con el artículo 14 del Código Procesal Penal en cuanto a la posibilidad de designar una persona traductora de confianza.
1. Realización de diligencias judiciales en los Territorios Indígenas. No solo audiencias sino también, recepción de denuncias y demandas, asesoría y seguimiento de casos.
2. Implementación de la Ley de Acceso a la Justicia de las Personas Indígenas, en especial, en lo que respecta a la asesoría jurídica gratuita costeada por el Poder Judicial, así como lo que se relaciona con la capacitación permanente de las personas funcionarias. 
Respecto a las sesiones de la Subcomisión, estoy de acuerdo con las fechas propuestas. Si me gustaría saber si en el caso de la sala del ILANUD, es posible conectarnos mediante videoconferencia. De no ser así, podría ser quizás mediante video llamada.
Únicamente solicito por favor se me excuse de las sesiones que se realizarán en junio, julio y agosto pues estaré fuera del país. 
Quedo a sus órdenes. 
Un saludo cordial para todas y todos.
Jean Carlo Monge Madrigal.
Juez Penal de Coto Brus.
SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la propuesta de temas prioritarios sugeridos por el integrante juez penal Jean Carlo Monge Madrigal. 2° Dar seguimiento a las propuestas del juez Monge en coordinación con las acciones que ya se están implementando.-

ARTICULO XVI
Comunica la jueza Damaris Vargas remitió oficio a la Contraloría de Servicios del Poder Judicial el pasado 8 de enero de 2019, en ejecución de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, poniéndose a su disposición para participar en las visitas que organice la Contraloría de Servicios en los territorios indígenas para la coordinación respectiva. 
El oficio literalmente señala:

San José, 8 de enero de 2019.

Señor
Lic. Erick Alfaro Romero
Contralor de Servicios
Poder Judicial

Estimado Señor:

	Reciba un atento saludo. A la vez, en seguimiento de lo dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, me pongo a su disposición como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para participar activamente en las visitas periódicas que realice la Contraloría de Servicios durante el año 2019 a los territorios indígenas para efectos de información y capacitación sobre sus derechos específicos frente a la administración de justicia, de conformidad con lo dispuesto por el numeral 19 de esa normativa. Como es de su conocimiento, la Subcomisión está integrada por personas representantes de diferentes organizaciones sociales y oficinas institucionales que podrían colaborar en el fortalecimiento de los objetivos planteados.

	Aprovecho para agradecerle el informe de inventario de procesos judiciales vinculados con personas indígenas que se tramitan en los Circuitos Judiciales de Turrialba y de Buenos Aires de Puntarenas, y a la vez, instarle para que valore la posibilidad de ampliar esa información a fin de contar con datos de calidad para la construcción del Diagnóstico actualizado al que hace alusión el artículo 12 de la citada Ley, en el que la Comisión de Acceso a la Justicia deberá incorporar evidencia relevante que permita identificar las debilidades y los obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva pudiera presentar el sistema judicial en perjuicio de los pueblos indígenas.

	Atentamente, 

Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
Poder Judicial

Copias:
Comisión de Acceso a la Justicia
Unidad de Acceso a la Justicia


SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la gestión realizada. 2° Comunicar a la Contraloría de Servicios la disposición de las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de acompañarles en las audiencias que programen para las visitas a los territorios indígenas con ocasión del seguimiento a la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. De igual forma, remitir atenta solicitud a la Fiscalía Indígena para que valoren la posibilidad de la participación de la Subcomisión en algunas de las giras a territorios indígenas. Lo anterior, con el objetivo de realizar un abordaje integral a las inquietudes de dicha población vinculadas con diversos temas relacionados con el acceso a la justicia.  2° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Contraloría de Servicios y a la Fiscalía Indígena con copia a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Unidad de Acceso a la Justicia.- 

LA INTEGRANTE BENAVIDES Y EL INTEGRANTE BLANCO SE RETIRAN DE LA SESIÓN

ARTICULO XVII

Informa el integrante Cruz que elaboró un estudio vinculado con la temática de “Familias Indígenas”, el cual está dispuesto a socializar con las personas integrantes de esta Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para su conocimiento; y si a bien lo tienen, le hagan llegar sus observaciones. Señala, en lugar de referirse a las personas indígenas involucradas cambia el nombre de éstas para mayor privacidad. Se trata de las grabaciones en video de la Escuela Judicial.
El integrante Román Bresciani, representante de la Escuela Judicial ante la Subcomisión, solicita al señor Cruz la remisión de los videos y las transcripciones que según indica utilizó en el documento que pondrá a disposición de la Subcomisión; pues señala, a lo interno de la Subcomisión se había tomado la decisión de usar un guión para editar esa información.
SE ACUERDA: 1. Se toma nota de las manifestaciones del integrante Carlos Cruz, representante de la Universidad Nacional ante la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígena y se dispone, una vez remita su estudio sobre “Familias Indígenas”, hacerlo de conocimiento de las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 2° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese este acuerdo a la Escuela Judicial y al señor Carlos Cruz.

ARTICULO XVIII
Las y los integrantes solicitan cambiar la hora de inicio de las sesiones de la Subcomisión para las 13:30 horas. 
SE ACUERDA: Modificar la hora de inicio de las sesiones ordinarias de la Subcomisión a fin de que den inicio a las 13:30 horas. Instar a la Unidad de Acceso a la Justicia a fin de que colaboren con la logística con ILANUD para contar con la anuencia de las personas encargadas.-
[bookmark: _Toc366755199][bookmark: _Hlk531584574][bookmark: _Hlk531095935]Se da por terminada la sesión al ser las diecisiete horas treinta minutos de este día.-


Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
Fwd  Seguimiento a gesti�n del Juzgado Contravencional de Turrialba sobre uso del veh�culo 15 02 2019 zona ind�gena Vereh.msg
Fwd: Seguimiento a gestión del Juzgado Contravencional de Turrialba sobre uso del vehículo 15/02/2019 zona indígena Vereh
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Descarga Outlook para iOS

  _____  


From: Damaris Vargas Vásquez
Sent: Monday, February 11, 2019 3:53:31 PM
To: Karol Muñoz Barahona; Juzgado Contravencional de Turrialba; William Cerdas Zuñiga; Administración Regional de Turrialba
Cc: Melissa Benavides Víquez; Alejandra Ortega Padilla; Contraloria Servicios de Turrialba; Allan Pérez Arce; Subcomisión de Pueblos Indígenas; Acceso a la Justicia
Subject: Seguimiento a gestión del Juzgado Contravencional de Turrialba sobre uso del vehículo 15/02/2019 zona indígena Vereh 

 



Señora



Jueza Karol Muñoz Barahona



Juzgado Contravencional de Turrialba



 



Reciba un atento saludo, a la vez, acuso recibido del comunicado electrónico que remitió a la Administración Regional de Turrialba en relación con la coordinación de un vehículo oficial para el traslado a un territorio indígena.



 



Aprovecho la oportunidad para ponerme a su disposición y de don William Cerdas en lo que pueda colaborar en relación con la ejecución idónea de las Circulares del Consejo Superior números 10-09 y 123-13, entre otras, en las que se establecen las Reglas para la atención de las procesos vinculados con personas indígenas, especialmente la quinta regla referida a la programación de audiencias de prueba dentro de horarios accesibles a las personas indígenas.



 



Saludos cordiales,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 



 



De: Melissa Benavides Víquez 
Enviado el: lunes, 11 de febrero de 2019 08:22 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Uso del vehículo 15/02/2019 zona indígena Vereh



 



Buenos Damaris:



 



Hago de su conocmientos este correo que ingresara el día viernes. 



 



De: Karol Muñoz Barahona <kmunoz@poder-judicial.go.cr> 
Enviado el: viernes, 08 de febrero de 2019 02:10 p.m.
Para: Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Katherine Salazar Duarte <ksalazard@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Uso del vehículo 15/02/2019 zona indígena Vereh



 



 



Buenas tardes, 



Se reenvía para su conocimiento, en virtud de que el correo de la subcomisión de pueblos indígenas se encuentra lleno.



 



Muchas gracias







 



  _____  


De: Karol Muñoz Barahona
Enviado: viernes, 8 de febrero de 2019 09:00
Para: William Cerdas Zuñiga; Juzgado Contravencional de Turrialba
Cc: Alejandra Ortega Padilla; Allan Pérez Arce; Subcomisión de Pueblos Indígenas; Contraloria Servicios de Turrialba
Asunto: Uso del vehículo 15/02/2019 zona indígena Vereh 



 



 



Buenos días don William, 



 



En relación al comunicado que me hizo el día de ayer de manera informal en el mostrador de este Despacho, en referencia a que el día viernes 15 de febrero del presente año, requiere del vehículo a las 7:00 horas para llevar al técnico informático a Juan Viñas e instalar dos computadoras, le hago saber con todo respeto:



 



Las fechas para las visitas a zona indígena que realiza este despacho, fueron asignadas por la Administración desde el 02 de enero del presente año, siendo que este 15 de febrero se tiene audiencia señalada en la localidad de Vereh, a las 09:00 horas, si bien le había indicado que no había problema en salir más tarde del edificio a la zona, lo cierto es que ya verificada la agenda y la hora del señalamiento, no es posible salir más tarde de las 7:30 horas del edificio, pues no se llegaría a tiempo. Por lo que le solicito, buscar otro día en su agenda para realizar su trámite. 



 



Tome en cuenta que no es la primera ocasión en que las visitas y diligencias que tiene esta oficina a las diferentes zonas,  en muchas ocasiones el año pasado, fueron canceladas hasta de un día para otro y sin la comunicación debida, lo que ocasiona un gran perjuicio al usuario indígena, en virtud de que no hay manera de poderles avisar que no se va a llegar, siendo una desconsideración porque hay usuarios que caminan largas horas y días inclusive para poder acceder al servicios de justicia. 



Aprovecho para indicarle además, que si bien se trata de estar al regreso a las 4:30 en el edificio, no siempre es posible. Por lo que le agradezco no limitarnos ese tiempo y cualquier situación me la comunique de manera directa a mi persona por este medio y no por medio del técnico Andrés Aguilar, con el fin de poder contestarle de la misma manera. 



 



Muchas gracias don William
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SEGUNDA SESION DE INDUCCION SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS A PROGRAMA DE COSULTORIOS JURIDICOS DE LA UCR.MSG
SEGUNDA SESION DE INDUCCION SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS A PROGRAMA DE COSULTORIOS JURIDICOS DE LA UCR

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		ALEJANDRO DIEGO VILLEGAS RAMIREZ; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Irving Vargas Rodríguez

		Recipients

		ALEJANDRO.VILLEGAS@ucr.ac.cr; ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr; ivargas@Poder-Judicial.go.cr



Señor 

Lic. Alejandro Villegas Ramírez

Director

Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica

Anexo A Primer Circuito Judicial de San José



Estimado don Alejandro:



Reciba un atento saludo y la confirmación de la licenciada Ligia Jiménez, Coordinadora de la Defensa Pública Indígena y de la suscrita, para la sesión de inducción y articulación de acciones sobre la temática indígena, en ejecución de lo acordado oportunamente. 

Anexo mi presentación y la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.    

Saludos cordiales,



Jueza Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Poder Judicial



LEY DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS INDIGENAS.pdf




     Año CXL San José, Costa Rica, viernes 28 de setiembre del 2018 199 páginas 



ALCANCE N° 174 



PODER LEGISLATIVO 



LEYES 



PROYECTOS 



EDICTOS 



PODER EJECUTIVO 



DECRETOS 



INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 



AUTORIDAD REGULADORA 



DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 



SUPERINTENDENCIA 



DE TELECOMUNICACIONES 



2018 



Imprenta Nacional 



La Uruca, San José, C. R.











PODER LEGISLATIVO



LEYES



































-05- LEY N.0 9593 



Dado en la Presidencia de la República, San José, a los veinticuatro días del 
mes de julio del año dos mil dieciocho. 



Ejecútese y publíquese. 



CARLOSALVARAD 



GretteVlyD 



1 vez.—O. C. N° 3400037819.—Solicitud N° 128-2018.—( L9593 - IN2018281698 ).








						2018-09-28T10:07:10-0600


			MAX FABIAN CARRANZA ARCE (FIRMA)
















MINUTA SESION DE TRABAJO CON CONSULTORIOS JURIDICOS DE UCR 7 DE ENERO 2019.docx

SUBCOMISIÓN  ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS





Minuta de Sesión 07/ENERO/2019





			Fecha


			07/01/2019





			Hora de inicio 


			09:00





			Hora de finalización 


			10:00





			Lugar 


			Oficina 804 Edificio Corte Suprema de Justicia





			Objetivo de la reunión 


			Atención a consultas de personas indígenas por parte de estudiantes de la Universidad de Costa Rica quienes están matriculados en Consultorios Jurídicos.











			Participantes


			Oficina


			Puesto


			Extensión





			Alejandro Villegas Ramírez


			Consultorios Jurídicos UCR


			Encargado de Consultorios Jurídicos UCR


			22457484; Alejandro.villegas@ucr.ac.cr





			Dominique André Vargas Vargas


			Consultorios Jurídicos UCR


			Estudiante


			dominiqueandre.vargas@ucr.ac.cr





			Melissa Benavides Víquez


			Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial


			Coordinadora


			mbenavidesv@poder-judicial.go.cr





			Damaris Vargas Vásquez


			Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial


			Coordinadora


			22953081; dvargas@poder-judicial.go.cr











Temas tratados: Atención a consultas jurídicas de personas indígenas de parte de estudiantes de la UCR quienes atienden Consultorios Jurídicos y su impacto en el acceso a la justicia de esta población.-





			Se recibe al señor Alejandro Villegas Ramírez, quien informa está a cargo de la Oficina de Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica ubicada en el Anexo A del Primer Circuito Judicial de San José, y al estudiante Dominique André Vargas Várgas quien es estudiante. Señalan, el grupo está integrado por 20 estudiantes de 4° y 5° año de la carrera de Derecho. Refiere el señor Villegas expuso al Magistrado Fernando Cruz Castro, Presidente de la Corte Suprema de Justicia el interés de la UCR en que las y los estudiantes que estén realizando consultorios jurídicos atiendan consultas de personas indígenas a fin de colaborar con la atención de esta población, para cuyo efecto tienen programada una gira a Comte Burica los días 15 y 16 de febrero próximo. Indican, han coordinado con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI) donde se les ha recomendado abordar temas vinculados con Familia, Agrario, Civil la parte de Sucesiones, entre otras materias, no así lo relacionado con Penal, Narcotráfico, Relaciones Impropias y similares. Refieren requieren colaboración del Poder Judicial en dos aspectos en concreto: 1. Se les recomiende qué materias incorporar en la asesoría que den a las personas indígenas y 2. Logística para el traslado de las y los estudiantes de Consultorios Jurídicos pues no tienen transporte para accesar al citado territorio indígena más allá de donde les pueda dejar la buseta de la Universidad de Costa Rica que están coordinando. Indica, en la UCR no existe una materia específica sobre Derecho Indígena; sin embargo, se trata de estudiantes avanzados en la carrera y ya recibieron una inducción en Migración Indígena de parte de la profesora doña Rita Maxera.


La jueza Damaris Vargas Vásquez señala que de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia se le solicitó atender la gestión planteada por el señor Alejandro Villegas Ramírez. Explica sobre la integración de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas y la Comisión de Acceso a la Justicia, así como la coordinación interinstitucional que se realiza en relación con algunos temas; así como las limitaciones vinculadas con recomendaciones de procesos concretos que atender en las diferentes materias. Sugiere se valore la posibilidad de que las y los estudiantes reciban una inducción o una capacitación sobre Derecho Indígena antes de iniciar el proceso de capacitación, aprovechando las disposiciones de la nueva Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas en la que se dispone del deber de ejecutar esas capacitaciones anualmente; y sobre todo, se consulte primero a las personas indígenas que vayan a estar involucradas si desean se desarrolle ese proyecto y en caso de tener anuencia, las necesidades en concreto que tengan. Así mismo, señala las limitaciones institucionales para facilitarles medios de transporte institucionales para el traslado de las y los estudiantes, mencionando al efecto la experiencia de los médicos de la CCSS en la articulación de acciones para la logística y transporte con las avionetas del Ministerio de Seguridad. Finalmente sugiere se valore la posibilidad de priorizar la atención de personas indígenas ubicadas en territorios indígenas de Salitre y Cabagra a fin de contribuir con las acciones realizadas por el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Poder Judicial en forma coordinada para atender las medidas cautelares impuestas a Costa Rica por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.


La máster Melissa Benavides refiere a la programación de giras a territorios indígenas que organiza la Fiscalía General de la República, especialmente en época de verano; y enfatiza en la labor desplegada por la Comisión de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a su cargo tanto en lo relacionado con las personas indígenas como en otras poblaciones en estado de vulnerabilidad que deben ser atendidas en forma coordinada interinstitucionalmente.


ACUERDOS: 1° Analizar los alcances del Convenio Interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica a fin de determinar la posibilidad de que a corto plazo se desarrolle un proceso de inducción de parte de personas expertas en Derecho Indígena integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas del Poder Judicial y las y los estudiantes de Consultorios Jurídicos de la UCR a efecto de que puedan atender consultas de personas indígenas y eventualmente, procesos vinculados con esos asuntos; así como la eventual inclusión de esa población de estudiantes en las actividades de capacitación organizadas por la Escuela Judicial. 2° Facilitar normativa y jurisprudencia relacionada con la temática indígena que haya sido recopilada previamente por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas con el objetivo de que sirvan a la población de estudiantes para sus procesos de formación en Derecho Indígena, en especial, la Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas aprobada recientemente y el link de la Comisión de Acceso y la Subcomisión donde constan los lineamientos de Corte Plena y el Consejo Superior vinculados con las personas indígenas: https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/index.php/subcomisiones/indigenas. 3° Remitir al señor Villegas Ramírez los datos estadísticos recopilados por la Contraloría de Servicios del Poder Judicial vinculados con los procesos que se tramitan en los despachos de Turrialba y de Buenos Aires de Puntarenas –con la eliminación de los nombres de las personas involucradas- para la toma de decisiones en relación con el proyecto a desarrollar a fin de ofrecer un mejor acceso a la justicia de las personas indígenas, como una acción específica en cumplimiento de la medida cautelar impuesta a Costa Rica por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 4° La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas valorará con sus integrantes la posibilidad de incorporar a ésta a una persona integrante de Consultorios Jurídicos de la UCR y en caso afirmativo, les estará informando para la coordinación respectiva. 5° Remitir copia de estos acuerdos a la Dra. Diana Montero Montero, jefa de la Defensa Pública, la Directora de la Escuela Judicial, señora Ileana Guillén Rodríguez y el licenciado Erick Alfaro, Jefe de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, para que valoren la posibilidad de coadyuvar con la propuesta de Consultorios Jurídicos de la UCR y articular acciones que permitan mejorar el acceso a la justicia de las personas indígenas desde sus competencias. 6° Informar al Magistrado Dr. Fernando Cruz Castro, Presidente de la Corte Suprema de Justicia los resultados de esta sesión de trabajo y su seguimiento, al haberse delegado en la jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, la atención de este asunto propuesto por el señor Alejandro Villegas Ramírez, encargado de Consultorios Jurídicos de la UCR.











Elaborado por: ___Damaris Vargas Vásquez___________________________


Anexos: Correo electrónico donde consta coordinación de la sesión, normativa relacionada con derechos de acceso a la justicia de pueblos indígenas y estadísticas de procesos relacionados con personas indígenas de los territorios de Turrialba y Buenos Aires.





SEGUIMIENTO:





[bookmark: _MailOriginal]De: Irving Vargas Rodríguez 
Enviado el: lunes, 14 de enero de 2019 12:53 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Solicitud de información





Estimada doña Damaris:





Buenas tardes. Muchas gracias por la información y el seguimiento a la gestión





Quedo a la espera de que la capacitación referida se coordine. Asimismo, en su disposición para las diligencias en las que pueda apoyárseles





Saludos cordiales, 
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De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 14 de enero de 2019 12:20
Para: Irving Vargas Rodríguez <ivargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Solicitud de información





Estimado don Irving:





Buenos días. Remito seguimiento dado a eventual opción de inducción o capacitación en la temática indígena a estudiantes de Consultorios Jurídicos de la UCR. 





La máster Kattya Escalante designó para ese efecto al Gestor de Capacitación don Román Bresciani, a quien remití correo anexo a este comunicado.





Don Román Bresciani me indicó hace unos minutos vía telefónica, está en proceso de revisión de los lineamientos de la Escuela Judicial y convenio interinstitucional para poder dar una respuesta específica.





De toda forma estoy en la mejor disposición de ofrecer una inducción a esa población junto con doña Ligia Jiménez (Defensora Pública a cargo de lo Indígena), según ofrecimiento que me hizo doña Diana Montero; en caso de que don Fernando Cruz lo estime pertinente.





Saludos cordiales,





Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.


Coordinadora Proyecto Implementación de la Reforma Procesal Agraria


Jueza decisora del Tribunal Agrario


Poder Judicial


Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561








De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: martes, 08 de enero de 2019 01:33 p.m.
Para: Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Kattia Escalante Barboza <kescabar@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Solicitud de información





Estimado don Román:





Reciba un atento saludo de año nuevo. A la vez, en seguimiento de lo planteado por doña Kattia Escalante, le solicito la remisión de los materiales -presentaciones, manuales, y otros- base de las capacitaciones organizadas por la Escuela Judicial sobre la temática indígena; además, indicación de cuáles de éstos pueden ser socializados con las y los estudiantes de Consultorios Jurídicos de la UCR, conforme a los lineamientos de la Escuela Judicial. Lo anterior, con el objetivo de valorar impartirles una inducción a corto plazo o una capacitación más amplia a mediano plazo.





Aprovecho para consultarle sobre el Programa Anual 2019 de la Escuela Judicial vinculado con la temática indígena y el control de personas capacitadas en Derecho Indígena, con ocasión de lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, que literalmente dispone: “Capacitación permanente del personal. Se garantizará la capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Escuela Judicial tendrá un programa anual permanente. Dichas capacitaciones serán declaradas obligatorias por el Poder Judicial, a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes, para ofrecer un servicio público de calidad a las personas involucradas. La Escuela Judicial deberá llevar un registro de tales capacitaciones y ofrecerlas periódicamente para garantizar su actualización.”





Estoy a su disposición de requerir información adicional o para la coordinación respectiva.





Cordialmente,





Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.


Coordinadora Proyecto Implementación de la Reforma Procesal Agraria


Jueza decisora del Tribunal Agrario


Poder Judicial


Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561








De: Kattia Escalante Barboza 
Enviado el: martes, 08 de enero de 2019 08:26 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Aida Cristina Sinclair Myers <asinclair@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica - Iniciativa Indígena





Buenos días Damaris: es un gusto saludarte. Le remito esta gestión al compañero Román Bresciani, gestor de capacitación de la Escuela Judicial quien tiene a cargo el área de capacitación en materia indígena para que coordine lo correspondiente.


Saludos cordiales,





Licda. Kattia Escalante Barboza


Directora a.í.


Escuela Judicial














De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: lunes, 7 de enero de 2019 16:44:16
Para: Dominique André Vargas Vargas; alejandro.villegas@ucr.ac.cr; 'Lic. Alejandro Villegas Ramírez'
Cc: Presidencia de la Corte; Carmen María Escoto Fernández; consultoriojuridico11.fd@ucr.ac.cr; Diana Montero Montero; Ileana Guillén Rodríguez; Escuela Judicial Dirección; Kattia Escalante Barboza; Erick Alfaro Romero; Contraloria de Servicios de San José; Carmen María Escoto Fernández; Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Acceso a la Justicia
Asunto: RE: Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica - Iniciativa Indígena 


 


Señor


Lic. Alejandro Villegas Ramírez


Consultorios Jurídicos


Universidad de Costa Rica


 


Estimado Señor:


 


Reciba un atento saludo. A la vez, remito para su conocimiento minuta de la sesión de trabajo realizada el día de hoy a las 9 a.m. con ocasión de su visita y del estudiante, señor Dominique André Vargas Vargas, la cual incluye los acuerdos respectivos. Se anexa la información que se ofreció. 


Copio este comunicado y los acuerdos tomados a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, las Direcciones de la Defensa Pública, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios del Poder Judicial, así como a la Comisión de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia, para su conocimiento.


Cordialmente,


 


Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas


Jueza decisora del Tribunal Agrario


Poder Judicial


Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561


 


De: Presidencia de la Corte 
Enviado el: martes, 11 de diciembre de 2018 10:25 a.m.
Para: Dominique André Vargas Vargas <dominiqueandre.vargas@ucr.ac.cr>
CC: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica - Iniciativa Indígena


 


Buen día:


 


Después de externarle un atento saludo y siguiendo indicaciones del señor Presidente de la Corte, don Fernando Cruz Castro, le comunico que por un tema de agenda le resulta imposible atenderlo antes del mes de febrero, fecha en la que indica debe realizar el viaje con ocasión del Proyecto de iniciativa indígena que se desarrolla entre el Consultorio Jurídico de la Universidad de Costa Rica y la Fiscalía Indígena.


 


Copio este correo a la señora MBA. Damaris Vargas Vásquez de la Comisión de Asuntos Indígenas, para que por favor coordine con ella la audiencia que necesita.


 


Saludos cordiales,


 


<image007.png>


 


De: Dominique André Vargas Vargas <dominiqueandre.vargas@ucr.ac.cr> 
Enviado el: jueves, 06 de diciembre de 2018 9:59
Para: Fernando Cruz Castro <fcruz@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica - Iniciativa Indígena
Importancia: Alta


 


Dr.


Fernando Cruz Castro


Presidente


Corte Suprema de Justicia


 


 


Señor Presidente:


 


En primer lugar, reciba un cordial saludo de mi parte, así como también mis deseos de éxito en sus labores.


 


Mi nombre es Dominique André Vargas, y soy estudiante del Consultorio Jurídico de la Universidad de Costa Rica en el Primer Circuito Judicial de San José.


 


Con instrucciones del profesor Alejandro Villegas Ramírez –docente a cargo del Consultorio–, me dirijo a su persona acerca de la iniciativa indígena que se ha venido desarrollando entre el Consultorio y la Fiscalía Indígena.


 


Se ha definido, tras conversaciones con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI), que el viaje se llevaría a cabo en la segunda semana de febrero. Por ello, con el fin de concretar aspectos fundamentales para el desarrollo del proyecto, me permito solicitar cita con su persona para la fecha más pronta que le resulte posible a su persona.


 


Me despido, no sin antes externarle mi más altas muestras de agradecimiento y admiración.


 


 


Dominique André Vargas Vargas


 


Facultad de Derecho


Universidad de Costa Rica


 


<image008.jpg>                                           <image009.png>


 


[bookmark: _GoBack]


image1.png


PODER
JUDICIAL

==PRESIDENCIA=

Despacho de la Presidencia

Irving Vargas Rodriguez
Asesor de la Presidencia

Tel: (506) 2295-3467
ivargas@Poder-Judioial go.cr










NORMATIVA NACIONAL E INTERNACIONAL SOBRE DERECJHOS DE PUEBLOS INDIGENAS Y POLITICAS DEL PODER JUDICIAL.pptx

COORDINACIÓN PODER JUDICIAL Y PROGRAMA DE CONSULTORIOS JURIDICOS DE LA UNIVERSDAD DE COSTA RICA
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Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional 


Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional 
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Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030


Desafío Mundial: 193 Estados Miembros de la ONU


Contiene 17 Objetivos y 169 metas 


	Esbozan de manera transversal y multidimensional, la aspiración y el compromiso de avanzar en: 


	1) Reducción y mejoramiento de las 	condiciones de pobreza


	2) Las limitaciones en acceso a la educación


	3) La justicia y a la salud


	4) Las discriminaciones de cualquier tipo


	5) El deterioro ambiental






































Poder Judicial y ODS









El Poder Judicial como parte del Estado costarricense, está comprometido en este esfuerzo país; por eso hemos suscrito el “Pacto Nacional por el avance de los O.D.S. en el marco de la Agenda 20-30 para el Desarrollo Sostenible en Costa Rica”            Además de constituir un hito histórico nacional e internacional, ratifica el compromiso del Poder Judicial
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ODS 17 DE LA AGENDA 2030
 






Objetivo 16: “Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles”
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Territorios indígenas en CR






































PUEBLOS INDÍGENAS EN COSTA RICA
Territorio/ Etnia/ Cantones/ Idioma/ Creación



Térraba/  Teribe/	Buenos Aires/ Español y Teribe/ 1956


Guatuso/	Guatuso y San Carlos/ Español y Maleku/1977


Kéköldi/ Bribri/ Bribri y español/	1977


Quitirrisí/	Huetar/ Mora	de San José/ Español/	1979


Matambú	Chorotega/ Hojancha y Nicoya/Español/1980


Abrojos Montezuma Ngobe/Corredores/Ngäbere/1980


Coto Brus	Ngobe/ Coto Brus y Buenos Aires/Ngäbere/1981



































PUEBLOS INDÍGENAS EN COSTA RICA
Territorio/ Etnia/ Cantones/ Idioma/ Creación



8. Conte Burica Ngobe/Golfito y Corredores/ Ngäbere/1982


9. Ujarrás Cabécar/Buenos Aires de Puntarenas/Cabécar/	1982


10. Salitre Bribri/ Buenos Aires  Puntarenas/	Bribri y español/ 	1982


11. Cabagra Bribri/ Buenos Aires de Puntarenas/ Bribri y español/ 1982


12. Tayní Cabécar/ Limón/ Cabécar/ 1984



































PUEBLOS INDÍGENAS EN COSTA RICA
Territorio/ Etnia/ Cantones/ Idioma/ Creación



13. Telire Cabécar/ Talamanca de Limón/ Cabécar/ 1985


14. Cabecar Talamanca/Talamanca de Limón/Cabécar/1985


15. Bribri  Talamanca/Bribri Talamanca/ Bribri y español/	1985


16. Zapatón Huetar/ Puriscal/ Español/1986


17. Osa Ngobe/  Golfito/ Ngäbere/ 1990


18. Nairi-Awari	Cabécar/ Turrialba, Matina y Siquirres/ Cabécar/ 	1991



































PUEBLOS INDÍGENAS EN COSTA RICA
Territorio/ Etnia/ Cantones/ Idioma/ Creación



19. Bajo Chirripó Cabécar/ Turrialba y Limón/ Cabécar/1992


20. Alto Chirripó	Cabécar/ Turrialba y Matina/ Cabécar/ 1993


21. Curré Brunca/ Buenos Aires de Puntarenas/ Brunca/ 1993


22. Boruca Brunca/ Buenos Aires de Puntarenas/ Brunca/ 1993


23. China Kichá/ Cabécar/  Pérez Zeledón/ Cabécar/ 2001


24. Altos de San Antonio/ Ngobe/ Golfito/ Ngäbere/	2001
























































ACTUAL “RESERVA” INDÍGENA MALEKU






































Territorio Tradicional Guatuso






































Del multiculturalismo a la descolonización





Constitución Política


 Artículo 1°  “Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural.”


San José, 24 de agosto 2015



































PLURALISMO JURIDICO


Derecho: 


“Sistema de normas, prácticas, valores, procedimientos, autoridades/instituciones, que sirve para regular la vida social, resolver conflictos y organizar el orden, así como las reglas para cambiar las reglas; que tiene legitimidad y eficacia para determinado colectivo, en cierto contexto socio-cultural e histórico.”









































PLURALISMO JURÍDICO vs/ MONISMO JURIDICO


Derecho Indígena: 





“Es una perspectiva teórica que permite reconocer la coexistencia de diversos sistemas jurídicos en un mismo espacio geopolítico en el que se dan múltiples conflictos de interlegalidad.” 





Se parte de la premisa de no identificar derecho con Estado como lo hace el monismo jurídico.






































¿QUÉ ES EL PLURALISMO JURÍDICO? 


Forma de coexistencia de varios sistemas normativos dentro de un mismo espacio geopolítico





 






































¿CUÁL ES LA SITUACIÓN EN QUE SE ENCUENTRA COSTA RICA?



































MEDIDA CAUTELAR IMPUESTA POR LA COMISIÓN INTERAMERICANA
 DE DERECHOS HUMANOS





Resolución 16/15


Medida cautelar N° 321-12


Pueblo Indígena Teribe y Bibri de Salitre respecto de Costa Rica: 30/04/2015



































¿EN QUÉ CONSISTE LA MEDIDA CAUTELAR?





“La Comisión solicita al Gobierno de Costa Rica que: 


	


a) Adopte las medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre, quienes se encontrarían en la región sureste del departamento de Puntarenas, específicamente en la zona denominada Salitre.



































¿EN QUÉ CONSISTE LA MEDIDA CAUTELAR?


b) Concierte las medidas a implementarse con los beneficiarios y sus representantes; e





c) Informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la presente medida cautelar y así evitar su repetición.”



































NORMATIVA INTERNACIONAL INDÍGENA DE RANGO SUPRACONSTITUCIONAL





Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT)


Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT)


Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007


Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016









































NORMATIVA REGIONAL Y NACIONAL





Constitución Política 1949


Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas (2018)


Ley Indígena 6172 (1967)


Ley de Tierras y Colonización 2825 (1961)


Ley de Biodiversidad 7788 (1998)


Ley del Instituto de Desarrollo Rural (2011)


Entre otros …



































DERECHO INDÍGENA








CONVENIO 107: “Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países” de 1957.






































CONVENIO 107 (1957)





Prohibido trasladar a la población de sus territorios sin su libre consentimiento





Situaciones excepcionales: 


a. suministrarles tierras en igualdad de condiciones


b. indemnizarles totalmente por el desplazamiento


c. darles la posibilidad de regresar si desaparece la causal



































CONVENIO 107 (1957)





Respetar sus modos de transmisión del derecho de propiedad y goce de la tierra


Esos modos de transmisión son establecidos por costumbres de las personas indígenas


Establecerse medidas para impedir que personas extrañas a dichas poblaciones puedan aprovecharse de:


	a.  sus costumbres


	b. la ignorancia de las leyes para obtener la 	propiedad o el uso de las tierras que les 	pertenezcan.






































DERECHO INDÍGENA









2. Convenio 169 de la OIT: “SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES EN PAÍSES INDEPENDIENTES DE 1989”:



































CONVENIO 169 (1989)


Los Estados deben:





 asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos (Participación indígena en el diseño del PND?)



































CONVENIO 169 (1989)


Los Estados deben:





garantizar el respeto a la integridad de las personas indígenas (Salitre/población migrante?)





asegurar a dichos pueblos gozar con igualdad de los derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los demás miembros de la población (derechos laborales de indígenas migrantes?) 



































CONVENIO 169 (1989)


Los Estados deben:


promover la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales de esos pueblos


Respetar su identidad social y cultural, sus costumbres y tradiciones (Pesca del gaspar?)


respetar sus instituciones (Asociaciones?)


eliminar las diferencias socioeconómicas (acciones afirmativas: prueba documental/ prioridad atención/ prioridad de resolución/ …)



































CONVENIO 169 (1989)





CONSULTA PREVIA: 





Cualquier  medida “legislativa o administrativa” “susceptible de afectar directamente” a  poblaciones indígenas debe consultárseles previamente, mediante procedimientos apropiados y “a través de sus instituciones representativas”  


(artículo 6 inciso 1)






































CONVENIO 169 (1989)


Deben establecerse  los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y programas que les conciernan (PND? Plan Estratégico del PJ?)






































CONVENIO 169 (1989)





Las consultas deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.


(Experiencia AL, PE, PJ?)






































CONVENIO 169 (1989)


COSTUMBRES (artículo 8) :





Al aplicar la legislación nacional a los pueblos indígenas ha de “tomarse debidamente en consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario.”





Cómo?   Peritajes culturales!!!


Quién los hace? 



































CONVENIO 169 (1989)


Tienen derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias “siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos”. 





¿Participaron personas indígenas en el diseño de esos derechos fundamentales o esos derechos humanos?






































CONVENIO 169 (1989)


En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos, deberán:





a. respetarse los métodos a los que los pueblos interesados ocurren tradicionalmente para la represión de los DELITOS cometidos por sus miembros.



































CONVENIO 169 (1989)





b. Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones penales deberán tener en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la materia.





c. Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general deben tenerse en cuenta sus características económicas, sociales y culturales





d. Procurar se trate de sanciones distintas al encarcelamiento.















































CONVENIO 169 (1989)





TIERRAS Y TERRITORIOS (artículos 13 a 16)





La utilización del término «tierras» debe incluir el concepto de territorios, que cubre “la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera”.






































CONVENIO 169 (1989)





Respetar la importancia que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios


Respetar los “aspectos colectivos” de esa relación


Reconocerse el derecho de propiedad y de posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan


Tomar medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades. 



































CONVENIO 169 (OIT)





Enfatizar: situación de pueblos nómadas y de los agricultores itinerantes





Instituir procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional para solucionar las reivindicaciones de tierras formuladas por los pueblos interesados. 



































CONVENIO 169 (OIT)


DERECHOS LABORALES:





Garantizar a las personas trabajadoras pertenecientes a esos pueblos una protección eficaz en materia de contratación y condiciones de empleo, en la medida en que no estén protegidos eficazmente por la legislación aplicable a los trabajadores en general. 



































CONVENIO 169 (OIT)





TRADUCCIONES (artículo 30):





Si fuere necesario, se harán “traducciones escritas” y se deben usar “medios de comunicación de masas en las lenguas de dichos pueblos”.



































DECLARACION DE NACIONES UNIDAS (2007)


Mantener y fortalecer sus propias instituciones, culturas y tradiciones


Perseguir libremente su desarrollo de acuerdo con sus propias necesidades y aspiraciones


Prohíbe la discriminación contra las y los indígenas


Promueve su plena y efectiva participación en todos los asuntos que les conciernen y su derecho a mantener su diversidad



































DECLARACION AMERICANA SOBRE DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS OEA (2016)


La autoidentificación como pueblos indígenas será un criterio fundamental para determinar a quienes se aplica la presente Declaración. 





Los Estados respetarán el derecho a dicha autoidentificación como indígena en forma individual o colectiva, conforme a las prácticas e instituciones propias de cada pueblo indígena. 






































DECLARACION AMERICANA SOBRE DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS OEA (2016)


Las mujeres indígenas tienen derecho a gozar de sus derechos libres de toda discriminación





La violencia contra las personas y los pueblos indígenas, particularmente las mujeres, impide o anula el goce de todos los derechos humanos y libertades fundamentales. 





El Estado debe adoptar las medidas necesarias, en conjunto con los pueblos indígenas, para prevenir y erradicar todas las formas de violencia y discriminación, en particular contra las mujeres, las niñas y los niños indígenas



































DECLARACION AMERICANA SOBRE DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS OEA (2016)


Los Estados deben reconocer la personalidad jurídica de los pueblos indígenas, respetando las formas de organización indígenas.





Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, realizarán esfuerzos para que dichos pueblos puedan comprender y hacerse comprender en sus propias lenguas en procesos administrativos, políticos y judiciales, facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros medios eficaces.






































DECLARACION AMERICANA SOBRE DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS OEA (2016)


Ningún pueblo o persona indígena deberá ser sujeto a presiones o imposiciones, o a cualquier otro tipo de medidas coercitivas que afecten o limiten su derecho a ejercer libremente su espiritualidad y creencias indígenas.


Los pueblos indígenas tienen derecho a preservar, proteger y acceder a sus sitios sagrados, incluidos sus lugares de sepultura, a usar y controlar sus reliquias y objetos sagrados y a recuperar sus restos humanos



































DECLARACION AMERICANA SOBRE DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS OEA (2016)


La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad. 


Los pueblos indígenas tienen derecho a preservar, mantener y promover sus propios sistemas de familia. 


Se reconocerán, respetarán y protegerán las distintas formas indígenas de familia, en particular la familia extensa, así como sus formas de unión matrimonial, de filiación, descendencia y de nombre familiar.



































DECLARACION AMERICANA SOBRE DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS OEA (2016)


En asuntos relativos a la custodia, adopción, ruptura del vínculo familia, y en asuntos similares, el interés superior del niño deberá ser de consideración primaria. 





 En la determinación del interés superior del niño, las cortes y otras instituciones relevantes deberán tener presente el derecho de todo niño indígena, en común con miembros de su pueblo, a disfrutar de su propia cultura, a profesar y a practicar su propia religión o a hablar su propia lengua, y en ese sentido, deberá considerarse el derecho indígena del pueblo correspondiente, y su punto de vista, derechos e intereses, incluyendo las posiciones de los individuos, la familia, y la comunidad.



































DECLARACION AMERICANA SOBRE DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS OEA (2016)





Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre determinación, tienen derecho a la autonomía o al autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y locales, así como a disponer de medios para financiar sus funciones autónomas.   


Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y desarrollar sus propias instituciones indígenas de decisión. También tienen el derecho de participar en la adopción de decisiones en las cuestiones que afecten sus derechos. Pueden hacerlo directamente o a través de sus representantes, de acuerdo a sus propias normas, procedimientos y tradiciones. 


Asimismo, tienen el derecho a la igualdad de oportunidades para acceder y participar plena y efectivamente como pueblos en todas las instituciones y foros nacionales, incluyendo los cuerpos deliberantes. 



































Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 2018


Derecho a la información


Derecho a personas intérpretes


Derecho a peritajes culturales


Deber del PJ para garantizar esos derechos y PEI


Diagnóstico del Poder Judicial sobre situación de procesos indígenas


Programa Anual de Capacitación en Derecho Indígena


Estadísticas sobre procesos indígenas


Deber de las universidades estatales de colaborar con peritajes culturales y reserva presupuestaria









































REGLAS DE BRASILIA (2008)


3. REGLAS DE BRASILIA sobre el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad: XIV Cumbre Judicial Iberoamericana (Brasilia 4 a 6 de marzo de 2008).





Desarrolla los principios recogidos en la “Carta de Derechos de las Personas ante la Justicia en el Espacio Judicial Iberoamericano” (Cancún 2002) en el título: “Una Justicia que protege a los más débiles”.





















































REGLAS DE BRASILIA (2008)


OBJETIVO:


“Garantizar las condiciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englobando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de los servicios del sistema judicial.”






































REGLAS DE BRASILIA (2008)


Se priorizará el desarrollo de actuaciones destinadas a:





“facilitar el acceso a la justicia de aquellas personas que se encuentren en situación de mayor vulnerabilidad, ya sea por la concurrencia de varias causas o por la gran incidencia de una de ellas.” (Artículo 2 Sección 1)






































REGLAS DE BRASILIA (2008)


¿Quiénes son las personas en condición de vulnerabilidad?





Las personas quienes “por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentren especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.”



































REGLAS DE BRASILIA (2008)


¿Causas de vulnerabilidad?





“entre otras, la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades indígenas o a minorías, la victimización, la migración y el desplazamiento interno, la pobreza, el género y la privación de libertad.” (Artículo 1 Sección 2).






































REGLAS DE BRASILIA (2008)


Pertenencia a comunidades indígenas:





Esta población está en condición de vulnerabilidad cuando ejercitan sus derechos ante el sistema judicial estatal. 


Deben promoverse “las condiciones destinadas a posibilitar que las personas y los pueblos indígenas puedan ejercitar con plenitud tales derechos ante dicho sistema de justicia, sin discriminación alguna que pueda fundarse en su origen o identidad indígenas.”









































REGLAS DE BRASILIA (2008)


Personas destinatarias o actoras del sistema judicial:





Responsables del diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas dentro del sistema judicial.


Personas juzgadoras, de la Defensa, Fiscalía, Procuraduría y demás servidoras judiciales.



































REGLAS DE BRASILIA (2008)


b) Abogados y abogadas y de la Defensoría de los Habitantes.





c)  Policías y servicios penitenciarios.





d) “todos los operadores del sistema judicial y quienes intervienen de una u otra forma en su funcionamiento.” (situación de personas facilitadoras judiciales)






































REGLAS DE BRASILIA (2008)


POLÍTICAS DE CORTE PLENA:





Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de la Personas en Condición de Vulnerabilidad (XIV Cumbre Judicial Iberoamericana/Corte Plena Sesión 17-2008)





Objetivo: Garantizar condiciones de acceso efectivo a la justicia a las personas en condición de vulnerabilidad sin discriminación alguna.



































REGLAS DE BRASILIA (2008)





PERSONAS EN CONDICIÓN DE  VULNERABILIDAD:





“Quienes por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentren especiales dificultades para ejercitar sus derechos con plenitud ante el sistema de justicia.”



































REGLAS DE BRASILIA (2008)





PERTENENCIA A COMUNIDADES INDÍGENAS: 








“REGLA 9: Los Poderes Judiciales asegurarán que el trato que reciban por parte de los órganos de la administración de justicia estatal sea respetuoso con su dignidad, lengua y tradiciones culturales”






































REGLAS DE BRASILIA (2008)





PERTENENCIA A COMUNIDADES INDÍGENAS





“REGLA 48: Con fundamento en los instrumentos internacionales en la materia, resulta conveniente estimular las formas propias de justicia en la resolución de conflictos surgidos en el ámbito de la comunidad indígena basada en el principio de respeto mutuo y de conformidad con las normas internacionales.”  





REGLA 49: … abordar temas relativos al peritaje cultural y al derecho a expresarse en su propio idioma.”






































Ley de Biodiversidad


Artículo 58:


	Respeta la diversidad culturas y dispone la 	protección de sus costumbres y prácticas.


Artículo 66:


	Objeción cultural


Artícuo 88:


	Derechos Intelectuales


Artículo 104:


	Asistencia técnica y financiera



































Proyecto hidroeléctrico DIQUIS


Proyecto Boruca mas grande e inicial


PROYECTO Diquis 4.400 hectáreas  de territorio indígena


DE  34312-MP-MINAE de 06/02/2008


Se declara de interés público


12975- de Sala IV (siempre y cuando se hiciera la  consulta


15711-16 de Sala IV (no  se cumplió con la consulta de 6 meses)



































Consejo Superior, sesión 85-17 del 19 setiembre 2017, artículo LXIX: Circular 174-2017



El Consejo Superior les recuerda las circulares emitidas por Corte Plena sobre el acceso a la justicia de las personas en vulnerabilidad social con el fin de que en las salas donde se realizan audiencias orales, se tomen las medidas de infraestructura y operativas que faciliten el acceso efectivo y real a la justicia a esta población.


 


Circular 35-14: Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la Obligación de brindar un trato preferencial a las personas indígenas….



































POLITICAS DE CORTE PLENA Y CONSEJO SUPERIOR: REGLAS PRÁCTICAS 2008








CONSEJO SUPERIOR (Sesiones 77-08, 104-09, 61-11, Circulares  123-2013 y 10-09)





Audiencias de prueba u otras en el territorio indígena.





Reserva presupuestaria para cubrir gastos de traslado y viáticos de indígenas por traslado a Despachos Judiciales.





Atención prioritaria a procesos de personas indígenas.



































POLITICAS DE CORTE PLENA Y CONSEJO SUPERIOR: REGLAS PRÁCTICAS 2008





4) Prioridad de trato a personas indígenas que se apersonen a los Despachos.





5) Programar audiencias de prueba dentro de un horarios accesible a las personas indígenas





6) Establecer canales de comunicación y coordinación para traer al proceso documentos de otras entidades a la mayor brevedad



































POLITICAS DE CORTE PLENA Y CONSEJO SUPERIOR: REGLAS PRÁCTICAS 2008





7) No re victimización de personas indígenas, en especial, mujeres, niños, niñas y adolescentes.





8) Colocar distintivos en expedientes 





9) Propiciar y colaborar con otras instituciones públicas para que las personas indígenas se incorporen en procesos de enseñanza secundaria y universitaria respetando su propia perspectiva.



































POLITICAS DE CORTE PLENA Y CONSEJO SUPERIOR: REGLAS PRÁCTICAS 2008





10) Asignación a personas indígenas de personas intérpretes y traductoras con cargo al presupuesto del Poder Judicial





11) Ordenar a petición de parte o de oficio, costeado por el Estado, peritajes culturales o antropológicos para conocer normas culturales particulares









































Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





Objetivo: Enlace con Corte Plena y Consejo Superior para mejorar el servicio de administración de justicia a personas indígenas.





Integración: Representantes de Corte Plena/ Consejo Superior/ Oficina de Relaciones Internacionales/ Judicatura/ Defensa Pública/ Fiscalía Indígena/ Escuela Judicial/ Contraloría de Servicios/ Personas invitadas: IIDH, UNA, UCR, PANI, CCSS, TSE, otros.



































“Reglas para el reconocimiento de los honorarios de los intérpretes y traductores del lenguaje de señas costarricense (LESCO) y lenguas indígenas”





Circular N° 107-2014 (modificación Circular  05-2009)








1. Se mantienen las reglas para el nombramiento de peritos e intérpretes por inopia. Se reconoce la tarifa actual de 15.800 colones por hora de traducción o el reajuste anual respectivo.



































“Reglas para el reconocimiento de los honorarios de los intérpretes y traductores del lenguaje de señas costarricense (LESCO) y lenguas indígenas”





2. El tribunal debe informar a la persona intérprete el tiempo estimado que durará la audiencia y lo dejará constando en el expediente. Si el Despacho, con al menos un día de antelación determina que la diligencia no se realizará y lo comunica a la o el intérprete, no se le pagarán honorarios, lo cual se dejará constando.



































“Reglas para el reconocimiento de los honorarios de los intérpretes y traductores del lenguaje de señas costarricense (LESCO) y lenguas indígenas”








3. Si se convoca a juicio o diligencia señalada para el día completo y ésta audiencia se suspende, se reconocerán las 8 horas, independientemente del tiempo de interpretación que se haya ejecutado. Si se suspende antes de mediodía, no procede el reconocimiento de gastos de almuerzo.



































“Reglas para el reconocimiento de los honorarios de los intérpretes y traductores del lenguaje de señas costarricense (LESCO) y lenguas indígenas”





4. Cuando se convoque a una diligencia con una duración inferior a una audiencia dentro de la GAM (desde Alajuela centro a Cartago centro y desde Acosta hasta San Rafael de Heredia) con excepción de los Despachos ubicados en Desamparados, Alajuelita, San Sebastián, Hatillo, Pavas, Escazú, Goicoechea y su edificio Anexo A y el I Circuito Judicial de San José y sus Anexos A, B, C y D), adicionalmente al monto de los honorarios por el tiempo de interpretación efectivo, se le reconocerá por concepto de desplazamiento una suma adicional equivalente a una hora de traducción.



































“Reglas para el reconocimiento de los honorarios de los intérpretes y traductores del lenguaje de señas costarricense (LESCO) y lenguas indígenas”








5. Si se debe asistir a un Despacho ubicado fuera de la GAM, se le reconocerá el tiempo de desplazamiento a razón de 10.000 colones la hora, de ida y regreso, el costo del pasaje de ida y regreso en autobús al sitio del desplazamiento, con base en las tarifas aprobadas por la  ARESEP.



































“Reglas para el reconocimiento de los honorarios de los intérpretes y traductores del lenguaje de señas costarricense (LESCO) y lenguas indígenas”








6. Si la o el intérprete debe  pernoctar en el lugar sede del Despacho, con ocasión de la convocatoria, adicionalmente se le reconocerán los gastos de hospedaje, cena y desayuno, durante los días que dure la convocatoria con base en el Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios Públicos.



































“Reglas para el reconocimiento de los honorarios de los intérpretes y traductores del lenguaje de señas costarricense (LESCO) y lenguas indígenas”





7. La o el perito intérprete incorporado en el Sistema Automatizado de Administración de Peritos, podrá consignar en la factura por los servicios prestados, que los honorarios le sean depositados en determinada cuenta corriente o de ahorro de los bancos estatales, en el supuesto de que no se le giren luego de concluida la diligencia.



































“Reglas para el reconocimiento de los honorarios de los intérpretes y traductores del lenguaje de señas costarricense (LESCO) y lenguas indígenas”





8. Para agilizar el trámite de los asuntos, la o el intérprete podrá dejar en la Dirección Ejecutiva en sobre cerrado, dirigido a la Oficina Judicial o a la Administración Regional, la documentación que requiere enviar, la que se trasladará mediante las y los choferes de las administraciones al lugar de destino. La Dirección entregará el sobre cerrado y no tendrá responsabilidad por su contenido, debiendo ser vigilante de que este servicio sea utilizado para los efectos dichos únicamente.



































“Reglas para el reconocimiento de los honorarios de los intérpretes y traductores del lenguaje de señas costarricense (LESCO) y lenguas indígenas”








9. La factura o recibido por los honorarios a cobrar deberá contar con las formalidades del caso y describir la labor realizada, el monto a cobrar y contar con el visto bueno del despacho.






































ACUERDO DE CONSEJO SUPERIOR SOBRE FLAGRANCIA


Consejo Superior sesión 01-2018 de 9 de enero de 2018, Artículo LVII





Obligatoriedad de realizar las audiencias en el sitio en procesos de flagrancia en los que participen personas indígenas.



































CIRCULAR 25-2009 DEFENSA PUBLICA
SALA TERCERA 1102-2010


“… tal y como lo reclama la gestionante, ni el Ministerio Público ni el Tribunal de Juicio hicieron cumplimiento de sus deberes de objetividad e igualdad procesal, a efecto de colaborar para que la defensa del justiciable, dadas las dificultades existentes para el acceso a los lugares de residencia, no solo de la prueba de cargo, sino también de los testigos de descargo propuestos a favor de V  , pudiera tener posibilidad de contactar a dichos deponentes, primero para entrevistarlos conforme a su estrategia defensiva, y luego decidir o escoger a dos de ellos para su presentación en debate, conforme lo solicitó la autoridad jurisdiccional del procedimiento intermedio al dictar el auto de apertura a juicio, tarea que a la postre resultó imposible, dada la escasez de recursos materiales con que cuenta el Departamento de la Defensa Pública para solventar situaciones especiales como la ocurrida en la causa de comentario, a efecto de hacer efectiva la citación o el abordaje de testigos en condiciones de ubicación tan difíciles como las aquí presentadas.”



































CIRCULAR 25-2009 DEFENSA PUBLICA
SALA TERCERA 1102-2010





“Por tales razones, ante la imposibilidad presentada por la Defensa Pública para coordinar con el Ministerio de Seguridad Pública un helicóptero que trasladara a la profesional asignada a la región del Alto Bleik, debió el Tribunal interponer sus buenos oficios para lograr tal coordinación, que no puede ser interpretada como la injerencia de un Poder de la República sobre otro, sino que constituye la actuación jurisdiccional esperada en respuesta a los mandatos constitucionales, legales y a las disposiciones de orden internacional suscritas por el país y que resultan de acatamiento obligatorio, de tal manera que en paridad de condiciones todas las partes puedan ver garantizado su acceso a la justicia.”



































CIRCULAR 25-2009 DEFENSA PUBLICA
SALA TERCERA 1102-2010


“Por ello, dados los problemas existentes para el traslado de las partes, víctimas y testigos en esta causa, por la lejanía de las comunidades en que habitan y las condiciones socioeconómicas en que se encuentran, que los ubican dentro de un grupo social de absoluta vulnerabilidad, en acatamiento a las normativas indicadas y la finalidad de la audiencia oral y pública dirigida a la averiguación de la verdad y el equilibrio procesal entre las partes para un efectivo acceso a la justicia, a juicio de esta Sala, el nuevo debate debe llevarse a cabo en la comunidad de pertenencia de las partes, donde se cometió el hecho acusado, debiendo el Tribunal efectuar la coordinación necesaria con las autoridades correspondientes para su realización con todas las garantías que la ley otorga, resguardando el orden público y la seguridad de todos los participantes. De igual manera, y con la debida antelación se asegure la intervención de los intérpretes que se requieran en la lengua propia, tanto del imputado, como del menor ofendido y los testigos que deban deponer en la audiencia, pues se advierte en el expediente, sobre el particular, la mención indistinta a las lenguas bribrí y cabecar. “



































Sala IV: 13357-2011 sobre valor de las circulares del Consejo Superior


“…  el objetivo de la circular es de carácter informativo, pues lo que procura es únicamente informar a aquellos jueces que no se han impuesto del conocimiento de la derogatoria parcial del artículo 6 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Responde a la circunstancia muy particular e injustificada de que existan jueces que no estén al tanto de las modificaciones de una ley. Es evidente que, a juicio del Consejo, la derogatoria implica, de manera suficientemente clara, que no es necesario exigir, en ningún supuesto, la presentación del documento original. Sin embargo, si algún Juez de la República considerara que el punto no es tan claro como se presupone y que, efectivamente, se debe realizar una interpretación de las normas a las que se refiere, no solo puede, sino que debe hacerlo. Ni esta ni ninguna otra circular eximen al juez de la responsabilidad de discernir él mismo, cuál es el derecho aplicable al caso concreto. La circular no lo obliga a resolver de una determinada manera, si su criterio difiere, ni lo libera de responsabilidad, si coincide. El Juez, con independencia de la circular, está obligado a fallar conforme a la Constitución y a las leyes. Ante el caso concreto, el criterio aplicado tendrá relevancia jurídica, precisamente, porque así lo decidió y no porque el Consejo así lo haya sugerido. En suma, este Tribunal interpreta que la circular tiene solamente efectos informativos y, en esa medida, no lesiona el principio de independencia del Juez. ” 







































JURISPRUDENCIA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS


“… el derecho a la identidad cultural es un derecho fundamental y de naturaleza colectiva de las comunidades indígenas, que debe ser respetado en una sociedad multicultural, pluralista y democrática. Esto implica la obligación de los Estados de garantizar a los pueblos indígenas que sean debidamente consultados sobre asuntos que inciden o pueden incidir en su vida cultural y social, de acuerdo con sus valores, usos, costumbres y formas de organización.”


(ver: Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay, sentencia del 24 de agosto de 2010, Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay, sentencia de 29 de marzo de 2006, Caso Yatama Vs. Nicaragua, sentencia del 23 de junio de 2005)






































JURISPRUDENCIA SALA IV


NO ESTIMÓ  NECESARIA LA CONSULTA DE UNA LEY:


“…tampoco  era imprescindible la mención específica de los pueblos indígenas en el texto de la Ley No. 9036, pues, como se ha insistido a lo largo de estas líneas, las reglas que pautan este régimen  particular no fueron derogadas con la promulgación de este cuerpo normativo. Así las cosas, al no mediar una afectación directa del régimen de adjudicación, tenencia y, en general, protección de las tierras de los pueblos indígenas, no es posible afirmar que la consulta reclamada se tratara de un trámite esencial dentro del iter legislativo de la Ley   No. 9036 de 11 de Mayo de 2012, Ley de Transformación del Instituto de Desarrollo Agrario en el Instituto de Desarrollo Rural (INDER),  con  lo  cual  la  acción  de  inconstitucionalidad  deviene improcedente.” 


Sala IV, voto 7579-2013



































JURISPRUDENCIA SALA PRIMERA








“los grupos de personas pertenecientes a las comunidades autóctonas tienen el derecho de vivir en las tierras donde históricamente han estado asentados, y el Estado debe garantizar plenamente el disfrute de este derecho fundamental…” Sala I, Voto 297-F-2014









































JURISPRUDENCIA SALA PRIMERA








“…Reconoce de esa forma, nuestra jurisprudencia constitucional, una jerarquía superior a los Convenios Internacionales, tales como el de la OIT, N° 169 (Ley 7316 del 3 de noviembre de 1992), un grado de tutela superior a las personas y comunidades indígenas, es decir, un “nivel elevado de protección” respecto de aquellos derechos humanos contemplados en la propia Constitución Política…”


Sala I, Voto 297-F-2014






































JURISPRUDENCIA SALA PRIMERA





“...y que por ende exigen el respeto, en los Tribunales ordinarios, de las decisiones que por la vía de la costumbre y la autodeterminación de dichos pueblos indígenas se deriven de las propias comunidades y sus representantes. […]” 


Sala I, Voto 297-F-2014



































JURISPRUDENCIA SALA PRIMERA








“Sobre la propiedad de las comunidades indígenas. Importante es indicar sobre el carácter colectivo o comunitario de la propiedad indígena, ya que la pertenencia de ésta no es personal, sino del colectivo como tal. Entre los indígenas existe una tradición comunitaria sobre una forma comunal de la propiedad colectiva de la tierra, en el sentido de que la pertenencia a ésta no se centra en un individuo sino en el grupo y su comunidad.”


Sala I, Voto 297-F-2014






































JURISPRUDENCIA SALA IV








“Las asociaciones de Desarrollo, como “estructura comunitaria”, son las competentes para disponer de la posesión de la tierra a fin de garantizar el acceso a ella a todos los pobladores indígenas, y en lo que atañe a la propiedad indígena por ser de carácter colectiva, resultan inaplicables las normas sobre derechos individuales para la tutela de la propiedad y la posesión individuales dispuestas en el ordenamiento jurídico al efecto. […]”


Sala I, Voto 297-F-2014






































JURISPRUDENCIA SALA IV





“Una reserva indígena, es una propiedad agraria originaria y de carácter colectivo, no pudiendo reclamarse sobre ella ningún derecho de propiedad o de posesión individual en perjuicio de la comunidad de pertenencia, siendo su propietario la totalidad de la comunidad, no pudiendo ser desmembrada en propiedad privada precisamente por su naturaleza jurídica destinada a la colectividad. […]” 





Sala Constitucional voto 281-2011



































JURISPRUDENCIA SALA IV


“…para la inscripción de un indígena  como ciudadano costarricense… la  determinación que hagan los dirigentes de la misma sobre  la pertenencia o no de una persona al grupo, permitirá su inscripción… aportar el testimonio de dos personas de buenas costumbres. Ello con el fin de que sean las mismas comunidades autóctonas las que definan quienes son sus integrantes, aplicando sus propios criterios y no los que sigue la legislación para el resto de los ciudadanos. De allí que daban respetarse esos criterios y procedimientos  para   estimar  a  una persona   como miembro de una comunidad indígena.”. 


Sala Constitucional, voto 1786-1993.



































JURISPRUDENCIA SALA IV





“… es la comunidad indígena quien debe establecer cuáles personas son indígenas y quienes no lo son… Para la determinación de si una persona es indígena o no, es preciso disponer de peritajes culturales antropológicos que con base en la determinación de las costumbres y la cosmovisión de las personas indígenas de un determinado territorio, determinen cuáles personas pueden ser calificadas o no como indígenas.”


Sala Primera, voto 297-F-2014






































SALA IV: 7536-2016


“En esa misma línea, en relación con la protección de la propiedad colectiva indígena y la consecuente tutela de las tradiciones indígenas ancestrales, así como la identidad cultural de estos pueblos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, … la relación especial entre los pueblos indígenas y tribales y sus territorios significa que el uso y goce de la tierra y de sus recursos son componentes integrales de la supervivencia física y cultural de las comunidades indígenas y de la efectiva realización de sus derechos humanos en términos más generales… la pertenencia de ésta no se centra en un individuo sino en el grupo y su comunidad (...) “



































SALA IV: 7536-2016


“Por la razón anterior, de conformidad con el artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, esta Corte considera que el Estado debe adoptar las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter que sean necesarias para crear un mecanismo efectivo de delimitación, demarcación y titulación de las propiedad de las comunidades indígenas, acorde con el derecho consuetudinario, los valores, usos y costumbres de éstas (...)". 



































SALA IV: 7536-2016


“En efecto, el peritaje cultural aportado a este asunto demuestra que conforme a la costumbre indígena, si bien en la Reserva Indígena Cabécar de Chirripó de Turrialba no está prohibida la unión de personas indígenas y no indígenas, no menos cierto es que no se encuentra permitido que tales parejas vivan y posean tierras dentro del territorio indígena. Tal restricción no es infundada, puesto que contribuye a la preservación de la cultura cabécar, la protección de sus costumbres y su territorio, como bien se explica en el mencionado peritaje cultural.“






































SALA IV: 10224-F-2010






“… es un punto clave cultural de los indígenas que son las personas mayores, es decir de más edad, los que han tenido un papel primordial en la determinación de quien es indígena o no. Así las cosas, no puede de manera arbitraria la Asociación determinar que un solicitante no es indígena, ya que ello según sus costumbres lo determinan los ancianos de la comunidad.”



































JURISPRUDENCIA SALA I





“… los juzgadores, quienes resuelvan el fondo de este asunto, no podrán ser ajenos a los lineamientos antes expuestos, por lo cual se sugiere solicitar un peritazgo cultural antropológico necesario para que entre otros puntos, se logre determinar con certeza quiénes son las personas indígenas que habitan ese territorio y por ende quiénes no lo son. De igual manera deberá valorarse la cosmovisión y situación de otras poblaciones vulnerables o vulnerabilizadas involucradas.” Sala I, Voto 297-F-2014
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LA FORMULACION DE LAS POLITICAS DEL
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usTICIA
PERSONAS INDIGENAS
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SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Fernando Cruz Castro

		Cc

		Dixie Mendoza Chaves; Hugo Vega Castro; Roger Mata Brenes; Jorge Olaso Alvarez

		Recipients

		fcruz@Poder-Judicial.go.cr; dmendoza@Poder-Judicial.go.cr; hvegac@Poder-Judicial.go.cr; rmata@Poder-Judicial.go.cr; jolaso@Poder-Judicial.go.cr







Estimado don Fernando:



 



Reciba un atento saludo y mi agradecimiento por la confianza mostrada al designarme Corte Plena coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 



 



Estoy a su disposición en todo lo que pueda apoyar en las iniciativas de la Presidencia de la Corte y el Despacho de la Presidencia, así como el abordaje de los temas propios de la Subcomisión, tanto institucionales como interinstitucionales, relacionados con personas indígenas, bajo la dirección de la Comisión de Acceso a la Justicia a cargo del señor Magistrado Jorge Olaso Álvarez.



 



De igual forma, disponible para apoyar cualquier iniciativa de construcción de una estrategia de comunicación en relación con la temática indígena, a propósito del comunicado que se realizó el día de hoy en un medio de comunicación en relación con la actividad del día de ayer vinculada con la presentación de la Agenda de CONAMAJ. 



 



El Poder Judicial ha emitido una serie de políticas, circulares, protocolos y comunicados vinculados con el acceso a la justicia de la población indígena, visitas y coordinaciones institucionales, interinstitucionales y encuentros con sociedad civil, que están a su disposición de estimar pertinente su comunicación.



 



Copio a doña Dixie Mendoza quien muy gentilmente me informó sobre esa noticia esta mañana y a don Hugo Vega, en relación con quienes me pongo a su disposición para realizar un abordaje ajustado a la estrategia institucional, de estimarse pertinente.



 



Saludos cordiales,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561
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[image: ]Estimado don Fernando:



 



Reciba un atento saludo y mi agradecimiento por la confianza mostrada al designarme Corte Plena coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 



 



Estoy a su disposición en todo lo que pueda apoyar en las iniciativas de la Presidencia de la Corte y el Despacho de la Presidencia, así como el abordaje de los temas propios de la Subcomisión, tanto institucionales como interinstitucionales, relacionados con personas indígenas, bajo la dirección de la Comisión de Acceso a la Justicia a cargo del señor Magistrado Jorge Olaso Álvarez.



 



De igual forma, disponible para apoyar cualquier iniciativa de construcción de una estrategia de comunicación en relación con la temática indígena, a propósito del comunicado que se realizó el día de hoy en un medio de comunicación en relación con la actividad del día de ayer vinculada con la presentación de la Agenda de CONAMAJ. 



 



El Poder Judicial ha emitido una serie de políticas, circulares, protocolos y comunicados vinculados con el acceso a la justicia de la población indígena, visitas y coordinaciones institucionales, interinstitucionales y encuentros con sociedad civil, que están a su disposición de estimar pertinente su comunicación.



 



Copio a doña Dixie Mendoza quien muy gentilmente me informó sobre esa noticia esta mañana y a don Hugo Vega, en relación con quienes me pongo a su disposición para realizar un abordaje ajustado a la estrategia institucional, de estimarse pertinente.



 



Saludos cordiales,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561
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M. Sc. Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora de la Subcomisión de Acceso de Justicia Personas Indígenas













Buenas tardes:








Siguiendo instrucciones, se remite adjunto el oficio EJ-DIR-017-2019-sobre Temas Pueblos Indígenas-Consultorios Jurídicos UCR- Derechos de las personas con Discapacidad, Capacitación  2019.








Atentamente,
























  _____  


De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: jueves, 24 de enero de 2019 10:44
Para: Escuela Judicial Dirección; Mateo Ivankovich Fonseca
Cc: Acceso a la Justicia; Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Yasmin Marchena Espinoza; Kattia Escalante Barboza
Asunto: SOLICITUD A ESCUELA JUDICIAL PARA QUE REALICE AL MENOS 4 ACTIVIDADES DE CAPACITACION SOBRE DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 2019 

 



San José, 24 de enero de 2018



 



Señor



Dr. Mateo Ivankovich Fonseca



Director a.i.



Escuela Judicial



 



Asunto: Solicitud de realización de al menos 4 actividades de capacitación y concientización sobre los derechos de las personas con discapacidad en 2019



 



Estimado Señor:



 



            Reciba un atento saludo. A la vez, me pongo a su disposición y en general, del equipo de trabajo de la Escuela Judicial en todo lo que pueda apoyar para el logro de los objetivos vinculados con el derecho de acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



            En ejecución de las metas incorporadas en el Plan Anual Operativo de la Comisión de Acceso a la Justicia vinculadas con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, las cuales están alineadas al Plan Estratégico Institucional 2019/2024, le solicito de manera atenta la colaboración para el cumplimiento de la siguiente actividad:



 



1.6 - Que al 31 de diciembre de 2019 se hayan realizado al menos 4 actividades de capacitación y concientización sobre los derechos de las personas con discapacidad…



 



            Para tal efecto, se le solicita la programación de al menos 4 actividades de capacitación que cubran la mayoría de las personas servidoras judiciales, ya sea de manera virtual, bimodal o presencial, vinculadas con los derechos de las personas con discapacidad con especial referencia a la normativa nacional e internacional, entre otras las referidas a: La Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad; la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad; Ley 7.600 y Proyecto de Ley de Inclusión de un Capítulo vinculado con el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad; Ley de Inclusión y Protección Laboral de las personas con Discapacidad en el Sector Público; Ley de Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad; así como la Política Nacional de las Personas con Discapacidad, Política de Igualdad de las Personas con Discapacidad aprobada por Corte Plena y otras circulares aprobadas por Corte Plena y el Consejo Superior.



 



            De manera respetuosa se sugiere que en cumplimiento del Plan Estratégico Institucional, es necesario se transversalice el tema de los derechos de las personas con discapacidad en todos los programas y actividades de capacitación que desarrolla la Escuela Judicial, entre ellas, el Programa FIAJ, las Especializaciones en las distintas materias, los talleres y demás actividades, al ser el Acceso a la Justicia un tema estratégico. Para materializarlo es conveniente que la Escuela Judicial valore la posibilidad de que las personas capacitadoras o facilitadoras reciban formación sobre esta temática y se plasme así en los documentos que se generen.



 



            Estoy en la mayor disponibilidad de realizar acciones coordinadas con la Escuela Judicial para garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad mediante los procesos de capacitación y concientización de las personas servidoras judiciales de los diferentes ámbitos.



 



            Cordialmente,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



 



Copias:



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia
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Poder Judicial



Escuela Judicial, Lic. Édgar Cervantes Villalta





EJ-DIR-017-2019


Heredia, 31 de enero de 2019


Señora


Damaris Vargas Vásquez


Coordinadora de loa Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas indígenas


Presente



Estimada señora:


Reciba un saludo muy cordial.


Por medio de la presente comunicación me permito dar respuesta a las gestiones remitidas mediante correo electrónico los días:  8 de enero de 2019, 16 de enero de 2019, 21 y 24 de enero de 2019.


1.1 Solicitud 21 de enero 2019: La Escuela Judicial está consciente de la obligatoriedad de la capacitación que debe brindarse con respecto al Decreto Legislativo Nª9593 “Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica”. En ese sentido, tomando también como referencia que no se cuenta con presupuesto extraordinario para esta capacitación, los lineamientos de contención del gasto institucionales así como la solicitud reiterada del Consejo Superior del Poder Judicial con respecto a la optimización de la utilización de recursos virtuales en la capacitación, se ha coordinado con el personal de la Escuela Judicial que se diseñe de manera conjunta con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas indígenas, un curso virtual de autoformación que permita el logro de los objetivos de formación propuestos en la ley de referencia, mismo que se construirá en la plataforma de cursos virtuales de la Escuela Judicial. Para el proceso de diseño, se ha designado como equipo de trabajo a las siguientes personas:



Lic. Román Bresciani Quirós, gestor de capacitación.



MSc. Daisy Quesada Guerreo, especialista en métodos de enseñanza.


Área de Servicios Técnicos, para la producción multimedia.



Al contar con un curso virtual de autoformación podemos garantizar:



· Que la capacitación sea permanente.



· La posibilidad de tener una amplia cobertura con la capacitación.



· La incorporación, sin costo alguno para la institución, de otras personas que nos soliciten formación en este tema a partir de los convenios interinstitucionales.



· La solicitud al Consejo Superior, una vez que se cuente con el curso virtual, que se informe a la población sobre el mandato legislativo de la obligatoriedad de la misma.



Agradecemos el ofrecimiento de la Subcomisión en cuanto al apoyo de personas especialistas en esta temática y que integran la Subcomisión que usted preside, para que nos colaboren como especialistas en contenido en los tiempos que les sea posible brindarnos su asesoría y experticia. Esto nos resuelve el problema de no contar con recursos presupuestarios para tener a personas juzgadoras trabajando en la Escuela Judicial para estos efectos. Esta situación de limitación presupuestaria se nos presenta al aprobarse el decreto legislativo posteriormente a la planificación presupuestaria para el presente año.



Con respecto a la solicitud del informe sobre las capacitaciones que se han dado en la temática, adjunto informe del gestor a cargo, el señor Román Bresciani (EJ-ACAD-003-2019, del 22 de enero de 2019).


1.2 Solicitud del 8 y del 16 de enero 2019



Respecto a la solicitud para dar capacitación en el tema indígena a personas que trabajan en los Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica, le informo que si nos es posible coordinar algunas acciones formativas a corto y mediano plazo, esto en virtud de que contamos con un convenio de cooperación con la Universidad de Costa Rica. En ese sentido y, nuevamente aprovechando la disposición de las personas que integran la Subcomisión que usted coordina, le hacemos la siguiente propuesta:



· El diseño de un taller de 8 horas para hacer la inducción al tema. El taller sería impartido por una persona especialista de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas indígenas y previamente diseñado con la asesoría de la MSc. Daisy Quesada Guerrero, metodóloga de la Escuela Judicial. La persona especialista que impartirá el taller, tendrá que hacerlo con permiso sin sustitución por las limitaciones presupuestarias ya referidas. Le agradecemos que se ponga en contacto con el gestor de capacitación, Román Bresciani y con la compañera Daisy Quesada para que coordinen lo correspondiente.


· A mediano plazo, se podrá incorporar a estas personas en la oferta del curso virtual de autoformación que se ha propuesto diseñar para el presente año.



1.3 Solicitud 24 de enero 2019


“Se le solicita la programación de al menos 4 actividades de capacitación que cubran la mayoría de las personas servidoras judiciales, ya sea de manera virtual, bimodal o presencial, vinculadas con los derechos de las personas con discapacidad con especial referencia a la normativa nacional e internacional, entre otras las referidas a: La Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad; la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad; Ley 7.600 y Proyecto de Ley de Inclusión de un Capítulo vinculado con el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad; Ley de Inclusión y Protección Laboral de las personas con Discapacidad en el Sector Público; Ley de Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad; así como la Política Nacional de las Personas con Discapacidad, Política de Igualdad de las Personas con Discapacidad aprobada por Corte Plena y otras circulares aprobadas por Corte Plena y el Consejo Superior”.


Con respecto a ésta última capacitación, le propongo que establezcamos la misma estrategia que le ofrecí para la materia indígena, a saber, un curso virtual de autoformación que permita el logro de los objetivos de formación propuestos en la leyer de referencia, mismo que se construirá en la plataforma de cursos virtuales de la Escuela Judicial. Para el proceso de diseño, se designaría como responsable al mismo equipo de trabajo:



Lic. Román Bresciani Quirós, gestor de capacitación.



MSc. Daisy Quesada Guerreo, especialista en métodos de enseñanza.



Área de Servicios Técnicos, para la producción multimedia.



Al contar con un curso virtual de autoformación también en la temática de derechos de las personas con discapacidad, podemos garantizar:



· Que la capacitación sea permanente.



· La posibilidad de tener una amplia cobertura con la capacitación.



· La incorporación, sin costo alguno para la institución, de otras personas que nos soliciten formación en este tema a partir de los convenios interinstitucionales.


Le agradezco el interés que usted siempre manifiesta por fortalecer las actividades formativas de la Escuela Judicial.


Sin otro particular, suscribe atentamente,


Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M.


Director a.i.


Escuela Judicial


Cc consec. arch.


asm


“Justicia: un pilar del desarrollo”






_2147483647.doc


[image: image1.png]














EJ-ACAD-003-2019 sobre Cap. Acc. just. Pueblos Indigenas.doc

			


[image: image1.png]COSTA RICA
1980









			PODER JUDICIAL DE COSTA RICA


ESCUELA JUDICIAL


“Lic. Édgar Cervantes Villalta”


Teléfonos: 2267-1541 2267-1540    Fax - 2267-1542 


			[image: image2.png]













EJ-ACAD-003-2019


Martes  22 de enero de 2019


Lic. Mateo Invankovich Fonseca LL.M.


Director a.i.


Escuela Judicial


Poder Judicial


S.     D.


Estimado Don Mateo:


Mediante correo electrónico suscrito por la Señora Damaris Vargas Vásquez, MBA, coordinadora del Proyecto Implementación de la Reforma Procesal Agraria, jueza decisora del Tribunal Agrario, remitido el martes 8 de enero de 2019, 01:33 p.m. y reenviado el lunes 14 de enero de 2019, 12:24, solicita y consulta lo siguiente:


A) Se le remitan materiales -presentaciones, manuales, y otros- base de las capacitaciones organizadas por la Escuela Judicial sobre la temática indígena; además, indicación de cuáles de éstos pueden ser socializados con las y los estudiantes de Consultorios Jurídicos de la UCR, conforme a los lineamientos de la Escuela Judicial. Lo anterior, con el objetivo de valorar impartirles una inducción a corto plazo o una capacitación más amplia a mediano plazo.


B)  Indicar, conforme el Plan de Capacitación de la Escuela Judicial 2019, las actividades de capacitación programadas y que estén vinculadas con la temática indígena, así como disponer de un control de personas capacitadas en Derecho Indígena, con ocasión de lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, que literalmente dispone: “Capacitación permanente del personal. Se garantizará la capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Escuela Judicial tendrá un programa anual permanente. Dichas capacitaciones serán declaradas obligatorias por el Poder Judicial, a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes, para ofrecer un servicio público de calidad a las personas involucradas. La Escuela Judicial deberá llevar un registro de tales capacitaciones y ofrecerlas periódicamente para garantizar su actualización.”


En atención a lo solicitado por la Señora Damaris Vargas, mediante correo electrónico de lunes 14 de enero de 2019 15:05 y en concordancia con lo conversado con la licenciada Kattia Escalante Barboza, en ese momento Directora a.i. de la Escuela Judicial, se brindó respuesta por parte del suscrito,  informando que lo  requerido se someterá a consideración del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para su estudio, y una vez que se brinde el criterio respectivo se le estará comunicando. 


Posteriormente, mediante correo electrónico de lunes 21 de enero de 2019, la Señora Damaris Vargas, se refiere en el mismo sentido a lo mencionado en el literal A) arriba indicado, así como adicionalmente indica lo siguiente:


1) Se proporcione información acerca de las capacitaciones que se han ejecutado sobre la temática indígena y las personas que han sido capacitadas, con el objetivo de que sirva de insumo para la construcción del Diagnóstico al que hace alusión  el artículo 12 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.


2) Solicitar al Consejo Superior declarar obligatorias dichas capacitaciones a fin de que todas las personas servidoras judiciales fortalezcan sus competencias en la temática indígena para mejorar el acceso a la justicia de esa población y poder ofrecer un mejor servicio público.


En tanto se definan los alcances de lo solicitado a la Escuela Judicial, según se menciona en el literal A) y en el numeral 2) anteriores, se informa que se ha procedido a recopilar los datos sobre actividades de capacitación y materiales relacionados con la temática de las poblaciones indígenas, según se indica en el literal B) y en el numeral 1) anteriores, cuyo detalle se incluye en Anexo 1.


 Sin otro particular, suscribe, cordialmente,


Román Bresciani Quirós


Gestor de Capacitación
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c.    archivo


RBQ/rbq


ANEXO 1


INFORME ACTIVIDADES DE CAPACITACIÓN


SOBRE DERECHOS DE PUEBLOS INDÍGENAS


ESCUELA JUDICIAL


1.- Ciclo Iberoamericano de Videoconferencias sobre Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.


Se llevó a cabo en el mes de noviembre de 2011, con una duración  de 8 horas, en el que se expusieron los siguientes temas:


1. Peritajes Culturales.


2. Aplicación del Derecho Penal vrs. Costumbres de la Poblaciones Indígenas.


3. La instrumentalización del Acceso a la Justicia de los pueblos Indígenas.


4. Legislación tendiente a la protección de las costumbres pueblos indígenas en Iberoamérica.


Se tuvo la participación de los poderes judiciales de Brasil, El Salvador, Honduras, Panamá y Costa Rica. Desde el auditorio Miguel Blanco Quirós, se enlazados los circuitos judiciales de Grecia, San Ramón, Puntarenas, Liberia, Alajuela, Pérez Zeledón y Limón.


En esta actividad abierta al público, obtuvieron certificado de participación: 


17 mujeres y 35 hombres, para un total de 52 personas.


2.- Cursos de Derechos de los Pueblos Indígenas.


En coordinación con el Programa de Educación Contínua -PEC-  de la Facultad de Costa Rica durante los años 2012 y 2013 se ejecutó la actividad académica denominada: Derechos de los Pueblos Indígenas, la cual tuvo una duración de 50 horas, integrada por 10 que seguidamente se indican:


1:   Historia colonial y resistencia indígena,


2:   Historia republicana y pueblos indígenas,


3:   Pueblos indígenas en la actualidad,


4:   Identidad cultural y pueblos indígenas,


5:   Lingüística y literatura indígena,


6:   Territorialidad indígena,


7:   Concepción tradicional de la tierra,


8:   Derechos indígenas, 


9:   Derechos indígenas, y


10: Peritajes culturales. 
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En la primera de estas actividades obtuvieron certificado de aprovechamiento: 


7 mujeres y 5 hombres, para un total de 12 personas. 


Asimismo, en la segunda capacitación obtuvieron certificado dicho título: 


8 mujeres y 7 hombres, para un total de 17 personas.


3.- Contenidos audiovisuales elaborados durante el año 2015


Video visitas AECID Subcomisión de Asuntos Indígenas. 


4.- Programa Especialización Subprograma Juez/Jueza 3 Agrario Sede San Joaquín Grupo 01-2016


Dentro de este programa se impartió el módulo denominado: Tutela Judicial Efectiva de las Poblaciones Indígenas, realizado entre los meses de octubre y diciembre de 2016.


En esta actividad académica participaron: 


5 mujeres y 8 hombres, para un total de 13 personas.


5.- Derechos humanos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad en conflicto con la ley.


La Escuela Judicial “Lic. Édgar Cervantes Villalta” en coordinación con la Fundación Arias para la Paz  y el Desarrollo  Humano  con el apoyo de la Unión Europea, ejecutó  doce talleres sobre el tema “Derechos humanos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad en conflicto con la ley”, durante el período comprendido entre los meses de setiembre y diciembre de 2017 y con una duración de ocho (8) horas cada uno. Dicha capacitación fue impartida en los circuitos judiciales de Corredores, Golfito, San Carlos, Alajuela, Liberia, Limón, Guápiles, Cartago, Pérez Zeledón, Puntarenas y San José, se realizó con recursos proporcionados por dichas instituciones y se abordaron los siguientes  temas:


1. Enfoque de género y la interseccionalidad.


2. Derechos humanos de las poblaciones en situación de vulnerabilidad en conflicto con la ley.


3. Hallazgos de estudios realizados sobre poblaciones en situación de vulnerabilidad dentro del sistema penal costarricense.


4. Obligaciones estatales para la inclusión social.


5. Perspectiva de los funcionarios del sistema de administración de justicia con énfasis en Derechos Humanos.


En esta actividad académica participaron:


53 mujeres y 70 hombres, para un total de 123 personas funcionarias judiciales.
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6.-  Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional.


En los Planes de Capacitación de la Escuela Judicial 2017, 2018 y 2019,  se ha estado programando, la actividad académica de participación denominada: Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas y cuyos contenidos son: 


1. Género y mujer indígena.


2. Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural.


3. ¿Por qué las personas indígenas deben ser objeto de consideraciones especiales en términos de acceso a la justicia?


4. Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en la formulación de las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de las personas indígenas.


5. Peritajes culturales.


6. Peritajes, normativa nacional e  internacional y procedimientos del Poder Judicial y Circulares de la Corte y normativa sobre intérpretes y pagos de ayudas económicas


7. Intérpretes e Identidad.


8. Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indígena. 


9. Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional.


Durante el 2017 se capacitó a dos grupos: 


Grupo 1: 23 mujeres y 13 hombres,


Grupo 2: 28 mujeres y 17 hombres, 


Subtotal: 51 mujeres y 30 hombres. 


Total de participantes: 81 personas.


En tanto, en el 2018 se capacitó un grupo:


12 mujeres y 11 hombres,


Total de participantes: 23 personas.


7.- Programa Académico sobre Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad con perspectiva de Derechos Humanos


Actualmente se está ejecutando, entre los meses de setiembre de 2018 y abril de 2019, el Programa Académico sobre Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad con perspectiva de Derechos Humanos, ejecutado a través del Programa de Educación Continua de la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica. Dentro de los contenidos de este Programa se estudian los derechos de los pueblos indígenas.  Esta es una actividad de aprovechamiento con una duración de doscientas (200) horas, e integrado por cuatro (4) cursos y un Ateneo Final. 


La actividad está dirigida a dos grupos, el primero conformado por:


16 mujeres y 6 hombres, para un total de 22 participantes.


6


A su vez, el segundo grupo está integrado por:


18 mujeres y 4 hombres, para un total de 22 participantes. 


En ambos grupos se dispone de la asistencia de  personas juzgadoras, fiscales, fiscalas, defensoras públicas y otras personas funcionarias judiciales, con el propósito de que conozcan los instrumentos legales nacionales e internacionales y permitan garantizar de manera efectiva los derechos humanos de los pueblos indígenas. 


Asimismo, para el segundo semestre de 2019 conforme el Plan de Capacitación de la Escuela Judicial 2019, se ha programado en coordinación con el PEC, la realización de una actividad similar a la anterior, en la que se abordará  el tema de  Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad con perspectiva de Derechos Humanos, incluyendo a los pueblos indígenas.
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M. Sc. Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora de la Subcomisión de Acceso de Justicia Personas Indígenas













Buenas tardes:








Siguiendo instrucciones, se remite adjunto el oficio EJ-DIR-017-2019-sobre Temas Pueblos Indígenas-Consultorios Jurídicos UCR- Derechos de las personas con Discapacidad, Capacitación  2019.








Atentamente,
























  _____  


De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: jueves, 24 de enero de 2019 10:44
Para: Escuela Judicial Dirección; Mateo Ivankovich Fonseca
Cc: Acceso a la Justicia; Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Yasmin Marchena Espinoza; Kattia Escalante Barboza
Asunto: SOLICITUD A ESCUELA JUDICIAL PARA QUE REALICE AL MENOS 4 ACTIVIDADES DE CAPACITACION SOBRE DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 2019 

 



San José, 24 de enero de 2018



 



Señor



Dr. Mateo Ivankovich Fonseca



Director a.i.



Escuela Judicial



 



Asunto: Solicitud de realización de al menos 4 actividades de capacitación y concientización sobre los derechos de las personas con discapacidad en 2019



 



Estimado Señor:



 



            Reciba un atento saludo. A la vez, me pongo a su disposición y en general, del equipo de trabajo de la Escuela Judicial en todo lo que pueda apoyar para el logro de los objetivos vinculados con el derecho de acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



            En ejecución de las metas incorporadas en el Plan Anual Operativo de la Comisión de Acceso a la Justicia vinculadas con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, las cuales están alineadas al Plan Estratégico Institucional 2019/2024, le solicito de manera atenta la colaboración para el cumplimiento de la siguiente actividad:



 



1.6 - Que al 31 de diciembre de 2019 se hayan realizado al menos 4 actividades de capacitación y concientización sobre los derechos de las personas con discapacidad…



 



            Para tal efecto, se le solicita la programación de al menos 4 actividades de capacitación que cubran la mayoría de las personas servidoras judiciales, ya sea de manera virtual, bimodal o presencial, vinculadas con los derechos de las personas con discapacidad con especial referencia a la normativa nacional e internacional, entre otras las referidas a: La Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad; la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad; Ley 7.600 y Proyecto de Ley de Inclusión de un Capítulo vinculado con el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad; Ley de Inclusión y Protección Laboral de las personas con Discapacidad en el Sector Público; Ley de Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad; así como la Política Nacional de las Personas con Discapacidad, Política de Igualdad de las Personas con Discapacidad aprobada por Corte Plena y otras circulares aprobadas por Corte Plena y el Consejo Superior.



 



            De manera respetuosa se sugiere que en cumplimiento del Plan Estratégico Institucional, es necesario se transversalice el tema de los derechos de las personas con discapacidad en todos los programas y actividades de capacitación que desarrolla la Escuela Judicial, entre ellas, el Programa FIAJ, las Especializaciones en las distintas materias, los talleres y demás actividades, al ser el Acceso a la Justicia un tema estratégico. Para materializarlo es conveniente que la Escuela Judicial valore la posibilidad de que las personas capacitadoras o facilitadoras reciban formación sobre esta temática y se plasme así en los documentos que se generen.



 



            Estoy en la mayor disponibilidad de realizar acciones coordinadas con la Escuela Judicial para garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad mediante los procesos de capacitación y concientización de las personas servidoras judiciales de los diferentes ámbitos.



 



            Cordialmente,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



 



Copias:



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia
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Poder Judicial



Escuela Judicial, Lic. Édgar Cervantes Villalta





EJ-DIR-017-2019


Heredia, 31 de enero de 2019


Señora


Damaris Vargas Vásquez


Coordinadora de loa Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas indígenas


Presente



Estimada señora:


Reciba un saludo muy cordial.


Por medio de la presente comunicación me permito dar respuesta a las gestiones remitidas mediante correo electrónico los días:  8 de enero de 2019, 16 de enero de 2019, 21 y 24 de enero de 2019.


1.1 Solicitud 21 de enero 2019: La Escuela Judicial está consciente de la obligatoriedad de la capacitación que debe brindarse con respecto al Decreto Legislativo Nª9593 “Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica”. En ese sentido, tomando también como referencia que no se cuenta con presupuesto extraordinario para esta capacitación, los lineamientos de contención del gasto institucionales así como la solicitud reiterada del Consejo Superior del Poder Judicial con respecto a la optimización de la utilización de recursos virtuales en la capacitación, se ha coordinado con el personal de la Escuela Judicial que se diseñe de manera conjunta con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas indígenas, un curso virtual de autoformación que permita el logro de los objetivos de formación propuestos en la ley de referencia, mismo que se construirá en la plataforma de cursos virtuales de la Escuela Judicial. Para el proceso de diseño, se ha designado como equipo de trabajo a las siguientes personas:



Lic. Román Bresciani Quirós, gestor de capacitación.



MSc. Daisy Quesada Guerreo, especialista en métodos de enseñanza.


Área de Servicios Técnicos, para la producción multimedia.



Al contar con un curso virtual de autoformación podemos garantizar:



· Que la capacitación sea permanente.



· La posibilidad de tener una amplia cobertura con la capacitación.



· La incorporación, sin costo alguno para la institución, de otras personas que nos soliciten formación en este tema a partir de los convenios interinstitucionales.



· La solicitud al Consejo Superior, una vez que se cuente con el curso virtual, que se informe a la población sobre el mandato legislativo de la obligatoriedad de la misma.



Agradecemos el ofrecimiento de la Subcomisión en cuanto al apoyo de personas especialistas en esta temática y que integran la Subcomisión que usted preside, para que nos colaboren como especialistas en contenido en los tiempos que les sea posible brindarnos su asesoría y experticia. Esto nos resuelve el problema de no contar con recursos presupuestarios para tener a personas juzgadoras trabajando en la Escuela Judicial para estos efectos. Esta situación de limitación presupuestaria se nos presenta al aprobarse el decreto legislativo posteriormente a la planificación presupuestaria para el presente año.



Con respecto a la solicitud del informe sobre las capacitaciones que se han dado en la temática, adjunto informe del gestor a cargo, el señor Román Bresciani (EJ-ACAD-003-2019, del 22 de enero de 2019).


1.2 Solicitud del 8 y del 16 de enero 2019



Respecto a la solicitud para dar capacitación en el tema indígena a personas que trabajan en los Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica, le informo que si nos es posible coordinar algunas acciones formativas a corto y mediano plazo, esto en virtud de que contamos con un convenio de cooperación con la Universidad de Costa Rica. En ese sentido y, nuevamente aprovechando la disposición de las personas que integran la Subcomisión que usted coordina, le hacemos la siguiente propuesta:



· El diseño de un taller de 8 horas para hacer la inducción al tema. El taller sería impartido por una persona especialista de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas indígenas y previamente diseñado con la asesoría de la MSc. Daisy Quesada Guerrero, metodóloga de la Escuela Judicial. La persona especialista que impartirá el taller, tendrá que hacerlo con permiso sin sustitución por las limitaciones presupuestarias ya referidas. Le agradecemos que se ponga en contacto con el gestor de capacitación, Román Bresciani y con la compañera Daisy Quesada para que coordinen lo correspondiente.


· A mediano plazo, se podrá incorporar a estas personas en la oferta del curso virtual de autoformación que se ha propuesto diseñar para el presente año.



1.3 Solicitud 24 de enero 2019


“Se le solicita la programación de al menos 4 actividades de capacitación que cubran la mayoría de las personas servidoras judiciales, ya sea de manera virtual, bimodal o presencial, vinculadas con los derechos de las personas con discapacidad con especial referencia a la normativa nacional e internacional, entre otras las referidas a: La Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad; la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad; Ley 7.600 y Proyecto de Ley de Inclusión de un Capítulo vinculado con el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad; Ley de Inclusión y Protección Laboral de las personas con Discapacidad en el Sector Público; Ley de Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad; así como la Política Nacional de las Personas con Discapacidad, Política de Igualdad de las Personas con Discapacidad aprobada por Corte Plena y otras circulares aprobadas por Corte Plena y el Consejo Superior”.


Con respecto a ésta última capacitación, le propongo que establezcamos la misma estrategia que le ofrecí para la materia indígena, a saber, un curso virtual de autoformación que permita el logro de los objetivos de formación propuestos en la leyer de referencia, mismo que se construirá en la plataforma de cursos virtuales de la Escuela Judicial. Para el proceso de diseño, se designaría como responsable al mismo equipo de trabajo:



Lic. Román Bresciani Quirós, gestor de capacitación.



MSc. Daisy Quesada Guerreo, especialista en métodos de enseñanza.



Área de Servicios Técnicos, para la producción multimedia.



Al contar con un curso virtual de autoformación también en la temática de derechos de las personas con discapacidad, podemos garantizar:



· Que la capacitación sea permanente.



· La posibilidad de tener una amplia cobertura con la capacitación.



· La incorporación, sin costo alguno para la institución, de otras personas que nos soliciten formación en este tema a partir de los convenios interinstitucionales.


Le agradezco el interés que usted siempre manifiesta por fortalecer las actividades formativas de la Escuela Judicial.


Sin otro particular, suscribe atentamente,


Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M.


Director a.i.


Escuela Judicial


Cc consec. arch.


asm


“Justicia: un pilar del desarrollo”
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EJ-ACAD-003-2019


Martes  22 de enero de 2019


Lic. Mateo Invankovich Fonseca LL.M.


Director a.i.


Escuela Judicial


Poder Judicial


S.     D.


Estimado Don Mateo:


Mediante correo electrónico suscrito por la Señora Damaris Vargas Vásquez, MBA, coordinadora del Proyecto Implementación de la Reforma Procesal Agraria, jueza decisora del Tribunal Agrario, remitido el martes 8 de enero de 2019, 01:33 p.m. y reenviado el lunes 14 de enero de 2019, 12:24, solicita y consulta lo siguiente:


A) Se le remitan materiales -presentaciones, manuales, y otros- base de las capacitaciones organizadas por la Escuela Judicial sobre la temática indígena; además, indicación de cuáles de éstos pueden ser socializados con las y los estudiantes de Consultorios Jurídicos de la UCR, conforme a los lineamientos de la Escuela Judicial. Lo anterior, con el objetivo de valorar impartirles una inducción a corto plazo o una capacitación más amplia a mediano plazo.


B)  Indicar, conforme el Plan de Capacitación de la Escuela Judicial 2019, las actividades de capacitación programadas y que estén vinculadas con la temática indígena, así como disponer de un control de personas capacitadas en Derecho Indígena, con ocasión de lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, que literalmente dispone: “Capacitación permanente del personal. Se garantizará la capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Escuela Judicial tendrá un programa anual permanente. Dichas capacitaciones serán declaradas obligatorias por el Poder Judicial, a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes, para ofrecer un servicio público de calidad a las personas involucradas. La Escuela Judicial deberá llevar un registro de tales capacitaciones y ofrecerlas periódicamente para garantizar su actualización.”


En atención a lo solicitado por la Señora Damaris Vargas, mediante correo electrónico de lunes 14 de enero de 2019 15:05 y en concordancia con lo conversado con la licenciada Kattia Escalante Barboza, en ese momento Directora a.i. de la Escuela Judicial, se brindó respuesta por parte del suscrito,  informando que lo  requerido se someterá a consideración del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para su estudio, y una vez que se brinde el criterio respectivo se le estará comunicando. 


Posteriormente, mediante correo electrónico de lunes 21 de enero de 2019, la Señora Damaris Vargas, se refiere en el mismo sentido a lo mencionado en el literal A) arriba indicado, así como adicionalmente indica lo siguiente:


1) Se proporcione información acerca de las capacitaciones que se han ejecutado sobre la temática indígena y las personas que han sido capacitadas, con el objetivo de que sirva de insumo para la construcción del Diagnóstico al que hace alusión  el artículo 12 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.


2) Solicitar al Consejo Superior declarar obligatorias dichas capacitaciones a fin de que todas las personas servidoras judiciales fortalezcan sus competencias en la temática indígena para mejorar el acceso a la justicia de esa población y poder ofrecer un mejor servicio público.


En tanto se definan los alcances de lo solicitado a la Escuela Judicial, según se menciona en el literal A) y en el numeral 2) anteriores, se informa que se ha procedido a recopilar los datos sobre actividades de capacitación y materiales relacionados con la temática de las poblaciones indígenas, según se indica en el literal B) y en el numeral 1) anteriores, cuyo detalle se incluye en Anexo 1.


 Sin otro particular, suscribe, cordialmente,


Román Bresciani Quirós


Gestor de Capacitación
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c.    archivo


RBQ/rbq


ANEXO 1


INFORME ACTIVIDADES DE CAPACITACIÓN


SOBRE DERECHOS DE PUEBLOS INDÍGENAS


ESCUELA JUDICIAL


1.- Ciclo Iberoamericano de Videoconferencias sobre Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.


Se llevó a cabo en el mes de noviembre de 2011, con una duración  de 8 horas, en el que se expusieron los siguientes temas:


1. Peritajes Culturales.


2. Aplicación del Derecho Penal vrs. Costumbres de la Poblaciones Indígenas.


3. La instrumentalización del Acceso a la Justicia de los pueblos Indígenas.


4. Legislación tendiente a la protección de las costumbres pueblos indígenas en Iberoamérica.


Se tuvo la participación de los poderes judiciales de Brasil, El Salvador, Honduras, Panamá y Costa Rica. Desde el auditorio Miguel Blanco Quirós, se enlazados los circuitos judiciales de Grecia, San Ramón, Puntarenas, Liberia, Alajuela, Pérez Zeledón y Limón.


En esta actividad abierta al público, obtuvieron certificado de participación: 


17 mujeres y 35 hombres, para un total de 52 personas.


2.- Cursos de Derechos de los Pueblos Indígenas.


En coordinación con el Programa de Educación Contínua -PEC-  de la Facultad de Costa Rica durante los años 2012 y 2013 se ejecutó la actividad académica denominada: Derechos de los Pueblos Indígenas, la cual tuvo una duración de 50 horas, integrada por 10 que seguidamente se indican:


1:   Historia colonial y resistencia indígena,


2:   Historia republicana y pueblos indígenas,


3:   Pueblos indígenas en la actualidad,


4:   Identidad cultural y pueblos indígenas,


5:   Lingüística y literatura indígena,


6:   Territorialidad indígena,


7:   Concepción tradicional de la tierra,


8:   Derechos indígenas, 


9:   Derechos indígenas, y


10: Peritajes culturales. 
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En la primera de estas actividades obtuvieron certificado de aprovechamiento: 


7 mujeres y 5 hombres, para un total de 12 personas. 


Asimismo, en la segunda capacitación obtuvieron certificado dicho título: 


8 mujeres y 7 hombres, para un total de 17 personas.


3.- Contenidos audiovisuales elaborados durante el año 2015


Video visitas AECID Subcomisión de Asuntos Indígenas. 


4.- Programa Especialización Subprograma Juez/Jueza 3 Agrario Sede San Joaquín Grupo 01-2016


Dentro de este programa se impartió el módulo denominado: Tutela Judicial Efectiva de las Poblaciones Indígenas, realizado entre los meses de octubre y diciembre de 2016.


En esta actividad académica participaron: 


5 mujeres y 8 hombres, para un total de 13 personas.


5.- Derechos humanos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad en conflicto con la ley.


La Escuela Judicial “Lic. Édgar Cervantes Villalta” en coordinación con la Fundación Arias para la Paz  y el Desarrollo  Humano  con el apoyo de la Unión Europea, ejecutó  doce talleres sobre el tema “Derechos humanos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad en conflicto con la ley”, durante el período comprendido entre los meses de setiembre y diciembre de 2017 y con una duración de ocho (8) horas cada uno. Dicha capacitación fue impartida en los circuitos judiciales de Corredores, Golfito, San Carlos, Alajuela, Liberia, Limón, Guápiles, Cartago, Pérez Zeledón, Puntarenas y San José, se realizó con recursos proporcionados por dichas instituciones y se abordaron los siguientes  temas:


1. Enfoque de género y la interseccionalidad.


2. Derechos humanos de las poblaciones en situación de vulnerabilidad en conflicto con la ley.


3. Hallazgos de estudios realizados sobre poblaciones en situación de vulnerabilidad dentro del sistema penal costarricense.


4. Obligaciones estatales para la inclusión social.


5. Perspectiva de los funcionarios del sistema de administración de justicia con énfasis en Derechos Humanos.


En esta actividad académica participaron:


53 mujeres y 70 hombres, para un total de 123 personas funcionarias judiciales.
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6.-  Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional.


En los Planes de Capacitación de la Escuela Judicial 2017, 2018 y 2019,  se ha estado programando, la actividad académica de participación denominada: Módulo didáctico para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas. Aplicación de normativa nacional e internacional, con una duración de cuarenta (40) horas y cuyos contenidos son: 


1. Género y mujer indígena.


2. Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural.


3. ¿Por qué las personas indígenas deben ser objeto de consideraciones especiales en términos de acceso a la justicia?


4. Incidencia del pluralismo jurídico y los sistemas jurídicos indígenas en la formulación de las políticas del Poder Judicial para el acceso a la justicia de las personas indígenas.


5. Peritajes culturales.


6. Peritajes, normativa nacional e  internacional y procedimientos del Poder Judicial y Circulares de la Corte y normativa sobre intérpretes y pagos de ayudas económicas


7. Intérpretes e Identidad.


8. Normativa y jurisprudencia nacional e internacional indígena. 


9. Abordaje de las Reglas de Brasilia en el ámbito internacional.


Durante el 2017 se capacitó a dos grupos: 


Grupo 1: 23 mujeres y 13 hombres,


Grupo 2: 28 mujeres y 17 hombres, 


Subtotal: 51 mujeres y 30 hombres. 


Total de participantes: 81 personas.


En tanto, en el 2018 se capacitó un grupo:


12 mujeres y 11 hombres,


Total de participantes: 23 personas.


7.- Programa Académico sobre Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad con perspectiva de Derechos Humanos


Actualmente se está ejecutando, entre los meses de setiembre de 2018 y abril de 2019, el Programa Académico sobre Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad con perspectiva de Derechos Humanos, ejecutado a través del Programa de Educación Continua de la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica. Dentro de los contenidos de este Programa se estudian los derechos de los pueblos indígenas.  Esta es una actividad de aprovechamiento con una duración de doscientas (200) horas, e integrado por cuatro (4) cursos y un Ateneo Final. 


La actividad está dirigida a dos grupos, el primero conformado por:


16 mujeres y 6 hombres, para un total de 22 participantes.
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A su vez, el segundo grupo está integrado por:


18 mujeres y 4 hombres, para un total de 22 participantes. 


En ambos grupos se dispone de la asistencia de  personas juzgadoras, fiscales, fiscalas, defensoras públicas y otras personas funcionarias judiciales, con el propósito de que conozcan los instrumentos legales nacionales e internacionales y permitan garantizar de manera efectiva los derechos humanos de los pueblos indígenas. 


Asimismo, para el segundo semestre de 2019 conforme el Plan de Capacitación de la Escuela Judicial 2019, se ha programado en coordinación con el PEC, la realización de una actividad similar a la anterior, en la que se abordará  el tema de  Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad con perspectiva de Derechos Humanos, incluyendo a los pueblos indígenas.
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RE  Acuerdo 2018-045-008 Oficio JD-11168-18 Oficio ACAA-389-2018.msg
RE: Acuerdo 2018-045-008 Oficio JD-11168-18 Oficio ACAA-389-2018

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Melissa Benavides Víquez

		Recipients

		mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr



Muchas gracias Melissa.



Sería posible que con la información que tenemos me puedan ayudar a montar la agenda para el próximo lunes? Para la sesión de mañana del Consejo Superior está en agenda las gestiones que realicé en seguimiento de lo que indica la Ley de Acceso…



 



De: Melissa Benavides Víquez 
Enviado el: jueves, 24 de enero de 2019 09:53 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Acuerdo 2018-045-008 Oficio JD-11168-18 Oficio ACAA-389-2018



 



Buenos días Damaris:



 



Adjunto la gestión que se hizo ante la Junta Directiva del Colegio de Abogados, así como otra que se envió en su momento y no hemos tenido respuesta. 



 



Cualquier cosa que necesite por favor me lo indica. 



 



Cordialmente, 



 



 







 



 



 



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 24 de enero de 2019 09:30 a.m.
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Acuerdo 2018-045-008 Oficio JD-11168-18 Oficio ACAA-389-2018



 



Estimada Melissa.



Buenos días. Podrías remitirme la gestión que hizo la Subcomisión al Colegio para conocer sus alcances y el dato de las personas integrantes de la Comisión del Colegio, para tener insumos antes de emitir pronunciamiento? Gracias.



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Proyecto Implementación de la Reforma Procesal Agraria



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 



 



De: Melissa Benavides Víquez 
Enviado el: jueves, 24 de enero de 2019 08:51 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Acuerdo 2018-045-008 Oficio JD-11168-18 Oficio ACAA-389-2018
Importancia: Alta



 



 



 



De: Nannie Torres Alcócer <defensoriasocial@colabogados.cr> 
Enviado el: miércoles, 23 de enero de 2019 09:38 a.m.
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Juan Carlos Campos <directorsedes@colabogados.cr>; Violeta Conejo Villalobos <auditordefensorias@colabogados.cr>; ajimenez@blplegal.com; g14alexa@yahoo.es
Asunto: Acuerdo 2018-045-008 Oficio JD-11168-18 Oficio ACAA-389-2018
Importancia: Alta



 



Buenos días:



 



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora a.i.



Unidad de Acceso a la Justicia



 



Reciba un cordial saludo.



 



Adjunto el Acuerdo de Junta Directiva 2018-045-008, en relación al Oficio CACC-389-2018 con fecha 31 de octubre de 2018.



 



Su solicitud fue aprobada y queremos ponernos  a sus órdenes, para establece la coordinación de las capacitaciones para los Defensores Sociales y público en general; de tal forma que también adquieran un compromiso en colaborar con las visitas (1 o 2) mensuales y dar asesoría legal a las poblaciones en condición de vulnerabilidad para las poblaciones indígenas.



 



En relación a lo anterior, tengo varias consultas:



 



·       Logística de las visitas (fechas probables)



·       Traslado (El Poder Judicial provee este medio)



·       Favor indicar materias y profesores para la capacitación a los Defensores y público .  Esto con el fin de solicitar fechas en el Auditorio Dr. Eduardo Ortiz o en una aula grande donde podamos pasar por videoconferencias a las Sedes Regionales



·       Monto a cobrar al público interesado en la capacitación (Con el fin de que los fondos recaudados sean utilizados en las visitas a las poblaciones indígenas).



 



 



En el correo agrego a los coordinadores de la Comisión de Pro Bono y de la Comisión de Asuntos Indígenas para que se involucren en proyecto. 



 



Quedo a sus gratas órdenes.



 



Muchas gracias. 



 







 



De: Annia Picado Mesen <actas@colabogados.cr> 
Enviado el: miércoles, 23 de enero de 2019 09:13
Para: Nannie Torres Alcócer <defensoriasocial@colabogados.cr>
Asunto: acuerdo 



 



 



                                                                                             27 de noviembre de 2018



JD-11-1170-18



 



 



 



Atención 



 



Lic. Juan Carlos Campos Sanabria, Director Sedes Regionales RSC



Sres. Comisión Probono



Sres. Comisión Asuntos Indígenas



 



Estimados señores y señoras:



 



Les comunico que la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas, en sesión ordinaria          45-18 celebrada el 19 de noviembre del 2018, tomó el acuerdo que se detalla como sigue:



 



“SE ACUERDA 2018-45-008 Trasladar al Departamento de Defensorías Sociales Defensorías Sociales, Comisión PROBONO y Comisión de Asuntos Indígenas, la nota CACC-389-2018, de la Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora a.i, Unidad de Acceso a la Justicia, donde remite acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas el cual se Insta al Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, la posibilidad de permitir que la Defensoría Social, los acompañe durante el proyecto de Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, en específico en poblaciones indígenas y puedan realizar una o dos visitas mensuales y dar asesoría legal. Seis votos. Responsable: Departamento de Defensorías Sociales, Comisión PROBONO y Comisión de Asuntos Indígenas”.



 



El anterior acuerdo fue ratificado en la sesión ordinaria 46-18, celebrada el 26 de noviembre de 2018.



 



 



           Atentamente,



 



 



 



 



 



                      Annia Picado Mesén



         Secretaria de Actas
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Muchas gracias Melissa.



Sería posible que con la información que tenemos me puedan ayudar a montar la agenda para el próximo lunes? Para la sesión de mañana del Consejo Superior está en agenda las gestiones que realicé en seguimiento de lo que indica la Ley de Acceso…




 



De: Melissa Benavides Víquez 
Enviado el: jueves, 24 de enero de 2019 09:53 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Acuerdo 2018-045-008 Oficio JD-11168-18 Oficio ACAA-389-2018





 



Buenos días Damaris:



 



Adjunto la gestión que se hizo ante la Junta Directiva del Colegio de Abogados, así como otra que se envió en su momento y no hemos tenido respuesta. 



 



Cualquier cosa que necesite por favor me lo indica. 



 



Cordialmente, 
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De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 24 de enero de 2019 09:30 a.m.
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Acuerdo 2018-045-008 Oficio JD-11168-18 Oficio ACAA-389-2018





 



Estimada Melissa.



Buenos días. Podrías remitirme la gestión que hizo la Subcomisión al Colegio para conocer sus alcances y el dato de las personas integrantes de la Comisión del Colegio, para tener insumos antes de emitir pronunciamiento? Gracias.



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Proyecto Implementación de la Reforma Procesal Agraria



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 




 



De: Melissa Benavides Víquez 
Enviado el: jueves, 24 de enero de 2019 08:51 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Acuerdo 2018-045-008 Oficio JD-11168-18 Oficio ACAA-389-2018
Importancia: Alta





 



 



 



De: Nannie Torres Alcócer <defensoriasocial@colabogados.cr> 
Enviado el: miércoles, 23 de enero de 2019 09:38 a.m.
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Juan Carlos Campos <directorsedes@colabogados.cr>; Violeta Conejo Villalobos <auditordefensorias@colabogados.cr>; ajimenez@blplegal.com; g14alexa@yahoo.es
Asunto: Acuerdo 2018-045-008 Oficio JD-11168-18 Oficio ACAA-389-2018
Importancia: Alta





 



Buenos días:



 



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora a.i.



Unidad de Acceso a la Justicia



 



Reciba un cordial saludo.



 



Adjunto el Acuerdo de Junta Directiva 2018-045-008, en relación al Oficio CACC-389-2018 con fecha 31 de octubre de 2018.



 



Su solicitud fue aprobada y queremos ponernos  a sus órdenes, para establece la coordinación de las capacitaciones para los Defensores Sociales y público en general; de tal forma que también adquieran un compromiso en colaborar con las visitas (1 o 2) mensuales y dar asesoría legal a las poblaciones en condición de vulnerabilidad para las poblaciones indígenas.



 



En relación a lo anterior, tengo varias consultas:



 



·       Logística de las visitas (fechas probables)



·       Traslado (El Poder Judicial provee este medio)



·       Favor indicar materias y profesores para la capacitación a los Defensores y público .  Esto con el fin de solicitar fechas en el Auditorio Dr. Eduardo Ortiz o en una aula grande donde podamos pasar por videoconferencias a las Sedes Regionales



·       Monto a cobrar al público interesado en la capacitación (Con el fin de que los fondos recaudados sean utilizados en las visitas a las poblaciones indígenas).



 



 



En el correo agrego a los coordinadores de la Comisión de Pro Bono y de la Comisión de Asuntos Indígenas para que se involucren en proyecto. 



 



Quedo a sus gratas órdenes.



 



Muchas gracias. 
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De: Annia Picado Mesen <actas@colabogados.cr> 
Enviado el: miércoles, 23 de enero de 2019 09:13
Para: Nannie Torres Alcócer <defensoriasocial@colabogados.cr>
Asunto: acuerdo 





 



 



                                                                                             [bookmark: _Hlk523299572]27 de noviembre de 2018



JD-11-1170-18



 



 



 



[bookmark: _Hlk511745046]Atención 



 



Lic. Juan Carlos Campos Sanabria, Director Sedes Regionales RSC



Sres. Comisión Probono



Sres. Comisión Asuntos Indígenas



 



Estimados señores y señoras:



 



Les comunico que la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas, en sesión ordinaria          45-18 celebrada el 19 de noviembre del 2018, tomó el acuerdo que se detalla como sigue:



 



“SE ACUERDA 2018-45-008 Trasladar al Departamento de Defensorías Sociales Defensorías Sociales, Comisión PROBONO y Comisión de Asuntos Indígenas, la nota CACC-389-2018, de la Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora a.i, Unidad de Acceso a la Justicia, donde remite acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas el cual se Insta al Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, la posibilidad de permitir que la Defensoría Social, los acompañe durante el proyecto de Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, en específico en poblaciones indígenas y puedan realizar una o dos visitas mensuales y dar asesoría legal. Seis votos. Responsable: Departamento de Defensorías Sociales, Comisión PROBONO y Comisión de Asuntos Indígenas”.



 



El anterior acuerdo fue ratificado en la sesión ordinaria 46-18, celebrada el 26 de noviembre de 2018.



 



 



           Atentamente,



 



 



 



 



 



                      Annia Picado Mesén



         Secretaria de Actas



 



archivo



apm
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MSc. Melissa Benavides Viquez
Unidad de Acceso a la Justicia
" Poder Judicial de Costa Rica
Tel: (506) 2295 3874
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Fwd: Seguimiento a gestión del Juzgado Contravencional de Turrialba sobre uso del vehículo 15/02/2019 zona indígena Vereh

		From

		Melissa Benavides Víquez

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr





Descarga Outlook para iOS

  _____  


From: Damaris Vargas Vásquez
Sent: Monday, February 11, 2019 3:53:31 PM
To: Karol Muñoz Barahona; Juzgado Contravencional de Turrialba; William Cerdas Zuñiga; Administración Regional de Turrialba
Cc: Melissa Benavides Víquez; Alejandra Ortega Padilla; Contraloria Servicios de Turrialba; Allan Pérez Arce; Subcomisión de Pueblos Indígenas; Acceso a la Justicia
Subject: Seguimiento a gestión del Juzgado Contravencional de Turrialba sobre uso del vehículo 15/02/2019 zona indígena Vereh 

 



Señora



Jueza Karol Muñoz Barahona



Juzgado Contravencional de Turrialba



 



Reciba un atento saludo, a la vez, acuso recibido del comunicado electrónico que remitió a la Administración Regional de Turrialba en relación con la coordinación de un vehículo oficial para el traslado a un territorio indígena.



 



Aprovecho la oportunidad para ponerme a su disposición y de don William Cerdas en lo que pueda colaborar en relación con la ejecución idónea de las Circulares del Consejo Superior números 10-09 y 123-13, entre otras, en las que se establecen las Reglas para la atención de las procesos vinculados con personas indígenas, especialmente la quinta regla referida a la programación de audiencias de prueba dentro de horarios accesibles a las personas indígenas.



 



Saludos cordiales,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 



 



De: Melissa Benavides Víquez 
Enviado el: lunes, 11 de febrero de 2019 08:22 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Uso del vehículo 15/02/2019 zona indígena Vereh



 



Buenos Damaris:



 



Hago de su conocmientos este correo que ingresara el día viernes. 



 



De: Karol Muñoz Barahona <kmunoz@poder-judicial.go.cr> 
Enviado el: viernes, 08 de febrero de 2019 02:10 p.m.
Para: Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Katherine Salazar Duarte <ksalazard@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Uso del vehículo 15/02/2019 zona indígena Vereh



 



 



Buenas tardes, 



Se reenvía para su conocimiento, en virtud de que el correo de la subcomisión de pueblos indígenas se encuentra lleno.



 



Muchas gracias







 



  _____  


De: Karol Muñoz Barahona
Enviado: viernes, 8 de febrero de 2019 09:00
Para: William Cerdas Zuñiga; Juzgado Contravencional de Turrialba
Cc: Alejandra Ortega Padilla; Allan Pérez Arce; Subcomisión de Pueblos Indígenas; Contraloria Servicios de Turrialba
Asunto: Uso del vehículo 15/02/2019 zona indígena Vereh 



 



 



Buenos días don William, 



 



En relación al comunicado que me hizo el día de ayer de manera informal en el mostrador de este Despacho, en referencia a que el día viernes 15 de febrero del presente año, requiere del vehículo a las 7:00 horas para llevar al técnico informático a Juan Viñas e instalar dos computadoras, le hago saber con todo respeto:



 



Las fechas para las visitas a zona indígena que realiza este despacho, fueron asignadas por la Administración desde el 02 de enero del presente año, siendo que este 15 de febrero se tiene audiencia señalada en la localidad de Vereh, a las 09:00 horas, si bien le había indicado que no había problema en salir más tarde del edificio a la zona, lo cierto es que ya verificada la agenda y la hora del señalamiento, no es posible salir más tarde de las 7:30 horas del edificio, pues no se llegaría a tiempo. Por lo que le solicito, buscar otro día en su agenda para realizar su trámite. 



 



Tome en cuenta que no es la primera ocasión en que las visitas y diligencias que tiene esta oficina a las diferentes zonas,  en muchas ocasiones el año pasado, fueron canceladas hasta de un día para otro y sin la comunicación debida, lo que ocasiona un gran perjuicio al usuario indígena, en virtud de que no hay manera de poderles avisar que no se va a llegar, siendo una desconsideración porque hay usuarios que caminan largas horas y días inclusive para poder acceder al servicios de justicia. 



Aprovecho para indicarle además, que si bien se trata de estar al regreso a las 4:30 en el edificio, no siempre es posible. Por lo que le agradezco no limitarnos ese tiempo y cualquier situación me la comunique de manera directa a mi persona por este medio y no por medio del técnico Andrés Aguilar, con el fin de poder contestarle de la misma manera. 



 



Muchas gracias don William
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Buenas tardes.



Remito para su conocimiento. Respuesta a Oficio N° 004-PJR-19.



Saludos cordiales.



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





smime.p7m

Buenas tardes.



Remito para su conocimiento. Respuesta a Oficio N° 004-PJR-19.



Saludos cordiales.



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas










Estimada doña Damaris:




 




Reciba un atento saludo de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa.




 




Con instrucciones del Magistrado Rafael Segura Bonilla, me permito remitir oficio adjunto.




 




Cordiales saludos,
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Lizeth Orozco Bolakios

Secretaria Ejecutiva

Direccion Nacional de Justicia Restaurativa
Poder Judicial de Costa Rica

Tel: (506) 2295-4935 / 4411



















































Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Comisión de Acceso a la Justicia 




Poder Judicial 
 




 
San José, 21 de enero de 2019. 




(Respuesta Oficio N° 004-PJR-19) 




 




Señor 




Msc. Rafael Segura Bonilla 




Magistrado de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia 




Director Programa de Justicia Restaurativa 




Poder Judicial 




 




Estimado Señor: 




 Reciba un cordial saludo de año nuevo. A la vez, con ocasión del Oficio N° 004-PJR-19 de 17 




de enero de 2019, en el que se informa, la Dirección de Justicia Restaurativa en el marco de la 




ejecución del Proyecto Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa que se ejecuta en los Poderes 




Judiciales de Colombia y México, coordinado por Costa Rica, con fondos de la Unión Europea, tiene 




entre sus ejes de trabajo un acercamiento con la población indígena, con ocasión de lo cual muestra 




su interés en participar en alguna de las capacitaciones que se gesten desde la Subcomisión y 




coordinar acciones en el tema de la Justicia Restaurativa, le informo: 




 Para la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas es un honor y una gran 




oportunidad establecer alianzas y sinergias con la Dirección de Justicia Restaurativa a fin de lograr 




un acercamiento a las personas indígenas y mejorar las oportunidades de acceso a la justicia de esta 




población. 




 Con ocasión de lo anterior, y en relación con las capacitaciones, le informo que esta 




Subcomisión está coordinando acciones con la Escuela Judicial para la ejecución de actividades de 




capacitación permanente del personal judicial; y más recientemente, con ocasión del Programa 




Anual Permanente al que hace alusión el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos 




Indígenas. Por ende, considerando la importancia que reviste en la Institución el Proyecto 




Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa, se priorizará a la o las personas integrantes del equipo 




de trabajo en las capacitaciones que se desarrollen de parte de la Subcomisión o en coordinación 




con la Escuela Judicial. En relación con esto último, copio a la Dirección de la Escuela Judicial para 




su conocimiento. 




 Así mismo, quedo a su entera disposición para coordinar acciones en el tema de Justicia 




Restaurativa asociado a la población indígena y le agradezco el involucrar a la Subcomisión en la 




ejecución del Proyecto Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa, para el desarrollo de alianzas. 




 De usted con toda consideración y estima, 
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Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba. 




Coordinadora 




Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 




 




Copias: 




Comisión de Acceso a la Justicia 




Unidad de Acceso a la Justicia 




Escuela Judicial 
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Buenos días, doña Damaris.








En primer término felicitarla por su designación. 








En lo que usted requiera, estoy a su servicio. 








En cuanto a los temas que se nos solicitan, considero prioritario abordar lo siguiente:








1.	

	Lo indicado por la Licda. Ligia en cuanto al tema de los intérpretes y la posición de la Dirección Ejecutiva. De hecho, debe considerarse que los lineamientos de esa oficina, no son acordes con el artículo 14 del Código Procesal Penal en cuanto a la posibilidad de designar una persona traductora de confianza.

2.	

	Realización de diligencias judiciales en los Territorios Indígenas. No solo audiencias sino también, recepción de denuncias y demandas, asesoría y seguimiento de casos.

3.	

	Implementación de la Ley de Acceso a la Justicia de las Personas Indígenas, en especial, en lo que respecta a la asesoría jurídica gratuita costeada por el Poder Judicial, así como lo que se relaciona con la capacitación permanente de las personas funcionarias. 








Respecto a las sesiones de la Subcomisión, estoy de acuerdo con las fechas propuestas. Si me gustaría saber si en el caso de la sala del ILANUD, es posible conectarnos mediante videoconferencia. De no ser así, podría se quizás mediante video llamada.








Únicamente solicito por favor se me excuse de las sesiones que se realizarán en junio, julio y agosto pues estaré fuera del país. 








Quedo a sus órdenes. 








Un saludo cordial para todas y todos.








Jean Carlo Monge Madrigal.



Juez Penal de Coto Brus.




  _____  


De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: jueves, 24 de enero de 2019 08:21:48
Para: cescotofer@gmail.com; Roman Bresciani Quirós; Alba Gutiérrez Villalobos; sorbulu@gmail.com; javierrodriguezcostarica@gmail.com; marcos.guevara@ucr.ac.cr; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Yorleny Ferreto Solano; vvaras@inamu.go.cr; mherrera@dhr.go.cr; Jennifer Ruiz Ríos; carlos.cruz.melendez@una.cr; geyner.blanco@presidencia.go.cr; Jorge Leiva Poveda; Erick Alfaro Romero; rpaez@pani.go.cr; achavarria@tse.go.cr; Carlos Romero Rivera; Ariana Céspedes López; directorsedes@colabogados.cr; Departamento Trabajo Social y Psicología; Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Acceso a la Justicia; Jean Carlo Monge Madrigal; ali.garcia@ucr.ac
Asunto: CONVOCATORIA A SESIONES SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 2019 Y OTROS 

 

 



Señoras y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



              Reciban un atento saludo de año nuevo. A la vez, les comunico ha sido un honor para mí la reciente designación de Corte Plena como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Estoy a la orden del señor Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, la señora Melissa Benavides Vargas, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, y de todos y todas ustedes, en lo que pueda apoyar para el logro en equipo las metas propuestas en procura de mejorar día con día el acceso a la justicia de la población indígena.



 



              Para este año tenemos pendiente la ejecución de las metas incluidas en el PAO 2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia vinculadas con personas indígenas; la implementación de la  normativa indígena, con especial referencia a la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica; un tema delegado por la Presidencia de la Corte sobre la coordinación de acciones con Consultorios Jurídicos de la UCR para que contribuyan con la asesoría de personas indígenas; la articulación de acciones con el Programa de Justicia Restaurativa, MIDEPLAN, CONAMAJ; participación en el Tercer Examen Universal, entre otros. Hago de su conocimiento algunas gestiones realizadas recientemente con el fin de cumplir con tales cometidos para conocimiento en la siguiente sesión ordinaria.



 



A la vez, agradezco si dentro del ámbito de sus competencias desde las oficinas que representan, remiten a la dirección electrónica dvargas@poder-judicial.go.cr, en el plazo de 3 días, al menos 3 temas que estimen pertinentes deban ser atendidos en forma prioritaria este año. Además, para garantizar una efectiva representatividad de los diferentes actores institucionales, interinstitucionales y sociedad civil, solicito informen la condición conforme a la cual integran esta Subcomisión. Ese insumo servirá para plantearles una propuesta de Plan de Acción que sirva de norte a nuestra gestión.



 



Para aprovechar mejor los recursos institucionales y considerando sus múltiples ocupaciones, las sesiones se programarán en forma virtual o presencial, según los temas a tratar, enfocados en la coordinación interinstitucional o lo relacionado con asuntos institucionales. Se propone como fechas para sesionar durante 2019 las siguientes: 4 de febrero, 4 de marzo, 1 de abril, 6 de mayo, 3 de junio, 1 de julio, 5 de agosto, 2 de setiembre, 7 de octubre, 4 de noviembre y 2 de diciembre, de las 14:30 a las 16:30 horas en el lugar que oportunamente se les indicará en caso de que se trate de sesiones presenciales.



 



Será un honor poder contar con la presencia en las sesiones del Magistrado Olaso y doña Melissa en caso de que sus agendas se los permitan.



              



Cordialmente,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Teléfonos 22953081 y 88118561
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Buenas tardes:



Con instrucciones superiores hago de su conocimiento el oficio 408-DE-2019 y sus respectivos adjuntos.





Cordialmente,














408-DE-2019.pdf




       PODER JUDICIAL                DIRECCIÓN EJECUTIVA
Tel. 2295-4322
Fax 2233-8438                                                   direc_ejecutiva@poder-judicial.go.cr                                                                              



N° 408-DE-2019
 30 de enero del 2019



Máster
Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
Su Despacho



Estimada señora:



En atención al oficio JEFDP-39-2019 de 18 de enero en curso y con rela-
ción al pago de peritaje al señor José Carballo Calvo, causa 18-000410-0829-PE,
tramitada en el Juzgado Penal de Bribrí, me permito informarle: 



Antecedentes:



1.1 .Mediante Autorización de Gastos N° 02474-2018 el Juzgado Penal
de Talamanca, solicita se le cancele la suma de ¢867.500.00 (ocho-
cientos sesenta y siete mil colones exactos) al señor José Carballo
Calvo para la realización de un Peritaje Cultural dentro de la causa
18-000410-0829-PE. Al ser valorado el monto solicitado, se conside-
ró muy elevado, por lo que se procedió a cambiar el estado al docu-
mento por lo anterior para que fuera modificada por el despacho. 



1.2 .Atendiendo lo solicitado mediante Autorización de Gastos N° 02474-
2018, se remite oficio 5036-DE-2018 al Máster Miguel Acosta Grana-
dos, Juez del Juzgado Penal de Talamanca.



5036-DE-2018.pdf



 
1.3 .Mediante oficio 340-JPT-2018 de 2 de noviembre de 2018 el Máster



Miguel Acosta Granados, Juez del Juzgado Penal de Talamanca, da
respuesta al oficio 5036-DE-2018.



340-JPT-2018.pdf











1.4.Mediante oficio  N°5358-DE-18 se da respuesta al  oficio  340-JPT-
2018 del Máster Miguel Acosta Granados, Juez del Juzgado Penal
de Talamanca.



5358-DE-2018.pdf



Es importante aclarar que en montos mayores a ¢300.001,00 (trescientos
mil  un  colones),  corresponde  a  esta  Dirección  Ejecutiva  valorar,  razonar  y
establecer el  monto de acuerdo al  artículo 88 inciso 3 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial por tratarse de materia que se tramita con cargo al presupuesto del
Poder Judicial.



Considera esta Dirección Ejecutiva, la solución sería la no aceptación del
cargo por el monto autorizado y proceder con el nombramiento de otro profesio-
nal, lo anterior de acuerdo al punto 10 de la Circular 256-2014 de 10 de diciem-
bre de 2014 que indica:



 (…) “10.- Si no aceptare el cargo, y emite por escrito las justificaciones
correspondientes, la auxiliar o el auxiliar judicial realiza la reasignación del caso
a otra persona auxiliar de la justicia, de acuerdo al rol establecido.”



Circular Nº 256-14  
Lineamiento.pdf



Atentamente,



      
  Ana Eugenia Romero Jenkins
           Directora Ejecutiva



AERJ/WKA//rbe
Cc:Msc. Diana Montero Montero, Jefa a.i. Defensa Pública








						2019-02-08T15:16:26-0600


			ANA EUGENIA ROMERO JENKINS (FIRMA)
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340-JPT-2018.pdf




Bribrí, 02 de noviembre del 2018 
Oficio 340-JPT-2018 



Señora Ana Eugenia Romero Jenkins 
Directora Ejecutiva 
Poder Judicial 



Estimada Señora: 



En atención al oficio número 5036-DE-2018 del 19 de octubre del 2018 me 



permito solicitarle se reconsidere el monto aprobado para la realización de peritaje 



antropológico, ya que, si bien es cierto el mismo excede en los honorarios 



establecidos en el ordinal 88 inciso 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta 



Autoridad solicitó al perito la debida justificación del monto presentado, misma que 



después de haber sido objeto de análisis y en aras de garantizar el cumplimiento 



de los derechos procesales y constitucionales del imputado, los argumentos 



esgrimidos por el perito son razonables, ya que este necesita de un tiempo extra 



para las coordinaciones y entrevistas respectivas con el equipo interdisciplinario 



de Trabajo Social de Limón, tal y como fue solicitado por la Defensa, es vital 



mencionar que la causa que nos ocupa se trata de un persona indígena, misma 



que se encuentra detenida, además de ello las personas que serán entrevistadas 



requieren de una persona traductora, lo que constituye un óbice en el desarrollo 



fluido de la diligencia; Adjunto le remito justificación presentada por el perito 



antropólogo y dejo planteada la necesidad de aprobar la autorización de gastos 



número 02474-2018. 



Esperando una pronta respuesta; 



Sin más que agregar; 



Msc. Miguel Acosta Grtnados 



Juez Penal de Bribri 



Expediente: 18-000410-829-PE 








			00000001
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       PODER JUDICIAL                DIRECCION EJECUTIVA
Tel. 2295-4322 San José
Fax 2233-8438                                                   direc_ejecutiva@poder-judicial.go.cr                                                                       Costa Rica



N° 5358-DE-2018
7 de noviembre del 2018



Licenciado
Miguel Acosta Granados, Juez
Juzgado Penal de Talamanca
Su Oficina



Estimado señor:



        En atención al oficio 340-JPT-2018 de 2 de noviembre en curso, me permito indicarle que al ser
una  ayuda  económica,  según  valoración  de  esta  Dirección  Ejecutiva,  se  mantiene  el  monto  por
¢548.500,00 (quinientos cuarenta y ocho mil  quinientos  colones exactos)  indicado mediante oficio
5036-DE-2018, lo anterior de acuerdo al artículo 88 inciso 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y
por tratarse de gratuidad.



     
Muy atentamente,



MBA. Dinorah Álvarez Acosta
           Subdirectora Ejecutiva



 



Confeccionado por Rosibel Barboza E
Ref. AG. 2474-2018
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                      Corte Suprema de Justicia



                           Secretaría General






CIRCULAR No. 256-2014


Asunto: 
Lineamientos para el seguimiento de los nombramientos y pago de honorarios, de las personas auxiliares de la justicia.-  


A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión N° 90-14, celebrada el 14 de octubre de 2014, artículo XCVI, acordó comunicarles los siguientes “Lineamientos para el seguimiento de los nombramientos y pago de honorarios, de las personas auxiliares de la justicia”, que indican: 



1.- El Despacho Judicial comunicará a la Sección de Asesoría Legal de la Dirección Ejecutiva, por medio de correo electrónico, el nombre y el usuario de la persona (s) servidora (s) autorizada (s) por el despacho y el correo electrónico de esa oficina, con el fin de que se les habilite para utilizar el Sistema Automatizado de Administración de Peritos. 



2.- La persona auxiliar judicial revisará el expediente y verificará si  se requiere nombrar personas intérpretes, traductoras, peritos, ejecutoras o curadoras procesales, en virtud que existe una gestión de la parte interesada para ese requerimiento, o que en materia penal sea necesario averiguar la verdad real de los hechos investigados.



Cuando amerite la designación de una persona curadora procesal, se tomará en consideración lo preceptuado en el artículo 262 del Código Procesal Civil, a saber:   



“Artículo 262.- Demanda contra un ausente.



Si se tratare de establecer demanda contra una persona que se hubiere ausentado de su domicilio y se ignorare su paradero y no se estuviere en el caso de declarar su ausencia, rendida la prueba del caso, se nombrará curador al ausente, si no ha dejado apoderado. En el nombramiento se dará preferencia a las personas a las que se refiere el artículo 50 del Código Civil y, si estos no existen, la elección la hará el juez, hasta donde sea posible, y recaerá en una persona que no tenga nexos con la parte que solicita el nombramiento de representante, y cuya capacidad y honradez garanticen una efectiva defensa del ausente.



(Así reformado el párrafo anterior por el artículo 219, inciso 5.b) de la Ley Nº 8508 de 28 de abril de 2006, Código Procesal Contencioso-Administrativo).



El representante deberá promover toda defensa que proteja los intereses de su representado, y ejercitar los recursos que quepan contra las resoluciones adversas a sus intereses. Su negligencia o culpa grave lo hará incurrir en responsabilidad civil ante su defendido.



Quien solicite el nombramiento de representante de acuerdo con este artículo, deberá depositar, previamente a dicho nombramiento, los honorarios que fije prudencialmente el juez, los cuales no serán inferiores, en ningún caso, al veinticinco por ciento, ni mayores al cincuenta por ciento de los honorarios que según la tarifa vigente deba ganar el abogado de la parte que solicita el nombramiento de representante, de acuerdo con la estimación del proceso.



Esos honorarios y gastos no se girarán al representante sino una vez terminado el proceso; si por cualquier razón cesare en sus funciones antes de terminarse éste, se le girará la parte correspondiente, en cuyo caso el juez procurará que quede suficiente cantidad para el nuevo representante que debe nombrarse. Tales honorarios serán resarcidos al actor por el demandado, si éste resultare condenado en costas procesales y personales, o sólo en las primeras.



Si la demanda se presentare contra una persona residente en el extranjero, de domicilio conocido y que no hubiere dejado apoderado, no procederá el nombramiento de representante legal y el traslado de la demanda se le notificará en la forma indicada en el artículo 180.”



3.- La persona auxiliar judicial elaborará el proyecto de resolución, donde se indica la especialidad de la experta o experto requerido para el caso en particular, efectúa una resolución en la que previene a las partes sobre el depósito a realizar para el pago de los honorarios.



4.- La persona auxiliar judicial trasladará el expediente, el proyecto de resolución y la cédula de notificación a la Jueza o Juez que tiene conocimiento del proceso, para la revisión y firma y procede a la notificación a las partes que intervienen en el proceso (persona auxiliar de la justicia) designada.



Nota: En el caso de los despachos electrónicos, la notificación se realiza por medios electrónicos.



5.- La persona interesada realizará el depósito de honorarios y entregará en el despacho judicial  la copia de la boleta de depósito bancario, la auxiliar o el auxiliar judicial recibe la boleta de depósito bancario y la incorpora al expediente judicial.



Nota: En el caso de los Juzgados Electrónicos, escanea la boleta y la agrega al expediente como un escrito.



6.- La persona auxiliar judicial ingresará al Sistema de Administración de Peritos para realizar la designación correspondiente (persona auxiliar de la justicia). Ubica la especialidad indicada por la Jueza o el Juez, según el área del objeto del peritaje y verifica el rol establecido para ese Despacho para determinar a quién le corresponde asignar.



La auxiliar o el auxiliar judicial designará a la persona auxiliar de la justicia, registrando el número de expediente, y datos requeridos en el control establecido para ese efecto.


7.- La persona auxiliar judicial elaborará una resolución con el nombre de la persona auxiliar de la justicia designada y con la indicación del artículo 11 del Reglamento para regular la función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores en el Poder Judicial, donde se establece el plazo de tres días para que se apersone a aceptar el cargo.



Nota: En los despachos electrónicos, en los que la persona auxiliar de la justicia haya señalado medio para recibir notificaciones, éste deberá incluirse como interviniente.



8.- La Jueza o el Juez recibirá el expediente, la resolución de la designación de la persona auxiliar de la justicia, revisará la resolución y la firmará. 



9.- La persona auxiliar de la justicia recibe la notificación y se apersonará en el despacho judicial para aceptar el cargo personalmente. 



10.- Si no aceptare el cargo, y emite por escrito las justificaciones correspondientes, la auxiliar o el auxiliar judicial realiza la reasignación del caso a otra persona auxiliar de la justicia, de acuerdo al rol establecido.



11.- En caso que la persona auxiliar de la justicia no haya entregado el avalúo o dictamen en el despacho, la parte interesada puede indicarlo en el despacho para que se comuniquen con el mismo y consultarle sobre el caso asignado. Continúa con el paso siguiente.



Nota: En los procesos orales el dictamen pericial se rendirá oralmente en la audiencia respectiva, salvo que la autoridad judicial lo requiera por escrito.



12.- El Despacho prevendrá a la persona auxiliar de la justicia mediante resolución para que aporte el peritaje.



13.- Si no presentare el peritaje o aclaración del mismo, la Jueza o el Juez puede destituir a la persona auxiliar de la justicia designada y procede a realizar otro nombramiento.



14.-  La persona auxiliar judicial recibirá el dictamen pericial y lo agregará al expediente judicial. Elaborará una resolución que confiere audiencia a las partes por un plazo de tres días a efecto de que se pronuncien sobre el dictamen pericial.



15.- Si transcurrido el plazo, las partes no muestran disconformidad sobre el dictamen pericial, se elaborará una resolución en donde se ordenará el giro de los honorarios a la persona auxiliar de la justicia.


a) Cuando el costo de la pericia es asumido por el Estado (Poder Judicial), el interesado debe tener en cuenta, a fin de tramitar el pago de honorarios, que deberán aportar ante el Departamento Financiero Contable o en la Administración Regional que corresponda, la siguiente documentación:



1.) Factura timbrada, con su respectiva copia. En ésta deberá consignar de forma clara el número de autorización de los gastos, la fecha y el visto bueno de la autoridad judicial respectiva.



2.) Copia del acta de la diligencia efectuada, con las firmas y el sello respectivo.



3.) Las facturas deben ser autorizadas por la Dirección General de Tributación Directa, sea timbradas o con dispensa de timbraje, con los requisitos establecidos en el reglamento de cajas chicas auxiliares y caja chica general.



b) Se recuerda que conforme al artículo 17, inciso e) del Reglamento para regular la función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores en el Poder Judicial el perito tiene derecho a solicitar readecuación de sus honorarios, por lo que la autoridad judicial deberá valorar su procedencia, y resolver lo que corresponda.



c) Además, es importante señalar que de conformidad con lo señalado en los artículos 105 del Código Procesal Contencioso Administrativo y 42 del Reglamento Autónomo de Organización y Servicio de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, en los procesos que se rigen por el Código Procesal Contencioso Administrativo, los honorarios de los peritos serán girados cuando finalice la audiencia oral de juicio. 



En síntesis, cuando corresponda fijar honorarios a la persona auxiliar de la justicia que esté incorporada en el Sistema Automatizado de Administración de Peritos, debe aplicarse lo preceptuado en los artículos 17 y 18 del referido reglamento, a saber: 



“Artículo 17. REGLAS PARA FIJACIÓN DE HONORARIOS.



Los honorarios de las peritas y los peritos se fijarán de conformidad con la tabla de honorarios que apruebe el Consejo Superior, y con base en las siguientes pautas:



a) En principio es aplicable a toda clase de procesos, salvo ley especial que indique otro procedimiento.



b)  Si la pericia tiene que ver con objetos susceptibles de valor económico, para calcular los honorarios se aplicará la tabla correspondiente, tomando en consideración el valor del bien objeto de la pericia. En aquellos casos en que éste supere la cuantía del proceso, se tomará como parámetro para la fijación de honorarios el monto de la cuantía. En el caso de los procesos sucesorios, los honorarios siempre se calcularán de acuerdo con en el valor del bien valorado y no en la estimación del proceso. 



c)  En cuanto a dictámenes no valorativos,  sea aquellos que  no aluden a una valoración de tipo económico de un bien, para calcular los honorarios se utilizará como referencia la cuantía del proceso.



d) Si se tratara de asuntos de cuantía inestimable en los que la pericia carece de consideraciones económicas, o bien teniéndolas, no se pueden utilizar como parámetro, los honorarios podrán ser fijados de manera prudencial, tomando en cuenta la extensión y complejidad del estudio. 



e) La fijación de honorarios según las reglas anteriores, podrá ser aumentada o disminuida en un veinte por ciento,  para lo cual se tomará en cuenta el criterio de la  autoridad judicial respecto a la complejidad o simplicidad del peritaje. Esta variación del monto de los  honorarios es de carácter excepcional y debe estar debidamente razonada por el despacho que así lo ordene”.



Una vez presentada la pericia correspondiente, y transcurrido el plazo, si las partes no muestran disconformidad sobre el dictamen pericial, el Juzgado o la Fiscalía elabora una resolución en donde se ordena el giro de los honorarios a la/al intérprete, traductora o traductor, perita o perito, quienes deben presentar la solicitud de cobro (factura, o recibo de pago) ante ese Despacho, acto seguido el Juez da visto bueno y envía el documento a la Administración correspondiente (ver artículo 88 inciso 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y Reglamento para regular la función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores en el Poder Judicial, en su artículo 17), a saber: 


“Artículo 88, Ley Orgánica del Poder Judicial: Corresponderá al Director, de conformidad con la ley, el reglamento y las directrices que la Corte, el Presidente del Consejo o éste le indiquen:



 



3.- Autorizar los gastos que deban realizarse en las oficinas judiciales, con motivo de peritajes, honorarios, copias, diligencias y otros servicios de la misma índole, cuando ese gasto corresponda al Poder Judicial.



13.- Autorizar los pagos del Poder Judicial.”



“Artículo 18. MATERIAS EN QUE SE APLICA EL PRINCIPIO DE GRATUIDAD, del   Reglamento para regular la función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores en el Poder Judicial: Los honorarios y demás gastos de los intérpretes, traductores y traductoras, peritas y peritos, en aquellas materias en las que se aplique el principio de gratuidad, serán fijados por la Dirección Ejecutiva de conformidad con lo dispuesto en el artículo 88 inciso 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.



Lo pertinente es que la Oficina Judicial establezca un monto específico de acuerdo con la gestión del perito, tomando en consideración las reglas para la fijación de honorarios vigentes, cuando el Poder Judicial asuma el pago de los honorarios, la  liquidación de gastos por diligencias judiciales, deberá enviarse al Departamento Financiero Contable o a las Administraciones Regionales, según sea el caso. Se debe adjuntar original y copia de la factura comercial timbrada, o bien el documento emitido por la Dirección General de Tributación Directa que dispensa el timbraje. La factura contendrá el número de la autorización del gasto, la fecha y el visto bueno de la autoridad judicial respectiva. Con el referido documento ha de adjuntarse, obligatoriamente, copia del dictamen pericial o del acta de la diligencia efectuada, con el sello y la firma de la autoridad judicial respectiva.”



16.- Los honorarios de los Auxiliares Ejecutores, se fijaran conforme lo señala el artículo 30 del Reglamento para regular la función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores en el Poder Judicial, a saber: 



“Artículo 30: Los honorarios de las y los Auxiliares Ejecutores se fijarán de conformidad con las tablas aprobadas por el Consejo Superior.”(Circular Nº 71-2012, publicada en el Boletín Judicial Nª134 del 11 de julio de 2012).


Los honorarios del Auxiliar Ejecutor o de la Auxiliar Ejecutora los fijará el juez, y éstos deben ser pagados directamente por el interesado (Ley Nº 8624 de Cobro Judicial, artículo 18.2). 



San José,  10 de diciembre de 2014.


Licda. Silvia Navarro Romanini


Secretaria General 


Corte Suprema de Justicia



Ref.: 2299-14, 11714-14.


Dz.
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Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia



Miércoles 6 de febrero de 2019























Señora




Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora 




Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



S.     D.






Estimada doña Damaris: 








Con mucho gusto el poder brindar el seguimiento requerido, según los acuerdos tomados en la sesión de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, gracias al apoyo del licenciado Mateo Ivankovich Fonseca LL.M., Director a.i. de la Escuela Judicial.








Asimismo, se informa que según lo indicado en correo adjunto, la reunión del equipo de personas facilitadoras convocada para el próximo miércoles 13 de febrero de 2019, se reprograma ese mismo día en el horario de 8:30 a.m. a 12:00 m.d., en la cámara Gesell ubicada en el Departamento de Trabajo Social y Psicología, 1° piso edificio O.I.J., I Circuito Judicial de San José








Se agradece que aquellas personas, que por razón de su agenda no puedan participar en esta reunión, remitan  mediante correo electrónico, sus valiosas sugerencias y comentarios  referentes a los temas que consideran deben ser abordados en el diseño de las capacitaciones sobre los derechos de los pueblos indígenas. 








Respetuosamente se solicita a todas las personas integrantes de esta Subcomisión confirmar nuevamente su asistencia, solicitándoles su comprensión, debido a la dificultad presentada para conciliar la totalidad de las agendas.













Cordialmente,













Román Bresciani Quirós



Abogado y Gestor de Capacitación



Escuela Judicial




  _____  


De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: miércoles, 6 de febrero de 2019 10:48:16
Para: Roman Bresciani Quirós; cescotofer@gmail.com; Alba Gutiérrez Villalobos; sorbulu@gmail.com; javierrodriguezcostarica@gmail.com; marcos.guevara@ucr.ac.cr; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Yorleny Ferreto Solano; vvaras@inamu.go.cr; mherrera@dhr.go.cr; Jennifer Ruiz Ríos; carlos.cruz.melendez@una.cr; geyner.blanco@presidencia.go.cr; Jorge Leiva Poveda; rpaez@pani.go.cr; achavarria@tse.go.cr; ali.garcia@ucr.ac; Carlos Romero Rivera; Erick Alfaro Romero; Ariana Céspedes López; Departamento Trabajo Social y Psicología; Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Jean Carlo Monge Madrigal
Cc: Mateo Ivankovich Fonseca; Kattia Escalante Barboza; prof.daisy.quesada@gmail.com; Aida Cristina Sinclair Myers
Asunto: RE: Solicitud para realizar primera reunión Proceso de Diseño de Curso Virtual de Autoformación y Taller de Inducción en tema indígena 

 



Estimado don Román:



 



Muchas gracias a Usted por el seguimiento oportuno a los acuerdos tomados en la sesión de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del lunes pasado, y a don Mateo por su apoyo.



 



Será un gusto para mí poder colaborarles como parte del equipo de personas facilitadoras de esas capacitaciones, dentro del ámbito de mis competencias. Le comunico que tengo disponibilidad para reunirme en ambas fechas, salvo el 13 de las 14 a las 16:30 horas.



 



Saludos cordiales.



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Roman Bresciani Quirós 
Enviado el: martes, 05 de febrero de 2019 09:39 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; sorbulu@gmail.com; javierrodriguezcostarica@gmail.com; marcos.guevara@ucr.ac.cr; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; vvaras@inamu.go.cr; mherrera@dhr.go.cr; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; carlos.cruz.melendez@una.cr; geyner.blanco@presidencia.go.cr; Jorge Leiva Poveda <jleivap@Poder-Judicial.go.cr>; rpaez@pani.go.cr; achavarria@tse.go.cr; ali.garcia@ucr.ac; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Departamento Trabajo Social y Psicología <trab_social@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Mateo Ivankovich Fonseca <mivankovich@Poder-Judicial.go.cr>; Kattia Escalante Barboza <kescabar@Poder-Judicial.go.cr>; prof.daisy.quesada@gmail.com; Aida Cristina Sinclair Myers <asinclair@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Solicitud para realizar primera reunión Proceso de Diseño de Curso Virtual de Autoformación y Taller de Inducción en tema indígena



 



-SE REENVÍA CON CORRECCIÓN EN FECHAS PROPUESTAS PARA PRIMERA REUNIÓN-



 



 



 



Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia



Martes 5 de febrero de 2019



 



 



 



 



 



Señoras y Señores



Integrantes 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



S.     D.



 



Estimadas señoras y Estimados señores:



 



En conformidad con lo tratado en sesión de la  Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, llevada a cabo en la segunda audiencia del día de ayer martes 5 de febrero de 2019, se dió a conocer el Oficio N°EJ-DIR-017-2019 suscrito por el licenciado Mateo Ivankovich Fonseca LL.M. Director a.i. de la Escuela Judicial, en relación con las gestiones remitidas mediante correos electrónicos los días: 8, 16 y 21 de enero de 2019, suscritos por la MBA Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



 



En ese sentido se informa la disponibilidad de la Escuela Judicial con el apoyo de personas especialistas de esta Subcomisión, para atender las solicitudes para diseñar de actividades de capacitación sobre tema indígena, según seguidamente se detalla:



 



1- Un curso virtual de autoformación dirigido a personas funcionarias judiciales y de otras personas que soliciten formación en este tema a partir de convenios internacionales.



 



2- Un taller de 8 horas para realizar la inducción al tema indígena a las personas que trabajan en los Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica. A mediano plazo estas personas podrán ser incorporadas como participantes del curso virtual de autoformación indicado en el punto 1 anterior.



 



Con el propósito de realizar una primera reunión con la participación de la MSc. Daisy Quesa Guerrero, metodóloga de la Escuela Judicial de las personas integrantes especialistas de esta Subcomisión y del suscrito, se proponen las siguientes fechas para dar inicio al proceso de diseño de dichas capacitaciones:



 



Miércoles 13 de febrero de 2019, en el horario de 8:00 a 11:30 p.m. en lugar por definir



 



Miércoles 13 de febrero de 2019, en el horario de 1:00 a 4:30 p.m. en lugar por definir



 



Viernes 15 de febrero de 2019, en el horario de 8:00 a 11:30 p.m. en lugar por definir



 



Viernes 15  de febrero de 2019, en el horario de 1:00 a 4:30 p.m. en lugar por definir



 



 



 



Se les agradece, a la brevedad indicar por el presente medio el día y la hora en que se puede llevar a cabo la reunión en referencia.



 



Saludos cordiales,



 



 



Román Bresciani Quirós



Abogado y Gestor de Capacitación



Escuela Judicial



 



 



  _____  


De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: martes, 5 de febrero de 2019 08:04:50
Para: cescotofer@gmail.com; Roman Bresciani Quirós; Alba Gutiérrez Villalobos; sorbulu@gmail.com; javierrodriguezcostarica@gmail.com; marcos.guevara@ucr.ac.cr; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Yorleny Ferreto Solano; vvaras@inamu.go.cr; mherrera@dhr.go.cr; Jennifer Ruiz Ríos; carlos.cruz.melendez@una.cr; geyner.blanco@presidencia.go.cr; Jorge Leiva Poveda; Erick Alfaro Romero; rpaez@pani.go.cr; achavarria@tse.go.cr; Carlos Romero Rivera; Ariana Céspedes López; directorsedes@colabogados.cr; Departamento Trabajo Social y Psicología; Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Jean Carlo Monge Madrigal; ali.garcia@ucr.ac; Violeta Conejo Villalobos
Cc: Acceso a la Justicia
Asunto: RE: INFORMACION RELEVANTE SOBRE COORDINACION CON MIDEPLAN Y SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 



 







Adjunto para su conocimiento archivo enviado por la señora Ligia Jiménez que contiene información del señor Carlos Vargas Durán, Director General del Ministerio de Hacienda, conforme a lo acordado el día de ayer.



 



Saludos cordiales,



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: martes, 05 de febrero de 2019 07:39 a.m.
Para: cescotofer@gmail.com; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; sorbulu@gmail.com; javierrodriguezcostarica@gmail.com; marcos.guevara@ucr.ac.cr; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; vvaras@inamu.go.cr; mherrera@dhr.go.cr; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; carlos.cruz.melendez@una.cr; geyner.blanco@presidencia.go.cr; Jorge Leiva Poveda <jleivap@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; rpaez@pani.go.cr; achavarria@tse.go.cr; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; directorsedes@colabogados.cr; Departamento Trabajo Social y Psicología <trab_social@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac; Violeta Conejo Villalobos <auditordefensorias@colabogados.cr>
CC: Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: INFORMACION RELEVANTE SOBRE COORDINACION CON MIDEPLAN Y SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 



 



Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. Remito para su conocimiento y análisis documentos remitidos por el representante de MIDEPLAN, con quien se están realizando acciones coordinadas desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en cumplimiento del artículo 14 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



Saludos cordiales,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: martes, 05 de febrero de 2019 01:00 a.m.
Para: cescotofer@gmail.com; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; sorbulu@gmail.com; javierrodriguezcostarica@gmail.com; marcos.guevara@ucr.ac.cr; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; vvaras@inamu.go.cr; mherrera@dhr.go.cr; Jennifer Ruiz Ríos <jruizri@Poder-Judicial.go.cr>; carlos.cruz.melendez@una.cr; geyner.blanco@presidencia.go.cr; Jorge Leiva Poveda <jleivap@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; rpaez@pani.go.cr; achavarria@tse.go.cr; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; directorsedes@colabogados.cr; Departamento Trabajo Social y Psicología <trab_social@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac
CC: Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: ACTA SESION ORDINARIA SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DEL 4 DE FEBRERO DE 2019



 



Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. Remito para su conocimiento el Acta de la sesión ordinaria celebrada el 4 de febrero pasado. Se estarán atendiendo sus observaciones en el plazo de tres días, de lo contrario se asumirá están anuentes a lo consignado a efecto de proceder con su ejecución. 



 



Cordialmente,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561
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Aportes Contraloría de Servicio- Curso de Autoformación -Funcionarios Judiciales- Temas Indígenas

		From

		Carlos Romero Rivera

		To

		Roman Bresciani Quirós

		Cc

		Damaris Vargas Vásquez; Erick Alfaro Romero

		Recipients

		rbresciani@Poder-Judicial.go.cr; dvargas@Poder-Judicial.go.cr; ealfaror@Poder-Judicial.go.cr



Buen día estimado licenciado Román Bresciani, espero se encuentre muy bien.








Mediante el oficio que se adjutna, por parte de la Contraloria de Servicios del Poder Judicial, se realizan los aportes para el Curso de Autoformación a personas funcionarias judiciales, relacionada con la atención a las personas indígenas.













Quedamos a sus órdenesa para cualquier consulta.













Atento saludo. 
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[image: image3.emf] CONTRALORIA DE SERVICIOS DEL I CIRCUITO DE LA ZONA SUR


Poder Judicial, República de Costa Rica





11 de febrero del 2019                          

 0015-CRSPZ-2019


Licenciado



Román Bresciani Quirós


Abogado y Gestor de Capacitación


Escuela Judicial


Miembro 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Estimado señor.



En nombre de los compañeros y compañeras que formamos el equipo de trabajo de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial,  hacemos los siguientes aportes, para el diseño de las capacitaciones dirigidas a las personas funcionarias judiciales, esto basado en el contacto que hemos tenido con la población indígena en los diferentes Circuitos Judiciales.


Además se suma un aporte  de  otros funcionarios y funcionarias judiciales y del Presidente de una Asociación  Indígena. 



Consideramos importante que se pueda crear un eje de Servicio, mismo que debe ser orientado en:


1. Conocer quien es nuestra persona usuaria Indígena.



2. Cuales son las principales barreras y dificultades que tienen este tipo de población para acceder a los servicios judiciales. 


3. Los  Territorios y Pueblos Indígenas que tiene el país, así como el idioma que hablan.



4. Cuáles Tribunales de Justicia tienen dentro de su competencia a población indígena. 



5. Informar en qué consiste el nombramiento de Traductores en el Idioma Indígena, y cuál es su importancia para los trámites judiciales; así como la normativa o circulares que los rige. 



6. Conocer las instancias internas  y externas se encargan de brindar apoyo u orientación en temas relacionados con Población Indígena. 


7.  Establecer las diferencias culturales para que sean reconocidas y apreciadas los siguientes aspectos: 


- Rasgos Físicos


-Color de Piel


-Forma de Vestir


-Lengua- Idioma


-Posición Social 


-Costumbres


8. Establecer dentro de los parámetros de selección del perfil idóneo para la atención, personas dotadas de las siguientes características:


- Manejo de un Lenguaje Sencillo. 


- Utilizar un Vocabulario claro. 


- Propiciar un ambiente idóneo y de confianza para la atención.


- Necesidad de poder identificar las oportunidades de contención, respaldo y auxilio de colaboradores y profesionales especializados ligados a la zona, sin perder el círculo de confianza con la persona indígena durante su atención.


9.  Necesidad de incluir conocimientos básicos de las normas culturales particulares, de acuerdo a las Convenciones y leyes Nacionales e Internacionales, que a diario no son contemplados antes, durante y después del proceso judicial. 


10. Ilustrar de forma educativa y orientada a la sensibilización a las limitantes de Acceso:


-Horarios  de conveniencia únicamente para las instancias judiciales. 


-La afectación en distancia y tiempos de traslado para las personas indígenas. 


-Irregularidades del transporte Publico para personas usuarias.


-Costo del Trasporte Público y limitación económicas de las personas indígenas.


-Condiciones climatologías para el traslado a diligencias. 


- Falta de contenido económico en cajas chicas para ayudas económicas


-Constantes llegadas tardías del gremio judicial a diligencias señaladas.


- Señalamiento en horario vespertino (Flagrancia) limitantes de regreso a las Reservas Indígenas.


11. Establecer en el curso virtual dinámicas que evidencien la realidad de esa población:


- No se puede restar importancia a los órganos o autoridades de decisión como los Consejos de Ancianos y Junta de Asociaciones Indígenas en las Reservas.


-La competencia cultural que los jueces deben mostrar al ser nombrados en zonas donde existen reservas indígenas, es necesario conocer la economía laboral, costumbres e idiosincrasia de la zona.


- Desigualdades sociales, barreras geográficas y culturales origina en las personas desconfianza en los trámites y resoluciones.


- Eliminar las experiencias negativas, se hace necesario trabajar un mecanismo para abolir el pasado, el indígena debe volver a creer en la legislación.


- Los medios electrónicos son una desventaja para ese sector (medios electrónicos para la notificación y sistemas de servicios en líneas- Sistema de Gestión)


- Es necesario una comunicación sincera y constante con la persona indígena.


- Cumplir los compromisos y convenios adquiridos en sus encuentros culturales con el Poder Judicial, las señales de trato son un tema de honor y moral para esta  población, si no se puede cumplir no adquirir compromisos. 


- Problemas de Peritajes Culturales.


-Necesidad de establecer estrategias para superar las barreras de la comunicación, en lengua indígena- español (barrera Lingüística). 


13. Se considera importante  concienciar al personal judicial sobre el tema de servicio a la población indígena, por medio de:  


-Videos y fotografías de las diferentes zonas indígenas (por ejemplo en Turrialba la Administración cuenta con ese material).



-Entrevistas con personas indígenas, donde expresen su "sentir" del Poder Judicial y sus servicios, lo que implica para ellos relacionarse con los blancos y salir de su territorio.



-Mostrar los esfuerzos que realizan los despachos que ofrecen el servicio "in situ" y exponer experiencias vividas por el personal



Aporte de personal Judicial, relacionado con prestación de servicios a zonas indígenas: 



			Nombre


			Aporte





			José Francisco Morales



Presidente Reserva Indígena (Aditiva) Cabécar


			1.Promover en el curso la oportunidad de un acceso mas abierto con prioridad y respeto a casos comunes por cuanto se trata de un sector vulnerable.



2. Promover el asesoramiento del personal que tramita los asuntos de personas indígenas, toda vez que en muchas oportunidades no aplica la legislación nacional e internacional, aunado a que se encuentra ratificado por costa Rica ( convenio 169 de la OIT).



3. Concienciar al personal del Poder Judicial sobre la vulnerabilidad de los grupos indígenas, a efectos de que puedan brindarles un trato diferenciado. 





			Licda. Mandy Avellán


Jueza Coordinadora Juzgado Contravencional de Bribri.


			Es muy importante integrar la cosmovisión indígena en esta la zona y como ellos  en el caso de  Aditibri como han resuelto resolver algunos de los conflictos con la figura del Tribunal Indígena de derecho propio y también sobre el matriarcado. 





			Jueza Coordinadora


Juzgado Penal de Bribri


			1.Identidad Indígena (estructuración socio-política).



2.Trámite administrativo de nombramientos de peritos y peritas y sus limitaciones.


3. Aplicación de la Teoría del Delito en conflictos indígenas (conductas culturalmente aceptadas). 


4.Capacitaciones a los funcionarios en el tema de idiomas indígenas. 





			Lic. Edmundo Jesús Barquero


Defensa Pública de Bribri 


			-Cultura de las persona indígenas


-Problemáticas de Accesibilidad a la Justicia


-Cómo se declara o se considera una persona indígena?


-Qué es un peritaje Cultural?


-Problemas Sociales en el territorio Indígena


-Procesos Judiciales más comunes en los territorios 


-Tipos de accesos a los Territorios Indígenas y tiempo de traslado.


-Qué es un Tribunal de Derecho Propio y que tipos de procesos se abordan por dicho Tribunal?


-Lenguaje o dialectos de las personas indígenas 


-Diferencia entre una traducción y una interpretación de una persona indígena


-Los alcance que tiene la Ley de Acceso a las Personas Indígenas.








Como conclusión final a los aportes realizados por las diferentes instancias, indican que una de las deficiencias percibidas en cuanto a la mala calidad del servicio a la persona usuaria indígena, tiene que ver, con la rotación constante de  personas juzgadoras,  ya que rompe las alianzas con facilidad, debido a que las formas de resolver son muy distintas.



Agregan además, que algunos Jueces y Juezas, han logrado una relación  positiva con las Asociaciones Indígenas, promueve el acceso a la Justicia y lleva a cabo las diligencias in situ, llega otra persona Juzgadora con filosofías de trabajo muy diferentes,  lo que afecta el servicio, ya que las  personas usuarias indígenas ven la institución como un todo.



En virtud de lo anterior, esperamos haber cumplido con el aporte para el citado Curso Virtual, lo cual como Contraloría de Servicios, nos llena de optimismo y nos permite visualizar a futuro un servicio más humano, para este tipo de población.



Atentamente.


Lic. Carlos Romero Rivera



Contralor Regional de Servicios


I Circuito Judicial de la Zona Sur.                      


Integrante



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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Teléfono: 2785-0319



Correo electrónico: pze-contraloria@poder-judicial.go.cr
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CONSULTA A DIRECCION DE PLANIFICACION SOBRE PROYECTOS INSTITUCIONALES ASOCIADOS A POBLACION INDIGENA.MSG
CONSULTA A DIRECCION DE PLANIFICACION SOBRE PROYECTOS INSTITUCIONALES ASOCIADOS A POBLACION INDIGENA

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Elena Gabriela Picado González; Dirección de Planificación

		Recipients

		epicadog@Poder-Judicial.go.cr; planificacion@Poder-Judicial.go.cr



 



 



San José, 8 de febrero de 2019



 



 



Señora



Ingra. Elena Gabriela Picado González



Jefa Subproceso de Modernización Institucional



Dirección de Planificación



 



Estimada Señora:



 



Reciba un atento saludo. A la vez, le comunico que el Viceministerio de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano del Ministerio de la Presidencia de la República, remitió Oficio VPDC-057-2019 a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia en el que le informa sobre la directriz emitida por el Gobierno de la República denominada "Proceso de construcción participativa e intercultural de la Política Pública para los Pueblos Indígenas 2019-2024" y solicita completar algunos datos para la construcción de la matriz de diagnóstico  sobre las políticas públicas, proyectos y directrices. 



 



El Despacho de la Presidencia me ha solicitado complete la información solicitada conforme a la gestión que está desarrollando la Institución desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Para tal efecto, estimo importante conocer si dentro del Portafolio de Proyectos existe algún Proyecto asociado a la temática indígena sobre el cual se pueda informar y en ese caso, si es posible tener acceso al Acta Constitutiva para identificar su alcance.



 



Atentamente,



 



 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Comisión de Acceso a la Justicia



 



 



 



Copias:



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia
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San José, 8 de febrero de 2019



 



 



Señora



Ingra. Elena Gabriela Picado González



Jefa Subproceso de Modernización Institucional



Dirección de Planificación



 



Estimada Señora:



 



Reciba un atento saludo. A la vez, le comunico que el Viceministerio de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano del Ministerio de la Presidencia de la República, remitió Oficio VPDC-057-2019 a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia en el que le informa sobre la directriz emitida por el Gobierno de la República denominada "Proceso de construcción participativa e intercultural de la Política Pública para los Pueblos Indígenas 2019-2024" y solicita completar algunos datos para la construcción de la matriz de diagnóstico  sobre las políticas públicas, proyectos y directrices. 



 



El Despacho de la Presidencia me ha solicitado complete la información solicitada conforme a la gestión que está desarrollando la Institución desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Para tal efecto, estimo importante conocer si dentro del Portafolio de Proyectos existe algún Proyecto asociado a la temática indígena sobre el cual se pueda informar y en ese caso, si es posible tener acceso al Acta Constitutiva para identificar su alcance.



 



Atentamente,



 



 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Comisión de Acceso a la Justicia



 



 



 



Copias:



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia
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San José, 8 de febrero de 2019 




 




 




Señora 
Ingra. Elena Gabriela Picado González 




Jefa Subproceso de Modernización Institucional 




Dirección de Planificación 




 




Estimada Señora: 
 




Reciba un atento saludo. A la vez, le comunico que el Viceministerio de Asuntos 




Políticos y Diálogo Ciudadano del Ministerio de la Presidencia de la República, remitió Oficio 
VPDC-057-2019 a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia en el que le informa sobre 




la directriz emitida por el Gobierno de la República denominada "Proceso de construcción 




participativa e intercultural de la Política Pública para los Pueblos Indígenas 2019-2024" y 
solicita completar algunos datos para la construcción de la matriz de diagnóstico  sobre las 




políticas públicas, proyectos y directrices.  




 




El Despacho de la Presidencia me ha solicitado complete la información solicitada 




conforme a la gestión que está desarrollando la Institución desde la Subcomisión de Acceso 




a la Justicia de Pueblos Indígenas. Para tal efecto, estimo importante conocer si dentro del 
Portafolio de Proyectos existe algún Proyecto asociado a la temática indígena sobre el cual 




se pueda informar y en ese caso, si es posible tener acceso al Acta Constitutiva para 




identificar su alcance. 




 




Atentamente, 




 
 




 
Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba. 




Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Comisión de Acceso a la Justicia 
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San José, 10 de febrero de 2019.



 



Señoras y Señores



Consejo Superior 



Poder Judicial



 



 



Estimados Señores y Señoras: 



         



Reciban un atento saludo. A la vez, en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, hago de su conocimiento que la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas N° 9593 establece en el artículo 9 lo siguiente:



 



“La administración de justicia podrá llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas. Ese registro podrá utilizarse en los procesos  judiciales que involucren personas indígenas, pero su divulgación se hará solamente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y reservando la identidad de todas las partes involucradas, y sus fines serán estrictamente de interés institucional y académicos.”



 



          En relación con la norma citada y a fin contar con un sistema de información que permita al Poder Judicial tener una gestión institucional que permita controlar, almacenar y posteriormente, recuperar de modo adecuado la información producida o recibida en los diferentes despachos con ocasión de la emisión de traducciones y de peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, para prevenir cualquier desvío de los objetivos trazados por la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, se solicita valorar la posibilidad de asignar al Digesto del Poder Judicial la labor de recopilación y sistematización de esa información. Lo anterior, con fundamento en los incisos 1 y 21 del artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 19 del Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia.



          



Las traducciones y los peritajes antropológicos que se recopilen en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, podrán ser divulgados siempre y cuando:



 



a.    Se cuente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias



b.   Reservando la identidad de todas las partes involucradas



c.    Con fines estrictamente de interés institucional y académico



 



Para tal efecto, si las y los integrantes del Consejo Superior están anuentes, el Digesto hará las coordinaciones respectivas con los despachos en los que se hayan tramitado tales traducciones y peritajes antropológicos, garantizándose que los procesos no sean eliminados sin haberse gestionado la recuperación de esa información previa gestión de autorización de todas las partes involucradas y reservando la identidad de éstas, para lo cual deberá verificarse la existencia de la evidencia de tal autorización. El Digesto se ocuparía además de facilitar esa información con fines estrictamente de interés institucional y académico, con el objetivo de que la gestión documental esté estrechamente relacionada con la gestión de la información contemplando las bases de datos institucionales y las aplicaciones informáticas disponibles, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley General de Control Interno.



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia está en la mayor disposición de articular acciones, coadyuvando en el proceso de sistematización de la información.



 



Se propone publicar la siguiente Circular para su valoración:



 



“Se informa a las personas juzgadoras de los tribunales Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Familia, entre otras, que en cumplimiento del artículo 9 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas N° 9593 y el 16 de la Ley General de Control Interno, lo siguiente:



 



1.    Con el objetivo de que el Poder Judicial lleve un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos producidos en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, se creará un registro que estará a cargo del Digesto. 



2.    El registro podrá utilizarse en los procesos  judiciales que involucren personas indígenas y con fines estrictamente institucionales y académicos.



3.    La divulgación de las traducciones y los peritajes antropológicos se realizará sólo en el supuesto de que se cuente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias, de lo cual deberá hacerse constar la evidencia respectiva. Además, deberá siempre reservarse la identidad de todas las partes involucradas.”



 



De las señoras y los señores integrantes del Consejo Superior, con toda consideración y estima,



 



 



Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza del Tribunal Agrario



 



 



 



Copias:



Dr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia



Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia



Digesto de Jurisprudencia



Dirección Ejecutiva



Escuela Judicial
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Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Comisión de Acceso a la Justicia 



Poder Judicial 
 
 



San José, 10 de febrero de 2019. 



 



Señoras y Señores 



Consejo Superior  



Poder Judicial 



 
 
Estimados Señores y Señoras:  
  



Reciban un atento saludo. A la vez, en mi condición de Coordinadora de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, hago de su 
conocimiento que la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas N° 9593 
establece en el artículo 9 lo siguiente: 
 



“La administración de justicia podrá llevar un registro de las distintas 
traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos 
procesos judiciales que involucren personas indígenas. Ese registro podrá 
utilizarse en los procesos  judiciales que involucren personas indígenas, pero 
su divulgación se hará solamente con autorización expresa de las personas 
involucradas en dichas experticias y reservando la identidad de todas las 
partes involucradas, y sus fines serán estrictamente de interés institucional y 
académicos.” 



 
 En relación con la norma citada y a fin contar con un sistema de información 
que permita al Poder Judicial tener una gestión institucional que permita controlar, 
almacenar y posteriormente, recuperar de modo adecuado la información 
producida o recibida en los diferentes despachos con ocasión de la emisión de 
traducciones y de peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales 
que involucren personas indígenas, para prevenir cualquier desvío de los objetivos 
trazados por la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, 
se solicita valorar la posibilidad de asignar al Digesto del Poder Judicial la labor de 
recopilación y sistematización de esa información. Lo anterior, con fundamento en 
los incisos 1 y 21 del artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 19 del 
Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia. 
  



Las traducciones y los peritajes antropológicos que se recopilen en los 



procesos judiciales que involucren personas indígenas, podrán ser divulgados 
siempre y cuando: 



 
a. Se cuente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas 



experticias 
b. Reservando la identidad de todas las partes involucradas 
c. Con fines estrictamente de interés institucional y académico 
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Para tal efecto, si las y los integrantes del Consejo Superior están anuentes, 
el Digesto hará las coordinaciones respectivas con los despachos en los que se 
hayan tramitado tales traducciones y peritajes antropológicos, garantizándose que 
los procesos no sean eliminados sin haberse gestionado la recuperación de esa 
información previa gestión de autorización de todas las partes involucradas y 
reservando la identidad de éstas, para lo cual deberá verificarse la existencia de la 
evidencia de tal autorización. El Digesto se ocuparía además de facilitar esa 
información con fines estrictamente de interés institucional y académico, con el 
objetivo de que la gestión documental esté estrechamente relacionada con la 
gestión de la información contemplando las bases de datos institucionales y las 
aplicaciones informáticas disponibles, en cumplimiento de lo dispuesto por el 
artículo 16 de la Ley General de Control Interno. 



 
La Subcomisión de Acceso a la Justicia está en la mayor disposición de 



articular acciones, coadyuvando en el proceso de sistematización de la información. 
 
Se propone, para su valoración, publicar la siguiente Circular: 
 



“Se informa a las personas juzgadoras de los tribunales Agrario, Penal, Contencioso 
Administrativo, Civil, Laboral, Familia, entre otras, que en cumplimiento del artículo 9 de la 
Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas N° 9593 y el 16 de la Ley General de 
Control Interno, lo siguiente: 
 



1. Con el objetivo de que el Poder Judicial lleve un registro de las distintas traducciones 
y de los peritajes antropológicos producidos en los procesos judiciales que involucren 
personas indígenas, se creará un registro que estará a cargo del Digesto.  



2. El registro podrá utilizarse en los procesos  judiciales que involucren personas 
indígenas y con fines estrictamente institucionales y académicos. 



3. La divulgación de las traducciones y los peritajes antropológicos se realizará sólo en 
el supuesto de que se cuente con autorización expresa de las personas involucradas 
en dichas experticias, de lo cual deberá hacerse constar la evidencia respectiva. 
Además, deberá siempre reservarse la identidad de todas las partes involucradas.” 



 
De las señoras y los señores integrantes del Consejo Superior, con toda 



consideración y estima, 
 
 
 
 



Damaris Vargas Vásquez, Mba. 



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Jueza del Tribunal Agrario 



 
 
 
Copias: 
Dr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia 
Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia 
Digesto de Jurisprudencia 
Dirección Ejecutiva 
Escuela Judicial 
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San José, 12 de febrero de 2019.



 



Señora



Máster Nacira Valverde Bermúdez



Directora



Dirección de Planificación



 



Estimada Señora:



          Reciba un atento saludo. A la vez, en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, hago de su conocimiento que la Mba. Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial de la Dirección de Gestión Humana en Oficio N° SACJ-0183-2019 de 12 de febrero de 2019, comunicó el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-02-2019, celebrada el 30 de enero del año en curso, Artículo IX, que literalmente indica: “



“ARTICULO IX



Documento: 22715



El señor Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario General Interino, en oficio número 13209-18 de 18 de diciembre de 2018, comunicó el acuerdo de Consejo Superior, sesión celebrada el 27 de noviembre de ese año, artículo C, que literalmente indica: 



“DOCUMENTO N°13843-18



En la Circular N°174-17 sobre la reiteración de las circulares emitidas por la Corte Plena atinentes al “Acceso a la Justicia de las Personas en Vulnerabilidad Social, dirigida a todos los despachos judiciales se les hizo saber que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 85-17 celebrada el 19 de setiembre de 2017, artículo LXIX, consideró necesario adoptar las medidas pertinentes mínimas para que las Salas en que se realizan las audiencias orales, se tomen las medidas de infraestructura y operativas que faciliten el acceso efectivo y real a la justicia de las personas en vulnerabilidad social conforme las políticas que la Corte Plena ha aprobado.



Posteriormente, en la Circular N°30-18 sobre la Política de Justicia Abierta del Poder Judicial, se les hizo saber a todas a las instituciones, abogadas, abogados, servidoras y servidores judiciales y público en general que la Corte Plena en sesión No. 10-18 celebrada el 12 de marzo de 2018, artículo XIII, dispuso aprobar la siguiente “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial”, que literalmente indica “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial de Costa Rica.



La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora interina de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-416-2018 del 15 de noviembre de 2018, solicitó lo siguiente:



“…De conformidad con el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en la sesión celebrada el pasado miércoles 19 de setiembre de 2018, en el cual se transcribe literalmente:



“Se acordó: 7) Solicitar al Consejo Superior una reiteración de las circulares de temas indígenas y de política institucional, 8) Enviar a Consejo Superior una nota para analizar en la selección de personas juzgadoras en el tema de derecho indígena como parte de la política institucional.”



Por lo anterior, se solicita de la manera más respetuosa a este Honorable Consejo, se reiteren las circulares relacionadas con temas de las Personas Indígenas y sobre la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La Unidad de Acceso a la Justicia tiene toda la disposición de facilitar esta información si así se requiriera.  



En otro orden de ideas, se solicita también de la manera más respetuosa, que se analice la idoneidad de aquellas personas juzgadoras que conozcan de casos donde alguna parte sea una persona indígena; especialmente los aspectos de conocimientos y sensibilidad en la materia, esto como parte de la política institucional y de los compromisos adquiridos en temas de Derechos Humanos.”



- 0 -



Se acordó: 1.) Trasladar el presente acuerdo al Consejo de la Judicatura para que valore la incorporación de esos requisitos como parte de los concursos jurisdiccionales para las plazas que se vayan a ubicar en zonas que atiende poblaciones predominantemente indígenas.2.) Asimismo, comunicar la Secretaría General de la Corte, que remita a la citada Subcomisión las circulares emitidas afines a este tema, con el propósito de que la citada Subcomisión prepare un proyecto definitivo de circular.”



-0-



La temática a que se hace referencia forma parte de un curso auto formativo cuyo diseño le fue solicitado por este Órgano al Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión CJ-029-2018 del 08 de agosto de 2018, artículo IV, que en lo que interesa indica:



“… 4) Solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial su colaboración para que se diseñe un curso virtual auto formativo, dirigido a todas las personas que resulten elegibles como resultado de los concursos de la judicatura, que comprenda los ejes transversales institucionales para lo cual se deberá de contar con el apoyo de las distintas Comisiones de cada eje.”



En razón de lo anterior, lo procedente es trasladar el presente acuerdo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que en el diseño del curso que fuera solicitado en la sesión de referencia, se tome en consideración la solicitud planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia.  Asimismo, en los concursos de terna se haga la observación para aquellos despachos en los cuales se deban de atender estas poblaciones, a cuyos efectos lo recomendable es que la remita el listado correspondiente a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial.



SE ACORDÓ:   1) Trasladar el presente acuerdo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que en el diseño del curso que fuera solicitado en la sesión CJ-029-2018 del 08 de agosto de 2018, artículo IV, se tome en consideración la solicitud planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 2) Solicitar a dicha Comisión, remita a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial el listado de los despachos judiciales en los cuales se atiende dicha temática, para que se incluya en los concursos de terna la anotación de que preferiblemente se tenga conocimiento en esta temática.  3) La integrante Damaris Vargas Vásquez se inhibe de votar.”



 



            Con ocasión de lo anterior y a fin de ejecutar el acuerdo del Consejo de la Judicatura de remitir a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial los datos indicados, les solicito su colaboración a fin de identificar los despachos judiciales en los cuales se atienden procesos vinculados con personas indígenas; además, a efecto de contar con información de calidad para la toma de decisiones, se les insta a que en los datos que se suministren se indiquen aquellos tribunales en los cuales se evidencie mayor incidencia de procesos judiciales en los que participen personas indígenas de todas las materias.



            Atentamente,



 



Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza del Tribunal Agrario



 



 



Copias:



Dr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia



Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia



Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial
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Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Comisión de Acceso a la Justicia 



Poder Judicial 
 
 



San José, 12 de febrero de 2019. 



 



Señora 



Máster Nacira Valverde Bermúdez 



Directora 



Dirección de Planificación 



 



Estimada Señora: 



 Reciba un atento saludo. A la vez, en mi condición de Coordinadora de la 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, hago de su conocimiento que la 



Mba. Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial de 



la Dirección de Gestión Humana en Oficio N° SACJ-0183-2019 de 12 de febrero de 2019, 



comunicó el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-02-2019, 



celebrada el 30 de enero del año en curso, Artículo IX, que literalmente indica: “ 



  



“ARTICULO IX 



Documento: 22715 



El señor Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario General Interino, en oficio número 13209-18 de 18 



de diciembre de 2018, comunicó el acuerdo de Consejo Superior, sesión celebrada el 27 de noviembre 



de ese año, artículo C, que literalmente indica:  



“DOCUMENTO N°13843-18 



En la Circular N°174-17 sobre la reiteración de las circulares emitidas por 



la Corte Plena atinentes al “Acceso a la Justicia de las Personas en Vulnerabilidad 



Social, dirigida a todos los despachos judiciales se les hizo saber que el Consejo 



Superior del Poder Judicial en sesión No. 85-17 celebrada el 19 de setiembre de 



2017, artículo LXIX, consideró necesario adoptar las medidas pertinentes mínimas 



para que las Salas en que se realizan las audiencias orales, se tomen las medidas 



de infraestructura y operativas que faciliten el acceso efectivo y real a la justicia de 



las personas en vulnerabilidad social conforme las políticas que la Corte Plena ha 



aprobado. 



Posteriormente, en la Circular N°30-18 sobre la Política de Justicia Abierta 



del Poder Judicial, se les hizo saber a todas a las instituciones, abogadas, 



abogados, servidoras y servidores judiciales y público en general que la Corte Plena 



en sesión No. 10-18 celebrada el 12 de marzo de 2018, artículo XIII, dispuso 



aprobar la siguiente “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial”, que 



literalmente indica “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial de Costa Rica. 



La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora interina de la Unidad 



de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-416-2018 del 15 de noviembre de 



2018, solicitó lo siguiente: 
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“…De conformidad con el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a 



la Justicia para Pueblos Indígenas, en la sesión celebrada el pasado miércoles 19 



de setiembre de 2018, en el cual se transcribe literalmente: 



“Se acordó: 7) Solicitar al Consejo Superior una reiteración de las 



circulares de temas indígenas y de política institucional, 8) Enviar a Consejo 



Superior una nota para analizar en la selección de personas juzgadoras en el tema 



de derecho indígena como parte de la política institucional.” 



Por lo anterior, se solicita de la manera más respetuosa a este Honorable 



Consejo, se reiteren las circulares relacionadas con temas de las Personas 



Indígenas y sobre la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Pueblos 



Indígenas. La Unidad de Acceso a la Justicia tiene toda la disposición de facilitar 



esta información si así se requiriera.   



En otro orden de ideas, se solicita también de la manera más respetuosa, 



que se analice la idoneidad de aquellas personas juzgadoras que conozcan de 



casos donde alguna parte sea una persona indígena; especialmente los aspectos 



de conocimientos y sensibilidad en la materia, esto como parte de la política 



institucional y de los compromisos adquiridos en temas de Derechos Humanos.” 



- 0 - 



Se acordó: 1.) Trasladar el presente acuerdo al Consejo de la Judicatura 



para que valore la incorporación de esos requisitos como parte de los concursos 



jurisdiccionales para las plazas que se vayan a ubicar en zonas que atiende 



poblaciones predominantemente indígenas.2.) Asimismo, comunicar la Secretaría 



General de la Corte, que remita a la citada Subcomisión las circulares emitidas 



afines a este tema, con el propósito de que la citada Subcomisión prepare un 



proyecto definitivo de circular.” 



-0- 



La temática a que se hace referencia forma parte de un curso auto formativo cuyo diseño le fue solicitado 



por este Órgano al Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión CJ-029-2018 del 08 de agosto 



de 2018, artículo IV, que en lo que interesa indica: 



“… 4) Solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial su colaboración para que 



se diseñe un curso virtual auto formativo, dirigido a todas las personas que resulten 



elegibles como resultado de los concursos de la judicatura, que comprenda los ejes 



transversales institucionales para lo cual se deberá de contar con el apoyo de las 



distintas Comisiones de cada eje.” 



En razón de lo anterior, lo procedente es trasladar el presente acuerdo al Consejo Directivo de la Escuela 



Judicial para que en el diseño del curso que fuera solicitado en la sesión de referencia, se tome en 



consideración la solicitud planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia.  Asimismo, en los 



concursos de terna se haga la observación para aquellos despachos en los cuales se deban de atender 



estas poblaciones, a cuyos efectos lo recomendable es que la remita el listado correspondiente a la 



Sección Administrativa de la Carrera Judicial. 



SE ACORDÓ:   1) Trasladar el presente acuerdo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que 



en el diseño del curso que fuera solicitado en la sesión CJ-029-2018 del 08 de agosto de 2018, artículo 



IV, se tome en consideración la solicitud planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 



Indígenas. 2) Solicitar a dicha Comisión, remita a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial el 



listado de los despachos judiciales en los cuales se atiende dicha temática, para que se incluya en los 



concursos de terna la anotación de que preferiblemente se tenga conocimiento en esta temática.  3) La 



integrante Damaris Vargas Vásquez se inhibe de votar.” 











Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Comisión de Acceso a la Justicia 



Poder Judicial 
 
 
 



 Con ocasión de lo anterior y a fin de ejecutar el acuerdo del Consejo de la Judicatura 



de remitir a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial los datos indicados, les solicito 



su colaboración a fin de identificar los despachos judiciales en los cuales se atienden 



procesos vinculados con personas indígenas; además, a efecto de contar con información 



de calidad para la toma de decisiones, se les insta a que en los datos que se suministren se 



indiquen aquellos tribunales en los cuales se evidencie mayor incidencia de procesos 



judiciales en los que participen personas indígenas de todas las materias. 



 Atentamente, 



 



 



Damaris Vargas Vásquez, Mba. 
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



Jueza del Tribunal Agrario 



 
 
Copias: 
Dr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia 
Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia 
Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial 








						2019-02-12T23:42:04-0600


			DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)
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SACJ-0183-2019



San José, 12 de febrero de 2019



 



Señoras y señores



Consejo Directivo de la Escuela Judicial



Presente



 



Estimadas señoras y estimados señores:



 



Para su conocimiento y fines consiguientes, se les transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-02-2019, celebrada el 30 de enero del año en curso, que literalmente indica:



 



“ARTICULO IX



Documento: 22715



 



El señor Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario General Interino, en oficio número 13209-18 de 18 de diciembre de 2018, comunicó el acuerdo de Consejo Superior, sesión celebrada el 27 de noviembre de ese año, artículo C, que literalmente indica: 



 



 



“DOCUMENTO N°13843-18



 



En la Circular N°174-17 sobre la reiteración de las circulares emitidas por la Corte Plena atinentes al “Acceso a la Justicia de las Personas en Vulnerabilidad Social, dirigida a todos los despachos judiciales se les hizo saber que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 85-17 celebrada el 19 de setiembre de 2017, artículo LXIX, consideró necesario adoptar las medidas pertinentes mínimas para que las Salas en que se realizan las audiencias orales, se tomen las medidas de infraestructura y operativas que faciliten el acceso efectivo y real a la justicia de las personas en vulnerabilidad social conforme las políticas que la Corte Plena ha aprobado.



 



Posteriormente, en la Circular N°30-18 sobre la Política de Justicia Abierta del Poder Judicial, se les hizo saber a todas a las instituciones, abogadas, abogados, servidoras y servidores judiciales y público en general que la Corte Plena en sesión No. 10-18 celebrada el 12 de marzo de 2018, artículo XIII, dispuso aprobar la siguiente “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial”, que literalmente indica “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial de Costa Rica.



 



La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora interina de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-416-2018 del 15 de noviembre de 2018, solicitó lo siguiente:



 



“…De conformidad con el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en la sesión celebrada el pasado miércoles 19 de setiembre de 2018, en el cual se transcribe literalmente:



 



“Se acordó: 7) Solicitar al Consejo Superior una reiteración de las circulares de temas indígenas y de política institucional, 8) Enviar a Consejo Superior una nota para analizar en la selección de personas juzgadoras en el tema de derecho indígena como parte de la política institucional.”



 



Por lo anterior, se solicita de la manera más respetuosa a este Honorable Consejo, se reiteren las circulares relacionadas con temas de las Personas Indígenas y sobre la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La Unidad de Acceso a la Justicia tiene toda la disposición de facilitar esta información si así se requiriera.  



 



En otro orden de ideas, se solicita también de la manera más respetuosa, que se analice la idoneidad de aquellas personas juzgadoras que conozcan de casos donde alguna parte sea una persona indígena; especialmente los aspectos de conocimientos y sensibilidad en la materia, esto como parte de la política institucional y de los compromisos adquiridos en temas de Derechos Humanos.”



 



- 0 -



 



Se acordó: 1.) Trasladar el presente acuerdo al Consejo de la Judicatura para que valore la incorporación de esos requisitos como parte de los concursos jurisdiccionales para las plazas que se vayan a ubicar en zonas que atiende poblaciones predominantemente indígenas.2.) Asimismo, comunicar la Secretaría General de la Corte, que remita a la citada Subcomisión las circulares emitidas afines a este tema, con el propósito de que la citada Subcomisión prepare un proyecto definitivo de circular.”



 



-0-



 



La temática a que se hace referencia forma parte de un curso auto formativo cuyo diseño le fue solicitado por este Órgano al Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión CJ-029-2018 del 08 de agosto de 2018, artículo IV, que en lo que interesa indica:



 



 



“… 4) Solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial su colaboración para que se diseñe un curso virtual auto formativo, dirigido a todas las personas que resulten elegibles como resultado de los concursos de la judicatura, que comprenda los ejes transversales institucionales para lo cual se deberá de contar con el apoyo de las distintas Comisiones de cada eje.”



 



En razón de lo anterior, lo procedente es trasladar el presente acuerdo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que en el diseño del curso que fuera solicitado en la sesión de referencia, se tome en consideración la solicitud planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia.  Asimismo, en los concursos de terna se haga la observación para aquellos despachos en los cuales se deban de atender estas poblaciones, a cuyos efectos lo recomendable es que la remita el listado correspondiente a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial.



 



SE ACORDÓ:   1) Trasladar el presente acuerdo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que en el diseño del curso que fuera solicitado en la sesión CJ-029-2018 del 08 de agosto de 2018, artículo IV, se tome en consideración la solicitud planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 2) Solicitar a dicha Comisión, remita a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial el listado de los despachos judiciales en los cuales se atiende dicha temática, para que se incluya en los concursos de terna la anotación de que preferiblemente se tenga conocimiento en esta temática.  3) La integrante Damaris Vargas Vásquez se inhibe de votar.



 



 



Mba. Lucrecia Chaves Torres



Jefa



Sección Administrativa de la Carrera Judicial



Dirección de Gestión Humana



 



CC:      Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



            Sra. Damaris Vargas Vásquez



Diligencias.



 



HAVA



 



 



Cordialmente



Andrés Vargas



Secc. Admin. Carrera Judicial



Dirección Gestión Humana



Poder Judicial
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San José, 12 de febrero de 2019





Señoras y señores


Consejo Directivo de la Escuela Judicial


Presente





Estimadas señoras y estimados señores:





Para su conocimiento y fines consiguientes, se les transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-02-2019, celebrada el 30 de enero del año en curso, que literalmente indica:





[bookmark: _Hlk529972732] “ARTICULO IX


Documento: 22715





El señor Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario General Interino, en oficio número 13209-18 de 18 de diciembre de 2018, comunicó el acuerdo de Consejo Superior, sesión celebrada el 27 de noviembre de ese año, artículo C, que literalmente indica: 








“DOCUMENTO N°13843-18





En la Circular N°174-17 sobre la reiteración de las circulares emitidas por la Corte Plena atinentes al “Acceso a la Justicia de las Personas en Vulnerabilidad Social, dirigida a todos los despachos judiciales se les hizo saber que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 85-17 celebrada el 19 de setiembre de 2017, artículo LXIX, consideró necesario adoptar las medidas pertinentes mínimas para que las Salas en que se realizan las audiencias orales, se tomen las medidas de infraestructura y operativas que faciliten el acceso efectivo y real a la justicia de las personas en vulnerabilidad social conforme las políticas que la Corte Plena ha aprobado.





Posteriormente, en la Circular N°30-18 sobre la Política de Justicia Abierta del Poder Judicial, se les hizo saber a todas a las instituciones, abogadas, abogados, servidoras y servidores judiciales y público en general que la Corte Plena en sesión No. 10-18 celebrada el 12 de marzo de 2018, artículo XIII, dispuso aprobar la siguiente “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial”, que literalmente indica “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial de Costa Rica.





La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora interina de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-416-2018 del 15 de noviembre de 2018, solicitó lo siguiente:





“…De conformidad con el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en la sesión celebrada el pasado miércoles 19 de setiembre de 2018, en el cual se transcribe literalmente:





“Se acordó: 7) Solicitar al Consejo Superior una reiteración de las circulares de temas indígenas y de política institucional, 8) Enviar a Consejo Superior una nota para analizar en la selección de personas juzgadoras en el tema de derecho indígena como parte de la política institucional.”





Por lo anterior, se solicita de la manera más respetuosa a este Honorable Consejo, se reiteren las circulares relacionadas con temas de las Personas Indígenas y sobre la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La Unidad de Acceso a la Justicia tiene toda la disposición de facilitar esta información si así se requiriera.  





En otro orden de ideas, se solicita también de la manera más respetuosa, que se analice la idoneidad de aquellas personas juzgadoras que conozcan de casos donde alguna parte sea una persona indígena; especialmente los aspectos de conocimientos y sensibilidad en la materia, esto como parte de la política institucional y de los compromisos adquiridos en temas de Derechos Humanos.”





- 0 -





Se acordó: 1.) Trasladar el presente acuerdo al Consejo de la Judicatura para que valore la incorporación de esos requisitos como parte de los concursos jurisdiccionales para las plazas que se vayan a ubicar en zonas que atiende poblaciones predominantemente indígenas.2.) Asimismo, comunicar la Secretaría General de la Corte, que remita a la citada Subcomisión las circulares emitidas afines a este tema, con el propósito de que la citada Subcomisión prepare un proyecto definitivo de circular.”





-0-





[bookmark: _Hlk533671934]La temática a que se hace referencia forma parte de un curso auto formativo cuyo diseño le fue solicitado por este Órgano al Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión CJ-029-2018 del 08 de agosto de 2018, artículo IV, que en lo que interesa indica:








“… 4) Solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial su colaboración para que se diseñe un curso virtual auto formativo, dirigido a todas las personas que resulten elegibles como resultado de los concursos de la judicatura, que comprenda los ejes transversales institucionales para lo cual se deberá de contar con el apoyo de las distintas Comisiones de cada eje.”





En razón de lo anterior, lo procedente es trasladar el presente acuerdo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que en el diseño del curso que fuera solicitado en la sesión de referencia, se tome en consideración la solicitud planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia.  Asimismo, en los concursos de terna se haga la observación para aquellos despachos en los cuales se deban de atender estas poblaciones, a cuyos efectos lo recomendable es que la remita el listado correspondiente a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial.





SE ACORDÓ:   1) Trasladar el presente acuerdo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que en el diseño del curso que fuera solicitado en la sesión CJ-029-2018 del 08 de agosto de 2018, artículo IV, se tome en consideración la solicitud planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 2) Solicitar a dicha Comisión, remita a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial el listado de los despachos judiciales en los cuales se atiende dicha temática, para que se incluya en los concursos de terna la anotación de que preferiblemente se tenga conocimiento en esta temática.  3) La integrante Damaris Vargas Vásquez se inhibe de votar.








Mba. Lucrecia Chaves Torres


Jefa


Sección Administrativa de la Carrera Judicial


Dirección de Gestión Humana





CC:	Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas


	Sra. Damaris Vargas Vásquez


Diligencias.





HAVA
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		Recipients
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Buenas tardes. 



 



Reciba un atento y respetuoso saludo. Con instrucciones de la señora Jefa a.i. de la Defensa Pública, M. Sc. Diana Montero Montero, se remite Oficio JEFDP-102-2019, para su conocimiento. 



 



Cordialmente, 
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SSan José, 07 de febrero de 2019.


Sra. Damaris Vargas Vásquez.



Coordinadora de la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



Reciba un cordial saludo.



En virtud de la nota remitida por su estimable persona en fecha tres de febrero de 2019, en la cual solicita información actualizada para establecer un diagnóstico sobre debilidades y obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial en perjuicio de los pueblos indígenas, y sirva como base para elaborar una política institucional anual, me permito contestarle sus consultas de la siguiente manera:



La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica entró en vigencia a partir del 28 de setiembre de 2018, sin embargo, la misma no  tenía dispuesto presupuesto para hacer efectivo el numeral 7 de la citada Ley, por lo que  a pesar de las diversas gestiones que se han realizado desde la Jefatura de la Defensa Pública en diferentes despachos e instancias, no se ha obtenido respuesta positiva para conseguir plazas de personas defensoras públicas que puedan atender a las personas usuarias indígenas en las  diferentes materias, y en las distintas Defensas Públicas a nivel nacional, por lo que no hay plazas especializadas para tales efectos.



Previamente a esta ley las personas indígenas eran y son atendidas con el recurso humano existente en cada una de las Defensas Públicas. De tal forma que,  las nuevas materias en las que han solicitado defensa técnica las personas indígenas, han sido atendidas por las personas defensoras públicas de cada lugar, o las han asumido personas defensoras públicas  que se trasladan desde otras defensas públicas, realizando recargo de funciones para actualmente brindar la atención que corresponde.



Al 31 de diciembre de 2018 la cantidad de usuarios indígenas con procesos judiciales  suman 1708, y de esta cantidad corresponden 53 personas a procesos nuevos en contencioso administrativo, familia, demandados de pensiones y violencia doméstica.



En cuanto a la capacitación permanente del personal de la Defensa Pública sobre temas relacionados con pueblos indígenas, hace varios años se inició esta capacitación, tanto en San José, como a nivel regional, para personas defensoras públicas en todas las materias, asistentes jurídicos, investigadores y personal administrativo, tanto en normativa nacional como internacional sobre pueblos indígenas, intérpretes, ayudas económicas, pericias culturales; y recientemente sobre la Ley de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas de Costa Rica. 



Para el año 2019  según el Plan de Capacitación de la Defensa Pública, y las solicitudes de las Coordinaciones de dicha Institución, se tienen dispuestas 2 capacitaciones sobre “Entorno socio cultural y abordaje a personas usuarias indígenas” cada capacitación se realiza durante 4 audiencias cada una, llevándose a cabo ya  la primera con  facilitadores, entre ellos un  antropólogo y una persona indígena, y con la participación de 20 personas defensoras públicas en materia penal, laboral y pensiones. De igual forma se tiene programada una video conferencia a nivel nacional sobre “La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica”. Además se tienen agendadas 5 capacitaciones regionales en San Carlos, Limón, Alajuela, Puntarenas y Corredores, para tratar temas como “Litigio con perspectiva cultural y solicitud de pericias a la luz de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica”. En este mismo sentido se dispone una capacitación para los y las defensoras públicas de la Unidad de la Defensa Pública en delitos de violencia contra las mujeres, con el tema “Instrumentos nacionales e internacionales sobre pueblos indígenas y pericias culturales.” Se encuentra pendiente agendar una capacitación para asistentes jurídicos sobre “La ley de Acceso a la justicia de Pueblos Indígenas”.



En este mismo orden de ideas, se emitió la Circular 4-2019 de la Jefatura de la Defensa Pública, con fecha 22 de enero de 2019 “Lineamientos mínimos para defensores y defensoras que asesoran personas usuarias indígenas”, a fin de que las personas defensoras públicas cuenten con elementos básicos para  la atención de personas indígenas. Se adjunta para su conocimiento. De su lectura se puede concluir los esfuerzos que esta Jefatura ha realizado para brindar el servicio  y garantizar el Acceso a la Justicia de las personas indígenas, a pesar de la falta de recursos específicos para esta materia,  pues no fueron contemplados en la ley aprobada.
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Quedo a su disposición para cualquier observación o consulta.



Atentamente, 



M. Sc. Diana Montero Montero



Jefa de la Defensa Pública



Oficio: JEFDP-102-2019
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CIRCULAR N° 4-2019 
 




DE:           La Dirección de la Defensa Pública 




PARA:            Defensores y Defensoras Públicas  




FECHA:         22 de enero de 2019 




 




- LINEAMIENTOS MINIMOS PARA DEFENSORES Y DEFENSORAS 




QUE ASESORAN PERSONAS USUARIAS INDIGENAS. 
 




 




Estimado Personal de la Defensa Pública:  




En virtud de la implementación de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas 




(Ley 9593), publicada el 28 de setiembre de 2018, y resaltando el compromiso que siempre 




ha caracterizado a las personas defensoras públicas que atienden a población en situación de 




vulnerabilidad, se emiten los siguientes lineamientos mínimos, que deben ser valorados y 




ampliados según el caso en concreto,  para la atención de personas usuarias indígenas en 




todas las materias y en todos los despachos. 




 




1. Las personas defensoras públicas deben atender a todas las personas indígenas en 




todas las materias, de acuerdo a sus necesidades, en atención a los 8 pueblos indígenas que 




corresponden a nivel nacional (bribrí, boruca, chorotega, huetar, maleku, cabécar, térraba, 




ngäbe), de igual forma a los miskitos, y los ngäbe-bugle, u otras personas indígenas que 




residan en Costa Rica. 




 Se privilegia la auto identificación como criterio vinculante, y de igual forma,  el 




reconocimiento comunal, en la determinación de quién es o no persona indígena, según lo 




establece el Convenio 169 de la OIT y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  




Se hará de conocimiento de quien solicite el servicio que deberá llenar una declaración 




jurada a fin de que conste su condición de persona indígena y así se hará en ese momento, 




de conformidad con la plantilla que se anexa. 




Si existe duda  en si una persona es o no indígena,  se le dará la atención correspondiente,  y 




se le solicitará al despacho en el cual se tramita el proceso, que le pida a la Asociación de 




Desarrollo y-o a la Autoridad Indígena legitimada,  una constancia sobre si la persona 




usuaria es o no una persona indígena. 
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2. Al inicio del proceso se le realizará a la persona usuaria una entrevista con 




sensibilidad y pertinencia cultural
1
, aplicando atención individualizada, la minuta, utilizando 




carpeta color rojo para los expedientes, preguntando las distancias recorridas, el tiempo que 




se tarda, los inconvenientes de transporte, lo cual debe ser puesto en conocimiento de los 




diferentes despachos para el momento en que se señalen diferentes diligencias, 




privilegiando las diligencias in situ y las medidas alternas. Además, solicitándose ayudas 




económicas según las condiciones de las personas indígenas, incluyendo la alimentación si 




así lo requieren. 




 




3. Desde el primer contacto de la persona defensora pública con la persona usuaria 




indígena deberá consultarle cuál es su idioma materno, explicándole su derecho a contar con 




un intérprete para una adecuada comprensión
2
 de la información y del proceso.  Si indica 




que requiere intérprete  realizar el trámite  administrativo en el despacho correspondiente. Si 




indica que no requiere intérprete dejar constancia firmada en el expediente por la persona 




usuaria indígena, o en su defecto o su huella dactilar. 




 




4. Deberán las personas defensoras públicas, aplicando una teoría del caso con 




pertinencia cultural, valorar la necesidad o no de solicitar una pericia cultural 




multidisciplinaria, una pericia social, o una pericia psicólogica cultural, según corresponda. 




Si existieran dudas en cómo llevar a cabo esta solicitud, podrán comunicarse con la 




Supervisión de Atención a personas indígenas.
3
 




 




5. Le corresponderá a la Supervisión de Atención a personas indígenas brindar 




asesoría, capacitación y acompañamiento a las personas defensoras públicas que atienden a 




personas usuarias indígenas. En aquellos casos en cuya complejidad lo amerite,  deberán las 




personas defensoras públicas informar a esta Supervisión,  a fin de que pueda apoyarlos en 




su labor. 




 




6. Se ingresarán en un informe mensual las personas indígenas que soliciten atención 




en los diferentes procesos que tradicionalmente no eran atendidos por la Defensa Pública, y 




que con la publicación de la  Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas forman 




parte de nuestra población, con el fin de llevar un registro estadístico por parte del 




Departamento de Estadística de la Defensa Pública (quien brindará el formato de dicho 




informe) y con ello justificar la necesidad de plazas para una atención de calidad. 




                                                           
1
 Derivado del Principio de Igualdad y respeto a las diferencias. 




2
 Según el DRAE  comprender significa:“..2. tr. Contener o incluir en sí algo. U. t. c. prnl. 3. tr. Entender, 




alcanzar o penetrar algo.”Es más que hablar un idioma.  
3
 Circular 14-2018 de la Defensa Pública. 
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7. La persona Coordinadora de Oficina la Defensa Pública en la que se solicite la 




asistencia letrada para la atención de personas indígenas según el artículo 7 de la Ley de 




Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, actualmente determinará la persona defensora 




que atenderá a este usuario, siguiendo las pautas que se indican: 




 




-Corresponderá a las personas defensoras agrarias la atención de los procesos agrarios, 




contenciosos administrativos y civiles en los que figuren personas indígenas como actores o 




demandados, sea de forma física, o jurídica  




(Asociaciones de Desarrollo Integral). Los procesos que actualmente se tramiten en el 




Juzgado o Tribunal Contencioso Administrativo, en los que se solicite Defensa Pública, 




serán distribuidos de forma equitativa procurando la mejor atención de las personas 




usuarias. 




-Las personas defensores de pensiones alimentarias asumirán a las personas actoras en 




procesos de violencia doméstica, así como las actoras en procesos de familia. 




-A fin de no incurrir en patrocinios infieles, una  persona defensora de pensiones 




alimentarias de la zona se trasladará cuando se requiera para atender a personas usuarias 




indígenas demandadas de pensiones-y o de familia, de conformidad con las directrices que 




la Dirección de la Defensa Pública considere en el momento que se presente la necesidad. 




-Las personas defensores públicas que atienden a nivel penal los delitos de violencia contra 




las mujeres, asumirán la defensa de las personas demandadas en los procesos de violencia 




doméstica, derivados de la Ley contra la Violencia Doméstica (ley 7586), procurando que 




sus cargas de trabajo sean similares a las otras personas defensoras públicas de materia 




penal. 




-Se hará un rol de atención para materias como contravenciones, tránsito, y si lo amerita por 




la cantidad de procesos, también de  violencia doméstica. 




- En las Oficinas de la Defensa Pública donde hay una o dos personas que se desempeñan 




como Defensoras Públicas, dentro de sus capacidades de atención, debe brindarse el servicio 




correspondiente para las personas indígenas; sin embargo, si no se pudiera brindar esta 




atención por las cargas laborales, o por intereses contrapuestos, debe coordinarse con la 




Dirección de la Defensa Pública, y con  la persona Coordinadora de la Oficina de la Defensa 




Pública más cercana para establecer las formas de atención de las personas usuarias 




indígenas, procurando un servicio de calidad. 
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8. Las personas defensoras públicas que atienden personas usuarias indígenas deben 




utilizar de forma vinculante los instrumentos internacionales relacionados con pueblos 




indígenas, entre los que se encuentran el Convenio 169 de la Organización Internacional del 




Trabajo de 1989;  la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 




Indígenas de 2007; la Declaración Americana sobre los derechos de los pueblos indígenas 




de la OEA del 2016; así como las resoluciones de la Corte Interamericana de Derechos 




Humanos. 




Siguiendo la misma línea de protección a las personas indígenas y bajo los criterios 




vinculantes de derechos humanos, resulta necesario como mínimo,  la aplicación del artículo 




1 de la Constitución Política, 339 del Código Procesal Penal, la Ley Indígena, el 




Reglamento a la Ley indígena, la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, las 




100 Reglas de Brasilia, las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la Justicia de las 




Poblaciones Indígenas, y la Circular 05-2016 del INC 10-2-2016 para personas privadas de 




libertad indígenas. 




 




9. Se mantiene la vigencia de las Circulares de la Defensa Pública 25-2009 y 16-2011. 




En cuanto a la Circular 36-2010 de la Defensa Pública, en razón de que los procesos 




administrativos han variado,  se deroga en lo respectivo al trámite administrativo de 




traductores e intérpretes, el cual se encuentra actualmente regulado en la Circular 32-2018 




denominada “Reglas práctcas para trámite de autorización, nombramiento y pago, para 




servicio de intérpretes en lesco y otros idiomas (incluyendo indígenas); traductores, peritos 




y consultores técnicos”.   Se deroga la Circular 39-2003 de la Defensa Pública.  




 




Atentamente, 




 




 




 




Msc. Diana Montero Montero.                                Dr. Erick Núñez Rodríguez 




     Jefa de la Defensa Pública.                                Sub Jefe de la Defensa Pública.                            
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ANEXO 1: “DECLARACIÓN JURADA ”. 




Yo,_________________________________________________________ documento de identidad número 




________________________, persona usuaria del servicio de Defensa Pública en el proceso como 




____________________________ en materia ______________________ entendido de mi obligación de decir verdad y 




de las consecuencias legales de faltar a la misma, declaro que soy indígena 




____________________________________. 




Señalo como medio de notificación para diligencias administrativas ante la Defensa Pública: (fax, correo electrónico o 




dirección: 




________________________________________________________________________________________________




__________________________________________________________ 




_____________________ (fecha) 




 




                                                                                                                                                                               




___________________________                                                      




  (Firma de la persona usuaria). 
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CIRCULAR N° 4-2019 
 



DE:           La Dirección de la Defensa Pública 



PARA:            Defensores y Defensoras Públicas  



FECHA:         22 de enero de 2019 



 



- LINEAMIENTOS MINIMOS PARA DEFENSORES Y DEFENSORAS 



QUE ASESORAN PERSONAS USUARIAS INDIGENAS. 
 



 



Estimado Personal de la Defensa Pública:  



En virtud de la implementación de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas 



(Ley 9593), publicada el 28 de setiembre de 2018, y resaltando el compromiso que siempre 



ha caracterizado a las personas defensoras públicas que atienden a población en situación de 



vulnerabilidad, se emiten los siguientes lineamientos mínimos, que deben ser valorados y 



ampliados según el caso en concreto,  para la atención de personas usuarias indígenas en 



todas las materias y en todos los despachos. 



 



1. Las personas defensoras públicas deben atender a todas las personas indígenas en 



todas las materias, de acuerdo a sus necesidades, en atención a los 8 pueblos indígenas que 



corresponden a nivel nacional (bribrí, boruca, chorotega, huetar, maleku, cabécar, térraba, 



ngäbe), de igual forma a los miskitos, y los ngäbe-bugle, u otras personas indígenas que 



residan en Costa Rica. 



 Se privilegia la auto identificación como criterio vinculante, y de igual forma,  el 



reconocimiento comunal, en la determinación de quién es o no persona indígena, según lo 



establece el Convenio 169 de la OIT y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  



Se hará de conocimiento de quien solicite el servicio que deberá llenar una declaración 



jurada a fin de que conste su condición de persona indígena y así se hará en ese momento, 



de conformidad con la plantilla que se anexa. 



Si existe duda  en si una persona es o no indígena,  se le dará la atención correspondiente,  y 



se le solicitará al despacho en el cual se tramita el proceso, que le pida a la Asociación de 



Desarrollo y-o a la Autoridad Indígena legitimada,  una constancia sobre si la persona 



usuaria es o no una persona indígena. 



 











Tel 2211-9800 / Fax 2257-5634 
Apartado Postal 10104 San José 



adm-defensa@poder-judicial.go.cr 



 



 



 



 



 



2. Al inicio del proceso se le realizará a la persona usuaria una entrevista con 



sensibilidad y pertinencia cultural
1
, aplicando atención individualizada, la minuta, utilizando 



carpeta color rojo para los expedientes, preguntando las distancias recorridas, el tiempo que 



se tarda, los inconvenientes de transporte, lo cual debe ser puesto en conocimiento de los 



diferentes despachos para el momento en que se señalen diferentes diligencias, 



privilegiando las diligencias in situ y las medidas alternas. Además, solicitándose ayudas 



económicas según las condiciones de las personas indígenas, incluyendo la alimentación si 



así lo requieren. 



 



3. Desde el primer contacto de la persona defensora pública con la persona usuaria 



indígena deberá consultarle cuál es su idioma materno, explicándole su derecho a contar con 



un intérprete para una adecuada comprensión
2
 de la información y del proceso.  Si indica 



que requiere intérprete  realizar el trámite  administrativo en el despacho correspondiente. Si 



indica que no requiere intérprete dejar constancia firmada en el expediente por la persona 



usuaria indígena, o en su defecto o su huella dactilar. 



 



4. Deberán las personas defensoras públicas, aplicando una teoría del caso con 



pertinencia cultural, valorar la necesidad o no de solicitar una pericia cultural 



multidisciplinaria, una pericia social, o una pericia psicólogica cultural, según corresponda. 



Si existieran dudas en cómo llevar a cabo esta solicitud, podrán comunicarse con la 



Supervisión de Atención a personas indígenas.
3
 



 



5. Le corresponderá a la Supervisión de Atención a personas indígenas brindar 



asesoría, capacitación y acompañamiento a las personas defensoras públicas que atienden a 



personas usuarias indígenas. En aquellos casos en cuya complejidad lo amerite,  deberán las 



personas defensoras públicas informar a esta Supervisión,  a fin de que pueda apoyarlos en 



su labor. 



 



6. Se ingresarán en un informe mensual las personas indígenas que soliciten atención 



en los diferentes procesos que tradicionalmente no eran atendidos por la Defensa Pública, y 



que con la publicación de la  Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas forman 



parte de nuestra población, con el fin de llevar un registro estadístico por parte del 



Departamento de Estadística de la Defensa Pública (quien brindará el formato de dicho 



informe) y con ello justificar la necesidad de plazas para una atención de calidad. 



                                                           
1
 Derivado del Principio de Igualdad y respeto a las diferencias. 



2
 Según el DRAE  comprender significa:“..2. tr. Contener o incluir en sí algo. U. t. c. prnl. 3. tr. Entender, 



alcanzar o penetrar algo.”Es más que hablar un idioma.  
3
 Circular 14-2018 de la Defensa Pública. 
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7. La persona Coordinadora de Oficina la Defensa Pública en la que se solicite la 



asistencia letrada para la atención de personas indígenas según el artículo 7 de la Ley de 



Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, actualmente determinará la persona defensora 



que atenderá a este usuario, siguiendo las pautas que se indican: 



 



-Corresponderá a las personas defensoras agrarias la atención de los procesos agrarios, 



contenciosos administrativos y civiles en los que figuren personas indígenas como actores o 



demandados, sea de forma física, o jurídica  



(Asociaciones de Desarrollo Integral). Los procesos que actualmente se tramiten en el 



Juzgado o Tribunal Contencioso Administrativo, en los que se solicite Defensa Pública, 



serán distribuidos de forma equitativa procurando la mejor atención de las personas 



usuarias. 



-Las personas defensores de pensiones alimentarias asumirán a las personas actoras en 



procesos de violencia doméstica, así como las actoras en procesos de familia. 



-A fin de no incurrir en patrocinios infieles, una  persona defensora de pensiones 



alimentarias de la zona se trasladará cuando se requiera para atender a personas usuarias 



indígenas demandadas de pensiones-y o de familia, de conformidad con las directrices que 



la Dirección de la Defensa Pública considere en el momento que se presente la necesidad. 



-Las personas defensores públicas que atienden a nivel penal los delitos de violencia contra 



las mujeres, asumirán la defensa de las personas demandadas en los procesos de violencia 



doméstica, derivados de la Ley contra la Violencia Doméstica (ley 7586), procurando que 



sus cargas de trabajo sean similares a las otras personas defensoras públicas de materia 



penal. 



-Se hará un rol de atención para materias como contravenciones, tránsito, y si lo amerita por 



la cantidad de procesos, también de  violencia doméstica. 



- En las Oficinas de la Defensa Pública donde hay una o dos personas que se desempeñan 



como Defensoras Públicas, dentro de sus capacidades de atención, debe brindarse el servicio 



correspondiente para las personas indígenas; sin embargo, si no se pudiera brindar esta 



atención por las cargas laborales, o por intereses contrapuestos, debe coordinarse con la 



Dirección de la Defensa Pública, y con  la persona Coordinadora de la Oficina de la Defensa 



Pública más cercana para establecer las formas de atención de las personas usuarias 



indígenas, procurando un servicio de calidad. 
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8. Las personas defensoras públicas que atienden personas usuarias indígenas deben 



utilizar de forma vinculante los instrumentos internacionales relacionados con pueblos 



indígenas, entre los que se encuentran el Convenio 169 de la Organización Internacional del 



Trabajo de 1989;  la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 



Indígenas de 2007; la Declaración Americana sobre los derechos de los pueblos indígenas 



de la OEA del 2016; así como las resoluciones de la Corte Interamericana de Derechos 



Humanos. 



Siguiendo la misma línea de protección a las personas indígenas y bajo los criterios 



vinculantes de derechos humanos, resulta necesario como mínimo,  la aplicación del artículo 



1 de la Constitución Política, 339 del Código Procesal Penal, la Ley Indígena, el 



Reglamento a la Ley indígena, la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, las 



100 Reglas de Brasilia, las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la Justicia de las 



Poblaciones Indígenas, y la Circular 05-2016 del INC 10-2-2016 para personas privadas de 



libertad indígenas. 



 



9. Se mantiene la vigencia de las Circulares de la Defensa Pública 25-2009 y 16-2011. 



En cuanto a la Circular 36-2010 de la Defensa Pública, en razón de que los procesos 



administrativos han variado,  se deroga en lo respectivo al trámite administrativo de 



traductores e intérpretes, el cual se encuentra actualmente regulado en la Circular 32-2018 



denominada “Reglas práctcas para trámite de autorización, nombramiento y pago, para 



servicio de intérpretes en lesco y otros idiomas (incluyendo indígenas); traductores, peritos 



y consultores técnicos”.   Se deroga la Circular 39-2003 de la Defensa Pública.  



 



Atentamente, 



 



 



 



Msc. Diana Montero Montero.                                Dr. Erick Núñez Rodríguez 



     Jefa de la Defensa Pública.                                Sub Jefe de la Defensa Pública.                            
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ANEXO 1: “DECLARACIÓN JURADA ”. 



Yo,_________________________________________________________ documento de identidad número 



________________________, persona usuaria del servicio de Defensa Pública en el proceso como 



____________________________ en materia ______________________ entendido de mi obligación de decir verdad y 



de las consecuencias legales de faltar a la misma, declaro que soy indígena 



____________________________________. 



Señalo como medio de notificación para diligencias administrativas ante la Defensa Pública: (fax, correo electrónico o 



dirección: 



________________________________________________________________________________________________



__________________________________________________________ 



_____________________ (fecha) 



 



                                                                                                                                                                               



___________________________                                                      



  (Firma de la persona usuaria). 
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RV  COMUNICACION DE ARTICULO VII SESION 01-19 SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS A DIRECCION EJECUTIVA.MSG
RV: COMUNICACION DE ARTICULO VII SESION 01-19 SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS A DIRECCION EJECUTIVA

		From

		Marielos Gamboa Conejo

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Cc

		Wilbert Kidd Alvarado; Dinorah Álvarez Acosta

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr; wkidd@Poder-Judicial.go.cr; dalvarez@Poder-Judicial.go.cr



Buena tarde Doña Damaris, sobre el tema de la factura electrónica para personas indiginas, conforme conversación con Doña Dinorah nos indica que en reunión del día de ayer (Reforma Agraria) ustede le comento que existen dos recursos de amparo acerca de la factura electrónica para personas pertenecientes a esa población , usted sería tan amable de facilitarme los mismos para una mejor compresión del tema.



 



Saludos cordiales, 



 







 



De: Dirección Ejecutiva 
Enviado el: lunes, 11 de febrero de 2019 07:40 a.m.
Para: Recepción Dirección Ejecutiva <recep-direjec@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: COMUNICACION DE ARTICULO VII SESION 01-19 SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS A DIRECCION EJECUTIVA



 



 



 



De: Ana Eugenia Romero Jenkins 
Enviado el: lunes, 11 de febrero de 2019 6:24
Para: Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: COMUNICACION DE ARTICULO VII SESION 01-19 SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS A DIRECCION EJECUTIVA



 



SICE



 



 



 



 



 







 



 



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 11 de febrero de 2019 00:04
Para: Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Eugenia Romero Jenkins <aromeroj@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: COMUNICACION DE ARTICULO VII SESION 01-19 SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS A DIRECCION EJECUTIVA



 



San José, 10 de febrero de 2019.



Señora



Master Ana Eugenia Romero Jenkins



Directora



Dirección Ejecutiva



 



Estimada Señora: 



          



Reciba un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión 01-19 celebrada el 4 de febrero de 2019, Artículo VII.



 



El acuerdo literalmente indica:



 



“ARTICULO VII



Refiere la jueza Damaris Vargas Vásquez que, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, remitió atenta solicitud a la Dirección Ejecutiva en la que señaló:



San José, 4 de febrero de 2019.



Señora



Máster Ana Eugenia Romero Jenkins



Directora Ejecutiva



Poder Judicial



 



Estimada Señora:



              Reciba un atento saludo. Sirva la presente para ponerme a su disposición con ocasión de la reciente designación que me hiciera Corte Plena como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en todo lo que pueda apoyar a la Dirección a su cargo para la articulación de acciones tendientes a la mejora continua del acceso a la justicia de dicha población.



              Con ocasión de lo anterior, a efecto de dar cumplimiento a la reciente Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y con el objetivo de que las personas indígenas usuarias del servicio de administración de justicia sean informadas en su idioma materno sobre sus derechos y obligaciones, frente al sistema de administración de justicia y sobre los requisitos y características de los procesos judiciales en los que deban intervenir, le solicito:



1.	Ampliar la lista oficial de personas intérpretes y traductoras en los diferentes idiomas o lenguas indígenas de Costa Rica, y en los diversos dialectos que tengan esos idiomas o lenguas. Lo anterior, a fin de garantizar a dicha población el respeto a las costumbres y las normas culturales mediante la disponibilidad de suficientes personas intérpretes y traductoras en todos los Circuitos Judiciales del país. 

2.	Incorporar en la lista de personas intérpretes y traductoras a mujeres indígenas con el objetivo de propiciar que en los procesos judiciales en los que intervengan mujeres indígenas sean atendidas siempre por intérpretes y traductoras del mismo género, en cumplimiento del artículo 6 de la referida Ley.  

3.	Diseñar y ejecutar actividades de capacitación dirigidas al fortalecimiento de competencias de las personas intérpretes y traductoras, sobre los “aspectos básicos de la gestión judicial”, en los términos dispuestos por el artículo 3 de dicha normativa.

4.	Propiciar acciones que permitan llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, a efecto de ser utilizados en otros procesos en los que intervengan personas pertenecientes a esa población, siempre que se cuente con autorización expresa de las y los involucrados en las experticias y se reserve la identidad de todas las partes involucradas. Lo anterior, con fines estrictamente de interés institucional y académico.



Para la ejecución de lo anterior, desde ya me pongo a su disposición para la coordinación de las acciones que sean necesarias con el objetivo de crear sinergias que permitan superar las barreras que puedan limitar de alguna manera la ejecución institucional de lo solicitado.



De la señora Directora Ejecutiva, con respeto y estima,



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



Copias:



Dr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia



Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia”



 



La integrante Valeria Varas refiere a la problemática de la factura timbrada que se solicita a las personas indígenas, la cual constituye en su criterio, una barrera para poder ofrecerse como traductores e intérpretes, lo cual se agrava por la urgencia de poder contar con mujeres traductoras e intérpretes. Enfatiza en las limitaciones que tienen las mujeres indígenas para expedir esas facturas, aunque tuvieran eventualmente acceso a internet.



El señor Geyner Blanco señala que en un caso específico se gestionó ante Ministerio de Hacienda indicando no hay conexión a internet en algunos territorios indígenas, por lo que se generó una prórroga indefinida hasta tanto existiera acceso a internet. Señala, uno de los temas Estado que se ha estado trabajando en la Presidencia de la República es la forma de introducir cambios que permitan un mayor acercamiento a las personas indígenas al acceso a la justicia y demás trámites administrativos.



Refiere el juez penal Jean Carlo Monge, por videoconferencia, la situación de una persona indígena a quien el Poder Judicial le debe un monto significativo porque no tiene factura electrónica. Indica, para el día de mañana tienen una audiencia con esa persona indígena para tratar de facilitarle el acceso al sistema del Ministerio de Hacienda. Sugiere se cite a una persona encargada de factura electrónica para establecer una comunicación más fluida con la Dirección Ejecutiva y esta Subcomisión pues parece que Hacienda desconoce la situación de la población indígena sin acceso a internet, computadora y otros aspectos.



La integrante Ligia Jiménez refiere a la gestión formulada por la señora Carmen María Escoto F., otrora Coordinadora de esta Subcomisión y Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia, pidiendo a la Dirección Jurídica, se establezca una acción afirmativa que beneficie a las personas indígenas; sin embargo, tal petición fue rechazada por la Dirección Jurídica del Poder Judicial al señalarse que primero deben las personas indígenas entrar al régimen de tributación simplificada para que la Administración Tributaria valore la posibilidad de exonerársele de ese requisito.



Señala el integrante Javier Rodríguez hay una lista de al menos 8 mujeres indígenas que en el Foro de Mujeres Indígenas realizado en diciembre de 2018, informaron el Poder Judicial les debe pagar las traducciones realizadas. Expone es un riesgo muy grave sobre esa situación pues la Institución podría quedarse sin personas traductoras.



La Fiscala Ariana Céspedes señala que tienen el caso de una persona indígena quien está en una situación similar, la cual gestionó le levantaran el requisito de presentar factura electrónica y Hacienda lo aprobó pero la Dirección Ejecutiva no se ha pronunciado aún. Sugiere se analice ese caso pues podría ser emblemático para otros supuestos de personas indígenas traductoras e intérpretes.



 



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio enviado por la señora Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a la Dirección Ejecutiva el 4 de febrero pasado, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, en el que solicitó: “1. Ampliar la lista oficial de personas intérpretes y traductoras en los diferentes idiomas o lenguas indígenas de Costa Rica, y en los diversos dialectos que tengan esos idiomas o lenguas. Lo anterior, a fin de garantizar a dicha población el respeto a las costumbres y las normas culturales mediante la disponibilidad de suficientes personas intérpretes y traductoras en todos los Circuitos Judiciales del país. 2. Incorporar en la lista de personas intérpretes y traductoras a mujeres indígenas con el objetivo de propiciar que en los procesos judiciales en los que intervengan mujeres indígenas sean atendidas siempre por intérpretes y traductoras del mismo género, en cumplimiento del artículo 6 de la referida Ley. 3. Diseñar y ejecutar actividades de capacitación dirigidas al fortalecimiento de competencias de las personas intérpretes y traductoras, sobre los “aspectos básicos de la gestión judicial”, en los términos dispuestos por el artículo 3 de dicha normativa. 4. Propiciar acciones que permitan llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, a efecto de ser utilizados en otros procesos en los que intervengan personas pertenecientes a esa población, siempre que se cuente con autorización expresa de las y los involucrados en las experticias y se reserve la identidad de todas las partes involucradas. Lo anterior, con fines estrictamente de interés institucional y académico.”  2° Solicitar a la Dirección Ejecutiva conferir una audiencia a representantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para analizar la posibilidad de gestionar una acción afirmativa en beneficio de las personas indígenas, con la participación de una persona experta del Ministerio de Hacienda, que permita determinar la eventual viabilidad de exonerar a esta población del requisito de factura electrónica. Para tal efecto, se abordará el contenido del informe emitido por la Dirección Jurídica a solicitud de la ex Magistrada Carmen María Escoto Fernández en su condición de Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia y Coordinadora de esta Subcomisión; y la situación expuesta por la representante de la Fiscalía Indígena sobre la persona indígena de Talamanca Cabecar a quien se le levantaron requisitos de factura electrónica por parte del Ministerio de Hacienda. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Dirección Ejecutiva con copia a la Comisión de Acceso a la Justicia y Unidad de Acceso a la Justicia.”



 



            Atentamente,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Copias:



Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia



Sra. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia
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San José, 10 de febrero de 2019. 



Señora 



Master Ana Eugenia Romero Jenkins 



Directora 



Dirección Ejecutiva 



 
Estimada Señora:  



  



Reciba un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento el acuerdo tomado por 



la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión 01-19 celebrada el 



4 de febrero de 2019, Artículo VII. 



 
El acuerdo literalmente indica: 



 



“ARTICULO VII 



Refiere la jueza Damaris Vargas Vásquez que, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia 



de Pueblos Indígenas de Costa Rica, remitió atenta solicitud a la Dirección Ejecutiva en la que señaló: 



San José, 4 de febrero de 2019. 



Señora 



Máster Ana Eugenia Romero Jenkins 



Directora Ejecutiva 



Poder Judicial 



 



Estimada Señora: 



              Reciba un atento saludo. Sirva la presente para ponerme a su disposición con ocasión de la 



reciente designación que me hiciera Corte Plena como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la 



Justicia de Pueblos Indígenas, en todo lo que pueda apoyar a la Dirección a su cargo para la articulación 



de acciones tendientes a la mejora continua del acceso a la justicia de dicha población. 



              Con ocasión de lo anterior, a efecto de dar cumplimiento a la reciente Ley de Acceso a la Justicia 



de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y con el objetivo de que las personas indígenas usuarias del 



servicio de administración de justicia sean informadas en su idioma materno sobre sus derechos y 



obligaciones, frente al sistema de administración de justicia y sobre los requisitos y características de 



los procesos judiciales en los que deban intervenir, le solicito: 



1. Ampliar la lista oficial de personas intérpretes y traductoras en los diferentes idiomas o lenguas 



indígenas de Costa Rica, y en los diversos dialectos que tengan esos idiomas o lenguas. Lo 



anterior, a fin de garantizar a dicha población el respeto a las costumbres y las normas 



culturales mediante la disponibilidad de suficientes personas intérpretes y traductoras en 



todos los Circuitos Judiciales del país.  



2. Incorporar en la lista de personas intérpretes y traductoras a mujeres indígenas con el objetivo 



de propiciar que en los procesos judiciales en los que intervengan mujeres indígenas sean 
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atendidas siempre por intérpretes y traductoras del mismo género, en cumplimiento del artículo 



6 de la referida Ley.   



3. Diseñar y ejecutar actividades de capacitación dirigidas al fortalecimiento de competencias de 



las personas intérpretes y traductoras, sobre los “aspectos básicos de la gestión judicial”, en 



los términos dispuestos por el artículo 3 de dicha normativa. 



4. Propiciar acciones que permitan llevar un registro de las distintas traducciones y de los 



peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas 



indígenas, a efecto de ser utilizados en otros procesos en los que intervengan personas 



pertenecientes a esa población, siempre que se cuente con autorización expresa de las y los 



involucrados en las experticias y se reserve la identidad de todas las partes involucradas. Lo 



anterior, con fines estrictamente de interés institucional y académico. 



Para la ejecución de lo anterior, desde ya me pongo a su disposición para la coordinación de las 



acciones que sean necesarias con el objetivo de crear sinergias que permitan superar las barreras que 



puedan limitar de alguna manera la ejecución institucional de lo solicitado. 



De la señora Directora Ejecutiva, con respeto y estima, 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba. 



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



Poder Judicial 



Copias: 



Dr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia 



Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia” 



 



La integrante Valeria Varas refiere a la problemática de la factura timbrada que se solicita a 



las personas indígenas, la cual constituye en su criterio, una barrera para poder ofrecerse como 



traductores e intérpretes, lo cual se agrava por la urgencia de poder contar con mujeres traductoras e 



intérpretes. Enfatiza en las limitaciones que tienen las mujeres indígenas para expedir esas facturas, 



aunque tuvieran eventualmente acceso a internet. 



El señor Geyner Blanco señala que en un caso específico se gestionó ante Ministerio de 



Hacienda indicando no hay conexión a internet en algunos territorios indígenas, por lo que se generó 



una prórroga indefinida hasta tanto existiera acceso a internet. Señala, uno de los temas Estado que 



se ha estado trabajando en la Presidencia de la República es la forma de introducir cambios que 



permitan un mayor acercamiento a las personas indígenas al acceso a la justicia y demás trámites 



administrativos. 



Refiere el juez penal Jean Carlo Monge, por videoconferencia, la situación de una persona 



indígena a quien el Poder Judicial le debe un monto significativo porque no tiene factura electrónica. 



Indica, para el día de mañana tienen una audiencia con esa persona indígena para tratar de facilitarle 



el acceso al sistema del Ministerio de Hacienda. Sugiere se cite a una persona encargada de factura 



electrónica para establecer una comunicación más fluida con la Dirección Ejecutiva y esta Subcomisión 



pues parece que Hacienda desconoce la situación de la población indígena sin acceso a internet, 



computadora y otros aspectos. 



La integrante Ligia Jiménez refiere a la gestión formulada por la señora Carmen María Escoto 



F., otrora Coordinadora de esta Subcomisión y Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia, pidiendo 



a la Dirección Jurídica, se establezca una acción afirmativa que beneficie a las personas indígenas; sin 



embargo, tal petición fue rechazada por la Dirección Jurídica del Poder Judicial al señalarse que primero 
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deben las personas indígenas entrar al régimen de tributación simplificada para que la Administración 



Tributaria valore la posibilidad de exonerársele de ese requisito. 



Señala el integrante Javier Rodríguez hay una lista de al menos 8 mujeres indígenas que en el 



Foro de Mujeres Indígenas realizado en diciembre de 2018, informaron el Poder Judicial les debe pagar 



las traducciones realizadas. Expone es un riesgo muy grave sobre esa situación pues la Institución 



podría quedarse sin personas traductoras. 



La Fiscala Ariana Céspedes señala que tienen el caso de una persona indígena quien está en 



una situación similar, la cual gestionó le levantaran el requisito de presentar factura electrónica y 



Hacienda lo aprobó pero la Dirección Ejecutiva no se ha pronunciado aún. Sugiere se analice ese caso 



pues podría ser emblemático para otros supuestos de personas indígenas traductoras e intérpretes. 



 



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio enviado por la señora Damaris Vargas Vásquez, 



Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a la Dirección Ejecutiva 



el 4 de febrero pasado, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa 



Rica, en el que solicitó: “1. Ampliar la lista oficial de personas intérpretes y traductoras en los diferentes 



idiomas o lenguas indígenas de Costa Rica, y en los diversos dialectos que tengan esos idiomas o 



lenguas. Lo anterior, a fin de garantizar a dicha población el respeto a las costumbres y las normas 



culturales mediante la disponibilidad de suficientes personas intérpretes y traductoras en todos los 



Circuitos Judiciales del país. 2. Incorporar en la lista de personas intérpretes y traductoras a mujeres 



indígenas con el objetivo de propiciar que en los procesos judiciales en los que intervengan mujeres 



indígenas sean atendidas siempre por intérpretes y traductoras del mismo género, en cumplimiento del 



artículo 6 de la referida Ley. 3. Diseñar y ejecutar actividades de capacitación dirigidas al 



fortalecimiento de competencias de las personas intérpretes y traductoras, sobre los “aspectos básicos 



de la gestión judicial”, en los términos dispuestos por el artículo 3 de dicha normativa. 4. Propiciar 



acciones que permitan llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos 



llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, a efecto de ser utilizados 



en otros procesos en los que intervengan personas pertenecientes a esa población, siempre que se 



cuente con autorización expresa de las y los involucrados en las experticias y se reserve la identidad 



de todas las partes involucradas. Lo anterior, con fines estrictamente de interés institucional y 



académico.”  2° Solicitar a la Dirección Ejecutiva conferir una audiencia a representantes de la 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para analizar la posibilidad de gestionar una 



acción afirmativa en beneficio de las personas indígenas, con la participación de una persona experta 



del Ministerio de Hacienda, que permita determinar la eventual viabilidad de exonerar a esta población 



del requisito de factura electrónica. Para tal efecto, se abordará el contenido del informe emitido por la 



Dirección Jurídica a solicitud de la ex Magistrada Carmen María Escoto Fernández en su condición de 



Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia y Coordinadora de esta Subcomisión; y la situación 



expuesta por la representante de la Fiscalía Indígena sobre la persona indígena de Talamanca Cabecar 



a quien se le levantaron requisitos de factura electrónica por parte del Ministerio de Hacienda. 3° Se 



declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Dirección Ejecutiva 



con copia a la Comisión de Acceso a la Justicia y Unidad de Acceso a la Justicia.” 



  



 Atentamente, 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba. 



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
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Copias: 



Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia 



Sra. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia 
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Gracias Doña Damaris, bendiciones.



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: viernes, 15 de febrero de 2019 16:34
Para: Orlando Aguirre Gómez; Lucrecia Chaves Torres (Autorizada Secc. Admva. de la Carrera Judicial)
CC: Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Acceso a la Justicia; José Bonilla Boza
Asunto: RV: SEGUIMIENTO A OFICIO SACJ-0183-2019 CONSEJO DE LA JUDICATURA



 



 



San José, 15 de febrero de 2019



(Respuesta a Oficio N° SACJ-0183-2019)



 



Señor



Magistrado Orlando Aguirre López



Presidente 



Consejo de la Judicatura



Poder Judicial



 



Señora



Máster Lucrecia Chaves Torres



Jefa Sección Administrativa de la Carrera Judicial



Consejo de la Judicatura



 



Estimados Señor y Señora:



          Reciban un atento saludo. A la vez, en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en seguimiento del Oficio N° SACJ-0183-2019 de 12 de febrero de 2019, donde me comunica el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-02-2019, celebrada el 30 de enero del año en curso, Artículo IX, que literalmente indica: 



SE ACORDÓ:   1) Trasladar el presente acuerdo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que en el diseño del curso que fuera solicitado en la sesión CJ-029-2018 del 08 de agosto de 2018, artículo IV, se tome en consideración la solicitud planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 2) Solicitar a dicha Comisión, remita a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial el listado de los despachos judiciales en los cuales se atiende dicha temática, para que se incluya en los concursos de terna la anotación de que preferiblemente se tenga conocimiento en esta temática.  3) La integrante Damaris Vargas Vásquez se inhibe de votar.”



 



Le informo:



En Oficio de 12 de febrero de 2019 solicité a la Dirección de Planificación colaboración para “identificar los despachos judiciales en los cuales se atienden procesos vinculados con personas indígenas; además, a efecto de contar con información de calidad para la toma de decisiones, se les insta a que en los datos que se suministren se indiquen aquellos tribunales en los cuales se evidencie mayor incidencia de procesos judiciales en los que participen personas indígenas de todas las materias.”. 



De igual forma, gestioné esa información al señor José Bonilla Boza, Coordinador del Proyecto SIGMA (Inteligencia de Negocios), el 13 de febrero pasado, con el objetivo de tener información actualizada que pueda servirles de utilidad para la toma de decisiones.



En comunicado electrónico del 15 de febrero, el señor Bonilla Boza, remitió los siguientes datos estadísticos, actualizados al cierre de enero 2019, de los despachos que tramitan procesos en los que esté involucrada alguna persona que se identifique como indígena:



 



CANTIDAD DE INTERVINIENTES



OFICINAS CON MAYOR CANTIDAD DE INTERVINIENTES (INDÍGENAS) ENERO 2019



278



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



264



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



227



JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



140



TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)



137



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



119



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



118



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)



100



JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES



88



JUZGADO TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE ALAJUELA



82



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



78



JUZGADO PENAL DE TALAMANCA



64



JUZGADO PENAL DE TURRIALBA



52



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)



40



JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA



39



TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)



38



JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



34



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA)



34



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



29



JUZGADO CONTRAVENCIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



28



FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS



28



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)



24



TRIBUNAL DE CARTAGO, SEDE TURRIALBA



22



JUZGADO DE VIOLENCIA DOMESTICA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



21



JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



20



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE GUATUSO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



20



JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA



20



JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA PENAL JUVENIL)



19



JUZGADO DE COBRO DE GRECIA



18



JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



18



TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR



17



JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE SARAPIQUI



17



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)



16



OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, SEDE LIMÓN



16



JUZGADO PENAL DE COTO BRUS



15



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA LABORAL)



15



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)



14



TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



14



FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)



14



JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA



13



JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA



13



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



12



JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



12



JUZGADO PENAL JUVENIL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



12



JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES



11



JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



11



JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA



11



JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



10



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA AGRARIA)



10



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA LABORAL)



10



FISCALIA ADJUNTA CARTAGO (MATERIA PENAL)



10



JUZGADO DE COBRO DE GRECIA



9



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA FAMILIA)



9



SALA PRIMERA 



9



TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)



8



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA LABORAL)



8



JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN)



8



JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



8



JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES



8



FISCALIA DE BATAN



8



JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



7



JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES)



7



TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMÓN)



7



TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)



6



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA LABORAL)



6



JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE SIQUIRRES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



6



JUZGADO TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE ALAJUELA



6



JUZGADO PENAL DE CARTAGO



6



JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES Y GOLFITO)



6



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



6



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



5



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)



5



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE JICARAL (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



5



JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA FAMILIA)



5



JUZGADO DE PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



5



JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE



5



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA LABORAL)



5



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)



5



JUZGADO PENAL DE BATAN



4



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y AGRARIO DE TURRIALBA (MATERIA AGRARIA)



4



JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE



4



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)



4



JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



4



JUZGADO DE COBRO DE GRECIA



4



JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA



4



FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS



4



JUZGADO PENAL DE TALAMANCA



4



FISCALIA ADJUNTA II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)



4



JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE  ALAJUELA, SEDE ATENAS



4



JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (PEREZ ZELEDON)



4



JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES



4



JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA FAMILIA)



3



JUZGADO DE COBRO DE GRECIA



3



JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



3



JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA



3



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE CARRILLO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



3



JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA) (MA



3



JUZGADO DE COBRO DE GRECIA



3



JUZGADO DE PENSIONES Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE PAVAS (PISAV) (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



3



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



3



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)



3



TRIBUNAL DE CARTAGO, SEDE TURRIALBA



3



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PAVAS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)



3



JUZGADO EJECUCION DE LAS SANCIONES PENALES JUVENILES



3



JUZGADO PENAL DE PURISCAL



3



TRIBUNAL DE II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)



3



TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR, SEDE GOLFITO



3



TRIBUNAL PENAL II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE



3



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)



3



TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)



3



TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA PENAL)



3



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE GUATUSO (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



3



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE MATINA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



3



JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE



3



JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE (DESAMPARADOS)



3



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA)



3



JUZGADO TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE ALAJUELA



3



TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL)



2



JUZGADO DE COBRO DE GRECIA



2



JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



2



JUZGADO DE COBRO DE GRECIA



2



JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



2



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA FAMILIA)



2



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (MATERIA LABORAL)



2



JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRACIÓN Y CIVIL DE HACIENDA



2



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ASERRI (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



2



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE GRECIA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



2



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE HATILLO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



2



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE JIMENEZ (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



2



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE MATINA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



2



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE NARANJO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



2



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE POAS (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



2



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TARRAZU, DOTA Y LEON CORTES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



2



JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (MATERIA PENSIONES



2



JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMÓN) (MATERIA



2



JUZGADO DE SEGURIDAD SOCIAL



2



JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



2



JUZGADO DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



2



JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE CARTAGO



2



JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE (DESAMPARADOS)



2



JUZGADO PRIMERO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE



2



SALA PRIMERA 



2



OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, SEDE CORREDORES



2



JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA



2



JUZGADO DE COBRO DE GRECIA



2



JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



2



JUZGADO NOTARIAL



2



JUZGADO PENAL DE CARTAGO



2



JUZGADO PENAL DE COTO BRUS



2



TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR



2



JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA



2



FISCALÍA ADJUNTA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (MATERIA PENAL)



2



FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) (MATERIA PENAL)



2



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE HEREDIA



2



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE MATINA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)



2



JUZGADO CONTRAVENCIONAL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



2



JUZGADO PENAL DE UPALA



2



TRIBUNAL DE CARTAGO



2



TRIBUNAL DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (MATERIA PENAL)



2



TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (FLAGRANCIA)



2



TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (FLAGRANCIA)



2



JUZGADO PENAL DE COTO BRUS



2



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA PENAL JUVENIL)



2



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA PURISCAL (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



2



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PARRITA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



2



JUZGADO DE PENSIONES Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE SIQUIRRES (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



2



JUZGADO DE VIOLENCIA DOMESTICA DE CARTAGO



2



JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN)



2



JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA FAMILIA)



2



JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



1



JUZGADO PRIMERO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE



1



JUZGADO AGRARIO DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



1



JUZGADO AGRARIO DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON)



1



JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)



1



JUZGADO CIVIL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



1



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE QUEPOS (MATERIA LABORAL)



1



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) (MATERIA LABORAL)



1



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA LABORAL)



1



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA CIVIL)



1



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y AGRARIO DE TURRIALBA (MATERIA LABORAL)



1



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA CIVIL)



1



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE OSA (MATERIA LABORAL)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ATENAS (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA LABORAL)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ESPARZA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA FORTUNA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LOS CHILES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE OSA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PURISCAL (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SAN RAFAEL (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SANTO DOMINGO (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TARRAZU, DOTA Y LEON CORTES (MATERIA LABORAL)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TILARAN (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE UPALA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE VALVERDE VEGA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA



1



JUZGADO DE COBRO DEL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)



1



JUZGADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE



1



JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATER



1



JUZGADO DE TRABAJO DE SANTA CRUZ



1



JUZGADO DE TRABAJO DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE (DESAMPARADOS)



1



JUZGADO DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



1



JUZGADO DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE



1



JUZGADO DE TRABAJO Y FAMILIA DE HATILLO, SAN SEBASTIAN Y ALAJUELITA (MATERIA LABORAL)



1



JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE HEREDIA



1



JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL  DE SAN JOSE



1



JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (POCOCÍ)



1



JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE ESCAZÚ (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE LA UNION (PISAV) (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE SAN JOAQUIN DE FLORES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



JUZGADO SEGUNDO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE



1



TRIBUNAL SEGUNDO COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ



1



JUZGADO PENAL DE PAVAS



1



OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VICTIMA



1



OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, SEDE III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ



1



JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA



1



TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



1



JUZGADO DE COBRO DE GRECIA



1



JUZGADO DE FAMILIA  DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



1



FISCALIA ADJUNTA HEREDIA (MATERIA PENAL)



1



JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



JUZGADO DE COBRO DE POCOCI



1



JUZGADO DE COBRO DEL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)



1



JUZGADO DE TRABAJO DE PUNTARENAS



1



JUZGADO PENAL DE PAVAS



1



JUZGADO TERCERO CIVIL DE SAN JOSE



1



JUZGADO TERCERO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE



1



JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



1



TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR, SEDE OSA



1



JUZGADO DE COBRO DEL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)



1



JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA



1



JUZGADO AGRARIO DE CARTAGO



1



JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA



1



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL)



1



JUZGADO DE COBRO DE GRECIA



1



TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMÓN)



1



JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA



1



JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE ESCAZÚ (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS)



1



TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



1



JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA)



1



TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA PENAL)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)



1



JUZGADO EJECUCION DE LAS SANCIONES PENALES JUVENILES



1



JUZGADO PENAL DE BATAN



1



JUZGADO PENAL DE GOLFITO



1



JUZGADO PENAL DE TURRIALBA



1



JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



1



JUZGADO PENAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES)



1



JUZGADO PENAL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON)



1



JUZGADO PENAL JUVENIL DE SAN JOSE



1



JUZGADO PENAL JUVENIL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



1



JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES Y GOLFITO)



1



TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (FLAGRANCIA)



1



TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (FLAGRANCIA)



1



FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA PENAL)



1



JUZGADO PENAL DE TURRIALBA



1



JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA)



1



TRIBUNAL DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE, SEDE SANTA CRUZ (MATERIA PENAL)



1



TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (FLAGRANCIA)



1



TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA PENAL)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA LABORAL)



1



JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



1



CENTRO DE CONCILIACION DEL PODER JUDICIAL



1



FISCALIA ADJUNTA HEREDIA (MATERIA PENAL)



1



FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) (MATERIA PENAL JUVENIL)



1



FISCALÍA DE BATÁN (MATERIA PENAL JUVENIL)



1



FISCALIA DEL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON) (MATERIA PENAL)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL  DE PURISCAL (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ATENAS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA FORTUNA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE OSA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE POAS (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y TRÁNSITO DE POCOCÍ (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES)



1



JUZGADO PENAL DE GOLFITO



1



JUZGADO PENAL DE GRECIA



1



JUZGADO PENAL DE HATILLO



1



JUZGADO PENAL DE OSA



1



JUZGADO PENAL DE PAVAS



1



JUZGADO PENAL DE POCOCI GUACIMO



1



JUZGADO PENAL DE PUNTARENAS



1



JUZGADO PENAL DE SARAPIQUI



1



JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE



1



JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA)



1



JUZGADO PENAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES)



1



JUZGADO PENAL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON)



1



JUZGADO PENAL JUVENIL DE HEREDIA



1



JUZGADO PENAL JUVENIL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON Y GRECIA)



1



SALA CONSTITUCIONAL 



1



TRIBUNAL DE PUNTARENAS, SEDE QUEPOS



1



TRIBUNAL DEL  I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (FLAGRANCIA)



1



TRIBUNAL DEL  III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON) (MATERIA PENAL)



1



TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR, SEDE OSA



1



TRIBUNAL PENAL DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE, SEDE SUROESTE (PAVAS)



1



JUZGADO PENAL DE TURRIALBA



1



JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES Y GOLFITO)



1



FISCALIA ADJUNTA CARTAGO (MATERIA PENAL)



1



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTIC



1



JUZGADO CIVIL, TRABAJO, FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA SARAPIQUI (MATERIA VIOLENCIA DO



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA CRUZ (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SAN RAFAEL (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SANTO DOMINGO (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



1



JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GOLFITO (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



1



JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATER



1



JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON) (MATERIA VIOLENC



1



JUZGADO DE PENSIONES Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE ESCAZÚ (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



1



JUZGADO DE VIOLENCIA DOMESTICA DE PUNTARENAS



1



JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES



1



JUZGADO PENAL DE TALAMANCA



1



JUZGADO PENAL DE TURRIALBA



1



JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



1



JUZGADO EJECUCION DE LA PENA DE SAN JOSE



1



JUZGADO CIVIL DE CARTAGO 



1



JUZGADO CIVIL HATILLO, SAN SEBASTIAN Y ALAJUELITA



1



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE CAÑAS (MATERIA CIVIL)



1



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA AGRARIA)



1



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA FAMILIA)



1



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA LABORAL)



1



JUZGADO DE FAMILIA  DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



1



JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (NICOYA) (MATERIA FA



1



JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATER



1



SALA CONSTITUCIONAL 



1



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



1



JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE POAS (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



1



JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA)



1



JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN)



1



JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA



1



FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS



1



JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



		



 



Esa es la información a enero de 2019, en donde alguna persona interviniente está identificada como indígena, sin contar personas litigantes, defensoras u otras.



 



Estoy a su disposición de requerir información adicional.



 



Atentamente,



 



 



Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza del Tribunal Agrario



 



 



Copias:



Magistrado Dr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia



Sra. Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia



Señor José Bonilla Boza, Coordinador del Proyecto SIGMA (Inteligencia de Negocios)
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Estructura de trabajo para construir acciones formativas seg�n los lineamientos de la Escuela Judicial  .msg
Estructura de trabajo para construir acciones formativas según los lineamientos de la Escuela Judicial. 

		From

		Daisy Quesada Guerrero

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Cc

		Roman Bresciani Quirós

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr; rbresciani@Poder-Judicial.go.cr



Señora




Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora 




Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial







Estimada señora:




Es un gusto saludar, siguiendo los acuerdos de la reunión del pasado miércoles 13 de febrero, le adjunto en un archivo comprimido, que también le fue enviado por OneDrive o nube del correo electrónico, el protocolo de trabajo para construir acciones formativas según los lineamientos de la Escuela Judicial. 




El protocolo se presenta mediante una Estructura de Desglose de Trabajo EDT, con su respectivo diccionario en un archivo excel. A continuación el detalle de la misma:




DICCIONARIO EDT	 
	
	
	
	
	


	
	
	
	
	
	
	
	
	

Nombre del Proyecto	 Código	 Número	 
	
	
	
	
	

Curso Virtual: Acceso a la Justicia de pueblos indígenas	 EJ-DIR-017-2019 	001-2019	 
	
	
	
	
	


	
	
	
	
	
	
	
	
	

FASE	 ENTREGABLE	 PAQUETE	 DESCRIPCIÓN	 

Actividades	 Salidas	 Duración Estimada	 Costo Estimado	 Responsable	 Criterio de Aceptación	 

1. Análisis funcional 	1.1 Mapa funcional 	1.1.1. Se expresa en unidades y en elementos de competencia.	 - Reunión de asesoría pedagógica.
- Revisión de perfiles 
- Sesiones de trabajo para completar la plantilla correspondiente. 	- Mapa funcional 	3 días 	NA 	- Especialistas en contenido. 	- Validación por la asesora pedagógica 	

2. Planificación curricular 	2.1 Diseño Curso 	2.1.1. Diseño de curso	 - Actividades para compilación de información
- Sesiones de trabajo para completar la plantilla correspondiente. . -Reunión de asesoría pedagógica.	 -Diseño curso 	20 días 	NA 	- Especialista en contenido. 	- Validación por la asesora pedagógica 	

2.2.1. Guía de la persona facilitadora 	- Sesiones de trabajo para concretizar el diseño con especial énfasis didáctico. - Elaborar cada uno de los materiales didácticos y establecer su uso en la guía. -Reunión de asesoría pedagógica. 	-Guía de la persona facilitadora, con detalla de las actividades. -Materiales de cada actividad.	 20 días 	- Especialista en contenido. 	- Validación por la asesora pedagógica 	

2.2.2. Aulas virtuales 	- Sesiones de trabajo para concretizar el contenido de la plataforma en la plantilla correspondiente. - Organización de las lecturas por carpeta. - Construir los ejercicios de plataforma. -Probar cada uno de los ejercicios de la plataforma. -Reunión de asesoría pedagógica.	 -Espacio virtual de aprendizaje 	30 días	 - Especialista en contenido. 	- Validación por la asesora pedagógica 	

2.2.3. Guía de la persona participante 	- Sesiones de trabajo 	-Guía de la persona participante 	1 día 	- Especialista en contenido. 	- Validación por la asesora pedagógica 	



Además se le adicionan dos subcarpetas, una denominada Productos a Entregar, que contiene cada una de las plantillas a seguir para cada entregable, y la segunda denominada Insumos, con importantes herramientas para el proceso de diseño que deben realizar las personas especialistas en contenido. 




Es importante mencionar que el proceso de consulta para la significación epistémica, que es el criterio mediante el cual se selecciona y se organizan los contenidos curriculares de un curso, a partir de la coherencia entre la lógica de la disciplina y la lógica psicológica de construcción de conocimiento de la persona que aprende, no se agrega dado que dicha fase (de consulta) no fue integrada en la solicitud original, y para que la Comisión en pleno tome una postura al respecto y la comunique oportunamente a la Escuela Judicial, en un principio la Escuela comprendió que para ese proceso (la significación epistémica) se haría a partir del criterio experto del órgano solicitante, en este caso la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.







Saludos cordiales

Daisy Quesada Guerrero


Gestora de Capacitación 2, desarrollo curricular.  

Escuela Judicial "Lic. Édgar Cervantes Villalta"



Pueblos indígenas.rar
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Según La Guía del PMBOK®, “la Estructura de Desglose del Trabajo (EDT) es una descomposición jerárquica, orientada al producto entregable del trabajo que será ejecutado, para lograr los objetivos del proyecto y crear los productos entregables requeridos”.





7. Diccionario EDT


			


						DICCIONARIO EDT


						Nombre del Proyecto						Código			Número


						Curso Virtual: Acceso a la Justicia de pueblos indígenas						EJ-DIR-017-2019			001-2019


						FASE			ENTREGABLE			PAQUETE			DESCRIPCIÓN


															Actividades			Salidas			Duración Estimada			Costo Estimado			Responsable			Criterio de Aceptación


						1. Análisis funcional			1.1 Mapa funcional			1.1.1. Se expresa en unidades y en elementos de competencia.			- Reunión de asesoría pedagógica.
 - Revisión de perfiles 
 - Sesiones de trabajo para completar la plantilla correspondiente.			- Mapa funcional			3 días			NA			- Especialistas en contenido.			- Validación por la asesora pedagógica


						2. Planificación curricular			2.1 Diseño Curso			2.1.1. Diseño de curso			- Actividades para compilación de información
 - Sesiones de trabajo  para completar la plantilla correspondiente. .                                   -Reunión de asesoría pedagógica.			-Diseño curso			20 días			NA			- Especialista en contenido.			- Validación por la asesora pedagógica


												2.2.1. Guía de la persona facilitadora			- Sesiones de trabajo para concretizar el diseño con especial énfasis didáctico.                - Elaborar cada uno de los materiales didácticos y establecer su uso en la guía.         -Reunión de asesoría pedagógica.			-Guía de la persona facilitadora, con detalla de las actividades.       -Materiales de cada actividad.			20 días						- Especialista en contenido.			- Validación por la asesora pedagógica


												2.2.2. Aulas virtuales			- Sesiones de trabajo para concretizar el contenido de la plataforma en la plantilla correspondiente.                                                 - Organización de las lecturas por carpeta.        - Construir los ejercicios de plataforma.               -Probar cada uno de los ejercicios de la plataforma.                                                          -Reunión de asesoría pedagógica.			-Espacio virtual de aprendizaje			30 días						- Especialista en contenido.			- Validación por la asesora pedagógica


												2.2.2. Guía de la persona participante			- Sesiones de trabajo			-Guía de la persona participante			1 día						- Especialista en contenido.			- Validación por la asesora pedagógica
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                 Escuela Judicial de Costa Rica 


Menú de ejercicios automáticos disponibles en plataforma. 


Hot potatoes y MÁS 


Asesora Pedagógica: Daisy Quesada Guerrero. 
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“El enseñar no existe sin el aprender” P.F
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[image: image6.png]3. Segun las imagenes que se le muestran y conforme la lectura realizada, determine
cual opcién cumple con las caracteristicas de no ser discriminatoria

14 Identifique la opcién correcta

Puntos: ~/1

Seleccione una O a. Buenos dias negra, en qué le puedo servir.

respuesta b_ Buenos dias negrita, en qué le puedo servir

c. Buenos dias morena, en qué le puedo servir.
d. Buenos dfas sefiora, en qué le puedo servir.






[image: image7.png]Puntos:

Seleccione una
respuesta

Enviar

; El reglamento que facuita al Consejo de Ministros a emitir derecho derivado es el

a. Reglamento de la Presidencia Pro-Tempore del Sistema de la Integracion
Centroamericana (SICA)

b. Reglamento para la admision y participacion de Observadores ante el Sistema de
Ia Integracion Centroamericana (SICA).

¢. Reglamento de la Gaceta Oficial Digital del Sistema de la Integracion
Centroamericana (SICA),

d. Reglamento para la adopcion de decisiones del Sistema de la Integracion
Centroamericana SICA








[image: image8.png]Un ejercicio tipo test hecho con JQu
Este es un ejemplo de eercicio tipo test disefiado con el programa JQuiz. En este recuadro estas leyendo
un texto que hemos incluido al seleccionar "afiadir lectura” del menii desplegable "archivo” (otras opciones
s0n pulsar a |a vez las teclas [Ctr + R] o hacer clic en el icono "ibro” de Ia barra de herramientas). Si no
quieres incluir textos, no selecciones esta opcion. Si ya habias utiizado esta opeion, y quieres que el texto
no aparezca, sdlo tienes que desmarcar Ia casilla de verificacion situada a la izquierda de "incluir texto de
lectura”. Ten en cuenta, que todos los programas del software de Hot Potatoes permiten "incluir un

texto” (comprobar jmatch)

En la parte derecha de la pantalla, se muestran las preguntas. Como puedes observar tienes Ia opcién de
mostrarlas de una en una, o todas a la vez haciendo clic en “Mostrar todas las preguntas” o en "Mostrar
las preguntas de una en una'.

Para responder a cada pregunta sélo tienes que hacer click en Ia casilla o casillas que consideres
correcta. Si has seleccionado mostrar as preguntas de una en una, puedes ir a la siguiente pregunta al
clicar en las flechas de navegacion. Puedes seleccionar ver todas las preguntas haciendo clic en el
botén

1T =|

Mostrar todas las preguntas

£Cudl es el nimero de respuestas méximo que puede incluir una pregunta de un ejercicio

disefiado con el programa JQuiz?

A 2 | cuato

B. 2 [cCinco

c. 2 | timitada
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[image: image10.png]Mostrar todas las preguntas
617

Este es un nuevo tipo de preguntas que permite la version 6 de Hot Potatoes. Se denomina
pregunta hibrida. Comienza como una pregunta de respuesta corta, pero si fallas dos veces,
se convierte en una pregunta de respuestas miltiples para faciltar la respuesta.

Qué patata es usada para hacer ejercicios de puzle de palabras?

Comprobar respuesta | Afiadir letra | Mostrar respuesta
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Turespuesta es parciamente incorrecta: jmachl

s que permite la version 6 de Hot Potatoes. Se denomina
0 una pregunta de respuesta corta, pero si fallas dos veces.
Irespuestas matiples para facilitar la respuestal

lejercicios de puzle de palabras?

jmach

Comprobar respuesta

Afiadir letra | Mostrar respuesta
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A 2 | JCross

B. 2 | JJumble

c. 2 |Jciz
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Mostrar todas las preguntas
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s que permite la version 6 de Hot Potatoes. Se denomina
0 una pregunta de respuesta corta, pero si fallas dos veces.
Irespuestas matiples para facilitar la respuestal

lejercicios de puzle de palabras?






[image: image14.png]Rellena los huecos en blanco. Ten en cuenta que el uso de las ayudas [?], y pistas [aiadir letras] te iré restando puntuacion
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Escuela Judicial
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POOER ADKIALDE COSTARIGA

EJ » M3_EJPJSURPDH » Hot Potatoes Quizzes » Caos de palabras N°1 ‘Actuaizar Hot Potatoes Quiz

Caos de palabras

Intrucciones
Arrastre con el mouse las palabras, para formar la afirmacion congruente a la lectura realizada. Mantega la lectura a mano para realizar consultas

Cuenta con 2 intentos

Lectura:

Tanto la Convencién Americana como la Convencion sobre los Derechos del Nifio, forman parte de un muy comprensivo copus juris internacional de
proteccion de los nifios que debe servir a la Corte para fijar el contenido de los alcances de Ia disposicion general definida en el articulo 19 de la
Convencién Americana

Extraido de Justicia Juvenil y Derechos Humanos en las Américas. CIDH. UNICEF. OACNUDH. Pag 6.

Comprobar respuesta | Pista

Directrices de Ia Riad. || Reglas de Ia Habana y || El marco juridico || CND. ]| de los derechos humanos || de proteccion || Reglas de Beijing. || de los nifios incluye

09423,
26/10/2016 |

i CRLCl

‘ &
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POOER ADKIALDE COSTARIGA

EJ > M4_OEMJPJ b Hot Potatoes Quizzes b Pareo ‘Actualizar Hot Potatoes Quz

Pareo

Pareo

El siguiente ejercicio esta basado en la lectura denominada: *Prehistoria e historia del control socio-penal de la infancia: politica juridica y derechos
humanos en América Latina". A continuacion se encuentran dos columnas la ubicada a la izquierda de su pantalla, se refiere a fechas y datos relevantes
enla historia del tema que nos ocupa. En la columna de la derecha, se describe un acontecimiento que permite relacionar las dos columnas. Cuando
este seguro de la respuesta arrastre dato de la izquierda al lado derecho en la adecuado correlacién

Arrastre Ia figura que se encuentra al lado derecho hacia el nombre correcto

Comprobar respuesta

Latinoamérica se adquiere Ia forma de judicializacion del "menor”

Revolucion Francesa

Definen "menor delincuente” a todo joven se halle imputado o
condenado por el comedimiento de una fraccion

En 1899

Se crea en lllinois el primer Tribunal de Menores

Hasta 1940

Definen privacion de libertad eliminando cualquier tipo de
eufemismo, impidiendo su aplicacién encubierta

Década de los

Aparecen disposiciones especificas para los "menores’

Década de los 70

El control social se humanizay juridifica

Beijing

La condicién general de la infancia-adolescencia mejora
significativamente

Reglas de Riad

Visiones bio-antropologicas recubiertas de matiz psicolégico

2 BAE =

€]

Es

(=0

101
26/10/2016 |
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Puede usar una o varias preguntas generadoras









Enunciado
























¿Qué es un ejercicio automático o 




objetivo?




 Son ejercicios interactivos que ofrece la plataforma 




 de aprendizaje de la Escuela Judicial, a través de un 




 Software denominado Hot potates, que permiten elaborar 




 ejercicios, que se caracterizan por calificarse 




de forma automática, de ahí su nombre.    Se caracteriza




 por  la brevedad de su respuesta y exactitud.


































¿Para que sirven?









Son ejercicios practicos, que permiten que la 




persona que aprende practique o demuestre 




sus aprendizajes. Evalúa conocimientos propios 




del sistema de cognición, es el que procesa la 




información, para el dominio bàsico 




del conocimiento. 









 









¿A cuáles  ejercicios se refiere?









¿Cómo saber cuál usar? 









MENÚ DE EJERCICIOS 









1. Selección









¿Cuándo los uso?




Si en el diseño del curso se usaron verbos como: 




RECONOCE, COMPRENDE, IDENTIFICA, DEFINE, DISTINGUE, entre otros, este ítem le será de utilidad 














¿Cómo lo hago?




Tiene dos parte básicas. 




1. Enunciado




2. Conjunto de opciones: 




	2.1 Distractores




	2.2 Clave o respuesta correcta



















¡Necesito Ejemplos! 









Conjunto de Opciones









En este ejemplo la imagen es parte del enunciado. Recuerde una imagen es una excelente opción didáctica, atrae la atención, en mayor grado que el texto. 









1









2









Enunciado









Conjunto de Opciones
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Enunciado









Conjunto de Opciones









1.1 ÚNICA 









1.3 HÍBRIDOS









1.2 MÚLTIPLE









Una única




 respuesta




 correcta









Más de una




 respuesta 




correcta









Combina 




Complete y 




selección









En este ejemplo el texto de la izquierda es parte del enunciado, agrega mayor complejidad al ejercicio. Por lo si en el diseño del curso existen verbos como INTERPRETA, ANALIZA, DEDUCE, le será de utilidad un ejercicio de selección con texto. 









4









¿Y los híbridos? ¿Qué son? 









Combinan dos tipos de ejercicios, el de respuesta corta y selección. Comienza como una respuesta corta, y si la persona participante falla dos veces, de forma automática, se transforma en ejercicios de selección aportando el conjunto de opciones, lo que puede facilitar la respuesta. 









Enunciado









¿No hay conjunto de opciones?









!A ver como es..!









PRIMERA VISTA




Ejercicio de complete. 




La persona que aprende




 digita o escribe la respuesta correcta









¿Y después?









Enunciado









SEGUNDA  VISTA




La persona que aprende, escribe la respuesta. 




Si falla en dos ocasiones, mira lo que sucede 




en la siguiente imagen 









La plataforma puede dar orientaciones o replicas si la persona que aprende falla. Es posible en todos los ejercicios de selección.  









 









TERCERA VISTA




En el mismo ejercciio se despliegan un conjunto de  opciones 









	Conjunto de Opciones









Programa 




 JQUIZ









MENÚ DE EJERCICIOS 









2. Complete 









Observe que el conjunto de opciones son equivalentes en naturaleza, en este caso, todas son reglamentos y de extensión similar. Considere este dato al redactar ejercicios de selección.









¿Cuándo los uso?




Si en el diseño del curso se usaron verbos como: 




RECUERDA, UTILIZA, DEFINE, ORGANIZA, CITA, NOMBRA, o sus similares. 














¿Cómo lo hago?




Es un ítem, sencillo de construir, se le brinda a la persona que aprende información inconclusa, para que  complete la información con palabras claves en los espacios correspondientes.   



















¡Ejemplos! 









1









Instrucciones 









Espacios en blanco para rellenar con la respuesta correcta.









[?] Este signo significa que la persona participante, al dar clic, recibirá una pista, para completar lo solicitado. Si como persona diseñadora decide emplearlos, debe considerar su redacción y estas “pistas”, no pretende disminuir el nivel de complejidad de ítem, su fin es orientar al participante. 









La opción Añadir Letras, es una opción de ayuda. Debe considerar que esta si disminuye el nivel de complejidad del ejercicio, por lo tanto cuando la persona participante la utiliza pierde puntaje.   









MENÚ DE EJERCICIOS 









3. Caos de Palabras









¿Cuándo los uso?




Si en el diseño del curso se usaron verbos como: 




RECUERDA, RECONOCE o sus similares. 














¿Cómo lo hago?




Es un ítem sencillo de construir, seleccione el concepto clave, que es necesario que la persona que aprende maneje de forma sustancialmente correcta. 




A la persona aprende se le presenta una serie de palabras desordenada que deberá ordenar arrastrando las palabras en el orden correspondiente en el espacio asignado. 



















¡Ejemplo! 









Instrucciones 









Contextualizar 









Palabras  para 




ordenar









MENÚ DE EJERCICIOS 









3. Caos de Palabras









4. Pareo 









¿Cuándo los uso?




Si en el diseño del curso se usaron verbos como: 




Relaciona, Comprende, y sus similares. 














¿Cómo lo hago?




Elabore dos columnas con premisas que se relacionen entre sí, ejemplos Columna A: concepto y Columna B: definición. Columna A: fecha importante, Columna B: hecho importante.









Observe el ejemplo  



















¡Ejemplo! 









Siempre debe 




dar instrucciones 




claras 









Columna A









Columna B









MENÚ DE EJERCICIOS 









5. Crucigrama  









¿Cuándo los uso?




Si en el diseño del curso se usaron verbos como: 




Reconoce, Comprende, Indica, Distingue, y sus similares. Siempre en los dos primeros dominios del conocimiento. 














¿Cómo lo hago?









Construya la premisa, pregunta o afirmación. A su ves defina la respuesta correcta. No debe repetirse respuestas. 




La plataforma construye la estructura de cuadrada, así que sólo debe de preocuparse por redactar adecuadamente las premisas, para que la persona que aprende pueda definir la respuesta esperada. 



















¡Ejemplo! 









Premisa









¿Hay más?









¡Claro, que hay más!




Los Abiertos

















































¿Qué es un ejercicio subjetivo 




o abierto?




Son los ítems de composición. Se caracterizan porque la 




persona que aprende debe escribir la respuesta, mismas 




que son más o menos extensas.




Se clasifican como: de respuesta extensa o limitada. 




Los primeros conceden amplia libertad a la persona




participante, la única restricción es el tiempo.




Los de respuesta limitada son más concretos y precisos,




la persona facilitadora establece previamente los criterios




condicionantes de la respuesta.




Estos últimos son los que usaremos en la plataforma 




e-learning 









    


































¿Y cuáles son?









¡Foro! 









Es una herramienta de comunicación que 




como estrategia de




 aprendizaje, propicia el debate, 




la concertación y el consenso de ideas.









¿Qué debo considerar para su construcción?









Es muy sencillo, como persona facilitadora debe delimitar 




el eje de la discusión, de tal forma que genere interés en el tema y 




el aprendizaje conjunto. 




Su rol en este ejercicio es sumamente importante debe de




servir como moderador  de las discusiones, siempre enlazando con las




metas de aprendizaje     
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Escuela Judicial de Costa Rica 



Ejemplos de Instrumentos para la
evaluación de los aprendizajes.











¿Por qué utilizar instrumentos de Evaluación? 



Entre las principales ventajas de utilizar los instrumentos de evaluación están: 



o Otorgan mayor confiabilidad y validez al proceso de calificación. 



o Permiten valorar y calificar de forma más objetiva. 



o Dejan claro los criterios que se tomarán en cuenta para la evaluación de los aprendizajes



o Propician la autorregulación y autoevaluación durante el proceso de aprendizaje. 



o Buscan un cambio en la práctica y la cultura imperante de la evaluación de los aprendizajes  



o Están centrados en la evaluación del desempeño. 



En este documento encontrará ejemplos de tres tipos de intrumentos, útiles para los procesos de capacitación.



1. Lista del Cotejo



2. Escalas de Calificación 



3. Matrices de Valoración











Importante 



Instrucciones:  Seleccione el o los instrumentos que son válidos para evaluar
la  operacionalización  de  la  competencia,  consignadas  en  la  Planificación
Curricular  y  Didáctica  del  curso  que  ha  diseñado.  Complete  los  datos
necesarios para que el instrumento quede listo para ser usado.



Estos ejemplos están diseñados para que pueda generar plantillas guías de
instrumentos, por lo que podrá adaptarlos a diversos diseños curriculares. 











1. Lista de Cotejo: 
Esta compuesto por una lista de criterios o desempenoos de evaluacio,n,
previamente  establecidos,  en  la  cual  u,nicamente  se  califica  la



presencia  o  ausencia de  estos  mediante  una  escala
dicoto,mica, por ejemplo: Si–No, Logrado – No Logrado, 1-0. 











Lista de Cotejo 



Nombre de la Persona Facilitadora que evalúa:                         Fecha: 



Nombre de la Persona Participante:
Curso:



Instrucciones:  En la primera columna se describen los criterios de evaluación derivados de planificación del curso, en correlación a la evidencias de
desempeño esperadas  de la persona participante,  marque con equis  (X)  la columna logrado o no logrado,  según corresponda. El  espacio de
observaciones y recomendaciones será utilizado de considerarse necesario. 



Criterios  de Evaluación Evidencias de Desempeño Logrado No
Logrado 



Observaciones Recomendaciones 



Un instrumento por cada
persona participante 











2. Escalas de Calificación Likert: 
Es un registro por grados,  para lo  cual  hace  uso de una  escala
determinada,  que  mide  un  comportamiento,  una  habilidad  o  una
actitud determinada. 



Para su uso es importante tener en cuenta:



Tipos de Escalas
Unidad de medición Definición del desempeño Descriptivas Numéricas



FRECUENCIA Regularidad Siempre – Generalmente
– A veces – Pocas veces



Absolutos
5-4-3-2-1



INTENSIDAD Fuerza Fuerte - Moderado -
Regular



Intervalos CALIDAD Eficacia Excelente - Muy Bueno -
Bueno











Escala de Calificación



Nombre de la Persona Facilitadora que evalúa:                        Fecha: 
Curso:
Instrucciones:  Los componentes de la siguiente tabla le permitirá evaluar el grado de adquisición de la  unidad de competencia, ubicada en la
primera fila, usando el criterio de desempeño de la segunda fila, en relación  con la EVIDENCIA DEL DESEMPEÑO/PRODUCTO. Haga uso de la escala
por cada persona participante, los tres primeros niveles de la escala tienen doble valor, que utilizará según su juicio sobre el desempeño de la
persona participante, sólo debe marcar  con equis (x) en el valor cuantitativo que lo represente mejor. Siete representa el nivel de adquisición más
alto, y de forma descendente el 1 representa el más bajo. Sólo debe usar el espacio Observaciones si lo considera necesario. 



Operacionalización de Competencia : 



Evidencia de Desempeño/Producto 
Criterio de Desempeño



ESCALA 
Nombre de la persona participante Excelente Muy



Bueno
Bueno Regular Observaciones



7 6 5 4 3 2 1



1.



2.



3.



4.



5.



6.



7.



Un instrumento por unidad
de competencia











Unidad de Competencia : 



Evidencia de Desempeño/Producto 
Criterio de Desempeño



ESCALA 
Nombre de la persona participante Excelente Muy



Bueno
Bueno Regular Observaciones



7 6 5 4 3 2 1



8.



9.



10.



11.



12.



13.



14.



15.



16.



17.











 



1. Matrices de Valoración
De tipo holística o global 



Este tipo de matriz permite la evaluacio,n de los aprendizajes en forma
general o por persona participante; es decir, se valora la totalidad del
proceso o producto sin detenerse puntualmente en sus partes. 



Por lo general, su aplicacio,n se da al finalizar un mo,dulo, un periodo
acade,mico o una carrera. 











Matriz de Valoración Ponderada 



Instrucciones: La siguiente matriz de valoración ponderada, está diseñada para asignar una calificación, correspondiente al desempeño del grupo,
en términos generales, será utilizada por cada persona facilitadora para asignar un valor cuantitativo global.  La primera columna le indica el criterio
a evaluar, en las columnas siguientes se describen las conductas observables, que le permitirán valorar el desempeño del grupo.  Seleccione  la
columna que mejor representa el desempeño a nivel grupal, al  consignar una equis (X) en el valor numérico correspondiente. 



Nombre de la Persona Facilitadora: 
CURSO: 



Criterio Excelente Muy Bueno Necesita Mejorar
(    )100              (   ) 90     (    )80                    (   )70 (   ) 60           (  ) 50 



Condición Adquirieron las competencias
para ser certificados



Adquirieron las competencias
básicas  para ser certificados 



No adquirieron las
competencias



Intervención Los aportes de grupo fueron
significativos y bien



correlacionados con el
objeto en estudio



Los aportes fueron
significativos pero no



constantes. 



Los aportes del grupo no
estuvieron bien



correlacionados con el
objeto de estudio. 



Aportes de nuevas
ideas



Siempre se aportaron 
nuevas
ideas



Aportaron algunas nuevas
ideas.



Solo hubo pocos aportes
durante el curso. 



Justifica ideas
aportadas



Se presentaron argumentos
válidos para todas las



ideas aportadas



El grupo presento
argumentos válidos solo
para algunas de las ideas



aportadas.



Presentaron argumentos
no relacionados con las



ideas aportadas. 



Instrumento Grupal o por
persona Participante 











 



Semejanzas y diferencias entre los instrumentos de evaluación de los aprendizajes



Ejercicio  de  síntesis,  marque  con  una  equis  (x)  las  características  de  cada  instrumento.  Algunas  de  las
caracteristicas se cumple para todos los instrumentos. 



Características Lista de Cotejo Escalas Likert Matrices de
Valoración



Establecen criterios por evaluar.



Se organizan en una tabla.
Poseen escala de calificación.
Describen el grado de logro de acuerdo a 
una escala multinivel.
Emplean solo escalas dicotómicas.



Se utilizan para evaluación formativa y 
sumativa.
Valora la totalidad del proceso o 
producto sin detenerse puntualmente en 
sus partes
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PODER JUDICIAL DE COSTA RICA


Escuela Judicial “Lic. Èdgar Cervantes Villalta”


Técnicas de Aprendizaje afines al Enfoque de Aprendizajes por Competencias.


“El elemento esencial en el proceso de aprendizaje es la emoción porque sólo se puede aprender aquello que se ama, aquello que le dice algo nuevo a la persona, que significa algo, que sobresale del entorno”. 


Neuroeducación, Mora 2014


Recopiladas por:  Daisy Quesada Guerrero. 


Presentación


¿Enfoque de Aprendizaje por Competencias desde el Paradigma Constructivista?


Este enfoque busca el desarrollo de Competencias, que desde el marco pedagógico son definidas como la habilidad de actuar de manera responsable y adecuada en un determinado contexto, y que al mismo tiempo integra conocimientos complejos, aptitudes y actitudes. 


Este documento tiene por finalidad recomendarle una serie de estrategias didácticas que permiten el accionar  del enfoque que sustentan los diseños curriculares, son una serie herramientas para  el proceso de planificación de cada una de las sesiones de capacitación.


Es relevante reiterar que son recomendaciones didácticas para los facilitadores y las facilitadoras, estas le orientarán en el tipo de metodología acorde al desarrollo de competencias, para lo cual debe recordar que APRENDIZAJE  es más efectivo:


· cuando se entienda el aprendizaje como proceso de apropiación,


· si se trabaja con orientación en la acción y solución de problemas,


· cuando el nuevo conocimiento para aprender se conexiona a un conocimiento existente (pre saberes) 


· cuando el conocimiento a aprender es útil en el contexto general,


· al aprender en situaciones sociales.


Es importante  considerar que las mejores estrategias de aprendizaje son las construidas por las personas facilitadoras, siempre desde la base de la neurociencia cognitiva que  nos indica, a través del estudio de la actividad de las diferentes áreas del cerebro y sus funciones que solo puede ser verdaderamente aprendido aquello que te dice algo, que  llama la atención y genera emoción, que es diferente y sobresale de la monotonía.


Instrucciones: A continuación encontrará una tabla, en la primera columna corresponde al nombre de la técnica, la siguiente la descripción de la misma y en las últimas columnas indique si es viable la utilización de esa estrategia; siempre considerando las fuentes del currículo: participante, contexto y área del saber. 


Estrategias de Aprendizaje


			Nombre de la Estrategia


			Descripción, procedimientos. 


			 Sí,  es viable la utilización de esa estrategia


			No,  es viable la utilización de esa estrategia





			Explorando conocimientos previos.


			El facilitador o facilitadora, antes de desarrollar el módulo temático, menciona el contenido a desarrollar, selecciona una muestra de participantes,  para que comenten, de forma breve,  sus conocimientos previos sobre la temática, estas respuestas se pueden sistematizar en un pizarrón o diapositiva.


Al iniciar la  charla introductoria el facilitador hará referencia a los conocimientos previos de las personas participantes, lo que permitirá mayor compresión de la temática. 


			


			





			Compartición de ideas (Think-Pair-Share)


			Este patrón propone el flujo de aprendizaje colaborativo para un contexto en el que las personas participantes son agrupados en parejas para resolver un problema sin una solución única.


Las personas participantes tiene tiempo para pensar acerca de la pregunta propuesta por la persona facilitadora. Después forman parejas y discuten sus ideas acerca de la pregunta (Pueden anotar sus ideas). A continuación, comenta y se  analiza en plenaria.


 Generalmente, se está mucho más dispuesto a responder cuando han tenido la oportunidad de discutir sus ideas con un compañero de forma previa.  Además, las respuestas obtenidas son normalmente más concisas intelectualmente ya que han tenido la oportunidad de reflexionar acerca de sus ideas con un compañero.





			


			





			Resolución estructurada de problemas (Structured Problem Solving)


			Grupos de trabajo que tienen un problema para resolver dentro de un tiempo límite. Este problema va precedido de una pequeña lectura relacionada con la actividad o con lo que es necesite para resolver el problema. La formación de los grupos es aleatoria y la producción final consiste en que cualquier persona  participante del grupo sea capaz de explicar el desarrollo y la solución dada al problema. Pasado el tiempo límite, el o la facilitadora pide que un grupo o un determinado participante de cada grupo presente la solución al resto de la clase.


Esto también se puede variar  fácilmente si se forman los grupos aleatoriamente, por ejemplo, por numerales y después dentro de cada grupo es hace que cada participante tome un número entre 1 y 4. Así, en cada grupo habrá una persona participante con el número 1, uno con el 2, uno con el 3 y uno con el 4. El o la facilitadora  puede decir entonces, que, por ejemplo, el número 3 de cada grupo presente la solución del grupo. Los participantes  seleccionados se cambian a otro grupo y les explican sus resultados. Esto ahorra tiempo y permite que más participantes presenten su solución.


Con el intercambio cooperativo, los y las participantes se familiarizan con las


estrategias de resolución de problemas, mejoran su capacidad de comunicación, y refuerzan su interdependencia con los demás miembros del grupo. Por otra parte, si la tarea de resolución del problema se lleva a cabo inmediatamente después de una pequeña lectura, los participantes  son capaces de trabajar también muy rápidamente con los conceptos aprendidos.


			


			





			Método del descubrimiento


			Es un método similar a la resolución estructurada de problemas, excepto que se pide a los grupos que busquen información para resolver el problema que se les ha encargado sin el beneficio de una pequeña lectura previa. El o la facilitadora puede estructurar una tarea de descubrimiento a diferentes niveles asegurándose, de esta manera, que grupos que trabajen más rápido que otros puedan profundizar más en el problema.


			


			





			Cuestionario recíproco guiado (Guided Reciprocal Peer Questioning)


			Posterior a una presentación teórica del facilitador o invitado especialista.  Asigna   una selección de cuestionamientos abiertos o incompletos.


adaptados  a las personas participantes de [5] a  [10] preguntas, que  procuran animar a la síntesis, comparación, contraste y extrapolación a otros conceptos y contextos.


Ejemplos de cuestionamientos abiertos para completar:


- ¿Cuál es la solución al problema de _______ ?


- ¿Qué pasaría si _______ ?


- ¿Qué conclusiones puedes extraer en relación a _______ ?


- ¿Cuál es el mejor _______ y para qué?


- ¿Cómo se hace _______ y como afecta a _______ - ¿Cuál es la deferencia entre _______ y _______ ?


- ¿Son _______ y _______ similares?


- ¿En qué casos se utiliza _______ para _______ ?


- ¿Cuáles son los puntos fuertes y débiles de _______ ?


- ¿Hay alguna otra manera de plantear _______ ?


- ¿Qué otro ejemplo se puede poner de _______ ?


- ¿Qué podría pasar si _______ ?


- ¿Cuáles son las implicaciones de _______ ?


Los y las participantes  se toman unos minutos para completar, de manera individual, algunas preguntas.


 Después forman grupos y por turno formulan sus preguntas y discuten posibles respuestas. Asimismo, el o la facilitadora puede asignar algunas lecturas previas a la sesión y proporcionar algunas de estas preguntas a efectos de que le respondan los grupos o como deberes para la siguiente sesión. 


			


			





			Coaching de aprender en equipo (contenido nuevo + ejercicios


			Presentación de una exposición,  encaminada a la solución de CASOS.


En equipos de trabajo se  formulan  preguntas abiertas orientadas a la necesidad (en sentido del coaching no para contestar sino para iniciar la reflexión para construir la solución)


Los equipos definen  la posible necesidad de aprender más y dan sugerencias para la discutir el problema.


Por último presenta la solución construida haciendo énfasis en el proceso vivido para su construcción (metacognición)


			


			





			Intercambio de casos


			En subgrupos se construyen casos que requieran la aplicación de los aprendizajes adquiridos, estos idealmente basados en la experiencia de los participantes, deben consignar con detalle todos los datos que orientarán la resolución del mismo.


A continuación deben hacer intercambio de casos entre subgrupos, por ejemplo el subgrupo [1] intercambia con el grupo [2], y así sucesivamente, los grupos receptores resuelven los casos, se presentan en plenaria y se construyen conclusiones.


			


			





			El aprendizaje basado en problemas. ABP





			El propósito del ABP, no se centra en la resolución del problema o de la situación problemática, sino en el desarrollo de conocimientos y habilidades que les permita a los y las participantes utilizar recursos de diferentes fuentes y actitudes que motiven la disposición y apertura en la búsqueda de soluciones (Molina, Ortiz, González Asucena Pedraz y Antón, 2003). 


Segón Morales y Landa (2004), tiene ocho fases: 


a. Leer y analizar el escenario del problema. 


b. Realizar una lluvia de ideas. 


c. Hacer una lista con aquello que se conoce. 


d. Definir qué no saben y qué necesitarán para resolver el problema. 


e. Planear cómo van a realizar la investigación. 


f. Trabajo y estudio individual: buscar, obtener y estudiar la información. 


g. Puesta en común de los hallazgos.


 h. Presentar los resultados. 





			


			





			El estudio de casos como estrategia didáctica 





			El estudio de casos, es una estrategia didáctica útil en la formación de profesionales de diferentes disciplinas y áreas del conocimiento, que permite favorecer los procesos de aprendizaje, mediante el desarrollo de estrategias cognitivas que posibilitarán la aplicación del conocimiento en otras situaciones de la vida. Se recomienda los siguientes pasos para su aplicación: 


a. Lectura y estudio del caso para que los sujetos tomen conciencia de la situación que se describe. 


b. Expresión de opiniones y juicios, partir de un trabajo individual en el que se dé la reflexión y elaboración de los principales elementos descriptivos. 


c. Contraste de opiniones, análisis común y la búsqueda de sentido del caso de estudio. 


d. Reflexión teórica en la que se da la reformulación de conceptos que se derivan del análisis del caso estudiado. 


e. Planteamiento de hipótesis tentativas sobre el caso que aproximan al estudio de distintas perspectivas de explicación y análisis de las situaciones. 





			


			





			Modelo de


aplicación de principios y normas.  





			Usualmente, son situaciones simuladas, que tienen como propósito seleccionar y aplicar principios y normas, por lo que es especialmente utilizado en el ámbito del derecho . 


Pasos para la resolución:  


A. Estudio de la situación. 


 


B. Selección de un problema, conflicto o incidente objeto de estudio y  propuesta de un ejercicio de representación de papeles.


  


C. Reflexión sobre el proceso, la resolución de la situación, los efectos de la toma de decisiones adoptada, la “actuación de los personajes representados” y sobre los temas teóricos implicados y que están en  la base de toda la acción.  





			


			








¡IMPORTANTE!


¿Qué debo considerar  para seleccionar las estrategias didácticas?  


Cuando analice, seleccione o cree cada técnica para verificar su validez hágase  los siguientes cuestionamientos:
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¿Responde a los intereses y necesidades de las personas PARTICIPANTES?









Fuentes del Currículo









¿Responde al ÁREA DE SABER, el tema principal,  en el que se pretende capacitar?









¿Responde al CONTEXTO del Poder Judicial? Recuerde que los procesos de formación son visionarios
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TAXONOMÍA DE ROBERT  MARZANO1 
VERBOS RECOMENDADOS PARA INDICADORES Y NIVELES COGNITIVOS 



           -      NIVEL COGNOSCITIVO                                                                                                                                                                                                                                                                                                             + 
1 



RECUPERACIÓN 
Dimensión 1  



Actitudes y percepciones positivas acerca 
del aprendizaje. 



 
Se refiere al hecho de que sin actitudes y 
percepciones positivas, los estudiantes 
difícilmente podrán aprender 
adecuadamente. 
 
 
 
 
 
 
 
 
(BLOOM  NIVEL 1 = CONOCIMIENTO) 
Observación y recordación de información; 
conocimiento de fechas, eventos, lugares; 
conocimiento de las ideas principales; 
dominio de la materia. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
El estudiante recuerda y reconoce 
información e ideas además de principios 
aproximadamente en la misma forma en 
que los aprendió 



2 
COMPRENSIÓN 



Dimensión 2 
Adquisición e integración 



del conocimiento. 
 



Se refiere a ayudar a los estudiantes a integrar 
el conocimiento nuevo con el conocimiento 
que ya se tiene; de ahí que las estrategias 
instruccionales para esta dimensión están 
orientadas a ayudar a los estudiantes a 
relacionar el conocimiento nuevo con el 
previo, organizar el conocimiento nuevo de 
manera significativa, y hacerlo parte de su 
memoria de largo plazo. 
 
 



 
(BLOOM  NIVEL 2  = COMPRENSIÓN) 



 
Entender la información; captar el significado; 
trasladar el conocimiento a nuevos contextos; 
interpretar hechos; comparar, contrastar; 
ordenar, agrupar; inferir las causas predecir 
las consecuencias. 
 
 
 
 
 
 
 
 
El estudiante esclarece, comprende, o 
interpreta información en base a 
conocimiento previo 



3  
ANÁLISIS 



Dimensión 3  
Extender y refinar el conocimiento. 



 
Se refiere a que el educando añade nuevas 
distinciones y hace nuevas conexiones; analiza lo 
que ha aprendido con mayor profundidad y mayor 
rigor. Las actividades que comúnmente se 
relacionan con esta dimensión son, entre otras, 
comparar, clasificar y hacer inducciones y 
deducciones. 
 
 
 
 
 
 



(BLOOM  NIVEL 4 =  ANÁLISIS) 
 
Encontrar patrones; organizar las partes; reconocer 
significados ocultos; identificar componentes. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
El estudiante diferencia, clasifica, y relaciona las 
conjeturas, hipótesis, evidencias, o estructuras 
de una pregunta o aseveración. 



4 
APLICACIÓN 
Dimensión 4 



Usar el conocimiento significativamente. 
 



Se relaciona, según los psicólogos cognoscitivistas, 
con el aprendizaje más efectivo, el cual ocurre 
cuando el educando es capaz de utilizar el 
conocimiento para realizar tareas significativas. En 
este modelo instruccional cinco tipos de tareas 
promueven el uso significativo del conocimiento; 
entre otros, la toma de decisiones, la investigación, 
y la solución de problemas. 
 
 
 
 
 



(BLOOM  NIVEL 3  = APLICACIÓN) 
 



Hacer uso del conocimiento o de la información; 
utilizar métodos, conceptos, teorías, en situaciones 
nuevas; solucionar problemas usando habilidades o 
conocimientos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
El estudiante selecciona, transfiere, y utiliza 
datos y principios para completar una tarea o 
solucionar un problema. 



5 
METACOGNICIÓN 



Dimensión 5  
Hábitos mentales productivos. 



 
Sin lugar a dudas, una de las metas más 
importantes de la educación se refiere a los 
hábitos que usan los pensadores críticos, 
creativos y con autocontrol, que son los hábitos 
que permitirán el autoaprendizaje en el individuo 
en cualquier momento de su vida que lo 
requiera. Algunos de estos hábitos mentales son: 
ser claros y buscar claridad, ser de mente abierta, 
controlar la impulsividad y ser consciente de su 
propio pensamiento. 
 
 



(BLOOM  NIVEL =  5ÍNTESIS) 
 
Utilizar ideas viejas para crear otras nuevas; 
generalizar a partir de datos suministrados; 
relacionar conocimiento de áreas persas; 
predecir conclusiones derivadas. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
El estudiante genera, integra y combina ideas 
en un producto, plan o propuesta nuevos para 
él o ella. 



6 
Dimensión  



SELF-SYSTEM= Sistema de uno mismo 
=AUTORREGULACIÓN 



Sistema de Conciencia del Ser 
Está compuesta de  actitudes, creencias y sentimientos que 
determina la motivación individual para completar 
determinada tarea. 
 
Los factores que contribuyen a la motivación son: la 
importancia, la eficacia y las emociones. 
 
Evaluación de importancia: determinar que tan 
importante es el conocimiento y la razón de su percepción. 
 
Evaluación de eficacia: identifica sus creencias sobre 
habilidades que mejorarán su desempeño o comprensión 
de determinado conocimiento. 
 
Evaluación de emociones: identificar emociones ante 
determinado conocimiento y la razón por la que surge 
determinada emoción. 
 
Evaluación de la motivación: identificar su nivel de 
motivación para mejorar su desempeño o la comprensión 
del conocimiento y la razón de su nivel 



 
(BLOOM  NIVEL 6  =  EVALUACIÓN) 



 
Comparar y discriminar entre ideas; dar valor a la 
presentación de teorías; escoger basándose en argumentos 
razonados; verificar el valor de la evidencia; reconocer la 
subjetividad. 
 
El estudiante valora, evalúa o critica en base a 
estándares y criterios específicos. 



repetir definir interpretar predecir distinguir  examinar aplicar producir planear definir juzgar detectar 
registrar listar traducir asociar analizar catalogar emplear resolver proponer combinar evaluar debatir 
memorizar rotular reafirmar estimar diferenciar inducir utilizar ejemplificar diseñar reacomodar clasificar argumentar 
nombrar identificar describir diferenciar destacar inferir demostrar comprobar formular compilar estimar cuestionar 
relatar recoger reconocer  extender experimentar discriminar practicar calcular reunir componer valorar decidir 
subrayar examinar expresar resumir probar subdividir ilustrar manipular construir  relacionar calificar establecer gradación 
enumerar tabular informar discutir comparar desmenuzar operar completar crear elaborar seleccionar probar 
enunciar citar revisar contrastar contrastar separar programar mostrar establecer explicar medir medir 
recordar  identificar distinguir criticar ordenar dibujar examinar organizar concluir descubrir recomendar 
describir  ordenar explicar discutir explicar esbozar modificar dirigir reconstruir justificar explicar 
reproducir  seriar ilustrar diagramar conectar convertir relatar preparar idear estructurar sumar 
  exponer  inspeccionar seleccionar transformar clasificar deducir reorganizar pronosticar valorar 
  parafrasear  pedir arreglar cambiar descubrir resumir reordenar predecir criticar 
  comparar  clasificar categorizar experimentar computar generalizar desarrolla apoyar discriminar 
    separar  usar construir integrar reescribe predecir convencer 
        substituir generalizar concluir establecer rangos 
        crear modificar   
        inventar plantear   
        plantear hipótesis    



1 Marzano,   R. J.  (2001). Designing a new taxonomy of educational objectives. Experts in Assessment Series, Guskey, T. R., & Marzano, R. J. (Eds.). Thousand Oaks, CA: Corwin 
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Escuela Judicial “Lic. Édgar Cervantes Villalta” 


Enfoque de Aprendizaje por Competencia


ANÁLISIS FUNCIONAL – MAPA FUNCIONAL


Puesto:  TÉCNICO JUDICIAL


Rol ocupacional: Comunicación Judicial 


¿Cuál es su utilidad?


Permiten:


1. Identificar  las capacidades a desarrollar. Correlacionando los procesos con el Perfil Profesional 


2. Determinar los ejes temáticos de aprendizaje para la capacitación.


3. Determinar las características y las especializaciones del cuerpo docente que actuarán en el espacio formativo.  


4. Establecer el tipo de materiales curriculares que servirán de apoyo.


5. Definir el carácter de las evaluaciones a realizar sobre los desempeños esperados 


6. Reconocer las cualidades del equipamiento o materiales que requiere la formación.


Escuela Judicial


ANÁLISIS FUNCIONAL – MAPA FUNCIONAL 


			PERSONAS PERITOS DE LOS DEPARTAMENTOS DE CIENCIAS FORENSES Y MEDICINA LEGAL 





			ANÁLISIS FUNCIONAL:





			Proceso de desagregación a partir del propósito clave de una organización que se utiliza para identificar las competencias inherentes al ejercicio de las funciones laborales y de las actividades que las componen





			MAPA FUNCIONAL





			El mapa funcional referido al rol, se expresa en unidades y en elementos de competencia permite transparentar la naturaleza de las funciones que se cumplen en el desempeño de ese rol y el tipo de capacidades que se requieren del sujeto que lo ejerce.





			Rol ocupacional:  Se redacta: verbo+objeto (comunicaciones judiciales)+condición/contexto





			Unidades de Competencia 


Función productiva que describe el conjunto de las actividades diferenciadas que serán cumplidas desde el rol laboral seleccionado. 


			Elementos de Competencia


 Desagregación de la función principal que pretende especificar algunas de las actividades clave o la actividad crítica de la función. Una función, según su variedad o su complejidad , puede especificarse en uno o en varios elementos de competencia. 





			Verbo+objeto+condición/contexto 


			Verbo+objeto+condición/contexto 


Verbo+objeto+condición/contexto 


Verbo+objeto+condición/contexto 








			Verbo+objeto+condición/contexto 


			Verbo+objeto+condición/contexto 


Verbo+objeto+condición/contexto 


Verbo+objeto+condición/contexto 








			Verbo+objeto+condición/contexto 


			Verbo+objeto+condición/contexto 


Verbo+objeto+condición/contexto 


Verbo+objeto+condición/contexto 








			Verbo+objeto+condición/contexto 


			Verbo+objeto+condición/contexto 


Verbo+objeto+condición/contexto


 Verbo+objeto+condición/contexto 








			Verbo+objeto+condición/contexto 


			Verbo+objeto+condición/contexto 


Verbo+objeto+condición/contexto 


Verbo+objeto+condición/contexto 
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TÉCNICO EN COMUNICACIONES JUDICIALES


Propósito del Puesto


Ejecutar labores relacionadas con la notificación de las resoluciones, entrega de citaciones y cualquier comunicado emitido por órganos de Justicia respectivos de conformidad con lo establecido por la ley.


Funciones Principales


Función Técnica: Ejecutar funciones de naturaleza técnica, para lo cual debe aplicar los procedimientos, disposiciones administrativas y legales.


-Notificar resoluciones, entregar citaciones y cualquier comunicado judicial emitidos por los tribunales respectivos, según lo establecido por la ley.


-Recibir, clasificar y hacer listas de las órdenes de citaciones a efectuar por expediente, además de revisar la lista de entrega y expedientes para corroborar el número de causa, foliatura, condición y partes involucradas entre otros datos similares.


-Devolver expedientes a quien corresponda si la foliatura es errónea y los casos notificados al Secretario dentro del tercer día.


-Confeccionar las boletas de Orden de Citación, cuando se requiera.


-Registrar electrónicamente y en los libros correspondientes las boletas de órdenes de Citación ingresadas, indicando fecha de recibido y entrega, nombre de la persona a citar y número de expediente.


-Verificar que la boleta de presentación ingresada corresponda a una citación realizada.


-Indicar el recibido en la boleta de citación, lo cual comprende fecha, dirección exacta y nombre de quien recibe.


-Notificar por edicto cuando así se ordena.


-Confeccionar el rotulado de las cédulas y las actas de notificación para consignar: partes y direcciones a  notificar, así como las constancias cuando no se haya podido efectuar la tarea.


-Devolver las citaciones indicando si fue efectuada o no la diligencia, con la respectiva justificación.


-Clasificar y agregar folios junto con las actas de notificación a sus respectivos expedientes.


-Colaborar recibiendo escritos y buscando expedientes archivados y en otras labores de la oficina.


-Tramitar las comisiones a notificar en materias a cargo del despacho.


-Velar por el buen uso, mantenimiento, limpieza y conservación del equipo de trabajo asignado.


-Rendir informes sobre la labor efectuada cuando sea necesario.


-Colaborar con la atención al público y evacuar consultas relacionadas con los asuntos propios de la oficina, según lo permita la ley.


-Realizar otras labores propias del cargo.


Factores Organizacionales y Ambientales


Responsabilidad por funciones 


Debe ejercer eficientemente las labores a su cargo; las actividades que ejecuta demanda responsabilidad para la calidad, precisión y cantidad de los resultados; así como por la exactitud de los procesos y la información que se suministra. 


Debe aplicar los procedimientos, disposiciones administrativas y legales; así como las normas de seguridad e higiene ocupacional establecidas. 


Por relaciones de trabajo 


Las actividades originan relacionarse con compañeros, superiores; funcionarios de otras oficinas y personas externas a la institución; la información que suministra puede causar fricciones o conflictos  y debe ser manejada con la debida discreción.


Por equipo materiales y valores


Debe velar por el adecuado uso y mantenimiento del equipo, materiales, y demás instrumentos asignados para el cumplimiento de sus actividades.


Condiciones de trabajo


Esta actividad demanda esfuerzo mental para coordinar ideas y aplicar el juicio y el criterio para atender varias actividades en forma simultánea, resolver problemas de alguna complejidad y tomar decisiones con base en precedentes y procedimientos establecidos.


Para el cumplimiento de esta labor el ocupante del cargo debe desplazarse a diversos lugares, zonas marginales y conflictivas así como extender su jornada laboral en caso que se requiera.


Para el cumplimiento de esta labor el ocupante del cargo se encuentra sujeto a plazos establecidos.  


Consecuencia del error


Los errores que eventualmente se cometan pueden causar inconvenientes y atrasos en los procesos judiciales, además de poder acarrear inexactitud en la información que se suministra.


Supervisión ejercida 


No ejerce supervisión.


Supervisión recibida 


Trabaja con cierta independencia siguiendo instrucciones generales, las normas que se dicten al efecto; procedimientos y disposiciones administrativas, técnicas y legales vigentes.  La labor es evaluada mediante la apreciación de la eficiencia y calidad de los resultados obtenidos.


COMPETENCIAS GENÉRICAS


			


			Dominio de la competencia





			COMPETENCIAS 


GENÉRICAS


			Aceptable 


			Eficiente 


			Superior





			Compromiso


			


			


			





			Ética y transparencia


			


			


			





			Excelencia


			


			


			





			Responsabilidad


			


			


			





			Servicio de calidad


			


			


			








Compromiso


Actuar con responsabilidad cumpliendo con los deberes y obligaciones asignados.


-Conductas observables:


· Demuestra un alto nivel de compromiso con la institución y  las personas usuarias, perseverando en la obtención de los resultados pese a los obstáculos o dificultades. 


· Se esfuerza por hacer bien su trabajo y pone en práctica nuevas formas sin dejar de hacerlo de una manera eficiente.


· Pone en práctica diferentes alternativas o estrategias para lograr los objetivos institucionales cuando el procedimiento inicialmente planteado no funciona.


Ética y transparencia


Guiarse con apego a los principios de integridad y honradez; sentir y obrar en todo momento con transparencia para que mediante sus actuaciones promueva la credibilidad y confianza de las personas con las que se relaciona durante el ejercicio de su responsabilidad.


-Conductas observables:


· Actúa permanentemente dentro de las normas éticas y morales.


· Muestra disposición a actuar honestamente incluso en situaciones riesgosas y difíciles.


· Demuestra un comportamiento intachable desde lo personal hacia lo laboral, actuando siempre conforme a los lineamientos y políticas establecidas por la institución.


Excelencia


Cumplir con los deberes y obligaciones en un marco de innovación y creatividad que asegure el desarrollo de las funciones con un alto nivel de desempeño.


-Conductas observables:


· Se preocupa por progresar continuamente en la efectividad del trabajo.


· Muestra interés por aprender prácticas, conceptos y herramientas útiles para desempeñar su trabajo.


· Identifica, desarrolla y aplica alternativas de cumplimiento y solución en la consecución de los objetivos planteados.


Responsabilidad


Cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos asumiendo las consecuencias de sus actos, por encima de sus propios intereses, esforzándose por dar más de lo que se le pide y colaborando, con los demás.


-Conductas observables:


· Realiza esfuerzos adicionales, cumpliendo tareas que van más allá de sus responsabilidades.


· Demuestra capacidad para establecer prioridades y enfocar esfuerzos hacia el logro de los deberes, obligaciones y compromisos de la institución como si fuera suyos.


· Rinde cuentas de los resultados de su gestión, mostrando un alto grado de responsabilidad por las consecuencias de sus resultados.


Servicio de Calidad


Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a los usuarios internos y externos de la institución.


-Conductas observables:


· Demuestra interés por comprender adecuadamente las necesidades de los usuarios internos y externos.


· Responde a los requerimientos de servicio de los usuarios internos y externos en forma oportuna y efectiva.


· Mantiene una actitud proactiva, cordial y asertiva con relación a los usuarios internos y externos.


COMPETENCIAS ESPECÍFICAS


			


			Dominio de la competencia





			COMPETENCIAS 


ESPECÌFICAS


			Aceptable 


			Eficiente 


			Superior





			Actitud de colaboración


			


			


			





			Comunicación escrita


			


			


			





			Objetividad


			


			


			





			Orden


			


			


			





			Precisión


			


			


			








Actitud de colaboración


Disposición para colaborar. Mostrar apertura para la flexibilidad en los horarios, así como en el traslado y la ejecución de las tareas.



-Conductas Observables


· Aporta su colaboración tanto dentro como fuera de su área, lo que permite impactar positivamente en la imagen que proyecta a los demás y en sus metas.


· Se interesa por ser una persona flexible y anuente a ejecutar sus labores en diferentes lugares o áreas.


· Ejecuta acciones de colaboración aportando el esfuerzo que sea necesario para que el trabajo sea de calidad y en el tiempo requerido, cumpliendo con los estándares de la institución.


Comunicación escrita


Transmitir información, ideas y criterios a través de la escritura, aplicando la terminología adecuada y adaptándola a los procedimientos del Poder Judicial, de manera que sea comprensible e unívoco; comprender los mensajes escritos y los documentos técnicos elaborados por otras personas que tengan relevancia para desempeñar su labor.



-Conductas Observables:


· Transmite la información requerida de forma entendible para el usuario, destinatario o público en general.


· Emplea el lenguaje y forma adecuada para hacer llegar el mensaje.


· Es coherente y concreto en sus informes escritos lo cual se evidencia con la comprensión del mensaje.


Objetividad



Manejar con justicia y coherencia la información recolectada y atender de manera objetiva las necesidades y requerimientos de los usuarios, a través de los debidos procesos y procedimientos, desligándose de sus convicciones personales y valoraciones subjetivas.



-Conductas Observables:


· Su actuación profesional se sustenta en razonamientos acordes a los  contextos, evitando que circunstancias o personas afecten el hecho central que está tratando de resolver.


· Se enfoca en los hechos y pruebas y no en las personas o circunstancias, lo que le permite ver los problemas con un enfoque equilibrado. 


· Controla en todo momento las convicciones personales y subjetivas que puedan afectar su juicio y razonamientos.


Orden


Organizar eficazmente las actividades asignadas o las responsabilidades adquiridas, utilizando el tiempo en la forma más eficiente posible.



-Conductas Observables:


· Organiza el desarrollo de sus tareas, priorizando las actividades de acuerdo a los objetivos y a los procedimientos establecidos.


· Considera experiencias previas para anticiparse y responder con mayor efectividad a las exigencias de su función.


· Establece prioridades y plazos y aprovecha el tiempo.


Precisión



Realizar tareas, actividades o procesos con minuciosidad, exactitud y apego total a los estándares que las circunscriben.



-Conductas Observables:


· Da seguimiento riguroso a los datos o información generada, garantizando que ésta responda a las expectativas de los usuarios.


· Realiza una generación de datos dentro de los márgenes de tiempos requeridos y apegado a los estándares de calidad esperados para su puesto.


· Los resultados de su trabajo se caracterizan por un eficiente nivel de precisión y atención al detalle, lo que da como resultado un rendimiento consistente de conocimiento.


COMPETENCIAS TÉCNICAS 


			ÁREAS DE CONOCIMIENTO








Cultura institucional



•
Ética y Valores compartidos que orientan el accionar institucional


•
Atención a la persona usuaria


•
Políticas institucionales


Técnicas de Comunicación  EFECTIVA


•
Redacción y ortografía


•
Comunicación oral


•
Servicio de calidad a la persona usuaria


SISTEMAS DE APOYO A LA FUNCIÓN 


•
Dominio de herramientas informáticas y de los sistemas operativos de uso institucional


REQUISITOS ACADÉMICOS


· Bachiller en Educación Media


EXPERIENCIA 


· Requiere un mínimo de un año de experiencia en labores relacionadas con el puesto


OTROS REQUERIMENTOS OBLIGATORIOS 


· Licencia de conducir B1 y A-2, cuando el puesto así lo requiera al día.


CLASE ANCHA: Técnico en Comunicaciones Judiciales   


PERFIL COMPETENCIAL (CLASE ANGOSTA): TÉCNICO en Comunicaciones Judiciales


Grupo Ocupacional: Técnico Jurisdiccional


Aprobada: Corte Plena 


Sesión: Nº 41-15 del 16 de noviembre  2015


Artículo: XII


0
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TÉCNICO JUDICIAL


PROPÓSITO DEL PUESTO 


Ejecutar labores de técnicas relacionadas con la función jurisdiccional del despacho en el que se ubica. 


FUNCIONES PRINCIPALES  


Función Técnica: Ejecutar funciones de naturaleza técnica, para lo cual debe aplicar los procedimientos, disposiciones administrativas y legales.


Proveedor: Gestión de documentos y acciones propias del proceso jurisdiccional del despacho conforme la normativa aplicable.


-Recibir, revisar y dar curso a las diligencias, demandas, escritos, notificaciones, comunicaciones y expedientes que ingresen al despacho, según los procedimientos establecidos para la materia asignada.


-Redactar proyectos de resoluciones, encabezamientos y resultados de sentencias, actas, solicitudes de defensor, certificaciones de juzgamientos, correspondencia y otros trabajos.


-Transcribir resoluciones, oficios, providencias, autos sentencias, actas, votaciones, cuadros estadísticos, informes, autos y otras a cargo del despacho.


-Firmar las actas y documentos cuando así corresponda.


-Solicitar información y dictámenes periciales ante instancias internas o externas, para el trámite de los procesos.


-Recoger y registrar la votación al final de cada audiencia.


-Recibir y trasladar a la instancia correspondiente denuncias, declaraciones, pruebas o legajos en general, que no sean de conocimiento de la oficina o contra las cuales se haya planteado recurso de apelación.


-Formar legajos de diligencias y agregar a los mismos: escritos, oficios, documentos, correspondencia y otros de naturaleza similar, siguiendo los procedimientos establecidos.


-Verificar en los legajos: plazos, convocatorias a debate, citas, audiencias, declaratoria de rebeldía, archivo fiscal o sobreseimiento provisional y de otros actos judiciales, con fines diversos.


-Enviar a la oficina correspondiente, para su debido diligenciamiento, las resoluciones que el Juez ordenó notificar por los medios idóneos.


-Remitir, a quien corresponda, las citaciones, órdenes de presentación, órdenes de captura e impedimentos de salida del país.


-Confeccionar, actualizar y remitir: certificaciones, notas de embargo y levantamiento del mismo; ejecutorias, órdenes de libertad, constancias, listas de entrega para notificación, citaciones a juicio, presentaciones, telegramas, carátulas, recordatorios, estados de conciliación y otros.


-Colaborar en la sistematización de jurisprudencia útil para el despacho.


-Hacer las respectivas prevenciones, localizar y poner en autos a los intervinientes, según las necesidades procesales.


-Confeccionar notas, oficios, telegramas, listados, correspondencia e informes diversos en los plazos establecidos.


-Cumplir diversas actuaciones judiciales como:  hacer lecturas, actuar como pregonero, asistir a diligencias, asistir a debates, distribuir audiencias y vistas de casación, revisar casillas, controlar términos, dictar deserciones y similares, según proceda. 


-Buscar y archivar expedientes, sentencias, pruebas y demás documentos. 


-Hacer las remesas de expedientes y enviarlas a quien corresponda. 


-Recibir actas de aceptación y nombramiento de peritos, curadores, consentimiento de adopciones, depósitos provisionales y otros.


-Rotular, identificar, enumerar, clasificar y custodiar pruebas, evidencias y documentos 


-Atender y evacuar consultas de sus superiores, compañeros, autoridades judiciales y público en general, relacionadas con los asuntos del despacho, según lo permita la ley.


-Levantar informaciones, tomar declaraciones, recibir indagatorias, entrevistas a menores y cualquier otra prueba dispuesta por el superior, verificando lo que corresponda, según las formalidades de ley.


-Convocar a audiencias y citar a testigos, partes interesadas y demás, según las necesidades procesales.


-Resolver escritos y colaborar con el trámite de expedientes.


-Elaborar listados de expedientes y documentos asociados que deben ser migrados. 


-Cumplir diversas actuaciones judiciales como: hacer lecturas, actuar como pregonero, asistir a diligencias, asistir a audiencias y vistas, revisar casillas, controlar términos y similares, según proceda.


-Asistir al Juez en diligencias propias de su cargo, tanto dentro como fuera del despacho.


-Asistir al Juez durante la celebración del remate y las juntas de acreedores.


-Realizar e incluir en el Sistema de Gestión del despacho resoluciones que refieran al trámite de los asuntos.


-Confeccionar, actualizar y remitir: certificaciones, notas de embargo y levantamiento del mismo; ejecutorias, constancias, desglose electrónico de notificación, citaciones, carátulas, recordatorios, estados de conciliación  y otros.


-Efectuar labores de cajero.


-Efectuar la práctica material del embargo, cuando sea necesario, la realizará con carácter de oficial público.


-Revisar actas del Consejo Superior, Corte Plena, Resoluciones. La Gaceta, Boletín Judicial y recopilar la información de interés para la oficina.


-Realizar el inventario periódico de expedientes.


-Actualizar datos en los sistemas informáticos el Escritorio Virtual, el Sistema Gestión de Despachos Judiciales, el Sistema de Depósitos Judiciales; además, del Sistema de Registro de Embargos y Mandamientos (SREM) y la agenda CRONOS, entre otros.


Realizar el registro del señalamiento masivo; del señalamiento para audiencia y agendarlos en la agenda Cronos y en el expediente.


-Anotar el señalamiento para audiencia en la agenda cronos y en el expediente. 


-Realizar otras funciones propias del cargo.


Manifestador: Gestión con el usuario del servicio público de justicia, las diferentes partes del proceso y hacia lo interno del Poder Judicial. 


- Atender al usuario de forma cortés, diligente y oportuno conforme a los medios de atención establecidos en el despacho.


-Mantener al día los diferentes controles establecidos en el área de atención al público.


-Informar al usuario respecto a la realización de las audiencias y juntas de quiebras, entre otras.


-Atender quejas y observaciones verbales que las partes manifiesten sobre el servicio prestado, de ser necesaria


-Localizar y mostrar a instancia de las partes el expediente judicial que este bajo conocimiento del despacho judicial.


-Brindar información al usuario respecto de la realización de las vistas, juicio o audiencias preliminares.


-Coordinar la solicitud de expedientes que se encuentren en el Archivo Judicial o en el Archivo del Circuito, cuando son solicitados por los usuarios.


-Entregar a los usuarios de acuerdo con los controles establecidos: certificaciones, constancias, mandamientos, exhortos o citaciones de los testigos Tomar y transcribir las manifestaciones de las partes. 


-Consultar la ubicación y estado de los expedientes en el Sistema de Gestión de Despachos Judiciales.


-Acompañar las partes a fotocopiar expedientes y documentos en archivo, bajo su custodia y responsabilidad. 


-Custodiar los expedientes que estén bajo su responsabilidad.


-Firmar la razón de recibido de los escritos, los documentos y las copias que sean presentadas al despacho.


-Registrar el historial de los menores internados y referirlos a Trabajo Social, según los procedimientos establecidos.


Asistir en Audiencia o Juicio: Gestión y apoyo a los representantes de la Judicatura en las audiencias o Juicios. 


-Revisar que la sala en que se realizará el juicio esté debidamente acondicionada.


-Verificar que el equipo de grabación y sonido se encuentre en buen estado.


-Revisar que, en la Sala de Juicio, o audiencia se encuentre el expediente y la documentación correspondiente al debate a realizar. 


-Revisar que las partes, testigos y peritos estén debidamente citados, notificados y ubicados en la sala de juicio.


-Verificar que el público que asiste al juicio este ubicado en el lugar debido.


-Colaborar con medidas adecuadas y pertinentes que permitan preservar los equipos en buen estado.


-Operar el equipo de audio, video y grabación de la Sala de Juicio.


-Custodiar y respaldar el audio y video de las audiencias, de ser necesario   facilitar a las partes copia del mismo, enviarlo al archivo correspondiente.


-Hacer resúmenes del requerimiento de la prueba ofrecida por las partes para tenerlos a la vista el día del juicio. 


-Presentar a las partes y al público general la conformación del Tribunal indicando el Juez que preside el Juicio y establecer las consideraciones de orden en la etapa de juicio.


-Coordinar los aspectos logísticos necesarios para no afectar el desarrollo del juicio oral y público o la audiencia.


-Realizar el llamado de testigos u otros que se encuentren en la sala de espera. 


-Coordinar con la persona encargada de seguridad todos los aspectos que se refieren al tema en la Sala de Juicio.


-Atender situaciones de emergencia que puedan presentarse durante la celebración del juicio.


-Informar a los integrantes del Tribunal de cualquier eventualidad que surja en el desarrollo del debate. 


-Recoger y registrar la votación al final de cada sesión. 


-Realizar cualquier trámite que surja en la etapa de juicio.


-Gestionar con quien corresponda el pago de viáticos de testigos.


-Entregar comprobantes de asistencia solicitados por las partes o testigos.


-Archivar, conservar y controlar los legajos administrativos y expedientes judiciales; además, de fotocopias certificadas que se encuentren en la etapa de juicio.


-Llevar y mantener actualizados la agenda electrónica, registros, libros, índices y recopilaciones sobre expedientes en la etapa de juicio, casos en estudio, votos, expedientes turnados, jurisprudencia, resoluciones de interés, así como administrar los sistemas de control de expedientes.


-Colaborar en lo relativo a la votación, turno de los expedientes y recursos, entre los integrantes y colaborar para que las resoluciones sean firmadas en forma oportuna.


-Remitir copia de las resoluciones del despacho a las instancias y oficinas correspondientes, cuando proceda legalmente.


-Tramitar dictámenes periciales ante instancias internas o externas, que se hayan ordenado en los procesos.


-Tramitar correspondencia; redactar oficios, notas y otros documentos similares que correspondan a la Sección del Tribunal.


-Solicitar y rendir informes de diversa naturaleza relacionados con el trámite y gestión de la Sección del Tribunal.


-Transcribir resoluciones, oficios, providencias, autos sentencias, actas, votaciones, cuadros estadísticos, informes, autos y otras a cargo del despacho 


-Colaborar para que los trámites que se realicen en el despacho se realicen conforme a los principios de la oralidad.


-Buscar y archivar expedientes, sentencias pruebas y demás documentos.


-Atender y evacuar consultas de sus superiores, compañeros, autoridades judiciales y público en general, relacionadas con los asuntos del despacho. 


-Realizar otras labores propias del cargo.


Otras labores de apoyo: Realizar labores de apoyo y generales para la función jurisdiccional del despacho. 


-Ejecutar labores de apoyo y de oficina en diferentes despachos judiciales


-Llevar y mantener actualizados los libros, registros y archivos manuales e informatizados de la oficina, conforme a sistemas establecidos.


-Colaborar con la capacitación e inducción de personal de reciente ingreso.


-Efectuar labores de cajero.


-Mantener actualizada la pizarra informativa. *


-Realizar otras funciones propias del cargo.


FACTORES DE CLASIFICACIÓN Y VALORACIÓN DE PUESTOS  


Responsabilidad por funciones 


Es responsable contribuir con el proceso judicial, ejecutando una serie de actividades jurisdiccionales especializadas las cuales contribuyen a la toma de decisiones por parte del juez, en estricto apego a las normas que se dicten al efecto, métodos, sistemas y procedimientos técnicos, administrativos y legales. 


Esta actividad requiere de revisar aspectos de validez y eficacia de los escritos de las partes, agregar los escritos a los expedientes, elaborar proyectos de resolución, actualizar información en registros, elaborar mandamientos y comunicaciones con autoridades o departamentos, entre otros. 


Le corresponde velar por el ágil diligenciamiento de los casos a su cargo, hacer notificaciones y realizar el aseo cuando no existan los puestos correspondientes.


Debe observar discreción y confidencialidad respecto a los asuntos que se le encomiendan y de la información que conoce.


Por relaciones de trabajo 


Le corresponde mantener relaciones constantes con personas internas y externas a la institución, las cuales deben ser atendidas de forma moderada, respetuosa y diligente.


Por equipo, materiales y valores


Debe velar por el adecuado uso y mantenimiento del equipo de cómputo y grabación, suministros y demás materiales asignados para el cumplimiento de sus actividades; por consiguiente, debe reportar a la instancia respectiva, el estado del equipo de grabación, para detectar a tiempo cualquier falla, necesidad de baterías, audífonos o sustitución del mismo.


Condiciones de trabajo


Generalmente, esta actividad se realiza en condiciones controladas de oficina las cuales demandan de cierto esfuerzo mental.  Pueden ser desarrolladas de forma individual o en equipo.   Además, esta labor demanda mantener una misma posición la mayor parte de la jornada laboral.


Para el cumplimiento de esta labor el ocupante del cargo se encuentra sujeto al cumplimiento de plazos establecidos en los asuntos asignados, así como prestar los servicios cuando sean requeridos.  


Consecuencia del error


Los errores que eventualmente se cometan pueden causar daños o atrasos en los procesos judiciales en los cuales se encuentra inmerso el cargo lo que genera un perjuicio a los usuarios del sistema judicial con la correspondiente responsabilidad administrativa o penal por el hecho cometido; no obstante, existen mecanismos que permiten detectarlos y corregirlos a tiempo.


Supervisión ejercida 


No ejerce supervisión.


Supervisión recibida 


Trabaja siguiendo instrucciones generales, las normas que se dicten al efecto; procedimientos y disposiciones administrativas.  La labor es evaluada mediante la apreciación de la eficiencia y calidad de los resultados obtenidos.


COMPETENCIAS GENÉRICAS 


			


			Dominio de la competencia





			COMPETENCIAS 


GENÉRICAS


			Aceptable


			Eficiente


			Superior





			Compromiso


			


			


			





			Ética y transparencia


			


			


			





			Humanismo y conciencia social


			


			


			





			Iniciativa


			


			


			





			Responsabilidad


			


			


			








Compromiso 


Actuar con responsabilidad para cumplir con los fines institucionales, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente y brindando un servicio de calidad.


-Conductas observables:


· Se plantea retos en su trabajo diario proponiéndose llegar más allá de lo meramente establecido.


· Se preocupa por hacer bien el trabajo asignado y realiza propuestas sobre nuevas formas para mejorar su desempeño.


· Es perseverante en el alcance de metas y objetivos en los tiempos establecidos.


Ética y transparencia


Disposición para actuar con un marcado interés por el respeto y cumplimiento a las normas y principios morales que rigen el ejercicio jurisdiccional.


-Conductas observables:


· Se desempeña de manera correcta en todas sus actuaciones.


· Actúa permanentemente dentro de las normas éticas y morales.


· Muestra disposición a actuar honestamente incluso en situaciones riesgosas y difíciles.


· Demuestra un comportamiento intachable desde lo personal hacia lo laboral, actuando siempre conforme a los lineamientos y políticas establecidas por la institución.


Humanismo y Conciencia Social


Disposición para atender de forma efectiva los requerimientos del entorno, con diferentes personas y grupos, ajustándose a contextos sociales distintos.


-Conductas observables:


· Entiende rápidamente las circunstancias del entorno donde se desenvuelve y es tolerante de la diversidad social.


· Muestra interés por conocer los puntos de vista y sentimientos de los demás.


· Atiende y toma en cuenta los intereses de los demás y es capaz de adaptar moderadamente los suyos.


· Se ajusta a contextos sociales distintos.


Iniciativa


Capacidad personal de orientar la acción innovadora y creativa para hacer mejor las funciones, actuando de manera proactiva, haciendo propuestas de mejora concretas y agilizando el trabajo a través de nuevas oportunidades ó soluciones de problemas.


-Conductas observables:


· Se anticipa situaciones que no son evidentes para otros y realiza acciones para prevenir los problemas que pudieran acarrear.


· Se preocupa por elaborar y tener respuestas alternativas ante situaciones problemáticas que podrían presentarse.


· Cuando nadie puede aportarle una solución frente a alguna eventualidad que impacte el desarrollo habitual de su trabajo, resuelve dicha dificultad de manera autónoma, evitando demoras.


Responsabilidad


Cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos asumiendo las consecuencias de sus actos, por encima de sus propios intereses, esforzándose por dar más de lo que se le pide y colaborando, con los demás.


-Conductas observables:


· Mantiene un compromiso hacia el logro de las metas frente a frustraciones u obstáculos.


· Asume ante los demás la responsabilidad por sus acciones y busca soluciones adecuadas.


· Se responsabiliza personalmente por la calidad de los servicios/productos brindados por su área.


COMPETENCIAS ESPECÍFICAS  
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Comunicación escrita


Habilidad para transmitir información, ideas y criterios a través de la escritura, aplicando la terminología adecuada y adaptándola a los procedimientos del sistema judicial, de manera que sea comprensible e unívoco, así como la habilidad para comprender los mensajes escritos y los documentos técnicos elaborados por otras personas que tengan relevancia para desempeñar su labor.


-Conductas observables:


· Logra transmitir de forma correcta por medio de documentación escrita, conceptos y solicitudes gestionadas.


· Comprende de forma básica la información recibida que sea de relevancia a su puesto.


Orden


Capacidad para organizar eficazmente las actividades asignadas o las responsabilidades adquiridas, utilizando el tiempo en la forma más eficiente posible.


-Conductas observables:


· Ordena su trabajo en el día a día.


· Distribuye de manera adecuada los tiempos para sus actividades diarias.


· Mantiene ordenado su espacio de trabajo, accediendo fácilmente a la información requerida en el ejercicio de sus labores.


Orientación al servicio


Actitud de servir o ayudar a los usuarios internos y externos de la institución actuando con rectitud, transparencia y total apertura hacia la satisfacción de sus necesidades 


-Conductas observables:


· Muestra oportunamente disponibilidad para atender a los usuarios internos y externos.


· Se mantiene constantemente receptivo(a) con los usuarios internos y externos.


· Es paciente y tolerante con los usuarios aun en situaciones complejas.


Trabajo en equipo


Capacidad de promover, fomentar y mantener relaciones de colaboración eficientes con miembros del ámbito judicial así como otros grupos de trabajo, que resulten pertinentes con la integración de esfuerzos comunes y que garanticen el óptimo desarrollo de la práctica judicial.


-Conductas observables:


· Trabaja para el logro de los objetivos del equipo, realizando la parte del trabajo que le corresponde.


· Ayuda a los miembros del equipo cuando se lo solicitan.


· Apoya las decisiones del equipo y coopera en actividades comunes.


Orientación a la calidad


Capacidad para alcanzar altos estándares de excelencia y cumplimiento en el trabajo propio y el de otros, reflejando un esfuerzo adicional por cumplir con la función de manera eficiente y eficaz.


-Conductas observables:


· Comprueba detenidamente el trabajo realizado, para evitar errores y mantener los niveles de calidad definidos.


· Eventualmente brinda soluciones o prevé acciones alternativas, con el fin de alcanzar los objetivos planteados.


· Detecta desviaciones con respecto a normas y procedimientos, proponiendo medidas correctoras y actuando sobre ello. 
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Atención al detalle


Habilidad para analizar y realizar las tareas asignadas con minuciosidad, así como para manejar conjuntos complejos de información diversa, sin incurrir en errores.


-Conductas observables:


· Ejecuta su labor cotidiana con un enfoque de análisis exhaustivo identificando la información necesaria para desempeñar su función.


· Realiza las funciones, actividades y tareas de su puesto procurando anticipar o disminuir el error.


· Maneja de forma lógica y óptima información amplia y diversa para lograr cumplir con su labor.


Comunicación escrita


Habilidad para transmitir información, ideas y criterios a través de la escritura, aplicando la terminología adecuada y adaptándola a los procedimientos del sistema judicial, de manera que sea comprensible e unívoco, así como la habilidad para comprender los mensajes escritos y los documentos técnicos elaborados por otras personas que tengan relevancia para desempeñar su labor.


-Conductas observables:


· Transmite la información requerida de forma entendible para el usuario, destinatario o público en general


· Emplea el lenguaje y forma adecuada para hacer llegar el mensaje.


· Es coherente y concreto en sus informes escritos lo cual se evidencia con la comprensión del mensaje.


Orden


Capacidad para organizar eficazmente las actividades asignadas o las responsabilidades adquiridas, utilizando el tiempo en la forma más eficiente posible.


-Conductas observables:


· Organiza el desarrollo de sus tareas, priorizando las actividades de acuerdo a los objetivos y a los procedimientos establecidos.


· Considera experiencias previas para anticiparse y responder con mayor efectividad a las exigencias de su función.


· Establece prioridades y plazos y aprovecha el tiempo.


Orientación al servicio


Actitud de servir o ayudar a los usuarios internos y externos de la institución actuando con rectitud, transparencia y total apertura hacia la satisfacción de sus necesidades. 


-Conductas observables:


· Demuestra interés por comprender adecuadamente las necesidades de los usuarios internos y externos.


· Escucha y muestra empatía ante las necesidades de los usuarios internos y externos.


· Responde a los requerimientos de servicio de los usuarios internos y externos en forma oportuna y efectiva.


· Mantiene una actitud proactiva, cordial y asertiva con relación a los usuarios internos y externos.


Trabajo en equipo


Capacidad de promover, fomentar y mantener relaciones de colaboración eficientes con miembros del ámbito judicial, así como otros grupos de trabajo, que resulten pertinentes con la integración de esfuerzos comunes y que garanticen el óptimo desarrollo de la práctica judicial.


-Conductas observables:


· Colabora en las tareas de los demás, según corresponda, aun cuando esto implique esfuerzos adicionales.


· Ofrece ayuda cuando ve que los demás se encuentran con dificultades.


· Contribuye a eliminar barreras que dificulten el trabajo en equipo.


Orientación a la calidad


Capacidad para alcanzar altos estándares de excelencia y cumplimiento en el trabajo propio y el de otros, reflejando un esfuerzo adicional por cumplir con la función de manera eficiente y eficaz.


-Conductas observables:


· Se esfuerza por cumplir los procesos con eficiencia, prontitud y en los plazos establecidos.


· Analiza y genera nuevas formas de llevar a cabo su trabajo / actividad que le permitan cumplir eficientemente con la función que tiene bajo su responsabilidad.


· Aplica de manera efectiva nuevos conocimientos, procedimientos o técnicas relacionados con su función, en el desarrollo y ejecución de su trabajo.
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Atención al detalle


Habilidad para analizar y realizar las tareas asignadas con minuciosidad, así como para manejar conjuntos complejos de información diversa, sin incurrir en errores.


-Conductas observables:


· Mantiene enfocada la meta, mientras implementa los detalles, a fin de garantizar éxito en la gestión.


· Identifica el principal elemento de un problema.


· Detecta datos erróneos o ausentes y busca la información necesaria.


· Considera los “pro” y los “contra”, así como las consecuencias a corto y largo plazo de sus acciones, sobre su área y el resto de la organización.


Comunicación escrita


Habilidad para transmitir información, ideas y criterios a través de la escritura, aplicando la terminología adecuada y adaptándola a los procedimientos del sistema judicial, de manera que sea comprensible e unívoco, así como la habilidad para comprender los mensajes escritos y los documentos técnicos elaborados por otras personas que tengan relevancia para desempeñar su labor.


-Conductas observables:


· Capaz de escribir y transmitir de manera clara, concisa y óptima, ideas, información y criterios, en diferentes contextos y estilos de comunicación.


· Comunica mensajes que producen el efecto deseado en el receptor, utilizando la terminología institucional adecuada.


· Recibe información escrita y la procesa adecuadamente para la adecuada gestión de su puesto.


Orden


Capacidad para organizar eficazmente las actividades asignadas o las responsabilidades adquiridas, utilizando el tiempo en la forma más eficiente posible.


-Conductas observables:


· Organiza su trabajo de manera sistemática y a medio plazo (mes a mes), y prioriza los aspectos que generan más impacto de su función.


· Mantiene orden y coherencia en todo lo que hace.


· Mantiene registros que le permiten controlar y hacer un seguimiento sistemático de sus actividades


Orientación al servicio


Actitud de servir o ayudar a los usuarios internos y externos de la institución actuando con rectitud, transparencia y total apertura hacia la satisfacción de sus necesidades. 


-Conductas observables:


· Trata de anticipar a las demandas y expectativas de los usuarios, tanto actuales como potenciales.


· Responde a los requerimientos de los usuarios brindándoles una atención más allá de lo esperado.


· Asume ante los demás la responsabilidad por sus acciones y busca soluciones adecuadas.


· Fomenta una cultura orientada a entregar un servicio de calidad y que satisfaga las expectativas de los usuarios.


Trabajo en equipo


Capacidad de promover, fomentar y mantener relaciones de colaboración eficientes con miembros del ámbito judicial, así como otros grupos de trabajo, que resulten pertinentes con la integración de esfuerzos comunes y que garanticen el óptimo desarrollo de la práctica judicial.


-Conductas observables:


· Colabora en las tareas de los demás, según corresponda, aun cuando esto implique esfuerzos adicionales.


· Ofrece ayuda cuando ve que los demás se encuentran con dificultades.


· Contribuye a eliminar barreras que dificulten el trabajo en equipo.


Orientación a la calidad


Capacidad para alcanzar altos estándares de excelencia y cumplimiento en el trabajo propio y el de otros, reflejando un esfuerzo adicional por cumplir con la función de manera eficiente y eficaz.


-Conductas observables:


· Establece metas y objetivos y cumple con ellas en el tiempo establecido.


· Transmite a sus colaboradores y compañeros elevadas expectativas para alcanzar metas u objetivos retadores


· Establece cambios en los procesos necesarios en el ejercicio de su función y los pone en práctica para cumplir con la prestación del  servicio  con prontitud, eficiencia, eficacia y pertinencia. 


· Propone soluciones innovadoras en el desempeño de su función.


COMPETENCIAS TÉCNICAS 


			ÁREAS DE CONOCIMIENTO








CULTURA INSTITUCIONAL 


· Ética y Valores compartidos que orientan el accionar institucional


· Atención a la persona usuaria


·  Políticas institucionales


Técnicas de Comunicación Efectiva 


· Redacción de informes técnicos


· Atención al usuario


SISTEMAS DE APOYO A LA FUNCIÓN 


· Dominio de herramientas informáticas y de los sistemas operativos de uso institucional 


 REQUISITOS ACADÉMICOS


· Bachiller en Educación Media


OTROS REQUERIMIENTOS DESEABLES


· Preferiblemente haber aprobado el Programa Integral de Formación para personas Técnicas Judiciales ó el Programa de Formación Básica para Técnicos Judiciales, según corresponda de acuerdo a los Despachos Jurisdiccionales y el Ministerio Público.


CLASE ANCHA: TECNICO JUDICIAL 1, 2,3, Supernumerario


PERFIL COMPETENCIAL (CLASE ANGOSTA): TECNICO JUDICIAL


Grupo Ocupacional: Técnico Jurisdiccional


Nota: *Se excluye a los ocupantes de los puestos de Técnico Supernumerario de realizar la tarea señalada. 


Aprobada: Consejo Superior


Sesión: Nº 62-18 del 12 de julio del 2018


Artículo: XII


Fecha rige: 12 de julio del 2018
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PROPUESTA DE CAPACITACIÓN EN HABILIDADES BLANDAS


CON ESPECIAL ÉNFASIS EN PERSONAS TRABAJADORAS DEL  PODER JUDICIAL


PROPUESTA 


Comunicación eficaz ( sintonía simpática) aplicando los recursos de la PNL 


¿Por qué de este curso?  La razón,  el secuestro emocional  .


Lea la siguiente historia,sobre la empatía: 


“Un monje, imbuido de la doctrina budista del amor y la compasión por todos los seres, encontró en su peregrinar a una leona herida y hambrienta, tan débil que no podía ni moverse. A su alrededor, leoncitos recién nacidos gemían intentando extraer una gota de leche de sus secos pezones. El monje comprendió perfectamente el dolor, desamparo e impotencia de la leona, no solo por sí misma, sino, sobre todo, por sus cachorros. Entonces, se tendió junto a ella, ofreciéndose a ser devorado y así salvar sus vidas. “


La empatía ha sido un concepto muy difundido y se ha convertido así en una exigencia social, pero ella es sólo una pieza de un rompecabezas amplio y complejo, la inteligencia emocional. Al lado de la empatía debe estar su compañero menos conocido y objeto de aprendizaje de este curso la ECPATÍA, tomado del griego ek-patheia, que significa literalmente “sentir fuera”, se define como el “proceso mental de exclusión activa de los sentimientos inducidos por otros”. 


El Poder Judicial trabaja con el conflicto, no muy diferente al de la leona y sus leoncitos, imagine si cada persona que trabaja en el Poder Judicial es similar al monje, la carga emocional que lleva la persona trabajadora del esta noble institución requiere una atención especial. 


Ecpatía no es lo mismo que la frialdad, indiferencia o dureza afectiva característica de las personas carentes de empatía, sino que es una gestión o acción mental positiva complementaria a la Empatía, no significa su carencia, por el contrario ambas permiten a las personas que atienden el conflicto liberarse del secuestro emocional que puede significar su cotidianidad laboral, vive en secuestro emocional tanto quien por trauma secundario hace suyo el dolor ajeno, como quien sufre un apagón emocional como sistema defensa ante el peso emocional que significa quienes atiende. 


			PODER JUDICIAL


Acción formativa : Comunicación eficaz ( sintonía simpática) aplicando los recursos de la PNL 





			Desarrollo de la actividad 








			Persona facilitadora: Alfonso Romero, (breve reseña)








			Horario:





			No. de horas: 





			Tipo de curso: Participación





			Modalidad: Presencial








			Dirigido: A personas que atiende el conflicto de forma directa o indirecta. 








			Propósito General: La mejor resolución del conflicto al usuario del servicio de manera pronta, eficiente y satisfactoria para todos las partes involucradas. Se logra con el reconocimiento de que lo que se da entre partes es un conflicto, que para resolverlo DEBEN COMUNICARSE DE LA MEJOR FORMA, esto es usando comunicación EN SINTONÍA SIMPÁTICA.








			Justificación de la actividad académica: El rol del funcionariado judicial en la resolución del conflicto es tan importante como subestimado, sub valuado y mal comprendido. La sociedad ha confiado en el sistema judicial y quienes lo componen la gran responsabilidad de construir una mejor sociedad basada en la aplicación de una resolución justa de sus conflictos, de manera eficaz.  Se dice con verdad de que “con todo gran poder vienen grandes responsabilidades” y además el pago de costos personales cuya retribución no debe ser solo pecuniaria aunque lo sea. Este intermediario (persona funcionaria del sistema judicial) establecido socialmente y que las partes reconocen y al cual acuden con grados diferentes de confianza y-o desconfianza debe estar en todo momento en una actitud de equilibrio y debe estar instruido y formado especialmente para ser agente catalizador y de resolución positiva para los demás sin que esta actividad le consuma, para esto los y las funcionarias requieren un proceso de identificación actitudinal, se requiere no solo el conocimiento técnico de la jurisprudencia y la ley y las demás habilidades ¨duras¨ especificas del puesto sino también la capacidad de manejar la propia vulnerabilidad, el impacto que la experiencia ajena tiene sobre sí, las propias sombras y heridas que pueden despertar con ocasión del encuentro con la vulnerabilidad ajena. Es preciso también aprender a separarse, restablecer la distancia emocional necesaria (junto con la proximidad) para no quemarse, para no identificarse emocionalmente y manejar bien la fatiga por compasión y prevenir el síndrome del burnout.





			Competencias: (Tomadas del perfiles de puesto del Poder Judicial)


Compromiso: Actuar con responsabilidad para cumplir con los fines institucionales, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente y brindando un servicio de calidad.


Ética y transparencia: Disposición para actuar con un marcado interés por el respeto y cumplimiento a las normas y principios morales que rigen el ejercicio jurisdiccional.


Humanismo y Conciencia Social: Disposición para atender de forma efectiva los requerimientos del entorno, con diferentes personas y grupos, ajustándose a contextos sociales distintos.


Iniciativa: Capacidad personal de orientar la acción innovadora y creativa para hacer mejor las funciones, actuando de manera proactiva, haciendo propuestas de mejora concretas y agilizando el trabajo a través de nuevas oportunidades ó soluciones de problemas.


Responsabilidad: Cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos asumiendo las consecuencias de sus actos, por encima de sus propios intereses, esforzándose por dar más de lo que se le pide y colaborando, con los demás.
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Aspectos metodológicos: Basada en la psicología del aprendizaje de la persona adulta, que posee un pensamiento FORMAL-OPERACIONAL que es activado cuando se tiene APTITUD Y MOTIVACIÓN HACIA EL CONTENIDO POR APRENDER. Este pensamiento inicia con una base dialéctica, que conlleva a un proceso de evaluación y reevaluación; esto es, operaciones mentales que conforman el pensamiento maduro. 


Se usa como base metodológica el Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb:


Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb, es congruente con el Enfoque de Formación por Competencias que respaldo la formación profesional en el Poder Judicial. 








			Ejes transversales: Esta acción formativa comprende y atiende al ser humano, desde su integridad y en armoniza el desarrollo individual con el crecimiento institucional y es el mecanismo ideal para vivir la transversalidad:


Servicio Público de Calidad, la mejor en el servicio público es el fin máximo de esta acción formativa. 


Un verdadero Acceso a la Justicia, con abordaje Ético y de Valores será posible a través de las herramientas que se  brindarán a las personas participantes.  


También los Principios de Bangalore sobre la conducta judicial, de Independencia, Integridad, Imparcialidad, Corrección, Competencia y Diligencia serán posibles, gracias a las herramientas inter e intrapersonales que se le brindaran a las personas participantes. 








			Bibliografía: 


Agregar 








			Mapa del contenido de la actividad formativa:











			Operacionalización de la competencia



			Contenidos


			Estrategias de aprendizaje


			Recursos materiales


			Tiempo





			


			Cognitivos 


			Procedimentales 


			Actitudinales


			


			


			





			    • Atiende a las personas usuarias del Poder Judicial, mediante un proceso de comunicación sintónica simpática en contextos de conflicto.


    • Cumple con satisfacción toda labor encomendada, usando tanto el conocimientos técnico de la materia legal como  habilidades emocionales más desarrolladas.


    •  Comprende el conflicto  entre las partes involucradas, siendo que aunque una de las partes pierda ó sea encontrada culpable aun así se sentirán satisfechas de haber comunicado y recibido sintonía simpática desde su perspectiva.


    • Atiende a las partes involucradas en un proceso judicial de tal que contribuye al incremento de  la confianza en el sistema judicial y en sus funcionarios. 


    • Usa en su cotidianidad las técnicas rapport del PNL y la comunicación sintonica simpática como ejercicio de las habilidades blandas.


    • Crea sintonía, que crea credibilidad  mediante la depuración consciente de las habilidades naturales que igualan y reflejan el lenguaje corporal y la tonalidad con el lenguaje verbal. 


			Comunicación sintónica simpática.


Habilidades emocionales 


Conflicto y atención 


Atención de la persona usuaria.


Técnicas rapport del PNL 


Lenguaje corporal, la tonalidad y el lenguaje verbal. 


			Identificación de las características de una comunicación sintónica simpática. 


Aplicación de las habilidades emociales en la cotidianidad laboral 


Compresión del conflicto como fenomeno humano y su peso emocional. 


Valoración de la persona usuaria desde su humanidad.


Aplicación de las técnicas rapport del PNL.


Sincroniza el Lenguaje corporal, la tonalidad yel lenguaje verbal. 


			Compromiso 


Responsabilidad 


Liderazgo 


Iniciativa


Ética y transparencia


Humanismo y Conciencia Social


			Se usa como base metodológica el Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb, de cuatro etapas: 


1. En la experiencia concreta, se genera conocimiento a partir de una experiencia particular, entendida como el hacer algo, a partir de un problema real.  


2. En la observación reflexiva se razona sobre tal experiencia, al establecer una relación entre esta vivencia y los resultados obtenidos. Para responder a las preguntas del facilitador: ¿Qué paso?, ¿Qué hicimos?, ¿Qué resultados hemos obtenido?


3. En la Conceptualización abstracta, mediante ese análisis se cosechan generalizaciones o conclusiones, derivadas de la evaluación de la experiencia concreta. Con investigación, interpretación de las causas, predicción de efectos, razonamiento analógico y deductivo. Todas ellas son habilidades del pensamiento critico. Para ello, el alumno responde a las preguntas del guía: ¿Y eso significa? ¿Qué le sugiere este tema en general? ¿Le recuerda esto algo? ¿Cómo relaciona esto a otras experiencias? ¿Cómo mejora la práctica anterior?


4. La experimentación activa, se procede a practicar tales conclusiones en la vida cotidiana y se efectuara un plan de acción aplicable en el futuro, para afrontar circunstancias similares. Aplica lo aprendido en una nueva experiencia.


			Salón amplio 


Mobiliario básico de aula. 


Sistema de proyección y sonido. 


			





			Evaluación





			Indicadores o criterios de desempeño


			Evidencias del desempeño /


Instrumentos





			Participa de forma activa en cada una de las experiencias de aprendizaje. 


			Demuestra a través del uso que da los aprendizaje adquiridos una mejora en integral, evidenciando un compromiso más consiente con la labor del Poder Judicial. 


Adquiere una serie de ejercicios y rutinas que le permitirán responsabilizarse y ocuparse de su salud emocional.  








�	 Cuando se trabajan aspectos esencialmente técnicos que se relacionan más con las competencias laborales (OIJ, Gestión




	Humana) se pueden trabajar las unidades y/o elementos de competencia. Cuando se busca el desarrollo de aspectos




	intelectuales que se relacionan más con las competencias profesionales (Defensa Pública, Ministerio Público, Escuela Judicial) se trabajan objetivos de aprendizaje.
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PROPUESTA DE CAPACITACIÓN EN HABILIDADES BLANDAS


CON ESPECIAL ÉNFASIS EN PERSONAS TRABAJADORAS DEL  PODER JUDICIAL


PROPUESTA 


Comunicación eficaz ( sintonía simpática) aplicando los recursos de la PNL 


¿Por qué de este curso?  La razón,  el secuestro emocional  .


Lea la siguiente historia,sobre la empatía: 


“Un monje, imbuido de la doctrina budista del amor y la compasión por todos los seres, encontró en su peregrinar a una leona herida y hambrienta, tan débil que no podía ni moverse. A su alrededor, leoncitos recién nacidos gemían intentando extraer una gota de leche de sus secos pezones. El monje comprendió perfectamente el dolor, desamparo e impotencia de la leona, no solo por sí misma, sino, sobre todo, por sus cachorros. Entonces, se tendió junto a ella, ofreciéndose a ser devorado y así salvar sus vidas. “


La empatía ha sido un concepto muy difundido y se ha convertido así en una exigencia social, pero ella es sólo una pieza de un rompecabezas amplio y complejo, la inteligencia emocional. Al lado de la empatía debe estar su compañero menos conocido y objeto de aprendizaje de este curso la ECPATÍA, tomado del griego ek-patheia, que significa literalmente “sentir fuera”, se define como el “proceso mental de exclusión activa de los sentimientos inducidos por otros”. 


El Poder Judicial trabaja con el conflicto, no muy diferente al de la leona y sus leoncitos, imagine si cada persona que trabaja en el Poder Judicial es similar al monje, la carga emocional que lleva la persona trabajadora del esta noble institución requiere una atención especial. 


Ecpatía no es lo mismo que la frialdad, indiferencia o dureza afectiva característica de las personas carentes de empatía, sino que es una gestión o acción mental positiva complementaria a la Empatía, no significa su carencia, por el contrario ambas permiten a las personas que atienden el conflicto liberarse del secuestro emocional que puede significar su cotidianidad laboral, vive en secuestro emocional tanto quien por trauma secundario hace suyo el dolor ajeno, como quien sufre un apagón emocional como sistema defensa ante el peso emocional que significa quienes atiende. 


			PODER JUDICIAL


Acción formativa : Comunicación eficaz ( sintonía simpática) aplicando los recursos de la PNL 





			Desarrollo de la actividad 








			Persona facilitadora: Alfonso Romero, (breve reseña)








			Horario:





			No. de horas: 





			Tipo de curso: Participación





			Modalidad: Presencial








			Dirigido: A personas que atiende el conflicto de forma directa o indirecta. 








			Propósito General: La mejor resolución del conflicto al usuario del servicio de manera pronta, eficiente y satisfactoria para todos las partes involucradas. Se logra con el reconocimiento de que lo que se da entre partes es un conflicto, que para resolverlo DEBEN COMUNICARSE DE LA MEJOR FORMA, esto es usando comunicación EN SINTONÍA SIMPÁTICA.








			Justificación de la actividad académica: El rol del funcionariado judicial en la resolución del conflicto es tan importante como subestimado, sub valuado y mal comprendido. La sociedad ha confiado en el sistema judicial y quienes lo componen la gran responsabilidad de construir una mejor sociedad basada en la aplicación de una resolución justa de sus conflictos, de manera eficaz.  Se dice con verdad de que “con todo gran poder vienen grandes responsabilidades” y además el pago de costos personales cuya retribución no debe ser solo pecuniaria aunque lo sea. Este intermediario (persona funcionaria del sistema judicial) establecido socialmente y que las partes reconocen y al cual acuden con grados diferentes de confianza y-o desconfianza debe estar en todo momento en una actitud de equilibrio y debe estar instruido y formado especialmente para ser agente catalizador y de resolución positiva para los demás sin que esta actividad le consuma, para esto los y las funcionarias requieren un proceso de identificación actitudinal, se requiere no solo el conocimiento técnico de la jurisprudencia y la ley y las demás habilidades ¨duras¨ especificas del puesto sino también la capacidad de manejar la propia vulnerabilidad, el impacto que la experiencia ajena tiene sobre sí, las propias sombras y heridas que pueden despertar con ocasión del encuentro con la vulnerabilidad ajena. Es preciso también aprender a separarse, restablecer la distancia emocional necesaria (junto con la proximidad) para no quemarse, para no identificarse emocionalmente y manejar bien la fatiga por compasión y prevenir el síndrome del burnout.





			Competencias: (Tomadas del perfiles de puesto del Poder Judicial)


Compromiso: Actuar con responsabilidad para cumplir con los fines institucionales, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente y brindando un servicio de calidad.


Ética y transparencia: Disposición para actuar con un marcado interés por el respeto y cumplimiento a las normas y principios morales que rigen el ejercicio jurisdiccional.


Humanismo y Conciencia Social: Disposición para atender de forma efectiva los requerimientos del entorno, con diferentes personas y grupos, ajustándose a contextos sociales distintos.


Iniciativa: Capacidad personal de orientar la acción innovadora y creativa para hacer mejor las funciones, actuando de manera proactiva, haciendo propuestas de mejora concretas y agilizando el trabajo a través de nuevas oportunidades ó soluciones de problemas.


Responsabilidad: Cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos asumiendo las consecuencias de sus actos, por encima de sus propios intereses, esforzándose por dar más de lo que se le pide y colaborando, con los demás.





			Aspectos metodológicos: Basada en la psicología del aprendizaje de la persona adulta que posee un pensamiento FORMAL-OPERACIONAL es activado cuando se tiene APTITUD Y MOTIVACIÓN HACIA EL CONTENIDO POR APRENDER. Este pensamiento inicia con una base dialéctica, que conlleva a un proceso de evaluación y reevaluación; esto es, operaciones mentales que conforman el pensamiento maduro. 


Se usa como base metodológica el Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb, de cuatro etapas: 


1. En la experiencia concreta, se genera conocimiento a partir de una experiencia particular, entendida como el hacer algo, a partir de un problema real.  


2. En la observación reflexiva se razona sobre tal experiencia, al establecer una relación entre esta vivencia y los resultados obtenidos. Para responder a las preguntas del facilitador: ¿Qué paso?, ¿Qué hicimos?, ¿Qué resultados hemos obtenido?


3. En la Conceptualización abstracta, mediante ese análisis se cosechan generalizaciones o conclusiones, derivadas de la evaluación de la experiencia concreta. Con investigación, interpretación de las causas, predicción de efectos, razonamiento analógico y deductivo. Todas ellas son habilidades del pensamiento critico. Para ello, el alumno responde a las preguntas del guía: ¿Y eso significa? ¿Qué le sugiere este tema en general? ¿Le recuerda esto algo? ¿Cómo relaciona esto a otras experiencias? ¿Cómo mejora la práctica anterior?


4. La experimentación activa, se procede a practicar tales conclusiones en la vida cotidiana y se efectuara un plan de acción aplicable en el futuro, para afrontar circunstancias similares. Aplica lo aprendido en una nueva experiencia.


Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb, es congruente con el Enfoque de Formación por Competencias que respaldo la formación profesional en el Poder Judicial. 








			Ejes transversales: Esta acción formativa comprende y atiende al ser humano, desde su integridad y en armoniza el desarrollo individual con el crecimiento institucional y es el mecanismo ideal para vivir la transversalidad:


Servicio Público de Calidad, la mejor en el servicio público es el fin máximo de esta acción formativa. 


Un verdadero Acceso a la Justicia, con abordaje Ético y de Valores será posible a través de las herramientas que se  brindarán a las personas participantes.  


También los Principios de Bangalore sobre la conducta judicial, de Independencia, Integridad, Imparcialidad, Corrección, Competencia y Diligencia serán posibles, gracias a las herramientas inter e intrapersonales que se le brindaran a las personas participantes. 








			Bibliografía: 


Agregar 








			Mapa del contenido de la actividad formativa:











			Operacionalización de la competencia



			Contenidos


			Estrategias de aprendizaje


			Recursos materiales


			Tiempo





			


			Cognitivos 


			Procedimentales 


			Actitudinales


			


			


			





			    • Atiende a las personas usuarias del Poder Judicial, mediante un proceso de comunicación sintónica simpática en contextos de conflicto.


    • Cumple con satisfacción toda labor encomendada, usando tanto el conocimientos técnico de la materia legal como  habilidades emocionales más desarrolladas.


    •  Comprende el conflicto  entre las partes involucradas, siendo que aunque una de las partes pierda ó sea encontrada culpable aun así se sentirán satisfechas de haber comunicado y recibido sintonía simpática desde su perspectiva.


    • Atiende a las partes involucradas en un proceso judicial de tal que contribuye al incremento de  la confianza en el sistema judicial y en sus funcionarios. 


    • Usa en su cotidianidad las técnicas rapport del PNL y la comunicación sintonica simpática como ejercicio de las habilidades blandas.


    • Crea sintonía, que crea credibilidad  mediante la depuración consciente de las habilidades naturales que igualan y reflejan el lenguaje corporal y la tonalidad con el lenguaje verbal. 


			Comunicación sintónica simpática.


Habilidades emocionales 


Conflicto y atención 


Atención de la persona usuaria.


Técnicas rapport del PNL 


Lenguaje corporal, la tonalidad yel lenguaje verbal. 


			Identificación de las características de una comunicación sintónica simpática. 


Aplicación de las habilidades emociales en la cotidianidad laboral 


Compresión del conflicto como fenomeno humano y su peso emocional. 


Valoración de la persona usuaria desde su humanidad.


Aplicación de las técnicas rapport del PNL.


Sincroniza el Lenguaje corporal, la tonalidad yel lenguaje verbal. 


			Compromiso 


Responsabilidad 


Liderazgo 


Iniciativa


Ética y transparencia


Humanismo y Conciencia Social


			Se usa como base metodológica el Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb, de cuatro etapas: 


1. En la experiencia concreta, se genera conocimiento a partir de una experiencia particular, entendida como el hacer algo, a partir de un problema real.  


2. En la observación reflexiva se razona sobre tal experiencia, al establecer una relación entre esta vivencia y los resultados obtenidos. Para responder a las preguntas del facilitador: ¿Qué paso?, ¿Qué hicimos?, ¿Qué resultados hemos obtenido?


3. En la Conceptualización abstracta, mediante ese análisis se cosechan generalizaciones o conclusiones, derivadas de la evaluación de la experiencia concreta. Con investigación, interpretación de las causas, predicción de efectos, razonamiento analógico y deductivo. Todas ellas son habilidades del pensamiento critico. Para ello, el alumno responde a las preguntas del guía: ¿Y eso significa? ¿Qué le sugiere este tema en general? ¿Le recuerda esto algo? ¿Cómo relaciona esto a otras experiencias? ¿Cómo mejora la práctica anterior?


4. La experimentación activa, se procede a practicar tales conclusiones en la vida cotidiana y se efectuara un plan de acción aplicable en el futuro, para afrontar circunstancias similares. Aplica lo aprendido en una nueva experiencia.


			Salón amplio 


Mobiliario básico de aula. 


Sistema de proyección y sonido. 


			





			Evaluación





			Indicadores o criterios de desempeño


			Evidencias del desempeño /


Instrumentos





			Participa de forma activa en cada una de las experiencias de aprendizaje. 


			Demuestra a través del uso que da los aprendizaje adquiridos una mejora en integral, evidenciando un compromiso más consiente con la labor del Poder Judicial. 


Adquiere una serie de ejercicios y rutinas que le permitirán responsabilizarse y ocuparse de su salud emocional.  








�	 Cuando se trabajan aspectos esencialmente técnicos que se relacionan más con las competencias laborales (OIJ, Gestión




	Humana) se pueden trabajar las unidades y/o elementos de competencia. Cuando se busca el desarrollo de aspectos




	intelectuales que se relacionan más con las competencias profesionales (Defensa Pública, Ministerio Público, Escuela Judicial) se trabajan objetivos de aprendizaje.
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PODER JUDICIAL


ESCUELA JUDICIAL


Lic. Édgar Cervantes Villalta


GUÍA PARA LA PERSONA FACILITADORA


Módulo: 





 2016
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Poder Judicial, Escuela Judicial Lic. Édgar Cervantes Villalta


San Joaquín de Flores, Heredia


© Escuela Judicial


© Persona especialista


Producción académica:


Persona especialista


NOMBRE DEL MÓDULO


PROPÓSITO GENERAL DEL MÓDULO


Objetivo general.



INTRODUCCIÓN


CONTENIDOS


ASPECTOS METODOLÓGICOS 


MATERIAL DIDÁCTICO


EVALUACIÓN DE LOS APRENDIZAJES


			DETALLE DEL PLAN POR TEMAS


[image: image2.jpg]
















PRIMERA SESIÓN:


			Objetivo de aprendizaje


			Contenidos


			Actividades 


			Tiempo


			Recursos


			Criterios de desempeño





			


			


			


			


			


			Indicador de desempeño


			Evidencias





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 20 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Almuerzo 30 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 10 minutos





			


			


			


			


			


			


			








ANEXO 


SEGUNDA SESIÓN:


ANEXO 


Segunda Sesión


			Objetivo de aprendizaje


			Contenidos


			Actividades 


			Tiempo


			Recursos


			Criterios de desempeño





			


			


			


			


			


			Indicador de desempeño


			Evidencias





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 20 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Almuerzo 30 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 10 minutos





			


			


			


			


			


			


			








ANEXO 


TERCERA SESIÓN:


			Objetivo de aprendizaje


			Contenidos


			Actividades 


			Tiempo


			Recursos


			Criterios de desempeño





			


			


			


			


			


			Indicador de desempeño


			Evidencias





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 20 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Almuerzo 60 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 10 minutos





			


			


			


			


			


			


			








ANEXO


			Objetivo de aprendizaje


			Contenidos


			Actividades 


			Tiempo


			Recursos


			Criterios de desempeño





			


			


			


			


			


			Indicador de desempeño


			Evidencias





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 20 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Almuerzo 60 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 10 minutos





			


			


			


			


			


			


			








ANEXO


Título del módulo


 Escuela Judicial de Costa Rica


Director de la Escuela Judicial: 



Coordinador(a) del programa: 



Especialista en métodos de Enseñanza:



Escuela Judicial Lic. Édgar Cervantes Villalta



Ciudad Judicial, San Joaquín de Flores, Heredia



Fax: 2267-1542, 2265-2287



Tels.: 2267-1541, 2267-1540
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Escuela Judicial de Costa Rica 


Guía de la Persona Participante


Programa de Especialización 


Módulo : 


Basado en el 


Enfoque de Aprendizaje por Competencias


                                                                            | Persona Facilitadora


2016


1. Introducción


2. Operacionalización de Competencias


                         


3. Contenidos Conceptuales


4.  Aspectos metodológicos


La modalidad ______________________ del curso implica sesiones de aprendizaje virtuales, para las cuales hará uso de la plataforma de aprendizaje de la Escuela Judicial. Además de sesiones de aprendizaje presencial, se desarrollarán acciones tanto individualizadas como socializadas para que las sesiones sean amenas y productivas. 


La aplicación de técnicas didácticas que se incluirán en las sesiones, favorecen la asimilación de conceptos, definiciones, reglas, y principios que combinan el trabajo pedagógico de las sesiones, con la práctica judicial


Por otro lado, la investigación, parte no disociable de la teoría, está orientada a que la persona participante desarrolle una metodología razonada, clara y sencilla. No se trata, de una aplicación mecánica de los contenidos, sino más bien del desarrollo de una actitud crítica y analítica hacia él o ella misma, como funcionario o funcionaria judicial y hacia el conocimiento, como proceso y producto. 


5. evaluación


La evaluación basada en competencias es un proceso de recogida de evidencias sobre el desempeño de una competencia. El resultado es el juicio sobre si la persona que aprende ha conseguido dominar y poner en práctica la competencia requerida. La evaluación sumativa del curso se detalla a continuación:


			Elemento a evaluar


			Valor Cuantitativo 





			


			





			


			





			


			





			Total


			100%








8. Cronograma 


			Sesiones de trabajo extra clase, en plataforma de aprendizaje 





			Número y nombre de la sesión 


			Fecha de apertura


			Fecha de cierre





			


			


			





			


			


			





			


			


			





			


			


			





			Recuerde que cada trabajo asignado mediante plataforma puede tener su propia fecha de entrega o ejecución (ejercicios automáticos), por lo cual debe estar pendiente de las fechas  para la  subida de archivos o resolución de ejercicios automáticos. 








			Sesiones de trabajo intra clase o presenciales 





			Fecha 


			Eje temático 


			Entrega de: 





			


			


			





			


			


			





			


			


			





			


			


			








8. Aspectos generales


-  El curso se desarrollará con un horario de  las 7:30 a las 16:00 horas.



- Usted como persona participante de este curso representa el eje más importante del proceso, y por lo tanto, el logro de las metas de aprendizaje propuestas dependerá de su aporte y participación en las diferentes actividades y prácticas preparadas para este  fin. 



- Los y las participantes tienen la responsabilidad de  firmar el registro de asistencia.


- Este módulo se desarrollarán durante ____semanas, mediante ____ sesiones presenciales y _____virtuales. 


- Es importante que conozca el Reglamento de Evaluación aprobado el la en sesión N° 6-11, del 7 de marzo de 2011, artículo XXIII de Corte Plena. A continuación se le presenta algunos artículos de suma relevancia. 


JUSTIFICACIÓN DE AUSENCIAS O NO ENTREGA DE PRUEBAS (elementos de la evaluación)


Artículo 24.—Se admitirán como causas de justificación para no presentarse o no entregar una prueba las siguientes: 


a) Incapacidad del o de la participante, justificada en el “Aviso o boleta de incapacidad por enfermedad y licencias” extendido por la Caja Costarricense del Seguro Social o el Instituto Nacional de Seguros. 


b) Fallecimiento o enfermedad grave comprobada de algún o alguna familiar en primer grado de consanguinidad o afinidad. 


c) Matrimonio del o de la participante. 


d) Nacimiento o adopción de un hijo o hija del o de la participante. 


e) Otras razones de fuerza mayor, siempre que el gestor o gestora de capacitación las acepte y estén debidamente documentadas. 


REQUISITOS DE LA JUSTIFICACIÓN POR INCUMPLIMIENTO EN LA ENTREGA O REALIZACIÓN DE PRUEBAS 


Artículo 25.—La justificación debe presentarse por escrito, dentro del plazo de cinco días hábiles después del día en que se realizó la prueba, ante la persona docente con copia al gestor o a la gestora de capacitación de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación. La persona gestora de capacitación resolverá lo pertinente en un plazo máximo de ocho días hábiles después de la entrega de la justificación. En la justificación deberá especificarse la causa de la ausencia y adjuntarse el medio probatorio respectivo. 


DE LA APROBACIÓN DE LAS ACTIVIDADES ACADÉMICAS 


Nota mínima de actividades académicas de aprovechamiento 


Artículo 30.—Las actividades académicas de aprovechamiento impartidas por la Escuela Judicial y por las unidades de capacitación deberán ser aprobadas con una nota mínima de setenta por ciento, en el entendido de que los y las participantes han asistido al menos al 80% de las sesiones presenciales. Podrán justificar un máximo de 20% de ausencia a dichas sesiones. 


APROBACIÓN DE ACTIVIDADES ACADÉMICAS DE PARTICIPACIÓN 


Artículo 32.—Las actividades académicas de participación serán aprobadas por los y las asistentes cuando se presenten a la totalidad de las horas que lo componen o cumplan con las obligaciones que se establezcan en cualquier otra modalidad de estudio. En las actividades presenciales solo se admitirán ausencias justificadas si la actividad académica tuviere una duración superior a las 14 horas. Para los ciclos de conferencias solo se admitirán ausencias justificadas en el caso de que estos superaren las 8 horas. Se podrá justificar un máximo de 20% de las sesiones. 
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Nombre del programa 



Nombre del módulo



Presentación del curso: de forma general, su importancia.



Persona facilitadora: con su teléfono, dirección electrónica.



Evaluación: General del curso



Foro de consulta: Espacio donde se da la bienvenida a las personas participantes indicándoles que es ahí donde deben evacuar sus dudas.



Glosario: Si es necesario



Bibliografía: La que conforma el módulo.





			Sesión I



Nombre de la Sesión



Fecha de la sesión



Introducción: donde se indica la importancia de la sesión, sus características y temática.



Objetivos de Aprendizaje: El objetivos u objetivos que guían la actividad.



Lectura: Indicación de las lecturas que se solicitan con las referencias bibliográficas completas.



Material que se necesita además de lecturas: sentencias, presentaciones (ppt), casos, entre otros. 



Actividades autónomas: Las que se desea que realicen las personas participantes y que tengan como sustento las lecturas y materiales señalados (ensayos, análisis de casos, mapas conceptuales, foros de discusión, wiki, trabajos de investigación) Cada una de las actividades que se solicitan deben contar con instrucciones precisas, específicas y concretas que delimiten el  producto solicitado.



Instrumentos de evaluación: sean matrices o listas de cotejo que permiten visualizar los aspectos que se van a evaluar de los productos solicitados.





			Módulo II 



Nombre de las sesión



Fecha de la sesión



Introducción: donde se indica la importancia de la sesión, sus características y temática.



Objetivos de Aprendizaje: El objetivos u objetivos que guían la actividad.



Lectura: Indicación de las lecturas que se solicitan con las referencias bibliográficas completas.



Material que se necesita además de lecturas: sentencias, presentaciones (ppt), casos, entre otros. 



Actividades autónomas: Las que se desea que realicen las personas participantes y que tengan como sustento las lecturas y materiales señalados (ensayos, análisis de casos, mapas conceptuales, foros de discusión, wiki, trabajos de investigación) Cada una de las actividades que se solicitan deben contar con instrucciones precisas, específicas y concretas que delimiten el  producto solicitado.



Instrumentos de evaluación: sean matrices o listas de cotejo que permiten visualizar los aspectos que se van a evaluar de los productos solicitados.








Cada aspecto que conforma la sesión debe ser debidamente mediada, pues se trata igualmente de una aula, donde se de una interacción directa con las personas participantes, por lo cual se requiere de mediación pedagógica, hacer sentir a la persona participante que se le acompaña en el proceso.


Colocar el logo del programa









Colocar el logo de la escuela
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Desarrollo curricular

Andlisis funcional Planificacién Curricular
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Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. A la vez, en seguimiento de la sesión de trabajo convocada por don Román Bresciani el 13 de febrero pasado con el objetivo de analizar la propuesta de capacitación de la Escuela Judicial para la temática indígena con ocasión del Plan de Capacitación al que hace alusión la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, para 2019, les comparto información remitida por la señora Daisy Quesada Guerrero, Metodóloga de la Escuela Judicial. 



 



Según señala la señora Quesada, se trata de una carpeta con la Estructura de Desglose de Trabajo, que corresponde al Protocolo de trabajo para la elaboración de una acción formativa, dentro de los parámetros de la Escuela Judicial. Además de dos subcarpetas, una con los formatos o plantilla denominada Productos a Entregar y la segunda con insumos que orienta la construcción del mismo. 



 



Lo anterior, para las personas integrantes de la Subcomisión quienes estén interesadas en formar parte del equipo de personas facilitadoras. A la primera sesión asistimos las representantes del Ministerio Público, Defensa Pública, Escuela Judicial, INAMU, Universidad Nacional y la suscrita; sin embargo, es posible que otras personas que tengan interés y disposición puedan integrarse. Será un tema a analizar en la siguiente sesión de la Subcomisión programada para el 4 de marzo a las 13:30 horas.



 



Se adjuntan comunicados electrónicos de la señora Quesada Guerrero.



Saludos cordiales, 





Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 



 



De: Daisy Quesada Guerrero 
Enviado el: viernes, 15 de febrero de 2019 12:55 p.m.
Para: Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Daisy Quesada Guerrero compartió la carpeta "Pueblos indígenas" contigo.



 



Buenas, es un gusto saludar. Según los acuerdos de la reunión sostenida el miércoles 13 de febrero, les comparto una carpeta con la Estructura de Desglose de Trabajo, que corresponde al Protocolo de trabajo para la elaboración de una acción formativa, dentro de los parámetros de la Escuela Judicial. Además de dos subcarpetas, una con los formatos o plantilla denominada Productos a Entregar y la segunda con insumos que orienta la construcción del mismo. 

Saludos cordiales 



 







Este vínculo funcionará para cualquier persona. 











Pueblos indígenas



 



Abrir 
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Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. A la vez, en seguimiento de la sesión de trabajo convocada por don Román Bresciani el 13 de febrero pasado con el objetivo de analizar la propuesta de capacitación de la Escuela Judicial para la temática indígena con ocasión del Plan de Capacitación al que hace alusión la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, para 2019, les comparto información remitida por la señora Daisy Quesada Guerrero, Metodóloga de la Escuela Judicial. 



 



Según señala la señora Quesada, se trata de una carpeta con la Estructura de Desglose de Trabajo, que corresponde al Protocolo de trabajo para la elaboración de una acción formativa, dentro de los parámetros de la Escuela Judicial. Además de dos subcarpetas, una con los formatos o plantilla denominada Productos a Entregar y la segunda con insumos que orienta la construcción del mismo. 



 



Lo anterior, para las personas integrantes de la Subcomisión quienes estén interesadas en formar parte del equipo de personas facilitadoras. A la primera sesión asistimos las representantes del Ministerio Público, Defensa Pública, Escuela Judicial, INAMU, Universidad Nacional y la suscrita; sin embargo, es posible que otras personas que tengan interés y disposición puedan integrarse. Será un tema a analizar en la siguiente sesión de la Subcomisión programada para el 4 de marzo a las 13:30 horas.



 



Se adjuntan comunicados electrónicos de la señora Quesada Guerrero.



Saludos cordiales, 





Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 




 



De: Daisy Quesada Guerrero 
Enviado el: viernes, 15 de febrero de 2019 12:55 p.m.
Para: Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Daisy Quesada Guerrero compartió la carpeta "Pueblos indígenas" contigo.





 



								Buenas, es un gusto saludar. Según los acuerdos de la reunión sostenida el miércoles 13 de febrero, les comparto una carpeta con la Estructura de Desglose de Trabajo, que corresponde al Protocolo de trabajo para la elaboración de una acción formativa, dentro de los parámetros de la Escuela Judicial. Además de dos subcarpetas, una con los formatos o plantilla denominada Productos a Entregar y la segunda con insumos que orienta la construcción del mismo. 

Saludos cordiales 




















 



												[image: ]



				Este vínculo funcionará para cualquier persona. 
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Pueblos indígenas




 







								Abrir 
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				Microsoft respeta tu privacidad. Para obtener más información, lee nuestra Declaración de privacidad
. Microsoft Corporation, One Microsoft Way, Redmond, WA 98052 
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Señora









Jueza

 Damaris Vargas Vásquez,

 Mba.






















Coordinadora 











Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas








Poder Judicial






















Estimada señora:












Es un gusto saludar, siguiendo los acuerdos de la reunión del pasado miércoles 13 de febrero, le adjunto en un archivo comprimido, que también le fue enviado por OneDrive o nube del correo

 electrónico, el protocolo de trabajo para construir acciones formativas según los lineamientos de la Escuela Judicial. 












El protocolo se presenta mediante una Estructura de Desglose de Trabajo EDT, con su respectivo diccionario en un archivo excel. A continuación el detalle de la misma:
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					DICCIONARIO EDT

					




					




					




					




					













					




					




					




					




					




					




					




					




					













					

Nombre del Proyecto

					

Código

					

Número

					




					




					




					




					













					

Curso Virtual: Acceso a la Justicia de pueblos indígenas

					

EJ-DIR-017-2019 

					

001-2019

					




					




					




					




					













					




					




					




					




					




					




					




					




					













					

FASE

					

ENTREGABLE

					

PAQUETE

					

DESCRIPCIÓN










					

Actividades

					

Salidas

					

Duración Estimada

					

Costo Estimado

					

Responsable

					

Criterio de Aceptación










					

1. Análisis funcional 

					

1.1 Mapa funcional 

					

1.1.1. Se expresa en unidades y en elementos de competencia.

					

- Reunión de asesoría pedagógica.


- Revisión de perfiles 


- Sesiones de trabajo para completar la plantilla correspondiente. 

					

- Mapa funcional 

					

3 días 

					

NA 

					

- Especialistas en contenido. 

					

- Validación por la asesora pedagógica 










					

2. Planificación curricular 

					

2.1 Diseño Curso 

					

2.1.1. Diseño de curso

					

- Actividades para compilación de información


- Sesiones de trabajo para completar la plantilla correspondiente. . -Reunión de asesoría pedagógica.

					

-Diseño curso 

					

20 días 

					

NA 

					

- Especialista en contenido. 

					

- Validación por la asesora pedagógica 










					

2.2.1. Guía de la persona facilitadora 

					

- Sesiones de trabajo para concretizar el diseño con especial énfasis didáctico. - Elaborar cada uno de los materiales didácticos y establecer su uso en la guía. -Reunión de asesoría pedagógica.



					

-Guía de la persona facilitadora, con detalla de las actividades. -Materiales de cada actividad.

					

20 días 

					

- Especialista en contenido. 

					

- Validación por la asesora pedagógica 










					

2.2.2. Aulas virtuales 

					

- Sesiones de trabajo para concretizar el contenido de la plataforma en la plantilla correspondiente. - Organización de las lecturas por carpeta. - Construir los ejercicios de plataforma. -Probar cada uno de los ejercicios de la plataforma. -Reunión de asesoría

 pedagógica.

					

-Espacio virtual de aprendizaje 

					

30 días

					

- Especialista en contenido. 

					

- Validación por la asesora pedagógica 










					

2.2.3. Guía de la persona participante 

					

- Sesiones de trabajo 

					

-Guía de la persona participante 

					

1 día 

					

- Especialista en contenido. 

					

- Validación por la asesora pedagógica 























Además se le adicionan dos

subcarpetas, una denominada Productos a Entregar, que contiene cada una de las plantillas a seguir para cada entregable,

y la segunda denominada Insumos, con importantes herramientas para el proceso de diseño que deben realizar las personas especialistas en contenido. 








Es importante mencionar que el proceso de consulta para la significación epistémica, que es el criterio

 mediante el cual se selecciona y se organizan los contenidos curriculares de un curso, a partir de la coherencia entre la lógica de la disciplina y la

 lógica psicológica de construcción de conocimiento de la persona que aprende, no se agrega dado que dicha fase (de consulta) no fue integrada en la solicitud original, y para que la Comisión en pleno tome una postura al respecto y la comunique oportunamente

 a la Escuela Judicial, en un principio la Escuela comprendió que para ese proceso (la significación

 epistémica) se haría a partir del criterio experto del órgano solicitante, en este caso la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.














Saludos cordiales


Daisy Quesada Guerrero





Gestora de Capacitación 2, desarrollo

 curricular.  


Escuela Judicial "Lic. Édgar Cervantes Villalta"










Desarrollo curricular

Andlisis funcional Planificacién Curricular
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EDT
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Según La Guía del PMBOK®, “la Estructura de Desglose del Trabajo (EDT) es una descomposición jerárquica, orientada al producto entregable del trabajo que será ejecutado, para lograr los objetivos del proyecto y crear los productos entregables requeridos”.









7. Diccionario EDT




					




										DICCIONARIO EDT




										Nombre del Proyecto										Código					Número




										Curso Virtual: Acceso a la Justicia de pueblos indígenas										EJ-DIR-017-2019					001-2019




										FASE					ENTREGABLE					PAQUETE					DESCRIPCIÓN




																									Actividades					Salidas					Duración Estimada					Costo Estimado					Responsable					Criterio de Aceptación




										1. Análisis funcional					1.1 Mapa funcional					1.1.1. Se expresa en unidades y en elementos de competencia.					- Reunión de asesoría pedagógica.
 - Revisión de perfiles 
 - Sesiones de trabajo para completar la plantilla correspondiente.					- Mapa funcional					3 días					NA					- Especialistas en contenido.					- Validación por la asesora pedagógica




										2. Planificación curricular					2.1 Diseño Curso					2.1.1. Diseño de curso					- Actividades para compilación de información
 - Sesiones de trabajo  para completar la plantilla correspondiente. .                                   -Reunión de asesoría pedagógica.					-Diseño curso					20 días					NA					- Especialista en contenido.					- Validación por la asesora pedagógica




																				2.2.1. Guía de la persona facilitadora					- Sesiones de trabajo para concretizar el diseño con especial énfasis didáctico.                - Elaborar cada uno de los materiales didácticos y establecer su uso en la guía.         -Reunión de asesoría pedagógica.					-Guía de la persona facilitadora, con detalla de las actividades.       -Materiales de cada actividad.					20 días										- Especialista en contenido.					- Validación por la asesora pedagógica




																				2.2.2. Aulas virtuales					- Sesiones de trabajo para concretizar el contenido de la plataforma en la plantilla correspondiente.                                                 - Organización de las lecturas por carpeta.        - Construir los ejercicios de plataforma.               -Probar cada uno de los ejercicios de la plataforma.                                                          -Reunión de asesoría pedagógica.					-Espacio virtual de aprendizaje					30 días										- Especialista en contenido.					- Validación por la asesora pedagógica




																				2.2.2. Guía de la persona participante					- Sesiones de trabajo					-Guía de la persona participante					1 día										- Especialista en contenido.					- Validación por la asesora pedagógica
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                 Escuela Judicial de Costa Rica 




Menú de ejercicios automáticos disponibles en plataforma. 




Hot potatoes y MÁS 




Asesora Pedagógica: Daisy Quesada Guerrero. 
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“El enseñar no existe sin el aprender” P.F
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[image: image6.png]3. Segun las imagenes que se le muestran y conforme la lectura realizada, determine
cual opcién cumple con las caracteristicas de no ser discriminatoria

14 Identifique la opcién correcta

Puntos: ~/1

Seleccione una O a. Buenos dias negra, en qué le puedo servir.

respuesta b_ Buenos dias negrita, en qué le puedo servir

c. Buenos dias morena, en qué le puedo servir.
d. Buenos dfas sefiora, en qué le puedo servir.
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Seleccione una
respuesta

Enviar

; El reglamento que facuita al Consejo de Ministros a emitir derecho derivado es el

a. Reglamento de la Presidencia Pro-Tempore del Sistema de la Integracion
Centroamericana (SICA)

b. Reglamento para la admision y participacion de Observadores ante el Sistema de
Ia Integracion Centroamericana (SICA).

¢. Reglamento de la Gaceta Oficial Digital del Sistema de la Integracion
Centroamericana (SICA),

d. Reglamento para la adopcion de decisiones del Sistema de la Integracion
Centroamericana SICA












[image: image8.png]Un ejercicio tipo test hecho con JQu
Este es un ejemplo de eercicio tipo test disefiado con el programa JQuiz. En este recuadro estas leyendo
un texto que hemos incluido al seleccionar "afiadir lectura” del menii desplegable "archivo” (otras opciones
s0n pulsar a |a vez las teclas [Ctr + R] o hacer clic en el icono "ibro” de Ia barra de herramientas). Si no
quieres incluir textos, no selecciones esta opcion. Si ya habias utiizado esta opeion, y quieres que el texto
no aparezca, sdlo tienes que desmarcar Ia casilla de verificacion situada a la izquierda de "incluir texto de
lectura”. Ten en cuenta, que todos los programas del software de Hot Potatoes permiten "incluir un

texto” (comprobar jmatch)

En la parte derecha de la pantalla, se muestran las preguntas. Como puedes observar tienes Ia opcién de
mostrarlas de una en una, o todas a la vez haciendo clic en “Mostrar todas las preguntas” o en "Mostrar
las preguntas de una en una'.

Para responder a cada pregunta sélo tienes que hacer click en Ia casilla o casillas que consideres
correcta. Si has seleccionado mostrar as preguntas de una en una, puedes ir a la siguiente pregunta al
clicar en las flechas de navegacion. Puedes seleccionar ver todas las preguntas haciendo clic en el
botén

1T =|

Mostrar todas las preguntas

£Cudl es el nimero de respuestas méximo que puede incluir una pregunta de un ejercicio

disefiado con el programa JQuiz?

A 2 | cuato

B. 2 [cCinco

c. 2 | timitada
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[image: image10.png]Mostrar todas las preguntas
617

Este es un nuevo tipo de preguntas que permite la version 6 de Hot Potatoes. Se denomina
pregunta hibrida. Comienza como una pregunta de respuesta corta, pero si fallas dos veces,
se convierte en una pregunta de respuestas miltiples para faciltar la respuesta.

Qué patata es usada para hacer ejercicios de puzle de palabras?

Comprobar respuesta | Afiadir letra | Mostrar respuesta
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s que permite la version 6 de Hot Potatoes. Se denomina
0 una pregunta de respuesta corta, pero si fallas dos veces.
Irespuestas matiples para facilitar la respuestal

lejercicios de puzle de palabras?

jmach

Comprobar respuesta

Afiadir letra | Mostrar respuesta
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EJ » M3_EJPJSURPDH » Hot Potatoes Quizzes » Caos de palabras N°1 ‘Actuaizar Hot Potatoes Quiz

Caos de palabras

Intrucciones
Arrastre con el mouse las palabras, para formar la afirmacion congruente a la lectura realizada. Mantega la lectura a mano para realizar consultas

Cuenta con 2 intentos

Lectura:

Tanto la Convencién Americana como la Convencion sobre los Derechos del Nifio, forman parte de un muy comprensivo copus juris internacional de
proteccion de los nifios que debe servir a la Corte para fijar el contenido de los alcances de Ia disposicion general definida en el articulo 19 de la
Convencién Americana

Extraido de Justicia Juvenil y Derechos Humanos en las Américas. CIDH. UNICEF. OACNUDH. Pag 6.

Comprobar respuesta | Pista

Directrices de Ia Riad. || Reglas de Ia Habana y || El marco juridico || CND. ]| de los derechos humanos || de proteccion || Reglas de Beijing. || de los nifios incluye

09423,
26/10/2016 |
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Pareo

Pareo

El siguiente ejercicio esta basado en la lectura denominada: *Prehistoria e historia del control socio-penal de la infancia: politica juridica y derechos
humanos en América Latina". A continuacion se encuentran dos columnas la ubicada a la izquierda de su pantalla, se refiere a fechas y datos relevantes
enla historia del tema que nos ocupa. En la columna de la derecha, se describe un acontecimiento que permite relacionar las dos columnas. Cuando
este seguro de la respuesta arrastre dato de la izquierda al lado derecho en la adecuado correlacién

Arrastre Ia figura que se encuentra al lado derecho hacia el nombre correcto

Comprobar respuesta

Latinoamérica se adquiere Ia forma de judicializacion del "menor”

Revolucion Francesa

Definen "menor delincuente” a todo joven se halle imputado o
condenado por el comedimiento de una fraccion

En 1899

Se crea en lllinois el primer Tribunal de Menores

Hasta 1940

Definen privacion de libertad eliminando cualquier tipo de
eufemismo, impidiendo su aplicacién encubierta

Década de los

Aparecen disposiciones especificas para los "menores’

Década de los 70

El control social se humanizay juridifica

Beijing

La condicién general de la infancia-adolescencia mejora
significativamente

Reglas de Riad

Visiones bio-antropologicas recubiertas de matiz psicolégico

2 BAE =

€]
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26/10/2016 |
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Puede usar una o varias preguntas generadoras













Enunciado


































¿Qué es un ejercicio automático o 






objetivo?






 Son ejercicios interactivos que ofrece la plataforma 






 de aprendizaje de la Escuela Judicial, a través de un 






 Software denominado Hot potates, que permiten elaborar 






 ejercicios, que se caracterizan por calificarse 






de forma automática, de ahí su nombre.    Se caracteriza






 por  la brevedad de su respuesta y exactitud.
















































¿Para que sirven?













Son ejercicios practicos, que permiten que la 






persona que aprende practique o demuestre 






sus aprendizajes. Evalúa conocimientos propios 






del sistema de cognición, es el que procesa la 






información, para el dominio bàsico 






del conocimiento. 













 













¿A cuáles  ejercicios se refiere?













¿Cómo saber cuál usar? 













MENÚ DE EJERCICIOS 













1. Selección













¿Cuándo los uso?






Si en el diseño del curso se usaron verbos como: 






RECONOCE, COMPRENDE, IDENTIFICA, DEFINE, DISTINGUE, entre otros, este ítem le será de utilidad 




















¿Cómo lo hago?






Tiene dos parte básicas. 






1. Enunciado






2. Conjunto de opciones: 






	2.1 Distractores






	2.2 Clave o respuesta correcta



























¡Necesito Ejemplos! 













Conjunto de Opciones













En este ejemplo la imagen es parte del enunciado. Recuerde una imagen es una excelente opción didáctica, atrae la atención, en mayor grado que el texto. 













1













2













Enunciado













Conjunto de Opciones













3













Enunciado













Conjunto de Opciones













1.1 ÚNICA 













1.3 HÍBRIDOS













1.2 MÚLTIPLE













Una única






 respuesta






 correcta













Más de una






 respuesta 






correcta













Combina 






Complete y 






selección













En este ejemplo el texto de la izquierda es parte del enunciado, agrega mayor complejidad al ejercicio. Por lo si en el diseño del curso existen verbos como INTERPRETA, ANALIZA, DEDUCE, le será de utilidad un ejercicio de selección con texto. 













4













¿Y los híbridos? ¿Qué son? 













Combinan dos tipos de ejercicios, el de respuesta corta y selección. Comienza como una respuesta corta, y si la persona participante falla dos veces, de forma automática, se transforma en ejercicios de selección aportando el conjunto de opciones, lo que puede facilitar la respuesta. 













Enunciado













¿No hay conjunto de opciones?













!A ver como es..!













PRIMERA VISTA






Ejercicio de complete. 






La persona que aprende






 digita o escribe la respuesta correcta













¿Y después?













Enunciado













SEGUNDA  VISTA






La persona que aprende, escribe la respuesta. 






Si falla en dos ocasiones, mira lo que sucede 






en la siguiente imagen 













La plataforma puede dar orientaciones o replicas si la persona que aprende falla. Es posible en todos los ejercicios de selección.  













 













TERCERA VISTA






En el mismo ejercciio se despliegan un conjunto de  opciones 













	Conjunto de Opciones













Programa 






 JQUIZ













MENÚ DE EJERCICIOS 













2. Complete 













Observe que el conjunto de opciones son equivalentes en naturaleza, en este caso, todas son reglamentos y de extensión similar. Considere este dato al redactar ejercicios de selección.













¿Cuándo los uso?






Si en el diseño del curso se usaron verbos como: 






RECUERDA, UTILIZA, DEFINE, ORGANIZA, CITA, NOMBRA, o sus similares. 




















¿Cómo lo hago?






Es un ítem, sencillo de construir, se le brinda a la persona que aprende información inconclusa, para que  complete la información con palabras claves en los espacios correspondientes.   



























¡Ejemplos! 













1













Instrucciones 













Espacios en blanco para rellenar con la respuesta correcta.













[?] Este signo significa que la persona participante, al dar clic, recibirá una pista, para completar lo solicitado. Si como persona diseñadora decide emplearlos, debe considerar su redacción y estas “pistas”, no pretende disminuir el nivel de complejidad de ítem, su fin es orientar al participante. 













La opción Añadir Letras, es una opción de ayuda. Debe considerar que esta si disminuye el nivel de complejidad del ejercicio, por lo tanto cuando la persona participante la utiliza pierde puntaje.   













MENÚ DE EJERCICIOS 













3. Caos de Palabras













¿Cuándo los uso?






Si en el diseño del curso se usaron verbos como: 






RECUERDA, RECONOCE o sus similares. 




















¿Cómo lo hago?






Es un ítem sencillo de construir, seleccione el concepto clave, que es necesario que la persona que aprende maneje de forma sustancialmente correcta. 






A la persona aprende se le presenta una serie de palabras desordenada que deberá ordenar arrastrando las palabras en el orden correspondiente en el espacio asignado. 



























¡Ejemplo! 













Instrucciones 













Contextualizar 













Palabras  para 






ordenar













MENÚ DE EJERCICIOS 













3. Caos de Palabras













4. Pareo 













¿Cuándo los uso?






Si en el diseño del curso se usaron verbos como: 






Relaciona, Comprende, y sus similares. 




















¿Cómo lo hago?






Elabore dos columnas con premisas que se relacionen entre sí, ejemplos Columna A: concepto y Columna B: definición. Columna A: fecha importante, Columna B: hecho importante.













Observe el ejemplo  



























¡Ejemplo! 













Siempre debe 






dar instrucciones 






claras 













Columna A













Columna B













MENÚ DE EJERCICIOS 













5. Crucigrama  













¿Cuándo los uso?






Si en el diseño del curso se usaron verbos como: 






Reconoce, Comprende, Indica, Distingue, y sus similares. Siempre en los dos primeros dominios del conocimiento. 




















¿Cómo lo hago?













Construya la premisa, pregunta o afirmación. A su ves defina la respuesta correcta. No debe repetirse respuestas. 






La plataforma construye la estructura de cuadrada, así que sólo debe de preocuparse por redactar adecuadamente las premisas, para que la persona que aprende pueda definir la respuesta esperada. 



























¡Ejemplo! 













Premisa













¿Hay más?













¡Claro, que hay más!






Los Abiertos





































































¿Qué es un ejercicio subjetivo 






o abierto?






Son los ítems de composición. Se caracterizan porque la 






persona que aprende debe escribir la respuesta, mismas 






que son más o menos extensas.






Se clasifican como: de respuesta extensa o limitada. 






Los primeros conceden amplia libertad a la persona






participante, la única restricción es el tiempo.






Los de respuesta limitada son más concretos y precisos,






la persona facilitadora establece previamente los criterios






condicionantes de la respuesta.






Estos últimos son los que usaremos en la plataforma 






e-learning 













    
















































¿Y cuáles son?













¡Foro! 













Es una herramienta de comunicación que 






como estrategia de






 aprendizaje, propicia el debate, 






la concertación y el consenso de ideas.













¿Qué debo considerar para su construcción?













Es muy sencillo, como persona facilitadora debe delimitar 






el eje de la discusión, de tal forma que genere interés en el tema y 






el aprendizaje conjunto. 






Su rol en este ejercicio es sumamente importante debe de






servir como moderador  de las discusiones, siempre enlazando con las






metas de aprendizaje     
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Escuela Judicial de Costa Rica 





Ejemplos de Instrumentos para la
evaluación de los aprendizajes.



















¿Por qué utilizar instrumentos de Evaluación? 





Entre las principales ventajas de utilizar los instrumentos de evaluación están: 





o Otorgan mayor confiabilidad y validez al proceso de calificación. 





o Permiten valorar y calificar de forma más objetiva. 





o Dejan claro los criterios que se tomarán en cuenta para la evaluación de los aprendizajes





o Propician la autorregulación y autoevaluación durante el proceso de aprendizaje. 





o Buscan un cambio en la práctica y la cultura imperante de la evaluación de los aprendizajes  





o Están centrados en la evaluación del desempeño. 





En este documento encontrará ejemplos de tres tipos de intrumentos, útiles para los procesos de capacitación.





1. Lista del Cotejo





2. Escalas de Calificación 





3. Matrices de Valoración



















Importante 





Instrucciones:  Seleccione el o los instrumentos que son válidos para evaluar
la  operacionalización  de  la  competencia,  consignadas  en  la  Planificación
Curricular  y  Didáctica  del  curso  que  ha  diseñado.  Complete  los  datos
necesarios para que el instrumento quede listo para ser usado.





Estos ejemplos están diseñados para que pueda generar plantillas guías de
instrumentos, por lo que podrá adaptarlos a diversos diseños curriculares. 



















1. Lista de Cotejo: 
Esta compuesto por una lista de criterios o desempenoos de evaluacio,n,
previamente  establecidos,  en  la  cual  u,nicamente  se  califica  la





presencia  o  ausencia de  estos  mediante  una  escala
dicoto,mica, por ejemplo: Si–No, Logrado – No Logrado, 1-0. 



















Lista de Cotejo 





Nombre de la Persona Facilitadora que evalúa:                         Fecha: 





Nombre de la Persona Participante:
Curso:





Instrucciones:  En la primera columna se describen los criterios de evaluación derivados de planificación del curso, en correlación a la evidencias de
desempeño esperadas  de la persona participante,  marque con equis  (X)  la columna logrado o no logrado,  según corresponda. El  espacio de
observaciones y recomendaciones será utilizado de considerarse necesario. 





Criterios  de Evaluación Evidencias de Desempeño Logrado No
Logrado 





Observaciones Recomendaciones 





Un instrumento por cada
persona participante 



















2. Escalas de Calificación Likert: 
Es un registro por grados,  para lo  cual  hace  uso de una  escala
determinada,  que  mide  un  comportamiento,  una  habilidad  o  una
actitud determinada. 





Para su uso es importante tener en cuenta:





Tipos de Escalas
Unidad de medición Definición del desempeño Descriptivas Numéricas





FRECUENCIA Regularidad Siempre – Generalmente
– A veces – Pocas veces





Absolutos
5-4-3-2-1





INTENSIDAD Fuerza Fuerte - Moderado -
Regular





Intervalos CALIDAD Eficacia Excelente - Muy Bueno -
Bueno



















Escala de Calificación





Nombre de la Persona Facilitadora que evalúa:                        Fecha: 
Curso:
Instrucciones:  Los componentes de la siguiente tabla le permitirá evaluar el grado de adquisición de la  unidad de competencia, ubicada en la
primera fila, usando el criterio de desempeño de la segunda fila, en relación  con la EVIDENCIA DEL DESEMPEÑO/PRODUCTO. Haga uso de la escala
por cada persona participante, los tres primeros niveles de la escala tienen doble valor, que utilizará según su juicio sobre el desempeño de la
persona participante, sólo debe marcar  con equis (x) en el valor cuantitativo que lo represente mejor. Siete representa el nivel de adquisición más
alto, y de forma descendente el 1 representa el más bajo. Sólo debe usar el espacio Observaciones si lo considera necesario. 





Operacionalización de Competencia : 





Evidencia de Desempeño/Producto 
Criterio de Desempeño





ESCALA 
Nombre de la persona participante Excelente Muy





Bueno
Bueno Regular Observaciones





7 6 5 4 3 2 1





1.





2.





3.





4.





5.





6.





7.





Un instrumento por unidad
de competencia



















Unidad de Competencia : 





Evidencia de Desempeño/Producto 
Criterio de Desempeño





ESCALA 
Nombre de la persona participante Excelente Muy





Bueno
Bueno Regular Observaciones





7 6 5 4 3 2 1





8.





9.





10.





11.





12.





13.





14.





15.





16.





17.



















 





1. Matrices de Valoración
De tipo holística o global 





Este tipo de matriz permite la evaluacio,n de los aprendizajes en forma
general o por persona participante; es decir, se valora la totalidad del
proceso o producto sin detenerse puntualmente en sus partes. 





Por lo general, su aplicacio,n se da al finalizar un mo,dulo, un periodo
acade,mico o una carrera. 



















Matriz de Valoración Ponderada 





Instrucciones: La siguiente matriz de valoración ponderada, está diseñada para asignar una calificación, correspondiente al desempeño del grupo,
en términos generales, será utilizada por cada persona facilitadora para asignar un valor cuantitativo global.  La primera columna le indica el criterio
a evaluar, en las columnas siguientes se describen las conductas observables, que le permitirán valorar el desempeño del grupo.  Seleccione  la
columna que mejor representa el desempeño a nivel grupal, al  consignar una equis (X) en el valor numérico correspondiente. 





Nombre de la Persona Facilitadora: 
CURSO: 





Criterio Excelente Muy Bueno Necesita Mejorar
(    )100              (   ) 90     (    )80                    (   )70 (   ) 60           (  ) 50 





Condición Adquirieron las competencias
para ser certificados





Adquirieron las competencias
básicas  para ser certificados 





No adquirieron las
competencias





Intervención Los aportes de grupo fueron
significativos y bien





correlacionados con el
objeto en estudio





Los aportes fueron
significativos pero no





constantes. 





Los aportes del grupo no
estuvieron bien





correlacionados con el
objeto de estudio. 





Aportes de nuevas
ideas





Siempre se aportaron 
nuevas
ideas





Aportaron algunas nuevas
ideas.





Solo hubo pocos aportes
durante el curso. 





Justifica ideas
aportadas





Se presentaron argumentos
válidos para todas las





ideas aportadas





El grupo presento
argumentos válidos solo
para algunas de las ideas





aportadas.





Presentaron argumentos
no relacionados con las





ideas aportadas. 





Instrumento Grupal o por
persona Participante 



















 





Semejanzas y diferencias entre los instrumentos de evaluación de los aprendizajes





Ejercicio  de  síntesis,  marque  con  una  equis  (x)  las  características  de  cada  instrumento.  Algunas  de  las
caracteristicas se cumple para todos los instrumentos. 





Características Lista de Cotejo Escalas Likert Matrices de
Valoración





Establecen criterios por evaluar.





Se organizan en una tabla.
Poseen escala de calificación.
Describen el grado de logro de acuerdo a 
una escala multinivel.
Emplean solo escalas dicotómicas.





Se utilizan para evaluación formativa y 
sumativa.
Valora la totalidad del proceso o 
producto sin detenerse puntualmente en 
sus partes
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PODER JUDICIAL DE COSTA RICA




Escuela Judicial “Lic. Èdgar Cervantes Villalta”




Técnicas de Aprendizaje afines al Enfoque de Aprendizajes por Competencias.




“El elemento esencial en el proceso de aprendizaje es la emoción porque sólo se puede aprender aquello que se ama, aquello que le dice algo nuevo a la persona, que significa algo, que sobresale del entorno”. 




Neuroeducación, Mora 2014




Recopiladas por:  Daisy Quesada Guerrero. 




Presentación




¿Enfoque de Aprendizaje por Competencias desde el Paradigma Constructivista?




Este enfoque busca el desarrollo de Competencias, que desde el marco pedagógico son definidas como la habilidad de actuar de manera responsable y adecuada en un determinado contexto, y que al mismo tiempo integra conocimientos complejos, aptitudes y actitudes. 




Este documento tiene por finalidad recomendarle una serie de estrategias didácticas que permiten el accionar  del enfoque que sustentan los diseños curriculares, son una serie herramientas para  el proceso de planificación de cada una de las sesiones de capacitación.




Es relevante reiterar que son recomendaciones didácticas para los facilitadores y las facilitadoras, estas le orientarán en el tipo de metodología acorde al desarrollo de competencias, para lo cual debe recordar que APRENDIZAJE  es más efectivo:




· cuando se entienda el aprendizaje como proceso de apropiación,




· si se trabaja con orientación en la acción y solución de problemas,




· cuando el nuevo conocimiento para aprender se conexiona a un conocimiento existente (pre saberes) 




· cuando el conocimiento a aprender es útil en el contexto general,




· al aprender en situaciones sociales.




Es importante  considerar que las mejores estrategias de aprendizaje son las construidas por las personas facilitadoras, siempre desde la base de la neurociencia cognitiva que  nos indica, a través del estudio de la actividad de las diferentes áreas del cerebro y sus funciones que solo puede ser verdaderamente aprendido aquello que te dice algo, que  llama la atención y genera emoción, que es diferente y sobresale de la monotonía.




Instrucciones: A continuación encontrará una tabla, en la primera columna corresponde al nombre de la técnica, la siguiente la descripción de la misma y en las últimas columnas indique si es viable la utilización de esa estrategia; siempre considerando las fuentes del currículo: participante, contexto y área del saber. 




Estrategias de Aprendizaje




					Nombre de la Estrategia




					Descripción, procedimientos. 




					 Sí,  es viable la utilización de esa estrategia




					No,  es viable la utilización de esa estrategia









					Explorando conocimientos previos.




					El facilitador o facilitadora, antes de desarrollar el módulo temático, menciona el contenido a desarrollar, selecciona una muestra de participantes,  para que comenten, de forma breve,  sus conocimientos previos sobre la temática, estas respuestas se pueden sistematizar en un pizarrón o diapositiva.




Al iniciar la  charla introductoria el facilitador hará referencia a los conocimientos previos de las personas participantes, lo que permitirá mayor compresión de la temática. 




					




					









					Compartición de ideas (Think-Pair-Share)




					Este patrón propone el flujo de aprendizaje colaborativo para un contexto en el que las personas participantes son agrupados en parejas para resolver un problema sin una solución única.




Las personas participantes tiene tiempo para pensar acerca de la pregunta propuesta por la persona facilitadora. Después forman parejas y discuten sus ideas acerca de la pregunta (Pueden anotar sus ideas). A continuación, comenta y se  analiza en plenaria.




 Generalmente, se está mucho más dispuesto a responder cuando han tenido la oportunidad de discutir sus ideas con un compañero de forma previa.  Además, las respuestas obtenidas son normalmente más concisas intelectualmente ya que han tenido la oportunidad de reflexionar acerca de sus ideas con un compañero.









					




					









					Resolución estructurada de problemas (Structured Problem Solving)




					Grupos de trabajo que tienen un problema para resolver dentro de un tiempo límite. Este problema va precedido de una pequeña lectura relacionada con la actividad o con lo que es necesite para resolver el problema. La formación de los grupos es aleatoria y la producción final consiste en que cualquier persona  participante del grupo sea capaz de explicar el desarrollo y la solución dada al problema. Pasado el tiempo límite, el o la facilitadora pide que un grupo o un determinado participante de cada grupo presente la solución al resto de la clase.




Esto también se puede variar  fácilmente si se forman los grupos aleatoriamente, por ejemplo, por numerales y después dentro de cada grupo es hace que cada participante tome un número entre 1 y 4. Así, en cada grupo habrá una persona participante con el número 1, uno con el 2, uno con el 3 y uno con el 4. El o la facilitadora  puede decir entonces, que, por ejemplo, el número 3 de cada grupo presente la solución del grupo. Los participantes  seleccionados se cambian a otro grupo y les explican sus resultados. Esto ahorra tiempo y permite que más participantes presenten su solución.




Con el intercambio cooperativo, los y las participantes se familiarizan con las




estrategias de resolución de problemas, mejoran su capacidad de comunicación, y refuerzan su interdependencia con los demás miembros del grupo. Por otra parte, si la tarea de resolución del problema se lleva a cabo inmediatamente después de una pequeña lectura, los participantes  son capaces de trabajar también muy rápidamente con los conceptos aprendidos.




					




					









					Método del descubrimiento




					Es un método similar a la resolución estructurada de problemas, excepto que se pide a los grupos que busquen información para resolver el problema que se les ha encargado sin el beneficio de una pequeña lectura previa. El o la facilitadora puede estructurar una tarea de descubrimiento a diferentes niveles asegurándose, de esta manera, que grupos que trabajen más rápido que otros puedan profundizar más en el problema.




					




					









					Cuestionario recíproco guiado (Guided Reciprocal Peer Questioning)




					Posterior a una presentación teórica del facilitador o invitado especialista.  Asigna   una selección de cuestionamientos abiertos o incompletos.




adaptados  a las personas participantes de [5] a  [10] preguntas, que  procuran animar a la síntesis, comparación, contraste y extrapolación a otros conceptos y contextos.




Ejemplos de cuestionamientos abiertos para completar:




- ¿Cuál es la solución al problema de _______ ?




- ¿Qué pasaría si _______ ?




- ¿Qué conclusiones puedes extraer en relación a _______ ?




- ¿Cuál es el mejor _______ y para qué?




- ¿Cómo se hace _______ y como afecta a _______ - ¿Cuál es la deferencia entre _______ y _______ ?




- ¿Son _______ y _______ similares?




- ¿En qué casos se utiliza _______ para _______ ?




- ¿Cuáles son los puntos fuertes y débiles de _______ ?




- ¿Hay alguna otra manera de plantear _______ ?




- ¿Qué otro ejemplo se puede poner de _______ ?




- ¿Qué podría pasar si _______ ?




- ¿Cuáles son las implicaciones de _______ ?




Los y las participantes  se toman unos minutos para completar, de manera individual, algunas preguntas.




 Después forman grupos y por turno formulan sus preguntas y discuten posibles respuestas. Asimismo, el o la facilitadora puede asignar algunas lecturas previas a la sesión y proporcionar algunas de estas preguntas a efectos de que le respondan los grupos o como deberes para la siguiente sesión. 




					




					









					Coaching de aprender en equipo (contenido nuevo + ejercicios




					Presentación de una exposición,  encaminada a la solución de CASOS.




En equipos de trabajo se  formulan  preguntas abiertas orientadas a la necesidad (en sentido del coaching no para contestar sino para iniciar la reflexión para construir la solución)




Los equipos definen  la posible necesidad de aprender más y dan sugerencias para la discutir el problema.




Por último presenta la solución construida haciendo énfasis en el proceso vivido para su construcción (metacognición)




					




					









					Intercambio de casos




					En subgrupos se construyen casos que requieran la aplicación de los aprendizajes adquiridos, estos idealmente basados en la experiencia de los participantes, deben consignar con detalle todos los datos que orientarán la resolución del mismo.




A continuación deben hacer intercambio de casos entre subgrupos, por ejemplo el subgrupo [1] intercambia con el grupo [2], y así sucesivamente, los grupos receptores resuelven los casos, se presentan en plenaria y se construyen conclusiones.




					




					









					El aprendizaje basado en problemas. ABP









					El propósito del ABP, no se centra en la resolución del problema o de la situación problemática, sino en el desarrollo de conocimientos y habilidades que les permita a los y las participantes utilizar recursos de diferentes fuentes y actitudes que motiven la disposición y apertura en la búsqueda de soluciones (Molina, Ortiz, González Asucena Pedraz y Antón, 2003). 




Segón Morales y Landa (2004), tiene ocho fases: 




a. Leer y analizar el escenario del problema. 




b. Realizar una lluvia de ideas. 




c. Hacer una lista con aquello que se conoce. 




d. Definir qué no saben y qué necesitarán para resolver el problema. 




e. Planear cómo van a realizar la investigación. 




f. Trabajo y estudio individual: buscar, obtener y estudiar la información. 




g. Puesta en común de los hallazgos.




 h. Presentar los resultados. 









					




					









					El estudio de casos como estrategia didáctica 









					El estudio de casos, es una estrategia didáctica útil en la formación de profesionales de diferentes disciplinas y áreas del conocimiento, que permite favorecer los procesos de aprendizaje, mediante el desarrollo de estrategias cognitivas que posibilitarán la aplicación del conocimiento en otras situaciones de la vida. Se recomienda los siguientes pasos para su aplicación: 




a. Lectura y estudio del caso para que los sujetos tomen conciencia de la situación que se describe. 




b. Expresión de opiniones y juicios, partir de un trabajo individual en el que se dé la reflexión y elaboración de los principales elementos descriptivos. 




c. Contraste de opiniones, análisis común y la búsqueda de sentido del caso de estudio. 




d. Reflexión teórica en la que se da la reformulación de conceptos que se derivan del análisis del caso estudiado. 




e. Planteamiento de hipótesis tentativas sobre el caso que aproximan al estudio de distintas perspectivas de explicación y análisis de las situaciones. 









					




					









					Modelo de




aplicación de principios y normas.  









					Usualmente, son situaciones simuladas, que tienen como propósito seleccionar y aplicar principios y normas, por lo que es especialmente utilizado en el ámbito del derecho . 




Pasos para la resolución:  




A. Estudio de la situación. 




 




B. Selección de un problema, conflicto o incidente objeto de estudio y  propuesta de un ejercicio de representación de papeles.




  




C. Reflexión sobre el proceso, la resolución de la situación, los efectos de la toma de decisiones adoptada, la “actuación de los personajes representados” y sobre los temas teóricos implicados y que están en  la base de toda la acción.  









					




					














¡IMPORTANTE!




¿Qué debo considerar  para seleccionar las estrategias didácticas?  




Cuando analice, seleccione o cree cada técnica para verificar su validez hágase  los siguientes cuestionamientos:
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¿Responde a los intereses y necesidades de las personas PARTICIPANTES?













Fuentes del Currículo













¿Responde al ÁREA DE SABER, el tema principal,  en el que se pretende capacitar?













¿Responde al CONTEXTO del Poder Judicial? Recuerde que los procesos de formación son visionarios
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TAXONOMÍA DE ROBERT  MARZANO1 
VERBOS RECOMENDADOS PARA INDICADORES Y NIVELES COGNITIVOS 





           -      NIVEL COGNOSCITIVO                                                                                                                                                                                                                                                                                                             + 
1 





RECUPERACIÓN 
Dimensión 1  





Actitudes y percepciones positivas acerca 
del aprendizaje. 





 
Se refiere al hecho de que sin actitudes y 
percepciones positivas, los estudiantes 
difícilmente podrán aprender 
adecuadamente. 
 
 
 
 
 
 
 
 
(BLOOM  NIVEL 1 = CONOCIMIENTO) 
Observación y recordación de información; 
conocimiento de fechas, eventos, lugares; 
conocimiento de las ideas principales; 
dominio de la materia. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
El estudiante recuerda y reconoce 
información e ideas además de principios 
aproximadamente en la misma forma en 
que los aprendió 





2 
COMPRENSIÓN 





Dimensión 2 
Adquisición e integración 





del conocimiento. 
 





Se refiere a ayudar a los estudiantes a integrar 
el conocimiento nuevo con el conocimiento 
que ya se tiene; de ahí que las estrategias 
instruccionales para esta dimensión están 
orientadas a ayudar a los estudiantes a 
relacionar el conocimiento nuevo con el 
previo, organizar el conocimiento nuevo de 
manera significativa, y hacerlo parte de su 
memoria de largo plazo. 
 
 





 
(BLOOM  NIVEL 2  = COMPRENSIÓN) 





 
Entender la información; captar el significado; 
trasladar el conocimiento a nuevos contextos; 
interpretar hechos; comparar, contrastar; 
ordenar, agrupar; inferir las causas predecir 
las consecuencias. 
 
 
 
 
 
 
 
 
El estudiante esclarece, comprende, o 
interpreta información en base a 
conocimiento previo 





3  
ANÁLISIS 





Dimensión 3  
Extender y refinar el conocimiento. 





 
Se refiere a que el educando añade nuevas 
distinciones y hace nuevas conexiones; analiza lo 
que ha aprendido con mayor profundidad y mayor 
rigor. Las actividades que comúnmente se 
relacionan con esta dimensión son, entre otras, 
comparar, clasificar y hacer inducciones y 
deducciones. 
 
 
 
 
 
 





(BLOOM  NIVEL 4 =  ANÁLISIS) 
 
Encontrar patrones; organizar las partes; reconocer 
significados ocultos; identificar componentes. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
El estudiante diferencia, clasifica, y relaciona las 
conjeturas, hipótesis, evidencias, o estructuras 
de una pregunta o aseveración. 





4 
APLICACIÓN 
Dimensión 4 





Usar el conocimiento significativamente. 
 





Se relaciona, según los psicólogos cognoscitivistas, 
con el aprendizaje más efectivo, el cual ocurre 
cuando el educando es capaz de utilizar el 
conocimiento para realizar tareas significativas. En 
este modelo instruccional cinco tipos de tareas 
promueven el uso significativo del conocimiento; 
entre otros, la toma de decisiones, la investigación, 
y la solución de problemas. 
 
 
 
 
 





(BLOOM  NIVEL 3  = APLICACIÓN) 
 





Hacer uso del conocimiento o de la información; 
utilizar métodos, conceptos, teorías, en situaciones 
nuevas; solucionar problemas usando habilidades o 
conocimientos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
El estudiante selecciona, transfiere, y utiliza 
datos y principios para completar una tarea o 
solucionar un problema. 





5 
METACOGNICIÓN 





Dimensión 5  
Hábitos mentales productivos. 





 
Sin lugar a dudas, una de las metas más 
importantes de la educación se refiere a los 
hábitos que usan los pensadores críticos, 
creativos y con autocontrol, que son los hábitos 
que permitirán el autoaprendizaje en el individuo 
en cualquier momento de su vida que lo 
requiera. Algunos de estos hábitos mentales son: 
ser claros y buscar claridad, ser de mente abierta, 
controlar la impulsividad y ser consciente de su 
propio pensamiento. 
 
 





(BLOOM  NIVEL =  5ÍNTESIS) 
 
Utilizar ideas viejas para crear otras nuevas; 
generalizar a partir de datos suministrados; 
relacionar conocimiento de áreas persas; 
predecir conclusiones derivadas. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
El estudiante genera, integra y combina ideas 
en un producto, plan o propuesta nuevos para 
él o ella. 





6 
Dimensión  





SELF-SYSTEM= Sistema de uno mismo 
=AUTORREGULACIÓN 





Sistema de Conciencia del Ser 
Está compuesta de  actitudes, creencias y sentimientos que 
determina la motivación individual para completar 
determinada tarea. 
 
Los factores que contribuyen a la motivación son: la 
importancia, la eficacia y las emociones. 
 
Evaluación de importancia: determinar que tan 
importante es el conocimiento y la razón de su percepción. 
 
Evaluación de eficacia: identifica sus creencias sobre 
habilidades que mejorarán su desempeño o comprensión 
de determinado conocimiento. 
 
Evaluación de emociones: identificar emociones ante 
determinado conocimiento y la razón por la que surge 
determinada emoción. 
 
Evaluación de la motivación: identificar su nivel de 
motivación para mejorar su desempeño o la comprensión 
del conocimiento y la razón de su nivel 





 
(BLOOM  NIVEL 6  =  EVALUACIÓN) 





 
Comparar y discriminar entre ideas; dar valor a la 
presentación de teorías; escoger basándose en argumentos 
razonados; verificar el valor de la evidencia; reconocer la 
subjetividad. 
 
El estudiante valora, evalúa o critica en base a 
estándares y criterios específicos. 





repetir definir interpretar predecir distinguir  examinar aplicar producir planear definir juzgar detectar 
registrar listar traducir asociar analizar catalogar emplear resolver proponer combinar evaluar debatir 
memorizar rotular reafirmar estimar diferenciar inducir utilizar ejemplificar diseñar reacomodar clasificar argumentar 
nombrar identificar describir diferenciar destacar inferir demostrar comprobar formular compilar estimar cuestionar 
relatar recoger reconocer  extender experimentar discriminar practicar calcular reunir componer valorar decidir 
subrayar examinar expresar resumir probar subdividir ilustrar manipular construir  relacionar calificar establecer gradación 
enumerar tabular informar discutir comparar desmenuzar operar completar crear elaborar seleccionar probar 
enunciar citar revisar contrastar contrastar separar programar mostrar establecer explicar medir medir 
recordar  identificar distinguir criticar ordenar dibujar examinar organizar concluir descubrir recomendar 
describir  ordenar explicar discutir explicar esbozar modificar dirigir reconstruir justificar explicar 
reproducir  seriar ilustrar diagramar conectar convertir relatar preparar idear estructurar sumar 
  exponer  inspeccionar seleccionar transformar clasificar deducir reorganizar pronosticar valorar 
  parafrasear  pedir arreglar cambiar descubrir resumir reordenar predecir criticar 
  comparar  clasificar categorizar experimentar computar generalizar desarrolla apoyar discriminar 
    separar  usar construir integrar reescribe predecir convencer 
        substituir generalizar concluir establecer rangos 
        crear modificar   
        inventar plantear   
        plantear hipótesis    





1 Marzano,   R. J.  (2001). Designing a new taxonomy of educational objectives. Experts in Assessment Series, Guskey, T. R., & Marzano, R. J. (Eds.). Thousand Oaks, CA: Corwin 
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Escuela Judicial “Lic. Édgar Cervantes Villalta” 




Enfoque de Aprendizaje por Competencia




ANÁLISIS FUNCIONAL – MAPA FUNCIONAL




Puesto:  TÉCNICO JUDICIAL




Rol ocupacional: Comunicación Judicial 




¿Cuál es su utilidad?




Permiten:




1. Identificar  las capacidades a desarrollar. Correlacionando los procesos con el Perfil Profesional 




2. Determinar los ejes temáticos de aprendizaje para la capacitación.




3. Determinar las características y las especializaciones del cuerpo docente que actuarán en el espacio formativo.  




4. Establecer el tipo de materiales curriculares que servirán de apoyo.




5. Definir el carácter de las evaluaciones a realizar sobre los desempeños esperados 




6. Reconocer las cualidades del equipamiento o materiales que requiere la formación.




Escuela Judicial




ANÁLISIS FUNCIONAL – MAPA FUNCIONAL 




					PERSONAS PERITOS DE LOS DEPARTAMENTOS DE CIENCIAS FORENSES Y MEDICINA LEGAL 









					ANÁLISIS FUNCIONAL:









					Proceso de desagregación a partir del propósito clave de una organización que se utiliza para identificar las competencias inherentes al ejercicio de las funciones laborales y de las actividades que las componen









					MAPA FUNCIONAL









					El mapa funcional referido al rol, se expresa en unidades y en elementos de competencia permite transparentar la naturaleza de las funciones que se cumplen en el desempeño de ese rol y el tipo de capacidades que se requieren del sujeto que lo ejerce.









					Rol ocupacional:  Se redacta: verbo+objeto (comunicaciones judiciales)+condición/contexto









					Unidades de Competencia 




Función productiva que describe el conjunto de las actividades diferenciadas que serán cumplidas desde el rol laboral seleccionado. 




					Elementos de Competencia




 Desagregación de la función principal que pretende especificar algunas de las actividades clave o la actividad crítica de la función. Una función, según su variedad o su complejidad , puede especificarse en uno o en varios elementos de competencia. 
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TÉCNICO EN COMUNICACIONES JUDICIALES




Propósito del Puesto




Ejecutar labores relacionadas con la notificación de las resoluciones, entrega de citaciones y cualquier comunicado emitido por órganos de Justicia respectivos de conformidad con lo establecido por la ley.




Funciones Principales




Función Técnica: Ejecutar funciones de naturaleza técnica, para lo cual debe aplicar los procedimientos, disposiciones administrativas y legales.




-Notificar resoluciones, entregar citaciones y cualquier comunicado judicial emitidos por los tribunales respectivos, según lo establecido por la ley.




-Recibir, clasificar y hacer listas de las órdenes de citaciones a efectuar por expediente, además de revisar la lista de entrega y expedientes para corroborar el número de causa, foliatura, condición y partes involucradas entre otros datos similares.




-Devolver expedientes a quien corresponda si la foliatura es errónea y los casos notificados al Secretario dentro del tercer día.




-Confeccionar las boletas de Orden de Citación, cuando se requiera.




-Registrar electrónicamente y en los libros correspondientes las boletas de órdenes de Citación ingresadas, indicando fecha de recibido y entrega, nombre de la persona a citar y número de expediente.




-Verificar que la boleta de presentación ingresada corresponda a una citación realizada.




-Indicar el recibido en la boleta de citación, lo cual comprende fecha, dirección exacta y nombre de quien recibe.




-Notificar por edicto cuando así se ordena.




-Confeccionar el rotulado de las cédulas y las actas de notificación para consignar: partes y direcciones a  notificar, así como las constancias cuando no se haya podido efectuar la tarea.




-Devolver las citaciones indicando si fue efectuada o no la diligencia, con la respectiva justificación.




-Clasificar y agregar folios junto con las actas de notificación a sus respectivos expedientes.




-Colaborar recibiendo escritos y buscando expedientes archivados y en otras labores de la oficina.




-Tramitar las comisiones a notificar en materias a cargo del despacho.




-Velar por el buen uso, mantenimiento, limpieza y conservación del equipo de trabajo asignado.




-Rendir informes sobre la labor efectuada cuando sea necesario.




-Colaborar con la atención al público y evacuar consultas relacionadas con los asuntos propios de la oficina, según lo permita la ley.




-Realizar otras labores propias del cargo.




Factores Organizacionales y Ambientales




Responsabilidad por funciones 




Debe ejercer eficientemente las labores a su cargo; las actividades que ejecuta demanda responsabilidad para la calidad, precisión y cantidad de los resultados; así como por la exactitud de los procesos y la información que se suministra. 




Debe aplicar los procedimientos, disposiciones administrativas y legales; así como las normas de seguridad e higiene ocupacional establecidas. 




Por relaciones de trabajo 




Las actividades originan relacionarse con compañeros, superiores; funcionarios de otras oficinas y personas externas a la institución; la información que suministra puede causar fricciones o conflictos  y debe ser manejada con la debida discreción.




Por equipo materiales y valores




Debe velar por el adecuado uso y mantenimiento del equipo, materiales, y demás instrumentos asignados para el cumplimiento de sus actividades.




Condiciones de trabajo




Esta actividad demanda esfuerzo mental para coordinar ideas y aplicar el juicio y el criterio para atender varias actividades en forma simultánea, resolver problemas de alguna complejidad y tomar decisiones con base en precedentes y procedimientos establecidos.




Para el cumplimiento de esta labor el ocupante del cargo debe desplazarse a diversos lugares, zonas marginales y conflictivas así como extender su jornada laboral en caso que se requiera.




Para el cumplimiento de esta labor el ocupante del cargo se encuentra sujeto a plazos establecidos.  




Consecuencia del error




Los errores que eventualmente se cometan pueden causar inconvenientes y atrasos en los procesos judiciales, además de poder acarrear inexactitud en la información que se suministra.




Supervisión ejercida 




No ejerce supervisión.




Supervisión recibida 




Trabaja con cierta independencia siguiendo instrucciones generales, las normas que se dicten al efecto; procedimientos y disposiciones administrativas, técnicas y legales vigentes.  La labor es evaluada mediante la apreciación de la eficiencia y calidad de los resultados obtenidos.




COMPETENCIAS GENÉRICAS




					




					Dominio de la competencia









					COMPETENCIAS 




GENÉRICAS




					Aceptable 




					Eficiente 




					Superior









					Compromiso




					




					




					









					Ética y transparencia




					




					




					









					Excelencia




					




					




					









					Responsabilidad




					




					




					









					Servicio de calidad




					




					




					














Compromiso




Actuar con responsabilidad cumpliendo con los deberes y obligaciones asignados.




-Conductas observables:




· Demuestra un alto nivel de compromiso con la institución y  las personas usuarias, perseverando en la obtención de los resultados pese a los obstáculos o dificultades. 




· Se esfuerza por hacer bien su trabajo y pone en práctica nuevas formas sin dejar de hacerlo de una manera eficiente.




· Pone en práctica diferentes alternativas o estrategias para lograr los objetivos institucionales cuando el procedimiento inicialmente planteado no funciona.




Ética y transparencia




Guiarse con apego a los principios de integridad y honradez; sentir y obrar en todo momento con transparencia para que mediante sus actuaciones promueva la credibilidad y confianza de las personas con las que se relaciona durante el ejercicio de su responsabilidad.




-Conductas observables:




· Actúa permanentemente dentro de las normas éticas y morales.




· Muestra disposición a actuar honestamente incluso en situaciones riesgosas y difíciles.




· Demuestra un comportamiento intachable desde lo personal hacia lo laboral, actuando siempre conforme a los lineamientos y políticas establecidas por la institución.




Excelencia




Cumplir con los deberes y obligaciones en un marco de innovación y creatividad que asegure el desarrollo de las funciones con un alto nivel de desempeño.




-Conductas observables:




· Se preocupa por progresar continuamente en la efectividad del trabajo.




· Muestra interés por aprender prácticas, conceptos y herramientas útiles para desempeñar su trabajo.




· Identifica, desarrolla y aplica alternativas de cumplimiento y solución en la consecución de los objetivos planteados.




Responsabilidad




Cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos asumiendo las consecuencias de sus actos, por encima de sus propios intereses, esforzándose por dar más de lo que se le pide y colaborando, con los demás.




-Conductas observables:




· Realiza esfuerzos adicionales, cumpliendo tareas que van más allá de sus responsabilidades.




· Demuestra capacidad para establecer prioridades y enfocar esfuerzos hacia el logro de los deberes, obligaciones y compromisos de la institución como si fuera suyos.




· Rinde cuentas de los resultados de su gestión, mostrando un alto grado de responsabilidad por las consecuencias de sus resultados.




Servicio de Calidad




Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a los usuarios internos y externos de la institución.




-Conductas observables:




· Demuestra interés por comprender adecuadamente las necesidades de los usuarios internos y externos.




· Responde a los requerimientos de servicio de los usuarios internos y externos en forma oportuna y efectiva.




· Mantiene una actitud proactiva, cordial y asertiva con relación a los usuarios internos y externos.




COMPETENCIAS ESPECÍFICAS




					




					Dominio de la competencia









					COMPETENCIAS 




ESPECÌFICAS




					Aceptable 




					Eficiente 




					Superior









					Actitud de colaboración




					




					




					









					Comunicación escrita




					




					




					









					Objetividad




					




					




					









					Orden




					




					




					









					Precisión




					




					




					














Actitud de colaboración




Disposición para colaborar. Mostrar apertura para la flexibilidad en los horarios, así como en el traslado y la ejecución de las tareas.





-Conductas Observables




· Aporta su colaboración tanto dentro como fuera de su área, lo que permite impactar positivamente en la imagen que proyecta a los demás y en sus metas.




· Se interesa por ser una persona flexible y anuente a ejecutar sus labores en diferentes lugares o áreas.




· Ejecuta acciones de colaboración aportando el esfuerzo que sea necesario para que el trabajo sea de calidad y en el tiempo requerido, cumpliendo con los estándares de la institución.




Comunicación escrita




Transmitir información, ideas y criterios a través de la escritura, aplicando la terminología adecuada y adaptándola a los procedimientos del Poder Judicial, de manera que sea comprensible e unívoco; comprender los mensajes escritos y los documentos técnicos elaborados por otras personas que tengan relevancia para desempeñar su labor.





-Conductas Observables:




· Transmite la información requerida de forma entendible para el usuario, destinatario o público en general.




· Emplea el lenguaje y forma adecuada para hacer llegar el mensaje.




· Es coherente y concreto en sus informes escritos lo cual se evidencia con la comprensión del mensaje.




Objetividad





Manejar con justicia y coherencia la información recolectada y atender de manera objetiva las necesidades y requerimientos de los usuarios, a través de los debidos procesos y procedimientos, desligándose de sus convicciones personales y valoraciones subjetivas.





-Conductas Observables:




· Su actuación profesional se sustenta en razonamientos acordes a los  contextos, evitando que circunstancias o personas afecten el hecho central que está tratando de resolver.




· Se enfoca en los hechos y pruebas y no en las personas o circunstancias, lo que le permite ver los problemas con un enfoque equilibrado. 




· Controla en todo momento las convicciones personales y subjetivas que puedan afectar su juicio y razonamientos.




Orden




Organizar eficazmente las actividades asignadas o las responsabilidades adquiridas, utilizando el tiempo en la forma más eficiente posible.





-Conductas Observables:




· Organiza el desarrollo de sus tareas, priorizando las actividades de acuerdo a los objetivos y a los procedimientos establecidos.




· Considera experiencias previas para anticiparse y responder con mayor efectividad a las exigencias de su función.




· Establece prioridades y plazos y aprovecha el tiempo.




Precisión





Realizar tareas, actividades o procesos con minuciosidad, exactitud y apego total a los estándares que las circunscriben.





-Conductas Observables:




· Da seguimiento riguroso a los datos o información generada, garantizando que ésta responda a las expectativas de los usuarios.




· Realiza una generación de datos dentro de los márgenes de tiempos requeridos y apegado a los estándares de calidad esperados para su puesto.




· Los resultados de su trabajo se caracterizan por un eficiente nivel de precisión y atención al detalle, lo que da como resultado un rendimiento consistente de conocimiento.




COMPETENCIAS TÉCNICAS 




					ÁREAS DE CONOCIMIENTO














Cultura institucional





•
Ética y Valores compartidos que orientan el accionar institucional




•
Atención a la persona usuaria




•
Políticas institucionales




Técnicas de Comunicación  EFECTIVA




•
Redacción y ortografía




•
Comunicación oral




•
Servicio de calidad a la persona usuaria




SISTEMAS DE APOYO A LA FUNCIÓN 




•
Dominio de herramientas informáticas y de los sistemas operativos de uso institucional




REQUISITOS ACADÉMICOS




· Bachiller en Educación Media




EXPERIENCIA 




· Requiere un mínimo de un año de experiencia en labores relacionadas con el puesto




OTROS REQUERIMENTOS OBLIGATORIOS 




· Licencia de conducir B1 y A-2, cuando el puesto así lo requiera al día.




CLASE ANCHA: Técnico en Comunicaciones Judiciales   




PERFIL COMPETENCIAL (CLASE ANGOSTA): TÉCNICO en Comunicaciones Judiciales




Grupo Ocupacional: Técnico Jurisdiccional




Aprobada: Corte Plena 




Sesión: Nº 41-15 del 16 de noviembre  2015




Artículo: XII
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TÉCNICO JUDICIAL




PROPÓSITO DEL PUESTO 




Ejecutar labores de técnicas relacionadas con la función jurisdiccional del despacho en el que se ubica. 




FUNCIONES PRINCIPALES  




Función Técnica: Ejecutar funciones de naturaleza técnica, para lo cual debe aplicar los procedimientos, disposiciones administrativas y legales.




Proveedor: Gestión de documentos y acciones propias del proceso jurisdiccional del despacho conforme la normativa aplicable.




-Recibir, revisar y dar curso a las diligencias, demandas, escritos, notificaciones, comunicaciones y expedientes que ingresen al despacho, según los procedimientos establecidos para la materia asignada.




-Redactar proyectos de resoluciones, encabezamientos y resultados de sentencias, actas, solicitudes de defensor, certificaciones de juzgamientos, correspondencia y otros trabajos.




-Transcribir resoluciones, oficios, providencias, autos sentencias, actas, votaciones, cuadros estadísticos, informes, autos y otras a cargo del despacho.




-Firmar las actas y documentos cuando así corresponda.




-Solicitar información y dictámenes periciales ante instancias internas o externas, para el trámite de los procesos.




-Recoger y registrar la votación al final de cada audiencia.




-Recibir y trasladar a la instancia correspondiente denuncias, declaraciones, pruebas o legajos en general, que no sean de conocimiento de la oficina o contra las cuales se haya planteado recurso de apelación.




-Formar legajos de diligencias y agregar a los mismos: escritos, oficios, documentos, correspondencia y otros de naturaleza similar, siguiendo los procedimientos establecidos.




-Verificar en los legajos: plazos, convocatorias a debate, citas, audiencias, declaratoria de rebeldía, archivo fiscal o sobreseimiento provisional y de otros actos judiciales, con fines diversos.




-Enviar a la oficina correspondiente, para su debido diligenciamiento, las resoluciones que el Juez ordenó notificar por los medios idóneos.




-Remitir, a quien corresponda, las citaciones, órdenes de presentación, órdenes de captura e impedimentos de salida del país.




-Confeccionar, actualizar y remitir: certificaciones, notas de embargo y levantamiento del mismo; ejecutorias, órdenes de libertad, constancias, listas de entrega para notificación, citaciones a juicio, presentaciones, telegramas, carátulas, recordatorios, estados de conciliación y otros.




-Colaborar en la sistematización de jurisprudencia útil para el despacho.




-Hacer las respectivas prevenciones, localizar y poner en autos a los intervinientes, según las necesidades procesales.




-Confeccionar notas, oficios, telegramas, listados, correspondencia e informes diversos en los plazos establecidos.




-Cumplir diversas actuaciones judiciales como:  hacer lecturas, actuar como pregonero, asistir a diligencias, asistir a debates, distribuir audiencias y vistas de casación, revisar casillas, controlar términos, dictar deserciones y similares, según proceda. 




-Buscar y archivar expedientes, sentencias, pruebas y demás documentos. 




-Hacer las remesas de expedientes y enviarlas a quien corresponda. 




-Recibir actas de aceptación y nombramiento de peritos, curadores, consentimiento de adopciones, depósitos provisionales y otros.




-Rotular, identificar, enumerar, clasificar y custodiar pruebas, evidencias y documentos 




-Atender y evacuar consultas de sus superiores, compañeros, autoridades judiciales y público en general, relacionadas con los asuntos del despacho, según lo permita la ley.




-Levantar informaciones, tomar declaraciones, recibir indagatorias, entrevistas a menores y cualquier otra prueba dispuesta por el superior, verificando lo que corresponda, según las formalidades de ley.




-Convocar a audiencias y citar a testigos, partes interesadas y demás, según las necesidades procesales.




-Resolver escritos y colaborar con el trámite de expedientes.




-Elaborar listados de expedientes y documentos asociados que deben ser migrados. 




-Cumplir diversas actuaciones judiciales como: hacer lecturas, actuar como pregonero, asistir a diligencias, asistir a audiencias y vistas, revisar casillas, controlar términos y similares, según proceda.




-Asistir al Juez en diligencias propias de su cargo, tanto dentro como fuera del despacho.




-Asistir al Juez durante la celebración del remate y las juntas de acreedores.




-Realizar e incluir en el Sistema de Gestión del despacho resoluciones que refieran al trámite de los asuntos.




-Confeccionar, actualizar y remitir: certificaciones, notas de embargo y levantamiento del mismo; ejecutorias, constancias, desglose electrónico de notificación, citaciones, carátulas, recordatorios, estados de conciliación  y otros.




-Efectuar labores de cajero.




-Efectuar la práctica material del embargo, cuando sea necesario, la realizará con carácter de oficial público.




-Revisar actas del Consejo Superior, Corte Plena, Resoluciones. La Gaceta, Boletín Judicial y recopilar la información de interés para la oficina.




-Realizar el inventario periódico de expedientes.




-Actualizar datos en los sistemas informáticos el Escritorio Virtual, el Sistema Gestión de Despachos Judiciales, el Sistema de Depósitos Judiciales; además, del Sistema de Registro de Embargos y Mandamientos (SREM) y la agenda CRONOS, entre otros.




Realizar el registro del señalamiento masivo; del señalamiento para audiencia y agendarlos en la agenda Cronos y en el expediente.




-Anotar el señalamiento para audiencia en la agenda cronos y en el expediente. 




-Realizar otras funciones propias del cargo.




Manifestador: Gestión con el usuario del servicio público de justicia, las diferentes partes del proceso y hacia lo interno del Poder Judicial. 




- Atender al usuario de forma cortés, diligente y oportuno conforme a los medios de atención establecidos en el despacho.




-Mantener al día los diferentes controles establecidos en el área de atención al público.




-Informar al usuario respecto a la realización de las audiencias y juntas de quiebras, entre otras.




-Atender quejas y observaciones verbales que las partes manifiesten sobre el servicio prestado, de ser necesaria




-Localizar y mostrar a instancia de las partes el expediente judicial que este bajo conocimiento del despacho judicial.




-Brindar información al usuario respecto de la realización de las vistas, juicio o audiencias preliminares.




-Coordinar la solicitud de expedientes que se encuentren en el Archivo Judicial o en el Archivo del Circuito, cuando son solicitados por los usuarios.




-Entregar a los usuarios de acuerdo con los controles establecidos: certificaciones, constancias, mandamientos, exhortos o citaciones de los testigos Tomar y transcribir las manifestaciones de las partes. 




-Consultar la ubicación y estado de los expedientes en el Sistema de Gestión de Despachos Judiciales.




-Acompañar las partes a fotocopiar expedientes y documentos en archivo, bajo su custodia y responsabilidad. 




-Custodiar los expedientes que estén bajo su responsabilidad.




-Firmar la razón de recibido de los escritos, los documentos y las copias que sean presentadas al despacho.




-Registrar el historial de los menores internados y referirlos a Trabajo Social, según los procedimientos establecidos.




Asistir en Audiencia o Juicio: Gestión y apoyo a los representantes de la Judicatura en las audiencias o Juicios. 




-Revisar que la sala en que se realizará el juicio esté debidamente acondicionada.




-Verificar que el equipo de grabación y sonido se encuentre en buen estado.




-Revisar que, en la Sala de Juicio, o audiencia se encuentre el expediente y la documentación correspondiente al debate a realizar. 




-Revisar que las partes, testigos y peritos estén debidamente citados, notificados y ubicados en la sala de juicio.




-Verificar que el público que asiste al juicio este ubicado en el lugar debido.




-Colaborar con medidas adecuadas y pertinentes que permitan preservar los equipos en buen estado.




-Operar el equipo de audio, video y grabación de la Sala de Juicio.




-Custodiar y respaldar el audio y video de las audiencias, de ser necesario   facilitar a las partes copia del mismo, enviarlo al archivo correspondiente.




-Hacer resúmenes del requerimiento de la prueba ofrecida por las partes para tenerlos a la vista el día del juicio. 




-Presentar a las partes y al público general la conformación del Tribunal indicando el Juez que preside el Juicio y establecer las consideraciones de orden en la etapa de juicio.




-Coordinar los aspectos logísticos necesarios para no afectar el desarrollo del juicio oral y público o la audiencia.




-Realizar el llamado de testigos u otros que se encuentren en la sala de espera. 




-Coordinar con la persona encargada de seguridad todos los aspectos que se refieren al tema en la Sala de Juicio.




-Atender situaciones de emergencia que puedan presentarse durante la celebración del juicio.




-Informar a los integrantes del Tribunal de cualquier eventualidad que surja en el desarrollo del debate. 




-Recoger y registrar la votación al final de cada sesión. 




-Realizar cualquier trámite que surja en la etapa de juicio.




-Gestionar con quien corresponda el pago de viáticos de testigos.




-Entregar comprobantes de asistencia solicitados por las partes o testigos.




-Archivar, conservar y controlar los legajos administrativos y expedientes judiciales; además, de fotocopias certificadas que se encuentren en la etapa de juicio.




-Llevar y mantener actualizados la agenda electrónica, registros, libros, índices y recopilaciones sobre expedientes en la etapa de juicio, casos en estudio, votos, expedientes turnados, jurisprudencia, resoluciones de interés, así como administrar los sistemas de control de expedientes.




-Colaborar en lo relativo a la votación, turno de los expedientes y recursos, entre los integrantes y colaborar para que las resoluciones sean firmadas en forma oportuna.




-Remitir copia de las resoluciones del despacho a las instancias y oficinas correspondientes, cuando proceda legalmente.




-Tramitar dictámenes periciales ante instancias internas o externas, que se hayan ordenado en los procesos.




-Tramitar correspondencia; redactar oficios, notas y otros documentos similares que correspondan a la Sección del Tribunal.




-Solicitar y rendir informes de diversa naturaleza relacionados con el trámite y gestión de la Sección del Tribunal.




-Transcribir resoluciones, oficios, providencias, autos sentencias, actas, votaciones, cuadros estadísticos, informes, autos y otras a cargo del despacho 




-Colaborar para que los trámites que se realicen en el despacho se realicen conforme a los principios de la oralidad.




-Buscar y archivar expedientes, sentencias pruebas y demás documentos.




-Atender y evacuar consultas de sus superiores, compañeros, autoridades judiciales y público en general, relacionadas con los asuntos del despacho. 




-Realizar otras labores propias del cargo.




Otras labores de apoyo: Realizar labores de apoyo y generales para la función jurisdiccional del despacho. 




-Ejecutar labores de apoyo y de oficina en diferentes despachos judiciales




-Llevar y mantener actualizados los libros, registros y archivos manuales e informatizados de la oficina, conforme a sistemas establecidos.




-Colaborar con la capacitación e inducción de personal de reciente ingreso.




-Efectuar labores de cajero.




-Mantener actualizada la pizarra informativa. *




-Realizar otras funciones propias del cargo.




FACTORES DE CLASIFICACIÓN Y VALORACIÓN DE PUESTOS  




Responsabilidad por funciones 




Es responsable contribuir con el proceso judicial, ejecutando una serie de actividades jurisdiccionales especializadas las cuales contribuyen a la toma de decisiones por parte del juez, en estricto apego a las normas que se dicten al efecto, métodos, sistemas y procedimientos técnicos, administrativos y legales. 




Esta actividad requiere de revisar aspectos de validez y eficacia de los escritos de las partes, agregar los escritos a los expedientes, elaborar proyectos de resolución, actualizar información en registros, elaborar mandamientos y comunicaciones con autoridades o departamentos, entre otros. 




Le corresponde velar por el ágil diligenciamiento de los casos a su cargo, hacer notificaciones y realizar el aseo cuando no existan los puestos correspondientes.




Debe observar discreción y confidencialidad respecto a los asuntos que se le encomiendan y de la información que conoce.




Por relaciones de trabajo 




Le corresponde mantener relaciones constantes con personas internas y externas a la institución, las cuales deben ser atendidas de forma moderada, respetuosa y diligente.




Por equipo, materiales y valores




Debe velar por el adecuado uso y mantenimiento del equipo de cómputo y grabación, suministros y demás materiales asignados para el cumplimiento de sus actividades; por consiguiente, debe reportar a la instancia respectiva, el estado del equipo de grabación, para detectar a tiempo cualquier falla, necesidad de baterías, audífonos o sustitución del mismo.




Condiciones de trabajo




Generalmente, esta actividad se realiza en condiciones controladas de oficina las cuales demandan de cierto esfuerzo mental.  Pueden ser desarrolladas de forma individual o en equipo.   Además, esta labor demanda mantener una misma posición la mayor parte de la jornada laboral.




Para el cumplimiento de esta labor el ocupante del cargo se encuentra sujeto al cumplimiento de plazos establecidos en los asuntos asignados, así como prestar los servicios cuando sean requeridos.  




Consecuencia del error




Los errores que eventualmente se cometan pueden causar daños o atrasos en los procesos judiciales en los cuales se encuentra inmerso el cargo lo que genera un perjuicio a los usuarios del sistema judicial con la correspondiente responsabilidad administrativa o penal por el hecho cometido; no obstante, existen mecanismos que permiten detectarlos y corregirlos a tiempo.




Supervisión ejercida 




No ejerce supervisión.




Supervisión recibida 




Trabaja siguiendo instrucciones generales, las normas que se dicten al efecto; procedimientos y disposiciones administrativas.  La labor es evaluada mediante la apreciación de la eficiencia y calidad de los resultados obtenidos.




COMPETENCIAS GENÉRICAS 




					




					Dominio de la competencia









					COMPETENCIAS 




GENÉRICAS




					Aceptable




					Eficiente




					Superior









					Compromiso




					




					




					









					Ética y transparencia




					




					




					









					Humanismo y conciencia social




					




					




					









					Iniciativa




					




					




					









					Responsabilidad




					




					




					














Compromiso 




Actuar con responsabilidad para cumplir con los fines institucionales, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente y brindando un servicio de calidad.




-Conductas observables:




· Se plantea retos en su trabajo diario proponiéndose llegar más allá de lo meramente establecido.




· Se preocupa por hacer bien el trabajo asignado y realiza propuestas sobre nuevas formas para mejorar su desempeño.




· Es perseverante en el alcance de metas y objetivos en los tiempos establecidos.




Ética y transparencia




Disposición para actuar con un marcado interés por el respeto y cumplimiento a las normas y principios morales que rigen el ejercicio jurisdiccional.




-Conductas observables:




· Se desempeña de manera correcta en todas sus actuaciones.




· Actúa permanentemente dentro de las normas éticas y morales.




· Muestra disposición a actuar honestamente incluso en situaciones riesgosas y difíciles.




· Demuestra un comportamiento intachable desde lo personal hacia lo laboral, actuando siempre conforme a los lineamientos y políticas establecidas por la institución.




Humanismo y Conciencia Social




Disposición para atender de forma efectiva los requerimientos del entorno, con diferentes personas y grupos, ajustándose a contextos sociales distintos.




-Conductas observables:




· Entiende rápidamente las circunstancias del entorno donde se desenvuelve y es tolerante de la diversidad social.




· Muestra interés por conocer los puntos de vista y sentimientos de los demás.




· Atiende y toma en cuenta los intereses de los demás y es capaz de adaptar moderadamente los suyos.




· Se ajusta a contextos sociales distintos.




Iniciativa




Capacidad personal de orientar la acción innovadora y creativa para hacer mejor las funciones, actuando de manera proactiva, haciendo propuestas de mejora concretas y agilizando el trabajo a través de nuevas oportunidades ó soluciones de problemas.




-Conductas observables:




· Se anticipa situaciones que no son evidentes para otros y realiza acciones para prevenir los problemas que pudieran acarrear.




· Se preocupa por elaborar y tener respuestas alternativas ante situaciones problemáticas que podrían presentarse.




· Cuando nadie puede aportarle una solución frente a alguna eventualidad que impacte el desarrollo habitual de su trabajo, resuelve dicha dificultad de manera autónoma, evitando demoras.




Responsabilidad




Cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos asumiendo las consecuencias de sus actos, por encima de sus propios intereses, esforzándose por dar más de lo que se le pide y colaborando, con los demás.




-Conductas observables:




· Mantiene un compromiso hacia el logro de las metas frente a frustraciones u obstáculos.




· Asume ante los demás la responsabilidad por sus acciones y busca soluciones adecuadas.




· Se responsabiliza personalmente por la calidad de los servicios/productos brindados por su área.




COMPETENCIAS ESPECÍFICAS  




TECNICO JUDICIAL 1




					




					Dominio de la competencia




TECNICO JUDICIAL









					COMPETENCIAS 




ESPECÍFICAS




					1




Aceptable 




					2




Eficiente 




					3




Superior









					Comunicación escrita




					




					




					









					Orden




					




					




					









					Orientación al servicio




					




					




					









					Trabajo en equipo




					




					




					









					Orientación a la calidad




					




					




					














Comunicación escrita




Habilidad para transmitir información, ideas y criterios a través de la escritura, aplicando la terminología adecuada y adaptándola a los procedimientos del sistema judicial, de manera que sea comprensible e unívoco, así como la habilidad para comprender los mensajes escritos y los documentos técnicos elaborados por otras personas que tengan relevancia para desempeñar su labor.




-Conductas observables:




· Logra transmitir de forma correcta por medio de documentación escrita, conceptos y solicitudes gestionadas.




· Comprende de forma básica la información recibida que sea de relevancia a su puesto.




Orden




Capacidad para organizar eficazmente las actividades asignadas o las responsabilidades adquiridas, utilizando el tiempo en la forma más eficiente posible.




-Conductas observables:




· Ordena su trabajo en el día a día.




· Distribuye de manera adecuada los tiempos para sus actividades diarias.




· Mantiene ordenado su espacio de trabajo, accediendo fácilmente a la información requerida en el ejercicio de sus labores.




Orientación al servicio




Actitud de servir o ayudar a los usuarios internos y externos de la institución actuando con rectitud, transparencia y total apertura hacia la satisfacción de sus necesidades 




-Conductas observables:




· Muestra oportunamente disponibilidad para atender a los usuarios internos y externos.




· Se mantiene constantemente receptivo(a) con los usuarios internos y externos.




· Es paciente y tolerante con los usuarios aun en situaciones complejas.




Trabajo en equipo




Capacidad de promover, fomentar y mantener relaciones de colaboración eficientes con miembros del ámbito judicial así como otros grupos de trabajo, que resulten pertinentes con la integración de esfuerzos comunes y que garanticen el óptimo desarrollo de la práctica judicial.




-Conductas observables:




· Trabaja para el logro de los objetivos del equipo, realizando la parte del trabajo que le corresponde.




· Ayuda a los miembros del equipo cuando se lo solicitan.




· Apoya las decisiones del equipo y coopera en actividades comunes.




Orientación a la calidad




Capacidad para alcanzar altos estándares de excelencia y cumplimiento en el trabajo propio y el de otros, reflejando un esfuerzo adicional por cumplir con la función de manera eficiente y eficaz.




-Conductas observables:




· Comprueba detenidamente el trabajo realizado, para evitar errores y mantener los niveles de calidad definidos.




· Eventualmente brinda soluciones o prevé acciones alternativas, con el fin de alcanzar los objetivos planteados.




· Detecta desviaciones con respecto a normas y procedimientos, proponiendo medidas correctoras y actuando sobre ello. 
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					Dominio de la competencia




TECNICO JUDICIAL









					COMPETENCIAS 




ESPECÍFICAS




					Aceptable 




					2




Eficiente 




					3




Superior









					Atención al detalle




					




					




					









					Comunicación escrita




					




					




					









					Orden




					




					




					









					Orientación al servicio




					




					




					









					Trabajo en equipo




					




					




					









					Orientación a la calidad




					




					




					














Atención al detalle




Habilidad para analizar y realizar las tareas asignadas con minuciosidad, así como para manejar conjuntos complejos de información diversa, sin incurrir en errores.




-Conductas observables:




· Ejecuta su labor cotidiana con un enfoque de análisis exhaustivo identificando la información necesaria para desempeñar su función.




· Realiza las funciones, actividades y tareas de su puesto procurando anticipar o disminuir el error.




· Maneja de forma lógica y óptima información amplia y diversa para lograr cumplir con su labor.




Comunicación escrita




Habilidad para transmitir información, ideas y criterios a través de la escritura, aplicando la terminología adecuada y adaptándola a los procedimientos del sistema judicial, de manera que sea comprensible e unívoco, así como la habilidad para comprender los mensajes escritos y los documentos técnicos elaborados por otras personas que tengan relevancia para desempeñar su labor.




-Conductas observables:




· Transmite la información requerida de forma entendible para el usuario, destinatario o público en general




· Emplea el lenguaje y forma adecuada para hacer llegar el mensaje.




· Es coherente y concreto en sus informes escritos lo cual se evidencia con la comprensión del mensaje.




Orden




Capacidad para organizar eficazmente las actividades asignadas o las responsabilidades adquiridas, utilizando el tiempo en la forma más eficiente posible.




-Conductas observables:




· Organiza el desarrollo de sus tareas, priorizando las actividades de acuerdo a los objetivos y a los procedimientos establecidos.




· Considera experiencias previas para anticiparse y responder con mayor efectividad a las exigencias de su función.




· Establece prioridades y plazos y aprovecha el tiempo.




Orientación al servicio




Actitud de servir o ayudar a los usuarios internos y externos de la institución actuando con rectitud, transparencia y total apertura hacia la satisfacción de sus necesidades. 




-Conductas observables:




· Demuestra interés por comprender adecuadamente las necesidades de los usuarios internos y externos.




· Escucha y muestra empatía ante las necesidades de los usuarios internos y externos.




· Responde a los requerimientos de servicio de los usuarios internos y externos en forma oportuna y efectiva.




· Mantiene una actitud proactiva, cordial y asertiva con relación a los usuarios internos y externos.




Trabajo en equipo




Capacidad de promover, fomentar y mantener relaciones de colaboración eficientes con miembros del ámbito judicial, así como otros grupos de trabajo, que resulten pertinentes con la integración de esfuerzos comunes y que garanticen el óptimo desarrollo de la práctica judicial.




-Conductas observables:




· Colabora en las tareas de los demás, según corresponda, aun cuando esto implique esfuerzos adicionales.




· Ofrece ayuda cuando ve que los demás se encuentran con dificultades.




· Contribuye a eliminar barreras que dificulten el trabajo en equipo.




Orientación a la calidad




Capacidad para alcanzar altos estándares de excelencia y cumplimiento en el trabajo propio y el de otros, reflejando un esfuerzo adicional por cumplir con la función de manera eficiente y eficaz.




-Conductas observables:




· Se esfuerza por cumplir los procesos con eficiencia, prontitud y en los plazos establecidos.




· Analiza y genera nuevas formas de llevar a cabo su trabajo / actividad que le permitan cumplir eficientemente con la función que tiene bajo su responsabilidad.




· Aplica de manera efectiva nuevos conocimientos, procedimientos o técnicas relacionados con su función, en el desarrollo y ejecución de su trabajo.
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TECNICO JUDICIAL









					COMPETENCIAS 




ESPECÍFICAS




					Aceptable 




					Eficiente 




					Superior









					Atención al detalle




					




					




					









					Comunicación escrita




					




					




					









					Orden




					




					




					









					Orientación al servicio




					




					




					









					Trabajo en equipo




					




					




					









					Orientación a la calidad




					




					




					














Atención al detalle




Habilidad para analizar y realizar las tareas asignadas con minuciosidad, así como para manejar conjuntos complejos de información diversa, sin incurrir en errores.




-Conductas observables:




· Mantiene enfocada la meta, mientras implementa los detalles, a fin de garantizar éxito en la gestión.




· Identifica el principal elemento de un problema.




· Detecta datos erróneos o ausentes y busca la información necesaria.




· Considera los “pro” y los “contra”, así como las consecuencias a corto y largo plazo de sus acciones, sobre su área y el resto de la organización.




Comunicación escrita




Habilidad para transmitir información, ideas y criterios a través de la escritura, aplicando la terminología adecuada y adaptándola a los procedimientos del sistema judicial, de manera que sea comprensible e unívoco, así como la habilidad para comprender los mensajes escritos y los documentos técnicos elaborados por otras personas que tengan relevancia para desempeñar su labor.




-Conductas observables:




· Capaz de escribir y transmitir de manera clara, concisa y óptima, ideas, información y criterios, en diferentes contextos y estilos de comunicación.




· Comunica mensajes que producen el efecto deseado en el receptor, utilizando la terminología institucional adecuada.




· Recibe información escrita y la procesa adecuadamente para la adecuada gestión de su puesto.




Orden




Capacidad para organizar eficazmente las actividades asignadas o las responsabilidades adquiridas, utilizando el tiempo en la forma más eficiente posible.




-Conductas observables:




· Organiza su trabajo de manera sistemática y a medio plazo (mes a mes), y prioriza los aspectos que generan más impacto de su función.




· Mantiene orden y coherencia en todo lo que hace.




· Mantiene registros que le permiten controlar y hacer un seguimiento sistemático de sus actividades




Orientación al servicio




Actitud de servir o ayudar a los usuarios internos y externos de la institución actuando con rectitud, transparencia y total apertura hacia la satisfacción de sus necesidades. 




-Conductas observables:




· Trata de anticipar a las demandas y expectativas de los usuarios, tanto actuales como potenciales.




· Responde a los requerimientos de los usuarios brindándoles una atención más allá de lo esperado.




· Asume ante los demás la responsabilidad por sus acciones y busca soluciones adecuadas.




· Fomenta una cultura orientada a entregar un servicio de calidad y que satisfaga las expectativas de los usuarios.




Trabajo en equipo




Capacidad de promover, fomentar y mantener relaciones de colaboración eficientes con miembros del ámbito judicial, así como otros grupos de trabajo, que resulten pertinentes con la integración de esfuerzos comunes y que garanticen el óptimo desarrollo de la práctica judicial.




-Conductas observables:




· Colabora en las tareas de los demás, según corresponda, aun cuando esto implique esfuerzos adicionales.




· Ofrece ayuda cuando ve que los demás se encuentran con dificultades.




· Contribuye a eliminar barreras que dificulten el trabajo en equipo.




Orientación a la calidad




Capacidad para alcanzar altos estándares de excelencia y cumplimiento en el trabajo propio y el de otros, reflejando un esfuerzo adicional por cumplir con la función de manera eficiente y eficaz.




-Conductas observables:




· Establece metas y objetivos y cumple con ellas en el tiempo establecido.




· Transmite a sus colaboradores y compañeros elevadas expectativas para alcanzar metas u objetivos retadores




· Establece cambios en los procesos necesarios en el ejercicio de su función y los pone en práctica para cumplir con la prestación del  servicio  con prontitud, eficiencia, eficacia y pertinencia. 




· Propone soluciones innovadoras en el desempeño de su función.




COMPETENCIAS TÉCNICAS 




					ÁREAS DE CONOCIMIENTO














CULTURA INSTITUCIONAL 




· Ética y Valores compartidos que orientan el accionar institucional




· Atención a la persona usuaria




·  Políticas institucionales




Técnicas de Comunicación Efectiva 




· Redacción de informes técnicos




· Atención al usuario




SISTEMAS DE APOYO A LA FUNCIÓN 




· Dominio de herramientas informáticas y de los sistemas operativos de uso institucional 




 REQUISITOS ACADÉMICOS




· Bachiller en Educación Media




OTROS REQUERIMIENTOS DESEABLES




· Preferiblemente haber aprobado el Programa Integral de Formación para personas Técnicas Judiciales ó el Programa de Formación Básica para Técnicos Judiciales, según corresponda de acuerdo a los Despachos Jurisdiccionales y el Ministerio Público.




CLASE ANCHA: TECNICO JUDICIAL 1, 2,3, Supernumerario




PERFIL COMPETENCIAL (CLASE ANGOSTA): TECNICO JUDICIAL




Grupo Ocupacional: Técnico Jurisdiccional




Nota: *Se excluye a los ocupantes de los puestos de Técnico Supernumerario de realizar la tarea señalada. 




Aprobada: Consejo Superior




Sesión: Nº 62-18 del 12 de julio del 2018




Artículo: XII




Fecha rige: 12 de julio del 2018
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PROPUESTA DE CAPACITACIÓN EN HABILIDADES BLANDAS




CON ESPECIAL ÉNFASIS EN PERSONAS TRABAJADORAS DEL  PODER JUDICIAL




PROPUESTA 




Comunicación eficaz ( sintonía simpática) aplicando los recursos de la PNL 




¿Por qué de este curso?  La razón,  el secuestro emocional  .




Lea la siguiente historia,sobre la empatía: 




“Un monje, imbuido de la doctrina budista del amor y la compasión por todos los seres, encontró en su peregrinar a una leona herida y hambrienta, tan débil que no podía ni moverse. A su alrededor, leoncitos recién nacidos gemían intentando extraer una gota de leche de sus secos pezones. El monje comprendió perfectamente el dolor, desamparo e impotencia de la leona, no solo por sí misma, sino, sobre todo, por sus cachorros. Entonces, se tendió junto a ella, ofreciéndose a ser devorado y así salvar sus vidas. “




La empatía ha sido un concepto muy difundido y se ha convertido así en una exigencia social, pero ella es sólo una pieza de un rompecabezas amplio y complejo, la inteligencia emocional. Al lado de la empatía debe estar su compañero menos conocido y objeto de aprendizaje de este curso la ECPATÍA, tomado del griego ek-patheia, que significa literalmente “sentir fuera”, se define como el “proceso mental de exclusión activa de los sentimientos inducidos por otros”. 




El Poder Judicial trabaja con el conflicto, no muy diferente al de la leona y sus leoncitos, imagine si cada persona que trabaja en el Poder Judicial es similar al monje, la carga emocional que lleva la persona trabajadora del esta noble institución requiere una atención especial. 




Ecpatía no es lo mismo que la frialdad, indiferencia o dureza afectiva característica de las personas carentes de empatía, sino que es una gestión o acción mental positiva complementaria a la Empatía, no significa su carencia, por el contrario ambas permiten a las personas que atienden el conflicto liberarse del secuestro emocional que puede significar su cotidianidad laboral, vive en secuestro emocional tanto quien por trauma secundario hace suyo el dolor ajeno, como quien sufre un apagón emocional como sistema defensa ante el peso emocional que significa quienes atiende. 




					PODER JUDICIAL




Acción formativa : Comunicación eficaz ( sintonía simpática) aplicando los recursos de la PNL 









					Desarrollo de la actividad 














					Persona facilitadora: Alfonso Romero, (breve reseña)














					Horario:









					No. de horas: 









					Tipo de curso: Participación









					Modalidad: Presencial














					Dirigido: A personas que atiende el conflicto de forma directa o indirecta. 














					Propósito General: La mejor resolución del conflicto al usuario del servicio de manera pronta, eficiente y satisfactoria para todos las partes involucradas. Se logra con el reconocimiento de que lo que se da entre partes es un conflicto, que para resolverlo DEBEN COMUNICARSE DE LA MEJOR FORMA, esto es usando comunicación EN SINTONÍA SIMPÁTICA.














					Justificación de la actividad académica: El rol del funcionariado judicial en la resolución del conflicto es tan importante como subestimado, sub valuado y mal comprendido. La sociedad ha confiado en el sistema judicial y quienes lo componen la gran responsabilidad de construir una mejor sociedad basada en la aplicación de una resolución justa de sus conflictos, de manera eficaz.  Se dice con verdad de que “con todo gran poder vienen grandes responsabilidades” y además el pago de costos personales cuya retribución no debe ser solo pecuniaria aunque lo sea. Este intermediario (persona funcionaria del sistema judicial) establecido socialmente y que las partes reconocen y al cual acuden con grados diferentes de confianza y-o desconfianza debe estar en todo momento en una actitud de equilibrio y debe estar instruido y formado especialmente para ser agente catalizador y de resolución positiva para los demás sin que esta actividad le consuma, para esto los y las funcionarias requieren un proceso de identificación actitudinal, se requiere no solo el conocimiento técnico de la jurisprudencia y la ley y las demás habilidades ¨duras¨ especificas del puesto sino también la capacidad de manejar la propia vulnerabilidad, el impacto que la experiencia ajena tiene sobre sí, las propias sombras y heridas que pueden despertar con ocasión del encuentro con la vulnerabilidad ajena. Es preciso también aprender a separarse, restablecer la distancia emocional necesaria (junto con la proximidad) para no quemarse, para no identificarse emocionalmente y manejar bien la fatiga por compasión y prevenir el síndrome del burnout.









					Competencias: (Tomadas del perfiles de puesto del Poder Judicial)




Compromiso: Actuar con responsabilidad para cumplir con los fines institucionales, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente y brindando un servicio de calidad.




Ética y transparencia: Disposición para actuar con un marcado interés por el respeto y cumplimiento a las normas y principios morales que rigen el ejercicio jurisdiccional.




Humanismo y Conciencia Social: Disposición para atender de forma efectiva los requerimientos del entorno, con diferentes personas y grupos, ajustándose a contextos sociales distintos.




Iniciativa: Capacidad personal de orientar la acción innovadora y creativa para hacer mejor las funciones, actuando de manera proactiva, haciendo propuestas de mejora concretas y agilizando el trabajo a través de nuevas oportunidades ó soluciones de problemas.




Responsabilidad: Cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos asumiendo las consecuencias de sus actos, por encima de sus propios intereses, esforzándose por dar más de lo que se le pide y colaborando, con los demás.
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Aspectos metodológicos: Basada en la psicología del aprendizaje de la persona adulta, que posee un pensamiento FORMAL-OPERACIONAL que es activado cuando se tiene APTITUD Y MOTIVACIÓN HACIA EL CONTENIDO POR APRENDER. Este pensamiento inicia con una base dialéctica, que conlleva a un proceso de evaluación y reevaluación; esto es, operaciones mentales que conforman el pensamiento maduro. 




Se usa como base metodológica el Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb:




Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb, es congruente con el Enfoque de Formación por Competencias que respaldo la formación profesional en el Poder Judicial. 














					Ejes transversales: Esta acción formativa comprende y atiende al ser humano, desde su integridad y en armoniza el desarrollo individual con el crecimiento institucional y es el mecanismo ideal para vivir la transversalidad:




Servicio Público de Calidad, la mejor en el servicio público es el fin máximo de esta acción formativa. 




Un verdadero Acceso a la Justicia, con abordaje Ético y de Valores será posible a través de las herramientas que se  brindarán a las personas participantes.  




También los Principios de Bangalore sobre la conducta judicial, de Independencia, Integridad, Imparcialidad, Corrección, Competencia y Diligencia serán posibles, gracias a las herramientas inter e intrapersonales que se le brindaran a las personas participantes. 














					Bibliografía: 




Agregar 














					Mapa del contenido de la actividad formativa:



















					Operacionalización de la competencia





					Contenidos




					Estrategias de aprendizaje




					Recursos materiales




					Tiempo









					




					Cognitivos 




					Procedimentales 




					Actitudinales




					




					




					









					    • Atiende a las personas usuarias del Poder Judicial, mediante un proceso de comunicación sintónica simpática en contextos de conflicto.




    • Cumple con satisfacción toda labor encomendada, usando tanto el conocimientos técnico de la materia legal como  habilidades emocionales más desarrolladas.




    •  Comprende el conflicto  entre las partes involucradas, siendo que aunque una de las partes pierda ó sea encontrada culpable aun así se sentirán satisfechas de haber comunicado y recibido sintonía simpática desde su perspectiva.




    • Atiende a las partes involucradas en un proceso judicial de tal que contribuye al incremento de  la confianza en el sistema judicial y en sus funcionarios. 




    • Usa en su cotidianidad las técnicas rapport del PNL y la comunicación sintonica simpática como ejercicio de las habilidades blandas.




    • Crea sintonía, que crea credibilidad  mediante la depuración consciente de las habilidades naturales que igualan y reflejan el lenguaje corporal y la tonalidad con el lenguaje verbal. 




					Comunicación sintónica simpática.




Habilidades emocionales 




Conflicto y atención 




Atención de la persona usuaria.




Técnicas rapport del PNL 




Lenguaje corporal, la tonalidad y el lenguaje verbal. 




					Identificación de las características de una comunicación sintónica simpática. 




Aplicación de las habilidades emociales en la cotidianidad laboral 




Compresión del conflicto como fenomeno humano y su peso emocional. 




Valoración de la persona usuaria desde su humanidad.




Aplicación de las técnicas rapport del PNL.




Sincroniza el Lenguaje corporal, la tonalidad yel lenguaje verbal. 




					Compromiso 




Responsabilidad 




Liderazgo 




Iniciativa




Ética y transparencia




Humanismo y Conciencia Social




					Se usa como base metodológica el Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb, de cuatro etapas: 




1. En la experiencia concreta, se genera conocimiento a partir de una experiencia particular, entendida como el hacer algo, a partir de un problema real.  




2. En la observación reflexiva se razona sobre tal experiencia, al establecer una relación entre esta vivencia y los resultados obtenidos. Para responder a las preguntas del facilitador: ¿Qué paso?, ¿Qué hicimos?, ¿Qué resultados hemos obtenido?




3. En la Conceptualización abstracta, mediante ese análisis se cosechan generalizaciones o conclusiones, derivadas de la evaluación de la experiencia concreta. Con investigación, interpretación de las causas, predicción de efectos, razonamiento analógico y deductivo. Todas ellas son habilidades del pensamiento critico. Para ello, el alumno responde a las preguntas del guía: ¿Y eso significa? ¿Qué le sugiere este tema en general? ¿Le recuerda esto algo? ¿Cómo relaciona esto a otras experiencias? ¿Cómo mejora la práctica anterior?




4. La experimentación activa, se procede a practicar tales conclusiones en la vida cotidiana y se efectuara un plan de acción aplicable en el futuro, para afrontar circunstancias similares. Aplica lo aprendido en una nueva experiencia.




					Salón amplio 




Mobiliario básico de aula. 




Sistema de proyección y sonido. 




					









					Evaluación









					Indicadores o criterios de desempeño




					Evidencias del desempeño /




Instrumentos









					Participa de forma activa en cada una de las experiencias de aprendizaje. 




					Demuestra a través del uso que da los aprendizaje adquiridos una mejora en integral, evidenciando un compromiso más consiente con la labor del Poder Judicial. 




Adquiere una serie de ejercicios y rutinas que le permitirán responsabilizarse y ocuparse de su salud emocional.  














�	 Cuando se trabajan aspectos esencialmente técnicos que se relacionan más con las competencias laborales (OIJ, Gestión






	Humana) se pueden trabajar las unidades y/o elementos de competencia. Cuando se busca el desarrollo de aspectos






	intelectuales que se relacionan más con las competencias profesionales (Defensa Pública, Ministerio Público, Escuela Judicial) se trabajan objetivos de aprendizaje.
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PROPUESTA DE CAPACITACIÓN EN HABILIDADES BLANDAS




CON ESPECIAL ÉNFASIS EN PERSONAS TRABAJADORAS DEL  PODER JUDICIAL




PROPUESTA 




Comunicación eficaz ( sintonía simpática) aplicando los recursos de la PNL 




¿Por qué de este curso?  La razón,  el secuestro emocional  .




Lea la siguiente historia,sobre la empatía: 




“Un monje, imbuido de la doctrina budista del amor y la compasión por todos los seres, encontró en su peregrinar a una leona herida y hambrienta, tan débil que no podía ni moverse. A su alrededor, leoncitos recién nacidos gemían intentando extraer una gota de leche de sus secos pezones. El monje comprendió perfectamente el dolor, desamparo e impotencia de la leona, no solo por sí misma, sino, sobre todo, por sus cachorros. Entonces, se tendió junto a ella, ofreciéndose a ser devorado y así salvar sus vidas. “




La empatía ha sido un concepto muy difundido y se ha convertido así en una exigencia social, pero ella es sólo una pieza de un rompecabezas amplio y complejo, la inteligencia emocional. Al lado de la empatía debe estar su compañero menos conocido y objeto de aprendizaje de este curso la ECPATÍA, tomado del griego ek-patheia, que significa literalmente “sentir fuera”, se define como el “proceso mental de exclusión activa de los sentimientos inducidos por otros”. 




El Poder Judicial trabaja con el conflicto, no muy diferente al de la leona y sus leoncitos, imagine si cada persona que trabaja en el Poder Judicial es similar al monje, la carga emocional que lleva la persona trabajadora del esta noble institución requiere una atención especial. 




Ecpatía no es lo mismo que la frialdad, indiferencia o dureza afectiva característica de las personas carentes de empatía, sino que es una gestión o acción mental positiva complementaria a la Empatía, no significa su carencia, por el contrario ambas permiten a las personas que atienden el conflicto liberarse del secuestro emocional que puede significar su cotidianidad laboral, vive en secuestro emocional tanto quien por trauma secundario hace suyo el dolor ajeno, como quien sufre un apagón emocional como sistema defensa ante el peso emocional que significa quienes atiende. 




					PODER JUDICIAL




Acción formativa : Comunicación eficaz ( sintonía simpática) aplicando los recursos de la PNL 









					Desarrollo de la actividad 














					Persona facilitadora: Alfonso Romero, (breve reseña)














					Horario:









					No. de horas: 









					Tipo de curso: Participación









					Modalidad: Presencial














					Dirigido: A personas que atiende el conflicto de forma directa o indirecta. 














					Propósito General: La mejor resolución del conflicto al usuario del servicio de manera pronta, eficiente y satisfactoria para todos las partes involucradas. Se logra con el reconocimiento de que lo que se da entre partes es un conflicto, que para resolverlo DEBEN COMUNICARSE DE LA MEJOR FORMA, esto es usando comunicación EN SINTONÍA SIMPÁTICA.














					Justificación de la actividad académica: El rol del funcionariado judicial en la resolución del conflicto es tan importante como subestimado, sub valuado y mal comprendido. La sociedad ha confiado en el sistema judicial y quienes lo componen la gran responsabilidad de construir una mejor sociedad basada en la aplicación de una resolución justa de sus conflictos, de manera eficaz.  Se dice con verdad de que “con todo gran poder vienen grandes responsabilidades” y además el pago de costos personales cuya retribución no debe ser solo pecuniaria aunque lo sea. Este intermediario (persona funcionaria del sistema judicial) establecido socialmente y que las partes reconocen y al cual acuden con grados diferentes de confianza y-o desconfianza debe estar en todo momento en una actitud de equilibrio y debe estar instruido y formado especialmente para ser agente catalizador y de resolución positiva para los demás sin que esta actividad le consuma, para esto los y las funcionarias requieren un proceso de identificación actitudinal, se requiere no solo el conocimiento técnico de la jurisprudencia y la ley y las demás habilidades ¨duras¨ especificas del puesto sino también la capacidad de manejar la propia vulnerabilidad, el impacto que la experiencia ajena tiene sobre sí, las propias sombras y heridas que pueden despertar con ocasión del encuentro con la vulnerabilidad ajena. Es preciso también aprender a separarse, restablecer la distancia emocional necesaria (junto con la proximidad) para no quemarse, para no identificarse emocionalmente y manejar bien la fatiga por compasión y prevenir el síndrome del burnout.









					Competencias: (Tomadas del perfiles de puesto del Poder Judicial)




Compromiso: Actuar con responsabilidad para cumplir con los fines institucionales, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente y brindando un servicio de calidad.




Ética y transparencia: Disposición para actuar con un marcado interés por el respeto y cumplimiento a las normas y principios morales que rigen el ejercicio jurisdiccional.




Humanismo y Conciencia Social: Disposición para atender de forma efectiva los requerimientos del entorno, con diferentes personas y grupos, ajustándose a contextos sociales distintos.




Iniciativa: Capacidad personal de orientar la acción innovadora y creativa para hacer mejor las funciones, actuando de manera proactiva, haciendo propuestas de mejora concretas y agilizando el trabajo a través de nuevas oportunidades ó soluciones de problemas.




Responsabilidad: Cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos asumiendo las consecuencias de sus actos, por encima de sus propios intereses, esforzándose por dar más de lo que se le pide y colaborando, con los demás.









					Aspectos metodológicos: Basada en la psicología del aprendizaje de la persona adulta que posee un pensamiento FORMAL-OPERACIONAL es activado cuando se tiene APTITUD Y MOTIVACIÓN HACIA EL CONTENIDO POR APRENDER. Este pensamiento inicia con una base dialéctica, que conlleva a un proceso de evaluación y reevaluación; esto es, operaciones mentales que conforman el pensamiento maduro. 




Se usa como base metodológica el Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb, de cuatro etapas: 




1. En la experiencia concreta, se genera conocimiento a partir de una experiencia particular, entendida como el hacer algo, a partir de un problema real.  




2. En la observación reflexiva se razona sobre tal experiencia, al establecer una relación entre esta vivencia y los resultados obtenidos. Para responder a las preguntas del facilitador: ¿Qué paso?, ¿Qué hicimos?, ¿Qué resultados hemos obtenido?




3. En la Conceptualización abstracta, mediante ese análisis se cosechan generalizaciones o conclusiones, derivadas de la evaluación de la experiencia concreta. Con investigación, interpretación de las causas, predicción de efectos, razonamiento analógico y deductivo. Todas ellas son habilidades del pensamiento critico. Para ello, el alumno responde a las preguntas del guía: ¿Y eso significa? ¿Qué le sugiere este tema en general? ¿Le recuerda esto algo? ¿Cómo relaciona esto a otras experiencias? ¿Cómo mejora la práctica anterior?




4. La experimentación activa, se procede a practicar tales conclusiones en la vida cotidiana y se efectuara un plan de acción aplicable en el futuro, para afrontar circunstancias similares. Aplica lo aprendido en una nueva experiencia.




Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb, es congruente con el Enfoque de Formación por Competencias que respaldo la formación profesional en el Poder Judicial. 














					Ejes transversales: Esta acción formativa comprende y atiende al ser humano, desde su integridad y en armoniza el desarrollo individual con el crecimiento institucional y es el mecanismo ideal para vivir la transversalidad:




Servicio Público de Calidad, la mejor en el servicio público es el fin máximo de esta acción formativa. 




Un verdadero Acceso a la Justicia, con abordaje Ético y de Valores será posible a través de las herramientas que se  brindarán a las personas participantes.  




También los Principios de Bangalore sobre la conducta judicial, de Independencia, Integridad, Imparcialidad, Corrección, Competencia y Diligencia serán posibles, gracias a las herramientas inter e intrapersonales que se le brindaran a las personas participantes. 














					Bibliografía: 




Agregar 














					Mapa del contenido de la actividad formativa:



















					Operacionalización de la competencia





					Contenidos




					Estrategias de aprendizaje




					Recursos materiales




					Tiempo









					




					Cognitivos 




					Procedimentales 




					Actitudinales




					




					




					









					    • Atiende a las personas usuarias del Poder Judicial, mediante un proceso de comunicación sintónica simpática en contextos de conflicto.




    • Cumple con satisfacción toda labor encomendada, usando tanto el conocimientos técnico de la materia legal como  habilidades emocionales más desarrolladas.




    •  Comprende el conflicto  entre las partes involucradas, siendo que aunque una de las partes pierda ó sea encontrada culpable aun así se sentirán satisfechas de haber comunicado y recibido sintonía simpática desde su perspectiva.




    • Atiende a las partes involucradas en un proceso judicial de tal que contribuye al incremento de  la confianza en el sistema judicial y en sus funcionarios. 




    • Usa en su cotidianidad las técnicas rapport del PNL y la comunicación sintonica simpática como ejercicio de las habilidades blandas.




    • Crea sintonía, que crea credibilidad  mediante la depuración consciente de las habilidades naturales que igualan y reflejan el lenguaje corporal y la tonalidad con el lenguaje verbal. 




					Comunicación sintónica simpática.




Habilidades emocionales 




Conflicto y atención 




Atención de la persona usuaria.




Técnicas rapport del PNL 




Lenguaje corporal, la tonalidad yel lenguaje verbal. 




					Identificación de las características de una comunicación sintónica simpática. 




Aplicación de las habilidades emociales en la cotidianidad laboral 




Compresión del conflicto como fenomeno humano y su peso emocional. 




Valoración de la persona usuaria desde su humanidad.




Aplicación de las técnicas rapport del PNL.




Sincroniza el Lenguaje corporal, la tonalidad yel lenguaje verbal. 




					Compromiso 




Responsabilidad 




Liderazgo 




Iniciativa




Ética y transparencia




Humanismo y Conciencia Social




					Se usa como base metodológica el Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb, de cuatro etapas: 




1. En la experiencia concreta, se genera conocimiento a partir de una experiencia particular, entendida como el hacer algo, a partir de un problema real.  




2. En la observación reflexiva se razona sobre tal experiencia, al establecer una relación entre esta vivencia y los resultados obtenidos. Para responder a las preguntas del facilitador: ¿Qué paso?, ¿Qué hicimos?, ¿Qué resultados hemos obtenido?




3. En la Conceptualización abstracta, mediante ese análisis se cosechan generalizaciones o conclusiones, derivadas de la evaluación de la experiencia concreta. Con investigación, interpretación de las causas, predicción de efectos, razonamiento analógico y deductivo. Todas ellas son habilidades del pensamiento critico. Para ello, el alumno responde a las preguntas del guía: ¿Y eso significa? ¿Qué le sugiere este tema en general? ¿Le recuerda esto algo? ¿Cómo relaciona esto a otras experiencias? ¿Cómo mejora la práctica anterior?




4. La experimentación activa, se procede a practicar tales conclusiones en la vida cotidiana y se efectuara un plan de acción aplicable en el futuro, para afrontar circunstancias similares. Aplica lo aprendido en una nueva experiencia.




					Salón amplio 




Mobiliario básico de aula. 




Sistema de proyección y sonido. 




					









					Evaluación









					Indicadores o criterios de desempeño




					Evidencias del desempeño /




Instrumentos









					Participa de forma activa en cada una de las experiencias de aprendizaje. 




					Demuestra a través del uso que da los aprendizaje adquiridos una mejora en integral, evidenciando un compromiso más consiente con la labor del Poder Judicial. 




Adquiere una serie de ejercicios y rutinas que le permitirán responsabilizarse y ocuparse de su salud emocional.  














�	 Cuando se trabajan aspectos esencialmente técnicos que se relacionan más con las competencias laborales (OIJ, Gestión






	Humana) se pueden trabajar las unidades y/o elementos de competencia. Cuando se busca el desarrollo de aspectos






	intelectuales que se relacionan más con las competencias profesionales (Defensa Pública, Ministerio Público, Escuela Judicial) se trabajan objetivos de aprendizaje.
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PRIMERA SESIÓN:




					Objetivo de aprendizaje




					Contenidos




					Actividades 




					Tiempo




					Recursos




					Criterios de desempeño









					




					




					




					




					




					Indicador de desempeño




					Evidencias









					




					




					




					




					




					




					









					Receso 20 minutos









					




					




					




					




					




					




					









					Almuerzo 30 minutos









					




					




					




					




					




					




					









					Receso 10 minutos









					




					




					




					




					




					




					














ANEXO 




SEGUNDA SESIÓN:




ANEXO 




Segunda Sesión




					Objetivo de aprendizaje




					Contenidos




					Actividades 




					Tiempo




					Recursos




					Criterios de desempeño









					




					




					




					




					




					Indicador de desempeño




					Evidencias









					




					




					




					




					




					




					









					Receso 20 minutos









					




					




					




					




					




					




					









					Almuerzo 30 minutos









					




					




					




					




					




					




					









					Receso 10 minutos









					




					




					




					




					




					




					














ANEXO 




TERCERA SESIÓN:




					Objetivo de aprendizaje




					Contenidos




					Actividades 




					Tiempo




					Recursos




					Criterios de desempeño









					




					




					




					




					




					Indicador de desempeño




					Evidencias









					




					




					




					




					




					




					









					Receso 20 minutos









					




					




					




					




					




					




					









					Almuerzo 60 minutos









					




					




					




					




					




					




					









					Receso 10 minutos









					




					




					




					




					




					




					














ANEXO




					Objetivo de aprendizaje




					Contenidos




					Actividades 




					Tiempo




					Recursos




					Criterios de desempeño









					




					




					




					




					




					Indicador de desempeño




					Evidencias









					




					




					




					




					




					




					









					Receso 20 minutos









					




					




					




					




					




					




					









					Almuerzo 60 minutos









					




					




					




					




					




					




					









					Receso 10 minutos
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Título del módulo




 Escuela Judicial de Costa Rica




Director de la Escuela Judicial: 





Coordinador(a) del programa: 





Especialista en métodos de Enseñanza:





Escuela Judicial Lic. Édgar Cervantes Villalta





Ciudad Judicial, San Joaquín de Flores, Heredia





Fax: 2267-1542, 2265-2287





Tels.: 2267-1541, 2267-1540
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Escuela Judicial de Costa Rica 




Guía de la Persona Participante




Programa de Especialización 




Módulo : 




Basado en el 




Enfoque de Aprendizaje por Competencias




                                                                            | Persona Facilitadora




2016




1. Introducción




2. Operacionalización de Competencias


                         




3. Contenidos Conceptuales




4.  Aspectos metodológicos




La modalidad ______________________ del curso implica sesiones de aprendizaje virtuales, para las cuales hará uso de la plataforma de aprendizaje de la Escuela Judicial. Además de sesiones de aprendizaje presencial, se desarrollarán acciones tanto individualizadas como socializadas para que las sesiones sean amenas y productivas. 




La aplicación de técnicas didácticas que se incluirán en las sesiones, favorecen la asimilación de conceptos, definiciones, reglas, y principios que combinan el trabajo pedagógico de las sesiones, con la práctica judicial




Por otro lado, la investigación, parte no disociable de la teoría, está orientada a que la persona participante desarrolle una metodología razonada, clara y sencilla. No se trata, de una aplicación mecánica de los contenidos, sino más bien del desarrollo de una actitud crítica y analítica hacia él o ella misma, como funcionario o funcionaria judicial y hacia el conocimiento, como proceso y producto. 




5. evaluación




La evaluación basada en competencias es un proceso de recogida de evidencias sobre el desempeño de una competencia. El resultado es el juicio sobre si la persona que aprende ha conseguido dominar y poner en práctica la competencia requerida. La evaluación sumativa del curso se detalla a continuación:




					Elemento a evaluar




					Valor Cuantitativo 









					




					









					




					









					




					









					Total




					100%














8. Cronograma 




					Sesiones de trabajo extra clase, en plataforma de aprendizaje 









					Número y nombre de la sesión 




					Fecha de apertura




					Fecha de cierre









					




					




					









					




					




					









					




					




					









					




					




					









					Recuerde que cada trabajo asignado mediante plataforma puede tener su propia fecha de entrega o ejecución (ejercicios automáticos), por lo cual debe estar pendiente de las fechas  para la  subida de archivos o resolución de ejercicios automáticos. 














					Sesiones de trabajo intra clase o presenciales 









					Fecha 




					Eje temático 




					Entrega de: 









					




					




					









					




					




					









					




					




					









					




					




					














8. Aspectos generales




-  El curso se desarrollará con un horario de  las 7:30 a las 16:00 horas.





- Usted como persona participante de este curso representa el eje más importante del proceso, y por lo tanto, el logro de las metas de aprendizaje propuestas dependerá de su aporte y participación en las diferentes actividades y prácticas preparadas para este  fin. 





- Los y las participantes tienen la responsabilidad de  firmar el registro de asistencia.




- Este módulo se desarrollarán durante ____semanas, mediante ____ sesiones presenciales y _____virtuales. 




- Es importante que conozca el Reglamento de Evaluación aprobado el la en sesión N° 6-11, del 7 de marzo de 2011, artículo XXIII de Corte Plena. A continuación se le presenta algunos artículos de suma relevancia. 




JUSTIFICACIÓN DE AUSENCIAS O NO ENTREGA DE PRUEBAS (elementos de la evaluación)




Artículo 24.—Se admitirán como causas de justificación para no presentarse o no entregar una prueba las siguientes: 




a) Incapacidad del o de la participante, justificada en el “Aviso o boleta de incapacidad por enfermedad y licencias” extendido por la Caja Costarricense del Seguro Social o el Instituto Nacional de Seguros. 




b) Fallecimiento o enfermedad grave comprobada de algún o alguna familiar en primer grado de consanguinidad o afinidad. 




c) Matrimonio del o de la participante. 




d) Nacimiento o adopción de un hijo o hija del o de la participante. 




e) Otras razones de fuerza mayor, siempre que el gestor o gestora de capacitación las acepte y estén debidamente documentadas. 




REQUISITOS DE LA JUSTIFICACIÓN POR INCUMPLIMIENTO EN LA ENTREGA O REALIZACIÓN DE PRUEBAS 




Artículo 25.—La justificación debe presentarse por escrito, dentro del plazo de cinco días hábiles después del día en que se realizó la prueba, ante la persona docente con copia al gestor o a la gestora de capacitación de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación. La persona gestora de capacitación resolverá lo pertinente en un plazo máximo de ocho días hábiles después de la entrega de la justificación. En la justificación deberá especificarse la causa de la ausencia y adjuntarse el medio probatorio respectivo. 




DE LA APROBACIÓN DE LAS ACTIVIDADES ACADÉMICAS 




Nota mínima de actividades académicas de aprovechamiento 




Artículo 30.—Las actividades académicas de aprovechamiento impartidas por la Escuela Judicial y por las unidades de capacitación deberán ser aprobadas con una nota mínima de setenta por ciento, en el entendido de que los y las participantes han asistido al menos al 80% de las sesiones presenciales. Podrán justificar un máximo de 20% de ausencia a dichas sesiones. 




APROBACIÓN DE ACTIVIDADES ACADÉMICAS DE PARTICIPACIÓN 




Artículo 32.—Las actividades académicas de participación serán aprobadas por los y las asistentes cuando se presenten a la totalidad de las horas que lo componen o cumplan con las obligaciones que se establezcan en cualquier otra modalidad de estudio. En las actividades presenciales solo se admitirán ausencias justificadas si la actividad académica tuviere una duración superior a las 14 horas. Para los ciclos de conferencias solo se admitirán ausencias justificadas en el caso de que estos superaren las 8 horas. Se podrá justificar un máximo de 20% de las sesiones. 
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Nombre del programa 





Nombre del módulo





Presentación del curso: de forma general, su importancia.





Persona facilitadora: con su teléfono, dirección electrónica.





Evaluación: General del curso





Foro de consulta: Espacio donde se da la bienvenida a las personas participantes indicándoles que es ahí donde deben evacuar sus dudas.





Glosario: Si es necesario





Bibliografía: La que conforma el módulo.









					Sesión I





Nombre de la Sesión





Fecha de la sesión





Introducción: donde se indica la importancia de la sesión, sus características y temática.





Objetivos de Aprendizaje: El objetivos u objetivos que guían la actividad.





Lectura: Indicación de las lecturas que se solicitan con las referencias bibliográficas completas.





Material que se necesita además de lecturas: sentencias, presentaciones (ppt), casos, entre otros. 





Actividades autónomas: Las que se desea que realicen las personas participantes y que tengan como sustento las lecturas y materiales señalados (ensayos, análisis de casos, mapas conceptuales, foros de discusión, wiki, trabajos de investigación) Cada una de las actividades que se solicitan deben contar con instrucciones precisas, específicas y concretas que delimiten el  producto solicitado.





Instrumentos de evaluación: sean matrices o listas de cotejo que permiten visualizar los aspectos que se van a evaluar de los productos solicitados.









					Módulo II 





Nombre de las sesión





Fecha de la sesión





Introducción: donde se indica la importancia de la sesión, sus características y temática.





Objetivos de Aprendizaje: El objetivos u objetivos que guían la actividad.





Lectura: Indicación de las lecturas que se solicitan con las referencias bibliográficas completas.





Material que se necesita además de lecturas: sentencias, presentaciones (ppt), casos, entre otros. 





Actividades autónomas: Las que se desea que realicen las personas participantes y que tengan como sustento las lecturas y materiales señalados (ensayos, análisis de casos, mapas conceptuales, foros de discusión, wiki, trabajos de investigación) Cada una de las actividades que se solicitan deben contar con instrucciones precisas, específicas y concretas que delimiten el  producto solicitado.





Instrumentos de evaluación: sean matrices o listas de cotejo que permiten visualizar los aspectos que se van a evaluar de los productos solicitados.














Cada aspecto que conforma la sesión debe ser debidamente mediada, pues se trata igualmente de una aula, donde se de una interacción directa con las personas participantes, por lo cual se requiere de mediación pedagógica, hacer sentir a la persona participante que se le acompaña en el proceso.




Colocar el logo del programa













Colocar el logo de la escuela
















































					







					

Buenas, es un gusto saludar. Según los acuerdos de la reunión sostenida el miércoles 13 de febrero, les comparto una carpeta con la Estructura de Desglose de Trabajo, que corresponde al Protocolo de trabajo para la elaboración de una acción

 formativa, dentro de los parámetros de la Escuela Judicial. Además de dos subcarpetas, una con los formatos o plantilla denominada Productos a Entregar y la segunda con insumos que orienta la construcción del mismo.







Saludos cordiales 
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Este vínculo funcionará para cualquier persona.
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Estimado don Jean Carlo:








Sumamente agradecido por sus valiosos aportes y la información brindada.








Asímismo, le comento que en la reunión de ayer, entre otros aspectos se definió la realización de un diagnóstico de necesidades de capacitación, que en complemento de los planteamientos e ideas que efectúen las personas especialistas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, serán los que permitirán el diseño curricular del curso virtual dirigido a todas las personas judiciales, así como el taller presencial dirigido a estudiantes del Programa de Estudios Jurídicos.








Le reitero nuestro agradecimiento por tan valioso aporte, saludos cordiales,








Román Bresciani Quirós



Abogado y Gestor de Capacitación



Escuela Judicial









  _____  


De: Jean Carlo Monge Madrigal
Enviado: jueves, 14 de febrero de 2019 08:44
Para: Roman Bresciani Quirós
Asunto: Temas de Capacitación sobre Población Indígena. 

 



Buenos días, don Roman.








Un gusto saludarle. 








Lamento mucho no haberle enviado este correo el lunes anterior. 








Para serle honesto, desde la semana pasada hemos tenido problemas de conectividad no solo por los inconvenientes sufridos a nivel nacional, sino también, porque hace unos días nos instalaron equipo nuevo y hemos tenido algunas fallas.








En lo que a mi respecta, considero que la formación de las personas funcionarias judiciales debería incluir, entre otros temas, los siguientes:








1.	

	Un acercamiento a las costumbres más significativas de los diferentes grupos indígenas.

2.	

	Referencia a la localización, medios de transporte y tiempo que se debe invertir para el traslado desde un territorio indígena, hasta la cabecera de los cantones, que son los sitios donde normalmente se ubican las oficinas judiciales. Dicho aspecto resulta clave en el entendimiento de muchas circulares de la institución, sobre todo en lo que tiene que ver con ayudas económicas y señalamiento de audiencias en horarios apropiados. 

3.	

	Estudio de las Reglas de Brasilia y las Reglas Prácticas para Facilitar el Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas. En especial, debe enfatizarse que estos dos documentos deben ser llevados a la práctica, a través de acciones afirmativas que les den un contenido real y tangible. 

4.	

	Estudio de los Convenios 107 y 169 de la OIT. En especial, abordar cuales son las principales diferencias entre uno y otro documento, entendiendo que el enfoque del primero era más integracionista.

5.	

	Conocer el contenido de La Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas de la ONU y la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas de la OEA.

6.	Abordaje del Derecho de consulta y participación de los Pueblos Indígenas respecto a las políticas públicas del Estado. En especial, hacer referencia al mecanismo de consulta que existe en nuestro país.

7.	Implementación efectiva de las audiencias in situ. Desde mi perspectiva, existe una enorme deuda en cuanto a este punto. La realización de ese tipo de diligencias obliga a coordinar la agenda del despacho y organizar una serie de aspectos logísticos, lo que muchas veces limita, el traslado y disposición de las personas juzgadoras. Sin embargo, creo que este es uno de los puntos en los que más se debe insistir, para que se le dé efectividad a las disposiciones planteadas en los diferentes instrumentos y circulares. 

8.	Estudio de las circulares institucionales relacionadas con el tema. De momento recuerdo la 34-1992 y 133-2016 (Esas circulares tratas sobre un tema sumamente sensible para la población indígena como lo son las autopsias y el levantamiento de cuerpos);  44-2009 (Intérpretes); 10-2009, 10-2013, 123-2013 y 80-2015 (Reglas prácticas de atención); 101-2005, 182-2005, 117-2013, 35-2014, 83-2015 y 104-2018 (Trato preferente y acciones enfocadas en poblaciones vulnerables); 92-2010, 94- 2010 y 81-2015 (Muy importantes porque se refieren a los trámites en el Departamento de Ciencias Forenses); 227-2016 (Acciones para eliminar la discriminación de poblaciones vulnerables); 212-2013, 164-2013 y 116-2017 (Sobre las limitaciones que tiene la población indígena en cuanto al análisis y posibilidades de impugnación de las resoluciones orales).

9.	Estudio de la Ley Indígena (6172) y la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (9593).

10.	Autoridades Indígenas y su relación con el CONAI. En especial, debe estudiarse que no todas las comunidades indígenas aceptan a los miembros de la Asociación de Desarrollo como sus representantes. En ese tanto, debe abordarse la figura del Consejo de Ancianos o Mayores y la figura del Cacique. 

11.	Estudio de sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, relacionadas con la defensa de los Derechos de las Poblaciones Indígenas (Adjunto cuadernillo de jurisprudencia donde se hace un resumen de los fallos más destacados).








De momento, creo que esos son los temas más relevantes que recuerdo. Si se me ocurriera algo más, le remitiría un nuevo correo. 








Adjunto además algunos materiales electrónicos que a mi me han servido muchísimo.








Cualquier otra ayuda que necesiten, estoy a su completa disposición. 








Saludos cordiales,








Jean Carlo Monge Madrigal



Juez Coordinador



Juzgado Penal de Coto Brus
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Presentación



El Instituto Interamericano de Derechos Humanos ha venido apoyando la labor de de-
fensa, promoción y protección de los derechos humanos de los pueblos indígenas desde su 
creación. Temas fundamentales de las organizaciones indígenas de las Américas como tierra 
y territorio, cosmovisión indígena, acceso a la justicia en sus dos dimensiones (la comuni-
taria y la estatal), participación política, dualidad y complementariedad del varón y la mujer 
(género), medio ambiente, salud y migraciones, así como casos y sentencias del Sistema 
Interamericano de protección de los derechos humanos, entre otros, han sido impulsados 
por medio de acciones de investigación, educación y capacitación a través de la Campa-
ña Educativa sobre Derechos Humanos y Derechos Indígenas; la Sección Especializada 
Diversidades-web IIDH; el Aula Virtual web-IIDH (cursos auto-formativos o tutoriales en 
línea); y la Red de Atención a Pueblos Indígenas (RAPI).



Hoy cerca de 50 millones de habitantes, más de 400 idiomas propios y un número similar 
de pueblos identificados como indígenas, conforman el rico mosaico plurilingüe, multiét-
nico y pluricultural de las Américas. Sin embargo, a pesar de la existencia de civilizaciones 
milenarias en los mismos espacios geopolíticos de los actuales Estados, los pueblos indí-
genas ocupan los índices más bajos de desarrollo humano de la región. Y ello no es casual: 
la discriminación y exclusión de este sector de la población de los principales servicios 
públicos básicos, formó parte de una política de invisibilización y asimilación, sancionada 
hoy por los lineamientos del Sistema Jurídico Internacional, clamando por la necesidad y 
obligación de una cobertura especial y diferenciada de los mismos. 



La presente publicación forma parte de este esfuerzo institucional por visibilizar la espe-
cificidad de los pueblos indígenas ante la justicia, y que dividimos en dos partes: la primera, 
con el caso de algunas herramientas jurídicas sobre peritajes antropológicos o culturales en 
contextos como el colombiano y guatemalteco, así como la importancia de las Defensorías 
Públicas especializadas en su atención.



Y por otra, la segunda parte con las visiones que surgen de los propios pueblos indígenas 
sobre pobreza, pues el IIDH se ha propuesto innovar la reflexión analítica sobre el vínculo 
entre pobreza y derechos humanos, apostando al fortalecimiento para que los grupos socia-
les participen en la definición y ejercicio del poder a través de los sistema políticos, y que 
los gobiernos, simultáneamente, satisfagan dignamente las necesidades de su población,  
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reduciendo la pobreza, la exclusión y las desigualdades sociales, que violentando grave-
mente los derechos fundamentales en toda la región. 



Consideramos que una visión de derechos humanos basada en principios como la univer-
salidad, la dignidad y la inherencia de los mismos a toda persona en cualquier condición 
social, entre quienes padecen la inequidad, la marginación, la pobreza y extrema pobreza, 
implica un desafío metodológico y conceptual para los nuevos Estados de Derecho y las 
Democracias inclusivas y multiculturales de las Américas. Aspiramos a que estos derechos 
sean admisibles y justiciables al menos subsidiariamente en el plano de la justicia interame-
ricana, en vista de que no lo han sido en el plano local. 



Reconocemos y agradecemos el esfuerzo, trabajo y capacidad de los autores(as) de estos 
temas: Teresa Zapeta, Rosembert Ariza, Pedro Ixiu, Fidel Us, Hugo Lázaro y Bernal Cas-
tillo, quienes nos han acompañado a lo largo del tiempo y que hoy ponemos a su disposi-
ción.



Roberto Cuéllar M.
Director Ejecutivo
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Introducción



El acceso a la justicia de los pueblos indígenas es uno de los temas menos conocidos y debatidos 
en una región cuyas raíces son eminentemente indígenas. A pesar del impacto, vigencia y denuncia 
que la invisibilización de millones de usuarios de los sistemas de justicia estatal provoca en sus 
habitantes, no es sino hasta hace unos meses atrás, que los operadores jurídicos de las Américas son 
convocados para llevar a la práctica, la vigencia de derechos fundamentales, tutelados décadas atrás, 
pero no reconocidos en su aplicación a determinadas poblaciones por características tales como 
condiciones especiales, de género, cultura o edad.  



Nos referimos a las Reglas de Brasilia de 2008 que ponen en las agendas de los poderes 
judiciales la atención sobre los pueblos indígenas. Sobresalen así la necesidad de traductores e 
intérpretes a sus propios idiomas, el reconocimiento a sus autoridades propias y tradicionales, el 
respeto por el derecho indígena o derecho propio, la necesidad de capacitación en la aplicación de 
leyes específicas, y el desplazamiento de los operadores jurídicos para la celebración de audiencias 
en las jurisdicciones indígenas, entre otras.



Precisamente, el juzgamiento de una persona indígena por parte de la justicia estatal, requiere 
de una visión distinta e interdisciplinaria para la cual generalmente no están preparados ni el juez, 
ni el fiscal ni el defensor (público o privado). Para ello está previsto lo que hacen instancias como 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Justicia Constitucional de Colombia o la Defensa 
Penal Pública de Guatemala, y es la utilización del peritaje cultural o antropológico1 para proveer 
información sobre el contexto social en que se desarrolla un caso, aportando las pruebas sobre un 
hecho o una conducta que proviene de parámetros culturales distintos. Es un cuestionamiento desde 
otro marco cultural de los hechos que se juzgan. Constituye un mecanismo idóneo para aportar los 
medios de prueba que la ley contempla para acreditar que las diferencias culturales propician y 
condicionan incluso conductas que eventualmente están tipificadas como delitos en los códigos del 
sistema de justicia estatal, pero no así desde la perspectiva cultural del individuo que los comete.  



Dentro de un proceso judicial el peritaje cultural no busca la inocencia ni la falta de voluntad de 
una persona frente a un hecho. Su función es analizar los hechos dentro del marco cultural indígena 
y aportar los elementos de juicio para el juzgador; es decir, es una herramienta jurídica que permite 
aclarar los hechos porque se contextualizan dentro de la realidad cultural y social que los rodea2.  



Es así como las experiencias comparadas como peritos y defensores nos muestran la posibilidad 
de seguir un camino respetuoso de los derechos humanos de ese usuario indígena, que en primera 



1	 Previstos en la Convención Americana de Derecho Humanos, el Convenio 169 de la OIT y la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, entre otros.



2	 Peritajes Culturales y su aplicación en la Administración de Justicia, Instituto de la Defensa Pública 
Penal, Proyecto de Defensorías Indígenas, Ciudad de Guatemala, 2008.
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instancia, debería haber recurrido a sus propias autoridades tradicionales para resolver un conflicto, 
pero que por diversas razones, llegan a conocimiento del sistema de justicia estatal.  



Adicionalmente, hay limitaciones y exclusiones históricas, entre ellas, jurídicas, políticas y 
económicas, que se convierten en barreras para acceder a estas instancias estatales de administración 
de justicia. Así, desplazarse largas distancias por varios días sin trabajo, dejando sus familias para 
solicitar la intervención de un juez, fiscal o defensor público, pagando medios de transporte, comida 
y alojamiento, implican en la práctica, la denegación de justicia.



Por ello, unimos a estos esfuerzos la visión de varones y mujeres indígenas de Guatemala, 
Costa Rica y Panamá, de lo que el mundo occidental denomina pobreza, y cómo se comprende y 
contextualiza, si es que el término existe como tal en los idiomas indígenas.  



Desde una visión de derechos humanos con especificidad indígena, consideramos que hay 
exclusiones, racismo, machismo y discriminaciones históricas que niegan servicios públicos básicos 
fundamentales como alimentación, trabajo, salud, vivienda y justicia entre otros, que impiden la 
consecución de un plan de vida digno para los habitantes originarios de la región.



Este material de autores y autoras de amplia trayectoria y raíces ancestrales, pretende contribuir 
a la reflexión sobre el tema de justicia, pobreza y derechos fundamentales colectivos e individuales 
de los pueblos indígenas de las Américas.
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1	 Nota de edición: aunque la palabra aceptada por la Real Academia de la Lengua es “peritaje”, se ha con-
servado a lo largo de todo este texto la palabra “peritazgo”, debido a que es de uso común en Colombia, 
incluso entre los jueces, y también para respetar el contexto jurídico, antropológico y cultural del autor.



Peritazgo socio-antropo-jurídico  
y administración de justicia intercultural en Colombia 



Rosembert Ariza Santamaría



Wec’ wec’ es la compatibilidad entre los dos universos normativos Paeces, 



el real cultural y el vital cultural. Cualquier valoración en derecho debe 



partir de la comprensión de lo real cultural y lo vital cultural. 



El primero es un factor con probabilidades enormes de mantenerse, en tanto el segundo está 
sujeto a las circunstancias del cambio. 



La armonía requiere del equilibrio de ambos universos.



Jesús Piñacue, Senador Indígena Nassa



Resumen



El presente texto presenta una mirada general sobre el peritazgo1 antropológico en Co-
lombia, sus alcances y el desarrollo que ha tenido a partir de la jurisprudencia constitucio-
nal. Adicionalmente, interpela la exclusividad del saber antropológico, y la posibilidad de 
que los propios pueblos medien ante el sistema jurídico formal, y finalmente, se revisan dos 
peritazgos que dan cuenta del quehacer de los expertos en el tema. 



En Colombia el peritazgo en materia de pueblos indígenas ganó reconocimiento en los 
años posteriores a la expedición de la Constitución Política, y especialmente por la juris-
prudencia de la misma Corte, que apoyó la mayoría de sus decisiones en la experticia de 
antropólogos, abogados, sociólogos, institutos y centros universitarios conocedores de los 
más de cien pueblos existentes en el país.  



El peritaje jurídico-antropológico se constituye entonces como la prueba idónea para que 
los sistemas normativos indígenas sean tomados en cuenta cuando se lleve a cabo un proce-
dimiento jurídico en el que estos difieran del derecho nacional, es decir, que no se trata de 
analizar y juzgar a un individuo sólo por sus hábitos personales sino por ser sujeto portador 
de una cultura creada y sostenida por un pueblo o colectividad, y por ende ser sujeto de un 
sistema normativo propio. 
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“La antropología jurídica hace ruptura con la mirada positivista-silogística del derecho, 
donde la realidad sociocultural es concebida como homogénea, interpretada instrumentando 
una lógica estandarizada. El antropólogo jurídico busca ofrecer al juez otro conocimiento: 
El de la cultura a la que pertenece y donde se ha desarrollado un individuo infractor del de-
recho positivo, enfrenta el problema de mostrar lo posible, lo que puede llegar a ser aunque 
realmente no lo sea” (Sánchez Esther: 1992:19).



Cabe aclarar que las culturas no son estáticas; ello significa que una sociedad, en el con-
tacto con otras sociedades o por invención y/o adaptación interna, modifica maneras de 
pensar y actuar que, en el eje del tiempo, son posibles de registrar como nuevas representa-
ciones culturales.



La presencia de nuevos valores y necesidades distintas, por parte de individuos y de co-
munidades, producen inevitablemente cambios dentro de lo establecido. Algunas de estas 
transformaciones son visibles, otras imperceptibles, pero en el caso de las comunidades 
indígenas son las autoridades tradicionales las que tienen el deber de examinar lo nuevo y 
“dejar pasar”, “ajustar”, o “reprimir” esas nuevas ideas y necesidades a fin de darles la posi-
bilidad o no de hacer parte integral de la cultura. Una nueva idea que se comunica puede ser 
exitosa y cristalizarse en la sociedad para permanecer o no como elemento de cultura. 



Esta mirada a la cultura de los pueblos indígenas ha sido por muchos años una mirada 
exclusiva de los antropólogos quienes median ante el derecho-juez para que asuma, com-
prenda y valore el alcance de las prácticas sociales y culturales del sujeto “indígena” o de 
su colectividad.



Antes de la Constitución de 1991, los autorizados para realizar la mediación entre los 
pueblos indígenas y el derecho formal eran los psiquiatras, pero no podemos olvidar que los 
indígenas eran considerados inimputables y hasta mediados del siglo veinte eran conside-
rados “salvajes”.



Los indígenas catecúmenos, según la ley 72 de 1892, debían estar adscritos a misiones 
eclesiásticas en aquellos lugares del país que el Estado estimara conveniente. El artículo 
2 de esta ley es bastante diciente: “El Gobierno reglamentará de acuerdo con la autoridad 
eclesiástica todo lo conducente a la buena marcha de las misiones y podrá delegar a los 
Misioneros facultades extraordinarias para ejercer autoridad civil, penal y judicial sobre los 
catecúmenos respecto de los cuales se suspende la acción de las leyes nacionales hasta que, 
saliendo del estado salvaje, a juicio del poder ejecutivo, estén en capacidad de ser goberna-
dos por ellas”. 



La determinación del estado de salvajismo es pues, el elemento primordial en los proce-
sos judiciales penales que conoció la Corte Suprema de Justicia y que involucraban a una 
persona que alegaba ser indígena. En la medida en que los jueces no cuentan con, ni pueden 
producir exclusivamente, un saber sobre las personas que están juzgando, se ven obligados 
a abrir las puertas a un contingente de expertos en diversas materias. El tema del estado de 
salvajismo o civilización de las personas que son juzgadas es decidido efectivamente, por 
el juez. Pero el saber que legitima su decisión, que la hace posible, es generado por una  
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instancia exterior al sistema jurídico; un saber que el discurso jurídico, a su vez, recibe, 
traduce y aplica (Ariza, 2009:219).



Recae entonces en los médicos legistas, establecer el nivel de salvajismo de los indígenas, 
su saber médico legal se ajusta más a una respuesta psiquiátrica que al tema de la capaci-
dad jurídica, mientras que el peritaje antropológico se basa en la evolución de la cultura, 
la diferencia o el relativismo cultural como explicación de las diferencias en los compor-
tamientos humanos, y dependerán de la escuela en la que se adscriba el perito antropólogo 
en concreto.



La irrupción de políticas multiculturales y del reconocimiento implicó un nuevo modelo 
cognoscitivo para aproximarse a la identidad indígena, en el cual el perito antropólogo des-
plaza al médico psiquiatra y a su saber médico.



El culturalismo constitucional



El proceso de individualización ya no se hace con base en la indagación sobre la perte-
nencia a una “raza” sino a través de la reproducción de una cultura. No se examinan los 
caracteres biológicos de un individuo, tampoco sus rasgos físicos, ni su normalidad mental; 
lo que se examina es si pertenece a una historia, si conoce una cultura y si vive en un lugar, 
si esos factores están insertos en su mente, si los reproduce en su vida cotidiana y si perma-
nece constantemente en un lugar.



Lenta, pero decididamente, se avanza hacia el culturalismo como modelo de explicación 
de las diferencias y el comportamiento de los pueblos indígenas. Según la Corte Constitu-
cional, los indígenas son “sujetos culturales plenos, en función de la humanidad que encar-
nan”2, y es precisamente esa cultura encarnada plena y totalmente en un cuerpo la que debe 
ser conocida.



Los conflictos jurídicos y políticos presentes en la diversidad cultural nacional han susci-
tado que la Corte Constitucional colombiana establezca criterios que le permitan al opera-
dor jurídico que se encargue de resolver el conflicto tener parámetros socio antropológicos 
y jurídicos claros. La Corte plantea tres tipos de criterios que se pueden clasificar de la 
siguiente forma: el primero el sociológico-antropológico, el segundo que podemos señalar 
como la implementación de una lógica legal pluralista y el último el criterio del diálogo 
intercultural entre sistemas jurídicos (Castrillón, 2005:22).



El primero lo expresa la Corte de la siguiente manera: “A mayor conservación de sus usos 
y costumbres, mayor autonomía”. La responsabilidad de la realización de este parámetro 
no la tiene la dogmática jurídica. La determinación de si una sociedad indígena cumple esta 
característica sólo la pueden aportar la sociología o la antropología mediante el suministro 
de un concepto científico al operador del derecho que enfrenta el conflicto jurídico donde se 
encuentra un pueblo indígena comprometido. Las decisiones de la Corte están relacionadas 



2	 Corte Constitucional, sentencia C-139, Magistrado ponente: Carlos Gaviria.
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con peritazgos donde especialistas de las ciencias sociales fundamentan científicamente la 
existencia de sociedades con formas de control social particular. Estructura la Corte este 
criterio de la siguiente forma: 



La realidad colombiana muestra que las numerosas comunidades indígenas 
existentes en el territorio nacional han sufrido una mayor o menor destrucción 
de su cultura por efecto del sometimiento al orden colonial y posterior inte-
gración a la “vida civilizada” (Ley 89 de 1890), debilitándose la capacidad 
de coerción social de las autoridades de algunos pueblos indígenas sobre sus 
miembros. La necesidad de un marco normativo objetivo que garantice segu-
ridad jurídica y estabilidad social dentro de estas colectividades, hace indis-
pensable distinguir entre los grupos que conservan sus usos y costumbres –los 
que deben ser, en principio, respetados–, de aquellos que no los conservan, y 
deben, por lo tanto, regirse en mayor grado por las leyes de la República, ya 
que repugna al orden constitucional y legal el que una persona pueda quedar 
relegada a los extramuros del derecho por efecto de una imprecisa o inexistente 
delimitación de la normatividad llamada a regular sus derechos y obligaciones 
(Castrillón, 2005:22).



La Corte, en los años posteriores a la expedición de la constitución, considera necesario 
que los antropólogos sean quienes conceptúen sobre las características culturales de los 
pueblos comprometidos en conflictos internos que desbordan dicha esfera. En efecto, si el 
conflicto ocurre en el ámbito interno, no existe ninguna razón para que el derecho estatal 
intervenga. Pero cabe igual destacar el carácter proteccionista de la Corte frente a la diver-
sidad cultural como principio básico del constitucionalismo cultural colombiano. 



El segundo parámetro, denominado el de la lógica legal pluralista, lo describe también 
la sentencia T-254 de 1994 en dos perspectivas: la primera, las normas legales imperativas 
(de orden público) de la República priman sobre los usos y costumbres de las comunidades 
indígenas, siempre y cuando protejan directamente un valor constitucional superior al prin-
cipio de diversidad étnica y cultural; y la segunda, los usos y costumbres de una comunidad 
indígena priman sobre las normas legales dispositivas.



Hay un ámbito intangible del pluralismo y de la diversidad étnica y cultural de los pue-
blos indígenas que no puede ser objeto de disposición por parte de la ley, pues se pondría 
en peligro su preservación y se socavaría su riqueza, la que justamente reside en el mante-
nimiento de la diferencia cultural. La jurisdicción especial (CP artículo 246) y las funciones 
de autogobierno encomendadas a los consejos indígenas (CP artículo 330) deben ejercerse, 
en consecuencia, según sus usos y costumbres, pero respetando las leyes imperativas sobre 
la materia que protejan valores constitucionales superiores (Castrillón, 2005: 23).



Los elementos del segundo parámetro definen los límites de los derechos indígenas por 
una parte, y en segundo lugar establecen el modelo de estado unitario que tan celosamente 
guarda el constitucionalismo. Aquí también se protege la autonomía interna y se reconoce 
la jurisdicción especial indígena para que atienda los conflictos jurídicos que acontezcan en 
territorio indígena, entre indígenas exclusivamente.
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El tercer criterio, el del diálogo intercultural entre sistemas jurídicos, lo desarrolla en el 
momento en que se acerca al conflicto entre las juridicidades de los pueblos indígenas en 
relación a los derechos constitucionales fundamentales y el sistema de derechos humanos 
internacional reconocidos por Colombia. La Corte advierte que se puede caer en la fácil 
conclusión de que si existe un reconocimiento del pluralismo en la Constitución y si el 
mismo referente plantea la igualdad de las culturas, entonces no existe una ética definida 
y defendida por el orden jurídico colombiano e internacional. Para resolver este problema 
la Corte necesitó dos sentencias: la primera, la T-254 de 1994, que expone un criterio que 
podríamos considerar tradicional en la relación de Occidente con otras culturas jurídicas; 
y la sentencia T-349 de 1996, que elabora una reflexión acorde con presupuestos socioan-
tropológicos y jurídicos que interpretan el sentido del pluralismo cultural orientado por la 
Constitución (Castrillón, 2005: 24).



Este último parámetro expone la posibilidad del entendimiento intercultural cuando se 
trate de conflictos interjurisdiccionales; sin embargo, la Sala Disciplinaria del Consejo Su-
perior de la Judicatura en Colombia es quien dirime dichos conflictos sin tener en cuenta 
razones distintas al ordenamiento legal vigente y sin utilizar el peritazgo antropológico para 
abordar estas situaciones. La tendencia de la Corte Constitucional es la establecida en la 
sentencia T349 de 1996 y reiterada en múltiples sentencias que están del lado del pluralismo 
cultural.



El peritazgo como prueba judicial



El peritaje cultural representa una herramienta de suma utilidad para el defensor cuando 
la conducta de su defendido puede ser explicada por el entorno cultural al cual pertenece, ya 
que permite poner la luz sobre los hechos y las valoraciones que se hacen de aquellos desde 
la perspectiva cultural que es la suya. 



El peritaje jurídico-antropológico sirve al defensor de herramienta para mostrar que la 
conducta del sujeto indígena está relacionada con el sistema normativo interno de la comu-
nidad a la cual pertenece, es decir, que permite efectuar un salto cualitativo en la argumenta-
ción de defensa del indígena procesado; así, de combatir la culpabilidad, se pasa a combatir 
la anti-juridicidad de la conducta litigiosa. La argumentación jurídica ya no se centra en las 
condiciones propias del individuo procesado, sino en la conducta en sí misma. La estrategia 
de defensa se centra entonces sobre las causas de justificación para la exclusión del delito 
(Lechenal, 2008: 192).



En esta perspectiva, el peritaje jurídico-antropológico se presenta como un instrumento 
fundamental para conocer y entender lo normativo en las comunidades indígenas al “objeti-
var” lo jurídico, inmerso en las relaciones sociales de estas. Del mismo modo, se constituye 
como un instrumento de traducción de un lenguaje al otro, o de una lógica cultural a otra, 
del lenguaje del sentido común y oral de la comunidad y de su lógica cultural propia al len-
guaje especializado del juez y a la lógica jurídica del derecho positivo.
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Los periciales examinan diversos tipos de conducta que pueden considerarse como racio-
nales o irracionales, siempre reviste especial interés la relación entre diferentes estructuras 
ya sean económicas, religiosas o políticas. Esto implica una visión holística, un trabajo de 
campo sobre el terreno, un análisis comparativo y una manera particular de elaborar con-
ceptos generales a partir de datos empíricos.



Valoración del peritaje



Los operadores judiciales colombianos conforme al desarrollo jurisprudencial deben estar 
en capacidad de dilucidar los siguientes elementos claves para resolver los conflictos inter-
culturales:



	 • El grado de conciencia étnica de un sujeto.



	 • El grado de preservación cultural de un sujeto.



	 • El grado de incorporación a la cultura nacional.



La condición misma de indígena, pues los parámetros convencionales de raza, lengua, 
permanencia y auto reconocimiento no siempre resultan suficientes o confiables.



Una de las varias opciones para enfrentar estos elementos claves son los peritazgos an-
tropológicos, a los que los jueces de algunas regiones suelen acudir para tratar de superar 
los vacíos de comprensión que diversas situaciones, suscitan. “Sin embargo, siempre se 
corre el riego de supeditar las decisiones judiciales a las tendencias teóricas y políticas de 
los profesionales que emiten los respectivos conceptos, lo cual atenta directamente contra 
el principio del diálogo intercultural, porque el procedimiento no pasaría de ser la consulta 
de una experiencia acumulada por una persona occidental, recreada además con la jerga 
científica de los estudiosos que adicionalmente operarían como voceros y representantes de 
una cultura a la que no pertenecen” (Ruiz, 2003:12-14). 



Otro camino, quizás el más consecuente y creativo, consiste en interpelar a las culturas 
acudiendo a la capacidad adquirida y en proceso de desarrollo de verbalizarse a sí mismas 
mediante, por ejemplo, su propia intelectualidad (que cada vez es más intercultural), los 
espacios tradicionales de deliberación como las asambleas comunitarias, las formalidades 
procesales autóctonas que comúnmente observan, etc. 



Ahora bien, esta última alternativa no siempre resulta fácil porque muy probablemente 
muchas prácticas tradicionales no han transitado a la palabra y, por el contrario, se en-
cuentran atrapadas en un mundo simbólico y afectivo; pero también es cierto, que parte 
del efecto de la modernidad en estas comunidades ha consistido en el desarrollo de una 
discursividad propia que les ha permitido recrear mitos fundacionales, derivar nociones de 
continuidad histórica pese a las grandes rupturas, o simplemente, exacerbar sentimientos 
colectivos de dignidad. 



Desde esta perspectiva, el diálogo con la justicia estatal por interpuesta mediación de sus 
operadores surtiría un inevitable efecto modernizante, que de ninguna manera debe enten-
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derse como estandarización u homogeneidad, porque si nos atenemos a lo observado, aun 
en escenarios cargados de mayor intolerancia, las diferencias se reeditan.



Lo anterior implica un operador judicial que supere los discursos del saber jurídico y 
asuma la posibilidad del encuentro con la distintividad, la lectura y comprensión de otros 
que expresan una palabra diferente y propia que de manera conjunta buscan una manera de 
mantener la armonía y la convivencia.



Si no asume el segundo camino, funcionalmente el juez puede observar que el peritazgo 
tiene dos tareas: la técnica, que ayuda a verificar hechos o circunstancias, y la orientadora, 
que le permite formarse opiniones sobre esos hechos y circunstancias. Aunque el juez goza 
de libertad suficiente para reconocer o no el dictamen pericial, ello no es sinónimo de ar-
bitrariedad sino de valoración, lo que implica un razonamiento suficiente para justificar el 
porqué se acepta o se rechaza el dictamen. 



En términos de hermenéutica intercultural, el peritaje puede aparecer como un elemento 
reductor de la capacidad de interpretación jurídica de las situaciones interculturales, es decir, 
puede inhibir o frenar la “internalización” de los razonamientos interculturales necesarios 
para la consolidación de una justicia plural. Sin embargo, el análisis de la práctica judicial 
en la mayoría de los países latinoamericanos en los cuales viven los pueblos indígenas, abo-
ga por considerar al peritaje como una primera etapa necesaria para fomentar y desarrollar 
las capacidades hermenéuticas interculturales de los operadores de justicia (Lechenal, 2008: 
187).



Lo que el operador judicial que revisa el concepto pericial no puede hacer es considerar su 
palabra como la última y única. Puede con la autoridad del pueblo respectivo considerar una 
solución conjunta. Esta coordinación inter jurisdiccional permite una armonización entre 
sistemas jurídicos paralelos donde uno no subordina al otro.



Es necesario aceptar que “la interculturalidad está emergiendo como paradigma y proyec-
to social, político y epistemológico, lo que significa posicionarla como parte de procesos 
y prácticas que, necesariamente, deberían ser entendidos como oposicionales y contra he-
gemónicos. Es parte de las redes de poder, luchas y negociaciones que interceptan lo local 
con lo nacional y lo global, y que marcan nuevas maneras de percibir, construir y posicionar 
subjetividades y políticas identitarias” (Hall, 1997).



A continuación se revisan dos conceptos sobre el debido proceso, el primero realizado por 
una instancia académica y el segundo por una perito antropóloga; con estos dos conceptos 
se cierra el presente análisis.



Peritazgo número uno



La Corte Constitucional en la sentencia SU 154 de 2006 refiere el siguiente concepto del 
departamento de Antropología de la Facultad de Ciencias Humanas de la Universidad Na-
cional de Colombia:
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Mediante concepto suscrito por los señores Ximena Pachón, Francois Correa 
y Roberto Pineda, elaborado con la colaboración de la doctora Esther Correa, 
el Departamento de Antropología de la Facultad de Ciencias Humanas de la 
Universidad Nacional transmitió a la Corte Constitucional la siguiente infor-
mación:



Los Paeces o “Nasa” constituyen una de las comunidades indígenas más nume-
rosas de Colombia, asentadas en el Departamento del Cauca. Desde el período 
colonial se organizaron en resguardos y cabildos, ordenación que se mantienen 
hoy en día. A pesar del proceso de transformación histórica que han sufrido, 
conservan el uso del “nasayue”, su lengua ancestral, su peculiar concepción 
del territorio y su visión del mundo, así como los usos y costumbres heredados 
de sus antepasados. 



En materia jurídica, poseen un derecho propio, que denota formas y modali-
dades de control social expresadas en el papel predominante del Cabildo y la 
comunidad, y en el uso, para casos extremos, del cepo y el látigo contra los 
infractores de las normas sociales prevalecientes. A pesar de los cambios so-
cioculturales que han sufrido, “el modelo de justicia que poseen y aplican se 
aleja, en sus principios, de las modalidades de justicia imperantes en el marco 
jurídico nacional y su sistema penal. En particular, su modelo de justicia no 
está fundado en el modelo de “adversalismo”, propio de nuestro sistema legal, 
y en consecuencia los actos de acusación, culpabilidad y argumentación, tienen 
otro significado, o se enmarcan en un proceso cultural distinto. En este sentido, 
en el derecho Páez, la meta no es “vencer” en juicio al acusado (quien tendrá el 
derecho de defenderse a través del debido proceso occidental), sino fundamen-
talmente resolver los conflictos y establecer un proceso de paz, una especie de 
tregua, entre las personas y los grupos involucrados. Esto significa que existen 
diversas y siempre abiertas opciones de sentencia, y solo en casos extremos 
–como homicidios– los responsables pueden ser (aunque no necesariamente) 
forzados a salir de la comunidad, entregados a las autoridades nacionales, o 
ser tratados en condiciones de aislamiento. Pero en términos generales, los 
diferentes grados de infracción no son únicamente percibidos como responsa-
bilidad individual del acusado, sino que implican o afectan a un grupo mayor, 
o incluso a la comunidad, que se percibe también afligida y responsable por la 
situación. La meta es la búsqueda del equilibrio, el restablecimiento de la ar-
monía entre los miembros de la sociedad y la naturaleza. En alguna medida es 
un proceso de catarsis, en el cual el lenguaje es muy importante. El acusado es 
tratado de la misma forma como si estuviese “enfermo” y la meta es “curarlo”, 
lo que significa en realidad un proceso de restauración colectiva. En conclu-
sión, la aplicación de la justicia tiene como objeto, entonces, la restauración de 
una armonía colectiva, perdida temporalmente, en la que la reflexión del acu-
sado es parte fundamental del proceso, y cuya meta, salvo en casos extremos, 
es su reincorporación a la sociedad. 



Pobreza y peritajes.indd   20 7/23/10   2:39:14 PM











21



Peritazgo socio-antropo-jurídico  
y administración de justicia intercultural en Colombia



Prosigue el concepto profundizando en torno de la visión del mundo de la comu-
nidad de los Paeces, sobre lo cual señala que “existe una unidad fundamental 
del cosmos, y en este sentido los conflictos sociales son análogos a los des-
equilibrios orgánicos –las enfermedades– en el sentido de que uno y otro son 
consecuencia de la transgresión de normas de la cultura, entre ellos el irrespeto 
por la naturaleza”. Dentro de este contexto, “el acto de hacer justicia implica, 
entonces, curar: el procedimiento de castigo, por ejemplo, la aplicación del láti-
go, práctica heredada de los españoles, pero con un significado cultural propio, 
es pensado como elemento purificador”. En concordancia con esta perspectiva, 
“no hay una única forma de curar, o de resolver una situación particular, sino 
que las estrategias son abiertas y quedan, en cierta forma, a discreción de la 
experiencia y criterios del Cabildo, los familiares o el The´ wala”3. 



Explicando los proceso de justicia, el concepto indica que en ellos interviene 
no sólo el chaman o The´wala y las autoridades del Cabildo, sino también la 
comunidad misma. Añade que “el gobernador –tuten´za–, el cabildo y la co-
munidad participan de manera directa en la investigación, en la formulación 
y aplicación de la sentencia. Para el efecto, los diversos resguardos cauca-
nos han desarrollado variadas modalidades de aplicación de justicia. En otras 
situaciones, se conforman verdaderas comisiones de investigación que tienen 
como objeto recoger y oír testimonios sobre el caso analizado; recogen las 
pruebas que someten a consideración de la Asamblea General, quien emite su 
sentencia en última instancia; se nombran a antiguos gobernadores para que 
recojan testimonios o instruyan el proceso, y también se delegan a ciertas para 
que contrainterroguen a los involucrados en el caso”. Dentro de este proceso, 
“durante las asambleas colectivas, presididas por el Cabildo, los afectados 
tienen derecho a exponer sus puntos de vista y defenderse de las acusaciones; 
pero también pueden intervenir otros comuneros, o comuneras, y expresar sus 
puntos de vista. La toma de decisiones –según el caso– se hace por parte del 
Cabildo o se efectúa de forma colectiva, después de una deliberación entre los 
participantes de la Asamblea”. 



El concepto recalca que, en este marco, el “debido proceso” tiene como meta la 
restauración de un estado de equilibrio y el logro de la armonía, y que por ello 
reviste gran importancia la confesión del acusado, pues solo esta posibilidad le 
permite alcanzar la propia armonía individual. En este contexto, sustraerse a la 
acción de Cabildo y de la Asamblea implica negarse a participar en el proceso 
restaurativo. 



Ahora bien, en lo que tiene que ver concretamente con el delito de homicidio, 
el escrito indica que “su sanción está sometida a la acción del Cabildo, la 
comunidad y también del The´wala”. Añade que el juzgamiento del homicidio 



3	 El The´wala es el chamán. 
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entre las comunidades Paeces “tiene también variantes y en ciertos casos las 
comunidades se han visto obligadas a diseñar nuevas estrategias jurídicas para 
asumir el juzgamiento en su jurisdicción. Con anterioridad, con frecuencia el 
homicida era juzgado por la jurisdicción ordinaria, e incluso las autoridades 
entregaban a ciertos tipos de homicidas a las autoridades externas. Esta condi-
ción sin duda dificulta el análisis de casos particulares, pero no obsta para que 
se reconozca que estamos enfrentados a formas de derecho que se recomponen 
en función de los nuevos reconocimientos constitucionales, en función de sus 
propios principios culturales”. 



Prosigue el concepto diciendo que “Perafán y otros autores enfatizan la exis-
tencia de ciertos procedimientos comunes en la aplicación de la justicia entre 
los Paeces”4. Agrega que “el proceso se inicia por denuncia de la familia o 
grupo afectado, ante el Cabildo. En este caso, con frecuencia, como se dijo, el 
Cabildo nombra una comisión con personas respetadas de la comunidad quie-
nes –en palabras de Esther Sánchez–, auscultan los testimonios y tiene como 
función “encontrar la mentira en la palabra de los acusados”. Encontrado 
un sospechoso, el cabildo ordena su captura y retención y oye su testimonio o 
confesión ante el cabildo o ante la asamblea comunal, como última instancia. 
En algunas comunidades, dice el concepto, el acusado tiene la posibilidad de 
ser defendido por un miembro de la comunidad, y puede también hablar direc-
tamente en la Asamblea para “contradecir a los testigos que declararon en su 
contra” (Sánchez, 2004:431) en otras comunidades se graban los testimonios, 
y un comité de veeduría vigila el proceso”.



En cuanto a las penas, el Departamento de Antropología menciona que “con-
templan desde el pago de una indemnización, la ‘juetiada’, o el trabajo forzoso 
en pro de la comunidad. Diversos autores sostienen que muchas comunidades 
consideran que debe evitarse enviar al acusado a la cárcel, en la medida que 
considera que la persona sale más ‘corrompida’ que antes (Perafán, 1996:70) 
y por ende no alcanzaría la meta de restaurar el equilibrio del individuo y de 
la comunidad”. 



En lo relativo a la firmeza del fallo, se tiene que “la sentencia dada por la 
Asamblea de la comunidad se considera inapelable, en cuanto se estima que es 
verdad en tanto que expresa la memoria y la tradición de la colectividad”.



Finalmente, en relación con los métodos particulares de juzgamiento y castigo 
de las comunidades de Togoima y Cohetando en lo relativo al delito de homici-
dio, el concepto explica que se carece de información específica al respecto. 



4	 El concepto cita a Perafán, Carlos César. Sistemas jurídicos Páez, Kogui, Wayúu y Tule, Colcultura. Bo-
gotá, 1995. Así mismo el concepto cita a Sánchez, Esther. Justicia y Pueblos Indígenas de Colombia. 
Universidad Nacional de Colombia. 2ª. edición. Bogotá, 2004. 
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Peritazgo número dos



Concepto especializado antropológico



Elaborado por: Esther Sánchez Botero5



Referencia / Re: Expediente: T-1. 401.125



OFICIO OPT-A -369 / 2006 



AT instaurada por Leónidas Acalo Campo 



Contra Cabildos de los resguardos indígenas de



Caldono y Pioya, Departamento del Cauca



A solicitud de la Sala Primera de la Corte Constitucional presidida por el H. 
Magistrado Doctor JAIME ARAUJO RENTERIA para elaborar un concepto 
especializado antropológico, me permito manifestar, que este documento es el 
resultado de una entrevista al Senador Jesús Piñacue en calidad de indígena 
Páez, a quien agradezco su tiempo y gran voluntad y con base en mi propio 
conocimiento sobre la cultura de esta sociedad. 



Me permito responder a las preguntas remitidas en el orden establecido:



1. Si se tiene conocimiento de cómo se ejerce el derecho de defensa, cuáles son 
las ritualidades propias de los procesos penales al interior de las comunida-
des indígenas, en especial las de Caldono y Pioya, territorio ancestral SA’ TH 
TAMA KIWE del pueblo Nasa (decía Naya), qué tipo de sanciones se imponen 
y en qué proporciones operan las mismas.



Pregunta 1.  El derecho de defensa y ritualidades



La defensa es una institución ampliamente configurada dentro del Derecho 
Propio Páez que debe realizarse por parte de los mismos Paeces. Los miembros 
de este pueblo, rechazan la presencia de abogados externos formados en el 
derecho estatal, para actuar como defensores en casos, en los cuales las autori-
dades indígenas y la comunidad, tienen capacidad para resolver esos asuntos. 



El acusado de actuar antijurídicamente, de acuerdo al Derecho Propio Páez, 
dispone de varias opciones para que como sujeto trasgresor ejerza el derecho 
de defensa. Este derecho a la defensa es pensado como: 



		  /yue gue puchsa/6. 



		  Es traducido del Páez como: “un derecho que tenemos todos”. 



5	 Antropóloga Universidad de los Andes. Ph.D. Derecho, Universidad de Ámsterdam.



6	 Entrevista a Jesús Piñacue, Senador, indígena Páez. 
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Existen varias modalidades de defensa: actuación de la persona implicada en 
su propia defensa o intervención de otros lo cual se expone en la respuesta a la 
pregunta N° 2 formulada por el H Magistrado Araujo. 



La persona acusada se defiende por sí misma



La primera posibilidad de defensa es que la persona acusada se defienda por 
sí misma. Esa persona expresa con palabras sus actuaciones a la autoridad 
competente y ofrece pruebas, si fuera el caso. 



Pregunta 2 



Si al interior de alguna comunidad indígena y particular-
mente, respecto de las antes mencionadas, el procesa-
do cuenta con la asistencia de alguno de sus miembros 
quien lo auxilie en su defensa.



Un externo, otro distinto de la persona acusada ejerce la defensa



La segunda posibilidad de defensa se centra en el concepto /nausa/ que signifi-
ca que un externo, un otro distinto de la misma persona acusada de cometer un 
delito, pueda participar de la defensa de una persona incriminada. Existen va-
rias posibilidades para que distintos de la persona acusada, intervengan como 
defensores. 



 / Nausa /7 Traducido al Páez como “ayudador de palabra”. 



Son reconocidos socialmente como “ayudadores de palabra” las siguientes 
personas o grupos: 



La fila del maíz 



Esta opción está dada por miembros de la comunidad a los que la persona acu-
sada solicita su intervención o ellos se ofrecen a apoyarla. 



Tradicionalmente, los Paeces tienen de manera muy interiorizada la institución 
del dar y recibir, la cual es enseñada sobre la base de principios comunitarios 
para su autoidentificación y con ejemplo cotidiano. Así, cada Páez monta una 
especie de dispositivo (aparato y mecanismo) con las personas con las que ha 
interactuado de cerca, con quienes ha compartido particularmente, alimentos, 
(carreras de maíz) trabajo en minga o trabajo rotativo y obligatorio de un gru-
po o cambio de mano: Yo lo ayudo y usted a mi después, y con servicios, que son 
instituciones propias vitales para que la vida cotidiana, material y espiritual-



7	 Entrevista a Jesús Piñacue, indígena Páez 
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mente funcione. Este dispositivo, o fila del maíz, permite que cada Páez –hom-
bre o mujer–, en el caso que sea acusado judicialmente y lo requiera, cuente 
con la solidaridad de estos, con quienes durante tiempo atrás y mutuamente, se 
han venido auxiliando. 



El titán



Un Páez en tercer lugar, puede contar para su defensa con el capitán denomi-
nado –titan–. Se trata de una figura prominente que puede cumplir esta tarea.



Un anciano



En cuarto lugar, los hombres que llegaron a la ancianidad, pueden participar 
también de la defensa. Ellos se encuentran en un estado permanente o sea que 
ya llegaron a esa categoría de ancianos; no están en la de un cargo temporal 
como, por ejemplo, el Gobernador del Cabildo. La persona acusada puede acu-
dir a un anciano, éste escucha al implicado y puede constituirse en defensor. 



Consejo de Ancianos 



El prestigio de los mayores es muy elevado en este pueblo. Por ello en quinto 
lugar se puede buscar a un mayor del Consejo de Ancianos que, siendo aliado 
de la Asamblea, pueda actuar como defensor. 



Comisión de investigaciones 



Dado el reconocimiento constitucional de la Jurisdicción Especial Indígena y 
el fortalecimiento del Derecho Propio, se creó la Comisión de Investigaciones. 
Esta Comisión se apoya en el médico tradicional o The’wala que refuerza, me-
diante la lectura de señas en el sujeto trasgresor, el concepto de verdad. Busca 
demostrar la verdad que favorezca al sujeto o, si el caso lo hace responsable, se 
convierte en aliado de la Asamblea, la cual representa los más altos intereses 
de toda la comunidad. 



La Asamblea 



Los casos graves son presentados a la Asamblea comunitaria que actúa como 
receptora de las pruebas, como expresión del equilibrio para ponderar a favor 
o en contra del acusado y como ordenadora de sanciones. Es posible que su rol 
sea el de defensora. 



Intervención de otro Cabildo 



Un acusado puede pedir el apoyo de algún miembro o de varios de otro Cabildo 
para que lo apoyen en su defensa. 
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Pregunta 1. Parte dos



Tipo de sanciones que se imponen y proporciones en 
que operan las mismas



Existen varios tipos de sanciones: fuete, cepo, trabajos forzados, indemnización 
y el más grave desconocimiento, que significa que el sujeto deja de ser pensado 
y clasificado como Páez. Desconocer a un sujeto es quitarle derechos, incluido 
el de vivir en el territorio de todos. Sacar una persona o familia es además de 
una drástica sanción, una forma de evitar la venganza8.



 Según el delito y las circunstancias la autoridad o instancia que asume el caso 
define el tipo de sanción y las proporciones de acuerdo a circunstanciales tales 
como: gravedad, reincidencia, si fuera el caso. Por ejemplo un homicidio como 
producto de una pelea, implica: fuete, cepo, trabajo forzado y uno o dos años 
de indemnización. La cárcel puede ser otra alternativa de castigo. Es de anotar 
sin embargo, que la cárcel para los Paeces no es pensada como buena para el 
sujeto, porque aprende delitos distintos y porque el impacto económico frente a 
su familia y a su comunidad es excesivo. Se piensa que esta sanción se revierte 
negativamente a los miembros cercanos porque estos deben sustentar a los fa-
miliares del sujeto. 



3. ¿Qué tipo de reproche se da en las comunidades indígenas referidas, a 
comportamientos en contra de la libertad sexual y concretamente qué tipo 
de sanciones se imponen a los agresores? 



Para responder a la primera parte de la pregunta (“qué tipo de reproche se 
da en las comunidades indígenas referidas, a comportamientos en contra de la 
libertad sexual”), los Paeces sustentan la recriminación o no a los comporta-
mientos en contra de la libertad sexual, que al Páez se traduce como /un weca/ 
porque se parte de determinadas convicciones tales como:



•	 Un sujeto, en condiciones de salud mental normales, sí puede inhibirse de 
cometer un acto definido como desviado. Los seres humanos tienen control 
sobre sus deseos, pueden hacer uso de la voluntad; hacer una acción defini-
da como desviada es porque hay irracionalidad y animalidad es decir, una 
decisión que contraría seguir la razón y la conciencia que le indican que 
hacer x acción está prohibido por la sociedad. Un tipo de desviación de esta 
naturaleza es porque el sujeto desea transgredir lo establecido (porque el 
individuo fue educado para pensarlo y sentirlo). 



8	 Entrevista a Jesús Piñacue. Senador. Indígena Páez. 
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•	Existe la posibilidad que el sujeto manifieste señales de haber sido embruja-
do9, (atraído) lo cual configura un atenuante. En este caso es evaluado por 
el The’wala que lee ciertas señas como manifestación o no de esta situación 
y define aplicar un mecanismo ritual para eliminar ese deseo, o una san-
ción10. 



•	Si se trata de una violación a mujer casada y de edad madura también se en-
tra a tener en cuenta esta circunstancia ya que es “frecuente” que mujeres 
maduras busquen a los jóvenes. De comprobarse, el hombre no es castigado 
severamente. 



Reflexión sobre el contenido cultural de violación 



Entre los Paeces existió hasta hace poco el denominado matrimonio prescrito, 
institución según la cual se define con quién han de casarse un hombre y una 
mujer cuando sean adultos. 



La niña era “entregada” a quien sería su esposo11 



Esta institución configura que la mujer desde tempranamente tiene una opción; 
“ostenta” ante la sociedad que tiene un hombre candidato para ser su esposo. 
Esta situación, define restricciones tanto a posibles hombres porque saben que 
ya está “entregada” y no pueden acceder a ella, como también, restricciones en 
la mujer ya que crece desde niña con este “aviso” en el sentido de advertencia e 
indicación para restringir actitudes que las puedan ligar a otros hombres como 
pareja. Esta situación que trasciende socialmente porque se ha revelado esta 
situación, configura un medio de control social, intra-cultural para el compor-
tamiento sexual y matrimonial entre hombres y mujeres. 



Esta institución genera en los miembros de la sociedad la idea que existen res-
tricciones dada la existencia de esa primera opción para el relacionamiento de 
una pareja. Si se contraría esa opción se da una violación que se traduce como 
/Kanuwe / en lengua Páez, cuyo significado profundo de desacato a lo estable-
cido, se describe como:



9	 Los Paeces han sido socializados bajo la creencia de que existen personas con capacidad de hacer daño a 
otros, mediante determinados trabajos y a veces con utilización de elementos físicos, tales como yerbas, 
sales y ritualidades.



10	 Es importante informar que los The’wala son autoridades reconocidos con capacidad de buscar solución 
a los conflictos y a las personas infractoras.



11	 Entrevista a Jesús Piñacue, indígena Páez. Ser “entregada”, entre comillas, significa que los padres desea-
ban que se diera ese matrimonio. De no desear la pareja realizar la unión matrimonial quedan en libertad 
de hacerlo con otra pareja. Sin embargo ello configuraba en la conciencia social la idea que las niñas y 
mujeres jóvenes tenían un dueño 
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•	La tomó en segunda opción.



•	Dañó la opción que ella tenía. 



•	El violador le dañó su opción.



•	El violador le dañó la posibilidad para hacer “conforme es”, la relación de 
pareja. 



La traducción del deseo sexual se define como “esta mujer está buena”, o este 
hombre está bueno. Ella produce deseos; él produce deseos.	



	 /tia/ /uya/ /ewa/



	 /tia/ /pitz/ /ewa/



La sociedad Páez ha venido cambiando costumbres



Internamente se han venido registrando cambios cognitivos sustantivos, algu-
nos de los cuales provienen de influencias externas. Nuevas ideas sobre el gé-
nero femenino, la libertad del individuo, se introducen como contrarias a la 
práctica del matrimonio prescrito. 



•	El matrimonio prescrito es una vulneración a la libertad del individuo.



•	Los padres no deben hacer acuerdos prematrimoniales que involucren a sus 
hijos.



•	Las mujeres son libres.



•	Las mujeres pueden ser atractivas para varios hombres. 



•	Los hombres pueden sentirse atraídos por cualquier mujer y acceder a ella.



Parece existir en la conciencia de las personas la noción de que forzar a una 
mujer a tener relaciones sexuales estando libre, es decir sin opción definida por 
no haber sido entregada, no es violación. Para los Paeces lo que se viola es 
el acuerdo interfamiliar y socialmente respetable, según el cual está definido 
con quien una mujer ha de vivir en matrimonio. Muchas niñas, o jóvenes son 
“violadas” por los maestros, o por las mismas autoridades. Socialmente esta 
situación es porque el tabú que definía a ciertas mujeres como no tocables, no 
sujetas a deseos, se ha debilitado. Las mujeres están libres, no están compro-
metidas.



Qué tipo de sanciones se imponen a los agresores 



Existen categorías culturales para señalar que hacer x acción es prohibido, 
de modo que esta palabra sólo se utiliza para designar la categoría cultural a 
la que se refiere la acción, sino para identificar las realidades que esta acción 
pone en cuestión.
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Dos categorías subyacen a la prohibición: una preventiva y una represiva. La 
primera orienta a la armonía como motivación; la otra es represiva porque 
desde una esfera externa se orienta la actuación que debe tener el individuo 
o el grupo. Así las categorías culturales por medio de sustantivos tales como: 
vedado, ilícito, inaceptable, designan la prohibición. Estos sentidos culturales 
de prohibición, están asociados al bienestar y al malestar, a la salud y a la en-
fermedad. Pasar de ciertos estados a otros es posible mediante expresiones ri-
tuales. Los practican tanto que el rito parece una obsesión. Existen al momento 
de nacer, hasta la muerte; siempre está latente, la capacidad humana de pasar 
de un estado a otro mediante rituales de limpieza, refrescamiento y el ofrecer. 
La mayoría de los rituales no hacen referencia a controlar, prevenir, tratar o 
reparar el daño, la lesión, la enfermedad o la muerte (…); los propósitos del 
ritual develan que su lógica contiene la búsqueda y reconstrucción de la etnici-
dad Páez sobre la base de una restitución permanente del orden cultural. En los 
rituales participan todos de la restitución de la etnicidad y del orden cultural 
Páez12. 



Prohibiciones siempre en relación



Las prohibiciones entrañan relaciones de incompatibilidad entre el sujeto o un 
grupo y personas, animales o cosas. A, es incompatible con B y B con A; o, A 
repele a B, porque A está sensibilizado, condicionado a repeler. El sentido de 
rechazo a persona, lugar o cosa por incompatibilidad entre lo que se desea y lo 
que es obligatorio reprimir, la puede aprobar o no el individuo. El que se defina 
(por la sociedad) como restrictivo hacer por la persona, no busca necesaria-
mente dañarlo o excluirlo; busca más bien que ante su presencia le genere un 
poder que es lograr sentirse ante una amenaza. Se recuerde la existencia de una 
incompatibilidad entre el deseo y la prohibición. Por lo que frente a una mujer 
opcionada se puede expresar:



•	Él es sujeto de una reacción negativa (prohibición, impedimento) de la que la 
mujer es la causa.



•	Un hombre trasgresor puede obtener una sanción.



•	Él siente horror por tener relaciones sexuales con una opcionada.



•	Él, por ser hombre de la comunidad, está sometido a la prohibición de tener 
relaciones sexuales con una mujer opcionada de la comunidad. 



•	Él se expone a una amenaza, si tiene relaciones sexuales con una opcionada.



•	Él repele (simbólicamente) las relaciones sexuales con una opcionada.



12	 Gómez V. Herinaldy y Pórtela Guarín Hugo, “Territorio, cultura y The´walas”. En Cultura y salud en 
la construcción de la Américas, Carlos E. Pinzón, Rosas Suárez, Gloria Garay. Editor compilador, Giro 
Editores Ltda. 1993. Página 284 y s.s.
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Con relación a las relaciones sexuales con una mujer opcionada se argumen-
ta:



•	El no pudo rechazarla.



•	El reprueba la prohibición de tener relaciones sexuales con una opcionada. 



•	El se distingue de los que sí respetan la prohibición.



•	¿Por qué evitar transgredir prohibiciones?



•	Porque viene de la tradición de los padres.



•	Porque trae desgracia al trasgresor, a la mujer y a la sociedad.



•	Las transgresiones recaen en el trasgresor, en sus más cercanos y van al todo 
social.



La defensa propia desde un Páez por ser violador se expresa:



•	La decisión que él tomo, lo animalizó.



•	La decisión lo minó.



•	Yo padezco de ser violador.



•	Yo reaccioné negativamente a la mujer. 



•	Yo no soporté la tentación que me produjo la mujer que he violado.



•	La mujer es la causante de que yo sea violador.



Dado que se está socializado bajo las advertencias: 



•	 ¡Cuidado: violar una mujer es objeto de reacciones sociales negativas porque 
está prohibido! 



•	 ¡Las mujeres y las relaciones sexuales son objeto de prohibición, si la acción 
relacional la establece usted con ella que está opcionada! 



•	 ¡El hecho de realizar una violación trae una reacción! ¡Yo puedo reconocer 
las señas! 



•	 ¡Eso no se hace! 



•	 ¡Eso está prohibido!



Un caso de violación evidencia que no se respetó la prohibición de no optar 
por una mujer que tenía su primera opción, lo cual implica sanción inminente 
porque está ligada a la transgresión de esa prohibición.



Se espera que un Páez, ante el impulso sexual, reaccione y resista el deseo 
porque ha estado socializado de manera preventiva para que tenga un control. 
Si infringe la prohibición, es porque no tolera la pauta y pasa por alto la pro-
hibición. 
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Los nuevos enunciados que “re-orientan” el pensamiento para la aceptación 
de cambios que modifican un aspecto del engranaje cultural, en este campo de 
las relaciones sexuales resulta ser muy significativo respecto de las causas que 
hoy generan violaciones. La sociedad no acaba de entender qué pasó para que 
se presenten estas situaciones y para ajustarse con el fin de generar principios 
y reglas nuevas, frente al desequilibrio presentado. 



Algunas consideraciones finales



Los dos conceptos anteriores, uno del departamento de antropología de la Universidad 
Nacional y el segundo de la antropóloga Esther Sánchez son generales en su presentación y 
el segundo se adentra en algunas especificidades sobre los elementos de la situación que se 
analiza. En el primer peritaje se afirma, “(…) En relación con los métodos particulares de 
juzgamiento y castigo de las comunidades de Togoima y Cohetando en lo relativo al delito 
de homicidio, el concepto explica que se carece de información específica al respecto”. 



Esto corrobora el alcance del concepto número uno, pero en igual sentido el dos se cir-
cunscribe a revisar generalidades del debido proceso en el pueblo Nassa.



El segundo concepto recalca que “(…) Para elaborar un concepto especializado antropo-
lógico, me permito manifestar, que este documento es el resultado de una entrevista al Sena-
dor Jesús Piñacue en calidad de indígena Páez, a quien agradezco su tiempo y gran voluntad 
y con base en mi propio conocimiento sobre la cultura de esta sociedad”.



Sin duda el segundo peritaje responde a las preguntas que la Corte formuló pero siguen 
siendo muy generales las respuestas, y se carece de la versión de las autoridades de los res-
pectivos resguardos y del pueblo Nassa.



La premisa número uno que se establecía como principio para los antropólogos desapa-
reció, pues se considera el trabajo de campo como la base sólida de los conceptos, no ir 
a terreno desvirtúa el concepto, en el caso en cuestión se requería una entrevista con los 
implicados, conversar con la comunidad y una vez resuelto esto como mínimo se puede 
dar cuenta de las características específicas que no se pueden mencionar desde las oficinas 
donde se elaboran los respectivos conceptos.



De hecho los dos conceptos no se contradicen, pero en el pueblo Nassa son notorias las 
diferencias entre resguardos y afirmar que estas generalidades aplican para todos los casos 
ocurridos en este pueblo desvirtúa de fondo la naturaleza misma de los peritazgos.



El investigador, al ser miembro de una sociedad y de una cultura, está enraizado en unas 
orientaciones que implican unos valores y líneas de acción; por ello le cuesta trabajo pres-
cindir de sus prejuicios e inclinaciones. Entender el fenómeno dentro de otra racionalidad y 
mostrarlo en su coherencia intrínseca es la búsqueda de la objetividad que se pretende lograr. 
Sin embargo, percibir el sistema de derecho conlleva a que individuos o grupos humanos 
actúen bajo otras orientaciones, será el producto de la internalización de la vida asumida de 
otras maneras, la de ellos. Esto solo puede lograrse mediante el trabajo de campo intensivo, 
o sea, el conocimiento profundo del otro (Sánchez y Gómez, 2008:89).
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Así, se puede asumir un peritazgo por parte de un profesional pero se requiere interpelar 
a las culturas acudiendo a su propia intelectualidad, a los espacios tradicionales de delibera-
ción como las asambleas comunitarias, las formalidades procesales autóctonas, pero sobre 
todo reconocer que existen dentro de estos pueblos, sabedores que tienen la posibilidad de 
dar cuenta de su propia cultura.



Las mediaciones o periciales finalmente subordinan y permiten que otros afirmen o ex-
pliquen incluso lo inexplicable en algunas culturas. Es necesario darles voz a los propios 
pueblos ya que son ellos los llamados a reconocer y reconocerse.



Como menciona la propia antropóloga Esther Sánchez (1992) enunciando la palabra Nas-
sa /anchi/ es lo que es de todos. Es lo que es patrimonio de todos, lo que es deber cuidar 
porque es de todos. Pero no todos podemos dar cuenta de todo.
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Ponencia sobre peritaje cultural 
Pedro Ixchíu García1 



“Juan Ginés de Sepúlveda, adversario de las Casas, sostuvo que los indígenas eran 
seres completamente inferiores a los españoles. Se basó en las ideas de Aristóteles 



sobre selección natural, para afirmar que existen hombres que son esclavos por 
naturaleza y que por lo tanto fueron hechos para servir a los demás”.  



(Juan Ginés de Sepúlveda, OPUS; citado por CODISRA, 2005).



1. Derecho penal y realidad social 



El derecho penal guatemalteco ha sido permeado por influencias extranjeras, contrarias 
a la identidad cultural y social y política de la realidad guatemalteca. Se legisla y adminis-
tra justicia, sin tomar en cuenta la cultura de los pueblos Mayas, Garífuna y Xinca siendo 
poblaciones altamente representativas. La vaguedad o incomprensión del tipo penal y del 
delito, tomando en cuenta las circunstancias de tiempo, modo y lugar dentro de la forma de 
vida particular de los pueblos indígenas, puede resultar fructífera porque activan un proceso 
de investigación en la búsqueda de la verdad, característica del conocimiento científico.  



El Derecho Penal es un fenómeno que nace y vive en la sociedad; ese carácter esencial, 
le permite una mejor formulación de la ley, verificar su eficacia social y una mejor com-
prensión de la cultura del grupo y a quien se le aplica. La cosmovisión positivista afirmó y 
consolidó la concepción del Derecho Penal, como un ente formal, aislado del entorno social 
y de sus fundamentos filosóficos. Esas circunstancias le convierten en ilegítimo por ignorar 
la convivencia social y no responder a las necesidades esenciales de la sociedad.  



Si el Derecho Penal guatemalteco no toma en cuenta  la realidad del contexto cultural en 
la creación de la ley y en la comisión del delito, corre el riesgo de paralizar el conocimiento 
científico del derecho penal. Winfried Hassemer advierte que “cualquier argumento externo 
dirigido a la ciencia del derecho penal, sobre su ámbito práctico, debe someterse al examen 
científico. De una ciencia práctica como el Derecho Penal no se puede afirmar que su entor-
no no le afecta; el entorno ya no le afectará solo cuando se haya demostrado científicamente 
la irrelevancia del mismo”2. Para el Derecho Penal guatemalteco, cabe hacerse la pregunta: 
¿Qué casos se invisibilizan por la administración de justicia para los pueblos indígenas? Y 
seguimos preguntando: ¿La omisión del entorno social guatemalteco por el Derecho Penal 
se da por desconocimiento, incomprensión o por inconveniencia? 



1	 Abogado y Notario, Coordinador Nacional de Defensorías Indígenas. Instituto de la Defensa Pública 
Penal, IDPP, Guatemala.



2	 La ciencia del derecho penal ante el nuevo milenio, Albin Eser, Winfried Hassemer, Björn Burjhardt, 
Francisco Muñoz Conde. Editorial Tirant Lo Blanch. Valencia, 2004.
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Socialmente existe una sensación de falta de seguridad y justicia. La denominada so-
ciedad civil en Guatemala, exige o demanda justicia. En el caso de los pueblos indígenas 
¿cuáles son las exigencias al sistema jurídico oficial del Estado? Si la Constitución Política 
de la República de Guatemala les concede derechos en materia de Derechos Humanos y en 
materia de comunidades indígenas y ordena respetar su forma de vida particular, entonces 
se afirma que los pueblos indígenas son seres humanos, son ciudadanos, y en consecuencia 
son sujetos de derechos. El asunto no es si existen estos derechos, el problema es ¿cómo se 
hacen valer por el sistema jurídico guatemalteco? 



En una sociedad culturalmente diversa como la nuestra, la posibilidad del error judicial 
se incrementa. Las diferencias entre pobres y ricos no solamente se establecen por criterios 
económicos y políticos, las diferencias también se dan por el acceso al conocimiento de la 
realidad social, económica, política y cultural; es peor aún si consideramos el acceso de los 
pueblos indígenas al conocimiento de la tecnología e informática. Muchas de las valora-
ciones responden a una lógica jurídica positivista y a veces descontextualizada del tiempo, 
lugar y modo en que ocurren los hechos. Es casi normal que la forma de vida de los pueblos 
indígenas se invisibiliza por los operadores de justicia, porque la relación intelectual queda 
inmersa en el conjunto de relaciones sociales de una época que no responde a los retos que 
la justicia del siglo XXI impone a policías, fiscales, defensores y jueces.  



Particularmente, he notado la dificultad de interpretar y aplicar los derechos de los pue-
blos indígenas en delitos contra el patrimonio, que permiten la reparación del daño causado 
en forma casi perfecta, como una excepción a la regla general, cuando las partes son indí-
genas o se comete el ilícito en un pueblo indígena. El Derecho Penal no está aislado de la 
realidad social, sino que comparte su destino y representa las respuestas a los problemas y 
necesidades básicas de la sociedad. Lo contrario lo convierte en un Derecho Penal ilegítimo 
e ineficaz. 



La gran mayoría de operadores de justicia no toman en cuenta los aspectos culturales del 
conflicto; no obstante la Constitución Política de la República de Guatemala establece den-
tro de los deberes del Estado garantizarles a los habitantes, la vida, la libertad, la justicia. En 
cuanto a los pueblos indígenas la misma Constitución establece la obligación de reconocer, 
respetar y promover sus formas de vida y organización social, lo que implica el respeto a 
sus derechos y su sistema propio de administrar justicia. 



La cosmovisión positivista afirmó y consolidó la concepción del Derecho como un ente 
formal, aislado del entorno social y de sus fundamentos filosóficos. Esas circunstancias le 
convierten en ilegítimo por ignorar la convivencia social y no responder a las necesidades 
esenciales de la sociedad.  



Para la sociedad multicultural guatemalteca debe ser motivo de una profunda reflexión el 
monopolio legal de la administración de justicia, en la que efectivamente la última instancia 
a la que se acude es a la justicia del Estado, pues la población resuelve sus conflictos de 
diversas maneras, negociando, conciliando o mediando, y en pueblos indígenas resolviendo 
sus conflictos por medio de un sistema jurídico basado en una cosmovisión que no pone 
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al ser humano en el centro de las relaciones entre el cosmos y la naturaleza, sino como un 
elemento integrante de una relación que trasciende lo humano o sea, el sistema jurídico 
de los pueblos indígenas, cuya lógica jurídica se basa en la tradición, la costumbre, y está 
desprovista del excesivo formalismo. La realidad multicultural guatemalteca plantea una 
posibilidad alterna a la solución de la conflictividad nacional y le ha brindado al Estado 
guatemalteco la posibilidad de priorizar aquellos asuntos que demandan una intervención 
objetiva y responder a la demanda social de justicia. 



“El acceso a la justicia debe entenderse como el conjunto de posibilidades que el Estado 
pone a disposición de las personas para resolver sus conflictos. El acceso a la justicia im-
plica acercar los órganos de justicia a la gente, pero además, implica revisar la calidad del 
servicio por medio del cual el Estado resuelve la conflictividad social puesta en su conoci-
miento por medio de sus órganos”3.  



El acceso a la justicia pasa por el entendimiento de la cultura jurídica como el conjunto de 
conocimientos, creencias, actitudes, prejuicios, estereotipos, expectativas, y opiniones que 
existen en torno al Derecho en una sociedad determinada; cuestión fundamental porque de 
ella depende cómo funciona el sistema.   



La cultura jurídica se refiere a la cultura de agentes de la Policía Nacional Civil, fiscales, 
abogados defensores, jueces y otros funcionarios, sus conocimientos, creencias, actitudes, 
prejuicios, expectativas y valores, que influyen en la manera de cómo funciona el sistema. 
Se trata de la cultura interna del sistema, que habrá que distinguir de la cultura externa, es 
decir de la opinión, valores, expectativas, actitudes, creencias y prejuicios de quienes hacen 
uso del sistema. De la cultura jurídica dependerá que los ciudadanos decidan o no acudir al 
sistema para demandar sus servicios, lo que determina que el mismo entre en movimiento.  



Por su parte el Informe de Relator Especial sobre la situación de los Derechos Humanos 
y las libertades fundamentales de los indígenas, reconoce por su parte en el aspecto relativo 
a la justicia, un mayor incremento en la cobertura en los últimos diez años. Sin embargo, 
el acceso sigue siendo limitado y en condiciones disminuidas para los pueblos indígenas, 
los tribunales aún se encuentran distantes de las comunidades, la inversión de tiempo y el 
costo económico que implica el traslado a los órganos de justicia, y especialmente el pago 
oneroso a los abogados asesores o defensores; pero una queja permanente y constante es 
que los operadores de justicia no han modificado sus comportamientos discriminatorios y 
hasta racistas, cuando se solicita el servicio. Por su parte los dirigentes de organizaciones 
indígenas demandan “especial importancia al tema del reconocimiento y respeto de un sis-
tema jurídico propio de los pueblos indígenas que forma parte de la cosmovisión maya y 
está arraigado en la cultura de las comunidades. Este derecho está estructurado en un con-
junto de procedimientos, culturalmente adecuados, es eficaz para resolver los conflictos y 
restaurar el equilibrio social con el menor costo para las partes (víctimas y acusados) y tiene 



3	  Documento sobre aspectos conceptuales del acceso a la justicia. Jesús M. Casal H. Fotocopia.
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sus propios operadores claramente identificados en el sistema de autoridades tradicionales 
indígenas”4.  



Un reto por demás importante para las instituciones del sector justicia en Guatemala, con-
siste en orientar sus políticas institucionales para brindar un servicio dirigido a los pobres 
e indígenas con enfoque de género y pertinencia cultural. Lo anterior lo mandata la Cons-
titución Política de la República de Guatemala y los derechos humanos internacionalmente 
reconocidos y ratificados por el Estado, por lo que en Guatemala existe un marco jurídico 
que hace posible la aplicación de las 100 Reglas de Brasilia, para garantizar el acceso a la 
justicia para estos grupos en situaciones de vulnerabilidad. 



Previo a abordar aspectos del peritaje cultural es imprescindible hacer un breve recorrido 
por la teoría del tipo penal, la teoría del delito y el error de prohibición culturalmente condi-
cionado. Es de hacer notar, que la presente ponencia en este apartado, constituye una parte 
del trabajo de tesis del ponente, previo a obtener el grado de Maestro de Derecho Penal, en 
la Escuela de Post Grado de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad 
de San Carlos de Guatemala. 



2. Generalidades de la teoría del tipo penal 



La influencia de la ciencia del Derecho Penal alemán en el Código Penal guatemalteco 
por medio de la teoría sobre la corrección del delincuente, está fuertemente enraizada en 
nuestra tradición cristiana; se atribuye a la pena los fines de corrección, intimidación y 
expiación del delincuente. En ese orden de ideas, el error de prohibición está basado en la 
teoría de la culpabilidad. La lógica consiste en que el error invencible exime de responsabi-
lidad y el error de vencible solamente atenúa la pena. Esta es la lógica que sigue la doctrina 
del Derecho Penal en Guatemala, respecto del error de prohibición. 



El tipo penal describe conductas, está en la ley, por eso su naturaleza es normativa, pre-
cede temporalmente al delito, desarrolla el principio de legalidad: “no hay delito si no se ha 
descrito una conducta prohibida, no hay delito sin ley anterior”.   



La teoría del tipo penal nos enseña que el error del tipo penal consiste en el desconoci-
miento de los elementos objetivos del tipo; el desconocimiento de la norma que valora o 
desvalora la conducta prohibida, porque lesiona o pone en peligro la convivencia social. El 
error también pasa por la ignorancia del legislador, al no tomar en cuenta la realidad socio-
cultural de la sociedad a la que regula o el mal entendimiento de la cultura de los pueblos 
indígenas, que pone al legislador en una mal entendida posición intelectual, por la herencia 
cultural heredada que atropella a los pueblos indígenas y que puede dar lugar a casos de 
discriminación legal. 



4	 Informe del Relator Especial de la ONU sobre los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de 
los Pueblos Indígenas. Año: 2002. Dr. Rodolfo Stavenhagen.
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El desconocimiento del tipo penal por los pueblos indígenas, da lugar a un error en la vo-
luntad del sujeto activo, y conduce a la ausencia de dolo, porque la persona en la comisión 
del hecho no conoce las circunstancias del tipo legal y no actúa dolosamente. 



“El error de tipo invencible, existe cuando no se puede evitar o superar el error en el co-
nocimiento objetivo pues la ley define al sujeto; la conducta,  gramaticalmente por medio 
de los verbos, que indican acción o movimiento, omisión  o inactividad; y el bien jurídico 
tutelado, que integran la relación de causalidad”. 



El Código Penal guatemalteco no regula el error de tipo; la base legal del error de tipo está 
en la Constitución Política de la República de Guatemala que en el artículo 2 establece que 
el Estado se organiza para garantizar la justicia; el artículo 4 que se refiere a los principios de 
dignidad e igualdad ante la ley. El Estado por medio de sus órganos no podrá tratar de igual 
forma a la persona que conoce los elementos objetivos del tipo penal y a una persona que no 
los conoce. El artículo 5, respecto de la libertad de acción, es una garantía por medio de la 
cual la persona no puede ser perseguida ni molestada por actos que no impliquen infracción 
a la ley, pues la ausencia de dolo tiene como consecuencia que su acción sea atípica.  



3. Generalidades de la teoría del delito 



El Derecho Penal estudia las conductas humanas para saber si se imputan y sancionan. El 
delito es un hecho, por eso los juristas sostienen que su naturaleza es fáctica. El delito es una 
acción u omisión, es una conducta que daña o pone en peligro bienes jurídicos protegidos. 
Para que una acción sea ilícita es necesario que la acción sea voluntaria, típica, antijurídica, 
y que esté dotada de culpabilidad y responsabilidad.  



La teoría del delito nos enseña que el delito es: una acción u omisión voluntaria, típica, 
antijurídica y culpable. Pasaremos hacer un breve repaso por la acción como elemento del 
delito. 



Acción 



Acción es todo comportamiento de la persona dependiente de la voluntad humana. Solo el 
acto voluntario puede ser penalmente relevante. La voluntad implica siempre una finalidad 
o sea el ánimo que impulsa el actuar. El comportamiento humano (conducta, acción, acto o 
hecho), tiene dos aspectos, el querer y la voluntad, de las cuales surgen dos fases:  



La interna, o sea el querer o desear realizar la conducta que aún está en el pensamiento, 
que pertenece al propósito o fin. 



La fase externa, el autor pone en marcha su plan dominado por la finalidad. Concretiza 
su voluntad, en realizaciones externas que pueden preverse por el sujeto y precisamente son 
las conductas determinadas en el tipo penal. La conducta o comportamiento se manifiesta 
por medios de la acción u omisión, lo que hace o deja de hacer. 



Legal y doctrinariamente se considera sujeto activo, a toda persona humana capaz de 
comprender que normativamente tiene la posibilidad de concretizar la conducta descrita en 
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el tipo penal. Para la Teoría del Modelo Lógico Penal, la capacidad del autor material se 
manifiesta de la siguiente manera: 



Voluntabilidad: consiste en la capacidad de conocer y querer la concreción particular tipo 
penal (en la comisión dolosa), o capacidad de conocer y querer la actividad o inactividad 
que, por descuido, produce o no evita, la lesión del bien jurídico (en la comisión culposa). 



La imputabilidad: capacidad de culpabilidad; que puede ser definida como: “Los moti-
vos o razones que tiene el sujeto activo para cometer la acción, con o sin conocimiento de la 
desaprobación jurídico penal. El hombre es capaz de gobernar sus acciones y, la conciencia 
con que se actúa, determina la intencionalidad, dolo o culpa”. 



En las conductas activas o pasivas hay un denominador común, la voluntad. El dolo, es un 
elemento fundamental de la lógica jurídica del Derecho Penal de acción o de acto. El dolo 
consiste en el conocimiento y voluntad, saber y querer realizar la conducta prohibida, hay 
coincidencia entre lo que el autor quiere y hace. El elemento intelectual es la conciencia y 
conocimiento de los elementos objetivos del tipo penal. El elemento volitivo se refiere a la 
voluntad del autor, a la intención o propósito por realizar la conducta prohibida. 



Cuando esa voluntad no existe, estamos ante la ausencia de acción. La ausencia de ac-
ción u omisión se da cuando la voluntad humana no interviene en el comportamiento por 
diferentes razones, entre ellas, la fuerza irresistible, los movimientos reflejos, estados de 
inconsciencia que cumplen la función negativa de la acción.  



Esta es la lógica que sigue el Código Penal guatemalteco, pero resulta que en los pueblos 
indígenas donde la cosmovisión y la lógica del pensamiento son diferentes, pueden reali-
zarse acciones sin tener la voluntad de cometer un delito, porque en la forma de vida, por 
tradición o costumbre,  dicha conducta es legítima. El aspecto esencial consiste en que no 
se comprende la ley, porque la conducta descrita y sancionada en el tipo penal, en la cultura 
de los pueblos indígenas, no es ilícita. Se actúa sabiendo que el actuar no es ilegal; el acto o 
hecho se materializa sin que exista el deseo o propósito de incurrir en ilegalidad. La ilega-
lidad existe formalmente, pero en la realidad cultural de los pueblos indígenas, la conducta 
es válida, aceptada y en consecuencia el bien jurídico tutelado oficialmente por el Estado, 
pierde su razón de ser.  



4. Teoría de la culpabilidad 



Se atribuye a Wezel la separación del tratamiento jurídico del error sobre un elemento del 
tipo y del error de prohibición.  Según él, mientras el error sobre un elemento del tipo exclu-
ye el dolo, el error de prohibición deja inalterado al dolo y repercute sólo en la culpabilidad. 
Esa distinción nace al colocar el dolo en el tipo y no en la culpabilidad. 



Esta distinción es precisa para valorar diferenciadamente supuestos que son distintos. 
Como dice Muñoz Conde, es distinto el caso de un cazador que en una casería dispara con-
tra otro cazador, creyendo equivocadamente que se trata del animal perseguido, que el del 
miembro de las fuerzas de orden público que, creyéndose erróneamente en el cumplimiento 
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de su deber, dispara contra una manifestación pacífica que pide la dimisión del gobierno. 
Y es que hay una diferencia fundamental entre realizar un hecho típico imprudentemente, 
desconociendo de modo evitable la autentica naturaleza de la conducta realizada y realizar 
dolosamente un comportamiento típico del que se sabe su verdadera naturaleza pero con la 
creencia errónea de hallarse autorizado para ello.  



El conocimiento de la antijuricidad es diferente al conocimiento propio del dolo, no re-
quiere el mismo grado de conocimiento de éste. Muñoz Conde sostiene que basta con que 
el conocimiento de la antijuricidad sea un conocimiento potencial (cognoscibilidad); ello le 
convierte en un dato psicológicamente distinto del auténtico conocimiento, pues un cono-
cimiento potencial no es un verdadero conocimiento, sino un juicio hipotético, de carácter 
normativo. Así pues, el reproche de culpabilidad no se basa sólo en que el sujeto conocía la 
antijuricidad del hecho, sino que basta con que, aunque no lo conociera, podía y debía haber 
adquirido ese conocimiento. Lo que se requiere legalmente es la posibilidad de la compren-
sión de la antijuricidad, no la compresión efectiva.  



La teoría de la culpabilidad estima que en los casos de error de prohibición invencible se 
exime de pena por falta de culpabilidad, mientras que en los casos de error de prohibición 
vencible, que son en realidad casos de cognoscibilidad de la antijuricidad, se da la culpa-
bilidad, aunque se podrá atenuar la pena del delito doloso, o culposo, correspondiente, en 
el caso de que se pueda apreciar una menor culpabilidad. Algunas legislaciones, como la 
española, prevén que esa atenuación en los de error de prohibición vencible sea obligada. 



La teoría de la culpabilidad ha tenido su escollo principal en la dificultad que en la prác-
tica presenta diferenciar en la mente del sujeto entre los contenidos del error de tipo y del 
error de prohibición. También se destaca el endurecimiento de la punición que conlleva, ya 
que los errores vencibles de prohibición no modifican el tipo doloso o culposo realizado y 
son, además, siempre castigados, aunque sea con pena atenuada, independiente de si existe 
el delito imprudente correspondiente”5. 



5. Error de prohibición culturalmente condicionado 



Como hemos visto, el error de prohibición recae sobre el conocimiento de la antijurici-
dad, es decir, sobre si el sujeto conoce la prohibición o la falta de permiso para actuar. Pero 
también habrán de caer dentro de la esfera del error de prohibición en nuestra sociedad, los 
casos de error culturalmente condicionado, o sea, los casos en los que el autor comete el 
delito porque se comporta de acuerdo a un esquema cultural diferente. 



En nuestro medio es frecuente encontrarse con costumbres, especialmente de las comuni-
dades indígenas, que disienten del patrón cultural que llamamos “ladino”. De tal suerte, la 
diferenciación cultural puede dar lugar a este tipo de error, que no es de prohibición, sino de 
condicionamiento cultural, por deberse a la interiorización secular de ciertas pautas de com-



5	 Diez Ripollés, José Luis. Manual del Derecho Penal Guatemalteco. Parte General. Guatemala. Artemis 
Edinter. 2001.
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portamiento distintas a las mayoritarias, y no a la simple ignorancia de la norma concreta. 
Ciertas costumbres indígenas merecen ese tratamiento legal, por el error de comprensión 
que trasladan a quienes las practican. 



Por otro lado, ellos deviene obligatorio, no solamente por la proximidad conceptual al 
error de prohibición que hemos mostrado, sino también porque los Acuerdos de Paz así 
lo prevén. En efecto, especialmente  el acuerdo sobre identidad y derechos de los pueblos 
indígenas, establece en uno de sus enunciados la obligación del gobierno de la República, 
con miras a erradicar la discriminación en contra de los pueblos indígenas, de promover 
ante el Congreso de la República la derogación de toda ley o disposición que pueda tener 
implicación discriminatoria.  



Pues bien, estimo que el artículo 3 de la Ley del Organismo judicial en su redacción 
actual es violatorio del artículo 4 de la Constitución Política y del acuerdo mencionado, 
ya que aplica sin matices las disposiciones sobre conocimiento de la ley a personas que 
se encuentran en desigualdad de condiciones socioculturales respecto a la mayoría de la 
población y da lugar a una situación discriminatoria. Se trata de modo uniforme a personas 
que se encuentran en situación sociocultural de conocimiento o de posibilidad de conocer e 
internalizar las normas porque simplemente actúan con apego a otras. 



Por otro lado, debe notarse que nuestra legislación ya contempla como circunstancia ate-
nuante la “falta de ilustración” en el artículo 26.9, de la culpabilidad en los casos de error 
invencible culturalmente condicionado. El error de prohibición puede alegarse por circuns-
tancias de ignorancia de la ley, por la población en general.  



El error de prohibición culturalmente condicionado puede ser argumentado y probado, 
cuando los hechos del delito contengan elementos culturales de pueblos indígenas. El tipo 
penal oficialmente establecido por el Estado podría estar reñido con las tradiciones, cos-
tumbres, creencias y forma de vida de la cultura a la que pertenece el autor. Las personas 
que pertenecen a una cultura diferente no comprenden ciertas leyes, no captan su sentido 
normativo, moral o ético porque ésta no concuerda con el sentido moral o ético que ellos 
sustentan en su cultura. 



En sociedades culturalmente diversas, como la guatemalteca, el error de prohibición tiene 
matices o elementos culturales determinados por conductas o comportamientos sociales,  
morales, espirituales, religiosos, lingüísticos, etc., determinados por la cosmología, prin-
cipios y valores culturales que definen una forma de vida particular, diferente a la cultura 
dominante en un determinado Estado. La diferencia cultural puede dar lugar a este tipo de 
error que no es de prohibición, sino de condicionamiento cultural más allá de la simple 
ignorancia de una norma concreta. Ciertas costumbres indígenas merecen ese tratamiento 
legal, por el error de comprensión de las conductas de quienes las practican, por la exis-
tencia de una conducta disidente con la descrita en el tipo y desvalorada penalmente por el 
legislador. 
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En un análisis muy general sostengo que la diferencia cultural de la población en general 
pasa también por el acceso al conocimiento, el cual se torna cada vez más desigual entre 
ricos y pobres; la distribución del conocimiento tiene un efecto desigualador, no solo al 
interior de cada país, sino entre países y grandes regiones. En la sociedad del conocimiento 
la ignorancia es la causa más directa de la pobreza y el saber genera riqueza. En ese sentido 
acceso al conocimiento de la ley para el caso de la población indígena, es aún mayor y pue-
de darse en los siguientes casos. 



En el error del tipo culturalmente condicionado, pueden ocurrir dos circunstancias: 1. El 
legislador no toma en cuenta la realidad multicultural de la sociedad a la que regula, e invi-
sibiliza la cultura de los pueblos indígenas. 2. Consecuencia de ese error cultural al elaborar 
la ley, el autor no conoce la ley y no tiene voluntad de actuar conforme a la conducta descrita 
en el tipo penal.  



En el error de comprensión culturalmente condicionado, el autor puede tener la posibili-
dad de conocer la ley penal, pero no la comprende, el autor hace un tránsito intelectual de 
una conducta normalmente permitida en su cultura, a una conducta prohibida o peor aún 
a una conducta que raya en lo absurdo, tal es el caso de la sustracción propia y la trata de 
personas. 



En la conducta disidente, el autor entra en un estado intelectual de valoración de la con-
ducta establecida en el tipo penal porque impacta o choca contra la forma de vida particular 
de éste y desvalora conductas validas para los pueblos indígenas.  



6. El error de prohibición en el código penal guatemalteco 



En el derecho penal guatemalteco se sigue vigente la vieja teoría del error iuris nocet, 
dado que el artículo 3 de la Ley del Organismo Judicial establece que “contra la observancia 
de la ley no puede alegarse ignorancia, desuso, costumbre o práctica en contrario”. De ahí 
habría que deducir la responsabilidad de toda persona que actuara en contra de la ley, aun 
cuando desconociera su contenido y creyera actuar ilícitamente. 



A lo anterior se une que nuestro Código Penal solo menciona un supuesto de error excul-
pante, el error sobre presencia de una agresión ilegítima en relación con la legítima defensa, 
contenido en el Art. 25.3. La ignorancia entendida como “falta de ilustración, dada la natu-
raleza del delito, en cuanto haya influido en su ejecución” no pasa de ser una circunstancia 
atenuante contemplada en el artículo 26.9 del mismo cuerpo legal. 



Reinterpretando el artículo 3 de la Ley del Organismo Judicial a la luz de los principios 
constitucionales, dicho artículo vulnera el principio de igualdad real ante la ley, reconocido 
en el artículo 4 de nuestra Constitución Política, al tratar a los inimputables desconociendo 
que carecen de dicha capacidad normal, como el comportarse frente a quienes actúan con 
error de derecho en igual forma que frente a quienes actúan con conocimiento de la ilicitud 
de sus actos. Toda persona es o debe ser penalmente responsable si realiza el hecho com-
prendiéndolo, pudiendo haber sido motivado por la norma, pero no puede ser responsable y, 
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por tanto, tampoco sancionado, si la norma es desconocida para él o si actúa en la creencia 
de que lo realizado es legalmente valido. 



Por otra parte, creo que es un compromiso adquirido por el sistema jurídico nacional a tra-
vés de los Acuerdos de Paz la lucha contra la discriminación legal y de hecho de los pueblos 
indígenas y la reafirmación de sus derechos. En ese sentido, dadas las diferencias educativas 
existentes, la ausencia de un reconocimiento amplio del error de prohibición a través de una 
interpretación rígida del artículo 3 de la mencionada Ley del Organismo Judicial, conduce 
a un acto de discriminación legal. 



En nuestro código penal aparece explícitamente el error de prohibición en relación con 
la legítima defensa putativa, contenida en el artículo 25.3, en donde se contempla el error 
o falsa suposición en la existencia de la causa de justificación de la legítima defensa, en la 
medida en que el sujeto cree que se da una agresión ilegítima que en realidad no existe. Sin 
embargo, el caso señalado por nuestra ley es sólo uno de los posibles supuestos del error de 
prohibición. Con independencia de lo importante que sería en nuestro medio que la ley abar-
cara los demás supuestos, debemos realizar interpretaciones que lege lata que posibiliten ya 
una aplicación normalizada del error de prohibición e todos los casos que lo merecen6. 



El error sobre las circunstancias que sirven de base a las causas de justificación no está 
regulado en el código penal guatemalteco. No se indica si es error sobre las circunstancias 
que sirven de base a las causas de justificación, si es  error sobre un elemento del tipo penal 
o es error de prohibición, o debe ser tratado como si lo fuera7. 



7. Error de comprensión del tipo penal culturalmente  
condicionado –ignorancia como atenuante– 



La dificultad para la comprensión se debe a que el individuo siente su obrar como resulta-
do de un patrón general de valores distintos a los del derecho penal oficial. 



La creación de la ley debe hacerse en un lenguaje claro, sencillo y comprensible tanto 
para el primero de los ciudadanos como para el último de ellos, con la finalidad de mejorar 
el sentido y comunicación de las ideas que quiere transmitir, a fin de lograr comprensión 
social; en el caso guatemalteco se debe atender la realidad multicultural y plurilingüe de la 
sociedad. El análisis semántico del tipo penal y la realidad fáctica son necesarios y comple-
mentarios para superar el mal uso del lenguaje y los problemas de comunicación. 



En Guatemala, los pueblos indígenas tienen limitada su capacidad de comprender y que-
rer concretar una conducta antijurídica, porque la ley penal se publica en forma escrita y de 
manera casi secreta, pues el medio por el cual se da a conocer no cumple con la obligación 
de ponerla en conocimiento de toda la población. Sumado a ello, la ley se escribe en un len-
guaje poco claro y comprensible, afectando la comprensión del sujeto activo y su conducta 
antijurídica. 



6	  Ibídem.



7	  Ibídem.
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El error de tipo o de prohibición recae sobre el conocimiento y afecta la comprensión de 
la antijuricidad, por ende tiene una profunda relación en el elemento de culpabilidad, lo que 
debe tomarse en cuenta por el juez al imputar la conducta prohibida a los miembros de los 
pueblos indígenas. La comprensión afecta el conocimiento de la antijuricidad porque impi-
de la internalización de la norma. 



“El error de prohibición deja un grado de culpabilidad disminuido y modifica la responsa-
bilidad penal”. En nuestra legislación se encuentra en la atenuante de ignorancia  establecida 
en el Art. 26 numeral 9 del Código Penal, que indica: “son circunstancias atenuantes (...) La 
falta de ilustración, dada la naturaleza del delito, en cuanto haya influido en su ejecución”. 
Según el párrafo anterior se deduce que, “cuando la ignorancia del sujeto activo ha sido un 
elemento esencial para la realización del injusto penal, disminuye el grado de culpabilidad 
y de la responsabilidad, que hace que el hecho no amerite ser llevado a juicio”.  



8. Conducta culturalmente disidente o conciencia disidente 



El Derecho en cualquier sociedad, es producto de la cultura, está basado en valores y prin-
cipios propios de cada cultura. La existencia de sistemas de naturaleza distinta implica que 
cada sistema jurídico es independiente, tiene vida autónoma, cada uno tiene un desarrollo 
propio. La diversidad jurídica, se refleja en los principios y valores que fundamentan un 
sistema de justicia, los procedimientos y la normativa. 



La conducta disidente implica que un hecho puede ser considerado un delito o no, o que 
la gravedad de un hecho puede tener distinto grado, dependiendo del lente cultural con que 
se le juzgue. Así, una persona que realiza actividades consideradas apropiadas en el marco 
de su tradición cultural, podría estar transgrediendo normas desde la perspectiva jurídica de 
otra cultura. 



En algunos casos se comete el ilícito penal, porque en su conciencia, el acto no es mo-
ralmente incorrecto o porque culturalmente esa acción es desconocida en su cultura. En 
otras palabras, se actúa con la convicción de que no se está cometiendo un delito; no hay 
conciencia de la antijuricidad, o que se está afectando derecho alguno, porque su “esquema 
cultural es diferente”. La conciencia disidente se da cuando el sujeto “experimenta como un 
deber de conciencia de cometer el injusto”, es decir, que sus valores le exigen no obedecer la 
norma penal. En cuanto al conocimiento de la ley, los indígenas se encuentran en situación 
de desventaja por diversas razones. 



No se puede comparar a quien experimenta esta exigencia de desobediencia con aquel 
que asume normalmente los valores del derecho penal oficial. Eugenio Zaffaroni señala que 
el que actúa por conciencia disidente “realiza un esfuerzo mayor para evitarlo (la comisión 
del injusto penal), que el correspondiente a quien comete el injusto sin experimentar esa 
vivencia”. La consecuencia en este caso es la disminución de la culpabilidad.  



En ningún caso se elimina la culpabilidad. Si la conciencia disidente sólo atenúa la culpa-
bilidad, hay que preguntarse si existe algún caso que excluya la culpabilidad. La respuesta 
es afirmativa y en este caso se habla de una dificultad de comprensión tan grande que im-
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posibilita la comprensión: es el caso del error de comprensión culturalmente condicionado. 
Si la conciencia disidente origina una dificultad en la comprensión por la existencia de un 
patrón general de valores distintos a los del derecho penal oficial, en el error de compren-
sión culturalmente condicionado la dificultad se debe a que “el individuo se ha desarrollado 
en una cultura distinta y ha internalizado desde niño las pautas de conducta de esa cultura”. 
Por esta razón no puede internalizar, no puede comprender la antijuridicidad de su conducta, 
aun cuando conozca la norma. En todo caso no le es exigible dicha internalización. 



El sistema de justicia no puede ni debe penar a una persona con patrones culturales distin-
tos a los del derecho penal oficial. Así, la exigibilidad de comprensión no puede ser idéntica 
para aquellos individuos que asumen los patrones y valores del derecho penal oficial y los 
que se han desarrollado con patrones y valores culturales distintos.  En este caso la con-
secuencia es similar al error inevitable de prohibición que elimina la culpabilidad. Efraín 
Monterroso indica: “Con auténtica modestia, preguntémonos: ¿estamos respondiendo ade-
cuadamente a las expectativas nacionales dentro de nuestros roles en la vida real del Dere-
cho? (...) situaciones locales, nacionales o regionales que a menudo son presentadas  como 
obstáculos insalvables a la luz de la teorías tradicionales, pueden ser fuentes creadoras de 
novedosas normas y de nuevas concepciones jurídicas; quizá extrañas a otras latitudes del 
mundo, pero propias y eficaces para nuestra realidad, económica, social y política. Este po-
dría ser el caso de sociedades multiétnicas y multiculturales, que en este momento histórico 
cuestionan las clásicas concepciones estatales y plantean un verdadero desafío al Estado 
moderno. Ante tales perspectivas, el jurista deberá buscar nuevos instrumentos teóricos 
en la riqueza de su realidad, que le permiten descubrir los aportes más adecuados para una 
mejor calidad de convivencia y eficacia social de la legalidad”. 



En la conducta disidente puede estarse ante un caso de discriminación legal, porque se 
criminaliza la forma de vida de los pueblos originarios, que poseen una concepción del 
cosmos, la naturaleza y de las relaciones sociales. El Acuerdo de Paz sobre Identidad y 
Derechos de los Pueblos Indígenas, destaca que una obligación del gobierno con miras a 
erradicar la discriminación contra los Pueblos Indígenas, es la de promover ante el Con-
greso de la República, la derogación de toda ley o disposición que pueda tener implicación 
discriminatoria, tal el caso del Artículo 3 de la Ley del Organismo Judicial que en su redac-
ción actual es violatorio del artículo 4 de la Constitución  Política, ya que permite tratar de 
manera uniforme a personas que se encuentran en situación desventaja sociocultural. 



9. Generalidades de la prueba pericial 



“Los antecedentes más conocidos del peritaje los encontramos en el derecho romano, 
como un medio para obtener el convencimiento del juez. En la caída del imperio Romano, 
periodo en que los denominados pueblos bárbaros dominaron en Europa, no se practico el 
peritaje judicial, porque era incompatible con las costumbres que imperaron en materia de 
prueba judicial, durante las fases llamadas étnica y religiosa. Durante la llamada fase de la 
tarifa legal… en la Edad Media, reaparece el peritaje por obra de los prácticos italianos, en 
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un principio para establecer las causas de la muerte y el cuerpo del delito. El derecho canó-
nico reconoce el peritaje, como medio apto para probar ciertos hechos, como la virginidad 
de la mujer, la impotencia del hombre y la inspección de las heridas”8. 



Uno de los más graves problemas prácticos que debe resolver la ciencia procesal, es el 
relativo a la limitación de conocimientos del Juez, unida a la cada vez más creciente com-
plejidad de la vida moderna. Se elige al Juez por sus conocimientos jurídicos, pero lo cierto 
es que en gran número de ocasiones la decisión judicial no se fundamenta exclusivamente 
en dichos conocimientos, sino que presupone la resolución de cuestiones técnicas tan ín-
timamente enlazadas con el objeto litigioso que, según sea la decisión de la cuestión téc-
nica discutida, será absolutoria o condenatoria la sentencia que se dicte en el proceso. La 
única solución consiste en colocar al lado del juez personas expertas con conocimientos 
suficientes. 



Durante el proceso se requiere muchas veces la presencia de expertos sobre determinadas 
cuestiones, para que el juez obtenga más claridad en ciertos aspectos que no son puramente 
jurídicos; ejemplo de ello los médicos, en caso de que se hayan producido lesiones, o para 
aclarar las causas de la muerte; calígrafos, para determinar la autenticidad de las firmas; 
psiquiatras, para establecer si la persona actuó en pleno uso de sus facultades mentales, 
etcétera. 



“La prueba pericial, es el medio por el cual las personas ajenas a las partes, que poseen 
conocimientos especiales en alguna ciencia, arte o profesión y que han sido precisamente 
designadas en un proceso determinado, perciben, verifican hechos y los pone en conoci-
miento del juez, y dan su opinión fundada sobre la interpretación y apreciación de los mis-
mos, a fin de formar la convicción del magistrado, siempre que para ello se requieran de 
esos conocimientos”9.  



Su necesidad radica en recurrir a personas que poseen conocimientos especiales, científi-
cos, técnicos, y artísticos necesarios para obtener, valorar o explicar un elemento de prueba. 
Eso constituye su fundamento inmediato, pues el juez no lo sabe todo10. 



 “El objeto del peritaje son los hechos sobre los cuales el perito emitirá sus observaciones 
o aplicará reglas técnicas, artísticas o científicas de la experiencia especializada a los hechos 
comprobados en el proceso, para deducir de ellos las consecuencias, causas, o valores que 
se investigan. El peritaje tiene por objeto, exclusivamente cuestiones concretas de hechos 
que pueden ser psíquicos, psiquiátricos, conductas humanas, sucesos naturales, aspectos 
de la realidad material, sociales u objetos que sean creación del hombre o productos de la 
naturaleza, la persona física humana y su condición psíquica”. 



8	 Solórzano León, Justo Vinicio. “El Peritaje cultural como medio de prueba en los procesos judiciales de 
Guatemala”. Revista Guatemalteca de Ciencias Penales-, Justicia Penal y Sociedad. Instituto de Estudios 
comparadosComparados en Ciencias Penales de Guatemala. Año 8-No. 13 Enero 2000, pp. 23 -49.



9	 http://www.slideshare.net/guestc1831e/prueba-pericial-522952. 



10	 La prueba en materia penal. Instituto de la Defensa Pública Penal. Guatemala, junio 2008.
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El Magistrado o Juez es un técnico en Derecho, y en Guatemala también de las Cien-
cias Sociales, pero generalmente carece de conocimiento sobre otras ciencias, artes, oficios, 
técnicas, que requieren de estudios especializados o experiencias particulares; Carnelutti, 
afirma: “así como el juez no puede verlo todo, con igual razón no puede saberlo todo”.  



Algunos hechos concretos puestos a su conocimiento por su complejidad o especialidad 
requieren o exigen de un conocimiento especial para su verificación o calificación, que son 
el presupuesto necesario para que el juez pueda aplicar las normas jurídicas que regulan el 
caso concreto, de esta manera deviene necesario que el juez se auxilie de un experto que 
tiene aptitudes que el juzgador no posee. 



Se afirma por la doctrina que pueden ser objeto de peritaje exclusivamente los hechos, 
no así el derecho, pero ¿qué pasa con los valores, tradiciones, costumbres y el ejercicio de 
autoridades indígenas al resolver casos concretos y el principio de iuria novit curia?”11.   



Denis Echandía afirma que la peritación es la forma conducente de probar la costum-
bre y así lo acepta la doctrina en general. Entre ellos Echandía Franchi, dice a propósito 
del derecho del Estado, únicamente es posible la indagación técnica, cuando se trate de la 
costumbre, por que el juez ignora los hechos singulares que la configuran y a menudo no 
dispone de testimonios ni de documentos para probarla; Bobbio, advierte que individualizar 
una costumbre implica conocer hechos técnicos mercantiles o de historia local, así como de 
un complejo de instrumentos heurísticos que son eventuales para el juez y no forman parte 
del patrimonio cultural propio de sus funciones. En conclusión: la cultura de un grupo social 
en sus diversas manifestaciones puede ser objeto de prueba por estar constituida por hechos, 
los que pueden ser conocidos por el juez por medio del peritaje cultural. 



Las afirmaciones de los connotados juristas confirman la tesis, que si el juez ignora la 
cultura o tiene duda de las pautas culturales del conflicto sometido a su conocimiento debe 
apoyarse en el peritaje cultural.  



Pero lo afirmado por Bobbio, respecto de que “conocer hechos de esas costumbres, no 
forman parte del patrimonio cultural de las funciones del juez”, merece ser revisado en 
sociedades multiculturales como el caso de Guatemala, o en casos donde sea necesario re-
conocer y respetar los derechos humanos y ciudadanos de los pueblos indígenas, los cuales 
sí deben ser parte del patrimonio jurídico cultural, no sólo de los jueces sino de todos los 
sujetos procesales. 



Solórzano León afirma: “La situación es diversa, pues se trata de un derecho local, regio-
nal o micro regional, y de la circunstancia que el derecho indígena no se encuentra escrito 
o codificado”. Situación que nos ubica ante  un caso de encuentro o desencuentro entre dos 
sistema jurídicos, uno basado en la formalidad, la escritura y con una lógica en la que el ser 



11	 Solórzano León, Justo Vinicio. “El peritaje cultural como medio de prueba en los procesos judiciales de 
Guatemala”. Revista Guatemalteca de Ciencias Penales, Justicia Penal y Sociedad. Instituto de Estudios 
Comparados en Ciencias Penales de Guatemala. Año 8-No. 13 Enero 2000, pp. 23 -49.
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humano es el centro de las relaciones sociales; el otro basado en la oralidad, poco formal y 
con un pensamiento cosmogónico en que el hombre no es el centro de la relación sino que 
está en íntima relación con el cosmos y la naturaleza, o sea que trasciende lo humano. “El 
informe o dictamen de peritos, constituye la llamada prueba pericial, de aplicación a toda 
clase de juicios”12. 



“El dictamen, es la conclusión a la que ha llegado el perito tras el análisis del objeto de 
prueba, de acuerdo al arte, ciencia o técnica por él dominadas. El dictamen se presentará 
por escrito, firmado y fechado. Si la presentación del mismo se da en la audiencia, podrá 
presentarse oralmente, según lo disponga el tribunal o autoridad ante quien se ratifique (Art. 
234 CPP). En cualquier caso, no hay impedimento para que el dictamen se dé en ambas 
formas”13. 



El Código Procesal Penal Guatemalteco, en su Art. 223, señala: “El dictamen será funda-
do y contendrá una relación detallada de las operaciones practicadas y sus resultados, las 
observaciones de las partes o de sus consultores técnicos, y las conclusiones que se formu-
len respecto de cada tema pericial, de manera clara y precisa. Los peritos podrán dictaminar 
por separado cuando exista diversidad de opiniones entre ellos”.  



El dictamen se presentará por escrito, firmado y fechado, y oralmente en las audien-
cias, según lo disponga el tribunal o la autoridad ante quien será ratificado, documento 
que contendrá las conclusiones técnicas científicas fundadas a las que arriba el perito, con 
explicación detallada y descriptiva de las operaciones practicadas y del por qué llega a esa 
conclusión (Art. 2 Reglamento del INACIF). 



Requisitos 



Todo dictamen, deberá contener como mínimo los siguientes requisitos: 



•	 Número de identificación interna del dictamen. 



•	 Identificación del proceso correspondiente.  



•	 Lugar y fecha de la realización. 



•	 Autoridad solicitante. 



•	 Tema sobre los que versó la peritación. 



•	 Explicación detallada del orden y descripción de las diligencias y operaciones realizadas 
por el perito durante la investigación científica. 



•	 Descripción fundada del procedimiento utilizado. 



12	 http://200.60.28.3/Facultades/derecho/documentos/produccionjuridica/200802/ EL_PERITAJE_PENAL.
pdf.



13	 Ministerio Público, Ob. Cit. Páag. 143.



Pobreza y peritajes.indd   49 7/23/10   2:39:16 PM











50



Acceso a la justicia de los pueblos indígenas:



los peritajes culturales y la visión de pobreza desde su cosmovisión



•	 Explicación detallada, descriptiva e ilustrada de las conclusiones a la que arriba el peri-
to, con razonamiento fundado del por qué llega a esa conclusión. 



•	 Nombre completo, cargo, firma y sello del o los peritos participantes (Art. 26 Reglamen-
to del INACIF). 



Si hubiese varios peritos y éstos no llegasen a las mismas conclusiones, podrán dictami-
nar por separado.  



Aclaración 
En aquellos casos en los que el dictamen fuese confuso, el Ministerio Público o el Tribu-



nal podrán solicitar a los peritos que lo practicaron, la aclaración del mismo.  



Ampliación 
La ampliación es la proposición que pueden realizar el Ministerio Púbico o el Tribunal 



de nuevos temas a los mismos u otros peritos, en el caso que el dictamen pericial realizado 
fuese insuficiente a los fines del descubrimiento de la verdad. 



Renovación 
La renovación es la repetición de la pericia realizada o de las conclusiones emitidas que 



el Ministerio Público o Tribunal solicita a otros peritos.  



Peritaciones Especiales 



Autopsia, peritación en delitos sexuales, cotejo de documentos, traductores e intérprete. 



10. El peritaje cultural 



“El peritaje cultural, es un acto procesal, que debe desarrollarse por encargo del  juez en 
todo proceso en que se aplique la legislación nacional a los pueblos indígenas, con el fin 
de tomar en cuenta su cultura y/o su método propio de resolución de conflictos en un caso 
concreto. Se trata de una actividad humana, por la cual se verifica la cultura en sus diversas 
manifestaciones como producto de hechos sociales; se establecen sus características, moda-
lidades, calidades, y relación con los hechos sujetos a juicio”14. 



Así también, “la prueba pericial es el medio probatorio a través del cual un perito, nom-
brado por el fiscal, el juez o tribunal, emite un dictamen fundado en ciencia, técnica o arte, 
útil para la obtención, descubrimiento o valoración de un objeto de prueba”15.   



“La denominada prueba pericial, peritaje o testimonio pericial, es aquella declaración que 
presta un perito o experto en una determinada ciencia, técnica o arte, que sea una material 
de su especialidad y puede dar luz al juzgador sobre un determinado hecho dentro del jui-
cio”16.  



14	 Solórzano León, Justo Vinicio. “El Pperitaje cultural como medio de prueba en los procesos judiciales de 
Guatemala”. Revista Guatemalteca de Ciencias Penales-, Justicia Penal y Sociedad. Instituto de Estudios 
Ccomparados en Ciencias Penales de Guatemala. Año 8-No. 13 Enero 2000.



15	  Ministerio Público, Manual del fiscal. Pág. 138.



16	  Jauregui, Hugo Roberto, Introducción al derecho probatorio en materia penal. Pág. 95.
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El peritaje, es un testimonio post facto, pues que, siendo un medio de prueba, adjunta 
elementos antes o dentro del proceso. El peritaje no lleva al proceso el objeto de prueba, 
pero hace comprender, mediante opinión técnica o científica, al objeto de la prueba, es decir, 
que no se adquiere dicho objeto por el experto, sino se explica y analiza: tipo de lesiones 
provocadas, si se produjeron por determinada arma; causas de muerte; escritura legítima o 
falsa; interpretación o traducción en la investigación, etc., o sea un examen idóneo sobre un 
hecho ya acaecido, extremos que un testigo no puede establecer.  



El peritaje cultural, es un puente que se tiende entre la forma de ver y entender la realidad 
del tribunal y de los pueblos indígenas. 



El peritaje cultural (también llamado peritaje antropológico o prueba judicial antropológi-
ca), provee datos importantes del contexto social en que se desenvuelve el caso y aporta las 
pruebas sobre un hecho o conducta que proviene de parámetros culturales distintos.  



Consiste en cuestionar desde otro marco cultural los hechos que se juzgan. Constituye un 
mecanismo, que permite aportar los medios de prueba que la ley contempla para acreditar 
que la diferencia cultural propició y condicionó una conducta tipificada como delito en los 
códigos del sistema jurídico oficial pero que desde la perspectiva cultural del individuo que 
ha cometido la falta, no lo es.   



11. Características  del peritaje cultural 



Es una actividad humana, desarrollada por personas especializadas por su experiencia o 
conocimiento, que deben efectuar determinados actos para luego emitir un dictamen. Es una 
actividad procesal que debe producirse en el curso del proceso penal. 



Es una actividad calificada, en virtud de que es una actividad de personas calificadas por 
su experiencia o conocimientos en la materia. Para la realización de dichos peritajes, los 
científicos sociales son los peritos idóneos puesto que tienen el conocimiento científico y 
el manejo de técnicas y metodologías propias de la Antropología y otras ciencias, además 
conocen el entorno social y cultural de hechos que suceden en comunidades indígenas. 



Se realiza por encargo judicial. Para que tenga validez debe ser encargado por un juez 
competente. No obstante debe recordarse que por el principio de libertad de prueba, las par-
tes pueden practicarlo y ofrecer el dictamen del perito para ser ratificado en el debate. 



Vinculación con los hechos: el peritaje debe versar sobre hechos del proceso, debe ser 
pertinente. 



Hechos especiales: los hechos sobre los cuales debe versar el peritaje deben ser especia-
les, cuya verificación, valoración e interpretación, no pueda realizarse por personas media-
namente cultas y de jueces cuya preparación es esencialmente jurídica. 



Es una declaración de ciencia, porque el perito expone lo que conoce mediante la obser-
vación o inducción de los hechos sobre los cuales emite su dictamen; sin pretender ningún 
efecto jurídico concreto con sus conceptos, el peritaje cultural debe ser objetivo e imparcial, 
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limitándose a expresar cómo el sujeto a proceso es regulado por el derecho propio de los 
pueblos indígenas a que pertenecen víctima y sindicado, y cuál es su aceptación o rechazo 
cultural. 



Es una operación valorativa, porque además de la declaración de ciencia, contiene la va-
loración del hecho, y no una simple observación. 



Es medio de prueba porque auxilia al juez en el conocimiento de una cultura ajena a su 
patrimonio intelectual, que debe tomar en cuenta los derechos humanos y ciudadanos de los 
pueblos indígenas”17. 



En un proceso judicial el peritaje cultural no busca demostrar inocencia a toda costa o 
acomodarse a los intereses del ente acusador, para que se sancione. La función del peritaje 
cultural es analizar los hechos dentro del marco cultural indígena y aportar los elementos de 
juicio para el juzgador.  



Puede resultar de mucha utilidad para probar el error de prohibición o error de tipo, el 
error de comprensión, culturalmente condicionados y la conducta disidente. 



Mediante el peritaje cultural, es posible aclarar los hechos, porque se contextualizan den-
tro de la realidad cultural y social que los rodea. Se busca el origen y la explicación dentro 
del contexto social y cultural mediante testimonio y la opinión de personas conocedoras de 
las normas comunitarias, las costumbres y creencias. En otras palabras, el peritaje cultural 
toma en cuenta la versión de las autoridades tradicionales, si fuera el caso. 



En resumen, el dictamen de un peritaje cultural debe orientar de manera científica dando 
los elementos necesarios para que la autoridad solicitante tome una decisión o emita un 
concepto que sea acorde con las disposiciones legales vigentes. El perito antropólogo no 
es un juez, constituye un apoyo científico de la justicia que da elementos explicativos a un 
hecho, por lo que en peritajes jurídicos no es necesario hacer una etnografía o una reseña 
bibliográfica sino que debe presentar únicamente los elementos explicativos que muestren 
lo que a la luz la o las instituciones de justicia requieren. 



Doctrinaria y legalmente, la prueba pericial en general, tiene que ser apreciada y valo-
rada con un criterio de conciencia, según las reglas de la sana crítica, la cual se sustenta en 
el principio de libre apreciación de la prueba, y que consiste en un método de análisis que 
incluye la forma típica del razonamiento válido, por medio de la lógica, la experiencia y la 
psicología. 



12.	 Procedimiento para solicitar el peritaje cultural 
	 en el Instituto de la Defensa Pública Penal de Guatemala 



Para la realización del peritaje cultural como un medio de prueba dentro del proceso 
penal, el abogado defensor debe conocer el contexto sociocultural en que ocurrieron los 



17	  Ibídem, p. 27.
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hechos puestos a su conocimiento, si es una comunidad, municipio, departamento, o región 
lingüística cultural de pueblos indígenas. Podría ser que en un área de población no indíge-
na, a un indígena se le violen sus derechos específicos (Art. 225 del CPP). 



El abogado(a) defensor(a) debe buscar en el conflicto los elementos socioculturales del 
mismo, y cuando el caso lo permita, debe plantearse la duda razonable que amerite la pro-
fundización o explicación antropológica, para que por medio del peritaje se contribuya al 
esclarecimiento del mismo. El marco anterior evidencia la necesidad del peritaje antropo-
lógico o cultural. 



Pasos a seguir: 



•	 Los abogados del IDPP solicitan el peritaje a la Coordinación del Enfoque Intercultural, 
por medio del formulario respectivo (adjunto) o solicitud del mismo. 



•	 La Coordinación del Enfoque Intercultural analiza la procedencia de la solicitud. Si la 
solicitud es procedente, elabora la definición de los puntos objeto del peritaje cultural 
(Art. 231 del CPP).   



•	 La Coordinación del Enfoque Intercultural  identifica a los peritos de conformidad con 
el perfil establecido en los Términos de Referencia; quienes deberán acreditar la calidad 
profesional en la materia de que se trata, y propone al experto que realizará el peritaje 
cultural (Art. 226 del CPP).  



•	 La Coordinación del Enfoque Intercultural comunica al abogado defensor, por la vía 
respectiva (telefónica o correo electrónico) los datos de identificación personal del con-
sultor, su hoja de vida y otros datos a fin de acreditar la calidad profesional, técnica o de 
conocimiento de la cultura de los pueblos indígenas, según fuera el caso, para que proce-
da a realizar la investigación y proponerla posteriormente como medio de investigación 
o de prueba, ante el órgano jurisdiccional respectivo. 



•	 Los peritajes deben realizarse sobre los extremos o puntos específicos solicitados por la 
defensa técnica, y ordenados por el tribunal, si fuera el caso, de ofrecerlo como medio 
de investigación o como medio de prueba dentro del proceso penal. 



•	 Al concluir el estudio, el perito deberá presentar su dictamen ante la Coordinación del 
Enfoque Intercultural en tres (3) copias originales, remitiéndose una para el abogado 
defensor, otra para el trámite de pago y una para el archivo de peritajes realizados. 



•	 Según corresponda a su estrategia de defensa, el abogado defensor en forma verbal o 
escrita, propone ante el órgano jurisdiccional el dictamen o informe del perito o bien 
propone la realización del peritaje cultural durante el desarrollo del debate (Art. 226 del 
CPP). En esta última circunstancia deberán cumplirse los procedimientos de contrata-
ción.   



•	 El perito deberá comparecer ante el tribunal a ratificar, aclarar o ampliar su dictamen, 
bajo juramento de ley (Art. 227 del CPP). El órgano jurisdiccional mediante resolución 
admite (o rechaza) el peritaje cultural como prueba nueva. 
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13.	 Lecciones aprendidas por las Defensorías Indígenas 
	 del Instituto de la Defensa Pública Penal de Guatemala 		
	 (IDPP) de Guatemala 



  La necesidad del peritaje cultural sirve para: 



Establecer si víctima y victimario son y se consideran indígenas.  



Establecer si el delito se cometió en un área indígena. 



•	 Establecer si el delito se cometió dentro de un contexto sociocultural que obliga a in-
vestigar, perseguir y acusar, defender y resolver al sistema oficial de justicia del Estado, 
tomando en cuenta los derechos humanos y ciudadanos de los pueblos indígenas, en 
especial el derecho a su propio derecho. 



•	 Establecer si han intervenido las autoridades indígenas en el tratamiento del conflicto; si 
resolvieron, qué resolvieron; si se ejecutó el fallo. 



•	 Establecer por qué se remite el caso a la jurisdicción oficial del Estado, si fueron las 
autoridades las que remiten el caso o si una de las partes inconformes somete el asunto 
al conocimiento de los jueces. 



•	 Permite conocer si el hecho ya ha sido juzgado en el otro sistema a fin de garantizar 
orden, certeza jurídica y justicia con pertinencia cultural. 



•	 Permite la coordinación entre el sistema jurídico indígena, el sistema jurídico nacional 
y el sistema jurídico internacional. 



La práctica del peritaje cultural nos ha demostrado que no hay investigación, persecución 
y acusación con pertinencia cultural en Guatemala, salvo honrosas excepciones. 



Para el Instituto de la Defensa Pública Penal de Guatemala (IDPP), es un medio de prueba 
de reciente utilización y ha demostrado la necesidad de integrar equipos multidisciplinarios 
que permitan superar la idea de que la respuesta al conflicto debe ser estrictamente jurídica 
sin relación con otras ciencias sociales. 



Nos ha demostrado que en la resolución de casos, los jueces: 1) No valoran los peritajes 
culturales pero influyen en sus razonamientos; 2) Los jueces comienzan a razonar y funda-
mentar sus resoluciones aplicando doctrina antropológica, la Constitución Política y trata-
dos internacionales. Lo cual es un aliento, para responder a la demanda social de justicia. 



Su base legal la encontramos en: 



•	 Código Procesal Penal: Arts. 225-243, 347, 350/1, 375,376, 378, 379, 381. 



•	 Ley Orgánica del Instituto Nacional de Ciencias Forenses de Guatemala, Dto. 32-2006. 



•	 Constitución Política de la República de Guatemala. 



•	 Convenio 169 de la OIT. 



•	 Ley marco de los Acuerdos de Paz. 



•	 Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas y Ley marco de los Acuer-
dos de Paz. 
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•	 Ley de idiomas nacionales.



•	 Pacto Internacional de Derechos Civiles Políticos. 



•	 La Declaración Universal de los Derechos Humanos. 



•	 Declaración de UNESCO sobre la diversidad cultural. 



•	 Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.  
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Consideraciones antropológicas sobre 
la realización de peritajes culturales 



en el sistema de justicia guatemalteco 
Ervin Fidel Us Alvarez1



Presentación



El presente trabajo constituye una reflexión realizada en el marco del Encuentro especia-
lizado sobre peritajes culturales y acceso a la justicia de los pueblos indígenas facilitado 
por el Instituto Interamericano de Derecho Humanos y la Red de Atención a Pueblos Indí-
genas, llevada a cabo en la ciudad de San José en Costa Rica en junio de 2010.



Este conjunto de ideas aborda la importancia y la enorme necesidad de fortalecer y fo-
mentar la realización de peritajes culturales en el sistema de justicia guatemalteco a fin de 
promover una mejor aplicación de la justicia, dada la compleja diversidad cultural que ca-
racteriza a la sociedad de este país.



Se hace un especial hincapié en los aspectos sobre los que un peritaje cultural puede apor-
tar luces para entender aspectos específicos del comportamiento humano en tanto productor 
y reproductor de cultura en el marco de procesos judiciales.



1. Marco jurídico regulatorio de los peritajes culturales



El peritaje cultural es un acto procesal, que debe desarrollarse por encargo de cualquiera 
de las partes de un proceso en que se aplique la legislación nacional. El mismo consiste en 
una exposición para aclarar o explicar un aspecto o varios de la cultura propia de los pueblos 
indígenas u otros grupos culturales específicos, que tengan una implicación directa con el 
asunto objeto del litigio2.    



En tal sentido podemos indicar que dicho acto procesal está regulado actualmente, entre 
otras normas, de la siguiente manera3:



En el área civil y mercantil se regula por los artículos del 164 al 171 del Código Procesal 
Civil y Mercantil, Decreto Ley Número 107;



En el área penal se regula por los artículos del 225 al 237 del Código Procesal Penal, de-
creto 51-92 del Congreso de la República;



En el área laboral se regula por el artículo 352 del Código de Trabajo, decreto 1441 del 
Congreso de la República.



1	 Antropólogo Social y perito cultural guatemalteco de origen Maya-K’iche’. 



2	 Solórzano León, 2000. P. 30.



3	 Ibíd., P. 34.
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En lo administrativo, es regulado por el artículo 26, de la Ley de lo Contencioso Adminis-
trativo, decreto 119-96 del Congreso de la República;



En lo Constitucional, es regulado por el artículo 7 de la Ley de Amparo, Exhibición Per-
sonal y de Constitucionalidad, decreto 1-86 de la Asamblea Nacional Constituyente.



2. Importancia de los peritajes culturales en la aplicación 
de la justicia



En tan sólo 8,800 kilómetros cuadrados, Guatemala presenta una de las sociedades más 
diversas desde el punto de vista cultural. Y es después de Bolivia4, el país con mayor pre-
sencia indígena en términos porcentuales en su población. 



De acuerdo a los datos oficiales proporcionados por el Instituto Nacional de Estadística5, 
la población indígena pasa del 40% de la población total; sin embargo la apreciación de 
algunos expertos nacionales es que podría alcanzar hasta un 60%. En todo caso la población 
indígena está constituida por tres pueblos: Maya, Garífuna y Xinka, subdividiéndose el pri-
mero en 22 comunidades lingüísticas6. 



En ese sentido es válido indicar que una realidad multicultural exige un aparato público 
multicultural. Es decir que la realidad indicada hace que sea necesario considerar respuestas 
de parte del Estado acorde a la composición culturalmente diversa de la población guate-
malteca. Esto pasa obligatoriamente por una visión renovada que el Estado debe construir 
sobre su propia naturaleza y su relación con una ciudadanía multicultural.



Si bien el acceso a la justicia en Guatemala, como un derecho y servicio público, pasa 
actualmente por un ejercicio de mejorar entre otros aspectos la prontitud, efectividad y cum-
plimiento, un aspecto insoslayable es el de la pertinencia cultural del sistema. 



Se entiende por pertinencia cultural a la condición de estar en coherencia con la cultura 
de la población hacia la cual se dirigen las acciones/servicios de una entidad. Significa ser 
respetuosos a esa forma particular de vida y actuar adecuadamente, es decir, no pretender 
irrumpir la forma propia de vida de la población y adaptarla en función a una determinada 
cultura, sino adaptar las acciones y enfoques a la cultura de los usuarios7. 



4	 La composición de la población boliviana comprende una mayoría indígena con el 69% de la población 
de origen inca, quechuas y aymaras, siendo la mayor población indígena de América del Sur y de toda 
América.



5	 http://www.ine.gob.gt/index.php/demografia-y-poblacion/42-demografiaypoblacion/75-censo2002.



6	 De acuerdo al decreto 65-90 y su reforma 24-2003, éstas son: Achi, Itza’, Sakapulteko, Uspanteko, Aka-
teko, Chalchiteko, Awakateko, Mam, Poqomam, Poqomchi’, K’iche’, Q’eqchi’, Kaqchikel, Tz’utujil, Mo-
pan, Tektiteko, Sipakapense, Ch’orti’, Popti’, Q’anjob’al, Ixil y Chuj. 



7	 Consejo Asesor sobre Pueblos Indígenas y Pluralidad, Presidencia y Vicepresidencia de la República, 
documento sobre la descripción de su naturaleza, Guatemala, 2007.
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Esta correcta adecuación permitiría ir eliminando el etnocentrismo, el racismo y la ex-
clusión, tan característicos del actual sistema de justicia. La mencionada exclusión se ex-
presa de manera palpable en casi todo contacto que se da entre las personas indígenas que 
demandan la intervención del sistema para la resolución de determinados conflictos y el 
sistema mismo (que incluye por supuesto a las personas que trabajan en las instituciones 
del sistema). 



En todo ese proceso, una de las cuestiones más importantes es la de desarrollar modelos y 
pautas que armonicen los distintos sistemas y concepciones culturales sobre la observancia 
del sistema de normas (estructura jurídica) y la justicia (como resultado).



La pertinencia cultural de la justicia es entonces una demanda fundamentada en virtud del 
enorme desconocimiento que el sistema tiene de la Guatemala Indígena, lo cual deviene en 
acciones de exclusión y racismo.



En ese sentido el peritaje cultural viene a jugar roles importantes en los sentidos siguien-
tes:



•	 Aclara e instruye al sistema y sus operadores sobre aspectos específicos de la cultura de 
un determinado pueblo.



•	 Explica la lógica de determinados hechos, comportamientos o fenómenos sociales de 
determinado pueblo.



•	 Coadyuva a hacer pertinente culturalmente un fallo, al explicar esa lógica cultural de 
determinados hechos.



Indirectamente se podría decir que ayuda, al cerrar la brecha cultural entre el sistema ofi-
cial y la población indígena, a ir disminuyendo el racismo y etnocentrismo que podría privar 
en la aplicación de justicia.



3. Aspectos que puede dilucidar un peritaje cultural desde la 
perspectiva antropológica



	 3.1 La cultura o la cuestión cultural en su sentido amplio



El objeto de estudio de la ciencia antropológica es, en un sentido amplio, la raza humana 
en tanto creadora y reproductora de cultura. En un sentido específico son todos aquellos 
elementos de los cuales está compuesta la cultura, entendida esta como la herencia social. 
Es decir la transmisión de los conocimientos colectivos que se han producido a lo largo del 
tiempo y se expresan en lo que saben y hacen las personas, las que a su vez transforman y 
enriquecen dicho conocimiento. 



 En su sentido amplio, cultura significa la herencia social íntegra de la humanidad, en 
tanto que en su sentido más restringido una cultura equivale a una modalidad particular de 
la herencia social8.



8	  Linton, Ralph, 1970. P. 90.



Pobreza y peritajes.indd   59 7/23/10   2:39:17 PM











60



Acceso a la justicia de los pueblos indígenas:



los peritajes culturales y la visión de pobreza desde su cosmovisión



Desarrollado más el concepto se puede indicar que cultura es el “patrimonio simbólico 
de los patrones de pensamiento y conocimiento que se manifiestan, materialmente, en los 
objetos y bienes, en particular mediante la conducta social; e, ideológicamente, mediante 
la comunicación simbólica y la formulación de la experiencia social en sistemas de conoci-
miento, creencias y valores”9. 



En ese marco el peritaje cultural desde la perspectiva antropológica es la exposición de 
uno o varios aspectos de una cultura determinada10. Como ya se indicó anteriormente, el ob-
jetivo es explicar en la lógica del sistema de justicia el significado de un determinado hecho. 
Así podemos indicar que desde la perspectiva antropológica se pueden abordar distintos 
aspectos en la elaboración de un peritaje cultural, mismos que se describen a continuación.



3.1.1 La identidad cultural 



Este es un aspecto de fundamental importancia cuando se trata de un peritaje sobre algún 
aspecto de la cultura de una persona o comunidad indígena, ya que esto requiere establecer 
la identidad de la o las personas de manera adecuada. 



La identidad de una persona está constituida por aquel conjunto de elementos y circuns-
tancias que le hacen ser único e irrepetible, lo diferencian frente a otras personas y lo iden-
tifican a lo interno de un pueblo o etnia. Son partes de esa identidad personal, los rasgos 
físicos o definidos biológicamente y aquellos definidos socialmente, aprendidos o impues-
tos por su pueblo o etnia, los que constituyen su entorno social primario. Son partes de esa 
identidad, entonces, su pertenencia étnica, su idioma, su religión, su profesión, sus ideas, su 
aspecto físico, etc. 



En tal sentido dicha identidad está marcada por la cultura, y esta consiste en el conjun-
to de ideas, creencias, tradiciones, instituciones, conocimientos, religión y espiritualidad, 
cosmogonía y cosmovisión y territorios propios de un grupo humano. La cultura determina 
entonces nuestras concepciones sobre el mundo que nos rodea y nuestras reacciones y ten-
dencias; nuestras relaciones y nuestros prejuicios están marcados por nuestra cultura. Es de-
cir, la cultura es la codificación de la realidad que un pueblo hace y le sirve para interpretar 
el mundo que le rodea. 



Sin embargo la cultura misma está sujeta a cambios y transformaciones que responden a 
cambios adaptativos, es decir que la cultura cambia para mejor desenvolverse frente a cier-



9	 Ribeiro, Darcy, 1971. P. 8.



10	 El papel del antropólogo no es el de un experto en producir cada elemento de la cultura, sino en explicar en 
qué consisten y qué papel juegan en todo el conjunto de la cultura dichos elementos. Es decir, el antropó-
logo no es experto criador de ganado vacuno, pero debe saber explicar el valor del ganado en términos de 
estatus social en determinada cultura, los significados sociales, políticos y hasta espirituales que conlleva 
tener determinada cantidad de ganado, poder explicar las costumbres y tradiciones que involucran dicha 
actividad, etc. Lo mismo sucede con cualquier elemento de la cultura tal como el vestuario, el idioma, las 
normas, etc.
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tas realidades. Otras veces la cultura puede cambiar debido a influencias de otras culturas. 
Con estos cambios es obvio que las personas cambian, lo cual se evidencia cuando los in-
dividuos de una determinada cultura o pueblo modifican algunos rasgos o elementos de su 
propia cultura para darle lugar a nuevos elementos que provienen de otro grupo o pueblo.



Lo anterior no implica que las personas dejen de ser parte de su cultura sólo por el hecho 
de modificar ciertos aspectos como dejar de vestir su atuendo tradicional, dejar de usar el 
idioma propio de su pueblo, entre otros. 



Generalmente los antropólogos utilizan los rasgos denominados diacríticos para identi-
ficar a una persona como parte una determinada cultura, los cuales consisten en aquellos 
elementos más representativos de un pueblo; en Guatemala, por ejemplo, identificamos a 
alguien como indígena si porta su atuendo tradicional, habla un idioma indígena, entre otros 
rasgos.



Sin embargo, hoy en día se ha evolucionado hasta el hecho de que una persona tiene la 
libertad de reconocerse parte de un pueblo si considera que tiene los elementos culturales 
que le hacen ser parte de ese pueblo, es decir aún contando con los elementos culturales que 
lo identifican como parte de una cultura determinada, esa persona tiene la última palabra 
para decir si es o no parte de esa cultura y pueblo.  



Como se indicó, un diacrítico utilizado generalmente es el idioma, el cual se puede en-
tender según lo establece la Ley de Idiomas Nacionales11: “Lengua específica de una comu-
nidad determinada, que se caracteriza por estar fuertemente diferenciada de las demás”. Es 
decir, el código altamente estructurado y complejo utilizado en un grupo humano determi-
nado para comunicarse entre sí.



Dicho grupo, al caracterizarse por el uso de ese código que toma forma de idioma o len-
gua, se le conoce como comunidad lingüística, la cual es definida en la misma ley citada 
anteriormente como el “conjunto de personas que poseen, reconocen y utilizan un idioma 
común, ya sea en un espacio territorial, social o cultural específico”. 



3.1.2 Aspectos lingüísticos



Siguiendo la línea de lo expuesto en el punto anterior, el idioma o lengua de la persona o 
grupos de personas está ligado estrechamente con la identidad de los mismos, aunque pueda 
ser que no hable el idioma.



En este punto, tanto la antropología como la lingüística tienen funciones importantes para 
determinar aspectos referentes al idioma, en lo que se refiere a la antropología propiamente. 
Los aspectos sobre los que se puede indagar en un peritaje cultural son entre otros: 



•	 la habilidad y dominio del mismo,



•	 el tipo de variante dialectal,



11	  Decreto 19-2003, Congreso de la República de Guatemala. Mayo de 2003.
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•	 expresiones propias del idioma,



•	 nivel de entendimiento de otros idiomas,



•	 nivel de entendimiento del castellano (permite saber si requiere de manera indispensable 
de un traductor),



•	 aspectos demográficos relacionado con el idioma,



•	 presencia del idioma en determinados territorios (ayudan a explicar procesos de migra-
ción), 



•	 prestigio o racismo lingüístico (saber el nivel de aceptación o rechazo de grupo en deter-
minadas regiones, el Q’eqchi’ por ejemplo goza de cierto prestigio en muchas regiones 
del país).



3.1.3 La cultura inmaterial 



La cultura inmaterial consiste en la espiritualidad, la cosmovisión y las creencias propias 
del grupo.



En el primero, la espiritualidad, tenemos el conjunto de elementos ideológicos que dan 
forma a una estructura de creencias sagradas y/o religiosas. Esto incluye los rituales, los 
discursos y a las personas que guían y dan cuerpo a este conjunto de ideas. En el caso del 
pueblo Maya existe la figura del Aj q’ij, o guía espiritual y todo un sistema que se denomina 
espiritualidad maya.



En el tema de la espiritualidad cabe también lo referente a los lugares o altares sagrados. 
En referencia a esto se deben abordar las normas, usos y características que rigen estos 
lugares, que para el caso de los Pueblos Indígenas en Guatemala no están constituidos por 
edificaciones, sino generalmente se encuentran en lugares naturales y abiertos. 



La cosmovisión, por otro lado, es el conjunto de ideas que explican el mundo, el universo, 
la vida y al grupo mismo. En ese sentido acá lo que puede ser objeto de explicación es el 
comportamiento social de las personas en virtud de dichas ideas y explicaciones. Un buen 
ejemplo es la creencia en la cosmovisión maya de que todo tiene vida. Y de ahí que se ge-
neren conflictos por la explotación de los recursos naturales o construcción de ciertas obras 
de infraestructura. 



Es decir la cosmovisión da vida a ciertas creencias que si no son comprendidas a caba-
lidad, no se pueden entender determinados comportamientos. Y ello puede ser objeto de 
explicación en un peritaje cultural. 



3.1.4 Costumbres y tradiciones 



Ligadas a la cosmovisión de un pueblo, están las costumbres y tradiciones. De hecho el 
pueblo las crea y funcionan para expresar y recrear a la cosmovisión misma.



Las costumbres y tradiciones son ritos y actos que explican las creencias y valores. Éstas 
se practican justamente para dar sentido, valor y perpetuación del grupo.
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De esa cuenta hay costumbres y tradiciones para desarrollar casi todas las actividades de 
la vida:



•	 Las alianzas matrimoniales.
•	 La preparación y el consumo de los alimentos. 
•	 Las fiestas.El trabajo.
•	 La crianza de los niños.La curación de enfermedades.
•	 El nacimiento.
•	 La muerte.
•	 La relación con los animales y las plantas. 



3.1.5 Tierra y recursos naturales



Acá los peritajes juegan un papel fundamental en cuanto a establecer las normas de he-
rencia y administración de la tierra. Es decir si ésta es tierra comunal o colectiva o existe 
la propiedad privada. Si fuese propiedad privada, es importante definir si es el caso, como 
funciona la línea de la herencia; si es patrilineal o no, si es verbal o escrita, si utiliza el sis-
tema oficial de registro de la propiedad o por el contrario, si se hace uso de las autoridades 
indígenas o propias. 



3.1.6 Organización política y autoridades 



La organización política son la forma, los mecanismos y los actores que integran el siste-
ma por medio del cual se gestiona el poder a lo interno y externo del grupo o pueblo.



La función aclaratoria del perito en cuanto a este ítem, puede incluir la descripción de la 
estructura y funcionamiento de las instituciones de las autoridades propias. Se puede tam-
bién establecer si son instituciones precolombinas o producto del colonialismo o si más bien 
son mixtas.



También incluye establecer los procedimientos de selección y nombramiento, aspectos 
que administran y su relación con las instituciones oficiales.



3.1.7 Pluralismo jurídico y sistemas de justicia propios



Se dice que existe pluralismo cuando operan en un mismo territorio diversidad de siste-
mas de naturaleza distinta, tales como el sistema jurídico indígena, los sistemas jurídicos 
internacionales o sistemas jurídicos tradicionales que actualmente rigen en casi todos los 
Estados. La diversidad jurídica se refleja en los principios y valores que fundamentan un 
sistema de justicia, los procedimientos y la normativa.



La diversidad en este ámbito implica que un hecho puede ser considerado un delito o no, 
o que la gravedad de un hecho puede tener distinto grado, dependiendo del lente cultural 
con que se le juzgue.



Asimismo, una norma o ley dentro del marco jurídico del Estado, podría estar reñida con 
las tradiciones, costumbres, creencias y forma de vida de la cultura a la que pertenece la 
persona.
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En Guatemala actualmente perviven paralelamente distintos sistemas de justicia. En ese 
marco particular podemos indicar que paralelos al sistema de justicia oficial existen la de 
los pueblos indígenas y los sistemas consuetudinarios. 



El papel del peritaje es establecer cuál es la naturaleza y estructura de los mismos, qué 
aspectos juzgan, cómo se nombran y eligen a las autoridades y cómo se interrelacionan los 
distintos sistemas con el oficial.  



Por ejemplo, de acuerdo a estudios y sistematizaciones realizadas, el sistema maya tiene 
las siguientes características12: 



Constructivo. Permite construir la unidad, el equilibrio y la armonía, entre seres huma-
nos y entre humanidad, cosmos y naturaleza.



Integral. Incluye relaciones con la madre naturaleza, el cosmos y el Ajaw, a través de las 
ceremonias, para el efecto.



Oral. Por ser transmitido y desarrollado por vía oral, en particular usando el idioma pro-
pio de la comunidad, invistiendo de valor y respeto a la palabra misma.



Moral. Infunde en la persona humana guardar respeto hacia todos los seres humanos in-
cluyendo al Ajaw, el cosmos y la naturaleza.



Digno. Aconseja no transgredir la norma de respeto, a través del Pixab´. De no observar 
el Pixab´ se incurre en perder la dignidad mediante el Xajan, el cual es sancionado como 
mak o awas, que significa faltar al consenso y armonía entre las partes, irrespetando el valor 
de la palabra.



Conductor. Informa y orienta a las personas como seres humanos de las normas de obe-
diencia, respeto tanto para los seres humanos como para los elementos de la naturaleza.



Conciliatorio. Por la tradición oral y el valor del mismo, juega una papel trascendente en 
el diálogo y transmisión de hechos, causas, efectos, razones, argumentos, justificaciones y 
consensos de las partes, conciliando por medio de valorar lo expuesto de forma verbal.



Preventivo. Previene y delinea, y si es el caso persuade y coacciona la conducta humana 
durante el desarrollo de la vida y la relación con la familia y la comunidad.



Consensual. Utiliza el consenso como mecanismo de convencimiento y consentimiento 
para la formalización de actos y admisión de una o varias soluciones alternativas de hechos, 
circunstancias, desavenencias y adversidades, siendo el fundamento para el valor de la pa-
labra y la conducta a observar y las acciones a realizar.



Dinámico. Parte de la dinámica cambiante de la sociedad, de acuerdo al contexto, nece-
sidad y satisfacción de las partes, aun habiendo disenso.



12	  Conferencia Nacional de Ministros de la Espiritualidad Maya, Oxlajuj Ajpop, 2003. P. 42.
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Formativo. Forma y educa a la persona y a la colectividad sobre la debida observancia 
y aplicación de la normativa del sistema de principios y valores de convivencia social y 
comunitaria.



Neutral. Manifiesta postura imparcial por su carácter conciliador, desarrollando una serie 
de consejos y llamadas de atención, a fin de velar por el bienestar colectivo e individual.



Reparador. Busca mantener la armonía social, procurando reparar el desequilibrio, así 
como resarcir el daño ocasionado por una acción de Sajan.



Cosmobiológico. Basa su práctica, aplicación, vigencia y desarrollo de la normativa so-
cial, en la observancia del sistema calendárico maya



Histórico. Se fundamenta en fuentes materiales como las inscripciones y de la memoria 
y práctica oral de las autoridades mayas.



Humano. Aplicar objetivamente el conjunto de normativa establecidas a favor de la vida 
en armonía con los semejantes, la naturaleza y el cosmos, incentivando el desarrollo huma-
no, como finalidad de la coexistencia colectiva e individual.



3.1.8 Historia local propia 



En este tema le tocará al perito determinar aquellos aspectos de la historia propia de un 
determinada aldea o localidad, pueblos, comunidad lingüística, entre otros. Nos referimos 
entonces, a aquella historia no oficial, que no se sabe de manera oficial y que para algunos 
antropólogos es más bien la memoria colectiva del grupo, memoria que contiene por ejem-
plo fechas y datos de la fundación de la comunidad, primeros pobladores, hitos históricos 
importantes, entre otros.



Importante es señalar que las percepciones sobre la historia nacional oficial son interpre-
tadas y concebidas de una manera particular de acuerdo a las dinámicas locales. Lo que para 
la nación es un hito grande, sublime, victorioso, que llena de orgullo nacional puede tener 
otra interpretación para la localidad a partir de los significados propios de dichos hechos.



3.1.9 Vestimenta tradicional



En este punto el peritaje puede versar sobre las características de la vestimenta misma. En 
Guatemala por ejemplo, el vestuario tradicional indígena varía de acuerdo a cada región, 
comunidad lingüística y municipio. Otros aspectos importantes son las prácticas y proce-
dimientos referentes a los materiales y su elaboración. Asimismo los diseños, contenidos y 
significados.



Por otra parte también se pueden establecer otros elementos sociales tales como razones 
del desuso del mismo o cambios y transformaciones en su estructura original, entre otros 
aspectos. 
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4. Consideraciones y recomendaciones finales



El peritaje cultural (también llamado peritaje antropológico o prueba judicial antropológi-
ca) provee datos importantes del contexto social en que se desenvuelve el caso y aporta las 
pruebas sobre un hecho o conducta que proviene de parámetros culturales distintos.



Consiste en cuestionar desde otro marco cultural los hechos que se juzgan. En ese sentido 
en un elemento auxiliar y constituye un estudio científico judicial.



La función del peritaje cultural es analizar los hechos dentro del marco cultural indígena 
y aportar los elementos de juicio para el juzgador.



Mediante el peritaje cultural, es posible aclarar los hechos, porque se contextualizan den-
tro de la realidad cultural y social que los rodea. Se busca el origen y la explicación dentro 
del contexto social y cultural mediante el testimonio y la opinión de personas conocedoras 
de las normas comunitarias, las costumbres y las creencias. Es un medio de prueba que brin-
da información al juzgador e ilustra su criterio sobre el marco cultural en donde se dieron 
los hechos que se juzgan.



Puede desarrollarlo un experto conocedor de la cultura sobre la que se está juzgando 
cuando el aspecto a esclarecer es muy específico; es decir, no necesariamente debe ser un 
antropólogo, pero éste último quizá pueda brindar aportes un tanto más precisos en virtud 
de su formación profesional. 



Todos los peritajes tienen características distintas, es decir pueden durar períodos dife-
rentes de acuerdo a su complejidad y temas a tratar. Incluso pueden requerir a más de una 
persona para llevar a cabo el estudio. Como se ha visto a lo largo de esta breve exposición, 
los tópicos sobre los que puede versar el peritaje desde el punto de vista antropológico son 
variados y de diferente nivel de complejidad. En este trabajo se abordaron sólo los más re-
presentativos de este tipo de investigación científico judicial.



Por último, es importante señalar que dadas las características multiculturales de países 
como Guatemala, es sumamente importante promover el uso de estas opiniones periciales 
en la aplicación de la justicia a efecto de lograr cerrar la brecha cultural existente entre el 
sistema oficial de justicia y pueblos indígenas, que perciben, practican y recrean la justicia 
desde ópticas diferentes.
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Presentación



La pobreza es uno de los fenómenos de mayor preocupación a nivel mundial, sobre todo 
por su vinculación con las grandes desigualdades, exclusiones e injusticias presentes en las 
distintas sociedades.



Sin embargo, a través del presente documento se pretende hacer un acercamiento a este 
fenómeno, su conceptualización, su interpretación y sistemas de medición desde la visión 
de los Pueblos Indígenas. Se plantea como acercamiento, lo cual implica que no es una 
conceptualización acabada; todo lo contrario, es un insumo base para la discusión y recon-
ceptualización.



Para ello se parte de un análisis de contexto, lo cual se plantea como aproximación al te-
jido de las realidades de los Pueblos Indígenas. En este capítulo se analizan algunos de los 
indicadores y estándares de pobreza y su incidencia en la vida individual y colectiva de los 
Pueblos Indígenas. 



En un segundo capítulo se aborda la conceptualización de pobreza utilizada por varios 
investigadores de la materia, se pone especial énfasis en los sistemas de medición y los 
indicadores para identificar la pobreza. En este caso se hace notar que los indicadores uti-
lizados no reflejan algunos elementos que se derivan de la visión de los Pueblos Indígenas, 
limitando las interpretaciones en el ámbito económico material.



Finalmente se desarrolla un capítulo sobre la conceptualización de la pobreza, desde la 
visión de los Pueblos Indígenas. En este caso se parte por aclarar que esta conceptualización 
se desprende de lo que se puede entender por plenitud de la vida. Existen diferentes tipos 
y manifestaciones de pobreza y se hace un especial énfasis en que la pobreza no sólo es 
material, ni económica. Que el abordaje del mismo se debe hacer desde una visión integral, 
dual y complementaria. 



Con ello se pretende ofrecer insumos para la discusión, análisis y reconstrucción de las 
interpretaciones y conceptualizaciones de la pobreza, con el fin de encontrar las estrategias 
pertinentes para superar sus causas y efectos.
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1. Contexto. Una aproximación al tejido de las realidades 
de los pueblos indígenas



Escribir y describir las realidades de los Pueblos Indígenas como marco de referencia para 
realizar un acercamiento a la conceptualización de la pobreza desde los mismos, resulta 
complejo y multidimensional. Además implica cuestionarse ¿desde qué mirada se interpre-
tan y definen estas realidades?



Se plantea como tejido ya que implica una serie de tramados y de hilos multicolores que 
se entrelazan y crean imágenes, interpretaciones y descripciones sociopolíticas sobre los 
Pueblos Indígenas. Muchas veces son interpretaciones realizadas desde una óptica externa 
y de sistemas de mediciones no coherentes con la visión y cosmovisión de los Pueblos In-
dígenas.



En este sentido, es necesario partir de algunas premisas: 



•	 En primera instancia, las realidades son cíclicas, están en permanente movimiento y se 
recrean ya que constituyen la vida de las personas en su ser individual y colectivo. 



•	 No se puede dar por hecho que los Pueblos Indígenas son pobres por naturaleza, pero 
tampoco se pueden negar las condiciones de desigualdades y exclusiones históricas en 
las que se encuentran. 



•	 El contexto de los Pueblos Indígenas se define por sus riquezas y sus carencias. Sin em-
bargo, la tendencia casi generalizada ha sido el de centrar la atención en las carencias y 
las condiciones de desventaja.



•	 Causa y efecto se entrelazan, convirtiéndose en una cadena de situaciones que muchas 
veces resulta complejo encontrar el punto de partida y de llegada, especialmente cuando 
se trata de situaciones históricas que han dejado huellas imborrables y han desencadena-
do otra serie de condiciones que afectan la vida de los Pueblos Indígenas. 



•	 El Estado y sus políticas son referentes esenciales en el abordaje del tejido de las reali-
dades de los pueblos indígenas. Especialmente cuando se trata del Estado guatemalteco 
que, al igual que muchos otros, se caracteriza por su tendencia centralizadora, excluyen-
te, monocultural y racista, lo que ha generado desigualdades e inequidades reforzando 
las diferencias por razones de identidad cultural, género, clases sociales y ubicación 
geográfica. 



Para el efecto de esta aproximación a las realidades se han tomado datos e informaciones 
generadas por distintas fuentes de investigación, así como algunas vivencias propias desde 
las comunidades indígenas. 
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	 1.1 Contexto general



Guatemala se caracteriza por ser pluricultural y multilingüe. En ella conviven por lo me-
nos 4 pueblos reconocidos social, política y legalmente: el pueblo Maya, Garífuna, Xinka 
y Mestizo1. La población total de Guatemala, según datos del XI Censo Nacional de Pobla-
ción 2002 y VI de Habitación (INE 2002) asciende al total de 11.237.196. De este total, la 
población indígena representa aproximadamente el 40% de la población, de los cuales una 
mayoría aproximada de 3 millones vive en el área rural del país2.



Debido al racismo estructural que atraviesa el accionar de las distintas instancias del Es-
tado, estas estadísticas han sido cuestionadas por las organizaciones de pueblos indígenas, 
ya que los procedimientos para la recolección y procesamiento de datos han adolecido de 
varios vacíos. Al respecto existen otras investigaciones, entre ellas la realizada por TZIAN 
(1994) y la de Grünberg (2002) que elevan el peso demográfico de los pueblos indígenas de 
Guatemala al 58% de la población total3. 



Respecto a la población demográfica de las mujeres indígenas, tal como lo plantea el Se-
gundo Informe Temático de la Defensoría de la Mujer Indígena, publicado en el año 2007, 
aún no se cuentan con datos precisos. Sin embargo, en dicho informe se realizan algunos 
cruces de información estadística, especialmente en lo referente al total de población indí-
gena, con el total de población femenina, dando como resultado una aproximación entre un 
mínimo de 2.300.000 (21%) y un máximo de 3.250.000 (29%) de mujeres indígenas con 
respecto al total de la población. 



Los pueblos indígenas constituyen una parte importante del país, no sólo en términos 
demográficos, sino en cuanto a su riqueza cultural, la fuerza laboral y sus conocimientos 
ancestrales especialmente los relacionados al cuidado y protección de la naturaleza y del 
territorio. 



La historia de Guatemala y por ende la de los Pueblos Indígenas ha estado marcada por 
distintas etapas de represión, violencia, dictaduras y últimamente de una etapa en la que se 
busca alcanzar la democracia. En el contexto de los Pueblos Indígenas, es necesario remar-
car las consecuencias dejadas por la invasión, colonización, dictaduras militares y el recien-
te conflicto armado interno que duró más de 36 años. Esto explica muchas de las situaciones 
y condiciones actuales presentes en las estructuras del Estado y la vivencia cotidiana de los 
Pueblos Indígenas y de la sociedad guatemalteca. 



Como parte de estas etapas es importante resaltar la trascendencia de las trasformaciones 
y el regreso a la vida democrática marcada a partir de una nueva Constitución Política de 



1	 Acuerdos de Paz. Reconocidos legalmente por el Estado de Guatemala, mediante el Decreto de Ley 
No.52-2005 “Ley Marco de los Acuerdos de Paz” emitido por el Congreso de la República de Guatemala, 
2005.



2	 Defensoría de la Mujer Indígena. “El acceso de las mujeres indígenas al sistema de justicia oficial en 
Guatemala”. Ukab’ wuj ke ixoqib’ Segundo Informe Temático. Guatemala, 2007.



3	  Ídem.
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la República de 1985. Al respecto, la Política Nacional de Promoción y Desarrollo Integral 
de las Mujeres refiere que: “En la Constitución Política de la República de Guatemala de 
1985, se plantearon cambios sustantivos de carácter político, social y cultural, como marco 
de una nueva forma de intervención del Estado, que orienta la participación ciudadana y la 
descentralización de sus acciones, con el propósito de promover el desarrollo del país”4. 



Otro de los avances importantes a valorar es el proceso de paz concretado con la firma 
de los Acuerdos de Paz5. En este proceso, los Pueblos Indígenas han dado su aporte en el 
ámbito social, político y legal, especialmente en el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de 
los Pueblos Indígenas.



La organización y participación internacional de los Pueblos Indígenas ha contribuido a 
los avances en la protección y promoción de los derechos colectivos de los Pueblos Indí-
genas. Los Tratados y Convenios Internacionales constituyen un marco importante, en los 
cuales Guatemala ha adquirido compromisos específicos.



Estos esfuerzos tanto nacionales como internacionales constituyen un marco positivo para 
los Pueblos Indígenas, enfocados a seguir contribuyendo para el logro de una vida más ar-
mónica y equitativa. 



a) Realidades sociopolíticas



Al abordar las situaciones de los Pueblos Indígenas en el ámbito sociopolítico necesaria-
mente se debe tener como referencia inicial las condiciones de desigualdades y de exclu-
sión. También es importante revalorar los aportes de los Pueblos Indígenas y de las mujeres 
indígenas a la transformación de estas realidades, valiéndose de los valores y conocimientos 
sustentados en su propia cosmovisión.



No se puede dejar de abordar el racismo y la discriminación y su impacto en las realidades 
de los Pueblos Indígenas y del país, así como su vinculación con la pobreza: “la discrimina-
ción es uno de los factores que incrementan la desigualdad social y profundizan la pobreza”6. 
Lo mismo sucede con el racismo, cuyos efectos trastocan los distintos ámbitos de la vida:



Los mecanismos del racismo y la discriminación racial (…) juegan un papel importante 
en la acentuada gravedad con que las desigualdades socioeconómicas afectan a los Pue-
blos Indígenas. Estas desigualdades, entre otros factores históricos, han obstaculizado el 
ejercicio pleno de la ciudadanía por parte de los Pueblos Indígenas. Estos son, pues, objeto 
de una exclusión estructural multidimensional: económica, social, política y cultural. La 
discriminación racial ha animado secularmente un círculo vicioso entre desarrollo desigual, 



4	 Secretaría Presidencial de la Mujer-SEPREM. Política Nacional de Promoción y Desarrollo Integral de la 
Mujer 2008-2023. Guatemala 2007.



5	 Ley Marco de los Acuerdos de Paz. Decreto No. 52-2005. Guatemala.



6	 Gobierno de la República de Guatemala. Política Pública para la Convivencia y Eliminación del Racismo 
y la Discriminación Racial. Octubre 2006.
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infraestructura diferenciada, contrastes de productividad y diferencias de salarios e ingresos 
entre indígenas y no indígenas. La brecha de ingresos imputable específicamente al factor 
racial se calcula conservadoramente en USD $ 560.- al año por persona económicamente 
activa7. 



En la vida de las mujeres indígenas se entrecruzan la discriminación de género y el ra-
cismo, convirtiéndose en un ciclo de violencia cotidiana pero también estructural. Según 
el Segundo Informe de la Defensoría de la Mujer Indígena8 las problemáticas derivadas de 
estas situaciones y condiciones, que son presentadas ante el sistema de justicia oficial son 
las siguientes:



•	 Violencia intrafamiliar



•	 Obtención de pensiones alimenticias



•	 Asuntos laborales



•	 Situación de las mujeres indígenas privadas de libertad



•	 Discriminación racial y racismo institucional



Esta se entrelaza con las problemáticas de exclusión socioeconómica de las mujeres in-
dígenas. A continuación una tabla que proporciona datos sobre la población indígena feme-
nina. 



                    Tabla tomada del Segundo Informe de la Defensoría de la Mujer Indígena



El acceso y pertinencia de los servicios públicos en cuanto a salud, educación y justicia 
son indicadores del impacto de la discriminación y el racismo, así como de los esfuerzos por 
superarlo. Es de resaltar que uno de los indicadores de medición de la pobreza lo constitu-
ye la privación de estos servicios esenciales. Los diversos informes de desarrollo humano 
presentados por el Sistema de Naciones Unidas en Guatemala indican que los Pueblos Indí-
genas son mayormente excluidos de estos servicios. Cuando se trata de mujeres indígenas 
la situación es mucho más preocupante: “Las mujeres indígenas tienen el mayor índice de 
pobreza y las mayores dificultades para acceder a los servicios públicos en general. De esa 



7	 Ídem.



8	 Defensoría de la Mujer Indígena. “El acceso de las mujeres indígenas al sistema de justicia oficial en 
Guatemala”. Ukab’ wuj ke ixoqib’ Segundo Informe Temático. Guatemala, 2007.



2,345,486 mujeres
50.9% mujeres
39.7% y 60.3% rurales 
77%
58.3% mujeres



Población
% s/ total de población indígena



Ubicación geográfica
Nivel de pobreza



Analfabetismo
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cuenta, en algunas regiones del país, existe hasta un 87.5% de mujeres indígenas analfabe-
tas”9.



La educación formal enfrenta grandes retos para el país. La inversión en educación está 
por debajo de los niveles deseados para proveer  la cantidad de maestros necesarios para 
atender a toda la población y brindar educación de calidad. La educación bilingüe intercul-
tural si bien es una prioridad para un país con características como las nuestras, aún no logra 
trascender de las políticas, al aula. 



Los problemas de cobertura y calidad de la educación en Guatemala se atribuyen princi-
palmente a los escasos fondos que se destinan al sistema educativo. A pesar de la recomen-
dación de UNESCO de destinar 7% del PIB, en el 2003 únicamente el 1.7% del PIB fue 
invertido en la educación de las y los guatemaltecos. Esto representa la menor inversión en 
educación en cualquier país en Latinoamérica (Unidad de Informática, 2000. Ministerio de 
Educación, Guatemala).



La deserción y la repitencia son dos de las causas principales para que en Guatemala exis-
ta tanta inequidad en la educación. En promedio la niñez en Guatemala asiste únicamente 4 
años a la escuela; éste es el nivel más bajo en toda Latinoamérica (MINEDUC, 2005). 



La brecha de la inequidad entre hombres y mujeres para la educación esta mejorando. 
Pero las niñas tendrán 0.8 años menos de posibilidad de educación ante un niño. Esto se 
traduce en que una niña indígena tendrá mayores dificultades para terminar la primaria que 
cualquier otro grupo demográfico. 



Altas tasas de repitencia y deserción contribuyen al bajo perfil educativo de la población, 
especialmente la educación de los pueblos indígenas, impidiéndoles adquirir conocimientos 
y destrezas básicas para su desarrollo. Las familias de campesinos se encuentran atrapadas 
en el círculo de pobreza que se evidencia con la desnutrición, la baja productividad, la esca-
sa generación de ingresos y altas tasas de natalidad. 



En vista de la relación que existe entre educación y productividad, mejorar la calidad de 
la educación y la cobertura además de reducir la pobreza, contribuye al crecimiento econó-
mico (SEGEPLAN, Estrategia de Reducción de la Pobreza, Guatemala 2001).



Frente a estas limitaciones y un sistema de educación monolingüe, monocultural y cen-
tralizada, los Pueblos Indígenas están impulsando iniciativas para mejorar el acceso y la 
calidad de la educación. Existen escuelas Mayas que atienden la educación de niñas, niños 
y jóvenes desde los elementos de la propia identidad; éstas son impulsadas y sostenidas por 
organizaciones de los Pueblos Indígenas. 



b) Realidades socioeconómicas 



Para hablar de las realidades socioeconómicas de los Pueblos Indígenas, es importante 
partir por reconocer que Guatemala es un país eminentemente agrícola, que los agricultores 



9	 Ídem.
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son los más pobres de Guatemala y que gran parte de la economía de la población indígena 
depende de la agricultura.



Según el Instituto Nacional de Estadística, INE, del total de la población, más de 6 millo-
nes son pobres, se alimentan con menos de 18.10 quetzales al día, mientras que 1.976.604 
son extremadamente pobres, ya que viven con menos de 8.91 quetzales al día. Ellos en su 
conjunto suman 7.602.496 –siete millones seiscientos dos mil cuatrocientos noventa y seis– 
que a la vez representan el 51% del total de la población guatemalteca.



La Secretaría General de Planificación y programación de la Presidencia, SEGEPLAN, ha 
elaborado el Mapa de Pobreza de Guatemala. Uno de los indicadores de discriminación y 
racismo estructural que se visualiza a través de este mapa, es la coincidencia entre las zonas 
de mayor presencia poblacional indígena con las zonas geográficas de mayor la incidencia 
de la pobreza y pobreza extrema a nivel nacional. 



Los lugares con mayor incidencia de la pobreza se muestra en el mapa con los colores más 
oscuros y los colores más claros indican las zonas con menor índice de pobreza. Las regio-
nes norte y occidente son las más afectadas. Los índices de severidad mayores se encuentran 
en Alta Verapaz, Quiché y Huehuetenango. Los menores índices de severidad se encuentran 
en las zonas con menor porcentaje de presencia poblacional indígena: Guatemala, Sacate-
péquez y Zacapa10. 



Para el abordaje de las realidades socioeconómicas es imprescindible hacer una breve 
revisión de la situación de trabajo en los Pueblos Indígenas. 



En Guatemala dos tercios de la capacitación laboral se llevan a cabo en el área metro-
politana. Poniendo en desventaja a las personas de otras áreas urbanas fuera de la ciudad 
capital y en mayor desventaja a las áreas rurales de acceder al mercado laboral, en donde 
generalmente se dedican a la agricultura de subsistencia. El recurso humano del área rural 
tiene serias desventajas en el acceso a mejorar sus destrezas y capacidades (Memorando 
económico del país, 2005. Banco Mundial).



Por ejemplo, los y las jóvenes, que terminan el ciclo diversificado y no continúan sus estu-
dios universitarios, tienen muy pocas opciones para adquirir nuevas destrezas y/o actualizar 
sus conocimientos. Estos jóvenes estarán desempleados o subempleados en actividades que 
no mejorarán su nivel de vida y les limitará su consumo y acceso a servicios. 



Las desigualdades de la obtención de ingresos económicos tiene como una de sus conse-
cuencias el establecimiento de las desigualdades en los patrones de consumo (INDH 2007-
2008). 



Uno de los principales indicadores de desigualdades en Guatemala para la obtención de 
ingresos económicos es el género. En el 2006 la participación en alguna rama de la acti-



10	 http://sedac.ciesin.org/povmap/downloads/methods/Mapas_de_la_Pobreza_2002.pdf.



	 Mapas de pobreza y desigualdad de Guatemala. Insumo preliminar elaborado por ASIES. Guatemala 
2005. 
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vidad económica era mayoritaria para los hombres, 62.0 %, mientras que únicamente el 
38.8% de las mujeres participaban de ella. De ese porcentaje, las mujeres participan mayo-
ritariamente en actividades de enseñanza, servicios sociales y de salud (INDH 2007-2008). 
Esto indica que aún existe una amplia segmentación de las actividades por las atribuciones 
de los géneros y una marcada desigualdad económica. 



Si bien las mujeres participan cada vez más en actividades económicas, la tasa de desem-
pleo de las mujeres es siempre más alta que la de los hombres, y en algunos casos se dupli-
ca. Los ingresos y las horas de trabajo son también menores para las mujeres que acceden 
siempre a trabajos con niveles jerárquicos inferiores, o en cadenas productivas con menos 
ingresos o bien son las protagonistas del trabajo informal (INDH 2007-2008).



El trabajo informal es común para las poblaciones urbanas y rurales, pero se centra en el 
área rural. Su porcentaje es mayor en mujeres, y como dato, el 85% de la informalidad del 
trabajo se da en la población indígena (INDH 2007-2008, elaborado con datos del ENCOVI 
2006).



El trabajo doméstico se considera no calificado y de baja categoría, por estar asociado a 
las tareas del hogar. Además, se considera una extensión natural del papel de la mujer y esto 
se traduce en salarios más bajos y menos garantías. Según las organizaciones que trabajan 
con trabajadoras domésticas en Guatemala, las mujeres mayas constituyen el 70% de esta 
fuerza laboral (Human Rights Watch, 2000). 



Según un estudio de migración realizado por la Procuraduría de los Derechos Humanos 
en el 2008, las áreas de San Marcos y Huehuetenango, con mayor población indígena tienen 
los índices más altos de migración. Los altos índices de pobreza, coinciden con los departa-
mentos que aportan más migrantes. Esto ha influido en que la migración sea una caracterís-
tica normal y una alternativa al desempleo que se vive en estas zonas Guatemala, donde la 
población económicamente activa tiene poca o ninguna educación (PDH, 2008). 



Los últimos estudios indican una creciente feminización de la migración de estos de-
partamentos a la zona Sur de México que emplea a mujeres en el servicio doméstico y la 
prostitución. 



La siguiente gráfica contribuye a tener una mirada comparativa de los niveles de exclu-
sión en lo que se refiere a los ingresos laborales mensuales.



El acceso al agua para el consumo humano es también otro de los indicadores importantes 
en cuanto a niveles de pobreza.



Guatemala, enfrenta grandes retos en cuanto al acceso al agua para el consumo humano, 
se dan distintas condiciones de acceso, en algunas comunidades se cuenta con servicio de 
agua potable, en otras agua entubada, y las aguas llovedizas, de ríos y otras fuentes.



El agua potable es la que pasa por un proceso de desinfección en los depósitos u otro antes 
de ser distribuido a la red de tubería. En cambio el agua entubada es canalizada a un siste-
ma de red de tubería para el consumo en los hogares sin tratamiento de desinfección. Y lo 
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que es común en muchas comunidades rurales y los sectores periféricos de las ciudades, es 
el consumo de agua llovediza, recibida de la lluvia por medio de los techos de los hogares 
hacia recipientes, agua acarreada en tinajas hacia recipientes que mantienen en los hogares, 
todas estas sin tratamientos de desinfección.



La distribución y abastecimiento de agua potable se da más en las áreas urbanas o cabece-
ras municipales. En las áreas rurales se carece de agua potable, el agua que se usa se obtiene 
de las lluvias, pozos, nacimientos y ríos entre otros.



Para obtener agua en verano, las personas deben caminar de 30 minutos hasta 2 horas para 
acarrear una tinaja de agua. Las personas que participan en acarrear agua son mayoritaria-
mente las mujeres, luego participan también los hombres y los niños. Se mencionan dos 
ejemplos de esta situación. 



Aldea Sachicha, municipio de Cobán, Alta Verapaz, en tiempo como a 20 minutos de la 
cabecera departamental, Cobán, en distancia como a 16 kilómetros. En tiempos de verano 
los Bomberos Voluntarios auxilian a la aldea con el abastecimiento de agua en motobombas, 
en esta comunidad hay un río que queda como a dos kilómetros de la misma, en la que las 
señoras y los niños y niñas con tinajas deben caminar hasta 2 horas para acarrear la tinaja de 
agua, cuando los bomberos no llegan (Bombero Voluntario Carlos Rey).



Comunidad Chivencorral del mismo municipio, aunque ya es considerada como urbana 
puesto que está ubicada en la zona 12 de la cabecera, como a un kilómetro del parque cen-
tral, habitada por aproximadamente 75 familias, en tiempo de verano acarrean agua de un 
pozo propiedad del Centro Universitario del Norte, CUNOR, pero se debe de hacer cola por 
lo que les lleva mucho tiempo llenar los recipientes que utilizan para acarrear, además por 
los quehaceres de la población la mayoría acarrea a partir de las once ó doce de la noche, 
por lo que en la madrugada ya se ha secado y en el día se llena. En ocasiones, los Bomberos 
Voluntarios auxilian a esta comunidad con un costo de Q. 3.00 el tonel de agua; en invierno 
en la comunidad consumen agua de lluvia que reciben del techo de las casas y llenan toneles 
u otros recipientes (Gilberto Xol, habitante de la comunidad).



En algunas comunidades en donde cuentan con alguna fuente, como nacimiento, río u 
otro, han construido tanques para agua; esta construcción, en algunas comunidades la han 
hecho con sus propios esfuerzos, en otras con apoyo de las municipalidades y/o de ONG’s. 
De esta forma entuban y distribuyen el agua para los hogares de los habitantes de las comu-
nidades. Esta agua no es potable, puesto que no es clorada sino entubada.



Considerando que la mayor parte de la población rural es indígena, se puede deducir que 
la mayoría de población que sufre de los problemas y de la falta de agua potable es la po-
blación indígena.



Pero algo que podemos comentar por conocimiento propio y corroborado con las lecturas 
que hacemos, es que el abastecimiento de agua en las áreas rurales está a cargo de los pro-
pios pobladores, y todo evidencia que no tiene ningún tipo de desinfección.
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El hecho de acarrear agua consume en la población un cuarto de su tiempo útil, entonces 
los rendimientos en otras labores no pueden ser los mismos, como el caso de los niños estu-
diantes, los padres en los campos de cultivo y otros.



La calidad del agua para la salud de la población le corresponde al Ministerio de Salud 
Pública y Asistencia Social, la administración y distribución sin desestimar la calidad, le 
corresponde a las Municipalidades, y en lo concerniente a financiamiento para ampliación 
de servicios le compete al INFOM.



Según datos que maneja la OPS, en Guatemala no tienen servicio de agua potable cerca 
de 3.7 millones de habitantes; además, sostiene que la cobertura en el área rural es del 54% 
y que solo al 15% se le hacen labores de desinfección, por lo que se deduce que hay un 46% 
de la población en el área rural que no tiene servicios de agua y que el agua que consumen 
la gran mayoría de los habitantes de las áreas rurales no es agua potable. Datos similares se 
administran en los informes presidenciales del año 200411. 



Según datos del Instituto de Fomento Municipal (INFOM), en el país 7.5 millones de 
guatemaltecos no tienen acceso a agua y saneamiento, y se necesitaría una inversión de Q 
500 millones anuales, durante cinco años, para cubrir la mitad de esa demanda.



Juan José Alfaro, presidente del INFOM, informó que la mayor parte de personas sin ac-
ceso al referido servicio en el área rural son quienes menos contaminan las fuentes hídricas; 
en los centros urbanos hay más acceso al agua y es donde contaminan más. Esta semana 
fueron inauguradas tres plantas de agua potable12.



2. Análisis sobre la conceptualización de pobreza



El abordaje de la pobreza es sumamente complejo y multidimensional, por lo que no se 
puede tener una sola mirada para su conceptualización y medición. Pasa por infinidad de 
interpretaciones, distintas filosofías, ideologías, cosmovisiones y disciplinas. Asimismo por 
diversidad de enfoques, entre ellos, de Pueblos Indígenas, de derechos humanos, género, 
clases sociales y otros. Lo que algunos autores clasifican como enfoques materialistas y 
humanistas.



Otra de las corrientes utilizadas en la conceptualización es la visión separatista y bipo-
lar. Se hace una diferenciación entre pobres y no pobres. Esto es relativo, ya que surge la 
interrogante de qué define el ser pobre y el no ser pobre. De esta corriente vale rescatar la 
importancia de tener claridad desde qué ubicación se hace la interpretación. El enfoque de 
pobreza que tienen las personas consideradas pobres es distinto a la interpretación de quien 
no se encuentra en condiciones de pobreza. A esto podríamos denominar interpretación 
interna e interpretación externa. En este sentido cabe decir que la mayoría de estudios, defi-
niciones y mediciones de la pobreza se han hecho desde una interpretación externa. 



11	 Colom de Moran, Elisa. Estudio de los cambios legales en el marco de la privatización del agua en Gua-
temala. Febrero de 2005.



12	 Nota publicada en Prensa Libre de Guatemala y publicada en Internet.
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Por lo anterior, es importante acercarse al concepto de pobreza desde sus dimensiones 
más amplias. Esto posibilita la inclusión y la necesaria interrelación de los conceptos de 
distribución, exclusión, vulnerabilidad, marginalidad, desigualdad, discriminación y racis-
mo con pobreza. Sin embargo, hay que mantener la claridad de que no son sinónimos, sino 
interdependientes. 



Son varios los enfoques para la definición de la pobreza; sin embargo, las ideas centrales 
y casi generalizadas de lo que es pobreza pasa por los siguientes aspectos:



•	 Es un asunto de privación y de carencias.



•	 Carencia de bienes y medios de producción.



•	 Necesidades básicas insatisfechas.



•	 Nivel de calidad de vida.



•	 Es la privación de activos y de oportunidades esenciales.



•	 Nivel de ingresos.



•	 Privación de bienestar: inaccesibilidad y falta de oportunidades para alcanzarlo13.



•	 Valor monetario de la canasta básica de bienes y servicios esenciales. Son pobres los que 
no logran adquirirlo14.



“El efecto de la pobreza puede sintetizarse en una serie de proposiciones enca-
denadas de manera lógica. A menor ingreso, mayor pobreza. A mayor pobre-
za, mayor número de necesidades básicas insatisfechas. A mayor número de 
necesidades básicas insatisfechas, menor calidad de vida, menos educación e 
información sobre salud reproductiva y mayor número de embarazos. A menor 
calidad de vida, menos posibilidades de ejercer derechos y menos posibilidades 
de acceder a una ciudadanía plena. A menos ciudadanía menos democracia 
efectiva”15.



	 2.1 Medición de la pobreza



Las anteriores perspectivas, enfoques y visiones definen y determinan los estándares que 
son utilizados para la medición e interpretación de la pobreza, lo cual resulta relativo. Se 
pueden citar por ejemplo, las normas de consumo que pueden variar de una sociedad a otra, 
según los propios hábitos que derivan de su visión del mundo. 



13	 http://www.eumed.net/cursecon/ecolat/gt/aspl-pobres.htm. Artículo publicado por Pérez De León, Abra-
ham Samuel. Economista Universidad Rafael Landívar, Coordinador del área de Economía en la Facultad 
de Ciencias Económicas y Empresariales de la Universidad Rafael Landívar.



14	 http://www.eumed.net/cursecon/ecolat/gt/aspl-pobres.htm. Programa de Naciones Unidas para el Desa-
rrollo PNUD. “El drama de la pobreza en Guatemala”. Guatemala 2000. pp. 12. Citado por Abraham 
Samuel Pérez.



15	 Tomado de “El drama de la pobreza en Guatemala. Un informe sobre los rasgos de esta privación y sus 
efectos sobre la sociedad”. Versión preliminar. 2001. Citado en Mapas de pobreza en Guatemala. http://
siteresources.worldbank.org/INTPGI/Resources/342674-1092157888460/mapas_guatemala.pdf
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Los estándares de consumo, de necesidades básicas y de bienestar no pueden ser comunes 
en sociedades multiculturales como es el caso de Guatemala. Esto ha llevado a definir a los 
pobres como aquellas personas que no satisfacen algunos estándares “mínimos” que el resto 
de la sociedad considera como condiciones mínimas de vida.



En el caso de la calidad de vida, es mucho más amplio, ambiguo y subjetivo. Depende 
de la visión de las sociedades lo que pueda representar calidad de vida. Para algunos está 
ligado a una serie de servicios, para otros va más allá de los servicios y se centra en una serie 
de condiciones materiales y humanas. 



Inclusive dentro de una misma sociedad pueden resultar varias visiones sobre calidad de 
vida. La visión de las mujeres no suele ser la misma que la de los hombres. Para las mujeres, 
además de ciertas condiciones materiales y de servicios, un ambiente y una vida libre de 
violencia es requisito para la calidad de vida, lo cual no parece tener importancia para una 
mayoría de los hombres.  



Otra de las variables utilizadas constantemente es la de ingresos. Esta variable presen-
ta muchos vacíos, entre ellos los subregistros que existen sobre los ingresos. Según Irma 
Arraigada16 la distribución interna de los ingresos obtenidos es desigual entre miembros de 
distinto sexo y edad. También refiere que el uso de esta variable tiende a ser muy sensible 
a cambios coyunturales, entre las que se mencionan el incremento de la inflación o el des-
empleo.



Dentro de pequeños círculos no considerados pobres, pueden haber personas en condicio-
nes de pobreza, ejemplo las mujeres y las mujeres indígenas. Sobre todo cuando la pobreza 
se mide desde el ingreso y más aún desde el ingreso familiar, así como los medios de pro-
ducción. Es necesario analizar la concentración de los ingresos y los medios de producción; 
este es uno de los elementos que vincula la desigualdad con la pobreza.



En los últimos años se ha tratado de incorporar en las mediciones, el capital social como 
variable, lo cual contribuye a tener una visión más allá de lo material. El concepto de capital 
social, además de utilizarlo para denotar la capacidad de determinados grupos para reaccio-
nar frente a las crisis económicas, también ha contribuido en el análisis de las causas que 
han perpetuado la exclusión social y la reproducción de la pobreza17. 



Los distintos procesos de medición de la pobreza han sido impulsados por centros de 
investigación y por organismos internacionales, tale como el BM, las Naciones Unidas y 
otras instancias, pero especialmente por los distintos gobiernos nacionales. Esta medición 
ha llevado a impulsar una serie de respuestas, entre ellas las políticas públicas. Sin embargo, 
hay que reconocer que los países latinoamericanos, en especial Guatemala, es reciente la 
incorporación de la cultura de políticas públicas y éstas han estado ligadas a los períodos 



16	 Arraigada, Irma. “Pobreza y género”. Publicado en la Revista de la CEPAL 85. Abril 2006. http://www.
eclac.org/revista/.



17	 Arraigada, Irma. “Pobreza y género”. Publicado en la Revista de la CEPAL 85. Abril 2006. http://www.
eclac.org/revista.
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gubernamentales, por lo que hasta la fecha no se cuenta con políticas de Estado que traspa-
sen los intereses sectoriales y de gobiernos de turno.



Se ha notado que los procesos de construcción de las políticas pública, no se basan en 
el aprovechamiento del capital social, todo lo contrario, son políticas formuladas muchas 
veces sin hacer partícipe a la sociedad civil. Así mismo, las instituciones responsables de 
las estadísticas nacionales, plantean que existe una subutilización de los datos estadísticos 
generados; esto también da la pauta de que las políticas públicas no siempre se basan en los 
resultados de procesos de medición.



Los procesos de medición sólo tienen sentido en tanto se basen en la diversidad de cada 
país, sean multidimensionales y hagan partícipe a las distintas expresiones sociales y esta-
tales.



Poner a la pobreza en el centro de la preocupación de las políticas públicas 
puede influir fuertemente en las posibilidades de superarla, porque puede cam-
biar la amplitud y naturaleza de las relaciones entre los sectores pobres y aque-
llos que no lo son: en suma, puede modificar la amplitud de las redes sociales 
y el grado de asociatividad existente entre familias y grupos con capital social 
(…) Significa hacer hincapié en el papel de las relaciones sociales de confianza, 
reciprocidad y cooperación, en la sustentabilidad de iniciativas comunitarias 
y de diversas estrategias de vida para mitigar los efectos de la pobreza (Irma 
Arraigada, CEPAL 85).



3. Pobreza. Acercamiento desde la visión de pueblos indígenas



Tratar de conceptualizar la pobreza desde la visión de los Pueblos Indígenas, implica un 
juicio de valor, que se hace desde la concepción y representación que se tiene del mundo y 
de la vida.



Por esta razón, se plantea como un acercamiento a esta visión, lo cual implica un proceso 
en construcción y un planteamiento no acabado, ni unitario, ni estático que puede ser insu-
mo para el debate y reconceptualización. 



Es necesario tomar en cuenta que los Pueblos Indígenas son sociedades que a lo interno 
también son diversos, especialmente por las secuelas de la invasión, colonización y globali-
zación. A esto hay que sumarle las propias interpretaciones que se hacen desde las identida-
des específicas y complementarias, como el ser joven, el ser mujer indígena, el ser anciana-
anciano y otras, en las que se entrecruzan las identidades de género, etaria y cultural, lo cual 
aporta otros valores a su construcción conceptual.



Abordar la pobreza desde los pueblos indígenas, conlleva en primer lugar una transfor-
mación del esquema mental. El primer esquema mental a romper es que no se puede hablar 
de una pobreza, sino de las pobrezas. El análisis multidimensional permitirá reflejarlas. Al 
trascender la visión de pobreza material se podrá descubrir y describir la pobreza espiritual, 
la pobreza social, de conocimientos, entre otras.
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No se puede conceptualizar con frialdad la pobreza, es necesario verla en su conjunto, es 
en la vida de las personas, familias, comunidades y pueblos donde se dan las condiciones, 
situaciones y condiciones de lo que se ha llamado pobreza. Por tanto, en el presente docu-
mento, el abordaje de la pobreza se hace desde los principios de la dualidad y complemen-
tariedad. Al plantear una visión dual se va más allá del enfoque bipolar o separatista, que 
contrapone y compara una situación de otra. La complementariedad implica la interrelación, 
interdependencia de un elemento de otro, lo cual hace un todo o un universo. La dualidad y 
complementariedad también implica hacer un análisis desde lo social, colectivo e integral.    



En este sentido, es imprescindible empezar por analizar qué significado tiene la vida para 
los pueblos indígenas, junto a lo que representa la plenitud de la vida como lo plantea el do-
cumento Cosmovisión Maya, plenitud de la vida, escrito por un consejo de autoras y autores 
Mayas, con el apoyo del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, publicado en 
el año 2007. 



El planteamiento de “la plenitud de la vida” resulta ser un referente importante para el 
análisis y acercamiento a la visión de los pueblos indígenas sobre la conceptualización de 
pobreza, y más allá de eso, acercarse al análisis sobre el ejercicio de vida paradigmático de 
los Pueblos Indígenas.



	 3.1 Plenitud de vida o autodestrucción, el ejercicio de vida 
	 paradigmático de los Pueblos Indígenas18



¡Los Pueblos Indígenas están vivos! ¡Sus cosmovisiones y sus sistemas culturales siguen 
vivos hoy! Vivos, a pesar del genocidio y el etnocidio sistemático que agredió y sigue 
agrediendo su existencia desde la invasión, la colonia, llegando hasta la constitución de las 
Repúblicas racistas, excluyentes y discriminadoras. 



¿Qué ha posibilitado la continuidad de esta existencia en cuerpo, mente, energía y es-
píritu19 como personas, familias, comunidades y pueblos? La esencia de la vida está en el 
entendimiento espiritual20 de la vida. Vida, como vibración del Universo que se manifiesta 
en distintas formas materiales o energéticas. Manifestaciones de vida tejidas en una gran 
relación universal, en las que se implican cada una, desde el macro hasta el micro, en la 
posibilitación de vida de todos. 



En ese tejido se conciben los seres humanos, todos los seres humanos sin excepción algu-
na, como manifestaciones del entretejido de los seres de la vida, y, en esa relación se crea la 
vida como sociedades, como pueblos. 



18	 Con especial apoyo de Daniel Domingo López, Maya Mam. Miembro del Consejo de autoras y autores 
del libro: Cosmovisión Maya, plenitud de la vida. Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. 
Primera reimpresión. Guatemala, 2007.



19	 Que está marcado hoy por enfermedades prevenibles, hambre y desnutrición, crisis de identidad, consu-
mismo, conflictos sociales, desplazamientos forzados, entre otras consecuencias de los contextos a los que 
han sido sometidos. 



20	 Espiritualidad que no es sinónimo ni práctica de religión. 
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Son varias las manifestaciones, elementos y principios que se entretejen de manera com-
plementaria para alcanzar la plenitud de la vida y para interpretar las condiciones y situacio-
nes de pobreza en la vida individual y colectiva de los Pueblos Indígenas. 



a) La Madre Tierra



En el devenir de los descubrimientos, los Pueblos Indígenas han reconocido, con cate-
goría paradigmática, el concepto Madre Tierra. “La Madre Tierra es un ser vivo que vibra, 
siente, se alimenta, intuye, trabaja. La Madre Tierra es un ser vivo que engendra, da a luz, 
alimenta, purifica y protege a sus descendientes (…) reconocer nuestra consubstanciación 
con la Madre Tierra es aceptar, respetar y hacernos uno con cada uno de sus hijas e hijos; es 
respetar su Naturaleza y su dignidad; es respetar su propia forma de vivir y ser”21. 



Cada parcela de esta tierra, es sagrada para mi pueblo, cada brillante mata 
de pino, cada grano de arena en las playas, cada gota de rocío en los bosques, 
cada altozano y hasta el sonido de cada insecto es sagrado a la memoria y el 
pasado de mi pueblo (…) somos parte de la tierra y asimismo, ella es parte de 
nosotros. Las flores perfumadas son nuestras hermanas: el venado, el caballo, 
la gran águila; éstos son nuestros hermanos. Las escarpadas peñas, los húme-
dos prados, el cuerpo del caballo y el hombre, todos pertenecemos a la misma 
familia (…) escuchar cómo se abren las hojas de los árboles o cómo aletean los 
insectos (…) ¿Para qué sirve la vida si el hombre no puede escuchar el grito 
solitario del chotacabras (aguaitacaminos) ni las discusiones nocturnas de las 
ranas al borde de un estanque? (...) nosotros preferimos el suave susurro del 
viento sobre la superficie de un estanque, así como el olor de ese mismo viento 
purificado por la lluvia del mediodía o perfumado con aromas de pinos (…) 
nosotros hemos enseñado a los nuestros que la tierra es nuestra madre. Todo lo 
que le ocurra a la tierra les ocurrirá a los hijos de la tierra…22. 



Este es el primer gran baluarte de la plenitud de vida. Asumir que el planeta Tierra está 
vivo y hay una pertenencia a ella como una madre23, como frutos de ella, como retoños de 
ella. La humanidad y todos sus elementos es parte de ella en su globalidad, con la respon-
sabilidad de cuidar de ella en un espacio específico llamado territorio, en la que los pueblos 
indígenas hacen su vida con ella. En los territorios se desarrolla la vida: 



(…) hemos construido nuestras vidas personales, familiares y comunitarias, 
así como sociedades altamente organizadas y estructuradas (…) hemos sen-
tido, pensado y ofrendado en reciprocidad con la vida que la Madre Tierra y 



21	 Consejo de autoras y autores mayas. Cosmovisión Maya, plenitud de la vida. Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo. Primera reimpresión. Guatemala, 2007. Páginas 56 y 57. 



22	 Carta del Jefe del Pueblo Suquamish. 1854. Carta considerada como patrimonio literario de la humanidad 
por la ONU. 



23	 Las ciencias mayas, entre otras explicaciones de los Pueblos Indígenas, poseen un vasto y detallado co-
nocimiento que sustenta este principio cosmogónico. Hoy, las ciencias cuánticas reafirman los descubri-
mientos milenarios de los Pueblos Indígenas. 
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el Universo dan permanentemente a toda la humanidad. Desde este territorio 
hemos trabajado energéticamente y espiritualmente para el planeta Tierra y sus 
frutos (…) hemos hecho nuestras vidas humanas en comunión con la vida y la 
dignidad de las sierras y los cerros; los volcanes, los valles y los caminos; las 
piedras, las plantas y los animales; los pozos los ríos, los lagos y los océanos; 
el aire, las nubes y la lluvia”24.



Crean y vivencian una realidad cultural de vida armonizada con la dinámica natural de 
vida. La creación civilizatoria milenaria surge a partir del aprendizaje obtenido de la Madre 
Naturaleza y del Universo. La civilización de los Pueblos Indígenas y sus sistemas cultu-
rales, procuran un profundo nivel de realización de la persona, realización que asume el 
reto mayor de aprender a reconocerse a sí mismo como parte sustancial de la colectividad 
humana, vegetal, mineral y cósmica. Esta ha sido una realización cotidiana difícil25, pero es 
así como se avanzado y luchado por ser “seres esclarecidos”26. 



Esta es la primera gran riqueza como Pueblos Indígenas: poseer un territorio, vivir en sus 
ciclos, realizarse en su vientre y disfrutar la vida de ella junto con los demás seres. La rique-
za es sentir, nutrirse, respetar y alimentar los ciclos naturales de la Madre Agua y del Padre 
Aire; la riqueza es sentir la vigorosidad y frescura de los grandes bosques, montañas y sel-
vas; la riqueza es escuchar y apreciar el canto del quetzal, del cóndor y del águila; la riqueza 
es regocijarse con el canto del grillo, el destello de la luciérnaga y la sigilosidad del venado, 
porque saben que su existencia particular y colectiva es manifestación de salud de la Madre 
Tierra y es fruto del tejido de vida que los amamanta. Su existencia es la riqueza porque 
entonces los seres humanos, también pueden tener vida, vida en equilibrio y armonía. 



Por ser la Madre Tierra una de las grandeza riquezas invaluables, los Pueblos Indígenas 
mantienen una constante lucha, resistencia e insistencia en la protección de sus territorios, 
frente a las transnacionales y empresas nacionales, como es el caso de las empresas mineras, 
los saqueadores de maderas, las grandes industrias que contaminan los ríos y los lagos con 
los desechos químicos, las constructores que destruyen los bosques para crear ciudades de 
cemento sin la visión de equilibrio y complementariedad del ser humano con la naturaleza. 



Esta resistencia, ha sido señalada de manera errónea y racista por muchas personas de 
otras culturas, considerando que los Pueblos Indígenas son enemigos de los avances tecno-
lógicos, del desarrollo y de las oportunidades de trabajo. Han afirmado que con sus plan-
teamientos ahuyentan la inversión en el país, por lo que se han autocondenado a la pobreza. 
Esto es un ejemplo de las marcadas diferencias en la concepción del mundo, pero sobre todo 
de los estereotipos racistas que intentan anular la visión de los Pueblos Indígenas. La ideo-



24	 Consejo de autoras y autores mayas. Cosmovisión Maya, plenitud de la vida. Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo. Primera reimpresión. Guatemala, 2007. Página 19. 



25	 Creación y vivencia cultural amenazada, impedida, limitada y en muchas ocasiones tergiversada por los 
Estados. 



26	 Cualidad de la persona humana en el pensamiento maya. Pop Wuj. Y, Cosmovisión Maya, Plenitud de la 
vida. Páginas 32-39. 
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logía que ha imperado en las sociedades “modernas” se basa en el materialismo, llevando a 
la acumulación del capital sin importar la destrucción de su propio planeta. 



No se puede negar que esta ideología ha ido impregnando el pensamiento y el sentir de 
muchas personas y comunidades indígenas, a través de la imposición y manipulación. No 
es extraño encontrar algunas personas y comunidades indígenas que han vendido sus tierras 
a cambio de un ingreso monetario que muy poco les dura. Otras situaciones permanentes 
desde la invasión y colonización son las expropiaciones de las tierras y territorios a base de 
la violencia, dejando a las comunidades sin uno de sus valores más sagrados y empujando 
a las nuevas generaciones a convertirse en mano de obra barata en varios sectores de la 
economía, perdiendo el contacto con la Madre Tierra. Además, se pueden mencionar otras 
formas de pobreza y de pérdida de valor de la Madre Tierra, que es el uso de los químicos 
en las siembras, los productos transgénicos, y otros que violentan el proceso natural y ar-
mónico del Cosmos.   



La visión materialista y utilitaria de la Madre Tierra es una de las primeras y grandes po-
brezas de la humanidad, provocada por las distintas corrientes e ideologías capitalistas y de 
explotación. Dañar, contaminar, cortar o manipular los ciclos naturales, asfixiar, depredar 
o destruir la Madre Tierra, es pobreza humana que lleva a la autodestrucción. “Contaminen 
sus lechos y una noche perecerán ahogados en sus propios residuos”27. La crisis mundial 
que se vive en torno a la hambruna, el cambio climático, la sequía y otros fenómenos natu-
rales es parte de esta pobreza humana. 



Esta pobreza es una de las imposiciones histórica que ha llegado a interiorizarse y a con-
taminar la visión de algunas comunidades provocando la pérdida forzada de la propiedad 
colectiva de sus tierras y territorios, la utilización de productos químicos, y en el peor de 
los casos perdiendo el valor sagrado e integral de la Madre Tierra y de los territorios. “Una 
de las pobrezas que tenemos es el haber perdido nuestras tierras, el ya no vivir en nuestros 
lugares, ya no convivir con nuestra gente, esto por el conflicto armado interno, pero esto 
viene desde la invasión”28.



Por eso, el prodigio de crear milenarias sistemas culturales que se fusionan con la vida de 
la naturaleza y sus ciclos, es una gran riqueza. La resistencia de los Pueblos Indígenas en la 
protección de sus territorios y de la Madre Tierra es la gran riqueza no sólo de los Pueblos 
Indígenas, sino de la humanidad. Esta es la riqueza que hay que recuperar.



b) El vivir y realizarse individual y colectivamente



Los Pueblos Indígenas asumen vivir en armonía con todos los seres minerales, vegetales, 
animales y humanos. Este estado del ser en armonía es fruto de:



1.	 La responsabilidad de realizar el propio ser como expresión de la Madre Tierra y el Uni-
verso. 



27	 Carta del Jefe del Pueblo Suquamish. 1854.



28	 Palabras de Sra. María Morales, Maya K’iche. Entrevistada sobre su concepción de pobreza, 2009.
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2.	 El reconocimiento reciproco de la existencia plena de los distintos seres. 



3.	 La relación respetuosa entre los diversos seres. 



4.	 La reciprocidad de disposición del propio ser para la realización de los otros seres (el 
sentido de unidad del somos). 



5.	 La disposición de retribución por lo que se recibe. 



Este estado de conciencia, de relaciones y de realizaciones, desenvuelve el proceso na-
tural de evolución, la maduración natural de la vida. Los seres particulares realizados en el 
marco del reconocimiento, respeto y reciprocidad de la colectividad, generan armonía. 



Armonía es inicialmente un estado de conciencia hacia el propio yo que posibilita auto/
reconocimiento, auto/respeto y auto/dignidad. En la expansión de esta conciencia, la armo-
nía es el descubrimiento, el reconocimiento y el respeto de la existencia de otros seres con 
naturaleza y dignidad propia. El estado de conciencia de armonía se fortalece finalmente en 
la confluencia del yo con los otros yo, para ser nosotros.  



La unidad reciproca de la totalidad es la armonía: “(…) es posibilidad de realizarse, si y 
solo si los otros también están realizados. La humanidad puede ser si los bosques pueden 
ser. La montaña puede ser, solo cuando el aire puede ser; el venado puede ser solo cuando el 
pasto puede ser; el pasto puede ser, solo cuando la lluvia puede ser; la lluvia puede ser solo 
cuando los bosques, las selvas y todas las plantas pueden ser”29.



La armonía es acción para la alimentación de la vida, es florecimiento, es alegría, es vida 
en plenitud. Esta es la segunda riqueza paradigmática: el reconocimiento, el respeto y el 
ejercicio sistemático y estructural30 de derechos de todos los seres para vivir. Ser colectivo, 
ser incluyente, ser solidario, ser agradecido, ser respetuoso, ser protector, es riqueza del 
propio ser. 



Los derechos de las personas junto con los derechos de los minerales, las plantas, los 
animales. Los Derechos Humanos con los Derechos de la Madre Tierra crea seres en ple-
nitud. Los derechos de ser y estar libremente en un territorio, el derecho a pertenecer al 
propio territorio y realizarse con él; el derecho de decidir la forma de vivir, de compartir las 
concepciones y sistemas de vida con otros pueblos, asumiendo la disposición de modificar 
o cambiar partes de las formas de vivir en coherencia con la fluidez natural de la vida y su 
sostenibilidad natural31. 



29	 Consejo de autores y autoras mayas. Cosmovisión Maya, plenitud de la vida. Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo. Guatemala. Primera reimpresión, 2007. Páginas 57-58. 



30	 Sistema y estructura que se aprende en la cotidianidad de las prácticas, cantos, danzas, cuentos, mitos, 
leyendas y relaciones, todas ellas sustentadas y nutridas en un inmenso conocimiento y sabiduría descu-
bierto y creado milenariamente por las y los ancestros. Esta es una de las cualidades fundamentales de los 
sistemas de educación de los Pueblos Indígenas. 



31	 Esta es una base política conceptual para la creación de Estados pluriculturales y la convivencia intercul-
tural. 
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Las formas de vivir que interrumpen los ciclos naturales de la vida y la fluidez que posi-
bilita vida en todas sus expresiones, es la gran pobreza de la humanidad, la cual se empeña 
en sostener y defender contradicciones múltiples en la concretización de su vida basado en 
el tener sin límites y el desecho de la naturalidad, que llega a la limitación o negación de 
derechos: 



1. Acaparamiento sobre despojo.



2. Riqueza material extrema sobre pobreza material extrema. 



3. Esclavitud sobre libertad.



4. Artificialidad sobre naturalidad. 



5. Materialismo sobre integralidad. 



6. Dogmatismo religioso sobre espiritualidad.



7. Violencia sobre dignidad y respeto. 



Estas son entre otras, realidades humanas contradictorias coexistiendo en los mismos es-
pacios territoriales. Realidades contradictorias que se explican mutuamente. 



Exclusión, discriminación, racismo, machismo, patriarcado, antropocentrismo, materia-
lismo es pobreza humana que se manifiesta en múltiples consecuencias contra la dignidad 
y respeto de la vida en su integralidad. Son distintas formas de violentar el ciclo de la rea-
lización individual y colectiva. 



Esta pérdida de sentido a la vida ha penetrado las conductas humanas, generando varias 
formas de expresión de violencia, de ejercicio de poder sobre otros, lo cual ha agrietado el 
espíritu de la vida en armonía y equilibrio. 



Las mujeres indígenas tienen mucho que decir y describir respecto a esta pérdida de sen-
tido de la vida, por la violencia de género y el racismo que se entrecruzan en su vida coti-
diana. No se puede negar el carácter subordinado de la participación de las mujeres en las 
sociedades a nivel mundial, lo cual ha limitado sus posibilidades de acceder a la propiedad y 
al control de los recursos económicos, sociales y políticos, condiciones desiguales en el tra-
bajo remunerado y no remunerado, dada la actual división del trabajo por género en que las 
mujeres asumen el trabajo doméstico y el cuidado de los hijos de manera casi exclusiva, y la 
persistencia de formas tradicionales y nuevas de discriminación para el ingreso y permanen-
cia de las mujeres en el mercado laboral. Estos patrones de vida han limitado la posibilidad 
de alcanzar y aportar a una vida digna, a un ser integral, en armonía y equilibrio. 



Otro de los aspectos que ha influido en las formas de vida de algunas familias indígenas, 
es la pérdida de valores en las nuevas generaciones, influenciados por ideologías individua-
listas, egoístas y de consumo. “Los jóvenes de ahora ya no respetan a sus mayores, ya no 
quieren vivir en sus comunidades y empiezan a copiar las costumbres de otros por lo que 
ven la televisión y en las ciudades, esto nos ha llevado a la pobreza de pensamientos”32.



32	  Juana Zacarías. Maya Kiche. Entrevista sobre pobreza. Guatemala, 2009. 
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La discriminación y racismo son pobrezas humanas que rechaza la calidad de la otra 
persona o los otros pueblos por su cultura, su historia, su identidad. Este pensamiento, sen-
timiento y acción de superioridad ha inducido a la humanidad a las exclusiones y margina-
ción, limitando la plenitud de la vida de quien recibe este tipo de violencia, pero sobre todo 
de quien la ejerce, ya que no puede alcanzar la plenitud en su existencia. 



Esta es también otra de las pobrezas de la humanidad, que podrá superarse cuando se 
vuelva a la riqueza de la armonía para la realización de la vida individual y colectiva. 



c) Vida material y vida espiritual en equilibrio y armonía



El sustento para la vida espiritual es tan importante como el sustento para la vida material. 
Es más, ambas se complementan y se alimentan mutuamente. Son unidad dual. 



La vida material y vida espiritual en equilibrio y armonía manifestada en los conocimien-
tos que crean y recrean ciencia es la riqueza de los pueblos indígenas. La capacidad de crear 
formas de producir el sustento material en comunión con los ciclos naturales de la Madre 
Tierra, alimenta la vida espiritual, así como el valor del trabajo digno siendo punto de en-
cuentro de la vida material y espiritual; es también la riqueza de los pueblos indígenas y su 
aporte a la humanidad. 



En el concepto de la Madre Tierra y el concepto del derecho de vivir para todos los seres, 
los Pueblos Indígenas han creado formas de producir sus alimentos y toda la integralidad 
del sustento material que se necesita. Alimentos, vestuario, vivienda, comunicación, entre 
otros sustentos, son producidos y creados con la naturalidad de la vida y la capacidad de 
recrear sin violentar los ciclos de la naturaleza.



Alimentos limpios, frescos, puros y nutritivos tomados de la bondad de la Madre Tierra 
o producidos en comunión con sus ciclos, es también para los pueblos indígenas la riqueza 
de la vida. El organismo es una expresión de la vida de la Madre Tierra y del Universo, por 
eso la alimentación se deriva de la esencia de su ser. Se nutre con el calor del agua, con la 
humedad del desierto, con la ternura de las piedras, con la frescura del sol. Cada uno y todos 
en su conjunto, son parte del equilibrio y armonía planetaria que alimentan la vida material 
y espiritual. 



Sustentar la vida material así, es vivir espiritualmente. Pero la espiritualidad se extiende 
y se profundiza al alimentar la vida de los seres que dan vida. Con las diversas formas y 
ritos sagrados, se conversa con el Padre Sol, con la Madre Tierra; se dialoga con las sagra-
das montañas, selvas y desiertos; se saludan las fuentes de agua, los lagos, los mares y la 
lluvia. Se convive en materia y energía con la vida planetaria y universal. Esta es la alegría 
y esplendor de la vida. 



Este es el camino evolutivo material y espiritual como unidad inseparable. “La sobrevi-
vencia de la persona y la continuidad de la humanidad dependen de su conciencia, la cual, 
en su capacidad de auto reflexión, se reconoce como fruto de la Madre Naturaleza y del 
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Cosmos (…) la ha dotado de cualidades y facultades perfeccionadas para averiguar, buscar, 
y realizar su existencia”33. 



De esa cuenta, la armonía cualifica el sustento, pues se puede tener abundante alimenta-
ción a costa del hambre de otros seres, se pueden tener altísimos indicadores macroeconó-
micos junto a índices vergonzosos de extrema pobreza, funcionamiento de ciudades cuasi 
artificiales a costa de la depredación de la naturaleza, sistemas de producción altamente 
industrializados generando grandes procesos de contaminación y degradación.



Los sistemas de producción y el crecimiento micro y macroeconómico desequilibrado 
que acumula capital y bienes materiales a costa de la explotación, expropiación, destrucción 
de la naturaleza y de la humanidad, degrada el espíritu y la vida plena de las personas y las 
colectividades, esta es otra de las grandes pobrezas de la humanidad. La pobreza de espíritu 
no sólo lo viven quienes han sido expuestos a la pobreza material, sino también son pobres 
las personas que cuentan con riqueza material. 



Superponer el tener al ser, es abrir la vida a la debilidad del acaparamiento. Y la acapa-
ración se sustenta siempre sobre el arrebato en cualquiera de sus formas. De acuerdo con 
un informe sobre la seguridad alimentaria mundial elaborado por la Organización de las 
Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) divulgado en Roma (junio 
2009), una sexta parte de la humanidad –mil veinte millones de personas– padecen hambre 
en el momento presente. Cincuenta y tres millones están en América Latina y el Caribe. El 
estudio señala que esta marca histórica de personas negadas del derecho a la alimentación 
es resultado de la crisis económica mundial y de los altos precios de los alimentos. No se 
trata de una escasa producción de alimentos, sino de la mercantilización de alimentos34. Sin 
embargo, es importante decir que las personas están muriendo hoy tanto por negación de 
alimentos, así como por la artificialidad de los alimentos que se consumen. La artificialidad 
en el consumo de alimentos, también es resultado y generador de un vacío existencial ca-
rente de espiritualidad. 



Esto también es empobrecer a la humanidad y la Madre Tierra.  



El valor del trabajo como punto de encuentro de la vida material y vida espiritual es tam-
bién una riqueza humana. Sin embargo, la pereza y la avaricia es un mal social que ha im-
pregnado la humanidad, generando la violencia cíclica y el deseo desenfrenado de acumular 
bienes materiales a costa de la propia vida. No es casual el incremento de los índices de 
asesinatos de personas (homicidio y femicidio) a nivel mundial, aunque con mayor índice 
en algunos países, como consecuencia de las ansias de acumulación de poder y de recursos 
económicos. 



En el marco de la búsqueda desequilibrada de la satisfacción material, encontramos tam-
bién la explotación laboral, que afecta mayormente a los Pueblos Indígenas por las exclu-



33	 Consejo de autores y autoras mayas. Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. Cosmovisión 
Maya, plenitud de la vida. Guatemala. Primera reimpresión, 2007. Página 38. 



34	 http://www.jornada. unam.mx/2009/ 06/20/index. php?section= edito.
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siones históricas presentes en las estructuras de Estados monoculturales y centralizadas, 
marginándolos a ser mano de obra en el trabajo doméstico, en las maquilas, la industria, el 
trabajo informal sin ninguna garantía social y sin el alcance de la armonía espiritual del ser 
en plenitud. 



Las migraciones forzadas directamente o indirectamente, es otro de los resultados negati-
vos de esta pobreza, provocando el desprendimiento con su entorno cultural y comunitario, 
y muchas veces la desintegración familiar. En la búsqueda de oportunidades para mejorar 
los ingresos y las oportunidades de trabajo, de estudio y de realización profesional se paga 
un costo social y espiritual muy alto. Una gran mayoría de migrantes añoran volver a sentir 
el calor familiar y de su comunidad, pero su retorno no es posible en tanto han quedado 
endeudados pagándole a los famosos “coyotes” y en ocasiones perdiendo sus propiedades. 
Las mujeres terminan llevando la mayor carga del hogar, limitando su propio desarrollo y 
rompiendo la dualidad y complementariedad de la familia y comunidad. 



En la vida material y espiritual encontramos la riqueza de los conocimientos de los Pue-
blos Indígenas que han recreado las ciencias, en los campos de salud, medicina, astronomía, 
astrología, arquitectura, arte, danza, música y un sin fin de aportes a la humanidad, aún no 
reconocidos en su justa dimensión. La pérdida del espíritu y la capacidad de generar cono-
cimientos es también pobreza para los Pueblos Indígenas.



“El trabajo, el desarrollo productivo económico, profesional de las personas no tiene sen-
tido, es vacío y se cae por sí mismo si no hay una conexión con quienes nos dan vida y nos 
sostienen. Es necesario estar en permanente comunicación con los abuelos quienes nos da-
rán las orientaciones de cómo conducir la vida y cómo obtener y generar el sustento material 
(…) hay que volver a lo profundo del espíritu y de la vida”35.



Las manifestaciones, elementos y principios abordados ayudan a sintetizar el acercamien-
to a la interpretación y conceptualización de la pobreza desde la visión de los pueblos indí-
genas, en el siguiente párrafo, para su debate y recreación: 



La pobreza desde el acercamiento a la visión de los Pueblos Indígenas, es 
la negación y la pérdida de las oportunidades, posibilidades, capacidades y  
condiciones para alcanzar la plenitud de la vida en su manifestación material 
y espiritual. Es la pérdida de la armonía, el equilibrio del ser en su individua-
lidad y colectividad. La pobreza es la destrucción de la Madre Tierra y la pér-
dida de su valor sagrado e integral. No sólo es pobre el que carece de bienes 
materiales, sino también es pobre el que tiene exceso de recursos materiales, 
en tanto ambas situaciones no permiten alcanzar la plenitud de la vida en su 
integralidad y complementariedad.



35	 Roberto Jutzuy. Maya Kaqchikel, Guía espiritual. Entrevista realizada en el año 2009.
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	 3.2	Causas. ¿Por qué la humanidad ha llegado 
	 a la autodestrucción?



No son extrañas, ni desconocidas las causas que han generado las pobrezas en la huma-
nidad, algunas de ellas ya han sido mencionadas en el abordaje de las riquezas y pobrezas 
desde la visión de los Pueblos Indígenas. 



Sin embargo, no se puede dejar de recalcar que una de las razones profundas es la pérdi-
da del valor de la Madre Tierra, del valor de la vida propia como la de los demás seres, la 
pérdida de la realización individual y colectiva de la humanidad, así como el desequilibrio 
entre vida material y espiritual. 



De esto derivan:



	 • La desigualdad



	 • La injusticia 



	 • La discriminación



	 • El racismo 



	 • El machismo



	 • La explotación



	 • La lucha de poder



Sus manifestaciones van desde las más sutiles hasta las más burdas. Todas tienen raíces 
históricas y han impregnado las conductas y acciones de las sociedades de todos los tiem-
pos, institucionalizadas en las estructuras de los Estados. Esto ha provocado Estados centra-
lizados, monoculturales y excluyentes, que han perpetuado la discriminación y el racismo, 
convirtiéndose en uno de los motores que generan pobreza humana material y espiritual. 



El racismo ha constituido una de las principales tecnologías de poder del Es-
tado. Ha permitido a clases o grupos étnicos el ejercicio de una dominación y 
opresión desde el mismo Estado. El Estado racista decide quién vive, quién no, 
y cómo se vive o sobrevive, amparándose en una legislación homogénea, sin 
respeto a la diversidad. En nombre de la “igualdad de derechos” y de la “so-
beranía”, el racismo de Estado opera de acuerdo con una lógica de exclusión 
e incluso de exterminio36. 



Está claro que el racismo está presente y afecta las distintas esferas de la vida, haciéndose 
mucho más manifiesta cuando se trata del ámbito económico. “El racismo opera como un 
mecanismo generador y reproductor de desigualdades y exclusiones económicas, sociales 
y políticas, a favor de un grupo determinado. Se naturaliza con gran facilidad, volviéndose 
cotidiano y casi invisible. Se detecta mejor cuando se exacerba en situaciones de cambios 



36	 Gobierno de la República de Guatemala. Política Pública para la Convivencia y Eliminación del Racismo 
y la Discriminación Racial. II. Contexto. Pág. 3. Octubre 2006. 
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económicos sistemáticos mundiales, como la globalización o desgarramientos sociopolíti-
cos, como en la Guatemala de los años 80”37.



En consecuencia, se encuentran grandes desigualdades en la distribución de bienes, unos 
pocos teniendo en su poder la mayor parte de la riqueza material y económica. Y una visible 
parte de la población viviendo en condiciones inhumanas, sin medios de producción, sin la 
posibilidad de producir su propio sustento, obligados a convertirse en mano de obra casi en 
condiciones de esclavitud, como sucede con las mujeres indígenas trabajadoras de casa par-
ticular. “La provisión de mano de obra por parte de los pueblos indígenas ha sido un factor 
clave en las estrategias de crecimiento de la exportación, ya sea en empresas de minerales 
durante el período colonial así como en las economías agroexportadoras de fines del siglo 
XIX y en el siglo XX”38.



Otro de las manifestaciones es la violencia por razones de género, afectando doblemente 
a las mujeres indígenas. Las oportunidades de realización son negadas desde el círculo fa-
miliar que ha sido contaminado con el machismo; a esto se suman la falta de acceso a los 
servicios públicos, como educación, salud, justicia y otros.



La expropiación de las tierras y territorios de los Pueblos Indígenas, así como la contami-
nación de los mismos es otra de las manifestaciones de la pobreza humana. 



A través de los siglos, los pueblos indígenas han sido sometidos a varias formas 
de coerción legal y extralegal para que entregaran sus tierras tradicionales y 
ofrecieran mano de obra barata en varios sectores de la economía… En Gua-
temala y en partes de México, donde la economía cafetalera creció particular-
mente rápido durante esta época, los pueblos indígenas perdieron gran parte de 
sus tierras comunales. Muchos se convirtieron en colonos de las plantaciones 
de café y en la sierra guatemalteca, donde la población indígena se concentra-
ba en ese entonces, los terrenos de producción agrícola se hicieron demasia-
do pequeños para una producción de subsistencia. Los períodos regulares de 
migración para proveer mano de obra a las grandes plantaciones agrícolas se 
convirtieron en parte de la vida normal de los indígenas guatemaltecos39. 



	 3.3	Encuentros y desencuentros en las concepciones 
	 sobre pobreza



La visión que se tiene de la vida y la forma de vivirla influye directamente en la inter-
pretación de lo que es pobreza. En países como Guatemala, en la que conviven diferentes 
culturas, esta interpretación debe ser multicultural, al igual que los sistemas de medición.



37	 Ídem.



38	 Plant Roger. Pobreza y desarrollo indígena: algunas reflexiones. Washington, D.C. Diciembre de 1998, 
No. IND-105.



39	 Plant Roger. Pobreza y desarrollo indígena: algunas reflexiones. Washington, D.C. Diciembre de 1998, 
No. IND -105.
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Existen algunas coincidencias en las concepciones sobre pobreza, pero los desencuentros 
radican especialmente en la parte sustantiva de las concepciones. 



El punto de encuentro de ambas concepciones está en que la pobreza es un asunto de 
privación, de pérdida, de carencia de algo. Sin embargo surgen las interrogantes ¿privación 
de qué, perdida de qué? Es aquí donde radica el desencuentro más grande y profundo de las 
concepciones.



La pobreza para los pueblos indígenas es más que materialista. No se remite únicamente 
al consumo, al ingreso económico, a los medios de producción, sino al valor integral de la 
Madre Tierra, el vivir y realizarse individual y colectivamente, la vida material y espiritual 
en armonía y equilibrio.



	 3.4	Necesaria revisión y reconstrucción de los sistemas 
	 de medición de la pobreza



Tomando como referencia el acercamiento que se ha hecho a la conceptualización de la 
pobreza desde la visión de los Pueblos Indígenas, los sistemas de medición requieren pasar 
por un proceso de revisión y reconstrucción, que incluya la diversidad de visiones sobre 
pobreza. 



Para el tema de estadísticas y sistemas de medición, es importante partir de la conceptua-
lización amplia, integral y multidimensional. Sin embargo, el abordaje de la pobreza se ha 
realizado en la mayoría de los casos, desde un enfoque materialista, por lo que los indicado-
res y estándares que se han encontrado en la medición se refieren a carencia de medios de 
producción, de ingreso necesario para adquirir una “canasta básica” o privación de servicios 
básicos para la “calidad de vida”.



En el caso de los Pueblos Indígenas, tanto en Guatemala como en otros países, se en-
cuentran datos alarmantes sobre los niveles de pobreza, basados en algunos de los indica-
dores anteriormente mencionados. Lo curioso es que cuando se desean obtener datos que 
muestren los niveles de riqueza de los Pueblos Indígenas, éstas casi no existen. Se puede 
mencionar por ejemplo, el aporte de los Pueblos Indígenas en el ámbito de salud, en térmi-
nos económicos y de conocimientos. El trabajo de las comadronas que brindan un servicio 
a su comunidad porque el Estado no tiene cobertura geográfica y de calidad de servicios 
acordes a la identidad de los Pueblos Indígenas. ¿Cuánto le costaría al Estado los servicios 
de las comadronas, de los traumatólogos, popularmente conocidos como hueseros? A esto 
se le agregan los amplios conocimientos sobre medicina natural, conservación del medio 
ambiente. 



En el caso de las mujeres, suelen ser clasificadas como las más pobres entre los pobres. 
Esto continuará así en tanto las mediciones se basen únicamente en los ingresos económi-
cos. En Guatemala, las mujeres indígenas presentan los índices más altos de analfabetismo, 
lo cual las empuja a ingresar al mercado laboral como mano de obra barata, o en la mayoría 
de los casos en el mercado informal. A este se suma el trabajo no remunerado que realizan 
las mujeres, que en tanto se siga midiendo la pobreza por los niveles de ingresos este trabajo 
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es invisibilizado y no valorado monetariamente. Lo mismo sucede con el trabajo agrícola, 
que suele ser una tarea realizada en familia, por lo que se está expuesto al subregistro. 



Algunos analistas de la pobreza dicen que ésta se mide según los que tienen medios de 
producción, y los que no, son pobres. ¿Cómo explicar el fenómeno que sucede con los Pue-
blos Indígenas que son propietarios de sus territorios? Sin embargo estos son explotados 
por otras personas, pese a contar con una legislación ratificada por Guatemala, como lo es 
el Convenio 169. Así también se puede mencionar los ingresos económicos del país deri-
vados del turismo, que en Guatemala es una de las mayores fuentes de divisas. Algunos de 
los lugares turísticos son Antigua Guatemala, Panajachel, Chichicastenango, los cuales se 
caracterizan no sólo por su belleza natural, sino por la presencia mayoritaria de población 
indígena; parte del atractivo es su gente, su vestuario, su idioma y su forma de vida. Esto es 
otro aporte económico de los Pueblos Indígenas que no son medidos como riqueza de los 
mismos y aporte al país.



Queda entonces la inquietud: ¿por qué los datos estadísticos sólo reflejan la pobreza en 
los Pueblos Indígenas y no así las riquezas? Esta podría ser otra manifestación del racismo 
y que influye en la percepción que se pueda tener de los Pueblos Indígenas.



Los sistemas de medición en tanto se desprendan de conceptualizaciones limitadas y mo-
noculturales de lo que pueda comprenderse sobre pobreza, afectarán negativamente la for-
mulación e implementación de las políticas públicas nacionales y estatales. 



La medición tiene que tomar en cuenta y examinar el papel jugado por los pueblos indí-
genas en las economías de América Latina a través del tiempo y sus aportes al país y a la 
humanidad en las posibilidades de alcanzar la plenitud de vida no sólo en lo material, sino 
también en lo espiritual.



	 3.5	Acciones impulsadas para la recuperación 
	 de la plenitud de la vida



Son varias las acciones impulsadas desde los Pueblos Indígenas, así también desde los 
distintos gobiernos y organismos internacionales. Los esfuerzos de los Pueblos Indígenas, 
en su mayoría son integrales y van más allá de superar las limitaciones económicas que 
impiden contar con lo necesario para el consumo. Estos esfuerzos están ligados a la recupe-
ración y fortalecimiento de la identidad y sus valores. 



Entre estos esfuerzos se pueden mencionar los siguientes:



•	 Organización de los pueblos indígenas a nivel de país y Latinoamérica para la protec-
ción y recuperación de los territorios.



•	 Recuperación de valores y principios de la cosmovisión de pueblos indígenas.



•	 Incidencia en las instancias del Estado, en algunas políticas públicas; en especial se 
menciona la participación histórica de las mujeres indígenas en la actualización de la 
Política Nacional de Promoción y Desarrollo Integral de las Mujeres. Es la primera vez 
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que las mujeres indígenas logran incursionar en este tipo de procesos para aportar sig-
nificativamente. Otra de las políticas con participación directa de los Pueblos Indígenas 
es la Política Pública para la Convivencia y la Eliminación del Racismo y la Discrimi-
nación Racial. 



•	 Cada vez toman más fuerza las organizaciones de Pueblos Indígenas que se dedican a la 
comercialización de productos propios, estableciendo diferentes tipos de alianzas nacio-
nales e internacionales. 



•	 Iniciativas para trasladar los conocimientos a las nuevas generaciones. Se mencionan 
los esfuerzos para la divulgación y uso del Calendario Maya en las organizaciones, 
instituciones del Estado, en las familias y comunidades. En el campo del idioma existe 
una institución dedicada a su estudio y divulgación, la Academia de Lenguas Mayas de 
Guatemala. 



•	 Recuperación de la espiritualidad. Existe un creciente retorno a la propia espiritualidad 
no sólo de las personas adultas, sino también de los jóvenes, además de los esfuerzos por 
lograr el respeto a la práctica de la espiritualidad.



•	 Se han impulsado iniciativas de escuelas mayas, que se basan en los conocimientos 
propios de los Pueblos Indígenas. En el campo de la educación, también se han hecho 
propuestas para mejorar la calidad y pertinencia cultural de la educación. 



•	 Se puede notar un creciente nivel de organización de las mujeres indígenas, así como su 
incursión en espacios considerados no “usuales” para las mujeres indígenas, como lo es 
la administración pública, la iniciativa privada y otros. Esto ha contribuido, en algunos 
casos, a hacer más visible la discriminación por razones de género y el racismo, en con-
secuencia su abordaje y los esfuerzos por superarlos. 



A nivel gubernamental, las iniciativas se han enfocado a reducir la pobreza económica. En 
la mayoría de los casos con políticas paternalistas y paliativas que no contribuyen a superar 
las causas, sino sólo los efectos. 



Entre las acciones iniciales que han tomado los distintos gobiernos de turno, como parte 
de los esfuerzos por impulsar la reducción de la pobreza, podemos mencionar:



•	 Aumento del salario mínimo, prestaciones laborales y reformas al Código de Trabajo.



•	 Procesos de reforma fiscal para aumentar la capacidad de inversión en el gasto social, 
seguridad y fortalecimiento del poder local.



•	 Reconocimiento de los Acuerdos de Paz como Acuerdos de Estado.



•	 Elaboración del diagnóstico oficial de las principales manifestaciones de la pobreza en 
el documento titulado El drama de la pobreza en Guatemala.



•	 Elaboración de un mapa de pobreza a nivel municipal, con la participación del Gobier-
no, la sociedad civil y la comunidad internacional.
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En un esfuerzo por ordenar el gasto público y principalmente la inversión, se ha iniciado 
en el 2001 la implementación del Sistema Nacional de Inversiones Públicas, así como la 
formulación del documento de Estrategia de Reducción de la Pobreza, en borrador prelimi-
nar para ser discutida a nivel nacional40.
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Pobreza y pueblos indígenas en Panamá 
Bernal D. Castillo



Introducción



Los pueblos indígenas en Panamá sufren los embates de la pobreza extrema a pesar de 
los beneficios económicos que se está dando en el país. Sienten que el cambio de su sistema 
de vida milenaria por un nuevo sistema de vida, los han hecho dependientes; los obliga a 
buscar una nueva forma de vida y con ello viene la pobreza espiritual, la pobreza de ser 
y la pobreza de conciencia comunitaria que hoy prevalece en los pueblos indígenas. Una 
pobreza que viene de afuera o la pobreza del otro hacia los pueblos originarios.



Según el Informe del Estado de la Región en Desarrollo Humano Sostenible de Centro-
américa de 2008, señala que entre los años 1990 al 2006, hay una reducción de sostenida, 
tanto de la pobreza general como en la extrema, tanto en los países como en la región en su 
conjunto. Este comportamiento es consistente con la situación que presenta Latinoamérica 
en su conjunto. En el contexto centroamericano, el número de pobres extremos en el año 
2006, poco menos de 8 millones de personas, es inferior al número de pobres extremos re-
gistrados en el 2001, pero muy similar al de 1990 (a pesar del crecimiento de la población) 
(Informe de la Región, 2008:93). Además, añade que con las excepciones de Costa Rica y 
Panamá, los países del área tienen poblaciones mayoritariamente pobres, sometidas a ca-
rencias nutricionales y educativas que limitan su desempeño en el mundo laboral moderno 
(Estado de la Región, 2008:61), que contradice con la realidad que se observa en el Panamá, 
donde la pobreza extrema es mayor en los territorios indígenas.



En los Acuerdos Finales de la Concertación Nacional para el Desarrollo de Panamá del 
2007, en que el Sistema de Naciones Unidas fueron los facilitadores, cuyo fin era que la 
concertación estuviera dirigida a la definición de políticas de Estado que apuntara a la re-
ducción de la pobreza, el mejoramiento de la calidad de la educación, la generación de 
empleos, crear oportunidades para la juventud y a “tener una sociedad que prospere en paz 
y con seguridad para todos los ciudadanos” (Memoria Concertación Nacional, 2008:13). 
El documento señala que la pobreza y la desigualdad en Panamá se dan por varias razones, 
a pesar que Panamá tiene una categoría de país de ingreso medio. Esto se explica, por la 
indicada concentración del crecimiento, la desigualdad en la distribución del ingreso, las 
ineficiencias que pesan sobre el sistema de educación y salud y las debilidades de la institu-
cionalidad (Acuerdos Concertación Nacional, 2007:24).



La pobreza en Panamá está asociada a la evolución de la economía y a la incapacidad 
del país para traducir el crecimiento económico en reducción de pobreza. La dualidad del 
modelo económico, con un sector moderno dinámico vinculado a la demanda externa y un 
sector rural de baja productividad, profundizó históricamente la desigualdad social, que 
constituye a su vez una barrera a la reducción de la pobreza (PNUD, 2008b). La pobreza 
extrema se concentra particularmente en las áreas rurales, en las comarcas indígenas y en 
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algunas áreas marginales urbanas. Es elevado el contraste entre las áreas ricas de la ciudad 
de Panamá y el resto del país. 



Panamá está considerado como uno de los países de mayor desigualdad en la distribución 
del ingreso, destacándose la existencia de extremos que invalidan los promedios encontra-
dos en los indicadores sociales. Es decir, coexisten personas con un nivel de ingreso muy 
alto con aquellas que apenas sobreviven con recursos que ni siquiera le permiten alimentar-
se adecuadamente. Según el Banco Mundial, los más pobres de Panamá son muy pobres y 
los más ricos son muy ricos1.



En el año 2007, la economía de Panamá fue la de mayor crecimiento entre todos los países 
de América Latina y el Caribe. El desempeño del sector externo y el auge de la construc-
ción impulsaron el crecimiento del Producto Interno Bruto (PIB) al 11,2%, en tanto que 
el producto por habitante alcanzó un aumento inédito de 9,3%. No obstante que se prevé 
una desaceleración de la economía mundial, cabe esperar que en 2008 el incremento de la 
actividad económica panameña continúe y que la expansión del PIB vuelva a sobrepasar el 
promedio regional. En todo caso, existen algunos problemas en el entorno macroeconómico 
que deben ser tomados en cuenta. Los precios de los alimentos básicos han alcanzado ni-
veles históricos y podrían seguir aumentando en los próximos años (la tasa de inflación fue 
de 4.2% en 2007), en tanto que la deuda externa (B/. 8,276 millones) superó en casi 60% 
al valor de 1998, lo que sitúa al país como el más endeudado del Istmo Centroamericano 
(CEPAL, 2008a:13). 



El crecimiento del Producto Interno Bruto (PIB) para el segundo trimestre de 2008 es 
10.1%, lo que nos indica que la economía se acelera con respecto al primer trimestre, pe-
ríodo en el cual el crecimiento fue de 8.9%. La economía crece en el primer semestre en 
9.5%, variación inferior al mismo periodo del año pasado en el cual se tenía un crecimiento 
de 11.4%. Este nivel inferior se debe en parte a que la banca no aportó al crecimiento del 
producto durante el primer trimestre, lo cual obedece a razones metodológicas al ajustarse 
los valores corrientes con una medida de inflación (MEF, 2008).



Varios factores sustentan esta robusta dinámica de crecimiento. El principal factor es 
el crecimiento de las exportaciones de bienes y servicios. En efecto, las exportaciones de 
bienes crecieron en 10.5% en el semestre y entre las exportaciones de servicios, la Zona 
Libre de Colón (ZLC) creció al 9% (a mayo), los ingresos del Canal de Panamá en 12.0%, 
mientras que el turismo creció al 20%. El crecimiento de las exportaciones responde en gran 
parte a un esfuerzo para posicionarse a nivel internacional; por una parte aprovechando los 
beneficios de la posición geográfica (incluyendo el cobro del valor económico de los servi-
cios del Canal de Panamá por medio de un aumento de tarifas), y focalizando programas en 
actividades agropecuarias exportadoras, además de la promoción del turismo. Esto incluye 
mejoras en infraestructura portuaria y proyectos agrícolas de exportación no tradicional 
(frutas y cucurbitáceas) (MEF, 2008).



1	 Banco Mundial. Panamá. “Estudio sobre la pobreza: Prioridades y estrategias para la reducción de la po-
breza, 2000”. Pág. X. En: PNUD (2005). Economía y género en Panamá: Visibilizando la participación 
de las mujeres. Panamá, P. 52.
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Uno de los motores del crecimiento ha sido la expansión del crédito bancario, que está 
detrás de la inversión en vivienda y en el gasto de consumo; en efecto, el saldo total de los 
préstamos aumentó en B/. 3.015 millones en el semestre con respecto a igual período del 
año anterior (MEF, 2008).



Otro factor subyacente en el crecimiento panameño es el alto nivel de confianza por parte 
de los inversionistas, tanto locales como extranjeros, lo que se manifiesta en importantes 
inversiones internacionales. Un factor que ha contribuido significativamente a esto ha sido 
el manejo de las finanzas públicas, donde se ha generado un superávit por dos años conse-
cutivos, manteniendo niveles sin precedentes de inversión pública. Parte de este resultado 
fue el éxito que tuvo una reforma tributaria y el saneamiento de las finanzas de la Caja de 
Seguro Social (CSS). Otro factor que ha promovido el crecimiento de la inversión es la 
prioridad dada al gasto en inversión, controlando el gasto en consumo, por lo que se ha 
generado ingentes ahorros. En efecto, el ahorro corrientes del gobierno central pasó de B/. 
330.5 millones en el 2004 a B/. 982.2 millones en el 2007 (MEF, 2008).



Sin embargo, pese a estos avances en materia económica en Panamá, la distribución de 
la riqueza ha sido desigual por muchos años y que hoy se acentúa con mayor fuerza en las 
áreas rurales y en las Comarcas Indígenas. En las décadas pasadas, hubo insuficientes ac-
ciones y casi ningún programa focalizado en la pobreza extrema. Los programas sociales 
generalmente eran con objetivos nacionales (salud, educación, etc.). Los programas agrí-
colas estaban orientados a productores comerciales. Igualmente, estos programas no alcan-
zaban a los grupos de pobreza extrema, dado que los mismos están dispersos o en áreas de 
difícil acceso. Por ello los pobres resultados en reducir la pobreza extrema en las regiones 
indígenas.



El documento de las Observaciones Finales del Comité de Derechos Humanos de 2008 se 
expresa acerca de la situación de Panamá:



El Comité manifiesta su preocupación ante las informaciones incluidas en el 
informe del Estado parte y recibidas de fuentes no gubernamentales sobre la 
existencia entre la población en general de prejuicios raciales con respecto a 
los indígenas, así como los numerosos problemas que afectan a las comuni-
dades indígenas, incluidas las graves deficiencias en los servicios de salud y 
educación; la falta de presencia institucional en sus territorios; la ausencia 
de un proceso de consultas con miras a buscar el consentimiento previo, libre 
e informado de las comunidades para la explotación de los recursos naturales 
de sus territorios; los malos tratos, amenazas y hostigamiento de que miembros 
de las comunidades habrían sido objeto con ocasión de protestas contra la 
construcción de obras de infraestructura hidroeléctrica o de explotación mine-
ra o turística en su territorio; y el no reconocimiento de estatus especial a las 
comunidades indígenas que no se encuentran dentro de una comarca (Artículos 
1, 26 y 27 del Pacto).
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La población indígena presenta altos niveles de pobreza, 98.4%, en particular pobreza ex-
trema (alrededor del 90%). Esta población, excluida del mercado y aislada geográficamente, 
cuenta con circunstancias históricas causantes de los niveles de pobreza, y tiene un entorno 
cultural-económico que hace diferente y compleja la solución de la misma. La población 
indígena está ocupada en actividades de subsistencia, en la agricultura-pesca, con baja pro-
ductividad. Por ello la severidad de la pobreza es alta. En efecto, el consumo per-cápita de 
la población indígena es menos de la mitad del consumo per-cápita de la población rural 
no indígena. La población indígena tiene poca educación, 42.7% de los jefes de familia 
con ningún año aprobado, 52.3% de las mujeres son analfabetas, mientras que en los hom-
bres esta condición alcanza el 23.2%. Por último, en las áreas indígenas muchos viven en 
comunidades aisladas y dispersas, sin servicios básicos (en particular en salud, educación, 
agua, vivienda, nutrición infantil). La pobreza indígena (así como la de la agricultura de 
subsistencia) determina en gran parte la gran desigualdad del ingreso en Panamá, en efecto, 
“la desigualdad se debe en mayor medida a la existencia de grupos extremadamente pobres, 
mientras el típico caso latinoamericano es la de un alto grado de desigualdad debido a la 
existencia de grupos extremadamente ricos” (MEF, 2006a).



Ante esta situación, el Informe de Desarrollo Humano de la PNUD 2007-2008, pregunta: 
“¿De qué vale el crecimiento económico si el mismo no va de la mano de la equidad, la par-
ticipación, la ampliación de capacidades de la población y un mayor bienestar en la calidad 
de vida de más de tres millones de panameñas y panameños?” (PNUD, 2008a). Como nos 
señala Aníbal Salas Céspedes, Ex Ministro de Gobierno y Justicia: “La antagónica situación 
de pobreza y riqueza de las poblaciones indígenas invita a la reflexión y a la propuesta de 
soluciones concretas, basada en las directrices de la actual administración, que consiste en 
disminuir los indicadores negativos, se trata de un gran desafío para las instancias públi-
cas, donde los mismos pueblos indígenas han sido convocados para ser sujetos activos del 
cambio, pues sin su concurrencia, resultaría ilusorio pretender resolver sus necesidades” 
(Aníbal Salas Céspedes. Ex Ministro de Gobierno y Justicia, 2002).



No obstante, no todo es malo, pues el último Informe de Desarrollo Humano (INDH) 
2007-2008, señala que la pobreza humana se redujo levemente entre 2001 y 2005, persis-
tiendo significativas desigualdades entre las diferentes regiones del país. A nivel nacional el 
IPH (índice de pobreza humana) se ha reducido del 11% al 10%. La mayor disminución se 
ha registrado en las zonas rurales (disminuyó de 24% a 20%), mientras existe fuertes dispa-
ridades entre regiones, ya que Darién (26%) y las Comarcas (50%) del promedio nacional 
presentan los mayores niveles de pobreza humana en Panamá (PNUD, 2008a).



En virtud de los avances alcanzados en la reducción de la pobreza, debiera considerarse 
que Panamá se encuentra en trayectoria para cumplir la primera meta del Milenio; esto es, 
de reducir a la mitad en el año 2015 la proporción de población en pobreza extrema en re-
lación a la de 1990. Más aún, de mantenerse la tendencia, es altamente probable que el país 
logre satisfacer también la meta más ambiciosa de reducir a la mitad –en el mismo período– 
la pobreza total (CEPAL, 2008a:9).
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En ese sentido, presentamos el informe de la “Pobreza y pueblos indígenas en Panamá”, 
un estudio para conocer la situación actual de la pobreza indígena en Panamá, coordinado 
por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH). 



El informe parte desde la descripción conceptual de la pobreza, también cómo definen 
los Pueblos Indígenas la pobreza, para así analizar las causas, su combate y propuestas para 
enfrentarla, desde y para los pueblos indígenas, particularmente en el contexto nacional de 
Panamá. 



En el segundo capítulo se tomaron en cuenta las exclusiones históricas como el racismo 
y discriminación que impiden o dificultan el poco o nulo acceso que los pueblos indígenas 
tienen a servicios públicos básicos como salud, educación, vivienda, trabajo, agua potable, 
justicia y seguridad social, y la propiedad y tenencia de tierra que los pueblos indígenas han 
realizado para la recuperación y disfrute de sus territorios ancestrales o de uso tradicional, 
ya que su hábitat natural es prerrequisito en muchos casos para el disfrute de otros derechos 
o el combate para su defensa y vigencia. 



El tercer capítulo estudia lo referente a la visión de las mujeres indígenas sobre su sentir 
y parecer respecto a la pobreza en los pueblos indígenas.  



El cuarto capítulo propone una propuesta de Desarrollo Indígena en Panamá o Plan de Vida, 
como en busca de una alternativa a la pobreza desde la visión de los pueblos originarios.



La metodología aplicada es de dos dimensiones: 



•	 La primera incluye una revisión documental exhaustiva del contexto nacional sobre el 
tema de la pobreza y los pueblos indígenas. Para ello se revisaron los informes del estado 
de la región sobre desarrollo humano generados por el PNUD y los informes nacionales 
de los Ministerio de Desarrollo Social, Ministerio de Economía y Finanzas, Ministerio 
de Salud, así como estudios o ensayos académicos y técnicos que puedan existir sobre 
el tema.



•	 La segunda realizó entrevistas a personalidades para ver la visión sobre el tema de la 
pobreza indígena para proponer estrategias a la misma.



Sin embargo, tuvimos ciertas limitaciones, para visitar las regiones Nasos, Bribri, Embe-
rá, Wounaan, Ngäbe y Buglé, que por su distanciamiento y costo de logística, muchas entre-
vistas a los dirigentes de estos pueblos fueron realizados en la ciudad capital. Solo pudimos 
visitar de forma constante a la Comarca Kuna Yala para realizar los grupos focales.



En el estudio tuvimos la colaboración del sociólogo dule Artinelio Hernández y del histo-
riador dule Atilio Martínez, en la traducción del kuna al español del relato de pobreza desde 
la perspectiva kuna por el Argar Eulalio López (Ner Sibu).



Esperamos contribuir a los pueblos originarios para buscar una alternativa de la pobreza 
en Panamá desde la visión de ellos.
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“La pobreza en la cultura kuna es provocada por otro viento”. ¿De dónde viene 
la pobreza? ¿Cuándo permitimos que en nuestra conciencia entre otro espíritu, 
el espíritu de otro?”.



Ner Sibu



I. Conceptualización de la pobreza



1.1 Conceptualización de la pobreza general 
El tema de la pobreza ha sido estudiado por los académicos de las ciencias sociales en los 



últimos cincuenta años. En efecto, ha habido diferentes definiciones desde las distintas dis-
ciplinas. Por otro lado, el problema de pobreza ha sido debatido en el ámbito de la política, 
como contrario del sistema democrático. La democracia y la pobreza no son combatibles 
para los sistemas políticos que promueven el sistema económico capitalista.



En América Latina, en la década de 1980 y 1990, las políticas públicas fueron, de alguna 
manera, combatir la pobreza generada por la deuda externa. Incluso el modelo económico 
desarrollista de la década de 1950 y 1960 tuvo la intención de generar mecanismos para 
desarrollar el mercado interno con el programa de sustitución de importaciones. El modelo 
desarrollista, en su conjunto, consiguió entre 1960 y 1980 que la población en condiciones 
de pobreza se redujera de 51% a 33% de la población total de América Latina (Cuadro 1)2.



Cuadro No. 1. Evolución de la pobreza en América Latina (%), 1960-1990



Fuente: CEPAL, citada en Borón, Atilio: “La sociedad civil después 



del diluvio neoliberal”, en La trama del neoliberalismo. Mercado, 



crisis y exclusión social, Sader, Emir y Gentili, Pablo (Comps.), 



CLACSO-Eudeba, Argentina, 1999, pp. 59-60.



2	 Mariana, Calvento. Profundización de la pobreza en América Latina. El caso de Argentina 1995-1999. 
Editado por Eumed.net. 2007.
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Dicho programa económico, conocido como “Programa de ajuste estructural”, es la con-
dición impuesta por el Fondo Monetario Internacional y/o el Banco Mundial a un país para 
otorgarle respaldo financiero destinado a afrontar un grave problema de pagos internacio-
nales. Se trata de una receta única y de pretendida validez universal que se aplica con inde-
pendencia de la situación particular de cada país. Los programas de ajuste estructural (PAE) 
surgieron a comienzos de la década de 1980, y obedecen a una concepción extremadamente 
ortodoxa de la política económica neoliberal, que años más tarde sería bautizada por sus 
propios impulsores como el Consenso de Washington3.



El consenso de Washington, celebrado en 1989, tuvo como objetivo recomendar a los 
países menos desarrollados a tomar medidas de ajuste económico para eliminar las em-
presas de los Estados y así pasar a los manos de los empresarios. Estamos ante una nueva 
faceta económica, en que los Estados no deben intervenir en los mercados, cimentando las 
políticas de privatizaciones de las empresas estatales, apareciendo así el sistema económico 
neoliberal. Para Mariana Calvento, no había preocupación por la distribución del ingreso 
y la riqueza. Las desigualdades eran naturales y fruto del triunfo de los más aptos. Por lo 
tanto, las políticas del Estado debían ser marginales y distributivamente neutras. Las deno-
minadas políticas sociales debían concentrarse (focalizarse) sobre la pobreza y los grupos 
socialmente más vulnerables y no sobre la distribución del ingreso4.



Los inicios de la década de 1990 marcó para los Estados la implementación de estas 
políticas económicas del consenso de Washington. Particularmente, Panamá tuvo su triste 
situación cuando Estados Unidos intervino en 1989 y luego, el gobierno de Endara firma los 
acuerdos. Es una etapa de transición llamada a la democracia. Después de varios de años 
de inestabilidad política y económica, Panamá tomó el rumbo de las políticas de privatiza-
ción con el gobierno de Ernesto Pérez Balladares. El tema de la pobreza fue retomado para 
conocer la magnitud de la misma después de la invasión y la aplicación de las políticas de 
privatizaciones con las Encuestas de Niveles de Vida de 1997 del Ministerio de Economía 
y Finanzas de Panamá.



La pobreza fue estimada de forma sistemática y su objetivo prácticamente fue conocer 
cómo estaba la población después de la transición política y económica del país. Sin duda, 
la pobreza está vinculada con el desarrollo económico y las política sociales de los Estados. 
Por cierto, la pobreza tiene que ver con los fenómenos del sistema social, que involucra 
aspectos sociales, económicos, políticos y culturales. 



Según la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), las últimas 
estimaciones disponibles para los países de América Latina indican que en 2007 un 34.1% 
de la población se encontraba en situación de pobreza. Por su parte, la extrema pobreza o 
indigencia abarcaba a un 12.6% de la población. Así, el total de pobres alcanzaba los 184 
millones de personas, de las cuales 68 millones eran indigentes5.



3	 Informe Final Small Grants Programme, Juventud, pobreza y derechos humanos en asentamientos urba-
nos periféricos de la ciudad de Panamá, Arraiján, la Chorrera y San Miguelito, Universidad de Panamá, 
IDEN, UNESCO, Panamá, 2007, p. 47.



4	 Op. Cit, pág. 34.



5	 CEPAL, Panorama social de América Latina 2008. Documento informativo, Chile, Síntesis, pág. 5.
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Si se comparan las cifras actuales con las de 1990, se constata que la situación actual de la 
región es visiblemente distinta a la de hace 17 años. Si bien el porcentaje de latinoamerica-
nos que vive en condiciones de privación sigue siendo muy elevado, éste ha descendido 14 
puntos porcentuales desde inicios de la década de 1990. En el caso de la pobreza extrema, la 
reducción ha sido aún más significativa: mientras en 1990 una de cada dos personas pobres 
era indigente, actualmente la relación es de una de cada tres. En términos absolutos, sin em-
bargo, 2002 es el año en que históricamente se registró un mayor número absoluto de pobres 
e indigentes en la región: 221 millones y 97 millones de personas, respectivamente6.



Para la CEPAL, el enfoque utilizado para estimar la pobreza consiste en clasificar como 
“pobre” a una persona cuando el ingreso por habitante de su hogar es inferior al valor de la 
“línea de pobreza” o monto mínimo necesario que le permitiría satisfacer sus necesidades 
esenciales. En el caso de la indigencia, la línea utilizada refleja únicamente el costo de sa-
tisfacer las necesidades de alimentación7.



Por otra parte, las definiciones de pobreza son variadas. De acuerdo al informe de la 
CEPAL del 20008: “la exclusión se plasma en trayectorias individuales en las que se acu-
mulan y refuerzan privaciones y rupturas, acompañadas de mecanismos de rechazo, que en 
muchos casos son comunes a grupos de personas que comparten cierta característica (de 
género, étnica, religiosa). Es el caso de la discriminación a que son sometidos las minorías 
étnicas, las mujeres y los trabajadores extranjeros, la cual se manifiesta en el desempeño de 
ciertos oficios, la inmovilidad social y la baja remuneración salarial”.



Hoy, se identifican dos tipos de pobreza: la estructural y la nueva. Como pobreza estruc-
tural se entienden los sectores marginados de la sociedad que permanecen tradicionalmente 
excluidos del circuito formal de la economía a causa de una estructura de producción estruc-
turalmente heterogénea, y que sólo tienen un acceso limitado e insuficiente a las ofertas de 
empleo y educación. Los nuevos pobres abarcan los grupos sociales que fueron excluidos a 
consecuencia de la crisis económica y de la política de ajuste estructural: trabajadores y em-
pleados que fueron despedidos de las empresas públicas o privadas y del servicio público, 
jóvenes desocupados, pensionados y personas jubiladas prematuramente.



Para el Banco Mundial en el 2000, la pobreza es hambre; es la carencia de protección; 
es estar enfermo y no tener con qué ir al médico; es no poder asistir a la escuela, no saber 
leer, no poder hablar correctamente; no tener un trabajo; es tener miedo al futuro, es vivir 
al día; la pobreza es perder un hijo debido a enfermedades provocadas por el uso de agua 
contaminada; es impotencia, es carecer de representación y libertad9. Sin embargo, en otro 
documento de 1999, la entidad define la pobreza como “un fenómeno multidimensional, 



6	 Ibíd, pág. 10.



7	 Ibíd, pág. 10.



8	 Citado por Alberto Romero, “Globalización y pobreza, Colombia”, editado por e-libro.net, 2002, pág. 
121. http://www.scribd.com/doc/8501914/Alberto-Romero-Globalizacion-y-pobreza.



9	 Ibíd, pág. 116.
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que incluye incapacidad para satisfacer las necesidades básicas, falta de control sobre los 
recursos, falta de educación y desarrollo de destrezas, deficiente salud, desnutrición, falta de 
vivienda, acceso limitado al agua y a los servicios sanitarios, vulnerabilidad a los cambios 
bruscos, violencia y crimen, falta de libertad política y de expresión”10.



De manera que la CEPAL en el 200011 señala: “La noción de pobreza expresa situaciones 
de carencia de recursos económicos o de condiciones de vida que la sociedad considera bá-
sicos de acuerdo con normas sociales de referencia, que reflejan derechos sociales mínimos 
y objetivos públicos. Estas normas se expresan en términos tanto absolutos como relativos, 
y son variables en el tiempo y los diferentes espacios nacionales”. 



Otro enfoque más complejo de pobreza es el que propone el Premio Nobel de Economía 
Amartya Sen en el 200012, “la pobreza es ante todo la privación de las capacidades y dere-
chos de las personas”. Es decir, en palabras de Sen, se trata de la privación de las libertades 
fundamentales de que disfruta el individuo “para llevar el tipo de vida que tiene razones 
para valorar”. Desde este punto de vista, “la pobreza debe concebirse como la privación de 
capacidades básicas y no meramente como la falta de ingresos, que es el criterio habitual 
con el que se identifica la pobreza”. Esto no significa un rechazo a la idea de que la falta de 
ingreso sea una de las principales causas de la pobreza. 



Otro enfoque de la pobreza es el de la llamada pobreza humana, propuesto por el Progra-
ma de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) en el 2000, como nos indica:



Este enfoque se refiere a la privación en cuanto a tener una vida larga y sa-
ludable; poder acceder al conocimiento; alcanzar un nivel de vida decente y 
a acceder a la participación. Este concepto se diferencia de la definición de 
pobreza de ingreso, que parte de la privación de un solo factor: el ingreso, “ya 
sea porque se considera que ese es el único empobrecimiento que interesa o que 
toda privación puede reducirse a un denominador común”. De acuerdo con el 
PNUD, “el concepto de pobreza humana considera que la falta de ingreso su-
ficiente es un factor importante de privación humana, pero no el único”, y que 
por lo tanto no todo empobrecimiento puede reducirse al ingreso. “Si el ingreso 
no es la suma total de la vida humana, la falta de ingreso no puede ser la suma 
total de la privación humana”13. 



La pobreza es una condición social, resultado de relaciones sociales entre aquellos indi-
viduos o grupos “carenciales”, “marginales” que no satisfacen sus necesidades básicas y 
aquellos otros individuos o grupos que no responden a tales características. En tal sentido, 



10	 Ibíd, pág. 116.



11	 Ibíd, pág. 116.



12	 Ibíd, pág. 118.



13	 Ibíd, pág.121-122.
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el pobre más que actor es sujeto de un proceso socio-económico que genera carencia, mar-
ginalidad e insatisfacción de necesidades básicas. El carácter negativo de la pobreza, en 
términos de faltas y de exclusión e insatisfacciones, puede ser pensado así mismo en cuanto 
proceso de empobrecimiento y de “privatizaciones” y “desposesiones” ya que es privado 
de aquellas condiciones, recursos de bienes y servicios que una sociedad produce colecti-
vamente.



La pobreza como relación social puede ser pensada en términos de diferencias y desigual-
dades entre determinados sectores y grupos sociales, y hace referencia a las condiciones 
de vida y de reproducción de ellos. Por otro lado, la idea de carencia tiene una acepción de 
carácter cuantitativo y puede traducir las diferencias socio-económicas inherentes a toda so-
ciedad. Es decir, la identificación de las desigualdades tiene que ver con lo socio-económico 
para indicar la exclusión de los individuos y grupos de una sociedad. 



El Estudio de la Pobreza en Panamá, a través, de la Dirección de Políticas Sociales del 
Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) utilizó las medidas “del bienestar de las perso-
nas y los hogares el consumo total, en lugar del ingreso”14. Entonces, estas medidas toman 
importancia los criterios cuantitativos para conocer la pobreza indígena en Panamá. Según 
el MEF es factible identificar los criterios de las necesidades esenciales de los hogares en 
pobreza. Ciertamente, la medición de la pobreza indígena igualmente deben incluir los cri-
terios cualitativos para conocer los niveles de bienestar y pobreza. 



En materia de Pobreza Indígena se presenta una dicotomía entre la pobreza indígena de-
finida por las organizaciones estatales o formales de los gobiernos que en los países donde 
se han establecido conceptos al respecto y la pobreza indígena sentida por los propios indí-
genas. 



Cuadro No. 2. Síntesis definiciones de pobreza



Perspectiva: ausencia de recursos/Privación.
Escuela: Neoclásica (esta escuela recoge la mayoría de modernas interpretaciones sobre el concepto 
de pobreza).
Visión: materialista/utilitarista, procedimentalista.
Características básicas: falta de un recurso o recursos ante un referente de dotación de recursos que 
posee un individuo, grupo o comunidad que presenta un grado de bienestar. Como consecuencia de 
esta privación se presenta una pérdida de bienestar. En el modelo neoclásico se asume equidad en la 
dotación inicial de un individuo o familia, éste es un fuerte supuesto del modelo. 



Perspectiva: insuficiencia de medios para adquirir recursos.
Autores: Atkinson, Bourguignon.
Visión: inequidad social/consecuencialista.
Características básicas: inequitativa distribución del ingreso que genera un obstáculo a los individuos 
para acceder a recursos o falta de ingresos que genera brechas entre desniveles de vida entre las perso-
nas. Nivel mínimo de vida razonable frente a los estándares de la sociedad.



14	 MEF. Políticas sociales. Pobreza y desigualdad en Panamá. La equidad: Un reto impostergable, 2006.
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Perspectiva: Necesidades básicas (privación).
Escuela/autores: Banco Mundial.
Visión: materialista/procedimentalista.
Características básicas: mínimo de bienes que debe tener una persona o grupo para encontrarse en 
una situación digna de vida. Pérdida de bienestar por tal circunstancia. Existe quien puede solucionar 
los problemas de necesidades con provisión de bienes públicos.



Perspectiva: Problema de capacidades individuales/titularidades.
Autores: Sen, Dréze.
Visión: individualismo/liberalismo.
Características básicas: se concentra en las capacidades de los individuos y en su posibilidad de 
desarrollar habilidades, allí lo material pasa a un segundo plano (sin dejar de ser importante). Las titu-
laridades permiten analizar cómo las estructuras sociales le permiten a los individuos acceder a un bien. 
Cualquier desigualdad en la estructura social genera un problema.



Perspectiva: clase social/desigualdad.
Escuela: Marxista.
Visión: explotación/socialismo.
Características básicas: la extracción social genera grandes desigualdades entre los grupos sociales, 
los cuales explican su bajo nivel de bienestar. Apropiación de un grupo de clase del excedente que otros 
producen. Problemas de estructura social. Dificultades en los accesos a bienes de posición. 



Perspectiva: Problema moral.
Visión: Ética.
Características básicas: posición normativa frente a la pobreza en planos de carácter cultural. 



Fuente: Elaborado por Edgard David Serrano Moya. El concepto de pobreza, su medición  



y la relación con los problemas del medio ambiente (Rev. 2002-05-20).



	 1.2 Visión de los Pueblos Indígenas y la conceptualización 
	 de la pobreza sus diferencias y contrastes 



Los pueblos indígenas de América (Abia Yala)15 viven en condiciones desventajosas con 
respecto a las poblaciones no indígenas, según los informes de los organismos internacio-
nales que han estudiado el tema (PNUD, CEPAL, BM). 



Según la Contraloría General de la República de Panamá se estipula la población estima-
da hasta el 1 de julio de 2007 es de 3.339.781 aproximadamente. El censo del 2000 registró 
un total de 285.231 habitantes indígenas, lo que representa el 10% de la población del país. 
La población indígena panameña se divide en 7 pueblos culturalmente diferenciados: Ngä-
be, Buglé, Kuna, Emberá, Wounaan, Naso y Bribri.



15	 El continente Americano en lengua kuna se denomina Abia Yala.
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Los pueblos indígenas en Panamá están organizados en Congresos, Concejos Generales, 
Congresos Regionales y Locales y Reinado, que son sus instancias de representación frente 
al Estado panameño, por tanto, son la base de los pilares de autogobierno en sus regiones. 
La reunión de sus Congresos Indígenas es la base del fortalecimiento donde ellos discuten 
en sus asambleas sus problemas sociales, económicos y políticos para la búsqueda de una 
alternativa a su realidad cultural. Sus Caciques y Rey son las máximas autoridades tradicio-
nales que le dan continuidad a la forma de vida en cada región.



Si está estructura de autogobierno desaparece por la influencia externa e interna se puede 
señalar que podría ser el fin de los pueblos indígenas, ya que al no existir una cohesión cul-
tural y política entre la población, sus territorios serán absorbidos por las grandes empresas 
transnacionales que desean acaparar estos territorios para sus intereses en beneficio del 
progreso.



El pueblo Ngäbe-Buglé



Es el más numeroso, constituyendo el 65.9% del total de la población indígena del país. 
Radica en la Comarca del mismo nombre, la cual se subdivide en 3 Regiones: Ñökribo, Ne-
drini y Kädriri, y en regiones adyacentes a la Comarca; también se ubican en las provincias 
de Chiriquí, Veraguas, y Bocas del Toro y con menor población en el resto de las provincias. 
Su máxima autoridad es el Congreso General Ngäbe-Buglé, los Congresos Regionales y 
Locales. 



El pueblo Dule 



Es el segundo grupo por su volumen de población; representa el 21.1% del total de la po-
blación indígena del país. Se ubica en las Comarcas de Kuna Yala, Madungandi y Wargandi, 
y en la región de Dagargunyala, cerca de la frontera con Colombia. La máxima autoridad de 
las tres comarcas kunas son los Congresos Generales Kunas de cada región y están repre-
sentados por sus Caciques Generales.



El pueblo Emberá-Wounaan



Representa el 10.3% del total de la población indígena del país, divido en dos regiones 
Cémaco y Sambú. Su autoridad principal es el Congreso General Emberá-Wounaan los que 
habitan dentro de la Comarca. También están organizados en el Congreso General de Tie-
rras Colectivas, un sector de pobladores que no están dentro de la Comarca Emberá, pero 
con estatus legal en sus tierras.



El pueblo Naso



El pueblo Naso constituye el 1.2% del total de la población indígena del país. Su máxima 
autoridad es el Rey que representa su autoridad, y es el único reinado en América Latina. Su 
territorio es reconocido como Corregimiento, sin embargo, solicitan que sea una Comarca 
con mayor autonomía.
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El pueblo Bribri



Es el grupo menos numeroso de todos; su población constituye el 0.9% del total de la 
población indígena del país. Ubicado en la provincia de Bocas del Toro, está negociando 
con el gobierno panameño para el reconocimiento de su territorio como autónomo. Su re-
presentación frente al gobierno es a través de su Asociación de Desarrollo, llamado ASU-
GUADABRI-PA. 



El 51.1 % de la población indígena se concentra en las 3 comarcas principales: Ngäbe Bu-
glé (37.4% -106,716 habitantes), Kuna Yala (11.0 % -31,292 habitantes) y Emberá Wouna-
an (2.7 % -7,630 habitantes). Las comarcas Madungandi y Wargandi tienen una población 
total de 4.438 habitantes.



En el caso de Panamá, el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) en el documento 
Principales Resultados de la Encuesta de Niveles de Vida (ENV-2003) señala que en Pa-
namá 508.700 panameños se encuentran en situación de pobreza extrema y en las áreas 
rurales indígenas, casi la totalidad de sus habitantes es pobre (98.4%) y en pobreza extrema 
se encuentra el 90.0% de los pobladores.



La pobreza, hasta ahora, se ha medido desde dos metodologías: Las líneas de pobreza y 
las Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI). Según, Renshaw y Wray, la pobreza indígena 
se mide según los métodos convencionales para calcular la pobreza y la pobreza extrema. 
El primer método es el método de las líneas de pobreza, que mide la capacidad del hogar 
de adquirir los bienes y servicios que se consideran básicos. Este método por lo general 
mide el ingreso de los hogares y se definen como pobres a aquellos hogares que no logran el 
ingreso suficiente para adquirir una canasta de bienes y servicios que les asegure una dieta 
adecuada y que satisface las otras necesidades consideradas básicas en el país, como la ropa 
y el combustible para cocinar. El otro método es el de las necesidades básicas insatisfechas 
(NBI) que utiliza los datos disponibles en los censos nacionales, y aunque se refiere al hogar 
como unidad básica, mide el acceso a los servicios básicos y los bienes, y no la capacidad 
adquisitiva del hogar16.



El método de las líneas de pobreza asume que el hogar es la unidad básica de producción 
y consumo, lo que no es siempre el caso en el contexto indígena. El método de las NBI tiene 
los indicadores como hacinamiento, condición de la vivienda, agua potable y saneamiento 
son más críticos en situaciones con mayor densidad de población17.



Por lo tanto, la pobreza no solamente debe mirarse como un dilema económico cuantita-
tivo (ingresos bajos, carencia o insuficiencia de bienes materiales, entre otros); también se 
deben incluir en su estudio elementos de corte cualitativo, como el de acceso para poder te-



16	 John Renshaw y Natalie Wray. Indicadores de pobreza indígena. BID. Enero de 2004. Pág. 10.



17	 Ibíd, pág. 10.
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ner y desarrollar capacidades y titularidades, como bien lo argumentan Sen (1985) y Dréze 
y Sen (1989)18.



Desde esta perspectiva, la pobreza indígena considerada a nivel gubernamental sería 
aquella que calificaría para lo que conocemos como pobreza general y pobreza extrema, 
basada en los criterios que comúnmente se describen. Este acuerdo de nivel nacional e in-
ternacional presenta:



(...) dos métodos convencionales para medir la pobreza: el método de las líneas 
de pobreza, que mide la capacidad de adquirir los bienes y servicios que se 
consideran básicos, y el método de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) 
que mide el acceso a bienes y servicios no monetarios; el método de las líneas 
de pobreza además asume que el hogar es la unidad básica de producción y 
consumo, que no es siempre el caso en el contexto indígena. Las NBI también 
tienen un sesgo urbano, y los indicadores usados, como hacinamiento, condi-
ción de la vivienda, agua potable y saneamiento son más críticos en situaciones 
con mayor densidad de población (Renshaw y Wray, 2004).



Para algunos organismos y autores no ha sido fácil dimensionar la pobreza indígena de 
manera contundente en razón de su diferenciación cultural con respecto a la población occi-
dentalizada y los patrones de consumo, producción, convivencia social y su relación con la 
naturaleza. Renshaw y Wray (2004) lo expresan así: “La pobreza indígena es un fenómeno 
complejo y es difícil identificar todos los factores que inciden en la pobreza a través de los 
censos y encuestas. No hay indicadores ‘correctos’ que puedan captar toda la diversidad y 
complejidad de las distintas situaciones de pobreza con que se enfrentan los pueblos indí-
genas...”.



Para el antropólogo Álvaro Bello indica, que la pobreza indígena se da por visiones:



Por un lado están quienes culpan a la propia cultura indígena ser un obstáculo 
para el progreso y la superación material de los indígenas, de ahí que quienes 
sostienen esta postura han promovido la civilización, la integración o la acul-
turación como medios para la superación de la pobreza indígena. Esto quiere 
decir que los pueblos indígenas para dejar de ser pobres deben renunciar a su 
condición de indígenas, dejando de lado sus derechos, su cultura y formas de 
vida propia en pos de formas de vida distintas que teóricamente los sacarían de 
la pobreza. El problema de esta postura es que deja de lado la reflexión sobre 
las causas y los mecanismos que determinan que los indígenas sean más pobres 
que el resto de la población. Se trata además de una visión racista, pues culpa 
a las culturas indígenas de ser las causantes de sus propios males y le asigna 
un papel casi redentor a las culturas occidentales. Pero sobre todo, escabulle 
las explicaciones más complejas, como son la subordinación, la dominación 



18	 Citado por Edgard David Serrano Moya. El concepto de pobreza, su medición y la relación con los pro-
blemas del medio ambiente. (Rev. 2002-05-20).



Pobreza y peritajes.indd   114 7/23/10   2:39:21 PM











Pobreza y pueblos indígenas en Panamá



115



política, la negación de derechos y la discriminación racial y cultural de que 
han sido víctimas los pueblos indígenas.



La segunda postura busca desplazar el foco de las explicaciones hacia aquellos 
factores que estarían detrás de la pobreza, como son la exclusión, la discrimi-
nación, la segregación, las condiciones que provocan la vulnerabilidad y la 
falta de oportunidades, entre otras. 



Desde esta visión se han construidos diversos enfoques, estrategias y planes de desarrollo, 
que además buscan reconocer las diferencias y valorarlas como parte de las estrategias de 
superación de la pobreza indígena. De allí, han surgido políticas de desarrollo hacia los pue-
blos originarios que son las principales generadoras de las llamadas políticas con identidad, 
el etnodesarrollo y otras perspectivas “étnicamente pertinentes”. Nos amplia Álvaro Bello: 



El problema de estas perspectivas es que en la práctica no se diferencian de los 
enfoques y políticas aplicados a los no indígenas. Se trata de enfoques que li-
mitan su campo casi exclusivamente a factores culturales y no a las condiciones 
políticas y sociales que viven los pueblos indígenas. Estos enfoques, al tratar 
el tema de la pobreza indígena, casi nunca apuntan a los factores estructurales 
que generan la pobreza, por el contrario, su aplicación práctica a través de 
políticas y programas promueven el asistencialismo, la dependencia y el clien-
telismo, con lo cual en vez de superar la pobreza, la perpetúan en el tiempo. 
De hecho la política pública enfocada al problema de la pobreza es, en muchos 
países, el principal mecanismo para la compra de votos y lealtades políticas 
entre los ciudadanos. 



Para los pueblos andinos-amazónicos, la pobreza:



Es un concepto que los pueblos y comunidades campesinas indígenas origina-
rios lo toman como una categoría de pobreza circunstancial, esta pobreza se 
entiende como la carencia de productos primordiales de la biodiversidad agrí-
cola, sin este sustento resulta inconcebible la seguridad alimentaria. Las cau-
sas de esta pobreza pueden ser diversas, siendo la principal, las inundaciones 
ocasionadas por la mala utilización de los distintos pisos ecológicos.



Frente a esta pobreza circunstancial, los pueblos y comunidades campesinas 
indígenas originarios dan una respuesta utilizando principios de solidaridad, 
reciprocidad y complementariedad que caracterizan la economía y la cultura 
de los Campesinos Indígenas Originarios practicados por más de quinientos 
años. Es decir, este estado de pobreza concebido culturalmente es algo cir-
cunstancial y no crónico como la pobreza generada por el desarrollo. Los pue-
blos y comunidades Campesinas Indígenas Originarias no son por naturaleza, 
competitivos, su espíritu de economía es de servicio hacia los demás y no de 
mercado ni de ganancias.
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De ahí, que la creciente adopción del criterio de pobreza material y monetaria, 
resulta relativamente nuevo, como consecuencia de las transformaciones que 
se viven fundamentalmente por la reducción de las bases económicas de sub-
sistencia y la ampliación de la agresiva extracción de los recursos naturales 
como los hidrocarburos y los bosques. Sin embargo, los pueblos y comunidades 
campesinas indígenas originarios en el ejercicio de sus valores y principios 
culturales adoptan elementos exógenos compatibles con la filosofía del “Buen 
Vivir”.



Considerando esas diferencias, es importante de alguna manera mencionar los criterios 
que pudieran ser tomados en consideración en el momento de estudiar la pobreza indígena. 
La declaración del Consejo Indígena de Centro América (CICA) de Iximulew, señala que: 
“Es sabido que nuestros pueblos y culturas poseen desde siempre sus propios conceptos 
acerca de la felicidad, el progreso y la convivencia humana, naturaleza y el universo”. En 
particular destacan cuatro factores fundamentales para la lucha contra la pobreza:



1.	 El control de las tierras y territorios indígenas, que son la base espiritual y material de la 
existencia indígena.



2.	 El respeto y conservación del medio ambiente.



3.	 El reconocimiento y respeto a la identidad y a las culturas indígenas desde una visión 
pluricultural.



4.	 La participación en cualquier decisión que pueda afectar a los indígenas o sus territorios. 
Incluye la perspectiva indígena en las decisiones que se tomen a nivel nacional e inter-
nacional19.



En la conceptualización de la pobreza indígena se presentan estas acepciones matizadas 
por los enfoques culturales de pobreza y si profundizamos en las macro teorías de la socie-
dad y su funcionamiento entraríamos a la cosmovisión de la realidad que se percibe en estos 
dos sistemas (indígena y no indígena), lo cual agregaría otro nivel de discusión que nos 
llevaría a las estructuras del sistema económico y social que viven la mayoría de los países 
del mundo (Capitalismo).



	 1.3	El concepto de pobreza en los Pueblos Indígenas:  
	 Cultura Dule



Para los pueblos indígenas no existe pobreza, ya que es un concepto creado por la so-
ciedad no indígena, para medir el nivel de vida en que viven los pueblos originarios en el 
país desde su perspectiva. Sin embargo, para los pueblos indígenas en Panamá, en especial 
para el pueblo Dule, la pobreza es un concepto creado para diferenciar las clases sociales, 
ya que dentro de la cultura dule todos trabajan en conjunto, en unidad, en solidaridad, en  
reciprocidad y en complementariedad. Es lo que caracteriza la economía y la cultura dule, 



19	 Op. Cit., John Renshaw y Natalie Wray, pág. 2.
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todos se apoyan; si un hermano tiene un pescado, una carne, se comparte y el otro vecino 
ofrece lo mismo; existe un intercambio social. La economía dule al igual que los otros pue-
blos originarios es una economía en el poder de dar y recibir dentro de las normas culturales. 
Pero, está situación se está cambiando por la influencia de factores sociales, culturales y eco-
nómicas que están perjudicando el intercambio recíproco en las comunidades originarias.



Nos preguntamos qué opinan nuestras autoridades acerca de la pobreza, por eso, presenta-
mos el relato que nos hace el Argar Eulalio López (Ner Sibu) en el tema de la pobreza desde 
la visión del pueblo dule20.



La pobreza en la cultura Dule



Tenemos Onmakednega, allí el saila nos aconseja sobre la manera de sembrar yuca, ñame, 
ñampi y otras legumbres. Además, nos habla sobre nuestra conducta y nuestra ética. Todo 
eso viene de Babigala. Nuestro espíritu es muy distinto al de los otros. Esto no quiere decir 
que somos perfectos. 



¿De dónde viene la pobreza en la cultura dule? Nuestros antepasados siempre asistían al 
Onmakednega y siempre trabajaban. En la noche, el saila animaba a la gente para aprender 
los tratados de sia igar, de gurgin igar, aprendía gan sobed. A veces, terminaban a media 
noche para aprender estos tratados. Todos tenían conocimientos, todos aportaban y nadie 
sufría.



En la casa del congreso nos aconsejaban y se complementaban en la casa. Hoy en día 
nuestro espíritu se empobreció, porque ya no nos bañamos en la medicina, ya no sembramos 
el plátano, ya no tomamos el jugo de cacao, ya no sembramos la caña. No existía la pobreza 
en nuestra cultura. De repente entró otro “viento”, “el viento ajeno”, entró en nuestra con-
ciencia el factor monetario. 



Entró tres maneras de pobreza: la pobreza espiritual (burba gwale), pobreza de ser (daed-
gine), y pobreza de conciencia comunitaria (duikwa bukwadgine). 



La pobreza también repercutió en el matrimonio. El joven, al formar el hogar se aleja de 
su suegra. Ya no quiere vivir comunitariamente, ni quiere practicar la solidaridad. Todo se 
dividió. Y más cuando un joven ya no asistía al congreso y no trabaja, entonces viene la 
migración hacia a Panamá. Ese espíritu de ir a la ciudad es otro “viento”.



El joven como no se profundizó en su identidad dule, por lo tanto surge la pobreza. Allí 
el dule se “consiguió” la pobreza. El “otro” siempre impone y siempre dice que vas a hacer 
algo. Esto no quiere decir que el “otro camino” no sirve, como dice Igwaibiliginya: “No 
escogen el comportamiento ajeno, solamente escogen sus lágrimas”. Quiere decir, asimilen 
solamente la enseñanza de los conocimientos de los waga, pero no escogen sus comporta-
mientos. Ahora el dule se apropió el comportamiento del “otro”, es por eso el dule se quedó 
pobre. La pobreza espiritual es lo que nos daña más. Ahora, “los otros” piensan que ellos no 



20	 Argar Eulalio López, La pobreza en la Cultura Dule, Ogobsukun, Comarca Kuna Yala, enero, 2009, en-
trevistado por Bernal Castillo, traducción realizada por Atilio Martínez.
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son culpables. Si defendemos nuestra identidad, nuestra burba y vivamos con solidaridad, 
superaríamos la pobreza. En nuestra cultura no hay pobreza, sino “otros” nos trajeron, para 
que nosotros integremos al sistema de ellos.



¿De dónde se origina la pobreza en nuestra cultura? Cuando Olobilibele, vino a la Madre 
Tierra con su pareja encontró mucha gente, y la gente no sufría. Había suficiente pescado y 
diferentes animales, no había pobreza. ¿Cómo apareció la pobreza? Cuando ellos no supie-
ron cuidar. Baba les dio toda la facultad a los muchachos para cuidar los animales. En tiem-
pos de Dad Ibe, vivían Oloaliginya (moli), Oloteligailer, sigli, Olobeakiler. Todos cuidaban 
animales. Cuando entró otro espíritu allí se originó la pobreza.



Según la historia oral, la pobreza se originó así. Un señor vino de río arriba, que Baba les 
concedió toda facultad para cuidar a la Madre Tierra, pero el muchacho los rechazó porque 
tenía otros compromisos. El muchacho quería otro espíritu. Aunque Baba dijo al muchacho 
que cuidarás bien la Madre Tierra, pero él no hizo caso.



En tiempo de Igwasalibler ya vivían los españoles. Los wagas querían nuestro espíritu, 
ya no asistían al congreso. Tulili, fue muy pobre, se alimentaba muy mal, le daban madun 
asa, el niño quedó muy pobre. No lo cuidaron bien. ¿Quién originó la pobreza? Nosotros 
mismos. Nuestros padres no conocían la pobreza, cuando llegaron los españoles surgió la 
pobreza. Tulilli fue así. ¿De dónde viene la pobreza? ¿Cuándo permitimos que en nuestra 
conciencia entre otro espíritu, el espíritu de otro?



Este relato nos hace entender que la pobreza indígena fue impuesta hacia los pueblos 
indígenas para controlar su sistema milenario, de su autogobierno, su cultura, su espiritua-
lidad que son las bases de la identidad indígena, con ello, imponer un nuevo sistema de la 
individualidad, del mercado, que hoy lo llamamos globalización o capitalismo, para dar 
apertura, al control de los territorios y el gobierno propio indígena, por la riqueza que tiene 
estas regiones en su ecosistema como el agua, que es la fuente de vida de la Tierra. 



Desde la lógica occidental la pobreza es estrictamente material y de carencia de servicios, 
donde los gobiernos neoliberales y organismos internacionales elaboran tablas e indicadores 
econométricos de medición desde su pensamiento. Si la finalidad de la economía moderna 
occidental es minimizar costos y maximizar ganancias o la acumulación, utilizando factores 
y explotando recursos exógenos a sus unidades productivas, en las economías indígenas su 
eje ordenador es la distribución de las ganancias, satisfacer necesidades movilizando sus 
propios recursos humanos en armonía con la naturaleza, con la que cohabitan y dialogan 
porque la consideran parte de una sola vida.



1.4 Las causas de la pobreza
Las causas de la pobreza deben verse desde dos perspectivas, una según los especialistas, 



los gobiernos y las entidades mundiales que indican sus causas; y por otro lado, desde los 
pueblos indígenas, que indican que la pobreza surgió en sus comunidades por la diferencia 
de modo de vidas en las sociedades.
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Según la investigadora Nuvia Zarzavilla de Jarpa del Ministerio de Economía y Finanzas de 
Panamá:



La preocupación por los problemas de la pobreza en los países en vías de de-
sarrollo se acentúa a principios de la década del 70, como consecuencia de los 
resultados poco alentadores alcanzados contra la disminución de la pobreza, 
después de haberse registrado en estos países un proceso de crecimiento econó-
mico acelerado y sostenido por más de dos décadas. Antes de ello predominaba 
la idea de que los problemas de la pobreza se solucionaban simplemente con la 
aceleración del crecimiento económico. Sin embargo, este no ha sido el caso y 
en América Latina, entre 1950 y 1975, a pesar de que el producto por habitante 
se duplicó, la pobreza en cifras absolutas no disminuyó aunque sí lo hizo en 
términos relativos. De allí que ahora se considera el crecimiento económico 
como una condición necesaria pero no suficiente para la erradicación de la 
pobreza (MEF, 2006a).



Según el investigador Ricardo Paes de Barros:



La pobreza panameña es mucho más el resultado de la muy mala distribución 
de los recursos existentes que de la escasez de esos recursos. Es más, el creci-
miento de la economía de Panamá contribuirá poco a la reducción de la pobre-
za si no se reducen los altos niveles de desigualdad.



En la segunda de las conclusiones centrales del trabajo se demuestra que los pobres pa-
nameños son pobres porque el trabajo en que se encuentran es inadecuado, más que por la 
falta de empleo. La baja calidad de los puestos de trabajo determina la baja productividad e 
ingreso per cápita de los pobres. La alta desigualdad de la distribución del ingreso en Pana-
má está determinada por la desigualdad en la calidad de los puestos de trabajo. Los pobres 
panameños tienen acceso a puestos de trabajo, pero esos puestos son de muy baja calidad 
(Ricardo Paes de Barros, 2003, xxviii).



Otra causa de la pobreza que se destaca es el bajo nivel de educación de los pobres, lle-
gando a concluir que basta 9 años de escolaridad para ser No Pobre (en particular en el área 
urbana); igualmente, falta de acceso a los servicios públicos (salud, vivienda, agua, luz eléc-
trica), analfabetismo, desempleo, títulos de propiedad y la mala distribución de la riqueza.



1.5 Pobreza indígena según las estadísticas
La pobreza en Panamá, a nivel socio-económico, está íntimamente ligada con la naturale-



za del mercado laboral existente en el entorno económico en el que se encuentra la familia, 
así como las capacidades de los recursos humanos.



El cuadro No. 3 nos señala las características de la población indígena en Panamá del año 
2003 desde sus niveles de pobreza, pobreza extrema, escolaridad, grado de analfabetismo 
hombre y mujeres, tasa de desempleo, educación 1 grado o menos, y carencia de servicios 
públicos.
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Cuadro No. 3. Características de la población indígena: año 2003



                            (1) IDHP/2002 del PNUD. 
Fuente: Encuesta de niveles de vida 2003. Dirección de Políticas Sociales. 



Ministerio de Economía y Finanzas.



1.6. La pobreza y extrema pobreza



La Encuesta de Niveles de Vida (ENV) 2003 halló que cerca de cuatro de cada 10 personas 
viven en condiciones de pobreza total (36.8% de los habitantes con un consumo total de US$ 
953 por persona al año) y, del total de la población, 16.6% (508.700 habitantes con un con-
sumo total de US$ 534.99 por persona al año, que equivale B/. 44.50 al mes) se encuentran 
en situación de pobreza extrema. De 1997 a 2002 la pobreza se redujo apenas 0.5%; en las 
zonas urbanas se incrementó, alcanzando a uno de cada cinco habitantes (pobreza general 
2003: 20.0%, pobreza extrema 2003: 4.4%) y en las zonas rurales indígenas se profundizó 
comprometiendo a 98.4% de su población, de los cuales nueve de cada 10 viven en pobreza 
extrema.



El cuadro No. 4 se presenta la distribución de la pobreza según el entorno económico o 
área geográfica. La población indígena debe ser considera separadamente, por razones cul-
turales e históricas, y porque no están incorporadas plenamente a la economía de mercado. 
Las distintas regiones o entornos económicos presentan características diferentes en cuanto 
a la extensión e intensidad de la pobreza, las condiciones y calidad de empleo y su inciden-
cia en la pobreza (MEF, 2006a).



Cuadro No. 4. Niveles de pobreza según entorno económico o región: años 2003



Fuente: Encuesta de Niveles de Vida 2003. Dirección de Políticas Sociales. 



Ministerio de Economía y Finanzas.



Indicadores



Niveles de pobreza



Pobreza extrema    



Escolaridad      



Grado de analfabetismo Hombres



Grado de analfabetismo Mujeres    



Tasa de desempleo      



Educación primaria o menos         



Carencia de servicios públicos (1)                                                                                 



Tasas



98.5%



90.0%



3.2 años



23.2%



52.3%



4.2



82.9%



70 a 80%



Población no indígena



Urbana



Rural



Población indígena



Pobres 



895,500



370,800



524,700



232,900



31.7%



20.0%



53.9%



98.4%



Pobreza extrema



295,700



81,500



214,200



213,000



10.5%



4.4%



22.0%



90.0%
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Según el último informe del MIDES señala que existe 22,792 hogares en pobreza extrema 
en las Comarcas Indígenas (MIDES, 2007)21.



II. Situación actual de la pobreza indígena



	 2.1 Programas estatales para erradicar la pobreza en Panamá



La economía panameña durante el 2007 continúa manteniendo un patrón de alto creci-
miento, incluso con aceleración. El Producto Interno Bruto (PIB) para el año 2007 aumentó 
en 11.2% en términos reales, la más alta observada en Panamá. El PIB nominal alcanzó la 
cifra de B/. 19.739.8 un PIB per-cápita de B/. 5911. El crecimiento económico de Panamá es 
el más alto de la región y de los más altos entre todos los países del mundo. Situación que se 
mantuvo para el 2008, ya que ya que en el primer trimestre, el PIB real creció en 8.4% con 
respecto al año anterior. La dinámica del crecimiento se muestra claramente en el aumento 
de las importaciones, que aun excluyendo el petróleo, fue del 40%, principalmente por un 
fuerte aumento de bienes de capital (MEF, 2007).



Pese a este aumento de la economía panameña, sus efectos hacia los pueblos indígenas 
han sido escasos, donde aún prevalecen los mayores índices de pobreza en estas regiones 
debido a la falta de una política estatal adecuada a estos pueblos originarios. 



La situación actual de los pueblos indígenas en cuanto a la pobreza se evidencia, en pri-
mer momento, en la Encuesta de Niveles de Vida (ENV-1997) realizada por el Ministerio de 
Economía de Finanzas, y apoyada económicamente por el Banco Mundial. Luego, nueva-
mente se realiza otra encuesta de Niveles de Vida (ENV-2003). Prácticamente se hizo un es-
tudio comparativo para conocer si ha habido descenso o incremento en cuanto a la pobreza 
indígena se refiere, por la que se define la situación de desigualdades que viven los pueblos 
indígenas del país. En ese lapso se realizó el censo de 2000, igualmente ayudó muchísimo 
para conocer la situación de los pueblos indígenas.



Panamá muestra, en el período de 1998-2004, una leve reducción de la pobreza general y 
de la pobreza extrema de consumo, aún cuando ha aumentado el número absoluto de pobres 
hasta llegar a 1.1 millones de personas. Persisten profundas desigualdades en el país. La 
pobreza es mayor en el área rural (2/3) de la población pobre y en las comarcas indígenas 
(1/5). En las comarcas indígenas la pobreza se ha agravado y se ha dado un traslado de la 
pobreza rural a las ciudades, creciendo la informalidad y la presión por los servicios pú-
blicos. Se ha registrado un leve progreso en la reducción de la desigualdad del consumo y 
del ingreso a nivel promedio (PNUD, 2008b). En Panamá, para el año 2003, el distrito más 
pobre era el de Müna en la Comarca Ngäbe Buglé donde el 99% es pobre.



Algunos indicadores de salud, educación y vivienda registran cierto avance pero la des-
nutrición ha aumentado y es aun más grave en las comarcas indígenas, afectando a más de 
la mitad de los niños menores de cinco años.



21	 Informe de Mides. Inferencia del impacto de las TMC en el trabajo infantil. Red de oportunidades. Pana-
má, 2007.
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El gobierno panameño ha avanzado en la incorporación de un marco integral de estrate-
gias para superar la pobreza y también ha asumido los compromisos de los Objetivos del 
Milenio, midiendo los avances. El marco institucional ha avanzado con la Reforma de la 
Constitución, que ha facilitado el proceso de enmienda e incorporado la descentralización. 
Se ha creado el Ministerio de Desarrollo Social dándosele responsabilidad sobre las po-
líticas sociales y el tratamiento de las poblaciones indígenas. También aunque no se han 
todavía convertido en ley, los gobiernos locales y organizaciones de la sociedad civil se han 
movilizado y efectuado propuestas de anteproyectos de ley para introducir la descentraliza-
ción del Estado (PNUD, 2008b).



De alguna manera, los estudios antes del año 2008 sobre la pobreza indígena están basa-
dos en estas tres encuestas y censo de 2000. Los datos actuales, también del estudio realiza-
do por parte de CEPAL, detalla que ha habido una reducción de la pobreza indígena en 7 y 
8 puntos porcentuales. Ésta última destaca el estudio desde 2001 al 2007.



Los territorios kuna, al igual que el resto de las comarcas indígenas, cuentan con la más 
baja cobertura en servicios básicos. Los indicadores de nutrición, morbilidad y mortalidad, 
acceso a servicios de salud, agua potable, etc., están por debajo de la media nacional.



El 91% de la población indígena de la Comarca Ngäbe-Buglé padece pobreza extrema. 
Su dispersión, movilidad y ubicación en áreas remotas y de difícil acceso encarecen el 
costo de soluciones sanitarias tradicionales, dificultando la justificación económica de las 
inversiones y la participación privada. Valiéndose de un efectivo abordaje intercultural y de 
género, el programa conjunto promueve la equidad al desarrollar capacidades de gestión de 
los recursos hídricos y ampliar las oportunidades de desarrollo en salud y educación de las 
poblaciones y sus organizaciones comunitarias en cuatro distritos de la Comarca Ngäbe-
Buglé. La contraparte nacional verá fortalecidas sus capacidades institucionales centrales 
y locales para proveer servicios básicos eficientes a comunidades pobres y en extrema po-
breza. Podemos decir, que el distrito con mayor incidencia de pobreza extrema en el país 
es Kankintu, en la Comarca Ngäbe Buglé (95% de su población) seguido por Numa en la 
misma Comarca. El distrito con menos incidencia de pobreza extrema es Chitré con apenas 
el 0.3% de su población.



Los diversos indicadores económicos y sociales demuestran que los grupos de población 
más pobres y excluidos son los indígenas, quienes representan el 10% de la población to-
tal del país y ocupan el 20% del territorio nacional. El INDH Panamá 2002 indica que la 
población indígena en Panamá sufre pobreza “masiva y profunda,” según el gobierno y 
“abismal,” según el Banco Mundial. El Censo Nacional de 2000 señala que, frente a un 
indicador nacional promedio de 6.8% en carencias en servicios básicos de saneamiento, 
las tres comarcas indígenas más grandes (Emberá-Wounaan, Kuna Yala y Ngäbe-Buglé) 
reflejan entre un 57.1% y un 92%. De entre las cinco comarcas indígenas legalmente reco-
nocidas, la Comarca Ngäbe-Buglé tiene la mayor población y registra también los índices 
más bajos de desarrollo humano en todo el país: el 91.5% de sus habitantes padece pobreza 
extrema, el 69.97% no tiene agua potable y el 73.41% no tiene servicio sanitario. En los 
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distritos de Müna, Kankintu, Besiko y Kusapín de la Comarca Ngäbe habitan un total de 
40,721 mujeres. 



El desigual acceso que tienen los pueblos Ngäbe y los Buglé a los servicios públicos 
de agua y saneamiento ambiental básicos refleja en parte la escasez de recursos y algunas 
debilidades institucionales del Ministerio de Salud (MINSA) para atender a poblaciones 
geográficamente aisladas, dispersas y migrantes, y resalta también los patrones económi-
cos, sociales y culturales característicos de ambos pueblos indígenas. Ambos factores han 
generado su marginalidad y exclusión actual. Las deficiencias resultantes exponen a los 
pobladores indígenas de la Comarca Ngäbe-Buglé a graves enfermedades y problemas de 
salud, por ejemplo: tuberculosis, infecciones intestinales, diarreas, tosferina, enfermedades 
infecciosas y parasitarias, malnutrición y proliferación de vectores del dengue y otros. 



Nótese que en esta comarca las primeras tres causas de mortalidad por enfermedades trans-
misibles en esta comarca son las enfermedades infecciosas intestinales (21.2 por 100.000 
habitantes), las infecciones respiratorias agudas (20.4 por 100.000) y la tuberculosis (17.2 
por 100.000). 



A pesar de los esfuerzos gubernamentales para mejorar los indicadores de salud, la Co-
marca presenta elevadas tasas de mortalidad de niños menores de 5 años (55%), mortalidad 
infantil (27.9%) y morbilidad asociada a un acceso desigual al agua y saneamiento. Para 
instituciones gubernamentales estos problemas se obedece a costumbres y cultura: un 69% 
de los pobladores acostumbra utilizar ríos y quebradas para depositar las excretas; 65% no 
tiene alcantarillado ni letrinas y usa poco las letrinas; y un 94% no le da ningún tipo de tra-
tamiento al agua para consumo humano. Los métodos alternativos que se emplean para la 
disposición de excretas incluyen el uso de terrenos o montes (50.0%) o de quebradas, ríos 
y mar (42.1%). Para preparar los alimentos, un 46% de las viviendas cuenta con una cocina 
fuera de la casa y en un 48% de los hogares se cocina en el dormitorio o en otro lugar de la 
vivienda. 



El gobierno de Martín Torrijos ha iniciado, por primera vez en Panamá en forma masiva y 
con importantes recursos, programas focalizados a mejorar la situación de las familias más 
pobres (MEF, 2007), espera reducir la pobreza indígena a unos 15% puntos porcentuales 
desde 2004 a 2009. Las políticas sociales para reducir la pobreza tienen una fuerte correla-
ción entre pobreza y desnutrición, sobre todo en áreas indígenas, donde la mayor parte de la 
población vive en pobreza extrema, por lo que programas como la Red de Oportunidades, 
los Bonos de Seguridad Alimentaria y los Bonos Agrícolas, acompañados por la oferta de 
servicios básicos, se han convertido en herramientas efectivas para combatir esta pobreza. 



En ese sentido, el gobierno actual planteó una estrategia para aliviar la pobreza conocida 
como “Visión Estratégica de Desarrollo Económico y Empleo Hacia el 2009”, y haciendo 
énfasis en cuatro de los pilares que tienen que ver con: Reducir la pobreza y mejorar la dis-
tribución del ingreso; impulsar una política de crecimiento económico para la generación 
de empleo; desarrollar el capital humano; y reformar y modernizar el Estado-Descentraliza-
ción, así como incorporar la función de gestión ambiental como factor de sostenibilidad del 
proceso futuro de desarrollo.
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Este gobierno trata de aminorar la situación social de los pueblos indígenas con el Plan de 
Gobierno 2005-2009, como sigue: pobreza e integración de los grupos sociales marginados 
y comunidades indígenas al desarrollo nacional, dotándolos de servicios básicos; creación 
de un Plan Estratégico de Salud para mejorar la cobertura y calidad de los servicios en las 
áreas rurales e indígenas; y reforma y modernización del Estado para que sea un ente facili-
tador del desarrollo, orientado a servir a la comunidad. Las brechas documentadas aquí en el 
acceso a los servicios de saneamiento que sufren los pobladores de las áreas rurales e indí-
genas excluidas enfatizan la necesidad de atender estas prioridades nacionales con enfoque 
de equidad y género; focalizando la atención mediante un programa conjunto que aumente 
las capacidades de las instituciones estatales para incrementar el acceso a servicios públicos 
de calidad y a precios accesibles (subsidios directos inicialmente y costos compartidos des-
pués) y con estrategias sostenibles; también, las capacidades de las propias comunidades.



Igualmente, el gobierno panameño, firmó la “Declaración Nacional de Panamá para la 
Realización Progresiva del Derecho a la Alimentación”, mediante la cual se promueve una 
alianza de las instituciones del Estado y la sociedad civil para trabajar de manera coordinada 
por un “Panamá sin hambre 2015”. Se resuelve además, promover la aprobación de la Ley 
de Seguridad Alimentaria y establecer un marco jurídico administrativo que asegure la efec-
tividad de las políticas y programas para la realización del “Derecho a la Alimentación”, 
así como, fortalecer y priorizar la ejecución del “Plan Nacional de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional 2009-2015” (SENAPAN, 2007).



El Ministerio de la Presidencia está coordinando varios programas para aliviar la pobreza 
en Panamá a través de varias Secretarías como la Secretaría Nacional para el Plan Alimen-
tario Nutricional (SENAPAN), en el “Programa de Bonos Familiares para la Compra de 
Alimentos” que se inició en octubre de 2005, con 4 mil familias en condiciones de pobreza 
extrema (Informe de SENAPAN, 2008). Este proyecto tiene el propósito de asistir a quienes 
por su situación de pobreza extrema necesitan atención urgente. Es un medio que incentiva 
a los padres a enviar a sus hijos a la escuela, a mantener los controles de salud y a participar 
de la capacitación agrícola para que puedan incorporarse activamente, a la economía.



Este programa comprende la entrega de una libreta que está compuesta de 10 bonos por 
un valor de B/. 5.00 cada uno, para un total de B/. 50.00, los cuales son entregados cada dos 
meses; cada uno que puede ser canjeado únicamente por productos alimenticios en una red 
de comercios establecidos en las comunidades.



Los bonos mensuales pueden ser canjeados por arroz, frijoles, azúcar, fósforos, leche, 
sal, pasta, jamonilla y jabón, entre otros productos básicos. No pueden ser cambiados por 
dinero en efectivo, cigarrillos o alcohol, y mucho menos negociarlos. Dicho programa se ha 
dado con mayor presencia en la Comarca Ngäbe-Buglé en los distritos de Mironó, Ñurum, 
Besikó y Nole Duima, donde prevalecen los mayores índices de pobreza extrema.



Otra instancia es el Consejo Nacional para el Desarrollo Sostenible, creado desde 1996, 
adscrito al Ministerio de la Presidencia, fundamentado en la “Visión Estratégica de Desa-
rrollo Económico y Empleo Hacia el 2009”. En uno de sus puntos señala reducir la pobre-
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za. Ha iniciado el Proyecto de Desarrollo Rural Sostenible de la Comarca Ngäbe-Buglé y 
Corregimientos Rurales Pobres Aledaños desde el 2003. No obstante, dada la complejidad 
del abordaje cultural, la falta de integración territorial y social, los grados extremos de 
pobreza en los territorios originarios, para CONADES es de particular importancia asumir 
responsabilidades institucionales en relación con el diseño de programas de desarrollo sos-
tenible para las comarcas indígenas del país, entre estas Kuna Yala, Madungandi, Emberá 
y Wounaan22.



Igualmente, con el objetivo de brindar información acerca de la seguridad alimentaria y 
nutricional de la República de Panamá, SENAPAN inauguró en agosto de 2007, el Sistema 
de Vigilancia de la Seguridad Alimentaria y Nutricional (SIVISAN). Este sistema ofrece 
información completa, veraz y oportuna sobre la situación de seguridad alimentaria en el 
país o por área geográfica determinada. Es útil para el desarrollo de propuestas, proyectos e 
investigaciones (SENAPAN, 2007). 



Recientemente la SENAPAN y el Ministerio de Salud en enero de 2008, crearon el Plan 
Nacional de Combate a la Desnutrición Infantil 2008-2015, se centrará en los grupos más 
vulnerables a la desnutrición como son la madre embarazada, la lactante y el niño menor de 
36 meses en distritos prioritarios con altos niveles de extrema pobreza del país (SENAPAN, 
MINSA, 2008).



El Ministerio de Desarrollo Social está ejecutando, el Programa Red de Oportunidades y 
opera con cuatro componentes: La Transferencia Monetaria (o con bonos alimentarios) Con-
dicionada; El Acceso a la Oferta Institucional de Servicios; El Acompañamiento Familiar; y 
El Desarrollo de Capacidades para la Generación de Ingresos. La Transferencia Monetaria 
(o con bonos alimentarios) Condicionada es un modelo de protección social cuyo nombre lo 
indica todo y que está basado en el fortalecimiento del capital humano (MEF, 2007). 



La Red de Oportunidades es un proyecto de Estado impulsado por el Gobierno Nacional 
de la República de Panamá, como parte del desarrollo de la estrategia de combate a la pobre-
za extrema. Este proyecto forma parte del Sistema de Protección Social, puesto en marcha 
para operativizar la primera línea de la Visión Estratégica de Desarrollo y de Empleo hacia 
2009: reducción de la pobreza y mejora de la distribución del ingreso.



En dicho programa se le entregaba B/. 35.00 mensuales en su inicio, y en el 2008 aumentó 
a B/. 50.00 mensuales a las familias. En ella se obligan a cumplir compromisos familiares 
con la educación, la salud y el cuidado materno-infantil (incluyendo nutrición), y el desa-
rrollo de capacidades. Además, se asegura acceso a los servicios públicos de educación y 
salud; y finalmente se eleva la productividad laboral. Se espera para el 2008 que se cubran 
todas las familias en estado de pobreza crítica (MEF, 2007).



La inversión total a nivel nacional acumulada es de B/. 29.451.626.00, de los cuales B/. 
10.714.805 han sido emitidos a favor de hogares indígenas de la Comarca Ngäbe-Buglé, 



22	 Consejo Nacional para el Desarrollo Sostenible, “Proyecto de Desarrollo Rural Sostenible de la Comarca 
Ngäbe-Buglé y Corregimientos Rurales Pobres Aledaños”. Ver: http://www.presidencia.gob.pa/conades/.
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que representa el 36.4% de la inversión a la fecha. La inversión es mayor en las comarcas 
que en las provincias desde que inició la primera fase del Programa en abril de 2006 y don-
de se concentra el mayor número de hogares beneficiarios por la alta incidencia de pobreza 
extrema. La inversión total entre las comarcas atendidas alcanza la suma de B/. 14.069.265. 
Mientras que el monto de la inversión en todas las provincias alcanza los B/. 15.382.361.00 
(MIDES, 2008a).



Asimismo, se ha dado impulso a un programa de apoyo a discapacitados, respaldado por 
el Despacho de la Primera Dama y mejoras en el programa de alimentación escolar. Por otro 
lado, se ha impulsado el Programa de Desarrollo Comunitario (PRODEC), un novedoso 
programa que incorpora a las comunidades en la toma de decisiones para asignar recursos 
presupuestados y cómo usar los recursos asignados (MEF, 2007).



Otro programa del gobierno, es el Plan de apoyo a la producción agropecuaria, que apoya 
la producción continua y sustentable para una alimentación balanceada; promueve que los 
excedentes de la producción puedan ser comercializados; fortalece la capacidad agrope-
cuaria de los productores/ras beneficiados, y está dirigido a las poblaciones en pobreza y 
pobreza extrema en áreas rurales, sub-urbanas, urbanas e indígenas (MIDES, 2008b).



2.2 Salud
La pobreza como determinante social de la salud está presente en todos los países y con-



diciona disparidades entre grupos de población y sus posibilidades de mejorar su estado de 
salud y calidad de vida. Afecta especialmente a la niñez, los habitantes de zonas rurales, la 
población indígena y las mujeres. La población indígena presenta las mayores tasas de mor-
talidad infantil, desnutrición y enfermedades infectocontagiosas, producto de la histórica 
exclusión social que han vivido estos pueblos. 



La cobertura de los servicios de salud y el gasto público en este rubro, pese a un relativo 
crecimiento, resultan insuficientes para garantizar el acceso universal y oportuno, principal-
mente en las zonas rurales e indígenas. Existen pocos centros hospitalarios en las regiones 
indígenas y las que existen están casi sin equipos adecuados y otros abandonados.



En 1999, el Ministerio de Salud crea la Sección de Salud de Pueblos Indígenas, en la Di-
rección de Promoción de la Salud; sin embargo, con el gobierno de Martín Torrijos se da un 
retroceso ya que está sección, que estaba destinada a mejorar las condiciones y calidad de 
vida de los pueblos originarios, se elimina.



En materia de salud, existen programas para combatir la pobreza como Alimentación 
Complementaria (PAC), suplementación con micro nutrientes (hierro y vitamina A), vacu-
nación, desparasitación, crecimiento y desarrollo, control prenatal, agua y saneamiento.



En salud, incluye la “Operación Milagro”, que ha devuelto la vista a más de 15,000 pana-
meños. También la incorporación de médicos rurales indígenas, estudiantes indígenas con 
estudios en Cuba, que luego se deben de incorporar a cada una de sus regiones indígenas.
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Cuadro No. 5. Instalaciónes de salud en las comarcas y territorios indígenas: año 2007-2008



Fuente: Listado de instalaciones de salud, año 2007-2008. Ministerio de Salud. Dirección de Planificación. 
Departamento de Registros Médicos y Estadísticas de Salud. Los puestos de salud de la Comarca de 



Madungandi están adscriptos a la Regional de Salud de Panamá Este y la Comarca de Wargandi a la 
Región de Darién. Mientras que en la región de Tierras Colectivas Emberá y Wounaan existe tres puestos de 



salud y en la región de Dagarkunyala existen dos puestos de salud.



El promedio de esperanza de vida a nivel nacional es de 73.8 en total –71.3 y 76.4 para 
hombres y mujeres respectivamente–. En el caso de la población indígena, las mujeres tie-
nen mayor nivel de esperanza con respecto a los hombres, pese a que las condiciones que 
les afecta son mucho mayores.



Las mayores diferencias entre las tasas de mortalidad por edad de la población indígena y 
no indígena se dan en los primeros años de vida y en las edades comprendidas entre los 15 y 
24 años. Si bien es cierto que la mortalidad es diferencial por sexo y edad, después de los 30 
años no se observan diferencias muy marcadas entre los hombres y las mujeres indígenas, 
pero sí entre las mujeres indígenas y no indígenas desde el momento de su nacimiento hasta 
alcanzar los 55 años.



Las áreas indígenas, que comprenden un 10% de la población panameña, aunque han 
mejorado su condición de vida, aún presentan muchas necesidades. Las mayores tasas de 
mortalidad materna y de menores de cinco a cinco años se registran en esta población, por 
lo cual se han priorizado intervenciones en estas áreas. 



En el caso de la niñez, los menores de 5 años de las áreas con población indígena son 
los más afectados por la desnutrición y el 20% de los menores de 5 años presentan formas 
moderadas y severas de desnutrición. El 29.2% por ciento de los niños y niñas entre 0 a 5 
años viven en pobreza extrema; mientras que el 21.9% de los niños y niñas de 6-18 años 
son de extrema pobreza. El 39. 5% de los menores de 5 años en pobreza extrema sufre de 
desnutrición crónica (MIDES, 2008b).



La Caja de Seguro Social en las Comarcas y Territorios indígenas no brinda sus servicios 
ni en instalaciones para los pocos asegurados indígenas que trabajan en estas áreas aisla-
das.



Institución de salud



Hospitales regionales



Hospitales de áreas



Centros de salud



Subcentros de salud



Puestos de salud



Total



Comarca
Kuna Yala



1



1



6



6



6



20



Comarca
Emberá- 



Wounaan



0



0



0



0



18



18



Comarca
Ngäbe- 



Buglé



0



0



10



2



93



105



Comarca  
Madungandi



0



0



0



0



4



4



Comarca 
Wargandi



0



0



0



0



2



2



Región 
Naso



0



0



0



0



7



7



Región 
Bribri



0



0



0



0



1



1
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2.3 Educación y acceso a la información
La educación es un indicador social importante para cortar el círculo de la pobreza, ade-



más para garantizar la sostenibilidad del sistema familiar. Por eso, si la educación escolar es 
deficiente en términos de la cobertura, la calidad y la pertinencia cultural llevan a los pue-
blos indígenas en detrimento de la identidad cultural. Por otro lado, para el sistema social 
actual la gran mayoría los pueblos indígenas tienen un alto grado de alfabetización por los 
altos niveles de programas educativos que se dan en las regiones indígenas. Sin embargo, 
la realidad es otra, ya que aproximadamente un tercio de la población indígena en Panamá 
es analfabeta. 



Los mayores índices de analfabetismo se encuentran en las Comarcas: la Comarca Ngäbe-
Buglé, 46 personas de cada 100; en Kuna Yala son 38 y en la Comarca Emberá son 34 perso-
nas analfabetas de cada 100. Los porcentajes más altos de personas que no alcanzan el tercer 
grado de primaria, se encuentran en las Comarcas. La Comarca Ngäbe-Buglé muestra que 
50 de cada 100 personas de la Comarca no logran aprobar el tercer grado de primaria. Para 
las Comarcas Kuna Yala y Emberá son 40 personas de cada 100. Las provincias de Darién 
y Bocas del Toro, de significativa población indígena, le siguen a las Comarcas (CONAPI, 
2006).



En las últimas cuatro décadas, el Estado Panameño y los diferentes gobiernos, han de-
sarrollado esfuerzos por reducir el analfabetismo en la República de Panamá. No obstante, 
según los últimos tres censos de Población y Vivienda de los años: 1980, 1990 y 2000 se 
puede observar claramente que no se ha podido combatir con eficacia este flagelo. El Censo 
del año 2000 indicó que existen en Panamá 168.140 iletrados.



Cuadro No. 6. Población analfabeta de 10 y más años  



de edad en la República, según provincia: censos de 1980 a 2000



Fuente: Contraloría General de la República de Panamá, Censos Nacionales 



de Población y Vivienda, 14 de mayo de 2000.



Provincia



TOTAL



Bocas del Toro



Coclé



Colón



Chiriquí



Darién



Herrera



Los Santos



Panamá



Veraguas



Población analfabeta de 10 y más años de edad



1980



Número



174,123



12.151



11.253



6.062



39.242



6.284



11.540



10.579



32.510



34.480



1990



Número



 189,184



18682



12469



7133



43649



7032



10242



9209



36481



32731



2000



Número



 168,140



10,442



9,335



5,808



22,030



6,454



8,587



7,491



30,828



24,515 
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Independientemente de otros factores asociados a los aspectos culturales de las comarcas 
indígenas, el sistema educativo presenta problemas de eficiencia interna en estas comunida-
des. El no haber iniciado el programa de educación bilingüe intercultural y estar brindando 
el servicio educativo en la modalidad tradicional o el sistema monolingüe, podría estar con-
tribuyendo a no modificar estos indicadores, que son aproximadamente el doble de la tasa 
promedio nacional (CONACED, 2008).



Cuadro No. 7. Indicadores de pobreza y educación



Fuente: Anexo Informe Anual 2006, MEF.



Entre los programas educativos para combatir la pobreza, el Ministerio de Educación 
cuenta con un Plan de Merienda, con el objetivo de contribuir a mejorar los indicadores re-
lacionados con el derecho a la educación, y que ha traído como resultados el aumento de la 
asistencia a clases, el incremento de la matrícula o inscripción, la reducción de la deserción 
escolar y el mejoramiento de la capacidad de rendimiento escolar de los niños para aprove-
char las enseñanzas (MIDES, 2008b).



El nivel de cobertura en educación primaria es elevado para el conjunto del país (casi el 
98%), sin embargo, las áreas donde se concentra la población indígena muestran niveles 
inferiores. Se presenta una expansión importante en la matrícula del nivel de preescolar 
mediante la oferta de programas formales y no formales como Cefacei, Educación inicial en 
el hogar y la provista por el Mides. En los otros niveles educativos esta expansión es muy 
baja: 1.7% en educación básica y 5.2% en premedia y media, pero en ninguno de ellos se ha 
introducido la enseñanza bilingüe intercultural (CONACED, 2008).



Escolaridad indígena



Población indígena con educación primaria o menos



Escolaridad rural no indígena



Población urbana escolaridad



Educación primaria o menos



Pobres



3.2 años



82.9%



4.8



6.2 



51.5%



No pobres



9.5 años



27.4%



Provincia



TOTAL



Comarca Kuna Yala



Comarca Emberá



Comarca Ngäbe Buglé



Población analfabeta de 10 y más años de edad



1980



Número



174,123



10.022



0



0



1990



Número



189,184



9567



1989



0



2000



Número



168,140



8,821



1,838



31,991   
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La falta de educación secundaria es particularmente crítica en las áreas indígenas y rura-
les, donde además de la falta de facilidades y aislamiento, las familias no tienen los recursos 
para enviar a los jóvenes a lugares con escuelas secundarias, dado que requerirían tener 
dormitorios (MEF, 2007). El siguiente cuadro nos indica la expansión de matrículas en las 
comarcas, expansión que está en aumento.



Cuadro No. 8. Expansión de la matrícula en los diferentes niveles  



educativos según comarcas indígenas y región educativa 2005-2006



Fuente: Departamento de estadísticas del MEDUCA, CONACED, 2008.



Las tasas de “repitencia” y deserción escolar de los niños y niñas indígenas superan am-
pliamente la tasa nacional que se deriva, entre otros factores, del poco dominio del español 
por parte de los alumnos indígenas, así como por componentes curriculares y metodológi-
cos inapropiados para la formación de estos estudiantes (CONACED, 2008). Además, en 
la deserción escolar se incluyen otros factores como la falta de libros, uniformes, transporte 
y alimentación, que son limitantes para la asistencia a la escuela en los estudiantes de las 
familias pobres. Estas causas están detectadas en varios estudios (CONACED, 2008).



En 1995, la Ley 34 modifica la Ley Orgánica de Educación de 1946 reconociendo por pri-
mera vez el derecho de los pueblos indígenas de Panamá a un sistema educativo congruente 
con sus culturas, a través de los siguientes artículos: 



El artículo 4-B. La educación para las comunidades indígenas se fundamenta 
en el derecho de éstas de preservar, desarrollar y respetar su identidad y patri-
monio cultural. 



Artículo 4-C. La educación para las comunidades indígenas se enmarca dentro 
de los principios y objetivos generales de la educación nacional y se desarro-
llará conforme a las características, objetivos y metodología de la educación 
bilingüe-intercultural. 



Región educativa



Total



Ngäbe-Buglé



Emberá



Kuna de Wargandi



Kuna de Madungandi



Kuna Yala



Matrícula
Preescolar



2005



9501



7758



430



65



94



1219



Matrícula
Preescolar



2006



11052 



8874 



384 



101 



258 



1435 



% de
Expansión



2006-2005



16.3



14.4



-10.7



55.4



174.5



17.7



Matrícula
Educación
Básica



2005



48821



39332



2159



346



565



6419



Matrícula
Educación
Básica



2006



49665 



40106 



2216 



381 



761 



6201 



% de
Expansión



1.7



2.0



2.6



10.1



34.7



-3.4



Matrícula
Educación
Premedia
Y Media



2005



6952



5496



60



0



0



1396



Matrícula
Educación
Premedia
Y Media



2006



7312 



5663 



197 



0



0



1452 



% de
Expansión



5.2



3.0



228.3



0



0



4.0
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Artículo 249. La aplicación del currículo en las comunidades indígenas, para 
todos los niveles y modalidades, tomará en cuenta las particularidades y ne-
cesidades de cada grupo y será planificado por especialistas del Ministerio de 
Educación en consulta con educadores indígenas recomendados por sus res-
pectivas asociaciones o gremios. 



Artículo 250. Los contenidos de los programas de estudios en las comunidades 
indígenas incorporarán los elementos y valores de cada una de estas culturas. 



Artículo 251. El Estado garantizará la ejecución de programas especiales con 
metodología bilingüe-intercultural para la educación del adulto indígena, con 
el objeto de que éste logre la reafirmación de su identidad étnica cultural y me-
jore su condición y nivel de vida. 



Artículo 275. El Ministerio de Educación garantizará que el personal docente 
y administrativo que ejerza funciones en las comunidades indígenas tenga una 
formación bilingüe, con dominio del español y de la lengua indígena de la re-
gión. 



En 1996, se elaboró la Estrategia Decenal de Modernización de la Educación Panameña 
(1997-2006), con el objetivo de guiar e impulsar el proceso de aplicación progresiva de las 
reformas introducidas por la Ley 34 de 1995. La Estrategia reconoció que “a pesar de la 
amplia expansión de la cobertura escolar, el sistema educativo panameño presenta síntomas 
apreciables de inequidad y reducida eficiencia” y que “la falta de oportunidades de acceso, 
de permanencia exitosa y de continuidad dentro del sistema educativo, de sectores rurales, 
indígenas y urbano marginales, refuerza las condiciones de pobreza de esta población y 
constituye un obstáculo a la democratización y al progreso económico y social del país”. 



En 1998, se crea la Unidad de Coordinación Técnica para la Ejecución de Proyectos Es-
peciales en las Áreas Indígenas, adscrita a la Dirección General de Educación, luego está 
Unidad sube de categoría a Dirección Nacional de Educación Intercultural Bilingüe en el 
2007, que tiene funciones como: elaborar, definir, y ejecutar los planes y programas de la 
Educación Intercultural Bilingüe en los territorios indígenas del país. Además, se crearon en 
el 2008, las Direcciones Regionales de Educación en la Comarca Ngäbe-Buglé y Emberá-
Wounaan. Los recursos financieros orientados a la promoción de la educación bilingüe in-
tercultural en las comarcas indígenas en este período se estiman en US$ 2.653.388 millones 
(CONACED, 2008).



En 1999 se puso en marcha el Proyecto de Desarrollo Educativo (PRODE), con financia-
ción del Banco Interamericano de Desarrollo (Componente de Transformación Curricular. 
Preescolar-Primaria). También el Proyecto Pro-Igualdad, co-financiado por la Unión Eu-
ropea, desarrolló entre 1999 y 2001 actividades dirigidas a la alfabetización con enfoque 
de género de mujeres indígenas, incluida la realización de diagnósticos y la elaboración de 
materiales. El PREAL23, en su Informe de 2007 señala: 



23	 PREAL-COSPAE. Informe de progreso educativo, Panamá, 2007.
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El grado de escolaridad de la población panameña muestra grandes discrepan-
cias. Son los niños y jóvenes de las zonas urbanas quienes tienen más escolari-
dad. La mayor brecha se concentra en la población indígena, que tiene entre 7 y 
8 años menos que sus pares en la provincia de Panamá. (...) Con sólo primaria 
hay escasas oportunidades para salir de la pobreza. Se requiere al menos doce 
años de escolaridad para tener las competencias básicas profesionales y perso-
nales para la vida y el trabajo. (...) La repitencia escolar constituye una de las 
principales causas del abandono escolar, especialmente entre las poblaciones 
más pobres que no encuentran alicientes para continuar estudiando. Si bien 
esta tasa disminuyó entre 1997 y 2003, mostró un aumento sostenido en las 
zonas indígenas. La repetición en primaria es particularmente elevada en las 
provincias más alejadas y entre los indígenas, con tasas hasta tres veces más 
altas que en la provincia de Panamá.



Igualmente, está el Programa de las Telebásica, que es un modelo educativo innovador, 
establecido en comunidades de difícil acceso, urbano marginales e indígenas. También el 
Proyecto SOLEDUSA, encaminado a dotar de electricidad y equipamiento a escuelas de 
áreas rurales, marginales e indígenas de la Comarca Ngäbe-Buglé y otras provincias.



Además, el Ministerio de Desarrollo Social está implementando la campaña de alfabeti-
zación a nivel nacional denominada “Muévete por Panamá”, cuyo objetivo fundamental es 
erradicar el analfabetismo del país, especialmente en las zonas rurales, indígenas y urbanas 
marginales donde ha llegado la Red de Oportunidades, para mejorar la calidad de vida de las 
personas facilitando su inclusión en el desarrollo social. La Metodología que se utiliza para 
la implemento del Proyecto de Alfabetización proviene de la República de Cuba y es deno-
minada “Yo sí Puedo” (MIDES, 2008a). Con respecto a este programa, se basa solamente 
en alfabetizar a las comunidades, en aprender y escribir en castellano, sin el enfoque de la 
educación intercultural bilingüe en los territorios indígenas, basado la Ley de la Reforma 
Orgánica de Educación de 1995.



Por otra parte, otras entidades gubernamentales están trabajando en el tema educativo, 
como el Instituto para la Formación y Aprovechamiento de Recursos Humanos (IFARHU) 
que ha triplicado el programa de becas para estudiantes indígenas, que han aumentado en 
un 128% entre el 2004 y el 2007 (CONACED, 2008). Por otra parte, en forma particular 
debemos mencionar el programa de becas a la población indígena patrocinado por el MEF-
IFARHU, para estudios universitarios en el exterior, para que acudan a cursar estudios en 
Universidades de América Latina y Europa, en diversas áreas como agricultura, adminis-
tración de empresas agropecuarias, informática, psicología, turismo, entre otros. En estos 
programas están participando 549 estudiantes de las comarcas indígenas, especialmente de 
los pueblos Kunas, Ngäbe-Buglé, Emberá y Wounaan, se espera la participación de los otros 
grupos.



Este programa responde a los planes estratégicos a mediano plazo diseñados por el go-
bierno panameño para atacar la extrema pobreza a través de la educación, que se da con 
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mayor fuerza en los territorios indígenas. Esta inversión supera los 11 millones de balboas, 
con el criterio que, aumentando las capacidades de los panameños, se hará más corto el ca-
mino para salir de la pobreza (MEF, 2009).



Asimismo, la ejecución de programas específicos en el área de educación y capacitación 
laboral; por ejemplo, con la creación del INADEH en el 2006, en programas como la ense-
ñanza del inglés y administración en las regiones indígenas.



De igual forma, la Secretaría Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (SENACYT) 
es una institución autónoma cuya misión es convertir a la ciencia y a la tecnología en he-
rramientas de desarrollo sostenible de Panamá. Sus proyectos y programas están enfocados 
a potenciar el desarrollo científico y tecnológico del país y, de este modo, cerrar la brecha 
de la desigualdad y fomentar un desarrollo equitativo que mejore la calidad de vida de los 
panameños y panameñas, a través del programa “Conéctate al Conocimiento” que está im-
plementando un proyecto de innovación tecnológica en las escuelas y colegios en las áreas 
indígenas con dotar de computadoras para la niñez.



Además, la SENACYT tiene un programa llamado “Ciencia contra la pobreza” Investi-
gación y Desarrollo (I+D), diseñado para retar a la inventiva nacional y buscar propuestas 
de soluciones para los principales problemas socioeconómicos del país, especialmente de 
pobreza, adjudicando fondos no reembolsables de inversión en proyectos con potencial de 
demostrar soluciones de alcance o adopción masiva y perdurable. De alguna manera ha 
habido apoyo a las Comarcas Indígenas de forma mínima, porque son proyectos novedo-
sos dirigidos a invertir en innovaciones de despliegue o impacto masivo y no para resolver 
problemas puntuales, particulares o individuales de pobreza y falta de recursos. Muchas de 
estas informaciones son casi desconocidas por los pueblos indígenas para su elaboración y 
para poder concursar.



Sin embargo, a nivel de la educación superior las mismas autoridades tradicionales han 
solicitado por su iniciativa la creación de estudios universitarios en sus áreas. Por ello, se ha 
creado la Universidad Ngäbe-Buglé con apoyo privado para impulsar estudios de formación 
basada en la realidad de la región. 



En la Comarca Kuna Yala, el Congreso General Kuna ha solicitado a la Universidad de 
Panamá la apertura de un Programa Anexo Universitario de la Universidad de Panamá en 
carreras de Turismo y en Educación para el 2009. Se espera que en los próximos años se 
convierta en una Extensión Universitaria donde se implemente una educación intercultural 
en los diversos programas de estudios cónsona a la realidad de la Comarca, con el fin de 
buscar alternativas de desarrollo y erradicar la pobreza, debido a que el Congreso General 
Kuna está implementando el Proyecto de Educación Bilingüe Intercultural en su región para 
fortalecer la educación kuna a la futura generación.



Por otra parte, ciertas innovaciones tecnológicas están contribuyendo a resolver el proble-
ma de acceso, por ejemplo mediante la telefonía celular, y la red nacional de tele-radiología 
y telemedicina (MEF, 2006a). 
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Por consiguiente, la llegada de la tecnología es importante para que los pueblos indíge-
nas tengan mayor acceso de participación con la sociedad nacional y de los programas que 
lleva los gobiernos a estas regiones. Sin embargo, la telefonía celular en la región de Kuna 
Yala está provocando una nueva forma de dependencia, es decir a lo largo de la región al no 
existir electrificación. ¿Dónde la población va a recargar estos celulares? Para ello existen 
dos opciones, una es la de comprar gasolina y una planta eléctrica para la recarga el celular, 
y la otra pagar un costo de 0.50 centavos o B/. 1.00 para la recarga en algunas comunidades 
kunas, aumentando con ello el costo de vida en la Comarca, que antes no era parte de su 
modus vivendi. Está misma situación se está dando en las otras regiones indígenas del país 
por la falta de electrificación.



2.4 Vivienda y agua potable
El sector vivienda presenta resultados desiguales. Ha mejorado de modo claro la titula-



ción para los propietarios en todo el país. No obstante, ello se debe a la mejora en las áreas 
rurales no indígenas, habiéndose incrementado la proporción de propietarios sin título en 
las áreas urbanas, lo que coincide con la población pobre y la expansión de áreas de asen-
tamientos espontáneos. Empeora el hacinamiento, especialmente de la población pobre y 
mejora el acceso al agua potable en las áreas rurales no indígenas y particularmente en las 
áreas indígenas, lo cual coincide con el éxito de los programas de inversión en acueductos. 
Sin embargo, se reduce la disponibilidad de agua para la población pobre en las áreas urba-
nas, constatación coherente con lo encontrado en otros indicadores (PNUD, 2008b).



En vivienda, los Programa de Asistencia Habitacional, el Proyecto de Rehabilitación Ur-
bana en Colón, el Programa de Apoyo Rápido a la Vivienda de Interés Social (Parvis mejo-
rados) que han llegado a las regiones indígenas de forma escasa.



En Panamá, las estadísticas indican que sólo 9 viviendas de cada 100 no poseen agua 
potable en Panamá. Igualmente, en las comarcas indígenas y las áreas de alta presencia 
indígena, la situación es alarmante. El mayor porcentaje de viviendas sin agua potable se 
encuentra en la Comarca Emberá, 89 de cada 100 viviendas no poseen agua potable; en 
la Comarca Ngäbe-Buglé son 70 viviendas de cada 100; y en Kuna Yala son 32 viviendas 
(CONAPI, 2006).



En el servicio de letrinas se repite la situación, en la Comarca Kuna Yala, de cada 100 
viviendas 92 carecen de letrina, en la Comarca Ngäbe-Buglé es de 73 de cada 100, y en la 
Comarca Emberá son 57 viviendas (CONAPI, 2006).



La variación en lo que se refiere al saneamiento no parece estadísticamente significativa 
salvo para las áreas rurales no indígenas, donde la mejora coincide con los programas de 
letrinización del Ministerio de Salud. En cambio, persiste el problema en las áreas indíge-
nas considerando los obstáculos culturales y de acceso que dificultan este tipo de inversión. 
Finalmente se observa una mejoría promedio en el acceso a la energía eléctrica, particular-
mente debido al incremento en las áreas rurales no indígenas. Obsérvese el mantenimien-
to del bajo grado de acceso (7%) de la población indígena a la energía eléctrica (PNUD, 
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2008b). En casi todos los territorios indígenas no hay electrificación, que contradice con la 
realidad del país. 



2.5 Trabajo
La población ocupada en la República alcanzó el tercer valor máximo de toda la serie en 



cuatro décadas, es decir, se crearon 62.036 nuevos puestos de trabajo, cifra superada por 
los 79.508 y 65.944 nuevos puestos de trabajos creados en los años 2001 y 2002 respecti-
vamente (MEF, 2007).



Las encuestas de niveles de vida demuestran un incremento de la proporción de personas 
ocupadas en empleos informales. La informalidad ha aumentado tanto en las áreas urbanas 
como en las rurales, siendo mayor en las primeras (6 puntos porcentuales), lo que es cohe-
rente con la hipótesis de traslado de la informalidad en términos de pobreza a las áreas urba-
nas. Justamente ha aumentado la proporción de pobres ocupados en actividades informales. 
Un punto de vista positivo consideraría que la migración rural-urbana incrementaría las 
oportunidades de modernización y de acceso a los servicios básicos. Pero, es preocupante 
el aumento de la población pobre en las áreas urbanas ocupada en actividades informales 
de baja productividad y que demanda mayores servicios y abastecimiento de alimentos 
(PNUD, 2008b).



Hoy vemos en las áreas urbanas, muchos indígenas trabajando en el empleo informal por 
la falta de empleo en el sector formal y las tendencias de las empresas es contratar los ser-
vicios de personas naturales para labores específicas; por eso, muchos trabajan de manera 
informal en buhonerías, kioscos, fondas, ventas ambulantes, ferias libres y la llegada de 
Cruceros (ventas de artesanías) que antes no se veía tanto en hombres, mujeres y jóvenes. 



Otros por su parte, se han organizados en asociaciones de pequeñas empresas para la 
venta de productos agrícolas especialmente en las Comarcas. En la Comarca de Kuna Yala 
en los periodos de la llegada de los Cruceros, de octubre a abril, se dedican a la venta de las 
molas a los turistas que representan ingresos de forma directa a su familia para la compra de 
sus productos de primera necesidad. 



En cuanto al salario mínimo, se observa que no se respetaba la norma legal en el caso del 
20% de la población ocupada en 1997 y la proporción aumentaba a 30% en el caso del área 
rural. La variación entre 1997 y 2003 no es estrictamente comparable dada la coincidencia 
de la decisión de aumento del salario mínimo en 2003 con la época de realización de la 
encuesta de niveles de vida. Sin embargo, se sigue observando una gran diferencia entre 
las áreas urbanas y rurales. También se constata la asociación entre pobreza y una mayor 
proporción de personas que perciben salarios inferiores al salario mínimo particularmente 
en las áreas rurales (PNUD, 2008b).



Se hace notar que la población de las áreas de pobreza crítica en su gran mayoría no forma 
parte del mercado, ni fueron producto del mismo, ni les es fácil incorporarse al mercado 
dado su falta de educación; sin embargo, el crecimiento económico puede absorberlos en la 
medida en que se crean puestos de trabajos en áreas aledañas. De otra forma, y para muchos 
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de los presentes, la solución de su problema de pobreza, por ahora, es vía respaldo guberna-
mental para mejorar sus condiciones de vida (MEF, 2007).



Por eso, vemos que muchos jóvenes indígenas piensan que el tener un nivel de escolaridad 
es un factor importante para obtener la estabilidad en el empleo, al trabajar como docentes 
(maestros, profesores) para mejorar su calidad de vida.



2.6 Migración
La migración no es un fenómeno exclusivo de los pueblos originarios, sino también de las 



poblaciones no indígenas. Las migraciones traen consigo desintegración familiar, pérdida 
de identidad y de costumbres, prostitución, maltrato, desequilibrios psicológicos, desem-
pleo, marginación, pérdida de autoestima, violación a los Derechos Humanos, no acceso a 
los servicios básicos como salud, alimentación, vivienda y educación al salir de los sitios de 
origen, en busca de nuevas oportunidades de trabajo.



Las mejores oportunidades de ser ocupado en la ciudad son un poderoso atractivo a la 
migración, convirtiéndose en un mecanismo de absorción de la población en la agricultura 
de subsistencia (se hace notar la importancia de aumentos en el empleo en áreas aledañas a 
las áreas agrícolas) (MEF; 2007).



No obstante, en Panamá la dinámica de crecimiento en el mercado laboral ha sido tan in-
tensa que se ha absorbido la migración y simultáneamente se redujo el desempleo. A su vez 
hay proyectos puntuales en distintas áreas que mejoran la calidad de vida de la población de 
menores ingresos (MEF, 2007).



La migración indígena permanente se da principalmente por estudio, búsqueda de trabajo 
y atención médica. Los migrantes temporales son principalmente Buglé y Bribri (CONAPI, 
2006).



Igualmente, se da una migración temporal, o sea, aquella población que se traslada tem-
poralmente a trabajar a los cafetales, bananeras, cañaverales y fincas privadas de hortalizas 
y verduras, de las provincias de Chiriquí, Bocas del Toro y Veraguas. Sus ingresos son en 
mayor parte utilizados en ropa y calzado, alimentación, para pagar deudas, compras para 
educación y medicinas. Los migrantes temporales son principalmente Kunas, Ngäbe y Bu-
glé (CONAPI, 2006).



Hoy esta migración indígena ha trascendido la frontera especialmente entre los ngäbes, 
por la búsqueda de un ingreso, viajan familias enteras a los cafetales de Costa Rica, afectan-
do la estructura familiar y los niños salen de las escuelas para trabajar junto a sus padres, de 
ahí el alto índice de deserción escolar. En efecto, los que emigran mejoran sus condiciones 
económicas, de salud, educación y viviendas, pero con respecto a la situación que viven en 
sus comunidades de origen, que es deteriorada. No obstante, su mejoría es relativa ya que 
la mayoría de los migrantes indígenas viven en áreas marginadas, y por la migración tienen 
que sacrificar parte de seguridad familiar (CONAPI, 2006).
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2.7 Justicia y Seguridad Social
Persisten serias limitaciones para el funcionamiento de los sistemas de justicia y la ga-



rantía de seguridad jurídica; es desigual el acceso a la justicia asociado al debido proceso y 
el derecho a la defensa. La aplicación de la justicia hacia los pueblos indígenas es limitada 
por la falta de coordinación inmediata entre los jueces comarcanos y personerías24 con las 
instancias del autogobierno indígena, por tanto, se ve que casi no existe una coordinación 
entre las leyes nacionales con las leyes propias de la legislación indígena.



Las normas indígenas sancionan a los miembros de sus comunidades, cuando éstos han 
trasgredido sus costumbres y tradiciones, aplicándose los reglamentos de cada comunidad 
y región para efectos de las sanciones. 



En la Comarca Kuna Yala, los juzgados y personerías que trabajan en las comarcas in-
dígenas solo actúan para casos civiles, mientras que los delitos de violación carnal, droga, 
homicidio, actos libidinosos y afines son llevados a otras instancias jurídicas estatales. Por 
tanto, el detenido es llevado a otros juzgado para su proceso legal; sin embargo, si el aboga-
do no conoce el idioma indígena y los jueces de circuito, va a existir una defensa desigual-
dad por la falta de interprete en los juzgados, por eso en ocasiones se les asigna abogados 
indígenas que es un derecho a su defensa. 



A pesar que existen leyes, decretos ejecutivos, decretos de leyes y resoluciones que favo-
recen a los pueblos indígenas, las autoridades y las comunidades casi no han podido aprove-
char estos mecanismos por la falta de promoción y del interés de las autoridades nacionales 
en la voluntad política para mejorar la calidad de vida y de administración de justicia de los 
pueblos indígenas. Las autoridades indígenas al desconocer estas leyes casi no han podido 
utilizarlas para su beneficio.



Solo un avance en las leyes electorales hacia los territorios indígenas se desarrolla en la 
Reforma del Código Electoral de 2007 con la creación de tres Distritos Judiciales donde se 
incluye en las Comarcas Kuna Yala, Kuna de Wargandi, Kuna de Madungandi y Emberá 
Wounaan y la Comarca Ngäbe-Buglé donde habrá juzgados penales electorales si existe un 
delito electoral.



La situación de la seguridad social en los pueblos indígenas es limitada, por el poco ac-
ceso de los servicios de salud y laborables en sus territorios indígenas; al no existir plazas 
de trabajo y programas y proyectos para incentivar la economía en las áreas indígenas, se 
dan las migraciones a las ciudades en busca de una nueva forma de calidad de vida. Según 
el Informe del Estado de la Región de Centroamérica, se indica como excepción el sistema 
de salud de Costa Rica, que cuenta con distintos esquemas de aseguramiento para toda la 



24	 En las Comarcas Emberá, Wounaan y Ngäbe-Buglé, a pesar de que en su ley comarcal se estipula el 
nombramiento de un juez comarcal y personero –que todavía no han sido nombrados–,los casos penales y 
familiares los atiende el juez de circuito de la Provincia de Darién en la Comarca Emberá y en la Comarca 
Ngäbe las autoridades tradicionales. En las leyes comarcales de las Comarcas Madungandi y Wargandi no 
existen estas figuras.
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población, y el de Panamá, donde la cobertura asciende al 65%, los demás países tienen 
sistemas de seguridad social que abarcan a menos del 20% de la población. Cerca del 70% 
de las y los centroamericanos carece de seguro social. La población pobre sin acceso a 
los sistemas públicos de salud debe pagar de su bolsillo servicios privados. Se estima que 
alrededor de un 25% de la población (10 millones de personas) no cuenta con un acceso 
razonable a estos servicios (Informe del Estado de la Región, 2008:62).



En ese sentido, una persona al no tener un Seguro, no tendrá los beneficios del Estado para 
las consultas gratis de salud en los hospitales, y de la jubilación para vivir acomodadamente 
en su hogar cuando envejece.



Entre los asegurados por la Caja de Seguro Social de población indígena hasta el 2007 es 
de 29.650, de los cuales activos es de 29.251, pensionados es de 399 y dependientes es de 
80.046 (Contraloría General de la República, 2007), esta cifra es muy baja en comparación 
con los cotizantes a nivel nacional; pero los pocos cotizantes se aseguran un bienestar hasta 
su jubilación. Con ello, se afirma el poco espacio de participación laboral para los poblado-
res indígenas. Por eso, la colectividad de la población indígena no es objeto de créditos por 
la falta de garantías al no tener la mayoría título de propiedad de sus tierras o vivienda. Sólo 
los indígenas que tienen un empleo remunerado (público o privado) estable tienen acceso a 
crédito, que violan los derechos humanos de los pueblos originarios. 



2.8 Propiedad y tenencia de tierra
Panamá continúa presentando un cuadro de inseguridad en la tenencia de la tierra. Según 



el Censo Nacional Agropecuario del 2001, las áreas que presentan una menor proporción de 
explotaciones y superficies sin título son las comarcas indígenas (exceptuando la de Kuna 
Yala) y las provincias de Darién, Colón, Bocas del Toro, Veraguas y Coclé. Se han puesto 
en marcha proyectos de cooperación internacional para mejorar los catastros y los niveles 
de seguridad jurídica, pero el avance de los mismos es lento. Se observa una mejora en la 
titulación en el caso de los propietarios de vivienda (PNUD, 2008b).



Panamá cuenta con cinco territorios legalizados a través de Comarcas Indígenas, que son 
divisiones políticas especiales para los pueblos indígenas. A pesar de que existen cinco terri-
torios reconocidos legalmente, hay otros pueblos indígenas que aún no tienen dicho estatus. 
Este es el caso de los Nasos, los Bribri, así como dos poblaciones Kunas.



Además, existe una tendencia gubernamental de no aprobar la creación de nuevas comar-
cas indígenas por la política de las entidades financieras internacionales y de empresarios 
nacionales y empresas internacionales que voltean sus ojos hacia los territorios indígenas 
por la riqueza del ecosistema en estas regiones, por la explotación de la minería y el turismo 
y por la construcción de hidroeléctricas en la Comarca Ngäbe-Buglé y en el pueblo Naso, 
que las comunidades rechazan.



Existen las bases legales, a nivel constitucional y legislativo, para que el territorio ances-
tral de las Comarcas Indígenas sea reconocido legalmente y reglamentado en cartas orgá-
nicas para su funcionamiento. Igualmente, para el reconocimiento de sus autoridades tradi-
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cionales y para poder participar en las acciones de los gobiernos nacionales en el desarrollo 
de la región. Mientras tanto, otros pueblos indígenas aún no han podido lograr que sus 
territorios se les reconozcan todavía y están dialogando y negociando con el gobierno para 
su aprobación. Este reconocimiento no ha sido fácil, surge por los levantamientos armados, 
marchas, huelgas de hambre y negociaciones con los gobiernos panameños para el logro del 
reconocimiento legal de sus territorios.



Con el reconocimiento dentro de la legislación panameña que las Comarcas Indígenas 
son divisiones políticas especiales, estas tierras tienen un grado de autonomía, por lo tanto, 
se rigen de acuerdo a las leyes especiales y las estructuras de autogobierno de los pueblos 
indígenas que las habitan. También los fallos de la Corte Suprema de Justicia han recono-
cido la importancia, como parte de los Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas, de 
la relación intrínseca existente entre los pueblos indígenas y la naturaleza, en base a sus 
valores espirituales.



Las legislaciones especiales comarcales vigentes señalan de una forma clara y precisa que 
las tierras que forman parte de ellas son propiedad colectiva de las mismas, y en consecuen-
cia, son inembargables, imprescriptibles e inajenables. Estos conceptos jurídicos en materia 
de las tierras, están cónsonas con las disposiciones de la Carta Fundamental del estado de 
derecho panameño.



Muchos de los conflictos de tierras que hay en los territorios indígenas, se dan principal-
mente por la invasión de colonos. Éstos no respetan si hay Comarcas o tierras legalizadas. 
Estos conflictos se pueden solucionar siempre y cuando exista la voluntad política y la con-
sulta previa a las autoridades indígenas, como a corto plazo, recopilar y analizar los datos 
del estudio tenencial de tierras realizado por la Dirección Nacional de Reforma Agraria; y 
enviar un comunicado radial, por dos semanas de aviso, para informar las acciones y acti-
vidades del Gobierno Nacional.



 A mediano plazo: Solicitar a Reforma Agraria, de acuerdo a lo estipulado en la ley, la de-
finición de tenencia de tierras de los campesinos con derechos posesorios; empoderar a las 
autoridades tradicionales indígenas acompañados de la Policía y el Ministerio de Gobierno 
y Justicia, a través de sus organismos competentes de decisión y expresión (Congreso Ge-
neral), y realizar la ejecución de desalojo, ya que la Ley ordena a los indígenas a preservar, 
conservar, y custodiar su jurisdicción Comarcal; y solicitar a las autoridades comarcales 
realizar las demandas a través de los medios competentes administrativos.



Ante esta situación, por el conflicto de tierras en los territorios indígenas, el gobierno pa-
nameño de Martín Torrijos creó la Comisión de Alto Nivel para Atender los Problemas de 
los Pueblos Indígenas de Panamá bajo el Decreto Ejecutivo Nº 287 del 11 de julio de 2008. 
La comisión promoverá la formulación de planes de desarrollo para las comarcas y para los 
territorios indígenas con títulos de propiedad colectiva de tierras, con equidad, pertinencia 
cultural y desarrollo humano. Sin embargo, en dicha comisión no existe participación de los 
pueblos indígenas como parte de la comisión.	
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No obstante, con la aprobación de la Ley 72 del 23 de diciembre de 2008, “Que establece 
el procedimiento especial para la adjudicación de la propiedad colectiva de tierras de los 
pueblos indígenas que no están dentro de las comarcas” de las tierras que no fueron incorpo-
radas dentro de la Comarca Emberá-Wounaan, conocidas como Tierras Colectivas, ocurrió 
un retroceso de la participación indígena por la falta de una consulta adecuada a sus autori-
dades y del estancamiento para la no creación de nuevas Comarcas, ya que con esta nueva 
ley de Tierras Colectivas, los gobiernos panameños tendrán injerencia en su estructura inter-
na a través de Decretos Ejecutivos para el funcionamiento de sus Cartas Orgánicas. Como 
se señala en su artículo 15: “El Órgano Ejecutivo, por conducto del Ministerio de Gobierno 
y Justicia, mediante decreto ejecutivo, reconocerá la forma tradicional de organización, 
la cultura y las autoridades de los pueblos indígenas titulares de la propiedad colectiva de 
tierras, y establecerá procedimientos para la coordinación entre éstas y las autoridades na-
cionales electas o designadas”.



De igual forma, no hubo consulta previa hacia el pueblo Naso al ser incorporado su terri-
torio como Corregimiento dentro de la nueva Ley de Tierras Colectivas, ya que el pueblo 
Naso estaba negociando una Comarca con mayor jurisdicción autónoma. Como se indica en 
el Artículo 17: “El Ministerio de Gobierno y Justicia, mediante decreto ejecutivo, adoptará 
la Carta Orgánica del Corregimiento Indígena Comarcal Teribe del Distrito de Changuinola 
en la provincia de Bocas del Toro”.



Con relación al tema, Nadia Moreno, Directora Nacional de Reforma Agraria del Ministe-
rio de Desarrollo Agropecuario (MIDA), señaló que según la Ley 72, todas las comunidades 
indígenas tienen derecho a tener un título de propiedad colectiva, por lo que se ha iniciado 
este plan en la provincia de Bocas del Toro.



Indicó que instituciones como el Tribunal Electoral, además de brindar información sobre 
las personas del área, igualmente aprovechan la oportunidad para coordinar que éstas estén 
inscritas en el Registro Civil y posean la cédula de identidad personal. 



Por otra parte, el gobierno panameño a través de la Autoridad Nacional del Ambiente 
(ANAM) está ejecutando el proyecto del Corredor Biológico Mesoamericano del Atlántico 
Panameño. Es un proyecto que promueve la conservación, aprovechamiento y manejo de 
la diversidad biológica de Panamá, tomando en cuenta la necesidad de incentivar y facilitar 
el desarrollo sostenible y una mejora en la calidad de vida de las comunidades rurales del 
país. En las comarcas indígenas se están desarrollando proyectos de conservación y gestión 
ambiental en la producción de cultivos en sus comunidades, para solucionar la falta de ali-
mentos en sus regiones en coordinación con las autoridades tradicionales. 



III. La mujer indígena y la pobreza



El rol de la mujer indígena, dentro de la cultura milenaria, ha estado siempre ligado a 
tres dimensiones: como reproductora del pueblo, como transmisora de costumbres y valo-
res, y como productora de su economía de subsistencia (Informe Nacional Clara González, 
2002).
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La mujer indígena sufre una triple discriminación: la de género, la racial y la económica. 
Triple discriminación que ha mantenido a las mujeres en una condición de opresión, subor-
dinación y explotación sistemática (Informe Nacional Clara González, 2002). Discrimina-
ción que no solo se da en las mujeres indígenas, sino en forma general. Como nos señalan 
las Observaciones Finales del Comité de Derechos Humanos de 2008 acerca de la situación 
de Panamá en el punto 16: “El Estado parte debería redoblar sus esfuerzos para combatir 
la discriminación contra las mujeres en el mundo laboral a fin de garantizar, entre otros, la 
igualdad de oportunidades en el acceso al empleo, el salario igual por trabajo igual y la erra-
dicación de la pruebas de embarazo para el acceso al empleo. El no respeto de la prohibición 
de las pruebas de embarazo debería ser objeto de sanción efectiva”.



En el caso de la población indígena, pese a los diferenciales por sexo en la esperanza de 
vida levemente a favor de las mujeres, éstas se ven mayormente afectadas por las malas 
condiciones prevalecientes, pues factores como una alimentación deficiente, los partos múl-
tiples, la violencia doméstica y el trabajo en exceso, las llevan a presentar probabilidades 
de muerte más alta por edad en comparación con los hombres. Este hecho podría explicar 
en parte el comportamiento de otros indicadores demográficos, como el índice de masculi-
nidad por edades.



En el ámbito económico las actividades de las mujeres indígenas, están relacionadas con 
las labores de producción, distribución, consumo e intercambio de productos destinados a 
su grupo familiar (Informe Nacional Clara González). Además, son las mujeres más organi-
zadas que los hombres al agruparse en cooperativas, asociaciones para vender sus vestidos, 
artesanías y productos agrícolas. Como nos dice Serpia Quintana: “Allá en la comunidad 
hay varias organizaciones que son mujeres y hombres, pero más nos organizamos las mu-
jeres, porque los hombres cuando ven que la platita va subiendo se ponen a tomar, se ena-
moran de otra mujer, se la gastan. Nosotras las mujeres no. Somos duras” (Revista Ellas, 
2008:70).



El Despacho de la Primera Dama está implementado el Programa de Contigo Mujer Rural 
a través de Microcréditos, dirigido a elevar la calidad de vida de las mujeres de las regiones 
rurales e indígenas de extrema pobreza (Crítica, 2009:7).



En las mujeres más jóvenes, éstas deciden migrar en busca de mejores condiciones de 
vida, incorporándose generalmente a ocupaciones mal remuneradas dentro del servicio do-
méstico o el comercio al detalle (Informe Nacional Clara González). 



En lo educativo, a pesar de los avances logrados a nivel del país, se evidencian las grandes 
desigualdades que afectan su educación; así tenemos que ella es la que presenta mayores 
niveles de analfabetismo, de inasistencia escolar y de años aprobados (Informe Nacional 
Clara González). Con respecto al analfabetismo entre las mujeres se observa una brecha: 
entre las mujeres indígenas es cerca del 40%, fenómeno que no se observa entre los no in-
dígenas ni aún entre las pobres. 



Entre la población indígena, las mujeres continúan muy distantes del derecho a la educa-
ción, ya que según el censo del año 2000, el 62% de las mujeres Ngäbes, el 69.4% de las 
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mujeres Kunas y el 58% de las Emberá se encontraban sin ningún grado aprobado. Esto 
confirma que persisten patrones culturales que favorecen el ingreso de los varones a la 
educación en detrimento de las mujeres, en algunos grupos humanos en Panamá (PNUD, 
2005).



La salud de las mujeres, igualmente refleja las condiciones y la situación de marginalidad 
que viven sus comunidades, sin acceso a servicios e infraestructuras básicas (agua potable, 
letrinas, luz eléctrica, viviendas adecuadas, etc.), ni a servicios de salud accesible, lo que se 
traduce en niveles de morbilidad y mortalidad elevadas que pueden ser fácilmente preveni-
bles con los controles adecuados (Informe Nacional Clara González). 



Las mujeres indígenas sufren una desnutrición crónica que se refleja en una variedad de 
enfermedades que unida a su fecundidad, la colocan en situación de extrema vulnerabilidad. 
(Informe Nacional Clara González).



Según Eladia Carpintero del pueblo Ngäbe-Buglé de la Coordinadora Nacional de Muje-
res Indígenas de Panamá (CONAMUIP), señala que la pobreza en los territorios indígenas, 
está convirtiendo a los indígenas en “dependientes” de los programas que vienen de afuera 
de donaciones y de los programas del gobierno; antes no había dependencia pues todos tra-
bajaban en el campo, en la pesca, había una riqueza. Hoy, los gobiernos panameños están 
utilizando el sentir de la pobreza indígena para buscar fondos a los indígenas y estos recur-
sos llegan de forma mínima, ya que el gobierno es quien lo administra para los indígenas. 
Por eso, nosotras las mujeres debemos de organizarnos y estar unidas para trabajar, para 
nosotras, para la comunidad y no ser dependientes (comunicación personal, 2009).



3.1 Situación del adulto mayor indígena
Con el gobierno de Mireya Moscoso se inicia una “Política Nacional a favor de las Per-



sonas Mayores en Panamá”, en 2004, en la cual se dan las bases para que todos(as) los 
panameños(as) pueden envejecer con seguridad, y dignidad y continuar participando en la 
comunidad como ciudadanos(as) con plenos derechos (MINJUMFA, 2004).



La población panameña es relativamente joven; no obstante, es considerable el aumento 
de las personas adultas. En el último Censo 2000, la población de sesenta años y más al-
canzaba a 244.592 personas, lo cual representa el 8.6% de la población. En el área rural, 
la población adulta mayor es de 97.405 personas y representa el 7.8%; mientras que en los 
pueblos indígenas la población es de 12.976 representando el 5.3%. 



Existe una estrecha relación entre analfabetismo y pobreza en la vejez. Las mujeres ma-
yores tuvieron menos oportunidad de acceso a la educación que los hombres y esto explica 
sus bajos niveles de instrucción.



Las personas mayores indígenas en las áreas rurales presentan algunos rasgos sociode-
mográficos que en algunos casos son más acentuados que los de la población adulta mayor 
nacional. En los pueblos originarios, una menor proporción de personas mayores viven so-
las o están sin parejas; la incidencia de la jefatura de hogar es más baja que en las personas 
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no indígenas y, contrariamente a lo que ocurre con la población no indígena, las sociedades 
indígenas están demográficamente más envejecidas en las zonas urbanas que rurales (MIN-
JUMFA, 2004).



A finales de la década pasada, el 44% de la población adulta mayor recibía ingresos por 
jubilación o pensión. En la actualidad, más de la mitad de las personas adultas mayores no 
accede a los beneficios del sistema de seguridad social, por lo que gran parte se ve obligada 
a continuar trabajando en condiciones desfavorables, generalmente en empleos informales, 
con bajos salarios y sin resguardo contra riesgos.



Esta situación se ve con mayor incidencia en pobladores del pueblo Ngäbe y Emberá, 
en las ciudades de Panamá y David, que solicitan dinero para la alimentación, debido a la 
migración a las ciudades o por abandono de sus hijos.



IV.	 El papel de los Pueblos Indígenas en la lucha contra 
	 la pobreza: Plan de Vida



Para el PNUD, según el Informe Nacional de Desarrollo Humano 2007-2008, la pobreza 
en Panamá es algo más que pobreza de ingreso y subraya cómo la transmisión inter-genera-
cional de la pobreza es un fenómeno que profundiza el problema. Por otra parte, el Informe 
explicó claramente el papel central que la educación, y el acceso a la misma, juegan en la re-
solución de la pobreza y cómo, en Panamá, esa herramienta no está cumpliendo su función 
adecuadamente. Más aún, el Informe reveló sin ambages la baja efectividad que ha tenido 
el significativo gasto social que hace el país, porque los fondos se han destinado, por déca-
das, en promedio, en un 80% a cubrir los gastos de funcionamiento del aparato estatal que 
ejecuta las funciones sociales, comprometiendo con ello la capacidad del Estado de invertir 
con mayor eficiencia para incrementar su impacto sobre la pobreza (PNUD, 2008a).



La relación entre pobreza y educación claramente define un programa o solución estruc-
tural, efectiva, para contribuir a resolver el problema de pobreza en Panamá; al menos para 
las generaciones futuras: lograr que toda la población logre tener un primer ciclo escolar 
(MEF, 2007). 



El programa incluiría construir facilidades escolares, incluyendo dormitorios, cuando sea 
el caso, para lograr una cobertura completa, a su vez proveer el financiamiento (incluyendo 
becas) para su operación. Ahora mismo existen pocas escuelas de esta naturaleza, aunque 
cabe mencionar que algunas son el resultado de la acción privada (MEF, 2007).



La estrategia del gobierno ha sido clara; primero, lograr los recursos financieros necesa-
rios (para lo que se hizo una reforma estructural y el saneamiento de las finanzas públicas y 
las de la Caja de Seguro Social); segundo, un programa social basado primordialmente en 
transferencias de recursos, no en distorsiones al mercado con el objetivo de aumentar capa-
cidades y productividad, no basarse en el “asistencialismo o paternalismo” (MEF, 2007).



Por último, pero no menos importante, se deben crear condiciones o instituciones legales 
que permitan potenciar el aprovechamiento de los recursos en áreas indígenas, incorporan-
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do su uso en el mercado pero reteniendo los ingresos de la propiedad en la comunidad (en 
particular en cuanto a usos turísticos) (MEF, 2007).



Entre las recomendaciones que da el Comité de Derechos de la ONU al gobierno paname-
ño para buscar una alternativa al tema indígena en su desarrollo y participación ciudadana 
en el Estado se encuentran:



•	 Garantizar de manera efectiva el derecho a la educación de los indígenas y que dicha 
educación se adecúe a sus necesidades específicas;



•	 Garantizar el acceso de todos los indígenas a servicios de salud adecuados;



•	 Llevar a cabo un proceso de consultas con las comunidades indígenas antes de conceder 
licencias para la explotación económica de las tierras en las que viven, y garantizar que 
en ningún caso dicha explotación atente contra los derechos reconocidos en el Pacto;



•	 Reconocer los derechos de las comunidades indígenas que se encuentran fuera de las 
comarcas, incluido el derecho al uso colectivo de las tierras ancestrales.



Por consiguiente, los pueblos originarios deben proponer un Plan de Desarrollo o de Vida 
desde su realidad geográfica y cultural a los gobiernos nacionales de cómo se debe de tra-
bajar en coordinación con las autoridades tradicionales de llevar un Proyecto o Programa a 
los territorios.



Propuestas de un Plan de Vida desde los Pueblos Originarios
¿Para los pueblos originarios que es “desarrollo”? Desarrollo y Pueblos Indígenas está 



ligado a su forma de vida, como nos señalan los hermanos bolivianos en su concepto del 
“Vivir Bien”.



CONCEPTO DEL “VIVIR BIEN”



El Vivir Bien postula una visión cosmocéntrica, que se refiere a que el cosmos es el centro 
de la dinámica espiritual, material, económica, social y política de las comunidades.



El Vivir Bien expresa el encuentro entre pueblos y comunidades, respeta la diversidad e 
identidad cultural. Significa “Vivir Bien entre nosotros”, es una convivencia comunitaria 
con interculturalidad y sin asimetrías de poder, “no se puede Vivir Bien si los demás viven 
mal”. Se trata de vivir como parte de la comunidad, con protección de ella, en armonía con 
la naturaleza, “vivir en equilibrio con lo que nos rodea”. También significa “Vivir Bien con-
tigo y conmigo”, que es diferente del “vivir mejor” occidental, que es individual, separado 
de los demás e inclusive a expensas de los demás y separado de la naturaleza.



El Vivir Bien es la expresión cultural que condensa la forma de entrever la satisfacción 
compartida de las necesidades humanas, más allá del ámbito de lo material y económico. A 
diferencia del concepto occidental del “bienestar”, que está limitado al acceso y a la acumu-
lación de bienes materiales, incluye la afectividad, el reconocimiento y el prestigio social.
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También es una práctica relacionada con la dignidad, la independencia y la singularidad, 
con las lenguas nativas y el bilingüismo, y con dimensiones inmateriales y subjetivas, con 
el aprecio y el reconocimiento comunitario, el afecto y el ocio traducido en fiesta.



El Vivir Bien es la demanda de humanización del desarrollo donde la diversidad cultural 
asegura la responsabilidad y obligación social en el desempeño de la gestión pública. De 
esta manera, el desarrollo se convierte en un proceso colectivo de decisión y acción de la 
sociedad como sujeto activo y no como receptora de directivas verticales. De este modo, el 
Vivir Bien es el acceso y disfrute de los bienes materiales y de la realización efectiva, sub-
jetiva, intelectual y espiritual, en armonía con la naturaleza y en comunidad con los seres 
humanos (Ministerio de Planificación del Desarrollo de Bolivia).



Con estos señalamientos nos llevan a postular lineamientos generales para la implemen-
tación de un Plan de Vida en las regiones indígenas en Panamá, basados en una estructura 
estratégica sociopolítica, económica y cultural desde la visión de los pueblos originarios:



1.	 Visión.



2.	 Misión.



3.	 Objetivos: general y estratégicos.



4.	 Principios y valores del Plan de Vida basado desde la cosmovisión indígena.



	 Principios: Visión comunitaria; complementariedad; reciprocidad; equilibrio social; 
equidad; unidad; protección, preservación y conservación de los recursos naturales.



	 Valores: Libertad; igualdad; respeto a la vida; preeminencia de los Derechos Humanos 
y Derechos Indígenas Originarios.



5.	 Políticas Generales: Políticas de desarrollo productivo, políticas sobre tierra territorio, 
políticas de complementariedad de tecnologías, políticas de control social, políticas so-
ciales y culturales, políticas educativas bilingües interculturales, políticas sobre Dere-
chos Humanos, políticas comunicacionales, políticas de medicina tradicional, políticas 
de soberanía alimentaria.



6.	 Programas nacionales del Plan Estratégico de Vida: Los programas harán referencia a 
un conjunto de ideas de proyectos, relacionados y coordinados entre sí y que son de la 
misma naturaleza por sus características socio-culturales.



7. 	 Metodología del Plan Estratégico de Vida: Tomar en cuenta una metodología participa-
tiva con espacios de reflexión y construcción colectiva del conocimiento. En este senti-
do, la metodología abrirá espacios con la finalidad de enriquecer de manera colectiva el 
diseño y contenido del Plan, tomando en cuenta la realidad de los territorios indígenas, 
los conocimientos y saberes de los Pueblos Indígenas Originarios. Una participación ac-
tiva de la población (hombres, mujeres, jóvenes) en los Congresos Generales, Concejos 
y Reinados para discutir sus planes de vida en consenso sin injerencia de los gobiernos 
nacionales.



Pobreza y peritajes.indd   145 7/23/10   2:39:24 PM











146



Acceso a la justicia de los pueblos indígenas:



los peritajes culturales y la visión de pobreza desde su cosmovisión



Entre las acciones para el fortalecimiento del Plan de Vida:



•	 Ser reconocidos como Pueblos en la Constitución Nacional.



•	 Derecho a la autodeterminación.



•	 Aplicación de un modelo de educación intercultural bilingüe.



•	 Desarrollo de una salud intercultural en las regiones indígenas.



•	 Ejecución del Plan Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional para combatir la 
desnutrición en la niñez.



•	 Aprobación legal de los nuevos territorios indígenas para su desarrollo comarcal.



•	 Mejorar el sistema de participación directa en los proyectos, en que las comunidades par-
ticipen en los proyectos de desarrollo a través de sus propias organizaciones u ONG’s.



•	 Mejorar los procesos de diseño, formulación, ejecución y evaluación de los proyectos 
que los afectan.



•	 Fortalecer sustancialmente la infraestructura básica en las regiones indígenas.



•	 Fomentar el aprovechamiento del excepcional patrimonio cultural y natural de los pue-
blos indígenas para promover su desarrollo económico desde su perspectiva regional.



•	 Realizar una consulta a las bases, autoridades tradicionales y organizaciones.



•	 Facilitar una mayor participación de las mujeres en los proyectos políticos y de desarro-
llo.



•	 Fortalecer la seguridad en las fronteras nacionales con Colombia y Costa Rica, debido a 
la inseguridad que está afectando las condiciones de vida de la población con las cons-
tantes amenazas y ataques a los poblados indígenas y afrodescendientes y de la presen-
cia del narcotráfico.



•	 Facilitar la participación en seminarios, talleres y capacitaciones organizado por institu-
ciones del Estado y entidades internacionales para el fortalecimiento de la estructuras de 
los Congresos Indígenas.



•	 Dotar de un presupuesto de funcionamiento a las Comarcas Indígenas para su autoges-
tión.



•	 Otorgarle a los adultos mayores un bono de 100 dólares mensuales de extrema pobreza, 
al no tener un seguro social, que le sirva para sus gastos hospitalarios y de la canasta 
básica.



Una política orientada a la transformación de la población en las comarcas indígenas se 
define principalmente con medidas puntuales, pero hay que estar consciente que hay que 
respetar la sensibilidad y la naturaleza de los pueblos originarios. Entre las medidas cabe 
mencionar: Aumentar el nivel de educación mediante programas de una educación inter-
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cultural bilingüe en todos los niveles de educación, alfabetización de adultos, usando las 
lenguas de las diferentes pueblos originarios, así como, ampliar los programas de educación 
en general, especialmente a las mujeres. Por ello, podemos indicar que la implementación 
de una educación intercultural bilingüe en los territorios originarios en Panamá puede ser 
una alternativa para que la nueva generación de jóvenes y niños indígenas puedan tener una 
visión de desarrollo desde su perspectiva.



El desarrollo de las pequeñas y medianas empresas, a través de microcréditos puede ayu-
dar a eliminar la pobreza y mejorar la condición social, económica y cultural de los pueblos 
indígenas, no sólo como oferentes del empleo asalariado, sino como creadora del autoem-
pleo, sin depender de donaciones extranjeras ni estatales. Son las mujeres indígenas más 
organizadas que los hombres, las que pueden agruparse en asociaciones donde vendan sus 
productos de vestidos, artesanías y agropecuarios.



La aplicación de las leyes, decretos y resoluciones que favorecen a los pueblos indígenas, 
para la consolidación de su autogobierno y forma de vida desde su perspectiva cultural. 
Pero son los mismos pueblos indígenas garantes de su participación política tanto en sus 
territorios, como a nivel gubernamental, ya que con la creación de las comarcas y el logro 
de muchos de los avances en la Legislación se debe a la creciente capacidad negociadora de 
los pueblos indígenas en Panamá.



El Informe de Desarrollo Humano del 2002, realizado por la PNUD, señala que la partici-
pación indígena puede mejorar si se le da prioridad a los pueblos indígenas en los proyectos 
nacionales de inversión, favoreciendo el respeto de las leyes y planes elaborados para esas 
áreas y grupos, lo cual permite mejorar la gobernabilidad democrática del país. Finalmente, 
los pueblos indígenas destacan de que se les involucre en los procesos de diálogo y con-
certación que traten sobre situaciones que afecten sus territorios, evitando con ello que se 
les impongan leyes y proyectos externamente, como en el caso de la definición de áreas 
protegidas o de proyectos de explotación de recursos dentro de sus comarcas (Informe de 
Desarrollo Humano, 2002:142).



Es necesario que en Panamá, exista la discusión de la multiculturalidad, el multicultura-
lismo y la interculturalidad, que aún no se ha discutido de forma amplia para comprender la 
realidad de los pueblos indígenas, en que el Estado, gobernantes y profesionales panameños 
al no sentir la causa indígena, consideran que los indígenas deben “integrarse” a la sociedad 
para que puedan salir de su pobreza. Otros por su parte, consideran que otorgarles comarcas 
o territorios legales los llevaría a su aislamiento, y que estas tierras deben integrarse al Esta-
do, ya que son tierras que los indígenas no están usando para su explotación. Ejemplo claro 
son los diferentes problemas que hoy enfrentan las Comarcas por la invasión de colonos, 
propuestas de hidroeléctricas, minerías y turismo en sus territorios. 



Sin embargo, planteamos que hoy es necesario que hablemos de una participación inte-
gral, donde la interculturalidad, desde el punto de vista socio político, es un proyecto polí-
tico, en el respeto por y la asunción de la diversidad existente, la recreación de las culturas 
en presencia y la emergencia de una nueva síntesis cultural. La interculturalidad se refiere 
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a la interacción comunicativa que se produce entre dos o más grupos humanos de diferente 
cultura. La interculturalidad se da cuando un grupo comienza a entender (en el sentido de 
asumir) el sentido que tienen las cosas y objetos para los “otros”.



Por consiguiente, el desarrollo desde el punto de vista de los pueblos originarios en Pa-
namá es integral donde la naturaleza, el ser humano es garante de su existencia como na-
ciones.



Conclusiones



Desde la visión de los pueblos originarios, el reconocimiento y respeto a los sistemas de 
organización, instituciones y gobiernos propios, son criterios fundamentales para el estable-
cimiento de una nueva relación con los Estados, superando las tensiones que caracterizan los 
procesos de gestión de los derechos, la tierra, el territorio, la protección de la Madre Natura-
leza y de la identidad cultural, donde los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) y los 
Objetivos del Segundo Decenio Internacional de los Pueblos Indígenas, y el Convenio 169, 
como compromisos de los Estados, ofrecen un marco político y normativo orientador para 
los planes, programas y proyectos que se gestionan en favor de los Pueblos Indígenas.



La falta de empleo y la pobreza son los dos principales problemas del país. Frente a estos 
desafíos, se han impulsado políticas públicas orientadas a mejorar los niveles de pobreza 
y de inequidad prevalecientes en el país, a través de la constitución de redes de protección 
social como la Red de Oportunidades y de otros programas estatales. También el fortaleci-
miento institucional del sector social como la reestructuración del Ministerio de Desarrollo 
Social y la instalación de un Gabinete Social, y la ejecución de programas específicos en 
el sector educativo y salud. A pesar de estas políticas públicas para erradicar la pobreza sus 
efectos han sido mínimos en los territorios indígenas, donde el hambre y la desigualdad 
todavía persisten.



Se espera que el encuentro de la Concertación Nacional para el Desarrollo de Panamá, 
que fue apoyado por el Sistema de Naciones Unidades, contribuya a superar la inequidad 
y erradicar la pobreza en que vive cerca del 40% de la población. Los acuerdos finales de 
octubre de 2007se formularon teniendo por horizonte el año 2025, para orientar las políticas 
públicas en el país y mejorar la calidad de vida de los ciudadanos.



Para resolver los problemas de pobreza no es suficiente la asignación de recursos, sino 
que es imprescindible contar con la participación y autogestión de los actores en las comu-
nidades de acuerdo a su propia realidad. En efecto, los residentes de un pueblo indígena 
deben construir y definir su inventario social y es así como las reuniones con la comunidad 
adquieren importancia en el ordenamiento de las necesidades sentidas donde sus actores han 
manifestado su disposición a participar en la generación y aplicación de propuestas factibles 
para elevar sus niveles de bienestar. Para ello, es necesario impulsar políticas públicas en la 
inversión en salud intercultural, facilitar el acceso a la tierra, el capital, la tecnología y que 
exista un mayor empoderamiento de las comunidades tanto para la satisfacción de derechos 
fundamentales como para sustentar las posibilidades de un crecimiento alto, sostenido y 
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equitativo a los colectivos más desfavorecidos. Además, fomentar en las Comarcas Indíge-
nas, la educación bilingüe intercultural e incorporar educadores bilingües (español y lengua 
nativa) en las áreas indígenas en los niveles de educación preescolar, primaria, premedia, 
media y a nivel superior.



La pobreza no sólo es en los adultos, sino quien más la sufre es la niñez, en especial 
la niñez indígena. En ese sentido, el gobierno panameño debe impulsar la ejecución del 
Plan Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, como también el Plan Nacional de 
Combate a la Desnutrición Infantil 2008-2015, para combatir la desnutrición infantil en los 
territorios indígenas y cuantificar a los infantes que enfrentan condiciones de indigencia y 
pobreza. Además, erradicar el trabajo infantil en la niñez indígena.



Igualmente, los gobiernos nacionales deben dejar a un lado los intereses partidistas que 
afectan las políticas públicas, y deberían centrarse directamente en combatir las causas de 
la pobreza que hacen que la desigualdad se esté perpetuando en las regiones indígenas y en 
nombrar personal idóneo tanto no indígenas e indígenas, para combatir y buscar alternativas 
en los territorios indígenas y que sean eficaces las políticas públicas contra la pobreza.



Ante esta situación, son las mismas autoridades indígenas en Panamá las que están bus-
cando alternativas propias para combatir el flagelo de la pobreza en sus territorios. Por tan-
to, en algunas comarcas se están impulsando instituciones modernas a la par de las autori-
dades tradicionales para desarrollar y ejecutar proyectos de las mismas sin interferencia del 
gobierno; por ejemplo, en la Comarca Kuna Yala, la creación de Juntas Locales y con ello la 
figura del saila administrativo o sapindummad, que lo puede ocupar tanto un hombre o una 
mujer para organizar el desarrollo de la comunidad frente a los cambios de la globalización 
que está mermando la identidad cultural de los pueblos indígenas.



Asimismo, por la falta de una política estatal de desarrollo en las comarcas y territorios, 
los Congresos Indígenas han creado sus propios organismos no gubernamentales (ONG) 
para planificar, desarrollar y ejecutar sus propios proyectos de investigación y desarrollo. 
En algunas regiones han tenido éxito por el trabajo en conjunto entre las autoridades tradi-
cionales y sus técnicos sin la influencia estatal. 



Por consiguiente, es necesario reconocer en la actualidad que Panamá es un país multi-
cultural en el que convergen varias culturas, que incluye a los indígenas y a todas las otras 
identidades reconocidas por el Estado. Pero al hablar de la multicultural nos limitaríamos 
en su concepción, ya que para los pueblos indígenas es necesario que hoy hablemos de un 
Estado plurinacional y pluri-intercultural, que se refiere a la interacción comunicativa de 
convivencia, de comprensión y de respeto que se produce entre dos o más grupos humanos 
de diferente cultura, con miras a cohesionar un proyecto político nacional. También es im-
portante indicar que la constitución nacional debe reconocer la existencia de los “Pueblos 
Indígenas” y de la lengua materna para una mayor eficacia en el reconocimiento y participa-
ción indígena en Panamá, y la promulgación de nuevas leyes para que los pueblos indígenas 
puedan desempeñar una mayor participación para fortalecer sus planes de vida.
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Anexo



Consejo Nacional de Educación (CONACED).  
Un documento para la acción en el sistema educativo panameño.  



Tema monitoreo y seguimiento. Julio 2008



6.3.4. Fomentar la educación bilingüe intercultural en la población indígena
Q) Matriz de monitoreo



Problema crítico: Deficiente atención a la educación bilingüe intercultural



Monitoreo



Recomendación



Diagnóstico



Importancia y
justificación



Acciones



Aspectos por tener en cuenta



Fomentar, en las comarcas indígenas, la educación bilingüe intercultural 
e incorporar educadores bilingües (español y lengua nativa) en las áreas 
indígenas en los niveles de educación preescolar y primaria.



Las tasas de “repitencia” y deserción escolar de los niños y niñas indíge-
nas superan ampliamente la tasa nacional que se deriva, entre otros fac-
tores, del poco dominio del español por parte de los alumnos indígenas, 
así como por componentes curriculares y metodológicos inapropiados 
para la formación de estos estudiantes.



La existencia de diferencias inaceptables en términos de oportunidades y 
capacidades que afectan la población indígena, contribuye a mantener las 
condiciones de pobreza y baja calidad de vida de las diferentes etnias.



Existe el Plan Nacional de Educación Intercultural Bilingüe con 10 líneas 
estratégicas que fue consensuado con todas las etnias.



• 	 Se ha creado la Dirección Nacional Intercultural Bilingüe en agosto 
del 2006 y 2 Direcciones Regionales en las comarcas Ngäbe Buglé y 
Emberá.



• 	 Existe un proyecto de ley para la oficialización de los alfabetos indí-
genas pendiente de aprobación en la Asamblea Nacional de Diputa-
dos.



• 	 Se tiene una dotación de más de 60.000 textos y materiales para 
preescolar, 1° y 2° grado en: vocabulario, matemática y español en 
tres lenguas nativas (Kuna, Ngäbe y Emberá) con financiación del 
Banco Mundial.



• 	 Se cuenta aproximadamente con 1.800 docentes indígenas en todo el 
país; de éstos se ha capacitado aproximadamente a 300 personas en-
tre docentes, supervisores y directores en el manejo de estos textos y 
guías bilingües interculturales con el apoyo del Banco Mundial.
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• 	 En alfabetización de población adulta en lengua nativa Ngäbe Buglé sí 
se está desarrollando la propuesta de enseñanza bilingüe intercultural 
(la meta 3.000 personas al 2011).



• 	 Se tiene una propuesta de capacitación y formación de docentes indí-
genas para la educación bilingüe-intercultural con el Proyecto Meso-
americano.



• 	 Se tiene previsto un pilotaje en centros educativos para el uso de los 
textos editados, las guías y docentes capacitados de las 3 etnias, len-
gua materna y español como segunda lengua, antes de terminar el año 
2008.



Se ha creado legalmente la Dirección Nacional Bilingüe Intercultural y 2 
Direcciones Regionales en las comarcas Ngäbe Buglé y Emberá.



• 	 Se ha logrado cierta sensibilización en la sociedad, tanto indígena 
como no indígena de lo que implica el enfoque de educación bilingüe 
intercultural.



• 	 Se inició la propuesta de capacitación en el uso de los textos en 70 
centros educativos. Fue objetada por la comunidad Kuna y por lo tanto 
se suspendió.



• 	 Se creó el Decreto de prelación en la selección de docentes bilingües 
indígenas



• 	 El proyecto Soledusa, auspiciado por la Comunidad Europea, incluye 
un componente de alfabetización en lengua materna hacia los Ngäbe 
Buglé, y la Agencia de Cooperación Española tiene un componente 
para elaborar una propuesta curricular para la comunidad Kuna, así 
como, el Fida que tiene un componente en alfabetización para la etnia 
Ngäbe Buglé.



• 	 Con el proyecto Prode-BID, se adelantan estudios para diseñar el 
modelo de enseñanza curricular para atender la comunidad indígena 
de Panamá: los planes de estudios, los textos, materiales, los profe-
sores, centros educativos y uniformes.



• 	 Se ha logrado normalizar el desempeño de los diferentes proyectos 
financiados con préstamos internacionales y cooperantes hacia las po-
blaciones indígenas a partir de la creación de la Dirección Nacional de 
la Educación Bilingüe Intercultural.



En la actualidad, a pesar de disponer de múltiples recursos, no se ha im-
plementado la enseñanza bilingüe intercultural.



• 	 Existió inconformidad de la comunidad indígena, especialmente por 
parte de la etnia Kuna, por los textos actualmente producidos por el 
MEDUCA para la educación bilingüe intercultural. Esta situación ya 
fue superada con una nueva edición de los textos.



Avances



Debilidades
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• 	 Hay falta de comprensión de las implicaciones del trabajo en las co-
munidades indígenas por parte de los niveles directivos a nivel nacio-
nal, así como falta de comprensión de cómo desarrollar la educación 
intercultural en el país que debe incorporar el manejo de la tolerancia, 
convivencia, revaloración de los grupos culturales.



• 	 A pesar de existir una simultaneidad de proyectos financiados con dis-
tintas fuentes para la educación hacia los grupos indígenas, no se ha 
iniciado la implementación del programa.



1.	 Agilizar la aprobación de la Ley de Oficialización de los Alfabetos 
Indígenas ante la Asamblea Nacional de Diputados, para establecer el 
marco normativo que organice y reglamente las políticas por seguir, 
los objetivos, estructura y funcionamiento de la educación bilingüe 
intercultural en el 2008.



2.	 Iniciar la implementación de la educación bilingüe intercultural, en 
forma gradual, en las comarcas indígenas, porque se cuenta con sufi-
cientes recursos humanos, financieros y didácticos.



3.	 Coordinación de las múltiples fuentes de financiamiento que prom-
ueven la educación bilingüe intercultural para lograr coherencia y 
mayor eficiencia.



De insumo:



• 	 Volumen de recursos de fuentes externas para la EIB.



• 	 Profesores capacitados en metodología de EIB /lengua nativa: 120.



• 	 Técnicos capacitados en metodología EIB: 25.



• 	 Textos en lengua nativa disponible: 60.000 textos que corresponden a 
16 títulos y guías para uso de grupos Emberá, Kuna y Ngäbe Buglé a 
un costo de US$ 85.540.



• 	 Porcentaje de becas a población indígena en relación a la matrícula 
por nivel educativo. 



De producto :



• 	 Expansión de la matrícula.



• 	 Evolución tasa de repitencia y deserción en comunidades indígenas en 
comparación con el promedio nacional.



Alta. Existen los recursos: financieros, humanos, textos, capacitación de 
docentes y estructuras administrativas responsables para iniciar la imple-
mentación efectiva de la educación intercultural bilingüe.



Acciones



requeridas



Indicadores



Viabilidad de



las acciones
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Pueblos indígenas y pobreza en Costa Rica 
Hugo Lázaro Estrada



Presentación



El Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) ha venido desarrollando diver-
sas actividades e investigaciones encaminadas a la protección de los derechos humanos de 
los pueblos indígenas, así como la orientación a políticas estatales y no gubernamentales 
que contribuyan a revertir la grave situación que presentan estos pueblos en sus diferentes 
ámbitos.



La marginación y exclusión histórica que han vivido estos pueblos son, seguramente, la 
esencia de una compleja problemática que requiere la puesta en práctica del reconocimiento 
y ejercicio efectivo de sus derechos colectivos e individuales así como la reivindicación de 
sus tierras y territorios.



Para ese fin, este documento de trabajo pretende servir de insumo para apoyar los distintos 
procesos sociales, políticos, económicos y culturales de las personas, instituciones y comu-
nidades indígenas de los distintos pueblos indígenas del país.



Introducción



Objetivo de la investigación
El propósito de este documento es hacer una aproximación sobre las causas de la pobreza 



en el contexto convencional y las conceptualizaciones indígenas y a la vez proponer alter-
nativas de solución, encaminadas a ofrecer información a los programas de reducción de la 
pobreza y la asistencia en la defensa de sus derechos. También pretende servir de insumo 
para las organizaciones locales y regionales para la promoción de sus derechos y encaminar 
acciones coordinadas a promover la auto-sostenibilidad de las comunidades indígenas.



Justificación
Los indígenas de Costa Rica, al igual que en la mayoría de sistemas político-administra-



tivos, son invisibilizados debido a que los distintos estudios sobre desarrollo y pobreza no 
contemplan criterios que ayuden a identificar la situación real de los pueblos indígenas. Lo 
anterior repercute en la ausencia de políticas públicas coordinadas con las comunidades 
indígenas o al menos afecta la pertinencia de las mismas.



Se hace necesario entonces abordar la situación indígena desde el sentir de las mismas 
comunidades y tomando en consideración los distintos criterios a lo interno de aquellas, o 
sea, las preocupaciones de jóvenes, mujeres y adultos mayores, además de aquellas perso-
nas que usualmente dirigen procesos locales. 
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Metodología
El presente trabajo aborda de manera general las principales situaciones sociopolíticas 



que atraviesan los pueblos indígenas de Costa Rica, tomando en consideración la escasa do-
cumentación al respecto y las entrevistas a personas indígenas de distintos lugares, edades, 
ocupaciones y género.



La información disponible sobre pueblos indígenas versa en general sobre temas ambien-
tales y políticos, además del jurídico que pareciera ser el de mayor abordaje. 



Algunos estudios ha sido más específicos como los realizados por consultorías financia-
das por programas como el de Manejo Integrado de Ecosistemas en Comunidades Indíge-
nas y Campesinas (PMIIE) del Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo, 
ejecutado especialmente –en lo que a pueblos indígenas se refiere–, por el Consejo Indígena 
de Centroamérica (CICA) y específicamente por la Mesa Nacional Indígena de Costa Rica 
(MNI). Un ejemplo de ello lo encontramos en los Planes de Desarrollo Territorial de los 
territorios indígenas de Buenos Aires, del año 2007 así como los planes territoriales de los 
cinco territorios ngäbes elaborados por el Proyecto de Manejo Sostenible de los Recursos 
Naturales del Área de Conservación Osa en el mismo año.



La Mesa Nacional Indígena cuenta con un amplio conocimiento de la realidad nacional 
toda vez que articula diversidad de procesos políticos orientados a la defensa y promoción 
de los derechos indígenas en el plano nacional e internacional. En coordinación con la 
UNICEF también ha venido haciendo valiosos aportes a la defensa y promoción de dere-
chos de la niñez y adolescencia indígena. Por otra parte, respalda y facilita el desempeño de 
una red de mujeres indígenas (Wale Kane) que junto con otras entidades, como el Instituto 
Nacional de la Mujer por ejemplo, hace un acompañamiento a la lucha de muchas mujeres 
indígenas. 



Otras organizaciones zonales como la Asociación Regional Indígena Dikes (ARADIKES) 
en la zona sur del país han ofrecido información valiosa. Aunque no disponen de material 
documental sí mantienen una estrecha relación con las comunidades y tienen una impor-
tante percepción de la realidad de éstas. Además ejercen algunos niveles de presión política 
ante las entidades públicas para la gestión de recursos lo que obliga a tener claridad sobre 
las principales carencias infraestructurales de un importante número de territorios indígenas 
del sur del país. De manera que la lectura de sus experiencias así como la del mismo IIDH 
con pueblos indígenas, ha favorecido una aproximación suficientemente respaldada y actua-
lizada de la situación de estos pueblos.



Se analizaron datos cuantitativos y cualitativos provenientes de otras entidades como 
el Instituto Nacional de Estadísticas y Censo (INEC), el Informe Estado de la Nación y 
UNICEF, especialmente. 



Además se realizaron entrevistas a personas de 6 pueblos distintos (de los 8 que habitan 
Costa Rica) en especial a líderes y lideresas de edad adulta incluyendo adultos mayores así 
como a jóvenes de ambos sexos. La muestra cuenta con personas involucradas en procesos 
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políticos del movimiento indígena costarricense así como de personas que residen en las 
comunidades y que no tienen mayor conocimiento de la situación externa aunque su visión 
es muy importante para confrontar las opiniones de los que tienen una panorámica más 
general.



En general los consultados tienen clara su situación de vulnerabilidad respecto a los de-
más sectores de la sociedad, la carencia de servicios públicos y la escasa participación en la 
economía nacional. Resaltan la baja tenencia de tierra y la presión del Estado y los particu-
lares sobre sus recursos como los principales factores que desestabilizan las posibilidades 
de desarrollo y permanencia. 



La imposición de modelos de gobierno, inaccesibilidad a la justicia y proyectos nocivos 
se señalan como obstáculos de primer nivel al lado de las desventajas en el campo de la 
educación y la salud.



La pérdida forzada de sus valores culturales (historia, familia, idioma, usos culturales de 
los recursos naturales, etc.) ha ido desmembrando a los pueblos indígenas y con ello se les 
obliga a incursionar en modelos de sociedad ajenos y en condiciones desventajosas, amén 
de la discriminación que cotidianamente perciben del resto de la sociedad, incluyendo las 
instituciones públicas. 



Por otra parte, señalan las políticas económicas neoliberales expresadas en los tratados 
comerciales como el ataque descarado a sus recursos, especialmente a los recursos del sub-
suelo donde predomina el recurso hídrico así como a la biodiversidad y la propiedad inte-
lectual del conocimiento asociado a la misma. 



Asimismo se señala específicamente al Proyecto Hidroeléctrico el Diquís (ICE) como una 
amenaza muy seria para el presente y especialmente para el futuro de los pueblos, conside-
rando que su construcción será la puerta de entrada a otros territorios y recursos.



El proyecto de ley de desarrollo autónomo que actualmente se encuentra en la Asamblea 
Legislativa es reiteradamente citado por líderes y lideresas como una alternativa viable para 
alcanzar en el mediano plazo niveles básicos de sostenibilidad cultural y que les genera 
herramientas para el desarrollo propio. 



Conceptualización
Definiciones relativas al desarrollo



Dadas las distintas concepciones que existen sobre el tema indígena, conviene hacer apun-
tes conceptuales que ayuden a contextualizar este trabajo.



Al menos en Costa Rica, es evidente que la terminología sobre derechos humanos, y es-
pecíficamente los que reclaman los pueblos indígenas, son frecuentemente mal aplicados e 
interpretados. Ejemplo de ello, el discurso excluyente de la mayoría de sectores políticos o 
el concepto de tutela que aún permea al sistema quienes, abogando por los derechos huma-
nos, incurren en prácticas aún más lesivas.
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Se intenta entonces abordar los principales conceptos que discurren en las propuestas y 
problemas de los indígenas, sin que sea un tema acabado y que pretende ser incluyente de 
otros aportes progresistas.



Pueblos indígenas



Para mayor síntesis y adaptado al discurso internacional, se ofrece la definición del Estu-
dio Martínez Cobo1 que dice:



Son comunidades, pueblos y naciones indígenas los que, teniendo una continui-
dad histórica con las sociedades anteriores a la invasión y precoloniales que 
se desarrollaron en sus territorios, se consideran distintos de otros sectores de 
las sociedades que ahora prevalecen en esos territorios o en partes de ellos. 
Constituyen ahora sectores no dominantes de la sociedad y tienen la determi-
nación de preservar, desarrollar y transmitir a futuras generaciones sus terri-
torios ancestrales, y su identidad étnica como base de su existencia continuada 
como pueblo, de acuerdo con sus propios patrones culturales, sus instituciones 
sociales y sus sistemas legales.



Las principales demandas de estos pueblos se caracterizan por orientarse al reconocimien-
to de los derechos colectivos tales como el territorio, la cultura, el desarrollo con identidad 
y la libre determinación.



Derecho al desarrollo 



La particular situación que viven los indígenas en Costa Rica y el mundo en materia de 
desarrollo, tiene como elementos sustanciales la marginación, la exclusión y el despojo de 
sus territorios. La desintegración de sus estructuras tradicionales y de los valores culturales 
ha causado daños, muchas veces irreversibles, en la estabilidad y futuro de estos pueblos.



La Declaración de las Naciones Unidas sobre el Derecho al Desarrollo de 1986 define este 
derecho en su artículo 1, párrafo 1 como: 



El segundo párrafo de dicho artículo alude a los derechos colectivos, aspecto 
de gran utilidad para los pueblos indígenas: “El derecho humano al desarrollo 
también implica la plena realización de los derechos de los pueblos a la auto-
determinación, que incluye, sujeto a las provisiones relevantes de los convenios 
internacionales sobre Derechos Humanos, el ejercicio de su inalienable dere-
cho a una plena soberanía sobre sus riquezas y recursos naturales”.



Los enunciados anteriores representan el mayor avance en esta materia en el marco ju-
rídico internacional, no obstante las deficiencias de dicha Declaración, en particular la no 
referencia explícita de los pueblos indígenas, así como las limitaciones de la libre determi-
nación establecidas en el párrafo segundo del artículo primero, que aluden entre otros a las 
establecidas en el Convenio 169 de la OIT. 



1	 Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías, Estudio del Problema de 
Discriminación contra las Poblaciones indígenas, E/CN.4/Sub.2/1986/7&Adds.1-4 (1986) (José Martínez 
Cobo, Relator Especial).
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Al respecto, el Convenio establece: “3. La utilización del término pueblos en este Conve-
nio no deberá interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a 
los derechos que pueda conferirse a dicho término en el derecho internacional”.



Lo anterior hace ver que existen al menos dos categorías de pueblos y hace entender que 
la establecida en el Convenio es la de menor rango, no reconocida por el derecho interna-
cional, o sea por los Estados, permaneciendo activo y solapado el prejuicio colonial de que 
los indígenas constituyen minorías en el sentido degradatorio de minoridad incivilizada2. 
Debe resaltarse que al respecto hubo acaloradas discusiones en el proceso de aprobación de 
dicho instrumento, pero en síntesis, estos derechos deben interpretarse de manera integral, 
progresista y en el marco de una nueva generación de derechos, en un nuevo orden jurídico 
y político internacional respecto a los pueblos indígenas.



Al respecto, la Declaración de las Naciones Unidas sobre el Derecho al Desarrollo, el 
Convenio 169 de la OIT y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, entre otros instrumentos, reconocen el derecho al desarrollo como una 
condición indispensable para el ejercicio de su autonomía. 



Se reconoce asimismo que el desarrollo es posible a partir de un ejercicio –efectivo, per-
manente, reconocido por cada Estado–, del conjunto de derechos fundamentales. Esto nos 
lleva a la teoría del empoderamiento como instrumento para el desarrollo. Implica enton-
ces que en la práctica se mantiene como necesario el acompañamiento de los Estados y la 
cooperación en el sentido de promover derechos, facilitar la libre determinación así como 
crear e implementar políticas públicas que reviertan los procesos de exclusión y empobre-
cimiento de los pueblos indígenas.



En los últimos años, el desarrollo se propone como “desarrollo con identidad”, concepto 
que va más allá del sentido materialista con el que históricamente se le vincula. Aparte de 
tener un enfoque más integral, tiene un nuevo actor como sujeto, la comunidad, en el sentido 
colectivo que permea a las sociedades indígenas, siendo premisa fundamental el ejercicio de 
un amplio margen de autonomía, sin el cual no es posible un desarrollo con identidad. 



Implica entonces nuevos fundamentos, elementos y dimensiones que tanto la cooperación 
internacional como los mismos pueblos han venido elaborando en ese proceso de formación 
que caracteriza al discurso indígena. Por cierto, esta nueva visión es considerada un aporte 
directo de los indígenas a las teorías universales del desarrollo.



Así, podemos repasar las principales características de este enfoque3:



2	 Bartolomé Clavero, “Multiculturalismo Constitucional con perdón, de veras y en frío” en Fernando Mari-
ño y Daniel Oliva, (Editores). Avances en la protección de los derechos de los pueblos indígenas. Instituto 
Universitario de Estudios Internacionales y Europeos “Francisco de Vitoria”. Universidad Carlos III de 
Madrid. España.



3	 Oliva M, Daniel. “Modelos, estado y fundamentos de la cooperación internacional con pueblos indíge-
nas” en Sevilla R, Ströbele-Gregor, (editores), Pueblos indígenas; derechos, estrategias económicas y 
desarrollo con identidad. Foro de Diálogo Europa, Pueblos indígenas de América Latina y el Caribe. 
CCC Iberoamérica, Tubinga. Ed Horlemann, 2008.
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Aspectos culturales: Parte de la igual dignidad de todas las culturas, siendo los pueblos 
indígenas un referente clave, donde la cultura no es impedimento para el desarrollo sino un 
valor esencial. Implica atender de manera eficiente y oportuna la pluralidad de propuestas 
en torno al desarrollo.



Multidireccionalidad: El camino hacia el desarrollo no es lineal, único, uniforme ni ajus-
tado al exclusivo modelo occidental, el cual ha tenido efectos desastrosos en nuestros pue-
blos. Al contrario, el desarrollo exige respetar los distintos procesos autónomos de los pue-
blos, en un marco de equilibrio y sentido colectivo.



Endogeneidad: Este elemento nos lleva a respetar los procesos que los pueblos han ve-
nido impulsando desde “adentro”. La positiva y sostenible relación con la naturaleza y los 
efectos que a la fecha tiene nos ofrecen una idea de lo importante que puede resultar el res-
petar y fomentar las propuestas de desarrollo construidas desde cada comunidad.



Multidimensionalidad: Este aspecto está vinculado a la idea de desarrollo integral en tan-
to no debe limitarse a los aspectos económicos como el ingreso o el acceso a bienes y ser-
vicios básicos que los teóricos han venido sosteniendo. El ser humano requiere de diversos 
factores en su favor, que le permitan vivir plenamente, de manera sostenible y armoniosa 
con sus semejantes y con la naturaleza. 



Comunidad: El sentido comunitario es clave en los procesos de desarrollo. Al respecto 
debe recordarse que el individuo no es el centro del universo indígena ni ha sido el ideal 
que favorece la pervivencia de los pueblos. La historia de los pueblos indígenas está estre-
chamente asociada al sentido colectivo con prácticas como la reciprocidad en el trabajo, las 
labores comunales, el conocimiento tradicional e incluso el alimento.



Aspectos jurídicos: El cumplimiento de las demandas indígenas y sus procesos de desa-
rrollo pasan por el reconocimiento, respeto y ejercicio efectivo de los derechos en el ámbito 
nacional e internacional.



Libre determinación



El derecho a la libre determinación es uno de los derechos humanos más controversiales 
y de mayor oposición para el discurso político indígena, sea en el marco de la sociedad de 
naciones como el de los propios procesos locales. Si teóricamente encuentra obstáculos, 
muchos más los tiene en la práctica cotidiana.



En este contexto, los Estados tácitamente han negado el ejercicio de este derecho por 
parte de los indígenas, inspirados en la ficción política de la unidad estado-nación. Procesos 
autonomistas a lo interno de algunos países han magnificado esta posición. Así, en el dis-
curso político y jurídico en lo que atañe a los pueblos indígenas, se hace la salvedad de que 
el concepto “pueblo” y el derecho inherente a la libre determinación no debe entenderse en 
el sentido que se le da a los mismos en el derecho internacional. 



Al respecto debe aclararse que la libre determinación no es sinónimo de secesión, aún 
cuando implicare al replanteamiento estructural e institucional del Estado. A lo largo del 
discurso reivindicativo, los pueblos vienen afirmando la autodeterminación como un dere-
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cho inherente a los pueblos indígenas en el marco de los estados, lo cual pasa por el control 
efectivo de los territorios y sus recursos naturales y la autonomía política real. 



Pese a lo anterior, los pueblos indígenas han venido trabajando en la construcción paula-
tina del concepto, unido a la lucha por el reconocimiento estatal de la idea de pueblo y sus 
derechos, ubicándole en primera línea de las agendas y procesos comunitarios.



Autonomía



Se comprende como forma de manifestación interna de la autodeterminación y variará 
según la población, estrategias y capacidades locales, entre otros factores, que harán posible 
el ejercicio práctico y duradero de la misma.



En el ejercicio de la autonomía, los pueblos establecen una nueva relación con el Estado, 
asumen roles institucionales y de gobierno propio, con estructuras políticas reconocidas por 
la comunidad y el Estado.



Pueblos indígenas y pobreza



Población indígena
 Según el IX Censo Nacional de Población de Costa Rica4, hay 63.876 habitantes indí-



genas distribuidos en 24 territorios o mal llamadas “Reservas Indígenas”. Éstas se agrupan 
en ocho pueblos (Huetar, Chorotega, Teribe, Brunca, Ngäbe, Bribri, Cabécar y Maleku), 
siendo uno de los segmentos sociales de mayor presencia en la casi ignorada diversidad 
pluricultural.



El pueblo Huetar (Quitirrisí y Zapatón) se localiza en la Zona Central del país; el ribri (Ta-
lamanca Bribri, Kekoldi, Cabagra y Salitre) en el sector Atlántico y Pacífico de la cordillera 
de Talamanca; los bruncas (Boruca y Rey Curré) al sur del cantón de Buenos Aires así como 
los Teribes (Térraba); los Ngäbes (Abrojo Montezuma, Osa, Conte Burica, Ngäbe Buglé de 
Coto Brus y Alto San Antonio) se localizan en la zona sur del país en la región fronteriza 
con Panamá, principalmente; los Chorotegas (Matambú) en Guanacaste; los Malekus (Gua-
tuso) en la zona norte; y los cabécares en las regiones central atlántica, Talamanca y Buenos 
Aires (conformado por los territorios de Duchí-Alto Chirripó, Ujarrás, Tayni, Talamanca 
Cabécar, Telire, Bajo Chirripó, Nairi Awari y China Kichá).



Dicha población representa el 1,7% de la población nacional compuesta por 3.810.179 
según el mismo Censo. Diversos factores, incluyendo la carencia de servicios básicos y 
empleo, han incidido en que sólo el 42,3% resida en los territorios, y el resto ha emigrado a 
regiones periféricas (18,3%) o están distribuidos en distintos lugares del país (39,4%). 



El siguiente cuadro nos ilustra con mayor detalle la distribución de estos pueblos, los 
territorios y la población de cada uno, así como la presencia de personas no indígenas den-



4	 Instituto Nacional de Estadísticas y Censos. IX Censo Nacional de Población y V de Vivienda. Resultados 
Generales. Costa Rica, agosto 2001.
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tro de cada territorio, lo cual tiene relación con la baja tenencia de tierras por parte de los 
indígenas.



Enfoques y dimensiones de la pobreza



Son muchos los teóricos del desarrollo que han deliberado respecto a los enfoques y di-
mensiones de la pobreza, lo cual implica distintos modelos de intervención estatal e interins-
titucional. A finales de siglo XX, instituciones relacionadas con la investigación y fomento 
del desarrollo, así como estudiosos del tema, concordaron en que la pobreza tiene un origen 
multidimensional. Desde esa perspectiva, la pobreza resulta de procesos de debilitamiento 
en aspectos claves para el disfrute de una vida digna, incluyendo derechos elementales que 
comúnmente no se habían asociado como indispensables.



Al respecto, las teorías convencionales sobre la pobreza sustentan la misma en la ausencia 
de crecimiento económico y la falta de acceso a determinados servicios públicos, especial-
mente en salud y educación, los cuales se ubican como los componentes más estratégicos 
para el desarrollo. En este sentido los principales indicadores (consecuencias) de pobreza 
se asocian con el desempleo, esperanza de vida y exclusión. Ciertamente estos elementos 
son muy importantes en la determinación de la pobreza aunque no contemplan aspectos 
transversales que, en la forma de vida de los pueblos indígenas, son esenciales para su de-
sarrollo.



Por otra parte, se analizan las causas de la pobreza partiendo de la falta de acceso y control 
de los territorios y recursos, la adecuada participación en los procesos nacionales hacia el 
desarrollo y la autodeterminación. Estos factores pueden propiciar una mejor comprensión 
de las causas de la pobreza y apoyar el impulso y control de los modelos de desarrollo local, 
los cuales han demostrado tener mayor estabilidad aún en los momentos de mayor crisis de 
las economías globales.



Conviene revisar si el concepto de pobreza se plantea en los indígenas como una situa-
ción permanente o temporal. Al respecto se señalan condiciones que pueden interferir en la 
percepción individual de pobreza, especialmente en el campo productivo, identitario y de 
ejercicio de sus derechos fundamentales. El territorio y control de los recursos naturales se 
observan como factores claves para el desarrollo colectivo.



En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en Sentencia del 31 de 
agosto de 2001, incorpora un testimonio pericial del Dr. Stavenhagen Gruembaum que re-
fuerza lo anteriormente dicho:



Un tema fundamental en la definición de los pueblos indígenas es la relación 
de éstos con la tierra. Todos los estudios antropológicos, etnográficos, toda la 
documentación que las propias poblaciones indígenas han presentado en los 
últimos años, demuestran que la relación entre los pueblos indígenas y la tierra 
es un vínculo esencial que da y mantiene la identidad cultural de estos pueblos. 
Hay que entender la tierra no sólo como un simple instrumento de producción 
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agrícola sino como una parte del espacio geográfico y social, simbólico y reli-
gioso, con el cual se vincula la historia y actual dinámica de estos pueblos5. 



Es evidente además, que en Costa Rica los indígenas se ubican en el segmento de pobreza 
absoluta según los parámetros convencionales pero es además relativa respecto a las re-
giones y otros grupos de la sociedad, lo cual queda reflejado de manera contundente en los 
estudios de desarrollo y pobreza realizados en el país6. 



Destacadas instituciones han venido exigiendo al Estado costarricense la aplicación de 
políticas públicas destinadas a paliar las graves desventajas de los pueblos indígenas dentro 
y fuera de sus territorios7.



El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD/ONU) recomienda 
respecto a la situación de pobreza indígena: 



Aunque toma nota de la explicación dada por el Estado parte, en cuanto al 
difícil acceso a los territorios indígenas, el Comité observa con inquietud que 
dentro de esos territorios solo el 7.6% de los indígenas tiene sus necesidades 
básicas atendidas y, que este fenómeno puede traer consigo que los indígenas 
se vean obligados a abandonar sus territorios ancestrales en busca de mejores 
oportunidades. Al Comité le preocupa especialmente la situación del cantón de 
Talamanca y en las fincas bananeras; recuerda que la discriminación no tiene 
siempre su origen en políticas intencionales y que el Estado parte tiene la obli-



Pueblos y territorios indígenas



Pueblo Bribri	



1. Salitre



2. Cabagra



3. Talamanca Bribri



4. Këkoldi



Población indígena



9.645



1.285



1.683



6.467



210



Población no indígena



1417



118



670



399



230



Población de indígenas y no indígenas dentro de los territorios y su distribución



5	 OEA. OAS Cataloging –in- Publications Data. Jurisprudencia sobre derechos de los pueblos indígenas 
en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
Washington, Estados Unidos. 2004.



6	 Al respecto, véase el informe sobre desarrollo humano donde analiza el comportamiento del desarrollo y 
pobreza en el periodo 2000-2005 “Atlas de Desarrollo Humano Cantonal”, PNUD-UCR, 2007. Asimis-
mo, el informe “Derechos Humanos en Costa Rica, Panorama Actual desde las organizaciones sociales. 
Red de organizaciones sociales que en Costa Rica trabajan en incidencia en Derechos Humanos”. 2008. 
Éste último enfoca con firmeza el incumplimiento estatal en el tema de derechos humanos.



7	 CERD/C/CRI/CO/18. Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial. 
Versión inédita. CERD. 2007. 
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Pueblos y territorios indígenas



Pueblo Brunca



5. Boruca



6. Rey Curré



Pueblo Cabécar	



7.    Duchí - Alto Chirripó



8.    Ujarrás



9.    Tayni



10.  Talamanca Cabécar



11.  Telire



12.  Bajo Chirripó



13.  Nairi Awari



14.  China Kichá



Pueblo Chorotega



15.  Matambú



Pueblo Ngäbe o Gnobegüe 



16.  Abrojo Montezuma



17.  Osa



18.  Conte Burica



19.  Ngäbe Buglé de Coto Brus



20.  Alto San Antonio



Pueblo Maleku



21. Guatuso



Pueblo Teribe



22. Térraba



Pueblo Huetar	



23. Zapatón



24. Quitirrisí



TOTAL GENERAL



Población indígena



2.017



1.386



631



10.011



4.619



855



1.807



1.335



536



363



346



150



868



868



2.563



387



114



971



1.091



Sin datos



460



460



621



621



1.006



54



95



27.191



Población no indígena



1919



1568



351



494



82



175



10



34



0



9



4



180



127



127



166



19



4



140



3



Sin datos



655



655



804



804



685



412



273



6.267



Población de indígenas y no indígenas dentro de los territorios y su distribución



Fuente: Elaboración propia a partir de INEC 2001 y Mesa Nacional Indígena.
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gación de corregir situaciones de discriminación de hecho. El Comité exhorta 
al Estado parte a que tome las medidas necesarias para vencer las barreras 
económicas, sociales y geográficas que impiden garantizar el acceso a los ser-
vicios básicos en los territorios indígenas; de tal manera que los indígenas no 
se vean en la necesidad de abandonar sus territorios ancestrales”. 



Las organizaciones indígenas de Costa Rica han venido apoyando iniciativas locales 
orientadas a revertir las difíciles condiciones socio económicas pero a diferencia de otros 
procesos, éste va aunado a esfuerzos para la conservación de la naturaleza y la reivindica-
ción de sus derechos8. 



Pobreza desde la perspectiva indígena



Existen grandes diferencias entre el concepto convencional de pobreza (basado en la eco-
nomía, la satisfacción de necesidades y salud) y la forma en que los indígenas conciben la 
misma.



Los aspectos materiales –desde la visión indígena– ocupan planos inferiores y prevalece 
el sentimiento de bienestar. Básicamente se refiere al concepto del buen vivir o vivir bien 
que desde hace algún tiempo viene impulsándose en el movimiento indígena internacional 
y que se verá en otro capítulo posterior. Sin embargo –tomando en cuenta que la mayoría 
de los indígenas viven fuera de sus territorios de origen o aún estando dentro han sufrido 
procesos de asimilación permanentes–, es común que asocien el concepto de desarrollo y 
pobreza en términos del pensamiento occidental. 



Por ello incluyen criterios económicos (empleo, capital, inmuebles) y de acceso a ser-
vicios básicos, especialmente salud y educación. Pese a persistir la idea de que “no se es 
pobre si se cuenta con el alimento diario y buena salud”, lo cierto es que las condiciones de 
la mayoría de los indígenas (compuesto por personas entre 0 a 24 años y entre 54 años en 
adelante) no demuestran que esto se logre de manera digna. 



Ahora bien, distinto es afirmar que los indígenas son “propietarios” de inmensas fortunas 
basadas en los recursos naturales y otros elementos de la naturaleza, todos los cuales no 
están realmente a su alcance, no son reconocidos por el Estado o se encuentran en proceso 
de desapropiación por el mismo Estado y los particulares, como es el caso de la reciente mo-
dificación de los derechos intelectuales comunitarios. Este enfoque no se desarrolla acá por 
considerarse una expectativa que antes de su disfrute requerirá de serios y lentos procesos 
de reivindicación de derechos.



8	 Varias organizaciones locales implementan iniciativas locales en el marco del Programa de Pequeñas 
Donaciones del PNUD, así como del Programa de Manejo Integrado de Ecosistemas en Comunidades In-
dígenas (BM-BID-CICA-CICAFOC), orientado a disminuir la pobreza a través de prácticas productivas 
amigables con el ambiente, respetuosa de las culturas al tiempo que promueve en la sociedad indígena el 
empoderamiento de sus derechos.
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Aunque hombres y mujeres coinciden en el fondo del tema, existen diferencias bien mar-
cadas respecto al disfrute de los beneficios del desarrollo o la afectación de la pobreza, 
entendida en los términos ya dichos. 



Las mujeres y los adultos mayores sufren una doble discriminación; unas por su condi-
ción de género y recargo de funciones familiares y los otros por su edad, que les impide 
participar en la labor productiva. 



En la mayoría de casos, las mujeres reclaman mayor participación en los beneficios eco-
nómicos, en la definición de las políticas nacionales e incluso locales y presentan mayores 
dificultades en el acceso a servicios y oportunidades tal como se observa en el mismo In-
forme del CERD9. 



El Comité expresa su inquietud ante la falta de una política de género dirigida 
a las mujeres indígenas, que le permita proteger efectivamente sus derechos. 
El Comité recomienda al Estado parte que tome las medidas necesarias para 
combatir la doble discriminación, basada en el género y en el grupo étnico, y lo 
invita a dotarse de un plan nacional en materia de género destinado a las mu-
jeres indígenas, que permita coordinar eficazmente las políticas destinadas a 
proteger sus derechos. Los pueblos indígenas deben participar en la realización 
de dicho plan. Para este fin, el Comité señala a la atención del Estado parte su 
Recomendación General No. XXV, relativas a las dimensiones de la discrimina-
ción racial relacionadas con el género (Art. 5 (e), (i), (v)). 



Los adultos mayores alegan que pese a ser tomados en cuenta en aspectos culturales 
especialmente relacionados con la transferencia de conocimiento y la permanencia de la 
identidad, no se sienten satisfechos de los beneficios que gozan las personas en edades la-
boralmente más productivas. 



Esta doble discriminación se observa también en los indígenas migrantes y en las familias 
donde las mujeres llevan el peso de la responsabilidad familiar, que en este caso es indepen-
diente del pueblo al que pertenezcan. Lo anterior se agrava en los pueblos indígenas que han 
sufrido más la pérdida de sus tierras, con explotación laboral por parte de terratenientes no 
indígenas, que en muchos casos generan dependencia y presión psicológica y física, lo cual 
desemboca en la esclavitud de muchas familias.



No debe dejarse de lado que existen culturas donde el adulto mayor tiene un rol funda-
mental en la administración de los bienes como la tierra, la dirección del trabajo y la ad-
ministración de los recursos. Tampoco hay que obviar que existen pueblos donde la mujer 
también desempeña roles más dinámicos en la posesión y administración de la tierra, te-
niendo además mayor relevancia en las cuestiones de familia. En otros casos, pese a la baja 
tenencia de tierra y el desempleo (desde el punto de vista convencional), muchas mujeres 
gozan de iguales oportunidades económicas a partir de economías locales basadas en la pro-
ducción y comercio artesanal, aunque siempre con recargos en la educación, salud y crianza 
de sus hijos. Asimismo, mejores condiciones de acceso a la educación superior y empleo 
formal les garantiza también mejores condiciones de vida a mujeres y adultos mayores.



Esto demuestra que los factores desencadenantes de la pobreza no siempre van en la mis-
ma dirección, o sea que las consecuencias no son siempre las mismas. Así, pueblos como el 
brunca en la zona sur, presentan una baja tenencia de tierras y con fuertes políticas estatales 



9	 CERD, 2007.
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y sociales de eliminación del idioma, costumbres y derechos en general, pero los niveles de 
pobreza no son mayores a los que presentan otros pueblos con mejores condiciones en esos 
rubros, lo cual tampoco es garantía de que se repita en otras comunidades. 



Esto nos lleva a que las políticas para el desarrollo deben atender todas y cada una de las 
particularidades de los pueblos, tomando en cuenta las demandas específicas y las experien-
cias positivas de éstos.



Situación actual de la pobreza en pueblos indígenas
	 Causas



No cabe duda de que las principales causas de la pobreza que sufren los indígenas provie-
nen de los procesos históricos de despojo territorial, desarticulación de sus instituciones y 
la abrupta alteración de sus formas de vida.



A partir del momento mismo de la invasión europea a estas tierras, se inició no sólo el 
despojo sino la eliminación sistemática de los indígenas, sea por crímenes directos contra 
la vida, la esclavitud, las guerras injustas, las movilizaciones forzadas y las enfermedades, 
entre otras formas.



Aunque luego vinieron estrategias políticas basadas en la tutela de los indígenas, éstas 
no promovían ni reconocían el derecho de los indígenas a vivir y desarrollarse según sus 
costumbres, dando por sentado que el único desarrollo posible era el sustentado en el ca-
pitalismo. El carácter integracionista de las políticas estatales solo agravó la situación de 
los indígenas al negarle derechos colectivos, partiendo de que el individuo indígena solo 
era útil en tanto sirviera a la sociedad y sus bienes (tierras, recursos) pasaran al servicio del 
Estado.



Estas prácticas se mantienen aún hoy día de manera oculta, disfrazada de supuestas bue-
nas intenciones. La prepotencia estatal de corte demagógico, racista, excluyente y discri-
minante queda reflejado en los distintos foros de debate y en las quejas presentadas por las 
organizaciones indígenas y afines que en los últimos años han venido denunciando ante 
autoridades y opinión pública nacional e internacional10.



Resulta lamentable que pese al protagonismo del debate sobre los derechos humanos de 
los pueblos indígenas, Costa Rica no haya dado muestras concretas por superar el racismo, 
la discriminación, la exclusión y la invisibilización a que son sometidos los indígenas.



Una muestra de ello lo encontramos en el IX Censo Nacional de Población realizado en el 
año 2000, que no permitió determinar con profundidad y objetividad el número y caracterís-
ticas de los distintos grupos étnicos de este país y mucho menos identificar aspectos internos 
de estas poblaciones. Con ello se ve seriamente afectada la posibilidad de monitorear y eva-
luar de manera oportuna el desempeño estatal en la atención de las minorías y la verdadera 
composición de la sociedad costarricense. 



10	 Red de organizaciones sociales que en Costa Rica trabajan en Incidencia en Derechos Humanos. “De-
rechos Humanos en Costa Rica, Panorama actual desde las organizaciones sociales”. 2008. Asimismo, 
véase Mesa Nacional Indígena de Costa Rica. Informe Alternativo presentado por los pueblos indígenas 
al informe presentado por el Estado de Costa Rica al Comité contra la Discriminación Racial de la Con-
vención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial. 2007.
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Indicadores actuales



Los rubros de educación y salud siguen siendo los que más deficiencias presentan en las 
comunidades indígenas de prácticamente todo el país. 



Educación



En los territorios indígenas, el Ministerio de Educación Pública atiende aproximadamen-
te a 12.000 estudiantes en 350 centros educativos a cargo de 800 docentes. La cantidad de 
centros educativos es notablemente alta en comparación con la cantidad de estudiantes y do-
centes; representa alrededor del 7% del total de la oferta educativa de todo el país. Se debe 
a que en su mayoría son centros educativos ubicados en la dispersión del mundo rural: en 
educación preescolar 84 servicios educativos mayoritariamente itinerantes; en primaria 220 
escuelas (176 unidocentes, 40 Dirección 1, de 3 o más docentes y 4 Dirección 2, de 5 o más 
docentes); en secundaria 14 telesecundarias y apenas 4 colegios académicos que brindan los 
servicios del III ciclo y educación diversificada (más 3 servicios de educación de adultos en 
la modalidad de CINDEA).



Frente a 220 escuelas de educación primaria que brindan una cobertura muy aceptable del 
93% de la niñez en edad de asistir a la escuela, solamente existen 21 servicios de educación 
secundaria, la mayoría CINDEA y telesecundarias. Esto explica que de cada 10 estudian-
tes que cursan la primaria, 2 alcancen algún grado de la educación secundaria (21% de la 
población adolescente) y con mucha suerte 1 logre graduarse de bachiller de un proceso 
signado por la falta de calidad, en que el 50% de los docentes son apenas aspirantes y la gran 
mayoría, igual a quienes ocupan propiedad, ajenos a la cultura en que les toca desempeñarse 
como educadores11.



Servicios educativos a nivel primario (I y II Ciclos)  
en territorios indígenas en Costa Rica12



11	 González O, Mauricio. “¿Porqué fortalecer el Subsistema de Educación Indígena?”, 2009. Documento 
preliminar elaborado a partir de consultas comunitarias en el marco de la reestructuración institucional y 
de la política educativa en comunidades indígenas. Aborda la necesidad de dar cumplimiento a lo estable-
cido en el Convenio 169 de la OIT en materia de educación e instituciones educativas propias.



12	 UNICEF. Niñez y adolescencia indígena en Costa Rica. Su derecho a la salud y a la educación. 2006. P. 
88.



Región educati-
va/Subregión



LIMÓN
Talamanca
Valle la Estrella
Siquirres



COTO
Coto
San Vito



# de territo-
rios
# de escuelas



7 territorios
60 escuelas



5 territorios
28 escuelas



Culturas 
indígenas 
presentes



Bribri
Cabécar



Ngäbe



Matrícula



3999



1005



%



42,3



10,6



# de maes-
tros de lengua 
materna



21



09



# de maes- 
tros de 
cultura



13



06



# de maes-
tros regular



164



48



# Centros 
educativos



60



28



%



27.3



12.7
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Aunque el Ministerio de Educación Pública ha nombrado educadores(as) en la lengua 
materna y cultura indígena, éstos no cuentan con horas lectivas suficientes ni los recursos 
básicos para abordar adecuadamente la historia, valores y cosmovisión indígena. 



La enseñanza del idioma, en particular, resulta muy débil en las comunidades más cerca-
nas a los centros urbanos, especialmente en la zona sur y norte del país. 



Al respecto, conviene reseñar parte de la afirmación que hace el Foro Permanente para las 
Cuestiones Indígenas destacando la importancia de la educación y el idioma:



a) 	 La educación puede ser un medio eficaz para proteger las tradiciones culturales de los 
pueblos indígenas;



b) 	La educación es un derecho humano fundamental de los pueblos indígenas;



c) 	 La educación es un requisito previo para la realización de otros derechos humanos;



d) 	La educación es un medio eficaz que conduce a la igualdad, la libertad y la calidad de 
vida;



e) 	 La educación, cuando es adecuada desde el punto de vista cultural, promueve el apren-
dizaje de la lengua materna e incluye conocimientos indígenas en los programas de es-



Región educati-
va/Subregión



GRANDE DE  
TÉRRABA
Buenos Aires
Osa



SAN CARLOS
Guatuso 



NICOYA
Matambú



PURISCAL



TURRIALBA 



TOTALES



# de territo-
rios
# de escuelas



7 territorios
66 escuelas



1 territorio
1 escuela



1 territorio
2 escuelas



2 territorios 
5 escuelas 



1 territorio
56 escuelas



24 territorios
220 escuelas



Culturas 
indígenas 
presentes



Bribri
Brunca
Cabécar
Teribe



Maleku



Chorotega



Huetar



Cabécar



8 pueblos



Matrícula



1899



141



242



261



1894



9.441



%



20,1



01,5



2,6



2,8



20,1



100



# de maes-
tros de lengua 
materna



12



01



00



00



26



69



# de maes- 
tros de 
cultura



08



01



01



01



10



40



# de maes-
tros regular



119



07



08



14



98



458



# Centros 
educativos



65



04



02



05



56



220



%



29.5



1.8



1.0



2.3



25.5



100
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tudio, puede ayudar a defenderse contra las consecuencias negativas de la globalización 
cultural;



f) 	 La educación es un derecho esencial para las mujeres y las niñas indígenas;



g) Los principios de la educación deben garantizar la no discriminación (por razones de 
raza, etnia, cultura, sexo, edad, discapacidad o religión);



h) La lengua materna es la base de todo el aprendizaje; (…)”13.



Los pueblos Brunca, Teribe, Huetar y Maleku prácticamente no tienen hablantes del idio-
ma materno y vale decir que es la educación tradicional la que más responsabilidad ha 
tenido en su desaparición.



Un capítulo en el cual hay que hacer todo es el relativo a las personas con capacidades es-
peciales –personas con discapacidad, según ley 7600– de la población indígena, cuya mar-
ginación es más lacerante aún. Ello es producto de la dispersión de los poblados y viviendas, 
las barreras idiomáticas y de información, así como la carencia de propuestas concretas por 
parte de las organizaciones indígenas, amén de la desidia estatal en la materia. Comunida-
des como Curré y Boruca recientemente han creado organizaciones específicas para este 
sector, donde el poder de decisión recae en las mismas personas con discapacidad.



Salud



Para abordar este tema es necesario conocer la composición de la sociedad indígena cos-
tarricense. Con base en el IX Censo Nacional de Población realizado en el año 2000, el gru-
po etáreo más significativo está compuesto por niños y niñas de entre 0 y 14 años de edad, 
grupo compuesto por poco más de 26.000 personas, o sea, el 41% de la población total. 



A esto habrá que sumarle que 8.930 personas superan los 54 años, que por lo general ten-
drán algún problema en la generación de ingresos propios, la agudización de enfermedades 
y otras molestias físicas propias de la edad. Por otra parte, 12.950 personas se ubican en 
edades entre 15 a 24 años, esperándose que sea un segmento poblacional que en el mejor 
de los casos deberá estar cursando estudios secundarios y superiores, aunque ya se dijo 
que el destino es otro; empleo agrícola ocasional, mal remunerado, sin seguros ni garantías 
laborales de ningún tipo, de manera que se esperaría que cerca de un tercio de la población 
fuera económicamente activa y con niveles de salud promedio. Pero tomando en cuenta 
los mayores grupos etareos (niños(as) y adulto mayor) nos percatamos de la debilidad del 
sistema de salud en estos pueblos. 



Por un lado, UNICEF14 reporta que la mortalidad infantil –como un indicador de acceso 
a los servicios de salud–, tiene una media de 13.1 en cantones con alta presencia indígena 



13	 ONU. Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas. Informe sobre el tercer período de sesiones (10 a 
21 de mayo de 2004). 2004.



14	 UNICEF, 2006.
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mientras que en el resto del país es de 9.2. Cantones como Talamanca, que reúne a la mayor 
población indígena del país, lo duplica con 18.4. 



Como agravante a la difícil situación de salud, no existen registros específicos –una mues-
tra más de exclusión e invisibilización– pues la mayoría de la información es cantonal, lo 
que no permite abordar el problema de manera puntual y directa por lo que las expectativas 
de progreso son decepcionantes.



Para el caso de los indígenas migrantes, básicamente de la cultura ngäbe proveniente de 
Panamá y otros territorios indígenas costarricenses, esta situación se agrava en las tempo-
radas de cosecha de café y caña, cuando se desplazan más de 5.000 personas. Establecerse 
en zonas frías y en condiciones sanitarias y nutricionales muy deficientes aumenta las con-
diciones de vulnerabilidad para la morbilidad respiratoria e infecciosa. 



El Ministerio de Salud reporta que en el año 2004, mediante el estudio “Informe para 
disminuir la morbilidad y la mortalidad en la población inmigrante en la zona de Los San-
tos”, que las principales razones de consulta de este grupo durante el 2003 fueron: infección 
respiratoria aguda (57,2), diarreas (13,6), faringoamigdalitis aguda (10,3), lumbalgia, asma, 
escabiasis, conjuntivitis, enfermedad estreptocócica, tuberculosis y malaria15. 



Es de esperar que estas condiciones vayan en aumento, dado que el fenómeno de la mi-
gración se incrementa con la llegada de indígenas nicaragüenses que ni siquiera son identi-
ficados como tales.



Tenencia de la tierra



Respecto a la tenencia de tierra por parte de los indígenas, según el IDA (2005, P. 49), la 
superficie total de los territorios indígenas es de 303.428 hectáreas, de las cuales 203.010 
están en manos indígenas, que equivale a una media de 67%, dato que no refleja la crisis real 
de la mayoría de los territorios. 



Mortalidad infantil



Tasa de natalidad
Índice de Desarrollo Social



Nacional
9,2



17
46,9



Promedio
13,1



21,3
33,4



Talamanca



Coto Brus
Corredores
Turrialba
Buenos Aires



18,4



16,9
15,2
15,1
13,9



Cantones indígenas



Mortalidad infantil en cantones con alta población indígena



Fuente: UNICEF, 2006.



15	 Ibíd., P. 34.
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Esta distorsión del promedio se debe a que territorios más amplios como Duchi-Alto Chi-
rripó y Bajo Chirripó superan juntos las 65.500 hectáreas con una presencia de tan solo 91 
personas no indígenas (alta tenencia a favor de los indígenas), situación favorable que no se 
repite en los demás casos, como en Curré y Térraba donde los indígenas apenas poseen el 
23,9% de la cabida total.



Los territorios con espacios de mayor productividad agrícola han sido obtenidos de ma-
nera ilegal por los no indígenas, constituyendo en muchos casos, grandes latifundios que 
además ejercen el control político o al menos interfieren en las organizaciones de muchas 
comunidades.



La pérdida de tierras también lleva consigo la imposibilidad de obtener alimentos (flora 
y fauna), plantas medicinales, materia prima y espacios sagrados, además de la ruptura de 
complejas redes sociales y económicas asociadas a los recursos naturales y la tierra. Por 
ello, mucho del conocimiento intelectual relacionado con la medicina se ha ido perdiendo 
aceleradamente, afectando la atención de la salud mediante los sistemas tradicionales.



El acceso y control de los recursos naturales es un asunto determinante en las posibilida-
des de generar ingresos para las comunidades indígenas.



Entre otras posibilidades destacan los servicios ambientales que producen estas tierras, 
dada la extensa cobertura boscosa, incluyéndose acá el aspecto hídrico y el conocimiento 
tradicional. Si bien es cierto, los indígenas no ven la naturaleza ni el conocimiento asociado 
a ella como un objeto de comercio, se ha venido debatiendo la posibilidad de exigir contra-
prestaciones justas dadas las características del servicio, su valor estratégico en el mundo 
actual y los beneficios comunes que generan a toda la sociedad. 



Sin embargo, no debe dejarse de lado que los Derechos de Propiedad Intelectual y Terri-
torial no son adecuadamente reconocidos por el Estado; la tenencia de la tierra es baja por 
parte de los indígenas y no existe consenso en la dirigencia indígena sobre la viabilidad de la 
venta de servicios ambientales, toda vez que los principales actores en el mercado mundial 
son grandes corporaciones ambientalistas interesadas en el control de áreas protegidas y 
otras áreas estratégicas desde el punto de vista de la biodiversidad. 



Tales servicios pueden incluir desde la captura de carbono, el etno-turismo, la bio-pros-
pección, hasta el acceso a los recursos genéticos y a los conocimientos tradicionales16.



Servicios básicos



En general, las condiciones de la vivienda en estas comunidades son deplorables, espe-
cialmente en las zonas de mayor dispersión y dificultad de acceso, o sea, bribris, cabécares 
y ngäbes. 



16	 Toledo, Víctor “El nuevo régimen internacional de derechos de propiedad intelectual y los derechos de los 
pueblos indígenas” en Pueblos indígenas y derechos humanos. Mikel Berraondo (Coord.), 2006.
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Algunas comunidades tienen mejores condiciones de acceso a los recursos públicos para 
la asignación de viviendas, aunque tampoco se toman en cuenta las necesidades y modos 
de vida de sus habitantes, construyéndose viviendas prefabricadas en concreto, con diseños 
ajenos a estos pueblos. Debido a que el núcleo familiar por lo común es amplio, persisten 
los problemas de hacinamiento que además facilitan la propagación de diversas enfermeda-
des infectocontagiosas, donde los niños y niñas son los que sufren la peor parte.



Tampoco se ha promovido una planificación del crecimiento urbano en algunas comuni-
dades, por lo que territorios como Curré, Boruca y Talamanca presentan serios problemas 
en el abastecimiento de agua potable, el manejo de desechos sólidos y de excretas.



Según el Censo 2000 (INEC), únicamente el 66% de las viviendas contaba con letrinas 
a esa fecha, mal instaladas y sin tomar en cuenta requerimientos básicos de higiene y pro-
tección del recurso hídrico. Según la misma fuente, apenas el 30% de las viviendas dentro 
de los territorios cuenta con servicio de electricidad, mientras que el resto de la población 
costarricense lo disfruta en un 98%17. 



Esto implica que la mayoría de las viviendas utilizarán cocinas tradicionales que consis-
ten en un mueble relleno en tierra, con piedras o concreto para asentar los utensilios En zo-
nas más retiradas, con poca disponibilidad de materiales de construcción, la cocina o fogón 
consiste en tres piedras colocadas en el suelo lo que propicia la permanente contaminación 
de alimentos. 



El humo de estas cocinas intoxica especialmente a las mujeres y menores de edad, favo-
reciendo el agravamiento de las enfermedades respiratorias. La leña se ha vuelto un valioso 
recurso en muchas comunidades, la mayoría con altos niveles de deforestación, por lo que 
su aprovisionamiento resulta en exceso difícil para las madres que por lo general se encar-
gan de esa tarea.



En cuanto al abastecimiento de agua potable, basta contrastar que a nivel nacional el 92% 
de la población cuenta con acceso al agua por medio de acueductos mientras que única-
mente el 29% de los indígenas que no tienen esta posibilidad. En los territorios indígenas, 
únicamente el 38% de las familias tiene agua intradomiciliar y un 40% viven sin disponibi-
lidad de ningún tipo de acueducto. Un 69% utiliza el agua proveniente de ríos y quebradas 
contaminándola en el acarreo y almacenaje18. 



La mayoría de los indígenas se abastecen de agua proveniente de fuentes locales, riachue-
los y pozos o compartiendo el servicio de acueductos externos. La actividad agropecuaria y 
el uso de agroquímicos por parte de hacendados no indígenas contaminan la mayoría de las 
fuentes y se presume que favorece la persistencia de muchos de los problemas de salud en 
estas comunidades19. Este problema se agrava por el hecho de que la mayoría de las mejo-



17	 UNICEF. 2006. P. 28.



18	 Ibíd., p.26, 27.



19	 Guevara, M.; RUTA/ Banco Mundial, en UNICEF, 2006.



Pobreza y peritajes.indd   175 7/23/10   2:39:27 PM











176



Acceso a la justicia de los pueblos indígenas:



los peritajes culturales y la visión de pobreza desde su cosmovisión



res fuentes de agua se encuentran en manos de finqueros no indígenas o, estando en manos 
indígenas, es de mala calidad.



En cuanto a la red vial, presenta mayores problemas que afectan a la mayoría de la po-
blación indígena. Debe recordarse que los municipios y las demás instituciones encargadas 
de este rubro optan por otras comunidades y centros urbanos. No en pocas oportunidades 
los dirigentes municipales han afirmado que los territorios indígenas son improductivos y 
causantes de los altos índices de pobreza cantonal. Los pueblos Ngäbes, Bribris y Cabécares 
son los más afectados con esta omisión estatal. Nuevamente la población infantil, el adulto 
mayor y las madres (muchas adolescentes), son las que soportan el peso de los cansados 
viajes a pie, afectando no sólo su salud y calidad de vida sino poniendo en riesgo sus vidas 
en los caudalosos ríos y altas pendientes y cuando de emergencias de salud se trata. 



Acceso a la justicia



La inaccesibilidad a la justicia representa un serio problema especialmente en materia 
agraria cuando los indígenas tratan de reivindicar sus derechos territoriales. Otras materias 
como familia y derecho penal también les afectan por la incomprensión del lenguaje jurí-
dico, la imposibilidad de contratar profesionales en derecho o ser deficientemente asistidos 
por la defensa pública. Por otra parte, tanto jueces como magistrados superiores omiten 
con frecuencia la aplicación de las leyes indígenas, los convenios y los derechos humanos 
aplicables a estos pueblos.



Se hacen algunos esfuerzos –por parte de entidades indígenas y el IIDH, entre otros– por 
socializar el tema de derechos indígenas en estas instituciones, aunque la constante movili-
zación de personal afecta la continuidad de buenas prácticas y la sensibilidad que se exige 
de los funcionarios. Tampoco existe respeto a las instituciones indígenas que administran 
justicia y a sus resoluciones, pese a que el Convenio 169 de la OIT lo exige. 



Los pueblos indígenas han propuesto la Ley de Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indí-
genas que lleva más de diez años en el Congreso sin mostrar avances, pese al entusiasmo de 
las organizaciones indígenas y las reiteradas consultas hechas a las comunidades a lo largo 
de ese tiempo. 



Empleo



Se analiza este aspecto por su relación intrínseca con el acceso a servicios, infraestructura 
y seguridad alimentaria.



El desempleo (carencia de trabajo digno, debidamente remunerado) al interior de las co-
munidades indígenas es casi absoluto con la excepción de los que obtienen un puesto como 
docente. 



Por lo general, conseguir un trabajo requerirá migrar a zonas urbanas, piñeras o banane-
ras, donde por lo general sufren discriminaciones por su origen (racismo), baja escolaridad 
y escasas garantías sociales. Los altos costos de movilización o estadía en esos medios 
ajenos a su cultura hacen que la disponibilidad real de recursos sea muy baja, quedando en 
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un salario de subsistencia a la vez que tienen mayores dificultades en el mantenimiento de 
su identidad cultural.



Si se trata de empleo en las propias comunidades, éste se reduce a una economía de sub-
sistencia en el mejor de los casos, sea mediante la agricultura o dedicándose a la producción 
y venta de artesanías de diverso género donde participan hombres, mujeres y niños(as) por 
igual.



Debe recordarse que los indígenas no disponen de mucha tierra y por lo general son terre-
nos estériles o de alta pendiente, como en la zona de Chirripó. Al respecto, los cabécares y 
ngäbes presentan mayores dificultades aún para la agricultura de subsistencia, recurriéndose 
en muchos casos –al igual que en otros territorios– al auxilio estatal. Lamentablemente, 
no en pocas oportunidades esto se presta para el clientelismo político y la dependencia del 
asistencialismo en vez de reforzarlo con políticas más integrales de largo plazo. En ese 
plano, la recuperación de sus territorios y la educación acorde a sus culturas aparecen como 
alternativas imprescindibles.



El desempleo y la falta de oportunidades educativas propician la presencia de las drogas 
ilícitas –como en Alta Talamanca– y el alcoholismo. Es probable que estos factores propi-
cien de alguna manera la violencia intrafamiliar y el embarazo adolescente que se presentan 
con frecuencia y que en muchos casos –lo último– no es producto de costumbres locales.



Conclusiones



Son muchas las propuestas indígenas para intentar resolver los distintos problemas que 
les aquejan pero podría afirmarse que la mayoría se orientan a cuatros áreas esenciales; la 
recuperación de sus tierras y territorios20, el acceso y control de los recursos naturales, la 
protección de sus culturas y la autonomía. 



Lo anterior es una respuesta reivindicativa contra el estado de discriminación, desigual-
dad y exclusión sufrido a lo largo de siglos en todos los campos tanto en lo individual como 
colectivo, partiendo de la pérdida de sus territorios y la consecuente desarticulación de su 
sociedad. 



Por otra parte, existen reclamos orientados a mejorar las condiciones de vida en materia 
de acceso a servicios y justicia, generación de ingresos, entre otros, en este caso como 
respuesta a los patrones de desventaja histórica en los campos como salud, educación y 
empleo.



Hay temas transversales como el aspecto jurídico, la equidad de género y la sostenibilidad 
ambiental que serán premisas para la búsqueda del desarrollo con identidad, además de la 



20	 Toledo, V. Op. Cit. “Los conceptos de territorio y territorialidad tienen distinta acepción: i) Dimensión 
Política: jurisdicción, gobierno, norma y decisiones. Es lo que se expresa como territorio político.; ii) 
Dimensión Cultural: se refiere a la idea de espacio socialmente organizado, esto es un espacio geográfico 
significativo culturalmente, en el cual se localizan, distribuyen y organizan asentamientos, significados, 
actividades de grupo; iii) Dimensión Natural: unidad de los recursos naturales, agua, tierra, subsuelo, 
vegetación”.



Pobreza y peritajes.indd   177 7/23/10   2:39:27 PM











178



Acceso a la justicia de los pueblos indígenas:



los peritajes culturales y la visión de pobreza desde su cosmovisión



atención de áreas estratégicas como educación y salud, donde se apuesta a asegurar mejores 
oportunidades a la mujer y la niñez, tanto por la gravedad de su situación como por lo fun-
damental que resulta en procesos de largo plazo.



En el campo de la educación en comunidades indígenas21, se recomienda revalorar, pro-
fundizar y fortalecer la atención educativa que se brinda a la niñez y adolescencia, mejorar 
los servicios administrativos y de infraestructura que brinda el Ministerio de Educación 
Pública, así como incorporar la participación indígena en la formulación de las políticas y 
programas educativos, en cumplimiento de lo establecido en el Convenio 169 de la OIT.



En el campo de la salud, tanto las organizaciones indígenas, la Mesa Nacional Indígena 
como organismos internacionales entre los que se incluyen al IIDH y la UNICEF, han pro-
puesto estrategias para paliar y revertir la difícil situación de los indígenas en este rubro. A 
estas conclusiones se ha llegado luego de talleres, entrevistas y reuniones comunales cele-
bradas en distintos momentos a lo largo del país. 



Entre otras líneas estratégicas, destacan asegurar el adecuado acceso universal a los ser-
vicios de salud, tomando en cuenta sus características culturales, promover cambios medio-
ambientales que contribuyan a disminuir los riesgos en viviendas, escuelas y áreas públicas, 
el control de enfermedades parasitarias y transmisibles y la atención especial de las madres 
embarazadas y el recién nacido, lo que incluye programas de nutrición y vacunación entre 
otros. 



En los últimos años las organizaciones indígenas han apostado a la modificación del esta-
tuto jurídico costarricense relativo a los derechos indígenas. En ese sentido, el Proyecto de 
Ley de Desarrollo Autónomo se mantiene como punta de lanza y premisa para el impulso 
de procesos reivindicativos en materia territorial (esta ley prevé el financiamiento continuo 
para la recuperación de tierras y posterior administración), educativa, institucional y de ac-
ceso y control de los recursos naturales. Aunque son aspectos ya contenidos en el Convenio 
169 de la OIT, lo cierto es que no están instrumentalizados ni se ha modificado el modelo 
de gobierno indígena, además de la clara interferencia de entidades como la Comisión Na-
cional de Asuntos Indígenas. 



En el fondo, subyace el desinterés del Estado –en todas sus estructuras– en reconocer un 
nuevo orden jurídico en los pueblos indígenas adaptado a las realidades socioculturales y las 
justas aspiraciones que de diversas maneras se han venido reclamando. 



Los programas estatales y de cooperación externa no han atendido de manera consecuente 
el discurso con el ejemplo, preocupándose si acaso en evitar mayores afectaciones a la di-
fícil situación de los indígenas pero nunca atacando las causas estructurales que les vienen 
mermando sus posibilidades de desarrollo en niveles de dignidad aceptables.



Aunque algunos indígenas y sectores de muy pocos territorios cuentan con mejores opor-
tunidades, lo cierto es que siguen siendo más vulnerables que otros ante eventos naturales 



21	 UNICEF, 2006.
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como las sequías o peor aún el cambio climático, entre muchas otros riesgos menores que 
también les afectan. 



La lucha contra la pobreza debe atender entonces aspectos generales basándose en las 
cuatro áreas y ejes transversales, pero siendo un tema de origen complejo requiere un abor-
daje multidimensional, tomando en cuenta no solo sus causas sino la complejidad cultural 
de los pueblos indígenas.



Lo esencial será que los indígenas dirijan sus propios procesos, lo cual exige el empode-
ramiento de sus derechos y políticas de desarrollo. 



Esto es importante si se toma en consideración que las actuales teorías convencionales 
que abordan la pobreza lo hacen desde una perspectiva reduccionista neoliberal (económi-
ca), que no incluye las concepciones indígenas y no incorporan la dimensión de los dere-
chos. Además los indicadores convencionales por lo general reflejan las oportunidades de 
acceso a servicios pero no los resultados ni de manera desagregada, de tal forma que se 
sigue invisibilizando a los indígenas y muy especialmente a sus sectores más vulnerables 
como la niñez y las mujeres. 



La manera en que los indígenas perciben el desarrollo no tiene un concepto universal-
mente aceptado, aunque encaja en lo que se ha venido afirmando como “el buen vivir”, un 
modelo de desarrollo basado en la colectividad, la relación armónica con la naturaleza y la 
complementariedad. Esta complementariedad es vinculante a los conocimientos, tradiciones 
y culturas, siendo que los procesos locales tienen como premisa la cosmovisión indígena, el 
respeto a la diversidad étnica y cultural, así como una convivencia pacífica con la naturale-
za, para garantizar y no comprometer la calidad de vida de las generaciones futuras.



Mientras que los modelos de desarrollo convencional tienen como sustrato el crecimien-
to económico –aunque el discurso nos habla de sostenibilidad ambiental y humana como 
estética–, el sentido del buen vivir se sustenta en relaciones solidarias, de distribución de 
beneficios, decisiones colectivas y respeto profundo a la naturaleza, la cual se concibe como 
Madre. En este sentido, la propiedad y control del territorio y sus recursos son aspectos 
esenciales para la autonomía y la puesta en marcha de modelos de desarrollo alternativos 
como el que se menciona dado que permite la recreación de su cultura, disminuye la de-
pendencia de factores externos y les provee de recursos suficientes para implementar sus 
actividades productivas y culturales. 



Lamentablemente las condiciones sociopolíticas actuales no favorecen y menos promue-
ven la implementación del modelo del buen vivir, puesto que éste parte del ejercicio de una 
serie de condiciones territoriales, jurídicas y políticas que el Estado no consiente, pese a las 
reiteradas demandas de los pueblos y de las agencias especializadas del área de derechos 
humanos que abogan por el reconocimiento de sus derechos, la disminución de la brecha de 
implementación y la satisfacción de necesidades inmediatas indispensables. 
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y desarrollo con identidad. Foro de Diálogo Europa-Pueblos indígenas de América 
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Anexos



Población indígena costarricense por edad, provincia y sexo
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Índice de Pobreza Humana 2000-2005



Clasificación de los primeros y últimos diez lugares
(PNUD-UCR. Atlas del Desarrollo Humano Cantonal de Costa Rica. 2007)



Índice de Desarrollo Humano 2000-2005



 



 



Pobreza y peritajes.indd   182 7/23/10   2:39:28 PM











183



Pueblos indígenas y pobreza en Costa Rica



Indice de Desarrollo Humano (IDH)



Se entiende como el proceso de expansión de las libertades efectivamente disfrutadas por 
las personas22.



Indice de Pobreza Humana (IPH)



El IPH busca medir la privación de oportunidades de las personas23.



22	 PNUD-UCR. Atlas del Desarrollo Humano Cantonal de Costa Rica. 2007.



23	 PNUD-UCR. Atlas del Desarrollo Humano Cantonal de Costa Rica. 2007



Componente 



Indicador



Índice del 
componente



Vida larga y saludable



Esperanza de vida al 
nacer



Índice de esperanza de 
vida



Tasa de alfabeti-
zación de adultos



Tasa de matri-
culación neta



Nivel de vida digno



Consumo eléctri-
co residencial por 
cliente



Índice de bienestar 
material



Índice de Desarrollo Humano (IDH)



PNUD-UCR. Atlas del Desarrollo Humano Cantonal de Costa Rica. 2007.



Educación



Índice de conocimiento



Componente 



Indicador



Vida larga y 
saludable



Probabilidad al 
nacer de no sobre-
vivir a los 60 años



Nivel de vida digno



Porcentaje de perso-
nas pobres



Exclusión social



Tasa de desempleo a 
largo plazo (más de 
4 meses)



Índice de Pobreza Humana (IPH)



PNUD-UCR. Atlas del Desarrollo Humano Cantonal de Costa Rica. 2007.



Educación



Porcentaje de adul-
tos que cuentan con 
un nivel educativo 
menor de tercer 
grado
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Modelo de entrevista individual
Las causas de la pobreza en la comunidad24



Estimado señor o señora:



El Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) con sede en San José, realiza 
una investigación relacionada con la pobreza en pueblos indígenas en Costa Rica, al igual 
que con otros países de Centroamérica.



En ese sentido nos gustaría conocer sus opiniones sobre las preguntas generales que a 
continuación se le presentan, esperando contar con su apoyo. Se agradece su tiempo y cola-
boración y en especial compartir sus opiniones que serán muy tomadas en cuenta en nuestro 
trabajo. Gracias por su ayuda.



Información personal



Nombre: ______________________________________________________ (opcional)



Función o cargo en la comunidad u organización _______________________________



Edad __________ 		  Masculino ____ 	  Femenino _____



Comunidad de residencia__________________________________________________



Por favor anote la opinión que le merecen las siguientes preguntas:



1. 	¿Cómo definiría usted la pobreza desde una perspectiva netamente indígena? 



2. 	¿Cuáles son las principales causas de la pobreza en las comunidades indígenas? 



3. 	¿Qué ocuparía la comunidad para auto-desarrollarse integralmente? Lograr un desarro-
llo auto-determinado).



4. 	Por favor marque con una equis lo que usted considera pertinente para cada uno de los 
siguientes aspectos de las casillas de la izquierda, en orden de importancia: extremada-
mente importante, muy importante, importante, no es importante o es irrelevante, como 
causa de la pobreza en la comunidad indígena: 



24	 Elaborado a partir de modelo de entrevista en Isabel Kempf “Desarrollo humano versus empoderamiento: ¿Puede el 
enfoque de desarrollo humano explicar adecuadamente la pobreza de los pueblos indígenas? El caso de los Maasai en 
Kajiado, Kenia”. Memoria presentada para optar al grado de doctor. Universidad Complutense de Madrid. 2004.
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4. 	Si pudiera eliminar un obstáculo para el desarrollo de su comunidad, ¿cuál escogería 
eliminar? 



5. 	¿Tiene su comunidad acceso a recursos naturales, humanos y financieros como tierras, 
crédito, conocimientos tradicionales o tecnología no tradicional? ¿Como cuáles? 



6. 	¿Qué caracteriza a un miembro de su comunidad para ser considerado rico (no po-
bre)?



7. 	¿Tiene su comunidad control sobre sus recursos? ¿Cómo se puede demostrar eso? Por 
favor cite algún(os) ejemplos(s).



8. 	¿Participa su comunidad en la economía nacional? Por ejemplo en la venta o comer-
cio de productos o servicios. Si la respuesta es sí ¿en qué áreas? Si la respuesta es no; 
¿todos los sectores de la sociedad se benefician por igual o cuáles son los menos bene-
ficiados? �  	



Ausencia de bienestar material (como 
por ejemplo ausencia de ingresos para 
alimentos u otros servicios como la sa-
lud, educación, etc.)



Deficiencias en el campo de la educación 
(no hay escuela, hay analfabetismo, no 
existen medios para enviar los niños a la 
escuela ...) 



Debilidades en materia de servicios de 
salud o condición de salud en mal es-
tado



No hay suficientes recursos (como tier-
ras, agua, créditos o empleo)



No existe acceso y control sobre los re-
cursos naturales de la comunidad (tier-
ras, agua, biodiversidad, etc.)



No hay participación en la economía na-
cional (dificultades para el comercio al 
exterior de la comunidad, bajos precios, 
altos costos de producción, etc.)



Extremad 
importante



Muy  
importante



Importante No importante Irrelevante
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Carencia en la toma de decisiones en la 
política nacional (poca o nula influencia 
en la toma de decisiones políticas en lo 
que afecta a comunidades indígenas, 
como programas de gobierno, planifi-
cación, etc.)



La comunidad no puede definir su futuro 
económico (no hay auto-control de su 
economía, sitios de producción, uso del 
suelo, infraestructura, etc.



Extremad 
importante



Muy  
importante



Importante No importante Irrelevante
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Resumen: Analizamos varios insumos teóricos y casos a nivel nacional e 



internacional vinculados con el tema del acceso de la justicia para los pueblos 



indígenas, particularmente a través de la herramienta del peritaje cultural y el 



peritaje jurídico antropológico, como medios eficaces para garantizar una justicia 



pronta y cumplida que respete la identidad de los pueblos y personas indígenas. 



 



Palabras clave: acceso a la justicia, peritaje cultural, peritaje jurídico 



antropológico, identidad cultural, identidad indígena, pluralismo jurídico.  



 



Abstract: We analyze few  theoretical approximations, and some national and 



international cases related with the of access to justice for indigenous peoples, 



particularly through the tool of cultural expertise, and the legal  anthropological 
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expertise, as effective ways to ensure quick and effective justice that respects the 



identity of indigenous people and their community’s.  



 



Keywords: access to justice, cultural expertise, the legal  anthropological 



expertise, indigenous identity, legal pluralism. 



 



Fecha de recepción: 9 de junio de 2014. 



 



Fecha de aprobación: 29 de septiembre de 2014. 



 



 



 



1. INTRODUCCIÓN 



 



La Antropología y el Derecho contemplan el enriquecedor problema de su 



relación en el concepto de “diferencia”. Para la antropología “diferencia” de 



culturas, normas y sistemas morales es el objeto básico de estudio; pero el 



derecho busca la homogeneidad, la uniformidad de normas, un sistema moral 



común a partir del cual construir. 



 



En el contexto global actual, las culturas más “tradicionales”, sobre todo 



indígenas, ven atropellados sus tradiciones y sistemas de pensamiento. En un vivo 



genocidio cultural global, día a día desaparecen idiomas y pueblos enteros, sin 



que los avances tecnológicos y económicos del mundo actual parezcan ayudar a 



estas comunidades. 



 



El acceso real a la justicia de los pueblos indígenas se centra en dos 



factores: el acceso en condiciones de igualdad a justicia pronta y eficaz ante la 
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jurisdicción del Estado; y el desarrollo de políticas públicas y ordenamiento jurídico 



que permita este acceso igualitario de acuerdo a las particularidades culturales.1  



 



El peritaje cultural y el peritaje antropológico como medio de prueba en el 



proceso penal son herramientas que posibilitan el acceso a la justicia de los 



pueblos, respetando las particularidades culturales y dignificando su tradición 



ancestral. Analizaremos esta herramienta jurídica, sus posibilidades y situación 



actual en el contexto costarricense.  



 



 



2. CULTURA, DERECHO Y JUSTICIA  



 



Antiguamente, el derecho penal indígena, promovía la inimputabilidad del 



indio debido a su atraso cultural. Esta inimputabilidad sociocultural, cercana a la 



teoría del evolucionismo, parece superada por sus connotaciones peyorativas en 



cuanto a la supuesta incapacidad del indígena para comprender la ilicitud de su 



conducta. Hoy, el derecho se acerca a teorías antropológicas del relativismo y el 



pluralismo cultural. El indígena no es un “salvaje” o “atrasado”, sino un “otro” 



diferente con derechos específicos inherentes a su condición. (Amry 2006:54) 



 



En los Estados modernos existen diferentes pueblos, lenguajes y culturas, 



que retan la supuesta homogeneidad que pretende instaurar el derecho. La teoría 



Pura del Derecho de Kelsen, sostiene que las normas jurídicas se fundamentan 



por el modo de producción de las mismas, que vienen en un orden jerárquico 



amparado por el Estado. Con una jerarquía de las normas a “peldaños”,  la validez 



de cada norma vendría sustentada por la existencia de otra norma de rango 



superior y, así, sucesivamente. El Orden Normativo del Estado sería el único 



                                                           
1 Todas las comunidades indígenas se quejan del acceso a la justicia y de los resultados que se 
han obtenido cuando se logra. Por sus formalismos, el acceso al sistema judicial es casi imposible 
y, cuando se da, produce fallos tardíos o sesgados por el desconocimiento de los jueces con 
respecto a las costumbres y problemática indígenas, además del desconocimiento frecuente de la 
legislación indigenista vigente. (Guevara, 2000:4) 
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válido, impidiendo cualquier diversidad. Esta concepción, dominante en muchos 



círculos jurídicos hoy, es incompatible con la visión que señala al Derecho como 



producto de un complejo contexto cultural, económico, político, histórico. 



(Pedemonte, 2007) 



 



Carlos Cossio, (1903-1987) desarrolló la teoría egológica, según la cual el 



objeto del Derecho es la conducta humana conocida por su norma, la interferencia 



intersubjetiva y la experiencia. El Derecho es cultura, contexto, responde a 



determinado poder. No podemos concebir las ciencias jurídicas como simples 



normas surgidas del pasado, o como fruto de un razonamiento racional 



contemporáneo, si no como reflexión de una comunidad  viva y cambiante que se 



manifiesta por medio de normas culturales. “En la norma egológica hay conjunción 



y disyunción… cada vez que el jurista dice “todos” con ello significa algunos en 



relación al sistema y así se advierte una ambigüedad radical, de carácter lógico-



formal, en el pensamiento del jurista.” (Aidar 1997:87) 



 



3. DERECHO CONSUETUDINARIO, “DERECHO INDÍGENA PROPIO” 



 



Reivindicar el Derecho propio es una de las más altas luchas de las 



comunidades indígenas. Implica que los Estados acepten la diferencia de un grupo 



de habitantes en uno de los campos más sensibles de la constitución de una 



Nación: su ordenamiento jurídico y sus leyes. El proceso de aceptación de la 



diversidad jurídica en un país no es sencillo, pues toca temas delicados como la 



noción de Territorio e ideas de nacionalidad.2  



 



Podemos definir el Derecho consuetudinario como un “sistema indígena”, 



creado desde y para los indígenas. No estamos hablando de simples prácticas o 



                                                           
2 … derecho consuetudinario y otras que se utilizan con un sentido equivalente (como costumbre 
jurídica, derecho indígena, etc.) se forma como parte de la argumentación en favor del pluralismo 
jurídico para señalar la existencia de regímenes normativos particulares que, al contrario de la ley 
general, permanecen arraigados a los modos de vida de los actores y responden a sus intereses y 
dinámicas. (Iturralde 2006:241) 
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rituales, si no de sistemas de derecho complejos, distintos al sistema oficial de los 



Estados, y que atañen sólo a un grupo particular de la población.3 El Derecho 



consuetudinario sintetiza costumbres que pueden considerarse jurídicas pues 



materializan normas relacionadas con el control social de la vida comunal. Tiene 



que ver con reivindicar costumbres que amparan situaciones cotidianas de 



competencia exclusiva de la comunidad, que se ven resueltas por regímenes 



propios, como herencias, distribución de la tierra y las propiedades, intercambios, 



etc. (Iturralde 2006:242) 



 



El Derecho consuetudinario indígena no es un grupo de normas ancestrales 



fijas, si no que refleja la cambiante situación histórica de los pueblos, su ecología, 



demografía, economía y situación política frente al Estado y sus aparatos 



jurídicos-administrativos. Está estrechamente vinculado a fenómenos de la cultura 



y de la identidad étnica, como la estructura familiar, social y religiosa de la 



comunidad, el lenguaje y los valores culturales. La reivindicación de estos 



derechos tiene implicaciones ideológicas y políticas, lo cual es amenazante para 



los Estados homogéneamente constituidos en sus funciones de control y coerción 



de la población. (Stavenhagen 1989: 35) 



 



 



4. FUNDAMENTOS INTERNACIONALES DEL PERITAJE CULTURAL 



 



Filosóficamente, el fundamento del peritaje cultural es una cuestión de 



derechos humanos: el acceso a la justicia, la igualdad, la dignidad de todos los 



seres humanos y de todos los pueblos y culturas. El principio de continuidad o 



supervivencia étnico cultural se refiere a la necesaria permanencia y continuación 



                                                           
3 “Derecho consuetudinario” Se refiere a prácticas repetidas inmemorialmente, que a fuerza de la 
repetición, la colectividad no sólo las acepta sino que las considera obligatorias.  Por la categoría 
“derecho” se entiende que no sólo se trata de prácticas aisladas como el término “costumbres”, 
sino que alude a la existencia de un sistema de normas, autoridades, procedimientos. Sólo que la 
palabra “consuetudinario” fija a ese sistema en el tiempo, como si se repitiera igual a lo largo de los 
siglos. (Yrigoyen, 1999: 7) 
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de la personalidad moral del grupo y de cada uno de sus integrantes. Esto es 



especialmente importante en América Latina, donde conviven varias culturas, 



siendo las más antiguas especialmente amenazadas. 



 



El documento constitutivo de la Organización de las Naciones Unidas 



(1945), marco origen del sistema de protección internacional de los derechos 



humanos, invoca los principios de no diferenciación o distinción por idioma, 



religión o motivo alguno. (Art. 1, párrafo 3) 



 



El Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre 



los Pueblos Indígenas, ratificado por Costa Rica mediante Ley n° 7316 de 1992, 



promueve el goce pleno de los derechos indígenas, reconociendo la diversidad 



cultural y el respeto de las costumbres de los pueblos. (Art. 8). También reconoce 



el derecho a conservar el Derecho consuetudinario y sus métodos de control 



penal, exigiendo un sistema legal que los indígenas puedan comprender y en el 



cual puedan expresarse (art. 9), facilitando intérpretes u otros medios eficaces, 



como la herramienta del peritaje cultural (art. 8 y 12).  



 



A la luz de esta norma se puede interpretar que otros derechos, costumbres 



e instituciones indígenas pueden ejercerse si no son contrarios a derechos 



fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional.  



 



El Convenio 169 de la OIT, prevé como pauta de determinación e 



individualización de la pena aplicable a un indígena, la especial consideración de 



sus condiciones sociales económicas y culturales, y busca alternativas 



sancionatorias distintas de la pena de privación de libertad: “Cuando se impongan 



sanciones penales previstas por la legislación general a miembros de dichos 



pueblos deberán tenerse en cuenta sus características económicas, sociales y 



culturales. Deberá darse la preferencia a tipos de sanción distintos del 



encarcelamiento.” (Convenio 169 OIT, art.10, 1-2) 
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Las “Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de personas 



vulnerabilizadas”, son un conjunto de 100 reglas reconocidas en el sistema judicial 



iberoamericano como estándares básicos para garantizar el acceso a la Justicia. 



Ellas hacen referencia específica a la pertenencia a comunidades indígenas: 



 



Las personas integrantes de las comunidades indígenas pueden 



encontrarse en condición de vulnerabilidad cuando ejercitan sus derechos 



ante el sistema de justicia estatal. Los poderes judiciales asegurarán que el 



trato que reciban por parte de los órganos de la administración de justicia 



estatal sea respetuoso con su dignidad, lengua y tradiciones culturales. 



Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en la Regla 48 sobre las formas de 



resolución de conflictos propios de los pueblos indígenas, propiciando su 



armonización con el sistema de administración de justicia estatal. (Reglas 



de Brasilia, 9) 



 



En esta misma normativa se fomenta la participación de los miembros de 



los pueblos en sus propios procesos penales, buscando un sistema de resolución 



interna de conflictos: 



  



Resulta conveniente estimular las formas propias de justicia en la resolución 



de conflictos surgidos en el ámbito de la comunidad indígena, así como 



propiciar la armonización de los sistemas de administración de justicia 



estatal e indígena basada en el principio de respeto mutuo y de 



conformidad con las normas internacionales de derechos humanos (…) por 



parte del sistema de administración de justicia estatal, resultará conveniente 



abordar los temas relativos al peritaje cultural y al derecho a expresarse en 



el propio idioma. (Reglas de Brasilia, 48-49) 



 



Reconocer el pluralismo cultural y jurídico, implica descriminalizar ciertas 



conductas, especialmente en torno al tema del reconocimiento de la jurisdicción 



propia y practicas ancestrales de uso del bosque, entre otros. 
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5. ¿QUÉ ES EL PERITAJE CULTURAL? 



 



La Prueba Pericial ayuda a administrar la justicia de forma efectiva, 



mediante los conocimientos de un perito, persona especializada en un campo o 



con un saber particular,  relacionado con la ley, y por lo tanto debe orientar con su 



criterio la administración de justicia. En el Derecho Penal, debe esclarecerse la 



inocencia o culpabilidad del procesado,  



 



Es un medio de prueba a través del cual un tercero, sin ser parte en el 



proceso ni integrante de relación jurídica procesal, y que con conocimientos 



o experiencia en una determinada materia, ya sea ciencia, arte, técnica o 



industria, es llamado por el juez, las partes o un tercero, a rendir un informe 



o dictamen de manera obligatoria, imparcial y objetiva respecto a uno o 



todos los hechos que generan el proceso civil o penal.  (CIJUL 2012:4) 



 



El Peritaje cultural es un medio de prueba que ilustra el criterio del juez por 



medio del conocimiento de la cultura, en sus diversas manifestaciones, de un 



individuo como miembro de un grupo social determinado, a través de un dictamen 



elaborado por un experto en  la cultura estudiada. Se debe recurrir al peritaje 



cultural cuando  una de las partes es miembro de un pueblo indígena o cuando el 



caso involucra intereses colectivos indígenas.  



 



El peritaje cultural, es un acto procesal, que debe desarrollarse por encargo 



del juez en todo proceso en que se aplique la legislación nacional a los 



pueblos indígenas, con el fin de tomar en cuenta su cultura y/o su método 



propio de resolución de conflictos en un caso concreto. Se trata de una 



actividad humana, por la cual se verifica la cultura en sus diversas 



manifestaciones como producto de hechos sociales; se establecen sus 





jmongema


Resaltado
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características, modalidades, calidades, y relación con los hechos sujetos a 



juicio. (Ixchiu 2010: 50) 



 



El peritaje antropológico  es el medio científico por el cual se verifica por el 



antropólogo como la conducta o hecho social  sometido a su consideración desde 



esa cultura es valorado y por tanto poder explicarlo en nuestro derecho. El 



antropólogo es considerado como  el perito idóneo en casos culturales. Lo cual no 



quiere decir que el juez, fiscal o defensor, no puedan auxiliarse de otros 



profesionales o bien de autoridades tradicionales de la propia comunidad indígena;  



para resolver el caso concreto, y así por medio del criterio y del saber especifico 



de estas personas, poder valorar el impacto que tendría la restricción o no del 



ejercicio de un derecho o establecer ponderaciones sobre en qué medida deben 



hacerse compatibles y en qué medida debe prevalecer uno frente al otro. 



 



Los operadores de justicia deben auxiliarse de un grupo de profesionales 



interdisciplinario, inclusive de los sabios de un pueblo o de sus autoridades 



tradicionales, a fin de entender la cosmovisión indígena (peritaje cultural) y el 



sistema normativo propio (peritaje jurídico antropológico), a fin de garantizar el 



ejercicio efectivo del Derecho a la Defensa y el Derecho al Acceso a la Justicia 



(…) Para saber si existe particularmente la antijuridicidad y/o la culpabilidad, el 



juez debe recurrir al peritaje antropológico que le dirá cómo esa misma conducta 



es valorada dentro del sistema normativo a la que la indiciada pertenece. (Valiente 



López 2012:70) 



 



Casos como la portación y uso de armas, la utilización de vida silvestre, el 



trabajo infantil son ejemplo de la posible aplicación de peritaje cultural, ante 



conductas tipificadas en el sistema judicial tradicional. 



 



En Guatemala, el peritaje cultural es una institución reconocida dentro del 



sistema judicial. Son los mismos indígenas quienes solicitan ante su propio 



consejo municipal que se investigue la posible afectación de sus derechos e 
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intereses. En este país se reconoce el problema de la diversidad de lenguas, la 



validez y ponderación de testimonios locales, y la relación de los hechos juzgados 



en un contexto indígena con la letra de la ley blanca u occidental. (Ochoa 2000:79) 



 



A pesar de las limitaciones del aparato jurídico guatemalteco, el Gobierno 



se ha comprometido a proponer acciones en conjunto con las comunidades 



indígenas, el ministerio público y las universidades para que se reglamente y 



aplique el peritaje cultural, además de capacitar y brindar asesoría jurídica gratuita 



a las comunidades indígenas. (Salvatierra 2011:82) 



 



 



6. ASPECTOS JURÍDICOS DEL PERITAJE CULTURAL 



 



En muchos países, la prueba pericial estuvo, socio-culturalmente vinculada 



a poder explicar el estado de “salvajismo” del imputado indígena y poder sostener  



la incapacidad jurídica de la persona indígena para asumir responsabilidades 



penales; por ejemplo en el caso de Colombia antes de 1991, los autorizados para 



realizar la pericia eran los “siquiatras”, considerando a los pueblos indígenas, “ 



salvajes” y por tanto inimputables, recaía en los médicos legales determinar la 



capacidad jurídica del indígena que era sometido al proceso penal. Con el 



reconocimiento de la diversidad cultural, es desarrollado un nuevo modelo para 



aproximarse a la identidad  indígena  en el cual el perito antropólogo desplaza al 



médico legal y su saber. (Ariza: 2010: 15)   



 



El peritaje cultural en sentido amplio debe ser comprendido solamente 



como un medio de prueba, que no busca demostrar a priori inocencia o 



involuntariedad, si no solamente juzgar diferencias culturales que condicionan una 



conducta tipificada como delito en el sistema jurídico oficial.  



 



Peritaje cultural (desde el punto de vista formal- jurídico): Es el medio de 



prueba por el cual la cultura indígena, brinda información fidedigna, respecto del 
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contexto de un caso donde se aplica el derecho penal a una persona indígena. 



Incluso el peritaje cultural toma en cuenta que para la realización de la pericia  



otros profesionales o personas de la comunidad  puedan brindar información al 



juzgador sobre la cultura que se estudia y los hechos relevantes de la misma que 



pueden influir en la solución del caso concreto. Dicho de otra manera, el peritaje 



cultural es una categoría amplia de medios de prueba, donde está inmerso el 



peritaje jurídico- antropológico (forma específica de prueba pericial) 



 



Peritaje jurídico antropológico: Mecanismo por el cual el antropólogo realiza 



una valoración del sistema normativo propio del imputado indígena, a partir de la 



información que fuese suministrada. Desde el punto de vista formal jurídico el 



perito antropólogo es considerado como la persona idónea para la realización del 



dictamen pericial. 



 



Perito indígena (propuesta): Persona individual o grupal, autoridades 



propias o sabios de un pueblo, los cuales puede ser consultados para que 



explique en el proceso penal aquellos aspectos que reflejan mejor su cosmovisión 



y cultura; desde un enfoque intercultural en el cual se interpela a las comunidades 



indígenas no solo para reconocer, sino para reconocerse frente al Estado y sus 



operadores de justicia. 



 



Con el desarrollo del peritaje antropológico en los países donde habitan 



pueblos indígenas, se da una argumentación jurídica con miras a generar una 



conexión de comprensión entre la norma cultural del imputado y como puede ser 



jurídicamente valorada dentro del proceso penal, la valoración pericial por parte 



del perito antropólogo entonces, es realizada en tres niveles: El grado de 



conciencia étnica de un sujeto, el grado de preservación cultural y el nivel de 



incorporación a la cultura nacional (Ariza: 2010: 18) Sin embargo esta valoración 



desde un enfoque intercultural, implica  que se corra el riesgo y sesgo de operar 



como voceros y representantes de una cultura a la cual no pertenecemos.  
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Sostiene Ariza (2010) que se debe interpelar a los pueblos indígenas, pues 



finalmente el peritaje subordina  y permite que otros afirmen o expliquen incluso lo 



inexplicable en algunas culturas, es necesario por tanto darles voz a los propios 



pueblos pues son estos los llamados a reconocer y reconocerse. (Ariza, 2010: 32) 



 



Por otro lado, destacan en la línea de la pluralidad cultural, intercultural y 



jurídica, iniciativas de inspiración anglosajona, en las cuales abogan por la 



creación de una figura denominada “asesor indígena”, similar al modelo del 



derecho anglosajón amicus curiae4 que permite a personas ajenas al proceso 



exponer sus opiniones y visiones de mundo, las cuales el juzgador valora al 



momento de resolver. 



 



Nos dice Lechenal citado por Ariza, que del análisis de la práctica judicial en 



la mayoría de los países latinoamericanos en los cuales viven los pueblos 



indígenas, abogan por considerar al peritaje  como una primera etapa necesaria 



para fomentar y desarrollar las capacidades hermenéuticas interculturales de los 



operadores de justicia (Lechenal,2008:187 citado por Ariza, 2010: 19) 



 



La pericia en nuestro caso, es reproducida  en la etapa de juicio y recepción 



de pruebas, el perito es propuesto por las partes y su nombramiento realizado 



durante la etapa preparatoria.  



 



En nuestra legislación; el dictamen pericial puede ser rendido de forma oral 



o bien escrito, individualmente o en conjunto; además cuando existan diversidad 



de opiniones se podrá dictaminar por separado (art. 218 CPP), por otro lado, los 



peritos deben practicar el examen conjuntamente, cuando sea posible, además 



siempre que sea pertinente, las partes y consultores  técnicos podrán presenciar la 



realización del peritaje y solicitar aclaraciones al mismo ( art 217 y 218 CPP ), el 



requerimiento del auxilio del perito es para cuestiones de hecho que son 
                                                           
4 Locución latina que significa “Amigo del Tribunal”, un tercero interviniente en el proceso. (véase 
Ordoñez Cifuentes, 2000: 44 ss.) 
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desconocidas por el juez, por ejemplo en el marco de una norma particular 



cultural, nunca sobre sobre las consecuencias legales ( art. 213 y 214 CPP) Si se  



dan  discrepancias entre los peritajes. Es posible el nombramiento de nuevos 



peritos con la finalidad de evaluar las conclusiones, examinar, ampliar y si fuera 



necesario, repetir nuevamente el peritaje (art. 219 CPP). Las partes, a su vez, 



pueden proponer a otro experto, este es el  denominado consultor técnico (art. 126 



CPP) 



 



La forma en que se vierte el dictamen puede ser oral, el que se hará constar 



en acta o, por escrito. (Art 218 CPP) El dictamen escrito es para pericias más 



complejas que requieran tiempo de elaboración. Pueden combinarse ambas 



formas. Por ejemplo; cuando los peritos que dictaminaron sobre una situación 



particular, son citados a declarar en una audiencia específica, o bien la diligencia 



es realizada en la comunidad indígena donde habita el imputado. En este caso, 



constará la pericia en el acta de la audiencia. La presencia de un perito indígena 



en el lugar, donde se realiza la audiencia es posible, en este momento procesal a 



partir de la aplicación del art. 339 CPP – esto si la legislación, con certeza y 



seguridad jurídica lo permitiera-   



 



Por otro lado, el tribunal ordenará que se realicen las operaciones periciales 



en la audiencia, además los peritos podrán consultar documentos, notas escritas y 



publicaciones durante su declaración (art. 350 CPP) 



 



 Las conclusiones que formulen los peritos se realizaran conforme a los 



principios de su ciencia, arte o técnica. Además el perito deberá guardar reserva o 



secreto profesional, respecto de lo que conozca del caso (art 223 CPP).  



 



Durante la declaración de peritos el tribunal en caso que sea escrito 



ordenará que se lean los dictámenes presentados por el o los peritos, para que 



sean incorporadas en el acta de audiencia de forma oral. Si el perito estuviere 



presente, debe responder directamente a las preguntas que le formulen los sujetos  
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procesales, sus abogados o consultores técnicos y los miembros del tribunal en 



ese orden, comenzando por quienes propusieron  el medio de prueba pericial. 



Quien preside, moderará el interrogatorio y evitará que el declarante conteste 



preguntas capciosas, sugestivas o impertinentes (art. 352 CPP).  



 



El Tribunal podrá disponer que los peritos estén presentes en toda la 



audiencia del debate. (Art. 350 CPP) Esta disposición en lo que fuere pertinente se 



aplicará a los intérpretes, por ejemplo, la obligación existente de auxiliarse en el 



juicio de un intérprete de plena confianza del imputado y del defensor cuando el 



idioma materno no sea el español. (Art. 215, 14 y 131 CPP). Al perito le son 



aplicables las reglas de excusas y recusación (art.55, 215 párrafo 3 CPP) y en 



cuanto a consultores técnicos estos también podrán ser recusados (art. 126 CPP), 



además frente a la incomparencia de un perito  se aplica (art. 353 CPP) por lo cual 



una vez nombrado y aceptado el cargo, es obligatoria su comparecencia.  



 



Sobre la valoración de la prueba pericial, la Sala Tercera ha señalado que: 



“…la convicción (…) en validar o no una prueba testimonial, pericial o documental, 



es de resorte exclusivo de su independencia jurisdiccional, del ejercicio de la razón 



y el respeto a la legitimidad del elenco probatorio.” (Voto- 1098-2001 Sala 



Tercera). 



 



El juez valora el dictamen pericial a partir de un sistema de libertad 



probatoria (art. 182 del CPP), por el cual todo y todos pueden ser prueba que no 



tiene un valor definido, pero una vez evacuada el juzgador debe otorgarle un valor 



que debe ser mencionado en la sentencia. Las reglas de valoración serán las de  



“sana crítica”  que son  las de la lógica, de la psicología y de la experiencia; de 



acuerdo a ellas se debe valorar la prueba y fundamentarse la sentencia. (Art. 184 



del CPP)  (Resolución 01386- 2006, Sala Tercera) 



 



Surge así las siguientes inquietudes, ¿Puede el consultor técnico, ser el 



mecanismo que venga a solucionar el problema, sin una reforma legal? ¿Cómo 
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garantizar que participe un perito indígena?, sobre estas interrogantes, se debe 



analizar el artículo 126 del CPP, el cual señala que si, por las particularidades del 



caso, el Ministerio Publico o alguno de los intervinientes, considera el aporte de un 



consultor en una ciencia, arte o técnica, lo propondrá y le serán aplicables las 



reglas de los peritos. Por lo cual nos preguntamos lo siguiente, ¿las reglas 



aplicables a los peritos posibilitan la participación de otros profesionales u 



personas indígenas? La respuesta a esta incógnita se puede encontrar, con la 



lectura del artículo 214 del CPP, el cual señala que si una persona no cuenta con 



un título habilitante, se podrá designar a una persona de “idoneidad manifiesta”, a 



consideración del Ministerio Publico o alguno de los intervinientes, quien la 



propone al Tribunal. Por lo cual surge la pregunta de si; ¿Los peritos indígenas, 



son las personas idóneas para explicar su cultura y presentar a los jueces?, sobre 



este aspecto hay diferentes posiciones, los que sostienen que la participación de 



las autoridades propias en el proceso penal, debe ser mínima y esa tarea debe ser 



exclusiva de los “ expertos”, y los que sostenemos que en el orden de la 



diversidad cultural, interculturalidad  y la pluralidad, es necesario una regulación al 



respecto, para evitar la inseguridad jurídica y propiciar la armonización de los 



sistemas de administración de justicia estatal e indígena, dicha propuesta, basada 



en el principio de respeto mutuo y de conformidad con las normas internacionales 



de derechos humanos que permita la participación de una autoridad tradicional o 



sabio de un pueblo en su condición de perito indígena, o bien de las formas 



colegidas de autoridad  tradicional para alcanzar, imparcialidad, objetividad y 



credibilidad. De modo que se pueda  construir puentes desde los saberes y 



aprendizajes para alcanzar formas más efectivas de acceso a la justicia.  



 



Continuando el análisis, en el apartado 2) del artículo 214 CPP  se 



menciona que: no se registran las reglas de la prueba pericial, para quien declare 



sobre hechos o circunstancias que conoció espontáneamente; aunque para 



informar utilice las aptitudes especiales que posee en una ciencia, arte o técnica. 



Por lo que, señala dicho artículo, que en ese caso, se regirán por  las reglas de la 



prueba testimonial; por lo que se genera la siguiente interrogante: ¿De 
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considerarse al perito indígena, idóneo para la gestión de la pericia, su versión 



puede caer en la connotación de testigo de la cultura? Podemos decir con 



claridad, de que si es conocido espontáneamente, el juez lo valora aplicando las 



reglas de la prueba testimonial. Por otro lado, los testigos no admiten recusación, 



los peritos sí; el testigo no dictamina, expone, el perito sí dictamina. (Guerra, 1994: 



41) 



 



El fiscal y defensor pueden incorporar los testimonios de las autoridades 



indígenas, sin embargo, estos no tendrían carácter de dictamen pericial. Y 



estarían sometidos a los criterios de valoración de la prueba, de acuerdo con el 



sistema de libertad probatoria, lo que haría necesario la capacitación de jueces y 



funcionarios para que pudiesen incorporar eficazmente este medio de prueba, sin 



embargo, estaríamos ante una prueba testimonial5 y no ante una prueba pericial, 



lo que reafirma la necesidad de una regulación, que pueda incorporar 



obligatoriamente la figura del perito indígena. Pero el hecho de que nuestra 



legislación permita aportar prueba testimonial en este caso, de autoridades o 



sabios de un pueblo, dependería del conocimiento de este recurso procesal y de la 



gestión de la fiscalía y de la defensa, en un claro y profundo respeto de la 



diversidad cultural, y como parte de la estrategia legal en el caso concreto.   



 



Conviene además señalar tal como lo menciona Guerra (1994), que sobre 



una misma persona no pueden recaer la calidad de dos medios probatorios, pues 



se atentaría contra el principio de la imparcialidad y objetividad científica que debe 



caracterizar el dictamen pericial emitido, por los peritos. Por otro lado los testigos 



están limitados por el número de lo que presenciaron o saben del hecho, lo cual 



sería una limitación para aportar los testimonios de las autoridades propias o 



                                                           
5 “los testigos responden por separado de las cuestiones que se les interroga y los peritos en  su 
dictamen luego de deliberar juntos los puntos que fueron sometidos a dictamen pericial. Cabe 
decir, igualmente, que los testigos están limitados por el número de los que presenciaron o saben 
del hecho; entre tanto, los peritos no están limitados sino por el número de los especializados, 
hayan o no presenciado el hecho”. (Guerra, 1994: 41-43) 
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sabios de un pueblo; entre tanto, los peritos no están limitados hayan o no 



presenciado el hecho. (Guerra, 1994: 42) 



 



Los testigos en la mayoría de los casos no son profesionales, cosa contraria 



ocurre en las personas de los peritos, los cuales, generalmente, son versadas en 



específicas profesiones, por lo cual también es necesario generar rupturas que 



permitan –al menos en el caso de derecho penal para imputados indígenas-  una 



amplia comprensión que permita determinar que profesional no solo es quien tiene 



un título que lo habilite; sino también que tenga un conocimiento o saber 



importante en la solución de un caso en concreto. (Guerra, 1994: 41-43), 



 



Es función de los juzgados garantizar el pleno ejercicio de los derechos de 



los pueblos indígenas, históricamente marginados. Para esto es necesario hacer 



cambios no sólo en la legislación actual, sino también en la actitud de los 



servidores judiciales. 



 



 



7. LOS INDÍGENAS Y EL PODER JUDICIAL EN COSTA RICA 



 



El Censo Nacional de Población de Costa Rica de 2011, contabilizó un total 



de 104.143 personas que se autodefinieron como indígenas. Mientras que en el 



2000 un  1.7% del total de la población se definió indígena, en 2011 un 2.4% se 



definió como tal. (INEC 2011:121) 



 



En Costa Rica, si bien se reportan menos casos de violencia de autoridades 



gubernamentales contra indígenas respecto de otros países del área, sí ocurren 



claros procesos de discriminación contra los indígenas. Es necesario un trabajo 



conjunto entre la Antropología y el Derecho para normativizar los convenios 



internacionales que conceden derechos fundamentales indígenas. Se debe 



trabajar en temas como litigación, acción narrativa de procesos judiciales o 



cambios en políticas públicas. Esto llevaría a cambios en temas como el 
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tratamiento que reciben los indígenas en torno a la posesión de la tierra, 



autodeterminación, la división del trabajo, derechos de las mujeres, o resolución 



de conflictos internos. (Guevara 2000:245) 



 



Es fundamental reconocer medios alternos a los pueblos indígenas dentro 



de los procesos del Derecho, y el deber que tiene el Estado de brindar estas 



herramientas signadas en los convenios internacionales y a la legislación vigente.6  



 



La desconfianza y lejanía que sienten los indígenas hacia el sistema político 



y jurídico oficial del Estado costarricense, se manifiesta en casos como el cantón 



de Buenos Aires, donde 20% de población es indígena, y hay muchos territorios 



inalienables. En la práctica estos territorios son comercializados y explotados por 



“blancos”, mientras que los indígenas no denuncian por miedo o desconocimiento 



de sus derechos. En la zona bribri de Cabragra de este cantón, se constituyó un 



tribunal consuetudinario de carácter administrativo, que resuelve conflictos 



internos con el juicio de personas mayores de la comunidad. Este tribunal ha 



ganado legitimidad dentro del sistema jurídico oficial, pues muchos casos no 



llegan a la vía ordinaria. Sin embargo, existe aún discriminación de los jueces de 



tribunales ordinarios ante las resoluciones de estos tribunales consuetudinarios. 



(Guevara y Rodríguez, 2006) 



 



Debido a la penetración cultural “blanca” u “occidental” dentro de los 



territorios indígenas, en ocasiones no es sencillo establecer los límites de un 



Derecho autóctono: 



 



                                                           
6 “Las diversas culturas autóctonas desde tiempos inmemoriales han contado con diversas formas 
de dar solución pacífica a las diferencias que se presentan en su quehacer diario. Pocos de estos 
mecanismos han sido tomados en cuenta por las culturas no indígenas como formas de dar 
solución pacífica entre las personas, es por esto que consideramos de importancia una 
retroalimentación en ambas vías (culturas autóctonas – culturas hegemónicas), para de esta forma 
tomar lo bueno de cada lado e incorporarlo en aras de soluciones que propicien la cultura de paz y 
diálogo entre las personas.” (Alcázar y Campos 2009:166) 
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Hoy es más difícil determinar lo que podríamos llamar “derecho 



consuetudinario tradicional” en el seno de los grupos indígenas del país. La 



historia de las relaciones entre Estado-nación costarricense y comunidades 



indígenas es larga… se caracteriza por una continua imposición del marco 



jurídico estatal sobre el derecho consuetudinario indígena. En efecto, el juez 



del juzgado contravencional de Buenos Aires, al igual que muchos otros 



dentro del país, privilegia en realidad el sistema normativo estatal, por 



encima de lo que podría llamarse derecho consuetudinario indígena. 



(Guevara y Rodríguez 2006:75) 



 



Otros obstáculos procesales para el acceso a la justicia de los pueblos 



indígenas son la lejanía y falta de capacitación de funcionarios judiciales y 



juzgados; falta legitimación de los indígenas que en ocasiones carecen de 



documentos necesarios para realizar diligencias; falta de asistencia técnica 



gratuita; carencia de traductores e imposibilidad que las sentencias se presenten 



en un idioma distinto al español; y en general, insuficiencia económica para el 



pago de pruebas periciales y otros procesos onerosos relacionados con la 



ejecución de justicia. (Castañeda 2008: 22) 



 



Las comunidades viven en tensión con el sistema estatal tradicional, en una 



lucha por continuar con su cosmovisión en medio de los cambios culturales: 



 



El indio, para que sea indio, no tiene que ser pobre, o no tiene que estar 



limitado al acceso de la información, por ejemplo al acceso al equipo de alta 



tecnología. Aquí todavía se acentúa mucho esto de que si ven a un indio en 



su carro ya no es Indio, o si lo ven con facilidades de manejo de cómputo 



entonces ya tampoco es indio, y si lo ven con ropa fina tampoco es indio y 



de indio es aquel que anda por ahí muy pobre, descalzo, con hambre, 



despeinado, borracho, tal vez ese es el indio. Entonces es un poco ir 



cambiando esa mentalidad por lo menos en la población local. (Entrevista a 



líder indígena de Buenos Aires, citado por Guevara y Rodríguez 2006:77) 
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Un problema de campo percibido por los antropólogos pero que escapa al 



ojo de los juristas es el dinamismo interno de las comunidades indígenas. Es 



ingenuo pensar que la cultura indígena es homogénea e invariable. “Las 



comunidades y regiones indígenas en Costa Rica son cada vez más diversas, en 



su seno coexisten tendencias políticas en pugna, grupos de diferentes religiones, 



individuos con niveles económicos y educativos desiguales, etc.” (Argilés Marín 



2004: 41) 



 



El discurso cotidiano de funcionarios judiciales mantiene un tono de 



menosprecio por lo indígena, considerado como “retrasado”, “salvaje” o “infantil”. 



Además, por muchos factores la tradición indígena se ha debilitado, por lo que un 



Derecho propio es todo un reto y obligación del Estado por consolidar, pues cada 



vez son más los problemas “blancos-occidentales” manifiestos en los conflictos, 



como usurpación de tierras, conflictos laborales por no pago de salarios, 



violaciones u homicidios. 



 



 



8. SITUACIÓN JURÍDICA DEL PERITAJE CULTURAL EN COSTA RICA 



 



La única norma de la legislación nacional que nos remite al uso del peritaje 



cultural como medio de prueba en el proceso penal, es el Código Procesal Penal, 



que menciona lo siguiente sobre la diversidad cultural:  



 



Cuando el juzgamiento del caso o la individualización de la pena requieran 



un  tratamiento especial, por tratarse de hechos cometidos dentro de un 



grupo social con normas culturales particulares o cuando por la 



personalidad o vida del imputado sea necesario conocer con mayor detalle 



sus normas culturales de referencia, el tribunal podrá ordenar un peritaje 



especial, dividir el juicio en dos fases y, de ser necesario, trasladar la 
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celebración de la audiencia a la  comunidad en que ocurrió el hecho, para 



permitir una mejor defensa y  facilitar la valoración de la prueba. (Art. 339) 



 



Esta norma supone la influencia particular de la cultura en el proceso penal, 



el peritaje especial y la valoración de la prueba. Esto influye sobre las 



responsabilidades del juez penal, según el mismo Código Penal:  



 



El Juez, en sentencia motivada, fijará la duración de la pena… tomará en 



cuenta: Los aspectos subjetivos y objetivos del hecho punible; La 



importancia de la lesión o del peligro; Las circunstancias de modo, tiempo y 



lugar; La calidad de los motivos determinantes; Las demás condiciones 



personales del sujeto activo o de la víctima en la medida en que hayan 



influido en la comisión del delito. Las características psicológicas, 



psiquiátricas y sociales, lo mismo que las referentes a educación y 



antecedentes, serán solicitadas al Instituto de Criminología el cual podrá 



incluir en su informe cualquier otro aspecto que pueda ser de interés para 



mejor información del Juez. (Art. 71)  



 



Recientemente, el Ministerio Público fijó una nueva “Política de Persecución 



Penal y Abordaje de Causas Indígenas” (circular 13-ADM 2011). Este documento, 



brinda un trato diferenciado (discriminación positiva) y respetuoso a 



las diversas culturas indígenas: 



 



En razón de lo anterior a fin de unificar criterios a nivel nacional en materia 



penal, sobre elementos a considerar por el ente fiscal, en aquellas 



investigaciones en las cuales esté involucrado una persona  indígena, se 



emite la presente directriz de carácter general, a fin establecer los 



parámetros mínimos de consideración al aplicar las disposiciones vigentes 



en materia de derecho indígena (Chavarría, 2011:1) 



 











Revista Jurídica IUS Doctrina, N°11, 2014.  



ISSN 1659-3685 



 



22 
 



Dentro de las nuevas políticas establecidas, se prioriza el uso de intérpretes de 



lenguas autóctonas y la aplicación del peritaje cultural en 24 pueblos indígenas.7 



Al respecto la Fiscal General de Asuntos Indígenas, Adriana Céspedes, comentó: 



 



Para nadie es desconocido que la barrera del idioma representa un obstáculo 



al verdadero acceso a la justicia, por lo que se pretende brindar un verdadero 



acceso a la misma facilitando que la persona se exprese en su idioma materno, 



razón por la cual se establece la obligatoriedad en los casos en que se 



requiere de un intérprete… los fiscales que tramitan causas indígenas 



brindarán un abordaje a la investigación basado en el respeto y reconocimiento 



de las culturas indígenas; teniendo como soporte y órgano asesor a la Fiscalía 



de Asuntos Indígenas que además velará porque se cumpla a cabalidad lo 



establecido. (Céspedes, citada por Araya 02/02/12)  



 



La Sala Tercera ha reconocido casos donde hay conflicto entre los valores 



culturales de un grupo dominante y los de una “minoría”, sentando criterios para 



un juicio de reproche que concluye en una reducción de la pena por imponer. 



Cuanto mayor esfuerzo tenga que hacer una persona indígena  para comprender y 



asimilar una pauta normativa, menor debe ser el reproche penal.  



 



Se debe hacer un análisis de los aspectos subjetivos del sujeto activo, 



condiciones personales del sujeto que realizó el injusto y así determinar el 



grado de reproche o de culpabilidad. Se equipara la situación a la presencia 



de un error vencible que afecta la comprensión de la antijuricidad y de ahí la 



interiorización del carácter ilícito del hecho por parte del sujeto activo y 



                                                           
7 “El Ministerio buscará conocer su organización social, política y espiritual, así como el 
reconocimiento de sus tradiciones. Ejemplo de esto es la pesca de los Malekus en las zonas 
protegidas, que tendrá un trato legal diferente a raíz del entendimiento de sus tradiciones como 
pueblo. Esta nueva política es de acatamiento inmediato y obligatorio de todos los fiscales y 
funcionarios del Ministerio Pública del país, que lleva en hora buena dado que según el Centro 
para el Desarrollo Indígena (CEDIN) hay procesos legales con estas poblaciones que esperan ser 
resueltos.” (Araya 02/02/12) 
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como consecuencia o resulta se podría atenuar la pena en la sanción del 



autor del injusto penal. (Chacón y Romero 2009: 338) 



 



El Voto N° 1993-F-561 de la Sala de Casación Penal del 15 de octubre de 



1993, afirma que la culpabilidad en nuestro sistema normativo es graduable, de 



acuerdo a las circunstancias culturales y sociales que rodean al sujeto activo y a 



las circunstancias que influyeron en el hecho investigado.  



 



No en todos los casos se debe alegar imposibilidad de comprensión de la 



norma, pues ello podría traer la impunidad de delitos cometidos bajo argumentos 



de carácter religioso o político. En estos casos, no estaríamos ante 



inimputabilidad, sino ante condicionamientos culturales que impiden asimilar 



normas penales, dando origen a una antinomia entre la ley penal y formas 



particulares de organización social.8 



  



Hay quienes consideran que debe ser sostenido el principio de que la ley 



penal rige en forma igual para todos los individuos; mientras que otros 



piensan, que las características propias del indígena y su situación social 



demandan que se incluyan reglas especiales en las legislaciones penales 



donde se tomen en consideración tales aspectos. (Campos Calderón citado 



por Figarí: sf: 29) 



 



No se pueden aplicar criterios únicos para todos los grupos étnicos. El 



Derecho Penal debe tener en cuenta esas circunstancias especiales, a través de 



las figuras jurídicas pertinentes. Sin embargo, no toda consciencia disidente puede 



ser considerada como un error de comprensión: 



                                                           
8 Desde otra óptica, el término “comprensión”, según Zaffaroni, es incorrecta. El término 
“comprensión” según el artículo 42 del CP consiste en: “la existencia de enfermedad mental o 
grave perturbación de la conciencia de índole psiquiátrica o psicológica, que excluyan la capacidad 
de entender el carácter ilícito del hecho y no como introyección de la norma en la conciencia.” 
(Castillo 2010: 447) Así cuando la Sala Tercera declara la existencia del error de comprensión 
culturalmente condicionado no es más que una hipótesis de la llamada autoría por conciencia, y no 
un error de prohibición. 
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La disidencia se presenta cuando no se está de acuerdo con una situación 



específica, sin embargo el desacuerdo no es por error, sino precisamente 



porque se conocen el contenido y los alcances de la norma penal pero no 



se comparten, es decir, hay una rebelión contra la misma. Sí se conocen los 



alcances de una prohibición, no se comparten y además se obra distinto 



porque chocan con la creencia de una cultura, religión u otro, entonces el 



error en el conocimiento ya no existiría, sino que lo que se constituye es 



una franca y consiente oposición al planteamiento normativo (Campos 



Calderón, citado por Figari: sf: 30) 



 



Actualmente, de acuerdo con el art. 71 del Código Penal, es posible 



determinar una pena tomando en cuenta las circunstancias sociales, educativas y 



culturales relacionadas con la comisión de un hecho delictivo. Ante situaciones en 



las que no es factible la aplicación del error de comprensión cultural, el juez puede 



graduar la pena tomando en cuenta esas circunstancias particulares. El juzgador 



puede recurrir a distintas perspectivas jurídicas para resolver un caso con 



enfoques alternativos al modelo de administración de justicia monista, homogéneo 



y silogista. En nuestro sistema penal la responsabilidad es graduable y la 



legislación permite el uso de penas alternativas, por lo que el juez puede alejarse 



de los modelos tradicionales y facilitar la participación clara e interdisciplinaria de 



las autoridades locales indígenas y de los peritos jurídico antropológicos en la 



administración de justicia. 



 



 



9. JURISPRUDENCIA, CASOS DEL ÁMBITO JUDICIAL 



COSTARRICENSE  



 



Las noticias nacionales han reflejado recientemente problemáticas 



relacionadas con decisiones judiciales que involucran a personas de grupos 
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indígenas con cosmovisiones sumamente distintas a la de la mayoría de la 



población.  



 



La indígena Olivia Bejarano, condenada en 2010 a 13 años de cárcel por 



homicidio, recibió el indulto residencial por motivos humanitarios tras casi tres 



años tras las rejas. Ella no comprendió el juicio que se le efectuó junto a otros 



familiares, por lo que debió haberse anulado el juicio y la sentencia. En una 



entrevista, esta mujer manifestó: 



 



Yo no entendía y abogado (el juez) me contestó (le preguntó) como tres o 



cuatro veces, pero yo no podía contestar, porque no estaba entendiendo. Mi 



esposo (también condenado por el homicidio) me dijo a mí que era darnos 13 



años y yo acepté. Yo le dije que sí”… Agregó que cuando sucedió el homicidio 



“yo me quedé solo viendo, porque yo no tenía mente. Yo no tenía nada. Yo no 



podía hacer nada. Yo no estaba bien. Él nos daba esa cosa ‘cacao’ y nos 



volvía locos”. (Arguedas 11/07/2010) 



 



En un caso del II Circuito Judicial de Cartago (1998-2002), un indígena 



cabécar de la zona de Chirripó imputado dentro de un proceso penal por 



usurpación, sufrió varias situaciones que riñen con los derechos humanos. En su 



sentencia no se consideraron insumos del derecho consuetudinario exigidos por el 



Derecho Internacional, y se falló en elementos básicos como la presencia de un 



intérprete de la lengua del imputado. Estos problemas ocurren con frecuencia 



cuando se ven involucrados indígenas.9 (Núñez y Villalta, 2004) 



 



                                                           
9 Algunas de las carencias denunciadas en el proceso son: Ausencia absoluta de intérpretes 
oficiales calificados que acompañen al imputado en las diversas declaraciones… Dificultades para 
una adecuada relación Defensor –imputado… Desconocimiento de los jueces de los parámetros 
culturales de los indígenas… Falta de formación y capacitación de la gran mayoría de los 
funcionarios de esta jurisdicción –defensores, fiscales, personal de apoyo- en relación con el trato 
de estas personas, así como derechos inherentes a su condición de indígenas. (Núñez y Villalta 
2004:120-121)  
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Morales y Zamora (2013) analizan una sentencia contra un imputado 



indígena Maleku, donde se evidencia la falta de capacitación y sensibilidad que 



tienen los funcionarios judiciales a la hora de atender casos que vinculan a 



poblaciones indígenas, sugiriendo la creación de una defensoría indígena que 



atienda estos casos, considerando siempre la inclusión de peritajes 



especializados.10  



 



El expediente 11-008127-0007-CO es una consulta  de constitucionalidad en 



revisión de la sentencia, basado en la inexistencia de penas alternas a la prisión 



para personas indígenas. En su respuesta, la Sala indica que forma parte del 



derecho al debido proceso del imputado tomar en consideración su condición de 



indígena ante la imposición de la sanción penal. Basándose en el artículo 10 del 



convenio 169 OIT, la Sala reconoce como un aspecto importante del debido 



proceso la consideración cultural del imputado indígena. Toda garantía y 



herramienta que sea utilizada en el proceso penal, se debe garantizar en función 



de la condición indígena del imputado. 



 



El expediente 11-000448-0006-PE, Res. 2012-00314, una revisión de 



sentencias ante la Sala Tercera, se refiere a un abuso contra menor de edad. El 



imputado fue procesado siguiendo las normas y costumbres del pueblo Bribri por 



la  agresión sexual consumada, por lo que la comunidad tomó el acuerdo que el 



sentenciado no debía vivir ni trabajar en la comunidad, sentencia que fue 



respetada. Este proceso fue avalado por la Sala Constitucional mediante 



resolución # 2253-96. Sin embargo, posteriormente el sujeto fue acusado en los 



Tribunales ordinarios, resultando condenado a cuatro años de prisión. La Sala no 



                                                           
10 Implementar un mecanismo más accesible que los peritajes especiales para la traducción cultural 
de normas que predominan en el contexto donde se desarrollaron los hechos. Se piensa que dicho 
mecanismo resulta de poca aplicación en razón de sus altos costos y de los pocos recursos con 
que cuenta el Poder Judicial para estos efectos. Para esto, se sugiere la creación dentro del 
proceso penal de una figura más viable de acuerdo a la realidad que nos envuelve, dicha figura 
podría ser un “grupo asesor indígena” conformado por 3 o más personas mayores, que conozcan y 
profesen la cultura, además de que hayan vivido por mucho tiempo en la comunidad indígena 
donde se llevaron a cabo los hechos. (Morales y Zamora, 2013:228) 
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considera la figura de la mediación, donde personas autorizadas por la 



comunidad, o peritos; en conjunto con autoridades judiciales, resuelven conflictos 



y buscar la paz interna. No se considera el dictamen de la comunidad, ni tampoco 



si el sujeto estaba en conocimiento de la antijuricidad en su accionar, ni se 



cuestiona la variable cultural del temprano inicio de la actividad sexual entre las 



mujeres Bribri. Esto ocasionó un doble perjuicio para el acusado por 



desconocimiento de las prácticas de su pueblo. 



 



En el expediente 06-006035-0647-PE, Res: 2010-341(recurso de casación), 



un acusado por delito de invasión a áreas protegidas es indígena Maleku, y realiza 



actividades ganaderas y de tala de árboles en un área protegida utilizada 



regularmente por el grupo étnico. Se declara parcialmente con lugar la casación, 



ordenando la suspensión de la actividad en la finca, salvo donde el MINAET 



indique que no se afecta el ambiente.  Sin embargo, la Sala no considera la plena 



disposición sobre los recursos naturales que los pueblos indígenas tienen sobre su 



territorio. 



 



El expediente 10-000037-0990-PE es una sentencia por homicidio simple 



de un Tribunal Judicial de la Zona Sur, contra dos indígenas, uno de los cuales es 



condenado a doce años de prisión. En el recurso de casación posterior, se alega 



violación al debido proceso por ausencia de traductor en la indagatoria del 



acusado y falta de fundamentación intelectiva en la prueba. La Sala rechaza estos 



motivos sin considerar la posibilidad de un peritaje cultural para determinar una 



sanción alternativa para el acusado dentro de su grupo étnico. Este caso devela la 



inexistencia de penas alternas a la prisión para personas indígenas, y la ausencia 



de recursos como el peritaje cultural y antropológico para imponer sanciones a 



personas indígenas sin la previsión de resocialización.  



 



La Sala Tercera hace un avance significativo en el Exp: 09-000377-0063-



PE. Res: 2011-01334, pues solicita realizar un debate en la comunidad indígena 



donde ocurrió el hecho (tentativa de homicidio calificado contra menor de edad). 
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La Sala anula la sentencia previa y reenvía la causa a la oficina de origen para 



que se sustancie nuevamente. El caso demuestra la  obligación de los  operadores  



de Derecho de conocer los usos y costumbres del lugar para dictar una resolución 



apegada a la realidad cultural de quienes se verán directamente afectados con la 



toma de la decisión. 



 



En el expediente 09-000985-0597-PE el Tribunal de Instancia modificó el 



monto total de años de prisión que debe descontar el condenado por un delito 



sexual contra persona menor de edad. En este caso, se contó con un Dictamen 



Antropológico Cultural que aclaró lo siguiente:  



 



…un padre no tiene derecho ni está facultado a disponer sexualmente de sus 



hijas en la cultura bribri (sic), sea la de […] o la de cualquier otro territorio bribri 



(sic), e incluso el imputado tiene un conocimiento cultural de que acciones 



como las cometidas por él no se deben hacer por el medio en el que se ha 



desenvuelto... y tenía frecuente contacto con las personas no indígenas..." 



(Folios 276-277) 



 



Gracias a este dictamen la sentencia tomó en cuenta la condición indígena del 



acusado. Se tuvo por establecido que este imputado no se encontraba bajo 



condicionamiento social a la hora de realizar el ilícito. Sin embargo, el fallo no 



contempla aspectos como el largo proceso de transculturación de la menor de 



edad (al momento de la sentencia contaba con años de vivir en un hogar en el 



valle central), así como la no participación de la autoridad local en el proceso 



como perito cultural, ausencia de tratamiento individual basado en la espiritualidad 



indígena, el imputado no fue informado en su idioma materno, no se contempló la 



indemnización de acuerdo con la cultura indígena, ni se consideraron aspectos del 



sistema de parentesco matrilineal de esta cultura.  



 



 



10. CONCLUSIONES Y REFLEXIONES 
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La Misión Internacional de Observación de la Situación de los Derechos 



Humanos de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. (MIODHPI) denunció en 2013 



muchas de las dificultades que encuentran los pueblos indígenas en ver 



reconocidas sus autoridades tradicionales y su Derecho consuetudinario, así como 



la discriminación, confusión, inefectividad e impunidad que sufren por parte de la 



justicia ordinaria del Estado. (MIODHPI  2013: 12-13)  



 



Entre otras denuncias, se expone que el Estado costarricense aún no 



reconoce las normas o autoridades tradicionales de sus Pueblos, más bien les 



quitan autoridad y desconocen sus resoluciones, como es el caso de los conflictos 



por tierras. Es difícil el acceso a la Justicia ordinaria: lentitud de procesos ante los 



Juzgados Agrarios y Penales, e impunidad de la mayoría de las agresiones y 



actos contrarios a sus derechos. Asimismo, en muchos casos se nota la acción 



discriminatoria de la policía judicial (OIJ) y los Jueces, y dificultad de las lejanías 



geográficas y la falta de recursos económicos para viajar a Oficinas Judiciales.  



 



Otro problema es que muchos agresores y promotores de violencia dentro 



de los territorios, son no indígenas, que viven cerca, quiénes los amenazan con 



más agresiones, en algunos casos la policía “toma nota de las denuncias” dice 



que las va a tramitar y nunca saben nada más.  



 



Culturalmente, el idioma es una gran barrera cultural, para los 



entendimientos, así como el amenazante ambiente de los Tribunales, pues sus 



edificios, palabras, relaciones sociales, la seguridad para ingresar y otros, llena de 



temor a los indígenas que en muchas ocasiones los paraliza y no saben que decir 



o hacer. Esto unido al desconocimiento y poca capacitación de los funcionarios 



judiciales sobre Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas. (MIODHPI 2013: 



12-13) 
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El Seminario de Expertos sobre Pueblos Indígenas y Administración de 



Justicia de la ONU (2003) sugiere, entre otras medidas, que el encarcelamiento de 



personas indígenas se utilice como último recurso, buscando junto con las 



comunidades alternativas no discriminatorias de opciones diferentes a la privación 



de libertad. Se deben desarrollar políticas de educación y reclutamiento para 



aumentar el número de personas indígenas empleadas en los sistemas de 



administración de justicia, y para que los pueblos, tanto individual como 



colectivamente, puedan interactuar eficazmente en los procedimientos legales por 



medio de intérpretes u otros mecanismos. Además, que se den programas de 



sensibilización para funcionarios de los sistemas de justicia sobre temas 



indígenas, como medidas para combatir la discriminación y promover el respeto de 



la diversidad cultural. (IIDH, 2006: 828-831) 



 



En el sistema jurídico costarricense, a pesar que existen leyes y 



jurisprudencia necesaria para asegurar la figura del peritaje cultural, y el peritaje 



jurídico antropológico como medio de prueba, aún hay carencias en el acceso a la 



justicia de indígenas. Hay temor de romper con las estructuras de derecho 



tradicionales por parte de juzgadores, fiscales y defensores, quienes temen o 



desconocen el trato diferenciado y respetuoso que merecen los pueblos indígenas, 



así como falta de modelos que adapten y garanticen un acceso a la justicia 



respetuoso de la diversidad cultural. 



 



Si el Código Procesal Penal (art 339) admite el peritaje especial, el juez, 



fiscal y defensor deben consultar a las autoridades propias y sabios del pueblo 



prioritariamente antes que al antropólogo, pues el antropólogo hace una  lectura 



de la realidad cultural, que suplanta la voz propia del indígena que demanda tener 



control sobre su identidad cultural. 



 



Notamos algunos avances de la Sala Tercera y Constitucional al orientar el 



accionar de los Tribunales de Instancia en temas como la participación de la 



comunidad donde ocurren los hechos, y la garantía del debido proceso para 
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imputados indígenas. Sin embargo, no existen penas alternas a la prisión para 



personas indígenas; debido a la falta legislación que instrumentalice el artículo 10 



del Convenio 169 OIT. Asimismo, muchas veces se pasa por alto la condición 



indígena de un imputado, y no se realiza un peritaje cultural y antropológico para 



esclarecer casos que involucren culturas diversas, bajo el argumento de que son 



aspectos ya considerados en el artículo 71 del Código Penal. Esto impide que se 



materialicen principios básicos de la justicia, como coordinación, 



complementariedad e interculturalidad. Esto claramente contradice las 100 Reglas 



de Brasilia, que fueron firmadas por las autoridades costarricenses pero son 



pasadas por alto en la práctica. 



 



Se debe facilitar el tratamiento individual de imputados y víctimas con base 



en la espiritualidad indígena, su idioma materno, la indemnización de acuerdo con 



la cultura indígena, el parentesco entre las víctimas, imputados y testigos, la 



consideración de los medios económicos para recibir patrocinio gratuito por parte 



del Estado. La legislación procesal penal costarricense ha avanzado con la 



adopción de la Ley de Protección a Víctimas y Testigos, pero es necesario 



considerar los criterios de pertinencia cultural y abordaje socio-cultural de las 



victimas indígenas. 



 



El Consejo Superior del Poder Judicial debe reformar las circulares que 



instrumentalizan los modos de administración de justicia resolviendo la 



indeterminación conceptual existente en sus instrumentos informativos sobre el 



peritaje cultural. Los juzgados deben garantizar la presencia de un perito indígena 



en todo proceso penal donde participe una persona indígena, que dicho perito  sea 



una autoridad indígena  o sabio de un pueblo, que cuente con el aval de la 



comunidad a la que pertenece, que profese su cultura y además que se prevea la 



posibilidad de que el mismo pueda incluso ser realizado de manera colegiada, 



individual o conjuntamente, si es en  conjunto como forma colegiada de autoridad, 



se lograría credibilidad e imparcialidad. 
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 Siempre que sea necesario como prueba pericial la fiscalía y defensa, 



deben buscar los testimonios de las autoridades tradicionales indígenas para que 



interpreten la cosmovisión.  



 



Se debe prever mecanismos de simplificación del proceso para casos de 



flagrancia o confesión; e instrumentar la mediación, conciliación y el arbitraje como 



instancias extrajudiciales de resolución privada del conflicto, diseñando medidas 



alternativas de justicia  restaurativa de los protagonistas del hecho.  



 



Es necesaria la creación de equipos interdisciplinarios de administración de 



justicia, y por tanto es necesario hacer cambios no sólo en la legislación actual, 



sino también en la actitud de los servidores judiciales. 
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RESUMEN



Los peritajes cultural-antropológicos son pruebas judiciales en el marco de un conflicto legal. 
Forman un importante recurso disponible en muchos países latinoamericanos para garantizar 
mejor acceso a la justicia a poblaciones minoritarias. Este artículo recopila la información dis-
cutida en un taller internacional de antropólogos culturales que fungen como peritos culturales o 
investigan el tema. En primera instancia, se reseñan los marcos legales de cada país que permiten 
la realización de los peritajes cultural-antropológicos. Seguidamente, señala la diversidad de 
casos y poblaciones para las cuales se han solicitados estos peritajes. Terceramente, se hace 
una comparación de la producción, circulación y uso de los peritajes. Por último se consideran 
algunas tendencias comunes de los peritajes cultural-antropológicos en la región, y se hacen 
algunas recomendaciones para maximizar el uso de esta herramienta legal.
Palabras clave: peritaje cultural, pluralidad legal, antropología jurídica, acceso a justicia, 
diversidad cultural.



SUMMARY



Cultural anthropological expert testimony is a form of judicial evidence in legal conflicts. It is 
an important resource available in many Latin American countries to guarantee a better access to 
justice of minority populations. This article summarizes information discussed in an international 
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workshop of cultural anthropologists who serve as expert witnesses or research the topic. First, 
I summarize the legal frameworks that enable the use of this cultural expert testimony in each 
country. Then, I describe the range of cases and populations for whom cultural expertise has 
been requested. Third, I compare the production, circulation and use of this testimony. Lastly, I 
consider some common tendencies in cultural expert testimony in the region, and I make some 
recommendations as to how this legal tool can be maximized.
Key words: cultural expert testimony, legal plurality, legal anthropology, access to justice, 
cultural diversity.



Este texto resume las reflexiones de un taller realizado con antropólogos de América 
Latina, sobre el uso de los peritajes cultural-antropológicos como pruebas judiciales 
en la región1. En el taller, antropólogos de México, Costa Rica, Colombia, Perú, Chile, 
Uruguay, Japón y Estados Unidos discutimos el origen y estado actual de los peritajes 
en Latinoamérica2. Delineo los marcos normativos y legales en cada uno de los países 
latinoamericanos que estuvieron representados en el taller, a modo de ilustrar la diver-
sidad de normas y leyes que permiten el uso de estos peritajes en el sistema judicial, 
y realizo una comparación de las formas en que los peritajes se producen, circulan y 
emplean. Termino el ensayo recalcando el valor de los mismos para garantizar un mejor 
acceso a la justicia de poblaciones minoritarias.



Aunque hay muchas formas de tomar en cuenta la cultura de una persona en los 
procedimientos legales y juicios, este ensayo se refiere a uno en específico: el uso de 
los peritajes cultural-antropológicos como prueba judicial en el marco de un conflicto 
legal. La prueba es el instrumento que tienen a su disposición las partes en un proceso 
para determinar si se pueden o no considerar verdaderos los enunciados relativos a 
ciertos hechos en cuestión (Sánchez Botero, 2015, p.24).



En América Latina, los peritajes cultural-antropológicos se han realizado desde al 
menos el siglo XIX, pero su uso específico como prueba judicial es más reciente. En 
Colombia, se han empleado como prueba judicial desde 1975; en México desde 1990; 
en Chile desde el 2001; en Perú desde el 2008; en Costa Rica desde el 2010. En otros 
países de la región, incluyendo Uruguay, se realizan peritajes cultural-antropológicos 
en muchos ámbitos, pero no se usan como prueba judicial. Este rango temporal entre 
los países refleja reformas legales, enmiendas constitucionales, y la adopción de re-
glamentos internacionales que han ido creando los marcos legales dentro de los cuales 
se ubican los peritajes cultural-antropológicos como prueba legal.



Marcos legales



En Costa Rica, donde el uso de los peritajes cultural-antropológicos es más reciente, 
una combinación de la adopción de un protocolo internacional y una enmienda cons-
titucional inició el proceso. En el 2008, Costa Rica adoptó las Reglas de Brasilia sobre 
Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad. Estas regulacio-



1. La Fundación Wenner-Gren para Investigaciones Antropológicas y el Centro Taft de Investigaciones de la 
Universidad de Cincinnati financiaron el taller. 



2. Los participantes del taller fueron Marcelo Berho Castillo, Paulo Castro Neira, Marcos Guevara Berger, 
Rosamel Millamán Reinao, Yumi Nukada, Bohián Pérez Stefanov, Iván Rivas Plata, Leila Rodríguez Soto, 
Sonnia Romero Gorski, Esther Sánchez Botero y Víctor Villanueva Gutiérrez. Ellos contribuyeron la informa-
ción de este ensayo.
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nes resultaron de la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, una red de cooperación, 
concertación e intercambio de experiencias que se articula a través de las máximas 
instancias de los Poderes Judiciales de la región Iberoamericana (Cumbre Judicial 
Iberoamericana, 2017).



Las Reglas adoptan una definición amplia de “personas en condición de vulnerabi-
lidad” para incluir todos aquellos quienes “por razón de su edad, género, estado físico 
o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran 
especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos 
reconocidos por el ordenamiento jurídico” (Reglas de Brasilia, 2008, p.5). A pesar de 
esta definición amplia, sin embargo, el uso de los peritajes culturales sólo se menciona 
una vez. El Capítulo II, Sección 6 específicamente define un sistema para la resolución 
de conflictos en comunidades indígenas (énfasis propio). En esta Sección, el Artículo 
49 prescribe que “[…]serán de aplicación las restantes medidas previstas en estas Re-
glas en aquellos supuestos de resolución de conflictos fuera de la comunidad indígena 
por parte del sistema de administración de justicia estatal, donde resulta asimismo 
conveniente abordar los temas relativos al peritaje cultural y al derecho a expresarse 
en el propio idioma” (Cumbre Judicial Iberoamericana, 2008. p.14).



Otros reglamentos regulan el uso de los peritajes cultural-antropológicos en Costa 
Rica. Título IV del Códigos Procesal Penal establece las reglas para la realización 
de cualquier peritaje en procedimientos legales. El Artículo 213 especifica, “Podrá 
ordenarse un peritaje cuando, para descubrir o valorar un elemento de prueba, sea 
necesario poseer conocimientos especiales en alguna ciencia, arte o técnica” (Código 
Procesal Penal de Costa Rica, 1996). Los peritajes cultural-antropológicos también se 
han solicitado en jurisdicción agraria. Aunque evidentemente éstos no se contemplan 
dentro del Código Procesal Penal, la Asamblea Legislativa Nacional ha considerado 
por algunos años un Código Agrario que incluya el recurso a dichos peritajes.



Aunado a esto está una enmienda constitucional que la Asamblea Legislativa aprobó 
unánimemente en el 2015 y que declara en el Artículo 1 a Costa Rica como república 
“democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural” (Asamblea Legislativa, 
2015), añadiendo las últimas dos caracterizaciones que fueron omitidas desde 1949. 
Las solicitudes de peritajes cultural-antropológicos en Costa Rica responden princi-
palmente a las Reglas de Brasilia. No obstante, la reciente enmiendo constitucional es 
importante porque puede eleva el reconocimiento de la diversidad cultural y étnica en 
el país y puede tomar un papel determinante en el futuro.



En Chile, los peritajes cultural-antropológicos son realizados basándose en varias 
leyes y códigos. El Párrafo 6 del Código Procesal Penal establece el uso de los peritajes. 
El Artículo 315 especifica que el peritaje debe presentarse como un informe escrito y 
contener una descripción de la situación o estado de hechos, sea persona o cosa, sobre 
los que se hizo el peritaje, una exposición detallada de lo que se ha comprobado en 
relación al encargo, la motivación o fundamentación del examen técnico, la indicación 
de los criterios científicos o técnicos, médicos y reglas de los que se sirvieron para 
hacer el examen, y conclusiones, entre otros apartados (Código Procesal Penal, 2000).



La Ley Indígena 19.253 de Chile, la cual establece las normas sobre la protección, 
fomento y desarrollo de los indígenas, indica en su Artículo 54 que las costumbres indí-
genas constituyen derecho siempre y cuando no sean incompatibles con la Constitución 
Política de la República, y subraya el uso de peritajes cuando una costumbre deba ser 
acreditada en juicio (Ministerio de Planificación y Cooperación, 1993). Asimismo, la 
Ley 19.718 que crea la Defensoría Penal Pública establece en el Artículo 20 que el 
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Defensor Regional puede “autorizar la contratación de peritos para la realización de 
los informes que solicitaren los abogados que se desempeñen en la defensa penal pú-
blica, y aprobar los gastos para ello” (Ministerio de Justicia, 2001). En años recientes, 
también se ha recurrido a los peritajes cultural-antropológicos en virtud del Convenio 
169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales, 
del cual Chile es signatario desde el 2008.



En Colombia, el Artículo 175 del Código de Procedimiento Civil establece que 
sirven como pruebas “la declaración de parte, el juramento, el testimonio de terceros, 
el dictamen pericial, la inspección judicial, los documentos, los indicios y cualesquiera 
otros medios que sean útiles para la formación del convencimiento del juez (énfasis 
personal)” (Código de Procedimiento Civil, 1970). Este Código también deja abierta 
la puerta a otros medios probatorios que puedan surgir con los avances científicos y 
tecnológicos siempre y cuando cumplan con el propósito de dar al juez claridad sobre 
los hechos discutidos.



En México tampoco hay ninguna norma específica que refiere a los peritajes 
cultural-antropológicos, ya que estos se encuentran contemplados en la definición 
genérica de medios probatorios. En el 2014 la publicación del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que suple a 31 códigos criminales por entidad federativa, y 
que entró en vigencia en el 2016, no cambió mucho la normativa procedimental en 
términos de “medios de prueba”. El Artículo 272 del Código, por ejemplo, declara, 
“Durante la investigación, el Ministerio Público o la Policía con conocimiento de éste, 
podrá́ disponer la práctica de los peritajes que sean necesarios para la investigación del 
hecho. El dictamen escrito no exime al perito del deber de concurrir a declarar en la 
audiencia de juicio” (Código Nacional de Procedimientos Penales, 2014).



Asimismo, el Artículo 93 del Código Federal de Procedimientos Civiles afirma 
que la ley reconoce los peritajes como medios probatorios, y el Artículo 211 aclara que 
“el valor de la prueba pericial quedará a la prudente apreciación del tribunal” (Código 
Federal de Procedimientos Civiles, 2012).



Otros documentos mencionan los peritajes cultural-antropológicos pero no los 
definen ni regulan. Un ejemplo de esto son los Acuerdos de San Andrés Sacamch’en 
de los Pobres, firmados en 1996 en Chiapas entre el gobierno federal y delegados del 
Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), ante la representación de todos los 
pueblos indígenas nacionales. En estos acuerdos el gobierno federal se compromete a 
reformar la Constitución nacional para otorgar derechos a los indígenas, incluyendo la 
autonomía, y a atender demandas en términos de justicia e igualdad para los indígenas 
y pobres del país. La Sección 3.1 de los Acuerdos, llamada “Compromisos para Chia-
pas del Gobierno del Estado y Federal, y el EZLN”, enumera una lista de garantías al 
acceso pleno a la justicia. Estas incluyen “la realización, en los casos que se requiera, 
de peritajes antropológicos a fin de tomar en cuenta los usos y costumbres o cualquier 
elemento cultural que pueda influir en la sentencia, dando prioridad a la intervención 
de las autoridades indígenas en el nombramiento de los peritos, o para ser considerados 
como peritos prácticos” (Acuerdos de San Andrés Larrainzar, 1996).



La Suprema Corte de Justicia de la Nación mexicana ha publicado unos Protocolos 
de Actuación para Quienes Imparten Justicia en casos que involucren poblaciones es-
pecíficas. El protocolo para quienes imparten justicia en casos que involucren derechos 
de personas, comunidades y pueblos indígenas menciona que en muchos de estos casos 
las sentencias “son motivadas con el auxilio de peritajes culturales o antropológicos 
y que han ido generando jurisprudencia y doctrina que son referencia para las y los 
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jueces mexicanos de los diferentes niveles jurisdiccionales” (Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, 2013, p.9). El Protocolo además recalca como “fundamental” que los 
argumentos sean acompañados de pruebas idóneas,



“como los peritajes culturales o jurídico-antropológicos, que sirven para ilustrar a las 
y los jueces sobre el contexto cultural de las personas o sobre los sistemas normativos 
internos que obligan, facultan o prohíben conductas a los individuos de la comunidad. 
Estas periciales permiten entender los condicionamientos culturales de las personas y 
las periciales jurídico-antropológicas auxilian al juzgador y a la juzgadora a compren-
der cómo las instituciones, los procedimientos y las normas de los pueblos indígenas 
son determinantes de las conductas de la comunidad” (Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, 2013, p.26).



El Protocolo también aclara que, de acuerdo con la Convención 169 de la OIT, 
la identidad indígena es un derecho de autoidentificación y por lo tanto es improce-
dente solicitar peritajes cultural-antropológicos para “comprobar” que un persona es 
indígena (Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2013, p.14). Este Protocolo difiere 
del Protocolo en casos que involucran a inmigrantes o personas sujetas a protección 
internacional, por ejemplo que solo menciona el Alto Comisionado de las Naciones 
Unidos para Refugiados (ACNUR), como peritos pertinentes, o el Protocolo en casos 
que involucren la orientación sexual o identidad de género, en el cual no se mencionan 
los peritajes del todo.



Al igual que México, Perú no tiene normas específicas con respecto a los peritajes 
cultural-antropológicos. En general, los peritajes están pautados en el Nuevo Código 
Procesal Penal del 2004. Sección II, Título II del Nuevo Código refiere a los medios 
probatorios, y el Capítulo III discute los peritajes. Este Capítulo es muy detallado e 
incluye siete artículos que dictaminan la procedencia de las pericias, el nombramiento 
de peritos, el procedimiento de designación y obligaciones de peritos, impedimento y 
subrogación de peritos, su acceso al proceso y sostenimiento de reserva, designación 
de peritos de parte, y requerimientos de contenido de los informes periciales oficia-
les. El contenido de los informes periciales es muy similar al del Chile que se indicó 
anteriormente. El Nuevo Código peruano, sin embargo, añade que “informe pericial 
no puede contener juicios respecto a la responsabilidad o no responsabilidad penal 
del imputado en relación con el hecho delictuoso materia del proceso (Nuevo Código 
Procesal Penal, 2004).



Actualmente los peritajes cultural-antropológicos en Perú son realizados en refe-
rencia al Artículo 15 del Código Criminal de 1991, el cual establece,



“En reconocimiento a la heterogeneidad cultural de los habitantes de nuestro país, pero 
sin recurrir a una terminología despectiva con la que infelizmente utilizó el “Código 
Maúrtua” (“salvajes”, “indígenas semicivilizados o de degradados por la servidumbre 
y el alcoholismo”), el proyecto de la Comisión Revisora ha dado acogida a una forma 
especial de error conocida en la doctrina como “error de comprensión culturalmente 
condicionado”. En este sentido, quien por su cultura o costumbre (no así́ por anomalía 
psíquica u otras causas de inimputabilidad prevista en el artículo 20, inc. 1 de este Pro-
yecto), comete un hecho punible sin ser capaz de poder comprender, por tales motivos, 
el carácter delictuoso de su acto o determinarse de acuerdo a esa comprensión, estará́ 
exento de pena. La sanción se atenuará si, por iguales razones, la capacidad que se 
indica se encontrare únicamente disminuída [sic]” (Código Penal, 1991).
Los peritajes antropológicos son necesarios para guiar a los magistrados sobre la 



aplicación atenuante o eximente de la norma.
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La Constitución Política del Perú protege éste y otros instrumentos. El Artículo 
2, Inciso 19 declara que toda persona tiene derecho a su “identidad étnica y cultural”, 
y que el Estado “reconoce y protege la pluralidad étnica y cultural de la Nación”. El 
Artículo 89 afirma que las “Comunidades Campesinas y las Nativas tienen existencia 
legal y son personas jurídicas”, que son autónomas en su organización y que el Estado 
respeta su identidad cultural (Constitución Política del Perú, 1993).



En Uruguay se hace uso de los peritajes cultural-antropológicos, pero no en el 
ámbito estrictamente cultural. Quizá por este motivo, no se llaman peritajes, sino 
informes, recomendaciones, estudios de caso, o estudios de impacto. Estos otros pro-
cesos ciertamente requieren de la pericia de los y las antropólogas, pero su contenido 
no es empleado como prueba judicial. A pesar de que este trabajo no cumple la misma 
función de los peritajes tratados en este artículo, se incluye la experiencia de Uruguay 
como importante país de comparación.



Uruguay comparte características con los países destacados en este artículo que 
sí utilizan los peritajes cultural-antropológicos. Es un país en el cual socialmente se 
reconoce al menos una población étnica minoritaria: la afrodescendiente. El Censo 
de Población uruguayo del 2011 registró más de 250.000 individuos, o el 7,8% de la 
población, que declaró tener ascendencia “afro o negra”; el 4,6% la declaró como su 
ascendencia principal (Cabella, Nathan & Tenenbaum, 2013). Las expresiones cultu-
rales de esta población se han documentado en numerosas publicaciones, e incluyen 
elementos religiosos, artísticos, entre otros.



Dentro de la normativa uruguaya se encuentras enunciados muy similares a los 
de los otros países. Por ejemplo, el Título IV, Capítulo I, Artículo 173 del Código del 
Proceso Penal uruguayo define como medios de prueba, “las inspecciones y recono-
cimientos judiciales, las declaraciones de testigos, los documentos, los dictámenes de 
peritos, la confesión del imputado, los indicios, las reproducciones y experimentos, y 
cualquier otro medio no prohibido por la ley que pueda utilizarse aplicando analógi-
camente las normas que disciplinan a los expresamente previstos (énfasis personal)” 
(Código del Proceso Penal, 2014). El Capítulo IV contiene 14 Artículos que detallan 
el nombramiento de peritos y la ejecución de sus labores.



La Constitución Política de la República del Uruguay no define al estado como 
multicultural, ni hace mención de la diversidad étnica del país, pero tampoco lo hizo 
la de Costa Rica hasta cinco años después de haber iniciado el proceso de recurrir a los 
peritajes cultural-antropológicos. Uruguay es miembro de la Cumbre Iberoamericana 
que definió las Reglas de Brasilia, y sí existen ya declaraciones de adhesión a las Reglas 
de Brasilia al interior del país. Es decir, Uruguay es uno de los países que “cuenta con 
algún documento, bien sea acuerdo, política o circular, donde se manifiesta expresa-
mente la voluntad política -fundamentalmente de las autoridades del poder judicial- para 
comprometerse con el cumplimiento de estas orientaciones” (León Feoli, 2014). Estas 
Reglas fueron el principal promotor de los peritajes en Costa Rica.



Casos y poblaciones



Dada la diversidad del marcos legales que permiten el uso de los peritajes cultural-
antropológicos, es evidente que las poblaciones y casos para los cuales han sido em-
pleados los peritajes varían también. Debido a que muchos de los instrumentos legales 
nacionales e internacionales en América Latina refieren específicamente a poblaciones 
indígenas, estos grupos son quienes universalmente se han beneficiado del recurso a 
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los peritajes cultural-antropológicos. En Costa Rica, los pocos peritajes que se han 
realizado hasta el momento han involucrado exclusivamente a individuos indígenas. 
En Chile, otras poblaciones incluyen campesinos y practicantes de la religión Rasta; en 
Perú, además de indígenas y campesinos, casos que involucran a mestizos que viven 
cerca de comunidades amazónicas han empleado peritajes cultural-antropológicos; 
en Colombia las poblaciones incluyen mestizos, indígenas, campesinos y raizales, los 
habitantes de las islas de San Andrés, Providencia y Santa Catalina; en México, po-
blaciones para las cuales se han realizado peritajes incluyen minorías religiosas como 
judíos y menonitas, además de afro-mexicanos.



Los tipos de casos en los cuales se han utilizado los peritajes cultural-antropológicos 
son igualmente variados. En Chile, estos casos son principalmente de dos tipos: El 
primero involucra actos criminales como robo, abuso sexual, violación, violencia 
doméstica, infanticidio, femicidio, y conflictos de tierras. El segundo tipo de casos 
son delitos asociados al conflicto mapuche-Estado, y al mundo privado chileno con 
o sin aplicación de a Ley Antiterrorista, entre comunidades o personas mapuche con 
personas dueños de fundos, empresas forestales, y atentados al orden establecido, en-
tre otros. También involucran delitos tipificados como usurpación de tierras, incendio 
terrorista, robo, y abigeato. En Perú, casos incluyen relaciones sexuales tempranas en 
comunidades amazónicas, posesión ilegal de armas, rondas campesinos, y curanderis-
mo. En Colombia, casos incluyen invasión de tierras, violación a menores, asesinatos, 
homosexualismo, incesto, conversiones religiosas, exclusión en cargos públicos por 
diferencia cultural respecto de edad, protección a niños y niñas, brujería y hechicería. 
En México, los casos incluyen violencia, robo, secuestro, homicidio, violación, tráfico 
humano, restitución de tierras, tráfico de drogas, custodia de menores, y muchos más. 
En Costa Rica, casos incluyen abuso sexual, violación o intento de violación, robo, 
homicidio o intento de homicidio, desobediencia de autoridades, pesca ilegal, tráfico 
de drogas, litigio por tierras, y dudas sobre legitimidad de las formas de representación 
comunal y sobre la condición indígena de personas implicadas en la causa.



Producción, circulación y uso



Para entender mejor el impacto de los peritajes cultural-antropológicos, es importante 
conocer quiénes solicitan los peritajes, quién puede legalmente fungir como perito 
cultural, qué tipo de entrenamiento deben llevar, quiénes pueden ver el contenido de 
los informes periciales, y qué impacto han tenido los informes.



En Chile, principalmente la Defensoría Penal Pública (y en menor medida defen-
sores privados de ONGs y abogados particulares), la Fiscalía del Ministerio Público, 
El Poder Judicial, Corte de Apelaciones y la Corte Suprema, así como organismos 
internacionales han todos solicitado la realización de peritajes culturales. En Perú, han 
sido principalmente las diversas fiscalías del Ministerio Público y jueces de las Salas 
Superiores del Poder Judicial. En Colombia, Fiscales, Defensores de Menores, Jueces 
ordinarios, Magistrados de la Corte Constitucional, el Consejo de la Judicatura, y el 
Consejo del Estado han todos solicitado peritajes cultural-antropológicos. En México, 
han sido instados por el Instituto Federal de la Defensoría Pública en Lenguas Indígenas, 
Institutos Estatales de la Defensoría Pública, Salas Regionales del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, Comisión Nacional de Derechos Humanos, Comisiones 
Estatales de Derechos Humanos, Organismos Independientes de Derechos Humanos, 
ONGs, y bufetes de abogados independientes. En Costa Rica, en jurisdicción penal o 
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contravencional generalmente los defensores públicos o privados solicitan los peritajes 
cultural-antropológicos, aunque a veces también lo hacen la Fiscalía General o alguna 
fiscalía específica, como la Fiscalía de Asuntos Indígenas. En jurisdicción agraria 
siempre han jueces o juezas, y en jurisdicción constitucional los han solicitados los y 
las magistradas. Fuera del ámbito judicial también se pueden solicitar. La Defensoría 
de los Habitantes, por ejemplo, ha señalado la posibilidad de solicitar pericias en casos 
que lleva el Patronato Nacional de la Infancia cuando le sustrae la custodia de niños o 
niñas a familias indígenas.



Los requisitos para fungir como perito cultural varían. En Chile, deben ser antropó-
logos titulados y en el caso de la Corte de Apelaciones o Suprema se exige un mínimo 
de 5 años de experiencia. La experiencia otorga mayor credibilidad al momento de 
defender la pericia en tribunal oral, y posgrados o especialidades asociados al peritaje 
realizado también son relevantes. En Perú los únicos antropólogos que pueden realizar 
los peritajes son aquellos que trabajan en el Instituto de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses. Ellos reciben una capacitación inicial al ser contratados. En Colombia, las 
pericias culturales también son realizadas exclusivamente por antropólogas y antropólo-
gos, a quienes no se les requiere ningún tipo de entrenamiento o certificación particular. 
Es posible solicitar a la universidad o institución como Medicina Legal, Dirección de 
Asuntos Indígenas, ROM y Minorías, o a personas particulares la recomendación de 
personas que adecuadamente pueden fungir como peritos. En México, antropólogos y 
etnólogos a título personal (por contrato), adscritos a instituciones estatales y federales 
de asistencia, instituciones estatales y federales de procuración de justicia, universi-
dades, centros de investigación, e integrantes de organizaciones de la sociedad civil 
pueden todos fungir como peritos culturales. Cabe notar que la lista de peritos que en 
México publica anualmente el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial de la Fede-
ración nombra solamente intérpretes en lenguas indígenas. En Costa Rica, donde la 
realización de peritaje culturales es más reciente, de momento se les han encargados 
solamente a antropólogos, pero hay discusión dentro del Poder Judicial sobre si otros 
profesionales de las ciencias sociales puedan hacerlos. También está en desarrollo un 
proyecto que defina qué títulos o certificaciones y experiencia requerir de quienes 
funjan como peritos cultural-antropológicos.



El trabajo de algunos peritos cultural-antropológicos es más visible que el de otros, 
pues en cada país hay distintas regulaciones sobre la privacidad y el contenido de los 
informes periciales. En países como Colombia y Perú los informes periciales se hacen 
públicos, mientras que en otros países como Costa Rica, una vez entregado el informe 
pericial, el perito queda totalmente al margen de lo resta del proceso, y por lo tanto 
no puede revisar el expediente para saber de qué manera fueron tomados en cuenta 
los argumentos que aportó. En Chile, un grupo de antropólogos busca actualmente 
investigar y sistematizar el resultado de los peritajes cultural-antropológicos. Se sabe 
que en algunos casos el informe pericial ha aportado a salidas alternativas y a la aplica-
ción del Convenio 169 de la OIT. En otros casos el peritaje ha sido fundamental como 
atenuante en la pena aflictiva o la absolución del o los imputados. En Perú no se ha 
hecho seguimiento de los casos y se desconoce el resultado de éstos. En Colombia, las 
sentencias de la Corte Constitucional revelan que se ha configurado un nuevo derecho 
que incluye los derechos propios de otros pueblos, y se puede decir que la sociedad se 
ha democratizado al ser más incluyente.
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Consideraciones adicionales



La información hasta ahora presentada sugiere varias tendencias importantes en la forma 
en que se realizan los peritajes cultural-antropológicos en algunos países de América 
Latina, y por ende oportunidades para maximizar el valor de éstos como prueba judicial. 
La primera tendencia común es utilizar los peritajes principalmente en casos que invo-
lucran personas o comunidades indígenas. Esto responde a algunas de las normativas 
legales que fomentan este recurso, pero también ponen en evidencia una definición 
limitada de lo que significa la “cultura” o cuántas poblaciones existen dentro de un país 
que no han interiorizado los parámetros de la cultural dominante. Los ejemplos de lo 
casos con poblaciones no-indígenas (afrodescendientes, minorías religiosas, etc.) para 
las cuales se han realizado peritajes cultural-antropológicos demuestran que el valor 
de este recurso como herramienta que promueve un mayor acceso de a la justicia debe 
ser expandido a otras poblaciones.



Una segunda tendencia es el desconocimiento, en la mayoría de los países aquí 
examinados, al efecto de los peritajes cultural-antropológicos. Dentro de lo permitido 
en cada país es importante que los antropólogos que funjan como peritos den segui-
miento a los casos y sistematicen esta información, para entender mejor bajo qué cir-
cunstancias son más o menos efectivos los peritajes cultural-antropológicos. Para ello, 
también sería útil un estudio que examine cómo distintos jueces, juezas, y magistrados 
y magistradas, así como fiscales y defensores, interpretan el papel y el valor de una 
prueba pericial cultural.



Una tercera tendencia es la falta de una sistematización de la forma en que se reali-
zan los peritajes cultural-antropológicos. En países como Chile y Perú, como se señala 
anteriormente, los códigos procesales penales definen detalladamente el contenido 
de los informes periciales. Como gremio, debemos compartir experiencias y mejores 
prácticas en la realización de estos peritajes, particularmente cuando se toma en cuenta 
que el tiempo disponible para realizar el peritaje y escribir el informe pericial es mucho 
más corto (a veces solamente días) del tiempo que los y las antropólogas usualmente 
disponen para hacer sus investigaciones etnográficas.



Por último, es necesario considerar los límites de los peritajes cultural-antropo-
lógicos. Como bien indica Valladares de la Cruz, el peritaje cultural tiene un papel 
relevante porque coadyuva a la construcción de procesos de procuración de justicia en 
condiciones de mayor equidad, y no es una herramienta que deba utilizarse solamente 
con la intención de liberar a un presunto delincuente (Valladares de la Cruz, 2011). 
Los peritajes deben buscar un diálogo respetuoso entre sistemas jurídicos distintos o 
personas con culturas distintas.
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Res: 2015-099



Exp: 09-200603-0634-PE



Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Cartago, Sección Segunda. A las diez horas
cuarenta minutos del veinte de febrero de dos mil quince.



Recurso de apelación interpuesto en la presente causa seguida contra Natalio Mavisca Leiva,
mayor, casado, nacido el veintisiete de julio de mil novecientos cincuenta y dos, con cédula de
identidad número seis - ciento uno - mil doscientos sesenta y cinco, por el delito de Usurpación,
en perjuicio de [Nombre 001] y otro. Intervienen en la decisión del recurso los jueces Marco
Mairena Navarro, Iris Valverde Usaga y Gustavo Chan Mora. Se apersonaron en apelación los
licenciados Natalia Tencio Montenegro y Roberto Madrigal Zamora en calidad de defensores
públicos del imputado y Julián Martínez Madriz, representante del Ministerio Público.



Resultando :



1. Que mediante sentencia 664-2013 de las dieciséis horas treinta minutos del veintinueve de
octubre de dos mil trece, el Tribunal de Juicio de la Zona Sur, sede Pérez Zeledón, resolvió: "POR
TANTO : De conformidad con los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, 8 y 9 de la
Convención de los Derechos Humanos, 1, 11, 18, 20, 30, 31, 45, 50, 51, 59 al 63, 71, 73, 76, 77,
225 del Código Penal, 1, 2, 3, 4, 5, 6, 12, 13, 141, 142, 180 al 184, 265 al 269, 363, 365, 367 del
Código Procesal Penal; este Tribunal resolvió: declarar a NATALIO MAVISCA LEIVA, autor único y
responsable de TRES delitos de USURPACIÓN EN CONCURSO MATERIAL, en perjuicio de
[Nombre 001] Y RUDESINDO MAVICA LEIVA e Imponer una pena de SEIS MESES DE PRISIÓN
POR CADA DELITO DE USURPACIÓN, para un total de DIECIOCHO MESES DE PRISIÓN, a saber
dos delitos de Usurpación en perjuicio de [Nombre 001], y un delito de USURPACIÓN en
perjuicio de [Nombre 007]. Por reunir los requisitos legales se le otorga al sentenciado el
BENEFICIO DE EJECUCIÓN CONDICIONAL DE LA PENA, fijándose el período de prueba en
TRES AÑOS, lapso durante el cual no deberá cometer delito doloso sancionado con pena superior a
los seis meses de prisión, pues de ser ese el caso se le revocará tal beneficio. Se le prohíbe durante
el plazo de tres años al imputado realizar actos perturbatorios de la posesión o tenencia de los
inmuebles de los ofendidos [Nombre 001] Y [Nombre 007], de presentarse este caso se le revocará
el beneficio de ejecución condicional de la pena. Se deja sin efecto cualquier medida cautelar
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dictada en la presente causa. Son los gastos del proceso a cargo del Estado. Confecciónense los
testimonios de estilo para ante el Juzgado de Ejecución de la Pena y el Instituto Nacional de
Criminología. MAUREEN CASTILLO VARGAS. JUEZA. " (sic)



2. Que contra el anterior pronunciamiento, la licenciada Natalia Tencio Montenegro interpuso el
recurso de apelación.



3. Que verificada la deliberación respectiva de conformidad con lo dispuesto por el artículo 466 del
Código Procesal Penal, reformado por Ley 8837 publicada el nueve de diciembre de dos mil once
(Creación de Recurso de Apelación de la Sentencia), el Tribunal se planteó las cuestiones
formuladas en el recurso.



4 . Que en los procedimientos se han observado las prescripciones legales pertinentes.



Redacta el Juez Mairena Navarro, y;



Considerando:



I. La audiencia oral para conocer del recurso de apelación se llevó a cabo en el Salón de Sesiones
de la Municipalidad de Buenos Aires de Puntarenas, el día 11 de diciembre del 2014, integrándose
el Tribunal de Apelación de Sentencia por los jueces Marco Mairena Navarro, quien presidió,
Gustavo Chan Mora y la co-jueza Iris Valverde Usaga. Participó además el Msc. Roberto Madrigal
Zamora como Defensor Público del encartado Natalio Mavisca Leiva, quien también estuvo
presente, y el licenciado Esteban Ceciliano Matamoros como representante del Ministerio Público.



II. Recurso de apelación interpuesto por la licenciada Natalia Tencio Montenegro, en su condición
de Defensora Pública de Natalio Mavisca Leiva, contra la sentencia 664-2013 dictada por el Tribunal
Penal del I Circuito Judicial de la Zona Sur, a las 16:30 horas del 29 de octubre del 2013, mediante
la cual se declaró al imputado autor de tres delitos de Usurpación en concurso material, en perjuicio
de [Nombre 001] y [Nombre 007], imponiéndosele una pena de dieciocho meses de prisión. El
primer motivo de impugnación se plantea por inconformidad con la determinación de los
hechos, específicamente con relación a la conducta llevada a cabo el día 12 de setiembre del 2009,
descrita en el apartado 4) del cuadro fáctico tenido por demostrado. Indica la impugnante,
efectuando una mezcla de reproches de fondo y forma, que la acción allí descrita no puede ser
constitutiva del delito de usurpación, pues en ningún momento existió el abuso de confianza, que
es una de las formas de configurarse ese ilícito, lo cual presupone el otorgamiento de parte del
perjudicado de alguna especie de autorización, misma que es rebasada por el agente activo.
Puntualiza que precisamente ese hecho probado contiene una contradicción, pues en éste se afirmó
inicialmente que el ofendido [Nombre 007] nunca otorgó ninguna especie de consentimiento para
que el imputado ingresara a su propiedad, pero posteriormente se tiene por comprobado la
existencia de un abuso de confianza. Refuerza su tesis manifestando que entre el ofendido y el
acusado existe una evidente enemistad, por lo que jamás puede presentarse ese modo de
comisión. Concluye que la conducta resulta atípica, sin que sea procedente ningún tipo de
recalificación. Con relación a este primer reclamo el Defensor Madrigal Zamora no hizo
pronunciamiento en la audiencia oral. Se acoge el reproche. A efecto de resolver el
planteamiento de la Defensora Pública, es necesario transcribir el punto cuarto de la relación de
hechos tenidos por acreditados en el fallo: “4.-



El día doce de setiembre del año dos mil nueve, al ser aproximadamente las doce horas, el
imputado NATALIO MAVISCA, se encontraba clandestinamente trabajando en la propiedad de la
ofendida [Nombre 001], aprovechando la ausencia de la misma, siendo que dicho terreno colinda
con la propiedad del ofendido [Nombre 007], sin el consentimiento de este que en ese momento se
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encontraba en su propiedad, momento en el que el imputado NATALIO MAVISCA con machete en
mano, en un evidente abuso de confianza procedió a cortar tres matas de plátano que utiliza el
ofendido Rudesindo para consumo propio y acto seguido se fue, con la única intención de perturbar
la posesión del ofendido [Nombre 007], sobre su propiedad y lograr el despojo al ofendido, de dicho
terreno.” ( ver folio 303 del expediente electrónico). La juzgadora tuvo por demostrado, de manera
errónea, el abuso de confianza como la manera en que se llevó a cabo el delito de usurpación.
Sobre dicha forma comisiva señala la doctrina: "...conducta del que despoja al sujeto pasivo
aprovechando la confianza que se le ha otorgado al permitirle el acceso o el uso del inmueble,
manteniéndose en él como ocupante, o intervirtiendo el título en virtud del cual se le permitía la
tenencia o el goce de un determinado derecho real sobre el inmueble. La interversión del título
requiere, por parte del agente, la invocación de una distinta naturaleza de la ocupación que ya
ejerce a título propio o en representación de otro para mantenerse en aquélla desplazando a quien
debe ocupar: que el servidor de la tenencia ajena invoque ser tenedor autónomo, que el tenedor
invoque ser poseedor..."



(Creus, Carlos, Derecho Penal, Parte Especial, Tomo I, Editorial Astrea, Buenos Aires, 1995, página
595). De la declaración que el ofendido [Nombre 007] diera en el contradictorio no se desprende la
existencia de un permiso o tolerancia alguna para que el imputado Natalio Mavisca ingresara a su
propiedad a hacer uso de la misma. Incluso en el fallo se indicó que dicha conducta se llevó a cabo
sin el consentimiento previo del perjudicado. Esta circunstancia conlleva a una violación al principio
de subsunción típica, pues la acción desplegada por el acusado no encuadra en el tipo objetivo del
delito de Usurpación. Debe indicarse además, que tampoco se presenta ninguno de los otros
medios típicos descritos en el numeral 225 del Código Penal, como lo son la violencia, las
amenazas, el engaño ni la clandestinidad, razón por la que el reclamo planteado debe acogerse, y
en virtud de que la conducta atribuida al acusado no encuadra en ningún tipo penal, se absuelve a
Natalio Mavisca Leiva por el delito de Usurpación que se le atribuye en perjuicio de [Nombre 007].



III. En su segundo motivo de impugnación reclama ilegítima fundamentación intelectiva.
Sostiene que el fallo se limitó a analizar el conocimiento del imputado acerca de que los terrenos en
los cuales ingresó son propiedad de los ofendidos, lo que le impedía ejecutar actos de posesión
sobre los mismos. Además que el fundamento jurídico se centró en examinar que Mavisca era
consciente de las disposiciones adoptadas por la Asociación de Desarrollo Indígena de Rey Curré
para adjudicar la posesión o propiedad de los inmuebles, soslayando el hecho de que el acusado no
considera válida ni legítima esas divisiones territoriales. Cuestiona la conclusión a la que arribó la
juzgadora cuando estimó que Natalio Mavisca mintió al decir que no conocía la disposición
inmobiliaria adoptada por la Asociación, cuando en realidad lo dicho por éste en el juicio, fue que
nunca le notificaron los alcances de los acuerdos tomados. A criterio de la impugnante esa situación
es relevante, ya que nos encontramos ante un error al no reconocer la autoridad de la institución
mencionada. Refuerza su argumento recursivo al señalar que Mavisca considera que la Asociación
se encuentra deslegitimada para adoptar dichos acuerdos, por conductas corruptas de sus
integrantes. Agrega la Defensora que no se llevó a cabo un análisis correcto del documento
elaborado por la CONAI, pues el argumento utilizado para descalificarlo puede ser utilizado
igualmente para acreditar el convencimiento pleno que el acusado tiene de que los terrenos son
suyos, al punto que acudió a las instancias legales para conseguir un título que lo amparara.
Reitera la impugnante que se produjo un examen superficial y sesgado de la declaración del
imputado, dejando de lado la consideración suya acerca de la ilegitimi dad de las decisiones de la
Asociación. Ello produjo un vacío en la fundamentación al no resolver el tema acerca de si el
acusado tenía la capacidad de admitir las razones objetivas y legales que llevaron a la nueva
distribución de la tierra dentro de la reserva indígena. El licenciado Roberto Madrigal Zamora,
Defensor Público que asistió a la audiencia oral para conocer del recurso de apelación, amplió los
argumentos indicando lo siguiente ( se transcribe íntegramente hasta donde es posible respetando
el orden de la exposición): “ De previo a entrar a lo que es la discusión planteada en el recurso
señalo dos aspectos relacionados con la competencia del Tribunal, que titulo “marco fáctico de
referencia”. Dentro del reclamo por valoración ilegítima de la prueba debe incluirse un reproche por
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fundamentación incompleta de la sentencia por no haberse analizado todos los aspectos jurídicos o
fácticos que se derivaron de la prueba. En el caso se dejaron de analizar varios institutos jurídicos
que emergieron de los elementos de convicción. Además, el Tribunal de Apelación de Sentencia no
puede sustituir la valoración o fundamentación omisa de la sentencia a efecto de corregir el fallo.
Ninguno de los aspectos señalados por Natalio Mavisca en el juicio fueron analizados en el fallo. No
se indicó si eran incorrectos o falsos. Indicó la juzgadora que el imputado conocía la nueva
distribución de terrenos que hizo la Asociación de Desarrollo de la Comunidad y en consecuencia no
pudo alegar ningún error. Pero existe un error relevante para el Derecho que se presenta en la
ausencia de legitimidad que el acusado Mavisca tiene con relación a las autoridades encargadas de
resolver este conflicto. La Asociación de Desarrollo Comunal dentro de las comunidades indígenas
tiene facultades para distribuir la tierra, es decir, tiene competencia para la asignación de parcelas.
La autoridad moral de las mismas surge del hecho de que sus miembros son parte de la
comunidad. El imputado alegó que él no reconoce la autoridad de los miembros de la Asociación
porque se han prestado para llevar a cabo actos ilegales, además de que son sumamente allegados
a sus hermanos, parte de los cuales aparecen como ofendidos. Además que para él ese terreno es
suyo desde que su papá se lo asignó, lo cual fue refrendado por la CONAI y el ITCO. La Asociación
lo despojó de la parcela sin siquiera haberle notificado la existencia del proceso. Reitera que el
encartado no reconoce autoridad moral a la Asociación de Desarrollo y por tanto no acató su
decisión. Ello es diferente al punto resuelto por la juzgadora, ya que se limitó a indicar que Natalio
Mavisca conocía que la Asociación había ordenado redistribuir el lote y aún así llevó a cabo la
conducta por la cual se le condenó.” Solicitan acoger el reclamo, declarar la ineficacia del fallo y
ordenar el juicio de reenvío. El reclamo no es de recibo . Refieren los defensores, tanto en el
escrito de impugnación, como en la audiencia oral, que la juzgadora no abarcó todos los aspectos
jurídicos que se desprenden de la declaración del imputado Natalio Mavisca Leiva, especialmente
aquellos de los cuales se desprende su falta de reconocimiento acerca de la legitimidad de la
Asociación de Desarrollo Indígena de Rey Curré para efectuar la distribución de tierras dentro de su
comunidad, situación que lo condujo a efectuar actos de posesión en terrenos que no son los suyos.
De acuerdo al planteamiento del recurso, ello implica una fundamentación incompleta del fallo y en
consecuencia el mismo debe ser declarado ineficaz. A efecto de resolver el reproche, es necesario
retomar parte de lo dicho por el acusado en el contradictorio, extractando aquellos aspectos que
fueron resaltados por el licenciado Madrigal en la audiencia oral. En ese sentido manifestó Mavisca
Leiva: “... porque es parte de la parcela 178, que se encuentra censada a mi nombre y son los
terrenos que mi papá me dio … la CONAI así lo indicó … el terreno está a mi nombre, me lo entregó
mi papá a mi … [Nombre 007] … me denunció ante la Asociación de Desarrollo diciendo que yo me
quería dejar todo el resto de la propiedad de ellos ... Mis hermanos alegan que el terreno es
herencia de ellos pretenden dejarme como herencia el terreno que en el año 1974 yo solicité al
ITCO ... la Asociación de Desarrollo reconoció esa parcela como mía …. La CONAI en los años 1994
y 1995, emite un documento en donde se comunica que el terreno es mío, en el año 1995 indica
que la parcela mía es la 178 … La CONAI dice que ese terreno me pertenece y el otro terreno tiene
colindancias diferentes ... la Asociación de Desarrollo en fecha 15 de julio del 2000 extiende un
certificado de Derecho de Posesión a favor de Rufino Mavisca Mavisca … Mi hermano con base en
ese documento empieza a repartir, la Asociación de Desarrollo nunca me comunicó nada … La
Asociación no me comunicó nada de ese trabajo ... CONAI acordó que nos reuniéramos todos … el
acuerdo era de los nueve hermanos, quedamos en verificar la finca y el area para conocer si el
terreno en conflicto es parte de la parcela 181 ... [Nombre 007] acude a la Asociación de Desarrollo
pidiendo continuar con la repartición … la Asociación viola el acuerdo y comienza con la medida …
En el año 2001, la Asociación emite un documento certificando la posesión de ellos. Existen
diferencias entre la Asociación y la CONAI. La Asociación dice que la CONAI hace las cosas como
ellos quieren, CONAI ha denunciado malversación de fondos de las comunidades indígenas, eso es
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la molestia de la Asociación de Desarrollo con la CONAI …. mis hermanos son una y carne con
Hugo, la Asociación le dio la razón a mis hermanos ... La Asociación no tiene ninguna base, son
documentos ilegales, no tengo interés en perjudicar a mis hermanos, mi familia está siendo víctima
de la agresividad de ellos y aquí vienen a decir otra cosa.” (la transcripción es literal de la
declaración del imputado inserta en la sentencia documento visible a folios 300 y 301 del
expediente electrónico). Del contenido del recurso de apelación se desprende un reclamo sobre la
ausencia de análisis de un error de prohibición culturalmente condicionado que eliminaría la
responsabilidad penal del acusado. Francisco Castillo se refiere a este tipo de error de la siguiente
manera: “... A través de las reglas del error de prohibición -error en la prohibición o en el
mandato-, deben resolverse los casos en que el sujeto desconoce la ley del Estado en que vive, por
pertenecer a otra cultura. Ello ocurre cuando hay desconocimiento del sujeto de que su conducta
está sujeta a pena conforme a la ley del Estado en que vive, mientras que esa conducta es lícita
conforme a las pautas culturales de su grupo sociocultural.” (Castillo González, Francisco. Derecho
Penal. Parte General . Tomo II. San José, Editorial Jurídica Continental. 2010. pág 577-578.)
Jurisprudencialmente se ha indicado: “...Este error puede ser "culturalmente condicionado"
cuando el sujeto que actúa pertenece a una cultura diferente a la del grupo que genera la norma,
ha interiorizado valores y pautas diferentes a las de aquel grupo, y a pesar de que le es exigible
conocerlos no podemos pedirle que las interiorice, que las haga suyas.” (Voto 561-1993, del 15de
octubre del 1993. Sala Tercera). Este concepto, que forma parte del aservo doctrinal a utilizar para
la interpretación de los diferentes componentes de la Teoría del Delito, debe analizarse bajo la
óptica del respeto al sustrato étnico y cultural que subyace en el sub júdice, el cual conduce a tener
presente, para el juzgamiento penal de acciones realizadas por miembros de los pueblos indígenas,
sus prácticas socio-culturales, especialmente al momento de establecer la reprochabilidad jurídica
de sus conductas. Ello permitiría, en algunos casos, concretar la disposición contenida en el
numeral 129 párrafo 2°) de la Constitución Política, que posibilita excepcionar el principio de que
nadie puede alegar desconocimiento de la ley, al existir limitaciones culturales que imposibilita
interiorizar la prohibición. De acuerdo a los recurrentes, Natalio Mavisca Leiva alegó desconocer
legitimidad a los acuerdos de la Asociación de Desarrollo Indígena de Rey Curré que redistribuyeron
los terrenos de dicha comunidad, situación que alegan, no fue analizada en el fallo. Sin embargo,
de la lectura completa de la deposición que rindió Natalio Mavisca no se desprende un
desconocimiento a la legitimidad de la Asociación mencionada que conlleve la aplicación de la
modalidad del error de prohibición mencionado, y por ende no existe la falta de fundamentación
intelectiva planteada en la impugnación. Lo que surge del contenido de la declaración rendida por el
acusado en un desacuerdo entre la dinámica aplicada para la distribución de los terrenos llevada a
cabo por la CONAI y la Asociación de Desarrollo, que provocó, a su criterio, la emisión de
documentos que determinaban la titularidad de las mismas parcelas, tanto a su nombre como de
los ofendidos. No existe un desconocimiento de la legitimidad de la Asociación para realizar las
acciones que la ley le atribuye, ni la competencia para dictar las disposiciones que cuestiona, lo
cual queda en evidencia cuando el propio imputado las recurrió oportunamente. Lo que existe es
una oposición a dichos acuerdos, lo que no elimina, como se dijo, el conocimiento de la validez de
esa persona jurídica. Hacer mención a diferencias metodológicas entre ambas instituciones, a
denuncias que la CONAI ha planteado en contra de los miembros de la Asociación, a la relación
cercana entre los ofendidos y el presidente de ésta, o a que las decisiones se tomaron en
consideración a documentos ilegales, no significa considerar ilegítimo dicho órgano comunal, bajo
cuya comprensión decidió actuar el acusado. Es por ello que el análisis jurídico contenido en el
fallo sí abarcó todos los aspectos importantes expuestos por el acusado en el debate. Aún así, para
la juzgadora el desconocimiento de la autoridad de la Asociación por parte del imputado no puede
avalarse a partir de un documento emitido por la CONAI, concretamente el oficio DET.140.94 de
fecha 18 de octubre de 1994, suscrito por el geólogo José Manuel Paniagua, Jefe de Estudio
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Territorial de CONAI, en el que se indica que Natalio Mavisca Leiva, aparece como poseedor de un
terreno en la Reserva Indígena Brunka de Curré, pues “...tal información se brinda basado en un
estudio de tierra realizado en esa reserva en el año 1996, en donde aparece dicho señor censando
en esa fecha, se recalca en este oficio que la información se basa en un estudio bastante
desactualizado, por lo que cualquier cambio suscitado en la tenencia de la tierra, deja sin efecto
esta información, recomendando en el oficio cita que lo conveniente es que la información sea
suministrada por la Asociación de Desarrollo Indígena correspondiente. Nótese que este informe
establece dos aspectos muy importantes: a saber que él mismo se encuentra desactualizado en
cuanto a la distribución de la tierra y segundo remite para la obtención veraz de dicha información
a la Asociación de Desarrollo Indígena, en consecuencia esto refuerza lo expuesto por la prueba
testimonial y la valoración jurídica de que el UNICO ENTE JURIDICO ENCARGADO DE LA
DISTRIBUCIÓN DE LA TIERRA EN LOS TERRITORIOS INDIGENAS ES LA ASOCIACIÓN DE
DESARROLLO. (folios 310 y 311 del expediente electrónico). Incluso en el fallo se hizo un recuento
de las actuaciones del imputado frente a la Asociación de Desarrollo cuestionando la distribución de
las tierras, situación que para la juzgadora revela que aquél sí reconoce la legitimidad jurídica de
dicho ente. En virtud de lo expuesto, esta Cámara no encuentra el vicio reclamado por la Defensa
del encartado y en consecuencia el segundo motivo de apelación no es de recibo.



POR TANTO:



Se acoge el primer motivo de apelación planteado por la licenciada Natalia Tencio Montenegro, en
su condición de Defensora Pública. En consecuencia se ABSUELVE DE PENA Y
RESPONSABILIDAD a NATALIO MAVISCA LEIVA por el delito de USURPACIÓN cometido en
perjuicio de [Nombre 007]. Se resuelve sin especial condenatoria en costas. Se rechaza el segundo
motivo de impugnación planteado, quedando incólume la condena dispuesta por dos delitos de
Usurpación en perjuicio de [Nombre 001]. Notifíquese.



Marco Mairena Navarro



Iris Valverde Usaga Gustavo Chan Mora



Jueces del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Cartago



Exp. 09-200603-0634-PE



C/: Natalio Mavisca Leiva



D/: Usurpación



Of/: [Nombre 001] y otro



schaves



EXP: 09-200603-0634-PE
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Teléfonos: 2551-2713 ó 2553-0340. Fax: 2551-2355. Correo electrónico: tapelacionpe-car@Poder-
Judicial.go.cr



 
Es copia fiel del original - Tomado del Sistema Costarricense de Información Jurídica el: 20/9/2017 10:24:32 a.m.
















Mujer Indígena..pdf




Mujeres indígenas 



en Costa Rica
Y DEMANDAS DEL FORO NACIONAL DE MUJERES INDÍGENAS



Valeria Varas 



INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES - INAMU, 



Área Ciudadanía Activa, Liderazgo y Gestión Local











• Las mujeres indígenas sufren una triple discriminación por ser mujeres, indígenas



y vivir en condición de pobreza, con respecto al acceso para obtener sus



necesidades básicas.



• Los índices demuestran que los niveles más altos de pobreza lo tienen las



mujeres indígenas.



• En Costa Rica a nivel nacional, el 24,6% de la población tiene al menos una



necesidad básica insatisfecha, en los territorios indígenas esta se eleva al 70,1%.



Los sectores que tienen más necesidades básicas insatisfechas son el pueblo



cabecar con un 92,6%, seguido del pueblo teribe con un 87.9% y luego el pueblo



ngöbe con el 79,2%.



Las mujeres indígenas en 



Costa Rica



* Fuente: Con base en datos del X Censo Nacional de Población del 2011, INEC, San José.



.











• La escolaridad promedio en Costa Rica es de 8,8 años para las mujeres. En el



caso de las mujeres indígenas que viven en sus territorios, se identificó que la



escolaridad es de 5 años y para aquellas que hablan su idioma es de 4,3 años.



• El 97,6% del promedio nacional de personas se identificó alfabetizada. El 84,4%



de las mujeres indígenas que viven dentro de los territorios ha sido alfabetizada en



comparación al 90,8% de hombres. De estas mujeres, aquellas que tienen entre



10 y 17 años son las que tienen mejor alfabetización (97,4%), en comparación al



grupo entre 18 años y más (79,1%).



• Entre las personas indígenas que hablan su idioma y están en el grupo entre 18



años y más, el 85,2% de hombres se identificó alfabetizado y solo el 72,4% de



mujeres. Es decir, entre las mujeres indígenas que hablan su lengua y son



mayores de 18 años, un 27% son analfabetas.



Las mujeres indígenas en 



Costa Rica*



* Fuente: Con base en datos del X Censo Nacional de Población del 2011, INEC, San José.











Según la UNESCO, once países del mundo tienen más de 50% de



personas adultas analfabetas. Se trata de Benin, Burkina Faso,



Chad, Etiopía, Gambia, Guinea, Haití, Mali, Níger, Senegal y Sierra



Leona. Por regiones, el sur y el oeste de Asia albergan más de la



mitad de la población analfabeta mundial (51,8%), en tanto que en el



África Subsahariana vive el 21,4% de personas adultas analfabetas,



en Asia Oriental y el Pacífico el 12,8%, en los Estados Árabes el



7,6% y en América Latina y el Caribe el 4,6%.



Recordemos: las mujeres indígenas que hablan su lengua y son



mayores de 18 años, un 27% son analfabetas.



Las mujeres indígenas en 



Costa Rica*



* Fuente: Con base en datos del X Censo Nacional de Población del 2011, INEC, San José.











Las mujeres indígenas en Costa Rica*



• En el país, la tasa de ocupación es de



69,5% para los hombres y 34,9% para



las mujeres. La tasa de ocupación



para los hombres indígenas que viven



en sus territorios es de 56,2% y de las



mujeres 16,9%.



• A nivel nacional, el 4,3% de las



mujeres adolescentes son madres,



entre las indígenas el 10,2% lo es. En



el país el 4,3% de las adolescentes



está en unión libre, entre las indígenas



adolescentes el 12,7% se identificó en



pareja.



* Fuente: Con base en datos del X Censo Nacional de Población del 2011, INEC, San José.











Cantón
Tasa de mortalidad 



Infantil por 1000 n.v



Nacional Costa Rica 8.8



Cantones con alta 



presencia ngöbe



panameña para la 



cosecha de café.



Cartago 11,9



Tarrazú 30,6



Cantones con 



territorios indígenas



Buenos Aires 13,1



Talamanca 12,9



Osa 7,7



Turrialba 14,4



Limón 8,7



Matina 12,9



Pérez Zeledón 7,0



Nicoya 10,8



Hojancha 0,0



Puriscal 2,5



Mora 5,8



Guatuso 10,8



Corredores 8,1



Golfito 12,7



Coto Brus 21,9



Total 17 cantones 11.8



Tasa de mortalidad Infantil en cantones con población indígena[1]



[1] Elaboración propia, ACALGL, INAMU, con base en: Ministerio de Salud y Organización



Panamericana de la Salud. Costa Rica. “Indicadores Básicos 2010. Situación de la Salud en



Costa Rica”. 2010, San José.



Las mujeres indígenas en Costa Rica











Participación de mujeres y hombres indígenas



en las Asociaciones de Desarrollo Indígenas -ADI



Fuente: Elaboración propia, ACALGL, INAMU, con base en datos proporcionados en 



comunicación electrónica con la señora Rosibel Cubero Paniagua, Jefa 



Departamento de Registro, DINADECO, 27  septiembre de 2014.



Distribución de los puestos de las Juntas Directivas de las 



ADI por sexo. 



Datos porcentuales y absolutos 2014 



Puestos Hombres Mujeres Hombres% Mujeres%



Presidencia
20 4



83,3% 16,7%



Vicepresidencia
17 7



70,8% 29,2%



Tesorero 16 8 66,7% 33,3%



Secretaría 17 7 70,8% 29,2%



Vocal 1 9 15 37,5% 62,5%



Vocal 2
13 11



54,2% 45,8%



Vocal 3 5 19 20,8% 79,2%



Fiscal 1
18 5



78,3% 21,7%



Fiscal 2
3 4



42,9% 57,1%



Total
118 80



59,6% 40,4%
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Participación de mujeres y 



hombres indígenas



en las Asociaciones de 



Desarrollo Indígenas -ADI



Fuente: Elaboración propia, ACALGL, INAMU. Base de datos 



DINADECO, proporcionados en comunicación electrónica por 



Rosibel Cubero Paniagua, Jefa Departamento de Registro, 



DINADECO, 27  septiembre de 2014.











Demandas al Poder Judicial de lideresas del 



Foro Nacional de Mujeres Indígenas (2010 - 2014)











• Derecho tradicional de los pueblos indígenas. Solicitamos que el



Poder Judicial, acorde con el Convenio 169 de la OIT, apoye a las



comunidades indígenas en el respeto del derecho tradicional el cual se ha



visto desvalorizado y en algunas comunidades casi se ha perdido



por completo.



• Preparación en el tema indígena al Poder Judicial. Es necesario



que funcionarias/os se capaciten y especialicen, especialmente jueces/sas



en conocer el sistema de protección a los pueblos indígena y de las mujeres,



tanto internacional como nacional. Que sepan aplicar de manera justa el



Convenio 169 y la Ley Indígena, y la CEDAW.



• Que reconozcan la existencia de los pueblos



indígenas previa a la creación del



Estado costarricense.



Demandas al Poder Judicial de lideresas del 



Foro Nacional de Mujeres Indígenas (2010 - 2014)











Demandas al Poder Judicial de lideresas del 



Foro Nacional de Mujeres Indígenas (2010 - 2014)



• Pensiones alimentarias. Los procesos son muy lentos, al igual que las 



notificaciones. Se aduce que por problemas de distancia no es posible notificar, 



también se justifica dificultad para conocer los domicilios en los territorios, 



creemos que se deben buscar formas en las cuales participen las mujeres de la 



comunidad para apoyar a que las pensiones lleguen a su debido tiempo.



Algunos hombres indígenas han sabido aprovecharse de las pensiones 



alimentarias y terminamos las mujeres siendo buscadas por la policía ya que nos 



demandan para que les paguemos cuando se termina la relación. Esto se debe 



principalmente a que las mujeres desconocemos cómo funciona la justicia no 



indígena.



Hay hombres que no pagan la pensión 



y la policía no puede ir por ellos y se 



fundamentan en el Convenio 169 para 



decir que policía no puede sacarlos. 











Demandas al Poder Judicial de lideresas del 



Foro Nacional de Mujeres Indígenas (2010 - 2014)



• Violencia intrafamiliar. Problemas de distancia. Una vive en una



comunidad muy alejada de los centros urbanos y pone una denuncia por



agresión, luego no tenemos forma de que nos llegue información de cómo va



el trámite de la denuncia o nos llegue protección contra el agresor. Tenemos



pocas posibilidades de salir de nuestras comunidades y la justicia estatal no



llega a nosotras porque vivimos lejos. Por esto creemos que si se respetaran



las organizaciones tradicionales de los pueblos y se coordinara con nuestras



organizaciones de mujeres, se podrían solucionar muchos de estos aspectos.



Se requiere que la ley cumpla su deber, porque hay quienes matan a mujeres



y se escudan en la cultura y no son juzgados ni castigados como debe ser.











Demandas al Poder Judicial de lideresas del 



Foro Nacional de Mujeres Indígenas (2010 - 2014)



• Tierra y territorio. Si un programa del Poder



Judicial prueba ser exitoso en un territorio, no quiere



decir que funcione de igual forma en todos, debido a



que los pueblos indígenas no somos iguales, tenemos



diferentes idiomas, cosmogonías, creencias, sistemas



de parentescos, formas de uso de la tierra, etc.



Las instituciones públicas no comprenden el valor y



significado que tienen la tierra y los territorios para



nosotras las indígenas. Les cuesta entender que



nuestros territorios son el espacio en el cual



desarrollamos nuestra cultura, historia y nuestra



identidad. Por esto el reclamo que hacemos por el



derecho a un territorio está relacionado a nuestra



sobrevivencia como pueblos. Por esto les invitamos a



conocer sobre estas relaciones para que se den con



justicia las sentencias que emiten.











Demandas al Poder Judicial de lideresas del 



Foro Nacional de Mujeres Indígenas (2010 - 2014)



Seguimos teniendo problemas de usurpación de



tierra por no indígenas en nuestros territorios,



aunque el Estado costarricense en el año 1977



emitió la Ley Indígena la cual dice que las tierras



son exclusivas de las comunidades indígenas, y



que además tienen la característica de que son



inalienables, imprescriptibles y no transferibles.



En conflictos entre vecinos de un territorio indígena,



no se puede aplicar en territorio indígena la ley



nacional, en territorio indígena se puede pasar en



los caminos o trillos y no se les puede prohibir a las



personas ya que son territorios comunales. Existe



también el problema de que las mismas



asociaciones dan papeles falsificados para engañar



a los tribunales en relación a personas no



indígenas.











Demandas al Poder Judicial de lideresas del 



Foro Nacional de Mujeres Indígenas (2010 - 2014)



Falta una buena delimitación de tierras en los territorios para evitar



problemas, pero en las comunidades no tenemos dinero para esto.



También se presentan problemas de tierra debido a que no hay escritura de



algunos territorios, como en Kéköldi.



Pedimos que aquellos juzgados en donde se ven causas sobre usurpación de



territorios indígenas, se empapen en la resolución de la Sala Constitucional



(Voto 6856-05), en la cual se señala que la CONAI es una entidad



gubernamental y no es representante de los pueblos indígenas.



No tenemos personas abogadas que nos



defiendan en el tema de tierras y no



contamos con recursos para pagar de



manera privada.











Demandas al Poder Judicial de lideresas del 



Foro Nacional de Mujeres Indígenas (2010 - 2014)



 La venta de licor en los territorios indígenas. La ley es clara que no se



puede vender licor en los territorios indígenas, que su venta es ilegal y por



lo tanto es una contravención. Pero algunos policías han dicho que no



pueden allanar los carros, que eso es cultural y no pueden intervenir. Por



ejemplo, en Talamanca, entran muchos carros que venden licor y están



generando muchos alcohólicos, violencia doméstica, adolescentes que



beben mucho.



Pedimos la pronta acción de las autoridades pertinentes de la policía y el



Poder Judicial para que nos apoyen y capaciten para saber cómo y dónde se



ponen denuncias sobre estos problemas.











Demandas al Poder Judicial de lideresas del 



Foro Nacional de Mujeres Indígenas (2010 - 2014)



• Traductores/as en juicios. Las



mujeres indígenas tenemos que tener



oportunidades para ser traductoras del Poder



Judicial. Esto llevaría también a la necesidad



que nos capaciten para entender los términos y



poder traducir apropiadamente. Queremos que



las mujeres indígenas que han sido agredidas



encuentren en otra mujer un apoyo cuando va a



ser atendida en el tema de violencia y que



hablen el idioma.



• Viáticos para movilizarse en citas a



juzgados. Solicitamos que nos indiquen en las



comunidades la forma de acceder a viáticos



cuando somos citadas por los juzgados: por



ejemplo, a quién se solicita, cómo se solicita, en



cuánto consiste el monto de ayuda, etc.











Demandas al Poder Judicial de lideresas del 



Foro Nacional de Mujeres Indígenas (2010 - 2014)



• Acceso al Poder Judicial. Quisiéramos que el Poder Judicial tenga



un programa de atención y acercamiento a las mujeres de las comunidades



indígenas, de los diferentes territorios. Que consista tanto en acercar los



servicios a las indígenas, como darnos capacitaciones para comprender cuál



es el papel del Poder Judicial. También para que las y los funcionarios



conozcan de cerca las realidades indígenas.



Somos discriminadas por ser tímidas, vemos cómo en las oficinas no nos



atienden o no nos entienden, como pasa en las fiscalías contra la violencia.



Para muchos trámites nos piden el aval de la



Asociación y si uno no es amiga de ellos



entonces uno no puede hacer nada.











Demandas al Poder Judicial de lideresas del 



Foro Nacional de Mujeres Indígenas (2010 - 2014)



 Niñas y jóvenes indígenas. “hace 



falta acompañamiento en la defensa 



de los derechos de las mujeres 



indígena y especialmente en el caso 



de las niñas y jóvenes indígenas que 



sufren la mayor discriminación”. 



 Asesoría gratuita. Se necesita mayor 



presencia de asesoría legal gratuita en 



los territorios, para hacer la justicia 



más accesible a las mujeres indígenas



quienes no pueden asumir los altos 



costos que esta conlleva.
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pueblos indígenas, en particular al derecho al acceso a la justicia con pertinencia 
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Presentación



En el marco de sus objetivos ins-
titucionales, la Fundación Konrad  
Adenauer inició en 2012 cooperación 
con la recién creada Unidad de Asun-
tos Indígenas del Organismo Judicial 
de Guatemala, con el fin de promover 
la participación de la población indíge-
na en procesos de discusión y toma 
de decisión sobre asuntos políticos y 
legales de interés común.



Durante este período, la referida Uni-
dad ha diseñado y ejecutado diversos 
programas de capacitación y sensibili-
zación sobre el Derecho y los derechos 
de los pueblos indígenas, el pluralis-
mo jurídico y la coordinación entre los 
sistemas de justicia oficial e indígena 
cuya experiencia ha determinado la 
necesidad de contar con información y 
fuentes de referencia accesibles para 
los jueces y magistrados que adminis-
tran justicia.



Dentro de dicha información se en-
cuentra el derecho de acceso a la jus-
ticia, que forma parte del catálogo de 
derechos humanos reconocido amplia-
mente en el sistema de justicia oficial 
y que presenta singular relevancia 
cuando se aplica a pueblos indíge-
nas. Es en el ejercicio cotidiano de la 
prestación del servicio de justicia eje-
cutado con pertinencia cultural, como 



manifestación concreta del acceso a la 
misma, que se hace imperativo acudir 
al peritaje cultural por parte de los ad-
ministradores de justicia.



En un esfuerzo conjunto entre la Uni-
dad de Asuntos Indígenas del Orga-
nismo Judicial y la Fundación Konrad 
Adenauer, se presenta el primer nú-
mero de la serie de publicaciones de-
nominada Cuaderno Estado y Derecho 
que contiene un trabajo expuesto por 
la autora en forma breve, pero al mis-
mo tiempo completa y clara.



El Cuaderno que se presenta a conti-
nuación fue propuesto a partir de la 
necesidad detectada por la Unidad de 
Asuntos Indígenas del Organismo Ju-
dicial en los procesos de capacitación 
dirigidos a jueces y magistrados y la 
interacción de su función con los otros 
operadores de justicia tales como fis-
cales, defensores públicos, investiga-
dores y demás actores vinculados a la 
administración de justicia oficial. 



Este diagnóstico, motivó el interés 
de explorar los esfuerzos que se han 
iniciado con el fin de facilitar informa-
ción a los operadores de justicia y se 
detectó que ya existe un documento, 
pero enfocado fundamentalmente en 
la labor del defensor público.
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Si bien resulta acertado haber dedica-
do esfuerzos iniciales para la función 
de defensa pública en materia penal, 
lo cierto es que cada una de las partes 
y actores de los procesos judiciales, 
entre ellos jueces y magistrados, sea 
cual fuere la materia, están en la obli-
gación legal de aportar técnica y le-
galmente a la resolución de los casos, 
conflictos o procesos en que intervie-
nen, todos los elementos a su alcance. 



Es por ello que se decide impulsar un 
esfuerzo que a través de la investiga-
ción y su respectiva publicación ex-
pusiera de manera clara y breve, la 
información básica que un juez y ma-
gistrado debe tener en consideración 
con el fin de aprovechar el peritaje 
cultural en abono a la calidad y perti-
nencia de sus resoluciones judiciales.



En este Cuaderno el lector podrá ha-
cer un repaso por las definiciones del 
concepto de pueblos indígenas y el de 
sus principales derechos reconocidos 
por la normativa internacional y na-
cional vigente y dentro de los cuales 
se encuentra el derecho de acceso a la 
justicia que concluye la primera parte 
del contenido.



A continuación se presenta una refe-
rencia al proceso de reconocimiento 
normativo de los derechos de los pue-
blos en Guatemala y la enumeración 
de las acciones afirmativas que cons-
tituyen avances formales en beneficio 
de la población indígena en el plano 
de la estructura institucional pública, 
dentro de las cuales se encuentra la 
creación de la Unidad de Asuntos Indí-



genas como instancia dependiente de 
la Presidencia del Organismo Judicial. 



A fin de introducir el concepto, im-
portancia, función y aplicación del pe-
ritaje cultural, la autora presenta un 
recorrido por la identificación de los 
hechos a través de los cuales las insti-
tuciones del sistema de justicia oficial 
han ordenado la utilización o practica-
do directamente el peritaje cultural en 
casos concretos, en materia penal.



Según la autora, la función más im-
portante del peritaje cultural es evitar 
que se sancione la diversidad cultural 
y por ende es condición indispensable 
que el mismo devuelva la identidad 
del procesado. Para ello se requiere 
avanzar en la resolución de los cues-
tionamientos a su reconocimiento for-
mal así como en la identificación de 
los argumentos que fundamenten su 
aplicación permanente como medio de 
prueba en los procesos jurisdicciona-
les en los que intervengan personas 
indígenas.



Con la publicación de este Cuaderno, 
concluye un proceso y se inicia uno 
nuevo a través del cual se pretende in-
formar y brindar argumentos de aná-
lisis. La discusión y reflexión es una 
tarea que se facilita a partir de dar lec-
tura a su contenido, la cual invitamos 
a realizar y compartir.



 
Annette Schwarzbauer



Representante  
Fundación Konrad Adenauer  
para Guatemala y Honduras
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El Organismo Judicial por medio de la 
Unidad de Asuntos Indígenas, coordi-
na esfuerzos con la Fundación Konrad 
Adenauer, por lo que se deja a dispo-
sición del lector el presente Cuaderno  
Estado y Derecho: Peritaje Cultural, 
considerando la utilidad que un docu-
mento de esta naturaleza tiene para el 
eficaz y eficiente servicio de justicia de 
la población indígena de Guatemala, 
que constituye un alto porcentaje de 
la población total del país y a quienes 
debe garantizarse el servicio de justi-
cia culturalmente pertinente.



El acceso a la justicia para pueblos in-
dígenas comprende dos dimensiones: 
la primera, consiste en acercar los juz-
gados y tribunales a la población en 
todo el territorio nacional; y la segun-
da, al mejoramiento continuo de la ca-
lidad del servicio. 



El Acuerdo de Presidencia del Organis-
mo Judicial número 112-2009 creó la 
Unidad de Asuntos Indígenas y le asig-
nó funciones en materia de implemen-
tación de políticas públicas, planes, 
proyectos, programas de capacitación 
y sensibilización sobre derechos de los 
pueblos indígenas y pluralismo jurídi-
co, dirigidos a funcionarios, emplea-
dos judiciales y administrativos, con 
la finalidad de transformar la cultura 
jurídica, hacia estadios amplios. 



Cuando el juez no conoce las cos-
tumbres o prácticas que forman par-
te de un estilo de vida particular en 
una sociedad indígena, el Código Pro-
cesal Penal Decreto 51-92 y sus re-
formas, hace posible que el peritaje 
cultural sea utilizado como medio de 
prueba de oficio o, a requerimiento 
de las partes y con la ayuda de otras 
ciencias sociales, tales como la So-
ciología o la Antropología, el juez de 
la causa, pueda obtener más y me-
jor información sobre los hechos y el 
contexto sociocultural de los mismos, 
con la finalidad de que la valoración 
de la diferencia cultural le permita al 
juez, realizar una ponderación entre 
la conducta humana y si esta encua-
dra o no en los elementos del tipo 
penal al momento de resolver, en un  
caso concreto. 



Como perito cultural puede designarse 
a un profesional de las ciencias antes 
referidas o a una persona de mani-
fiesta idoneidad, quien a manera de 
traductor cultural le explique al juez 
el contexto sociocultural de la práctica 
cuestionada conforme la cosmovisión 
indígena, a fin de que el operador jurí-
dico pueda formarse un criterio amplio 
sobre la causa sometida a su conoci-
miento y decidir sin perder de vista 
esa realidad. 



Prólogo
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Es por ello que el peritaje cultural, se 
convierte en un instrumento que per-
mite el mejoramiento del acceso a la 
justicia hacia las personas indígenas 
de manera equitativa, constituyendo 
una forma de reconocimiento de la di-
versidad cultural en el campo legal, y 
lo más importante, evita que se san-
cione la forma de vida particular de 
los pueblos indígenas. 



El presente cuaderno sobre Peritaje 
Cultural, es un valioso estudio biblio-
gráfico, el cual desde el derecho a la 
justicia oficial del Estado aborda algu-
nos derechos de los Pueblos Indígenas 
que tienen relación constante con el 
quehacer del despacho judicial, los 
avances, necesidades y desafíos de 
las instituciones del sector justicia del 
Estado, desde el marco de los dere-
chos humanos internacionalmente re-
conocidos y la Constitución Política de 
la República de Guatemala, refiriéndo-
se al reconocimiento de la diversidad 
étnica, cultural y lingüística, el dere-
cho a la autoidentificación, que tiene 
una profunda vinculación jurídica con 
el derecho a la identidad individual y 
colectiva, el derecho a la libre deter-
minación de los pueblos indígenas, el 
cual ha sido un tema tabú en nues-
tro medio y muy poco abordado por 
la Academia guatemalteca, pero que 
es entendido dentro del marco de la 



no secesión de los Estados Naciona-
les, sino dentro del marco de fortale-
cimiento de la unidad nacional de la 
población guatemalteca, respetando 
la diversidad étnica y cultural de los 
pueblos originarios. El derecho a la 
aplicación del sistema jurídico propio 
de los pueblos indígenas y que hoy 
demanda acciones serias de coordina-
ción entre sistemas de justicia a fin de 
responder a la alta demanda de esta 
para la población en general y para 
pueblos indígenas en particular.



Como Presidente del Organismo Judi-
cial y de la Corte Suprema de Justicia 
del Estado de Guatemala, reconozco la 
importancia y utilidad del presente do-
cumento, que como una herramienta 
de trabajo se deja en manos del lector, 
jueces, magistrados, fiscales, aboga-
dos defensores públicos, operadores 
de justicia y estudiantes de las Facul-
tades de Ciencias Jurídica y Sociales, 
con la certeza de contribuir modesta-
mente a la construcción de sociedades 
interculturales, para fortalecer relacio-
nes más igualitarias, solidarias y res-
petuosas de los derechos humanos.



Josué Felipe Baquiax 
Magistrado Presidente del Organismo 



Judicial y de la Corte Suprema de 
Justicia de Guatemala
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Introducción



El Estado de Guatemala al signar los 
instrumentos internacionales que tu-
telan los derechos de los pueblos in-
dígenas adquirió, entre otros, el com-
promiso de garantizar el acceso a la 
justicia de los pueblos indígenas to-
mando en cuenta la cultura de dichos 
pueblos, así como su sistema jurídico 
propio. 



El presente Cuaderno está dirigido a 
jueces y magistrados del Sistema de 
Justicia con el propósito de contribuir 
a la comprensión y respeto de los de-
rechos de los pueblos indígenas, en 
particular al derecho al acceso a la 
justicia con pertinencia cultural. 



Tomando en cuenta que el Peritaje 
Cultural es un medio de prueba idó-
neo para favorecer la aplicación de 
justicia con pertinencia cultural, este 
documento busca brindar conocimien-
tos generales sobre este, con el ob-
jetivo que sirvan de referencia a los 
operadores de justicia, al momento de 
conocer casos en los que están vincu-
ladas personas que pertenecen a pue-
blos indígenas.



El Cuaderno está divido en tres partes, 
la primera brinda una lista de los dere-
chos específicos de los pueblos indíge-
nas, principalmente de los que guar-
dan relación con el acceso a la justicia, 



contenidos tanto en la legislación na-
cional como en instrumentos interna-
cionales ratificados por Guatemala, se 
hace referencia a algunas resoluciones 
emitidas en sentencias por juzgados 
unipersonales y de la Corte Suprema 
de Justicia (CSJ) en procedimientos de 
casación, así como, resoluciones de la 
Corte de Constitucionalidad (CC) y de 
fallos de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH). 



En la segunda parte se presentan 
antecedentes históricos sobre el re-
conocimiento de los Derechos de los 
Pueblos Indígenas en Guatemala; y 
en particular, del derecho al acceso a 
la justicia. La tercera parte del Cua-
derno aborda distintos aspectos so-
bre el Peritaje Cultural, entre otros su 
importancia y funciones, además se 
menciona en qué casos es pertinente  
su utilización.



El Cuaderno también tiene el propósi-
to de apoyar el trabajo que desarrolla 
la Unidad de Asuntos Indígenas del 
Organismo Judicial, cuyo mandato1 in-
cluye: “a) Promover y asesorar en la 
implementación de políticas públicas 



1	 La Unidad de Asuntos Indígenas  fue 
creada en el mes de febrero 2012, por 
medio del Acuerdo No. 112-2009 del Or-
ganismo Judicial. www.oj.gob.gt/index.
php?option=com_content&view=article&
id=245&Itemid=281
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de los derechos de los pueblos indí-
genas en los planes y proyectos del 
Organismo Judicial; b) Promover con 
la Unidad de Capacitación Institucio-
nal la incorporación de programas de 
capacitación y sensibilización sobre el 
derecho de los pueblos indígenas, el 



Pluralismo Jurídico y temas relaciona-
dos, dirigidos a funcionarios y emplea-
dos judiciales y administrativos; y c) 
Desarrollar estudios y proponer solu-
ciones para orientar y asesorar a las 
autoridades del Organismo Judicial en 
la materia”.
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se hace referencia a algunas de las va-
rias sentencias emitidas por juzgados 
unipersonales, fallos emitidos por la 
Corte Suprema de Justicia en proce-
dimientos de casación y sentencias de 
la Corte de Constitucionalidad2. Ade-
más se citan algunos fallos de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH), que pueden servir de referen-
cia para los operadores de justicia.



2	 Las Constituciones de algunos países, en-
tre otros España, México y Colombia, han 
incorporado el concepto Bloque Consti-
tucional, el cual está referido a aquellas 
normas y principios que no forman parte 
de la Constitución. El Bloque Constitucio-
nal integra las normas de tratados inter-
nacionales de derechos humanos al mis-
mo nivel de las normas constitucionales. 
La Constitución de Guatemala no incluye 
expresamente el Bloque Constitucional; 
la doctrina legal es un aspecto que úni-
camente se norma en el Artículo 43 de la 
Ley de Amparo, Exhibición Personal y de 
Constitucionalidad (Decreto No. 1-86): 
“Doctrina Legal. La interpretación de 
las normas de la Constitución y de otras 
leyes contenidas en las sentencias de la 
Corte de Constitucionalidad, sienta doc-
trina legal que debe respetarse por los 
tribunales al haber tres fallos contestes 
de la misma Corte. Sin embargo, la Cor-
te de Constitucionalidad podrá separarse 
de su propia jurisprudencia, razonando la 
innovación, la cual no es obligatoria para 
los otros tribunales, salvo que lleguen a 
emitirse tres fallos sucesivos contestes 
en el mismo sentido.”



En Guatemala los derechos de los pue-
blos indígenas están reconocidos en la 
Constitución Política de la República, 
en leyes constitucionales, en leyes or-
dinarias y en los instrumentos interna-
cionales, que tutelan dichos derechos, 
signados por el Estado. Sin embargo, 
en diversos ámbitos e instituciones, in-
cluidas las de justicia, estos derechos 
no se respetan a cabalidad debido, en-
tre otras razones, a que se conocen 
parcialmente o existe algún grado de 
incomprensión de los mismos. De tal 
cuenta, en la realidad se advierte una 
amplia brecha de capacidad (por parte 
de los titulares) en el ejercicio de sus 
derechos en general y en el de acceso 
a la justicia, en particular. 



El marco normativo nacional e inter-
nacional que contiene las obligaciones 
del Estado hacia los pueblos indíge-
nas, les confiere a los integrantes de 
estos pueblos, derechos civiles, políti-
cos, económicos, sociales y culturales, 
igual que al resto de la población, pero 
además les otorga derechos específi-
cos. A continuación se presentan los 
derechos específicos de los pueblos 
indígenas que guardan relación con el 
acceso a la justicia, contenidos en di-
cho marco normativo vigente. También 



A.	 Los derechos de los pueblos 
indígenas en la legislación nacional  
y en instrumentos internacionales
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1.	 Definición de 
Pueblos Indígenas y 
reconocimiento de la 
diversidad cultural 
y la diversidad 
lingüística



La Constitución Política de la Repúbli-
ca, contiene una Sección Tercera ti-
tulada Comunidades Indígenas. Bajo 
esta sección el Art. 66 establece que 
“Guatemala está formada por diversos 
grupos étnicos entre los que figuran los 
grupos indígenas de ascendencia maya. 
El Estado reconoce, respeta y promueve 
sus formas de vida, costumbres, tradi-
ciones, formas de organización social, 
el uso del traje indígena en hombres y 
mujeres, idiomas y dialectos”.



Un aspecto que es importante señalar 
del artículo citado, es que la Consti-
tución se refiere a los Pueblos Indí-
genas como comunidades indígenas, 
grupos étnicos o grupos indígenas. El 
mismo artículo, también establece que 
existe la diversidad cultural al recono-
cer sus “formas de vida, costumbres, 
formas de organización social...” y la 
diversidad lingüística: “...sus idiomas 
y dialectos”. Por otra parte en el país 
generalmente se utiliza el criterio lin-
güístico para definir a los pueblos in-
dígenas, sin embargo existen otros 
elementos que los identifican, por 
ejemplo los mencionados en el Acuer-
do sobre Identidad y Derechos de los 
Pueblos Indígenas3: la descendencia 



3	 EL Artículo 3 de La Ley Marco de los 
Acuerdos de Paz, establece que el Estado 
reconoce a los acuerdos de paz el “ca-
rácter de compromisos de Estado cuyo 
cumplimiento requiere de acciones a  
desarrollar por las instituciones públicas 
y por las personas individuales y jurídicas 



directa de los antiguos mayas, la cos-
movisión y la cultura común basada 
en los principios y estructuras del pen-
samiento maya4.



En el Caso Saramaka vs Surinam la 
Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos5 señala como características de 
los pueblos indígenas “tener tradiciones 
sociales, culturales y económicas dife-
rentes de otras secciones de la comu-
nidad nacional, identificarse con sus te-
rritorios ancestrales y estar regulados, 
al menos en forma parcial, por sus pro-
pias normas, costumbres o tradiciones”.



Siguiendo el criterio lingüístico, la Ley 
de la Academia de las Lenguas Mayas 
de Guatemala (Decreto 65-90 del Con-
greso de la República), se refiere a los 
Pueblos Indígenas como “Comunida-
des lingüísticas”. En el mismo sentido 
el Art. 5. de la Ley de Idiomas Nacio-
nales (Decreto 19-2003 del Congreso 
de la República), define a las Comu-
nidades Lingüísticas como “Conjunto 
de personas que poseen, reconocen y 
utilizan un idioma común, ya sea en 
un espacio territorial, social o cultural 
específico”. En Guatemala se hablan 
22 idiomas de origen Maya6 (sin tomar  



de la sociedad, en el marco de la Consti-
tución Política de la República y de la ley”.



4	 Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los 
Pueblos Indígenas, Cap. I. párr. 2. i, ii, iii y iv.



5	 Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos. Sentencia del 28 de noviembre 
de 2007, (Excepciones Preliminares, Fon-
do, Reparaciones y Costas) Párr. 79.



6	 Los idiomas de origen Maya que se hablan 
en Guatemala son Achi, Akateko, Awaka-
teko, Ch’orti’, Chuj, Itza’, Ixil, Jakalteko 
(Popti’), Kakchikel, K’iche’, Mam, Mopan, 
Pocomam, Poqomchi’, Q’anjob’al, Q’eqchi’, 
Sacapulteko, Sipakapense, Tektiteko, 
Tz’utujil, Uspanteko y Chalchiteka (Art. 
7 –Decreto No. 24-2003– que reforma el 
Decreto 65-90 Ley de la Academia de Len-
guas Mayas de Guatemala).
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en cuenta que existen variantes dia-
lectales de varios de estos idiomas), 
por lo que hay igual número de co-
munidades lingüísticas cuyos inte-
grantes en conjunto constituyen el 
pueblo Maya. Además, habitan en 
el país los pueblos xinca y garífuna, 
hablantes de los idiomas de iguales 
nombres. 



El Convenio 169 de la OIT, en el Art. 1, 
párr. 1. b, señala que son considera-
dos indígenas “...por el hecho de des-
cender de poblaciones que habitaban 
en el país o en región geográfica a la 
que pertenece el país en la época de 
la conquista o la colonización o del es-
tablecimiento de las actuales fronteras 
estatales y que, cualquiera que sea su 
situación jurídica, conservan todas sus 
propias instituciones sociales, econó-
micas, culturales y políticas, o parte 
de ellas.” 



En virtud del reconocimiento constitu-
cional contenido en el Art. 66, a los 
idiomas y dialectos, los pueblos indí-
genas tienen derecho a acceder a los 
servicios que presta el Estado en su 
propio idioma. En tal sentido, la Ley 
de Idiomas Nacionales en su Art. 3, 
indica que “El reconocimiento, respe-
to, promoción, desarrollo y utilización 
de los idiomas nacionales, es una con-
dición fundamental y sustantiva en la 
estructura del Estado y en su funcio-
namiento, en todos los niveles de la 
administración pública deberá tomar-
los en cuenta”.



Este derecho también está garantiza-
do en el Art. 13, párr. 2, de la Decla-
ración de las Naciones Unidas de los 
Derechos de los Pueblos Indígenas 
(DNUDPI) que estipula que los pue-



blos indígenas tienen derecho a revi-
talizar, utilizar, fomentar y transmitir 
a las generaciones sus idiomas y que 
“Los Estados adoptarán medidas efi-
caces para asegurar la protección de 
ese derecho y también para asegu-
rar que los pueblos indígenas puedan 
entender y hacerse entender en las 
actuaciones políticas, jurídicas y ad-
ministrativas, proporcionando para 
ello, cuando sea necesario servicios 
de interpretación u otros medios 
adecuados.” 



2.	 Derecho a la 
Autoidentificación y a 
la Autoadscripción



Las personas indígenas tienen el de-
recho de autoidentificarse como tales, 
es decir que, para que una persona 
sea reconocida como indígena es su-
ficiente que se identifique a sí misma 
como indígena. 



El Convenio 169 de la OIT, en el Art 1. 
párr. 2, estipula que “La conciencia de 
su identidad indígena o tribal deberá 
considerarse un criterio fundamental 
para determinar los grupos a los que 
se aplican las disposiciones del pre-
sente Convenio”.



El AIDPI en el Cap. I. párr. 2. v., esta-
blece como un elemento de la identi-
dad “la autoidentificación”. 



Así mismo, las personas indígenas 
tienen el derecho a la autoadscripción 
a un pueblo, este queda estableci-
do en el Art. 33 de la DNUDPI: “tie-
nen derecho a determinar su propia 
identidad o pertenencia conforme a 
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sus costumbres y tradiciones”. Tam-
bién hace referencia a este derecho 
el Art. 1, párr. 2 del Convenio 169 de 
la OIT, al establecer que “La concien-
cia de su identidad indígena o tribal 
deberá considerarse un criterio fun-
damental para determinar los grupos 
a los que se aplican las disposiciones  
del Convenio”.



2.1	 Derecho a pertenecer a un 
Pueblo Indígena



El Art. 58 de la Constitución de la Re-
pública, estipula que “Se reconoce el 
derecho de las personas y de las co-
munidades a su identidad cultural de 
acuerdo a sus valores, su lengua y sus 
costumbres”.



La DNUDPI en el Art. 9, establece que 
“Los pueblos y los individuos indíge-
nas tienen derecho a pertenecer a una 
comunidad o nación indígena, de con-
formidad con las tradiciones y costum-
bres de la comunidad o nación de que 
se trate. Del ejercicio de ese derecho 
no puede resultar discriminación de 
ningún tipo”.



3.	 Derecho a la Libre 
Determinación



En el Art. 3 la DNUDPI señala: “Los 
pueblos indígenas tienen derecho a la 
libre determinación. En virtud de ese 
derecho determinan libremente su 
condición política y persiguen libre-
mente su desarrollo económico, so-
cial y cultural”. Añade la DNUDPI en el  
Art. 4 que “Los pueblos indígenas en 



ejercicio de su derecho a la libre de-
terminación, tienen derecho a la auto-
nomía o al autogobierno en las cues-
tiones relacionados con sus asuntos 
internos y locales, así como a disponer 
de medios para financiar sus funciones 
autónomas”. 



La libre determinación de los pueblos 
indígenas no tiene los mismos alcan-
ces que recibe en el derecho interna-
cional de los Estados, ya que la misma 
DNUDPI Art. 46, párr. 1 señala que 
“Nada de lo contenido en la presente 
Declaración se interpretará en el sen-
tido de que confiere a un Estado, pue-
blo, grupo o persona derecho alguno 
a participar en una actividad o realizar 
un acto contrario a la Carta de las Na-
ciones Unidas, ni se entenderá en el 
sentido de que autoriza o alienta ac-
ción alguna encaminada a quebrantar 
o menoscabar, total o parcialmente, la 
integridad territorial o la unidad polí-
tica de Estados soberanos e indepen-
dientes”. Sin embargo, la DNUDPI en 
el Art. 26 párr. 2, sí establece que “Los 
pueblos indígenas tienen derecho a 
poseer, utilizar, desarrollar y controlar 
las tierras, territorios y recursos que 
poseen en razón de la propiedad tra-
dicional u otro tipo tradicional de ocu-
pación o utilización, así como aquellos 
que hayan adquirido de otra forma”. 
Además el Art. 34 de la misma, se-
ñala que “Los pueblos indígenas tie-
nen derecho a promover, desarrollar 
y mantener sus estructuras institucio-
nales y sus propias costumbres, espir-
tualidad, tradiciones, procedimientos, 
prácticas y, cuando existan, costum-
bres o sistemas jurídicos, de confor-
midad con las normas internacionales 
de derechos humanos”.
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El Convenio 169 de la OIT, en el Art. 
7, párr. 1. señala: “Los pueblos inte-
resados deberán tener el derecho a 
decidir sus propias prioridadades en lo 
que atañe al proceso de desarrollo, en 
la medida que éste afecte a sus vidas, 
creencias, instituciones y bienestar 
espiritual y a las tierra que ocupan o 
utilizan de alguna manera...”



En el ejercicio del derecho a la libre de-
terminación y de los derechos mencio-
nados en el párrafo anterior, un pueblo 
indígena podrá determinar las condi-
ciones en que va a gobernar, adminis-
trar, aprovechar y proteger sus tierras, 
territorios y recursos naturales.



4.	 Derecho al 
Autogobierno - 
Alcaldías Indígenas 
y Alcaldías 
Comunitarias o 
Alcaldías Auxiliares



En Guatemala la Alcaldía Indígena fue 
reconocida como la institución de go-
bierno local indígena desde la época 
colonial cuando esta se conocía como 
Cabildo. No obstante, al establecerse 
el Estado de Guatemala, la Constitu-
ción de 1825 reconoció como único 
gobierno local a la Municipalidad, la 
cual se integraba por indígenas y la-
dinos. A pesar de tal disposición la 
Alcaldía Indígena no dejó de existir 
y el Estado terminó por “tolerar” su 
presencia paralela a la Municipalidad 
Constitucional como se le conoció a la 
instituida en 18257.



7	 Carlos Fredy Ochoa: Alcaldías Indígenas 
Diez años después de su reconocimiento 



La Corte de Constitucionalidad guate-
malteca (Expediente 1101-2010) con 
relación a las alcaldías indígenas seña-
la que “no se trata de una mera forma 
de cohesión social y natural, sino de 
una institución genuina que pervive 
como parte de la tradición histórica de 
los pueblos indígenas...” 



La corporación municipal y la Alcaldía 
Indígena han funcionado como insti-
tuciones paralelas en algunos munici-
pios, principalmente del Altiplano, pero 
hasta 2002 fueron reconocidas legal-
mente en la reforma al Código Munici-
pal (Decreto 12-2002 del Congreso de 
la República). En los municipios don-
de no ha funcionado esta institución, 
siempre existió una Alcaldía Auxiliar, 
cuyos integrantes pertenecen a los 
pueblos indígenas. Esas alcaldías au-
xiliares toman el nombre de Alcaldías 
Comunitarias en la reforma de 2002.



El referido Código Municipal en el  
Art. 55, Alcaldías Indígenas, estipula 
“El gobierno del municipio debe reco-
nocer, respetar y promover las alcal-
días indígenas, cuando éstas existan, 
incluyendo sus propias fomas de fun-
cionamiento administrativo.



Asimismo, el Art 56. de dicho Código, 
con relación a las alcaldías comunita-
rias o alcaldías auxiliares, señala que 
“El Concejo Municipal, de acuerdo a 
los usos, normas y tradiciones de las 
comunidades, reconocerá a las alcal-
días comunitarias o alcaldías auxilia-
res como entidades representativas de 
las comunidades, en especial la toma 
de decisiones y como vínculo de rela-
ción con el gobierno municipal.



por el Estado de Guatemala. Guatemala: 
ASIES, 2013, p. 16.
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4.1	 Autoridades indígenas y el 
derecho a la aplicación de su 
derecho propio



En Guatemla los pueblos indigenas 
reconocen como sus autoridades le-
gítimas a los Alcaldes Indígenas y a 
los Alcaldes Comunitarios o Alcaldes 
Auxiliares, estos son los “funcionarios 
facultados para impartir justicia”8.



Con respecto a su nombramiento el Co-
digo Municipal señala en el Art. 56 que 
“El nombramiento de alcaldes comuni-
tarios o alcaldes auxiliares lo emitirá el 
alcalde municipal, con base a la desig-
nación o elección que hagan las comu-
nidades de acuerdo a los principios, va-
lores, procedimientos y tradiciones de  
las mismas”. 



Asimismo, el AIDPI en el párr. 2 del 
literal B, Cap. IV, señala que “Teniendo 
en cuenta el compromiso constitucio-
nal del Estado de reconocer, respetar 
y promover estas formas de organi-
zación propias de las comunidades 
indígenas, se reconoce el papel que 
corresponde a las autoridades de las 
comunidades, constituidas de acuerdo 
a sus normas consuetudinarias, en el 
manejo de sus asuntos.”



En cuanto al derecho a aplicar su dere-
cho propio, el Convenio 169 de la OIT en 
los Art. 8, 9 y 10, reconoce el derecho 
consuetudinario. Asimismo, la DNUDPI 
en el Art. 5. estipula que “Los pueblos 
indígenas tienen derecho a conservar 



8	 ASIES y OACNUDH: Acceso de los Pue-
blos Indígenas a la Justicia Desde el 
Enfoque de Derechos Humanos: Pers-
pectivas en el Derecho Indígena y en el 
Sistema de Justicia Oficial. Guatemala: 
ASIES, 2008, p. 43.



y reforzar sus propias instituciones po-
líticas, jurídicas, económicas, sociales 
y culturales, manteniendo a la vez su 
derecho a participar plenamente, si lo 
desean, en la vida política, económica, 
social y cultural del Estado”. 



La Cámara Penal de la Corte Suprema 
de Justicia (CSJ) en Sentencia de Casa-
ción No. 01004-2012-01848, “...define 
el derecho indígena como un conjunto 
de principios y normas consuetudina-
rias, instituciones, autoridades, proce-
dimientos y sanciones reconocidas por 
una comunidad indígena, la que debe 
ser comprendida integralmente, es de-
cir como un sistema jurídico único en su 
dimensión cultural, social y espiritual, 
que coexiste con el derecho estatal 
bajo un prisma de pluralismo jurídico”.



Asimismo, la CSJ en Sentencia de Ca-
sación No. 01004-2012-01524, con-
cluye que “…el procesamiento penal 
a un alcalde indígena por dar cumpli-
miento a una disposición adoptada por 
medio de las instituciones, mecanis-
mos y procedimientos propios del De-
recho indígena, muestra con claridad 
la falta de comprensión y reconoci-
miento... de las costumbres, tradicio-
nes, organización social y más especí-
ficamente del derecho indígena.”



5.	 El derecho al acceso 
a la justicia en el 
sistema de justicia 
oficial



El acceso a la justicia es un derecho 
humano reconocido tanto en los ins-
trumentos internacionales de protec-
ción de los derechos humanos aproba-
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dos y ratificados por Guatemala, como 
la Constitución Política de la República 
de Guatemala en los Artículos 2 y 4. 
Este derecho comprende los siguien-
tes aspectos: a) El derecho a ser oído 
en un plazo razonable por una autori-
dad competente, independiente e im-
parcial, lo que implica que esta esté 
legitimada para resolver un conflicto, 
que sus decisiones sean vinculantes 
y se puedan cumplir; b) Que exista 
accesibilidad geográfica de las perso-
nas para acudir a dicha autoridad, de 
manera gratuita, en el propio idioma 
y que los conflictos sean resueltos;  
c) El derecho de la víctima a tener ade-
cuada tutela, que incluye la asisten-
cia primaria, secundaria y protección, 
así como la asesoría tanto en relación 
a sus derechos, como a los procedi-
mientos disponibles para la resolución 
de conflictos, con pertinencia cultural9.



En el caso de los pueblos indígenas, el 
acceso con pertinencia cultural impli-
ca la obligación del Estado a prestar 
el servicio: a) en el idioma indígena 
del titular de derechos, este puede ser 
con el auxilio de intérpretes judiciales, 
b) sin discriminación, c) usando el pe-
ritaje cultural, en casos en que este 
medio de prueba se estime pertinente 
y d) el respeto a las decisiones de las 
autoridades indígenas10.



El Convenio 169 en el Art. 8 estipula 
que al aplicar la legislación nacional a 
los miembros de los pueblos indíge-



9	 Oficina del Alto Comisionado de las Na-
ciones Unidas para los Derechos Huma-
nos en Guatemala (OACNUDH): Guía 
para el uso de indicadores del derecho 
al acceso de los pueblos indígenas y a la 
justicia con pertinencia cultural. Guate-
mala: OACNUDH, 2010a, p. 7.



10	 Ibídem.



nas “...deberán tomarse debidamen-
te en consideración sus costumbres o 
su derecho consuetudinario”; asimis-
mo en el Art. 9 párr. 1 establece que  
“...deberán respetarse los métodos a 
los que los pueblos interesados recu-
rren tradicionalmente para la repre-
sión de los delitos cometidos por sus 
miembros”; y en el párr. 2 del mismo 
“Las autoridades y los tribunales lla-
mados a pronunciarse sobre cuestio-
nes penales deberán tener en cuenta 
las costumbres de dichos pueblos en 
la materia”11. En el Art. 10 el referi-
do Convenio dispone que “Cuando se 
impongan sanciones penales previstas 
por la legislación general a miembros 
de dichos pueblos deberán tenerse en 
cuenta sus características económi-
cas, sociales y culturales”.



La DNUDPI en el Art. 40 estipula que 
“Los pueblos indígenas tienen dere-
cho a procedimientos equitativos y 
justos para el arreglo de conflictos y 
controversias con los Estados u otras 
partes, y a una pronta decisión sobre 
esas controversias, así como a una 
reparación efectiva de toda lesión de 
sus derechos individuales y colectivos. 
En esas decisiones se tendrán debida-
mente en consideración las costum-
bres, las tradiciones, las normas y los 
sistemas jurídicos de los pueblos indí-
genas interesados y las normas inter-
nacionales de derechos humanos”.



11	 En este contexto, “tener en cuenta o tomar 
en cuenta” significa que las costumbres, 
el Derecho indígena y sus autoridades se 
deberán respetar, también implica que 
las resoluciones dictadas por autoridad 
indígena sean aceptadas y no se abran 
procesos en contra de personas que ya 
han sido sancionados por estas; y que los 
hechos en los que las personas indígenas 
están involucradas sean examinados en 
el marco de su contexto cultural y social. 
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El Mecanismo de expertos de Nacio-
nes Unidas sobre los Derechos de los 
pueblos indígenas establece que “El 
acceso a la justicia requiere la posi-
bilidad de solicitar y obtener recursos 
por los agravios recibidos, a través de 
instituciones de justicia, formales o in-
formales, de conformidad con las nor-
mas de derechos humanos, lo que es 
fundamental para la protección y pro-
moción de todos los demás derechos 
humanos”12. 



El Art. 66 constitucional, aunque re-
conoce de forma limitada los dere-
chos específicos de pueblos indígenas 
(la diversidad étnica y lingüística del 
país) incluye el reconocimiento de las 
formas de organización social, lo cual 
sustenta el derecho de los pueblos  



12	 Consejo de Derechos Humanos de Na-
ciones Unidas: Acceso a la justicia en 
la promoción y protección de  los  dere-
chos de los pueblos indígenas, Estudio 
del Mecanismo de expertos sobre los 
derechos de los  pueblos  indígenas. A/
HRC/24/50, Distr. general 30 de julio de 
2013, párr. 3.



indígenas a su derecho al acceso a la 
justicia dentro de su propio sistema 
jurídico.



La Convención Internacional sobre la 
eliminación de todas las formas de 
discriminación racial (Art. 1, párr. 1 y 
Art. 6) protegen el derecho de acceso 
a la justicia sin discriminación, ade-
más la Recomendación general No. 
XXXI sobre la prevención de la discri-
minación racial en la administración 
y funcionamiento de la justicia penal  
(párr. 27.) indica que “Antes del pro-
ceso, los Estados Partes podrían alen-
tar, si procede, la desjudicialización o 
la utilización de procedimientos pa-
rajudiciales frente al delito, teniendo 
en cuenta el entorno cultural o con-
suetudinario del autor de la infrac-
ción, especialmente cuando se trata 
de personas pertenecientes a pueblos 
autóctonos”13. 



13	 Comité para la Eliminación de la 
Discriminación Racial, from A/60/18,  
pp. 109-122. 
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1.	 Antecedentes 
históricos



La discusión sobre el reconocimiento 
de los derechos indígenas en Guate-
mala inició durante la década de los 
años ochenta. Este proceso fue impul-
sado principalmente por las organiza-
ciones Mayas que además revitaliza-
ron el movimiento indígena que había 
sido aplacado en la década14 anterior. 
Dicho movimiento cada vez más forta-
lecido presionó políticamente y logró 
incluir en la reforma Constitucional 
de 1985, el reconocimiento de algu-
nos de los derechos específicos de los 
pueblos indígenas: “... El Estado reco-
noce, respeta y promueve sus formas 
de vida, costumbres, tradiciones, for-
mas de organización social, el uso del 
traje indígena en hombres y mujeres, 
idiomas y dialectos.” (Constitución Po-



14	 En Guatemala, en la década de los años 
setenta se dieron los primeros intentos de 
organización partidaria de los indígenas 
sin la intermediación de instituciones no 
mayas. Falla, Ricardo: “El movimiento in-
dígena”, en Revista Estudios Centroame-
ricanos (ECA), nº 353. El Salvador: Uni-
versidad Centroamericana José Simeón 
Cañas. junio-julio de 1978, pp. 438-461; 
sin embargo este intento se vio truncado 
por la muerte violenta de algunos de sus 
dirigentes, por lo que el Movimiento Maya 
resurge, casi veinte años más tarde, en 
el marco de organizaciones no guberna-
mentales, denominadas genéricamente 
como Organizaciones Mayas.



lítica de la República, Art. 66). No obs-
tante el reconocimiento constitucional, 
pasaron más de cinco años para que 
principiaran a emerger las reivindi-
caciones de los derechos específicos 
de los pueblos indígenas. Dichos re-
clamos surgieron como parte de las 
demandas y señalamientos de dichos 
pueblos en el marco de los 500 años 
del descubrimiento de América en la 
década de los años noventa.



En el ámbito gubernamental empezó a 
ser abordado el tema de los derechos 
de los pueblos indígenas durante las 
negociaciones de paz, específicamente 
en las que culminaron con la firma del 
Acuerdo sobre Identidad y Derechos 
de los Pueblos Indígenas (AIDPI) en 
1995, por el gobierno de Guatemala 
y la Unidad Revolucionaria Nacional 
Guatemalteca (URNG)15. Dos años 
después, en 1997, por la entrada en 
vigor del Convenio N° 169 de la OIT el 
Ministerio de Trabajo condujo un pro-
ceso de información sobre el Convenio 
en todo el territorio nacional. Duran-
te los siguientes diez años, aunque se 



15	 Después de la firma del AIDPI, el único 
compromiso que recibió suficiente aten-
ción por parte del Estado guatemalteco 
fue “ampliar e impulsar la educación bi-
lingüe intercultural...”, probablemente 
porque los antecedentes de la educación 
bilingüe son los programas de castellani-
zación de larga data en Guatemala.



B.	 El reconocimiento de los 
derechos de los pueblos 
indígenas en Guatemala











	        Cuaderno Estado y Derecho22



habló en general de los derechos es-
pecíficos de los pueblos indígenas, el 
que recibió mayor atención y fue obje-
to de debate en el ámbito nacional fue 
el derecho de las personas indígenas 
a ser juzgadas conforme a su propio 
derecho. La discusión se centró en el 
reconocimiento del Derecho Maya, y a 
esta, sin lugar a dudas, también con-
tribuyó el informe de la Comisión para 
el Fortalecimiento de la Justicia16 “Una 
nueva Justicia para la Paz” que reco-
mendó: “La Constitución Política de la 
República debe reconocer la existencia 
del derecho consuetudinario, (recono-
cimiento que obliga a modificar el Art. 
203 de la Constitución)” y “La nueva 
norma debe conducir a una política le-
gislativa que formalice y ordene una 
relación de coexistencia armónica en-
tre la justicia estatal y la formas tra-
dicionales de resolución de conflictos”.



2.	 El acceso de los 
Pueblos Indígenas  
al sistema de  
justicia oficial



La discusión del reconocimiento del 
Derecho Maya, dejó de lado en el ám-
bito nacional, el no menos importan-
te tema del acceso a la justicia de los 
pueblos indígenas en el sistema oficial, 
a pesar que la citada Comisión de For-
talecimiento de la Justicia en el Infor-
me “Una Nueva Justicia para la Paz”17, 
con relación al acceso a la justicia, la 



16	 Comisión de Fortalecimiento de la Justi-
cia. Resumen Ejecutivo del informe final 
“Una nueva justicia de paz”. Guatema-
la: Comisión de Fortalecimiento de la  
Justicia, 1998.



17	 Ibídem, p. 19.



pluralidad jurídica y otros derechos y 
garantías, concluye que “se debe: 1) 
Reconocer el carácter multiétnico, plu-
ricultural y multilingüe del país como 
garantía frente a la administración de 
justicia; y 2) Reconocer el derecho 
al libre acceso a la administración de 
justicia en el propio idioma”. El Esta-
do tampoco incluyó este aspecto en el 
Código Procesal Penal (CPP), que en-
tró en vigencia en 1994, cuatro años 
antes de dichas recomendaciones. Al 
respecto Ramírez18, refiriéndose al 
CPP, señala que este “transformó radi-
calmente su sistema de enjuiciamien-
to de uno inquisitivo, escrito y cerra-
do, al sistema acusatorio con juicio 
oral y con funciones diferenciadas en-
tre sus operadores...” no obstante en 
Guatemala igual que en otros países 
“Este cambio radical si bien significó 
todo un hito en el movimiento de re-
formas latinoamericano no incorporó 
especialmente ninguna norma relativa 
a la diversidad [cultural]”.19



En 1997, el Estado guatemalteco tra-
tó de enmendar la omisión en el Có-
digo Procesal Penal, y creó Juzgados 
de Paz Comunitarios (Decreto 79-97 
del Congreso de la República. Refor-
ma al Código Procesal Penal, Art. 552 
Bis) en cinco municipios con población 
maya. Dicho artículo establece entre 
otras cosas, que “la Corte Suprema 
de Justicia nombrará como jueces de 
paz en materia penal a tres personas 
de reconocida honorabilidad y arraigo 



18	 Silvina Ramírez: Derechos de los Pue-
blos Indígenas y Reforma Procesal Penal 
-Casos de Chile y Guatemala, s.f. p. 29. 
Documento electrónico, disponible en: 
http://pdba.georgetown.edu/security/
citizensecurity/guatemala/evaluaciones/
ramirez-der-pueblos-indigenas.pdf



19	 Ibídem, p. 29.
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que puedan comunicarse en la lengua 
predominante de la región y en espa-
ñol”, también establece que “...presi-
dirá el tribunal el juez de mayor edad 
y resolverán con arreglo a los usos y 
costumbres, la equidad y los principios 
generales del Derecho cuando ello fue-
re posible”. En general el Art. 552 Bis, 
evidencia que el Estado, no solamente 
ignoró a las autoridades legítimas de 
los pueblos indígenas, sino también 
sus procedimientos para nombrar a di-
chas autoridades y las formas propias 
de aplicación de la justicia; en otras 
palabras, la reforma terminó siendo 
lesiva a la práctica del derecho propio. 



En los últimos quince años, desde el 
inicio del s. XXI a la fecha (2014), la 
preocupación por la falta de acceso 
a la justicia de los Pueblos Indígenas 
se ha incrementado, principalmen-
te por los señalamientos, que en sus 
visitas a Guatemala, hizo el Relator 
Especial sobre la situación de los de-
rechos humanos y las libertades fun-
damentales de los indígenas, Rodolfo  
Stavenhagen. El Relator Especial infor-
mó en 2003 que “La falta generalizada 
de acceso al sistema oficial de justi-
cia debido a la discriminación directa 
o indirecta profundamente arraigada 
en contra de los pueblos indígenas, es 
un rasgo importante de las deficien-
cias en la protección de los derechos 
humanos”; asimismo “Una limitación 
reiteradamente señalada durante la 
visita del Relator Especial a Guatema-
la, se refiere al uso de las lenguas in-
dígenas en procesos judiciales y otros 
procedimientos colaterales…” y afirma 
que “La lengua suele ser uno de los 
principales obstáculos que impiden el 
acceso de los indígenas a la justicia 
ordinaria, a los registros nacionales 



y a los procedimientos jurídicos. Los 
hablantes de lenguas indígenas se en-
cuentran en desventaja en la adminis-
tración de justicia, que se desarrolla 
en un marco cultural y lingüístico que 
les es ajeno”20.



Estudios e informes sobre el tema21, 
enfatizan que uno de los graves pro-



20	 Consejo Económico y Social de la ONU: 
Informe del Relator Especial sobre la si-
tuación de los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales de los indígenas, 
Sr. Rodolfo Stavenhagen presentado de 
conformidad con la resolución 2001/57 
de la Comisión de Derechos Humanos, 
Doc. ONU: E/CN-4/2003/90/SS. 28 de 
enero de 2003. Addendum Misión a Gua-
temala. Documento electrónico disponi-
ble en: http://www.cc.gob.gt/documen-
toscc/ddhh/Puein.pdf



21	 Morales, Benito: El acceso a la justi-
cia en el propio idioma. Guatemala:  
Avancso, 2001.; Tzorin, Santos: “El limi-
tado acceso de los indígenas al sistema 
oficial de justicia” en Revista Estudios In-
terétnicos No. 18, 2004 pp. 75-85; Pro-
grama de Naciones Unidas para el Desa-
rrollo (PNUD): “Logros y Tropiezos en la 
justicia Multiétnica”. Cap. 10 del Informe 
Nacional de Desarrollo Humano Diversi-
dad étnico-cultural: La ciudadanía en un 
Estado plural. Guatemala: PNUD, 2005 
pp. 230-236; Comisión Nacional para el 
Seguimiento y Apoyo al Fortalecimiento 
de la Justicia (CNSAFJ): Acceso de los 
Indígenas a la justicia oficia en Guate-
mla. Percepción y recomenaciones des-
de las/los usuarios. Guatemala: CNSAFJ, 
2007b; Defensoría de la Mujer Indígena 
(DEMI): El acceso de las Mujeres Indíge-
nas al Sistema de Justicia Oficial de Gua-
temala. Segundo Informe. Guatemala: 
DEMI, 2007; ASIES y OACNUDH, op. cit.; 
OACNUDH: Aportes para el litigio en ca-
sos de discriminación racial, étnica y de 
género. Ponencias dictadas en el marco 
de la capacitación técnica sobre litigio 
estratégico en casos e discriminación. 
Guatemala: OACNUDH, 2010b; Mayén, 
Guisela: Valoraciones sobre el pluralismo 
jurídico y el Sistema jurídico propio de los 
Pueblos Indígenas. Guatemala: Asocia-
ción de Investigación y Estudios Sociales, 
2010; S. Ramírez & M. Ávalos: Pueblos 
Indígenas en Guatemala y América La-
tina: Normativa, Estado de situación y 
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blemas que afecta el pleno goce de 
los derechos humanos tanto civiles y 
políticos como económicos, sociales y 
culturales de los pueblos indígenas es 
la falta o el insuficiente acceso a la jus-
ticia. Se ha reportado que “a pesar de 
que desde una óptica formal tanto los 
titulares de derechos como las auto-
ridades responsables de aplicar justi-
cia, están plenamente habilitados para 
ejercer sus derechos y cumplir con sus 
deberes, en la práctica muchas veces 
las personas indígenas no tienen la po-
sibilidad del ejercicio pleno de sus de-
rechos y las autoridades del sistema de 
justicia por varios factores, no siempre 
cumplen con sus obligaciones22”.



Aunque se identifican algunos esfuer-
zos para atender el acceso a la justi-
cia de los pueblos indígenas, estos son 
poco significativos, principalmente en 
el Ministerio Público y en el Organismo 
Judicial. Dichas instituciones, desde la 
reforma al CPP en 1994, se han enfoca-
do principalmente en la contratación de 
intérpretes para brindar el servicio en 
el idioma de los usuarios, sin embargo 
este aspecto no se generalizó para todo 
el territorio nacional. En 2002 “el Minis-
terio Público contó con un total de 18 
intérpretes para todo el país, uno más 
en comparación con el año 2001”23. 
El incremento anual de personal que 
presta el servicio de intérprete ha sido 
mínimo, “…para el año 2008 había 19 
intérpretes en el MP, y para el corriente 
año (2011) continúa la misma cantidad 



proyecciones. Guatemala: Instituto de 
Estudios Comparados en Ciencias Pena-
les de Guatemala; Ramírez, op. cit.



22	 ASIES y OACNUDH, op. cit. p. 8.
23	 ASIES: Proceso de Modernización y 



fortalecimiento del Sistema de Justicia: 
avances y dificultades, enero 2002- junio 
2003. Guatemala: ASIES, 2003, p. 42.



de intérpretes y en la misma proporción 
según su género: 13 hombres y seis 
mujeres. Del total del personal, siete 
no tienen acreditación por la Academia 
de Lenguas Mayas”24. Actualmente el 
MP cuenta con 38 intérpretes (2014), 
lo que evidencia que de 2011 a 2013 el 
Ministerio Público dobló el número de 
intérpretes, sin embargo sigue siendo 
insuficiente especialmente en algunos 
departamentos como Huehuetenango 
en donde se hablan ocho idiomas Ma-
yas25 y la Fiscalía Distrital únicamente 
cuenta con dos intérpretes para igual 
número de idiomas. 



No obstante, el esfuerzo hecho por 
el MP, se ha señalado falta de idonei-
dad por parte de quienes prestan el 
servicio de intérprete. Son personas 
que no tienen ninguna especialización 
para ello, interpretar implica una fun-
ción compleja que “va más allá de una 
interpretación lingüística”, es “...al 
mismo tiempo una interpretación le-
gal y cultural” el servicio que se presta 
actualmente no asegura que las per-
sonas indígenas que acuden al siste-
ma de justicia “estén siendo asistidas 
en una forma adecuada”26. Diez años 
más tarde, la situación sigue siendo la 
misma, actualmente (2014) los únicos 
requisitos que el Ministerio Público so-
licita para las personas que acceden al 



24	 ASIES: Desafíos actuales de la justicia 
penal proceso de fortalecimiento del sis-
tema de justicia, avances y debilidades. 
Noviembre 2008-octubre 2011. Guate-
mala: ASIES, 2011, p. 95.



25	 Akateko, Awakateko, Chuj, K’iche, Mam, 
’Popti’, Q’anjob’al y Chalchiteko.



26	 Rita García Ajquijay: “La respuesta de la 
justicia guatemalteca a las mujeres indí-
genas del departamento de Sololá, afec-
tadas por violencia intrafamilar”, en Re-
vista de Derechos Humanos del IIJ/URL e 
IDHUSAC. Año II, enero 2004, p. 341.
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cargo de intérprete son “Acreditar tí-
tulo o diploma de educación media, de 
preferencia maestro de educación pri-
maria” y “Acreditar que habla un idio-
ma indígena del área de influencia de 
la fiscalía correspondiente” (Acuerdo 
No. 163-2013 del Ministerio Público).



Si bien, en el MP se dejó de lado otros 
aspectos del acceso a la justicia de pue-
blos indígenas, por ejemplo la atención 
con pertinencia cultural que implica 
además de la atención en el idioma, la 
auto identificación, la atención sin dis-
criminación, el respeto a las resolucio-
nes dictadas por autoridades indígenas 
en casos resueltos en su jurisdicción y 
“tomar debidamente en consideración 
las costumbres y el derecho propio al 
aplicar la legislación nacional...” como 
lo señala el Art. 8 el Convenio 169 de 
la OIT, durante 2013 la Unidad de Ca-
pacitación (UNICAP) implementó una 
nueva malla curricular para la forma-
ción de fiscales que ingresan y en ser-
vicio, en la cual incorporó el estudio de 
los derechos de los pueblos indígenas. 



Después de la firma de los Acuerdos 
de Paz, el Organismo Judicial creó 
la comisión de Asuntos Indígenas, y 
posteriormente creó los Centros de 
Administración de Justicia, los cuales 
integraron en un solo espacio físico a 
los tribunales de justicia, el Ministerio 
Público, la Defensa Pública Penal y la 
Policía Nacional Civil. Estos centros 
mejoraron el acceso en el idioma de 
los usuarios, y además incorporaron 
un Centro de Mediación27 coordinado 
por un mediador indígena, bilingüe y 



27	 Otto Marroquín: Administración de Justicia 
en Pueblos Indígenas, s.f. p. 99. Documen-
to electrónico, disponible en: http://biblio.
juridicas.unam.mx/libros/3/1333/7.pdf



originario de la comunidad. La Comi-
sión de Asuntos Indígenas, también 
impulsó la aplicación del criterio de 
oportunidad (Art. 25Bis del CPP) que 
estipula que jueces podrán aplicar los 
usos y las costumbres de las diver-
sas comunidades para la solución de 
conflictos. 



En 2004 la Comisión de Asuntos Indí-
genas publicó la “Recopilación de 24 
resoluciones dictadas con fundamen-
to en usos y costumbres indígenas en 
observancia del Convenio 169 de la 
OIT”28. Las sentencias publicadas pro-
vienen principalmente de los juzga-
dos de paz comunitarios y evidencian 
que los casos resueltos generalmente 
se refieren a faltas contra la propie-
dad, contra el orden, contra las bue-
nas costumbres y otros delitos leves. 
Una revisión de dichas sentencias por 
parte del Magistrado presidente de la 
Comisión de asuntos Indígenas del OJ 
indica que pocas sentencias se resuel-
ven aplicando el criterio de oportuni-
dad29. Por otra parte esta disposición 
(Art. 25Bis del CPP) provocó que tan-
to expertos como jueces se expresa-
ran a favor o en contra con relación 
a que los jueces no están habilitados 
para fallar en el marco de los “usos y 
costumbres” de las comunidades, sino 
únicamente las autoridades legítimas 
de cada comunidad.



Con el propósito de facilitar el acceso a 
la justicia en el idioma de los usuarios 



28	 Centro Nacional de Análisis y Documen-
tación Judicial (CENADOJ): Recopilación 
de 24 Resoluciones Dictadas con Funda-
mento en Usos y Costumbres Indígenas 
en observancia del Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo. 
Guatemala: CENADOJ, 2004.



29	 Otto Marroquí, op. cit. p. 101. 
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indígenas, el Organismo Judicial ha 
mantenido una política de contrata-
ción de personal hablante de idiomas 
mayas en departamentos del país con 
población indígena, por ejemplo en 
2003 se reportaron 718 personas, sin 
embargo solamente 46 estaban con-
tratados como intérpretes y de estos 
11 no hablaban ningún idioma indíge-
na30. Por otra parte el estudio realizado 
en Santa Cruz del Quiché por ASIES y 
OACNUDH, reporta que “se verificó 
que la única intérprete contratada por 
el OJ, tiene la responsabilidad de in-
tervenir en la interpretación de todos 
los sujetos procesales (acusados, víc-
timas, testigos, peritos y funcionarios 
judiciales). Así también debe prestar 
su apoyo a otros órganos jurisdiccio-
nales, por ejemplo al Juzgado Civil y 
al Juzgado de Trabajo, Previsión So-
cial y Familia, lo que hace que no se 
tenga la disponibilidad necesaria para 
atender a los titulares de derechos en 
los diferentes juzgados en su propio 
idioma”31.



La Corte Suprema de Justicia 
(CSJ) creó la Unidad de Asuntos Indí-
genas del Organismo Judicial; (Acuer-
do 112-2009)32, esta inició sus labores 
en el 22 marzo de 201233.Entre otras, 
tiene la función de promover con la 
Unidad de Capacitación Institucional 



30	 ASIES: Proceso de fortalecimiento del 
sistema de justicia: avances y debilida-
des, julio 2003 - junio 2006. Guatemala: 
ASIES, 2006, pp. 59 y 60.



31	 ASIES y OACNUDH, op. cit. p. 99.
32	 h t t p : / / w w w . o j . g o b . g t / i n d e x .



php?option=com_content&view=article&
id=245&Itemid=281



33	 La información que se incluye en cursiva 
fue brindada por el Dr. Santos Sajbochol, 
Coordinador de la Unidad de Asuntos In-
dígenas del Organismo Judicial, el mes de 
diciembre de 2014. 



la incorporación de programas de ca-
pacitación y sensibilización sobre el 
derecho de los pueblos indígenas, el 
pluralismo jurídico y otros temas re-
lacionados, dirigidos a funcionarios y 
empleados judiciales y administrati-
vos. En 2013, fue creado el Centro de 
Interpretación y Traducción Indígena, 
con sedes en Huehuetenango, Chi-
maltenango, Quiché, Sololá y Cobán, 
Alta Verapaz, el cual cuenta con 105 
intérpretes que atienden 13 de los 
22 idiomas mayas que se hablan en 
Guatemala. Posteriormente, se creó la 
Red Nacional de Interpretación Indí-
gena, que atiende los nueve idiomas 
restantes. “Por lo tanto actualmente el 
Organismo Judicial tiene la capacidad 
de atender en los 22 idiomas”, Lo cual 
permitió que durante el año “2014 
fueran atendidos 2,119 casos con in-
tervención de intérpretes”34. Los intér-
pretes estudiarán un diplomado sobre 
habilidades y destrezas de Oficiales 
Intérpretes que impartirá la Facultad 
de Ciencias Jurídicas y Sociales de la 
Universidad de San Carlos y la Acade-
mia de Lenguas Mayas. 



Actualmente el Organismo Judicial a 
través de la Unidad de Asuntos Indí-
genas, ha implementado cuatro mo-
dalidades de servicio de interpreta-
ción35: a) presencial, el cual se presta 
en los órganos jurisdiccionales donde 
laboran los oficiales intérpretes, y en 
casos en que dichos oficiales o los ofi-
ciales itinerantes y por servicio acu-
den a juzgados donde son requeridos; 
b) itinerante, se presta por medio de 



34	 Ibídem.
35	 Unidad de Asuntos Indígenas del Orga-



nismo Judicial: Segundo Informe abril 
2013-marzo 2014. Guatemala: UAI, 
2014, pp. 25-26.
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intérpretes designados en los centros 
regionales quienes se trasladan a re-
querimiento de un órgano jurisdiccio-
nal; c) por Servicio, consiste en que 
un lingüista especializado es contrata-
do para prestar el servicio en una dili-
gencia cuando el personal permanente 
no tiene la disponibilidad de atenderla; 
para el efecto se ha formado una Red 
Nacional de Intérpretes y Traductores 
jurídicos adscrita a la Unidad de Asun-
tos Indígenas; y d) virtual se atiende 
por oficiales intérpretes por medio de 
videoconferencia. Las sedes de Chi-
maltenango, Alta Verapaz y Huehue-
tenango cuentan con equipo para esta 
modalidad de servicio.



Además se espera que por medio del 
Centro de Interpretación y Traducción 
Indígena se creen “los mecanismos de 
coordinación que permitan la imple-
mentación de la pertinencia cultural y 
de género, dentro del marco del acceso 
a la justicia y pluralismo jurídico…”36.  
Para el efecto se ha iniciado esta im-
plementación con la elaboración de 
Guías de Atención a la Población In-
dígena37, las cuales constituyen herra-
mientas para los operadores de justi-
cia, que les permite atender a niños, 
niñas y mujeres indígenas con perti-
nencia cultural y tomando en conside-
ración su situación económica y social. 



Asimismo, dentro de las acciones 
realizadas en 2014 por la Unidad de  



36	 h t t p : / / w w w . o j . g o b . g t / i n d e x .
php?option=com_content&view=article
&id=411:presidente-del-organismo-ju-
dicial-inauguro-el-centro-de-interpreta-
cion-y-traduccion-indigena&catid=41



37	 Unidad de Asuntos Indígenas del Orga-
nismo Judicial: Guías de atención a mu-
jeres y niñez indígena en el acceso a la 
justicia, Guatemala: UAI, sf. 



Asuntos Indígenas del Organismo Ju-
dicial, se publicó una Compilación de 
sentencias judiciales emitidas con per-
tinencia cultural38, la cual está integra-
da por 13 resoluciones sobre diversos 
tipos de casos (ver infra pg. 15.). En di-
chas sentencias magistrados y jueces 
han resuelto tomando en considera-
ción tanto la legislación nacional como 
los instrumentos internacionales que 
tutelan los derechos de los pueblos in-
dígenas y los derechos humanos. 



El Instituto de la Defensa Pública Penal 
(IDPP) ha sido la institución del siste-
ma de justicia que mejor ha dado cum-
plimiento a la obligación del Estado de 
garantizar el acceso a la justicia de las 
personas indígenas. A partir de 2001 
creó diez defensorías indígenas pos-
teriormente creó la Coordinación con 
Enfoque Intercultural, lo cual propició 
la incorporación definitiva a la institu-
ción de las defensorías indígenas, que 
desde 2001 a 2005 habían sido finan-
ciadas con el apoyo de cooperación 
internacional39. El esfuerzo del IDPP 
estuvo orientado a garantizar a dicha 
población el acceso a la justicia en su 



38	 Unidad de Asuntos Indígenas del Orga-
nismo Judicial: Compilación de Senten-
cias Judiciales emitidas con pertinencia 
cultural. Guatemala: Organismo Judi-
cial, 2014.



39	 ASIES: Evaluación del proceso de forta-
lecimiento de la justicia en Guatemala en 
el año 2000. Guatemala: ASIES, 2001, p 
10. ASIES: Proceso de modernización y 
fortalecimiento del sistema de justicia: 
avances y dificultades, año 2001. Guate-
mala: ASIES, 2002, pp. 36 y 37. ASIES: 
Proceso de fortalecimiento del sistema 
de justicia: avances y debilidades, julio 
2003 - junio 2006. Guatemala: ASIES, 
2006 pp. 59-60.ASIES: Desafíos actuales 
de la justicia penal proceso de fortaleci-
miento del sistema de justicia, avances 
y debilidades. Noviembre 2008-octubre 
2011. Guatemala: ASIES, 2011.
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propio idioma y con pertinencia cultu-
ral, mediante la asistencia técnica de 
defensores bilingües. Las defensorías 
se integraron con personal hablante 
de los idiomas mayas donde se ubican. 
A partir del año 2008, el IDPP empezó 
a publicar varios módulos de forma-
ción, entre estos una Guía pedagógica 
para Defensores Públicos para el abor-
daje de casos con pertinencia cultural, 
Marco conceptual sobre discrimina-
ción, Tipificación del delito de discri-
minación y su incidencia en pueblos 
indígenas y Modelo de sistematización 
de experiencias y casos paradigmáti-
cos resueltos con pertinencia cultural, 
enfoque de género y defensa de los 
derechos Humanos de las mujeres40. 
Desde del año 2010 cuenta con una 
política institucional definida con en-
foque multicultural e intercultural. La 
atención especializada a la población 
por medio de las Defensoría Indíge-
nas constituye una política de acción 
afirmativa paradigmática en el país en 
general, y en el sistema de justicia en 
particular, sin embargo cabe señalar 
que no ha sido universalizado el mo-
delo de gestión intercultural en todas 
las sedes del IDDP del país, las cuales 
deberían contar con abogados, peritos 
culturales e intérpretes indígenas.



40	 IDPP: Guía pedagógica para Defensores 
Públicos para el abordaje de casos con 
pertinencia cultural (Coordinador de eje 
Intercultural Pedro Ixchiu García). Gua-
temala: IDPP, 2008b. IDPP: Marco con-
ceptual sobre discriminación. (Contenido 
por Edgar S. Batres Vides). Guatemala: 
IDPP, 2009a. IDPP: Tipificación del delito 
de discriminación y su incidencia en pue-
blos indígenas. (Contenido por Edgar S. 
Batres Vides). Guatemala: IDPP, 2009b. 
IDPP: Modelo de sistematización de ex-
periencias y casos paradigmáticos resuel-
tos con pertinencia cultural, enfoque de 
género y defensa de los derechos Huma-
nos de las mujeres. (Contenido por José 
M. Par Usen). Guatemala: IDPP, 2010.



A pesar que tanto el Ministerio Público 
como el Instituto de la Defensa Pública 
Penal y el Organismo Judicial cuentan 
con Fiscales, Defensores y Jueces ha-
blantes de idiomas indígenas, como 
lo señaló el Relator Stavenhagen en 
2003 en Guatemala “No está permi-
tido litigar en idioma indígena, aun 
cuando las partes sean hablantes del 
mismo”41, situación que doce años 
más tarde aún persiste.



3.	 Peritaje Cultural en 
el Sistema de Justicia 
Guatemalteco



El Peritaje Cultural constituye una al-
ternativa al acceso a la justicia con 
pertinencia cultural, puesto que el 
acceso de los pueblos indígenas a la 
justicia con equidad e igualdad de 
condiciones implica el reconocimiento 
del pluralismo jurídico42 por parte del 
Estado guatemalteco y por lo tanto su 
integración al sistema de justicia ofi-
cial así como al presupuesto general 
de ingresos y egresos del Estado.



41	 Consejo Económico y Social de la ONU, 
op. cit.



42	 Mayén indica que “El pluralismo jurídico 
se debe entender, entonces, como algo 
más que la sola existencia de dos o más 
sistemas jurídicos en un mismo territorio, 
debe ser la respuesta que el Estado dé a 
la realidad multicultural en general y a la 
diversidad jurídica en particular, del país. 
Específicamente, esta respuesta debe 
consistir en el reconocimiento e inclusión 
del sistema jurídico de los pueblos indí-
genas en la estructura legal del Estado, y 
por lo tanto en el Presupuesto General de 
Ingresos y Egresos del Estado”. Guisela 
Mayén: Valoraciones sobre el pluralismo 
jurídico y el Sistema jurídico propio de los 
Pueblos Indígenas. Guatemala: Asocia-
ción de Investigación y Estudios Sociales, 
2010, p. 11.
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El acceso a la justicia con pertinen-
cia cultural, como se mencionó an-
teriormente incluye, los derechos a 
la autoidentificación, la atención sin 
discriminación, así como el respeto a 
las resoluciones dictadas por autori-
dades indígenas y tomar debidamente 
en consideración las costumbres y el 
derecho propio al aplicar la legisla-
ción nacional. En este último aspecto, 
cuando los operadores de justicia no 
conocen las costumbres de las per-
sonas que están vinculadas a proce-
sos judiciales es apropiado incorporar 
el peritaje cultural como medio de 
prueba. 



Dentro del sistema de justicia, es el 
Instituto de la Defensa Pública Penal la 
institución que ha incorporado el pe-
ritaje cultural de manera sistemática. 
Tomó dichas acciones desde la crea-
ción de las Defensorías Indígenas, con 
el propósito de garantizar el derecho a 
una defensa con pertinencia cultural. 
Además el IDPP implementó diversos 
talleres de formación en derechos de 
los pueblos indígenas y discriminación 
e impartió una serie de talleres de pe-
ritaje cultural dirigidos a los defenso-
res públicos, también publicó una Guía 
de peritajes culturales y su aplicación 
en la administración de justicia43.



El Ministerio Público en 2007 emitió la 
Instrucción General 09-2007 para el 
tratamiento del delito de discrimina-
ción que contenía directrices para el 
tratamiento de dicho delito, esta fue 
reformada el siguiente año mediante 



43	 IDPP: Guía de peritajes culturales y su 
aplicación en la administración de justi-
cia: Guía dirigida a defensores públicos. 
Guatemala: IDPP, 2008a.



la Instrucción General 01-200844. La 
reforma de 2008 establece en la di-
rectriz seis, que los Fiscales podrán 
ordenar el desarrollo de Peritajes cul-
turales cuando la naturaleza del caso 
lo amerite apoyándose para el efecto 
de peritos que los sujetos procesales 
propongan; así mismo en la directriz 
siete, estableció que “las partes pue-
dan proponer peritajes culturales inte-
grales”, esta directriz también estipula 
que “...en la orden de peritaje cultural 
respectiva se podrá indicar que el peri-
taje se realice en forma integral inclu-
yéndose el análisis antropológico, his-
tórico y sociológico, pudiéndose acudir 
a otras áreas de la ciencia cuando el 
caso lo amerite”. Al respecto de am-
bas directrices, cabe indicar que el pe-
ritaje cultural podría no ser un medio 
de prueba idóneo para la fiscalía, pues 
este más bien es un mecanismo que 
permite probar que un hecho de dis-
criminación ha sido realizado porque 
quien lo cometió actuó en el marco de 
su cultura. Por otra parte la directriz 
que se refiere al “peritaje integral”,  
reúne varias disciplinas de distinta na-
turaleza, por lo que debiera realizar-
se por un equipo de expertos de cada 
una de las disciplinas que menciona la 
directriz siete, puesto que son disci-
plinas distintas que un solo perito po-
dría no dominar. Asimismo, en algunos 
casos45, los Fiscales solicitan peritajes 
culturales para probar que una perso-
na es indígena, lo cual definitivamente 



44	 http://www.mp.gob.gt/wp-content/
uploads/2013/03/INSTRUCCION-GENE-
RAL-01-2008.pdf



45	 Guisela Mayén: Luces y sombras en la 
lucha contra la discriminación racial, 
étnica y de género en Guatemala. Informe 
sobre la situación de discriminación a 
partir de casos acompañados por DEMI 
y CODISRA. Guatemala: OACNUDH, 
2010b, p. 44.
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es improcedente y viola el derecho a la 
autoidentificación y autoadscripción. 



En 2013 el Ministerio Público elaboró 
un programa de formación sobre de-
recho indígena y peritaje cultural, di-
rigido a Fiscales y Auxiliares Fiscales. 
Este aún no ha sido puesto en marcha, 
sin embargo su estudio les permitirá 
conocer diversos casos en los que el 
peritaje cultural podría ser la prue-
ba idónea. Estas acciones reflejan un 
avance hacia la adopción de políticas 
institucionales que favorecen el acceso 
a la justicia de los Pueblos Indígenas.



En el Organismo Judicial, la postura 
con relación al peritaje cultural, fue 
expresada a través de una ponencia 
presentada en 2003 por el Magistrado, 
Vocal de la Cámara Penal y Presidente 
de la Cámara de Amparo y Antejui-
cio de la Corte Suprema de Justicia de 
Guatemala, durante el período 1999 a 
2004, quien afirmó que “El Convenio 
169 de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT) en el artículo 10 re-
conoce, prácticamente, la aplicación 
del peritaje cultural, cuando se juzgue 
a personas indígenas por la comisión 
de faltas o delitos ya que en su nume-
ral primero indica: ‘deberán tenerse 
en cuenta sus características econó-
micas, sociales y culturales’ de mane-
ra que el juez, para fallar con justicia 
deberá tomar en cuenta los principios 
básicos del peritaje cultural”46. A par-
tir de 2002, se ha utilizado el peritaje 



46	 Otto Marroquín: El peritaje cultural indí-
gena como forma del pluralismo jurídico 
indígena en Guatemala. Ponencia pre-
sentada para las XIII Jornadas Lascasia-
nas Internacionales “Pluralismo jurídico 
y pueblos Indígneas, 2003 IIJ/UNAM. 
Cuaderno de Estudio No. 70 Guatemala: 
Universidad Rafael Landivar, 2006, p. 1.



cultural principalmente para resolver 
casos penales, por ejemplo en el co-
nocido como “Caso Cusha” (Causa No. 
126-2002. Of. 1°) el juzgado absolvió 
al sindicado basándose en el peritaje 
que permitió probar que la fabricación 
de aguardiente es parte de la prácti-
ca del culto a Maximón. Los fallos en 
otras sentencias se han fundamenta-
do en la aplicación del Convenio 169 
de la OIT, en donde el juzgador ha 
reconocido las resoluciones dictadas 
por Autoridades Indígenas como cosa 
juzgada. Por ejemplo, la sentencia 
emitida en el “Caso Chiyax” de robo 
agravado (Sentencia E.312.2003. Of. 
6to.), en la que el juez de primera 
instancia penal de narcoactividad y 
delitos contra el ambiente del depar-
tamento de Totonicapán resuelve el 
sobreseimento formulado por la fis-
calía del Ministerio Público, basándose 
en el principio que establece que una 
persona no puede ser juzgada dos 
veces por el mismo hecho, dado que 
los imputados habían sido juzgados 
por las autoridades de Chiyax. Ambas 
sentencias constituyen un avance no 
solo en el reconocimiento del siste-
ma jurídico maya, sino también en la 
comprensión y aceptación que dicho 
sistema tiene la capacidad para resol-
ver todo tipo de casos y no únicamen-
te los de poca gravedad. 



También se han producido sentencias 
de casación dictadas por la Cámara 
Penal de la Corte Suprema de Justi-
cia y sentencias de jueces uniperso-
nales de sentencia penal, que se han 
sustentado en peritajes culturales, las 
cuales fueron publicadas, por la Uni-
dad de Asuntos Indígenas del Orga-
nismo Judicial, en la Compilación de 
sentencia judiciales emitidas con per-
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tinencia cultural47, entre estas desta-
can: el caso de robo agravado en for-
ma continuada y coacción, Sentencia 
C-39-2007, del Tribunal de sentencia 
penal, narcoactividad y delitos contra 
el ambiente de Totonicapán; el caso 
de usurpación e instigación a delin-
quir Sentencia C-51-2008 del Tribunal 
de sentencia penal, narcoactividad y 
delitos contra el ambiente de Toto-
nicapán; y la Sentencia de Amparo 
01010-2012-00105 Of. 2° de la Sala 
tercera de la Corte de Apelaciones del 
ramo civil y mercantil constituida en 



47	 Unidad de Asuntos Indígenas del Organis-
mo Judicial: Compilación de Sentencias 
Judiciales emitidas con pertinencia cultu-
ral. Guatemala: Organismo Judicial, 2014.



tribunal de amparo, en la que dicho 
tribunal a pesar que deniega el am-
paro promovido por el señor Francisco 
Pedro Francisco en contra del Registro 
Nacional de las Personas, por falta de 
materia sobre el cual resolver, en la 
parte considerativa hace un análisis 
amplio sobre la forma de asignación 
del nombre en los pueblos indígenas 
Q’anjob’al, basándose en el estudio 
antropológico presentado.



A partir del presente siglo ha habido 
cambios dentro del sistema de justi-
cia, principalmente en torno al recono-
cimiento del sistema jurídico indígena 
y de sus autoridades, lo cual se evi-
dencia en diversos fallos.
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La aplicación del peritaje cultural en 
casos en los que personas indígenas 
están vinculadas a procesos judicia-
les, es relativamente reciente en los 
tribunales guatemaltecos, aunque el 
Convenio 169 de la OIT fue signado 
por Guatemala en 1996, la aplicación 
de este mecanismo de acceso a la 
justicia, no se empezó a implemen-
tar sino hasta 2002 (como se indicó, 
el primer caso resuelto con el auxi-
lio de un peritaje fue el “Caso Cusha” 
anteriormente mencionado -Causa  
No. 126-2002. Of. 1°-). 



Con la aplicación del peritaje cultural, 
también se abre la posibilidad de que 
los indígenas sean juzgados por medio 
de procedimientos equitativos y jus-
tos para el arreglo de conflictos como 
también lo establece la DNUDPI.



1.	 Síntesis conceptual



La cultura, la sociedad y los indivi-
duos que la integran, son elementos 
que están en estrecha relación, puesto 
que la convivencia entre los miembros 
de una sociedad ocurre en el marco 
de la cultura. Los valores, costumbres, 
creencias, conocimientos, que son 
parte de esta, constituyen la base de 
dicha convivencia. La cultura es el re-



ferente que tienen las personas para 
desenvolverse dentro de una socie-
dad, porque esta provee las pautas 
para la realización de sus actividades. 
Sin embargo, la cultura no es la misma 
en todos los grupos sociales, cada so-
ciedad se organiza de manera distinta, 
desarrolla sus propias formas de vida, 
instituye normas y crea instituciones. 
A las diferencias que se registran en 
las culturas, se les conoce como diver-
sidad cultural, de la cual la diversidad 
jurídica constituye una parte. 



Los valores y principios que funda-
mentan las normas de una sociedad 
en particular, generalmente difieren 
de los de otros grupos humanos. Lo 
justo y lo injusto en una sociedad está 
definido a partir de los valores y prin-
cipios establecidos dentro de su cul-
tura; actividades consideradas apro-
piadas en un marco cultural podrían 
estar transgrediendo normas desde 
la perspectiva jurídica de otro. Así, un 
mismo hecho puede ser o no delito 
dependiendo del lente cultural con el 
que se le vea, o la gravedad del mis-
mo podría ser diferente. Giordano48 



48	 Christian Giordano: “Las infracciones pe-
nales y las lógicas culturales: El antro-
pólogo en los tribunales” en Anuario del 
Derecho Penal 2010. p. 360. Documento 
electrónico disponible en http://perso.
unifr.ch/derechopenal/assets/files/anua-
rio/an_2012_11.pdf



C.   Peritaje Cultural
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coincide al respecto, al indicar que 
“las acciones de una persona pueden 
ser consideradas, en occidente, como 
comportamientos contrarios al dere-
cho, cuando serían consideradas como 
algo completamente normal por otra 
sociedad (por ejemplo, la sociedad de 
origen del acusado). Pero, para lograr 
entender esto, debemos aprehender 
otra normalidad que tiene en cuen-
ta la procedencia social y cultural del 
acusado”, y concluye planteando que 
“La diversidad cultural nos empuja 
a preguntarnos si esta visión monis-
ta de la sociedad sigue siendo válida 
o, por el contrario, si las autoridades 
responsables se verán obligadas a lar-
go plazo a constatar que incluso en el 
plano jurídico existen diferencias et-
noculturales que deben ser tomadas 
en consideración49.



El peritaje cultural, también llamado 
peritaje antropológico o prueba judi-
cial antropológica50 consiste en ana-
lizar los hechos que se examinan en 
un proceso judicial, dentro del marco 
cultural al que pertenece un supuesto 
infractor, con el objeto de ofrecer ese 
conocimiento al juez, que no comparte 
o no conoce la cultura de aquel.



Es una actividad procesal que desa-
rrolla un experto, con el propósito de 
suministrar al juez conocimientos es-
pecializados sobre hechos, prácticas o 
creencias acerca de un caso específi-
co, para fundamentar sus argumentos 
en un fallo. Es decir, el peritaje cultural 



49	 Ibídem, p. 272
50	 Guisela Mayén: “El peritaje antropológico 



en casos de discriminación”, en Aportes 
para el Litigio en casos de discriminación 
racial, étnica y de género”. Guatemala: 
OACNUDH, 2010a, p. 28.



“aporta los medios de prueba que la 
ley contempla para acreditar que la di-
ferencia cultural propició o condicionó 
una conducta tipificada como delito en 
los códigos del sistema jurídico oficial 
pero que desde la perspectiva cultural 
del individuo que ha cometido la falta 
no lo es.”51



Soto y Pacheco52 indican que el peri-
taje cultural “es un medio de prueba 
que ilustra el criterio del juez por me-
dio del conocimiento de la cultura, en 
sus diversas manifestaciones, de un 
individuo como miembro de un grupo 
social determinado, a través de un dic-
tamen elaborado por un experto en la 
cultura estudiada”.



Por otra parte el peritaje se realiza a 
solicitud del juzgador, Ixchiu53 señala 
que “...es un acto procesal, que debe 
desarrollarse por encargo del juez en 
todo proceso en que se aplique la le-
gislación nacional a los pueblos indíge-
nas, con el fin de tomar en cuenta su 
cultura y/o su método propio de reso-
lución de conflictos en un caso concre-
to. Se trata de una actividad humana, 
por la cual se verifica la cultura en sus 
diversas manifestaciones como pro-
ducto de hechos sociales; se estable-
cen sus características, modalidades, 



51	 Ibídem, p. 47.
52	 Manuel Emilio Soto y Daniel Pacheco: “El 



peritaje cultural como medo de prueba 
dentro de proceso penal, por el respe-
to de la identidad cultural de los pue-
blos indígenas”, en: Revista Jurídica IUS 
Doctrina, N°11, 2014. ISSN 1659-3685 
p. 8. Documento electrónico disponible 
en: http://revistas.ucr.ac.cr/index.php/
iusdoctrina/article/view/16822/16326 .



53	 Pedro Ixchiu: “Ponencia sobre peritaje 
cultural”, en Acceso a la justicia de los 
pueblos indígenas: los peritajes cultura-
les y la visión de pobreza desde su cos-
movisión. San José: IIDH, 2010, p. 50.
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calidades, y relación con los hechos 
sujetos a juicio”.



Cuando el juez no conoce las costum-
bres o prácticas que son parte de un 
uso tradicional dentro de una socie-
dad indígena, se auxilia del perito cul-
tural, es por eso que algunos autores 
como Valladares54 consideran a este 
un “traductor cultural” que le explica 
al juez la “legitimidad de la práctica 
cultural cuestionada y le traduce las 
prácticas culturales bajo los esquemas 
y referentes cognitivos de la propia 
cultura de donde emergen con el ob-
jeto de significar lo que ellas mismas 
expresan”55. Por tal razón el peritaje 
cultural, se convierte en un instrumen-
to que permite el acceso a la justicia 
de las personas indígenas de manera 
equitativa, constituyéndose en una 
forma de reconocimiento de la diversi-
dad cultural en el campo legal y que, lo 
más importante, evita que se sancione 
la cultura de los pueblos indígenas. 



En tal sentido Sánchez Botero56 refi-
riéndose a Colombia afirma que “Los 
jueces y defensores han asimilado el 
conocimiento antropológico sobre las 
culturas indígenas, pero, más que de-



54	 Laura Valladares de la Cruz: “El perita-
je antropológico: Los retos del entendi-
miento intercultural”. s.d. Disponible en 
http://sgpwe.izt.uam.mx/files/users/
uami/lauv/El_peritaje_antropologico._
Los_retos_del_entendimiento_intercul-
tural-_Valladares_Laura.pdf



55	 Ester Sánchez Botero citado en Laura 
Valladares de la Cruz, “El peritaje an-
tropológico: Los retos del entendimiento 
intercultural”. 



56	 Ester Sánchez Botero: Justicia en Cla-
ve cultural. Colombia: GTZ, 2010, p. 
338. Documento electrónico, disponible 
en http://www.profis.com.co/anexos/
documentos/pdfpublicaciones/perit_an-
trop.pdf



talles puntuales sobre la significación 
de ciertos hechos en el marco de estas 
sociedades concretas, han incorpora-
do elementos para una valoración de 
la diferencia de tipo igualitario”.



Algunos autores, distinguen entre el 
peritaje cultural y el peritaje jurídico 
antropológico; este último según La-
chenal57 “…se presenta como un ins-
trumento fundamental para conocer 
y entender lo normativo en las co-
munidades indígenas al “objetivar” lo 
jurídico, inmerso en las relaciones so-
ciales de las comunidades indígenas”. 
En tal sentido el peritaje se convierte 
en un instrumento de traducción entre 
dos lenguajes jurídicos, y de una lógi-
ca cultural a otra.



La autora citada indica que cuando el 
derecho occidental necesita compren-
der al derecho indígena es necesario 
un peritaje jurídico antropológico, “El 
antropólogo jurídico se dedica a ex-
plicitar el sistema normativo de una 
comunidad indígena, traduciéndolo de 
la lógica nativa a la lógica cultural con 
que el jurista occidental categoriza ‘lo 
jurídico’58”.



La distinción que plantea Lachenal, 
podría resultar innecesaria puesto que 
para el objeto que persigue el perita-
je cultural que, como se ha expues-



57	 Cécile Lachenal: “Las periciales antropo-
lógicas, una herramienta para la herme-
néutica intercultural y la justicia plural. 
Reflexión a partir del caso de México, en 
Hacia sistemas jurídicos plurales. Re-
flexiones y experiencias de coordinación 
entre el derecho estatal y el derecho 
indígena. Coord. Huber et al. Colom-
bia: Fundación Konrad Adenauer, 2008,  
pp. 192-193. 



58	 Ibídem, p. 197.
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to, es ubicar y comprender dentro de 
un contexto cultural un hecho que se 
juzga desde la perspectiva de otra 
cultura para determinar las razones 
de su ocurrencia, es necesario que el 
perito que tenga a su cargo este aná-
lisis conozca las costumbres, valores, 
principios creencias que dentro de una 
cultura fundamentan tanto las nor-
mas culturales de convivencia como 
aquellas que pertenecen al ámbito de  
lo jurídico. 



También, es importante señalar que el 
peritaje cultural no busca demostrar 
inocencia para que no se sancione a 
un supuesto culpable, ni probar invo-
luntariedad frente a un hecho, tampo-
co consiste en equiparar el objeto de 
sanción del sistema oficial con el siste-
ma jurídico indígena59. El perito busca 
entender el contexto social en que se 
registran los hechos y dar respuesta 
a preguntas que permitan explicarlos, 
“…si el antropólogo jurídico trata de 
comprender el significado de un com-
portamiento dado, esto no quiere de-
cir que se identifique con el autor, que 
justifique sus actos o que, incluso, los 
apruebe”60. Para Valladares61,”el peri-
taje no es una herramienta que deba 
utilizarse solamente con la intención 
de liberar a un presunto delincuente, 
sino que un perito está en posibilidad 
de participar con sus conocimientos en 
el reconocimiento de aquellas prácti-
cas culturales indígenas que avaladas 
por su cultura pudieran ser considera-
das como actos delictivos dentro del 
sistema positivo...”.



59	 IDPP, 2008 op. cit. p. 13.
60	 Christian Giordano, op. cit. p. 360.
61	 Laura Valladares de la Cruz, op. cit. p. 1.



En Guatemala, en más de uno de los 
casos que han incorporado peritaje 
cultural, el tribunal, apoyándose en 
este, ha reconocido las resoluciones 
que han emitido autoridades indígenas 
y ha ordenado la libertad de los impu-
tados que se encontraban en prisión, 
por considerar que ya habían cumpli-
do con las sanciones impuestas por 
las autoridades indígenas62, en otros 
en los que las autoridades indígenas 
han sido acusadas de coacción por 
imponer sanciones en el marco de su 
normativa propia, la Cámara Penal de 
la Corte Suprema Justicia ha determi-
nado que “es jurídicamente incorrecto 
condenar a una autoridad indígena, 
electa en procedimientos propios de 
la comunidad por dar cumplimiento a 
decisiones comunales...”63



2.	 Importancia del 
Peritaje Cultural



Dentro del sistema de justicia gua-
temalteco el peritaje cultural es aún 
cuestionado, sin embargo cuando se 
utiliza, contribuye a que el acceso a 
la justicia de los pueblos indígenas, 
sea más equitativo. La importancia 
del peritaje cultural se refleja en dos 
aspectos, el primero es precisamen-
te que impacta de manera positiva 
a los usuarios del sistema que per-
tenecen a pueblos indígenas, debido 
a que eventualmente la libertad o la 
imposición de una sanción a presun-
tos responsables que pertenecen a di-



62	 Ver Unidad de Asuntos Indígenas del OJ: 
Compilación de Sentencias Judiciales 
emitidas con pertinencia cultural. Guate-
mala Organismo Judicial 2014. 



63	 Ibídem, p. 227.
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chos pueblos podría depender de que 
los jueces fundamenten sus fallos en 
una mejor comprensión del contexto 
cultural en donde se suscitan los he-
chos. El otro aspecto, está relacionado 
directamente con el reconocimiento 
de la diversidad cultural dentro del 
sistema, reconocimiento que conduce 
necesariamente a que, sin excepción, 
se incorpore el punto de vista de un 
perito cultural en todos aquellos casos 
en los que este sea necesario64. El pe-
ritaje desde esta perspectiva, contri-
buye a tender puentes entre culturas 
y a propiciar la armonización entre los 
dos sistemas, “...los peritajes deberán 
buscar que se entable un diálogo res-
petuoso entre sistemas jurídicos dis-
tintos y de esta manera deben alertar 
para que no se criminalicen ciertas 
prácticas o tradiciones culturales de 
los pueblos indígenas”65. 



2.1	 El sistema de justicia frente 
a las diferencias culturales



Teniendo en cuenta que Guatemala 
es un país multicultural, el sistema 
de justicia debe respetar plenamen-
te los derechos de los pueblos indí-
genas, en particular, el derecho al 
acceso a la justicia con equidad. En 
otras palabras, los jueces al momento 
de resolver, deberán tomar en cuen-
ta el contexto cultural y social de los 
implicados. Para que esto suceda, lo 
primero e indispensable es conocer la 



64	 Por ejemplo en casos en que una de las 
partes es miembro de un pueblo indíge-
na y afirme haber actuado legítimamente 
desde el punto de vista de su comunidad; 
ver infra 3. Casos en los se debe solicitar 
peritaje cultural.



65	 Laura Valladares de la Cruz, op. cit. p. 1.



identidad cultural, el origen étnico y el 
idioma de los implicados, sin embargo 
estos datos se obvian en los expedien-
tes judiciales, es decir la diferencia 
cultural no se registra, por lo que las 
personas indígenas que se encuentran 
vinculadas a procesos judiciales, se 
ven desprovistas de su identidad y de 
esa cuenta, también, desprovistos de 
sus derechos específicos.



En Guatemala, los litigios se llevan a 
cabo en idioma español, aún en casos 
en que las autoridades hablen el idio-
ma indígena de los implicados. El sis-
tema de justicia desde hace muchos 
años ha enfrentado esta situación 
incorporando la figura del intérprete, 
sin embargo estudios citados anterior-
mente (supra) dan cuenta de la falta 
de idoneidad de los intérpretes porque 
no cuentan con preparación profesio-
nal específica para el efecto. 



Por otra parte, durante el proceso se 
plantean preguntas que más bien son 
afirmaciones que intimidan, esto y la 
falta de un traductor idóneo genera 
incomprensión y confusión a los indí-
genas. Aunado a lo anterior, como ya 
se señaló (supra) en muchos casos 
durante los procesos no se cuenta con 
un intérprete para cada uno de los su-
jetos procesales (acusados, víctimas, 
testigos, peritos y funcionarios judi-
ciales), y es el mismo intérprete quien 
auxilia al juez, al fiscal y, en lugares 
donde no existen defensorías indíge-
nas del IDPP, también al defensor66. El 
sistema ignora por completo que son 
los usuarios del sistema los titulares 
del derecho a un intérprete. Testimo-
nios de personas indígenas evidencian 



66	 ASIES y OACNUDH, op. cit.











	        Cuaderno Estado y Derecho38



el desconocimiento de sus derechos, 
sin embargo las autoridades del sis-
tema generalmente no les informan 
sobre estos, en particular sobre el de-
recho a un intérprete. Tampoco se in-
forma sobre cómo funciona el sistema, 
lo cual tiene como consecuencia que 
las víctimas que han acudido a solici-
tar justicia se sientan desorientadas y 
frustradas frente a la complejidad del 
sistema y terminan por desistir. 



Los pueblos indígenas tienen derecho 
a sus propias instituciones jurídicas y 
a sus autoridades. Hasta ahora son 
pocos los casos en los que los tribuna-
les han reconocido los fallos de las au-
toridades indígenas, pero más grave 
es que muchas autoridades indígenas 
han sido procesadas por ejercer su 
función, imputándoseles delitos como 
coacción o extorsión cuando aplican 
multas como sanción a individuos que 
transgreden normas plenamente es-
tablecidas en el derecho indígena67. 
También son pocos los casos en los 
que se ha hecho un esfuerzo por incor-
porar peritajes culturales para evitar 
la criminalización de la cultura. 



El sistema de justicia guatemalte-
co frente a la diversidad cultural, no 
brinda una respuesta coherente con la 
realidad, no garantiza plenamente de-
rechos individuales y colectivos de los 
pueblos indígenas. Como ya se señaló 
(supra) el sistema ha realizado accio-
nes que pueden considerarse un avan-
ce hacia la adopción de políticas insti-



67	 En algunos casos se les ha acusado de 
usurpación de calidad, abuso de autori-
dad y hasta terrorismo, según lo indicó 
el Dr. Sajbochol, Coordinador de la Uni-
dad de Asuntos Indígenas del Organismo 
Judicial.



tucionales que favorecen el acceso a la 
justicia de los pueblos indígenas, pero 
estas son acciones dispersas, excepto 
en el IDDP, no existen aún instrumen-
tos de política que incorporen de ma-
nera integral directrices que regulen el 
acceso a la justicia en el marco de los 
derechos de los pueblos indígenas.



2.2	 Función del Peritaje Cultural



La función más importante del perita-
je cultural es evitar que se sancione 
la diversidad cultural68 por lo tanto, lo 
primero que el peritaje cultural debe 
aportar a un proceso, es la devolución 
de la identidad del procesado. “Me-
diante el peritaje cultural, es posible 
aclarar los hechos, porque se contex-
tualizan dentro de la realidad cultural 
y social que los rodea” 69. El perito 
busca el origen y la explicación dentro 
del contexto social y cultural, consul-
ta y recaba la opinión sobre los he-
chos con personas conocedoras de las 
normas comunitarias, las costumbres 
y las creencias. En otras palabras, el 
peritaje contribuye a despenalizar las 
acciones de personas indígenas cuyas 
actuaciones han sido ejecutadas en el 
marco de su cultura, pero que el Dere-
cho oficial las tipifica como delictuosas.



Otra de las funciones del peritaje cul-
tural es proveer al juez información 
para que este tenga suficientes ele-
mentos para comprender el hecho que 
se juzga “se ordena cuando el juez se 
encuentra en la imposibilidad de es-
tablecer el hecho por sí mismo. En su 
razonamiento [el perito] también de-



68	 Guisela Mayén, op. cit. p. 47.
69	 IDPP; op. cit. p. 13.
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berá tener en cuenta la proporcionali-
dad del peritaje, no solo a nivel de la 
decisión de principio, sino también en 
lo que concierne a su alcance”70.



Entre las funciones que cumple un pe-
ritaje cultural esta la de “determinar 
el grado de influencia de la cultura o 
costumbre indígena sobre las conduc-
tas delictivas imputadas o el contex-
to de ocurrencia de las circunstancias 
juzgadas.”71 Desde el punto de vista 
del defensor, según Álvarez72, “lo que 
determina la recurrencia a la pericia 
antropológica no es la condición indí-
gena del imputado sino el hecho que 
el defensor considere particularmente 
elementos culturales en la construc-
ción de la teoría del caso”, y afirma 
que “el peritaje antropológico ha sido 
definido como un recurso para la de-
fensa penal de imputados indígenas 
cuando la costumbre indígena resulta-
re relevante a la teoría del caso”.



También es función del peritaje de-
terminar si efectivamente “la acción 
o comportamiento realizado por una 
persona proveniente de una socie-
dad diferente realmente corresponde 



70	 Olivier Thormann: “El Peritaje Judicial: 
reflexiones en el contexto del derecho 
penal y de las culturas”, en Anuario de 
Derecho Penal 2010. p. 316. Documento 
electrónico disponible en: http://perso.
unifr.ch/derechopenal/assets/files/anua-
rio/an_2012_10.pdf



71	 Roberto Álvarez San Martín: “El peri-
taje antropológico y la defensa penal 
de imputados indígenas en la Arauca-
nía, 2004-2011”, en: Revista CULTURA-
HOMBRE-SOCIEDAD, VOL. 24 | NÚM. 
1 |2011, p.82 Documento Electrónico 
disponible en http://repositoriodigi-
tal.uct.cl:8080/xmlui/bitstream/hand-
le/123456789/1509/Peritaje_antropolo-
gico.pdf ?equence=3



72	 Ibídem, p. 83.



a otra lógica cultural”73. Cabe señalar 
que el perito no solamente debe ser 
un experto en el tema o temas objeto 
del peritaje, sino debe poseer conoci-
mientos suficientes de la comunidad 
de origen de las personas involucra-
das en los hechos. Debe, asimismo, 
recolectar información sobre hechos 
similares con el objeto de contrastar-
los para determinar si efectivamente 
se enmarcan dentro de la normativa 
tradicional de la comunidad o no. Esto 
además permitirá, por ejemplo, pro-
bar que no son disposiciones aisladas 
las que ha tomado la autoridad comu-
nitaria sino que forman parte de un 
cuerpo normativo coherente.



Lachenal74 afirma que “El objeto de un 
peritaje cultural es fundamentar, ana-
lizar y comentar de manera compara-
tiva un hecho, ‘la costumbre’, traducir 
de manera comparada las explica-
ciones de una cultura a otra, y acla-
rar cuáles son las situaciones que se 
derivan dentro de una comunidad por 
el cumplimiento o incumplimiento en 
función del colectivo”.



Como queda dicho (supra), el perita-
je cultural permite esclarecer hechos 
que ocurren en contextos culturales 
distintos a los del juzgador, por lo tan-
to otra de sus funciones es centrar-
se en las situaciones específicas que 
son objeto de análisis en un caso, no 
en todo el entorno cultural; así, para 
que esto se logre es necesario contar 
con “un cuerpo de preguntas que fijen 
cuál es el motivo de la investigación 
y la situación particular que se desea 



73	 Christian Giordano, op. cit. p. 361. 
74	 Cécile Lachenal, op. cit. 190.
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esclarecer”75. Estas preguntas o temas 
que se abordarán en el peritaje deben 
ser propuestas por cualquiera de las 
partes (Art. 234 del CPP – Ver Anexo), 
al solicitar la pericia al experto. 



Asimismo, Kalinski76 con base en su 
experiencia en La Patagonia, afirma 
que “La pericia antropológica sirve 
para recoger lo que otras formas de 
peritaje dejan de lado, ya sea en for-
ma de datos, narraciones, vivencias, 
experiencias, retomando tanto en los 
planos cognoscitivo y expresivo la 
voz del otro”. Todos estos elementos 
deben quedar plasmados en un in-
forme antropológico que fundamen-
tará el dictamen pericial, es decir el 
documento que el perito presenta es 
el dictamen donde informa sobre los 
temas o preguntas planteados ade-
más de informar sobre las “operacio-
nes practicadas y sus resultados” (Art. 
234 del CPP – Ver Anexo), no presenta 
la investigación etnográfica comple-
ta, esta se hace para fundamentar el 
dictamen.



3.	 Casos en los que se  
debe solicitar Peritaje 
Cultural



De manera general, “Se debe recurrir 
al peritaje cultural cuando una de las 
partes es miembro de un pueblo indí-



75	 Ibídem.
76	 Kalinski, Beatriz: La pericia antropológica 



como herramienta de investigación so-
cial. Argentina: CeReiD Centro Regional 
de Estudios Interdisciplinarios Sobre el 
Delito. s.f. p. 4. Documento electrónico 
disponible en http://www.cereid.org.ar/
pdf/Pericia-antropologica.pdf



gena o cuando el caso involucra inte-
reses colectivos indígenas.”77



Se ha considerado que el peritaje es 
un medio de prueba utilizado en pro-
cesos penales, sin embargo, este me-
canismo no debe circunscribirse única-
mente a este ámbito, debe aplicarse 
en procesos agrarios, civiles, de fami-
lia, administrativos, de trabajo, entre 
otros.78 Con relación a su aplicación 
en México Fabre señala que “El peri-
taje debe o tiene el reto de zanjar la 
brecha y la complejidad que se deriva 
de sancionar a individuos indígenas 
que se encuentran muchas veces en 
lugares fuera de sus comunidades, o 
en situaciones de trasformación rápi-
da en sus comunidades que obliga a 
sacar los casos a juzgados estatales o 
federales”.



Asimismo, “El peritaje cultural es útil 
para los casos que involucran compor-
tamientos del acusado que no pueden 
ser relacionados con el sistema nor-
mativo de la comunidad indígena a la 
cual pertenece, pero que sí pueden ser 
explicados por el contexto cultural en 
el cual el acto se desarrolla, por ejem-
plo los asesinatos cometidos por moti-
vo de brujería”79. 



Otra de las situaciones en donde “el 
peritaje se vuelve una herramienta 
importante en un proceso jurídico es 



77	 Manuel Emilio Soto y Daniel Pacheco,  
op. cit. p. 8.



78	 Artemia Fabre Zarandona: “Balances y 
perspectivas del peritaje antropológico: 
reconocer o borrar la diferencia cultural”, 
en Revista digital Pueblos y fronteras, 
2011, p. 152. Disponible en: http://www.
pueblosyfronteras.unam.mx/a11n11/
art_05.html



79	 Cécile Lachenal, op. cit. p. 192.
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cuando fuera del ámbito comunitario 
los indígenas infringen una norma na-
cional y en el proceso judicial se re-
quiere de la presentación de pruebas 
judiciales”80. En casos como la utiliza-
ción de vida silvestre o el trabajo in-
fantil son ejemplo de la posible aplica-
ción de peritaje cultural81.



En Guatemala, el peritaje se ha apli-
cado en varios casos, principalmente 
a solicitud de defensores públicos del 
Instituto de la Defensa Pública Penal, 
para probar la vigencia del sistema 
de justicia indígena y la legitimidad 
de sus autoridades para sancionar 
conforme a dicho cuerpo normativo. 
También en casos en que el sistema 
oficial ha vuelto a juzgar a personas 
que habían sido sancionados y cumpli-
do con la pena impuesta en su comu-
nidad. Asimismo, se han presentado 
peritajes para probar que es costum-
bre indígena realizar transacciones 
comerciales al crédito sin que medie 
documento alguno sino únicamen-
te “la palabra”. Del mismo modo, los 
tribunales han aceptado peritajes que 
demuestran que en las comunidades 
indígenas existen prácticas médicas 
que utilizan medicina natural, y que 
los miembros de dichas comunidades 
prefieren recurrir a estas prácticas y 
no a la medicina occidental. 



Un caso importante sobre el derecho 
de los pueblos indígenas de nombrar a 
las personas según formas ancestrales 
se sustentó en un estudio antropológi-
co que prueba que la forma de asignar 
nombres en una comunidad indígena 



80	 Laura Valladares de la Cruz, s.d. op. cit. 
81	 Manuel Emilio Soto y Daniel Pacheco,  



op. cit. p. 8.



de origen maya difiere del patrón oc-
cidental instituido en el Código Civil, 
por lo que el Registro Nacional de las 
Personas tenía la obligación de emitir 
el Documento Personal de Identifica-
ción (DPI) conforme a la costumbre. El 
Ministerio Público ha incorporado este 
medio de prueba en casos de discrimi-
nación hacia personas indígenas.



Organizaciones mayas que trabajan 
para la defensa de los derechos de 
los pueblos indígenas han llevado liti-
gios en los que, al peritaje cultural se 
le confirió valor probatorio por parte 
de tribunales que conocieron casos de 
despojo de tierras ancestrales que ca-
recen de registro. Este tipo de casos 
también ha sido reportado por Valla-
dares82 quien afirma que “...el peritaje 
no se acota al ámbito penal, sino que 
es pertinente también en otros proce-
sos. Por ejemplo en el ámbito agrario, 
tema que hoy en día tiene una enor-
me importancia, pues estamos siendo 
testigos de nuevas formas de invasión 
a los territorios indígenas, a su posible 
explotación con fines comerciales por 
parte de empresas transnacionales, 
como las mineras...”.



La misma autora señala83 que “actual-
mente se discute sobre la posibilidad 
de reconocer jurídicamente la noción 
de daño cultural con el objetivo de lo-



82	 Laura Valladares de la Cruz: “El Perita-
je Antropológico en México: Reflexiones 
teórico-metodológicas y Experiencias”. 
Boletín Colegio de Etnólogos y Antro-
pólogos Sociales AC. (CEAS), México, 
2012, p. 13. Documento electrónico 
disponible en: http://www.academia.
edu/4177224/Bolet%ADn_mayo_2012_
Pe r i t a j e_an t r opo l%C3%B3g i c o_
enM%A9xico_reflexiones_te%C3B3rico_
metdol%B3gicas_y_ experiencias_



83	 Laura Valladares, s.d. op. cit.
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grar que cuando los pueblos indígenas 
vean vulnerados sus derechos, como 
podría ser por la puesta en marcha de 
megaproyectos hidráulicos, mineros o 
de otra índole, sea posible demandar 
y solicitar indemnización por la afec-
tación”, en tales casos el peritaje cul-
tural sería de utilidad para establecer 
el daño causado y el resarcimiento 
correspondiente, aspecto que también 
ha señalado la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos.



4.	 Avances, necesidades 
y desafíos



Existen sentencias emitidas por jue-
ces que han valorado los peritajes 
culturales presentados por la defensa, 
evidenciando que este mecanismo ha 
cumplido con su objetivo, no obstante, 
no es posible estimar qué porcentaje 
representan estos, del total de casos 
que atiende el sistema de justicia, 
donde los involucrados son indígenas. 
Esto porque el sistema no registra la 
identidad étnica y cultural de los usua-
rios. Esta omisión, como se ha seña-
lado, deja a los indígenas despojados 
de sus derechos específicos frente al 
sistema de justicia. Es necesario que 
todas las instituciones del sistema re-
gistren la identidad de los usuarios, de 
esta manera se garantice el respeto a 
los derechos de los pueblos indígenas 
desde el primer acercamiento de estos 
al sistema.



Los casos en que la aplicación del pe-
ritaje cultural ha generado sentencias 
absolutorias constituyen precedentes 
importantes que han tenido una re-
percusión dentro del sistema que po-



dría contribuir en alguna medida a la 
adopción generalizada de esta prue-
ba especializada. Es necesario hacer 
un esfuerzo de revisión de sentencias 
tanto de la Corte Suprema de Justi-
cia como de tribunales inferiores, para 
establecer sistemáticamente los ante-
cedentes jurisprudenciales que se han 
obtenido. Además el sistema debiera 
contar con un registro de antropólogos 
jurídicos expertos en peritaje cultural 
para que los jueces en cualquiera de 
los tribunales llamen para mejor fallar, 
a dichos peritos antropólogos.



Se considera un avance para el acceso 
a la justicia de los pueblos indígenas, 
las resoluciones emitidas por jueces 
que tomaron en cuenta las costum-
bres y el derecho propio, auxiliándose 
en peritajes culturales. Esto sin duda 
alguna incide positivamente y refleja 
una mejora en la calidad del servicio 
para los indígenas. Sin embargo los 
jueces de manera generalizada deben 
apropiarse de esa importancia para 
que sus fallos sean justos y con perti-
nencia. Dada la importancia señalada 
con relación al peritaje cultural este 
mecanismo de prueba debiera ser un 
elemento presente en todos los casos 
que involucren indígenas tanto en la 
parte acusadora como en su defensa. 



El peritaje cultural en varios tipos de 
casos es relevante porque ha cumplido 
con su papel de enlace entre culturas, 
y ha contribuido a una mejor com-
prensión entre autoridades y titulares 
de derechos. Aunque muchos de es-
tos casos se han considerado paradig-
máticos dentro del sistema, son poco 
conocidos por la población que asume 
la diferencia cultural como parte de la 
cotidianidad del país pero no la valo-
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ran ni respetan los derechos cultura-
les. Por lo tanto, la importancia que 
tiene para un juicio justo debiera ser 
motivo de una decisión proveniente de 
la Corte Suprema de Justicia para que 
en el cumplimiento de sus atribucio-
nes administrativas, conforme al Art. 
54 inciso f) de la Ley del Organismo 
Judicial emita un acuerdo a efecto de 
que los jueces, para dictar sus fallos 
en el caso de personas indígenas, apli-
quen el peritaje cultural. 



De acuerdo con Soto y Pacheco84 “Es 
necesaria la creación de equipos in-
terdisciplinarios de administración de 
justicia, y por tanto es necesario ha-
cer cambios no sólo en la legislación 
actual, sino también en la actitud de 
los servidores judiciales”. En tal sen-
tido la legislación debe ser reformada 
para armonizarla con las obligaciones



84	 Manuel Emilio Soto y Daniel Pacheco, 
op.cit. p. 32.



internacionales que el Estado de Gua-
temala ha signado en materia de ac-
ceso a la justicia y en materia de 
derechos específicos de los pueblos 
indígenas.



El sistema de justicia guatemalte-
co frente a la diversidad cultural, no 
brinda una respuesta coherente con la 
realidad, para garantizar plenamen-
te derechos individuales y colectivos 
de los pueblos indígenas. El gran de-
safío para el sistema en su conjunto, 
es ofrecer a los titulares de derechos 
que se acercan a reclamar justicia, 
una respuesta a su demanda, evitan-
do una victimización secundaria. Por 
lo cual las distintas instituciones de 
justicia deberán dar continuidad a los 
procesos de formación técnica de los 
funcionarios del sistema de justicia.
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Capítulo V. Auxiliares de 
los Intervinientes



Artículo 141. Consultores técnicos. 
Si, por las particularidades del caso, 
alguna de las partes considera necesa-
rio ser asistida por un consultor en una 
ciencia, arte o técnica, lo propondrá al 
Ministerio Público o al tribunal, quien 
decidirá sobre su designación, según 
las reglas aplicables a los peritos, en 
lo pertinente, salvo que sea legalmen-
te inhábil conforme a éste Código. El 
consultor técnico podrá presenciar las 
operaciones periciales y hacer obser-
vaciones durante su transcurso, pero 
no emitirá dictamen; los peritos harán 
constar las observaciones. En los deba-
tes, podrá acompañar a quien asiste, 
interrogar directamente a los peritos, 
traductores o intérpretes, y concluir 
sobre la prueba pericial, siempre bajo 
la dirección de quien lo propuso.



Sección Cuarta. Peritación.



Artículo 225. Procedencia. El tribu-
nal podrá ordenar peritación, a pedido 
de parte o de oficio, cuando para obte-
ner, valorar o explicar un elemento de 
prueba, fuere necesario o conveniente 
poseer conocimientos especiales en 
alguna ciencia, arte técnica u oficio.



No rigen las reglas de la prueba peri-
cial para quien declare sobre hechos 
o circunstancias que conoció espon-
táneamente, sin haber sido requerido 
por la autoridad competente, aunque 
para informar utilice las aptitudes es-
peciales que posea. En este caso, rigen 
las reglas de la prueba testimonial.



Artículo 226. Calidad. Los peritos 
deberán ser titulados en la materia a 
que pertenezca el punto sobre el que 
han de pronunciarse, siempre que la 
profesión, arte o técnica estén regla-
mentados. Si, por obstáculo insupera-
ble no se pudiera contar en el lugar 
del procedimiento con un perito habi-
litado, se designará a una persona de 
idoneidad manifiesta.



Artículo 227. Obligatoriedad del 
cargo. El designado como perito ten-
drá el deber de aceptar y desempeñar 
fielmente el cargo, salvo que tuviere 
legítimo impedimento, en cuyo caso 
deberá ponerlo en conocimiento del 
tribunal al ser notificado de la desig-
nación. Los peritos aceptarán el cargo 
bajo juramento.



Artículo 228. Impedimentos. No 
serán designados como peritos:



1)	 Quienes no gocen de sus faculta-
des mentales o volitivas.



Anexo	Artículos del Código 
		 Procesal Penal en  
		 Materia de Peritaje
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2)	 Los que deban o puedan abstener-
se de declarar como testigos.



3)	 Quienes hayan sido testigos del 
hecho objeto de procedimiento.



4)	 Los inhabilitados en la ciencia, en 
el arte o en la técnica de que se 
trate.



5)	 Quienes hayan sido designados 
como consultores técnicos en el 
mismo procedimiento o en otro 
conexo.



Artículo 229. Excusa o recusación. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el ar-
tículo anterior, son causas legales de 
excusa o recusación de los peritos las 
establecidas para los jueces.



El asunto será resuelto en forma de 
incidente sin recurso alguno por el tri-
bunal o juez que controla la investiga-
ción, según el caso.



Artículo 230. Orden de peritaje. 
El tribunal de sentencia, el Ministerio 
Público, o el juez que controla la in-
vestigación en el caso de prueba an-
ticipada, determinará el número de 
peritos que deben intervenir y los de-
signará según la importancia del caso 
y la complejidad de las cuestiones a 
plantear, atendiendo a las sugerencias 
de las partes.



De oficio o a petición del interesado, 
se fijará con precisión los temas de la 
peritación y acordará con los peritos 
designados el lugar y el plazo dentro 
del cual presentarán los dictámenes.



Las partes pueden proponer también 
sus consultores técnicos, en número no 
superior al de los peritos designados.



Artículo 231. Temas. Cualquiera de 
las partes puede proponer, con funda-
mento suficiente, temas para la pe-
ricia y objetar los ya admitidos o los 
propuestos.



Artículo 232. Citación y aceptación 
del cargo. Los peritos serán citados 
en la misma forma que los testigos. 
Tendrán el deber de comparecer y de 
desempeñar el cargo para el cual fue-
ron designados.



Artículo 233. Ejecución. El juez o el 
presidente del tribunal dirigirá la pe-
ricia y resolverá todas las cuestiones 
que se planteen durante las operacio-
nes periciales.



Los peritos practicarán unidos el exa-
men, siempre que sea posible. Las par-
tes y sus consultores técnicos podrán 
asistir a él y pedir las aclaraciones per-
tinentes, debiendo retirarse cuando 
los peritos comiencen la deliberación.



Si algún perito no concurre al acto, se 
comporta negligentemente o no cum-
ple con rendir su dictamen en el plazo 
otorgado, el juez o el tribunal ordena-
rá de oficio la sustitución.



Artículo 234. Dictamen. El dictamen 
será fundado y contendrá una relación 
detallada de las operaciones practica-
das y sus resultados, las observacio-
nes de las partes o de sus consultores 
técnicos, y las conclusiones que se for-
mulen respecto de cada tema pericial, 
de manera clara y precisa. Los peri-
tos podrán dictaminar por separado 
cuando exista diversidad de opiniones 
entre ellos. El dictamen se presentará 
por escrito, firmado y fechado, y oral-
mente en las audiencias, según lo dis-
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ponga el tribunal o la autoridad ante 
quien será ratificado.



Artículo 235. Nuevo dictamen; 
ampliación. Cuando se estimare in-
suficiente el dictamen, el tribunal o 
el Ministerio Público podrá ordenar la 
ampliación o renovación de la peri-
tación, por los mismos peritos o por 
otros distintos.



Artículo 236. Auxilio judicial. Se 
podrá ordenar la presentación o el 
secuestro de cosas y documentos, y 
la comparecencia de personas, si re-
sultare necesario para llevar a cabo 
las operaciones periciales. Se podrá 
requerir al imputado y a otras perso-
nas que confeccionen un cuerpo de es-
critura, graben su voz o lleven a cabo 
operaciones semejantes.



Cuando la operación sólo pudiere ser 
ejecutada voluntariamente por la per-
sona requerida y se rehusare a cola-
borar, se dejará constancia de su ne-
gativa y, de oficio, se llevarán a cabo 
las medidas necesarias tendientes a 
suplir esa falta de colaboración.



Artículo 237. Conservación de ob-
jetos. Las cosas y objetos a examinar 
serán conservados, en lo posible, de 
modo que la peritación pueda repetir-



se. Si debiera destruirse o alterarse lo 
analizado o existieren discrepancias 
sobre el modo de conducir las opera-
ciones, los peritos lo comunicarán al 
tribunal antes de proceder.



Artículo 242. Cotejo de documen-
tos. Para el examen y cotejo de un 
documento, el tribunal dispondrá la 
obtención o presentación de escritu-
ras de comparación. Los documentos 
privados se utilizarán si fueren indu-
bitados, y su secuestro podrá orde-
narse, salvo que el tenedor sea una 
persona que deba o pueda abstener-
se de declarar como testigo. También 
podrá disponer el tribunal que algu-
na de las partes escriba de su puño 
y letra en su presencia un cuerpo de 
escritura. De la negativa se dejará 
constancia.



Artículo 243. Traductores e intér-
pretes. Si fuere necesaria una tra-
ducción o una interpretación, el juez 
o el Ministerio Público, durante la in-
vestigación preliminar, seleccionará y 
determinará el número de los que han 
de llevar a cabo la operación. Las par-
tes estarán facultadas para concurrir 
al acto en compañía de un consultor 
técnico que los asesore y para formu-
lar las objeciones que merezcan la tra-
ducción o interpretación oficial.
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La Fundación Konrad Adenauer es una fundación política alemana que trabaja 
en beneficio de la democracia representativa, del Estado de Derecho, de la 
Economía Social de Mercado y de la integración regional. Se proyecta por 
medio de la formación y asesoría política, elaboración de análisis científicos 
como propuestas de base para la gestión política y publicaciones sobre temas 
de interés nacional y regional con las cuales pretende contribuir al debate 
público sobre temas políticos y sociales.



A través de la serie “Cuadernos Estado y Derecho” la Fundación Konrad 
Adenauer –Oficina para Guatemala y Honduras– quiere promover la vigencia 
del principio de Estado de Derecho como garantía efectiva de los derechos 
humanos en la administración de justicia de Guatemala. 



El presente Cuaderno está dirigido especialmente a jueces y magistrados con 
el propósito de contribuir a la comprensión y respeto de los derechos de los 
pueblos indígenas, en particular al derecho al acceso a la justicia con pertinencia 
cultural. 
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ESEMPI DI ARCHITETTURA 



La collana editoriale Esempi di Architettura nasce per divulgare 
pubblicazioni scientifiche edite dal mondo universitario e dai cen-
tri di ricerca, che focalizzino l’attenzione sulla lettura critica dei 
progetti. Si vuole così creare un luogo per un dibattito culturale su 
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… È probabilmente vero, in linea di massima, che nella storia del 
pensiero umano gli sviluppi più fruttuosi si verificano spesso nei 
punti d’interferenza tra diverse linee di pensiero. Queste linee 
possono avere le loro radici in parti assolutamente diverse della 
cultura umana, in diversi tempi ed in ambienti culturali diversi o di 
diverse tradizioni religiose; perciò, se esse veramente si incontrano, 
cioè, se vengono a trovarsi in rapporti sufficientemente stretti da 
dare origine ad un’effettiva interazione, si può allora sperare che 
possano seguire nuovi ed interessanti sviluppi.
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A los Costarricenses 
 



El conoscimento y la valorización 
del patrimonio cultural del proprio país 



constituye un elemento esencial para 
reconducir al centro del debate el 



hombre y su propria identidad. 
 
 











 











  



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



El valor del patrimonio cultural es 
una propiedad esencial y no una 
propriedad accidental. 
 
 



Teresa Robertson (2008) 
Stanford Encyclopedia of Philosophy 
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Introducción 
 
 
 



El Patrimonio cultural es un "recurso" fundamental para consolidar la 
identidad de los pueblos. El concepto de "recurso" no debe ser entendido 
solo en el sentido económico, sino que debe optarse por una definición más 
amplia que incluya los valores históricos y sociales de los bienes. Un aspecto 
básico en la conservación del patrimonio cultural está relacionado con el 
conocimiento. El concepto de conocimiento de un bien es subordinado al 
reconocimiento de su valor. Lo anterior, se introduce en un amplio debate en 
el que pueden ser sustentados diferentes puntos de vista. 



Las expresiones culturales han caracterizado la historia del país pero 
frecuentemente su destrucción amenaza los valores e identidad del lugar. 
Este proceso ha favorecido el desarrollo de una globalización cultural que no 
ha contribuido a la conservación del patrimonio sea a material que 
inmaterial. 



Sin embargo, resulta muy importante aclarar que cuando se habla de 
Patrimonio Cultural entendemos la construcción humana en toda su forma, 
tangible e intangible, que define la identidad de un país, de los pueblos con 
sus diferentes culturas y no necesariamente una obra monumental 
generalmente reconocida. 



El fenómeno de la globalización en el que vivimos hace que cada vez 
sean más las personas que desconocen los lazos con los procesos históricos o 
el momento que le dio origen a ese Patrimonio y por lo tanto, ignoran su 
importancia. La globalización es homogeneización cultural llena de 
contradicciones y desigualdades donde se extrae claramente la situacion 
actual del contexto mundial. El factor económico ha concentrado su poder 
desplazando aspectos importantes de la cultura, fuente principal para 
construir el futuro de un país. 



Así, es pertinente analizar y reflexionar responsablemente sobre las 
posibles soluciones para que el Patrimonio Cultural de cada país juegue un 
rol fundamental dentro del desarrollo de la sociedad, con el fin de fortalecer 
el reconocimiento de los valores que posee, utilizándolo como herramienta 
para reconstruir la nuestra historia y sobre todo reconocer nuestra identidad. 
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[...] Hay que reconocer que la pérdida de la identidad se basaba en la 
pérdida de la nuestra memoria histórica, o mejor dicho en la pérdida de 
nuestros bienes culturales significativos1. 
 



Al respecto de esta premisa el libro, La conservación del patrimonio 
cultural en Costa Rica, tiene como finalidad el ilustrar parte de la cultura de 
la conservación de los bienes materiales e inmateriales en Costa Rica con 
particular atención a diferentes experiencias y metodos de investigación que, 
en los últimos años han valorado el proceso de conocimiento de los bienes 
de la coletividad. 



El libro se divide en seis partes: Teoría sobre la restauración, Normas y 
leyes para la conservacion del patrimonio, Paisaje en el abordaje y gestión 
del patrimonio, Patrimonio arqueológico, Patrimonio inmaterial y 
Restauración del patrimonio construido. 



Las diferentes contribuciones permiten reflexionar sobre el rol del 
conocimiento para intervenir y valorar el Patrimonio Cultural de un país con 
la finalidad de respetar, dentro un proyecto de consevación integrada, la 
identidad específica de los pueblos, sus tradiciones y sobre todo sus 
diferentes valores históricos, simbólicos, sociales y políticos. 



 
 



 
San José - Kyoto, 20 de febrero de 2013 
 
 
Mónica Aguilar Bonilla, Olimpia Niglio 



                                                
1 Civalero R. (2010), El patrimonio construido y su mensaje cultural, in Actas del X 
Congreso Internacional CICOP Rehabilitación del patrimonio arquitectónico y edificación. 
Perspectivas contemporáneas y nuevas dimensiones del patrimonio, Chile. 



 



 



 
Carreta costarricense. Detalle 
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Resumen 
La transmisión de un presente, entendido como patrimonio cultural para legar, 



requiere del reconocimiento de un valor, concepto que, por su definición, plantea 
varias preguntas. La presente contribución es el resultado de reflexiones que hacen 
parte de una actividad de investigación, más amplia, que la autora está 
desarrollando. En esta fase de estudio, la contribución tiene como finalidad tratar el 
concepto de valor de la herencia cultural. Esta herencia representa el don recibido 
que se transmite a las generaciones futuras. Las notas siguientes está destinadas a 
discutir problemas que están conectados conectan estos conceptos y con las 
definiciones que hace falta establecer. 



Palabras claves: valor, patrimonio, diversidad, expressiones culturales 
 
Abstract 
The transmission of a gift, as cultural heritage to be passed, requires the 



recognition of a value, a concept that raises a number of questions for its definition. 
This paper is the result of reflections involved in a wider research that the author is 
developing. In this phase of the study, the contribution has the purpose of dealing 
with the concept of the value of cultural heritage. This legacy is the gift received that 
is handed down to future generations. The following notes relate to discuss problems 
that are connected with these concepts and definitions should be established. 



Key words: value, heritage, diversity, cultural expressions. 
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Introducción 
La huella de la historia está representada por el patrimonio que cada 



generación recibe como presente. Es un presente transmitido a través de una 
transacción que no está condicionada por ningún principio basado sobre 
reglas del mercado económico. En cambio, el concepto está atado 
estrechamente al tema de la identificación de la herencia. Ciertamente, tal 
identificación tiene en sí misma un valor jurídico, pero tiene ante todo, un 
sentido moral que debe ser valorado y reconocido dentro de las infinitas 
diferencias culturales que es posible hallar, no sólo entre muchas áreas 
geográficas, sino también a nivel de un mismo país. 



En 1954, en Nueva Zelandia, se publicó una carta: la Historic Places Act, 
con el fin de promover la identificación, la protección y la conservación de 
la herencia histórica y cultural del país y de sus poblaciones indígenas, en 
particular de los Maoríes. Estas primeras importantes experiencias han 
permitido subrayar el complejo sentido del concepto de valor, por su carácter 
de dependencia de las identidades del lugar y porque puede asumir 
connotaciones diferentes según la misma capacidad de expresar y sobre todo 
de establecer uniones entre el patrimonio cultural y la sociedad de 
pertenencia. 



En tanto que don, el valor de un bien está ligado a la memoria y a la 
identidad territorial, de modo que no es posible, tal como se hace 
frecuentemente, generalizar el concepto de valor de un bien cultural, dado 
que el patrimonio al cual se refiere el concepto es el resultado de 
experiencias y de elecciones elaboradas en contextos socio-culturales y 
económicos siempre diferentes. El mismo concepto de identidad del lugar 
que se reconoce en la misma historia, religión, orden político, etc., 
frecuentemente lleva a definiciones evidentes en las cuales no están ausentes 
ciertas intersecciones de identidades transversales, entre las que se pueden 
considerar por ejemplo, la música, la comida, la pintura, las artes gráficas, 
etc.. y más en general el patrimonio inmaterial. 



El análisis de estas temáticas particulares necesita de la filosofía, la 
sociología, la antropología y, en general , del estudio de las ciencias 
humanas. Definitivamente, no es posible excluir de nuestra disertación los 
intercambios que la sociedad ha padecido en el transcurso de la historia, o no 
considerar la memoria histórica como conocimiento que se identifica con 
estos cambios determinados por diferentes mecanismos de transmisión del 
patrimonio cultural. 
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La interdisciplinariedad del valor cultural 
Los diferentes mecanismos de transmisión constituyen una importante 



llave de lectura para explorar las diversidades y las distinciones de las 
identidades culturales. 



Lo mismo que en el sector de la genética, también en el campo cultural 
los mecanismos de transmisión son completamente casuales. Sin embargo, a 
diferencia de la genética, la transmisión de la herencia cultural y su 
evolución se dan en tiempos bastante más rápidos. 



En particular, el concepto de herencia cultural y de su transmisión 
encuentra en el volumen Cultural transmission and evolution1 ,publicado en 
la Universidad de Princeton en Estados Unidos, la primera contribución 
científica importante en donde fue introducido el concepto de “evolución 
cultural”. Los autores, Luigi Cavalli Sforza y Marcus W. Feldman, afirman 
que hay manifestaciones de tipo “social” que es posible reconocer en el 
análisis genético humano. 



Sin embargo, en ninguna especie, fuera de la humana, se ha desarrollado 
la atención a la transmisión y la evolución cultural y eso, gracias al poder del 
lenguaje, seguido del de la escritura. En efecto, a diferencia de la evolución 
genética, el poder del lenguaje tiene la posibilidad de transmitir, no solo a 
descendientes biológicos directos, informaciones que pueden determinar 
cambios y por lo tanto favorecer diferentes formas de “evolución cultural”. 



Obviamente, todo esto  presenta aspectos positivos si analizamos la 
transmisión de estas informaciones bajo el proceso evolutivo, pero es fácil 
también verificar aspectos negativos en caso de que tales informaciones 
tengan como finalidad la imposición de procesos que, en cambio, producen 
involución e imposición de identidades culturales. 



Ahora bien, si analizamos la realidad actual, es fácil constatar que los 
procesos de transmisión se han agilizado enormemente y que mientras 
anteriormente los instrumentos disponibles permitían un paso de “uno a 
muchos” (por ejemplo pensamos en la finalidad desarrollada por un libro: las 
informaciones se transmiten del autor a los potenciales lectores), 
actualmente en la época de las tecnologías digitales, ha sido posible llevar a 
la práctica un mecanismo de transmisión de “muchos a muchos” (nos 
referimos al papel que hoy desarrolla la red internet). 



Si miramos esta realidad dentro de nuestro recorrido de reconocimiento 
de los valores del patrimonio cultural heredado, no es difícil hallar 
preocupaciones por una comunicación global que, si no es controlada 



                                                
1 Cavalli Sforza L, Feldman M.W. (1981), Cultural transmission and evolution, Princeton 
University Press. 
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oportunamente, perjudica las identidades peculiares locales al favorecer un 
proceso de globalización capaz también de ponerle punto final a la 
transmisión y a la evolución cultural.   



Pero también, esta forma de “comunicación global” sienta las bases para 
establecer sinergias interdisciplinarias entre ámbitos de estudio que no se 
encuentran, como los de la ciencia pura con las disciplinas humanísticas, 
dentro de los cuales se analizan los temas del valor del patrimonio cultural. 
En realidad, es deseable establecer relaciones estrechas con otras esferas 
disciplinarias y en cuya intersección sea posible localizar nuevos modelos 
interpretativos de la realidad, además de interesantes oportunidades y 
evoluciones culturales. 



Como afirmó Werner Heisenberg, premio Nobel de física en 1932, 
 



... It is probably true quite generally that in the history of human 
thinking the most fruitful developments frequently take place at 
those points where two different lines of thought meet. These 
lines may have their roots in quite different parts of human cul-
ture, in different times or different cultural environments or dif-
ferent religious traditions: hence if they actually meet, that is, if 
they are at least so much related to each other that a real interac-
tion can take place, then one may hope that new and interesting 
developments may follow. 



 
Esta interdisciplinaridad encuentra una prueba en el hecho que los temas 



evolucionísticos que analizan los aspectos culturales de una comunidad se 
enlazan necesariamente a los de la naturaleza y, por ende, con la esfera 
ecológica del hombre en cuya base está el propio patrimonio cultural. 



 
En efecto, se habla de adaptación cultural del hombre a un determinado 



territorio y son precisamente las interacciones entre territorio y cultura las 
que determinan las diversas identidades de un lugar2. 



Esta identidad cultural está estrechamente unida al concepto de equidad 
social en donde la fruición de un bien heredado y el bienestar que deriva de 
este goce, constituye una oportunidad para la colectividad; entonces este 
patrimonio asume un valor que va mucho más allá de su sentido material3. 



                                                
2 Facchini F. (2002), Origini dell’uomo ed evoluzione culturale, Jaca Book, Milano, pp. 145-
146. 
3 Sen A. (1980), Equality of what? in “Inequality reexamined”, Oxford University Press, (tr. 
it.: Eguaglianza di che cosa?, in La diseguaglianza. Un riesame critico, Bologna: Il Mulino, 
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oportunamente, perjudica las identidades peculiares locales al favorecer un 
proceso de globalización capaz también de ponerle punto final a la 
transmisión y a la evolución cultural.   
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ture, in different times or different cultural environments or dif-
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they are at least so much related to each other that a real interac-
tion can take place, then one may hope that new and interesting 
developments may follow. 
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2 Facchini F. (2002), Origini dell’uomo ed evoluzione culturale, Jaca Book, Milano, pp. 145-
146. 
3 Sen A. (1980), Equality of what? in “Inequality reexamined”, Oxford University Press, (tr. 
it.: Eguaglianza di che cosa?, in La diseguaglianza. Un riesame critico, Bologna: Il Mulino, 
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Analizando la importancia de no considerar la herencia como bien 
material, resulta interesante recordar aquí el trabajo del economista indio 
Amirtya Sen, en la teoría del capability approach4 , como una superación del 
utilitarismo. El análisis de esta teoría es fundamental para comprender el 
sentido del valor que cada individuo puede reconocer en el propio 
patrimonio cultural observando más allá de los beneficios económicos 
usuales. Amirtya Sen le presta una atención particular a la relación entre 
individuo y bien heredado y a los beneficios culturales que pueden derivar 
entre tal relación. 



Por ejemplo, en el análisis del valor de un bien, Amirtya Sen somete a 
comparación diferentes variables que intervienen dentro de muchas 
realidades sociales para valorar los beneficios que es posible conseguir. 
Claro que se trata de valoraciones de tipo ético que ponen el acento sobre la 
importancia de la igualdad dentro de las diversidades. 



El reconocimiento de la diversidad humana se analiza, ya sea en términos 
de características personales como la edad, las habilidades y talentos 
específicos, el género, el nivel cultural, etc., o ya sea a través de otros 
elementos, en particular aquellos ambientales, por ejemplo, procedencia 
social, factores climáticos, contexto urbano, etc. 



Se trata de factores que según Sen son fundamentales para conocer y 
respetar los valores individuales, no económicos, que es posible localizar en 
las realidades particulares. 



A diferencia de lo anterior, estos elementos no salen a flote dentro de los 
estudios socio-económicos cuyas principales variables están enfocadas, en 
cambio, hacia el análisis de la rentabilidad y de la posesión de bienes 
materiales. Además, Amirtya Sen reexamina también el concepto de 
identidad colectiva y sus posibles consecuencias negativas conectadas a 
interpretaciones incorrectas. 



Sin embargo, la exigencia de localizar y profundizar estos conceptos 
deriva de un análisis que tenga en cuenta la complejidad de las realidades 
individuales. 



Para afrontar este tema también es fundamental considerar aquellos 
conflictos culturales que muchas veces no les han permitido a las 
comunidades individuales poder orientar sus propias elecciones de los 
valores del patirmonio cultural. 



                                                                                                               
1994, pp. 29-52); Carter I. (2001), Introduzione, in L'idea di eguaglianza (a cura di I. Carter), 
Milano, pp. 7-22. 
4 Sen A. K. (1986), Scelta, benessere, equità, Bologna. 
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Tales conflictos se han manifestado principalmente cuando pueblos 
económicamente más desarrollados han impuesto en países emergentes sus 
mismos modelos de desarrollo. En realidad, la elección de los modelos no 
puede ser generalizada, pero debería ser valorada en relación a las exigencias 
efectivas de satisfacción y dentro del respeto de la identidad cultural de cada 
pueblo. El traslado automático de modelos culturales desde los países de más 
antigua civilización hacia aquellos más jóvenes, por ejemplo a los países del 
continente africano, puede traer consecuencias muy peligrosas como 
aquellas que, desaforadamente, se dieron sobre todo en el continente 
latinoamericano5.  



 
 



Las diferentes identidades del valor cultural 
Es fundamental conocer y analizar las identidades culturales individuales 



y, por tanto, el patrimonio heredado no identificando en relación a los 
principios del utilitarismo y del consumismo, de acuerdo a las leyes que 
pudiéramos definir como propias de la cultura de la globalización. Esto se 
debe hacer favoreciendo bastante la capacidad de cada individuo para que 
reconozca y valorice la identidad específica que también es expresión de 
libertad e igualdad social. 



Sin embargo, este reconocimiento del valor del patrimonio heredado y 
participación colectiva establece a una estrecha unión entre la sociedad y el 
patrimonio cultural y entonces con la memoria y la identidad del lugar. Tal 
división colectiva del patrimonio cultural también está favorecida por las 
numerosas y diferentes acciones que incluyen aspectos sensoriales y 
emocionales propios de cada individuo que disfruta el bien heredado. 



Se comprende entonces cómo el análisis del valor de un bien recibido 
como presente, sin una transacción económica, está atado al contexto social 
y cultural al que dicho bien se refiere y por lo tanto a la identidad histórica y 
social observada6. 



                                                
5 Facchini F., Origini dell’uomo ed evoluzione culturale, Jaca Book, Milano 2002, pp. 145-
146 
6 Niglio O. (2012), Sul concetto di Valore per il patrimonio culturale, in Niglio O. “Paisaje 
cultural urbano e identitad territorial”, Atti del 2° Coloquio Red Internacional de pensamiento 
crítico sobre globalización y patrimonio construido (RIGPAC), Florencia 12-14 de julio de 
2012. Vol. I, pp. 23-38; 
Niglio O. (2012), Cultural Petition in the preservation project, VI International Conference 
“Paradigm shift in Heritage Protection. Tollerance for Change, Limits of Change, ICOMOS 
ISC Theory and Philosophy of Conservation and Restoration, Florence 4-6 march 2011. Testo 
pubblicato in Conservation Turn - Return to Conservation. Tolerance for Change, Limits of 











Teoria sobre la restauración 28



Tales conflictos se han manifestado principalmente cuando pueblos 
económicamente más desarrollados han impuesto en países emergentes sus 
mismos modelos de desarrollo. En realidad, la elección de los modelos no 
puede ser generalizada, pero debería ser valorada en relación a las exigencias 
efectivas de satisfacción y dentro del respeto de la identidad cultural de cada 
pueblo. El traslado automático de modelos culturales desde los países de más 
antigua civilización hacia aquellos más jóvenes, por ejemplo a los países del 
continente africano, puede traer consecuencias muy peligrosas como 
aquellas que, desaforadamente, se dieron sobre todo en el continente 
latinoamericano5.  



 
 



Las diferentes identidades del valor cultural 
Es fundamental conocer y analizar las identidades culturales individuales 



y, por tanto, el patrimonio heredado no identificando en relación a los 
principios del utilitarismo y del consumismo, de acuerdo a las leyes que 
pudiéramos definir como propias de la cultura de la globalización. Esto se 
debe hacer favoreciendo bastante la capacidad de cada individuo para que 
reconozca y valorice la identidad específica que también es expresión de 
libertad e igualdad social. 



Sin embargo, este reconocimiento del valor del patrimonio heredado y 
participación colectiva establece a una estrecha unión entre la sociedad y el 
patrimonio cultural y entonces con la memoria y la identidad del lugar. Tal 
división colectiva del patrimonio cultural también está favorecida por las 
numerosas y diferentes acciones que incluyen aspectos sensoriales y 
emocionales propios de cada individuo que disfruta el bien heredado. 



Se comprende entonces cómo el análisis del valor de un bien recibido 
como presente, sin una transacción económica, está atado al contexto social 
y cultural al que dicho bien se refiere y por lo tanto a la identidad histórica y 
social observada6. 



                                                
5 Facchini F., Origini dell’uomo ed evoluzione culturale, Jaca Book, Milano 2002, pp. 145-
146 
6 Niglio O. (2012), Sul concetto di Valore per il patrimonio culturale, in Niglio O. “Paisaje 
cultural urbano e identitad territorial”, Atti del 2° Coloquio Red Internacional de pensamiento 
crítico sobre globalización y patrimonio construido (RIGPAC), Florencia 12-14 de julio de 
2012. Vol. I, pp. 23-38; 
Niglio O. (2012), Cultural Petition in the preservation project, VI International Conference 
“Paradigm shift in Heritage Protection. Tollerance for Change, Limits of Change, ICOMOS 
ISC Theory and Philosophy of Conservation and Restoration, Florence 4-6 march 2011. Testo 
pubblicato in Conservation Turn - Return to Conservation. Tolerance for Change, Limits of 



Reflexiones sobre el Valor del Patrimonio Cultural 29



Si se intenta elaborar las consideraciones aquí expuestas en el sector del 
Patrimonio Cultural y la conservación, es fácil constatar la complejidad de la 
disertación. Al mismo tiempo, emerge la posibilidad de recorrer rutas de 
lectura que van más allá de las barreras que nosotros mismos edificamos, en 
detrimento de un diálogo constructivo entre diversidades culturales y en el 
respeto de tales diversidades7.  



En efecto, los conceptos de valor e identidad sientan las bases para abrir 
un diálogo constructivo y de comparación entre experiencias y 
acercamientos metodológicos diferenciados en relación a los principios 
culturales propios de la conservación del patrimonio y, por ende, de su 
transmisión como presente para las generaciones futuras. 



La conciencia de este valor permite analizar con mayor objetividad las 
dinámicas que caracterizan los diversos tratamientos teóricos y 
metodológicos que es posible hallar, no sólo en muchas realidades 
geográficas, sino también dentro de un mismo país en contextos socio-
culturales diferenciados. El conocimiento de la diversidad se convierte así en 
el recurso principal y fundamental para el respeto y la conservación de la 
misma diversidad. 



Considerar la identidad del valor cultural y en el sentido que ésta ha 
tenido en el transcurso de la historia, lo mismo que en sus diferentes 
interpretaciones, constituye una exigencia fundamental dentro de una 
realidad en la que el hombre contemporáneo vive en condición de movilidad. 



Este hombre siente el alejamiento y el desarraigo desde el propio lugar de 
nacimiento, pero al mismo tiempo, participa en el carácter ajeno de la nueva 
residencia en donde solo alcanza cierta confianza después de haber conocido 
los valores culturales del lugar. Si analizamos esta situación dentro de la 
creciente movilidad, es fácil averiguar el riesgo de una progresiva pérdida de 
referencias culturales y también, al mismo tiempo, la posibilidad de crear 
presupuestos de enriquecimiento de conocimientos, siempre y cuando todo 
esto esté respaldado por un recorrido cultural. 



La dimensión de una cultura que va más allá de los mismos confines 
nacionales tiene un sentido fundamental que es posible constatar dentro de 
las diferentes épocas históricas. 



                                                                                                               
Change a cura di Simone Giometti, Wilfried Lipp, Bogusław Szmygin, Josef Štulc, Firenze, 
pp. 271-275. 
7 Convention on the protection and promotion of the diversity of cultural expressions (Paris 
2005), in Niglio O. (2012), “Le Carte del Restauro. Documenti e Norme per la Conservazione 
dei Beni Architettonici ed Ambientali”, Roma, pp. 198-214. 
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El filósofo alemán  Martin Heidegger, en 1954, analizó los conceptos de 
“ser con los otros” y de “estar en el mundo” 8, dos cualidades fundamentales 
del hombre para poder establecer relaciones culturales. De algún modo, estos 
principios fueron elaborados en 1972 por la Conferencia general de la 
UNESCO, que estableció por primera vez, los principios para el 
conocimiento y la protección del patrimonio cultural mundial9.  



La convención invita a valorar una dimensión mundial del concepto de 
patrimonio, pero sin renunciar las identidades individuales y a los valores 
propios de cada comunidad concreta. El conocimiento de estos valores es 
particularmente fundamental en las sociedades, sobre todo en aquellas más 
multiculturales, para poder valorar métodos y modos diferentes de proteger y 
de conservar las correspondientes herencias culturales. 



Obviamente el tema no es extraño a argumentos que también requieren de 
la pedagogía y por lo tanto de educación a la cultura de la diversidad10.  



Sobre este argumento, Amirtya Sen, una vez más, interviene afirmando 
que en cada comunidad además de la reconocida pertenencia a una raza, que 
constituye ya en sí misma una identidad de referencia muy fuerte, nosotros 
también poseemos una pluralidad de identidades consiguientes que 
adquirimos en el transcurso de la vida en relación a las diferentes situaciones 
que pueden ocurrir. 



Tales identidades hacen parte de un patrimonio no heredado 
biológicamente pero adquirido durante la vida con base en diversas 
relaciones sociales y que constituye un dato fundamental en nuestra 
investigación del valor del patrimonio cultural en cuanto no está regulado 
por una ley universal. 



El problema de la identidad a menudo está asociado con el concepto de 
pertenencia a un grupo o a un contexto urbano y eso expresa la negatividad 
del concepto porque es poco adaptable a la comparación11.  En cambio, 
Amirtya Sen afirma que la humanidad no puede ser analizada con base en la 
pertenencia a un grupo o a una categoría porque de ese modo no sería 
posible valorar y conocer las numerosas correlaciones existentes entre 
individuos concretos que pertenecen a culturas diferentes. 



Vendría así negada parte de un patrimonio cultural colectivo que reviste 
un rol fundamental en el proceso evolutivo de la humanidad. Esto también 



                                                
8 Heidegger M. (1991), Saggi e discorsi, Milano, edizione italiana, pp. 104-105. 
9 UNESCO (1972), Convention concerning the Protection of the World Cultural and Natural 
Heritage. 
10 Arcomano V. (2010), L’idea di cultura nella tradizione pedagogica, Cqia Rivista, n°1, no-
vembre, Università degli studi di Bergamo. 
11 Sen A.K. (2006), Identità e violenza, Laterza, Roma-Bari. 
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emerge dentro de los recorridos de estudio y en el análisis, por ejemplo, del 
patrimonio artístico de una nación y los correspondientes procedimientos de 
conservación que establecen prioridades con base en una lista que subdivide 
en categorías las diferentes obras, asignándoles un juicio valorable dictado 
por la razón de expertos y no por el reconocido testimonio que esta obra 
representa realmente para la comunidad. 



Todo esto lleva a la conservación de solo una parte del patrimonio 
cultural dejando el resto a su propia suerte y de aquí la negatividad que Sen 
define principalmente de un mismo valor de identidad cuando este no tiene 
en cuenta la relatividad de los juicios y sí mucho del indiscutible 
absolutismo y pensamiento de pocos. 



Comprendemos por tanto la importancia de recobrar un diálogo 
intercultural12 para valorizar la pluralidad de las identidades y sus diferentes 
implicaciones en el reconocimiento del valor cultural. Tales valores tienen 
que ser localizados dentro de las comunidades particulares de pertenencia sin 
renunciar a un diálogo entre las culturas. 



 
 
 
Texto revisado por Astrid Caro Greiffenstein, Colombia 



                                                
12 UNESCO (2005), Convention on the protection and promotion of the diversity of cultural 
expressions. 
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Fig. 1. Cartago, Ruinas de Ujarrás  (autor © Randall Elizondo López, 2010) 



El Valor de la ruina como imagen y transmisión de una historia pasada 
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Fig. 2. San José de Costa Rica. 



La globalización cultural antigua y contemporanea (2009) 
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La globalización cultural antigua y contemporanea (2009) 
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Fig. 3 Costa Rica. Los colores y la artesania local (2009) 



El Valor de las tradiciones locales 
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Fig. 4. Costa Rica. Detalle de un carrieta costarricense (autor © Andy Leitch, 2009) 



El Valor de un símbolo Patrimonio de la Humanidad 
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Fig. 5  Monumento Nacional Guayabo de Turrialba (foto: Mónica Aguilar Bonilla, 2013) 
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Estado de la conservación-restauración en 
Costa Rica y nuevas perspectivas 



 
 



Ana Cecilia Eduarte Ramírez 
Museo Nacional de Costa Rica 



 
 



Resumen 
En el documento se establece cuál es la problemática climática, económica, 



profesional y social que enfrenta Costa Rica respecto a la conservación del 
patrimonio y cual ha sido la respuesta al implementar soluciones que optimicen el 
recurso económico y humano del país. Como puntos de fuerza a nivel nacional, se 
señala la oportunidad del trabajo interinstitucional e interdisciplinario buscando  la 
construcción de una red con otras instancias estatales como museos, laboratorios, 
universidades estatales y centros de educación superior, que apoyen en el estudio y 
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Abstract 
Document sets which is the climatic, economic, professional and social problems 



facing Costa Rica with respect to the conservation of the heritage and which has 
been the response to implement solutions that optimize the economic and human re-
source of the country. As points of force at the national level, States the opportunity 
of inter-agency and interdisciplinary work looking for the construction of a network 
with other State bodies such as museums, laboratories, State universities and other 
centre’s of higher education, to support the study and preservation of the heritage. It 
is proposed also provide training proposals and requests for financing, integrated at 
the Central American level, and promote the exchange of specialists and solutions at 
the regional level in order to share the expertise of professionals in the area and have 
access to new materials and techniques for the treatment of the goods at our expense. 
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Introducción 
En la actualidad, debido fundamentalmente al fenómeno de la 



globalización y la consecuente pérdida de valores autóctonos, las 
instituciones dedicadas a la salvaguarda del patrimonio cultural, juegan un 
papel de gran relevancia en el rescate de la identidad de los pueblos. Entre 
éstas, los museos ejercen un papel fundamental pues influyen en la 
población oriunda y regional al potenciar las tradiciones sociales, culturales 
y científicas de la nación a la que pertenecen y su nexo con las naciones 
circunvecinas. 



Como se verá en el desarrollo del presente documento, en Costa Rica se 
han hecho esfuerzos desde distintas instancias en pro de la consolidación de 
la conservación-restauración y por ende, de la permanencia en el tiempo y en 
el espacio de nuestra herencia cultural. 



Además se han desarrollado uniones estratégicas para aprovechar los 
recursos económicos y profesionales de las distintas instancias estatales. Así 
museos, instituciones de educación superior, laboratorios, universidades, 
entre otras, se dan la mano ejecutando estudios interdisciplinarios e 
interinstitucionales. 



Por otro lado, al reflexionar sobre la cercanía geográfica y la coincidencia 
de procesos históricos y económicos, se hace evidente que la mayoría de los 
problemas que enfrentan las naciones centroamericanas respecto a la 
conservación del patrimonio cultural, son los mismos. Se establece entonces 
que por esta razón y por el interés de los organismos que financian y 
promueven la capacitación y el acceso a materiales y equipo, que 
Centroamérica debe trabajar conjuntamente en la preparación y presentación 
de proyectos. 



El consolidar un frente común, al menos en el área de la conservación y 
restauración del patrimonio del istmo, es la mejor estrategia que se puede 
implementar para compartir experiencias y acciones exitosas y contrarrestar 
los escasos presupuestos, personal y medios con se cuenta. 



Resulta también una excelente carta de presentación ante organismos 
internacionales que pueden interesarse en financiar proyectos, enviar 
especialistas para brindar capacitaciones, equipar laboratorios o enviar 
conservadores (as) a actualizar conocimientos a algún centro especializado 
en el extranjero. 
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Puntos críticos actuales: problemática general de la conservación del 
Patrimonio en Costa Rica 



 
Factores naturales 
Condiciones ambientales: alta humedad relativa, cambios frecuentes de 



temperatura, alta luminosidad, proliferación rápida de hongos y plagas (bio-
deterioro), contaminación (hollín depositado en la superficie de los bienes, 
lluvia ácida, gases volcánicos), alta precipitación, inundaciones. 



Desastres naturales: es sabido que el istmo está compuesto de terrenos 
con gran cantidad de volcanes y que las placas que les soportan se están 
moviendo y acomodando constantemente. De aquí que en cualquier 
momento ocurran temblores o terremotos cuyo efecto sobre los bienes 
muebles e inmuebles es harto conocido: agrietamientos, fragmentación, 
desprendimiento, golpes, rasguños, destrucción parcial o total. 



 
Desconocimiento y desarraigo por el patrimonio 
Desinterés, desentendimiento e indolencia de la población en general y de 



las autoridades, respecto al significado y permanencia de los bienes 
patrimoniales: 



Lo anterior se debe a la falta de sensibilización y toma de conciencia de 
la población en general debido a un gran vacío en los planes educativos a 
todos los niveles, por lo que  su valorización no se refuerza. De ahí que no 
sea prioritario contar con un pasado en donde se manifieste material y 
espiritualmente nuestra historia. Esto provoca un desarraigo por nuestra 
cultura y por ende, la muerte de una identidad nacional compartida en la cual 
basar el desarrollo de nuestra sociedad como un ente con rostro propio. 



La falta de información, que a la vez provoca el desarraigo arriba 
señalado, favorece las acciones vandálicas hacia el patrimonio, la 
permisividad para con el tráfico ilícito y la comercialización de ciertos 
bienes patrimoniales provocando la pérdida total o parcial de dichos bienes. 



También provoca la adopción de modelos foráneos que nos dan una falsa 
sensación de desarrollo y “civilización”, al copiar formas de relacionarse con 
los (as) demás y con el entorno que nada tienen que ver con nuestra realidad. 
Esta situación genera vergüenza y negatividad hacia nuestros orígenes más 
fundamentales. Por lo tanto, nuestro patrimonio y todo lo que significa no 
tiene importancia y mucho menos derecho a que su permanencia cronológica 
sea financiada o protegida. 
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Factores administrativos y políticos 
De lo anterior se desprende la razón por la cual las autoridades políticas 



desfinancian el sector cultural (“cenicienta del cuento”), pues todo lo 
espiritual, intangible, no negociable y que no produzca ganancia, pasa a un 
último lugar en las listas de nuestros políticos. 



Evidentemente en nuestro país la necesidad de fondos externos a los 
presupuestos institucionales, es absolutamente fundamental para llevar a 
cabo responsablemente, las acciones en pro de la conservación del 
patrimonio. 



Hay poca iniciativa en la búsqueda de patrocinio a nivel nacional o 
internacional, y asimismo, en la consecución de financiamiento para ejecutar 
proyectos, adquirir equipo y materiales y brindar capacitación. 



Las posibilidades de capacitación y actualización de conocimientos son 
escasas. Lo descrito en el punto anterior aunado a los bajos presupuestos 
asignados, imposibilitan el pago de las cuotas necesarias respecto a traslado, 
matrículas, alimentación y hospedaje que conlleva la asistencia a estas 
actividades. 



En Costa Rica hay muy pocos profesionales en conservación y 
restauración y solamente el Museo Nacional de Costa Rica (MNCR) cuenta 
con dos especialistas en el área, ningún otro museo ni estatal ni privado 
cuenta en planta con especialistas de este tipo. Ante la inexistencia de un 
centro o instituto nacional que se encargue de asesorar en el campo, dichos 
funcionarios deben de velar por las vastas colecciones del MNCR y además 
asesorar todas las instancias estatales que así lo requieran. 



Si bien, las medidas para impedir el enriquecimiento ilícito son necesarias 
para controlar la corrupción, el incremento de esta normativa muchas veces 
hace engorrosa y difícil la importación de materiales y equipo para 
conservación y restauración. 



El hecho de que los puestos de jefatura (directores) sean cambiados 
regularmente, provoca gran inestabilidad a nivel administrativo. Los museos 
u otras instancias culturales dependen total o parcialmente del Estado, y las 
autoridades de las mismas varían acorde con las necesidades o compromisos 
de los partidos políticos en el poder. 



Por lo tanto, se hace difícil dar continuidad a los planeamientos 
establecidos y que procuraban direccionar el andar institucional, situación 
que además desdibuja la meta y objetivos que se habían señalado como 
derroteros. Esta situación crea un gran desgaste del personal, el presupuesto 
y la institución al tratar de estarse reorganizando para cumplir con los 
nuevos preceptos. 
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La falta de comunicación y definición de funciones entre instituciones 
que se relacionan con la protección del patrimonio, es una situación que 
lleva a desaprovechar los recursos profesionales, económicos y materiales 
disponibles. Por otro lado, algunas veces se duplican las funciones y en otras 
no se dirigen los esfuerzos ni las posibilidades de capacitación, a quienes 
deben ser. Evidentemente esta situación dispersa, confunde y atenta contra el 
patrimonio nacional. 



Carencia de espacios de discusión para las instancias, profesionales e 
interesados (as), en la conservación del patrimonio cultural. 



 
 



Puntos de fuerza 
En Costa Rica existe la ventaja de contar con varias instancias estatales y 



de educación superior que por sus características y las especialidades que las 
conforman, proveen excelentes insumos para conformar equipos de estudio 
en pro de la conservación de las colecciones patrimoniales. 



La Universidad de Costa Rica (UCR) cuenta con especialistas en física, 
química, geología, biología, biodeterioro, ingeniería, arquitectura y con 
laboratorios que cada una de esas ciencias utilizan para el desarrollo de sus 
trabajos. Asimismo, la Universidad Nacional (UNA), aparte de lo ya 
descrito, aporta otra área de gran interés: la Escuela de Ciencias Ambientales 
y la Maestría Virtual en Museología. 



Otros centros de estudios que resultan de gran utilidad son el Instituto 
Tecnológico de Costa Rica (ITCR) y el Instituto Nacional de Aprendizaje 
(INA), quienes brindan carreras técnicas variadas como la ebanistería, que es 
un apoyo fundamental en la restauración de muebles. También cuentan con 
talleres donde se estudia la calidad y aplicación de distintos materiales. 



Al interno del Ministerio de Cultura y Juventud (MCJ) se encuentra el 
Centro de Investigación y Conservación del Patrimonio (CICOPAC), 
conformado por profesionales en antropología, arquitectura e historia. 
Sobresalen de esta instancia dos programas: el del rescate del patrimonio 
inmaterial y del patrimonio arquitectónico. 



Otra oficina del MCJ que resulta fundamental en el área de capacitación, 
es la de Cooperación Internacional. A este lugar llegan todas las ofertas de 
becas que se refieren al tema cultural y de allí son enviadas a las 
instituciones indicadas. 



Uno de los museos que tiene el privilegio de contar con una gran variedad 
de especialidades y con reconocimiento internacional es el Museo Nacional 
de Costa Rica (MNCR). El mismo cuenta con profesionales en botánica, 
mastozoología, ornitología, entomología, geología, arqueología, 
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antropología, historia, conservación-restauración, registro, educación, 
arquitectura, entre otros. 



Muy frecuentemente quienes trabajan en conservación, recurren a alguno 
de dichos investigadores para resolver asuntos relativos a los procesos de 
deterioro de los bienes a su cargo. 



 
 



Estrategias de desarrollo y fortalecimiento de la conservación en Costa 
Rica 



En un afán por optimizar los recursos disponibles, aplicar metodologías 
modernas de intervención y cumplir cabalmente con la responsabilidad de 
preservar su legado cultural, en el país, se han estado implementando una 
serie de estrategias basadas en el trabajo individual o interinstitucional. 



Evidentemente el ministerio que más responsabilidades tiene respecto al 
tema en cuestión, es el MCJ. Al interno del mismo el CICOPAC ha tenido 
logros relevantes, entre ellos, la valorización y difusión del patrimonio 
intangible y el rescate de inmuebles representativos del devenir de la 
arquitectura en nuestro país. 



Como parte de estas labores ha implementado un concurso a nivel 
nacional, en el que individuos o comunidades presentan sus proyectos para 
la restauración de inmuebles representativos para su población. El ganador 
se beneficiará con la puesta en valor del edificio logrando así la permanencia 
de un eslabón de la historia comunal. 



Además del rescate patrimonial, se pone a los individuos a crear 
estrategias para el rescate de su legado cultural y hacer conciencia sobre la 
identidad nacional, estimulando de ambas formas el respeto por nuestra 
herencia material. 



Otro proyecto muy creativo e interesante y fundamental para la difusión y 
toma de conciencia sobre los bienes patrimoniales, fue la publicación un 
libro sobre el arte funerario del Cementerio General de San José. En el 
mismo, se muestran obras de gran relevancia a nivel de artes plásticas que 
adornan los sepulcros del lugar, se establecen rutas de visitación y se brindan 
datos históricos, de autoría y procedencia de las obras. Iniciativa sumamente 
estimulante y disfrutable que invita a la visita y goce de este tipo de arte. 



Otra instancia que ha tomado relevancia en los últimos años y que reúne 
los esfuerzos de varios ministerios y entidades  relacionadas a la 
conservación del  patrimonio es la Comisión Interinstitucional Asesora para 
la Conservación y Restauración del Monumento Nacional Guayabo de 
Turrialba (CIACORGU). 
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La misma se compone por representantes del MCJ, MNCR, Instituto 
Costarricense de Turismo (ICT), UCR, ICOMOS Costa Rica y del 
Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones (MINAET). Entre 
sus integrantes están conservadores-restauradores, arqueólogos, 
administradores, especialistas en biodiversidad y guardaparques. 
 



 
Fig.1  Monumento Nacional Guayabo de Turrialba. Vista del Montículo Central. Fotografía: 
Museo Nacional de Costa Rica. 



 
Evidentemente el fin de su creación es el de reunir esfuerzos, experticia y 



recursos económicos para hacer frente a una intervención integrada de dicho 
sitio arqueológico, uno de los más representativos del país y que ha estado 
presentando serios problemas de conservación. 



Esta comisión, en combinación con las instituciones descritas con 
anterioridad, ha tenido valiosos logros durante su gestión: 



 Diagnóstico del estado de conservación del sitio. 
 Plan General de Conservación y mantenimiento en ciernes. 
 Propuesta de intervención restaurativa. 
 Visitas de especialistas en conservación de sitios arqueológicos que 



han brindado sus recomendaciones. 
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 Estudios para contener y controlar el biodeterioro del lugar: 
investigación sobre hormigas y otros animales que construyen 
madrigueras que están debilitando las estructuras y sobre los 
líquenes, hongos y bacterias, que recubren las rocas que forman 
dichas estructuras. 



 Estudios hidrogeológicos para contrarrestar el anegamiento de 
ciertas áreas. 



 También se ha trabajado de cerca con el Colegio Federado de 
Ingenieros y Arquitectos, en la declaratoria del sitio como 
Patrimonio de la Ingeniería Civil, gestión que fue exitosa. Además 
han prestado su colaboración para la realización de los planos 
constructivos de ciertas áreas del monumento. 



 La UCR conformó e implemento un programa institucional para 
brindar especialistas que desarrollen las investigaciones necesarias 
para controlar las fuentes de deterioro que afectan el sitio Guayabo 
de Turrialba y participar en las investigaciones que allí se realicen. 
El programa también promueve la investigación histórica y 
arqueológica del sitio. 



 El MINAET, con la ayuda de la CIACORGU, se propone la 
construcción de un museo de sitio en  este lugar. Actualmente el 
Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos desarrolla los planos 
correspondientes. El edifico que va a servir como sede de este, 
contempla también espacios para expendio de alimentos y tiendas de 
recuerdos, esto, a todas luces, estará beneficiando a los lugareños al 
fungir como concesionarios de dichos locales. 



 
El MNCR ha jugado un papel de mucha importancia, a nivel nacional, 



respecto a la permanencia del patrimonio cultural del país, el mismo está 
formado por cinco departamentos: Administración y Finanzas, Proyección 
Museológica, Antropología e Historia, Historia Natural y el departamento 
encargado de ejecutar todos los procesos de manejo de colecciones: 
Protección del Patrimonio Cultural (DPPC). 



Este último está formado por técnicos y profesionales en arqueología, 
inventario y registro, embalaje y conservación-restauración. Como parte de 
esta dependencia, el Taller de Conservación y Restauración, ante la 
inexistencia de un centro nacional de conservación y restauración, ha tenido 
que asumir en muchas oportunidades, las asesorías que con frecuencia 
solicitan otras oficinas estatales a nivel nacional, la atención de los museos 
regionales y por supuesto, la atención de las vastas colecciones del MNCR. 
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El MNCR ha jugado un papel de mucha importancia, a nivel nacional, 



respecto a la permanencia del patrimonio cultural del país, el mismo está 
formado por cinco departamentos: Administración y Finanzas, Proyección 
Museológica, Antropología e Historia, Historia Natural y el departamento 
encargado de ejecutar todos los procesos de manejo de colecciones: 
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Este último está formado por técnicos y profesionales en arqueología, 
inventario y registro, embalaje y conservación-restauración. Como parte de 
esta dependencia, el Taller de Conservación y Restauración, ante la 
inexistencia de un centro nacional de conservación y restauración, ha tenido 
que asumir en muchas oportunidades, las asesorías que con frecuencia 
solicitan otras oficinas estatales a nivel nacional, la atención de los museos 
regionales y por supuesto, la atención de las vastas colecciones del MNCR. 
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Responsablemente el personal de conservación ha acudido a especialistas 
de universidades y otros ministerios para llevar a cabo idóneamente sus 
deberes y a la vez desarrollar investigaciones en varios sentidos: 



 
 La Sede Central del MNCR, se encuentra en un área muy 



contaminada del centro de San José. Atentos a esta circunstancia, se 
solicita a la Escuela de Ciencias Ambientales de la UNA, un estudio 
acerca de la calidad del aire en el que se encuentran las colecciones 
ubicadas en ese inmueble. 



 Se participa en la CIACORGU para el rescate del sitio Guayabo de 
Turrialba elaborando el diagnóstico de estado de conservación y el 
Plan de Conservación del monumento, entre otras actividades. 



 También se forma parte de un estudio sobre biodeterioro de los 
bienes culturales expuestos en exteriores, en coordinación  con 
especialistas en la materia que laboran para el Laboratorio de 
Bilogía Molecular de la UCR.  Este proyecto ha sido presentado en 
varias ocasiones a concursar para los premios de la Fundación Ford, 
obteniendo en dos certámenes el financiamiento para su 
continuación. 



 
Otra iniciativa que surge del seno del Museo Nacional es la propuesta 



para presentar la candidatura de los “Sitios arqueológicos con esferas de 
piedra en el sureste de Costa Rica (subregión arqueológica Diquís) como 
patrimonio de la humanidad” ante la UNESCO. Para la presentación de la 
misma fueron coordinadas, en el mes de marzo de 2010, una Jornadas 
Arqueológicas en la zona en cuestión, con la participación de arqueólogos y 
conservadores nacionales y extranjeros. 



La gran ventaja de esta actividad patrocinada por el MNCR, UNESCO 
San José, UNESCO París, el Instituto Costarricense de Turismo, la 
Fundación CRUSA, SURCOOP, el Ministerio de Relaciones Exteriores, la 
Municipalidad de Osa y líderes de las comunidades urbanas e indígenas, así 
como hoteleros de la zona, es que le fueron asignados recursos para la 
ejecución de los procesos necesarios para lograr su objetivo. 
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Fig. 2   Referencia: Juan Carlos Calleja . Idealización del sector de montículos en Finca 6. 
Subregión Arqueológica Diquís. Rotulación del sitio para su exhibición. 2010. Programa de 
Museos Regionales, Museo Nacional de Costa Rica. 



 
Una estrategia para la capacitación de su personal ha sido el “trueque” 



con museos extranjeros. El MNCR facilita exhibiciones para ser presentadas 
en sus salas y las organizaciones foráneas envían especialistas a brindar 
cursos. Este fue el caso del convenio con el Musee du Quai Branly (París), 
quienes, gracias al MNCR, el ICT y la Alianza Francesa, ofrecieron un curso 
de Conservación Preventiva al que fueron invitados (además de los 
profesionales del Museo Nacional), funcionarios del Teatro Nacional, 
Archivo Nacional, Museos del Banco Central, Museo del Jade y la 
Universidad de Costa Rica. 



Una ventaja más ha sido la presentación de las políticas y el Plan de 
Conservación del MNCR. Estos proponen una estructura a seguir en procura 
de la conservación de sus colecciones, distribuyen las funciones y señala 
responsables para ejecutar cada acción. Se indica además, la importancia de 
los trabajos interdisciplinarios y la necesidad de que la conservación debe 
formar parte integral de la misión de una institución cultural y la 
planificación para la preservación debe formar parte de su plan estratégico 
global. 



Evidentemente para lograr todas las propuestas establecidas en ese 
documento, deberá de capacitar a sus especialistas y técnicos y adquirir el 
equipo y materiales  necesarios para su ejecución. 
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Las esferas precolombinas de piedra son obras llenas de significado y de 
una ejecución imponente. Aparecen solamente en la zona sur de Costa Rica, 
en ningún otro lugar del mundo. El Festival de las Esferas, actividad que se 
realiza en la comunidad de Palmar Sur, y que es organizada por las 
asociaciones no gubernamentales y municipales con apoyo del 
Departamento de Antropología e Historia y de Proyección Museológica del 
MNCR, es una excelente oportunidad para llamar la atención general sobre 
la importancia del rescate y conservación de esas magníficas e 
impresionantes esferas. Además difunde las costumbres vivas de las 
comunidades nativas que aún hoy habitan la región, es una actividad que 
reúne expresiones artísticas, populares y culinarias propias de los distintos 
sectores y etnias que conviven en el lugar y en la que confluye una cantidad 
nada despreciable de visitantes nacionales y extranjeros. El Museo del Oro 
del Banco Central, también se ha asociado a la UCR para el estudio de 
aspectos tecnológicos y de estado de conservación de la colección de oro 
precolombino. La Sección de Arqueología ha analizado mediante la 
microscopía electrónica de barrido las piezas seleccionadas y ha realizado 
publicaciones al respecto. 
 



 
Fig. 3  Esfera precolombina de piedra, zona sur de Costa Rica. Fotografía: Juan Carlos 
Calleja.  Proyecto “Estudios para el diagnóstico y conservación de los sitios con 
esferas de piedra”. Museo Nacional de Costa Rica. 
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Propuestas de acciones futuras integradas a nivel regional 
Es bien sabido que en la actualidad las propuestas y peticiones de 



financiamiento, son mejor aceptadas por los entes que se dedican a proveer 
de recursos humanos y económicos los proyectos, si se efectúan desde una 
comunidad, en este caso desde la comunidad centroamericana. 



Es obvio que se coincidirá en muchos de los puntos sobre la problemática 
actual de los distintos países, por lo tanto, lo más lógico es establecer 
estrategias comunes para responder y solventar la situación que nos aqueja. 
Algunos de los mecanismos que pueden ser implementados para resolver la 
problemática de la región, podrían ser: 



 Creación de espacios de discusión acerca de las necesidades y 
prioridades en el campo de la conservación y restauración en el 
istmo: encuentros, seminarios, congresos, jornadas, etc. 



 Promover la capacitación y actualización de conocimientos en este 
campo. Se puede dar en al menos tres sentidos: 



- Desplazarse al extranjero a recibir los cursos. 
- Asistencia a eventos especializados en el tema, tanto a nivel nacional 



como internacional. 
- Visita o invitación de especialistas para brindar cursos en el país de 



origen. Normalmente esta es la más provechosa pues pueden asistir más 
personas al evento. 



 Elaboración de proyectos con el fin de buscar financiamiento a nivel 
nacional o internacional, para garantizar la implementación de los 
proyectos señalados como necesarios. 



 Intercambiar especialistas que apoyen y asesoren en la 
implementación de los proyectos, evaluación de las colecciones y la 
puesta en práctica de los planes de conservación institucionales. 



 Gestionar en grupo, la consecución de materiales y equipos de 
conservación y restauración. 



 Evaluar la situación de las distintas entidades relacionadas con el 
sector cultura en los distintos países, con el fin de nombrar a quienes 
serán los participantes en la creación de redes de centros y 
laboratorios de restauración distribuidos en la región. 



 “Vamos a soñar”: Creación de una red de Laboratorios Nacionales 
de Conservación en cada país, o al menos de una Laboratorio 
Centroamericano, el o los cuales usarán la ciencia moderna y 
tecnología para estudiar la composición y estructura de los 
materiales culturales que deben preservarse y que actuará como un 
asesor, llevará a cabo el examen técnico y científico de objetos y 
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desarrollará nuevas técnicas de tratamiento para los bienes de las 
colecciones centroamericanas. 



 Conformación de un grupo o comité con representantes de cada país, 
que quede establecido en este mismo evento, que le dé seguimiento 
de lo acordado en esta actividad y se convierta en el germen del 
posterior ente que estimulará el desarrollo y consolidación de la 
conservación del patrimonio a nivel centroamericano. 
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Resumen 
El siguiente artículo tiene como objetivo fundamental plantear las posibilidades 



y alcances de la educación, para promover la conservación del patrimonio en Costa 
Rica. En este sentido, se formula una propuesta concreta a partir de los cursos de 
Seminario de Realidad Nacional, con énfasis en Patrimonio Cultural, que se 
imparten en la Sede de Occidente de la Universidad de Costa Rica, como una 
alternativa que puede coadyuvar para que el patrimonio, en sus diversos ámbitos y 
manifestaciones, se constituya en un valor inherente en los futuros profesionales que 
se egresan de esta institución de educación superior; y que a su vez, se conviertan en 
agentes difusores de la conservación del patrimonio en el grueso de la ciudadanía 
costarricense. 



Palabras clave: Patrimonio Cultural, Seminario de Realidad Nacional, 
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Abstract 
The following article has as a main goal to establish the possibilities and reaches 



of the education to promote the conservation of  heritage  in Costa Rica. In this re-
gard, there is formulated a specific proposal from the Seminars of National Reality 
courses, with emphasis in heritage; which are held at the Occidental Branch of the 
University of Costa Rica, as an alternative to contribute, from the heritage, to di-
verse spheres and manifestations that will become an inherent value in the future 
professionals who graduate from this institution, and at the same time, they could  
become conservation agents of heritage in Costa Rica. 
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Introducción 
El Sistema de Estudios Generales de la Universidad de Costa Rica es uno 



de los principales bastiones sobre los cuales se sustenta la formación 
académica de los estudiantes de este centro de educación superior. 
Asimismo, ha contribuido en la adquisición de competencias básicas que 
todo profesional que se egrese de esta casa de estudios debe poseer, 
orientadas a formar una persona con un mayor nivel de compromiso social y 
humano, conocedor de su realidad nacional, y además, incentivarlo para que 
sea partícipe activo de las grandes transformaciones que la sociedad 
costarricense demanda. 



En este sentido, los cursos de Seminario de Realidad Nacional, y en 
particular, los de Patrimonio Cultural, constituyen una excelente alternativa 
para incursionar en la reflexión y análisis del quehacer nacional, y desde la 
“trinchera” del patrimonio cultural, potenciar a los estudiantes para que se 
preocupen y se ocupen de las problemáticas y demandas nacionales, y a la 
vez, sean gestores de propuestas e iniciativas tendientes a construir y 
reconstruir el complejo tejido de la sociedad costarricense contemporánea. 



En los últimos años, la palabra patrimonio ha “tomado” fuerza y se 
escucha por muchas partes, aparece en lecturas, análisis, conferencias, 
congresos, en fin, en diversidad de eventos. Es preocupación de muchas 
personas pensar y trabajar por conservar eso que llaman patrimonio. Existen 
documentos de gran valor para entender el significado de este término, pues 
se hace referencia a tipos y clases de patrimonio y con regularidad preocupa 
lo tangible y lo intangible. 



Con frecuencia el patrimonio se visualiza como un mueble, monumento, 
objeto indígena, sitio indígena, lápida, tumba, entre otros, dejando de lado 
valores que son parte de este. Eso significa que para efectos de este trabajo, 
el patrimonio se estará conceptualizando como un valor necesario de 
conservar, revitalizar y proteger, el cual, debe vivenciarse, más que informar 
al respecto; es parte de la cotidianidad, y así como se forma para entender 
algunas fórmulas matemáticas, también se debe trabajar en educación para 
inculcar y “caminar” por la vida con la consigna de respetar lo nuestro. 



Entonces, es necesario decodificar la concepción de patrimonio que se 
tiene, pues este se ha entendido como todo aquello ligado a la historia de un 
determinado lugar, especialmente lo monumental y que genere gran 
asombro. También se tiene la idea de que el patrimonio es todo objeto 
arqueológico legado por los grupos indígenas. Estas definiciones han llevado 
a que se establezcan ciertas clasificaciones, y por ello, se hable de un 
patrimonio natural, arqueológico, lingüístico, entre otros. 
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La producción humana de tiempos pasados y contemporáneos se ha 
agrupado para rescatarla y protegerla, por ejemplo, en los últimos años el 
folclor ha cobrado fuerza, sin embargo, existe la preocupación de valorar el 
folclor de manera estereotipada e incluso hacer de algunos elementos una 
imagen ridícula o pasada de tono, por ello, lo que se pretende es lo contrario, 
se busca que las personas que más se han destacado en esa área se sientan 
orgullosas de esas manifestaciones. 



Este trabajo está estructurado en cuatro apartados, el primero, aborda 
diversas consideraciones conceptuales en torno al patrimonio cultural; el 
segundo se titula: ¿Por qué trabajar temáticas relacionadas con el Patrimonio 
en los Seminarios de Realidad Nacional?; el tercero, el Seminario de 
Realidad Nacional con énfasis en Patrimonio Cultural y sus vínculos con la 
identidad, y el último apartado se denomina: Los Seminarios de Realidad 
Nacional con énfasis en Patrimonio Cultural: Una propuesta de articulación 
entre la teoría y la práctica en el aula universitaria y en el contexto local. 
 
 
1. Consideraciones conceptuales en torno al patrimonio cultural 



Para iniciar, es imprescindible hacer referencia al concepto de cultura, el 
cual es sumamente complejo y diverso; así como polivalente, dando lugar a 
una multiplicidad de referencias y acepciones sobre este término. La palabra 
cultura se deriva del término cultüra, en latín, y poseía una amplia gama de 
significados; entre ellos destacan: 



 
[…] habitar, cultivar, proteger, honrar con adoración. Eventualmente, 



algunos de estos significados se separaron, aunque sobreponiéndose 
ocasionalmente en los sustantivos derivados. Así, habitar se convirtió en 
colonus, de colonia. Honrar con adoración, se desarrolló en cultus, de culto. 
En resumen: “Honrar con adoración” se convirtió en culto (hacer crecer la fe 
interior, lo que brota del alma); “habitar un lugar” se convirtió en colono (el 
surgir de la gente en un territorio no habitado antes); “cultivar la tierra” se 
convirtió en cultivar (hacer brotar al reino vegetal, como en “agricultura”, 
agrícola, etc); “lo que brota del ser humano” se convirtió en cultura1. 



 



                                                
1 Williams, R. (1976). KEYWORDS, Fontana, Londres, entrada “Cultura” pp. 76-82; 
traducido por Tomás Austin. Fotocopia. Citado por: Austin, T. (2000). Para comprender el 
concepto de cultura. UNAP Educación y Desarrollo. Año 1, Nº1, marzo 2000. Universidad 
Arturo Prat, Sede Victoria, Chile, sd. 
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En relación con el concepto de cultura, existe una gran cantidad de 
definiciones, a continuación se plantean algunas de ellas, con el propósito de 
identificar los principales ejes sobre los cuales se articula este término. 



Para la UNESCO (1998), la cultura es el conjunto de rasgos distintivos, 
espirituales, materiales y afectivos que caracterizan una sociedad o grupo 
social. Ella engloba, además de las artes y las letras, los modos de vida, los 
derechos fundamentales del ser humano, los sistemas de valor, creencias y 
tradiciones. 



Geertz (1987), por su parte, sostiene que la cultura es la red de 
significados generados por el hombre, los numerosos sistemas de prácticas 
compartidas, heredados y adaptados por cada generación, que permiten una 
comunicación de significados dentro del sistema. La cultura está vinculada a 
los conocimientos locales. 



Asimismo, debe tenerse en cuenta que, la cultura no es lo valiosamente 
accesorio, el cadáver exquisito que se agrega a los temas duros de desarrollo, 
como ingreso per cápita, el empleo o los índices de productividad y 
competitividad, sino, una dimensión que cuenta de manera decisiva en todo 
proceso de desarrollo, en el fortalecimiento institucional, la existencia de 
tejido y capital social y la movilización de la ciudadanía (Buxo, 1984). 



Con base en lo que se viene planteando, los usos, acepciones y 
concepciones del vocablo cultura son diversos, lo que a menudo genera 
confusión. Por ejemplo, cuando es utilizado como expresión de las bellas 
artes, tiende a interpretarse que las personas que conocen de arte y son 
ilustradas, son “cultas”; a diferencia de las que desconocen las diferentes 
manifestaciones artísticas y que poseen una limitada instrucción, los 
“incultos”. Otra de las acepciones de cultura, hace hincapié en los grupos 
humanos poco conocidos, o bien, desconocidos. 



En este sentido, el concepto de cultura, se manifiesta en diferentes 
dimensiones; la primera de ellas, lo aborda desde el ámbito de la estética. 
Esta es una concepción de índole humanista, debido a que hace énfasis en las 
manifestaciones más elevadas del espíritu y la creatividad del ser humano. 
La segunda, es de orientación antropológica, y plantea que la cultura es: 



 
[…] el sustantivo común que indica una forma particular de vida, de 



gente, de un período, o de un grupo humano; está ligado a la apreciación y 
análisis de elementos tales como valores, costumbres, normas, estilos de 
vida, formas o implementos materiales, la organización social, etc. Además, 
el concepto antropológico de cultura nos permite apreciar variedades de 
culturas particulares: como la cultura de una región particular, la cultura del 
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En relación con el concepto de cultura, existe una gran cantidad de 
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poblador, del campesino; cultura de crianza, de la mujer, de los jóvenes, 
cultura universitaria, cultura étnicas, etc2. 



 
La tercera, es la concepción sociológica de la cultura, definida como el 



progreso intelectual y social de las personas, de las colectividades, de la 
humanidad en general. Este concepto tiene un fuerte arraigo en las 
condiciones del presente, como prerrequisito para el desarrollo y progreso de 
la sociedad y el fortalecimiento de la cultura universal. 



La última concepción, corresponde al psicoanálisis. Para esta corriente, la 
cultura está conformada por: […] todas aquellas presiones intra psíquicas, de 
origen social o colectiva, que constriñen la libre expresión del ego y 
repercuten en la personalidad y hasta posiblemente en traumas psíquicos3. 



Al respecto, un ejemplo preciso del concepto de psicoanálisis en la 
cultura, podría ser las diversas situaciones, generalmente frustrantes y 
depresivas, que experimentan la mayor parte de los inmigrantes, derivadas 
del choque cultural, producto de vivir en un espacio sociocultural ajeno al 
propio. 



El significado del concepto de cultura ha experimentado cambios 
significativos a lo largo de su trayectoria histórica. Por ejemplo, durante la 
primera mitad del siglo XX prevaleció una visión positivista de la cultura, 



 
[…] entendida y explicada como un conjunto de construcciones, 



presiones y acondicionamientos externos al ser humano, que fijaban o 
determinaban pautas de conductas como adulto, donde se destacaban las 
costumbres como el concepto amplio que representaba casi todo lo que el 
hombre hacía, es decir, la cultura era vista como un determinante del 
comportamiento4. 



 
Esta concepción de cultura prevaleció hasta la década de 1950, inclusive. 



Sin embargo, en 1952, dos antropólogos culturales estadounidenses, Kroeber 
y Cluckhoholm, producto de una exhaustiva revisión de definiciones de este 
término, plantearon que: 



 
[…] La cultura consiste en pautas de comportamiento, explícitas o 



implícitas, adquiridas y transmitidas mediante símbolos y constituye el 
                                                
2 Austin, T. (2000). Para comprender el concepto de cultura. UNAP Educación y Desarrollo. 
Año 1, Nº1, marzo 2000. Universidad Arturo Prat, Sede Victoria, Chile, sd. 
3 Austin, T. (2000). s.d. 
4 Buxó, I. Rey. (1984). La cultura en el ámbito de la cognición, en Fernández,  Mercedes 
(Coord.)Sobre el concepto de cultura, Editorial Mitre. p.13 
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patrimonio singularizador de los grupos humanos, incluida su plasmación en 
objetos; el núcleo esencial de la cultura son las ideas tradicionales (es decir, 
históricamente generadas y seleccionadas) y, especialmente, los valores 
vinculados a ellas; los sistemas de culturas, pueden ser considerados, por una 
parte, como productos de la acción, y por otra, como elementos 
condicionantes de la acción futura5. 



 
Otra de las definiciones de cultura se orienta hacia la construcción o 



representación simbólica interiorizada por los seres humanos. Se trata del 
concepto lingüístico de cultura. Esta postura teórica fue criticada 
fuertemente, tildándola de psicologista, debido a que insistía en que el ser 
debía conocer, saber o creer, para comportarse y proceder de manera 
adecuada y aceptable, acorde a las normas de los demás (Reynoso, 1986). En 
la actualidad, el concepto de cultura se refiere, esencialmente,  



 
[…] a un proceso (o red, malla o entramado) de significados en un acto 



de comunicación, objetivos y subjetivos, entre los procesos mentales que 
crean los significados (la cultura en el interior de la mente) y en un medio 
ambiente o contexto significativo (el ambiente cultural exterior de la mente, 
que se convierte en significativo para la cultura)6. 



 
Esta concepción es fundamentalmente de índole semiótica, orientada a la 



interpretación y búsqueda de significaciones; por lo tanto:  
 
[…] la cultura es la red o trama de sentidos con lo que le damos 



significados a los fenómenos o eventos de la vida cotidiana […] también 
podemos entender a la cultura como el sentido que tienen los fenómenos y 
eventos de la vida cotidiana para un grupo humano determinado (Austin, 
2000). 



 
Esta amplia gama de fenómenos, vivencias y eventos, tienen lugar en el 



contexto, en el entorno sociocultural en el cual se articula y desarrolla el 
tejido social, con todas sus manifestaciones. En este sentido, el contexto,  



 
[…] no es un molde estático de representaciones culturales sino que es 



una arena activa en la cual el individuo construye su comprensión del mundo 



                                                
5 Austin, T. (2000). Para comprender el concepto de cultura. UNAP Educación y Desarrollo. 
Año 1, Nº1, marzo 2000. Universidad Arturo Prat, Sede Victoria, Chile, sd. 
6 Austin, T. (2000).  
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5 Austin, T. (2000). Para comprender el concepto de cultura. UNAP Educación y Desarrollo. 
Año 1, Nº1, marzo 2000. Universidad Arturo Prat, Sede Victoria, Chile, sd. 
6 Austin, T. (2000).  
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y que está conformada tanto por los contenidos culturales tradicionales, 
como por las necesidades y expectativas individuales y colectivas que surgen 
del contacto con la sociedad amplia7.  



 
Por lo tanto, el contexto cultural, como escenario y espacio de interacción 



de los grupos humanos, posibilita la construcción y reconstrucción de las 
identidades culturales. En resumen, la cultura consiste en: 



 
[…] un entramado de significados compartidos, significados que obtienen 



su connotación del contexto (geografía, clima, historia y procesos 
productivos), pero que habita en la mente de los individuos, dándoles una 
identidad cultural específica; justificándose el argumento teórico que nos 
dice que la cultura está tanto en la mente de los individuos como en el 
ambiente en que ellos viven8. 



 
Con base en lo planteado en las páginas anteriores sobre el término 



cultura, es oportuno incorporar a continuación un debate sintético en relación 
con el concepto de patrimonio cultural. En primera instancia, éste no debe 
confundirse con el de cultura, debido a que:  



 
[…] Todo lo que se aprende y transmite socialmente es cultura, pero no 



patrimonio. Los bienes patrimoniales constituyen una selección de los bienes 
culturales. De tal manera el patrimonio está compuesto por los elementos y 
las expresiones más relevantes y significativas culturalmente. El patrimonio, 
entonces, remite a símbolos y representaciones, a los lugares de la memoria, 
es decir, a la identidad9. 



 
Así mismo,  
  
[…] Lo que es y no es patrimonio se considera en cada momento 



histórico, por los grupos hegemónicos, y según un consenso más o menos 
amplio en el seno de cada profesión. El patrimonio es una reflexión sobre 
nuestro pasado y presente; ahora bien, el sujeto del patrimonio es la gente (la 
sociedad) y sus formas de vida significativas (el patrimonio)10. 



                                                
7 Ministerio de Educación. Programa MECE Rural, 1992. Desarrollo Curricular, Escuelas 
Uni, Bi y TriDocentes. Santiago. p.22 
8 Austin (2000:sd) 
9 Arévalo, J.M., (2001). La tradición, el patrimonio y la identidad. Universidad de 
Extremadura. p. 929 
10 Arévalo (2001:929)  
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Para la UNESCO,  
 
[…] el patrimonio es el legado que recibimos del pasado, lo que vivimos 



en el presente y lo que transmitimos a las generaciones futuras. Se distingue 
entre patrimonio cultural y patrimonio natural. El cultural engloba: 
monumentos, grupos de edificios y sitios que tienen valor histórico, estético 
arqueológico, científico, etnológico o antropológico […] la UNESCO fijaba 
unos criterios de selección para que un bien cultural pudiese ser incluido 
como obra perteneciente al patrimonio mundial. Estos criterios hacen 
referencia a cuestiones relacionadas con el genio creativo, el ser un 
testimonio de una tradición cultural, su singularidad y excepcionalidad y el 
estar asociados directa o tangiblemente con  acontecimientos y tradiciones 
vivas, con ideas o creencias o con obras artísticas y literarias11. 



 
El patrimonio constituye una clara expresión de la identidad; así como de 



las diversas formas en que se manifiesta la realidad de los seres humanos, 
mediante expresiones materiales, simbólicas y experiencias colectivas. El 
patrimonio cultural está conformado por bienes tangibles e intangibles, los 
cuales se transmiten y difunden de una generación a otra, posibilitando la 
identificación y la conformación del sentido de pertenencia entre los 
individuos que conforman una colectividad determinada, en relación con 
otras realidades sociales.  



 
Al respecto Arévalo (2001), plantea que:  
 
[…] Los bienes culturales forman parte de la identidad y son expresión 



relevante de la cultura de un grupo humano. El patrimonio, lo que cada 
grupo humano selecciona de su tradición, se expresa en la identidad. El 
patrimonio cultural de una sociedad lo constituyen las formas de vida 
material e inmaterial, pretérita o presente, que poseen un valor relevante y 
son significativas culturalmente para quienes las usan y las han creado. El 
patrimonio cultural está integrado, consiguientemente, por bienes mediante 
los que se expresa la identidad. Es decir, los bienes culturales a los que los 
individuos y la sociedad en su conjunto otorgan una especial importancia.  



El patrimonio es una construcción ideológica, social y cultural. El 
patrimonio reviste formas ideológicas: por una parte están las Bellas Artes 
(el patrimonio monumental y las creaciones artísticas- cultas), caracterizadas 
por la singularidad y especialmente valoradas por la estética y la antigüedad; 



                                                
11 Convención sobre la protección del patrimonio mundial cultural y natural. UNESCO, 1972 
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11 Convención sobre la protección del patrimonio mundial cultural y natural. UNESCO, 1972 
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y por otro lado, la Cultura Popular (el patrimonio modesto), lo común, 
propio de los sectores subalternos. En este caso se valoran especialmente las 
funciones y la significación sociocultural de los referentes patrimoniales.  



 
Por último, los autores de este trabajo consideran importante esbozar 



algunas breves reflexiones sobre el concepto identidad. Ésta es una 
construcción social, que tiene como punto de partida la diferencia.  Por lo 
tanto, se puede plantear que la identidad consiste, en la interiorización por un 
grupo dado de que posee formas de vida específicas. La identidad, entonces, 
se construye a partir de la alteridad, en el contraste cultural (Arévalo, 2001). 



 
Las identidades poseen un estrecho vínculo con el patrimonio cultural, 



dado que constituyen construcciones históricas y sociales, edificadas a partir 
de las experiencias colectivas de los seres humanos, por lo tanto, las 
identidades experimentan transformaciones constantes, debido a la dinámica 
y complejidad de las relaciones humanas; de ahí que:  



 
[…] los procesos de construcción de las identidades son procesos 



ideológicos (conjunto de representaciones, valores, creencias y símbolos), 
procesos políticos (con la finalidad de marcar los límites entre nosotros y 
ellos) y procesos culturales (la historia y la tradición), que representan el 
vínculo genealógico y la herencia cultural12. 



 
 



2. ¿Por qué trabajar temáticas relacionadas con el Patrimonio en los 
Seminarios de Realidad Nacional? 



No cabe duda que la respuesta a esta pregunta está estrechamente 
vinculada con una serie de procesos que se empiezan a dar especialmente 
por la necesidad que existe de formar a los niños, jóvenes y adultos en los 
temas relacionados con estos contenidos. Al respecto, los Programas de 
Estudio de Cívica de 1991, de 2005 y el Proyecto de Ética, Estética y 
Ciudadanía de 2008, del Ministerio de Educación Pública de Costa Rica 
(MEP), consideran aspectos vinculados con las identidades, la diversidad 
cultural y el patrimonio, entre otros. 



En el caso del (MEP), las definiciones acerca de patrimonio deben ser 
más  precisas y no prestarse a diversidad de interpretaciones, esto, por 
cuanto la forma en que se hace referencia al término patrimonio es poco 
precisa, las concepciones muy amplias pueden llevar a un estudiante a 



                                                
12 Arévalo (2001:934) 
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pensar que dentro de este concepto, cabe de todo. Mientras que la 
clasificación de patrimonio en tipos, ayuda a precisar las caracterizaciones 
generales y estudiar de mejor forma esta temática; valorando lo tangible y lo 
intangible. 



De tal forma, que cuando los jóvenes ingresan a la Universidad y llevan 
el curso de Seminario de Realidad Nacional I, con énfasis en Patrimonio 
Cultural, se parte de que ya han leído aspectos generales acerca de esta 
temática. Por ello, se podría afirmar que estos seminarios se han convertido 
en un espacio ideal para formar a los universitarios en este campo y para 
retomar lo estudiado en la Educación Secundaria; por lo tanto, la existencia 
de ambos cursos es de importancia y de gran utilidad para conservar el 
patrimonio de las comunidades. En este sentido, una tarea que viene a 
reforzar y a aportar conocimientos a la conservación del patrimonio es el 
desarrollo de la historia local y sus particularidades, pues en el seminario, se 
hace referencia a áreas de reducido tamaño, como caseríos, distritos, 
cantones, provincias, entre otras; pero también se hace un enlace con el 
contexto nacional e internacional. Este es precisamente uno de los objetivos 
que pretende el Seminario de Realidad Nacional, pues la diversidad de cada 
área permite afirmar que existen identidades y culturas que están 
caracterizadas, en la mayoría de los casos, por el hacer de los seres humanos 
y los productos de estos. Pero no todo lo que identifica o hace diverso a un 
sitio o lugar es patrimonial, si bien, son elementos de singularidad y 
cotidianeidad muy marcados, no conducen a afirmar que puedan ser bienes 
patrimoniales. 



Hay que recordar que los bienes patrimoniales están determinados por 
una legislación y decisión de carácter colectivo; puede ser que para alguien 
un bien, recurso, objeto o proyecto tenga un valor patrimonial, pues es 
herencia y legado familiar, por el hecho de haber pasado de generación en 
generación y de conservarse para que otros lo conozcan y por medio de este 
bien puedan conocer y construir conocimiento. 



Lo que se desea dejar claro es que un bien para denominarse patrimonial 
debe ser elegible y pasar por un tamiz que garantice dicha denominación, por 
ello, se han dado convenciones internacionales, como la de 1972: 
“Convención sobre la Protección del Patrimonio Cultural como Natural”, y 
la de 2003, “Convención del Patrimonio Mundial”, donde se han creado una 
serie de acciones y documentos en torno al procedimiento por seguir para 
declarar un bien como patrimonio nacional y mundial. La declaratoria de un 
bien como patrimonio, permite la recuperación y conservación de un recurso 
material, natural o inmaterial; pues con ello se está logrando, no solo 
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ello, se han dado convenciones internacionales, como la de 1972: 
“Convención sobre la Protección del Patrimonio Cultural como Natural”, y 
la de 2003, “Convención del Patrimonio Mundial”, donde se han creado una 
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registrarlo administrativamente, sino, posicionarlo en calidad de particular y 
de interés histórico. 



Los Seminarios de Realidad Nacional con énfasis en Patrimonio Cultural 
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ha estado estrechamente vinculada con la sociedad, pues esta casa de 
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nacional. 
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la Unidad Académica específica. Se plantean, se definen y se impulsan como 
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13 Para estos efectos, se trabaja con una concepción de patrimonio muy amplia y apegada a la 
realidad nacional. Se entiende como patrimonio al conjunto de fenómenos socioculturales que 
han forjado y forjan la nacionalidad de un pueblo.…es el conjunto de creaciones realizadas 
por un pueblo a lo largo de su historia, manifestaciones que lo distinguen a los demás pueblos 
y le dan su sentido de identidad, para ello deben poseer un especial valor como 
conformadores de su desarrollo socio cultural. (Comisión de Defensa del Patrimonio Cultural 
Nacional, 1982, p. 1). 
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Por insinuación del Sr. Rector, el Consejo Universitario acordó hace 
algunas semanas dirigirse al Gobierno de la República para informarle que la 
Universidad  de Costa Rica deseaba colaborar en la preservación del 
patrimonio cultural del país. Esta actitud se explica, no sólo por la 
responsabilidad que le cabe a nuestra casa de estudios en la protección de las 
obras ligadas por su naturaleza a las tradiciones nacionales, sino también 
porque es necesario que las escuelas Universitarias que se dedican a la 
investigación histórica se ocupen de áreas o aspectos que hasta el momento 
parecieran poco estudiadas, la Universidad no solo piensa colaborar con los 
organismos competentes en cuidar del patrimonio cultural, sino también del 
natural. Cree que es la obligación suya defender la irracionalidad explotación 
de las asociaciones vegetales. (Boletín de la Universidad de Costa Rica, 
1955, p.1).  



Esta petición no solo es una obligación de la Universidad, sino un 
mandato constitucional al cual este centro de educación superior respondió 
de muy buena forma, pues en la Constitución Política de 1949, en el Título 
VII: “La Educación y la Cultura, Capítulo único”.  Artículo 89 se indica que, 
entre los fines culturales de la República están: proteger las bellezas 
naturales, conservar y desarrollar el patrimonio histórico y artístico de la 
Nación. Esta responsabilidad que tenemos todos los costarricenses, es 
retomada en 1955 por la Universidad de Costa Rica al hacer el abordaje de 
temáticas relativas al Patrimonio Cultural de la Nación. (p.18). 



Con estos esfuerzos y otros, la segunda mitad del siglo XX fue muy 
significativa para Costa Rica en temáticas relacionadas con la cultura, las 
identidades y el patrimonio cultural, prueba de ello son los esfuerzos que se 
realizaron grupos de profesionales que buscaban fortalecer y proteger los 
elementos patrimoniales. Por ejemplo, en los años ochenta del siglo recién 
pasado a nivel nacional se inició con una campaña educativa que buscaba 
formar en los niños, jóvenes y adultos, principios y valores asociados con 
este tema. 



En 1982, se desarrolló el Primer Seminario Taller sobre Patrimonio 
Cultural,  organizado por la Comisión de Defensa del Patrimonio Cultural 
Nacional. En dicha actividad se trabajó conceptuando lo que se entendería 
como patrimonio cultural, para dejar claro que se conceptuará como  bienes 
culturales materiales y no materiales. En esta ocasión se planteó la necesidad 
de establecer una relación adecuada de elementos básicos para proteger y 
conservar el patrimonio cultural, tales como: investigación, legislación, 
conservación, educación y divulgación. Con este planteamiento, el taller 
buscaba insistir en que: 
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1.-“La investigación científica es estrictamente necesaria, por lo tanto, las 
instituciones que realicen esta labor deben contar con programas, personal 
idóneo, presupuesto suficiente para llevar  a cabo en forma óptima su 
función”. 



2.-“Es necesario una legislación adecuada que evite en gran medida, la 
destrucción del patrimonio”. 



3.-“Es necesario una toma de conciencia en todo el ámbito nacional, 
relativo a conocer, defender y respetar nuestro patrimonio, para ello, es 
necesario una acertada planificación en la enseñanza y una difusión clara y 
constante”. (Comisión de Defensa del Patrimonio Cultural Nacional, 1982, 
p. 2). 



 
En 1983, la Comisión de Defensa del Patrimonio Cultural Nacional, 



desarrolló la Semana del Patrimonio Cultural Nacional, con el objetivo de 
fortalecer la identidad nacional y por ende, la democracia costarricense, 
mediante la enseñanza de lo que es y significa el Patrimonio Cultural 
Nacional. Este proyecto fue motivado por una serie de planteamientos 
relacionados con la idea principal de proteger el patrimonio, por  ello, se 
centró en la necesidad de reconocer  que las raíces de la nacionalidad y las 
bases de la identidad de un pueblo están constituidas por su patrimonio 
cultural. En Costa Rica, este patrimonio es abundante y muy valioso, aunque 
es de lamentar que no haya sido protegido ni difundido en forma adecuada y 
aún más, que nuestro pueblo no tenga plena conciencia del valor y la 
importancia de su cultura y de sus manifestaciones”. (p.1). 



Además de estas, existen otras actividades, inquietudes y preocupaciones 
en torno al patrimonio cultural nacional, prueba de ello es que se creó una 
legislación que viniera a proteger los bienes patrimoniales costarricense 
nacionales, materiales e inmateriales, dicha legislación se aprobó en 1993 y 
ha sido revisada en diferentes ocasiones. 



Ante estas y otras acciones, la Universidad no puede ser indiferente, por 
el contrario, se dio a la tarea de incorporar en los Seminarios de Realidad 
Nacional el énfasis de Patrimonio Cultural. Es importante recordar que el 
énfasis de patrimonio cultural, nació como producto de la necesidad que 
existe de iniciar con la protección especialmente del patrimonio 
arqueológico que había sido alterado de manera indiscriminada; posterior a 
ello, se ha trabajado hacia la protección del patrimonio arquitectónico y el 
patrimonio natural. Es por ello, que se establece la Ley de Patrimonio en 
Costa Rica, pues se comienzan a presentar denuncias asociadas con el 
deterioro del patrimonio nacional, así como con el huaquerismo y el 
aprovechamiento de los recursos arqueológicos de los costarricenses. 
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De ahí la necesidad de hacer trabajos de acompañamiento de estos 
procesos y de aprovechar los conocimientos, las destrezas y habilidades de 
cada quien, entre otras. Es por ello, que los cursos de patrimonio cultural 
abarcan contenidos conceptuales, procedimentales y actitudinales; se parte 
de conceptuar qué significa el término patrimonio, sus características, los 
tipos que existen e insistir en la realidad nacional y regional del mismo, por 
ello, de manera conjunta se trabaja con el estudiante para el logro de 
objetivos directamente relacionados con conocer rasgos patrimoniales que 
son parte de un contexto y un tiempo dado. Para emprender este 
acercamiento a los contextos se realizan visitas guiadas, previamente 
estructuradas.  



Asimismo, se dan acercamientos académicos a hallazgos relacionados 
con el patrimonio arqueológico, como por ejemplo, los elementos que se 
pueden observar en el Monumento Nacional Guayabo, ubicado en el cantón 
de Turrialba (sitio arqueológico de gran importancia para la historia antigua 
de Costa Rica); así como en los museos nacionales y regionales, que se 
localizan en diferentes partes del país. Los estudiantes también tienen la 
posibilidad de acercarse al patrimonio natural que ha sido protegido en las 
áreas de conservación y en los parques nacionales.  



En estos cursos se insiste en el rescate del patrimonio intangible, el cual 
para el caso de Costa Rica, es abundante, pues cada región guarda una 
diversidad incalculable; para ello, se trabaja con el desarrollo de 
investigaciones que buscan la recuperación del lenguaje costarricense, el 
folclor, las leyendas, los refranes, las retahílas, los dichos, la poesía, la 
música, entre otras manifestaciones de la cultura. 



 
 



3. El Seminario de Realidad Nacional con énfasis en Patrimonio 
Cultural y sus vínculos con la identidad. 



Los términos identidad y patrimonio para nada son excluyentes, por el 
contrario, están estrechamente vinculados, pues un elemento patrimonial 
aporta signos para la identidad de un lugar. Entendido de esta forma, ambos 
conceptos se necesitan para comprender la importancia que tiene para las 
personas, pueblos y naciones contar con particularidades que los 
caractericen, y resguarden la diversidad cultural, que enriquece a cada quien 
y a los colectivos.  



Con base en lo que se viene planteando, se tiene que, cuando se trabaja 
acerca de patrimonio en la Universidad, se debe hacer partiendo de una 
concepción “clara” del mismo y cercana a los estudiantes, pues pareciera que 
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es una temática que es exclusiva de algunas áreas, esta concepción es errada 
y es precisamente lo que se intenta desmitificar. 



Lo anterior significa que se debe iniciar con  una concepción de 
patrimonio e identidad muy cercana a los estudiantes, entonces, el mejor 
ejercicio académico para ello es partir de los “aprendizajes significativos” y 
de lo más cercano para los estudiantes, o sea, lo que Vygotsky (1978), llama 
la “zona de desarrollo próximo”. Por lo tanto, partir de la persona resulta un 
opción atractiva, en la medida que se debe llevar al educando a encontrarse 
con sus orígenes o ascendencia, ubicarlo en su territorialidad espacial, a 
reconocer su naturaleza biológica y etaria. Cuenta en este proceso la 
denominación o nombre de la persona, el cual se convierte en una 
“herramienta didáctica” de vital importancia para que los estudiantes inicien 
una investigación acerca de por qué llevan ese nombre y su procedencia, al 
lado del nombre se debe trabajar con patrones culturales propios de los 
grupos más cercanos al joven, la familia, los amigos, los compañeros, entre 
otros.  



Si se hace referencia a la importancia que tiene ubicar a los estudiantes 
históricamente, territorialmente, y por su nombre, es imprescindible situarla 
de acuerdo con los códigos que utiliza cotidianamente para comunicarse, uno 
de ellos: el lenguaje, elemento que está relacionado con lo planteado acerca 
de la zona de desarrollo próximo”, pues para Vygotsky (1978), la cultura y el 
lenguaje son vitales para entender la forma en que las personas interiorizan 
los procesos cotidianos. 



Ahora bien, ¿qué significa lo anterior? Significa, que para estudiar el 
patrimonio, es necesario tener una concepción precisa del mismo y esta solo 
puede abordarse desde la persona misma, por ello, los cuestionamientos 
acerca de qué es patrimonial para mí, para mí familia, para mí comunidad, 
para mí país, para la región y el mundo, resulta un trabajo urgente y 
necesario de hacer. 



Con frecuencia, en el curso de Seminario de Realidad Nacional I y II, con 
énfasis en Patrimonio Cultural de la Sede de Occidente de la Universidad de 
Costa Rica, los estudiantes de múltiples disciplinas hacen las mismas 
preguntas. Algunas de ellas son: Profesor: “¿Algo que uno tenga en la casa 
que sea muy viejo, puede decirse que es patrimonio familiar?” (Estudiante 
de Derecho). 



“¿Esa categoría de patrimonio familiar existe?” (Estudiante de Trabajo 
Social). 



“¿Qué debe tener una cosa, para que se diga que es patrimonio?” 
(Estudiante de Informática). 
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“¿Por ejemplo, el territorio y los mares, puede decirse que son patrimonio 
del país?” (Estudiante de Derecho).  



“¿Las personas tienen patrimonio, o más bien, hay patrimonio personal? 
¿Qué cosas, por ejemplo?” (Estudiante de Estudios Sociales). 



“¿Por qué si se dice que un bien es patrimonial, las personas los 
comercializan, por ejemplo, los objetos indígenas?” (Estudiante de Estudios 
Sociales). 



Si se revisa estas y otras preguntas, es fácil darse cuenta de que sí existen 
preocupaciones por parte de los estudiantes acerca de una temática poco 
conocida por ellos, pues sin entrar en detalles, se reconocen carencias a nivel 
conceptual y una idea generalizada de entender el patrimonio como un 
objeto, mueble o cosa. Cabe indicar que esta no es una crítica, por el 
contrario, es un argumento de peso para entrar a plantear lo que interesa en 
este trabajo y, las apreciaciones de los estudiantes son sumamente valiosas 
para enfatizar en la necesidad de contextualizar el estudio del patrimonio en 
la sociedad contemporánea, o como la llaman algunos autores postmoderna, 
sin perder de vista que el pasado ayudará a entender el por qué de los 
procesos actuales y sus caracterizaciones.  



Es a raíz de estas y otras preguntas, surge la necesidad de hacer del 
patrimonio cultural un abordaje didáctico diferente, en qué consiste: en 
primer lugar, para trabajar cualquier temática, un docente debe iniciar 
cuestionándose con cuál enfoque curricular estará abordando dichos 
contenidos, eso significa determinar la línea curricular que se seguirá, 
existen cantidad de teorías curriculares; por ello, conviene enmarcar el 
trabajo en una de estas, si se desea trabajar con la construcción de 
conocimiento, más que reproducción y repetición, convendría considerar el 
enfoque humanista y constructivista, pues eso evitará el desarrollo de 
lecciones magistrales y memorísticas que no conducen a lograr que los 
educandos interioricen conocimientos para elaborar teoría a partir de ello. 
Con estos enfoques se puede problematizar en torno a los ejes temáticos que 
encierra el patrimonio cultural y natural. 



Para trabajar en la línea curricular de reconstrucción existe un elemento 
que es de vital importancia, el lenguaje, entendido como un vehículo que 
permite aproximarse a una realidad diversa que requiere de procesos de 
información y comunicación para producir, obviamente esos procesos 
llevarán a que los estudiantes puedan crear y problematizar, sin perder de 
vista que para ello requieren del desarrollo de competencias, vinculadas con 
la capacidad que poseen los seres humanos de comunicarse por medio del 
lenguaje escrito, verbal, por señas, visual, en fin, de muchas formas, pues el 
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lenguaje en la actualidad está considerado de forma amplia y de ninguna 
manera puede restringirse a la palabra escrita y verbal. 
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denomina contenidos (conceptuales, procedimentales y actitudinales). Estos 
vínculos pueden observarse en la siguiente tabla. 



 
 



Tabla n°1. Ejemplo de contenidos conceptuales, procedimentales y 
actitudinales, aplicados a la temática de patrimonio cultural. 



 
Conceptuales Procedimentales Actitudinales 



Concepción de Patrimonio 
Cultural. ¿Qué significa 
este término? 
¿Cuáles son los tipos de 
patrimonio qué existen? 
¿Por qué se estableció esta 
clasificación? 
¿Cuál es el origen del 
término patrimonio cultural 
y natural  en Costa Rica? 
 ¿Por qué se inició a 
trabajar por la defensa del 
patrimonio cultural y 
natural en Costa Rica? 
¿Qué conoce acerca de 
patrimonio mundial, del 
país y de la comunidad 
donde vive? 
¿Qué importancia tiene el 
patrimonio para un país y 
por qué se debe trabajar en 
su conservación? 
¿De qué manera se puede 
trabajar para conservar el 
patrimonio cultural y 



En la línea de la teoría curricular 
humanista y construccionista, los 
procedimientos  deben facilitar la 
producción de conocimientos, por 
ello, las estrategias de enseñanza 
deben promover la formulación de 
estrategias de aprendizaje creativas 
y ubicadas en el tiempo y el 
espacio. Podría abordarse el 
patrimonio cultural y natural 
mediante recorridos por la 
comunidad, visitas guiadas, 
interpretación y análisis de 
fotografías, reconstrucción de la 
historia local mediante historias de 
vida, biografías, testimonios, 
investigación acción mediante la 
recuperación del patrimonio 
intangible, y de esta manera, 
conservar las temáticas relativas al 
lenguaje y a las expresiones 
artísticas (musicales, plásticas, entre 
otras), a la cocina tradicional, 
tradiciones y costumbres y a la 
cosmovisión de los diferentes 



En este apartado se 
pueden trabajar 
cantidad de valores y 
actitudes, desde el 
respeto hasta la 
tolerancia e interés 
por conservar el 
patrimonio y la 
diversidad cultural de 
los pueblos. 
Es importante 
inculcar la necesidad 
de conocer las raíces, 
para entender el 
presente y con ello 
poder defender el 
patrimonio de los 
embates de la 
globalización.  
Se debe trabajar con 
mucha persistencia en 
la necesidad de no 
permitir “dinamitar”14 
el pasado, pues 
gracias a él se pueden 



                                                
14 Esto se indica, por cuanto en el Periódico La República,  salió publicado un artículo de 
Lucía Cortés titulado: “Dinamita para el pasado”, en el cual se denuncia que se está por 
demoler una casa de real significado para los costarricenses, específicamente la casa de 
habitación del pintor nacional Max Jiménez en barrio Aranjuez en San José.  
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natural del país y de la 
comunidad donde vive? 



pueblos. 
Los docentes que imparten el curso 
de Seminario de Realidad NacionaI 
I y II deben trabajar en la 
promoción de la animación socio 
cultural, para con ello, llevar a los 
estudiantes a interesarse por estas 
temáticas y a interiorizar la 
necesidad que tiene conservar la 
cultura y el patrimonio de los 
pueblos.  
Al ser los Seminarios cursos donde 
se matriculan cantidad de 
estudiantes y de disciplinas muy 
variadas, esto facilita un trabajo 
interdisciplinario y de apoyo, pues 
desde cada área se pueden  
emprender diferentes acciones. 



entender muchos de 
los procesos 
históricos actuales. 



 
En la columna de contenidos conceptuales, las palabras que aparecen 



subrayadas deben especificarse y trabajarse de manera cuidadosa con los 
estudiantes, los términos patrimonio cultural, patrimonio natural, 
conservación y origen, son prioridad, y los otros términos, a su vez, son 
necesarios para entender que, para hacer referencia al patrimonio de un 
lugar, se debe contar con personas capaces de defender los bienes 
patrimoniales, mediante diferentes canales (legales, agrupación colectiva, 
educativos, a través de los medios de comunicación, entre otros), por otro 
lado, destacar la importancia de contar con recursos que ya han sido 
ordenados y clasificados para una mayor conservación, estudio y defensa de 
los mismos. 



En la columna de los contenidos conceptuales, convendría tener en cuenta 
que se está planteando en forma de pregunta, esto por cuanto se pretende 
problematizar y que se genere un ambiente académico de análisis y crítica 
del término, pues el término patrimonio se ha prestado para confusión y que 
las personas lo asemejen con tradiciones y costumbres, personajes 
importantes, folclor, cultura, diversidad e identidad. Alfaro, A. y Castro S. 
(1997), realizaron una investigación en Educación Primaria, específicamente 
con educadores y niños de II Ciclo de la Educación General Básica de San 
Ramón y, los resultados de este estudio revelaron que el término patrimonio 
no era cercano a los educadores y los niños, por el contrario, les parecieron 
poco conocidos. 



Como bien puede observarse en la columna de procedimientos, las 
estrategias de aprendizaje que se desarrollen con los estudiantes deben estar 
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“ligadas” con el enfoque curricular seleccionado, esto debido a que no se 
debe planificar, ajenos a una plataforma teórica, por ello, en esta parte puede 
resultar de gran utilidad indicar que para trabajar definiciones no se debe 
hacer este abordaje en el vacío, por el contrario, conviene aprovechar las 
experiencias previas de los educandos, los aportes científicos de diferentes 
autores, el uso del diccionario, entre otros materiales y recursos. 



Los procedimientos por trabajar, deben abocarse a formar conciencia en 
los estudiantes acerca de la necesidad de conservar el patrimonio, de ahí la 
importancia de la investigación acción en este proceso, eso llevará a los 
educandos a acercarse a la realidad para conocer qué existe en torno al 
patrimonio y el estado en el cual está. Lo que se pretende es ir más allá de la 
información y de suministrar contenidos mediante fotocopias, y libros de 
texto, se busca que los universitarios deconstruyan la idea que se tiene acerca 
de un tema, muchas veces esas ideas fueron aprendidas de memoria 
mediante procesos de escolarización. Entonces, hacía dónde se podría ir; una 
idea tiene que ver con trabajar con los estudiantes la importancia que poseen 
las palabras dentro de un contexto geográfico histórico y sociocultural, eso 
significa que antes de abordar el significado propiamente del término de 
patrimonio, se debe ubicar en el tiempo y en el espacio. 



Se trata de incursionar en las comunidades para investigar acerca de las 
diferentes expresiones orales e idiomáticas de los diferentes grupos y 
pueblos, rituales, actividades festivas, técnicas  artesanales que han sido 
utilizadas a través del tiempo, prácticas sociales compartidas de generación 
en generación; como por ejemplo, el uso de la medicina tradicional, 
expresiones musicales y teatrales, entre otras. 



En esencia, se podría trabajar con los aspectos que indica la Convención 
del Patrimonio Mundial (2003),15 para salvaguardar el patrimonio cultural 
inmaterial, en síntesis: 



-“se transmite de generación en generación”. 
-“es recreado constantemente por las comunidades y grupos en función 



de su entorno, su interacción  con la naturaleza y su historia”. 
-“infunde a las comunidades y los grupos un sentimiento de identidad y 



de continuidad”. 
-“promueve el respeto de la diversidad cultural y la creatividad humana”. 



                                                
15 “Desde Julio (2003) son 176 los Estados de todo el mundo que han pasado a formar parte 
de la Convención del Patrimonio Mundial. Los bienes inscritos en la Lista del Patrimonio 
Mundial son 754, situados en 129 Estados de todos los continentes. De estos 754 bienes, 582 
son bienes culturales, 149 son bienes naturales y 23 son bienes mixtos, es decir, que tienen 
tanta importancia cultural como natural”. 
(http//www.unescocan.org/patrimoniohumanidad.htm, p.1).  
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-“respeto a la relación y las diferencias entre patrimonio material e 
inmaterial, y entre la protección y salvaguardia de ambos…”.  



El patrimonio y la educación pareciera uno de los vínculos más 
importantes para entender por qué el patrimonio debe ser construido por 
medio de un proceso de formación. Por ello, a nivel universitario se debería 
trabajar la “construcción del significado de esta palabra”, sin dejar de lado lo 
que se conoce como ejes o claves, en este caso, si se desea conceptuar el 
término patrimonio cabría visualizarlo desde diferentes ángulos: 



1.-Como bien social: en esta dimensión se incluye lo relativo a valorar el 
patrimonio como un producto positivo, que requiere de ser conservado y 
resguardado, mediante procedimientos administrativos y por la vía legal. 



2.-Como recurso: Resulta una forma de entender que a través de él se 
puede construir conocimiento necesario en la formación de las personas. 
Entendido el patrimonio como recurso que estará determinado por sus raíces 
históricas y la diversidad cultural en la cual se enmarca. 



3.-Herencia o legado: siempre las personas y los pueblos han recibido 
herencias de familiares, amigos, ciudadanos, entre otros. El interés del que 
hereda es proteger al que queda, por otra parte, muchas veces se hereda con 
el objetivo de fortalecer el patrimonio de alguien o para ser recordado por 
mucho tiempo. Así existen, abuelos, padres que conservaron un patrimonio 
familiar y desean que sus descendientes lo resguarden.    



4.-Un valor: se constituye como tal, en la medida que se considera como 
un bien o recurso que tiene un significado para alguien.   



5.-Proyecto político: con regularidad la conservación y protección de 
algunos elementos patrimoniales también tienen tinte político; por cuanto el 
interés que pueda mostrar un individuo o grupo por la cultura de los pueblos, 
resulta relevante para darse a conocer o para alcanzar cierto grado de 
representatividad. Además, puede ser significativo para los futuros electores 
a nivel nacional, local e institucional, conocer acerca de las intenciones que 
tienen los candidatos en torno al tema de patrimonio cultural. 
 
 
4. Los Seminarios de Realidad Nacional con énfasis en Patrimonio 
Cultural: Una propuesta de articulación entre la teoría y la práctica en 
el aula universitaria y en el contexto local 



 
Descripción 
La propuesta parte de informar a los estudiantes universitarios acerca de 



las temáticas relativas al patrimonio cultural. Con el fin de acercarlos a estos 
contenidos y de abrir espacios de discusión y análisis que permitan 
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decodificar la idea que tienen acerca del mismo. Esto por cuanto en la 
educación primaria y secundaria que se imparte en Costa Rica, no se da 
énfasis a construir conocimiento en relación con estos contenidos, sino, por 
el contrario, lo que se trabaja es poco y muy apegado a los libros de texto.  



Los jóvenes que llegan a la Universidad y se matriculan en los cursos de 
Seminario de Realidad Nacional con énfasis en Patrimonio Cultural, definen 
con más propiedad ¿qué significa el término folclor, cultura, y diversidad? 
pero no así, patrimonio e identidades, debido a que conocen de personajes 
importantes de la comunidad donde viven, tradiciones, costumbres, 
leyendas, mitos, acerca de algunas creencias; pero escasamente,  de 
patrimonio cultural. Con frecuencia, dependiendo de la disciplina, 
especialmente si son estudiantes de informática, ingenierías, u otras 
disciplinas de las ciencias básicas, los jóvenes tienen una fuerte apatía por el 
curso, y de entrada, manifiestan no estar interesados en el mismo, que lo 
matricularon, pues no tenían otro horario u otro espacio para hacerlo. 



Los autores de este trabajo al ser profesores de educación secundaria y en 
la actualidad de la Universidad de Costa Rica, específicamente de la Sede de 
Occidente, ubicada en San Ramón de Alajuela, después de impartir los 
cursos de Seminario de Realidad Nacional con énfasis en Patrimonio I y II, 
están convencidos de que se debe hacer un trabajo “más agresivo” con estos 
cursos, para que se conviertan en un modelo de construcción de 
conocimiento que conduzca a conservar el patrimonio. No basta con 
conceptualizar todos los términos que están directamente asociados con este 
gran tema, urge que se construya teoría a la luz del mismo, para que los 
estudiantes universitarios le den el valor que tienen y puedan convertirse en 
portavoces de tan importante proceso. 



 
¿De qué manera se logra esto? 
La respuesta no pareciera fácil, y no hay recetas. Una posibilidad sería 



que, cada estudiante que ingresa a estos seminarios, de acuerdo con su 
especialidad, pueda trabajar en dicho campo. ¿Qué se quiere afirmar con 
esto?, que si los estudiantes son de educación preescolar, primaria o 
secundaria, deberían “llevar la voz” a los centros educativos e interactuar 
con los educadores y hacer un curso más práctico, realmente un seminario; y 
si los educandos están en otras carreras, como Informática, Trabajo Social, 
Derecho, Antropología, Sociología, Psicología, entre otras, pueden hacer un 
abordaje del patrimonio de manera interdisciplinaria, por ejemplo, si el tema 
es la Ley de Patrimonio, los estudiantes de derecho, al lado de los otros, 
pueden asesorar a personas e instituciones de la comunidad,  acerca de esta 
ley. 
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Cada área aportará ideas para hacer un trabajo que resulte atractivo y 
pedagógico, y donde las personas que participen logren conocer acerca del 
patrimonio para volverse protectores del mismo. Dicho trabajo debe 
formularse por escrito y validarse para determinar las fortalezas y 
debilidades del mismo, eso significa que los estudiantes serán dirigidos 
mediante proyectos de investigación acción, el cual se formulará por etapas. 
En cada acompañamiento con las personas de la comunidad se deben aportar 
materiales de apoyo e iniciativas propias, las cuales serán evaluadas por el 
profesor a cargo del curso.  



Cabe indicar que cada subgrupo participará en tres sesiones de trabajo 
con las personas de la comunidad e instituciones seleccionadas. Cada sesión 
será de dos horas como mínimo y contará con una bitácora de seguimiento 
por los responsables, junto con un cronograma de trabajo. 



Entonces, ¿Cuál es la idea de que cada equipo de trabajo logre construir 
conocimiento?, la idea va más allá de informar, pues la información se 
encuentra en diversidad de medios, no así el conocimiento, el cual debe 
construirse para ser registrado, y con ello, redactar un informe final que se 
convierta en un insumo que puede ser consultado en la Biblioteca de la Sede 
de Occidente de la Universidad de Costa Rica, en el Centro de 
Documentación del Museo Regional de San Ramón, en el archivo de la 
Cátedra de Seminarios de Realidad Nacional y en los archivos que guardan 
los profesores que imparten los cursos. Dicho registro puede contener 
fotografías y vídeos, comentarios, testimonios, gráficas, tablas, inventarios, 
entre otros recursos. 



Si lo que se pretende es conservar el patrimonio, se debe llevar a los 
estudiantes a difundir sus trabajos y a participar en eventos, esto se logra 
redactando con ellos exposiciones diversas, ponencias y ensayos. Es curioso, 
que los cursos se denominan Seminario de Realidad Nacional, pero en 
realidad no se está aplicando la modalidad de desarrollar un seminario, sino, 
que se trabaja impartiendo un curso como cualquier otro. Desde ahí se está 
haciendo un abordaje inadecuado, si es un seminario, se debe aplicar esta 
metodología, para que los estudiantes tengan claro que su trabajo va más allá 
de hacer un proyecto de investigación y exponerlo a los compañeros. Con 
regularidad la evaluación es más sumativa que formativa y los estudiantes 
deben hacer comprobaciones de lectura, resúmenes, tareas y en algunos 
casos, hasta pruebas.  



Dentro de un seminario, que pretenda formar a los estudiantes para 
conservar y revitalizar el patrimonio cultural, no cabe la aplicación de una 
evaluación punitiva, por el contrario, debe ser como bien lo plantea Álvarez, 
JM. (2001), una evaluación “alternativa” y de proceso, que conduzca a lo 
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que Baker, L., y López M. (2010), denominan una evaluación como 
“práctica consensuada”. 



 
¿Qué opinan los estudiantes que ingresan al Seminario de Realidad 



Nacional con énfasis en Patrimonio Cultural? 
No cabe duda que una de las formas del lenguaje de mayor trascendencia 



para expresar sentimientos, emociones y actitudes es el dibujo, el cual, 
permite expresar, muchas veces, lo que las personas no desean externar 
verbalmente o por escrito, eso quiere decir, que detrás de todo dibujo existe 
una intención que se ve reflejada en la estructura, espacio, distribución, 
diseño y mensaje que quiere proyectar el autor. Teniendo en cuenta lo 
anterior, se le solicitó a un grupo de 29 de estudiantes del Seminario de 
Realidad Nacional I, con énfasis en Patrimonio Cultural, que mediante un 
dibujo expresaran qué entienden por patrimonio cultural. Al respecto, las 
ilustraciones elaboradas por los educandos en su contenido y mensaje son 
muy diversas, integran desde una imagen de un símbolo nacional hasta 
elementos de la naturaleza como árboles monumentos, documentos, una 
esfera de piedra, entre muchas otras cosas. 



 
Tabla n° 2. ¿Qué significa el término patrimonio? 



 
Contenido del dibujo C/E16 
Edificaciones y monumentos, tales como: casa de teja, Iglesias, museos, placas, 
bustos, entre otros. 



11 



Elementos de la cultura indígena antigua (metates, esferas de piedra, entre otros). 8 
Recursos de la naturaleza: árboles, mariposas, paisaje natural con plantas. 8 
Aspectos relativos a la identidad nacional y a nuestras raíces. 7 
Elementos del folclor nacional tales como: carretas, traje típico, bueyes música, 
entre otros. 



5 



Un tesoro. 2 
Expresiones artísticas. 2 
Documentos (Actas y testamentos).  1 
Fuente: Elaboración propia, a partir de la información suministrada por los estudiantes del 
curso de Seminario de Realidad Nacional I. Patrimonio Cultural en la Región de Occidente, 
2012. 



 
En los dibujos elaborados por los estudiantes, prevalecen elementos 



patrimoniales históricos, que son parte de lo tangible, hay dibujos donde se 
pueden observar recursos arqueológicos, edificaciones, expresiones 
artísticas, entre otros. 



                                                
16 C/E: Cantidad de Estudiantes. 
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En la tabla número dos se incluye el significado de las imágenes más 
representativas de los diferentes dibujos elaborados por los estudiantes. 



De acuerdo con la información de la tabla número dos, los estudiantes 
visualizan el patrimonio como aquellos bienes tangibles que son 
representativos de la nación. Existe predominio del patrimonio cultural, 
histórico y arqueológico. Además, prevalece lo relativo al patrimonio 
natural, a la identidad nacional y a nuestras raíces. 



 
Fig.1. ¿Qué significa el término patrimonio cultural? 



 
 
 
 
 
 



 
Fuente: Dibujos elaborados por los estudiantes del curso de Seminario de Realidad Nacional 
I. Patrimonio Cultural en la Región de Occidente, 2012. 



 
 
Si se tiene en cuenta que los estudiantes con los que se está trabajando 



son de segundo año de carrera, esta es una variable importante por tener en 
cuenta, probablemente su elección esté influenciada por el énfasis que da  la 
educación formal de educación primaria y secundaria a esta temática, pues 
su estudio está centrado en valorar el patrimonio tangible (arquitectónico y 
arqueológico) y mediante los procesos de transversalidad abordar lo relativo 
al patrimonio natural. En menor grado, se aborda lo relativo al patrimonio 
intangible, especialmente vinculado con el rescate y recuperación del folclor 
costarricense. 



Al lado de los dibujos, los estudiantes indican palabras claves que están 
directamente asociadas con la concepción que tienen del término patrimonio 
cultural, siendo congruente lo que escriben con lo que dibujan. En la 
siguiente tabla se enuncian las palabras de mayor relevancia. 



La concepción de los estudiantes en torno al patrimonio cultural está 
estrechamente vinculada con la historia, las raíces, los legados de un pueblo, 
la cultura y las identidades. Eso significa que para los jóvenes, el patrimonio 
debe entenderse como parte de la historia del país, pues eso es lo que le da 
valor y sentido de pertenencia. 
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Tabla n°3. Términos relacionados con el patrimonio cultural (Según los 
estudiantes) 



 
Términos C/E 
Historia  20 
Cultura (educación, arte) 11 
Pertenencia e identidad 9 
Raíces y legado 8 
Representación 4 
Valores(tesoro, respeto) 4 
Conservación (monumentos e infraestructura) 3 
Fuente: Elaboración propia, a partir de la información suministrada por los estudiantes del 
curso de Seminario de Realidad Nacional I. Patrimonio Cultural en la Región de Occidente, 
2012. 



 
Precisar dichos términos, llevó a los estudiantes a formular la concepción 



de patrimonio que tienen, de tal manera que el seguimiento y vínculo entre el 
dibujo y el externar palabras claves sirvieron de base para formular su propia 
definición de este concepto: patrimonio cultural. En la tabla N°4 aparecen 
las definiciones enunciadas por los estudiantes, la reunión de estas permitió 
determinar que existe coincidencia entre los planteamientos realizados por 
los jóvenes.  



Si se consideran las definiciones planteadas por los estudiantes, existe un 
predominio en valorar el patrimonio como todo aquello que nos identifica y 
nos representa, y que está ligado a los procesos históricos y a la cultura de 
los pueblos. También existe un vínculo estrecho del patrimonio con las 
raíces y la cultura de los pueblos. 



Mediante las definiciones anteriores y otros aportes que dieron los 
jóvenes, fue posible describir el patrimonio cultural. Las características, que 
según los estudiantes ayudan a entender qué es el patrimonio, son las 
siguientes17: 



 
1.-“Representativo y trascendente”. (13) 
2.-“Difusor de la historia”. (12) 
3.-“Un valor cultural”. (11) 
4.-Transhistórico”. (6) 
5.-“Insustituible”. (4) 
6.-“Una herencia y legado social”. (3) 
7.-“Un bien común”. (2) 
8.-“Un medio para valorar el pasado”. (2) 



                                                
17 Dichas características aparecen en orden de importancia. 
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Tabla n° 4. Definiciones de patrimonio cultural (Según los estudiantes) 
 



Definiciones C/E 
“El patrimonio cultural es todo aquello que tiene un gran valor cultural, para 
nuestro país y, que nos identifica y representa.” 



16 



“Todo aquello que es parte de nuestra historia y de nuestra identidad, que pasa de 
generación en generación, por ejemplo: los símbolos nacionales, la 
infraestructura, monumentos, costumbres, tradiciones y la cultura). Lo que es 
significativo para la historia”. 



 
16 



“Son todas las herencias históricas que tienen algún valor (instrumentos 
musicales, vestidos, vivienda, alimentos, entre otros)”. 



 
12 



“”Bienes muebles e inmuebles, tangibles e intangibles que nos representan. Son 
las mayores expresiones histórico-culturales de nuestras raíces”.  



6 



“Patrimonio cultural se refiere a objetos o elementos verdaderamente 
importantes para la humanidad y que tienen gran relevancia y aportes dentro de 
la historia y la cultura de un cierto lugar, país o región que denota gran interés y 
particularidad”.  



 
4 



“Patrimonio es todo aquello propio que fue o está presente hace muchos años o 
siglos en una región y sus años lo hacen importante para la cultura”. 



3 



“Son los símbolos, monumentos, canciones, poemas, reliquias, y demás artículos 
o hasta situaciones que relatan la historia cultural de cada región o país”. 



2 



Fuente: Elaboración propia, a partir de la información suministrada por los estudiantes del 
curso de Seminario de Realidad Nacional I. Patrimonio Cultural en la Región de Occidente, 
2012. 



 
Al caracterizar el patrimonio, los estudiantes mantienen la idea antes 



expuesta, de que está estrechamente ligado con la historia y con la idea de 
que para que un elemento se ubique como parte del patrimonio, debe ser 
representativo, trascendental y poseer valor cultural. 



Buscando un acercamiento con la realidad de cada joven, y partiendo de 
la idea de que la mayoría de los estudiantes con los que se trabajó visualizan 
el patrimonio cultural como un elemento histórico tangible, se les solicitó 
ubicar en sus comunidades los elementos culturales que han sido declarados 
patrimonio cultural. En este caso, los estudiantes tienen dudas, por ejemplo, 
trece de ellos indicó no conocer de la existencia de patrimonio en su 
comunidad. Los otros estudiantes, dieciséis en total, mencionan 
edificaciones como templos, museos, bodegas y escuelas. También 
mencionan el nombre de puentes, monumentos, territorios indígenas, entre 
otros18. 



Dentro del patrimonio cultural tangible19 incluyen: 



                                                
18 Al mismo tiempo mencionan otros ejemplos que no son parte del patrimonio regional ni 
nacional, por ejemplo, la carreta más grande del mundo ubicada en el parque de Sarchí Norte. 
19 Los que aparecen con un (*) fueron mencionados por dos estudiantes. 
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El Museo de San Ramón* 
La Escuela Jorge Washington* 
La Bodega Tabacalera en Palmares* 
El puente sobre el Río Barranca en San Ramón** 
La Estatua de Juan Santamaría en Alajuela. 
La Casona de Santa Rosa en Liberia. 
El Monumento de Guayabo de Turrialba. 
El Monumento Nacional al Boyero en Atenas. 
La Iglesia Parroquial de Naranjo de Alajuela. 
 
En esta selección es muy importante reconocer que a pesar de que los 



estudiantes tienen una concepción, acerca del patrimonio muy cercana a lo 
que en la actualidad se valora como tal, la cercanía con el patrimonio 
tangible e intangible no es considerable. Esto probablemente responde a que 
este tipo de temáticas no se abordan a nivel local, sino, más bien, conforme 
aparecen en los libros de texto. 



Lo anterior se confirma con la variedad de respuestas que dieron los 
estudiantes cuando se les preguntó acerca de la trascendencia del patrimonio 
cultural en su formación como futuros profesionales, pues coincide con las 
definiciones acerca de lo que significa patrimonio cultural y con el mensaje 
de los dibujos. Por ejemplo, para diecisiete estudiantes, la trascendencia 
radica en que si se conoce acerca del patrimonio, se valora y fortalece la 
identidad de las personas; pues esto permite tener una visión integral de la 
historia, para respetarla como conocimiento y legado. Por otro, lado, trece 
estudiantes encuentran importante trabajar por la protección del patrimonio, 
debido a la necesidad que existe de su conservación y de crear conciencia en 
las personas, especialmente en los niños y adolescentes, del valor de trabajar 
por la revitalización de nuestras raíces. 



De acuerdo con tres estudiantes, la trascendencia del patrimonio en su 
formación profesional, está relacionada con recordar las raíces de la cultura 
nacional. Otros tres jóvenes mencionan que la relevancia radica en que 
conocer del patrimonio, inculca valores en las personas, tales como: respeto 
por la historia, amor a la patria, entre otros.  



Por último, tres estudiantes destacan que la trascendencia consiste en que 
el patrimonio permite a los futuros profesionales valorar la cultura nacional.  
En este sentido, destacan que el patrimonio tiene gran importancia en la 
formación de las personas, y por lo tanto, urge detectar las problemáticas que 
este enfrenta y las posibles acciones por realizar para resolverlas. En la tabla 
siguiente se adjunta una lista con problemas y posibles soluciones, 
planteados por los estudiantes. 
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Tabla n° 5. Problemáticas y posibles soluciones relacionadas con el 
patrimonio cultural. 



Problemáticas C/E Soluciones C/E 
El desconocimiento de la población y 
la falta de interés por el patrimonio, 
pues no se le da la importancia que 
tiene. Gran parte del patrimonio 
arquitectónico ha sido destruido. 



15 Se debe divulgar más y 
los Ministerios 
(Educación y Cultura, en 
particular), deben 
encaminarse a trabajar 
más por la protección del 
patrimonio histórico. 
También pueden 
desarrollarse talleres, 
foros, charlas y campañas 
en pro de la protección y 
conservación del 
patrimonio. 
Además, la creación de 
proyectos que den a 
conocer el patrimonio y la 
necesidad de protegerlo. 



12 



Descuido de las autoridades 
competentes. No se les da 
mantenimiento a la mayoría de los 
edificios y monumentos del país y 
estos son sitios de interés cultural. Sin 
embargo han sido cueva para los 
ladrones y delincuentes. Además, 
faltan presupuestos por parte del 
Estado. 



14 Educación y respeto para 
concientizar a las 
personas. El patrimonio se 
debe utilizar como una 
herramienta para la 
investigación y no para la 
explotación. Crear un 
fondo para lograr más la 
conservación, esto se 
puede hacer creando 
Fundaciones Monetarias. 
Denunciando los abusos y 
resguardando el 
patrimonio nacional y 
haciendo una reforma a la 
Ley de patrimonio. 
Establecer multas y que 
realmente se aplique la 
Ley. 



 20 



El crecimiento urbano y de 
infraestructura. Además, las políticas 
de la globalización que están 
promoviendo las tecnologías de la 
información y otro tipo de sistemas 
que podrían ayudar pero no lo están 
haciendo. 



12 Valorar el patrimonio 
como parte de la realidad 
e identidad de los 
costarricenses, para evitar 
destruir las raíces de lo 
nuestro, las áreas de 
conservación y el paisaje 



7 
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Fuente: Elaboración propia, a partir de la información suministrada por los 
estudiantes del curso de Seminario de Realidad Nacional I. Patrimonio Cultural en 
la Región de Occidente, 2012. 



 
 



Conclusiones 
Hoy día, las sociedades son cada vez más complejas, dinámicas y 



cambiantes, regidas por la “lógica” del capitalismo rampante y sus 
reglas. Ante este escenario, es urgente e impostergable fortalecer los 
procesos educativos, orientados a formar ciudadanos más activos y 
conscientes de su responsabilidad como sujetos históricos que poseen el 
potencial suficiente para efectuar las transformaciones que el mundo 
contemporáneo demanda. Para ello, es esencial reposicionar el patrimonio 
cultural, como una alternativa y un mecanismo contestatario para que las 
diversas manifestaciones e identidades culturales logren permanecer en esta 
sociedad que cada vez pretende homogeneizar y estandarizar a los seres 
humanos.  



En este sentido, los Seminarios de Realidad Nacional con énfasis en 
Patrimonio Cultural, constituyen un espacio académico idóneo para combatir 
la globalización, la cual socava y debilita las raíces culturales de nuestros 
pueblos, tal y como se manifiesta en la sociedad posmoderna 
contemporánea. Estos cursos posibilitan una excelente alternativa para 
incursionar en la reflexión y análisis del quehacer nacional, y desde la 
“trinchera” del patrimonio cultural, potenciar a los estudiantes para que se 
preocupen y se ocupen de las problemáticas y demandas nacionales, y a la 
vez, sean gestores de propuestas e iniciativas tendientes a construir y 
reconstruir el complejo tejido de la sociedad costarricense actual. 



Por último, debe destacarse que los Seminarios de Realidad Nacional, 
conforman una alternativa ideal para seguir creando conciencia en los 



costarricense. Ha pesado 
más la construcción de 
edificios comerciales que 
los edificios 
patrimoniales.  



Desinterés de la sociedad por 
conservar los bienes patrimoniales y 
el irrespeto y olvido de las personas 
por  este tipo de elementos de la 
cultura. 



11 El gobierno y toda la 
población en general 
deben interesarse más por 
el patrimonio y fomentar 
más el interés por la 
cultura del país y proteger 
de manera adecuada los 
bienes de  la nación. 



5 
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estudiantes universitarios, acerca del patrimonio cultural; para esto se 
requiere de una propuesta curricular que lleve a los docentes a intercambiar 
ideas, construir acciones y a dialogar, para responder a las demandas de la 
sociedad; y a la vez, producir insumos destinados a conocer, valorar, 
proteger y difundir, desde una perspectiva histórica, los diversos aportes de 
la humanidad, y con ello, fortalecer todos aquellos aspectos que generan 
cohesión e identidad entre la colectividad. 



 
 
 



Bibliografía 
 
Alfaro, A. y Castro, S. (1997). La enseñanza y aprendizaje del patrimonio cultural 
en la escuela. San José, Costa Rica. Revista Educación Vol. 21. No. 2. Universidad 
de Costa Rica. Escuela de Formación Docente. 



Arévalo, J.M., (2001). La tradición, el patrimonio y la identidad. Universidad de 
Extremadura. 



Asamblea Legislativa (2005). Constitución Política de Costa Rica DE 1949. San 
José.  Costa Rica.  



Austin, T. (2000). Para comprender el concepto de cultura. UNAP. Educación y 
Desarrollo. Año 1, Nº1, Marzo 2000. Universidad Arturo Prat, Sede Victoria, Chile. 
s.d.  



Brenes, L. (2001). Los Seminarios de Realidad Nacional. San Ramón. Sede de 
Occidente. Universidad de Costa Rica.  



Buxó, I. R. (1984). La  cultura en el ámbito de la cognición, en Fernández, Mercedes 
(Coord.) Sobre el concepto de cultura, Ed. Mitre. s.d.  



Comisión de Defensa del Patrimonio Cultural Nacional. (1982). Primer Seminario 
Taller sobre Patrimonio Cultural. Acuerdos Finales. Imprenta Nacional, Costa Rica. 



Comisión de Defensa del Patrimonio Cultural Nacional. (1983). Proyecto: Semana 
del Patrimonio Cultural Nacional. San José, Costa Rica. 



Geertz, C. (1987). La interpretación de las culturas. GEDISA. 



http//www.unescocan.org/patrimoniohumanidad.htm. Patrimonio de la Humanidad. 
Preservando el legado común de la humanidad. Consultado 26 de julio de 2012. 2.00 
p.m hrs.  



Ministerio de Educación Pública, (2008). Proyecto de ética, estética y ciudadanía. 
San José, Costa Rica. Departamento de Publicaciones. 











Teoria sobre la restauración 82



estudiantes universitarios, acerca del patrimonio cultural; para esto se 
requiere de una propuesta curricular que lleve a los docentes a intercambiar 
ideas, construir acciones y a dialogar, para responder a las demandas de la 
sociedad; y a la vez, producir insumos destinados a conocer, valorar, 
proteger y difundir, desde una perspectiva histórica, los diversos aportes de 
la humanidad, y con ello, fortalecer todos aquellos aspectos que generan 
cohesión e identidad entre la colectividad. 
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Resumen 
A través de la historia se ha gestado diversos intereses sobre los recursos 



culturales, algunos de ellos han desembocado en acciones específicas que buscan su 
salvaguardia, para ello se crea jurisprudencia tanto a nivel nacional como 
internacional. Sin embargo, es sabido que existen limitaciones para la protección del 
patrimonio, muchas veces relacionadas con falta de información sobre el tema. En 
Costa Rica se le ha asignado al Estado el liderazgo de su conservación, y éste se ha 
enfocado principalmente en la generación de una normativa bastante amplia, la cual 
no siempre cuenta con los elementos necesarios para la divulgación a toda la 
población, lo cual limita las acciones preventivas en favor de la protección del 
patrimonio cultural y natural. 



Palabras claves: Patrimonio Cultural, legislación, poder, legitimación. 
 



Abstract 
Through history has gestated various interests on the cultural resources, some of 



them have resulted in specific actions that seek its safeguarding, it creates jurispru-
dence at both national and international level. However, it is known that there are 
limitations for the protection of the heritage, often related to lack of information on 
the subject. In Costa Rica has been assigned to the State's leadership for its conser-
vation, and this has been mainly focused on the generation of a fairly broad rules, 
which do not always have the necessary elements for outreach to the entire popula-
tion, which limits the preventive actions in favor of the protection of the cultural and 
natural heritage. 



Key words: Cultural heritage, legislation, power, legitimation. 
 
 
 
Introducción 



Patrimonio es un concepto que se utiliza ampliamente en la actualidad, 
pero que dependiendo de las fuentes puede variar su significado. La manera 
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en cómo se va a entender en el presente documento parte de su definición 
etimológica, en donde patrimonium es la herencia pater la cual se puede 
portar o llevar consigo (Anghelescu1, en Prats, 2004, p. 13). La idea de un 
patrimonio como bien cultural que “nos pertenece” sugiere que se está ante 
bienes de mucho valor, entendiendo esta palabra en el sentido de valía, o 
cualidades estimables en una cosa, no un valor especulativo o monetario. El 
mismo puede tener un carácter instrumental (como recurso turístico, 
didáctico, científico, histórico, etc.) (Ballart, 2006, p. 61). 



A través de la historia han existido limitaciones para la protección del 
patrimonio, muchas veces relacionadas con falta de educación e interés en el 
tema, ambición, grandes necesidades económicas de las personas que viven 
cotidianamente con él, curiosidad, etc.; factores que a la vez, están 
relacionados con la conceptualización, identidad e historia con el que el 
concepto de patrimonio se relaciona. Es por ello que se le ha asignado al 
Estado un liderazgo a favor de todos los ciudadanos, generando normativa 
relacionada con el tema y las instancias institucionalizadas encargadas de 
operativizarla. 



Más recientemente, se ha buscado generar consciencia sobre la 
importancia de que sean los mismos cultores quienes se reapropien de su 
patrimonio, sean custodios, salvaguarden y revitalicen las manifestaciones 
consideradas como de importancia, de manera que se lidere su protección, lo 
anterior vinculado principalmente con el patrimonio natural, el material y el 
arquitectónico, para el caso del arqueológico, así como “otras riquezas” 
(principalmente minerales) presentes en el subsuelo siguen siendo 
competencia principalmente institucional. 



En el presente artículo, se visualiza el derecho desde un enfoque 
sociológico y normativo, como expone González (2007) “el cual concibe al 
Derecho como aquel conjunto de normas jurídicas; es decir, el conjunto de 
palabras insertas en los documentos legales (sean fuentes de derecho o sus 
resultados)” (p. xvi). Así se buscará brindar un panorama general referido a 
la normativa costarricense vinculada al patrimonio cultural y los factores que 
han incidido en su desarrollo a través de la historia. Asimismo, las razones 
que motivan la creación del patrimonio, viéndolo como un proyecto político 
que refleja intereses históricos determinados. 



 
 
 



                                                
1 En: Quelques réflexions sur la notion de patrimoine. 
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Del surgimiento, justificación y legitimidad del término patrimonio: una 
introducción 



La importancia de conservar el legado de las poblaciones tal y como la 
conocemos en la actualidad es muy reciente y en sus inicios estuvo 
relacionado a los derechos fundamentales del ser humano que estaban siendo 
violentados principalmente por las guerras. Sin embargo, para que se dieran 
instrumentos como las recomendaciones internacionales específicas a cada 
tipo de patrimonio, fue necesario establecer discusiones por parte de 
personas especialistas que crearan los apartados técnicos. Esto fue posible 
gracias a que existe una legitimación hacia su conocimiento-
mayoritariamente científico- y por ende las posibilidades políticas para que 
se pudieran gestionar. 



El tema de la legitimación de las ciencias y por ende su identidad ha 
dividido a muchos científicos (Hernando, 2002, p.11). El debate generado en 
torno a la diversidad de las poblaciones y por ende de su patrimonio, tiene 
importantes implicaciones políticas, razón por la cual resulta imprescindible 
abordar los intereses que encierran las regulaciones prácticas, lo que se 
vincula con el establecimiento ético por parte del científico que trabaje en el 
tema. 



Así se busca definir la legitimidad de lo “patrimoniable” con relación a la 
diferencia producida socialmente como portadora de un sentido simbólico e 
histórico, lo que significa visualizarla a través de los intereses y conflictos 
sociales, la diversidad se manifiesta en situaciones concretas, por lo que se 
debe hacer una lectura “textual” de las culturas pero considerándolas dentro 
de un horizonte más amplio (Ortiz, 2000, p. 49). 



Lo anterior se logra mediante la legitimación de algunos productos de 
esas prácticas que consideramos patrimoniables. Por ello, con relación al 
tema de la legitimación, se coincide con Weber (1969) en cuanto a que este 
término está vinculado a los justificantes necesarios para el ejercicio de las 
diversas formas de autoridad. Aunque se tiene en cuenta que esta ha sido 
abordada de varias formas como explica Della Fave (1986), primero como 
aprobación normativa de la estratificación (ejemplo los trabajos realizados 
por Lenski, Habermas y Collins) y segundo, entendida como una propiedad 
de los patrones de conducta esperados de las instituciones, particularmente 
del Estado, los cuales se han establecido sobre luchas anteriores (por 
ejemplo el abordaje que da Prezeworski) (Della Fave, 1986; citados por 
Solano, 1999, p. 28). 
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La legitimación generalmente se impone a través de la legalidad y 
normativa. El abordar el tema la legalidad a su vez remite a la moral2y con 
ello a la ética. Para el caso de la moral, parte de la relación del ser humano 
como individuo ante un sistema social más amplio, que a la vez es la base de 
la conducta de las personas. Tiene la cualidad de ser esencialmente social 
como afirma Serrano (2000) “[…] solo se da en la sociedad, responde a sus 
necesidades y cumple una determinada función en ella, como resultado de la 
vida individual, de las interacciones sociales y de los intereses colectivos” 
(p. 21-22), aunque se refiere a las normas del comportamiento individual, su 
estudio se debe realizar dentro del marco del sistema social al que pertenece, 
ligándolo a los intereses colectivos y por ende según Serrano (2000) “dando 
lugar a la conformación de una moral de grupos con características 
particulares” (p. 21-22). 



La moral va de la mano con el concepto de legalidad, debe incluir una 
conciencia individual que interioriza las reglas y se apropia de ellas, acción 
que se le presentan desde una normativa, pero entendiéndose por las normas 
impuestas desde la costumbre, no necesariamente institucionalizadas a través 
de la jurisprudencia, pero la forma de reaccionar ante ellas es lo que 
permitirá conocer la influencia de las condiciones y relaciones sociales, ya 
que al no existir individuos completamente aislados, tampoco es concebible 
una moral individual (Sánchez, 1969, p. 54). La cultura es la que va a 
determinar tales normas, así como la aprobación o rechazo a las diversas 
formas de comportamiento, siendo estos elementos de valor convertidos en 
normas a las que los individuos aceptan, sancionan y dentro de las cuales 
eligen situarse. 



Uno de los aspectos más destacados del poder discutidos por Foucault 
(1980) es la relación de este con el conocimiento. Para dicho autor, las 
prácticas que actúan como centros de poder (que incluyen sus propios 
mecanismos de legitimación) son la ciencia y todos los demás elementos 
conformantes de la cultura. Ambas hacen referencia a un tiempo y un 
espacio determinado. El conocimiento se construye dentro de un sistema 
social específico y es dependiente en las conceptualizaciones frecuentes en 
el sistema. Por otra parte, contribuye a la consolidación de estos referentes y 
al cambio de relaciones y de contextos. De esta manera, está presente dentro 
del sistema de relaciones que abarca la experiencia social del poder (Shanks 
y Tilley, 1994). 



                                                
2 La función social de la moral es la regulación de las relaciones entre las personas, para así 
mantener y asegurar un determinado orden social aceptado (Sánchez, 1969). 
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Como indica Nietzsche el avance histórico de la humanidad, no 
necesariamente se da gracias a una evolución de la razón, sino a través de las 
relaciones de poder, que parten de manera grupal, pero se impregna en cada 
uno de los individuos de manera muy particular, pasando a formar parte de 
cada uno de ellos (Ifrán, 2009, s. p.). Así, lo importante del poder es cómo se 
ejerce y no tanto quién lo haga, viéndose como la capacidad tener y aceptar 
acciones que van a influir y en ocasiones determinar las acciones de los otros 
(García, 2001). 



En el tratamiento del tema ligado al patrimonio, existe una carencia de 
estudios holísticos con discusiones pormenorizadas teórica y 
metodológicamente planteadas para el análisis de las implicaciones 
socioculturales a nivel histórico- económico y político-contextual, que 
determine las razones y particularidades de las relaciones que tienen las 
personas con el patrimonio. 



Cuando se habla de patrimonio automáticamente se asocia con los 
monumentos, el pasado y esos elementos que brindan un soporte y 
representación simbólica de lo conocido como identitario a un pueblo o 
Nación, aunque en muchas ocasiones no se tiene claro qué se quiere decir 
con estas palabras. 



Así, el patrimonio resulta de una legitimación de símbolos dados por una 
fuente de autoridad o sacralidad extra culturales (artificiales/creadas), 
esenciales e inmutables. Lo anterior se produjo con el romanticismo (visto 
como un movimiento cultural autónomo del siglo XIX que recibe la ciencia 
y ve el fin del dogmatismo religioso) que además va a impulsar los 
nacionalismos, en donde se da una reacción desmesurada frente a la razón y 
los cánones de la ilustración, representando una reacción por ejemplo del 
liberalismo contra el despotismo y buscando a la vez, un principio de 
universalidad, mediante los criterios según Prats (2004) de “naturaleza, 
historia, e inspiración creativa (genio)” (p. 22- 24). 



Es por ello que la idea del patrimonio se valora como un medio, en lugar 
de un fin, esto quiere decir que en un momento dado se puede ver la 
oportunidad de tomar un bien del pasado o presente y usarlos como como un 
“depósito de recursos potenciales a nuestro alcance para ser utilizados en el 
presente y en el futuro para el desarrollo cultura de nuestra sociedad” (Lipe, 
1984). De lo anterior se desprende, una función de contextos particulares, en 
momentos determinados dependientes de situaciones económicas, criterios 
de gusto específicos, creencias, así como ideas específicas (no 
necesariamente concebidas por la mayoría), etc. (Ballart, 2006, p. 63). 
Lógicamente va a depender de los intereses de los gobernantes de turno. 
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Al ser un elemento de cohesión, el papel que va a desempeñar esta 
construcción social, es el de atribuirle un sentido a los diversos objetos, 
procesos, etc., que de no ser así se presentarían de manera caótica, razón por 
la cual a nivel individual, estas construcciones sociales (y colectivas) van a 
orientar el comportamiento de cada sujeto (Solano, 1991, p. 26). 



En otras palabras, tanto la construcción social como invención permite 
comprender el fenómeno de instauración de lo que se conoce como 
patrimonio. Como bien menciona Prats, el primero se refiere según Berger y 
Luckmann (1983) a un “universo de símbolos legitimados”, en tanto el 
segundo, siguiendo a Hobsbawm y Ranger (1988) se basa en la idea de “la 
manipulación”. Los parámetros que definen lo que se comprende como 
patrimonio, no es su carácter de ser una construcción social o su invención 
socialmente legitimada, tal como indica Prats (2004) sino su “carácter 
simbólico, su capacidad para representar simbólicamente una identidad”, lo 
cual viene a explicar el cómo y por qué se destinan recursos para su 
conservación y exposición (p. 22). 



A nivel general, los repertorios de ¿qué se quiere constituir como 
patrimonio pueden ser activados por cualquier agente social interesado en 
proponer una versión de la identidad y buscar cohesión para la misma, pero 
en el plano social no la activa quien quiere, sino quien puede por lo que 
responde a una acción de poder, en otras palabras de política (gobiernos 
locales, nacionales, e inclusive a mayor escala) (Prats, 2004, p. 33). Al 
hablar de “símbolos patrimoniales” se debe dar una correlación entre 
símbolos y valores, el modelo que elaboró Geertz para la religión como 
sistema cultural aplica perfectamente, al ser en primer lugar un sistema de 
símbolos a través de motivaciones y disposiciones perdurables logradas con 
un ordenamiento general de la existencia que brinda concepciones de 
apariencia real (Geertz, 1987, p. 89), existe una coherencia entre los valores 
que simulan nacer de las ideas como consecuencia de estas, lo que varía son 
los intereses que están detrás. 
 
 
La pertinencia del patrimonio cultural a nivel global 



Bajo este marco es que se crean las instancias encargadas de emitir 
criterios, recomendaciones y otros marcos de referencia para diversos temas 
de interés, entre ellos la cultura. Como es conocido a nivel internacional, uno 
de los derechos fundamentales del ser humano es el derecho a la cultura, es 
por ello que la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó y proclamó 
la Declaración Universal de Derechos Humanos, en donde afirmó para los 
Estados miembros que:  
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hablar de “símbolos patrimoniales” se debe dar una correlación entre 
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sistema cultural aplica perfectamente, al ser en primer lugar un sistema de 
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La pertinencia del patrimonio cultural a nivel global 



Bajo este marco es que se crean las instancias encargadas de emitir 
criterios, recomendaciones y otros marcos de referencia para diversos temas 
de interés, entre ellos la cultura. Como es conocido a nivel internacional, uno 
de los derechos fundamentales del ser humano es el derecho a la cultura, es 
por ello que la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó y proclamó 
la Declaración Universal de Derechos Humanos, en donde afirmó para los 
Estados miembros que:  
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Artículo 27 1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la 
vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el 
progreso científico y en los beneficios que de él resulten. 2. Toda persona 
tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le 
correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas 
de que sea autora. (ONU, 1948, p. 5). 



Como antecedentes de dicha declaración se encuentran los Derechos 
Fundamentales del Hombre del año 1789 que en sus incisos X y Xi 
especifica el respeto a la diversidad de opiniones incluyendo las que son por 
razones religiosas, así como la libre comunicación de opiniones y 
pensamientos. (Declaración de los Derechos del Hombre, 1789). Asimismo, 
se encuentran los derechos de guerra, los cuales regulaban el derecho 
internacional humanitario y el derecho público (leyes nacionales), entre ellos 
se pueden citar el Código de Lieber (1863) relativo a los comportamientos 
de los soldados en la guerra; la Convención de Ginebra (1864), la de San 
Petersburgo (1868) y la Conferencia de Bruselas de 1874 que fueron 
responsables principalmente de reglamentar los comportamientos vinculados 
con las guerras. 



Va a ser más adelante, que se encuentran explícitamente convenciones 
que están relacionadas con los derechos culturales, entre ellos los de La 
Haya en 1899 donde se declara el derecho de la libertad de religión (artículo 
18), La Haya 1907 cuyo principal aporte se observa en su artículo 56 que 
refiere a la prohibición de apoderarse, destruir o deteriorar los bienes de las 
comunidades o Estados ocupados, incluyendo edificios, monumentos 
históricos, obras artísticas, científicas, entre otras, lo cual aunque no utiliza 
la palabra específica se asocia directamente con el “patrimonio” de las 
personas. 



En lo que a políticas más claras se refiere, el primer antecedente que nos 
habla de procedimientos específicamente relacionado con patrimonio es la 
Carta Atenas de 1931 que integra a los Estados “defensores de la 
civilización” para que colaboren recíprocamente en pro de la conservación y 
salvaguardia del patrimonio artístico, arqueológico e histórico de la 
humanidad, visto como un derecho internacional público3, recomienda la 



                                                
3 El Derecho Internacional Público (DIP) se define como el conjunto de normas o principios 
que regulan las relaciones jurídicas de los Estados entre sí; es decir, que comprende 
especialmente normas establecidas por vía consuetudinaria para regular las relaciones entre 
los Estados, creando obligaciones, responsabilidades y derechos para todos los Estados. 
Según Nelson González Sánchez " El Derecho Internacional Público natural tiende a ser 
universal e inmutable y se caracteriza por sus preceptos negativos y los deberes que impone, 
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restauración para casos indispensables siempre y cuando se respete la obra 
histórica y artística independientemente de los estilos, y fomenta no sólo la 
colaboración entre Estados y especialistas, sino también el protagonismo de 
los mismos en la elaboración de políticas claras para atender el tema (e. g. 
elaboración de inventarios, ocupación de los monumentos, establecimiento 
de criterios de derecho de colectividad, etc.). 



Desde que la UNESCO celebró su primera Conferencia General en el año 
1946 hasta el año 1970, cuando se establece la Convención sobre las 
medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la importación, la 
exportación y la transferencia de la propiedad ilícitas cultural, el único 
tratado internacional que promovió fue el Estatuto del Centro Internacional 
de Estudio de los Problemas Técnicos de la Conservación y Restauración de 
los Bienes Culturales del año 1958 (García, 2005, p. 1), 



 
[…]  la Organización promovió hasta 1970 una gran cantidad de 



iniciativas de carácter normativo si bien o no aparecían vinculadas a la 
Organización o, emanando de la propia UNESCO, se insertaban en lo que se 
denomina “soft law”, es decir, textos de bajo valor jurídico-normativo como 
Recomendaciones y Decisiones dirigidas a los Estados miembros. (García, 
1999, p. 25-38, citado por García 2005, p. 1) 



 
Recientemente en el año 1998, se dio la Declaración de los Derechos 



Culturales conocida como Declaración de Friburgo que retoma la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, los dos Pactos Internacionales 
de las Naciones Unidas, la Declaración Universal de la UNESCO sobre la 
diversidad cultural y los otros instrumentos universales y regionales, por lo 
que establece el derecho a la cultura como esenciales para la dignidad 
humana; que forma parte integrante de los derechos humanos y deben 
interpretarse según los principios de universalidad, indivisibilidad e 
interdependencia. 



Bajo esta lógica de interés colectivo, se parte de que los seres humanos 
tienen derechos fundamentales, entre los que se encuentran los relativos con 
la cultura, entendiéndose ésta de forma amplia, incluyendo la material e 
inmaterial. Los mismos se han reconocido mediante diversos instrumentos 
de orden jurídico a nivel internacional los cuales, van a variar en cuanto a la 
diversidad y forma de abordar los temas, según la época y los avances 



                                                                                                               
pues procura asegurar el triunfo de la justicia, de la equidad y de la moral en las relaciones 
internacionales" (Herdegen, 2005). 
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conceptuales del momento, manteniendo en general los principios que van a 
ser inalienables, los cuales continúan vigentes. 



Según Bernier todos estos acuerdos y derechos fundamentales agrupan 
una serie de principios básicos: 
1. Toda persona tiene derecho a satisfacer los derechos culturales; 2. La 
satisfacción de los derechos culturales es indispensable para la dignidad y el 
desarrollo del ser humano; 3. Toda persona tiene derecho a tomar parte de la 
vida cultural de la comunidad; 4. Toda persona tiene derecho a gozar de las 
artes; 5. Toda persona tiene derecho a participar en el progreso científico y 
en los beneficios que de él resulten; 6. Todo Estado Democrático debería 
reconocer y proteger la diversidad cultural y lingüística; 7. Todo pueblo 
tiene derecho y el deber de desarrollar su cultura. (Bernier, s. f., p. 4) 



Con estos principios básicos se buscó según Bernier (s. f.) propiciar el 
derecho a la cultura en los pueblos y Estados partes, se cuenta con la ventaja 
de que se presenta a la cultura de forma general, lo que le permite englobar 
todos sus componentes. Sin embargo, dicha virtud también va a representar 
una desventaja, en cuanto su carácter vinculante ya que no siempre va a ser 
claro, excepto si se acompañan por Protocolos, en donde se crean o autorizan 
a instancias específicas a llevar el control o examinar los casos bajo la 
jurisdicción de los Estados y determinar si existe violación de los derechos 
por parte de los mismos. 



 
 



Explorando el caso costarricense 
En Costa Rica las herramientas legales relacionadas con la cultura son 



abundantes y complejas, estableciendo competencias a múltiples actores 
institucionales, de las cuales no siempre se coordinan entre sí por lo que 
puede haber duplicidad de esfuerzos. 



A nivel general, cuando los convenios ratificados son vinculantes, estos 
presentan más herramientas que protegen o regulan en un tema específico de 
los que se tienen en la Constitución Política, por lo que se van a colocar en 
un “mayor grado de importancia” sobre esta (ver Figura n° 1). 



A nivel histórico, no podría asegurarse que cuando se pensó el proyecto 
de Nación durante el siglo XIX una de las prioridades fueran los aspectos 
relacionados con la cultura y el patrimonio, vistos como una fuente de 
reconocimiento de la diversidad presente en Costa Rica, esto porque como 
bien señala Solórzano, 2001, (p. 83-84), durante la primera mitad del siglo 
diecinueve no se sabía prácticamente nada del pasado colonial ni 
prehispánico de Costa Rica debido a varias razones, entre ellas la lejanía de 
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los centros de enseñanza durante la época colonial, el que había en el país 
pocas personas instruidas en el tema y el contexto de pobreza y periferia. 



 



 
Fig. 1 Ordenamiento jerárquico de la normativa 



 
 



Dentro de este nuevo proyecto de Nación, se apostó en visualizar el 
presente y el futuro como el del triunfo de las ideas que habían logrado 
romper con ese pasado decadente y empobrecido producto de la conquista y 
colonia, por lo que se volvió la mirada a un modelo liberal inspirado en el 
desarrollo y un régimen de tenencia de la propiedad privada. 



Así se buscó la apertura de la colonización de terrenos fuera de la región 
central del país, para lo cual se fomentaba la construcción de obras 
principalmente de comunicación a cambio de extensiones de terreno para la 
producción agrícola, así fue como se instó a poblaciones entre ellos colonias 
de repoblamiento extranjeras- principalmente europeas- a que viniesen a 
colaborar a ese proyecto de desarrollo; entre ellos se encuentran los 
alemanes en el caribe e italianos en San Vito de Coto Brus. 



Bajo esta lógica el Estado era integracionista, buscaba que la población se 
reconociera como costarricense y fomentaba un sentimiento de 
homogeneidad respaldado en el nacionalismo, la cultura se veía como una y 
lo que se podría definir como patrimonio era de interés siempre y cuando 
fuesen riquezas del Estado (flora, fauna, minerales), por lo que para esta 
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época el Estado se va a preocupar más por el resguardo de sus límites, el 
desarrollo de infraestructura (e. g. ferrocarril, construcción de edificaciones 
públicas como el Teatro Nacional), la producción cafetalera, entre otros. 



Las primeras acciones que buscaron proteger el patrimonio arqueológico 
y natural costarricense datan de 1887 con la creación del Museo Nacional de 
Costa Rica, cuya misión según Molina y Lines (1974) era ser un recinto 
donde se pudiesen ubicar “[…] todos los productos naturales y artísticos que 
deben ser la base para el estudio de la riqueza y cultura del país” (p. 43). Un 
año después se presenta el Código Civil de 1888, el cual estipulaba en su 
artículo 261, que para el caso de los objetos arqueológicos eran propiedad 
privada del dueño del terreno donde se extraían o de quien lo encontraba 
(Artículos 261, 497, 498, 499 y 500). 



Esta situación va a cambiar hacia mediados del siglo XX cuando el 
modelo pasa a ser el de Estado benefactor, por lo que la concepción de 
tenencia o de propiedad privada de bienes patrimoniales -principalmente 
materiales-, cambia a una conceptualización de carácter colectivo, en donde 
el Estado va a asumir un mayor protagonismo y nacionalizar muchos vienes 
y establecer herramientas legales que brinde competencias, sea definitorio y 
además brinde ganancias al país. 



Aunque existieron algunas normativas relacionadas con la cultura -
principalmente material- previo a la instauración de la Constitución Política 
vigente (1949), el impacto de las mismas fue reducido y de difícil aplicación, 
ejemplo de ello fueron las implementadas para la protección de los recursos 
arqueológicos (Acuerdo N° 16 del año 1908, Ley N° 14 para reglamentar la 
excavación de huacas indígenas, de 1923 y Ley N° 7 sobre el control de la 
explotación y comercio de las reliquias arqueológicas) (Aguilar, 2010, p. 
242-243). 



Para estas época va a ser el Museo Nacional de Costa Rica el que va a 
adquirir un protagonismo y competencia en temas relacionados con el 
patrimonio cultural, en él se va a depositar la labor de investigación y 
creación de colecciones de flora, fauna, arqueológicas, asociadas a bellas 
artes, etc. Los procedimientos serían asesorados primero por la Secretaría de 
Educación y posteriormente, por el Inspector de Hacienda (Ibídem). 



Es precisamente en la Constitución Política de la República (1949) se 
establece: “Entre los fines culturales de la República están: proteger las 
bellezas naturales, conservar y desarrollar el patrimonio histórico y artístico 
de la Nación, y apoyar la iniciativa privada para el progreso científico y 
artístico” (Artículo N° 89). Así, se busca conservar el patrimonio 
costarricense visto de forma holística: tanto cultural como natural. 
Asimismo,  en su título VII afirma que el tema de la cultura se aborda desde 
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la óptica de la educación tal y como se había hecho hasta la fecha, relegando 
de 14 artículos solamente 2 para lo relativo a la cultura (el 89 citado 
previamente el 762). 



A partir de la década de 1970, y las responsabilidades que hasta la fecha 
le habían sido delegadas al Museo van a pasar al Ministerio de Cultura, 
Juventud y Deportes, institución que a su vez va a ir complejizándose y 
creando dependencias específicas, entre ellas el Centro de Investigación y 
Conservación del Patrimonio Cultural, Sistema Nacional de Bibliotecas, 
Dirección de Bandas, Dirección de Cultura, Museo Nacional de Costa Rica, 
Museo de Arte Costarricense, Museo de Arte Contemporáneo, entre otras. 



Conforme han pasado los años y para cumplir con lo establecido en la 
Constitución Política se han ido creando leyes y decretos que especifican el 
tratamiento en jurisprudencia de los diversos temas vinculados con la 
cultura. El problema en la actualidad no es que hayan muchas leyes, sino que 
en su mayoría son desconocidos por la población nacional. Para efectos de 
ejemplificar la variedad temática, a continuación se procederá a establecer 
grupos temáticos de jurispridencia relacionada con los derechos culturales, 
sin que con ello se busque ser exhaustiva, así el (la) lectora podrá 
profundizar el tema consultando a F. Montero (2004). 



A nivel de Patrimonio Inmaterial también conocido como intangible, se 
cuenta con las siguientes normativas: 



 Lengua: se establece el idioma español como la lengua oficial del 
país (Artículo 76 de la Constitución Política), y específicamente la 
Ley de Defensa del idioma español y las lenguas aborígenes, N° 
7623 del año 1996, la cual se estableció tras la declaración sobre los 
Derechos de las Personas Pertenecientes a Minorías Nacionales, 
Étnicas, Religiosas y Lingüísticas, aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en 1992 y aboga por la 
implementación de diversos trámites, como son la inscripción de 
razones sociales, nombres comerciales, patentes, marcas, etc, las 
cuales deben escribirse correctamente en español o en lenguas 
aborígenes de Costa Rica y establece las normas de constitución de 
la Comisión Nacional de Nomenclatura, encargada de velar porque 
los edificios y parajes públicos tengan nombres que constituyan 
homenaje a personas o sucesos de trascendencia histórica, social o 
cultural, y de preservar los nombres tradicionales y autóctonos de la 
geografía costarricense, siendo su dictamen obligatorio.. 



 Sobre las Artes: existe el proyecto de Ley del Artista y oficios 
conexos, expediente N° 17. 521 que busca garantizar la estabilidad 
social-laboral de los artistas y la promoción de las actividades y 
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productos artísticos por parte del Estado, el cual podría vincularse 
con el proyecto de Ley Creación del Colegio Federado de 
Profesionales en Artes de Costa Rica, expediente N° 18. 208. 
Asimismo, existe la Ley de Derechos de Propiedad Intelectual N° 
6683 (Artículo 71 para reproducción por fotografías de estatuas, 
monumentos y obras de arte del poder público; Artículo 73 libre 
representación teatral y ejecución musical); de igual manera, el 
Capítulo I del Título II Derechos Conexos, se dedica especialmente 
a artistas, intérpretes y ejecuciones. Como parte de los incentivos se 
creó la Ley sobre Premios Nacionales de Cultura N° 7345 que crea 
el Premio Nacional de Cultura Magón que es otorgado cada año a un 
escritor, artista o científico. 
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para la Eliminación de la Discriminación Racial: Costa Rica (1999) 
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1976, 6036-G del 12 de junio de 1976, 6037-G del 15 de junio de 
1976, 7267-G y 7268-G del 20 de agosto de 1977, entre otros), así 
como otros derechos relacionados con la educación, salud, trabajos, 
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autodeterminación, el respeto de los derechos sociales, políticos, 
económicos y culturales mediante el derecho consuetudinario. 
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Indígenas y Tribales. 



 Leyes relacionadas con políticas de inclusión: se promueve la 
equidad, Ley de Promoción de la Igualdad Real de la Mujer Ley No 
7142 de 1990 y la Ley de Igualdad de Oportunidades para las 
Personas Con Discapacidad en Costa Rica Ley No 7600 de 1996 y 
su Reglamento, en donde se declara como obligación del Estado 
promover y garantizar la igualdad de derechos las personas en los 
campos políticos, económico, social y cultural, evitando la 
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discriminación. En la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor 
(Ley No. 7935 del 15 de noviembre de 1999) se garantiza el derecho 
de esta población de gozar de igualdad de oportunidades y vida 
digna en todos los ámbitos, se promueven los programas que 
generen espacios para estimular el desarrollo de las potencialidades 
y capacidades intelectuales, físicas, culturales, deportivas y 
recreativas de las personas adultas mayores. 



 Entre las leyes relacionadas con el patrimonio material se encuentran 
las correspondientes con los siguientes temas: 



 Patrimonio documental: La Ley del Sistema Nacional de Archivos 
N° 7202 de 1990, que regula la Creación del Sistema Nacional de 
Archivos de Costa Rica, se compone por todos los documentos de 
valor, definidos por la Comisión Nacional de Selección y 
Eliminación de Documentos, considerando como tales los textuales, 
máquinas, manuscritos o impresos, gráficos audiovisuales y legibles 
por máquina que por su contenido, sirvan y reflejen el desarrollo de 
la realidad nacional. 



 Patrimonio Histórico – Arquitectónico: La ley No. 5980 ratifica la 
Convención sobre la protección del patrimonio mundial, cultural y 
natural aprobada por la Conferencia General de las Naciones Unidas 
en 1972. La Ley de Patrimonio Histórico-Arquitectónico de Costa 
Rica N° 7555 de 1995, que estipula como objetivos la conservación, 
protección y preservación del patrimonio histórico-arquitectónico de 
Costa Rica 



 Patrimonio Arqueológico: La Ley No. 7526 de 1970 ratifica la 
aprobación de la Convención sobre las Medidas que deben adoptarse 
para prohibir e impedir la importación, exportación y la 
transferencia de propiedad ilícitas de bienes culturales. La Ley No. 
6360 de 1979 ratifica la Convención sobre la Defensa del 
Patrimonio Arqueológico, Histórico y Artístico de las Naciones 
Americanas. Específicamente se presenta la Ley N° 6703 de 
Protección al Patrimonio Arqueológico y su reglamento dan carácter 
patrimonial Decretos No. 25705-MINAE y el 26228-MINAE, los 
cuales señalan la necesidad de realizar estudios de impacto 
arqueológico para obtener la condición de viabilidad ambiental para 
las actividades, obras o proyectos mayores de 3.000 metros 
cuadrados que impacten el suelo y el subsuelo. 



 Símbolos nacionales que reglamenta la identificación y uso del 
pabellón, el escudo y el himno nacionales; así como las 
disposiciones para la celebración de conmemoraciones históricas, 
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erección de monumentos y placas conmemorativas y ceremonias 
especiales, entre otras con la creación y funcionamiento de la 
Comisión Nacional de Conmemoraciones Históricas (Montero, 
2004). 



 
 



Palabras finales 
El siglo XX se caracterizó por un renacer de conciencia sobre la 



protección que se debe brindar a los recursos, entre ellos los culturales. 
Como es sabido para esto no se requirió personas especialistas, muchas de 
las gestiones van a ser impulsadas por políticos y educadores, en algunos 
casos asesorados por especialistas, aunque en los primeros años esto no era 
muy frecuente. 



Es por esta razón, así como por la poca capacitación en temas 
relacionados con la cultura, que muchas veces aunque existían los 
instrumentos legales que buscaban la protección de los bienes culturales, se 
daban problemas relacionados con la interpretación de la ley o la falta de 
información inclusive a la fuerza pública que debía ayudar a velar por su 
cumplimiento, ejemplo de ello fue el latrocinio arqueológico que se dio 
durante gran parte del siglo XX a pesar de existir legislación referente al 
tema, así como la amenaza que actualmente sufren las edificaciones que son 
destruidas previa o durante los estudios de declaración de Patrimonio 
Histórico Arquitectónico. 



A nivel general, se observa que en el país no hay carencia de 
instrumentos legales que velen por el cumplimiento de los derechos 
culturales, definiéndose claramente en muchos de ellos los términos que han 
sido convenidos a nivel internacional, sin embargo, lo que varía es el éxito 
que tenga su operacionalización. 



Así entre los principales problemas se encuentra por ejemplo delegar 
funciones a instituciones sin dotarlas de los recursos financieros y de 
capacitación para que los puedan cumplir, la multiplicidad de comisiones 
que deben velar por el acatamiento de los reglamentos asociados a dichas 
leyes, sin que necesariamente se brinde la capacidad de trabajo para la 
coordinación con otras instancias tanto estatales como no gubernamentales 
que estén acompañando con proyectos u otras acciones los patrimonio 
involucrados, entre otros. Pero entre los principales problemas que existen 
están la falta de promoción, campañas de divulgación,  y conocimiento del 
patrimonio costarricense, dirigidas al público en general, así como la 
inclusión del tema en el sistema educativo escolar, así como la legislación 
relativa a ellas. 
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En la actualidad se está gestando un proyecto de Ley General de Cultura 
bajo el cual se busca centralizar los esfuerzos relacionados con dicho tema y 
que hemos visto están distribuidos en diversas leyes. Se plantea como un 
ejercicio interesante el evaluar qué es a lo que se le daría más peso en dicho 
instrumento, cuáles son los conceptos que se están utilizando y legitimando 
en aras de comprender el proyecto político detrás del mismo (entendiéndose 
la palabra política desde un panorama amplio) y de esta manera observar el 
proceso histórico específico, en el cual se haga una comparación con los 
procesos normativos anteriores y se evaluando la participación que tenga la 
sociedad civil. Sin lugar a dudas es un proyecto muy ambicioso, debe poner 
a dialogar bajo los mismos términos y equidad y que además buscaría la 
integración de más instancias fuera del gobierno por lo que la 
descentralización e inclusión a nivel de gestión del patrimonio. 
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Resumen 
Los Peritajes Culturales son una figura jurídico – legal estipulada en el Convenio 



169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) desde 1989 y rectificada por 
el gobierno de Costa Rica desde 1993. 



En Costa Rica, es apenas a partir del 2010, que la figura del Peritaje Cultural 
empieza a aplicarse en la resolución de conflictos jurídicos dentro del aparato 
judicial de pobladores pertenecientes a alguno de los ocho pueblos indígenas del 
país. No obstante, su reciente aplicación y su dimensión legal, de modo paralelo, 
consideramos que los Peritajes Culturales podrían consolidarse como instrumentos 
de evaluación y base para la identificación no sólo de procesos autónomos de 
gestión cultural, sino también en la identificación de expresiones culturales propias 
del patrimonio inmaterial de los pueblos originarios. 



Palabras claves: Patrimonio inmaterial, peritajes culturales, pueblos indígenas. 
 



Abstract 
The Cultural Surveys or Expertise is a legal-juridical form stipulated in the Con-



vention 169 of the ILO (International Labor Organization) since 1989 and rectified 
by the government of Costa Rica since 1993. 



In Costa Rica, is just only on 2010 that the figure of Cultural Expertise begins to 
apply in resolving legal disputes within the judicial system of people belonging to 
one of the eight indigenous groups in the country. Despite its recent implementation 
and legal dimension, in parallel, we believe that Cultural Surveys or Expertise could 
be consolidated as assessment tools and a principles for identifying not only auton-
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omous processes of cultural management, but also in identifying cultural expres-
sions own of the non-material heritage of indigenous peoples. 



Key words: non material heritage, cultural expertise, indigenous groups. 
 
 
 



Introducción 
Planteamos el presente ensayo como un esfuerzo de conjuntar dos 



dimensiones que abordan una misma realidad de análisis: el Peritaje Cultural 
o Antropológico como instrumento para la comprensión de sistemas 
alternativos de resolución de conflictos sociales dentro de pueblos indígenas 
originarios del continente, como opción al sistema jurídico monolítico oficial 
del estado costarricense, pero que se puede extrapolar a casi todos los países 
del continente. 



Partiremos de una perspectiva general de la evolución del sistema judicial 
costarricense en el tratamiento del tema indígena, sus conceptos y la 
adopción de nuevas normas, muchas nacidas de reflexiones mucho más 
amplias en la esfera internacional y organismos panregionales como la 
Organización de Estados Americanos, el Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos e 
instancias internacionales como la UNESCO, la Organización Internacional 
del Trabajo, entre otras. Mencionaremos, con el fin de generar un debate 
inicial, algunas de sus principales contradicciones. 



En una segunda parte, conjuntaremos en la figura del Peritaje Cultural o 
Antropológico, los conceptos del Derecho Penal y el de Patrimonio, en su 
dimensión de lo Inmaterial o Intangible, como categoría reconocida 
internacionalmente desde el año 2003 y que en conjunto, revalidan una 
nueva lectura de la alteridad cultural de las naciones americanas que 
encierran dentro de sus límites políticos la riqueza de la diversidad cultural 
en sus poblaciones indígenas históricamente invisibilizadas frente a los 
conceptos y acciones de la cultura oficial. 



Sin embargo, seguimos la tesis que esta figura jurídica de Derecho 
Internacional como lo es el Peritaje Cultural, permitirá formalizar el alcance 
real del patrimonio inmaterial como herramienta metodológica para reforzar 
la identidad de los pueblos originarios de las Américas, alcanzando 
finalmente su inclusión en los procesos sociales, económicos y políticos de 
los Estados. Lo aquí expuesto, es una perspectiva que más que todo deja 
planteado el reto de la Antropología por revalidar y revalorizar el 
patrimonio, y del Derecho, en reformular un sistema jurídico basado en la 
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diversidad cultural y la inclusión de una ciudadanía heterogénea que 
reconoce la importancia de su patrimonio material e inmaterial. 



 
 



1. El tema indígena en el Derecho Penal costarricense: proceso de 
legitimación como Patrimonio Inmaterial y herencia cultural 
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enmarca en la demanda de tierras, ya que tal y como lo ha indicado la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (2001): 



 
“Los Estados deben tener en cuenta que los derechos territoriales 



indígenas abarcan un concepto más amplio que está relacionado con el 
derecho colectivo a la supervivencia como pueblo organizado, con el control 
de su hábitat como una condición necesaria para la reproducción de su 
cultura, para su propio desarrollo y para llevar a cabo sus planes de vida. La 
propiedad sobre la tierra garantiza que los miembros de las comunidades 
indígenas conserven su patrimonio cultural”1 



 
A nivel mundial la lucha de los pueblos indígenas por su derecho a la 



libre determinación se remonta a épocas coloniales, no obstante, en este caso 
tomaremos como punto de partida los reclamos efectuados entre 1923 y 
1925 ante la Sociedad de las Naciones, por los jefes Deskaneh (Gran Jefe de 
los Iroqueses de Canadá) y W.T Ratana (líder religioso maorí), quienes 
fallidamente intentaron llevar sus reclamos sobre las violaciones sufridas y 
demandas necesarias de los pueblos indígenas a su cargo, ninguno de los dos 
logró la anhelada audiencia de la Sociedad de las Naciones. Sin embargo, 
sembraron un precedente importante al ventilar ante un máximo órgano 
internacional (más tarde redefinida como la Organización de las Naciones 
Unidas) las demandas indígenas, dejando instaurada la semilla de reclamos 
sobre los derechos de las personas indígenas. 



La homogenización cultural, ante la instauración de los nuevos Estados – 
Nación tuvo consecuencias directas en las comunidades indígenas, la cual las 
colocó frente a dos alternativas: continuar arraigado a su cultura o intentar 
formar parte de un sistema desconocido, no obstante, la segunda opción era 
una orden imperativa y no facultativa. 



El Estado costarricense no escapa a este panorama, la repercusión 
mundial de los primeros intentos de los pueblos indígenas a ser visibilizados, 
alcanzará a Costa Rica años después, la cual conlleva que a partir de la 
década de 1930 se generen importantes cambios con respecto al manejo de la 
temática indígena. 



 
 
 
 



                                                
1 Corte IDH. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79 
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1 Corte IDH. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79 
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I.1 Los Derechos de los Pueblos Indígenas en el ordenamiento jurídico 
costarricense 



A nivel nacional surgieron iniciativas importantes para tratar la situación 
indígena, para lo cual únicamente el Estado tendrá un rol activo, por su 
parte, los indígenas quedaron con un rol pasivo. No obstante, tales 
disposiciones son importantes por cuanto permiten amortiguar la invasión de 
los cuales estaban siendo sujetos las comunidades indígenas. Por lo menos 
en la teoría, aunque en la práctica su aplicación tuvo alcances limitados. 



En razón que solo los entes gubernamentales poseen un rol activo, en esta 
etapa son estos quienes deciden sobre las políticas a instaurar en relación a 
las comunidades indígenas, en la cual el supuesto de bienestar y solución de 
conflicto radica en la integración de la parte indígena a la cultura dominante, 
siguiendo de tal manera, la línea de pensamiento colonialista sobre la 
inferioridad indígenas frente a la población criolla o mestiza, siguiendo la 
línea teórica evolucionista de la división de la humanidad en razas. 



En la búsqueda de la integración asimiliacionista de los pueblos indígenas 
al resto de la sociedad se contaba con las herramientas infalibles e 
impositivas como la religión y la educación, a través de las cuales se 
promueve la desaparición de los idiomas indígenas, así como de sus 
costumbres y tradiciones, sustituyendo estas por el idioma y la cultura 
oficial. 



Bajo la figura del Estado paternalista, se emiten las normativas que de 
una u otra forma involucran o más bien afectan al sector indígena, sin darle 
mayor protagonismo, en los cuales se evidencia el deber de proteger a los 
indígenas. Siguiendo esta línea se da la Ley General de Terrenos Baldíos, 
Ley Nº 13 de 6 de enero de 1939, la cual en su artículo 8, declaraba 
inalienables y de propiedad exclusiva de los indígenas los lugares donde 
estos existen, según este artículo su finalidad consistía en: “conservar  
nuestra raza autóctona y de librarlos de futuras injusticias." 



En relación a esta norma cabe indicar que para esa época no se contaba 
con ningún tipo de demarcación de los lugares habitados por indígenas, 
aspecto que vulnerabilizaba a esta población por la frecuente “confusión” 
entre los terrenos baldíos y aquellas habitables por esas comunidades. Ahora 
bien, dicha norma procuraba “conservar y proteger” sin embargo, tal efecto 
no se alcanzaba, por cuanto la protección quedaba sujeto a la interpretación 
de quienes se adentrasen a dicho lugares. 



En el año 1940 se efectúa el primer Congreso Indigenista 
Latinoamericano, se fortalece con ello las ideas integracionistas en las 
políticas dirigidas a pueblos indígenas. Así en 1943 mediante ley No.124, se 
autoriza la adhesión de nuestro país a la Convención Indigenista 
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Latinoamericana, la cual estableció el Instituto Indigenista Interamericano, y 
sería el causal de más cambios en la normativa interna, puesto que con esta 
convención quedaba evidenciado y reforzado el deber estatal para con los 
pueblos indígenas. 



Ya con una postura indigenista clara, mediante Decreto No.45, del 3 de 
diciembre de 1945 se crea la Junta de Protección de las Razas Aborígenes de 
la Nación, cuya finalidad consistía en otorgar y conservar las tierras de las 
poblaciones indígenas, así como de “elevar su nivel cultural y proteger su 
salud”, en atención a lo establecido en el artículo 8, de la Ley General sobre 
Terrenos Baldíos. Nótese la utilización del concepto “raza” como 
calificativo etimológico que reforzaba la concepción clasificadora de los 
pueblos según una ascendencia racista. 



Bajo la figura de la Junta de Protección de Razas Aborígenes se logró 
cambios importantes en el ámbito de la educación; el decreto Nº1 de 1950, 
declara las primeras escuelas indígenas, las cuales se ubican en los territorios 
de Boruca, Térraba, Salitre y Ujarrás, y por otra parte, se impulsó la 
continuidad académica con sistemas de becas a estudiantes indígenas para 
asistir a la secundaria. Bajo los decretos Nº34 de 1956, se declaran los 
primeros territorios indígenas, geográficamente delimitados: Boruca, 
Térraba, Ujarrás, Salitre, Cabagra y China Kichá, ubicados en la parte sur 
del Pacífico de Costa Rica. 



Si bien el sistema de becas otorgado por la Junta de Protección de Razas 
Aborígenes, significó un aporte importante, fue escasamente aprovechado 
por cuanto implicaba la salida de los y las jóvenes de su territorio, sin 
embargo, quienes se vieron beneficiados, aprovecharon el recurso para con 
una mejor posición, reclamar los derechos de los pueblos indígenas a ser 
reconocidos y respetados como pueblos culturalmente diferenciados, tal es el 
caso de don José Carlos Morales, que llegaría a ser fundador de la primera 
organización indígena a nivel nacional y para la década de 1980 funge como 
presidente del Consejo Mundial de Pueblos Indígenas. 



No obstante, antes que emerjan indígenas que alcen la voz por el resto de 
la población, aún debía transcurrir varios años, en los cuales se continuará el 
proceso de asimilación por parte del Estado y la cultura oficial. 



En 1959, mediante Ley No.2330, Costa Rica adoptó el Convenio 107 de 
la Organización Internacional del Trabajo (OIT), denominado “Convenio 
Relativo a la Protección e Integración de las Poblaciones Indígenas y de 
Otras Poblaciones Tribales y Semitribales en los Países Independientes” el 
cual reconoce el derecho a las tierras que han sido tradicionalmente 
habitadas por los indígenas y ratifica sus derechos individuales pero sin 
profundizar en los culturales y patrimoniales. 
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Como se desprende de su nombre, no escapa a ser una herramienta 
jurídica de corte integracionista, donde si bien se reconoce el derecho de los 
pueblos indígenas a la tierra, continúa haciendo de los indígenas un sujeto 
carente de capacidad jurídica, e impulsa la figura del Estado benefactor-
paternalista, el cual diseña las políticas acorde a lo que se considera más 
apropiado para sus pobladores, desde una esfera centralizada y sin ninguna 
consulta o consideración desde las propias comunidades o poblaciones 
afectadas y aludidas. 



La situación con el Estado paternalista es que limita al pueblo indígena de 
gestionar su desarrollo, a la vez que inhibe la manifestación de las prácticas 
culturales, al ser éste quien dirige todo lo relacionado a la forma de 
organización de los indígenas. 



Así el 14 de octubre de 1961 se creó el Instituto de Tierras y 
Colonización (ITCO), bajo ley No.2825, la cual vendría a derogar la ley de 
Terrenos Baldíos de 1939. Esta ley brinda al Instituto de Tierra y 
Colonización (ITCO) la responsabilidad de administrar las tierras propiedad 
del Estado, dentro de las que se encontraban los territorios indígenas. 



Al traspasarse la administración de las tierras de la Junta de Protección de 
Razas Aborígenes al ITCO, fue causal de un incremento al atropello a las 
poblaciones indígenas, según es posible recopilar mediante testimonios, con 
esta nueva ley se dio un auge en la llegada de no indígenas a los territorios 
autóctonos, tal es el caso del territorio indígena de Ujarrás donde las sabanas 
naturales fueron dadas en arrendamiento a los no indígenas, puesto que se 
concibe las tierras indígenas como poca productivas, desocupada, en 
resumen, baldía. Además, la razón de ser del ITCO era la expansión de la 
frontera agrícola y la maximización de la producción agropecuaria. 



En otro intento estatal por atender la situación de los pueblos indígenas se 
aprueba la ley No. 5251 de 1973, la cual crea la Comisión Nacional de 
Asuntos Indígenas (CONAI), institución a la que se le concede la autoridad 
representativa de la población indígena y tendrá bajo su responsabilidad, 
según el artículo 4  



 
“aumentar las condiciones de vida e integrar a la población indígena al 



proceso de desarrollo del país, servir de instrumento de coordinación entre 
las instituciones del sector público que destinen acciones que beneficien a 
esta población…” 



 
Desde su origen, COINAI, lejos de ser una institución de aceptación en 



las comunidades indígenas, ha sido la fuente de una serie de discrepancias al 
momento de plantear acciones relacionadas al desarrollo de los territorios, 
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por cuanto nace como órgano dependiente de la infraestructura institucional 
propia del Estado. Pese a tales circunstancias en muchas ocasiones se ha 
condicionado la participación indígena a lo que indique CONAI, no fue 
hasta el 2005, cuando la Sala Constitucional, mediante Voto 6856-05, 
estableció que:  



 
“... no resulta legítimo que se condicione a las comunidades indígenas 



organizadas en las Asociaciones de Desarrollo Integral, a la participación de 
un órgano estatal, pues con ello se estaría desconociendo el derecho 
fundamental de los indígenas de tener sus propios organismos 
representativos y a poder actuar en forma autónoma en la defensa de sus 
derechos...”.  



 
Por su parte hay quienes alegan que un órgano estatal no puede 



considerarse representativo de las comunidades, y más bien debiera 
derogarse esta institución. En los primeros años de funcionamiento de la 
CONAI, se promovió y se logró la aprobación de la Ley Indígena, la cual 
constituye una herramienta jurídica pionera en el continente. 



La ley Indígena No. 6172 (de diciembre de 1977), reconoce la identidad 
indígena, protege el acervo cultural, la autodeterminación y la posesión de 
las tierras de los pueblos indígenas, a las cuales en su artículo 3, dota de las 
siguientes características: “…inalienables e imprescriptibles, no 
transferibles y exclusivas para las comunidades indígenas que las habitan”. 



Las características establecidas por la ley indígena, son hasta ahora los 
elementos más importantes por cuanto resulta la única forma de salvaguardar 
el espacio geográfico en las cuales los pueblos indígenas se desarrollen 
acorde con su cosmovisión, es también lo que ha permitido que a la fecha 
aún existan cuatro idiomas vivos y ocho pueblos indígenas. 



El Reglamento de la ley indígena No. 8487-G de 1978, fue el responsable 
de designar a las Asociaciones de Desarrollo Integral (ADI`s) como los 
gobiernos locales de los territorios indígenas. Sin embargo, tal y como se 
cuestiona la existencia de la CONAI, de igual manera ha sido cuestionada la 
imposición de las ADI´s, por cuanto no responde a una estructura 
tradicional, sino a una forma de organización delimitada y regulada por parte 
del Estado y sus instituciones hacia los pueblos indígenas, puesto que se 
irrespetó sus formas tradicionales de organización y se impuso una figura 
que a la fecha no termina de ajustarse a las demandas de los pueblos 
indígenas, careciendo de toda legitimación en acorde a las normas propias y 
patrimoniales de organización que cada pueblo mantiene. 
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En consecuencia a lo que se ha considerado un atropello estatal como los 
son la creación de CONAI y la instauración de las ADI´s, las exploraciones 
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Boruca (actual Proyecto Hidroeléctrico El Diquís, Pacífico Sur), conllevó a 
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As-Indígena, la cual es la primera instancia representativa con alcance 
internacional en nombre de los pueblos indígenas. 
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los arquitectos de su desarrollo, y que para el desarrollo de estos pueblos no 
se requiere renunciar a la cultura, por el contrario se requiere fortalecer esa 
identidad, la cual hace de las culturas indígenas una riqueza no valorada. 



Aunque esta organización se desintegró antes de la década de los 
noventa, su existencia dio lugar al surgimiento de un sinnúmero de 
organizaciones, no sólo a nivel nacional sino también comunitario; por 
ejemplo, grupos de mujeres indígenas, de jóvenes, de artesanos, awapas2, y 
muchos otros, quienes inician un proceso de reclamos en la reivindicación de 
derechos en ámbitos como: educación, salud, acceso a la justicia, entre otros. 



El sentimiento de derecho a organizarse y generar demandas, dio lugar a 
importantes conquistas como lo es el proceso de cedulación de los indígenas 
Ngöbes, quienes mediante una protesta pacífica, que significó una caminata 
de más de 300 kilómetros, lograron que se aprobara la ley No. 7225 (abril, 
1991), que permitirá la inscripción y cedulación indígena. 



 
 



1.2. Después del Convenio 169 de la OIT 
El 4 de abril de 1993, mediante Ley No. 7316, Costa Rica ratificó el 



Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países 
independientes, el cual reconoce a los pueblos indígenas como sujetos de 
derechos y deberes, y otorga la tutela integral del patrimonio cultural de esta 
población. 



El Convenio establece el deber de los Estados partes no solo al hecho de 
reconocer la existencia de los pueblos indígenas, sino reconocer que son 
pueblos culturalmente diferenciados, donde sus prácticas ancestrales no 
deben implicar el menoscabo de sus derechos. 



                                                
2 Médicos tradicionales. 
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A partir de la entrada en vigencia del Convenio 169, a nivel nacional se 
han gestado importantes cambios, como la creación de oficinas o políticas 
específicas para atención a pueblos indígenas, así como la aprobación o 
modificación de normas en los cuales se contemplen aspectos propios de los 
pueblos indígenas. 



A partir de 1999 la Constitución Política costarricense reconoce la 
existencia de los idiomas indígenas, lo cual significa un avance no sólo en el 
derecho constitucional sino en el derecho de los pueblos indígenas en 
general, por cuanto a partir de ello se ha evidenciado un compromiso por 
promover su enseñanza en las escuelas y algunos colegios, para lo cual las 
boletas de informe de notas posee dos apartados denominados: lengua 
materna y cultura, este último corresponde a la enseñanza de las costumbres, 
tradiciones así como la recuperación de la identidad en general en los niños, 
niñas y jóvenes indígenas. Aunque esto se limita únicamente al nivel de 
primaria. 



La existencia y conservación de los idiomas indígenas no sólo 
corresponde a un desafío para el sistema educativo, sino también para las 
propias comunidades indígenas que poseen el deber de resguardarlas y 
transmitirlas. 



Dentro de nuestro ordenamiento jurídico podemos encontrar el Convenio 
de Diversidad Biológica, cuya importancia radica en lo emanado de su 
artículo 8J, en la cual señala el deber de respetar y preservar las prácticas de 
las comunidades indígenas que entrañen estilos tradicionales de vida 
pertinentes para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad 
biológica. Por su parte, la Ley de Biodiversidad No. 7788 (abril, 1998), 
establece que no son susceptibles de patentarse los conocimientos 
tradicionales de los pueblos indígenas. 



A fin de generar garantías a las personas indígenas cuando acceden a 
servicios públicos se han creado políticas las cuales sean acordes a sus 
necesidades, podemos mencionar el caso del Poder Judicial en el cual el 
Consejo Superior emitió una circular denominada Reglas Prácticas para 
garantizar el Acceso a la Justicia a las Poblaciones Indígenas (2009), lo que 
no es más que los mandatos derivados del Convenio 169, como lo son el uso 
de traductor, realización de peritajes culturales cuando el caso lo amerite, 
trato prioritario, entre otros mandatos. 



Con el Convenio 169 se establece el deber para con las comunidades por 
parte del Estado, de buscar los métodos que permitan su participación plena 
así como el ejercicio de sus derechos de acuerdo a sus necesidades, para lo 
cual las instituciones deben establecer los medios que faculten el acceso y al 
mismo tiempo establezcan pautas para que ese acceso a un servicio público 
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no implique un atropello de derechos, sino que esté inmerso en un profundo 
respeto y reconocimiento de los pueblos originarios. 



En conclusión, tenemos que la temática indígena desde varias décadas 
atrás ha sido abordada por el ordenamiento jurídico costarricense bajo la 
demanda y el deber de conservar las culturas indígenas, en un espacio que 
permita su desarrollo, acorde a su cosmovisión. 



No obstante, antes de la ratificación del Convenio 169 de la OIT, el tema 
indígena y sus derechos será analizado desde dos vertientes: a. La 
integración de los indígenas a la sociedad dominante, b. La protección de sus 
tierras. 



Ahora bien, la tutela de la tierra representa un avance así como un 
elemento importante para el desarrollo de los pueblos indígenas, pero 
descuida al individuo como tal, pues se quiere tierras para indígenas, quienes 
para alcanzar la igualdad con el resto de población requieren de un acelerado 
integracionismo a la sociedad dominante. 



A partir de la ratificación del Convenio 169, la protección a pueblos 
indígenas se dará en tres vertientes: a. Tutela de la tierra, partiendo de la 
relación intrínseca de los pueblos indígenas y ésta; b. Tutela del individuo 
como tal, por medio del reconocimiento de su autodenominación, prácticas, 
costumbres y tradiciones, las cuales tiene derecho a mantener y transmitir a 
las futuras generaciones; c. Tutela de los derechos colectivos de las personas 
indígenas, la cual se manifiesta en el derecho a la consulta, reconocimiento 
de sus organizaciones tradicionales así como de su derecho propio. 



Se dice que el Convenio 169 marca una antes y un después por cuanto 
posterior a este, la inclusión de la cuestión indígena se convierte en un deber 
de las instituciones quienes deberán establecer políticas acorde a la culturas 
indígenas, por otra parte, existe un empoderamiento de la población indígena 
para demandar derechos ante el Estado costarricense, por medio de un 
instrumento jurídico de alcance internacional y por encima de la legislación 
e incluso la constitución costarricense. 



La consulta es quizás la piedra angular que provee el Convenio 169, ya 
que ella determina la participación de los indígenas en todos los niveles y en 
toda actividad que afecte directa o indirectamente al patrimonio cultural, 
tangible e intangible de los pueblos y comunidades indígenas, convirtiendo 
así al indígena en un sujeto activo. 



Para el desarrollo de la consulta el Convenio apela a la buena fe de los 
Estados, en la cual se respete sus idiomas, espiritualidad, organización 
propia, autoridades legítimas y los sistemas de comunicación e información 
de los integrantes de los pueblos y comunidades indígenas involucradas. 
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El Convenio 169 es la herramienta que ha venido a fortalecer la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, con la cual los pueblos pueden exigir los deberes del Estado para 
con su desarrollo, en la cual se encuentre implícito su desarrollo con 
identidad, la cual fortalece su acervo cultural y por ende enriquece la cultura 
nacional, con la garantía de continuar perpetuándose. 



Asimismo, establece la necesidad de igualdad de oportunidades de acceso 
al sistema de justicia de los Estados, para lo cual se debe implementar la 
figura de los Peritazgos Culturales o Antropológicos, como puente 
interpretativo entre el sistema oficial y los modelos tradicionales de 
resolución de conflictos de los pueblos indígenas. 



 
 



2. Lectura de los Peritajes Culturales desde la Antropología 
El primer peritaje cultural en el ámbito penal en Costa Rica se empezó a 



gestionar en el segundo semestre del 2010 y se ejecutó en los primeros 
meses del 2011, relacionado con un caso de homicidio cuyos involucrados 
fueron indígenas, dentro de uno de los 24 territorios oficiales que se integran 
en el país. 



Esta primera experiencia marcó el inicio de una nueva etapa en la 
antropología aplicada del país y la necesidad de implementar innovaciones 
teóricas y metodológicas que permitieran desarrollar un nuevo campo de 
investigación desde la perspectiva jurídica de la cultura, que busca 
complementar al sistema oficial de la justicia con las formas alternativas y 
culturalmente distintas con que grupos indígenas resuelven históricamente 
sus conflictos internos. 



A más de dos años de haberse instaurado la figura del peritaje cultural, 
ésta evidencia alcances mucho más amplios y de diferentes tendencias en la 
investigación para la comprensión de la diversidad cultural, de la otredad a 
partir de la inclusión de visiones alternativas a la cultura y al sistema oficial. 



Uno de los espacios en que se perfila como nueva tendencia en la 
investigación cultural y antropológica, es el rescate, revalidación y 
promoción del patrimonio inmaterial o intangible de los pueblos originarios 
del continente y en este caso, de Costa Rica, a partir del reconocimiento y 
entendimiento de los sistemas de justicia autóctonos implementados por los 
pueblos originarios, como formas milenarias de resolución de conflicto a lo 
interno de las comunidades y sus integrantes. 



La implementación del peritaje cultural o antropológico, funciona como 
figura práctica obligatoria en la interpretación por parte del sistema de 
justicia oficial de las redes internas que un grupo o cultura tiene para 
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mantener la estabilidad de la sociedad y el respeto a las normas socialmente 
negociadas y aceptadas, muchas de las cuales parten de conceptos 
culturalmente construidos desde la propia concepción cosmogónica  en la 
relación del ser humano y su entorno. 



Ha quedado claro que la visión de mundo por parte de sociedades 
occidentalizadas (como la costarricense, de perspectiva judeocristiana y 
europeizada) difiere diametralmente a la  de las sociedades amerindias en 
general, siendo el caso particular de los pueblos indígenas dentro del 
territorio costarricense una confirmación de esta regla. 



El marco punitivo que marca la línea del sistema jurídico de los Estados – 
Nación en su clasificación de los delitos, difiere en casi todos sus extremos 
con la idea de justicia y el concepto de castigo social que implementan las 
sociedades indígenas. La privación de la libertad de movimiento del 
individuo y su aislamiento de la sociedad, como máximo castigo dentro del 
sistema oficial, carece de toda equivalencia en los sistemas alternativos de 
los pueblos indígenas, para los cuales, la razón del castigo, tiene una 
dimensión mucho más social, siendo el concepto de cárcel o 
encarcelamiento, improcedentes con su visión de mundo. En muchas 
minorías étnicas, la expulsión del individuo infractor de las normas sociales 
del núcleo comunal, su desarraigo con la tierra, es el castigo máximo 
posible; esta noción nacida de los legisladores franceses de imponer la pena 
de cárcel, tiende a ser vista como una aberración humana por parte de los 
indígenas. 



Dentro de nuestro sistema, el someter a un indígena al encarcelamiento, 
implica la más violenta e irreparable de las rupturas de todas sus redes 
sociales y culturales de contacto e interacción; se le aísla de su entorno; las 
distancias y carencias económicas cortan sus relaciones familiares; se le 
expone a un contexto cultural ajeno y violento del cual no tiene noción real; 
el sistema no cuenta con personal ni infraestructura propia que logre 
proporcionar igualdad de condiciones a un presidiario indígena frente a uno 
no indígena; toda práctica cultural es cercenada bajo el yugo punitivo del 
sistema oficial. 



El peritaje cultural o antropológico llega a evidenciar una dimensión 
olvidada de la violencia institucional de los Estados hacia las expresiones del 
patrimonio cultural intangible de los pueblos originarios que ha permanecido 
relegado a un segundo plano, tanto en la academia, como en las prácticas y 
las investigaciones. Aunque el peritaje cultural es una figura de orden legal, 
su área de acción permite generar el marco de insumos necesarios para 
desarrollar nuevos campos de estudio e investigación que permita revalidar y 
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acercar las posturas entre el sistema jurídico oficial de la nación y los 
sistemas alternativos de origen milenario de los pueblos indígenas. 



 
 



2.1. El concepto de patrimonio 
Sin ahondar mucho en detalles sobre este elemento en particular, 



planteamos un concepto básico sobre patrimonio, como todo aquel bien 
común, cuyo origen natural o cultural guarda relación e importancia directa 
en los procesos sociales e históricos de la humanidad. 



Es de nuestro interés que lo referente al patrimonio cultural, lo dividimos 
en material e inmaterial, o tangible e intangible, que en general hacen 
referencia a la naturaleza propia del elemento patrimoniable. 



Es cultural porque su origen es necesariamente humano, una expresión de 
procesos sociales, de la organización de un grupo de personas que a través 
de su visión de mundo, de entender el entorno en el que se desenvuelven y 
de su construcción cosmogónica del universo, construyen y elaboran objetos 
que condensan el aprendizaje adquirido a lo largo de generaciones para 
solventar necesidades propias y cambiantes de cada nueva generación, pero 
que consolidan el arraigo histórico y la pertenencia del grupo a un pasado 
más o menos lejano. 



En esta misma línea se hace necesario discutir un poco el concepto de 
cultura, como todo aquello que el ser humano produce a partir de su 
socialización con el entorno y con otros seres humanos, tanto a lo externo de 
su sociedad como a lo interno. Prácticamente podríamos decir que todo lo 
que el ser humano produce es cultura, resultado de los complejos procesos 
de enculturación a los cuales es sometido el individuo desde su misma 
concepción. 



Sin embargo, la cultura la concebimos como algo mucho más allá de lo 
meramente material o la generación de objetos; sino que debemos 
profundizar en el origen real de los objetos, ya que todo objeto culturalmente 
producido, cubre o se visualiza como parte de una necesidad social. Los 
objetos como material tangible solo son una proyección simbólica del fin 
real, la necesidad, que el colectivo busca solventar. 



Puede ser una necesidad tan básica como acarrear líquidos de un lugar a 
otro, para lo que el ser humano ha inventado sinnúmero de objetos, todos 
diferentes; o tan compleja, como reconocer en un objeto la imagen más 
sagrada del complejo constructo de lo mágico – religioso de una sociedad. 



Por tanto, la cultura es un complejo sistema de símbolos, para el cual un 
colectivo establece una serie de normas que reproduce a través de la 
enculturación de sus individuos, para que la lectura de la solución a todas las 
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necesidades de esa sociedad, siempre sea la misma y que la estructura 
sobreviva y se mantenga a través del tiempo, cambiando sí, pero buscando 
mantener la cohesión del sistema, convirtiendo a los individuos en agentes 
activos capaces de descifrar, reproducir y transformar la cultura. 



Así como el concepto de cultura ha cambiado a lo largo de los años y las 
discusiones, la noción de patrimonio también se ha transformado y adaptado 
a las nuevas exigencias de un mundo cada vez más pequeño desde la óptica 
de la información, pero a la vez, ese mismo flujo incesante de información, 
datos y comunicación nos ha revelado un mundo infinitamente diverso, 
inimaginablemente amplio y acongojantemente complejo en la riqueza de 
sus expresiones culturales, al punto, que muchos discuten si podemos hablar 
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minoría que sean sus representantes, forma parte de un conjunto de valores 
únicos e irremplazables que son la base de las relaciones humanas y que esos 
valores deben ser protegidos de forma integral. 



En 1972, durante la “Convención para la cooperación internacional en la 
protección de la herencia cultural y natural de la humanidad” se crea la lista 
oficial de sitios culturales y naturales declarados como Patrimonio de la 
Humanidad, considerando, bajo un estricto criterio de selección y valoración 
técnica, cuales sitio o espacios naturales y culturales de distintas partes del 
mundo deben ser reconocidos bajo su valor universal como expresión de una 
humanidad y su historia, más allá de los límites políticos y nacionalidades 
actuales. 



Al 2012, este catálogo los conformaron 962 sitios declarados, de los 
cuales 745 son culturales, 188 naturales y 29 mixtos, en 157 países de todos 
los continentes; la zona de América Latina y el Caribe cuentan con 127 
declaratorias lo que representa un 14% del total; en Costa Rica, hay tres 
declaratorias de Patrimonio de la Humanidad en la categoría de la 
naturaleza, que son la Isla del Coco (Océano Pacífico) (1997), el Parque 
Internacional La Amistad (Talamanca) (1983) y Área de Conservación 
Guanacaste (2004).  



Actualmente se está elaborando el expediente necesario para declarar el 
Delta del Diquís (Pacífico Sur) como Paisaje Cultural Patrimonio de la 
Humanidad, con énfasis en las esferas de piedra precolombinas, propias de la 
región y cuyo origen se remonta cerca del año 600 de nuestra era por las 
sociedades indígenas anteriores a la llegada de los españoles, consolidando 
su elaboración, uso y extensión territorial alrededor del año 1200 y 
decayendo para finales del siglo XV e inicios del XVI. Esta noción de 
Paisaje Cultural se incluye en la Conferencia Intergubernamental de la 
UNESCO sobre Políticas Culturales para el Desarrollo de 1998, en donde se 
reconoce que el objeto patrimonial no está desasociado de un contexto 
mucho mayor, dentro del cual alcanza su máxima expresión de relevancia e 
importancia social cultural. 



Si bien han sido muchas más las Conferencias y Convenciones que sobre 
patrimonio ha generado la UNESCO y su Asamblea General, nos interesa en 
particular la de París en el 2003, en cuya sesión, se aprobó una ampliación 
de suma importancia para el concepto de Patrimonio, superando finalmente 
la idea de lo material, de lo tangible, para incluir la noción de Patrimonio 
Inmaterial o Intangible, como resultado de la continua reflexión en cuanto a 
que toda cultura material, es solo el resultado final de un cúmulo de 
conocimiento social adquirido por generaciones y condensado en un objeto o 
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monumento, pero que, finalmente, reside un valor igual o incluso mayor, en 
el conocimiento que permitió la creación, como la creación en sí misma. 



Sin embargo, la reflexión fue mayor, al coincidir que la diversidad 
cultural de la humanidad descansa en la multiplicidad de sus expresiones, de 
las cuales, la mayoría resultan ser intangibles y por consecuencia, aún más 
vulnerables que el patrimonio tangible. Hablamos de las lenguas, idiomas y 
dialectos; las historias orales, las danzas, las comidas, la vestimenta y un 
largo etcétera que es el que refleja la mayor parte de la identidad de un 
individuo y su pertenencia a un grupo social determinado y no a otro. 



 
 



2.2. Sistemas Jurídicos oficiales y la idea alternativa en la construcción 
cultural de la justicia 



Es dentro de esta misma definición del Patrimonio Inmaterial, que se 
incluye la idea del presente ensayo en relación con los Peritazgos Culturales. 
Porque el sistema jurídico oficial de una Nación o Estado, responde a una 
construcción cultural y socialmente consensuada en lo que se entenderá por 
orden y conformación de la estructura de la comunidad para que esta se 
mantenga y sobreviva. 



Es a partir de los sistemas jurídicos que las sociedades determinan lo que 
entenderán por violencia en un concepto general, pero en específico, las 
nociones del delito, lo que determinaremos como faltas al orden social y la 
magnitud del castigo que como sociedad, a partir de nuestros valores 
culturales, seremos autorizados a imponer con mayor o menor severidad, a 
penalizar, en la jerga jurídica universal, que finalmente, es la jerga jurídica 
occidental. 



De repente, el debate nos lleva a profundizar cada vez más en las reales 
ideas y conceptos que aplicamos al entender de las sociedades actuales, en 
donde el posmodernismo dejó latente el agotamiento de lo que llamaran los 
meta relatos o las grandes historias, aquellas de verdades supuestamente 
universales que resolvían el conflicto de la humanidad como un todo, en su 
relación con el entorno y consigo mismo. 



Nos damos cuenta que incluso un concepto como el de “justicia”, que 
casi aceptamos como universal y sobre el cual, en principio, nadie tendría 
duda en promover su uso, representa toda la carga valorativa de los 
principios de una humanidad al parecer congruente; pero que ser escrutado 
con un poco de criticidad, nos resulta revelador que “justicia”, como 
concepto que encierra los valores que ayudan a mantener el orden social, es 
más bien el resultado de la visión del mundo de un sector mayoritario de la 
humanidad, mayoritario sí, pero no el único y tampoco el mejor, porque 
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como todo “valor” social, parte de una concepción de moral, que finalmente 
se somete a la construcción cultural del grupo humano que lo acuña. 



De repente debemos reconocer que no hay un único y universal concepto 
de “justicia”, sino es a partir de la comprensión de la construcción cultura de 
una sociedad; y si no podemos tener un solo concepto de este tipo, tampoco 
lo tendríamos en la definición del delito o la instauración de las penas que 
ese delito merece. Cada sociedad las valora desde una óptica particular e 
históricamente construida. Incluso la Declaratoria Universal de los Derechos 
Humanos, ese marco consensuado que buscas ser la base de una serie de 
valores universales, cada vez se ve en mayor entredicho en su legitimación 
ante un mundo cada vez más informado y en el cual, por primera vez, 
minorías y mayorías culturales y étnicas, tienen la misma oportunidad y 
posibilidad de acceso a instrumentos que les permitan la divulgación de sus 
propios puntos de vista e ideas. 



A lo anterior podemos incluir la crisis resiente de los Estados – Nación, 
que han visto titubear la construcción de su identidad a partir de un concepto 
de homogeneidad cultural que históricamente se profesaba a partir de la 
postura oficial de los gobiernos y la educación, y confrontan el siglo XXI 
con el reto de reconocer y revalidar la verdadera multiculturalidad que 
realmente se encierra dentro de sus fronteras, siendo conceptos como 
“religión oficial”, idioma oficial” e incluso el “sistema jurídico oficial”, 
instituciones severamente cuestionadas en cuanto a su real capacidad de 
representar las múltiples minorías culturales, étnicas y religiosas que cada 
vez reclaman mayores y mejores espacios de participación. 



De repente, tenemos por primera vez un planeta confrontado desde su 
misma humanidad, en donde lo universal sólo se entiende desde la 
posibilidad y oportunidad de acceso a la información, tanto la que recibo, 
como la que distribuyo. 



Los límites políticos de los Estados – Nación son cada vez más 
cuestionados y nunca han sido tan vulnerables en la historia. Y la amenaza a 
su integridad no son ni fuerzas militares y enemigos externos, ni siquiera son 
enemigos, sino los propios “ciudadanos”, ahora consientes que forman parte 
de una homogeneidad que muchas veces ni los representa ni los incluye. 



Hasta la década de 1990, Europa veía las crisis políticas militares de los 
países como realidades lejanas que ocurren en otros continentes o territorios 
periféricos; la reivindicación de las minorías étnicas no parecía una realidad 
que afectara a las naciones más poderosas; sin embargo, ya para esta 
segunda década del siglo XXI, las fracturas en la homogeneidad de esas 
llamadas “viejas democracias” empiezan a ser cada vez más evidentes: 
Francia no termina de debatir la verdadera línea de inclusión que debe seguir 
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con los francés musulmanes (utilización del burka por las mujeres, por 
ejemplo); Inglaterra confronta la consolidación de una población inmigrante 
de origen africano y asiático que sostiene muchos de los sectores 
económicos y mercantiles de la Gran Bretaña, que incluso reconoció a todos 
los ciudadanos de sus colonias como ciudadanos ingleses pero cuya 
diversidad cultural no termina de encajar con la población inglesa insular de 
las islas Británicas; el gobierno español ve con temor como cada año 
aumentan más y más las voces a lo interno de muchos de sus territorios 
autónomos por una independencia total del estado Español, ya no es solo el 
país Vasco, ahora también es Cataluña y otros más también se identifican 
con la causa. 



América Latina no es la excepción; aunque los Estados – Nación son 
mucho más jóvenes que sus pares europeos, cada vez confrontan mayores 
retos a lo interno de sus fronteras. La historia oficial, en la mayoría de los 
casos homogeneizadora y elaborada sobre la base de la llegada de los 
europeos en el siglo XVI, invisibilizó e incluso reprimió la voz de las 
minorías étnicas y culturales, basando su identidad sobre la idea del criollo o 
mestizo católico, hispanoparlante y el concepto siempre cuestionado de 
“blanquitud”. Las leyes, directrices y el orden social de la Nación, son 
dictadas desde la esfera del poder representado por estos tres valores 
esenciales. 



Una nueva (pero vieja) América multicultural, plurilingüe y multiétnica 
se confronta a la América oficial, homogénea, monoteísta y monolingüe, 
aferrada a un sistema monolítico estructurado sobre la separación de los 
Poderes del Estado, con pequeñas variaciones y algunos enfoques 
ideológicos diferenciados, pero que en el fondo mantienen la reproducción 
de ideales coloniales sobre un sistema único. 



Costa Rica no escapa a esta realidad y puede ser ejemplo de análisis 
regional a escala, en donde se condensa el fenómeno señalado: la identidad 
costarricense construida desde mediados del siglo XIX gira sobre el 
mestizaje, el campesinado, el español, el catolicismo y la blanquitud, con la 
democracia como valor de Estado y sistema único posible. Pero en la 
actualidad, el sistema es cuestionado desde muchos frentes, los poderes 
democráticos no han logrado sostener su independencia política y funcional; 
la idea mestizo o criollo heredero del español se resquebraja ante la realidad 
de sonidos y colores que conforma una sociedad que se sorprende de su 
propia heterogeneidad: ocho etnias indígenas originarias; una región 
completa construida sobre la mezcla de culturas afrocaribeñas y un mapa 
pintado de puntos de confluencia entre descendientes de chinos, italianos, 
alemanes, chiricanos, judíos, rusos y un largo etcétera de culturas y 
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nacionalidades que finalmente construyeron y construyen la Costa Rica del 
hoy. 



Pero la principal tragedia del sistema no es sólo la discriminación 
sistemática, sino la invisibilización oficial de estas múltiples realidades y por 
tanto múltiples “Costa Ricas”. Bajo la norma oficial del español como 
lengua del Estado, cuatro lenguas indígenas pasan a la esfera de lo no oficial 
(¿ilegal?) y a la negación de su existencia (cabécar, bribri, guaymi o ngöbe y 
maleku); dos sufren los estertores propios de la muerte anunciada: boruca o 
brunka y el térraba (del primero quedan menos de diez hablantes ya 
mayores; del segundo no se reporta ninguna persona que hable fluido el 
térraba, solo frases y palabras sueltas); las otras dos, huetar y chorotega, 
desde por lo menos el siglo XIX perecieron junto a sus últimos hablantes. 



La pérdida de una lengua, es quizás de los golpes más severos que 
pudiera sobrellevar una cultura, por cuanto es el principal canal de 
enculturación y reproducción de todos los esquemas y sistemas que 
configuran a la sociedad que integra a sus habitantes, que les permite el 
entendimiento mutuo pero también la diferenciación frente a los “otros”, que 
a su vez, es el elemento central en la consolidación de la identidad y la 
pertenencia a una cultura, grupo o sociedad. 



La desaparición del idioma de un pueblo implica la inevitable 
desaparición de gran parte de sus elementos culturales sobre los cuales 
pudieran construir su identidad. Se ha observado que en tan solo dos o tres 
generaciones que ya no hablen su idioma materno, terminan por 
desintegrarse los núcleos de coerción cultural para disolverse dentro de los 
sistemas dominantes (oficiales) que imperan y propiciaron esta disociación. 



Se estima que una lengua humana muere cada dos semanas con su último 
hablante. Los científicos valoran que hay unas 6.000 lenguas vivas en el 
mundo, de las que se cree que aproximadamente el 90% desaparecerá en los 
próximos dos o tres siglos. Sólo en Norteamérica han desaparecido en las 
últimas décadas más de 50 lenguas nativas. En la Amazonía peruana a 
principios de siglo XVIII existían alrededor de 150 lenguas, de las que 
actualmente sobrevive apenas una tercera parte (Gibson, 1996). 



La lengua autóctona de todo grupo étnico o cultura parte de una 
construcción simbólica de la realidad que se plasma en vocablos que 
permiten su descripción y comprensión, su explicación desde la concepción 
del mundo, pero sobre todo su transmisión entre los individuos del grupo y 
de generación en generación. 



Es una forma de ordenar el espacio físico y metafísico en el cual se 
mueven los individuos, de establecer el orden de las ideas que al final se 
proyecta en el orden de los factores. La lengua es la manera en que las 
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personas se ubican a sí mismos en el entorno y en relación con los demás de 
su grupo y en diferencia con los otros. 



La lengua es la máxima expresión del patrimonio intangible de una 
sociedad y el más sólido de los canales de divulgación. Los peritajes 
culturales son un instrumento central que permite poner a dialogar los 
conceptos y definiciones que desde la cultura oficial se manejan en relación 
con la justicia y el sistema de resolución de conflictos, con sus contrapartes 
en las culturas minoritarias. 



La cultura es el mejor y mayor medio adaptativo que el ser humano 
generó para su supervivencia, y la lengua, la herramienta que facilitó y 
consolidó el proceso. Aunque no entraremos en los detalles por no ser 
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El ordenamiento del sistema – mundo por parte de todo grupo humano, 
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europeo en general, copiando sus instituciones, sus ideales y valores de 
justicia, de lo que es el delito, como clasificarlo y como penalizarlo. 



Un sistema que ha evidenciado no sólo sus falencias en su aplicación real, 
sino su funcionamiento desde su propia antítesis, al convertirse en un 
sistema excluyente de las minorías, ignorante de la multiculturalidad de la 
nación y represivo de todo sistema alternativo que no encaje dentro de lo 
“oficial”. 



En resumen, el Sistema Judicial de Costa Rica se ha arraigado como un 
sistema de injusticia oficial que apenas empieza a reflexionar, tímidamente, 
sobre su papel en la violencia sistémica hacia las instituciones culturales 
alternativas (indígenas) desde el Estado y de la cual han sido partícipes por 
acción y por omisión. 
 
 
2.3. Los peritazgos culturales como reivindicación del Estado de 
Derecho 



La construcción del Estado de Derecho parte del ideal que todas y todos 
los ciudadanos tienen la misma oportunidad de acceso a la justicia, a las 
oportunidades y las instituciones de ese Estado; que todas y todos son 
iguales ante la justicia y que la aplicación de la misma no hará distinción de 
credo, adscripción étnica, política o ideológica; color, lenguaje, nacionalidad 
o cultura. 



 Como ya lo mencionáramos, el Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo establece la noción de los pueblos originarios del 
continente Americano, aquellos pueblos identificados como indígenas y 
herederos de las sociedades existentes a la llegada de los grupos europeos en 
el siglo XVI. 



Dispone de una serie de conceptos que reivindica la obligación de sus 
Estados miembros no sólo al reconocimiento pleno de estos pueblos y su 
diversidad cultural en la máxima amplitud de sus derechos, sino la inclusión 
total de las mismas dentro de los sistemas e instituciones oficiales; una 
inclusión que supere la política asimilacionista implementada históricamente 
y garantice, finalmente, la plena autonomía de su autogestión territorial, 
política, económica, social y judicial. 



El Estado debe pasar, de su rol de gestor de políticas, al de acompañante 
en la toma de decisiones desde el núcleo de los pueblos interesados. La 
injerencia del Estado debe limitarse en oficializar aquellas políticas surgidas 
desde la reflexión interna de las minorías étnicas autóctonas de sus 
territorios, adaptándolas al conjunto de la sociedad, pero sin alterar o 
modificar el fondo real de las mismas. Se debe convertir en un Estado 
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multicultural y sus instituciones responder a un nuevo sistema que sea 
inclusivo y no exclusivo, heterogéneo y no homogéneo, entendiendo la 
realidad y la construcción de la identidad de la nación desde la diversidad 
cultural y la igualdad, como una igualdad de acceso a ese sistema y no desde 
una perspectiva de uniformidad. 
 
 
2.4. Revitalización del Patrimonio Intangible a través del Peritaje 
Cultural 



Aunque los dos conceptos parten de realidades sistémicas distintas: una 
dimensión jurídica, frente a una social y cultural; ambos confluyen dentro de 
una discusión mucho más amplia que gira en torno al reconocimiento de los 
derechos y a la diversidad cultural de las naciones. 



La figura del Peritaje Cultural se construye como una necesidad ante los 
sistemas jurídicos oficiales, que como ya discutimos, parten de una noción 
homogénea de la realidad sin distinciones conceptuales en cuanto a la 
diversidad de las sociedades y sus individuos a los cuales se aplica el 
sistema. 



Aunque la figura no es nueva, en América Latina no es sino hasta la 
década de 1990 que se aplica en la amplitud de sus alcances jurídicos en la 
resolución de conflictos entre el Estado – Nación y algún integrante o 
conjunto de integrantes de minorías étnicas existentes y reconocidas dentro 
de los límites de la nación. 



Los peritazgos culturales llegan a solventar el gran vacío existente entre 
la aplicación del sistema de justicia como valor universal surgido desde una 
concepción europea implementada por los estados americanos, y la 
multiplicidad de acciones y opciones de resolución de conflictos que los 
pueblos indígenas sostienen dentro de sus grupos y comunidades, como 
herencia histórica y conocimientos milenarios que les ha permitido mantener 
la integridad social de sus pueblos. 



En la mayoría de los casos y en todos los países de América, estas 
opciones alternas al sistema oficial de resolución de conflictos a lo interno 
de pueblos y comunidades indígenas, se ha visto incompatible con la Justicia 
punitiva oficial, lo que ha implicado una constante imposición desde el 
Estado de sus leyes, decretos, reglamentos y alcances legales y jurídicos, sin 
distinción étnica o particularidad cultural de las minorías. 



Traductores oficiales a toda lengua indígena que no sea la oficial; 
medidas alternativas a la pena de cárcel; consideración de la óptica cultural 
particular por parte de jueces y del sistema en la aplicación de las normas y 
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leyes, son solo algunos de las inconsistencias del sistema que expone y busca 
solventar la figura del peritaje cultural. 



Desde la antropología y su aplicación en el derecho, sabemos que 
conceptos jurídicos como agresión, violencia, mayoría de edad, matrimonio, 
familia, masculinidad, femineidad, niñez, adolescencia, trabajo, sexualidad, 
propiedad privada y un largo etcétera, son complejas construcciones 
culturales que parten del entender propio del mundo en el cual se 
desenvuelve el o los individuos (as). 



No hay criterios biológicos universales para definir qué hombre o mujer 
es mayor de edad; dentro de las comunidades indígenas y otras sociedades, 
la determinación parte de un complejo constructo social de aceptación de la 
transición de un estado de niñez al de adolescencia y de ahí a la adultez; 
muchas veces son rituales que no toman en cuenta una edad biológica 
determinada, sino que se basa en valores particulares que la sociedad 
reconoce. El ciclo menstrual en las mujeres es un hecho comúnmente 
aceptado como indicador de la madurez fisiológica femenina, pero sabemos 
que difícilmente podemos establecer una edad como parámetro válido y 
unificado. 



Pero, ¿qué sucede por ejemplo, en un país como Costa Rica, cuya 
mayoría de edad está establecida arbitrariamente en el parámetro de los 
dieciocho (18) años, como parte aguas que determina el alcance de la 
adultez, no como criterio de madurez psicosocial, sino desde la óptica de la 
responsabilidad institucional? ¿Frente a grupos indígenas en donde el 
cómputo de la edad ni siquiera se basa en el calendario juliano establecido? 
¿Cómo se determina el ideal de familia, cuya construcción oficial es la línea 
patriarcal, mientras que las comunidades indígenas mantienen un sistema 
matrilineal? 



Este tipo de incongruencias del sistema es lo que busca justamente 
evidenciar y solventar la inclusión de la figura del peritaje cultural o 
antropológico, como un instrumento de lectura, que el o la profesional en 
antropología ayuda a traducir desde la noción cultural del pueblo indígena, 
al sistema oficial del Estado. 



No es una traducción en el sentido literal del idioma, sino del simbolismo 
de la cultura como constructo de la alteridad del individuo que antepone el 
reto de confluir dos sistemas que históricamente trazaron sus relaciones en la 
asimetría de lo oficial y lo no oficial. Es entender, que al fin de cuentas, el 
sistema jurídico, es una lectura más que se da de los conflictos entre 
individuos, quizás una lectura mayoritaria, pero no la única y tampoco la 
mejor o inequívoca. 
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El peritaje cultural, es un puente que se tiende entre la forma de ver y 
entender la realidad del tribunal y de los pueblos indígenas. Provee datos 
importantes del contexto social en que se desenvuelve el caso y aporta las 
pruebas sobre un hecho o conducta que proviene de parámetros culturales 
distintos. 



Por eso, “el peritaje cultural, es un acto procesal, que debe desarrollarse 
por encargo del juez en todo proceso en que se aplique la legislación 
nacional a los pueblos indígenas, con el fin de tomar en cuenta su cultura y/o 
su método propio de resolución de conflictos en un caso concreto. Se trata de 
una actividad humana, por la cual se verifica la cultura en sus diversas 
manifestaciones como producto de hechos sociales; se establecen sus 
características, modalidades, calidades y relación con los hechos sujetos a 
juicio” (Solórzano, 2000 en IIDH, 2010). 



El peritaje cultural, es un puente que se tiende entre la forma de ver y 
entender la realidad del tribunal y de los pueblos indígenas. Provee datos 
importantes del contexto social en que se desenvuelve el caso y aporta las 
pruebas sobre un hecho o conducta que proviene de parámetros culturales 
distintos. 



Consiste en cuestionar desde otro marco cultural los hechos que se 
juzgan. Constituye un mecanismo, que permite aportar los medios de prueba 
que la ley contempla para acreditar que la diferencia cultural propició y 
condicionó una conducta tipificada como delito en los códigos del sistema 
jurídico oficial, pero que desde la perspectiva cultural del individuo que ha 
cometido la falta, no lo es o no lo es en la misma dimensión o claridad 
(IIDH, 2010). 



 
“Se realiza por encargo judicial. Para que tenga validez debe ser 



encargado por un juez competente. No obstante, debe recordarse que por el 
principio de libertad de prueba, las partes pueden practicarlo y ofrecer el 
dictamen del perito para ser ratificado en el debate” (Ixchíu García, Pedro; 
Abogado y Notario, Coordinador Nacional de Defensorías Indígenas. 
Instituto de la Defensa Pública Penal, IDPP, Guatemala). 



 
En un proceso judicial el peritaje cultural no busca demostrar inocencia a 



toda costa o acomodarse a los intereses del ente acusador, para que se 
sancione. La función del peritaje cultural es analizar los hechos dentro del 
marco cultural indígena y aportar los elementos de juicio para el juzgador. 



En resumen, el dictamen de un peritaje cultural debe orientar de manera 
científica dando los elementos necesarios para que la autoridad solicitante 
tome una decisión o emita un concepto que sea acorde con las disposiciones 
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legales vigentes. El perito antropólogo no es un juez, constituye un apoyo 
científico de la justicia que da elementos explicativos a un hecho, por lo que 
en peritajes jurídicos no es necesario hacer una etnografía o una reseña 
bibliográfica sino que debe presentar únicamente los elementos explicativos 
que muestren lo que a la luz la o las instituciones de justicia requieren (IIDH, 
2010). 



Pero superando la noción del Derecho Penal, el peritaje cultural se 
configura en una nueva dimensión de la antropología política o jurídica, a 
través de la cual podemos inventariar y profundizar en el estudio y análisis 
de elementos patrimoniales intangibles o inmateriales que inicialmente se 
invisibilizaron desde una noción de patrimonio más artístico, incluso 
folclórico, que por lo menos en Costa Rica y la región, limitó su aplicación 
práctica, que al fin de cuentas, es el valor real de lo patrimoniable, entender 
su rol dentro de un sistema dado, la o las necesidades que solventa y como 
ayuda a mantener la coerción del sistema cultural del grupo. 



La conformación de Tribunales Consuetudinarios dentro de las 
comunidades indígenas; la definición del delito desde la perspectiva 
particular de cada pueblo; medidas alternativas en resolución de conflictos o 
ejecución de la pena; capacitación y adaptación del sistema judicial oficial a 
los requerimientos de sistemas diferenciados de los grupos étnicos 
minoritarios; profundizar en el entendimiento de conceptos como propiedad 
privada, familia y relaciones interpersonales, son solo algunas de las ideas 
que permiten revitalizar la noción del patrimonio inmaterial y generar 
mayores y mejores espacios de discusión acerca de las rutas reales de 
inclusión y creación de estados multiculturales y plurilingües que 
reconozcan en su diversidad cultural la oportunidad de crecimiento a partir 
de la integración de una ciudadanía consciente de su heterogeneidad. 



La implementación de la figura del peritaje cultural o antropológico, 
exige una nueva lectura desde la disciplina, no solo del patrimonio, sino de 
la metodología y teoría aplicada, adquiriendo el trabajo de campo una nueva 
dimensión, en la que el o la investigadora ya no es un simple recopilador de 
información que luego presentará en informes técnicos y académicos poco 
accesibles a la población en general; sino un asesor, un acompañante en la 
translación simbólica del entender de un modelo milenario y alternativo en 
resolución de los conflictos sociales que todo grupo erige en acorde a sus 
necesidades, con el del sistema jurídico oficial que históricamente ha regido 
a los estados Americanos y el costarricense en particular. 
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3. Consideraciones finales 
La imperante necesidad legal (so pena de denuncia pública e 



internacional del Estado que incumpla) de permitir y lograr el acceso a una 
justicia inclusiva y culturalmente adaptable de todos los pueblos indígenas y 
a que el sistema llegue a crear y adaptar sus instituciones a esa nueva 
construcción de la realidad nacional, nos obliga a reconocer y reflexionar, 
para después profundizar en un campo dejado a menos en las investigaciones 
antropológicas y estudios respecto a los pueblos indígenas, como lo es la 
concepción de justicia, resolución de conflictos y la noción del delito desde 
una óptica no occidental. 



El que la bibliografía costarricense y centroamericana en general se 
resuma a unos pocos títulos que versan sobre los modelos específicos de 
impartir justicia por parte de los grupos indígenas originarios del continente, 
revelan lo insipiente que nos resulta la comprensión del alcance real de la 
definición de patrimonio. 



Necesitamos superar la idea del patrimonio como algo estático, casi de 
vitrina en el museo, algo que se torna inamovible y producto de etnografías y 
clásicos de la antropología. El patrimonio, y más el patrimonio intangible, es 
un constructo social dinámico, cambiable y adaptable que vale la pena y nos 
obliga, no solo a su registro sino, y sobre todo, a su entender y visualización 
como parte de la alteridad cultural. 



Hay que comprender que el valor real del inventario, estudio y análisis 
del patrimonio intangible parte del reconocimiento de una diversidad cultural 
inclusiva y aplicada que se revaloriza a partir de los nuevos tiempos, nuevas 
necesidades y nuevas realidades. 



En Costa Rica, la aplicación, aun reciente, de esta figura de Derecho 
Penal e Internacional del peritazgo cultural o antropológico, ha puesto de 
nuevo la atención en la imperante necesidad de generar una discusión cada 
vez más amplia sobre el tipo de nación que se está construyendo, mucho más 
allá del debate teórico o académico, alcanzando una finalidad práctica, que 
llega a reafirmar el espíritu de las convenciones y conferencias 
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Se debe entender la existencia ya no de una Costa Rica uniforme y 
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integradas dentro de un espacio políticamente delimitado, pero 
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desarrollo de la amplitud de la sociedad. 
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El patrimonio inmaterial o intangible, reconocido como parte viva de la 
identidad de los pueblos originarios, aporta a la totalidad del ideal de nación 
e influyendo en la transformación y adaptación de la rigidez histórica de las 
instituciones del Estado, en espacios de apertura a nuevas ideas, a ideales 
renovados que reconocen en la multiculturalidad el valor de y solvencia de 
un sistema democrático. 



La aplicación del concepto de patrimonio inmaterial como elemento 
práctico a la discusión y la toma de decisiones en la figura del peritaje 
cultural, refuerza el papel de las instituciones y reivindica a un Estado 
históricamente excluyente, para convertirlo en un espacio potencialmente 
constructivo e inclusivo. 



Se debe superar el debate de o “correcto y lo incorrecto”, conceptos 
valorativos y por tanto culturales, para concentrarse en la diversidad cultural 
como medio de proyección social e instrumento de desarrollo. 
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Leyes y decretos; Constitución Política de la República de Costa Rica: 
 



 Ley de Biodiversidad. No. 7788. 
 La ley indígena. No. 6172. 
 Ley General de Terrenos Baldíos. No. 13. 
 Ley de ratificación de la Convención Indigenista Latinoamericana. No.124. 
 Ley de ratificación del Convenio Relativo a la Protección e Integración de 



las Poblaciones Indígenas y de Otras Poblaciones Tribales y Semitribales 
en los Países Independientes. No. 2330. 



 Ley de creación del Instituto de Tierras y Colonización. No. 2825. 
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 Ley de ratificación del Convenio 169 de la OIT. No. 7316. 
 Decreto No. 1 de 1950. 
 Decreto No. 34 de 1956. 
 Reglamento de la ley indígena No.8487-G de 1978. 
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Resumen 
La propuesta que se presenta es el resultado de un trabajo conjunto entre 



especialistas en Derecho y en Arqueología. Está conformada por una amplia y 
exhaustiva justificación a partir de la normativa vigente. Este proyecto, conserva 
aspectos valiosos de la Ley No. 6703 de 1981 e incluye elementos nuevos 
concernientes a la vinculación de instituciones como las municipalidades, 
autorización del propietario y rescate, entre otros. 



A treinta años de su promulgación, esta ley ha jugado un papel 
extraordinariamente importante en la conservación del patrimonio arqueológico, sin 
embargo, los nuevos tiempos, le imponen nuevos retos, tanto normativos como 
políticos. 



Pretendemos con esta presentación, iniciar una reflexión crítica, sobre un 
elemento fundamental en la conservación del patrimonio arqueológico, la normativa, 
que junto a la educación, la investigación y la difusión, completan la preservación de 
la herencia cultural, base de la identidad regional y nacional. 



Palabras Clave: patrimonio arqueológico, rescate, bienes demaniales. 
 
Abstract 
This proposal is the result of an interdisciplinary work between specialists from 



Law and Archeology fields. It encloses a broad and comprehensive justification 
based on the actual legal normative. Valuable aspects of the Law No. 6703 of 1981 
and new elements concerning the relations of institutions such as the municipality 
authorities, owners’ authorization and rescue labors, among others are considered in 
this project.  



Thirty years from its promulgation, this law has been of an extraordinary im-
portance in the conservation of this national archeological patrimony; however, new 
times impose new challenges, political as well as normative. 
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Considering the above, this proposal intends to initiate a critical reflection upon 
an essential element in the preservation of archeological patrimony, the normative. 
This project along with education, investigation and broadcasting completes the 
preservation of the cultural heritage which is the foundation of the regional and na-
tional identity. 



Key Words: archaeological patrimony, rescue, inalienable property in the public 
domain. 



 
 
 



Introducción 
La conservación del patrimonio cultural, específicamente el 



Arqueológico, debe ser abordada a partir de diversos aspectos: la 
investigación científica, basamento de lo que es y significa la historia 
antigua de una Nación, es el juego dialéctico entre preguntas de 
investigación, pertinentes y documentadas y la búsqueda ordenada y 
metódica de respuestas, asegurando no sólo la salvaguarda de los contextos 
materiales y simbólicos, sino también exigiéndonos un manejo adecuado de 
los informes de investigación, de los acopios de artefactos y del registro de 
toda información necesaria para encontrar y reconstruir esos acercamientos a 
la historia precolombina. 



El abordaje ético-jurídico y legal que nos permite contener la destrucción 
de contextos arqueológicos, la venta y dilapidación de la evidencia material 
y que además nos permite limitar el tráfico ilícito de los bienes 
arqueológicos. Por último, y no por ello menos importante, la educación, ese 
ejercicio de la libertad a partir de información científica, rigurosa cuyo 
objetivo debe ser la emancipación de la población, la construcción de un 
pensamiento crítico, responsable y amante de los valores sociales y no de la 
especulación. La conjunción de estos y otros aspectos conformarán un 
andamiaje idóneo para que el pasado, el presente y el futuro se relacionen y 
se conviertan en fuente inagotable de posibilidades responsables para los 
pobladores de un determinado territorio. 



El Patrimonio Arqueológico  comprende una parte importante de la razón 
de ser de un país, sus mentalidades, así como el temperamento que identifica 
los rasgos más característicos de una sociedad; sus costumbres, sus mitos, 
sus temores, fortalezas, dioses y demonios. Reconstruyendo el pasado, 
conservándolo, analizándolo será posible desentrañar lo más profundo de las 
raíces de un pueblo y así entender como todo obedece a un orden lógico, a 
un proceso de donde podrán abstraerse motivos, causas, razones y responder 
con algún nivel de certeza, POR QUÉ? puede enriquecer y darle significado 
a un presente que sin esa información se encontrará huérfano, con tendencias 
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presentistas, engañosas e intolerantes. Si conocemos, si preguntamos, 
buscaremos respuestas y así sucesivamente. 



Lo que hoy somos se remonta muchos años atrás, no es el resultado 
únicamente de circunstancias presentes, por el contrario, el Ser costarricense, 
cuestión que nos ocupa, es un crisol en el que se fragua lo indígena, lo 
castellano, lo africano, y las múltiples etnias que hoy conviven en este 
pequeño gran territorio, siguiendo a Sanoja y Vargas (2008), el patrimonio 
es ”ese conjunto de bienes culturales que se transmite selectivamente de una 
generación a otra a través del proceso que denominamos la herencia 
histórica, es el legado cultural que permite al ciudadano(a)y a la colectividad 
que los representa establecer un vínculo espiritual, afectivo y reflexivo entre 
su realidad presente, aquella que recibió como legado del pasado y la que 
construirá para el futuro” (p.171). 



De lo que se trata es de comprender las líneas generales de nuestro 
desarrollo y comprender el cambio y principalmente lo inminente del mismo. 
A pesar de la importancia y de la relevancia que posee este legado, nunca 
faltarán  enemigos para su conservación. Personas que sin entender el 
verdadero valor de esta herencia, de muchas y variadas formas lo harán 
peligrar. En ese sentido, Cerdas (1985) cita la observación de Nietzche 
exigiendo determinadas vivencias para la comprensión de la historia, que 
tiene plena validez, cuando advierte: "(...) aquel que no haya tenido en su 
vida acontecimientos más grandes y sublimes que los que tuvieron  sus 
semejantes no podrá interpretar lo que hay en el pasado de grande y sublime. 
La palabra del pasado es siempre palabra del oráculo. No podréis entenderla 
si no sois los constructores del porvenir y los intérpretes del presente". (p.8). 



Para el caso que nos ocupa en el presente trabajo, abordaremos la 
conservación del patrimonio arqueológico, a partir de su dimensión jurídica-
legal, sabedoras de que esta dimensión sólo cumplirá su verdadera función, 
la de conservar, si la relacionamos con las otras dimensiones mencionadas 
en líneas precedentes: la investigación científica y la educación. Ahora bien, 
no podemos obviar que las nuevas corrientes económicas, el desarrollo de 
infraestructura a velocidades vertiginosas, el tráfico mercantil en un mundo 
globalizado y el auge de las comunicaciones, entre otros muchos factores, 
han ocasionado un cambio de mentalidades hacia una dinámica rápida y ágil, 
que obliga al ser humano a reaccionar sin mayor reflexión en una vida que 
cada vez es menos humana para convertirse todos los días más, en la rutina 
agobiante de un autómata, donde la gente es valorada por lo que tiene y no 
por lo que es; en un mundo en que es posible apreciar con más claridad y 
resulta cada vez más palpable la preeminencia de lo material sobre lo 
espiritual, de la forma sobre el contenido. 
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Partimos entonces de una sociedad esencialmente narcisista en la que el 
poder económico, a cualquier costo, se ha equiparado al requisito más 
elemental de éxito evolutivo, es decir en requisito de supervivencia, de ahí, 
el desdeño al componente cultural y espiritual, la indiferencia, la 
inconsciencia y el irrespeto, lo que hace necesaria una legislación que 
promueva la importancia del Patrimonio Nacional Arqueológico, una ley que 
efectivamente cumpla con el propósito de proteger el patrimonio. Debe ser 
un instrumento que evite la destrucción así como la extracción, la 
manipulación y el tráfico indebido de dicho patrimonio y a la vez establezca 
los procedimientos pertinentes para garantizar la protección requerida sin por 
esto entorpecer en modo alguno la actividad de los particulares. 



El presente trabajo tiene como objetivo plantear las bases para una 
reforma de la Ley No. 6703 de Patrimonio Nacional Arqueológico, en Costa 
Rica. La idea es ofrecer una normativa funcional y eficaz, que garantice la 
protección y permita la conservación del patrimonio como tal; estableciendo 
procedimientos claros, ágiles, de manera que los intereses del Estado –en 
este caso relacionados con el Patrimonio- sean salvaguardados, sin que por 
esto se vulneren los intereses particulares, sometiendo al régimen privado a 
soportar cargas exageradas que le acarreen en su condición individual, una 
serie de perjuicios sin recibir a cambio una compensación justa, lo que 
ocasionaría, vistas las anteriores consideraciones, la flagrante trasgresión de 
dicha normativa. A treinta años de la promulgación de la Ley No. 6703, 
proponemos un replanteamiento de este cuerpo normativo y agregamos 
ajustes propios de los nuevos tiempos, de las nuevas realidades. 



 
 



Antecedentes Generales 
Para evidenciar los problemas en el desarrollo legislativo y ejecutivo se 



considerarán aquí como muestra representativa las leyes No. 6703 Ley de 
Patrimonio Nacional Arqueológico, el Decreto No. 28174 Reglamento de 
Requisitos y Trámites para Estudios Arqueológicos, en relación con el No. 
25705 Reglamento Procedimientos de SETENA, así como los dictámenes de 
la Procuraduría General de la República que han emitido criterio en relación 
con la normativa ya mencionada. 



Cabe resaltar la importancia de los dictámenes de la procuraduría, ya que 
los mismos hacen  patente, las dudas e inquietudes de los diferentes órganos 
de la Administración y vienen a llenar vacíos legales dada la autoridad de la 
que se encuentra investida la Procuraduría General de la República como 
órgano rector del hacer administrativo en nuestro país y superior jerárquico 
de todas las entidades administrativas. 
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Ahora bien, para hacer un análisis coherente y acorde con las necesidades 
de protección y conservación del Patrimonio Nacional Arqueológico, es 
necesario tener una vista panorámica desde "gran altura" con el fin de poder 
visualizar el marco desde la perspectiva más general, del campo en el cual se 
desarrollará esta discusión, para ir, conforme se avanza en el análisis 
paulatinamente, "descendiendo" hasta caer en el terreno de lo específico; es 
decir hacer un análisis de lo general a lo particular, con la idea de que no 
quede por fuera ningún aspecto que en mayor o menor medida estará 
vinculado de forma estrecha o bien nada más lindará con el campo del 
Patrimonio Nacional Arqueológico. Así las cosas, el análisis se iniciará con 
el concepto de cultura, los pueblos indígenas y la correlación con el 
Patrimonio Nacional Arqueológico. 



 
 



De la cultura y su definición, de los Pueblos Indígenas y del Patrimonio 
Nacional Arqueológico. 



Inicialmente, se debe considerar que la razón de ser de la protección y 
conservación del Patrimonio Nacional Arqueológico en el ordenamiento 
jurídico costarricense obedece a que el mismo forma parte del Patrimonio 
Cultural de la Nación, el cual en esta oportunidad viene a configurar los 
elementos materiales del pasado que en algunos casos será muy remoto y en 
otros más cercano, en general podría afirmarse que corresponde a los 
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Para el desarrollo de este tema, y así como apunta el Dictamen C-093-
2002 de la Procuraduría General de la República, se consideran necesarias 
algunas precisiones conceptuales y con ese propósito se adopta aquí, la 
definición de cultura dada en el Plan Nacional de Desarrollo Humano, 
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En cuanto al concepto de indígena, nos remitimos a lo indicado en el 
Dictamen C-045-2000 del 9 de marzo del 2000, definición igualmente citada 
en el dictamen C-093-2002: 



"Para nuestros efectos, limitaremos nuestro análisis a la ubicación de 
criterios básicamente normativos que se desprenden tanto del Convenio  No. 
169 de la Organización Internacional del Trabajo como de la Le No. 6172 
para la determinación del carácter indígena (...) De acuerdo con la Ley No. 
6172, "son indígenas las personas que constituyen grupos étnicos 
descendientes directos de las civilizaciones precolombinas y que conservan 
su propia identidad" (artículo 1°). 



En consonancia con el concepto citado, el Dictamen C-093-2002 
relaciona los conceptos de indígena, cultura y patrimonio nacional 
arqueológico de forma que, claramente queda evidenciado  el vínculo 
existente entre cada uno de estos elementos. Aunque el dictamen hace el 
análisis para efectos diferentes al nuestro -sea el de definir el objeto de tutela 
de la Ley Indígena y la función de la CONAI, para lo cual analiza el vínculo 
existente entre estos mismos elementos pero con otro fin- vale citar lo 
establecido aquí, en el entendido que debe hacerse caso omiso a las 
referencias específicas de la CONAI y de la Ley Indígena abstrayendo del 
texto el espíritu doctrinario allí plasmado, que para efectos nuestros es lo que 
interesa. 



Dicho esto, el dictamen al respecto señala que "Como puede apreciarse 
de este concepto, son tres los criterios que lo componen para la 
determinación de quién es indígena. En primer término la pertenencia a un 
grupo étnico. 



El segundo parámetro es la descendencia directa de alguna de las 
civilizaciones precolombinas. Se utiliza aquí sólo la referencia a las culturas 
de la preconquista, pero lógicamente ha de entenderse su supervivencia a lo 
largo de los períodos de la conquista, colonia y época independiente. Como 
es obvio, no se trata de una descendencia pura, que haría más difícil la 
aplicación de la normativa indígena, sino de una abierta a la realidad 
histórica de la mezcla étnica. Así el hijo de indígena con no indígena, debe 
considerársele también indígena (...). 



El tercer elemento a tomar en cuenta se relaciona con la identidad 
indígena, es decir, el sentimiento de  pertenencia a un grupo particular, el ser 
aceptado así por sus miembros y reconocido por otros como integrante de 
aquel. Es este uno de los factores más difíciles de determinar por el grado de 
subjetividad presente. Desde el punto de vista colectivo, hace alusión a la 
existencia dentro del grupo de una serie de tradiciones e instituciones propias 
que le son características y que son compartidas por todos sus integrantes.” 
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Sin embargo, la diferencia de contenidos entre el ámbito de la actual 
cultura indígena que interesa en los términos de la Ley Indígena y de la Ley 
de Creación de la CONAI para efectos de esta respuesta, y lo referente al 
patrimonio nacional arqueológico, se hace patente al comparar los conceptos 
ya enunciados y la definición que se desprende del artículo 1° de la Ley No. 
6703 "Constituyen patrimonio nacional arqueológico, los muebles o 
inmuebles, producto de las culturas indígenas anteriores o 
contemporáneas al establecimiento de la cultura hispánica en el 
territorio nacional, así como los restos humanos, flora y fauna, 
relacionados con estas culturas." (El destacado no es del original). Distinción 
de importancia dado que lo cultural es un producto histórico, resultado de 
unas condiciones temporales concretas: 



"La Cultura, como producción de bienes materiales y simbólicos, debe 
considerarse como una manifestación que surge de la interacción social, de 
la iniciativa y creatividad humana, de las necesidades de los grupos humanos 
y de la utilización de los bienes producidos por ellos, según las experiencias 
del momento histórico." (La negrita no pertenece al original). (Plan 
Nacional de Desarrollo Humano, Soluciones Siglo XXI, 1998-2002, s.p). 



Así pues, mientras el patrimonio arqueológico se rescata para preservar y 
entender a las culturas indígenas anteriores o contemporáneas al 
establecimiento de la cultura hispánica en el territorio nacional, la protección 
y desarrollo de las poblaciones indígenas que se persigue con las Leyes Nos. 
5251 y 6172 tiende a resguardar los grupos étnicos actuales, sus territorios y 
tradiciones de las amenazas que la sociedad moderna pueda infligirles; 
aunque, por supuesto, se entiende que la tutela del patrimonio arqueológico 
también interesa a los indígenas de hoy, pero no es ésta una preocupación 
exclusiva suya, sino de la entera sociedad costarricense. (Dictamen C-093-
2002, Procuraduría General de la República, 2002). 



 
 



Patrimonio Cultural 
En relación con el concepto de Patrimonio Cultural, de manera más 



específica en lo concerniente a la relación género - especie que existe entre 
el Patrimonio Cultural y el Patrimonio Nacional Arqueológico, resulta muy a 
tono lo establecido en el Dictamen C-210-2001, el cual recoge el sentimiento 
del legislador al discutir al respecto en el trámite del Proyecto de la Ley 
6703, que a continuación citamos: 



"El patrimonio cultural -se dijo en el trámite del proyecto de la Ley 6703- 
no es sólo los objetos indígenas, sino lo que se interpreta de su contexto 
arqueológico y antropológico, en el lugar en que estaban. Una vez que un 
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sitio arqueológico ha sido removido, aunque las piezas se hayan recobrado 
en parte, pierde un alto porcentaje del valor científico. (Expediente 
legislativo No. 8102; intervenciones del Arq. Trejos, y del Msc. Oscar 
Fonseca, Director de la Escuela de Antropología y Sociología, UCR, FCS. 
147, 148, 152 y 223). 



Los bienes culturales, "sólo adquieren su verdadero valor cuando se 
conocen con la mayor precisión su origen, su historia y su medio" tal y como 
lo establece la Ley 7526 de 10 de julio de 1995 



(...)La Sala Constitucional (voto 4350-97) ha puesto de relieve el 
diferente valor preponderante (económico-cultural) entre los bienes 
patrimoniales y arqueológicos, elementos estos para investigar la cultura de 
los pueblos de otras épocas, según las huellas o representaciones que allí 
logren encontrarse. Constituyen un patrimonio común que las generaciones 
pasadas legaron a las presentes y a éstas corresponde hacerlo a las futuras 
como muestra de conocimiento de los hechos humanos que identifican o 
caracterizan nuestro pasado remoto. (Asamblea Legislativa de Costa Rica, 
1995, p. art. 5 inc. c) 



En el mismo orden de ideas y resaltando la importancia del Patrimonio 
Nacional Arqueológico, el mismo dictamen establece: 



Es decir, los valores de carácter histórico y cultural, como portadores de 
un mensaje contribuyen a identificar un momento histórico determinado, 
testimonio real y tangible de la evolución  y transformación experimentada 
por la sociedad y su medio natural a través del tiempo, que constituyen antes, 
hoy y para el futuro, patrimonio común como expresión de la mayoría de los 
intereses individuales coincidentes. (Asamblea Legislativa de Costa Rica, 
1995, p. art. 5 inc. c) 



A nuestro entender la máxima que contiene la justificación esencial de la 
protección al Patrimonio Arqueológico es, recoger nuestra razón de ser, el 
ser histórico que forma parte de nuestra conciencia actual y cotidiana, es 
proteger nuestra sustancia primigenia. 



 
 



Patrimonio Arqueológico: bienes objeto de protección. 
Para darle una efectiva protección y tratándose de un instrumento legal, 



resulta básico definir claramente cuáles serán los bienes objeto de 
Protección, y el espacio temporal al que deben  limitarse las medidas de 
conservación 



En primera instancia, cabe mencionar que las limitaciones que se 
impondrán a las medidas de conservación que deba ejecutar la autoridad 
competente, no deberán existir o bien deberán imponerse de manera 
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restrictiva ya que el Estado, tratándose de bienes de dominio público, debe 
garantizar la protección y conservación del Patrimonio Nacional en este caso 
Arqueológico, esto al tenor del artículo 89 constitucional además de los 
diversos instrumentos de carácter convencional, pues, según está señalado en 
el Dictamen C-134-2001 al efecto y conforme al Convenio aprobado por Ley 
No. 4711 de 6 de octubre de 1971, Principios Generales 3 y 13, las "medidas 
de conservación de los bienes culturales deberán extenderse no solamente a 
determinados monumentos o lugares, sino a todo el territorio del Estado" (s. 
p.). 



Con la idea de crear un instrumento efectivo en la tutela del Patrimonio 
Arqueológico, que  asegure su conservación cerrando el mayor número de 
puertas a la discrecionalidad y solventando las posibles lagunas que se le 
puedan presentar al aplicador de la ley, así como a los juzgadores, 
obligándolos a permitir abusos por parte de los particulares, la presente 
propuesta ha incorporado la definición que del Patrimonio Arqueológico 
hace la Convención sobre Defensa del Patrimonio Arqueológico, Histórico y 
Artístico de las Naciones Americanas (Convención de San Salvador) 
aprobada en nuestro país mediante Ley No. 6360 del 5 de setiembre de 1979, 
la cual claramente enuncia qué constituye el Objeto de Tutela. 



Ahora bien, la descripción realizada nunca deberá entenderse como 
taxativa, sino todo lo contrario, como enunciativa. Esto, ya que al no existir 
instrumentos legales que comprendan la totalidad de las situaciones fácticas 
que en un plano real se puedan presentar y tratándose de una materia como 
esta, en la cual el Estado debe ejercer todas las acciones jurídicas y 
materiales tendientes a garantizar la protección y conservación de su 
patrimonio, lo que se ha pretendido sobre todo, es dotar al aparato 
Administrativo y Judicial de un instrumento técnico legal suficiente para 
salvaguardar los intereses en juego. 



En virtud de esas posibles situaciones fácticas que podrían salirse o bien 
escaparse al criterio del "ser humano  medio", se hace necesario recurrir al 
criterio técnico-científico emitido por una Autoridad Competente. Como 
establece nuestra Propuesta de Ley, la autoridad competente para definir y 
dictaminar la procedencia o no de un determinado proyecto de rescate, las 
medidas preventivas a implementar, el tipo de evidencia arqueológica, entre 
otros será el Museo Nacional de Costa Rica y la Comisión Arqueológica 
Nacional, así como las Municipalidades. 



No debe perderse de vista que es deber ineludible de la Administración 
rescatar el Patrimonio Arqueológico del país, incluso en aquellos casos en no 
exista claridad, debe proceder a iniciar el rescate, al respecto el Dictamen C-
134-2001, apunta que ante ese panorama, y en vista de que corresponde al 
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Estado recuperar y proteger la herencia arqueológica de nuestro país como 
ordena el artículo 89 constitucional, así como las disposiciones que en tal 
sentido se encuentran en cuerpos normativos de rango superior (Artículo 7 
de la Carta Magna: Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
artículo 15; la Declaración Americana de Derechos del Hombre, artículo 13; 
Carta de la Organización de Estados Americanos, artículo 46; 
Recomendación sobre la Conservación de los Bienes Culturales que la 
Ejecución de Obras Públicas o Privadas puedan poner en peligro (Ley No. 
4711, principios 13, 20 y 21); Convención para la Protección del Patrimonio 
Cultural y Natural (Ley No. 5980, artículos 4 y 5); Convención sobre 
Defensa del  Patrimonio Arqueológico, Histórico y Artístico de las Naciones 
Americanas- Convención de San Salvador- (Ley No. 6360, Artículo 8); entre 
otros, este  Órgano Consultivo considera, con base en la normativa de alta 
jerarquía antes citada, que la omisión del inciso i) del Decreto No. 28174 
puede contrarrestarse y suplirse, sin perjuicio de lo que llegue a establecer la 
Sala Constitucional, aplicando al efecto la Administración criterios técnicos 
de razonabilidad y conveniencia (...)Debe prevalecer siempre el interés de 
proteger, conservar y recuperar el Patrimonio Arqueológico, como 
imperativo de orden público (Ley 6703 del 28 de diciembre de 1981, artículo 
36)." 



 
 



Demanialidad de los Bienes Arqueológicos 
En virtud del interés público que representan todos los bienes culturales, 



en este caso el Patrimonio Arqueológico, es que nace la tutela estatal para 
los mismos, esto ya que representan un pasado histórico común a todos los 
miembros del conglomerado y que aún a estas alturas del desarrollo social 
significa un elemento identificador que los convierte a todos en parte de una 
misma raíz, trayendo como consecuencia la protección de este  legado ya sea 
como Patrimonio Nacional o como Patrimonio de la Humanidad. 



Por servir a un fin de utilidad general (preservar para las generaciones 
actuales y futuras el referido acervo cultural aborigen, fundamento de 
nuestra identidad) y características asignadas, los bienes en cuestión, forman 
parte del dominio público, con los consiguientes atributos de ser 
inalienables, no susceptibles de propiedad privada e imprescriptibles. De 
suerte que si ingresaron al demanio en virtud de ley o acto soberano, su 
degradación debe tener lugar del mismo modo. No procede la desafectación 
tácita por posesión abusiva e ilícita de los particulares o a su voluntad. 
(Procuraduría General de la República, 1988, Dictamen C-127-88). 
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De la propiedad estatal imprescriptible se ocupa de manera explícita la 
Convención sobre la Defensa del Patrimonio Arqueológico, Histórico y 
Artístico de las Naciones Americanas o Convención de San Salvador, 
ratificada por Ley No. 6360 del 5 de setiembre de 1979, que, tras de incluir 
en el patrimonio cultural todo material arqueológico producto de las culturas 
americanas anteriores a los contactos con la cultura europea, los coloniales y 
de época posterior (artículo 2) prescribe "Artículo 5.- Pertenecen al 
Patrimonio Cultural de cada Estado los bienes mencionados en el artículo 2-, 
hallados o creados en su territorio y los procedentes de otros países, 
legalmente adquiridos". “Artículo 6.- EI dominio de cada Estado sobre su 
Patrimonio Cultural y las acciones reivindicatorias  relativas a los 
bienes que lo constituyen  son imprescriptibles”. 



En nuestro medio, la propiedad privada de objetos precolombinos 
deviene en régimen excepcional y ha de comprobarse, máxime en las 
circunstancias que concurren y teniendo el Museo Nacional de Costa Rica el 
deber de velar, con potestades de imperio, por la conservación y defensa de 
los componentes del Patrimonio Nacional Arqueológico. 



 
 



Tutela especial de los Bienes Demaniales (relacionarlo con autorización 
necesaria del Propietario del terreno) 



Los bienes DEMANIALES, o Bienes Públicos o Patrimoniales son 
propiedad del Estado y gozan de una Protección especial en virtud del 
régimen especial al cual pertenecen. Al respecto el notable jurista Víctor 
Pérez nos indica en su libro Derecho Privado que: "los bienes de dominio 
público se rigen por normas jurídicas diversas y tienen sus especiales 
características, de las que conviene destacar que se hallan fuera del comercio 
de los hombres, son inalienables, inembargables, e imprescriptibles, deben 
pertenecer a una entidad estatal por estar destinados a fines de utilidad 
general o al uso de  todos"(Pérez, 1994, p.136) : o, en otros términos: "Cosas 
públicas o de dominio público, de acuerdo con nuestro Ordenamiento 
Jurídico, son aquellas que están destinadas al uso público, como los caminos, 
los ríos, plazas y también las que se hallen dedicadas a un servicio de 
utilidad general, reguladas en sus propios rasgos distintos de las privadas, 
por el derecho administrativo" (Pérez, 1994, p.137). Precisamente su extra 
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Las cosas públicas se caracterizan también por su imprescriptibilidad 
(...) pertenecen al Estado o a sus organismos, los que no puedan perderlas 



por prescripción negativa, ya que su posesión, aunque no se manifiesta por 
hechos reales, debe estimarse que se produce por imperios de las mismas 
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leyes que regulan su destino (...) están fuera del comercio de los hombres, 
por lo que no son susceptibles de ser adquiridos por usucapión ni nadie 
puede prevalerse de la posición irregular que sobre las mismas tuviere, sin 
haber sido, previamente separadas por ley del uso público a que estaban 
destinadas. (Pérez, 1994, p.137) 



Es claro que el Demanio goza de un régimen diferente en virtud de la 
relevancia del papel que desempeña en una sociedad. 



 
 



Necesaria autorización del propietario para realizar la excavación 
arqueológica 



Al tenor de la Ley de Protección del Patrimonio Arqueológico, No. 6703 
de 28 de diciembre de 1981, Artículo 12, "la Comisión Arqueológica 
Nacional podrá autorizar excavaciones con autorización del propietario del 
terreno y con la obligación de supervisar la excavación en forma directa y 
adecuada y de adoptar las medidas correspondientes para evitar daños a la 
propiedad de que se trate". 



En trámite del proyecto de ley se consideró la posibilidad de eliminar el 
citado permiso e incluso los textos originales referidos a excavaciones, con 
numeración distinta (Artículos 19 y 22 prescindían de él, de modo expreso o 
implícito (ver expediente legislativo de la Ley No. 6703, folios 13 y 14). 



Como luego se mantuvo ese requisito, el entonces diputado Ureña Quirós 
mocionó en Comisión para eliminarlo, agregando, en su defecto, un párrafo 
que obligaba al Museo Nacional a resarcir los daños que se ocasionaran al 
inmueble (folio 345).  



En respaldo de la tesis, adujo que el visto bueno del propietario 
desnaturalizaba la norma, porque bastaría su negativa para impedir la 
excavación, e hizo ver que la Carta Magna autorizaba limitaciones a la 
propiedad, de interés social (ver folio 346). 



En contra, se pronunció el Presidente de la Comisión, quien manifestó: 
(...) Una forma de conservar el patrimonio es evitar este tipo de 



excavaciones y así interpreto el fin del Artículo 2 (12). Si en un momento se 
determina que por estudios realizados es conveniente hacer una excavación 
en un lugar, lo más elemental es pedir la autorización al propietario del 
terreno. De otra manera como lo plantea don Rodrigo, el proyecto necesitaría 
para ser aprobado treinta y ocho votos, ya que se está afectando la propiedad 
privada y así lo exige el artículo 45 (...). (Folio 346) 



También dio su voto negativo a la moción la diputada Chacón Jinesta, por 
cuanto "(...) tal como está redactado el artículo, interpreta el sentir de la 
mayoría de los miembros de la Comisión (...)" Y agregó: "(...) No puede 
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estar de acuerdo con esa modificación al artículo 12, desde que el mismo 
artículo 45 de la Constitución dice que la propiedad es inviolable y que si no 
es por interés público comprobado, a nadie se le puede privar de esa 
propiedad. Además para una limitación a la propiedad, se requieren los dos 
tercios de los votos del Plenario de la Asamblea (...)" (Folio 346). 



Discutida la propuesta del diputado Ureña, fue desechada (ver folio 347). 
Lo anterior revela que sí se examinó, al menos en el seno de la Comisión 
dictaminadora, la posible supresión del permiso de mérito, privando la tesis 
de no imponer límites, obligatorios y genéricos, a la propiedad para la 
práctica de excavaciones científicas, sino supeditarlas en una  primera fase al 
asentimiento de aquel. Ello quizá por respeto reverencial al principio de 
inviolabilidad inmobiliaria o con la idea de liberar el proyecto de trabas 
aprobatorias en el Plenario, dado que había consenso sobre su importancia 
(ver folios 346 y 347)." (Dictamen C-191-91 Procuraduría General de la 
República, 1991). 



En lo relativo a las limitaciones a la propiedad, las cuales es posible 
imponer en razón de la función social de la misma, el artículo 50 de nuestra 
Constitución Política (1949) establece: "El Estado procurará el mayor 
bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la 
producción y el más adecuado reparto de la riqueza" (p. 14). Es de señalar 
que en la actualidad, priva el concepto de función social de la Propiedad y 
las limitaciones que se imponen a la misma corresponden a supuestos 
prácticos de uso y disfrute en aras de asegurar la función social que la misma 
debe desempeñar. No se cumple ya en este momento histórico el principio 
aquel según el cual los límites de la propiedad se extendían hasta el cielo y el 
infierno, "usque ad sidera et ínferos”. 



El hecho de que la propiedad sea absoluta no implica un uso libre mucho 
menos indiscriminado del bien. Al respecto Diez Picasso y Antonio Jullón 
señalan que, "No existe la propiedad sino las propiedades y que el interés de 
la sociedad exige que la explotación de cada tipo singular de bienes se sujete 
a unos estatutos que se encuentren en armonía con los fines socialmente 
perseguidos conforme con cada uno de ellos" 



Siguiendo la misma línea, la Sala Constitucional en su Voto 4857 del 17 
de setiembre de 1996 dijo:" El contenido de esta Propiedad -Función(se 
refiere a la función social de la propiedad) consiste en que el propietario 
puede ampliar el objeto del dominio en la satisfacción de sus propias 
necesidades pero correspondiéndole el deber de ponerlo al servicio de las 
necesidades sociales cuando tal comportamiento sea imprescindible". 



La idea del uso ilimitado en el goce y disfrute de la sociedad está 
supeditada a intereses generales superiores a los del propietario cómo es 
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posible abstraer de las anteriores aseveraciones, sin embargo, y muy por el 
contrario de todo lo dicho, no se aprobó cuando se discutía el proyecto de la 
Ley No. 6703 la idea de eliminar el requisito de la autorización del 
Propietario para poder realizar las excavaciones o el rescate según el caso. 



Es inexplicable que en aquel momento no se considerase una justificación 
suficiente la conservación, protección y rescate del Patrimonio 
Arqueológico, configurando el mismo UN INTERÉS PÚBLICO 
COMPROBADO; suponemos que en aquella oportunidad el legislador, con 
la mejor de las intenciones, malinterpretó el significado de la función social 
de propiedad inclinándose por una visión liberal extrema y tuteló por sobre 
el interés público y los bienes demaniales, la propiedad privada, situación 
que pretendemos solucionar en esta Propuesta de Ley. Por considerar que 
contamos con los elementos doctrinarios y jurisprudenciales suficientes para 
demostrar que la tendencia imperante en nuestro medio legislativo es la de la 
función social de la propiedad, concepto que entendemos según las 
consideraciones antes citadas, se elimina, en esta Propuesta de Ley, dicho 
requisito de la autorización del propietario en virtud del interés superior que 
se debe tutelar. 



 
 



Requisitos de validez de la autorización del propietario 
No solo se ha entorpecido la conservación del Patrimonio Arqueológico 



sujetando una posible acción efectiva, a la autorización del Propietario, sino 
que en virtud de que se está tratando con la Administración Pública, regida y 
regulada por el Derecho Público cuyo principio rector es el de Legalidad, se 
ha estructurado un trámite que por expedito que se pretende que sea, siempre 
resulta engorroso, pero que resulta necesario en virtud del área del Derecho 
en el que estamos tratando, Derecho Administrativo, en el que debe constar, 
como mínimo indispensable, la autorización por escrito con las formalidades 
de ley para el caso, con el fin de que la Administración cuente con prueba 
suficiente. 



Al respecto la Procuraduría General de la República de Costa Rica ha 
dicho en el Dictamen C-191-91 que: "La licencia del dueño del terreno 
constituye un requisito indispensable para dictar el acto autorizante de 
excavación, constituyendo, sin duda la constancia escrita el medio más 
idóneo, seguro y fidedigno, de acreditar su anuencia, poner a cubierto la 
Administración por futuras reclamaciones y congeniar el espíritu de la 
norma con el debido respeto a los derechos individuales que se verán afectos 
a la adopción de la medida (s. p). 
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La forma escrita, auténtica, sirve de comprobación y motivación 
inequívoca de la verdad real del hecho permisivo fundante, que prepara y 
legitima el acto final, contra el órgano administrativo (la C.A.N.) pesa en 
este caso la carga probatoria, máxime estando de por medio restricciones 
(voluntarias, parciales y temporáneas) al ejercicio de atributos de un derecho 
fundamental. 



La propiedad, por principio, se presume libre y ha de demostrarse que su 
titular consintió en limitar el uso pleno para la realización de excavaciones. 
En relación con los requisitos de validez que debe llenar dicha autorización 
del propietario, apunta el mismo dictamen C-191-91: 



"Sin desconocer la vigencia del nudo consenso entre particulares, se 
anotó la idoneidad de la forma escrita en esta materia, regida por el Derecho 
Público. Más aún, puede agregarse como medio de garantizar la continuidad 
de las investigaciones si se produjera enajenación del fundo, pues el Código 
Civil de la República de Costa Rica, (1888, p.20) en su artículo 268, señala 
que: "Salvo los casos exceptuados por ley, cualquier limitación de la 
propiedad sobre inmuebles, debe también, para perjudicar a tercero, estar 
inscrita en el Registro de la Propiedad (Procuraduría General de la 
República, C-191-91) 



Se trata de un aspecto de oponibilidad a terceros; pero frente al 
propietario-poseedor será suficiente (elemento de validez) la prueba 
inconcusa de su declaración de voluntad, consintiendo en las labores de 
investigación. Empero, el legislador delegó a la Comisión Arqueológica 
Nacional definir los requisitos que han de llenarse al intento, según se 
desprende del artículo 15 de la Ley No. 6703, cuando indica que la C.A.N. 
"señalará los términos y condiciones a que deben sujetarse los trabajos, así 
como las obligaciones de quienes los realizan". Norma que  armoniza con el 
artículo 14, inciso d), del Decreto Ejecutivo No. 19016-C, que asigna a la 
C.A.N. la función de "autorizar excavaciones arqueológicas". "Para ello -
añade-, el interesado deberá solicitar el respectivo formulario a la C.A.N. y  
remitirlo a ésta con la información completa". 



De ambos numerales queda claro que es del resorte exclusivo e 
insustituible de la Comisión fijar los requisitos a cumplir por el investigador 
con su solicitud, bastanteando cuestiones probatorias, trascendencia del acto, 
durabilidad de los trabajos, detalles del proyecto, sitio, obligaciones y 
responsabilidades en la fase de ejecución, entre otros. 



La autenticación -cuando menos- de la firma del propietario, por un 
abogado, que menciona la Asesoría Legal del Museo, es razonable en vista 
de las implicaciones del acto, y ofrece certeza al momento de decidir el 
fondo de la solicitud, no rige aquí el principio del  informalismo para la 
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defensa de derechos y deducción de recursos del administrado, sino el de 
certidumbre. 



En el mismo sentido y confirmados los requisitos de formalidad que debe 
llenar la autorización, en lo relativo a una eventual autorización verbal la 
Procuraduría General de la República en el mismo dictamen ha dicho: 



Lo propio, se dijo, es prueba capaz de crear en el ánimo de la C.A.N. 
juicio seguro sobre la existencia de la autorización: sea, un documento 
indubitable que rubrique el propietario y por si haga fe, sin otro adminículo. 
No lo suplen, el informe o aseveración escritos del investigador, los cuales, 
amén de tener dificultades de admisibilidad, en atención a las implicaciones 
del acto, restrictivo de un derecho fundamental (doctrina del artículo 352 del 
Código Procesal Civil), sería de eficacia disminuida, por provenir de persona 
interesada en la resolución favorable del pedimento, y no eximiría de 
responsabilidad a la Administración en el evento de tergiversarse el hecho. 



El permiso del propietario, se expresó, es recaudo sustancial para la 
validez del acto administrativo autorizante de excavación. Su omisión 
produce vicio manifiesto y efectivamente podría dar lugar a 
responsabilidades administrativas, civiles y hasta penales de los miembros 
de la C.A.N., por conducta ilícita en daño de un derecho subjetivo ajeno, si 
queda sin llenar ese elemento esencial, previo, que, por el contrario, debe 
justificar el acto, en concordancia lógica entre lo decidido y las valoraciones 
de hecho y derecho que han de sustentarlo.. (Procuraduría General de la 
República, 1991, p. s.p) 



Como hemos eliminado el requisito de contar con la autorización del 
propietario, las formalidades de  las mismas consecuentemente resultan 
obsoletas. Ahora bien, la Administración deberá justificar igualmente de 
forma suficiente su actuar, esto para que de ninguna manera se cometan 
arbitrariedades o abusos por parte de la Administración. Es decir, para 
realizar las excavaciones que estime pertinente así como el rescate necesario 
NO figurará como requisito la autorización del Propietario pero sí una 
justificación en la que explique claramente el interés público de forma tal 
que expresamente motive el actuar, en este caso y según la presente 
propuesta de ley, lícito y normal de la Administración en cada supuesto. 



El procedimiento aunque mucho más breve podría asemejarse al de la 
expropiación en el cual en virtud de un interés público, se otorga al 
particular la facultad para expresar su disconformidad, pero 
independientemente de la anuencia del administrado, la Administración 
igualmente expropiará el terreno, en este caso realizará el rescate y las 
excavaciones pertinentes. Igualmente que en el caso de la expropiación el 
propietario del terreno podrá discrepar del monto con el cual la 
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Administración pretende indemnizar el perjuicio y/o el daño causado, para lo 
cual podrá interponer un proceso en la vía correspondiente. 



 
 



Rescate Arqueológico 
Concepto: 
Según el Dictamen C-210-2001: 
En la acepción común, rescate es librar de un riesgo o peligro, poner a 



seguro, recobrar. En términos generales, el rescate de bienes es una medida 
de protección, ante todo preventiva, contra posibles deterioros y 
sustracciones indebidas que puedan sufrir por actuaciones humanas o 
fenómenos naturales. (Procuraduría General de la República, 2001, 
Dictamen C-210-2001) 



En el campo que ahora interesa Silva (1983) destaca que el rescate 
arqueológico es una investigación, cuyos objetivos apuntan al develamiento 
histórico-social de un sector, y se concibe como la recuperación de la 
información arqueológica de un lugar específico y la liberación de esas 
áreas. 



El Decreto No. 28174, artículo 2, inciso f), define el rescate arqueológico 
como "(…) la acción inmediata de preservar los restos detectados en la 
evaluación para evitar la destrucción de rasgos culturales, estructuras 
arquitectónicas o sitios de importancia arqueológica, previa a la excavación". 
El concepto, aparte de limitado, es confuso porque describe el rescate como 
un acto previo a la excavación, y el inciso g) admite que puede ser posterior, 
como es lo correcto. Nuestra intención al reformar tal inciso del artículo 2 
del reglamento vía legal tiene dos efectos: el primero es definir de manera 
adecuada el rescate arqueológico y el segundo, se da como consecuencia del 
primero, que es restringir los efectos que vía reglamento se puedan 
establecer, procurando un contenido reglamentario eventualmente correcto. 



Continúa diciendo el mismo Dictamen C-210-2001: 
En el rescate interesa el sitio arqueológico, el contexto en su conjunción 



espacio-tiempo y cultura material. Integra la recuperación de la evidencia y 
análisis para la reconstrucción histórica de nuestra identidad nacional, a 
partir de los elementos  sociales y culturales que contribuyeron a formarla. 
Busca mediante la información de los grupos humanos que habitaron nuestro 
país en el pasado remoto, explicar los procesos socio-culturales ocurridos en 
su continuum histórico. (Procuraduría General de la República, 2001, 
Dictamen C-210-2001) 



En lo relativo a las disposiciones legales que regulan y prevén el rescate 
arqueológico, en nuestro ordenamiento, señala el mismo dictamen que las 
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mismas han resultado insuficientes: "En la anterior legislación dictada faltan 
previsiones sobre el rescate arqueológico. Prevaleció -se dijo- el concepto de 
objetos arqueológicos como artefactos para la exposición pública, sobre el 
conocimiento contextual que pudieran proporcionar. 



Bajo esa perspectiva, el Museo Nacional se configura como un centro 
recolector, clasificador, de conservación, exhibición, estudio y  adquisición  
de los bienes del patrimonio arqueológico nacional. (Acuerdo LX de 4 de 
mayo de 1887, Decreto V del 28 de enero de 1888, Ley No. 14 de 14 de 
setiembre de 1923, El Decreto No. 2 de 14 de agosto de 1917, Decreto No. 8 
del 24 de junio de 1937, Ley No. 7 del 6 de octubre de 1938, Ley No. 1542 
de 7 de marzo de 1953 y Decreto No. 11496-C de 14 de mayo de 1980). Son 
estos deberes y atribuciones genéricos los que en un primer momento dan 
soporte a la práctica de labores de rescate al órgano oficial del Estado. 



En el mismo Dictamen C-210-2001, se hace una reflexión en lo que 
concierne al tiempo que debe tomar la suspensión de la obras y según lo que 
allí se dice, es posible asegurar que debe tenerse muy en cuenta el principio 
de racionalidad y proporcionalidad que informa el actuar de la 
Administración, al respecto indica el Dictamen: 



La suspensión temporal de las obras a raíz del hallazgo o descubrimiento 
que se produce al realizarse las excavaciones con diversa finalidad a la de 
encontrar lo hallado, tiende a proteger los restos arqueológicos encontrados 
contra daños y perturbaciones mayores. El lapso de detención de los trabajos 
mientras se practica el rescate ha de ser razonable, por la demora y 
repercusiones económicas que ocasiona a la ejecución del proyecto. 
(Procuraduría General de la República, 2001, Dictamen C-210-2001). 



 
 



Conflicto de Intereses Bien Público vs. Derecho de Propiedad: las 
soluciones que pretende ofrecer la presente propuesta de Reforma a la 
Ley. 



En cuanto a las posibles acciones que la Administración Pública podría 
emprender ante una negativa del Propietario y ante la necesidad de ejecutar 
acciones tendientes al rescate del Patrimonio Nacional Arqueológico, la 
Procuraduría General de la República ha sido conteste en varios de sus 
pronunciamientos, al señalar que de no contarse con la autorización del 
Propietario, el único recurso al que podría acudir la Administración es el de 
la Expropiación. A continuación se citan algunos de sus pronunciamientos. 



En lo concerniente a la Ley No. 6703, artículo 12, esta Dependencia en la 
Consulta C-166-83A (documento 1-179-83) ut retro punto 2. Sostuvo y 
mantiene la tesis de que: 











Normas y leyes para la conservacion del patrimonio 152 



mismas han resultado insuficientes: "En la anterior legislación dictada faltan 
previsiones sobre el rescate arqueológico. Prevaleció -se dijo- el concepto de 
objetos arqueológicos como artefactos para la exposición pública, sobre el 
conocimiento contextual que pudieran proporcionar. 



Bajo esa perspectiva, el Museo Nacional se configura como un centro 
recolector, clasificador, de conservación, exhibición, estudio y  adquisición  
de los bienes del patrimonio arqueológico nacional. (Acuerdo LX de 4 de 
mayo de 1887, Decreto V del 28 de enero de 1888, Ley No. 14 de 14 de 
setiembre de 1923, El Decreto No. 2 de 14 de agosto de 1917, Decreto No. 8 
del 24 de junio de 1937, Ley No. 7 del 6 de octubre de 1938, Ley No. 1542 
de 7 de marzo de 1953 y Decreto No. 11496-C de 14 de mayo de 1980). Son 
estos deberes y atribuciones genéricos los que en un primer momento dan 
soporte a la práctica de labores de rescate al órgano oficial del Estado. 



En el mismo Dictamen C-210-2001, se hace una reflexión en lo que 
concierne al tiempo que debe tomar la suspensión de la obras y según lo que 
allí se dice, es posible asegurar que debe tenerse muy en cuenta el principio 
de racionalidad y proporcionalidad que informa el actuar de la 
Administración, al respecto indica el Dictamen: 



La suspensión temporal de las obras a raíz del hallazgo o descubrimiento 
que se produce al realizarse las excavaciones con diversa finalidad a la de 
encontrar lo hallado, tiende a proteger los restos arqueológicos encontrados 
contra daños y perturbaciones mayores. El lapso de detención de los trabajos 
mientras se practica el rescate ha de ser razonable, por la demora y 
repercusiones económicas que ocasiona a la ejecución del proyecto. 
(Procuraduría General de la República, 2001, Dictamen C-210-2001). 



 
 



Conflicto de Intereses Bien Público vs. Derecho de Propiedad: las 
soluciones que pretende ofrecer la presente propuesta de Reforma a la 
Ley. 



En cuanto a las posibles acciones que la Administración Pública podría 
emprender ante una negativa del Propietario y ante la necesidad de ejecutar 
acciones tendientes al rescate del Patrimonio Nacional Arqueológico, la 
Procuraduría General de la República ha sido conteste en varios de sus 
pronunciamientos, al señalar que de no contarse con la autorización del 
Propietario, el único recurso al que podría acudir la Administración es el de 
la Expropiación. A continuación se citan algunos de sus pronunciamientos. 



En lo concerniente a la Ley No. 6703, artículo 12, esta Dependencia en la 
Consulta C-166-83A (documento 1-179-83) ut retro punto 2. Sostuvo y 
mantiene la tesis de que: 



Ley no. 6703/1981, Costa Rica 153 



Del texto de la Ley transcrita, se desprende con claridad meridiana, que 
para poder realizar excavaciones dentro de un terreno de propiedad 
particular, debe contarse con la aquiescencia del dueño del predio o finca, 
además de la autorización que debe extender la Comisión que se menciona 
en la disposición del mismo a que se efectúen las excavaciones dentro de su 
terreno, quienes participen de dichos trabajos se colocan en posibilidad de 
ser llevados ante los Tribunales de Justicia, imputándoseles a estos efectos la 
comisión de un hecho punible. "Aconsejamos en consecuencia, acelerar los 
trámites de la expropiación del terreno necesario para realizar los trabajos de 
rescate del patrimonio arqueológico, o bien, tratar de obtener el 
correspondiente permiso del propietario del terreno, para no continuar con la 
expropiación. (Procuraduría General de la República, Dictamen C-166-83ª 
citado en Dictamen C-191-91) 



Dice la misma Procuraduría en Dictamen C-191-91 que: 
(…) lo anotado se ajusta al criterio que imperó en el Congreso cuando se 



conocía el proyecto de la Ley No. 6703 (ver expediente legislativo, folios 90, 
102, 313, 345, 347, 411, 412, 446, 447 y 602), de erigir el permiso del 
propietario en requisito inexorable, para autorizar la investigación; a la 
exigencia de reserva legal calificada en el campo de limitaciones a la 
propiedad y se armoniza con la intención del constituyente, al promulgar el 
artículo 89 constitucional, para que el Estado pudiera conservar el 
patrimonio público histórico, a juzgar de las actas de discusión (cfr. Actas de 
la Asamblea Constituyente, Tomo III, sesiones 156, 173, 174 y 180, p. 349 y 
350) e intervenciones habidas, en punto a la necesidad de expropiar si era 
menester proteger y conservar la riqueza arqueológica. (Procuraduría 
General de la República, 1991,  Dictamen C-191-91) 



Continúa diciendo en el mismo Dictamen C-191-91 que: 
Cierto es que la Ley No. 6703 declara de interés público la investigación, 



protección, conservación, restauración y recuperación del patrimonio 
arqueológico nacional. Pero esto, si bien sustentaría unas diligencias 
expropiatorias, no basta a la Administración para imponer restricciones 
dominiales, que deben ser reguladas. (Procuraduría General de la República, 
1991, Dictamen C-191-91) 



Estarían en esa línea, por ejemplo, las servidumbres administrativas, por 
las cuales la Administración instituye un derecho público real en un 
inmueble privado. 



Destaca Bielsa que la instauración de servidumbres a través de actos 
administrativos, supone siempre una facultación parlamentaria, ya que 
escinde el derecho de propiedad, por motivo de interés público, y debe ser 
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determinada por el legislador (Procuraduría General de la República, 2001, 
Dictamen C-191-91, p.993). 



Tampoco tendría asidero el ejercicio del poder de policía, dado que "ni la 
expropiación forzosa ni las servidumbres administrativas, encajan en el 
concepto de policía”. (Garrido, 1954, p.131). 



En resumen, no previendo la Ley No. 6703 mecanismo expedito que 
permita obviar o superar la intervención del propietario, en desavenencia 
suya (como, por ejemplo, la Ley de Aguas, artículo 99 y ss. y el Código de 
Minerías, artículo 46 y ss., contempla la eventual imposición de 
servidumbres administrativas), el camino viable, a más de la sede judicial, es 
la expropiación del terreno en que se realizará la investigación arqueológica. 



En virtud de las anteriores consideraciones y en consecuencia con la 
presente Propuesta de Reforma a la Ley en el que se elimina el requisito de 
la autorización del propietario, hemos previsto el sustento legal necesario 
para que la Administración esté en posibilidad de constituir servidumbres 
legales, en aquellos casos en que por la extensión del terreno o bien, por la 
ubicación de la evidencia arqueológica, no resulte necesaria la expropiación. 



Sin quitarle la superioridad competencial al Museo Nacional de Costa 
Rica, la propuesta de reforma a la ley que da origen a este trabajo pretende 
otorgarle una porción importante de competencia a las Municipalidades, 
justificamos lo anterior así: 



Las Municipalidades son los órganos en los que se concentra el poder del 
Municipio; entendiéndose el municipio según lo define el artículo 1° del 
Código Municipal (2011): "El Municipio está constituido por el conjunto de 
vecinos residentes en un mismo cantón, que  promueven y administran sus 
propios intereses por medio del gobierno municipal". La municipalidad es el 
gobierno local por excelencia, cuya competencia se circunscribe a una región 
territorial determinada y cuya principal misión es velar por los intereses y el 
bienestar del Municipio. 



Dadas estas consideraciones y resultando el Patrimonio Nacional 
Arqueológico de interés público- con mucho más razón de interés regional -
es de suponer que siendo la Municipalidad un gobierno local, con mayor 
eficiencia podría ejecutar medidas preventivas y procedimientos de 
diagnóstico en el territorio de su competencia, siempre utilizando los 
métodos establecidos por ley y respetando los lineamientos de la Comisión 
Arqueológica Nacional, de forma tal que siempre deban cumplirse ciertos 
requisitos (como es el diagnóstico en manos únicamente de profesionales en 
arqueología debidamente registrados en la C.A.N.), pero al fin y al cabo 
buscando la implantación de un régimen más eficiente que el que podría 
brindar la actividad de una sola institución como el Museo Nacional, cuya 
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Sede se encuentra en San José y a la cual le resulta más difícil por su 
condición centralizada ejercer una función omnipresencial. 



La Municipalidad goza de autonomía política, administrativa y financiera 
y constituye la única forma de descentralización territorial admitida en la 
Constitución. La personificación jurídica de las Municipalidades, permite 
imputarles la titularidad de derechos y obligaciones para el cumplimiento de 
sus fines, que no son otros que la administración de los intereses y servicios 
locales. 



Como tales deben someter su actuación al ordenamiento jurídico y 
pueden ser igualmente responsabilizadas por su omisión. En cuanto a la 
autonomía municipal, tiene que ver la misma con la descentralización del 
poder, de tareas administrativas y recursos económicos. Sin embargo, todas 
las potestades municipales encuentran imprescindible limitación al apegarse 
al Bloque de Legalidad, entendido este como el ordenamiento jurídico en su 
totalidad y que se recoge en el artículo 11 de la Ley General de la 
Administración Pública, que dispone que: "La Administración Pública 
actuará sometida al ordenamiento jurídico y solo podrá realizar aquellos 
actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, 
según la escala jerárquica de sus fuentes". 



En términos generales, en ningún caso podrá la Administración Pública 
eximirse de actuar, sin incurrir en algún tipo de responsabilidad, cuando 
exista un interés público en juego. 



Según señala el Dictamen C - 210 - 2001, de conformidad con la 
Convención de París, Recomendación sobre la Conservación de los Bienes 
Culturales que la ejecución de obras públicas o privadas pueda poner en 
peligro, aprobada por la Ley No. 4711 del 6 de enero de 1971 (Gaceta No. 8 
del 13 de enero de 1971), se debe encomendar a "organismos oficiales 
adecuados" la tarea de conservar, salvar y proteger los bienes culturales que 
las obras públicas o privadas puedan poner en peligro (punto 20): 



Entre los ejemplos que enlista esa Convención de obras públicas o 
privadas que pueden deteriorar o destruir los bienes culturales están: las 
obras de expansión o renovación urbanística y similares; la construcción o 
modificación de carreteras; construcción de embalses con fines de riego o 
producción de energía eléctrica, construcción de oleoductos y líneas de 
transmisión eléctrica; trabajos agrícolas con arado profundo de la tierra, 
avenamiento o riego; trabajos industriales, como construcción de 
aeródromos, explotación de minas, dragados, mejoramiento de canales y 
puertos etc. (Procuraduría General de la República, 2001, Dictamen C-210-
2001). 
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Cabe reafirmar que de ninguna manera, la competencia que se otorgaría a 
las municipalidades, en consonancia con la presente Propuesta de Reforma, 
vendría a desmejorar la calidad del Museo Nacional de Costa Rica de 
"organismo oficial adecuado", para la protección del patrimonio 
arqueológico, conservaría el mismo su condición de órgano rector titular de 
las labores de salvaguarda, protección y conservación de estos bienes. 



En la municipalidad, delegaría el Museo Nacional de Costa Rica labores 
de vigilancia, supervisión y rescate según su capacidad técnica y económica. 
La idea es que la municipalidad como autoridad encargada de la 
preservación del Patrimonio Nacional Arqueológico, se encuentre en la 
obligación de estar siempre vigilante, para que en caso de cualquier hallazgo 
tome las medidas preventivas que aseguren la conservación y el rescate del 
Patrimonio Nacional Arqueológico, sea que realice el rescate de manera 
independiente - según los  procedimientos y requisitos que se establezcan y 
siempre dando aviso al Museo Nacional- o bien que garantice la seguridad y 
conservación del Patrimonio Arqueológico, hasta que el o la arqueóloga en 
ejercicio liberal de su profesión, debidamente acreditado realicen el rescate. 



Es decir, para realizar las excavaciones que estime pertinentes así como 
el rescate necesario NO figurará como requisito la autorización del 
Propietario pero sí una justificación como ya lo hemos indicado. Se le otorga 
así a las Municipalidades la potestad suficiente para coadyuvar en todas las 
labores de protección, conservación y rescate del Patrimonio Nacional 
Arqueológico con el Museo Nacional, según los alcances de esta ley. 



 
 



Rescate Arqueológico y delegación de competencias 
En nuestro caso y hasta el presente, la Ley No. 6703 del 28 de diciembre 



de 1981, en sus artículos 11 y 13, encomiendan las labores de rescate 
arqueológico al Museo Nacional, sin embargo por las razones ya señaladas y 
por las que de seguido se exponen consideramos necesario ampliar la 
actividad del Museo Nacional de Costa Rica mediante la delegación o 
transmisión de competencias. 



Para este Despacho, con base en esas normas es claro que la entidad 
pública responsable de los rescates arqueológicos en Costa Rica es el Museo 
Nacional. Se le ha otorgado esa atribución por su idoneidad específica para 
la protección y rescate debidos del patrimonio arqueológico, en los términos 
empleados por la Ley No. 1542 del 7 de marzo de 1953: 



Artículo 1.- El Museo Nacional de Costa Rica es el centro encargado de 
recoger, estudiar y conservar debidamente ejemplares representativos de la 
flora y la fauna del país, y de los minerales de su suelo, así como de sus 











Normas y leyes para la conservacion del patrimonio 156 



Cabe reafirmar que de ninguna manera, la competencia que se otorgaría a 
las municipalidades, en consonancia con la presente Propuesta de Reforma, 
vendría a desmejorar la calidad del Museo Nacional de Costa Rica de 
"organismo oficial adecuado", para la protección del patrimonio 
arqueológico, conservaría el mismo su condición de órgano rector titular de 
las labores de salvaguarda, protección y conservación de estos bienes. 



En la municipalidad, delegaría el Museo Nacional de Costa Rica labores 
de vigilancia, supervisión y rescate según su capacidad técnica y económica. 
La idea es que la municipalidad como autoridad encargada de la 
preservación del Patrimonio Nacional Arqueológico, se encuentre en la 
obligación de estar siempre vigilante, para que en caso de cualquier hallazgo 
tome las medidas preventivas que aseguren la conservación y el rescate del 
Patrimonio Nacional Arqueológico, sea que realice el rescate de manera 
independiente - según los  procedimientos y requisitos que se establezcan y 
siempre dando aviso al Museo Nacional- o bien que garantice la seguridad y 
conservación del Patrimonio Arqueológico, hasta que el o la arqueóloga en 
ejercicio liberal de su profesión, debidamente acreditado realicen el rescate. 



Es decir, para realizar las excavaciones que estime pertinentes así como 
el rescate necesario NO figurará como requisito la autorización del 
Propietario pero sí una justificación como ya lo hemos indicado. Se le otorga 
así a las Municipalidades la potestad suficiente para coadyuvar en todas las 
labores de protección, conservación y rescate del Patrimonio Nacional 
Arqueológico con el Museo Nacional, según los alcances de esta ley. 



 
 



Rescate Arqueológico y delegación de competencias 
En nuestro caso y hasta el presente, la Ley No. 6703 del 28 de diciembre 



de 1981, en sus artículos 11 y 13, encomiendan las labores de rescate 
arqueológico al Museo Nacional, sin embargo por las razones ya señaladas y 
por las que de seguido se exponen consideramos necesario ampliar la 
actividad del Museo Nacional de Costa Rica mediante la delegación o 
transmisión de competencias. 



Para este Despacho, con base en esas normas es claro que la entidad 
pública responsable de los rescates arqueológicos en Costa Rica es el Museo 
Nacional. Se le ha otorgado esa atribución por su idoneidad específica para 
la protección y rescate debidos del patrimonio arqueológico, en los términos 
empleados por la Ley No. 1542 del 7 de marzo de 1953: 



Artículo 1.- El Museo Nacional de Costa Rica es el centro encargado de 
recoger, estudiar y conservar debidamente ejemplares representativos de la 
flora y la fauna del país, y de los minerales de su suelo, así como de sus 



Ley no. 6703/1981, Costa Rica 157 



reliquias históricas y arqueológicas, y servirá como centro de exposición y 
estudio. Con ese objeto, y a fin de promover el desarrollo de la etnografía y 
la historia nacionales, aprovechará la colaboración científica que más 
convenga a sus  propósitos. (Asamblea Legislativa, 1953, s .p.) 



En consecuencia, el rescate arqueológico es una tarea exclusiva del 
Museo Nacional, conferida en virtud de su idoneidad técnica, razón por la 
cual no procede su delegación en los términos del artículo 89, inciso 3) de la 
Ley General de la Administración Pública que dispone: "No será posible la 
delegación cuando la competencia haya sido otorgada al delegante en razón 
de su específica idoneidad para el cargo". 



En el mismo sentido, no pueden delegarse las competencias esenciales 
del órgano o que justifican su existencia (artículo 90, inciso c) del mismo 
cuerpo normativo. Y ello acontece en orden a la labor de rescate 
arqueológico a cargo del Museo Nacional" (Procuraduría General de la 
República, 2001, Dictamen C-134-2001). 



Criterio no compartido por la Sala IV en su Voto 5245-2002 al autorizar a 
los profesionales en Arqueología a realizar el Rescate como parte del 
ejercicio liberal de la Profesión, siempre y cuando estén autorizados por el 
Museo Nacional para tales efectos. Al referirse acerca de los trámites 
voluntarios planteados en los artículos 9 y 10 del Decreto Ejecutivo No. 
28174, objeto de impugnación, y en virtud de los cuales se autoriza al 
propietario de un terreno a realizar de forma voluntaria los estudios 
arqueológicos en su finca antes de efectuar una obra civil, la Sala estableció 
que: "no es inconstitucional permitir a los particulares la realización de 
estudios arqueológicos en sus propiedades antes de construir”. 



Contrario sería si las posibilidades de estudio del impacto arqueológico 
dependieran de la voluntad de los particulares, es decir si no existieran 
mecanismos a través de los cuales el Estado pueda intervenir directamente 
en cumplimiento de sus deberes constitucionales en relación con el 
Patrimonio Histórico. Por las mismas razones, tampoco resulta 
inconstitucional que tales análisis sean llevados a cabo por parte de 
profesionales registrados y autorizados por la Comisión Arqueológica 
Nacional. Al referirse, en este mismo voto al Registro de Personas 
Autorizadas para efectuar estudios arqueológicos, establecido en el artículo 
15 del mismo Decreto No. 28174 la sala indica que: "No parece existir, 
siguiendo la línea argumentativa contenida en el punto anterior - en relación 
con lo establecido a los artículos 9 y 10 del mismo decreto - ningún vicio de 
inconstitucionalidad en el hecho de que profesionales debidamente 
acreditados puedan llevar a cabo estudios arqueológicos, debidamente 
supervisados por el Estado a través del Museo Nacional. 
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En el caso de la labor de rescate, que implica la salida de los objetos del 
sitio donde se encuentran y su traslado a manos de la Administración a 
efectos de protegerlos, dicha actividad, si bien solamente puede ser llevada a 
cabo por parte del Estado, a través de las autoridades del Museo Nacional,  
sino también por parte de profesionales debidamente acreditados, lo cierto es 
que en este caso la fiscalización que la Administración realice debe ser 
acentuada, en aras de evitar que los referidos bienes sean sustraídos del 
dominio público." 



Apoyados en este criterio de la Sala Constitucional y respetando las 
disposiciones de la Ley General de Administración Pública -según las cuales 
la delegación de competencias es posible mediante una ley del mismo rango 
de la que otorgó la competencia a la entidad- es que hacemos la transmisión 
de competencias a las Municipalidades, para que coadyuven con el Museo 
en sus labores de rescate y conservación del Patrimonio Arqueológico 
asimismo, se introduce vía ley la posibilidad ya establecida en el No. 28174 
para que los profesionales en arqueología debidamente inscritos ejerzan 
labores de rescate. 



De todo lo dicho queda entonces clara la utilidad práctica de la 
descentralización de las entidades estatales la cual busca, mediante la 
asignación de tareas específicas a los distintos entes, la optimización del 
servicio y en la labor que presta la Administración como un todo, en virtud 
del principio de Unidad de Estado. La idea en esta Propuesta de Ley no es 
exactamente la descentralización de la función del Museo Nacional- ya que 
se pretende que el mismo permanezca como ente rector-, sino más bien la 
desconcentración. 



En el caso que nos ocupa, lo que pretendemos es asignar una tarea 
específica a entidades por definición descentralizadas, como es el caso de las 
municipalidades, así como otorgar la posibilidad a los profesionales en 
arqueología de coadyuvar al Estado en la labor de rescate, lo que vendría a 
desconcentrar la potestad de imperio que tiene en materia de Prevención, 
Rescate y Conservación del Patrimonio Nacional Arqueológico el Museo 
Nacional. Todo esto, como es  posible abstraer del texto citado supra, resulta 
viable ya que podría verse como una consecuencia lógica del principio de 
Unidad de Estado, según el cual la Administración queda autorizada para 
tomar las medidas necesarias con el fin de asegurar la paz social y el buen 
funcionamiento del Estado, en este caso garantizar la Conservación del 
Patrimonio Nacional Arqueológico. 
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Comentarios Finales 
Un país que no conserve y proteja su patrimonio arqueológico corre el 



riesgo de desconocer el fundamento de su historia socio-cultural, no tendrá 
las armas suficientes para enfrentar de forma adecuada los embates de los 
tiempos modernos, la frivolidad de las cosas pasajeras, superfluas, sin 
profundidad histórica. 



Si al contrario, se investiga y se educa en relación a nuestra historia 
precolombina, tendrá una autoestima alta, será capaz de decidir sobre su 
propio destino, buscará permanentemente la equidad y la justicia social, se 
esforzará porque la calidad de vida sea una prioridad social, será capaz de 
buscar el bien común. Para todo esto contamos con la participación 
especializada de disciplinas como la Arqueología y el Derecho, que junto a 
otras disciplinas como la Antropología, la Historia, entre otras, nos 
conduzcan a responder con acierto a las preguntas, ¿quiénes somos como 
individuos y como colectividad?, ¿qué queremos para el futuro?, ¿cómo 
queremos ser?, Este planeta azul sólo será posible si nos convencemos de 
que es colectiva la historia, de que su salvaguarda es la sobrevivencia de la 
humanidad, de que la solidaridad y el respeto a la vida es la única salida. 



La historia se escribe desde mucho tiempo atrás y se seguirá escribiendo, 
los protagonistas somos todos y todas. ¿Qué queremos escribir?, versos, 
novelas, historias, sí las nuestras las de todos y todas, si no conservamos 
nuestro patrimonio arqueológico esto será imposible. 
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Resumen 
Con la aprobación en 1982, de la ley de Patrimonio Nacional Arqueológico (No. 



6703), Costa Rica inicia una serie de pasos para la salvaguardia de la arqueología. 
Se crean una serie de controles tendientes a impedir el tráfico ilícito de artefactos 
precolombinos y se aunaron esfuerzos entre el Museo Nacional (MNCR) y las 
autoridades policiales, judiciales y aduanales para detener el comercio y la 
exportación de dicho patrimonio. 



Una forma concreta de estas acciones son los decomisos que a través de estos 30 
años se han realizado tanto en puntos de salidas del país, como los aeropuertos y 
fronteras, en comercios, en casas de habitación o en el momento de ser trasladados. 



Palabras claves: Legislación, decomisos, protección del patrimonio. 
 
Abstract 
Since the early twentieth century Costa Rica has created laws for the protection 



of the National Archaeological Heritage. With the adoption in 1982 of the Law for 
the Protection of the National Archaeological Heritage (No. 6703), which creates a 
series of rules and actions to prevent trafficking, the National Museum of Costa Ri-
ca, the Ministry of Public Security and other government agencies are committed to 
safeguarding the sites, artifacts and other remains of the pre-Columbian era. 



A specific form of these actions are seizures that through these 30 years have 
been set in place all over the country in both airports, borders, commercials shops, in 
residential private and when the goods are being illegally transported. 



Key words: Legislation, confiscations, heritage protection. 
 
 



                                                
1 Decomiso está definido en el Diccionario de la Real Academia Española como la privación 
definitiva de los instrumentos y del producto del delito o la falta. 
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Introducción 
 
El patrimonio cultural es una expresión de la cultura de una sociedad; es 



en otras palabras un referente para la construcción de identidad. Como 
construcción el patrimonio relaciona directamente la producción material (el 
bien) con su significado (valor histórico, estético, científico, arquitectónico, 
entre otros) (Sarmiento, 2008), por lo que los bienes muebles de patrimonio 
cultural son un vínculo entre el pasado, el presente y el futuro, de allí la 
importancia de preservarlos, estudiarlos y facilitar su conocimiento a toda la 
población. 



Los bienes muebles precolombinos son los testigos materiales de las 
sociedades ya extintas. Dentro de los bienes precolombinos son de vital 
importancia los que cuentan con contexto, al ser extraídos durante 
excavaciones científicas; ya que de ellos podemos obtener una información 
muy valiosa para conocer y brindar explicaciones acerca de las sociedades 
del pasado. 



Muchos países, en especial los de América Latina, han sido y son 
víctimas del expolio, de la destrucción de los sitios arqueológicos, robos en 
las iglesias, de la destrucción de edificios antiguos y tráfico ilícito de bienes 
muebles de patrimonio cultural; de ahí que desde hace algunos años se han 
venido aprobado e implementando normativas, para la toma de medidas 
preventivas y correctivas en materia de patrimonio cultural, tanto a nivel 
regional como nacional. 



La salvaguardia de bienes muebles precolombinos depende en gran 
medida del apoyo político, la creación de instituciones y de una legislación 
adecuada tal como lo señala M. Aguilar (2010): “es por medio de decisiones 
políticas que se define qué es patrimoniable y a la vez, cuáles mecanismos e 
instituciones se van a encargar de velar porque así lo siga siendo” (p.35). 



El patrimonio también tiene un carácter nacional, cuando se construye 
como parte de la identidad del Estado Nación. Para adquirir dicho carácter 
debe cumplir con dos condiciones: 1) ser significativo y valorado por la 
sociedad y 2) contar con una protección expresa por parte del Estado. 



En Costa Rica la legislación que regula la protección del patrimonio se 
basa en el artículo 89 de la Constitución Política de 1949, en donde se norma 
que uno de los fines de la República es proteger, conservar y desarrollar el 
patrimonio. Sin embargo, el país no cuenta con una ley marco para la 
protección de bienes nacionales de patrimonio cultural, “ello ha ocasionado 
que gran cantidad de bienes sean sacados del país o bien vendidos en 
“galerías” y tiendas de antigüedades” (Calvo, 2007). 
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Nuestro país cuenta con una serie de leyes y decretos que regulan algunos 
tipos de patrimonio, como son los archivos institucionales y de importancia 
histórico-científica, el patrimonio histórico arquitectónico y el patrimonio 
nacional arqueológico (PNA). Este último es del que nos ocuparemos en lo 
referente a las acciones de recuperación de los bienes muebles, los 
decomisos. 



Parte de los decomisos se realizan por medio de la atención de denuncias; 
dichas denuncias generalmente son anónimas a nivel nacional, mientras que 
a nivel internacional son comunicadas oficialmente por medio del Ministerio 
de Relaciones Exteriores al Museo Nacional de Costa Rica (MNCR) y las 
mismas son atendidas por el personal del Departamento de Protección del 
Patrimonio Cultural (DPPC). Otra parte de los decomisos se dan dentro de 
las acciones regulares del personal del Ministerio de Seguridad Pública, 
como por ejemplo cuando son detectadas durante la revisión del equipaje en 
el aeropuerto o en menor grado cuando en investigaciones de otro tipo de 
delitos los oficiales se encuentran con objetos arqueológicos precolombinos. 



 
 



Legislación costarricense 
Aun antes de la actual Constitución Política se crearon leyes que 



regulaban en alguna medida el PNA, una de las primeras leyes fue la ley Nº 
14 de 1923. Ley que se creó considerando que “los objetos elaborados por 
razas hoy casi desaparecidas tienen importancia para la historia del Nuevo 
Continente y que es deber de los gobiernos controlar las excavaciones para 
impedir la destrucción de los objetos y reglamentar el comercio de los 
mismos” (Asamblea Legislativa, 1923, Ley No. 14). Como vemos en ese 
momento los bienes muebles arqueológicos eran objeto de comercio y el 
papel del Estado se limitaba a un ligero interés por evitar la destrucción 
provocada por las excavaciones. Para esa época la práctica de la arqueología 
carecía de un carácter científico y era ejercida por personas “interesadas en 
el pasado”. 



No es sino con la Ley No. 7 de 1938, Ley de Control de la explotación y 
comercio de reliquias arqueológicas y su Reglamento, que los bienes se 
convierten en patrimonio nacional. Esta ley surgió ante la necesidad de 
proteger los bienes muebles de la época precolombina y evitar la pérdida de 
los mismos. En dicha ley ya no solo se reconoce la propiedad privada sobre 
los objetos excavados antes de la creación de la misma, sino que por primera 
vez reconoce la importancia de los bienes y establece que a partir de 1938 
todo lo que se “encuentre” (desde un tiesto a un sitio arqueológico) es 
propiedad del Estado. 
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“Artículo 1: Son propiedad del Estado todos los objetos arqueológicos 
existentes en el suelo de Costa Rica anteriores a la conquista española, así 
como los monumentos del mismo género que pudieran encontrarse, no 
comprendidos en el patrimonio particular al ser promulgada la presente ley” 
(Asamblea Legislativa, 1938, Ley No. 7). Esto representó un gran cambio en 
el concepto de patrimonio, al reconocer no solo los artefactos arqueológicos 
de oro, barro y piedra, sino “objetos y monumentos” restos de la actividad 
humana que no deben estar en manos de unos pocos, sino que son bienes de 
dominio público, en otras palabras son propiedad del Estado. 



Siendo en ese momento el MNCR el ente especialista, se le encargo la 
misión de asesorar a la Secretaría de Educación Pública para otorgar las 
licencias de exportación y los permisos de explotación. Por otra parte los 
hallazgos debían ser reportados al Museo Nacional, así como la adquisición 
o traspaso de los objetos. Y aquellos que la Dirección del Museo considerara 
de carácter único, el Estado tenía derecho preferente sobre ellos. 



Con esta ley se establecía que las autoridades de policía debían vigilar los 
sitios arqueológicos (monumentos), evitar el huaqueo2 y prevenir el tráfico 
ilícito de objetos arqueológicos; señalando que los funcionarios fiscales o de 
policía debían impedir la exportación no autorizada de objetos arqueológicos 
y permitiendo el decomiso a favor del Estado. 



En la práctica pocos fueron los objetos decomisados o a los que se les 
impidió la salida. El sentido de patrimonio nacional y de propiedad del 
Estado casi nunca se aplicó. Y en la realidad se realizaron muchas ventas tal 
como lo indica M. Aguilar (2010) “(…) a pesar de las prohibiciones del 
Estado para la venta y trasiego de bienes arqueológicos, en estas épocas, 
dichos negocios se continuaban dando en la clandestinidad, por lo que el 
MNCR intentó contrarrestarlo por medio de la inscripción de las colecciones 
(…)” (p.216) Sin embargo, fueron pocos los coleccionistas que registraron 
sus colecciones. 



Otra medida que emprendió el Estado fue autorizar a las instituciones 
autónomas a adquirir piezas arqueológicas costarricenses para mantenerlas 
en custodia y exhibición en el MNCR, “con el fin de evitar que salgan del 
país (…)” (Ley No. 4809, del 11 de agosto de 1971 Artículo No. 1), medida 
que se amplio en 1973 con la Ley No. 5176, en donde además se autoriza al 
Gobierno Central, a las instituciones semiautónomas y a las municipalidades, 
a entre otras cosas, “adquirir piezas arqueológicas”, estas piezas debían ser 



                                                
2 El huaqueo es la destrucción de un sitio o yacimiento arqueológico con el fin de extraer 
artefactos (principalmente de oro, jade, cerámica policroma o de lítica muy elaborados) para 
el comercio y la exportación. 
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“Artículo 1: Son propiedad del Estado todos los objetos arqueológicos 
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valoradas por la Junta Administrativa del MNCR y podían o no ser 
custodiadas en el Museo (Ley No. 5176, del 27 de febrero de 1973, Artículos 
1, 2 y 4). 



Estas medidas, que tuvieron muy buenas intenciones, en la práctica no 
fueron eficaces por infringir la Ley No. 7, ya que la compra solo podría ser 
de los artefactos precolombinos de propiedad privada, es decir los 
descubiertos antes de 1938, y no de los que estaban huaqueando en ese 
momento. 



Entre los años 1960 y 1970 a pesar de lo que la ley establecía sobre la 
propiedad estatal de los bienes muebles de la época precolombina, los 
permisos de excavación y las restricciones del comercio de dichos bienes, en 
el país floreció toda una industria alrededor del huaqueo; tanta importancia 
alcanzó que para 1967 se inscribió en el Departamento de Organizaciones 
Sociales de la Secretaria de Trabajo y Previsión Social el Sindicato Nacional 
de Trabajadores de Actividades Arqueológicas SINTA que agremio a 
exploradores, huaqueros y comerciantes (Aguilar, 2010). Sin embargo, este 
sindicato no contó con la aprobación de toda la sociedad y fue cuestionado 
en su quehacer por la prensa y los nuevos arqueólogos académicos que se 
estaban formando. 



En la década de 1970 se inicia la profesionalización de la arqueología, 
por un lado la Universidad de Costa Rica empieza a impartir el Bachillerato 
de Antropología como parte del Departamento de Ciencias del Hombre con 
las secciones de Antropología, Sociología y Sicología; muchos de los 
primeros estudiantes de arqueología que se graduaron como bachilleres y 
licenciados ingresaron al Departamento de Antropología e Historia del 
MNCR, así como arqueólogos formados en el extranjero. La 
profesionalización de la arqueología como disciplina de las ciencias sociales 
prepara el camino para un cambio en la situación del país. 



La Ley No. 6703 de 1982, denominada “Defensa y Conservación del 
Patrimonio Nacional Arqueológico” es la principal ley que rige en materia 
de patrimonio arqueológico. Tanto la ley No. 7 como la No. 6703 surgieron 
como una forma de proteger nuestro patrimonio, estableciéndose medidas 
encaminadas a su salvaguardia, protección, difusión y recuperación. En 
ambas leyes se declara al Estado como propietario de los bienes 
arqueológicos, salvo los hallados antes o traspasados después de la entrada 
en vigencia de la ley No. 7. 



En el artículo primero de la ley No. 6703 se declaran PNA, los muebles e 
inmuebles de las culturas indígenas anteriores o contemporáneas al 
establecimiento de la cultura hispánica en el territorio nacional, incluyendo 
los restos humanos, de flora y fauna relacionados con esas culturas. 
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Se da un cambio en el concepto de que es patrimonio arqueológico, muy 
influenciado por la profesionalización de la arqueología costarricense, y con 
la nueva consciencia se establecen sanciones más drásticas (Tabla N°1). Se 
conforma, además, la Comisión Arqueológica Nacional (CAN), ente que 
debe velar por el cumplimiento de esta normativa, deja de ser la Junta 
Administrativa o la Dirección del Museo quiénes determinan a quién se da 
permiso de excavación o de exportación y crea dentro del MNCR el Registro 
Público de Patrimonio Nacional Arqueológico (actualmente DPPC), que 
tiene a cargo la inscripción y el registro de los artefactos de propiedad 
privada y estatal. 



La Procuraduría General de la República, que es el representante legal del 
Estado y la Sala Constitucional han indicado que el PNA tiene una 
naturaleza jurídica especial por ser un bien de dominio público, que es 
imprescriptible, inalienable e inembargable (Sala Constitucional). Al ser el 
PNA objetos de dominio público, quedó establecida la prohibición de 
comerciar y/o exportar bienes arqueológicos.  



Esta prohibición se aplica tanto a particulares como a instituciones 
públicas o privadas; con una única excepción, el MNCR, ente que puede 
exportar dichos objetos con fines de investigación o exhibición, contando 
con la autorización de la CAN. El comercio, la exportación o el intento de 
sacar objetos arqueológicos se tipifican como infracciones o delitos penados 
con cárcel y los objetos decomisados pasan a manos del Estado, en custodia 
del MNCR. 



Las penas, para la década de 1980 eran de las más severas en el país y el 
comiso de los bienes no se incluye dentro de los planes de resarcimiento en 
el caso de las Conciliaciones o procesos abreviados. La Ley No. 6703 ha 
enfrentado a la fecha: cuatro recursos de inconstitucionalidad (el primero en 
1982 y resuelto en 1983, el segundo en 1984 y resuelto en 1989, el tercero en 
1994 y resuelto en 1997 y el cuarto en 2003 y resuelto en 2005), dos 
recursos de amparo, múltiples consultas legales y una permanente y firme 
participación en los procesos judiciales que se han generaron por la 
aplicación de la misma.  



Con estas acciones han quedado parcialmente inaplicables los artículos: 
el 3º que trata sobre la propiedad privada de los bienes, los artículos 5º y 9º 
sobre la custodia de las piezas arqueológicas, el 7º sobre heredar la custodia 
de los bienes arqueológicos y el 17º sobre el registro de los objetos 
arqueológicos. 
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Tabla nº1 Legislación sobre el comercio, traslado y exportación de bienes 
del Patrimonio Nacional Arqueológico. 
 



 
Fuente: Ley N° 6703 Asamblea Legislativa Costa Rica 
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Acciones legales: decomisos y repatriaciones 
A partir de su creación en 1982 el DPPC asume, entre otros, la atención y 



tramite de denuncias y la recuperación de bienes arqueológicos de la época 
precolombina a nivel nacional e internacional. Además inicia la 
coordinación de protección con otros organizamos involucrados en la 
salvaguardia del PNA. 



Luego del análisis de los expedientes de decomisos que lleva el DPPC, 
estudiaremos lo que ha sucedido en estos 30 años de vigencia de la Ley 
No.6703. Vale señalar que en algunos casos los expedientes inician con la 
denuncia que las personas hacen al departamento, mientras que otros se 
inician con la notificación de la fiscalía correspondiente. 



Entre 1982 y 2011 se han realizado 375 decomisos; produciéndose la 
mayor cantidad de acciones en los primeros años y estabilizándose en las dos 
décadas siguientes (Tabla N°2). En parte esta situación se da por 
desconocimiento de la reciente legislación, que prohíbe el comercio y la 
exportación; pero también por la acción de la policía de patrimonio de la 
Unidad Preventiva del Delito (UPD) del Ministerio de Seguridad. Esta 
unidad se especializó en la atención de denuncias por infracción a la 
legislación que protege el PNA; operaron entre 1983 y 1985, los agentes de 
policía de esta unidad coordinaron con el MNCR muchas de sus acciones. 



 
Tabla n° 2. Los 375 decomisos del PNA por década 



 
Fuente: Expedientes de Decomisos. DPPC, MNCR 



 
Del total de 375 decomisos realizados en estas 3 décadas, 110 



correspondieron a decomisos de artesanías o replicas que se vendían como 
objetos arqueológicos o que iban a salir del país sin contar con autorización, 
167 fueron decomisos de objetos arqueológicos (desde tiestos, a esculturas 
de piedra de grandes dimensiones) y 93 fueron una combinación de 
artesanías modernas y artefactos precolombinos. Solo 2 decomisos de los 
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tres primeros años no contaban con información clara y 3 correspondían a 
objetos coloniales que los agentes policiales tomaron por objetos 
arqueológicos de la época precolombina. 



Este panorama se refleja en la siguiente figura, donde se ve la tendencia a 
disminuir la cantidad de decomisos de artesanías; pasando de 12 decomisos 
en 1982 a ninguno en el 2011. Una tendencia positiva y que está muy 
relacionada con las acciones conjuntas o de colaboración entre el DPPC y las 
autoridades sean investigadores del OIJ o el personal de Vigilancia Aérea del 
Aeropuerto Internacional Juan Santamaría. 



 



 
Fig. 1. Tipos de bienes decomisados.  



Fuente: Expedientes de Decomisos. DPPC, MNCR 
 



Como se mencionó anteriormente, muchos de los decomisos de artesanías 
modernas corresponden a objetos que se quieren llevar fuera del país como 
regalo o recuerdos, pero que por ignorancia los turistas no han sacado el 
permiso correspondiente y ante la duda de si son o no objetos arqueológicos 
el personal de Vigilancia Aérea los detiene. Otra situación que se presenta, y 
no solo en el aeropuerto, es el de los decomisos mixtos; es decir, aquellos en 
los que se combinan artesanías modernas con artefactos precolombinos 
tratando de camuflar los últimos entre los primeros. De los 257 decomisos 
efectivos 167 fueron de bienes precolombinos y en total se contabilizan 90 
decomisos que tenían tanto artesanías, piedras naturales, objetos coloniales 
como arqueológicos. 



Una de las ventajas de que exista coordinación entre las autoridades que 
decomisan y el DPPC a la hora de realizar el decomiso es que se realizan 
decomisos efectivos en donde no hay artesanías o la cantidad es mínima; lo 
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que significa menos procesos infructuosos y que entraban el sistema judicial 
del país. 



La disminución en la cantidad de decomisos realizados por década se 
puede interpretar por varias razones, entre ellas una mayor conciencia 
ciudadana sobre la importancia de la conservación del PNA y a la vez el 
compromiso por denunciar hechos delictivos; por la capacitación que se ha 
brindado, desde el año 2002, a los agentes del Servicio de Vigilancia Aérea 
de la policía aeroportuaria, que ha alertado a los comerciantes ilegales sobre 
el aumento de filtros de seguridad difíciles de evadir; y por la entrega3 de los 
bienes precolombinos al MNCR de forma expedita. 



Cuando la prensa da a conocer algún caso de decomiso, o tratan el tema 
de patrimonio, más personas tienden a llamar para hacer entregas. 
Asimismo, hay más conciencia en la población de que la compra de este tipo 
de objetos es ilegal, por lo que por un lado la compra entre nacionales ha 
disminuido y por otro la denuncia de comercio ha aumentado. 
 



Tabla n° 3 Cuadro comparativo entre entregas y decomisos 



 
Fuentes: Expedientes de Decomisos, Libro de Entradas. DPPC, MNCR 



 
Al revisar la base de datos “Protección Patrimonio- Entradas” y el libro 



de Entradas del DPPC se pudo contrastar la cantidad de acciones y la 
cantidad de bienes de PNA que han ingresado a las colecciones contra la 
cantidad de decomisos y de bienes de PNA decomisados. Para esta revisión 
no se tomó en cuenta los materiales de sitios arqueológicos que ingresan 
producto de excavaciones arqueológicas autorizadas por la CAN. 



Al comparar la cantidad de decomisos con la cantidad de bienes muebles 
de PNA entregados que han ingresado a las colecciones del MNCR, 
comprobamos que la tendencia a entregar dichos bienes ha aumentado; 
pasando en los primeros años de ser 111 a ser para el último periodo 269 



                                                
3 Una entrega la realiza una persona física o jurídica que posee objetos de la época 
precolombina y que por voluntad propia coordina con el MNCR el traspaso de los mismos. 
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entregas. Lo que contrasta las acciones de decomisos donde la reducción es 
en un poco más de la mitad. 



Al tomar los grandes totales se comprueba que la cantidad de actos de 
entrega supera en más del doble la cantidad de decomisos, lo que va de la 
mano con lo indicado anteriormente, cuando la ciudadanía conoce la 
legislación y es consciente del valor histórico/simbólico del PNA, opta en 
mayor medida por entregarlo para que este pueda ser estudiado y 
conservado. 



Las grandes cantidades de artefactos arqueológicos decomisados entre 
1982 y 1991 (9638 objetos) inclinan la balanza a favor de los bienes 
decomisados, cuando se toma en cuenta la cantidad de bienes. 



Pasaremos a ver en la figura N°2 como se distribuyen los decomisos 
según las provincias. 
 



 
Fig. 2. Decomisos por provincia. 



Fuente: Expedientes de Decomisos. DPPC, MNCR 
 
Una situación interesante es que las provincias con mayor cantidad de 



decomisos son San José con un total de 60 decomisos, Alajuela con 59 
decomisos y Guanacaste con 54 decomisos, provincias que encabezan la 
lista. Es de suponer que la cantidad de decomisos se vea influida por ser San 
José y Alajuela las provincias con mayor presencia policial y control aduanal 
y ser las zonas que más se prestan para el comercio y la exportación ilícita 
por medio de líneas aéreas y con el uso de las empresas de exportación. 



Por el contrario, Cartago es la provincia con menos decomisos. En estos 
treinta años se han realizado 11. Esta situación llama la atención si tenemos 
en cuenta que dicha provincia es de las zonas del país con más sitios 
reconocidos como son el Monumento Nacional Guayabo de Turrialba, Agua 
Caliente o El Molino, sitios excavados desde hace más de 100 años y como 
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se observa en la figura Nº3 ocupa el cuarto puesto en cuanto a cantidad de 
sitios arqueológicos conocidos. 



En los últimos diez años los decomisos en Puntarenas desplazan a los 
realizados en San José esto coincide con el interés que han despertado las 
esferas de piedra y la presencia de arqueólogos del MNCR en la Zona Sur 
del país. 



Resulta interesante cruzar estos datos con los sitios arqueológicos 
reportados o inscritos en la Base de Datos de Sitios Arqueológicos: Orígenes 
del MNCR (figura Nº3)4. La situación de los sitios arqueológicos conocidos 
se invierte un poco pasando a ser Guanacaste y Puntarenas las provincias 
con más sitios reportados, duplicando la cantidad de sitios arqueológicos de 
las provincias de Alajuela y Cartago y distancia mucho mayor si se compara 
con los sitios arqueológicos de Heredia que corresponden a una sexta parte 
de los sitios arqueológicos de Guanacaste. 



Siendo Guanacaste la provincia con mayor cantidad de sitios 
arqueológicos, una provincia muy atractiva para la visitación turística y 
contando con un aeropuerto internacional es necesario desarrollar una mayor 
cantidad de controles y capacitación para los agentes de policía y 
concientizar a la población sobre la importancia de conocer y proteger los 
bienes del patrimonio arqueológico. Ya para el 2012 el DPPC ha realizado 
dos charlas con policías del Servicio de Vigilancia Aérea del aeropuerto 
Daniel Oduber, como parte de los cursos de actualización del Ministerio de 
Seguridad Pública. 
 



 
Fig. 3. Sitios Archeológicos.  Fuente: Base de datos Orígenes. 2012 



                                                
4 Se hace esta comparación para exponer el potencial que tienen las provincias con sitios 
arqueológicos y las provincias destino del comercio ilícito. Reconocemos que en esta cadena 
falta un eslabón que son las denuncias por huaqueo de estos 30 años pero al momento de 
escribir este artículo se carece de dicha información. 
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Otro tipo de decomisos son los que se realizan en el extranjero, en donde 
otros países con los que existen firmadas convenciones internacionales 
detienen subastas, bienes en tránsito o no declarados. Para este tipo de 
acciones se recurre a medios oficiales y diplomáticos en la recuperación del 
PNA, son las llamadas repatriaciones. 



En el caso de las repatriaciones en estos 30 años se han realizado 14, en 
las que se han recuperado un total 1402 artefactos del PNA, con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores se han realizado 6. 



Por ser un trámite internacional y por la vía diplomática puede tardar 
varios años y en estos momentos hay varios que están en diferentes etapas de 
tramitación para su regreso. 



 
 



Apuntes finales 
Aunque se ha avanzado mucho con respecto a la situación que existía en 



el tiempo del sindicato de Huaqueros aun hay varias labores pendientes. En 
estos 30 años de la ley No. 6703, se presentaron varios recursos de 
inconstitucionalidad que han dejado parcialmente inconstitucionales cinco 
artículos y la ley presenta algunos vacios como en el caso de las ventas por 
internet. 



Nuestra legislación necesita ser actualizada y que se solventen algunas de 
las fallas u omisiones que contiene. Así como que el Estado provea de mayor 
cantidad de recursos humanos y financieros para la salvaguardia de los 
bienes muebles de la época precolombina, ya que los actuales resultan 
escasos y en ocasiones no permiten atender de manera satisfactoria todas las 
necesidades a la brevedad o con el seguimiento requerido. 



Para la recuperación de los bienes muebles de la época precolombina lo 
deseable es que dejaran de destruirse los sitios arqueológicos y que toda la 
población o una gran mayoría estuviera comprometida con su salvaguardia, 
de forma que cada vez menos se produjeran decomisos, pero no porque los 
traficantes encuentren medios nuevos para sacar nuestro patrimonio, sino 
porque este se valore en su justa medida y comprendamos la necesidad de 
preservarlo en su contexto y no como un hermoso adorno en la casa o como 
parte de las obras de arte de un coleccionista. 



Es necesario contar con profesionales capacitados, con cuerpos de 
policías y aduanas especializados en el tema y comprometidos con el 
patrimonio y que esta capacitación trascienda al personal de las embajadas, a 
las empresas turísticas y a los guías de turismo para que los viajeros que 
ingresen al país conozcan sobre la ilegalidad de comprar y sacar del país 
bienes de PNA.  
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Es importante fortalecer las redes nacionales e internacionales, el 
intercambio de información entre las distintas instituciones que velan por el 
patrimonio, así como capacitaciones, medios más rápidos para dar a conocer 
bienes robados y sobre los objetos exportados ilícitamente y los sitios en 
internet donde se subasta nuestro patrimonio.  



Otra medida necesaria es desarrollar con una campaña de educación, 
divulgación y concientización a nivel nacional sobre la importancia del 
patrimonio cultural nacional, un inicio es la campaña de Centro de 
Investigación del Patrimonio Histórico del Ministerio de Cultura y Juventud 
(2012), si esto se lograra supondría un primer paso para lograr la creación de 
una ley marco que vele por el Patrimonio Costarricense, en su totalidad y no 
solo por el arqueológico. 
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Resumen 
Aproximadamente en el año de 1938, la United Fruit Company instala una de las 



ciudades división  en Golfito, en el Pacífico Sur de Costa Rica, y construye un 
conjunto urbano flanqueado por una Fila Montañosa y una pequeña Bahía rodeada 
de manglares. En este documento se analizan los patrones de cambio en dicho 
paisaje, desde sus variables culturales y ambientales a partir de la repetición 
fotográfica. Se seleccionaron 14 fotografías correspondientes a la década de 1950, 
cada una fue repetida desde la ubicación original y fue analizada mediante el método 
de plantilla y la aplicación de indicadores. Una reducción relevante en la cobertura 
de zonas verdes urbanas fue identificada, en contraste con un aumento en la 
cobertura de bosque. Se identificó una baja presencia de equipamientos urbanos, el 
desmejoramiento parcial en las tipologías arquitectónicas tradicionales y una baja 
adaptación a las condiciones tropicales en la arquitectura contemporánea de la 
ciudad. La gestión territorial del paisaje de la ciudad de Golfito debe buscar 
compatibilizar los componentes naturales con los culturales, ya que se considera un 
caso único en el país, donde es la relación entre ciudad, historia y naturaleza se 
considera intensa¨. Esta fragilidad merece una toma de decisiones participativa y 
desde la planificación territorial. 



Palabras clave: Cambio del Paisaje Cultural,  Ciudad de Golfito,  Gestión 
territorial  
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Abstract 
Approximately in 1938, the United Fruit Company established one of their “divi-



sion cities” in Golfito, in the South Pacific of Costa Rica, and built an urban com-
plex of buildings along a mountain range and a small bay surrounded by mangroves. 
In this paper, change patterns to the landscape, as well as cultural and environmental 
variables are analyzed. 14 photografies were selected, all corresponding to the 1950 
decade, each one was repeated from its original location and analized using the grid 
method and indicators. An important reduction in the green urban areas was identi-
fied, versus an increase on the forest cover. A low presence of urban facilities, a par-
tial deterioration of traditional tipologies and a low adaptation to tropical conditions 
in the contemporary architecture, were highlited in the city. The Golfito´s landscape 
managment must be focused on conjugate the natural aspects with the natural ones, 
because as a unique case in the country, where the relationship betwen the city, the 
history and the nature are considered as intense¨, this fragility deserves a participa-
tive decision making process along with the land planning.  



Key words: Change of cultural landascape, Golfito City, territorial management. 
 
 
 
Introducción 



El paisaje es una construcción social, se concibe a partir de la 
percepción de las personas, Salvador (2003) lo define como la 
expresión visual del medio, la base histórica y cultural de la acción del 
ser humano, por lo que puede ser entendido como la dimensión natural 
de la cultura (Urquijo y Barrera, 2009). Se reconoce además como un 
recurso natural escaso, valioso, con demanda creciente, fácilmente 
depreciable y difícilmente renovable (Muñoz, 2004).  



El paisaje cultural se reconoce, entonces, como un área  percibida 
por las personas, cuyo carácter es el resultado de la acción e 
interacción de factores naturales y/o humanos (Conferencia General 
de UNESCO, 1972 y Consejo de Europa, 2000).  



Esta condición hace de especial importancia su monitoreo y 
evaluación como categoría de manejo, y por lo tanto como objeto de 
conservación (Reunión de expertos sobre los paisajes culturales de 
Mesoamérica, 2000), especialmente para examinar los impactos y 
efectos de la intervención humana en su condición ambiental a lo 
largo del tiempo (Walz, 2008). 



Siendo que el paisaje también evidencia significados que permiten 
a las comunidades relacionarse con su pasado, su identidad está 
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conectada con eventos que están asociados con el ambiente tangible 
(Antrop, 2005), y por lo tanto con el cambio, ya que al ser una unidad 
territorial que expresa la interacción entre fuerzas naturales y 
culturales, en distintos estadíos temporales y espaciales, refleja el 
resultado de la consecutiva reorganización de orden territorial para 
adaptar su estructura a las cambiantes necesidades sociales (Antrop, 
2005).  



El cambio está dirigido por la interacción en espacio y tiempo, 
entre dimensiones biofísicas y humanas (Bo-Jie Fu et al. 2006), y su 
análisis debe considerar los lazos entre los patrones y procesos que 
son del dominio de las ciencias naturales y sociales (Nüser, 2001).  



La repetición fotográfica es uno de los métodos que son utilizados 
con el fin de monitorear el cambio en el paisaje (Carré y Metailié, 
2008), con el fin de registrar distintos momentos históricos, para 
posteriormente analizar los cambios en las estructuras del mismo 
(Byers, 2007; Nüser, 2001, Zier y Baker, 2006). 



Nüser (2001), propone que mediante la comparación de fotografías 
terrestres es posible obtener una base de datos que facilita hacer frente 
al problema de la interpretación, en el caso de los paisajes 
culturalmente inducidos, de la “degradación del paisaje” o 
“utilización sostenible del recurso”. Además, ayuda a establecer 
indicadores confiables para medir el impacto futuro de la 
conservación, ya que puede proveer una línea base accesible sobre las 
condiciones históricas del paisaje (Moseley, 2006).  



La Ciudad de Golfito se encuentra en el distrito primero del cantón 
de Golfito, provincia de Puntarenas, Costa Rica. Corresponde a un 
asentamiento urbano con un poco más de 5km de longitud, que se 
desarrolla entre dos bloques naturales importantes, al Noreste, el 
Refugio de Vida Silvestre Golfito, administrado por el Area de 
Conservación Osa, y al Sur, la Bahía de Golfito, una zona de puerto 
protegida por un sistema de manglares, que a su vez forma parte de un 
sistema mayor, el Golfo Dulce.  



Su confirguración actual responde a las transformaciones realizadas 
por  la United Fruit Company (UFCO) a partir de 1938, para instalar 
el puerto y el centro operativo regional, en lo que fuera un caserío 
entre manglares ocupado por pescadores (Sierra et al. 2007).  
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Algunos rasgos distintivos de la ciudad y su paisaje son la 
presencia de una tipología arquitectónica que presenta componentes 
adaptativos a las condiciones climáticas tropicales,  una organización 
urbana distinta al patrón tradicional urbano costarricense, el damero 
español o la cuadra, sino al modelo de la “Garden City”, así definido 
por Choay (2009). Persiste también,  una zonificación heredada por el 
periodo de Enclave, en la que se diferenciarion las condiciones 
espaciales a partir del estrato laboral ocupado. Ver la Figura 1.  



Para el caso de la ciudad de Golfito, algunos de los aspectos más 
significaticos en relación con la gestión ambiental y territorial que son 
considerados como premisas para el análisis desde su paisaje, son: 



 La identificación de una tendencia hacia el cambio de uso del 
suelo, debido a  la deforestación por tala ilegal selectiva, de 
acuerdo con Sierra et al y PRODUS (2007). 



 El crecimiento urbano no planificado, con un aumento en la 
especulación sobre el precio de las propiedades y la 
construcción en zonas no aptas, principalmente en laderas.  



 Ausencia de prácticas de Gestión Ambiental que integre el 
manejo del que ha sido reconocido como el ecosistema marino 
más contaminado por materia fecal en la costa pacífica del país 
(García et al, 2006), la Bahía de Golfito, los residuos sólidos 
generados, las variables urbanas que impactan el ambiente y 
las metas de conservación que se han establecido para el 
Refugio de Fauna Silvestre Golfito y el contexto natural que 
impacta a la ciudad.  



En este documento se busca responder a la pregunta ¿Cuál ha sido 
el cambio en el Paisaje Cultural de la Ciudad de Golfito desde sus 
aspectos ambientales?, bajo el entendido de su condición como 
Ciudad Histórica, enfrentada a múltiples modelos económicos que han 
dejado su huella  y ¿Cuáles podrían ser las estrategias de gestión 
territorial que pueden ser llevadas a cabo para garantizar la 
conservación de dicho paisaje? 
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Metodología 
De un total de 500 fotografías, un grupo de 14 fueron 



seleccionadas, todas en blanco y negro, en formato digital extensión 
JEPG. Tods fueron suministradas por el señor  Elí Olivares Olivares 
(q.d.d.g.) vecino de la Ciudad de Golfito.  



Las fotografías fueron seleccionadas a partir de la calidad de 
resolución, la claridad de los elementos mostrados, y el que las 
condiciones actuales permitiesen una reproducción en un sitio 
identificable de la ciudad desde la categoría de paisaje. La cámara 
utilizada fue de tipo digital, marca Olympus, con una resolución de 4 
megapixeles y un lente de 14-42mm,  todas las repeticiones se 
realizaron durante el mes de abril del año 2012.  



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fig.1. Zonificación establecida por la UCFO, Zona Americana o de personal de 



alto rango, Zona Amarilla, rangos medios y Zonas Gris, para trabajadores del muelle 
principal y otras actividades industriales.  Fuente: Arq. Javier Campos. 2011 



 
 



Se elaboró un sistema de indicadores con el fin de analizar los 
distintos aspectos del Paisaje Cultural identificados en la aplicación de 
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la repetición fotográfica. El sistema se organizó a partir de dos 
variables asociadas con la gestión territorial desde el nivel de paisaje, 
en este caso la Conservación del Patrimonio Cultural y del Patrimonio 
Natural. A su vez, cada variable contiene categorías de análisis, y por 
último, cada una de éstas a los indicadores. 



Sobre cada fotografía se colocó una cuadrícula elaborada en el 
programa Power Point de Office, siguiendo el método de plantilla 
(Monge y Gieseke, 2006), donde cada intersección entre los ejes 
generó un punto, un total de 125 para cada fotografía. Ver Figura 2.  
 



 
Fig.2.  Repetición fotográgica y plantilla aplicada en el sector de la antigua plaza de 
fútbol, hoy Estadio de Golfito.  
 



Cada punto fue contabilizado, a excepeción de los correspondientes 
al cielo visible, en los casos en que se encontró dentro de algunas de 
las categorías de análisis, la cantidad total fue transformada en un 
porcentaje representativo sobre el total del área de análisis. Ver 
Cuadro 1.  



En el Apéndice 1 se muestra la ubicación de los sitios en los cuales 
se realizó el registro de la repetición fotográfica.  



 
 



Resultados 
Conservación del Patrimonio Cultural 



La superficie para el tránsito vehicular aumenta y la superficie de 
uso peatonal disminuye, ambas levemente, no obstante representan 
poco más del 10% de cobertura para ambos periodos de estudio, 
siendo este un porcentaje significativo para el área apreciable de la 
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ciudad. Se presenta un leve aumento para el año 2012 en el área 
correspondiente a equipamiento para la seguridad y la salud 
ambiental, este consiste específicamente en la mayor presencia de 
cañería pública. No se identifican adaptaciones para la accesibilidad 
como parte del equipamiento urbano. Ver Figura 3. 



 
 
 
 
 
 
 
 



 
 



Fig.3. Equipamiento Urbano 
 
En el caso de las edificaciones adaptadas al trópico, se presenta un 



aumento de un 5% de cobertura, siendo que este indicador no llega a 
superar una representatividad del 10% en ninguno de los periodos de 
estudio. No obstante, este aumento no refiere a edificaciones 
contemporáneas que han considerado la inclusión de estrategias de 
adaptación al clima tropical, principalmente, sino a la superficie 
visible en el paisaje de edificaciones tradicionales o propias del 
periodo de Enclave Bananero, únicamente. Ver Cuadro 4. 



 
 



 
 
 
 
 
 
 
 



Fig.4. Tipologías Constructivas 
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Cuadro 1. Sistema de Indicadores y valores promedio resultado de la repetición 
fotorgráfica. 
 



 
 



Aumenta la condición de abandono en edificaciones, poco más del 
3%, al igual que el mal estado en las tradicionales. Los porcentajes 
identificados son menores en comparación con otros, sin embargo, 
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ante la condición histórica de la ciudad, toma importancia revelar una 
tendencia en la depreciación del estado de dichas construcciones. 



En el caso del área visible de cuerpos de agua, hay un aumento de 
poco más del 3%, el cual se asocia con la disminución de árboles 
urbanos. Para el año 2012, hay un aumento en la superficie 
considerada como contaminación visual, este caso en específico, 
refiere a la existencia de barreras visuales que consisten en su mayoría 
en muros de concreto, que en comparación con fotografías de la 
década de 1950, obstaculizan la apreciación de espacios verdes, 
árboles y edificaciones tradicionales. 



Tal y como se indica en el Cuadro 1,  algunos indicadores no 
mostraron resultados para ambos periodos analizados,  
específicamente, el arte urbano, la renovación urbana adaptativa, la 
contaminación visible en cuerpos de agua y la presencia de residuos 
sólidos visibles.  



Esto no puede interpretarse como la ausencia de estas condiciones 
en el paisaje de la ciudad, al responder los resultados a una muestra 
parcial, no obstante, es deseable que una ciudad facilite la inclusión 
del Arte y la renovación en el espacio público y el paisaje, lo cual está 
ausente según los resultados obtenidos. Una muestra mayor es 
necesaria para ampliar estas observaciones. 
 
 
Conservación del Patrimonio Natural  



La superficie visible de manglar no presentó una variación 
significativa, al igual que las zonas de crecimiento secundario. La 
categoría de árboles en zonas urbanas, presentó un leve aumento, 
1,62%, respecto a la década de 1950, siendo ésta una cobertura que en 
la mayoría de las imágenes tuvo un peso significativo, en promedio 
del 20%. Dos categorías merecen especial mención, aumentó 
levemente el área cubierta por bosque y el suelo en categoría de Area 
Silvestre Protegida. Para la década de 1950 persiste el ¨desmonte¨o la 
eliminación de cobertura en parte de las laderas de la ciudad, práctica 
que es abandonada con la declaración del Refugio de Fauna Silvestre 
Golfito, área a la que se suma el bosque existente desde ese periodo de 
análisis y que dan como resultado un porcentaje importante de 
representatividad en varias de las fotografías analizadas. Ver Figura 5. 
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Igual situación se da para los suelos de protección sin bosque, es 
decir, aquellos cuya pendiente los hace calificar como vulnerables, 
esta superficie disminuye significativamente para el año 2012.  



 
 



 
 
 
 
 
 
 
 



Figura 5. Suelos 
 
Es relevante destacar el aumento en la cobertura de charral, de casi 



el 6%, y la disminución del 8,91% de los jardines públicos, ambos 
casos intuyen una degradación en las zonas verdes urbanas. En el caso 
de los jardines públicos se evidencia una sensible disminución en su 
cobertura, siendo que pasa de representar un 15.14% a un 6.23%, 
menos de la mitad en relación con la década de 1950. Ver figura 6. 
Además, se evidencia un leve aumento en las construcciones y 
movimientos de tierra en suelos de protección, lo cual contradice parte 
de los retos de gestión territorial para un paisaje cuya vulnerabilidad 
está directamente asociada con la calidad de la cobertura de las laderas 
que bordean la ciudad.  



 
 



 
 
 
 
 
 
 
 



Figura 6. Zonas Verdes Urbanas 
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Figura 6. Zonas Verdes Urbanas 
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Estrategias para la gestión del paisaje cultural 
Considerando los resultados obtenidos, y por sobre todo, con el fin 



de establecer algunas medidas orientadas hacia la conservación del 
patrimonio cultural y natural del paisaje de la ciudad de Golfito (Ver 
Cuadro 2), se considera como punto de partida el establecimiento de 
una alianza entre actores determinantes, la Municipalidad de Golfito y 
el Area de Conservación Osa (ACOSA), como las entidades 
tomadoras de decisiones sobre el territorio, desde el ámbito político – 
administrativo.  Es sobre éstas instancias que recae la responsabilidad 
de poner en marcha los instrumentos de planificación que han sido 
elaborados y aún sin validar, específicamente el Plan Regulador 
Cantonal y el Plan de Manejo del Refugio de Fauna Silvestre Golfito.  



Tal y como es mencionado por Ruiz (2007), un aporte actual y 
potencial de los paisajes rurales al desarrollo económico local, se 
encuentra en la implementación de proyectos de recreación y turismo 
rural, agenda que en Golfito se ha planteado hacia el mercado de la 
pesca deportiva y el potencial desarrollo de mega proyectos turísticos 
de marinas.   



Lo anterior, ha dejado de lado la posibilidad de aprovechar al 
paisaje como recurso, para lo cual se debe considerar la inclusión de 
forma transversal, de la accesibilidad, la salud ambiental y la 
seguridad como parámetros para el equipamiento urbano.  



La evidencia relativa a la potencial depreciación en la plástica 
visual del paisaje, debe contemplar la inclusión de grupos o 
instituciones interesados en realizar intervenciones urbanas artísticas 
de forma participativa con la comunidad. Además, el 
dimensionamiento de la rotulación y los cerramientos en edificios de 
concreto y vidrio, deben ser reglamentados de manera que no 
sobrepasen porcentajes que compitan con los propios de las tipologías 
tradicionales y la posibilidad de apreciar la dinámica del paisaje. 



La disposición lineal de la ciudad propicia la creación de puntos 
estratégicos en los que pueden desarrollarse estas actividades, y desde 
donde sería factible facilitar el aprovechamiento de la Bahía, el bosque 
y la ciudad como telón para la dinámica social.  



El control sobre el uso del suelo debe ejecutarse como una 
actividad transversal a la gestión del paisaje, en tanto es la herramienta 
que delimita el desarrollo de actividades a partir de las condiciones del 
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contexto, pero a su vez, zonifica la imagen futura de la ciudad. Al 
respecto, el Plan Regulador Cantonal ha establecido una zonificación 
para la ciudad, una de las posibles consecuencias de su puesta en 
práctica, es la potencial mitigación de los efectos de borde que la 
ciudad puede estar generando por su cercanía con el Refugio.  



Serviría como parte de la estrategia planteada, considerar la 
reforestación urbana y de los zonas sin cobertura en los suelos de 
protección, de manera que puedan servir como amortiguadores 
naturales. Esta experiencia debe integrar a la comunidad, mediante 
programas conjuntos entre ACOSA y la Municipalidad, en alianza con 
el sector público y privado, con el fin de considerar especies 
endémicas y aptas para el ámbito urbano, es decir, de un 
mantenimiento de bajo costo, de valor escénico y biológico relevante.  



La ciudad histórica entre jardines, tal y como es posible nombrar a 
Golfito, debe consolidar espacios de jardín público y privado, 
protegidos y mantenidos en el caso de los primeros, y reglamentados 
en el caso de los segundos, de la mano de parámetros de conservación 
arquitectónica, lo cual podría facilitar un proceso por etapas, para 
recuperar el patrón de la ¨Garden City¨ en el cual la ciudad fue 
concebida.  



Esto no implica el limitar la aparición de lenguajes urbano - 
arquitectónicos contemporáneos, pero si el establecimiento de 
regulaciones que obliguen la observación de medidas básicas para 
evitar la contaminación visual generada por rotulación, materiales y 
proporciones no consecuentes con las tipologías tradicionales. 



La comunidad requiere accesar a medidas prácticas para el 
mantenimiento de las edificaciones tradicionales, para esto es factible 
realizar experiencias de capacitación, para divulgar medidas cuyo 
costo sea accesible económicamente. 



 
 



Discusión 
En respuesta a los requerimientos actuales y futuros de las 



ciudades, en lo que respecta a equipamiento urbano, la ciudad de 
Golfito no evidencia avances significativos que hagan de ésta una 
ciudad con condiciones para el uso colectivo y democrático del 
territorio. Se evidencia mas bien, un estancamiento que pareciera no 
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responder a la accesibilidad, el tránsito seguro de personas y 
vehículos, y el aprovechamiento del espacio público para 
socialización. 
 
Cuadro 2. Resumen de estrategia de gestión territorial para el paisaje cultural de la 
ciudad de Golfito 
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Estos aspectos se incorporarían al paisaje, como parte del engranaje 
que facilitaría a las personas una experiencia de la ciudad más integral 
y segura, además, y desde la perspectiva patrimonial, pueden insidir 
sobre la apreciación y puesta en valor de sectores del paisaje de 
relevancia histórica.  



La adaptación al trópico en casos como el de Golfito, toma 
relevancia ante las condiciones de clima lluvioso,  altas 
precipitaciones  y una temperatura media anual que llega a 26°C 
(Lobo y Bolaños. 2005). Estas características exigen una manejo 
adecuado de los componentes arquitectónicos para propiciar el confort 
humano, por lo contrario pareciera que éstos suplantan el lenguaje 
tradicional o no lo reinterpretan, vacían de historicidad y contenido al 
paisaje mismo, por lo que pueden llamarse no “tropicalizados”.  



La importante presencia de árboles en la ciudad puede interpretarse 
como una herencia del modelo ¨Garden City¨ (Choay, 2009), 
implantado en Golfito durante el periodo de Enclave. Se identifica un 
leve aumento en su presencia dentro del paisaje,  condición que debe 
monitorearse y manejarse, con el fin de garantizar el sostenimiento de 
las calidades que éstos brindan al paisaje.  



Se debe prestar atención especial al caso de la cobertura de zonas 
verdes urbanas y bosques, ya que en promedio para la década de 1950 
el 52.2% del paisaje las contenía, y para el año 2012 el 51.62%, lo 
cual representa una leve disminución, pero que continua indicando 
una alta representación en el paisaje de Golfito.  



Puede inferirse, a partir de los datos relativos a la disminución en la 
cobertura de jardines, el aumento de cobertura de ¨charral¨ y de 
contaminación visual, que existe una pérdida de calidad paisajística en 
el espacio de escala humana, lo cual no sucede con las categorías 
asociadas con el bosque. Lo anterior indicaría una leve tendencia de 
cambio, desde una ciudad de edificios entre jardines, a una de 
edificios entre muros y jardines dispersos.  



Los datos obtenidos permiten alertar sobre la paulatina pérdida de 
calidades que son apreciables para la década de 1950, como lo son la 
existencia de amplias zonas verdes manejadas, bosques, espacios 
públicos arborizados y arquitecturas cuya tipología guardó 
correspondencia con las condiciones del contexto natural y cultural. 
Para el año 2012, por otro lado, la presencia del concreto es más 
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perceptible, y junto con la disminución de las coberturas antes 
mencionadas, señalan un paisaje que ha dado paso a un cambio en el 
cual sus caracaterísticas históricas y ambientales están siendo 
parcialmente descontextualizadas. 



Durante la realización del trabajo de campo, no se identificó la 
presencia de contaminación visible en cuerpos de agua y en la ciudad, 
no obstante, durante los recorridos realizados se comprobó que esta es 
una problemática existente. Se considera importante poder ampliar la 
cantidad de fotografías y sitios registrados.  



El hecho de que Golfito es una ciudad que se ubica en un contexto 
rural, donde la presencia de recursos naturales es mayor 
habitualmente, facilitó que los indicadores relacionados con la 
cobertura verde urbana tuviesen un papel protagónico. Condición que 
se acentúa debido a  la ubicación de la ciudad entre bloques naturales 
de importancia, el Refugio de Fausa Silvestre Golfito y el Golfo 
Dulce. 



Estas condiciones implican, a su vez, medidas de gestión 
particulares, desde los procesos de planificación aún pendientes en 
agendas institucionales, como el Plan de Manejo para el Refugio de 
Fausa Silvestre Golfito, en el cual se consolida el papel vital que 
tienen sus bosques para la conservación no solo de recursos naturales, 
como agua, fauna y flora silvestre, sino como garante de la estabilidad 
en las pronunciadas laderas que bordean a la ciudad.  



Por otro lado, tal y como ha sido establecido en el Plan Regulador 
Cantonal elaborado por PRODUS, las consideraciones respecto a la 
capacidad de carga de la ciudad son vitales para su gestión, en tanto el 
contexto demarca pautas que han demarcado un tope de crecimiento.  



Las características históricas de la organización urbana y sus 
arquitecturas son aspectos que deben abanderar la gestión de la ciudad 
y su paisaje, al ser éste un caso único en el país, ya que conjuga estas 
variables con una relación que puede catalogarse como “intensa” con 
el medio natural. 
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RPG: Repetición Fotográfica de la ciudad de Golfito 
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Resumen 
El presente escrito se constituye en una propuesta que entrelaza las nociones de 



paisaje y patrimonio desde un punto de vista arqueológico. Así, se realiza una 
revisión histórica del concepto de paisaje hasta nuestros días y establecemos nuestra 
perspectiva al respecto para llegar a una aplicación de la misma en cuanto a sus usos 
y posibilidades ligadas a la promoción y gestión del patrimonio cultural en un sitio 
arqueológico en Costa Rica. Además, se realiza un repaso por trabajos relacionados 
a la noción del paisaje en el contexto costarricense para terminar con ciertas 
sugerencias atinentes a esta temática. 



Palabras clave: Paisaje, patrimonio, arqueología, ser humano, propuesta. 
 



Abstract 
The present paper constitutes a proposal that links landscape and heritage notions 



from an archaeological point of view. Therefore, we do an historical review of land-
scape concept until today and establish our perspective to be applied to cultural heri-
tage promotion and management’s uses and possibilities according to a Costa Rica`s 
archaeological site. Further, some Costa Rican archaeological researches tied with 
landscape are checked to conclude with some suggestions related to this topic. 
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Introducción 
Una aproximación histórica hacia la noción de paisaje 



Existe una figura fundante en cuanto al inicio de la construcción del 
concepto de paisaje: Paul Michelet Vidal de la Blanche. Este geógrafo 
francés fue el creador de la corriente denominada posibilismo geográfico1, la 
cual; surge como respuesta a la visión académica preponderante de la época 
(siglo XIX y principios del XX) liderada por Friedrich Ratzel, el padre de la 
antropogeografía2. 



Los puntos de partida de ambos autores lidiaban con temáticas profundas 
sobre el como ver al ser humano. Esto ya sea desde el punto de vista 
mecanicista u objetivo, o tener una visión más subjetiva y existencialista. 
Dicha discusión apareció durante la Tercera República (1870-1914) donde 
de la Blanche y Ratzel participaron y cuando surge en la academia el 
concepto de paisaje. 



En 1894 aparece la primer publicación del geógrafo alemán Ratzel 
denominada “Atlas General: historique et géographique”; libro que marca la 
presencia de Ratzel en la vida pública y política del momento. La 
antropogeografía refería a un razonamiento mecánico evolutivo del papel del 
ser humano sobre el medio geográfico; dichos trabajos iban referidos a 
premisas como la capacidad de producción y maximización de uso de 
terrenos. En fin, un conjunto de argumentos que reflejaban el dominio 
absoluto, control del medio y de sus habitantes acordes con las políticas 
gubernamentales de esa época. 



Por su parte, en Francia Vidal de la Blanche (1896) promueve y forma 
una Escuela con postulados diferentes y, de cierta forma, contrarios a los que 
imperaban en el campo de la geografía en esos días. Estos promovían un 
acercamiento mayor entre el ser humano y la naturaleza. ¿De qué manera?, 
haciéndolo parte del medio e, incluso, del cambio geográfico. De este modo, 
el investigador involucra al ser humano en los estudios de determinado 
espacio. 



Vidal de la Blanche también respondió a las políticas del momento, pero 
en su caso éstas poseían otro enfoque que las seguidas por Ratzel ya que lo 
que buscaban no era la imposición del Estado sobre otros; si no la 
identificación de los pueblos rurales por/con sus tierras y una re-apropiación 
de un sentimiento de unidad hacia su patria. 



En un inicio el posibilismo geográfico no gozó de popularidad en Francia 
ni en otros países (como es el caso de Italia), ya que no brindó opciones para 



                                                
1 Corriente geográfica que enfatiza el humanismo como eje de la misma. 
2 Movimiento racionalista- determinista de la ciencia geográfica. 
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resolver la problemática -en ascenso- vinculada con el fenómeno de la 
migración rural. 



Es por ello que la gama de trabajos que enfatizaban la visión de Vidal de 
la Blanche no tuvieron una proliferación y fueron sustituidos por otras líneas 
de investigación como: la Nueva geografía, la geografía Crítica o la 
geografía ambiental. Corrientes que referían el término Paisaje no como el 
eje a comprender, si no como algo dado y en una relación difusa con los 
seres humanos; excluyendo la participación de estos últimos y su vínculo 
con los espacios habitados. 



Posteriormente aparecen dos figuras importantes para la consolidación de 
un nuevo movimiento que vendría a retomar los ideales planteados por de la 
Blanche. El primero es Jean Brunhes (1910), el cual por medio de sus 
trabajos continuó con las nociones que el posibilismo geográfico defendía. 
Además, las investigaciones de este geógrafo francés sí gozaron de gran 
difusión. 



Por otro lado se encuentra la labor que realizó Luciano LeFebvre, quien 
con su obra denominada “la tierra y la evolución humana” (1922) enfatizó la 
interrelación entre ambos elementos (ser humano y su dinámica con el 
medio) y como esto conforma una realidad en sí. 



Estos esfuerzos, así como los de su fundador, aunque aislados lograron 
introducir al ámbito de las ciencias sociales el pensamiento proveniente de la 
corriente de la fenomenología existencial; la cual procuraba retomar (o 
rescatar) la noción de ser humano en dichas áreas. Se dice esto ya que se 
consideraba que este había sido invisibilizado y, por lo tanto, se generaban 
discursos deshumanizados respecto a cada campo. 



Al llegar a este punto en la presente síntesis de la historia de la noción de 
paisaje, surge la pregunta del por qué no se desarrollaron los trabajos que se 
acogieron al posibilismo geográfico y el por qué de su “caída” y falta de 
popularidad. 



Ante tales interrogantes, en primera instancia se hace la aclaración que no 
existen abordajes directos para la resolución de las mismas. Aún así, 
podemos inferir que dicho eclipse del posibilismo geográfico  - o geografía 
humanista - (y en una instancia más general la fenomenología existencial) se 
dio debido a que la institucionalidad que rodeó dichos movimientos no 
permitió su desarrollo. 



Esto tomando como referencia el cambio tan drástico que promovían 
respecto a la concientización del ser humano como parte del mundo e 
investigación y, más aún, la ruptura de/con la ciencia objetiva; en la cual 
estamos exentos del mundo y la realidad es un conjunto de objetos estáticos 
comprensibles en su totalidad. 
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La fenomenología existencial, aunque no logró imperar en el sistema de 
ciencia dominante de la época, dio el fundamento para intervenir -en el 
ámbito de la investigación- con nuevas formas de ver el mundo; base que 
consolidó, luego, la promulgación de los estudios con esta línea de 
pensamiento. 
 
 
Adentrándonos en el paisaje y en su conceptualización aplicada a la 
Arqueología 



Habiendo sintetizado el como esta noción se incorporó en la academia y 
visto su andar a lo largo del tiempo, cabría preguntarse cómo dicho termino 
se introdujo en la Arqueología, cómo se desarrolló y dónde está ahora. 



El término de paisaje aparece en la corriente de pensamiento denominada 
Field Archaeology, específicamente en el texto de Brandford titulado 
Ancient Landscapes (1957). No obstante, la idea expuesta acá (y en otros 
trabajos posteriores) en vez de evocar a una conjunción de elementos 
interactuando en un lugar, proponía la visión cartesiana de espacio; donde se 
remitiría solo a la geometrización de éste y la objetivización de los 
elementos que lo conforman. Excluyendo así al ser humano del mismo e, 
incluso; eliminando el cuerpo del propio investigador como partícipe de 
dicha realidad. 



Desde este precoz inicio el término fluyó por diversas investigaciones de 
forma errática hasta que en 1974 se tiene registro del trabajo denominado 
“Estudios sobre centuriaciones romanas en España” (Rosselló, 1974). 
Dicho trabajo vendría a integrar diversas ciencias dándole al mismo un 
enfoque interdisciplinario cuyo propósito fue analizar los distintos cambios 
llevados a cabo en un espacio y sus relaciones con los habitantes en distintas 
épocas. Esta investigación cuenta con la colaboración de geógrafos y un 
arqueólogo y consta de diez ensayos referentes al fenómeno parcelario. 



El concepto de paisaje circuló por diversas naciones. En Noruega se le 
dio énfasis a la búsqueda de un contexto prístino. Por su parte, como vimos, 
la Escuela británica buscó espacios objetivados; mientras en Francia -
coincidente con la corriente de pensamiento denominada fenomenología 
existencial- la Arqueología tomó conciencia del mismo no como un área de 
estudio rígida ni hermética ante otros campos científicos y tiempos; si no 
como un puente entre distintas disciplinas y con la misma sociedad. 



Por último la Escuela española logró consolidar dicho enfoque. Esto, 
inicialmente, por medio de la figura de Felipe Criado, quien mediante 
conceptos como deconstrucción, visibilidad y sus trabajos referidos al 
megalitismo logró plasmar la noción de paisaje expuesta por Vidal de la 
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Blanche; así como aplicar parte de la fenomenología existencial a la 
Arqueología. Después surgieron otros personajes emblemáticos de esta 
corriente en la actualidad como es el caso de Rosa Plana (1990) y Antonio 
Malpica (1996). 



Antes de dar paso a nuestra propuesta enfocada en la aplicación del 
paisaje a la Arqueología, es necesario realizar otros comentarios respecto a 
la gran diversidad (o no) de concepciones ligadas a este término y como se 
ha concebido hasta nuestros días. 



Bueno, a grandes rasgos creemos que el concepto si bien fue modificado, 
desarrollándose y acoplándose al contexto socio-académico (“Escuelas”) en 
distintas épocas; estimamos que solo habría dos virajes teórico-
metodológicos sustantivos desde su formulación al día de hoy. 



Primero el adjudicado a Vidal de la Blanche quien, evidentemente, 
rompió el esquema al integrar al sujeto dentro -no solo- de los estudios 
geográficos o del medio; si no en su cambio cultural, dinámicas espacio-
temporales e identidad de los colectivos. 



En segundo lugar se encuentra el movimiento denominado 
fenomenología existencial que, retomando la geografía como eje, fue 
encabezado por Luciano LeFebvre y Jean Brunhes con la defensa de la idea 
referente a que el ser humano y su medio son uno, es decir, la obligación de 
buscar ese espacio vivido y no ignorar su relación con las personas; así como 
la no negación de lo sensible en el ámbito científico. 



Dichos movimientos, como menciona Kuhn (1962), reflejan un cambio 
de paradigma debido a que su modo de concebir al ser humano es diferente 
al sistema de investigación predominante. Es por ello que subrayamos solo a 
estas dos posturas en medio de la amplia gama de propuestas de un supuesto 
concepto o noción de paisaje. 



Ante este planteamiento surge la duda ¿por qué no son adecuadas las 
otras formulaciones? 



Para contestar tal interrogante consideramos dos aspectos: 1) muchos de 
los conceptos propuestos y utilizados (que hacían referencia al “paisaje”) 
eran simples categorizaciones, en las cuales se le agregaba o quitaban 
indicadores que (solo) podían ser abarcados según las determinantes 
disciplinares del investigador; no buscando la integración de todos ellos. 



2) Con relación a lo anterior, y más importante aún, más allá de la 
semántica e “incorporación” del término en los discursos a través del tiempo, 
lo fundamental es que al haber un cambio de visión del mundo habrá; por 
tanto, un cambio de significado o en la manera en que las palabras y las 
frases se relacionan con la naturaleza. Es decir, una transformación en el 
modo en que se determinan sus referentes. En palabras de Kuhn, en el 
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contexto de una revolución única, los comienzos de una reconstrucción de la 
historia que es completada, regularmente, por los libros de texto científicos 
postrevolucionarios (1962, p.218). 



Por tanto, el circunscribir una investigación que conciba al paisaje 
amerita un cambio total en la forma de acercarse al mismo3. De tal manera, 
la noción de paisaje no adquiere un verdadero significado con solo 
mencionar que el mismo abarca el medio, si no se establece (antes) las 
premisas para la comprensión de dicha relación. 



He aquí un punto fundamental, el cual será abordado en el siguiente 
apartado e incluirá la definición de paisaje que compartimos; además del 
método como dirección investigativa y un acercamiento de la ciencia sin 
conceptos vacíos o rígidos; si no comprensivo de la historicidad en cuanto a 
la construcción y aplicación de los mismos. 



 
 



Introducción a nuestra propuesta de Paisaje 
Al leer la postura que promovió Vidal de la Blanche, así como trabajos, 



autores y los postulados expuestos por la fenomenología existencial; 
coincidimos en que el enfoque propuesto por Felipe Criado (desde la 
Arqueología) puede llevarse a un acercamiento mayor con el ser humano 
mismo. Para tal tarea, en primer lugar expondremos la definición de este 
investigador; clarificada en su trabajo “Del Terreno al Espacio: 
Planteamientos y Perspectivas para la Arqueología del Paisaje” (Criado, 
1999) y considerado un escrito que refleja la base de su concepción de teoría 
del Paisaje. 



Resaltamos que Criado se adhiere a una postura intermedia que se 
encuentra entre una corriente hipotético-deductiva y otra hermenéutica 
(Criado, 1999, p.13). He aquí el problema que planteábamos, la esencia de 
un concepto no yace en su gráfica, si no en su modo; es por ello que ante tal 
postura remitimos lo siguiente. Ambas corrientes son contrarias en cuanto a 
su manera de ver al mundo y al ser humano, entonces, ¿cómo ubicarse en 
medio de estas? 



Desde nuestro punto de vista lo anterior no es posible, ya que son 
posturas que no se trastocan y, en algunos sentidos, son excluyentes entre sí. 
Veamos, la concepción de un ser humano no podría definirse -únicamente- 
como un ser arrojado (¿siempre?) a un mundo (solo y cuando) este sea 
cuantificable. No nos sentimos identificados con la postura anterior ya que, 
como mencionábamos y estableciendo un simple ejemplo, si se realiza una 



                                                
3 No introducirlo sin reflexión, como en gran cantidad de ocasiones se nota. 
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contexto de una revolución única, los comienzos de una reconstrucción de la 
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investigación arqueológica dentro de un sitio específico (y es obvio que la 
misma estará basada en la materialidad) y se encuentra una concha dentro de 
una muestra de más de 3000 tiestos; lo anterior no significa su no 
preponderancia (de la concha) en esa realidad estudiada. Así como no solo 
por el hecho de que una idea (como el respeto o el valor, digamos) no pueda 
ser establecida cuantitativamente, no significa que no se pueda obtener -
inferir- de un conjunto de asociaciones materiales que evidencien su 
presencia en un contexto antiguo. 



De tal manera es necesario decidirse por una dirección que sea 
congruente con sus bases teóricas, el método, las técnicas y los resultados. 
Esto aceptando, a la vez, tanto sus fortalezas como debilidades sin caer en 
complacencias ante las posturas rivales. 



En el caso del enfoque foucaultiano en que se enmarca Criado 
(comunicación personal, 2011) se expone que los seres humanos, junto a su 
contexto y otros de su misma clase, están permanentemente unidos en un 
tipo de malla; la cual es dinamizada por el poder. Es decir, todos/as en la 
sociedad estamos relacionados en dicha estructura y el eje principal de esta 
relación es el ejercicio del poder, por lo cual sin importar que tan lejos “de 
mi” ocurra un evento; este siempre será percibido por “mi persona”. Claro 
que eso dependerá del tipo de relación que se haya tenido (tenga) con el 
causante o receptor, pero sí se asegura una repercusión ya que se está 
inmerso en la estructura. 



Cabe destacar la idea de que la malla de poder que metaforiza la 
explicación anterior no solamente es espacial; si no temporal. Criado utiliza 
dicho enfoque de forma congruente, aún así, aunque es una postura 
refrescante e interesante apostamos por ir un poco más hacia el lado del ser 
(en vez de la estructura); coincidiendo con el orden histórico de la filosofía. 
Esto ya que creemos poder enfatizar nuestros esfuerzos en el ser -o aportar 
hacia tal camino- complementando la vía construida por Criado y realizando 
una propuesta con un objetivo más arriesgado. 



Proponemos abordar la concepción de “estar en el mundo” no solamente 
por parte del/a investigador/a si no, también, del investigado/a. Rescatamos 
la discusión teórica entre estructura y ser humano de Criado, pero adhiriendo 
la fenomenología como método de acción con el fin de tratar de (con base en 
un conjunto tanto de vivencias como evidencias) recrear las posibles 
manifestaciones culturales; adjudicando un sentido a las relaciones que de 
éstas se puedan establecer. 



Para tal empresa subrayamos que se debe llevar a cabo un proceso de 
deconstrucción derridiana cuando se realiza una investigación, obviamente 
no con el fin de llegar a un punto germinal (inicial), en contraste con lo 
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expuesto por Foucault en su “arqueología” (1991); si no para comprender el 
conjunto de elementos y sus conjugaciones temporales y espaciales, los 
cuales llevaron a conformar la idea que nosotros experimentamos en ese 
instante del problema a resolver. 



En primera instancia, se debe de readaptar el concepto de paisaje desde la 
perspectiva de Criado a uno más esencial con el ser humano, tratando de 
reducir la influencia de una estructura en su actuar o pensar. Es por ello que 
dicho tratamiento debe, como mencionamos, enfatizar la utilización de la 
corriente denominada fenomenología existencial; esto porque la misma vino 
a introducir -y en cierta medida a dar un auge- al pensamiento humanista en 
las ciencias sociales. 



Entendemos “humanista” como un término que viene a incursionar en la 
consideración de los sentimientos, valores, moral y ética en la vida y en las 
distintas manifestaciones culturales expresadas4, es decir, un acercamiento 
más íntimo a lo que el ser humano conforma; tratando de reducir la 
imposición unidireccional de estructuras sociales reales (perceptibles en la 
vida diaria) sobre los individuos así como discursos teóricos dogmáticos. 
Para tal labor se enfatiza en la utilización de autores representantes de dicho 
movimiento, y en cierto grado “Escuela”, como son: Jasper, Sartre, 
Heidegger, Marcel, Ortega y Gasset, Merleau Ponty, Ricoeur, Husserl, 
Kierkeggard, Dostoyevski, entre otros. 



De esta manera y a partir del concepto planteado por Criado, en donde 
define paisaje como “producto socio-cultural creado por la objetivización, 
sobre el medio y en términos espaciales, de la acción social tanto de carácter 
material como imaginario” (Criado, 1999, p. 5), iniciaríamos por reforzar la 
idea -quizá extraviada en la anterior definición- de que siempre el sujeto que 
investiga un paisaje antiguo está, a la vez; inmerso en éste a la hora de 
acercarse a su comprensión. Además, consideramos que la potencialidad de 
la teoría del Paisaje puede abarcar aspectos temporales, así como espaciales; 
por lo cual añadiríamos tal categoría a dicha noción de paisaje. 



Así la reforma incluirá la extracción de la palabra producto y su 
sustitución por vivencia, lógicamente ya que esto es parte de la filosofía que 
queremos introducir en la presente propuesta pero, a la vez; porque agregaría 
a la definición no solamente la participación del fenómeno investigado, si no 
también el fenómeno que lo investiga y dentro de cuál fenómeno se 
encuentran ambos. 



Ante tal aseveración cabría retomar el concepto de “fenómeno”. Esto 
debido a que el término refiere a dos instancias generales: primero al objeto 



                                                
4 Gran parte de ellas dejan trazas materiales en el registro arqueológico. 
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de las ciencias naturales, es decir a esa -supuesta- capacidad de poder aislar 
un elemento de una realidad y entenderlo a cabalidad y, en segunda 
instancia, al concepto utilizado en la filosofía; donde refiere al ser de lo que 
es. En otras palabras, a la noción verdadera de un ente sin un vínculo con la 
realidad (o impregnación de supuestos por otros); o sea, una idea de lo 
“puro” de algo. 



Concebimos el fenómeno como la interrelación entre lo experimentado 
por un individuo y su conexión con el medio en que este se encuentre, o sea; 
buscamos indicios de lo posiblemente vivido en un espacio por un ser. De 
esta manera, no nos encasillamos en la deshumanización unívoca de lo 
material, ni -tampoco- a las experiencias (únicamente) intrínsecas. En otras 
palabras nos interesa como un contexto se interrelaciona con la(s) 
persona(s); esto con el fin de acercarnos a la historia que sustentó su estar 
ahí. 



Ante tal aclaración de fenómeno cabría precisar que no solicitamos un 
punto intermedio entre los fenómenos cientificistas y la tradición filosófica, 
si no una perspectiva (al modo como lo plantea Dilthey, 1949, p.6)) que se 
enfoca en la construcción de una realidad histórica y su comprensión; 
tomando en cuenta los aspectos volitivos, intencionales, sentimentales y 
cognitivos del sujeto. 



Respecto a la noción de paisaje, defendemos la idea que el mismo no es 
solo un simple “contenedor” de aspectos aislados (Mateo &Vicente da Silva, 
2007, p.78) y está, más bien, cargado de significados históricos contingentes. 
Con base en lo expresado, concebimos paisaje como  



 
[...] la búsqueda de la identificación de la experiencia de vida en un 



determinado espacio y tiempo. En otras palabras, el modo fundamental de 
situarse el ser humano en el mundo, de construirlo, de vivirlo, de 
transformarlo porque lo carga de sentido y tiene el poder para hacerlo por 
medio de acciones pensadas. Ese poder y esas acciones -en otros aspectos- se 
ven mediados por la cultura material y lo anterior deja trazas en el registro 
arqueológico. 



 
En suma, existir es comprender (Heidegger, 1923, p.74, 1994). Por lo 



cual se insta hacia la integración, comprensión y acercamiento íntimo al ser 
humano como, a su vez, al investigador(a) y a todas las implicaciones ante 
dicho acontecimiento durante el proceso investigativo que utiliza los restos 
materiales como vías para la comprensión de las sociedades antiguas. 
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Coqueteando con el paisaje en el marco investigativo de la Arqueología 
costarricense 



A continuación pasaremos a reseñar 7 ejemplos de investigaciones 
arqueológicas en Costa Rica, las cuales consideramos que lidian -de 
diferente forma y con distintos niveles de aproximación- de alguna manera 
con aspectos relacionados al paisaje5. Dicha discusión se planteará con un 
orden cronológico, de acuerdo al año en que se presentaron y/o publicaron 
los textos. 
 
 
El modelo de desarrollo precolombino planteado por Snarskis (1986, 
2003) 



Para comprender el desarrollo diacrónico en la “evolución” de las 
sociedades antiguas del actual territorio costarricense, Michael Snarskis lleva 
a cabo una analogía entre la arquitectura de las unidades de habitación y su 
conformación estructural básica (a nivel de formas geométricas circulares 
y/o rectangulares) y posibles ideas externas -provenientes de áreas de 
influencia mayores fuera de Centroamérica- con respecto a la concepción del 
mundo. 



En suma, Snarskis (1986) establece que las formas de casas pasaron de 
ser rectangulares a circulares -aproximadamente en el 600 d.C.- fenómeno 
que responde a una disminución de la influencia mesoamericana e 
incremento en las relaciones con poblaciones pertenecientes al Sur de Costa 
Rica, desde Colombia hasta Panamá (Snarskis, 1986, p.111-114). 



En el 2003 el mismo autor reitera algunos elementos de la idea planteada 
casi dos décadas antes; agregando nuevos aspectos a su línea interpretativa y 
fortaleciendo su propuesta. Aparte de la arquitectura, acá se incorporan 
cierto tipo de materiales (objetos de prestigio), el clímax de uso de los 
mismos y el cese de uno con la correspondiente aparición (sustitución) del 
otro; en particular, estamos hablando de artefactos de oro y jade. 



Los primeros estarían relacionados a un período posterior y vinculados a 
la figura circular en las casas; mientras que el jade correspondería a un lapso 
de tiempo anterior y su concordancia con estructuras habitacionales de forma 
rectangular (Snarskis, 2003, p.188). 



Esta interpretación tiene fundamento en la conjugación de diferentes 
factores como la construcción de espacios, poder político, materialidad y 
psique humana. Para retomar dicho panorama, debemos asumir que las 
poblaciones precolombinas de Centroamérica eran parte de un gran 



                                                
5 La mayoría de las veces de una manera implícita. 











Patrimonio Arqueológico 210 



Coqueteando con el paisaje en el marco investigativo de la Arqueología 
costarricense 



A continuación pasaremos a reseñar 7 ejemplos de investigaciones 
arqueológicas en Costa Rica, las cuales consideramos que lidian -de 
diferente forma y con distintos niveles de aproximación- de alguna manera 
con aspectos relacionados al paisaje5. Dicha discusión se planteará con un 
orden cronológico, de acuerdo al año en que se presentaron y/o publicaron 
los textos. 
 
 
El modelo de desarrollo precolombino planteado por Snarskis (1986, 
2003) 



Para comprender el desarrollo diacrónico en la “evolución” de las 
sociedades antiguas del actual territorio costarricense, Michael Snarskis lleva 
a cabo una analogía entre la arquitectura de las unidades de habitación y su 
conformación estructural básica (a nivel de formas geométricas circulares 
y/o rectangulares) y posibles ideas externas -provenientes de áreas de 
influencia mayores fuera de Centroamérica- con respecto a la concepción del 
mundo. 



En suma, Snarskis (1986) establece que las formas de casas pasaron de 
ser rectangulares a circulares -aproximadamente en el 600 d.C.- fenómeno 
que responde a una disminución de la influencia mesoamericana e 
incremento en las relaciones con poblaciones pertenecientes al Sur de Costa 
Rica, desde Colombia hasta Panamá (Snarskis, 1986, p.111-114). 



En el 2003 el mismo autor reitera algunos elementos de la idea planteada 
casi dos décadas antes; agregando nuevos aspectos a su línea interpretativa y 
fortaleciendo su propuesta. Aparte de la arquitectura, acá se incorporan 
cierto tipo de materiales (objetos de prestigio), el clímax de uso de los 
mismos y el cese de uno con la correspondiente aparición (sustitución) del 
otro; en particular, estamos hablando de artefactos de oro y jade. 



Los primeros estarían relacionados a un período posterior y vinculados a 
la figura circular en las casas; mientras que el jade correspondería a un lapso 
de tiempo anterior y su concordancia con estructuras habitacionales de forma 
rectangular (Snarskis, 2003, p.188). 



Esta interpretación tiene fundamento en la conjugación de diferentes 
factores como la construcción de espacios, poder político, materialidad y 
psique humana. Para retomar dicho panorama, debemos asumir que las 
poblaciones precolombinas de Centroamérica eran parte de un gran 



                                                
5 La mayoría de las veces de una manera implícita. 



Paisaje y patrimonio 211 



conglomerado político; el cual, batía fuerzas entre el Norte y Sur de 
América. 



Al respecto de la premisa anterior, cabe acotar algunos aspectos 
importantes que comulgan (o no) con la noción de paisaje establecida aquí. 
En primer lugar, señalar el supuesto problema de mala interpretación 
postulado por la corriente procesualista cuando se acoge un método 
fenomenológico; señalando que lo que se realiza es una abstracción de 
juicios analíticos6. Tal hecho llevó a que las asunciones evocadas por estos 
investigadores solo se dieran a través de números o las matemáticas. Dicha 
proposición vino a desglosar una batería técnica con el fin de poder “captar” 
esas cifras en la realidad y transformarlas en discurso. 



Ante la postura de Snarskis descartamos las figuras geométricas como 
primogénitas en la concepción de la realidad, o dadas de forma automática y 
sin reflexión. Más bien estas serían el resultado de un conjunto de relaciones 
sociales de las cuales fueron partícipes; su elección estaría mediada por las 
mismas y por su contexto particular. O sea, se construyen a lo interno de una 
sociedad y no simplemente se asumen de forma pasiva desde un ente 
externo. Por ello, el objetivo sería entender dichas objetivizaciones 
arquitectónicas de acuerdo a sus situaciones específicas y no asumirlas. 



Además la idea de “circular” o “rectangular”, con relación a influencias 
“políticas” generalizadas e irremediables7, debería desembocar en una 
representación consistente de esto en el registro arqueológico a través del 
tiempo (e.g. solo estructuras rectangulares tempranas y circulares tardías de 
manera excluyente); no obstante, la información disponible más bien refuta 
esto (Hoopes, 1987, p.68-70; Corrales, 1989, p.64, 1992; Solís, 1992; 
Bradley, 1994; Badilla, 1995; León, 2000, 2006, 2007; León, Achío & Odio, 
2001; Sheets, 2008, p.5, entre otros). 



Aún así cabe destacar como Snarskis logra construir un relato con las 
pruebas hasta ese momento disponibles, en donde podemos visualizar un 
fuerte vínculo con lo político-ideológico entre los distintos grupos étnicos de 
la región; aunque de esta idea se desprenda cierta noción de “esclavismo 
cultural” de las poblaciones precolombinas costarricenses con relación a las 
foráneas. Lo anterior materializado en el no poder definir razones propias 
por las cuales las manifestaciones arquitectónicas cambiaron a través del 



                                                
6 Según Kant, los juicios analíticos (los afirmativos) son pues aquellos en los cuales el enlace 
del predicado con el sujeto es pensado mediante identidad (1787, p.20). Es decir que el 
predicado esta inmerso en el sujeto. Procedimiento que caracterizaría la llegada a este tipo de 
argumentaciones de Snarskis, a pesar que el profesaba un pensamiento procesualista. 
7 Prácticamente aplicable a los 51.100 km² del territorio costarricense. 
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tiempo, dejando el hecho más preponderante por responder: cómo fue esa 
discusión (toma de decisiones) dentro del ámbito local. 



 
 



Monumentalidad y “efectos de impresión” en el sitio Cutris 
El sitio arqueológico Cutris, situado al norte de Costa Rica, consta de un 



conjunto de estructuras como: montículos, muros, rampas, escalinatas y 
plataformas. Además de los anteriores elementos, llama la atención una serie 
de caminos de gran magnitud y que circundan todo el espacio a lo interno 
del asentamiento; así como 4 vías mayores que intercomunican a Cutris con 
otros sitios arqueológicos de la zona. 



Vázquez & Pleasants (1997), destacan como la elevación de los caminos 
no es homogénea y como la combinación de técnicas constructivas, 
dimensiones de las estructuras y campos de visión -que enmarca el transitar 
por dichas vías- evocan un sentimiento de “imponencia y asombro” ante el 
sitio. 



Lo anterior potenciado al variarse las alturas, volúmenes y apertura de los 
caminos con relación a las gradientes del terreno, con lo cual los antiguos 
habitantes pudieron en primera instancia nivelar las estructuras unas con 
otras y, en segundo lugar; impedir una impresión directa del conglomerado 
arquitectónico (mientras se transitaba por los caminos) hasta llegar a un 
punto específico, estando ya inmerso en el sitio. 



Además se consideran otros elementos circundantes y que podrían ayudar 
a la promoción de dicha sensación de impresión; en particular la presencia 
de 4 volcanes que conforman parte del paisaje visual inmediato de Cutris. 



A raíz de lo anterior podemos comentar que este estudio (preliminar) 
comulga con un acercamiento fenomenológico a la experiencia de “estar en 
un mundo particular”; o sea en medio de un sitio arqueológico. Para ello se 
llevaron a cabo mediciones específicas del nivel de las vías y el posible 
cierre -o apertura- de puntos de visión del transeúnte de Cutris; esto por 
medio de la direccionalidad impuesta por los caminos y una altura promedio 
de los agentes involucrados. Entonces, hay un acercamiento explícito a la 
vivencia del/con el sitio desde fuera del mismo; así como hacia su 
movilización interna. 



No obstante la “estandarización” de la experiencia podría limitar, en gran 
medida, las posibilidades de la misma al tratar de unificar el fenómeno 
vivido. Por cuanto no necesariamente el intentar “cuantificar” las 
sensaciones lo convierte en algo más objetivo. Asimismo, está claro que 
media en dicho proceso de formulación algunas preconcepciones subjetivas 
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tiempo, dejando el hecho más preponderante por responder: cómo fue esa 
discusión (toma de decisiones) dentro del ámbito local. 
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(de quienes investigan); las cuales no se amparan en el reino de lo 
matemático8. 



 
 



La arquitectura como un medio para el control del ingreso a un espacio 
determinado. El sitio arqueológico Guayabo de Turrialba 



Al igual que con el caso anterior, se consideran aspectos de impresión 
dentro de un asentamiento antiguo, ahora en el valle de Turrialba. La 
conjugación de varios elementos arquitectónicos como la calzada Caragra, 
los montículos-retenes, el montículo principal y las escalinatas, así como la 
topografía del lugar; provocaron en las personas que entraban al sitio 
Guayabo “un sentido de monumentalidad” (Garnier & Troyo, 2002, p.65). 



Una persona (o un grupo de individuos) que se aproxima a Guayabo de 
Turrialba por una calzada empedrada llega a su punto de ingreso y allí 
encuentra una reducción considerable en la anchura de esta vía; 
prácticamente provocando un tránsito restringido a una sola fila (una persona 
tras otra). Aunado a esto, a ambos costados de dicha estrechez vial se 
encuentran dos estructuras rectangulares que constriñen la visión hacia el 
frente, donde se halla una escalinata. Con cada peldaño accedido por esa 
persona va captando -paulatinamente- su atención la estructura 
impresionante del montículo principal de esta aldea. Al subir todas las 
gradas, de nuevo, la calzada Caragra se ensancha estableciendo un “contacto 
visual” (de abajo hacia arriba) y como remate del eje de la misma, en un 
tercer plano; aparece el volcán Turrialba (Garnier & Troyo, 2002, p.65). 
Inclusive el transeúnte a lo interno del sitio arqueológico siempre está a un 
nivel inferior al de las estructuras arquitectónicas. 



Asimismo, Fonseca (1981, p.107) llama la atención sobre la presencia de 
numerosos petroglifos sobre cantos incorporados en la calzada y que en la 
base de la escalinata oriental del montículo principal -en la primer grada- se 
halla una concavidad esculpida, a manera de un receptáculo para ofrendas, y 
vinculada con actividades ceremoniales. 



A lo que agregamos que existe un control para la conducción del agua a 
lo interno de Guayabo que incluye la gradiente misma de la calzada, tanques 
de captación, puentes, entre otros. 



Una de las estructuras relacionadas a lo anterior, un “canal”,  



                                                
8 Esto de acuerdo a Lakatos (1978, p.52) y … el reconocimiento de que la historia de la 
ciencia es la historia de los programas de investigación en lugar de ser la historia de las 
teorías, puede por ello entenderse como una defensa parcial del punto de vista según el cual la 
historia de la ciencia es la historia de los marcos conceptuales o de los lenguajes científicos. 
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[…] corta el asentamiento y crea la necesidad de construir puentes y 
manejar controladamente el flujo de agua. Este rasgo [sic] evidencia la 
importancia del agua en esta cultura, desde el punto de vista de líquido vital, 
sonoro y de frescor, y quizá parte de la expresión simbólica. (Garnier & 
Troyo, 2002, p.68). 



 
Con relación a lo anterior y, principalmente a la cita previa, consideramos 



positivo en el trabajo del 2002 no solo la buena descripción de los elementos 
arquitectónicos y su relación entre sí; también el que los investigadores 
hayan involucrado las sensaciones experimentadas en sus visitas al sitio 
arqueológico. 



Dentro de estas vivencias se incluyen aspectos como el asombro al estar 
en determinados espacios, la experiencia del tránsito en medio de las 
estructuras y los efectos sinaestéticos vinculados con todos los elementos 
circundantes; a saber: nivel topográfico, presencia del volcán, cercanía y 
alineamiento entre distintas estructuras, temperatura, sonidos, etc. 



 
 



La memoria, raíces ancestrales y la construcción del paisaje en el Arenal 
En el 2008 Payson Sheets presentó una interpretación diferente sobre la 



ocupación (y re-ocupación) de un lugar en donde ha realizado 
investigaciones por cerca de 30 años, la zona cercana al volcán Arenal (norte 
de Costa Rica); espacio caracterizado por una historia activa de erupciones 
de este macizo. 



Cuando Sheets inició sus investigaciones, allá a inicios de la década de 
los 1980, le interesaba conocer cómo fue la ocupación de esta zona y las 
respuestas adaptativas que tuvieron las poblaciones cercanas al volcán. 
Conforme fue avanzando el tiempo y con la llegada y conocimiento de otras 
posturas teóricas, él decidió hacer un viraje en su enfoque. Ahora su trabajo 
consideraba no solo el medio en que se habitó, sino la identidad construida 
por sus habitantes con relación al primero. 



Tomando como ejemplo del sitio arqueológico Cañales, trabaja la idea de 
las posibles razones que llevaron a sus residentes a retornar a la zona antes 
ocupada por ellos y que, por los desastres naturales (erupciones volcánicas 
considerables), incidieron en la salida de los mismos. 



Ante tal acontecimiento las personas en cuestión establecieron caminos 
hacia un cementerio ubicado a una distancia considerable (más de 11 km en 
línea recta) de su nuevo lugar de habitación; esto para no perder “contacto” 
con este espacio. De lo cual se infiere un apego ideológico-sentimental por 
parte de los agentes hacia sus ancestros. Tanto así que su relación con ese 
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medio (en el cual sus parientes habían habitado) fue tan fuerte que no se 
“rompió” a pesar de las inclemencias naturales apuntadas. 



El vínculo con ese paisaje “inicial” se marcó en la historia y cultura de 
esos individuos y fue (posiblemente) inculcado por medio de relatos, 
narraciones e identidad; lo cual vino a cimentar la necesidad de volver a sus 
“raíces”. En suma, volver a ocupar el espacio con el cual tenían una relación 
que sobrepasaba las satisfacciones instintivas. 



De tal manera, en contraste a sus interpretaciones originales (solo la 
necesidad de adaptación al medio) Sheets subraya la importancia del relato o 
historia con relación al paisaje y la identidad de las personas que residen en 
él. El cementerio Mandela (y los caminos hacia éste) se constituyó en un 
medio que permitió mantener una relación con los ancestros, propiciando 
una serie de “procesiones” a este lugar mnemónico9; dichas acciones dejaron 
trazas a través de caminos hundidos entre el sitio habitacional y la morada 
final de sus allegados. 



Es de considerar la distancia a transitar para poder mantener el vínculo 
con dicho cementerio, así como la noción de peligro ante otra posible 
erupción. Después de superadas las amenazas las personas regresaron a su 
lugar de residencia inicial para estar más cerca de sus ancestros, a modo de 
“un acto de reclamación histórico/cultural” de ese paisaje (Sheets, 2008, 
p.22). 



A pesar de la riqueza de este análisis, el mismo adolece de un problema. 
Este es explicable precisamente por el “legado” ecológico cultural del autor; 
haciendo analogías comparativas-generales con otras poblaciones para 
sustentar el argumento de las rutas procesionales. 



En ese sentido, no solo se trae a colación a grupos étnicos como los Bribri 
(Costa Rica) y Kuna en Panamá; sino también a los Pueblo de Nuevo 
México y a los Tamu-mai de Nepal. Todos los grupos anteriores con una 
realidad socio-histórica y cultural muy distante a la de los antiguos 
habitantes de las inmediaciones del volcán10. 



Lo anterior es una consecuencia inmediata del enfoque procesualista que 
incluye el uso indiscriminado de analogías formales en detrimento de las que 
sí consideran contextos con un vínculo relacional en cuanto a una 



                                                
9 …la tradición de ir al cementerio precisamente como lo hicieron los padres y los abuelos 
(Sheets, 2008, p.22). 
10 Ni siquiera el uso de comparación con los Bribri se justificaría, ya que ni la genética, ni la 
lingüística y menos la arqueología sustentan lazos entre los habitantes de la zona de Arenal y 
el radio de ocupación (espacio-temporal) de este grupo étnico. O más grave aún con el caso de 
los Kuna, en donde su construcción cosmológica de paisaje está mediada por su inmediatez, la 
vida insular, no de “tierra adentro” como la zona de Arenal. 
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continuidad histórico-cultural. En otras palabras, se esencializa el 
comportamiento procesional perdiéndose toda su riqueza fenomenológica11. 



 
 



Construcción del espacio habitacional y su posible relación cosmológica 
en Agua Caliente de Cartago 



Uno de los autores llevó a cabo una investigación sobre la materia prima 
que compone las estructuras arquitectónicas presentes en el sitio Agua 
Caliente, provincia de Cartago, así como las técnicas constructivas de cada 
una de estas. A partir de esos datos realizó una reconstrucción social del 
método de erección de dichos elementos. Para ese propósito se estableció 
una analogía etnográfica, tomando como base un mito de los indígenas 
Bribri (Costa Rica), en la cual se muestra como desde este campo se hace 
mención a la manera en que se deben de construir los espacios de habitación 
por designios del demiurgo y cómo algunos de los aspectos se encuentran 
asociados en el registro arqueológico (Peytrequín, 2009). 



También se consideró un camino, el cual pudo constituirse en una posible 
entrada al sitio. Una cualidad del mismo es que su anchura -conforme se 
acerca al conglomerado de estructuras- se disminuye, característica de la 
cual se infiere una diferencia en el tránsito (intencionado) de las personas a 
lo interno del asentamiento. Ligado a este camino y a la entrada sur del sitio 
se da la presencia de una escultura antropomorfa femenina, la cual posee una 
cavidad en su vientre y donde se hallaron (en asociación) un probable 
depósito de tributos; aspectos que se interpretan como relacionados a actos 
implicados en el ingreso al lugar. 



Peytrequín (2009) también hace referencia a que el sitio posee distintos 
momentos constructivos, lo que se relaciona a un fenómeno de crecimiento 
de población y la necesidad de crear nuevos espacios que cumplían 
funciones rituales y/o públicas. Añadido a esto y al poseer Agua Caliente un 
carácter de monumentalidad ante sus circundantes, se cree que éste fue un 
centro donde se conglomeraron los habitantes que vivían en su periferia; con 
el fin de participar o llevar a cabo actos ceremoniales. 



Respecto a este trabajo cabe mencionar como se logra, de cierta manera, 
vislumbrar una posible realidad en cuanto al apego constructivo hacia las 
estructuras arquitectónicas, su forma de construcción y el sentido de esto 
como parte de un planeamiento (con vínculos y legitimaciones 
                                                
11 Somos del criterio que si estas analogías descontextualizadas no se hubiesen incorporado en 
dicho trabajo, el mismo tendría un gran potencial con solo basarse en la evidencia directa que 
se presenta. Esto más aún con el acercamiento fenomenológico hacia la experiencia del 
tránsito en medio de los caminos. 
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11 Somos del criterio que si estas analogías descontextualizadas no se hubiesen incorporado en 
dicho trabajo, el mismo tendría un gran potencial con solo basarse en la evidencia directa que 
se presenta. Esto más aún con el acercamiento fenomenológico hacia la experiencia del 
tránsito en medio de los caminos. 
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cosmológicas), así como el análisis -a lo interno y externo del sitio- de los 
posibles movimientos de las personas y las razones que motivaron estos; 
como por ejemplo la transacción de tributos a cambio de protección a los 
integrantes del cacicazgo y el fortalecimiento de su sentido ideológico12. 



Todos estos aspectos conducen ya a una interpretación del fenómeno, no 
obstante, debemos tener claro que aunque existan muchos nexos entre los 
relatos etnográficos y partes constituyentes del registro arqueológico (tanto 
en este sitio como en otros); lo anterior no garantiza tal ligamen. 



 
 



Metaforizando la arquitectura, el caso del sitio Las Mercedes 
El trabajo realizado por Vásquez, Rosenswing, Latimer, Alarcón & Sohet 



(2009) en el sitio arqueológico Las Mercedes, en el Caribe central 
costarricense, permitió la descripción y el levantamiento planimétrico del 
conjunto de estructuras denominadas como “plazas”, las cuales; mostraron 
ciertas cualidades particulares (Vázquez et al., 2009, p.176). De estas se 
resalta lo propenso de dichos espacios a inundarse; esto debido a la alta 
pluviosidad y a los suelos poco permeables de la zona; así como al hecho de 
que son elementos empedrados. 



Con relación a lo anterior y para interpretar esos espacios los autores, 
haciendo uso de analogías orgánicas, proponen que son “úteros”. Veamos, 
en primer lugar le adjudican a los muros que circundan una plaza el carácter 
de penes, el espacio entre ellos sería un vientre y las estructuras opuestas -
también muros- a este conjunto (solamente separados por una plataforma) 
conformarían partes del aparato sexual femenino (Vázquez et al., 2009, 
p.175). 



Lo rescatable de lo anterior es que en la arqueología costarricense son 
exiguas las adjudicaciones simbólicas hacia los elementos constructivos 
dentro de un sitio para entender su disposición. En ese sentido, se arguye que 
una parte de Las Mercedes es “masculina” y otra “femenina”. Ahora bien, en 
este texto está ausente una fundamentación de lo anterior. 



Con respecto a ello, trataremos de deconstruir dicha exégesis utilizando, a 
grandes rasgos y por motivos de espacio, un punto de vista freudiano. En 
primer lugar, no hay que caer en el estereotipo de que todo objeto extenso es 
un pene; si no el carácter que este tiene en la conformación sociocultural de 
la cual somos parte. De tal manera, los argumentos que se disponen a 



                                                
12 Esto visto tanto en el plano inmediato (e.g. la protección del espacio vivido) como la 
protección de los agentes cuando dejan este mundo por medio de una ritualización funeraria 
establecida y centralizada en la región. 
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continuación posiblemente fueron los que guiaron la interpretación de 
Vázquez et al. (2009), no obstante; aclaramos de antemano que dichas 
nociones son propias de un contexto totalmente ajeno al de las sociedades 
precolombinas costarricenses. 



Es decir, el pene pertenece al padre y este, con base en las nociones de la 
estructura familiar-tradicional de occidente13, es fuente de resguardo y 
proveedor de la familia (Freud, 1908, p.68); por lo que esos muros tendrían 
la connotación de protección. No así de separación, ni aislamiento. 



En el caso de la vagina y la vulva se aplica el mismo esquema de análisis, 
adjudicándole su asociación con la madre: amorosa, comprensiva, etc. 
Características que cargarían significativamente ese espacio (o ruta a 
transitar) hacia la plataforma mayor del sitio o fuera de esta. Por último, el 
“vientre” estaría referido a un estado de vulnerabilidad pero, a la vez; 
protección (he ahí una relación con los muros -penes-). 



Así es que ambos espacios serían inter-vinculantes y no se puede 
entender uno sin el otro, un espacio que es así ser. Ya sea que hubiese sido 
utilizado por personas (para tránsito o aglomeración) o estar llenos de agua, 
estos dos conjuntos refieren a la idea de vida (gente o la analogía genital-
coital14); los cuales serían los encargados de dinamizar la “ciudad”. 



Sin embargo, reiteramos, esta línea estaría guiada por una serie de 
concepciones no ligadas -de forma necesaria- con las de los habitantes 
antiguos de Costa Rica y fundamentadas en esquemas esencialistas y 
construcciones de género desde una visión occidental. 
 
 
¿“Paisajes en movimiento” o el movimiento condicionado? El tránsito 
antiguo en Costa Rica 



Este año se presentó un trabajo que se inscribe en un conjunto de 
corrientes teóricas que intentan englobar las manifestaciones humanas 
mediante la conjunción de sistemas basados en postulados psicológicos, 
numéricos u analogías sociales. Benfer (2012) enfatiza en el primer aspecto 
mencionado y bajo las ideas de Wallerstein (1974), el cual estipula una 
manera de instintivismo15, sugiere que el ser humano junto con el medio 
lleva a cabo un tipo de simbiosis; en la cual el segundo conjuga un 



                                                
13 No necesariamente compartimos dicho esquema. 
14 … en la parte femenina, los muros oblicuos y el corredor que acoplan la calzada Iroquois 
representa la vulva y la vagina, entre las cuales pasa el flujo del arroyo. (Vázquez et al., 2009, 
p.175). 
15 Necesidad del ser humano de siempre comunicarse y ampliar sus relaciones (Wallerstein, 
1974). 
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estructura familiar-tradicional de occidente13, es fuente de resguardo y 
proveedor de la familia (Freud, 1908, p.68); por lo que esos muros tendrían 
la connotación de protección. No así de separación, ni aislamiento. 



En el caso de la vagina y la vulva se aplica el mismo esquema de análisis, 
adjudicándole su asociación con la madre: amorosa, comprensiva, etc. 
Características que cargarían significativamente ese espacio (o ruta a 
transitar) hacia la plataforma mayor del sitio o fuera de esta. Por último, el 
“vientre” estaría referido a un estado de vulnerabilidad pero, a la vez; 
protección (he ahí una relación con los muros -penes-). 



Así es que ambos espacios serían inter-vinculantes y no se puede 
entender uno sin el otro, un espacio que es así ser. Ya sea que hubiese sido 
utilizado por personas (para tránsito o aglomeración) o estar llenos de agua, 
estos dos conjuntos refieren a la idea de vida (gente o la analogía genital-
coital14); los cuales serían los encargados de dinamizar la “ciudad”. 



Sin embargo, reiteramos, esta línea estaría guiada por una serie de 
concepciones no ligadas -de forma necesaria- con las de los habitantes 
antiguos de Costa Rica y fundamentadas en esquemas esencialistas y 
construcciones de género desde una visión occidental. 
 
 
¿“Paisajes en movimiento” o el movimiento condicionado? El tránsito 
antiguo en Costa Rica 



Este año se presentó un trabajo que se inscribe en un conjunto de 
corrientes teóricas que intentan englobar las manifestaciones humanas 
mediante la conjunción de sistemas basados en postulados psicológicos, 
numéricos u analogías sociales. Benfer (2012) enfatiza en el primer aspecto 
mencionado y bajo las ideas de Wallerstein (1974), el cual estipula una 
manera de instintivismo15, sugiere que el ser humano junto con el medio 
lleva a cabo un tipo de simbiosis; en la cual el segundo conjuga un 



                                                
13 No necesariamente compartimos dicho esquema. 
14 … en la parte femenina, los muros oblicuos y el corredor que acoplan la calzada Iroquois 
representa la vulva y la vagina, entre las cuales pasa el flujo del arroyo. (Vázquez et al., 2009, 
p.175). 
15 Necesidad del ser humano de siempre comunicarse y ampliar sus relaciones (Wallerstein, 
1974). 
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sinnúmero de elementos para condicionar ciertos espacios y así determinadas 
prácticas. En este caso, el movimiento de las personas. 



Con esta premisa se hace un repaso sobre diversos sitios arqueológicos en 
todo el territorio costarricense que cuentan con caminos empedrados; así 
como otras vías de tránsito antropogénicas (precolombinas y coloniales). De 
esta manera, se postula que los anteriores fueron establecidos mediante una 
relación “medio y psique”; permitiendo el ambiente cierta afinidad con un 
ahorro de energía en su uso y, por tanto, justificando el trazado de dichas 
vías para transitar. 



A nuestro parecer, la mencionada forma de abordar el problema de los 
“paisajes en movimiento” pierde todo lo relativo a los aspectos 
fenomenológicos involucrados en el establecimiento y la experiencia de 
transitar un camino. Esto imponiendo una visión capitalista en orden del 
costo-beneficio para justificar toda acción presente y pasada. 



Lo anterior discrepa de manera directa con lo expuesto por Sheets (2008, 
p.13) donde se demuestra que los antiguos aldeanos de la zona de Arenal 
peregrinaron por caminos (rutas) que no, necesariamente, eran los “más 
directos”; implicando largas distancias y cambios altitudinales importantes. 



 
 



El paisaje como una herramienta de promoción y gestión del patrimonio 
cultural: Una propuesta aplicada 



En uno de los anteriores casos de estudio tratamos con el sitio Guayabo 
de Turrialba, a continuación esbozaremos una propuesta que considera los 
aspectos de visitación a dicho lugar; esto tomando en cuenta que ese sitio 
arqueológico es el único abierto al público en Costa Rica. 



Primero haremos una breve descripción del recorrido que realiza un 
turista que ingresa al Monumento Nacional Guayabo de Turrialba. Luego de 
cancelar su entrada, la persona sigue un sendero que la lleva a un monolito, 
seguido continúa el trayecto y llega a dos tumbas exhibidas; para pasar 
después (y haciendo un ascenso altitudinal) a un mirador donde tiene un 
panorama de la parte central -y expuesta- del sitio arqueológico. A partir de 
ese punto se desciende hacia el complejo arquitectónico topándose, en 
primera instancia, con algunos basamentos de las antiguas estructuras 
habitacionales, un sistema de control hidráulico16 y pudiendo divisar las 
calzadas internas, plazas, puentes hechos con lajas y otras tumbas hasta pasar 
contiguo al montículo mayor. Siguiendo el sendero el recorrido es paralelo al 



                                                
16 Por lo cual el sitio obtuvo en julio del 2009 el galardón de Patrimonio Mundial de la 
Ingeniería Civil. 
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eje de la calzada principal y remata cerca de dos estructuras rectangulares. 
Es allí donde se conduce a la salida (finalización del recorrido) del sitio 
arqueológico. 



Ahora pasemos a la propuesta de visitación alternativa para este sitio 
partiendo de las nociones expuestas sobre el paisaje. Para esto reiteramos la 
importancia del aspecto fenomenológico en la experiencia de acercarse a un 
asentamiento antiguo y el -inferido- movimiento a lo interno del sitio 
arqueológico. 



Aclaramos que las acciones técnicas propuestas acá no involucran ningún 
cambio drástico en la conformación de los senderos, ni ninguna 
modificación que altere la integridad del sitio arqueológico. Más bien se 
sustentan sobre las posibilidades actuales pero confiando en que el visitante 
pueda tener una experiencia sensorial más enriquecedora y afín al 
conocimiento especializado que se posee del lugar. 



1) De tal manera, consideramos vital que se promueva el recorrido en el 
Monumento Nacional Guayabo partiendo de la sección donde se encuentran 
las dos estructuras rectangulares (retenes) que se asocian con el acceso 
(limitado) al lugar cuando se ingresaba al mismo en tiempos pasados. 



Aquí, y siguiendo de manera paralela el sendero contiguo a la calzada 
principal, se podría obtener que el visitante experimente tres aspectos ligados 
entre sí: 



a. La noción de planeamiento de la aldea, su orden y sentido; esto con 
todos los aspectos ligados (y explicados por los guías) de la no azarosidad en 
cuanto al emplazamiento del lugar y las construcciones precolombinas. 



b. Tratar de distinguir el grado de inclinación que presenta el eje central 
del sitio, aspecto que se percibe al caminar e ir observando la calzada y 
estructuras asociadas. Justamente reforzar el argumento de la planificación 
mencionado; así como el control de las aguas (por medio de la calzada 
misma y la gradiente topográfica) para evacuar las aguas llovidas con gran 
efectividad. 



c. En relación a las otras dos, y claro dependiendo de las condiciones 
temporales y esperando poca nubosidad, la visibilidad del volcán Turrialba 
desde este punto y la comprensión del ligamen entre este accidente 
geográfico y la conformación del sitio. Esto exponenciando la experiencia 
sensible del visitante. 



Continuando con el recorrido propuesto, se pasaría por unas tumbas 
expuestas; buscando la comprensión en el turista de que la relación vida-
muerte (e.g. cercanía de tumbas a casas) entre los habitantes precolombinos 
es muy diferente a la contemporánea-occidental. Luego, se camina contiguo 
a las estructuras más amplias y altas del sitio y allí el visitante comprenderá 
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la interconexión entre las bases de las casas sus escalinatas de acceso, los 
caminos empedrados y las “plazas” como parte de la vida cotidiana propia 
de la ocupación del sitio. O sea, presentarle a la persona en el recorrido la 
dinámica del lugar; insistiendo en que no son solo piedras inertes. 



Acto seguido, la observación de los elementos arquitectónicos ligados a 
la captación y distribución (también subterránea) del agua; profundizando en 
el alto conocimiento ingenieril de la sociedad que ocupó Guayabo. 



Con toda la información anterior el turista ya tiene una noción interna y 
particularizada del sitio arqueológico y está listo para poderlo observar en su 
conjunto. Para ello, procede a seguir el sendero hacia el mirador. Allí cada 
persona puede establecer vínculos directos con lo que acaba de observar en 
medio del complejo arquitectónico y situarse en él; comparando donde 
estuvo y como se ve desde otro punto (visibilidad)17. 



Después de este ejercicio la persona, o el grupo, puede empezar el 
descenso. Durante este trayecto se topará de cerca con otras tumbas (y en un 
mejor estado de conservación) que le permitirá conocer más acerca de las 
prácticas funerarias de los antiguos habitantes (e.g. no sólo cerca de las 
unidades de habitación), así como con el monolito “del lagarto y el jaguar” 
para cerrar con una discusión de la importancia y el ligamen de los recursos 
naturales para dichas poblaciones y su participación en las expresiones 
culturales. 



Ya con esto se termina con el último sendero y se sale del sitio. 
2) Como una acción directa se recomienda el uso de la escala “humana” 



en medio de la maqueta del centro de visitación. Sea que se decida ir allí 
primero o después del recorrido a lo interno del sitio; es fundamental que se 
coloquen figuras humanas a escala en medio de la maqueta. Esto haría que 
los turistas puedan dimensionar realmente las características monumentales 
del sitio y se apropien del recorrido; así como reflexionar sobre lo intenso 
del esfuerzo para construir Guayabo de Turrialba. 



3) Adecuar el panfleto que se entrega como parte de los materiales 
alusivos a Guayabo. Esto con el fin de inculcar un mayor conocimiento 
sobre los diferentes aspectos involucrados en la vida del sitio arqueológico; 
los cuales se han recuperado y estudiado de forma sistemática. Por ejemplo, 
la variedad de la vajilla, así como los otros utensilios utilizados en cada 
(alguna/as) estructura(s), la estatuaria asociada al asentamiento y su lugar 
original de localización, entre otros aspectos. 



                                                
17 De hecho de la forma contraria es difícil hacer este ejercicio porque la gente no tiene la 
experiencia previa de haber visto los aspectos específicos 
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De esta manera evocamos en primera instancia hacia la promulgación de 
más contenido del sitio hacia el público general. Esto para no encasillar la 
experiencia de la visita a una unicidad espacial (montículo, plaza, etc.) 
perdiendo las singularidades que cada espacio pudo representar y sus 
diferencias con respecto a los demás. 



 
 



Conclusiones 
Con este trabajo hemos reflexionado sobre el andar en la construcción del 



concepto de Paisaje, esto desde otras perspectivas hasta calar en su 
aplicación en la disciplina arqueológica. A este respecto, se propone una re-
conceptualización del término Paisaje enriqueciendo una definición previa. 



A través del escrito se hizo un análisis sobre distintas investigaciones que 
se han realizado en el ámbito costarricense, valorando tanto sus aportes 
como ciertas limitaciones ligadas a la idea de Paisaje que se construyó. 



Consideramos que el concepto de Paisaje está vinculado intrínsecamente 
no solo a aspectos de índole material y dispuestos sobre un terreno, sino, 
también; a un conjunto de elementos que son construidos a través de la 
historia y están relacionados a diversas actividades (experiencias) que traen 
consigo nociones del “estar en el mundo”; así como valoraciones del mismo, 
percepciones, sentimientos, etc. que se priman sobre otros posibles y tienen 
una justificación cultural. 



El enfoque del presente artículo no se limita a discusiones teóricas y 
netamente conceptuales, si no que es ejecutable (vivible diríamos); en ese 
sentido, tiene aplicaciones directas. Como ejemplo de ello, se estableció una 
propuesta que toma en consideración la fenomenología existencial como 
parte de la visitación a un sitio arqueológico costarricense. 



El recorrido sugerido trataría de analogar la ruta a una narración 
vivencial, por lo cual se inicia conociendo el sitio desde su “entrada” y se 
avanza hacia espacios particulares; hasta llegar a una apreciación general de 
su conjunto. Estamos convencidos que dicha propuesta sería más 
pedagógica, humanista e íntima al tratar de tener un acercamiento más 
sensible (la experiencia en sí) y completo (explotando al máximo la 
información disponible) hacia el sitio arqueológico. 
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Resumen 
En el contexto de un proyecto hidroeléctrico (2006-2012), se ejecutaron estudios 



arqueológicos preventivos, para evitar o mitigar daños a los recursos culturales en 
los terrenos afectados. Fueron registrados 34 sitios, dos de estos con rasgos que 
requirieron medidas de gestión para asegurar su conservación. La preservación es 
prioritaria en un caso; en otros, se intenta asegurar la posibilidad de futuras 
investigaciones. Los sitios son Gavilán (A-311 Ga) y Dos Cabezas (A-439 DC). El 
primero cuenta con un tramo de camino indígena prehispánico. Ambos tienen 
sendos sectores con depósitos precerámicos, de tiempos de la transición Pleistoceno-
Holoceno. Aquí, se presentan datos arqueológicos preliminares de los sitios, pero la 
atención se concentra en la ejecución de medidas de gestión. Estas responden a 
recomendaciones aprobadas por la Comisión Arqueológica Nacional. También se 
valora la interacción entre los arqueólogos, los constructores y los propietarios 
legales de los terrenos. 



Palabras clave: Costa Rica; Arqueología, Conservación. 
 
Abstract 
In order to avoid or mitigate impacts on cultural resources, preventive archaeo-



logical work has been implemented within the context of a hydroelectric energy pro-
ject (2006-2012), Two out of a total of 34 archaeological sites that were officially 
registered, required the application of measures to ensure their conservation. Both 
preservation and future scientific research were considered. The sites are, Gavilan 
(A-311 Ga) and Dos Cabezas (A-439 DC). The first contains a section of a 
prehispanic indigenous walkway. Both sites have well preserved deposits dating in 
the Pleistocene-Holocene transition. Here, preliminary archaeological data are pre-
sented. However, priority is assigned to the implementation of conservation. These, 
respond to technical recommendations that were approved by the National Archaeo-
logical Commission. Also, an evaluation is performed on the interactions between 
archaeologists, developers and owners of the properties involved. 



Keywords: Costa Rica, Archaeology, Conservation. 
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Introducción 
Las investigaciones arqueológicas en el Proyecto Hidroeléctrico Toro 3 



se llevaron a cabo a lo largo de los años 2006-2012. Se atendieron 25 
terrenos destinados para las obras constructivas del proyecto hidroeléctrico. 
Seis terrenos adicionales en el área de influencia fueron también estudiados, 
principalmente por ser lugares en los cuales se hicieron mejoras 
correspondientes a las obras de compensación en las comunidades vecinas. 
El total del área incluida suma 98.4 hectáreas (ha), la mayoría en el distrito 
de Venecia, provincia de Alajuela. 



Se encontraron sitios y localidades con variable incidencia de restos 
culturales, ameritando en 34 casos el registro de tales sitios en el padrón del 
Museo Nacional de Costa Rica (MNCR). En la mayoría de estos sitios, las 
tareas arqueológicas preventivas que se llevaron a cabo, fueron suficientes y 
permitieron la viabilidad de uso de los mismos. En dos casos, fue necesario 
establecer zonas de reserva intangible in situ, dos en el sitio Gavilán (A-311 
Ga) y una en el sitio Dos Cabezas (A-439 DC). 



En este documento, se da cuenta de las razones y circunstancias que 
condujeron a la aplicación de medidas de gestión que buscan asegurar la 
conservación de los recursos arqueológicos. También se narra, brevemente, 
los trámites y procedimientos adoptados. Ante una situación de relativa 
escasez de normas legales para la conservación de recursos arqueológicos in 
situ, las acciones ejecutadas presentan una importante dosis de 
espontaneidad, pudiendo esto interpretarse como un aporte de la iniciativa 
privada y de la sociedad civil. 



Se presenta una revisión de los instrumentos legales atinentes a la 
protección, exploración y estudio de los recursos arqueológicos. Se nota 
marcada prioridad en las normas legales que conciernen a los bienes 
arqueológicos muebles, resultando de esto que la protección de los bienes 
inmuebles es solamente viable en razón de ser los depósitos, al parecer 
considerados transitorios, de objetos artefactuales. 



Como prolegómeno, se presenta información descriptiva de los dos sitios 
arqueológicos que ameritaron conservación in situ. Están involucrados, 
depósitos de edad considerable y un tramo de camino indígena cuya 
construcción pertenece en la fase más reciente de la secuencia cultural 
prehispánica de Costa Rica. 
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Los sitios arqueológicos 
Gavilán (A-311 Ga) 



El sitio Gavilán coincide con el terreno seleccionado para el Quebrador 
Río Toro, ubicado en la zona de Las Huacas de Venecia, cantón de San 
Carlos, provincia de Alajuela. El terreno es parte de la finca del Sr. Rodolfo 
Rodríguez Vargas y se encuentra a unos 7 km al Norte de la ciudad de 
Venecia y 5 km al Sur del poblado de Pital. El área tiene una extensión de 
54,300 m² entre las siguientes coordenadas Lambert: Norte 265.720-
265.930; Este 506-640-507.030. Está incluido en la Hoja Topográfica 3347-
III, Aguas Zarcas, del Instituto Geográfico Nacional. El acceso se hace por el 
camino que une Venecia con Pital. El ingreso a la finca es un camino 
privado que discurre hacia el Este y cuya entrada está ubicada a poco más de 
1 km al Noroeste de la Finca Las Huacas. En esta finca se encuentra el sitio 
arqueológico Cutris (A-21 Ct), desde el cual se extienden por varios 
kilómetros, cuatro caminos indígenas prehispánicos, dirigidos hacia otros 
sitios distribuidos en zonas periféricas (Guerrero y Troyo 1997). 



La finca del Sr. Rodríguez Vargas (Registro Público, Folio Real Nº 
2150898-000, Plano Catastrado Nº A-849545-2003), fue cedida al ICE en 
calidad de arriendo por un período coincidente con la duración prevista de 
las obras constructivas del proyecto hidroeléctrico. Es en razón de este 
contrato y la autorización legal del propietario, que se procedió con los 
trabajos arqueológicos. Una copia del documento fue entregada a la 
Comisión Arqueológica Nacional mediante nota PHC-GA-045-2005 del 21 
de Octubre 2005. 



El trabajo de evaluación arqueológica se llevó a cabo en tres etapas: 1) 
prospección preliminar de reconocimiento y planificación; 2) excavaciones 
de exploración sistemática con base en una matriz geo-referenciada en la 
cual se marcó la ubicación de 157 pozos de sondeo cada 20 m; y 3) 
excavación de trincheras y calas estratigráficas en sectores con niveles 
particularmente altos de densidad del detrito cultural. Estas operaciones 
revelaron un depósito cultural complejo, multicomponente, ampliamente 
distribuido por las laderas y lomas que caracterizan el lugar, así como una 
estratigrafía profunda y bien preservada en las partes altas de la ladera que se 
eleva por el flanco de la quebrada local, llamada San Pedro. También se 
logró reubicar y describir un tramo de 200 m del antiguo camino indígena, 
anteriormente detectado por Guerrero y Troyo (1997). 
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Los resultados obtenidos fueron expuestos en un informe entregado a la 
Comisión Arqueológica Nacional (CAN) (Hurtado de Mendoza 2007). Aquí 
se emiten algunas apreciaciones generales. El componente cerámico del sitio 
Gavilán cuenta con materiales de tres fases culturales de la secuencia 
regional: Formativo Medio (2000-200 a. C.); Cacical-I (200 a. C.- 800 d. 
C.); y Cacical-II (800-1500 d. C.). Se comprobó que el tramo estudiado del 
camino indígena prehispánico fue construido y utilizado en la segunda fase 
del período Cacical. El componente lítico está compuesto por cuatro 
conjuntos. El más reciente está vinculado con los materiales cerámicos y por 
lo tanto corresponde con los períodos Formativo y Cacical.  



Los otros tres conjuntos son interpretados como propios de tiempos 
precerámicos y están ordenados estratigráficamente en niveles naturales 
claramente discernibles. No se cuenta con controles cronométricos, pero la 
estratigrafía natural, la fisonomía de los materiales, la tecnología de 
elaboración y materias primas utilizadas, sugieren edades en la transición del 



Pleistoceno-Holoceno. No se encontró 
evidencia material atribuible al período 
Arcaico (11700-4000 AP). 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
Los conjuntos líticos, aparecen en los períodos cerámicos y precerámicos, 



sin diferir en su composición funcional básica. Se notan, sin embargo, 
diferentes preferencias en materias primas y técnicas de elaboración. En 
comparación con otras regiones vecinas, aquí se nota un énfasis mayor en el 
uso del basalto y de las lavas masivas andesíticas. 



 
 



Fig.1.  Ubicación del área de reserva en el 
sitio arqueológico Gavilán (A-311 Ga), en 
el interfluvio entre las cuencas del San 
Carlos y del Toro, en relación con otros 
sitios satélites vinculados por antiguos 
caminos prehispánicos. 
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2    3 
Fig.2.  Estratigrafía natural y cultural en el Rasgo A (2.6 m) del sitio Gavilán. En el Nivel 1, 
cerca de esta excavación, se obtuvo una punta de filiación paleoindia Post-Clovis. Otros tres 
conjuntos líticos, diferentes, ocupan los niveles 1, 2 y 4a, respectivamente. 



Fig.3. Punta bifacial de lava hidrotermalizada (porcelanita) relacionada con la tradición 
sudamericana Magallenense. Mide 37 mm de ancho. El largo visible mide 47 mm. Se estima 
que la pieza completa midió ~74 mm, pero no es posible vislumbrar un pedúnculo. Foto: L. 
Hurtado de Mendoza 
 
 



El tramo del “Camino B” de Cutris (A-21 Ct) es distinguible en el 
registro topográfico, pues fue construido como un canal excavado de manera 
que el piso transitable queda por debajo de la superficie del terreno. Tiene 
~200 m de longitud y varía en ancho desde 9 m, en el Sur, hasta 5 m en el 
extremo Norte. En su mayor parte, lo flanquea por el material extraído del 
camino dando lugar a un tipo de rasgo que podría designarse “terraplenes” o 
“espaldones”. Estos cúmulos son parte de la obra e incrementan el ancho en 
~7 m. 



El camino indígena inicia en la intersección N265.745; E506.770 y 
discurre en dirección al Noreste hasta el punto N265.918; E506.877. Cruza 
la quebrada San Pedro. 
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Fig.4.  El terreno del Quebrador Río Toro mostrando la distribución de los pozos de sondeo 
que fueron excavados con fines de evaluación arqueológica. Las curvas de nivel revelan el 
camino indígena como un canal sumido respecto de la superficie. 



 
Considerando la técnica de construcción del camino indígena, excavando 



la calle y colocando los escombros en ambos flancos, se postuló que, junto 
con la tierra se habría expulsado el material cerámico y lítico acumulado 
antes de la construcción. Dependiendo de la profundidad del piso del 
camino, tal expulsión podría no ser absoluta, pero en el mismo piso debiera 
predominar la cerámica del tiempo de construcción y posterior uso. 



Un análisis comparativo de los materiales recuperados de los pozos de 
sondeo practicados en el camino y en los terraplenes, confirmó que el 
camino, propiamente, tenía restos cerámicos de la fase tardía de la secuencia 
(800-1500 d. C.), estando ausentes los de las fases y períodos anteriores. En 
marcado contraste, los terraplenes laterales mostraron presencia de cerámica 
de las tres fases de la secuencia, en clara estratigrafía invertida, producto de 
la perturbación provocada por la modalidad constructiva de la obra. Se 
dedujo de esto, que la construcción del camino ocurrió en la segunda fase del 
período Cacical (800-1500 d. C.). 



El examen del gráfico siguiente, con los resultados del análisis 
comparativo basado en la distribución de los restos cerámicos, en el camino 
propiamente y en los terraplenes laterales, indica la filiación cultural y 
cronológica, en cada caso. El camino indígena habría sido construido en 
tiempos de la fase más tardía, pero es notable la escasez cuantitativa de la 
evidencia, reflejando muy poco uso en comparación con otros sectores del 
sitio, durante la misma fase tardía. Pareciera, por lo tanto, que la etapa de 
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construcción y uso del camino indígena ocurrió en las postrimerías de la fase 
cultural mencionada. 



 



 
El camino indígena presenta evidencia cerámica tardía, solamente. Los terraplenes laterales 
muestran materiales de toda la secuencia cerámica regional. 



 
 



Dos Cabezas (A-439 DC) 
El terreno destinado para la Subestación, del proyecto hidroeléctrico, está 



en el poblado de Marsella, 300 m al Sureste de la plaza pública. Tiene forma 
cuadrangular y cubre ~7.95 ha. Las coordenadas que definen su ubicación 
son: Lambert Norte 257.300-257.600; Este 508.720-509.130. La altitud varía 
de 485 a 510 m.s.n.m. Marsella está en el distrito de Venecia, cantón de San 
Carlos, provincia de Alajuela. La propiedad fue comprada por la Junta 
Administrativa del Servicio Eléctrico Municipal de Cartago (JASEC). El 
Proyecto Hidroeléctrico Toro 3 del ICE lo utiliza con base en una alianza 
con JASEC. El terreno es de poca pendiente, hacia el Noreste. El sector Este 
difiere, por una loma larga con flancos algo abruptos. Más al Este, es mayor 
la pendiente, bajando hacia la Quebrada Mudos. Por el terreno pasan dos 
quebradas en dirección Suroeste-Noreste, la Quebrada Torito por el lindero 
Oeste y otra quebrada innominada que flanquea la loma del Este. Tanto la 
loma del Este como esta segunda quebrada son de particular importancia 
arqueológica. 
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Fig. 5. El terreno de la Subestación, registrado como sitio arqueológico Dos Cabezas (A-439 
DC). Muestra la cuadrícula con 187 pozos de sondeo y la distribución de 11 rasgos, de los 
cuales 7 se encuentran concentrados en el sector Noreste, determinando la zona de reserva 
intangible. 



 
La ejecución del trabajo arqueológico (Hurtado de Mendoza 2008) siguió 



las mismas pautas metodológicas aplicadas en el sitio Gavilán (A-311 Ga). 
La etapa de sondeo implicó la excavación de 187 pozos de sondeo. Se hizo 
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de área excavada. El terreno mostró evidencia de ocupación desde tiempos 
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Fig.6. Ofrendas funerarias entre restos de una tumba del Rasgo 1, en el sitio Dos Cabezas. Las 
vasijas pertenecen al Complejo La Isla, de la fase Cacical-II (800-1500 d.C.). 
 



El sector de la loma Este, reveló actividades de caza en depósitos con 
estratigrafía bien preservada. El tamaño del área involucrada, su 
preservación, antigüedad y el evidente potencial para la ejecución de futuras 
investigaciones, fueron los principales criterios que determinaron su 
conservación, bajo la modalidad de reserva arqueológica intangible. 



 



 
Fig.7. Artefactos líticos de tiempos precerámicos tempranos en el Rasgo 3-4 del sitio Dos 
Cabezas. De izquierda a derecha: cuchillo grande en lasca de basalto; navaja re afilada en 
lasca de calcedonia; navaja en lasca de basalto, mostrando una gruesa capa de arcilla 
adherida, debido al contacto con un antiguo lahar de la transición Pleistoceno-Holoceno. 
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Medidas de gestión 
El Plan de Gestión Ambiental del Proyecto Hidroeléctrico Toro 3 (ICE 



2005) consideró como una de sus medidas, la ejecución de  evaluaciones 
arqueológicas en todos los terrenos previstos para el desarrollo de las obras 
del Proyecto Hidroeléctrico Toro 3. Los trabajos de evaluación arqueológica 
se llevaron a cabo, en concordancia con la propuesta de un estudio 
arqueológico titulado “Investigaciones Arqueológicas en el Proyecto 
Hidroeléctrico Toro-3, Venecia de Alajuela” (Hurtado de Mendoza 2006). 
La ejecución fue autorizada por la Comisión Arqueológica Nacional (CAN), 
mediante Acuerdo Nº 5 de su sesión ordinaria Nº 19-2006 del 2 de Junio 
2006 (Nota CAN 82-2006 del 19 de Junio 2006). 



 
 



Reserva arqueológica en el sitio Dos Cabezas (A-439 DC) 
El trabajo de evaluación arqueológica en el terreno de la Subestación, 



hizo evidente la existencia de un yacimiento arqueológico, particularmente 
importante, que contiene abundante prueba de ocupaciones sucesivas a lo 
largo del estadio precerámico. Se trata de una secuencia de componentes 
líticos que datan desde tiempos del Pleistoceno Final y, con razonable 
posibilidad, del Holoceno Temprano y Medio. La estratigrafía natural, 
correlacionada con niveles culturales, permite discernir estos componentes 
con notable nitidez, de manera que es factible su estudio en términos 
comparativos.  



También, la estratigrafía natural, ofrece una invalorable oportunidad de 
estudio de la historia vulcanológica del Holoceno en la región, la cual 
aparece precedida por una importante etapa erosional que habría marcado la 
transición del Pleistoceno al Holoceno en la Cordillera Volcánica Central 
(Alvarado et al. 2004). 



Las características del yacimiento en cuestión están ilustradas en las 
descripciones del trabajo evaluativo en los sectores del extremo Este del 
terreno (Hurtado de Mendoza 2008). Se comprobó que estos sectores 
constituyen el núcleo principal del yacimiento y también son aquellos en los 
que el estado de conservación del mismo es óptimo. En consecuencia, en el 
informe mencionado se emitieron, entre otras, las siguientes 
recomendaciones: 



 Inscribir el terreno de la Subestación en el Registro de sitios 
arqueológicos del MNCR bajo la denominación “Dos Cabezas”. 



 Viabilizar el uso constructivo de la mayor proporción del terreno 
evaluado, desde la coordenada Lambert Este 509.000 hasta el límite 
de la propiedad por el lado Oeste (~7.53 ha). 
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 Conservar sin uso, respecto de las obras constructivas del P. H. Toro 
3, los sectores del extremo Este del terreno señalados como “Zona 
Arqueológica Intangible”, ubicados al Este de la coordenada 
Lambert Este 509.000 (~2.04 Ha). 



 Viabilizar el uso constructivo de la llamada “Zona Arqueológica 
Intangible”, por razones constructivas especiales, en un área de 2400 
m2, designada “Segregación Propuesta” en el plano de la propiedad 
y definida por las coordenadas Lambert siguientes: Norte 257.380-
257.460; Este 509.080-509.110. 



 
 



 
Fig.8.  El terreno de la Subestación Venecia. La Zona Arqueológica Intangible y la 
segregación correspondiente para la torre T5 de la línea de transmisión de energía eléctrica 
entre Casa de Máquinas y la Subestación. 



 
Una vez aprobadas las recomendaciones emitidas, por parte de la 



Comisión Arqueológica Nacional (nota CAN 108-2008 del 3 de noviembre 
del 2008), se implementó una serie de acciones, asociadas con la 
construcción y mantenimiento de cercas circundando el área de reserva; 
colocación de rótulos informativos; establecimiento de vigilancia durante los 
trabajos de construcción y energización de la subestación; colocación de 
bloques de apoyo y de anclaje de conductores; supervisiones en los trabajos 
de excavación estructural de las bases de la Torre T5; así como el diseño y 
lastrado de un camino de acceso. 



Para lo concerniente a la instalación de la Torre T5 en el área segregada, 
se estableció supervisión del proceso a cargo de los arqueólogos del 
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proyecto, tanto durante la excavación para implantar las bases de la torre, 
como para la habilitación de un camino de acceso con fines de mitigación 
del impacto surgido por el tránsito de vehículos y maquinaria pesada. El 
camino se diseñó de tal manera que no hubiera necesidad de movimientos de 
tierras. Se conformó una base aislante con geotextil “sarán”, encima del cual 
se colocó una capa de lastre. 



En el área de la torre, fue necesario limpiar unos metros más, aparte del 
espacio a impactar, realizando solamente barrido de cobertura vegetal. El 
proceso de excavación de las bases duro cerca de dos meses, durante los 
cuales se dio seguimiento a las labores considerando de gran importancia 
todos los estratos presentes en el sitio debido a la antigüedad y profundidad 
de los depósitos encontrados en otros sectores de la Reserva. 



Durante las labores de supervisión no se encontró ni recuperó material 
cultural, quedando constancia de que la selección del área segregada fue 
adecuada, evitándose cualquier alteración del depósito arqueológico que 
pudiera haber surgido a raíz de los trabajos constructivos llevados a cabo. 



En el año 2008 el área de reserva fue delimitada con cercas de postes de 
concreto y alambre de púas, sin embargo, hubo tramos que se fueron 
deteriorando con el tiempo. Una de las labores de mantenimiento fue reparar 
tales tramos y verificar que todo el terreno contara con su debida 
delimitación. Además, se incluyó en el trabajo de mantenimiento el sector de 
la torre T5 y su respectivo acceso, reforzándolo con cerca en toda su 
longitud, aislando en esta forma el área segregada. La reserva arqueológica 
de Dos Cabezas quedó con una extensión de 17,063.6 m2. 



También se elaboró rótulos informativos que fueron instalados en puntos 
extremos de la propiedad. Cada rótulo incluye la indicación de que se trata 
de un Área de Reserva Arqueológica y se expone el nombre y código 
oficiales del sitio arqueológico. En el camino de acceso, se instaló un rótulo 
solicitando que el paso se realice solamente por el camino delimitado, esto 
para asegurar que otras áreas de la Reserva no sean transitadas. 



  Se ubicaron los rótulos en tres diferentes frentes. Por el Sur en el 
límite de la finca vecina del Sr. Guillermo Mejías; al Oeste en la colindancia 
con la Subestación; y al Norte en el límite con la propiedad del Sr. Manuel 
Vargas. En éste último caso, se colocaron tanto el rótulo con datos del sitio 
como el de acceso restringido. 



Durante el proceso de energización de la Subestación, se debieron 
realizar algunos trabajos previos que incluían actividades a desarrollarse 
dentro de un sector de la reserva arqueológica. Debido a esto, fue necesario 
darle seguimiento a dichas actividades para garantizar que no se impactara 
de manera inadecuada la zona en conservación. 
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Las labores incluyeron el desvío de un tramo de la línea de transmisión 
existente en la torre 76, la cual se encuentra en la esquina Noroeste de la 
Zona Arqueológica. Ante esto la torre 76 tuvo que ser anclada en dirección 
opuesta al resto de la línea, para lo cual se colocaron tres bloques de 
concreto que otorgaran contrapeso. Se colocaron también otros tres para 
estabilizar una torre provisional o de emergencia. Para dicha actividad, el 
personal de arqueología mantuvo supervisión. Los bloques fueron izados con 
una grúa ubicada fuera de la reserva, de manera que no se efectuó ningún 
movimiento de tierra ni se provocó alteración alguna al patrimonio cultural. 
Asociado con estas tareas, hubo limpieza de cobertura vegetal, reparación de 
cercas y señalización de áreas. 



 



 
Fig. 9.  Camino de acceso, cercado de protección y rótulos en el frente Norte de la reserva en 
el sitio Dos cabezas (A-439 DC) 
 
 
Reservas arqueológicas en el sitio Gavilán (A-311 Ga) 



En las conclusiones y recomendaciones resultantes del proceso de 
evaluación arqueológica en el terreno del Quebrador Río Toro (Hurtado de 
Mendoza 2007) se hizo notar que el mayor área del sitio contenía materiales 
arqueológicos en densidades modestas, de los cuales se obtuvo muestras 
adecuadas para la investigación, pero también se aseguró que existen en el 
sitio dos zonas de alta sensibilidad arqueológica: 1) la zona del “camino 
indígena” por donde discurre un tramo de 200 m del “Camino B” de Cutris; 
y 2) la zona de estratigrafía inalterada, asociada al hallazgo de una punta y 
una esquirla de piedra atribuibles al período Paleoindio. 



En consecuencia, se emitieron las siguientes recomendaciones: 
 Registrar el terreno del Quebrador Río Toro, como sitio 



arqueológico, con la denominación de “Sitio Gavilán”. 
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 Autorizar el uso del terreno para los fines del P. H. Toro 3, 
excluyendo las dos zonas de particular importancia arqueológica 
arriba mencionadas. 



 Declarar intangible la Zona A, correspondiente al camino indígena y 
asegurar su protección absoluta mediante la construcción de vallas 
metálicas y malla “ciclón”. 



 Declarar “reserva arqueológica temporal” a la Zona B, 
correspondiente al sector en el cual se constató, la existencia de una 
profunda estratigrafía no perturbada. 



 Reiniciar excavaciones estratigráficas en la Zona B. 
 Ampliar el área de prospecciones superficiales en las terrazas altas 



de la zona, para corroborar la tendencia observada de ocupación 
temprana. 
 



 
Fig. 10. El sitio arqueológico Gavilán (A-311 Ga). Con las dos reservas arqueológicas: R1 es 
el área de campamentos de caza precerámicos; R2 es el camino indígena "B" de Cutrís. En el 
extremo Este están marcados los puntos donde se recolectó piezas líticas del período 
Paleoindio. 



 
La Comisión Arqueológica Nacional, aprobó las recomendaciones 



emitidas, comunicando su acuerdo mediante la nota CAN 272-2007 del 5 de 
febrero del 2007. Posteriormente, los esfuerzos adicionales de excavación 
hicieron evidente que las dimensiones del depósito en la Zona B (reserva R1 
en el plano) excedían nuestra disponibilidad de tiempo y recursos, necesarios 
para completar la tarea apropiadamente. Ante estas circunstancias, se declaró 
esta zona como área de reserva arqueológica, con la finalidad de asegurar su 
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disponibilidad para la investigación en el futuro. La Zona A (reserva R2 en 
el plano) corresponde al camino indígena prehispánico, conocido como 
“Calzada B” en la literatura. Dado que se pudo constatar que esta vía no está 
empedrada, ni presenta escalones ni otras obras de mampostería, se 
consideró apropiado abandonar su designación como calzada, a favor del 
término “camino”. El carácter de intangibilidad de las dos reservas, fue 
afianzado ante la decisión de los constructores de aceptar  las 
recomendaciones del arqueólogo encargado, dejando sin uso ambas áreas de 
reserva y asumiendo la responsabilidad y costos de la aplicación de medidas 
de gestión de los recursos culturales implicados. Ambas áreas de reserva, 
fueron cercadas con postes de cemento y alambres de púas, para evitar el 
acceso y tránsito de personal y equipo mecánico. Posteriormente, se 
ejecutaron tareas de mantenimiento, consistentes en el corte de la cobertura 
vegetal. Más recientemente, la alambrada fue sustituida por malla ciclón y se 
colocaron rótulos informando que se trata de reservas arqueológica 
identificadas por sus respectivos nombres y código de registro oficial del 
sitio arqueológico a los cuales pertenecen. 



 



 
Fig.11 El camino indígena con el cercado de protección y uno de los rótulos instalados. 
 



 
Fig. 12. Cercado de protección en la reserva arqueológica Gavilán 
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Fig. 13.  Rótulo informativo en la reserva del sitio Gavilán 



 
La reserva del camino indígena de Cutrís mide 3,215.5 m2 y la reserva 



precerámica de Gavilán tiene 2,853.5 m2. 
 
 
Marco legal 



El concepto de reserva arqueológica no está definido ni está previsto en la 
legislación vigente de Costa Rica. Tanto la Ley No. 6703 del 28 de 
diciembre de 1981 como el Decreto Ejecutivo No. 28174 del 19 de octubre 
de 1999, los cuales constituyen la regulación ad hoc correspondiente al 
Patrimonio Arqueológico Nacional, enfatizan los aspectos atinentes a la 
ejecución de estudios arqueológicos y actividades de rescate arqueológico, 
pero no emiten disposición alguna acerca de la conservación de bienes y 
sitios arqueológicos in situ. 



La Ley No. 6703 tipifica el delito arqueológico en relación con la 
posesión y comercio indebidos de bienes arqueológicos, También asigna al 
Museo Nacional de Costa Rica la custodia de los bienes muebles 
arqueológicos, pero no considera en forma alguna la situación o destino de 
los terrenos, públicos o privados, donde existen yacimientos arqueológicos. 
De hecho, el concepto de sitio arqueológico no parece haber preocupado al 
legislador, ni en la Ley ni en el Decreto Ejecutivo arriba mencionados. 



 La Ley No. 6703 en su artículo 12 señala la posibilidad de obtener la 
autorización de la CAN para la ejecución de excavaciones arqueológicas en 
terrenos privados, siempre y cuando se cuente con la autorización del 
propietario. Pero esta indicación tiene por propósito evidente, proteger el 
principio de propiedad privada y evitar perjuicio al propietario, antes que 
salvaguardar el Patrimonio Cultural Arqueológico. Así se desprende del 
tenor completo de esta disposición: 



Artículo 12.- La Comisión Arqueológica Nacional podrá autorizar 
excavaciones con autorización del propietario del terreno, y con la 
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de 1999, los cuales constituyen la regulación ad hoc correspondiente al 
Patrimonio Arqueológico Nacional, enfatizan los aspectos atinentes a la 
ejecución de estudios arqueológicos y actividades de rescate arqueológico, 
pero no emiten disposición alguna acerca de la conservación de bienes y 
sitios arqueológicos in situ. 



La Ley No. 6703 tipifica el delito arqueológico en relación con la 
posesión y comercio indebidos de bienes arqueológicos, También asigna al 
Museo Nacional de Costa Rica la custodia de los bienes muebles 
arqueológicos, pero no considera en forma alguna la situación o destino de 
los terrenos, públicos o privados, donde existen yacimientos arqueológicos. 
De hecho, el concepto de sitio arqueológico no parece haber preocupado al 
legislador, ni en la Ley ni en el Decreto Ejecutivo arriba mencionados. 



 La Ley No. 6703 en su artículo 12 señala la posibilidad de obtener la 
autorización de la CAN para la ejecución de excavaciones arqueológicas en 
terrenos privados, siempre y cuando se cuente con la autorización del 
propietario. Pero esta indicación tiene por propósito evidente, proteger el 
principio de propiedad privada y evitar perjuicio al propietario, antes que 
salvaguardar el Patrimonio Cultural Arqueológico. Así se desprende del 
tenor completo de esta disposición: 



Artículo 12.- La Comisión Arqueológica Nacional podrá autorizar 
excavaciones con autorización del propietario del terreno, y con la 



Reservas arqueológicas 243 



obligación de supervisar la excavación en forma directa y adecuada, y de 
adoptar las medidas correspondientes para evitar daños a la propiedad de que 
se trate. (Asamblea Legislativa, 1981, s. p.) 



Tanto la Ley No. 6703 como el Decreto Ejecutivo No. 28174, tienen 
artículos que han sido modificados, anulados o declarados parcialmente 
inaplicables por la Corte Suprema de Justicia, por razones de 
inconstitucionalidad. Sin embargo, circulan versiones impresas y facsímiles 
de las versiones completas publicadas en el diario oficial La Gaceta, sin 
ninguna advertencia para el usuario de las resoluciones de la Corte Suprema 
de Justicia. 



La Ley No. 7555 del 20 de octubre de 1995, emite normas atinentes al 
Patrimonio Histórico Arquitectónico. En el Artículo 6, define “sitio” como 
un lugar o área que podría incluir “lugares arqueológicos de valor 
significativo para la evolución o el progreso de un pueblo, desde el punto de 
vista histórico, estético, etnológico, antropológico o ambiental”. También 
reconoce como “monumentos”, entre otros, a “elementos o estructuras de 
carácter arqueológico”. 



En el Artículo 7, se establece el procedimiento de incorporación de un 
bien al Patrimonio Histórico Arquitectónico, lo cual se hará mediante la 
emisión de un Decreto Ejecutivo, previa tramitación de un expediente que 
abrirá el Ministerio de Cultura, a instancias de una Comisión asesora creada 
por esta misma ley. Tal Decreto Ejecutivo podría contemplar la expropiación 
de inmuebles. Las características intra-institucionales del procedimiento 
enunciado, parecen ser la razón principal para que, desde la fecha de emisión 
de esta ley en Octubre de 1995, no exista ningún trámite iniciado solicitando 
o proponiendo que algún sitio arqueológico sea incorporado a la lista del 
Patrimonio Histórico Arquitectónico. 



Por otro lado, resulta incongruente el requisito impuesto por la Ley No. 
7555 para que un bien arqueológico inmueble, dependa de la emisión de un 
Decreto Ejecutivo para ser incorporado al Patrimonio Histórico 
Arquitectónico, a sabiendas de que la Ley No. 6703, ya los ha declarado 
Patrimonio Cultural Arqueológico, como se lee en el Artículo 1: 



Constituyen patrimonio nacional arqueológico, los muebles o inmuebles, 
producto de las culturas indígenas anteriores o contemporáneos al 
establecimiento de la cultura hispánica, en el territorio nacional, así como los 
restos humanos, flora y fauna, relacionados con estas culturas. (Asamblea 
Legislativa, 1995) 



Aparentemente, existe un elemento discriminatorio en la distinción que 
estas leyes hacen entre patrimonios, en razón de su respectivo carácter 
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cultural hispano o indígena. En ambos casos existe arquitectura y en ambos 
casos se trata de una misma historia del país. 



La Ley No. 4711 del 21 de diciembre de 1970, ratifica el tratado 
internacional que emite “Recomendaciones sobre la conservación de bienes 
culturales que la ejecución de obras públicas o privadas pueda poner en 
peligro”. Siendo un tratado internacional, con rango de ley nacional, debiera 
aplicarse, pero su carácter recomendatorio no ha sido trascendido. Sin 
embargo, este instrumento legal es el único y más adecuado en lo 
concerniente a los aspectos de conservación y gestión de los bienes 
arqueológicos patrimoniales inmuebles. Lo que sigue son extractos de 
algunos artículos relevantes. 



Principios generales: 
5.- Recomienda tomar en cuenta la importancia relativa de los bienes 



culturales de que se trate al determinar las medidas necesarias: conservación 
in situ; traslado; rescate. 



7.- Las disposiciones encaminadas a conservar o salvar los bienes 
culturales deberían ser preventivas y correctivas. 



9.- Debiera darse prioridad a la conservación in situ para mantener la 
continuidad y vinculación histórica de los bienes. 



13.- Para conservar o salvar bienes culturales se debe adoptar medidas 
precisas, de conformidad con el sistema jurídico y organización de cada 
Estado, en los siguientes rubros: legislación; financiamiento; administración; 
métodos de conservación y salvación; sanciones; reparaciones; recompensas; 
asesoramiento; programas educativos. 



Métodos de conservación: 
22.- Deberían realizarse detenidos estudios para determinar: a) las 



medidas que hayan de tomarse para conservar los bienes culturales 
importantes in situ; b) la magnitud de los trabajos de salvación necesarios: 
excavaciones; traslados; salvación de bienes muebles. 



23.- Las medidas encaminadas a conservar o salvar los bienes culturales 
deberían tomarse con la suficiente anticipación a las obras públicas o 
privadas. 



24.- Deberían protegerse, mediante su clasificación en zonas o su 
registro, los yacimientos arqueológicos importantes. Las reservas 
arqueológicas deberían dar lugar a adquisiciones inmobiliarias para permitir 
las excavaciones profundas o la conservación de los vestigios descubiertos. 



26.- Los Estados Miembros deberían dictar disposiciones que permitan a 
las autoridades nacionales o locales o a los organismos adecuados comprar 
los bienes culturales importantes que corren peligro como consecuencia de 
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obras públicas o privadas. En caso necesario, debería ser posible recurrir a la 
expropiación. 



Como se puede notar, estos artículos de la Ley No. 4711, contemplan la 
posibilidad de medidas de gestión como la conservación in situ. También se 
hace mención a “las reservas arqueológicas” en circunstancias inmobiliarias. 
Desafortunadamente, el tenor e intención de estas disposiciones son 
solamente sugerentes, dejando a cada Estado Miembro del ente 
internacional, la prerrogativa de convertirlos o no en mandatos de 
cumplimiento obligatorio. 



 
 



Marco institucional 
Ministerio de Cultura y Juventud (MCJ). Es la entidad de mayor 



jerarquía dentro del sector de asuntos culturales. Cuenta con una Dirección 
de Investigación y Protección del Patrimonio Cultural, en la cual recaen sus 
potestades y obligaciones legales acerca de los bienes arqueológicos, 
incluyendo aspectos de gestión de los recursos culturales inmuebles, por 
ejemplo, la ejecución de proyectos de restauración de sitios arqueológicos 
monumentales (Valldeperas y Barrascout 1992; Troyo 2002). El Ministerio 
de Cultura y Juventud forma parte, con un delegado, de la Comisión 
Arqueológica Nacional. 



Ministerio de Educación Pública (MEP). Es el ente rector del sector 
educacional. Forma parte, con un delegado, de la Comisión Arqueológica 
Nacional. 



Museo Nacional de Costa Rica (MNCR). Es la institución custodia de 
los bienes arqueológicos muebles, además de cumplir actividades de 
investigación. Para tales efectos, el MNCR cuenta con dos departamentos o 
jefaturas. Uno es el Departamento de Protección del Patrimonio Cultural, el 
cual administra el Registro Público del Patrimonio Nacional Arqueológico. 
El otro es el Departamento de Antropología e Historia, encargado de las 
labores de investigación científica, incluyendo la supervisión de los estudios 
arqueológicos cuya ejecución haya sido autorizada por la Comisión 
Arqueológica Nacional. El Museo Nacional de Costa Rica, forma parte, con 
un delegado, de la Comisión Arqueológica Nacional. 



Universidad de Costa Rica (UCR). Es la única entidad académica del 
país que ofrece estudios en Arqueología. Cuenta con un programa básico 
educativo con énfasis en Arqueología, dentro de la carrera profesional de 
Antropología, así como un programa de Maestría en Antropología, en el cual 
se admite estudiantes de Arqueología. Se otorga el título de Licenciado en 
Antropología con énfasis en Arqueología y el grado de Master de Ciencias 
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en Antropología. La Universidad de Costa Rica, forma parte, con un 
delegado, de la Comisión Arqueológica Nacional. 



Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI). Esta institución fue 
creada mediante Ley No. 5251 del año 1973 y reformada mediante Ley 5671 
del 14 de abril de 1975. La CONAI está copiosamente conformada por 
delegados de doce instituciones estatales, tres de enseñanza superior, los 
municipios en los cuales existen comunidades indígenas, las respectivas 
asociaciones de desarrollo comunal y las asociaciones pro-indígenas 
legalmente establecidas. Tiene objetivos que conciernen al desarrollo social, 
económico y cultural; coordinación interinstitucional; investigación 
científica; divulgación; derechos de las minorías étnicas; legislación; salud, 
educación y capacitación. La CONAI forma parte, con un delegado, de la 
Comisión Arqueológica Nacional. 



Comisión Arqueológica Nacional (CAN). Fue establecida mediante Ley 
No. 6703 del 19 de enero de 1982. Está formada por cinco miembros, 
representantes del Museo Nacional de Costa Rica, Universidad de Costa 
Rica, Ministerio de Cultura y Juventud, Comisión Nacional de Asuntos 
Indígenas y Ministerio de Educación Pública. Sus facultades incluyen la 
autorización de exportaciones de bienes arqueológicos con fines de 
intercambio o investigación; la autorización y supervisión de excavaciones 
arqueológicas; establecer los términos, condiciones y obligaciones 
pertinentes a las excavaciones que autoriza; y la supervisión del Registro 
Público del Patrimonio Nacional Arqueológico. Las indicaciones y 
resoluciones de la CAN, se hacen mediante acuerdos que cuenten con el voto 
mayoritario de sus miembros. 



Instituto Costarricense de Electricidad (ICE). Empresa estatal encargada 
de las obras de desarrollo eléctrico y las telecomunicaciones del país, cuenta 
con estructura interna dedicada a la aplicación de la legislación vigente en 
aras del desarrollo sostenible del país. Emitió en el año 2008 la Norma ICE 
58.00.001.2008 titulada: “Procedimiento sobre trabajos arqueológicos en 
terreno adquiridos o utilizados por el GRUPO ICE”, uno de cuyos acápites 
principales está dedicado a la “Conservación de sitios arqueológicos en 
terrenos del Grupo ICE”. 



Profesionales de Arqueología. A la fecha de este informe, el número de 
arqueólogos del país, que están activos y en posiciones remuneradas, 
asciende a 96 profesionales y estudiantes avanzados, distribuidos de la 
siguiente manera: museos (18); universidades (12); ministerios (3); Instituto 
Costarricense de Electricidad (29); independientes (29); residentes en el 
extranjero (5). A estos se suman por lo menos unos 10 profesionales de 
instituciones foráneas que mantienen actividades de investigación científica 
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en Costa Rica. No existe una asociación, colegio profesional u otra forma de 
organización gremial formal. 



 
 



Discusión y recomendaciones 
La determinación de mantener una parte del terreno donde se construyó la 



Subestación como Reserva Arqueológica Intangible surge a raíz de las 
características culturales presentes en el lugar. Los resultados de la 
evaluación arqueológica dieron a conocer el alto valor informativo con que 
cuenta el lugar. El sitio posee evidencia de ocupación humana a lo largo de 
una secuencia que inicia en la época de transición entre el Pleistoceno y el 
Holoceno y avanza hasta el siglo XVI. Debido a la complejidad que conlleva 
un proyecto hidroeléctrico y  cada una de sus obras, fue necesario que se 
llevaran a cabo trabajos dentro del área de reserva, sin embargo, siempre se 
mantuvo vigilancia y supervisión constante en cada actividad para asegurar 
la protección del yacimiento arqueológico e inculcar respeto hacia el área en 
general logrando que se concibiera como una Reserva Intangible de gran 
valor cultural. 



La protección de este sector sirve de ejemplo y aliciente para otros 
proyectos y abre paso a otras investigaciones que puedan darse a futuro, 
debido a la protección de la integridad del depósito arqueológico que existe 
en el sitio. 



Las labores de recuperación de áreas y de mantenimiento en las zonas 
arqueológicas en el terreno del Quebrador Río Toro, cumplen el propósito de 
dejar bien delimitadas las reservas, pero es importante recordar que el 
terreno es propiedad de particulares. El proyecto hidroeléctrico lo utilizó 
mediante un contrato de alquiler, pero al finalizar el proyecto, dicho terreno 
revierte en su propietario. En este caso, será advertido el Museo Nacional de 
Costa Rica acerca de la inminencia de tal reversión, siendo de esperar que se 
establezca un acuerdo que garantice la salvaguarda de las reservas 
arqueológicas. 



Así, la identificación y delimitación de las zonas de reserva arqueológica 
se dirigen también al desarrollo de conciencia en el propietario, vecinos del 
lugar y trabajadores de las empresas agroindustriales de la región, acerca de 
los recursos culturales que existen en la propiedad, la importancia de su 
conservación y protección. 



La Comisión Arqueológica Nacional, también debiera ser informada 
acerca de la reversión de la propiedad a sus dueños, de manera que adopten 
prevenciones. Por parte de las autoridades del proyecto hidroeléctrico, lo 
recomendable será que la documentación del finiquito de la relación de 
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arrendamiento del terreno, incluya cláusulas atinentes a esta cuestión. Un 
informe arqueológico en el cual se describa la naturaleza de los yacimientos 
y su estado de conservación, deberá ser entregado al propietario, de manera 
que quede constancia de haber sido enterado. 



Los autores de este documento, consideramos que el trabajo arqueológico 
efectuado, tanto en lo que se refiere a la investigación como a la gestión de 
los recursos arqueológicos, constituyen aporte y cumplimiento, respecto de 
nuestra obligación de estudiar y proteger el Patrimonio Nacional 
Arqueológico. 
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Resumen 
La concepción de planes de conservación, protección y restauración del 



patrimonio cultural debe sustentarse en un diagnóstico de su integridad física, 
estructural y estética y de las posibles causas de su deterioro, que dependen de 
factores bióticos (macro y microorganismos), abióticos (físico-químicos y 
climatolológicos) y antropogénicos. El patrimonio de piedra natural costarricense 
constituye un emblema de nuestra arqueología, identidad y legado cultural. Con el 
objetivo de contribuir a su permanencia, este trabajo presenta un estudio el 
biodeterioro de estructuras monumentales de carácter ceremonial (esferas de piedra), 
artístico (Monumento Nacional El Farallón) y funcional (Monumento Nacional 
Guayabo). Mediante métodos microbiológicos y de biología molecular, se han 
aislado, cultivado e identificado una variedad de bacterias, hongos, cianobacterias, 
algas y líquenes que forman biopelículas y tapetes epilíticos causantes de un 
considerable deterioro estético. Asimismo, se ha estudiado el papel de estos 
microorganismos como agentes potenciales de deterioro estructural y evaluado 
alternativas amigables (aceites esenciales) para su prevención y control. 
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Abstract  
Understanding biodeterioration of Costa Rican natural stone-built cultural herit-



age: a contribution to its conservation and restoration. The conception of conserva-
tion, and restoration plans of material cultural heritage, must sustain itself with a di-
agnosis of its physical integrity and aesthetics, and the potential causes of its deterio-
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ration, which depends on biotic, (macro and microorganisms), abiotic (physical, 
chemical and climate) and anthropogenic factors. The Costa Rican natural stone-
built heritage plays an emblematic role in our archeology, identity and tangible her-
itage. In order to contribute to its preservation, we have studied the biological dete-
rioration of monumental structures of ceremonial (prehispanic stone spheres), and 
functional (National Monument Guayabo) character. Using microbiological and mo-
lecular tools, we have isolated, cultivated and identified a variety of bacteria, fungi, 
cianobacteria, algae and lichens, which form epilithic biofilms, responsible of con-
siderable aesthetic deterioration.  Furthermore, we are studying the potential role of 
these organisms as agents of structural deterioration, and evaluating environmentally 
friendly alternatives (essential oils) for their control and prevention. 



Key words: conservation, stone-built heritage, biodeterioration. 
 
 
 



Introducción 
La implementación de programas de conservación, protección y 



conservación del patrimonio cultural se ha convertido en una tarea prioritaria 
para las sociedades del siglo XXI. Una etapa esencial en la definición de 
estos programas es la evaluación exhaustiva de las causas potenciales que 
inciden en los procesos de deterioro de los bienes patrimoniales. Desde un 
enfoque netamente ecológico, este deterioro puede ser causado por la acción 
e interacción de componentes bióticos (macro y microorganismos) y 
abióticos (factores climatológicos, topográficos, hídricos, etc.). Por lo tanto, 
la evaluación de los agentes del biodeterioro y las variables ambientales que 
facilitan su colonización y proliferación biológica en los bienes 
patrimoniales debe ser abordada desde una perspectiva multidisciplinaria e 
integrada, con el propósito de comprender la compleja dinámica ecológica 
en que estos se encuentran inmersos. Lo anterior es particularmente 
relevante en los países tropicales, los cuales se caracterizan por valores altos 
de temperatura, humedad relativa y un agresivo régimen de lluvias, factores 
que favorecen una gran diversidad biológica. Paralelamente, debe valorarse 
el aporte de la intervención humana, que en algunos casos es quizá el agente 
preponderante del deterioro. Frecuentes manifestaciones antropogénicas del 
deterioro de nuestro patrimonio cultural son las prácticas agrícolas (quemas 
de raleo), el saqueo, el vandalismo y los grafiti. 



En Costa Rica, el patrimonio de piedra natural constituye una 
manifestación emblemática de la arqueología nacional. Este está 
conformado, básicamente, por huna amplia colección de artefactos de uso 
cotidiano (metates, estatuas, mesas, etc.), estructuras patrimoniales de 
carácter ceremonial como las esferas de piedra del Valle del Diquís (EPVD), 
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manifestaciones artísticas como el Monumento Nacional El Farallón 
(MNEF) y expresiones monumentales de orden funcional como el 
Monumento Nacional Guayabo (MNG). En este artículo, se presentan los 
avances que en el área del deterioro de bienes patrimoniales se han realizado 
en aras de comprender el biodeterioro de artefactos y sitios patrimoniales en 
el complejo contexto ecológico de los países tropicales. 



Su objetivo es revelar la fragilidad en que se encuentran dichos sitios y 
artefactos como consecuencia de una combinación de factores ambientales y 
antropogénicos y de una pobre ejecución de los planes y estrategias de 
conservación ya establecidos. Esta situación alerta sobre la necesidad de 
establecer mecanismos para hacer más efectiva la ejecución de dichos planes 
y proteger ese patrimonio de manera que se conserve como evidencia y 
marco de interpretación de la historia antigua costarricense. Debe recordarse 
que los sitios arqueológicos son limitados, no se regeneran. Por lo tanto, su 
eventual destrucción causaría daños irreparables al conocimiento, pérdida de 
la identidad y herencia material como legado a las futuras generaciones. 



A continuación presentamos una breve descripción de los sitios en 
estudio: 



 
 



Esferas precolombinas de piedra del Valle del Diquís (EPVD) 
Son originarias del Pacífico Sur del país –planicie formada por los ríos 
Térraba y Sierpe– y reconocidas como obras únicas y distintivas de la 
arqueología costarricense, debido principalmente a su cantidad; diversidad 
de tamaños (desde pocos centímetros a más de 2 metros de diámetro); 
precisión esférica; fino acabado y su disposición en conjuntos, algunos de 
ellos en forma de alineamientos o figuras geométricas (Stone 1943). Al 
respecto, véanse las figuras 1A y 1B. Se estima que fueron elaboradas hace 
más de dos mil años por los pueblos prehispánicos de la zona, 
presumiblemente los antepasados de los actuales borucas. Fueron elaboradas 
en una forma altamente especializada y con gran inversión de trabajo en 
rocas de tres tipos: gabros, granodioritas, andesitas y, en menor cantidad, 
calizas y areniscas. La mayoría provienen de rocas plutónicas, materiales 
que se encuentran en las filas montañosas que rodean el delta, 
específicamente en lo que corresponde a la Cordillera Costeña (Quintanilla 
2007, pp. 86-87). 



A pesar de su relevancia arqueológica y cultural, a través de la historia 
(desde la primera explotación agrícola del monocultivo del banano en la 
década de 1940 y las subsiguientes explotaciones de palma africana y arroz), 
las esferas han sido saqueadas, movilizadas a áreas urbanas, principalmente 
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el Valle Central, e incluso han sido transladadas al extranjero con la 
consiguiente amenaza de su integridad y pertenencia cultural. En el año 
2000, una campaña cívica reinsertó algunas de estas esferas en la Zona Sur y 
estableció una campaña de investigación y promoción cultural nacional 
liderada por el Museo Nacional de Costa Rica, con el fin de identificar a la 
población con el significado y simbolismo de las esferas en un afán de 
promover su protección y conservación (Corrales & Badilla, 2005). 



A la fecha, mientras se completan nuestros estudios sobre la magnitud del 
deterioro causado por los microorganismos en las EPVD, nuestro equipo de 
investigación coincide en asignar un papel preponderante de su deterioro a 
los efectos antropogénicos; en particular, aquellos causados por las quemas 
de raleo que provocan la exfoliación de la piedra debido a los cambios 
bruscos de temperatura. 



 
 



Monumento Nacional Guayabo (MNG) 
Ubicado en la zona central del país, pero con influencia climática de la 



zona Atlántica, este sitio arqueológico se localiza en las laderas del volcán 
Turrialba, en la provincia de Cartago. Es la única área silvestre de categoría 
mixta en el país, ya que combina la protección y conservación de recursos 
arqueológicos, biológicos e hídricos. Posee, además, la particularidad de ser 
el único sitio arqueológico de uso turístico en Costa Rica. Su área excavada 
es de 20 ha, las cuales se encuentran rodeadas por 200 ha de bosque pluvial 
premontano. Al respecto, véanse las figuras 1B y 1C. 



El MNG es, de forma general, una aldea de arquitectura monumental. Se 
estima estuvo ocupada durante el periodo 1500 a. C. al 1300 d. C (Troyo, 
2002). Está conformado por diferentes estructuras arquitectónicas y 
urbanísticas de piedra natural, como son los basamentos de 43 montículos, 
dos plazas, dos calzadas, un encierro, diversas tumbas, 62 petroglifos 
aislados y un sistema de acueductos.  



Este sistema hidráulico, compuesto por tres acueductos subterráneos, 
canales abiertos, tanques de disipación y sedimentación, es una evidencia de 
los conocimientos avanzados que poseían sus habitantes de los procesos 
naturales y el ciclo hidrológico de la región (Hurtado de Mendoza, 2004). En 
reconocimiento a su complejidad, en el año 2009 la Asociación Americana 
de Ingenieros Civiles (ASCE), le otorgó el título de “Patrimonio Mundial de 
la Ingeniería” (Cartago Actual, 2009). 
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Fig.1 



 
Cabe señalar también que el MNG es uno de los sitios arqueológicos más 



estudiados del país, a pesar de que no ser el más antiguo. Los estudios 
arqueológicos se iniciaron en Guayabo en 1968 con una intervención de la 
Universidad de Costa Rica, el Ministerio de Cultura y el Sistema de Parques 
Nacionales. En el periodo comprendido entre los 1988 y 1996 se realizaron 
los primeros estudios del sitio y se estableció un plan de manejo, que incluyó 
algunas intervenciones como restauraciones puntuales, graduales y 
exploratorias. 



Luego de un largo periodo en que se suspendieron las intervenciones 
debido a la carencia de financiamiento, en el año 2006, se reactivó el interés 
por reiniciar los trabajos de restauración. En el 2007, el arqueólogo peruano 
Alfredo Narváez realizó un nuevo diagnóstico del estado del sitio a 
instancias de la Asociación Proparques, con el fin de facilitar la 
estructuración de un plan de intervención planificada. Dentro de este 
contexto, se determinó que una combinación de factores como los procesos 
de deterioro, la escasez de trabajos de restauración o el carácter inapropiado 
de los mismos han incidido en un deterioro acelerado de las estructuras de 
piedra. Los factores socio-ambientales que contribuyen a este proceso de 
deterioro son los agentes climáticos, los animales, el crecimiento de la 
cobertura vegetal, la pérdida de las funciones originales y la acción misma 
de los seres humanos como el huaquerismo y el mal manejo del sitio. 
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El deterioro de los bienes patrimoniales. Diagnóstico del deterioro 
La experiencia de contemplar un artefacto patrimonial o visitar un sitio 



arqueológico provoca sentimientos de respeto y admiración por los antiguos 
pobladores de nuestro territorio que dejaron plasmadas las expresiones de su 
cultura en diversos materiales (madera, oro, jade, polímeros y piedra). Para 
muchas culturas, la piedra ha constituido por siglos un material constructivo, 
especialmente por su disponibilidad, resistencia y durabilidad. Sin embargo, 
a pesar de tener estas características, los bienes patrimoniales elaborados en 
diferentes tipos de piedra (mármol, granito, rocas volcánicas, etc.), sobre 
todo aquellos situados a la intemperie, están sujetos a un proceso acelerado 
de deterioro, debido principalmente a su exposición directa a las condiciones 
ambientales, que en el caso de los países tropicales son muy agresivas. Los 
agentes de deterioro de los objetos y productos culturales a lo largo del 
tiempo son variados. El deterioro natural del material se produce a lo largo 
del tiempo y como reacción al ambiente, sin importar cuál sea el material o 
la larga duración que parezca tener. El deterioro ambiental y microambiental 
está fundamentalmente relacionado con la acción del clima y cómo afecta 
este la conservación de los materiales, pues los erosiona o les produce daños 
directos. Esto puede suceder por el exceso de calor, luz solar directa, lluvias 
y cambios térmicos violentos, entre otros. 



Los artefactos y monumentos seleccionados para nuestro estudio se 
ubican en tres áreas geográficas de Costa Rica. En el cuadro 1 se presentan 
los valores promedio de algunos parámetros ambientales registrados durante 
el periodo 1953-2011 (Sistema Metereológico Nacional), los cuales 
caracterizan las regiones aledañas a los monumentos.  



 



 
Cuadro 1 



 
En general, el parámetro de mayor variabilidad entre las zonas central y 



sur con respecto a la noroeste es la precipitación acumulada, ya que tanto la 
temperatura como la humedad relativa presentan ámbitos con valores 
traslapantes. 
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Los bosques de los sitios arqueológicos analizados pertenecen a las zonas 
de vida bosque premontano húmedo (bmhP) y bosque muy húmedo Tropical 
(bmhT) con una transición a basal en el MNEF. A todos ellos, se les 
considera los bosques siempre verdes y se los caracteriza por la gran 
diversidad biológica que existe en ellos. Aproximadamente 2/3 de la fauna y 
la flora de mundo se encuentra en sus ecosistema, tanto en el sotobosque 
como en el dosel donde las copas de los árboles están alrededor de 15 m. Su 
localización cerca al ecuador convierte a estos árboles excelentes fijadores 
de CO2 y realizadores de fotosíntesis. Por su alta humedad, es evidente en 
ellos la presencia de varias plantas epífiticas como líquenes, bromelias, 
orquídeas y musgos. Las esferas prehispánicas, por su parte, se encuentran 
dentro de una gran planicie conocida como el Delta del Diquís o Delta 
Sierpe-Térraba, el cual es uno de los deltas y estuarios más importantes del 
sur de América Central. Su formación la ocasionan el Río Grande de Térraba 
y el Río Sierpe. Esta es la cuenca hidrográfica más extensa de todo el país. 
Se trata de una región donde el bosque húmedo está muy fragmentado por el 
gran avance de la frontera agrícola, con plantaciones de banano y de palma 
aceitera. Todas estas características propias del bosque y el entorno 
ecológico en que se ubican los monumentos, así como los aspectos 
climatológicos y ecológicos, aunados a características intrínsecas del 
material, contribuyen en forma importante en el proceso de biodeterioro de 
la piedra. También los desastres naturales como las inundaciones, 
terremotos, huracanes y tormentas, entre otros, pueden afectar la estabilidad 
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beneficio destruyen los bienes culturales, como el huaquerismo, o incluso la 
misma guerra producida. Además, también comprende el deterioro por el 
uso cotidiano, que casi no se contempla, pues es producto del uso normal 
para el que fueron diseñadas las estructuras. 
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Los efectos de la colonización microbiana en sitios arqueológicos y 
edificios y estructuras históricas pueden clasificarse en dos categorías no 
excluyentes. En primer término, se tiene el deterioro estético, definido como 
cualquier alteración en el aspecto del bien patrimonial debido a cambios en 
la coloración o textura debidos a la presencia de pigmentos y biopelículas 
producidos por cianobacterias, bacterias, algas, hongos o líquenes. También 
se da la presencia de un crecimiento desproporcionado –principalmente en el 
caso de hongos filamentosos, líquenes y musgos–, que puede desdibujar los 
rasgos particulares del objeto (por ejemplo, los petroglifos) u ocultar los 
elementos estructurales. En segundo término, se tiene el deterioro o 
biocorrosión de las características físico-químicas y estructurales del 
material, el cual se debe a la producción de metabolitos secundarios como 
ácidos inorgánicos, orgánicos y a procesos de oxido-reducción sobre 
cationes del cristal mineral (Fernandes, 2006). 



Como ejemplo de esta situación, se puede citar la excreción de ácido 
nítrico y nitroso por parte de las bacterias nitrificantes (Nitrosomonas sp.) 
que, a su vez, provoca la disolución de la piedra y la formación de sales de 
nitrato. Otro proceso de biocorrosión importante lo generan las bacterias 
sulfato-oxidantes (por ejemplo, Thiobacillus sp.), que excretan ácido 
sulfúrico, el cual, al reaccionar con los componentes de la piedra, producen 
sulfatos que se depositan en forma de cortezas de color negro sobre la piedra 
patrimonial (Fernandes, 2006). Otros ejemplos de biocorrosión son la acción 
quelante sobre los cationes (Al, Ca, Mg, Mn) que componen la matriz 
mineral formando complejos estables, que producen los ácidos orgánicos 
excretados por los organismos quimiorganotrofos (hongos, bacterias, 
líquenes). 



La colonización y el establecimiento posterior de una comunidad 
microbiana estable sobre una roca dependen de una serie de factores 
ambientales y microambientales (humedad, radiación solar, temperatura y 
deposición de nutrientes orgánicos e inorgánicos) y de características 
inherentes del sustrato, tales como el tipo de roca (granito, arenisca, mortero, 
roca volcánica, etc.) y su bioreceptibidad (Gorbushina 2007). Esta última 
característica está influenciada directamente por factores mineralógicos y 
petrográficos (Tiano et al. 1995,  Miller et al. 2006). En particular, las 
características de la superficie del material, como rugosidad, 
absorbancia/hidrofobicidad, presencia de cavidades y la porosidad (número, 
tamaño y distribución de los poros), determinan la capacidad de retención de 
agua del material (Caneva et al. 2004). Además, todas en su conjunto 
facilitan la adhesión, colonización y dispersión microbiana superficial y al 
interior del material (Warscheid et al. 1993). Obando & Peraldo (2011) 
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determinaron que el MNG está compuesto de al menos tres tipos de rocas del 
tipo lavas andesíticas porfiríticas, pero con cristales de diferente 
granulometría (>1 mm a 2,0 mm). Si bien, la colonización microbiana de un 
sustrato por periodos limitados de tiempo no necesariamente ejerce un efecto 
deletéreo, se presume que su acción constante por lapsos prolongados de 
tiempo le confieren un alto potencial biodeteriogénico. 



 
 



El estudio del biodeterioro en Costa Rica: las esferas de piedra 
Este artículo se enfoca en los avances logrados en el estudio del 



biodeterioro de bienes patrimoniales costarricenses construidos en piedra 
natural. Estos estudios se iniciaron en el año 2004 con el apoyo financiero 
del IV Premio Ford Motor Company de Conservación de la Herencia 
Cultural y la Universidad de Costa Rica, otorgado a un grupo 
interdisciplinario de la Universidad de Costa Rica, el Museo Nacional de 
Costa Rica y del Consejo Internacional de Monumentos y Sitios (ICOMOS). 



Con el propósito de establecer un paradigma metodológico que pudiera 
extenderse a otras manifestaciones arqueológicas elaboradas en piedra 
natural, se utilizaron como modelo inicial las esferas de piedra del Valle del 
Diquís. Durante los años 2003 y 2004, se realizó una evaluación visual y 
documentación fotográfica del deterioro estético de esferas seleccionadas a 
partir de diversos contextos ecológicos incluyendo artefactos de exhibición 
de la Sala de Historia Precolombina y patio principal del Museo Nacional de 
Costa Rica (MNCR) y del Delta del Diquís (Provincia de Puntarenas), así 
como aquellos presentes en enclaves arqueológicos, Finca 4, Finca 6, Finca 
El Silencio y Hacienda La Victoria (al respecto, véase la figura 1A), y en 
sitios urbanos donde se reubicaron algunas esferas, como el Parque de 
Palmar Sur (al respecto, véase la figura 1B) y la Municipalidad de Ciudad 
Cortés. A partir de muestras tomadas de estas esferas se realizó el primer 
inventario de la biodiversidad microbiana cultivable utilizando métodos 
microbiológicos tradicionales (Mora et al. 2007) y se obtuvieron un total de 
161 aislamientos microbianos (incluyendo bacterias, hongos y 
cianobacterias), 60 aislamientos a partir de muestras del MNCR y 101 del 
Diquís. 



De los resultados obtenidos (Mora et al. 2006), es importante resaltar el 
predominio en las esferas del MNCR de bacilos gram positivos esporulados 
de los géneros Bacillus, Paenibacillus y Brevibacillus. Mientras que en las 
biopelículas del Diquís, predominaron los bacilos con una distribución casi 
similar de esporulados y no esporulados. La identificación taxonómica de 
una selección de aislamientos del Diquís, demostró la presencia de los 
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géneros Bacillus, Paenibacillus, Brevibacillus y los taxones 18 y 24 de 
bacilos gram positivos esporulados. 



Estos hallazgos y en particular el predominio de bacilos gram positivos 
esporulados en las esferas precolombinas de piedra de Costa Rica, coinciden 
con los reportes de la literatura internacional para otros artefactos y 
monumentos de piedra en Europa (González et al. 1999) y Latinoamérica 
(Videla, 2001). En el contexto latinoamericano, se pueden mencionar los 
estudios realizados en Monumentos Arqueológicos del Patrimonio Cultural 
Maya de dos sitios arqueológicos ubicados en zonas de características 
ambientales marcadamente diferentes en la Península de Yucatán (Videla, 
2001). En este caso, en particular, la biomasa principal estuvo compuesta por 
cianobacterias de diferentes géneros (Synechocystis, Synechococcus, 
Gloecapsa, Pleurocapsa, Gloethece, Xenococcus, etc.), seguidos por 
bacterias heterotróficas mesófilas de los géneros Pseudomonas y Bacillus, y 
hongos de los géneros Aspergillus y Monilia. 



Como detalle curioso, los hongos filamentosos, se aislaron únicamente en 
las esferas del Diquís y la identificación preliminar de algunos de ellos los 
ubican en los géneros Aspergillus, Fusarium Penicillium y Curvularia. Por 
su parte, se obtuvieron un total de 28 aislamientos de cianobacterias 
(unicelulares y filamentosas), que en ambos casos representaron menos del 
22% del total de microorganismos aislados, sin embargo, estos 
microorgnismos se consideran importantes agentes potenciales de 
biodeterioro. En el caso de los hongos, sus filamentos (hifas y micelio) 
pueden penetrar las fisuras y grietas de la piedra acelerando el proceso de 
deterioro. Mientras que las cianobacterias, además de producir pátinas que 
generan deterioro estético, se consideran los colonizadores primarios de la 
superficie, ya que inician la sucesión ecológica que eventualmente podría 
llevar al establecimiento de otros microorganismos que sean agentes 
importantes de biodeterioro. A partir de ambos contextos ecológicos, se han 
aislado bacterias fotosintéticas (cianobacterias) que preliminarmente se han 
identificado como representantes de 3 de las 5 secciones taxonómicas en que 
se clasifican estos microorganismos. 



 
 



Deterioro del Monumento Nacional Guayabo 
Basados en la experiencia metodológica de los estudios realizados en las 



esferas de piedra, se abordó el estudio del biodeterioro del Monumento 
Nacional Guayabo. De igual manera, se inició con una inspección visual de 
las estructuras arquitectónicas y urbanas del monumento documentando 
fotográficamente el deterioro en sus diversas manifestaciones. Desde el 
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punto de vista estructural, se registró la presencia de fracturas, fisuras, 
exfoliaciones o desplazamientos de las piedras, mientras que desde un 
enfoque estético se documentó la presencia de cobertura vegetal (plantas, 
musgos), biopelículas y tapetes biológicos. Con este conjunto de fotografías, 
se establecieron una serie de índices de deterioro, con la finalidad de contar 
con una herramienta semicuantitativa de diagnóstico. Si bien estos índices 
son aplicables únicamente a las áreas utilizadas en el análisis, se espera sean 
de utilidad en el futuro para evaluar el efecto de diferentes métodos de 
control del biodeterioro. 



Para establecer estos índices, se tomaron 415 fotografías digitales de los 
diferentes sectores del sitio arqueológico, de las cuales se seleccionaron 317 
para ser contempladas en el análisis. De ellas, a 137 se le realizó la 
comprobación de los índices de deterioro. Se determinaron los tipos de 
deterioro de la piedra presentes en el MNG de acuerdo con la clasificación 
encontrada en de Barascout et al. (1988). Para cada tipo de deterioro, se 
determinó además su valor relativo de acuerdo a la mayor o menor 
importancia que tiene el tipo de daño en la estabilidad y conservación del 
material. 



A partir del material fotográfico y recolectado, se analizaron los tipos de 
daño aplicando el método de áreas, que consiste en determinar un sector del 
monumento y considerar la totalidad de las piedras (sus áreas) observadas en 
las fotografías seleccionadas. Determinada el área, esta fue considerada con 
el valor de 1 para determinar el índice. Esta área se determina para cada tipo 
de deterioro. El objetivo del método es determinar el porcentaje del área 
dañada. Cuando una unidad del material presenta algún tipo de daño, se 
considera la totalidad de la piedra dentro del área dañada. Para esto se 
utilizaron los software de Adobe Ilustrador y Vector Works, el primero para 
determinar las áreas totales dentro del material fotográfico y el segundo para 
determinar los porcentajes de las áreas. Determinados los porcentajes de las 
áreas deterioradas, estos se multiplican por el valor relativo y así se obtiene 
el índice de deterioro. Todos los índices se suman y dividen para obtener el 
índice promedio tanto con los valores relativos como sin ellos. Se puede 
observar que al aplicar los valores relativos el índice tiende a subir. Este 
valor relativo se multiplica por el índice producto del análisis, de manera que 
aunque sea una gran área la dañada si el valor relativo es bajo, el índice es 
menor al porcentaje del área alterada. 



Los resultados obtenidos (cuadro 2) muestran que los índices con valores 
mayores fueron los de deterioro general (82%) y el de deterioro estético y 
visual (87%). El índice de deterioro general asume el total del área revisada 
y contempla todos los tipos de deterioro juntos sin distinción de 
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características específicas. Por su parte, el índice de deterioro visual y 
estético (véase la figura 2A) se refiere a la alteración natural de la apariencia 
del material causada por las plantas superficiales sobre el material, los 
líquenes, hongos, musgo y microorganismos que alteran la apariencia natural 
de la piedra. Este deterioro, aunque parece superficial, es lo que genera 
condiciones para un mayor, profundo y acelerado proceso de daño pues 
conserva humedad y da las condiciones para el desarrollo de colonias de 
organismos y microorganismos. Es también de los más altos pues altera la 
textura, color y apariencia de la piedra y por lo tanto es más sencillo de 
determinar. 



  
 
El índice de deterioro superficial del material (véase la figura 2B) que se 



refiere a la alteración natural física de la superficie, sea por desgaste natural 
o por fisuras de la piedra, fue también alto (72%), quizá debido a que el sitio 
está expuesto a la intemperie permanentemente y no se le da uso ni 
mantenimiento. En algunas de las piedras, se da el proceso de exfoliación de 
la piedra y mayor porosidad en la misma. 



Valores intermedios se presentan en el caso de los índices de deterioro 
por desplazamiento del material (43%, véase la figura 2C) y de alteración 
estructural (45%, véase la figura 2D). El deterioro por desplazamiento se 
refiere como su nombre lo indica, al apartamiento de una piedra de su 
posición original o de los ejes originales de acuerdo a su posición en la 
estructura arquitectónica u urbanística. Es un valor de deterioro medio, ya 
que el sitio ha sido muy alterado por las acciones del tiempo, las plantas y lo 
animales que han desplazado las piedras de la posición original. Por su parte, 
el índice de deterioro por alteración estructural se produce cuando el 
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deterioro estructural y el deterioro por desplazamiento afectan la estabilidad 
estructural arquitectónica como un todo. Se considera dentro del cálculo para 
este índice toda el área de la unidad que forma parte de una estructura 
arquitectónica. Tiene un valor intermedio, ya que el sitio ha sido muy 
alterado en cuanto a la estabilidad de las estructuras. 



Índices con valores bajos corresponden al deterioro estructural del 
material (24%, véase la figura 2E) y por intervención de animales (27%, 
véase la figura 2F). El deterioro estructural se manifiesta en la presencia de 
fisuras, cortes, fracturas y, por lo tanto, es uno de los daños más serios, 
afortunadamente en el MNG el daño profundo en el material no es tan 
extenso. Con respecto al índice de deterioro por intervención de animales, 
debe señalarse que se refiere a unidades de piedra alteradas, desplazadas o 
deterioradas por la presencia de animales como insectos, roedores y 
mamíferos menores. Se considera como parte del índice cualquier área de 
material que muestre presencia de estos animales. Es de los más bajos pues 
los animales se van trasladando con el tiempo y dejan daños como 
desplazamiento, por lo que este tipo de deterioro se relaciona con los 
anteriores. 



Todos estos resultados muestran como el deterioro estético es el más 
importante en el monumento y el inventario biológico que hemos realizado 
corrobora que los líquenes constituyen el principal componente biológico (al 
menos a nivel macro) que coloniza la superficie de la piedra patrimonial. Los 
líquenes son el producto de una relación simbiótica entre un hongo 
(micobionte) y un microorganismo fotosintético (ficobionte), ya sea un alga 
eucariónica o una cianobacteria o ambas (fotobiontes). En esta asociación, el 
alga encuentra en la matriz compuesta por las hifas del hongo una protección 
de la radiación solar y un micro hábitat apropiado, mientras que ésta provee 
al hongo de compuestos orgánicos generados por fotosíntesis. Aunque los 
líquenes se pueden encontrar en casi todos los ecosistemas del planeta, desde 
los polos hasta los desiertos y desde las costas hasta los bosques tropicales 
húmedos, sus parámetros óptimos de crecimiento se obtienen en un ámbito 
de temperaturas de 15 a 25º C, alta humedad y alta luminosidad Bajo estas 
condiciones, intervienen en el proceso de sucesión ecológica al proliferar en 
una amplia gama de sustratos como maderas, suelo (terrícolas), hojas, 
cortezas y rocas (saxícolas) (Umaña & Sipman 2002). 
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cambios bruscos de temperatura entre el día y la noche. Bajo estas 
condiciones, no se produce la colonización y proliferación de algas 
eucariónicas y cianobacterias “desnudas” como ocurren en otros sectores del 
monumento (por ejemplo, el monolito del jaguar), sino que son los líquenes, 
por sus condiciones particulares ya comentadas, los que predominan. En el 
caso del monolito del jaguar citado anteriormente, su ubicación en una zona 
boscosa protegido de la radiación solar directa por una estructura techada, 
lejos de prevenir su deterioro estético, condiciona el establecimiento de una 
biopelícula de color verde constituida por diferentes microorganismos 
fotosintéticos. Como resultado de nuestro inventario biológico hemos 
identificado al menos 26 especies diferentes de líquenes clasificadas en 6 
órdenes, 12 familias y 18 géneros (Cuadro 3).  



 



 
Cuadro 3 



 
El 52% de las especies identificadas pertenecen al orden Lecanorales 



(véase la figura 5), un 20% al Peltigerales y 16% al Arthoniales. Por su 
parte, los órdenes Agaricales y Pertusariales están representados por un 4% 
y 8% de las especies respectivamente (véase la figura 3A y la figura 5).  



Estos hallazgos reflejan las tendencias mundiales, pues los micobiontes 
del orden Lecanorales pertenecen a la clase fúngica Lecaromycetes 
reconocida como la más abundante. Además, esta incluye el 90% de todos 
los ascomicetes que forman parte de asociaciones liquénicas (Miadlikowska 
et al; 2006). 



De las doce familias identificadas, las de mayor representación a nivel de 
género son Parmeliaceae, Stereocaulaceae y Physciaceae con un 28%, 11% 
y 11% respectivamente (véase la figura 3B). De los 18 géneros identificados, 
Herpotallon, presentó el mayor número de especies (15%), seguido por 
Parmotrema, Heterodermia, Leptogium, Sticta y Pertusaria con un 8% de 
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las especies cada uno. Los géneros restantes estuvieron representados por un 
4% de las especies (véase la figura 3C). 
 



 
De acuerdo a la clasificación morfológica de los líquenes (Umaña & 



Sipman 2002), se identificaron trece con talo folioso, siete con talos 
crustáceos, tres con talos fruticulosos y tres de tipo escuamuloso. En 
particular, los líquenes crustáceos constituyen un riesgo potencial para la 
conservación de la piedra patrimonial del monumento, debido a su carencia 
de una corteza inferior y su fuerte adhesión al sustrato. De acuerdo a Obando 
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y Peraldo (2011), debido a que las rocas andesitas-basálticas del monumento 
contienen una matriz relativamente suave con mucho vidrio volcánico, la 
remoción mecánica de los líquenes, especialmente los crustáceos, podrían 
provocar una erosión importante de la piedra. 



En este sentido, algunos autores consideran que los líquenes son los 
agentes más significativos en la degradación de la piedra (Ascaso et al; 
1995). La superficie rocosa se fertiliza con pequeñas cantidades de materia 
orgánica producto del establecimiento, crecimiento y desarrollo de los 
líquenes. Esto, junto con las partículas mineralizadas de la roca y 
depositadas del aire, genera un sustrato enriquecido que promueve el 
crecimiento de bacterias heterotróficas, actinomicetos y microhongos. La 
combinación de este complejo de micro comunidades vivientes y el 
amoníaco, fosfato y otros elementos procedentes de la atmósfera, forman 
una capa de "suciedad" que favorece la implantación y la germinación de 
macro organismos como musgos, plantas vasculares, invertebrados y 
vertebrados asociados ellos. La mayor parte de la diversidad liquénica antes 
mencionada, se ha registrado en el sector aledaño al tanque de sedimentación 
del MNG que, debido a diversas causas, se mantiene anegado la mayor parte 
del año. Sin embargo, dos tapetes biológicos se destacan por distribuirse casi 
de forma masiva en los diferentes sectores y, por lo tanto, contribuir de 
forma importante al deterioro estético. 



Uno de estos tapetes de color verde grisáceo (véase la figura 6A) está 
formado por el liquen identificado como Septotrapelia cf glauca. Este se 
caracteriza por presentar un talo escuamuloso de color gris a azulado de más 
de 10 cm de diámetro y con escuámulas de enteras a ramificadas (véase la 
figura 6B) de 0.2-0.4 mm de ancho y más de 2 mm de largo. Presenta un talo 
de 100-200 um de grueso, una corteza superior de 20 um y cuerpos 
fructíferos (apotecios) sésiles, inicialmente redondos y de 0.5-2.0 mm de 
diámetro; disco plano de color pardo chocolate oscuro y con pruina blanca; 
margen prominente, más arriba que el disco, de color pardo oscuro y 0.1-0.2 
mm de ancho. La capa fértil donde se encuentran las esporas (himenio) mide 
80 µm de alto. Ocho ascosporas por asca, pero a menudo con 2 a 5 cuando 
están maduras, con 3 septos, de (23-)30-35 µm de largo por (6-)8-10 µm de 
ancho, poco coloreadas. Presenta un fotobionte clorococcoide. Estos 
líquenes del orden Lecanorales son muy exitosos a causa de la asociación 
mutualista entre los ascomycete y las alga, clorococcoideo como en este 
caso, o alguna otra cianobacteria, inclusive los fotobiontes encontrados hasta 
el momento han sido muy difíciles de identificar por cultivos o 
secuenciación del ADN; por tal motivo, se conocen muy pocas fotobiontes, 
aunque la cianobacteria Scytonema en el ambiente natural se aísla y se 
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identifica muy bien e inclusive se desarrolla muy bien cerca de estos 
líquenes (Lücking et al; 2009).  
 



 
Fig. 6 



 
También de amplia distribución en el monumento, y con frecuencia 



localizado en la superficie de las rocas son los tapetes densos de consistencia 
“afelpada” y de color café (en estado seco) a negro (húmedo) (véase la figura 
6C). La inspección al microscopio de luz de estos tapetes en baja 
magnificación (40X), demuestra la presencia de una matriz enrollada de 
filamentos de color marrón (véanse las figuras 6D). A máximo poder (100X) 
se verifica la presencia de cianobacterias filamentosas morfológicamente 
semejantes a miembros de la familia Scytonemataceae, en particular del 
género Scytonema (Boone et al; 2001). Este género es muy común 
especialmente en regiones tropicales y con frecuencia se asocia al deterioro 
estético de artefactos y bienes patrimoniales. 



El género Scytonema se caracteriza por presentar un talo filamentoso, con 
filamentos densamente enrollados. El tricoma es cilíndrico uniseriado 
(véanse las figuras 6E y 6F) y con ramificaciones falsas (una o dos 
ramificaciones laterales, véase al respecto la figura 6F). Además, se da la 
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presencia de células especializadas conocidas como heterocistos intercalares 
(véase la figura 6E), lo cual evidencia su capacidad de fijación de nitrógeno. 
Se destaca la presencia de una cubierta o vaina mucilaginosa y firme de 
color amarillo-marrón. La literatura reporta que dicha vaina (véase la figura 
6F) contiene el pigmento conocido como scytonemina (Singh et al; 2010), 
un bloqueador de la radiación solar con un rango de absorción de 325-
425nm y cuya síntesis es estimulada por la exposición a la luz ultravioleta. 
Este pigmento protege a esta cianobacteria de los altos niveles de radiación 
solar y, por lo tanto, contribuye a su capacidad de colonizar y proliferar en 
forma epilítica el monumento. Estos dos tapetes con frecuencia coexisten, 
pero ubicados en nichos muy diferentes en la misma roca, por ejemplo, 
Scytonema se ubica en la superficie superior y Septotrapelia coloniza el 
reborde (véase las figuras 6A y 6C). 



Por otra parte, tanto los tapetes liquénicos como los de Scytonema sp., por 
su capacidad de retener humedad, promueven el establecimiento de 
comunidades microbianas complejas (bacterias, arqueas, hongos, algas, 
cianobacterias, etc.) que forman parte de las biopelículas epilíticas 
sumergida en una matriz de exopolímeros, las cuales, en forma conjunta o 
sinergísticamente –fenómeno no muy conocido–, podrían causar procesos de 
biomineralización deletéreos a la piedra (Bruno et al. 2006). 



Por esta razón, en una primera aproximación al estudio de las 
comunidades microbianas asociadas a los tapetes de Scytonema sp., hemos 
utilizado métodos dependientes de cultivo (Mora et al. 2006), mediante los 
cuales hemos obtenido 8 aislamientos de bacterias heterótrofas. De acuerdo a 
sus características tintoriales (Rodríguez, 2000), su morfología colonial y a 
la secuencia de los genes ribosomales 16S (Ward, 1999), uno de los 
aislamientos corresponde a un bacilo gram negativo del género Serratia 
(Enterobacteriagceae) productor de un colorante de un intenso color rojo. 
Esta bacteria potencialmente podría causar manchas rojizas sobre la piedra si 
proliferara descontroladamente; sin embargo, podemos presumir que al 
formar parte de la comunidad microbiana que prolifera en asociación a los 
parches de Scytonema se encuentra en un equilibrio ecológico que previene 
su sobrecrecimiento, ya que no hemos podido constatar la presencia de 
dichas manchas. 



Los siete aislamientos restantes corresponden a bacilos gram positivos 
esporulados del género Bacillus (cuadro 4), principalmente de la especie 
Bacillus cereus. Esta especie es endémica del suelo, pero algunas cepas 
pueden ser perjudiciales para el hombre. Posee la capacidad de producir 
endoesporas, que son formas de resistencia bacteriana generadas dentro de la 
célula en respuesta a condiciones adversas del medio (disminución de 
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nutrientes, desecación, etc.), las cuales germinan una vez las condiciones 
sean favorables. El aislamiento y cultivo o determinación por métodos 
moleculares de bacterias esporuladas en monumentos patrimoniales se 
encuentra ampliamente documentado en la literatura científica, y la 
capacidad de acidificación -y consecuentemente su  papel potencial en la 
mineralización de la roca- de un aislamiento de Bacillus cereus obtenido de 
los monumentos Mayas en Uxmal, Península de Yucatán en México fue 
demostrada por Videla & Herrera (2003). 



Desde la perspectiva de control del biodeterioro, las bacterias esporuladas 
constituyen un reto particular debido a la producción de estas formas de 
resistencia, ya que probablemente luego de la aplicación de diferentes 
métodos de mitigación (químicos o físicos) se producirá una “reactivación” 
de la comunidad microbiana. 
 



 
Cuadro 4 



 
 
Mitigación del biodeterioro 



Previo a la implementación de cualquier medida de mitigación y control 
del biodeterioro es crítico establecer cuál es el papel de los diferentes 
miembros de la comunidad microbiana en los procesos de biodeterioro y 
cuáles son las medidas correctivas más apropiadas a aplicar de acuerdo al 
contexto ecológico. Los sitios arqueológicos expuestos directamente a las 
condiciones ambientales del bosque tropical representan un verdadero reto 
para su conservación y preservación. 



La selección del método (o métodos) más apropiado para el control del 
biodeterioro de un sitio arqueológico debe ser críticamente evaluado de 
acuerdo a la localización y características particulares del mismo. Sitios 
arqueológicos expuestos directamente a las condiciones ambientales del 
bosque tropical representan un verdadero reto para su conservación y 
preservación. 



El control químico, por ejemplo, involucra el uso de una gama de 
productos químicos categorizados como pesticidas o biocidas, por su acción 
detrimental sobre el crecimiento de un grupo biológico específico (por 
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ejemplo, bactericidas, algicidas, herbicidas, fungicidas e insecticidas). 
Características importantes de estos agentes son su efectividad, espectro de 
acción, toxicidad y persistencia en el ambiente (suelo o agua) que podrían 
causar efectos deletéreos en la flora y fauna silvestre asociada a los enclaves 
arqueológicos. En piedra existen reportes del uso de diversos productos 
inorgánicos como el peróxido de hidrógeno, hipoclorito de sodio, 
compuestos fenólicos (Wainwright 1986), orgnanometálicos (Fry 1985) y 
cuaternarios de amonio, entre otros. Dentro de los herbicidas, los derivados 
de urea, diazinas, triazinas y compuestos organofosforados han sido 
evaluados y han probado ser efectivos contra los líquenes (Caneva 1991); sin 
embargo, muchos de ellos debido a su alta persistencia y toxicidad son de 
uso restringido. 
 
 



 
Fig. 7 
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Es claro, que la inserción del MNG en una unidad mixta que protege 
recursos patrimoniales y naturales, impide el uso de la mayoría de los 
biocidas debido a su alta toxicidad. Por otra parte, los métodos físicos (rayos 
ultravioleta, gama, láser, corrientes eléctricas de baja frecuencia y la 
exposición al calor, frío, ultrasonido y bajas presiones) y mecánicos pueden 
ser bastante eficientes sobretodo en ambientes confinados (Nugari & 
Salvatori 2003), pero por las dimensiones del MNG y su interés turístico 
podrían ser bastante imprácticos y de alto costo. Debido a la toxicidad de los 
productos químicos y el alto costo de las tecnologías como la nanotecnología 
y el laser se ha propuesto la implementación de alternativas de control 
amigables con el ambiente, como es la aplicación de extractos de plantas –
aceites esenciales–, con capacidad para eliminar organismos pioneros. 



La literatura científica reporta diversas estrategias para el control y 
prevención de los microorganismos asociados al deterioro de los bienes 
patrimoniales. El control mecánico, que consiste en la remoción manual o 
utilizando herramientas (cepillos, espátulas, cuchillos, etc.) de biopelículas, 
tapetes, musgos y plantas, en el caso de los líquenes puede causar serios 
daños al material patrimonial (Caneva et al; 1991). En particular, cuando la 
población liquénica está constituida por especies crustáceas que se adhieren 
fuertemente al sustrato. De acuerdo a la caracterización geoarqueológica 
realizada por el geólogo Luis Obando Acuña, la lítica del MNG tiende a ser 
andesita-basáltica con mucho vidrio volcánico en la matriz. Este vidrio es 
relativamente suave y tiende a erosionarse fácilmente por roce o frotación. 
Debido a esto, cualquier intento de remoción mecánica, en particular los de 
tipo crustáceos saxícolas endolíticos, provocarían un deterioro importante de 
la piedra patrimonial. 



En esta categoría también puede incluirse el uso de elementos 
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solar incidente y con ello la colonización de los bienes patrimoniales por 
microorganismos fotosintéticos. Sin embargo, los métodos mecánicos no 
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Los métodos físicos que incluyen el uso de radiaciones ionizantes (rayos 
ultravioleta), radiación electromagnética (rayos gama), rayos láser, 
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ambientes confinados (museos, bodegas, etc.) (Caneva, 1991). 
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Cabe destacar que se han hecho ensayos cualitativos (in vitro) para 
evaluar el efecto de productos químicos de baja toxicidad y biocidas sobre la 
integridad del tapete de Scytonema sp. Debido a la amplia distribución de 
Scytonema sp. en el monumento, y en la búsqueda de una estrategia 
amigable con el ambiente para su control, hemos evaluado la efectividad de 
algunos productos químicos y naturales. Tomando en consideración que 
estas estrategias de control deben implementarse in situ sobre la comunidad 
biológica y no en los miembros aislados de la misma, los bioensayos cuyos 
resultados describimos a continuación se realizaron utilizando la biomasa de 
los tapetes. 



Los ensayos cualitativos preliminares se realizaron para los siguientes 
productos comerciales: el desinfectante hipoclorito de sodio (1% y 2%), los 
detergentes Dodecil sulfato de sodio (SDS) (Sigma, St. Louis, MO, USA); el 
Bromuro de Hexadeciltrimetilamonio (CTAB) (Sigma, St. Louis, MO, 
USA); el Tween 20 (Sigma, St. Louis, MO, USA) y el D-limoneno, aceite 
esencial extraído de la naranja (Citrus sinensis L.). Para estos ensayos, el 
tapete de Scytonema sp. fue inoculado en medio de cultivo líquido al cual se 
le adicionó el agente en estudio a una concentración específica. Los ensayos 
fueron incubados a temperatura ambiente, bajo un régimen de iluminación 
natural por al menos un mes. Periódicamente, se tomaron alícuotas que 
fueron observadas al microscopio óptico bajo luz visible y de fluorescencia 
(480-550 nm.), con el objetivo de determinar posibles modificaciones 
morfológicas o funcionales (pérdida de la emisión de fluorescencia como 
producto de la destrucción de la clorofila) de los filamentos. 



Los resultados mostraron que las soluciones del desinfectante Hipoclorito 
de Sodio al 1% y 2% actúan rápidamente sobre los filamentos uniseriados de 
Scytonema sp., ya que a los pocos segundos de exposición se produce el 
aclaramiento de los mismos (véase la figura 7D). Este aclaramiento es 
producto de la destrucción de la clorofila, como se demuestra por la pérdida 
de la señal fluorescente que genera este pigmento fotosintético (véase la 
figura 7E). Sin embargo, este desinfectante posee un alto poder oxidante y 
corrosivo que imposibilita su utilización en el campo. Por su rápida acción y 
la generación de resultados de fácil interpretación, se utiliza como un 
estándar de comparación. 



El limoneno por su parte, aunque no produce un aclaramiento total de los 
filamentos, si provoca una pérdida de las turgencia de los mismos (véanse 
las figuras 7F). Por su parte, el SDS, que es un detergente aniónico utilizado 
para la solubilización de proteínas y lípidos, provoca un aclaramiento de la 
clorofila, pero sin llegar a una pérdida total de la misma (véase la figura 7G) 
como ocurre en el caso del Hipoclorito de Sodio. Adicionalmente, se pueden 
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observar la ruptura de los filamentos con la consecuente pérdida de su 
contenido. El CTAB, que es un detergente catiónico de conocida acción 
antiséptica contra hongos y bacterias, provoca un efecto sobre Scytonema 
muy similar (véase la figura 7H) al observado para el SDS. Finalmente, el 
Tween 20, que es un polisorbato surfactante de baja toxicidad usado como 
detergente y emusilficador en aplicaciones farmacológicas, científicas y 
domésticas, provoca un efecto similar sobre los filamentos al resto de los 
detergentes evaluados (véase la figura 7I) y en algunos filamentos se da la 
disminución en el grosor de la vaina. 



Aunque estos bioensayos son preliminares y sus resultados cualitativos, 
se pueden considerar prometedores y justifican la evaluación de otros 
detergentes (o mezclas de ellos) y aceites esenciales como los de clavo de 
olor (Eugenia caryophyllata Thumb), tomillo (Thymus vulgaris L.) y 
eucalipto (Eucalyptus citriodora Hook). Guiamet et al. (2008) han utilizado 
esta estrategia en el control de microorganismos en obras patrimoniales en 
Argentina, además del uso de algunos desinfectantes como hipoclorito de 
sodio, cloruro de amonio y etanol. Los aceites esenciales son componentes 
líquidos, volátiles y de agradable aroma presentes en plantas, cuya 
composición química es variable y compleja. Están constituidos 
principalmente por terpenos y terpenoides, los cuales con frecuencia tienen 
actividad bactericida como el timol, el carvacrol, el eugenol, entre otros. 
Además, son biodegradables lo que los convierte en biocidas de origen 
natural amigables con el ambiente. 



 
 



Comentarios finales 
Costa Rica se destaca en el mundo por su extraordinaria diversidad 



biológica y por sus esfuerzos de conservación en aras de legar a las futuras 
generaciones una riqueza natural que sustente una vida de calidad. Los 
factores que determinan esta biodiversidad están asociados a condiciones 
inherentes del país como son su localización en la zona tropical, su riqueza 
topográfica, su historia geológica y sus condiciones climatológicas (Valerio-
Gutiérrez 1991), que propician el establecimiento de una innumerable 
cantidad de microambientes en los cuales la vida se abre paso. Se ha 
estimado que nuestro país contiene doce zonas de vida y seis zonas 
transicionales (CATIE, WWF y MINAE 2001), las cuales, a través de los 
siglos, han servido de marco ecológico para el surgimiento y desarrollo de 
los pueblos antiguos. Esto implica que las diferentes manifestaciones de su 
desarrollo cultural, aún las ubicadas en sus enclaves originales, y su legado 
monumental se hayan inmersas en zonas de una gran riqueza natural. Ello 
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impone un reto casi insoslayable a los esfuerzos para la conservación y 
preservación de este patrimonio cultural. 



Si bien la creencia popular apunta hacia el carácter permanente de la 
piedra natural, lo cierto es que diversos son los factores (físicos, químicos, 
biológicos y antropogénicos) que amenazan la conservación de los artefactos 
de piedra, especialmente de aquellos expuestos directamente al ambiente. 
Dentro de estos factores, podemos citar las consecuencias del cambio 
climático, la contaminación atmosférica, la expansión de las áreas urbanas y 
su consecuente hábitat, el saqueo, los desastres naturales (inundaciones, 
terremotos) y la invasión y colonización por parte de una abundante biota 
vegetal, animal y microbiana. 



En un esfuerzo por impulsar el desarrollo del estudio del biodeterioro en 
Costa Rica y con ello contribuir a la conservación de nuestro legado cultural, 
hemos abordado como punto de partida el estudio de artefactos y 
monumentos construidos en piedra natural ubicados en la zona Noroeste, 
central y Sur del país. Si bien este ha sido un estudio exploratorio y de 
naturaleza fragmentaria, se ha logrado un avance en nuestra comprensión de 
la importancia del contexto ecológico en los determinantes específicos del 
biodeterioro de nuestros monumentos. 



Debemos recordar que lejos de constituir un elemento aislado, nuestra 
exuberante biodiversidad y sus determinantes (factores topográficos, 
climáticos e hídricos), crearon un entorno natural para el desarrollo socio-
cultural de nuestros antepasados. Debemos reflexionar entonces cuál es 
realmente la condición “natural” (o ancestral, si se quiere) de nuestros sitios 
arqueológicos, en aras de comprender cómo coexistían nuestros antepasados 
con la exuberante biodiversidad de nuestro país. Quizás estas reflexiones nos 
permitan dibujar una hoja de ruta por seguir en el establecimiento de un plan 
de manejo acorde con nuestra idiosincrasia. 



Debe aclararse, por otro lado, que para complementar la caracterización 
de la diversidad microbiana de los monumentos costarricenses, se puede 
recurrir a métodos de enriquecimiento de grupos microbianos específicos 
reportados en la literatura científica como de importancia en el biodeterioro, 
como son los actinomicetes (Küster & Williams 1964), bacterias 
oligotróficas (Bunt & Rovira 1955), productoras de melanina, oxidadoras de 
manganeso (Bromfield 1955), oxidadoras de hierro (Bromfield 1955), 
nitrificantes (Bock & Engel 1966) y oxidadoras de azufre (Hutchinson et al; 
1965). 



Considerando que es bien reconocida la limitación de los métodos 
dependientes de cultivo para revelar la mayor parte de la diversidad 
microbiana de un ambiente particular, pues se ha estimado que solo del 0.1-
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10% de los microorganismos presentes son cultivables (Ward et al; 1990, 
DeLong et al; 1994), en el futuro se utilizarán métodos moleculares 
(independientes de cultivo) que utilizan los genes ribosomales 16S y 18S 
como marcadores taxonómicos universales (taxonomía molecular) o 
métodos que permiten obtener una “huella genética” de las comunidades 
microbianas (Muyser 1993). 



Una etapa relevante de la investigación será la evaluación del papel que 
podrían estar jugando los líquenes y los microorganismos asociados a ellos 
en el proceso de deterioro y mineralización de las piedras del monumento. Si 
bien, esta capacidad podría determinarse con el uso de métodos sofisticados 
de análisis como la cromatografía (HPLC), también se puede recurrir a una 
serie de análisis funcionales sencillos, como son los ensayos de acidificación 
(Salvarezza 1983), en los cuales se verifica la capacidad de las cepas 
microbianas aisladas de las biopelículas de producir y excretar ácidos lo cual 
se considera como un marcador de los procesos de biocorrosión; o bien el 
ensayo para comprobar la capacidad de producir y excretar polisacáridos 
(exopolisacáridos) (al respecto véase Saiz-Jiménez 2003), que junto con 
pigmentos, proteínas y lípidos, contribuyen a la consolidación de las 
biopelículas que protegen a la comunidad microbiana de la desecación y del 
efecto de desinfectantes y biocidas (Saiz-Jiménez 1999). 



Para la evaluación del posible efecto de los líquenes sobre el deterioro de 
las rocas del monumento, se puede utilizar una combinación de métodos 
analíticos y de microscopia electrónica con fragmentos de piedra exfoliados 
de forma natural en el monumento. Debido a que el liquen puede incorporar 
componentes minerales en su talo durante el proceso de mineralización, su 
efecto sobre la roca puede demostrarse realizando una digestión de la 
biomasa del liquen con ácido nitro-perclórico para luego realizar el análisis 
de los metales incorporados (Fe, Co, Ni, Cu, Mg, Mn, Ca, Zn entre otros) 
por la técnica de absorción atómica. Por su parte, para demostrar la 
penetración del talo liquénico en la roca, se podrán realizar cortes finos de la 
interfase líquen sustrato, que serán procesados y observados al microscopio 
electrónico de barrido (MEB). 
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Resumen 
Se propone exponer la experiencia de la Unidad de Arqueología del Proyecto 



Hidroeléctrico Reventazón del Instituto Costarricense de Electricidad, como un 
nuevo actor, en torno a la investigación, conservación y divulgación de los bienes 
arqueológicos identificados en el Caribe Central costarricense, donde se ha realizado 
un manejo que condujo a la creación de cinco Reservas Arqueológicas Intangibles, 
de las cuales dos han sido diseñadas para la recepción de público. 



El presente artículo narra los diversos componentes de la gestión, que incorporan 
los criterios científicos para la toma de decisiones, normativa legal, elaboración de 
guiones museográficos y diseño de exhibiciones, así como las medidas pertinentes 
para la conservación de dicho patrimonio. 



Palabras clave: Arqueología, Reservas Arqueológicas, Conservación 
 
Abstract 
Intends to describe the experience of the Archeology Unit of the Reventazon 



Hydroelectric Project of the Costa Rican Institute of Electricity, such as a new actor, 
around to the research, conservation and dissemination of archaeological assets iden-
tified in the Central Caribbean Costa Rica, where it has carried out a management 
that led to the creation of five archaeological reserves Intangible, two of which have 
been designed for the reception of the public. 



This article tells of the various components of the management, which incorpo-
rate the scientific criteria for decision-making, legal regulations, screenwriting and 
museographic design exhibitions, as well as the relevant measures for the preserva-
tion of this heritage. 



Keywords: Archaeology, Archaeological Reserves, Conservation. 
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Introducción 
Desde los inicios de la gestión del patrimonio arqueológico en el 



Proyecto Hidroeléctrico Reventazón (en adelante PHR) uno de los principios 
rectores de las diversas actividades encaminadas para evitar, mitigar y 
compensar por los impactos que pudiesen generar las obras constructivas, 
corresponde a la conservación.  



Este aspecto, como es razonable, incorpora otra serie de acciones 
destinadas a la salvaguarda de los bienes patrimoniales, entre las cuales 
destacan la investigación y la divulgación. 



Es de esta manera como se ha estado conformando un Plan de Gestión del 
Recurso Arqueológico (PGRA) en el PHR, en apego a esa necesidad 
irrenunciable de conservar para educar, de conservar para concientizar, de 
conservar para investigar.  



La democratización del conocimiento del pasado antiguo viene a 
representar unos de los mayores retos en que nos encontramos los 
investigadores de los bienes patrimoniales, ya no es suficiente la 
investigación per se, se requiere dar un paso adelante que permita aportar al 
conocimiento popular, no solo en la presentación de documentos científicos 
y técnicos, si no incursionar en una gestión integrada, donde el conocimiento 
se amplíe y divulgue. 



Visto de esta manera, la gestión del patrimonio arqueológico asociada a 
la conservación in situ de excavaciones y rasgos arqueológicos relacionados 
con el Período Paleoindio (10450-10040 a. C.) y Formativo (2000-200 a. C.) 
en Costa Rica y aplicado a climas pertenecientes al Bosque Tropical 
Lluvioso, es un aspecto que requiere de un examen minucioso, innovador y 
creativo. En consecuencia, las estrategias se encuentran enfocadas en la 
presente región de estudio y formuladas de acuerdo a las características 
constitutivas de los yacimientos arqueológicos que se conservan. 



 
 
 
Área de estudio 
El Proyecto Hidroeléctrico Reventazón 



(PHR) se ubica en la provincia de Limón, 
cantón de Siquirres, en la cuenca media baja 
del Río Reventazón, entre las coordenadas 
CRMT05: Norte 111 6306 a 110 6315; Este 
549 673 a 541 663. 



 
Fig.1. Ubicación general de las Reservas Arqueológicas en el PHR 
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Se encuentra en la zona de vida denominada “Bosque muy Húmedo 
Tropical” (Holdridge, 1978), y en promedio anual presenta un régimen de 
biotemperatura que excede los 24ºC y una precipitación de más de 4000 mm 
(ESIA, 2008, p. 605). 



En cuanto a la presencia humana, se ha recuperado una muestra de carbón 
que remonta al menos a 12400 AP (antes del presente), asociado al Período 
Paleoindio conformado por grupos humanos nómadas que subsistían con 
base en la cacería y la recolección. A su vez, la mayor evidencia reportada 
hasta el momento indica la presencia intensiva de los primeros pobladores 
agrícolas y sedentarios asociados al Período Formativo con fechas de 
radiocarbono que se extienden entre 1260 a. C. y 390 a. C. 



 
 



La gestión del Patrimonio Cultural 
En las tres últimas décadas, el complejo desarrollo de numerosas obras de 



infraestructura ha generado una intensa investigación arqueológica en Costa 
Rica. Esto ha conducido a que las instituciones que requieren construir obras 
de gran envergadura, conformen vínculos con el Museo Nacional de Costa 
Rica (MNCR) (Vázquez, 2002). Asimismo, se consolidan equipos de 
investigación destinados a cumplir con la legislación nacional e incursionar 
en procesos de gestión de bienes culturales arqueológicos como los que ya se 
habían llevado a cabo desde el 2003 en los proyectos hidroeléctricos 
Cariblanco y Toro 3 (Hurtado de Mendoza, comunicación personal) y que se 
retomaron en el PHR (Castillo, 2008; Chávez, 2009; Salazar, 2011; Solís, 
2012), actividades que habían sido atendidas de forma exclusiva años atrás 
por las instituciones estatales competentes, a saber el MNCR o del 
Ministerio de Cultura y Juventud (MCJ). 



Es así como la habitual asociación directa de los actores que se dedican a 
la investigación y conservación de los bienes culturales con los centros 
académicos e instituciones museísticas estatales, está teniendo un giro 
notable en los últimos años en el país. 



 
 



El ICE y los proyectos hidroeléctricos 
El ICE es una institución estatal que fue fundada en el año de 1949 y 



desde entonces se ha dedicado a la generación de electricidad en Costa Rica, 
implementando medios más eficientes y amigables con el medio ambiente. 



El aumento de la población en los últimos años y la creciente demanda 
por parte de la industria, ha generado una imperante necesidad en la 
construcción de plantas hidroeléctricas, las cuales debido a sus 
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características, requieren terrenos para la construcción de las principales 
obras de infraestructura, como la represa, la casa de máquinas, planteles, 
embalses, talleres, entre otros. 



Dichos terrenos antes de ser habilitados para la construcción son 
sometidos a los lineamientos ambientales contemplados en la legislación 
nacional y en la normativa institucional, por medio de la Secretaría Técnica 
Nacional Ambiental (SETENA) que solicitan estudios de impacto ambiental 
(EsIA), que para el caso de estudio arqueológico son regulados por el 
MNCR y la Comisión Arqueológica Nacional (CAN). Es en ese momento 
donde se inician los procesos de investigación arqueológica. 



 
 



Normativa legal 
Costa Rica ha demostrado su interés en la conservación de los bienes 



culturales. Este fenómeno ha conducido al desarrollo de un marco jurídico 
que permite la salvaguarda del patrimonio arqueológico, el cual contempla 
desde la constitución política, leyes nacionales, convenios internacionales, 
decretos y acuerdos. 



La primera ley relacionada destinada a la protección de bienes 
arqueológicos la constituye la Ley No. 14 para Reglamentar la Excavación 
de las Huacas Indígenas, del 4 setiembre de 1923. En 1938 se promulga la 
Ley sobre el control de la exportación y comercio de las reliquias 
arqueológicas No. 7, y establece que los objetos arqueológicos son 
propiedad del estado, es decir, son de dominio público, situación que no 
tenía regulación y por tanto, había desencadenado en el pasado un excesivo 
tráfico de bienes arqueológicos que pasaron a formar parte de colecciones 
privadas tanto en Europa como en Estados Unidos. 



Por su parte, la Constitución Política de Costa Rica, del año de 1949, 
indica en el Artículo No. 89 “Entre los fines culturales de la República están: 
proteger las bellezas naturales, conservar y desarrollar el patrimonio 
histórico y artístico de la Nación y apoyar la iniciativa privada para el 
progreso científico y artístico”. 



A partir de las décadas de 1960-70 se da una mayor preocupación debido 
a la vasta explotación, ya ilegal, de bienes culturales. En ese contexto, se 
generan una serie debates destinados a solventar la deficiente estrategia para 
conservación, puesto que cada vez más los huaqueros se organizaban 
formando una red que abastecía comerciantes europeos que exportaban los 
bienes sin mucho reparo. Asimismo, el desarrollo de infraestructura pública 
y privada presentaba un factor de suma importancia en la conservación de 
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los bienes culturales ya que dichas obras, atentaban con la integridad de los 
mismos pues requerían de grandes extensiones de terrenos (Aguilar, 2010). 



Fue así como en la Conferencia General de la Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, el 22 de 
noviembre de 1968, se discutió sobre la problemática y emitieron las 
denominadas “Recomendaciones sobre la conservación de los bienes 
culturales que la ejecución de obras públicas o privadas pueda poner en 
peligro”. Las cuales recomendaban tomar medidas de conservación, llevar 
inventarios de los bienes, tomar medidas preventivas y correctivas, y 
priorizar la gestión que permitiera las conservaciones de los bienes culturales 
in situ. 



Como complemento, se sugería la publicación de los resultados de 
investigación y el desarrollo de programas educativos. Dichas 
recomendaciones fueron acogidas por la Asamblea Legislativa del Gobierno 
de Costa Rica y ratificadas mediante la Ley Nº4711, del 13 de enero de 
1971. 



Para el año de 1981 se crea la Ley N° 6703 que viene a representar el 
instrumento jurídico para la protección del patrimonio arqueológico, que 
incorpora elementos regulatorios de la práctica arqueológica, el comercio, el 
registro, el traslado, la custodia, la responsabilidad ciudadana ante los 
hallazgos, la penalización del delito arqueológico y la conformación de un 
órgano destinado a la autorización de las excavaciones arqueológicas 
denominado Comisión Arqueológica Nacional (CAN), a su vez, define con 
mayor precisión la categoría de conservación de bienes arqueológicos. 



Otro aspecto que destaca en términos legales, constituye la adhesión de 
una serie de normativas internacionales, las cuales suelen mostrar dos 
modalidades: las que se fundamentan en recomendaciones y las de carácter 
obligatorio, las segundas aprobadas y ratificadas por el Estado, pasando de 
esta manera a formar parte de la legislación nacional.  
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Normativa institucional 
El ICE ha contribuido en el desarrollo e implementación de normativas, 



inclusive algunas leyes y decretos nacionales para la protección del medio 
ambiente. En este caso se puede señalar que 1964, se crea la Reserva 
Forestal que vendría a conformar el Parque Nacional Tapantí- Macizo de la 
Muerte, (ICE, 2012). 



Un documento que incorpora las medidas generales referidas a la gestión 
ambiental corresponde a las “Políticas y principios ambientales: 
Lineamientos Ambientales del Sector Energía” Acuerdo del Consejo 
Directivo, artículo 2, sesión No. 5388 del 19 de marzo de 2002 y 
modificación acordada en artículo 1º, sesión No. 5486 del 11 de febrero de 
2003. 



Pero el documento que específicamente trata de la gestión del recurso 
arqueológico lo constituye el denominado “Trabajos arqueológicos en 
terrenos del Grupo ICE. Norma ICE 58.00.001-2008” contiene una serie de 
procedimientos que estipulan una normativa interna para ejecutar los 
trabajos arqueológicos en propiedades de esta institución. En su texto, 
establece la necesidad de efectuar labores arqueológicas en las diferentes 
etapas de cualquier proyecto, obra o actividad para la toma de decisiones en 
la adquisición de terrenos. Dichos estudios deben efectuarse con antelación 
para obtener los permisos necesarios de las instituciones competentes, a su 
vez, indica la necesidad de desarrollar una campaña de sensibilización en el 
personal de Grupo ICE.  



Ya en este documento se define la necesidad de dejar sitios arqueológicos 
o parte de ellos en conservación, estimulando y proveyendo una normativa 
interna la cual se desarrolla más detalladamente en un documento que 
actualmente se encuentra en trámite denominado “Protocolo para el manejo 
de sitios arqueológicos en conservación en terrenos del Proyecto 
Hidroeléctrico Reventazón”. Aquí se describe paso a paso los diferentes 
procedimientos que conlleva la conservación de sitios arqueológicos y el 
cual contiene el extracto de la experiencia que se ha llevado a cabo en la 
gestión de bienes arqueológicos en el PHR. 



 
 



Las investigaciones arqueológicas en el PHR 
El equipo de arqueología da sus primeros pasos con los inicios del 



proyecto. Antes que cualquier obra de inicio, se comenzó con las 
investigaciones preliminares correspondientes, las cuales se denominan 
prospecciones arqueológicas que brindan información sustancial para las 
medidas que se tomen en las consecuentes etapas de estudio. 
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Es de esta manera, aproximadamente desde el año 2005 y 2008 
(Hernández, 2008) se iniciaron las primeras actividades arqueológicas, pero 
es para octubre del año 2008 cuando se inician las labores de evaluación. En 
octubre del 2012 se han investigado 365.5 ha, que han permitido el reporte 
de 46 sitios arqueológicos. 



 
 



Objetivos de investigación 
El equipo de arqueología del PHR tiene tres objetivos principales entre 



los cuales se encuentran: 
1. Evitar o mitigar los impactos que generen las construcciones 



de las obras del PH Reventazón sobre los recursos arqueológicos de las 
zonas afectadas, con base en el conocimiento de la distribución y 
naturaleza de los mismos. 



2. Incrementar el conocimiento científico arqueológico de la 
región de los Suerre, mediante el estudio y generación de registros y 
bases de datos acerca del proceso sociocultural prehispánico. 



3. Contribuir al desarrollo de la conciencia de identidad 
nacional indígena en las comunidades cercanas al proyecto, 
promoviendo la importancia de las investigaciones arqueológicas y 
alentando la protección de los recursos arqueológicos, como patrimonio 
cultural nacional. (Castillo, 2011; Chávez, 2011, Salazar, 2012, Solís, 
2012). 



Como se podrá notar, los tres objetivos incorporan el componente de 
investigación, pero es el tercer objetivo, el que menciona la necesidad de 
alentar la protección de los recursos arqueológicos. Y es precisamente desde 
allí, que se fundamenta toda una labor de gestión que se enfoca en la 
creación de reservas arqueológicas con fines de conservación y su puesta en 
valor. 



 
 



Procesos para la creación de Reservas Arqueológicas 
Las reservas arqueológicas surgen como una estrategia que permite 



abordar los tres objetivos de investigación, el N°3 estipula la necesidad de 
establecer una serie de medidas para los sitios arqueológicos que de acuerdo 
a sus características requieran ser sometidos a algún plan de manejo. 
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Criterios científicos para la toma de decisiones 
La presencia de material cultural en la zona de estudio se distribuye 



horizontalmente por casi la totalidad de los terrenos, mostrando mayores 
densidades en las márgenes de las principales quebradas así como en zonas 
planas no inundables, con discontinuidades en terrenos de pendiente y de 
escasa filtración de aguas.  



Estas características merecen establecer una serie de variables que 
permitan brindar un criterio fundamentado científicamente para determinar 
cuáles sectores ameritan mayor investigación y de esta manera, de ser 
necesario, ser conservados, y de los mismos, gestionar cuales pueden ser 
puestos en valor, concepto que implica habilitarlos para la visitación. 



En este sentido, se describen algunas de las variables que se utilizan 
como criterios para gestionar la conservación, entre los cuales destacan: la 
unicidad y la integridad. 



El criterio de unicidad considera la particularidad del hallazgo, la cual 
reviste especial importancia de conocer aspectos que suscitan una serie de 
interrogantes sobre la historia antigua. Por ejemplo, en el caso del PHR, 
donde se ha recuperado valiosa evidencia de poblaciones del Período 
Formativo, que conforma la mayor densidad de material cultural para la 
época. 



Por su parte, el criterio de integridad alude a las características de 
conservación del hallazgo, las cuales denoten que el sitio no haya sufrido 
alteraciones drásticas que hayan desplazado los materiales de forma caótica, 
más bien, deben mostrar un potencial investigativo que puede estar 
compuesto por patrones de distribución de materiales, estratos culturales 
susceptibles de identificación. 



 
Fig.2 .Organigrama de la gestión de Reservas Arqueológicas en el PHR 
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Reservas arqueológicas temporales 
Este primer momento de reserva constituye una modalidad que 



salvaguarda un terreno para una nueva etapa de investigación que permitirá 
determinar características asociadas a la distribución horizontal y vertical de 
la evidencia cultural, así como la funcionalidad y una adecuada 
caracterización del sitio. Esta modalidad de intervención se enfoca en reunir 
la información necesaria para tener los criterios y juicios necesarios con el 
fin de tramitar una gestión de reserva más permanente o, en su defecto, 
viabilizar el terreno para que se construyan las obras del proyecto requeridas. 



Para asegurar y delimitar los terrenos donde se encuentran estas reservas, 
se colocó cinta amarilla de precaución en todo el perímetro y se ubicaron 
rótulos que indicaban “Sitio arqueológico en investigación” que permiten 
aislar, señalar e informar, así como prohibir el ingreso a personal no 
autorizado. 



 
 



Reservas arqueológicas intangibles 
Una vez reunida la información que permita gestionar la reserva con un 



carácter de mayor permanencia, se establecen las denominadas reservas 
arqueológicas intangibles. Las cuales pueden poseer dos modalidades: la 
primera constituye la conservación y su potencial investigación a futuro, 
mientras la segunda además de contemplar las características anteriores, 
persigue que se habilite para la puesta en valor. 



 
 



Reservas Arqueológicas Intangibles para la Conservación (RAIC) 
Las medidas de seguridad corresponden a la medición del terreno con 



apoyo de La Unidad de Topografía y Dibujo del PHR, de manera que se 
diseñen planos oficiales y referenciados geográficamente para cada reserva. 
Posteriormente, el polígono es delimitado con cercas de uso de postes de 
concreto con un portón central para el acceso a cada una de las reservas, el 
cual es de uso restringido. 



 
 



Reservas Arqueológicas Intangibles para Conservación y puesta en 
valor (RAICPV) 



Para mejorar el acceso en cada reserva se elaboró una calzada (camino 
empedrado con rocas de río redondeadas) que facilitara el ingreso. A su vez, 
siempre antes de la visita de un grupo, se inspecciona la entrada y los 











Patrimonio Arqueológico 



 



290 



alrededores de la excavación para determinar si existen animales peligrosos, 
como serpientes que atenten con la seguridad de los visitantes. 



 



 
Fig.n° 3 Proceso de elaboración de una calzada En la esquina inferior derecha al finalizar la 
construcción. 



 
Un módulo de inducción fue construido para brindar información general 



de cada yacimiento. El segundo módulo de visita es el que presenta la 
excavación, y fue diseñado de tal manera que presentara buena iluminación 
y protegiera la excavación. 



Un sendero perimetral fue creado para que los visitantes pudiesen 
observar la excavación desde diferentes ángulos, pudiendo desplazarse en 
todo su alrededor. 



Los paneles informativos se encuentran distribuidos en todo el trayecto, 
bien pueden ser asistidos por un guía y/o puede ser una visita auto guiada. 



En vista que la evidencia arquitectónica es limitada, aún se está en miras 
de elaborar un diorama, es decir, la reconstrucción de una maqueta que 
ilustre una posible escena de la vida cotidiana de los pobladores antiguos y 
que será colocado en uno de los costados de cada excavación. Asimismo, se 
espera elaborar las réplicas de los artefactos que servirán como elementos de 
apoyo, en vista de que no se pueden exhibir los originales. 
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Fig. N°4. Bosquejo de la Reserva Arqueológica Sibon 



 
 
Aspectos climáticos: Para esto se debe contar con un techo permanente 



que proteja el área tanto de la lluvia como el viento y que cubra con un 
perímetro de 3 a 4 metros más allá del área de excavación. El área de 
amortiguamiento cumpliría no sólo la función de proteger la excavación sino 
también de ubicar a los visitantes en la exposición. 



Estabilidad de paredes en la excavación: el desprendimiento de paredes 
en la excavación se evitó al tener una baranda de madera rodeando la 
excavación de manera que los visitantes se mantienen a una distancia 
prudente del área. En este mismo punto hay que tomar en cuenta la 
resequedad que sufren la excavación y por tanto la fragilidad de sus paredes. 
(Se investiga una forma de consolidarlos). 



Hongos: se recomienda el uso de anti hongos naturales y amigables (no 
químicos), de manera que su aplicación no implique la contaminación de 
suelos ulteriores en el área expuesta. Se está investigando con el área de 
biología el desarrollo de este tipo de solución. 



Tratamiento del área no expuesta: El resto del área de la excavación que 
no es exhibida será protegida para futuras investigaciones. Después de 
haberse levantado todo el material cultural en las excavaciones se cubrió con 
una capa de geo textil y posteriormente, se rellenó con tierra removida hasta 
recuperar aproximadamente la línea de superficie original. 



La estrategia de evaluación planteada aportó los datos que permitieron 
tomar las acciones para la conservación de manera que contribuya con la 
educación y difusión de un proceso precolombino específico de esta zona. 
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Guión museográfico 
La necesidad de adecuar un lenguaje dirigido a un público diverso, 



requirió la búsqueda de estrategias que permitieran una presentación 
adecuada, atractiva y pedagógica de la información. Al contemplar tal 
necesidad, se encontró en la museografía un campo propicio para mostrar las 
interpretaciones realizadas de los sitios arqueológicos que serían puestos en 
valor, pues diseñar una ruta a través del sitio arqueológico con el uso de 
recursos gráficos y textuales permitiría crear una experiencia vívida y 
educativa en los visitantes. El reto se incrementaba, en virtud de la escasez 
de rasgos arqueológicos perceptibles y la dificultad de mantener los 
materiales culturales que habían sido recuperados mediantes las 
excavaciones, pues los mismos debieron ser entregados al Departamento de 
Protección del Patrimonio Cultural del MNCR. 



 



 
Figura N° 5 Módulo de exhibición, paneles informativos. En la esquina inferior derecha la 



visita de un grupo de ambientalistas en la Reserva Sibon. 
 
 



Reservas arqueológicas establecidas en el PHR 
Hasta la fecha se han dejado en conservación un total de 5 reservas, 



denominadas Sibon, La Luciérnaga, Pantano, La Isla y La Quebrada (ver 
Figura N° 6) de las cuales Sibon y La Luciérnaga se han propuesto y 
diseñado para su puesta en valor. A su vez, también se gestionó la 
reubicación de 5 petroglifos en un sector donde se construyó una estructura 
para protegerlos y poderlos exhibir. 
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Fig. 6.  Plano que muestra la ubicación de las Reservas Arqueológicas en el PHR 



 
 



Reserva Arqueológica Sibon. 
Comprende un terreno con una extensión de 0.9 ha, donde se encuentra el 



Sitio Arqueológico Sibon (L-220Sb) que se despliega sobre las márgenes de 
la quebrada homónima. Las investigaciones arqueológicas permitieron 
identificar que correspondía a poblaciones del Período Formativo, entre los 
4000 a 2200 AP (Castillo, 2011). La evidencia de áreas de taller y el 
perímetro de una posible choza, información que solamente había sido 
reportada en la década de los ochentas, en el Lago de Arenal (Hoopes, 1987) 
promovió a que se gestionara un proceso para su debida conservación y a su 
vez, se iniciara una investigación para la puesta en valor del sitio 
arqueológico. 



Esta reserva fue la primera establecida en el PHR. Fue así como se diseñó 
un guión museográfico que incorporó una serie de paneles divididos por 
temáticas y ubicados en el trascurso del recorrido que enfocaron desde 
aspectos generales de la arqueología de Costa Rica, pasando por una breve 
introducción del quehacer arqueológico y cada vez más encaminados en la 
información de la evidencia obtenida del yacimiento en particular con los 
materiales que habían sido recuperados, tanto por fotografías, dibujos y 
reconstrucciones idealizadas, que también proporcionaron interpretaciones 
sobre la funcionalidad de los mismos. Finalmente, se reconstruyó un paisaje 
idealizado del sitio arqueológico. 
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Este recurso resultó de sumo valor para que los visitantes lograran 
entender con mayor facilidad sobre las poblaciones que habitaron en el 
pasado en el  Sitio Arqueológico Sibon (L- 220Sb). 



 
 



Reserva La Luciérnaga  
En la evaluación de los terrenos destinados a la Escombrera 3 de este 



proyecto, se ubicaron varios puntos con concentraciones de materiales 
culturales cercanos al sitio Jabillo (L-184Jb) registrado durante la 
prospección efectuada para el Estudio de Impacto Ambiental (Hernández 
2008). 



Una terraza que se encuentra a unos 230 msnm y sobre una pendiente 
muy pronunciada que sirve de límite con el río Reventazón en el sector 
noroeste proporcionó la ubicación de altas densidades de especímenes líticos 
que motivaron la realización de ampliaciones horizontales de excavación, 
sobrepasando con creces las concentraciones en otros terrenos y en la 
configuración interna que presenta dicho sector, observándose in situ, 
yunques, martillos, artefactos en proceso de manufactura y restos de 
materiales que indican las rutinas prehispánicas de trabajo en un espacio 
concreto para la elaboración de artefactos tallados en piedra. 



Es importante mencionar que también están presentes algunos materiales 
arqueológicos con morfologías líticas asociadas a períodos más antiguos que 
el Formativo, como lo son fragmentos de puntas de proyectil y preformas de 
puntas correspondientes a períodos precerámicos. 



Las características de estos materiales culturales muestran un valioso 
recurso didáctico en la exposición, de manera que los visitantes comprendan 
de forma más ilustrativa el modo de vida y actividades de subsistencia que 
los antiguos pobladores de la zona sostenían en tiempos precolombinos. 



Para efectos de conservación y exhibición de la reserva arqueológica La 
Luciérnaga, se segregaron 36 m² de la excavación original de 130 m², para 
exponer a visitantes. 



 
 



Reserva La Isla 
En el caso de los terrenos en que se registró el sitio La Isla (L-251 LI), se 



distinguieron áreas de pendiente y topografía irregular interconectadas con 
terrazas que a su vez mostraron restos culturales. Las características 
topográficas son favorables para la realización de actividades humanas, con 
pendientes de no más de 5 % de inclinación. Se cuenta con el recurso hídrico 
de la quebrada Sibon que discurre a 100 metros y desciende hacia el cañón 
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Este recurso resultó de sumo valor para que los visitantes lograran 
entender con mayor facilidad sobre las poblaciones que habitaron en el 
pasado en el  Sitio Arqueológico Sibon (L- 220Sb). 



 
 



Reserva La Luciérnaga  
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proyecto, se ubicaron varios puntos con concentraciones de materiales 
culturales cercanos al sitio Jabillo (L-184Jb) registrado durante la 
prospección efectuada para el Estudio de Impacto Ambiental (Hernández 
2008). 



Una terraza que se encuentra a unos 230 msnm y sobre una pendiente 
muy pronunciada que sirve de límite con el río Reventazón en el sector 
noroeste proporcionó la ubicación de altas densidades de especímenes líticos 
que motivaron la realización de ampliaciones horizontales de excavación, 
sobrepasando con creces las concentraciones en otros terrenos y en la 
configuración interna que presenta dicho sector, observándose in situ, 
yunques, martillos, artefactos en proceso de manufactura y restos de 
materiales que indican las rutinas prehispánicas de trabajo en un espacio 
concreto para la elaboración de artefactos tallados en piedra. 



Es importante mencionar que también están presentes algunos materiales 
arqueológicos con morfologías líticas asociadas a períodos más antiguos que 
el Formativo, como lo son fragmentos de puntas de proyectil y preformas de 
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del río Reventazón que a su vez fluye a unos 600 metros del sitio en línea 
recta. También se cuenta con presencia de sectores inundados por suampos, 
lo que permite la concentración de vegetación diversa además de aves y 
mamíferos. 



Este sitio reúne condiciones de gran relevancia e interés para la 
arqueología del país, la particularidad radica en presentar pisos de ocupación 
en secuencia estratigráfica muy bien definida donde se reconoce una 
continuidad cultural que va del Período Paleoindio (12 000-12 400 antes del 
presente) al Período Formativo (2000-200 a. C). Se obtuvo una fecha 
radiométrica de una muestra de carbón en un nivel de 90-100cm de 
profundidad y asociada a elementos culturales líticos cuyo resultado marcó 
10 450 a 10 040 a. C. la fecha fue calibrada con base en INTCAL09 (β 
325227). 



Entre los artefactos del Paleoindio y de diferentes tipos de roca ubicados 
en esta excavación se identificaron lascas de re afilamiento, de 
adelgazamiento, lascas con filos, lascas con terminación en punta además de 
artefactos unifaciales y bifaciales como raederas, raspadores y navajas 
además de preformas y gran cantidad de deshechos de talla. La utilización de 
lutita silicificada y de otro tipo de roca silicificada con foraminíferos o 
pequeñísimos fósiles, muestra gran especialización y conocimiento de los 
recursos a los que se tenía acceso. La ausencia de otros tipos de materias 
primas puede señalar que un grupo humano en particular utilizó este sitio, ya 
fuera por su ubicación o por el acceso a las fuentes de materia prima que 
obtenían. 



 



 
Fig. 7.  Dibujo de algunos implementos líticos del Período  Paleoindio. 



Sitio La Isla (L-251 LI) 
 
No se pueden desestimar los recursos presentes del entorno obtenidos en 



bosques y ríos como fuentes de alimentación y aprovisionamiento, por lo 
que aun cuando en este sitio solo se tiene registro de una pequeña punta, es 











Patrimonio Arqueológico 



 



296 



posible asegurar que los pobladores de esta región elaboraban artefactos 
aptos para otras tareas de las que obtenían el sustento necesario para su vida 
diaria. 



La evidencia indica el alto grado de especialización lítica alcanzada 
durante el Período Paleoindio, donde la materia prima, los recursos 
utilizados y el contexto obtenido forman parte de un modo de vida muy 
antiguo que solo por medio de su investigación puede pasar a formar parte 
del legado de nuestros antepasados prehispánicos, siendo este uno de los 
principales aportes de mantener esta reserva arqueológica. Se dejó como 
Reserva Arqueológica un área de 1336m2. 



 
 



Reserva Pantano 
Una terraza que se localizó al seguir el rastro de fragmentos y pequeños 



artefactos de rocas silicificadas, presentó materiales líticos con tecnologías 
típicas de períodos precerámicos. 



A juzgar por el traslape de los depósitos, podrían señalarse dos períodos 
de ocupación humana los cuales, parecen ser continuos temporalmente, 
donde el nivel N°4 representa un primer depósito cultural y en el nivel N°3 
otro, probablemente más tardío. 



Para caracterizar el depósito cerámico se procedió al análisis del material, 
iniciando con la morfología de los fragmentos y en la medida de lo posible la 
identificación de su funcionalidad. 



Se reconstruyeron formas hipotéticas con el apoyo de los fragmentos de 
bordes que señalaron hacia ollas de borde inverso y cuerpo esférico 
conocidas como tecomates y también ollas globulares de mayores 
dimensiones. 



Al igual que la cerámica, el análisis del material lítico se elaboró en 
función de la morfología de los especímenes y su clasificación funcional. 
Asimismo, se incluyó una variable sobre la identificación tipológica de la 
roca, permitiendo reconocer las técnicas de manufactura empleadas sobre 
cada una y su procedencia. 



Las dimensiones de lascas fueron tan diversas que se registraron 
hallazgos desde microlascas hasta macrolascas. Este material identificado 
como de desecho lítico presenta diversas materias primas, principalmente 
rocas silíceas como cuarzos, calcedonias y jaspes, se concentraron en el 
sector Norte de la excavación. Rocas de tipo ígneo como basaltos y andesitas 
presentaron un patrón más disperso, sin embargo las características de 
extracción en este tipo de lascas son difíciles de identificar por lo que no hay 
seguridad si algunas de estas se tratan de lascas de desecho o son producidas 
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por desprendimientos naturales de las rocas. Se ubicaron también 
instrumentos cortantes constituidos por navajas, cuchillos y raspadores, 
siendo estos últimos una de las categorías artefactuales más representadas en 
la muestra. 



Los raspadores en lasca cuentan con diversas formas, por ejemplo se 
recuperaron con filos convexos, cóncavos y rectos y en su totalidad 
elaborados en roca sílex. 



Un único raspador aquillado elaborado a partir de una macrolasca de 
lutita silicificada se caracteriza por su forma ovalada, posee una sección 
plano-convexa. Su cara dorsal presenta un lomo a lo largo del artefacto con 
extracciones en todo el contorno y un retoque continuo sobre todo el borde. 
El filo es agudo y de uso amplio. La presencia del artefacto sugiere la 
realización de actividades de cacería de animales y el tratamiento de sus 
carnes. 



 



 
Fig. 8. Algunos implementos líticos recuperados en el sitio Pantano (L-235Pn) 



 
 
Dos fragmentos de puntas de proyectil fueron recuperados sin los 



extremos, quizás se perdieron en la actividad para la que fueron producidos. 
Presentan talla bifacial, probablemente manufacturadas sobre un núcleo o 
lasca gruesa. En los negativos o cicatrices de los artefactos se observan 2 
tipos de extracciones, de adelgazamiento para reducir grosor y de retoques. 
Ambos fragmentos fueron hallados en el sector norte de la excavación y se 
asociaron a una temporalidad precerámica donde las actividades de 
subsistencia de estos grupos probablemente giraban en torno a la cacería y a 
los recursos del bosque. Otros artefactos asociados a estas actividades fueron 
perforadores, buriles y punzones, elaborados en rocas silíceas y sobre lascas 
que no superan los 5 cm de largo. 
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Implementos hachoides obtenidos por percusión sobre macrolascas de 
cantos de río forman también parte de la muestra, poseen características 
burdas y aun cuando no se presentan con filos muy agudos sí son bastante 
contundentes para tareas relacionadas a la cacería. 



La evaluación del sitio determinó su carácter multicomponente, con una 
secuencia temporal que se extiende desde épocas pre cerámicas 
probablemente del Período Paleoindio hasta el Período Formativo. 



Hipotéticamente se plantea la posibilidad de que debido a la ubicación de 
la terraza en una zona más alta que el resto de lomas a su alrededor y con 
recursos hídricos abundantes, los estratos naturales hayan sufrido los efectos 
de la erosión mostrando restos materiales con características tecnológicas de 
períodos pre cerámicos junto a evidencia material de momentos más tardíos, 
o que, en su defecto los grupos que se asentaron en esta terraza durante el 
Período Formativo reutilizaran los utensilios que afloraron de los terrenos 
que una vez también fueron ocupados por sus antepasados y que guardaron 
la evidencia de su existencia como testigos de un pasado precerámico oculto 
y desconocido. 



 
 



Reserva La Quebrada 
Se ubica en una sección del sitio arqueológico La Quebrada (L-232LQ) y 



muestra la evidencia de poblaciones asociadas al Período Formativo (4000 
AP). Las altas concentraciones de material cultural y sus características 
acusaron la necesidad de crear esta reserva arqueológica de 1940 m², vale 
destacar que este sitio ha reportado la mayor evidencia de material cerámico 
recuperado en el país, con alrededor de 16 331 especímenes (Salazar, 2012). 
Se destacaron tipos funcionales de recipientes relacionados a usos culinarios 
entre los que destacan tecomates, budares, tazones y ollas de cuello corto. En 
el caso de los elementos líticos se identificaron artefactos punzo-cortantes, 
hachoides, artefactos para el procesamiento de plantas y artefactos 
compuestos. 



Los resultados y la densidad del material fueron decisivos para dejar 
como reserva arqueológica intangible esta zona de manera que pueda quedar 
para futuras investigaciones. 



 
 



Centro de petroglifos 
El hallazgo de 5 petroglifos en los terrenos investigados promovió que se 



movilizaran a un lugar que fuese seguro y a su vez, se pudieran exhibir, para 
que la población conozca sobre las representaciones rupestres. Fue así como, 
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se trasladaron de sus ubicaciones originales con todas las medidas de 
seguridad hacia un terreno que había sido destinado para tal efecto. 



También se recopiló la información de los grabados, permitiendo diseñar 
láminas educativas que contenían los diseños y una explicación sobre dicha 
evidencia cultural. 



 
 



Visitación a las Reservas 
El público que ha visitado las reservas arqueológicas es variado, aunque 



destaca la participación de un programa que dirige la Unidad de 
Comunicación del PHR donde cada semana, o cada quince días asistió por 
un año, del 2011 al 2012, con grupos entre 10 y 15 personas, procedentes de 
diversos centros de trabajo que laboran en el PHR. 



También asistió personal de la institución en general, asociaciones de 
desarrollo comunal, grupos ambientalistas, funcionarios municipales, 
vecinos de las comunidades, la prensa escrita y de televisión, así como 
estudiantes de la Universidad de Costa Rica, Universidad Nacional de Costa 
Rica y Universidad Latina de Costa Rica, entre otras. Cabe destacar que uno 
de los elementos que llamaban la atención fue que el hecho que para la 
mayoría de los visitantes era la primera vez que visitaban un sitio 
arqueológico. De manera que se ve reflejado en la importancia de llevar a 
cabo este tipo de gestión. 



 
 



Conservación de las exhibiciones 
Cada vez se hace más incuestionable que la conservación del medio 



ambiente va más allá del entorno natural. En este sentido, es necesario 
definir cómo se ha estado entendiendo la conservación, la cual incorpora un 
“Conjunto de actuaciones de prevención y salvaguardia referidas a asegurar 
una duración pretendidamente ilimitada a la configuración material del 
objeto considerado. Refiriéndose también a las condiciones del contexto 
ambiental”. (Cirujano y Laborde, 2001, p. 6), que a su vez, se consolida 
como una “subdisciplina responsable de llevar a cabo todas las actividades 
de estudio, recuperación y preservación material, así como de 
reconocimiento de la información cifrada en los bienes arqueológicos para 
explicar procesos culturales que consisten en la transformación y el uso de 
los recursos materiales:”  (Alonso & García,2005, p. 69). Lo que se hace 
patente es la estrategia para que dichos bienes culturales sean reconocidos 
como tales y en esta medida las intervenciones sean destinadas para que se 
preserven indeterminadamente. 
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Esta identificación ha llevado a clasificar tres categorías de áreas en las 
reservas arqueológicas, las cuales requieren de un tratamiento diferenciado: 
La primera corresponde a la excavación puesta en exhibición, la segunda, la 
entrada, los accesos y márgenes del módulo de exhibición y estructura que 
alberga la excavación y finalmente, la tercera corresponde la zona restante 
dentro del perímetro de la reserva que puede presentar bosque, quebradas o 
sectores de tacotal. 



Área n°1: Las medidas involucran observación, limpieza, estabilización 
de paredes, hidratación de suelos, con una frecuencia semanal, a cargo del 
personal de arqueología. 



Se busca dar un seguimiento y control a los aspectos humanos y naturales 
que podrían estar afectando los recursos culturales, entre los cuales destacan 
el movimiento fluctuante de los suelos por razones de hidratación y 
deshidratación, es decir, en época lluviosa el agua podría ingresar ya sea 
superficialmente o bien por el ascenso del nivel freático generando 
expansión del suelo y el posterior secado en épocas sin lluvia que provoca 
agrietamientos en el suelo que podría estimular la inestabilidad de elementos 
culturales in situ. 



Área n°2. La entrada al parque, el acceso y los márgenes del módulo de 
inducción y de la estructura que alberga la excavación, deberán ser atendidos 
por personal de servicios generales. Sus actividades involucran la chapea, 
inspecciones por la cerca de alambre para determinar su estado óptimo y 
limpieza de hojas en los senderos. Este personal no puede ingresar al interior 
de la excavación, ni mover rocas en ningún segmento de la reserva como 
tampoco podrá cortar vegetación a lo interno del bosque. 



Área n°3. Bosque, quebradas o sectores de tacotal. El mantenimiento que 
recibirán es básico, únicamente con la finalidad de observación, se hará una 
visita una vez al mes por parte del personal de arqueología para salvaguardar 
la integridad del bien arqueológico. Para el caso de los elementos bióticos, el 
personal de biología coordinará con arqueología cada vez que consideren 
necesarios las medidas que correspondan. 



 
Agentes perturbadores. La conservación debe estar destinada para 



evitar o mitigar los agentes perturbadores que pueden ser clasificados de la 
siguiente manera: 



 
Agentes antrópicos. Se deben destacar los eventos de origen humano 



que pueden afectar la exposición. Por una parte, la capacidad de carga, que 
se refiere a la cantidad de visitantes que puede soportar el sitio sin sufrir 
alteraciones de consideración. Por lo cual se evita que las personas tengan 
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acceso al interior del recinto, e inclusive, existe una distancia demarcada que 
sobrepasa los 2 metros, al cual los visitantes no tienen acceso. A este factor 
se le suma una serie de recomendaciones para que las personas no dejen 
basura, no fumen, ya que además de ser un sitio en puesta en exhibición, aún 
mantiene la facultad de ser un lugar de potencial investigativo. 



Otro factor, que interviene más con el aspecto de seguridad corresponde a 
que el sitio tiene una cerca y portón con llave, a esto se le suma la 
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Agentes bióticos. En vista que la exposición se encuentra al aire libre, 
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Reflexiones finales 
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responsable e identataria con el patrimonio arqueológico y a su vez se 
conviertan en agentes activos de la protección de dichos bienes es, 
efectivamente, un asunto trascendental en esta gestión. 



La cobertura legal en Costa Rica, y la implementación de normativas 
institucionales ha sido un factor preponderante en las posibilidades de 
gestión, pero requieren cada vez más ser reformuladas y actualizadas con los 
nuevos contextos políticos y económicos, que ejercen presión sobre el 
porvenir de los bienes patrimoniales. Es preponderante que el Estado, 
abanderado por las instituciones encargadas de los bienes culturales y 
acuerpados por especialistas y ciudadanía en general fomente y consolide 
legislaciones cada vez más explícitas en lo que concierne a la conservación 
in situ del patrimonio arqueológico. Dicha legislación debe estar 
acompañada de una serie de medidas de seguimiento y agentes locales e 
institucionales que colaboren con todos los procesos de gestión. 



La planificación a mediano y largo plazo es fundamental y es allí donde 
los convenios y los enlaces con las instituciones encargadas de la 
salvaguarda del patrimonio deben ser perennes en los procesos de gestión. 



Es así como los Estados e instituciones, en compañía con los nuevos 
actores, deben sumar esfuerzos para un bien común, que se traducirá en los 
mejores frutos para que las generaciones futuras gocen del conocimiento y se 
constituyan en los custodios de un pasado cada vez más reanimado, en su 
expresión material e inmaterial. 
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Resumen 
El Museo Nacional de Costa Rica lleva a cabo desde hace más de una década 



labores de protección, conservación e investigación en sitios arqueológicos con 
esferas de piedra en el Delta del Diquís, cantón de Osa, Sureste de Costa Rica. Este 
proceso ha conllevado un involucramiento con las comunidades locales. 



Esta ha sido una actividad pionera para el museo. Surgió de la investigación y se 
ha ido complejizando gradualmente para incorporar la protección y conservación de 
sitios con estructuras así como esferas de piedra in situ. Además, en conjunto con 
organizaciones comunales y el gobierno municipal, se desarrollan diversas 
actividades en pro del patrimonio cultural de la zona y apropiación de la historia 
local. 



Se presentan un panorama general de la experiencia de investigación y 
conservación y sus principales resultados, así como la interacción con las 
comunidades para la promoción y gestión del patrimonio arqueológico. 



Palabras clave: esferas de piedra, Delta del Diquís, comunidad 
 
Abstract 
The National Museum of Costa Rica have done, for more than a decade, activi-



ties for the protection, conservation and research of archaeological sites with stone 
spheres in the Diquís Delta, Osa canton, Southeastern Costa Rica. This process has 
led to the involvement with local communities. 



This has been a pioneering activity for the museum. It began with a research pro-
ject and has gradually become more complex incorporating the protection and con-
servation of sites with structures and in situ stone spheres. Together with community 
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organizations and municipal government, we develop various activities for the cul-
tural heritage of the area and appropriation of local history. 



We present an overview of the research and conservation experience and its main 
results and the interaction with communities for the promotion and management of 
archaeological heritage. 



Keywords: stone spheres, Diquís Delta, community 
 
 
 
Introducción 



Un debate actual sobre la gestión del patrimonio cultural se centra en la 
insuficiencia de los modelos verticales o descendentes para su protección. 
Los enfoques descendentes implementados por entidades estatales enfrentan 
el problema de normas que se deben cumplir sin tomar en cuenta la posición 
de las comunidades. La necesidad de mecanismos consultivos y 
participativos ha llevado a buscar planteamientos complementarios de tipo 
horizontal o ascendentes que aseguren la supervivencia del patrimonio a 
largo plazo (Stovel, 2004, p.16). Es claro ahora que debe darse una apertura 
y una relación estrecha con la comunidad en los aspectos de evaluación, 
conservación y gestión del patrimonio (Piras & van Hoof, 2006, p.145). 



La experiencia que el Museo Nacional de Costa Rica (MNCR) ha venido 
teniendo con la comunidad del cantón de Osa, Sureste del país, desde la 
década de los años 1990, en el desarrollo de un proyecto de investigación, 
conservación y gestión de sitios arqueológicos con esferas de piedra in situ 
del Delta del Diquís puede caracterizarse como la búsqueda de un balance 
entre los dos enfoques. 



El Delta del Diquís es una extensa planicie aluvial formada por los ríos 
Térraba y Sierpe y cuenta con una historia ocupacional antigua que incluye a 
uno de los centros de ocupación precolombina más importantes del Sur de 
América Central donde se produjeron las distintivas esferas de piedra 
(Figura N° 1). Para reconocer la gran relevancia de su patrimonio 
arqueológico, el cantón de Osa, donde se ubica el delta, fue declarado 
“Cantón de interés arqueológico nacional” por medio del Decreto Ejecutivo 
No. 23387-C, publicado en el diario La Gaceta del 22 de junio de 1994. 



La comunidad actual, en un proceso de múltiples actores y voces, se ha 
venido involucrando de una manera cada vez más activa en la gestión y 
apropiación del patrimonio arqueológico dentro del desarrollo de alternativas 
económicas en una zona empobrecida, pero con un gran potencial 
económico a partir de sus recursos naturales y culturales. Para esto ha sido 
clave una relación más horizontal con varias organizaciones locales como el 
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Comité Local del Área de Conservación de Osa (CLACOSA), la 
Municipalidad de Osa, la Cooperativa de Servicios Múltiples (SURCOOP) y 
la Asociación de Desarrollo de Palmar Sur. 



Este proceso se ha profundizado desde que el Estado costarricense 
incluyó en la Lista Tentativa de sitios de patrimonio mundial de la UNESCO 
la propuesta de los “Asentamientos cacicales precolombinos con esferas de 
piedra en el Diquís” con el fin de reconocer la singularidad de los procesos 
de desarrollo en tiempos precolombinos. 



El proceso ha sido largo por la necesidad de ahondar en las 
investigaciones y por la escasa experiencia del país en la gestión de su 
patrimonio arqueológico. Esto último ha implicado una serie de acciones y 
ajustes institucionales y la revisión de los procedimientos tradicionales del 
Museo que aún están en marcha. Hay un involucramiento gradual en nuevas 
tareas y relaciones con diversas instituciones y organizaciones locales. 



Lo anterior ligado a una divulgación constante de la información y la 
expectativa levantada por la candidatura ha permitido revalorar el patrimonio 
arqueológico de la zona sur de Costa Rica y ha permitido darlo a conocer a 
nivel nacional e internacional de una manera que antes no se había logrado, 
generando opinión y participación de grupos diversos. 
 
 



 
Fig.1.  Ubicación del delta del Diquís, Sureste de Costa Rica. 
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Comunidad y patrimonio arqueológico 
Los bienes patrimoniales poseen diversos valores culturales relacionados 



con los pobladores actuales que deben tomarse en cuenta al momento de 
promover su salvaguarda y manejo. Entre estos valores se destacan los de 
identidad, relacionados con los lazos emocionales de la sociedad hacia 
objetos o sitios específicos (Johilehto & Feildea, 1995, p. 37). 



Sobre este punto hay una clara identificación de los pobladores del cantón 
de Osa con el pasado precolombino, y en especial las esferas de piedra. La 
población actual debe su configuración a los procesos migratorios 
fomentados por las plantaciones extensivas de banano entre los años 1940 y 
los 1980 que llevaron a una amalgama entre los pobladores locales, que 
incluían a descendientes de las antiguas poblaciones indígenas, y los 
migrantes llegados en el apogeo bananero. 



Luego del fin del enclave bananero buena parte de la población 
permaneció en la zona y sus descendientes, en su proceso constante de 
construcción de identidad, han tomado el legado precolombino como uno de 
sus referentes. Ejemplo de esto han sido las luchas concretas para proteger el 
patrimonio arqueológico, incluyendo movilizaciones populares para evitar la 
salida de esferas de piedra del cantón. Estas acciones forman parte del 
imaginario colectivo y han convertido las esferas en emblemas de la 
comunidad. 



A nivel nacional, las esferas de piedra han adquirido un papel simbólico 
con su incorporación en el billete de cinco mil colones, pronto a desaparecer 
desafortunadamente, y un proyecto de ley para declararlas como símbolo 
patrio. Bien se pueden considerar como la punta de lanza de un proceso de 
revaloración del pasado precolombino en un Estado-Nación que lo minimizó 
en la construcción de la identidad nacional. 



 La doctrina de la conservación establece que la toma de decisiones 
debe respetar los valores bien definidos del patrimonio. Pero esta definición 
no debe quedar únicamente en manos de los expertos, debe además reflejar 
los valores de la comunidad en la búsqueda de una conservación integrada 
conciliando los requisitos prácticos con los del patrimonio. El 
involucramiento local es beneficioso para entender las diferencias culturales, 
individualizar aspectos problemáticos y obtener información útil con 
respecto a las condiciones deseadas en un sitio patrimonial (Stovel, 2004, p. 
16; Pedersen, 2005, p. 38). 



Para nuestro caso esta definición es aún una búsqueda. Pasos en este 
sentido han sido la participación en la creación de la Asociación pro 
patrimonio natural y cultural del Diquís (ASODIQUIS) conformada por 
personas del lugar, que participa activamente en la discusión y toma de 
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decisiones, el desarrollo de convenios de co-gestión de sitios arqueológicos y 
la organización conjunta con grupos locales del Festival de las Esferas que 
se realiza anualmente desde 2006. 



 
 



Patrimonio y turismo cultural 
Otro tema presente ha sido el del turismo cultural. Se contempla que la 



protección de los sitios patrimoniales puede generar beneficios a la 
comunidad por medio de la visitación. Para esto es necesario integrar a las 
partes interesadas, en especial a las comunidades inmediatamente 
adyacentes. Se ha determinado que los proyectos con poca aportación local 
son menos productivos y en definitiva más onerosos, y la incomprensión de 
las posiciones de los interesados puede retrasar o bloquear los proyectos 
(Pedersen, 2005, p. 38). 



El turismo en Costa Rica se ha enfocado en lo natural y ahora hay una 
necesidad de diversificación. Esto coincide con un interés creciente por los 
recursos arqueológicos de la zona Sur de Costa Rica, en especial los sitios 
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costera y en las serranías con vista al mar 
para proyectos turísticos de sol y playa. 



La presente iniciativa hace eco del 
interés local por una oferta turística de tipo 
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sitios arqueológicos como en el caso de 
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Finalmente se está en el punto de pasar 
de una visita espontánea de visitantes 
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de origen, a una visitación regulada con 
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Fig.2 . Alineamiento de esferas en Sitio Finca 6 
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La oferta turística de Osa se ha centrado en el “borde exterior” costero, 
con dominio de extranjeros. La ubicación de los sitios arqueológicos hacia 
las tierras interiores abre la posibilidad de un beneficio para los principales 
focos de población local. 
 
 
El patrimonio arqueológico del delta del Diquís 



El área del delta del Diquís es un excelente ejemplo de ocupación cultural 
de una zona por largo tiempo, con evidencias que se remontan a 1500 años 
antes de Cristo (Corrales 2000). Para el período tardío (800-1500 d. C.) se 
postula una organización cacical compleja que dominó el delta y controló 
recursos adyacentes. Además, estableció relaciones de dominio o 
intercambio a nivel regional. Esta sociedad, asimismo, fabricó gran cantidad 
de esferas de piedra, un megalito que fue símbolo de rango y de identidad de 
dichos grupos y uno de los elementos más llamativos de la arqueología de 
Costa Rica. 



La manufactura de las esferas habría empezado en el período Aguas 
Buenas (300 a. C. - 800 d. C.), pero es durante el período Chiriquí (800-1500 
d. C.) que se dio el auge en su elaboración y uso por sociedades con un 
desarrollo sociopolítico cacical, que controlaban extensos territorios, y 
dependían de la agricultura. Estas sociedades eran, además, expertas en la 
orfebrería y la estatuaria produciendo elaborados objetos que se utilizaban 
como símbolos de rango social. 



El tamaño de las esferas va desde unos pocos centímetros hasta 2.57 
metros y su peso oscila entre algunos kilos más de 20 toneladas. Los 
materiales más frecuentemente utilizados en su confección son gabro y 
granodiorita, aunque también se encuentran en arenisca y piedra caliza. 



La postulación que las esferas fueron utilizadas principalmente como 
símbolos de rango se sustenta en los contextos en que se han encontrado, 
cercanos o sobre construcciones artificiales, montículos y plazas. También se 
postula que los agrupamientos registrados (alineamientos rectos, curvos y 
triangulares) pudieron tener un significado astronómico y ritual y estar 
asociados a los ciclos naturales y su relación con el ciclo agrícola y otras 
calendarizaciones de los grupos que las fabricaron, lo cual aún no se ha 
verificado por la remoción y alteración de que fueron objeto. 



Los sitios arqueológicos con conjuntos de esferas de piedra han sido 
afectados por décadas y esferas individuales han sido removidas, alteradas o 
destruidas. A pesar de esto, muchos de estos sitios aun conservan sectores 
con integridad suficiente para realizar procesos de investigación y proponer 
labores de conservación, restauración y gestión. 
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Los esfuerzos del Museo Nacional se han centrado en varios sitios con 
esferas de piedra in situ para conocer mejor a las sociedades precolombinas 
que las fabricaron, y desarrollar un circuito de visitación turística y 
contribuir al desarrollo regional. 



Los sitios seleccionados son Finca 6, Grijalba, Batambal y El Silencio, 
aunque también se realizan labores de investigación en otros asentamientos. 
Los sitios mencionados cuentan con conjuntos de estructuras, depósitos de 
materiales y esferas in situ. Su selección parte de la particularidad de 
contextos y su ubicación cerca de los principales centros de poblamiento del 
cantón. 



Un aspecto particular a resaltar son las inundaciones que afectan el área 
periódicamente. Estas han sepultado los vestigios arqueológicos en el delta 
bajo capas de sedimentos lo cual ha ayudado a su preservación. Pero, esta 
situación impone un reto para la puesta en valor de los sitios ya que la gruesa 
capa de sedimento y las variaciones de la tabla freática afectan la exposición 
de estructuras sepultadas y su integración dentro de rutas de recorrido. 



 
 



La investigación arqueológica 
La investigación arqueológica en el delta del Diquís inició en la década 



de los años 1940. En ese momento el bosque tropical, que había prosperado 
desde la Conquista en el siglo XVI, fue talado para el desarrollo de grandes 
plantaciones bananeras. El sistema de drenajes y las plantaciones expusieron 
grandes sitios arqueológicos con presencia de conjuntos de esferas de piedra 
de diversos tamaños. Aunque las primeras investigaciones (Stone 1943; 
Lothrop 1963) divulgaron la riqueza cultural del lugar la administración de 
recursos culturales en el país era sumamente débil y se debió esperar varias 
décadas para que se reiniciaran proyectos de investigación en la zona y más 
aún para comenzar labores de protección, conservación y gestión. 



La investigación tomó fuerza en la década de los 1990 y se orientó 
inicialmente a registrar asentamientos a nivel regional, la evaluación de 
sitios seleccionados y la postulación de secuencias de ocupación (Quintanilla 
1992; Baudez et al. 1993). También, la evaluación del impacto de proyectos 
de desarrollo en el recurso arqueológico (Badilla 1996, 1998; Sol 2003; 
Maloof 2011). A partir de 2005, el Museo Nacional se orientó a 
excavaciones de contextos asociados a esferas de piedra en sitos principales 
(Corrales, Badilla & Artavia 2007; Badilla & Corrales 2009; Corrales & 
Badilla 2011). Asimismo, se realizaron análisis de manufactura de esferas y 
contextualización de esferas y metalurgia (Badilla, Quintanilla & Fernández 
1997; Fernández & Quintanilla 2003; Quintanilla 2007). 
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Lo anterior ha permitido un gran avance en el establecimiento de las 
características internas de los sitios y los contextos particulares de las esferas 
in situ. A la vez sentaron las bases para tareas de conservación y manejo. 



El Museo Nacional en los últimos años ha concentrado sus labores de 
excavación en Finca 6, donde cuenta con una propiedad de 10 ha y 
Batambal, también con una reserva de 1 ha. 



El sitio Finca 6 ha jugado un papel primordial en el proceso ya que el 
registro de dos alineamientos de esferas in situ, el único remanente de una 
serie de conjuntos de esferas registrados desde la década de los años 1940 
(Stone 1943; Lothrop 1963; Baudez et al. 1993), motivó la protección de una 
zona alrededor de estos y luego la adquisición de un terreno de 10 ha para su 
protección de otros componentes observados en visitas exploratorias (Figura 
N° 2). 



Las temporadas de campo desarrolladas entre 2005 y 2012 han permitido 
determinar la configuración y patrones constructivos de dos montículos 
artificiales residenciales y uno funerario en el área de ocupación principal. 
Igualmente se ha podido determinar la asociación de dos esferas de piedra 
con la base de una rampa trapezoidal que conduce a uno de los montículos 
(Figura N° 3). 



Adicionalmente, al área del sitio se han trasladado un conjunto de doce 
esferas producto de donaciones y decomisos las cuales se integran al parque 
arqueológico que se desarrolla en el lugar. 



 



 
Fig.3. Vista de esfera asociada a rampa, Sitio Finca 6 
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En el sitio Batambal se han realizado excavaciones y limpieza de 
estructuras entre 2010 y 2011. Se estableció una ocupación durante dos 
períodos de ocupación. Durante el período Aguas Buenas (300 a.C.-800 
d.C.) fue una aldea de la cual son evidencia depósitos estratificados de 
materiales cerámicos y líticos. En el periodo Chiriquí (800-1500 d. C.) se 
convirtió en un lugar para actividades especiales con presencia de al menos 
ocho estructuras y 4 esferas (Figura N° 4). En una de las estructuras se 
encontró un conjunto de tres esferas pequeñas con gran cantidad de 
fragmentos de esculturas antro y zoomorfas asociadas. 



 



 
Fig. 4. Vista de estructuras 1 y 2. Sitio Batambal 



 
La excavación de los alrededores de la esfera del sitio El Silencio, 



permitió el registro de un empedrado asociado (Figura N° 5). Igualmente una 
valoración del estado de conservación de la esfera. La prospección de la 
zona permitió establecer una extensa ocupación entre el piedemonte y las 
terrazas del río Térraba. 



Otros sitios arqueológicos como Grijalba, Brishaˇcra y El Bambú han 
sido objeto de levantamientos planimétricos, limpieza de estructuras y 
excavaciones de prueba; se planean excavaciones en los próximos años. Otra 
labor ha sido la prospección regional para establecer la ocupación del delta y 
piedemonte dentro del estudio de las sociedades cacicales que ocuparon el 
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delta (Corrales y Badilla en prensa). Esta exploración es una continuación de 
los estudios anteriores de Quintanilla (1992) y Baudez et al. (1993). 



 



 
Fig. 5. Vista de esfera y empedrado asociado. Sitio El Silencio 



 
 



Conservación 
Luego de varios años de investigación en el delta se iniciaron labores de 



limpieza y mantenimiento en el conjunto de cuatro sitios con esferas de 
piedra seleccionados. Lo anterior incluyó el control de vegetación y limpieza 
de esferas para contrarrestar el crecimiento de películas vegetales sobre 
estas. 



Las excavaciones permitieron establecer otros problemas. En el caso de 
Finca 6, dos montículos artificiales evaluados fueron cruzados por canales de 
drenaje y afectados por vandalismo o huaquerismo, aunque se conserva la 
mayor parte de estos. 



Los montículos tienen muros de mampostería, hechos con cantos rodados 
sin ninguna argamasa; la excavación de pequeñas secciones permitió 
establecer una condición de fragilidad, al haberse alterado su equilibrio por 
la presión del agua (Figura N° 6). Las excavaciones exploratorias fueron 
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cerradas a la espera de soluciones adecuadas para una eventual exposición de 
las estructuras. 
 



 
Fig. 6. Vista de muro de contención, Montículo 2, Sitio Finca 6. 
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Por otra parte, los alineamientos en Finca 6 presentan las esferas 
parcialmente expuestas y la parte descubierta muestra, en algunas de ellas, 
procesos de exfoliación y deterioro, por erosión, plantas y hormigas. Hay un 
contraste entre la parte expuesta y la enterrada que debe ser solucionado. 



El riesgo de inundaciones continúa dados los efectos secundarios de 
huracanes en el Caribe que han provocado crecidas que pueden alcanzar 
hasta 2 m de altura (Figura N° 7). El delta por su conformación está sujeto al 
depósito constante de sedimentos. Por otro lado, en la zona hay importantes 
fallamientos sísmicos locales por la interacción de las placas Cocos y Caribe 
(Quintanilla & Badilla 2003). 



Esto debe ser considerado en cualquier plan de conservación y gestión de 
los yacimientos en el piso del delta y es necesario un estudio hidrológico 
para establecer la posibilidad real de restauración y exposición de estructuras 
y esferas enterradas y la construcción de obras para el drenaje, redirección de 
los canales y zona de amortiguamiento. 



 



 
Fig.7. Vista del río Térraba durante el Huracán César. Julio de 1996 



 
En los sitios ubicados en el piedemonte que rodea el delta los problemas 



se relacionan con el huaquerismo. Los sitios presentan alteración de 
estructuras, daño a las esferas y saqueo de estas, perturbando los conjuntos 
originales. Prácticas tradicionales como la quema estacional de vegetación 
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para control de malezas o cultivos causaron afectación de sitios 
arqueológicos y de las esferas en particular. 



En sitios como Batambal y El Silencio ambas situaciones son 
particularmente notorias. La esfera de El Silencio presenta severas 
exfoliaciones por el choque térmico y hay capas que siguen en el proceso de 
desprendimiento. Si bien es cierto que en ambos sitios el huaquerismo y las 
quemas han sido controlados en los últimos años no deja de ser una amenaza 
y sus secuelas aún deben ser atendidas integralmente. 



Las labores iniciales de conservación se han orientado a una evaluación 
del biodeterioro, o daño físico o químico causado por agentes biológicos, 
que presentan las esferas de piedra (Mora et al. 2007) y se busca el 
desarrollo de biocidas de origen natural para su control. Con base en los 
resultados obtenidos se seleccionará; un conjunto de microorganismos que 
podrían jugar un papel importante en el biodeterioro y se evaluará; este 
potencial a través de dos estrategias: ensayos bioquímicos básicos e 
inoculación. Este es un campo nuevo y promisorio y necesario a nivel 
general de la arqueología de Costa Rica en general por las condiciones 
climáticas del territorio. 



Como parte de las actividades de preparación de la candidatura de los 
sitios con esferas como patrimonio mundial se gestionó la asesoría del 
experto italiano Emiliano Antonelli, quien, junto con restauradores locales, 
realizó una evaluación del estado de conservación de esferas en diversos 
emplazamientos del delta (Figura N° 8). A partir de dicha evaluación se está 
delineando un plan de acción que arranca con la fase experimental de probar 
diferentes soluciones sobre materiales similares a los utilizados en la 
manufactura de las esferas. 



Una segunda etapa incluiría a las estructuras presentes en los sitios. La 
experiencia en el país es muy escasa y se ha limitado a las intervenciones 
realizadas en el sitio Guayabo de Turrialba hace más de una década (Troyo 
& Garnier 2002). Se retomaría esa experiencia y se buscará asesoría 
internacional. 
 
 
La gestión de los sitios arqueológicos 



El manejo y gestión de los sitios arqueológico viene como la 
consecuencia lógica de las labores de investigación, protección y 
conservación. Se ha iniciado con Finca 6 y Batambal donde el Museo 
Nacional cuenta ya con propiedades. 



La adquisición de propiedades es un tema clave; es hasta que se aseguran 
los terrenos donde se encuentra el sitio que se pueden programar acciones 
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con regularidad y a largo plazo. En estos momentos se realizan gestiones 
para la adquisición de otras dos propiedades y consolidar el circuito 
arqueológico. 



 



 
Fig. 8. Medición y evaluación del estado de conservación de esferas de piedra 



 
Finalmente, el estado costarricense por medio del Museo Nacional está 



tomando pasos efectivos para asegurar la propiedad de sitios arqueológicos. 
En este punto el país ha mostrado un notable atraso, Finca 6 es apenas el 
segundo sitio arqueológico, después de Guayabo de Turrialba, para el cual 
hay un plan de apertura al público. La labor de gestión ha sido a muy baja 
escala, el caso piloto es Finca 6 que se postula como un sitio-museo. En 
estos momentos el proceso pasa por una fase de aceleramiento con vistas a 
cumplir con los requisitos de la candidatura de patrimonio mundial ante la 
UNESCO. Esta situación conlleva también el análisis de proyectos de 
desarrollo a nivel regional que pueden entrar en contradicción con la 
conservación y gestión, en particular el Aeropuerto Internacional del Sur y el 
Proyecto Hidroeléctrico El Diquís. 



 
 



El sitio-museo de Finca 6 
A partir de la presencia de los alineamientos de esferas, en los años 1990 



se realizaron gestiones con la compañía bananera dueña de los terrenos en 
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ese momento para limpiar una zona alrededor de estos. Una vez que se logró 
la propiedad del terreno por parte del Museo Nacional se extendió la 
limpieza a los dos montículos investigados entre 2005 y 2007 y una zona 
donde se presenta abundante material cerámico en superficie conocida como 
Punto 5. Para su acceso se adecuaron antiguos senderos asociados a “cable 
vías”, o mecanismo de transporte aéreo de bananos. 



Aún cuando el lugar no está abierto oficialmente al público, por la falta 
de condiciones de visitación, a lo largo de varios años se ha permitido la 
entrada de grupos pequeños. Esta visitación tiene un punto alto en la 
celebración del Festival de las Esferas, el cual se reseñará adelante. La 
visitación espontánea ha venido creciendo y se han colocado rótulos 
informativos en puntos claves. 



Sin embargo, la visitación debe ser ordenada y debe pasar por un estudio 
de la capacidad de carga del lugar, para lo cual ha sido muy útil la visitación 
espontánea que se ha permitido. Requiere, además, del ofrecimiento de 
facilidades para el acceso universal al lugar como lo requiere la legislación 
vigente. 



Con lo anterior en mente, Finca 6 se concibe como un Sitio-Museo, 
definido como  



(…) un territorio con evidencia arqueológica de actividades humanas y 
otros recursos patrimoniales que funciona como un proyecto de gestión 
integral y participativa de dichos recursos, los cuáles se “musealizan” con 
fines educativos y de disfrute, custodiado y gestionado por el Museo 
Nacional de Costa Rica con importantes evidencias arqueológicas, como 
esferas de piedra in situ y arquitectura, representativas del desarrollo de las 
sociedades cacicales del delta del Diquís en la época precolombina. (MNCR, 
2012, s. p.) 



El lugar busca integrar la evidencia arqueológica con las zonas de 
regeneración natural. Igualmente, incorporar un área con esferas 
recuperadas. Muy importante en este concepto es la visitación con fines 
educativos y recreativos y su articulación con  iniciativas de desarrollo local 
y regional. 



La visión es “convertirse en un modelo de gestión sostenible e 
innovadora del patrimonio cultural y natural con importancia mundial y 
beneficio local”. (MNCR, 2012, s. p.). De esta manera el modelo se repetiría 
en los otros sitios y se integraría dentro de un plan de manejo de carácter 
regional. 



El plan de gestión implica políticas institucionales, desde una perspectiva 
de servicio al público, interacción con las comunidades, interpretación, 
educación, investigación en el campo arqueológico y natural y conservación. 
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La participación comunitaria 
Se ha pasado gradualmente de un proyecto arqueológico con fines 



meramente investigativos a un proyecto de gestión donde la comunidad 
demanda una participación más activa de tipo ascendente. 



El plan de manejo para el sitio-museo Finca 6 será presentado en su etapa 
inicial a la comunidad para conocer sus expectativas, generar procesos de 
retroalimentación en la definición de marcos filosóficos, conocer las 
posibilidades de apoyo y propiciar un ambiente de comunicación adecuado 
para la validación comunitaria de la labor realizada. 



La cooperativa SURCOOP, que rodea por completo los terrenos de la 
reserva arqueológica, a su vez desarrolla un centro de atención al visitante y 
ofrecerá la venta de comida, souvenirs, parqueo y servicio de guías. Estos 
han venido siendo entrenados por funcionarios del Museo Nacional. 



Eventualmente la zona arqueológica podría integrarse con un manejo del 
paisaje cultural bananero/platanero (plantaciones, plantas procesadoras, y 
poblados) que rodea al sitio y que sigue en aprovechamiento por SURCOOP. 



Otra relación fundamental ha sido la establecida con las comunidades 
indígenas que se encuentran en zonas cercanas. En particular con la 
comunidad boruca del asentamiento IDA/Cañablancal, donde se encuentra el 
sitio Batambal. Los líderes indígenas de esa comunidad jugaron un papel 
primordial en la protección del sitio al momento de establecer el 
asentamiento campesino y segregar los terrenos donde se encuentra para que 
pasaran a ser posesión del Museo Nacional (Badilla, Mora & Navas, 2003). 
Se ha iniciado un proceso para la co-gestión del yacimiento arqueológico y, 
a la vez, para la revitalización de su identidad cultural. 



Igualmente, con la comunidad indígena de Curré/Yímba, donde se ubica 
un sitio arqueológico con una esfera de piedra, y donde el Museo Nacional 
ha desarrollado un trabajo de devolución de información y desarrollo de un 
museo comunitario desde la década de 1980 (Corrales & Leiva 2003). Estas 
relaciones buscan hacer eco de las demandas de las comunidades indígenas 
de una participación efectiva en la gestión del patrimonio arqueológico. 



La relación con la comunidad ha sido un proceso muto de 
experimentación y aprendizaje. Presentamos un par de ejemplos. 



 
 



La experiencia de la casa-museo de Finca 6 
Una experiencia importante en la relación comunal fue el desarrollo de 



una exhibición en una vivienda típica del periodo bananero (Corrales & 
Badilla 2007). Con ese fin se realizó un convenio con la escuela de la 
comunidad de Finca 6-11 para la recuperación de la “casa del maestro”, la 
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cual solo necesitaba reparaciones menores sin ningún cambio estructural o 
formal. La casa es del denominado tipo K en la tipología arquitectónica 
bananera, de la cual sobreviven en el delta ejemplos con diferentes grados de 
conservación. 



La escogencia de esta edificación y su reparación se realizó con el 
propósito de que fuera apreciada y contribuyera al rescate y puesta en valor 
del patrimonio arquitectónico de la zona. El uso de edificios de carácter 
histórico para museos hace que el mensaje se trasmita tanto con el 
contenedor como con el contenido (García Canclini, 1990). Su ubicación 
junto a la escuela del lugar refuerza el carácter simbólico de la estructura y 
los aspectos histórico-educativos que se puedan derivar de ella. 



Hubo una entusiasta participación de la comunidad en la reparación y 
pintura de la casa. Luego se realizó un montaje museográfico sencillo que 
consistió en fotografías, textos e ilustraciones sobre los diferentes períodos 
de ocupación del delta: la época precolombina, la etapa entre la Colonia y 
los años 1940, la época bananera (1940-2000) y la época reciente. No se 
incluyeron objetos por la falta de condiciones de seguridad y conservación 
del edificio. Sin embargo, la casa misma se convirtió en un objeto de 
exhibición. Un objeto particular que puede apreciarse a la distancia o entrar 
en él para conocer sus particularidades y a la vez conocer la historia de la 
cual forma parte. 



Personas de la comunidad permitieron la fotografía o “escaneo” de 
álbumes familiares, contribuyendo a la recopilación de riquísimos 
testimonios gráficos. Estas imágenes además refuerzan la identificación de 
los individuos de la comunidad al participar y verse “retratados” en la 
exhibición. 



La casa-museo se inauguró en abril de 2006 con talleres para escolares, 
actos cívicos y culturales (Figura N° 9). Por dos años la casa fue objeto de 
visitación pero no con la regularidad deseada ya que su distancia del sitio 
arqueológico dificultaba una conexión efectiva. Aunque su manejo estaba en 
manos de personas de la comunidad estas no podían atenderla a tiempo 
completo. 



Los planes para remozar la exhibición fallaron por la medida de la 
escuela de retomar la casa para uso de los maestros y por el fin del convenio. 
La experiencia, con sus puntos positivos y negativos, fue el punto de partida 
para el museo de sitio en Finca 6. 
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Fig. 9. Inauguración de casa-museo Finca 6, 2006 



 
 



Festival de las Esferas 
En el 2006, paralelo a la inauguración de la casa museo de Finca 6 se 



desarrolló el 1er. Festival de las Esferas, un evento de tipo cultural artístico 
en el parque público de Palmar Sur (Fig. 10). En este parque se encuentra un 
conjunto de ocho esferas de piedra, algunas de ellas “repatriadas” desde San 
José, y se ha convertido en un lugar de visita constante por locales y 
foráneos. El festival incluyó presentaciones artísticas, venta de artesanías y 
comidas, visita a sitios arqueológicos, presentación de publicaciones y foros 
de discusión. Además, se aprovechó para realizar un homenaje a don 
Edmundo Mora, artesano local que fabricaba réplicas de las esferas de piedra 
(Figura N° 11). Las actividades estuvieron a cargo del Museo junto con 
entidades e individuos locales y representantes de instituciones nacionales 
como ASODIQUIS, la Municipalidad de Osa, la Asociación de Desarrollo 
Palmar Sur y el Ministerio de Ambiente y Energía. 



La actividad se ha repetido anualmente desde entonces. Para el 2009 se 
logró que el Festival Nacional de las Artes tuviera como sede secundaria 
Palmar Sur y se fusionó con el Festival de las Esferas. Este fue un punto alto 
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ya que por una semana se llevaron a cabo todo tipo de actividades culturales 
con una gran inversión y respuesta de la población local. 



Con la experiencia acumulada el festival mejoró notablemente en 
organización y participación local. Ahora hay actividades académicas, 
artísticas y recreacionales y se busca un balance entre grupos locales y 
foráneos. El festival es también una alternativa económica y un estímulo de 
visitación mayor a la zona, además de concientizar acerca del patrimonio 
natural y cultural del Delta del Diquís. 



 



   
Fig. 10. 1er. Festival de las esferas, 2006 
Fig. 11. Homenaje a don Edmundo Mora. 1er. Festival de las esferas. 



 
 



Comentario Final 
Una gestión ascendente del patrimonio cultural tiene como requisito no 



solo que la comunidad participe sino que también se beneficie. Los 
proyectos de salvaguarda y conservación de sitios culturales contarán con 
obstáculos si no involucran desde el inicio a la población circundante. 



Para el caso del delta del Diquís/Cantón de Osa la experiencia de trabajo 
conjunto entre funcionarios gubernamentales y los pobladores locales es 
todavía incipiente pero ha generado mecanismos de participación más 
horizontales. El proceso debe estar sometido a evaluación y adecuación 
constante para responder a las aspiraciones de los actores locales. 



Una consecuencia importante son los cambios en los diversos campos de 
acción del Museo Nacional con una participación más activa en la 
conservación y gestión del patrimonio y la relación con la comunidad. Se 
participa ahora una red de actividades integrando cultura y naturaleza con la 
cooperación entre comunidad, investigadores, autoridades gubernamentales 
y el sector privado. 
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Resumen 
El único sitio arqueológico abierto al público en Costa Rica, cuando menos hasta 



2012, representa un reto en la conservación arqueológica, específicamente la 
restauración de arquitectura precolombina en el bosque lluvioso del sur de América 
Central. En el actual contexto socioeconómico, un eje temáticos que puede 
explorarse para ejecutar proyectos, acordes a la conformación de un proyecto de 
nación, es el de capital cultural; con base en el que se pueda garantizar el 
sostenimiento económico de la producción de investigaciones, que den contenido 
social a los elementos culturales definidos como patrimoniales, través de políticas 
que contemplen la conservación a largo plazo. En la Universidad de Costa Rica se 
está diseñando un programa de investigaciones que genere información sobre temas 
que sean pertinentes a la explicación de la historia antigua y facilite la conservación, 
basada en la adecuada interpretación del sitio y el desarrollo de técnicas apropiadas 
al caso específico.  



Palabras clave: Monumento Nacional Guayabo de Turrialba, capital cultural, 
conservación arqueológica.  



 
 
Abstract 
The only archaeological site opened to the public in Costa Rica, up until the year 



2012, represents a challenge in archeological  conservation; specifically, in terms of 
restoring precolombian architecture, in the context of the rain forest of southern 
Central América. Cultural capital in the present day social and economic context, 
represents a thematic to be established and explored, in accordance with the guide-
lines of a project of national identity. This should be done with the idea of guaran-
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teeing a budget for further research which will bring social content to the material 
elements of the cultural heritage, establishing at the same time a conservation policy. 
The University of Costa Rica has been designing a research program that will gener-
ate information on subject matters capable of explain ancient history and facilitate 
conservation, all of the above based on an appropriate interpretation of the site and 
the development of appropriate techniques for this specific case. 



Keywords: Nacional Monument of Guayabo de Turrialba, cultural capital, 
archaelogical conservation. 



 
 
 



Introducción 
El presente análisis responde a una premisa fundamental, que es propiciar 



la conservación del patrimonio arqueológico, como parte además de una 
motivación social que se constituya como una iniciativa propia, coherente 
con el desarrollo y la definición de la Nación costarricense.  



Ello como una responsabilidad inherente al conglomerado de individuos 
que constituyen la razón de ser –en tanto población- de una nación, adscrita 
a un territorio específico sobre el que se pretende el ejercicio soberano del 
uso de recursos naturales, en principio, sustentado en la  legislación vigente. 
Soberanía que implica desde la explotación hasta el disfrute de los recursos 
públicos.  



Existen profundas carencias entre la intencionalidad de la legislación 
vigente sobre el patrimonio nacional arqueológico y su ejecución, 
principalmente en lo que se refiere a la propiedad estatal de los bienes 
arqueológicos –como se indica en el Artículo 3- y, sobre todo, el interés 
público –que según el Artículo 36- que supone la investigación, protección, 
conservación, restauración y recuperación del patrimonio arqueológico 
(Asamblea Legislativa, 1982, p.1).  



Como parte del contexto mundial destacan las recomendaciones de 
UNESCO (1972) hacia los Estados miembros, en las que se insta al 
inventario de bienes patrimoniales, especificando condiciones de riesgo; 
garantizando la conservación de estos a través de instancias legales, 
científicas y de difusión. Como medida que trascienda la simple 
identificación y el estudio del patrimonio. 



De hecho en el Artículo 27 de la Convención aludida (UNESCO, 1972, 
p.13) se recomienda que para garantizar la conservación del patrimonio 
natural y cultural, se implementen programas educativos para que desde la 
población integrante de los Estados miembros se promueva la continuidad 
patrimonial de aquellos elementos excepcionales y de relevancia para todos 
los pueblos. 
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Se considera aquí que con base en una adecuada comprensión (por parte 
del conglomerado social que integra a una nación) de cuál es la relevancia de 
los elementos que integran los bienes patrimoniales, se darán condiciones 
más óptimas para la conservación del patrimonio cultural. 



Una adecuada gestión de la información derivada de las investigaciones 
acerca de los bienes patrimoniales sería una manera adecuada de acceder a la 
conformación de un sentido de preservación y custodia, de responsabilidad 
colectiva.  Es decir, que esta información trascienda los foros académicos y 
científicos, será clave para que se dé una apropiación del conocimiento y se 
creen las condiciones para la construcción conceptual acerca de 
patrimonialidad, al interior de una sociedad, junto con la participación activa 
y el acompañamiento de profesionales en la investigación y conservación del 
patrimonio arqueológico.  



Producción de información, gestión y divulgación constituyen una tríada 
conceptual, cuyo asidero ejecutivo serán fundamentalmente la investigación, 
conservación y difusión sobre el patrimonio cultural, respectivamente. 



Un reto inicial es precisamente integrar la información necesaria que 
consolide la producción de datos destinados a darle contenido social a los 
bienes patrimoniales, no solamente en términos de la conservación actual, 
sino que esta se justifique al contar con un amplio bagaje de información, 
que permita comprender la función social de esos elementos materiales (con 
un contenido inmaterial intrínseco), en la perspectiva de la historia antigua 
de la región. 



Comprender ese parámetro de historia antigua implica, además, asimilar 
la vertiginosidad en los cambios de las estructuras sociales, la 
transformación y dinamismo de las unidades étnico-nacionales y, por ende, 
concebir que la continuidad en la ocupación de territorios que han sido 
compartidos por diferentes grupos humanos a lo largo de varios siglos no 
implica, necesariamente, una afinidad genética.  Aunque sí es claro que el 
sentido de pertenencia y legitimación en dicha presencia y usufructo 
territorial, adquiere mayor solidez conceptual con la comprensión de un 
desarrollo social, en contextos ambientales particulares, que tiene una amplia 
extensión temporal y una compleja composición manifiesta en la diversidad 
cultural. 



Resulta entonces imprescindible considerar que la integración del bagaje 
sobre historia antigua y la comprensión sobre las diferencias trayectorias de 
desarrollo y cambio social deben ser parte de la conformación de un 
proyecto de Nación.  La alusión al concepto de identidad nacional no es bajo 
la limitante homogeneizadora, sino precisamente como resultado de un 
adecuado entendimiento acerca de la composición multiétnica y las 
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manifestaciones pluriculturales que conforman el contexto sociohistórico de 
una Nación. 



 
 



Contexto de la investigación en el Monumento Nacional Guayabo de 
Turrialba 



Referente obligado en la arqueología costarricense y en la historia de las 
investigaciones en Guayabo de Turrialba, es Carlos Aguilar –el primer 
arqueólogo costarricense-, quien se formó en México, en un contexto de 
investigación y gestión de sitios arqueológicos, que se manifiesta en una 
tendencia a la búsqueda de apertura al público y difusión a gran escala en del 
sitio al inicio de los trabajos de investigación en Costa Rica, precisamente en 
el sitio arqueológico aludido (Murillo, 2012, p.32). 
 



 
Fig. 1. Monumento Nacional Guayabo de Turrialba. Emplazamiento con muros perimetrales, 
denominado como rasgo 30, y el basamento 1 - en segundo plano- y el Volcán Turrialba al 
fondo, durante los trabajos de campo de la temporada 2012. Tomada por: Gerardo Alarcón. 



 
Un momento clave en la administración pública de los recursos 



patrimoniales fue la declaratoria como Monumento Nacional del sitio 











Patrimonio Arqueológico 330 



manifestaciones pluriculturales que conforman el contexto sociohistórico de 
una Nación. 



 
 



Contexto de la investigación en el Monumento Nacional Guayabo de 
Turrialba 



Referente obligado en la arqueología costarricense y en la historia de las 
investigaciones en Guayabo de Turrialba, es Carlos Aguilar –el primer 
arqueólogo costarricense-, quien se formó en México, en un contexto de 
investigación y gestión de sitios arqueológicos, que se manifiesta en una 
tendencia a la búsqueda de apertura al público y difusión a gran escala en del 
sitio al inicio de los trabajos de investigación en Costa Rica, precisamente en 
el sitio arqueológico aludido (Murillo, 2012, p.32). 
 



 
Fig. 1. Monumento Nacional Guayabo de Turrialba. Emplazamiento con muros perimetrales, 
denominado como rasgo 30, y el basamento 1 - en segundo plano- y el Volcán Turrialba al 
fondo, durante los trabajos de campo de la temporada 2012. Tomada por: Gerardo Alarcón. 



 
Un momento clave en la administración pública de los recursos 
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arqueológico (Asamblea Legislativa, 1973).  Ello implica la participación del 
Ministerio de Cultura y Juventud, en coordinación con el ahora Sistema 
Nacional de Áreas de Conservación.  Además de un sistema de 
corresponsabilidad entre instituciones como la Universidad de Costa Rica, el 
Museo Nacional de Costa Rica, el Centro de Investigación y Conservación 
del Patrimonio Cultural (MCJ), el Área de Conservación Cordillera 
Volcánica Central (ACCVC-SINAC), Instituto Costarricense de Turismo y 
el ICOMOS (UNESCO); debido a la conformación de la Comisión 
Interinstitucional Asesora para la Conservación y Restauración del 
Monumento Nacional Guayabo de Turrialba (Presidencia de la República, 
1984). 



Este aparente interés nacional, sin embargo, no se ha visto materializado 
más allá de una breve divulgación sobre las investigaciones en el sitio 
arqueológico.  Una situación problemática ha sido el que ante la falta de 
dicha difusión ha quedado el espacio abierto para la especulación sobre la 
historia antigua y no ha habido una integración planificada de este conjunto 
de datos patrimoniales a la idea de un proyecto de Nación, en el que estos 
temas han estado ausentes. 



Aunado a ello ha existido un grave descuido en la articulación de la 
investigación con la conservación, ya que no ha se ha establecido un 
programa de investigación arqueológica ligado a la restauración de la 
arquitectura precolombina expuesta.  Faltando además el desarrollo en la 
investigación y ejecución de proyectos sistemáticos de restauración en 
arquitectura precolombina.   



En Guayabo de Turrialba las intervenciones han sido parciales e 
inconclusas, debido a lo caro de estas y a la incapacidad presupuestaria de 
las instituciones a las que corresponde, siendo por lo tanto indispensable 
establecer “un programa de investigación a largo plazo, sostenido y 
planificado (Murillo, 2012, pp. 245-246). 



Sin embargo, existe aquí una responsabilidad ineludible, ya que se cuenta 
con recomendaciones internacionales y particularidades sobre el patrimonio 
arqueológico, incluyendo la especificidad del sitio, emanadas desde el Poder 
Legislativo; así como la figura de asesoría interinstitucional, creada por 
Decreto Presidencial. 



Hay una inadecuada ejecución de la función pública, al no materializarse 
el principio de interés público sobre la investigación, conservación, 
restauración, rehabilitación y mantenimiento de los inmuebles que 
representan características de patrimonialidad (Asamblea Legislativa, 
1995a); en lo que se refiere a la representatividad de las obras 
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arquitectónicas que se llevaron a cabo en el territorio actualmente ocupado 
por la Nación costarricense. 



Si bien existen serias dificultades para que se dé una inversión sostenida 
en conservación, han sido instituciones del Estado como CICOPAC-MCJ y 
MINAET, las que han canalizado tanto recursos propios como externos, con 
el apoyo de ICOMOS y UNESCO, en la restauración parcial de calzadas, 
basamentos y acueductos, entre 1980 y 2000 (Troyo & Garnier, 2002).  Sin 
embargo el carácter parcial de las intervenciones y la falta de planificación 
en la investigación han sido factores que han ocasionado gran parte del 
deterioro actual del sitio arqueológico (Murillo, 2012, pp.245-246).  



Se debe también considerar que los trabajos de investigación 
arqueológica iniciaron con base en una iniciativa de la Universidad de Costa 
Rica, focalizando atención tanto en el tema arqueológico como en el 
componente social contemporáneo. 



La  participación de varias unidades académicas en la formulación de 
proyectos enfocados al análisis social, con miras a la proyección del 
desarrollo comunitario, fue resultado del Trabajo Comunal Universitario, por 
parte de la Universidad de Costa Rica (Chávez, 1993). Además, las 
investigaciones arqueológicas dirigidas por Carlos Aguilar (1971, 1972) 
fueron la base para el futuro desarrollo de estudios multidisciplinarios con 
resultados comprometidos con las problemáticas concretas de desarrollo en 
las comunidades locales y con objetivos de abordar la investigación 
arqueológica de manera sistemática (Chavéz, 1993; Fonseca & Hurtado de 
Mendoza, 1984).   



En la década de 1980 inició un programa de investigaciones con intereses 
temáticos a nivel del sitio arqueológico y la región; con el que se pretendía 
estudiar indicadores del cambio sociocultural precolombino, particularidades 
de los asentamientos en la región, la arquitectura monumental, estructuras 
sociales en los poblados, la especialización del trabajo y la estratificación 
social (Murillo, 2012, p.49). 



Se establecieron trabajos multidisciplinarios en los campos de la 
antropología, arqueología, historia, ingeniería civil, ingeniería hidráulica, 
ingeniería topográfica, biología y física principalmente, como parte del 
programa de investigaciones desarrollado por Fonseca Hurtado de Mendoza 
(Fonseca & Hurtado de Mendoza, 1984: 37).  



Producto de ese programa –suspendido para mediados de la década de 
1980- es la planimetría arquitectónica utilizada hasta hoy para la 
investigación del sitio arqueológico; así como un análisis “funcional-
estructural” que permitió definir un “área nuclear” de 3.8 Ha, caracterizada 
por la continua frecuencia de rasgos arquitectónicos, contextualizada en un 
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espacio de 32 Has con evidencia cerámica de ocupación precolombina, que 
no necesariamente fue ocupada en su totalidad para un mismo momento del 
desarrollo precolombino (Fonseca, 1979: 36-37; 1983: 203-204). 



El desarrollo del Trabajo Comunal Universitario en la Colonia Agrícola 
Guayabo de Turrialba se caracterizó por el carácter colectivo, 
multidisciplinario, creativo y la disposición comunal para promover la 
acción social de la Universidad de Costa Rica sin que sea haya pretendido 
una práctica asistencialista, unipersonal o unidisciplinaria; por el contrario, 
se trató de un proceso colectivo, reflexivo y sistemático que generó aportes a 
las comunidades, al igual que a estudiantes y profesores (Chávez, 1993, 
pp.11-12). 



Los resultados de ese trabajo incluyeron un análisis del medio natural a 
través de las características de una colonización agraria actual en el área, 
mostrando con el estudio multidisciplinario las deficiencias, ventajas y la 
situación productiva concreta del grupo humano que actualmente habita la 
zona; cuyos integrantes estaban dedicados a la agricultura y la ganadería 
lechera, adyacente claro, a las áreas de monumentos arqueológicos y de 
protección ambiental (Chávez, 1993, p.40). 



Arqueológicamente se estableció la identificación cronológica y 
corológica del sitio Guayabo, definido como multicomponente con la 
evidencia de un conocimiento de los pobladores precolombinos sobre un 
entorno en el que la escorrentía y la humedad hacen necesaria la 
construcción de basamentos y la conducción de aguas, reflejado en la 
optimización de los materiales constructivos y la adecuación de las formas 
arquitectónicas; aunque tras el abandono del sitio es a causa de estos mismos 
atributos de los materiales que, tras el análisis del proceso de degradación 
estructural, se estableció que la expansión de las arcillas al saturarse de agua 
ocasionó la caída de los muros perimetrales construidos con rocas (Chávez, 
1993, pp.63, 65-68, 74-75). 



Es a partir de la presencia de investigadores en las ciencias sociales que 
se logró realizar un balance de la comunidad actual, afectada por el deterioro 
de suelos ocasionado por la falta del terraceo de las laderas cultivadas 
actualmente, la mala aplicación de agroquímicos y la falta de diversificación 
agrícola, que se ha encaminado al monocultivo.  Se realizó entonces el 
estudio sobre factibilidad productiva tradicional tanto agrícola como 
pecuaria, en torno a la comercialización de los productos y la inserción de la 
comunidad en el mercado local (Chávez, 1993, p.42-43, 48).  



Desde otras disciplinas se llevaron a cabo estudios sobre las patologías de 
la población local, lográndose establecer las causas y por ende las 
soluciones, partiendo de formular una asesoría dietética desde los comedores 
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escolares, para fortalecer a la población infantil y disminuir la incidencia de 
enfermedades crónicas y degenerativas (Chávez, 1993, pp.55-56). 



El balance histórico económico del área donde se encuentra el sitio 
arqueológico incluyó su desarrollo como hacienda ganadera y más tarde la 
transición productiva según las políticas agrarias costarricenses para la 
década de 1970; esto sumado al estudio sobre flora, fauna y los estudios de 
factibilidad y necesidades según las características de los contenidos 
nutrimentales en suelos (Chávez, 1993, pp.80-83, 89-97, 101-109). 



Se buscaba con ello generar resultados que tengan una utilidad social, a 
partir de analizar las formas de interacción con la sociedad desde los 
espacios académicos y científicos (Chávez, 1993).  Para, de alguna manera, 
alcanzar las metas a las que pretende acceder el especialista en ciencias 
sociales, quien en última instancia busca participar activamente en la 
transformación de la realidad con miras a construir una sociedad más justa, 
con las bases de tradiciones e historia que han delineado el perfil de la 
sociedad en que se vive. 



Se pretendió establecer a partir de una deontología de la disciplina, 
pragmatizar el oficio desde las ciencias sociales.  Sin embargo, el elemento 
detonante de las investigaciones –que había sido el sito arqueológico- no se 
gestionó de manera adecuada ni se profundizó en la información 
arqueológica, como base del conocimiento en torno al desarrollo humano en 
un territorio determinado, contextualizado en una realidad nacional 
particular. 



Quedó sin embrago sin resolver la estabilidad estructural y la restauración 
arqueológica, además de faltar una claridad política en la gestión del sitio 
arqueológico, la difusión y la relación de beneficio que para la población 
local (y también para el ámbito nacional) debía implicar la conservación. 



 
 



El reto actual de la conservación de patrimonio arqueológico en 
América Latina 



La conceptualización sobre patrimonio implica que su vigencia y validez 
al interior de la sociedad se debe a que sus integrantes asumen esta 
valoración, como resultado de una identificación con manifestaciones 
culturales específicas.  Siempre y cuando haya una pertinencia de asumir 
estos elementos, como resultado de un desarrollo conceptual propio.  
Desarrollo conceptual que deberá ser construido a partir de la gestión de la 
información producto de investigaciones y comprendiendo que es el 
resultado de un desarrollo histórico heterogéneo, en el que esa apropiación 
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no es por continuidad cultural, sino por la territorialidad compartida a lo 
largo de los siglos, desde época precolombina hasta el presente.  



Sin embargo, en reiteradas ocasiones la operativización de conceptos 
patrimoniales responde más bien a intereses de política económica y la ruta 
de acciones no sigue el orden esperado, que implicaría la visibilización de 
los elementos patrimoniales por la sociedad y el requerimiento de estos para 
que sean reconocidos a nivel de las instituciones y luego con un carácter de 
relevancia internacional –eventualmente-. 



Las declaratorias sobre bienes y espacios patrimoniales tienen por 
objetivo funcionar como un marco internacional de protección, mismas que 
se ejecutan desde 1972 en el ámbito de obras de arte, ambientes urbanísticos 
y espacios naturales; incluyendo desde 1992 los paisajes culturales y desde 
2001, los aspectos con carácter intangible pero relevantes para la humanidad 
(Robinson & Picard, 2006, p. 18). 



La problemática que se visualiza es la precisión de la información 
existente y el vínculo particular con la sociedad, que genera los recursos base 
para investigar y conservar ese patrimonio; el cual debe adquirir relevancia 
para ser conservado. 



Considerando los requerimientos de investigación que permitan darle 
contenido social a los bienes patrimoniales; así como los alcances de 
experiencias previas sobre investigación y acción social por parte de la 
Universidad de Costa Rica, es pertinente reactivar el vínculo entre la los 
proyectos de investigación y docencia a través de un programa de 
investigaciones, generado por la misma Universidad de Costa Rica –que 
cuenta con la capacidad instalada de infraestructura y con la experticia de 
diferentes unidades académicas-.  Que tenga claridad sobre la articulación 
entre los elementos, con un carácter patrimonial a conservar, y el contenido 
social de estos, que necesariamente será producto de la investigación.  Estas 
acciones son acordes con las políticas institucionales 2010-2014 de la 
Universidad de Costa Rica, específicamente en lo referente al 
fortalecimiento de “la investigación, el registro, la catalogación, la 
conservación, la restauración y la exhibición del patrimonio universitario y 
nacional, tangible e intangible, con una perspectiva de accesibilidad y uso 
por parte de la comunidad universitaria y nacional” (Universidad de Costa 
Rica, 2010: 7).   



Es decir, se trata de generar insumos de manejo público que justifiquen la 
razón de ser de la conservación, lo que implica la definición de un proyecto 
de nación para la apropiación de identidad nacional.  En general, se buscaría 
propiciar la construcción de conocimiento sobre historia antigua en la que 
tenga sentido comprender una continuidad entre desarrollo precolombino y 
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contemporáneo, básicamente sustentado en el hecho de tratarse de 
ocupaciones humanas que han ocurrido, y ocurren, en un territorio en 
común. 



La intención de concatenar estas acciones con tareas específicas es 
organizar las temáticas de investigación, como la delimitación espacial y el 
fechamiento de los procesos constructivos en el sitio arqueológico, de 
acuerdo con la pertinencia lógica de las preguntas que se formulen, de 
manera tal que haya una relevancia para la construcción de conocimiento, en 
el ámbito colectivo, generando un ámbito de referencia enfocado en la 
explicación del desarrollo histórico.  Resultado que además será insumo 
importante en la información que se gestiona en el ámbito de los servicios 
ofrecidos durante la visita al sitio. 



Explicación que sea comprensible y que propicie no sólo asumir la 
corresponsabilidad en la conservación del patrimonio arqueológico, sino 
también un sentido de apropiación del conocimiento derivado de la 
investigación (consolidada en el ámbito académico con la docencia 
universitaria).  Ello requiere –imperativamente- de una adecuada y constante 
difusión de los avances de investigación y una referencia coherente al estado 
de la cuestión y la pertinencia de los temas de investigación arqueológica 
que se encuentren en desarrollo. 



Las acciones concretas de gestión de información deben incluir desde la 
exposición en el ámbito académico, para someter los resultados a la sanción 
de especialistas; así como la difusión de amplio alcance, en medios de 
difusión masiva, sin que ello vaya en detrimento en la calidad de los datos y 
la rigurosidad de las investigaciones.  



Se trata no solamente de generar datos necesarios para la investigación 
científica; sino que también con esta, de manera multidisciplinaria, se dé 
contenido social a la información arqueológica y sea posible establecer una 
mayor cercanía conceptual entre el patrimonio arqueológico y la 
construcción contemporánea de identidad. Justificando además una inversión 
de recursos, sostenida, en la conservación. 



La relación que existe entre el capital social y la cultura resulta 
fundamental al definirse el primero como un recurso social que vincula a los 
individuos, implicando un nivel de reciprocidad entre estos, y que debería 
garantizar un desarrollo social sustentable (Rist, 2000, p.139-141, 144).   



El incremento de las desigualdades es ocasionado por la hegemonía 
neoliberal degrada la identidad cultural y el capital social, incluidos los lazos 
sociales que establecen en las diversas formas fenoménicas de la 
organización social (Rist, 2000, p.149-150).   El papel de la cultura es 
fundamental como unificadora de una sociedad - con un carácter 
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heterogéneo - y la garantía de su desarrollo es precisamente el respeto a las 
manifestaciones tangibles e intangibles que dan la pauta para que se 
mantenga la dinámica de desarrollo de los grupos humanos que se han visto 
insertos (casi en su totalidad) en un mercado mundial.  Ello como valor 
inalienable del respeto a la diversidad social que conforma la realidad 
concreta en que se desarrolla la historia. 



En el caso costarricense, la falta de claridad en las políticas de gestión 
cultural ha ocasionado que la participación de comunidades rurales, en este 
ámbito, requiera de mecanismos de autogestión en la organización para la 
oferta de servicios turísticos, sin un manejo integral de las posibilidades que 
podrían abrirse en los diferentes contextos regionales del país.  



De ahí que actualmente el desarrollo económico se asocie a tópicos como 
el capital social y la cultura, conceptos fundamentales que deben ser parte de 
las propuestas de un desarrollo socioeconómico incluyente, con el que se 
haga frente a las políticas tendientes a la homogeneización cultural, propias 
del modelo económico neoliberal. 



Organismos internacionales como UNESCO apuestan por el turismo 
cultural como una forma de diversificación en la producción, que generaría 
plusvalías como espacios de empleo, destacando la implementación de 
comportamientos éticos por parte de las instancias operadoras del turismo 
(Robinson & Picard, 2006, p.24-26). Aspecto que no necesariamente se 
cumple, al no haber una implementación clara de las políticas nacionales en 
cuento a la gestión cultural. 



Al presentarse como una actividad no lucrativa, a la generalidad de 
aquellas que son destinadas a la conservación del patrimonio cultural, no se 
les ha destinado la atención necesaria a partir del sistema económico mismo.  
De ahí que se haga necesaria la búsqueda de mecanismos que den la 
posibilidad de establecer formas alternativas de protección al patrimonio 
cultural; así como posibilidades de investigación en torno a él. 



La estabilidad social y el poder adquisitivo generalizado que requiere la 
sociedad de consumo, disminuyen constantemente como efecto directo de 
las mismas políticas de mercado.  Por ello es que las instancias relacionadas 
con el sistema capitalista hacen hincapié en la necesidad actual de revitalizar 
las fuerzas sociales como única posibilidad de permanencia del mismo, en 
tanto que de no ser así la problemática social, al incrementarse, continuaría 
más aceleradamente evidenciando la ineficiencia de un modelo económico 
que no permite el desarrollo libre de la sociedad y sus individuos, pues el 
principio productivo –de dicho sistema- es la explotación entre los seres 
humanos, en lugar de la cooperación.  
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La creación cultural en América Latina se forma en la circulación y la 
recepción de los productos simbólicos, donde el antecedente inmediato 
remite a la existencia de un Estado intervencionista por la censura (evitando 
la crítica a las políticas oficiales) y un libre mercado que segrega a la 
sociedad por la restricción del acceso a determinados productos (de acuerdo 
con las políticas de comercio exterior).  Los cuales deben ahora coordinar 
acciones para “democratizar” la elección de los productos que entren a 
circulación; así como quiénes se relacionarán con la cultura y la naturaleza 
de los recursos que se empleen en ella: la cuestión es que los bienes 
consumidos por las masas y las elites difieren, en tanto que una gran parte de 
la población está condicionada por su adscripción a las tendencias 
elementales de la comunicación masiva transnacional, mientras que el menor 
segmento está conectado al desarrollo global por satélites, computadoras y 
demás tecnología avanzada, de la que se obtienen balances a nivel mundial y 
por tanto, un nivel de participación en la elección de las tendencias (García 
Canclini, 2000, pp.329-330). 



Es evidente la implicación requerida de la participación amplia de la 
población, ya que son las grandes masas populares precisamente las 
productoras mismas de “cultura” y, de igual manera, las generadoras de los 
contenidos asignados a los elementos que conforman los segmentos de la 
realidad, percibida por una sociedad.  Esto a través de una adecuada gestión 
de la información producida por la investigación para garantizar el 
involucramiento de un amplio segmento de la sociedad en la conservación 
del patrimonio arqueológico, que se corresponsabilice en este proceso al 
asumir conciencia del carácter público de la inversión en conservación, 
como parte de una política explícita por parte de las instituciones estatales 
responsables de este campo. 



Si bien debe ser la sociedad la que genera los contenidos a los elementos 
patrimoniales, estos deben contar con una base sólida de información, que 
propicie una adecuada interpretación de la historia antigua (en lo que se 
refiere a patrimonio arqueológico); para que con ello se dé la apropiación y 
se garantice la corresponsabilidad en la conservación de los elementos con 
índole patrimonial. Además de promover el desarrollo económico de las 
comunidades a través, por ejemplo, de estrategias de turismo cultural, bien 
sustentadas y que no vayan en detrimento de la conservación arqueológica. 



El eje nodal radica entonces en establecer un punto de encuentro, en el 
que sea posible que se lleven a cabo tareas de recuperación y preservación 
del patrimonio cultural, sin que necesariamente el objetivo central se limite a 
la obtención de plusvalías.  El momento histórico coyuntural permite 
establecer con claridad la necesidad de desarrollar un interés por la 
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preservación de la cultura, con el objetivo de fortalecer una sociedad, 
caracterizada por la diversidad cultural, sin que esto tenga que ser un 
obstáculo para el desarrollo económico; por el contrario, que sea el 
fundamento para que la globalidad se comprenda como la coexistencia de lo 
diverso (siendo esta diversidad intrínseca al desarrollo de las sociedades) y 
no de manera errónea como la homogeneización cultural y económica, 
fenómeno que castra la creatividad de las culturas y por lo tanto limita su 
existencia misma. 



La acumulación excesiva de capital en sectores cada vez más reducidos, 
ha disminuido la capacidad generadora de plusvalía, por lo que es 
precisamente desde estos sectores acaparadores que se han propiciado líneas 
de inversión, tanto en investigación como en conservación cultural, para 
dinamizar la economía (tales como Banco Interamericano de Desarrollo, 
Banco Mundial, Ford Foundation, Citigroup Inc. –a través de Fomento 
Cultural Banamex-, Fundación Televisa, Fundación Telmex, Florida Ice and 
Farm Co., entre otros ejemplos para América Latina). 



En estas condiciones es factible considerar que una vía de desarrollo 
puede centrar atención en volver susceptibles, como generadoras de 
plusvalía, a las manifestaciones culturales tanto en la escala local como 
internacional.  Especificando que esto se realice de manera novedosa, en 
tanto que las opciones de gestión patrimonial, ligadas a la economía 
capitalista, ha sido básicamente la apertura turística y la producción 
artesanal, debiéndose incluir también la conservación e investigación, como 
insumos necesarios  



El establecimiento de la plusvalía está condicionado por la capacidad 
productiva de la sociedad, representada por cada uno de los individuos que 
integran la fuerza de trabajo y mediada por la capacidad productiva misma.  
En este sentido, el proceso de trabajo es valuado de acuerdo con la 
enajenación económica que se hace sobre la mercancía producida (Marx, 
1985a, pp.119-120). Se trata de un proceso de ponderación, 
mayoritariamente ideológico pero que está relacionado con los cánones 
ideológicos de una sociedad que asigna valores y significa los elementos que 
integran la realidad que ella misma percibe.  Resulta problemático que el 
único sitio arqueológico abierto al público en Costa Rica tenga solamente 
una proyección de mercadeo turístico, en condiciones deficientes en la 
infraestructura vial y de servicios. Sin que se promueva –como parte de un 
programa político establecido- la inversión en investigación y conservación. 



La naturaleza del proceso capitalista de producción, implica a su vez la 
explotación; basada en el establecimiento de la renta tanto del suelo como de 
la fuerza de trabajo de cada individuo, lo que garantiza la acumulación del 
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capital y permite la reproducción de las condiciones productivas (Marx 
1985a, p.487).  



Es entonces que la inversión de trabajo en actividades destinadas a la 
protección del patrimonio cultural no ha sido establecida como prioritaria 
dentro de la economía capitalista, debido a que no se propicia la 
acumulación de capital constante1, en forma de una ganancia derivada de la 
explotación de una parte de la población que integra la fuerza de trabajo.  



El “capital” constituye una relación social, con carácter acumulativo, 
donde los instrumentos, objetos de trabajo y las “cosas” son medios para 
establecer una relación de subsunción entre los seres humanos (a través de la 
explotación); dando así la pauta para la relación de dependencia que se 
establece para con los objetos (Marx, 1985b, p.651-653).  Dependencia que 
se manifiesta en las tendencias de consumo de la sociedad y que tiene las 
más de las veces una legitimación de orden cultural; más allá de las 
necesidades esenciales de carácter vital.  



El capital social, definido dentro del modo capitalista de producción, es el 
producto que toma la forma de mercancía al ser creado por una sociedad. 
Integrado por las partes que son consumidas para llevar a cabo el proceso 
productivo, manifiesto en la singularidad de cada individuo integrante del 
proceso; así como para el sostenimiento de la sociedad y del carácter 
capitalista del proceso de producción (Marx, 1985b, p.350).  La cuestión 
entonces es formalizar la necesidad social de generar plusvalías, pero con 
carácter de utilidad pública, para las tareas de protección e investigación en 
torno al patrimonio cultural, como un medio de producción (en la industria 
turística, por ejemplo) y su consolidación como elemento de forja identitaria 
en los proyectos de Nación, potencializado este como capital cultural.  



De manera que ese capital cultural sea incentivo para la inversión, tanto 
pública como privada, en la investigación y la conservación de bienes 
patrimoniales.  



La participación ciudadana en América Latina y el reconocimiento de la 
diversidad cultural, manifiesta en las identidades, sustenta la posibilidad de 
un proyecto colectivo que abogue por una mayor equidad de oportunidades 
en términos de igualdad para la población integrante de cada uno de los 
países (Hopenhayn, 2000, pp.232, 239).  



                                                
1 Capital constante es entendido por Marx, en una carta dirigida a Engels con fecha del 2 de 
agosto de 1862, como el conjunto de materias primas e instrumentales, así como la 
maquinaria necesaria para la producción industrial, cuyo valor se refleja en aquel asignado al 
producto. Mientras que el capital variable es el capital invertido en los salarios, por lo que  
contiene menos trabajo materializado que el que el obrero devuelve a cambio de él (Marx 
1985c, p. 824). 
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En las sociedades multiculturales (y las sociedades actuales son en su 
mayoría multiculturales), la solución de los conflictos sociales o culturales 
internos pasa a  largo plazo por la expansión de la base económica, 
incluyendo el aumento del empleo y la  mejora del nivel de vida.  Pero 
también es cierto que el propio proceso de desarrollo  económico puede 
crear o exacerbar conflictos sociales y culturales. (UNESCO, 1996, p.76). 



Por lo tanto, se asume un planteamiento sobre la resignificación del valor 
social del patrimonio cultural, sin que se trate de su inclusión como producto 
mercantilizado.  Es decir, que pase a formar parte de una práctica cuyo 
objetivo radique en garantizar la mejora en la calidad de vida de un grueso 
poblacional, como un espacio de participación amplia para dicha población, 
a través de formas de producción que sean optimizadas por el bagaje 
histórico generado por la investigación contemporánea, al igual que por la 
promoción de formas de generación de riqueza a partir de la conservación: 
restauración, gestión del sitio arqueológico, servicios necesarios para su 
manejo, entre otros.  



Los objetivos de la inversión en cultura van más allá de los fines 
turísticos, cuando – como ya se ha señalado – uno de los objetivos 
principales debe ser, precisamente, el fortalecimiento de la sociedad y las 
formas de producción propias para motivar el desarrollo socioeconómico. 



Es posible lograr la promoción de las identidades nacionales 
diferenciadas y destacar las presencias soberanas, ante un proceso de 
globalización que ha minado la diversidad cultural (Sosnowski, 2000, 
pp.268-269).  



Capital cultural, potenciado como una categoría analítica en los planes de 
desarrollo, es susceptible de integrarse a los proyectos de Nación.  Lo cual, 
en el ámbito costarricense, implica el apego a las recomendaciones 
internacionales en lo referente a políticas de desarrollo que incluirían –como 
se alude desde un inicio- una adecuada gestión del conocimiento producido 
en el contexto de la investigación antropológica. 



La definición de patrimonio tendrá sentido, como construcción de 
identidad nacional, en la medida del desarrollo de conciencia de clase; así 
como de la comprensión de la diversidad de desarrollos que contextualizan 
históricamente el actual estadio en que se encuentra la sociedad a la que se 
pertenece.  Es decir, una adecuada comprensión de la historia antigua y las 
formas de desarrollo particulares a diferentes pueblos, cuya especificad 
puede ocurrir en territorios que son compartidos actualmente, acotando que 
no necesariamente se dan condiciones de continuidad y filiación directa 
entre comunidades y los elementos patrimoniales que a esta le atañen, en 
términos de conservación y gestión. 
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Acciones específicas de investigación ligadas a la conservación 
La comprensión de la historia antigua no se plantea como un acto pasivo, 



sino como un catalizador de la dinámica socioeconómica, que conduzca a un 
desarrollo en las localidades involucradas directamente en la gestión y 
conservación del patrimonio arqueológico.  Con propuestas autóctonas, 
resultado de la apropiación de la categoría patrimonial sobre los recursos 
culturales, producto del desarrollo de la historia antigua en la región y 
aquellos que son generados con al constante reinvención y redefinición de 
las manifestaciones culturales, en constante dinámica debido a la interacción 
de individuos en un conglomerado social particular; que además se 
contextualiza en ámbitos nacionales cada vez más complejos, debido a la 
multicomposición (tanto a nivel étnico como de producción cultural –
apropiada y autóctona-) que caracteriza esta región de América Latina. 



Se trata aquí de promover un interés y una apropiación sobre los recursos 
patrimoniales (intangibles, en tanto que se trata de conocimiento histórico, y 
tangibles, en tanto que implicará la conservación y restauración de bienes 
arqueológicos). 



Esto a través de la ejecución de proyectos que se están llevando a cabo 
actualmente, destinados a la delimitación espacial y el levantamiento 
topográfico detallado del sitio arqueológico; así como la datación absoluta 
de los procesos constructivos, los cuales –ahora se sabe- ocurrieron entre los 
años 900 y 1100 dC. Al igual que el estudio de procedimientos para la 
restauración arquitectónica, como es el análisis de posibles cementantes a 
base de mortero de cal. Participan actualmente investigadores y estudiantes 
de las Escuelas de Antropología, Ingeniería Topográfica e Ingeniería Civil 
de la Universidad de Costa Rica.  



La difusión de esta información a través no sólo de espacios académicos, 
sino también de medios de comunicación, como prensa escrita y televisión, 
se han considerado adecuados para dar presencia a la investigación de la 
UCR; al igual que el constante aporte de la información, resultante de estos 
trabajos, a los vecinos de la comunidad y, en espacial, a la asociación de 
guías local, U-Suré y el personal del área silvestre protegida. 



Un elemento clave a considerar en el desarrollo económico locales el 
tema de la autogestión, para evitar cualquier enfoque asistencialista y que 
más bien se potencien las actividades académicas de índole propositivo para 
catalizar la participación de población y capitales locales. 



Siendo una constante la referencia a la industria turística, es factible 
aprovechar el desarrollo de la misma, en términos de divulgación, redes de 
comunicación y demás, para precisamente diversificar el producto ofrecido; 
así como el conjunto de elementos culturales que se incluyan no sólo para la 
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visitación, sino también para estimular la construcción colectiva del proyecto 
de Nación; al igual que el desarrollo académico. 



Se pretendería entonces apostar por circuitos temáticos en la 
infraestructura turística, considerando también rutas que propicien estadía, 
recurrencia de la visitación y activación de diferentes ejes de producción, 
con diversificación agropecuaria, artesanal, cultivo agroforestal, turismo (en 
diferentes particularidades de contenido, tanto social como de tipo escénico 
y natural).  Lo cual implica a otras comunidades y no sólo a las 
inmediaciones del sitio arqueológico.  



Como precauciones ante la inserción de capitales privados, debe 
mantenerse en constante vigilancia para reducir el riesgo de competencia 
desleal y monopolio en la prestación de servicios y oferta de productos 
turísticos, al igual que la incorporación de información desvirtuada, que 
pretende resaltar el exotismo de los aspectos patrimoniales, en lugar de 
destacar su relevancia en la real dimensión de sus alcances dentro de la 
sociedad contemporánea.  Para lo cual se deben considerar la viabilidad y 
limitantes que implica la legislación vigente acerca de estos tópicos. 



Asimismo, potenciar las capacidades locales de desarrollo económico en 
el contexto de la producción capitalista podría dar vigencia a productos y 
formas de producción que frecuentemente son desestimadas en el modelo 
económico vigente en el país.  Por supuesto que no se busca con esto 
legitimar condiciones de explotación, ni mucho menos la enajenación de 
medios de producción como la tierra, ni de los recursos culturales, que 
claramente son de carácter público según las especificaciones de la 
legislación vigente. 



La inclusión de los aspectos patrimoniales en la construcción de un 
proyecto de Nación implica desarrollar nociones colectivas en torno al perfil 
sociopolítico que se pretenda consolidar. No como una proyección 
identitaria al exterior, sino – y sobre todo – como una bagaje conceptual y 
ético que haga comprensible las razones de vínculo (que le dan sentido a la 
Nación) entre diferentes grupos sociales que comparten un continuo 
histórico de ocupaciones y variadas manifestaciones culturales en un 
territorio en común. 



El desarrollo conceptual que se vislumbra como más acorde es aquel que 
garantice la integración de entorno natural y cultural, correspondiendo a este 
último elementos materiales e inmateriales; que tienen un correlato evidente 
en las modificaciones ambientales, manifestándose en forma de un paisaje 
cultural, en tanto este se crea como un hecho social, cuya conservación 
constituye una democratización de la información, en la medida en que se 
ejecute una adecuada gestión del conocimiento derivado de la investigación, 
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en el ámbito de las disciplinas antropológicas (Lopo, 2007).  Además de esta 
integración de espacios es fundamental aprovechar el marco legal y las 
recomendaciones internacionales que den sustento a una participación activa 
de la población local, la cual incluso se ha propuesto que debe ser propiciada 
por las instancias estatales (UNESCO, 1972; Asamblea Legislativa, 1995a, 
1995b). 



Desarrollar estrategias de integración conceptual, divulgación de la 
información y la participación colectiva en la responsabilidad de gestión del 
patrimonio cultural, son tareas imperativas, pero que deben ser asumidas y 
ejecutadas desde una formulación de políticas internas, a largo plazo, que 
den cohesión a la identidad nacional. 



Resulta inadmisible mantener una secuencia de prioridades en las 
acciones de conservación, que pretendan cumplir con las agendas políticas 
internacionales y – peor aún – de las naciones que con base en el 
acaparamiento de los recursos económicos pretenden homogeneizar los 
criterios de las necesidades de conservación, cuya relevancia se fundamenta 
en el exotismo y el agrado estético. 



Al mantener informada a la población sobre las prioridades e 
investigación acerca de la historia antigua se busca generar espacios de 
autogestión y de interés nacional, tendientes a integrar en el ideario nacional 
la perspectiva de desarrollo cultural hasta el presente, como parte de una 
construcción identitaria dinámica, en proceso y que requiere de la 
participación colectiva, para que adquiera una razón de ser, como 
conservación e investigación sobre los bienes patrimoniales. Las cuales 
requieren inversión y la sólida ejecución de políticas destinadas a la 
preservación, garantizando la constante inversión económica y social en este 
proceso. 
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Resumen 
El patrimonio cultural inmaterial forma parte del proyecto histórico de los 



pueblos latinoamericanos, asumiendo una posición emblemática que reafirma la 
identidad y se convierte en un proyecto que busca direccionar las propuestas locales.  



Estas propuestas pueden reforzar lógicas de desarrollo local, o convertirse en 
mecanismos de resistencia que planteen un camino propio hacia el desarrollo. De ahí 
que sea tan importante crear los mecanismos que permitan salvaguardarlo con la 
participación directa de los involucrados en su reproducción y revitalización, dentro 
de las lógicas cotidianas que le dan origen y vitalidad. Es esa la base sobre la cual el 
presente ensayo plantea una propuesta teórico-metodológica para la reflexión y 
elaboración de inventarios de patrimonio inmaterial. 



Palabras clave: patrimonio inmaterial, inventarios de patrimonio cultural, 
salvaguarda del patrimonio cultural. 



 
Abstract 
The intangible cultural heritage is part of the historic project of the Latin Ameri-



can peoples, assuming a position that reaffirms the emblematic identity and becomes 
a project that seeks local route the proposals. These proposals can reinforce devel-
opment local logical, or become resistance mechanisms that would pose a road of 
development of its own. Why it is so important to create the mechanisms to safe-
guard it with the direct participation of those involved in its reproduction and revital-
ization, within the logical everyday that give origin and vitality. That is the basis on 
which the present essay proposal raises a theoretical-methodological for reflection 
and inventories of intangible heritage. 



Key words: intangible heritage, inventory of cultural heritage, preservation of 
cultural heritage. 
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Introducción 
La elaboración de un inventario de patrimonio intangible puede ir desde 



la recopilación sistemática de información hasta la propuesta de un proceso 
de investigación en el que la suma de registros lejos de convertirse en una 
“apilación” de datos, se convierta en un proceso de articulación de textos 
cargados de “sentidos”, que se suman y articulan entre sí para poder 
aproximarse al conocimiento de una expresión cultural. En el artículo que 
nos ocupa, la propuesta de la elaboración de una metodología de un 
inventario de patrimonio intangible se posiciona en la segunda idea. 



Es desde ahí que podemos decir que en ese proceso, la articulación de 
expresiones culturales, por medio de un inventario, adquiere un significado 
particular para los practicantes, facilitando que se reconozca el papel que 
tiene la expresión dentro de una lógica social, económica y simbólica para 
una localidad, región o país. A lo anterior se suma que cuando se habla de 
patrimonio cultural, la expresión cultural adquiere un sentido particular en la 
construcción de las identidades y es además direccionada por sus portadores 
como un referente cultural que forma parte de la identidad de sus 
practicantes, de las comunidades, pueblos o regiones donde se practica y es 
reconocida como propia por las personas. 



Es muy importante recalcar aquí que cuando se habla de patrimonio 
cultural, no se puede pensar en la visión tradicional que se ha manejado, sino 
que es necesario tener claro que el concepto de cambio está implícito en el 
término “patrimonio”. Esto porque al ser parte de la identidad cultural de una 
localidad, región o país, el patrimonio forma parte de ese proyecto histórico, 
asumiendo una posición emblemática que reafirma la identidad por un lado, 
pero que se convierte en un proyecto que busca direccionar las propuestas 
locales. Estas propuestas pueden reforzar lógicas de desarrollo local, o 
convertirse en mecanismos de resistencia que planteen una propuesta de 
desarrollo. 



Ahora, utópico sería pensar que porque haya una expresión cultural que 
es considerada patrimonio, ya va a haber un cambio en los espacios locales o 
nacionales; acordémonos que estamos hablando de los imaginarios que los 
pueblos construyen con estas expresiones culturales en torno a un proyecto 
histórico. Lo que es cierto es que las comunidades o regiones se fortalecen y 
posicionan ante otras, tomando como banderas aquellas expresiones 
culturales que las distingue. 



La duda que surge es dónde debemos colocar nuestros ojos como 
investigadores para poder tener realmente una interpretación profunda de la 
realidad que tome en cuenta la construcción de sentidos desde sus 
portadores, partiendo de un concepto de cultura que es dinámico. La palabra 
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clave quizás es “construcción”, pues si se reflexiona bien, en el caso de un 
inventario de patrimonio intangible, los ojos deben estar ubicados en cómo 
es que se construyen y resignifican las expresiones culturales, para poder 
tener una representación de la dinámica cultural más que limitarse a su 
descripción. 



 
 



Reflexiones en torno a qué es patrimonio inmaterial 
Para el año 2003, con la aprobación de la Convención para la 



Salvaguarda del Patrimonio Cultural Inmaterial por parte de los Estados 
miembros de la UNESCO, se propone como el concepto oficial que 
Naciones Unidas estaría entendiendo sobre Patrimonio Inmaterial: 



Se entiende por “patrimonio cultural inmaterial” los usos, 
representaciones, expresiones, conocimientos y técnicas -junto con los 
instrumentos, objetos, artefactos y espacios culturales que les son inherentes- 
que las comunidades, los grupos y en algunos casos los individuos 
reconozcan como parte integrante de su patrimonio cultural. Este patrimonio 
cultural inmaterial, que se transmite de generación en generación, es 
recreado constantemente por las comunidades y grupos en función de su 
entorno, su interacción con la naturaleza y su historia, infundiéndoles un 
sentimiento de identidad y continuidad y contribuyendo así a promover el 
respeto de la diversidad cultural y la creatividad humana. (UNESCO, 2003. 
p. 2). Este concepto incorpora el tipo de expresiones culturales que se van a 
considerar “inmateriales”, que más que por un asunto de mera oposición a 
las expresiones “materiales”, prioriza en el concepto la participación de 
comunidades, grupos o individuos en la decisión de lo qué es o no 
patrimonio. En ese sentido rompe esa dualidad maniquea entre lo material y 
lo inmaterial, incorporando la visión de portadores o practicantes en la 
definición misma. 



Otro aspecto importante a resaltar, de este concepto, es la posibilidad de 
ser recreado en función del entorno e historia. Contrario a un monumento, la 
expresión cultural inmaterial es maleable y se ajusta al entorno, no puede ser 
contenida en una urna de museo ajena a los procesos cotidianos de los 
pueblos que viven las expresiones culturales. 



En resumen, este concepto de patrimonio inmaterial establece un avance 
claro en relación con lo que desde la oficialidad se va a entender por 
patrimonio inmaterial. Sin embargo, la UNESCO no evidencia el entramado 
de sentidos que da una connotación particular a aquello que es considerado 
patrimonio cultural sea material o inmaterial por un grupo de practicantes, 
portadores o simples observadores de la expresión cultural. El énfasis que da 
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el concepto propuesto por UNESCO, es a “los usos, representaciones, 
expresiones, conocimientos y técnicas”. Ciertamente es cultura “viva”, en 
tanto son las personas en sus espacios cotidianos quienes usan, representan, 
conocen una serie de expresiones culturales que son parte de su vida 
cotidiana. Sin embargo, el concepto no nos dice cómo se integran estas 
expresiones a la construcción de las identidades culturales y por qué esos 
pueblos pueden considerar sus expresiones patrimonio. 



Esto nos lleva a plantear que es necesario reconocer que tanto el 
patrimonio cultural material como el inmaterial para poder ser considerados 
patrimonio deben guardar un significado particular para sus portadores. 
Además, ese significado está compuesto por un entramado de significaciones 
que a lo largo de la historia los grupos humanos que los detentan han venido 
resignificando. 



Para este trabajo nos interesa suscribirnos al concepto acuñado en la 
investigación que sirvió para sustentar la candidatura de la “Tradición del 
Boyeo y la Carreta” como obra maestra del patrimonio oral e inmaterial de la 
humanidad: 



Por patrimonio cultural intangible entendemos el entramado de códigos 
culturales, prácticas y usos; conocimientos y técnicas; sentidos simbólicos y 
valores que son gestados, reconocidos y apropiados por una colectividad, 
como parte de su memoria histórica, la cual es transmitida principalmente 
mediante la oralidad. En la medida en que una expresión cultural es asumida 
colectivamente como una tradición, se erige como patrimonio cultural del 
grupo y propicia –a su vez- la gestación de procesos identitarios. Tales 
identidades se forjan en múltiples niveles, que dependen de los intereses y 
puntos de vista de los “actores” o sectores involucrados, por lo que estos se 
encuentran en la posibilidad de generar acciones y proyectos de continuidad, 
sostenimiento o transformación de la tradición, convirtiéndola en una 
expresión cultural viva. (Dobles, Murillo & Chang, 2008, p. 19) 



Interesa resaltar que el concepto anterior agrega a la comprensión del 
patrimonio intangible, a diferencia del planteado por la UNESCO, el 
elemento político. Cuando se menciona esta condición política es porque se 
reconoce el papel de los portadores en la resignificación, revitalización y 
salvaguarda de la expresión cultural desde sus espacios cotidianos, donde las 
tradiciones forman parte del diario vivir de las personas y se integran a sus 
proyectos de vida; es decir, forman parte de su identidad cultural. 



Por otro lado, agrega al concepto de patrimonio de la UNESCO, una 
visión dinámica, en la medida en que no es solo un “bien” que heredamos 
sino una herramienta para gestionar, negociar, proponer, entre otros, cambios 
en lo cotidiano que nos posiciona y distingue de los “otros”. 
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Siendo que nuestro patrimonio está en riesgo, tanto el material como el 
inmaterial, se hace necesario desarrollar propuestas que trasciendan la lógica 
de la conservación por la conservación y busquemos dar la palabra a los 
actores que detentan nuestro patrimonio cultural, para que éste se convierta 
en una herramienta de resistencia ante la globalización y a su vez en una 
bandera de cambio para construir y resignificar nuestras identidades 
culturales. 



En ese sentido, es que cabe hablar de las industrias creativas, como una 
herramienta que apoye en las estrategias de salvaguarda y revitalización de 
las expresiones culturales que son consideradas patrimonio intangible. 



 
 



Quién elabora los inventarios de patrimonio intangible 
Los motivos o intereses para hacer un inventario de patrimonio cultural 



pueden ser muchos: académicos, políticos, educativos, económicos, de 
rescate, salvaguarda, curiosidad, entre otros. La diversidad de intereses 
también ha generado distintas metodologías para la recopilación y 
sistematización de la información y también diversas maneras de presentarlo 
al público. 



La pregunta que cabe hacerse en este punto es si es necesario crear un 
instrumento distinto para cada uno de esos intereses, o crear uno que pueda 
tener los elementos básicos que suplan la necesidad de cualquier actor que 
quiera inventariar los recursos culturales. 



La duplicación de los esfuerzos en este campo no es la excepción dentro 
de los trabajos que se realizan en el ámbito de la cultura. Eso justamente es 
uno de los elementos que deben tomarse en cuenta a la hora de diseñar el 
inventario, pues como es sabido, en la región centroamericana existe una 
variedad de inventarios de patrimonio cultural que por falta de 
comunicación, temores o el mismo proceso de experimentación inicial sobre 
esta metodología, no han permitido crear criterios comunes que hagan 
compatibles la recopilación y sistematización de la información vinculada al 
patrimonio cultural y específicamente al tema que nos convoca aquí, el 
patrimonio cultural intangible. 



En la actualidad tenemos una diversidad de intereses que promueven la 
investigación y elaboración de inventarios sobre patrimonio intangible. Esos 
intereses pueden ser de carácter nacional, regional o local y responden a 
cuestionamientos académicos, intereses comunales, personales, 
institucionales, políticas nacionales o regionales, entre otros. Para poder 
trabajar en una propuesta metodológica de un inventario que busca apoyar 
los procesos que se realizan en torno a la salvaguarda de nuestro patrimonio 
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cultural, se debe tomar en cuenta la diversidad de intereses y proponer unos 
criterios mínimos que eviten la duplicidad de proyectos y como 
consecuencia la falta de coordinación que no permite tener una visión sobre 
el estado de la cuestión a nivel nacional y regional. 



Vale la aclaración, de que con esto no se trata de homologar los procesos 
que se realizan a nivel nacional o de la región centroamericana, sino de 
buscar elementos que sean tomados en cuenta, a fin de que los resultados de 
los procesos de inventariado tengan un mínimo de aspectos similares, a 
efectos de facilitar la comparación. 



Uno de los principios que debemos respetar en la elaboración de esta 
metodología es que cuando se habla de patrimonio cultural, son sus 
portadores los que deben o pueden definir cuáles expresiones culturales 
cumplen estas características para ellos. Obviamente esto se puede hacer 
preguntándolo directamente; bien sabemos que este tipo de pregunta “¿usted 
considera que esta expresión es patrimonio de su comunidad?”, lo que hace 
usualmente es sesgar la respuesta, además, probablemente la persona 
entrevistada ni sepa qué significa patrimonio. Esta situación nuevamente nos 
pone en ese juego de espejos, donde se posiciona el investigador frente a la 
situación investigada, y que a quien corresponde cuestionar sobre su 
posicionamiento ante la realidad es al investigador mismo, y no al 
informante, pues este último nos está narrando parte de su realidad, como él 
la ve y la siente. 



A lo largo de la exploración sobre el estado de las propuestas 
metodológicas para elaborar inventarios en América Latina, se encontró que 
los escenarios en los que se dibujan los intereses para realizar inventarios de 
patrimonio intangible se pueden dividir en dos (Tabla N° 1). 



1. En el que se agrupan los escenarios en los cuales el interés de la 
comunidad, localidad, o cualquier actor directamente involucrado en la 
producción y promoción de las expresiones culturales no existe; es decir, la 
iniciativa surge de cualquier lado menos de los portadores de la expresión 
cultural (practicantes o comunidad). Es así como podemos encontrar: 



a. Investigadores que por interés propio deciden realizar un proceso de 
inventariado o análisis de un conjunto de expresiones culturales; esto 
sucede fundamentalmente en las universidades, pues son las que dan 
mediante la libertad de cátedra la posibilidad de proponer problemas de 
investigación que no se sujetan necesariamente a un interés institucional, 
aunque se institucionalizan en el momento en que son financiadas por 
esta entidad. 
b. Investigadores que son contratados por instituciones 
gubernamentales, multilaterales o no gubernamentales, para realizar una 
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producción y promoción de las expresiones culturales no existe; es decir, la 
iniciativa surge de cualquier lado menos de los portadores de la expresión 
cultural (practicantes o comunidad). Es así como podemos encontrar: 



a. Investigadores que por interés propio deciden realizar un proceso de 
inventariado o análisis de un conjunto de expresiones culturales; esto 
sucede fundamentalmente en las universidades, pues son las que dan 
mediante la libertad de cátedra la posibilidad de proponer problemas de 
investigación que no se sujetan necesariamente a un interés institucional, 
aunque se institucionalizan en el momento en que son financiadas por 
esta entidad. 
b. Investigadores que son contratados por instituciones 
gubernamentales, multilaterales o no gubernamentales, para realizar una 
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investigación. Esta investigación se orienta sobre los objetivos y fines 
institucionales. Es así como por ejemplo se encuentran investigaciones 
que se realizan porque es un tema de “moda” y el gobierno debe procurar 
tener un producto, o la empresa turística le conviene identificar las 
expresiones culturales para asegurar con eso la construcción de un 
producto turístico. Claro que hay que tomar en cuenta que algunas 
instituciones dan un margen mayor de propuesta al investigador que 
otras, y que puede ser que la calidad de los resultados obtenidos esté 
mediada por la cantidad de recursos con que se cuente para realizar el 
trabajo. Las municipalidades son un claro ejemplo de esta situación; 
recientemente en Costa Rica, un grupo de ellas ha estado realizando 
inventarios de patrimonio cultural, los resultados de estos inventarios son 
muy disímiles pues varían según el investigador, los recursos 
institucionales y la política cultural local que marca claramente el interés 
que la municipalidad pueda tener sobre este particular. 
Es importante recalcar aquí que depende de quien sea la iniciativa 



(institución pública o privada), así se va seleccionar la población en la que se 
va a llevar a cabo el estudio, y el nivel o profundidad con que se quiera 
trabajar; obviamente esto afecta los resultados de la investigación. Sobre 
todo cuando se trabaja con patrimonio intangible se requiere del manejo de 
la técnica de entrevista a profundidad, lo cual toma tiempo y hay que hacer 
una mayor inversión de recursos. Con una entrevista corta y de preguntas 
cerradas, lo único que vamos a obtener es una descripción somera de la 
expresión cultural y muy probablemente la mayoría de aspectos intangibles 
quedan sin registrar. 



2. Escenarios donde es la comunidad, los practicantes, promotores, 
centros educativos, entre otros, los que participan directamente o 
contratan un especialista para la realización de los inventarios. A lo largo 
de años de observación sobre esta temática, se ha encontrado que la 
iniciativa de la comunidad no es lo más frecuente, pues no tienen los 
recursos ni económicos ni humanos para realizar un inventario. Lo que sí 
se detectó es que en este grupo se ha venido dando tradicionalmente una 
suerte de inventariado empírico realizado por los promotores culturales 
locales. Es así como por ejemplo en Costa Rica los casos de los comités 
de cultura local que realizan actos públicos donde se representan 
expresiones culturales que han sido previamente recopiladas, mediante 
la danza, el teatro, música. Formalmente no podríamos llamar a esto un 
inventario; sin embargo, cumple con los criterios de salvaguarda y 
revitalización de las expresiones culturales. 
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En relación con lo anterior existen en Latinoamérica innumerables 
experiencias, algunas gestadas por los mismos miembros de la comunidad y 
otras facilitadas por promotores culturales de los ministerios de cultura o 
municipios. 



Otra acción interesante a este nivel es el trabajo que se realiza en algunos 
centros educativos costarricenses, cuando los docentes envían a sus 
estudiantes a realizar trabajos de investigación sobre “tradiciones culturales” 
en la comunidad. Esta información se recopila en informes o también se 
traduce en “actos cívicos” de las escuelas, donde la información recabada es 
puesta en común.  Por otro lado, está la conformación de museos locales en 
los cuales, se trabaja con facilitadores externos pero respetando el interés de 
la comunidad por salvaguardar su patrimonio; en ese sentido la oficina de 
Museos Regionales del Museo Nacional de Costa Rica ha jugado un papel 
muy importante en esta tarea. 



 
Tabla n°1 Iniciativas para realizar un inventario de patrimonio intangible 



Iniciativa Objetivos  
de la investigación Comentario 



Individual 
 
 
 
 
Institucional pública 
Empresa privada 



Decisión de un investigador 
sobre qué se va a investigar. 
 
 
Hay una solicitud de una 
persona o institución para 
realizar la investigación. 



En la decisión de hacer la 
investigación no media el 
interés del informante o de 
una institución. 
 
La investigación se hace 
desde los objetivos del 
investigador o la institución. 



Practicantes, portadores, 
organizaciones que detentan 
la expresión cultural. 



Interés de practicantes de que 
su información se incluya en 
el inventario. 
 
Decisión de comunidad de 
registrar 
 
Decisión de organización 
local de registrar. 



 
 
En la recopilación de la 
información no media el 
interés del investigador o 
actor exógeno a la realidad 
que se registra. 



 
Estas últimas experiencias descritas hacen ver que desde los portadores 



de tradición se pueden generar experiencias muy interesantes, que ponen en 
evidencia que la salvaguarda y revitalización se puede dar desde lo local, o 
comunal. Estas situaciones no pueden ser obviadas en el inventario que no 
solo toma el discurso de los practicantes, sino que recoge las experiencias 
sobre salvaguarda que las organizaciones o comunidades realizan, lo cual es 
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fundamental para poder realmente recuperar el verdadero sentido que tiene 
la expresión cultural para su localidad. Esta discusión en particular se retoma 
y se amplía más adelante cuando se habla de la importancia de recuperación 
del contexto, pues este no solo se refiere entonces al espacio físico, el 
manejo temporal, sino también a la visión de futuro en la cual la expresión 
juega el papel de bastión para fortalecer los procesos identitarios. 



 
 



Entre lo etic y lo emic1: el proceso de recopilación y sistematización de 
información 



Hasta aquí hemos dejado en claro que los objetivos para realizar el 
inventario se construyen a partir de los intereses muy diversos y sea cuales 
fueran esos intereses inciden en la manera en que el investigador se 
aproxima a su sujeto-objeto de investigación y por tanto a los resultados 
finales del proceso de inventariado. En este apartado discutiremos la 
importancia que tiene para un proceso de inventariado el reconocimiento de 
las posiciones que debe asumir el investigador durante la recopilación y 
sistematización de la información, a fin de poder reducir el impacto que 
puedan tener los intereses ajenos a lo que se está investigando, en los 
resultados finales. 



En esta fase, para tener una comprensión integral de la propuesta 
metodológica que nos ocupa, no se puede hacer una separación entre cada 
uno de los pasos que a continuación describiremos, todo lo contrario, 
apelamos a la necesidad de reconocer y a la vez ser parte de ese proceso 
donde hay una conjugación de miradas: las nuestras como investigadores y 
las de los distintos informantes que interpretan o reinterpretan los discursos 
de ellos y los otros para poder darnos elementos para aproximarnos a la 
realidad en estudio. Respetando esa polifonía de sentidos, hay que iniciar el 
proceso de desentramado de subjetividades (incluyendo la nuestra), para 
poder recopilar la información sobre el patrimonio inmaterial. 



 
 
 
 



                                                
1 Siguiendo a Harris (1985) “Lo que caracteriza las operaciones de tipo emic es la elevación 
del informante nativo al status de juez último de la adecuación de las descripciones y análisis 
del observador. La prueba de la adecuación de los análisis emic es su capacidad para producir 
enunciados que el nativo pueda estimar como reales, con sentido o apropiados. […]. El rasgo 
distintivo de las operaciones de tipo etic es la elevación de los observadores al status de jueces 
últimos de las categorías y conceptos empleados en las descripciones y análisis”. 
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El proceso de recopilación 
El proceso de elaborar un inventario no puede llevarse a cabo si no se 



tiene claro cuál es el contexto del que se está partiendo. Pues como vimos, la 
intencionalidad de quien solicita o tiene la idea de realizar un inventario 
incide directamente en sus objetivos, profundidad y alcance. Esa realidad se 
suma a la posición particular que el investigador o persona que recopila la 
información tiene ante la realidad, situación que puede tornarse riesgosa si 
en aras de cumplir con el objetivo solicitado por algún actor externo se obvia 
el discurso de los portadores de la tradición y se hace una reinterpretación o 
edición de lo expuesto por el informante, situación que hace que se pierda la 
sutileza de los sentidos y sensibilidades que convierten a la expresión 
cultural en patrimonio intangible. 



 
Tabla n°2 Relación entre las interpretaciones “etic” y “emic” en el trabajo de 
campo 
ACCIÓN TRABAJO DE CAMPO COMENTARIO 



Interpretación etic 
El investigador define los 
aspectos a investigar y la 
base conceptual sobre la cual 
va a interpretar la 
información. 



Guía de entrevista 
individual o grupal. 
Talleres 
Guía para llenado en línea 
(Internet) 
Forma de registrar la 
información: grabación, 
video, fotografía, etc. 
 



Aun proviniendo el interés de 
la comunidad, el inventario 
tiene una estructura que se 
traduce en guías de entrevista 
o recopilación de 
información, elaboradas por 
un investigador exógeno a la 
realidad cultural investigada.  
 
El investigador decide “qué” 
recopilar y “cómo” lo va a 
hacer. 



Interpretación emic 
Informante describe la 
expresión cultural desde sus 
referentes. 



Respuestas del entrevistado. El entrevistado hace su propia 
construcción de la expresión 
cultural, lo cual debe 
respetarse para no perder la 
riqueza de construcción de 
sentidos en torno a ella. 



 
Para el investigador es necesario tener presente los dos posicionamientos 



que hay que asumir al momento de recopilar la información. Pasamos 
seguidamente a explicar más detalladamente lo que se presenta en la tabla 
N° 2. Tener claros los criterios y pasos que se siguen en la recopilación de la 
información es una tarea delicada en la propuesta metodológica del 
inventario, pues si bien se busca recopilar la información respetando el 
discurso del informante, la intervención del investigador es inevitable, pues 
es la persona que decide qué se va a recopilar y cómo. 
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El “qué” se refiere al tipo de información, en este caso puede ser el tipo 
de expresión cultural. Pues a menudo se da que un mismo informante hace 
referencia a varias expresiones culturales ya sea porque es practicante o 
porque es un espectador; en cualquiera de esos casos él como narrador hace 
su interpretación. Frente a esta diversidad el investigador muchas veces 
decide en qué profundizar y qué dejar por fuera, pues además de su visión 
personal sobre el objeto-sujeto de investigación, tampoco se pueden obviar 
las razones logísticas que están pesando para poder realizar la investigación, 
por ejemplo: el tiempo, la distancia, los recursos, entre otros. 



Cuando nos referimos al “cómo” hablamos de la manera particular en que 
es abordado el informante. En este caso, se puede pensar desde la manera en 
que se registra la información: grabación, video, fotografía, etc.; hasta la 
manera en que el investigador se aproxima al informante. Esto último es 
muy importante, pues si bien puede haber un instrumento específico para 
obtener la información, cuando se habla de patrimonio cultural intangible, 
como ya se ha dicho, es fundamental dejar fluir el discurso de la persona 
para no perder los matices que a fin de cuentas son los que permiten 
recuperar los sentidos intangibles de la expresión cultural. El riesgo en esta 
parte también está en que el informante narre de todo un poco y no logre 
profundizar en el tema que busca el investigador. En resumen, en este punto 
la pericia del investigador es fundamental para conducir la indagación sin 
sesgar o dirigir las respuestas obtenidas. 



Retomamos nuevamente que tanto en el “qué” y en el “cómo” media la 
decisión del investigador, lo  cual lo pone en una posición “etic” frente a su 
sujeto-objeto (ver tabla N° 2). Metodológicamente, lo más importante en 
este punto es la revisión del posicionamiento del investigador; retomamos la 
discusión de la “autoridad etnográfica”2, y lo traemos al plano operativo de 
la investigación, en el cual es fundamental la conciencia que tiene el 
investigador sobre su poder, su influencia, pues de otra manera prevalecerán 
los conceptos propios de él y no la visión del entrevistado. Por eso, esta 



                                                
2 El término de autoridad etnográfica se toma de James Clifford en su ensayo “Sobre la 
autoridad etnográfica” (1998), cuando se refiere a la fotografía de Malinowski: “Un acto 
ceremonial del Kula”, en esta foto aparece una fila de jóvenes de perfil que aparentemente 
conversan entre ellos, sin embargo, hay uno de los jóvenes que está mirando hacia la cámara. 
Para Clifford, el etnógrafo está detrás de la lente de la cámara definiendo claramente cuál es la 
escena a registrar, y aquellos ojos que vuelven a ver ponen en evidencia lo que el autor 
afirma: “Se señala el modo predominante de la moderna autoridad del trabajo de campo. 
“Estás allí… porque yo estuve allí”(p. 142). 
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primera etapa del proceso de trabajo de recopilación debe ser muy reflexivo 
y autoconciente. 



En esta dualidad que se plantea en el trabajo de campo entre lo etic y lo 
emic, el punto medio se busca en la posibilidad de dar la palabra al 
entrevistado (una perspectiva emic); cuanto mayor espacio se le dé para 
describir y explicar la expresión cultural, más posibilidades hay de rescatar 
la construcción de sentidos en torno a ella. Con esto queremos decir que no 
basta con dar la palabra al informante para que narre la expresión cultural, 
sino que la narración debe recuperar los sentidos intangibles sobre los cuales 
se sustenta la propuesta de que esa expresión cultural es patrimonio 
intangible. 



Nuevamente interviene la pericia del investigador, como se mencionó 
anteriormente, pero claro que mezclada con la elocuencia del narrador. Pues 
durante este proceso de elaboración de la metodología aparecieron casos de 
informantes donde la respuesta no pasó de ser un monosílabo; se requería de 
mucho tiempo y paciencia para poder obtener un nivel de profundidad 
suficiente para alcanzar los aspectos intangibles en torno a la expresión 
cultural investigada. En síntesis, no podemos pensar que todo informante va 
a dar la información necesaria para tener una visión completa en torno a una 
expresión cultural. 



 
 



Reconocimiento de la diversidad: el encadenamiento de las 
interpretaciones 



Desde la perspectiva emic, es importante tomar en cuenta que cada 
informante tiene sus propias vivencias y visión de mundo, por tanto también 
tiene su propia representación en torno al sentido de la expresión cultural 
que está considerando patrimonio intangible y ese es otro punto que 
justamente debemos trabajar cuidadosamente. 



En este punto vale ampliar la diversidad de posibilidades que se pueden 
plantear al momento de recopilar la información. Para graficarlo podemos 
imaginar un encadenamiento de actores, donde cada cual tiene su visión 
particular sobre la expresión cultural que estamos investigando. Por ejemplo, 
está la experiencia de recoger la información sobre las tradiciones vinculadas 
a la Virgen de Guadalupe en Nicoya (Guanacaste-Costa Rica), lo primero 
que se hace es indagar quiénes son las personas que pueden proveer la 
información suficiente sobre esta tradición. Los primeros informantes que 
aparecieron fueron familiares de una de las personas que por años ha 
liderado esta tradición. Estos primeros contactos llevan a identificar a otros 
actores que pueden tener una relación más vivencial con la tradición, y así de 
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INVESTIGADORINVESTIGADORINFORMANTE INFORMANTE 



PRESENTEPRESENTEPASADOPASADO



OPCIÓN 1



un informante a otro, se fue construyendo una visión más completa sobre la 
tradición en su totalidad. 



Algo importante a resaltar sobre este aspecto de la metodología es que el 
informante o narrador de la expresión cultural puede no ser el practicante, 
puede ser alguien que conoció sobre esa expresión cultural porque le 
contaron, o porque es un espectador. Cualquiera de ellos da una versión 
igual de válida sobre la expresión cultural, por lo tanto la diversidad de 
discursos se articula en una suerte de encadenamiento de interpretaciones. 
Este punto es fundamental tenerlo claro, pues lejos de empobrecer la 
información, el reconocer la diversidad de discursos que se entretejen en 
torno a una misma expresión permite tener una visión más amplia de ésta y 
por tanto más cercana a la realidad donde esta expresión se reproduce. 



Pasamos a explicar más detalladamente este aspecto graficando los 
distintos niveles de ese encadenamiento. 



 
Opción 1. Trata de aquel informante que 



tiene o ha tenido una relación directa con la 
tradición. Este informante nos da una 
descripción sobre una expresión cultural que 
forma aún parte de su “presente”, de su vida 
cotidiana. Por ejemplo a don José Navarro, 
del Alumbre de Cartago, se le pregunta sobre 
cómo hace los yugos: 



 
“Yo los hago ahí de…yo antes los hacía más de guacatillo pero como 



ahora están en peligro de extinción, yo he hecho de guacatillo, saús, mango, 
jucó, he hecho de aguacate de comer y eucalipto, pero el mejor palo para 
hacer yugos es el guacatillo o el jucó. El guacatillo la verdad depende de 
donde esté el palo no se puede cortar, le echan la ley a uno, es muy 
escaso”.(18 de julio de 2007, Alumbre del Guarco, Cartago) 



 
Este yuguero a lo largo de su entrevista describe con detalle lo que 



implica para él elaborar un yugo. Como vemos la descripción la hace en 
presente, haciendo evidente hasta los riesgos que tiene para él la extracción 
de la materia prima para su trabajo, lo que pone en evidencia el riesgo al que 
su conocimiento se ve sometido, pues si esta madera se acaba, no puede 
continuar haciendo yugos. 



En esta opción, también encontramos aquellos informantes que describen 
la expresión cultural que formó parte de su pasado, así por ejemplo tenemos 
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un párrafo de la entrevista realizada a doña Aída, vecina de Alajuela centro, 
que se refiere a los preparativos de las fiestas de la Inmaculada en Alajuela: 



 
“Recuerdo la alegría de uno… ya estoy viejititica y me acuerdo. Desde 



un mes ante venía desde Carrizal uno que le decían Ventarrón, para recoger 
el cinquito para la fiesta de la Inmaculada, ¡ay, qué felicidad la de uno!. Yo 
vivía en la calle Guardia, ay!! desde ahí se oía, tataratá, ta ta ta ta… y todo 
el aterro de chiquillos y chiquillas que jugábamos en la calle decíamos:  ahí 
viene Ventarrón!!!” (Vecina de Alajuela, 11 de octubre de 2003) 



 
Dentro de esta primera opción es muy interesante encontrar también 



personas que son practicantes de una tradición en la actualidad, pero sin 
embargo, sus narraciones hacen referencia únicamente al pasado; 
encontramos frases bien conocidas como: “ahora ya no es igual”, “antes era 
mejor”, entre otras. 



Opción 2. Pero también podemos encontrar a 
otra persona que sin ser necesariamente un 
practicante, vive dentro de ese “presente” o 
comparte con los practicantes parte de las 
vivencias de la tradición cultural. Así por 
ejemplo vemos el caso de una maestra 
guanacasteca que narra sobre su padre boyero: 



 
“Yo recuerdo a mi papá, que siente una pasión por eso de los bueyes, él 



todavía enyuga a los bueyes en la mañana, junto con mi mamá. Pero como 
sufre ahora cuando se le daña una pieza de la carreta, por ejemplo antes 
para hacer una rueda de carreta había que hacer la pieza de un solo árbol, 
de un árbol podían salir las dos ruedas, porque las hacían con hacha y con 
cincel”. (Maestra de Santa Cruz (2007) Guanacaste) 



 
La maestra no es boyera, no practica esta tradición, sin embargo las 



vivencias con su padre la marcaron, forman parte de su identidad y hoy 
puede narrar con detalle aspectos de la tradición que pocos conocen, como 
puede ser la elaboración de una rueda de carreta 
guanacasteca. 



Opción 3. Está también un tercer nivel, que se 
refiere a aquel informante que describe la 
expresión cultural desde una posición en la cual 
no participó directamente, pero la conoce o 
alguien se la narró. Sin embargo, puede explicar 
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o describir su posición sobre la expresión cultural, ya que la siente propia. 
 
“En el colegio donde yo trabajo uno de los conserjes tenía bueyes, él me 



decía que los sobrinos ya no quieren ir con los bueyes, ya no!!, eso se ha 
perdido, ¿por qué?, porque nadie les explica la importancia de los bueyes, 
ahora lo vemos como una postalita, y al pasar el tiempo vemos como esa 
estampita se va destiñendo, de ahí que nuestra labor es realzar la 
importancia de esto…” (Profesor (2007) Colegio de Sardinal, Santa Cruz, 
Guanacaste) 



 
Pensaríamos inicialmente que en el ejemplo anterior el narrador ya no 



tiene o tiene poco que ver con la descripción de la expresión cultural. Sin 
embargo, encontramos que en cualquiera de esos niveles hay una 
construcción particular de sentidos en torno a ella pues cada quien la 
interpreta según sus vivencias. En cada una de estas opciones los actores 
reconocen la expresión cultural como parte de su identidad local. 



Opción 4. Las versiones sobre las expresiones 
culturales son tantas como personas que nos 
puedan contar sobre ellas. En el proceso de 
inventariar, tenemos la opción de tomar una de 
esas versiones, o a partir de varias de ellas 
construir una visión más compleja sobre una 
expresión cultural. Esta última opción nos permite 
profundizar en el sentido colectivo que tiene la expresión cultural para una 
localidad, región o país. 



Podemos ejemplificar esta opción de recopilación de la información con 
la leyenda del “Grito de la Cima”; es una leyenda del cantón de San Ramón 
de la provincia de Alajuela.  Como investigadores podemos escuchar una 
versión de la leyenda y registrarla en el inventario; es probable que el nivel 
de profundidad que logremos se quede inicialmente en la descripción de la 
leyenda. Por ejemplo, nos pueden explicar que en la loma que hay entre San 
Ramón y Palmares por las noches se oye el grito de una mujer, cuentan 
además que hay quienes han visto a la mujer vestida de blanco y asusta a las 
personas que vienen de Palmares a altas horas de la noche. Sin embargo, 
cuando empezamos a escuchar varias versiones sobre esto, nos damos cuenta 
que hay más profundidad en lo que nos narraron, pues las otras versiones 
que recopilamos de la leyenda dan pistas sobre la rivalidad entre los 
cantones, como por ejemplo que el hombre que venía tarde era porque tenía 
una novia en Palmares y los papás de él papás no la querían, etc. Luego de 
oír varias versiones y analizar el sentido de la leyenda, nos damos cuenta de 
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que tiene un significado que reafirma los límites entre ambos cantones, cada 
uno en contraposición del otro espacio imaginario que es dividido por una 
loma. 



Opción 5. Otra variante sobre la recopilación 
de la información se da cuando la expresión 
cultural que estamos recopilando es muy 
compleja, por lo tanto se requiere indagar en 
distintas expresiones culturales que son afines 
para tener una visión completa sobre ésta. 



Esta situación se repite mucho cuando se 
está registrando una expresión cultural que está 
compuesta a su vez por una diversidad de expresiones, por ejemplo, un 
desfile de boyeros. El desfile como tal no es solamente el paso de boyeros, 
bueyes y carretas por la calle, sino que es una mezcla entre lo festivo, lo 
religioso y la organización social, y cada uno de esos grandes componentes 
tiene expresiones puntuales que se articulan para darle cabida al desfile de 
boyeros como lo conocemos. En el caso de lo festivo tenemos las comidas, 
los actos sociales como la recepción, los premios, los dedicados, etc. En la 
parte religiosa está todo el ritual de bendición de los animales y podríamos 
añadir que la construcción mágica en torno a la participación de la Iglesia 
Católica en el desfile; y en la parte de organización social, todo lo que 
respecta a las redes de intercambio y reciprocidad entre boyeros y la 
organización misma del desfile y sus implicaciones en la salvaguarda de la 
tradición. Como vemos, esa expresión cultural como tal para poderla 
convertir en un registro dentro del inventario, requiere de la participación de 
un número de informantes que permitan reconocer toda la diversidad que la 
compone. 



Opción 6. Una variante de la anterior es 
cuando en algunos casos, un informante está 
describiendo una expresión cultural, y durante 
el proceso describe aspectos parciales que 
ayudan a entender mejor otra expresión que 
quizás no tenga que ver directamente con el 
objeto de la entrevista.  Por ejemplo, un yuguero 
puede hablar de cómo elabora y decora yugos, y 
durante su narración, explica la manera en que los mercadea, y cómo son 
adquiridos para dar como premio durante las recepciones de los desfiles. La 
parte vinculada a los desfiles permite entender mejor lo que sucede con los 
artículos que sirven de premio o recuerdo para los boyeros participantes en 
el desfile. 
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Esta es una situación muy común cuando las entrevistas se hacen sobre 
una temática similar y sin que nos propongamos aparecen pistas importantes 
que permiten profundizar y proponer nuevas rutas en nuestro trabajo de 
campo. 



 
 



El proceso de sistematización 
Vale aclarar inicialmente que la sistematización es el conjunto de pasos 



que se siguen para ordenar la información recopilada y transcribirla en un 
formato que permita identificar aquellas expresiones culturales que son 
reconocidas por sus portadores como patrimonio intangible. La estructura 
para sistematizar la información es el instrumento o ficha diseñada para ese 
fin en el marco de esta metodología; sin embargo, el énfasis que queremos 
resaltar en este momento es el del proceso que se debe realizar para 
sistematizar la información. En la tabla N° 3, proponemos una secuencia de 
pasos en los que se sustenta esta metodología para sistematizar la 
información. 



 
Tabla N° 3 Secuencia de pasos para la sistematización 



Acción Instrumento de 
sistematización 



Comentario 



Interpretación etic 
Selección de ítems en el 
material recopilado y su 
correspondiente edición 



Selección del investigador, 
alimentador de la base de 
datos 



El investigador decide qué 
aspectos incluye al 
momento de alimentar la 
base, pues no se trata de 
transcribir las entrevistas. 



Interpretación emic 
Se rescatan desde la voz del 
informante los sentidos que 
ellos dan a la expresión 
cultural 



Transcripción de la voz del 
entrevistado 



La voz del informante 
asegura que no se pierdan 
los aspectos intangibles, 
pues son las valoraciones 
que ellos hacen de la 
expresión cultural en 
relación con el contexto en 
que se realiza. 



Interpretación etic 
La posibilidad de ampliar y 
profundizar en el análisis 
para evidenciar los aspectos 
intangibles de la expresión 
cultural 



Interpretación densa, a partir 
de los campos creados para 
profundizar en el análisis 



Es la posibilidad de ampliar 
y evidenciar los aspectos 
intangibles. 



 
Como ya se mencionó para el caso de la recopilación de información en 



el campo, el investigador tiene el “poder” de decidir qué aspectos de la 
realidad va registrar, obviamente la decisión no es caprichosa sino que 
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obedece a su posición ante el objeto-sujeto de investigación. Pues en 
situación similar se encuentra el investigador, cuando después de realizar el 
trabajo de campo debe decidir cuál es la información que debe ingresar en el 
inventario. 



Esto parte, como lo indica la tabla, de una postura etic, pues inicialmente 
se da una selección de aquellos fragmentos de la entrevista que describan 
ampliamente la expresión, luego tendrá que editar y completar la 
información. Esta sistematización puede ser más compleja cuando se 
sistematiza información en la que participó más de un informante, pues hay 
que integrar las narraciones sin que se pierdan de vista las particularidades 
que los informantes pueden aportar. 



Como ya se mencionó, dentro del instrumento de recopilación y 
sistematización de información debe haber al menos un espacio o campo que 
permita recuperar directamente el discurso del informante donde se 
transcriba la expresión cultural narrada por él, y a la par de este campo, otros 
que recuperen aspectos del entorno que posibiliten la contextualización de la 
información y la “puesta en evidencia” de los aspectos que son intangibles y 
que forman parte de la propuesta de la expresión cultural como patrimonio. 



En cierta medida, esto nos llama a la propuesta hecha por Geertz (2000), 
sobre el entramado de significaciones que tiene una expresión cultural y que 
desentrañarla pasa precisamente por entenderlas en tanto están articuladas. 
Por eso es tan importante que el investigador destaque y evidencie esas 
interrelaciones para poder trascender ese presente etnográfico “descriptivo” 
como lo plantea el antropólogo Rosaldo (1991) “Llamado con orgullo el 
presente etnográfico, estas normas prescribían, entre otras cosas, el uso del 
tiempo presente para representar la vida social como un grupo de rutinas 
compartidas y también asumir cierta distancia que confiera objetividad.” (p. 
55). Para este autor, en el presente etnográfico la narración del investigador 
se congela en el tiempo, y a su vez no admite el reconocimiento de juicios de 
valor que la alejaran de lo que era la “verdad” de la realidad descrita, pues al 
imprimírseles juicios de valor ya no iba a representar objetivamente la 
realidad. 



De esta manera proceder a una “descripción densa” Geertz (2000) plantea 
que para los investigadores la realidad se debe presentar como ese juego de 
figuras superpuestas que además están cargadas de significados; el reto 
como dice el autor está en desentrañar las estructuras de significación y en 
“determinar su campo social y su alcance” (p.24). 



Visto así, estamos ahora ante dos momentos delicados, uno el diseño del 
instrumento para el vaciado de la información y el otro la selección de los 
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datos que van dentro de la ficha de registro. Ambos momentos están en 
manos de investigadores. 



En la sistematización de información, la interpretación emic se da en la 
medida, como ya se ha repetido en varias ocasiones, que se respete el 
discurso del informante dentro del inventario. Cuando decimos “respetar el 
discurso” se trata de realzar los significados a pasajes o a aspectos puntuales, 
que son propuestos por los informantes sobre la expresión cultural que narró. 
Además se suma a esto que esos significados adquieren un sentido particular 
según la posición del informante en el contexto desde el cual se narra la 
expresión cultural. 



La ficha de registro del inventario debe contar con una serie de campos 
para profundizar en el análisis de la información recopilada, a fin de 
evidenciar los aspectos intangibles que construyen la propuesta que la 
sustenta como patrimonio. En este momento se inicia el proceso de 
“descripción densa” (Geertz, 2000) de la expresión cultural y nuevamente 
regresamos a la posición etic. 



Entramos como investigadores a desentrañar, como lo plantea Geertz 
(2000), las estructuras significativas, para que en ese diálogo con la realidad 
podamos construir una propuesta que acorte la distancia entre lo que existe 
en la realidad y lo que trasladamos al papel en un registro del inventario. En 
palabras simples debemos trascender el nivel descriptivo e ingresar a un 
nivel interpretativo, que dé al lector elementos para aproximarse a la realidad 
en estudio, y por qué no, profundizar si así lo requiere en el análisis. 



Es por lo anterior que se busca que un inventario permita dos tipos de 
lectura al usuario, una que es más descriptiva y otra que da todos los 
elementos para profundizar en el entramado de sentidos, pero que solo un 
conocedor o investigador más especializado podrá hacerlo. 



 
 



La incorporación del contexto en el proceso de interpretación de la 
información 



Un paso más que se pretende dar con esta propuesta metodológica del 
inventario, es no quedar solamente en el nivel etnográfico de la descripción 
densa en la que se busca articular sentidos; a esto se hace necesario agregar 
un ingrediente que posicione la expresión cultural en una dimensión socio-
histórica y política, en la cual se inserta el concepto de patrimonio cultural 
intangible que acuñamos en este documento. 



En su narración, el informante recrea su realidad desde aquellos aspectos 
que le dan un sentido particular y que por tanto los resignifica ante los otros, 
en la medida que reafirman su identidad. En este punto es donde viene el 
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contexto a jugar un papel fundamental. Pues de qué manera podemos 
entender los sentidos profundos que contiene la narración del informante si 
no somos capaces de contextualizar su discurso. 



Tenemos dos dimensiones en la contextualización para poder evidenciar 
los aspectos que sustentan y complementan una descripción densa, pues 
permite articular una dimensión de temporalidad histórica, con una política. 
En tanto la expresión cultural es considerada patrimonio intangible; ambas 
dimensiones van de la mano: 



a) El juego de las temporalidades: el informante narra usualmente en 
un presente que para el que escucha puede ser engañoso, porque no 
necesariamente se está refiriendo a la situación real en la que se 
reproduce la expresión cultural, pues es un presente ideal, en el que 
la expresión cultural tiene un valor que reafirma su pertenencia a una 
tradición o un espacio. 



b) El juego de las relaciones de poder “político-histórico” está 
vinculado al peso que tiene la expresión cultural en relación con el 
“otro”. Ese otro puede ser real o ficticio pero claramente pone los 
límites de mi posición identitaria, y a su vez permite proyectar la 
expresión cultural en tanto es algo que se puede salvaguardar y 
proyectar a un futuro que también es indeterminado; es en este punto 
que afirmamos que la expresión cultural es patrimonio. 



Para ejemplificar tenemos el caso de comunidades como Horquetas de 
Sarapiquí, que nacen como a raíz de la instalación de la bananera United 
Fruit Company (UFCO). Su fundación como comunidad data de más de 
cincuenta años. 



Si uno va a cualquiera de las pequeñas comunidades que están insertas 
dentro de las grandes plantaciones bananeras, se puede pensar que no hay 
“tradiciones” como las conocemos en otras regiones del país; por tanto, la 
recuperación de su patrimonio intangible no tiene mayor importancia. Sin 
embargo, es todo lo contrario: encontrar un indígena Malecu cantando con 
un guanacasteco las canciones que ambos compusieron viviendo en “Finca 
6”3 de Horquetas (provincia de Heredia) y que hablan de sus vivencias 
vinculadas a la Bananera, nos hace reflexionar en lo importante que es 
contextualizar la expresión para poder entender en toda su dimensión la 
articulación de sentidos. 



Para poder entender el sentido de sus canciones, primero tenemos ese 
contexto histórico que habla de una población que migró a la región en busca 
de trabajo, y que esa migración que viene de distintas regiones del país 



                                                
3 Así se llama la comunidad. 











Patrimonio Inmaterial 370 



contexto a jugar un papel fundamental. Pues de qué manera podemos 
entender los sentidos profundos que contiene la narración del informante si 
no somos capaces de contextualizar su discurso. 



Tenemos dos dimensiones en la contextualización para poder evidenciar 
los aspectos que sustentan y complementan una descripción densa, pues 
permite articular una dimensión de temporalidad histórica, con una política. 
En tanto la expresión cultural es considerada patrimonio intangible; ambas 
dimensiones van de la mano: 



a) El juego de las temporalidades: el informante narra usualmente en 
un presente que para el que escucha puede ser engañoso, porque no 
necesariamente se está refiriendo a la situación real en la que se 
reproduce la expresión cultural, pues es un presente ideal, en el que 
la expresión cultural tiene un valor que reafirma su pertenencia a una 
tradición o un espacio. 



b) El juego de las relaciones de poder “político-histórico” está 
vinculado al peso que tiene la expresión cultural en relación con el 
“otro”. Ese otro puede ser real o ficticio pero claramente pone los 
límites de mi posición identitaria, y a su vez permite proyectar la 
expresión cultural en tanto es algo que se puede salvaguardar y 
proyectar a un futuro que también es indeterminado; es en este punto 
que afirmamos que la expresión cultural es patrimonio. 



Para ejemplificar tenemos el caso de comunidades como Horquetas de 
Sarapiquí, que nacen como a raíz de la instalación de la bananera United 
Fruit Company (UFCO). Su fundación como comunidad data de más de 
cincuenta años. 



Si uno va a cualquiera de las pequeñas comunidades que están insertas 
dentro de las grandes plantaciones bananeras, se puede pensar que no hay 
“tradiciones” como las conocemos en otras regiones del país; por tanto, la 
recuperación de su patrimonio intangible no tiene mayor importancia. Sin 
embargo, es todo lo contrario: encontrar un indígena Malecu cantando con 
un guanacasteco las canciones que ambos compusieron viviendo en “Finca 
6”3 de Horquetas (provincia de Heredia) y que hablan de sus vivencias 
vinculadas a la Bananera, nos hace reflexionar en lo importante que es 
contextualizar la expresión para poder entender en toda su dimensión la 
articulación de sentidos. 



Para poder entender el sentido de sus canciones, primero tenemos ese 
contexto histórico que habla de una población que migró a la región en busca 
de trabajo, y que esa migración que viene de distintas regiones del país 



                                                
3 Así se llama la comunidad. 



         Aproximaciones teórico metodológicas 371 



conforma hoy una población de origen muy diverso. Segundo, se hace 
necesario reconocer que el sentido de sus canciones marca claramente una 
distancia con la Bananera, las letras hablan de esta comunidad nueva que 
hoy está cambiando de nombre y pasa de llamarse “Finca 6” a “La Victoria”. 
Esto último es muy significativo si lo vemos en el contexto político, que 
marca claramente la distancia con ese otro que es la Bananera, y que en esa 
relación de oposición les permite a los habitantes de “La Victoria” reconocer 
su identidad. 



Situación similar sucede en esta comunidad cuando se observan en las 
actividades públicas los bailes que ellos llaman “típicos”, pero que son 
coreografías propias, donde claramente en la escenografía se exhibe en un 
rincón casi invisible una casita con el rótulo de “UFCO”. 



Muchas veces el mismo informante identifica algunos aspectos de ese 
contexto que le permite explicar con mayor claridad el por qué de los 
diferentes matices de una expresión cultural en su región. En un taller con 
distintos pobladores de la región de Horquetas de Sarapiquí, se discutía 
sobre cómo se han perdido algunas tradiciones, que si bien venían 
importadas de distintas regiones del país, las habían hecho suyas; se refieren 
al caso de las carreras de cintas (juego que tradicionalmente se había hecho a 
caballo), y ellos mismos, haciendo alusión a su contexto, explican: 
“Carreras de cintas en bicicletas, porque los caballos son un lujo, no como 
en Guanacaste que usted los usa para trabajar,  aquí usted ve a toda la 
gente en bicicleta para ir al trabajo” (Taller Horquetas de Sarapiquí, 2003). 



También se puede entender por ejemplo como el mismo contexto laboral 
puede influir en la creación de un lenguaje particular, por ejemplo: “A usted 
lo enganchan en ese puesto (lo contratan),  eso lo usamos mucho nosotros, 
pero viene del enganche que se hace al racimo de banano para jalarlo” 
(Taller Horquetas de Sarapiquí, 2003). 



Los ejemplos anteriores, además de evidenciar la necesidad de manejar el 
contexto para poder interpretar una expresión cultural considerada 
patrimonio intangible, pone en evidencia la importancia que tiene el discurso 
del informante para determinar qué aspectos de ese contexto son los que 
tienen valor en un momento determinado. 



En un taller realizado en la Zona de los Santos, se le preguntó a un grupo 
de habitantes de las comunidades de Santa María de Dota y San Marcos de 
Tarrazú, qué aspectos consideran ellos que los identifica y los hace 
distinguirse de otras regiones del país, inmediatamente ellos hicieron una 
lista en la que ponen: 



“El nombre de Los Santos 
La calidad del café  
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Las relaciones tan cercanas que tienen los miembros de la comunidad 
(todos se conocen). 



La religiosidad de los pueblos 
En Santa María cuando alguien fallece tocan las campanas” (Taller 



Zona de los Santos, 2003). 
Durante el mismo taller se les pidió que contaran sobre tradiciones o 



historias; contaron la siguiente: 
“Hace tiempo se sonaban las campanas a las 12 del día, los trabajadores 



(de los cafetales) terminaban su jornada laboral, pues sonaba la campana 
de la iglesia, en un tiempo recuerdo, don Juan era sacristán, y el padre le 
dijo que tenía que ir a hacer un mandado a las 11:30, él dijo ‘qué problema 
tener que ir a hacer un mandado a las 11:30, si a las 12 tengo que sonar las 
campanas’. Entonces encontró la solución ‘las sueno a las 11’. Y a las 11 
todos los trabajadores se fueron para la casa. Entonces don Lico vino a 
reclamar, ‘¡¿cómo es posible los trabajadores se me fueron una hora antes 
el miércoles?!’, ‘es que tenía que hacer un mandado, pero don Lico no se 
preocupe, mañana se lo repongo’”. (Taller Zona de los Santos, 2003) 



 
Si se analiza esta narración a la luz de la lista de características que ellos 



propusieron, notamos que la condición topográfica de esos pueblos permite 
que haya una cercanía entre sus habitantes, al punto de que la campana se 
convierta en un elemento que convoca a la comunidad, ellos agregan que 
hasta hace muy poco la campana avisaba cuando había un funeral o un 
matrimonio. La historia también hace referencia a una historia laboral 
vinculada al café, el cual es un símbolo de su identidad y también a una 
historia de relaciones laborales, pues son trabajadores que obedecen a una 
campana para poder salir de sus trabajos. 



 
 



A modo de cierre 
Una expresión cultural es patrimonio en la medida en que es reconocida 



por sus portadores y practicantes, y éstos a su vez, la convierten en una 
herramienta para reafirmar su posición frente a los “otros”; es decir, para 
reafirmar su identidad. En tanto herramienta de investigación, el inventario 
permite profundizar en el conocimiento de las identidades colectivas, con el 
propósito de fortalecer a los protagonistas, dándoles la posibilidad de 
profundizar en el conocimiento de esas expresiones que son reconocidas 
como parte de su patrimonio cultural. 



En ese sentido, la propuesta que se hace en esta investigación sostiene 
que el inventario no es un fin en sí mismo, sino un medio que permite de una 
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manera ordenada y sistemática, profundizar en el conocimiento del 
patrimonio intangible. 



A mayor conocimiento de su patrimonio por parte de los artífices de la 
cultura en un país, tendrán mejores posibilidades de negociación con las 
entidades gubernamentales y privadas. Esto permite reposicionarlos ante la 
coyuntura que viven nuestros países. Pues, a la par de que se van abriendo 
las fronteras entre países, las pequeñas localidades del mundo sienten la 
urgencia de exigir que se les respete. 
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Resumen 
El patrimonio intangible tiene como una de sus características la complejidad de 



su manejo, ciertamente por encontrarse inscrito sobre la realidad contradictoria y 
diversa de las comunidades que son portadoras de las expresiones culturales. 



Esto representa un reto a su vez para quien debe dirigir los procesos de 
revitalización y protección del patrimonio inmaterial, desde su función como gestor 
o gestora cultural. 



Las labores de la gestión cultural pasan, además, por otro sinfín de encargos que 
le lleven a mantener y fortalecer todos aquellos procesos culturales que dan vida a 
pueblos y ciudades y que permiten estimular la diversidad cultural, por lo se vuelve 
necesario generar instrumentos adecuados para trabajar el patrimonio inmaterial. 



Los inventarios sobre esta materia, lejos de continuar siendo relegados a 
documentos transitorios y de archivo, pueden convertirse en verdaderas 
herramientas de gestores y comunidades para el buen tratamiento de las expresiones 
culturales, la estimulación de procesos de revitalización y la construcción de 
medidas de salvaguardia.  



Palabras clave: patrimonio inmaterial, gestión cultural, inventarios 
 
Abstract 
Intangible heritage has one characteristic feature, which is its complexity to be 



managed, certainly for being inscribed on the contradictory and diverse reality of 
communities as carriers of cultural expressions. 



La conservación del patrimonio cultural en Costa Rica
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This represents a challenge for those who should lead the process of revitaliza-
tion and protection of intangible heritage, from its role as cultural managers. 



The work of cultural management passed also by countless other assignments 
that take them to maintain and strengthen those cultural processes that give life to 
towns and cities and promote cultural diversity, so it becomes necessary to generate 
appropriate instruments to work with intangible heritage. 



Inventories in this area, far from remain relegated to temporary and archival 
documents, can become real tools for managers and communities for the proper 
treatment of cultural expressions, stimulating revitalization processes and the con-
struction of safeguarding measures. 



Key words: intangible heritage, cultural management, inventories. 
 
 
 



Introducción 
El patrimonio intangible tiene como una de sus características la 



complejidad de su manejo, ciertamente por encontrarse inscrito sobre la 
realidad contradictoria y diversa de las comunidades que son portadoras de 
las expresiones culturales. 



Una de las particularidades del trabajo en esta materia inscrita en la 
Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial de la 
UNESCO es que requiere de la “participación lo más amplia posible de las 
comunidades, los grupos y, si procede, los individuos que crean, mantienen y 
transmiten ese patrimonio y de asociarlos activamente a la gestión del 
mismo” (UNESCO, 2003, Art. 15). 



Esto representa un reto a su vez para quienes deben dirigir los procesos 
de revitalización y protección del patrimonio inmaterial como son gestores y 
gestoras culturales a nivel local, puesto que dicha salvaguardia no se limita a 
la recopilación de datos sobre determinadas expresiones sino también asociar 
procesos de educación, difusión, sensibilización y fortalecimiento de 
capacidades. 



Es precisamente sobre el fortalecimiento de capacidades que el inventario 
puede servir como herramienta de trabajo que no sólo permita documentar, 
sino también instrumentos de ampliación de derechos tanto para los gestores 
como para las comunidades involucradas. 



Seguimos en esta línea lo señalado por Amartya Sen (1998) quien ha 
establecido la importancia de invertir en la generación de capacidades para el 
alcance del desarrollo, considerando que las dimensiones del bienestar 
humano no pueden ser medidas únicamente desde los índices de crecimiento 
económico, puesto que no son un reflejo de la equidad social ni tampoco 
representan el elemento esencial de la justicia social. 
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Marta Nussbaum (2003) extiende esta concepción y considera que la 
inversión en la ampliación de las capacidades humanas permitirá que cada 
sujeto pueda alcanzar una dignidad posible de generar un mayor 
empoderamiento que complementa los derechos humanos, vistos como una 
forma de justicia, y que las habilidades efectivas incrementen las 
oportunidades de cada ser humano desde un mayor pluralismo. 



Si bien Amartya Sen establece que el desarrollo de capacidades es 
equivalente a libertad y el bienestar es definido desde las realidades diversas, 
Nussbaum suma fijando la existencia de capacidades humanas centrales 
como la seguridad, el crecimiento emocional, la educación formal y no 
formal, entre otros, como elementos esenciales para la alcanzar dicha 
libertad, y no lo limita a la educación formal y la salud (esperanza de vida al 
nacer) como únicos referentes de los índices del desarrollo de un territorio o 
una comunidad. 



De estas capacidades humanas centrales sugeridas por Nussbaum nos 
concentramos en dos de ellas por considerar su estrecho vínculo con la 
protección del patrimonio cultural inmaterial, que son en por un lado los 
sentidos, imaginación y pensamiento, caracterizado por el hecho de  



Ser capaces de hacer uso de la imaginación y el pensamiento para poder 
experimentar y producir obras auto-expresivas, además de participar en 
acontecimientos elegidos personalmente, que sean religiosos, literarios o 
músicos, entre otros. Ser capaces de utilizar la mente de maneras protegidas 
por las garantías a la libertad de expresión, con respeto a la expresión 
política, artística y de culto religioso. Ser capaces de buscar el sentido propio 
de la vida de forma individual. Ser capaces de disfrutar de experiencias 
placenteras y de evitar daños innecesarios. (Gough, 2007/08, p. 183) 



Es este una particularidad sustantiva del patrimonio cultural inmaterial, 
como esa experiencia subjetiva y colectiva de crear referentes identitarios y 
elementos simbólicos que permitan de expresión, que por generaciones es 
reinventado y reinterpretado para continuar forjándose. 



Por otra parte, se encuentran las emociones consideradas como la 
capacidad humana  



(…) de tener vínculos afectivos con cosas y personas ajenas a nosotros 
mismos; amar a los que nos aman y nos cuidan y sentir pesar ante su 
ausencia; en general, amar, sentir pesar, añorar, agradecer y experimentar ira 
justificada. Poder desarrollarse emocionalmente sin las trabas de los miedos 
y ansiedades abrumadores, ni por casos traumáticos de abusos o 
negligencias. (Defender esto supone promover formas de asociación humana 
que pueden ser demostrablemente esenciales para su desarrollo) (Gough, 
2007/08, p. 183). 
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Así, es posible observar lo necesario que resulta para como estado de 
dignidad humana, la salvaguardia de aquel patrimonio inmaterial que 
permite desenvolver en cada individuo el vínculo afectivo hacia una 
comunidad, una forma de expresión y la identidad, sin que deba ser objeto de 
vergüenza o discriminación, y en el tanto la promoción de estas expresiones 
culturales no atenten contra los derechos humanos fundamentales de los 
demás. También refiere al impulso de la “asociatividad”, aquella necesaria 
para la reproducción de muchas expresiones culturales. 



Esta argumentación nos permite mostrar, en primer lugar, que la cultura 
puede ser considerada como parte de estas categorías de derechos humanos 
ligados al alcance de mejores condiciones de vida y bienestar aunque su 
reconocimiento como factor para el cumplimiento de los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio dictados por la ONU fuera tardío en el año 2011, 
alegando que se trata de un tema transversal a todos los propósitos. No 
obstante, ha sido claro posteriormente la validez de la cultura como un hecho 
que con lleva su propia complejidad y tratamiento, pero que permite la 
construcción de una nueva institucionalidad cuya búsqueda está más 
vinculada a la generación de capacidades desde donde se generen nuevas 
oportunidades de desarrollo. 



Por ejemplo, los procesos de salvaguardia que incluyen fases de 
inventario pueden involucrar a la comunidad no sólo como informantes 
clave o como agentes participativos en la toma de decisiones, sino como 
actores activos en el levantamiento de datos, que pueden ser iniciados en 
técnicas de investigación – acción y con esto formar parte de los equipos de 
trabajo, permitiendo generar ingresos (en los casos en que exista 
financiamiento para los proyectos), convertirse en receptores de 
conocimientos, transmisores de tales conocimientos a nuevas generaciones y 
constituirse como multiplicadores de estos ejercicios en nuevas experiencias 
de inventario en sus comunidades. 



Tales iniciativas pasan por un proceso de formación, usualmente de orden 
no-formal, que facilita a estos actores sociales la vinculación con los 
inventarios y motivar su asociación a fases posteriores como pueden ser las 
de formulación de planes de salvaguardia. 



Justamente esto trata de recobrar la confianza en las cualidades 
comunitarias para desempeñarse en la gestión de sus proyectos y que la 
autoestima conjunta pueda crecer ante el reconocimiento de los valores 
propios como elementos sustanciales para un buen vivir. Es decir, el 
crecimiento y el bienestar individual y colectivo no puede ser medido 
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únicamente desde la generación de ingresos, sino también desde indicativos 
culturales que señalen sus aportes a la calidad de vida1. 



Los inventarios en esta vía pueden tener diferentes fases de complejidad, 
donde se abordan los pasos necesarios para la protección y salvaguardia de 
las expresiones culturales. Conforme se avanza es posible entonces concebir 
también otras formas de generación de capacidades, otras oportunidades que 
permitan el crecimiento del proceso y de las personas involucradas, 
incluyendo a los cultores y portadores de los conocimientos. Cada fase del 
inventario y de su posterior plan de salvaguardia debe considerar las 
estrategias creativas e ideas locales que puedan hacer más viable la 
intervención, lo cual podrá desenvolverse conforme los grupos sientan más 
empoderamiento producto del fortalecimiento de sus capacidades. 



En segundo lugar, la estimulación de las capacidades centrales humanas 
antes mencionadas permite también dar espacios a la creatividad e 
innovación precisamente por tratarse la cultura de este lugar por excelencia 
donde tales expresiones se desarrollan. 



Suele asociarse el  patrimonio, sea éste material o inmaterial, con el 
pasado, lo inmaculado-sacro y lo estático y con ello rompemos con 
principios característicos de la cultura como son su vivacidad y su dinámica. 



Es esta relación la que permite su permanencia en el tiempo. El 
patrimonio tiene su vigencia por su sociedad con la identidad colectiva, con 
la actividad física o simbólica que se desarrolle alrededor de este. Por esto, 
un bien patrimonial inmueble dejará de ser visto como tal en el tanto no se 
continúen construyendo imaginarios sobre éste, sobre su autenticidad como 
referente identitario de un colectivo, sea en una pequeña comunidad o una 
ciudad. O quizás un edificio cuyas características arquitectónicas o históricas 
no son preponderantes en las legislaciones y academias resulta ser la fuerza 
centrífuga de una dinámica local. Asimismo, el patrimonio inmaterial se 
recrea constantemente a través de la experiencia, y con ello se forja a la luz 
de los cambios. 



                                                
1 Los esfuerzos por crear indicadores numéricos que puedan demostrar estas contribuciones 
de la cultura a un mejor índice de desarrollo humano han iniciado, como una tarea difícil 
considerando que se trata de un tema que suele ser tratado desde un orden más cualitativo y 
por tanto que suele ser expresado desde lo intangible. No obstante, existen ya 
documentaciones avanzadas en este sentido, entre las más recientes la Batería de Indicadores 
en Cultura y Desarrollo de la UNESCO puesto a prueba en 5 países del mundo (Bosnia 
Herzegovina, Colombia, Costa Rica, Ghana, Uruguay y Viet Nam como un instrumento 
procura establecer la contribución de diferentes ramas del sector cultural al desarrollo 
nacional, especialmente en lo que refiere a su crecimiento económico. Se encuentra 
disponible en:  http://www.unesco.org/new/es/culture/themes/cultural-diversity/diversity-of-
cultural-expressions/programmes/culture-for-development-indicators/. 
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De tal manera que el patrimonio intangible es fuente igualmente de 
diversidad y pluralismo. Producto de las transformaciones e intercambios, 
nacen expresiones culturales particulares y representativas de regiones y 
localidades: 



Son dinámicas, es decir, son expresiones de la creatividad y del ingenio 
de las comunidades y colectividades sociales, y de su capacidad de recrear 
elementos culturales propios y de adaptar y reintrepretar elementos de otras 
comunidades o colectividades, así como de la cultura universal. (Ministerio 
de Cultura de Colombia, 2011, p. 24) 



De tal manera que durante las diferentes modalidades de inventario 
posibles, es necesario involucrar a la comunidad para reforzar aquellas 
formas de expresión que permiten la transmisión de conocimientos y los 
espacios de discusión y concertación que faculten la exposición sobre las 
transformaciones que sufren las manifestaciones a la vista de las distintas 
generaciones. 



En este punto, gestores y gestoras culturales tiene un papel importante 
como facilitares del diálogo intercultural. Las tensiones generacionales son 
usuales y en muchos casos pueden llevar incluso a la desaparición de un 
patrimonio inmaterial, si las visiones de mundo y de cómo se otorga sentido 
a una expresión no son canalizadas oportuna y convenientemente. 



Nuevamente, un sector de la comunidad involucrada no puede quedar 
pasivamente como receptora de información sobre sí misma. Es decir, es 
posible que posterior a un ejercicio de inventario se pueda recopilar valiosa 
información de una expresión que es sólo practicada por un grupo y se 
difunden los resultados de forma exitosa. Si bien esto es esencial para la 
protección de las expresiones, no será necesariamente el factor determinante 
para su posterior reproducción. El resto de la comunidad debe crear el 
vínculo, sentirse parte de este proyecto común y reflexionar sobre su papel. 



Por tanto, las acciones de difusión deben estar asociadas a las de 
educación (no-formal y formal) y sensibilización, que involucren a 
diferentes grupos involucrados con la expresión y permita a su vez que 
puedan formar parte de las acciones, crear sus propias estrategias e innovar 
en la estrategias de salvaguardia. Es posible que un inventario pueda crear un 
excelente banco de memoria, pero que se convierta en un archivo estático 
que no cobra vida en la dinámica cotidiana de las comunidades con las que 
se relaciona. 



El inventario se concibe en esta línea como este espacio de debate, donde 
en comunidad se define qué es patrimonio (y para quiénes), qué relaciones 
de poder existen detrás de cada expresión, qué expresiones se mantienen 
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homogéneas y cuáles se han ya diversificado, qué tensiones existen2, qué 
políticas culturales/locales/nacionales están favoreciendo o desestimulando 
la expresión, entre otras. 



No es posible imaginar el patrimonio inmaterial como un espacio libre de 
contradicciones, y por esto los inventarios no pueden considerar que los 
datos busquen un grado de pureza donde se no sean visibles los diferentes 
puntos de vista de los actores, las diferentes “versiones” que existen sobre la 
interpretación de las representaciones simbólicas. Y en muchos casos esta 
interpretación dependerá de la posición en que se encuentren determinados 
actores sociales en el marco de una comunidad. 



Por esto, el inventario no puede ser tampoco un conjunto de datos 
fragmentados a tal punto que parezcan elementos desperdigados sin sentido, 
así sea necesario crear herramientas de registro precisas para abordar el 
trabajo con mayor facilidad. 



Esto puede observarse al momento en que se deben concebir las 
categorías en las que deberán ser registradas las expresiones culturales 
cuando se prepara sistemas de información o cuando se crean políticas y 
legislaciones culturales y se esperan crear estrategias precisas según las 
características de las categorías de registro. 



Pero también puede presentarse al momento en que se inicia con un 
inventario de patrimonio inmaterial en una comunidad, a la hora de definir 
conjuntamente qué debe formar parte del inventario por su relevancia en la 
construcción de la identidad colectiva. Esto es importante porque de este 
registro es posible que dependan las medidas de salvaguardia que se tomen 
posteriormente. 



Por ejemplo, si idealmente3 concibiéramos una definición calificada 
como danza tradicional posiblemente tendrá acciones de protección 
                                                
2 La más común de las tensiones es aquella que se presenta entre las generaciones mayores y 
las jóvenes, donde se espera por parte de los mayores que se mantengan tal cual se ejecutaron 
en el pasado, mientras los jóvenes esperan integrar sus visiones de mundo y sus 
interpretaciones en la expresión. La tensión puede llegar a ser tal que los jóvenes opten por no 
formar parte de la expresión al sentir una especie de rechazo y con el tiempo se van perdiendo 
a  los portadores, quienes no consiguen  transmitir su conocimiento. 
3 Cuando se habla de una categoría ideal nos referimos al acercamiento de Max Weber plantea 
la noción de “tipo ideal”, definida como una “construcción conceptual para la mediación y 
caracterización sistemática de conexiones individuales, es decir, significativas en su 
singularidad (…) mediante la abstracción y el realce de algunos de sus elementos 
conceptuales esenciales” (Weber, 1958, p. 89). Se trata de establecer con el tipo ideal una 
relación de sentido entre un fenómeno total y una forma de atribución, es decir, un conjunto 
de características que van a ser tomadas en cuenta durante la observación del fenómeno y que 
se aíslan, para construir un concepto. 
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diferentes a una categoría que califiquemos como tradición oral. Sus 
características de transmisión son distintas, los rangos de acción o los grupos 
que las reproducen pueden ser diferentes y así sucesivamente. 



Reiteramos entonces la necesidad de crear estos espacios de concertación 
que permitan establecer estas definiciones con la comunidad, y 
posteriormente las acciones que de forma creativa e innovadora puedan 
permitir la reproducción de los conocimientos, pero también las formas en 
que las diferentes expresiones se relacionan entre sí en una comunidad, 
puesto que por encontrarse en una categoría determinada no puede ser 
aislada como un objeto de exhibición y desproveerse de sus vínculos con la 
realidad compleja en la que está inscrita, porque son también estas relaciones 
las que pueden generar las representaciones. 



Si volviésemos al ejemplo, una danza tradicional asociada a la música 
puede ser el mecanismo con el que una comunidad ha de contar una historia 
de su pueblo o de su origen, puede ofrecer una explicación a lo que observa 
de la naturaleza y por tanto forjar también una tradición oral. 



Es así como la labor de la gestión cultural es la que permitiría viabilizar 
los espacios de concertación comunitarios, que para el caso del patrimonio 
inmaterial permita la salvaguardia de las expresiones culturales. 



El inventario puede servir en esta línea en un primer momento cuando 
debe iniciarse el proceso de registro, al iniciar el proceso con la comunidad y 
establecer los lineamientos esenciales para el trabajo: qué concebimos como 
patrimonio cultural inmaterial (en congruencia con los instrumentos 
nacionales e internacionales), qué tenemos interés por registrar, qué 
expectativas tenemos sobre la información final, qué podemos alcanzar con 
los recursos disponibles, cuáles serán los objetivos del inventario, cómo 
organizamos las etapas subsiguientes. 



La comunicación debe ser permanente y los avances en los resultados 
presentarse para la retroalimentación comunitaria, de manera que puedan ser 
subsanados aquellos vacíos que puedan presentarse según los objetivos 
propuestos. 



Para cada una de estas tareas habrán de crearse instrumentos de trabajo y 
la integración de gestores culturales locales para su formación, de manera 
que puedan aportar a la construcción conceptual del inventario y a la 
estrategia metodológica. Asimismo, su involucramiento permitirá, entre 
otras cosas, alimentar las herramientas de manera que puedan ser 
comprensibles y viables según la realidad conocida por cada gestor. 
Permitirá crear mecanismos para laborar en la comunidad con la sensibilidad 
necesaria. 
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Ciertamente el gestor cultural tendrá otro sinfín de encargos que le lleven 
a mantener y fortalecer todos aquellos procesos culturales que dan vida a 
pueblos y ciudades y que permiten estimular la diversidad cultural, por lo 
que se vuelve preponderante que sus capacidades humanas sean 
desarrolladas permanentemente. 



Lo que refiere al patrimonio inmaterial, el inventario puede concebirse 
como una primera alternativa para crear estas capacidades y abrir nuevas 
oportunidades para la acción cultural futura del gestor. 



Los inventarios sobre esta materia, lejos de continuar siendo relegados a 
documentos transitorios y de archivo, pueden convertirse en verdaderas 
herramientas de gestores y comunidades para el buen tratamiento de las 
expresiones culturales, la estimulación de procesos de revitalización y la 
construcción de medidas de salvaguardia. 



Es por esto que el inventario debe ser imaginado y ejecutado en un marco 
de experiencia más amplio que transmita un mensaje sobre el patrimonio 
cultural inmaterial (su relevancia como referente identitario y como 
elemento que forma parte de los derechos culturales), que genere (y 
reproduzca) conocimientos y que cree nuevas capacidades de gestión 
cultural. 



Finalmente, el inventario no puede ser un instrumento estático perpetrado 
en el tiempo como un documento sólo de referencia sino como que debe 
convertirse en un proceso permanente de construcción de conocimientos, de 
formación de capacidades y de compromiso comunitario. 



En el tanto los gestores, grupos, portadores y cultores no sean 
considerados como agentes pasivos como fuentes de información, su papel 
en las actividades de inventario y salvaguardia del patrimonio puede 
transcender para convertirlos en actores activos de la construcción de las 
medidas de protección, en la formulación de las acciones y en la 
interpretación de los datos. Con esto también se asume en colectivo una 
responsabilidad y una gestión compartida del patrimonio que lleve a las 
comunidades a empoderarse de los procesos. 
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Introducción 
Primer componente: Historia y literatura 
Dos campos totalmente separados para muchos historiadores, para 



muchos intelectuales y literatos, para otros, dos campos que unidos 
proporcionan datos insospechados del pasado. Aclaran interrogantes y 
facilitan espacios de comprensión más allá del espacio real o imaginado. La 
relación entre historia y literatura ha sido constante preocupación de 
teóricos, críticos y escritores desde los inicios de la reflexión literaria. 
Camay-Freixas (2012) pone de ejemplo a Aristóteles, quien “pensaba que la 
poesía expresa lo universal y la historia lo particular. No obstante, la una 
debía basarse en la otra, de modo interdependiente, como la materia y la 
forma para Miguel de Unamuno –continua- lo universal puede hallarse en el 
seno de lo local, y el sentido de la historia, no en las grandes batallas, sino en 
las vivencias anónimas de la gente común” (p.2). 



En efecto, la literatura es una de las formas primarias utilizadas por la 
humanidad desde sus inicios para recrear  ideas, costumbres,  cosmogonías, 
así como la vida misma. La literatura pues cumple una función ideológica 
determinada, es una práctica de un discurso específico. En tal sentido Cros 
(1986) afirma que: “El texto de ficción es un documento histórico que sólo 
puede aparecer como tal cuando hayamos descodificado la serie de 
mediaciones que necesita para dar su significación” (p.71). 



A través de la palabra oral o escrita, se plasman marcas culturales 
relacionadas con un contexto o región determinada.  Asimismo, entre la 
historia y la literatura existe un nexo inseparable desde el momento mismo 
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en que ambas recogen el devenir de la humanidad, teniendo en cuenta que la 
literatura  brinda un reflejo recreado de la realidad histórica.  



En la segunda mitad del siglo XX, con el incremento de nuevas 
aproximaciones teóricas y metodológicas, filósofos, historiadores y críticos 
literarios han intentado romper con las barreras existentes entre la literatura y 
la historia, con el objetivo de entender el desarrollo de los pueblos y sus  
prácticas culturales, así como  el papel que estas juegan en la construcción 
de la identidad y la formación de la memoria colectiva (Fumero, 2001). En 
ese contexto, Fumero comenta que la historia brinda la inspiración y la 
literatura reelabora la realidad, precisamente para darle sentido al contexto, 
de modo que al  filtrar la realidad, la literatura se convierte en una increíble 
fuente para aproximarse al ser humano.  



Es importante pues tener en cuenta que existe un tiempo histórico y un 
tiempo literario. El historiador, por ejemplo, busca en la obra literaria el 
testimonio vivo de una sociedad, la manifestación de creencias y  
mentalidades. La producción  literaria recrea el pasado o el presente. 



Las construcciones del historiador pretenden ser reconstrucciones del 
pasado. A través del documento, el historiador se somete a lo que en 
determinado momento sucedió, es decir, al hecho y/o la circunstancia. Por 
tanto, fija su espacio y su tiempo. En cambio, el escritor puede caminar 
caprichosamente en el tiempo y en el espacio. La relación entre la literatura 
y la historia se puede pensar como expresión de un proceso integrador del 
conocimiento, debido a que la literatura, entre sus múltiples funciones, 
cumple con la de reflejar un marco histórico determinado en la misma 
medida que toda obra literaria responde a las condiciones histórico-concretas 
que la misma trata. 



Al respecto Fumero  (2006) aclara: “no se puede hacer historia sin 
acercarnos a otras disciplinas [de manera] que no existe una “única”, 
“científica”, y “verdadera” forma de hacer historia” (p.20). 



Camaid-Freixsas (2012) afirma  que “la literatura puede ponerse al 
servicio de la historia, o viceversa, la historia al servicio de la literatura, 
asimismo puede colocarse a ambas en condición de igualdad y considerarlas 
modos complementarios de expresión” (p.2). 



Finalmente Alvarenga (2000) argumenta que “la historia y la literatura 
pueden construir múltiples puentes de convergencia, gracias a que en la 
actualidad,  la historia se interesa en  privilegiar el estudio de los sujetos, 
tema central del discurso literario. La ficción literaria, ofrece distintas vías 
en la construcción identitaria  que una sociedad particular ofrece. 
¿Podríamos concebir la Historia –se pregunta la autora- aislada de la 
Literatura y, viceversa, la Literatura de la Historia?” (p.30). 
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Segundo componente: Patrimonio Cultural. La arqueología 
industrial  y las transformaciones del paisaje industrial 



En la época en que nace la arqueología industrial en Gran Bretaña, 
durante los años cincuenta del siglo pasado, sus preceptos están más unidos a 
la preservación y conservación de “monumentos industriales” que a 
cuestiones teóricas o metodológicas de quienes en un principio deberían 
haber sido sus progenitores naturales: la arqueología y la historia social. 



Cerdá (2008) afirma: “La arqueología industrial no debe ser el estudio de 
los restos materiales de la sociedad industrial, sino el estudio de la sociedad 
industrial a través de sus restos materiales, es decir, de la cultura material de 
la sociedad industrial” (p. 51). 



Si el objeto de estudio de la arqueología industrial lo contribuyen las 
evidencias físicas, es posible que los testimonios materiales de la sociedad 
industrial capitalista puedan encaminarse a producir conocimientos 
históricos capaces de explicar un período crucial del devenir histórico en 
sociedades en donde la actividad industrial fue determinante En Costa Rica, 
este fenómeno afianzó aún más el establecimiento de la propiedad privada, 
el control de los medios de producción por parte de  compañías extranjeras y 
la producción, distribución y comercio de productos primarios desde la 
división social del trabajo y la división en clases sociales, según el nivel de 
riqueza de las personas. En consecuencia, el análisis de estas sociedades 
debe servir para una mejor comprensión de quiénes y qué somos, por qué 
actuamos de determinada manera y por qué reaccionamos ante los problemas 
que constituyen nuestro presente. 



El objetivo pues de la arqueología industrial no tiene que circunscribirse 
al estudio del patrimonio,  debe por tanto, interpretar y reconstruir el modo 
de vida y las relaciones sociales del período industrial estudiado, es decir, la 
importancia que el capital tuvo en todos sus niveles al posicionarse de 
territorios que antes pertenecían a pequeños y medianos campesinos o eran 
comunales, pero que aún en su mayoría no estaban adscritos  al catastro 
nacional, siendo alterados por medio de maniobras constitucionales y 
marejadas de dinero. 



Por tanto, la arqueología industrial es investigación histórica, debido a 
que su objetivo es interpretar el pasado, de manera que no puede llevarse a 
cabo sin enmarcarse en algún tipo de teoría explicita o aparato conceptual. 
Cómo y qué estudia depende de su perspectiva teórica, asimismo la 
investigación debe abordar en toda su complejidad la naturaleza de la 
sociedad y sus procesos de continuidad, ruptura y transformaciones (Cerdá, 
2008). 
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En el marco de la investigación histórica, debemos estudiar los remantes 
físicos en desuso, con el propósito de convertirlos en fuentes materiales e 
instituciones didácticas, ejemplo: aperos, maquinaria, herramientas, 
instalaciones, edificios, minas, caminos y puentes, entre otros, es decir, lo 
relativo al patrimonio industrial, el cual se compone de los restos de la 
cultura industrial. 



Delgado Rivas y Hernando Carrasco (citado por Casado Galvan, 2009) 
piensan que  desde su nacimiento, el concepto de arqueología industrial 
supone la delimitación de un campo de estudio restringido, propio. Se ha 
definido como el estudio de la etapa de desarrollo tecnológico del modo de 
producción capitalista  o como la disciplina encargada de estudiar los restos 
del pasado productivo, tecnológico y arquitectónico, surgidos como 
consecuencia de la Revolución Industrial. 



En el país, las huellas de la Revolución Industrial han dejado de ser una 
reliquia para convertirse en bienes culturales, así la arqueología industrial 
entra a  formar parte de la historia económica, social industrial y tecnológica 
de regiones en donde ampliamente se desarrolló la industria cafetalera, 
bananera, ferrocarrilera, ganadera, de cabotaje y minera. Efectivamente,  el 
desarrollo industrial en Costa Rica, tuvo su auge al finalizar el siglo XIX, 
cuando se impulsó la importación de maquinaria, la inversión extranjera, las 
facilidades tributarias y los ferrocarriles. En esta época la mayor influencia 
que recibió el país fue por parte de Inglaterra y Estados Unidos. 



En este proceso el estudio de la arqueología industrial en el país debe 
derivarse hacia el análisis de áreas limitadas en el espacio: áreas regionales, 
territoriales e incluso municipales. Así, el monumento industrial, como parte 
de un desarrollo más general, adquiere su verdadera significación. En este 
aspecto la historia local es el ámbito más adecuado para su estudio. 



 
 



La geografía 
Con una extensión de 675.76 Km2, el cantón de Abangares se localiza  al 



sureste de la provincia de Guanacaste y al noroeste del Valle Central 
costarricense. Limita al norte con  Tilarán, al sur con el cantón central de 
Puntarenas y el golfo de Nicoya, al este con el cantón de Miramar y la parte 
central de la provincia de Puntarenas.  
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Fig. 1 Ubicación Geográfica de las Minas de Abangares 



 
Ciertamente, es en la parte intermedia del cantón de Abangares en donde 



se ubican las minas, a una altura de 600 metros sobre el nivel del mar. Allí 
los minerales están  emplazados en la denominada cordillera de Tilarán. Este 
medio natural está provisto de macizos y  colinas irregulares, valles y 
planicies aluviales, que comprenden a su vez, la sierra volcánica de 
Guanacaste,  los valles de Tempisque y Bagaces, además del  litoral del 
Golfo de Nicoya. Su sistema fluvial corresponde a la Vertiente del Pacífico, 
al que pertenecen las cuencas de los ríos Bebedero y Abangares. 



La zona minera de Abangares y su superficie está compuesta por relieves 
planos y ondulados, así como lomeríos de fuerte pendiente, los cuales 
aparecen primariamente en la sierra minera de Tilarán.  Particularmente en 
esta zona, el relieve es de carácter montañoso, con crestas, filos y picos 
ondulados, formados a su vez de valles, cerros y lomas, llanuras bajas y 
planicies, así como depresiones frágilmente inundables. Por lo demás, sus 
llanuras forman parte de la orografía de la cuenca del Tempisque, 
predominando el suelo aluvial. 



Originalmente esta zona se fue conformando de materiales provistos del 
período terciario y cuaternario, siendo las rocas volcánicas del cuaternario 
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las dominantes, debido a que en ellas se originaron las unidades geomórficas 
de sedimentación aluvial y de denudación. De modo que todo el sistema 
orográfico de la zona es de origen tectónico, configurado en su mayoría de 
rocas volcánicas, las cuales en su proceso formativo causaron grietas y 
hendiduras tangencialmente  rellenadas de minerales, especialmente de 
cuarzo (González, 1998). 



El clima de la zona es tropical seco, con temperaturas que oscilan entre 
18  y 31 grados centígrados, siendo la temperatura media de 26 grados. La 
vegetación está formada predominantemente por el bosque tropical seco, en 
donde aún se pueden observar especies maderables como el espavel, 
guanacaste, pochote, cedro y guapinol. En las partes altas del cantón se 
encuentra un bosque tropical húmedo, con especies como el cenízaro, 
madero negro, níspero y otras variedades sobrevivientes a la deforestación 
causada por  la actividad minera. 



Debido a estas condiciones, en la última década del siglo XIX, Abangares 
se convirtió en el blanco perfecto para compañías mineras inglesas y 
norteamericanas, tanto por su riqueza geológica, así como su ubicación 
geográfica.  
 
 
La historia 



Hosbawm (citado por Castillo, 2009) argumenta que en el marco 
mundial, las minas nunca estuvieron al margen de la óptica capitalista, 
precisamente porque abrieron el mundo al imperialismo con gran eficacia, de 
allí que sus beneficios fueran substanciales, igualmente para justificar 
ramales de ferrocarril, tal y como sucedió  a finales del siglo XIX y 
principios del XX en el país. Asimismo, el proceso de Revolución Industrial, 
se fue dando dentro del marco de expansión industrial de los países ricos a 
las regiones periféricas, especialmente a partir del mercado mundial que se 
configura durante el siglo XIX, en el cual la economía británica sirve de 
funcionamiento al resto del mundo (Hosbawm, 1989). 



Este fenómeno produjo que la dinámica del capitalismo de aquella época, 
la cual se basaba en el desequilibrio estructural creado por las economías 
regionales,  se integrara en los distintos niveles de desarrollo de un “sistema 
mundial”, que a su vez, permitiera  la concentración de capital en una parte 
de este. En ese sentido Wallerstein (1998) comenta que “es a las relaciones 
de mercado, adonde deberíamos de mirar si quisiéramos entender la 
naturaleza de las regiones geo-históricas” (p.28). 



La localidad de Abangares no pasó por alto en esta dinámica capitalista, 
más bien fue incorporada a partir de la última década del siglo XIX. En 
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efecto, su desarrollo minero tuvo sus frutos  entre 1890 y 1930, en un paisaje 
geográfico alejado del denominado Valle Central, en donde prevaleció la 
producción cafetalera y una élite oligarca que influenció en  la economía y la 
cultura del país. De allí que, la participación de distintos intereses  
confluyera en el enorme atractivo de un “boom minero”, con abiertos 
ligámenes políticos y económicos, que permitieron el desarrollo y 
entronización de una poderosa compañía extranjera, denominada Abangares 
Gold Fields of Costa Rica, propiedad del norteamericano Minor Cooper 
Keith Meiggs. 



Los mecanismos de explotación empleados en la minería abangareña, son 
resultado de una práctica capitalista de carácter latifundista y, a su vez, 
monopólica e imperialista, basada en la “expoliación originaria”, es decir, en 
la enajenación fraudulenta de las tierras fiscales y el robo de la propiedad 
comunal, la depredación total del medio ambiente y de los trabajadores. Fue 
de esta manera como el capital externo fluyó a la región minera, debido a 
que las clases dirigentes costarricenses entregaron a consorcios mineros la 
materia prima, con el fin de establecer alianzas estratégicas políticas y 
económicas, además de nexos familiares.  



De esta forma, los centros mineros más importantes del país adquirieron 
un perfil social típico caracterizado por el aislamiento geográfico, la 
implantación de grandes empresas transnacionales, el predominio 
ocupacional del trabajo extractivo y la injerencia empresarial, tanto en el 
diseño y gestión de los equipamientos colectivos urbanos, así como en la 
economía local. 



Indudablemente la tarea de emprender trabajos de excavación profunda 
resultaba sumamente costosa, lo que hacía que empresarios menores 
perdieran el interés por el desarrollo de una industria minera nacional, dando 
paso al establecimiento de compañías extranjeras. A su llegada al país, las 
medidas tomadas por estas empresas, para implementar una minería de 
oficio, no sólo elevaron el rendimiento y la producción de minerales, sino 
que provocaron la fluctuación laboral y la movilidad geográfica de 
trabajadores provenientes del Valle Central costarricense y del interior de la 
provincia de Guanacaste, Nicaragua y Honduras. Una manera común del 
capitalismo de enganchar población excedente para ajustarla a zonas 
estratégicas (Castillo, 2009).  



El control monopólico mediante el enclave entre 1890 y 1930, afectó 
prácticamente la totalidad del territorio colonizado o en proceso de 
colonización minera, es decir, desde Abangares hasta San Mateo y desde 
Puerto Limón, en el Atlántico, hasta Puerto Puntarenas, en el Pacífico. 
Igualmente fueron potenciadas zonas del noroeste y noreste del país, 
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fenómeno que se debió particularmente al entramado empresarial montado 
por Minor Keith, fundamentalmente mediante truculentos  mecanismos de 
acumulación. 



Consecuentemente, la segmentación correlacionada de las ramas 
económicas (minera, bananera, ganadera y maderera), así como la 
exportación e importación exonerada de gravámenes nacionales y 
municipales, además de la electrificación y el control del cabotaje y la 
telegrafía, fueron fenómenos que se dieron como un todo integrado, 
enfocados hacia la acumulación y orientados hacia el exterior del país, 
mediante un permanente flujo de capital. 



Asimismo, el vínculo político-familiar entre los dueños de las empresas 
centrales y satelitales y los sectores gobernantes nacionales, orientaron las 
economías regionales hacia un proceso de subsunción real, es decir hacia 
una economía de enclave. El desarrollo del enclave requirió del control 
demográfico (enclave territorial), incluyendo el control de las migraciones 
hacia las zonas de explotación y colonización territorial. 



Castillo (2009) afirma que: “la proletarización de sectores campesinos y 
la implantación de leyes como la ley contra la vagancia fueron procesos 
necesarios para la creación de un colectivo de trabajadores en cuanto grupo 
de clase social, así como para la constitución  de un “ejército social de 
reserva” que permitía la movilidad laboral horizontal, fenómeno que toleraba 
la inestabilidad del trabajo y en consecuencia el irrespeto de las garantías 
laborales” (p.141). 



El control estatal, policial-militar y la adecuación del derecho para la 
manipulación y utilización de la ley y los abogados devenidos en testaferros, 
como herramientas para la garantía del cumplimiento de los contratos 
otorgados por el estado a las empresas de enclave, para que operaran a su 
antojo la relación capital-trabajo, fue un mecanismo que utilizaron 
igualmente para que operara el capitalismo en su completa especificidad. El 
estado pues, falló mediante las políticas liberales a favor del capital 
monopolista, implantando un control mediante las Agencias de Policía, las 
cárceles y una nueva disciplina laboral (Castillo, 2009). 



Asimismo, los enclaves trabajaron mediante el enganche de mano de 
obra, asimismo quedaba sujeta al control interno del territorio dominado por 
el monopolio. Las tiendas de raya o comisariatos controlaron el consumo y 
el comercio de los alimentos, el vestido y otros enseres mediante libretas y 
monedas ad hoc. El funcionamiento de los comisariatos aislaba de la 
economía del mercado local al sector campesino afincado en la zona, 
separando toda posibilidad de vincular la potencialidad consumidora del 
minero a la capacidad productiva del campesino. 
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Este fenómeno se debió en parte porque las compañías tenían a su 
disposición tierras y cultivos propios, así como mano de obra disponible para 
las tareas agrícolas, es decir, un trabajador semiproletarizado. Este trabajaba 
por temporadas en las tierras de las compañías y el resto de su tiempo en las 
minas. Esto posibilitó que las empresas mineras incrementaran sus ganancias 
por la vía mercantil. A la postre controlaron el nivel de los salarios, fijando 
el costo de los productos básicos con el fin de garantizar la “devolución” de 
los salarios y maximizar la taza absoluta de ganancia. 



El objetivo era consolidar en muy pocos años una estructura monopólica 
de la rama minera, decisiva para expandir y desarrollar la actividad, hecho 
que operó mediante el mismo sistema jurídico costarricense. Para ello los 
empresarios mineros se valieron de la declaración de “denuncios” mineros. 
Seguidamente se les otorgó sin traba alguna “concesiones”, en muchos 
casos, monopolizadas y camufladas tras diversas solicitudes individuales o 
empresariales, pero concentradas tras una lógica de consorcio, hecho que 
comprometía, además del subsuelo, las tierras superficiales, es decir, lugares 
de cultivo, zonas de ganadería, tierras forestales o simplemente no 
colonizadas (Hilje, 1987). 



Paralelo a esta actividad se desató el despojo de tierras respecto de sus 
verdaderos propietarios, fenómeno que se dio gracias a la concesión 
“absoluta” que recibiera Minor Keith, bajo el contrato Soto-Keith en el año 
de 1889, debido a la promesa y cumplimiento del mismo de la construcción 
del ferrocarril del Atlántico.  Seguidamente el estado premió  al empresario 
concediéndole en cualquier lugar del país en donde quisiera 800,000 acres de 
tierras por un lapso de 99 años, es decir, el 8% del territorio nacional 
(Castillo, 2009). 



De acuerdo con este contrato el empresario logró acaparar a la altura de 
1920, alrededor de 30,000 hectáreas en la zona minera de Abangares. Se dio 
la doble vía, el monopolio y el latifundio. Asimismo, su empresa la 
Abangares Gold Fields, obtuvo en el año de 1914, 2.500,000 dólares en 
utilidades debido a la inversión de capital en la compra de  herramientas y 
maquinaria, además de la construcción del edificio de Los Mazos, en donde 
se beneficiaba cuarzo con dispositivos eléctricos que movían un conjunto de 
80 mazos (yunques)  día y noche (Castillo, 2009). 
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Fig. 2.  Taller de la compañía Abangares Gold Field, Company. (1900) 



 
Controlar los procesos de electrificación significaba ampliar la fuerza 



laboral dentro y fuera de las instalaciones mineras y, por ende, maximizar la 
producción. Asimismo, se aumentaba la eficacia del quebrado y molienda 
del mineral mediante sistemas eléctrico-mecánicos de mazos y, de paso, se 
evadía la diferencia natural entre el día y la noche, convirtiendo la 
producción aurífera en un procedimiento continuo mediante la prolongación 
temporal del proceso productivo. 



Además, se construyeron túneles verticales y horizontales con capacidad 
de liberación y bombeo en ambas direcciones, iluminados mediante 
electrificación y con capacidad de extracción y transporte del material madre 
desde las minas hasta los lugares de procesamiento. La separación del 
mineral se hizo mediante el  amalgamiento con mercurio y posteriormente 
cianuro. 



La variable tecnológica es significativa, debido a que la minería a gran 
escala surge gracias al beneficiado, es pues importante la concesión acuífera 
de la que dispusieron a su antojo las empresas, igual que en el beneficiado 
húmedo de la producción cafetalera. Estas variaciones tecnológicas van a 
permitir cambiar radicalmente las relaciones entre capital y trabajo. Esto 
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debido a que la variable tecnológica requería también de la introducción de 
personal calificado, la idea era sustituir poco a poco la energía humana por la 
energía mecánica en donde fuera posible, del resto del trabajo, el de la 
extracción, se encargarían los pobres y condenados trabajadores no 
calificados, es decir, se da un proceso de aumento de la producción tanto 
absoluta como relativa de plusvalor. 



La movilidad laboral que se llevó a cabo durante este período tuvo la 
capacidad técnica disponible para trabajar  con maquinaria y tecnología 
pesada, de acuerdo con las necesidades de un sistema de ingeniería minera 
de amplias galerías, pozos profundos, túneles, complejas vías y redes de 
transporte de material, tanto para su procesamiento así como para su 
exportación, asimismo se habilitó en La Sierra, un complejo urbano para 
albergar a los mineros y empleados de confianza de las compañías, se 
habilitaron igualmente puentes, edificaciones para procesar mineral y talleres 
para tornear y arreglar herramientas y maquinaria. Además, se trazaron 
calles dentro de la zona urbana de Las Juntas, en donde se establecieron y 
fijaron residencias y comercios. 



 
 



La literatura 
La literatura abangareña, dentro del espectro de la literatura costarricense, 



porta en sus estructuras profundas una serie de símbolos que recrean el 
contexto de una región, cuya condición minera, la hace muy particular. 



En la literatura de tema minero, el uso de la alegoría etnográfica es 
recurrente en  escritores como Ofelia Gamboa, José León Sánchez,  Anibal 
Reni, José Gamboa, Víctor Quirós, Santiago Porras, Maryorie Segura y 
Wilson Murillo. Así, el relato corto,  la poesía, la novela y el cuento, se 
convierten en  armas insurgentes que recrean  un contexto histórico. 



El uso romántico que se le da al coligallero (minero artesanal) y al 
buscador de oro furtivo, se desvanece ante la realidad de la vida dentro y 
fuera de los túneles. La representación paródica de personajes dentro de la 
narrativa y la poesía minera, será entonces un procedimiento clave para 
desestabilizar la pretendida oficialidad. Evidencian patrones recurrentes 
propios de  la experiencia humana en la cotidianidad de la mina y el ocio, en 
donde la función del mito en la literatura cobra sentido. La literatura  pues se 
trueca en una suerte de  máquina constante de producción de sentidos. 



Para  una somera muestra de la literatura abangareña, escogimos 
extractos de la producción literaria de Ofelia Gamboa, Víctor  Quirós, 
Santiago  Porras y  dos miembros del Taller de Literatura Abangareña: 
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Maryorie Segura y Wilson Murillo, quienes dinamizan  desde hace una 
década, el quehacer literario en la región. 



 
 



Ofelia Gamboa (1929) 
A esta legendaria autora, las minas y su entorno le sirven como hilos 



conductores en su trabajo literario. Nacida  en las Juntas de Abangares en 
1924, y convertida en un ícono de la cultura abangareña, en particular, y 
guanacasteca en general, da continuidad con sus relatos, cuentos y poesías, a 
una voz literaria urgente dentro del espectro de la literatura costarricense: la 
literatura de raíz minera. 



En una entrevista realizada a la escritora, para la Revista Molinete -
publicación del Taller de  Literatura Abangareña-,  ésta responde lo 
siguiente, acerca de los temas recurrentes en su producción literaria: “…Yo 
escribí ... sobre los mineros, porque era lo que yo estaba viviendo…Una vez 
un andarivel se desprendió en el camino de [la mina Tres Hermanos], y ahí 
se mataron dos mineros que venían adentro del balde, se desprendió, y ahí 
duró muchos años, donde se mataron los mineros. Eso yo lo vi, yo tenía 
alrededor de unos doce años…” (Delgado, 2010). 
 
Extractos de la producción literaria de Ofelia Gamboa 
 



Los Mazos 
Empotrado en el cerro que circundaba parte de Las Lamas, se hallaba la formidable 



edificación  de “Los Mazos”. Su sólida y hercúlea estructura sobrepasaba la altura de la cima 
varios metros y sobrecogía visitar su interior cubierto de potentes máquinas, poleas,, 
gigantescos tanques donde se depositaban  los ácidos y el cianuro; pero más que el olor a 
aceite y todo este extraño conjunto de cosas, lo más sorprendente y maravilloso era el titánico 
juego de baterías de grisáceos y descomunales mazos. Ocho baterías con diez mazos cada 
una: en total ochenta. 



De éstos sólo trabajaban sesenta, porque veinte quedaban en reparación permanente. 
Una función determinante ejercía en este diario quehacer el tranvía subterráneo que 



perfecta y automáticamente sincronizado con los baldes transportadores de metal de los 
andariveles, cargaba y descargaba el material en el nivel de Los Limones, para ser conducido 
a su destino final. 



Dependiendo de la cantidad del mineral listo para ser sometido a la acción de los mazos, 
los cuales trabajaban alternativamente, se avisaba a las gentes que vivían en La Sierra y a lo 
largo del río Abangares, a fin de que no utilizaran el agua de su caudal, por transporta éste, 
durante la molida del metal, todos los ácidos que para la extracción aurífera empleaba la 
Compañía. 



El estruendo que se producía en este periodo (uno o más días) era tal, que la armazón 
entera del edificio se estremecía desde sus cimientos, llegando con claridad su atronadora voz 
hasta La Irma y más allá, después de pasar por Las Juntas […] Hoy día todavía puede 
observarse varios de los cimientos sobre los que se elevaba el colosal y recordado edificio, 
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cuyos materiales fueron trasladados desde el puerto de Manzanillo, hasta con seis u ocho 
yuntas de bueyes, debido al peso enorme de los mismos (1990, p.23). 



 
Los Segura 
Procedentes de El Salvador, Elías y Maximiliano Segura arribaron al país el año 1910 con 



su madre Margarita Maldonado y sus hermanas Amelia, Chayo, Lola y Carmen, además de 
otros parientes cercanos. Muy pronto se instalaron en Las Juntas, cerca de la margen izquierda 
del Abangares, donde Margarita se dedicó a fabricar un exquisito pan casero, vendiéndolo a 
los mineros que por ahí pasaban diariamente en tránsito a las minas. Pronto, Elías y 
Maximiliano se incorporaron a la actividad aurífera, siendo destinados en la sección de carros, 
que sobre rieles, se adentraban en los túneles para transportar el material que debería triturarse 
en los correspondientes molinos. 



Rebosantes de juventud y energía se entregaron por completo a su trabajo; no obstante el 
pequeño monstruo de Koch, hizo su inevitable aparición por entre los pulmones de los 
hermanos, quienes expuestos al contagio por su relación laboral con otros mineros enfermos, 
terminaron por adquirir el mal. Rojos hilillos aparecieron en el esputo de ambos y con la ropa 
pegada al cuerpo por el copioso sudor que les producía el calor infernal de los niveles, 
continuaron en la brega, mientras sus pieles adquirían el color terroso de todo hombre 
“tísico”, y sus ojos se marcaban en las órbitas, mientras su cara enflaquecía si remedio, como 
sus carnes maltrechas, cubierta inequívoca de huesos ya rebeldes a la faena diaria. 



Pocos meses después, Elías tuvo un accidente dentro de un túnel de la mina Tres 
Hermanos, donde absorbió gran cantidad de gases, circunstancia que aceleró la evolución de 
su enfermedad, falleciendo un 15 de abril de 1930. Hoy por hoy, los Segura, constituyen tan 
sólo un recuerdo borroso como tantos otros de la mina vieja (1994, p.31-32). 



 
Papucho 
“Songoro cosongo de mamey, songoro la negra baila bien…”. 
Son de marimba que al viento lanzaba su reto alegre, cuando en las casas mineras los 



hombres se engalanaban para salir a bailar con sus atuendos de sábado, al corredor empolvado 
del viejo comisariato. El marimbero, dejando resbalar por los bolillos los ritmos vivos o 
lentos, vibraba en el tableteo de su sonoro instrumento, destilando por los poros de su cuerpo 
de aceituna, el sentimiento caliente que hacía temblar las maderas, teclas, aguantando el golpe 
mientras sus voces se alzaban. 



Y aparecían poco a poco los hombres de piel curtida, olvidados de momento de los 
túneles decrépitos con olor a cementerio, esperando a las mujeres con sus vestidos de fiesta, 
llenos los bordes de vuelos y en la cabeza trenzada el anudado pañuelo…Oh, noches de 
pimenton sobre el suelo apisonado. 



-“Ay, mama Inés, ay mama Inés, que todos los negros, tomamos café…”. 
Se entrelazaban a medias las parejas en el baile, sudando a mares lascivia entre frondas de 



madera, sobre el suelo taciturno, bajo la planta callosa, mientras el cincel del tiempo grababa 
escenas y frases, en la piedra de los siglos con la frialdad de los hielos…El marimbero tocaba 
sin dejar paso al cansancio, en tanto que la sirena se escuchaba por “Los Mazos”… 



-“Mani…Mani…manicero no te vayas a dormis, sin comerte un cucurucho de mani”. 
Y en la música del gallo la media noche asomaba, desperezando a los guardas de los 



taladros nostálgicos… 
-“Qué calientito y rico está, ya no se puede pedir más…”. 
El son se perdía en el aire cargadito de luciérnagas…En la voz del marimbero, había un 



repunte de sueño…Las mujeres, bostezando, lentamente se alejaban, por los trillos harinados 
de lama, luna y ensueño, mientras Papucho lanzaba la estrofa que estaba en boga. 
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-“Para bailar el son carioca, se necesita poca ropa…”.   
Brazo y bolillo cesaba su sed de ritmo y madera y tras las puertas cerradas al fin se dormía 



la mina. 
Papucho, marimba al hombro, hecho vereda de estrellas, se iba buscando el calor de la 



adormecida sábana en tanto el gallo anunciaba fulgores de madrugada. 
Papucho, bajo el alero de su techo de astillón, silbaba el fin de aquel canto que recogían 



los grillos en su voz de noche mágica… 
-“¡Manicero se va…se va…!” (1994, p.49-50). 
 
Los coligalleros 
[…] Mineros de antaño de bronce y de luna, 
Siempre silenciosos fantasmas de olvido, 
Jirones perdidos en hilos de bruma 
Sonríen y aplauden sus gestos altivos. 
Y la noche tierra del abangareño 
Ofrece a sus hijos el metal precioso, 
Despertando el ansia de los extranjeros 
Que esconden muy dentro su sed de tesoros. 
¡Ojalá se marchen los azules ojos, 
A explotar metales en otros senderos, 
Porque este mi sueño donde duerme el oro, 
Sólo pertenece al coligallero! (1990, p.60). 
 
 
Víctor Quirós (1928-1992) 
Narrador, dramaturgo y poeta De origen puntarenense, vivió en 



Abangares desde muy joven.  Incursionó en temas de la región guanacasteca 
con su primera novela  El festín de los coyotes, por medio de la cual narra el 
drama de los sabaneros, sometidos al poder económico y político de los 
hacendados.  



Específicamente sobre Abangares tiene una novela: Sangre negra en 
tierras de oro. Recrea, entre otras cosas, la dramática vida de los mineros y 
la opresión ejercida por los policías privados de la mina, que en cierta época, 
fueron negros traídos de Jamaica. La vejación a la que fueron sometidos los 
mineros y el asesinato de unos de ellos, provocó un levantamiento donde 
murieron tanto amotinados como jamaiquinos, de ahí, el carácter simbólico 
del título de la novela. Veamos: 



 
[...] Más de 2000 hombres armados, fieros; con ardor en la piel para vengar la humillación y 
el crimen cometido. Corrieron entre los breñales, los riscos hirientes, el bosque seco enraizado 
en rocas magmáticas; subieron como gatos las laderas. Tomaron la casa de la pólvora; los 
Mazos; El Embono; los ferrocarriles; cargaron de dinamita los túneles productivos; vaciaron 
el comisariato y guarnecieron las instalaciones de los filtros, la Caldera y la fundición…Todo 
aquello, a un chispazo, explotaría inmisericorde…” (s.f.p.158). 
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Santiago Porras (1951) 
Narrador y cuentista de temas diversos. Recientemente publicó una 



novela: “Avancari”, cuyos escenarios recrean las minas de Abangares, la 
desventura de los mineros, y el poderío que alrededor del oro fue creciendo 
para beneficio de las empresas mineras.  Avancari, es el nombre originario 
de Abangares, que en voz nahualt significa “señor dueño de casas que tienen 
esteros”. 



Porta la novela una marca cultural minera donde se recrean espacios 
geográficos, humanos y filosóficos. El Oro es el personaje clave de la 
novela. Su queja ancestral, es irónica y dramática, la cual   induce a 
cuestionar todo el poderío económico que se jugó y se juega con sus 
maravillosas dotes. En  su  largo periplo  ha sido prostituido y convertido en 
un vil metal en manos de los mercaderes, ellos han monopolizado su vida y 
su muerte. Veamos la queja misma del oro:  



 
“…Olvidados orfebres, con la ayuda del fuego, me separaron de otros metales y después 



me convirtieron en la cera no perdida, en la esfinge perdurable que las líneas del relieve 
pueden atrapar. A medida que los ingeniosos iban develando mis dotes, muchos más quisieron 
poseerme y ya no fui suficiente en mi estado libre, y, como le pasaría a la gallina de los 
huevos de oro, de mí, decidieron arrancarme de las entrañas de la tierra como ocurrió en 
Abangares…”(2012,p.2).  



 
 



Taller Literario de Abangares 
Motiva la producción literaria abangareña. Del encuentro de sus 



integrantes han surgido relatos, poesías y cuentos donde convergen lo 
universal y lo particular, sin embargo, las raíces mineras de su pasado y su 
continuación en el presente, recrean esa mímesis eterna del tema minero. Su 
producción literaria es en su mayoría de factura tradicional. Más 
recientemente, en un ejercicio de desdoblamiento intercultural, de la lectura 
de algunos haiku japoneses -breves poemas de tres versos-, nacieron una 
serie de haiku abangareños. Ese relámpago poético, indiscutiblemente porta 
la marca cultural minera. 



 
Maryorie Segura (1956) 



Poetisa y cuentista abangareña,  y una de las fundadoras del Taller de  
Literatura de Abangares, remoza el haiku desde su ojo avizor como 
descendiente de raíz minera:  



 
Sangre derraman / los cántaros dorados / efímero sol. 
El topo homo / mira raudos destellos / después…penumbra. 
Viajó el viento / y me encontró en silencio / ¡sólo lágrimas! (2010, p.6). 
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Wilson Murillo (1951) 
Poeta abangareño, y miembro fundador del Taller de Literatura de 



Abangares, incursiona también en el haiku: 
 
Velas prendidas / luz en la oscuridad. / Túnel del tiempo. 
Oro y vida / esperanzas prendidas / estéril túnel.  
Inquieto viento / atmósfera enferma. / Testigo muerto (2010, p.5).  



 
 
La arqueología industrial, el patrimonio cultural y el Ecomuseo minero 
de Abangares 



No sólo la arquitectura tradicional como las iglesias o casonas son 
patrimonio, también lo son los sitios industriales, debido a su fuerte relación 
con la economía y la sociedad. Esto les da un valor necesario para ser 
considerados como parte del patrimonio cultural. Finalizado el siglo XIX, el 
bosque tropical seco abangareño fue fiel testigo de la llegada de maquinaria, 
herramientas, utensilios, enseres y tecnología de punta, así como técnicas 
avanzadas para la extracción, beneficio y procesamiento del metal a zonas 
remotas en donde el ejercicio de la minería aún era insuficiente. Sin 
embargo, la inversión de capital y la movilidad laboral hicieron que pronto 
se desarrollaran complejos mineros de gran envergadura, los cuales 
delimitaron una zona geográfica industrial de amplitud internacional, 
verbigracia, los minerales de Tres Hermanos, Tres Amigos, Los Chanchos, 
La Sierra, Pozo Azul, Gongolona, La Zopilota, La Luz y Boston, entre otras, 
las cuales se convirtieron en pueblos mineros, redundando algunos de ellos, 
en Distritos Mineros. 
 
 



     
Fig. 3 Entrada a la mina Tres Hermanos (Era industrial, 1900) 
Fig. 4 Minero artesanal (Coligallero) de la mina Tres Hermanos (Era actual, siglo XXI) 
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El espacio industrial abangareño conformó un paisaje singular producto 
de la concentración de grandes edificios al pie de las minas  y la abundancia 
en materias primas y privilegios de infraestructura de transporte y 
comunicaciones. Las cuencas hidrográficas no sólo sirvieron de 
abastecedoras de electricidad y vías de transporte, sino de cabotaje. Así las 
corrientes de los ríos y los caminos habilitados sirvieron  para llevar 
maquinaria y herramientas, procedentes del exterior, por la vía del puerto de 
Puntarenas y Chomes a los lugares de emplazamiento. También, fueron 
fieles testigos y protagonistas del comercio de maderas preciosas y de 
construcción, así como del comercio de granos, ganado porcino, vacuno y 
aves, además de la disponibilidad de mano de obra que viajaba enganchada 
desde San José a las minas. 



De acuerdo a los ejes descritos, Abangares se convierte en un territorio 
diferenciado, representó -y representa-, la progresiva construcción de un 
espacio con un grado creciente de integración e interdependencia entre sus 
diversos componentes, es decir, en el orden tecnológico, económico, social y 
cultural, hasta configurar una identidad geográfica. A partir de la gran 
industria minera desatada entre 1890 y 1930, Abangares se inserta en el 
mundo moderno, por decirlo de otra manera, se glocaliza. 



La herencia de la minería industrial recae en la minería artesanal, en el 
conjunto de mineros denominados coligalleros, quienes en la actualidad 
mueven con su trabajo sumas considerables de dinero, el cual desemboca en 
manos de intermediarios que lo comercializan fuera de Abangares en un 
ciclo casi que interminable. De modo que el patrimonio industrial 
abangareño está integrado por el conjunto de bienes muebles e inmuebles, 
que constituyen manifestaciones o están ligadas a la actividad productiva, 
tecnológica e industrial del pasado y artesanal o semi-industrial en el 
presente, en cuanto exponentes de la historia social y económica de 
Abangares, en ciclos de continuidad y ruptura. 



A medida que los espacios industriales se consolidan e imponen su lógica 
a un territorio más amplio, la ciudad va creciendo pegada a estos, 
nutriéndose de barrios obreros y establecimientos industriales en zonas que 
al principio fueron exteriores, pero con el tiempo adquieren centralidad. Fiel 
testigo de estas transformaciones en el paisaje rural-urbano, es el distrito 
minero de Las Juntas. 



Finalmente, la arqueología industrial abangareña, posee un diseño y una 
serie de valores arquitectónicos, sociológicos, paisajísticos y tecnológicos, 
que la convierten en un documento de primera magnitud, sin descuidar el 
contexto humano, social y cultural, que le da vida, solamente así el adjetivo 
de patrimonio, puede equipararse al de patrimonio cultural. 
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Figg. 5-8. Ecomuseo Minero de Abangares (Arqueología Industrial: Patrimonio Cultural 
Costarricense). 
 
 
El proyecto Ecomuseo Minero de Abangares 



Los Ecomuseos mineros o parques geo-mineros, constituyen una opción 
ante la falta de fuentes alternativas de trabajo. Cuando el enclave minero 
abangareño fue desmantelado la única oferta de trabajo fue la coligallera, al 
minero no le quedó más remedio que laborar en condiciones deplorables.  
Sus herramientas de trabajo siguen siendo su fuerza de trabajo, el cincel y el 
mazo, no posee seguridad social ni primacías tecnológicas aptas para 
desarrollar de la mano con la naturaleza la actividad, aún despega el oro de 
la piedra con mercurio.  



De allí el proyecto ecomuseístico como opción de defensa del patrimonio 
minero y la revitalización de la actividad con miras a optimizarla 
laboralmente, es decir, ofrecerle un componente tecnológico más humano. 
Consecuentemente a la actividad minera se está diseñando un proyecto 
turístico en donde la comunidad abangareña se especialice en ofrecer la 
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historia, la arqueología industrial y el contexto natural en donde en el pasado 
se concentró la explotación de minerales. 



Rivière (1993) afirma: “El Ecomuseo es un instrumento que un poder 
público y una población conciben, fabrican y explotan conjuntamente. Dicho 
poder, con los expertos, las facilidades, los recursos que él le proporciona. 
Dicha población, según sus aspiraciones, su cultura, sus facultades de 
aproximación” (p. 191). 



El Ecomuseo de las Minas de Abangares, fue creado por Decreto 
Ejecutivo Nº 20875-C del 24 de noviembre de 1991. Sin embargo, en el año 
2007, la Asamblea Legislativa emite la Ley Nº 8598: Creación del 
Ecomuseo de las Minas de Abangares y autorización para su administración 
(La Gaceta Digital. Jueves 25 de octubre del 2007. Año CXXIX. Nº205. P. 
2. ). 



En el Artículo 2 de esta ley se proponen los siguientes objetivos para el 
Ecomuseo de las Minas de Abangares: 



a) Involucrar plenamente a la comunidad en la revitalización del 
patrimonio histórico-cultural minero y natural del cantón de 
Abangares. 



b) Divulgar la historia minera del cantón de Abangares, en los 
ámbitos local, regional, nacional e internacional. 



c) Promover proyectos para la recuperación y revitalización del 
patrimonio cultural y natural, que reafirmen la identidad de los 
abangareños. 



d) Exhibir, exponer y proyectar la historia minera del cantón. 
e) Dar a conocer a la población, especialmente a las personas en la 



niñez y la adolescencia, el proceso y la historia de la minería, en 
forma tal que este Ecomuseo se configure como un centro 
integral e interactivo para la enseñanza de la cultura minera. 



f) Clasificar la muestra de arqueología industrial minera existente 
dentro y fuera del Ecomuseo. 



 
Ante todo, el Ecomuseo de las Minas de Abangares, es una institución 



museística, por lo tanto, se enmarca dentro de la definición de museo que 
establece el Consejo Internacional de Museos (ICOM) la cual se define de la 
siguiente manera: “Un museo es una institución permanente, sin fines de 
lucro y al servicio de la sociedad y su desarrollo, que es accesible al público 
y acopia, conserva, investiga, difunde y expone el patrimonio material e 
inmaterial de los pueblos y su entorno para que sea estudiado y eduque y 
deleite al público” (Consejo Internacional de Museos. Código de deontología 
del ICOM para los museos. p. 14. 12 de febrero del 2007). 
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Esta definición incluye además, entre otras, las siguientes entidades: 
 Los sitios y monumentos naturales, arqueológicos y etnográficos, y 



los sitios y monumentos históricos de carácter museológico que 
adquieran, conservan y difundan la prueba material de los pueblos y 
su entorno; 



 Las instituciones que conserven colecciones y exhiban ejemplares 
vivos de vegetales y animales, como los jardines botánicos, 
zoológicos, acuarios y viveros; 



 Los centros científicos y los planetarios; 
 Las galerías de exposición no comerciales; los institutos de 



conservación y galerías de exposición que dependan de bibliotecas y 
centros de archivos; 



 Los parques naturales; 
  Las organizaciones internacionales, nacionales, regionales o locales 



de museos, los ministerios o las administraciones públicas encargadas 
de museos, de acuerdo con la definición anterior; 



  Las instituciones u organizaciones sin fines de lucro que realicen 
actividades de investigación, educación, formación, documentación y 
de otro tipo relacionadas con los museos y la museología; 



 Los centros culturales y demás entidades que faciliten la conservación, 
la continuación y la gestión de bienes patrimoniales materiales o 
inmateriales (patrimonio viviente y actividades informáticas creativas 
(Código de Deontología del ICOM, para los Museos, 2002 p. 16). 



 
Siguiendo la definición proporcionada por el ICOM y los tipos de 



entidades que caben dentro del concepto de museo, se puede caracterizar el 
Ecomuseo de las Minas de Abangares, como un museo, centro cultural, casa 
de la cultura, punto de referencia comunal y regional, destino turístico, 
centro de educación no formal, centro de apoyo y complemento curricular y 
pedagógico del sistema educativo.  



El ecomuseo pues es una relación entre los recursos naturales y 
culturales, entre la comunidad y el ecomuseo mismo, es museo del medio 
ambiente y museo al aire libre. Es parque cultural y natural, parque geo-
minero, estación natural permanente de monitoreo y observación ecológica. 
Es un economuseo y museo productivo, es decir, de actividad económica que 
genere recursos para beneficio del ecomuseo y de la comunidad. Es lugar de 
confluencia de diferentes fuerzas vivas e instituciones; es generador de 
empleos, bienestar, esperanza, tolerancia y espíritu crítico, de estudio del 
hombre y su relación con la naturaleza, de centro dinámico, humano y 
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humilde, promotor de una cultura de austeridad. Es una entidad de la 
memoria del pueblo, de los coligalleros, de los primeros mineros, de las 
expresiones tangibles e intangibles de la región, de los procesos sociales y 
culturales dados en la zona. 



El Ecomuseo de las Minas de Abangares será una institución permanente, 
abierta al público, sin fines de lucro, aunque realice actividades económicas 
para su sostenimiento estará al servicio de la sociedad y su desarrollo, 
particularmente las poblaciones circundantes. Entre sus funciones está la de 
colectar, conservar, investigar y difundir el patrimonio tangible e intangible 
de la región que comprende las comunidades y espacio natural del cantón de 
Abangares. 



En el proyecto Ecomuseo Minero de Abangares, las partes que confluyen 
son las siguientes: 



 Poder público: Municipalidad de Abangares. 
 Población: Representada en la Asociación Junta Administradora del 



Ecomuseo Minero de Abangares, las comunidades cercanas al 
Ecomuseo, principalmente La Sierra, lugar en donde están ubicadas 
la mayoría de las minas y centro histórico,  por ser allí en donde se 
explotó a gran escala el oro, además de la comunidad de Las Juntas, 
centro de diversión y óseo por antonomasia, en donde se 
aglomeraban los mineros para mitigar sus labores y sus penas. 
También, las distintas Asociaciones de  Desarrollo, instituciones 
culturales, cooperativas,  comercios,  industrias, la comunidad 
educativa (estudiantes y docentes), los mineros artesanales 
denominados coligalleros, las amas de casa, adultos mayores y la 
comunidad en general. 



 Expertos: provenientes de la comunidad, universidades, del sector 
gobierno, organizaciones y asesores y voluntarios extranjeros. 
Además, colaboradores y colegas de otros museos, ecomuseos y 
parques. 



 Facilidades (Infraestructura): las edificaciones, los objetos, la 
experiencia, la historia y el proyecto del Ecomuseo y de las 
poblaciones aledañas. 



 Recursos: naturales y culturales contenidos dentro del perímetro del 
Ecomuseo y los alrededores, un total de 38 hectáreas. Lo anterior 
incluye la ciudad de Las Juntas y poblados urbanos aledaños y el 
distrito de La Sierra.  
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Entre los objetivos del Ecomuseo Minero de Abangares están los 
siguientes: 



 Involucrar plenamente a la comunidad en la revitalización del 
patrimonio histórico-cultural minero y natural del cantón de 
Abangares. 



 Divulgar la historia minera del cantón de Abangares, en los ámbitos 
local, regional, nacional e internacional. 



 Promover proyectos para la recuperación y revitalización del 
patrimonio cultural y natural, que reafirmen la identidad de los 
abangareños. 



 Exhibir, exponer y proyectar la historia minera del cantón. 
 Dar a conocer a la población, especialmente a las personas en la 



niñez y la adolescencia, el proceso y la historia de la minería, en 
forma tal, que este Ecomuseo se configure como un centro integral e 
interactivo para la enseñanza de la cultura minera. 



 Atender al público. 
 Además, el proyecto pretende realizar las siguientes metas, que de 



hecho ya están en proceso. 
 Elaborar un Plan Maestro o de Acción, el cual establezca las 



principales tareas a realizar. Este Plan Maestro o de Acción, 
usualmente puede cubrir un período de 5 años.  



 Revitalizar el legado patrimonial histórico y arqueológico industrial 
abangareño, conservando las señas de identidad de los Distritos 
Mineros, así como los aspectos de la vida que se desarrolló en la 
época. 



 Rehabilitar los espacios de construcción y conservarlos en su lugar 
de origen, para explicarlos desde una perspectiva cultural, y 
describirlos en una visión de conjunto, en función de la evolución de 
la región y/o del territorio local. 



 Instrumentalizar el ecomuseo minero en función del desarrollo local 
y regional, en donde el trabajo que conlleva tal proyecto, sea 
ejercido entre la población local y las instituciones públicas y 
privadas, nacionales e internacionales, así como organismos 
cooperantes convocados a participar. 



 Estimular y promover en la comunidad abangareña la creación de 
formas sostenibles de uso del patrimonio integral, desarrollando en 
forma conjunta actividades y proyectos que beneficien al ecomuseo 
y a la propia comunidad, con el propósito de generar bolsas de 
empleo. 
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Conclusiones 
Hemos escogido estas tres disciplinas: la historia, la literatura y la 



arqueología, para aproximarnos a una realidad distinta a la de otras regiones 
del país, debido a lo concreto de un modo de producción que a lo largo de su 
periplo dibujó una nueva geografía y estructuró la sociedad abangareña 
actual. Las huellas de ese pasado bien pueden estudiarse a partir de los 
remantes tangibles e intangibles diseminados a lo largo y ancho del cantón y 
fuera de él, como  fieles testimonios de un pasado que aun no hemos 
superado. 



Este ensayo es producto de una experiencia de investigación-extensión, 
que se inició hace más de una década en la localidad de Abangares. En su 
totalidad está sustentada empíricamente por la historia del cantón, de allí 
parte igualmente el trabajo de extensión, el cual se inició respaldado por la 
Vicerrectoría de Acción Social de la Universidad de Costa Rica, sobre la 
base de un proyecto que pretendía (y pretende) crear un Ecomuseo Minero 
en La Sierra de Abangares, es decir, en el lugar en donde se molía todo el 
metal que provenía de todas las minas de la región, para ser procesado y 
convertido en barras de metal y de inmediato remitirlas a Estados Unidos. 



Es de suponer que en esta experiencia académica la carga disciplinaria 
concierne a la historia, es decir, la disciplina dominante, en primer lugar, 
porque es la disciplina que cultivo y, en segundo lugar, porque se trata de 
una disciplina heterogénea, con mayor profundidad en el espacio y en el 
tiempo, para poder interpretar fenómenos que han afectado y afectan una 
determinada localidad. La historia es una disciplina abierta, sólo puede 
progresar en el seno de la interdisciplinariedad, y una de sus tareas es la 
elaboración de una interdisciplinariedad renovada, según la Escuela de los 
Anales. 



Finalmente, quiero agradecer la colaboración de la especialista en 
literatura y lingüística,  Marta Delgado, editora y motivadora del Taller de 
Literatura de Abangares, así como de el museólogo Félix Barboza, 
académico de la Universidad de Costa Rica, sin ellos difícilmente hubiera 
llegado a buen puerto. 
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Resumen 
La restauración del patrimonio arquitectónico en tierra de Costa Rica ha sido un 



tema dejado al olvido por varias generaciones provocando una alarmante reducción 
del mismo el cual nos identifica. 



La ardua tarea de investigación para la recuperación del oficio tradicional en 
Santo Domingo de Heredia, junto a la oportunidad de participar en un proyecto de 
restauración de una antigua casona de adobes, promovida por la Municipalidad de 
Heredia, han logrado calar en la sensibilidad de estas comunidades,  expandiéndose 
a otras ciudades que han reconocido su valor y quieren conservarlo. 



Junto a la desnudez de francos bloques de tierra y paja hechos a mano 
encontramos precisión en los detalles,  donde las uniones estructurales de grandes 
trozas de madera aserradas con hachas y rudimentarias sierras se combinan y realzan 
la delicadeza en cornisas y ornamentos, con una calidad técnica y resistencia 
envidiable, a pesar de ser considerado un sistema constructivo obsoleto desde hace 
más de un siglo pero que sigue manteniendo su lugar dentro de la historia, la nuestra,  
la que merece ser contada. 



Palabras clave: recuperación, oficios tradicionales, arquitectura en tierra, 
historia local 



 
Abstract 
The restoration of Costa Rica’s earthen heritage has been left in oblivion by 



many generations, causing an alarming reduction in an architectural heritage that is 
part of our identity.  



The arduous research task to recover this traditional job in Santo Domingo de 
Heredia and the opportunity to participate in a project to restore an old adobe house, 
promoted by the Municipality of Heredia, have permeated both communities and 
have expanded to other cities that have acknowledged its worth and want to preserve 
their heritage.   



Along with the bareness of simple hand-made mud-and-straw blocks, we find 
precision in the details. Structural joints of large wood pieces sawn with axes and 
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rudimentary handsaws combine to bring out delicate cornices and ornaments, which 
have enviable technical quality and resistance. Despite having been considered an 
obsolete construction system for more than a century, earthen architecture still has a 
place in history, our history, which deserves to be told.  



Key words: recovery, traditional jobs, earthen architecture, local history. 
 
 
 



Introducción 
Compartir mi experiencia en la restauración de edificaciones en adobe y 



bahareque es parte del compromiso personal para la recuperación de la 
técnica tradicional de un oficio constructivo casi olvidado en Costa Rica.  



Costa Rica es un país cuya actividad sísmica ha sido bien documentada 
(Gonzáles Víquez, 1910).  El gran sismo1 que devastó la ciudad de Cartago, 
ocurrido en 1910,  marcó un drástico cambio en la forma de construir.  La 
recomendación de no volver a utilizar el adobe a partir de este suceso motivó 
la introducción de nuevas técnicas constructivas que lo desplazaron por 
completo, tanto así que no es un sistema constructivo vigente en el país 
desde hace más de 100 años.  Esta recomendación derivó en el primer 
código sísmico2, promulgado en ese mismo año por el expresidente Don 
Cleto Gonzáles Víquez (1906-1910)3 siendo entonces Secretario de Fomento 
de Costa Rica.  Los estudios sismológicos realizados por el Ovsicori-UNA4 a 
través de diversas investigaciones (Ovsicori-UNA, 2012)  hacen referencia a 
terremotos continentales superficiales (intraplaca),  y los producidos por 
proceso de subducción, principalmente en fuera de las costas del país 
(interplaca);  afirman que el terremoto de Cartago de 1910 fue causado por 
un movimiento intraplaca superficial muy cerca de la ciudad, situación 
confirmada en otras investigaciones razón por la cual tuvo consecuencias 
catastróficas. 



                                                
1 El 4 de mayo de 1910 la ciudad de Cartago, capital de Costa Rica sufrió un terremoto de 6.4 
grados antecedido por un enjambre sísmico cuyas ondas sísmicas se aumentaron por la 
composición volcánica del suelo y suavidad por altas precipitaciones.  Más del 60% de los 
edificios públicos y el 20% de las casas fueron destruidos.  
2 En el año 1841, el entonces presidente Don Braulio Carrillo estableció la primera norma 
referente a la construcción pero ésta no llegó a aplicarse ya que fue derrocado en los 
siguientes meses. 
3 El periodo presidencial de Don Cleto finalizó el 8 de mayo de 1910, 4 días después de la 
catástrofe no sin antes nombrar una Junta Nacional de Socorro para canalizar las ayudas que 
llegaron de varios países. 
4 Observatorio Vulcanológico y Sismológico de Costa Rica universidad nacional OVSICORI-
UNA 
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Además afirman que esta condición se presenta en varias zonas del país y 
“Podría afectar al 60% de la población del valle central” (OVSICORI-UNA, 
1012) 



Ante estos antecedentes, Costa Rica cuenta con uno de los más estrictos 
códigos sísmicos de la región centroamericana que han evitado muchas 
muertes ante los constantes eventos sísmicos importantes5  que sufre el país, 
en los que se ha constatado que las edificaciones que han sufrido daños han 
sido edificaciones, muchas de ellas de menos de 20 años de construidas,  que 
no han tomado en cuanta las normas del código sísmico en mención. 



En este contexto, es justo se reconozca que, ante el terremoto del pasado 
5 de setiembre del presente año, ( 7,6º en la escala de Richter) centenarias 
edificaciones de adobe que aún permanecen en pie no sufrieron daños. 



Si bien es cierto que nuestro deber profesional es mejorar la calidad de 
vida en nuestras ciudades, también lo es conservar y recuperar las buenas 
prácticas constructivas de tiempos pasados que muchas enseñanzas nos han 
dejado.  Sin embargo,  la realidad es que la búsqueda de nuevos materiales, 
técnicas y normas han promovido sistemas constructivos industrializados 
para mejorar costos, tiempos y  asegurar la vida humana, pero no mejoran la 
calidad de vida de las personas y sacrifican  parte del patrimonio cultural de 
la nación, sin mediar un proceso de investigación, que permita optimizar y 
ajustar los sistemas constructivos tradicionales a las nuevas normas sísmicas.  



El código sísmico del año 2010,  es el primero que dedica un capitulo 
sobre diagnóstico y adecuación sísmica para edificaciones históricas para 
que alcancen los objetivos del desempeño y una ductilidad global intrínseca 
mínima de 1.5. (CFIA, 2010 sección 4, capitulo 15, P15/1),  lo que no es 
posible en algunos edificios históricos sin que se afecte su integridad y 
autenticidad. 



En el capítulo 1, Filosofía y Objetivos, inciso 1.2, enfáticamente indica: 
“prohíbe el uso estructural de materiales y sistemas constructivos como el 
adobe, el tapial, el bahareque relleno y la mampostería sin refuerzo en los 
sistemas sismo resistentes de todas las edificaciones y obras afines a ser 
construidas en el territorio de la República de Costa Rica”. (CFIA, 2010, 
sección 1, 1.2, p 1/2 ) 



Esta prohibición no promueve la investigación en el campo del adobe 
sismorresistente limitando la posibilidad de recuperar el conocimiento 



                                                
5 El pasado terremoto del 5 de setiembre 2012 ha dejado a la luz que las pocas edificaciones 
que colapsaron no cumplían las mínimas normas mínimas de seguridad establecidas en el 
código sísmico vigente del 2010. 
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ancestral  para mejorar su comportamiento estructural y lo relega a un 
sistema constructivo obsoleto. 



Podría afirmar que esta es la carencia más evidente en conservación de 
nuestro patrimonio en tierra.  La falta de investigación respecto a técnicas de 
reforzamiento de inmuebles patrimoniales ha contribuido a sus sistemática 
disminución más por temor a un eventual desplome que por condiciones 
estructurales reales, descartando la posibilidad de perfilarse como una 
solución real a problemas de vivienda. 



Son muchas las naciones que han avanzado sustancialmente en el 
mejoramiento de los sistemas constructivos en tierra más utilizados en sus 
países, que en el nuestro son el adobe y el bahareque. Estos sistemas 
constructivos mantienen características muy similares con diferencias en las 
dimensiones, la composición de la tierra, el tipo o cantidad de pasto o la 
estructura de horcones y cañas de castilla. Bajo esta base es que se han 
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entorno natural inmediato para dar cobijo a sus habitantes y crear 
asentamientos hasta llegar a conformar el medio urbano tal y como lo 
conocemos hoy en día. Aun quedan vestigios de adobes prehispánicos en 
varios sitios arqueológicos identificados (Arrea, 1987).   



Durante la época colonial, el uso de adobes se extendió en baja escala en 
los asentamientos con mayor población en medio de agricultura de 
subsistencia,  plantaciones de caña de azúcar y tabaco (Molina, 1961, 44), 
que durante la época republicana fueron sustituidas por cafetales generando 
una bonanza económica en muchas zonas del país especialmente en el Valle 
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mortero de cal y arena_ o recubierta con láminas troqueladas de hierro con 
diferentes diseños, así como el estilo victoriano en estas nuevas 
edificaciones,  la mayoría de ellas en madera. 
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enriqueció la diversidad de el patrimonio cultural6 que prevalece en Costa 
Rica. 



Influencias de este abanico cultural se pueden encontrar dentro de las 
sencillas casas de adobe, que en la década de 1930 a 1940 fueron el 
escenario preferido de la pintura costarricense, especialmente para Don 
Teodorico Quirós7 quien captó en su obra la belleza de estas construcciones 
y otros paisajes campesinos que ya habían sido explorados por otros artistas. 
Fiel a una corriente latinoamericana de recuperación de lo tradicional Don 
Quico tuvo una enorme producción de obras arquitectónicas y pictóricas en 
las que dibuja montañas, caminos, casas, tapias, interiores de casas en un 
estilo expresionista único logrando poner en valor esta arquitectura y que se 
manifieste por si misma (Barrionuevo 1998, 79) (Bolaños, 2010). 
 



 1  2 
Fig.1. Pintura de Teodorico Quirós llamada Tierra Blanca, representando una tipología 
constructiva en adobe similar a la Casona de Tres Ríos que fue restaurada en el 2011. Foto: 
TIERRA BLANCA, Pintura de Teodorico Quirós 
 
Fig.2. Casona de Tres Ríos restaurada en el año 2012. Foto: Casona de Tres Ríos tomada por 
la autora. 
 



Son muy pocas las edificaciones de la época colonial que permanecen en 
pie. Las que aún se conservan fueron construidas durante la bonanza 



                                                
6 La llegada de inmigrantes chinos, italianos y afrocaribeños enriquecieron nuestro 
patrimonio cultural introduciendo nuevas tendencias arquitectonicas, gastronomía, artes y 
letras que interactuaron con lo existente y actualmente constituyen nuestro país. 
7 Teodorico Quirós Alvarado arquitecto y pintor costarricense. Construyó gran cantidad de 
iglesias, consideradas de gran valor arquitectónico. Responsable de las iglesias de San Isidro 
de Coronado, Aserrí, San Rafael de Escazú y Ciudad Quesada, del Palacio Municipal de 
Cartago y de la Escuela Omar Dengo, entre otros edificios existentes; además, tuvo a su cargo 
la preservación de las iglesias de Ujarrás y de Orosí. Fue uno de los primeros en preocuparse 
por la conservación de las obras arquitectónicas con influencia colonial. Vivió en Santo 
Domingo de Heredia, en donde se inspiró para sus característicos paisajes y casas de adobe 
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cafetalera.  De esta transición he sido testigo de ver crecer plantas de tabaco 
de semillas de casi doscientos años, que se encontraban entre los adobes de 
antiguas casas que han sido demolidas y sus adobes desmoronados, dejando 
a la luz antiguas semillas de tabaco que han germinado. Estas semillas se 
encontraban en los suelos al momento de batir el barro para su elaboración.  



 



 
Fig.3 Plantas de tabaco que han germinado en el sitio donde antes existió una pared de 
adobes. 



 
En cada una de las restauraciones en las que he intervenido he podido 



observar detalles constructivos valiosos para nuestro quehacer actual que 
confirman su valor patrimonial y ratifican los principios descritos en la Carta 
de Venecia en su artículo 18, ya que a pesar de no ser obras monumentales, 
tienen un valor histórico que las hace grandes exponentes de una época.  



En ellas la sencillez de las líneas puras en la distribución espacial de las 
viviendas, se combina con finísimos detalles como pinturas murales en cielo 
rasos, tapices importados pintados a mano colocados sobre las humildes 
paredes de bahareque tradicional levantadas con piezas verticales de madera 
rolliza amarradas con varas de caña de castilla colocadas horizontalmente 
enlazadas con coyundas de cuero y rellenas de tierra preparada con pasto y 
comprimida con trozos de teja cocida, soleras y vigas de gruesas piezas de 
20x20 cms de madera talladas, mosaicos de hermosos diseños y colores, 
realzando aún más los cálidos espacios que encierran las gruesas paredes de 
adobe. Aun cuando no se contaba con las herramientas y tecnologías 
actuales, nuestros abuelos las realizaron con gran maestría.  



 



                                                
8 La noción de monumento histórico comprende la creación arquitectónica aislada así como el 
conjunto urbano o rural que dá testimonio de una civilización particular, de una evolución 
significativa, o de un acontecimiento histórico. Se refiere no sólo a las grandes creaciones 
sino también a las obras modestas que han adquirido con el tiempo una significación cultural. 
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Fig. 4 (izquierda) Típica pared de bahareque con caña de castilla e incrustaciones de teja para 
ayudar a la compactación del barro de relleno. Foto: Antigua Escuela Moya tomada por la 
autora 
 
Fig. 5. Detalle de empalme de soleras y colocación de tensores entre paredes. Foto: Casona 
Don Domingo Gonzáles tomada por la autora. 
 
Fig. 6 (derecha). Pared de adobes de 0,60 xo0,32x0.21 cm. Con cortes para mayor adherencia 
al revoco y colocados sobre sobrecimiento de calicanto (piedra bola con cal) Foto: Iglesia El 
Carmen,  tomada por la autora. 



 
La experiencia de observar y constatar la riqueza cultural que encierran 



las antiguas casonas de adobe y trasmitirla ha sido tan satisfactoria como lo 
debe haber sido, hace más de 150 años,  compartir en cada comunidad la 
tarea de construir cientos de casas que se levantaron con ayuda de sus 
vecinos (Bolaños, 1999, ) primeramente dispersas  cercanas a actividades 
productivas locales y posteriormente,  concentradas en florecientes villas 
para convertirlas en nuevas ciudades.  



Se construyeron algunas iglesias en adobe y cientos de casas que aún son 
testigos en ciudades como Liberia en Guanacaste,  Santo Domingo  y Barva 
en Heredia, Desamparados y Aserrí en San José y muchos lugares más en 
donde sobreviven erguidas ante los embates de la modernidad. Pero 
lamentablemente, la técnica de construcción tradicional se ha ido perdiendo 
con los años y también la del tradicional mantenimiento anual en que los 
vecinos reparaban y encalaban sus casas engalanándolas para las fiestas 
patronales de su pueblo.  



La mayoría de estas casas han sufrido modificaciones cambiando sus 
revocos de barro y cal por repellos de cemento, sus tejas de barro cocido que 
contribuían por peso a su funcionamiento estructural, por livianas láminas de 
hierro galvanizado atentando contra su estabilidad estructural. Todos estos 
cambios se han dado por tendencias de modernizarlas sin consideraciones de 
compatibilidad de materiales o sistemas constructivos.  



La restauración en Costa Rica tiene un largo camino por recorrer que se 
ha iniciado ya. 
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Los proyectos de restauración en los que he participado han sido 
promovidos por diversas instancias, públicas y privadas9, que luego de un 
letargo de muchos años han empezado a comprender la importancia de 
conservar este patrimonio tan cotidiano. Inventarios de inmuebles 
patrimoniales10 reflejan que el adobe es el sistema constructivo con mayor 
cantidad de edificaciones de valor histórico en el país por lo que 
promoviendo su conservación, Costa Rica recuperaría gran parte de su 
patrimonio. 



Quienes han tenido la dicha de habitar una de esas casa de adobe,  
conocen las ventajas de este sistema constructivo que desaparece a una 
velocidad acelerada. En Santo Domingo de Heredia, una de las ciudades más 
longevas del país, los ciudadanos descendientes de los fundadores las 
conservan en muy buen estado y podemos encontrar al menos 10 casas por 
cuadrante11 en la mayoría de las  esquinas  con algunas modificaciones pero 
manteniendo su integridad. 



Se han intervenido importantes edificaciones patrimoniales de una 
manera inadecuada ya sea por falta de investigación del material y 
conocimiento de los criterios de restauración para cada caso. La mayoría de 
los daños encontrados en los inmuebles, fueron provocados por estas 
intervenciones sin apegarse a los criterios básicos de la restauración que nos 
dictan las Cartas Internacionales: repellos de cemento que además de 
impedir la respiración de los bloques de tierra los pulveriza, provocan daños 
mayores al desprenderse con facilidad así como modificaciones en su 
distribución espacial que debilitan la estructura; sin embargo he confirmado 
que la principal causa de los daños es la humedad. La falta de mantenimiento 
en las cubiertas es la que provoca el lavado de las capas de revoco, 
deshaciendo los bloques de tierra y provocando desplomes de paredes. 



                                                
9 El Centro de Investigación y Conservación del patrimonio Cultural con la Casa de Jenaro 
Leitón, así como las municipalidades de Heredia (Casa Don Domingo Gonzáles) y la 
Municipalidad de Desamparados (Museo Joaquín García Monge y Museo de la Carreta) en el 
sector publico; en el sector privado, la empresa Walmart,  como parte de su responsabilidad 
social al construer un supermercado en el mismo terreno del inmueble patrimonial, donó la 
casona a la Municipalidad de la Unión (Casona de Tres Rios) y la Junta de apoyo a la 
Restauración de la Iglesia de el Carmen  de San Miguel de Castilla logró los fondos para la 
restauración de la antigua Iglesia. 
10 Estos inventarios han sido realizados por el Centro de Patrimonio del Ministerio de Cultura 
(CICPC, Centro de Investigación y conservación del Patrimonio cultural) en varias 
comunidades del país como Alajuela, Liberia, Santo Domingo de Heredia y otras más. 
11 En el distrito central se realizó un inventario de bienes patrimoniales por parte del Centro 
de Patrimonio (2005)  que registraron más de 180 edificaciones en 11 cuadrantes. 
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Las técnicas utilizadas en las restauraciones se establecieron en base a 
investigación personal iniciando con la revisión de documentación escrita de 
países que aún mantienen vivo este sistema constructivo como son El 
Salvador, Chile y Perú. Esta información fue cotejada con entrevistas a 
adultos mayores que recordaban haber visto a sus abuelos batir el barro y 
aplicarlo en sus viviendas, con la finalidad de establecer las diferencias o 
similitudes en materiales, dimensiones, procesos, herramientas y métodos de 
aplicación para documentarlo. 



Como parte del proceso de recuperación del oficio tradicional, además de 
las prácticas en las restauraciones, se han realizado jornadas de 
sensibilización y construcción a través de talleres de adobe con comunidades 
de Santo Domingo de Heredia, Liberia y Desamparados, en este último con 
apoyo del programa cultural del BID.  



En estos talleres han participado niños, jóvenes, y adultos interesados en 
conocer estas técnicas así como estudiantes y profesionales en arquitectura y 
técnicos en construcción, maestros de obra, albañiles y peones, para 
incentivar los trabajos en este campo. 



Se han documentado a detalle todos los procesos que se esbozan en estas 
líneas para su posterior publicación y de esa manera contar con una base 
teórica/práctica que sirva para futuras investigaciones. 
 
 
 



 7  8 
Fig. 7. Batido del barro en forma tradicional en talleres de adobe realizados en el Museo de la 
Carreta como parte del programa cultural del BID 2011. Foto: Museo de La Carreta en 
desamparados tomada por la autora. 
 
Fig. 8. Aplicación de las técnicas en talleres comunales de sensibilización y rescate del oficio 
tradicional de construcción en adobe. Foto: Museo de La Carreta en desamparados tomada 
por la autora 
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 9  10 
Fig. 9. Interior de modulo de adobe independiente de la Casona. Reforzamiento de paredes, 
colocación de nuevos adobes en cargadores dañados y cambio de cubierta. Foto: Casa Don 
Domingo Gonzales, tomada por la autora. 
 
Fig. 10. Canales en paredes para reforzamiento estructural en madera. Foto: Casa Don 
Domingo Gonzales, tomada por la autora. 
 



 11  12 
Fig. 11. Revoco en paredes de adobe. refuerzo de cargadores. Foto: Casa Don Domingo 
Gonzáles, tomada por la autora. 
 
Fig. 12. Testigos dejados para mejorar la interpretación del sistema constructivo. Introducción 
de luz natural. Foto: Casa Don Domingo Gonzáles, tomada por la autora. 
 
 
Casa Don Domingo Gonzáles 



La Casa de Don Domingo Gonzales12, ubicada en el Centro Histórico de 
la ciudad de Heredia, fue la casa de nacimiento de Alfredo Gonzales Flores 
presidente de Costa Rica en el periodo 1914-1917, y actualmente propiedad 
de la Municipalidad de Heredia.  Hermosa casa construida alrededor de 1860 
durante la bonanza cafetalera del siglo XIX.  



                                                
12 Declarada patrimonio Arquitectónico de Costa Rica según decreto N28392C, publicado en 
La Gaceta N1 18 del 26 de enero de 2000. 
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Esta casa se encontraba en estado de abandono desde hacía varios años y 
fue adquirida por la administración municipal para rehabilitarla 
introduciendo un nuevo uso para disfrute de la comunidad herediana.  



La obra inició con la preparación de la tierra y la cal con el método 
tradicional, para su posterior colocación. En esta obra fue necesaria la 
fabricación de adobes para el levantamiento de un antiguo muro que estaba 
en destruido por los azotes del agua de lluvia ya que había perdido la 
cubierta así como para la sustitución de cargadores y tapicheles dañados. 



Se removieron los repellos de concreto colocados anteriormente y se 
realizó un reforzamiento estructural con un entramado en madera en todas 
las paredes interiores y exteriores, sujetadas por pernos con la finalidad de 
amarrar las esquinas y las soleras a la cubierta, y así evitar desplazamientos 
en caso de un sismo. 



Conforme se quitaba el repello o revoco original, fueron apareciendo los 
adobes centenarios en excelente estado, colocados uno sobre otro para 
levantar las altas paredes quedando en evidencia los indicios de diversas 
etapas constructivas y detalles que denotan la destreza de sus constructores 
de los cuales quedaron testigos como documento vivo de ellos. La 
oportunidad de observar y documentar el tipo de cimientos, sobrecimientos, 
las dimensiones de los adobes, su composición y forma de colocación, la 
existencia de paredes internas de bahareque, las soleras de madera aserrada, 
los tipos de empalmes, la estructura de techos, los mosaicos y losetas de 
barro de los pisos contribuyó a la comprensión total del sistema constructivo 
que hasta entonces estaba solamente en la historia oral. 



 



 13  14 
Fig. 13. Fachadas de la Casa Don Domingo Gonzales posterior a la restauración de la primera 
etapa. Ya se han concluido los trabajos en toda la edificación patrimonial. Foto: Casa Don 
Domingo Gonzáles tomada por la autora. 
 
Fig. 14. Adecuación funcional de la zona  aledaña a la casona con la introducción de nuevos 
materiales. Foto casa Don Domingo Gonzáles tomada por la autora. 
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El proceso de restauración en sí mismo, motivó el interés de la 
comunidad herediana y convenció a las autoridades municipales e 
institucionales que la inversión realizada se traduce además, en beneficio 
para la identidad nacional. Cada día varios ciudadanos se acercaban al sitio 
de la obra a observar, recordar, preguntar y recomendar sobre el proceso 
constructivo tradicional que se utilizó. La aprobación de los ciudadanos y 
sus manifestaciones de orgullo por reencontrarse con parte de su historia fue 
uno de los resultados más importantes de este proyecto de restauración. 



La adecuación para un nuevo uso, acondicionamiento de accesibilidad 
universal, la introducción de luz natural, y un nuevo sistema eléctrico y 
mecánico le proporcionó al inmueble un valor agregado mejorado su aspecto 
y funcionalidad.  
 
 
Casona de Tres Ríos 



En el sector este del Valle central, en la ciudad de Tres Ríos, se restauró 
una de las pocas casas de adobes y bahareque que se conservan en esa zona. 



Esta emblemática edificación es representativa de una tipología 
constructiva que consta de una pared frontal más alta con un pequeño techo a 
dos aguas perpendicular a la clásica cubierta a dos aguas con el alero caedizo 
formando un faldón tan característico de nuestras casas de adobe.               
Esta tipología fue representada en varias pinturas del reconocido pintor y 
arquitecto costarricense Quico Quirós, que se caracterizó por pintar el 
paisaje costarricense con sus casas de adobe. 



En esta casona también se marcan diferentes etapas constructivas en 
donde se acondicionaron los espacios a la pendiente dele terreno y a las 
necesidades de los usuarios sin que perdiera sus características esenciales. 
 



 15  16 
Fig. 15. Proceso de apuntalamiento para la sustitución de piezas dañadas. Foto casona de Tres 
Rios tomada por la autora. 



Fig. 16. Casona restaurada con corredores hacia un espacio urbano para disfrute de los 
ciudadanos. Foto: Casona de Tres Rios tomada por la autora. 
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Por su estado de conservación solamente se hizo necesario remover los 
repellos en cemento y se colocó un nuevo revoco en barro, y cal 
adicionándole arena para mayor resistencia en las partes bajas de la pared. 



Este proyecto ya restaurado fue donado a la Municipalidad de La Unión 
la cual ha iniciado un proyecto para poner en valor social la casa mediante 
un museo regional. 



 
 



La Casa Jenaro Leitón. 
Son muy pocas las construcciones en tierra en dos plantas que se 



construyeron en el país y  ésta es la única de la provincia de Heredia. La 
primera planta es de adobes  y la planta alta es de bahareque.  



La falta de mantenimiento aunado a las condiciones climáticas de nuestro 
país, provocaron un deterioro extremo por lo que se realizó una fuerte 
intervención en la planta alta en donde la estructura de madera de las paredes 
de bahareque estaban totalmente deterioradas . las cuales se levantaron 
respetando las dimensiones originales. 



La singularidad de la casa motivó al Centro de Patrimonio a invertir para 
su restauración a pesar de ser una propiedad privada para mantener el testigo 
de esta tipología constructiva. 
 



 17  18 
Fig. 17. Fachada interior deteriorada. Nótese que la planta alta en bahareque estaba 
prácticamente destruida. El adobe se encontraba en excelentes condiciones. Foto: Casa Jenaro 
leitón tomada por la autora. 
 
Fig. 18. Fachada exterior restaurada. El sector sur tuvo que ser reconstruido para completar el 
perfil urbano  en que se enmarca la casa. Foto: Casa Jenaro Leitón tomada por la autora. 
 



A pesar de su deterioro, esta edificación mantenía vestigios de elementos 
de lujo que otras edificaciones aledañas no tenían como son los tapices 
importados, colocados en las paredes interiores con diseños en alto relieve o 
pintados a mano, y las guarniciones de madera tallada encontradas en vanos 
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de puertas y ventanas que evidenciaban el estilo de vida de sus primeros 
habitantes. La restauración de esta casa mostró a los ciudadanos heredianos 
que es posible restaurar daños severos utilizando la técnica tradicional. 



 
 



Iglesia De San Miguel De Castilla 
Siendo una de las pocas iglesias de adobe que aún se conservan, El 



Comité pro restauración Iglesia de Nuestra Señora del Carmen en San 
Miguel de Santo Domingo de Heredia, y la Comisión de Patrimonio de la 
Municipalidad, logró que el Centro de Patrimonio del Ministerio de Cultura 
y Juventud asignara presupuesto para su restauración.  
 



 19  20 
Fig. 19. Fachada principal de la iglesia. Se ha removido el repello de concreto para sustituirlo 
por revoco de barro. Foto: Iglesia El Carmen de San Miguel tomada por la autora. 



Fig. 20. Paredes de adobe descubiertas mostrando el patron de colocación y composición de 
los adobes. Foto: Iglesia El Carmen de San Miguel tomada por la autora. 
 



 21  22 
Fig. 21. Revoco de barro en sus diferentes capas y composiciones. Colocado a mano luego del 
podrido de la tierra y añadido el pasto. Foto: Iglesia El Carmen de San Miguel tomada por la 
autora. 
Fig. 22. Antigua puerta sellada con adobes. Se documentó luego de quitar el revoco de 
concreto que había sido colocado en intervención anterior en la década del 1980. Foto: Iglesia 
El Carmen de San Miguel tomada por la autora. 
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Al igual que en la mayoría de las edificaciones intervenidas, una 
intervención anterior colocó repello de cemento sobre las paredes de adobe 
debido a que la técnica y oficio tradicional estaban en el olvido.  



La restauración de la iglesia ha dejado a la luz dos etapas constructivas 
claramente delimitadas y diferenciadas por el tamaño y la composición de 
los adobes. Historiadores locales en recopilación de la historia oral de San 
Miguel de Santo Domingo tenían conocimiento de  dos fechas de 
construcción, una de 1827 y otra de 1878, condición que no había sido 
confirmada pero que a raíz de esta restauración ha sido documentada así 
como la existencia de vestigios del antiguo cielo pintado a mano que algunos 
vecinos recordaban con nostalgia. 
 



 23  24 
Fig. 23. Tabla de madera de cedro con pintura a mano. Parte del cielo original del interior de 
la Iglesia que fue removido en una intervención anterior. Estas piezas se encontraron en un 
pequeño alero en la parte posterior de la iglesia. Foto: Iglesia El Carmen de San Miguel 
tomada por la autora. 
 
Fig. 24. Pintura original de las paredes de la Iglesia de la que aún se encuentran algunos 
vestigios. Foto: Iglesia El Carmen de San Miguel tomada por la autora. 



 
Nuevamente la comunidad local y nacional se ha conmovido al observar 



como esta emblemática edificación recupera su esplendor.  
 
 



Conclusiones 
La arquitectura tradicional costarricense en adobe, presente desde épocas 



prehispánicas,  modificada durante la llegada de los españoles y trasmitida 
por generaciones hasta el presente, es muestra de esa habilidad de 
integración ser humano-naturaleza, dando cobijo a sus habitantes utilizando 
materiales abundantes en su entorno. En tiempos en que la sostenibilidad es 
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un tema importante para la continuidad de la vida, la construcción en tierra, 
erigida con materia prima de los solares de su mismo terreno y con 
posibilidades de reutilizarse luego de décadas de uso, debe ser un factor más 
para su puesta en valor.  La documentación, investigación y el 
reconocimiento de estos valores es parte de mi compromiso profesional. 
Debemos aprender de los países que conservan, investigan y  han logrado 
mejor esta técnica constructiva como medida para solventar la falta de 
vivienda ante el alto costo de la construcción moderna. 



En cada una de las intervenciones realizadas he encontrado una inmensa 
riqueza en los detalles cuyas enseñanzas merecen documentarse para 
enriquecer nuestro acervo cultural. 



A través de mi reciente experiencia profesional sea podido constatar los 
siguientes elementos que componen el sistema constructivo de adobe: 
1. Cimentaciones: si bien no en todas las intervenciones se hicieron 



trabajos a este nivel, fue posible observar los sobrecimientos ciclópeos _ 
piedras de rio unidas con cal y arena que sobresalen del nivel de piso 
para que los adobes colocados sobre ellos se aíslen de la humedad del 
suelo _ comunes en este tipo de construcciones. 



2. La medidas de los adobes son muy similares entre sí y corresponden a 1 
vara x ½ vara x ¼ de vara (0.60x0.30x0.15 m) con variaciones  de un 
máximo de 5 cms , tal y como lo documentó John Hale, “…hacen 
ladrillos dos pies de largo por 12 pulgadas de ancho y 5 pulgadas de 
alto…”. (Fernández, 2002, 39) Comparando con la observación en otros 
países centroamericanos nuestros adobes son más grandes y el mortero 
de pega en mayor cantidad. 



3. En la colocación de los adobes he identificado 3 patrones:  
 El patrón más común encontrado en las viviendas es muy similar al de la 



colocación de los actuales bloques de concreto con la diferencia que los 
adobes se colocan en posición horizontal. Este patrón permite un ancho 
de pared de aproximadamente 60 cms incluyendo los revocos.  



 Otra disposición en la colocación de los adobes, que se encuentra 
principalmente en construcciones más antiguas o con una jerarquía 
superior por ser construcciones eclesiásticas o viviendas de jerarcas o 
personas importantes en la época, consiste en intercalar y rotar la 
colocación de los adobes en cada hilada. La primera hilada es colocada 
igual al primer patrón descrito arriba, pero en la segunda hilada, se 
colocan dos adobes, uno a la par del otro. Esta disposición es conocida 
como a tizón y soga y se ha utilizado en construcciones de ladrillo de 
barro cocido. 
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 El tercer patrón se identificó en las tapias o cerramientos de los terrenos.  
La colocación de los adobes se encuentra a lo largo del adobe haciendo 
que el ancho de pared sea de 0.30 m. aproximadamente. Esta es la 
colocación de adobes que presenta mayor vulnerabilidad ante un sismo 
por la proporción de ancho por altura. Cabe decir que la altura de las 
tapias originales era de 1.30 m. de alto, cumpliendo su función de 
cerramiento, por lo que la proporción fue adecuada hasta que se le 
adicionaron más adobes para subir la altura y obtener mayor protección 
ante la creciente inseguridad provocada por delincuencia común, típica 
en las ciudades en expansión. 



4. Otra característica invariable en las construcciones intervenidas ha sido 
la solera, la pieza de madera de 0.20x0.20 m. colocada sobre las paredes 
de tierra, que enlaza y amarra todas las paredes para sobre ella colocar 
las piezas del techo.  



5. La estructura de techo en largueros de finas maderas con el característico 
cambio de pendiente en los aleros es otra característica común. Estas 
maderas han resistido los años y solamente han sucumbido ante la 
humedad de la lluvia provocada por el deterioro de la cubierta. Las 
cubiertas, antes de teja, no se han conservado en todas las edificaciones 
por lo que se ha hecho la recomendación de colocarlas nuevamente ya 
que constituyen una pieza importante en el sistema constructivo original. 



6. Cada una de estas construcciones tienen detalles propios que nos 
enseñan que la arquitectura en tierra es un sistema vivo, adaptado al 
entorno y a las condicionantes de sus habitantes. 



Las diversas experiencias en restauración de inmuebles de adobe y 
bahareque en todo el Valle Central de Costa Rica, han contribuido no solo a 
la conservación y realce de las edificaciones intervenidas o a la recuperación 
de las técnicas constructivas tradicionales en tierra,  sino también a la 
recopilación de la memoria histórica y el reforzamiento de la identidad de las 
comunidades aledañas.  Si bien estas obras solo constituyen una pequeña 
parte del patrimonio construido del país, los efectos positivos han colocado 
el tema sobre el tapete nuevamente.  



El Centro de Patrimonio y algunos gobiernos locales han invertido en 
proyectos de restauración de construcciones de adobe, varias universidades 
han incentivado a los estudiantes a formular proyectos con estos materiales, 
ahora es nuestro deber promover la investigación para obtener mejores 
resultados. 



En todo este proceso, estoy determinada a continuar trabajando e 
investigando para que no volvamos a olvidar la nobleza de los adobes,  los 
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que desde tiempos inmemorables y a lo largo de todo el planeta, han dado 
cobijo y conformado las ciudades que disfrutamos hoy día.  
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Resumen 
El Edificio Pirie es un hito en la ciudad Cartago, la antigua capital de Costa Rica, 



tanto por su proyección social como por su valor histórico y arquitectónico.  Este 
inmueble es uno de los más antiguos de la ciudad cartaginesa, siendo uno de los 
pocos sobrevivientes al terremoto del 4 de mayo de 1910. Según los registros 
existentes, la sección de calicanto de la planta baja fue construida en la década de 
1870. 



El presente artículo tiene por objetivo analizar el valor cultural del edificio 
tomando como guía la “Carta para la conservación de lugares de valor cultural”, 
conocida como “Carta de Burra”, donde se propone analizar el valor histórico, 
social, científico y estético. La segunda parte del artículo busca desarrollar una 
metodología para el diagnóstico de los daños que ha sufrido el Edificio Pirie, hoy 
Casa de la Ciudad de Cartago 



Palabras clave: Patrimonio arquitectónico, Edificio Pirie-Casa de la Ciudad, 
Cartago-Costa Rica 
 



Abstract 
The Pirie Building is a landmark of the Cartago city, the old capital of Costa Ri-



ca, for his social projection and his historical and architectural value. This property 
is one of the oldest buildings of the city, being one of the few survivors of the May 
4th, 1910 earthquake. According to existing records, the first level built whit stones, 
was finished in the 1870’s.  



This article has the objective of analyzing the cultural value of the building, tak-
ing as a guide the “Charter for the conservation of places of cultural value”, known 
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as “The Burra Charter”, in which is offered a leader to analyze the historical, social, 
scientific and aesthetic value. The second part of the article looks for developing a 
methodology for the diagnosis of the damage that the Pirie Building has suffered, 
nowadays “Casa de la Ciudad” of Cartago. 



Keywords: Architectural heritage, Pirie Building – City House, Cartago-Costa 
Rica 



 
 
 



Introducción 
 
“La arquitectura es el gran libro de la humanidad“. Víctor Hugo. 
 
La arquitectura es más que la generación de espacios o bien la modificación 
del entorno para el establecimiento del ser humano, y por ende su 
supervivencia. Es también el medio que permite conocer la evolución del 
hombre y los cambios a su alrededor, hechos que se pueden observar en las 
diferentes formas de pensamiento, que surgen a raíz de cambios sociales, 
culturales, simbólicos, técnicos, entre otros. 



Costa Rica, a pesar de ser un pequeño país en Centroamérica, no está 
exenta a esta realidad. Si bien es cierto, la escala y la sismicidad que se 
maneja en la región no permiten hacer proyectos de gran envergadura como 
la Muralla China o las Pir, sí hay edificaciones que por su trascendencia han 
logrado hacerse un lugar especial en la imagen colectivo y son por hoy hitos 
de la ciudad. 



En la ciudad de Cartago, antigua capital de Costa Rica, existe por 
ejemplo una edificación de gran importancia para la población, no sólo por 
los usos que se le han dado y los personajes tan distinguidos que la han 
habitado, sino también por ser una de las pocas cosas que sobrevivieron el 
terremoto Santa Mónica en 1910, el cual es quizás el movimiento telúrico 
que más estragos ha causado en el país. 



El Edificio Pirie, nombre de esta edificación, constituye uno de los 
edificios más emblemáticos de Cartago, pero el paso de los años y las 
inclemencias del tiempo propias de un país tropical le están ocasionando 
daños que deben ser solucionados antes de que el problema sea mayor. 



Es por esto que a continuación se realiza un análisis del valor cultural del 
Edificio Pirie, tomando como guía la “Carta para la conservación de lugares 
de valor cultural”, conocida como “Carta de Burra”, que brinda las pautas 
para analizar el valor histórico, social, científico y estético de un inmueble, 
con el objetivo de resaltar su potencial y crear consciencia del porqué la 
edificación merece ser conservada. La segunda parte de este escrito explicará 
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la metodología utilizada en el proyecto, tanto para la parte investigativo 
como para la fase de diagnóstico de los daños que ha sufrido el Edificio 
Pirie, hoy Casa de la Ciudad de Cartago. 



 
 



Valor Histórico 
La ciudad de Cartago 



La ciudad de Cartago fue la capital de Costa Rica durante el período 
colonial, cuyo asentamiento definitivo en el Valle Central data de 1575.  



Se caracterizaba por una arquitectura muy austera, construida 
principalmente en adobe y bahareque, imagen propia de la colonia que se 
mantiene hasta mediados del siglo XIX principalmente en las casas de 
habitación. Los templos y edificaciones de importancia gubernamental eran 
construidos con calicanto. 



Costa Rica, al ser parte del Cinturón de Fuego del Pacífico, es un país 
altamente sísmico, y Cartago es uno de los lugares que han sido más 
afectados por movimientos telúricos. En 1841 la ciudad es impactada por el 
Terremoto de San Antolín, que aunque causó daños, estos no fueron tan 
caóticos como los producidos por el terremoto del 4 de mayo de 1910, el 
cual destruyó 98 cuadras y tuvo una magnitud de 6.5 grados en la escala de 
Richter. Los sistemas constructivos utilizados en la época no tenían la 
adecuada resistencia ante este tipo de fenómenos, por lo que esta tragedia 
marca un hito en las regulaciones constructivas costarricenses. 



Es aquí donde el Edificio Pirie adquiere una mayor importancia dentro 
del contexto urbano, debido a que se convierte en uno de los cuatro 
sobrevivientes al terremoto de 1910, y se podría decir que es el único de 
estos que conserva su vocación de uso público y mantiene sus puertas 
abiertas hasta la actualidad. 
 
Edificio Pirie-Casa de la Ciudad 



La construcción de la casa se le atribuye al Presbítero Juan Andrés 
Bonilla, posiblemente en la década de 1860, según consta en la sección de 
Tomos del Registro Nacional de la Propiedad, Partido Cartago, finca 10304, 
tomo 202, folio 23, asiento 1. 



El Presbítero Fulgencio Bonilla, quien inscribió la propiedad en 1882, 
residía en esta construcción, y destinaba una parte para alquilar. 
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Fig.1. Edificio Pirie, terremoto de 1910 



Fuente: Colección Jorge Valverde, facilitada por la Casa de la Ciudad 
 
 



 
Fig.2. Edificio Pirie, Fuente: Casa de la Ciudad 



 
De esta forma varios médicos llegaron a tener su consultorio aquí, se trata 



de Tomás Calnek, quien llegó a Costa Rica en 1876, y de David G. Inksetter, 
que llegó a Costa Rica en 1885. Las gestiones realizadas por los médicos 
Calnek e Inksetter hicieron posible la llegada del Doctor Alex F. Pirie en el 
año 1887, procedente de Canadá. En 1889 llega el farmacéutico Alfredo 
Pirie. 



En 1901, la propiedad pertenecía a Luis Jerónimo Bonilla, quien le 
arrienda el inmueble al doctor Alex Pirie. A partir de esta fecha el doctor 
pone en funcionamiento una botica, y construye una segunda planta en 
bahareque francés. Es en este momento donde la casa adquiere su uso más 
emblemático y recordado por los pobladores, así como la configuración 
actual. En 1948 la propiedad pertenecía a Jean Kirkhope Bertram Graham de 
Pirie, canadiense, viuda y de oficios domésticos. En Decreto n° 210 de la 
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Junta Fundadora de la Segunda República, se compran las siguientes 
propiedades a la señora viuda de Pirie con el fin de ubicar las dependencias 
administrativas y municipales de Cartago en un solo edificio. 



En 1949 la propiedad es donada a la Municipalidad de Cartago por parte 
de la Junta Fundadora de la Segunda República. A partir de esa donación 
funcionaron en el inmueble las siguientes oficinas públicas: Municipalidad, 
Alcaldías, Ministerio de Salubridad Pública, Ministerio de Educación, 
Correo y Gobernación. 



A partir de 1971 el Edificio Pirie se convierte en la primera sede del 
Instituto Tecnológico de Costa Rica (ITCR), segunda institución de 
educación superior fundada en el país. La donación formal de las 
instalaciones al ITCR por parte de la Municipalidad de Cartago se da el 30 
de marzo de 1972. Desde el traslado del ITCR a su actual campus y hasta la 
fecha, el Edificio Pirie inició una nueva etapa como centro cultural, de total 
apertura a la comunidad. 



Cabe destacar que este inmueble fue declarado Patrimonio Histórico 
Arquitectónico mediante decreto Ejecutivo N° 16983-C, publicado en La 
Gaceta N° 86 del 9 de mayo de 1986. 



 
 



Valor Social1 
Al Edificio Pirie se le ha atribuido un alto valor patrimonial, ya que 



aunado a esta declaración en su historia se registra su prevalencia ante los 
movimientos telúricos y su uso en pro de la comunidad. 



Actualmente en estas instalaciones se desarrolla el Programa Casa de la 
Ciudad, una extensión cultural – artística de la Escuela de Cultura y Deporte 
del ITCR y de gran impacto en la población cartaginesa, dentro de la 
institución y con sus colaboradores; ya que este programa genera un flujo 
continuo y cambiante de estudiantes, profesores, profesionales y asistentes; 
lo que conlleva en una interacción humana cotidiana.  



Por parte del ITCR se otorgan dos plazas de empleo: una profesional a 
cargo de la coordinación del Programa Casa de la Ciudad2 y otra 
administrativa que comparte la responsabilidad de velar por el desarrollo de 
las actividades. Los asistentes de este programa son estudiantes de las 
diferentes carreras del ITCR, que por medio del Departamento de Trabajo 



                                                
1 Este apartado fue realizado en colaboración con la Lic. Mariela Hernández Ramírez, 
Coordinadora del Programa Casa de la Ciudad. 
2 Lic.  Mariela Hernández Ramírez. 
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Social y Salud  desarrollan horas beca u horas asistencia3. Cabe destacar que 
las labores realizadas por estos estudiantes son coordinadas por los 
promotores culturales4, profesionales a cargo de organizar actividades, 
horarios y demás circunstancias relacionadas con el quehacer del programa. 



Casa de la Ciudad extiende semestralmente una oferta de treinta y cinco 
cursos entre los que se encuentran: arte plástico, teatro, música, danza, yoga 
y LESCO. La demanda llega a los dos mil quinientos estudiantes, por lo que 
el radio de acción supera en ocasiones la provincia de Cartago. Al ser un 
programa desarrollado en una de las instancias del ITCR, los precios son de 
menor costo con respecto a la oferta existente por academias privadas u otras 
instituciones que se dedican a similares servicios, debido a esto el valor 
agregado de los profesores con alto nivel académico es proyectado a 
personas de escasos niveles económicos. Se incorporan estudiantes cuyas 
edades van desde el año y medio, llegando inclusive a personas adultas 
mayores, esto conlleva una variedad de situaciones y actividades que se 
desarrollan en el transcurso del año y que muchas trascienden en la memoria 
colectiva de los cartagineses. 



Los festivales artísticos y culturales5 son un baluarte para cursos como 
ballet y teatro, debido a que muchos de los cierres de curso se realizan bajo 
esta modalidad y así los estudiantes exponen al público por primera vez en 
algunos casos, las habilidades desarrolladas durante el semestre, 
fortaleciendo la autoconfianza y el respeto hacia los demás dentro de temas 
que atraen a muchos. Otra actividad de gran importancia es el caso de la 
Feria de la Cultura Popular6 que ha dejado costumbre en diferentes 
generaciones que esperan su realización. 



El Programa de Espectáculos7 ofrece a grupos independientes y el 
público en general el montaje de presentaciones de teatro, música, baile, 
entre otras, donde el fin primordial es brindar por parte del programa un 
espacio para desarrollarse; allí se habilitará luces, tarima, sonido y equipo 
técnico para la realización de la obra. Entre el 2010 y 2011 se ofrecieron 
anualmente un promedio de sesenta y cinco funciones o temporadas de 
                                                
3 Estas son dos de las tres clasificaciones que establece el Departamento de Trabajo Social y 
Salud para clasificar a los estudiantes del ITCR en los programas de exoneración de pago de 
estudios mediante horas de trabajo en oficina u actividades del Programa Casa de la Ciudad. 
4 Actualmente son Alex Soto Fallas y Steven Cedeño. 
5 Esta es una de las clasificaciones utilizadas en el Programa Casa de la Ciudad para 
actividades públicas desarrolladas dentro o fuera de las instalaciones. 
6 Esta feria se desarrolla en el mes de setiembre, bajo las festividades patrias, para su 
realización la Edificación Casa Pirie pone a disposición la totalidad de sus instalaciones. 
7 Esta clasificación incluye actividades de carácter masivo que se desarrollan en el patio de la 
edificación.  
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producciones artísticas independientes, lo que implicó un acogimiento de 
aproximadamente cuatro mil quinientas personas, considerando tanto el 
público como los artistas participantes.  



El Programa de Galerías8 dispone un espacio para que artistas plásticos 
expongan sus obras, así las instalaciones se convierten en un primer contacto 
tanto para el público como para los artistas por medio de sus obras, 
acompañado por un acto inaugural. Este espacio ha sido difundido en la 
sociedad y actualmente se desarrolla bajo un adecuado control debido a que 
la demanda de expositores ha aumentado. Se ha estimado un promedio de 
seis artistas por año que exponen en este programa. 



Aunado a lo anterior, existe una importante contribución a la sociedad 
por medio del Préstamo de Salas en donde se propone el préstamo de una 
parte de las instalaciones para el desarrollo de charlas, encuentros, 
seminarios u otros a organizaciones o público en general sin fines de lucro. 
La idea es que puedan hacer uso de un espacio físico adecuado, y así 
garantizar que su evento no se vea impedido por sus limitaciones 
económicas. 



Aparte del ITCR, el Programa de Casa de la Ciudad conjuntamente con el 
Ministerio de Ciencia y Tecnología y la Municipalidad de Cartago, brinda un 
espacio  equipado con seis computadoras con acceso a internet, programas 
de office y otros; bajo el nombre: Centro Comunitario Inteligente (CECI). 
Esta opción está disponible gratuitamente al público en general y 
últimamente ha sido un referente para estudiantes que cursan el Trabajo 
Comunal Universitario9, porque este laboratorio cuenta con las condiciones 
necesarias para que desarrollen capacitaciones en el manejo de software y 
otras herramientas tecnológicas dirigidas a personas de escasos recursos de 
la zona. 



La Casa Pirie ha tomado un valor incalculable para la sociedad 
cartaginesa, en gran medida se debe a su gran impacto social y su carácter 
público desde su comienzo, esto ha prevalecido durante décadas y se ha 
proliferado entre generaciones que con su participación han mantenido viva 
la iniciativa de instituciones como el Instituto Tecnológico de Costa Rica por 
mantener este inmueble activo. En él confluyen actividades recreativas, de 
diálogo, de reflexión que se filtran entre las vidas de los profesionales, 
usuarios y demás sujetos que se involucran en esta edificación día con día, y 
sienten entre sus paredes la necesidad de aportar al desarrollo de la cultura y 
                                                
8 El edificio Pirie cuenta con dos salas que suman aproximadamente 77 m2, para montaje de 
obras. Si la letra del texto es tamaño 12, las notas van en tamaño 10, eso les ahorra espacio. 
9 Esta modalidad la realizan los jóvenes universitarios costarricenses durante su formación 
para contribuir significativa y voluntariamente a sectores vulnerables de la población.  
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el arte en la sociedad, inclusive además contribuye a las necesidad básica de 
relación, algo indispensable en cualquier individuo. El Edificio Pirie ha sido 
además fuente de estudio para muchos trabajos finales de graduación en 
ramas como la sociología, antropología y arquitectura, por lo que se vuelven 
aún un objeto de estudio y crecimiento para futuros profesionales.  



 
Valor estético 



El valor estético “incluye aspectos de percepción sensorial para lo que se 
puede y se debe establecer criterios. Estos criterios pueden incluir 
consideraciones de forma, escala, color, textura y material; los olores y 
sonidos que están vinculados al sitio y a su utilización.” (ICOMOS 
Australia, 1988). 



Para describir el valor estético del edificio Pirie se realizará un análisis 
formal enfocado a la ornamentación y el movimiento artístico al que 
pertenece. También se hará un estudio de la estructura, lo que hace 
referencia a la manera en que están organizados todos los componentes. El  
análisis estará orientado a las cualidades superficiales (color, textura), el 
objeto y su entorno y por último lo relacionado con olores y sonidos. 



 
 



Análisis formal 
Constituye un estudio del estilo y movimiento artístico al que pertenece y 



también la ornamentación que caracteriza al inmueble. 
El edificio Pirie se levantó alrededor del año 1860 y presenta dos etapas 



de construcción que poseen características formales diferentes, pero se 
mantiene su esencia. La edificación de la vivienda tuvo en sus inicios una 
configuración colonial. Cuando se dio la obra del segundo nivel se recurrió a 
un lenguaje más consolidado tomando como influencia el neoclásico francés. 



La influencia del  neoclásico francés se muestra en el uso de los ángulos 
y  líneas rectas. Sus volúmenes conforman un elemento sólidos y se puede 
visualizar como elementos dispuestos uno encima de otros y junto a otros. 
Su fachada muestra  simetría y se destaca la implementación del arco 
rebajado y el uso de modillones. En cuanto a la ornamentación tanto interior 
como exterior se utiliza el hierro forjado, así como en las cornisas y los 
detalles de los balcones.  



En relación con el movimiento artístico al que pertenece la Casa de la 
Ciudad, se destaca el valor que posee ya que la influencia del neoclásico en 
nuestro país se vio reflejada principalmente en edificios de carácter civil y 
religioso, por lo que esta vivienda constituye toda una excepción.  En este 
caso la arquitectura refleja el poder económico de esta familia, que es visible 
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también la ornamentación que caracteriza al inmueble. 
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La influencia del  neoclásico francés se muestra en el uso de los ángulos 
y  líneas rectas. Sus volúmenes conforman un elemento sólidos y se puede 
visualizar como elementos dispuestos uno encima de otros y junto a otros. 
Su fachada muestra  simetría y se destaca la implementación del arco 
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en la decoración y en la elección de materiales. La imponencia 
arquitectónica  de esta estructura hizo que se convirtiera en un  hito de la 
ciudad y sus características hacen que continúe de la misma forma. 



 
Ornamentación 



La ornamentación en la Casa de la Ciudad se caracteriza en primera 
instancia por el uso de hierro forjado en las barandas, llavines y bisagras, 
esto como influencia del neoclásico francés. Además se utiliza la madera en 
detalles de ventanas y puertas. En la ornamentación exterior se destacan las 
barandas, las cornisas, los modillones y el blasón.  



 
Ornamentación interior 
 



 
Fig. 3. Ornamentación interior: Puertas, barandas, cielos, pisos, llavines, bisagras. Fuente: 
María Fernanda Morera Cortés 
 
 
Ornamentación exterior 
 



 
Fig. 4.  Ornamentación exterior: Balcones, modillones, blasón, cornisas. Fuente: Casa de la 
Ciudad- Rosa Elena Malavassi. 
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Análisis de la estructura 
Ritmo 



Según Franklin Hernández se entiende ritmo como la “unidad mínima de 
ritmo debe entenderse no sólo como el elemento mismo que se repite sino el 
tiempo y espacio entre este y el próximo elemento.” (Hernández, 1998). El 
ritmo más notorio que presenta la Casa Pirie es en sus ventanas y buques de 
las mismas además de algunas columnas en el primer nivel y en las barandas 
del segundo piso tal como se observa en la imagen, en la primera etapa de la 
Casa también se mantiene el ritmo en ventanería.  



 
Simetría 



Correspondencia entre los puntos del plano o del espacio situados a uno y 
otro lado del centro, eje o plano de simetría y a la misma distancia de él. 
La casa presenta simetría en su volumen superior, sin embargo se pierde al 
agregar el volumen rectangular en la parte inferior derecha como muestra la 
fotografía Imagen número. 
 
Jerarquía 



Según Franklin Hernández en su libro “Estética Artificial”, la secuencia 
de importancia en un mensaje estético caracteriza en mucho el mensaje que 
se desee transmitir. El primer parámetro que se hace evidente en la 
percepción es la jerarquía. La primera necesidad de la jerarquía es la 
claridad. La Jerarquía que presenta la Casa de la Ciudad se presenta en el 
volumen principal de forma rectangular, no solo por su altura sino por su 
masa en relación con el entorno inmediato.  
 
Relación Planta Alzado 



Muestra una relación con dos volúmenes rectangulares tanto en planta 
como en alzado, se muestra en su fachada este y la fachada sur, generando 
relaciones entre volúmenes y espacios en planta.  
 



 
Fig. 5. Relación planta-alzado  Casa de la Ciudad. Elaboración del gráfico: Carolina Chacón, 
planta arquitectónica y fotografía: Róger Robles 
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Volumetría 
La volumetría anterior la presentaba un volumen rectangular de una sola 



planta con sencillez, pero muy reconocido en la época. En cambio, la 
volumetría actual: presenta un volumen cuadrado con una sustracción en su 
centro y una adición rectangular pequeña en la primera planta, demarcando 
su importancia en relación con el resto de edificios aledaños.  



 



 
Fig. 6. Casa de la Ciudad: Volumetría anterior y actual. Fuente: Carolina Chacón, fotografía 
de Fraser Pirie (izquierda), Róger Robles (derecha) 



 
 
La superficie de las 



fachadas ha sido cubierta con 
una pintura a base de aceite, 
su orden presenta un 
esquema análogo de color, 
por lo que, se le atribuye un 
sentido de unidad al ser 
visualizado, además existe 
una tríada de colores con el 
mismo matiz en diferente 
saturación, se complementa a 
esto los siguientes puntos. 



En el recorrido hacia el 
Edificio Pirie se pueden 
sustraer los colores más 
relevantes que interfieren en 
la percepción del espacio 
urbano. 
 
 



Fig. 7. Análisis cromático de la Casa de la Ciudad. 
Fuente: Manfred Robles 
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La superficie de las fachadas ha sido cubierta con una pintura a base de 
aceite, su orden presenta un esquema análogo de color, por lo que, se le 
atribuye un sentido de unidad al ser visualizado, además existe una tríada de 
colores con el mismo matiz en diferente saturación, se complementa a esto 
los siguientes puntos. 



En el recorrido hacia el Edificio Pirie se pueden sustraer los colores más 
relevantes que interfieren en la percepción del espacio urbano. 



La distribución del color en las edificaciones contiguas al Edificio Pirie 
denotan un esquema más homogéneo, ya que en las colindancias de la parte 
norte de la edificación se presentan colores más fríos, por lo que tienden a 
pasar desapercibidos, en la fachada sur las colindancias presentan fachadas 
con elementos menos ordenados, que sumado a colores más dinámicos crea 
más heterogeneidad en la percepción de la misma. 



En las fachadas, además estas se texturizan con elementos rectangulares 
lisos que recorren su totalidad, en una altura de 30 cm cada franja, que a la 
altura del peatón transfiere un punto de fuga, por lo que no existen elementos 
que interfieran en la percepción de la pared, lo que produce un efecto de un 
elemento vertical homogéneo.  



La acera presenta una modulación ortogonal que vista en conjunto con 
paredes atribuyen monotonía al desplazarse en las afueras de la edificación.  



En el interior predominan las texturas de la madera que se observa en el 
cielorraso y de forma abundante en el segundo nivel, donde es visible en la 
estructura, en los cielos y los pisos. Además en algunas paredes del segundo 
nivel se conservan algunos patrones de decoración.  



 
 



 
Fig. 8.  Texturas interiores y exteriores, Fuente: Manfred Robles 
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En relación con el sonido, la edificación se caracteriza por recibir la 
contaminación sonora que afecta a la zona actualmente ya que se encuentra  
en un cruce vial, entre la calle 5 y avenida 2, una de las principales arterias 
vehiculares de la ciudad donde se genera una gran concentración de 
vehículos en horas pico, además hay paradas de autobuses cerca por lo que 
este último medio de transporte es el que aumenta el nivel sonoro externo del 
inmueble.  



La Casa de la Ciudad se caracteriza no sólo por esos sonidos, sino 
también por el producto de sus actividades actuales, como la música, además 
a esto se suma el sonido de las campanas y los cantos de las eucaristías en la 
Catedral Nuestra Señora del Carmen (ubicada al frente de la Casa de la 
Ciudad). 



Todas estas particularidades estudiadas desde un punto de vista estético, 
permiten afirmar que la Casa de la Ciudad no ha perdido su valor, sino que  
con el pasar de los años se ha reafirmado como una edificación de gran 
imponencia en el contexto cartaginés.  



 
 



Valor científico 
El valor científico, según lo define la Carta de Burra,  “dependerá de la 



importancia de la información que exista, de su rareza, su calidad, su 
capacidad representativa, y el grado en el cual el lugar pueda aportar datos 
adicionales de gran substancia.” (ICOMOS Australia, 1981). 



El valor científico que posee el Edificio Pirie se basa en sus sistemas de 
construcción y los materiales empleados. Estas técnicas y materiales se 
encuentran actualmente en desuso, lo que le da gran valor a la antigua 
vivienda.  



El primer nivel, construido en la segunda mitad del siglo XIX, se 
construyó en calicanto y en algunas partes se incorporó el bahareque francés, 
técnica con la que se construyó la totalidad del  segundo nivel con una 
estructura de madera. Cuando existía solamente el primer nivel, la cubierta 
estaba constituida por tejas. Cuando se construyó el segundo nivel se puso 
lámina de hierro galvanizado con una estructura de cerchas de madera. 
 
 
Calicanto 



El calicanto consiste en  muros de piedras grueso, conformado por 
piedras grandes y pequeñas. En la colocación de las piedras se trataba de 
dejar las partes irregulares al interior y se unían mediante una mezcla de cal 
y arena que funcionaba como mortero. Cuando se obtenía la altura buscada 
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del muro se colocaba una hilada de ladrillos o baldosas de barro a todo lo 
ancho para aumentar la estabilidad estructural.  



Para los acabados finales en los 
muros se colocaba una capa gruesa 
de repello a base de cal y arena. 
Sólo en algunas construcciones más 
finas la piedra era trabajada e 
incluso canteada para evitar las 
imperfecciones. 



Este sistema constructivo era 
más resistente a las inclemencias  
del tiempo y a la humedad que otros 
sistemas constructivos de tierra y su 
contenido de cal servía para repeler 
insectos que pudieran atacar las 
estructuras. Poseía la desventaja de que su principal deterioro se daba a 
causa de la humedad y la erosión en la parte superficial por acción del viento 
y la lluvia.  



 
 



Bahareque francés 
El bahareque es la técnica mediante la cual se utiliza el barro como 



material de construcción, colocándolo para rellenar los espacios que 
quedaban entre los troncos con las que se levantaban las paredes de las 
viviendas.  



El bahareque francés lleva en su interior malla metálica, este sistema se 
identificó en la arquitectura republicana y tenía la ventaja de que se podían 
realizar fáciles adaptaciones exteriores.  



 
 



Etapas de Construcción 
El valor que posee esta edificación reside en el hecho de que haya 



resistido el terremoto de 1910, a pesar de que los sistemas utilizados no 
resultaron tan eficientes para otras edificaciones ante este tipo de eventos. El 
calicanto se utilizaba solamente en edificios de carácter civil, por lo que el 
uso de estos materiales en una vivienda le genera un valor agregado.  



De estos sistemas constructivos se puede rescatar el valor de la 
sostenibilidad bajo la cual se trabaja, ya que el producto fue un edificio que 
causaba mucho menor impacto al ambiente gracias a los materiales 



Imagen 9 Primer nivel de la Casa de la 
Ciudad construido en calicanto 
Fuente: Fraser Pirie 











Restauración del patrimonio construido 



 



442 



del muro se colocaba una hilada de ladrillos o baldosas de barro a todo lo 
ancho para aumentar la estabilidad estructural.  



Para los acabados finales en los 
muros se colocaba una capa gruesa 
de repello a base de cal y arena. 
Sólo en algunas construcciones más 
finas la piedra era trabajada e 
incluso canteada para evitar las 
imperfecciones. 



Este sistema constructivo era 
más resistente a las inclemencias  
del tiempo y a la humedad que otros 
sistemas constructivos de tierra y su 
contenido de cal servía para repeler 
insectos que pudieran atacar las 
estructuras. Poseía la desventaja de que su principal deterioro se daba a 
causa de la humedad y la erosión en la parte superficial por acción del viento 
y la lluvia.  



 
 



Bahareque francés 
El bahareque es la técnica mediante la cual se utiliza el barro como 



material de construcción, colocándolo para rellenar los espacios que 
quedaban entre los troncos con las que se levantaban las paredes de las 
viviendas.  



El bahareque francés lleva en su interior malla metálica, este sistema se 
identificó en la arquitectura republicana y tenía la ventaja de que se podían 
realizar fáciles adaptaciones exteriores.  



 
 



Etapas de Construcción 
El valor que posee esta edificación reside en el hecho de que haya 



resistido el terremoto de 1910, a pesar de que los sistemas utilizados no 
resultaron tan eficientes para otras edificaciones ante este tipo de eventos. El 
calicanto se utilizaba solamente en edificios de carácter civil, por lo que el 
uso de estos materiales en una vivienda le genera un valor agregado.  



De estos sistemas constructivos se puede rescatar el valor de la 
sostenibilidad bajo la cual se trabaja, ya que el producto fue un edificio que 
causaba mucho menor impacto al ambiente gracias a los materiales 



Imagen 9 Primer nivel de la Casa de la 
Ciudad construido en calicanto 
Fuente: Fraser Pirie 



Edificio Pirie Casa de la Ciudad 



 



443 



empleados y la técnica bajo la cual se construía, donde el desecho era 
mínimo. 
 
 



 
Fig. 10. Planta de primer y segundo nivel de la Casa de la Ciudad. Fuente: Carolina Chacón. 
Dibujo: Róger Robles 
 



El estudio de inmuebles de este tipo hace que el conocimiento de la 
manera en que se construía pueda ampliarse y no se pierda, además brinda 
criterios para criticar cuál es la trascendencia de la decisión de  prohibir la 
construcción bajo una técnica constructiva.  



Actualmente los daños que presenta la estructura se originan por un mal 
mantenimiento ante la falta de conocimiento de los sistemas constructivos. 
Los daños principales se presentan en los muros de calicanto que poseen 
altos niveles de humedad y algunas maderas de pisos se encuentran muy 
deterioradas. En general la estructura soportante y la de la cubierta no 
presentan daños graves.  



Esta vivienda sigue en pie con materiales que fueron prohibidos porque 
se consideraban poco resistentes a eventos sísmicos, no posee señales de 
deterioro estructural y sigue teniendo el valor y la imponencia en su contexto 
desde el momento en que fue construida.  
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Propuesta metodológica para el diagnóstico de daños 
El proyecto Edificio Pirie - Casa de la Ciudad: más que un inmueble, 



plantea dos etapas principales de desarrollo del contenido. La primera es el 
proceso de investigación como medio de recolección de datos e información 
pertinente para el desarrollo y análisis de su establecimiento en el paso de los 
años, y como segunda etapa se encuentra el levantamiento del estado actual 
de la Casa por medio del desarrollo de planos, fotografías entre otros datos, 
esto con el fin de llegar a determinar las variables que necesitan una 
intervención. 



La etapa investigativa, cuyos resultados son expuestos en la primera parte 
de este escrito, toma como fundamento la “Carta para la conservación de 
lugares de valor cultural”, conocida también como Carta de Burra, en donde 
se pretende destacar el Edificio Pirie como un inmueble que refleja y 
demuestra sus valores histórico, social, científico y estético. Acá la 
utilización del recurso oral representa un medio fundamental para la 
definición del marco histórico y social del inmueble, ya que, con el paso del 
tiempo, el Edificio Pirie ha logrado ocupar un lugar en la memoria colectiva 
cartaginesa, y es la familia de sus antiguos inquilinos y personajes de la 
comunidad en general los que mejor pueden detallar con sus anécdotas la 
forma en el edificio que impactó sus vidas. 



Dentro de esta primera fase será importante considerar el hecho de que 
La Casa de la Ciudad se encuentra en un punto privilegiado de Cartago. Su 
ubicación justo en frente de la Catedral y en la intersección de dos de las 
principales vías de la ciudad hace posible que el edificio pueda inducir a una 
regeneración de su contexto inmediato. Es por esta razón que se vuelve de 
vital importancia analizar no solamente la forma en que la ciudad ha 
impactado la casa, sino también la manera en que esta puede influir en el 
desarrollo cartaginés.  



El Edificio Pirie ha demostrado la resistencia en su estructura, luego de 
sufrir dos de los terremotos más fuertes en la Ciudad de Cartago, el 
terremoto de Santa Mónica y el de San Antolín. Sin embargo, el paso del 
tiempo y algunos cambios realizados en la edificación son ahora ejemplo del 
deterioro que ha dado, por lo que la segunda etapa del proyecto corresponde 
al diagnóstico del estado actual del inmueble. Esta etapa a su vez se 
subdivide en dos fases: el levantamiento del edificio y el diagnóstico de los 
daños. 



Dado a que la casa fue construida a mediados del siglo XIX y ha sido 
propiedad de varios entes públicos y particulares, los cuales efectuaron 
modificaciones a la casa no siempre teniendo conocimiento sobre lo que 
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hacían y sin dejar registro alguno sobre las intervenciones realizadas es que 
surge la necesidad de realizar un levantamiento exhaustivo del inmueble.  



Una vez completado el levantamiento se procede entonces a la detección 
de daños. En este proceso es necesario recorrer cada uno de los espacios, 
observando e identificando los principales problemas en pisos, paredes, 
cubiertas, materiales de la estructura, entre otros que se presenten, tales 
como problemas físicos, químicos u otros. Ubicados los males, a través de 
simbología establecida, se ubicaran en las plantas, cortes y elevaciones del 
edificio. Además, por medio del recurso fotográfico se podrán visualizar los 
principales daños encontrados en el inmueble. Detallando a través de 
imágenes el deterioro, y ubicándolos además en los planos.  



Al ser una edificación con mucho detalle y de un tamaño considerable, es 
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El proceso de diagnóstico no consiste únicamente en la observación de 
los males que aquejan a un edificio sino en identificar las causas de estas. 
Como sucede en toda construcción, el objeto arquitectónico es en realidad el 
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Conclusión 
El edificio Pirie y su entorno han sido partícipes de grandes  cambios, en 



los cuales el desarrollo de su imagen ha tenido gran incidencia en la 
conformación histórica de la Ciudad de Cartago. Este inmueble, ha reflejado 
su importancia no sólo al convertirse en una de las pocas edificaciones que 
sobrevivió a dos de los terremotos más significativos en la antigua capital de 
Costa Rica, sino por sus valores social, estético, científico e histórico. 



Este es un ejemplo de cómo la arquitectura, a través de un espacio, genera 
actividades que son importantes dentro de una trama urbana, destacando la 
estructura y su intención estética. 
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Resumen 
La presente propuesta  tiene por objetivo estudiar la arquitectura modesta con 



uso habitacional de los llamados “barrios del sur” del Cantón Central de San José, 
como elemento tangible del desarrollo urbano de este sector de la capital 
costarricense. 



La investigación se presenta como parte de los estudios subalternos, considera la 
existencia de una arquitectura habitacional popular entendida como testimonio de la 
presencia de estos sectores. Esta arquitectura es interpretada como arquitectura 
modesta, es la arquitectura que tradicionalmente ha sido excluida por juicios de 
valor erróneos.  El estudio de esta arquitectura se enmarca en el planteamiento de 
corredores históricos, estos son rutas significativas que reflejan los procesos de 
desarrollo del sitio en cuestión.  



Este tipo de estudios son un aporte al conocimiento de la arquitectura modesta, 
tanto su evolución histórica como su estado actual, lo que permite sistematizar la 
arquitectura existente y así tener un material de apoyo para la toma de decisiones 
sobre eventuales intervenciones en la zona.  



Palabras clave: Corredores históricos, Vivienda de madera, San José-Costa Rica 
 
Abstract 
The present proposal aims to study the modest architecture used for housing in 



the so called southern neighborhoods or “barrios del sur” of the Central District of 
San Jose, as a tangible element of the urban development in this sector of the Costa 
Rican capital.  



Research is presented as part of the subaltern studies.  It derives from the exist-
ence of popular housing architecture, understood as testimony of these sectors’ pres-
ence. This architecture is interpreted as “modest” and is the type of architecture that 
has traditionally been excluded based on judgments of mistaken value.  The study of 
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this type of architecture is framed within the proposition of historical belts, which 
are significant routes that show the development processes of the above-mentioned 
sectors.    



This type of studies are a contribution to the knowledge of modest architecture, 
its historical evolution and current state, allowing the systematization of the existing 
architectural structures, and therefore having material supports for decision making 
on eventual interventions in the area 



Keywords: Historical routes, building of the wood, San José-Costa Rica 
 
 
 



Introducción 
Esta investigación tiene por objetivo el análisis de la arquitectura 



habitacional construida en madera en los barrios del sur del Cantón Central 
de San José entre los años 1910 y 1955, período en el que se consolidan los 
barrios obrero-artesanales en estudio. Se inicia en 1910 por el auge de las 
migraciones internas que se suscita a raíz del terremoto acaecido en Cartago. 
Finaliza en 1955 con la creación de Instituto Nacional de Vivienda y 
Urbanismo (INVU). 1 



Los barrios en estudio son Barrio Los Ángeles, Cristo Rey, el Pacífico, 
La Dolorosa, San Cayetano, La Cruz, Güell y Barrio Luján (ver imagen 1). 
La tipología de las viviendas de madera conforma la imagen urbana de la 
zona, convirtiéndose en un elemento fundamental del entorno urbano. Esta 
arquitectura habitacional popular con carácter modesto, es interpretada como 
testimonio de la presencia de sectores subalternos. Tradicionalmente esta 
arquitectura se ha visto disminuida por los inmuebles de mayor jerarquía. 



La propuesta inicia con una reconstrucción histórica del desarrollo de los 
barrios en estudio, esto da pie a la realización de un inventario de 
arquitectura habitacional representativa. Al cruzar la información de la 
reconstrucción histórica con el inventario de inmuebles representativos, se 
obtuvo la información necesaria para pasar al tercer paso que consiste en el 
planteamiento de corredores históricos. 



                                                
1 Este artículo es extraído del proyecto “La vivienda de madera de los “barrios del sur” del 
Cantón Central de San José (1910-1955). Evolución histórica de la imagen urbana y análisis 
tipológico”, desarrollado por la autora para la Escuela de Historia de la Universidad de Costa 
Rica. Actualmente el tema continúa en desarrollo como Tesis para optar al título de Máster en 
Historia por la Universidad de Costa Rica. 
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Fig.1.  Delimitación del área de estudio 



 
 



Los estudios subalternos 
Los estudios subalternos fueron desarrollados por un grupo de 



historiadores de la India a partir de las propuestas planteadas por Ranahit 
Guha. Los estudios subalternos buscan ir más allá de las perspectivas 
estructuralistas, su objetivo es incluir en la producción histórica a los 
sectores que tradicionalmente han sido marginados,  por ejemplo, los 
campesinos y los sectores populares. 



Guha inicia sus estudios de los sectores subalternos en la década de 1970 
cuando denuncia el carácter elitista de la historiografía india, cuestiona el 
papel protagónico de los administradores británicos en la historia colonial, y 
el papel de ciertos sectores en la historia nacionalista. Este enfoque, según 
Guha, es “…incapaz de mostrar la contribución hecha por el pueblo por sí 
mismo, esto es,  independientemente de la élite.”2 



Guha explica que para poder realizar esta crítica, la historiografía no 
puede enmarcarse dentro del discurso dominante, en ese sentido Josep 
Fontana enfatiza que el planteamiento de Guha va más allá de ser un aporte a 
                                                
2 Ranahit  Guha, Las voces de la historia y otros estudios subalternos (Barcelona, 2002). p. 
10. 
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la historia de la India, más bien ayuda a dar un  nuevo enfoque a los estudios 
sobre los movimientos campesinos europeos o americanos. Enfatiza Fontana 
en que debe servir para repensar las bases mismas del trabajo histórico, y así 
escuchar todas las voces de la historia.3 



Por lo tanto, para efectos de esta propuesta se entienden por subalternos 
tanto a los sectores populares como a la arquitectura que desarrollan como 
solución a sus problemas habitacionales, arquitectura denominada como 
arquitectura modesta. 



 
 



La arquitectura modesta 
El término patrimonio hace referencia a un conjunto de bienes heredados, 



el patrimonio arquitectónico se refiere a aquellas obras que se relacionan con 
la identidad y la memoria del lugar. Según la Carta de Venecia, existe un 
patrimonio  con carácter de monumento, y un patrimonio con carácter 
modesto. Es importante señalar que tradicionalmente se identifica como 
patrimonio arquitectónico al que tiene carácter monumental, siendo poco 
valorado el patrimonio con carácter modesto. 



Para el caso latinoamericano, el estudio del patrimonio modesto ha sido 
desarrollado principalmente por estudiosos argentinos, por ejemplo, los 
arquitectos Ramón Gutiérrez y Marina Waisman. Ramón Gutiérrez4 indica 
que la tradicional imagen del “monumento histórico” que pervivió desde el 
siglo XIX se ha visto modificada. Ya no solo es patrimonio aquello que tiene 
escala monumental, el auge de la historia cultural implicó un cambio en los 
objetos que pueden ser considerados valiosos desde el punto de vista 
patrimonial. Además de la escala del objeto, la vinculación con la 
comunidad se torna importante. 



Waisman enfatiza en la ocupación del espacio urbano en relación con el 
tipo edilicio, explica que la vivencia no es la misma en una calle con 
fachadas continuas que en una ciudad jardín: “El tipo de edificio es, por lo 
tanto, un valor patrimonial y un elemento que puede servir de guía para una 
intervención.”5 Valiosa cita para el planteamiento del presente proyecto, ya 
que lleva a reflexionar sobre la importancia no solo del objeto arquitectónico 
en sí mismo, sino en su entorno inmediato, es decir, el espacio urbano.  



                                                
3 Ibid. pp. 15-16. 
4 Ramón Gutiérrez, "Valoración del patrimonio arquitectónico no monumental," Escala, n° 
20, 1992. 
5 Marina Waisman. "El patrimonio modesto: reconocimiento y reutilización." Escala, n° 20, 
1992, p. 4. 
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Por lo tanto, para efectos de la presente investigación se considera 
patrimonio modesto tanto las viviendas de madera en estudio, como los 
barrios como conjunto. Además, las viviendas serán valoradas como 
elementos de acompañamiento de los edificios de mayor jerarquía, por 
ejemplo, la Estación del Ferrocarril al Pacífico. 



 
 



Los corredores históricos 
Los corredores históricos son paisajes lineales que reflejan la formación 



de una zona específica a través de los años. Por este motivo los corredores 
históricos se definen por criterios derivados de su funcionalidad como 
conectores, o por su estructura. Un corredor une manchas que pueden ser 
desde extensiones de cultivos hasta conjuntos de viviendas o edificios de 
mayor escala. Así un corredor histórico puede definirse como: 



[...] una ruta significativa que se formó a través de los años para trasladar 
personas o bienes, presenta evidencia de que el medio natural ha sido 
modificado por el hombre y se constituye como un paisaje cultural.6. 



En síntesis, partimos de un objeto de estudio definido como arquitectura 
modesta que forma parte de un todo que son los barrios. Esta arquitectura se 
considera subalterna por haber sido construida por sectores populares, 
además, sus características la excluyen del concepto tradicional de 
patrimonio. Finalmente, los corredores históricos permiten realizar una 
lectura de la actualidad en la zona de estudio, y comprender su evolución 
histórica. 



 
 



El inventario de arquitectura representativa 
Si bien el trabajo parte de la construcción de una reseña histórica, donde 



las entrevistas y los documentos que se conservan en el Archivo Nacional 
fueron de gran importancia, la realización de un inventario de arquitectura 
representativa es fundamental, ya que el inventario permite establecer la 
relación entre el desarrollo histórico de la zona y su actualidad. En este caso, 
por tratarse de un estudio de la imagen urbana para establecer corredores 
históricos, el inventario se limita al exterior de las viviendas. 



Con este fin se diseñó una ficha de inventario que incluye las siguientes 
variables:  
                                                
6 Alberto Martorell Carreño, "Paisajes e Itinerarios Culturales: conceptos independientes que 
enriquecen la teoría y la práctica de la conservación cultural " in The CIIC Scientific 
Magazine.En: www.esicomos.org  
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 Datos de ubicación del inmueble (provincia, cantón, distrito, barrio) 
 Estado de conservación: corresponde a una valoración externa del 



inmueble donde se observa la integridad (grado de transformación 
del inmueble) y su estado general. 



 Materiales: se incluye un registro de materiales en piso exterior, 
zócalo, paredes, puertas, ventanas, columnas y cubierta. 



 Conformación: vivienda colectiva o multifamiliar, vivienda 
unifamiliar y tipo de transición con el espacio urbano (retiros o 
corredor). 



En total se incluyeron en el inventario 92 viviendas distribuidas de la 
siguiente forma: 12 en Barrio Los Ángeles, 20 en Cristo Rey, 6 en Barrio 
Carit, 8 en Barrio La Dolorosa, 6 en el Barrio de la Estación al Pacífico, 19 
en Barrio San Cayetano, 2 en Barrio La Cruz, 3 en Barrio Güell y 16 en 
Barrio Luján. 



 
 



 
Fig.2.  Ejemplo de ficha de inventario 
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Fig.3. Distribución de los inmuebles inventariados 



 
 



Los orígenes de San José, los barrios del sur y su arquitectura 
habitacional 



San José tiene sus orígenes hacia el año 17377 cuando se construye la 
ermita para la Ayuda de Parroquia de San José de la Boca del Monte. Dicha 
ayuda parroquial tenía por objetivo brindar los servicios religiosos a los 
habitantes del Valle de Aserrí. Como lo indica Quesada Avendaño,8 el sitio 
elegido para levantar esta edificación religiosa era un punto estratégico como 
ruta de paso, comercio y descanso entre las poblaciones existentes.  



En el año 1769 la Ayuda de Parroquia pasa a ser Parroquia, en 1781 se 
finaliza la construcción de una nueva iglesia frente a la cual se crea una 
plaza, ambos se ubicaban donde hoy se encuentran la Catedral Metropolitana 



                                                
7 En el año 1951 la Academia de Geografía de Historia de Costa Rica define como fecha 
oficial de la fundación de la ciudad de San José el 21 de mayo de 1737, cuando se nombra la 
primera autoridad en la Ayuda de Parroquia de San José de la Boca del Monte. Cleto 
González Víquez, Francisco María Núñez, and Luis Demetrio Tinoco, San José y sus 
comienzos: documentos fundamentales. (San José, Costa Rica, 1987). p. 53. 
8 Quesada Avendaño, La modernización entre cafetales. San José, Costa Rica, 1880-1930. 
p.21. 



Los “barrios del sur” del Cantón Central de San José 453 



 
Fig.3. Distribución de los inmuebles inventariados 



 
 



Los orígenes de San José, los barrios del sur y su arquitectura 
habitacional 



San José tiene sus orígenes hacia el año 17377 cuando se construye la 
ermita para la Ayuda de Parroquia de San José de la Boca del Monte. Dicha 
ayuda parroquial tenía por objetivo brindar los servicios religiosos a los 
habitantes del Valle de Aserrí. Como lo indica Quesada Avendaño,8 el sitio 
elegido para levantar esta edificación religiosa era un punto estratégico como 
ruta de paso, comercio y descanso entre las poblaciones existentes.  



En el año 1769 la Ayuda de Parroquia pasa a ser Parroquia, en 1781 se 
finaliza la construcción de una nueva iglesia frente a la cual se crea una 
plaza, ambos se ubicaban donde hoy se encuentran la Catedral Metropolitana 



                                                
7 En el año 1951 la Academia de Geografía de Historia de Costa Rica define como fecha 
oficial de la fundación de la ciudad de San José el 21 de mayo de 1737, cuando se nombra la 
primera autoridad en la Ayuda de Parroquia de San José de la Boca del Monte. Cleto 
González Víquez, Francisco María Núñez, and Luis Demetrio Tinoco, San José y sus 
comienzos: documentos fundamentales. (San José, Costa Rica, 1987). p. 53. 
8 Quesada Avendaño, La modernización entre cafetales. San José, Costa Rica, 1880-1930. 
p.21. 











Restauración del patrimonio construido 454 



y el Parque Central respectivamente. Es a partir de este momento cuando 
empiezan a ubicarse alrededor de la iglesia y la plaza edificios como el 
cabildo, como parte de este proceso también las familias de la élite empiezan 
a asentarse en los alrededores del naciente centro josefino.9 



En 1823 San José adquiere el título de capital, pero será hasta 1850 que 
según Quesada Avendaño, inicie un cambio cultural de la mano de los 
ideales de europeización de la élite cafetalera que ostentaba el poder político 
y comercial.  



En 1858 se aprueba un proyecto que va a ser fundamental en la forma en 
que se distribuyen los grupos sociales en la zona en estudio, se trata del 
proyecto de construcción de la primera cañería de hierro. El diseño de la 
misma estuvo a cargo del ingeniero Francisco Kurtze, sin embargo, no se 
pudo llevar a cabo. Será hasta 1865 cuando se retome el proyecto, se 
mantiene la propuesta de Kurtze, pero es ejecutada por el ingeniero y 
arquitecto mexicano Ángel Miguel Velásquez.10  



Es importante indicar que los tanques de abastecimiento y purificación se 
construyeron al noreste de la ciudad, actualmente existen y se ubican 
contiguos al Hospital Calderón Guardia, en lo que hoy es Barrio Aranjuez. 
De ahí el agua, que era tomada de la acequia del Río Tiribí, se llevaba hasta 
fuentes ubicadas en el centro de la ciudad, el sector sur de la ciudad no 
recibía este servicio. El proyecto de iluminación eléctrica del año 1884 
también se limitó al sector norte de San José, específicamente al sector 
aledaño a la Estación del Atlántico, el ingreso a la ciudad. Incluía también el 
centro de la ciudad en sectores como el Parque Central.11  



Consecuentemente, es desde mediados del siglo XIX, cuando se reafirma 
la segregación espacial de San José, al norte y al centro se ubicaban las 
familias con más recursos económicos, por lo tanto, eran quienes podían 
costear la instalación del servicio de agua, mientras que el sector sur, donde 
ya se ubicaban las familias pobres en la zona llamada La Puebla, reafirmará 
en ese momento la vocación de esas tierras, destinadas a quienes tenían 
menos recursos económicos. 



Álvarez y Gómez enfatizan en la actividad religiosa como un elemento 
aglutinador de la población, mencionan que a mediados del siglo XIX se 
forman núcleos de población alrededor de las iglesias, cada una contaba con 
plaza o plazoleta.12 De esta forma en la década de 1870 se consolidan los 
                                                
9 Ibid. 
10 Quesada Avendaño, La modernización entre cafetales. San José, Costa Rica, 1880-1930. p. 
63. 
11 Álvarez Masís and Gómez Duarte, San José de antaño, distrito Catedral 1890-1940. p. 40. 
12 Álvarez Masís and Gómez Duarte, San José de antaño, distrito Catedral 1890-1940. p 32. 
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9 Ibid. 
10 Quesada Avendaño, La modernización entre cafetales. San José, Costa Rica, 1880-1930. p. 
63. 
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núcleos poblacionales alrededor de las nuevas iglesias de La Dolorosa y La 
Soledad.13 Este núcleo poblacional coincide con la llamada Calle de Ronda 
la cual marcaba el perímetro de la ciudad. Se delimitaba con las actuales 
calles 7 y 4, y las avenidas 7 y 10. 



Actualmente el sector de La Soledad se ha tornado un espacio comercial, 
en el caso de la Dolorosa en la actualidad ha sufrido un importante cambio 
en el uso del suelo y se  volvió una zona comercial por excelencia. El 75% 
de las viviendas inventariadas están muy transformadas, se trata de 
inmuebles en los que hoy conviven viviendas y actividades comerciales. El 
cambio en el uso implicó colocar cortinas metálicas en puertas y ventanas en 
algunos casos, lo que altera sensiblemente la imagen del sitio. Es muy 
común que se trate de viviendas colectivas donde la esquina, que tiene corte 
en chaflán, se dedica al comercio tal y como se aprecia en la imagen 
siguiente. 



 



 
Fig.4.  Inmueble con uso comercial y habitacional, barrio La Dolorosa 



 
 
El sector llamado Turrujal, hoy parte de Barrio Luján, es mencionado en 



los documentos desde el año 1825 cuando es descrito como un sector aislado 
y alejado de la ciudad.14 La extensión del barrio de la Soledad dio lugar al 
asentamiento llamado Turrujal. Fue en el año 1892 cuando Pantaleón 
Córdoba propone construir y ampliar las calles del sureste de la zona de la 
Soledad, cerca de la calle llamada Turrujal.  Varias propiedades del barrio 
fueron compradas por Arturo Wolf, dueño del aserradero “National Lumber 
Company” fundado en el año 1906, y su filial de proyectos habitacionales 



                                                
13 Ibid. p. 39. 
14 Ibid. p. 93 
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“The Costa Rica Lumber Farm & Contracting Co.”15, quien segregó y 
lotificó los terrenos.16 



Las casas que vendía Wolf eran de madera. La materia prima venía del 
aserradero que él mismo tenía en las inmediaciones de la Estación al 
Pacífico. Wolf junto con el Ingeniero Jaime Carranza, tuvieron un 
importante papel en la construcción de viviendas en los barrios obreros de 
San José: 



Por las nuevas construcciones nos hemos preparado empleando fuertes 
sumas, comprometiendo así capital propio y ajeno, para ese mismo objeto se 
han instalado aserraderos del lado del Pacífico y del Atlántico, a un costo de 
sumas no despreciables; contando con el trabajo que se impone hase [sic] 
preparado también el comerciante; y ciertos gremios de obreros aguardan lo 
que les corresponderá por su trabajo, en asocio del empresario y del 
capitalista.17 



Por lo tanto, Wolf y Carranza defienden la construcción de las viviendas 
de madera pues consideran que es la mejor opción para las personas de bajos 
recursos, a la vez, enfatizan en la fuente de trabajo que significan los 
aserraderos en una zona donde habitaban familias de escasos recursos.  



Un dato importante sobre la nomenclatura del barrio es el cambio que se 
da en la década de 1930 cuando Turrujal pasa a llamarse Barrio Luján, 
nombre que conserva hasta la actualidad. El cambio se dio como una forma 
de dar homenaje al Lic. José Luján Mata, Gobernador de San José que 
realizó importantes gestiones en beneficio del barrio, destacando el servicio 
de agua potable. 



Según el inventario realizado, un 87% de las viviendas inventariadas en 
Barrio Luján se encuentran poco transformadas. Las intervenciones 
básicamente corresponden a cambios en puertas y ventanas, principalmente 
la colocación de rejas. Un 62% de las casas inventariadas se encuentra en 
buen estado. En términos generales, Barrio Luján es el barrio que tiene las 
viviendas en mejor estado de conservación, esto puede deberse al sentido de 
identidad que caracteriza al sitio y a su clara organización comunal que se ve 
reflejada en la existencia de la Junta Progresista.18 



 
 



                                                
15 Altezor Fuentes, Arquitectura urbana en Costa Rica: exploración histórica 1900- 1950. p. 
106. El aserradero se encontraba entre calles 5 y 7, avenidas 20 y 22. 
16 Abarca Zamora et al., "San José-Ensanches 1900-1941". p. 93. 
17 ANCR, Serie Congreso, nº 10793, 30 de mayo de 1911, folio 3v 
18 Las Juntas Progresistas fueron sustituidas por las Asociaciones de Desarrollo Comunal, sin 
embargo, Barrio Luján conserva la organización tradicional. 
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Fig.5.  Vivienda en Barrio Luján 



 
El Barrio Carit, cuyo núcleo original se encontraba entre avenidas 24 a 



28, y calles 0 a 4,19 nace como una iniciativa para dotar de vivienda a un 
sector social compuesto por viudas y artesanos pobres. El nombre del barrio 
hace referencia al médico de origen francés Adolfo Carit, quien donó 30 
lotes a la Municipalidad en el año 1909, su objetivo era que estos lotes se 
destinaran a artesanos pobres. En el año 1910 Carit donó otros 31 lotes, estos 
serían para viudas pobres.20 El requisito era construir una casa en el lote en 
un plazo mínimo de dos años. 



 



 
Fig.6. Vivienda multifamiliar en Barrio Carit 



 
Según el inventario, en Barrio Carit las intervenciones en los inmuebles 



no son radicales desde el punto de vista de imagen urbana en la mayoría de 
los casos, y más bien corresponden a cambios de puertas y ventanas. El tipo 
                                                
19 Abarca Zamora et al., "San José-Ensanches 1900-1941". p. 161. 
20 Quesada Avendaño, La modernización entre cafetales. San José, Costa Rica, 1880-1930. p. 
98. 
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de vivienda presenta una distribución uniforme, la mitad son multifamiliares 
y la mitad unifamiliares. En las multifamiliares hay viviendas desde dos y 
hasta nueve viviendas, tal y como se aprecia en la imagen. 



Barrio Keith corresponde al barrio que hoy se conoce como Cristo Rey. 
Azálea Montero ubica la aparición del asentamiento de lo que actualmente es 
Barrio Cristo Rey en relación con la construcción del Ferrocarril al Pacífico. 
Las labores de carga y descarga de las bodegas del ferrocarril, y la oferta de 
trabajo generada por los aserraderos, atrajeron una importante cantidad de 
obreros que encontraron en los baldíos de los alrededores alojamiento 
gratuito, para Montero, estos asentamientos fueron el inicio del actual Cristo 
Rey.21 



Sin embargo, desde 1875 este lugar estaba habitado y era conocido como 
“El Polvorín” porque ahí se ubicaban las reservas de pólvora de la familia 
Tinoco, por ese motivo el lugar se llamaba Barrio La Pólvora. 
Posteriormente el nombre se cambió a Barrio Keith porque dicha familia era 
la propietaria del lado oeste del barrio, estos vendían lotes a familias de 
escasos recursos económicos a precios accesibles.22 



Históricamente Cristo Rey ha sido uno de los barrios más poblados, esto 
se ve reflejado en el inventario donde se observa que los inmuebles se 
encuentran muy transformados, las modificaciones que se han realizado a 
estas viviendas corresponden principalmente a divisiones, por ejemplo, 
viviendas que originalmente fueron dúplex (dos viviendas) hoy se componen 
de cuatro viviendas. 
 



 
Fig.7.  Vivienda multifamiliar en Barrio Cristo Rey 



 



                                                
21 Montero García, "La renovación urbana de los antiguos barrios de San José. Propuesta de 
intervención para el barrio de Cristo Rey." p. 38. 
22 Ibid. 











Restauración del patrimonio construido 458 



de vivienda presenta una distribución uniforme, la mitad son multifamiliares 
y la mitad unifamiliares. En las multifamiliares hay viviendas desde dos y 
hasta nueve viviendas, tal y como se aprecia en la imagen. 



Barrio Keith corresponde al barrio que hoy se conoce como Cristo Rey. 
Azálea Montero ubica la aparición del asentamiento de lo que actualmente es 
Barrio Cristo Rey en relación con la construcción del Ferrocarril al Pacífico. 
Las labores de carga y descarga de las bodegas del ferrocarril, y la oferta de 
trabajo generada por los aserraderos, atrajeron una importante cantidad de 
obreros que encontraron en los baldíos de los alrededores alojamiento 
gratuito, para Montero, estos asentamientos fueron el inicio del actual Cristo 
Rey.21 



Sin embargo, desde 1875 este lugar estaba habitado y era conocido como 
“El Polvorín” porque ahí se ubicaban las reservas de pólvora de la familia 
Tinoco, por ese motivo el lugar se llamaba Barrio La Pólvora. 
Posteriormente el nombre se cambió a Barrio Keith porque dicha familia era 
la propietaria del lado oeste del barrio, estos vendían lotes a familias de 
escasos recursos económicos a precios accesibles.22 



Históricamente Cristo Rey ha sido uno de los barrios más poblados, esto 
se ve reflejado en el inventario donde se observa que los inmuebles se 
encuentran muy transformados, las modificaciones que se han realizado a 
estas viviendas corresponden principalmente a divisiones, por ejemplo, 
viviendas que originalmente fueron dúplex (dos viviendas) hoy se componen 
de cuatro viviendas. 
 



 
Fig.7.  Vivienda multifamiliar en Barrio Cristo Rey 



 



                                                
21 Montero García, "La renovación urbana de los antiguos barrios de San José. Propuesta de 
intervención para el barrio de Cristo Rey." p. 38. 
22 Ibid. 



Los “barrios del sur” del Cantón Central de San José 459 



Los terrenos donde se ubica Barrio San Cayetano corresponden al antiguo 
Rastro Municipal, otra parte de las tierras era propiedad de Francisco Peralta. 
En 1928 ya existía en el barrio un proyecto de casas baratas que se 
mantienen hasta el día de hoy, son las llamas “Casas del Gobierno”, 
ubicadas entre avenidas 26 y 28, y calle 9. Son aproximadamente 30 casas 
con el mismo diseño: viviendas de madera con aguas laterales, corredor, 
retiros laterales y zaguán. 



 



 
Fig.8.  Casa del Gobierno, San Cayetano 



 



 
Fig.9. Casas al sur de la iglesia de San Cayetano 



 
El inventario indica que Barrio San Cayetano presenta una configuración 



muy particular, sus viviendas tienen distintas tipologías que en algunos casos 
definen sectores. El conjunto dominante es el de las llamadas Casas del 
Gobierno, hacia el sur de la Iglesia de San Cayetano, donde el terreno se 
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vuelve empinado debido a la presencia del Río Ocloro, hay  un conjunto de 
viviendas caracterizadas por su adaptación a la pendiente mediante zócalos. 
Además, se trata de viviendas con fachadas con dimensiones mínimas y con 
una composición de puerta y una ventana. En general, las casas están poco 
intervenidas y bien conservadas. 



El sector donde se ubican hoy los Barrio La Cruz y Güell perteneció a 
Santiago Güell, sus propiedades comprendían los terrenos ubicados entre 
calles 11 y Calle a Desamparados, y avenidas 22 y 28. Güell le dio impulso a 
la urbanización en este sector, en 1928 sus terrenos estaban loteados.23 El 
nombre del Barrio La Cruz  se debe a la colocación de una cruz de cemento 
al final de la calle 11 en el año 1961, sin embargo, el barrio se conocía con 
ese nombre desde la década de 1930.24 El inventario  demostró que este 
sector se encuentra muy intervenido, ya que ha cambiado su uso de 
habitacional a comercial. 



 



 
Fig. 10 Vivienda en Barrio Güell 



 
Barrio Los Ángeles tiene su origen en el llamado Barrio La Constructora. 



La Ley de ensanches se promulga en 1887 bajo el gobierno de Bernardo 
Soto, es precisamente Soto quien destina terrenos de su propiedad para dar 
lugar a los primeros ensanches. Una parte de estos terrenos se ubicaban hacia 
el noreste de la ciudad, en la zona que actualmente es Barrio Aranjuez. La 
otra parte correspondía a terrenos ubicados en el distrito Hospital25 y 



                                                
23Alejandro Bonilla Castro and Yeimy Calvo Ramírez, Una “Colección” de barrios: historia 
y evolución de Barrio La Cruz y Barrio San Cayetano. (San José, Costa Rica, 2009). p. 8. 
24 Ibid. p. 15. 
25 El Hospital San Juan de Dios se inaugura en el año 1887 
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24 Ibid. p. 15. 
25 El Hospital San Juan de Dios se inaugura en el año 1887 
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permitió prolongar las avenidas 9, 10 y 12 oeste, y las calles 14, 16 y 17 
sur.26  En 1891 se describen estas tierras de la siguiente forma: 



[...]está la propiedad, por lo módico de su precio, más al alcance de la 
gente pobre y por allí se extenderá la población, dándole más ornato con las 
nuevas construcciones que harán de ese lado.27 



En el barrio aledaño a la iglesia de La Dolorosa había un rastro y unos 
lavaderos municipales, lo que fomentó el poblamiento en el barrio que 
posteriormente se llamaría “La Constructora”, los terrenos donde se ubicaba 
hoy forman parte de Barrio Los Ángeles. El nombre La Constructora se debe 
a que cerca del lugar se encontraba la empresa constructora perteneciente a 
Adela viuda de Jiménez.28 



Actualmente el barrio ha cambiado su uso a comercial. En el tipo de 
vivienda, tienen mayor presencia las viviendas colectivas o multifamiliares, 
estas responden a construcciones que buscan una economía en el uso de 
materiales e instalaciones. En los inmuebles inventariados en Barrio Los 
Ángeles encontramos que un 75% son colectivos o multifamiliares, y un 
25% son individuales o unifamiliares. Precisamente las viviendas 
multifamiliares esquineras son las que combinan comercio con vivienda, 
generalmente se aprovecha la esquina para ubicar ahí el local comercial. El 
tratamiento de la esquina suele ser un corte en chaflán. 



 



 
Fig.11. Vivienda en Barrio Los Ángeles 



 



                                                
26 Quesada Avendaño, La modernización entre cafetales. San José, Costa Rica, 1880-1930. 
pp. 91 y 93. 
27 Memoria de Gobernación, Policía y Fomento, 1891. San José: Tipografía Nacional, 1891. 
Citado por: Ibid. p. 91. 
28 Abarca Zamora et al., San José-Ensanches 1900-1941. p. 161. 
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El barrio del Pacífico está directamente relacionado con el 
establecimiento de la Estación del Ferrocarril. Es en el año 1882 durante el 
gobierno de Tomás Guardia, cuando se decide iniciar la construcción del 
Ferrocarril al Pacífico. Luego de varios tropiezos, el proyecto toma fuerza en 
1897 y se inaugura en 1910. El desarrollo del ferrocarril implica la necesidad 
de una estación. La Estación del Ferrocarril al Pacífico se construye en 1941. 
Esta estación fue ubicada en los lotes baldíos de la Municipalidad, la 
disposición favorece la aparición de la industria, específicamente aserraderos 
que encontraron en el ferrocarril un medio de transporte, y que a  la vez 
proporcionaron fuentes de empleo.29 La construcción de la Estación al 
Pacífico implicó la demanda de mano de obra no calificada, como es el caso 
de quienes trabajan en labores de carga y descarga, y en los comercios que se 
desarrollan a su alrededor. 



Según el inventario, en este sector las viviendas, a pesar de que se 
encuentran muy transformadas, se conservan en buen estado. Una 
característica particular es que las construcciones, al estar inmediatas a la 
línea del ferrocarril, se encuentran elevadas del nivel de la calle, lo que 
define una imagen particular. 



 



 
Fig.12.  Barrio Pacífico, nivel de la calle y las viviendas 



 
Al realizar un balance general de los nueve barrios inventariados, se 



observa que en Barrio Carit es donde hay un mayor porcentaje de viviendas 
sin transformar, la mayoría de viviendas poco transformadas se ubican en los 



                                                
29 Montero García, "La renovación urbana de los antiguos barrios de San José. Propuesta de 
intervención para el barrio de Cristo Rey." p. 38. 
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29 Montero García, "La renovación urbana de los antiguos barrios de San José. Propuesta de 
intervención para el barrio de Cristo Rey." p. 38. 
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barrios Luján, Güell, La Cruz y San Cayetano. La mayor concentración de 
viviendas muy transformadas se encuentra en los barrios Los Ángeles, Cristo 
Rey, Pacífico y La Dolorosa; principalmente en Los Ángeles y La Dolorosa 
los cambios responden a la introducción de actividades comerciales. 



El estado general de los inmuebles indica que las edificaciones se 
encuentran con mejor grado de conservación en los barrios Cristo Rey, Carit, 
Pacífico, San Cayetano, Güell y Luján. Los barrios donde los edificios están 
con un grado mayor de deterioro son Los Ángeles, Dolorosa y La Cruz, 
precisamente son los barrios donde se ha dado un mayor cambio en el uso 
del suelo. 



 
 



Los corredores históricos de los barrios del sur de San José 
El objetivo de los corredores históricos es identificar las rutas 



significativas en el desarrollo de un sitio. En este caso, se busca sintetizar los 
ejes de desarrollo de los barrios del sur, esto implica identificar calles y 
avenidas  que se convirtieron en ejes principales de la zona, y edificaciones 
hito que promovieron el desarrollo del lugar. 



De esta forma, los corredores históricos de los barrios del sur de San José 
son los siguientes: 



Corredor  Calle de Ronda: este corredor no tiene un eje específico, su 
objetivo es enfatizar en los antiguos barrios que antecedieron a los actuales 
barrios del sur. Este corredor se estructura a partir de hitos que corresponden 
a escuelas e iglesias, además tiene un importante componente intangible ya 
que remite a lugares que han cambiado su configuración notablemente. 



 



 
Fig.13.  Corredor Histórico de la Calle de Ronda 
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Este corredor incluye los siguientes barrios: La Puebla (ya no existe), La 
Dolorosa, La Soledad y La Constructora (hoy Barrio Los Ángeles). En este 
corredor hay dos iglesias que son hitos y fomentan el desarrollo de la zona 
desde mediados del siglo XIX: la Iglesia de Nuestra Señora de La Soledad y 
la Iglesia de Nuestra Señora La Dolorosa. 



 
 



Corredor Calles 10 y 12: incluye los barrios Los Ángeles y Keith, hoy 
Cristo Rey. La calle 12 es el eje sobre el cual se desarrolló Barrio Keith, 
sobre esta vía se encuentran conjuntos de viviendas multifamiliares que 
definen la imagen urbana del sitio. Además, esta calle es el eje que relaciona 
Barrio Keith con Barrio Constructora, este segundo barrio fue el antecedente 
de Barrio Los Ángeles. Cuando a inicios del siglo XX se construyen la 
Escuela Mauro Fernández y la iglesia de Los Ángeles, se impulsa el 



Fig. 14 (izquierda) Corredor Histórico Calles 10 y 12. 
Fig. 15 (derecha). Corredor Histórico Calle Central. 
Fig. 16. (derecha) Corredor Histórico Calles 9 y 11 
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crecimiento de la población en este sitio, creando de esta forma un recorrido 
continuo. La calle 10 es el límite este del Barrio Cristo Rey, a la vez es la vía 
sobre la cual se ubican las bodegas del Ferrocarril. 



Corredor Calle Central: Este corredor comprende los barrios Carit y El 
Pacífico. La calle 0 o Calle Central constituye el límite este de Barrio Carit, 
hoy en día esta calle se ha vuelto un punto de dispersión, al haber sido 
ensanchada para dar paso a la carretera que comunica con San Sebastián 
generó una ruptura entre Barrios Carit y San Cayetano. 



Este barrio, al igual que Keith, también surge como parte de una 
iniciativa privada, con la diferencia de que se trató de una donación por parte 
del Dr. Carit. La calle cero también atraviesa parte del Barrio El Pacífico, y 
en su sector norte comunica este corredor con el de la Calle de Ronda. El 
hito de este corredor histórico es la Estación del Ferrocarril Eléctrico al 
Pacífico. 



Corredor Histórico Calles 9 y 11: este corredor hace referencia a 
Colección,  calificativo original de la hoy llamada Plaza González Víquez, a 
la vez, Colección remite al antiguo crematorio que se ubicaba en esa zona. 
Otro componente intangible es la existencia del Rastro Municipal en el lugar 
donde hoy está San Cayetano.  



Colección comprendía los alrededores de la plaza del mismo nombre y 
parte de las tierras que hoy corresponden a los barrios Güell, La Cruz y San 
Cayetano. Sus ejes de  desarrollo son las calles 9 y 11 en las que se ubican 
las tierras que pertenecieron a Arturo Wolf y que al ser loteadas dieron inicio 
a este barrio. En este sector se desarrollaron proyectos de vivienda 
económica. Desde el punto de vista del trazado urbano, las calles 9 y 11  se 
caracterizan por tener un ancho de aproximadamente 20m, medida mayor 
que otras calles del sur de San José. Esto indica que al momento de trazar los 
proyectos de vivienda se previó el crecimiento de la ciudad. 



Los hitos de este corredor son la Plaza González Víquez, el Liceo de 
Costa Rica,  la iglesia de San Cayetano y el estado de beisbol Antonio 
Escarré.  Este corredor también tiene estrecha relación con el Corredor 
Histórico de la Línea Férrea. 



Corredor Histórico Avenida 14: comprende el Barrio Turrujal y su 
ensanche Barrio Luján. Esta avenida remite a la zona con más población del 
barrio Turrujal, por lo tanto al sector donde se concentraban las acciones por 
mejorar el servicio de agua, electricidad y vías de comunicación. A la vez, la 
irregularidad de esta vía respecto al trazado original muestra que el 
desarrollo del barrio obedeció a iniciativas particulares. En las viviendas hay 
ejemplos de casas unifamiliares y multifamiliares. El hito de este corredor es 
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la Escuela República de Chile, fue diseñada por el arquitecto José María 
Barrantes y tiene influencia estilística del neocolonial y el art-decó. 
 



 
 



Corredor Histórico Línea Férrea: es el corredor que enlaza los cinco 
corredores anteriores, lo que demuestra la multidireccionalidad de los 
corredores históricos. La construcción de la línea finalizó en el año 1910, 
favoreció el desarrollo de actividades económicas en sus alrededores que a 
su vez se convirtieron en fuentes de trabajo, por ejemplo, las bodegas del 
ferrocarril y los aserraderos. 



La línea recorre parte de la avenida 20, entre las calles 0 y 11, sector en el 
cual impulsó el desarrollo del barrio conocido como El Pacífico. A la vez, 
atraviesa la Plaza González Víquez para luego cruzar parte del antiguo 
Turrujal, hoy Barrio Luján. Hacia el sur de la estación y patios del ferrocarril 



Fig. 17 (izquierda) Corredor Histórico Avenida 14 
Fig. 18 (central). Corredor Histórico Línea Férrea 
Fig. 19. (derecha) Corredores históricos de los barrios del sur de San José 
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se vieron favorecidos los vecinos de los barrios Keith y Carit, muchos 
encontraron trabajo en los aserraderos o en las actividades de carga y 
descarga del ferrocarril. El hito de este corredor es la Estación del Ferrocarril 
al Pacífico que data del año 1941, es diseño del arquitecto José Francisco 
Salazar y su influencia estilística es art-decó. 



 
 



Conclusiones 
Las etapas de desarrollo demuestran que el crecimiento del sector sur de 



San José obedece a la necesidad de vivienda, no obstante, va de la mano de 
un importante sector de servicios que se desarrolla a partir del Ferrocarril al 
Pacífico.  



Al estudiar la evolución de cada barrio se detectó que parte de su 
nomenclatura original está en desuso, e inclusive ha sido olvidada, cuando 
en realidad  la forma en que históricamente han sido llamados los barrios es 
parte de su patrimonio intangible. Por ejemplo, nombres como Colección o 
Constructora ya no aparecen en los mapas y planos actuales, sin embargo, es 
necesario que se rescaten como parte de la memoria las comunidades 
actuales. 



El análisis del inventario indica que los barrios que tienen la arquitectura 
habitacional en madera con mayor grado de intervención son los lugares 
donde hoy domina la actividad comercial como Los Ángeles y los 
alrededores de la iglesia La Dolorosa. El caso de Cristo Rey es particular 
porque se trata de viviendas que han sido divididas, lo que es un indicador de 
la densidad de población de la zona. 



El Barrio San Cayetano tiene un comportamiento particular respecto a los 
otros barrios debido a las llamadas Casas del Gobierno, este tipo de vivienda 
con corredor y retiros rompe el esquema  propio de los barrios del sur que se 
caracteriza por la ausencia de retiros y corredor. 



La investigación permitió identificar seis corredores históricos, en general 
en los seis sectores hay deterioro tanto en el espacio urbano como en las 
mismas edificaciones. Como recomendación para darle continuidad a este 
trabajo se plantea analizar los espacios internos de las viviendas, ya que esta 
propuesta se limita a la imagen urbana. 
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Opinión (/site/dist/seccion-opinion.html)



Uriel Rojas(http://www.crhoy.com/author/urielrojas/)



En el año 1992, Costa Rica rati�có el Convenio 169 de la Organización
Internacional del Trabajo (OIT) sobre Pueblos Indígenas y Tribales, el cual
insiste en proteger los derechos de esta población abordando aspectos
relacionados con la tierra, empleo, salud y educación entre otros.



En los artículos 6, 15 y 17 de este Convenio 169 de la OIT, se encuentra
tutelado el derecho que tienen los Pueblos Indígenas a la Consulta Previa, Libre e Informada
cada vez que se pretenda implementar medidas legislativas y administrativas que puedan
afectar directa o indirectamente a esta población, o cuando se realizan actividades de
exploración o explotación de recursos minerales o del subsuelo en los territorios donde
habitan personas indígenas.



Para llevar a la práctica este derecho, se debe acatar el procedimiento adecuado, lo cual
implica al menos: 
-Facilitar a los pueblos indígenas su derecho a ser consultados con su�ciente anticipación
sobre cualquier programa o proyecto que se pretenda implementar en sus territorios de
manera que puedan analizar la medida, emitir sus criterios e in�uir en la decisión �nal. 
-Proporcionar a los pueblos indígenas la información sobre la obra o proyecto que se
pretende ejecutar y el cual podría afectar de manera directa e indirecta sus valores e
integridad física y/o cultural. Esta información ha de ser pertinente, adecuada y
comprensible. Y de ser posible, hasta en su propio idioma ancestral si el pueblo indígena así
lo requiera. 
-No ser afectado por ningún tipo de presión Estatal hacia las organizaciones o
representatividad indígena, quienes dispondrán del tiempo que consideren necesario para
tomar sus propias decisiones de manera e�caz y coherente a sus costumbres y tradiciones
socioculturales para dar o no su consentimiento.



Opinión: La consulta es un derecho de los pueblos
indígenas
Julio 31, 2015 4:23 am
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El objetivo central de una Consulta Previa Libre e Informada es construir acuerdos auténticos
y/o obtener el consentimiento del sector indígena. Se pretende realizar todos los esfuerzos
necesarios por llegar a soluciones conjuntas.



Durante el desarrollo de este proceso, los pueblos indígenas tienen el derecho de contar con
la asesoría técnica requerida para los temas que necesiten, ya sea relacionado con aspectos
de ingeniería, derecho, �nanzas, medioambiente, desarrollo y negociación entre otros.



Además, quien promueve la obra, programa o proyecto debe garantizar los recursos que
demande este proceso a �n de disminuir las asimetrías y asegurar la participación efectiva
de los pueblos indígenas.



Al �nal, lo estipulado en el Convenio 169 de la OIT ha de ser un instrumento a través del cual
los pueblos indígenas puedan participar libremente en un diálogo transparente con el Estado,
aportando sus criterios, preocupaciones, propuestas y participando en las decisiones �nales
que se tengan que adoptar.



La Consulta Indígena no es llenar un cuestionario de sí o no a la carrera porque precisa, es
trabajar conjuntamente el estado costarricense y los representantes indígenas, en un
proceso integral consensuado en donde se construyan las bases sólidas de un mejor
porvenir para todas las partes involucradas, de acuerdo al marco jurídico que estipula el
Convenio Internacional 169 de la OIT.



Uriel Rojas 
*Gestor Cultural en el cantón de Buenos Aires



urieldecurre@gmail.com (mailto:urieldecurre@gmail.com)
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Los comentarios expresados en las columnas de opinión, página de memes, en la opinión de los lectores y
comentarios de terceros al �nal de las notas o en las páginas de redes sociales, son responsabilidad exclusiva de



sus autores. crhoy.com no se responsabiliza por su contenido



Licencia Creative Commons. Se autoriza reproducir total o parcialmente el texto de los artículos aquí mostrados
citando la fuente siempre y cuando no sea con �nes comerciales. CRHoy, crhoy.com y el logo de crhoy.com



noticias 24/7 son marcas registradas y se prohíbe totalmente su uso o reproducción sin previa autorización por
escrito.
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GOBIERNO



Costa Rica está obligada a consultar a indígenas cualquier obra que afecte sus
territorios



Gobierno �rma decreto que echa a andar mecanismo de consulta de ocho
pasos



Por: Ángela Ávalos.   6 marzo



Con casi tres décadas de atraso desde que recibieron la primera promesa, alrededor
de 100.000 indígenas costarricenses lograron que el país se comprometiera a
consultarles cualquier actividad que pueda afectar sus derechos en alguno de los 24
territorios que habitan.



En lista de espera de consulta está la construcción de acueductos en algunas de
estas comunidades, y hasta de megaobras, como una enorme planta hidroeléctrica en
la zona sur del país: el proyecto El Diquís, en Buenos Aires de Puntarenas.



LEA TAMBIÉN



ICE insiste en que El Diquís es esencial



El gobierno �rmó esta tarde el decreto 40.932 que echa a andar el Mecanismo General
de Consulta a Pueblos Indígenas, para esos y otros proyectos que surjan en el futuro.
Fue cali�cado por la Presidencia como "el primero en América Latina desarrollado
bajo el estándar de 'consulta sobre la consulta'".



"Son 24 años de deuda histórica, dos años y medio de trabajo, y cientos de años de
exclusión, racismo y violencia. Hoy estamos dando un paso importante para ir
erradicando esta exclusión histórica a la que el Estado ha sometido a los pueblos
indígenas", dijo Ana Gabriel Zúñiga Aponte, viceministra de la Presidencia a cargo de
Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano, y responsable de este proceso. 



Este mecanismo tiene su origen en recomendaciones de la Relatoría Especial sobre
Pueblos Indígenas de la Organización Naciones Unidas (ONU), informó en un boletín
de prensa la Presidencia de la República.





https://www.nacion.com/el-pais/gobierno/


https://www.nacion.com/autores/angela-avalos/
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(Video) Mecanismo de consulta a pueblos indígenas
0:00



Tras dos años de trabajo, se logró que 22 de los 24 territorios indígenas del país
suscribieran una guía con ocho pasos que obliga a las instituciones de Gobierno a
preguntar a estas poblaciones cuando vaya a echar a andar cualquier proyecto en
estas comunidades.



Solo Alto Chirripó y Talamanca-Bribri no suscribieron el documento. Según Zúñiga, la
primera comunidad espera la resolución de un recurso de amparo, y en el caso de
Talamanca, la Asociación de Desarrollo local pidió hacer un proceso interno antes de
respaldar el mecanismo.



"Es un mecanismo que, como todo documento, no es perfecto, pero tiene alcances
importantísimos para nuestros pueblos. Hoy se materializó nuestra voluntad",
Óscar Almengor, indígena.



"Respetuosos de esa dinámica, no queríamos imponer. Previendo eso y porque el
mecanismo lo que busca es garantizar los derechos humanos de los indígenas, se
estableció un transitorio en el decreto para que en el momento que ellos superen
estos asuntos pendientes se puedan incorporar", explicó la viceministra.  



Unmute
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Los ocho pasos para realizar una consulta son los siguientes:



Solicitud de la consulta. 
Admisibilidad de la solicitud de la consulta. 
Acuerdos preparatorios.
Intercambio de información.
Evaluación interna del pueblo indígenas.
Diálogo, negociación y acuerdos. 
Finalización del proceso. 
Cumplimiento y monitoreo de acuerdos. 



LEA TAMBIÉN



Indígenas discutirán borrador de
mecanismo de consulta



Costa Rica tiene 104.143 personas indígenas, según los datos del Censo 2011. Los 24
territorios indígenas del país se extienden en 307.000 hectáreas.



Protección de territorios olvidados



En todo este proceso, que se inició en marzo de 2016 con la directriz 042-MP,
participaron más de 5.000 pobladores autóctonos en cerca de 120 actividades
organizadas en los territorios indígenas del país.



El Sistema Naciones Unidas y la Defensoría de los Habitantes participaron como
observadores.



El 9 y 10 de febrero pasados, las delegaciones territoriales rati�caron el Mecanismo
General por unanimidad, durante el II Encuentro Nacional de Consulta Indígena (ENCI).





https://www.nacion.com/el-pais/servicios/representantes-indigenas-discutiran-borrador-de-mecanismo-de-consulta/PL5NTTHHMZFNTCSUVZ4XX2B2GE/story/
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El objetivo fue precisar cómo se debería hacer el Gobierno las consultas de proyectos
que pudieran afectar la calidad de vida de estas poblaciones.



LEA TAMBIÉN



Vea aquí el Mecanismo de Consulta con
pueblos indígenas



"Lo que hace distinto a este mecanismo es que no fue realizado en la verticalidad,
desde un escritorio en San José, sino que es el resultado de un arduo trabajo y del
compromiso de funcionarias y funcionarios públicos, pero, sobre todo, de los pueblos
indígenas, que al día de hoy están más empoderados y tienen más claridad de cómo
relacionarse y cuáles son las vías para exigir y garantizar sus derechos humanos", dijo
Ana Gabriel Zúñiga Aponte.



El mecanismo crea la Unidad Técnica de Consulta Indígena, que estará en el
Ministerio de Justicia y Paz, responsable de liderar operativamente todas las
consultas desde el Gobierno.



LEA TAMBIÉN



Lea entrevista de 2016 con Ana Gabriel
Zúñiga: 'Estado no tiene que confrontarse
con pueblos indígenas'



Por su parte, en cada territorio indígena estará la �gura de 'Instancia Territorial',
designada por la comunidad y a cargo de coordinar la logística de las consultas que
se realicen.



El texto estará disponible en español, bribri, cabécar, ngäbere y maleku.



"Con la �rma de este documento para su publicación como decreto ejecutivo, Costa
Rica cumple con una de las obligaciones establecidas en el Convenio 169 sobre
pueblos indígenas y tribales de la Organización Internacional del Trabajo, en la
Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, y en
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos", menciona el
comunicado de la Presidencia.





http://www.consultaindigena.go.cr/mecanismo/
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Mecanismo de consulta, pueblos indígenas, territorios indígenas, consulta de la
consulta



Óscar Almengor Fernández, asesor indígena en el proceso de consulta e integrante de
la comisión redactora, cali�có este decreto como "un paso histórico en materia de
derechos de los pueblos indígenas".



"Es un mecanismo que, como todo documento, no es perfecto, pero tiene alcances
importantísimos para nuestros pueblos. Hoy se materializó nuestra voluntad", dijo.



LEA TAMBIÉN



Diálogo con indígenas atrasará todavía
más proyecto Diquís



Según el Gobierno, este acuerdo es "histórico", y salda la deuda que el Estado
mantiene con estos pueblos desde que rati�có el Convenio 169, en 1992.



Ángela Ávalos
Periodista de Salud. Máster en Periodismo de la Universidad Complutense de
Madrid, España. Especializada en temas de salud.
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6 marzo, 2018



Primera consulta sobre la consulta de América Latina.



Guía general construida en conjunto con los 8 pueblos indígenas del país.



Consulta permite diálogo intercultural entre pueblos indígenas, instituciones del Poder Ejecutivo y sujetos privados.



Costa Rica ya cuenta con el Mecanismo General de Consulta a Pueblos Indígenas, el primero en América



Latina desarrollado bajo el estándar de “consulta sobre la consulta”, originado en recomendaciones de la



Relatoría Especial sobre Pueblos Indígenas de la Organización Naciones Unidas. Luego de dos años de



trabajo conjunto, el Gobierno costarricense y 22 territorios indígenas suscribieron una guía que indica a las



instituciones del Gobierno cómo cumplir con la obligación de consultar a estos pueblos cuando una medida o



proyecto sea susceptible de afectar sus derechos colectivos.



}  6 marzo, 2018  m Comunicados, Derechos humanos, Desarrollo Social, Viceministerio de la Presidencia:
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Indígenas, Viceministerio de la Presidencia: Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano
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Durante este proceso participativo, se recabó información sobre cómo debería llevarse a la práctica la



obligación del Gobierno a consultar. En total, se realizaron más de 120 actividades en todos los territorios



indígenas del país, en las que participaron más de 5,000 personas indígenas. Todo el proceso ha sido liderado



por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano. El Sistema Naciones Unidas



y la Defensoría de los Habitantes participan como observadores.



“Lo que hace distinto a este Mecanismo es que no fue realizado en la verticalidad, desde un escritorio en San



José, sino que es el resultado de un arduo trabajo y del compromiso de funcionarias y funcionarios públicos,



pero, sobre todo, de los pueblos indígenas, que al día de hoy están más empoderados y tienen más claridad



de cómo relacionarse y cuáles son las vías para exigir y garantizar sus derechos humanos ”, afirmó la



Viceministra de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano, Ana Gabriel Zúñiga Aponte.



Pasos para el diálogo participativo



El Mecanismo establece un procedimiento de 8 pasos para realizar una consulta: solicitud de la consulta;



admisibilidad de la solicitud de consulta; acuerdos preparatorios; intercambio de información; evaluación



interna del pueblo indígena; diálogo, negociación y acuerdos; finalización del proceso; cumplimiento y



monitoreo de acuerdos.



Además, crea la Unidad Técnica de Consulta Indígena (que estará alojada en el Ministerio de Justicia y Paz),



encargada de liderar operativamente todas las consultas desde el Gobierno. En cada territorio indígena, la



figura de “Instancia Territorial” será designada por la comunidad en reuniones abiertas y se encargará de



coordinar la logística de las consultas que se realicen. Estos diálogos deben incorporar a toda la comunidad.



Este texto será puesto en conocimiento de los territorios indígenas en su versión en español, así como



traducido a los idiomas activos: bribri, cabécar, ngäbere y maleku. Estos idiomas fueron tomados en cuenta



durante toda la consulta sobre la consulta para la interpretación simultánea en las actividades territoriales o



nacionales, así como la traducción de documentos y audios.



El proceso de co-creación



El Mecanismo General de Consulta Indígena consensuado con los ocho pueblos indígenas es el resultado de



una intensa jornada de dos años de trabajo que inició en Marzo de 2016 con la emisión de la Directriz 042-MP.



A este documento interno, siguió una serie de talleres informativos en cada uno de los 24 territorios. En



seguida, se realizaron los Primeros Encuentros Territoriales, en los que, a partir de preguntas generadoras, el



Viceministerio recabó insumos para construir el primer borrador del documento.
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Este borrador fue analizado en cada territorio durante los Segundos Encuentros Territoriales. Las



observaciones que resultaron de estos Encuentros fueron llevadas a la capital por las cuatro personas



delegadas, elegidas en sus territorios. Con un total de 94 delegadas y delegados, se realizó en Mayo 2017 el



Primer Encuentro Nacional de Consulta Indígena (ENCI). El ENCI logró que los bloques territoriales contaran



con espacios de discusión del borrador y que designaran a una Comisión Redactora Indígena.



La Comisión Redactora Indígena incorporó las observaciones al borrador en conjunto con el Viceministerio de



Presidencia. El borrador final, que incluía estos cambios, visitó los territorios una vez más en los talleres de



Devolución. Finalmente, el 9 y 10 de Febrero de 2018, las delegaciones territoriales ratificaron el Mecanismo



General por unanimidad, durante el II ENCI.



En 2011, la Relatoría Especial indicó que “la consulta sobre la consulta debería consistir en un diálogo abierto



y exhaustivo entre las partes sobre los varios aspectos del procedimiento de consulta a establecerse, inclusive



la definición de las diversas etapas de la consulta, los plazos correspondientes y las modalidades específicas



de participación, entre otros.”



Con la firma de este documento para su publicación como Decreto Ejecutivo, Costa Rica cumple con una de



las obligaciones establecidas en el Convenio 169 sobre pueblos indígenas y tribales de la Organización



Internacional del Trabajo, en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos



indígenas, y en jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Este histórico acuerdo es el



primer paso necesario para saldar la deuda histórica que el Estado mantiene con los pueblos originarios desde



que ratificó el Convenio 169, en 1992.



Costa Rica registra una población de 104,143 personas indígenas, según los datos del Censo 2011. Los 24



territorios indígenas del país se extienden por un total de 307,000 hectáreas.



El Mecanismo General de Consulta a Pueblos Indígenas está disponible en



www.consultaindigena.go.cr/mecanismo.





http://www.consultaindigena.go.cr/mecanismo
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El deber de consulta a los pueblos indígenas. 



Agosto 2011.  



 



 



I.- Definición y fuentes normativas. 



 



Desde la entrada en vigencia del Convenio N° 169 de la OIT, pesa sobre el Estado la 



obligación de consultar a los pueblos indígenas, cada vez que se prevean medidas 



legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente, a través de sus 



instituciones representativas,  mediante un procedimiento realizado de buena fe y de una 



manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el 



consentimiento acerca de las medidas propuestas. La consulta siendo un derecho para 



los pueblos indígenas constituye una obligación para los Estados.  



 



Este deber-derecho está recogido en el artículo 6° del Convenio N° 169 de la OIT, 



Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, que dispone que: 



 



“Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:  



 



a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en 



particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean 



medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente; 



 



b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan 



participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la 



población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y 



organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y programas que 



les conciernan;  



 



c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de 



esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para este 



fin. 2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse 



de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar 



a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.” 



 



El derecho de consulta establecido en el Convenio 169, en clave de deber del Estado -



poniendo énfasis en la exigencia estatal como requisito de validez para cualquier 



medida legislativa o administrativa susceptibles de afectar directamente a los pueblos 



indígenas- constituye una pieza central dentro del tratado. Se enmarca dentro del 



derecho a participación de los pueblos indígenas y forma parte de un diseño 



institucional encaminado a permitir a los pueblos indígenas a conservar su carácter 



diferenciado en esferas de decisión que van más allá de su ámbito de decisión 



autónoma
1
. En palabras del actual Relator Especial sobre la situación de los derechos 



humanos y las libertades fundamentales de los  indígenas,  “[l]a consulta consiste en un 



diálogo de buena fe, libre de presiones o manipulaciones, por la cual las partes 



                                                 
1 Cfr. Anaya, James. Los pueblos indígenas en el derecho internacional, Madrid: Trotta, 2005,  pág. 232.  
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intentan y cooperan para llegar a una decisión consensuada”.
2
 Ello supone un cambio 



en el paradigma de relacionamiento entre los Estados y los pueblos indígenas que 



asentado en el reconocimiento de derechos, coadyuva al entendimiento y la solución 



consensuada a eventuales conflictos. . 



 



El derecho de consulta que consagra el Convenio supone una garantía a la integridad del 



pueblo o comunidad indígena y encuentra su justificación en los esfuerzos de esos 



colectivos por redefinir sus términos de relación con otros grupos humanos
3
. Por lo 



mismo constituye una norma “primordial” del tratado, junto con los derechos a decidir 



sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo y a controlar su propio 



desarrollo económico, social y cultural (autogobierno)
4
.  



 



La OIT, a través de sus Comités encargados de examinar las reclamaciones por 



incumplimiento del Convenio, ha destacado que el espíritu de consulta y participación 



constituye la verdadera piedra de toque o angular del Convenio en la que se 



fundamentan todas las disposiciones del mismo
5
. Se asienta en el derecho de 



autodeterminación de los pueblos indígenas, confiriéndoles a los mismos un papel 



central en la decisión sobre las medidas estatales susceptibles de afectarles 



directamente. Como ha dicho el actual Relator de la ONU sobre la materia, Jame 



Anaya, “el deber de los Estados de celebrar consultas con los pueblos indígenas y los 



principios conexos han surgido para poner fin a modelos históricos de decisiones que 



se han impuesto a los pueblos indígenas y a condiciones de vida que han amenazado su 



supervivencia. Al mismo tiempo, los principios de consulta y consentimiento no 



confieren a los pueblos indígenas un derecho a imponer unilateralmente su voluntad a 



los Estados que actúan legítimamente y de buena fe en bien del interés del público. Los 



principios de consulta y consentimiento están más bien encaminados a evitar que se 



                                                 
2
 Anaya, James. La norma de consulta previa. Introducción peritaje ante la Corte Interamericana de Derechos 



Humanos, caso Sarayaku. 7 de julio de 2011. Consultado en  http://unsr.jamesanaya.org/esp/declaraciones/la-norma-



de-consulta-previa-introduccion-a-peritaje-ante-la-corte-interamericana-de-derechos-humanos-caso-sarayaku 
3 Cfr. Anaya, James. Los pueblos indígenas …, op. citada supra, pág 148. Anaya, analizando el concepto de pueblo y 



autodeterminación, señala que la idea de pueblo no se agota en la estatalidad. Identificar ambos conceptos sería muy 



reductivo además de anacrónico. Para él “los retos planteados por la existencia de grupos diferenciados dentro de las 



estructuras de poder más amplias no son tanto demandas de autonomía absoluta como esfuerzos por mantener la 



integridad del grupo, así como replantear los términos del proceso de integración o de reorientar la dirección de éste”. 
4 Cfr. Pueblos indígenas y tribales: Guía para la aplicación del Convenio núm. 169 de la OIT. Oficina Internacional 



del Trabajo [en línea]. Organización Internacional del Trabajo. Disponible en la Web: 



http://www.oit.or.cr/mdtsanjo/indig/conten.htm. Según Juan Manuel Salgado el derecho de consulta sería una 



expresión del derecho a la participación que estaría consagrada en el Convenio bajo diferentes modalidades. Según su 



clasificación la participación indígena se exige de “manera general” en el tratado bajo los artículo 2.1, 5.c, 6.1.b, 7.1, 



7.2, 15.1, 22.2, 23.1 y 27,2; en la modalidad de la “consulta” --que constituye el umbral mínimo de satisfacción del 



derecho por cuanto las otras modalidades establecen modos más intensos de control—bajo los artículos 6.1.a, 6.2, 



15.2, 17.2 y 28.1; en la variante de la “cooperación” bajo los artículos 5.c, 7.2, 7.3, 7.4, 20.1, 22.3, 25, 27.1 y 33.2; en 



la modalidad del “control” bajo el artículo 7.1; del “consentimiento libre e informado” en los artículos 4.2, 16.1 y 



16.4; en la forma del “requerimiento” bajo los artículos 16.4, 22.3, 23.2; en el modo de “autogestión” en los artículos 



25.1 y 27.3; y, por último, bajo la modalidad de “decisión” en el 7.1 (que en rigor constituye una forma directa de 



autogobierno en su ámbito propio). Cfr. Salgado, Juan Manuel, Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas, 



Comentado y Anotado. Comahue: Universidad Nacional de Comahue, Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, 



2006, pág. 95 y 96. 
5 Cfr. Informe del Comité encargado de examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por 



Dinamarca del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 



de la Constitución de la OIT por la Confederación Nacional de Sindicatos de Groenlandia (Sulinermik 



Inuussutissarsiuteqartut Kattuffiat SIK). También, Informe del Comité establecido para examinar la reclamación en 



la que se alega el incumplimiento por Ecuador del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), 



presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT por la Confederación Ecuatoriana de 



Organizaciones Sindicales Libres (CEOSL) [en línea]. Organización Internacional del Trabajo [ref. 5 de abril de 



2009]. Disponible en la Web: http://www.ilo.org/ilolex/spanish/repframeS.htm 





http://unsr.jamesanaya.org/esp/declaraciones/la-norma-de-consulta-previa-introduccion-a-peritaje-ante-la-corte-interamericana-de-derechos-humanos-caso-sarayaku


http://unsr.jamesanaya.org/esp/declaraciones/la-norma-de-consulta-previa-introduccion-a-peritaje-ante-la-corte-interamericana-de-derechos-humanos-caso-sarayaku
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imponga la voluntad de una parte sobre la otra y a que, en lugar de ello, se procure 



llegar a un entendimiento mutuo y adoptar decisiones por consenso”. 
6
 



 



La consulta, junto con la  participación, también han sido reconocidos como derechos 



en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas
7
. 



En el artículo 18 del instrumento se prescribe que “[l]os pueblos indígenas tienen 



derecho a participar en la adopción de decisiones en las cuestiones que afecten a sus 



derechos, por conducto de representantes elegidos por ellos de conformidad con sus 



propios procedimientos, así como a mantener y desarrollar sus propias instituciones de 



adopción de decisiones”. Así también su artículo 19 establece que “[l]os Estados 



celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas interesados 



por medio de sus instituciones representativas antes de adoptar y aplicar medidas 



legislativas o administrativas que los afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, 



previo e informado”. Asimismo, su artículo 30 prescribe que los Estados “celebrarán 



consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas interesados por conducto 



de sus propias instituciones representativas a fin de obtener su consentimiento libre e 



informado antes de aprobar cualquier proyecto que afecte a sus tierras o territorios y 



otros recursos, particularmente en relación con el desarrollo, la utilización o la 



explotación de recursos minerales, hídricos o de otro tipo”. 



 



A nivel del sistema interamericano de derechos humanos el derecho a participación de 



los pueblos indígenas, ha sido concebido tanto por la Comisión como por  la Corte 



Interamericana, como parte comprensiva del artículo 23 de la Convención que preceptúa 



el derecho a la participación política. Lo señaló la Corte en el Caso Yatamana vs. 



Nicaragua
8
 y recientemente lo reiteró la Comisión IDH al sostener que “En  el contexto 



de los pueblos indígenas, el derecho a la participación política incluye el derecho a 



participar en la toma de decisiones sobre asuntos y políticas que inciden o pueden 



incidir en sus derechos (…) desde sus propias instituciones y de acuerdo a sus valores, 



usos, costumbres y formas de organización”. 
9
  



 



También el sistema interamericano ha reconocido el derecho de consulta como garantía 



del derecho de propiedad indígena y como elemento indispensable para su 



supervivencia grupal.  Lo ha sostenido la Corte IDH en relación a la obligación de 



delimitar, demarcar y titular los territorios de propiedad comunal. Así , en los casos de 



la Comunidad indígena Yakye Axa Vs. Paraguay
10



, caso Comunidad Indígena 



Sawhoyamaxa Vs. Paraguay
11



 y caso Pueblo Saramaka Vs. Surinam
12



, la Corte ha 



sostenido uniformemente que la consulta previa a la delimitación, y, en su caso,  



                                                 
6 Cfr. Anaya, James,  Promoción y protección de todos los derechos humanos, civiles, políticos, económicos, sociales 



y culturales, incluido el derecho al desarrollo [en línea]. Consejo de Derechos Humanos, ONU. A/HRC/12/34 15 de 



julio de 2009 [ref. 4 de abril de 2010]. Disponible en la web: 



http://www.politicaspublicas.net/docs/2009_07_anaya_inf_cdh.pdf  
7 Resolución Asamblea General de Naciones Unidas  A/61/295, adoptada en la 107 sesión plenaria y distribuida con 



fecha 2 de octubre de 2007. 
8 Corte IDH, Caso Yatama Vs. Nicaragua. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C N° 127, párr..225 
9 Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales. Normas y 



jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 56/09 30 de diciembre de 



2009. Párr. 274 
10 Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de 



junio de 2005. Serie C N° 125, párr.51 
11 Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 



29 de marzo de 2006. Serie C N° 146, párr.. 135 
12  Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Interpretación de la Sentencia de Excepciones Preliminares, 



Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de agosto de 2008 serie C N° 185, párr. 16 





http://www.politicaspublicas.net/docs/2009_07_anaya_inf_cdh.pdf
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elección y entrega de tierras alternativas, no puede quedar entregada “a criterios 



meramente discrecionales del Estado, [sino que] deben ser, conforme a una 



interpretación integral del Convenio N° 169 de la OIT y de la Convención Americana, 



consensuadas con los pueblos interesados, conforme a sus propios procedimientos de 



consulta, valores, usos y derechos consuetudinario”
13



 



 



La Comisión, por su parte, ha reafirmado que “El derecho de los pueblos indígenas a 



ser consultados sobre las decisiones que pueden afectarlos se relaciona directamente 



con el derecho a la identidad cultural, en la medida en que la cultura puede resultar 



afectada por tales decisiones. El Estado debe respetar, proteger y promover las 



tradiciones y costumbre de los pueblos indígenas y tribales, por ser éstas un 



componente intrínseco de la identidad cultural de las personas que conforman tales 



pueblos. La obligación estatal de desarrollar procesos de consulta respecto de 



decisiones que afecten al territorio se vincula directamente, así, a la obligación estatal 



de adoptar medidas especiales para proteger el derecho a la identidad cultural, basado 



en una forma de vida intrínsecamente ligada al territorio” 
14



  



 



En el ámbito interamericano, al desarrollo jurisprudencial se suma el esfuerzo de los 



Estados miembros de la OEA por consensuar una Declaración sobre los Derechos de los 



Pueblos Indígenas, que incluye la obligación de facilitar “la inclusión en sus estructuras 



organizativas, de instituciones y prácticas tradicionales de los pueblos indígenas, en 



consulta y con el consentimiento de dichos pueblos”. Agregándose que “[l]as 



instituciones relevantes de cada Estado que sirvan a los pueblos indígenas, serán 



diseñadas en consulta y con la participación de los pueblos interesados para reforzar y 



promover la identidad, cultura, tradiciones, organización y valores de esos pueblos.
15



  



 



Por su parte, los órganos de control de tratados interpretando los instrumentos 



internacionales sujetos a  su vigilancia han igualmente instado a los Estados Partes a 



realizar consultas con los pueblos indígenas susceptibles de verse afectados con medias 



de carácter administrativo o legislativo. Así el Comité de Derechos Humanos
16



 ha 



formulado recomendaciones precisas en orden a realizar consulta previa en relación a la 



concesión de licencias de explotación en territorios indígenas; del mismo tenor son las 



recomendaciones del Comité de Derechos del Niño
17



 que ha recomendado al Estado a 



velar por que el programa intercultural bilingüe para los pueblos indígenas, se expanda 



y que en este punto “mantenga consultas con las comunidades indígenas a fin de 



evaluar ese programa”. Por su parte el Comité para la Eliminación de la Discriminación 



Racial  que vigila el cumplimiento de la Convención Internacional sobre la Eliminación 



de todas las Formas de Discriminación Racial, en relación al reconocimiento 



constitucional de los derechos de los pueblos indígenas llama al Estado  a llevar a cabo 



este proceso  mediante “(…) una consulta efectiva con todos los pueblos indígenas, de 



conformidad con la Convención para la Eliminación de todas las Formas de 



Discriminación Racial y con el Convenio N.º 169 de la OIT”18 , y que adopte las 



                                                 
13 Cfr. Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales. Normas y 



jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 56/09 30 de diciembre de 



2009. Párr. 280. 
14 Idem. Párr. 276 
15 Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. Consejo Permanente de la OEA/ 



Ser.K / XVI. OEA. GT/DADIN/doc.407/11 rev.  1. 27 de abril de 2011. Art. XVII. 
16 Comité de Derechos Humanos CCPR/C/CHL/CO/5.  17 Abril 2007 párr. 19 literal c. 
17 Observaciones Finales, CRC/C/CHL/CO/3. 23 de abril de 2007, párr. 62.33 
18 Observaciones Finales CERD/C/CHL/CO/15-18.   7 de septiembre de 2009. Párr. 16 
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medidas efectivas y necesarias para que los pueblos indígenas participen  “ en todas las 



áreas, incluyendo proyectos legislativos, que pudieran afectar sus derechos.” 



 



En la misma línea de los órganos de control de tratados, en el Examen Periódico 



Universal, se formularon recomendaciones al Estado de Chile por numerosos países, los 



que exhortan al Estado a realizar procedimientos de consulta.
19



  



 



Por su parte, el Relator Especial, James Anaya, sobre su visita de trabajo a Chile 



realizada del 5 a 9 de abril de 2009,  reitera que “… debido a la importancia central que 



tiene el deber estatal de consultar a los pueblos indígenas para el goce de otros 



derechos humanos por parte de dichos pueblos, en particular los derechos de 



participación y derechos sobre las tierras y recursos naturales, el Relator Especial 



observa que el desarrollo de un procedimiento efectivo de consulta, de acuerdo a los 



estándares internacionales obligatorios para el Estado, es uno de los principales 



desafíos a enfrentar en Chile. A este respecto, el Relator Especial enfatiza que un 



aspecto fundamental del Convenio Nº 169 de la OIT es la obligación de los gobiernos 



de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada 



y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos".
20



 Y que en materia de 



institucionalización del mecanismo de consulta, se debía llevar a cabo “una consulta 



sobre la consulta" para determinar el procedimiento estable y definitivo, de conformidad 



a los estándares internacionales en esta materia. 
21



   



 



A nivel de jurisprudencia comparada, el derecho a la consulta ha sido caracterizado por 



la Corte Constitucional de Colombia  como un verdadero derecho fundamental para los 



pueblos indígenas. Ha señalado a propósito de la explotación de recursos naturales 



                                                 
19 Examen Periódico Universal Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal. Chile.  



A/HRC/12/10. 4 de junio de 2009 Párr. 21. Noruega acogió con satisfacción la reciente ratificación del Convenio Nº 



169 de la OIT y preguntó sobre su grado de aplicación práctica. Recomendó a Chile que: a) intensificara la labor para 



mejorar la situación de su población indígena. 29. México recomendó que: b) se pusieran en práctica los principios de 



la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas y se aplicara en su integridad el 



recientemente ratificado Convenio Nº 169 de la OIT, en particular asegurando la participación de los pueblos 



indígenas en la esfera política, y se procediera a la demarcación y titularización de las tierras a que se hacía referencia 



en el informe nacional;  30. Dinamarca recomendó a Chile que: a) adoptara todas las medidas necesarias para aplicar 



el Convenio Nº 169 de la OIT en todos sus aspectos. Solicitó información sobre el proceso de reconocimiento 



constitucional de las poblaciones indígenas y recomendó que: b) se procediera al reconocimiento en un plazo 



razonable, sin omitir las consultas a las que se había referido la exposición. También recomendó que: c) se celebraran 



consultas efectivas y amplias con las comunidades indígenas antes de conceder licencias para la explotación 



económica de las tierras en litigio, cosa que había recomendado el Comité de Derechos Humanos en 2007.33. Austria 



recomendó a Chile que: a) intensificara los esfuerzos para demarcar y restituir tierras y consultara sistemáticamente 



con los indígenas antes de conceder licencias de explotación económica; b) promulgara nueva legislación para seguir 



fortaleciendo los derechos de los pueblos indígenas. 34. Nueva Zelandia recomendó a Chile que: a) velara por que los 



grupos indígenas tuvieran la posibilidad de expresar sus opiniones y acceder a los procesos políticos y de decisión 



pertinentes, así como el apoyo necesario para poder participar de modo significativo en la resolución de las 



cuestiones que les concernían; 37. Finlandia recomendó a Chile que: b) promoviera un diálogo constructivo entre las 



autoridades y los indígenas y sus organizaciones. Chile debía promover la participación de los indígenas en la 



formulación y aplicación de las leyes y los programas que los afectaran y asignar recursos a ese fin.63. Bolivia 



(Estado Plurinacional de) Recomendó a Chile que: a) considerara la posibilidad de promover una participación más 



efectiva de los pueblos indígenas en las decisiones políticas. 64. Guatemala recomendó que: a) en consulta con los 



pueblos indígenas, se siguiera atendiendo a la cuestión de los derechos de los pueblos indígenas por medio de la 



aplicación del Convenio Nº 169 de la OIT y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos 



indígenas. 
20



 A/HRC/12/34/Add.6, 5 de octubre de 2009, Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos 



humanos y las libertades fundamentales de los  indígenas, James Anaya. Adición: La situación de los pueblos 



indígenas en Chile: seguimiento a las recomendaciones hechas por el Relator Especial anterior. Párr. 10. 
21 A/HRC/12/34/Add.6, 5 de octubre de 2009, Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos 



humanos y las libertades fundamentales de los  indígenas, James Anaya. Adición: La situación de los pueblos 



indígenas en Chile: seguimiento a las recomendaciones hechas por el Relator Especial anterior. Párr. 11 
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dentro una comunidad indígena que “[l]a participación de las comunidades indígenas 



en las decisiones que pueden afectarlas en relación con la explotación de los recursos 



naturales ofrece como particularidad el hecho de que la referida participación, a través 



del mecanismo de la consulta, adquiere la connotación de derecho fundamental, pues 



se erige en un instrumento que es básico para preservar la integridad étnica, social, 



económica y cultural de las comunidades de indígenas y para asegurar, por ende, su 



subsistencia como grupo social”. De ahí que “la participación no se reduce meramente 



a una intervención en la actuación administrativa dirigida a asegurar el derecho de 



defensa de quienes van a resultar afectados (….), sino que tiene una significación 



mayor por los altos intereses que ella busca tutelar, como son los atinentes a la 



definición del destino y la seguridad de la subsistencia de las referidas comunidades”
22



.  



 



II.- El Derecho a la Consulta para el Tribunal Constitucional Chileno.
23



 



 



Con ocasión del requerimiento de inconstitucionalidad del Convenio N° 169,  



formulado por 31 diputados, el Tribunal Constitucional -TC- ejerciendo control de 



constitucionalidad se pronunció sobre la naturaleza jurídica del derecho a consulta. 



 



El TC recuerda que en los tratados internacionales es posible distinguir, para los efectos 



de su aplicación en el orden interno entre aquellas cláusulas del instrumento  



denominadas “self executing”, de las llamadas “non self executing”, siendo las primeras 



autoejecutables, es decir, aquellas que “(…)  tienen el contenido y precisión necesarias 



que las habilita para ser aplicadas sin otro trámite como fuente del derecho interno. En 



otros términos, son autosuficientes, y entran a la legislación nacional cuando el tratado 



que las contiene se incorpora al derecho vigente.” 
24



 Luego,  estas normas, al ser 



“autoejecutables”, no requieren de una actividad posterior para su incorporación como 



fuente de derecho en el ordenamiento interno. 



 



Estas normas de naturaleza autoejecutables, se distinguen de aquellas otras que, para su 



incorporación y entrada en vigencia en el derecho interno, precisan de actos formales de 



la potestad pública que las hagan aplicables, mediante la dictación de leyes, reglamentos 



o decretos (non self executing).  “En otras palabras, imponen la obligación  al Estado, 



para que en uso de sus potestades públicas, sancione la normativa necesaria para que 



por esa vía les dé vigencia efectiva.” 
25



  



 



En relación al artículo 6 del Convenio N° 169 de la OIT, que consagra el derecho a  



consulta, el Tribunal  Constitucional sostuvo que por su precisión, así como por su 



mandato perentorio constituía una norma de aplicación directa o autoejecutable. 
26



  Más 



                                                 
22 Cfr. Corte Constitucional. Sentencia SU-383/03 [en línea]. Rama Judicial, República de Colombia [ref. 4 de abril 



de 2009]. Disponible en la Web: http://www.ramajudicial.gov.co/csj_portal/jei/admin/sentencia/docs/SU%20383-



03.doc. El derecho de consulta para esa Corte "tiene un reforzamiento en el Convenio número 169 (…) el cual está 



destinado a asegurar los derechos de los pueblos indígenas a su territorio y a la protección de sus valores culturales, 



sociales y económicos, como medio para asegurar su subsistencia como grupos humanos (…) [tratado que]  integra junto 



con la aludida norma un bloque de constitucionalidad que tiende a asegurar y hacer efectiva dicha participación”. En un 



sentido que describe la funcionalidad del derecho a consulta, la misma Corte ha dicho que “la consulta previa es el 



mecanismo que permite ponderar los intereses de los pueblos indígenas y tribales en conflicto con intereses 



colectivos de mayor amplitud, a fin de poder establecer cual de ellos posee una legitimación mayor”. Cfr. Corte 



Constitucional. Sentencia SU-039/97 [en línea]. Rama Judicial, República de Colombia [ref. 4 de abril de 2009]. 



Disponible en la Web: http://www.ramajudicial.gov.co/csj_portal/jei/admin/sentencia/docs/SU039-97.doc 
23 Sentencia Tribunal Constitucional ROL N° 309 de 4 de agosto de 2000 
24  Ídem, Considerando 48 
25  Ídem, Considerando 48 
26 Sentencia Tribunal Constitucional,  ROL N° 309 de 4 de agosto de 2000. Considerando 7 
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aún, el Tribunal razona que dicha norma internacional viene, en lo que respecta a la 



tramitación de leyes cuyas materias sean susceptibles de afectar a pueblos indígenas, a 



modificar la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional,  “(…)ya sea, por la 



vía de introducir una norma nueva que deberá observarse en la tramitación interna de 



la ley, ya sea, según algunos por estar convirtiendo en obligatorio para las  comisiones 



legislativas, en cuanto a este punto se refiere, una atribución enteramente facultativa 



que las referidas comisiones puedan o no ejercer, según su leal saber y entender.”
27



 



 



El Tribunal Constitucional, al examinar las normas relativas a la consulta contenidas en 



el Convenio 169 de la OIT declaró su constitucionalidad formal y de fondo, y que ellas 



se encontraban en plena armonía con el  ordenamiento chileno, señalando finalmente 



que “Los derechos de los pueblos indígenas de participación y de ser consultados, en 



las materias que le conciernen, no configuraran, por cierto, un estatuto de poderes o 



potestades públicas.” 
28



 



 



III Principios del derecho internacional aplicables al deber de consulta 



 



La jurisprudencia de los Comités tripartitos de la OIT constituidos para conocer de 



reclamaciones por incumplimientos del Convenio 169
29



, ha establecido que el concepto 



de la consulta previa debe ser entendido en el contexto de la política general expresada 



en el Convenio en su artículo 2, números 1) y 2), b), que disponen que los gobiernos 



deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos 



interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de 



esos pueblos y garantizar el respeto por su integridad. La acción gubernamental deberá 



además incluir medidas que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales, 



económicos y culturales de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus 



costumbres y tradiciones, y sus instituciones
30



.  



 



Además, como se adelantó, el derecho a la consulta previa debe ser vinculado con los 



derechos o principios fundamentales del Convenio, expresados en los párrafos 1 y 3 de 



su artículo 7. Está ligada con el derecho de los pueblos interesados a decidir sus propias 



                                                 
27 Ibídem. 
28Sentencia de Tribunal Constitucional,  ROL N° 309 de 4 de agosto de 2000. Considerando 46. A una conclusión 



similar llegó el Tribunal Constitucional en la  Sentencia Rol 1050 ” De igual modo, al establecer una participación 



consultiva obligatoria no vinculante “en los actos de gobierno”, expresión que debe entenderse en un sentido amplio, 



como sinónimo de ejercicio de potestad pública no jurisdiccional, puede alterar procedimientos administrativos, hacer 



obligatorio consultar ciertas materias a los consejos regionales y contemplar modos de participación en el ámbito 



municipal, lo que es materia de las leyes orgánicas constitucionales Nºs. 18.575, de Bases Generales de la 



Administración del Estado, 19.175, sobre Gobierno y Administración Regional, y 18.695, de Municipalidades, 



respectivamente”  
29 El procedimiento de reclamación ante la OIT se rige por los artículos 24 y 25 de la Constitución de la OIT. El 



garantiza a las organizaciones profesionales de empleadores y de trabajadores el derecho de presentar al Consejo de 



Administración de la OIT una reclamación contra cualquier Estado Miembro que, en su opinión, "no ha adoptado 



medidas para el cumplimiento satisfactorio, dentro de su jurisdicción, de un convenio en el que dicho Miembro sea 



parte". Para su sustanciación puede establecerse un comité tripartito del Consejo de Administración, compuesto por 



tres miembros, quien examinará la reclamación y la respuesta del gobierno. El informe que el Comité somete al 



Consejo de Administración contempla los aspectos jurídicos y prácticos del caso, examina la información presentada 



y concluye formulando recomendaciones. Cuando la respuesta del gobierno no se considera satisfactoria, el Consejo 



de Administración tiene el derecho de publicar la reclamación y la respuesta. Extraído de OIT, Reclamaciones en : 



http://www.ilo.org/global/What_we_do/InternationalLabourStandards/ApplyingandpromotingInternationalLabourSta



ndards/Representations/lang--es/index.htm 
30 Cfr. Informe del Comité establecido para examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por 



Colombia del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de 



la Constitución de la OIT por la Central Unitaria de Trabadores (CUT) [en línea]. Organización Internacional del 



Trabajo [ref. 5 de abril de 2009]. Disponible en la Web: http://www.ilo.org/ilolex/spanish/repframeS.htm  
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prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a 



sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual, y a las tierras que ocupan o 



utilizan de alguna manera, y así como también al derecho de controlar, en la medida de 



lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Está relacionada asimismo 



con el derecho de participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y 



programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente
31



. 



Está enlazado, así también, con el deber de los gobiernos de velar por que, siempre que 



haya lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de 



evaluar la incidencia social, espiritual y cultural, y sobre el medio ambiente, que las 



actividades de desarrollo puedan tener sobre esos pueblos, debiendo los resultados de 



estos estudios ser considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las 



actividades mencionadas
32



.  



 



Por último, la consulta forma parte de las “medidas especiales que se precis[an] para 



salvaguardar las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el 



medio ambiente de los pueblos interesados” (artículo 4.1), las que no deben “ser 



contraria a los deseos expresados libremente por los pueblos indígenas”.  



 



Ahora bien, para la satisfacción de este derecho según la jurisprudencia de la OIT, la 



cual ha sido expresamente recogida por el actual Relator de la ONU como criterios 



mínimos y requisitos esenciales para una consulta válida a los pueblos indígenas en 



relación al proceso de reforma constitucional chilena
33



, la consulta debe al menos 



satisfacer las siguientes condiciones
34



: 



                                                 
31 Para Irigoyen el derecho de consulta que se contempla en relación a medidas concretas, legislativas o 



administrativas susceptibles de afectarles directamente, debe necesariamente complementarse con el derecho más 



general de los pueblos indígenas a participar, al menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a 



todos los niveles, en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra 



índole responsable de políticas y programas que les conciernan (artículo 6.1 b) y a participación en la formulación, 



aplicación  y evaluación de planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles 



directamente (artículo 7.1). La consulta por tanto se encuadra necesariamente en un proceso más amplio donde las 



decisiones generales (verbigracia, política energética, de comunicaciones, sobre turismo, etc) que dan el marco 



general a las medidas concretas que se implemente con la intervención de los pueblos indígenas. Cfr. Irigoyen, 



Raquel. Tomando en Serio y Superando el Derecho de Consulta Previa: el Consentimiento y la Participación, 



ponencia presentada en el curso sobre “Consulta Previa”. Ponencia presentada en el V Congreso de la Red 



Latinoamericana de Antropología Jurídica. Bogotá, octubre 2008. 
32 Cfr. Informe del Comité establecido para examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por 



Colombia del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de 



la Constitución de la OIT por la Central Unitaria de Trabadores (CUT), párr. 77 [en línea]. Organización 



Internacional del Trabajo [ref. 5 de abril de 2009]. Disponible en la Web: 



http://www.ilo.org/ilolex/spanish/repframeS.htm  
33 Cfr. Anaya, James, Principios Internacionales Aplicables a la Consulta en Relación con la Reforma 



Constitucional en Materia de Derechos de los Pueblos Indígenas en Chile. Centro de políticas Públicas y Derechos 



Indígenas. Disponible en la Web: 



http://www.politicaspublicas.net/docs/Relator_especial_InformeConsultaChile24Abril2009.pdf. El Relator resume de 



la siguiente manera los requisitos que debe tener la consulta para tener validez: 1. La consulta debe realizarse con 



carácter previo; 2. La consulta no se agota con la mera información; 3. La consulta debe ser de buena fe, dentro de un 



procedimiento que genere confianza entre las partes; 4. La consulta debe ser adecuada y a través de las instituciones 



representativas indígenas; 5. La consulta debe ser sistemática y transparente. 
34 Raquel Irigoyen ha identificado una serie de malas prácticas en relación al derecho de consulta de los pueblos 



indígenas. A saber: 



 El Estado no consulta por las prioridades de desarrollo que tienen los pueblos indígenas en la fase de la 



elaboración de políticas o planes de desarrollo, ni cuando el Estado define lotes sobre territorios indígenas a ser 



sometidos en concesión. 



 La “consulta” se realiza luego de la concesión de exploración, considerando que es solo la explotación la 



que afecta a los pueblos indígenas. 



 La “consulta” se realiza a posteriori de un acto administrativo por el cual el Estado ha seleccionado una 



empresa o adjudicado una concesión de exploración o explotación, y no antes de dichos actos. 



 La “consulta”  se realiza por una empresa y no por el Estado. 
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i) Previa: La consulta debe disponerse siempre que se prevean medidas 



susceptibles de afectar al pueblo indígena o tribal de que se trata, lo que implica 



que la consulta debe hacerse desde las primeras etapas de la formulación de la 



medida. Si bien el artículo 6 no requiere que se logre el consenso en el proceso 



de consulta previa, sí se exige que los pueblos interesados tengan la oportunidad 



de participar libremente a todos los niveles en la formulación, aplicación y 



evaluación de medidas y programas que les afecten directamente
35



. Lo cual 



supone, por ejemplo, que las comunidades afectadas sean involucradas lo antes 



posible en el proceso, incluyendo en la realización de estudios de impacto 



ambiental. 
36



  



ii) Procedimientos adecuados. La expresión “procedimientos apropiados” debe 



entenderse con referencia a la finalidad de la consulta que es llegar a un acuerdo 



                                                                                                                                               
 La “consulta”  se realiza por una empresa para negociar indemnizaciones y compensaciones. Es decir es 



una negociación directa y no una consulta. 



 Los pueblos indígenas no son informados propiamente, en sus idiomas, y considerando su cultura, normas, 



usos y propio derecho. 



 La consulta es entendida como un acto y no como un proceso para llegar a acuerdos. 



 El Estado actúa de “mala fe” en la medida que va a la consulta con una pre-decisión, sin considerar lo que 



van a plantear los pueblos indígenas.  



 La “consulta” se reduce a actos informativos unilaterales, sin tener en cuenta lo que planteen los pueblos 



afectados. 



 El Estado no informa sobre posibles ganancias y no consulta sobre los beneficios que deben recibir los 



pueblos indígenas. Delega a las empresas la negociación directa de compensaciones o indemnizaciones. 



 Dado que las empresas son seleccionadas o adjudicadas sin que se haya realizado la consulta previa ni que 



el Estado haya llegado a un acuerdo con los pueblos implicados sobre el marco en el cual se realizarán actividades 



extractivas, ni qué beneficios recibirán, se traslada un conflicto social latente a las empresas. 



 Las empresas, de su parte, no suelen verificar ni exigir al Estado que, antes de una licitación o concesión, el 



Estado ya haya realizado la consulta previa. 



 La fase de exploración o explotación suele ser de una alta conflictividad social y puede llegar a 



confrontación física, tomas de carreteras, uso de violencia, procesamiento penal de dirigentes indígenas o 



campesinos, hostigamientos, amenazas, etc. 



 Ante la falta de consulta previa por parte de la entidad correspondientes del Estado que va a realizar el acto 



administrativo correspondiente (ejem. Ministerio de Minería en caso de concesión minera), las autoridades locales 



(como alcaldes) realizan procesos consultivos de carácter político que son cuestionados por quienes sí deberían 



realizar la consulta.  



Cfr. Irigoyen Raquel. El derecho de consulta previa en Bolivia: hacia el respeto de la igual dignidad de los pueblos y 



la superación de malas prácticas [en línea]. Portal de Derecho y Sociedad [ref. 4 de abril de 2009]. Disponible en la 



Web: http://www.alertanet.org/ryf-bolivia-consulta-2007.doc 
35 Cfr. Informe del Comité establecido para examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por 



Colombia del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de 



la Constitución de la OIT por la Central Unitaria de Trabadores (CUT), párr. 78[en línea]. Organización 



Internacional del Trabajo [ref. 5 de abril de 2009]. Disponible en la Web: 



http://www.ilo.org/ilolex/spanish/repframeS.htm. También, Informe del Comité establecido para examinar la 



reclamación en la que se alega el incumplimiento por Colombia del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 



1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT por la Central Unitaria de 



Trabajadores de Colombia (CUT) y la Asociación Médica Sindical Colombiana (ASMEDAS), párr. 61 [en línea]. 



Organización Internacional del Trabajo [ref. 5 de abril de 2009]. Disponible en la Web: 



http://www.ilo.org/ilolex/spanish/repframeS.htm. 
36 Cfr. Informe del Comité establecido para examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por 



Colombia del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de 



la Constitución de la OIT por la Central Unitaria de Trabadores (CUT), párr. 78, op. citada supra. También, Informe 



del Comité establecido para examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por Ecuador del Convenio 



sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT 



por la Confederación Ecuatoriana de Organizaciones Sindicales Libres (CEOSL), párr. 44 [en línea]. Organización 



Internacional del Trabajo [ref. 5 de abril de 2009]. Disponible en la Web: 



http://www.ilo.org/ilolex/spanish/repframeS.htm. Por su parte el Relator de la ONU ha señalado que “[r]esulta 



evidente que toda consulta realizada en virtud del Convenio 169 de la OIT y otras normas internacionales aplicables 



debe llevarse a cabo con anterioridad a la adopción de la medida a ser consultada, incluyendo medidas legislativas”. 



Cfr. Anaya, James, Principios Internacionales Aplicables a la Consulta en Relación …, op. citada supra. 
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o lograr el consentimiento
37



. Debe ser capaz por consiguiente de generar las 



condiciones propicias para poder llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento 



acerca de las medidas propuestas. Para ello debe ajustarse a las exigencias 



propias de cada situación y debe ser útil, sincera y transparente
38



. Ello implica 



ajustarse a las condiciones que requieren los consultados para poder adoptar una 



posición, “para la cual se deben prever los tiempos necesarios para que los 



pueblos indígenas del país puedan llevar a cabo sus procesos de toma de 



decisión y participar efectivamente en las decisiones tomadas de una manera 



que se adapte a sus modelos culturales y sociales”. 
39



 



iii) Instituciones representativas. Ello constituye un componente esencial de la 



obligación de consulta. Dada la diversidad de los pueblos indígenas, no puede 



imponerse un solo modelo de institución representativa. Lo importante es que la 



representatividad sea el fruto de un proceso propio, interno de los pueblos 



indígenas. Por ello es fundamental cerciorarse de que la consulta se lleva a cabo 



con las instituciones realmente representativas de los pueblos interesados
40



. Esta 



obligación supone la proscripción de acciones gubernamentales o de empresas 



tendientes a crear o favorecer conflictos internos y discordias entre los miembros 



del pueblo respectivo, debiendo procurarse el desarrollo de un solo proceso de 



consulta con todas las autoridades legítimas del pueblo en cuestión, así como el 



establecimiento de un único acuerdo, en la medida de lo posible, con miras a 



preservar la integridad étnica de dicho pueblo
41



. 



iv) Buena fe. Ello implica respetar los intereses, valores y necesidades de la otra 



parte, tomando en cuenta cada circunstancia y las características especiales de un 



determinado grupo o comunidad
42



. Al mismo respecto, e invocando la 



jurisprudencia de la OIT, el Relator Especial de la ONU ha puesto énfasis en 



“que ambas partes, tanto las autoridades del Estado como los propios pueblos 



indígenas, deben realizar todos los esfuerzos para generar un clima de 



confianza y respeto mutuos en el que la consulta se lleve a cabo de buena fe. 



Esto requiere en primer lugar que exista una cierto nivel de aceptación mutua 



por las partes acerca del mismo procedimiento de consulta, con independencia 



                                                 
37 Cfr. Informe del Comité encargado de examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por México 



del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de la 



Constitución de la OIT por el Sindicato de Trabajadores de la Universidad Autónoma de México (STUNAM) y el 



Sindicato Independiente de Trabajadores de la Jornada (SITRAJOR), párr. 89 
38 Cfr. OIT. Convenio Número 169 Sobre Pueblos Indígenas y Tribales: Un Manual. Francia: Impreso por Dumas-



Titoule, 2003, pág. 17. 
39 Cfr. Informe del Comité establecido para examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por 



Colombia del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de 



la Constitución de la OIT por la Central Unitaria de Trabadores (CUT) [en línea]. Organización Internacional del 



Trabajo [ref. 5 de abril de 2009]. Disponible en la Web: http://www.ilo.org/ilolex/spanish/repframeS.htm, párr. 79. 



En relación a esto, y no obstante el grado de necesaria flexibilidad que deben guardar los procedimientos de consulta 



para los distintos pueblos, el actual Relator de ONU llama a crear “procedimientos más o menos formalizados, 



sistemáticos, replicables y transparentes” que respondan “a la necesidad de dotar de seguridad jurídica a todo acto del 



Estado, así como a los objetivos de adecuación y representatividad de las consultas a los pueblos indígenas, evitando 



arbitrariedades y conflictos innecesarios”. Esos mismos procedimientos, esos si, deben ser en “sí mismo un proceso 



consensuado, con la participación activa de los pueblos indígenas”.Cfr. Anaya, James, Principios Internacionales 



Aplicables a la Consulta en Relación …, op. citada supra 
40 Cfr. Informe del Comité encargado de examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por México 



del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de la 



Constitución de la OIT por el Sindicato de Trabajadores de la Universidad Autónoma de México (STUNAM) y el 



Sindicato Independiente de Trabajadores de la Jornada (SITRAJOR), párr. 102, op. citada supra. 
41 Informe del Comité establecido para examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por Colombia 



del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de la 



Constitución de la OIT por la Central Unitaria de Trabajadores de Colombia (CUT) y la Asociación Médica Sindical 



Colombiana (ASMEDAS), párr. 61, op. citada supra. 
42 Cfr. Pueblos indígenas y tribales: Guía para la aplicación …, op. citada supra. 
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de cuales puedan ser las posiciones sustantivas dentro del procedimiento. Desde 



el punto de vista de los objetivos últimos de la consulta, ésta debe tomarse como 



una oportunidad para abrir un diálogo normativo en torno a las demandas 



legítimas de los pueblos indígenas, a la luz de los derechos internacionalmente 



reconocidos, para acercar posturas divergentes y para propiciar una mayor 



participación e inclusión de los pueblos indígenas en las estructuras 



institucionales del Estado”
43



 



v) Apropiada a las circunstancias. El procedimiento a seguir no puede responder a 



un modelo único aplicable indistintamente a todos los pueblos indígenas. Por el 



contrario, se debe ante todo garantizar los usos y costumbres de los pueblos 



indígenas, respetando los métodos o procedimientos de toma de decisiones que 



hubieren desarrollado, lo que incluso exige la activa participación indígena al 



momento de definir la manera en que se debe efectuar la consulta
44



.  



vi) Finalidad de llegar a un acuerdo o lograr un consentimiento acerca de las 



medidas propuestas. Debe existir un esfuerzo positivo por obtenerlo. Comporta 



el establecimiento de un diálogo genuino entre ambas partes signadas por la 



comunicación y el entendimiento, el mutuo respeto y la buena fe, y un deseo 



sincero de llegar a un acuerdo común
45



. No satisface la consulta la existencia de 



                                                 
43 Cfr. Anaya, James, Principios Internacionales Aplicables a la Consulta …, op. citada supra. 
44 El Informe del Comité de Expertos de la Oficina Internacional del Trabajo de la OIT recomendó al Gobierno de 



Colombia modificar el decreto 1320 de 1998, adecuándolo al Convenio 169, para lo cual debía consultar de manera 



previa con los pueblos indígenas de Colombia. Señaló que “[e]l Comité considera que el decreto núm. 1320 de 1998, 



cuyo objetivo explícito es de reglamentar "la consulta previa con las comunidades indígenas y negras para la 



explotación dentro de su territorio" constituye una medida legislativa susceptible de afectar directamente a dichas 



comunidades. Por lo tanto, del artículo 6, inciso 1, apartado a) claramente se desprende la obligación de consultar con 



los pueblos indígenas del país antes de la adopción y promulgación de dicho decreto”. Cfr. Informe del Comité 



establecido para examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por Colombia del Convenio sobre 



pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT por 



la Central Unitaria de Trabadores (CUT), párr. 72, op. citada supra Por su parte la sentencia de la Corte 



Constitucional colombiana T-737/05, que conoció del mismo caso, señaló que las consultas deben hacerse en un 



marco fuertemente garantista que implica que los procesos de consulta previa no pueden “responder a un modelo 



único aplicable indistintamente a todos los pueblos indígenas, pues para dar efectiva aplicación al Convenio 169 de la 



OIT (…) los procesos de consulta deberán ante todo garantizar los usos y costumbres de los pueblos indígenas, 



respetando sus métodos o procedimientos de toma de decisiones que hubieren desarrollado”, lo que incluso exige 



definir cómo se efectuará el proceso consultivo adecuado con la participación activa de la comunidad en cuestión. 



Cfr. Corte Constitucional. Sentencia T-737/05 Rama Judicial, República de Colombia [ref. 4 de abril de 2009]. 



Disponible en la Web: http://www.ramajudicial.gov.co/csj_portal/jsp/frames/index.jsp?idsitio=6&idseccion=1248 
45 En relación a la posibilidad de disidencias internas en la consulta efectuada a un pueblo respecto de una decisión 



legal que les atañe, es interesante conocer la decisión del Comité de Derechos Humanos que rechazó una reclamación 



de un grupo de indígenas maories frente a la promulgación de una ley de pesca que afectaba una actividades 



tradicional del pueblo en su conjunto. Señaló al respecto: “[e]l Comité observa que el Estado Parte emprendió un 



complejo proceso de consulta para lograr un amplio apoyo maorí a la solución y a la reglamentación de las 



actividades pesqueras a nivel nacional. Se consultó a las comunidades y a las organizaciones nacionales maoríes y sus 



propuestas quedaron reflejadas en la solución adoptada. La solución no se promulgó en forma de ley hasta disponer 



del informe de los representantes de los maoríes según el cual había un sustancial apoyo a la solución. Para muchos 



maoríes, la ley era una solución aceptable de sus reivindicaciones. El Comité ha tomado nota de las reclamaciones de 



los autores en el sentido de que ni ellos ni la mayoría de los miembros de sus tribus estaban de acuerdo con la 



solución, y de que afirman que no se habían tenido en cuenta sus derechos como miembros de la minoría maorí. En 



tales circunstancias, cuando el derecho de personas a disfrutar de su propia cultura está en conflicto con el ejercicio 



de derechos paralelos de otros miembros del grupo de la minoría, o de la minoría en su conjunto, el Comité puede 



considerar si esa limitación favorece a los intereses de todos los miembros de la minoría y si hay una justificación 



razonable y objetiva para su aplicación a las personas que se declaran afectadas adversamente”. En su decisión 



respecto del artículo 27 del tratado señaló que “el Comité llega a la conclusión de que el Estado Parte, al participar en 



amplias consultas antes de promulgar la nueva legislación y al atender específicamente a la sostenibilidad de las 



actividades pesqueras maoríes, ha adoptado las medidas necesarias para que la solución sobre las pesquerías y su 



promulgación como ley, incluido el sistema de gestión de cuotas, sean compatibles con el artículo 27”. Cfr. Apirana 



Mahuika, et al v. Nueva Zelanda. CDCP/C/70/D/547/1993 (2000) [en línea]. Los Pueblos Indígenas y los 



Organismos de los Tratados de las Naciones Unidas: Recopilación de Jurisprudencia de los Organismos de los 



Tratados II, septiembre de 2005. Forest Peoples Programme [ref. 4 de abril de 2005. Disponible en la Web: 



http://www.forestpeoples.org/documents/law_hr/un_jurisprudence_comp_sept05_sp.pdf 
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una reunión de mera información
46



 o una audiencia en la cual las personas u 



organizaciones que tuvieron la oportunidad de ser oídas no pudieron instaurar un 



intercambio auténtico con continuidad y tiempo para al menos tener la 



posibilidad de llegar a acuerdos
47



.  El Relator Especial ha sostenido que “[e]l 



                                                 
46 Cfr. Informe del Comité establecido para examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por 



Colombia del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de 



la Constitución de la OIT por la Central Unitaria de Trabadores (CUT), párr. 90, op. citada supra. 
47 Cfr. Informe del Comité encargado de examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por México 



del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de la 



Constitución de la OIT por el Sindicato de Trabajadores de la Universidad Autónoma de México (STUNAM) y el 



Sindicato Independiente de Trabajadores de la Jornada (SITRAJOR), párr. 94 , op. citada supra. Por su parte la 



Política Operacional fijada por el Banco Mundial, en su OP 4.10, y las Normas de Procedimiento del Banco, en su BP 



4.10 de julio de 2005, establecen que  “2. Consultas previas, libres e informadas. Cuando un proyecto afecta a 



Pueblos Indígenas, el equipo a cargo del mismo colabora con el prestatario en la realización de consultas previas, 



libres e informadas con las comunidades afectadas. Estas consultas sobre el proyecto propuesto se llevan a cabo 



durante todo el ciclo del proyecto y tienen en cuenta lo siguiente: a) La “consulta previa, libre e informada” es una 



consulta que tiene lugar en forma libre y voluntaria, sin manipulación, interferencia o coerción externa. Con ese fin, 



las partes consultadas tienen acceso previo a la información sobre el propósito y la magnitud del proyecto propuesto, 



facilitada de una manera apropiada desde el punto de vista cultural y en la lengua adecuada; b) En los mecanismos de 



consulta se reconoce a las organizaciones de Pueblos Indígenas existentes, incluidos los consejos de ancianos, los 



jefes y los líderes tribales, y se presta especial atención a las mujeres, los jóvenes y los ancianos; c) El proceso de 



consulta comienza en los primeros momentos del proyecto, debido a que la toma de decisiones entre los Pueblos 



Indígenas puede llegar a ser un proceso iterativo, siendo necesario disponer de un período de gestación suficiente 



para comprender cabalmente y para incorporar al diseño del proyecto las inquietudes y las recomendaciones 



expresadas por los Pueblos Indígenas, y d) El proceso de consulta se registra en actas que forman parte de los 



archivos del proyecto”. Cfr. Banco Mundial. BP 4.10, Pueblos Indígenas [en línea]. Banco Mundial [ref. 4 de Julio 



2009]. Disponible en la Web: http://siteresources.worldbank.org/OPSMANUAL/Resources/210384-



1170795590012/BP4.10.July1.2005.Spanish.pdf. La Corte Constitucional colombiana, por su parte, ha entendido que 



la consulta implica el cumplimiento varios requisitos. Para ella “[l]a institución de la consulta a las comunidades 



indígenas que pueden resultar afectadas con motivo de la explotación de los recursos naturales, comporta la adopción 



de relaciones de comunicación y entendimiento, signadas por el mutuo respeto y la buena fe entre aquéllas y las 



autoridades públicas, tendientes a buscar: a) Que la comunidad tenga un conocimiento pleno sobre los proyectos 



destinados a explorar o explotar los recursos naturales en los territorios que ocupan o les pertenecen, los mecanismos, 



procedimientos y actividades requeridos para ponerlos en ejecución. b) Que igualmente la comunidad sea enterada e 



ilustrada sobre la manera como la ejecución de los referidos proyectos puede conllevar una afectación o menoscabo a 



los elementos que constituyen la base de su cohesión social, cultural, económica y política y, por ende, el sustrato 



para su subsistencia como grupo humano con características singulares. c) Que se le de la oportunidad para que 



libremente y sin interferencias extrañas pueda, mediante la convocación de sus integrantes o representantes, valorar 



conscientemente las ventajas y desventajas del proyecto sobre la comunidad y sus miembros, ser oída en relación con 



las inquietudes y pretensiones que presente, en lo que concierna a la defensa de sus intereses y, pronunciarse sobre la 



viabilidad del mismo”. El procedimiento, en consecuencia, debe buscar “que la comunidad tenga una participación 



activa y efectiva en la toma de la decisión que deba adoptar la autoridad, la cual en la medida de lo posible debe ser 



acordada o concertada”. Cfr. Corte Constitucional. Sentencia SU-039/97, op. citada supra. Por su parte la sentencia 



sentencia C-620/03 de la misma Corporación sintetizó su jurisprudencia en relación con el derecho de las 



comunidades indígenas sobre los recursos naturales existentes en su territorio, lo que toca al derecho de consulta: 



a. La jurisprudencia ha determinado que la protección a la identidad cultural de las comunidades indígenas es un 



derecho fundamental, cuyo reconocimiento está orientado a lograr la preservación de tales culturas. 



b. Del anterior derecho se desprende el de participación de la comunidad indígena en la adopción de las decisiones 



que les conciernen y en especial en las relativas a la explotación de los recursos naturales ubicados en sus territorios, 



como expresamente lo prescribe el parágrafo del artículo 330 de la Constitución. Este derecho de participación, por la 



particular influencia que el medio ambiente tiene en la definición de los rasgos de las culturas indígenas, ha sido 



estimado también por la jurisprudencia constitucional como un derecho fundamental.  



c. De conformidad con lo preceptuado por el artículo 15 del Convenio 169 de 1989 adoptado por la conferencia de la 



OIT, norma que por referirse a un derecho fundamental forma parte del llamado bloque de constitucionalidad, el 



derecho de participación de las comunidades indígenas en la adopción de las decisiones relativas a los recursos 



naturales de propiedad estatal ubicados en su territorio (…) debe  hacerse efectivo mediante el mecanismo de la 



consulta previa. Dicho artículo, además, establece que los pueblos indígenas “deberán participar siempre que sea 



posible en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización equitativa por cualquier daño 



que puedan sufrir como resultado de esas actividades.” 



d. El convenio 169 no precisa la forma en la cual debe adelantarse la consulta previa a los pueblos indígenas en cuyo 



territorio se pretenden explorar o explotar recursos naturales de propiedad estatal. En tal virtud, corresponde al 



derecho interno definir ese asunto. La Constitución no señala tampoco el procedimiento que para ello debe llevarse a 



cabo ni la ley lo hace.  
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principio de que el consentimiento de los pueblos indígenas deberá ser la 



finalidad de las consultas no implica que la obtención del consentimiento sea un 



requisito absoluto en todas las situaciones. En todos los casos, es fundamental 



que el Estado haga un esfuerzo de buena fe para llegar a un acuerdo. Los 



pueblos indígenas también deben procurar de buena fe alcanzar el consenso 



sobre las medidas propuestas y evitar las posiciones inflexibles cuando las 



medidas propuestas se basen en intereses públicos legítimos.”
48



 



 



Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como ya vimos, en la 



sentencia del caso Saramaka, recepcionó estos mismos principios y exigencias. Y en 



relación al alcance de la consulta, la sentencia interpretativa del mismo caso aclaró que 



el Estado tenía la obligación de “consultar con el pueblo Saramaka al menos acerca de 



los siguientes seis asuntos: (1) el proceso de delimitación, demarcación y otorgamiento 



de título colectivo del territorio de los miembros del pueblo Saramaka; (2) el proceso 



mediante el cual se otorgue a los miembros del pueblo Saramaka el reconocimiento 



legal de la capacidad jurídica colectiva correspondiente a la comunidad que ellos 



integran; (3) el proceso de adopción de medidas legislativas, administrativas o de otra 



índole que sean necesarias a fin de reconocer, proteger, garantizar y dar efecto legal al 



derecho de los integrantes del pueblo Saramaka a ser titulares de derechos bajo forma 



colectiva sobre el territorio que tradicionalmente han ocupado y utilizado; (4) el 



proceso de adopción de medidas legislativas, administrativas o de otra índole que sean 



necesarias para reconocer y garantizar el derecho del pueblo Saramaka a ser 



efectivamente consultado, de conformidad con sus tradiciones y costumbres; (5) sobre 



los resultados de los estudios previos de impacto social y ambiental, y (6) en relación 



con cualquier restricción a los derechos de propiedad del pueblo Saramaka, 



particularmente respecto de planes de desarrollo o inversión dentro o que afecten el 



territorio Saramaka”
49



. Además, reiteró que la consulta debía hacerse de conformidad 



con las costumbres y tradiciones del pueblo en cuestión por lo cual “es el pueblo 



Saramaka, y no el Estado, quien debe decidir sobre quién o quiénes representarán al 



pueblo Saramaka en cada proceso de consulta ordenado por el Tribunal”
50



. De este 



modo, “el pueblo Saramaka debe informar al Estado quién o quiénes lo representarán 



en cada uno de los procesos de consulta señalados anteriormente” y la consulta 



consecuentemente debe hacerse a ellos, quienes darán a conocer las decisiones tomadas 



                                                                                                                                               
e. La jurisprudencia ha indicado al respecto que, teniendo en cuenta lo regulado por el artículo 34 del referido 



convenio de la OIT, según el cual "la naturaleza y el alcance de las medidas que se adopten para dar efecto al 



presente Convenio deberán determinarse con flexibilidad, tomando en cuenta las condiciones propias de cada país”, 



el compromiso del Estado colombiano  de adelantar las mencionadas consultas es de gran amplitud  y debe ser 



interpretado flexiblemente según las circunstancias. Sin embargo ha precisado que dado que el derecho a la consulta 



tiene por objeto garantizar la participación en la adopción de las decisiones que afectan a las comunidades, no puede 



consistir en una simple información a dichos entes colectivos, sino que debe propiciar espacios de concertación en la 



escogencia de las mediadas.  



f. Finalmente, debe tenerse en cuenta que la consulta, como mecanismo de participación en la adopción de decisiones 



y de garantía de la identidad cultural de los pueblos indígenas y tribales, es obligatoria en cuanto a su verificación, 



pero no sustrae de la competencia de las autoridades la adopción final de la medida legislativa o administrativa, como 



en general sucede con todos los mecanismos de concertación. 



Cfr. Corte Constitucional. Sentencia C-620/03 [en línea]. Rama Judicial, República de Colombia [ref. 4 de abril de 



2009]. Disponible en la Web: http://www.ramajudicial.gov.co/csj_portal/jei/admin/sentencia/docs/C%20620-03.doc 
48



 Anaya, James. Una cuestión fundamental: El deber de celebrar consultas con los pueblos indígenas.  Capítulo 



principal del Informe A/HRC/12/34, presentado al Consejo de Derechos Humanos en su 12 período de sesiones de 



Septiembre 2009. Párr. 66 
49 Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Interpretación de la Sentencia de Excepciones Preliminares, 



Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de agosto de 2008 Serie C No. 185, párr. 16 
50 Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam, op. citada supra, párr. 18 
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al respecto, así como sus fundamentos
51



. 



   



IV Consideraciones sobre el derecho al consentimiento previo, libre e informado 



 



El derecho a consulta no es equivalente a un derecho a veto en relación a la iniciativa 



legal o administrativa que es objeto del procedimiento respectivo. 
52



Por ello, a la 



consulta se suma otro derecho que ha venido siendo progresivamente reconocido por el 



derecho internacional y comparado. Es el derecho al consentimiento previo, libre e 



informado, en cuya virtud las iniciativas legales o administrativas que pongan en peligro 



su supervivencia no pueden llevarse a cabo antes haberse obtenido su consentimiento.  



 



Este derecho ha sido recepcionado expresamente por el Comité de Naciones Unidas 



para la Eliminación de la Discriminación Racial (CEDR) quien en su Recomendación 



general Nº 23, relativa a los derechos de los pueblos indígenas, exhorta en particular a 



los Estados Partes a que: “d) Garanticen que los miembros de los pueblos indígenas 



gocen de derechos iguales con respecto a su participación efectiva en la vida pública y 



que no se adopte decisión alguna directamente relacionada con sus derechos e 



intereses sin su consentimiento informado” (el subrayado es nuestro). Asimismo, el 



mismo CEDR en su informe sobre Ecuador del 21/03/2003, al dar cuenta de las 



limitaciones que representa el derecho de consulta para garantizar los derechos 



indígenas, señaló la necesidad por parte del Estado de obtener el consentimiento para la 



explotación de recursos del subsuelo. Señaló que “[e]n cuanto a la explotación de los 



recursos del subsuelo de los territorios tradicionales de las comunidades indígenas, el 



Comité observa que con la mera consulta a estas comunidades antes de iniciar la 



explotación de los recursos no se cumplen las condiciones especificadas en la 



Recomendación general Nº XXIII del Comité, relativa a los derechos de las poblaciones 



indígenas. El Comité recomienda, pues, que se recabe previamente el consentimiento de 



estas comunidades con conocimiento de causa y que se garantice la división equitativa 



de los beneficios que se obtengan con esa explotación”. 
53



  



                                                 
51 Ibid, párr. 19 
52 Frente a la pregunta sobre si el artículo del Convenio 7 implica que los pueblos indígenas y tribales tienen el 



derecho a vetar las políticas de desarrollo, la “Guía para la Aplicación del Convenio 169” brinda la siguiente 



respuesta: “[n]o, ningún segmento de la población nacional de cualquier país tiene derecho a vetar las políticas de 



desarrollo que afecte a todo el país. Durante las discusiones encaminadas a la adopción del Convenio, algunos 



representantes indígenas afirmaban que esto permitiría a los gobiernos hacer lo que quisieran. La Conferencia no 



entendió de esta manera el contenido de este artículo del Convenio”. Para la Guía “[e]l artículo 7 exige a los 



gobiernos realizar verdaderas consultas en las que los pueblos indígenas y tribales tengan el derecho de expresar su 



punto de vista y de influenciar el proceso de toma de decisiones. Lo anterior significa que los gobiernos tienen la 



obligación de crear las condiciones que permitan a estos pueblos contribuir activa y eficazmente en el proceso de 



desarrollo. En algunos casos, esto puede traducirse en acciones dirigidas a ayudar a los referidos pueblos a adquirir el 



conocimiento y las capacidades necesarias para comprender y decidir sobre las opciones de desarrollo existentes.” La 



Corte Constitucional colombiana en relación a la aplicación de un plan de erradicación de los cultivos de coca que 



afectaban territorios indígenas, señaló que “[e]l derecho a la consulta previa, previsto en el Convenio 169, no 



conlleva el derecho de los pueblos indígenas y tribales a vetar las medidas legislativas y administrativas que los 



afectan, sino que se presenta como una oportunidad para que los Estados partes consideren y valoren las posiciones 



que sobre sus decisiones tienen los integrantes y representantes de las minorías étnicas nacionales, forzándose a 



propiciar un acercamiento y, de ser posible, un acuerdo. Las consultas que se ordenan, entonces, no pueden ser 



utilizada para imponer una decisión, como tampoco para eludir el cumplimiento de una obligación, sino que deberán 



ser tenidas como una ocasión propicia y no desperdiciable para que las entidades gubernamentales encargadas de 



autorizar, ejecutar y vigilar la política estatal de erradicación de cultivos ilícitos consideren el derecho de los pueblos 



indígenas y tribales a exponer los condicionamientos que dicha política debe incluir, con miras a respetar su derecho 



a la integridad cultural, y la autonomía de sus autoridades en sus territorios”. Cfr. Sentencia SU.383/03, op. citada 



supra. 
53 Cfr. CEDR Consideraciones de los Informes presentados por los Estados Partes conforme al artículo 9 de la 



Convención. Observaciones Finales respecto del Ecuador (sesión sesenta y dos, 2003), ONU Doc. 



CERD/C/62/CO/2, 2 de junio de 2003, párr.  16, op. citada supra. Así también el mismo Comité respecto de Ecuador 
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También el Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y 



libertades fundamentales de los pueblos indígenas, Rodolfo Stavenhagen, del año 2003, 



al referirse a las consecuencias de los proyectos de desarrollo en gran escala, ha 



señalado que en “relación con los grandes proyectos de desarrollo el consentimiento 



libre, previo e informado es esencial para los derechos humanos de los pueblos 



indígenas y ello debe implicar la garantía de una distribución de los beneficios 



mutualmente aceptable y el establecimiento de mecanismos independientes y 



mutuamente aceptables para la solución de las controversias entre los pueblos 



indígenas y el sector privado”. 
54



 



   



Mismo parecer que fue posteriormente recogido por la Corte Interamericana para 



establecer en su jurisprudencia en el caso Saramaka “que adicionalmente a la consulta 



que se requiere siempre que haya un plan de desarrollo o inversión dentro del territorio 



tradicional Saramaka, la salvaguarda de participación efectiva que se requiere cuando 



se trate de grandes planes de desarrollo o inversión que puedan tener un impacto 



profundo en los derechos de propiedad de los miembros del pueblo Saramaka a gran 



parte de su territorio, debe entenderse como requiriendo adicionalmente la obligación 



de obtener el consentimiento libre, previo e informado del pueblo Saramaka, según sus 



costumbres y tradiciones”
 55



. 



                                                                                                                                               
exhortó “encarecidamente al Estado Parte a que garantice la participación de la población indígena en las decisiones 



que afecten a su vida. Pide, en particular, al Estado Parte que consulte a la población indígena interesada y obtenga su 



consentimiento antes de la ejecución de los proyectos de extracción de recursos naturales y acerca de las políticas 



públicas que le afecten, de conformidad con el Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 



sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes. Cfr. CEDR 07/06/2004. E/C.12/1/Add.100, párr. 35, op. 



citada supra. Por su parte, como marco sustantivo, en el Informe del Seminario internacional sobre metodologías 



relativas al consentimiento libre, previo e informado y los pueblos indígenas, se consignó que para muchos 



participantes de ese seminario dicho derecho formaba parte del ejercicio del derecho de libre determinación por los 



pueblos indígenas y eran un componente básico de sus derechos a la tierra, territorio y recursos. Cfr. Foro Permanente 



para las Cuestiones Indígenas, Informe del Seminario internacional sobre metodologías relativas al consentimiento 



libre, previo e informado y los pueblos indígenas, E/C.19/2005/3 [en línea]. ONU [ref. 5 de abril de 2009]. 



Disponible en la Web: http://daccessdds.un.org/doc/UNDOC/GEN/N05/243/29/PDF/N0524329.pdf?OpenElement. 



Por su parte la Política Operacional fijada por el Banco Mundial sobre Pueblos Indígenas, en su OP 4.10, establecen 



al respecto que: “7. Amplio apoyo de la comunidad. El equipo a cargo del proyecto [de inversión] examina[rá] la 



documentación sobre la evaluación social y el proceso de consulta, una vez presentada al Banco por el prestatario, 



para constatar que el prestatario ha obtenido el amplio apoyo de los representantes de los principales sectores de la 



comunidad, conforme se establece en la política. El equipo comienza a tramitar el proyecto cuando ha confirmado 



que existe tal apoyo. El Banco no seguirá adelante con la tramitación del proyecto si no puede determinar la 



existencia de dicho apoyo”. Cfr. Banco Mundial. BP 4.10, Pueblos Indígenas, op. citada supra. 
54 Cfr. Ver, Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos, op. citada supra, párr. 66.  
55 Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam, op. citada supra, párr. 137.  



Este consentimiento también es exigido explícitamente por la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos 



de los pueblos indígenas en caso de preverse traslados de población indígena y en el caso que se pretenda almacenar 



o eliminar materiales peligrosos en las tierras o territorios de los pueblos indígenas.  



Los elementos de un entendimiento común del consentimiento, libre, previo e informado, como lo concluyó el 



Seminario internacional sobre metodologías relativas al consentimiento libre, previo e informado y los pueblos 



indígenas, son los siguientes: 



• Libre, lo que implica que no ha habido coerción, intimidación ni manipulación. Además, igualdad de partes. 



• Previo, lo que implica que se ha tratado de obtener el consentimiento con suficiente antelación a cualquier 



autorización o comienzo de actividades y que se han respetado las exigencias cronológicas de los procesos de 



consulta/ consenso con los pueblos indígenas. 



• Informado, lo que implica que se proporcione información que abarque  (por lo menos) los siguientes aspectos: 



a. La naturaleza, envergadura, ritmo, reversibilidad y alcance de cualquier proyecto o actividad propuesto; 



b. La razón o razones o el objeto u objetos del proyecto y/o actividad; 



c. La duración de lo que antecede; 



d. Los lugares de las zonas que se verán afectados; 



e. Una evaluación preliminar del probable impacto económico, social, cultural y ambiental, incluidos los posibles 



riesgos y una distribución de beneficios justa y equitativa en un contexto que respete el principio de precaución. 



f. El personal que probablemente intervendrá en la ejecución del proyecto propuesto (incluidos los pueblos indígenas, 



el personal del sector privado, instituciones de investigación, empleados gubernamentales y demás personas); 





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado











16 



 



 



La Comisión Interamericana de Derechos Humanos,  por su parte, ha señalado que el 



consentimiento debe “interpretarse como una salvaguarda reforzada de los derechos de 



los pueblos indígenas, dada su conexión directa con el derecho a la vida, a la identidad 



cultural y a otros derechos esenciales, en relación con la ejecución de planes de 



desarrollo o inversión que afecten al contenido básico de dichos derechos.” 
56



 



Sistematizando los estándares internacionales sobre los derechos de los pueblos 



indígenas, la Comisión concluye que la obtención del consentimiento de los pueblos 



indígenas adquiere carácter obligatorio cuando: 



 



- Se trate de proyectos de inversión que impliquen desplazamiento y reubicación 



permanente de pueblos o comunidades indígenas. 



- En línea con lo resuelto por la Corte en el caso Saramaka, el consentimiento 



deviene en obligatorio, si se trata de un proyecto de inversión o desarrollo o de 



concesión de explotación, cuya ejecución privaría a los pueblos indígenas de la 



“capacidad de usar y gozar de sus  tierras y de otros recursos naturales 



necesarios para su subsistencia”
57



 



- Por último, en el evento en que se deposite o almacenen materiales  “peligrosos 



en tierras o territorios indígenas.”
58



 



 



El derecho a un consentimiento previo, libre e informado, en los casos que procede, por 



lo tanto, constituye un derecho que está consolidándose a nivel internacional y que ha 



sido expresamente recogido por la jurisprudencia del sistema interamericano de 



derechos humanos.  



 



V Derecho Comparado 



 



A nivel latinoamericano son varios los países que han desarrollado y consagrado el 



deber de consulta a nivel constitucional, ya sea a nivel genérico como un derecho 



autónomo respecto de toda medida susceptible de afectar directamente a los pueblos 



indígenas o como requisito previo y obligatorio respecto de determinadas materias. 



  



En el primer de los casos, se puede citar la Constitución Política de Bolivia (febrero 



2009), la que establece que la consulta previa hace parte  del ejercicio de las formas de 



participación democrática, directa y participativa, dejando entregada a la ley la 



regulación del ejercicio de dicha facultad (art. 11. II . 1).  Específicamente en  relación 



                                                                                                                                               
g. Procedimientos que puede entrañar el proyecto. 



Cfr. ONU. Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas, Informe del Seminario internacional sobre metodologías 



relativas al consentimiento libre, previo e informado y los pueblos indígenas, E/C.19/2005/3. Disponible en la Web: 



http://daccessdds.un.org/doc/UNDOC/GEN/N05/243/29/PDF/N0524329.pdf?OpenElement. . También, ver, AKWÉ: 



KON Directrices voluntarias para realizar evaluaciones de las repercusiones culturales, ambientales, y sociales de 



proyectos de desarrollo que hayan de realizarse en lugares sagrados o en tierras o aguas ocupadas o utilizadas 



tradicionalmente por las comunidades indígenas y locales, o que puedan afectar a esos lugares [en línea, ref. 5 de 



abril de 2009]. Disponible en la Web: http://www.cbd.int/doc/publications/akwe-brochure-es.pdf 
56



 Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales. Normas y 



jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 56/09 30 de diciembre de 



2009. Párr. 332 
57



 Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales. Normas y 



jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 56/09 30 de diciembre de 



2009. Párr. 334 punto 2. 
58



 Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales. Normas y 



jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 56/09 30 de diciembre de 



2009. Párr. 334. Punto 3 
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al derecho a la consulta indígena  se estipula que las “naciones y pueblos indígenas” de 



conformada a la Constitución Política tienen derecho,  a “[s]er consultados mediante 



procedimientos apropiados, y en particular a través de sus instituciones, cada vez que se 



prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles. En este marco, se 



respetará y garantizará el derecho a la consulta previa obligatoria, realizada por el 



Estado, de buena fe y concertada, respecto a la explotación de los recursos naturales no 



renovables en el territorio que habitan.” (art. 30. II. 15) 



 



El Estado de Ecuador reconoce el derecho de las comunidades, naciones y pueblos 



indígenas, un conjunto de derechos colectivos garantizados en “[l]os pactos, convenios, 



declaraciones y demás instrumentos internacionales de derechos humanos” (art 57), 



entre los cuales se señala expresamente la obligación de realizar “[c]onsulta previa, 



libre e informada, dentro de un plazo razonable, sobre planes y programas de 



prospección, explotación y comercialización de recursos no renovables que se 



encuentren en sus tierras y que puedan afectarles ambiental o culturalmente; participar 



en los beneficios que esos proyectos reporten y recibir indemnizaciones por los 



perjuicios sociales, culturales y ambientales que les causen. La consulta que deban 



realizar las autoridades competentes será obligatoria y oportuna.” (art. 57. 7) 



Igualmente estipula el derecho a participar mediante sus representantes en los 



organismos oficiales que determine la ley, en la definición de las políticas públicas que 



les conciernan, así como en el diseño y decisión de sus prioridades en los planes y 



proyectos del Estado. (art. 57. 16.) y a “ser consultados antes de la adopción de una 



medida legislativa que pueda afectar cualquiera de sus derechos colectivos”. (art. 



57.17) 
 



La Constitución Política de la República Federativa de Brasil (1988), destina el Capítulo 



VII (arts.  231 y 232) a los derechos de los pueblos indígenas reconociéndoles su 



organización social, costumbres, lenguas creencias, tradiciones y los derechos 



originarios sobre las tierras que tradicionalmente ocupan, “correspondiendo a la Unión 



demarcarlas, protegerlas y hacer que se respeten todos sus bienes” (art. 231).  



Expresión de estos derechos y específicamente en relación a la explotación e instalación 



de proyectos de inversión en tierras indígenas, incluida el aprovechamiento de recursos 



hídricos, se estipula que estos pueden proceder sólo previa autorización del Congreso 



Nacional  “oídas las comunidades afectadas. ( art. 231 N° 3 )  



 



La Constitución de los Estados Unidos Mexicanos (2010) estipula que “La Federación, 



los Estados y los Municipios, para promover la igualdad de oportunidades de los 



indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria, establecerán las instituciones y 



determinarán las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de 



los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán 



ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos”. (Art 2 B) Señalando que  para 



superar las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades indígenas, 



dichas autoridades, tienen la obligación de: “consultar a los pueblos indígenas en la 



elaboración del Plan Nacional de Desarrollo y de los estatales y municipales y, en su 



caso, incorporar las recomendaciones y propuestas que realicen”. (art. 2 B IX.) 



 



En la experiencia comparada igualmente a desarrollado el derecho a consulta  referidas 



a materias específicas. Ejemplos de legislaciones que regulan este derecho de consulta 
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son el “Reglamento de Consulta de Actividades Hidrocarburíferas” en Ecuador
59



 y en 



Bolivia el “Reglamento de consulta y participación para actividades 



hidrocarburíferas”
60



. En este último caso, que se funda precisamente en la normativa del 



Convenio 169 y en la Ley de Hidrocarburos boliviano que establece el derecho y deber 



de consulta a favor de los pueblos indígenas y comunidades campesinas, el reglamento 



rige para los casos en que “se pretenda desarrollar actividades hidrocarburíferas en sus 



tierras comunitarias de origen, propiedades comunitarias y tierras de ocupación y 



acceso”
61



. Las bases y principios que deben guiar la participación y consulta según esta 



normativa son los siguientes: 



 



i) Respeto y Garantía. Los organismos estatales competentes deben respetar y 



garantizar el ejercicio y vigencia de los derechos fundamentales, 



especialmente los referidos a la consulta y participación, como también los 



derechos sociales, económicos, culturales, ambientales; el hábitat y formas 



de organización de las comunidades campesinas y pueblos indígenas, y la 



integridad y propiedad de las tierras y recursos. También se garantiza la 



independencia y las instancias de representación y de decisión de los 



consultados, como sus formas de organización usos y costumbres, guardando 



de efectuar cualquier tipo de interferencia intromisión o influencia en 



asuntos inherentes a sus organizaciones o instancias de representación. 



ii) Información previa y oportuna. La autoridad debe entregar en forma previa y 



forma oportuna, suficiente y necesaria, de acuerdo a las características 



lingüísticas del área, toda la información de las actividades hidrocarburíferas 



que se pretendan licitar, autorizar y ejecutar y de los posibles impactos socio 



ambientales y culturales de la actividad hidrocarburífera, antes de la 



realización de la consulta y participación, facilitando los medios necesarios 



para su socialización. 



iii) Veracidad. Toda la información que sean parte y resultado del proceso de 



consulta y participación deberán ajustarse a la verdad. 



                                                 
59 Para un análisis crítico de esa legislación, ver, Figueroa, Isabela, “Pueblos indígenas versus petroleras: control 



constitucional en la resistencia”, en Sur – Revista Internacional de Derechos Humanos, Nº 4 [en línea]. Sur – Red 



Universitaria de Derechos Humanos [ref. 4 de abril de 2009]. Disponible en la Web: 



http://www.surjournal.org/esp/index4.php 
60 Cfr. YPFB, Decreto Supremo Nº 29033 de 16 de febrero de 2007, Reglamento de Consulta y Participación para 



Actividades Hidrocarburíferas [en línea]. Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos [ref. 5 de abril de 2009]. 



Disponible en la Web: http://www.derechoteca.com/gacetabolivia/edicion-especial-97-del-24-abril-2007-decreto-



supremo-29033.htm 
61 La legislación boliviana establece dos fases de la consulta y participación. La primera fase consiste en una 



“consulta para la licitación, autorización, contratación, convocatoria y aprobación de las medidas, obras o proyectos 



hidrocarburíferos” y que tiene por objeto “hacer conocer y contar con un criterio de las organizaciones susceptibles 



de ser afectadas que considere los niveles local, regional, departamental y nacional respetando, territorialidad, usos y 



costumbres, sobre aspectos generales de la actividad, obra o proyecto hidrocarburífero tales como: los alcances, 



posibles impactos socio ambientales positivos y negativos y las posibles afectaciones a los derechos colectivos de los 



[pueblos indígenas y comunidades campesina], tomando como base la información de actividades, obras o proyectos, 



presentada por la AC e YPFB [autoridad estatal competente y la empresa petrolera estatal, Yacimientos Petrolíferos 



Fiscales Bolivianos] cuando participe en el ámbito de aplicación de este reglamento, a las instancias representativas 



de las organizaciones”. La segunda fase de la consulta debe ser previa a la aprobación de los estudios de evaluación 



de impacto ambiental del proyecto hidrocarburífero y se desarrolla cumpliendo el cronograma de actividades 



establecido en el acta de entendimiento suscrita previamente entre las partes. Las observaciones, sugerencias, 



complementaciones y recomendaciones concertadas, emergentes de la aplicación del proceso de consulta en el 



segundo momento, deben ser consideradas como criterios fundamentales para la elaboración y aprobación del Estudio 



de Evaluación de Impacto Ambiental. 



El reglamento señala que el proceso de consulta estará viciado de nulidad en caso de incumplimiento de los requisitos 



y condiciones establecidos en él y en particular en el caso de que “d) [l]a firma del convenio de validación de 



acuerdos, que fuere logrado por presión, amedrentamiento, soborno, chantaje o violencia y no cuente con el acuerdo 



mutuo emergente del proceso de consulta y de participación, comprobados por la vía correspondiente”. Cfr. Ibid. 
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iv)  Integralidad.  Todos los aspectos y temas objeto de la consulta y 



participación, deben ser presentados y analizados de forma integral en todo 



el proceso.  



v) Oportunidad. El proceso de consulta y participación deberá comunicarse de 



manera oportuna, para que tanto las instancias representativas de las 



comunidades y pueblos, como la autoridad competente, puedan desarrollar el 



proceso y cumplir con las etapas y procedimientos establecidos en el 



reglamento. 



vi) Participación. Los colectivos consultados participaran en todo el proceso con 



miras a ejercer sus derechos y garantizar el respeto a su integridad territorial 



usos y costumbres
62



. 



vii) Transparencia. El proceso de consulta y participación deberá desarrollarse de 



manera clara y pública, con acceso libre y oportuno a toda la información 



relacionada a la actividad hidrocarburífera relativa al proyecto 



 



La autoridad competente responsable de la ejecución del proceso de Consulta y 



Participación es la autoridad estatal y las decisiones resultantes del proceso de Consulta 



y Participación, adoptadas en acuerdo conjunto entre las autoridades estatales y las 



comunidades campesinas y pueblos indígenas deben ser respetadas y consideradas 



como criterios fundamentales para la ejecución de la actividad hidrocarburífera objeto 



de la consulta
63



. En el caso de que la consulta “tenga un resultado negativo” la ley 



faculta al Estado a “promover un proceso de conciliación en el mejor interés nacional”. 
64



  



 



VI La consulta en la Legislación nacional 



 



El orden normativo nacional en este aspecto está muy por debajo del estándar 



internacional. El artículo 34 de la Ley Indígena establece que “[l]os servicios de la 



administración del Estado y las organizaciones de carácter territorial cuando traten 



materias que tengan injerencia o relación con cuestiones indígenas, deberán escuchar y 



considerar la opinión de las organizaciones indígenas que reconoce esta ley”. La 



exigencia legal se limita a una simple recepción de la opinión indígena sobre las 



materias tratadas y a una indeterminada obligación de considerar esa misma opinión. No 



se plantea la necesidad de un dialogo intercultural, adecuado a las circunstancias, sobre 



la medida o política a decidir, ni define como objetivo alcanzar el acuerdo o 



consentimiento del pueblo concernido. 



 



Tampoco la legislación ambiental nacional cumple con los estándares convencionales 



sobre la materia. La Ley General de Bases del Medio Ambiente establece mecanismos 



                                                 
62 Asimismo, los mecanismos del proceso de consulta deben ser establecidos para cada caso concreto por la autoridad 



estatal en coordinación con las instancias de representación de los pueblos indígenas y comunidades campesinas, 



entendiendo por ello no solo la instancia orgánica de nivel local, sino también respectiva instancias a nivel la 



nacional, departamental y regional. Cfr. Ibid. 
63 En el caso ecuatoriano se distingue entre la consulta pre - licitatoria, la cual debe deberá ser auspiciada y ejecutada 



por el organismo estatal encargado de llevar a cabo las licitaciones, y la consulta previa de ejecución, que la realiza la 



misma empresa que ejecute la actividad hidrocarburífera. Cfr. Reglamento de Consulta de Actividades 



Hidrocarburíferas [en línea, ref. 5 de abril de 2009]. Disponible en la Web: 



http://www.socioambiental.org/inst/esp/consulta_previa/sites/default/files/ecu-



reglaconsultaactividadeshidrocarbur%C3%ADferas.doc 
64 Cfr. Ley de Hidrocarburos, artículo 116 [en línea]. Ministerio de Hidrocarburos y Energía [ref. 4 de abril de 2009]. 



Disponible en la Web: http://www.hidrocarburos.gov.bo/Hidrocarburos/Documentos/Ley%20203058.pdf 
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de participación ciudadana en relación al proceso de Estudio de Impacto Ambiental
65



. 



Tales mecanismos de participación, sin embargo, están dirigidos a la ciudadanía en 



general, sin contemplar procedimientos culturalmente adecuados a los pueblos 



indígenas. El objetivo de esos procedimientos, además, es asegurar la participación de la 



ciudadanía a objeto de recepcionar y ponderar sus observaciones y no persiguen 



alcanzar un acuerdo u obtener el consentimiento de los participantes. 



 



El Tribunal Constitucional en Chile, como lo señaláramos, reparó en la diferencia 



substancial que existe entre los mecanismos de participación ciudadana contemplados 



en determinadas leyes sectoriales y el deber impuesto por el Convenio N° 169 de la 



OIT, sobre la consulta, precisamente en razón del objetivo expresado en el N° 2 del 



artículo 6 del referido Convenio, esto es alcanzar mediante procedimiento asentados en 



la buena fe, el consentimiento, previo, libre e informado de los pueblos indígenas 



concernidos en toda medida de carácter administrativo o legislativo susceptibles de 



afectarlos.  



Iguales reflexiones ha formulado el Relator Especial al señalar las diferencias entre los 



procesos de participación ciudadana contempladas en numerosas legislaciones y la 



consulta indígena de conformidad al Convenio 169 de loa OIT, al señalar que “cuando 



las decisiones del Estado afectan los intereses particulares de los pueblos indígenas, se 



requieren procedimientos especiales y diferenciados de consultas, procedimientos 



especiales que se justifican por la naturaleza de esos intereses particulares, que derivan 



del carácter distinto de los modelos e historias culturales de los pueblos indígenas, y 



porque los procesos democráticos y representativos corrientes no suelen bastar para 



atender a las preocupaciones particulares de los pueblos indígenas, que por lo general 



están marginados en la esfera política. El deber de los Estados de celebrar consultas 



con los pueblos indígenas, así como los diversos componentes normativos de dicho 



deber, se basan en el reconocimiento generalizado, como se manifiesta en la 



Declaración, de las características distintivas de los pueblos indígenas y de la 



necesidad de medidas especiales que permitan corregir sus condiciones 



desfavorecidas.”
66



 



El 25 de septiembre de 2009, se publica en el Diario Oficial el Decreto Supremo N° 124 



(en adelante Decreto N° 124) del Ministerio de Planificación y Cooperación, que 



reglamenta el artículo 34 de la Ley Indígena, a fin de regular la consulta y la 



participación de los pueblos indígenas. El Decreto N° 124, de acuerdo a lo dispuesto en 



su artículo 1° y en coherencia con lo establecido en el artículo 34 de la Ley Indígena,  



regula “la obligación de los órganos de la administración del  Estado de escuchar y 



                                                 
65 La Ley 19.300 de Bases del Medio Ambiente, establece un mecanismo de  Evaluación de Impacto Ambiental a 



cargo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente o de la Comisión Regional respectiva, que, en base a un Estudio 



o Declaración de Impacto Ambiental, determina si el impacto ambiental de una actividad o proyecto se ajusta a las 



normas vigentes. (art. 2 literal J). Una de las diferencias entre un  Estudio de Impacto Ambiental y Declaración de 



Impacto Ambiental, es que sólo respecto de la primera (Estudio) se contempla la participación ciudadana (arts. 26 y 



ss). Participación que se limita a: 1) imponerse del contenido del estudio y del tenor de los documentos acompañados. 



(art. 28); y  2) A la formulación de  observaciones al Estudio de Impacto Ambiental, ante el organismo competente, 



para lo cual dispondrán de un plazo de sesenta días, contado desde la respectiva publicación del extracto en que se da 



a conocer a la comunidad el proyecto sometido a evaluación. Los proyectos sujetos a Declaración de Impacto 
Ambiental, sólo serán publicados a fin de informar a la ciudadanía. (art.30). 
66 Cfr. Anaya James. Una Cuestión Fundamental: El Deber de Celebrar  Consultas con los Pueblos Indígenas 



Capítulo principal del Informe A/HRC/12/34, presentado al Consejo de Derechos Humanos en su 12 período de 



sesiones de Septiembre 2009. Párr.  42 
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considerar  la opinión de las organizaciones indígenas cuando traten materias que 



tengan injerencia o relación con cuestiones indígenas”.  



 



Según este Decreto, los órganos de la administración del Estado que se ven en la 



obligación de realizar la consulta y la participación, y por lo tanto, las materias 



susceptibles de  ser consultadas, son única y exclusivamente las que emanen de los 



Ministerios, las Intendencias, los Gobiernos Regionales, las gobernaciones, las Fuerzas 



Armadas, las Fuerzas de Orden y Seguridad Públicas, los servicios públicos creados 



para el cumplimiento de la función administrativa y el Consejo para la Transparencia. 



Respecto de los óranos constitucionalmente autónomos queda a la discrecionalidad de 



estos sujetarse o no a las disposiciones del Decreto.
67



   



 



Respecto de los proyectos de inversión en la tierras o áreas de desarrollo indígena, 



definidas en la  Ley Indígena, se sujeta la consulta a lo preceptuado en las respectivas 



normas sectoriales, siendo facultativo para el órgano de la administración del Estado  



someterse al procedimiento  diseñado en el Decreto N° 124 y  en este último caso, el 



proceso de consulta se ajustará a los plazos establecidos en la normativa sectorial. 
68



  



 



En razón de esto, a la luz de los estándares fijados en el Convenio 169 de la OIT, el 



Decreto Supremo N° 124, no cumple con los principios y estándares internacionales que 



sobre la materia rigen. En primer lugar por no haber sido sometido al proceso de 



consulta previo e informado. Enseguida, el Decreto Supremo 124 restringe severamente 



las medidas a consultar, al establecer que sólo podrán ser consideradas consultables, 



aquellas materias que emanan de los órganos de la administración del Estado,  



excluyendo expresamente dentro de estos a los poderes constitucionalmente autónomos, 



como las municipalidades,  las empresas públicas, y poder legislativo, todos los cuales 



eventualmente adoptan medidas que afectan los intereses de los pueblos indígenas. Más 



aún, si la medida en cuestión es de aquellas que de acuerdo al Decreto Supremo  están 



en el ámbito de ser consultadas, el órgano respectivo puede realizar un juicio de 



pertinencia de llevarla a cabo o no  y siempre que las circunstancias lo hagan posible, 



todas consideraciones que caen en la esfera de competencia y decisión del propio 



órgano del cual  emana la iniciativa de la medida.  



 



La expresa exclusión de consulta indígena obligatoria, de los proyectos de inversión, 



constituye una grave omisión, atendida consideración, que la expansión de 



megaproyectos energéticos, mineros, de acuicultura y  forestación, constituyen los 



principales focos de tensión con las comunidades indígenas. Lo proyectos de inversión 



quedan entregados a la consulta ciudadana establecida en la regulación sectorial, siendo 



facultativo para el órgano sectorial que emite la medida, sujetarse al procedimiento 



contemplado en el Decreto Supremo. Se morigera  el carácter obligatorio, y se adscribe 



a un procedimiento que no se condice con la consulta indígena, que tiene por objeto 



precisamente la protección de las formas de vida y culturales que en el caso de  los 



pueblos  indígenas  están  asociadas a la tierra y el territorio. En el caso de los proyectos 



de inversión con impacto ambiental, se someterán a la Ley de Bases Generales del 



Medio Ambiente, N° 19.300, el que establece un mecanismo de participación ciudadana 



que  no está conforme a lo establecido en el Convenio 169 de la OIT y no se ajusta a los 



principios internacionalmente reconocidos en materia de consulta y participación 



indígena. 



                                                 
67 Art 4 Decreto Supremo N° 124 de Mideplan 
68 Art. 5Decreto Supremo N° 124 de Mideplan 
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Mismo alcance crítico es posible realizar sobre los plazos establecidos para el proceso 



de consulta los que se restringen perentoriamente en el Decreto Supremo N° 124 sin 



considerar en este punto, las recomendaciones del Relator especial para pueblos 



indígenas, de que los plazos de la consulta deben adecuarse necesariamente a la 



naturaleza de la materia consultada.   



 



VII El derecho a consulta  a la luz de la Jurisprudencia nacional 



 



Los tribunales superiores de justicia desde la entrada en vigencia del Convenio N° 169 



de la OIT, han debido pronunciarse sobre el derecho a consulta y el deber correlativo de 



los órganos del Estado de llevarla a cabo, fundamentalmente por alegaciones sostenidas 



por representantes de comunidades indígenas que no han sido debidamente consultadas 



conforme a los estándares impuestos por el Convenio, en relación a proyectos de 



inversión en territorios ancestrales reivindicados por dichas comunidades. En esta 



materia, la jurisprudencia de los tribunales superiores de justicia ha sido errática, y es 



posible advertir  una renuencia  al reconocimiento  especial de la consulta como derecho 



autónomo. 



 



Al revisar el proyecto del sistema de conducción y descarga al mar de efluentes tratados 



de la Planta Valdivia de  la empresa Celulosa Arauco, la Corte Suprema es de la opinión 



que  la obligación de consulta establecida en  el art. 6 del Convenio 169, se satisface y 



aún más se encuentra consagrado en la Ley de Bases de Medio Ambiente N° 19.300 y 



su Reglamento 
69



 Agregando  que  “… el procedimiento de participación ciudadana en 



los proyectos sometidos a estudio de impacto ambiental previsto en el artículo 26 de la 



Ley 19.300- es el mecanismo a través del cual se lleva a efecto el deber de consulta a 



que obliga el Convenio 169, cuyo texto y principios que lo informan resultan 



plenamente compatibles y alcanzan eficacia con la normativa ambiental vigente”.
70



  



 



Por su parte la  Corte de Apelaciones de Santiago
71



, (31 de enero 2011), al analizar el 



Anteproyecto Referencial Nuevo Aeropuerto de la Región de la Araucanía ha sostenido  



en línea con lo resuelto por la Corte Suprema que  el deber de consulta establecido en el 



Convenio se satisface plenamente mediante la aplicación del mecanismo de 



participación ciudadana contemplado en la Ley de Bases de Medio Ambiente al 



sentenciar “que el deber general de consultar a los pueblos indígenas en lo 



concerniente a los procedimientos de evaluación de impacto ambiental, estatuido en la 



Ley Nº 19.300 y su Reglamento, incorporado a dicha legislación ambiental, a través del 



procedimiento de participación ciudadana que los artículos 26 a 31 de la citada ley 



establecen, satisface –en este caso por los antecedentes ya expuestos- la exigencia del 



Convenio N° 169.” Destaca  en este caso, el voto de minoría de la abogada integrante, 



Sra. Claudia Chaimovich quien es del parecer que el derecho y deber correlativo del 



Estado de realizar la consulta conforme a los estándares del Convenio N° 169 de la OIT, 



no se compadecen con el mecanismo de participación ciudadana establecido en la ley 



sectorial.  



 



                                                 
69 Sentencia ROL 4078-2010 Considerando 7  
70 Ídem, Considerando 11 
71 Sentencia  recaída en el Recurso de Protección Rol 1794-10 caratulado Alcmán y otros c/ Ministerio de Obras 



Públicas. 31 de enero de 2011. 
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La Corte Suprema en consonancia con esta jurisprudencia  
72



  declara la legalidad del 



proyecto de Exploración Minera Cataneve, que el Corema de Arica calificó 



favorablemente sin realizar el proceso de consulta previa de conformidad a los 



estándares impuestos por el Convenio N° 169  de la OIT. El Ministro Brito, disintiendo 



de la mayoría de la Sala, advierte que “Informar no constituye un acto de consulta, 



porque cuando sólo se entregan antecedentes quien los recibe no tiene posibilidad de 



influir en la decisión. Por ello es que este diálogo ha de tenerse de buena fe, con la 



intención de alcanzar acuerdo, de abandonar posiciones propias con el propósito de 



lograr otras, que surjan consensuadas.”
73



 



 



Un giro en la doctrina sostenida por la Corte Suprema  se advierte en la sentencia
74



 que 



revoca el fallo de la Corte de Apelaciones de Antofagasta que había declarado la 



legalidad de la resolución  que autorizaba el Proyecto de Plano Regulador de la Comuna 



de San Pedro de Atacama sin haberse llevado a cabo la consulta previa de conformidad 



a lo preceptuado en el Convenio 169 de la OIT. Los sentenciadores concluyen que los  



mecanismos de participación utilizados para la aprobación del Plan Regulador -el 



establecido en  la ley de Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones-  “distan 



de satisfacer las especiales características que posee la consulta cuya omisión se 



reprocha”. 
75



 Para la Corte este procedimiento se limitó a “informar a los vecinos 



acerca de las singularidades del instrumento de planificación… a realizar audiencias 



púbicas en los barrios o sectores más afectados y en consultar la opinión del Consejo 



Económico y Social  comunal”
76



 todo lo cual no es suficiente de acuerdo al 



procedimiento estatuido en el instrumento internacional. 



 



El Tribunal Constitucional  (2000)  a diferencia de la jurisprudencia mayoritaria de la 



Corte Suprema, destacó la singularidad jurídica del derecho a la consulta indígena. En 



efecto, el TC ha señalado que, “[l]a argumentación del Presidente de la República en 



orden a que este tipo de consultas ya se encuentra establecido en nuestra legislación, 



citando  en abono de sus tesis los artículo 34, 39, letra J), y 48, de la Ley Indígena, no 



es compartida por este Tribunal, habida consideración de la diferencia esencial que 



tiene la consulta a que se refiere el artícelo 6°, N° 1°, letra a), de la Convención (sic) 



N° 169, con aquellas otras que se establecen en el actual ordenamiento positivo. Para 



demostrarlo baste señalar que si bien la respuesta a la consulta a que se refiere el 



tratado no tiene un carácter vinculante strictu sensu si tiene una connotación jurídica 



especial que se encarga de precisarla el N° 2° del mismo artículo 6°.” 
77



 En síntesis 



para el juzgador constitucional hay en la consulta establecida en el instrumento 



internacional, una especial naturaleza  jurídica que no se satisface con los 



procedimientos de consulta establecidos en nuestro ordenamiento jurídico, ni en la Ley 



indígena,  y por cierto menos en la ley sectorial que está como hemos dicho concebida  



para la ciudadanía, no para los pueblos indígenas.  



                                                 
72



 Corte Suprema Sentencia recaída en el recurso de protección de garantías constitucionales,  Rol 2262/2011, de 16 



de Junio de 2011. 
73 Prevención de minoría Ministro Haroldo Brito Corte Suprema ROL 2262/2011. Considerando 2°. Resulta 



particularmente interesante la reflexión del ministro disidente al sostener que “Tal carencia (la no consulta de 



conformidad a lo establecido en el instrumento internacional) torna arbitraria la decisión y lesiona la garantía de 



igualdad ante la ley, porque al no aplicarse la consulta que el convenio previene, niega trato de iguales a las 



comunidades indígenas reclamantes, porque la omisión implica “no igualar” para los efectos de resolver.” 
74



 Corte Suprema Sentencia recaída en el recurso de protección de garantías constitucionales,  Rol 258-2011 de 13 de 



julio de 2011 
75 Corte Suprema Sentencia ROL 258-2011. Considerando 8. 
76 Ibídem.  
77 Sentencia Tribunal Constitucional, ROL N° 309 de 4 de agosto de 2000. Considerando 6 





http://www.pjud.cl/modulos/TribunalesPais/TRI_esta402.php?rowdetalle=AAANoPAA0AABUq%2FAAB&consulta=100&glosa=&causa=258/2011&numcua=29806&secre=UNICA&opc_menu=&opc_item=


http://www.pjud.cl/modulos/TribunalesPais/TRI_esta402.php?rowdetalle=AAANoPAA0AABUq%2FAAB&consulta=100&glosa=&causa=258/2011&numcua=29806&secre=UNICA&opc_menu=&opc_item=
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VII Conclusiones  



 



1° El deber de Consulta a los pueblos indígenas tiene un carácter autoejecutable por lo 



que todos los órganos del Estado están obligados a implementarlo cada vez que se 



prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarlos directamente, a 



través de sus instituciones representativas, mediante un procedimiento realizado de 



buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un 



acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas. 



2° En ese marco, corresponde al Poder Ejecutivo y el Congreso Nacional, no obstante la 



plena ejecutabilidad y vigencia del derecho de consulta, establecer mecanismos 



institucionalizados que permitan garantizar un procedimiento adecuado que de plena 



certeza a los pueblos concernidos bajo los principios desarrollados por el derecho 



internacional de derechos humanos. Estos procedimientos deben ser establecidos previa 



consulta con los pueblos indígenas, disponiéndose de un clima adecuado que genere 



confianzas entre los interlocutores. 



  



3° La ausencia de un mecanismo institucionalizado  que regule el ejercicio de este 



derecho no exonera a los órganos del Estado de la obligación de consultar, de 



conformidad a los principios y estándares desarrollados por el derecho internacional de  



derechos humanos, toda medida legislativa o administrativa susceptible de afectar 



directamente a los pueblos indígenas. 



 



4° En razón de su carácter autoejecutable los tribunales de justicia deben asegurar la 



realización del derecho de consulta ordenando para el caso de incumplimiento el pleno 



restablecimiento del derecho y la debida protección de los afectados. 
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El Instituto de Defensa Legal, la Fundación para el Debido Proceso Legal, la Clínica de 
Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad de Seattle, en cola-
boración con el Centro Amazónico de Antropología y Aplicación Práctica (CAAP), la 



Asociación Paz y Esperanza, la Asociación Pro Derechos Humanos (APRODEH), Derecho 
Ambiente y Recursos Naturales (DAR), la Asociación Servicios en Comunicación Intercultural 
y CARE Perú, solicitaron a la Honorable Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 
adelante CIDH, Comisión Interamericana, Honorable Comisión o Comisión) una audiencia 
pública relacionada con el derecho a la consulta de los pueblos indígenas en el Perú, que se 
realizó el 3 de noviembre de 2009, durante el 137o período de sesiones de la Comisión Intera-
mericana.



La audiencia solicitada y concedida tenía cuatro propósitos: 1) presentar las obligaciones jurídi-
cas de carácter internacional que tiene el Estado peruano respecto del derecho a la consulta de 
los pueblos indígenas; 2) informar a la Honorable Comisión sobre la violación de este derecho 
en perjuicio de las poblaciones indígenas del Perú; 3) generar un espacio de diálogo entre el 
Estado de Perú y las organizaciones solicitantes, con los buenos oficios de la Honorable Co-
misión; y 4) de acuerdo con, entre otros, la jurisprudencia interamericana, los principios de la 
Organización de Naciones Unidas (en adelante ONU), el Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo (en adelante Convenio 169 o Convenio 169 de la OIT) y las buenas 
prácticas de algunos Estados del continente, proponer una serie de recomendaciones para que el 
Perú implemente como parte de sus políticas internas acciones en favor del respeto del derecho 
a la consulta, cuando se adopten decisiones que afecten a los pueblos indígenas.



Con respecto al punto 1, el Estado peruano ha ratificado varios tratados internacionales que 
hacen referencia al derecho a la consulta y su Constitución Política les da a éstos igual fuerza 
jurídica que a los principios constitucionales. El Perú ratificó la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (en adelante CADH o Convención Americana) el 12 de julio de 1978 y 
el 21 de enero de 1981 depositó el instrumento de aceptación de la jurisdicción contenciosa 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante Corte Interamericana, Corte, 
Tribunal o alto Tribunal); en septiembre de 1971 ratificó la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (en adelante CERD); en abril de 
1978, el Pacto de las Naciones Unidas sobre Derechos Civiles y Políticos (en adelante PDCP); 
en 1994 ratificó el Convenio 169 de la OIT y en 2007 firmó la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.



En cuanto al punto 2, la falta de consulta a las comunidades indígenas ha generado una serie de 
conflictos sociales, que, a su vez, han generado un contexto de alta conflictividad en el país. Al 
analizar con detalle los casos que reporta la Defensoría del Pueblo, podemos apreciar que el 44% 



introducción



r





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado











El derecho a la consulta de los pueblos indígenas en Perú



r
vi 



r



de los conflictos activos y latentes corresponden a casos donde se debe consultar a los pueblos 
indígenas. Uno de los conflictos más graves que se suscitó debido a la violación del derecho a 
la consulta es el ocurrido en Bagua el 5 de junio de 2009, en el cual fallecieron 33 personas (23 
policías, cinco pobladores y cinco indígenas), 83 fueron detenidas y 200 resultaron heridas.



En atención a la preocupación que genera esta situación y en relación con el punto 3 del pedido 
de audiencia, se ha buscado un espacio de diálogo internacional que permita colaborar con el 
gobierno peruano en la búsqueda de una solución adecuada de esta situación. 



Por último, se presentaron ante la CIDH y el Estado peruano una serie de recomendaciones 
puntuales orientadas a propiciar el cumplimiento de la obligación estatal de consultar a las co-
munidades afectadas por la explotación de recursos naturales. 





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado











r
1



Competencia de la Comisión Interamericana de Derechos HumanosI.	



Como consecuencia de la ratificación de la Carta de la Organización de Estados Ameri-
canos (en adelante OEA), todos los Estados del continente han aceptado la competen-
cia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para conocer de violaciones 



de derechos humanos acaecidas en sus jurisdicciones y para emitir recomendaciones en caso 
de encontrar que dichas violaciones han sucedido y que el Estado es responsable. Asimismo, 
los Estados han reconocido el catálogo de derechos consagrados en la Declaración Americana 
sobre Derechos y Deberes del Hombre (en adelante Declaración Americana). Más aún, el 12 de 
julio de 1978 Perú ratificó la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el 21 de enero 
de 1981 aceptó la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana para conocer asuntos que 
surgen del incumplimiento de las obligaciones que emanan de la Convención Americana.



La actual controversia en el Perú surge de la reciente emisión, por parte del gobierno peruano, 
de decretos que permiten la extracción de recursos naturales y la realización de proyectos de 
desarrollo en territorios indígenas. Por lo anterior, están involucradas en esta controversia las 
obligaciones que tiene Perú bajo los artículos 1.1 (obligación de respetar los derechos), 2 (deber 
de adoptar disposiciones de derecho interno) y 21 (derecho a la propiedad privada) de la Con-
vención Americana. Debido a que Perú ratificó tanto la Carta de la OEA como la Convención 
Americana, le ha otorgado a la Comisión Interamericana competencia sobre la presente contro-
versia. De esta manera, la CIDH es competente para conocer las violaciones que se expusieron, 
realizar las recomendaciones pertinentes y facilitar una adecuada resolución de la controversia 
entre las partes. En esta tarea, la Comisión sigue la jurisprudencia vinculante de la Corte Inte-
ramericana.



Marco normativo del Sistema Interamericano de Derechos Humanos  II.	
para abordar el derecho de los pueblos indígenas a la tierra



La Corte Interamericana cuenta con una bien desarrollada jurisprudencia relativa al derecho a 
la propiedad comunitaria de los pueblos indígenas. Esta comprensiva jurisprudencia es el resul-
tado de la interpretación y el análisis extensivos de la Convención Americana, tanto en sí misma 
como a la luz de otros instrumentos internacionales de derechos humanos, tales como el PDCP, 
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Convenio 169 de la 
OIT y la reciente Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
adoptada en septiembre de 2007. Las decisiones de la Corte que interpretan las obligaciones 
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de los Estados emanadas de la Convención Americana son precedentes vinculantes para Perú, 
por cuanto el país aceptó la jurisdicción contenciosa de la Corte respecto de todos los asuntos 
relacionados con sus obligaciones bajo la Convención Americana.



Mediante el análisis de diversos casos relacionados con los derechos de los pueblos indígenas y 
tribales sobre sus tierras, el último de los cuales es el del Pueblo Saramaka Vs. Surinam, la Corte 
Interamericana ha establecido un claro marco jurídico para resolver los conflictos que surgen 
entre los Estados y las comunidades indígenas o tribales debido a las concesiones otorgadas 
por los gobiernos para la extracción y explotación de recursos naturales y el desarrollo de los 
territorios indígenas1.



En primer lugar, la Corte ha establecido que el derecho a la propiedad, protegido por el ar-
tículo 21 de la Convención Americana, abarca tanto el derecho a la propiedad privada de los 
particulares como el derecho a la propiedad comunitaria de los pueblos indígenas o tribales. 
Segundo, el Tribunal ha establecido que los pueblos indígenas que viven en tierras ancestrales 
de acuerdo con sus tradiciones tienen el derecho a obtener el título sobre esas tierras y que los 
Estados tienen la obligación de legalizar la relación de los pueblos indígenas con sus tierras para 
proteger su derecho de propiedad. Tercero, la Corte ha creado un marco jurídico para analizar 
en qué medida y extensión los recursos naturales que se encuentran en tierras de propiedad 
comunal pueden ser usados y disfrutados por los grupos indígenas y tribales, así como bajo qué 
circunstancias el Estado puede restringir este derecho. Finalmente, al desarrollar el deber del 
Estado de consultar con los pueblos indígenas en materias que afecten sus derechos e intereses 
consagrados en los instrumentos internacionales de derechos humanos, la Corte articuló una 
serie de protecciones que los Estados deben observar al restringir los derechos de los pueblos 
indígenas y tribales a usar y gozar de su propiedad.



El artículo 21 de la Convención Americana protege la propiedad A.	
comunitaria de los pueblos indígenas o tribales



La jurisprudencia de la Corte establece claramente que el derecho a la propiedad consagrado 
en el artículo 21 de la Convención Americana comprende el derecho de los miembros de las 
comunidades indígenas y tribales a usar y gozar de la propiedad comunitaria. La Corte ha sos-
tenido consistentemente que “la estrecha vinculación de los pueblos indígenas con sus tierras 
tradicionales y los recursos naturales ligados a su cultura que ahí se encuentren, así como los 
elementos incorporales que se desprendan de ellos, deben ser salvaguardados por el artículo 21 
de la Convención Americana”2.



Además, la Corte ha sostenido que “tanto la propiedad privada de los particulares como la 



1	 Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 28 de noviembre de 2007. Serie C No. 172.



2	 Caso del Pueblo Saramaka, Cit., párr. 88; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Repa-
raciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C No. 146, párr. 118 y Caso Comunidad Indígena 
Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de junio de 2005. Serie C No. 125, 
párr. 137.
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propiedad comunitaria de los miembros de las comunidades indígenas tienen la protección 
convencional que les otorga el artículo 21 de la Convención Americana”3. De este modo, de 
acuerdo con el artículo 21 de la Convención, “los Estados deben respetar la especial relación 
que los miembros de los pueblos indígenas y tribales tienen con su territorio a modo de garan-
tizar su supervivencia social, cultural y económica”4. Asimismo, la Corte en el caso del Pueblo 
Saramaka señaló que “[d]icha protección de la propiedad en los términos del artículo 21 de la 
Convención, leído en conjunto con los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento, le asigna a los 
Estados la obligación positiva de adoptar medidas especiales para garantizar a los integrantes de 
los pueblos indígenas y tribales el ejercicio pleno e igualitario del derecho a los territorios que 
han usado y ocupado tradicionalmente”5.



Dado que Perú es parte de la Convención Americana, se encuentra jurídicamente obligado a 
proteger los derechos a la propiedad comunitaria de los miembros de sus comunidades indíge-
nas y tribales, así como a garantizar el pleno ejercicio de estos derechos mediante la concesión a 
las comunidades de los títulos legales sobre sus tierras.



Los Estados tienen la obligación de demarcar y titular oficialmente  B.	
los territorios indígenas



La Corte ha establecido que el mero reconocimiento por parte de los Estados de los derechos 
a la propiedad comunitaria de sus pueblos indígenas no es suficiente. Además, estos derechos 
deben estar protegidos mediante títulos oficiales de propiedad. Al respecto, la Corte ha soste-
nido que “más que un privilegio para usar la tierra, el cual puede ser despojado por el Estado u 
opacado por derechos a la propiedad de terceros, los integrantes de pueblos indígenas y tribales 
deben obtener el título de su territorio a fin de garantizar el uso y goce permanente de dicha 
tierra6. Este título debe ser reconocido y respetado, no sólo en la práctica, sino que en el derecho, 



3	 Caso de la Comunidad Indígena Yakye Axa, Cit., párr. 143.
4	 Caso del Pueblo Saramaka, Cit., párr. 91; Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. 



Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79, párrs. 148-149 y 151; 
Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, Cit., párrs. 118-121 y Caso de la Comunidad Indígena Yakye Axa, 
Cit., párrs. 124, 131, 135 y 154. Cfr. también Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe 
75/02, Caso 11.140. Mary y Carrie Dann. Estados Unidos, 27 de diciembre de 2002, párr. 128 (observando 
que “la continua utilización de sistemas colectivos tradicionales de control y uso del territorio son esenciales 
en muchas circunstancias para el bienestar individual y colectivo y en efecto para la supervivencia de los 
pueblos indígenas”) y Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe 40/04, fondo. Caso 12.052. 
Comunidades Indígenas Mayas del Distrito de Toledo. Belice, 12 de octubre de 2004, párr. 114 (haciendo énfasis 
en que “los órganos del sistema interamericano de derechos humanos han reconocido que los pueblos indí-
genas gozan de una relación particular con la tierra y los recursos tradicionalmente ocupados y usados por 
ellos, conforme a los cuales esas tierras y recursos son considerados de propiedad y goce de las comunidades 
indígenas en su conjunto y de acuerdo con el cual el uso y goce de la tierra y de sus recursos son componentes 
integrales de la supervivencia física y cultural de las comunidades indígenas y de la efectiva realización de sus 
derechos humanos en términos más generales”).



5	 Caso del Pueblo Saramaka, Cit., párr. 91.
6	 Caso del Pueblo Saramaka, Cit., párr. 115; Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, Cit., párr. 



153; Caso de la Comunidad Indígena Yakye Axa, Cit., párr. 215 y Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C No. 
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a fin de salvaguardar su certeza jurídica”7. Por supuesto, el sólo reconocimiento jurídico tampoco 
es suficiente y “carece prácticamente de sentido si no se ha establecido y delimitado físicamente 
la propiedad”8.



En los casos Sawhoyamaxa Vs. Paraguay, Moiwana Vs. Suriname y Comunidad Mayagna (Sumo) 
Awas Tingni Vs. Nicaragua, la Corte sostuvo que la posesión de las tierras ancestrales les otorga 
a los pueblos indígenas y tribales el derecho a exigir el reconocimiento oficial de la propiedad 
y su registro9. En consecuencia, recientemente la Corte ha ordenado la demarcación, y cuando 
correspondiere, la restitución de las tierras ancestrales a las comunidades Mayagna (Sumo) Awas 
Tingni, Yakye Axa, Sawhoyamaxa, Moiwana y Saramaka. Por tanto, bajo dichos precedentes vin-
culantes, Perú está jurídicamente obligado a demarcar y otorgar un título oficial a las tierras de 
las comunidades indígenas que se encuentran dentro del territorio del Estado peruano. 



Adicionalmente, las obligaciones del Estado peruano en esta materia también surgen de otros 
tratados. En el caso del Pueblo Saramaka, la Corte analizó las obligaciones estatales a la luz del 
artículo 29 de la Convención Americana. De conformidad con dicho artículo, todas las normas 
convencionales deben ser interpretadas de manera tal que no se suprima ningún derecho o liber-
tad garantizado por las normas internas o por cualquier otro tratado del que el Estado sea parte. 
Perú ratificó el Convenio 169 de la OIT en 1994 y en 2007 firmó la Declaración de Naciones 
Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas, instrumentos estos que refuerzan aún más los 
derechos a la propiedad comunitaria de los pueblos indígenas y tribales. Es significativo que, de 
conformidad con la Constitución peruana, el Convenio 169 de la OIT —tratado internacional 
ratificado por Perú— tiene la jerarquía de principio constitucional. 



El artículo 14.1 del Convenio 169 de la OIT señala que: “[d]eberá reconocerse a los pueblos 
interesados el derecho de propiedad y de posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocu-
pan”. Asimismo, el artículo 14.2 señala que “[l]os gobiernos deberán tomar las medidas que 
sean necesarias para determinar las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente 
y garantizar la protección efectiva de sus derechos de propiedad y posesión”.



El artículo 26.1 de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indí-
genas es aún más explícita, al afirmar que: “[l]os pueblos indígenas tienen derecho a las tierras, 
territorios y recursos que tradicionalmente han poseído, ocupado o de otra forma utilizado o 
adquirido”. Igualmente, la Declaración señala en su artículo 26.3 que los “Estados asegurarán 
el reconocimiento y protección jurídicos de esas tierras, territorios y recursos [y que d]icho re-
conocimiento respetará debidamente las costumbres, las tradiciones y los sistemas de tenencia 
de la tierra de los pueblos indígenas de que se trate”. De esta manera, tanto los instrumentos 
internacionales de Naciones Unidas, como la jurisprudencia de la Corte Interamericana y los 



124, párr. 209.
7	 Caso del Pueblo Saramaka, Cit., párr. 115.
8	 Caso de la Comunidad Indígena Yakye Axa, Cit., párr. 143.
9	 Caso de la Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, Cit., párr. 128; Caso de la Comunidad Moiwana, Cit., párrs. 131 



y 209 y Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, Cit., párr. 151.
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artículos 21 y 29 de la Convención Americana obligan a Perú a demarcar y a otorgar título ofi-
cial a las tierras ancestrales de los pueblos indígenas.



El artículo 21 protege los derechos de los pueblos indígenas a los recursos C.	
naturales “usados tradicionalmente” 



La Corte Interamericana al interpretar el artículo 21 de la Convención Americana ha soste-
nido que “los recursos naturales que se encuentran en los territorios de los pueblos indígenas 
y tribales que están protegidos en los términos del artículo 21 son aquellos recursos naturales 
que han usado tradicionalmente y que son necesarios para la propia supervivencia, desarrollo y 
continuidad del estilo de vida de dicho pueblo”10. Aún cuando los territorios de los pueblos in-
dígenas disfruten de reconocimiento oficial por parte del Estado, igualmente surgen conflictos 
debido a la extracción de los recursos naturales y el desarrollo comercial de dichas tierras. Algu-
nos gobiernos sostienen que aunque las tierras de los pueblos indígenas sean legítimas y estén 
reconocidas por la legislación, el Estado mantiene el derecho sobre todos los recursos naturales 
que se encuentren en su territorio, incluidos los que se ubiquen en los territorios indígenas. 



En el caso del Pueblo Saramaka Vs. Suriname, la Corte Interamericana, al decidir si Suriname 
tenía derecho a otorgar concesiones para la explotación de madera y de minas a terceros en el 
territorio Saramaka, estableció que el artículo 21 de la Convención protege sólo los recursos 
naturales que se encuentran en territorio de los pueblos indígenas, que hayan usado tradicio-
nalmente y que sean necesarios para su supervivencia. De conformidad con el ordenamiento 
jurídico de Suriname, “los derechos de propiedad de todos los recursos naturales le pertenecen 
al Estado”; en contraste, el testimonio de un líder Saramaka revela que los Saramakas han sos-
tenido siempre la convicción de que “tiene[n] el derecho general de poseer todo, desde la copa 
de los árboles hasta los lugares más profundos que se puedan llegar debajo de la superficie”11.



En los casos Yakye Axa Vs. Paraguay y Sawhoyamaxa Vs. Paraguay, la Corte ya había establecido 
que la subsistencia cultural y económica de los pueblos indígenas y tribales, y por lo tanto la de 
sus integrantes, depende del acceso a y el uso de los recursos naturales de su territorio “que están 
relacionados con su cultura y que se encuentran allí”12 y que el artículo 21 protege el derecho a 
dichos recursos naturales13. Este derecho al acceso y al goce de los recursos naturales emana de la 
misma razón por la cual las comunidades indígenas tienen derecho a la propiedad del territorio 
que ocuparon ancestralmente: sin su tierra y los frutos y recursos que ella les otorga, la propia 
subsistencia física y cultural de los pueblos indígenas estaría en peligro.



10	 Caso del Pueblo Saramaka, Cit., párr. 122; Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, Cit., párrs. 124 y 137 y Caso 
Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, Cit., párrs. 118 y 121.



11	 Caso del Pueblo Saramaka, Cit., párr. 119.
12	 Ibídem, párr. 120.
13	 Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, Cit., párr. 118; Comunidad Indígena Yakye Axa, Cit., párr. 137.
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De conformidad con el esquema analítico desarrollado por la Corte en el caso del Pueblo Sa-
ramaka, la controversia sobre si un recurso natural determinado que se encuentre en territorio 
de los pueblos indígenas pertenece al Estado o a la comunidad, se resuelve a favor del uso tra-
dicional de los mismos por los pueblos indígenas o tribales. En el caso del Pueblo Saramaka, la 
Corte realizó un examen exhaustivo del uso tradicional de los árboles por parte de la comunidad 
y concluyó que usaban diversos tipos de árboles con distintos propósitos, desde construir canoas 
hasta techar sus hogares, desde comer sus frutos y fabricar aceite para cocinar hasta realizar 
explotación maderera de subsistencia como una manera de tener ingresos. Como consecuencia 
de esto, la Corte determinó que el pueblo Saramaka había usado, cosechado y comercializado 
madera de forma tradicional, lo que hacía de ésta un recurso natural protegido por el artículo 
21 de la Convención14.



Por otra parte, con base en un análisis similar respecto de las concesiones mineras auríferas, la 
Corte encontró que el pueblo Saramaka no tenía derechos de propiedad sobre el oro encontrado 
en sus tierras, dado que no había pruebas de que dicho pueblo hubiera realizado explotación 
minera o usado las minas como parte de su identidad cultural15.



No obstante, es importante resaltar que con respecto a las concesiones de minas auríferas, la 
Corte encontró una violación del derecho a la propiedad del pueblo Saramaka, debido a que 
Surinam incumplió con su deber de consultar con dicho pueblo el desarrollo de las referidas 
actividades extractivas. La Corte sostuvo que aún cuando el recurso natural a ser extraído no 
pertenezca a los grupos indígenas, tal extracción inevitablemente tendrá un impacto sobre otros 
recursos naturales protegidos (la explotación minera aurífera, por ejemplo, tendría un efecto 
nocivo en el suministro de agua potable) y que por ello interferiría con el derecho del pueblo 
a usar y gozar sus tierras tradicionalmente poseídas y sus recursos naturales16. Esta potencial 
interferencia, a su turno, activa el deber de los Estados de consultar previamente. 



Los Estados tienen el deber de consultar con los pueblos indígenas D.	
afectados cuando limitan el derecho a la propiedad de dichos pueblos



El derecho a la propiedad establecido en la Convención Americana no es absoluto: el artículo 
21.1 señala que: “[l]a ley puede subordinar tal uso y goce al interés social”. Además, el artículo 
30 de la Convención indica que “[l]as restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, 
al goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en la misma, no pueden ser aplicadas 
sino conforme a leyes que se dictaren por razones de interés general y con el propósito para el 
cual han sido establecidas”.



En este sentido, la Corte Interamericana ha establecido que el Estado puede restringir el de-
recho a la propiedad consagrado en el artículo 21 de la Convención si tal restricción responde 



14	 Caso del Pueblo Saramaka, Cit., párrs. 144-146.
15	 Ibídem, párr. 155.
16	 Ídem.
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“a los intereses de la sociedad”17. Para que las restricciones puedan considerarse “de interés de 
la sociedad” se requiere que: a) hayan sido previamente establecidas por ley; b) sean necesarias; 
c) sean proporcionales; y d) tengan el fin de lograr un objetivo legítimo en una sociedad demo-
crática18. Además, si la restricción afecta el derecho de los miembros de los pueblos indígenas y 
tribales a la propiedad comunitaria de las tierras y los recursos naturales que han poseído tradi-
cionalmente, la Corte requiere que se satisfaga un quinto elemento: e) la restricción no puede 
“implica[r] una denegación de las tradiciones y costumbres de un modo que ponga en peligro la 
propia subsistencia del grupo y de sus integrantes”19.



De conformidad con el artículo 1.1 de la Convención Americana, para asegurar que una res-
tricción del derecho a la propiedad de los pueblos indígenas no implique una denegación de la 
subsistencia como pueblo deben reunirse tres salvaguardas. Primero, el Estado debe asegurar la 
participación efectiva de los miembros del pueblo indígena o tribal, de conformidad con sus cos-
tumbres y tradiciones, en todo plan de desarrollo, inversión, exploración o extracción que se lleve 
a cabo dentro de su territorio. Segundo, el Estado debe garantizar que los miembros del pueblo 
indígena o tribal se beneficien razonablemente del plan que se lleve a cabo dentro de su territo-
rio. Tercero, el Estado debe garantizar que no se emitirá ninguna concesión o permiso dentro del 
territorio indígena a menos y hasta que entidades independientes y técnicamente capaces, bajo la 
supervisión del Estado, realicen un estudio previo de impacto social y ambiental20. 



Participación efectiva y deber del Estado de consultarE.	



Para asegurar una “efectiva participación” de los grupos indígenas o tribales el Estado tiene 
el deber de consultar activamente con dicha comunidad, según sus costumbres y tradiciones; 
de aceptar y brindar información, lo que implica una comunicación constante entre las partes. 
Las consultas deben realizarse de buena fe, mediante procedimientos culturalmente adecuados 
y deben tener como fin llegar a un acuerdo. Asimismo, el Estado debe consultar con el pueblo 
de que se trate, de conformidad con sus propias tradiciones, en las primeras etapas del plan de 
desarrollo o inversión y no únicamente cuando surja la necesidad de obtener la aprobación de 
la comunidad, si éste fuera el caso. El aviso temprano proporciona un tiempo para la discusión 
interna dentro de las comunidades y para brindar una adecuada respuesta al Estado. El Estado, 
asimismo, debe asegurarse que los miembros del pueblo tengan conocimiento de los posibles 
riesgos, incluidos los riesgos ambientales y de salubridad, a fin de que acepten el plan de desa-
rrollo o inversión propuesto con conocimiento y de forma voluntaria. Por último, la consulta 
deberá tener en cuenta los métodos tradicionales del pueblo para la toma de decisiones21. 



17	 Ibídem, párr. 127.
18	 Ídem y Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, Cit., párrs. 144-145 y Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, 



Cit., párr. 137.
19	 Caso del Pueblo Saramaka, Cit., párr. 128.
20	 Caso del Pueblo Saramaka, Cit., párr. 129.
21	 Ibídem, párr. 133. Asimismo, en Comunidades Indígenas Maya en el Distrito de Toledo vs. Belice, la Comisión 



Interamericana observó que los Estados deben llevar a cabo consultas efectivas y plenamente informadas 
con comunidades indígenas con relación a hechos o decisiones que pudieran afectar sus territorios tradicio-
nales. En dicho caso, la Comisión determinó que un procedimiento de “consentimiento pleno e informa-
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En la Sentencia de Interpretación en el caso del Pueblo Saramaka, emitida en agosto de 2008, la 
Corte elaboró aún más acerca del significado del deber del Estado de consultar, en el contexto 
de la extracción de recursos naturales en territorios de los pueblos indígenas. La Sentencia ordenó 
al Estado consultar con el Pueblo Saramaka, al menos respecto de seis asuntos22. Primero, sobre 
el proceso de delimitación, demarcación y otorgamiento de título colectivo del territorio de los 
miembros del pueblo; segundo, sobre el proceso mediante el cual se otorga a los miembros del 
pueblo el reconocimiento legal de la capacidad jurídica colectiva correspondiente a la comunidad 
que ellos integran; tercero, el proceso de adopción de medidas legislativas, administrativas o de 
otra índole que sean necesarias a fin de reconocer, proteger, garantizar y dar efecto legal al derecho 
de los integrantes del pueblo a ser titulares de derechos bajo forma colectiva sobre el territorio que 
tradicionalmente han ocupado y utilizado; cuarto, el proceso de adopción de medidas legislativas, 
administrativas o de otra índole que sean necesarias para reconocer y garantizar el derecho del 
pueblo indígena a ser efectivamente consultado, de conformidad con sus tradiciones y costumbres; 
quinto, sobre los resultados de los estudios previos de impacto social y ambiental; y sexto, en re-
lación con cualquier restricción de los derechos de propiedad del pueblo, particularmente respecto 
de planes de desarrollo o inversión dentro del territorio o que lo afecten23. Además, con el pro-
pósito de asegurar una participación significativa de los pueblos indígenas, los Estados tienen la 
obligación de “aceptar y brindar información al respecto en un formato entendible y públicamente 
accesible”24. Finalmente, la Corte aclaró que es el pueblo indígena o tribal y no el Estado quien 
debe decidir quién o quiénes lo representarán en cada proceso de consulta25.



Beneficios compartidosF.	



Debido a que las comunidades indígenas o tribales soportan los costos más pesados cuando un 
Estado emprende actividades de extracción y otras actividades de desarrollo en sus tierras, los Es-
tados deben garantizar que la comunidad reciba un beneficio razonable de cualquiera de los planes 
que se lleven a cabo en su territorio. Esta obligación emana del artículo 21.2 de la Convención 
Americana, el cual señala que: “Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto median-
te el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos 
y según las formas establecidas por la ley”. La jurisprudencia de la Corte extiende la protección 
del artículo 21.2 de la Convención Americana no sólo a los casos de total privación de un título 
de propiedad por medio de una expropiación por parte del Estado, por ejemplo, sino que también 
comprende la privación del uso y goce regular de dicha propiedad26.



do” requiere “como mínimo, que todos los integrantes de la comunidad estén plenamente enterados de la 
naturaleza y consecuencias del proceso que estén provistos de una oportunidad efectiva para participar de 
manera individual o colectiva”. Cfr. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe 40/04, Fondo. 
Caso 12.052. Comunidades Indígenas Maya en el Distrito de Toledo, párr. 142. Cfr. también, los Principio del 
Ecuador, Principio 5.



22	 Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Interpretación de la Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de agosto de 2008 Serie C No. 185, párr. 16.



23	 Ídem.
24	 Ibídem. párr. 17.
25	 Ibídem. párr. 18.
26	 Ibídem. párr. 139.
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De acuerdo con lo señalado por la Corte, los miembros de las comunidades indígenas tienen 
derecho a participar, en forma razonable, de los beneficios derivados de la restricción del de-
recho al uso y goce de sus tierras tradicionales y de aquellos recursos naturales necesarios para 
su supervivencia27. En el caso del Pueblo Saramaka, la Corte ordenó una reparación de $75.000 
dólares por los daños materiales sufridos por la tala de árboles y el daño causado a los bosques 
con las concesiones madereras otorgadas por el Estado28.



Estudio previo de impacto social y ambientalG.	



La Corte recientemente ha aclarado y elaborado acerca del deber del Estado de realizar un 
estudio de impacto social y ambiental por parte de una entidad independiente e imparcial, de 
manera previa al comienzo de cualquier plan de desarrollo a realizarse en su territorio. En su 
Sentencia de Interpretación en el caso del Pueblo Saramaka, la Corte señaló que dichos estudios 
deben “realizarse conforme a los estándares internacionales y buenas prácticas al respecto”29, 
tales como las Akwé: Kon Guidelines for the Conduct of Cultural, Environmental and Social Impact 
Assessments Regarding Developments Proposed to Take Place on, or which are Likely to Impact on, 
Sacred Sites and on Lands and Waters Traditionally Occupied or Used by Indigenous and Local Com-
munities30 (Akwé: Principios de Kon para la realización de evaluaciones de impacto cultural, 
ambiental y social relacionados con desarrollos propuestos para ejecución o que tengan proba-
bilidades de tener impacto en sitios sagrados y en tierras y aguas tradicionalmente ocupadas o 
usadas por comunidades indígenas o locales).



Además de dichos estándares y buenas prácticas, la Sentencia de Interpretación establece que los 
estudios de impacto social y ambiental deben ser completados de forma previa al otorgamiento 
de la concesión, dado que uno de los objetivos para requerir dichos estudios es garantizar el 
derecho de los pueblos indígenas a ser informados sobre todos los proyectos que se proponen 
para ser realizados en su territorio. Por ello, el deber del Estado de supervisar dichos estudios 
coincide con el deber de garantizar la efectiva participación de las comunidades indígenas en 
el proceso de otorgamiento de concesiones. Los estudios de impacto social y ambiental deben 
ser realizados por entidades independientes y técnicamente capacitadas, bajo la supervisión 
del Estado. Finalmente, uno de los elementos que los estudios deben contener es el impacto 
acumulado que han generado los proyectos existentes y los que vayan a generar los proyectos 
que hayan sido propuestos. Este análisis permitiría concluir de una manera más certera si los 
efectos individuales y acumulados de actividades existentes y futuras pueden poner en peligro la 
supervivencia de los pueblos indígenas o tribales31.



27	 Ídem.
28	 Caso del Pueblo Saramaka, Cit., párr. 199.
29	 Caso del Pueblo Saramaka. Interpretación de Sentencia, Cit., párr. 41.
30	 Ídem. 
31	 Ídem.
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El incumplimiento de las salvaguardas es una violación del artículo 21 de H.	
la Convención Americana



Si el Estado falla en el cumplimiento de cualquiera de los requisitos mencionados anterior-
mente se produce una violación del artículo 21 de la Convención Americana. En el caso del 
Pueblo Saramaka la Corte resolvió que “[h]asta tanto no se lleve a cabo dicha delimitación, 
demarcación u otorgamiento de título colectivo respecto del territorio Saramaka, Surinam debe 
abstenerse de realizar actos que podrían dar lugar a que agentes del propio Estado o terceros, 
actuando con consentimiento o tolerancia del Estado, puedan afectar la existencia, valor, uso o 
goce del territorio al cual tienen derecho los integrantes del pueblo Saramaka, a menos que el 
Estado obtenga el consentimiento previo, libre e informado de dicho pueblo”32.



De acuerdo con el precedente citado, el Estado de Perú o terceros que actúen con su con-
sentimiento deben evitar realizar cualquier desarrollo o explotación de recursos naturales en 
los territorios de las comunidades indígenas de Bagua mientras el Estado no haya delimitado, 
demarcado y titulado completamente las tierras en cuestión, a menos que obtenga el consen-
timiento previo, libre e informado de las comunidades indígenas afectadas. Si todas las tierras 
fueran demarcadas y tituladas, Perú estaría entonces obligado a encargar a una entidad com-
petente e imparcial que conduzca un estudio de impacto social y ambiental, a consultar con 
las comunidades indígenas de buena fe y con el objetivo de llegar a un acuerdo que beneficie 
a ambas partes, y si alguno de los planes de desarrollo sigue adelante, asegurar que los grupos 
indígenas compartan sus beneficios.



Deber de obtener el consentimiento previo, libre e informadoI.	



En el caso del Pueblo Saramaka, la Corte determinó que en casos de planes de desarrollo o de 
inversión a gran escala que pudieran tener un impacto mayor en los territorios indígenas (los 
denominados megaproyectos), el Estado tienen no solo el deber de consultar a la comunidad 
sino también el deber de obtener el consentimiento previo, libre e informado, de conformidad 
con sus costumbres y tradiciones33. Hasta la fecha, la Corte no ha definido los términos “a gran 
escala” o “mayor impacto”.



Sin embargo, la Corte definió “plan de desarrollo o inversión” en el sentido de “cualquier ac-
tividad que pueda afectar la integridad de las tierras y recursos naturales dentro del territorio 
[indígena o tribal], en particular, cualquier propuesta relacionada con concesiones madereras o 
mineras”34. Una interpretación razonable de esta definición lleva a la conclusión de que el deber 
del Estado de consultar abarca todos los casos en que el Estado planee extraer recursos naturales 
o realizar de otra manera cualquier plan de desarrollo en territorios indígenas. 



32	 Caso del Pueblo Saramaka, Cit., punto resolutivo 5.
33	 Ibídem, párr. 134.
34	 Ibídem, nota de pie de página número 124. 





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado











Capítulo I  Marco normativo internacional y marcos normativos comparados



r
11



r



ConclusiónJ.	



Como se ha ilustrado, en el Sistema Interamericano, los Estados tienen la obligación de con-
sultar con las comunidades indígenas o tribales afectadas cada vez que planean el desarrollo 
o explotación de recursos naturales dentro de los territorios de las comunidades. Además, si 
el plan de desarrollo es de una escala tal que tiene el potencial de afectar la integridad de las 
tierras indígenas y sus recursos naturales, los Estados no pueden seguir adelante sin obtener el 
consentimiento previo, libre e informado de la comunidad indígena o tribal afectada. Debido 
a la considerable escala de los proyectos para la región de Bagua en la Amazonia peruana, es 
muy factible que se hayan alcanzado los estándares de “desarrollo a gran escala” y de “mayor 
impacto”. Por lo tanto, el Estado de Perú tendría la obligación de obtener el consentimiento 
previo, libre e informado de las comunidades afectadas, con anterioridad al inicio de cualquier 
actividad de desarrollo en Bagua o al otorgamiento de concesiones a terceros para la realización 
de tales actividades.



Estándares de derechos humanos de Naciones Unidas y la obligación III.	
estatal de consultar a los pueblos indígenas



Instrumentos relevantes de derechos humanos de Naciones UnidasA.	



Además de la jurisprudencia del sistema interamericano sobre el derecho a la propiedad co-
munitaria de los pueblos indígenas y tribales, la protección de los derechos de estos pueblos 
también se encuentra firmemente establecida dentro del Sistema de Naciones Unidas. El deber 
de los Estados de consultar con los pueblos indígenas las decisiones que los afecten se encuentra 
consagrado en la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
cuyo artículo 32.2 establece que:



Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos in-
dígenas interesados por conducto de sus propias instituciones representativas a 
fin de obtener su consentimiento libre e informado antes de aprobar cualquier 
proyecto que afecte a sus tierras o territorios y otros recursos, particularmente 
en relación con el desarrollo, la utilización o la explotación de recursos mine-
rales, hídricos o de otro tipo.



Asimismo, el artículo 26.2 de la Declaración garantiza a los pueblos indígenas el derecho “a 
poseer, utilizar, desarrollar y controlar las tierras, territorios y recursos que poseen en razón de 
la propiedad tradicional u otra forma tradicional de ocupación o utilización, así como aquellos 
que hayan adquirido de otra forma”.



El Convenio 169 de la OIT también ha resaltado el deber de consultar y ha elaborado diversas 
disposiciones alrededor del mismo. Los artículos 6.1.a y 6.2 señalan que los Estados deben “con-
sultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de 
sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas 
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susceptibles de afectarles directamente” y que tales consultas “deberán efectuarse de buena fe y 
de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el 
consentimiento acerca de las medidas propuestas”.



Además, el artículo 7.1 de este convenio señala que:



Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prio-
ridades en lo que atañe el proceso de desarrollo, en la medida en que éste 
afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tie-
rras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de 
lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos 
pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los 
planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles 
directamente.



Los artículos 15.1 y 15.2 del Convenio 169 enfatizan el derecho de los pueblos indígenas a los 
recursos naturales provenientes de sus tierras aún cuando la propiedad de dichos recursos sea 
retenida por el Estado: 



Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en 
sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el 
derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y con-
servación de dichos recursos.



En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los 
recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las 
tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras 
a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de esos 
pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar 
cualquier programa de prospección o explotación de los recursos existentes en 
sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible 
en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización 
equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas acti-
vidades.



El deber de consultar también está reconocido por el núcleo de tratados de las Naciones Unidas, 
incluido el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, ratificado por Perú en abril de 1978, así como 
en la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación racial, 
ratificada por Perú en septiembre de 1971. El artículo 1 del PDCP, similar al artículo 3 de la De-
claración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, garantiza el derecho 
a la autodeterminación de los pueblos, que incluye el derecho a buscar su desarrollo económico, 
social y cultural, así como a disponer libremente de las riquezas y recursos naturales.
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más, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, al interpretar la Convención 
Internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial, ratificada por 
Perú en 1971, hizo un llamado a los Estados Parte para que 



[G]aranticen que los miembros de los pueblos indígenas gocen de derechos 
iguales con respecto a su participación efectiva en la vida pública y que no se 
adopte decisión alguna directamente relacionada con sus derechos e intereses 
sin su consentimiento informado; … [y] que reconozcan y protejan los dere-
chos de los pueblos indígenas a poseer, explotar, controlar y utilizar sus tierras, 
territorios y recursos comunales, y en los casos en que se les ha privado de sus 
tierras y territorios, de los que tradicionalmente eran dueños, o se han ocupado 
o utilizado esas tierras y territorios sin el consentimiento libre e informado de 
esos pueblos, que adopten medidas para que les sean devueltos35.



Con respecto a la coparticipación en los beneficios, los instrumentos de Naciones Unidas sobre 
derechos humanos coinciden con la perspectiva adoptada por el Sistema Interamericano. El 
artículo 15 del Convenio 169 de la OIT establece que aún en caso de que pertenezca al Estado 
la propiedad de los minerales o de los recursos del subsuelo, o que tenga derechos sobre otros 
recursos existentes en las tierras, los Estados deben compartir con las comunidades afectadas 
cualquier beneficio que obtengan por el desarrollo de actividades en territorios indígenas:



Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en 
sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el 
derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y con-
servación de dichos recursos.... Los pueblos interesados deberán participar 
siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades, y per-
cibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como 
resultado de esas actividades.



El artículo 32.3 de la Declaración de Naciones Unidas requiere a los Estados que “estable[zcan] 
mecanismos eficaces para la reparación justa y equitativa” de las comunidades indígenas por 
proyectos “que afecte[n] a sus tierras o territorios y otros recursos”.



Relator Especial de Naciones Unidas sobre la Situación de los Derechos B.	
Humanos y las Libertades Fundamentales de los Pueblos Indígenas: el 
deber de consultar



El profesor James Anaya, Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la Situación de los De-
rechos Humanos y las Libertades Fundamentales de los Pueblos Indígenas (en adelante Relator 
Especial) considera el deber de consultar como uno de los “asuntos centrales” para garantizar los 
derechos indígenas en el mundo. En julio de 2009 presentó al Consejo de Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas un informe en el que destaca las obligaciones estatales relativas al deber 



35	 Observación general No. 23 (1997) relativa a los pueblos indígenas. CERD/C/51/Misc. 13/Rev.4, párrs. 4.d y 5.
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de consultar, a la luz de las disposiciones de diversos instrumentos de derechos humanos de 
Naciones Unidas. Según el Relator Especial, el deber de consultar surge cada vez que el Estado 
analiza cualquier proyecto de desarrollo o de extracción de recursos naturales a realizarse en 
tierras indígenas. Por lo anterior, recomienda que los Estados que no se encuentren preparados 
para implementar consultas desarrollen sin demora los mecanismos apropiados. 



De forma similar al Sistema Interamericano, el Relator Especial considera que el deber de con-
sultar no se limita a las situaciones en las que los planes de desarrollo propuestos afecten tierras 
reconocidas a los indígenas por la legislación interna. Destaca que el Consejo de Administra-
ción de la OIT había afirmado expresamente que



Las consultas a las que se hacen referencia en el artículo 15.2 [del Convenio 
No. 169] se exigen respecto de los recursos que son propiedad del Estado y 
que se encuentran en los territorios que los pueblos afectados ocupan o de otra 
manera usan, tengan o no título de propiedad sobre esas tierras36.



Haciendo eco de las decisiones de la Corte Interamericana, el Relator Especial enfatizó que cuan-
do los Estados otorgan concesiones a empresas privadas para realizar proyectos de desarrollo den-
tro o en las proximidades de los territorios indígenas, el Estado mismo tiene la responsabilidad de 
llevar a cabo o asegurar la adecuada consulta, aún cuando la empresa privada sea la que promueva 
y lleve a cabo las actividades que pudieran afectar los derechos de los pueblos indígenas sobre sus 
tierras. De conformidad con los sólidos principios de derecho internacional y la jurisprudencia, el 
deber del Estado de proteger los derechos humanos de los pueblos indígenas, incluido el derecho 
a la consulta, es de aquellos que no se pueden evadir delegándolo a una empresa privada o a otra 
entidad. El Relator Especial ha condenado las situaciones en que algunos Estados transfieren las 
consultas a las empresas privadas involucradas en un proyecto. Además de no absolver al Estado 
de su responsabilidad, según el Relator, tal delegación de las obligaciones estatales relacionadas 
con los derechos humanos es problemática debido a que los intereses de las empresas privadas no 
pueden estar en completa sintonía con el interés público37.



El Relator Especial también señaló que el deber del Estado de consultar debe adoptar la forma 
de negociaciones que conduzcan a acuerdos mutuamente aceptados, que sean llevadas a cabo 
de forma previa a que se tome cualquier decisión, en vez de ser mecanismos encaminados a 
entregar información sobre decisiones ya tomadas y sin permitir que los indígenas tengan ge-
nuinamente influencia en el proceso de toma de decisiones38. Estos principios también pueden 
encontrarse en el artículo 6.2 del Convenio 169, el cual establece que “[l]as consultas llevadas a 



36	 Informe del Comité constituido para examinar los argumentos de la representación sobre el incumplimiento por 
Guatemala del Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales, 1989, realizado de acuerdo con el artículo 
24 de la Constitución de la OIT por la Federación de los trabajadores del campo y de la ciudad (FTCC), 
GB.294/17/1; GB.299/6/1 (2005), párr. 48.



37	 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-
tales de los Pueblos Indígenas, James Anaya, Doc. A/HRC/12/34 (disponible sólo en inglés), julio de 2009, 
párrs. 54-55.



38	 Ibídem, párr. 47. 
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cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada 
a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de 
las medidas propuestas”39. 



Además, con el propósito de crear un ambiente de confianza y tratar los desequilibrios de pode-
res inherentes a la relación entre el Estado y los pueblos indígenas, los Estados tienen la respon-
sabilidad de dotar a estos grupos de la asistencia financiera, técnica y de cualquier otra índole 
que requieran para lograr una participación significativa en el proceso. Asimismo, el marco en 
el que las consultas se lleven a cabo debe ser justo y transparente y tomar en cuenta las normas 
culturales y las costumbres de los pueblos en cuestión, tal como es requerido por el artículo 27 
de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas40.



En sentido similar a la decisión de la Corte Interamericana en el caso del Pueblo Saramaka, el 
Relator Especial afirmó que en los casos en que se encuentra involucrado un plan de desarrollo 
de recursos naturales en territorios indígenas, los Estados deben suministrar a las comunidades 
afectadas información completa y objetiva sobre todos los aspectos del proyecto, incluido el 
impacto ambiental y en las vidas de los miembros de la comunidad. Por esta razón, los Estados 
están obligados a llevar a cabo estudios de impacto social y ambiental antes de que puedan co-
menzar las consultas con los pueblos indígenas41.



Finalmente, el Relator Especial destacó que el objetivo del deber de consultar es el de obtener 
el “consentimiento libre, previo e informado” de los pueblos indígenas afectados42. No obstante, 
el proceso de consulta no otorga a las comunidades indígenas el poder de vetar los proyectos 
propuestos43. La Declaración de Naciones Unidas requiere el consentimiento de las comuni-
dades indígenas afectadas solamente en dos situaciones: cuando el proyecto implique traslado 
de sus tierras tradicionales o el almacenamiento o eliminación de materiales peligrosos en sus 
territorios. El Relator Especial, siguiendo la decisión en el caso Saramaka, agregó una tercera 
situación en la que, bajo el derecho internacional, se requiere el consentimiento previo: cuando 
los “proyectos a gran escala” tengan un “mayor impacto” en las tierras indígenas44.



En las demás situaciones el proceso de consulta tiene el consentimiento como fin y es a menudo 
un mecanismo para explorar medidas para mitigar el impacto adverso y llegar a un acuerdo 
sobre una participación justa en los beneficios. De acuerdo con el Relator Especial, “los prin-
cipios de consulta y consentimiento no otorgan a los pueblos indígenas el derecho de imponer 



39	 Convenio 169 de la OIT, artículo 6.
40	 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-



tales de los Pueblos Indígenas, James Anaya, Cit., párrs. 51-52 y Declaración de Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas.



41	 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-
tales de los Pueblos Indígenas, James Anaya, Cit., párr. 53.



42	 Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, artículo 19.
43	 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-



tales de los Pueblos Indígenas, James Anaya, Cit., párr. 48.
44	 Ibídem, párr. 47.
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unilateralmente su voluntad a los Estados cuando éstos actúen a favor del interés público, legí-
timamente y de buena fe. En vez de ello, [dichos principios] buscan un entendimiento mutuo y 
tomar decisiones consensuadas”45.



Comparación de los marcos jurídicos regionales IV.	



Introducción



Ciertamente, Perú enfrenta cuestiones de derechos de los pueblos indígenas que son comu-
nes a muchos Estados de la región: la propiedad y la posesión de territorios tradicionalmente 
ocupados por pueblos indígenas; el uso, manejo y conservación de los recursos naturales de los 
territorios indígenas; la consulta previa antes de la exploración y explotación de los recursos 
en territorios indígenas; y la indemnización por los daños ocasionados con cualquiera de estas 
actividades. En el presente capítulo se estudian las experiencias de cuatro países, Bolivia, Brasil, 
Colombia y Ecuador, que ofrecen enfoques muy informativos acerca de la protección de los de-
rechos de los indígenas. Un examen a fondo de estos ejemplos ayudará al Perú, así como a otros 
Estados de América, en sus esfuerzos para implementar esta serie de derechos fundamentales, 
incluido el derecho a la consulta previa. 



BoliviaA.	



Antecedentes históricos 1.	



Bolivia tiene una población predominantemente indígena; el 62% de la población se identifica 
a sí misma como indígena46. Hay 37 grupos étnicos oficialmente reconocidos como pueblos 
indígenas, con una población total de aproximadamente 6´060.652 personas47. Como antigua 
colonia de España, Bolivia ha luchado con el patrón de explotación y marginación de sus pue-
blos indígenas y el despojo de sus tierras, lo que ha resultado en la división tradicional entre la 
población minoritaria de la élite política, predominantemente blanca, y la mayoría indígena. 
Sin embargo, desde finales de los años 60, los pueblos indígenas empezaron a surgir como una 
nueva fuente de poder político, después de que la revolución nacionalista de 1952 abriera el 
camino para que fueran reconocidos como ciudadanos bolivianos y para la implementación de 
la reforma agraria. El movimiento indígena sigue creciendo mediante la movilización de comu-
nidades indígenas, la participación política indígena y las marchas lideradas por organizaciones 
indígenas que transmiten las demandas de los pueblos indígenas al gobierno central48.



45	 Ibídem, párr. 49.
46	 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamenta-



les de los Pueblos Indígenas: Misión a Bolivia, Sr. Rodolfo Stavenhagen, U.N. Doc. A/HRC/11/11, febrero 
18 de 2009, pág. 5.



47	 Agencia Central de Inteligencia [CIA], El libro de datos del Mundo: Bolivia (2009), disponible en  
www.cia.gov/library/publications/the-world-factbook/geos/bl.html.



48	 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-
tales de los Pueblos Indígenas: Misión a Bolivia, Sr. Rodolfo Stavenhagen, Cit., pág. 5.
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Desarrollo legal y reforma2.	



Estas acciones concretas de los pueblos indígenas de Bolivia, con un enfoque de abajo hacia 
arriba, jugaron un rol fundamental para que el Estado ratificara y apoyara una serie de tratados 
y declaraciones internacionales relativas al derecho de propiedad de los pueblos indígenas. Ade-
más, el Estado ha hecho un esfuerzo concentrado para incorporar las obligaciones derivadas 
de tales instrumentos en el derecho interno, incluido el reconocimiento y la protección de los 
derechos de los indígenas en la Constitución49. 



En diciembre de 1991, Bolivia ratificó el Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tri-
bales50. Este convenio fue incorporado a la normatividad boliviana en virtud de la Ley 1257, que 
obligó al gobierno a respetar los derechos de los pueblos indígenas, especialmente el derecho a la 
consulta previa51. En 1994, la Ley de Participación Popular (Ley 1551) estableció nuevas formas 
de participación política local; específicamente, daba reconocimiento a organizaciones territoriales 
de base, muchas de las cuales eran indígenas, lo cual permitía que el movimiento indígena tuviera 
una voz dentro del sistema nacional52. El reconocimiento legal de las organizaciones territoriales 
ha permitido que organizaciones indígenas regionales como la Confederación de Indígenas del 
Oriente Boliviano (CIDOB) y la Capitanía de Alto y Bajo Izozog (CABI) se hayan convertido 
en poderosos activistas en los movimientos de derechos de los indígenas. Estas organizaciones hoy 
son reconocidas como representantes de los pueblos indígenas en su región, entre otras razones, 
porque realizan peticiones periódicas al gobierno para que éste realice cambios y actúan como 
agentes en los procesos de consulta relativos a los territorios indígenas53. 



En 1995 se reformó la Constitución; se reconoció el carácter multicultural y multiétnico del país 
y se establecieron una serie de modificaciones legislativas que abordan específicamente los dere-
chos de los indígenas. Estos derechos incluían el reconocimiento de la propiedad colectiva y la 
titulación de las tierras en los territorios indígenas54. Mediante la Ley del Servicio Nacional de 
Reforma Agraria (Ley 1715 o Ley INRA) el gobierno de Bolivia reestructuró su marco jurídico 
e institucional para la regulación de la propiedad agraria y aumentó la eficiencia y transparencia 
de los procesos relacionados con el manejo y la administración de las zonas agrarias del país. 



A su vez, la ley INRA creó las siguientes organizaciones: el Instituto Nacional de Reforma 
Agraria (INRA), como la única entidad responsable de administrar las áreas rurales de Bolivia; 



49	 Foro Permanente de las Naciones Unidas para Cuestiones Indígenas, Misión a Bolivia: Informe y Recomen-
daciones, mayo 8 de 2009, párr. 8.



50	 Organización Internacional del Trabajo, Convenio 169, disponible en www.ilo.org/ilolex/spanish/
convdisp1.htm 



51	 Thomas Griffiths, Proyectos del Banco Mundial y los Pueblos Indígenas en Ecuador y Bolivia. Informe presenta-
do en el Taller de Pueblos Indígenas, Bosques y el Banco Mundial, Forest Peoples Programme, Washington 
D.C., mayo 9-10, 2000, pág. 47.



52	 Nancy Grey Postero, Ahora somos ciudadanos: política indígena en la Bolivia postmulticultural, Stanford Uni-
versity Press, 2006, págs. 128-129.



53	 Ibídem, págs. 68-70.
54	 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-



tales de los Pueblos Indígenas: Misión a Bolivia, Sr. Rodolfo Stavenhagen, Cit., pág. 5. 
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la Superintendencia Agraria, encargada de regular y monitorear el uso sostenible y el manejo de 
los recursos del suelo en armonía con los recursos de la flora y fauna de Bolivia y la Judicatura 
Agraria, como la agencia responsable de administrar justicia en las disputas relacionadas con 
las tierras55.



Este marco jurídico prevé el establecimiento y reparto de los Territorios Comunitarios de Ori-
gen (TCO) en tierras ocupadas por indígenas o nativos. Adicionalmente, el INRA reconoció el 
derecho de los pueblos indígenas al uso y desarrollo sostenible de los recursos naturales reno-
vables de las tierras, el derecho al manejo propio de las tierras de conformidad con el derecho 
consuetudinario indígena y los principios de inalienabilidad e inembargabilidad de las tierras56. 
Además, en 1997, el gobierno boliviano estableció el Viceministerio de Asuntos Indígenas y 
Pueblos Originarios (VAIPO), dentro del Ministerio de Desarrollo Sostenible y Planeación, 
que está encargado específicamente de asegurar la implementación de los derechos de los  
indígenas57.



En diciembre de 2005 se dio un paso más en el reconocimiento de los pueblos indígenas en 
Bolivia, con la elección de Evo Morales Ayma, como el primer presidente indígena de Bolivia. 
El nuevo gobierno anunció su intención de promover los derechos indígenas aún más y adoptó 
varias reformas adicionales. En particular, la Ley de Reconducción Comunitaria de la Reforma 
Agraria (Ley 3534), adoptada por el Congreso en noviembre de 2006, que busca la distribución 
de tierras a pueblos indígenas que no tienen suficiente tierra o que necesitan complementar la 
que ya poseen. Específicamente, la ley permite al gobierno restituir la tierra cuando hay eviden-
cia de servidumbre o trabajo forzado en la propiedad, que es un problema que han enfrentado 
los pueblos indígenas en Bolivia desde los días de la colonia y continúa presente hasta hoy, 
particularmente en la región del Chaco58. En estos casos, la propiedad sería expropiada por el 
Estado y el título de propiedad posteriormente sería transferido a las comunidades indígenas 
que la necesiten59.



El nuevo gobierno también estableció nuevos organismos gubernamentales con el fin de tratar 
los asuntos indígenas mediante órganos tales como la Unidad Integrada de Derechos Indígenas 
y el Comité Técnico Interinstitucional para los Pueblos Indígenas, adscritos al Ministerio de la 
Presidencia, y el Viceministerio de Justicia Basada en la Comunidad, adscrito al Ministerio de 
Justicia60. Estos organismos están diseñados para mantener canales de comunicación entre los 



55	 Rafael Deiz, El estado actual de la propiedad agraria en Bolivia, Agencia de los Estados Unidos para el Desa-
rrollo Internacional (USAID), Departamento de América Latina y el Caribe, noviembre 5 de 2002, pág. 5, 
disponible en http://pdf.usaid.gov/pdf_docs/PNADG985.pdf.



56	 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-
tales de los Pueblos Indígenas: Misión a Bolivia, Sr. Rodolfo Stavenhagen, Cit., pág. 9.



57	 Thomas Griffiths, Proyectos del Banco Mundial y los Pueblos Indígenas en Ecuador y Bolivia, Cit., pág. 64.
58	 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-



tales de los Pueblos Indígenas: Misión a Bolivia, Sr. Rodolfo Stavenhagen, Cit., pág. 9.
59	 Ibídem, pág. 13.
60	 Ibídem, pág. 7.
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órganos del gobierno central y la población indígena61. En particular, estos mecanismos de co-
municación contribuyen a realizar el derecho a la consulta de los pueblos indígenas en Bolivia. 



Un esfuerzo reciente para reconocer y proteger los derechos de los pueblos indígenas de Bolivia 
es la Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia, que entró en vigor el 7 de febre-
ro de 200962. La nueva Constitución mejora e incorpora los derechos otorgados anteriormente 
a la población indígena y contiene disposiciones específicamente referidas a los derechos de los 
indígenas. En particular, la nueva Constitución toma plenamente en cuenta las provisiones del 
Convenio 169 de la OIT y de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas63. Por ejemplo, el artículo 30 garantiza a los pueblos indígenas el derecho a 
la consulta previa:



[M]ediante procedimientos apropiados, y en particular a través de institucio-
nes [indígenas], cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles. En este marco, se respetará y garantizará el derecho 
a la consulta previa obligatoria, realizada por el Estado, de buena fe y concer-
tada, respecto a la explotación de los recursos naturales no renovables en el 
territorio que habitan64.



Además, la nueva Constitución ofrece a las poblaciones indígenas una “participación en los 
beneficios” cuando los recursos naturales sean extraídos de sus territorios; también gozan del 
derecho al “uso y el disfrute exclusivo de los recursos naturales renovables en su territorio, sin 
perjuicio de los derechos legítimamente adquiridos por terceros” 65.



La Constitución establece que los recursos nacionales son propiedad del pueblo boliviano y que 
el Estado los administrará en nombre del interés colectivo66. Sin embargo, le otorga al Estado la 
autoridad de conceder derechos individuales y colectivos sobre las tierras, así como la concesión 
de derechos para el uso y disfrute de los recursos naturales67. Dado que la nueva Constitución 
ha entrado recientemente en vigor, es difícil determinar cómo serán implementadas estas dis-
posiciones y cuáles serán las consecuencias sobre los pueblos indígenas. No obstante, Rodolfo 
Stavenhagen, entonces Relator Especial Sobre la Situación de los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales de los Pueblos Indígenas, manifestó que:



61	 Ídem.
62	 Carlos Valdez, La nueva constitución entra en vigencia en Bolivia, Associated Press, febrero 7 de 2009, dispo-



nible en www.boliviaun.org/cms/?p=711.
63	 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-



tales de los Pueblos Indígenas: Misión a Bolivia, Sr. Rodolfo Stavenhagen, Cit., pág. 18.
64	 Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia, artículo 30 (15)-(17).
65	 Ídem.
66	 Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia, artículo 349. Ver también el artículo 356: Las 



actividades de exploración, explotación, y aquellas que involucren recursos naturales no renovables “tendrán 
el carácter de necesidad estatal y utilidad pública”. 



67	  Ibídem, artículo 349.
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Desde su llegada al poder en el 2005, el Gobierno ha iniciado reformas políticas, 
legales e institucionales de gran profundidad, con el propósito de revertir la si-
tuación de exclusión y marginación de la población mayoritariamente indígena 
dentro del contexto de un nuevo modelo de Estado68. Todos los sectores del 
país —indígenas o no indígenas— tienen la oportunidad y la responsabilidad de 
contribuir al [proceso histórico de construir una sociedad pluralista, intercultu-
ral, participativa, inclusiva y democrática] sin resentimiento u odio69.



Adicionalmente, y teniendo en cuenta las anteriores disposiciones constitucionales y el dere-
cho interno que incorporó los requerimientos del Convenio 169 de la OIT, de la Convención 
Americana y de otros tratados internacionales, así como el compromiso general del Estado con 
los pueblos indígenas, los efectos seguramente serán positivos. Aunque aún hay mucho trabajo 
por hacer, el marco jurídico de Bolivia debería servir como un buen ejemplo para otros países de 
América que buscan la protección de los derechos de los pueblos indígenas.



Aplicación del marco jurídico de Bolivia relativo a los derechos sobre las tierras in-3.	
dígenas y el derecho a la consulta 



El Gaseoducto Bolivia-Brasil (GBB) sirve como un ejemplo en el que el gobierno, los pueblos y 
las organizaciones indígenas y las organizaciones internacionales trabajaron en conjunto bajo el 
marco jurídico de Bolivia, con relativo éxito. El GBB constituye uno de los proyectos de inge-
niería más largos de Latinoamérica, que recorre desde Santa Cruz, Bolivia, hasta Porto Alegre, 
Brasil, en la costa atlántica70. Con una extensión de más de 3.000 kilómetros, el gaseoducto 
atraviesa varias áreas protegidas e internacionalmente reconocidas, tales como el Gran Chaco 
boliviano. Como era de esperarse, surgieron preocupaciones relacionadas con el impacto que 
este proyecto tendría en los territorios indígenas, particularmente en el ambiente, y el posible 
incremento de la exploración de petróleo en tierras nativas71.



En diciembre de 1997, se firmó en La Paz un acuerdo entre CABI, CIDOB, el Banco Mun-
dial, el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Gas TransBoliviano (GTB) y la compañía 
brasilera Petrobras, que estableció un mecanismo para la participación indígena en el proyec-
to GBB72. Específicamente, el acuerdo estableció un Comité Ejecutivo conformado por siete 
miembros: dos de Enron-Shell, uno de Petrobras, tres representantes indígenas y un repre-
sentante independiente73. Aunque los pueblos indígenas estaban frustrados por la cantidad de 
esfuerzo invertido para obtener una participación directa en el proyecto, a pesar de la protección 
consagrada en el sistema legal, la formación del comité y el nivel de participación indígena en el 



68	 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamenta-
les de los Pueblos Indígenas: Misión a Colombia, Sr. Rodolfo Stavenhagen, Doc. E/CN.4/2005/88/Add.2, 
noviembre 10 de 2004, pág. 18. 



69	  Ibídem, pág. 19.
70	  Thomas Griffiths, Proyectos del Banco Mundial y los Pueblos Indígenas en Ecuador y Bolivia, Cit., pág. 55.
71	  Ibídem, págs. 55-57.
72	  Ibídem, pág. 56.
73	  Ídem. 
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proyecto constituyeron un logro histórico para el movimiento indígena y el reconocimiento de 
las obligaciones establecidas en el Convenio 169 de la OIT74.



Conclusión 4.	



El marco normativo vigente en Bolivia es el resultado directo de esfuerzos conjuntos de los pueblos 
indígenas y del Estado. El proceso comenzó cuando los movimientos indígenas se manifestaron 
y presionaron al gobierno para realizar el cambio y el gobierno respondió mediante la ratificación 
de tratados internacionales, la implementación de legislación crucial para la participación política 
activa de los pueblos indígenas y el reconocimiento y protección de los derechos de los nativos. Es-
pecíficamente, el derecho a la consulta previa, el reconocimiento legal del derecho de los pueblos 
indígenas al uso sostenible y a la protección de los recursos naturales renovables en sus tierras, el 
derecho al manejo propio de las tierras y los principios de inalienabilidad e inembargabilidad de 
los territorios fueron de importancia capital en el desarrollo interno de los requisitos del Convenio 
169 de la OIT. Adicionalmente, el enfoque participativo basado en la negociación y el diálogo en-
tre las partes que se dio en el proyecto GBB sirve como modelo de cómo el marco jurídico puede 
funcionar en beneficio de todos los involucrados, sin necesidad de exclusión, violencia y opresión. 
Con la diligencia del gobierno y de los pueblos indígenas en Bolivia hay una posibilidad clara de 
cumplir con el marco jurídico creado para proteger los derechos de los nativos, lo que a su vez 
aumenta estas posibilidades en todo el continente americano.



ColombiaB.	



Antecedentes históricos 1.	



En Colombia hay 84 grupos étnicos oficialmente reconocidos como pueblos indígenas, con una 
población total de aproximadamente 785.000 personas. Los pueblos indígenas de Colombia se 
extienden a lo largo del país y representan una gran diversidad demográfica y cultural. Tres gru-
pos, los Wayuu, los Paez y los Embera, tienen cada uno más de 50.000 miembros, mientras que 
más de 30 grupos tienen cada uno menos de 500 miembros. La mayoría de pueblos indígenas en 
Colombia vive en comunidades rurales y en pequeños grupos nómadas y trabajan como agricul-
tores, recolectores y pescadores. Sin embargo, hay una creciente población indígena urbana75. 



Desarrollo legal y reforma2.	



En los últimos años, Colombia ha buscado la manera de restituir las tierras tradicionales a los 
pueblos indígenas y aumentar el reconocimiento y la inclusión de la identidad cultural de los 
indígenas en la sociedad nacional. También han surgido organizaciones comprometidas con 
la defensa de los derechos de los indígenas, tales como la Organización Nacional Indígena de 



74	 Thomas Griffiths, Proyectos del Banco Mundial y los Pueblos Indígenas en Ecuador y Bolivia, Cit., págs. 56–
57.



75	 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-
tales de los Pueblos Indígenas: Misión a Colombia, Sr. Rodolfo Stavenhagen, Cit., pág. 5.
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Colombia (ONIC), que representa a la mayoría de pueblos indígenas en Colombia76. La cul-
minación de este movimiento por los derechos de los indígenas ocurrió con la ratificación del 
Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales y la subsiguiente adopción de una 
nueva Constitución Política. 



Colombia ratificó el Convenio 169 de la OIT en 1991 y reformó su Constitución en ese mis-
mo año; muchos de los principios del Convenio de la OIT fueron incorporados en la nueva 
Constitución77. Según Rodolfo Stavenhagen, Relator Especial sobre la Situación de los Dere-
chos Humanos y las Libertades Fundamentales de los Pueblos Indígenas, la Constitución de 
Colombia es una de las más progresistas de América Latina, especialmente en términos de la 
incorporación de derechos territoriales indígenas, auto gobierno y autonomía78. 



Los artículos 63 y 329 constitucionales garantizan que los derechos indígenas sobre tierras 
tradicionales sean de propiedad colectiva, inalienable e inembargable79. El artículo 246 dispone 
que los territorios indígenas tengan su propio gobierno y autoriza la conformación de una ju-
risdicción indígena que utiliza las normas tradicionales del derecho consuetudinario80. El artí-
culo 171 establece que los pueblos indígenas estarán representados por dos senadores indígenas 
elegidos en circunscripción nacional especial y un número de representantes determinado por 
la ley81. Adicionalmente, en relación con los artículos 79 (derecho a un ambiente sano) y 80 (re-
cursos naturales), el artículo 330 (parágrafo) dispone que la explotación de los recursos naturales 
en territorios indígenas se haga sin menoscabo de la integridad cultural, social y económica de 
las comunidades indígenas82. Además, el artículo 330 garantiza que los pueblos indígenas ten-
gan derecho a ser consultados sobre las decisiones que se adopten respecto de la explotación de 
los recursos naturales en sus territorios83. Finalmente, el artículo 330 establece que el Estado 
está obligado a tomar medidas para proteger a las comunidades indígenas de cualquier efecto 
perjudicial que se le ponga de presente durante el proceso de consulta84.



Para ello, Colombia ha reconocido la necesidad de procedimientos judiciales efectivos. La Corte 
Constitucional juega un papel crucial en la protección de los derechos a la cultura y a la tierra 
de los pueblos indígenas85. La Corte Constitucional se encarga de la guarda de la integridad 



76	 Ibídem.
77	 Organización Internacional del Trabajo, Convenio 169, disponible en www.ilo.org/ilolex/spanish/



convdisp1.htm.
78	 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-



tales de los Pueblos Indígenas: Misión a Colombia, Sr. Rodolfo Stavenhagen, Cit., pág. 6. 
79	 Siegfried Wiessner, Derechos y situación de los pueblos indígenas: un análisis global internacional y comparado, 



Revista de Derechos Humanos de la Universidad de Harvard, Vol. 12, 1999, pág. 80.
80	 Ídem.
81	 Ídem.
82	 James Anaya y Robert A. Williams Jr., La protección del derecho de los pueblos indígenas sobre las tierras y los 



recursos naturales bajo el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, Revista de Derechos Humanos de la 
Universidad de Harvard, Vol. 14, 2001, pág. 62.



83	 Ibídem, pág. 61.
84	 Ibídem, pág. 62.
85	 Ídem.
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y supremacía de la Constitución y es el órgano máximo de la jurisdicción constitucional en el 
sistema de justicia ordinario86. El principal mecanismo de protección para la defensa de los 
derechos de los indígenas ante la Corte Constitucional es la acción de tutela, concebida para 
la protección inmediata de derechos fundamentales. Aunque la acción de tutela generalmente 
está disponible para la protección de derechos individuales, se ha permitido que las comunida-
des indígenas la interpongan para la protección de sus derechos culturales y a las tierras como 
derechos fundamentales, a pesar de la naturaleza colectiva de éstos87. 



Además de la Corte Constitucional, Colombia ha desarrollado su marco normativo para ga-
rantizar las disposiciones constitucionales. Este marco incluye leyes y decretos, tales como el 
Decreto 1397 de 1996, que obliga al Estado a involucrar y a consultar a las comunidades, 
pueblos y organizaciones indígenas cualquier proyecto o plan de desarrollo que se lleve a cabo 
en sus territorios88. El decreto 1397 también establece que no se podrá otorgar ninguna licen-
cia ambiental sin la realización de estudios de impacto económico, social y cultural, los cuales 
deberán ser completados con la participación de comunidades indígenas, sus autoridades y sus 
organizaciones89. El Decreto 1320 de 1998 amplía el deber de consulta, no sólo para los pro-
yectos, trabajos o empresas que se proponga que tendrán lugar en los resguardos indígenas, sino 
también para aquellos que se proponga que tendrán lugar en tierras sin título de propiedad pero 
que son regular y permanentemente habitadas por comunidades indígenas90. 
 
Para facilitar las consultas existen espacios permanentes, como la Mesa Permanente de Con-
certación con los Pueblos y Organizaciones Indígenas, que permiten que los pueblos indígenas 
y sus organizaciones se reúnan regularmente con el Estado para negociar, concluir y revisar 
acuerdos de seguimiento de todas las decisiones administrativas y legislativas que los puedan 
afectar91. Las instituciones nacionales también incluyen el Instituto Nacional de Reforma Agra-
ria (INRA), que tiene el mandato de adquirir tierras que hayan sido declaradas como pertene-
cientes a comunidades indígenas y restituirlas a dichas comunidades92.



Además, el Ministerio del Interior y de Justicia, a través de su Oficina de Asuntos Indígenas, 
es responsable de la protección de los derechos territoriales, culturales y tradicionales de los 



86	 Departamento de Estado de los Estados Unidos, Oficina de Democracia, Derechos Humanos y Trabajo, 
Informes de Derechos Humanos: Colombia, 2002, disponible en www.state.gov/g/drl/rls/hrrpt/2002/18325.
htm.



87	  James Anaya y Robert A. Williams Jr., La protección del derecho de los pueblos indígenas sobre las tierras y los 
recursos naturales bajo el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, Cit., pág. 62.



88	 Lila K. Barrera–Hernández, “Participación en América Latina: Argentina, Colombia, Perú”, en Derechos 
Humanos en el desarrollo de los recursos naturales: participación pública en el desarrollo sustentable de la minería 
y los recursos energéticos, Donald Zillman, Alastair Lucas y George Pring, editores, Oxford University Press, 
2002, pág. 606.



89	 Lila K. Barrera-Hernández, “Participación en América Latina: Argentina, Colombia, Perú”, Cit., pág. 606.
90	 Ibídem, pág. 607.
91	 Ibídem, pág. 606. 
92	  Departamento de Estado de los Estados Unidos, Oficina de Democracia, Derechos Humanos y Traba-



jo, Informes de Derechos Humanos 2008: Colombia, disponible en www.state.gov/g/drl/rls/hrrpt/2008/
wha/119153.htm#.
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pueblos indígenas. Representantes del ministerio, en conjunto con representantes de la Procu-
raduría General de la Nación y de la Defensoría del Pueblo, trabajan con otras organizaciones 
gubernamentales de derechos humanos y con ONGs para promover los intereses indígenas y 
para investigar la violación de los derechos de los indígenas. El Ministerio también es respon-
sable de la compra de tierras para agregar a los resguardos indígenas93.



Aplicación del marco jurídico de Colombia relativo a los derechos sobre las tierras 3.	
indígenas y el derecho a la consulta 



En términos generales, Colombia ha tenido éxito trabajando con los pueblos indígenas en rela-
ción con el derecho a la consulta previa, de acuerdo con lo establecido por el Convenio 169 de la 
OIT y la Constitución Política de Colombia94. Según el Embajador Jairo Montoya, Represen-
tante Permanente Alterno de Colombia ante las Naciones Unidas, desde 2003 han tenido lugar 
71 procesos de consulta previa, relacionados con la exploración, extracción y otros proyectos de 
desarrollo en áreas constituidas como territorios indígenas95.



En general, el descontento con el sistema no proviene de las consultas en sí mismas sino de la 
escasa frecuencia con que éstas permiten lograr un acuerdo entre las partes. En estos casos, la 
Corte Constitucional ha establecido que si bien es deber del Estado proveer mecanismos razo-
nables de participación, el Estado no está obligado a llegar a un acuerdo cuando el problema está 
relacionado con el subsuelo y/o con los recursos naturales no renovables96. Esto es así porque, 
aunque los pueblos indígenas gozan de derechos exclusivos de propiedad sobre la tierra en sus 
resguardos, el Estado mantiene la propiedad del subsuelo y de los recursos naturales no renova-
bles, para conservar y garantizar el uso público para el beneficio de la nación entera97. Así, tanto 
la Corte Constitucional como el Comité de Expertos de la OIT han establecido que el derecho 
a la consulta previa no otorga a las comunidades indígenas poder de veto sobre las decisiones del 
Estado de explorar y extraer recursos98.



El caso de los U’wa y la Occidental Petroleum es un excelente ejemplo de lo anterior. Siguiendo 
el marco jurídico vigente en Colombia, los U’wa cuestionaron la licencia que otorgó el gobierno 
a la Occidental para explorar petróleo en un área adyacente a los territorios U’wa (Resguardo 
Único), alegando que dicha licencia fue expedida sin el respeto del derecho fundamental a la 
consulta previa99. Occidental alegó que la consulta sí ocurrió y que tuvo como resultado la firma 
por parte de los U’wa de un memorándum que establecía las condiciones en que se podían reali-



93	 Departamento de Estado de los Estados Unidos, Oficina de Democracia, Derechos Humanos y Trabajo, 
Cit.



94	 Roque Roldán Oterga, Modelos para el reconocimiento de los derechos indígenas a la tierra en América Latina, 
Departamento Ambiental, Banco Mundial, 2004, pág. 7.



95	 Embajador Jairo Montoya, Representante Permanente Alterno de Colombia ante las Naciones Unidas, dis-
curso dirigido al Presidente del 61º Período de Sesiones de la Asamblea General de Naciones Unidas, Su 
Excelencia Sheikha Haya Rashed Al Khalifa, agosto 13 de 2007, pág. 2.



96	 Ibídem, pág. 3.
97	 Ibídem, pág. 4.
98	 Ídem.
99	 Lillian Aponte Miranda, Los U’wa y la Occidental Petroleum: en busca de la rendición de cuentas de las empresas 



en las violaciones de los derechos indígenas a la tierra, 31 Am. Indian L. Rev. 651, 658, 2007.
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zar las actividades de exploración. Los U’wa negaron haber firmado dicho documento e indica-
ron que habían notificado tanto a Occidental como al gobierno de la necesidad de información 
para presentar a los líderes U’wa una decisión final en nombre de su pueblo100.



El Defensor del Pueblo instauró una demanda formal en representación de los U’wa, que llegó a 
la Corte Constitucional para decisión final. Simultáneamente, el gobierno también instauró una 
acción de reparación ante el Consejo de Estado, la autoridad máxima de la jurisdicción conten-
cioso–administrativa. La Corte Constitucional decidió que el derecho de los U’wa a la consulta 
previa había sido violado debido a que se realizó un proceso de información a la comunidad mas 
no de consulta y ordenó al gobierno que reiniciara el proceso de consulta con los U’wa.
 
Habida cuenta que el Consejo de Estado dejó sin efecto la decisión de la Corte Constitucional, 
por considerar que el interés nacional y el derecho del Estado para disponer de los recursos 
supedita los derechos constitucionales de los pueblos indígenas a sus tierras y a la supervivencia 
cultural101, el caso fue llevado ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y fue 
resuelto mediante negociaciones internacionales con un grupo conformado por la OEA y la 
Universidad de Harvard102. En última instancia, el grupo emitió una serie de recomendaciones 
que apoyaban la necesidad de realizar un proceso de consulta adecuado, bajo la supervisión del 
gobierno colombiano. Las recomendaciones incluían dotar a los U’wa de servicios jurídicos, de 
un programa para la prevención y solución de conflictos y de asistencia técnica para las evalua-
ciones del impacto ambiental y social103. 



Si bien este caso muestra que hay un marco jurídico vigente en Colombia que da voz a las  
preocupaciones y quejas de los pueblos indígenas en cuanto a su derecho a ser consultados, tam-
bién demuestra la necesidad de procesos de negociación y solución más efectivos a nivel local. A 
pesar de la existencia de decretos como el 1397 y el 1320 y de espacios de diálogo como la Mesa 
Permanente de Concertación, el hecho de que el caso hubiera llegado a instancias de la OEA 
para poder encontrar una solución indica que el sistema podía mejorarse aún más104, lo que en 
efecto ha sucedido en los años siguientes. 



Aunque el caso U’wa-Occidental fue muy conocido a nivel americano, bajo ninguna circunstan-
cia se trata de una anomalía. Muchos países de la región sufren de la misma incapacidad para 
resolver los conflictos en las etapas preliminares de la negociación de manera satisfactoria para 
las partes involucradas105. Por lo tanto, existe una necesidad de desarrollar estrategias que facili-
ten el proceso de consulta y permitan resolver los problemas a nivel local en toda América.



100	Ídem.
101	Ibídem, págs. 651, 658.
102	Ídem.
103	Theodor McDonald, James Anaya S. y Yadira Soto, Observaciones y recomendaciones sobre el caso del Bloque 



Samoré, Organización de los Estados Americanos/Universidad de Harvard, Proyecto en Colombia, 1997, 
págs. 16-18, disponible en www.escr-net.org/usr_doc/Macdonald_Samore_eng.pdf.



104	Lilia K. Barrera-Hernández, “Participación en América Latina: Argentina, Colombia, Perú”, Cit., pág. 
608.



105	Theodore McDonald, El Medio Ambiente en América Latina: una aproximación interdisciplinaria, Revista Harvard 
Review of Latin America, otoño, 1998, disponible en www.drclas.harvard.edu/revista/articles/view/351











El derecho a la consulta de los pueblos indígenas en Perú



r
26 



r



Conclusión 4.	



El marco jurídico vigente en Colombia es el resultado directo de la Constitución progresista de 
1991, que fue la primera en reconocer claramente muchos derechos específicos de los pueblos 
indígenas. Sin embargo, debe anotarse que a pesar de las protecciones legales del marco consti-
tucional, legislativo e institucional vigente para proteger los derechos individuales y colectivos 
de los pueblos indígenas relacionados con la propiedad, estas poblaciones aún se encuentran en 
una crisis de derechos humanos. El conflicto interno en Colombia entre los militares, los grupos 
paramilitares y las guerrillas, ha debilitado severamente la capacidad del gobierno para concen-
trarse en cualquier cosa que no sea la violencia que ha vivido el país por más de 30 años106.



No sólo la lucha ha consumido las capacidades y los recursos del gobierno para permitir que el 
marco de los derechos de los indígenas funcione plenamente, sino que el conflicto mismo ha 
causado muchas de las dificultades que enfrentan las poblaciones indígenas, que a menudo se 
encuentran en la línea de fuego107. Sin embargo, estas dificultades no deben empañar el éxito del 
marco normativo vigente que protege el derecho a la consulta previa de los pueblos indígenas de 
Colombia. El ejemplo de Colombia debe servir entonces como un excelente modelo a seguir por 
otros países que buscan proteger este derecho de conformidad con el derecho internacional. 



BrasilC.	



Antecedentes históricos 1.	



Se estima que en Brasil hay más de 233 grupos indígenas que viven dentro de sus fronteras108 y 
cerca de cinco millones de personas indígenas109. Los pueblos indígenas habitan en todo el país, 
en una gran variedad de ambientes, desde bosques tropicales hasta zonas semidesérticas110. Sus 
formas de vida son también muy variadas: desde la caza y la recolección hasta la vida nómada111. 
Mientras que algunos pueblos han interactuado con el gobierno y han hecho esfuerzos por pro-
teger sus derechos bajo la Constitución de 1988, otros han tenido poco o ningún contacto con 
el mundo exterior. Sin embargo, todas las comunidades enfrentan retos en la afirmación de sus 
derechos, bien sea bajo la Constitución de 1988 o bajo las diversas obligaciones internacionales 
asumidas por Brasil.



106	Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-
tales de los Pueblos Indígenas: Misión a Colombia, Sr. Rodolfo Stavenhagen, Cit., pág. 8.



107	Ibídem, pág. 9. 
108	Ver: www.unhcr.org/refworld/country,,MARP,,BRA,4562d94e2,469f3a5fc,0.html.
109	Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades 



Fundamentales de los Pueblos Indígenas: Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos de los Pueblos 
Indígenas en Brasil, Doc. A/HRC/12/34/Add.2, agosto 26 de 2009, pág. 8.



110	Ver: www.survivalinternational.org/tribes/brazilian.
111	Ídem.
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Desarrollo y reforma legal 2.	



La Constitución de 1998a.	



La Constitución de 1988 constituyó un gran paso hacia el objetivo de promover y proteger los de-
rechos de los pueblos indígenas. La Constitución dedica todo un capítulo a los “Indios” y reconoce 
la diversidad cultural de la nación. El Capítulo VII se compone de dos artículos. El artículo 231 
dice que “[s]e reconoce a los indios su organización social, costumbres, lenguas, creencias tradi-
cionales y los derechos originarios sobre las tierras que tradicionalmente ocupan, correspondiendo 
a la Unión demarcarlas, protegerlas y hacer que se respeten todos sus bienes”. En este artículo se 
reconoció oficialmente el deber del gobierno no sólo de proteger la propiedad de los pueblos indí-
genas, sino también de cumplir con su obligación de demarcación de las tierras. 



El artículo 231 define la tierra como indispensable para la preservación de los recursos am-
bientales necesarios para su bienestar y para su reproducción física y cultural, de acuerdo con 
sus usos, costumbres y tradiciones. El apartado 2 establece que estas tierras están destinadas a 
la posesión permanente de los pueblos indígenas y que éstos tendrán “su posesión permanente, 
correspondiéndoles el usufructo exclusivo de las riquezas del suelo, de los ríos y de los lagos 
existentes en ellas”. Además, el párrafo 4 establece que las tierras contempladas en este artículo 
son inalienables y sus derechos no están sujetos a limitación. Una mayor evidencia de que el 
gobierno tuvo la intención de dar a estos derechos fuerza obligatoria fue la adición del artículo 
232, que otorga a los pueblos y organizaciones indígenas la posibilidad de ser partes en juicio 
en demandas para defender sus derechos e intereses y garantiza la participación del Ministerio 
Público como autoridad para intervenir en su nombre. 



La Fundación Nacional Indígena (FUNAI)b.	



La Fundación Nacional Indígena (FUNAI) fue creada para aplicar las políticas relativas a los 
asuntos indígenas, en cumplimiento de la Constitución de 1988112. Las responsabilidades de la 
Fundación incluyen la protección de las tierras indígenas frente a la intrusión ilegal por parte 
de actores tales como mineros, ganaderos y madereros. La FUNAI también es responsable 
del desarrollo de programas para promover los intereses indígenas y es el único organismo 
gubernamental en el mundo dedicado a la protección de los pueblos indígenas que viven en 
aislamiento113. 



De las funciones encomendadas a la FUNAI, la demarcación y protección de las tierras es 
fundamental. La FUNAI comienza el proceso de demarcación identificando el área mediante 
un estudio detallado y multidisciplinario con participación de los grupos indígenas. El estudio 
toma en cuenta los patrones históricos de uso de la tierra, así como las necesidades actuales y 



112	Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales de los Pueblos Indígenas: Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos de los Pueblos 
Indígenas en Brasil, Cit., párr. 16.



113	Ver: www.survivalinternational.org/tribes/brazilian
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futuras de los pueblos indígenas para su supervivencia física y cultural, de conformidad con las 
protecciones y los derechos reconocidos en la Constitución de 1988114. El proceso de demarca-
ción es supervisado por el Ministerio de Justicia, que resuelve los reclamos de los competidores 
o las impugnaciones realizadas en el proceso de demarcación115. Los ocupantes no indígenas 
tienen que ser reubicados y compensados por las mejoras hechas por ellos de buena fe116. Antes 
de finalizar el proceso, los ocupantes no indígenas pueden impugnar la demarcación y el impor-
te de la indemnización117. 



El mencionado proceso es una demostración del compromiso de Brasil con los derechos y ga-
rantías consagrados en la Constitución de 1988. Según el Relator Especial de la ONU sobre la 
Situación de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de los Pueblos Indígenas, la 
FUNAI ha hecho “un trabajo ejemplar [...] en el desarrollo y ejecución de una metodología para 
identificar y demarcar tierras indígenas, y ha contribuido con el avance en las prestaciones sociales 
para las comunidades indígenas”118. Un ejemplo de este éxito es el caso Raposa Serra do Sol. 



El caso Raposa Serra do Solc.	



La reserva de Raposa Serra do Sol abarca un área en el norte de Brasil en el Estado de Rorai-
ma, que alberga cerca de 20.000 pueblos indígenas. Un decreto presidencial publicado en 2005 
dirigió la demarcación de la tierra119. Este decreto presidencial fue el resultado de 30 valiosos 
años de lucha de los pueblos indígenas por el reclamo de sus tierras, que habían sido tomadas 
por los agricultores120. En 1996, un grupo numeroso de agricultores de arroz invadió la zona y 
trajo grandes cantidades de pesticidas que se derramaron en los ríos y arroyos utilizados por los 
pueblos indígenas121. A pesar del decreto de 2005, la tierra aún estaba ocupada por estos agri-
cultores, quienes se negaban a marcharse.



Los agricultores no sólo se negaron a retirarse sino que además incitaron a actos de violencia 
contra los pueblos indígenas. Apoyados por el Estado de Roraima, los productores solicitaron 
un interdicto contra su expulsión e impugnaron la demarcación y el reconocimiento del terri-
torio Raposa Serra do Sol, como un todo contiguo122. Los agricultores también buscaron cam-
biar los límites del territorio para poder permanecer allí123. Los militares brasileños también se 



114	Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales de los Pueblos Indígenas: Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos de los Pueblos 
Indígenas en Brasil, Cit., párr. 41.



115	Ibídem, párr. 42.
116	Ídem.
117	 Ídem. 
118	Ibídem, párr. 17.
119	Ibídem, párr. 31.
120	Ver: www.survivalinternational.org/tribes/brazilian
121	Ídem.
122	Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades 



Fundamentales de los Pueblos Indígenas: Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos de los Pueblos 
Indígenas en Brasil, Cit., párr. 33.



123	Ver: www.survivalinternational.org/tribes/brazilian
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opusieron al reconocimiento del territorio indígena, argumentando que el área es cercana a las 
fronteras del país, lo cual implica preocupaciones concernientes a la seguridad nacional124. 



A pesar del respaldo y el apoyo del Estado de Roraima y de los militares brasileños a los agricul-
tores, el Tribunal Federal Supremo dictó una sentencia definitiva el 19 de marzo de 2009, en la 
que afirma que Raposa Serra do Sol es un territorio contiguo. Esta decisión fue vista como un 
hito para el desarrollo de los derechos sobre las tierras indígenas. Este fallo protege una de las 
mayores áreas indígenas del mundo125. El fallo también establece un importante precedente para 
otros casos. El Presidente del Tribunal Supremo manifestó que “los fundamentos que hemos 
establecido en este caso, las condiciones y procedimientos, servirán de guía para otros conflictos; 
estamos poniendo fin a los problemas relacionados con casos similares”, con la esperanza de que 
otros grupos indígenas en el Brasil puedan obtener victorias similares126.



Desarrollo legal e institucional reciented.	
 
La Constitución de 1988 no es el único instrumento que regula los derechos indígenas en Brasil. 
El Estatuto del Indio de 1973 también se ocupa de los derechos indígenas. En el momento de 
su adopción se consideró progresista, pero ahora se considera obsoleto127. Si bien las leyes se han 
ajustado para cumplir con las normas establecidas en la Constitución de 1988, los esfuerzos para 
mejorar aún más las disposiciones contenidas en el Estatuto de 1973 han sido infructuosos128. 
Ha habido debates continuos en el Congreso para reformar la ley y parece que los legisladores 
podrían estar en condiciones de hacer algo más que debatir, como ocurrió en agosto de 2009. 



La Comisión Nacional de Política Indigenista (CNPI) fue creada en 2006 y está compuesta 
por representantes de organismos gubernamentales, organizaciones indígenas y otras organi-
zaciones de la sociedad civil129. El Relator Especial señaló en su informe de 2009 sobre Brasil 
que la CNPI “es una iniciativa bien recibida para garantizar una mayor participación indígena 
en el proceso de definición de los programas y más acorde con las aspiraciones de los pueblos 
indígenas”130. La CNPI ha colaborado con el proyecto de ley más reciente, que ahora se en-
cuentra en el calendario propuesto para el debate en el Congreso131. El proyecto también fue 
aprobado por más de 1.000 líderes indígenas132. 



124	Ídem.
125	Ver: www.unhcr.org/refworld/topic,463af2212,49749a152,4a66d9be41,0.html
126	Ver: www.survivalinternational.org/tribes/brazilian
127	Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades 



Fundamentales de los Pueblos Indígenas, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos de los Pueblos 
Indígenas en Brasil, Cit., párr. 14. 



128	Relator Especial de Naciones Unidas sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales de los Pueblos Indígenas, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos de los Pueblos 
Indígenas en Brasil, Cit., párr. 14.



129	Ibídem, párr. 18.
130	Ídem. 
131	  Ver: www.brazzilmag.com/content/view/11094/1/
132	  Ídem.
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Otro hecho positivo consiste en que el Presidente estableció en 2007 la Agenda Social para los 
Pueblos Indígenas. Esta campaña comprende tres programas; el primero de ellos se refiere a la 
protección de las tierras indígenas. Este programa incluyó la demarcación de los 127 territorios 
indígenas, la indemnización y el reasentamiento de 9.000 familias de trabajadores rurales que 
han ocupado esas tierras, la recuperación de 10.000 hectáreas de áreas degradadas y la consoli-
dación de once puestos de avanzada para la protección de los pueblos indígenas aislados.



Conclusiones3.	



Aunque Brasil ha sido aplaudido por avanzar más que otras naciones con respecto a los dere-
chos de sus poblaciones indígenas, no está exento de críticas. Por ejemplo, la FUNAI ha sido 
criticada por asumir una actitud paternalista hacia los pueblos indígenas y no hacer lo suficiente 
para promover la autodeterminación indígena133. Los esfuerzos de la FUNAI también se han 
visto obstaculizados por la falta de fondos y de personal calificado para cumplir con sus respon-
sabilidades134. A pesar de las críticas lanzadas contra ella, la FUNAI es reconocida por el Relator 
Especial por haber hecho “un trabajo ejemplar en varias áreas”135.



Un revés para el progreso de los derechos indígenas proviene del caso que estableció el área 
protegida indígena más larga del mundo. En el caso Raposa Serra do Sol, la Corte Suprema no 
sólo confirmó la demarcación del territorio sino que también estableció condiciones que limitan 
los derechos territoriales de los pueblos indígenas. Estas condiciones permiten el acceso de los 
militares al territorio para proteger las fronteras nacionales y el establecimiento de hospitales, 
escuelas y otra infraestructura de prestación de servicios136. Aunque este caso fue una gran vic-
toria para los pueblos indígenas, también demuestra que el progreso de los derechos indígenas 
es lento. 



A pesar de algunos reveses, Brasil es ejemplo de un país en el que se ha trabajado con firmeza en 
el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas a la tierra. El poder judicial ha sen-
tado un importante precedente para la protección de estos derechos, las instituciones nacionales 
han dado pasos importantes y el Estado ha asumido compromisos internacionales que expresan 
su deseo de ajustarse a las normas jurídicas internacionales. Por ejemplo, Brasil ha ratificado el 
Convenio 169 de la OIT y votó a favor de la adopción de la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas137. Todos estos esfuerzos combinados demuestran 
el compromiso de Brasil con su población indígena y constituyen un ejemplo de lo que otras 
naciones deberían esforzarse por lograr.



133	Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales de los Pueblos Indígenas, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos de los Pueblos 
Indígenas en Brasil, Cit., párr. 17.



134	Ídem.
135	Ídem.
136	Ver: www.unhcr.org/refworld/country,,MARP,,BRA,4562d94e2,469f3a5fc,0.html
137	Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la Situación de los Derechos Humanos y de las Libertades 



Fundamentales de los Pueblos Indígenas, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos de los Pueblos 
Indígenas en Brasil, Cit., párr. 20.
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EcuadorD.	



Ecuador ofrece otro ejemplo de un país que lucha por reconocer plenamente los derechos in-
dígenas sobre la tierra. Esta lucha cobró impulso en 1998 cuando la Constitución reconoció al 
Estado como una entidad pluricultural y multiétnica138. La Constitución reconoció una serie de 
derechos colectivos a los pueblos indígenas en los artículos 83 y 84 y también estableció diversos 
órganos políticos y administrativos para facilitar la aplicación de estos derechos139. Además, se 
han aprobado leyes y decretos ejecutivos para ayudar en la realización de los derechos constitu-
cionales140. La Constitución de 1998 reconoció varios derechos fundamentales de los pueblos 
indígenas y Ecuador ha ratificado varios tratados de derechos humanos. Los derechos humanos 
reconocidos pueden reclamarse directamente ante cualquier tribunal nacional, aún cuando no 
existan leyes que regulen su ejercicio141. Los compromisos internacionales de derechos humanos 
asumidos por Ecuador prevalecen sobre la legislación nacional y las normas internas142.



Desarrollo legal y reforma 1.	



Organizaciones indígenas a.	



Un motivo por el cual fue posible la evolución de los derechos indígenas en Ecuador es el es-
fuerzo organizativo y político de la Confederación de Nacionalidades Indígenas (CONAIE). 
La CONAIE se constituyó en 1986 luego de que dos organizaciones se unieron143. El objetivo 
principal de la CONAIE es dar a los pueblos indígenas voz política y presionar al gobierno 
por el derecho a más tierras144. El partido político Pachacuteck es asociado con la CONAIE. 
Aunque el partido ha tenido un éxito relativo en los últimos años, el partido y la CONAIE se 
consideran organizaciones de gran alcance para la promoción de los derechos de los pueblos 
indígenas. 



Hay otras organizaciones indígenas, incluida la Comisión de los Pueblos Indígenas, constituida 
en el Congreso Nacional. Esta organización contribuyó a facilitar la ratificación del Convenio 
169 de la OIT en 1989145. Sin embargo, a pesar de la ratificación, han existido debates sobre si 
las disposiciones del tratado se han cumplido adecuadamente en el Ecuador. 



138	Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indíge-
nas, Rodolfo Stavenhagen, Doc. A/HRC/4/32/Add.2, diciembre 28 de 2006, párr. 10.



139	Ídem. 
140	Ibídem, párr. 11. 
141	María Dolores Mino, La estructura básica del sistema jurídico ecuatoriano y de la investigación jurídica, 2007, 



disponible en: www.nyulawglobal.org/globalex/ecuador.htm
142	Ídem.
143	Miguel Iniguez, Estableciendo inclinaciones insurreccionales entre los pueblos indígenas de Ecuador, 2001, pág. 44, 



disponible en www.stormingmedia.us/13/1374/A137404.html
144	Ver: conaie.nativeweb.org/brochure.html 
145	 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales 



de los Pueblos Indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, Cit, pág. 15.
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Economíab.	



Ecuador es un país cuya economía depende en gran medida de la extracción de petróleo146. Las 
reservas de petróleo se encuentran principalmente en la región amazónica147. El Amazonas fue 
dividido en “bloques” y se han otorgado concesiones a varias empresas transnacionales148. Si bien 
los pueblos indígenas tienen derecho a la propiedad de las tierras, se reserva la propiedad de los 
recursos del subsuelo al Estado, lo que corresponde a una práctica común en América del Sur149. 
Esta “dicotomía del suelo” ha creado conflictos que en algunos casos aún no se han resuelto150.



Conflictos entre las empresas petroleras, el Estado y las poblaciones indígenasc.	



Uno de los conflictos sobre la “dicotomía del suelo” es el ocurrido en 1998 con las concesiones 
de Ecuador a la Atlantic Richfield Company (ARCO) en el Lote 24. El pueblo Shuar de la 
Federación Independiente de Ecuador (FIPSE) vive en esta área. El contrato entre el gobierno 
de Ecuador y la ARCO se firmó sin el conocimiento de la FIPSE. Una vez descubierta esta con-
cesión, la FIPSE realizó una asamblea y decidió no permitir “ninguna negociación individual 
entre la empresa y las comunidades, sin la autorización de la Asamblea, dado que la Asamblea 
es la máxima autoridad de las comunidades”151. Esta declaración de la FIPSE requirió a la em-
presa petrolera negociar a través de la organización, requisito con el que la empresa petrolera no 
estaba de acuerdo. 



ARCO ignoró el reclamo de la FIPSE e intentó varias negociaciones con grupos pequeños y 
familias y ofreció “regalos” de agua potable y centros de salud. La FIPSE, en respuesta, recurrió 
a la Constitución de 1998, así como al recientemente ratificado Convenio 169152. La FIPSE 
presentó un recurso constitucional para protegerse jurídicamente contra la ARCO, argumen-
tando que la empresa violó disposiciones del artículo 84 de la Constitución de 1998, mediante 
la realización de negociaciones individuales con los miembros de la comunidad Shuar. El juez 
provincial otorgó un recurso judicial contra las prácticas de ARCO. La decisión del juez provin-
cial fue considerada histórica y, posteriormente, fue respaldada por el Tribunal Constitucional 
del Ecuador, en abril de 2000153. Sin embargo, a pesar de la decisión del Tribunal, ARCO hizo 



146	  Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales 
de los Indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, Cit., pág. 18.



147	 Isabela Figueroa, Pueblos indígenas contra empresas petroleras: control constitucional en medio de la resistencia, 
disponible en www.surjournal.org/eng/conteudos/artigos4/ing/artigo_figueroa.htm.



148	Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales 
de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, Cit., pág. 18.



149	 Isabela Figueroa, Pueblos indígenas contra empresas petroleras: control constitucional en medio de la resistencia, 
pág. 3, disponible en  www.surjournal.org/eng/conteudos/artigos4/ing/artigo_figueroa.htm



150	Ibídem, pág. 4.
151	Ídem. 
152	Leo B. Gorman, Indígenas Shuar y Achuar le dicen “NO” a la compañía petrolera Burlington, 2002, dispo-



nible en http://74.125.95.132/search?q=cache:NIC_IFAiTicJ:https://segueuserfiles.middlebury.edu/
span0210e-f07/Burlington%2520Oil%2520Company.doc+Leo+B+Gorman+Ecuadorian+Shuar+and+
Achuar+Indians+Say+%22NO%22+to+Burlington+Oil+Company&cd=1&hl=en&ct=clnk&gl=us



153	Ídem.
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caso omiso y continuó sus prácticas. Posteriormente, la FIPSE recurrió a la OIT y presentó una 
demanda contra Ecuador por violación del Convenio 169. La OIT emitió entonces una serie de 
recomendaciones para que Ecuador garantizara la protección de los derechos de la FIPSE154. 



Las decisiones del Tribunal Constitucional, junto con las recomendaciones de la OIT, se consi-
deran como victorias para los derechos colectivos de los pueblos indígenas. Desafortunadamen-
te, esta lucha continúa y la empresa ARCO vendió su participación a la empresa Burlington. A 
pesar de que las sentencias judiciales son extensivas a Burlington, la FIPSE continúa su lucha 
por los derechos sobre sus tierras ya que el contrato entre Ecuador y Burlington sigue vigente. 



Otro ejemplo de las tensiones que existen entre el Estado, las compañías petroleras y los pue-
blos indígenas es el caso del pueblo Sarayaku. En 1992 las tierras del pueblo Sarayaku fueron 
reconocidas por Ecuador. Sin embargo, y a pesar de este reconocimiento, cuatro años después el 
Estado otorgó concesiones a una compañía petrolera de Argentina para explotar estas tierras155. 
Debido a retrasos causados por las ventas y las compras entre compañías, la petrolera, hasta el 
año 2002 no participó en las negociaciones con el pueblo Sarayaku156. Para entonces, la Consti-
tución de 1998 se había adoptado, el Convenio 169 de la OIT había sido ratificado y la disputa 
entre la FIPSE y ARCO era bien conocida. A pesar de todo, la empresa petrolera utilizó las 
mismas tácticas empleadas por ARCO y ofreció dinero y pequeños proyectos de desarrollo con 
el fin de obtener el consentimiento del pueblo Sarayaku157. El pueblo Sarayaku siguió la misma 
estrategia de la FIPSE y solicitó un recurso para las negociaciones individuales. 



Cuando todos los recursos de la jurisdicción interna se agotaron, Sarayaku presentó una denun-
cia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). En la denuncia se alega 
que el contrato entre Ecuador y la compañía petrolera se firmó sin la consulta ni el consenti-
miento previo de los Sarayaku, lo cual viola el Convenio Nº 169158. Durante el trámite del caso 
el pueblo Sarayaku solicitó medidas cautelares a la CIDH, que ordenó al Estado de Ecuador 
adoptar medidas de protección en favor del pueblo Sarayaku. Dado que las medidas no se 
cumplieron, el asunto se remitió a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que ordenó 
al Estado adoptar medidas provisionales para proteger a los miembros de la comunidad Sara-
yaku159. En el año 2006 se celebró una audiencia ante la CIDH y los representantes del Estado 
propusieron un acuerdo con la comunidad Sarayaku, que rechazó la propuesta, en espera de la 
decisión de fondo de la Comisión160. 



154	Isabela Figueroa, Pueblos indígenas contra empresas petroleras: control constitucional en medio de la resistencia, 
Cit., pág. 5. 



155	Ibídem, pág. 6.
156	Ídem.
157	Ídem.
158	Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales 



de los Indígenas, Rodolfo Stavenhagen, Cit., pág. 19. 
159	Ibídem, pág. 20.
160	Ibídem, pág.21.
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Desarrollos recientes2.	
	
Los casos anteriores demuestran la complejidad de las relaciones entre el Ecuador y sus po-
blaciones indígenas. Por un lado, el Estado se comprometió con estas poblaciones, mediante la 
ratificación del Convenio 169 de la OIT y la adopción de la Constitución de 1998, pero, por 
otra parte, el petróleo es central en la lucha por la viabilidad de la economía del país, considera-
do uno de los más pobres de América del Sur. Con la reserva de derechos sobre el subsuelo para 
el Estado, Ecuador ha sido capaz de seguir exportando petróleo para mantener la economía en 
funcionamiento. Sin embargo, las obligaciones del Estado bajo el Convenio 169 aún existen. En 
respuesta al conflicto entre la FIPSE y el Estado, la Comisión Tripartita de la OIT señaló que: 



[L]a legislación nacional de muchos países establece que los derechos a los 
recursos del subsuelo son parte del patrimonio del Estado. La Convención 
reconoce este principio jurídico, pero también “establece la obligación a la 
hora de administrar estos recursos: la obligación del Estado de consultar a 
los pueblos indígenas y tribales, que podrían ser afectados antes de autorizar 
actividades de exploración y explotación de los recursos subterráneos situados 
en los territorios indígenas161.



El Comité de la OIT reconoce también la difícil situación de Ecuador en este tema, en lo que 
respecta a sus intereses económicos y en cuanto a los aspectos culturales, espirituales, sociales y 
económicos de sus poblaciones indígenas162. La clave para el Ecuador es encontrar un equilibrio 
entre los intereses en conflicto. 



Un paso positivo hacia la consecución de este equilibrio ha sido la reciente aprobación de una 
nueva Constitución en el año 2008. El artículo 57 establece que los derechos colectivos se reco-
nocen y se garantizan a las comunidades indígenas, de conformidad con la Constitución y los 
tratados, convenios, declaraciones y otros instrumentos internacionales de derechos humanos. 
Se ampliaron los derechos y las protecciones anteriormente detallados en el artículo 84 y se 
extendió a las poblaciones indígenas el derecho a ser consultadas sobre los planes relacionados 
con los programas de exploración y explotación de recursos no renovables que se encuentran en 
sus tierras y los que puedan ir en detrimento del medio ambiente163. El apartado 7 del artículo 
57 consagra en favor de las comunidades indígenas el derecho colectivo a: 



La consulta previa, libre e informada, dentro de un plazo razonable, sobre pla-
nes y programas de prospección, explotación y comercialización de recursos no 
renovables que se encuentren en sus tierras y que puedan afectarles ambiental 
o culturalmente; participar en los beneficios que esos proyectos reporten y 



161	Birgitte Feiring, Programa para promover el Convenio 169 de la OIT—Departamento de Estándares Internacio-
nales del Trabajo, 2009, pág. 10, disponible en www.ilo.org/indigenous/Resources/Guidelinesandmanuals/
lang—en/docName—WCMS_106474/index.htm.



162	Ídem.
163	Ver: www.rightsandresources.org/blog.php?id=358.
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recibir indemnizaciones por los perjuicios sociales, culturales y ambientales 
que les causen.



El artículo 57 establece, además, que “[l]a consulta que deban realizar las autoridades compe-
tentes será obligatoria y oportuna. Si no se obtuviese el consentimiento de la comunidad con-
sultada, se procederá conforme a la Constitución y la ley”.



Esta nueva Constitución demuestra los intentos de Ecuador de hacer realidad los compromisos 
que ha contraído en materia de derechos de los pueblos indígenas a la tierra y, además, incluye 
una disposición relativa a las comunidades que viven en aislamiento voluntario. El apartado 21 
del artículo 57 expresa sobre dichas comunidades:



Los territorios de los pueblos en aislamiento voluntario son de posesión ances-
tral irreductible e intangible, y en ellos estará vedada todo tipo de actividad ex-
tractiva. El Estado adoptará medidas para garantizar sus vidas, hacer respetar 
su autodeterminación y voluntad de permanecer en aislamiento, y precautelar 
la observancia de sus derechos. La violación de estos derechos constituirá de-
lito de etnocidio, que será tipificado por la ley.



Conclusiones3.	



La Constitución también es un reconocimiento de los problemas que Ecuador ha encontrado 
cuando la falta de respeto de los derechos indígenas resulta en disputas contenciosas entre los 
objetivos del Estado de mantener una economía fuerte y el objetivo de sus poblaciones indíge-
nas de autodeterminación. Aunque Ecuador está luchando para alcanzar este equilibrio, poco a 
poco se están dando pasos hacia el logro de los dos objetivos.
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IntroducciónI.	



El presente capítulo analiza el estado actual del derecho a la consulta en el Perú. En la primera 
parte se hará una referencia tanto a la normativa peruana sobre el derecho a la consulta de los pue-
blos indígenas como a los conflictos sociales existentes en torno a estas normas. Posteriormente se 
analizan las opciones y reacciones de diversas instituciones respecto de los conflictos sociales rela-
cionados con el derecho a la consulta previa. Se hará referencia, en primer lugar, a las recomenda-
ciones de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), luego a la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional y, finalmente, a las iniciativas legislativas y a las políticas públicas desarrolladas por 
la Defensoría del Pueblo, el Congreso y la Presidencia del Consejo de Ministros.



La normativa peruana sobre el derecho a la consultaII.	



El Convenio 169 de la OIT en el ordenamiento jurídico peruano A.	



La dispersa normativa peruana que directa o indirectamente ha abordado el tema del derecho 
a la consulta de los pueblos indígenas, lo ha hecho en forma inadecuada e insuficiente y no ha 
seguido los principios señalados por el Convenio 169 de la OIT, el cual forma parte del orde-
namiento jurídico peruano. 



El Convenio 169 consagra en su artículo 6° el derecho de los pueblos indígenas a ser consultados 
antes de la adopción de decisiones respecto de políticas y programas que les conciernan. Men-
ciona, además, que los Estados deben establecer los medios idóneos para ello y que las consultas 
tienen la finalidad de llegar a acuerdos o lograr el consentimiento164. Para el caso específico de 



164	Convenio 169, artículo 6 
1.	 Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán: 
a)	 consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus 



instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles 
de afectarles directamente; 



b)	 establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo 
menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de de-
cisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas 
y programas que les conciernan; 



c)	 establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en los 
casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para este fin. 
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explotación de recursos naturales, el artículo 15 señala que deben establecerse procedimientos 
de consulta a fin de determinar si los intereses de estos pueblos serían perjudicados165. Una lec-
tura conjunta de ambos artículos permite concluir que para el caso de los recursos naturales, la 
finalidad de la consulta es buscar el acuerdo o el consentimiento.



El Convenio 169 fue promulgado mediante Resolución Legislativa No 26253 de 2 de diciem-
bre de 1993 y ratificado el 2 de febrero de 1994; entró en vigencia para el Perú el 2 de febrero 
de 1995. A pesar de ello, los distintos gobiernos peruanos han avanzado poco para adecuar la 
normativa interna a lo que el Convenio dispone. Ante la falta de normas que implementen en el 
derecho interno convenios internacionales como el 169, la cultura legalista y formalista de los 
operadores del sistema de justicia, en particular, y de los funcionarios públicos, en general, ha 
conducido a la inaplicación del Convenio, lo que, a su vez, ha implicado el desconocimiento de 
los derechos de los pueblos indígenas, en especial, el derecho a la consulta previa. Si bien sería 
ideal contar con una normativa interna plenamente adecuada al Convenio 169, su ausencia no 
es razón suficiente para no aplicar directamente el contenido del Convenio, que, por demás, es 
parte de la legislación interna peruana desde 1993.



En el siguiente cuadro podemos observar las distintas normas que han abordado el derecho a 
la consulta:



2.	 Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una 
manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento 
acerca de las medidas propuestas.



165	 Convenio 169, artículo 15 
1. 	 Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en sus tierras deberán prote-



gerse especialmente. Estos derechos comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la utilización, 
administración y conservación de dichos recursos. 



2. 	 En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del subsuelo, o 
tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener 
procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de 
esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa 
de prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán 
participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indem-
nización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades.



Norma Fecha Resumen 



Resolución Ministerial 159-2000-PROMUDEH 21/06/2000 Aprueba directiva para promover y asegurar el respeto a la identidad étnica y cultural  
de los pueblos indígenas, comunidades campesinas y nativas



Decreto Supremo Nº 038-2001-AG 22/06/2001 Reglamento de la Ley de Áreas Naturales Protegidas



Resolución Ministerial Nº 596-2002-EM-DM 20/12/2002 Reglamento de Consulta y Participación Ciudadana en el Procedimiento de Aprobación  
de los Estudios Ambientales en el Sector Energía y Minas



Decreto Supremo Nº 042-2003-EM 12/12/2003 Establece el compromiso previo como requisito para el desarrollo de actividades mineras  
y normas complementarias



Ley Nº 28611 13/10/2005 Ley General del Ambiente



Decreto Supremo Nº 012-2008-EM 20/02/2008 Reglamento de Participación Ciudadana para la realización de Actividades de Hidrocarburos



Decreto Supremo Nº 028-2008-EM 26/06/2008 Reglamento de Participación Ciudadana en el Subsector Minero



Resolución Ministerial Nº 304-2008-MEM-DM 26/06/2008 Normas que regulan el Proceso de Participación Ciudadana en el Subsector Minero
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Las deficiencias de las primeras normasB.	



Aunque el Convenio 169 fue promulgado en 1993, durante la década de los noventa no se emitie-
ron normas que desarrollaran el derecho a la consulta. El Poder Ejecutivo, en la siguiente década, 
adoptó las primeras disposiciones, en las que se observan deficiencias tales como la falta de un 
correcto desarrollo del concepto de consulta previa contenido en el Convenio 169 o la falta de 
mecanismos para hacer efectivo este derecho, en la medida que muchas de esas normas son 
eminentemente declarativas.



Por ejemplo, la Resolución Ministerial 159-2000-PROMUDEH que aprueba la Directiva 
012-2000-PROMUDEH/SETAI, expedida por el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social, 
reconoce el derecho de los pueblos indígenas a ser consultados y a participar en toda decisión 
que los involucre o pueda afectarlos, pero no establece ningún mecanismo para hacer valer di-
cho derecho. Además, esta primera norma se adoptó para un sector en el que no se presentaban 
mayores conflictos en torno al derecho a la consulta.



Del mismo modo, el reglamento de la Ley de Áreas Naturales Protegidas, Decreto Supremo 
038-2001-AG, del 22 de junio de 2001, dictado por el Ministerio de Agricultura, establece en 
su artículo 43° que para la categorización o establecimiento de un área protegida deben realizarse 
procesos transparentes de consulta a la población local interesada, donde se incluye a las comuni-
dades campesinas o nativas, de acuerdo con los procedimientos establecidos en el Convenio 169. 
En este sector tampoco existen controversias mayores.



Una primera norma adoptada en el sector minero la encontramos en el año 2003, con el Decreto 
Supremo 042-2003-EM, del Ministerio de Energía y Minas. Este decreto estableció que para de-
sarrollar actividades mineras se requería una declaración jurada que, entre otros puntos, estableciera 
el compromiso previo de las empresas mineras de respetar las instituciones, autoridades, culturas y 
costumbres de las localidades donde operaran. Se trata de una norma declarativa en la medida en 
que no establece mayores consecuencias o responsabilidades en cabeza de las autoridades con el fin 
de controlar el cumplimiento de dicha declaración. 



Cabe mencionar que en estas normas no se encuentra mayor énfasis en los estudios de im-
pacto ambiental y social. Sólo el Decreto Supremo 038-2001-AG y el Decreto Supremo 042-
2003-EM mencionan este punto. En ambos casos, la elaboración de la evaluación del impacto 
ambiental queda en manos de la empresa interesada en realizar alguna actividad. Además, so-
lamente el Decreto Supremo 038-2001-AG señala que el Estado tiene la obligación de lograr 
la mayor participación de la población en los beneficios que genere el desarrollo de actividades 
turísticas y recreativas. 



Lo anteriormente dicho demuestra que las mencionadas normas no concuerdan con lo estable-
cido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que ha señalado que los estudios de 
impacto ambiental deben ser realizados por entidades imparciales y que los pueblos indígenas 
deben participar de los beneficios derivados de las actividades que se realicen en sus tierras.
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Normas con rango de leyC.	



A mediados de esta década se pudo contar finalmente con una normatividad que tuviera rango 
de ley. Como observaremos, profundiza en el tema del derecho a la consulta (ya no es una mera 
mención declarativa), pero no termina de estar acorde con lo que señala el Convenio 169, de-
bido a que hay resistencia a que la consulta se realice de manera previa al otorgamiento de las 
concesiones.



Una de las normas más relevantes respecto del derecho a la consulta de los pueblos indígenas es la 
Ley General del Ambiente, Ley Nº 28611, publicada el 13 de octubre de 2005. Esta norma con-
tiene disposiciones referidas de forma general a los derechos de los pueblos indígenas, y de forma 
particular, al derecho a la consulta. Sin embargo, la regulación es superficial; menciona el concepto 
de consulta pero no profundiza en él ni lo desarrolla de conformidad con el Convenio 169.



Esta ley señala en su artículo 69 que “las autoridades públicas alientan aquellas expresiones 
culturales que contribuyan a la conservación y protección del ambiente y desincentivan aquellas 
contrarias a tales fines”. En el siguiente artículo se refiere expresamente a los derechos de los 
pueblos indígenas: “en el diseño y aplicación de la política ambiental y, en particular, en el pro-
ceso de ordenamiento territorial ambiental, se deben salvaguardar los derechos de los pueblos 
indígenas, comunidades campesinas y nativas reconocidos en la Constitución Política y en los 
tratados internacionales ratificados por el Estado”.



Del derecho a la consulta se ocupa el artículo 72166, el cual establece que, en caso de desarrollo de 
proyectos en las tierras de poblaciones indígenas, comunidades campesinas y nativas, la consulta 
se orienta “preferentemente a establecer acuerdos con los representantes de éstas, a fin de res-
guardar sus derechos y costumbres tradicionales, así como para establecer beneficios y medidas 
compensatorias por el uso de los recursos, conocimientos o tierras que les corresponda” (inciso 
2). A pesar de que con esta disposición se puede trascender el carácter meramente informativo 



166	Ley General del Ambiente, Ley 28611, artículo 72°.- Del aprovechamiento de recursos naturales y pue-
blos indígenas, comunidades campesinas y nativas
72.1 Los estudios y proyectos de exploración, explotación y aprovechamiento de recursos naturales que se 



autoricen en tierras de pueblos indígenas, comunidades campesinas y nativas, adoptan las medidas 
necesarias para evitar el detrimento a su integridad cultural, social, económica ni a sus valores tradi-
cionales.



72.2 En caso de proyectos o actividades a ser desarrollados dentro de las tierras de poblaciones indígenas, co-
munidades campesinas y nativas, los procedimientos de consulta se orientan preferentemente a estable-
cer acuerdos con los representantes de éstas, a fin de resguardar sus derechos y costumbres tradicionales, 
así como para establecer beneficios y medidas compensatorias por el uso de los recursos, conocimientos 
o tierras que les corresponda según la legislación pertinente.



72.3 De conformidad con la ley, los pueblos indígenas y las comunidades nativas y campesinas, pueden be-
neficiarse de los recursos de libre acceso para satisfacer sus necesidades de subsistencia y usos rituales. 
Asimismo, tienen derecho preferente para el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales den-
tro de sus tierras, debidamente tituladas, salvo reserva del Estado o derechos exclusivos o excluyentes de 
terceros, en cuyo caso tienen derecho a una participación justa y equitativa de los beneficios económicos 
que pudieran derivarse del aprovechamiento de dichos recursos.
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de los mecanismos de participación establecidos en las normas del sector minero, esta ley no 
establece que la consulta debe ser previa a la concesión y no posterior, punto que es clave en 
este tema. 



Así mismo, el inciso 3º otorga a los pueblos indígenas tan solo los derechos de libre acceso “para 
satisfacer sus necesidades de subsistencia y usos rituales” –sin garantizar que estas zonas no es-
tén contaminadas por el proyecto minero- y un derecho de preferencia para el aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales dentro de sus tierras sólo en el caso en que no exista reserva 
del Estado o derechos exclusivos o excluyentes de terceros. Por lo tanto, este artículo otorga un 
acceso preferente a los recursos sólo en forma aparente, pues en realidad la excepción a favor del 
Estado es general y ya viene establecida en la Constitución Política, cuyo artículo 66° establece 
que “[l]os recursos naturales, renovables y no renovables, son patrimonio de la Nación. El Esta-
do es soberano en su aprovechamiento”.



Asimismo, debemos señalar que esta ley tampoco asegura que las evaluaciones de impacto am-
biental se encarguen a instituciones imparciales; aquellas se realizan en el ámbito de las em-
presas privadas y bajo supervisión del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental 
(artículo 24)167. 



Finalmente, esta ley establece que los pueblos indígenas tienen derecho a participar de los bene-
ficios económicos que pudieran derivarse del aprovechamiento de los recursos naturales existen-
tes en sus tierras, de acuerdo con las normas especiales en cada materia (artículos 72.2 y 72.3).



Nuevas normas adoptadas por el Poder Ejecutivo a fines de la década de 2000D.	



En los últimos años, desde el 2008, el Poder Ejecutivo emitió diversas normas que buscaban 
regular el derecho a la consulta de los pueblos indígenas. A diferencia de las primeras dispo-
siciones, de inicios de esta década, en las recientes se regulan los mecanismos de participación 
ciudadana y de consulta a los pueblos indígenas, pero se hace todavía con un carácter muy 
limitado, pues, en un primer momento, se fijó la ejecución de dichos mecanismos con posterio-
ridad al otorgamiento de las concesiones, y en una etapa reciente, se estableció el uso de estos 
mecanismos de manera previa, lo cual le otorga a estas normas un carácter de procedimientos 
meramente informativos.



Para analizar esta serie de normas, debemos primero considerar una de sus antecesoras directas, 
que se adoptó a principios de esta década, y que cuenta con las características de las normas ex-
pedidas en ese período. Nos referimos a la Resolución Ministerial N° 596-2002-EM/DM (pos-
teriormente derogada por el Decreto Supremo Nº 028-2008-EM), que aprobó el reglamento de 
consulta y participación ciudadana en el procedimiento de aprobación de los estudios ambien-
tales en el sector de energía y minas, publicado el 20 de diciembre de 2002. Este reglamento 



167	De acuerdo con el artículo 7, inciso f ) del Decreto Legislativo 1013 de mayo de 2008, es función del Minis-
terio del Ambiente: “Dirigir el Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental y el Sistema Nacional 
de Información Ambiental”.
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definía la consulta como “un proceso de información y diálogo entre el titular del proyecto, la 
ciudadanía y el Estado acerca de las actividades mineras o energéticas en la localidad, sobre el 
marco normativo que las regula y las medidas de prevención y manejo de los posibles impactos 
sociales y ambientales del proyecto”.



En la misma línea de asignar un carácter meramente informativo a la consulta previa, el artículo 
3 establecía que “a través de los procedimientos de consulta, el Titular, la Autoridad Regional 
y/o la DGAA (Dirección General de Asuntos Ambientales), cuando corresponda, deberá in-
formar y dialogar con personas naturales y/o organizaciones sociales, sobre todos los aspectos 
relevantes del proyecto minero o energético a ser ejecutado”. 



Los mecanismos de participación consagrados en el mencionado reglamento eran básicamente  
la consulta “previa” (definida en un sentido meramente informativo, como hemos señalado) y la 
“audiencia pública”. La primera se refería a talleres informativos que debían ser realizados “con 
anterioridad al inicio de los Estudios Ambientales y en las zonas de influencia del proyecto”, 
mientras que el segundo mecanismo aludía a la presentación de Estudios de Impacto Ambiental 
a la población y a la recepción de observaciones por parte de ésta última. Cabe aclarar que si bien 
la consulta debía realizarse antes del estudio ambiental, estos estudios se hacen con posteriori-
dad a la concesión de las licencias de explotación, de manera que no se regulaba una consulta 
previa en el sentido del Convenio 169 de la OIT.



Como puede observarse, esta norma contaba con mecanismos eminentemente informativos que 
no correspondían a las disposiciones del Convenio 169 de la OIT.



Posteriormente, la Resolución Ministerial N° 596-2002-EM/DM fue derogada por el Decreto 
Supremo 028-2008-EM que establece el Reglamento de Consulta y Participación Ciudadana 
en el Procedimiento de Aprobación de los Estudios Ambientales en el Sector Energía y Minas, 
que entró en vigencia el 26 de junio de 2008. Este reglamento es una norma contradictoria pues, 
como veremos posteriormente, hace referencias claras al Convenio 169, pero establece mecanis-
mos inconsecuentes, que no implican un desarrollo del Convenio. 



En efecto, este reglamento menciona expresamente el Convenio 169, en el artículo 4°, en el 
que señala que el derecho a la consulta que se establece en sus disposiciones se implementa a 
través del reglamento. Se hace referencia, además, al principio de buena fe en la consulta y a la 
finalidad de la misma, que se centra en “conocer, con anterioridad al inicio y realización de la ac-
tividad minera, si los intereses de los pueblos indígenas o comunidades campesinas que habitan 
en el área de influencia de las actividades mineras proyectadas son resguardados”168. Así mismo, 



168	Reglamento de Consulta y Participación Ciudadana en el Procedimiento de Aprobación de los Estudios 
Ambientales en el Sector Energía y Minas (Resolución Ministerial N° 596-2002-EM/DM), artículo 4.- 
De la consulta



	 El derecho a la consulta al que se hace referencia en el Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, se ejerce y se implementa en el sub 
sector minero, a través del proceso de participación ciudadana que regula el presente Reglamento. En tal 
sentido, los mecanismos de participación ciudadana a implementar deberán efectuarse de buena fe y de una 
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la norma contempla una serie de derechos y principios como el derecho a la participación, el 
derecho al acceso a la información, el principio de respeto a la diversidad cultural, el principio 
de no discriminación, el principio de vigilancia ciudadana y el principio de diálogo continuo. 
Establece, además, una serie de mecanismos de participación que podría aplicar la autoridad 
competente, según considere apropiado en cada caso169.



De esta forma, la norma aparentemente es concordante con los fines del Convenio 169 de la 
OIT. Sin embargo, se contradice posteriormente al establecer que el primer momento en que se 
ejerce la participación ciudadana es la etapa posterior al otorgamiento de la concesión minera. 
Y la consulta que establece no sólo es posterior a la concesión, sino que además la obligación 
de la autoridad estatal en este punto es apenas informativa. En efecto, el primer capítulo de la 
norma (titulado literalmente “Participación ciudadana con posterioridad al otorgamiento de la 
concesión minera”) señala la obligación del Ministerio de Energía y Minas de informar: 



[A]cerca del alcance del derecho de concesión otorgado por el Estado, de las 
obligaciones ambientales, de la normativa vigente que regula la actividad, de 
los derechos y obligaciones de las poblaciones involucradas, de las etapas de la 
actividad, las tecnologías aplicables, entre otros temas que permitan a la pobla-
ción tener información cierta, oportuna e imparcial sobre la actividad minera.



Como puede verse, a pesar de que este reglamento cita, en forma general y abstracta, diversos 
derechos contenidos en el Convenio 169, al establecer los mecanismos para concretarlos limita 
sustancialmente estos derechos porque restringe la responsabilidad del Ministerio de Energía y 
Minas a una participación meramente informativa y con posterioridad a la concesión. De esta 
forma, el decreto en cuestión contradice el artículo 6° del Convenio 169, el cual señala que la 
consulta debe realizarse “cada vez que se prevean” medidas legislativas o administrativas que puedan 
afectar a los pueblos indígenas, es decir que las consultas deben ser necesariamente previas.



manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de conocer, con anterioridad al inicio y realización de 
la actividad minera, si los intereses de los pueblos indígenas o comunidades campesinas que habitan en el 
área de influencia de las actividades mineras proyectadas son resguardados y en qué medida.



169	Reglamento de Participación Ciudadana en el Sub-Sector Minero (DS 028-2008-EM), artículo 6.- Me-
canismos de participación ciudadana



	 La autoridad competente determinará los mecanismos a considerar en los procesos de participación ciuda-
dana, según resulten apropiados, de acuerdo con las características particulares del área de influencia de la 
actividad minera, del proyecto y su magnitud, de la población involucrada, la situación del entorno y otros 
aspectos relevantes. Los mecanismos de participación ciudadana que podrán emplearse son: facilitar el ac-
ceso de la población a los resúmenes ejecutivos y al contenido de los Estudios Ambientales; publicidad de 
avisos de participación ciudadana en medios escritos y/o radiales; realización de encuestas, entrevistas o gru-
pos focales; distribución de materiales informativos; visitas guiadas al área o a las instalaciones del proyecto; 
difusión de información a través de equipo de facilitadores; talleres participativos; audiencias públicas; pre-
sentación de aportes, comentarios u observaciones ante la autoridad competente; establecimiento de oficina 
de información permanente; monitoreo y vigilancia ambiental participativo; uso de medios tradicionales; 
mesas de diálogo y otros que la autoridad nacional competente determine mediante resolución ministerial a 
efectos de garantizar una adecuada participación ciudadana.
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Igualmente, el 26 de junio de 2008 entró en vigencia el Decreto Supremo 028-2008-EM, a través 
de la Resolución Ministerial N° 304-2008-MEM/DM, que regula el proceso de participación 
ciudadana en el sub sector minero. Esta resolución desarrolla los mecanismos de participación 
enumerados en el decreto supremo 028-2008-EM. La norma sitúa nuevamente la participación 
en momentos posteriores al otorgamiento de la concesión. Desarrolla mecanismos eminentemen-
te informativos, con la peculiaridad de establecer que las observaciones, aportes o comentarios de 
la población deben ser considerados por la autoridad competente en la elaboración de sus informes 
de evaluación. Este último hecho, aunque positivo, es insuficiente y no constituye una manifesta-
ción del derecho a la consulta, tal como lo establece el Convenio 169.



En el año 2008 también se promulgó el Decreto Supremo 12-2008-EM, mediante el cual se apro-
bó el Reglamento de Participación Ciudadana para la realización de actividades de hidrocarburos, 
publicado el 20 de febrero de 2008. Esta norma corrigió que la consulta se realizara después de la 
concesión, al establecer que ésta busca determinar si podrían afectarse los intereses de las poblacio-
nes que habiten en las zonas de influencia de los proyectos de hidrocarburos a efectos de que “antes 
de emprender o autorizar cualquier programa de actividades, se conozca y analice las principales 
preocupaciones manifestadas” (artículo 2.1 del título preliminar).



Sin embargo, la orientación de la participación ciudadana, incluida la consulta a los pueblos 
indígenas, tiene apenas un carácter informativo y de recepción de opiniones y aportes, pues no 
se orienta a buscar acuerdos o consentimientos, como establece el Convenio 169. En efecto, el 
artículo 2.2 del título preliminar señala que el proceso de consulta está orientado a informar y 
recoger las medidas que objetiva y técnicamente permitan evitar o mitigar posibles impactos 
ambientales y sociales negativos, así como identificar y recoger las iniciativas, sugerencias y 
aportes para potenciar o maximizar los impactos sociales y ambientales positivos del proyecto.



Por otro lado, debemos mencionar que las cuatro normas reseñadas establecen que los estudios 
de impacto ambiental son realizados por las propias empresas que buscan explotar los recursos 
naturales. Esto no es compatible con lo establecido por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, que dispuso que los estudios de impacto ambiental y social deben ser realizados por 
entidades imparciales. Finalmente, se debe mencionar que sólo el decreto supremo 028-2008-
EM hace referencia, remitiéndose a la Ley General del Ambiente (artículo 72.2), a que en el 
caso de proyectos a realizarse en las tierras de las poblaciones indígenas, el procedimiento de 
participación ciudadana debe buscar establecer los beneficios y medidas compensatorias que les 
corresponda según la legislación sobre la materia. Puede notarse que esta remisión normativa es 
genérica y abierta y deja en el aire el derecho a participar de los beneficios por la explotación de 
los recursos naturales, debido a que ya no existen más normas por invocar.



Características básicas de las normas peruanasE.	



Puede concluirse entonces que la normativa nacional interna es, cuando menos, insuficiente e 
inadecuada a la luz de las disposiciones del Convenio 169 de la OIT y de los desarrollos juris-
prudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
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Las primeras normas que abordaban este tema eran deficientes y apenas tenían un carácter 
declarativo. Posteriormente, hemos contado con disposiciones que regulaban un proceso de 
consulta realizado de manera posterior a cualquier concesión minera o de hidrocarburos, y que 
no es un verdadero proceso de consulta, dado su carácter meramente informativo. No obstante, 
en estas normas se observa una intención de reflejar los principios del Convenio 169, aunque 
desvirtuados, como hemos señalado.  



Además, las distintas normas no han asegurado que los estudios de impacto ambiental deban ser 
realizados por entidades imparciales, sino que los dejan en manos de las propias empresas que 
explotarán los recursos naturales, bajo una posterior aprobación estatal. Adicionalmente, no se 
establece con claridad el derecho de los pueblos indígenas a participar en los beneficios econó-
micos que resulten de la explotación de recursos naturales existentes en sus tierras.



Por otro lado, las normas se refieren sólo a supuestos de proyectos de explotación de recursos 
naturales y dejan de lado otros supuestos plausibles del procedimiento de consulta como la 
promulgación de decretos relativos a los derechos sobre la tierra o procedimientos para obtener 
títulos sobre la misma, programas de educación o salud y, en general, cualquier política o deci-
sión estatal que afecte a estos pueblos.



La conflictividad social derivada del incumplimiento del derecho  III.	
a la consulta previa



Como hemos visto, el orden normativo peruano no se ha desarrollado siguiendo cabalmente las 
disposiciones del Convenio 169 ni los parámetros establecidos por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. Su aplicación ha sido todavía más lejana de estos estándares internacio-
nales. Al no respetar adecuadamente el derecho a la consulta de los pueblos indígenas y de las 
comunidades campesinas y nativas, se ha generado un contexto de alta conflictividad en el país. 
Es por ello que puede afirmarse que uno de los principales problemas del Perú, por su enorme 
impacto negativo, es la falta de cumplimiento de la obligación de consultar a los pueblos indíge-
nas, de conformidad con el Convenio 169 de la OIT y la jurisprudencia vinculante de la Corte 
Interamericana.



La conflictividad social en el PerúA.	



En el Perú existen muchos conflictos sociales que crean inestabilidad e inseguridad en el país. 
En razón de ello, la Defensoría del Pueblo creó la Adjuntía para la Prevención de Conflictos 
Sociales y la Gobernabilidad. Esta adjuntía elabora reportes de conflictos sociales170 desde el 
año 2004; en el mes de septiembre de 2009 publicó su Reporte Nº 67. Este documento informa 



170	Estos reportes son instrumentos de monitoreo de la Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales y 
la Gobernabilidad de la Defensoría del Pueblo del Perú, que recogen la información proporcionada por los 
actores intervinientes en los conflictos sociales, por intermedio de 28 oficinas defensoriales y de 9 módulos 
de atención al público, complementados con otras fuentes.
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sobre la existencia de 288 conflictos sociales, de los cuales 231 se encuentran activos (80%) y 57 
en estado latente (20%)171.



De acuerdo con la tipología de conflictos sociales de la Defensoría del Pueblo, en septiembre de 
2009 el 47% de los conflictos corresponde a causas socio ambientales, el 13%, al cultivo de coca, 
el 1% se relaciona con causas electorales, el 3% se refiere a causas de demarcación territorial, el 4% 
corresponde a cuestiones comunales, el 13% tiene que ver con temas laborales, el 11% se desenca-
dena por asuntos de gobierno nacional, el 2% se relaciona con asuntos de gobierno regional, el 17% 
se origina por asuntos de gobierno local y el 1% restante corresponde a otros conflictos. 



Al analizar el detalle de los casos que reporta la Defensoría del Pueblo, podemos observar que 
el desconocimiento del derecho a la consulta de los pueblos indígenas no se restringe a una ca-
tegoría determinada, sino que es transversal a los distintos tipos de conflictos que se señalan. Es 
importante tomar en cuenta esto, pues los conflictos vinculados al derecho a la consulta de los 
pueblos indígenas no se limitan a los conflictos socio ambientales que reporta la Defensoría del 
Pueblo (aunque son la mayoría de casos), y no en todos los conflictos dentro de esta categoría 
están involucrados pueblos indígenas.



Por ejemplo, en la categoría de conflictos por asuntos de gobierno nacional, se encuentra el caso 
de la Asociación Interétnica de Desarrollo de la Selva Peruana (AIDESEP) y organizaciones 
indígenas amazónicas que demandan la derogatoria de los decretos legislativos 1020, 1064, 
1080, 1090 alegando que atentan contra sus derechos contemplados en la Constitución y en el 
Convenio 169 de la OIT. Aquí se aprecia de qué manera un asunto que no se encuentra dentro 
del tipo de conflictos socio ambientales sino que forma parte de los casos relacionados con asun-
tos del gobierno nacional tiene una relación directa con el derecho a la consulta, pues se trata de 
normas para cuya aprobación era indispensable realizar procesos de consulta172. 



Conflictos vinculados a la falta de consulta previaB.	



Conforme con lo expuesto, se han analizado todos los casos reportados por la Defensoría del 
Pueblo para determinar si los conflictos existentes en cada región del país tienen su origen en 
la falta de consulta.



En el cuadro siguiente se presenta el número de conflictos por región reportados por la De-
fensoría y se detalla la cantidad de conflictos activos y latentes173 que cada uno tiene. Se han 
incorporado cuatro columnas que indican cuáles regiones cuentan con conflictos que involucran 
el derecho a la consulta de los pueblos indígenas y cuáles no, tanto en estado activo como en 
estado latente.



171	Defensoría del Pueblo, Reporte Mensual Nº 67 Conflictos Sociales - Setiembre 2009, pág. 1, disponible en www.
defensoria.gob.pe/conflictos-sociales-reportes.php, consultada el 23 de octubre de 2009.



172	Sobre el problema de la falta de consulta en el caso de estos decretos, puede verse, Juan Carlos Ruiz Molleda, 
¿Cuál es el tema de fondo en el conflicto entre los pueblos amazónicos y el Estado?, Lima, Instituto de Defensa 
Legal, junio de 2009, disponible en www.justiciaviva.org.pe/nuevos/2009/junio/11/1.pdf, consultada el 23 
de octubre de 2009. 



173	Activos: existe un conflicto verificado. Latentes: existe la posibilidad de conflicto. Según la diferencia que 
señala la Defensoría del Pueblo. 
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Región



Número de conflictos Falta de consulta previa



Activos Latentes Total
Conflictos 
Activos



Conflictos 
Latentes Total %



Amazonas 2 0 2 2 0 2 100



Ancash 13 1 14 3 2 5 36



Apurímac 9 0 9 5 0 5 56



Apurímac/Cusco 1 0 1 1 0 1 100



Arequipa 7 1 8 4 1 5 63



Arequipa/Cusco 2 0 2 1 0 1 50



Arequipa/Puno 0 1 1 0 0 0 0



Ayacucho 10 6 16 3 4 7 44



Ayacucho/Arequipa 1 0 1 0 0 0 0



Ayacucho/Huancavelica 2 0 2 0 0 0 0



Cajamarca 16 5 21 9 2 11 53



Callao 2 0 2 0 0 0 0



Cusco 18 3 21 11 1 12 57



Cusco/Junín 1 0 1 0 0 0 0



Cusco/Madre de Dios/ Puno 2 0 2 2 0 2 100



Huancavelica 4 4 8 4 1 5 63



Huánuco 3 1 4 1 0 1 25



Ica 3 0 3 0 0 0 0



Ica/Lima 0 1 1 0 0 0 0



Junín 19 4 23 11 1 12 53



La libertad 7 2 9 3 1 4 44



Lambayeque 3 2 5 2 1 3 60



Lima 20 4 24 7 0 7 30



Loreto 10 0 10 5 0 5 50



Madre de Dios 1 2 3 1 0 1 33



Moquegua 6 2 8 4 0 4 50



Moquegua/Puno 1 0 1 0 0 0 0



Moquegua/Tacna 0 1 1 0 0 0 0



Nacional 20 1 21 2 0 2 10



Pasco 4 5 9 3 2 5 56



Piura 15 2 17 6 1 7 42



Puno 19 5 24 8 1 9 38



San Martin 4 4 8 1 1 2 25



Tacna 6 0 6 5 0 5 83



TOTAL 231 57 288 107 19 126 44



Fuente: Defensoría del Pueblo



Elaboración: Instituto de Defensa Legal
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Con base en lo anterior, podemos apreciar que el 44% de los conflictos activos y latentes corres-
ponden a casos donde hay necesidad de consulta previa y que involucran a los pueblos indígenas 
en el Perú. Lo anterior nos muestra que respetando el derecho a la consulta se podría evitar el 
surgimiento de muchos conflictos sociales y resolver o mitigar otros tantos actualmente existen-
tes en el país, con lo cual se contribuiría al desarrollo igualitario y equilibrado de la sociedad.



Nuestra legislación debe adoptar medidas necesarias para la aplicación práctica del derecho a la 
consulta. En este sentido, algunos autores han señalado que:



[L]os conflictos sociales indígenas que tienen como su principal reclamo la 
ausencia del respeto del derecho a la consulta previa, evidencian la necesidad 
de desarrollar una legislación que regule el derecho a la consulta previa y mejor 
aún que la consagre como un requisito previo en la toma de decisiones admi-
nistrativas o legislativas que afecten los intereses de estos pueblos, ello es parte 
vital para arribar a una solución sostenible y democrática174.



Asimismo, en este 44% de casos se observa que los procedimientos de consulta previa podrían 
haber evitado los conflictos o podrían haber sido la forma de llegar a una solución. Hay muchos 
reclamos específicos vinculados con la consulta, para los cuales este mecanismo resulta un medio 
adecuado. Hemos identificado los siguientes ejemplos más relevantes:



El temor a una posible contaminación podría solucionarse si al efectuar una consulta con el debido 
estudio de impacto ambiental previo, los resultados son informados a los pueblos indígenas que 
van a ser afectados, de manera que ellos puedan saber cuál será la contaminación real y cómo se 
piensa mitigar. 



Se puede mencionar otro ejemplo: si se realiza la consulta previa es posible establecer acuerdos 
sobre qué medidas se van adoptar en caso de contaminación y deterioro del medio ambiente; 
igualmente, se pueden determinar las compensaciones económicas por la explotación y la afec-
tación de los territorios y los daños a la salud, así como la distribución de los recursos naturales 
y la utilización de estos (e.g. el agua); de la misma manera, sería posible, en el contexto de una 
consulta, requerir a las empresas y al Estado que desarrollen proyectos sostenibles y que creen 
oportunidades de trabajo. En esta misma línea, los pueblos indígenas, mediante el mecanismo 
de la consulta y el diálogo que ella supone, pueden dar a conocer las razones por las que rechazan 
determinada actividad y expresar las consecuencias que les genera un determinado proyecto, en 
términos de afectación de sus tierras. De esta manera se podría crear un diálogo intercultural 
entre la comunidad, la empresa y el Estado. 



174	Henry Carhuatocto Sandoval, “Implicancias del derecho a la consulta previa en las futuras sentencias del 
Tribunal Constitucional”, en Gaceta Constitucional, T. 18, junio de 2009, Gaceta Jurídica, pp. 121-133.
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El conflicto en BaguaC.	



Uno de los conflictos más graves relacionado con la falta de consulta fue el ocurrido en Bagua 
el 5 de junio de 2009, como consecuencia del cual fallecieron 33 personas (23 policías, cinco 
pobladores y cinco indígenas), 83 fueron detenidas y 200 resultaron heridas175.



Este conflicto se originó por una serie de decretos legislativos aprobados por el Poder Ejecutivo 
en junio de 2008, en el marco de la política gubernamental de implementación del Tratado de 
Libre Comercio con los Estados Unidos. Los decretos afectaban los derechos a las tierras de las 
comunidades amazónicas176.



El principal problema jurídico de estos decretos consiste en que se omitió realizar la consulta 
antes de su aprobación:



[L]os referidos decretos legislativos adolecen de un vicio de nulidad sustancial, 
porque han sido expedidos violando el derecho a la consulta contenido en el 
artículo 6.º del Convenio 169 de la OIT, tratado que ostenta rango constitucio-
nal. Así lo establece no solo la cuarta disposición final y transitoria de la Cons-
titución, sino también el TC, máximo intérprete de la Carta Magna, como ha 
señalado en jurisprudencia consolidada y en una sentencia reciente177.



La protesta de los pueblos indígenas amazónicos se inició el 9 de agosto de 2008, bajo la direc-
ción de la Asociación Interétnica de Desarrollo de la Selva Peruana (AIDESEP); después de 
una amplia protesta, el 22 de agosto el Pleno del Congreso aprobó la derogación de los decretos 
legislativos 1015 y 1073.



Debido a que las negociaciones de las instituciones indígenas no obtuvieron resultados, los pue-
blos amazónicos iniciaron una segunda jornada de movilización nacional el 9 de abril de 2009 y 
bloquearon diversas carreteras y vías fluviales hasta el 5 de junio. 



Posteriormente, el 14 de mayo se cerraron las instancias de diálogo con los pueblos amazónicos, 
aunque al día siguiente AIDESEP volvió a tomar contacto con el gobierno y se acordó reanudar 
el diálogo el 20 de mayo. Paralelamente, en el Congreso de la República se discutía la deroga-
ción de los decretos legislativos 1090 y 1064, pero los debates fueron infructuosos.



El 5 de junio se inició un operativo policial destinado a desalojar a los manifestantes indígenas del 
tramo denominado “Curva del Diablo”, en la carretera Fernando Belaúnde Terry. Este operativo 



175	Defensoría del Pueblo, Informe de Adjuntía N°006-2009-DP/ADHPD, disponible en www.defensoria.gob.
pe/modules/Downloads/informes/varios/2009/informe-adjuntia-006-2009-DP-DHPD.pdf, consultado el 
24 de octubre de 2009.



176	Se trata de los decretos legislativos Nº 994 (modificado por el DL 1064), 1081, 1015 (modificado por el DL 
1073), 1064, 1079, 1089, 1090 y el 1085.



177	 Juan Carlos Ruiz Molleda, ¿Cuál es el tema de fondo en el conflicto entre los pueblos amazónicos y el Estado? Razones  
que sustentan la inconstitucionalidad de los Decretos Legislativos 994, 1081, 1064, 1079, 1089, 1090 y 1085, Cit., pág. 40.
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generó un enfrentamiento con los pueblos indígenas y las noticias extendieron la violencia hacia 
las zonas urbanas de Bagua y Bagua Grande, así como a la Estación N° 6 de Imazita. Estos hechos 
tuvieron como desenlace un alto costo en vidas humanas, como se señaló anteriormente.



Recomendaciones de la OIT al Estado peruano sobre la aplicación  IV.	
del Convenio 169 en relación con el derecho a la consulta previa



Hemos visto hasta ahora cuál es el marco normativo del derecho a la consulta y el alto nivel de 
conflictividad que se deriva de la insuficiencia de las normas que lo regulan y de las deficiencias 
en su aplicación. En esta sección y en las siguientes veremos cuáles han sido las reacciones de las 
instituciones peruanas ante dicha situación; primero veremos las recomendaciones de la OIT al 
Estado sobre la aplicación del Convenio 169 y en las siguientes secciones veremos la reacción 
de la justicia constitucional y las iniciativas legislativas.



El Convenio 169 de la OIT es uno de los instrumentos jurídicos que protege directamente el 
derecho a la consulta de los pueblos indígenas. Consagra la importancia de estas comunidades 
y establece una adecuada protección de su identidad étnica y cultural. El Perú, al ratificar el 
Convenio, se ha comprometido a respetar el derecho a la igualdad, que se expresa en un trato 
diferenciado para las comunidades indígenas, que surge de reconocer que existen diferentes 
culturas pero que todas ellas deben ser promovidas.



Sin embargo, durante la última década y media, los distintos gobiernos peruanos no se han 
preocupado por desarrollar normativamente el derecho a la consulta bajo los parámetros del 
Convenio 169, como hemos visto anteriormente. Más aún, en los últimos años se desconocieron 
abiertamente las disposiciones del Convenio, al emitir, sin consulta previa, a mediados de 2008, 
los siguientes decretos legislativos: 994 (modificado por el DL 1064), 1081, 1015 (modificado 
por el DL 1073), 1064, 1079, 1089, 1090 y el 1085. Estos decretos vulneraron y afectaron di-
rectamente el territorio de los pueblos indígenas sin previa consulta.



En virtud de lo anterior, la OIT encargó a una comisión de expertos analizar la situación de cada 
país, con el fin de garantizar la correcta aplicación de los convenios suscritos. En este sentido, el 
20 de febrero de 2009 la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendacio-
nes de la OIT (CEACR) publicó un informe que contiene una serie de observaciones al Estado 
peruano sobre la aplicación del Convenio 169178. Estas recomendaciones se basan en documen-
tos emitidos por el mismo Estado peruano, en comunicaciones brindadas por otras instituciones 
peruanas y en el informe alternativo sobre los problemas de implementación del Convenio 169 
elaborado por la Central General de Trabajadores del Perú (CGTP), en coordinación con las 



178	CEACR: Observación individual sobre el Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989, núm. 169, 
Perú, ratificación: 1994, publicación: 2009. Disponible en www.ilo.org/ilolex/cgi-lex/pdconvs2.pl?host=s
tatus01&textbase=iloilc&document=701&chapter=13&query=Per%FA%40ref%2BObservaci%F3n%4
0ref%2B%23ANO%3D2009&highlight=&querytype=bool&context=0, consultada el 24 de octubre de 
2009.
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organizaciones indígenas, nacionales y regionales179 y las ONG que integran la Mesa de Trabajo 
sobre Pueblos Indígenas de la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos180. Dicho infor-
me fue enviado a la sede de la OIT en Ginebra en agosto de 2008 y también fue entregado al 
gobierno peruano, el cual confirmó su recepción pero no hizo comentarios al respecto. Teniendo 
en cuenta todo ello, la Comisión emitió las siguientes observaciones:



En primer lugar, señaló que en el Perú no existe un criterio unificado ni una misma termino-
logía para distinguir la categoría jurídica de pueblos indígenas. La diferencia o analogía con las 
comunidades campesinas y nativas genera confusiones y ello lleva a que no resulte claro a quién 
se le aplica el Convenio. Es por ello que la CEACR demanda al gobierno peruano que, en con-
sulta con las organizaciones indígenas nacionales, tome las medidas necesarias para adoptar una 
denominación y criterio único que agrupe a todas las formas organizadas de pueblos originarios 
existentes en el país que deben ser cubiertos por el Convenio. De la misma forma, indica que se 
deben tomar las medidas necesarias que incluyan a todos los comprendidos en el artículo 1 del 
Convenio para que gocen de los derechos en igualdad de condiciones.



En segundo lugar, señala que no existe una acción coordinada y sistemática entre el gobierno y 
los pueblos indígenas, para la toma de decisiones. Contrariamente, se observa la poca aplicación 
del derecho a la consulta y la participación para propuestas legislativas y actividades dentro de 
los territorios indígenas, según lo exigen los artículos 2, 6, 17 y 33 del Convenio 169. De esta 
manera, la Comisión insta al gobierno a que busque la participación y consulta de los pueblos 
indígenas y a que cree mecanismos que permitan el desarrollo de una institucionalidad que 
garantice la participación de los pueblos indígenas, dado que en la situación actual esta obliga-
ción la desarrolla de manera insuficiente y débil el Instituto Nacional de Desarrollo de Pueblos 
Andinos, Amazónicos y Afroperuanos (INDEPA).



En tercer lugar, manifiesta la necesidad de identificar situaciones urgentes en relación con la 
explotación de los recursos naturales que existan en el territorio de los pueblos indígenas, en las 
cuales se pongan en riesgo instituciones, personas, bienes, culturas, trabajo y medio ambiente. 
La CEACR pone como ejemplo la empresa SIGECOMGT, que se encuentra tramitando en 
el Congreso los proyectos de ley número 690 y 840, para promover la inversión privada en 
territorios de pueblos indígenas amazónicos, sin su consulta; este es un caso urgente que debe 
ser atendido por el Gobierno. Con base en ello, pide al Gobierno asegurar la consulta previa en 
relación con estos proyectos y que otorgue la información sobre cuántas consultas se han llevado 
a cabo y mediante qué mecanismos. 



Finalmente, podemos concluir que la CEACR desarrolla en sus observaciones la participación, 
la consulta previa, la relación con los recursos naturales y la necesidad de una institucionalidad, 



179	Confederación Nacional de Comunidades del Perú Afectadas por la Minería, CONACAMI; Confederación 
Campesina del Perú, CCP; Confederación Nacional Agraria, CNA; Asociación Regional de los Pueblos 
Indígenas de la Selva Central, ARPI; Organización Regional Aidesep, Ucayali, ORAU; Organización Re-
gional de Pueblos Indígenas del Oriente, OPRIO.



180	Asociación Paz y Esperanza; Centro Amazónico de Antropología y Aplicación Práctica, CAAAP; Derecho, 
Ambiente y Recursos Naturales, DAR; Grupo de Trabajo Racimos de Ungurahui; Oxfam América y Servi-
cios en Comunicación Intercultural, Servindi.
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aspectos estos que se encuentran en los artículos 2, 6, 7, 15 y 33 del Convenio 169 de la OIT. 
Por lo tanto, solicita al Gobierno que adopte las medidas necesarias para garantizar: 



1) 	 la participación y consulta de los pueblos indígenas de manera coordinada y 
sistemática a la luz de los artículos 2, 6, 7, 15 y 33 del Convenio; 



2) 	 la identificación de situaciones urgentes relacionadas con la explotación de re-
cursos naturales que pongan en riesgo las personas, las instituciones, los bienes, 
el trabajo, las culturas y el medio ambiente de los pueblos interesados y la apli-
cación rápida de las medidas especiales que se precisen para salvaguardarlos181.



Asimismo, la CEACR solicita al Gobierno que proporcione información sobre dichas medidas 
y sus avances, junto con sus comentarios sobre las comunicaciones recibidas, en forma detallada. 
La Comisión le otorgó plazo hasta el 1ero de septiembre de 2009. 



El Tribunal Constitucional y el derecho a la consulta previa de los pueblos V.	
indígenas



Los procesos constitucionales por afectación del derecho a la consulta previaA.	



En el Perú, la jurisprudencia constitucional sobre el derecho a la consulta previa de los pueblos 
indígenas no ha tenido mayor desarrollo. Sin embargo, los últimos decretos legislativos emitidos 
por el Ejecutivo han ocasionado una serie de demandas de inconstitucionalidad, lo que hace 
que actualmente existan procesos pendientes y es posible que en el futuro se presenten algunos 
avances sobre el tema. El siguiente cuadro muestra la relación de demandas de inconstituciona-
lidad admitidas por el Tribunal Constitucional (en adelante TC) contra los decretos legislativos 
y otras normas, por violación del derecho a la consulta previa.



Nº de 
Expediente



Demandante Norma Cuestionada 



17 Defensoría del Pueblo D. L. 1064 (aprueba régimen jurídico para aprovechamiento de tierras de uso agrario)
20 Congresistas de la República Ley 29157 (Ley de delegación de facultades legislativas TLC-USA)
22 Gonzalo Tunama Tunama 



y 8156 ciudadanos
D.L. 1089 (Régimen temporal extraordinario de formalización y titulación de predios rurales)



23 Gonzalo Tunama Tunama 
y 6699 ciudadanos



D.L. 1079 (Establece medidas que garanticen el patrimonio de áreas naturales)



24 Gonzalo Tunama Tunama 
y 6226 ciudadanos



D.L. 994 (Inversión privada en proyectos de irrigación para la ampliación la frontera agrícola)



25 Gonzalo Tunama Tunama 
y 8099 ciudadanos



Ley 29338 (Ley de recursos hídricos )



26 Gonzalo Tunama Tunama 
y 8119 ciudadanos



D.L. 1083 (Promueve el aprovechamiento eficiente y la conservación de los recursos hídricos)



27 Gonzalo Tunama Tunama y 
8307ciudadanos



D.L. 1020 (Organización de productores agrarios y la consolidación de la propiedad rural para el 
crédito agrario)



Fuente: Tribunal Constitucional
Elaboración: Instituto de Defensa Legal



181	CEACR, Ibídem.











Capítulo II  Estado actual del derecho a la consulta de los pueblos indígenas de Perú



r
53



r



El caso Cordillera EscaleraB.	



Cabe destacar que el TC peruano se ha pronunciado sobre el derecho a la consulta de los pueblos 
indígenas únicamente en un proceso de amparo, en la denominada sentencia del caso Cordillera 
Escalera, expediente Nº 03343-2007-PA/TC. En esta sentencia, el TC señala que el Convenio 
169 forma parte del derecho interno peruano y tiene rango constitucional. Esto, con base en que 
la Constitución Política del Perú182 establece que todos los tratados que se suscriban en materia 
de derechos humanos tienen rango constitucional183. De esta forma, toda interpretación que 
realice el TC sobre el contenido y alcance de los derechos constitucionales debe hacerse a la luz 
de las declaraciones de derechos humanos, los tratados internacionales de derechos humanos y 
las decisiones adoptadas por los tribunales internacionales de derechos humanos constituidos 
según los tratados ratificados por el Perú184. 



El Convenio 169 de la OIT ha sido parte de nuestro ordenamiento desde la promulgación 
de la ley que lo aprobó. Sin embargo, dado que muchos funcionarios públicos mantienen una 
concepción positivista y legalista del derecho, no consideran que el presente Convenio sea apli-
cable de forma directa. No obstante, como lo mencionamos anteriormente, la falta de desarrollo 
normativo del Convenio no es un argumento para su inaplicación, de manera que los jueces 
pueden aplicar directamente esta norma al momento de resolver los conflictos que conozcan185, 
dado que el Convenio 169 está vigente y es parte de la legislación interna peruana, lo cual per-
mite  tomar en serio, entre otros, el artículo 6 del Convenio y consultar a los pueblos indígenas, 
a través de sus instituciones representativas, antes de adoptar medidas que los puedan afectar 
directamente, como el otorgamiento de concesiones de explotación.



En el mismo sentido, la doctrina ha señalado que 



No solo estamos ante un derecho cuya tutela se puede exigir judicialmente, 
sino más aún, estamos ante un derecho que puede ser protegido por la justicia 
constitucional, es decir a través de procesos como el amparo, de cumplimiento, 
de inconstitucionalidad, de acción popular, por ejemplo dado su rango consti-
tucional, lo cual permite la habilitación de una tutela de urgencia en principio 
más potente y efectiva186.



Por lo anterior, el derecho a la consulta de los pueblos indígenas, más que estar protegido por la 
jurisdicción ordinaria se encuentra dentro del ámbito de la justicia constitucional, de forma que  
 



182	Cuarta disposición final y transitoria de la Constitución peruana. Las normas relativas a los derechos y liber-
tades que la Constitución reconoce se interpretan de conformidad con la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y con los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por el Perú.



183	Fundamento N° 31 de la sentencia N° 03343-2007-PA/TC.
184	Código Procesal Civil, artículo 5.
185	Juan Carlos Ruiz Molleda, “TC reconoce el derecho a la consulta de pueblos indígenas y rango constitucio-



nal del Convenio 169 OIT”, en Justicia Vivia, (portal electrónico), 29 de abril de 2009.
186	Ídem.
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puede ser tutelado por las garantías constitucionales que la Constitución y el Código Procesal 
Constitucional consagran, con lo cual se permite su efectiva y eficiente protección.



El fundamento 33 de la citada sentencia pone énfasis en la libre determinación de los pueblos 
indígenas y en su concepción colectiva de la propiedad de la tierra como territorio187. Asimismo, 
defiende o sustenta el derecho a la consulta previa, al indicar que los artículos 6 y 7 del Convenio 
169 de la OIT manifiestan expresamente:



[Q]ue cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas suscep-
tibles de afectar directamente a los pueblos indígenas, el Gobierno tendrá que 
consultar previamente y mediante los procedimientos apropiados e institucio-
nes representativas. Debiéndose efectuar las consultas de buena fe y de forma 
apropiada a las circunstancias del caso, es decir considerando los casos concre-
tos y no en base a generalidades, con la finalidad de llegar a un acuerdo y lograr 
el consentimiento de las medidas propuestas. 



Aunque el TC no establece que la decisión adoptada en la consulta es vinculante, sí señala el 
deber de considerar y buscar el consenso y no tomar la consulta como un simple procedimiento 
formal.



La sentencia del TC en sus fundamentos 34 y 35 afirma188 que “los pueblos indígenas tienen de-
recho a decidir sobre sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, debiendo 
participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo na-
cional y regional susceptibles de afectarles directamente”. Por ello, los pueblos indígenas necesi-
tan ser consultados porque de esa forma se protege y se concreta la identidad étnica y el respeto 
de las culturas que nuestra constitución promueve. Además, señala que “los Gobiernos deberán 
establecer procedimientos mediante los cuales se pueda consultar a los pueblos interesados an-
tes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de los recursos 
existente en sus tierra”189. Lo anterior muestra que la consulta no puede realizarse bajo cualquier 
mecanismo improvisado sino que debe llevarse a cabo en un contexto previamente determinado, 
donde las partes sepan en qué están participando y cuenten con la información debida.



Por otro lado, el TC en el fundamento 39 de la sentencia Cordillera Escalera resalta que la 
legislación que promueve la consulta incentiva al mismo tiempo la responsabilidad empresarial, 
de manera que las empresas se preocupen no sólo por el medio ambiente sino también por las 
relaciones con la población y busquen medidas que generen el menor impacto cultural. De esta 
forma, el TC reconoce que el derecho a la consulta puede desarrollarse dentro del marco de la 
responsabilidad social, aunque no debe entenderse como una facultad de la empresa sino como 



187	Fundamento N° 32 de la sentencia N° 03343-2007-PA/TC: Por ejemplo, la relación entre los pueblos indí-
genas y la tierra resulta ser una manifestación singular de tales pueblos, en consecuencia, el artículo 13 de la 
Convención 169 establece que el término “tierras”, para el caso de los pueblos indígenas, incluye el concepto 
de “territorio” ya que la unidad de la comunidad a su territorio excede la noción de propiedad patrimonial.



188	Con base en el artículo 7 del Convenio 169 de la OIT.
189	Convenio 169 de la OIT, artículo 15.
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una actividad de obligatorio cumplimiento, por estar consagrada en la Constitución. Asimismo, 
señala que al afectarse territorios de los pueblos indígenas es claro que se deben implementar 
mecanismos de participación en la actividad y en las rentas que pueda generar la extracción de 
recursos naturales en esa zona. 



Finalmente, el TC indica que no existe una norma general que desarrolle los alcances, detalles, 
condiciones y carácter vinculante del derecho a la consulta establecido en el convenio inter-
nacional citado, y señala que es una tarea del Legislativo elaborar la regulación del caso a fin 
de hacer realmente viable y efectiva la obligación internacional asumida respecto de todos los 
ámbitos en donde intervengan los pueblos indígenas190. Sin embargo, podemos observar que la 
sentencia no exhorta clara y expresamente al Gobierno sino que formula únicamente una reco-
mendación. La sentencia es positiva en la medida en que reconoce el rango constitucional que 
el Convenio 169 le otorga al derecho a la consulta de los pueblos indígenas; este reconocimiento 
es un mecanismo jurídico adicional de defensa y refuerzo del derecho mencionado. 



Iniciativas legislativas y políticas públicasVI.	



A pesar de la configuración multicultural del país, con preponderante presencia indígena y des-
pués de más de 15 años de la ratificación del Convenio 169 de la OIT, las iniciativas estatales 
para su implementación, ya sea en forma de medidas legislativas o de políticas públicas, han 
sido exiguas y se han circunscrito casi por completo a la labor realizada por la Defensoría del 
Pueblo, que, sin embargo, no se ha traducido en un tangible reconocimiento de los derechos de 
los pueblos indígenas, sobre todo, por la falta de voluntad política de los sucesivos gobiernos



La labor del Congreso de la RepúblicaA.	



En el marco de la labor del Congreso de la República concerniente al derecho a la consulta han exis-
tido hasta el momento dos iniciativas normativas; ellas se refieren a los temas de derecho a la consulta 
previa y participación en materia ambiental y a la consulta previa en el procedimiento legislativo.



El 18 de diciembre de 2007, el Grupo Parlamentario Nacionalista ingresó el proyecto de ley 
Nº 02016/2007-CR, que agrupaba los proyectos 00413 y 00427, referidos a la consulta y a la 
participación de los pueblos indígenas en materia ambiental. La exposición de motivos de este 
proyecto hace referencia expresa a los artículos 6, 7 y 15 del Convenio 169 de la OIT. Señala que 
“actualmente, además, de los esfuerzos de la Defensoría del Pueblos, no existe una institución 
estatal que vigile el cumplimiento de esta norma ni la voluntad política para implementarla, ya 
que ello supone más obligaciones estatales y la pérdida del amplio margen de maniobra que los 
gobiernos de turno no están dispuestos a asumir hasta la fecha”191.



190	Fundamento N° 40 de la sentencia N° 03343-2007-PA/TC.
191	Proyecto de ley Nº 02016/2007-CR, pág. 15, 18 de diciembre de 2007.
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Este proyecto sólo propone la consulta a los pueblos indígenas en proyectos relacionados con el 
ordenamiento territorial, la realización de actividades extractivas y de obras de infraestructura. 
Señala en su artículo 8º que “la decisión de los pueblos indígenas respecto a su conformidad 
o disconformidad” con las actividades a realizar tiene carácter vinculante y obligatorio para el 
Estado.



El proyecto al que se ha hecho referencia cuenta con un dictamen favorable de la Comisión de 
Pueblos Andinos, Amazónicos y Afroperuanos, Ambiente y Ecología, de manera que, al 14 
de noviembre de 2009, sólo faltaba el dictamen de la comisión de Constitución y Reglamento, 
según la página de internet del Congreso192. 



La segunda iniciativa proveniente del Congreso de la República es el proyecto de ley Nº 
03344/2008-CR, que data del 18 de junio de 2009; se refiere a la consulta previa en el pro-
cedimiento legislativo y busca modificar algunos artículos del Reglamento del Congreso de 
la República. Fue presentado por el Grupo Parlamentario Unión por el Perú. Este proyecto 
busca hacer efectivo el derecho a la consulta contenido en el artículo 6.1 del Convenio 169 de 
la OIT, referido a la realización de consultas previas a la adopción de medidas legislativas o 
administrativas que pudieran afectar a los pueblos indígenas. La iniciativa legislativa propone, 
además, la creación de una Comisión Multipartidaria encargada de llevar a cabo estas consultas. 
Al 24 de junio de 2009, según la página de internet del Congreso193, el proyecto se encontraba 
en las comisiones de Pueblos Andinos, Amazónicos y Afroperuanos, Ambiente y Ecología y de 
Constitución y Reglamento.



Labor de la Presidencia del Consejo de MinistrosB.	



Con relación a la labor de la Presidencia del Consejo de Ministros, las iniciativas en favor del 
derecho a la consulta se reducen a la creación de la Mesa de Diálogo Permanente entre el Estado 
y los pueblos indígenas de la Amazonía, en beneficio del desarrollo sostenible de la Amazonía 
peruana, el 23 de marzo de 2009. A propósito, el portal del Ministerio de Energía y Minas  
(MINAM) señala que “la citada mesa de diálogo constituirá un espacio representativo de con-
sulta, con la misión de coadyuvar al análisis y la búsqueda de acuerdos consensuados de los 
asuntos planteados por las organizaciones representativas que la agrupan y el Estado”194.



A pesar de lo anterior, los líderes indígenas no perciben que en las mesas instaladas reciente-
mente por el gobierno tenga lugar un verdadero diálogo. En este sentido, la líder de la Unión de 
Nacionalidades Asháninka y Yanesha, Teresita Antazú, ha manifestado su escepticismo sobre 
las mesas de diálogo instaladas por el gobierno para tratar la problemática de las comunidades 
indígenas195.



192	Ver: www2.congreso.gob.pe/Sicr/TraDocEstProc/CLProLey2006.nsf.
193	Ver: www2.congreso.gob.pe/Sicr/TraDocEstProc/CLProLey2006.nsf.
194	Ver: www.minam.gob.pe.
195	Ver: www.larepublica.com.pe, 17 de octubre de 2009.
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En el ámbito de la Mesa Nº 3, en la que se trabaja específicamente el tema del derecho a la 
consulta, los coordinadores indígenas han expuesto su propuesta consensuada sobre este de-
recho, en la que destacan que consideran que la afectación del bienestar espiritual también 
constituye afectación directa. Diversos representantes del Estado coincidieron en señalar que es 
necesario el desarrollo de una definición y contenido del mismo. Destacan, además, la puesta en 
agenda del reconocimiento de la territorialidad, autonomía, oportunidad e información como 
principios. Sobre el particular, los representantes estatales han solicitado la ampliación de los 
contenidos de estos temas. 



Por lo demás, cabe decir que el número de representantes indígenas participantes ha disminuido 
considerablemente, de 38 a 13, aproximadamente; aseguran que el Gobierno no está cumplien-
do con su obligación de reembolsar el importe de los gastos. De continuar estos inconvenientes, 
la participación indígena será mucho más reducida, lo que complicará el avance del trabajo. Se 
ha constatado que, a excepción del Gobierno Regional de Junín, no hay participación de los 
representantes de los gobiernos regionales.



Labor de la Defensoría del PuebloC.	



Respecto de la labor de la Defensoría del Pueblo, que como ya se ha señalado, es la más destaca-
da de las instituciones estatales, se puede resaltar la elaboración del proyecto de Ley Marco del 
derecho a la consulta previa de los pueblos indígenas, presentado el 6 de julio de 2009. 



Este proyecto es más completo y acorde con las obligaciones contraídas por el Perú, mediante la 
ratificación del Convenio 169 de la OIT. Actualmente se encuentra en estudio en las comisiones 
del Congreso de la República y, al parecer, se estarían esperando los resultados del trabajo de la 
Mesa de Diálogo 3.



Este proyecto se distancia de los anteriores, en la medida en que desarrolla el contenido, los 
principios y los alcances básicos del derecho a la consulta previa y contiene una serie de defini-
ciones respecto de los criterios de actuación que debe adoptar el Estado al relacionarse con los 
pueblos indígenas, tales como interculturalidad, “pueblos indígenas” y afectaciones directas, de-
finidos como los posibles cambios -beneficiosos o perjudiciales- que una medida administrativa 
o legislativa puede generar directamente sobre la vida y la cultura de los pueblos indígenas, es 
decir, sobre su existencia física, identidad cultural, calidad de vida y desarrollo. 



El proyecto contiene una serie de principios derivados de las disposiciones del Convenio 169 de 
la OIT, que le dan legitimidad y que están referidos a la libertad, la inclusión, la participación, 
la buena fe, la interculturalidad y la flexibilidad, para mencionar solamente algunos que se con-
sideran necesarios para no desnaturalizar el derecho a la consulta.



El proyecto incluye, además, la creación de un organismo técnico especializado del Poder Eje-
cutivo, que sería el ente rector en materia de políticas públicas dirigidas a los pueblos indígenas. 
Este órgano debe apoyar, asesorar y supervisar los procesos de consulta que se realicen y velar 
por el respeto de los derechos de dichos pueblos.
Es de resaltar que el proyecto haya extendido el ámbito de aplicación de la consulta, ajustándolo 
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a lo señalado por el Convenio 169 de la OIT, con lo cual se superan los vacíos dejados por pro-
puestas anteriores. En este sentido, la consulta incluye a) la reforma constitucional vinculada a 
los pueblos indígenas; b) la adopción de normas de cualquier índole que regulen los derechos 
de los pueblos indígenas; c) la adopción de medidas administrativas o legislativas que afecten 
directamente los derechos colectivos de los pueblos indígenas, especialmente cuando se regu-
len temas referidos a los derechos a la identidad cultural, la propiedad, la salud, la educación, 
la participación política, los recursos naturales y el derecho a un ambiente adecuado y d) otras 
medidas administrativas o legislativas que los puedan afectar directamente.



La OIT ha señalado que “esta consulta tendrá lugar siempre que se estudie, planifique o aplique 
cualquier medida susceptible de afectar directamente a los pueblos interesados. Entre tales me-
didas pueden mencionarse, a título de ejemplo: Enmiendas a la Constitución nacional; Nueva 
legislación agraria; Decretos relativos a los derechos sobre la tierra o procedimientos para ob-
tener títulos sobre las tierras; Programas y servicios nacionales de educación o de salud; Toda 
política oficial que afecte a los pueblos indígenas y tribales. En consecuencia, antes de adoptar 
una norma legal o disposición administrativa que pueda afectarlos directamente, los gobiernos 
deben iniciar una discusión abierta, franca y significativa con los pueblos interesados”196. 



Por lo demás, es de resaltar que el proyecto considera la consulta como un proceso de diálogo y 
ya no de mera información, siempre con el fin de llegar a un acuerdo sobre la base de los prin-
cipios descritos en la norma. Se destaca, además, la consideración de la diversidad lingüística 
en el proceso de consulta, así como las consecuencias del resultado del proceso, en cuanto a que 
la adopción de la decisión final debe ampararse en los resultados del diálogo con los pueblos 
interesados. El proyecto es, sin lugar a dudas, un avance. Sin embargo, cabe preguntarse si antes 
de la presentación del proyecto, en la línea política de la Defensoría y en atención a la defensa de 
los derechos de los pueblos indígenas, éste debió consultarse con los beneficiarios del mismo.



RecomendacionesVII.	



Con base en el análisis planteado, las instituciones peticionarias de la audiencia solicitamos a la 
Honorable Comisión, que le recomiende al Estado peruano lo siguiente:



Sobre la adopción de un proyecto de ley sobre el derecho a la consulta previa



n	 Que asegure la participación de todas las comunidades y pueblos indígenas de manera 
tal que puedan opinar sobre el proyecto de ley antes de que sea aprobado por el Con-
greso.



n	 Que envíe el proyecto de ley a la Comisión Interamericana, para que ésta pueda ana-
lizar su compatibilidad con los estándares y las obligaciones internacionales de Perú, 
antes de que sea aprobado por el Congreso.



196	OIT. “Convenio 169 sobre pueblos indígenas y tribales: un Manual”. 2003.
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Sobre la creación de un mecanismo de concertación



n	 Que ponga en funcionamiento un grupo de trabajo o cualquier otro mecanismo de 
concertación de carácter permanente, integrado por representantes del Estado y de las 
comunidades y pueblos indígenas, que, sin perjuicio de otras, tenga como funciones:



•	 Acordar medidas para reparar los daños derivados de haber permitido la ejecución 
de proyectos sin realizar un proceso de consulta previa, efectiva e informada, con las 
comunidades indígenas afectadas.



•	 Acordar una agenda para resolver los problemas relacionados con la titulación de 
las tierras de los territorios en posesión de pueblos indígenas, tales como a) otorgar 
títulos a aquellas comunidades que aún no los tengan, b) asegurar que el Ministerio 
de Energía y Minas consulte la titularidad de los predios antes de conceder licencias 
para la ejecución de proyectos de exploración y explotación.



Finalmente, que el Estado peruano cese inmediatamente el otorgamiento de concesiones para 
la exploración y explotación de recursos naturales en territorios de comunidades indígenas sin 
realizar procesos de consulta previa, efectiva y plenamente informada con las comunidades y 
pueblos indígenas.











1779 Massachusetts Ave., NW, Suite 510A
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a) acceso igualitario a la justicia, b) rendición de cuentas y transparencia 
judicial y c) justicia internacional.



r
















El Derecho de los Pueblos Indígenas a la Consulta Previa. Documento Colombia.pdf




Una guía de información y reflexión para su aplicación
desde la perspectiva de los Derechos Humanos



El Derecho de los
Pueblos Indígenas
a la Consulta Previa,
Libre e Informada











2



Oficina en Colombia del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos 



INVESTIGACIÓN Y CONTENIDO:
Libia Rosario Grueso Castelblanco 
EDICIÓN:
Birgit Gerstenberg
Coordinadora Área Cooperación Técnica 
Sol Espinosa
Área Cooperación Técnica



Archivo fotográfico: 
Archivo fotográfico de la Organización 
Indígena Nacional de Colombia – ONIC



Fotógrafos:
Ricardo Torres, Rafael Gómez, Jesús Abad, 
Cilsa Arias, Gilberto Harlan, Alcibíades 
Calambaz, Juan Martín Jamioy.



Pueblos indígenas que aparecen             
en el archivo fotográfico ONIC:
Motilón Barí, Pijao, Wayuu, Arhuaco, 
Inga, Nasa, Embera, Sikuani, U’wa, 
Kanzak, Kankuamo, Guambiano, Tule, 
Nukak, Surimage.



Otros archivos:
Sol Espinosa, pueblo indígena Muinai.
Satya Jennings y Jennifer Chase.  



Diseño:
Taller de Diseño - Patricia Díaz Vélez
disgraficopd@yahoo.com 



Referencias 
documentales



Convenio 169 sobre pueblos indígenas 
y tribales en países independientes de la 
Organización Internacional del Trabajo 
Declaración de Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas.



Declaración de Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas.



Informe del Sr. Rodolfo Stavenhagen, 
Relator Especial sobre la situación de 
los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los indígenas, 15 de 
Noviembre de 2007.



A/CONF.157/23 Declaración y Programa 
de Acción de Viena, 12 de julio de 1993.
A/RES/59/174 Asamblea General de las 
Naciones Unidas, 20 de diciembre de 2004. 



Foro Permanente para las Cuestiones Indí-
genas. Los pueblos indígenas en sus pro-
pias voces. Preguntas frecuentes. http://
www.un.org/spanish/indigenas/2003/
Preguntas frecuentes sobre el enfoque 
de Derechos Humanos en la cooperación 
para el desarrollo, Oficina del Alto Comi-
sionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, Ginebra, Nueva York, 
2006, p. 15 http://www2.ohchr.org/spanish/
about/publications/docs/FAQ_sp.pdf
Sentencias de la Corte Constitucional 
Colombiana
C-891 de 2002
SU 039 de 1997 
SU 383 de 2003 
T-380/93 



Foto: archivo ONIC



Esta publicación ha sido financiada por el gobierno de 
Estados Unidos a través de su Agencia para el Desarrollo 
Internacional (USAID) dentro del marco del Programa de 
Derechos Humanos. Los textos de esta publicación son 
responsabilidad de sus autores y no representan los pun-
tos de vista de USAID ni del gobierno de Estados Unidos.











3



Instituciones
zx Ministerio del Interior y de Justicia 
– Dirección de Asuntos Indígenas, 
Minorías y Rom1.
zx Ministerio de Ambiente, Vivienda 
y Desarrollo Territorial - Dirección 
de Licencias, Trámites y Permisos 
Ambientales; Oficina de Educación y 
Participación.
zx Defensoría del Pueblo – Defensoría 
Delegada para los indígenas y las 
minorías étnicas.
zx Procuraduría General de la Nación 
– Procuraduría delegada para la 
prevención en materia de Derechos 
Humanos y Asuntos Étnicos.



AGRADECIMIENTOS
zx Universidad del Rosario - Facultad 
de Derecho- Dirección de Especializa-
ción en Derecho Ambiental.
zx Universidad de Los Andes – Centro 
de Investigaciones Socio Jurídicas 
(CIJUS).



Pueblos y organizaciones 
indígenas que aportaron 
a la construcción de esta 
guía
zx Asociación de cabildos indígenas 
de predio Putumayo (Acilapp), Puerto 
Leguízamo.
zx Asociación Pueblos Sionas (Acips), 
Puerto Asís y Puerto Leguízamo, Pu-
tumayo. 
zx Asociación de cabildos indígenas 
del municipio de Villa Garzón (Acim-
vip), Putumayo. 
zx Asociación de cabildos indígenas 
del pueblo AWA del municipio de Orito  
(Acipap), Putumayo. 
zx Asociación de Autoridades. Mesa 
permanente del pueblo kofán y cabildos 



indígenas del valle del Guamuez, San 
Miguel y Orito, Putumayo.
zx Asociación de cabildos Emberá-
Kipará (Ascek) del Putumayo, Orito 
comunidades de Sinorna, Cañabravi-
ta, Cristalina. 
zx Asociación de cabildos indígenas 
del municipio de Puerto Caicedo 
(Asocipca), pueblo yanacona, cabildo 
Dimas Ariel Mayin, Putumayo. 
zx Asociación del pueblo nasa del 
Putumayo (Asonewesx), zona centro 
de Villa Garzón, Puerto Guzmán, Orito 
y Mocoa.
zx Organización Nacional Indígena de 
Colombia (ONIC).
zx Autoridades Indígenas de Colombia 
(AICO).



1  La Dirección de Etnias del Ministerio del Interior y 
Justicia fue reestructurada en 2008 en la Dirección 
de Asuntos Indígenas, Minorías y  Rom y la  
Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras. 











4



CONTENIDO
PRESENTACIÓN	 7



INTRODUCCIÓN	 9
El enfoque basado en derechos humanos	 9
El proceso de elaboración de la Guía	 10



1. PUNTOS DE PARTIDA PARA EL ANÁLISIS	 13
1. Definición de pueblos indígenas y de sus derechos 



humanos y libertades fundamentales	 14
zx Los pueblos indígenas como  titulares de 
derechos y los Estados como portadores                    
de obligaciones	 14



2. El derecho a la consulta previa, libre e informada	 16
3. Las características y los principios de la consulta	 20



zx Buena fe	 20
zx Informada	 20
zx Libre	 20
zx Previa	 21
zx Procedimientos apropiados	 21



4. Desafíos para llevar a cabo la consulta previa,                   
libre e informada	 23



2. LAS BASES DE LA CONSULTA PREVIA,                             
LIBRE E INFORMADA	 25
1. Del reconocimiento internacional y del                             



mandato constitucional de protección a la                         
diversidad cultural.	 26



2. 	El reconomiento internacional de la diversidad                 
cultural.	 27



3. De las demandas de los pueblos indígenas                       
por sus derechos.	 28



4. Del derecho mayor o ley de origen                                     
(derecho indígena).	 30



	 zx Definición.	 31
5. De los tratados internacionales  de los que                       



Colombia es parte.	 32
	 zx UNESCO.	 32
6. De otros instrumentos internacionales                                  



relacionados.	 32



3. LA CONSULTA PREVIA,  LIBRE E INFORMADA 
COMO INSTRUMENTO DE LA PROTECCIÓN                    
Y REALIZACIÓN DE DERECHOS	 35
1. El derecho a la igualdad y el principio de la                       



no-discriminación.	 37
2. El derecho a la identidad e integridad cultural.  	 39
3. El derecho a conservar sus usos, costumbres                 



y sus propias instituciones.	 40
4. El derecho a la participación.	 41
5. El derecho a decidir sus propias prioridades                          



y estrategias para el desarrollo.	 42
6. El derecho a la tierra, al territorio, a los                                   



recursos naturales y al medioambiente.	 44
	 zx Alcance del derecho a la  tierra y el territorio.	 45
	 zx Recursos naturales y del subsuelo.	 46
	 zx Medioambiente.	 46
7. El derecho a utilizar, revitalizar, fomentar y                         



transmitir su propio idioma	 47











5



4. RUTA PARA UNA EFECTIVA REALIZACIÓN                       
DE LA CONSULTA	 49
1. Tipos de Consultas.	 50
	 zx Consulta sobre proyectos que requieren  licencia ambiental	  50
	 zx Los aspectos criticados en torno al decreto 1320 
	 son, especialmente:	 51
	 zx Consulta de proyectos que no requieren  licencia ambiental.	  51
2. Participantes de la consulta.	 52
3. Procedimiento para el desarrollo de la                       



consulta previa, libre e informada.	 53
4. Metodología para aplicar en un proceso de                      



consulta previa, libre e informada.	 54
	 zx Fase de información.	 54
	 zx Fase de identificación, comentarios y protocolización.	 55
	 zx Fase de sistematización y seguimiento.	 56
5. ¿Cómo se toman las decisiones en el proceso                  



de aplicación de la consulta?	 57



5. REFERENCIA A CASOS EN RELACIÓN CON LA  
CONSULTA: LECCIONES APRENDIDAS	 59
1. El caso U’wa.	 61
	 zx Lección aprendida en el caso U´wa.	 64
2. El caso del resguardo indígena Cristianía.	 65
	 zx Lección aprendida en el caso del resguardo                               



indígena Cristianía.	 67 
3. El caso del pueblo Motilón Barí.	 67
	 zx El mandato de la Corte Constitucional.	 68
	 zx Lección aprendida.	 69
4. El caso de la Ley general forestal. Sentencia                    



C-030 de 2008.	 69



5. El caso del Plan Nacional de Desarrollo 		
2006-2010. Sentencia C-461 de 2008.	 70



6. En la reubicación o el retorno de la población 	
desplazada.	 71



6. PROPUESTAS PARA FORTALECER LA 	
PERSPECTIVA DE DERECHOS EN LA 		
CONSULTA PREVIA, LIBRE E INFORMADA	 73
zx Un desarrollo humano sostenible que respete los derechos                 



de los pueblos indígenas.	 74



zx Abordar el debate en torno al “desarrollo” y el derecho al                   
“desarrollo propio” de los pueblos indígenas.	 74



zx Fortalecer el papel de los pueblos indígenas como sujetos                  
de derechos específicos.	 75



zx Partir del plan de vida del pueblo indígena respectivo como            
marco para el diálogo y la concertación	 76



zx Incluir la perspectiva de género y generación; diferenciar                    
sectores vulnerables en los pueblos y sus comunidades.	 77



zx Fortalecer el papel del Estado como garante de derechos. 	 77
zx Desarrollar procedimientos respetuosos de los derechos 



y las libertades fundamentales  de los pueblos en los                               
procesos de consulta previa, libre e informada.	 78



zx Convertir el proceso de consulta en un verdadero diálogo                 
intercultural en condiciones de igualdad y equidad.	 79



zx Fortalecer la responsabilidad social y el pacto 		
social empresarial.	 79



zx Derechos Humanos.	 80
zx Medioambiente.	 80
zx Lucha contra la corrupción. 	 80











6











7



Presentación



El reconocimiento de los dere-
chos humanos y las libertades 



fundamentales de los pueblos indí-
genas, y con ello su promoción y 
protección, recibió el primer gran 
impulso a partir del Convenio 169 
sobre pueblos indígenas y tribales 
en países independientes de 1989, 
de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT). 



En 1993, la Declaración y el Programa 
de Acción de la Conferencia Mundial 
de Derechos Humanos adoptada en 
Viena, reconoce la dignidad intrínseca 
y la incomparable contribución de las 
poblaciones indígenas al desarrollo y 
al pluralismo de la sociedad, y reite-
ra firmemente la determinación de la 
comunidad internacional de garanti-
zarles el bienestar económico, social 
y cultural, y el disfrute de los benefi-
cios de un desarrollo sostenible. Los 
Estados deben garantizar la total y 
libre participación de las poblaciones 



indígenas en todos los aspectos de la 
sociedad, en particular en las cuestio-
nes que les conciernan. 



…Los Estados deben tomar medi-
das positivas concertadas, acordes 
con el derecho internacional, a fin 
de garantizar el respeto de todos los 
derechos humanos y las libertades 
fundamentales de las poblaciones 
indígenas, sobre la base de la igual-
dad y la no discriminación, y reco-
nocer el valor y la diversidad de sus 
diferentes identidades, culturas y 
sistemas de organización social.2



En el marco del Segundo Decenio In-
ternacional de las Poblaciones Indíge-
nas del Mundo, iniciado en el 2005,3 
la Asamblea General de las Naciones 
Unidas aprobó el 13 de septiembre de 
2007 la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los derechos humanos 
de los pueblos indígenas. Este nue-
vo instrumento es una herramienta 
universal que eleva los estándares 



2 Declaración y Programa de Acción de Viena, A/
CONF.157/23, par. 20, 12 de julio de 1993.
3 Asamblea General de las Naciones Unidas, A/
RES/59/174, del 20 de diciembre de 2004. El 
decenio tiene por objeto continuar fortaleciendo 
la cooperación internacional para la solución de 
los problemas a que se enfrentan los pueblos 
indígenas en esferas tales como la cultura, la 
educación, la salud, los derechos humanos, el 
medioambiente, y el desarrollo social y económico, 
por medio de programas orientados a la acción 
y proyectos específicos, una mayor asistencia 
técnica y las actividades normativas pertinentes. El 
primer decenio tuvo lugar entre 1995 y 2004.



  Amazonas. Foto: archivo ONIC
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internacionales en la materia, a pesar 
de que no es jurídicamente vinculan-
te. Como destaca el Foro Permanente 
sobre Cuestiones Indígenas de las 
Naciones Unidas: “Muchos de los de-
rechos consagrados en la Declaración 
exigen nuevos enfoques con respecto 
a las cuestiones mundiales, como el 
desarrollo, la descentralización y la 
democracia multicultural”.4



El Estado colombiano está a la van-
guardia de América Latina en el re-
conocimiento constitucional y legisla-



tivo de los derechos humanos de los 
pueblos indígenas. Sin embargo, cir-
cunstancias como el conflicto armado 
interno, el crimen organizado y el nar-
cotráfico, patrones históricos de dis-
criminación, e intereses económicos, 
hacen indispensable que el Estado 
además actúe eficaz y especialmente 
para proteger los derechos de los pue-
blos indígenas y crear los mecanismos 
necesarios para garantizarlos. 
Uno de estos derechos es el de la 
consulta previa, libre e informada ante 
medidas legislativas y administrativas 
del mismo Estado, y ante proyectos 
económicos y de desarrollo. La expe-
riencia en Colombia nos demuestra 
que es preciso revisar constantemen-



te la aplicación efectiva de este dere-
cho con la activa participación de los 
pueblos indígenas y otros grupos étni-
cos con iguales derechos.
Esta guía aspira a aportar una visión 
del derecho a la consulta desde la 
perspectiva de los derechos humanos 
de los pueblos indígenas, así como 
un punto de partida para la reflexión y 
el análisis del estado actual de imple-
mentación de este derecho, y de su 
reflejo en los procedimientos vigentes 
colombianos. 



Javier Hernández
Representante (e)



Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos en Colombia



Niños sikuani playero, 
valle del Orinoco, 
Foto: archivo ONIC



4 Foro permanente para las cuestiones indígenas. 
Los pueblos indígenas en sus propias voces. 
Preguntas frecuentes.  Disponible en http://www.
un.org/spanish/indigenas/2003/
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INTRODUCCIÓN



Desde la perspectiva de los 
derechos humanos y las li-  



bertades fundamentales de los 
pueblos indígenas de Colombia, 
este documento guía tiene como 
objetivo contribuir a la aplicación 
del derecho a la consulta previa,  li- 
bre e informada, y el goce efectivo 
de los derechos que ésta implica.



La Guía está dirigida tanto a autori-
dades, funcionarios públicos y entes 
privados que actúan en asuntos o 
áreas relacionados con los pueblos in-
dígenas en todo el territorio nacional, 
como a los pueblos indígenas y sus 
organizaciones. 
La Guía está estructurada en cinco 
bloques temáticos: 
zx Un marco de definiciones concep-
tuales como puntos de partida para el 
análisis. 
zx La consulta como instrumento para 
la realización de derechos y libertades 
fundamentales.



zx Ruta y propuestas para la aplica-
ción de un enfoque de derechos en 
el proceso de consulta previa, libre e 
informada.
zx Referencias con relación a la con-
sulta: lecciones aprendidas.
zx Propuestas para fortalecer la pers-
pectiva de derechos en la consulta 
previa, libre e informada.
Acompaña a la guía un CD con docu-
mentos y sentencias relevantes sobre 
el tema.



El enfoque basado en          
derechos humanos 
“El enfoque basado en derechos 
humanos es un marco conceptual 
para el proceso de desarrollo huma-
no que está cimentado en las nor-
mas internacionales de derechos 
humanos y desde el punto de vista 
operacional se encuentra orientado 
a la promoción y la protección de 
los derechos humanos”,5



Sus postulados fundamentales son:
zx Las políticas y los programas del 
desarrollo tienen como objetivo la rea-
lización de los derechos humanos.
zx Los titulares de derechos y los por-
tadores de obligaciones son identifi-
cados procurando fortalecer la capa-
cidad de los titulares de los derechos 
para reivindicar éstos, y de los porta-
dores de las obligaciones para cumplir 
con ellas6.
zx La atención a grupos en situación 
de vulnerabilidad que requiere el em-
poderamiento de los actores.
Sus principios son:
zx Igualdad y no discriminación. 



5 Preguntas frecuentes sobre el enfoque de 
derechos humanos en la cooperación para el 
desarrollo, Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 
Ginebra, Nueva York, 2006, p. 15. Disponible en 
http://www2.ohchr.org/spanish/about/publications/
docs/FAQ_sp.pdf
6  Ibíd.
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zx Participación y no exclusión.
zx Perspectiva diferencial (género, 
generacional, étnica, entre otras).
zx Transparencia, rendición de cuen-
tas y fortalecimiento del Estado de 
derecho.
zx Planteamiento integral: la univer-
salidad de los derechos humanos, su 
indivisibilidad, integralidad e interde-
pendencia. 



El Relator Especial sobre la situación 
de los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales de los indígenas 
hasta mayo de 2008, señor Rodolfo 
Stavenhagen7, afirmó que: 
Un enfoque de derechos humanos 
permite identificar a los pueblos in-
dígenas como titulares de derechos 
humanos y coloca la realización de 
estos derechos como el objetivo 
principal del desarrollo. Tal y como 
se ha documentado en numerosas 
buenas prácticas en distintas partes 
del mundo, un desarrollo endógeno 
y sostenido es posible cuando se 



basa en el respeto de los derechos 
de los pueblos indígenas y aspira a 
su cumplimiento8.
Esta guía posiciona la consulta previa, 
libre e informada no sólo como un dere-
cho más allá de una mera obligación ad-
ministrativa, sino como la puerta de ac-
ceso a la realización de otros derechos 
humanos de los pueblos indígenas. Está 
encaminada al cumplimiento pleno de 
los derechos tanto en el resultado como 
en los procesos y procedimientos.



El proceso de                    
elaboración de la Guía
El proyecto sobre el derecho a la con-
sulta previa, libre e informada en pue-
blos indígenas y comunidades negras 
realizado por la Oficina en Colombia del 



Alto Comisionado de Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos (OACNU-
DH) se realizó entre octubre de 2007 y 
mayo de 2008. Se propuso contribuir 
al fortalecimiento de las capacidades 
de las entidades responsables de 
promover y liderar el desarrollo de la 
consulta para cumplir con las normas 
establecidas en el Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), y a que los pueblos indígenas 
y las comunidades afrodescendientes 
se fortalecieran en sus capacidades 
de participación y acción efectiva en el 
cumplimiento del derecho a la consulta 
previa, libre e informada.
Dentro de este marco, se contempló 
la producción de un instrumento de 
difusión sobre el derecho a la con-



La Sala Segunda de Revisión “ha identificado algunas comunidades indígenas 
específicas que se encuentran desplazadas o en riesgo de desplazamiento y que, por 



sus condiciones críticas de existencia material o de riesgo, constituyen ejemplos 
representativos de la grave situación de las comunidades aborígenes del país” entre 



ellos el pueblo Tule, del Darién Corte Constitucional, Auto 234/07. 
Mujeres tule - Foto: archivo ONIC



7 El profesor James Anaya fue designado por el 
Consejo de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas como nuevo Relator Especial por un periodo 
de tres años a partir del 1 de mayo de 2008.
8 Informe del Sr. Rodolfo Stavenhagen, Relator 
Especial sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los 
indígenas, 15 de noviembre de 2007.
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sulta previa, libre e informada. Esta 
publicación se diseñó de forma parti-
cipativa, y considera las experiencias 
y lecciones aprendidas de los pueblos 
indígenas y sus organizaciones, así 
como de las entidades nacionales 
competentes. 
Con este criterio se definió, conjunta-
mente con la Dirección de Etnias del 
Ministerio del Interior y de Justicia, 
una zona piloto: el departamento del 
Putumayo. Esta zona, por sus carac-
terísticas económicas, sociales y cul-
turales, aportaría desde la perspec-
tiva los pueblos indígenas lecciones 
aprendidas de situaciones críticas y 
de las buenas prácticas en torno a la 
consulta. En este proceso se efectua-
ron dos talleres locales que facilitaron 
el intercambio de visiones y experien-
cias sobre el derecho de la consulta. 
Participaron siete organizaciones in-
dígenas regionales del Putumayo con 
52 delegados, además de líderes invi-
tados de otras regiones y etnias como 
la sierra nevada de Santa Marta, y de 
procesos la Organización Nacional In-
dígena de Colombia (ONIC). 
Los resultados de este ejercicio, que 
recogió situaciones del Putumayo, 
fueron llevados a espacios de análi-
sis y discusión sobre los mandatos y 
la normatividad del derecho a la con-
sulta. En ellos participaron las entida-
des responsables: del Ministerio del 
Interior y de Justicia, la Dirección de 
Etnias; del Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial, la 



Dirección de Licencias, Trámites y 
Permisos Ambientales, y la Oficina 
de Educación y Participación. De los 
organismos de control participaron 
la Defensoría del Pueblo, con el de-
fensor delegado para los indígenas 
y minorías étnicas, y la Procuraduría 
General de la Nación, con la delega-
da para la prevención en materia de 
derechos humanos y asuntos étnicos. 
Estos espacios incluyeron un ejercicio 
académico introductorio y recomen-
daciones hechas a partir de los deba-
tes, donde se destacan los aportes de 
la Dirección de la especialización en 
derecho ambiental de la Universidad 
del Rosario,9 con una gran experien-
cia en el tema de consulta previa, libre 
e informada en pueblos indígenas. El 
Centro de Investigaciones Socio Ju-
rídicas (Cijus) de la Universidad de 
los Andes también contribuyó al tema 
con su conocimiento sobre iniciativas 
legislativas. 
Los intercambios entre actores institu-
cionales y líderes de procesos orga-
nizativos nacionales se realizaron en 
dos conversatorios con la participa-
ción de las oficinas del Alto Comisio-
nado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos en Cali, Medellín 
y Bucaramanga. 
Los contenidos de la Guía se desa-
rrollaron en el marco de los estánda-
res internacionales y de los tratados 
relativos a los derechos y las liber-
tades fundamentales de los pueblos 
indígenas de los cuales Colombia 



forma parte, además de la Constitu-
ción Política, las normas nacionales y 
la jurisprudencia emitida por la Corte 
Constitucional. También se tuvieron 
en cuenta las recomendaciones del 
Relator Especial sobre la situación de 
los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los indígenas y de 
los grupos de trabajo de las Nacio-
nes Unidas. Bajo esta perspectiva se 
analizaron los insumos del proceso 
participativo anteriormente descrito, 
y los casos recopilados, tanto de ex-
periencias directas en el terreno con 
los pueblos indígenas del Putumayo, 
como de la información sobre pro-
cesos de consulta realizados por los 
ministerios del Interior y de Justicia, y 
el Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial sobre 17 casos 
considerados emblemáticos, entre 
ellos los de los U’wa, Urrá, Cristianía 
y Motilón Barí. 
Las recomendaciones hechas en esta 
Guía están encaminadas a aprovechar 
las capacidades encontradas en cada 
uno de los actores que forman parte 
en el proceso de la consulta, a identi-
ficar las dificultades halladas para su 
realización efectiva, y a proponer un 
camino para su superación.



9 Gloria Amparo Rodríguez, directora e investigadora 
de la especialización en derecho ambiental de 
la Facultad de Derecho de la Universidad del 
Rosario.
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Puntos de partida
para el análisis1



   Guayabero. Foto: archivo ONIC
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1. Definición de pueblos indígenas
y de sus derechos humanos y
libertades fundamentales



EEl Convenio 169 sobre pueblos 
indígenas y tribales en países in-



dependientes de la Organización In-
ternacional del Trabajo10 (en adelante 
el Convenio 169) define en su artículo 
1 a los pueblos tribales como aquellos 
“cuyas condiciones sociales, cul-
turales y económicas les distingan 
de otros sectores de la colectividad 
nacional y que están regidos total o 
parcialmente por sus propias cos-
tumbres o tradiciones o por una le-
gislación especial”. 
El mismo artículo define a los pueblos 
indígenas como aquellos que descien-
den “de poblaciones que habitaban 
en el país o en una región geográfica 
a la que pertenece el país en la épo-
ca de la conquista o la colonización 
o del establecimiento de las actuales 
fronteras estatales y que (…) conser-
ven todas sus propias instituciones 
sociales, económicas, culturales y 
políticas, o parte de ellas”. 
El artículo 1 añade a la definición tra-
dicional el elemento subjetivo de la 
autoidentificación: “La conciencia de 
su identidad indígena o tribal debe-
rá considerarse un criterio funda-



mental para determinar los grupos 
a los que se aplican las disposicio-
nes del presente Convenio”.
La Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos In-
dígenas11 (en adelante la Declaración) 
adopta plenamente el criterio de la au-
toidentificación en su artículo 9: “Los 
pueblos y los individuos indígenas 
tienen derecho a pertenecer a una 
comunidad o nación indígena, de 
conformidad con las tradiciones y 
costumbres de la comunidad o na-
ción de que se trate (…)”, y reitera en 
el artículo 33.1 el derecho de los pue-
blos indígenas a determinar “su propia 
identidad o pertenencia conforme a 
sus costumbres y tradiciones”. 



Los pueblos indígenas 
como titulares de              
derechos y los Estados 
como portadores de                            
obligaciones
a) Derechos de los pueblos indígenas
Los pueblos indígenas y los indígenas 
como individuos –como agrega la De-
claración– son titulares de todos los 



Marcha por los derechos colectivos de los   
pueblos indígenas. Foto: archivo ONIC



 10 Adoptado el 27 de junio de 1989 por la 
Conferencia General de la Organización Inter-
nacional del Trabajo en su septuagésima sexta 
reunión, y entrada en vigor en Colombia el 6 de 
agosto de 1992 en virtud de la Ley 21 de 1991.
 11 Resolución aprobada por la Asamblea General, 
13 de septiembre de 2007. El texto fue adoptado 
con 143 votos en favor y 4 en contra: Canadá, 
Estados Unidos, Nueva Zelanda y Australia, y 
11 abstenciones, entre ellas Colombia. Canadá 
posteriormente aprobó la Declaración por mayoría 
de votos parlamentarios en oposición al gobierno, 
el 15 de abril de 2008.
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derechos humanos y libertades funda-
mentales reconocidos en los diversos 
instrumentos internacionales sin obs-
táculos ni discriminación.12



El preámbulo de la Declaración afir-
ma “que los pueblos indígenas son 
iguales a todos los demás pue-
blos”, y reconoce “al mismo tiempo 
el derecho de todos los pueblos a 
ser diferentes, a considerarse a sí 
mismos diferentes y a ser respeta-
dos como tales”.
Igualmente “los pueblos indígenas tie-
nen derecho a la libre determinación. 
En virtud de ese derecho determinan 
libremente su condición política y 
persiguen libremente su desarrollo 
económico, social y cultural”.13 
La Declaración de Viena, resultado de la 
Conferencia Mundial de Derechos Hu-
manos en 1993, reafirma la importancia 
de la contribución específica de los pue-
blos indígenas al desarrollo y pluralismo 
de la sociedad, y subraya, entre otros, el 
deber de los Estados de “reconocer el 
valor y la diversidad de sus diferen-
tes identidades, culturas y sistemas 
de organización social”.14



Los pueblos indígenas son además 
sujeto de “derechos intrínsecos de 
esos pueblos”, o específicos “…
que derivan de sus estructuras 
políticas, económicas y sociales y 
de sus culturas, de sus tradiciones 



espirituales, de su historia y de 
su filosofía, especialmente los 
derechos a sus tierras, territorios y 
recursos”.15



Los indígenas son reconocidos como 
sujetos de derechos colectivos e 
individuales.



La Corte Constitucional de Colom-
bia reafirma que los derechos fun-
damentales son aplicables tanto a 
los miembros de las comunidades 
indígenas individualmente consi-
derados, como a “la comunidad 
misma que aparece dotada de sin-
gularidad propia”16. 



Niña Surimage, de Yambaló; Cauca.
Foto: archivo ONIC



Para efectos de  la consulta libre, pre-
via e informada, el titular de derechos 
es el pueblo indígena, en reconoci-
miento de sus derechos colectivos. 
No obstante, es necesario tener en 
cuenta que los impactos de las me-
didas consultadas afectan de manera 
diferenciada a los distintos miembros 
y grupos del pueblo. 
Especialmente reconocen los instru-
mentos internacionales los siguientes 
derechos de grupos:
  Mujeres indígenas
El Convenio 169 y la Declaración hacen 
énfasis en que todos los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales 
deben aplicarse sin discriminación a los 
hombres y a las mujeres indígenas.17  



12 Art. 3.1. del Convenio 169, art. 1 de la 
Declaración.
  13 Art. 3 de la Declaración.
14 Declaración y Programa de Acción de Viena, 
edición de Naciones Unidas, Nueva York, 1993, 
núm. 20, A/CONF.157.23.
15 Preámbulo de la Declaración, párr. 7.
16 Corte Constitucional, SU-039 de 1997, p. 1. 
Además, la sentencia T-380/93 hace especial 
énfasis diciendo: “El reconocimiento exclusivo 
de los derechos fundamentales al individuo, 
con prescindencia de concepciones diferentes 
como aquellas que no admiten una perspectiva 
individualista de la persona humana, es contrario 
a los principios constitucionales de democracia, 
pluralismo, respeto a la diversidad étnica y cultural, 
y protección de la riqueza cultural”.
17 Convenio 169, artículo 3.1. Declaración, artículos 
22, 44.
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La consulta contribuye a la                     
protección de los derechos de los 
pueblos indígenas cuando entran 
en riesgo frente a las demandas y 
los requerimientos de sociedades 
numéricamente mayoritarias, y con 
mayor poder de decisión en las 
esferas de lo público y lo privado.25



  Niñez indígena
De la misma manera, en los dos ins-
trumentos se hace especial mención 
de los derechos de la niñez a la edu-
cación, el derecho al idioma propio y a 
su bienestar.18



  Otros grupos vulnerables
La Declaración especifica a los jóve-
nes, a los ancianos y a las personas 
con discapacidad como sujetos de 
derechos que deben gozar de la pro-
tección y garantías plenas del Estado 
contra toda forma de violencia y dis-
criminación.19



b) Obligaciones del Estado
En relación con las obligaciones de los 
Estados, el Convenio 169 exige que 
los gobiernos lleven a cabo acciones 
coordinadas y sistemáticas con el fin 
de proteger los derechos de los pueblos 
indígenas y garantizar el respeto de su 
integridad.20 Para materializar esta obli-
gación adopta las siguientes medidas:



a) asegurar a los miembros de dichos pueblos gozar, en pie de igualdad, 
de los derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los 
demás miembros de la población; 
b) promover la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y 
culturales de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus 
costumbres y tradiciones, y sus instituciones;
c) ayudar a los miembros de los pueblos interesados a eliminar las di-
ferencias socioeconómicas que puedan existir entre los miembros indí-
genas y los demás miembros de la comunidad nacional, de una manera 
compatible con sus aspiraciones y formas de vida.21



La Declaración también establece 
responsabilidades generales de los 
Estados en relación con el reconoci-
miento de las leyes, tradiciones, cos-
tumbres y sistemas de tenencia de la 
tierra.22 Los Estados tienen además 



la responsabilidad general de adop-
tar medidas apropiadas, incluyendo 
las legislativas, para alcanzar los fi-
nes de la Declaración, así como pro-
mover el respeto y la aplicación de la 
misma.23



2. El derecho a la consulta 
previa, libre e informada



La consulta previa, libre e informada 
es un derecho y un instrumento 



para la participación24 en las decisiones 
sobre todos los asuntos que les 
conciernen a los pueblos indígenas.



18 Convenio 169, artículos 26, 27, 29. Declaración, 
artículos 14, 22.
19 Declaración, preámbulo y artículo 22.
20 Convenio 169, artículo 2.1.
21 Ibíd., artículo 2.2.
22 Artículo 27.
23 Artículos 27 y 38 de 42.
24 Convenio 169, artículos 2.1., 6.b, c.
25 Conclusión del conversatorio institucional sobre 
consulta previa, Oficina en Colombia del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos (OACNUDH), marzo de 2008.
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El Convenio 169 establece la aplica-
ción de la consulta como una obliga-
ción de los gobiernos.26 



La Corte Constitucional colombiana 
ha afirmado que “el derecho 
fundamental de la comunidad a 
preservar la integridad se garantiza 
y efectiviza a través del ejercicio de 
otro derecho que también tiene el 
carácter de fundamental, como es 
el derecho de participación de la 
comunidad”.27



“Las autoridades de los
pueblos indígenas podrán ejercer funciones 



jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, 
de conformidad con sus propias normas y 



procedimientos, siempre que no sean contrarios 
a la Constitución y leyes de la República.”. 



Art 246 Constitución Política.
Foto: archivo ONIC



Al aplicar la consulta previa, libre e 
informada se reconoce el derecho de 
los pueblos indígenas a la autonomía 
y al autogobierno, y a la cultura propia, 
y el derecho de definir sus prioridades 
en el proceso de desarrollo.28



a) El objetivo de la consulta previa,     
libre e informada
El Convenio 169 señala que “las consul-
tas llevadas a cabo en aplicación de 
este Convenio deberán efectuarse… 
con la finalidad de llegar a un acuerdo 
o lograr el consentimiento acerca de 
las medidas propuestas”.29



En el caso específico de los recursos 
naturales, el Convenio establece que 
se realiza la consulta: “a fin de deter-
minar si los intereses de esos pueblos 
serían perjudicados y en qué medida, 
antes de emprender o autorizar cual-
quier programa de prospección o ex-
plotación de los recursos existentes 
en sus tierras”.30 
Y en el caso en que la educación de la 
niñez indígena en su propio idioma no 
sea posible, se emprenderán acciones 
“con miras a la adopción de medidas 
que permitan alcanzar este objetivo”.31 



b) Casos en que el Estado debe con-
sultar a los pueblos indígenas
Medidas legislativas 
Cada vez que se prevean medidas 
legislativas o administrativas suscep-
tibles de afectarlos directamente.32



En la sentencia C-891 de 2002 
la Corte expresa que la consul-
ta “constituye un instrumento 
básico para preservar la integri-
dad étnica, social, económica 
y cultural de las comunidades 
indígenas y para asegurar, por 
ende, su subsistencia como 
grupo social”.



Recursos naturales
Con relación a la prospección o explo-
tación de los recursos existentes en 
sus tierras.33 
Enajenación (transmisión) de tierras
“… Siempre que se considere su capa-
cidad de enajenar sus tierras o de trans-
mitir de otra forma sus derechos sobre 
estas tierras fuera de su comunidad”.34



26 Convenio 169, artículo 6.
27 Corte Constitucional, SU-039 de 1997, 
Derechos Fundamentales de Comunidad 
Indígena-Titularidad, p. 1.
28 Convenio 169, artículos 2.b, 5, 7.1. Declaración, 
artículo 4.
29 Artículos 6.2.
30 Convenio 169, artículo 15.2.
31 Artículo 28.1.
32 Artículo 6.1.a).
33 Artículo 15.2.
34 Artículo 17.2.











18



Programas de formación profesional
Cuando los programas generales de formación profesional no correspondan a 
las necesidades especiales de los pueblos indígenas, deberán ser consultados 
programas especiales en cuanto a su organización y funcionamiento.35



Educación de los niños indígenas en su propio idioma
Disponiendo que “Siempre que sea viable deberá enseñarse a los ni-
ños de los pueblos interesados a leer y a escribir en su propia lengua 
indígena o en la lengua que más comúnmente se hable en el grupo a 
que pertenezcan…”, el Convenio establece la consulta “cuando ello 
no sea viable… con miras a la adopción de medidas que permitan 
alcanzar este objetivo”.36



La Corte Constitucional reafirma lo dispuesto en el Convenio 169, y señala 
además la obligatoriedad de la consulta en los siguientes casos:



zx Cada vez que sea necesario trasladar a las comunidades indíge-
nas y tribales de sus tierras tradicionales a otro lugar37; y 
zx En la erradicación de cultivos para uso ilícito: “Establecido enton-
ces que los pueblos indígenas y tribales deben ser consultados sobre 
el programa de erradicación de cultivos ilícitos que las entidades ac-
cionadas adelantan en sus territorios, “con la finalidad de llegar a un 
acuerdo o lograr el consentimiento de las medidas propuestas”.38



En ese caso, la consulta busca establecer de manera concertada las áreas 
que no están destinadas a usos tradicionales y los procedimientos para su 
erradicación. La policía nacional es la encargada de la erradicación de los 
cultivos identificados para usos ilícitos en los territorios indígenas. 



zx Cuando el proyecto, obra o actividad se pretenda desarrollar en 
zonas no tituladas, pero habitadas en forma regular y permanente 
por dichas comunidades indígenas o negras.39



35 Artículos 22.1. y 22.2.
36 Artículo 28.1.
37 El Convenio 169 establece la obligación del 
Estado de no trasladar los pueblos indígenas 
de las tierras que ocupan (art. 16.1.). En casos 
excepcionales “sólo deberán efectuarse con su 
consentimiento dado libremente y con pleno 
conocimiento de causa”, artículo 16.2. La consulta 
puede ser un medio para obtener este libre 
consentimiento. 
38 Corte Constitucional, sentencia SU-383 
de 2003, Capítulo 2, “Consideraciones y 
fundamentos” 6.2.
39 Corte Constitucional, sentencia SU-383 de 2003.



Camino a Los Chorros Araracuara.
Foto: Sol Espinosa
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La Declaración introduce el derecho 
de los pueblos indígenas a la consulta 
en caso de:
zx Utilización de tierras o territorios 
para actividades militares (art. 30.2).
zx Para combatir los prejuicios, elimi-
nar la discriminación, y promover la 
tolerancia, la comprensión y las bue-
nas relaciones entre los pueblos indí-
genas y todos los demás sectores de 
la sociedad (art. 15.2).
zx En relación con la protección de los 
niños indígenas:



contra la explotación económica y 
contra todo trabajo que pueda ser pe-
ligroso o interferir en la educación de 
los niños o que pueda ser perjudicial 
para la salud o el desarrollo físico, 
mental o espiritual, moral o social de 
los niños teniendo en cuenta su espe-
cial vulnerabilidad y la importancia de 
la educación para ser empoderados 
(art. 17.2).
zx En relación con los pueblos dividi-
dos por fronteras internacionales, los 
Estados, en consulta y cooperación 



con los pueblos indígenas, adoptarán 
medidas eficaces para facilitar el ejer-
cicio y garantizar la aplicación del dere-
cho “a mantener y desarrollar los con-
tactos, las relaciones y la cooperación, 
incluidas las actividades de carácter 
espiritual, cultural, político, económico 
y social, con sus propios miembros así 
como con otros pueblos a través de las 
fronteras (art. 36.1 y 2). 



zx En relación con las medidas para 
alcanzar los fines de la Declaración 
(art. 38).



   “De conformidad con la constitución y las leyes, los territorios indígenas estarán gobernados por consejos 
conformados y reglamentados según los usos y costumbres...” Artículo 330, Constitución Política.
Indígenas Guambianos, Nasas y Paeces del Cauca. Foto: archivo ONIC
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3. Las características y los 
principios de la consulta



La consulta previa, libre e informada 
debe realizarse teniendo en cuen-



ta los siguientes principios:
BUENA FE
“Las consultas…en aplicación de 
este Convenio deberán efectuarse de 
buena fe”.40



De acuerdo con lo previsto en el Convenio 169, la Corte Constitucional 41 
especificó “que la institución de la consulta a las comunidades indígenas que 
pueden resultar afectadas con motivo de la explotación de los recursos naturales, 
comporta la adopción de relaciones de comunicación y entendimiento, signadas 
por el mutuo respeto y la buena fe entre aquellas y las autoridades públicas”:



INFORMADA 
En el caso del traslado excepcional de 
pueblos indígenas de sus tierras, el 
Convenio establece que el consenti-
miento de los pueblos indígenas debe 
ser adquirido “con pleno conocimiento 
de la causa”.42 
En general, hoy en día es aceptado 
que la consulta debe realizarse de 
manera informada, es decir, con todos 
los elementos necesarios para la toma 
de una decisión.



La Corte Constitucional43 señala que 
la comunidad debe tener “un cono-
cimiento pleno sobre los proyectos 
destinados a explorar o explotar los 
recursos naturales en los territorios 
que ocupan o les pertenecen, así 
como sobre los mecanismos, proce-
dimientos y actividades requeridos 
para ponerlos en ejecución.



Que la comunidad sea enterada e 
ilustrada sobre la manera en que la 
ejecución de los referidos proyectos 
puede conllevar una afectación o me-
noscabo a los elementos que consti-
tuyen la base de su cohesión social, 
cultural, económica y política”.



LIBRE
En la disposición general sobre la 
consulta, el Convenio señala que los 
gobiernos deben “establecer los me-
dios a través de los cuales los pue-
blos interesados puedan participar 
libremente, por lo menos en la mis-
ma medida que otros sectores de la 
población, y a todos los niveles en 
la adopción de decisiones…que les 
conciernen”.44



39 Corte Constitucional, sentencia SU-383 de 
2003.
40 Convenio 169, artículo 6.2.
41 Corte Constitucional, sentencia C-891 de 2002.
42 Artículo 16.2.
43 Corte constitucional, sentencia C-891 de 2002.
44 Artículo 6.1.b).
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En el ya citado caso de excepciona-
les traslados de pueblos indígenas de 
sus tierras, el Convenio desarrolló el 
concepto del “consentimiento, dado 
libremente”.45



Además la Corte Constitucional 
puntualiza:



“Que se le dé la oportunidad para que 
libremente y sin interferencias extra-
ñas pueda, mediante la convocación 
de sus integrantes o representantes, 
valorar conscientemente las venta-
jas y desventajas del proyecto sobre 
la comunidad y sus miembros, ser 
oída en relación con las inquietudes 
y pretensiones que presente, en lo 
que concierna a la defensa de sus 
intereses y, pronunciarse sobre la 
viabilidad del mismo. Se busca con 
lo anterior, que la comunidad tenga 
una participación activa y efectiva 
en la toma de la decisión que deba 
adoptar la autoridad, la cual en la me-
dida de lo posible debe ser acordada 
o concertada”.



PREVIA 
El Convenio 169 establece la consulta 
“cada vez que se prevean medidas 
legislativas o administrativas sus-
ceptibles de afectarles directamen-
te”.46 Es decir, la consulta debe ser 
anterior a la adopción y la aplicación 
de las mismas.



También puntualiza, en su artículo 15, 
sobre el derecho de esos pueblos a 
participar en la utilización, administra-
ción y conservación de los recursos 
naturales en sus tierras, que “los go-
biernos deberán establecer o man-
tener procedimientos con miras a 
consultar a los pueblos interesa-
dos… antes de emprender o autori-
zar cualquier programa de prospec-
ción o explotación de los recursos 
existentes en sus tierras”.



Procedimientos apropiados
Se deben adoptar procedimientos 
apropiados para la consulta, y ésta 
debe realizarse a través de las institu-
ciones representativas de los pueblos 
indígenas.47 
El gobierno debe acordar con las co-
munidades los procedimientos, tiem-
pos, espacios y contenidos de la con-
sulta, garantizando que escojan a sus 
representantes de manera autónoma; 
construir la metodología culturalmente 
adecuada y en conjunto con los pue-
blos indígenas. 
En términos de apropiación, las mo-
dalidades técnicas de la consulta 
necesitan contemplar claramente los 
diversos niveles de la misma, a fin de 
impulsar los mecanismos propios de las 
comunidades en la búsqueda de capa-
cidades de negociación y acuerdos.48 



”Yarocamena preparó coca y ambil, donde está 
la esencia de la palabra de vida, palabra dulce, 



palabra fría, nuestra ley de origen, y llamó a 
los jefes vecinos. Quiero que acabemos con este 



régimen. Chupemos este ambil, mambiemos 
esta coca; tomemos esta caguana y busquemos 



nuestra libertad” (tradición oral de los 
pueblos amazónicos de la región del Caquetá, 



Igaraparaná y Caraparaná)
Niñas muina, Araracuara, Caquetá.



Foto: Sol Espinosa



45 Artículo 16.2.
46 Convenio 169 de la OIT, artículo 6, 1.a. 
Declaración, artículo 19. 
47 Convenio 169, artículo 6.1.a.
48 Manual para la integración de la participación y 
derechos de los pueblos indígenas en las políticas 
y cooperación al desarrollo humano. Sistema de 
Naciones Unidas Guatemala, Guatemala, 2006, p. 53.
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La cultura y cosmovisión de los pueblos indígenas deben ser respetadas, y la 
consulta debe atender el derecho de los pueblos indígenas de aplicar sus pro-
pios usos y costumbres para establecer las reglas y los principios del proceso.



El Convenio 169 en su artículo 5 indica que al aplicar sus disposiciones:
a) deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, 
culturales, religiosos y espirituales propios de dichos pueblos y deberá 
tomarse debidamente en consideración la índole de los problemas que 
se les plantean tanto colectiva como individualmente; 
b) deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e instituciones 
de esos pueblos; 
c) deberán adoptarse, con la participación y cooperación de los pueblos in-
teresados, medidas encaminadas a allanar las dificultades que experimen-
ten dichos pueblos al afrontar nuevas condiciones de vida y de trabajo.



Como reitera la Corte Constitucional en la sentencia SU-383 de 2003: “También se 
le exige a los gobiernos que, al aplicar las leyes y reglamentos nacionales e impo-
ner las sanciones penales, tengan debidamente en cuenta las características so-
ciales, económicas y culturales de los pueblos indígenas y tribales. Estos pueblos, 
según el artículo 12, deberán poder iniciar procedimientos legales para asegurar 
la protección de sus derechos, y deberán tomarse medidas para que puedan com-
prender y hacerse comprender en dichos procedimientos. A tal fin, los gobiernos 
deberán adoptar servicios de interpretación u otros medios efectivos”.



49 Ministerio del Interior y de Justicia: La consulta 
previa a los pueblos indígenas y tribales: compendio 
de legislación, jurisprudencia y documentos de 
estudio, Bogotá, 2006.



El Ministerio del Interior interpreta los 
principios de la consulta de la siguien-
te manera:49



zx Buena fe: principio rector, ac-
tuar con la verdad, ser rectos y 
transparentes. 
zx Procedimientos apropiados: bajo la 
coordinación del gobierno acordar con 
las comunidades los procedimientos, 



tiempos, espacios y contenidos de 
la consulta, garantizando que au-
tónomamente escojan a sus repre-
sentantes; así mismo, y en conjunto, 
deberán construir una metodología 
culturalmente adecuada. 
zx Información previa suficiente y 
adecuada: las comunidades consul-
tadas deben tener un conocimiento 
pleno sobre el proyecto que se pro-
pone realizar en su territorio. 
zx Legitimidad: el proceso debe ser 
coordinado por el gobierno. Se rea-
liza con la participación de las au-
toridades legítimas de las comuni-
dades. 
zx Comunicación intercultural y bilin-
güismo. Debe existir un diálogo fluido 
entre las partes, y se deben adoptar 
formas propias de difusión del cono-
cimiento. Siempre que sea necesario 
y posible se debe garantizar la tra-
ducción a la lengua de las comunida-
des consultadas (art. 2 Convenio).
zx Oportunidad: la consulta debe rea-
lizarse antes de adoptar las medidas 
o emprender o autorizar el proyecto 
(art. 15 Convenio, sentencia SU-039 
de 1997).
Pluralismo jurídico: los principios y 
procedimientos del derecho propio 
de la comunidad por consultar ha-
cen parte de las reglas aplicables al 
proceso. 











23



4. Desafíos para llevar a 
cabo la consulta previa,
libre e informada



El anterior Relator Especial sobre la 
situación de los derechos huma-



nos y libertades fundamentales de los 
indígenas, Rodolfo Stavenhagen, en 
su informe de la visita a Colombia50se 
refirió específicamente al derecho a 
la consulta previa, libre e informada. 
En su opinión, este es uno de los te-
mas de mayor preocupación en ma-
teria de derechos humanos ya que 
normalmente ésta no se lleva a cabo 
de acuerdo con lo establecido en el 
Convenio 169. También indicó que no 
funciona de manera igual en todo el 
territorio nacional, y que las comuni-
dades reportaron deficiencias en la 
implementación y el cumplimiento de 
la legislación vigente.51



De acuerdo con la evaluación que 
hizo el Relator Especial, los retos que 
se perfilan para la realización del de-
recho son:
1. La protección de los derechos de 
los pueblos indígenas en general en el 
contexto del conflicto armado interno y 
del narcotráfico.
2. La necesidad de la conciliación de 
los derechos de esos pueblos en la 



explotación de los recursos naturales 
y de los intereses económicos de las 
empresas inversoras.
3. La puesta en práctica del espíritu 
de la normativa existente.  
4. La consideración adecuada de la 
visión de los pueblos indígenas en los 
planes de desarrollo, sea en el nivel 
nacional, regional o local.52



La consulta previa, libre e informa-
da puede llegar a ser un instrumen-
to eficaz para impulsar el desarrollo 
humano sostenible de los pueblos 
indígenas y tribales, y de los demás 
sectores de la población que habitan 
la región. 
El desarrollo enfrenta desafíos que 
se expresan en una alta conflictivi-
dad social, y la imposición de inte-
reses de sectores poderosos. La 
obligación del Estado es intervenir 
para conciliar los diferentes inte-
reses considerando y protegiendo 
especialmente los intereses vitales 
de sectores de las poblaciones que 
sufren situaciones de desventaja, 
discriminación y vulnerabilidad. 



Para superar estos desafíos es nece-
sario promover por parte del Estado y 
de la sociedad diálogos interculturales 
basados en el respeto de los derechos 
humanos de todos los grupos y perso-
nas afectadas, y promover las medi-
das necesarias para alcanzar mayor 
equidad social. 
De la misma manera, la construcción 
y profundización de la democracia 
aporta elementos importantes a la 
consulta como por ejemplo el respe-
to a las minorías, la aceptación de los 
disensos y, en consecuencia, la bús-
queda de consensos. 
La consulta previa, libre e informada a 
los pueblos indígenas puede conver-
tirse en un mecanismo que posibilita 
avanzar tanto en el desarrollo, como 
en la democracia y la equidad, siem-
pre y cuando se plantee y se lleve a 
cabo adecuadamente.



50 Naciones Unidas, E/CN.4/2005/88/Add.2, 10 de 
noviembre de 2004, Misión a Colombia.
51 Ibíd., numerales 17, 55 y 72.
52 Naciones Unidas, E/CN.4/2005/88/Add.2, 10 de 
noviembre de 2004, Misión a Colombia.
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LAS BASES DE LA
CONSULTA PREVIA,



LIBRE E INFORMADA



2
¿De dónde y por qué surge el derecho de los pueblos indígenas 



a la consulta previa libre e informada, y cómo se expresa? 



   Nukak. Foto: archivo ONIC
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Llegamos a la conclusión de que la guerra cam-
bia la cultura, el horario y nuestros rituales y 
costumbres. Las mujeres comenzaron a sentirse 
muy temerosas y con miedo a ser violadas y en-
tonces los hombres no podían ya ir a trabajar al 
campo por cuidar a sus mujeres y a sus niños. 
Sin embargo, decidimos que nos quedaríamos a 
resistir frente a la guerra... 



ABADIO GREEN
Foto: archivo ONIC



1. Del reconocimiento internacional 
y del mandato constitucional de 
protección a la diversidad cultural



Dice la Constitución específicamente: 
 “El Estado reconoce y protege la 
diversidad étnica y cultural de la 
nación colombiana” (art. 7).
“Los integrantes de los grupos ét-
nicos tendrán derecho a una for-
mación que respete y desarrolle su 
identidad cultural” (art. 68).
Colombia cuenta con una gran diver-
sidad de pueblos indígenas e impor-
tantes avances en el reconocimiento 
de sus derechos. Su realización, sin 
embargo, demanda un compromiso 
social activo liderado por el Estado. 
Las tensiones y los antagonismos en-
tre la cosmovisión indígena y las di-
námicas de la economía de mercado 
exigen, en un contexto democrático, la 
búsqueda de mecanismos que contri-
buyan al respeto de la diferencia en las 
concepciones del desarrollo, al recono-
cimiento de la diversidad cultural y a la 
protección de las culturas tradicionales 
frente a las tendencias predominantes. 
La consulta previa, libre e informada 
como proceso y diálogo contribuye al 
fortalecimiento de la interculturalidad. 



Los pueblos indígenas cuentan con una 
población de 1.378.884 personas: 3,3% de la 



población  (Censo DANE 2005)
Foto: archivo ONIC 



La diversidad cultural en Colombia se 
configuró históricamente a partir de los 
pueblos originarios, los esclavizados 
de origen africano, los inmigrantes 
europeos y el mestizaje. 
zx Los derechos reconocidos interna-
cionalmente a los pueblos indígenas y 
tribales en Colombia, más allá de los 
pueblos originarios, también se le re-
conocen a los demás grupos étnicos: 
las comunidades negras, palenqueras 
y raizales, y al pueblo rom. 



La Constitución Política colombiana 
reconoce los derechos de los pue-



blos indígenas y tribales, regulados por 
leyes. Además, la Corte Constitucional 
ha emitido una amplia jurisprudencia, 
parte de la cual se cita en esta Guía. 
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La población que se auto reconoce  como afro es de 
4’316.592: 10,3% de la población- (DANE 2005)



Foto: archivo ONIC



Pueblo ROM: Su población en las 
distintas kumpeniyi es de 4.832   



personas es decir, 0,012% del total de 
la población- (Censo DANE 2005). 



Foto: Gloria Amparo Ramírez



53 Conferencia Mundial de Derechos Humanos. 
Declaración y Programa de Acción de Viena, junio 
de 1993, NuevaYork, 1993, p. 32, numeral 5.
54 Artículo 1, La diversidad cultural, patrimonio 
común de la humanidad.



2. El reconocimiento 
internacional de la 
diversidad cultural



La universalidad de los derechos 
humanos parte de la esencial igual-



dad de todos los seres humanos. La 
Declaración de Viena enriquece esta 
visión común de los Estados, añadien-
do que “debe tenerse en cuenta la 
importancia de las particularidades 
nacionales y regionales así como 
los diversos patrimonios históri-
cos, culturales y religiosos...”53



En 2001 la Unesco aprobó la Declara-
ción Universal sobre Diversidad Cultural 



destacando que: “la cultura adquiere 
formas diversas a través del tiempo 
y del espacio. Esta diversidad se 
manifiesta en la originalidad y la plu-
ralidad de las identidades que carac-
terizan los grupos y las sociedades 
que componen la humanidad”.54



La diversidad cultural es valorada 
por esta Declaración como fuente 
de intercambios, de innovación y de 
creatividad. Sostiene que “la diver-
sidad cultural es, para el género 
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humano, tan necesaria como la 
diversidad biológica para los or-
ganismos vivos”.55 
Además está considerada como 
un factor de desarrollo en cuanto 
amplía las posibilidades de elec-
ción para las personas tanto en el 
sentido económico, como intelec-
tual, espiritual y moral.56 



Es un hecho que los avances en el 
reconocimiento de los derechos de 



los pueblos indígenas es el resultado de 
su propia  lucha. Líderes indígenas han 
estado presentes en foros internaciona-



3. De las demandas de 
los pueblos indígenas 
por sus derechos



Concluye que los derechos humanos 
son garantes de la diversidad cultural, y 
que la defensa de tal diversidad es un 
imperativo ético, inseparable del respe-
to de la dignidad de la persona humana. 
Hace especial mención de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales 
de las personas que pertenecen a mino-
rías y a los pueblos indígenas.57



les desde la Sociedad de las Naciones 
(1919-1946), la OIT, y ante las diferentes 
instancias de la ONU. El Convenio 169 
de la OIT es uno de los más importantes 
resultados de esta lucha. 



“Esta es la historia de los mohawks, la historia de los oneidas, 
los cayugas –yo soy cayuga–, de los onondagas, los séneca y 
los tuscaroras. Son los iroqueses. Cuéntensela a los que no han 
escuchado este programa. Quizá me impidan que la cuente. Pero 



55 Ibíd.
56 Artículos 1 y 3.
57 Artículo 4.
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si no me dejan que la repita, como espero hacer, la historia no se 
habrá perdido. Ya la he contado a miles de oyentes en Europa. Ha 
quedado inscrita en los registros, donde sus hijos podrán encon-
trarla cuando esté muerto o encarcelado por atreverme a decir la 
verdad. He contado esta historia en Suiza. En Suiza, un pequeño 
país, tienen libertad de expresión. Allí se puede decir la verdad en 
público, aunque a algunos poderosos les incomode.
Esta historia la narra directamente Deskaheh, uno de los je-
fes de los cayugas. Soy el portavoz del Consejo de las Seis Na-
ciones, la Sociedad de las Naciones más antigua que existe. 
Fue fundada por Hiawatha. Es una Sociedad que sigue viva, y 
que intenta defender, lo mejor posible, el derecho de los iroque-
ses a vivir con sus propias leyes en los pequeños países que 
les han dejado, a adorar al Gran Espíritu a su manera y a dis-
frutar de derechos tan suyos como los del hombre blanco”. 
Extracto del último discurso del líder cayuga Deskaheh, tomado del 
libro Llamados básicos de la conciencia, quien presentó en 1923 las 
demandas de su pueblo ante la Liga de las Naciones en Suiza.58



En su mensaje con motivo de la adopción 
de la Declaración sobre derechos de los 
pueblos indígenas por la Asamblea Ge-
neral de las Naciones Unidas, el 13 de 
septiembre de 2007, el Relator Especial 
doctor Rodolfo Stavenhagen afirmó: 
Durante los últimos años, los pue-
blos indígenas se han convertido 
en actores fundamentales de la 
defensa de los derechos humanos. 
Tanto al interior de los Estados en 
los que viven como en las instan-
cias de las Naciones Unidas y en 



otros foros internacionales, han 
logrado hacer oír sus legítimas de-
mandas, y los testimonios que han 
aportado desde hace mucho sobre 
las violaciones históricas a sus de-
rechos humanos han impactado la 
conciencia de las naciones.
A nivel internacional, los pueblos in-
dígenas tienen voz a través del Foro 
Permanente sobre Cuestiones Indíge-
nas de la ONU, creado por el Consejo 
Económico y Social en su resolución 
2000/22, con el fin de: 



Mujer haciendo casabe para la minga.
Foto: Sol Espinosa



58 Citado en la página web del Foro Permanente 
sobre cuestiones indígenas de la ONU. Disponible 
en http://www.un.org/spanish/indigenas/2003/
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zx Examinar las cuestiones indígenas 
en el contexto de las atribuciones del 
Consejo relativas al desarrollo eco-
nómico y social, la cultura, el medio-
ambiente, la educación, la salud y los 
derechos humanos. 
zx Prestar asesoramiento especializa-
do y formular recomendaciones sobre 
las cuestiones indígenas al Consejo, 
así como a los programas, fondos y 
organismos de las Naciones Unidas. 



zx Difundir las actividades relaciona-
das con las cuestiones indígenas, y 
promover su integración y coordina-
ción dentro del sistema de las Nacio-
nes Unidas. 
En Colombia, el reconocimiento de los 
derechos de los grupos étnicos en la 
Constitución Política de 1991 enmar-
ca las relaciones entre el Estado y los 
pueblos indígenas como sujetos de 
derechos específicos.59 



4. Del derecho mayor o ley 
de origen (derecho indígena) 



“ (…) cuando hablamos de dere-
chos de los pueblos indígenas, 
tenemos que comenzar por lo 
primero y propio: nuestra Ley 
de Origen, nuestro Derecho Ma-
yor o Derecho Propio, que nos 
asiste y otorga identidad, son 
nuestras leyes, formas de go-
bierno y justicia propia.” 



Luis Evelis Andrade, 2007 



Organización Nacional Indígena  
de Colombia (ONIC)



La consulta previa se basa también 
en el reconocimiento del derecho 



indígena.
Convenio 169, artículo 8.1 y 2
1. Al aplicar la legislación nacional 
a los pueblos interesados deberán 
tomarse debidamente en conside-
ración sus costumbres o su dere-
cho consuetudinario. 
2. Dichos pueblos deberán tener 
el derecho de conservar sus cos-
tumbres e instituciones propias, 
siempre que éstas no sean incom-
patibles con los derechos funda-
mentales definidos por el sistema 



jurídico nacional ni con los dere-
chos humanos. 
El artículo 9 del Convenio ahonda en 
el reconocimiento de los métodos tra-
dicionales para la represión del delito 
cometido por los miembros de los pue-
blos indígenas, exigiendo que sean 
respetadas siempre y cuando sean 
compatible con el sistema jurídico na-
cional y con los derechos humanos. 
 En el artículo 330 de la Constitución 
Política se reconoce la institucionali-
dad indígena, la ley indígena, derecho 
mayor o ley de origen, como sus ins-
tancias de autoridad y gobierno.



59 Artículos 7, 16, 71, 246, 286, 329 y 330, entre 
otros, de la Constitución Política de 1991.
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Esta diversidad jurídica hace necesa-
rio un diálogo intercultural para garan-
tizar plenamente el respeto de los de-
rechos de los pueblos indígenas bajo 
la responsabilidad del Estado como 
garante de los derechos fundamenta-
les de todos sus ciudadanos. 



Definición



Según la Organización Nacional 
Indígena de Colombia (ONIC), el 
derecho mayor o ley de origen, guía 
el quehacer de los pueblos y se 
considera su carta de relación con el 
resto de la sociedad. 



  “Las autoridades de los pueblos indígenas son las instituciones que 
administran justicia al interior de los pueblos y comunidades indígenas, 
de conformidad con las leyes de origen, derecho mayor o derecho propio 
y están conformadas por las autoridades tradicionales, los cabildos y 
sus asociaciones, así como por organizaciones indígenas de los niveles, 
zonal, regional y nacional que se han constituido en verdaderas instancias 
para el fortalecimiento de la justicia de nuestros pueblos indígenas”.



 Luis Evelis Andrade, 2007, ONIC 



“La ley de origen es la ciencia tradicional de la sabiduría y el 
conocimiento ancestral indígena, para el manejo de todo lo material 
y espiritual, cuyo cumplimiento garantiza el equilibrio y la armonía 
de la naturaleza, el orden y la permanencia de la vida, del universo 
y de nosotros mismos como pueblos indígenas guardianes de la 
naturaleza, regula las relaciones entre los seres vivientes desde 
las piedras hasta el ser humano, en la perspectiva de la unidad 
y la convivencia en los territorios ancestrales legados desde la 
materialización del mundo. 



Luis Evelis Andrade, 2007, ONIC



Congreso Embera por Rafael Gómez.
Foto: archivo ONIC
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5. De los tratados 
internacionales de los 
que Colombia es parte 



zx Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos: entrada en vigor 
para Colombia, 23 de marzo de 1976 
en virtud de la Ley 74 de 1968 (véase 
art. 27).
zx Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales: 
entrada en vigor para Colombia, 3 de 
enero de 1976 en virtud de la Ley 74 
de 1968.
zx Convención internacional para la 
eliminación de todas las formas de 
discriminación racial: entrada en vigor 
para Colombia, 2 de octubre de 1981 
en virtud de la Ley 22 de 1981.
zx Convenio 169 de la OIT sobre pue-
blos indígenas y tribales en países in-
dependientes.



zx Convención sobre los derechos del 
niño: entrada en vigor para Colombia,  
28 de enero de 1991 en virtud de la 
Ley 12 de 1991 (véase art. 30).
zx Convención sobre diversidad biológi-
ca: entra en vigor en virtud de la Ley 165 
de noviembre de 1994 (véase art. 8 j).
UNESCO
zx Convención de la UNESCO sobre 
la protección del patrimonio mundial, 
cultural y natural (1972), aceptada 
por Colombia el 24 de mayo de 1983 
(véase art. 25).
zx Convención de la UNESCO para la 
Salvaguardia del Patrimonio Cultural 
Inmaterial: ratificada por Colombia el 
19 de marzo de 2008. Entrada en vi-
gor el 19 de junio de 2008 (véase el 
preámbulo y el art. 5).



6. De otros instrumentos 
internacionales relacionados



zx Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los derechos de los pue-
blos indígenas, septiembre de 2007. 



zx Conferencia Mundial sobre el 
desarrollo sostenible, Declaración 
de Johannesburgo de 2002.
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zx Conferencia mundial contra el racis-
mo, la discriminación racial, la xenofobia 
y las formas conexas de intolerancia, 
Declaración y Programa de Acción, Dur-
ban, 2001.
zx Declaración Universal de la Unesco 
sobre la diversidad cultural, 2 de no-
viembre de 2001.
zx Conferencia mundial sobre la mujer, 
Declaración de Beijing y la plataforma 
de acción, septiembre 1995.



zx Conferencia mundial internacional so-
bre población y desarrollo, El Cairo, 5 al 
13 de septiembre de 1994; Nueva York, 
30 de junio al 2 de julio de 1999.
zx Conferencia mundial de derechos 
humanos, Declaración y Programa de 
Acción de Viena ( de 1993). 
zx Conferencia mundial sobre medioam-
biente y desarrollo, Declaración de Río 
sobre el medioambiente y el desarrollo, 
Río de Janeiro, 1992. La (Agenda 21)60. 



60http://www.un.org/esa/sustdev/documents/
agenda21/spanish/agenda21spchapter26.htm



Congreso ONIC
Foto: archivo ONIC
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LA CONSULTA PREVIA, 
LIBRE E INFORMADA



COMO INSTRUMENTO
DE LA PROTECCIÓN Y



REALIZACIÓN DE DERECHOS



3



   Guayabero. Foto: archivo ONIC
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Los derechos humanos en su con-
junto son universales, indivisibles, 



interdependientes y relacionados en-
tre sí. La consulta previa, libre e in-
formada contribuye a la protección y 
realización los derechos de los pue-
blos indígenas. Y, al mismo tiempo los 
derechos de los pueblos indígenas 



Este es el caso, especialmente de los pueblos indígenas que hoy 
están en riesgo de desaparición. 
El anterior Relator Especial, Rodolfo Stavenhagen, expresó su 
preocupación sobre la situación de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de los indígenas en relación con “la 
emergencia humanitaria de graves proporciones” del 40% de 
los pueblos indígenas amazónicos, especialmente en el caso de 
doce pueblos indígenas que –por efecto del conflicto armado, 
cultivos ilícitos, destrucción del medioambiente y megaproyectos 
económicos y sus secuelas en las condiciones de subsistencia– 
sufren la desintegración de su tejido social, pérdida de identidad 
cultural y deterioro en su salud”.61



“Con ocasión de los procesos de colonización, 
la implementación de cultivos ilícitos y el 
escalamiento del conflicto armado interno, el 
territorio de los nukak ha sido paulatinamente 
intervenido por diferentes actores armados … 
convirtiéndolos en un grupo humano altamente 
vulnerable y en grave riesgo de extinción, debi-
do a su reducida población total”. 
Directiva 0005 abril de 2006,
del Procurador General.
Niño Nukak, Foto: archivo ONIC



orientan tanto los contenidos como los 
procedimientos de la consulta. 
De esta manera, el conocimiento, 
la promoción y protección de los 
derechos de los pueblos indígenas 
en el contexto de la consulta pre-
via, libre e informada es de gran 
importancia. 



61 Naciones Unidas, Informe del relator Especial, 
señor Rodolfo Stavenhagen, sobre la situación 
de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los indígenas, Adición Misión a 
Colombia, E/CN.4/2005/88/Add.2, p. 16.
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La diversidad cultural, vista como diferencia entre las formas de vida en una 
sociedad, ha sido y es todavía origen de la discriminación. 



La consulta previa, libre e informada puede ser un mecanismo efectivo para 
superar la discriminación de los pueblos indígenas. “La construcción de la central hidroeléctrica 



de Urrá afectó la integridad territorial, 
organizativa, de sobrevivencia, y cultural de 
las comunidades emberá-katío del Alto Sinú, 



convirtiendo la zona en un área de disputa 
estratégica entre diversos sectores estatales, 



privados y armados. Adicionalmente, la 
organización autónoma de las comunidades, sus 



nokos, cabildos y líderes, han sufrido diversas 
acciones en su contra a través del chantaje y la 



cooptación de la empresa Urrá, la división, la 
persecución y la muerte o desaparición de sus 



más importantes dirigentes”.
ONIC, RSS, Acnur, El desplazamiento indígena 



en Colombia, 2003, Mujeres Emberá.
Foto: archivo ONIC



En su estudio sobre la situación de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de los indígenas, el Relator Especial, 
Rodolfo Stavenhagen,62 distingue cuatro tipos de discriminación 
racial y étnica: la estructural o histórica; la legal, en la que hay 
omisión en las leyes de enunciados favorables al pleno disfrute, 
por los pueblos indígenas, de todos los derechos humanos; la ins-
titucional, manifestada en un sesgo desfavorable hacia los pueblos 
indígenas en la distribución del gasto público y de los bienes colec-
tivos, entre otros, y la interpersonal, evidenciada en el rechazo y la 
exclusión por parte de otros grupos de la población.63 
“Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados 
en esta Declaración sin distinción alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición”.64



1. El derecho a la
igualdad y el principio
de la no-discriminación



Los siguientes derechos tienen una relación esencial con la consulta previa libre 
e informada.



62 Naciones Unidas, Informe del Relator Especial, señor Rodolfo Stavenhagen, sobre la situación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, numerales 15-18, p. 13s.
63 Naciones Unidas, Informe del Relator Especial, señor Rodolfo Stavenhagen, sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas. Adición Misión a Guatemala. E/CN.4/2003/90/Add.2, 
10 de febrero de 2003. Publicación de Minugua, p. 14.
64 Declaración Universal de los Derechos Humanos, artículo 2, además: los Pactos Internacionales de Derechos 
Económicos Sociales y Culturales, y Civiles y Políticos, artículo 2 común, Convención para la eliminación de 
todas las formas de discriminación racial.
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El Convenio 169 en sus artículos 2.a 
y 3.1 reitera el derecho a la igualdad 
con los demás miembros de la pobla-
ción y el goce de los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales sin 
obstáculos y discriminación. 



Niño Nukak, 
Foto: archivo ONIC



La Constitución Política en su artículo 
13 ratifica esto y agrega que “El Esta-
do promoverá las condiciones para 
que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de gru-
pos discriminados y marginados”.



La Declaración (es nombre propio) de la Conferencia Mundial contra el 
Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de 
Intolerancia expresa:



Reconocemos el valor y la diversidad de las culturas y el patrimonio 
de los pueblos indígenas, cuya singular contribución al desarrollo 
y pluralismo cultural de la sociedad y cuya plena participación en 
todos los aspectos de la sociedad, en particular en temas que les 
preocupan, son fundamentales para la estabilidad política y social 
y para el desarrollo de los Estados en que viven (numeral 40).
Insistimos en que para que los pueblos indígenas puedan expresar 
libremente su propia identidad y ejercer sus derechos no deben 
ser objeto de ningún tipo de discriminación, lo que necesariamente 
implica el respeto de sus derechos humanos y libertades funda-
mentales, (…) incluidos los derechos siguientes: a ser llamados 
por su propio nombre; a participar libremente y en condiciones de 
igualdad en el desarrollo político, económico, social y cultural de 
un país; a mantener sus propias formas de organización, sus es-
tilos de vida, culturas y tradiciones; a mantener y utilizar su propio 
idioma; a mantener su propia estructura económica en las zonas 
en que habitan; a participar en el desarrollo de sus sistemas y 
programas de educación; a administrar sus tierras y recursos na-
turales, incluidos los derechos de caza y pesca; y a tener acceso a 
la justicia en condiciones de igualdad (numeral 42).
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El Plan de Acción de Durban,
en su numeral 15 insta a los                 
Estados a:



“a) que adopten o sigan aplicando, en 
concierto con ellos, medidas constitu-
cionales, administrativas, legislativas 
y judiciales y todas las disposiciones 
necesarias para promover, proteger 
y garantizar el ejercicio por los pue-
blos indígenas de sus derechos, así 
como para garantizarles el ejercicio 
de los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales sobre la base 
de la igualdad, la no discriminación y 
la participación plena y libre en todas 
las esferas de la sociedad, en particu-
lar en los asuntos que les afectan o 
interesan;
b) que promuevan el conocimiento y 
el respeto de las culturas y el patrimo-
nio indígenas; y celebra las medidas 
ya adoptadas por los Estados a este 
respecto”.



 “Según nuestras creencias, el 
agua y los pescados son un bien 
común para ser compartidos con 
toda la gente. Nosotros creemos 



La perspectiva del Convenio 169 co-
rrige el planteamiento del Convenio 
107 de la OIT relativo a la protección 
e integración de las poblaciones indí-
genas y de otras poblaciones tribales 
y semitribales en los países indepen-
dientes de 1957, y abandona total-
mente la posición de la asimilación. 
El derecho a la identidad e integridad 
cultural se deduce de la utilización del 
término “pueblo”, que reconoce una co-
lectividad con identidad y organización 
propia, cultura, creencias, así como 
una relación especial con la tierra.66



El derecho mencionado está basado 
en el reconocimiento de la permanen-
cia histórica de los pueblos indígenas 
y tribales, y en sus aspiraciones de



 “asumir el control de sus propias 
instituciones y formas de vida y de 
su desarrollo económico, y a man-
tener y fortalecer sus identidades, 
lenguas y religiones dentro del 
marco del Estado en que viven”.67 
En relación con la consulta previa, libre 
e informada, el respeto y la protección 
del derecho a la identidad e integridad 
cultural son esenciales, pues: 



2. El derecho a la identidad 
e integridad cultural



que Karagabí nos confió la respon-
sabilidad de conservar el agua y el 
bosque para los indígenas y los no 
indígenas.



La supervivencia de mi pueblo depende de los ríos. El río (DO) da nombre a 
los lugares por donde pasa y crea las historias: Apartadó (Río de plátano), 
Chigorodó (Río de guadua), Chibugadó (Río de abarco); Pawarandó (Río de 
agua tibia), por mencionar algunos ejemplos”.



Kimi Pernía Domicó
Líder emberá-katío, asesinado por paramilitares en 2001 



65 Conferencia mundial contra el racismo, la 
discriminación racial, la xenofobia y las formas 
conexas de intolerancia. Conferencia de Durban, 
numerales 39, 40, 42.
66 Convenio 169, Introducción de Enrique Brú 
Bautista, director de área para Centroamérica de 
la OIT, edición Costa Rica, 2002, p. 6.
67 Preámbulo, Convenio 169.



En su numeral 16 pide                                                            
a los Estados que: 



c) Consulten a los representantes 
indígenas en el proceso de adop-
ción de decisiones relativas a las 
políticas y medidas que les afecten 
directamente.65
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zx Orientan el procedimiento de la 
consulta. 
zx Influyen en el contenido de las dis-
posiciones que el Estado y el sector 
privado deben prever y considerar en 
la realización de los proyectos y de 
otras medidas que afectan pueblos 
indígenas.
En la realización de los derechos hu-
manos, especialmente, como destaca 
el Convenio 169 en su artículo 2.b), de 
sus derechos económicos, sociales y 
culturales, los gobiernos, con la par-
ticipación de los pueblos indígenas, 
deben promover su plena efectividad 



Indígenas del pueblo Sek Nasa.
Foto: archivo ONIC



“Bin+emo komek+mo pueñe 
ka+ j+kanori, ka+, daire, ka+ iye”



La consulta la tenemos que 
hacer con el espíritu de la madre 
naturaleza, nuestro monte, 
nuestros ríos…68” 



Marceliano Guerrero, 



Marcelino Guerrero Araracuara
Foto: Sol Espinosa



“respetando su identidad social y cul-
tural, sus costumbres y tradiciones, y 
sus instituciones”. 
El derecho a la identidad e integridad 
cultural es desarrollado en la Declara-
ción que incluye el derecho a no sufrir 
la asimilación forzada (art. 8), y el de-
recho de pertenecer a una comunidad 
o nación indígena, de conformidad con 
las tradiciones y costumbres (art. 9). 
La Constitución Política, en su artículo 
70, establece que la “cultura en sus 
diversas manifestaciones es funda-
mento de la nacionalidad. El Estado 
reconoce la igualdad y dignidad de 
todas las que conviven en el país”. 



3. El derecho a 
conservar sus 
usos, costumbres 
y sus propias 
instituciones



Este derecho está estrechamen-
te relacionado con lo anterior, y 



ahonda en el aspecto de la forma en 
la que los pueblos indígenas resuel-
ven los conflictos, arreglan sus asun-
tos familiares y comunales, y a través 
de qué instancias. Se refiere al uso del 
derecho consuetudinario, así como al 



68 Traducido de la lengua n+pode por Ney 
Guerrero.
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Ciudad perdida Amazonas
Foto: Sol Espinosa. 



derecho de conservar sus creencias, 
prácticas religiosas y su espiritualidad. 
El Convenio 169 en su artículo 8 ex-
pone que “al aplicar la legislación na-
cional a los pueblos interesados debe-
rán tomarse debidamente en conside-
ración sus costumbres o su derecho 
consuetudinario”.69



Los procesos de la consulta previa, 
libre e informada deben respetar la 
institucionalidad indígena así como 
las prácticas en la aplicación del de-
recho propio. 



El Convenio 169, en su artículo 
quinto, también dispone que “de-
berán reconocerse y protegerse 
los valores y las prácticas sociales, 
culturales, religiosas y espirituales 
propios de dichos pueblos…”
Igualmente, debe tomarse en cuenta 
la argumentación de las autoridades 
indígenas basada en su espiritualidad 
dando un significado propio a las pro-
puestas de la consulta y a sus conse-
cuencias para los pueblos.
La Declaración, en su artículo  34, 
reafirma: “Los pueblos indígenas tie-
nen derecho a promover, desarrollar 
y mantener sus estructuras institu-
cionales y sus propias costumbres, 
espiritualidad, tradiciones, procedi-
mientos, prácticas y, cuando existan, 
costumbres o sistemas jurídicos, de 
conformidad con las normas interna-
cionales de derechos humanos”.



”Rechazamos la presión de las multinacionales 
y los megaproyectos que pretenden ponerle 



precio a nuestras vidas y convertir el territorio 
en una mercancía. Nuestro territorio es sagra-
do, es la esencia de la vida y de la cultura, por 
tanto defendemos los principios de inembarga-



bilidad, inalienabilidad e imprescriptibilidad de 
los territorios indígenas” 



Mandato VIII Congreso de las comunidades 
indígenas de Caldas, mayo 1 de 2007.



Foto: archivo ONIC



4. El derecho
a la participación



Los pueblos indígenas tienen de-
recho a participar en la toma de 



decisiones que les conciernen, y en la 
vida política, económica, social y cul-
tural del Estado.70



La consulta previa, libre e informada 
es un instrumento para garantizar 
este derecho.



69 Al artículo 9 del Convenio 169 entra 
específicamente en materia de las regulaciones 
y los  métodos indígenas para la represión del 
delito.
70 Convenio 169, artículo 6b, y artículos 5 y 18 de 
la Declaración.
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El desarrollo es un “proceso global económico, social, cultural 
y político, que tiende al mejoramiento constante del bienestar de 
toda la población y de todos los individuos sobre la base de su 
participación activa, libre y significativa en el desarrollo y en la 
distribución justa de los beneficios que de él se derivan”.74 



En su artículo 6.c, el Convenio 169 
dice que los Estados deben “estable-
cer medios para el pleno desarrollo 
de las instituciones e iniciativas de 
esos pueblos, y en los casos apro-
piados proporcionar los recursos 
necesarios para este fin”. 



El derecho a la participación abarca 
varias dimensiones. Específicamente, 
los pueblos indígenas tienen derecho 
a participar:



El derecho al desarrollo es un derecho 
humano inalienable que se ejerce in-
dividual y colectivamente. 
El Estado tiene el deber de crear condi-
ciones favorables para el desarrollo. 
El Convenio 169, en su artículo 7.1, 
dispone que los pueblos indígenas 
tienen “el derecho de decidir sus 



zx En los “planes y programas de de-
sarrollo nacional y regional suscepti-
bles de afectarles directamente”.71



zx En la utilización, administración y 
conservación de los recursos natura-
les en sus tierras.72 
zx En la elaboración de programas de 
formación profesional especiales.73



La Constitución Política observa el 
derecho a la participación en sus ar-
tículos 286, 287 y 329. 



5. El derecho a decidir sus
propias prioridades y estrategias 
para el desarrollo



propias prioridades en lo que atañe 
al proceso de desarrollo”. 
La Declaración reafirma lo estableci-
do en el Convenio 169, y agrega en 
su artículo 20 el derecho a dedicarse 
libremente a todas sus actividades 
económicas tradicionales y de otro 
tipo, y el derecho a la reparación justa 



71 Convenio 169, artículo 7.1. 
72  Ibíd., artículo 15.1. 
73  Ibíd., artículo 22.1. 
74  Naciones Unidas, Declaración sobre el derecho 
al desarrollo, adoptada por la Asamblea General 
en su resolución 41/128, del 4 de diciembre de 
1986, Preámbulo.
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y equitativa cuando son desposeí-
dos de sus medios de subsistencia 
y desarrollo.



Desarrollo humano sosteni-
ble La persona humana está 
en el centro del desarrollo, es 
el sujeto del desarrollo. Este 
cambio de perspectiva se re-
fleja en el término del “desa-
rrollo humano”.75 Debido a la 
esencial relación entre los se-
res humanos y la naturaleza, 
fuente de la riqueza, medio 
en que vivimos, el desarrollo 
debe ser realizado con res-
peto al medioambiente y bajo 
condiciones de su sostenibili-
dad. En consecuencia, el de-
sarrollo debe ser sostenible.



El mismo artículo 7 del Convenio 
169 agrega elementos importantes 
para el procedimiento de la consulta 
y el objeto de los proyectos de de-
sarrollo: 
Artículo 7.2. “El mejoramiento de 
las condiciones de vida y de tra-
bajo, y del nivel de salud y educa-
ción… Los proyectos especiales 
de desarrollo para estas regiones 
deberán también elaborarse de 
modo que promuevan dicho me-
joramiento”.



Artículo7.3. “Los gobiernos debe-
rán velar por que, siempre que haya 
lugar, se efectúen estudios, en coope-
ración con los pueblos interesa-
dos, a fin de evaluar la incidencia 
social, espiritual y cultural y sobre 
el medioambiente que las activida-
des de desarrollo previstas pueden 
tener sobre esos pueblos. Los re-
sultados de estos estudios deberán 
ser considerados como criterios 
fundamentales para la ejecución de 
las actividades mencionadas”.76



Hay otras directrices internaciona-
les importantes que deben guiar la 
acción de los Estados en materia de 
desarrollo, y la realización de los de-
rechos humanos y las libertades fun-
damentales. Estas son, por ejemplo, 
la Declaración del Milenio (2000), la 
Conferencia Mundial sobre Desarrollo 
Sostenible en Johannesburgo, Sudá-
frica (2002), y el documento final de la 
Cumbre Mundial (2005).77



“La Sierra abastece de agua a los trece 
municipios y a las industrias agro-exportadoras 



de las zonas planas de la costa atlántica. Su 
proximidad al mar facilita el contrabando, el 
aprovisionamiento de armas y de municiones 



así como el narcotráfico. Además es un corredor 
estratégico que se extiende desde la frontera 



con Venezuela hasta la región de Urabá y que 
incluye las regiones del Cesar y la Ciénaga 



Grande de Santa Marta, en camino hacia 
Córdoba. Varios macroproyectos también están 
programados en la región. Uno de los más im-
portantes es la construcción de una represa en 



la región de Besotes, en territorio indígena”.
Informe de la Comisión de Observación de 
la Crisis Humanitaria en la Sierra Nevada 



de Santa Marta. Defensoría del Pueblo y        
Conferencia Episcopal. 2003.



Mamos Kankuamo y Kogui.
Foto: archivo ONIC



75 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), Informe de Desarrollo Humano, 1992.
76 En relación con lo anterior también es importante señalar el contenido del artículo 2.2 b del Convenio 169 
que se refiere a que los gobiernos “deberán asumir la responsabilidad del desarrollo con la participación de 
los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática  (…). b) Promueven la plena efectividad de 
los derechos sociales, económicos y culturales, respetando su identidad social y cultural, sus costumbres 
y tradiciones, y sus instituciones”.
77 Naciones Unidas, Resolución A/RES/60/1.
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La Declaración del Milenio78 reafirma los compromisos de los 
Estados con el desarrollo humano sostenible, entre otros, con los 
valores éticos de la igualdad, la libertad, el respeto de la diversidad, 
la tolerancia, así como la nueva ética hacia el medioambiente. 
Relaciona el desarrollo con la erradicación de la pobreza extrema 
y del hambre a la mitad hasta el 2015, y se propone garantizar la 
sostenibilidad ambiental.79 



“El territorio de cada persona es donde nace su apellido y allí debe vivir 
toda su vida. El territorio de los Cobaría va hasta donde limita su apellido, 
entre los ríos Cobaría y Arauca”.



Roberto A. Cobaría, líder u’wa, 
en entrevista con Actualidad Étnica, 2007



Las tierras y los territorios ancestrales 
de los pueblos indígenas, y sus recur-
sos naturales, son la fuente de sus vi-
das, de su existencia y subsistencia.
Forman parte de su concepción sobre 
sí mismos como comunidad, pueblo o 
nación indígena. 
Esto conlleva que el derecho a la pro-
piedad, la posesión y el uso de las 
tierras y los territorios que tradicional-
mente ocupan de forma colectiva sea 
fundamental para su permanencia y 
supervivencia.80



6. El derecho a la tierra, al 
territorio, a los recursos 
naturales y al medioambiente



En consecuencia, el Convenio 169 en 
su artículo 13.1 establece que “los 
gobiernos deberán respetar la impor-
tancia especial que para las culturas 
y los valores espirituales de los pue-
blos interesados reviste su relación 
con las tierras o territorios…”
El artículo 25 de la Declaración indica 
a que esta relación espiritual sería 
igualmente referida a las “aguas, 
mares costeros y otros recursos 
que tradicionalmente han poseído, 



78 Naciones Unidas, Resolución de la Asamblea 
General A/ RES/55/, 2 del 8 de septiembre de  
2000.
79 Los otros objetivos del milenio son: lograr la 
educación básica universal, promover la equidad 
de género y la autonomía de la mujer, reducir la 
mortalidad infantil, mejorar la salud reproductiva, 
combatir el VIH/SIDA, la malaria y el dengue, 
y fomentar una asociación mundial para el 
desarrollo.
80  Convenio 169, artículo 14. Ver también Rodolfo 
Stavenhagen, Indigenous Peoples in Comparative 
Perspective – Problems and Policies. Background 
paper for the Human Development Report, 2004. 
UNDP, The land issue, p. 3.
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ocupado y utilizado, y a asumir 
las responsabilidades que a ese 
respecto les incumben para con las 
generaciones venideras”.



Alcance del derecho a la 
tierra y al territorio
En la definición del alcance del dere-
cho a la tierra y el territorio, el artículo 
14.1. del Convenio 169 señala que:
deberá reconocerse a los pueblos 
interesados el derecho a la propie-
dad y de posesión sobre las tierras 
que tradicionalmente ocupan. (…) 
deberán tomarse medidas para sal-
vaguardar el derecho de los pue-



blos interesados a utilizar tierras 
que no estén exclusivamente ocu-
padas por ellos, pero a las que ha-
yan tenido tradicionalmente acceso 
para sus actividades tradicionales 
y de subsistencia.
Además, en el artículo 13.2. señala que: 
“La utilización del término tierras en 
los artículos 15 y 16 deberá incluir el 
concepto de territorios, lo que cubre 
la totalidad del hábitat de las regiones 
que los pueblos interesados ocupan 
o utilizan de alguna manera”. 
La determinación sobre cuáles son 
las tierras y los territorios indígenas 
es responsabilidad del gobierno (art. 



Foto: archivo ONIC



14.2.), que debe tomar las medidas 
necesarias para ello garantizando 
“la protección efectiva de sus dere-
chos de propiedad y posesión”. 



La Constitución Política refleja esto 
en su artículo 63 en que declara, en-
tre otros, las tierras comunales de los 
grupos étnicos y las tierras de res-
guardo de pueblos indígenas como 
inalienables, imprescriptibles e inem-
bargables.
El artículo 329 de la Constitución Polí-
tica es de especial importancia por lo 
que declara no enajenables los res-
guardos, y reconoce su carácter de 
propiedad colectiva.
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Recursos naturales 
y del subsuelo
El derecho a las tierras y los territo-
rios adquiere especial importancia en 
relación con la exploración y explota-
ción de los recursos naturales y del 
subsuelo. 
El Convenio 169, en su artículo 15.1, 
declara especial protección de los 
derechos de los pueblos indígenas a 
los recursos naturales en sus tierras: 
“Estos derechos comprenden el de-
recho de esos pueblos a participar 
en la utilización, administración y 
conservación de dichos recursos”. 
El artículo 15.2, en relación con los 
recursos del subsuelo, señala la con-
sulta “a fin de determinar si los in-
tereses de esos pueblos serían per-
judicados, y en qué medida, antes 
de emprender o autorizar cualquier 
programa de prospección o explo-
tación de los recursos existentes 
en sus tierras…” 
Este artículo, además, dispone la 
participación de los pueblos indíge-
nas en el beneficio de las actividades 
mineras, siempre que sea posible, y 
percibir una indemnización equitati-
va al daño como resultado de esas 
actividades. 



“El pueblo Sikuani es uno de los que más ha 
soportado los hostigamientos, crueldades y 
hasta masacres que los conquistadores y los 
colonizadores practicaron como medida útil en 
la usurpación de sus espacios de vida.”
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial Res.2275, 14 de diciembre de 2007.
Foto: archivo ONIC



Igualmente, el artículo 32.3 de la 
Declaración desarrolla el principio 
de reparación para las actividades 
de explotación de recursos decla-
rando la responsabilidad del Es-
tado para instituir “mecanismos 
eficaces para la reparación justa y 
equitativa por esas actividades, y 
se adoptarán medidas adecuadas 
para mitigar las consecuencias no-
civas de orden ambiental, económi-
co, social, cultural y espiritual”.
La Constitución, en su artículo 330, 
dispone que: “La explotación de los 
recursos naturales en los territo-
rios indígenas se hará sin desme-
dro de la integridad cultural, social 
y económica de las comunidades 
indígenas. En las decisiones que 
se adopten respecto de dicha ex-
plotación, el gobierno propiciará la 
participación de los representantes 
de las respectivas comunidades”. 



Medioambiente
En relación con el medioambiente, el 
Convenio 169 establece en su artí-
culo 7.4. como obligación general de 
los gobiernos de “tomar medidas en 
cooperación con los pueblos inte-
resados, para proteger y preservar 
el medio ambiente de los territorios 
que habitan”. 
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7. El derecho a utilizar, revitalizar, 
fomentar y transmitir su propio idioma



“Éramos huérfanas de la 
cauchería. En ese tiempo 
nos obligaban a hablar 
en español aunque no 
supiéramos. 



Yo hablé lengua y me 
amarraron con un palo en 
la boca y así me hicieron 
arrodillar mientras todos 
almorzaban”.



Testimonio de                  
anciana indígena 



La Chorrera, Amazonas



El artículo 28.3 del Convenio 169 
establece que el Estado debe 



adoptar disposiciones para preservar 
las lenguas indígenas así como 
promover el desarrollo y la práctica de 
las mismas. Así mismo, la Constitución, 
en su artículo 10, reafirma el derecho al 
idioma propio. 



La Declaración, en su artículo 13, 
da una interpretación amplia de este 
derecho: “1. Los pueblos indíge-
nas tienen derecho a revitalizar, 
utilizar, fomentar y transmitir a las 
generaciones futuras sus histo-
rias, idiomas, tradiciones orales, 
filosofías, sistemas de escritura y 
literaturas, y a atribuir nombres a 
sus comunidades, lugares y per-
sonas y mantenerlos”.



En caso de trámites políticos, admi-
nistrativos y legales, y para la protec-
ción de sus derechos el Estado debe 
proveer intérpretes.81 



81 Convenio 169, artículo 12. Declaración, artículo 
13.2.



“Que mi abuelo contó que ahí llegaron unos señores, venidos por el Putumayo, 
dando la vuelta por el Amazonas, unos gomeros y los obligaron a trabajar 
siringa. Primero llegaron a darse cuenta a ver si había gente. Preguntaron 



a algunos en castellano guachapeado para hacer hablar indígena. No había 
camisa, hamaca. Pura hacha de piedra para arrancar los árboles. Tumbaban 



un árbol a pura piedra. Ellos buscaban también el sitio en donde el viento había 
tumbado árboles grandes para allí sembrar la yuca, el chontaduro. 



Entonces ellos vinieron, hablaron y trajeron espejitos, ollitas y para pagar una 
olla había que trabajar dos años. Según dice mi abuelo que el que no sacaba sus 



kilos lo castigaban con un cuero de danta.”.
Lugar sagrado: Ciudad perdida,



Puerto Santander, Amazonas.
Foto: Sol Espinosa
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4
RUTA PARA UNA



EFECTIVA REALIZACIÓN
DE LA CONSULTA82 



82 Insumos Universidad del Rosario y la Dirección 
de Etnias del Ministerio de Interior y Justicia.



  Amazonas. Foto: archivo ONIC
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1. Tipos de Consultas



Existen dos tipos de la consulta  
de acuerdo a la normatividad 



colombiana.



Consulta sobre 
proyectos que requieren 
licencia ambiental
La Ley 99 de 1993 define la compe-
tencia del Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial en re-
lación con las consultas de proyectos 
que requieren licencia ambiental. 
El Ministerio convoca a la protocoliza-
ción del proceso de consulta sobre el 



procedimiento, cuando se requiera 
expedir licencia ambiental. El proce-
so ha sido acompañado en todas sus 
etapas anteriores por el Ministerio 
del Interior y de Justicia a través de 
la Dirección de Etnias (Decreto 1320 
de 1998).83 
De acuerdo con sentencias de la 
Corte Constitucional: T-880 de 
2006, T-955 de 2003, T-652 de 
1998, este decreto no siempre tie-
ne viabilidad cuando se trata de 
proteger la integridad cultural de 
los pueblos afectados:



“Para efecto de la consulta no sobra recordar que en la sentencia 
T-652 de 1998, esta corporación ordenó a los Ministerios del Interior 
y del Medio Ambiente abstenerse de aplicar el Decreto 1320 de 1998, 
y que el Consejo de Administración de la OIT solicitó al gobierno 
nacional la modificación de dicho decreto, por quebrantar el espíritu 
del Convenio 169 que el decreto en mención dice reglamentar. 
De modo que las consultas que en esta providencia se ordenan se 
adelantarán consultando el sentir de las comunidades interesadas, y 
en consideración a las situaciones de hostigamiento que las mismas 
afrontan”.



 Magistrado Ponente Carlos Gaviria Díaz83 Fue recientemente reestructurada como 
Dirección de Asuntos Indígenas, Minorías y Rom, y 
la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras.



Mujer Wayú. Foto: archivo ONIC
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Los aspectos criticados 
en torno al Decreto 1320 
son, especialmente:
zx Que no incluye indicadores ni pro-
cedimientos sobre posibles impactos 
culturales.
zx Los tiempos previstos en los proce-
dimientos.
zx Los mecanismos de información a 
la comunidad. 
zx El hecho de que el Decreto esta-
blece que si los representantes de las 
comunidades se niegan a participar, 
u omiten dar respuesta dentro de los 
términos previstos, el interesado ela-
borará el estudio ambiental prescin-
diendo de tal participación.
zx La aplicación indistinta del decreto 
cuando ha sido declarado no viable 
para ciertos casos por la Corte Cons-
titucional –T-880 de 2006; T-955 de 
2003–, y su aplicación actual debe 
ser limitada a algunos proyectos que 
requieren licencia ambiental –con-
cepto 1.708 de 2007 del Consejo de 
Estado–.
zx El Decreto habla de “comunidades” 
y no de “pueblos indígenas”, lo que 
limita la aplicación de sus derechos 
colectivos como pueblos.
zx La definición que el Decreto hace 
sobre “territorio”, conlleva que la con-
sulta sólo se aplica para resguardos y 
no al territorio ancestral o tradicional. 



Consulta de proyectos 
que no requieren licencia 
ambiental
En estos casos la consulta se rige por 
la Ley 21 de 1991 ratifica y reproduce 
el Convenio 169 de la OIT, y el Decre-
to 200 de 2003. 
Todo este proceso de consulta es 
adelantado con el acompañamiento 
y bajo la orientación del Ministerio 
del Interior y de Justicia a través de 
la Direccion de Asuntos Indigenas, 
Minorias y Rom. Estos casos pueden 
llevar asociadas acciones para la pro-
tección del medio ambiente como los 
planes de uso y manejo.



Reunión de organizaciones indígenas en Puerto 
Limón, Putumayo, noviembre de 2007.



Foto: archivo ONIC
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2. Participantes 
en la consulta



A partir del Convenio 169 la Corte 
Constitucional ha definido los si-



guientes actores:84



zx Los pueblos directamente afecta-
dos; sus autoridades, líderes y organi-
zaciones representativas definidas de 
manera autónoma. 
La Dirección de Etnias Direccion de 
Asuntos Indigenas, Minorias y Rom  
del Ministerio del Interior y de Jus-
ticia, cuya obligación es coordinar y 
garantizar el cumplimiento de las con-
diciones adecuadas para el desarrollo 
de la consulta.
zx El Ministerio de Ambiente, Vivien-
da y Desarrollo Territorial cuando se 
trata de una consulta para proyectos 
que requieran licencia ambiental.
zx El Ministerio Público: la Procura-
duría General de la Nación, la Defen-
soría del Pueblo y la Personería Muni-
cipal, que ejercen funciones de control 
consistentes en vigilar la legalidad y 
transparencia del proceso de consulta 
previa, libre e informada.
zx La empresa privada o pública in-
teresada en el proyecto, que tiene el 



deber de informar a las instituciones 
y al pueblo indígena afectados sobre 
todo lo concerniente al proyecto de 
manera previa, clara y suficiente. 



En los casos previstos para erradi-
cación de cultivos para los que se 
presumen usos ilícitos, la consulta 
se realiza con la participación de:85 



zx La Direccion de Asuntos Indige-
nas, Minorias y R om del Ministerio 
del Interior y de Justicia en represen-
tación del gobierno nacional.



zx Las comunidades asentadas en los 
territorios donde existen cultivos para 
los que se presumen usos ilícitos.



zx La Dirección Nacional de Estupe-
facientes como entidad responsable 
de las políticas para erradicación de 
cultivos de uso ilícito.



zx La Dirección de Antinarcóticos de 
la Policía Nacional como ejecutores 
de los mecanismos de erradicación de 
cultivos de uso ilícito.



zx Los organismos de control: 
Procuraduría General de la Nación, 
Defensoría del Pueblo, Personería. 



Foto: archivo ONIC



84 Corte Constitucional, sentencia SU-323 de 
2003.
85 Corte Constitucional, sentencia SU-383 de 
2003.
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3. Procedimiento para el 
desarrollo de la consulta 
previa, libre e informada



Cuando el proyecto, obra o activi-
dad que se pretende desarrollar 



afecte al pueblo indígena y sus terri-
torios –estén estos titulados o no–, se 
debe proceder a la realización de una 
consulta previa, libre e informada.
El procedimiento que se debe cumplir, 
y el papel que las entidades así como 
las comunidades y organizaciones de 
los pueblos afectados deben jugar, 
responde a las siguientes funciones, y 
para lo cual se propone tener en cuen-
ta algunos comentarios.86 
zx Corresponde al Ministerio del Inte-
rior y de Justicia certificar la presencia 
de comunidades indígenas o negras, el 
pueblo al que pertenecen, su represen-
tación y ubicación geográfica.
Comentario
Los pueblos indígenas afectados tie-
nen derecho a participar en el diseño 
de los procedimientos más adecuados 
para el reconocimiento e identificación 
de las comunidades afectadas. 
Esta observación está respaldada por 
la sentencia T-737 de 2005, M. P. Álva-
ro Tafur Galvis: “El Estado colombia-
no deberá tener en cuenta que los 



procesos de consulta previa, libre 
e informada no podrán responder a 
un modelo único aplicable indistin-
tamente a todos los pueblos indíge-
nas”, y “el proceso consultivo que 
las autoridades realicen ante los 
pueblos indígenas para tomar una 
decisión que afecte sus intereses, 
deberá estar precedido de una con-
sulta acerca de cómo se efectuará 
el proceso consultivo”. 
zx Corresponde al Instituto Colom-
biano de Desarrollo Rural (INCO-
DER) certificar la existencia de territo-
rio legalmente constituido.
Comentario
Los pueblos indígenas tienen derecho 
a participar en la identificación de sus 
territorios no titulados afectados por la 
obra o actividad, para ser consultados 
sobre el uso de los mismos.
zx Corresponde a las autoridades 
ambientales competentes (Ministe-
rio de Ambiente Vivienda y Desarrollo 
Territorial y las corporaciones ambien-
tales regionales) certificar la presen-
cia de estas comunidades, en caso de 
existir discrepancia. El término para 



86 Los organismos de control y la OACNUDH 
identificaron en los talleres realizados sobre el 
derecho a la consulta previa los aspectos que siguen 
abajo como observaciones para tener en cuenta 
durante el desarrollo de los procedimientos y el 
desempeño institucional según sus competencias.
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expedir las certificaciones (Decreto 
1310) es dentro de los quince (15) 
días hábiles siguientes a la radicación 
de la solicitud de la consulta emitida 
por las empresas, entidades ejecuto-
ras del gobierno o de los mismos pue-
blos, de acuerdo con el derecho a la 
autodeterminación contemplado en el 
Convenio 169.
Comentario 
La certificación de la presencia de 
pueblos indígenas debe realizarse 



teniendo en cuenta sus usos y cos-
tumbres dentro de sus hábitats natu-
rales y culturales. Un territorio en uso 
u ocupación por pueblos indígenas 
y tribales tendrá con frecuencia una 
gran adaptación al medio natural. De 
allí que su presencia no sea fácilmen-
te identificable. Es por ello que los 
procedimientos de verificación deben 
partir del conocimiento y los estudios 
previos sobre dichos pueblos, su cul-
tura, prácticas y costumbres.



4. Metodología para aplicar 
en un proceso de consulta 
previa, libre e informada



La Dirección de Etnias advierte, 
con base en su experiencia, que 



no existe una sola forma o metodolo-
gía;87 por cuanto las particularidades 
culturales de cada pueblo son distin-
tas se requiere realizar ajustes que 
garanticen el respeto de los derechos 
y las libertades fundamentales de los 
pueblos consultados. 
Sin embargo, la Dirección de Etnias 
identifica tres fases básicas en el pro-
ceso de consulta:
1. La fase de la información sobre el 
proyecto que se va a consultar. 



2. La fase de la identificación de im-
pactos, concertación de medidas y 
protocolización de la consulta.



3. La fase de la sistematización y el 
seguimiento.



A continuación se desarrollan estas fa-
ses y se hacen algunos comentarios



Fase de información
Se incluye la coordinación interinstitu-
cional y comunitaria para avanzar en 
el proceso de consulta. La información 
a su vez se da en dos etapas:



87 Ministerio del Interior y de Justicia, La consulta 
previa a pueblos indígenas y tribales:   compendio 
de legislación, jurisprudencia y documentos de 
estudio, 2006, p. 581.
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“Los distintos procesos de pérdida de control 
sobre las tierras y recursos indígenas afectan 



especialmente a comunidades específicas 
cuyos modos de vida los colocan en situación 



de especial vulnerabilidad. Éste el caso, 
particularmente, de los pueblos de los bosques, 



enfrentados a la pérdida de sus espacios 
tradicionales prácticamente sin compensación 
ni alternativas económicas, y enfrentados a un 



futuro incierto de pobreza, pérdida de identidad 
y conflictividad social.”



Rodolfo Stavenhagen, Foro permanente para 
cuestiones indígenas de Naciones Unidas.



Foto: archivo ONIC



zx Socialización: acercamiento entre 
instituciones del Estado, comunidades 
y particulares. Identificación de los ac-
tores que intervendrán en el proceso.



zx Reuniones de trabajo: presentación 
del marco legal del proceso de con-
sulta, papel y competencia de cada 
uno de los actores participantes. Ex-
posición detallada del proyecto; inter-
venciones de la comunidad; acuerdos 
sobre la siguiente fase.
Comentario
Los pueblos indígenas tienen derecho 
a la información previa, plena y ade-
cuada incluida la información sobre el 
derecho a la consulta. Se debe tener 
especial cuidado de dar cumplimiento 
a los principios.
La comunidad indígena consultada 
debe tener los espacios y tiempo sufi-
cientes para analizar y comprender la 
información recibida para la toma de 
decisiones. El respeto y la protección 
de la integridad cultural exigen que los 
tiempos y los procedimientos deben 
ser concertados con la comunidad in-
dígena antes de proceder con la infor-
mación o socialización del proyecto. 
La información proporcionada esta-
rá referida a todos los aspectos re-
lacionados con el proyecto, obra u 
actividad. 



Fase de identificación, 
comentarios y 
protocolización
La definición y elaboración del estu-
dio de impacto ambiental y cultural se 
debe llevar a cabo con participación 
de la comunidad y la empresa. Reali-
zado el estudio e identificados los im-
pactos se procede a la concertación 
de medidas de manejo. Definidos los 
acuerdos, se procede a la citación y 
realización de la reunión de protocoli-
zación de la consulta.
Comentario
Los pueblos indígenas tienen derecho 
a la participación en la elaboración de 
los estudios de impactos –sociales, 
culturales, ambientales u otros especí-
ficos– generados por el proyecto, obra 
o actividad, según el artículo 7.3. del 
Convenio 169. En esta parte se deben 
tener en cuenta los estudios de carac-
terización social, económica, política 
y cultural de los pueblos que elabora 
la Direccion de Asuntos Indigenas, 
Minorias y Rom del Ministerio de In-
terior y Justicia. 
La Oficina en Colombia del Alto Co-
misionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos revisó y  
analizó 17 casos de procesos existen-
tes en los archivos del Ministerio del 
Interior y de Justicia, y en el Ministerio 
de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
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Territorial en los cuales ,  los estudios 
de impacto ambiental fueron realiza-
dos por expertos contratados por la 
empresa y externos a las comunida-
des y pueblos afectados, que pocas 
veces consideraron las otras catego-
rías sociales de la misma forma que 
el impacto ambiental. Socializaron sus 
resultados en una sola jornada de tra-
bajo, generalmente en castellano, sin 
traducción a la lengua indígena. Por 
lo general, en esta misma jornada se 
procede con la concertación de acuer-
dos, casi siempre en ausencia del 
acompañamiento estatal.
Las entidades estatales regularmen-
te hacen presencia en la jornada de 
protocolización. Es durante esta etapa 
del proceso donde por lo general se 



presentan serias irregularidades con 
respecto al mandato normativo.88 Se 
recomienda aplicar los principios de 
buena fe, información suficiente pre-
via, y procedimientos adecuados dan-
do espacio para el diálogo intercultural 
y el pluralismo jurídico. 



fase de 
sistematización y 
seguimiento
La información de la consulta se re-
gistra en la Dirección de Asuntos In-
dígenas, Minorías y Rom que también 
realiza seguimiento a lo acordado. 
Comentario
Los pueblos indígenas tienen derecho al 
registro y memoria de los asuntos que los 
afectan o en los que ellos toman parte. 



Con la orientación de los sabios y la guía de las 
plantas medicinales de la Amazonía, de los pueblos 



siona, coreguaje y kofanes; t´walas, chamanes, mamos,                 
curanderos, curacas, piaches, jaibanás, wergayas… 
armonizaremos el pensamiento y desalambraremos
los caminos hacia la Colombia posible para todos. 



“nos conectaremos con los mayores que 
habitan los ríos, montes, montañas, valles y 



carreteras, por donde la minga se teja”.
Onic con motivo de la Minga



Nacional de Resistencia Indígena  
Octubre del 2008.



Foto: archivo ONIC 



88 Por ejemplo, los pueblos indígenas son 
convocados a la consulta sin haber recibido la 
capacitación sobre el derecho a la consulta, 
función que le corresponde a la Dirección de Etnias 
(Decreto 200/2003, art. 16).
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El seguimiento debe realizarse con la 
plena participación de los pueblos y las 
comunidades afectadas, en el cumpli-
miento de los acuerdos establecidos 
para las medidas de mitigación de los 
impactos tanto naturales, económicos 
como sociales y culturales, o con refe-
rencia a los reglamentos intercultura-
les concertados. 
Se deben establecer indicadores cul-
turales para el seguimiento de los im-
pactos y las medidas de contingencia 
en esta área. 
Cuando los estudios se refieren a la ex-
ploración de yacimientos se recomien-
da que el seguimiento incluya informa-
ción sobre el resultado de los mismos. 
La presencia del Estado es requerida 
durante todo el proceso como ente 
portador de obligaciones y garante de 
la protección de la integridad cultural, 
social y económica de los pueblos que 
participan en procesos de consulta. 



5. ¿Cómo se 
toman las decisio-
nes en el proceso 
de aplicación de la 
consulta?



zx Si existe acuerdo entre las partes 
se elabora el acta y se firma (protoco-
lización). 
zx Si no existen acuerdos respecto de 
las medidas contenidas en el Plan de 
Manejo Ambiental, se dará por termina-
da la reunión dejando en el acta cons-
tancia expresa de tal hecho, y la autori-
dad ambiental competente decidirá. 
Sin embargo, el proceso de consulta 
debe atender la sentencia SU-039 de 
1997 de la Corte Constitucional, don-
de se establece que: “La decisión final 
debe ser, en la medida de lo posible, 
concertada”.



Comentario
La recomendación de la Corte Consti-
tucional –especialmente la relaciona-
da con la objetividad– conlleva valorar 
la situación en la cual se encuentran 
los pueblos indígenas y sus capaci-
dades para decidir libremente acerca 
de los impactos que los proyectos, las 
obras o las actividades generan sobre 
sus comunidades y territorios. 
Dicha valoración implica un estudio 
previo en torno a la situación de cua-
tro variables relacionadas con los de-
rechos y las libertades fundamentales 
de los pueblos indígenas:
zx Las opciones y prioridades del pue-
blo indígena consultado frente al tema 
del desarrollo. 



Según el Decreto 1320 de 1998 –aún 
vigente para proyectos que requie-



ren licencia ambiental–89 



zx La autonomía del pueblo indíge-
na en la toma de decisiones que le 
afectan.
zx La participación libre, previa e in-
formada.
zx Las garantías existentes para que 
el pueblo indígena consultado esta-
blezca el diálogo con la empresa en 
condiciones de igualdad y respeto por 
la diferencia.



89 El Consejo de Estado, en el concepto 1.708 de 
2007 –caso U´wa–, establece que el decreto es útil 
para orientar la consulta en proyectos que requieren 
licencias ambientales, y especificamente en los 
impactos de tipo ambiental haciendo la salvedad 
de que para impactos culturales se debe acudir a 
la Ley 21 de 1991 en el espíritu establecido en el 
Convenio 169 de 1989 de la OIT.
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referencia a casos en 
relación con la consulta:



lecciones aprendidas 5



   Marcha Bari.  Foto: archivo ONIC
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La consulta previa, libre e informada 
evidencia las tensiones existentes 



entre las diferentes visiones de desa-
rrollo nacional, incluidas las visiones 
de desarrollo propio de los indígenas, 
y la protección y el respeto de los 



derechos humanos de los pueblos 
indígenas. 



Esta tensión se refleja en el siguiente 
párrafo de la sentencia T-039 de 1997 
de la Corte Constitucional: 



“3.2. La explotación de los recursos naturales en los territorios in-
dígenas hace necesario armonizar dos intereses contrapuestos: 
la necesidad de planificar el manejo y aprovechamiento de los 
recursos naturales en los referidos territorios para garantizar su 
desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución 
(artículo 80 de la Constitución Política), y la de asegurar la pro-
tección de la integridad étnica, cultural, social y económica de las 
comunidades indígenas que ocupan dichos territorios, es decir, de 
los elementos básicos que constituyen su cohesión como grupo 
social y que, por lo tanto, son el sustrato para su subsistencia. 
Es decir, que debe buscarse un equilibrio o un balance entre el 
desarrollo económico del país que exige la explotación de dichos 
recursos, y la preservación de dicha integridad que es condición 
para la subsistencia del grupo humano indígena.
(...)
“La explotación de los recursos naturales en los territorios indí-
genas debe hacerse compatible con la protección que el Estado 
debe dispensar a la integridad social, cultural y económica de las 
comunidades indígenas, integridad que como se ha visto antes, 
configura un derecho fundamental para la comunidad por estar 
ligada a su subsistencia como grupo humano y como cultura. Y 
precisamente, para asegurar dicha subsistencia se ha previsto, 
cuando se trate de realizar la explotación de recursos naturales 



Taita Juan Martín Jamioy
En 2001, el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales declaró que había 
“observado con pesar que los territorios 
tradicionales de los pueblos indígenas han sido 
reducidos u ocupados, sin su consentimiento, 
por empresas madereras, mineras y petrolíferas, 
en detrimento de la práctica de la cultura 
indígena y del equilibrio del ecosistema”.
E/ C.12/1/Add.74.
Foto: archivo ONIC
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en territorios indígenas, la participación de la comunidad en las 
decisiones que se adopten para autorizar dicha explotación. De 
este modo, el derecho fundamental de la comunidad a preservar 
la referida integridad se garantiza y efectiviza a través del ejercicio 
de otro derecho que también tiene el carácter de fundamental, en 
los términos del artículo 40, numeral 2 de la Constitución, como es 
el derecho de participación de la comunidad en la adopción de las 
referidas decisiones”.



A partir de tutelas interpuestas para 
proteger los derechos de los pueblos 
indígenas frente a exploraciones y ex-
plotaciones de recursos naturales, o 
decisiones legislativas, la Corte Cons-
titucional ha fallado, permitiendo así la 
aclaración jurídica del procedimiento, 
la ruta, el alcance, contenido y carácter 
de la consulta previa, libre e informada 
como derecho y como instrumento de 
protección y exigibilidad. 



Las decisiones de la Corte Constitu-
cional se han referido a los principales 
temas en discusión sobre los dere-
chos humanos y los derechos de los 
indígenas, por esto representan un 
avance importante. Se tratarán aquí 
las principales lecciones aprendidas 
desde la perspectiva jurídica frente a 
la aplicación de este derecho en dife-
rentes circunstancias.



1. El caso U’wa 



Un caso de especial importancia para 
Colombia con relación con el dere-



cho a la consulta previa, libre e informa-
da y su aplicación, es el de los U’wa, de 
los departamentos de Arauca, Boyacá, 
Santander y Norte de Santander. La 
solicitud de licencias ambientales por 
parte de empresas petroleras para rea-
lizar actividades de exploración sísmica 



en territorio indígena U’wa dio origen a 
dos procesos emblemáticos de consulta 
previa. Ambos procesos aportaron las 
más importantes lecciones aprendidas 
tanto para el Estado colombiano como 
para los pueblos indígenas y tribales 
en el país. Siendo un largo y complejo 
proceso, a continuación se resaltan al-
gunos aspectos del mismo. 



“Nuestra ley no es tomar más de lo que se 
necesita, somos como la tierra que se ali-



menta de todos los seres vivos. Pero no come             
demasiado, porque si no se acabaría todo.



Debemos cuidar, no maltratar.
Para nosotros es prohibido



matar a cuchillo, machete, bala. Nuestras 
armas son el pensamiento, la palabra.



Nuestro poder es la sabiduría.
Preferimos la muerte antes que ver a nuestros



sagrados mayores profanados”.
Pensamiento U’wa.



Niña U´wa, Foto: archivo ONIC
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Resumen del caso
La primera solicitud de exploración 
sísmica fue presentada en 1992 por 
la empresa petrolera Occidental de 
Colombia (OXI) y su socio, la com-
pañía Shell de Colombia, para la ex-
ploración del Bloque Samoré situado 
al nororiente del país. La licencia am-
biental fue otorgada por el Ministerio 
del Medio Ambiente por medio de la 
resolución 110 del 3 de febrero de 
1995 a la Asociación Samoré –cons-
tituida mediante contrato entre Eco-
petrol y la OXI–. Las comunidades del 
pueblo U’wa directamente afectadas 
en este primer proceso están ubica-
das en Boyacá, Santander y Norte de 
Santander, y están representadas en 
la Asociación de Autoridades Tradicio-
nales y Cabildos U’wa (Asouwa).
A partir de la expedición de la licencia, 
el pueblo U’wa entabla una acción de 
tutela con la que se opusieron a la in-
tervención de la empresa en su territo-
rio. La acción da lugar a una situación 
política de repercusión internacional du-
rante el periodo 1992-1999. Durante el 
proceso, diferentes instancias realizaron 
pronunciamientos que son referentes 
obligados en el análisis del caso:
zx Acción de tutela interpuesta por los 
U’wa a través del defensor del pueblo.
zx La sentencia SU-039 de 1997, de la 
Corte Constitucional.



zx Reclamación formal de la Central 
Unitaria de Trabajadores (CUT) ante 
la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT), que derivó en el documen-
to de recomendaciones del Comité de 
Expertos de la OIT.90 
zx Demanda al Estado colombiano 
ante la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH).
zx Informe de la Comisión OEA y el 
Programa de Sanciones No Violentas 
y Supervivencia Cultural de la Univer-
sidad de Harvard (Ponsacs): Comisión 
OEA-Harvard.91 



zx Demanda ante la Oficina en Co-
lombia del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos. 
La Misión de la OEA-Harvard consi-
deró que éste era un conflicto multila-
teral de gran complejidad puesto que 
trascendía los escenarios nacionales 
creando impactos sobre la política 
de inversión petrolera del gobierno 
colombiano, y riesgos a las garantías 
constitucionales de los grupos indíge-
nas de Colombia. Al mismo tiempo, 
creaba grandes dificultades y cues-
tionamientos para los defensores de 
derechos humanos, los ambientalis-
tas y la misma industria petrolera. Al 
respecto, la Misión estableció como 
fuentes del conflicto las diferencias 
culturales, la incertidumbre acerca de 
la extensión de los derechos territoria-
les de los U’wa, y la falta de claridad 
sobre el proceso de consulta.



90 La OIT, mediante el informe GB. 282-14-
3, atendiendo reclamación presentada por la 
Central Unitaria de Trabajadores (CUT) en 1999, 
recomendó al gobierno colombiano que: a) 
Modifique el Decreto 1320 de 1998, para ponerlo 
de conformidad con el convenio 169. b) Aplique 
plenamente los artículos 6 y 15 del convenio y 
considere establecer consultas en caso concreto, 
conjuntamente con los pueblos interesados 
cada vez que se prevean medidas legislativas o 
administrativas susceptibles de afectarles o antes 
de emprender o autorizar cualquier programa 
de exploración o explotación de los recursos 
existentes en sus tierras.
91  El pueblo U’wa denunció al gobierno colombiano 
ante la Comisión Interamericana de Derecho 
Humanos de la OEA, el 28 de abril de 1997, por 
no haberse realizado una consulta en las debidas 
condiciones ni tomado las medidas necesarias 
para proteger su integridad personal, cultural, 
económica y ecológica. El 7 de octubre del mismo 
año, se convocó a las partes a una audiencia en 
Washington en la cual se propuso una solución 
amigable al conflicto. Esta fue aceptada por las 
partes en mayo de 1998, y derivó en la conformación 
de un equipo de trabajo con el Programa de 
Sanciones No-Violentas y Supervivencia Cultural 
(Ponsacs) de la Universidad de Harvard, llamado 
Proyecto OEA-Harvard.
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U´was, Foto: archivo ONIC



En atención a esta última fuente del 
conflicto la misión señaló que:



“(…) los pueblos indígenas no 
tienen el derecho a vetar las ini-
ciativas de desarrollo impulsa-
das por el Estado; sino que el 
objetivo de la consulta deberá 
ser la concertación. Cuando la 
concertación no es posible, la 
decisión sobre el proyecto de 
desarrollo cae en el Estado; 
pero si el Estado decide ir en 
contra de la posición indígena, 
deberá justificar su decisión y 
establecer, entre otras cosas, 
que el proyecto no viole la in-
tegridad cultural indígena sino 
que, más bien los beneficiará”.



En cuanto a la representación de la 
voluntad de la comunidad, según el in-
forme de la misión se presentaron de-
bates, pues entre los indígenas hubo 
quienes respaldaban las actividades 
petroleras y otros que se oponían a 
ellas. 
Con fundamento en lo anterior, y tras 
un análisis juicioso y detallado de la 
situación, la Misión hizo las siguientes 
recomendaciones:
zx Una declaración de las compañías 
comprometiéndose a suspender la 



ejecución de sus planes para la explo-
tación o exploración de petróleo den-
tro del Bloque Samoré, como un paso 
inicial para crear mejores condiciones 
de comprensión mutuas.
zx La normalización en la retórica pú-
blica de las partes.
zx La normalización del proceso para 
la ampliación del resguardo U’wa.
zx El reconocimiento y respeto para el 
sistema U’wa de autoridad y liderazgo, 
en cualquier intento de negociación o 
diálogo.
zx Concreción de un proceso de con-
sulta bajo la responsabilidad del go-
bierno colombiano.
La segunda situación con relación a 
actividades de exploración petrolera 
con afectaciones para el pueblo U’wa 
se inicia entre agosto de 2003 y febrero 
de 2004 cuando Ecopetrol S.A., como 
empresa titular del proyecto explora-
torio Bloque Sirirí y Catleya solicitó al 
Ministerio del Interior y de Justicia que 
la Dirección de Etnias iniciara la coor-
dinación interinstitucional para la reali-
zación de la consulta previa al pueblo 
indígena U’wa, según lo establecido 
con el Decreto 200 de 2003 ya que el 
proyecto se traslapaba con territorio de 
las comunidades indígenas del pueblo 
U’wa adscritas a la Asociación de Ca-
bildos y Autoridades Tradicionales Indí-
genas de Arauca (Ascatidar). 
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“La Dirección de Etnias para adelantar este proceso de consulta 
previa a las comunidades U’wa del departamento de Arauca, es-
tructuró una metodología dirigida a garantizar sus derechos funda-
mentales, sobre la base de un debido proceso. En este propósito 
acogió los principios del Convenio 169 de la OIT, de la Constitución 
Política de 1991, lo establecido en la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, en particular en la sentencia SU-039 de 1997, emi-
tida para el caso U´wa-OXI, como también, las recomendaciones 
de la Comisión OEA/Harvard. Con base en estos principios se bus-
có generar igualdad de condiciones entre el Estado, la empresa 
Ecopetrol S.A. y las comunidades indígenas U’wa de Arauca”.92



Según el estudio,93 Ascatidar acordó 
adelantar la consulta, de manera inde-
pendiente del resto de las comunida-
des U’wa de otros departamentos. El 
proceso formal se llevó a cabo entre 
abril de 2004 y abril de 2005. Sin em-
bargo, no se llegó a un acuerdo entre 
las partes. Ascatidar denunció al Es-
tado colombiano ante la Comisión In-
teramericana de Derechos Humanos 
por mala fe.94 



Lección aprendida
en el caso U’wa
Los casos que han afectado al pue-
blo U’wa –en distintos momentos y 
lugares por proyectos de exploración 
petrolera– dieron lugar a un debate95 



en torno a la trascendencia de los 
procesos de consulta previa a los 
pueblos indígenas por exploración o 
explotación de recursos naturales que 



afectan de manera directa el territorio 
y la vida de dichos pueblos.
En la discusión se plantearon interro-
gantes sobre el alcance real del de-
recho a la autonomía de los pueblos 
indígenas mientras que el pueblo 
U’wa no contempla en su cosmovisión 
la extracción del petróleo considerado 
por ellos “la sangre de la madre tie-
rra”, en tanto que su explotación es 
considerada una prioridad por parte 
de gremios económicos y sectores de 
gobierno que califican éste como el 
interés general de la nación. 
Esta tensión entre el declarado interés 
general, y los derechos y las liberta-
des fundamentales de los pueblos 
indígenas, es una de las más impor-
tantes contradicciones aún no resuel-
ta en torno a los procesos de consulta 
previa. 



“Los U’wa no aceptamos la consulta previa 
porque para nosotros EL PETROLEO - RUIRIA 
es sagrado, sangre de la madre tierra, hace 
parte de nuestro mundo material y espiritual y 
entrar a negociar sus impactos afecta de mane-
ra directa nuestra religiosidad, cosmovisión y 
cosmogonía, el derecho a la integridad étnica 
(la vida)”. Foto: archivo ONIC



92 Ministerio del Interior y de Justicia, Dirección de 
Etnias, 2005 “Estudio sobre los efectos que en las 
comunidades indígenas U’was del departamento 
de Arauca, podría causar el proyecto de 
exploración sísmica Bloque Catleya, y sobre las 
condiciones de viabilidad para su aplicación”. 
Documento elaborado por los consultores Pedro 
Nolasco Vallejo, Frank E. Hernández Ávila y Edgar 
M. Garzón González. 
93 Ibíd. 
94 Como esta publicación menciona en capítulos 
anteriores, el principio de buena fe está recogido 
expresamente en el Convenio 169 de la OIT (art. 
6.2), y en la Declaración de la Asamblea Genereal 
del 2007 (art. 19). Para lo que es el derecho a la 
consulta también podrían utilizarse de referencia 
las recomendaciones de la CIDH en este sentido 
(por ejemplo, Maya Indigenous Communities of 
Toledo vs. Belize, case 12.053 de 2004). 
95 El caso U´wa fue debatido por distintos 
organismos en el ámbito nacional: Defensoría 
del Pueblo, Corte Constitucional, donde también 
intervinieron la Central Única de Trabajadores y 
ONG nacionales e internacionales.
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Otra variable de esta misma tensión o 
contradicción que se hizo explícita en 
los dos casos que afectaron al pueblo 
U’wa, es la dificultad que existe para 
llevar a la práctica real el derecho indí-
gena al desarrollo propio, a establecer 
sus prioridades para el desarrollo, y 
frente a la administración y el manejo 
de los recursos de sus territorios.96



Los procesos de consulta pueden 
conducir a un complejo y largo deba-
te si no se establece como verdadera 
prioridad la protección de la integridad 
cultural del pueblo indígena como tal. 
Dar relevancia al procedimiento de 
consulta antes que a la afectación de 
los derechos y las libertades funda-
mentales de los pueblos puede hacer 
de la consulta un ejercicio fallido de 
acuerdo con los propósitos estableci-
dos en el Convenio 169 de la OIT.
El diálogo intercultural como instru-
mento en la concertación y resolución 
de conflictos en torno a las opciones 
frente al desarrollo es un mecanismo 
útil y constituye uno de los desafíos 
más importantes en la construcción 
de democracias en naciones pluricul-
turales como Colombia. 



2. El caso del 
resguardo 
indígena Cristianía



El caso plantea una demanda por 
una consulta previa no realizada 



Marcha Bari. Foto: archivo ONIC
como consecuencia del desconoci-
miento de los derechos del pueblo 
indígena afectado por una obra de 
infraestructura. 
Resumen 
El resguardo indígena de Cristianía, 
ubicado en jurisdicción del municipio 
de Jardín, departamento de Antio-
quia, se vio afectado por la amplia-
ción, rectificación y pavimentación de 



Marcha Bari. 
Foto: archivo ONIC



96 Artículos 8 y 15 del Convenio 169 de la OIT.
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“El proceso tuvo inicio en la acción de tutela promovida por el señor 
Amado de Jesús Carupia Yagari, en su calidad de gobernador de 
la comunidad indígena de Cristianía en contra de la compañía 
Solarte y del Ministerio de Obras Publicas, entidad constructora de 
la Troncal del Café, en el departamento de Antioquia. La empresa 
constructora rechazó la demanda poniendo en consideración la 
necesidad de la vía como un derecho de los ciudadanos en la 
subregión”. 



la carretera que de Remolinos condu-
ce a Jardín, continuación de la Troncal 
del café, vía contratada por el Ministe-
rio de Obras Públicas con el consorcio 
de ingenieros Solarte. Debido a esto 



 “Recuperar los nombres indígenas es comenzar a 
recuperar la dignidad de nuestras comunidades”



Kimi Pernía Domicó



Mujeres Emberá. Foto: archivo ONIC



la comunidad, a través de sus repre-
sentantes, solicitó la suspensión in-
mediata de las obras, y la reparación 
a la violación de sus derechos como 
pueblo indígena (1992).



El mandato de la Corte Constitucio-
nal señala en su sentencia T-428 de 
1992: 



“El interés de las comunidades in-
dígenas no es un interés particular 
que deba ceder ante el interés gene-
ral de una comunidad, sino que por 
el contrario, es un interés colectivo 
de diferente alcance, y que encuen-
tra fundamento en su derecho al 
mantenimiento de su integridad ét-
nica y cultual, de amplia protección 
constitucional.



En síntesis, el interés de la comu-
nidad indígena posee una legitima-
ción mayor, en la medida en que 
está sustentado en derechos funda-
mentales ampliamente protegidos 
por la Constitución”.
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Lección aprendida en 
el caso del resguardo 
indígena Cristianía
A diferencia del caso U´wa, la Corte 
Constitucional establece con claridad 
la relación y el alcance del interés del 
pueblo indígena –establecido como de-
recho– frente al interés general de una 
población, y califica el interés indígena 
como un interés de mayor legitimidad 
por encontrarse ampliamente protegi-
do por la Constitución Nacional. 
La Corte Constitucional no deja lugar a 
dudas sobre la prelación del interés co-
lectivo indígena cuando el proyecto en 
cuestión trata de obras de infraestruc-
tura que responden al interés de una 
población o comunidad no indígena. 



3. El caso del  
pueblo Motilón 
Barí



Se trata de una demanda por una con-
sulta previa no realizada como conse-



cuencia del desconocimiento de la pre-
sencia de un pueblo indígena en un área 
de exploración y explotación petrolera. 
El caso da origen a un llamado de 
atención de la Corte Constitucional a 
la entidad responsable del proceso de 
consulta sobre la importancia del papel 
del Estado como garante de derechos. 



Resumen
Miembros del pueblo indígena Motilón 
Barí, caciques, líderes e integrantes 
de las distintas comunidades que lo 
conforman, demandan la protección 
de sus derechos a la diversidad étni-
ca y cultural, a la participación en las 
decisiones que los afectan en su vida 
y su integridad, que consideran vulne-
rados, porque el Ministerio del Interior 
y de Justicia expidió una certificación 
que los desconoce, y el Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Te-
rritorial una licencia ambiental para 
adelantar una explotación y explora-
ción de petróleo en su territorio, sin 
consultarlos.97



“El territorio Bari cubría toda la región del 
Catatumbo hasta el lago de Maracaibo, en 



Venezuela; pero históricamente hemos enfren-
tado la pérdida constante de nuestro territorio.  



No sólo en tiempos de la colonia los Bari hemos 
tenido que luchar por nuestro territorio, nuestra 



historia más reciente, signada por la explota-
ción de recursos naturales, especialmente el 



petróleo, la colonización de tierras, que desde 
los años 1910 y  1920 han significado la dismi-
nución del territorio Bari, con la llegada de las 
grandes multinacionales, a las que el gobier-
no colombiano, paulatinamente fue cediendo 



hectáreas de nuestro territorio indígena.”
Convocatoria de Asobari a la Preaudiencia del 



Tribunal Permanente de los Pueblos 2008.
Foto: archivo ONIC



97 Caso relatado en documento de sentencia T-880 
de 2006.
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Según el informe del funcionario res-
ponsable de verificar la presencia de 
pueblos indígenas después de un 
sobrevuelo en el sitio indicado por 
coordenadas, y posterior a un recorri-
do e indagación a los integrantes del 
ejército presentes en el área del pozo 
se pudo constatar que “Como es bien 
sabido, se certificó la no presencia de 
comunidad indígena Barí”.98



Pueblo motilón Barí. 
Foto: archivo ONIC



“(…) se observa entonces no sólo la vulneración del derecho fun-
damental del pueblo indígena Motilón Barí a la consulta previa, sino 
además la profunda lesión infringida a la confianza legítima que las 
autoridades tradicionales depositan en las autoridades públicas”. 



Y asegura la Corte que las autoridades desconocieron 



“(…) el deber de ceñirse a los postulados de la buena fe, de respetar 
los derechos ajenos, de no abusar de las prerrogativas, de defender 
y difundir los derechos humanos, de propender por el mantenimiento 
de la paz y de proteger los recursos naturales del país”. 



El mandato de la Corte 
Constitucional



Según la Corte, la principal falla del 
proyecto está en el incumplimiento 
de funciones de la entidad del Estado 
responsable de la consulta al no cons-
tatar la presencia del pueblo indígena 
Motilón Barí en el área del proyecto de 
explotación petrolera.



El fallo de la Corte, en la sentencia 
T-880 de 2006, concede la razón a 
las demandas del pueblo indígena, 
y ordena a Ecopetrol suspender la 
exploración de hidrocarburos en la 
vereda El Progreso, municipio de 
La Gabarra (Norte de Santander), 
en donde está ubicado el territorio 



Barí. Del mismo modo, le exige al 
Ministerio de Defensa “adelantar 
los controles y apoyo necesario 
con el fin de que la suspensión 
inmediata de las actividades re-
lacionadas con la exploración 
del Pozo Álamo 1, se cumplan 
efectivamente”.



98 Informe de Comisión elaborado por el funcionario 
de la Dirección de Etnias del Ministerio del Interior 
y de Justicia con fecha 8 de febrero de 2005, 
cuyo asunto es “Reconocimiento de existencia 
de comunidades indígenas, Proyecto exploratorio 
Álamo 1 Ecopetrol, ubicado en el municipio de 
Tibú, departamento del Norte de Santander.
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Lección aprendida
La sentencia T-880 expresa que en 
tanto la consulta previa sirve al princi-
pio constitucional de preservar la inte-
gridad étnica, social y económica, y la 
subsistencia del grupo, es un derecho 
fundamental. 
En esta medida, la responsabilidad 
del Estado a través de sus institucio-
nes empieza en la verificación de la 
presencia de pueblos indígenas en las 
zonas que van a ser afectadas. 
Debe ser una verificación idónea y con 
la participación de las comunidades 
indígenas de los pueblos afectados. 
Cabe recordar también el artículo 330 
de la Constitución de Colombia: “la 
explotación de los recursos natu-
rales en los territorios indígenas se 
hará sin desmedro de la integridad 
cultural, social y económica de las 
comunidades indígenas”. 



4. El caso de 
la ley general           
forestal. 
Sentencia C-030 
de 2008



Le correspondió a la Corte deter-
minar si la Ley 1021 de 2006, 



“Por la cual se expide la Ley General 



“….el concepto de dueños ancestrales del terri-
torio está basado en el conocimiento sobre todo 
lo que vive en el territorio; en otras palabras, la 
naturaleza que nos muestra cómo vivir en armo-



nía. Es un libro abierto donde aprendemos sus 
historias y su pasado, y es esto lo que aprenderán 



nuestros niños y las futuras generaciones…” 



Indígenas wiwa, arhuaco y kankuamo de la Sierra 
Nevada  en el foro “Un mensaje desde el corazón 



del mundo” ante el BID Washington 2006.
Foto: archivo ONIC



Forestal”, es contraria al ordenamien-
to constitucional, en particular, a los 
artículos 1, 2, 3, 7, 9, 13, 93 y 330 de 
la Constitución Política, por haberse 
omitido en su expedición el requisito 
de la consulta a las comunidades indí-
genas y tribales previsto en el artículo 
6 del Convenio 169 de la OIT. 



La Corte reiteró la línea jurispru-
dencial trazada en materia de reco-
nocimiento de la diversidad étnica 
y cultural como principio constitu-
cional y fundamento de la nacio-
nalidad colombiana (arts. 7 y 70 de 
la CP). Destacó que esa especial 
protección se traduce en el deber 
de adelantar procesos de consulta 
con las comunidades indígenas y 
tribales para la adopción y la eje-
cución de decisiones susceptibles 
de afectarlas. (…) En ese marco, la 
Corte recordó que, en cuanto hace 
a los pueblos indígenas y tribales, 
una de las formas de participación 
democrática previstas en la Carta, 
es el derecho a la consulta, previs-
to de manera particular en los artí-
culos 329 y 330 de la Constitución, 
que disponen la participación de 
las comunidades para la confor-
mación de las entidades territoria-
les indígenas y para la explotación 



de los recursos naturales en sus 
territorios. Este derecho tiene un 
reforzamiento en el Convenio 169 
de la OIT, aprobado por la Ley 21 
de 1991. (…) Como lo ha señalado 
la jurisprudencia de manera reite-
rada, dicho Convenio forma parte 
del bloque de constitucionalidad y 
en su artículo 6º, dispone que los 
gobiernos deberán: “a) consultar a 
los pueblos interesados, mediante 
procedimientos apropiados y en 
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particular a través de sus institu-
ciones representativas, cada vez 
que se prevean medidas legislati-
vas o administrativas susceptibles 
de afectarles directamente”.99



La Decisión de la Corte 
(…) b) Pese a que existían en la ley 
previsiones conforme a las cuales se 
preservaba la autonomía de las comu-
nidades indígenas y afrocolombianas 
para los aprovechamientos forestales 
en sus territorios, lo cierto es que la 
ley establecía políticas generales, 
definiciones, pautas y criterios, que 
aunque no se aplicasen directamente 
a los territorios indígenas, sí eran sus-
ceptibles de afectar las áreas en las 
que de manera general se encuentran 
asentadas las comunidades, lo cual, a 
su vez, podía repercutir sobre sus for-
mas de vida y sobre la relación tan es-
trecha que mantienen con el bosque.
d) Esa consulta, que tiene unas carac-
terísticas especiales, no se cumplió 
en este caso, y la misma no puede 
sustituirse por el proceso participativo 
que de manera general se cumplió en 
torno al proyecto de ley. 
e) Para que se hubiese cumplido con 
el requisito de la consulta habría sido 
necesario poner en conocimiento de 
las comunidades el proyecto de ley; 
ilustrarlas sobre su alcance y sobre la 
manera como podría afectarlas y dar-



les oportunidades efectivas para que 
se pronunciaran sobre el mismo. 
Ese proceso no se cumplió, razón 
por la cual la Corte concluyó que, 
dado que el proyecto versa sobre una 
materia que afecta profundamente la 
cosmovisión de esas comunidades y 
su relación con la tierra, no había al-
ternativa distinta a declarar la inexe-
quibilidad de la ley”. 



5. El caso del 
Plan Nacional de 
Desarrollo 2006-
2010. Sentencia 
C-461 de 2008



En el presente caso la Corte resuel-
ve la demanda sobre la Ley 1151 



de 2007, “por la cual se expide el Plan 
Nacional de Desarrollo 2006-2010”. 
En esta demanda le corresponde a 
la Corte determinar si de conformi-
dad con la Constitución Política, el 
gobierno nacional debía someter el 
proyecto de ley del Plan Nacional de 
Desarrollo a consulta previa, libre e 
informada con los pueblos indígenas, 
y si el incumplimiento de este deber 
tiene como consecuencia la inconsti-
tucionalidad de la Ley 1151 de 2007 
en su integridad.



Congreso ONIC, 2007.
Foto: archivo ONIC



Katiy+ag’o, niña Muinai.
Foto: Sol Espinosa



99 Corte Constitucional, Comunicado de prensa No. 
1, enero 23 de 2008.
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En el caso concreto de la Ley del Plan 
Nacional de Desarrollo 2006-2010, 
la Corporación encontró que de una 
lectura detenida de sus disposicio-
nes se revela que varios de los pro-
gramas, proyectos y presupuestos 
son susceptibles de incidir de manera 
directa y específica sobre grupos in-
dígenas y comunidades afrodescen-
dientes que residen en sus zonas de 
aplicación en su calidad de tales. En 
tal medida, sí existía una obligación 
estatal específica de realizar consulta 
y con pleno cumplimiento de los re-
quisitos constitucionales precisados 
por la jurisprudencia constitucional y 
al no haberse realizado constituye un 
vicio de inconstitucionalidad.
La decisión de la Corte 
Declarar exequible la Ley 1151 de 
2007, en el entendido de que se sus-
penderá la ejecución de cada uno de 
los proyectos, programas o presu-
puestos plurianuales incluidos en la 
misma que tengan la potencialidad 
de incidir directa y específicamente 
sobre pueblos indígenas o comuni-
dades étnicas afrodescendientes, 
hasta tanto se realice en forma in-
tegral y completa la consulta previa, 
libre e informada específica exigida 
por el bloque de constitucionalidad, 
de conformidad con las pautas tra-
zadas para ello por la jurisprudencia 
constitucional.



De acuerdo con la Ley 21 de 1991 
la consulta previa, libre e informada 



se prevé “cada vez que sea necesario 
trasladar a las comunidades indíge-
nas y tribales de sus tierras tradicio-
nales a otro lugar”. Sin embargo, las 
reubicaciones a la población desplaza-
da no han sido objeto de consulta. 
Se requiere que los nuevos espacios 
o territorios reúnan iguales o mejores 
condiciones a las de origen para ga-
rantizar la protección de la integridad 
cultural. Una forma de garantizar este 
derecho es hacer partícipes a los pue-
blos indígenas de la selección de las 
condiciones para su retorno o de la se-
lección de un nuevo territorio mediante 
la consulta previa, libre e informada. 
Comentario 
Los casos expuestos son emblemáti-
cos por contener aspectos decisivos 
en cuanto a la protección y promoción 
de los derechos de los pueblos indíge-
nas, y la capacidad organizativa de las 
comunidades en cuestión; sin embar-
go, existen otros procesos de consulta 
en los cuales la situación de pobreza, 
la marginalización social y política, las 
afectaciones por el conflicto social y 
armado, la debilidad organizativa, han 
contribuido a la tendencia –fomentada 



por algunos actores del sector priva-
do– de hacer de la consulta un esce-
nario de negociaciones económicas 
orientadas a satisfacer necesidades 
inmediatas de los pueblos indígenas. 
Esta situación ha dado lugar a con-
diciones desiguales frente al tema 
del desarrollo o sus alternativas, y al 
desconocimiento de los derechos a 
la autonomía, a la participación y a la 
integridad cultural de los pueblos indí-
genas. La situación tiende a agravarse 
cuando no se da el acompañamiento 
debido por parte de las entidades del 
Estado como portador de obligacio-
nes, ni de los órganos de control. 
Cabe recordar en este sentido que la res-
ponsabilidad del Estado en la protección 
de la diversidad cultural no es delegable. 
En la sentencia SU-383 de 2003 la 
Corte Constitucional señala que:
La protección de los valores cultu-
rales, económicos y sociales de los 
pueblos indígenas y tribales, que 
aún subsisten en el territorio na-
cional, es un asunto de interés ge-
neral en cuanto comporta el reco-
nocimiento de la diversidad étnica 
y cultural de la nación colombiana, 
y la existencia misma del Estado 
social de derecho. (…) la consulta 
previa, libre e informada es el me-
canismo que permite ponderar los 
intereses de los pueblos indígenas 
y tribales en conflicto con intereses 
colectivos de mayor amplitud, a fin 
de poder establecer cuál de ellos 
posee una legitimación mayor.  



6. En la reubica-
ción o el retorno 
de la población 
desplazada
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PROPUESTAS PARA FORTALECER 
LA PERSPECTIVA DE DERECHOS 



EN LA CONSULTA PREVIA,
LIBRE E INFORMADA 



6



 Autoridad propia.  Foto: Rafael Gómez
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Apartir de los siguientes plantea-
mientos, este capítulo pretende 



aportar elementos de utilidad para 
guiar la discusión en torno a la con-
sulta. Estos aportes fueron recogi-
dos en talleres con las comunida-
des, con los organismos de control 
y las instituciones.
El cumplimiento cabal de los principios 
de la consulta constituye parte central 
de las garantías para la protección de 
los derechos de los pueblos indígenas.
Sin embargo, estos principios por sí 
solos no garantizan la plena libertad 
en la toma de decisiones. 
La situación en que se encuentran los 
pueblos puede actuar como condicio-
nante de dicha libertad, limitando de 
manera significativa la autonomía de 
los pueblos. La extrema pobreza, el 
conflicto social y armado son algunos 
de esos condicionantes.



Un desarrollo humano 
sostenible que 
respete los derechos de 
los pueblos indígenas
En esta parte del capítulo se plantea 
sobre todo la pregunta: ¿Cuáles se-
rían los caminos para un desarrollo 
que respete los derechos de los pue-



blos indígenas al territorio, a un am-
biente sano, a la integridad cultural y 
a la autonomía de sus pueblos dentro 
de un Estado-nación multiétnico y plu-
ricultural?



Abordar el debate en 
torno al “desarrollo”      
y el derecho al 
“desarrollo propio” de 
los pueblos indígenas
zx Que el Estado asuma la discusión y 
concertación en torno a las diferentes 
opciones para el desarrollo planteadas 
desde la cosmovisión de los pueblos 
indígenas y la visión contemplada en 
lo que el Consejo de Estado identifica 
como el “interés general de la nación” 
propio de sociedades occidentales, 



mediante la implementación de la con-
sulta previa, libre e informada a medi-
das legislativas y administrativas del 
orden sectorial, es decir, en la política 
para el desarrollo minero, agrícola, 
forestal, pesquero, de infraestructura, 
entre otras. Así mismo, es objeto de 
consulta la fumigación de cultivos de 
uso ilícito.
zx Debe considerar que la protección 
de la diversidad cultural implica el re-
conocimiento y puesta en práctica de 



La Procuraduría General de la Nación, solicitó 
a la Corte Constitucional declarar inconsti-
tucional el Estatuto de Desarrollo Rural por 
considerar que se vulneraron con el mismo los 
derechos de consulta y participación de las 
minorías étnicas, dado que la consulta previa a 
la tramitación y expedición de la ley no se dio.
Foto: archivo ONIC
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visiones distintas frente al desarrollo, 
lo que conlleva un ordenamiento no 
sólo ambiental sino también sociocul-
tural del territorio en los ámbitos na-
cional, regional y local, dando espacio 
real al ejercicio del derecho al desarro-
llo propio de los pueblos indígenas. 
zx La protección y el reconocimiento 
de los saberes ancestrales están ínti-
mamente ligados al tema del desarro-
llo desde una propuesta intercultural.



Fortalecer el papel de 
los pueblos indígenas 
como sujetos de 
derechos específicos
zx El Estado también debe reconocer 
en la práctica las formas organizativas 
sociales, político-administrativas, cul-
turales, las instancias representativas 



y su autonomía, partiendo del recono-
cimiento del derecho indígena, dere-
cho propio o mayor.



zx El Estado debe contribuir con la 
aplicación de medidas afirmativas, 
y un trato diferenciado a los pueblos 
indígenas.



zx En conjunto con cada uno de los 
pueblos indígenas afectados, el Esta-
do debe identificar y estructurar meca-
nismos adecuados para asegurar su 
participación efectiva con relación a la 
toma de decisiones. 



zx Para asegurar la capacidad de los 
pueblos indígenas de decidir libre-
mente y sin presiones de otros acto-
res el Estado, a través de sus órganos 
de control, debe brindar el acompaña-
miento necesario. 



“Lo primero que se debe considerar es que se está dialogando 
con un pueblo no con una comunidad, fraccionar a los pueblos 
indígenas en un proceso de consulta es violar sus derechos 
como pueblo”.100 



Gabriel Muyuy



100 Consejo de Estado, concepto 1.708 de 2006 
sobre el caso U’wa.



“Los invasores de ayer y de hoy, todos nos 
dicen que tenemos que dejar de ser indios para 



entrar a la civilización, para poder progresar.
Pero no nos dicen nunca cómo era nuestra 



tierra cuando era libre, cómo era nuestra vida 
trabajando para nosotros mismos, con Tierra



Común y gobierno propio.
No nos dicen que teníamos todo completo;



territorio, creencia, gobierno, justicia,
producción, todo nuestro.



No cuentan que nuestros antepasados tenían ami-
gos y comercios hasta el reino de los Chibchas.”



Manifiesto Guambiano
Ibe namuiguen y ñimmereay gucha.



Foto: archivo ONIC
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El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo -PNUD, en su Informe 
sobre Desarrollo Humano 2007-2008, advierte:



 “Cuando hablamos de desarrollo humano hablamos de personas; 
hablamos de expandir sus opciones reales y las libertades fun-
damentales –las capacidades– que les permiten vivir la vida que 
valoran. La posibilidad de elección y la libertad en el desarrollo hu-
mano significan algo más que una mera ausencia de restricciones. 
Las personas cuyas vidas se ven asoladas por la pobreza, una 
salud deficiente o el analfabetismo no tienen ninguna posibilidad 
significativa de escoger la vida que valoran. Tampoco la tienen las 
personas a quienes se les niegan los derechos civiles y políticos 
necesarios para influir en las decisiones que afectan sus vidas”.101



Partir del plan de vida del pueblo indígena respectivo 
como marco para el diálogo y la concertación
zx El Estado debe considerar que los planes de vida son una expresión de la 
autodeterminación de los pueblos indígenas en materia de desarrollo y debe 
respetarlos como tales.



“Los planes de vida, son una estrategia de supervivencia que los 
pueblos indígenas han adoptado para mantenerse como culturas 
diferenciadas en el contexto de la sociedad nacional. El término 
nace después de la declaración de la nación pluriétnica y multicul-
tural, enmarcada en la Constitución Política de 1991”.102



Según la Organización Indígena de Antioquia, “planear desde una 
cosmovisión indígena significa tener en cuenta los derechos colec-
tivos a partir de su visión cultural particular y a la vez representa, 
articular la mirada propia, con el concepto de administración y pla-
neación del ente gubernamental que se expresa en las políticas 
municipales departamentales y nacionales”.103



Mujeres del pueblo Tule, golfo del Darién
Foto: archivo ONIC



101 PNUD, Informe sobre desarrollo humano 2007-
2008, p. 24. Disponible en  http://hdr.undp.org/en/
media/HDR_20072008_SP_Complete.pdf
102 Asociación de Cabildos Indígenas de Inzá, 
Tierradentro, Juan Tama.
103 Organización Indígena de Antioquia (OIA).
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Los planes de vida contienen cuatro 
componentes importantes:104



zx La promoción de la identidad y la 
cultura indígena.
zx Un concepto de “calidad de vida” 
visto desde la cosmovisión indígena.
zx Un contenido de espiritualidad que 
va más allá de lo material.
zx Un referente para el diálogo inter-
cultural y la concertación.



Incluir la perspectiva     
de género y generación; 
diferenciar sectores 
vulnerables en los 
pueblos y sus 
comunidades



zx El papel de mujeres y hombres en 
la conservación de la identidad e inte-
gridad cultural es afectado de manera 
distinta de acuerdo con su rol y sus 
espacios de interacción social dentro 
del territorio. Por ello es pertinente in-
cluir por parte de todos los actores un 
enfoque diferencial (particularmente de 
género y generación), y distinguir en-
tre sectores y grupos en situación de 
especial vulnerabilidad dentro de los 
mismos pueblos indígenas. Esto es es-
pecialmente importante en los estudios 
de impacto sociocultural de proyectos, 
obras y actividades que puedan afectar 
los pueblos indígenas.



zx Los y las jóvenes establecen los 
lazos entre la tradición y las nuevas 
dinámicas en contextos de diversa ín-
dole que cada vez con más fuerza los 
exponen a presiones de asimilación. 
El conflicto armado interno y la crisis 
económica afectan con mayor fuerza 
a las nuevas generaciones. La protec-
ción de la identidad cultural para los 
jóvenes es un desafío que requiere 
medidas de protección por parte del 
Estado.
zx El número de personas con alguna 
discapacidad se ha incrementado en 
los contextos de conflicto, por lo que 
los programas de bienestar y protec-
ción social deben considerarse en las 
negociaciones sobre beneficios e in-
demnizaciones que forman parte de la 
consulta. 



Fortalecer el papel 
del Estado como 
garante de derechos
zx El Estado, como garante de dere-
chos, también es responsable de vigi-
lar que las empresas privadas respe-
tan los derechos de los pueblos indí-
genas. Para ello debe disponer de los 
medios de control necesarios antes, 
durante y después de los procesos de 
consulta. 
zx El Ministerio del Interior105 debe va-
lorar permanentemente los contextos 



regionales y locales con participación 
de los pueblos indígenas para poder 
orientar la consulta de manera infor-
mada.
zx El Estado debe analizar las tenden-
cias de desarrollo y los efectos que 
éstos han tenido sobre los pueblos 
indígenas en zonas de intensa explo-
ración y explotación de recursos na-
turales como uno de los pasos para 
la identificación de estrategias de 
protección de la integridad cultural, 
social y económica de los pueblos in-
dígenas.
zx El Ministerio y las Secretarías de 
Cultura deben, por sus competencias 
en la protección de la integridad cul-
tural, tener una participación decidida 
y visible en el proceso de la consulta. 
Un aporte a dichos procesos sería la 
formulación concertada de las estra-
tegias de protección al patrimonio 
cultural, material e inmaterial, de los 
pueblos indígenas y las comunidades 
negras.
zx Los ministerios del Interior y de 
Justicia y de Ambiente, Vivienda y De-
sarrollo Territorial deben socializar, de 
manera amplia, entre los funcionarios 
del sector público y privado, la norma-



104 Taller sobre planes de desarrollo municipal en 
derechos humanos, Río Sucio, OACNUDH.
105 Decreto 200 de 2003, artículo 16, numeral 2.
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tiva sobre los derechos de los pueblos 
indígenas, propiciando la inclusión 
efectiva de dichos derechos en los 
procesos de planificación tanto secto-
rial106 como territorial.
zx En las concertaciones de los proce-
sos de consulta, al Estado le corres-
ponde la indelegable responsabilidad 
de orientar la misma: “El Estado reco-
noce y protege la diversidad étnica y 
cultural de la nación colombiana”.107



Desarrollar 
procedimientos
respetuosos de los 
derechos y las 
libertades 
fundamentales de los 
pueblos en los procesos 
de consulta previa, libre 
e informada



zx En el contexto del conflicto armado, 
las entidades encargadas de la con-
sulta deben analizar las situaciones 
de riesgo para los pueblos afectados, 
y asegurarse de que las medidas para 
su protección sean tomadas.
zx El Estado y las empresas deben 
respetar los tiempos y ritmos de las 
comunidades como parte del diálogo 
intercultural y protección de su integri-
dad cultural. Éste es un punto funda-
mental, ya que en el análisis de casos 



“Si se profana y se destruye a Yantana, a Sey 
Tairuba y Sacra Kungui, se rompen los hilos de 
energía que conectan el gran tejido de la Sierra, 
se alteran y destruyen los centros de conexiones 
energéticas que, a través de la montaña sagra-
da, se unen con otros lugares del planeta. Al 
dañar a Yantana, Sey Tairuba y Sacra Kungui se 
rompen los hilos espirituales que le dan armo-
nía a la Sierra, a la vertiente noroccidental, a 
todo el horizonte que desde allí se mira.”



Carta de los Hermanos Mayores 
Seinekan, Sierra Nevada de Santa Marta, febre-
ro 26 de 2.005
Foto: archivo ONIC



106 Ministerios, corporaciones e institutos 
descentralizados.
 107    Artículo 7 de la Constitución. 



“Los indígenas más viejos lloran cuando 
recuerdan esas masacres. Las guahibiadas 



existieron hasta hace unos treinta y cinco años y 
consistían en cacerías tanto o más fieras que las 



desatadas contra los animales salvajes. 
Los colonos blancos y mestizos perseguían a los 



indígenas a caballo, con escopetas y perros de 
caza, porque los consideraban una especie de 



plaga que les mataba los cerdos y ganado”. 



Indigenous portal
Foto: archivo ONIC
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se evidenció que en ocasiones se dio 
por terminada una consulta sin que 
los pueblos hubieran podido comple-
tar sus procesos internos. 
zx El Estado debe facilitar la comuni-
cación entre las partes y el intercam-
bio de visiones sobre el concepto de 
desarrollo en el cual se planea el pro-
yecto, obra o actividad como parte del 
diálogo intercultural.
zx Establecer indicadores de valora-
ción y seguimiento de los impactos 
sociales y culturales con participación 
del pueblo afectado.
zx Limitar la concertación o proceso 
de consulta a los directivos de orga-
nizaciones o representantes es limitar 
el aporte y el reconocimiento pleno de 
los colectivos. Por ello es necesario 
determinar la amplitud de la partici-
pación en conjunto con los pueblos 
afectados. 



Convertir el proceso de 
consulta en un verdadero 
diálogo intercultural en 
condiciones de igualdad y 
equidad 
Es necesario hacer un reconocimiento 
del “otro”, de su alteridad, de sus for-
mas particulares de expresión y sus 
sistemas valorativos. En su esencia y 
a diferencia de la cultura dominante, 



los pueblos indígenas se caracterizan 
“más por la espiritualidad que por 
la razón, más por la comunidad que 
por el individuo, más por el respeto 
al cosmos (naturaleza) que por su 
dominio”.108



zx El diálogo intercultural implica un 
intercambio que explicita las diferen-
tes visiones frente al desarrollo con el 
propósito de respetar y aprender del 
otro. La consulta debe facilitar que los 
pueblos indígenas se beneficien del 
desarrollo en sus regiones, en vez de 
que sus necesidades sean aprove-
chadas para imponer un modelo de 
desarrollo inapropiado.
zx Las partes que intervienen en pro-
cesos de diálogo intercultural deben 
enmarcarlo en argumentos de dere-
chos consagrados tanto en la Cons-
titución como en los instrumentos in-
ternacionales.
zx Facilitar la comprensión del lengua-
je técnico; la traducción a las lenguas 
indígenas es sólo un primer paso en el 
diálogo intercultural. 



Fortalecer la 
responsabilidad
social y el pacto
social empresarial 
Además de la regulación legal, las 
empresas deben considerar que exis-
te una ética empresarial cuyo punto 



En su dictamen emitida en julio de 2008 el 
Tribunal Permanente de los Pueblos, presidido 



por el Premio Nobel de la Paz, Adolfo Pérez 
Esquivel, premio Nobel de la Paz en 1980, hizo 
un llamado “a los accionistas de las empresas 
transnacionales en sus países de origen con el 



fin de que se informen sobre el comportamiento 
de sus filiales y las sometan a un control ético”.



Foto: archivo ONIC



108 “Escuela Virtual para América Latina y el 
Caribe, Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo”.
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En enero de 1999 el Secretario General de las Naciones Kofi Annan, 
propuso un Pacto Mundial (Global Compact) ante el Foro Económico 
Mundial, como una “adopción de principios y valores compartidos que 
den un rostro humano al mercado mundial”.
En julio de 2000 se lanza el Pacto Global que funciona como una red. 
Actualmente, varios cientos de empresas de todo el mundo lo han 
suscrito. Este Pacto es una “herramienta para renovar los esfuerzos de 
diálogo y cambio social”.109



El Pacto Global, que se define como una iniciativa voluntaria de civismo 
empresarial, persigue objetivos complementarios que están agrupados 
alrededor de cuatro ejes que son los derechos humanos, el ámbito laboral, 
el medioambiente, y la lucha contra la corrupción. Adicionalmente, el 
Pacto Mundial contiene diez principios, de los cuales se mencionan los 
más relevantes en cuanto al derecho a la consulta.



de partida es la responsabilidad con los derechos humanos, el medioambiente 
y la lucha contra la corrupción. En el contexto de la consulta este enfoque gana 
importancia por darle sostenibilidad, legitimidad y validez. 



Derechos Humanos
Principio 1
Las empresas deben apoyar y res-
petar la protección de los derechos 
humanos fundamentales internacio-
nalmente reconocidos dentro de su 
ámbito de influencia. 
Principio 2
Deben asegurarse de no ser cómpli-
ces en la vulneración de los derechos 
humanos. 



Medioambiente
Principio 7 
Las empresas deben mantener un en-
foque preventivo orientado al desafío 
de la protección medioambiental.
Principio 8 
Adoptar iniciativas que promuevan una 
mayor responsabilidad ambiental.
Principio 9 
Favorecer el desarrollo y la difusión 
de tecnologías respetuosas con el 
medioambiente.



Lucha contra la
corrupción
Principio 10
Las empresas deben luchar contra la 
corrupción en todas sus formas, in-
cluidas la extorsión y el soborno. 



109  Foro Económico Mundial de Davos, Suiza, 
1999. Disponible en http://www.pactomundial.org
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1 En el resto del Manual se lo designa como «Convenio núm. 169».
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PREFACIO 



Este Manual busca responder algunas de las preguntas más importantes de los
mandantes de la OIT respecto del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales,
1989 (núm. 169)1. El documento fue elaborado en estrecha colaboración con la
Oficina de Actividades para los Empleadores (ACT/EMP) y con la Oficina de
Actividades para los Trabajadores (ACTRAV) para facilitar a los mandantes de la
OIT una herramienta práctica con el objetivo de comprender mejor la impor-
tancia, el alcance y las implicaciones del Convenio y para fomentar esfuerzos
conjuntos para su aplicación.



El Convenio núm. 169 es un convenio único. Adoptado por la Conferencia
Internacional del Trabajo (CIT) en la 76.ª reunión, en 1989, en cooperación con
el sistema de las Naciones Unidas, el Convenio representa el consenso alcanzado
por los mandantes tripartitos de la OIT. Los pueblos indígenas y tribales se en-
cuentran entre los grupos vulnerables que más importan a la OIT en el ejercicio
de su misión para la promoción de la justicia social, los derechos humanos y la-
borales reconocidos a nivel internacional y el trabajo decente. El Convenio núm.
169 trata de la situación de más de 5000 pueblos indígenas y tribales, que cons-
tituyen una población de más de 370 millones de personas, y que viven en más
de 70 países en todas las regiones del mundo. Estos pueblos poseen idiomas, cul-
turas, modos de sustento y sistemas de conocimiento diversos. Sin embargo, los
pueblos indígenas en muchos países enfrentan discriminación y condiciones de
trabajo que se asemejan a la explotación, interconectada con su marginalización
y situación de pobreza generalizadas. El interés de la OIT por los pueblos indígenas
data de los años veinte y tuvo su origen en el intento de superar las condiciones
de discriminación laboral en las que dichos pueblos viven. Tomando en consi-
deración a las complejidades y especificidades de las situaciones de los pueblos
indígenas, el Convenio núm. 169 adopta una perspectiva integrada que cubre
una amplia gama de cuestiones que afectan la vida y el bienestar de estos pueblos.
El Convenio núm. 169 se ha convertido en un punto de referencia global, cuyo
impacto sobre las políticas de gobernanza y desarrollo va más allá de los países
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que lo han ratificado. Además, el Convenio núm. 169 es un instrumento que
ayuda a los gobiernos a promover un ambiente favorable a la creación de empresas
sostenibles. 



La elaboración de este Manual es oportuna, puesto que en años recientes
cada vez más Estados, en África y Asia incluidas, han ratificado el Convenio núm.
169 y su aplicación focaliza el examen y la discusión de los órganos de control
y de los mandantes de la OIT. La Declaración de la OIT sobre la justicia social
para una globalización equitativa, adoptada en junio de 2008, reconoce además
que «en un contexto mundial de interdependencia y complejidad crecientes …
los valores fundamentales de libertad, dignidad humana, justicia social, seguridad
y no discriminación son esenciales para un desarrollo y una eficacia sostenibles
en materia económica y social». Los derechos y preocupaciones de los pueblos
indígenas y tribales han cobrado una importancia sin precedentes, ya que se in-
sertan en el debate global sobre derechos humanos, gobernanza, reducción de la
pobreza y desarrollo económico, economía social, cambio climático, desarrollo
sostenible y protección ambiental. La aplicación progresiva del Convenio genera
conocimiento y experiencia que puede informar e inspirar esfuerzos ulteriores.
En particular, los derechos mutuamente relacionados a la consulta y a la partici-
pación en la adopción de decisiones han despertado un interés particular en
relación con el alcance, el impacto y la aplicación práctica del Convenio.



Este Manual busca responder a algunas de las preguntas fundamentales
sobre el Convenio núm. 169 y, en particular, a preguntas sobre el propósito, el
alcance y la aplicación práctica del derecho a la consulta. Los pueblos indígenas,
como cualquier otro grupo, no pueden invocar directamente el Convenio ante
los órganos de control de la OIT, pero pueden valerse de los mandantes tripartitos
de la OIT para articular sus problemas y preocupaciones. Hasta ahora, los pueblos
indígenas han actuado a través de sindicatos de sus propios países o internacionales
o se han afiliado a ellos, y en ciertos países se crearon sindicatos de pueblos in-
dígenas. Este Manual busca en particular responder a las inquietudes de los
mandantes tripartitos de la OIT mediante una guía, fácil de usar, que los ayude
a apoyar la aplicación de los derechos de los pueblos indígenas en virtud del
Convenio, a comprender su propio papel para dar efecto al Convenio y a asistir
a las empresas para que se apoyen en el Convenio cuando buscan oportunidades
de inversión y proyectos.



Tengo la esperanza de que este Manual ayude a fortalecer el diálogo entre
los mandantes de la OIT y los pueblos indígenas y tribales para alcanzar la 
ratificación y aplicación progresivas del Convenio núm. 169.



Cleopatra Doumbia-Henry
Directora del Departamento de Normas



Internacionales del Trabajo (NORMES)
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Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades
en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus
vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o
utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio
desarrollo económico, social y cultural.



Convenio núm. 169, Artículo 7(1)
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SECCIÓN 1



Introducción al Convenio núm. 169 



¿QUÉ ES EL CONVENIO NÚM. 169? 



El Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) es un tratado
internacional, adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo en 1989.
El Convenio refleja el consenso logrado por los mandantes tripartitos de la
OIT en relación con los derechos de los pueblos indígenas y tribales dentro
de los Estados-nación en los que viven y las responsabilidades de los gobiernos
de proteger estos derechos. El Convenio se fundamenta en el respeto a las cul-
turas y las formas de vida de los pueblos indígenas y reconoce sus derechos
sobre las tierras y los recursos naturales, así como el derecho a decidir sus
propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo. El objetivo del
Convenio es superar las prácticas discriminatorias que afectan a estos pueblos
y hacer posible que participen en la adopción de decisiones que afectan a sus
vidas. Por lo tanto, los principios fundamentales de consulta y participación
constituyen la piedra angular del Convenio. Además, el Convenio cubre una
amplia gama de cuestiones relativas a los pueblos indígenas, que incluyen el
empleo y la formación profesional, la educación, la seguridad social y la salud,
el derecho consuetudinario, las instituciones tradicionales, las lenguas, las cre-
encias religiosas y la cooperación a través de las fronteras.
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Criterios subjetivos Criterios objetivos



Pueblos indígenas Conciencia de su Descender de poblaciones que habitaban
identidad indígena en el país o en una región geográfica a la



que pertenece el país en la época de la 
conquista o la colonización o del 
establecimiento de las actuales fronteras 
estatales.



Cualquiera que sea su situación jurídica, 
conservan todas sus propias instituciones 
sociales, económicas, culturales y políticas,
o parte de ellas.



Pueblos tribales Conciencia de su Sus condiciones sociales, culturales y
identidad tribal económicas les distinguen de otros sectores



de la colectividad nacional. 



Están regidos total o parcialmente por sus
propias costumbres o tradiciones o por 
una legislación especial.



1  Por razones practicas, en el presente manual se utiliza el término «pueblos indígenas» que es tam-
bién el termino más comúnmente aceptado y utilizado en otros instrumentos internacionales.
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¿QUIÉNES SON LOS PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES?



‘Pueblos indígenas y tribales’ es una denominación común para más de 370
millones de personas que se encuentran en más de 70 países del mundo. Estos
pueblos constituyen aproximadamente el 5 por ciento de la población mundial
pero el 15 por ciento de los pobres en el mundo. Los pueblos indígenas y
tribales se encuentran en todas las regiones del mundo, desde el Ártico hasta
los bosques tropicales. No hay una definición universal de pueblos indígenas
y tribales, pero el Convenio núm. 169 ofrece una serie de criterios subjetivos
y objetivos, que se utilizan conjuntamente para identificar quiénes son estos
pueblos en un país determinado.



Teniendo en cuenta la diversidad de los pueblos que busca proteger, el
Convenio utiliza la terminología incluyente de ‘pueblos indígenas y tribales’ y
atribuye el mismo conjunto de derechos a los dos grupos.1 En América Latina,
por ejemplo, el término ‘tribal’ ha sido aplicado a ciertas comunidades afro-
descendientes.



Los pueblos indígenas y tribales son a menudo designados por expresiones
nacionales tales como adivasis, montañeses, tribus de las colinas, cazadores-re-
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Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de los derechos humanos
y libertades fundamentales, sin obstáculos ni discriminación. Las disposiciones de
este Convenio se aplicarán sin discriminación a los hombres y mujeres de esos pueblos. 



Convenio núm. 169, Artículo 3(1)
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colectores, y numerosos países han establecido registros específicos de estos
pueblos. En algunos casos en los que hay poca claridad respecto de la aplicación
de los criterios objetivos y subjetivos, la Comisión de Expertos en Aplicación
de Convenios y Recomendaciones (CEACR) ha analizado las circunstancias y
formulado comentarios para el país en cuestión.



¿TIENEN LOS PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES DERECHOS 
«ESPECIALES»?



La historia de los pueblos indígenas está marcada por discriminación, margina-
ción, etnocidio o incluso genocidio y, desafortunadamente, sus derechos
fundamentales siguen siendo violados. Por lo tanto, el Convenio núm. 169 
reafirma que los pueblos indígenas y tribales tienen los mismos derechos 
humanos y libertades fundamentales que todos los demás seres humanos.
Simultáneamente, esto implica que las costumbres indígenas no se pueden jus-
tificar si violan los derechos humanos universales. Esto es importante, por ejemplo,
en casos en los que, refiriéndose a costumbres o tradiciones, se priva a las mujeres
indígenas de derechos fundamentales tales como el acceso a la educación o a la
propiedad.



Los derechos de los pueblos indígenas no son derechos «especiales», sino
que articulan los derechos humanos universales que se aplican a los pueblos in-
dígenas. Esto significa que conviene contextualizar los derechos con la situación
de los pueblos indígenas y tomar en cuenta sus aspectos colectivos. Por ejemplo,
los niños indígenas tienen el mismo derecho a la educación que todos los otros
niños, pero sus distintos idiomas, historias, conocimientos, valores y aspiraciones
se deben reflejar en los programas educativos y en los servicios. En este sentido,
el Convenio estipula medidas especiales para asegurar la igualdad efectiva entre
los pueblos indígenas y todos los otros sectores de una determinada sociedad.
Sin embargo, el requerimiento de medidas especiales no significa que el Convenio
disponga que se otorguen privilegios especiales a los pueblos indígenas respecto
del resto de la población.
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«…la evolución del derecho internacional desde 1957 y los cambios sobrevenidos en
la situación de los pueblos indígenas y tribales en todas las regiones del mundo hacen
aconsejable adoptar nuevas normas internacionales en la materia, a fin de eliminar
la orientación hacia la asimilación de las normas anteriores».



Preámbulo, Convenio núm. 169
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¿POR QUÉ LA OIT SE INTERESA POR LOS PUEBLOS INDÍGENAS?



La situación de los pueblos indígenas ha sido una preocupación central de la
OIT desde su creación. La discriminación y la explotación de los pueblos in-
dígenas inspiró directamente la adopción de normas laborales tales como el
Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930 (núm. 29). Durante los años cincuenta,
fue cada vez más evidente que las condiciones laborales de estos pueblos eran
la consecuencia de injusticias y prejuicios profundamente arraigados y ligados
intrínsecamente a cuestiones más amplias de identidad, idioma, cultura, cos-
tumbres y tierras. Por ende, en 1957 y en representación del sistema de las
Naciones Unidas, la OIT adoptó el Convenio sobre poblaciones indígenas y
tribales (núm. 107). El Convenio núm. 107 fue el primer tratado internacional
en ocuparse de los derechos de los pueblos indígenas. El Convenio sigue todavía
en vigor en 17 países, en los que se usa como instrumento para garantizar
ciertos derechos mínimos. Sin embargo, el Convenio núm. 107 quedó cerrado
a nuevas ratificaciones desde la entrada en vigor del Convenio núm. 169. 



El Convenio núm. 107 se orientaba intrínsecamente hacia la asimilación,
lo cual era típico en aquellos tiempos. El Convenio núm. 107 se fundamenta
en la suposición subyacente de que el único futuro posible para los pueblos
indígenas era su integración en el resto de la sociedad, y que otros habían de
tomar decisiones sobre su desarrollo. En 1986, una comisión de expertos con-
vocada por el Consejo de Administración de la OIT concluyó que «el enfoque
integracionista del Convenio era obsoleto y que su aplicación era prejudicial
en el mundo moderno». En consecuencia, la OIT inició la revisión del Convenio
núm. 107 y finalmente adoptó el Convenio núm. 169 sobre pueblos indígenas
y tribales en 1989.



¿SIGUEN SIENDO LAS CONDICIONES LABORALES DE LOS 
PUEBLOS INDÍGENAS UN MOTIVO DE PREOCUPACIÓN?



Todas las estadísticas e investigaciones disponibles indican que los pueblos 
indígenas aún sufren de las peores formas de explotación laborales y están 
representados de manera desproporcionada entre las víctimas de la discrimina-
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ción, del trabajo infantil y del trabajo forzoso. Los pueblos indígenas enfrentan
barreras y desventajas en el mercado del trabajo, pues tienen acceso limitado a
la educación y la formación profesional y sus conocimientos tradicionales y ap-
titudes no son necesariamente valorizadas o solicitadas. Su marginalización
generalizada y su situación de pobreza los hace vulnerables a prácticas de explo-
tación tales como la contratación coercitiva, la trata de personas, el trabajo
peligroso y las peores formas de trabajo infantil. A menudo, los pueblos indígenas
son discriminados debido a sus propias modalidades de sustento. Tal es el caso,
por ejemplo, cuando se restringen sus prácticas de agricultura rotativa, pastoreo
o caza y recolección, o cuando no se reconocen sus derechos a las tierras y a los
recursos. Además, los pueblos indígenas muchas veces no son conscientes de sus
derechos y tienen pocos vínculos con las organizaciones de trabajadores. El
Convenio núm. 169 contiene una parte sobre el derecho de los pueblos indígenas
al empleo, a la formación profesional y a la protección de sus derechos laborales.
Asimismo, la OIT y sus mandantes se ocupan cada vez más de la situación de
los pueblos indígenas a través de los convenios fundamentales del trabajo sobre
la no-discriminación, la abolición del trabajo forzoso y del trabajo infantil y sobre
la libertad sindical y el derecho de negociación colectiva.



¿CUÁL ES EL ESTATUS JURÍDICO DEL CONVENIO? 



El Convenio núm. 169 es un tratado internacional que adquiere carácter obliga-
torio para los Estados en virtud de su ratificación. Hasta la fecha, el Convenio
fue ratificado por 22 Estados Miembros de la OIT, en América Latina, Asia, África
y Europa, que cubren una población aproximada de más de 50 millones de per-
sonas indígenas. Más allá del círculo de los países ratificantes, el Convenio núm.
169 es un punto de referencia internacional, citado y utilizado por los órganos
de la ONU, órganos regionales de derechos humanos y tribunales nacionales. El
Convenio ha inspirado numerosas políticas de desarrollo y medidas de protección,
y también marcos legislativos nacionales. La decisión de ratificar el Convenio
núm. 169, como cualquier otro convenio internacional del trabajo, es una decisión
soberana y voluntaria de los Estados. Dicha decisión culmina a menudo un largo
proceso de diálogo entre el Gobierno, los pueblos indígenas, las organizaciones
de trabajadores y las organizaciones de empleadores, así como  con otros sectores
de la sociedad. Los Estados ratificantes tienen la obligación de aplicar el Convenio
de buena fe, en la legislación y en la práctica, y asegurar que los pueblos indígenas
sean consultados y puedan participar en el proceso. Esto implica que los Estados
deben revisar y adaptar la legislación, las políticas y los programas a lo estipulado
en el Convenio, y garantizar que se alcancen en la práctica los resultados previstos,
incluyendo la eliminación de las diferencias socioeconómicas entre los sectores
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Los gobiernos deben asumir la responsabilidad de 



• Desarrollar una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los 
derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad



• Establecer instituciones u otros mecanismos apropiados para administrar los
programas que afecten a los pueblos indígenas, con los medios necesarios para
desempeñar sus funciones.



• Garantizar que la planificación, coordinación, ejecución y evaluación de 
programas sean emprendidas en cooperación con los pueblos indígenas;



• Proponer medidas legislativas y de otra índole y controlar su aplicación.



Ver Convenio núm. 169, Artículos 2(1), 33 (1,2)
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indígenas y no indígenas de la sociedad. En algunos de los países ratificantes, el
Convenio adquiere fuerza de ley desde su ratificación y puede invocarse ante los
tribunales nacionales, los cuales pueden aplicar directamente sus disposiciones.
Sin embargo, incluso en aquellos países en los que los tratados se aplican direc-
tamente, se necesitan por lo general disposiciones legislativas específicas para
garantizar la aplicación efectiva del Convenio.



¿QUIÉN TIENE LA RESPONSABILIDAD DE APLICAR EL CONVENIO?



La ratificación del Convenio núm. 169 es un paso importante para que retroceda
la exclusión y la discriminación, y para garantizar que los derechos de los pueblos
indígenas son respetados y las diferencias socioeconómicas eliminadas. La res-
ponsabilidad de aplicar el Convenio recae en los Gobiernos de los países
ratificantes. Teniendo en cuenta su amplio alcance, el Convenio subraya que la
acción de los Gobiernos deberá ser coordinada y sistemática. En la mayoría de
los casos, lo anterior implica el establecimiento de mecanismos de coordinación
entre numerosas instituciones y poderes gubernamentales ya que las cuestiones
indígenas tienen implicancias para distintos sectores y regiones geográficas. En
algunos países, el Ministerio del Trabajo es el punto focal para la aplicación,
mientras que en otros países la responsabilidad puede recaer en otro Ministerio
o en una institución gubernamental distinta. Se necesita igualmente coordinación
con los Ministerios que cubren otras áreas tales como finanzas, salud, educación
y seguridad social.



En todas las disposiciones del Convenio, se subraya que las medidas 
adoptadas para su aplicación deberán ser  planificadas, coordinadas, ejecutadas
y evaluadas en cooperación con los pueblos indígenas. Para realizar lo anterior,
el Gobierno debe establecer mecanismos de consulta y de participación. El proceso
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• Ratificación es un acto internacional por el cual un Estado hace constar su
consentimiento en obligarse por un tratado.



• Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de
buena fe. 



• Una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como 
justificación del incumplimiento de un tratado.



Ver la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados, 1969



2  No se trata de un requerimiento exclusivo del Convenio núm. 169. La obligación de presentar
memorias se fundamenta en los artículos 19 y 22 de la Constitución de la OIT y se aplica a todos
los convenios ratificados por los Estados Miembros de la Organización.
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de aplicación es único en cada país, pues debe ajustarse a circunstancias sociales,
culturales, geográficas, económicas e históricas específicas. Por lo tanto, el
Convenio ofrece flexibilidad al disponer que la naturaleza y el alcance de las me-
didas de aplicación deberán determinarse teniendo en cuenta las condiciones
propias de cada país.



¿CÓMO SE CONTROLA LA APLICACIÓN DEL CONVENIO? 



Los Estados ratificantes se comprometen a presentar memorias sobre la aplicación
del Convenio núm. 169, como mínimo cada cinco años2. Dichas memorias se
deben compartir con las organizaciones de trabajadores y de empleadores a nivel
nacional. La OIT alienta a los Estados para que cuando preparen las memorias
consulten a los pueblos indígenas y tribales en el país a través de sus instituciones
tradicionales. Además, en virtud de la Constitución de la OIT, las organizaciones
de trabajadores y de empleadores pueden comunicar informaciones y comentarios
sobre la aplicación del Convenio, o presentar sus quejas («reclamaciones») con
el objetivo de que los órganos de control de la OIT estén al tanto del progreso,
los desafíos o las violaciones relacionadas con el Convenio. La Comisión de
Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones (CEACR) examina
las memorias y formula comentarios para los Estados interesados con el objetivo
de guiar el proceso de aplicación. Las observaciones de la Comisión de Expertos
se presentan subsiguientemente ante la Comisión de Aplicación de Normas de
la Conferencia, donde se selecciona un número limitado de dichas observaciones
para discutir en un foro tripartito y se formulan conclusiones para los Estados
en cuestión. Las reclamaciones pueden ser presentadas por las organizaciones de
empleadores o de trabajadores en virtud del Artículo 24 de la Constitución de
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Los procesos de control de la OIT son únicos por su enfoque de diálogo continuo
con los gobiernos y la posibilidad de ofrecer asistencia técnica de la OIT para
resolver los problemas que surjan. Todos los comentarios de los órganos de control
contribuyen a una comprensión más profunda de las implicaciones del Convenio
núm. 169 y se encuentran disponibles al público en www.ilo.org/normlex
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la OIT en caso de una supuesta violación al Convenio. Las reclamaciones se re-
miten a un comité tripartito establecido por el Consejo de Administración, que
formula conclusiones y recomendaciones. El control de la aplicación del Convenio
núm. 169 es un proceso muy dinámico y gran cantidad de informaciones, co-
mentarios y conclusiones han sido formulados sobre su aplicación. La mayoría
de los casos que han sido presentados ante los órganos de control atañen a la
supuesta falta de consultas con los pueblos indígenas en lo relativo a las medidas
o a los proyectos que afectan a sus tierras.



¿CUÁL ES EL PAPEL DE LAS ORGANIZACIONES 
DE TRABAJADORES Y DE EMPLEADORES? 



La OIT se fundamenta en el principio del tripartismo, que incluye diálogo y co-
operación entre los gobiernos, los empleadores y los trabajadores para la
formulación, adopción y supervisión de normas laborales. Como en el caso de
todos los demás convenios de la OIT, los trabajadores y los empleadores juegan
un papel crucial para promover y aplicar el Convenio núm. 169. En la mayoría
de los casos, la ratificación culmina un proceso de concienciación, capacitación,
análisis y diálogo entre el gobierno, los pueblos indígenas y las organizaciones
de trabajadores y de empleadores. Después de la ratificación, se requiere que los
gobiernos presenten copia de sus memorias sobre la aplicación del Convenio a
las organizaciones más representativas de empleadores y de trabajadores. Estas
organizaciones pueden formular comentarios sobre las memorias del gobierno y
enviar directamente a la OIT comentarios e informaciones sobre la aplicación
del Convenio. En muchos casos, las organizaciones de trabajadores han formulado
comentarios o presentado reclamaciones (ver antes) ante los órganos de control
de la OIT en nombre de organizaciones de pueblos indígenas.



El Convenio sobre la consulta tripartita (normas internacionales del trabajo),
1976 (núm. 144) de la OIT y la  Recomendación núm. 152 subrayan la impor-
tancia, a nivel nacional, de las consultas tripartitas regulares para garantizar que
las normas de la OIT se formulen, apliquen y controlen con la participación de
las organizaciones de empleadores y de trabajadores. Esto conlleva a una mayor
cooperación entre los interlocutores sociales, garantiza una conciencia y partici-
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Sección 1: Introducción al Convenio núm. 169 



pación más fuertes en cuestiones relativas a las normas internacionales del trabajo,
y conduce finalmente a una mejor gobernanza. Dichas consultas pueden incluir
aspectos relativos a la elaboración y puesta en práctica de medidas legislativas o
de otra índole para dar efecto a los convenios ratificados, tales como el Convenio
núm. 169.



En algunos países, los trabajadores y los empleadores han formado alianzas
con los pueblos indígenas para abordar cuestiones tales como la existencia de
trabajo forzoso entre trabajadores indígenas o para apoyar el desarrollo económico
y la creación de empresas por emprendedores indígenas.



¿TIENEN LOS PUEBLOS INDÍGENAS ACCESO A LOS 
PROCEDIMIENTOS Y A LA ASISTENCIA DE LA OIT?



Las organizaciones de pueblos indígenas no forman parte de los mandantes tri-
partitos de la OIT como es el caso de los gobiernos y de las organizaciones de
trabajadores y de empleadores. Sin embargo, se alienta a las personas indígenas
o a sus organizaciones a que se hagan miembros de las organizaciones de traba-
jadores y de empleadores. En algunos casos, los pueblos indígenas han formado
organizaciones específicas de trabajadores y de empleadores, o secciones específicas
dentro de organizaciones de mayor alcance. En otros casos, los trabajadores y
los empleadores han formado alianzas con las organizaciones indígenas, por
ejemplo para abordar situaciones de trabajo forzoso. El acceso a los mecanismos
de control en virtud de los convenios ratificados, incluyendo el Convenio núm.
169, se encuentra reglamentado en la Constitución de la OIT, y queda restringido
a los mandantes tripartitos. Si bien los pueblos indígenas han criticado esta res-
tricción, no hubo obstáculos en la práctica, pues los pueblos indígenas han hecho
alianzas, particularmente con sindicatos, para presentar informaciones, comen-
tarios y reclamaciones.



La OIT posee un completo programa de asistencia técnica para crear con-
ciencia, así como para promover la aplicación efectiva del Convenio. El Programa
para promover el Convenio núm. 169 (PRO 169) es un programa global único
que proporciona apoyo a los mandantes tripartitos de la OIT y a los pueblos in-
dígenas y tribales en más de 25 países de África, América Latina y Asia. 



¿CUÁL ES LA CONTRIBUCIÓN DEL CONVENIO NÚM. 169 
AL DESARROLLO NACIONAL?



En la mayoría de los países, los pueblos indígenas padecen de un nivel de pobreza
significativamente más elevado que los otros sectores de la sociedad, así como
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pronunciadas desventajas en materia de salud y de educación. Lo anterior puede,
en gran medida, estar relacionado con la discriminación estructural que se refleja
también en una escasa inversión pública en tierras indígenas, por ejemplo, en
términos de infraestructura y comunicaciones. Además, la contribución de los
pueblos indígenas a la economía y el desarrollo nacionales resulta a menudo in-
visible, pues sus sistemas de producción pueden estar principalmente orientados
hacia la subsistencia y frecuentemente trabajan en sectores informales como tra-
bajadores no calificados o como del trabajadores domésticos. Hay un creciente
reconocimiento del potencial económico que significaría superar la discriminación
de los pueblos indígenas, así como del potencial económico y de desarrollo de
sus culturas, conocimientos y sistemas de producción y de recursos naturales.
Los derechos de los pueblos indígenas a la consulta, a la participación y a la re-
partición de beneficios deben ser respetados en el proceso de desarrollo para
evitar relaciones de explotación y conflictos.



El Convenio núm. 169 es un instrumento de buena gobernanza y una he-
rramienta para la solución de conflictos y reconciliar intereses distintos. Si se
respetan los derechos de los pueblos indígenas y sus aspiraciones en el proceso
de desarrollo, los pueblos indígenas se asocian plenamente al desarrollo, incre-
mentando así considerablemente su contribución a las economías nacionales.



OTROS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES RELATIVOS 
A LOS PUEBLOS INDÍGENAS 



La Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas
(UNDRIP) fue adoptada por la Asamblea General de la ONU en 2007, después
de más de 20 años de negociaciones entre los pueblos indígenas y los Estados.
La UNDRIP es la más reciente y más plena expresión de las aspiraciones de los
pueblos indígenas. En tanto que declaración, la UNDRIP no tiene la fuerza vin-
culante de un tratado. Sin embargo, la UNDRIP fue adoptada por la Asamblea
General de las Naciones Unidas y debe ser considerada de buena fe por todos
los Estados Miembros de la ONU. La UNDRIP no establece nuevos derechos,
sino que más bien refleja la articulación de derechos existentes en el contexto de
los pueblos indígenas.



Las disposiciones de la UNDRIP y del Convenio núm. 169 se complementan
mutuamente. Sin embargo, la UNDRIP aborda otros temas que no fueron in-
cluidos en el Convenio núm. 169, tales como la militarización de las tierras
indígenas y la protección de los conocimientos tradicionales. La UNDRIP afirma
explícitamente el derecho de los pueblos indígenas a la autodeterminación, mien-
tras que el Convenio núm. 169 no incluye una disposición de tal tenor. El
Convenio núm. 169 establece explícitamente los derechos de los pueblos indígenas
a la participación, la consulta y la autogestión.
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SECCIÓN 2



Consulta y participación



Los derechos de los pueblos indígenas y tribales a ser consultados y a participar
en el proceso de adopción de decisiones constituyen la piedra angular del
Convenio núm. 169 y la base para aplicar el conjunto más amplio de derechos
consagrados en el Convenio. Esta sección responde a algunas de las preguntas
clave que los mandantes de la OIT formulan a menudo en relación con estos
derechos interconectados de los pueblos indígenas. 



¿POR QUÉ LA CONSULTA Y LA PARTICIPACIÓN SON LA PIEDRA 
ANGULAR DEL CONVENIO?



La consulta y la participación son principios fundamentales de la gobernanza de-
mocrática y del desarrollo incluyente. El Convenio núm. 169 introdujo
disposiciones sobre consulta y participación para eliminar el enfoque integracio-
nista del anterior Convenio núm. 107. Si bien la consulta y la participación son
objetivos importantes por sí mismos, son también el medio por el cual los pueblos
indígenas pueden participar plenamente en la adopción de las decisiones que les
afectan. La consulta y la participación son derechos que no sólo se atribuyen a
los pueblos indígenas. La consulta es un principio fundamental que se encuentra
en todos los demás convenios de la OIT los cuales disponen la consulta entre
los gobiernos, las organizaciones de empleadores y de trabajadores, así como con
todos a quienes interesa un convenio determinado. En este sentido, el Convenio
núm. 169 no es una excepción, sino que afirma el requisito de consultas específicas
con los pueblos indígenas.
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¿QUÉ DICE EL CONVENIO SOBRE LA CONSULTA? 



El requisito general de consultar a los pueblos indígenas se encuentra en el
Artículo 6(1) del Convenio núm. 169. La consulta de los pueblos indígenas 
se erige por lo tanto en obligación general en virtud del Convenio, cada vez



Debido a los grandes retos a los que actualmente tienen que hacer frente los
pueblos indígenas y tribales, incluidos la regularización de la propiedad de la tierra,
la salud, la educación, y el aumento de la explotación de los recursos naturales,
la participación de los pueblos indígenas y tribales en estos y otros ámbitos que
les afectan directamente, es un elemento fundamental para garantizar la equidad
y la paz social a través de la inclusión y el diálogo. ... las consultas pueden ser
un instrumento de diálogo auténtico, de cohesión social y desempeñar un papel
decisivo en la prevención y resolución de conflictos. 



Comisión de Expertos, Observación general sobre el Convenio núm. 169, 79.a 
reunión, 2008 (publicada en 2009).



El artículo 6(1) estipula que los gobiernos deberán: «consultar a los pueblos in-
teresados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus
instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o ad-
ministrativas susceptibles de afectarles directamente».



Además, el Artículo 6(2) del Convenio dispone que «las consultas llevadas a cabo
en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera
apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el
consentimiento acerca de las medidas propuestas».



El Convenio subraya particularmente la necesidad de consultar en las circunstancias 
siguientes:



• Antes de la prospección o explotación de los minerales y los recursos del 
subsuelo (Artículo 15(2)).



• Antes del traslado y la reubicación, los cuales sólo deberán efectuarse con 
consentimiento,dado libremente y con pleno conocimiento de causa (Artículo 16).



• Siempre que se considere la enajenación o la transmisión de las tierras de los
pueblos indígenas fuera de su comunidad (Artículo 17).



• En relación con la organización y el funcionamiento de programas especiales
de formación profesional (Artículo 22).



• En relación con la alfabetización y programas y servicios de educación (Artículos
27 y 28). 



Comprender el Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) 



12





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado











que haya medidas legislativas o administrativas que afecten directamente a di-
chos pueblos. Dichas medidas pueden referirse, por ejemplo, a la elaboración
de legislación nacional relativa a consultas o a la construcción de infraestructura
vial en las tierras de una comunidad indígena específica. Además, el Convenio
subraya particularmente la necesidad de consultar en ciertas circunstancias que
incluyen la consulta previa a la prospección o la explotación de los recursos
del subsuelo y a la reubicación y la enajenación de tierras.



El contenido central de la aplicación de los conceptos de consulta y 
participación resulta clave en el contexto de las relaciones entre los pueblos
indígenas y los Estados. El requisito de emprender consultas con los pueblos
indígenas es a la vez amplio y específico. En términos operacionales, esto im-
plica a menudo el establecimiento de mecanismos institucionalizados para
consultas regulares y amplias a la par que mecanismos específicos que se aplican
cada vez que una comunidad determinada se vea afectada. Lo anterior resulta
conforme con la experiencia de la Comisión de Expertos en Aplicación de
Convenios y Recomendaciones (CEACR) quien destacó en su observación
general de 2009 dos principales desafíos: i) garantizar que se realicen consultas
apropiadas antes de adoptar todas las medidas legislativas y administrativas
susceptibles de afectar directamente a pueblos indígenas y tribales; y ii) incluir
disposiciones en la legislación que requieran consultas previas como parte del
proceso en el que se determina si se otorgarán concesiones para la explotación
y prospección de recursos naturales.



La consulta en virtud del Convenio significa que:



1. Las consultas deben ser formales, plenas y llevarse a cabo de buena fe; debe
producirse un verdadero diálogo entre los gobiernos y los pueblos indígenas y
tribales caracterizado por la comunicación y el entendimiento, el respeto mutuo,
la buena fe y el deseo sincero de alcanzar un acuerdo;



2. Tienen que establecerse mecanismos apropiados a escala nacional y ello debe
realizarse de una forma adaptada a las circunstancias;



3. Tienen que llevarse a cabo consultas a través de instituciones representativas
de los pueblos indígenas y tribales en relación con las medidas legislativas y
administrativas;



4. Deben llevarse a cabo consultas con el objetivo de llegar a un acuerdo o lograr
el consentimiento sobre las medidas propuestas.



Las consultas pro forma o la simple información no cumplirán con los requisitos
del Convenio. Al mismo tiempo, dichas consultas no implican un derecho de veto
ni su resultado será necesariamente alcanzar un acuerdo o lograr el consentimiento.



CEACR, Observación general sobre el Convenio núm. 169, 
formulada en el 2010 y publicada en 2011.
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¿POR QUÉ LA CONSULTA CON LOS PUEBLOS INDÍGENAS 
REQUIERE DE ATENCIÓN ESPECIAL?



Los pueblos indígenas tienen los mismos derechos que el resto de la ciudadanía
de participar en la vida democrática general del Estado y de votar en dichos pro-
cesos. Asimismo, los Estados tienen la obligación de realizar consultas específicas
y de garantizar la participación de los pueblos indígenas, siempre que se consideren
medidas que los afecten directamente. Esto no quiere decir que los pueblos in-
dígenas tengan derechos especiales, sino que, dada su situación, se requieren
medidas especiales de consulta y participación para salvaguardar sus derechos en
el marco de un Estado democrático. La naturaleza colectiva de los derechos de
los pueblos indígenas y la necesidad de salvaguardar sus culturas y modos de sus-
tento son parte de los motivos por los cuales los gobiernos deben adoptar medidas
especiales para su consulta y participación cuando se adoptan decisiones.



¿QUIÉN TIENE LA RESPONSABILIDAD DE REALIZAR CONSULTAS?



En el contexto del Convenio núm. 169, la obligación de garantizar consultas
adecuadas recae clara y explícitamente en los gobiernos y no en personas o em-
presas privadas. En algunos casos, los gobiernos pueden delegar la aplicación



Una de las cuestiones que la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y
Recomendaciones (CEACR) ha examinado con más regularidad desde que el
Convenio fue adoptado es la “obligación de consulta”. La CEACR formuló una ob-
servación general detallada para clarificar el concepto de consulta. Dicha
observación indica, entre otras cosas, que:



La Comisión no puede sino subrayar la importancia que tiene garantizar el derecho
de los pueblos indígenas y tribales a decidir sus prioridades de desarrollo a través
de consultas significativas y eficaces y la participación de esos pueblos en todas
las etapas del proceso de desarrollo, especialmente cuando se debaten y deciden
los modelos y prioridades de desarrollo. No realizar dichas consultas y no dejarles
participar tiene graves repercusiones para la aplicación y éxito de programas y pro-
yectos específicos de desarrollo, ya que de esta forma resulta poco probable que
reflejen las aspiraciones y necesidades de los pueblos indígenas y tribales.



CEACR, Observaciones generales sobre el Convenio núm. 169, 
publicadas en 2009 y 2011.
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práctica del proceso de consulta a otras entidades. Sin embargo, la responsabilidad
de garantizar que las consultas se realicen de acuerdo con lo estipulado por el
Convenio recae en los gobiernos inclusive en los casos en que no estén directa-
mente a cargo del proceso. 



¿QUIÉN DEBE SER CONSULTADO? 



El Convenio estipula que los pueblos indígenas deben ser consultados a través
de sus instituciones representativas. Tomando en cuenta las características del
país, las especificidades de los pueblos indígenas y el tema y el alcance de 
la consulta, se puede determinar cuáles son las instituciones representativas.
Dependiendo de las circunstancias, la institución apropiada puede ser represen-
tativa a nivel nacional, regional o comunitario; puede ser parte de una red
nacional o puede representar a una única comunidad. El criterio importante es
que la representatividad debe determinarse a través de un proceso del que hagan
parte los mismos pueblos indígenas. Esto también implica que una institución
indígena no puede reclamar representatividad sin poder identificar claramente
a sus miembros y su responsabilidad hacia esos miembros. En algunos casos, la
supuesta falta de representatividad de una determinada institución se impugnó
ante los tribunales, o fue señalada ante los órganos de control de la OIT.



Cuando se impugna la representatividad o en circunstancias en las que di-
versas instituciones se impugnan mutuamente, la identificación de una única
institución representativa puede resultar imposible. Cuando se realizan consultas
nacionales amplias, existe la necesidad de adoptar un enfoque incluyente, que
permita la participación de diversas expresiones organizacionales. Cuando se 
realizan consultas más específicas, su alcance depende de la naturaleza de los
estudios de evaluación de impacto previstos en el Artículo 7(3) del Convenio.
Para garantizar que las instituciones concernidas sean representativas hay que ir
en algunos casos más allá de las instituciones tradicionales. Por ejemplo, el
Convenio requiere que sus disposiciones se apliquen de manera igualitaria a
hombres y mujeres, pero en algunos casos las mujeres indígenas no participan
en los procedimientos tradicionales.



Si las instituciones consultadas no son consideradas como representativas
por los pueblos que dicen representar, la consulta puede carecer de legitimidad.
«Si no se desarrolla un proceso de consulta adecuado con las instituciones u or-
ganizaciones indígenas y tribales verdaderamente representativas de las
comunidades afectadas, la consulta encaminada no cumpliría con los requisitos
del Convenio» (Consejo de Administración, 282ª reunión, 2001, GB.282/14/2).



Además, el Convenio establece en el Artículo 6(1)(c) que los gobiernos de-
berán «establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e
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iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos
necesarios para este fin». 



¿CUÁLES SON LOS PROCEDIMIENTOS APROPIADOS?



El requisito de que las consultas se lleven a cabo mediante procedimientos apro-
piados implica que las consultas deben tener lugar en un clima de confianza
mutua. En general, es necesario que los gobiernos reconozcan a las organizaciones
representativas y ambas partes deben procurar llegar a un acuerdo, efectuar ne-
gociaciones genuinas y constructivas, evitar demoras injustificadas, cumplir con
los acuerdos pactados y ponerlos en práctica de buena fe. Además, los gobiernos
deben garantizar que los pueblos indígenas cuenten con toda la información per-
tinente y puedan comprenderla en su totalidad. Debe darse tiempo suficiente a
los pueblos indígenas para que organicen sus propios procesos de toma de de-
cisiones y participen de manera eficaz en las decisiones adoptadas de forma
coherente con sus tradiciones culturales y sociales. Por lo tanto, la consulta
conlleva a menudo al establecimiento de un diálogo intercultural. Esto significa
que se ponga un real esfuerzo para entender cómo funcionan las culturas y los
procesos tradicionales de adopción de decisiones de los pueblos indígenas, y
adaptar la forma y fijar el momento oportuno de la consulta a dichas culturas y
procesos.



Será apropiado el procedimiento que genere las condiciones propicias para
poder llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas pro-
puestas, independientemente del resultado alcanzado. Con frecuencia, los procesos
generales de audiencia pública no resultan suficientes. La forma y el contenido
de los procedimientos y mecanismos de consulta tienen que permitir la plena ex-
presión — con suficiente antelación y sobre la base del entendimiento pleno de
las cuestiones planteadas — de las opiniones de los pueblos interesados a fin de
que puedan influir en los resultados y se pueda lograr un consenso, y para que
estas consultas se lleven a cabo de una manera que resulte aceptable para todas
las partes. La Comisión de Expertos subraya que debería realizarse una evaluación
periódica del funcionamiento de los mecanismos de consulta, con la participación
de los pueblos interesados, a fin de continuar mejorando su eficacia.
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Cuando se trata de determinar qué instituciones son representativas, los órganos
de control de la OIT establecen que «lo importante es que éstas [las instituciones]
sean el fruto de un proceso propio, interno de los pueblos indígenas.»



Consejo de Administración, 289.a reunión, 2004, documento GB.289/17/3





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Resaltado





jmongema


Rectángulo











¿EXISTE EL REQUISITO DE LOGRAR EL CONSENTIMIENTO?



Como lo estipula el Artículo 6(2), las consultas deberán efectuarse de buena fe
y con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de
las medidas propuestas. En este sentido, el Convenio núm. 169 no proporciona
un derecho de veto a los pueblos indígenas, ya que alcanzar un acuerdo o lograr
el consentimiento es el propósito al iniciar el proceso de consulta, y no un
requisito independiente. Por otra parte, los órganos de control de la OIT han
manifestado claramente que una simple reunión informativa en la que se escucha
a los pueblos indígenas sin posibilidades de que influyan en la adopción de de-
cisiones, no puede considerarse que cumple con las disposiciones del Convenio.
La aplicación adecuada del derecho a la consulta implica un proceso cualitativo
de negociaciones de buena fe y diálogo, mediante el cual el acuerdo y consen-
timiento, de ser posibles, pueden lograrse. En este sentido, importa subrayar la
interconexión entre consultas amplias y consultas específicas. Si los derechos,
preocupaciones y aspiraciones de los pueblos indígenas se reflejan en los textos
legislativos y en políticas de largo alcance, es probable que el acuerdo y consen-
timiento sobre medidas o proyectos específicos que afectan sus tierras y territorios
se logren más fácilmente. Debe también subrayarse que incluso si el proceso de
consulta fue concluido sin acuerdo o consentimiento, la decisión adoptada por
el Estado debe respetar los derechos sustantivos reconocidos por el Convenio,
tales como los derechos de los pueblos indígenas a las tierras y a la propiedad.
La importancia de obtener el acuerdo o el consentimiento es mayor mientras
más severas sean las posibles consecuencias para los pueblos indígenas involu-
crados. Si, por ejemplo, hay peligro para la continuación de la existencia de una
cultura indígena, la necesidad del consentimiento con las medidas propuestas es
más importante que en los casos en los que las decisiones pueden resultar en in-
convenientes menores, sin consecuencias severas o duraderas.



El Convenio núm. 169 en su Artículo 16, párrafo 2, establece el «consen-
timiento, dado libremente y con pleno conocimiento de causa» por parte de los
pueblos indígenas en los casos en que su traslado y reubicación de estos pueblos
fuera de las tierras que ocupan se considere excepcionalmente necesario3.



¿LA CONSULTA AYUDA A PREVENIR CONFLICTOS? 



La consulta efectiva y la participación son principios de buena gobernanza y me-
dios para reconciliar distintos intereses y perseguir objetivos de democracia
incluyente, estabilidad y desarrollo económico. Por el contrario, la falta de consulta
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3 Para más información, vease pagina 21. 
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efectiva puede llevar a una continua exclusión y, en los peores casos, a conflictos
y confrontaciones. El Convenio núm. 169 fue ratificado dos veces como un ele-
mento integral de los acuerdos de paz con la finalidad de terminar con guerras
civiles arraigadas debido a la exclusión de ciertos sectores de la población
(Guatemala, 1996; Nepal, 2007). A nivel local, la consulta es el mecanismo para
establecer diálogo y facilitar acuerdos. Igualmente, en los casos en los que los ór-
ganos de control de la OIT examinaron situaciones específicas de conflicto,
dejaron en evidencia que estos conflictos surgieron cuando las disposiciones sobre
la consulta y la participación no habían sido adecuadamente aplicadas.



¿CUÁLES SON LOS OBSTÁCULOS PARA EFECTUAR CONSULTAS? 



Un obstáculo central para la consulta efectiva es la situación de exclusión y recelo
que existe a menudo entre los pueblos indígenas y los Estados. Como lo expresa
un comite tripartito del Consejo de Administración en el contexto de un país en
particular, «…el clima de enfrentamientos, violencia y desconfianza recíproca im-
pidieron que las consultas se llevaran a cabo de manera más productiva. Es
consustancial a toda consulta la instauración de un clima de confianza mutua,
pero más aun con relación a los pueblos indígenas, por la desconfianza hacia las
instituciones del Estado y sentimiento de marginación que tienen sus raíces en
realidades históricas sumamente antiguas y complejas, y que no terminan de 
superarse aún»4.



Hay otros motivos relacionados con el fracaso de la realización de consultas
adecuadas que incluyen el hecho de que el reconocimiento generalizado del de-
recho a la consulta es bastante reciente y que tanto los gobiernos como los pueblos
indígenas se encuentran en un proceso de desarrollar instituciones apropiadas y
modalidades para la consulta. Como nota la CEACR en su observación general,
«[e]n algunos casos se han creado instituciones con responsabilidades relacionadas
con los derechos de los pueblos indígenas y tribales, aunque en ellas hay poca o
ninguna participación de esos pueblos, o carecen de los recursos o la influencia
suficientes. Por ejemplo, las decisiones fundamentales que afectan a los pueblos
indígenas y tribales en muchos casos son adoptadas por los ministerios responsables
de minería o de finanzas, sin coordinación alguna con la institución responsable
de los derechos de los pueblos indígenas y tribales. Como resultado de ello, esos
pueblos no pueden opinar realmente sobre las políticas que les atañen. Aunque
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4  Consejo de Administración, 289a reunión, marzo de 2004. Reclamación presentada en virtud del
artículo 24 de la Constitución de la OIT, México, GB 289/17/3.
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Los miembros de los pueblos indígenas deberán gozar, en pie de igualdad, de los
derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los demás miembros
de la población.



El goce sin discriminación de los derechos generales de ciudadanía no deberá
sufrir menoscabo alguno como consecuencia de medidas especiales para salva-
guardar las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el
medio ambiente de los pueblos interesados.



Ver artículos 2(2)(a) y 4(3) del Convenio núm. 169.



el Convenio no impone un modelo específico de participación, requiere la exis-
tencia o establecimiento de instituciones u otros mecanismos apropiados, con los
medios necesarios para cumplir debidamente con sus funciones, y la participación
efectiva de los pueblos indígenas y tribales. Estas instituciones o mecanismos aún
se tienen que establecer en una serie de países que han ratificado el Convenio»
(CEACR, 2008, publicada en 2009).



¿QUÉ DICE EL CONVENIO SOBRE LA PARTICIPACIÓN? 



El concepto de participación está vinculado estrechamente al de consulta. De
manera general, el Convenio núm. 169 establece en el Artículo 6(1) que los go-
biernos deberán «establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados
puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores
de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones
electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas
y programas que les conciernan».



Por lo tanto, el Convenio reconoce que los pueblos indígenas se encuentran
a menudo en una posición de desventaja, lo que impide su participación equitativa.
Esto ocurre, por ejemplo, en los numerosos casos en los que a los pueblos indí-
genas, y en particular a las mujeres, no se les reconoce la ciudadanía o no se les
otorgan documentos de identidad, que permitirían su participación en procesos
electivos. En otros casos, las reglas electorales no permiten la representación de
minorías, lo cual implica que los pueblos indígenas son efectivamente excluidos
de la participación en la adopción de decisiones.



Asimismo, el Artículo 7(1) del Convenio núm. 169 dispone específicamente
que los pueblos indígenas deberán «participar en la formulación, aplicación y
evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles
de afectarles directamente». Además, el Artículo 33 del Convenio requiere que
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los gobiernos establezcan instituciones u otros mecanismos apropiados que ga-
ranticen «la planificación, coordinación, ejecución y evaluación, en cooperación
con los pueblos interesados, de las medidas previstas en el presente Convenio».



El Convenio núm. 169 contiene numerosas referencias al concepto de par-
ticipación, y también utiliza otras expresiones tales como la obligación de
«cooperar» con los pueblos indígenas, la obligación de no tomar medidas con-
trarias a los «deseos expresados libremente» por los pueblos indígenas, y la
obligación de buscar el consentimiento dado «libremente y con pleno conoci-
miento de causa» por los pueblos indígenas en los casos en los que
«excepcionalmente el traslado y la reubicación…se consideren necesarios».



¿CUÁL ES EL VÍNCULO ENTRE LA CONSULTA Y LA PARTICIPACIÓN? 



El derecho de los pueblos indígenas a la consulta no se limita al derecho de dar
a conocer su reacción a medidas iniciadas o impuestas desde el exterior. Los ór-
ganos de control de la OIT han subrayado la interrelación de los conceptos de
consulta y de participación. Lo anterior implica que los pueblos indígenas no
deben dar a conocer únicamente su reacción y ser capaces de influir sobre las
propuestas iniciadas desde el exterior, sino que deben participar activamente y
proponer medidas, programas y actividades que construyan  su desarrollo. La
participación significa asimismo más que una mera consulta y debe llevar a la
apropiación de las iniciativas por parte de los pueblos indígenas. En este sentido,
los conceptos entrelazados de consulta y de participación son los mecanismos
que aseguran que los pueblos indígenas puedan decidir sobre sus propias priori-
dades en lo que atañe al proceso de desarrollo y controlar su propio desarrollo
económico, social y cultural, como lo establece el Artículo 7(1) del Convenio.
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SECCIÓN 3



Tierras y recursos naturales



El Convenio núm. 169 se fundamenta en el reconocimiento de los valores cul-
turales y espirituales que los pueblos indígenas atribuyen a sus tierras. Sus
derechos a las tierras y a los recursos naturales requieren de especial atención,
puesto que son fundamentales para garantizar el conjunto más amplio de los
derechos relacionados con la autogestión y con el derecho de determinar sus
propias prioridades de desarrollo.



¿CUÁL ES EL ALCANCE DEL DERECHO A LAS TIERRAS? 



El Convenio reconoce un derecho amplio de los pueblos indígenas a las tierras
y a los recursos que tradicionalmente ocupan y utilizan. El Convenio otorga
importancia al concepto de territorios, lo que cubre la totalidad del hábitat de
las regiones que los pueblos indígenas ocupan. El reconocimiento del derecho
a las tierras se fundamenta en la ocupación tradicional, que comprende la tierra
donde los pueblos indígenas vivieron a lo largo del tiempo y que desean trans-
mitir a las generaciones futuras. Por ende, el establecimiento de los derechos
de los pueblos indígenas sobre las tierras se fundamenta en la ocupación y en
el uso tradicionales, y no en un eventual reconocimiento o en el registro legal
oficial de dicha propiedad. Los derechos a las tierras comprenden tanto aspectos
individuales como colectivos. Además, los gobiernos deben establecer proce-
dimientos para identificar las tierras de los pueblos indígenas y tomar medidas
para proteger sus derechos de propiedad y posesión, que incluyen la demarcación
y el otorgamiento de títulos. Los gobiernos deben establecer también meca-
nismos para resolver las reivindicaciones sobre las tierras. 



El Convenio incluye una serie de salvaguardas para prevenir el desplaza-
miento de los pueblos indígenas de sus tierras. El Convenio establece como
principio general que los pueblos indígenas no deberán ser trasladados de las
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tierras que ocupan. Cuando excepcionalmente el traslado resulte inevitable,
debe sólo constituir una medida excepcional. La reubicación excepcional sólo
deberá efectuarse con el consentimiento previo de los pueblos indígenas, dado
libremente y con pleno conocimiento de causa. Cuando el consentimiento no
se puede obtener, la reubicación deberá tener lugar al término de procedimientos
adecuados, en los cuales los pueblos interesados tengan la posibilidad de estar
efectivamente representados. Además, los pueblos indígenas tienen el derecho
de regresar a sus tierras tradicionales siempre que sea posible. En los casos en
los que el retorno no es posible, los pueblos indígenas tienen derecho a recibir
tierras cuya calidad y estatuto jurídico sean iguales a los de las tierras que ocu-
paban anteriormente.



¿TIENEN DERECHO LOS PUEBLOS INDÍGENAS A LOS RECURSOS
NATURALES?



La mayoría de los pueblos indígenas dependen de las tierras y de los recursos
naturales y han desarrollado técnicas sofisticadas de sustento para mantener su
economía y el medio ambiente. El Convenio núm. 169 dispone, como principio
general, que los pueblos indígenas tienen derecho «a los recursos naturales exis-
tentes en sus tierras», que comprenden el derecho a «participar en la utilización,
administración y conservación de dichos recursos». La excepción al principio ge-
neral ocurre en los casos en los que la propiedad de los minerales, de los recursos



Los derechos de los pueblos indígenas a los recursos naturales existentes en sus
tierras deberán protegerse especialmente. En caso de que pertenezca al Estado la
propiedad de los minerales o de los recursos del subsuelo, los gobiernos deberán
establecer procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados y de-
terminar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados. Los pueblos indígenas
deberán participar en los beneficios y percibir una indemnización equitativa.



Ver Convenio núm. 169, Artículo 15(1) y (2).



La ocupación tradicional confiere « derecho a la tierra, independientemente de
que tal derecho se hubiera reconocido o no [por parte del Estado]».



CEACR, 73a. reunión, 2002, observación, Perú, párrafo 7
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del subsuelo o de otros recursos recae en el Estado. En tales casos, el Convenio
establece una serie de salvaguardas para garantizar que los pueblos indígenas sean
adecuadamente consultados y que participen en los beneficios y perciban una
indemnización equitativa por todo daño que puedan sufrir. Lo establecido en
relación con los recursos naturales (Artículo 15 del Convenio) se debe aplicar en
conjunto con las disposiciones generales sobre consulta y participación (Artículos
6 y 7), que se describieron en detalle en la sección anterior. El Convenio subraya
la necesidad de determinar si los intereses de los pueblos indígenas serían per-
judicados, y en qué medida, antes de la prospección o explotación de los recursos
existentes en sus tierras. Se subraya especialmente (Artículo 7(3)) que los estudios
de evaluación de impacto deberán ser emprendidos en cooperación con los pue-
blos indígenas para evaluar la incidencia social, espiritual, cultural y sobre el
medio ambiente que las actividades previstas puedan tener, y que los resultados
de estos estudios deberán ser considerados como criterios fundamentales para
la ejecución de las actividades mencionadas. Además, es importante advertir que
las disposiciones sobre los estudios de evaluación de impacto y la consulta se
aplican no sólo a la explotación concreta de los recursos, sino también en la
fase de prospección. Esto implica que los pueblos indígenas deberán ser infor-
mados y consultados, y que deberán participar desde el inicio mismo de una
intervención planeada, incluso antes de que se otorguen concesiones o licencias
a los operadores.



La aplicación inadecuada de las disposiciones sobre la consulta, la partici-
pación y los estudios de evaluación de impacto en el contexto de la prospección
y exploración de los recursos naturales son bastante comunes, y son el tema
más frecuente de los reclamos presentados ante los órganos de control de la
OIT. A menudo ocurren conflictos entre los pueblos indígenas y los actores del
sector privado al obtener licencias o concesiones del Estado. En este contexto,
es importante subrayar que la responsabilidad de asegurar la aplicación correcta
del derecho a la consulta y la participación recae en el Estado. Si se fracasa al
asumir esta responsabilidad, se plantea un riesgo para las inversiones del sector
privado puesto que los pueblos indígenas pueden legítimamente invocar sus 
derechos en virtud del Convenio.
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En 2010, la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones
(CEACR), en su observación sobre el Convenio núm. 169, pidió al Gobierno de
Perú que “suspenda las actividades de exploración y explotación de recursos na-
turales  que afectan a los pueblos cubiertos por el Convenio en tanto no se asegure
la participación y consulta de los pueblos afectados a través de sus instituciones
representativas en un clima de pleno respeto y confianza, en aplicación de los ar-
tículos 6, 7 y 15 del Convenio” (Informe de la CEACR, 2010, página 902). Ese
mismo año, la CEACR dirigió solicitudes similares sobre la suspensión de actividades
a los gobiernos de Colombia (página 878)  y Guatemala (página 885).  Los em-
pleadores pusieron objeciones a esta interpretación y «señalaron que estas
peticiones no se basaban en el Convenio y debían ser eliminadas tan pronto como
fuera posible, habida cuenta de que la Comisión de Expertos no era un tribunal
judicial y no podía, por tanto, solicitar la interrupción de las actividades econó-
micas.» (Informe de la CApp, 2010,  primera parte, párrafo 54). La Comisión de
Expertos trató la cuestión en una observación general publicada en 2011. En este
contexto, ella clarificó que «[e]n cumplimiento de sus funciones, la Comisión for-
mula recomendaciones para promover la aplicación efectiva del Convenio. En
relación con la cuestión de si la Comisión puede realizar recomendaciones en re-
lación con la suspensión de actividades a la espera de consultas, la Comisión
quiere señalar que queda claro que no es un tribunal de justicia y como resultado
de ello no tiene poder de requerimiento ni de dictar medidas provisionales. La
Comisión observa que, en los casos en los que ha realizado una recomendación
que se ha interpretado como tal, había estado comunicándose con los países in-
teresados durante una serie de años pidiéndoles que adoptasen las medidas
necesarias para consultar con los pueblos indígenas y tribales interesados de con-
formidad con las disposiciones del Convenio.» (Informe de la CEACR, 2011, página
865).
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SECCIÓN 4



Impacto para el sector privado  



¿QUÉ IMPLICACIONES TIENE EL CONVENIO NÚM. 169 PARA EL
SECTOR PRIVADO?



Aunque la responsabilidad de la aplicación del Convenio núm. 169 recae en el
Estado, el Convenio tiene un claro impacto jurídico para los actores del sector
privado que operan en los países ratificantes. El Convenio es obligatorio para
los Estados que lo han ratificado. Estos Estados deben tomar medidas concretas
para garantizar que sus obligaciones en virtud del Convenio se aplican efectiva-
mente a nivel nacional. Sin embargo, en muchos países existen aún desafíos
considerables en lo que se refiere a la aplicación del Convenio en la legislación
y en la práctica, particularmente en relación con el derecho a la consulta. Esto
implica que los actores del sector privado corren el riesgo de sentirse maniatados
entre las reglas de un mecanismo jurídico obligatorio, que puede ser aplicado
por el sistema legal nacional y que son objeto de vigilancia por parte de los me-
canismos de control internacionales, y la práctica de un Estado determinado, que
no adoptó las medidas necesarias para aplicar efectivamente el Convenio. La au-
sencia de una incorporación doméstica adecuada del Convenio núm. 169 en
países que lo han ratificado ha desembocado en muchos casos en conflictos entre
empresas y pueblos indígenas, y pone en peligro las inversiones de los operadores
del sector privado. Al actuar conforme con los principios del Convenio, los
actores del sector privado benefician de la seguridad jurídica, de la legitimidad,
del establecimiento de alianzas y de la sostenibilidad. Las empresas multinacionales
deben remitirse de buena fe a los principios del Convenio núm. 169 así como
a los principios de la Declaración tripartita de principios de la OIT sobre las em-
presas multinacionales y la política social, que pide a las empresas que, entre
otras cosas, respeten las normas internacionales relativas a los derechos humanos
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y del trabajo, y que cumplan con sus compromisos de conformidad con la le-
gislación nacional y las obligaciones internacionales aceptadas.



La nota explicativa de la Corporación Financiera Internacional del Banco
Mundial (IFC) sobre el Convenio núm. 1695 proporciona orientación específica
para las empresas en relación con el Convenio. En general, dicha nota indica
que las empresas se enfrentan a «exigencias que atañen a su reputación y que
surgen de la percepción de que sus acciones deben cumplir con la legislación in-
ternacional o ser coherentes con ella». Además, la nota señala los siguientes
factores a ser considerados cuando se realicen actividades en países que han ra-
tificado el Convenio: 



• Las empresas deben respetar la legislación nacional; en varios países que lo
ratificaron, el Convenio núm. 169 tiene aplicación directa en el derecho 
interno;



• El incumplimiento de los gobiernos afecta a las empresas y puede incluso
poner en peligro licencias y concesiones;



• Puede suceder que las acciones de las empresas privadas influyan o pongan
en riesgo la aplicación  de las obligaciones del Estado en virtud del Convenio
núm. 169: «…las empresas del sector privado deberían actuar de modo tal
de no interferir con el cumplimiento de las obligaciones que imponen al
Estado los convenios internacionales que éste suscribió».



¿TIENEN LAS EMPRESAS UN DEBER GENERAL DE RESPETAR
LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS?



El Representante Especial del Secretario General de Naciones Unidas para derechos
humanos y empresas, el Profesor John Ruggie, elaboró durante los últimos años
lo que se conoce como el Marco de las Naciones Unidas para las empresas y los
derechos humanos, que fue aprobado por el Consejo de Derechos Humanos de
las Naciones Unidas. El Marco de las Naciones Unidas se apoya sobre tres pilares:
1) el deber del Estado de proteger a las personas contra las violaciones de los de-
rechos humanos cometidas por terceros, con inclusión de las empresas, mediante
políticas adecuadas, actividades de reglamentación y acatamiento de las decisiones
judiciales; 2) la responsabilidad de las empresas de respetar los derechos humanos,



5 IFC, 2007: el Convenio 169 de la OIT y el sector privado.
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lo que significa intervenir con la debida diligencia para evitar la violación de los
derechos de otros; 3) el mayor acceso de las víctimas a recursos efectivos, tanto
judiciales como extrajudiciales (documento A/HRC/14/27). 



Aunque por lo general el derecho internacional no impone directamente
obligaciones a las empresas, «la responsabilidad de las empresas de respetar los
derechos humanos es una norma de conducta prevista reconocida prácticamente
en todos los instrumentos voluntarios y de derecho no vinculante relacionados
con la responsabilidad empresarial» (ibid). El Marco de las Naciones Unidas para
las empresas y los derechos humanos esboza los siguientes elementos de la 
«responsabilidad de respetar»:



• Significa que se debe evitar la infracción de los derechos de otros y abordar
los efectos negativos que puedan producirse.



• Esta responsabilidad existe con independencia de los deberes de los Estados
en materia de derechos humanos. Se aplica a todas las compañías en todas
las situaciones.



• La responsabilidad queda determinada por el impacto causado.



• Se necesita considerar tres grupos de factores: el contexto concreto nacional,
la repercusión de las actividades de la empresa y el abuso en relación con
dichas actividades.



• La respuesta adecuada de las empresas para la gestión de los riesgos de vio-
lación de los derechos de otros es el ejercicio de la debida diligencia en
materia de derechos humanos, que consta de cuatro componentes:



1. una declaración de principios en donde manifiesta el compromiso de
la compañía con el respeto de los derechos humanos;



2. la evaluación periódica de las repercusiones efectivas y potenciales que
las actividades y relaciones de la compañía pueden tener en los 
derechos humanos;



3. la integración de esos compromisos y evaluaciones en los sistemas 
internos de control y supervisión; y



4. el seguimiento y la presentación de informes sobre el desempeño.



Sección 4: Impacto para el sector privado
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Este enfoque de debida diligencia sigue la misma línea que la orientación
dada en la nota informativa de la IFC sobre «el Convenio 169 de la OIT y el
sector privado», que indica que: «Para minimizar los riesgos, se recomienda a las
empresas constatar que el gobierno haya cumplido sus responsabilidades».
Específicamente, las empresas deberían verificar si:



• el proceso utilizado para identificar las tierras de los pueblos indígenas y
tribales respeta los requisitos del Convenio núm 169,



• los procedimientos legales o de otra naturaleza que se emplean para resolver
las disputas y los reclamos de los pueblos indígenas sobre las tierras son
aceptables y han sido sometidos a consulta,



• los títulos de propiedad de tierras que originalmente pertenecían a los pueblos
indígenas se han obtenido del modo correcto, conforme a la ley y sin sacar
ventaja de la falta de conocimiento del sistema legal para obtener la posesión
del título,



• las autoridades gubernamentales pertinentes han reconocido los derechos
de los pueblos indígenas sobre los recursos naturales,



• se han realizado las consultas debidas antes de la concesión de licencias de
exploración o de explotación,



• existen mecanismos que permiten a las comunidades interesadas participar
de los beneficios del proyecto y recibir una compensación justa.
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INFORMACIÓN GENERAL:



El sitio Internet de la OIT sobre los pueblos indígenas y tribales, contiene una
serie de materiales informativos y recursos, incluyendo información sobre la asis-
tencia técnica de la OIT sobre el Convenio núm. 169: www.ilo.org/indigenous



El Programa para promover el Convenio núm. 169 (PRO 169) ha creado
un sitio Web de capacitación, que contiene todos los materiales necesarios in-
cluyendo textos, publicaciones, presentaciones y videos, para un curso sobre
pueblos indígenas y tribales y desarrollo: http://es.pro169.org/



ORIENTACIÓN SOBRE EL CONVENIO NÚM. 169:



Las siguientes publicaciones proporcionan información específica y detallada
sobre el Convenio núm. 169:



1. OIT. Observación general sobre el Convenio núm. 169 sobre pueblos in-
dígenas y tribales formulada por la Comisión de Expertos en Aplicación de
Convenios y Recomendaciones en su 81a reunión, 2010. Informe III (1A),
Conferencia Internacional del Trabajo, 100a reunion, Ginebra, 2011.



2. OIT. Observación general sobre el Convenio núm. 169 sobre pueblos in-
dígenas y tribales formulada por la Comisión de Expertos en Aplicación de
Convenios y Recomendaciones en su 79a reunión, 2008. Informe III (1A),
Conferencia Internacional del Trabajo, 98a reunion, Ginebra, 2009.



3. OIT. Aplicación del Convenio núm. 169 de la OIT por Tribunales nacionales
e internacionales en América Latina. Una recopilación de casos. Programa
para promover el Convenio núm. 169 (PRO 169) (Ginebra, 2009).
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4. OIT. Los derechos de los pueblos indígenas y tribales en la práctica: una
guía sobre el Convenio núm. 169 de la OIT. Programa para promover el
Convenio núm. 169 (PRO 169). (Ginebra, 2009).



5. OIT. Convenio número 169 sobre pueblos indígenas y tribales: un manual,
Programa para promover el Convenio núm. 169 (PRO 169). (Ginebra, 2006).



6. IFC. Nota de orientación no. 7 sobre pueblos indígenas, Corporación
Financiera Internacional, 2007.



DOCUMENTOS SOBRE LAS CONDICIONES LABORALES
DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS:



1. OIT. Eliminación de la discriminación de los pueblos indígenas y tribales
en materia de empleo y ocupación. Guía sobre el Convenio núm. 111 de
la OIT, (Ginebra, 2007).



2. OIT. Directrices para combatir el trabajo infantil entre los pueblos indígenas
y tribales, OIT, IPEC y PRO 169, (Ginebra, 2006). 



3. E. Bedoya; A. Bedoya. Trabajo Forzoso en la Extracción de la Madera en
la Amazonía Peruana, (OIT, Lima, 2005).



4. Thomas, V. (Ed.). Traditional Occupations of Indigenous and Tribal Peoples:
Emerging Trends. Proyecto para promover la politica de la OIT para los
pueblos indígenas y tribales (PRO 169). (Ginebra, 2000).
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CONVENIO SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES EN PAÍSES
INDEPENDIENTES



La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo:



Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina
Internacional del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 7 junio 1989, en su
septuagésima sexta reunión;



Observando las normas internacionales enunciadas en el Convenio y en la
Recomendación sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957;



Recordando los términos de la Declaración Universal de Derechos Humanos, del
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y de los numerosos instrumentos
internacionales sobre la prevención de la discriminación;



Considerando que la evolución del derecho internacional desde 1957 y los cambios
sobrevenidos en la situación de los pueblos indígenas y tribales en todas las regiones
del mundo hacen aconsejable adoptar nuevas normas internacionales en la materia,
a fin de eliminar la orientación hacia la asimilación de las normas anteriores;



Reconociendo las aspiraciones de esos pueblos a asumir el control de sus propias
instituciones y formas de vida y de su desarrollo económico y a mantener y for-
talecer sus identidades, lenguas y religiones, dentro del marco de los Estados en
que viven;



Observando que en muchas partes del mundo esos pueblos no pueden gozar de
los derechos humanos fundamentales en el mismo grado que el resto de la po-
blación de los Estados en que viven y que sus leyes, valores, costumbres y
perspectivas han sufrido a menudo una erosión;



EL CONVENIO NÚM. 169



ANEXO B











Recordando la particular contribución de los pueblos indígenas y tribales a la di-
versidad cultural, a la armonía social y ecológica de la humanidad y a la
cooperación y comprensión internacionales;



Observando que las disposiciones que siguen han sido establecidas con la cola-
boración de las Naciones Unidas, de la Organización de las Naciones Unidas
para la Agricultura y la Alimentación, de la Organización de las Naciones Unidas
para la Educación, la Ciencia y la Cultura y de la Organización Mundial de la
Salud, así como del Instituto Indigenista Interamericano, a los niveles apropiados
y en sus esferas respectivas, y que se tiene el propósito de continuar esa colabo-
ración a fin de promover y asegurar la aplicación de estas disposiciones;



Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones sobre la revisión parcial
del Convenio sobre poblaciones indígenas y tribuales, 1957 (núm. 107), cuestión
que constituye el cuarto punto del orden del día de la reunión, y



Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un
convenio internacional que revise el Convenio sobre poblaciones indígenas y tri-
bales, 1957,



adopta, con fecha veintisiete de junio de mil novecientos ochenta y nueve, el si-
guiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre pueblos
indígenas y tribales, 1989:



PARTE I.   POLÍTICA GENERAL



Artículo 1



1. El presente Convenio se aplica:



a) a los pueblos tribales en países independientes, cuyas condiciones 
sociales, culturales y económicas les distingan de otros sectores de la
colectividad nacional, y que estén regidos total o parcialmente por sus
propias costumbres o tradiciones o por una legislación especial;



b) a los pueblos en países independientes, considerados indígenas por el
hecho de descender de poblaciones que habitaban en el país o en una
región geográfica a la que pertenece el país en la época de la conquista
o la colonización o del establecimiento de las actuales fronteras 
estatales y que, cualquiera que sea su situación jurídica, conservan
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todas sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas,
o parte de ellas.



2. La conciencia de su identidad indígena o tribal deberá considerarse un
criterio fundamental para determinar los grupos a los que se aplican las dis-
posiciones del presente Convenio.



3. La utilización del término pueblos en este Convenio no deberá interpretarse
en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos
que pueda conferirse a dicho término en el derecho internacional.



Artículo 2



1. Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la par-
ticipación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática
con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto
de su integridad.



2. Esta acción deberá incluir medidas:



a) que aseguren a los miembros de dichos pueblos gozar, en pie 
de igualdad, de los derechos y oportunidades que la legislación 
nacional otorga a los demás miembros de la población;



b) que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales, 
económicos y culturales de esos pueblos, respetando su identidad 
social y cultural, sus costumbres y tradiciones, y sus instituciones;



c) que ayuden a los miembros de los pueblos interesados a eliminar las
diferencias socioeconómicas que puedan existir entre los miembros
indígenas y los demás miembros de la comunidad nacional, de una
manera compatible con sus aspiraciones y formas de vida.



Artículo 3



1. Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de los derechos
humanos y libertades fundamentales, sin obstáculos ni discriminación. Las
disposiciones de este Convenio se aplicarán sin discriminación a los hombres
y mujeres de esos pueblos.
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2. No deberá emplearse ninguna forma de fuerza o de coerción que viole los
derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos interesados,
incluidos los derechos contenidos en el presente Convenio.



Artículo 4



1. Deberán adoptarse las medidas especiales que se precisen para salvaguardar
las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el medio
ambiente de los pueblos interesados.



2. Tales medidas especiales no deberán ser contrarias a los deseos expresados
libremente por los pueblos interesados.



3. El goce sin discriminación de los derechos generales de ciudadanía no 
deberá sufrir menoscabo alguno como consecuencia de tales medidas es-
peciales.



Artículo 5



Al aplicar las disposiciones del presente Convenio:



a) deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, 
culturales, religiosos y espirituales propios de dichos pueblos y deberá
tomarse debidamente en consideración la índole de los problemas que
se les plantean tanto colectiva como individualmente;



b) deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e instituciones
de esos pueblos;



c) deberán adoptarse, con la participación y cooperación de los pueblos
interesados, medidas encaminadas a allanar las dificultades que 
experimenten dichos pueblos al afrontar nuevas condiciones de vida
y de trabajo.



Artículo 6



1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos 
deberán:
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a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos 
apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas,
cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles directamente;



b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados
puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que
otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de
decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de
otra índole responsables de políticas y programas que les conciernan;



c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e
iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los
recursos necesarios para este fin.



2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán 
efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con
la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las
medidas propuestas.



Artículo 7



1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias
prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que
éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las
tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida
de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además,
dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación
de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de
afectarles directamente.



2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud
y educación de los pueblos interesados, con su participación y cooperación,
deberá ser prioritario en los planes de desarrollo económico global de las
regiones donde habitan. Los proyectos especiales de desarrollo para estas
regiones deberán también elaborarse de modo que promuevan dicho 
mejoramiento.











3. Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se efectúen
estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la 
incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las
actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los
resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios 
fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas.



4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos
interesados, para proteger y preservar el medio ambiente de los territorios
que habitan.



Artículo 8



1. Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán 
tomarse debidamente en consideración sus costumbres o su derecho 
consuetudinario.



2. Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e 
instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los 
derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con
los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea
necesario, deberán establecerse procedimientos para solucionar los con-
flictos que puedan surgir en la aplicación de este principio.



3. La aplicación de los párrafos 1 y 2 de este artículo no deberá impedir 
a los miembros de dichos pueblos ejercer los derechos reconocidos a 
todos los ciudadanos del país y asumir las obligaciones correspondientes.



Artículo 9



1. En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional
y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos, deberán 
respetarse los métodos a los que los pueblos interesados recurren 
tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus 
miembros.



2. Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones
penales deberán tener en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la
materia.
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Artículo 10



1. Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general
a miembros de dichos pueblos deberán tenerse en cuenta sus características
económicas, sociales y culturales.



2. Deberá darse la preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento.



Artículo 11



La ley deberá prohibir y sancionar la imposición a miembros de los pueblos in-
teresados de servicios personales obligatorios de cualquier índole, remunerados
o no, excepto en los casos previstos por la ley para todos los ciudadanos.



Artículo 12



Los pueblos interesados deberán tener protección contra la violación de sus
derechos, y poder iniciar procedimientos legales, sea personalmente o bien
por conducto de sus organismos representativos, para asegurar el respeto efec-
tivo de tales derechos. Deberán tomarse medidas para garantizar que los
miembros de dichos pueblos puedan comprender y hacerse comprender en
procedimientos legales, facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros
medios eficaces.



PARTE II.   TIERRAS



Artículo 13



1. Al aplicar las disposiciones de esta parte del Convenio, los gobiernos deberán
respetar la importancia especial que para las culturas y valores espirituales
de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, o
con ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna otra manera,
y en particular los aspectos colectivos de esa relación.



2. La utilización del término tierras en los artículos 15 y 16 deberá incluir el
concepto de territorios, lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones
que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera.
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Artículo 14



1. Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de
posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan. Además, en los
casos apropiados, deberán tomarse medidas para salvaguardar el derecho de
los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocu-
padas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para
sus actividades tradicionales y de subsistencia. A este respecto, deberá pres-
tarse particular atención a la situación de los pueblos nómadas y de los
agricultores itinerantes.



2. Los gobiernos deberán tomar las medidas que sean necesarias para determinar
las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente y garantizar
la protección efectiva de sus derechos de propiedad y posesión.



3. Deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema ju-
rídico nacional para solucionar las reivindicaciones de tierras formuladas
por los pueblos interesados.



Artículo 15



1. Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes
en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden
el derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y
conservación de dichos recursos.



2. En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los
recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en
las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con
miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses
de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender
o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de los recursos
existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar siempre
que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir
una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como
resultado de esas actividades.
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Artículo 16



1. A reserva de lo dispuesto en los párrafos siguientes de este artículo, los pue-
blos interesados no deberán ser trasladados de las tierras que ocupan.



2. Cuando excepcionalmente el traslado y la reubicación de esos pueblos se
consideren necesarios, sólo deberán efectuarse con su consentimiento,
dado libremente y con pleno conocimiento de causa. Cuando no pueda
obtenerse su consentimiento, el traslado y la reubicación sólo deberá tener
lugar al término de procedimientos adecuados establecidos por la legisla-
ción nacional, incluidas encuestas públicas, cuando haya lugar, en que 
los pueblos interesados tengan la posibilidad de estar efectivamente 
representados.



3. Siempre que sea posible, estos pueblos deberán tener el derecho de regresar
a sus tierras tradicionales en cuanto dejen de existir la causas que motivaron
su traslado y reubicación.



4. Cuando el retorno no sea posible, tal como se determine por acuerdo o,
en ausencia de tales acuerdos, por medio de procedimientos adecuados, di-
chos pueblos deberán recibir, en todos los casos posibles, tierras cuya calidad
y cuyo estatuto jurídico sean por lo menos iguales a los de las tierras que
ocupaban anteriormente, y que les permitan subvenir a sus necesidades y
garantizar su desarrollo futuro. Cuando los pueblos interesados prefieran
recibir una indemnización en dinero o en especie, deberá concedérseles
dicha indemnización, con las garantías apropiadas.



5. Deberá indemnizarse plenamente a las personas trasladadas y reubicadas
por cualquier pérdida o daño que hayan sufrido como consecuencia de su
desplazamiento.



Artículo 17



1. Deberán respetarse las modalidades de transmisión de los derechos sobre
la tierra entre los miembros de los pueblos interesados establecidas por
dichos pueblos.



2. Deberá consultarse a los pueblos interesados siempre que se considere su
capacidad de enajenar sus tierras o de transmitir de otra forma sus derechos
sobre estas tierras fuera de su comunidad.
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3. Deberá impedirse que personas extrañas a esos pueblos puedan aprovecharse
de las costumbres de esos pueblos o de su desconocimiento de las leyes por
parte de sus miembros para arrogarse la propiedad, la posesión o el uso de
las tierras pertenecientes a ellos.



Artículo 18



La ley deberá prever sanciones apropiadas contra toda intrusión no autorizada
en las tierras de los pueblos interesados o todo uso no autorizado de las mismas
por personas ajenas a ellos, y los gobiernos deberán tomar medidas para impedir
tales infracciones.



Artículo 19



Los programas agrarios nacionales deberán garantizar a los pueblos interesados
condiciones equivalentes a las que disfruten otros sectores de la población, a los
efectos de:



a) la asignación de tierras adicionales a dichos pueblos cuando las tierras
de que dispongan sean insuficientes para garantizarles los elementos
de una existencia normal o para hacer frente a su posible crecimiento
numérico;



b) el otorgamiento de los medios necesarios para el desarrollo de las
tierras que dichos pueblos ya poseen.



PARTE III.   CONTRATACIÓN Y CONDICIONES DE EMPLEO



Artículo 20



1. Los gobiernos deberán adoptar, en el marco de su legislación nacional y en
cooperación con los pueblos interesados, medidas especiales para garantizar
a los trabajadores pertenecientes a esos pueblos una protección eficaz en
materia de contratación y condiciones de empleo, en la medida en que no
estén protegidos eficazmente por la legislación aplicable a los trabajadores
en general.
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2. Los gobiernos deberán hacer cuanto esté en su poder por evitar cualquier
discriminación entre los trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados
y los demás trabajadores, especialmente en lo relativo a:



a) acceso al empleo, incluidos los empleos calificados y las medidas de
promoción y de ascenso;



b) remuneración igual por trabajo de igual valor;



c) asistencia médica y social, seguridad e higiene en el trabajo, todas las
prestaciones de seguridad social y demás prestaciones derivadas del
empleo, así como la vivienda;



d) derecho de asociación, derecho a dedicarse libremente a todas las 
actividades sindicales para fines lícitos, y derecho a concluir 
convenios colectivos con empleadores o con organizaciones de 
empleadores.



3. Las medidas adoptadas deberán en particular garantizar que:



a) los trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados, incluidos los
trabajadores estacionales, eventuales y migrantes empleados en la 
agricultura o en otras actividades, así como los empleados por 
contratistas de mano de obra, gocen de la protección que confieren
la legislación y la práctica nacionales a otros trabajadores de estas 
categorías en los mismos sectores, y sean plenamente informados de
sus derechos con arreglo a la legislación laboral y de los recursos de
que disponen;



b) los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no estén sometidos a
condiciones de trabajo peligrosas para su salud, en particular como
consecuencia de su exposición a plaguicidas o a otras sustancias 
tóxicas;



c) los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no estén sujetos a 
sistemas de contratación coercitivos, incluidas todas las formas de 
servidumbre por deudas;



d) los trabajadores pertenecientes a estos pueblos gocen de igualdad de
oportunidades y de trato para hombres y mujeres en el empleo y de
protección contra el hostigamiento sexual.
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4. Deberá prestarse especial atención a la creación de servicios adecuados de
inspección del trabajo en las regiones donde ejerzan actividades asalariadas
trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados, a fin de garantizar el
cumplimiento de las disposiciones de esta parte del presente Convenio.



PARTE IV.   FORMACIÓN PROFESIONAL, ARTESANÍAE INDUSTRIAS RURALES



Artículo 21



Los miembros de los pueblos interesados deberán poder disponer de medios de
formación profesional por lo menos iguales a los de los demás ciudadanos.



Artículo 22



1. Deberán tomarse medidas para promover la participación voluntaria de
miembros de los pueblos interesados en programas de formación profesional
de aplicación general.



2. Cuando los programas de formación profesional de aplicación general exis-
tentes no respondan a las necesidades especiales de los pueblos interesados,
los gobiernos deberán asegurar, con la participación de dichos pueblos, que
se pongan a su disposición programas y medios especiales de formación.



3. Estos programas especiales de formación deberán basarse en el entorno eco-
nómico, las condiciones sociales y culturales y las necesidades concretas de
los pueblos interesados. Todo estudio a este respecto deberá realizarse en
cooperación con esos pueblos, los cuales deberán ser consultados sobre la
organización y el funcionamiento de tales programas. Cuando sea posible,
esos pueblos deberán asumir progresivamente la responsabilidad de la or-
ganización y el funcionamiento de tales programas especiales de formación,
si así lo deciden.



Artículo 23



1. La artesanía, las industrias rurales y comunitarias y las actividades tradicio-
nales y relacionadas con la economía de subsistencia de los pueblos
interesados, como la caza, la pesca, la caza con trampas y la recolección,
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deberán reconocerse como factores importantes del mantenimiento de su
cultura y de su autosuficiencia y desarrollo económicos. Con la participación
de esos pueblos, y siempre que haya lugar, los gobiernos deberán velar por
que se fortalezcan y fomenten dichas actividades.



2. A petición de los pueblos interesados, deberá facilitárseles, cuando sea po-
sible, una asistencia técnica y financiera apropiada que tenga en cuenta las
técnicas tradicionales y las características culturales de esos pueblos y la im-
portancia de un desarrollo sostenido y equitativo.



PARTE V.   SEGURIDAD SOCIAL Y SALUD



Artículo 24



Los regímenes de seguridad social deberán extenderse progresivamente a los pue-
blos interesados y aplicárseles sin discriminación alguna.



Artículo 25



1. Los gobiernos deberán velar por que se pongan a disposición de los pueblos
interesados servicios de salud adecuados o proporcionar a dichos pueblos
los medios que les permitan organizar y prestar tales servicios bajo su propia
responsabilidad y control, a fin de que puedan gozar del máximo nivel 
posible de salud física y mental.



2. Los servicios de salud deberán organizarse, en la medida de lo posible, a
nivel comunitario. Estos servicios deberán planearse y administrarse en co-
operación con los pueblos interesados y tener en cuenta sus condiciones
económicas, geográficas, sociales y culturales, así como sus métodos de 
prevención, prácticas curativas y medicamentos tradicionales.



3. El sistema de asistencia sanitaria deberá dar la preferencia a la formación y
al empleo de personal sanitario de la comunidad local y centrarse en los
cuidados primarios de salud, manteniendo al mismo tiempo estrechos vín-
culos con los demás niveles de asistencia sanitaria.



4. La prestación de tales servicios de salud deberá coordinarse con las demás
medidas sociales, económicas y culturales que se tomen en el país.
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PARTE VI.   EDUCACIÓN Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN



Artículo 26



Deberán adoptarse medidas para garantizar a los miembros de los pueblos inte-
resados la posibilidad de adquirir una educación a todos los niveles, por lo menos
en pie de igualdad con el resto de la comunidad nacional.



Artículo 27



1. Los programas y los servicios de educación destinados a los pueblos inte-
resados deberán desarrollarse y aplicarse en cooperación con éstos a fin de
responder a sus necesidades particulares, y deberán abarcar su historia, sus
conocimientos y técnicas, sus sistemas de valores y todas sus demás aspira-
ciones sociales, económicas y culturales.



2. La autoridad competente deberá asegurar la formación de miembros de
estos pueblos y su participación en la formulación y ejecución de programas
de educación, con miras a transferir progresivamente a dichos pueblos la
responsabilidad de la realización de esos programas, cuando haya lugar.



3. Además, los gobiernos deberán reconocer el derecho de esos pueblos a crear
sus propias instituciones y medios de educación, siempre que tales institu-
ciones satisfagan las normas mínimas establecidas por la autoridad
competente en consulta con esos pueblos. Deberán facilitárseles recursos
apropiados con tal fin.



Artículo 28



1. Siempre que sea viable, deberá enseñarse a los niños de los pueblos intere-
sados a leer y a escribir en su propia lengua indígena o en la lengua que
más comúnmente se hable en el grupo a que pertenezcan. Cuando ello no
sea viable, las autoridades competentes deberán celebrar consultas con esos
pueblos con miras a la adopción de medidas que permitan alcanzar este
objetivo.



2. Deberán tomarse medidas adecuadas para asegurar que esos pueblos tengan
la oportunidad de llegar a dominar la lengua nacional o una de las lenguas
oficiales del país.



44



Comprender el Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169) 











3. Deberán adoptarse disposiciones para preservar las lenguas indígenas de los
pueblos interesados y promover el desarrollo y la práctica de las mismas.



Artículo 29



Un objetivo de la educación de los niños de los pueblos interesados deberá ser
impartirles conocimientos generales y aptitudes que les ayuden a participar ple-
namente y en pie de igualdad en la vida de su propia comunidad y en la de la
comunidad nacional.



Artículo 30



1. Los gobiernos deberán adoptar medidas acordes a las tradiciones y culturas
de los pueblos interesados, a fin de darles a conocer sus derechos y obliga-
ciones, especialmente en lo que atañe al trabajo, a las posibilidades
económicas, a las cuestiones de educación y salud, a los servicios sociales
y a los derechos dimanantes del presente Convenio.



2. A tal fin, deberá recurrirse, si fuere necesario, a traducciones escritas y a la
utilización de los medios de comunicación de masas en las lenguas de dichos
pueblos.



Artículo 31



Deberán adoptarse medidas de carácter educativo en todos los sectores de la co-
munidad nacional, y especialmente en los que estén en contacto más directo con
los pueblos interesados, con objeto de eliminar los prejuicios que pudieran tener
con respecto a esos pueblos. A tal fin, deberán hacerse esfuerzos por asegurar que
los libros de historia y demás material didáctico ofrezcan una descripción equi-
tativa, exacta e instructiva de las sociedades y culturas de los pueblos interesados.



PARTE VII. NNCONTACTOS Y COOPERACIÓN A TRAVÉS DE LAS FRONTERAS



Artículo 32



Los gobiernos deberán tomar medidas apropiadas, incluso por medio de acuerdos
internacionales, para facilitar los contactos y la cooperación entre pueblos indígenas
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y tribales a través de las fronteras, incluidas las actividades en las esferas económica,
social, cultural, espiritual y del medio ambiente.



PARTE VIII.   ADMINISTRACIÓN



Artículo 33



1. La autoridad gubernamental responsable de las cuestiones que abarca el
presente Convenio deberá asegurarse de que existen instituciones u otros
mecanismos apropiados para administrar los programas que afecten a
los pueblos interesados, y de que tales instituciones o mecanismos 
disponen de los medios necesarios para el cabal desempeño de sus fun-
ciones.



2. Tales programas deberán incluir:



a) la planificación, coordinación, ejecución y evaluación, en cooperación
con los pueblos interesados, de las medidas previstas en el presente
Convenio;



b) la proposición de medidas legislativas y de otra índole a las autoridades
competentes y el control de la aplicación de las medidas adoptadas en
cooperación con los pueblos interesados.



PARTE IX.   DISPOSICIONES GENERALES



Artículo 34



La naturaleza y el alcance de las medidas que se adopten para dar efecto al
presente Convenio deberán determinarse con flexibilidad, teniendo en cuenta
las condiciones propias de cada país.



Artículo 35



La aplicación de las disposiciones del presente Convenio no deberá menoscabar
los derechos y las ventajas garantizados a los pueblos interesados en virtud de
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otros convenios y recomendaciones, instrumentos internacionales, tratados, o
leyes, laudos, costumbres o acuerdos nacionales.



PARTE X.   DISPOSICIONES FINALES



Artículo 36



Este Convenio revisa el Convenio sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957.



Artículo 37



Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su re-
gistro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.



Artículo 38



1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización
Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director
General.



2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones
de dos Miembros hayan sido registradas por el Director General.



3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro,
doce meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación.



Artículo 39



1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la
expiración de un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya
puesto inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro,
al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no
surtirá efecto hasta un año después de la fecha en que se haya registrado.



2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un
año después de la expiración del período de diez años mencionado en el
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párrafo precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este
artículo quedará obligado durante un nuevo período de diez años, y en lo
sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de cada período
de diez años, en las condiciones previstas en este artículo.



Artículo 40



1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a
todos los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro
de cuantas ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los
Miembros de la Organización.



2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda
ratificación que le haya sido comunicada, el Director General llamará la
atención de los Miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará
en vigor el presente Convenio.



Artículo 41



El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al
Secretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de con-
formidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información
completa sobre todas las ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que
haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes.



Artículo 42



Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina
Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la apli-
cación del Convenio, y considerará la conveniencia de incluir en el orden del
día de la Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial.



Artículo 43



1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique
una revisión total o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio
contenga disposiciones en contrario:
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a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor 
implicará, ipso jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no 
obstante las disposiciones contenidas en el artículo 39, siempre que el
nuevo convenio revisor haya entrado en vigor;



b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor,
el presente Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los
Miembros.



2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido
actuales, para los Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el con-
venio revisor.



Artículo 44



Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente 
auténticas.
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PRESENTACIÓN



El presente cuadernillo de jurisprudencia es el undécimo número de una serie de publicaciones que la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) realiza con el objeto de dar a conocer su jurisprudencia en 
diversos temas de relevancia a nivel regional. Este número está dedicado a abordar la situación de pueblos indígenas 
y tribales en la jurisprudencia interamericana. 



Para abordar este tema, se han extractado los párrafos más relevantes de los casos contenciosos, opiniones 
consultivas y medidas provisionales en que la Corte ha tratado esta temática, con especial énfasis en sus 
pronunciamientos en torno al contenido y alcance de los derechos y las obligaciones del Estado y la identidad cultural. 
En una primera parte de este cuadernillo, se exponen las resoluciones donde la Corte IDH ha abordado aspectos 
generales relacionados con las condiciones generales referidas a pueblos indígenas y tribales y posteriormente a las 
particularidades en la interpretación de la CADH que se deben observar al tratar casos relacionados con personas 
pertenecientes a pueblos indígenas. Posteriormente,  se analiza el tratamiento y alcance que ha hecho la Corte IDH 
con respecto a los distintos derechos reconocidos y garantizados en la CADH, en relación de vulneraciones realizadas 
a pueblos indígenas y tribales. Luego, se analizan las obligaciones particulares que tiene el Estado con respecto a 
pueblos indígenas y tribales y, finalmente, las distintas reparaciones que se han otorgado.



Como se puede apreciar, este Cuadernillo es el más extenso de la Serie, pese a que solo se han seleccionado los 
principales párrafos que ilustran la opinión de la Corte relativa a los temas en que se ha dividido este Cuadernillo, pero 
la jurisprudencia es extensa en estas materias. Los títulos buscan facilitar la lectura y no necesariamente corresponde 
a los usados en las sentencias u opiniones consultivas. Sólo se han dejado en el texto algunas notas a pie de página 
cuando la Corte hace una cita textual.



Este Cuadernillo se irá actualizando periódicamente en la medida que la Corte Interamericana vaya emitiendo 
pronunciamientos sobre la materia. Las actualizaciones serán comunicadas a través de la página web de la Corte, 
twitter y Facebook.



La Corte agradece al Dr. Claudio Nash, por su trabajo como editor de esta Serie de Cuadernillos de Jurisprudencia 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.



Esperamos que este Cuadernillo de Jurisprudencia sirva a la difusión de la jurisprudencia de la Corte en toda 
la región.



Roberto A. Caldas
Presidente
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1. CONSIDERACIONES GENERALES



En su jurisprudencia la Corte Interamericana ha formulado algunas consideraciones generales acerca de la 
forma en que deben ser interpretados los derechos y libertades contenidos en la Convención cuando estamos ante un 
caso relativo a pueblos indígenas o tribales. Estas consideraciones dicen relación con la aplicación del principio de 
igualdad y no discriminación y el impacto de la identidad cultural en el proceso interpretativo.



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 20051 



51. Debido a que el presente caso trata sobre los derechos de los miembros de una comunidad indígena, la Corte 
considera oportuno recordar que, de conformidad con los artículos 24 (Igualdad ante la Ley) y 1.1 (Obligación de 
Respetar los Derechos) de la Convención Americana, los Estados deben garantizar, en condiciones de igualdad, 
el pleno ejercicio y goce de los derechos de estas personas que están sujetas a su jurisdicción.  Sin embargo, hay 
que resaltar que para garantizar efectivamente estos derechos, al interpretar y aplicar su normativa interna, los 
Estados deben tomar en consideración las características propias que diferencian a los miembros de los pueblos 
indígenas de la población en general y que conforman su identidad cultural.  El mismo razonamiento debe 
aplicar la Corte, como en efecto lo hará en el presente caso, para valorar el alcance y el contenido de los artículos 
de la Convención Americana, cuya violación la Comisión y los representantes imputan al Estado.



63. En lo que respecta a pueblos indígenas, es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que 
tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación 
de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres […]. En el mismo sentido: 
Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 
de marzo de 20062, párr. 83; Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 20073, 178; Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo,  



1 Los hechos del presente caso se relacionan con la Comunidad indígena Yakye Axa, conformada por más de 300 personas. A finales del siglo XIX grandes 
extensiones de tierra del Chaco paraguayo fueron vendidas.  En esa misma época y como consecuencia de la adquisición de estas tierras por parte de 
empresarios británicos, comenzaron a instalarse varias  misiones de la iglesia anglicana en la zona. Asimismo, se levantaron algunas estancias ganaderas 
de la zona. Los indígenas que habitaban estas tierras fueron empleados en dichas estancias.  



 A principios del año 1986 los miembros de la Comunidad indígena Yakye Axa se trasladaron a otra extensión de tierra debido a las graves condiciones de 
vida que tenían en las estancias ganaderas. No obstante, ello no trajo consigo una mejoría en las condiciones de vida de los miembros de  la Comunidad. 
Es así como en 1993 los miembros de la Comunidad decidieron iniciar los trámites para reivindicar las tierras que consideran como su hábitat tradicional. 
Se interpusieron una serie de recursos, lo cuales no generaron resultados positivos.



 Desde el año 1996 parte de la Comunidad Yakye Axa está asentada al costado de una carretera. En este lugar se encuentran asentadas un número que 
oscila entre 28 a 57 familia.  El grupo restante de miembros de la Comunidad Yakye Axa permanecen en algunas aldeas de la zona.



2 Los hechos del presente caso se enmarcan en el  Chaco paraguayo, donde tradicionalmente habitan los miembros de la comunidad Sawhoyamaxa. Las 
tierras  de esta zona fueron individualizadas como fincas y figuraban a nombre de dos  compañías privadas. En 1991 iniciaron el proceso de reivindicación 
de sus  tierras. En 1996, sin haber logrado un resultado positivo, ratificaron su  solicitud de reivindicación de sus tierras. Por ello se solicitó que se  remitiera 
un pedido de oferta a las propietarias de dichos inmuebles, para  buscar una salida negociada. Sin embargo, no se realizaron mayores diligencias.



 En 1997, los líderes de la Comunidad  Sawhoyamaxa presentaron al Presidente de la Cámara de Diputados del Congreso  Nacional un proyecto de ley con 
el fin de declarar de interés social y  expropiar a favor del Instituto Paraguayo del Indígena, para su posterior  entrega a los miembros de la Comunidad 
Sawhoyamaxa, las fincas privadas. No  obstante, se rechazó el proyecto de ley.



 La Comunidad  Sawhoyamaxa presentó una serie de recursos judiciales con el objetivo de  reivindicar sus tierras, sin que se tuviera mayor qéxito. 
Como consecuencia de  las presiones recibidas por los propietarios de las fincas al enterarse de las  reclamaciones de tierra propia, los miembros de la 
Comunidad Sawhoyamaxa vivían  en situación de pobreza extrema, caracterizada por los bajos niveles de salud y  atención médica, explotación laboral 
y restricciones de poseer cultivos y  ganado propio y de practicar libremente actividades tradicionales de  subsistencia. La mayoría de los miembros de la 
Comunidad Sawhoyamaxa decidieron  salir de dichas estancias por lo que vivían al borde de una carretera nacional  en condiciones de pobreza extrema, 
sin ningún tipo de servicios.



3 Los hechos del presente caso se relacionan con el Pueblo Saramaka, cuyos integrantes forman un pueblo tribal con características culturales específicas y 
una identidad conformada por una compleja red de relaciones con la tierra y las estructuras familiares. La ocupación del territorio de los saramaka data 
de comienzos del Siglo XVIII. 



 Aún cuando el Estado es el propietario de los territorios y recursos ocupados y utilizados por el Pueblo Saramaka, por aprobación tácita del Estado, éste 
ha obtenido cierto grado de autonomía para gobernar sus tierras, territorios y recursos. No obstante, el Estado empezó a otorgar concesiones a terceros 
para actividades madereras y de minería en la zona del Rio Suriname Superior y el territorio del Pueblo Saramaka. Asimismo, las concesiones madereras 
otorgadas dañaron el medio ambiente. 



 El Pueblo Saramaka carecía de estatuto jurídico en Suriname y por tanto no era elegible para recibir títulos comunales en nombre de la comunidad 
o de otra entidad colectiva tradicional que posea la tierra. A pesar de haber solicitado que se establezca o reconozca un título de propiedad sobre sus 
territorios, el Estado no realizó mayores acciones para ello. 
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 Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 20084, párr. 96; Caso Pueblo Indígena Kichwa 
de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012, párr. 2645; Caso de los 
Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 20146, párr. 167. 



Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007



82. Su cultura es muy parecida a aquella de los pueblos tribales en tanto los integrantes del pueblo Saramaka 
mantienen una fuerte relación espiritual con el territorio ancestral que han usado y ocupado tradicionalmente. 
La tierra significa más que meramente una fuente de subsistencia para ellos; también es una fuente necesaria 
para la continuidad de la vida y de la identidad cultural de los miembros del pueblo Saramaka.  Las tierras y 
los recursos del pueblo Saramaka forman parte de su esencia social, ancestral y espiritual.  En este territorio, 
el pueblo Saramaka caza, pesca y cosecha, y recogen agua, plantas para fines medicinales, aceites, minerales y 
madera.  Los sitios sagrados están distribuidos en todo el territorio, a la vez que el territorio en sí tiene un valor 
sagrado para ellos.  En especial, la identidad de los integrantes del pueblo con la tierra está intrínsicamente 
relacionada con la lucha histórica por la libertad en contra de la esclavitud, llamada la sagrada “primera vez”. 
[…]



4 Los hechos del presente caso se iniciaron el 29 de agosto de 1990 cuando efectivos del Ejército guatemalteco, acompañados por miembros de las Patrullas 
de Autodefensa Civil, llegaron a Santa Clara, Municipio de Chajul. En dicho lugar capturaron a 86 de sus residentes. Esta comunidad estaba formada por 
grupos de familias desplazadas que se habían refugiado en las montañas, como resistencia a las estrategias del Ejército guatemalteco utilizadas en contra 
de la población desplazada durante el conflicto armado interno. 



 Entre las personas detenidas se encontraban la señora María Tiu Tojín, de 27 años de edad, y su hija Josefa, de un mes de nacida, quienes pertenecían 
al pueblo Maya. María Tiu Tojín era parte de organizaciones que habrían impulsado la no participación en las Patrullas de Autodefensa Civil durante el 
conflicto armado interno en Guatemala. Los 86 detenidos fueron traslados a la base militar en Santa María Nebaj. En este lugar María Tiu Tojín y su hija 
Josefa fueron vistas por última vez. Se interpusieron una serie de recursos a fin de que se realicen las invetsigaciones y se sancionen a los responsables. 
Sin embargo, éstos no tuvieron éxito.



5  Los hechos del presente caso se enmarca en la región de la provincia de Pastaza, donde habita el pueblo indígena Kichwa de Sarayaku. Esta población, la 
cual tiene alrededor de 1200 habitantes, subsiste de la agricultura familiar colectiva, la caza, la pesca y la recolección dentro de su territorio de acuerdo 
con sus tradiciones y costumbres ancestrales. En el año 2004 se registró el estatuto del Pueblo Originario Kichwa de Sarayaku.En 1996 fue suscrito un 
contrato de participación para la exploración de hidrocarburos y explotación de petróleo crudo en el bloque No. 23 de la Región Amazónica entre 
la Empresa Estatal de Petróleos del Ecuador y el consorcio conformado por la Compañía General de Combustibles S.A. y la Petrolera Argentina San 
Jorge S.A. El espacio territorial otorgado para ese efecto en el contrato con la CGC comprendía una superficie de 200.000 Ha., en la que habitan varias 
asociaciones, comunidades y pueblos indígenas, tales como el pueblo Kichwa de Sarayaku. 



 En numerosas ocasiones la empresa petrolera CGC intentó gestionar la entrada al territorio del Pueblo Sarayaku y conseguir el consentimiento de dicho 
Pueblo para la exploración petrolera, aunque fueron infructuosas. En el año 2002 la Asociación de Sarayaku envió una comunicación al Ministerio de 
Energía y Minas en que manifestó su oposición a la entrada de las compañías petroleras en su territorio ancestral. 



 A raíz de la reactivación de la fase de exploración sísmica en noviembre de 2002 y ante el ingreso de la CGC al territorio de Sarayaku, la comunidad 
paralizó sus actividades económicas, administrativas y escolares. Con el propósito de resguardar los límites del territorio para impedir la entrada de 
la CGC, miembros del Pueblo organizaron seis en los linderos de su territorio. La empresa abrió trochas sísmicas, habilitó siete helipuertos, destruyó 
cuevas, fuentes de agua, y ríos subterráneos, necesarios para consumo de agua de la comunidad; taló árboles y plantas de gran valor medioambiental, 
cultural y de subsistencia alimentaria de Sarayaku. Entre febrero de 2003 y diciembre de 2004 fueron denunciados una serie de hechos de presuntas 
amenazas y hostigamientos realizados en perjuicio de líderes, miembros y un abogado de Sarayaku.  



 El 19 de noviembre de 2010, PETROECUADOR firmó con la empresa CGC un Acta de Terminación por mutuo acuerdo del contrato de participación 
para la exploración y explotación de petróleo crudo en el Bloque 23. El Pueblo Sarayaku no fue informado de los términos de la negociación que sostenía 
el Estado con la empresa CGC ni de las condiciones en las que se celebró el Acta.



6 Los antecedentes a los hechos del caso se refieren a la construcción de una represa hidroeléctrica en la zona del Alto Bayano, Provincia de Panamá, en 
el año 1972. Con motivo de la misma, parte de la reserva indígena de la zona fue inundada y fue dispuesta la reubicación de los moradores de las zonas 
inundadas por la obra de embalse. En ese sentido, el Estado otorgó nuevas tierras, adyacentes y ubicadas al este de la reserva indígena a las comunidades 
indígenas afectadas. El traslado de los habitantes de la zona tuvo lugar de 1973 a 1975 y la construcción de la hidroeléctrica terminó en 1976. Con 
respecto a las compensaciones por la reubicación, el 8 de julio de 1971 se promulgó el Decreto de Gabinete N° 156 por el cual se estableció un “Fondo 
Especial de Compensación de Ayuda para los Indígenas del Bayano”. Entre 1975 y 1980 las autoridades estatales firmaron cuatro acuerdos principales 
con los representantes indígenas los cuales se refirieron a las indemnizaciones supuestamente adeudadas por el Estado como compensación por la 
inundación y la reubicación de sus habitantes. En los años posteriores, se realizaron varias reuniones entre los representantes de los pueblos indígenas y 
del Estado con el fin, principalmente, de buscar una solución al conflicto sobre las tierras entre los indígenas y los campesinos no indígenas o “colonos”, 
así como reconocer los derechos sobre las tierras de los indígenas Kuna y Emberá.



 A comienzo de los años 1990 se incrementó la incursión de personas no indígenas a las tierras de las comunidades Kuna y Emberá y se intensificó la 
conflictividad en la zona. Al menos desde 1990, miembros de los pueblos indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano realizaron gestiones de 
distinta índole para llamar la atención sobre su situación, para exigir el cumplimiento de los acuerdos y resoluciones antes mencionados, el reconocimiento 
legal de sus tierras, y la protección de las mismas frente a las incursiones de personas no indígenas. Asimismo, representantes del pueblo Kuna de 
Madungandí iniciaron varios procedimientos administrativos de desalojo y por daño ecológico e interpusieron procesos penales por la incursión de 
colonos y delitos contra el ambiente. Además, representantes del pueblo Emberá de Bayano siguieron procesos administrativos para la adjudicación de 
la propiedad colectiva. El 12 de enero de 1996 se emitió la Ley N° 24 mediante la cual se creó la Comarca Kuna de Madungandí y, entre abril y junio de 
2000, se llevó a cabo la demarcación física de la Comarca Kuna. Posteriormente, el 23 de diciembre de 2008 fue aprobada la Ley N° 72 que estableció el 
procedimiento para la adjudicación de la propiedad colectiva de tierras de los pueblos indígenas que no están dentro de las comarcas. Con respecto a los 
territorios de los Emberá, en los años 2011 y 2012 la Autoridad Nacional de Administración de Tierras (“ANATI”) emitió varias resoluciones respecto de 
la tenencia de las tierras, incluyendo una suspensión de las solicitudes de títulos de propiedad privada. Por otra parte, en agosto de 2013 la ANATI otorgó 
un título de propiedad sobre un terreno a un particular, dentro del territorio que había sido asignado a la Comunidad Piriatí Emberá. El 30 de abril de 
2014 el Estado otorgó un título de propiedad colectiva a favor de la comunidad Piriatí Emberá, sobre un terreno ubicado en el corregimiento de Tortí, 
Distrito de Chepo, Provincia de Panamá. 
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84. Por ello, de acuerdo con lo expuesto, la Corte considera que los miembros del pueblo Saramaka conforman una 
comunidad tribal cuyas características sociales, culturales y económicas son diferentes de otras secciones de 
la comunidad nacional, particularmente gracias a la relación especial existente con sus territorios ancestrales, 
y porque se regulan ellos mismos, al menos en forma parcial, a través de sus propias normas, costumbres y 
tradiciones. Consecuentemente, la Corte procederá a analizar si, y en qué medida, los integrantes de pueblos 
tribales requieren de ciertas medidas especiales que garanticen el pleno ejercicio de sus derechos. 



85. Esta Corte ha sostenido anteriormente, con base en el artículo 1.1 de la Convención, que los miembros de 
los pueblos indígenas y tribales precisan ciertas medidas especiales para garantizar el ejercicio pleno de sus 
derechos, en especial respecto del goce de sus derechos de propiedad, a fin de garantizar su supervivencia física 
y cultural.  Otras fuentes del derecho internacional han declarado, en igual sentido, que dichas medidas son 
necesarias.  Particularmente, en el caso Moiwana, la Corte determinó que otra de las comunidades maroon 
que viven en Surinam tampoco es indígena a la región pero que constituye una comunidad tribal que se asentó 
en Surinam en los siglos XVII y XVIII, y que esta comunidad tribal tenía “una relación profunda y abarcativa 
respecto de sus tierras ancestrales” que se centraba no “en el individuo, sino en la comunidad en su conjunto”7.  
Esta relación especial con la tierra, así como su concepto comunal de propiedad, conllevó a que la Corte aplicara 
a la comunidad Moiwana su jurisprudencia en relación con las comunidades indígenas y sus derechos a la 
propiedad comunal, de conformidad con el artículo 21 de la Convención. 



86. La Corte no encuentra una razón para apartarse de esta jurisprudencia en el presente caso.  Por ello, este Tribunal 
declara que se debe considerar a los miembros del pueblo Saramaka como una comunidad tribal y que la 
jurisprudencia de la Corte respecto del derecho de propiedad de los pueblos indígenas también es aplicable a los 
pueblos tribales dado que comparten características sociales, culturales y económicas distintivas, incluyendo la 
relación especial con sus territorios ancestrales, que requiere medidas especiales conforme al derecho internacional 
de los derechos humanos a fin de garantizar la  supervivencia física y cultural de dicho pueblo. 



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



213. Bajo el principio de no discriminación, establecido en el artículo 1.1 de la Convención, el reconocimiento 
del derecho a la identidad cultural es ingrediente y vía de interpretación transversal para concebir, respetar y 
garantizar el goce y ejercicio de los derechos humanos de los pueblos y comunidades indígenas protegidos por 
la Convención y, según el artículo 29.b) de la misma, también por los ordenamientos jurídicos internos. 



214. Al respecto, el principio 22 de la Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo ha reconocido que 



 “[l]as poblaciones indígenas y sus comunidades, así como otras comunidades locales, desempeñan un papel 
fundamental en la ordenación del medio ambiente y en el desarrollo debido a sus conocimientos y prácticas 
tradicionales. Los Estados deberían reconocer y apoyar debidamente su identidad, cultura e intereses y hacer 
posible su participación efectiva en el logro del desarrollo sostenible”. 



215. Dos instrumentos internacionales tienen particular relevancia en el reconocimiento del derecho a la identidad 
cultural de los pueblos indígenas: el Convenio Nº 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales  y la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. Varios instrumentos internacionales de 
UNESCO también desarrollan el contenido del derecho a la cultura y a la identidad cultural. 



216. Por su parte, tanto la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, en casos en que se alegaba 
la violación de los artículos 17.2 y 17.3 de la Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos , 
como el Comité PIDESC  y, en alguna medida, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en casos relativos 
a minorías , se han referido al derecho a la identidad cultural y la dimensión colectiva de la vida cultural de las 
comunidades y pueblos nativos, indígenas, tribales y minoritarios.



217. La Corte considera que el derecho a la identidad cultural es un derecho fundamental y de naturaleza colectiva 
de las comunidades indígenas, que debe ser respetado en una sociedad multicultural, pluralista y democrática. 
Esto implica la obligación de los Estados de garantizar a los pueblos indígenas que sean debidamente 
consultados sobre asuntos que inciden o pueden incidir en su vida cultural y social, de acuerdo con sus valores, 
usos, costumbres y formas de organización. En el mismo sentido, el Convenio Nº 169 de la OIT reconoce las 
aspiraciones de los Pueblos indígenas a “asumir el control de sus propias instituciones y formas de vida y de su 
desarrollo económico y a mantener y fortalecer sus identidades, lenguas y religiones, dentro del marco de los 
Estados en que viven”. 



7 Cfr. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C No. 
124, párrs. 132-133.
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2. INTERPRETACIÓN DE LA CADH SEGÚN COSTUMBRES DE LOS PUEBLOS 
INDÍGENAS



Un aspecto destacado en la jurisprudencia de la Corte Interamericana es el rol que juegan los usos y costumbre en la 
interpretación de los derechos consagrados convencionalmente en aquellos casos que involucran a pueblos indígenas 
y tribales.



Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 20018



138. La Corte considera que es necesario hacer efectivos los derechos reconocidos en la Constitución Política y en 
la legislación nicaragüense, de conformidad con la Convención Americana.  En consecuencia, el Estado debe 
adoptar en su derecho interno, de conformidad con el artículo 2 de la Convención Americana, las medidas 
legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter que sean necesarias para crear un mecanismo efectivo 
de delimitación, demarcación y titulación de la propiedad de los miembros de la Comunidad Mayagna Awas 
Tingni, acorde con el derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres de ésta.



151. El derecho consuetudinario de los pueblos indígenas debe ser tenido especialmente en cuenta, para los efectos 
de que se trata.  Como producto de la costumbre, la posesión de la tierra debería bastar para que las comunidades 
indígenas que carezcan de un título real sobre la propiedad de la tierra obtengan el reconocimiento oficial de 
dicha propiedad y el consiguiente registro.



Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 20029 



81. Esta Corte considera que el cuidado de los restos mortales de una persona es una forma de observancia del 
derecho a la dignidad humana. Asimismo, este Tribunal ha señalado que los restos mortales de una persona 
merecen ser tratados con respeto ante sus deudos, por la significación que tienen para éstos. El respeto a dichos 
restos, observado en todas las culturas, asume una significación muy especial en la cultura maya, etnia mam, a la 
cual pertenecía el señor Efraín Bámaca Velásquez. Ya la Corte ha reconocido la importancia de tener en cuenta 
determinados aspectos de las costumbres de los pueblos indígenas en América para los efectos de la aplicación 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos […]. Como se ha reiterado en la audiencia pública 
sobre reparaciones en este caso, para la cultura maya, etnia mam las honras fúnebres aseguran la posibilidad 
de un reencuentro entre las generaciones de los vivos, la persona fallecida y los antepasados muertos. Así, el 
ciclo entre la vida y la muerte se cierra con esas ceremonias fúnebres, permitiendo “rendir respeto a Efraín, 
para tenerlo cerca y para devolverlo o llevarlo a convivir con los antepasados”, así como para que las nuevas 
generaciones puedan compartir y aprender de lo que fue su vida, como es tradición en su cultura indígena. 



8 Los hechos del presente caso están referidos a la Comunidad indígena Awas Tingni, conformada por más de 600 personas. En marzo de 1992, con ocasión 
de un proyecto de extracción forestal, la Comunidad Awas Tingni celebró un contrato con la empresa MADENSA con la finalidad de determinar el 
manejo integral del bosque, reconociéndose así ciertos derechos de participación sobre el territorio ocupado por la Comunidad en virtud a su “posesión 
histórica”. Dos años después, la Comunidad, MADENSA y el Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales de Nicaragua (MARENA) celebraron un 
convenio mediante el cual el Ministerio se comprometió a facilitar la definición de las tierras comunales de la Comunidad.



 En marzo de 1996 el Estado otorgó una concesión por 30 años para el manejo y aprovechamiento forestal de 62 mil hectáreas aproximadamente a la 
empresa SOLCARSA, sin que la Comunidad hubiese sido consultada al respecto. La Comunidad solicitó a diversos organismos estatales no avanzar con 
el otorgamiento de la concesión y a la vez delimitar su territorio. No obstante, ninguna de las dos peticiones fueron atendidas. Asimismo presentaron dos 
recursos de amparo, los cuales tampoco produjeron resultados positivos.



9  Los hechos del presente caso se enmarcan dentro de la práctica del Ejército de capturar guerrilleros y mantenerlos en reclusión clandestina a efectos de 
obtener, mediante torturas físicas y psicológicas, información útil. El 12 de marzo de 1992 se produjo un enfrentamiento armado entre combatientes de 
la guerrilla pertenecientes al Frente Luis Ixmatá y miembros del Ejército en el Municipio de Nuevo San Carlos, Departamento de Retalhuleu. En dicho 
enfrentamiento fue capturado Efraín Bámaca Velásquez. 



 Los captores trasladaron a Efraín Bámaca Velásquez, quien estaba herido, a un destacamento militar. Durante su reclusión en dicho centro, permaneció 
atado y con los ojos vendados, y fue sometido a numerosos maltratos durante su interrogatorio. La última vez que fue visto el señor Bámaca Velásquez 
se encontraba en la enfermería de una base militar atado a una cama de metal.



 Como resultado de los hechos del presente caso, se iniciaron varios procesos judiciales. No obstante, no se realizaron mayores investigaciones ni se 
sancionaron a los responsables.
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Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



51. Debido a que el presente caso trata sobre los derechos de los miembros de una comunidad indígena, la Corte 
considera oportuno recordar que, de conformidad con los artículos 24 (Igualdad ante la Ley) y 1.1 (Obligación de 
Respetar los Derechos) de la Convención Americana, los Estados deben garantizar, en condiciones de igualdad, 
el pleno ejercicio y goce de los derechos de estas personas que están sujetas a su jurisdicción.  Sin embargo, hay 
que resaltar que para garantizar efectivamente estos derechos, al interpretar y aplicar su normativa interna, los 
Estados deben tomar en consideración las características propias que diferencian a los miembros de los pueblos 
indígenas de la población en general y que conforman su identidad cultural.  El mismo razonamiento debe 
aplicar la Corte, como en efecto lo hará en el presente caso, para valorar el alcance y el contenido de los artículos 
de la Convención Americana, cuya violación la Comisión y los representantes imputan al Estado.



3. DERECHOS VULNERADOS



A continuación se reseñan y ordenan una serie de consideraciones que ha formulado la Corte Interamericana 
respecto de derechos y libertades consagrados convencionalmente interpretados en casos relativos a pueblos indígenas 
y tribales. Para esta sistematización se ha optado por aquellos casos donde hay una referencia explícita a los pueblos 
indígenas y tribales y no se han incorporado estándares que son comunes a toda la población.



3.1. Derecho a la personalidad jurídica



3.1.1. Falta de registro e identificación de miembros individuales de comunidades indígenas



Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006



188. El derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica representa un parámetro para determinar si una 
persona es titular o no de los derechos de que se trate, y si los puede ejercer. La violación de aquel reconocimiento 
supone desconocer en términos absolutos la posibilidad de ser titular de esos derechos y contraer obligaciones, 
y hace al individuo vulnerable frente a la no observancia de los mismos por parte del Estado o de particulares. 



189. Es deber del Estado procurar los medios y condiciones jurídicas en general, para que el derecho al reconocimiento 
de la personalidad jurídica pueda ser ejercido por sus titulares. En especial, el Estado se encuentra obligado a 
garantizar a aquellas personas en situación de vulnerabilidad, marginalización y discriminación, las condiciones 
jurídicas y administrativas que les aseguren el ejercicio de este derecho, en atención al principio de igualdad 
ante la ley.



190. En el presente caso, la Corte ha tenido por demostrado que 18 de los 19 miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa 
que fallecieron como consecuencia del incumplimiento por parte del Estado de su deber de prevención de su 
derecho a la vida […], no contaron con registros de su nacimiento y defunción, ni con algún otro documento 
proveído por el Estado capaz de demostrar su existencia e identidad. 



191. Igualmente, se desprende de los hechos que los miembros de la Comunidad viven en condiciones de extremo 
riesgo y vulnerabilidad, por lo que tienen serios impedimentos económicos y geográficos para obtener el debido 
registro de nacimientos y defunciones, así como otros documentos de identidad. […]



192. Los miembros de la Comunidad mencionados anteriormente han permanecido en un limbo legal en que, si bien 
nacieron y murieron en el Paraguay, su existencia misma e identidad nunca estuvo jurídicamente reconocida, es 
decir, no tenían personalidad jurídica. […]



193. Este Tribunal, además de haber rechazado este argumento del Estado y declarado la violación del artículo 4.1 
de la Convención […], consideró que el Paraguay falló en proveer a la Corte la prueba que ésta le solicitó para 
mejor resolver, cuya carga recae de manera particular sobre el Estado […]. La Corte estima que era deber del 
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Paraguay implementar mecanismos que permitan a toda persona obtener el registro de su nacimiento u otros 
documentos de identificación, resguardando que estos procesos, en todos sus niveles, sean accesibles jurídica y 
geográficamente, para hacer efectivo el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica.



194. Con base en las consideraciones anteriores, y sin perjuicio de que otros miembros de la Comunidad se 
encuentren en la misma situación, la Corte estima que el Estado violó el derecho al reconocimiento de la 
personalidad jurídica consagrado en el artículo 3 de la Convención Americana, en perjuicio de (…).



Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 201010 



251. En el presente caso se presentan las mismas falencias que la Corte determinó en el caso Sawhoyamaxa. Varias 
de las personas que fallecieron no tenían actas de nacimiento, o al menos no fueron aportadas, ni tampoco se 
levantaron las respectivas actas de defunción, careciéndose de los documentos de identidad esenciales para la 
determinación de derechos civiles.



252. En consecuencia, la Corte concluye que si bien el Estado ha realizado esfuerzos para superar la situación de sub-
registro de los miembros de la Comunidad, del acervo probatorio se desprende que no ha garantizado el acceso 
adecuado a los procedimientos de registro civil, atendiendo a la particular situación de vida que enfrentan los 
miembros de la Comunidad, a fin de lograr la expedición de documentos de identificación idónea a su favor. 



253. Ahora bien, no fueron identificadas ante esta Corte las personas integrantes de la Comunidad que carecen 
de documentos de identidad. Las únicas personas identificadas por su nombre son aquellas que fallecieron 
y que se mencionan en el apartado 2 del Capítulo VII de la presente Sentencia, relativo al derecho a la vida.  
Cabe señalar, que el Tribunal requirió al Estado el suministro de sus documentos de identidad y partidas de 
defunción. Al respecto, los representantes presentaron algunos documentos de identidad, sin embargo el 
Estado no proporcionó ningún documento, lo que lleva a este Tribunal a la conclusión que los documentos de 
las demás personas no fueron proporcionados porque carecían de los mismos.



254. Por todo lo anterior, la Corte declara que el Estado violó el derecho consagrado en el artículo 3 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de: (…).



255. Los representantes señalaron, adicionalmente, que “el Estado se encuentra violando el derecho a la personalidad 
jurídica de la Comunidad al negar la composición étnica de la [misma]”. Al respecto, el Tribunal ya analizó lo 
alegado por los representantes en los Capítulos V.2 y VI. Además, si bien dichos hechos constituyen obstáculos 
para la titulación de las tierras, así como afectaciones a la autodeterminación de la Comunidad Xákmok Kásek, 
no se ha presentado prueba y argumentación suficiente que permita a la Corte declarar la violación autónoma 
del artículo 3 de la Convención, en perjuicio de la Comunidad.



10  Los hechos del presente caso se relacionan con la  comunidad indígena Xákmok Kásek, de la región del Chaco paraguayo, conformada  por 66 familias. 
A finales del siglo XIX, el Estado vendió dos tercios del  Chaco, con desconocimiento de la población indígena que allí habitaba. Desde  entonces las 
tierras del Chaco paraguayo han sido transferidas a  propietarios privados y fraccionadas  progresivamente en estancias, obligando a muchas de las aldeas 
indígenas de los  alrededores a concentrarse en las mismas. 



 Tal fue el caso de los miembros de la comunidad Xákmok Kásek,  que tradicionalmente se encontraban en la zona donde posteriormente se fundó la 
Estancia Salazar, en cuyo casco se fueron juntando los miembros de la  Comunidad. La vida de los miembros de la Comunidad al interior de la Estancia  
Salazar; se vio condicionada por restricciones al uso del territorio, derivadas  de la propiedad privada sobre las tierras que ocupaban. En  los últimos 
años los miembros de la Comunidad  se vieron cada vez más restringidos para el desarrollo de su modo de vida, de  sus actividades tradicionales de 
subsistencia y en su movilidad dentro sus  tierras tradicionales. Ante tal situación, el 25 de febrero de 2008 los  miembros de la Comunidad se trasladaron 
y se asentaron en 1.500 hectáreas  cedidas por un grupo de comunidades Angaité, tierras que aún no han sido  tituladas a favor de la Comunidad  
Xákmok Kásek.  



 En 1990 los líderes de la Comunidad iniciaron un  procedimiento administrativo con el fin de recuperar parte de sus tierras  tradicionales. En 1999, 
ante el fracaso de la vía administrativa luego de  distintos intentos de negociación, los líderes de la Comunidad acudieron, sin  éxito, al Congreso de la 
República para solicitar la expropiación de las  tierras en reivindicación. Posteriormente, a finales del 2002, parte del  territorio en reivindicación fue 
adquirido por una Cooperativa Menonita. En  2008 la Presidencia de la República declaró, 12.450 hectáreas de la Estancia  Salazar como un Área Silvestre 
Protegida bajo dominio privado, sin consultar a  los miembros de la Comunidad ni tener en cuenta su reclamo territorial. Ese mismo  año la Comunidad 
promovió una acción de inconstitucionalidad ante la Corte  Suprema de Justicia, en contra del decreto mencionado, pero hasta la fecha de  emisión de la 
sentencia el procedimiento se mantenía suspendido.
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3.1.2. Falta de reconocimiento de personalidad jurídica de la comunidad indígena



Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007



162. Fundamentalmente, el Estado cuestionó la capacidad de cohesión del pueblo Saramaka “como titular 
independiente de derechos y obligaciones regido por sus propias leyes, regulaciones y costumbres, como sugiere 
el concepto de personalidad judicial [sic] consagrado en el artículo 3 de la Convención”.  En segundo lugar, el 
Estado alegó que la Convención Americana garantiza que toda “persona” tiene el derecho de ser reconocida 
como tal ante la ley y no como un “pueblo distinto”, como manifiestan los representantes.  Finalmente, el 
Estado alegó que es posible para el pueblo Saramaka “acercarse a los tribunales civiles y solicitar una decisión 
declaratoria por medio de la cual se reconozca la tribu como una entidad legal”.  



164. El primer argumento del Estado se refiere a que la inclusión voluntaria de algunos miembros del pueblo 
Saramaka en la “sociedad moderna” ha afectado su distinción cultural, de modo que sería dificultoso definirlos 
como una personalidad legal.  Es decir, el Estado cuestiona si se puede definir legalmente a los Saramaka de 
una forma que se tome en cuenta los distintos grados en que varios miembros auto-identificados del pueblo 
Saramaka se adhieren a las leyes, costumbres y economía tradicional del pueblo Saramaka, particularmente de 
aquellos que viven en Paramaribo o fuera del territorio reclamado por los Saramaka.  En este sentido, la Corte ha 
declarado que el pueblo Saramaka puede definirse como un grupo tribal (supra párrs. 80-84) cuyos miembros 
gozan y ejercen ciertos derechos, como el derecho a la propiedad, en una manera colectiva distintiva (supra 
párrs.  87-96).  El hecho que algunos miembros individuales del pueblo Saramaka vivan fuera del territorio 
tradicional Saramaka y en un modo que difiere de otros Saramakas que viven dentro del territorio tradicional 
y de conformidad con las costumbres Saramaka no afecta la distinción de este grupo tribal ni tampoco el uso 
y goce comunal de su propiedad.  Asimismo, la cuestión de si algunos miembros auto-identificados del pueblo 
Saramaka pueden afirmar ciertos derechos comunales en nombre de la personalidad jurídica de dicho pueblo 
es una cuestión que debe resolver sólo el pueblo Saramaka de conformidad con sus propias costumbres, y no el 
Estado o esta Corte en el presente caso.  Además, la falta de identificación individual respecto de las tradiciones 
y leyes Saramaka por parte de algunos miembros de la comunidad no puede utilizarse como un pretexto para 
denegar al pueblo Saramaka el derecho a la personalidad jurídica.   



165. Toda vez que se enfatizó que el pueblo Saramaka es un grupo tribal distinto, cuyos miembros gozan y ejercen 
ciertos derechos de manera colectiva, la Corte tratará ahora el segundo argumento del Estado respecto de 
la posibilidad de reconocer la personalidad legal de un grupo más que la personalidad de sus miembros 
individuales. 



167. La Corte ha tratado en otras ocasiones el tema del derecho a la personalidad jurídica en el contexto de las 
comunidades indígenas y ha sostenido que los Estados tienen el deber de procurar los medios y condiciones 
jurídicas en general necesarias para que el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica pueda ser 
ejercido por sus titulares. La cuestión en el presente caso es de distinta naturaleza.  Aquí la cuestión reside en si 
la falta de reconocimiento de la personalidad jurídica del pueblo Saramaka lo convierte en inelegible conforme 
al derecho interno para recibir el título comunal de sus tierras como comunidad tribal y tener acceso igualitario 
a la protección judicial de sus derechos de propiedad.  La cuestión no gira en torno al derecho individual a 
que el Estado reconozca la personalidad jurídica de cada miembro.  En Surinam, todas las personas, sean 
miembros individuales Saramaka o no, tienen derecho a ser propietarios y a obtener protección judicial contra 
toda violación de ese derecho individual.  Aún así, el Estado no reconoce al pueblo Saramaka como entidad 
jurídica capaz de usar y gozar de la propiedad comunal como un grupo tribal.  Asimismo, el Estado no reconoce 
al pueblo Saramaka como una entidad jurídica capaz de obtener acceso igualitario a la protección judicial ante 
toda violación de sus derechos de propiedad comunal.  



168. La Corte nota que es necesario el reconocimiento de la personalidad jurídica de los miembros individuales 
de la comunidad para el goce de otros derechos, como el derecho a la vida y a la integridad personal.  Sin 
embargo, dicho reconocimiento individual no toma en cuenta el modo en que los miembros de los pueblos 
indígenas y tribales en general, y el Saramaka en particular, gozan y ejercen un derecho en especial; es decir, 
el derecho a usar y gozar colectivamente de la propiedad de conformidad con sus tradiciones ancestrales.  
En el mismo sentido: Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de noviembre de 2015, párr. 108.



169. La Corte observa que todo miembro individual del pueblo Saramaka puede obtener protección judicial 
contra violaciones a sus derechos individuales de propiedad y que un fallo a su favor puede también tener un 
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efecto favorable en toda la comunidad. En un sentido jurídico, estos miembros individuales no representan a 
la comunidad en su conjunto. Las decisiones correspondientes al uso de tal propiedad individual dependen 
del individuo y no del pueblo Saramaka conforme a sus tradiciones.  En consecuencia, el reconocimiento del 
derecho a la personalidad jurídica del pueblo Saramaka como un conjunto ayudaría a evitar esas situaciones, ya 
que los representantes verdaderos de la personalidad jurídica serían elegidos conforme a sus propias tradiciones 
y autoridades locales, y las decisiones que afecten la propiedad sería la responsabilidad de aquellas autoridades 
y no la de los miembros individuales. 



170. Se plantea una situación similar en el presente caso, donde el Estado ha constantemente objetado si los doce 
capitanes de los doce clanes (lös) Saramaka verdaderamente representan la voluntad de la comunidad en su 
conjunto […]. El Estado, además, alegó que el verdadero representante de la comunidad debería ser el Gaa’man 
y no otros.  Esta controversia sobre quién realmente representa al pueblo Saramaka es una consecuencia natural 
de la falta de reconocimiento de su personalidad jurídica. 



171. El reconocimiento de su personalidad jurídica es un modo, aunque no sea el único, de asegurar que la 
comunidad, en su conjunto, podrá gozar y ejercer plenamente el derecho a la propiedad, de conformidad con 
su sistema de propiedad comunal, así como el derecho a igual protección judicial contra toda violación de dicho 
derecho. En el mismo sentido: Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2015, párr. 109. 



172. La Corte considera que el derecho a que el Estado reconozca su personalidad jurídica es una de las medidas 
especiales que se debe proporcionar a los grupos indígenas y tribales a fin de garantizar que éstos puedan 
gozar de sus territorios según sus tradiciones.  Ésta es la consecuencia natural del reconocimiento del derecho 
que tienen los miembros de los grupos indígenas y tribales a gozar de ciertos derechos de forma comunitaria.   
En el mismo sentido: Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de noviembre de 2015, párr. 107.



173. En este caso, el Estado no reconoce que el pueblo Saramaka pueda gozar y ejercer los derechos de propiedad 
como una comunidad.  Asimismo, la Corte observa que se le ha negado a otras comunidades en Surinam el 
derecho de solicitar protección judicial contra presuntas violaciones de su derecho a la propiedad colectiva, 
precisamente porque un juez consideró que esa comunidad no tenía la capacidad legal necesaria para solicitar 
dicha protección.  Esto sitúa al pueblo Saramaka en una situación vulnerable donde los derechos a la propiedad 
individual pueden triunfar sobre los derechos a la propiedad comunal, y donde el pueblo Saramaka no pueda 
solicitar, como personalidad jurídica, protección judicial en contra de las violaciones a sus derechos de propiedad 
reconocidos en el artículo 21 de la Convención . 



174. En conclusión, el pueblo Saramaka es una entidad tribal distintiva que se encuentra en una situación 
de vulnerabilidad, tanto respecto del Estado así como de terceras partes privadas, en tanto que carecen de 
capacidad jurídica para gozar, colectivamente, del derecho a la propiedad y para reclamar la presunta violación 
de dicho derecho ante los tribunales internos. La Corte considera que el Estado debe reconocer a los integrantes 
del pueblo Saramaka dicha capacidad para ejercer plenamente estos derechos de manera colectiva.  Esto puede 
lograrse mediante la adopción de medidas legislativas o de otra índole que reconozcan y tomen en cuenta el 
modo particular en que el pueblo Saramaka se percibe como colectivamente capaz de ejercer y gozar del derecho 
a la propiedad.  Por tanto, el Estado debe establecer las condiciones judiciales y administrativas necesarias para 
garantizar la posibilidad de reconocimiento de su personalidad jurídica, a través de la realización de consultas 
con el pueblo Saramaka, con pleno respeto a sus costumbres y tradiciones, y con el objeto de asegurarle el uso 
y goce de su territorio de conformidad con su sistema de propiedad comunal, así como del derecho de acceso a 
la justicia e igualdad ante la ley. 



175. El incumplimiento por parte del Estado de llevarlo a cabo ha resultado en la violación del derecho de los 
miembros del pueblo Saramaka al reconocimiento de su personalidad jurídica conforme al artículo 3 de la 
Convención en relación con su derecho a la propiedad de acuerdo con el artículo 21 de dicho instrumento 
y el derecho a la protección judicial conforme al artículo 25 del mismo cuerpo legal, así como respecto de la 
obligación general de los Estados de adoptar las medidas legislativas o de otra índole que sean necesarias para 
hacer efectivo esos derechos y respetar y asegurar su libre y pleno ejercicio sin discriminación, de conformidad 
con los artículos 2 y 1.1 de la Convención, respectivamente. 
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Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 201511



105. La Corte advierte que la controversia del presente apartado, consiste en determinar el alegado incumplimiento 
por parte del Estado, respecto del reconocimiento colectivo de la personalidad jurídica a los pueblos indígenas 
y tribales, especialmente a los Pueblos Kaliña y Lokono. 



106. Esta Corte hace notar que respecto de Surinam, en el caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam, el Tribunal 
destacó que el ordenamiento jurídico interno garantizaba derechos individuales a los miembros de las 
comunidades indígenas y tribales, pero no reconocía a tales comunidades como entidades jurídicas y tampoco 
establecía derechos colectivos a la propiedad .



107. […]. Así, estimó que dicho reconocimiento podía lograrse mediante la adopción de medidas legislativas o 
de otra índole que reconocieran y tomaran en cuenta el modo particular en que un pueblo tribal se percibe 
como colectivamente capaz de ejercer y gozar del derecho a la propiedad. Por ello, el Estado debía establecer 
las condiciones judiciales y administrativas necesarias para garantizar la posibilidad de reconocimiento de su 
personalidad jurídica, a través de la realización de consultas, con pleno respeto a sus costumbres y tradiciones, y 
con el objeto de asegurarle el uso y goce de su territorio de conformidad con su sistema de propiedad comunal, 
así como del derecho de acceso a la justicia e igualdad ante la ley.



110. Además, la Corte constata que desde el Acuerdo de Paz de Lelydorp de 1992 el Estado se habría comprometido 
a crear mecanismos legales para proveer protecciones para las tierras de los pueblos indígenas y tribales […].



111. Por su parte, esta Corte toma nota de lo establecido también por diversos organismos internacionales, tales 
como: el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de la Organización de las Naciones Unidas  
(en adelante “ONU”), el Comité de Derechos Humanos de la ONU , así como el Relator Especial sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas , los cuales han manifestado que el marco jurídico de Surinam no reconoce 
la personalidad jurídica a los pueblos indígenas para la protección de sus territorios y recursos naturales. 



112. En el presente caso, es un hecho no controvertido que en la actualidad el ordenamiento interno de Surinam no 
reconoce la personalidad jurídica a los pueblos indígenas, y en consecuencia carecen de capacidad para ostentar 
títulos de propiedad colectivos. Lo anterior, habría sido corroborado por el Estado en la audiencia y por los 
representantes indígenas de la Asamblea Nacional de Surinam durante la diligencia in situ de la delegación de 
la Corte a la misma. 



113. Lo anterior, resulta aún más gravoso con motivo de lo ya dispuesto en la sentencia en el caso del Pueblo 
Saramaka de 28 de noviembre de 2007 […], que fue reiterado al Estado, para efectos de dicho caso, mediante 
Resolución de Cumplimiento de 23 de noviembre de 2011. 



11  Los Pueblos Kaliña y Lokono son conocidos como los “Pueblos del Bajo Marowijne”, los cuales están integrados por ocho aldeas que forman parte de este 
caso. Las aldeas del Pueblo Kaliña son Christiaankondre, Langamankondre, Pierrekondre, Bigiston, Erowarte y Tapuku. Mientras que las dos aldeas del 
Pueblo Lokono son Marijkedorp (o Wan Shi Sha) y Alfonsdorp. Los representantes señalaron que el territorio ancestral de los Pueblos Kaliña y Lokono 
tendría una extensión de aproximadamente 133,945 hectáreas. No obstante, la Corte constató que el territorio que es reclamado por los Pueblos Kaliña 
y Lokono limita en distintas zonas con asentamientos de la tribu N´djuka maroon. Al respecto, la Corte verificó que diversos territorios y asentamientos 
maroons quedaban excluidos del reclamo de los Pueblos Kaliña y Lokono. Por otra parte, dentro del territorio que se encuentra en discusión en el presente 
caso, se crearon tres reservas naturales, a saber: i) la Reserva Wia Wia en 1966; ii) la Reserva Galibi en 1969, y iii) la Reserva Wane Kreek en 1986. Dichas 
reservas, según el reclamo, en su conjunto abarcan un aproximado de 59.800 hectáreas del territorio reclamado como ancestral por parte de los Pueblos 
Kaliña y Lokono. Las Reservas Wia Wia y Galibi fueron establecidas para la protección de las playas de anidación de las tortugas marinas. Durante ciertos 
periodos se impidió el acceso a los miembros del pueblo indígena a la Reserva de Galibi con motivo del incremento en los robos de huevo de tortuga y se 
pusieron puestos militares en las áreas de acceso. La Reserva Wane Kreek fue constituida para la protección y conservación de ecosistemas. Sin embargo, 
con fundamento en una concesión otorgada en 1958 por un período de 75 años, en 1997 la compañía Suralco comenzó a realizar actividades de minería 
a cielo abierto para la extracción de depósitos de bauxita en un espacio de entre 100 y 144 hectáreas, ubicado dentro de la Reserva Wane Kreek. El primer 
“estudio de sensibilidad ambiental” fue realizado en 2005, y en este se recomendó, entre otras cosas, concluir las actividades de explotación minera 
tan pronto fuera posible, y rehabilitar el daño ocasionado. Como consecuencia de la minería en la reserva, las actividades de caza y pesca, que eran 
tradicionales en la zona, se redujeron considerablemente. Las actividades de extracción de bauxita concluyeron en 2009, y en la actualidad ciertas zonas 
se encuentra en una fase de rehabilitación forestal. Por otra parte, en 1975 el Estado inició un proyecto de parcelación urbano denominado “Tuinstad 
Albina” (“Garden City Albina”) paralelo al río Marowijne, en las cercanías de los pueblos de Erowarte, Tapuku, Pierrekondre y Marijkedorp, mediante 
el cual se otorgaron títulos a terceros no indígenas, en áreas contiguas a las viviendas de miembros de las comunidades indígenas. Finalmente, la Corte 
determinó que el ordenamiento interno de Surinam no reconoce la posibilidad de que los pueblos indígenas se constituyan como personas jurídicas, 
y en consecuencia carecen de capacidad para ostentar títulos de propiedad colectivos. Asimismo, en cuanto a las acciones realizadas por los Pueblos 
Kaliña y Lokono para el reconocimiento de sus derechos, la Corte comprobó la ejecución de distintas protestas sociales, peticiones administrativas y 
procedimientos judiciales relacionados con el territorio reclamado en el presente caso. Al respecto, los procedimientos judiciales fueron desestimados en 
virtud de que los miembros de los pueblos indígenas carecían de capacidad legal como entidad colectiva, y no poseían un título de propiedad colectivo 
sobre el territorio reclamado. Asimismo, las peticiones presentadas por los Capitanes de los Pueblos Kaliña y Lokono ante el Presidente de Surinam, los 
Ministros de Desarrollo Regional y Recursos Naturales y la Oficina de Tierras Estatales no obtuvieron respuesta.
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114. En conclusión, ya que el ordenamiento jurídico interno de Surinam no reconoce el ejercicio de la personalidad 
jurídica de los pueblos indígenas y tribales de manera colectiva, esta Corte considera que el Estado ha violado el 
artículo 3 de la Convención Americana, en perjuicio de los Pueblos Kaliña y Lokono, en relación con el artículo 
2 de la misma. Además, para efectos del presente caso, la falta de reconocimiento de la personalidad jurídica de 
los Pueblos Kaliña y Lokono impacta, como será analizado infra, en la violación de otros derechos reconocidos 
en los artículos 1.1, 21 y 25 de la Convención.



3.2. Derecho a la vida



3.2.1. Consideraciones generales del derecho a la vida



Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006



152. En este sentido, la Corte ha señalado en su jurisprudencia constante que el cumplimiento de las obligaciones 
impuestas por el artículo 4 de la Convención Americana, relacionado con el artículo 1.1 de la misma, no sólo 
presupone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además, 
a la luz de su obligación de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos humanos, requiere que los Estados 
adopten todas las medidas apropiadas  para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación positiva)  de 
todos quienes se encuentren bajo su jurisdicción. 



153. En razón de lo anterior, los Estados deben adoptar las medidas necesarias para crear un marco normativo 
adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la vida; establecer un sistema de justicia efectivo capaz 
de investigar, castigar y reparar toda privación de la vida por parte de agentes estatales  o particulares ; y 
salvaguardar el derecho a que no se impida el acceso a las condiciones que garanticen una vida digna , lo que 
incluye la adopción de medidas positivas para prevenir la violación de este derecho.



154. La Corte ha establecido que la responsabilidad internacional de los Estados, en el marco de la Convención 
Americana, surge en el momento de la violación de las obligaciones generales recogidas en los artículos 1.1 
y 2 de dicho tratado. De estas obligaciones generales derivan deberes especiales, determinables en función 
de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la 
situación específica en que se encuentre, como extrema pobreza o marginación y niñez. En el mismo sentido: 
Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 
2012, párr. 244.



155. Es claro para la Corte que un Estado no puede ser responsable por cualquier situación de riesgo al derecho a 
la vida. Teniendo en cuenta las dificultades que implica la planificación y adopción de políticas públicas y las 
elecciones de carácter operativo que deben ser tomadas en función de prioridades y recursos, las obligaciones 
positivas del Estado deben interpretarse de forma que no se imponga a las autoridades una carga imposible 
o desproporcionada. Para que surja esta obligación positiva, debe establecerse que al momento de los hechos 
las autoridades sabían o debían saber de la existencia de una situación de riesgo real e inmediato para la 
vida de un individuo o grupo de individuos determinados, y no tomaron las medidas necesarias dentro del 
ámbito de sus atribuciones que, juzgadas razonablemente, podían esperarse para prevenir o evitar ese riesgo.  
En el mismo sentido: Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. 
Sentencia de 27 de junio de 2012, párr. 245.



3.2.2. Derecho a una vida digna



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



162. Una de las obligaciones que ineludiblemente debe asumir el Estado en su posición de garante, con el objetivo 
de proteger y garantizar el derecho a la vida, es la de generar las condiciones de vida mínimas compatibles con 
la dignidad de la persona humana y a no producir condiciones que la dificulten o impidan.  En este sentido, el 
Estado tiene el deber de adoptar medidas positivas, concretas y orientadas a la satisfacción del derecho a una 
vida digna, en especial cuando se trata de personas en situación de vulnerabilidad y riesgo, cuya atención se 
vuelve prioritaria.



163. En el presente caso, la Corte debe establecer si el Estado generó condiciones que agudizaron las dificultades de 
acceso a una vida digna de los miembros de la Comunidad Yakye Axa y si, en ese contexto, adoptó las medidas 
positivas apropiadas para satisfacer esa obligación, que tomen en cuenta la situación de especial vulnerabilidad 
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a la que fueron llevados, afectando su forma de vida diferente (sistemas de comprensión del mundo diferentes 
de los de la cultura occidental, que comprende la estrecha relación que mantienen con la tierra) y su proyecto de 
vida, en su dimensión individual y colectiva, a la luz del corpus juris internacional existente sobre la protección 
especial que requieren los miembros de las comunidades indígenas, a la luz de lo expuesto en el artículo 4 
de la Convención, en relación con el deber general de garantía contenido en el artículo 1.1 y con el deber de 
desarrollo progresivo contenido en el artículo 26 de la misma, y de los artículos 10 (Derecho a la Salud); 11 
(Derecho a un Medio Ambiente Sano); 12 (Derecho a la Alimentación); 13 (Derecho a la Educación) y 14 
(Derecho a los Beneficios de la Cultura) del Protocolo Adicional a la Convención Americana en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales , y las disposiciones pertinentes del Convenio No. 169 de la OIT.



165. Estas condiciones impactan negativamente en la debida nutrición de los miembros de la Comunidad que se 
encuentran en este asentamiento […].  A ello se suma, tal como ha sido probado en el presente caso […], las 
especiales deficiencias en la educación que reciben los niños y la inaccesibilidad física y económica a la atención 
de salud en la que se encuentran los miembros de la Comunidad.



166. Al respecto, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas en su Observación 
General 14 sobre el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud señaló que 



[l]os pueblos indígenas tienen derecho a medidas específicas que les permitan mejorar su acceso 
a los servicios de salud y a las atenciones de la salud. Los servicios de salud deben ser apropiados 
desde el punto de vista cultural, es decir, tener en cuenta los cuidados preventivos, las prácticas 
curativas y las medicinas tradicionales […].



Para las comunidades indígenas, la salud del individuo se suele vincular con la salud de la sociedad 
en su conjunto y presenta una dimensión colectiva. A este respecto, el Comité considera que 
[…] la […] pérdida por esas poblaciones de sus recursos alimenticios y la ruptura de su relación 
simbiótica con la tierra, ejercen un efecto perjudicial sobre la salud de esas poblaciones12.



167. Las afectaciones especiales del derecho a la salud, e íntimamente vinculadas con él, las del derecho a la 
alimentación y el acceso al agua limpia impactan de manera aguda el derecho a una existencia digna y las 
condiciones básicas para el ejercicio de otros derechos humanos, como el derecho a la educación o el derecho a 
la identidad cultural.  En el caso de los pueblos indígenas el acceso a sus tierras ancestrales y al uso y disfrute de 
los recursos naturales que en ellas se encuentran están directamente vinculados con la obtención de alimento 
y el acceso a agua limpia.  Al respecto, el citado Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha 
destacado la especial vulnerabilidad de muchos grupos de pueblos indígenas cuyo acceso a las tierras ancestrales 
puede verse amenazado y, por lo tanto, su posibilidad de acceder a medios para obtener alimento y agua limpia.



168. En el capítulo anterior, este Tribunal estableció que el Estado no había garantizado el derecho de los miembros 
de la Comunidad Yakye Axa a la propiedad comunitaria.  La Corte considera que este hecho ha afectado el 
derecho a una vida digna de los miembros de la Comunidad, ya que los ha privado de la posibilidad de acceder 
a sus medios de subsistencia tradicionales, así como del uso y disfrute de los recursos naturales necesarios para 
la obtención de agua limpia y para la práctica de la medicina tradicional de prevención y cura de enfermedades.  
A esto se suma que el Estado no ha adoptado las medidas positivas necesarias que permitan asegurar a los 
miembros de la Comunidad Yakye Axa, durante el período que han permanecido sin territorio, las condiciones 
de vida compatibles con su dignidad, a pesar de que el 23 de junio de 1999 el Presidente del Paraguay emitió el 
Decreto No. 3.789 que declaró en estado de emergencia a la Comunidad […].



169. La Corte reconoce y valora positivamente las iniciativas tomadas por el Paraguay para proporcionar alimento, 
atención médico-sanitaria y materiales educativos a los miembros de la Comunidad Yakye Axa […], sin embargo, 
considera que estas medidas no han sido suficientes ni adecuadas para revertir su situación de vulnerabilidad, 
dada la particular gravedad del presente caso.



170. Por otro lado, el Estado ha argumentado que los miembros de la Comunidad Yakye Axa están a la vera del 
camino por “una decisión propia o inducida” por sus representantes que no puede serle atribuida, ya que por el 
contrario ha ofrecido soluciones alternativas de reasentamiento, donde sea posible establecer alguna forma de 
atención médica y sanitaria en beneficio de los miembros de la Comunidad, mientras se resuelve su solicitud de 
reivindicación de tierras.  



12  UN. Doc. E/C.12/2000/4. El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud (artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales), (22º período de sesiones, 2000), párr. 27.
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171. Esta Corte ha tenido por probado que una parte importante de la Comunidad Yakye Axa salió voluntariamente 
de su antiguo asentamiento en la Estancia “El Estribo” en el año 1996, con el objetivo de recuperar las tierras 
que consideran propias, de las cuales partieron en el año 1986 [..].  Ante la prohibición de ingresar al territorio 
reclamado, los miembros de la Comunidad decidieron instalarse frente a éste, al costado de una carretera 
nacional, como parte de su lucha por la reivindicación de su territorio. Si bien el Estado ha ofrecido trasladarlos 
temporalmente a otras tierras, estas ofertas han sido rechazadas, ya que, según los miembros de la Comunidad, 
no fueron consultados debidamente, tomando en consideración el significado que para ellos tiene permanecer 
en esas tierras, o bien, se hubiesen producido conflictos con otras comunidades indígenas […]. 



176. En consecuencia con lo dicho anteriormente, la Corte declara que el Estado violó el artículo 4.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los miembros de la Comunidad Yakye 
Axa, por no adoptar medidas frente a las condiciones que afectaron sus posibilidades de tener una vida digna.



Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006



156. En el presente caso no existe controversia entre las partes respecto a que las condiciones en las que viven los 
miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa son inadecuadas para una existencia digna, ni respecto a la realidad 
e inminencia del peligro que tales condiciones representan para su vida. La controversia radica en determinar 
si el Estado es responsable de que las presuntas víctimas estén en esas condiciones y si ha adoptado las medidas 
necesarias dentro del ámbito de sus atribuciones que, juzgadas razonablemente, podían esperarse para prevenir 
o evitar el riesgo al derecho a la vida de las presuntas víctimas.



157. Del mismo modo, no existe controversia entre las partes respecto a que el Estado estaba al tanto de la situación de 
vulnerabilidad de los miembros de la Comunidad. El Estado en ningún momento ha alegado desconocimiento. 
Lo que queda por determinar es la fecha en que tal conocimiento se hizo presente.



159. Sin embargo, el Tribunal considera que es a partir del 21 de abril de 1997 que el Estado tenía pleno conocimiento 
del riesgo real y de la situación de vulnerabilidad en la que permanecen los miembros de la Comunidad 
Sawhoyamaxa, en especial los niños, mujeres embarazadas y ancianos, así como de su mortandad. En efecto, 
en esa fecha los líderes de la Comunidad remitieron al INDI el informe antropológico elaborado por el señor 
Miguel Chase-Sardi, en el que se detallaba, entre otras cosas, que se estaban produciendo muertes en las aldeas 
de la Comunidad Sawhoyamaxa, y que sus miembros



por años no han tenido la visita de ningún doctor, enfermera o promotor de salud que las atienda. 
Consecuencia de todo esto, es la constante mortandad de niños por enfermedades fácilmente 
curables, como [es] la diarrea, vómitos, etc. El año pasado […] murieron unos cuatro menores de 
edad (los datos perteneces solo a la aldea Maroma). Llamativamente, los fallecidos son hijos de los 
empleados de estancias.



Como es común, en las comunidades indígenas carentes de tierra propia y adecuada, la situación 
de la salud empeora debido a que no poseen los alimentos necesarios para completar su dieta 
alimenticia. 



168. En el presente caso, junto con la carencia de tierra, la vida de los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa 
se caracteriza por el desempleo, el analfabetismo, las tasas de morbilidad por enfermedades evitables, la 
desnutrición, las precarias condiciones de su vivienda y entorno, las limitaciones de acceso y uso de los servicios 
de salud y agua potable, así como la marginalización por causas económicas, geográficas y culturales […].



169. Durante los dos años posteriores a la remisión del informe antropológico del señor Miguel Chase-Sardi al 
INDI, en el que se da cuenta esta situación precaria de la Comunidad y de la muerte de varios niños, el Estado 
no adoptó ninguna medida concreta para prevenir la vulneración al derecho a la vida de las presuntas víctimas. 
En ese período fallecieron al menos cuatro personas […].



170. Recién el 23 de junio de 1999 la Presidencia de la República del Paraguay emitió el ya referido Decreto No. 
3789, que declaró en estado de emergencia a la Comunidad Sawhoyamaxa. No obstante, las medidas adoptadas 
por el Estado en cumplimiento de este decreto no pueden calificarse de suficientes y adecuadas. En efecto, 
durante más de seis años de vigencia del decreto, el Estado sólo entregó víveres a las presuntas víctimas en diez 
ocasiones, y medicamentos y materiales escolares en dos oportunidades, con extensos intervalos entre cada 
entrega […]. Estas entregas, así como las cantidades suministradas, son a todas luces medidas insuficientes para 
revertir la situación de vulnerabilidad y riesgo de los miembros de esta Comunidad y prevenir violaciones del 
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derecho a la vida, tanto así que luego de la entrada en vigor del Decreto de emergencia al menos 19 personas 
fallecieron […]. 



171. Como ha sido demostrado en el capítulo de Hechos Probados […], la mayoría de los fallecidos en la Comunidad 
corresponde a niños y niñas menores de tres años de edad, cuyas causas de muerte varían entre enterocolitis, 
deshidratación, caquexia, tétanos, sarampión y enfermedades respiratorias como neumonía y bronquitis; todas 
enfermedades razonablemente previsibles, evitables y tratables a bajo costo . 



173. La Corte no acepta el argumento estatal referente a la responsabilidad compartida que tenían los enfermos de 
concurrir a los centros asistenciales para recibir tratamiento, y los líderes de la Comunidad de llevarlos a tales 
centros o comunicar la situación a las autoridades sanitarias. A partir de la emisión del Decreto de emergencia 
correspondía al INDI y a los Ministerios del Interior y de Salud Pública y Bienestar Social adoptar “las acciones 
que correspondan para la inmediata provisión de atención médica y alimentaria a las familias integrantes de 
[la Comunidad Sawhoyamaxa], durante el tiempo que duren los trámites judiciales referente a la legislación 
de las tierras reclamadas como parte de [su] hábitat tradicional” […]. Con ello, los bienes y servicios de salud 
específicamente dejaron de depender de la capacidad adquisitiva individual de las presuntas víctimas, y por 
tanto el Estado debió adoptar medidas que contribuyan a la prestación y suministro de tales bienes y servicios. 
Es decir, las medidas a las que el Estado se comprometió frente a los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa 
diferían por su carácter de urgencia de aquellas que el Estado debía adoptar para garantizar los derechos de 
la población y las comunidades indígenas en general. Aceptar lo contrario sería incompatible con el objeto y 
propósito de la Convención Americana, la cual requiere que sus provisiones sean interpretadas y aplicadas de 
tal forma que los derechos en ella contemplados sean práctica y efectivamente protegidos.



178. Por todo lo anterior, la Corte declara que el Estado violó el artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación 
con el artículo 1.1 de la misma, por cuanto no ha adoptado las medidas positivas necesarias dentro del ámbito 
de sus atribuciones, que razonablemente eran de esperarse para prevenir o evitar el riesgo al derecho a la vida 
de los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa. La Corte considera que las muertes de 18 niños miembros 
de la Comunidad, a saber: NN Galarza, Rosana López, Eduardo Cáceres, Eulalio Cáceres, Esteban González 
Aponte, NN González Aponte, NN Yegros, Jenny Toledo, Guido Ruiz Díaz, NN González, Diego Andrés Ayala, 
Francisca Britez, Silvia Adela Chávez, Esteban Jorge Alvarenga, Derlis Armando Torres, Juan Ramón González, 
Arnaldo Galarza y Fátima Galarza (supra párrs. 73.74) son atribuibles al Estado, precisamente por la falta de 
prevención, lo que constituye además una violación del artículo 19 de la Convención. Asimismo, la Corte 
declara que el Estado violó el artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la 
misma, por la muerte del señor Luis Torres Chávez, quien falleció por enterocolitis, sin ningún tipo de atención 
médica […].



3.2.2.1. Obligación del Estado de proveer agua a comunidades



Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010



195. La Corte observa que el agua suministrada por el Estado durante los meses de mayo a agosto de 2009 no supera 
más de 2.17 litros por persona al día. Al respecto, de acuerdo a los estándares internacionales la mayoría de las 
personas requiere mínimo de 7.5 litros por persona por día para satisfacer el conjunto de las necesidades básicas, 
que incluye alimentación e higiene. Además, según los estándares internacionales el agua debe ser de una calidad 
que represente un nivel tolerable de riesgo. Bajo los estándares indicados, el Estado no ha demostrado que esté 
brindando agua en cantidad suficiente para garantizar un abastecimiento para los mínimos requerimientos. Es 
más, el Estado no ha remitido prueba actualizada sobre el suministro de agua durante el año 2010, ni tampoco 
ha demostrado que los miembros de la Comunidad tengan acceso a fuentes seguras de agua en el asentamiento 
“25 de Febrero” donde se encuentran radicados actualmente. Por el contrario, en declaraciones rendidas en la 
audiencia pública miembros de la Comunidad indicaron, respecto al suministro de agua, que “actualmente si es 
que se pide, no cumple, a veces se tarda mucho, a veces no hay más agua”, y que “sufr[en] mucho por la sequía, 
porque donde [se] muda[ron, en “25 de Febrero”] no hay tajamar, no hay lagunas, nada, solamente hay bosque 
y eso es lo más”  e indicaron que durante los períodos de sequía acuden a un tajamar ubicado aproximadamente 
a 7 kilómetros de distancia.
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3.2.2.2. Acceso a alimentos



Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010



198. El Tribunal no desconoce que en cumplimiento del Decreto No. 1830 el Estado ha realizado al menos ocho entregas 
de alimentos  entre los meses de mayo y noviembre de 2009 y entre febrero y marzo de 2010, y que en cada una se 
suministraron a los miembros de la Comunidad kits con raciones de alimentos. Sin embargo, la Corte debe valorar 
la accesibilidad, disponibilidad y sostenibilidad de la alimentación otorgada a los miembros de la Comunidad y 
determinar si la asistencia brindada satisface los requerimientos básicos de una alimentación adecuada. 



199. Al respecto, el Estado indicó que “se ha previsto que el kit de alimentos de 47 kilos alcance un mes, entregándose 
un kit por familia”13. No obstante, la entrega de los alimentos es inconsistente, las raciones alimentarias 
suministradas tienen deficiencias nutricionales, la mayoría de los miembros de la Comunidad consumen 
un sólo alimento al día, básicamente arroz o fideo, y sólo raras veces es complementado “con frutas, batata, 
pescado o carne producto de la caza”14. En este aspecto son concluyentes el informe referido a la salubridad en la 
Comunidad, que reveló en 2007 que el “17.9% de la muestra (edades entre 2 a 10 años) presentaron cierto grado 
de severidad de bajo peso”15, y lo declarado por el perito Pablo Balmaceda respecto a que la mala nutrición se 
evidencia “por la baja estatura”16. En el mismo sentido, las presuntas víctimas declararon que si bien es cierto 
que el Estado ha brindado algunos alimentos, “no es a menudo que reciben los víveres”  e indicaron que “la 
alimentación no es adecuada” y que “hay poca alimentación”17. 



202. Consecuentemente, a pesar de lo demostrado por el Estado, no se evidencia que con la asistencia brindada se 
hayan superado las necesidades nutricionales que, con anterioridad al Decreto No. 1830 […] existían.



3.2.2.3. Acceso a servicios de salud



Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010



205. Del expediente se desprende que con anterioridad al Decreto No. 1830, los miembros de la Comunidad habían 
“recib[ido] […] mínima asistencia médica”  y los puestos de salud eran muy distantes y limitados. Además, 
por años “no se recib[ió asistencia] médica y vacunación general de los niños”18. En relación con el acceso a 
servicios de salud “[s]ólo los que trabajan en las estancias [podían] acceder al [Institución Prestadora de Salud], 
y aún [así] el usufructo de este seguro no se puede efectivizar puesto que no se entregan las tarjetas o no se 
disponen de recursos para llegar y permanecer en el Hospital de Loma Plata, que es el más cercano”19. Además, 
“un censo sanitario del Servicio Nacional de Salud – SENASA (1993), […] comprobó que un gran porcentaje 
de la población presente de Xákmok Kásek, era portadora del virus de la enfermedad de Chagas”20.



206. En cuanto a las condiciones actuales, la Corte ha constado que a partir del 2 de noviembre de 2009 se contrató 
a una agente comunitaria de salud indígena. Además, con posterioridad a la emisión del Decreto No. 1830 
el 17 de abril de 2009, el Estado ha realizado un total de 9 jornadas a la Comunidad, en las cuales han sido 
atendidas 474 consultas, brindándose tratamientos y medicamentos en algunos casos. Asimismo, el Estado 
remitió documentación de un Proyecto de construcción de un Dispensario Médico para la Comunidad, el cual 
tiene un costo estimado de Gs. 120.000.000 (ciento veinte millones de guaraníes).



208. El Tribunal reconoce los avances realizados por el Estado. No obstante, las medidas adoptadas a partir del 
Decreto No. 1830 de 2009 se caracterizan por ser temporales y transitorias. Además, el Estado no ha garantizado 
la accesibilidad física ni geográfica a establecimientos de salud para los miembros de la Comunidad, y, de 
la prueba aportada, no se evidencia acciones positivas para garantizar la aceptabilidad de dichos bienes y 
servicios, ni que se hayan desarrollado medidas educativas en materia de salud que sean respetuosas de los usos 
y costumbres tradicionales. 



13  Cfr. Nota de la Secretaría de Emergencia Nacional (SEN-SE No. 1467/09), […].
14  Cfr. Nota de la Secretaría de Emergencia Nacional (SEN-SE No. 1467/09), […].
15  Cfr. Evaluación sobre salubridad en cuatro Comunidades Enxet […]. folio 2650.
16  Cfr. Peritaje de Pablo Balmaceda, […].
17  Cfr. Declaración de Gerardo Larrosa, […] folio 607, y declaración de Maximiliano Ruíz, supra nota 28.
18  Cfr. Informe Antropológico del CEADUC, […] folio 1742.
19  Cfr. Informe Antropológico del CEADUC, […] folio 1742.
20  Cfr. Informe Antropológico del CEADUC, […]folio 1742.
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3.2.2.4. Acceso a servicios de educación



Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010



211. Conforme a los estándares internacionales, los Estados tienen el deber de garantizar la accesibilidad a educación 
básica gratuita y la sostenibilidad de la misma. En particular, cuando se trata de satisfacer el derecho a la educación 
básica en el seno de comunidades indígenas, el Estado debe propiciar dicho derecho con una perspectiva etno-
educativa. Lo anterior implica adoptar medidas positivas para que la educación sea culturalmente aceptable 
desde una perspectiva étnica diferenciada.



213. De la prueba recaudada, la Corte observa que si bien algunas condiciones en cuanto a la prestación de la 
educación por parte del Estado han mejorado, no existen instalaciones adecuadas para la educación de los 
niños. El propio Estado anexó un conjunto de fotos donde se observa que las clases se desarrollan bajo un techo 
sin paredes y al aire libre. Igualmente no se asegura por parte del Estado ningún tipo de programa para evitar 
la deserción escolar.



214. En suma, este Tribunal destaca que la asistencia estatal brindada a raíz del Decreto No. 1830 de 17 de abril de 
2009 no ha sido suficiente para superar las condiciones de especial vulnerabilidad que dicho Decreto comprobó 
existían en la Comunidad Xákmok Kásek.



217. En consecuencia, la Corte declara que el Estado no ha brindado las prestaciones básicas para proteger el 
derecho a una vida digna en estas condiciones de riesgo especial, real e inmediato para un grupo determinado 
de personas, lo que constituye una violación del artículo 4.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1. 
de la misma, en perjuicio de todos los miembros de la Comunidad Xákmok Kásek. 



3.2.3. Derecho a no ser privado arbitrariamente de la vida



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



177. Finalmente, la Comisión y los representantes alegaron que el Estado es responsable por la muerte de dieciséis 
miembros de la Comunidad Yakye Axa por causas que habrían podido evitarse con una adecuada alimentación 
y asistencia médica, y como consecuencia de la falta de respuesta adecuada y oportuna del Estado al reclamo 
de la Comunidad de su tierra ancestral. De conformidad con el artículo 4.1 de la Convención toda persona 
tiene derecho a que se respete y garantice su vida y a no ser privado de ella arbitrariamente.  Si bien esta Corte 
considera que, en general, la obligación de respetar y garantizar la vida de las personas sujetas a su jurisdicción 
tiene relación con la responsabilidad del Estado que se puede derivar de su acción u omisión, en el caso de 
la alegada responsabilidad por la muerte de las dieciséis personas, esta Corte no dispone de los elementos 
probatorios suficientes como para establecer las causas de los mencionados fallecimientos.



Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006



161. El Tribunal nota que las muertes de Rosana López […] y de Wilfredo González […] ocurrieron en el año 1997, 
pero se desconoce el mes exacto, por lo que no es posible establecer claramente si ocurrieron antes o después del 
21 de abril de 1997 […]. Al respecto, la Corte toma en cuenta que el Estado no ha allegado al Tribunal las actas 
de nacimiento y defunción de las personas fallecidas, que hubiesen sido útiles para la solución del problema que 
se presenta. Según información suministrada por el propio Estado, no se encontró ningún registro. 



163. La Corte comparte el criterio del Estado respecto a que éste no ha inducido o motivado a los miembros de la 
Comunidad a trasladarse al costado de la ruta. No obstante, nota que existían poderosas razones para que los 
miembros de la Comunidad abandonaran las estancias en las que se encontraban y trabajaban, por las penosas 
condiciones físicas y laborales en las que vivían […]. Asimismo, ese argumento no es suficiente para que el 
Estado se aparte de su deber de proteger y garantizar el derecho a la vida de las presuntas víctimas. Es necesario 
que el Estado demuestre que hizo las gestiones necesarias para sacar a los indígenas del costado de la ruta y, 
mientras eso sucedía, que adoptó acciones pertinentes para disminuir el riesgo en el que se encontraban.



164. Al respecto, la Corte nota que la principal forma que el Estado tenía para trasladar a los miembros de la 
Comunidad fuera del costado de la ruta era entregarles sus tierras tradicionales. No obstante, como se desprende 
de los capítulos anteriores, el proceso administrativo tramitado ante el INDI y el IBR no ofreció garantías de 
una resolución efectiva y se mostró lento e ineficiente […]. De allí que el Tribunal estableciera que el Estado 
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no garantizó a los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa el derecho a la propiedad comunitaria ni a las 
garantías y protección judicial en un plazo razonable […]. En otras palabras, si bien el Estado no los llevó al 
costado de la ruta, tampoco adoptó las medidas adecuadas, a través de un procedimiento administrativo rápido 
y eficiente, para sacarlos de allí y ubicarlos dentro de sus tierras ancestrales, en donde tendrían el uso y disfrute 
de sus recursos naturales, directamente vinculados con su capacidad de supervivencia y el mantenimiento de 
sus formas de vida. 



165. En el mismo sentido, el Estado ha señalado que los indígenas se han negado a trasladarse a otro lugar 
provisorio mientras se soluciona el asunto en las instancias internas. No obstante, esta Corte no encuentra bases 
probatorias para este argumento.  Del expediente obrante en este Tribunal no se desprende que se hayan hecho 
ofrecimientos concretos, ni se ha indicado los posibles lugares a los que hubiesen sido traslados los miembros 
de la Comunidad, su distancia respecto al hábitat tradicional, u otros detalles que permitan valorar la viabilidad 
de tales ofrecimientos.



166. En consecuencia, este Tribunal considera que el Estado no adoptó las medidas necesarias para que los miembros 
de la Comunidad dejen el costado de la ruta y, por ende, las condiciones inadecuadas que ponían y ponen en 
peligro su derecho a la vida.



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



246. Desde que fueron ordenadas las medidas provisionales en este caso en junio de 2005 […], la Corte ha observado 
con particular atención la colocación de más de 1400 kg. de explosivos de alto poder (pentolita) en el territorio 
Sarayaku, al considerar que tal hecho “constituye un factor de grave riesgo para la vida e integridad de [sus] 
miembros”. En virtud de ello, la Corte ordenó al Estado que retirara dicho material explosivo, disposición que 
se ha mantenido vigente hasta la fecha y que el Estado cumplió de manera parcial […]. Ante la presencia de este 
material en el territorio, la Asamblea de Sarayaku decidió declarar restringida la zona por razones de seguridad, 
prohibiendo el acceso a la misma, medida que seguiría vigente, a pesar de considerarla una importante zona de 
áreas sagradas y de caza para Sarayaku. 



248. En el presente caso, la empresa petrolera realizó, con la aquiescencia y protección del Estado, el desbroce de 
senderos y sembró cerca de 1400 kg. de explosivo pentolita en el bloque 23, que incluye el territorio Sarayaku. 
Por ende, ha sido un riesgo claro y comprobado, que correspondía al Estado desactivar, como en efecto fue 
ordenado mediante las medidas provisionales. Es decir, el incumplimiento de la obligación de garantizar el 
derecho a la propiedad comunal del Pueblo Sarayaku por parte del Estado, permitiendo la siembra de explosivos 
en su territorio, ha significado la creación de una situación permanente de riesgo y amenaza para la vida e 
integridad personal de sus miembros. 



249. Por las razones anteriores, el Estado es responsable de haber puesto gravemente en riesgo los derechos a la 
vida e integridad personal de los miembros del Pueblo Sarayaku, reconocidos en los artículos 4.1 y 5.1 de la 
Convención, en relación con la obligación de garantía del derecho a la propiedad comunal, en los términos de 
los artículos 1.1 y 21 de aquel tratado.
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Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 201521



270. La Corte considera que la falta de saneamiento tuvo como consecuencia la creación de una situación de riesgo 
general en el territorio de la Comunidad Garífuna de Punta Piedra, caracterizada por amenazas y actos de 
hostigamiento entre particulares. En dicho contexto se produjo la muerte del señor Félix Ordóñez Suazo. Sobre 
la base de lo anterior, el Tribunal procederá a determinar el grado de conocimiento que tenía el Estado de la 
situación de riesgo observada.



278. En este sentido, la Corte constató que existía un proceso judicial abierto respecto de la alegada usurpación de 
tierras que fue interpuesto por el señor Félix Ordóñez Suazo. No obstante, en dicha denuncia no se indicaron 
alegatos relacionados con una posible situación de riesgo a la vida, ni del tipo penal de usurpación se desprenden 
elementos que indiquen que dicho acto se encontraba acompañado de amenazas, intimidaciones o alguna 
forma de violencia. Asimismo, si bien la muerte del señor Félix Ordóñez Suazo representó una escalada en 
los actos de violencia en la zona, mediante la cual se incrementó la situación de riesgo e inseguridad de los 
miembros de la Comunidad de Punta Piedra, este Tribunal estima que, previo a dicha muerte, no existían 
elementos probatorios suficientes que permitan determinar que el Estado tenía o debía tener conocimiento 
específico respecto de una situación de riesgo real e inmediato en perjuicio particular del señor Félix Ordóñez 
Suazo.



279. Por tanto, de los elementos allegados a este Tribunal, no se comprueba un incumplimiento del deber de garantía 
por parte del Estado en perjuicio de Félix Ordóñez Suazo, en los términos del artículo 4.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.



21 Los hechos del caso se relacionan con la Comunidad Garífuna Punta Piedra ubicada en el Municipio de Iriona, Departamento de Colón, a orillas del mar 
Caribe. La Corte constató que en 1993 el Estado otorgó a la Comunidad de Punta Piedra un título de propiedad sobre una superficie de aproximadamente 
800 hectáreas (en adelante “ha”), en relación con un territorio respecto del cual contaba con un título ejidal desde 1920. Posteriormente, la Comunidad 
de Punta Piedra solicitó la ampliación de su territorio por un área de 3,000 ha. No obstante, se le demarcaron y titularon 1,513 ha adicionales, excluyendo 
expresamente 46 ha de quienes tenían título en la zona. La suma total del territorio titulado a favor de la Comunidad de Punta Piedra ascendió a 2,314 
ha. En el título de ampliación de 6 de diciembre de 1999, se preveía que “se excluye[ran] de la adjudicación las superficies ocupadas y explotadas por 
personas ajenas a la Comunidad, reservándose el Estado el derecho de disponer de las mismas para adjudicarlas a favor de los ocupantes que reúnan los 
requisitos de ley”. Sin embargo, dicha cláusula fue revocada el 11 de enero de 2000 por considerarla un error involuntario.



 Con motivo de los reclamos de ocupación por parte de terceros, en 2001 se firmó un acta de compromiso entre los pobladores de Río Miel, la Comunidad 
Garífuna de Punta Piedra y el Estado, a fin de sanear el territorio titulado y evitar los conflictos presentados, así como el acta de entendimiento en 2006 
con el mismo fin, en la cual se reiteró explícitamente la problemática de ocupación de terceros. En 2007 el Instituto Nacional Agrario (en adelante, “INA”) 
emitió un informe catastral, en el que se registró un incremento en la ocupación de terceros en la zona del segundo título. Posteriormente, un informe 
de campo de 2013 registró que la Aldea de Río Miel contaba con un mayor desarrollo de infraestructura, con agua y luz, entre otras. A pesar de la firma 
del acta de compromiso de 2001, la cual constituyó, según el Estado, un acuerdo conciliatorio extrajudicial con calidad de cosa juzgada, Honduras no 
ejecutó las obligaciones a las cuales se comprometió ni adoptó las partidas presupuestarias con base en los avalúos de mejoras realizados en 2001 y 2007 
por el INA. En este sentido, el Estado no cumplió con su obligación de saneamiento a través del pago de mejoras introducidas por los pobladores de la 
Aldea de Río Miel ni procedió con su reubicación. Por otro lado, en vista de la ocupación por parte de terceros y de la problemática derivada de esta, la 
Corte constató que el 22 mayo de 2003 Félix Ordóñez Suazo, miembro de la Comunidad de Punta Piedra, interpuso la denuncia No.188-2003 en contra 
de Luis Portillo, miembro de la Aldea de Río Miel, por la presunta comisión del delito de usurpación de tierras, en su perjuicio y en el de la Comunidad 
de Punta Piedra. La denuncia se basó en que Luis Portillo quiso apoderarse de un área aproximada de tres a ocho manzanas de terreno, ubicados dentro 
del territorio de la Comunidad. Posteriormente, Félix Ordóñez Suazo murió el 11 de junio de 2007, a causa del impacto de tres proyectiles de bala. De 
acuerdo con declaraciones del único testigo del crimen, el presunto autor habría sido David Portillo Chacón, hijo de Luis Portillo. Como consecuencia 
de ello, la Corte constató que se inició una investigación con proceso penal para el esclarecimiento de los hechos y la correspondiente sanción de los 
responsables, el cual aún se encuentra en etapa de investigación. Además, los días 13 y 16 de abril, y 19 de octubre de 2010, la Comunidad de Punta 
Piedra, a través de su patronato, interpuso tres denuncias: a) por usurpación debido a la invasión de terrenos de la Comunidad, y por amenazas derivadas 
del conflicto de tierras por parte de los pobladores de Río Miel; b) por la presunta comisión del delito de amenazas de muerte por parte de tres pobladores 
de Río Miel, en perjuicio de Paulino Mejía, miembro de dicha comunidad, y c) por la comisión del delito de abuso de autoridad, a efectos de investigar 
la presunta construcción de una brecha de carretera que cruzaba el territorio de la Comunidad. Como hecho superviniente, la Corte constató que el 4 de 
diciembre de 2014 la Corporación Minera Caxina S.A. obtuvo una concesión para la exploración minera no metálica por un período de 10 años, sobre 
una extensión territorial de 800 ha, que abarca parte del margen este de los dos títulos de propiedad otorgados a la Comunidad de Punta Piedra. Dicha 
concesión autorizó expresamente a la empresa el uso del subsuelo y la realización de actividades mineras, geológicas, geofísicas y otros trabajos en el área 
de la concesión.
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Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 201522



212. En lo que concierne el supuesto asesinato de Jesús Álvarez Roche, consta en el expediente un escrito del 
CODETT dirigido al Fiscal de las Etnias de 30 de enero de 1995 en el que se solicitó investigar “el intento de 
asesinato perpetrado contra el señor Alcalde Auxiliar de la Comunidad del Triunfo de la Cruz, Jesús Álvarez, 
debido a su férrea oposición a las ventas ilegales de tierra”. Asimismo, este Tribunal cuenta con una delaración 
de Jesús Álvarez ante el Ministerio Público de 16 de marzo de 1995, de la cual se desprende que le preguntaron 
“si [era] cierto que por la oposición que mantuvo en defensa de las tierras de El Triunfo de la Cruz sufrió [un] 
atentado de muerte” y respondió que habría sufrido “un atentado de muerte donde resultó con graves lesiones 
en el brazo izquierdo y en la cadera”, el cual habría tomado lugar el 4 de febrero de 1994. 



213. Respecto de su muerte, la Comisión indicó en su Informe de Fondo que casi tres años más tarde del atentado, 
el 9 de mayo de 1997, personas desconocidas habrían disparado a Jesús Álvarez, quien murió a causa de ese 
ataque el 11 de mayo de 1997. No se presentaron alegatos ni información de la cual se desprenda que durante 
esos tres años la situación de riesgo real e inmediato se hubiese mantenido. 



214. En consecuencia, la Corte considera que si bien es posible inferir que existía un riesgo real e inmediato a 
la vida del señor Jesús Álvarez en el año 1994, y que el Estado tenía conocimiento de ello, no se cuenta con 
evidencia suficiente que pruebe la permanencia de ese riesgo durante el período de tres años hasta que se 
produjo finalmente su muerte. En consecuencia, la Corte no se pronunciará respecto de la alegada violación 
por parte del Estado del deber de prevención y del derecho a la vida, establecido en el artículo 4, en relación con 
el artículo 1.1 de la Convención, en perjuicio del señor Jesús Álvarez.



3.3. Derecho a la integridad personal



3.3.1. Derecho a honrar a los muertos



Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 200523



98. Como quedó establecido en los hechos probados […], el pueblo N’djuka tiene rituales específicos y complejos 
que se deben seguir después de la muerte de un miembro de la comunidad.  Asimismo, es extremadamente 
importante tener la posesión de los restos mortales del fallecido, ya que el cadáver debe ser tratado en una 
forma particular durante las ceremonias mortuorias N’djuka y ser colocado en el lugar adecuado de entierro del 
grupo familiar.  Sólo quienes han sido considerados indignos no reciben un entierro honorable. 



22 Los hechos del caso se relacionan con la Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz ubicada en el departamento de Atlántida, Municipalidad de Tela, 
Honduras, a orillas del mar Caribe. La Comunidad es de carácter rural y cuenta aproximadamente con una población de 10,000 habitantes. Desde el año 
1950 el Estado de Honduras comenzó a otorgar títulos de propiedad sobre la tierra en favor de la Comunidad Triunfo de la Cruz y sus miembros. En 
particular, consta que la Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz efectuó varias solicitudes de dominio sobre territorios en los años 1946, 1969, 1997, 
1998 y 2001. Hasta la actualidad, un total de 615 hectáreas y 28.71 centiáreas han sido otorgadas a la fecha en “dominio pleno”, y 128.40 hectáreas en 
calidad de “garantía de ocupación”.



 El Tribunal pudo constatar que se suscitaron distintas problemáticas en torno al territorio de la Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus miembros. 
Esas problemáticas se refieren a: i) la ampliación del radio urbano del Municipio de Tela en el año 1989 que abarcaba parte del territorio reclamado como 
tradicional por parte de la Comunidad y reconocido como tal por el Estado; ii) la venta entre 1993 y 1995 de aproximadamente 44 hectáreas de tierras 
que habían sido reconocidas como territorio tradicional por parte del Estado y que también se encontraban en parte del área otorgada en garantía de 
ocupación a la Comunidad Triunfo de la Cruz, a favor de una empresa privada y de terceros para la ejecución de un proyecto turístico; iii) el traspaso 
en el año 1997 por parte de la Corporación Municipal de Tela al Sindicato de Empleados y Trabajadores de esa municipalidad de 22.81 manzanas 
ubicadas en el territorio reivindicado por la Comunidad que había sido reconocido como territorio tradicional por parte del Estado; iv) la creación del 
área protegida “Parque Nacional Punta Izopo” en parte del territorio tradicional de la Comunidad, y v) otros proyectos turísticos que se desarrollaron 
en el área reconocida como territorio tradicional de la Comunidad. Asimismo, los hechos del caso también se refieren a varios procesos judiciales y 
administrativos presentados por representantes de la Comunidad relacionados con solicitudes de titulación sobre distintos territorios, a las ventas y las 
adjudicaciones a terceros de tierras tradicionales de la Comunidad, así como a investigaciones relacionadas con las presuntas amenazas y muertes contra 
cuatro miembros de la Comunidad Triunfo de la Cruz.



23 Los hechos del presente caso se refieren a la comunidad N’djuka está conformada por personas originarias del África que habitan en la zona oriental de 
Suriname desde el siglo XVII. Esta comunidad tiene su propio idioma e historia, así como tradiciones culturales y religiosas que la distinguen de otras 
comunidades indígenas que habitan en el mismo territorio. 



 La aldea de Moiwana fue fundada por clanes N’djuka a fines del siglo XIX. En 1986, el régimen militar de Desire Bouterse se enfrentó al grupo armado 
opositor conocido como el Jungle Commando. Cientos de indígenas fallecieron producto de las hostilidades entre ambos grupos.



 El 29 de noviembre de 1986 se efectuó una operación militar en la aldea de Moiwana. Agentes militares y sus colaboradores mataron al menos a 39 
miembros de la comunidad, entre los cuales había niños, mujeres y ancianos, e hirieron a otros. Asimismo, la operación quemó y destruyó la propiedad 
de la comunidad y forzó a los sobrevivientes a huir. Desde su huida de la aldea de Moiwana, los pobladores han sufrido condiciones de pobreza y no han 
podido practicar sus medios tradicionales de subsistencia.



 La aldea de Moiwana y sus tierras tradicionales circundantes quedaron abandonadas desde el ataque de 1986. A los miembros de la comunidad les ha 
sido imposible recuperar los restos de sus familiares que murieron durante el ataque. No se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los 
responsables de los hechos.
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100. Por esta razón, una de las principales fuentes de sufrimiento para los miembros de la comunidad es que ignoran 
lo que aconteció con los restos de su seres queridos y, como resultado, no pueden honrarlos y enterrarlos 
según los principios fundamentales de la cultura N’djuka.  Además, la Corte observa que los miembros de 
la comunidad se han visto afectados emocionalmente por la información de que algunos cadáveres fueron 
incinerados en una funeraria de Moengo.  Tal como lo declaró el señor Willemdam, “esa es una de las peores 
cosas que nos podría ocurrir, quemar el cuerpo de alguien que murió”.



103. Con fundamento en el anterior análisis, la Corte concluye que los miembros de la comunidad Moiwana han 
sufrido emocional, psicológica, espiritual y económicamente, en forma tal que constituye un violación por 
parte del Estado del artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, 
en perjuicio de aquéllos. 



Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 201224



154. Al respecto, el Tribunal recuerda que la Convención Americana, en su artículo 12, contempla el derecho a la 
libertad de conciencia y religión, el cual, según la jurisprudencia de este Tribunal, permite que las personas 
conserven, cambien, profesen y divulguen su religión o sus creencias. Este derecho es uno de los cimientos de 
la sociedad democrática. En su dimensión religiosa, constituye un elemento trascendental en la protección de 
las convicciones de los creyentes y en su forma de vida. 



155. La Convención Americana no contempla explícitamente el derecho de “enterrar a los muertos”. La Corte 
Interamericana ha abordado este tema no como un derecho sustantivo, sino en el marco de las reparaciones en 
casos de desapariciones forzadas, principalmente, como consecuencia de la vulneración de algún otro derecho 
que sí esté previsto en la Convención. Así, por ejemplo, el Tribunal ha ordenado que, de encontrarse los restos 
de una persona desaparecida, éstos sean entregados a sus familiares y que el Estado cubra los gastos funerales o 
de sepultura. Asimismo, en otros casos, el Tribunal se ha referido a la imposibilidad de enterrar a los muertos 
como un hecho que incrementa el sufrimiento y angustia de los familiares, lo cual puede ser considerado en las 
reparaciones para determinar un monto como indemnización inmaterial a favor de ellos. 



156. No obstante, en el presente caso, durante la audiencia pública la perita Rosalina Tuyuk se refirió a la importancia 
que tienen los rituales de despedida de los muertos en la cultura maya: (…)



160. Por lo tanto, por un lado, la Corte observa que actualmente los miembros de la comunidad de Río Negro 
no pueden realizar sus rituales fúnebres por el hecho de que el Estado no ha localizado ni identificado a la 
mayor parte de los restos de personas supuestamente ejecutadas durante las masacres, y a que 17 personas se 
encuentran desaparecidas forzadamente. Pero, por otro lado, tampoco pueden realizar cualquier otro tipo de 
rituales pues los sitios sagrados a los cuales solían acudir se encuentran inundados a raíz de la construcción 
de la hidroeléctrica de Chixoy. Esta Corte ya ha señalado que la relación especial de los pueblos indígenas con 
sus territorios ancestrales no estriba solamente en que constituyen su principal medio de subsistencia, sino un 
elemento integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por ende, de su identidad o integridad cultural, el cual 
es un derecho fundamental y de naturaleza colectiva de las comunidades indígenas, que debe ser respetado en 
una sociedad multicultural, pluralista y democrática, como la de Guatemala. 



24 Los hechos del presente caso se desarrollan en el contexto del conflicto armado interno en Guatemala, entre 1962 y 1996. La Comisión de Esclarecimiento 
Histórico estableció que se cometieron múltiples violaciones de derechos humanos. En ese contexto, se realizaron una serie de masacres que son objeto 
del caso. Las masacres que involucran el presente caso son las del 04 de marzo de 1980 en la capilla de Río Negro, la masacre de 13 de febrero de 1982 en 
la Aldea de Xococ, la de 13 de marzo de 1982 en el Cerro de Pacoxom, la de 14 de mayo de 1982 en “Los Encuentros” y la masacre del 14 de septiembre 
de 1982 en “Agua Fría”. 



 El 04 de marzo de 1980 fueron ejecutados siete líderes de la comunidad Río Negro, otros dos líderes fueron también ejecutados ese mismo día. El 13 de 
febrero de 1982 aproximadamente 70 personas, entre hombres, mujeres y niños, de la comunidad de Río Negro fueron trasladadas a Xococ, de las cuales solo 
regresaron 2 personas a Río Negro.  El 13 de marzo del mismo año, los patrulleros y soldados escarbaron una fosa y procedieron a matar a las personas de 
Río Negro que se encontraban presentes. Los cadáveres de las personas masacradas lanzados a una quebrada cercana o a una fosa. Durante la masacre, los 
patrulleros y militares escogieron a 17 niños de la comunidad de Río Negro que fueron obligados a vivir con miembros de la Comunidad Xococ. 



 En la masacre del 14 de mayo fueron asesinadas por lo menos 79 personas y luego el 14 de septiembre, 92 personas. Las personas que lograron escapar 
de las distintas masacres perpetradas se refugiaron en las montañas, algunos por años, despojados de todas sus pertenencias, durmiendo a la intemperie 
y moviéndose continuamente a fin de huir de los soldados y patrulleros que los perseguían aún después de las masacres. Además, los integrantes de la 
comunidad de Río Negro experimentaron severas dificultades para encontrar comida, a la vez que varios niños y adultos murieron de hambre pues el 
ejército y los patrulleros destruían los sembradíos que lograban tener. Algunas mujeres dieron a luz en la montaña, y sólo pudieron registrar a sus hijos 
tiempo después, con fechas y lugares de nacimiento falsos, para protegerlos. 



 Al entrar en vigor una ley de amnistía del año 1983, algunos sobrevivientes de las masacres fueron reasentados por el gobierno en la colonia Pacux, 
ubicada detrás del destacamento militar de Rabinal. Sin embargo, continuó en dicho lugar. Al menos 289 sobrevivientes de las masacres de Río Negro aún 
residen en la colonia semiurbana de Pacux cuyas condiciones de vida en la colonia Pacux son precarias y las tierras no son adecuadas para la agricultura 
de subsistencia. Además, el reasentamiento implicó la pérdida de la relación que la comunidad tenía con su cultura, recursos naturales y propiedades y 
del idioma Maya Achí.
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164. Finalmente, la Corte ha precisado que las malas condiciones de vida que padecen los miembros de una 
comunidad y el estado general de abandono en la que se encuentran generan sufrimientos que necesariamente 
afectan la integridad psíquica y moral de los miembros de dicha comunidad. Éste es el caso de las víctimas 
sobrevivientes de las masacres que actualmente residen en la colonia Pacux. 



165. En consecuencia, la Corte considera que Guatemala violó el artículo 5.1 de la Convención Americana, en 
relación con los artículos 12.1 y 1.1 de la misma, en perjuicio de los miembros de la comunidad de Río Negro 
que viven en Pacux. Los nombres de dichas personas se encuentran referidos en el Anexo VII de esta Sentencia.  



3.3.2. Separación de la tierra



Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 2005



102. Sin embargo, la aldea de Moiwana y las tierras tradicionales circundantes han estado abandonadas desde los 
hechos del 29 de noviembre de 1986 […].  Muchos miembros de la comunidad han sido desplazados internamente 
en Suriname y el resto permanece, hasta hoy, como refugiados en la Guyana Francesa […].  Desde su huida de 
la aldea de Moiwana, muchos miembros de la comunidad, si no todos, han sufrido pobreza y privación por su 
incapacidad de desarrollar sus formas tradicionales de subsistencia y sustento […].  La señora Difienjo testificó 
ante la Corte que, desde la fecha del ataque, su vida “se ha visto completamente perturbada”; además, indicó 
que las dificultades de los refugiados han sido ignoradas por el Estado y enfatizó que la Guyana Francesa “no es 
[su] lugar”.  Por su parte, el señor Ajintoena declaró que “han perdido todo” después de los hechos de 1986 y que 
necesitan “urgentemente” regresar a sus tierras tradicionales para “restaurar [sus] vidas”.  Asimismo, manifestó 
que, con el ataque, “el gobierno destruyó la tradición cultural […] de las comunidades Maroon en Moiwana”.



103. Con fundamento en el anterior análisis, la Corte concluye que los miembros de la comunidad Moiwana han 
sufrido emocional, psicológica, espiritual y económicamente, en forma tal que constituye una violación por 
parte del Estado del artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, 
en perjuicio de aquéllos. En el mismo sentido: Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2010, párr. 243.



244. En el presente caso, varias de las presuntas víctimas que declararon ante la Corte expresaron el pesar que ellas 
y los miembros de la Comunidad sienten por la falta de restitución de sus tierras tradicionales, la pérdida 
paulatina de su cultura y la larga espera que han debido soportar en el transcurso del ineficiente procedimiento 
administrativo. Adicionalmente, las condiciones de vida miserables que padecen los miembros de la 
Comunidad, la muerte de varios de sus miembros y el estado general de abandono en la que se encuentran 
generan sufrimientos que necesariamente afectan la integridad psíquica y moral de todos los miembros de la 
Comunidad. Todo ello constituye una violación del artículo 5.1 de la Convención, en perjuicio de los miembros 
de la Comunidad Xákmok Kásek.



3.3.3. Problemas de acceso a la justicia



Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 2005



95. Más aun, la impunidad persistente ha tenido un grave impacto en los miembros de la comunidad de Moiwana, 
como pueblo N’djuka.  Tal como se ha señalado en los hechos probados […], la justicia y la “responsabilidad 
colectiva” son principios centrales en la sociedad N’djuka tradicional.  Si un miembro de la comunidad es 
ofendido, sus familiares –que serían todos los miembros de linaje maternal – están obligados a buscar justicia 
para la ofensa cometida.  Si ese familiar ha muerto, los N’djuka creen que su espíritu no podrá descansar en paz 
hasta que se haga justicia.  Mientras que la ofensa siga sin sanción, el espíritu de la víctima – y posiblemente 
otros espíritus ancestrales– pueden atormentar a sus familiares vivientes.



97. Asimismo, debido a la impunidad continuada por la operación militar de 1986 y al desconocimiento por parte 
de los miembros de la comunidad acerca de los motivos de tal ataque, éstos han sufrido una profunda ansiedad 
frente a la posibilidad de enfrentar hostilidades si regresaran a sus tierras tradicionales.  Erwin Willemdam 
testificó ante la Corte que, desde que ocurrió el ataque, ha conducido su vehículo cerca de la aldea de Moiwana 
en varias ocasiones, pero nunca se ha detenido: “mientras no se haya hecho justicia, […] no podemos regresar a 
quedarnos a ese lugar”.  La prueba testimonial demostró que para que los miembros de la comunidad se sientan 
suficientemente seguros para establecer nuevamente su residencia en la aldea de Moiwana, deben conocer por 
qué ocurrieron las muertes y qué hará el Estado para exigir la responsabilidad de los autores de esos hechos.
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Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 201025



126. En este sentido, la perita Correa González se refirió a la situación de humillación y desprotección en la que se 
encontraba la víctima y al impacto emocional que le generó el hecho que sus hijos estuvieran presentes y que 
los autores fueran soldados, puesto que “para ella significaban una figura de autoridad[,] lo que no le permitió 
valorar el riesgo de su presencia”. La permanencia de los otros dos militares “aument[ó] el grado de indefensión, 
humillación e hizo que se sintiera totalmente impotente y sin capacidad de reacción alguna”. Adicionalmente, 
se refirió a los efectos psicosomáticos sufridos a partir de la violación sexual. Por su parte, la perita Hernández 
Castillo señaló que de acuerdo a la cosmovisión indígena, el sufrimiento de la señora Fernández Ortega fue 
vivido como una “pérdida del espíritu”. 



137. Asimismo, la Corte observa que del testimonio de la señora Fernández Ortega se desprenden afectaciones a 
su integridad personal relativas al trato que recibió al interponer su denuncia ante las autoridades, así como 
sentimientos de profundo temor por la presencia de militares e impotencia relacionados con la falta de justicia 
en su caso. 



138. Teniendo en cuenta lo anterior y el reconocimiento de responsabilidad del Estado, la Corte declara que México 
violó el derecho a la integridad personal de la señora Fernández Ortega consagrado en el artículo 5.1 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.



3.3.4. Violencia sexual



Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 201026 



93. Por otra parte, de las circunstancias propias de la situación de la señora Rosendo Cantú, la Corte no encuentra 
elementos que afecten la credibilidad de sus declaraciones. La presunta víctima es una mujer indígena, en el 
momento de los hechos menor de edad, que vivía en una zona montañosa aislada, que tuvo que caminar varias 
horas para recibir asistencia médica por las agresiones físicas sufridas, y para denunciar la violación sexual ante 
diversas autoridades que hablaban un idioma que ella no dominaba, la cual probablemente tendría repercusiones 
negativas en su medio social y cultural, entre otros, un posible rechazo de su comunidad. Asimismo, denunció 
y perseveró en su reclamo, sabiendo que en la zona en la que vive continuaba la presencia de militares, algunos 
de los cuales ella estaba imputando penalmente la comisión de un delito grave. 



138. La Corte considera, en el caso de la niña Yenys Bernardino Rosendo, quien tenía pocos meses de edad al 
momento de ocurridos los hechos, que una de las afectaciones que sufrió fueron los destierros que ha debido 
enfrentar con su madre a raíz de los hechos, el alejamiento de su comunidad y de su cultura indígena, y el 
desmembramiento de la familia. La perita Correa González indicó que “la niña ha sufrido en [ocho] años, al 
menos un cambio drástico del campo a la ciudad, y tres cambios de ciudad, lo [cual] se traduce en cambio de 
escuelas, barrios, amigos, cotidianeidad[] afectando la construcción de su identidad”27. Estos traslados generaron 



25 Los hechos del presente caso se producen en un contexto de importante presencia militar en el estado de Guerrero. La señora Fernández Ortega es una 
mujer indígena perteneciente a la comunidad indígena Me’phaa, residente en Barranca Tecoani, estado de Guerrero. Al momento de los hechos tenía casi 
25 años, estaba casada con el señor Prisciliano Sierra, con quien tenía cuatro hijos. 



 El 22 de marzo de 2002, la señora Fernández Ortega se encontraba en su casa en compañía de sus cuatro hijos, cuando un grupo de aproximadamente 
once militares, vestidos con uniformes y portando armas, ingresaron a su casa. Uno de ellos la tomó de las manos y, apuntándole con el arma, le dijo 
que se tirara al suelo. Una vez en el suelo, otro militar con una mano tomó sus manos y la violó sexualmente mientras otros dos militares miraban. Se 
interpusieron una serie de recursos a fin de investigar y sancionar a los responsables de los hechos. No obstante, éstos no tuvieron éxito.



26 Los hechos del presente caso se producen en un contexto de importante  presencia militar en el Estado de Guerrero, dirigida a reprimir actividades  ilegales 
como la delincuencia organizada. En el estado de Guerrero un  importante porcentaje de la población pertenece a comunidades indígenas,  quienes 
conservan sus tradiciones e identidad cultural y residen en los  municipios de gran marginación y pobreza. 



 Valentina señora Rosendo Cantú es una mujer indígena perteneciente a  la comunidad indígena Me´phaa, en el Estado de Guerrero. Al momento de 
los  hechos tenía 17 años, estaba casada con el señor Fidel Bernardino Sierra, y  tenía una hija. El 16 de febrero de 2002, Valentina Rosendo Cantú se 
encontraba  en un arroyo cercano a su domicilio. Cuando se disponía a bañarse, ocho  militares, acompañados de un civil que llevaban detenido, se 
acercaron a ella y  la rodearon. Dos de ellos la interrogaron sobre los encapuchados; le  mostraron una foto de una persona y una lista con nombres, 
mientras uno de  ellos le apuntaba con su arma. Ella les indicó que no conocía a la gente sobre  la cual la interrogaban. El militar que la apuntaba la golpeó 
en el estómago  con el arma, haciéndola caer al suelo. Luego uno de los militares la tomó del  cabello mientras insistió sobre la información requerida. 
Finalmente le  rasguñaron la cara, le quitaron la falda y la ropa interior y la tiraron al  suelo, y uno de ellos la penetró sexualmente, al término de lo cual 
el otro que  también la interrogaba procedió a hacer lo mismo.



 Tanto Valentina Rosendo Cantú como su esposo presentaron una serie de   recursos a fin de denunciar los hechos y solicitar que se realicen 
las   investigaciones necesarias para identificar y sancionar a los responsables. La   investigación fue remitida a la jurisdicción penal militar, la cual 
decidió  archivar el caso. 



27 Declaración rendida ante fedatario público por la perita Correa González, supra nota 127, folio 1261. Cfr. Declaración jurada rendida por la psicóloga 
Alejandra González Marín el 22 de octubre de 2009 (expediente anexos al escrito de solicitudes y argumentos, tomo I, folio 5482).
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que su crianza se desarrolle lejos de su familia materna, a la que se encuentra fuertemente vinculada, al punto 
que ha indicado que “no quiere estar en la ciudad, sino irse con sus [abuelos] a Caxitepec”28. Asimismo, la 
psicóloga González Marín señaló que la niña Yenys Bernardino Sierra “fue creciendo en medio de un escenario 
violento, lo que ha originado en ella sentimientos de inseguridad y desprotección”. Por otro lado, los cambios 
de residencia le “han generado confusión [y] constantemente cuestiona a su madre el hecho de estar lejos de la 
comunidad”. Adicionalmente, los traslados tuvieron como consecuencia también que su educación fuera de la 
comunidad se desarrolle en escuelas en que sólo se habla español. Por último, las circunstancias en las que se 
está desarrollando su infancia, según la perito Correa González, pueden a futuro acarrear secuelas emocionales. 



139. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte concluye que la violación sexual sufrida por la señora 
Rosendo Cantú, las consecuencias de la misma, y la impunidad en que se mantiene el caso, provocaron una 
afectación emocional a Yenys Bernardino Rosendo, en contravención del derecho reconocido en el artículo 5.1 
de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho instrumento. 



3.4. Tutela judicial efectiva y garantías judiciales



Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2008



97. De los hechos establecidos, así como de la declaración de Victoriana Tiu Tojín, víctima en el presente caso 
y hermana de María Tiu Tojín, se desprende que los familiares de las víctimas desaparecidas enfrentaron 
obstáculos para acceder a la justicia, en razón a su pertenencia al pueblo indígena Maya. Al respecto, Victoriana 
Tiu Tojín manifestó, inter alia, en su declaración ante la Corte que:



Acudi[ó] con las organizaciones que [la] apoyaban debido a que [tienen] las experiencias de que 
cuando llega[n] a los juzgados, [los] miran con [sus] trajes y todo, [sus] demandas esperan y por 
eso tuv[o] que acudir a estas personas para que las autoridades le hicieran caso a sus peticiones 
[…]



Que sentía temor al ir a las autoridades, que sienten un gran miedo de entrar a una autoridad o de 
explicarle sus casos específicos […]



Que ninguna autoridad del Estado, sólo las organizaciones que la apoyaban durante […] estos 
trámites fueron las que le hicieron las traducciones pero de parte del Estado no recibió atención 
en su idioma […]29.



99. La Corte advierte que el acceso a la justicia y la protección especial que se debe otorgar a los pueblos indígenas 
se encuentra regulado en la Constitución del Estado de Guatemala. No obstante, este Tribunal ha establecido 
que la legislación por sí sola no es suficiente para garantizar la plena efectividad de los derechos protegidos 
por la Convención Americana, sino que comporta la necesidad de una conducta gubernamental que asegure 
la existencia, en la realidad, de una eficaz garantía del libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. En el 
mismo sentido: Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 29 de marzo de 2006, párr. 167.



100. Este Tribunal considera que para garantizar el acceso a la justicia de las víctimas -en tanto miembros del 
pueblo indígena Maya- y que la investigación de los hechos se realice con la debida diligencia, sin obstáculos 
y sin discriminación, el Estado debe asegurar que aquellas puedan comprender y hacerse comprender en los 
procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin. Asimismo, el 
Estado deberá garantizar, en la medida de lo posible, que las víctimas del presente caso no tengan que hacer 
esfuerzos desmedidos o exagerados para acceder a los centros de administración de justicia encargados de la 
investigación del presente caso. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte considera necesario ordenar al Estado 
el pago de una suma por concepto de gastos futuros, como una forma de garantizar que las víctimas puedan 
actuar en el proceso penal abierto ante la justicia ordinaria […].



28 Declaración jurada rendida por la psicóloga González Marín, supra nota 145, folio 5482. Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por la perita 
Correa González, supra nota 127, folios 1261 y 1262.



29 La Corte hace notar que esta declaración corresponde a la interpretación que del idioma K’ich’e se hizo al español en el transcurso de la audiencia pública 
celebrada el 30 de abril de 2008.
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Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010



200.  Como lo ha establecido en otras ocasiones este Tribunal, y conforme al principio de no discriminación 
consagrado en el artículo 1.1 de la Convención Americana, para garantizar el acceso a la justicia de los 
miembros de comunidades indígenas, es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que 
tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de 
especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, sus valores, sus usos y costumbres. Además, el Tribunal 
ha señalado que “los Estados deben abstenerse de realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, 
directa o indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto”30. En el mismo sentido: Caso 
Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 2015, párr. 228.



201.  La Corte consideró probado que la señora Fernández Ortega no contó con un intérprete provisto por el Estado 
a fin de presentar su denuncia y tampoco recibió en su idioma información sobre las actuaciones derivadas de 
su denuncia. Para poder poner en conocimiento de las autoridades el delito que la había afectado y acceder 
a información debió recurrir a una persona conocida que hablaba español. Por otra parte, en ocasiones 
posteriores que convocó a la víctima, el Estado dispuso la presencia de un intérprete y además informó que 
se encontraba implementando un programa de formación de intérpretes indígenas en Guerrero. La Corte 
valora positivamente ambas medidas adoptadas por México. Sin embargo, la imposibilidad de denunciar y 
recibir información en su idioma en los momentos iniciales implicó, en el presente caso, un trato que no tomó 
en cuenta la situación de vulnerabilidad de la señora Fernández Ortega, basada en su idioma y etnicidad, 
implicando un menoscabo de hecho injustificado en su derecho de acceder a la justicia. Con base en lo anterior, 
la Corte considera que el Estado incumplió su obligación de garantizar, sin discriminación, el derecho de acceso 
a la justicia en los términos de los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, en relación el artículo 1.1 del 
mismo instrumento.



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



263. Este Tribunal ha afirmado, asimismo, que para que el Estado cumpla con lo dispuesto en el citado artículo no 
basta con que los recursos existan formalmente, sino que los mismos deben tener efectividad. En ese sentido, 
en los términos del artículo 25 de la Convención, es posible identificar dos responsabilidades concretas del 
Estado. La primera, consagrar normativamente y asegurar la debida aplicación de recursos efectivos ante 
las autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su jurisdicción contra actos que violen 
sus derechos fundamentales o que conlleven a la determinación de los derechos y obligaciones de éstas. La 
segunda, garantizar los medios para ejecutar las respectivas decisiones y sentencias definitivas emitidas por tales 
autoridades competentes, de manera que se protejan efectivamente los derechos declarados o reconocidos. Esto 
último, debido a que una sentencia con carácter de cosa juzgada otorga certeza sobre el derecho o controversia 
discutida en el caso concreto y, por ende, tiene como uno de sus efectos la obligatoriedad o necesidad de 
cumplimiento. El proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho reconocido en el 
pronunciamiento judicial mediante la aplicación idónea de dicho pronunciamiento. Por tanto, la efectividad de 
las sentencias y de las providencias judiciales depende de su ejecución. Lo contrario supone la negación misma 
del derecho involucrado. 



264. Además, en lo que respecta a pueblos indígenas, es indispensable que los Estados otorguen una protección 
efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su 
situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres.



278. En virtud de las consideraciones anteriores, la Corte estima que el Estado no garantizó un recurso efectivo que 
remediara la situación jurídica infringida, ni garantizó que la autoridad competente prevista decidiera sobre los 
derechos de las personas que interpusieron el recurso y que se ejecutaran las providencias, mediante una tutela 
judicial efectiva, en violación de los artículos 8.1, 25.1, 25.2.a y 25.2.c de la Convención Americana, en relación 
con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del Pueblo Sarayaku. 



30  Corte IDH. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Serie A No. 
18, párr. 103.
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Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 201431



208. En el presente caso han sido sometidas a la consideración de la Corte alegaciones sobre la supuesta falta de 
imparcialidad personal de los jueces o tribunales que dictaron las sentencias condenatorias. Al respecto, este 
Tribunal ha establecido que la imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda particular se 
aproxime a los hechos de la causa careciendo, de una manera subjetiva, de todo prejuicio y, asimismo, ofreciendo 
garantías suficientes de índole objetiva que permitan desterrar toda duda que el justiciable o la comunidad 
puedan albergar respecto de la ausencia de imparcialidad. La Corte ha destacado que la imparcialidad personal 
se presume a menos que exista prueba en contrario, consistente por ejemplo en la demostración de que algún 
miembro de un tribunal o juez guarda prejuicios o parcialidades de índole personal contra los litigantes. El juez 
debe aparecer como actuando sin estar sujeto a influencia, aliciente, presión, amenaza o intromisión, directa o 
indirecta, sino única y exclusivamente conforme a –y movido por- el Derecho.



210. Las medidas eficaces de lucha contra el terrorismo deben ser complementarias y no contradictorias con la 
observancia de las normas de protección de los derechos humanos. Al adoptar medidas que busquen proteger 
a las personas bajo su jurisdicción contra actos de terrorismo, los Estados tienen la obligación de garantizar 
que el funcionamiento de la justicia penal y el respeto a las garantías procesales se apeguen al principio de 
no discriminación. Los Estados deben asegurar que los fines y efectos de las medidas que se tomen en la 
persecución penal de conductas terroristas no discriminen permitiendo que las personas se vean sometidas a 
caracterizaciones o estereotipos étnicos.



Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014



176. Asimismo, en cuanto al proceso penal ante la Fiscalía Quinta Especializada del Primer Circuito de Panamá, 
la Corte constata que luego de la denuncia de 30 de enero de 2007 referida a personas que habrían talado 
árboles indiscriminadamente, varias personas habrían sido detenidas preventivamente y que se dispuso iniciar 
la investigación preliminar. Además fueron realizadas varias diligencias de investigación durante el mismo año 
2007. El 27 de diciembre de 2007 la causa fue sobreseída (supra párr. 100).



31 Las ocho víctimas de este caso son los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, Víctor Manuel Ancalaf Llaupe, 
Juan Ciriaco Millacheo Lican, Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Saravia y la señora Patricia 
Roxana Troncoso Robles. Todos ellos son chilenos. Los tres primeros eran a la época de los hechos del caso autoridades tradicionales del Pueblo 
indígena Mapuche, los otros cuatro señores son miembros de dicho pueblo indígena y la señora Troncoso Robles era activista por la reivindicación de 
los derechos de dicho pueblo. La dirigencia de las comunidades mapuche la ejercen los “Lonkos” y los “Werkén”, autoridades tradicionales electas. Los 
señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao eran Lonkos y el señor Ancalaf Llaupe era Werkén. Contra esas ocho personas se abrieron procesos penales 
por hechos ocurridos en los años 2001 y 2002 en las Regiones VIII (Biobío) y IX (Araucanía) de Chile, en los cuales fueron condenados como autores 
de delitos calificados de terroristas en aplicación de la Ley N° 18.314 que “[d]etermina conductas terroristas y fija su penalidad” (conocida como “Ley 
Antiterrorista”). En ninguno de los hechos por los cuales fueron juzgados (relativos a incendio de predio forestal, amenaza de incendio y quema de un 
camión de una empresa privada) resultó afectada la integridad física ni la vida de alguna persona. El proceso penal seguido contra el señor Víctor Ancalaf 
Llaupe se tramitó en aplicación del Código de Procedimiento Penal de 1906 (Ley N° 1853) y sus reformas, porque los hechos por los que se le juzgó 
ocurrieron en la Región del BioBío en una fecha anterior a la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Penal en esa región. Los procesos penales 
seguidos contra las otras siete referidas personas se rigieron por el Código Procesal Penal de 2000 (Ley N° 19.696), porque los hechos por los cuales 
fueron juzgadas ocurrieron en la Región de la Araucanía con posterioridad a la entrada en vigencia del referido código en esa región. A las ocho víctimas 
de este caso les fueron dictadas medidas de prisión preventiva en dichos procesos penales.



 A inicios de la década de los 2000, época en que ocurrieron los hechos por los cuales fueron condenadas penalmente las víctimas de este caso, existía en el 
sur de Chile (Regiones VIII, IX y X), fundamentalmente en la IX Región (de la Araucanía), una situación social de numerosos reclamos, manifestaciones 
y protestas sociales por parte de miembros del Pueblo indígena Mapuche, líderes y organizaciones del mismo, con el fin de que fueran atendidas y 
solucionadas sus reivindicaciones, fundamentalmente referidas a la recuperación de sus territorios ancestrales y al respeto del uso y goce de dichas tierras 
y sus recursos naturales. En el contexto de esa protesta social se incrementó el nivel de conflictividad en dichas regiones y, aparte de las movilizaciones 
sociales y de otras medidas de presión, se presentaron algunas acciones de hecho y violentas calificadas como “graves”, tales como la ocupación de 
tierras no ligadas a procedimientos de reclamación en curso, incendio de plantaciones forestales, cultivos, instalaciones y casas patronales, destrucción 
de equipos, maquinaria y cercados, cierre de vías de comunicación y enfrentamientos con la fuerza pública. A partir del año 2001 se incrementó 
significativamente el número de dirigentes y miembros de comunidades mapuche investigados y juzgados por la comisión de delitos ordinarios en 
relación con actos violentos asociados a la referida protesta social. En una minoría de casos se les ha investigado y/o condenado por delitos de carácter 
terrorista en aplicación de la referida Ley N° 18.314 (Ley Antiterrorista). De las 19 causas formalizadas por el Ministerio Público entre el 2000 y el 2013 
bajo la Ley Antiterrorista, 12 de ellas “se relacionan a reivindicaciones de tierras de grupos mapuche”. El resultado de los procesos penales contras las 
ocho víctimas de este caso fue el siguiente:



 1) Los Lonkos Segundo Aniceto Norín Catrimán y Pascual Huentequeo Pichún Paillalao fueron condenados como autores del delito de amenaza de 
incendio terrorista y se les impusieron las penas de cinco años y un día de presidio mayor en su grado mínimo y penas accesorias de inhabilitación que 
restringían el ejercicio del derecho a la libertad de expresión y los derechos políticos.



 2) Los señores Juan Ciriaco Millacheo Licán, Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Saravia y la 
señora Patricia Roxana Troncoso Robles fueron condenados como autores del delito de incendio terrorista por el hecho de incendio de un fundo y se les 
impusieron las penas de diez años y un día de presidio mayor en su grado medio y penas accesorias de inhabilitación que restringían el ejercicio de los 
derechos políticos.



 3) El señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe fue condenado como autor de la conducta terrorista tipificada en el artículo 2° N° 48 de la Ley N° 18.314 en 
relación con la quema de un camión de una empresa privada y se le impusieron las penas de cinco años y un día de presido mayor en su grado mínimo 
y penas accesorias de inhabilitación que restringían el ejercicio del derecho a la libertad de expresión y los derechos políticos. 
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177. Con respecto a los procesos penales iniciados a raíz de las denuncias de 20 de diciembre de 2006 y 16 de enero 
de 2007, fueron declaradas abiertas las investigaciones pero no se cuenta con información actualizada sobre 
las mismas ni sobre una resolución definitiva de los los órganos judiciales […]. En cuanto al proceso penal 
ante la Sub-Dirección de Investigación Judicial de la Agencia de Chepo, el Tribunal nota que el 16 de agosto 
de 2011 fue presentada la denuncia por parte de un representante de la comunidad, y que se declaró abierta la 
investigación y que se realizaron inspecciones en la zona. No se cuenta con información adicional respecto a 
esta causa […].



178. En relación con lo anterior y con el desarrollo de estos procesos, la Corte nota que no fueron aportados 
elementos probatorios que permitan al Tribunal inferir que los sobreseimientos y la falta de determinación de 
los responsables se hubiese debido a un fraude en los procedimientos o alguna falta a las garantías judiciales 
contenidas en la Convención. Por el contrario, los representantes y la Comisión únicamente alegaron que esos 
procesos no desembocaron en condenas a los presuntos responsables de los hechos sin aportar otro tipo de 
argumentación. Por tanto la Corte carece de elementos para efectuar un análisis sobre la conformidad o no de 
estos procedimientos a lo establecido en el artículo 8.1 de la Convención Americana. Con respecto a lo anterior, 
es relevante recordar que dicho artículo tiene “un ámbito de protección material que implica que el Estado 
garantice que la decisión que se produzca a través del procedimiento satisfaga el fin para el cual fue concebido. 
Esto último no significa que siempre deba ser acogido sino que se debe garantizar su capacidad para producir el 
resultado para el que fue concebido”32. En el mismo sentido: Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y 
sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015, párr. 237. 



179. Por otra parte, en los hechos probados consta que desde abril de 2002, los representantes de la Comarca Kuna 
de Madungandí iniciaron diversos procesos administrativos de solicitud de lanzamiento por intrusos en contra 
de ocupantes no indígenas de las tierras comprendidas dentro de los límites de la Comarca Kuna ante diversas 
autoridades locales y nacionales […]. Recién entre los años 2008 y 2009, y luego en el año 2011, fue nombrado 
un Corregidor que decretó el lanzamiento de colonos en las tierras de Río Piragua en la Comarca Kuna, y el 5 
de abril de 2012 resolvió “el lanzamiento por intruso de las personas que ocupan ilegalmente tierras comarcales 
en el sector Lago, Río Piragua, Río Bote, Wacuco, Tortí y en cualquier otro lugar de la Comarca Kuna de 
Madungandí” […]. 



180. Con respecto a los procesos administrativos de solicitud de lanzamiento y los procesos penales en los cuales 
no consta que hubiese habido una decisión definitiva, la Corte reitera que la falta de razonabilidad en el 
plazo para el desarrollo de una investigación o de un procedimiento constituye, en principio, por sí misma, 
una violación de las garantías judiciales. De manera consistente este Tribunal ha tomado en cuenta cuatro 
elementos para determinar la razonabilidad del plazo: i) complejidad del asunto; ii) actividad procesal del 
interesado; iii) conducta de las autoridades judiciales, y iv) afectación generada en la situación jurídica de la 
persona involucrada en el proceso. En cuanto a este último elemento, la Corte reitera que, para determinar la 
razonabilidad del plazo se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración del procedimiento en 
la situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, considerando, entre otros elementos, la materia 
objeto de controversia. En este sentido, este Tribunal ha establecido que si el paso del tiempo incide de manera 
relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento avance con mayor 
diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve.



181. En lo que concierne al primer elemento, la Corte nota que los referidos procesos no involucraban aspectos o 
debates jurídicos que puedan justificar un retardo de varios años en razón de la complejidad del asunto. En 
cuanto a la actividad de los interesados, el tribunal no tiene elementos para inferir que los mismos hubiesen 
dejado de darle impulso a los procesos o que hubiesen obstaculizado el desarrollo de los mismos.



182. En relación con la conducta de las autoridades en el proceso administrativo de solicitud de lanzamiento, 
surge del acervo probatorio que las mismas no desarrollaron las actividades procesales y de investigación de 
forma pronta y diligente. Por el contrario, consta en el análisis de esos procesos que durante un período de 6 
años aproximadamente desde que fue interpuesta la solicitud no habían sido nombrados ni especificadas las 
autoridades estatales que eran competentes para conocer sobre la misma y que por tanto, durante esas etapas, 
no era posible que pudiesen ser decretados los lanzamientos solicitados por los accionantes. 



183. En cuanto a la conducta de las autoridades en el contexto de los tres procesos penales referidos […], este 
Tribunal considera que fueron abiertas la investigaciones y que se realizaron algunas diligencias en el marco de 
las mismas, a pesar de lo cual no consta que hasta las fecha, a 3, 6 y 7 años respectivamente desde el momento 



32  Caso Barbani Duarte y Otros Vs. Uruguay. Fondo Reparaciones y costas. Sentencia de 13 de octubre de 2011. Serie C No. 234, párr. 122.
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en que fueron planteadas las denuncias, las mismas hubiesen culminado en decisiones definitivas por parte de 
los órganos judiciales ni tampoco de los órganos de investigación. 



184. Por último, en el presente caso no se cuenta con elementos suficientes como para analizar el impacto de la 
demora en los procesos penales referidos, ni sobre el proceso para la obtención de una solución a los reclamos 
para el lanzamiento de los ocupantes y/o invasores de los territorios de las comunidades y su consecuencia en 
la valoración de la razonabilidad del plazo. Tampoco fueron presentados elementos que expliquen los motivos 
por los cuales se le debería haber dado una especial celeridad a esos procesos.



185. Consecuentemente, el Tribunal concluye que la duración de los procedimientos penales i) por delito de 
asociación ilícita para delinquir, usurpación, daño a la propiedad, enriquecimiento ilícito, delito ecológico y 
otros delitos conexos, y ii) por delitos contra el ambiente seguido ante la Undécima Fiscalía del Primer Circuito 
Judicial, para los cuales no se cuenta con una resolución definitiva desde hace aproximadamente 6 y 7 años 
respectivamente no es compatible con el principio del plazo razonable establecido en el artículo 8.1 de la 
Convención Americana. Por último en relación con la duración del proceso administrativo de solicitud de 
lanzamiento el Tribunal concluye que la duración de aproximadamente 10 años desde la interposición de la 
denuncia hasta la orden de lanzamiento emitida en 2012, no es compatible con el principio del plazo razonable 
establecido en el artículo 8.1 de la Convención Americana. 



187. Por tanto, la Corte encuentra que el Estado es responsable por la violación al derecho contenido en el artículo 
8.1 de la Convención Americana en relación con 1.1 del mismo instrumento en perjuicio del Pueblo Kuna de 
Madungandí y sus miembros con respecto a los dos procesos penales y el proceso administrativo de desalojo de 
ocupantes ilegales referidos en los párrafos 97 y 99.



Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015



289. El Tribunal estima que la interposición de una denuncia penal exige que el órgano que investiga lleve a cabo todas 
aquellas actuaciones y averiguaciones necesarias, dentro de un plazo razonable, con el fin de intentar obtener 
un resultado. Sin embargo, la Corte entiende que si bien con base en la información recabada en las actuaciones 
iniciales, el órgano a cargo podría decidir no continuar con las investigaciones, de considerarlo procedente, sí 
es indispensable que este realice las diligencias mínimas que le permitan tener un marco informativo suficiente 
sobre la presunta comisión de un delito. En el presente caso, conforme a la prueba obrante en el expediente, la 
Corte verifica que se recabaron los títulos de propiedad emitidos en favor de la Comunidad de Punta Piedra, 
empero ninguna otra diligencia fue practicada por las autoridades correspondientes, a efectos de recolectar 
información mínima de lo ocurrido.



290. En virtud de lo señalado, el Tribunal constata que el Estado no llevó a cabo ninguna diligencia relevante para 
el esclarecimiento de los hechos y la sanción de los responsables, por lo que a más de 11 años de interpuesta la 
denuncia por el delito de usurpación, el Estado no se ha pronunciado respecto de la misma, en contravención 
con los principios de debida diligencia y plazo razonable. Asimismo, si bien el señor Félix Ordóñez Suazo 
falleció en junio de 2007, el Tribunal carece de información adicional y actualizada del estado de la denuncia de 
usurpación luego de su muerte y constata que aquella no se vinculó con las investigaciones llevadas a cabo con 
motivo de su fallecimiento.



302. En virtud de lo señalado, esta Corte comprueba que al inicio de las investigaciones por la muerte de Félix Ordóñez 
Suazo se omitió la recaudación de prueba trascendental, sin que posteriormente se hayan practicado diligencias 
relevantes a nivel judicial, por lo que el Estado no llevó a cabo una averiguación exhaustiva y diligente. Todo ello 
generó graves faltas al deber de investigar los hechos ocurridos, lo que incluso podría afectar la inmediatez de 
la prueba, la obtención de información fidedigna, la pérdida o la imposibilidad de recolección de prueba en el 
futuro, debido al paso del tiempo. En este sentido, el Tribunal considera que dichas omisiones e irregularidades, 
demuestran una falta de efectividad en el actuar del Estado durante las investigaciones y proceso penal del 
caso. De igual manera, la Corte concluye que el Estado incumplió con el plazo razonable debido a la existencia 
de ciertos retrasos procesales en la prosecución del caso. En consecuencia, esta Corte considera que el Estado 
es responsable internacionalmente por la violación de los derechos establecidos en los artículos 8.1 y 25.1 
de la Convención Americana, en perjuicio de Félix Ordoñez Suazo y de los miembros de la Comunidad de  
Punta Piedra.



311. El Tribunal considera que la falta de la notificación de la decisión derivada de la denuncia interpuesta por la 
presunta comisión del delito de abuso de autoridad, así como la demora en el inicio de las investigaciones, 
vulneraron el derecho al acceso a la justicia y el principio del plazo razonable, con motivo de que a más de 
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cuatro años de la presentación de la denuncia, el Estado no ha notificado la terminación del procedimiento a la 
Comunidad de Punta Piedra o a sus representantes. 



312. En vista de todo lo señalado anteriormente, el Tribunal concluye que el Estado es responsable por la violación 
de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en 
perjuicio de la Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros.



Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 2015



237. Con respecto a la solicitud planteada el 28 de agosto de 1997, consta que la misma se refiere a una ampliación 
de 600 hectáreas y que el INA, en el año 2001, únicamente otorgó una ampliación del dominio pleno sobre 234 
hectáreas. La Comisión y los representantes indicaron que ese procedimiento de reconocimiento de tierras 
no fue efectivo porque no se adjudicó a la Comunidad la integralidad del territorio que había sido solicitado 
sino uno de menor extensión. El Tribunal recuerda que, en términos generales el artículo 8.1 de la Convención 
Americana contiene “un ámbito de protección material que implica que el Estado garantice que la decisión 
que se produzca a través del procedimiento satisfaga el fin para el cual fue concebido. Esto último no significa 
que siempre deba ser acogido sino que se debe garantizar su capacidad para producir el resultado para el que 
fue concebido”33. En ese sentido, no resulta suficiente alegar que el Tribunal interno no dio lugar a todos los 
requerimientos que se plantean en una solicitud de titulación para concluir automáticamente que se estaría 
inclumpliendo con lo dispuesto en el artículo 8.1 de la Convención.



239. Llama la atención del Tribunal que en ese mismo documento el INA especificó que el lote A1 […] corresponde 
al territorio tradicional de la Comunidad Triunfo de la Cruz. Sin embargo, no le otorga ninguna consecuencia 
jurídica particular a ese hecho. Tampoco surge de la prueba que el INA hubiese evaluado, frente a una eventual 
imposiblidad real de otorgar esos títulos, de conformidad con lo establecido por el Convenio 169 de la OIT, 
la eventual necesidad de otorgar tierras alternativas o compensaciones por el territorio tradicional que no se 
estaba adjudicando a la Comunidad. 



240. En consecuencia, este Tribunal considera que el Estado es responsable por la violación del artículo 8.1 de la 
Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de la Comunidad Triunfo de 
la Cruz y sus miembros, por la resolución de la solicitud de dominio pleno presentada el 28 de agosto de 1997, 
que no consideró el carácter tradicional de uno de los lotes de territorio al cual se refería. 



249. Por otra parte, la Corte constata que varios procedimientos penales y administrativos no brindaron una 
respuesta procesal a los peticionarios luego de que transcurrieran más de 13 años (reclamo administrativo de 
nulidad de 6 de septiembre de 2002, […]); 14 años (denuncia ante el Comisionado Nacional de los Derechos 
Humanos en 2001,[…]); 17 años (denuncia por abuso de autoridad ante la Dirección de Investigación Criminal 
de 4 de febrero de 1998, […]), y 19 años (inicio de investigación por parte de la Contraloría General de la 
República en 1996, […]) desde que fueron iniciados o desde que se supo de la última actuación procesal. 



250. La Corte reitera su jurisprudencia respecto de que la falta de razonabilidad en el plazo para el desarrollo de 
un procedimiento constituye, en principio, por sí misma, una violación de las garantías judiciales. De manera 
consistente este Tribunal ha tomado en cuenta cuatro elementos para determinar la razonabilidad del plazo: i) 
complejidad del asunto; ii) actividad procesal del interesado; iii) conducta de las autoridades judiciales, y iv) 
afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso.



251. En el presente caso, la Corte encuentra que la falta de respuesta procesal por parte del Estado por esos períodos 
de tiempo no puede ser justificada a través de la complejidad del caso o por la actividad de los interesados. Si 
bien es razonable pensar que los procedimientos señalados se refieren a problemáticas complejas que involucran 
derechos de propiedad tradicional, este Tribunal encuentra que el Estado es responsable por la violación a los 
derechos contenidos en los artículos 8.1 y 25 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento, por la duración más allá de un plazo razonable de las acciones judiciales y administrativas frente 
a las ventas y las adjudicaciones a terceros de tierras tradicionales, en perjuicio de la Comunidad Triunfo de la 
Cruz y sus miembros.



252. La Corte recuerda que en el capítulo de hechos indicó que habían sido presentadas varias denuncias relativas a 
hechos de violencia y amenazas contra miembros de la Comunidad Triunfo de la Cruz […], sin que se cuente 



33 Cfr. Caso Barbani Duarte y Otros Vs. Uruguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 13 de octubre de 2011. Serie C No. 234, párr. 122, y Caso de 
los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá, párr. 178.
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con información sobre si fueron investigadas y el estado de dichas investigaciones. Por otra parte, tampoco 
consta que el Estado hubiese iniciado de oficio las investigaciones por los homicidios de Oscar Brega, Jesús 
Álvarez Roche, Jorge Castillo Jiménez y Julio Alberto Morales (supra párr. 88). El Estado tuvo la oportunidad 
procesal de referirse a esas investigaciones y no presentó información al respecto.



253. En consecuencia, la Corte encuentra que el Estado es responsable por la violación a los derechos contenidos 
en los artículos 8.1 y 25 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, por la falta al deber 
de investigar los hechos denunciados por la Comunidad y sus miembros, y por no haber iniciado de oficio 
las investigaciones relativas a las muertes de Oscar Brega, Jesús Álvarez Roche, Jorge Castillo Jiménez y Julio 
Alberto Morales.



Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015



243. Al respecto, en cuanto a las disposiciones del Código Civil, la Corte consideró que el recurso judicial en él 
establecido era inadecuado e ineficaz en virtud de que solo se encontraba disponible para las personas que 
reclaman una violación de sus derechos individuales a la propiedad privada, y no reconocía el derecho a 
la propiedad colectiva. Por otra parte, la Corte constató que, para interponer un procedimiento judicial, el 
Decreto de Minería exigía al reclamante ser titular de un derecho o interés registrable emitido por el Estado, sin 
embargo los miembros del Pueblo Saramaka no poseían un título sobre su territorio tradicional, por lo que el 
aparente recurso era inadecuado e ineficaz. Finalmente, la Corte observó que el procedimiento de presentación 
de reclamos escritos ante el Presidente de Surinam establecido en la Ley de Gestión Forestal era ineficaz ya que 
las quejas interpuestas por integrantes del Pueblo Saramaka no obtuvieron una respuesta. 



244. En el presente caso, el Estado no aportó documentación o información que demostrara una modificación en 
la normativa analizada en el caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Por ello, la Corte considera que dicha 
normativa continua siendo inadecuada e ineficaz para resolver presuntas violaciones a los derechos de propiedad 
colectiva de los pueblos indígenas y tribales en Surinam.



245. A pesar de lo anterior, de los hechos del presente caso se desprende que las presuntas víctimas se han 
fundamentado en el artículo 22 de la Constitución Política de Surinam para interponer peticiones escritas 
ante diversas autoridades estatales para reclamar sus derechos […]. Se constata que dicho artículo establece 
que toda persona tiene el derecho de someter peticiones escritas ante autoridades públicas, y la ley establecerá 
el procedimiento respectivo. Con ello, se regula el derecho fundamental de petición a la vez que se delega la 
creación de recursos específicos a normas de jerarquía inferior, como las leyes. 



246. Sin embargo, para que este derecho de petición sea efectivo, la Corte estima que este debe a su vez comprender 
una respuesta oportuna, coherente, completa y detallada sobre los asuntos indicados en la petición, 
independientemente de que sea favorable o no a lo solicitado. En este sentido, la Corte recuerda que el artículo 
24 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre establece que “[t]oda persona tiene 
derecho a presentar peticiones respetuosas a cualquier autoridad competente, ya sea por motivo de interés 
general, ya de interés particular, y el de obtener una pronta resolución”.



249. En consecuencia, la Corte considera que la normativa analizada en el presente caso no contempla recursos 
judiciales o administrativos mediante los cuales se establezcan procedimientos para la protección del derecho 
de propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales.



250. Ahora bien, la Corte toma en consideración que durante la audiencia pública del presente caso, el Estado 
indicó “estar consciente de que la legislación de Surinam efectivamente aún no cumple con las normas 
internacionales”, por lo que solicitó a la Corte la guía para solventar las distintas complejidades relacionadas 
con el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas y tribales en Surinam. 



251. En este sentido, la Corte estima que conforme a la jurisprudencia del Tribunal, así como de otros estándares 
internacionales en la materia, los recursos internos, deben ser interpretados y aplicados con el fin de garantizar 
los derechos humanos de los pueblos indígenas, tomando en cuenta los siguientes criterios: 



1. reconocimiento de la personalidad jurídica colectiva, en tanto pueblos indígenas y tribales, así como de 
la personalidad jurídica individual, como miembros integrantes de dichos pueblos;



2. otorgamiento de capacidad legal para interponer acciones administrativas, judiciales o de cualquier otra 
índole de manera colectiva, a través de sus representantes, o en forma individual, tomando en cuenta sus 
costumbres y características culturales;
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3. garantía de acceso a la justicia de las víctimas -en tanto miembros de un pueblo indígena o tribal- sin 
discriminación y conforme a las reglas del debido proceso, por lo que el recurso disponible deberá ser:



a) accesible, sencillo y dentro de un plazo razonable. Ello implica, entre otras cosas, el establecimiento 
de medidas especiales para asegurar el acceso efectivo y eliminación de obstáculos de acceso a la 
justicia, a saber: 



i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los 
procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin;



ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con 
su derecho a la propiedad colectiva , en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación 
de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y



iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados 
de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como 
facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos 
o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados , ya 
sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud 
de los procedimientos.



b) adecuado y efectivo para proteger, garantizar y promover los derechos sobre sus territorios 
indígenas, a través de los cuales se puedan llevar a cabo los procesos de reconocimiento, 
delimitación, demarcación, titulación y, en su caso, de garantía del uso y goce de sus territorios 
tradicionales;



4. otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los 
diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural , sus características 
económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos 
y costumbres , así como su especial relación con la tierra , y



5. respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se 
encuentren en armonía con los derechos humanos.  



258. […] la Corte considera que las actuaciones y omisiones de las autoridades estatales en los procedimientos 
judiciales y peticiones analizadas en el presente apartado, no han dado respuestas adecuadas y efectivas a los 
reclamos planteados, por lo que no han mostrado una posibilidad real para que los Pueblos Kaliña y Lokono 
alcancen la reivindicación de sus territorios ancestrales.



267. Por otro lado, la Corte estima que la información solicitada era documentación de importancia para que los 
Pueblos Kaliña y Lokono pudieran tener elementos claros de cuántos individuos ajenos a sus comunidades se 
encontraban en la zona, y cuál era la situación legal de la posesión de ese territorio. En este sentido, aquella 
información podría haberles otorgado elementos adicionales a efectos de la presentación de sus reclamos en 
el fuero interno. Por ello, el Tribunal considera que la ausencia de entrega de la información en manos de la 
oficina de registros públicos de Surinam, o la falta de fundamentación de la negativa de la misma, colocó a estos 
pueblos en una situación de desventaja y desconocimiento frente a los terceros que alegaban la titularidad de 
parte de las tierras, por lo que no garantizó, a través del derecho de petición, el acceso a la información y a la 
justicia.



268. En vista de lo anteriormente señalado, el Tribunal concluye que las disposiciones internas antes mencionadas 
no proporcionaron recursos legales adecuados y efectivos para proteger a los miembros de los Pueblos Kaliña 
y Lokono contra actos que violan su derecho a la propiedad, los procedimientos judiciales y las peticiones 
interpuestas no resultaron efectivas para tal efecto, y el Estado no otorgó la información solicitada por los 
representantes ni fundamentó la imposibilidad de entrega de la misma. Por ello, el Estado es responsable por 
la violación del derecho a la protección judicial establecido en el artículo 25 de la Convención Americana, en 
relación con los artículos 1.1, 2 y 13 del mismo instrumento.
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3.5. Libertad de expresión



Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014



374. La Corte considera que la referida pena accesoria supone una restricción indebida al ejercicio del derecho a 
la libertad de pensamiento y expresión de los señores Norín Catrimán, Pichún Paillalao y Ancalaf Llaupe, no 
sólo por haber sido impuesta fundándose en sentencias condenatorias que aplicaron una ley penal violatoria 
del principio de legalidad y de varias garantías procesales […], sino además porque en las circunstancias del 
presente caso es contraria al principio de la proporcionalidad de la pena. Como ha determinado la Corte, este 
principio significa “que la respuesta que el Estado atribuye a la conducta ilícita del autor de la transgresión 
debe ser proporcional al bien jurídico afectado y a la culpabilidad con la que actuó el autor, por lo que se debe 
establecer en función de la diversa naturaleza y gravedad de los hechos”34.



375. La Corte ha constatado que, como autoridades tradicionales del Pueblo indígena Mapuche, los señores Norín 
Catrimán, Pichún Paillalao y Ancalaf Llaupe les incumbe un papel determinante en la comunicación de los 
intereses y en la dirección política, espiritual y social de sus respectivas comunidades […]. La imposición de 
la referida pena accesoria les ha restringido la posibilidad de participar en la difusión de opiniones, ideas e 
información a través del desempeño de funciones en medios de comunicación social, lo cual podría limitar 
el ámbito de acción de su derecho a la libertad de pensamiento y expresión en el ejercicio de sus funciones 
como líderes o representantes de sus comunidades. Esto a su vez incide negativamente en la dimensión social 
del derecho a la libertad de pensamiento y expresión, la cual de acuerdo con lo establecido por la Corte en su 
jurisprudencia implica el derecho de todos a conocer opiniones, relatos y noticias vertidas por terceros. 



376. Asimismo podría haberse producido un efecto intimidante e inhibidor para el ejercicio de la libertad de 
expresión, derivado de los particulares efectos que tuvo la aplicación indebida de la Ley Antiterrorista a 
miembros del Pueblo indígena Mapuche. La Corte ya se ha referido en otros casos al efecto intimidante en el 
ejercicio de la libertad de expresión que puede causar el temor a verse sometido a una sanción penal o civil 
innecesaria o desproporcionada en una sociedad democrática, que puede llevar a la autocensura tanto a quien 
le es impuesta la sanción como a otros miembros de la sociedad. En el presente caso, el Tribunal considera que 
la forma en la que fue aplicada la Ley Antiterrorista a miembros del Pueblo indígena Mapuche podría haber 
provocado un temor razonable en otros miembros de ese pueblo involucrados en acciones relacionadas con 
la protesta social y la reivindicación de sus derechos territoriales o que eventualmente desearan participar  
en estas.



378. Por las razones que anteceden, la Corte concluye que Chile violó el derecho de libertad de pensamiento y 
expresión, protegido en el artículo 13.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, 
en perjuicio de los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao y Víctor 
Manuel Ancalaf Llaupe.



3.6. Protección a la vida familiar



Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de mayo de 201035



156. El artículo 17 de la Convención Americana reconoce que la familia es el elemento natural y fundamental de 
la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y el Estado. La protección de la familia y de sus 
miembros se garantiza también en el artículo 11.2 de la Convención, que consagra la prohibición de injerencias 
arbitrarias o abusivas en la familia, así como por el artículo 19, que determina la protección de los derechos del 
niño por parte de la familia, la sociedad y el Estado. 



34 Cfr. CasoVargas Areco Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 155, párr. 108, y Caso de la Masacre de la 
Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163, párr. 196.



35  Los hechos del presente caso se refieren a Florencio Chitay Nech quien era un indígena maya. En el año 1973 el señor Chitay Nech se unió a movimientos 
campesinos de la  región e inició su participación política afiliándose al partido Democracia Cristiana.  En el año 1977 el partido Democracia Cristiana 
presentó al señor Chitay Nech como candidato a Concejal en la contienda electoral municipal de San Martín Jilotepeque y resultó electo. Como 
consecuencia de la desaparición forzada del entonces Alcalde del Municipio, el señor Chitay Nech asumió la responsabilidad de la Alcaldía. 



 Desde junio de 1980 recibió diversas amenazas y hostigamientos. El 1 de abril de 1981 Florencio Chitay Nech salió de su vivienda en la ciudad de 
Guatemala acompañado de su hijo Estermerio Chitay. Frente a una tienda, un grupo de hombres armados se bajaron de un vehículo, golpearon al 
señor Chitay Nech en la cabeza y lo introdujeron en el automóvil. Desde entonces Florencio Chitay Nech se encuentra desaparecido. A pesar de haberse 
interpuesto una serie de recursos, no se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables.
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159. En el presente caso, la Corte además reconoce el significado especial que tiene la convivencia familiar en el 
contexto de la familia indígena, la cual no se limita al núcleo familiar sino que incluye a las distintas generaciones 
que la componen e incluso a la comunidad de la cual forma parte. Al respecto, la perito Rosalina Tuyuc indicó 
las graves afectaciones que sufrieron las familias mayas como consecuencia de las desapariciones forzadas y el 
desplazamiento, y manifestó que: 



[e]l conflicto armado lamentablemente quitó el derecho a muchas familias a estar ahí en familia 
[…], para nosotros el significado de tener familia significa estar con abuelo, con abuela, con papá, 
con mamá, con todos los hermanos, con los tíos y tías[, esto] fue uno de los impactos muy grandes 
porque entonces muchos de los hijos e hijas tuvieron que separarse, algunos por completo y otros 
tal vez aunque con situaciones de pobreza, de miseria, de desplazamiento, […] se quedaron dos 
o tres hijos junto a mamá. Sin embargo, [en muchos casos] esto no fue posible y por ello es que 
el impacto fue la pérdida de convivencia familiar [y] de estar bajo el núcleo de la tierra que los  
vio nacer.



160. Además, señaló que la desaparición del padre o de la madre no sólo significó un cambio de roles en el sentido 
de que el padre sobreviviente tuvo que asumir ese rol de ser mamá y de ser papá a la vez, sino que sobre todo 
impidió que los padres transmitieran sus conocimientos de forma oral, conforme a las tradiciones de la familia 
maya. En ese sentido, expresó que:



las familias mayas […] nunca abandonan a sus hijos, siempre está con la mamá si es mujer, […] 
con el papá […] si es varón pues ya sabe corresponde hacer en su tiempo igual está allí junto al 
papá para ver cómo se prepara la tierra, cómo se clasifican semillas, cómo también es el tiempo de 
la lluvia, del verano, de la sequía, o de muchas inundaciones, y por ello es que […] con [la pérdida 
de uno de los padres] también se corta un largo camino de aprendizaje y de educación oral.



162. La Corte toma en cuenta que la desaparición forzada tenía como propósito castigar no sólo a la víctima sino 
también a su familia y a su comunidad […]. En el presente caso, el Tribunal considera que la desaparición 
de Florencio Chitay agravó la situación de desplazamiento y desarraigo cultural que sufrió su familia. Así, el 
desarraigo de su territorio afectó de forma particularmente grave a los miembros de la familia Chitay Rodríguez 
por su condición de indígenas mayas. 



163. En razón de las consideraciones previas y el allanamiento del Estado, la Corte estima que existió una afectación 
directa a los miembros de la familia Chitay Rodríguez por las constantes amenazas y persecuciones que sufrieron 
sus miembros, el desplazamiento de que fueron víctimas, el desarraigo de su comunidad, la fragmentación del 
núcleo familiar y la pérdida de la figura esencial del padre, a raíz de la desaparición de Florencio Chitay, lo cual 
se vio agravado en el contexto del caso, que subsistió hasta después del 9 de marzo de 1987, lo que constituye un 
incumplimiento por parte del Estado de su obligación de proteger a toda persona contra ingerencias arbitrarias 
o ilegales en su familia. En consecuencia, la Corte considera que el Estado es responsable por la violación del 
derecho a la protección de la familia reconocido en el artículo 17 de la Convención, en relación con el artículo 
1.1 de la misma, en perjuicio de de Encarnación, Pedro, Eliseo, Estermerio y María Rosaura, todos de apellidos 
Chitay Rodríguez.



Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012 



146. Ahora bien, consta en el expediente ante el Tribunal que, con motivo de la sentencia emitida el 28 de mayo 
de 2008 por el Tribunal de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente del Departamento 
de Baja Verapaz […], al menos diez personas sustraídas de la Comunidad de Río Negro durante la masacre 
ocurrida en Pacoxom rindieron declaraciones  y, según dicho tribunal, coincidieron en relatar “las trágicas 
vivencias que tuvieron que experimentar para sobrevivir en un ambiente extraño y hostil para ellos”, cuando 
de niños, fueron “obligados a vivir con familias que no eran las propias y en una comunidad que les era ajena”. 
Asimismo, al valorar el testimonio de una de estas personas, Pedro Sic Sánchez, el mencionado tribunal se 
refirió a “los vejámenes que, evidentemente, marcaron física y anímicamente a víctimas como este testigo[, 
quien había sido] sustraído de su aldea” para vivir con sus victimarios .



150. De las declaraciones rendidas ante instancias internas y ante este Tribunal, es claro que las personas que fueron 
sustraídas de la comunidad de Río Negro durante la masacre de Pacoxom y que fueron obligadas a trabajar 
en casas de patrulleros de las autodefensas civiles  han sufrido un impacto agravado en su integridad psíquica 
cuyas consecuencias se mantienen hasta el día de hoy. Por tanto, tomando en cuenta el reconocimiento de 
responsabilidad del Estado, la Corte considera que Guatemala es responsable de la violación de los derechos 
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reconocidos en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 6, 17 y 1.1 de la misma, 
en perjuicio de María Eustaquia Uscap Ivoy. Asimismo, el Estado es responsable por la violación del artículo 5.1 
de la Convención, en relación con los artículos 6, 17, 19 y 1.1 de la misma, en perjuicio de (…).



Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014



408. La Corte resalta que una de las dificultades en el mantenimiento de las relaciones entre las personas privadas de 
libertad y sus familiares puede ser la reclusión de personas en centros penitenciarios extremadamente distantes 
de sus domicilios o de difícil acceso por las condiciones geográficas y de las vías de comunicación, resultando 
muy costoso y complicado para los familiares el realizar visitas periódicas, lo cual eventualmente podría llegar a 
constituir una violación tanto del derecho a la protección a la familia como de otros derechos, como el derecho 
a la integridad personal, dependiendo de las particularidades de cada caso. Por lo tanto, los Estados deben, en 
la medida de lo posible, facilitar el traslado de los reclusos a centros penitenciarios más cercanos a la localidad 
donde residan sus familiares. En el caso de las personas indígenas privadas de libertad la adopción de esta 
medida es especialmente importante dada la importancia del vínculo que tienen estas personas con su lugar de 
origen o sus comunidades.



409. En consecuencia, queda claro que, al recluir al señor Ancalaf Llaupe en un centro penitenciario muy alejado del 
domicilio de su familia y al denegarle en forma arbitraria las reiteradas solicitudes de que se le trasladara a un 
centro penitenciario más cercano, para lo cual se contaba con la conformidad de la Gendarmería […], el Estado 
violó el derecho a la protección de la familia. 



3.7. Derecho a la propiedad comunal 



3.7.1. Definición y consideraciones generales



Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 2001



148. Mediante una interpretación evolutiva de los instrumentos internacionales de protección de derechos 
humanos, tomando en cuenta las normas de interpretación aplicables y, de conformidad con el artículo 29.b 
de la Convención - que prohíbe una interpretación restrictiva de los derechos - , esta Corte considera que el 
artículo 21 de la Convención protege el derecho a la propiedad en un sentido que comprende, entre otros, los 
derechos de los miembros de las comunidades indígenas en el marco de la propiedad comunal, la cual también 
está reconocida en la Constitución Política de Nicaragua.



149. Dadas las características del presente caso, es menester hacer algunas precisiones respecto del concepto de 
propiedad en las comunidades indígenas.  Entre los indígenas existe una tradición comunitaria sobre una forma 
comunal de la propiedad colectiva de la tierra, en el sentido de que la pertenencia de ésta no se centra en un 
individuo sino en el grupo y su comunidad.  Los indígenas por el hecho de su propia existencia tienen derecho 
a vivir libremente en sus propios territorios; la estrecha relación que los indígenas mantienen con la tierra debe 
de ser reconocida y comprendida como la base fundamental de sus culturas, su vida espiritual, su integridad 
y su supervivencia económica.  Para las comunidades indígenas la relación con la tierra no es meramente una 
cuestión de posesión y producción sino un elemento material y espiritual del que deben gozar plenamente, 
inclusive para preservar su legado cultural y transmitirlo a las generaciones futuras.



151. El derecho consuetudinario de los pueblos indígenas debe ser tenido especialmente en cuenta, para los efectos 
de que se trata.  Como producto de la costumbre, la posesión de la tierra debería bastar para que las comunidades 
indígenas que carezcan de un título real sobre la propiedad de la tierra obtengan el reconocimiento oficial de 
dicha propiedad y el consiguiente registro.



Corte IDH. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia 15 de junio de 2005. Serie C No. 124



128. En el capítulo relativo al artículo 22 de la Convención, la Corte consideró que la ausencia de una investigación 
efectiva del ataque de 29 de noviembre de 1986, que lleve al esclarecimiento de los hechos y a la sanción de los 
responsables, ha impedido a los miembros de la comunidad regresar a sus tierras tradicionales.  Así, Suriname 
no ha establecido las condiciones, ni provisto los medios que permitan a los miembros de la comunidad vivir 
nuevamente en su territorio ancestral en forma segura y pacífica; en consecuencia, la aldea de Moiwana ha 
estado abandonada desde el ataque de 1986.
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129. Para determinar si dichas circunstancias constituyen una privación del derecho al uso y goce de la propiedad, 
la Corte debe considerar, naturalmente, si la aldea de Moiwana  pertenece a los miembros de la comunidad, 
tomando en cuenta para ello el concepto amplio de propiedad desarrollado en la jurisprudencia del Tribunal. 



130. Las partes en el presente caso están de acuerdo en que los miembros de la comunidad no tienen un título legal 
formal –ni colectiva ni individualmente– sobre sus tierras tradicionales en la aldea de Moiwana y los territorios 
circundantes.  Según lo manifestado por los representantes y por Suriname, el territorio pertenece al Estado 
residualmente, ya que ningún particular o sujeto colectivo tiene título oficial sobre dichos terrenos.  



131. Sin embargo, esta Corte ha sostenido que, en el caso de comunidades indígenas que han ocupado sus tierras 
ancestrales de acuerdo con sus prácticas consuetudinarias –pero que carecen de un título formal de propiedad– 
la posesión de la tierra debería bastar para que obtengan el reconocimiento oficial de dicha propiedad y el 
consiguiente registro.  La Corte llegó a esa conclusión considerando los lazos únicos y duraderos que unen a 
las comunidades indígenas con su territorio ancestral.  La estrecha relación que los indígenas mantienen con la 
tierra debe de ser reconocida y comprendida como la base fundamental de sus culturas, su vida espiritual, su 
integridad y su supervivencia económica.  Para tales pueblos, su nexo comunal con el territorio ancestral no es 
meramente una cuestión de posesión y producción, sino un elemento material y espiritual del que deben gozar 
plenamente, inclusive para preservar su legado cultural y transmitirlo a las generaciones futuras.



132. Los miembros de la comunidad no son indígenas de la región; según los hechos probados, la aldea de Moiwana 
fue fundada por clanes N’djuka a finales del siglo XIX […].  Sin embargo, desde ese momento hasta el ataque de 
1986, los miembros de la comunidad vivieron en el área con estricto apego a las costumbres N’djuka.  El perito 
Thomas Polimé describió la naturaleza de su relación con las tierras en la aldea de Moiwana y sus alrededores 
de la siguiente manera: 



[los] N’djuka, al igual que otros pueblos indígenas y tribales, tienen una relación profunda y 
omnicomprensiva con sus tierras ancestrales.  Se encuentran intrínsecamente ligados a esas tierras 
y a los sitios sagrados que ahí se encuentran, y su desplazamiento forzado ha cortado esos lazos 
fundamentales.  Muchos de los sobrevivientes y sus familiares señalan su lugar de origen en, o cerca 
de, la aldea de Moiwana.  Su imposibilidad de mantener su relación con sus tierras ancestrales y 
con sus sitios sagrados los ha privado de un aspecto fundamental de su identidad y de su sentido 
de bienestar.  Sin una comunión regular con esas tierras y sitios, son incapaces de practicar y gozar 
sus tradiciones culturales y religiosas, en mayor detrimento a su seguridad personal y colectiva y 
a su sentido de bienestar.



133. En este sentido, los miembros de la comunidad, un pueblo tribal N’djuka, poseen una “relación omnicomprensiva” 
con sus tierras tradicionales, y su concepto de propiedad en relación con ese territorio no se centra en el 
individuo, sino en la comunidad como un todo.  En virtud de lo anterior, la jurisprudencia de esta Corte 
en relación con las comunidades indígenas y sus derechos comunales a la propiedad, de conformidad con el 
artículo 21 de la Convención, debe también aplicarse a los miembros de la comunidad tribal que residía en 
Moiwana: su ocupación tradicional de la aldea de Moiwana y las tierras circundantes –lo cual ha sido reconocido 
y respetado durante años por los clanes N’djuka y por las comunidades indígenas vecinas […]– debe bastar para 
obtener reconocimiento estatal de su propiedad.  Los límites exactos de ese territorio, sin embargo, sólo pueden 
determinarse previa consulta con dichas comunidades vecinas […].



134. Con base en lo anterior, los miembros de la comunidad pueden ser considerados los dueños legítimos de sus 
tierras tradicionales, por lo cual tienen derecho al uso y goce de las mismas.  Sin embargo, de los hechos aparece 
que este derecho les ha sido negado hasta hoy como consecuencia de los sucesos de noviembre del 1986 y la 
conducta posterior del Estado respecto de la investigación de estos hechos. 



135. Por todo lo expuesto, la Corte concluye que Suriname violó el derecho de los miembros de la comunidad al uso 
y goce comunal de su propiedad tradicional.  Consecuentemente, el Tribunal considera que el Estado violó el 
artículo 21 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de los 
miembros de la comunidad Moiwana.



Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de 
junio de 2005. Serie C No. 125



124. Al analizar el contenido y alcance del artículo 21 de la Convención en el presente caso, la Corte tomará en 
cuenta, a la luz de las reglas generales de interpretación establecidas en el artículo 29 de la misma y como lo 
ha hecho anteriormente, la significación especial de la propiedad comunal de las tierras ancestrales para los 
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pueblos indígenas, inclusive para preservar su identidad cultural y trasmitirla a las generaciones futuras, así 
como las gestiones que ha realizado el Estado para hacer plenamente efectivo este derecho […].  



127. En el presente caso, al analizar los alcances del citado artículo 21 de la Convención, el Tribunal considera útil y 
apropiado utilizar otros tratados internacionales distintitos a la Convención Americana, tales como el Convenio 
No. 169 de la OIT, para interpretar sus disposiciones de acuerdo a la evolución del sistema interamericano, 
habida consideración del desarrollo experimentado en esta materia en el Derecho Internacional de los  
Derechos Humanos.



130. El Convenio No. 169 de la OIT contiene diversas disposiciones que guardan relación con el derecho a la 
propiedad comunal de las comunidades indígenas que se examina en este caso, disposiciones que pueden 
ilustrar sobre el contenido y alcance del artículo 21 de la Convención Americana.  El Estado ratificó e incorporó 
el referido Convenio No. 169 a su derecho interno mediante la Ley No. 234/93.



131. Haciendo uso de los criterios señalados, este Tribunal ha resaltado que la estrecha relación que los indígenas 
mantienen con la tierra debe de ser reconocida y comprendida como la base fundamental de su cultura, vida 
espiritual, integridad, supervivencia económica y su preservación y transmisión a las generaciones futuras. 
En el mismo sentido: Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2001, párr. 149; Caso del Pueblo Saramaka. Vs. 
Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 
2007, párr. 90; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 29 de marzo de 2006, párr. 118; Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo 
Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005, párr. 131.



135. La cultura de los miembros de las comunidades indígenas corresponde a una forma de vida particular de ser, 
ver y actuar en el mundo, constituido a partir de su estrecha relación con sus territorios tradicionales y los 
recursos que allí se encuentran, no sólo por ser estos su principal medio de subsistencia, sino además porque 
constituyen un elemento integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por ende, de su identidad cultural.  
En el mismo sentido: Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006, párr. 118.



136. Lo anterior guarda relación con lo expresado en el artículo 13 del Convenio No. 169 de la OIT, en el sentido 
de que los Estados deberán respetar “la importancia especial que para las culturas y valores espirituales de los 
pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, o con ambos, según los casos, que ocupan o 
utilizan de alguna otra manera, y en particular los aspectos colectivos de esa relación.” En el mismo sentido: 
Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de 
marzo de 2006, párr. 119.



137. En consecuencia, la estrecha vinculación de los pueblos indígenas sobre sus territorios tradicionales y los recursos 
naturales ligados a su cultura que ahí se encuentren, así como los elementos incorporales que se desprendan 
de ellos, deben ser salvaguardados por el artículo 21 de la Convención Americana.  Al respecto, en otras 
oportunidades, este Tribunal ha considerado que el término “bienes” utilizado en dicho artículo 21, contempla 
“aquellas cosas materiales apropiables, así como todo derecho que pueda formar parte del patrimonio de una 
persona; dicho concepto comprende todos los muebles e inmuebles, los elementos corporales e incorporales 
y cualquier otro objeto inmaterial susceptible de tener un valor”36. En el mismo sentido: Caso Comunidad 
Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006, 
párr. 121.



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Interpretación de la Sentencia de Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 6 de febrero de 2006



32.  Los párrafos 215 a 217 de la Sentencia de fondo emitida por el Tribunal en el presente caso establecen que el 
Estado está obligado a identificar el territorio tradicional de la Comunidad Yakye Axa, delimitarlo, demarcarlo, 
titularlo y entregarlo gratuitamente a la Comunidad en el plazo máximo de tres años contado a partir de la 
notificación de la Sentencia de fondo.



34. Se desprende, entonces, que el Estado tiene una serie de obligaciones que concluyen con la entrega definitiva de 
la tierra tradicional a la Comunidad Yakye Axa. Estas obligaciones estatales, por la propia naturaleza del trámite 
interno, son secuenciales: primero se debe identificar el territorio de la Comunidad, lo que a su vez significa 



36  Cfr. Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra nota 176, párr. 144, y Caso Ivcher Bronstein, supra nota 176, párr. 122.
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establecer sus límites y demarcaciones, así como su extensión.  Concluida la identificación del territorio y sus 
límites, de resultar que el mismo se encuentra en manos privadas, el Estado debe iniciar los procedimientos para 
su compra o valorar la conveniencia de expropiarlo, en los términos de los párrafos 217 y 218 de la Sentencia 
de fondo. De darse motivos objetivos y fundamentados que imposibiliten que el Estado reivindique el territorio 
identificado como el tradicional de la Comunidad, deberá entregarle tierras alternativas, que serán electas de 
manera consensuada. Finalmente, sea que se expropien o se elijan de manera consensuada las tierras, el Estado 
debe titularlas y entregarlas física y formalmente a la Comunidad.  Todos estos pasos deben darse en un plazo 
máximo de tres años.  



35.  Por su parte, el plazo de un año para la creación del fondo destinado a la compra o expropiación de las tierras, 
en la eventualidad de que éstas se encuentren en manos privadas, tiene como objetivo asegurar la disponibilidad 
monetaria del Estado para la adquisición de tal territorio, y así, proseguir con las demás obligaciones señaladas 
en el párrafo anterior.



36.  Lo deseable sería que el Estado haya identificado el territorio tradicional de la Comunidad con anterioridad 
a la creación del fondo, de tal suerte que se presupueste la asignación del dinero necesario para su compra o 
eventual expropiación.  No obstante, de no ser esto posible, el Estado, de conformidad con la Sentencia de 
fondo, debe crear el fondo que proveerá el dinero de todas maneras, y establecer una cantidad que asegure que 
el trámite de compra o expropiación no se vea afectado por falta de recursos.



Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006



117. Al analizar el contenido y alcance del artículo 21 de la Convención, en relación con la propiedad comunitaria 
de los miembros de comunidades indígenas, la Corte ha tomado en cuenta el Convenio No. 169 de la OIT, a 
la luz de las reglas generales de interpretación establecidas en el artículo 29 de la Convención, para interpretar 
las disposiciones del citado artículo 21 de acuerdo con la evolución del sistema interamericano, habida 
consideración del desarrollo experimentado en esta materia en el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos. El Estado ratificó e incorporó el referido Convenio No. 169 a su derecho interno mediante la Ley 
No. 234/93.



120. Asimismo, este Tribunal considera que los conceptos de propiedad y posesión en las comunidades indígenas 
pueden tener una significación colectiva, en el sentido de que la pertenencia de ésta “no se centra en un 
individuo sino en el grupo y su comunidad”.  Esta noción del dominio y de la posesión sobre las tierras no 
necesariamente corresponde a la concepción clásica de propiedad, pero merecen igual protección del artículo 
21 de la Convención Americana. Desconocer las versiones específicas del derecho al uso y goce de los bienes, 
dadas por la cultura, usos, costumbres y creencias de cada pueblo, equivaldría a sostener que sólo existe una 
forma de usar y disponer de los bienes, lo que a su vez significaría hacer ilusoria la protección del artículo 21 de 
la Convención para millones de personas.



126. Consecuentemente, para analizar las controversias planteadas, el Tribunal examinará, en primer lugar, si la 
posesión de las tierras por parte de los indígenas es un requisito para acceder al reconocimiento oficial de 
propiedad sobre los mismos. En caso de que la posesión no sea un requisito que condicione la existencia del 
derecho a la devolución, la Corte analizará, en segundo lugar, si tal derecho tiene un límite temporal. Finalmente, 
el Tribunal se referirá a las acciones que el Estado debe adoptar para hacer efectivo el derecho de propiedad 
comunitaria de los indígenas.  



127. En ejercicio de su competencia contenciosa, la Corte ha tenido la posibilidad de pronunciarse sobre la posesión 
de tierras indígenas en tres situaciones distintas. Por un lado, en el Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas 
Tingni, el Tribunal señaló que la posesión de la tierra debería bastar para que los miembros de las comunidades 
indígenas obtengan el reconocimiento oficial de dicha propiedad y el consiguiente registro. Por otro lado, en 
el Caso de la Comunidad Moiwana, la Corte consideró que los miembros del pueblo N’djuka eran “los dueños 
legítimos de sus tierras tradicionales” aunque no tenían la posesión de las mismas, porque salieron de ellas a 
consecuencia de los actos de violencia que se produjo en su contra. En este caso las tierras tradicionales no 
fueron ocupadas por terceros. Finalmente, en el Caso Comunidad indígena Yakye Axa, el Tribunal consideró 
que los miembros de la Comunidad estaban facultados, incluso por derecho interno, a presentar solicitudes 
de reivindicación de tierras tradicionales, y ordenó como medida de reparación que el Estado identifique esas 
tierras y las entregue de manera gratuita.



128. De lo anterior se concluye que: 1) la posesión tradicional de los indígenas sobre sus tierras tiene efectos  
equivalentes al título de pleno dominio que otorga el Estado; 2) la posesión tradicional otorga a los indígenas el 
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derecho a exigir el reconocimiento oficial de propiedad y su registro; 3) los miembros de los pueblos indígenas 
que por causas ajenas a su voluntad han salido o perdido la posesión de sus tierras tradicionales mantienen 
el derecho de propiedad sobre las mismas, aún a falta de título legal, salvo cuando las tierras hayan sido 
legítimamente trasladas a terceros de buena fe; y 4) los miembros de los pueblos indígenas que involuntariamente 
han perdido la posesión de sus tierras, y éstas han sido trasladas legítimamente a terceros inocentes, tienen 
el derecho de recuperarlas o a obtener otras tierras de igual extensión y calidad. Consecuentemente, la 
posesión no es un requisito que condicione la existencia del derecho a la recuperación de las tierras indígenas.  
El presente caso se encuadra dentro del último supuesto. 



130. Consecuentemente, conforme a la propia legislación paraguaya, los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa 
tiene el derecho a solicitar que se les devuelva sus tierras tradicionales, aun cuando éstas se encuentren en 
manos privadas y no tengan plena posesión de las mismas.



Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007



91. En esencia, conforme al artículo 21 de la Convención, los Estados deben respetar la especial relación que los 
miembros de los pueblos indígenas y tribales tienen con su territorio a modo de garantizar su supervivencia 
social, cultural y económica.  Dicha protección de la propiedad en los términos del artículo 21 de la Convención, 
leído en conjunto con los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento, le asigna a los Estados la obligación positiva 
de adoptar medidas especiales para garantizar a los integrantes de los pueblos indígenas y tribales el ejercicio 
pleno e igualitario del derecho a los territorios que han usado y ocupado tradicionalmente. 



92. La Corte reconoce que llegó a esa interpretación del artículo 21 en casos anteriores a la luz del artículo 29.b de 
la Convención, el cual prohíbe interpretar alguna disposición de la Convención en el sentido de limitar el goce 
y el ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes internas del 
Estado en cuestión o de acuerdo con otra convención en que sea parte el Estado.  En este sentido, la Corte ha 
interpretado el artículo 21 de la Convención a la luz de la legislación interna de los derechos de los miembros 
de los pueblos indígenas y tribales de Nicaragua y Paraguay, por ejemplo, así como también teniendo en cuenta 
el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo (Nº 169) sobre Pueblos Indígenas y Tribales en los 
Países Independientes (en adelante, “Convenio OIT 169”).   



93. Como se discutirá seguidamente […], la legislación interna de Surinam no reconoce el derecho a la propiedad 
comunal de los miembros de sus pueblos tribales y no ha ratificado el Convenio OIT No. 169.  No obstante, 
Surinam ratificó tanto el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos como el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. El Comité sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
que es el organismo de expertos independientes que supervisa la implementación del PIDESC por parte de los 
Estados Parte, ha interpretado el artículo 1 en común de dichos pactos como aplicable a los pueblos indígenas.  
Al respecto, en virtud del derecho a la autodeterminación de los pueblos indígenas conforme a dicho artículo 
1, los pueblos podrán “provee[r] a su desarrollo económico, social y cultural” y pueden “disponer libremente de 
sus riquezas y recursos naturales” para que no se los prive de “sus propios medios de subsistencia”37. Conforme 
al artículo 29.b de la Convención Americana, esta Corte no puede interpretar las disposiciones del artículo 
21 de dicho instrumento en el sentido que limite el goce y ejercicio de los derechos reconocidos por Surinam 
en dichos Pactos. La Corte considera que el mismo razonamiento aplica a los pueblos tribales debido a las 
características similares sociales, culturales y económicas que comparten con los pueblos indígenas […]. 



94. Asimismo, el Comité de Derechos Humanos ha analizado las obligaciones de los Estados Parte del PIDCP, 
incluido Surinam, bajo el artículo 27 de dicho instrumento y notó que “no se negará a las personas que 
pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, en comunidad con los demás miembros de su 
grupo, a gozar de su propia cultura, [la cual] podrá consistir en un modo de vida que está fuertemente asociado 
con el territorio y el uso de sus recursos naturales.  Esto podría ser particularmente cierto de los miembros de 
comunidades indígenas que constituyen una minoría”38.



95. El análisis anterior sustenta una interpretación del artículo 21 de la Convención Americana al grado de exigir 
el derecho de los integrantes de los pueblos indígenas y tribales a que determinen y gocen, libremente, de 
su propio desarrollo social, cultural y económico, el cual incluye el derecho a gozar de la particular relación 
espiritual con el territorio que han usado y ocupado tradicionalmente.  Por ello, en el presente caso, el derecho 



37 Artículo 1 común del PIDCP y PIDESC.
38 ONU, Comité de Derechos Humanos, Comentario General No. 23:  Los derechos de las minorías (Art. 27) (quincuagésima sesión, 1994), ONU. Doc. 



CCPR/C/21Rev.1/Add.5, 4 de agosto de 1994, párrs. 1 y 3.2.
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a la propiedad protegido conforme al artículo 21 de la Convención Americana, e interpretado a la luz de los 
derechos reconocidos en los artículos 1 en común y 27 del PIDCP, los cuales no podrán ser restringidos al 
interpretar la Convención Americana en el presente caso, confiere a los integrantes del pueblo Saramaka el 
derecho al goce de su propiedad de conformidad con su tradición comunitaria. 



96. Aplicando el criterio mencionado en el presente caso, la Corte, por lo tanto, concluye que los miembros del 
pueblo Saramaka conforman una comunidad tribal protegida por el derecho internacional de los derechos 
humanos que garantiza el derecho al territorio comunal que han usado y ocupado tradicionalmente, derivado 
del uso y ocupación, de larga data, de la tierra y de los recursos necesarios para su subsistencia física y cultural 
y, asimismo, que el Estado tiene la obligación de adoptar medidas especiales para reconocer, respetar, proteger y 
garantizar a los integrantes del pueblo Saramaka el derecho de propiedad comunal respecto de dicho territorio.  



97. Toda vez que se declaró que la Convención Americana reconoce el derecho de los miembros del pueblo Saramaka 
al uso y goce de su propiedad de conformidad con su sistema de propiedad comunal, la Corte procederá ahora 
a analizar si el Estado ha adoptado el marco adecuado para efectivizar, mediante la legislación interna, dicho 
derecho. 



98. La cuestión general respecto de los derechos de propiedad comunal de los pueblos indígenas y tribales en 
Surinam ya ha sido materia de estudio por esta Corte en el caso Moiwana.  En dicho precedente, la Corte 
sostuvo que el Estado no reconocía a dichos pueblos un derecho a la propiedad comunal.  La Corte observa que 
ésta conclusión se encuentra también respaldada por una serie de organismos y organizaciones internacionales 
que han tratado esta cuestión en otras oportunidades.  El Comité de Naciones Unidas para la Eliminación de 
la Discriminación Racial, la Comisión de Naciones Unidas de Derechos Humanos, y el Relator Especial de la 
Comisión de Naciones Unidas sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de 
los indígenas todos han observado que Surinam no reconoce legalmente los derechos de los miembros de los 
pueblos indígenas y tribales respecto de sus tierras, recursos y territorios comunales.



99. El Estado también aceptó que su legislación interna no reconoce el derecho de los miembros del pueblo 
Saramaka al uso y goce de su sistema de propiedad comunal sobre su territorio, sino que les reconoce un 
privilegio sobre el uso de la tierra.  No obstante, el Estado proporcionó cuatro presuntas razones por las cuales 
no debería considerarse responsable de esta situación en el presente caso.  Primero, el Estado manifestó que 
la falta de claridad respecto del sistema de posesión de tierras del pueblo Saramaka, particularmente acerca 
de quiénes son los titulares de la tierra, presenta un problema práctico para el reconocimiento del Estado del 
derecho comunal a la propiedad.  Segundo, algunas “complejidades y sensibilidades” respecto de la cuestión de 
los derechos colectivos no ha permitido que el Estado legalmente reconozca esos derechos.  El Estado sugirió 
que una legislación que proporcione un “trato especial” a los grupos indígenas y tribales plantearía cuestiones 
de soberanía de Estado y discriminación respeto del resto de la población.  Tercero, el Estado argumentó que 
el poder judicial, mediante sus cortes, podría reconocer los derechos comunales de la propiedad, pero que 
los integrantes del pueblo Saramaka se han negado a demandar ante los tribunales internos para reclamar 
dicho reconocimiento.  Finalmente, el Estado arguyó que su legislación doméstica reconoce a los miembros  
del pueblo Saramaka un “interés”, más que un derecho, a la propiedad.  La Corte abordará estas cuestiones en 
dicho orden.



100. Primero, la cuestión respecto de la presunta falta de claridad del sistema tradicional de posesión de las tierras 
de los integrantes del pueblo Saramaka ha sido tratado exhaustivamente por las partes, testigos y peritos en 
el presente caso.  De la prueba y declaraciones presentadas ante la Corte, se extrae que los lös, o clanes, son 
las entidades propietarias primarias de las tierras dentro de la sociedad Saramaka .  Cada lö es autónomo y es 
quien asigna los derechos de la tierra y los recursos entre los bëë (grupos familiares extendidos) y sus miembros 
individuales de conformidad con la ley consuetudinaria Saramaka. Conforme a dicha ley consuetudinaria, los 
Capitanes o miembros de un lö no pueden afectar o enajenar de modo alguno la propiedad comunal de su lö y 
un lö no puede afectar o enajenar las tierras del conjunto colectivo del territorio Saramaka .  Sobre este último 
punto, el Capitán Jefe y Fiscali Eddie Fonkie explicó que “[s]i un lö trata de vender su tierra, los otros lös tienen 
el derecho de objetar y detener dicha transacción porque, de lo contrario, se afectarían los derechos y la vida de 
todo el pueblo Saramaka.  Los lö son muy autónomos y […] no interfieren en los asuntos de los demás a menos 
que se vean afectados los intereses de todo el pueblo Saramaka”39.  Esto es porque el territorio “pertenece a los 
Saramakas, en última instancia. [Es decir] le pertenece a los Saramaka como pueblo”40.



39  Affidávit del Capitán Jefe y Fiscali Eddie Fonkie, supra nota 66.
40  Dictamen del Profesor Richard Price, […] (transcripción de audiencia pública, […]).
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101. En todo caso, la presunta falta de claridad en cuanto al sistema de posesión de la tierra de los Saramaka no 
presenta un obstáculo insuperable para el Estado, quien tiene la obligación de consultar con los integrantes 
del pueblo Saramaka […] y solicitar una aclaración sobre esta cuestión a fin de cumplir con sus obligaciones 
conforme al artículo 21 de la Convención, en relación con el artículo 2 de dicho instrumento. 



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



145. El artículo 21 de la Convención Americana protege la vinculación estrecha que los pueblos indígenas guardan 
con sus tierras, así como con los recursos naturales de los territorios ancestrales y los elementos incorporales 
que se desprendan de ellos. Entre los pueblos indígenas existe una tradición comunitaria sobre una forma 
comunal de la propiedad colectiva de la tierra, en el sentido de que la pertenencia de ésta no se centra en un 
individuo sino en el grupo y su comunidad. Estas nociones del dominio y de la posesión sobre las tierras no 
necesariamente corresponden a la concepción clásica de propiedad, pero merecen igual protección del artículo 
21 de la Convención Americana. Desconocer las versiones específicas del derecho al uso y goce de los bienes, 
dadas por la cultura, usos, costumbres y creencias de cada pueblo, equivaldría a sostener que sólo existe una 
forma de usar y disponer de los bienes, lo que a su vez significaría hacer ilusoria la protección de tal disposición 
para millones de personas. En el mismo sentido: Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y 
Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 14 de octubre de 2014, párr. 111; Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros 
Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 
2015, párr. 165; Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015, párr. 100; Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. 
Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2015, párr. 129. 



148. Para determinar la existencia de la relación de los pueblos y comunidades indígenas con sus tierras tradicionales, 
la Corte ha establecido: i) que ella puede expresarse de distintas maneras según el pueblo indígena del que se 
trate y las circunstancias concretas en que se encuentre, y ii) que la relación con las tierras debe ser posible. 
Algunas formas de expresión de esta relación podrían incluir el uso o presencia tradicional, a través de lazos 
espirituales o ceremoniales; asentamientos o cultivos esporádicos; formas tradicionales de subsistencia, como 
caza, pesca o recolección estacional o nómada; uso de recursos naturales ligados a sus costumbres u otros 
elementos característicos de su cultura. El segundo elemento implica que los miembros de la Comunidad no se 
vean impedidos, por causas ajenas a su voluntad, de realizar aquellas actividades que revelan la persistencia de 
la relación con sus tierras tradicionales. 



149. En el presente caso, la Corte constata que no está en duda la propiedad comunal del Pueblo Sarayaku sobre su 
territorio, cuya posesión ejerce en forma ancestral e inmemorial, lo cual fue expresamente reconocido por el 
Estado mediante adjudicación realizada el 12 de mayo de 1992 […]. Sin perjuicio de lo anterior, además de lo 
señalado en la parte de hechos […], la Corte considera pertinente destacar el profundo lazo cultural, inmaterial 
y espiritual que la comunidad mantiene con su territorio, para comprender más integralmente las afectaciones 
ocasionadas en el presente caso.











43



PUEBLOS INDÍGENAS y TRIBALES



Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 201341



346. El Tribunal recuerda que en el contexto del derecho de propiedad de miembros de los pueblos indígenas, el 
artículo 21 de la Convención protege la vinculación estrecha que los pueblos indígenas y otras comunidades 
o pueblos tribales, como pueden ser las afrodescendientes, guardan con sus tierras, así como con los recursos 
naturales de los territorios ancestrales y los elementos incorporales que se desprendan de ellos. Debido 
precisamente a esa conexión intrínseca que los integrantes de los pueblos indígenas y tribales tienen con 
su territorio, la protección del derecho a la propiedad, uso y goce sobre éste es necesaria para garantizar su 
supervivencia. 



347. Como fuera indicado […], desde el año 1967, el Estado de Colombia ya había adoptado normatividad interna 
en la cual se reconocía a las “comunidades negras” el derecho a la propiedad colectiva de los territorios que 
ocupan ancestralmente. Del mismo modo, otras normas posteriores fueron reconociendo el derecho a la 
propiedad colectiva sobre esos territorios, como por ejemplo la Ley 70 de 31 de agosto de 1993, mediante la 
cual se ha reconocido “a las comunidades negras que han venido ocupando tierras baldías en las zonas rurales 
ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pacífico, de acuerdo con sus prácticas tradicionales de producción, el 
derecho a la propiedad colectiva”. Así, tanto por la protección otorgada por la normativa internacional como 
interna, las comunidades de la cuenca del río Cacarica gozaban, para el período abarcado en el marco fáctico, 
de la protección especial a su derecho a la propiedad colectiva. El Estado no controvirtió la titularidad de esos 
derechos por parte del Consejo Comunitario de la Cuenca del río Cacarica. 



348. Asimismo, dichas comunidades se asientan en una región de gran importancia geoestratégica en el conflicto 
armado, en particular para los grupos armados al margen de la ley, dada su ubicación geográfica y su riqueza 
biológica, que favorece el tráfico de armas, insumos químicos y drogas ilícitas a nivel internacional y es un 
territorio estratégico a nivel militar. Los grupos armados ilegales han buscado esta región como corredor de 
movilidad, para tráfico de armas y estupefacientes, por lo que presionan la tala de especies nativas, procediendo 
a la siembra de coca, palma aceitera y banano. 



349. Según la Norma 7 de Derecho Internacional Humanitario Consuetudinario, “las partes en [un] conflicto 
deberán hacer en todo momento la distinción entre bienes de carácter civil y objetivos militares. Los ataques 
sólo podrán dirigirse contra objetivos militares. Los bienes de carácter civil no deben ser atacados”. Asimismo, 
la Norma 133 estipula que “deberán respetarse los derechos de propiedad de las personas desplazadas”. El 
principio 21.3 de los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre Desplazamiento Forzado indica que la 
“propiedad y las posesiones que hayan abandonado los desplazados internos serán objeto de protección contra 
la destrucción y la apropiación, ocupación o uso arbitrarios e ilegales”.



350. La Corte también ha estimado en otros casos que, por las circunstancias en que tuvieron lugar los hechos y en 
especial por la condición socio-económica y de vulnerabilidad de las presuntas víctimas, los daños ocasionados 
a su propiedad pueden tener un efecto y magnitud mayores que los que hubiesen tenido para otras personas o 
grupos en otras condiciones. 



41 Los hechos del caso tuvieron lugar durante la segunda mitad de los años 1990, en el Urabá Chocoano y se enmarcan en un contexto en el cual la 
presencia de los grupos armados ilegales y la situación de violencia en la región por parte de “bloques” o “grupos” paramilitares y guerrilleros se había ido 
extendiendo y agudizando. Conforme a lo expuesto, la población afrocolombiana de la región tuvo que soportar en su territorio la presencia de diversos 
grupos armados al margen de la ley, acompañada de amenazas, asesinatos y desapariciones, que originaron su desplazamiento forzados a gran escala, en 
particular durante la segunda mitad de los años 1990.  



 - En lo que se refiere a los hechos del caso, los mismos tuvieron lugar en el marco de una operación militar llamada “Génesis” que se llevó a cabo entre el 
24 y el 27 de febrero de 1997 en el área general del Río Salaquí y Río Truandó para capturar y/o destruir integrantes del grupo guerrillero de las FARC. 
Asimismo, simultáneamente a la operación “Génesis”, grupos paramilitares de las Autodefensas Unidas de Córdoba y Urabá (ACCU), en el desarrollo 
de la llamada “operación Cacarica”, emprendieron un avance de norte a sur desde el Parque Nacional de los Katios a lo largo del río Cacarica, pasando 
por Bijao y otras comunidades ubicadas en la ribera de ese río, para finalmente llegar a las riberas de los ríos Salaquí y Truandó, donde desarrollaron 
operaciones conjuntas con el Ejército. En el marco de la “Operación Cacarica”, los paramilitares ejecutaron a Marino López en Bijao y desmembraron  
su cuerpo. 



 Posteriormente a esos hechos, varios centenares de pobladores de la cuenca del río Cacarica se vieron forzados a desplazarse a Turbo, Bocas de Atrato y 
Panamá, donde permanecieron en diferentes asentamientos por varios períodos durante los cuatro años posteriores. En Turbo las condiciones de vida 
de los desplazados se caracterizaron por falta de atención por parte del gobierno, hacinamiento, malas condiciones y falta de privacidad. Posteriormente, 
muchas de las personas desplazadas retornaron a otras comunidades de paz en territorios del Cacarica. Además, con posterioridad a los hechos de 
febrero de 1997, los desplazados siguieron siendo objeto de actos de hostigamiento, amenazas y violencia por parte de grupos paramilitares. 



 Asimismo, como consecuencia de los desplazamientos forzados se produjeron afectaciones tanto a los bienes individuales como a los bienes colectivos 
de las comunidades del Cacarica por las destrucciones y saqueos que se produjeron en el transcurso de la operación “Cacarica”, así como por los daños 
que se habrían producido por el desuso de los mismos, en particular a sus territorios comunitarios. Del mismo modo, esas mismas comunidades  
fueron desposeídas de sus territorios ancestrales, los cuales fueron objeto de explotación ilegal por parte de empresas madereras con permiso o tolerancia 
del Estado.
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351. En el capítulo IX-1 de esta Sentencia, fue establecida la responsabilidad del Estado por las incursiones 
paramilitares a la cuenca del río Cacarica. Además, este Tribunal nota que los representantes y la Comisión 
indicaron que se habían producido afectaciones a los bienes “individuales” y “comunitarios”  de las comunidades 
del Cacarica por dos motivos principales: a) por las destrucciones  y saqueos  que se produjeron en el transcurso 
de la operación “Cacarica”, y b) por los daños que se habrían producido por el desuso de los mismos y, en 
particular, a sus territorios comunitarios.



352. La Corte constata que la destrucción de los hogares de los pobladores de las comunidades de la cuenca del río 
Cacarica, además de constituir una gran pérdida de carácter económico, causó en los pobladores una pérdida 
de sus condiciones básicas de existencia, lo cual hace que la violación al derecho a la propiedad en este caso 
sea de especial gravedad. En este sentido, la Corte Constitucional colombiana ha establecido que “la propiedad 
debe ser considerada como un derecho fundamental, siempre que ella se encuentre vinculada de tal manera 
al mantenimiento de unas condiciones materiales de existencia, que su desconocimiento afecte el derecho a la 
igualdad y a llevar una vida digna”.



353. Por último, el Tribunal nota que si bien la Comisión y los representantes alegaron la violación del derecho a 
la propiedad privada por las destrucciones ocasionadas durante las incursiones paramilitares, así como por 
los daños que se habrían producido por el desuso de esos bienes y por la pérdida del usufructo de los mismo, 
“en perjuicio de los miembros de las comunidades afrodescendientes del Cacarica asociadas en CAVIDA y las 
mujeres cabeza de familia que habitan en Turbo”, también es cierto que no individualizaron a las víctimas ni 
identificaron los bienes que les habrían sido arrebatados a cada una de las personas o comunidades desplazadas. 
Sin embargo, teniendo en cuenta las circunstancias particulares del caso, el contexto en el cual ocurrieron los 
hechos y el hecho que el Estado no controvierte las consideraciones de derecho relacionadas con la presenta 
violación a este derecho, el Tribunal considera que el Estado es responsable por los actos relacionados con 
incursiones paramilitares que causaron o propiciaron la violación del derecho a la propiedad colectiva, contenido 
en el artículo 21 de la Convención, en perjuicio de los miembros de las comunidades desplazadas del Cacarica.



Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014



112. Debido a la conexión intrínseca que los integrantes de los pueblos indígenas y tribales tienen con su territorio, 
la protección del derecho a la propiedad, uso y goce sobre éste es necesaria para garantizar su supervivencia. 
Esta conexión entre el territorio y los recursos naturales que han usado tradicionalmente los pueblos indígenas 
y tribales y que son necesarios para su supervivencia física y cultural, así como el desarrollo y continuidad de su 
cosmovisión, es preciso protegerla bajo el artículo 21 de la Convención para garantizar que puedan continuar 
viviendo su modo de vida tradicional y que su identidad cultural, estructura social, sistema económico, 
costumbres, creencias y tradiciones distintivas serán respetadas, garantizadas y protegidas por los Estados .



113. En ese sentido, la Corte ha interpretado el artículo 21 de la Convención en conjunto con otros derechos 
reconocidos por el Estado en sus leyes internas o en otras normas internacionales relevantes, a la luz del artículo 
29.b de la misma Convención. Por tanto, al analizar el contenido y alcance del artículo 21 de la Convención en 
el presente caso, la Corte tomará en cuenta, a la luz de dichas reglas generales de interpretación establecidas en 
el artículo 29 de la misma y como lo ha hecho anteriormente, la referida significación especial de la propiedad 
comunal de las tierras para los pueblos indígenas, así como las gestiones que ha realizado el Estado para hacer 
plenamente efectivo este derecho. 



118. Adicionalmente, cabe señalar que diversos Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos 
que han reconocido la competencia contenciosa de la Corte - por ejemplo, Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, 
Costa Rica, Ecuador, Honduras, Paraguay, Perú y Venezuela - a través de su normatividad interna han 
incorporado de alguna forma las obligaciones de delimitar, demarcar y titular las tierras indígenas en su ámbito 
normativo interno, al menos desde los años ́ 70 , ́ 80 , ́ 90 , y ́ 2000 . Es decir, está claramente reconocida hoy en 
día la obligación de los Estados de delimitar, demarcar y titular las tierras de los pueblos indígenas. En el mismo 
sentido, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas del año 2007, la 
cual fue aprobada por Panamá, establece que los Estados asegurarán el reconocimiento y la protección jurídica 
de las tierras, territorios y recursos de los pueblos indígenas. 



119. Con respecto a lo anterior, la Corte ha interpretado el artículo 21 de la Convención estableciendo que el deber 
de los Estados de adoptar medidas para asegurar a los pueblos indígenas su derecho a la propiedad implica 
necesariamente, en atención al principio de seguridad jurídica, que el Estado debe demarcar, delimitar y titular 
los territorios de las comunidades indígenas y tribales. Por tanto, el incumplimiento de dichas obligaciones 
constituye una violación al uso y goce de los bienes de los miembros de dichas comunidades.  
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120. Por otra parte, cabe señalar que los elementos de la propiedad comunal de tierras indígenas anteriormente 
mencionados se refieren a los territorios ancestrales de los pueblos indígenas, lo cual implica la ocupación 
tradicional de los mismos. Asimismo, hacen referencia, en el caso de que los pueblos indígenas hayan salido 
de sus territorios o hayan perdido la posesión de éstos, al derecho de recuperarlos. En el presente caso, la 
inundación de las tierras de las comunidades Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano significa que dicha 
recuperación por parte de los pueblos indígenas es imposible. Por tanto, el presente caso trata de los derechos de 
las referidas comunidades respecto de las tierras alternativas asignadas por el Estado, lo cual también significa 
que no existe una ocupación o posesión tradicional de las mismas. 



121. Como ha sido señalado anteriormente […], con respecto a las tierras ancestrales, es precisamente la posesión 
u ocupación prolongada ancestral de las mismas lo que da lugar al derecho de exigir el reconocimiento oficial 
de propiedad y su registro, mientras que para el caso de tierras alternativas donde no existe dicha ocupación 
ancestral, el reconocimiento del derecho a la propiedad colectiva se realizaría recién cuando el Estado asigna 
las tierras nuevas. Asimismo, se toma en cuenta que los pueblos Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano 
en este caso no habitan las tierras alternativas de manera transitoria. La inundación de sus tierras hace que su 
ocupación de las tierras alternativas es necesariamente permanente. Como ha sido indicado en el capítulo de 
Hechos, las comunidades han sido reubicadas en las tierras alternativas por decisión del propio Estado […].



122. En consecuencia, con respecto a las obligaciones del Estado relacionadas con garantizar el goce del derecho a la 
propiedad de los pueblos indígenas sobre las tierras alternativas, el Tribunal establece que dichas obligaciones 
necesariamente deben ser los mismos que en los casos en los cuales la recuperación de las tierras ancestrales 
todavía es posible. En caso contrario, se limitaría el goce del derecho a la propiedad colectiva de los pueblos 
Kuna y Emberá por no contar con una ocupación prolongada o relación ancestral con las tierras alternativas, 
cuando esa falta de ocupación es precisamente consecuencia de la reubicación realizada por el mismo Estado, 
por razones ajenas a la voluntad de los pueblos indígenas. 



146. En consecuencia, este Tribunal declara que el Estado ha violado el artículo 21 de la Convención, en relación 
con el artículo 1.1 de la misma, por a) no haber delimitado ni titulado los territorios del pueblo indígena Kuna 
de Madungandí por un período de 6 años aproximadamente (de 1990 a 1996); b) no haber demarcado los 
territorios del pueblo indígena Kuna de Madungandí por un período de 10 años aproximadamente (de 1990 
a 2000); c) no haber delimitado los territorios de las comunidades Emberá de Ipetí y Piriatí por un período 
de 23 años aproximadamente (de 1990 a 2013), d) no haber titulado los territorios de la comunidad Piriatí 
Emberá por un período de 24 años aproximadamente (de 1990 a 2014); e) no haber demarcado los territorios 
de la comunidad Piriatí Emberá por un período de aproximadamente 24 años (de 1990 hasta la fecha de esta 
Sentencia); f) no haber demarcado ni titulado los territorios de la comunidad Ipetí Emberá por un período 
de aproximadamente 24 años (de 1990 hasta la fecha de esta Sentencia), y g) por no haber garantizado el goce 
efectivo del título de propiedad colectiva de la comunidad Piriatí Emberá, puesto que hasta la fecha de esta 
Sentencia el título de propiedad privada conferido al señor C.C.M. aún no ha sido revocado; todo lo anterior 
en perjuicio del pueblo indígena Kuna de Madungandí y las comunidades Emberá de Bayano de Piriatí e Ipetí, 
y sus respectivos miembros. Con respecto a las comunidades Emberá de Maje Cordillera y Unión, no consta en 
la prueba que las mismas habrían sido delimitadas, demarcadas y tituladas. Únicamente se desprende de dicha 
prueba que, al menos en el año 2012, el proceso de titulación “se enc[ontraba] en revisión para continuar con 
el debido trámite respectivo a la adjudicación colectiva” […], por lo que la Corte no cuenta con los elementos 
para analizar y pronunciarse sobre una alegada violación del derecho a la propiedad al respecto.



Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015



166. La Corte ha tenido en cuenta que los indígenas por el hecho de su propia existencia tienen derecho a vivir 
libremente en sus territorios; la estrecha relación que los indígenas mantienen con la tierra debe de ser 
reconocida y comprendida como la base fundamental de sus culturas, su vida espiritual, su integridad y su 
sistema económico. Para las comunidades indígenas la relación con la tierra no es meramente una cuestión de 
posesión y producción, sino un elemento material y espiritual del que deben gozar plenamente, inclusive para 
preservar su legado cultural y transmitirlo a las generaciones futuras. (En el mismo sentido: Caso Comunidad 
Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
08 de octubre de 2015, párr. 101). “La cultura de los miembros de las comunidades indígenas corresponde 
a una forma de vida particular de ser, ver y actuar en el mundo, constituido a partir de su estrecha relación 
con sus tierras tradicionales y recursos naturales, no sólo por ser estos su principal medio de subsistencia, 
sino además porque constituyen un elemento integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por ende, de su 
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identidad cultural”42 (En el mismo sentido: Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros 
Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015, párr. 101), por lo que 
la protección y garantía del derecho [al uso y goce de su territorio], es necesaria para garantizar [no sólo] su 
supervivencia”43, sino su desarrollo y evolución como Pueblo.



167. Debido a la conexión intrínseca que los integrantes de los pueblos indígenas y tribales tienen con su territorio, 
la protección del derecho a la propiedad, uso y goce sobre este es necesaria para garantizar su supervivencia. 
Esta conexión entre el territorio y los recursos naturales que han usado tradicionalmente los pueblos indígenas 
y tribales y que son necesarios para su supervivencia física y cultural, así como el desarrollo y la continuidad de 
su cosmovisión, es preciso protegerla bajo el artículo 21 de la Convención para garantizar que puedan continuar 
viviendo su modo de vida tradicional y que su identidad cultural, estructura social, sistema económico, 
costumbres, creencias y tradiciones distintivas serán respetadas, garantizadas y protegidas por los Estados.



168. La jurisprudencia de esta Corte ha reconocido reiteradamente el derecho de propiedad de los pueblos indígenas 
sobre sus territorios tradicionales, y el deber de protección que emana del artículo 21 de la Convención 
Americana a la luz de las normas del Convenio 169 de la OIT, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, así como los derechos reconocidos por los Estado en sus leyes internas o en 
otros instrumentos y decisiones internacionales, conformando así un corpus iuris que define las obligaciones 
de los Estados Partes de la Convención Americana, en relación con la protección de los derechos de propiedad 
indígenas. Por tanto, al analizar el contenido y alcance del artículo 21 de la Convención en el presente caso, 
la Corte tomará en cuenta, a la luz de las reglas generales de interpretación establecidas en el artículo 29.b de 
la misma y como lo ha hecho anteriormente, la referida interrelación especial de la propiedad comunal de las 
tierras y los pueblos indígenas, así como las alegadas gestiones que ha realizado el Estado para hacer plenamente 
efectivos estos derechos.



Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015



122. De conformidad con lo dispuesto por esta Corte en el 2007, en el caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam, 
la legislación interna de Surinam no reconoce el derecho a la propiedad comunal de los miembros de sus 
pueblos tribales y no ha ratificado el Convenio No. 169 de la OIT. No obstante, Surinam ratificó tanto el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales  (PIDESC), y votó a favor de la Declaración de Naciones Unidas sobre Pueblos Indígenas. 
El Comité sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que es el organismo de expertos independientes 
que supervisa la implementación del PIDESC por parte de los Estados Parte, ha interpretado el artículo 1 
en común de dichos pactos como aplicable a los pueblos indígenas . Al respecto, en virtud del derecho a 
la autodeterminación de los pueblos indígenas conforme a dicho artículo 1, los pueblos podrán “provee[r] 
asimismo a su desarrollo económico, social y cultural” y pueden “disponer libremente de sus riquezas y recursos 
naturales” para que no se los prive de “sus propios medios de subsistencia”44. Conforme al artículo 29.b de la 
Convención Americana, esta Corte no puede interpretar las disposiciones del artículo 21 de dicho instrumento 
en el sentido que limite el goce y ejercicio de los derechos reconocidos por Surinam en dichos Pactos.



123. Asimismo, el Comité de Derechos Humanos ha analizado las obligaciones de los Estados Parte del PIDCP, 
incluido Surinam, bajo el artículo 27 de dicho instrumento y notó que “no se negará a las personas que 
pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, en comunidad con los demás miembros de su 
grupo, a gozar de su propia cultura, [la cual] podrá consistir en un modo de vida que está fuertemente asociado 
con el territorio y el uso de sus recursos naturales. Esto podría ser particularmente cierto de los miembros de 
comunidades indígenas que constituyen una minoría”45.



124. El análisis anterior sustenta una interpretación del artículo 21 de la Convención Americana al grado de exigir 
el derecho de los integrantes de los pueblos indígenas y tribales a que determinen y gocen, libremente, de 
su propio desarrollo social, cultural y económico, el cual incluye el derecho a gozar de la particular relación 



42 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, supra, párr. 135 y Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros, supra, 
párr. 112



43 Cfr. Caso de la Comunidad Indígena Yakye Axa, supra, párrs. 124, 135 y 137 y Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y 
sus Miembros, supra, párr. 112.



44  El artículo 1.1 común del PIDCP y PIDESC, establece que “[t]odos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho 
establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural”.



45 Caso del Pueblo Saramaka, supra, párr. 94. ONU, Comité de Derechos Humanos, Comentario General No. 23. Los derechos de las minorías (Artículo 27) 
(quincuagésima sesión, 1994), ONU. Doc. CCPR/C/21Rev.1/Add.5, 4 de agosto de 1994, párrs. 1 y 3.2.
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espiritual con el territorio que han usado y ocupado tradicionalmente. Por ello, en el presente caso, el derecho 
a la propiedad protegido conforme al artículo 21 de la Convención Americana, e interpretado a la luz de los 
derechos reconocidos en los artículos 1 en común y 27 del PIDCP, los cuales no podrán ser restringidos al 
interpretar la Convención Americana en el presente caso, confiere a los integrantes de los Pueblos Kaliña y 
Lokono el derecho al goce de su propiedad de conformidad con su tradición comunitaria. 



125. Aplicando el criterio mencionado al presente caso, la Corte, concluye que los Pueblos Kaliña y Lokono 
conformados como pueblos indígenas, se encuentran protegidos por el derecho internacional de los derechos 
humanos que garantiza el derecho al territorio colectivo que han usado y ocupado tradicionalmente, derivado 
del uso y ocupación de la tierra y de los recursos necesarios para su subsistencia física y cultural y, asimismo, 
que el Estado tiene la obligación de adoptar medidas especiales para reconocer, respetar, proteger y garantizar 
a sus integrantes el derecho de propiedad comunal respecto de dicho territorio.



3.7.2. Deber de delimitar tierras indígenas



Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 2001



152. Como ya fue señalado, Nicaragua reconoce la propiedad comunal de los pueblos indígenas, pero no ha regulado 
el procedimiento específico para materializar dicho reconocimiento, lo cual ha causado que desde 1990 no 
se hayan otorgado títulos de esta naturaleza. Además, en el presente caso, el Estado no se ha opuesto a la 
pretensión de la Comunidad Awas Tingni de ser declarada propietaria, aunque se discuta la extensión del área 
que ésta reclama.



153. La Corte considera que, conforme a lo establecido en el artículo 5 de la Constitución Política de Nicaragua, 
los miembros de la Comunidad Awas Tingni tienen un derecho de propiedad comunal sobre las tierras donde 
actualmente habitan, sin perjuicio de los derechos de otras comunidades indígenas.  Sin embargo, la Corte 
advierte que los límites del territorio sobre los cuales existe tal derecho de propiedad no han sido efectivamente 
delimitados y demarcados por el Estado.  Esta situación ha creado un clima de incertidumbre permanente 
entre los miembros de la Comunidad Awas Tingni en cuanto no saben con certeza hasta dónde se extiende 
geográficamente su derecho de propiedad comunal y, consecuentemente, desconocen hasta dónde pueden 
usar y gozar libremente de los respectivos bienes.  En este entendido, la Corte estima que los miembros de la 
Comunidad Awas Tigni tienen derecho a que el Estado, 



1. delimite, demarque y titule el territorio de propiedad de la Comunidad; y 



2. se abstenga de realizar, hasta tanto no se realice esa delimitación, demarcación y titulación, 
actos que puedan llevar a que los agentes del propio Estado, o terceros que actúen con su 
aquiescencia o su tolerancia, afecten la existencia, el valor, el uso o el goce de los bienes ubicados 
en la zona geográfica donde habitan y realizan sus actividades los miembros de la Comunidad.



En atención a lo anterior, y teniendo presente el criterio adoptado por la Corte en aplicación del artículo 29.b 
de la Convención […], la Corte estima que, a la luz del artículo 21 de la Convención, el Estado ha violado el derecho 
al uso y el goce de los bienes de los miembros de la Comunidad Mayagna Awas Tingni, toda vez que no ha delimitado 
y demarcado su propiedad comunal, y que ha otorgado concesiones a terceros para la explotación de bienes y recursos 
ubicados en un área que puede llegar a corresponder, total o parcialmente, a los terrenos sobre los que deberá recaer 
la delimitación, demarcación y titulación correspondientes. 



154. Unido a lo anterior, se debe recordar lo ya establecido por este Tribunal, con fundamento en el artículo 1.1 
de la Convención Americana, en el sentido de que el Estado está obligado a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en la Convención y a organizar el poder público para garantizar a las personas bajo su jurisdicción 
el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Según las reglas del derecho de la responsabilidad 
internacional del Estado aplicables en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la acción u omisión 
de cualquier autoridad pública, independientemente de su jerarquía, constituye un hecho imputable al Estado 
que compromete su responsabilidad en los términos previstos por la Convención Americana.



155. Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó el artículo 21 de la Convención Americana, en 
perjuicio de los miembros de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, en conexión con los artículos 1.1 y 
2 de la Convención.
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Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



143. La Corte concuerda con el Estado en el sentido de que tanto la propiedad privada de los particulares como 
la propiedad comunitaria de los miembros de las comunidades indígenas tienen la protección convencional 
que les otorga el artículo 21 de la Convención Americana. No obstante, el reconocimiento meramente 
abstracto o jurídico de las tierras, territorios o recursos indígenas carece prácticamente de sentido si no se 
ha establecido y delimitado físicamente la propiedad. En el mismo sentido: Caso de los Pueblos Indígenas 
Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014, párr. 135; Caso Comunidad Garífuna Triunfo 
de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 
2015, párr. 121; Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de noviembre de 2015, párr. 133.



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Interpretación de la Sentencia de Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 6 de febrero de 2006



21. La Corte estima que es claro el alcance de lo dispuesto en la Sentencia de fondo respecto a la entrega de 
los territorios tradicionales a la Comunidad Yakye Axa.  Sin embargo, en aras de disipar las dudas de los 
representantes al respecto, el Tribunal considera conveniente establecer el sentido de lo dispuesto en el punto 
resolutivo sexto de la referida Sentencia de fondo, en el cual se dispuso que el Estado deberá identificar el 
territorio tradicional de los miembros de dicha Comunidad y entregárselos de manera gratuita.



23.  De esta forma, la Corte Interamericana dejó establecido con claridad que es el Estado a quien corresponde la 
tarea de la identificación del territorio de la Comunidad, y su posterior delimitación, demarcación, titulación 
y entrega, puesto que es el Estado el que posee los medios técnicos y científicos necesarios para la realización 
de dichas tareas. No obstante, como se desprende del Capítulo de Hechos Probados de la Sentencia de fondo, 
ya existen ciertos recaudos y diligencias procesales ante las instituciones estatales competentes que se han 
elaborado con tal fin, lo que indudablemente deberá ser tomado en cuenta por el Estado a la hora de identificar 
el territorio y la extensión del mismo a entregarse a la Comunidad Yakye Axa. Asimismo, el Tribunal reconoció 
en el párrafo 216 de la Sentencia de fondo, que “la posesión [del] territorio tradicional está marcada de forma 
indeleble en [la] memoria histórica [de los miembros de la Comunidad Yakye Axa]”, y que dentro del proceso 
de sedentarización, dicha Comunidad “adoptó una identidad propia relacionada con un espacio geográfico 
determinado física y culturalmente”.  Esa memoria histórica e identidad propia deberán ser especialmente 
consideradas al identificarse el territorio a serles entregado. 



Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014



135. La Corte ha sostenido que no se trata de un privilegio para usar la tierra, el cual puede ser despojado por el 
Estado u opacado por derechos a la propiedad de terceros, sino de un derecho de los integrantes de pueblos 
indígenas y tribales para obtener la titulación de su territorio a fin de garantizar el uso y goce permanente de 
dicha tierra. A fin de obtener dicho título, el territorio debe ser primero demarcado y delimitado. […]



136. Adicionalmente, la Corte ha establecido que la falta de una delimitación y demarcación efectiva por el Estado 
de los límites del territorio sobre los cuales existe un derecho de propiedad colectiva de un pueblo indígena 
puede crear, y en este caso efectivamente lo hizo, un clima de incertidumbre permanente entre los miembros 
de los pueblos referidos en cuanto no saben con certeza hasta dónde se extiende geográficamente su derecho 
de propiedad comunal y, consecuentemente, desconocen hasta dónde pueden usar y gozar libremente de los 
respectivos bienes .  



137. Este Tribunal concluye que el Estado ha violado el artículo 21 de la Convención, en relación con 1.1 de la 
misma, por la demora en la delimitación, titulación y demarcación de la propiedad colectiva del Pueblo Kuna 
de Madungandí, la cual fue finalmente realizada en los años 1996 y 2000, en perjuicio de dicho pueblo indígena 
y sus miembros. Además, el Estado violó el artículo 21 de la Convención, en relación con 1.1 de la misma, por 
la falta de delimitar, demarcar y titular las tierras de las Comunidades Emberá de Piriatí e Ipetí en el sentido del 
párrafo 129 de esta Sentencia, en pejuicio de dichas Comunidades y sus miembros. 



Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 2015



120. De lo anterior se desprende que, de conformidad con la normatividad mencionada, es indudable que la 
obligación a nivel interno de demarcar y delimitar los territorios de las comunidades indígenas ha nacido por 
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lo menos a partir de la adopción de la Constitución de 1982, fecha para la cual el Estado ya había reconocido 
la competencia contenciosa de la Corte. El fundamento de ello radica en el hecho que la obligación establecida 
constitucionalmente de dictar medidas de protección de los derechos e intereses de las comunidades indígenas 
existentes en el país se traduce en que el Estado, para asegurar a dichas comunidades su derecho a la propiedad 
sobre las tierras en las cuales se encuentran asentadas, debe garantizar el uso y goce de sus bienes, lo cual 
implica necesariamente, en atención al principio de seguridad jurídica, que el Estado debe demarcar y delimitar 
los territorios de las comunidades indígenas y tribales. 



122. Por otra parte, la obligación interna de titular los territorios reclamados por las comunidades indígenas surge 
a partir del año 1992 con la adopción de la Ley para la Modernización y el Desarrollo del Sector Agrícola.  
En cuanto a la obligación internacional de titular, demarcar y delimitar, la misma surgió a partir de la entrada 
en vigor, el 28 de marzo de 1996, del Convenio 169 de la OIT, que había sido ratificado por Honduras en el  
año 1995.



125. Con respecto a la demarcación y delimitación de ese territorio, la Corte constata que recién en el año 2000, 
18 años después de que naciera la obligación interna correspondiente, y 6 años después de que naciera la 
obligación internacional, fue nombrado un Comisionado Agrario encargado de llevar a cabo “la remedida 
de los ejidos de la Comunidad Garífuna del Triunfo de la Cruz”, actividad que se realizó ese mismo año. Por 
tanto, el Estado es responsable por la violación al artículo 21 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 
de la misma, por haber incumplido su obligación de delimitar y demarcar esa área durante el referido período  
de tiempo.



127. Por último cabe también señalar que la falta de titulación del territorio del lote A1 en beneficio de la Comunidad 
Triunfo de la Cruz resulta especialmente gravosa debido al hecho que los demás territorios titulados a favor 
de la misma que no son adyacentes, se encuentran divididos y fraccionados sin que exista una relación de 
continuidad entre los mismos. El lote “A1” constituye una extensión territorial que se encuentra contigua a los 
otros lotes de tierra otorgados en dominio pleno a la Comunidad […], y además posibilitaría que exista una 
prolongación geográfica entre estos. En ese sentido es razonable inferir que esa falta de continuidad entre los 
distintos territorios que le fueron otorgados, dificulta el correcto uso y goce de los mismos por parte de los 
miembros de la Comunidad Triunfo de la Cruz. En consecuencia, la falta de titulación del lote A1 también 
impacta negativamente en el uso y goce de los otros territorios que fueron otorgados en dominio pleno a la 
Comunidad.



129. La Corte encuentra que el tiempo transcurrido desde la solicitud de dominio pleno en 1997 y la efectiva 
titulación por parte del Estado en 2001, no resulta irrazonable, motivo por el cual considera que el Estado no 
es responsable por la violación a su obligación de titular y delimitar el Lote de tierra A2 […], y no se puede 
pronunciar sobre la supuesta falta de demarcación, por no contar con los elementos de información suficientes.



130. En lo concerniente a las áreas A3 y A4, de aproximadamente 33 hectáreas y 45 hectáreas, respectivamente, el 
Tribunal observa que su dominio pleno fue otorgado sin que se presentara una solicitud formal por parte de 
la Comunidad. En consecuencia, no corresponde pronunciarse sobre la obligación de titular esos terrenos. 
Con respecto a la obligación de delimitar, consta que éstos fueron delimitados en 2001. No se cuenta con 
información sobre la demarcación de los mismos. La Corte encuentra que el Estado no es responsable por la 
violación a su obligación de titular, demarcar y delimitar los Lotes de tierra A3 y A4 […].



137. Por tanto, si bien en el presente caso el Tribunal considera que no es necesario pronunciarse sobre la alegada 
violación del artículo 21 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la 
Comunidad y sus miembros, por la falta del Estado de garantizar el libre acceso o de delimitar, demarcar 
y titular partes de la playa y el mar, es relevante recordar que los Estados deben garantizar el uso, goce y 
utilización en igualdad de condiciones y sin discriminación a las playas y mares costeros y otros recursos que 
tradicionalmente han utilizado, de conformidad con sus usos y costumbres.



Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015



133. La Corte ha establecido que, en atención al principio de seguridad jurídica, es necesario materializar los 
derechos territoriales de los pueblos indígenas a través de la adopción de medidas legislativas y administrativas 
necesarias para crear un mecanismo efectivo de delimitación, demarcación y titulación, que reconozca tales 
derechos en la práctica. Lo anterior, considerando que el reconocimiento de los derechos de propiedad comunal 
indígena debe garantizarse a través del otorgamiento de un título de propiedad formal, u otra forma similar de 
reconocimiento estatal, que otorgue seguridad jurídica a la tenencia indígena de la tierra frente a la acción de 
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terceros o de los agentes del propio Estado, y que este “reconocimiento meramente abstracto o jurídico de las 
tierras, territorios o recursos indígenas carece prácticamente de sentido si no se [establece, delimita y demarca] 
físicamente la propiedad”.  



139. Cabe precisar, que para efectos de la delimitación, demarcación y titulación del territorio tradicional en el 
presente caso, la Corte estima que el derecho a la propiedad de los pueblos indígenas y tribales contempla 
garantías plenas sobre los territorios que tradicionalmente han poseído, ocupado, y utilizado para ejercer su 
propia forma de vida, subsistencia, tradiciones, cultura y desarrollo como pueblos. Sin perjuicio de lo anterior, 
existirían otras áreas tradicionales complementarias o adicionales a las que hayan tenido acceso para sus 
actividades tradicionales o de subsistencia (que en su caso pueden compartir otros fines), respecto de las que se 
debe garantizar, al menos, su acceso y uso en la medida de lo que corresponda. 



140. Asimismo, la Corte ha constatado que efectivamente dentro del territorio alegado como tradicional por los 
Pueblos Kaliña y Lokono, habrían al menos 10 asentamientos maroons que estarían excluidos de dicho reclamo, 
a saber: 1) Albina; 2) Papatam; 3) Mankelekampu; 4) Mariakondre; 5) Eduardkondre; 6) Akoloikondre; 7) 
Bamboesi; 8) Koni; 9) Moengotapu, y 10) Adjoemakondre (supra párr. 47). Sin embargo, la Corte carece de 
información suficiente que le permita aclarar los argumentos relacionados con posibles asentamientos maroons 
en: 1) Bilokondre; 2) Krontokondre; 3) Soke; 4) Pakirakondre; 5) Mopikondre; 6) Onikaikondre; 7) Manjabong; 
8) Bonikondre o Baajoebekampu; 9) Nengrekriki; 10) Solegakampu, y 11) Brunswijkkamp […]



141.  Sin perjuicio de lo anterior, siendo que es un deber del Estado delimitar los territorios tradicionales , corresponde 
a éste, mediante un proceso consultivo y a través de las medidas necesarias de carácter administrativo y 
legales, conforme a los estándares internacionales en la materia, primeramente delimitar los territorios que 
le corresponden a los Pueblos Kaliña y Lokono, de conformidad con el párrafo 139 de esta Sentencia, para 
así proceder a demarcarlos y titularlos, garantizando su uso y goce efectivo. Para ello, el Estado también debe 
respetar los derechos que le puedan asistir a los pueblos tribales o sus miembros en el área. Para ello, el Estado 
deberá desarrollar, de común acuerdo con las comunidades indígenas y maroons, reglas de convivencia pacíficas 
y armoniosas en el territorio en cuestión. 



142. En vista de lo señalado, la falta de delimitación, demarcación y titulación de los territorios de los Pueblos Kaliña 
y Lokono por parte del Estado ha violado el derecho a la propiedad colectiva, reconocido en el artículo 21 de 
la Convención Americana, y el deber de adoptar medidas de derecho interno, establecido en el artículo 2 de la 
misma, en perjuicio de tales pueblos.



3.7.3. Derecho a tener procedimiento adecuado para la titulación de las tierras, dentro de un  
plazo razonable



Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 2001



134. En razón de los criterios establecidos en la materia por esta Corte y en consideración de los alcances de la 
razonabilidad del plazo en procesos judiciales, puede afirmarse que el procedimiento que se siguió ante las 
diversas instancias que conocieron de los amparos en este caso desconoció el principio de plazo razonable 
consagrado en la Convención Americana. De acuerdo con los criterios de este Tribunal, los recursos de amparo 
resultarán ilusorios e inefectivos, si en la adopción de la decisión sobre éstos incurre en un retardo injustificado. 



135. Además, la Corte ya ha dicho que el artículo 25 de la Convención se encuentra íntimamente ligado con la 
obligación general del artículo 1.1 de la misma, que atribuye funciones de protección al derecho interno 
de los Estados Partes, de lo cual se desprende que el Estado tiene la responsabilidad de diseñar y consagrar 
normativamente un recurso eficaz, así como la de asegurar la debida aplicación de dicho recurso por parte de 
sus autoridades judiciales. 



139. Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó el artículo 25 de la Convención Americana, en 
perjuicio de los miembros de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, en conexión con los artículos 1.1 y 
2 de la Convención. 



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



65. Al analizar el proceso administrativo de reivindicación de tierras indígenas en el presente caso, la Corte 
examinará, en primer término, la existencia formal de un recurso que permita solicitar la reivindicación de 
tierras indígenas. En segundo término, compete a la Corte analizar la efectividad del mencionado recurso, lo 
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que implica examinar, inter alia, el respeto al principio del plazo razonable. Para ello, la Corte recuerda que 
para determinar la razonabilidad del plazo en el que se desarrolla un proceso es preciso tomar en cuenta tres 
elementos: a) complejidad del asunto, b) actividad procesal del interesado y c) conducta de las autoridades 
judiciales. 



82. La Corte considera que el otorgamiento de personería jurídica sirve para hacer operativos los derechos ya 
existentes de las comunidades indígenas, que los vienen ejerciendo históricamente y no a partir de su nacimiento 
como personas jurídicas. Sus sistemas de organización política, social, económica, cultural y religiosa, y 
los derechos que ello apareja, como la designación de sus propios líderes y el derecho a reclamar sus tierras 
tradicionales, son reconocidos no a la persona jurídica que debe inscribirse para cumplir con un formalismo 
legal, sino a la comunidad en sí misma que la propia Constitución paraguaya reconoce como preexistente  
al Estado.



83. La comunidad indígena, para la legislación paraguaya, ha dejado de ser una realidad fáctica para pasar a convertirse 
en sujeto pleno de derechos, que no se reducen al derecho de sus miembros individualmente considerados, sino 
se radican en la comunidad misma, dotada de singularidad propia. La personería jurídica, por su parte, es el 
mecanismo legal que les confiere el estatus necesario para gozar de ciertos derechos fundamentales, como por 
ejemplo la propiedad comunal, y exigir su protección cada vez que ellos sean vulnerados. 



84. En consecuencia, la Corte concluye que la personería jurídica, bajo el derecho interno paraguayo, es otro 
derecho garantizado a la Comunidad indígena, como sujeto de derechos, y por tanto, es irrelevante la fecha 
en que ésta fue otorgada, a efectos del establecimiento del inicio de contabilización del plazo de duración del 
procedimiento administrativo de reivindicación de tierras.  Por ello, la Corte tomará en cuenta el 5 de octubre 
de 1993 como fecha de inicio de dicho procedimiento […].



85. Desde esta fecha hasta la fecha de emisión de la presente Sentencia, han transcurrido 11 años 8 meses y 12 días, 
y aún no se ha dado una solución definitiva al reclamo de los miembros de la Comunidad Yakye Axa.  […]



86. La Corte considera que una demora prolongada, como la que se ha dado en este caso, constituye en principio, 
por sí misma, una violación de las garantías judiciales. La falta de razonabilidad, sin embargo, puede ser 
desvirtuada por el Estado, si éste expone y prueba que la demora tiene directa relación con la complejidad del 
caso o con la conducta de las partes en el mismo. 



88. Sin embargo, el Tribunal advierte que las demoras en el proceso administrativo que se examina en la presente 
Sentencia no se han producido por la complejidad del caso, sino por las actuaciones sistemáticamente 
demoradas de las autoridades estatales. En efecto, en múltiples ocasiones el IBR requirió al INDI la presentación 
de cualquier dato respecto a la Comunidad Yakye Axa, […] sin que esta institución dé cumplimiento a lo 
requerido.  El INDI esperó hasta el 28 de mayo de 1997 para solicitar la ubicación de la fracción reivindicada y 
su relación con las fincas afectadas, y el informe técnico-antropológico de la Comunidad Yakye Axa […].  En 
diversas ocasiones los abogados de la Comunidad solicitaron al IBR la realización de una inspección ocular en 
las tierras reivindicadas […] la que no fue ordenada sino hasta el 25 de julio de 1996 […].  El IBR demoró hasta 
el 8 de septiembre de 1998 para emitir la resolución No. 755, mediante la cual resolvió decretar racionalmente 
explotadas las tierras reivindicadas.  El expediente administrativo pasó de las manos del IBR al INDI y viceversa 
en múltiples ocasiones, sin que se dé respuesta definitiva a la Comunidad, y no fue sino hasta el 2 de noviembre 
de 2001 cuando el INDI decidió solicitar al Parlamento Nacional, por vía Poder Ejecutivo, la expropiación de 
parte de las fincas reivindicadas […].



89. De esta manera, este Tribunal considera que a pesar de la demostrada complejidad del procedimiento 
administrativo de reivindicación de tierras en el presente caso, las actuaciones de las autoridades estatales 
competentes no han sido compatibles con el principio del plazo razonable.



95. Al respecto, el Convenio No. 169 de la OIT, incorporado al derecho interno paraguayo mediante la Ley No. 
234/93, en su artículo 14.3 dispone que



[d]eberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional para 
solucionar las reivindicaciones de tierras formuladas por los pueblos  interesados.



96. Esta norma internacional, en conjunción con los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, obligan al 
Estado a ofrecer un recurso eficaz con las garantías del debido proceso a los miembros de las comunidades 
indígenas que les permita solicitar las reivindicaciones de tierras ancestrales, como garantía de su derecho a la 
propiedad comunal.
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97. Los procedimientos establecidos en la Ley No. 854/63 y en la Ley No. 904/81 únicamente permiten al IBR y al 
INDI, respectivamente, disponer de tierras fiscales, expropiar tierras irracionalmente explotadas o negociar con 
los propietarios privados, a efectos de entregarlas a las comunidades indígenas, pero cuando los propietarios 
particulares se niegan a vender las tierras y demuestran la explotación racional de las mismas, los miembros de 
las comunidades indígenas no tienen un recurso administrativo efectivo que les permita reclamarlas.



98. Por todo lo anteriormente expuesto, la Corte considera que el proceso administrativo seguido ante IBR en 
colaboración con el INDI desconoció el principio del plazo razonable consagrado en la Convención Americana. 
Además, el Tribunal observa que este procedimiento se mostró abiertamente inefectivo para atender las 
solicitudes de reivindicación de las tierras que los miembros de la Comunidad indígena Yakye Axa consideran 
como su hábitat ancestral y tradicional. 



Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006



104. La Corte considera que el procedimiento administrativo bajo análisis presenta al menos tres falencias. La 
primera radica en la remisión que la ley interna hace al Estatuto Agrario, el cual toma como punto de partida 
la explotación racional o no de las tierras reclamadas, sin entrar a considerar aspectos propios de los pueblos 
indígenas, como la significación especial que las tierras tienen para éstos. Basta que se compruebe que las 
tierras están explotadas racionalmente, para que el IBR se vea impedido de restituirlas a las comunidades 
indígenas. Así lo reconoció la Asesoría Jurídica del IBR […] cuando señaló que si bien del expediente en 
trámite ante esa institución surgía “que la fracción solicitada, retiro SANTA ELISA, forma[…] parte de[l] 
hábitat tradicional” de los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa, de las diligencias realizadas por el IBR 
y de los documentos anexados se acreditaba “la racionalidad de la explotación” de dichas fincas, por lo que, 
“a la luz de las disposiciones del ESTATUTO AGRARIO, resulta[ba] imposible su afectación compulsiva y 
los propietarios se niegan a otra salida negociada”. El dictamen concluyó que el IBR no tenía “facultades de 
sacrificar una UNIDAD ECONÓMICA y menos cuando existe otra vía de solución”. Posteriormente, el propio 
IBR en su resolución de 15 de junio de 1999 (supra párr. 73.74) indicó que 



no es el IBR el que tiene que decidir o no la expropiación o la negociación de compra de un 
inmueble reclamado por una Comunidad Indígena, esa atribución y competencia es exclusiva del 
[INDI. C]onsecuentemente, es ahí donde se considerará la factibilidad o no de la petición. 



105. El procedimiento legislativo ante el Congreso Nacional presenta las mismas dificultades. Según el Estado este 
procedimiento “no ha sido efectivo […] porque el Congreso ha considerado la productividad o la utilización 
económica de la tierra, que es lo que privilegia la ley de un país que requiere de todos los recursos disponibles 
para lograr el desarrollo integral de su población y cumplir con sus compromisos internos e internacionales”. 



106. En segundo lugar, el INDI únicamente está facultado para realizar negociaciones de compra de las tierras o de 
reasentamiento de los miembros de las comunidades indígenas. Es decir, el procedimiento ante esta institución 
descansa en la voluntad de una de las partes –que acceda a la venta por un lado, o al reasentamiento por el otro- 
y no en una valoración judicial o administrativa que dirima la controversia. Al respecto, el perito Augusto Fogel 
señaló que 



la debilidad principal de la Legislación radica en el inocuo alcance del procedimiento: existen 
disposiciones meramente declarativas y las instancias operacionales invocadas en la Ley carecen 
de responsabilidad o atribuciones para cumplir cabalmente lo que ella dispone. No se establecen 
sanciones por el incumplimiento de la Ley y, consecuentemente, se aplica sólo en parte o de 
acuerdo con la buena voluntad de los obligados. 



107. Finalmente, como se desprende del capítulo de Hechos Probados de la presente Sentencia, las autoridades 
administrativas paraguayas no han realizado suficientes estudios técnicos. Conforme al expediente obrante en 
este Tribunal, las únicas dos diligencias que se realizaron en el presente caso son: i) la inspección ocular y la 
verificación del censo de la Comunidad realizada por un funcionario del IBR […], en donde se estableció que 
“la facción solicitada (Retiro Santa Elisa) pertenecía a [los] antepasados [de los miembros de la Comunidad,] 
según ellos”, y ii) el informe antropológico realizado por el Centro de Estudios Antropológicos de la Universidad 
“Nuestra Señora de la Asunción” […], que señala que “[l]as tierras reclamadas por la [C]omunidad Sawhoyamaxa 
constituyen las tradicionalmente ocupadas por sus antepasados, los Chanawatsam y que lo siguen ocupando 
actualmente sus descendientes”. Este último informe ni siquiera fue requerido por las autoridades estatales, 
sino que fue presentado por los representantes de la Comunidad. Ninguno de estos dos informes presenta 
un estudio lo suficientemente detallado que identifique la parte específica del territorio Chanawatsam que 
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pertenece a los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa, por el apego y la significación especial que estas 
tierras determinadas tiene para sus miembros. Lo único que demuestra el último de ellos (y no existe al respecto 
controversia entre las partes) es que las tierras en reivindicación están dentro de la tierras tradicionales de la 
Comunidad Sawahoyamaxa, más no especifica cuál es la extensión y los límites de tales tierras. Esta falta de 
diligencias técnico-científicas convierten al procedimiento ante el INDI y el IBR en inoperativo.



108. Por las razones señaladas, la Corte reitera su jurisprudencia anterior, en el sentido de que el procedimiento 
administrativo de reivindicación de tierras ha sido inefectivo y no ha mostrado una posibilidad real para que 
los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa recuperen sus tierras tradicionales.



Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007



179. La Corte considera que el recurso judicial disponible conforme al Código Civil del Estado es inadecuado e 
ineficaz a fin de reparar las presuntas violaciones al derecho de propiedad comunal de los miembros del pueblo 
Saramaka por las siguientes dos razones.  Primero, dicho recurso presuntamente solo está disponible para 
las personas individuales que reclaman una violación de sus derechos individuales a la propiedad privada. 
El pueblo Saramaka, como entidad colectiva cuya personalidad jurídica no está reconocida por el Estado, no 
puede utilizar dicho recurso en calidad de comunidad para afirmar el derecho a la propiedad comunal de sus 
integrantes […].  Segundo, el derecho a la propiedad comunal de los miembros del pueblo Saramaka no está 
reconocido por el Estado […] y por lo tanto, un recurso judicial que exige que se demuestre la violación de un 
derecho reconocido por el Estado no sería un recurso adecuado para este tipo de reclamos.   



180. La prueba presentada ante este Tribunal respecto de casos planteados por miembros de pueblos indígenas 
y tribales en Surinam conforme a su Código Civil respalda el argumento de los Saramaka que el recurso es 
inefectivo para solucionar sus reclamos. En uno de esos casos, un tribunal interno negó el pedido de una 
comunidad de revocar una concesión minera, con fundamento en que la comunidad no tenía capacidad legal 
como entidad colectiva para solicitar dichas medidas y refirió la comunidad de nuevo al Ministerio quien había 
emitido la concesión minera. En otro caso, se confirmó el título privado emitido por el Estado sobre el terreno 
ubicado dentro de un área residencial en una aldea indígena a pesar de las objeciones del Capitán de dicha 
aldea.  El juez sostuvo que dado que el titular del terreno tenía un título válido conforme a la ley surinamés 
y toda vez que la comunidad indígena no tenía título o ningún otro permiso escrito emitido por el Estado, la 
aldea debía respetar el derecho a la propiedad del tenedor de dicho título privado. 



182. Por lo tanto, la Corte concluye que las disposiciones del Código Civil de Surinam no proporcionan un  
recurso adecuado y efectivo contra actos que violan los derechos a la propiedad comunal de los integrantes del 
pueblo Saramaka. 



183. El Estado también argumentó que el Decreto de Explotación Minera proporciona recursos efectivos que las 
presuntas víctimas no invocaron.  La Corte reitera […] que este decreto sólo permite apelar ante el poder 
judicial si el poseedor de un derecho de explotación minera y un “demandante legítimo” o “tercero” no llegaren 
a un acuerdo sobre el monto de la indemnización solicitada.  No obstante, para calificar como “demandante 
legitimo” o “tercero”, la persona en cuestión debe ser titular de un derecho o interés registrable emitido por el 
Estado.  Por lo tanto, el aparente recurso establecido conforme al Decreto de Explotación Minera es inadecuado 
e ineficaz en el presente caso dado que los miembros del pueblo Saramaka no tienen un título sobre su territorio 
tradicional o sobre alguna parte de él.  Por lo tanto, no califican como “demandante legítimo” o “tercero” 
conforme al Decreto de Explotación Minera.  Esta posición coincide con el dictamen pericial de la Dra. Hoever-
Venoaks según el cual el “Decreto de Explotación Minera […] no ofrece una protección legal a los habitantes 
del interior que viven en comunidades tribales”46. 



184. Asimismo, el Estado alegó que el artículo 41.1.b de la Ley de Gestión Forestal le permite a los miembros de los 
pueblos tribales interponer demandas escritas ante el Presidente de Surinam en los casos donde no se respeten 
sus presuntos derechos consuetudinarios a las aldeas y asentamientos, así como a las parcelas agrícolas. Los 
integrantes del pueblo Saramaka interpusieron al menos dos reclamos ante el Presidente de Surinam y al día de 
la fecha no han recibido ninguna respuesta oficial de la Oficina del Presidente.  Esto pone en duda la eficacia 
de dicho procedimiento.  En todo caso, la demanda interpuesta ante el Presidente no satisface el requisito 
conforme al artículo 25 de la Convención de proporcionar recursos judiciales adecuados y efectivos por las 
presuntas violaciones a los derechos de propiedad comunal de los miembros de los pueblos indígenas y tribales.



46  Affidávit de la Dra. M. R. Hoever-Venoaks de 29 de abril de 2007 (expediente de affidávits y observaciones, anexo 10, folio 1982).
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185. La Corte, por lo tanto, concluye que el Estado ha violado el derecho a la protección judicial reconocido en 
el artículo 25 de la Convención, en relación con los artículos 21 y 1.1 de dicho instrumento, toda vez que las 
disposiciones internas antes mencionadas no proporcionan recursos legales adecuados y eficaces para proteger 
a los miembros del pueblo Saramaka contra actos que violan su derecho a la propiedad.  



Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010 



127. La Corte observa que a lo largo de la duración del procedimiento administrativo iniciado en 1990 no se 
realizaron mayores diligencias. En el curso de más de 17 años que ha durado dicho procedimiento, desde 
el reconocimiento de la competencia de la Corte, se solicitó un estudio antropológico, se realizaron algunas 
reuniones para intentar llegar a un acuerdo entre las partes y se intercambiaron ofertas entre los propietarios 
privados y los miembros de la Comunidad en al menos cinco oportunidades. Antes del reconocimiento de la 
competencia de la Corte se realizaron dos inspecciones oculares. 



133. El artículo 8.1 de la Convención establece como uno de los elementos del debido proceso que aquellos 
procedimientos que se desarrollen para la determinación de los derechos de las personas en el orden civil, 
laboral, fiscal o de cualquier carácter, deben hacerlo dentro de un plazo razonable. La Corte ha considerado 
cuatro elementos para determinar la razonabilidad del plazo: i) complejidad del asunto, ii) conducta de las 
autoridades, iii) actividad procesal del interesado y iv) afectación generada en la situación jurídica de la persona 
involucrada en el proceso.



149. La Corte reitera nuevamente que ante tierras explotadas y productivas es responsabilidad del Estado, a través 
de los órganos nacionales competentes, determinar y tener en cuenta la especial relación de los miembros 
de la comunidad indígena reclamante con dicha tierra, al momento de decidir entre ambos derechos. De lo 
contrario, el derecho de reivindicación carecería de sentido y no ofrecería una posibilidad real de recuperar las 
tierras tradicionales. Limitar de esta forma la realización efectiva del derecho a la propiedad de los miembros 
de las comunidades indígenas no sólo viola las obligaciones del Estado derivadas de las disposiciones de la 
Convención relativas al derecho a la propiedad, sino que también compromete la responsabilidad del Estado en 
relación a la garantía de un recurso efectivo y constituye un trato discriminatorio que produce exclusión social. 



154. La Corte reitera que el procedimiento administrativo de reivindicación de tierras ha sido inefectivo y no ha 
mostrado una posibilidad real para que los miembros de la Comunidad Xákmok Kásek recuperen sus tierras 
tradicionales. Además, esta falta de un recurso efectivo para la recuperación de tierras indígenas representa un 
incumplimiento del deber estatal, establecido en el artículo 2 de la Convención, de adecuar su derecho interno 
para garantizar en la práctica el derecho a la propiedad comunitaria.



157. Al respecto, la Corte considera que a fin de garantizar el derecho a la propiedad de los pueblos indígenas, de 
conformidad con el artículo 1.1 de la Convención, el Estado debe asegurar la participación efectiva de los 
miembros de la Comunidad, de conformidad con sus costumbres y tradiciones, en relación con todo plan o 
decisión que afecte sus tierras tradicionales y que pueda conllevar restricciones en el uso, goce y disfrute de 
dichas tierras, para así evitar que ello implique una denegación de su subsistencia como pueblo indígena . Ello 
es cónsono con las disposiciones del Convenio No. 169 de la OIT, del cual Paraguay es Estado parte. 



170. Consecuentemente, la Corte concluye que el procedimiento administrativo iniciado para la recuperación de 
las 10.700 hectáreas […] que corresponden a las tierras tradicionales más aptas para el asentamiento de la 
Comunidad no se llevó a cabo con la diligencia debida, no fue tramitado en un plazo razonable, fue inefectivo y 
no mostró una posibilidad real para que los miembros de la Comunidad recuperaran sus tierras tradicionales. 
Asimismo, las autoridades internas paraguayas, en especial el Congreso de la República, han mirado el tema 
territorial indígena exclusivamente desde la productividad de las tierras, desconociendo las particularidades 
propias de la Comunidad Xákmok Kásek y la relación especial de sus miembros con el territorio reclamado. 
Finalmente, el Estado ignoró por completo la reclamación indígena al momento de declarar parte de dicho 
territorio tradicional como reserva natural privada y la acción de inconstitucionalidad interpuesta para remediar 
tal situación ha sido inefectiva. Todo ello representa una violación del derecho a la propiedad comunitaria, a las 
garantías judiciales y a la protección judicial, reconocidos respectivamente en los artículos 21.1, 8.1 y 25.1 de la 
Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, en perjuicio de los miembros de la Comunidad 
Xákmok Kásek.
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Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013



406. Dicho lo anterior, la Corte constató que en relación a la explotación ilegal de madera dentro del territorio 
comunitario, existen diversas decisiones de órganos estatales cuyo objetivo se dirigió a tutelar los derechos de 
los miembros de las comunidades involucradas, precisamente, en lo relativo a la propiedad colectiva […].



407. Así, además de las constataciones hechas por la PGN en el marco de procedimientos disciplinarios […], se tiene 
conocimiento acerca de: a) una acción de tutela resuelta, en primera instancia por el Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca, el 7 de septiembre de 2001, ordenando a CODECHOCÓ “realizar las actuaciones necesarias 
para hacer cumplir el acto administrativo que ordenó la suspensión de la explotación maderera en ese sector”47. 
Luego de un tránsito recursivo […], dicha acción de tutela fue confirmada por la Corte Constitucional en fecha 
17 de octubre de 2003 , en relación los derechos fundamentales de los accionantes, que se habían vulnerado 
en razón de la explotación ilegal dentro de territorio, y b) en mayo de 1993 por la Corte Suprema de Justicia 
[…], y el 22 de Octubre de 1993 la Sala Tercera de Revisión de la Corte Constitucional revocaron la orden dada 
a CODECHOCÓ de perfeccionar, mediante contratos, los permisos de explotación forestal otorgados por la 
Resolución 3595 de diciembre de 1992 a nombre de Maderas del Darién S.A […]. 



408. Con respecto a las decisiones del Tribunal Administrativo de Cundinamarca de 7 de septiembre de 2001 y de 
la Corte Constitucional de 17 de octubre de 2003, el Tribunal constata que no fue aportada prueba específica 
en la cual quede establecido claramente que dichas decisiones se hubiesen cumplido cabalmente en los plazos 
más breves. Por el contrario, la única información con la cual cuenta el Tribunal es aquella brindada por la 
Defensoría del Pueblo, según la cual mediante la Resolución número 538 de 27 de abril de 2005 CODECHOCÓ 
impuso medida preventiva consistente en la suspensión de todo tipo de aprovechamiento forestal, excepto 
“el realizado por ministerio de la ley”, que se realice en la jurisdicción del departamento del Chocó sin contar 
con el respectivo permiso, concesión o autorización expedida por CODECHOCÓ […]. En otros términos, 
la Corte constata que han pasado tres años y medio entre la decisión de más del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca y 18 meses entre la decisión de la Corte Constitucional de 17 de octubre de 2003 y la Resolución 
número 538 de CODECHOCÓ consistente en la suspensión de todo tipo de aprovechamiento forestal 
ordenando hacer efectivo las decisiones adoptadas sobre las tutelas incoadas. Durante ese período de tiempo 
habría seguido la explotación ilegal de la propiedad colectiva. 



409. Por otro lado, con respecto a las decisiones de 1993 de la Corte Constitucional y de la Corte Suprema, surge de 
los hechos probados que CODECHOCÓ suscribió los contratos de aprovechamiento forestal inmediatamente 
después del fallo de primera instancia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Quibdó, en 1993, pese a 
que el mismo fuera anulado por las referidas decisiones de la Corte Suprema y de la Corte Constitucional en el 
mismo año. No le consta a la Corte que los referidos contratos hubiesen sido anulados o dejados sin efecto.



410. En virtud de las consideraciones anteriores, la Corte estima que el Estado no garantizó un recurso efectivo 
que remediara la ilegalidad de las explotaciones madereras en los territorios colectivos de las comunidades 
afrodescendientes de la cuenca del río Cacarica, ni garantizó que las decisiones de tribunales internos que 
han tutelado los derechos de las comunidades afrodescendientes de la cuenca del río Cacarica a su propiedad 
colectiva fueran cumplidas a cabalidad. Por lo anterior, el Estado es responsable por la violación del derecho a 
la protección judicial, reconocido en el artículo 25.2.a y 25.2.c de la Convención Americana, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de las Comunidades de la cuenca del río Cacarica.



Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014



166. Asimismo, la jurisprudencia de este Tribunal ha señalado en otros casos que los pueblos indígenas y tribales 
tienen derecho a que existan mecanismos administrativos efectivos y expeditos para proteger, garantizar y 
promover sus derechos sobre los territorios indígenas, a través de los cuales se puedan llevar a cabo los procesos 
de reconocimiento, titulación, demarcación y delimitación de su propiedad territorial. Los procedimientos en 
mención deben cumplir las reglas del debido proceso legal consagradas en los artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana.  



47 Cfr. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Primera, Expediente A.T 00-1378 de 7 de septiembre de 2001 (expediente de prueba,  
folio 46913).
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Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015



233. En lo que respecta a pueblos indígenas y tribales, la jurisprudencia de este Tribunal ha señalado que los Estados 
tienen el deber de instituir procedimientos adecuados en el marco del ordenamiento jurídico interno para 
procesar las reivindicaciones de sus tierras, derivado de la obligación general de garantía que establecen los 
artículos 1 y 2 de la Convención . Los recursos ofrecidos por el Estado deben suponer una posibilidad real para 
que las comunidades indígenas y tribales puedan defender sus derechos y puedan ejercer el control efectivo de 
su territorio, sin ninguna interferencia externa.



235. La Corte reitera que la Comunidad Garífuna de Punta Piedra recibió dos títulos de propiedad en 1993 y 1999. 
Sin embargo, parte del territorio titulado a su favor se encontraba en posesión de terceros, es decir que el 
territorio fue titulado sin que haya sido saneado por el Estado. El deber de sanear ha sido considerado como 
una obligación de oficio del Estado en el presente caso, conforme a lo establecido por esta Corte […].



240. La idoneidad de un compromiso de conciliación, en casos con características como el presente, estaría basada 
en el hecho que constituye una vía adecuada y expedita para proteger la situación jurídica infringida, es decir 
resolver el conflicto existente y sanear el territorio de la Comunidad de Punta Piedra, para alcanzar con ello, un 
resultado manifiestamente razonable por acuerdo de las partes.



241. Por otro lado, el Tribunal ha indicado que “[u]n recurso debe ser, además, eficaz, es decir, capaz de producir 
el resultado para el que ha sido concebido”. Al respecto, los compromisos adoptados tenían la potencialidad o 
capacidad de producir el resultado para el cual fueron concebidos, es decir, realizar los avalúos correspondientes, 
pagar las mejoras útiles y, en su caso, reubicar a los pobladores de Río Miel. En efecto, mediante el acta de 
compromiso de 2001, el Estado de Honduras, la Comunidad de Punta Piedra y la de Río Miel se comprometieron 
a ello […]. Por ello, al adoptar dichos compromisos, el Estado no actuó sólo como un ente conciliador, sino que 
a su vez, actuó como parte obligada por los mismos. 



242. La creación de un mecanismo conciliatorio, ante la ausencia de otro mecanismo idóneo y efectivo para el 
caso concreto, significó la creación de un recurso ad-hoc accesible, simple, posiblemente rápido y sencillo, 
con participación directa del pueblo indígena, resultando en la adopción de acuerdos concretos y vinculantes 
que tenían la potencialidad o capacidad de producir el resultado para el cual fue concebido, es decir, resolver 
el conflicto existente y sanear el territorio de la Comunidad de Punta Piedra. Por ello, la Corte considera que 
el mecanismo de conciliación creado fue adecuado e idóneo para el caso concreto. No obstante, en la práctica, 
este Tribunal constata que dichos acuerdos no fueron ejecutados, principalmente por parte del Estado, por lo 
que tornaron al mecanismo conciliatorio en un recurso ineficaz. En efecto, la Corte ha manifestado que un 
recurso efectivo puede volverse ineficaz si se le subordina a exigencias procesales que lo hagan inaplicable,  
o si, de hecho, carece de virtualidad para obligar a las autoridades. A este respecto, el Tribunal se pronunciará 
a continuación.



244. En este sentido, este Tribunal considera que la garantía de ejecución le es aplicable al cumplimiento de cualquier 
decisión que estime procedente el recurso disponible, como la del presente caso, de conformidad con lo 
anteriormente señalado. El proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho reconocido en 
el pronunciamiento mediante la aplicación idónea de este. Por tanto, la efectividad de las providencias judiciales 
o de cualquier otra decisión conforme al artículo 25.2.c depende de su ejecución, la cual debe ser considerada 
como parte integrante del derecho de acceso a la justicia. Lo contrario supone la negación misma del derecho 
involucrado. Asimismo, la Corte ha señalado que para lograr plenamente la efectividad de la sentencia, la 
ejecución debe ser completa, perfecta, integral y sin demora. 



245. Por ello, el Estado tiene la responsabilidad de garantizar los medios para ejecutar las decisiones emitidas por 
las autoridades competentes, de manera que se protejan efectivamente los derechos declarados o reconocidos a 
efectos de otorgar certeza sobre el derecho o controversia discutida en el caso concreto.



248. A este respecto, la Corte estima que en un ordenamiento basado sobre el principio del Estado de Derecho todas 
las autoridades públicas, dentro del marco de su competencia, deben atender las decisiones adoptadas a través 
de un mecanismo de conciliación extrajudicial como las del presente caso, así como dar impulso y ejecución 
a las mismas sin obstaculizar el sentido y alcance de la decisión ni retrasar indebidamente su ejecución , con 
el fin de otorgarle a la Comunidad de Punta Piedra, certeza sobre el derecho o controversia y, por ende, tiene 
como uno de sus efectos la obligatoriedad y necesidad de cumplimiento. De igual manera, el Tribunal considera 
que acuerdos conciliatorios como el presente, en que la obligación recaía en el propio Estado, deben poseer 
una vocación de eficacia, por lo que deben ser adoptados mediante mecanismos que permitan su ejecución 
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directa sin requerir la activación de otras vías de carácter administrativas o judiciales […]. Por ello, no es válido 
que el Estado alegue tal exigencia con base en su propio incumplimiento u otros como la falta de recursos 
económicos, en detrimento de las obligaciones jurídicas con valor de cosa juzgada asumidas en los compromisos 
conciliatorios del 2001, y en contravención de los principios de buena fe y efectos útiles (effet utile) de dichos 
acuerdos.



249. Asimismo, el Tribunal ha señalado que la ejecución de los fallos debe realizarse sin obstáculos o demoras 
indebidas, a fin de que alcancen su objetivo de manera rápida, sencilla e integral. Ello cobra especial importancia 
en casos de materia indígena, debido a que la situación especial de vulnerabilidad en la que se podrían 
encontrar estos pueblos, podría generar en sí misma obstaculizaciones no sólo para acceder a la justicia, sino 
para lograr la ejecución de las decisiones adoptadas. En este sentido, el Estado debe considerar situaciones que 
podrían significar un obstáculo para estos pueblos, tales como: limitantes para el acceso físico a las instituciones 
administrativas y judiciales (distancia, dificultad de acceso); complejidad y diversidad de instancias a agotarse; 
altos costos para la tramitación de los procesos judiciales y para la contratación de abogados, y monolingüismo 
en el desarrollo de los procesos judiciales. En virtud de ello, la Corte estima que la necesidad de que se agoten 
otras vías para el cumplimiento de las propias obligaciones estatales asumidas, en vez de propiciar su ejecución, 
las entorpece, lo cual podría resultar en un esfuerzo desmedido o exagerado en detrimento de la Comunidad 
de Punta Piedra. 



251. Con base en lo señalado, la Corte considera que, para efectos del presente caso, los acuerdos conciliatorios 
adoptados fueron idóneos, a fin de lograr el saneamiento del territorio indígena que le correspondía de oficio al 
Estado. Sin embargo, la falta de materialización concreta de los acuerdos que obligan al Estado de Honduras, es 
decir, su falta de ejecución directa sin requerir la activación de otras vías judiciales, los tornaron ineficaces, lo 
cual impidió la posibilidad real de uso y goce del territorio titulado a favor de la Comunidad Garífuna de Punta 
Piedra, por lo que el Estado vulneró el artículo 25.1 y 25.2.c de la Convención Americana, en relación con el 
artículo 1.1 del mismo instrumento en perjuicio de la Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros.



3.7.4. Efectividad derecho de propiedad comunal y propiedad privada de terceros



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



140. Ahora, en el presente caso no se discute la existencia del derecho de los miembros de las comunidades indígenas, 
específicamente de la Comunidad Yakye Axa, a sus territorios, en el entendido de lo que la tierra significa para 
sus miembros, ni se discute el hecho que la caza, pesca y recolección sea un elemento esencial de su cultura.  
Hay un consenso entre las partes respecto de la normativa interna que consagra los derechos territoriales de los 
miembros de las comunidades indígenas.  Lo que está en discusión es la realización efectiva de estos derechos. 



142. El Estado alegó que el derecho a la propiedad de los miembros de la Comunidad no ha podido efectivizarse 
porque los representantes de la misma han mantenido una actitud “intransigente en la obtención de  
18.000 [hectáreas] de la Estancia Loma Verde” y porque el Congreso “ha considerado la productividad o la 
utilización económica de la tierra” como criterio para negar la expropiación de los territorios reivindicados, 
haciéndose imposible que el Estado confisque tierras en desconocimiento del derecho a la propiedad privada 
de sus actuales dueños.



143. La Corte concuerda con el Estado en el sentido de que tanto la propiedad privada de los particulares como la 
propiedad comunitaria de los miembros de las comunidades indígenas tienen la protección convencional que 
les otorga el artículo 21 de la Convención Americana. No obstante, el reconocimiento meramente abstracto o 
jurídico de las tierras, territorios o recursos indígenas carece prácticamente de sentido si no se ha establecido 
y delimitado físicamente la propiedad. En el mismo sentido: Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2007, párr. 115.



144. Ahora bien, cuando la propiedad comunal indígena y la propiedad privada particular entran en contradicciones 
reales o aparentes, la propia Convención Americana y la jurisprudencia del Tribunal proveen las pautas para 
definir las restricciones admisibles al goce y ejercicio de estos derechos, a saber: a) deben estar establecidas por 
ley; b) deben ser necesarias; c) deben ser proporcionales, y d) deben hacerse con el fin de lograr un objetivo 
legítimo en una sociedad democrática.



145. El artículo 21.1 de la Convención dispone que “[l]a ley puede subordinar [el] uso y goce [de los bienes] al 
interés social.” La necesidad de las restricciones legalmente contempladas dependerá de que estén orientadas a 
satisfacer un interés público imperativo, siendo insuficiente que se demuestre, por ejemplo, que la ley cumple 
un propósito útil u oportuno. La proporcionalidad radica en que la restricción debe ajustarse estrechamente 
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al logro de un legítimo objetivo, interfiriendo en la menor medida posible en el efectivo ejercicio del derecho 
restringido. Finalmente, para que sean compatibles con la Convención las restricciones deben justificarse según 
objetivos colectivos que, por su importancia, preponderen claramente sobre la necesidad del pleno goce del 
derecho restringido.



146. Al aplicar estos estándares a los conflictos que se presentan entre la propiedad privada y los reclamos de 
reivindicación de propiedad ancestral de los miembros de comunidades indígenas, los Estados deben valorar 
caso por caso las restricciones que resultarían del reconocimiento de un derecho por sobre el otro. Así, por 
ejemplo, los Estados deben tener en cuenta que los derechos territoriales indígenas abarcan un concepto más 
amplio y diferente que está relacionado con el derecho colectivo a la supervivencia como pueblo organizado, 
con el control de su hábitat como una condición necesaria para la reproducción de su cultura, para su propio 
desarrollo y para llevar a cabo sus planes de vida. La propiedad sobre la tierra garantiza que los miembros de las 
comunidades indígenas conserven su patrimonio cultural.



147. Al desconocerse el derecho ancestral de los miembros de las comunidades indígenas sobre sus territorios, se 
podría estar afectando otros derechos básicos, como el derecho a la identidad cultural y la supervivencia misma 
de las comunidades indígenas y sus miembros.



148. Por el contrario, la restricción que se haga al derecho a la propiedad privada de particulares pudiera ser necesaria 
para lograr el objetivo colectivo de preservar las identidades culturales en una sociedad democrática y pluralista 
en el sentido de la Convención Americana; y proporcional, si se hace el pago de una justa indemnización a los 
perjudicados, de conformidad con el artículo 21.2 de la Convención.



149. Esto no significa que siempre que estén en conflicto los intereses territoriales particulares o estatales y los 
intereses territoriales de los miembros de las comunidades indígenas, prevalezcan los últimos por sobre los 
primeros. Cuando los Estados se vean imposibilitados, por razones concretas y justificadas, de adoptar medidas 
para devolver el territorio tradicional y los recursos comunales de las poblaciones indígenas, la compensación 
que se otorgue debe tener como orientación principal el significado que tiene la tierra para éstas […].



150. Al respecto, el artículo 16.4 del Convenio No. 169 de la OIT, al referirse al retorno de los pueblos indígenas a los 
territorios de los que han sido desplazados señala que



cuando el retorno no sea posible, […] dichos pueblos deberán recibir, en todos los casos posibles, 
tierras cuya calidad y cuyo estatuto jurídico sean por lo menos iguales a los de las tierras que 
ocupaban anteriormente, y que les permitan subvenir a sus necesidades y garantizar su desarrollo 
futuro. Cuando los pueblos interesados prefieran recibir una indemnización en dinero o en especie, 
deberá concedérseles dicha indemnización, con las garantías apropiadas.



151. La elección y entrega de tierras alternativas, el pago de una justa indemnización o ambos no quedan sujetas a 
criterios meramente discrecionales del Estado, deben ser, conforme a una interpretación integral del Convenio 
No. 169 de la OIT y de la Convención Americana, consensuadas con los pueblos interesados, conforme a sus 
propios procedimientos de consulta, valores, usos y derecho consuetudinario.



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Interpretación de la Sentencia de Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 6 de febrero de 2006



26.  De esta forma, el Tribunal deja establecido con claridad que la tarea de identificar el territorio tradicional de la 
Comunidad Yakye Axa corresponde al Paraguay. No obstante, dicha labor deberá atenerse a lo dispuesto en la 
sentencia del Tribunal, en el sentido de que deberá tomar muy en cuenta los valores, usos, costumbres y derecho 
consuetudinario de los miembros de la Comunidad, que los ligan a un territorio determinado.  Asimismo, 
en lo que respecta a la entrega de dicho territorio, de darse el caso que luego del proceso de identificación se 
desprenda que se encuentra en manos privadas, el Estado deberá valorar la conveniencia de la expropiación del 
mismo, teniendo en cuenta la especial significación que éste tiene para la Comunidad.  Finalmente, de darse 
motivos objetivos y fundamentados que imposibiliten que el Estado reivindique el territorio identificado como 
el tradicional de la Comunidad, deberá entregarle tierras alternativas, que serán electas de manera consensuada.  
En cualquiera de los casos, conforme se desprende del párrafo 217 de la Sentencia de fondo, “la extensión de 
las tierras deberá ser la suficiente para garantizar el mantenimiento y desarrollo de la propia forma de vida de 
la Comunidad”.
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Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006



135. Una vez que se ha demostrado que el derecho de recuperación de las tierras tradicionales perdidas está vigente, 
corresponde al Estado realizar las acciones necesarias para devolverlas a los miembros del pueblo indígena 
que las reclama. No obstante, conforme lo ha señalado la Corte, cuando el Estado se vea imposibilitado, por 
motivos objetivos y fundamentados, de adoptar medidas para devolver las tierras tradicionales y los recursos 
comunales a las poblaciones indígenas, deberá entregarles tierras alternativas de igual extensión y calidad, que 
serán escogidas de manera consensuada con los miembros de los pueblos indígenas, conforme a sus propias 
formas de consulta y decisión.



136. Ahora bien, la Corte no puede decidir que el derecho a la propiedad tradicional de los miembros de la 
Comunidad Sawhoyamaxa está por sobre el derecho a la propiedad privada de los actuales dueños o viceversa, 
por cuanto la Corte no es un tribunal de derecho interno que dirime las controversias entre particulares. Esa 
tarea corresponde exclusivamente al Estado paraguayo. No obstante, al Tribunal le compete analizar si el Estado 
garantizó o no los derechos humanos de los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa. En el mismo sentido: 
Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014, párr. 144.



137. En tal sentido, el Tribunal constata que los argumentos que el Estado ha interpuesto para justificar la falta de 
concreción del derecho a la propiedad de los indígenas no han sido suficientes para relevar su responsabilidad 
internacional. El Estado ha presentado tres argumentos: 1) que las tierras reclamadas han sido trasladadas de 
propietario en propietario “desde hace mucho tiempo” y están debidamente inscritas; 2) que dichas tierras están 
siendo debidamente explotadas, y 3) que el propietario de las tierras “está amparado por un Tratado entre la 
República del Paraguay y la República Federal de Alemania[,] el cual […] es Ley de la Nación”. 



138. Respecto al primer argumento, la Corte considera que el mero hecho de que las tierras reclamadas estén en 
manos privadas, no constituye per se un motivo “objetivo y fundamentado” suficiente para denegar prima 
facie las solicitudes indígenas. En caso contrario, el derecho a la devolución carecería de sentido y no ofrecería 
una posibilidad real de recuperar las tierras tradicionales, limitándose únicamente a esperar la voluntad de los 
tenedores actuales, y forzando a los indígenas a aceptar tierras alternativas o indemnizaciones pecuniarias. Sobre 
el particular, la Corte ha señalado que cuando existan conflictos de intereses en las reivindicaciones indígenas, 
habrá de valorarse caso por caso la legalidad, necesidad, proporcionalidad y el logro de un objetivo legítimo en 
una sociedad democrática (utilidad pública e interés social), para restringir el derecho de propiedad privada, 
por un lado, o el derecho a las tierras tradicionales, por el otro. El contenido de cada uno de estos parámetros 
ya fue definido por el Tribunal en el Caso Comunidad indígena Yakye Axa, por lo que hace remisión expresa a 
lo ya resuelto.



139. El mismo análisis se aplica al segundo argumento del Estado respecto a la productividad de las tierras. Bajo este 
argumento subyace la idea de que los indígenas no pueden, bajo ninguna circunstancia, reclamar sus tierras 
tradicionales cuando éstas se encuentren explotadas y en plena productividad, mirándose la cuestión indígena 
exclusivamente a través de la productividad de la tierra y del régimen agrario, lo que resulta insuficiente a las 
peculiaridades propias de dichos pueblos.



140. Finalmente, en lo que respecta al tercer argumento estatal, la Corte no cuenta con el mencionado tratado 
firmado entre Alemania y Paraguay, pero según lo dicho por el propio Estado, el referido tratado permite 
la expropiación o nacionalización de las inversiones de capital de una de las partes contratantes “por causa 
de utilidad o interés público”, lo cual podría justificar la devolución de tierras a los indígenas. Asimismo, la 
Corte considera que la aplicación de acuerdos comerciales bilaterales no justifica el incumplimiento de las 
obligaciones estatales emanadas de la Convención Americana; por el contrario, su aplicación debe ser siempre 
compatible con la Convención Americana, tratado multilateral de derechos humanos dotado de especificidad 
propia, que genera derechos a favor de individuos y no depende enteramente de la reciprocidad de los Estados. 



141. Por lo expuesto, la Corte rechaza los tres argumentos estatales señalados supra, y no los considera suficientes 
para justificar la falta de materialización del derecho a la propiedad de los miembros de la Comunidad 
Sawhoyamaxa. 
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Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007



102. Dos argumentos adicionales e interrelacionados presentados por el Estado respecto del por qué no ha 
reconocido y protegido, legalmente, los sistemas de posesión de la tierra de los pueblos indígenas y tribales 
se refieren a las supuestas dificultades y sensibilidades de las cuestiones comprendidas, y la inquietud que gira 
en torno a que la legislación a favor de los pueblos indígenas y tribales puede ser percibida como una actitud 
discriminatoria hacia el resto de la población.  En cuanto a la primera cuestión, la Corte observa que el Estado 
no puede abstenerse de cumplir con las obligaciones internacionales de acuerdo con la Convención Americana 
simplemente porque le es difícil hacerlo.  La Corte comparte la inquietud del Estado en cuanto a lo complejo 
de las cuestiones relacionadas con este tema; sin embargo, el Estado tiene el deber de reconocer el derecho a la 
propiedad de los miembros del pueblo Saramaka, en el marco de su sistema colectivo de propiedad, y establecer 
los mecanismos necesarios para hacer efectivo a nivel interno el derecho consagrado en la Convención, según 
lo ha interpretado este Tribunal en su jurisprudencia.  



103. Asimismo, es improcedente el argumento del Estado en cuanto a que es discriminatorio aprobar una ley que 
reconozca las formas comunales de posesión de la tierra.  Es un principio establecido en el derecho internacional 
que el trato desigual a personas en condiciones desiguales no necesariamente constituye discriminación no 
permitida. La legislación que reconoce dichas diferencias no es, por lo tanto, necesariamente discriminatoria.  
En el contexto de los integrantes de los pueblos indígenas y tribales, esta Corte ya ha expresado que es necesario 
la adopción de medidas especiales a fin de garantizar su supervivencia de conformidad con sus tradiciones y 
costumbres […].  Por ello, es improcedente el argumento del Estado respecto de su incapacidad para crear 
legislación en esta área debido a la presunta complejidad de la cuestión o la posible naturaleza discriminatoria 
de dicha legislación.



104. Adicionalmente, el Estado argumentó que el poder judicial, por medio de sus tribunales, podría reconocer los 
derechos a la propiedad comunal, pero que los miembros del pueblo Saramaka se han negado a demandar ante 
los tribunales internos para reclamar dicho reconocimiento.  Primeramente, se debería hacer una distinción 
entre la obligación del Estado conforme al artículo 2 de la Convención para efectivizar, mediante legislación 
interna, los derechos allí consagrados y la obligación conforme al artículo 25 de proporcionar recursos efectivos 
y adecuados para reparar las presuntas violaciones a dichos derechos.  La Corte tratará, infra (párrs. 76-85), en su 
análisis sobre la presunta violación del artículo 25 de la Convención, la efectividad de los recursos mencionados 
por el Estado, incluso aquellos disponibles conforme al artículo 1386 del Código Civil de Surinam, para reparar 
las presuntas violaciones al derecho de los miembros del pueblo Saramaka a la propiedad de conformidad con 
su sistema de propiedad comunal.   



105. La Corte observa que aunque la llamada legislación judicial pueda ser un medio para el reconocimiento de 
los derechos de los individuos, especialmente conforme a los sistemas  de derecho común (common law), 
la disponibilidad de un procedimiento de este tipo no cumple, en sí mismo, con las obligaciones del Estado 
de efectivizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  Es decir, la mera posibilidad de 
reconocimiento de derechos a través de cierto proceso judicial no es un sustituto para el reconocimiento real de 
dichos derechos.  El proceso judicial mencionado por el Estado debe, entonces, ser entendido como un medio a 
través del cual se podrían efectivizar esos derechos en el futuro, pero que aún no ha reconocido, efectivamente, 
los derechos en cuestión.  En todo caso, el derecho de los integrantes del pueblo Saramaka en particular, o de 
los miembros de los pueblos indígenas o tribales en general, de poseer la tierra en forma colectiva no ha sido 
reconocido, aún, por ningún tribunal interno de Surinam. 



Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014



145. Tomando en cuenta lo anterior, la Corte constata que, aunque el Estado ha otorgado un título de propiedad 
colectiva a la comunidad Piriatí Emberá sobre sus tierras, éste ha actuado en contra de sus obligaciones 
establecidas en la normativa interna e internacional al otorgar un título de propiedad privado al señor C.C.M. 
sobre parte de las mismas, de esa manera restringiendo el goce efectivo por la referida comunidad del derecho 
a la propiedad comunal otorgado. 
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3.7.5. Garantía del derecho de propiedad



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



154. La garantía del derecho a la propiedad comunitaria de los pueblos indígenas debe tomar en cuenta que la tierra 
está estrechamente relacionada con sus tradiciones y expresiones orales, sus costumbres y lenguas, sus artes y 
rituales, sus conocimientos y usos relacionados con la naturaleza, sus artes culinarias, el derecho consuetudinario, 
su vestimenta, filosofía y valores.  En función de su entorno, su integración con la naturaleza y su historia, los 
miembros de las comunidades indígenas transmiten de generación en generación este patrimonio cultural 
inmaterial, que es recreado constantemente por los miembros de las comunidades y grupos indígenas.



155. Si bien el Paraguay reconoce el derecho a la propiedad comunitaria en su propio ordenamiento, no ha adoptado 
las medidas adecuadas de derecho interno necesarias para garantizar el uso y goce efectivo por parte de los 
miembros de la Comunidad Yakye Axa de sus tierras tradicionales y con ello ha amenazado el libre desarrollo 
y transmisión de su cultura y prácticas tradicionales, en los términos señalados en el párrafo anterior.  



156. Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó el artículo 21 de la Convención Americana, en 
perjuicio de los miembros de la Comunidad Yakye Axa, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma.



Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006



143. Si bien el Paraguay reconoce en su ordenamiento el derecho a la propiedad comunitaria de las tierras y 
recursos naturales de los indígenas, el reconocimiento meramente abstracto o jurídico de dicho derecho 
carece prácticamente de sentido si no se ha delimitado físicamente y entregado las tierras por falta de medidas 
adecuadas de derecho interno necesarias para garantizar el uso y goce efectivo de tal derecho por parte de los 
miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa. Con ello se ha amenazado el libre desarrollo y transmisión de su 
cultura y prácticas tradicionales.



144. Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó el artículo 21 de la Convención Americana, en 
perjuicio de los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma.



Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007



116. En última instancia, el Estado ha expresado su compromiso de “mejorar la codificación actual del sistema 
de derechos a la tierra de los pueblos tribales e indígenas”.  El Presidente de Surinam designó, a tal efecto, un 
comité de expertos en el año 2006 para que traten esta cuestión.  Sin embargo, a la fecha, el sistema legal del 
Estado sigue sin reconocer el derecho a la propiedad de los miembros del pueblo Saramaka en relación con su 
territorio, sino que sólo les otorga un privilegio o permiso de uso y ocupación de las tierras a discreción del 
Estado.  Por esta razón, la Corte considera que el Estado no ha cumplido con su deber de hacer efectivo, a nivel 
interno, los derechos a la propiedad de los miembros del pueblo Saramaka de conformidad con el artículo 21 
de la Convención, en relación con los artículos 2 y 1.1 de dicho instrumento.



117. Seguidamente, la Corte debe determinar el alcance del derecho de los miembros del pueblo Saramaka respecto 
del territorio que han poseído tradicionalmente y las obligaciones respectivas del Estado, dentro del contexto 
del presente caso. 



Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015



181. En vista de todo lo anterior, la Corte reitera la obligación del Estado de garantizar el uso y goce efectivo del derecho 
a la propiedad indígena o tribal, para lo cual pueden adoptarse diversas medidas, entre ellas el saneamiento. 
En este sentido, para efectos del presente caso, el Tribunal entiende que el saneamiento consiste en un proceso 
que deriva en la obligación del Estado de remover cualquier tipo de interferencia sobre el territorio en cuestión. 
En particular, se realizará a través de la posesión plena del legítimo propietario y, de ser procedente y según lo 
acordado, mediante el pago de mejoras y la reubicación de los terceros ocupantes, a fin de que la Comunidad 
de Punta Piedra pueda hacer uso y goce pacífico y efectivo de su dominio pleno de la propiedad colectiva.



189. Por tanto, la falta de garantía del uso y goce, a través de la ausencia de saneamiento por parte del Estado del 
territorio de la Comunidad de Punta Piedra, durante más de 15 años, así como la falta de ejecución de dichos 
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acuerdos, derivaron en graves tensiones entre las comunidades en cuestión. Esto ha impedido a la Comunidad 
de Punta Piedra gozar de la posesión y protección efectiva de su territorio frente a terceros en contravención al 
derecho a la propiedad colectiva.



Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 2015



144. Con respecto al territorio donde se encuentra hoy situada la empresa Macerica, la Corte constata que la 
Comunidad Triunfo de la Cruz no pudo ejercer plenamente el derecho de usar y gozar el título en garantía 
de ocupación que se le confirió en el año 1979. Lo anterior se fundamenta en el hecho que: i) esa área estaba 
ocupada por la empresa Macerica, ii) esa área estaba en disputa desde el año 1969, y iii) existía un título a favor 
de la empresa Macerica cuya validez para acreditar el dominio de ese lote no quedaba clara. Esa situación se 
prolongó más allá del año 1982, fecha a partir de la cual el Estado estaba obligado a dictar medidas de protección 
de los derechos e intereses de las comunidades indígenas existentes en el país y especialmente de las tierras y 
bosques donde estaban asentadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 346 de la Constitución […].



145. En consecuencia, la Corte considera que el Estado es responsable por no haber garantizado el derecho de 
propiedad de la Comunidad en relación con el título adjudicado en garantía de ocupación en el año 1979 que se 
superpone con el área donde se encuentra ubicado el territorio ocupado por la empresa Macerica, en violación 
del artículo 21 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma.



146. El Tribunal precisa que la declaración de responsabilidad del Estado por no haber garantizado la posesión 
pacífica del territorio adjudicado en garantía de ocupación a la Comunidad no implica un pronunciamiento 
sobre los derechos de particulares que ya tenían un título de propiedad privada sobre parte de esas tierras. En 
este punto, la Corte se refiere únicamente a la responsabilidad del Estado de Honduras por haber otorgado un 
título de ocupación sobre un territorio que no era posible de ocupar en su totalidad y sobre el cual no existía 
plena seguridad jurídica en cuanto a su titularidad



148. […], la Corte concluye que la Comunidad Triunfo de la Cruz no pudo ejercer plenamente el derecho de usar y 
gozar que surge del título otorgado en garantía de ocupación del año 1979, puesto que la Municipalidad vendió, 
con posterioridad al año 1979, parte de ese territorio a la empresa IDETRISA para que pueda desarrollar 
proyectos turísticos. Por tanto, la Corte considera que el Estado es responsable por no haber garantizado el 
derecho de propiedad de la Comunidad, en relación con el título adjudicado en garantía de ocupación en el año 
1979 que se superpone con el área donde se encuentra ubicado el territorio ocupado por la empresa Idetrisa, en 
violación con el artículo 21 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma.



150. La Corte constata que, según fue indicado por el INA en el año 2001, esa área se encuentra situada dentro del 
radio urbano de Tela, que forma parte del Lote A1 que fue considerado por esa misma institución como territorio 
tradicional de la Comunidad Triunfo de la Cruz […]. Por otra parte, la adjudicación de las 22 manzanas sobre 
parte del territorio tradicional de la Comunidad tuvo lugar con posterioridad a la ratificación del Convenio 169 
de la OIT por parte de Honduras. Para ese momento, Honduras había adquirido el compromiso internacional 
de garantizar el derecho a la propiedad de las comunidades indígenas sobre sus territorios tradicionales […]. 



151. En consecuencia, el Tribunal concluye que el Estado es responsable por haber violado el deber de garantizar 
el derecho a la propiedad de la Comunidad Triunfo de la Cruz, contenido en el artículo 21 de la Convención, 
en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, por haber permitido la adjudicación de un título de 
propiedad sobre un predio que se encuentra situado sobre el territorio que fuera reconocido por un ente estatal 
como tradicional y que estaba en parte ocupado por los miembros de la Comunidad. 



152. Con respecto a este punto, la Corte recuerda que la responsabilidad del Estado en relación con el área donde se 
encuentran las 22 manzanas que habían sido adjudicadas al sindicato de trabajadores de la municipalidad, debe 
entenderse sin perjuicio de los derechos de terceros afectados a obtener un resarcimiento o una compensación 
de conformidad con lo establecido en el derecho interno hondureño.



Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015



149. Al respecto, la constante jurisprudencia de la Corte ha establecido que los pueblos indígenas y tribales que 
involuntariamente han perdido sus tierras tradicionales, y éstas han sido trasladas legítimamente a terceros 
inocentes, tienen el derecho a solicitar la reivindicación o a obtener otras tierras de igual extensión y calidad.
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154. Con fundamento en lo anterior, este Tribunal concluye que se ha restringido a dichos pueblos el acceso directo 
al río Marowijne y por ende, el uso y goce de los territorios tradicionales contiguos al río. No obstante, la Corte 
estima que permanece vigente el derecho de los Pueblos Kaliña y Lokono a solicitar la reivindicación de sus 
tierras tradicionales, actualmente en posesión y propiedad de terceros no indígenas.



155. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte reitera su jurisprudencia en el sentido que tanto la propiedad privada 
de los particulares como la propiedad colectiva de los miembros de las comunidades indígenas tienen la 
protección convencional que les otorga el artículo 21 de la Convención Americana. Sobre el particular, la Corte 
ha señalado que cuando existan conflictos de intereses en las reivindicaciones indígenas, o el derecho a la 
propiedad comunal indígena y la propiedad privada particular entran en contradicciones reales o aparentes, 
habrá de valorarse caso por caso la legalidad, necesidad, proporcionalidad y el logro de un objetivo legítimo en 
una sociedad democrática  (utilidad pública e interés social), para restringir el derecho de propiedad privada, 
por un lado, o el derecho a las tierras tradicionales, por el otro , sin que la limitación a este último, implique la 
denegación de su subsistencia como pueblo . El contenido de cada uno de estos parámetros ha sido definido por 
el Tribunal en su jurisprudencia […].



156. En este sentido, a la Corte no le corresponde decidir si el derecho a la propiedad colectiva de los Pueblos 
Kaliña y Lokono debe primar sobre el derecho a la propiedad privada, por cuanto no es un tribunal de derecho 
interno que dirime las controversias entre particulares. Esa tarea corresponde exclusivamente al Estado, sin 
discriminación alguna y tomando en cuenta los criterios y circunstancias anteriormente señaladas, entre ellas, 
la relación especial que los pueblos indígenas tienen con sus tierras.



157. Asimismo, el Tribunal considera que el hecho de que las tierras reclamadas estén en manos privadas, no 
constituye per se un motivo suficiente para denegar prima facie las solicitudes indígenas. Ello, posicionaría a 
los pueblos indígenas en una situación vulnerable donde los derechos a la propiedad individual pueden triunfar 
sobre los derechos a la propiedad comunal, debido a la sola existencia de títulos en favor de los primeros, en 
detrimento de los segundos, como lo ocurrido en casos como Tjang A Sjin v. Zaalman y Celientje Martina 
Joeroeja-Koewie y otros v. Surinam & Surinam Stone & Industries N.V. […].



158. Lo anteriormente señalado, no significa que siempre que estén en conflicto los intereses territoriales particulares 
o estatales y los intereses territoriales de los miembros de las comunidades indígenas, prevalezcan los últimos 
por sobre los primeros. Por ello, si el Estado se ve imposibilitado, por razones objetivas, concretas y justificadas 
de adoptar medidas para devolver el territorio tradicional y los recursos comunales a los Pueblos Kaliña y 
Lokono , luego de que se haya valorado adecuadamente conforme a lo indicado en esta Sentencia la posibilidad 
de expropiación  de los territorios de terceros, podrá el Estado ofrecer tierras alternativas de igual o mayor 
extensión y calidad, el pago de una justa indemnización o ambos y de manera consensuada con los pueblos 
interesados  […].



159. Sin perjuicio de lo anterior, el Estado deberá desarrollar, de común acuerdo con los Pueblos Kaliña y Lokono 
y los terceros, reglas de convivencia pacífica y armoniosas en las tierras en cuestión, que respeten los usos y 
costumbres de dichos pueblos y garanticen su acceso al río Marowijne […].



160. Con base en lo expuesto, la Corte concluye que el Estado de Surinam tenía conocimiento de los reclamos 
de reivindicación de tierras de los Pueblos Kaliña y Lokono y continuó emitiendo títulos de propiedad y 
arrendamiento en favor de terceros privados, al menos hasta el 2013, a pesar de dichos reclamos concretos. 
Asimismo, el Tribunal reitera que la falta de delimitación, demarcación y titulación en favor de los Pueblos 
Kaliña y Lokono, potenció la continuidad de la emisión de títulos, sin que existiera en el fuero interno un 
recurso que les permitiera lograr la protección de sus derechos […], lo anterior en contravención del deber de 
garantía del artículo 21 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma.



3.7.6. Derecho de recuperación de tierras en el tiempo



Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006



131. El segundo punto de análisis se refiere a si el derecho de recuperación de tierras tradicionales permanece 
indefinidamente en el tiempo. Para dilucidar este asunto, la Corte toma en cuenta que la base espiritual y 
material de la identidad de los pueblos indígenas se sustenta principalmente en su relación única con sus tierras 
tradicionales. Mientras esa relación exista, el derecho a la reivindicación permanecerá vigente, caso contrario, 
se extinguirá. Dicha relación puede expresarse de distintas maneras, según el pueblo indígena del que se trate y 
las circunstancias concretas en que se encuentre, y puede incluir el uso o presencia tradicional, ya sea a través 
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de lazos espirituales o ceremoniales; asentamientos o cultivos esporádicos; caza, pesca o recolección estacional 
o nómada; uso de recursos naturales ligados a sus costumbres; y cualquier otro elemento característico de  
su cultura.



132. Debe considerase, además, que la relación con la tierra debe ser posible. Por ejemplo, en casos como el presente, 
que la relación con la tierra se manifiesta inter alia en las actividades tradicionales de caza, pesca y recolección, 
si los indígenas realizan pocas o ninguna de esas actividades tradicionales dentro de las tierras que han perdido, 
porque se han visto impedidos de hacerlo por causas ajenas a su voluntad que impliquen un obstáculo real de 
mantener dicha relación, como violencias o amenazas en su contra, se entenderá que el derecho a la recuperación 
persiste hasta que tales impedimentos desaparezcan. 



133. Como se desprende del capítulo de Hechos Probados del presente fallo (supra párr. 73.70), los miembros de la 
Comunidad Sawhoyamaxa, a pesar de que han perdido la posesión y tienen prohibido ingresar a las tierras en 
reinvidicación, continúan realizando actividades tradicionales en ellas y aún consideran dichas tierras como 
propias. […]



134. Por lo anterior, la Corte considera que el derecho que asiste a los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa de 
recuperar sus tierras perdidas no ha caducado.



Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010 



109. El Tribunal recuerda su jurisprudencia respecto a la propiedad comunitaria de las tierras indígenas , según la cual: 
1) la posesión tradicional de los indígenas sobre sus tierras tiene efectos equivalentes al título de pleno dominio 
que otorga el Estado ; 2) la posesión tradicional otorga a los indígenas el derecho a exigir el reconocimiento 
oficial de propiedad y su registro ; 3) el Estado debe delimitar, demarcar y otorgar título colectivo de las tierras 
a los miembros de las comunidades indígenas ;  4) los miembros de los pueblos indígenas que por causas ajenas 
a su voluntad han salido o perdido la posesión de sus tierras tradicionales mantienen el derecho de propiedad 
sobre las mismas, aún a falta de título legal, salvo cuando las tierras hayan sido legítimamente trasladadas 
a terceros de buena fe , y 5) los miembros de los pueblos indígenas que involuntariamente han perdido la 
posesión de sus tierras, y éstas han sido trasladadas legítimamente a terceros inocentes, tienen el derecho de 
recuperarlas o a obtener otras tierras de igual extensión y calidad . En el mismo sentido: Caso Comunidad 
Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 
de octubre de 2015, párr. 105.



110. Adicionalmente, tal como se estableció en los casos de las comunidades indígenas de Yakye Axa y Sawhomaxa, 
Paraguay reconoce el derecho de los pueblos indígenas a solicitar la devolución de sus tierras tradicionales 
perdidas, inclusive cuando se encuentren bajo dominio privado y no tengan plena posesión de las mismas. 
En efecto, el Estatuto de Comunidades Indígenas paraguayo consagra el procedimiento a seguirse para la 
reivindicación de tierras bajo dominio privado, el cual es precisamente el supuesto del presente caso.



111. En este caso, si bien los miembros de la Comunidad no tienen la posesión de las tierras reclamadas, conforme 
a la jurisprudencia de esta Corte y al derecho interno paraguayo tienen el derecho de recuperarlas.



112. Con respecto a la posibilidad de recuperar las tierras tradicionales, en anteriores oportunidades  la Corte ha 
establecido que la base espiritual y material de la identidad de los pueblos indígenas se sustenta principalmente 
en su relación única con sus tierras tradicionales, por lo que mientras esa relación exista, el derecho a la 
reivindicación de dichas tierras permanecerá vigente. Si esta relación hubiera dejado de existir, también se 
extinguiría ese derecho.



113. Para determinar la existencia de la relación de los indígenas con sus tierras tradicionales, la Corte ha establecido 
que: i) ella puede expresarse de distintas maneras según el pueblo indígena del que se trate y las circunstancias 
concretas en que se encuentre, y ii) la relación con las tierras debe ser posible. Algunas formas de expresión 
de esta relación podrían incluir el uso o presencia tradicional, a través de lazos espirituales o ceremoniales; 
asentamientos o cultivos esporádicos; caza, pesca o recolección estacional o nómada; uso de recursos naturales 
ligados a sus costumbres, y cualquier otro elemento característico de su cultura. El segundo elemento implica 
que los miembros de la Comunidad no se vean impedidos, por causas ajenas a su voluntad, a realizar aquellas 
actividades que revelan la persistencia de la relación con sus tierras tradicionales. 



114. En el presente caso, la Corte observa que la relación de los miembros de la Comunidad con su territorio 
tradicional se manifiesta, inter alia, en el desarrollo de sus actividades tradicionales dentro de dichas tierras 
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[…]. Al respecto, el antropólogo Chase Sardi expresó en su informe elaborado en 1995, que la misma seguía 
“ocupando su territorio y practicando su economía tradicional, no obstante los condicionamientos [que 
imponía] la propiedad privada”48. De particular relevancia resulta que inclusive ante las restricciones impuestas 
a los miembros de la Comunidad, “igual entrab[an] a cazar a escondidas”49. Asimismo, algunos miembros de 
la Comunidad indicaron que cuando vivían en la Estancia Salazar, aunque con serias limitaciones, todavía se 
practicaba algo de medicina tradicional y los chamanes buscaban plantas medicinales en el monte, así como 
enterraban a sus muertos de acuerdo a sus costumbres.



115. Aunado a lo anterior, los miembros de la Comunidad se han visto totalmente impedidos, por razones ajenas a 
su voluntad, de realizar actividades tradicionales en las tierras reclamadas desde principios de 2008, debido a la 
creación de la Reserva Natural Privada en parte del territorio reivindicado […]. 



116. En virtud de las consideraciones anteriores, la Corte estima que el derecho que asiste a los miembros de la 
Comunidad Xákmok Kásek de recuperar sus tierras perdidas permanece vigente.



3.7.7. Derecho de usar y gozar de los recursos naturales que se encuentran dentro y sobre las tierras 
que tradicionalmente han poseído



Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007



118. Una cuestión que se deriva necesariamente de la afirmación de que los integrantes del pueblo Saramaka tienen 
el derecho a usar y gozar de su territorio conforme a sus tradiciones y costumbres es el tema del derecho a los 
recursos naturales que se encuentran en y dentro de las tierras, incluso los recursos naturales bajo la superficie.  
En el presente caso, tanto el Estado como los Saramaka reclaman un derecho sobre estos recursos naturales.  
Los miembros del pueblo Saramaka alegan que su derecho a usar y gozar de todos estos recursos naturales es 
una condición necesaria para el goce de su derecho a la propiedad conforme al artículo 21 de la Convención.  
El Estado argumentó que todos los derechos a la tierra, en particular los recursos naturales bajo la superficie, 
pertenecen al Estado, quien puede disponer libremente de estos recursos a través de concesiones a terceros.  
La Corte tratará esta cuestión tan compleja en el siguiente orden: primero, el derecho de los integrantes del 
pueblo Saramaka a usar y gozar de los recursos naturales que se encuentran en y dentro de las tierras que han 
poseído tradicionalmente; segundo, el otorgamiento por parte del Estado de concesiones para la exploración 
y extracción de recursos naturales, incluso aquellos que se encuentran bajo la superficie, dentro del territorio 
Saramaka; y finalmente, el cumplimiento con las garantías establecidas en el derecho internacional en torno a 
las concesiones para la exploración y extracción ya otorgadas por el Estado. 



119. Primero, la Corte debe analizar si, y en qué medida, los miembros del pueblo Saramaka tienen el derecho de 
usar y gozar los recursos naturales que se encuentran dentro y sobre el territorio que tradicionalmente han 
poseído. El Estado no objeta que los Saramaka hayan tradicionalmente usado y ocupado ciertas tierras durante 
siglos; tampoco objeta que los Saramaka tienen un “interés” en el territorio que han usado tradicionalmente de 
acuerdo con sus costumbres.  La controversia existente apunta a la naturaleza y el alcance de dicho interés.  De 
acuerdo con el marco constitucional y legal de Surinam, los integrantes del pueblo Saramaka no tienen derechos 
a la propiedad per se, sino que tienen un mero privilegio o permiso de usar y ocupar las tierras en cuestión […].  
De acuerdo con el artículo 41 de la Constitución de Surinam y el artículo 2 del Decreto de Explotación Minera 
de 1986, los derechos de propiedad de todos los recursos naturales le pertenecen al Estado.  Por esta razón, el 
Estado alega que tiene un derecho inalienable para explorar y explotar dichos recursos.  Por otro lado, las leyes 
consuetudinarias del pueblo Saramaka presuntamente otorgan a la comunidad todos los recursos naturales 
que se encuentren en y subyacente al territorio tradicional o que de alguna forma estén relacionados con dicho 
territorio. Para sostener esta afirmación, la Corte oyó la declaración de un Capitán Saramaka respecto de que 
el pueblo Saramaka tiene el derecho general de “poseer todo, desde la copa de los árboles hasta los lugares más 
profundos que se puedan llegar debajo de la superficie”50.



121. De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte según lo establecido en los casos Yakye Axa y Sawhoyamaxa, los 
integrantes de los pueblos indígenas y tribales tienen el derecho de ser titulares de los recursos naturales que 
han usado tradicionalmente dentro de su territorio por las mismas razones por las cuales tienen el derecho de 
ser titulares de la tierra que han usado y ocupado tradicionalmente durante siglos.  Sin ellos, la supervivencia 



48  Cfr. Informe Antropológico del CEADUC, supra nota (…) folio 741.
49  Declaración de Gerardo Larrosa, supra nota (…)  folio 605.
50  Testimonio del Capitán Jefe y Fiscali Wazen Eduards, supra nota 61 (transcripción de audiencia pública, p. 8).
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económica, social y cultural de dichos pueblos está en riesgo.  De allí la necesidad de proteger las tierras y los 
recursos que han usado tradicionalmente: para prevenir su extinción como pueblo. Es decir, el objetivo y el 
fin de las medidas requeridas en nombre de los miembros de los pueblos indígenas y tribales es garantizar 
que podrán continuar viviendo su modo de vida tradicional y que su identidad cultural, estructura social, 
sistema económico, costumbres, creencias y tradiciones distintivas serán respetadas, garantizadas y protegidas 
por los Estados. En el mismo sentido: Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y 
reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012, párr. 146. 



122. Como se mencionó anteriormente […], debido a la conexión intrínseca que los integrantes de los pueblos 
indígenas y tribales tienen con su territorio, es necesaria la protección del derecho a la propiedad sobre éste, de 
conformidad con el artículo 21 de la Convención, para garantizar su supervivencia.  De este modo, el derecho a 
usar y gozar del territorio carecería de sentido en el contexto de los miembros de los pueblos indígenas y tribales 
si dicho derecho no estuviera conectado con los recursos naturales que se encuentran dentro del territorio.  Por 
ello, el reclamo por la titularidad de las tierras de los integrantes de los pueblos indígenas y tribales deriva de la 
necesidad de garantizar la seguridad y la permanencia del control y uso de los recursos naturales por su parte, 
lo que a su vez, mantiene ese estilo de vida. Esta conexión entre el territorio y los recursos naturales necesarios 
para su supervivencia física y cultural, es exactamente lo que se precisa proteger conforme al artículo 21 de la 
Convención a fin de garantizar a los miembros de los pueblos indígenas y tribales el uso y goce de su propiedad.  
De este análisis, se entiende que los recursos naturales que se encuentran en los territorios de los pueblos 
indígenas y tribales que están protegidos en los términos del artículo 21 son aquellos recursos naturales que han 
usado tradicionalmente y que son necesarios para la propia supervivencia, desarrollo y continuidad del estilo 
de vida de dicho pueblo. 



123. Por ello, en el presente caso, la Corte debe determinar cuáles son los recursos naturales que se encuentran 
dentro del territorio Saramaka que son necesarios para la supervivencia de su modo de vida y que deben ser, 
por lo tanto, protegidos conforme al artículo 21 de la Convención.  En consecuencia, la Corte debe también 
decidir si y en qué medida el Estado puede otorgar concesiones para la exploración y extracción de aquellos y 
de otros recursos naturales que se encuentran en el territorio Saramaka. 



125. En consecuencia, la Corte debe decidir si, y en qué medida, el Estado puede otorgar concesiones para la 
exploración y extracción de los recursos naturales que se encuentran en el territorio Saramaka.  Sobre este 
particular, el Estado alegó que, en caso que la Corte reconociera un derecho de los miembros del pueblo Saramaka 
sobre los recursos naturales que se encuentran dentro de las tierras que les pertenecen tradicionalmente, este 
derecho debe limitarse a aquellos recursos que han usado tradicionalmente para su subsistencia y para las 
actividades culturales y religiosas.  De acuerdo con el Estado, los presuntos derechos a la tierra de los miembros 
del pueblo Saramaka “no incluirían ningún interés sobre otros bosques o minerales más que los que la Tribu 
tradicionalmente posee y usa para su subsistencia (agricultura, caza, pesca, etc.) y las necesidades culturales y 
religiosas de sus miembros”.



126. El Estado parece reconocer que los recursos relacionados con la subsistencia del pueblo Saramaka incluyen 
aquellos recursos relacionados con las actividades agrícolas, de caza y de pesca.  Esto es consistente con el 
anterior análisis de la Corte sobre cómo el artículo 21 de la Convención protege el derecho de los miembros 
del pueblo Saramaka respecto de los recursos naturales que son necesarios para su subsistencia física […].  
Sin embargo, si bien es cierto que toda actividad de exploración o extracción en el territorio Saramaka podría 
afectar, a mayor o menor grado, el uso y goce de algún recurso natural utilizado tradicionalmente para la 
subsistencia de los Saramakas, también es cierto que no se debe interpretar el artículo 21 de la Convención de 
manera que impida al Estado emitir cualquier tipo de concesión para la exploración o extracción de recursos 
naturales dentro del territorio Saramaka.  El agua limpia natural, por ejemplo, es un recurso natural esencial para 
que los miembros del pueblo Saramaka puedan realizar algunas de sus actividades económicas de subsistencia, 
como la pesca.  La Corte observa que este recurso natural se verá probablemente afectado por actividades de 
extracción relacionadas con otros recursos naturales que no son tradicionalmente utilizados o esenciales para la 
subsistencia del pueblo Saramaka y, por lo tanto, de sus miembros […].  De modo similar, los bosques dentro del 
territorio Saramaka proporcionan hogar para los distintos animales que cazan para sobrevivir, y es allí donde 
recogen frutas y otros recursos esenciales para vivir […].  En este sentido, las actividades de las compañías 
madereras en el bosque también podrían afectar dichos recursos de subsistencia.  Es decir, la extracción de 
un recurso natural es muy probable que afecte el uso y el goce de otros recursos naturales necesarios para la 
supervivencia de los Saramakas.



127. No obstante, la protección del derecho a la propiedad conforme al artículo 21 de la Convención no es absoluta 
y, por lo tanto, no permite una interpretación así de estricta.  Aunque la Corte reconoce la interconexión entre 
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el derecho de los miembros de los pueblos indígenas y tribales al uso y goce de sus tierras y el derecho a esos 
recursos necesarios para su supervivencia, dichos derechos a la propiedad, como muchos otros de los derechos 
reconocidos en la Convención, están sujetos a ciertos límites y restricciones.  En este sentido, el artículo 21 
de la Convención establece que “la ley podrá subordinar [el] uso y goce de [los bienes] a los intereses de la 
sociedad”.  Por ello, la Corte ha sostenido en otras ocasiones que, de conformidad con el artículo 21 de la 
Convención, el Estado podrá restringir el uso y goce del derecho a la propiedad siempre que las restricciones: 
a) hayan sido previamente establecidas por ley; b) sean necesarias; c) proporcionales y d) que tengan el fin 
de lograr un objetivo legítimo en una sociedad democrática.  En consonancia con esta disposición, el Estado 
podrá restringir, bajo ciertas condiciones, los derechos de los integrantes del pueblo Saramaka a la propiedad, 
incluidos sus derechos sobre los recursos naturales que se encuentren en el territorio.  



128. Adicionalmente, respecto de las restricciones sobre el derecho de los miembros de los pueblos indígenas y 
tribales, en especial al uso y goce de las tierras y los recursos naturales que han poseído tradicionalmente, un 
factor crucial a considerar es también si la restricción implica una denegación de las tradiciones y costumbres 
de un modo que ponga en peligro la propia subsistencia del grupo y de sus integrantes.  Es decir, conforme al 
artículo 21 de la Convención, el Estado podrá restringir el derecho al uso y goce de los Saramaka respecto de las 
tierras de las que tradicionalmente son titulares y los recursos naturales que se encuentren en éstas, únicamente 
cuando dicha restricción cumpla con los requisitos señalados anteriormente y, además, cuando no implique 
una denegación de su subsistencia como pueblo tribal […]. 



129. En este caso en particular, las restricciones en cuestión corresponden a la emisión de las concesiones madereras 
y mineras para la exploración y extracción de ciertos recursos naturales que se encuentran dentro del territorio 
Saramaka.  Por ello, de conformidad con el artículo 1.1 de la Convención, a fin de garantizar que las restricciones 
impuestas a los Saramakas respecto del derecho a la propiedad por la emisión de concesiones dentro de su 
territorio no impliquen una denegación de su subsistencia como pueblo tribal, el Estado debe cumplir con 
las siguientes tres garantías:  primero, el Estado debe asegurar la participación efectiva de los miembros del 
pueblo Saramaka, de conformidad con sus costumbres y tradiciones, en relación con todo plan de desarrollo, 
inversión, exploración o extracción (en adelante “plan de desarrollo o inversión”)  que se lleve a cabo dentro del 
territorio Saramaka.  Segundo, el Estado debe garantizar que los miembros del pueblo Saramaka se beneficien 
razonablemente del plan que se lleve a cabo dentro de su territorio. Tercero, el Estado debe garantizar que no 
se emitirá ninguna concesión dentro del territorio Saramaka a menos y hasta que entidades independientes y 
técnicamente capaces, bajo la supervisión del Estado, realicen un estudio previo de impacto social y ambiental.  
Mediante estas salvaguardas se intenta preservar, proteger y garantizar la relación especial que los miembros del 
pueblo Saramaka tienen con su territorio, la cual a su vez, garantiza su subsistencia como pueblo tribal.



130. Estas salvaguardas, especialmente aquellas referentes a la participación efectiva y la participación en los beneficios 
respecto de los proyectos de desarrollo o inversión dentro de los territorios tradicionales indígenas y tribales, 
son consistentes con las observaciones del Comité de Derechos Humanos, el texto de distintos instrumentos 
internacionales y la práctica de varios Estados Parte de la Convención.  En el caso Apirana Mahuika y otros 
vs. Nueva Zelanda, por ejemplo, el Comité de Derechos Humanos decidió que se podría restringir el derecho 
a la cultura de una población indígena conforme al artículo 27 del PIDCP cuando la comunidad misma haya 
participado en la decisión de restringir dicho derecho.  El Comité consideró que “la aceptación de las medidas 
que afecten o interfieran con las actividades económicas con significado cultural de una minoría dependerá de 
si los miembros de la minoría en cuestión han tenido la oportunidad de participar en el proceso de la toma de 
decisión en relación con dichas medidas y si continuarán beneficiándose de su economía tradicional”51.



131. Del mismo modo, el artículo 32 de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, que fue aprobada recientemente en la Asamblea General de la ONU con el apoyo del Estado de 
Surinam, establece lo siguiente :



1. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y elaborar las prioridades y estrategias para el 
desarrollo o la utilización de sus tierras o territorios y otros recursos.



2. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas interesados por 
conducto de sus propias instituciones representativas a fin de obtener su consentimiento libre e informado 
antes de aprobar cualquier proyecto que afecte a sus tierras o territorios y otros recursos, particularmente 
en relación con el desarrollo, la utilización o la explotación de recursos minerales, hídricos o de otro tipo.



51 Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Apirana Mahuika y otros v. Nueva Zelanda (sesión setenta, 2000), ONU Doc. CCPR/
C/70/D/547/1993, 15 de noviembre de 2000, párr. 9.5.
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3. Los Estados establecerán mecanismos eficaces para la reparación justa y equitativa por esas actividades, y 
se adoptarán medidas adecuadas para mitigar las consecuencias nocivas de orden ambiental, económico, 
social, cultural o espiritual.  



132. […]  Sin embargo, la Corte considera que el alcance real de las garantías respecto de las consultas y la 
participación de los Saramaka en los beneficios de los planes de desarrollo, requieren de una mayor aclaración.  



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



147. Además, la falta de acceso a los territorios puede impedir a las comunidades indígenas usar y disfrutar de los 
recursos naturales necesarios para procurar su subsistencia, mediante sus actividades tradicionales; acceder a 
los sistemas tradicionales de salud y otras funciones socioculturales, lo que puede exponerlos a condiciones de 
vida precarias o infrahumanas, a mayor vulnerabilidad ante enfermedades y epidemias, así como someterlos 
a situaciones de desprotección extrema que pueden conllevar varias violaciones de sus derechos humanos, 
además de ocasionarles sufrimiento y perjudicar la preservación de su forma de vida, costumbres e idioma.  
En el mismo sentido: Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río 
Cacarica (Operación Génesis) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2013, párr. 354.



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



156. La Corte Interamericana ha señalado que cuando los Estados imponen limitaciones o restricciones al ejercicio 
del derecho de los pueblos indígenas a la propiedad sobre sus tierras, territorios y recursos naturales deben 
respetar ciertas pautas. Así, “cuando la propiedad comunal indígena y la propiedad privada particular entran 
en contradicciones reales o aparentes, la Convención Americana y la jurisprudencia del Tribunal proveen 
las pautas para definir las restricciones admisibles”52, las cuales deben ser establecidas por ley, ser necesarias, 
proporcionales y con el fin de lograr un objetivo legítimo en una sociedad democrática sin implicar una 
denegación de la subsistencia como pueblo. Asimismo, el Tribunal ha precisado que tratándose de recursos 
naturales que se encuentran en el territorio de una comunidad indígena, además de los criterios mencionados, 
se exige al Estado que verifique que dichas restricciones no impliquen una denegación de la subsistencia del 
propio pueblo indígena. 



157. Es por lo anterior que, en el caso Saramaka vs. Surinam, el Tribunal estableció que, para que la exploración o 
extracción de recursos naturales en los territorios ancestrales no impliquen una denegación de la subsistencia 
del pueblo indígena como tal, el Estado debe cumplir con las siguientes salvaguardias: i) efectuar un proceso 
adecuado y participativo que garantice su derecho a la consulta, en particular, entre otros supuestos, en casos de 
planes de desarrollo o de inversión a gran escala; ii) la realización de un estudio de impacto ambiental; y iii) en 
su caso, compartir razonablemente los beneficios que se produzcan de la explotación de los recursos naturales 
(como una forma de justa indemnización exigida por el artículo 21 de la Convención), según lo que la propia 
comunidad determine y resuelva respecto de quiénes serían los beneficiarios de tal compensación según sus 
costumbres y tradiciones .



Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013



355. En el presente caso, la Corte nota que las actividades de aprovechamiento forestal han desconocido la ley de 
negritudes y su decreto reglamentario que regulan la participación de las comunidades en el diseño, coordinación 
y ejecución de los planes programas y proyectos de desarrollo económico en sus territorios, así como los roles 
de las autoridades negras en la administración y manejo de sus territorios. En ese sentido, la Defensoría del 
Pueblo ha indicado que ni “CODECHOCÓ ni las compañías madereras han impulsado los mecanismos 
para garantizar el derecho a la participación del Consejo Comunitario, a través de sus órganos de dirección y 
administración” . A su vez, CODECHOCÓ concedió PAF a Consejos Comunitarios menores que forman parte 
del Consejo Mayor del Cacarica, fomentando por tanto divisiones internas entre las mismas y debilitando y 
fraccionando la gestión comunitaria para el desarrollo. Al respecto, las actuaciones de CODECHOCO han sido 
insuficientes para evitar la vulneración de los distintos derechos mencionados, siendo que el ejercicio de las 
funciones de policía de CODECHOCO como autoridad ambiental frente a los aprovechamientos ilícitos no ha 
sido efectiva.



52 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 144. Véase asimismo Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones, y Costas, párr. 128.
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356. Por todo lo anterior, el Tribunal estima que las explotaciones de la propiedad colectiva de las Comunidades de la 
cuenca del río Cacarica fueron llevadas a cabo de forma ilegítima y consta que las autoridades desprotegieron el 
derecho a la propiedad colectiva a pesar de conocer, a través de varias visitas in situ, la situación de explotación 
ilegal que se estaba desarrollando. En este sentido, los recursos administrativos o judiciales internos tampoco 
fueron efectivos para remediar esas situaciones.



358. En consecuencia, la Corte concluye que el Estado es responsable por la violación al derecho a la propiedad 
colectiva de los miembros del Consejo de las Comunidades de la Cuenca del Cacarica contenido en el artículo 
21 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma.



Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015



167. Debido a la conexión intrínseca que los integrantes de los pueblos indígenas y tribales tienen con su territorio, 
la protección del derecho a la propiedad, uso y goce sobre este es necesaria para garantizar su supervivencia. 
Esta conexión entre el territorio y los recursos naturales que han usado tradicionalmente los pueblos indígenas 
y tribales y que son necesarios para su supervivencia física y cultural, así como el desarrollo y la continuidad de 
su cosmovisión, es preciso protegerla bajo el artículo 21 de la Convención para garantizar que puedan continuar 
viviendo su modo de vida tradicional y que su identidad cultural, estructura social, sistema económico, 
costumbres, creencias y tradiciones distintivas serán respetadas, garantizadas y protegidas por los Estados. En 
el mismo sentido: Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015, párr. 102.



3.7.8. Ponderación entre derechos colectivos de los pueblos indígenas y protección del medio ambiente 
(reservas naturales en el territorio tradicional)



Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015



164. La Corte ha establecido que la conexión entre el territorio y los recursos naturales que han usado tradicionalmente 
los pueblos indígenas y tribales, y que son necesarios para su supervivencia física y cultural, así como el 
desarrollo y continuidad de su cosmovisión, deben ser protegidos bajo el artículo 21 de la Convención. Esta 
protección tiene como fin el garantizar que los pueblos indígenas y tribales puedan continuar viviendo su modo 
de vida tradicional y que su identidad cultural, estructura social, sistema económico, costumbres, creencias y 
tradiciones distintivas serán respetados, garantizados y protegidos por los Estados. Así, los pueblos indígenas 
tienen el derecho de ser titulares de los recursos naturales que han usado tradicionalmente dentro de su 
territorio, ya que sin ellos su supervivencia económica, social y cultural está en riesgo.



168. En vista de lo anterior, a la luz de la jurisprudencia de esta Corte, le asiste a los Pueblos Kaliña y Lokono el 
derecho de solicitar en derecho interno, la posible reivindicación de las partes correspondientes a su territorio 
tradicional colindante con las reservas, frente a lo cual el Estado debe ponderar los derechos en juego […]. En 
este caso, el Estado deberá ponderar entre los derechos colectivos de los Pueblos Kaliña y Lokono y la protección 
del medio ambiente como parte del interés general. Por ende, deberá determinar su procedencia al momento de 
llevar a cabo la delimitación, demarcación y titulación de los territorios tradicionales correspondientes […].



173. La Corte considera relevante hacer referencia a la necesidad de compatibilizar la protección de las áreas 
protegidas con el adecuado uso y goce de los territorios tradicionales de los pueblos indígenas. En este sentido, 
la Corte estima que un área protegida, consiste no solamente en la dimensión biológica, sino también en la 
sociocultural y que, por tanto, incorpora un enfoque interdisciplinario y participativo. En este sentido, los 
pueblos indígenas, por lo general, pueden desempeñar un rol relevante en la conservación de la naturaleza, 
dado que ciertos usos tradicionales conllevan prácticas de sustentabilidad y se consideran fundamentales para 
la eficacia de las estrategias de conservación. Por ello, el respeto de los derechos de los pueblos indígenas, 
puede redundar positivamente en la conservación del medioambiente. Así, el derecho de los pueblos indígenas 
y las normas internacionales de medio ambiente deben comprenderse como derechos complementarios y  
no excluyentes.



181. En vista de lo anterior, la Corte reitera que, en principio, existe una compatibilidad entre las áreas naturales 
protegidas y el derecho de los pueblos indígenas y tribales en la protección de los recursos naturales sobre sus 
territorios, destacando que los pueblos indígenas y tribales, por su interrelación con la naturaleza y formas 
de vida, pueden contribuir de manera relevante en dicha conservación. En este sentido, los criterios de a) 
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participación efectiva, b) acceso y uso de sus territorios tradicionales y c) de recibir beneficios de la conservación 
—todos ellos, siempre y cuando sean compatibles con la protección y utilización sostenible— […], resultan 
elementos fundamentales para alcanzar dicha compatibilidad, la cual debe ser evaluada por el Estado. En 
consecuencia, es necesario que el Estado cuente con mecanismos adecuados para la implementación de tales 
criterios como parte de la garantía de los pueblos indígenas y tribales a su vida digna e identidad cultural, en 
relación con la protección de los recursos naturales que se encuentren en sus territorios tradicionales. […]



198. En suma, este Tribunal estima que el Estado vulneró los derechos a la propiedad colectiva, identidad cultural 
y participación en asuntos públicos de las víctimas, principalmente al impedir la participación efectiva y el 
acceso a parte de su territorio tradicional y recursos naturales en las reservas de Galibi y Wane Kreek, así como 
al no garantizar de manera efectiva el territorio tradicional de las comunidades afectadas por la degradación del 
medio ambiente dentro de la reserva de Wane Kreek […], lo cual configuró la violación de los artículos 21, 2 y 
23 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio los Pueblos Kaliña y 
Lokono y sus miembros. 



3.7.9. Concesiones y beneficios para la comunidad



Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007



153. No sólo se le ha dejado a los integrantes del pueblo Saramaka un legado de destrucción ambiental, privación 
de los recursos de subsistencia y problemas espirituales y sociales, sino que además no han recibido ningún 
beneficio de las operaciones madereras que se encuentran en su territorio. Las estadísticas gubernamentales 
que se presentaron como prueba ante la Corte indican que se extrajo una gran cantidad de madera valiosa del 
territorio Saramaka y no se les pagó ningún tipo de indemnización. 



154. En resumen, la Corte considera que las concesiones madereras que el Estado ha emitido sobre las tierras de 
la región superior del Río Surinam han dañado el ambiente y que el deterioro tuvo un impacto negativo sobre 
las tierras y los recursos naturales que los miembros del pueblo Saramaka han utilizado tradicionalmente, los 
que se encuentran, en todo o en parte, dentro de los límites del territorio sobre el cual tienen un derecho a la 
propiedad comunal.  El Estado no llevó a cabo o supervisó estudios ambientales y sociales previos ni puso en 
práctica garantías o mecanismos a fin de asegurar que estas concesiones madereras no causaran un daño mayor 
al territorio y comunidades Saramaka.  Además, el Estado no permitió la participación efectiva del pueblo 
Saramaka, de conformidad con sus tradiciones y costumbre, en el proceso de la toma de decisiones respecto 
de las concesiones madereras y, a su vez, los miembros del pueblo Saramaka no recibieron ningún beneficio 
de la extracción maderera en su territorio.  Todo esto constituye una violación al derecho de propiedad de los 
integrantes del pueblo Saramaka reconocido en el artículo 21 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 
de dicho instrumento. 



155. La Corte también debe analizar si las concesiones otorgadas a empresas mineras auríferas dentro del territorio 
tradicional Saramaka afectaron los recursos naturales que los miembros del pueblo Saramaka han utilizado 
tradicionalmente y que son necesarios para su subsistencia cultural.  De acuerdo con la prueba presentada 
ante la Corte, los integrantes del pueblo Saramaka no han utilizado el oro tradicionalmente como parte de su 
identidad cultural o sistema económico.  Salvo algunas posibles excepciones individuales, los Saramaka no se 
identifican con el oro ni han demostrado una relación particular con este recurso natural en especial, más que 
reclamar el derecho general de “ser titular de todo, desde lo más alto de los árboles hasta el lugar más profundo 
bajo la superficie”53.  Sin embargo, como se mencionó anteriormente […], dado que toda actividad minera 
especializada en el oro dentro del territorio Saramaka afectará, inevitablemente, a otros recursos naturales 
necesarios para la subsistencia de dicho pueblo, como los canales navegables, por ejemplo, el Estado tiene el 
deber de consultar al pueblo Saramaka, de conformidad con sus costumbres y tradiciones, respecto de toda 
concesión minera propuesta dentro del territorio Saramaka, permitir la participación de los miembros del 
pueblo en los beneficios que se deriven de dicha posible concesión y realizar o supervisar un estudio previo 
de impacto ambiental y social.  El mismo análisis se aplica respecto de otras concesiones dentro del territorio 
Saramaka que involucren recursos naturales que los miembros del pueblo no han utilizado tradicionalmente, 
pero que su extracción afectaría, inevitablemente, otros recursos que son vitales para su modo de vida.  



156. La Corte reconoce que, a la fecha, no se han realizado operaciones mineras a gran escala dentro del territorio 
tradicional Saramaka. Sin embargo, el Estado no cumplió con las tres garantías mencionadas anteriormente 



53  Testimonio del Capitán Jefe y Fiscali Wazen Eduards, supra nota 61 (transcripción de audiencia pública, p. 8).
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cuando emitió concesiones mineras de oro de pequeña escala dentro del territorio Saramaka. Es decir, esas 
concesiones se emitieron sin realizar o supervisar evaluaciones previas de impacto ambiental y social, sin 
consultar con el pueblo Saramaka, de conformidad con sus tradiciones, y sin garantizarle a sus miembros 
una participación razonable de los beneficios.  De este modo, el Estado violó el derecho de los integrantes del 
pueblo Saramaka a la propiedad conforme al artículo 21 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de  
dicho instrumento. 



158. En virtud de todas las consideraciones mencionadas, la Corte concluye lo siguiente: primero, que los integrantes 
del pueblo Saramaka tienen el derecho a usar y gozar de los recursos naturales que se encuentran dentro del 
territorio que ocupan tradicionalmente y que sean necesarios para su supervivencia; segundo, que el Estado 
puede restringir dicho derecho mediante el otorgamiento de concesiones para exploración y extracción de 
recursos naturales que se hallan dentro del territorio Saramaka sólo si el Estado garantiza la participación 
efectiva y los beneficios del pueblo Saramaka, si realiza o supervisa evaluaciones previas de impacto ambiental 
o social y si implementa medidas y mecanismos adecuados a fin de asegurar que estas actividades no produzcan 
una afectación mayor a las tierras tradicionales Saramaka y a sus recursos naturales, y por último, que las 
concesiones ya otorgadas por el Estado no cumplieron con estas garantías.  Por lo tanto, la Corte considera que 
el Estado ha el artículo 21 de la Convención, en relación con el artículo 1 de dicho instrumento, en perjuicio de 
los integrantes del pueblo Saramaka. 



Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015



219. Al respecto, el Estado tiene el deber de proteger tanto las áreas de reserva natural como los territorios tradicionales 
con el fin de prevenir daños en el territorio indígena, inclusive aquel que proceda de terceros, a través de 
mecanismos adecuados de supervisión y fiscalización que garanticen los derechos humanos, en particular, 
mediante la supervisión y fiscalización de estudios de impacto ambiental. Asimismo, el Tribunal toma nota que 
el artículo 32 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas dispone 
que “los Estados establecerán mecanismos eficaces para la reparación justa y equitativa por [la explotación 
de recursos minerales] y se adoptarán medidas adecuadas para mitigar las consecuencias nocivas de orden 
ambiental […]”.



222. En este sentido, los impactos negativos en el área antes descritos afectaron de manera directa los recursos 
naturales de los Pueblos Kaliña y Lokono dentro de un área que tradicionalmente han utilizado. Asimismo, 
no sólo no fueron evitados mediante mecanismos de prevención o medidas adecuadas para mitigar el daño 
instaurado por parte del Estado, como lo es la supervisión de un estudio de impacto ambiental, sino que los 
efectos negativos se han mantenido en el tiempo, afectando con ello el territorio tradicional y los medios de 
supervivencia de los miembros de dichos pueblos. Asimismo, la Corte recuerda que el Estado también tiene 
la responsabilidad de supervisar y fiscalizar las acciones en el territorio afectado, a efectos de lograr su pronta 
rehabilitación con el fin de garantizar un pleno use y goce de los derechos de los pueblos. 



223. En este particular, el Tribunal toma nota de que las actividades mineras que generaron las afectaciones al medio 
ambiente y por ende a los derechos de los pueblos indígenas, fueron llevadas a cabo por actores privados, 
primero por la empresa Suralco y posteriormente por la joint venture denominada BHP Billiton-Suralco. 



224. Al respecto, la Corte toma nota de los “Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos”, 
avalados por el Consejo de Derechos Humanos de la Naciones Unidas, mediante los cuales se ha establecido 
que las empresas deben actuar de conformidad con el respeto y la protección de los derechos humanos, así 
como prevenir, mitigar y hacerse responsables por las consecuencias negativas de sus actividades sobre los 
derechos humanos. En este sentido, tal como lo reiteran dichos principios, los Estados tienen la responsabilidad 
de proteger los derechos humanos de las personas contra las violaciones cometidas en su territorio y/o su 
jurisdicción por terceros, incluidas las empresas. Para tal efecto los Estados deben adoptar las medidas 
apropiadas para prevenir, investigar, castigar y reparar, mediante políticas adecuadas, los abusos que aquellas 
puedan cometer, actividades de reglamentación y sometimiento a la justicia.



225. En este sentido, el Representante Especial del Secretario General de Naciones Unidas para la cuestión de los 
derechos humanos y las empresas transnacionales y otras empresas, ha señalado que estas deberán respetar 
los derechos humanos de personas pertenecientes a grupos o poblaciones específicas, entre ellos los pueblos 
indígenas y tribales, y deberán prestarle especial atención cuando vulneren dichos derechos. 



227. Al considerar los planes de desarrollo dentro de los territorios de los pueblos indígenas y tribales, el Estado debe 
compartir razonablemente los beneficios del proyecto en cuestión, de ser el caso. Dicho concepto es inherente 
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al derecho de indemnización reconocido en el artículo 21.2 de la Convención, el cual se extiende no sólo, por 
ejemplo, a la total privación de un título de propiedad por medio de una expropiación por parte del Estado, por 
ejemplo, sino que también comprende la privación del uso y goce regular de dicha propiedad.



229. A este respecto, la Corte considera que conforme a la prueba del expediente, Surinam no reconoce esta 
salvaguardia en su legislación interna. Asimismo, si bien no consta controversia respecto de la utilización por 
los pueblos indígenas de la carretera, dicho acceso no puede ser considerado como un beneficio directo y 
consensuado en beneficio de los pueblos a la luz de los estándares antes referidos, máxime teniendo en cuenta 
que dicha carretera fue parte del proyecto de explotación que generó un impacto negativo sobre los recursos 
naturales de su territorio, por lo que tampoco se garantizó este requisito. 



230. Conforme a todo lo expuesto anteriormente, la Corte concluye que el Estado de Surinam no garantizó la 
participación efectiva a través de un proceso de consulta a los Pueblos Kaliña y Lokono. Asimismo, el Tribunal 
concluye que no se llevó a cabo un estudio de impacto ambiental y social ni se compartieron los beneficios 
del citado proyecto minero. De igual manera, Surinam no ha adoptado mecanismos a fin de garantizar las 
salvaguardias anteriores. Con base en lo señalado, el Estado ha violado los artículos 21 y 23 de la Convención, 
en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, en perjuicio de los Pueblos Kaliña y Lokono y sus miembros.



3.7.10. Obligación de realizar estudios de impacto ambiental



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



204. En relación con la obligación de llevar a cabo estudios de impacto ambiental, el artículo 7.3 del Convenio 
Nº 169 de la OIT dispone que “[l]os gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se efectúen 
estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual y cultural 
y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los 
resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las  
actividades mencionadas”.



205. La realización de tales estudios constituye una de las salvaguardas para garantizar que las restricciones impuestas 
a las comunidades indígenas o tribales, respecto del derecho a la propiedad por la emisión de concesiones 
dentro de su territorio, no impliquen una denegación de su subsistencia como pueblo (supra párr.157). En 
ese sentido, el Tribunal ha establecido que el Estado debía garantizar que no se emitirá ninguna concesión 
dentro del territorio de una comunidad indígena a menos y hasta que entidades independientes y técnicamente 
capaces, bajo la supervisión del Estado, realicen un estudio previo de impacto social y ambiental. Además la 
Corte determinó que los Estudios de Impacto Ambiental “sirven para evaluar el posible daño o impacto que un 
proyecto de desarrollo o inversión puede tener sobre la propiedad y comunidad en cuestión. El objetivo de [los 
mismos] no es [únicamente] tener alguna medida objetiva del posible impacto sobre la tierra y las personas, 
sino también […] asegurar que los miembros del pueblo […] tengan conocimiento de los posibles riesgos, 
incluidos los riesgos ambientales y de salubridad”, para que puedan evaluar si aceptan el plan de desarrollo o 
inversión propuesto, “con conocimiento y de forma voluntaria”.



206. Por otro lado, la Corte ha establecido que los Estudios de Impacto Ambiental deben realizarse conforme a 
los estándares internacionales y buenas prácticas al respecto; respetar las tradiciones y cultura de los pueblos 
indígenas; y ser concluidos de manera previa al otorgamiento de la concesión, ya que uno de los objetivos de 
la exigencia de dichos estudios es garantizar el derecho del pueblo indígena a ser informado acerca de todos 
los proyectos propuestos en su territorio. Por lo tanto, la obligación del Estado de supervisar los Estudios de 
Impacto Ambiental coincide con su deber de garantizar la efectiva participación del pueblo indígena en el 
proceso de otorgamiento de concesiones. Además, el Tribunal agregó que uno de los puntos sobre el cual 
debiera tratar el estudio de impacto social y ambiental es el impacto acumulado que han generado los proyectos 
existentes y los que vayan a generar los proyectos que hayan sido propuestos. 



207. En el presente caso, la Corte observa que el plan de impacto ambiental: a) fue realizado sin la participación 
del Pueblo Sarayaku; b) fue realizado por una entidad privada subcontratada por la empresa petrolera, sin que 
conste que el mismo fue sometido a un control estricto posterior por parte de órganos estatales de fiscalización, 
y c) no tomó en cuenta la incidencia social, espiritual y cultural que las actividades de desarrollo previstas 
podían tener sobre el Pueblo Sarayaku. Por tanto, el Tribunal concluye que el plan de impacto ambiental no 
se llevó a cabo de conformidad con lo dispuesto en su jurisprudencia ni con los estándares internacionales en  
la materia.
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Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015



203. En vista de ello, a fin de garantizar el uso y goce del derecho a la propiedad colectiva indígena, conforme 
a los artículos 1.1 y 21 de la Convención, frente a la utilización o explotación de recursos naturales en su 
territorio tradicional, el Estado debe, para efectos del presente caso, contar con mecanismos para garantizar 
la participación efectiva de los pueblos indígenas, a través de procedimientos culturalmente adecuados para la 
toma de decisiones de dichos pueblos. Lo anterior no solo consiste en un asunto de interés público, sino que 
también forma parte del ejercicio de su derecho a participar en la adopción de decisiones en las cuestiones 
que afectan sus intereses, de conformidad con sus propios procedimientos e instituciones, en relación con el 
artículo 23 de la Convención Americana […].



211. Por otro lado, la Corte considera que la participación efectiva de los Pueblos Kaliña y Lokono también deberá 
ser garantizada por el Estado respecto de cualquier plan de desarrollo o inversión, así como de cualquier 
actividad nueva de exploración o explotación que pueda originarse en el futuro en los territorios tradicionales 
de estos pueblos, en particular, dentro de la Reserva Natural de Wane Kreek […]. 



212. En conclusión, del acervo probatorio, la Corte ha constatado que el Estado no garantizó la participación efectiva, 
a través de un proceso de consulta a los Pueblos Kaliña y Lokono antes de emprender o autorizar la explotación 
de la mina de bauxita dentro de parte de su territorio tradicional.



215. Por otro lado, la Corte ha establecido que los estudios de impacto ambiental deben respetar las tradiciones y 
cultura de los pueblos indígenas y que uno de los objetivos de la exigencia de dichos estudios es garantizar el 
derecho del pueblo indígena a ser informado acerca de todos los proyectos propuestos en su territorio. Por lo 
tanto, la obligación del Estado de supervisar dichos estudios coincide con su deber de garantizar la efectiva 
participación del pueblo indígena. Al respecto, la Corte considera, como lo hizo con la salvaguardia relativa 
a la participación efectiva en la que, para el caso concreto, el estudio de impacto ambiental y social adquiría 
también relevancia de manera previa al inicio de actividades de explotación, ya que es allí donde se concreta el 
área específica en la que se llevaría a cabo las actividades extractivas respecto de toda el área en concesión.



216. En el presente caso, la Corte constató que el estudio de impacto ambiental y social: a) no fue efectuado antes del 
inicio de las actividades de extracción en 1997; b) la legislación interna no lo exigía […]; c) el primer estudio fue 
realizado en el año 2005, ocho años más tarde del inicio de la extracción y aquel no contó con la participación 
de los Pueblos Kaliña y Lokono antes de su adopción, y d) fue realizado por una entidad privada subcontratada 
por la empresa minera, sin que conste que el mismo fue sometido a una supervisión o fiscalización posterior 
por parte de órganos estatales. En vista de ello, el plan de impacto ambiental no se llevó a cabo de conformidad 
con lo dispuesto en su jurisprudencia ni con los estándares internacionales en la materia.



226. En virtud de lo señalado, la Corte estima que, siendo que el Estado no garantizó la realización de un estudio de 
impacto ambiental y social de manera independiente y previa al inicio de la extracción de bauxita ni supervisó 
el estudio que fue realizado con posterioridad, incumplió con dicha salvaguardia, máxime tratándose de un 
área natural protegida y de territorios tradicionales para diversos pueblos. 



230. Conforme a todo lo expuesto anteriormente, la Corte concluye que el Estado de Surinam no garantizó la 
participación efectiva a través de un proceso de consulta a los Pueblos Kaliña y Lokono. Asimismo, el Tribunal 
concluye que no se llevó a cabo un estudio de impacto ambiental y social ni se compartieron los beneficios 
del citado proyecto minero. De igual manera, Surinam no ha adoptado mecanismos a fin de garantizar las 
salvaguardias anteriores. Con base en lo señalado, el Estado ha violado los artículos 21 y 23 de la Convención, 
en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, en perjuicio de los Pueblos Kaliña y Lokono y sus miembros.



3.7.11. Pérdida de la identidad cultural como consecuencia de la pérdida de sus tierras



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



146. Al aplicar estos estándares a los conflictos que se presentan entre la propiedad privada y los reclamos de 
reivindicación de propiedad ancestral de los miembros de comunidades indígenas, los Estados deben valorar 
caso por caso las restricciones que resultarían del reconocimiento de un derecho por sobre el otro. Así, por 
ejemplo, los Estados deben tener en cuenta que los derechos territoriales indígenas abarcan un concepto más 
amplio y diferente que está relacionado con el derecho colectivo a la supervivencia como pueblo organizado, 
con el control de su hábitat como una condición necesaria para la reproducción de su cultura, para su propio 
desarrollo y para llevar a cabo sus planes de vida. La propiedad sobre la tierra garantiza que los miembros de las 
comunidades indígenas conserven su patrimonio cultural.
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147. Al desconocerse el derecho ancestral de los miembros de las comunidades indígenas sobre sus territorios, 
se podría estar afectando otros derechos básicos, como el derecho a la identidad cultural y la supervivencia 
misma de las comunidades indígenas y sus miembros. En el mismo sentido: Caso Pueblo Indígena Kichwa 
de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012, párr. 212.



154. La garantía del derecho a la propiedad comunitaria de los pueblos indígenas debe tomar en cuenta que la 
tierra está estrechamente relacionada con sus tradiciones y expresiones orales, sus costumbres y lenguas, 
sus artes y rituales, sus conocimientos y usos relacionados con la naturaleza, sus artes culinarias, el derecho 
consuetudinario, su vestimenta, filosofía y valores.  En función de su entorno, su integración con la naturaleza y 
su historia, los miembros de las comunidades indígenas transmiten de generación en generación este patrimonio 
cultural inmaterial, que es recreado constantemente por los miembros de las comunidades y grupos indígenas.  
En el mismo sentido: Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. 
Sentencia de 27 de junio de 2012, párr. 212.



Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010 



174. La cultura de los miembros de las comunidades indígenas corresponde a una forma de vida particular de ser, 
ver y actuar en el mundo, constituido a partir de su estrecha relación con sus tierras tradicionales y recursos 
naturales, no sólo por ser éstos su principal medio de subsistencia, sino además porque constituyen un elemento 
integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por ende, de su identidad cultural.



175. Cuando se trata de pueblos indígenas o tribales, la posesión tradicional de sus tierras y los patrones culturales 
que surgen de esa estrecha relación forman parte de su identidad. Tal identidad alcanza un contenido particular 
debido a la percepción colectiva que tienen en tanto grupo, a sus cosmovisiones, sus imaginarios colectivos y la 
relación con la tierra donde desarrollan su vida. 



176. Para los miembros de la Comunidad Xákmok Kásek, rasgos culturales como las lenguas propias (Sanapaná y 
Enxet), los ritos de chamanismo y los de iniciación masculina y femenina, los saberes ancestrales chamánicos, 
la forma de memorar a sus muertos y la relación con el territorio, son esenciales para su cosmovisión y forma 
particular de existir. 



177. Todos estos rasgos y prácticas culturales de los miembros de la Comunidad se han visto afectados por la falta 
de sus tierras tradicionales. […]



179. Otro rasgo de la integridad cultural de los miembros de la Comunidad son sus lenguas. En el transcurso de la 
audiencia pública el señor Maximiliano Ruíz manifestó que en la Estancia Salazar únicamente se les enseñaba a 
hablar en español o en guaraní y no en sus lenguas propias. En igual sentido, la señora Antonia Ramírez, al ser 
preguntada por la Comisión durante la audiencia en el sentido de si hablaba la lengua sanapaná, indicó que sí, 
pero que sus hijos y sus nietos no hablan sanapaná sino guaraní. 



180. Igualmente, la falta de sus tierras tradicionales y las limitaciones impuestas por los propietarios privados 
repercutió en los medios de subsistencia de los miembros de la Comunidad. La caza, pesca y recolección cada 
vez fueron más difíciles, llevaron a que los indígenas decidieran salir de la Estancia Salazar y reubicarse en “25 
de Febrero” o en otros lugares, disgregándose así parte de la Comunidad […].



181. Todas estas afectaciones se incrementan con el transcurso del tiempo y aumentan la percepción de los miembros 
de la Comunidad de que sus reclamos no son atendidos. 



182. En suma, este Tribunal observa que los miembros de la Comunidad Xákmok Kásek han sufrido diversas 
afectaciones a su identidad cultural que se producen primordialmente por la falta de su territorio propio y los 
recursos naturales que ahí se encuentran, lo cual representa una violación del artículo 21.1 de la Convención en 
relación con el artículo 1.1 de la misma. Estas afectaciones son una muestra más de la insuficiencia de la visión 
meramente “productiva” de las tierras a la hora de ponderar los derechos en conflicto entre los indígenas y los 
propietarios particulares de las tierras reclamadas.



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



213. Bajo el principio de no discriminación, establecido en el artículo 1.1 de la Convención, el reconocimiento 
del derecho a la identidad cultural es ingrediente y vía de interpretación transversal para concebir, respetar y 
garantizar el goce y ejercicio de los derechos humanos de los pueblos y comunidades indígenas protegidos por 
la Convención y, según el artículo 29.b) de la misma, también por los ordenamientos jurídicos internos. 
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214. Al respecto, el principio 22 de la Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo ha reconocido que 



“[l]as poblaciones indígenas y sus comunidades, así como otras comunidades locales, desempeñan 
un papel fundamental en la ordenación del medio ambiente y en el desarrollo debido a sus 
conocimientos y prácticas tradicionales. Los Estados deberían reconocer y apoyar debidamente 
su identidad, cultura e intereses y hacer posible su participación efectiva en el logro del desarrollo 
sostenible”. 



215. Dos instrumentos internacionales tienen particular relevancia en el reconocimiento del derecho a la identidad 
cultural de los pueblos indígenas: el Convenio Nº 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales y la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. Varios instrumentos internacionales de 
UNESCO también desarrollan el contenido del derecho a la cultura y a la identidad cultural. 



216. Por su parte, tanto la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, en casos en que se alegaba 
la violación de los artículos 17.2 y 17.3 de la Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos , 
como el Comité PIDESC  y, en alguna medida, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en casos relativos 
a minorías , se han referido al derecho a la identidad cultural y la dimensión colectiva de la vida cultural de las 
comunidades y pueblos nativos, indígenas, tribales y minoritarios.



217. La Corte considera que el derecho a la identidad cultural es un derecho fundamental y de naturaleza colectiva 
de las comunidades indígenas, que debe ser respetado en una sociedad multicultural, pluralista y democrática. 
Esto implica la obligación de los Estados de garantizar a los pueblos indígenas que sean debidamente 
consultados sobre asuntos que inciden o pueden incidir en su vida cultural y social, de acuerdo con sus valores, 
usos, costumbres y formas de organización. En el mismo sentido, el Convenio Nº 169 de la OIT reconoce las 
aspiraciones de los Pueblos indígenas a “asumir el control de sus propias instituciones y formas de vida y de su 
desarrollo económico y a mantener y fortalecer sus identidades, lenguas y religiones, dentro del marco de los 
Estados en que viven”. 



219. Dada la importancia que tienen los sitios de valor simbólico para la identidad cultural del Pueblo Sarayaku y su 
cosmovisión, como sujeto colectivo, varios de los testimonios y peritajes producidos durante el proceso indican 
el fuerte lazo que existen entre los elementos de la naturaleza y de la cultura, por un lado, y las dimensiones 
del ser de cada integrante del Pueblo, por otro. Lo anterior denota también las profundas afectaciones a las 
relaciones sociales y espirituales que los integrantes de la comunidad pueden tener con los diferentes elementos 
de la naturaleza que los rodea cuando son destruidos o menoscabados. 



220. La Corte considera que la falta de consulta al Pueblo Sarayaku afectó su identidad cultural, por cuanto no cabe 
duda que la intervención y destrucción de su patrimonio cultural implica una falta grave al respeto debido a 
su identidad social y cultural, a sus costumbres, tradiciones, cosmovisión y a su modo de vivir, produciendo 
naturalmente gran preocupación, tristeza y sufrimiento entre los mismos. 



231. En anteriores oportunidades, en casos relativos a comunidades o pueblos indígenas y tribales el Tribunal ha 
declarado violaciones en perjuicio de los integrantes o miembros de las comunidades y pueblos indígenas o 
tribales. Sin embargo, la normativa internacional relativa a pueblos y comunidades indígenas o tribales reconoce 
derechos a los pueblos como sujetos colectivos del Derecho Internacional y no únicamente a sus miembros. 
Puesto que los pueblos y comunidades indígenas o tribales, cohesionados por sus particulares formas de vida 
e identidad, ejercen algunos derechos reconocidos por la Convención desde una dimensión colectiva, la Corte 
señala que las consideraciones de derecho expresadas o vertidas en la presente Sentencia deben entenderse 
desde dicha perspectiva colectiva. 



232. El Estado, al no consultar al Pueblo Sarayaku sobre la ejecución del proyecto que impactaría directamente en su 
territorio, incumplió sus obligaciones, conforme a los principios del derecho internacional y su propio derecho 
interno, de adoptar todas las medidas necesarias para garantizar que Sarayaku participara a través de sus 
propias instituciones y mecanismos y de acuerdo con sus valores, usos, costumbres y formas de organización, 
en la toma de decisiones sobre asuntos y políticas que incidían o podían incidir en su territorio, vida e identidad 
cultural y social, afectando sus derechos a la propiedad comunal y a la identidad cultural. En consecuencia, la 
Corte considera que el Estado es responsable por la violación del derecho a la propiedad comunal del Pueblo 
Sarayaku, reconocido en el artículo 21 de la Convención, en relación con el derecho a la identidad cultural, en 
los términos de los artículos 1.1 y 2 de aquel tratado. 
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3.8. Derecho de consulta



Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007.



133. Primero, la Corte ha manifestado que al garantizar la participación efectiva de los integrantes del pueblo 
Saramaka en los planes de desarrollo o inversión dentro de su territorio, el Estado tiene el deber de consultar, 
activamente, con dicha comunidad, según sus costumbres y tradiciones […]. Este deber requiere que el Estado 
acepte y brinde información, e implica una comunicación constante entre las partes.  Las consultas deben 
realizarse de buena fe, a través de procedimientos culturalmente adecuados y deben tener como fin llegar a un 
acuerdo.  Asimismo, se debe consultar con el pueblo Saramaka, de conformidad con sus propias tradiciones, en 
las primeras etapas del plan de desarrollo o inversión y no únicamente cuando surja la necesidad de obtener la 
aprobación de la comunidad, si éste fuera el caso.  El aviso temprano proporciona un tiempo para la discusión 
interna dentro de las comunidades y para brindar una adecuada respuesta al Estado.  El Estado, asimismo, 
debe asegurarse que los miembros del pueblo Saramaka tengan conocimiento de los posibles riesgos, incluido 
los riesgos ambientales y de salubridad, a fin de que acepten el plan de desarrollo o inversión propuesto con 
conocimiento y de forma voluntaria.  Por último, la consulta debería tener en cuenta los métodos tradicionales 
del pueblo Saramaka para la toma de decisiones. En el mismo sentido: Caso Pueblo Indígena Kichwa de 
Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012, párr. 177.



134. Asimismo, la Corte considera que, cuando se trate de planes de desarrollo o de inversión a gran escala que 
tendrían un mayor impacto dentro del territorio Saramaka, el Estado tiene la obligación, no sólo de consultar 
a los Saramakas, sino también debe obtener el consentimiento libre, informado y previo de éstos, según sus 
costumbres y tradiciones.  La Corte considera que la diferencia entre “consulta” y “consentimiento” en este 
contexto requiere de mayor análisis. 



135. Al respecto, el Relator Especial de la ONU sobre la situación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los pueblos indígenas ha observado, de manera similar, que:



[s]iempre que se lleven a cabo [proyectos a gran escala] en áreas ocupadas por pueblos indígenas, 
es probable que estas comunidades tengan que atravesar cambios sociales y económicos profundos 
que las autoridades competentes nos son capaces de entender, mucho menos anticipar. [L]os 
efectos principales […] comprenden la pérdida de territorios y tierra tradicional, el desalojo, la 
migración y el posible reasentamiento, agotamiento de recursos necesarios para la subsistencia 
física y cultural, la destrucción y contaminación del ambiente tradicional, la desorganización 
social y comunitaria, los negativos impactos sanitarios y nutricionales de larga duración [y], en 
algunos casos, abuso y violencia54.  



En consecuencia, el Relator Especial de la ONU determinó que “[e]s esencial el consentimiento libre, previo e 
informado para la protección de los derechos humanos de los pueblos indígenas en relación con grandes proyectos 
de desarrollo”55.



136. De manera similar, otros organismos y organizaciones internacionales han señalado que, en determinadas 
circunstancias y adicionalmente a otros mecanismos de consulta, los Estados deben obtener el consentimiento 
de los pueblos tribales e indígenas para llevar a cabo planes de desarrollo o inversión a grande escala que tengan 
un impacto significativo en el derecho al uso y goce de sus territorios ancestrales.  



137. Es más significativo aún mencionar que el Estado reconoció, asimismo, que el “nivel de consulta que se requiere 
es obviamente una función de la naturaleza y del contenido de los derechos de la Tribu en cuestión”.  La Corte 
coincide con el Estado y además considera que, adicionalmente a la consulta que se requiere siempre que haya 
un plan de desarrollo o inversión dentro del territorio tradicional Saramaka, la salvaguarda de participación 
efectiva que se requiere cuando se trate de grandes planes de desarrollo o inversión que puedan tener un 
impacto profundo en los derechos de propiedad de los miembros del pueblo Saramaka a gran parte de su 
territorio, debe entenderse como requiriendo adicionalmente la obligación de obtener el consentimiento libre, 
previo e informado del pueblo Saramaka, según sus costumbres y tradiciones. 



54  ONU, Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y libertades fundamentales de los pueblos indígenas, supra nota 97, p. 2.
55  ONU, Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y libertades fundamentales de los pueblos indígenas, supra nota 97, párr. 66.
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138. La segunda garantía que el Estado debe cumplir al considerar los planes de desarrollo dentro del territorio 
Saramaka es aquella de compartir, razonablemente, los beneficios del proyecto con el pueblo Saramaka.  Se 
puede decir que el concepto de compartir los beneficios, el cual puede encontrarse en varios instrumentos 
internacionales respecto de los derechos de los pueblos indígenas y tribales , es inherente al derecho de 
indemnización reconocido en el artículo 21.2 de la Convención, el cual establece que



[n]inguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización 
justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas establecidas 
por la ley.



139. La Corte considera que el derecho a recibir el pago de una indemnización conforme al artículo 21.2 de la 
Convención se extiende no sólo a la total privación de un título de propiedad por medio de una expropiación 
por parte del Estado, por ejemplo, sino que también comprende la privación del uso y goce regular de dicha 
propiedad.  En el presente caso, el derecho a obtener el pago de una “indemnización justa” conforme al artículo 
21.2 de la Convención se traduce en el derecho de los miembros del pueblo Saramaka a participar, en forma 
razonable, de los beneficios derivados de la restricción o privación del derecho al uso y goce de sus tierras 
tradicionales y de aquellos recursos naturales necesarios para su supervivencia. 



140. En este sentido, el Comité sobre la Eliminación de la Discriminación Racial ha recomendado no sólo que se 
debe obtener el consentimiento previo e informado de las comunidades cuando existen planes para llevar a 
cabo grandes actividades de explotación en territorios indígenas, sino también “garantizar que se compartan 
los beneficios derivados de dicha explotación de manera equitativa”56. Del mismo modo, el Relator Especial 
sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos indígenas sugirió 
que, a fin de garantizar “los derechos humanos de los pueblos indígenas en relación con grandes proyectos de 
desarrollo, [los Estados deben garantizar] una participación mutualmente aceptable en los beneficios […].  En 
este contexto, de conformidad con el artículo 21.2 de la Convención, se puede entender la participación en los 
beneficios como una forma de indemnización razonable y en equidad que deriva de la explotación de las tierras 
y recursos naturales necesarios para la supervivencia del pueblo Saramaka. 



147. En el presente caso, el Estado no garantizó, de antemano, la participación efectiva del pueblo Saramaka, a través 
de sus métodos tradicionales de toma de decisión, respecto de las concesiones madereras emitidas dentro del 
territorio Saramaka, y tampoco compartió los beneficios con los miembros de dicho pueblo.  De acuerdo con 
el Comisionado de Distrito Strijk, quien declaró ante este Tribunal, “no era necesario” consultar u obtener el 
consentimiento del pueblo Saramaka en relación con las concesiones madereras en cuestión dado que no se 
había informado sobre lugares tradicionales Saramaka en el área .  En las palabras del Comisionado de Distrito 
Strijk, “si hay lugares sagrados, cementerios y parcelas agrícolas, entonces procedemos a la consulta; si no hay 
lugares sagrados, cementerios o parcelas agrícolas, entonces no se realiza la consulta”57. Este procedimiento, 
evidentemente, no garantiza la participación efectiva del pueblo Saramaka, mediante sus propias costumbres 
y tradiciones, en el proceso de evaluación de la emisión de concesiones madereras dentro de su territorio.  Tal 
como se mencionó anteriormente, la cuestión no es si el Estado debe consultar con los Saramaka, sino, más 
bien, si el Estado adicionalmente debe obtener su consentimiento […].  



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



159. La Corte observa, entonces, que la estrecha relación de las comunidades indígenas con su territorio tiene en 
general un componente esencial de identificación cultural basado en sus propias cosmovisiones, que como 
actores sociales y políticos diferenciados en sociedades multiculturales deben ser especialmente reconocidos 
y respetados en una sociedad democrática. El reconocimiento del derecho a la consulta de las comunidades 
y pueblos indígenas y tribales está cimentado, entre otros, en el respeto a sus derechos a la cultura propia 
o identidad cultural […], los cuales deben ser garantizados, particularmente, en una sociedad pluralista, 
multicultural y democrática.



160. Es por todo lo anterior que una de las garantías fundamentales para garantizar la participación de los pueblos 
y comunidades indígenas en las decisiones relativas a medidas que afecten sus derechos, y en particular su 
derecho a la propiedad comunal, es justamente el reconocimiento de su derecho a la consulta, el cual está 
reconocido en el Convenio Nº 169 de la OIT, entre otros instrumentos internacionales complementarios. 



56 Comité de Naciones Unidas para la Eliminación de la Discriminación Racial, Consideraciones de los Informes presentados por los Estados Partes conforme 
al artículo 9 de la Convención. Observaciones Finales respecto del Ecuador, para. 16.



57 Testimonio del Comisionado de Distrito Rudy Strijk, supra nota 132 (transcripción de audiencia pública, p. 30).
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163. El Convenio Nº 169 de la OIT se aplica, inter alia, a “los pueblos tribales en países independientes, cuyas 
condiciones sociales, culturales y económicas les distingan de otros sectores de la colectividad nacional, y que 
estén regidos total o parcialmente por sus propias costumbres o tradiciones o por una legislación especial”58, y 
por el cual los Estados “deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos 
interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a 
garantizar el respeto de su integridad”59. Los artículos 13 a 19 de dicho Convenio se refieren a los derechos 
de esas poblaciones sobre sus tierras y territorios” y los artículos 6, 15, 17, 22, 27 y 28 regulan las distintas 
hipótesis en las cuales debe ser aplicada la consulta previa libre e informada en casos donde se prevén medidas 
susceptibles de afectarlas. 



164. Diversos Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos, a través de su normatividad interna 
y por medio de sus más altos tribunales de justicia, han incorporado los estándares mencionados. De ese modo, 
la normatividad interna de varios Estados de la región; como por ejemplo en Argentina , Bolivia , Chile , 
Colombia , Estados Unidos , México , Nicaragua , Paraguay , Perú  y Venezuela , se refiere a la importancia 
de la consulta o de la propiedad comunitaria. Además, varios tribunales internos de Estados de la región que 
han ratificado el Convenio Nº 169 de la OIT se han referido al derecho a la consulta previa de conformidad 
con las disposiciones del mismo. En ese sentido, altos tribunales de Argentina , Belice , Bolivia , Brasil , Chile, 
Colombia , Costa Rica , Ecuador , Guatemala , México , Perú  o Venezuela  han señalado la necesidad de 
respetar las normas de consulta previa y de dicho Convenio. Otros tribunales de países que no han ratificado el 
Convenio Nº 169 de la OIT se han referido a la necesidad de llevar a cabo consultas previas con las comunidades 
indígenas, autóctonas o tribales, sobre cualquier medida administrativa o legislativa que los afecte directamente 
así como sobre la explotación de recursos naturales en su territorio. De ese modo, se observan desarrollos 
jurisprudenciales similares por parte de altas cortes de países de la región como Canadá o Estados Unidos de 
América, o de fuera de la región como Nueva Zelanda. Es decir, la obligación de consulta, además de constituir 
una norma convencional, es también un principio general del Derecho Internacional. 



165. Es decir, está claramente reconocida hoy en día la obligación de los Estados de realizar procesos de consulta 
especiales y diferenciados cuando se vayan a afectar determinados intereses de las comunidades y pueblos 
indígenas. Tales procesos deben respetar el sistema particular de consulta de cada pueblo o comunidad, para 
que pueda entenderse como un relacionamiento adecuado y efectivo con otras autoridades estatales, actores 
sociales o políticos y terceros interesados. 



166. La obligación de consultar a las Comunidades y Pueblos Indígenas y Tribales sobre toda medida administrativa 
o legislativa que afecte sus derechos reconocidos en la normatividad interna e internacional, así como la 
obligación de asegurar los derechos de los pueblos indígenas a la participación en las decisiones de los asuntos 
que conciernan a sus intereses, está en relación directa con la obligación general de garantizar el libre y pleno 
ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención (artículo 1.1). Esto implica el deber de organizar 
adecuadamente todo el aparato gubernamental y, en general, de todas las estructuras a través de las cuales se 
manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y 
pleno ejercicio de los derechos. Lo anterior conlleva la obligación de estructurar sus normas e instituciones 
de tal forma que la consulta a comunidades indígenas, autóctonas, nativas o tribales pueda llevarse a cabo 
efectivamente, de conformidad con los estándares internacionales en la materia. De este modo, los Estados 
deben incorporar esos estándares dentro de los procesos de consulta previa, a modo de generar canales de 
diálogos sostenidos, efectivos y confiables con los pueblos indígenas en los procedimientos de consulta y 
participación a través de sus instituciones representativas.



167. Puesto que el Estado debe garantizar estos derechos de consulta y participación en todas las fases de planeación 
y desarrollo de un proyecto que pueda afectar el territorio sobre el cual se asienta una comunidad indígena o 
tribal, u otros derechos esenciales para su supervivencia como pueblo, estos procesos de diálogo y búsqueda de 
acuerdos deben realizarse desde las primeras etapas de la elaboración o planificación de la medida propuesta, 
a fin de que los pueblos indígenas puedan verdaderamente participar e influir en el proceso de adopción de 
decisiones, de conformidad con los estándares internacionales pertinentes. En esta línea, el Estado debe asegurar 
que los derechos de los pueblos indígenas no sean obviados en cualquier otra actividad o acuerdos que haga con 
terceros privados o en el marco de decisiones del poder público que afectarían sus derechos e intereses. Por ello, 
en su caso, corresponde también al Estado llevar a cabo tareas de fiscalización y de control en su aplicación y 
desplegar, cuando sea pertinente, formas de tutela efectiva de ese derecho por medio de los órganos judiciales 
correspondientes.



58  Convenio Nº 169 de la OIT, Artículo 1.1.a.
59  Convenio Nº 169 de la OIT OIT, Artículo 2.











79



PUEBLOS INDÍGENAS y TRIBALES



171. La debida protección de la propiedad comunal indígena, en los términos del artículo 21 de la Convención 
en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, impone a los Estados la obligación positiva de 
adoptar medidas especiales para garantizar a los pueblos indígenas y tribales el ejercicio pleno e igualitario 
del derecho a los territorios que han usado y ocupado tradicionalmente. De tal manera, conforme al artículo  
29.b) de la Convención, las disposiciones del artículo 21 de este instrumento deben interpretarse en conjunto 
con otros derechos reconocidos por el Estado en sus leyes internas o en otras normas internacionales 
relevantes. Bajo la normativa internacional, no es posible negar a las comunidades y pueblos indígenas a gozar 
de su propia cultura, que consiste en un modo de vida fuertemente asociado con el territorio y el uso de sus  
recursos naturales. 



177. La Corte ha establecido que para garantizar la participación efectiva de los integrantes de un pueblo o 
comunidad indígena en los planes de desarrollo o inversión dentro de su territorio, el Estado tiene el deber de 
consultar, activamente y de manera informada, con dicha comunidad, según sus costumbres y tradiciones, en 
el marco de una comunicación constante entre las partes. Además, las consultas deben realizarse de buena fe, 
a través de procedimientos culturalmente adecuados y deben tener como fin llegar a un acuerdo. Asimismo, 
se debe consultar con el pueblo o la comunidad, de conformidad con sus propias tradiciones, en las primeras 
etapas del plan de desarrollo o inversión y no únicamente cuando surja la necesidad de obtener la aprobación 
de la comunidad, si éste fuera el caso. Asimismo, el Estado debe asegurarse que los miembros del pueblo o de 
la comunidad tengan conocimiento de los posibles beneficios y riesgos, para que puedan evaluar si aceptan el 
plan de desarrollo o inversión propuesto. Por último, la consulta debe tener en cuenta los métodos tradicionales 
del pueblo o comunidad para la toma de decisiones. El incumplimiento de esta obligación, o la realización 
de la consulta sin observar sus características esenciales, comprometen la responsabilidad internacional de  
los Estados.



178. Corresponde entonces determinar la forma y sentido en que el Estado tenía la obligación de garantizar el 
derecho a la consulta del Pueblo Sarayaku y si los actos de la empresa concesionaria, que el Estado señaló 
como formas de “socialización” o de búsqueda de “entendimiento”, satisfacen los criterios mínimos y requisitos 
esenciales de un proceso de consulta válida a comunidades y pueblos indígenas en relación con sus derechos 
a la propiedad comunal y a la identidad cultural. Para ello, corresponde analizar los hechos recapitulando 
algunos de los elementos esenciales del derecho a la consulta, tomando en cuenta la normativa y jurisprudencia 
interamericana, la práctica de los Estados y la evolución del Derecho Iternacional. El análisis se hará en el 
siguiente orden: a) el carácter previo de la consulta; b) la buena fe y la finalidad de llegar a un acuerdo; c) la 
consulta adecuada y accesible; d) el estudio de impacto ambiental, y e) la consulta informada.



179. Es necesario aclarar que es deber del Estado –y no de los pueblos indígenas– demostrar efectivamente, en el 
caso concreto, que todas las dimensiones del derecho a la consulta previa fueron efectivamente garantizadas. 



180. En lo que se refiere al momento en que debe efectuarse la consulta, el artículo 15.2 del Convenio Nº 169 de 
la OIT señala que “los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los 
pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, 
antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de los recursos existentes 
en sus tierras”. Sobre el particular, este Tribunal ha observado que se debe consultar, de conformidad con 
las propias tradiciones del pueblo indígena, en las primeras etapas del plan de desarrollo o inversión y no 
únicamente cuando surja la necesidad de obtener la aprobación de la comunidad, si éste fuera el caso, pues 
el aviso temprano permite un tiempo adecuado para la discusión interna dentro de las comunidades y para 
brindar una adecuada respuesta al Estado.



181. Al respecto, el Comité de Expertos de la OIT ha establecido, al examinar una reclamación en que se alegaba 
el incumplimiento por Colombia del Convenio Nº 169 de la OIT, que el requisito de consulta previa implica 
que ésta debe llevarse a cabo antes de tomar la medida o realizar el proyecto que sea susceptible de afectar a 
las comunidades, incluyendo medidas legislativas y que las comunidades afectadas sean involucradas lo antes 
posible en el proceso. Cuando se trate de consulta previa a la adopción de una medida legislativa, los pueblos 
indígenas deberán ser consultados previamente en todas las fases del proceso de producción normativa, y 
dichas consultas no deben ser restringidas a propuestas. 



185. De acuerdo con las disposiciones del Convenio Nº 169 de la OIT, las consultas deberán ser “llevadas a cabo […] 
de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el 
consentimiento acerca de las medidas propuestas”. 
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186. Además, la consulta no debe agotarse en un mero trámite formal, sino que debe concebirse como “un verdadero 
instrumento de participación”, “que debe responder al objetivo último de establecer un diálogo entre las partes 
basado en principios de confianza y respeto mutuos, y con miras a alcanzar un consenso entre las mismas” . 
En ese sentido, es inherente a toda consulta con comunidades indígenas, el establecimiento de “un clima de 
confianza mutua” y la buena fe exige la ausencia de cualquier tipo de coerción por parte del Estado o de agentes 
o terceros que actúan con su autorización o aquiescencia. Adicionalmente, la misma consulta de buena fe es 
incompatible con prácticas tales como los intentos de desintegración de la cohesión social de las comunidades 
afectadas, sea a través de la corrupción de los líderes comunales o del establecimiento de liderazgos paralelos, o 
por medio de negociaciones con miembros individuales de las comunidades que son contrarias a los estándares 
internacionales. Del mismo modo, la normatividad y la jurisprudencia nacional de Estados de la región se han 
referido a este requisito de buena fe. 



187. Es necesario enfatizar que la obligación de consultar es responsabilidad del Estado, por lo que la planificación 
y realización del proceso de consulta no es un deber que pueda eludirse delegándolo en una empresa privada o 
en terceros, mucho menos en la misma empresa interesada en la explotación de los recursos en el territorio de 
la comunidad sujeto de la consulta. 



190. Además de lo anterior, miembros de Sarayaku manifestaron que existió presencia militar en el territorio de 
Sarayaku durante las incursiones de la empresa CGC y que tal presencia tenía como objetivo garantizar los 
trabajos de la compañía frente a su oposición. Durante la audiencia el Estado cuestionó que el Ejército hubiera 
incursionado con el objetivo de militarizar el territorio Sarayaku. 



191. No ha sido controvertido que en la zona del Bloque 23 operaba la Brigada de Selva  No. 17 y que, en particular, 
alrededor de Sarayaku se instalaron cuatro bases militares, a saber, en Jatún Molino, Shaimi, Pacayaku y Pozo 
Landa Yaku. La testigo Ena Santi, al referirse a los “campamentos de paz y vida”, declaró durante la audiencia 
pública que el motivo de que se crearan estos campamentos era porque se habían enterado que “estaban 
subiendo militares de Montalvo [… y tenían] mucho miedo de que hagan daño a [sus] esposos, de que les 
maten, y por eso estuvimos ahí”. El testigo Marlon Santi, quien estuvo en los “campamentos de paz y vida”, 
declaró durante la audiencia pública que “la empresa petrolera tenía dos tipos de seguridad: una denominada 
seguridad privada, que lo hacía una empresa de seguridad privada, Jaraseg, y otra que era seguridad pública, 
que lo hacían combinado Ejército ecuatoriano y la Policía Nacional”. Estos testimonios están apoyados por 
imágenes tomadas por miembros de Sarayaku y que constan en el expediente, así como por notas de prensa y 
en un video producido por Sarayaku en 2003.



193. De tal manera, es posible considerar que el Estado apoyó la actividad de exploración petrolera de la empresa 
CGC al proveerles seguridad con miembros de sus fuerzas armadas en determinados momentos, lo cual no 
favoreció un clima de confianza y respeto mutuo para alcanzar consensos entre las partes.



198. Es posible considerar, entonces, que la falta de consulta seria y responsable por parte del Estado, en momentos 
de alta tensión en las relaciones inter-comunitarias y con autoridades estatales, favoreció por omisión un clima 
de conflictividad, división y enfrentamiento entre las comunidades indígenas de la zona, en particular con el 
Pueblo Sarayaku. Si bien constan numerosas reuniones entre diferentes autoridades locales y estatales, empresas 
públicas y privadas, la Policía, el Ejército y otras comunidades, es también evidente la desvinculación entre tales 
esfuerzos y una voluntad clara para buscar consensos, lo que propiciaba situaciones de conflictividad. 



199. Es decir, el Estado no sólo delegó en parte, inadecuadamente, en una empresa privada su obligación de consulta, 
en incumplimiento del referido principio de buena fe y de su obligación de garantizar el derecho del Pueblo 
Sarayaku a la participación, sino que desfavoreció un clima de respeto entre las comunidades indígenas de la 
zona, al favorecer la ejecución de un contrato de exploración petrolera. 



200. La Corte reitera que la búsqueda de un “entendimiento” con el Pueblo Sarayaku llevado a cabo por la misma 
empresa CGC, no puede ser entendida como una consulta de buena fe en la medida que no consistió en un 
diálogo genuino como parte de un proceso de participación con miras a alcanzar un acuerdo. 



201. Este Tribunal estableció en otros casos que las consultas a Pueblos indígenas deben realizarse a través de 
procedimientos culturalmente adecuados, es decir, en conformidad con sus propias tradiciones. Por su lado, 
el Convenio Nº 169 de la OIT dispone que “los gobiernos deberán […] consultar a los pueblos interesados, 
mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas” , así como 
tomar “medidas para garantizar que los miembros de dichos pueblos puedan comprender y hacerse comprender 
en procedimientos legales, facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros medios eficaces”, teniendo en 
cuenta su diversidad lingüística, particularmente en aquellas áreas donde la lengua oficial no sea hablada 
mayoritariamente por la población indígena .
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202. Del mismo modo, la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT señaló 
que la expresión “procedimientos apropiados” debe entenderse con referencia a la finalidad de la consulta 
y que por tanto no hay un único modelo de procedimiento apropiado, el cual debería “tener en cuenta las 
circunstancias nacionales y de los pueblos indígenas, así como [contextualmente de] la naturaleza de las 
medidas consultadas”. Así, tales procesos deben incluir, según criterios sistemáticos y preestablecidos, distintas 
formas de organización indígena, siempre que respondan a procesos internos de estos pueblos. La adecuación 
también implica que la consulta tiene una dimensión temporal, que de nuevo depende de las circunstancias 
precisas de la medida propuesta, teniendo en cuenta el respeto a las formas indígenas de decisión. En ese mismo 
sentido, la jurisprudencia y la legislación interna de varios Estados se refieren a la necesidad de llevar a cabo una 
consulta adecuada.



211. En conclusión, la Corte ha constatado que no se efectuó un proceso adecuado y efectivo que garantizara el 
derecho a la consulta del Pueblo Sarayaku antes de emprender o de autorizar el programa de prospección o 
explotación de recursos que existirían en su territorio. Según fue analizado por el Tribunal, los actos de la 
empresa petrolera no cumplen con los elementos mínimos de una consulta previa. En definitiva, el Pueblo 
Sarayaku no fue consultado por el Estado antes de que se realizaran actividades propias de exploración petrolera, 
se sembraran explosivos o se afectaran sitios de especial valor cultural. Todo esto fue reconocido por el Estado 
y, en todo caso, ha sido constatado por el Tribunal con los elementos probatorios aportados.



Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015



215. El Tribunal ha establecido que, para todo plan de desarrollo, inversión, exploración o extracción en territorios 
tradicionales de comunidades indígenas o tribales, el Estado debe cumplir con las siguientes salvaguardias:  
i) efectuar un proceso adecuado y participativo que garantice su derecho a la consulta; ii) realizar un estudio 
previo de impacto ambiental y social; y iii) en su caso, compartir razonablemente los beneficios que se produzcan 
de la explotación de los recursos naturales. 



216. Sobre la consulta previa, este Tribunal ha señalado que el Estado debe garantizar la misma, mediante la 
participación en todas las fases de planeación y desarrollo de un proyecto que pueda afectar el territorio sobre 
el cual se asienta una comunidad indígena o tribal, u otros derechos esenciales para su supervivencia como 
pueblo. En este sentido, estos procesos de diálogo y búsqueda de acuerdos deben realizarse desde las primeras 
etapas de la elaboración o planificación de la medida propuesta, a fin de que los pueblos indígenas o tribales 
puedan verdaderamente participar e influir en el proceso de adopción de decisiones, de conformidad con los 
estándares internacionales pertinentes. En cuanto a sus características, la Corte ha establecido que la consulta 
debe ser realizada con carácter previo, de buena fe, con la finalidad de llegar a un acuerdo, adecuada, accesible e 
informada. En particular, en el caso Sarayaku Vs. Ecuador, la Corte determinó al Estado responsable por haber 
permitido que una empresa petrolera privada realizara actividades de exploración petrolera en su territorio, sin 
haberle consultado previamente. 



217. En particular, respecto del momento en que debe efectuarse la consulta, el artículo 15.2 del Convenio 169 de 
la OIT señala que “[e]n caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del 
subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos deberán establecer o 
mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses 
de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de 
prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras”. 



218. En vista de lo anterior, la Corte considera que la consulta debe ser aplicada con anterioridad a cualquier proyecto 
de exploración que pueda afectar el territorio tradicional de las comunidades indígenas o tribales.



222. En virtud de lo anterior, la Corte constata que si bien la legislación de Honduras reconoce a los pueblos 
indígenas y afrohondureños el derecho a la consulta y lo refiere a los estándares internacionales, las 
disposiciones reglamentarias en materia de minería supeditan su realización a la fase inmediatamente anterior 
a la autorización de la explotación minera. En este sentido, dicha regulación carecería de la precisión necesaria 
de los estándares analizados sobre el derecho a la consulta, particularmente con lo señalado en Caso Pueblo 
Saramaka Vs. Suriname y Caso del Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador, según los cuales la 
consulta debe realizarse en las primeras etapas del proyecto; es decir, de forma previa a la autorización programas 
de prospección o exploración con las salvedades antes expuestas […]. No obstante, la Corte ha señalado que 
la consulta además de constituir una obligación convencional es también un principio general del derecho 
internacional, que los Estados deben de cumplir, independientemente de que esté regulada expresamente en su 
legislación, por lo que la exigencia consiste en que el Estado cuente con mecanismos adecuados y efectivos para 
garantizar el proceso de consulta en estos casos, sin perjuicio de que pueda ser precisada en ley.
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224. En consecuencia, la Corte ha constatado que el Estado no efectuó un proceso adecuado y efectivo que garantizara 
el derecho a la consulta de la Comunidad Garífuna de Punta Piedra frente al proyecto de exploración en su 
territorio. Asimismo, la normatividad interna carecería de precisión respecto de las etapas previas de la consulta, 
lo cual derivó en el incumplimiento de la misma para efectos del presente caso. Por lo tanto, la Corte concluye 
que el Estado es responsable por la violación del derecho a la propiedad comunal reconocido en el artículo 
21 de la Convención, así como de los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento en relación con el derecho a la 
identidad cultural, en perjuicio de la Comunidad de Punta Piedra y sus miembros.



Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 2015



154. Con respecto al derecho a la propiedad colectiva, resulta necesario reiterar que éste no es absoluto y que, cuando 
los Estados imponen limitaciones o restricciones al ejercicio del derecho de los pueblos indígenas o tribales a 
la propiedad sobre sus tierras, territorios y recursos naturales, éstas deben respetar ciertas pautas, las cuales 
deben ser establecidas por ley, ser necesarias, proporcionales y con el fin de lograr un objetivo legítimo en una 
sociedad democrática. Asimismo, el primer párrafo del artículo 21 de la Convención establece el derecho a 
la propiedad y señala como atributos de la propiedad el uso y goce del bien e incluye una limitación a dichos 
atributos de la propiedad en razón del interés social. A su vez, el segundo inciso refiere a la expropiación de 
bienes y los requisitos para que tal actuar del Estado pueda considerarse justificado. 



155. Además, tratándose del derecho a la propiedad colectiva de pueblos indígenas y tribales, también debe 
entenderse que una limitación o restricción a ese derecho no implique una denegación en su subsistencia como 
pueblo. De ese modo, el Tribunal ha precisado que, adicionalmente a los criterios mencionados, se exige al 
Estado que verifique que dichas restricciones o limitaciones no impliquen tal denegación.



158. La Corte ha señalado anteriormente, en el Caso del Pueblo indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador, que 
el derecho a la consulta de los pueblos indígenas y tribales, además de constituir una norma convencional, 
es también un principio general del Derecho Internacional que está cimentado, entre otros, en la estrecha 
relación de dichas comunidades con su territorio y en el respeto de sus derechos a la propiedad colectiva y a 
la identidad cultural. Dichos derechos deben ser garantizados, particularmente, en una sociedad pluralista, 
multicultural y democrática. Esto implica la obligación de los Estados de garantizar a los pueblos indígenas y 
tribales su participación en las decisiones relativas a medidas que pueden afectar sus derechos, y en particular 
su derecho a la propiedad comunal, de acuerdo con sus valores, costumbres y formas de organización. En este 
sentido, el Convenio 169 de la OIT reconoce las aspiraciones de los pueblos indígenas y tribales para “asumir 
el control de sus propias instituciones y formas de vida y de su desarrollo económico y a mantener y fortalecer 
sus identidades, lenguas y religiones, dentro del marco de los Estados en que viven”60. Además, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 6.1 del Convenio 169 de la OIT, “[a]l aplicar las disposiciones del presente 
Convenio, los gobiernos deberán: a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados 
y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o 
administrativas susceptibles de afectarles directamente”61.



159. Cabe recordar que la obligación de consultar a los pueblos indígenas y tribales está en relación directa con 
la obligación general del Estado de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos en el 
artículo 1.1 de la Convención. Esto implica el deber del Estado de organizar adecuadamente todo el aparato 
gubernamental y de estructurar sus normas e instituciones de tal forma que la consulta a las comunidades 
indígenas y tribales pueda llevarse a cabo efectivamente, de conformidad con los estándares internacionales 
en la materia. Lo anterior es necesario para posibilitar la creación de canales de diálogo sostenidos, efectivos y 
confiables con los pueblos indígenas y tribales en los procedimientos de consulta y participación a través de sus 
instituciones representativas.



160. Adicionalmente, específicamente con respecto al derecho a la propiedad colectiva, el Estado debe garantizar 
el derecho de consulta y participación en todas las fases de planeación e implementación de un proyecto 



60 Convenio No. 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en los Países Independientes, Considerando quinto. 
61 Asimismo, el inciso 2 del artículo 6 del Convenio 169 de la OIT dispone que: “Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán 



efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las 
medidas propuestas” y el artículo 15.2 del mismo establece que “[e]n caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos 
del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a 
consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o 
autorizar cualquier programa de prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar siempre 
que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como 
resultado de esas actividades”.
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o medida que pueda afectar el territorio de una Comunidad indígena o tribal, u otros derechos esenciales 
para su supervivencia como pueblo. Lo anterior debe realizarse desde las primeras etapas de la elaboración o 
planificación del proyecto o la medida propuesta, a fin de que los pueblos indígenas puedan verdaderamente 
participar e influir en el proceso de adopción de decisiones, de conformidad con los estándares internacionales 
pertinentes. En esta línea, el Estado debe asegurar que los derechos de los pueblos indígenas y tribales no sean 
obviados en cualquier otra actividad o acuerdo que haga con terceros, o en el marco de decisiones del poder 
público que afectarían sus derechos e intereses. Por ello, en su caso, corresponde también al Estado llevar a cabo 
tareas de fiscalización y de control y desplegar, cuando sea pertinente, formas de tutela efectiva de ese derecho 
por medio de los órganos judiciales correspondientes. En cuanto a sus características, la Corte ha establecido 
que la consulta debe ser realizada con carácter previo, de buena fe, con la finalidad de llegar a un acuerdo, 
adecuada, accesible e informada.



162. En este caso corresponde determinar si el Estado cumplió o no la obligación de garantizar el derecho a la 
consulta de la Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz, tomando en cuenta que algunos de los elementos 
esenciales del referido derecho acorde a la normativa y jurisprudencia interamericana, la práctica de los 
Estados y la evolución del Derecho Internacional son: a) el carácter previo de la consulta; b) la buena fe y la  
finalidad de llegar a un acuerdo; c) la consulta adecuada y accesible; d) el estudio de impacto ambiental, y e) la 
consulta informada . 



163. Con relación a lo anterior, este Tribunal recuerda que es deber del Estado, y no de los pueblos indígenas, 
demostrar que en el caso concreto estas dimensiones del derecho a la consulta previa fueron efectivamente 
garantizadas. El incumplimiento de la obligación de consultar, o la realización de la consulta sin observar sus 
características esenciales, pueden comprometer la responsabilidad internacional de los Estados.



182. La Corte ha constatado que no se efectuó un proceso adecuado y efectivo que garantizara el derecho a la 
consulta de la Comunidad, a través de sus propias instituciones y órganos de representación, en ninguna de 
las fases de planificación o ejecución de los proyectos turísticos “Marbella” y “Playa Escondida”, la adopción 
del Decreto que estableció el área protegido Punta Izopo y la aprobación del Plan de Manejo, respecto de la 
parte que se sobrepone con las tierras de la Comunidad sobre las cuales el Estado había otorgado un título de 
propiedad en 1993. Por tanto, este Tribunal establece que el Estado ha violado el artículo 21, en relación con el 
artículo 1.1 de la Convención, por no realizar un proceso de consulta previa ni un estudio de impacto ambiental,  
ni dispuso que se debían, en su caso, compartir los beneficios de los referidos proyectos, de conformidad con los 
estándares internacionales, en perjuicio de la Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus miembros.



3.9. Libertad de circulación y residencia



Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 2005



113. Se ha demostrado claramente que los miembros de la comunidad tienen la convicción de que no podrán regresar 
a su territorio ancestral mientras no obtengan justicia por los hechos de 1986.  Andre Ajintoena declaró que 
después del ataque visitó el área junto con otras personas sólo para recolectar información y sacar fotos del 
lugar.  Una vez que el grupo hubo terminado, algunos de sus integrantes se sintieron enfermos; según el señor 
Ajintoena, se dieron cuenta de que “las cosas no estaban bien, no era apropiado, porque de acuerdo con nuestra 
cultura uno no puede regresar al lugar sin haber hecho arreglos”.  Al haber regresado sin “aplicar las reglas 
religiosas [y] culturales” – es decir, realizar los rituales mortuorios necesarios y alcanzar reconciliación con los 
espíritus de quienes fallecieron en el ataque de 1986 […] – el señor Ajintoena y quienes le acompañaban creían 
haber ofendido seriamente a esos espíritus y, como consecuencia, empezaron a sufrir enfermedades físicas y 
psicológicas.  Todos los miembros de la comunidad que testificaron ante la Corte expresaron temores similares 
con respecto a espíritus vengadores, y afirmaron que sólo podrían vivir en la aldea de Moiwana nuevamente si 
se purificaran primero sus tierras tradicionales.



114. Asimismo, varios miembros de la comunidad han demostrado profunda preocupación ante la posibilidad de 
sufrir agresiones, una vez más, si vuelven a su residencia de origen, la cual se encuentra ubicada en un área que 
fue el blanco de varias operaciones del ejército en el curso del conflicto interno […].  



El temor de los miembros de la comunidad de que haya futuras persecuciones se ilustra por el caso de aquellos 
sobrevivientes, como el señor Ajintoena, que han permanecido en el exilio en la Guyana Francesa.  En 1991, se 
hicieron arreglos – a través de la asistencia del ACNUR – para que miles de refugiados surinameses, la gran mayoría 
de ellos Maroons, participaran en las elecciones nacionales […].  Sin embargo, pocos Maroons se atrevieron a cruzar 
el Río Maroni para votar en territorio surinamés.  
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118. En resumen, sólo cuando se obtenga justicia por los hechos del 29 de noviembre de 1986 los miembros de la 
comunidad podrán: 1) aplacar a los espíritus enfurecidos de sus familiares y purificar su tierra tradicional; y 2) 
dejar de temer que se hostilice a su comunidad.  Esos dos elementos, a su vez, son indispensables para el regreso 
permanente de los miembros de la comunidad a la aldea de Moiwana, que muchos – si no todos –desean […].



119. La Corte nota que Suriname ha objetado que los miembros de la comunidad hayan sufrido restricciones a su 
circulación o residencia; al respecto, el Estado afirma que pueden circular libremente a través del territorio del 
país.  Sin perjuicio de que pueda existir en Suriname una norma que establezca este derecho, sobre lo cual esta 
Corte no ve necesidad de pronunciarse, en este caso la libertad de circulación y de residencia de los miembros 
de la comunidad se encuentra limitada por una restricción de facto muy precisa, que se origina en el miedo 
fundado descrito anteriormente, que los aleja de su territorio ancestral.



120. Por tanto, el Estado no ha establecido las condiciones ni provisto los medios que permitirían a los miembros 
de la comunidad regresar voluntariamente, en forma segura y con dignidad, a sus tierras tradicionales, con 
respecto a las cuales tienen una dependencia y apego especiales – dado que objetivamente no hay ninguna 
garantía de que serán respetados sus derechos humanos, particularmente los derechos a la vida e integridad 
personal.  Al no establecer tales elementos – incluyendo, sobre todo, una investigación penal efectiva para 
poner fin a la impunidad reinante por el ataque de 1986 – Suriname no ha garantizado a los miembros de 
la comunidad su derecho de circulación y residencia.  Asimismo, el Estado ha privado efectivamente a los 
miembros de la comunidad que todavía se encuentran exiliados en la Guyana Francesa de sus derechos a 
ingresar a su país y permanecer en él.



121. Por las razones anteriores, la Corte declara que Suriname violó el artículo 22 de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de los miembros de la comunidad Moiwana.



Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de mayo de 2010



125. La violencia del conflicto armado tuvo un grave impacto en las familias indígenas mayas, debido a que no sólo 
ocasionó, en muchos casos, la desaparición de uno de los padres y/o la separación de los hijos, sino que también 
significó el abandono de sus comunidades y tradiciones.  



126. El Tribunal observa que la mayor parte de la población indígena maya, específicamente en las zonas rurales, vive 
en comunidades, las cuales representan la mínima unidad de organización social con un sistema de autoridades 
propio. Las comunidades son espacios territoriales, por lo general aldeas o cantones, que cuentan con una 
estructura jurídico-política afirmada en torno a una alcaldía auxiliar, las cuales constituyen un entramado de 
relaciones sociales, económicas, culturales y religiosas.



139. El artículo 22.1 de la Convención reconoce el derecho de circulación y de residencia. En este sentido, la Corte 
ha establecido en otros casos que este artículo también protege el derecho a no ser desplazado forzadamente 
dentro de un Estado Parte. 



140.  Al respecto, el Tribunal ha considerado que los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos de las 
Naciones Unidas  resultan particularmente relevantes para determinar el contenido y alcance del artículo 22 de 
la Convención Americana , los cuales definen que “se entiende por desplazados internos las personas o grupos 
de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia 
habitual, en particular como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de 
violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos […], y que no han cruzado una frontera estatal 
internacionalmente reconocida”.  



141. Este Tribunal ha establecido que en razón de la complejidad del fenómeno del desplazamiento interno y de 
la amplia gama de derechos humanos que afecta o se ponen en riesgo, y en atención a las circunstancias de 
especial vulnerabilidad e indefensión en que generalmente se encuentran los desplazados, su situación puede 
ser entendida como una condición de facto de desprotección. Esta situación, conforme a la Convención 
Americana, obliga a los Estados a adoptar medidas de carácter positivo para revertir los efectos de su referida 
condición de debilidad, vulnerabilidad e indefensión, incluso vis-à-vis las actuaciones y prácticas de terceros 
particulares.  



142. Por otra parte, este Tribunal ha señalado que el derecho de circulación y de residencia puede ser vulnerado 
por restricciones de facto si el Estado no ha establecido las condiciones ni provisto los medios que permiten 
ejercerlo , por ejemplo cuando una persona es víctima de amenazas u hostigamientos y el Estado no provee 
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las garantías necesarias, para que pueda transitar y residir libremente en el territorio de que se trate, incluso 
cuando las amenazas y hostigamientos provienen de actores no estatales .



143.   En el presente caso, la Corte nota que los familiares de Florencio Chitay tuvieron que huir de su comunidad 
para proteger sus vidas ante las graves amenazas y constantes persecuciones que sufrieron, así como la posterior 
desaparición de Florencio Chitay en la Ciudad de Guatemala, las cuales se enmarcaron en un contexto de 
violencia sistemática, caracterizado por la implementación de la “Doctrina de Seguridad Nacional” por parte 
del Estado en contra de los grupos indígenas mayas y, en particular, de sus líderes políticos y sus familiares […].  



146. Así, el desplazamiento de los familiares de Florencio Chitay fuera de su comunidad provocó una ruptura con 
su identidad cultural, afectando su vínculo con sus familiares, su idioma y su pasado ancestral. 



147. En consecuencia, conforme a su jurisprudencia constante en materia indígena, mediante la cual ha reconocido 
que la relación de los indígenas con el territorio es esencial para mantener sus estructuras culturales y su 
supervivencia étnica y material, el Tribunal considera que el desplazamiento forzado de los pueblos indígenas 
fuera de su comunidad o bien de sus integrantes, les puede colocar en una situación de especial vulnerabilidad, 
que “[p]or sus secuelas destructivas sobre el tejido étnico y cultural […], genera un claro riesgo de extinción, 
cultural o físico, de los pueblos indígenas” , por lo cual es indispensable que los Estados adopten medidas 
específicas de protección considerando las particularidades propias de los pueblos indígenas, así como su 
derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres  para prevenir y revertir los efectos de dicha situación.  
En el mismo sentido: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012, párr. 177. 



148. En cuanto al retorno a su comunidad, el Tribunal observa que hasta la fecha los familiares de Florencio Chitay 
no han podido regresar de forma permanente a San Martín Jilotepeque, debido al temor fundado que siguen 
teniendo ante la posibilidad de sufrir represalias como consecuencia de lo sucedido a su padre y personas 
allegadas a la familia. Dicho temor continúa afectando también a algunos familiares cercanos que conocieron 
de los hechos por lo que decidieron no dar su testimonio. En este sentido, los familiares del señor Chitay Nech 
han expresado su convicción de no poder regresar a San Martín Jilotepeque mientras no obtengan seguridad y 
justicia por parte las autoridades estatales. Asimismo, Encarnación Chitay Rodríguez ha declarado que “si […] 
regresaba a San Martín [le] mataban [y que] es muy difícil que [ellos] regrese[n] a San Martín […] por la misma 
inseguridad”. La Corte nota que a pesar de tener conocimiento de éstos actos, las autoridades correspondientes 
no han realizado una investigación penal efectiva sobre la desaparición forzada de Florencio Chitay Nech ni 
proporcionado las garantías de seguridad necesarias para el regreso de los familiares.



149. Al respecto, en coincidencia con la comunidad internacional, este Tribunal reafirma que la obligación de 
garantía para los Estados de proteger los derechos de las personas desplazadas conlleva no sólo el deber de 
adoptar medidas de prevención sino también realizar una investigación efectiva de la supuesta violación de 
estos derechos y proveer las condiciones necesarias para un retorno digno y seguro a su lugar de residencia 
habitual o su reasentamiento voluntario en otra parte del país. Para ello, se debe garantizar su participación 
plena en la planificación y gestión de su regreso o reintegración. 



150. Por tanto, si bien no consta que Guatemala ha restringido de manera formal la libertad de circulación y de 
residencia de los miembros del núcleo familiar de Florencio Chitay, la Corte estima que en este caso dicha 
libertad se encuentra limitada por una grave restricción de facto, que se origina en las amenazas y hostigamientos 
que han provocado su partida, así como el temor fundado generado por todo lo ocurrido a su padre, otros 
familiares y miembros de la comunidad, aunado a la falta de investigación y enjuiciamiento de los responsables 
de los hechos, lo que los ha mantenido alejados de su comunidad. El Estado ha incumplido también con el deber 
de garantía de este derecho, ya que además de propiciar su desplazamiento no ha establecido las condiciones ni 
ha provisto los medios que permitirían a los miembros de la familia Chitay Rodríguez regresar de forma segura 
y con dignidad a su comunidad, con la que tienen un vínculo cultural especial. Finalmente, el Estado no ha 
otorgado una reparación integral que restituya los derechos vulnerados y garantice, entre otras medidas, la no 
repetición de los hechos ante tal situación. 



151. Por las razones antes expuestas, este Tribunal considera que el desplazamiento forzado se ha mantenido con 
posterioridad al reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte efectuado el 9 de marzo de 1987. 
En consecuencia, la Corte encuentra que el Estado no ha garantizado a los miembros de la familia Chitay 
Rodríguez su derecho de circulación y de residencia, por lo que es responsable por la violación del artículo 22 
de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Encarnación, Pedro, 
Estermerio, Eliseo y María Rosaura, todos de apellidos Chitay Rodríguez. 
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Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



228. Se alegaron una serie de situaciones en que terceros o incluso agentes estatales obstaculizaron o impidieron 
el paso de miembros de Sarayaku por el río Bobonaza. Es claro que el Estado tuvo conocimiento acerca de 
situaciones que afectaron la libre circulación de miembros del Pueblo Sarayaku por el río. No obstante, no fue 
aportada suficiente prueba para analizar tales hechos bajo el artículo 22 de la Convención.



229. Por otro lado, efectivamente el hecho de que hayan sido sembrados explosivos de pentolita en el territorio del 
Pueblo Sarayaku ha implicado una restricción ilegítima a circular, realizar actividades de caza y tradicionales 
en determinados sectores de su propiedad, por la evidente situación de riesgo creada para su vida e integridad. 
Sin embargo, los efectos de esta situación han sido y serán analizados bajo el derecho a la propiedad comunal y 
a la consulta previa, así como bajo los derechos a la vida e integridad personal […].



Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012 



183. Este Tribunal ha acreditado que las condiciones de vida en la colonia Pacux no han permitido a sus habitantes 
retomar sus actividades económicas tradicionales, antes bien, han tenido que participar en actividades 
económicas que no les permiten ingresos estables, lo cual también ha contribuido a la desintegración de la 
estructura social y vida cultural y espiritual de la comunidad. Asimismo, en los hechos del caso se probó 
que los habitantes de la colonia Pacux viven en condiciones precarias, y que necesidades básicas de salud, 
educación, alumbrado y agua no se encuentran plenamente satisfechas […]. Por tanto, si bien Guatemala 
ha hecho esfuerzos por reasentar a los sobrevivientes de las masacres de la comunidad de Río Negro, no ha 
establecido las condiciones ni proporcionado los medios indispensables para reparar o mitigar los efectos de su 
desplazamiento, provocado por el propio Estado. 



184. En consecuencia, la Corte considera que el Estado de Guatemala es responsable por la violación de los derechos 
reconocidos en el artículo 22.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 
perjuicio de los sobrevivientes de las masacres de Río Negro que habitan en la colonia Pacux. Los nombres de 
tales personas se encuentran en el Anexo VII de la presente Sentencia.  



3.10. Derechos políticos



Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio 
de 200562



191. La Corte ha establecido que “[e]n una sociedad democrática los derechos y libertades inherentes a la persona, 
sus garantías y el Estado de Derecho constituyen una tríada”, en la que cada componente se define, completa y 
adquiere sentido en función de los otros.  Al ponderar la importancia que tienen los derechos políticos la Corte 
observa que incluso la Convención, en su artículo 27, prohíbe su suspensión y la de las garantías judiciales 
indispensables para la protección de éstos.



194. El artículo 23 de la Convención consagra los derechos a la participación en la dirección de los asuntos públicos, 
a votar, a ser elegido, y a acceder a las funciones públicas, los cuales deben ser garantizados por el Estado en 
condiciones de igualdad.



195. Es indispensable que el Estado genere las condiciones y mecanismos óptimos para dichos derechos políticos 
puedan ser ejercidos de forma efectiva, respetando el principio de igualdad y no discriminación. Los hechos 
del presente caso se refieren principalmente a la participación política por medio de representantes libremente 
elegidos, cuyo ejercicio efectivo también se encuentra protegido en el artículo 50 de la Constitución de 
Nicaragua. 



201. La Corte entiende que, de conformidad con los artículos 23, 24, 1.1 y 2 de la Convención, el Estado tiene la 
obligación de garantizar el goce de los derechos políticos, lo cual implica que la regulación del ejercicio de 
dichos derechos y su aplicación sean acordes al principio de igualdad y no discriminación, y debe adoptar las 



62 Los hechos del presente caso se derivan de la adopción de Ley Electoral No. 331 en enero de 2000. Esta nueva ley no contempló la figura de las 
asociaciones de suscripción popular para que participaran en las elecciones. Sólo se permitía la participación en los procesos electorales a través de la 
figura jurídica de partidos políticos.



 El 8 de marzo de 2000 miembros de la organización indígena Yapti Tasba Masraka Nanih Asla Takanka (YATAMA) intentaron obtener la autorización 
para ser reconocidos como partido político regional. No obstante, a pesar de los diversos recursos presentados, la solicitud fue denegada. Ello generó que 
el grupo YATAMA no participe en las elecciones de 5 de noviembre de 2000.
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medidas necesarias para garantizar su pleno ejercicio. Dicha obligación de garantizar no se cumple con la sola 
expedición de normativa que reconozca formalmente dichos derechos, sino requiere que el Estado adopte las 
medidas necesarias para garantizar su pleno ejercicio, considerando la situación de debilidad o desvalimiento 
en que se encuentran los integrantes de ciertos sectores o grupos sociales. 



202. Al analizar el goce de estos derechos por las presuntas víctimas en este caso, se debe tomar en consideración que se 
trata de personas que pertenecen a comunidades indígenas y étnicas de la Costa Atlántica de Nicaragua, quienes 
se diferencian de la mayoría de la población, inter alia, por sus lenguas, costumbres y formas de organización, 
y enfrentan serias dificultades que los mantienen en una situación de vulnerabilidad y marginalidad.  […]



205. De conformidad con lo establecido en el artículo 29.b) de la Convención Americana, la Corte considera que 
para garantizar la efectividad de los derechos políticos de los miembros de las comunidades indígenas y étnicas 
de la Costa Atlántica, como lo son las presuntas víctimas en este caso, Nicaragua debe tomar en cuenta la 
protección específica establecida en los artículos 5 , 49 , 89  y 180  de la Constitución Política y en el artículo 
11.7  del Estatuto de Autonomía de las Regiones de la Costa Atlántica.



206. La previsión y aplicación de requisitos para ejercitar los derechos políticos no constituyen, per se, una 
restricción indebida a los derechos políticos.  Esos derechos no son absolutos y pueden estar sujetos a 
limitaciones. Su reglamentación debe observar los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad en 
una sociedad democrática.  La observancia del principio de legalidad exige que el Estado defina de manera 
precisa, mediante una ley, los requisitos para que los ciudadanos puedan participar en la contienda electoral, 
y que estipule claramente el procedimiento electoral que antecede a las elecciones.  De acuerdo al artículo 
23.2 de la Convención se puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a las que se refiere 
el inciso 1 de dicho artículo, exclusivamente por las razones establecidas en ese inciso. La restricción debe 
encontrase prevista en una ley, no ser discriminatoria, basarse en criterios razonables, atender a un propósito 
útil y oportuno que la torne necesaria para satisfacer un interés público imperativo, y ser proporcional a ese 
objetivo.  Cuando hay varias opciones para alcanzar ese fin, debe escogerse la que restrinja menos el derecho 
protegido y guarde mayor proporcionalidad con el propósito que se persigue. 



207. Los Estados pueden establecer estándares mínimos para regular la participación política, siempre y cuando sean 
razonables de acuerdo a los principios de la democracia representativa.  Dichos estándares, deben garantizar, 
entre otras, la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal, igual y secreto 
como expresión de la voluntad de los electores que refleje la soberanía del pueblo, tomando en que cuenta que, 
según lo dispuesto en el artículo 6 de la Carta Democrática Interamericana, “[p]romover y fomentar diversas 
formas de participación fortalece la democracia”, para lo cual se pueden diseñar normas orientadas a facilitar la 
participación de sectores específicos de la sociedad, tales como los miembros de las comunidades indígenas y 
étnicas. 



214. Por otra parte, la Ley Electoral No. 331 de 2000 sólo permite la participación en los procesos electorales a través 
de partidos políticos […].  Esta forma de organización no es propia de las comunidades indígenas de la Costa 
Atlántica.  Se ha probado que YATAMA logró obtener personalidad jurídica para participar como partido 
político en las elecciones municipales de noviembre de 2000, cumpliendo los requisitos correspondientes [..].  Sin 
embargo, los testigos Brooklyn Rivera Bryan y Jorge Teytom Fedrick, y la perito María Dolores Álvarez Arzate, 
enfatizaron que el requisito de transformarse en partido político desconoció las costumbres, organización y 
cultura de los candidatos propuestos por YATAMA, quienes son miembros de comunidades indígenas y étnicas 
de la Costa Atlántica.



215. No existe disposición en la Convención Americana que permita sostener que los ciudadanos sólo pueden 
ejercer el derecho a postularse como candidatos a un cargo electivo a través de un partido político.  No se 
desconoce la importancia que revisten los partidos políticos como formas de asociación esenciales para el 
desarrollo y fortalecimiento de la democracia , pero se reconoce que hay otras formas a través de las cuales se 
impulsan candidaturas para cargos de elección popular con miras a la realización de fines comunes, cuando ello 
es pertinente e incluso necesario para favorecer o asegurar la participación política de grupos específicos de la 
sociedad, tomando en cuenta sus tradiciones y ordenamientos especiales, cuya legitimidad ha sido reconocida e 
incluso se halla sujeta a la protección explícita del Estado.  Incluso, la Carta Democrática Interamericana señala 
que para la democracia es prioritario “[e]l fortalecimiento de los partidos y de otras organizaciones políticas”.  



216. Los partidos políticos y las organizaciones o grupos que participan en la vida del Estado, como es el caso de 
los procesos electorales en una sociedad democrática, deben tener propósitos compatibles con el respeto de los 
derechos y libertades consagrados en la Convención Americana.  En este sentido, el artículo 16 de dicho tratado 
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establece que el ejercicio del derecho a asociarse libremente “sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas 
por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad 
o del orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás”.



217. La Corte considera que la participación en los asuntos públicos de organizaciones diversas de los partidos, 
sustentadas en los términos aludidos en el párrafo anterior, es esencial para garantizar la expresión política 
legítima y necesaria cuando se trate de grupos de ciudadanos que de otra forma podrían quedar excluidos de 
esa participación, con lo que ello significa. 



218. La restricción de participar a través de un partido político impuso a los candidatos propuestos por YATAMA 
una forma de organización ajena a sus usos, costumbres y tradiciones, como requisito para ejercer el derecho 
a la participación política, en contravención de las normas internas […] que obligan al Estado a respetar las 
formas de organización de las comunidades de la Costa Atlántica, y afectó en forma negativa la participación 
electoral de dichos candidatos en las elecciones municipales de 2000.  El Estado no ha justificado que dicha 
restricción atienda a un propósito útil y oportuno que la torne necesaria para satisfacer un interés público 
imperativo.  Por el contrario, dicha restricción implica un impedimento para el ejercicio pleno del derecho a ser 
elegido de los miembros de las comunidades indígenas y étnicas que integran YATAMA.



219. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte estima que la limitación analizada en los párrafos 
precedentes constituye una restricción indebida al ejercicio de un derecho político, que implica un límite 
innecesario al derecho a ser elegido, tomando en cuenta las circunstancias del presente caso, a las que no son 
necesariamente asimilables todas las hipótesis de agrupaciones para fines políticos que pudieran presentarse en 
otras sociedades nacionales o sectores de una misma sociedad nacional.



223. Esta exigencia de la Ley Electoral de 2000 No. 331 constituye una restricción desproporcionada que limitó 
indebidamente la participación política de los candidatos propuestos por YATAMA para las elecciones 
municipales de noviembre de 2000. No se toma en cuenta que la población indígena y étnica es minoritaria 
en la RAAS, ni que habría municipios en los que no se contaría con apoyo para presentar candidatos o no se 
tendría interés en buscar dicho apoyo. 



224. La Corte encuentra que Nicaragua no adoptó las medidas necesarias para garantizar el goce del derecho a 
ser elegidos de los candidatos propuestos por YATAMA, quienes son miembros de comunidades indígenas y 
étnicas de la Costa Atlántica de Nicaragua, ya que se vieron afectados por la discriminación legal y de hecho 
que impidió su participación en condiciones de igualdad en las elecciones municipales de noviembre de 2000.  



225. La Corte estima que el Estado debe adoptar todas las medidas necesarias para garantizar que los miembros de 
las comunidades indígenas y étnicas de la Costa Atlántica de Nicaragua puedan participar, en condiciones de 
igualdad, en la toma de decisiones sobre asuntos y políticas que inciden o pueden incidir en sus derechos y en 
el desarrollo de dichas comunidades, de forma tal que puedan integrarse a las instituciones y órganos estatales 
y participar de manera directa y proporcional a su población en la dirección de los asuntos públicos, así como 
hacerlo desde sus propias instituciones y de acuerdo a sus valores, usos, costumbres y formas de organización, 
siempre que sean compatibles con los derechos humanos consagrados en la Convención. 



226. Las violaciones a los derechos de los candidatos propuestos por YATAMA son particularmente graves porque, 
como se ha dicho, existe una estrecha relación entre el derecho a ser elegido y el derecho a votar para elegir 
representantes […].  La Corte estima necesario hacer notar que se afectó a los electores como consecuencia de 
la violación al derecho a ser elegidos de los candidatos de YATAMA. En el presente caso, la referida exclusión 
significó que los candidatos propuestos por YATAMA no figuraran entre las opciones al alcance de los electores, 
lo cual representó directamente un límite al ejercicio del derecho a votar e incidió negativamente en la más 
amplia y libre expresión de la voluntad del electorado, lo cual supone una consecuencia grave para la democracia.  
Dicha afectación a los electores deviene del incumplimiento del Estado de la obligación general de garantizar el 
ejercicio del derecho a votar consagrada en el artículo 1.1 de la Convención.



Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de mayo de 2010



113.  En razón de lo anterior, con el hostigamiento y posterior desaparición de Florencio Chitay no sólo se truncó el 
ejercicio de su derecho político dentro del período comprendido en su cargo, sino que también se le impidió 
cumplir con un mandato y vocación dentro del proceso de formación de líderes comunitarios. Asimismo, 
la comunidad se vio privada de la representación de uno de sus líderes en diversos ámbitos de su estructura 
social, y principalmente en el acceso al ejercicio pleno de la participación directa de un líder indígena en 
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las estructuras del Estado, donde la representación de grupos en situaciones de desigualdad resulta ser un 
prerrequisito necesario para la realización de aspectos fundamentales como la inclusión, la autodeterminación 
y el desarrollo de las comunidades indígenas dentro de un Estado plural y democrático.  



115.  El Tribunal nota que, en el desarrollo de la participación política representativa, los elegidos ejercen su función 
por mandato o designación y en representación de una colectividad. Esta dualidad recae tanto en el derecho del 
individuo que ejerce el mandato o designación (participación directa) como en el derecho de la colectividad a 
ser representada.  En este sentido, la violación del primero repercute en la vulneración del otro derecho.   



116.  En el presente caso Florencio Chitay fue deliberadamente impedido, por la estructura política del Estado, de 
participar en el ejercicio democrático del mismo en representación de su comunidad, quien de acuerdo a su 
cosmovisión y tradiciones lo formó para servir y contribuir en la construcción de su libre desarrollo. Asimismo, 
la Corte nota que resulta irrazonable que siendo la población indígena una de las mayoritarias en Guatemala, 
la representación indígena, a través de sus líderes, como Florencio Chitay Nech, se vea truncada. 



117.  Por tanto, el Estado incumplió su deber de respeto y garantía de los derechos políticos de Florencio Chitay 
Nech, debido a que con motivo de su desaparición forzada, configurada como una desaparición selectiva, lo 
privó del ejercicio del derecho a la participación política en representación de su comunidad, reconocido en el 
artículo 23.1 inciso a) de la Convención Americana. 



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



230. En cuanto a lo planteado por la Comisión Interamericana y los representantes sobre la alegada violación de los 
artículos 13, 23 y 26 de la Convención, la Corte coincide con la Comisión en cuanto a que, en asuntos como el 
presente, el acceso a la información es vital para un adecuado ejercicio del control democrático de la gestión 
estatal respecto de las actividades de exploración y explotación de los recursos naturales en el territorio de 
las comunidades indígenas, un asunto de evidente interés público . Sin embargo, la Corte considera que en 
el presente caso los hechos han sido suficientemente analizados, y las violaciones conceptualizadas, bajo los 
derechos a la propiedad comunal, a la consulta y a la identidad cultural del Pueblo Sarayaku, en los términos 
del artículo 21 de la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, por lo que no se pronuncia 
sobre la alegada violación de aquellas normas.



Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014



383. En la medida en que el ejercicio efectivo de los derechos políticos constituye un fin en sí mismo y, a la vez, 
un medio fundamental que las sociedades democráticas tienen para garantizar los demás derechos humanos 
previstos en la Convención, la Corte considera que en las circunstancias del presente caso la imposición de las 
referidas penas accesorias, en las que se afecta el derecho al sufragio, la participación en la dirección de asuntos 
públicos y el acceso a las funciones públicas, incluso con carácter absoluto y perpetuo o por un término fijo 
y prolongado (quince años), es contraria al principio de proporcionalidad de las penas […] y constituye una 
gravísima afectación de los derechos políticos de los señores (…). 



384. Lo anterior es particularmente grave en el caso de los señores Ancalaf Llaupe, Norín Catrimán y Pichún 
Paillalao, por su condición de líderes y dirigentes tradicionales de sus comunidades […], de manera que por 
la imposición de las referidas penas también se afectó la representación de los intereses de sus comunidades 
respecto de otras, así como respecto del resto de la sociedad chilena en general. En concreto, la Corte resalta 
que estos fueron impedidos, en virtud de las referidas penas, de participar o dirigir funciones públicas en 
entidades estatales que, por su propia naturaleza, buscan promover, coordinar y ejecutar acciones de desarrollo 
y protección de las comunidades indígenas que estos representaban, lo que constituye una vulneración concreta 
de los derechos amparados en el artículo 23 de la Convención. Las anteriores conclusiones, que la Corte deriva 
de la naturaleza misma de las penas impuestas, resultan confirmadas, entre otras, con las declaraciones del 
señor Ancalaf Llaupe, la señora Troncoso Robles y el señor Juan Pichún, hijo del señor Pascual Pichún Paillalao. 



385. Igualmente, cabe destacar, también por la condición de líderes y dirigentes mapuche de los señores Norín 
Catrimán y Pichún Paillalao (Lonkos), así como del señor Ancalaf Llaupe (Werkén), que la restricción de los 
derechos políticos de éstos también afecta a las comunidades de las cuales hacen parte puesto que, por la 
naturaleza de sus funciones y su posición social, no sólo su derecho individual resultó afectado sino, también, 
el de los miembros del Pueblo indígena Mapuche a quienes representaban.
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386. Por las anteriores consideraciones, la Corte concluye que el Estado violó los derechos políticos, protegidos en el 
artículo 23 de la Convención Americana, en relación con el 1.1 de la misma, en perjuicio de los señores (…).



3.11. Derecho a la igualdad y no discriminación



Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio 
de 2005



184. El principio de la protección igualitaria y efectiva de la ley y de la no discriminación constituye un dato 
sobresaliente en el sistema tutelar de los derechos humanos consagrado en muchos instrumentos internacionales 
y desarrollado por la doctrina y jurisprudencia internacionales. En la actual etapa de la evolución del derecho 
internacional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio del jus 
cogens.  Sobre él descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y permea todo el 
ordenamiento jurídico.



185. Ese principio posee un carácter fundamental para la salvaguardia de los derechos humanos tanto en el derecho 
internacional como en el interno; se trata de un principio de derecho imperativo.  Por consiguiente, los Estados 
tienen la obligación de no introducir en su ordenamiento jurídico regulaciones discriminatorias, eliminar las 
regulaciones de carácter discriminatorio, combatir las prácticas de este carácter y establecer normas y otras 
medidas que reconozcan y aseguren la efectiva igualdad ante la ley de todas las personas.  Es discriminatoria 
una distinción que carezca de justificación objetiva y razonable.



186. El artículo 24 de la Convención Americana prohíbe la discriminación de derecho o de hecho, no sólo en cuanto 
a los derechos consagrados en dicho tratado, sino en lo que respecta a todas las leyes que apruebe el Estado 
y a su aplicación.  Es decir, no se limita a reiterar lo dispuesto en el artículo 1.1 de la misma, respecto de la 
obligación de los Estados de respetar y garantizar, sin discriminación, los derechos reconocidos en dicho tratado, 
sino consagra un derecho que también acarrea obligaciones al Estado de respetar y garantizar el principio de 
igualdad y no discriminación en la salvaguardia de otros derechos y en toda la legislación interna que apruebe.



187. En relación con la obligación de respetar los derechos, el artículo 1.1 de la Convención dispone que: 



Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones 
políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social.



190. La Corte debe determinar, a la luz de los hechos probados en el presente caso, si Nicaragua restringió 
indebidamente los derechos políticos consagrados en el artículo 23 de la Convención y si se configuró una 
violación a la protección igualitaria consagrada en el artículo 24 de la misma.



227. Para valorar el alcance de dicha afectación es preciso tomar en cuenta que YATAMA contribuye a establecer y 
preservar la identidad cultural de los miembros de las comunidades indígenas y étnicas de la Costa Atlántica.  Su 
estructura y fines están ligados a los usos, costumbres y formas de organización de dichas comunidades.  Como 
consecuencia de ello, al haber excluido la participación de los candidatos de YATAMA se afectó particularmente 
a los miembros de las comunidades indígenas y étnicas que estaban representados por dicha organización en 
las elecciones municipales de noviembre de 2000, al colocarlos en una situación de desigualdad en cuanto a 
las opciones entre las cuales podían elegir al votar, pues se excluyó de participar como candidatos a aquellas 
personas que, en principio, merecían su confianza por haber sido elegidas de forma directa en asambleas, 
de acuerdo a los usos y costumbres de dichas comunidades, para representar los intereses de los miembros 
de éstas.  Dicha exclusión incidió en la carencia de representación de las necesidades de los miembros de las 
referidas comunidades en los órganos regionales encargados de adoptar políticas y programas que podrían 
influir en su desarrollo.



229.  Por todo lo expuesto, la Corte considera que el Estado violó los artículos 23 y 24 de la Convención, en relación 
con los artículos 1.1 y 2 de la misma, en perjuicio de los candidatos propuestos por YATAMA para participar 
en las elecciones municipales de noviembre de 2000, ya que dispuso y aplicó disposiciones de la Ley Electoral 
de 2000 No. 331 que establecen una restricción indebida al ejercicio del derecho a ser elegido y lo reglamentan 
de forma discriminatoria.  Asimismo, el Tribunal estima que el Estado violó el artículo 23.1 de la Convención, 
en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de dichos candidatos, como consecuencia de que 
las decisiones que los excluyeron de ejercer dicho derecho fueron adoptadas en contravención de las garantías 
previstas en el artículo 8 de la Convención y no pudieron ser controladas a través de un recurso judicial […].
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Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010



273. En el presente caso está establecido que la situación de extrema y especial vulnerabilidad de los miembros 
de la Comunidad se debe, inter alia, a la falta de recursos adecuados y efectivos que en los hechos proteja los 
derechos de los indígenas y no sólo de manera formal; la débil presencia de instituciones estatales obligadas a 
prestar servicios y bienes a los miembros de la Comunidad, en especial, alimentación, agua, salud y educación; 
y a la prevalencia de una visión de la propiedad que otorga mayor protección a los propietarios privados por 
sobre los reclamos territoriales indígenas, desconociéndose, con ello, su identidad cultural y amenazando su 
subsistencia física. Asimismo, quedó demostrado el hecho de que la declaratoria de reserva natural privada 
sobre parte del territorio reclamado por la Comunidad no tomó en cuenta su reclamo territorrial ni tampoco 
fue consultada sobre dicha declaratoria. 



274. Todo lo anterior evidencia una discriminación de facto en contra de los miembros de la Comunidad Xákmok 
Kásek, marginalizados en el goce de los derechos que el Tribunal declara violados en esta Sentencia. Asimismo, 
se evidencia que el Estado no ha adoptado las medidas positivas necesarias para revertir tal exclusión. 



275. Por lo expuesto, y de conformidad con las violaciones de los derechos previamente declaradas, la Corte considera 
que el Estado no ha adoptado medidas suficientes y efectivas para garantizar sin discriminación los derechos 
de los miembros de la Comunidad Xákmok Kásek, de conformidad con el artículo 1.1 de la Convención, en 
relación con los derechos reconocidos en los artículos 21.1, 8.1, 25.1, 4.1, 3 y 19 del mismo instrumento.



Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014



197. Sobre el principio de igualdad ante la ley y la no discriminación, la Corte ha señalado que la noción de igualdad 
se desprende directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial 
de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, por considerar superior a un determinado 
grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o 
de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran incursos 
en tal situación . La jurisprudencia de la Corte también ha indicado que en la actual etapa de la evolución del 
derecho internacional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio 
del jus cogens. Sobre él descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y permean 
todo el ordenamiento jurídico.



198. En cuanto al concepto de discriminación, cabe tomar como base las definiciones contenidas en el artículo 1.1 de 
la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial  y el Artículo 
1.1 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer  para concluir 
que discriminación es toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en los motivos prohibidos 
que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones 
de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, 
cultural o en cualquier otra esfera .



199. El artículo 24 de la Convención Americana prohíbe la discriminación de derecho o de hecho, no sólo en cuanto 
a los derechos consagrados en dicho tratado, sino en lo que respecta a todas las leyes que apruebe el Estado 
y a su aplicación. Es decir, no se limita a reiterar lo dispuesto en el artículo 1.1 de la misma, respecto de la 
obligación de los Estados de respetar y garantizar, sin discriminación, los derechos reconocidos en dicho tratado, 
sino consagra un derecho que también acarrea obligaciones al Estado de respetar y garantizar el principio de 
igualdad y no discriminación en la salvaguardia de otros derechos y en toda la legislación interna que apruebe , 
pues protege el derecho a la “igual protección de la ley” , de modo que veda también la discriminación derivada 
de una desigualdad proveniente de la ley interna o de su aplicación .



200. La Corte ha determinado que una diferencia de trato es discriminatoria cuando la misma no tiene una 
justificación objetiva y razonable, es decir, cuando no persigue un fin legítimo y no existe una relación razonable 
de proporcionalidad entre los medios utilizados y el fin perseguido.



201. Además, la Corte ha establecido que los Estados deben abstenerse de realizar acciones que de cualquier manera 
vayan dirigidas, directa o indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto. Los Estados 
están obligados a adoptar medidas positivas para revertir o cambiar situaciones discriminatorias existentes en 
sus sociedades, en perjuicio de determinado grupo de personas. Esto implica el deber especial de protección que 
el Estado debe ejercer con respecto a actuaciones y prácticas de terceros que, bajo su tolerancia o aquiescencia, 
creen, mantengan o favorezcan las situaciones discriminatorias.
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202. Tomando en cuenta los criterios de interpretación estipulados en el artículo 29 de la Convención Americana 
y en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, la Corte considera que el origen étnico es un 
criterio prohibido de discriminación que se encuentra comprendido dentro de la expresión “cualquier otra 
condición social” del artículo 1.1. de la Convención Americana. El Tribunal ha indicado que al interpretarse el 
contenido de dicha expresión debe “elegirse la alternativa más favorable para la tutela de los derechos protegidos 
por dicho tratado, según el principio de la norma más favorable al ser humano”63. Los criterios específicos en 
virtud de los cuales está prohibido discriminar, según el referido artículo, no son un listado taxativo o limitativo 
sino meramente enunciativo. La redacción de esa norma “deja abiertos los criterios con la inclusión del término 
‘otra condición social’ para incorporar así a otras categorías que no hubiesen sido explícitamente indicadas”64. 



203. Varios tratados internacionales prohíben expresamente la discriminación por origen étnico. Asimismo, 
otros instrumentos internacionales reafirman que los pueblos indígenas deben estar libres de toda forma de 
discriminación. 



204. La Corte toma en cuenta que la etnia se refiere a comunidades de personas que comparten, entre otras, 
características de naturaleza socio cultural, tales como afinidades culturales, lingüísticas, espirituales y orígenes 
históricos y tradicionales. Dentro de esta categoría se encuentran los pueblos indígenas, respecto de los cuales 
la Corte ha reconocido que tienen características propias que conforman su identidad cultural, tales como su 
derecho consuetudinario, sus características económicas, sociales, sus valores, usos y costumbres.



206. El artículo 1.1. de la Convención Americana proscribe la discriminación, en general, e incluye categorías 
prohibidas de discriminación […]. Tomando en cuenta los criterios desarrollados anteriormente, esta Corte 
deja establecido que el origen étnico de las personas es una categoría protegida por la Convención. Por ello, 
está proscrita por la Convención Americana cualquier norma, acto o práctica discriminatoria basada en la 
etnia de la persona. En consecuencia, ninguna norma, decisión o práctica de derecho interno, sea por parte 
de autoridades estatales o por particulares, pueden disminuir o restringir, de modo alguno, los derechos de 
una persona a partir de su origen étnico. Ello es igualmente aplicable a que, de acuerdo al artículo 24 de dicho 
tratado, se proscribe una desigualdad basada en el origen étnico proveniente de la ley interna o de su aplicación.



211. Cuando los intervinientes comunes alegaron que existía una “aplicación selectiva de la ley Antiterrorista” se 
estaban refiriendo a datos estadísticos correspondientes a la época de los hechos. Asimismo, la Comisión y 
los representantes han mencionado un “contexto” de “aplicación selectiva” de la Ley Antiterrorista “frente a 
personas pertenecientes al pueblo indígena mapuche” y a la “criminalización de la protesta social” de dicho 
pueblo […].



212. Comenzando por este último punto, la Corte entiende que es preciso distinguir las actitudes que una parte 
importante de los medios de comunicación difunden acerca de las manifestaciones de reivindicación del 
pueblo mapuche […], así como las formas de actuación del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y del 
Ministerio Público  -al determinar cuáles son los casos en que invocan la aplicación de la Ley Antiterrorista- y 
la argumentación en que se fundan, de la decisión que en definitiva han adoptado los tribunales chilenos al 
respecto. La Corte debe centrar su atención en las decisiones judiciales, sin dejar de considerar la posibilidad de 
que la forma en que los medios de comunicación presenten el llamado “conflicto mapuche”, o las presentaciones 
del Ministerio Público, hayan influido indebidamente en tales decisiones.



213. En particular, cabe destacar que en la época de esos procesos se encontraba vigente en la Ley N° 18.314 una 
presunción legal, que la Corte ya declaró incompatible con los principios de legalidad y presunción de inocencia 
[…], que establecía que la finalidad de producir temor en la población en general (especial intención terrorista) 
se presumiría “por el hecho de cometerse el delito mediante artificios explosivos o incendiarios, armas de gran 
poder destructivo, medios tóxicos, corrosivos o infecciosos u otros que pudieren ocasionar grandes estragos, o 
mediante el envío de cartas, paquetes u objetos similares, de efectos explosivos o tóxicos”.



214. En cuanto al segundo punto, aunque quizás los intervinientes comunes no pretendieran que se efectuara un 
análisis sobre si la alegada violación a las presuntas víctimas de este caso se produjo por una discriminación 
indirecta derivada del impacto desproporcionado o efectos discriminatorios indirectos de la referida ley 
penal, la Corte examinará con los medios a su alcance el denominado “contexto” de “aplicación selectiva” de la  
Ley Antiterrorista “frente a personas pertenecientes al pueblo indígena mapuche” y “criminalización de la 
protesta social”. 



63 Cfr. La Colegiación Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de 
noviembre de 1985. Serie A No. 5, párr. 52, y Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, párr. 84. 



64 Cfr. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, párr. 85. 
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215. Efectivamente han sido procesados y, en ocasiones condenados, miembros del Pueblo indígena Mapuche o 
activistas vinculados con su causa por conductas presumidas legalmente como terroristas por el marco jurídico 
vigente para la época . Varios procesos han terminado con sentencia absolutoria. Es particularmente notable a 
ese respecto la absolución de la señora Troncoso Robles y los señores Pichún Paillalao y Norín Catrimán y otras 
cinco personas, que fueron juzgadas por el delito de asociación ilícita terrorista acusados de haber conformado 
una organización para ejecutar delitos de carácter terrorista que actuaba “al amparo” de la organización indígena 
“Coordinadora Arauco Malleco” (CAM) […].



218. Con fundamento en esa información es posible constatar que en una mayoría de causas se ha invocado dicha ley 
contra miembros del Pueblo indígena Mapuche: de las 19 causas en que se formalizó la investigación penal bajo 
la Ley Antiterrorista, en 12 de ellas los imputados eran de origen mapuche o se relacionan con reivindicaciones 
de tierras de dicho pueblo. A este respecto, varios de los informes de Relatores Especiales y Comités de Naciones 
Unidas han manifestado su preocupación por la aplicación de la Ley Antiterrorista a miembros del Pueblo 
indígena Mapuche en relación con delitos cometidos en el contexto de la protesta social  o han manifestado una 
aplicación “desproporcionada” de la referida ley a los mapuche . 



219. El Tribunal estima que la mayor aplicación a miembros del Pueblo indígena Mapuche de esa ley penal que 
tipifica conductas terroristas por sí misma no permite concluir que se ha dado la alegada aplicación “selectiva” 
de carácter discriminatorio. Asimismo, no fueron aportados a la Corte suficientes elementos de información 
sobre el universo de hechos de violencia o delictivos de naturaleza semejante en la época de los hechos del 
presente caso, supuestamente perpetrados por personas no pertenecientes al Pueblo indígena Mapuche, a los 
que, con los criterios con los que se aplicó la Ley Antiterrorista en los casos de imputados mapuche, se debiera 
haber aplicado también en esos otros casos. 



220. Si bien esta ley es especial en cuanto a su materia, es general en cuanto se aplica a todos los ciudadanos sin 
distinción, es decir no implica una discriminación especial hacia las personas mapuches que fueron procesadas 
en virtud de ella. Más allá del caso específico de estas personas, se debe contextualizar esta situación la cual no 
responde a una persecución política hacia el movimiento indígena o mapuche. […]



221. De lo expuesto en este apartado se desprende que no existen elementos que permitan a la Corte determinar 
que ha existido una aplicación discriminatoria de la Ley Antiterrorista en perjuicio del Pueblo Mapuche o de  
sus integrantes.



223. Puede haber una aplicación discriminatoria de la ley penal si el juez o tribunal condena a una persona basándose 
en un razonamiento fundado en estereotipos negativos que asocien a un grupo étnico con el terrorismo para 
determinar alguno de los elementos de la responsabilidad penal. Incumbe al juez penal verificar que todos 
los elementos del tipo penal hayan sido probados por la parte acusadora, puesto que, como ha expresado esta 
Corte, la demostración fehaciente de la culpabilidad constituye un requisito indispensable para la sanción 
penal, de modo que la carga de la prueba recaiga, como corresponde, en la parte acusadora y no en el acusado. 



224. Los estereotipos constituyen pre-concepciones de los atributos, conductas, papeles o características poseídas 
por personas que pertenecen a un grupo identificado. Asimismo, la Corte ha indicado que las condiciones 
discriminatorias “basadas en estereotipos […] socialmente dominantes y socialmente persistentes, […] se 
agravan cuando los estereotipos se reflejan, implícita o explícitamente, en políticas y prácticas, particularmente 
en el razonamiento y el lenguaje de [las autoridades]”65. 



226. Para establecer si una diferencia de trato se fundamentó en una categoría sospechosa y determinar si constituyó 
discriminación, es necesario analizar los argumentos expuestos por las autoridades judiciales nacionales, sus 
conductas, el lenguaje utilizado y el contexto en que se produjeron las decisiones judiciales.



228. La Corte considera que la sola utilización de esos razonamientos que denotan estereotipos y prejuicios en la 
fundamentación de las sentencias configuraron una violación del principio de igualdad y no discriminación y 
el derecho a la igual protección de la ley, consagrados en el artículo 24 de la Convención Americana, en relación 
con el artículo 1.1 del mismo instrumento. 



230. La Corte concluye que el Estado ha vulnerado el principio de igualdad y no discriminación y el derecho a la 
igual protección de la ley, consagrados en el artículo 24 de la Convención Americana, en relación con el artículo 
1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún 
Paillalao, Juan Patricio Marileo Saravia, Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, 
Juan Ciriaco Millacheo Licán, Patricia Roxana Troncoso Robles y Víctor Manuel Ancalaf Llaupe. 



65  Cfr. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, párr. 401











94



PUEBLOS INDÍGENAS y TRIBALES



4. OBLIGACIONES DEL ESTADO



En este apartado se reseñarán aspectos específicos relativos a las obligaciones generales en casos que involucran 
a pueblos indígenas y tribales.



4.1. Obligación de respetar y garantizar los derechos sin discriminación 



Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010 



183. Respecto de lo alegado por los representantes y la Comisión en cuanto a la discriminación en el acceso a la 
justicia en perjuicio de la señora Rosendo Cantú, la Corte observa que los representantes consideraron que 
se violaron sus derechos a la igualdad y a la no discriminación en el acceso a la justicia, establecidos en los 
artículos 8, 25, 24 y 1.1 de la Convención Americana, mientras que la Comisión sólo alegó el incumplimiento 
de este último precepto con las respectivas normas sustantivas. Al respecto, la Corte recuerda que la obligación 
general del artículo 1.1 se refiere al deber del Estado de respetar y garantizar “sin discriminación” los derechos 
contenidos en la Convención Americana, mientras que el artículo 24 protege el derecho a “igual protección de la 
ley”. En otras palabras, si se alega que un Estado discrimina en el respeto o garantía de un derecho convencional, 
el hecho debe ser analizado bajo el artículo 1.1 y el derecho sustantivo en cuestión. Si por el contrario la alegada 
discriminación se refiere a una protección desigual de la ley interna, el hecho debe examinarse bajo el artículo 
24 de la misma. Por ello, la alegada discriminación en el acceso a la justicia derivada de los artículos 8 y 25, debe 
ser analizada bajo el deber genérico de respetar y garantizar los derechos convencionales sin discriminación, 
reconocidos por el artículo 1.1 de la Convención. 



184. Como lo ha establecido en otras ocasiones este Tribunal, y conforme al principio de no discriminación 
consagrado en el artículo 1.1 de la Convención Americana, para garantizar el acceso a la justicia de los miembros 
de comunidades indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en 
cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial 
vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”  . Además, el Tribunal ha señalado 
que “los Estados deben abstenerse de realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o 
indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto” .



185. La Corte consideró probado que la señora Rosendo Cantú no contó con un intérprete provisto por el Estado 
cuando requirió atención médica, ni cuando presentó su denuncia inicial, ni tampoco recibió en su idioma 
información sobre las actuaciones derivadas de su denuncia. Para poder poner en conocimiento de las 
autoridades el delito que la había afectado y acceder a información debió recurrir a su esposo que hablaba 
español. Por otra parte, en ocasiones posteriores que convocó a la víctima, el Estado dispuso la presencia de 
un intérprete y además informó que se encontraba implementando un programa de formación de intérpretes 
indígenas en Guerrero. La Corte valora positivamente ambas medidas adoptadas por México. Sin embargo, 
la imposibilidad de denunciar y recibir información en su idioma en los momentos iniciales implicó, en el 
presente caso, un trato que no tomó en cuenta la situación de vulnerabilidad de la señora Rosendo Cantú, 
basada en su idioma y etnicidad, implicando un menoscabo de hecho injustificado en su derecho de acceder 
a la justicia. Con base en lo anterior, la Corte considera que el Estado incumplió su obligación de garantizar, 
sin discriminación, el derecho de acceso a la justicia en los términos de los artículos 8.1 y 25 de la Convención 
Americana, en relación el artículo 1.1 del mismo instrumento. 



4.2. Obligación de adecuar la normativa interna



Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 2001



137. Como ya fue señalado, en este caso Nicaragua no ha adoptado las medidas adecuadas de derecho interno que 
permitan la delimitación, demarcación y la titulación de las tierras de comunidades indígenas y no se ciñó a un 
plazo razonable para la tramitación de los recursos de amparo interpuestos por los miembros de la Comunidad 
Awas Tingni.  
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138. La Corte considera que es necesario hacer efectivos los derechos reconocidos en la Constitución Política y en 
la legislación nicaragüense, de conformidad con la Convención Americana.  En consecuencia, el Estado debe 
adoptar en su derecho interno, de conformidad con el artículo 2 de la Convención Americana, las medidas 
legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter que sean necesarias para crear un mecanismo efectivo 
de delimitación, demarcación y titulación de la propiedad de los miembros de la Comunidad Mayagna Awas 
Tingni, acorde con el derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres de ésta.



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



100. El artículo 2 de la Convención Americana obliga a los Estados Partes a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades protegidos por la misma Convención. Es necesario 
reafirmar que la obligación de adaptar la legislación interna es, por su propia naturaleza, una de resultado.  
En el mismo sentido: Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. 
Sentencia de 27 de junio de 2012, párr. 221; Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá 
de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 14 de octubre de 2014, párr. 192.



101. La Corte ha señalado en otras oportunidades que esta norma impone a los Estados Partes la obligación 
general de adecuar su derecho interno a las normas de la propia Convención, para garantizar así los derechos 
consagrados en ésta.  Las disposiciones de derecho interno que sirvan a este fin han de ser efectivas (principio 
del effet utile), lo que significa que el Estado debe adoptar todas las medidas necesarias para que lo establecido 
en la Convención sea realmente cumplido. En el mismo sentido: Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa 
Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006, párr. 110.



102. De conformidad con el artículo 2 de la Convención deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco 
del sistema jurídico nacional para procesar las reivindicaciones de tierras de los pueblos indígenas interesados.  
Los Estados deberán establecer dichos procedimientos a fin de resolver los reclamos de modo que estos 
pueblos tengan una posibilidad real de devolución de sus tierras.  Para ello, la obligación general de garantía 
establecida en el artículo 1.1 de dicho tratado impone a los Estados el deber de asegurar que los trámites de 
esos procedimientos sean accesibles y simples y que los órganos a su cargo cuenten con las condiciones técnicas 
y materiales necesarias para dar oportuna respuesta a las solicitudes que se les hagan en el marco de dichos 
procedimientos. En el mismo sentido: Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006, párr. 109.



103. En el presente caso, el Paraguay no ha adoptado las medidas adecuadas de derecho interno necesarias para 
asegurar un procedimiento efectivo que dé una solución definitiva a la reclamación planteada por los miembros 
de la Comunidad Yakye Axa, en los términos del párrafo anterior. En el mismo sentido: Caso Comunidad 
Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006, 
párr. 111.



104. Por todo lo anteriormente expuesto, la Corte considera que el procedimiento legal de reivindicación de tierras 
instaurado por los miembros de la Comunidad Yakye Axa desconoció el principio del plazo razonable y se 
mostró abiertamente inefectivo, todo ello en violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en 
concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la misma.



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



222. A pesar de que, en los términos referidos, el Estado estaba en la obligación de consultar al Pueblo Sarayaku, no 
le consta a la Corte que hasta el 9 de diciembre de 2002 el Estado contara con un Reglamento detallado sobre 
consulta previa en el cual se establecieran claramente, inter alia, el momento en que debe hacerse la consulta, 
el objeto de la misma, los sujetos de la consulta, las fases del desarrollo de actividades en las que procede el 
proceso de consulta previa de ejecución, la formalización de resoluciones en la consulta o las compensaciones 
por los perjuicios socio-ambientales que se causen en el desarrollo de actividades de explotación de recursos 
naturales, en particular, hidrocarburíferos. En cualquier caso, ese Reglamento de Consulta de Actividades 
Hidrocarburíferas de 2002, que tampoco tuvo impacto en este caso, habría sido derogado posteriormente en 
abril de 2008 por el Reglamento de Aplicación de los Mecanismos de Participación Social, establecidos en la 
Ley de Gestión Ambiental, Decreto No. 1040, el cual no prevé específicamente mecanismos de consulta, según 
fue alegado y no fue controvertido por el Estado.
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223. Además de lo anterior, la Corte constata que el Estado alegó que se encontraba “en pleno proceso de adopción 
de medidas legislativas para armonización constitucional” y que en “el período de transición establecido en la 
propia Constitución de […]2008 se marcaron con prioridad los paquetes legislativos que debían aprobarse”. 
Es decir, el Estado reconoce que hasta el momento de su contestación en este caso, no contaría con normas 
reglamentarias de armonización constitucional que permitan hacer efectivas la normatividad interna en materia 
de consulta previa. 



224. Por tanto, la Corte concluye que si bien la Comisión o los representantes no aclararon por qué motivo la falta 
de reglamentación anterior a diciembre de 2002 constituyó un obstáculo real para que se hiciera efectivo el 
derecho a la consulta previa del Pueblo Sarayaku, el mismo Estado reconoció que se encontraba actualmente en 
un período de transición para adecuar su normatividad reglamentaria y legislativa a los efectos de efectivizar el 
derecho a la consulta previa de los pueblos indígenas del Ecuador. 



225. Del mismo modo, la Corte observa que el Estado alegó que “el artículo 2 de la Convención Americana […] 
se refiere no solo a las disposiciones normativas sino también a medidas de otro carácter […], en las cuales se 
pueden agrupar las de carácter institucional, económico y de otro tipo que se logren en conjunto, vale decir y 
como lo manifestó en varias ocasiones la Corte Interamericana […], de forma integral” y que la “jurisprudencia 
del […] Tribunal Interamericano […] al determinar estas otras medidas, ha prefijado que no se tratan de las 
meramente administrativas o judiciales, que solamente se enmarcan en los deberes de respeto y garantía a 
las que se refiere el artículo 1.1. de la CADH, y no dentro del contexto del artículo 2 [de la Convención]. Este 
particular puede verificarse incluso en los Estados que responden al sistema del common law, porque en este 
sistema lo que crea derecho general no es el acto jurisdiccional, sino la potestad normativa de los tribunales”. 



226. En relación con este alegato, si bien podría compartirse en términos generales lo planteado por el Estado, la 
Corte observa que éste no se refirió a ningún otro mecanismo u “otras medidas” en particular que permitan 
inferir que la falta de reglamentación del derecho a la consulta previa contenido en la normativa interna e 
internacional aplicable al Ecuador no constituyera un obstáculo para la efectividad del mismo en este caso. 



227. Por todo lo anterior, este Tribunal considera que el Estado es responsable por el incumplimiento de su obligación 
de adoptar disposiciones de derecho interno, contenida en el artículo 2 de la Convención Americana, en relación 
con las violaciones declaradas de los derechos a la consulta, a la identidad cultural y a la propiedad.



Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014



155. Asimismo, también se ha señalado que era indudable que al menos desde la fecha del reconocimiento de la 
competencia contenciosa de la Corte, el Estado tenía una obligación internacional de delimitar, demarcar y 
titular las tierras alternativas a favor de los pueblos Kuna y Emberá a fines de garantizar el goce efectivo de éstas 
[…]. 



156. Con respecto a la problemática en torno a las normas que permiten la titulación, consta en la prueba que la 
práctica de Panamá era la titulación mediante la creación de comarcas indígenas por medio de leyes específicas 
para el caso, sin que existiera una normativa interna genérica mediante la cual se estableciera un procedimiento 
de titulación de tierras indígenas como propiedad colectiva. En consecuencia, la titulación no dependía de una 
decisión de una entidad administrativo o judicial que resuelva una solicitud en nombre de una comunidad, 
mediante un procedimiento preestablecido. Por el contrario, consta que el único mecanismo existente en ese 
período era la promulgación de leyes, que en la práctica no resultó efectivo para la pronta titulación de las 
tierras en posesión de los Kuna y de los Emberá.



157. En consecuencia, el Estado es responsable por una violación del artículo 2 en relación con 21, 8 y 25, de la 
Convención Americana por no haber dispuesto a nivel interno normas que permitan la delimitación, demarcación 
y titulación de tierras colectivas anteriormente al año 2008, en perjuicio de los Kuna de Madungandí y Emberá 
de Bayaho y sus miembros.



159. Al respecto, la Corte constata que la Ley 72 y el Decreto Ejecutivo N° 223 establecen un procedimiento de 
titulación de la propiedad colectiva de tierras de los pueblos indígenas. En relación con la delimitación, la Ley 
se refiere a un plano del área que debe acompañar la solicitud de los peticionarios y menciona que “[e]l Estado 
destinará los fondos necesarios para la delimitación de las tierras colectivas que se otorguen en cumplimiento 
de la presente Ley”. Por otro lado, el Decreto N° 223 se refiere a que el peticionario tiene que adjuntar a su 
solicitud de titulación un plan del área y que la “localización” será verificada por el órgano competente. 
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160. Por lo tanto, y tomando en cuenta lo anterior, la Corte constata que, aunque la Ley 72 establece específicamente un 
procedimiento para obtener la titulación de tierras, también hace referencia a la delimitación y “la localización” 
del área. En consecuencia, el Tribunal considera que el Estado no es responsable por la violación al artículo 2, 
en relación con 21, 8 y 25 de la Convención en perjuicio del Pueblo Kuna de Madungandí y las Comunidades 
Emberá Ipetí y Piriatí de Bayano y sus respectivos miembros, en relación con la legislación actualmente vigente 
para delimitar, demarcar y titular las tierras indígenas.  



193. En el presente caso, con respecto a la alegada violación de la obligación de adoptar disposiciones de derecho 
interno para la protección de los territorios indígenas frente a terceros, la Corte constata que la misma se 
sustentaría con base en los siguientes puntos: a) la inexistencia de un procedimiento o tipo penal especial 
dentro de la legislación panameña para tratar el tema de las invasiones de tierras indígenas por terceros, y  
b) la inexistencia - hasta la actualidad – de una autoridad competente para atender la problemática de invasión 
de colonos.



194. En cuanto al primer punto, no consta que existiría en el ordenamiento jurídico de Panamá un procedimiento 
específico para el lanzamiento de terceros ocupantes de territorios colectivos de las comunidades indígenas. 
Sin mengua de lo anterior, también es cierto que fue alegado y probado por parte de los representantes y la 
Comisión, que varias acciones de desalojo o acciones penales contra terceros ocupantes habrían sido incoadas 
por parte de representantes de las Comunidades Kuna de Madungandí […]. Consta asimismo, que algunos de 
esos procedimientos resultaron en decisiones judiciales favorables a las presuntas víctimas […]. 



195. La Corte nota, que las acciones referidas fueron iniciadas en el marco de las jurisdicciones penales y 
administrativas por parte de representantes de las Comunidades indígenas. Del mismo modo, el Tribunal 
constata que no fueron presentados alegatos o pruebas que permitan concluir que las acciones generales 
previstas en el ordenamiento jurídico panameño para el lanzamiento de terceros o para el procesamiento de 
los que realizaran ciertas acciones ilegales en territorios indígenas no son idóneas para cumplir con el fin 
perseguido por parte de las Comunidades o por qué el diseño normativo de las acciones generales o comunes 
incoadas por los peticionarios no es idóneo para producir el mismo resultado que un recurso específico previsto 
para los territorios colectivos de las comunidades indígenas. 



196. Por otra parte, los representantes y la Comisión tampoco explicaron por qué motivos los tipos penales ya 
existentes no permiten proteger los derechos de los pueblos indígenas con la misma eficacia, y de qué manera la 
falta de un procedimiento o tipo penal específico se tradujo en una afectación a los derechos de las comunidades 
en el caso concreto. 



197. Con respecto al segundo punto, el Tribunal constata que los representantes y la Comisión no indicaron con 
precisión de qué forma la falta de una autoridad competente para atender la problemática de invasión de colonos 
configuró una afectación a los derechos de las comunidades en el presente caso. Por el contrario, los alegatos 
presentados indican que fueron presentadas acciones a nivel interno, y que sería la falta de debida diligencia de 
las autoridades que habría redundado en la inefectividad de las mismas y no el diseño de la normatividad. 



198. Por las consideraciones anteriores, la Corte considera que no se demostró la existencia de un incumplimiento 
por parte del Estado de su deber de adoptar disposiciones de derecho interno o de cualquier otro carácter, 
contenido en el artículo 2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 8.1 del mismo instrumento 
en perjuicio del Pueblo Kuna de Madungandí y de las Comunidades Emberá de Bayano y sus miembros 
respectivamente. 



Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015



207. En vista de los alegatos de las partes, la Corte constata que tanto la Comisión como los representantes se 
limitaron a señalar de manera somera y general algunas disposiciones que, según su dicho, pudieran resultar 
contrarias a la Convención sin haber desarrollado una mayor argumentación aplicable para el presente caso. 
Sin perjuicio de lo anterior, dichos alegatos tendrían relación con dos momentos: a) la legislación vigente al 
momento de la entrega de los títulos, y b) la legislación actual. 



208. Respecto de la primera, la Corte nota que el artículo 346 de la Constitución de Honduras establecía la protección 
de los derechos e intereses de las comunidades indígenas, especialmente de las tierras y bosques donde se 
encuentran asentadas. No obstante, de la normativa regulatoria vigente a ese momento, particularmente de 
la Ley para la Modernización y Desarrollo del sector Agrícola, no se desprende ninguna norma sustantiva 
específica que regule textualmente la protección de las tierras colectivas indígenas frente invasiones de terceros. 
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209. Sin embargo, cabe destacar que en el título de ampliación, entre otras disposiciones, se hizo alusión expresa al 
artículo 14 del Convenio 169 de la OIT que dispone el deber del Estado de tomar medidas para salvaguardar el 
derecho de los pueblos indígenas para utilizar sus tierras “que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero 
que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia” […]. Por tanto, 
el Tribunal estima que, siendo que la controversia radica principalmente sobre este segundo título, las alusiones 
expresas del artículo 346 constitucional, de obligaciones internacionales como el artículo 14 del Convenio 169 
de la OIT, así como la configuración de las Comisiones Interinstitucionales Ad-hoc, representaban suficiente 
marco de protección para que el Estado, en el presente caso, protegiera y garantizara el derecho de propiedad 
de la Comunidad de Punta Piedra. Por ello, no se demostró que se configuraría un incumplimiento por parte 
del Estado en relación con la normativa sustantiva vigente en ese momento, en relación con el artículo 2 de la 
Convención para efectos del presente caso.



210. Respecto de la legislación actualmente vigente, la Corte toma nota que adicionalmente al mandato constitucional 
previamente señalado, la Ley de Propiedad de 2004 y su reglamento, reconocen expresamente el régimen 
comunal de las tierras indígenas con el carácter de inalienable, inembargable e imprescriptible, así como la 
importancia que para las culturas y valores espirituales reviste su relación con las tierras. Asimismo, Honduras 
ratificó en 1994 el Convenio 169 de la OIT, el cual entró en vigencia en 1995, y votó a favor de la Declaración de 
UN sobre Pueblos Indígenas en la Asamblea General de la ONU en 2007. No obstante, si bien, los representantes 
y la Comisión señalaron algunos artículos de la Ley de Propiedad que podrían presentar ambigüedades o 
inconsistencias, la Corte nota que ninguna disposición de dicha normativa ha sido aplicada al caso concreto, 
por lo que no corresponde un pronunciamiento en abstracto. Además, la Corte advierte que no se pronunciará 
respecto del alegato de los representantes y la Comisión sobre la falta de consulta de la Ley de Propiedad y su 
supuesta “socialización”, siendo que no se brindó argumentación suficiente ni pruebas al respecto. 



211. En vista de lo anterior, el Tribunal considera que no cuenta con elementos concretos y consistentes para analizar 
la supuesta incompatibilidad de dicha normativa, por lo que, para efectos del presente caso, no se demostró una 
violación directa por parte de la legislación sustantiva aplicable en la materia, en relación con el artículo 2 de 
la Convención Americana, en conexión con los artículos 1.1 y 21 de la misma. Sin embargo, la Corte advierte 
la relevancia de la debida interpretación de la legislación y aplicación del control de convencionalidad, a la luz 
de la jurisprudencia de la Corte y estándares internacionales aplicables, a fin de garantizar los derechos de la 
propiedad colectiva indígena y tribal.  



Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 2015



199. En consecuencia, se desprende de lo anterior que en lo que concierne al período previo a la adopción de 
la Ley de Propiedad de 2004, el Estado es responsable por el incumplimiento de su obligación de adoptar 
disposiciones de derecho interno, contenida en el artículo 2 de la Convención Americana, en relación con 
la violación declarada de los derechos a la consulta y a la propiedad, en perjuicio de la Comunidad Garífuna 
Triunfo de la Cruz y sus miembros, por la ausencia de normatividad o de práctica adecuada para hacer efectivo 
el procedimiento de la consulta al momento de los hechos, la cual se tradujo en las violaciones constatadas en 
el capítulo correspondiente de esta Sentencia.



200. Con respecto al período posterior al año 2004, puesto que la referida normatividad no fue aplicada a hechos 
del caso, ni tampoco podría haberlo sido en razón del momento histórico en que acontecieron los mismos, la 
Corte no se pronuncia sobre la alegada responsabilidad del Estado por la supuesta violación del artículo 2 de la 
Convención, en relación con los artículos 1.1, 21, 8 y 25 de la misma.



4.3. Medidas de protección especiales para niños y ancianos indígenas



Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de 
junio de 2005. Serie C No. 125.



172. La Corte no puede dejar de señalar la especial gravedad que reviste la situación de los niños y los ancianos de 
la Comunidad Yakye Axa. En otras oportunidades, este Tribunal ha establecido que en materia de derecho 
a la vida de los niños, el Estado tiene, además de las obligaciones señaladas para toda persona, la obligación 
adicional de promover las medidas de protección a las que se refiere el artículo 19 de la Convención Americana.  
Por una parte, debe asumir su posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar 
medidas especiales orientadas en el principio del interés superior del niño.  En el presente caso, el Estado tiene 
la obligación, inter alia, de proveer a los niños de la Comunidad de la condiciones básicas orientadas a asegurar 
que la situación de vulnerabilidad en que se encuentra su Comunidad por la falta de territorio, no limitará su 
desarrollo o destruirá sus proyectos de vida. 
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175. En lo que se refiere a la especial consideración que merecen las personas de edad avanzada, es importante que 
el Estado adopte medidas destinadas a mantener su funcionalidad y autonomía, garantizando el derecho a una 
alimentación adecuada acceso a agua limpia y a atención de salud. En particular, el Estado debe atender a los 
ancianos con enfermedades crónicas y en fase terminal, ahorrándoles sufrimientos evitables.  En este caso, se 
debe tomar en consideración que en la Comunidad indígena Yakye Axa la transmisión oral de la cultura a las 
nuevas generaciones está a cargo principalmente de los ancianos […].



Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
29 de marzo de 2006. Serie C No. 146



177. En materia de derecho a la vida de los niños, el Estado tiene, además de las obligaciones señaladas para toda 
persona, la obligación adicional de promover las medidas de protección a las que se refiere el artículo 19 de 
la Convención Americana, el cual dispone que: “[t]odo niño tiene derecho a las medidas de protección que 
su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado”. Así, por una parte, 
el Estado debe asumir su posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar 
medidas especiales orientadas en el principio del interés superior del niño. Lo anterior no puede desligarse de 
la situación igualmente vulnerable de las mujeres embarazadas de la Comunidad. Los Estados deben prestar 
especial atención y cuidado a la protección de este grupo y adoptar medidas especiales que garanticen a las 
madres, en especial durante la gestación, el parto y el período de lactancia, el acceso a servicios adecuados de 
atención médica.



Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212



167. Este Tribunal observa que la desintegración familiar repercutió de manera notable en la condición de los 
menores. Dadas las particularidades del caso sub judice, la Corte estima importante señalar las medidas 
especiales de protección que deben adoptar los Estados a favor de los niños indígenas. El Tribunal advierte 
que los Estados, además de las obligaciones que deben garantizar a toda persona bajo su jurisdicción, deben 
cumplir con una obligación adicional y complementaria definida en el artículo 30  de la Convención sobre los 
Derechos del Niño , la cual dota de contenido al artículo 19 de la Convención Americana, y que consiste en la 
obligación de promover y proteger el derecho de los niños indígenas a vivir de acuerdo con su propia cultura, 
su propia religión y su propio idioma . 



170. Por lo tanto, en razón de que los entonces niños indígenas Eliseo, Estermerio y María Rosaura, todos de apellidos 
Chitay Rodríguez se vieron privados de su vida cultural, esta Corte considera que el Estado es responsable de la 
violación del artículo 19 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en su perjuicio. 



Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010



261. Con respecto a la identidad cultural de los niños y niñas de comunidades indígenas, el Tribunal advierte que el 
artículo 30 de la Convención sobre los Derechos del Niño  establece una obligación adicional y complementaria 
que dota de contenido al artículo 19 de la Convención Americana, y que consiste en la obligación de promover 
y proteger el derecho de los niños indígenas a vivir de acuerdo con su propia cultura, su propia religión y su 
propio idioma. 



262. Asimismo, este Tribunal estima que dentro de la obligación general de los Estados de promover y proteger la 
diversidad cultural se desprende la obligación especial de garantizar el derecho a la vida cultural de los niños 
indígenas. 



263. En ese sentido, la Corte considera que la pérdida de prácticas tradicionales, como los ritos de iniciación 
femenina o masculina y las lenguas de la Comunidad, y los perjuicios derivados de la falta de territorio, afectan 
en forma particular el desarrollo e identidad cultural de los niños y niñas de la Comunidad, quienes no podrán 
siquiera desarrollar esa especial relación con su territorio tradicional y esa particular forma de vida propia de 
su cultura si no se implementan las medidas necesarias para garantizar el disfrute de estos derechos. 



264. En virtud de todas las consideraciones previas, el Tribunal considera que el Estado no ha adoptado las medidas de 
protección necesarias a favor de todos los niños y niñas de la Comunidad, en violación del derecho consagrado 
en el artículo 19 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma.
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Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de septiembre de 2012 Serie C No. 250



142. Por otro lado, el artículo 19 de la Convención Americana establece que “[t]odo niño tiene derecho a las medidas 
de protección que su condición de menor requiere por parte de su familia, de la sociedad y del Estado”. A 
criterio de la Corte, “esta disposición debe entenderse como un derecho adicional, complementario, que el 
tratado establece para seres que por su desarrollo físico y emocional necesitan de protección especial”66. Por 
lo tanto, el Estado debe asumir una posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe 
tomar medidas especiales orientadas en el principio del interés superior del niño. Este principio se fundamenta 
en la dignidad misma del ser humano, en las características propias de los niños y las niñas, y en la necesidad 
de propiciar el desarrollo de éstos, con pleno aprovechamiento de sus potencialidades. En tal sentido, el Estado 
debe prestar especial atención a las necesidades y a los derechos de los niños, en consideración a su condición 
particular de vulnerabilidad. Asimismo, la Corte ha afirmado reiteradamente que “tanto la Convención 
Americana como la Convención sobre los Derechos del Niño forman parte de un muy comprensivo corpus 
juris internacional de protección de los niños que debe servir […] para fijar el contenido y los alcances de la 
disposición general definida en el artículo 19 de la Convención Americana”67.



143. De este modo, la Corte considera importante señalar que, entre las medidas especiales de protección que 
deben adoptar los Estados a favor de los niños indígenas, se encuentra la de promover y proteger el derecho 
de éstos a vivir de acuerdo con su propia cultura, su propia religión y su propio idioma , obligación adicional y 
complementaria definida en el artículo 30  de la Convención sobre los Derechos del Niño , de la que Guatemala 
es Parte desde el 6 de junio de 1990, y la cual dota de contenido al artículo 19 de la Convención Americana. 
Además, en la Observación General No. 11, el Comité de los Derechos del Niño consideró que “[e]l ejercicio 
efectivo de [los derechos de los niños indígenas] a la cultura, a la religión y al idioma constituyen unos cimientos 
esenciales de un Estado culturalmente diverso’’ , y que este derecho constituye un importante reconocimiento 
de las tradiciones y los valores colectivos de las culturas indígenas . 



144. En casos anteriores, esta Corte ha sostenido que el desarrollo del niño es un concepto holístico que abarca el 
desarrollo físico, mental, espiritual, moral, psicológico y social. Para el desarrollo pleno y armonioso de su 
personalidad, los niños indígenas, de acuerdo con su cosmovisión, preferiblemente requieren formarse y crecer 
dentro de su entorno natural y cultural, ya que poseen una identidad distintiva que los vincula con su tierra, 
cultura, religión, e idioma.



66 Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párrs. 53, 54 y 60.
67 Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 194, y 



Caso Fornerón e hija Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de abril de 2012. Serie C No. 242, párr. 137.
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5. REPARACIONES



En materia de reparaciones también se han sistematizado estándares jurisprudenciales que dicen relación con 
pueblos indígenas y tribales y se han omitido aquellos aspectos que son comunes a toda la población.



5.1 Consideraciones generales



Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 29 de abril de 200468



51. En relación con el tema de genocidio al que aludieron tanto la Comisión como los representantes de las víctimas 
y sus familiares, la Corte hace notar que en materia contenciosa sólo tiene competencia para declarar violaciones 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de otros instrumentos del sistema interamericano de 
protección de derechos humanos que así se la confieren.  No obstante, hechos como los señalados, que afectaron 
gravemente a los miembros del pueblo maya achí en su identidad y valores y que se desarrollaron dentro de un 
patrón de masacres, causan un impacto agravado que compromete la responsabilidad internacional del Estado 
que esta Corte tomará en cuenta al momento de resolver sobre reparaciones.



85. Este Tribunal observa que las víctimas del presente caso pertenecientes al pueblo indígena maya, de la comunidad 
lingüística achí, poseen autoridades tradicionales y formas de organización comunitaria propias, centradas 
en el acuerdo de voluntades colectivas y el respeto.  Tienen sus propias estructuras sociales, económicas y 
culturales. Para los miembros de estas comunidades la armonía con el ambiente se expresa por la relación 
espiritual que tienen con la tierra, la forma de manejo de los recursos y el profundo respeto a la naturaleza.  Las 
tradiciones, ritos y costumbres tienen un lugar esencial en su vida comunitaria.  Su espiritualidad se refleja en 
la estrecha relación entre los vivos y los muertos, y se expresa a partir de la práctica de los rituales de entierro, 
como una forma de permanente contacto y solidaridad con sus antepasados. La transmisión de la cultura y del 
conocimiento es un rol asignado a los ancianos y las mujeres.



86. Dado que las víctimas en este caso son parte del pueblo maya, este Tribunal considera que la reparación 
individual tiene como un componente importante las reparaciones que esta Corte otorga más adelante a los 
miembros de las comunidades en su conjunto. 



Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012 



272. Con motivo de la denegación de justicia en perjuicio de las víctimas de violaciones graves y masivas de derechos 
humanos, como lo son las ocurridas durante masacres, se presenta una diversidad de afectaciones no sólo en la 
esfera individual de las víctimas sino también en la esfera colectiva. En este sentido, es evidente que las víctimas 
de impunidad prolongada sufren distintas afectaciones no sólo de carácter material por la búsqueda de justicia, 
sino también otros sufrimientos y daños de carácter psicológico y físico y en su proyecto de vida, así como otras 
posibles alteraciones en sus relaciones sociales y en la dinámica de sus familias y comunidades, particularmente 
tratándose de una comunidad indígena. Este Tribunal ha establecido que estos daños se intensifican por la 
falta de apoyo de las autoridades estatales en la búsqueda efectiva e identificación de los restos de víctimas 
fallecidas, y la imposibilidad de los familiares de honrar apropiadamente a sus seres queridos. Frente a ello, 
la Corte ha considerado la necesidad de otorgar diversas medidas de reparación a fin de resarcir los daños de 
manera integral, por lo que además de las compensaciones pecuniarias, las medidas de satisfacción, restitución, 
rehabilitación y garantías de no repetición tienen especial relevancia por la gravedad de las afectaciones y el 
carácter colectivo de los daños ocasionados  en el presente caso.



68 Los hechos del presente caso se refieren a la aldea Plan de Sánchez se localiza en el Municipio de Rabinal, en la región central de Guatemala. La zona 
está habitada predominadamente por miembros del pueblo indígena maya, pertenecientes a la comunidad lingüística Achi. Desde 1982, el ejército de 
Guatemala mantuvo una fuerte presencia en la zona.



 El día domingo 18 de julio de 1982, se desarrollaba el día de mercado en Rabinal. Aproximadamente a las ocho de la mañana, fueron lanzadas dos 
granadas de mortero en Plan de Sánchez. Posteriormente, llegó a la comunidad un comando del ejército de aproximadamente sesenta personas. Al 
llegar el comando, éste separó a las niñas y mujeres jóvenes de las mujeres mayores, los hombres y los niños. El primer grupo fue objeto de maltratos, 
violaciones y asesinatos. Los niños y restantes niñas fueron apartados y asesinados a golpes. Otras personas rendidas fueron obligadas a concentrarse en 
otra casa, la cual, fue objeto de disparos de armas de fuego de manera indiscriminada y de ataques con granadas de mano.



 Alrededor de 268 personas fueron ejecutadas en la masacre, quienes eran en su mayoría del pueblo maya de Achi y algunas eran no indígenas residentes 
en algunas comunidades aledañas. No se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables.
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5.2. Reparaciones pecuniarias



5.2.1. Daño material



Caso Aloeboetoe y otros Vs. Surinam. Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de septiembre de 199369



17. Respecto de las personas que tendrían derecho a una indemnización material, la Comisión explica que es 
preciso tomar en consideración la estructura familiar de los maroons a la cual pertenecen los saramacas, tribu 
de las víctimas, y que es esencialmente matriarcal(*) 70, en la cual es frecuente la poligamia.  En Suriname los 
matrimonios deben registrarse para ser reconocidos por el Estado, pero por la escasez de oficinas de registro civil 
en el interior del país generalmente no lo son, lo cual, a criterio de la Comisión, no debería afectar el derecho 
a indemnización de los parientes o cónyuges de matrimonios no registrados.  Se alega que el cuidado de los 
miembros de la familia está a cargo de un grupo comunal que sigue la línea materna, lo que debería tenerse en 
cuenta para determinar a qué familiares indemnizar.  Los perjuicios personales directos de carácter pecuniario 
que dan derecho a obtener indemnización se deberían medir principalmente por el grado de dependencia 
financiera que existió entre el reclamante y el difunto.  La nómina de las partes perjudicadas con derecho a ser 
indemnizadas fue parcialmente confeccionada por la Comisión con base en declaraciones juradas de parientes 
de las víctimas.



Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 2005



186. Los hechos probados indican que los miembros de la comunidad fueron forzados a dejar sus hogares y tierras 
tradicionales abruptamente, y se han encontrado en situación de desplazamiento continuo, en la Guyana 
Francesa o en otras partes de Suriname […].  Asimismo, han sufrido pobreza y privaciones desde su huida de 
la aldea de Moiwana, dado que la posibilidad de utilizar sus medios tradicionales de subsistencia se ha visto 
limitada drásticamente […].



187. La Corte, tomando en cuenta, inter alia, las circunstancias del caso y la existencia de base suficiente para 
presumir daño material, considera procedente, en equidad, ordenar al Estado el pago de una indemnización 
por concepto de daño material de US $3,000.00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de América), a cada una 
de las víctimas indicadas en los párrafos 180 y 181 de la presente Sentencia. La indemnización por concepto de 
daño material deberá ser entregada a cada una de las víctimas de conformidad con los párrafos 178 y 179 de este 
fallo.  Se ordenará una medida adicional en un apartado posterior de la presente Sentencia, con el fin de reparar 
la pérdida de los hogares de los miembros de la comunidad […].



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



194. El Tribunal considera que en el presente caso la indemnización por el daño material debe comprender los gastos 
en que incurrieron los miembros de la Comunidad Yakye Axa en las diversas gestiones que realizaron con el 
fin de recobrar las tierras que consideraban como propias, tales como movilizaciones y traslados a distintas 
dependencias estatales […]. La Corte estima que el Estado debe otorgar una indemnización por dichos gastos, 
pues tienen un nexo causal directo con los hechos violatorios de este caso y no se trata de erogaciones realizadas 
por motivo del acceso a la justicia  […]. 



195. Al respecto, la Corte toma nota de que algunos de dichos gastos fueron asumidos por la organización Tierraviva, 
representante de las víctimas, y que se trata de gastos generados como consecuencia de las violaciones declaradas 
en esta Sentencia. En consecuencia, la Corte fija, en equidad, la cantidad de US$ 45.000,00 (cuarenta y cinco 
mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda paraguaya, por concepto de los 



69  Los hechos del presente caso sucedieron el 31 de diciembre de 1987 en el distrito de Brokopondo. Alrededor de 20 cimarrones se encontraban por dicha 
zona a fin de regresar a sus hogares luego de haber estado en la ciudad de Paramaribo. Miembros de las fuerzas armadas detuvieron a estas personas bajo 
la sospecha de que eran miembros del Comando de la Selva y posteriormente fueron golpeados con las culatas de las armas de fuego de los soldados. 
Algunos de ellos fueron heridos gravemente con bayonetas y cuchillos.  Se les obligó a acostarse boca abajo en el suelo y los militares les pisaron la espalda 
y los orinaron.



 Luego de ello los militares permitieron que los cimarrones prosiguieran su viaje con excepción de siete personas: Daison Aloeboetoe, Dedemanu 
Aloeboetoe, Mikuwendje Aloeboetoe, John Amoida, Richenel Voola, Martin Indisie Banai y Beri Tiopo. Ellos fueron arrastrados con los ojos vendados 
al interior de un vehículo militar y llevados rumbo a Paramaribo.



 Antes de llegar a Paramaribo, el vehículo se detuvo y los militares ordenaron a las víctimas que salieran de él; a las que no lo hicieron las sacaron a la 
fuerza.  Se les dio una pala y a poca distancia del camino se les ordenó que comenzaran a excavar.  Richenel Voola trató de escapar pero los militares 
dispararon contra él. Poco tiempo después las otras seis personas fueron asesinadas por los militares.



70 “Matrilineal sería probablemente un término antropológico más preciso”. N. Del Editaor: LA nota a pie de página, bajo la referencia “*”, en el  
texto original.
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referidos gastos en que incurrieron los miembros de la Comunidad Yakye Axa, algunos de los cuales fueron 
sufragados por Tierraviva.  Dicha cantidad será puesta a disposición de los líderes de la Comunidad, quienes 
deberán reintegrar a la organización Tierraviva el monto que corresponda y el saldo restante será utilizado en lo 
que los miembros de la Comunidad indígena decidan conforme a sus propias necesidades y formas de decisión, 
usos, valores y costumbres.



Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio 
de 2005



244. Los candidatos a alcaldes, vicealcaldes y concejales propuestos por YATAMA, así como esta organización, 
incurrieron en diversos gastos durante la campaña electoral antes de que el Consejo Supremo Electoral 
decidiera no inscribir a esos candidatos.  Los miembros de las comunidades de la Costa Atlántica que eligieron 
en asambleas a los candidatos realizaron aportes materiales para la participación de éstos.  En el presente 
caso, se excluyó a los candidatos propuestos por YATAMA de participar en la elección mediante decisiones 
violatorias de la Convención.  Como consecuencia de ello, merecen una indemnización por concepto de daño 
material por los gastos en que incurrieron, para lo cual se toman en cuenta los comprobantes aportados por 
los representantes, diversos testimonios allegados a la Corte y lo señalado por la perito María Dolores Álvarez 
Arzate respecto de la tradición oral de  las comunidades indígenas.



Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007



199. De acuerdo con la prueba presentada ante este Tribunal, se extrajo una cantidad considerable de madera 
valiosa del territorio del pueblo Saramaka sin antes consultarle o brindarle una indemnización […].  Además, 
la prueba del caso indica que las concesiones madereras que otorgó el Estado causaron gran daño a la propiedad 
en el territorio ocupado y utilizado tradicionalmente por el pueblo Saramaka […].  Por estas razones y con 
fundamento en equidad, la Corte fija, por el daño material directo que estas actividades causaron, la cantidad 
de US$ 75.000 (setenta y cinco mil dólares estadounidenses) a favor del pueblo Saramaka.  Esta suma deberá 
agregarse al fondo de desarrollo descrito infra […].



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



315. El Tribunal hace notar que no han sido aportados elementos probatorios suficientes y específicos para determinar 
el ingreso dejado de percibir por miembros del Pueblo Sarayaku por la paralización de sus actividades en 
algunos períodos, así como por la siembra y venta de los productos que dejaron de realizarse en las chacras, 
por los alegados gastos para complementar su dieta ante la falta de alimentos en algunos períodos o por las 
afectaciones al turismo comunitario. Además, la Corte nota que los montos solicitados por concepto de daño 
material varían significativamente entre el escrito de solicitudes y los alegatos finales escritos remitidos por los 
representantes. Si bien se entiende lo anterior por la diferencia en el número de familias inicialmente señalado 
y el que surgió luego del censo realizado en Sarayaku, no están claras las diferencias en los criterios propuestos 
por los representantes para calcular los daños materiales. Sin embargo, en las circunstancias del presente caso, es 
razonable presumir que los hechos provocaron una serie de gastos e ingresos dejados de percibir, que debieron 
ser enfrentados por los miembros del Pueblo Sarayaku, el cual vio afectadas sus posibilidades de uso y goce de 
los recursos de su territorio, particularmente por la restricción de áreas de caza, de pesca y de subsistencia en 
general. Además, por la propia ubicación y modo de vida del Pueblo Sarayaku, es comprensible la dificultad 
para demostrar esas pérdidas y daños materiales. 



316. Asimismo, si bien no fueron aportados documentos de soporte de gastos, es razonable estimar que las 
acciones y gestiones realizadas por miembros del Pueblo generaron gastos que deben ser considerados como 
daño emergente, en particular en lo referente a las acciones o diligencias realizadas para mantener reuniones 
con diferentes autoridades públicas y otras comunidades, por lo que sus líderes o miembros han tenido que 
desplazarse. Por todo lo anterior, la Corte determina en equidad una compensación por los daños materiales 
ocurridos, tomando en cuenta que: i) miembros del Pueblo Sarayaku incurrieron en gastos para realizar 
acciones y gestiones a nivel interno para reclamar la protección de sus derechos; ii) su territorio y recursos 
naturales fueron dañados, y iii) el Pueblo habría visto afectada su situación económica por la paralización de 
actividades productivas en determinados períodos.



317. En consecuencia, la Corte fija una compensación de USD$ 90.000.00 (noventa mil dólares de los Estados Unidos 
de América), por concepto de daño material, la cual deberá ser entregada a la Asociación del Pueblo Sarayaku 
(Tayjasaruta), en el plazo de un año a partir de la notificación de la presente Sentencia, para que inviertan el 
dinero en lo que el Pueblo decida, conforme a sus propios mecanismos e instituciones de toma de decisiones, 
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entre otras cosas, para la implementación de proyectos educativos, culturales, de seguridad alimentaria, de 
salud y de desarrollo eco-turístico u otras obras con fines comunitarios o proyectos de interés colectivo que el 
Pueblo considere prioritarios.



5.2.2. Daño inmaterial



Caso Aloeboetoe y otros Vs. Surinam. Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de septiembre de 1993



51. En el presente caso, las víctimas muertas en Tjongalangapassi sufrieron un perjuicio moral al ser vejadas por 
una banda armada que las privó de su libertad y luego las asesinó.  Las agresiones recibidas, el dolor de verse 
condenado a muerte sin razón alguna, el suplicio de tener que cavar su propia fosa constituyen una parte del 
perjuicio moral sufrido por las víctimas.  Además, aquella que no murió en un primer momento debió soportar 
que sus heridas fueran invadidas por los gusanos y ver que los cuerpos de sus compañeros servían de alimento 
a los buitres.



52. El daño moral infligido a las víctimas, a criterio de la Corte, resulta evidente pues es propio de la naturaleza 
humana que toda persona sometida a las agresiones y vejámenes mencionados experimente un sufrimiento 
moral.  La Corte estima que no se requieren pruebas para llegar a esta conclusión y resulta suficiente el 
reconocimiento de responsabilidad efectuado por Suriname en su momento.



56. Los saramacas son una tribu que vive en el territorio de Suriname y que se constituyó con los esclavos africanos 
que huían de los propietarios holandeses.  El escrito de la Comisión sostiene que los saramacas gozan de 
autonomía interna en virtud de un tratado del 19 de septiembre de 1762, el cual les permitiría regirse por sus 
propias leyes.  Allí expresa que ese pueblo “adquirió sus derechos sobre la base de un tratado celebrado con 
los Países Bajos, por el cual se les reconoce, entre otras cosas, la autoridad local de los Saramaca (sic) sobre 
su propio territorio”.  A dicho escrito se acompaña el texto de la convención mencionada y se añade que las 
“obligaciones del tratado son aplicables por sucesión al estado (sic) de Suriname”.



57. La Corte no considera necesario investigar si dicho convenio es un tratado internacional.  Sólo  se  limita  a  
observar que si así  hubiera  sido, el  tratado  hoy sería nulo por ser contrario a reglas de jus cogens superveniens.  
En efecto, en ese convenio los saramacas se obligan, entre otras cosas, a capturar los esclavos que hayan 
desertado, a hacerlos prisioneros y a devolverlos al Gobernador de Suriname, quien  les pagará entre 10 y 50 
florines por cada uno, según la distancia del lugar de su captura.  Otro artículo faculta a los saramacas a vender 
a los holandeses, en calidad de esclavos, otros prisioneros que pudieren capturar.  Un convenio de esta índole 
no puede ser invocado ante un tribunal internacional de derechos humanos.



58. La Comisión ha puntualizado que no pretende que los saramacas constituyan actualmente una comunidad con 
subjetividad internacional, sino que la autonomía que reclama para la tribu es de derecho público interno.



La Corte no estima necesario averiguar si los saramacas gozan de autonomía legislativa y jurisdiccional dentro 
de la región que ocupan.  La única cuestión que aquí interesa consiste en saber si las leyes de Suriname relativas a 
derecho de familia se aplican a la tribu Saramaca.  En este sentido, las pruebas producidas permiten deducir que 
las leyes de Suriname sobre esa materia no tienen eficacia respecto de aquella tribu; sus integrantes las desconocen 
y se rigen por sus propias reglas y el Estado, por su parte, no mantiene la estructura necesaria para el registro de 
matrimonios, nacimientos y defunciones, requisito indispensable para la aplicación de la ley surinamesa.  Además, 
los conflictos que ocurren en estas materias no son sometidos por los saramacas a los tribunales del Estado y la 
intervención de éstos en las materias mencionadas, respecto de los saramacas, es prácticamente inexistente.  Cabe 
señalar también que en este proceso Suriname reconoció la existencia de un derecho consuetudinario saramaca.



La única prueba que aparece en sentido contrario es la declaración del señor Ramón de Freitas, pero la Corte 
se ha formado un concepto del testigo a través de la forma cómo declaró, de la actitud asumida en la audiencia y de la 
personalidad demostrada en ella, que la lleva a desechar su testimonio.



59. La Comisión ha ofrecido diversas pruebas acerca de la estructura social de los saramacas según la cual esta tribu 
presenta una configuración familiar fuertemente matriarcal(*), con casos frecuentes de poligamia.  El principal 
conjunto de parientes sería el “bêè”, formado por todas las personas que descienden de una misma mujer.  Este 
grupo asumiría la responsabilidad por los actos de cualesquiera de sus miembros y, en teoría, cada uno de éstos 
sería responsable ante el grupo en conjunto.  Esto significaría que la indemnización que deba pagarse a una 
persona, se da al “bêè” y su representante la distribuye entre sus miembros.
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61. El convenio Nº 169 de la O.I.T. sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes (1989) no ha sido 
aprobado por Suriname y en el derecho de gentes no existe ninguna norma convencional ni consuetudinaria 
que determine quiénes son los sucesores de una persona.  Por consiguiente, es preciso aplicar los principios 
generales de derecho (art. 38.1.c del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia).



62. Es una regla común en la mayoría de las legislaciones que los sucesores de una persona son sus hijos.  Se acepta 
también generalmente que el cónyuge participa de los bienes adquiridos durante el matrimonio y algunas 
legislaciones le otorgan además un derecho sucesorio junto con los hijos.  Si no existen hijos ni cónyuge, el 
derecho privado común reconoce como herederos a los ascendientes.  Estas reglas generalmente admitidas en 
el concierto de las naciones deben ser aplicadas, a criterio de la Corte, en el presente litigio a fin de determinar 
los sucesores de las víctimas en lo relativo a la indemnización.



Estos principios generales de derecho se refieren a “hijos”, “cónyuge” y “ascendientes”.  Estos términos deben 
ser interpretados según el derecho local.  Este, como ya se ha indicado (supra, párr. 58), no es el derecho surinamés 
porque no es eficaz en la región en cuanto a derecho de familia.  Corresponde pues tener en cuenta la costumbre 
saramaca.  Esta será aplicada para interpretar aquellos términos en la medida en que no sea contraria a la Convención 
Americana.  Así, al referirse a los “ascendientes”, la Corte no hará ninguna distinción de sexos, aún cuando ello sea 
contrario a la costumbre saramaca.



63. La identificación de los hijos de las víctimas, de sus cónyuges y, eventualmente, de sus ascendientes ha ofrecido 
graves dificultades en este caso.  Se trata de miembros de una tribu que vive en la selva, en el interior de 
Suriname y se expresa sólo en su lenguaje nativo.  Los matrimonios y los nacimientos no han sido registrados 
en muchos casos y, cuando así ha ocurrido, no se han incluido datos suficientes para acreditar enteramente la 
filiación de las personas.  La cuestión de la identificación se torna aún más difícil en una comunidad en la que 
se practica la poligamia.



64. Suriname ha efectuado en sus observaciones una crítica general al escrito de la Comisión acerca de las pruebas 
aportadas por ella.  Así afirma “que requerimos conocer, basados en datos racionales y ciertamente comprobables, 
detalles específicos de todas las víctimas, respecto del elenco familiar que quedó desprotegido [. . .]”.



Es cierto que la identidad de las personas debe probarse, en general, mediante la documentación correspondiente.  
Pero la situación en que se encuentran los saramacas se debe en gran medida a que el Estado no mantiene en la región 
los registros civiles en número suficiente y por ello no puede otorgar la documentación a todos los habitantes con 
base en los datos obrantes en ellos.  Suriname no puede exigir entonces que se pruebe la filiación y la identidad de las 
personas mediante elementos que no suministra a todos sus habitantes en aquella región.  Por otra parte, Suriname no 
ha ofrecido en este litigio suplir su inacción aportando otras pruebas sobre la identidad y la filiación de las víctimas y 
sus sucesores.



A fin de precisar los datos relativos a los sucesores, la Corte solicitó a la Comisión datos complementarios 
acerca de ellos.  La Corte estima que las pruebas producidas, teniendo en cuenta las circunstancias del caso, son 
verosímiles y pueden ser admitidas.



83. En su escrito explica la Comisión que en la sociedad maroon tradicional, una persona no sólo es miembro de 
su grupo familiar sino, también, de su comunidad aldeana y del grupo tribal.  Los aldeanos constituyen, según 
ella, una familia en el sentido amplio, razón por la cual el perjuicio causado a uno de sus miembros constituiría 
también un daño a la comunidad, que tendría que ser indemnizado.



La Corte considera, respecto del argumento que funda la reclamación de una indemnización por daño moral 
en la particular estructura social de los saramacas que se habrían perjudicado en general por los asesinatos, que todo 
individuo, además de ser miembro de su familia y ciudadano de un Estado, pertenece generalmente a comunidades 
intermedias.  En la práctica, la obligación de pagar una indemnización moral no se extiende a favor de ellas ni a favor 
del Estado en que la víctima participaba, los cuales quedan satisfechos con la realización del orden jurídico.  Si en 
algún caso excepcional se ha otorgado una indemnización en esta hipótesis, se ha tratado de una comunidad que ha 
sufrido un daño directo.



Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre 2004



85. Este Tribunal observa que las víctimas del presente caso pertenecientes al pueblo indígena maya, de la comunidad 
lingüística achí, poseen autoridades tradicionales y formas de organización comunitaria propias, centradas 
en el acuerdo de voluntades colectivas y el respeto.  Tienen sus propias estructuras sociales, económicas y 
culturales. Para los miembros de estas comunidades la armonía con el ambiente se expresa por la relación 
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espiritual que tienen con la tierra, la forma de manejo de los recursos y el profundo respeto a la naturaleza.  Las 
tradiciones, ritos y costumbres tienen un lugar esencial en su vida comunitaria.  Su espiritualidad se refleja en 
la estrecha relación entre los vivos y los muertos, y se expresa a partir de la práctica de los rituales de entierro, 
como una forma de permanente contacto y solidaridad con sus antepasados.  La transmisión de la cultura y del 
conocimiento es un rol asignado a los ancianos y las mujeres.



86. Dado que las víctimas en este caso son parte del pueblo maya, este Tribunal considera que la reparación 
individual tiene como un componente importante las reparaciones que esta Corte otorga más adelante a los 
miembros de las comunidades en su conjunto. 



87. Teniendo en cuenta lo anterior, así como las distintas facetas del daño aducidas por la Comisión y por los 
representantes, la Corte fija en equidad el valor de las compensaciones por concepto de daño inmaterial, la cual 
deberá ser entregada a cada una de las víctimas, según lo estipulado en los cuadros de los párrafos 88 literales a 
y b, y 89 literales a y b de la presente Sentencia, y de conformidad con los siguientes parámetros:



a) se debe tomar en consideración que las víctimas no pudieron enterrar debidamente a sus familiares 
ejecutados en la masacre ni practicar los ritos funerarios según sus costumbres.  Asimismo, se debe 
tomar en cuenta la especial significación que para la cultura maya, y en particular, para la maya achí, 
tienen los ritos funerarios, y la dimensión del daño que produjo a las víctimas que éstos no fueran 
respetados.  Además, está probado que por las condiciones de descomposición y calcinación en que 
fueron encontrados los restos después de las exhumaciones practicadas en 1994 y 1996, sólo algunas 
víctimas pudieron enterrar a sus familiares y realizar las ceremonias correspondientes […];  



b) se debe apreciar que las víctimas del presente caso no pudieron celebrar libremente ceremonias, ritos u 
otras manifestaciones tradicionales durante un tiempo, lo que afectó la reproducción y transmisión de su 
cultura.  Asimismo, está probado que con la muerte de las mujeres y los ancianos, transmisores orales de 
la cultura maya achí, se produjo un vacío cultural […];



c) se deben tener en consideración los daños provocados a las víctimas por la permanente presencia, 
vigilancia y represión militar a la que fueron sometidas.  También está establecido que las víctimas 
fueron forzadas a patrullar con sus victimarios y a convivir con ellos en las áreas comunes del municipio.  
Las víctimas fueron estigmatizadas, señaladas como “guerrilleros” y, como tales, responsables de los 
hechos.  Todas las anteriores situaciones generaron sentimientos de terror, paralización, inseguridad, 
frustración, humillación, culpabilidad y dolor en las víctimas, lo cual ha causado una grave alteración en 
sus condiciones de existencia, y en sus relaciones familiares y comunitarias […]; 



d) se deben tomar en cuenta los daños inmateriales ocasionados a los miembros de la comunidad de Plan 
de Sánchez con motivo de la militarización de su aldea.  Está probado que la estructura comunitaria 
tradicional de Plan de Sánchez fue sustituida por un sistema de control militarista y vertical, en el que los 
líderes naturales de la comunidad no pudieron continuar desempeñando su rol y fueron reemplazados 
por las autoridades militares […];



e) se debe estimar que los hechos del presente caso se mantienen en la impunidad, lo que ha causado a las 
víctimas frustración, impotencia y profundo dolor.  Está probado que las víctimas permanecieron en 
completo silencio, sin poder hablar ni denunciar lo ocurrido por casi diez años.  Después de presentada 
la denuncia en diciembre de 1992, el proceso penal se ha caracterizado por el retardo en la investigación 
y por la negligencia del Ministerio Público […]; 



f) se debe considerar que la discriminación a la que han sido sometidas las víctimas ha afectado 
sus posibilidades de acceder a la justicia, lo que ha generado en ellas sentimientos de exclusión y 
desvalorización […], y



g) se debe tomar en cuenta, como consecuencia de los hechos, que las víctimas han visto afectada su salud 
física y psicológica, y requieren de atención y tratamiento […].



88. Con base en lo anterior, la Corte fija en equidad la cantidad de US$20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados 
Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del Estado, para cada una de las víctimas que se 
indican en los literales a y b del presente párrafo, por concepto de daño inmaterial, de conformidad con los 
párrafos 64 y 65 de esta Sentencia. 
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Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 2005



195. La valoración por parte de la Corte del daño inmaterial en el presente caso toma en cuenta, especialmente, los 
siguientes aspectos del sufrimiento de los miembros de la comunidad:



a) la imposibilidad, a pesar de sus esfuerzos persistentes, de obtener justicia por el ataque a su aldea, 
particularmente a la luz de la importancia que la cultura N’djuka asigna a la sanción adecuada de las 
ofensas inferidas […].  La impunidad continua, favorecida por los esfuerzos del Estado por obstruir 
la justicia (supra párr. 86.33), provoca sentimientos de humillación, ira e impotencia a los miembros 
de la comunidad, y les infunde temor de que los espíritus ofendidos busquen vengarse en ellos […].  
Adicionalmente, debido a la falta de una investigación penal por parte del Estado, los miembros de la 
comunidad tienen miedo de enfrentar hostilidades, una vez más, si regresan a sus tierras tradicionales 
[…];



b) las víctimas no saben qué sucedió con los restos mortales de sus seres queridos y, como resultado, no 
pueden honrarlos ni darles sepultura, según los principios fundamentales de la cultura N’djuka, lo cual 
les causa profunda angustia y desesperación […].  Dado que no se han realizado los diferentes rituales 
mortuorios de acuerdo con la tradición N’djuka, los miembros de la comunidad tienen miedo de contraer 
“enfermedades de origen espiritual”, que en su concepto pueden afectar al linaje natural completo y que, 
de no lograr la reconciliación, persistirán por generaciones […]; y



c) la conexión de los miembros de la comunidad con su territorio ancestral fue interrumpida de forma 
brusca – provocando su dispersión por todo Suriname y la Guyana Francesa.  Dado que la relación de 
una comunidad N’djuka con su tierra tradicional es de vital importancia espiritual, cultural y material, el 
desplazamiento forzado ha lesionado emocional, espiritual, cultural y económicamente a los integrantes 
de aquélla […].



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



202. Este Tribunal observa que la falta de concreción del derecho a la propiedad comunal de los miembros de 
la Comunidad Yakye Axa, así como las graves condiciones de vida a las que se han visto sometidos como 
consecuencia de la demora estatal en la efectivización de sus derechos territoriales deben ser valoradas por la 
Corte al momento de fijar el daño inmaterial.



203. De igual forma, la Corte observa que la significación especial que la tierra tiene para los pueblos indígenas en 
general, y para la Comunidad Yakye Axa en particular […], implica que toda denegación al goce o ejercicio de 
los derechos territoriales acarrea el menoscabo de valores muy representativos para los miembros de dichos 
pueblos, quienes corren el peligro de perder o sufrir daños irreparables en su vida e identidad cultural y en el 
patrimonio cultural a transmitirse a las futuras generaciones.  



204. Asimismo, la Corte toma nota que el Estado se allanó parcialmente a la pretensión de los representantes de 
las víctimas respecto de la garantía de desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales 
establecida en el artículo 26 de la Convención Americana, pero con la salvedad de que ello se ve sensiblemente 
afectado por las limitaciones propias del Paraguay en su condición de país de menor desarrollo relativo y por 
las inequidades del comercio internacional.



205. Teniendo en cuenta todo lo anterior, así como las distintas facetas del daño aducidas por la Comisión y 
por los representantes, la Corte, conforme a la equidad y basándose en una apreciación prudente del daño 
inmaterial, estima pertinente que el Estado deberá crear un programa y un fondo de desarrollo comunitario 
que serán implementados en las tierras que se entreguen a los miembros de la Comunidad, de conformidad 
con los párrafos 215 a 217 de esta Sentencia.  El programa comunitario consistirá en el suministro de agua 
potable e infraestructura sanitaria.  Además del referido programa, el Estado deberá destinar la cantidad de US 
$950.000,00 (novecientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América), para un fondo de desarrollo 
comunitario, el cual consistirá en la implementación de proyectos educacionales, habitacionales, agrícolas y de 
salud en beneficio de los miembros de la Comunidad.  Los elementos específicos de dichos proyectos deberán 
ser determinados por un comité de implementación, que se describe a continuación, y deberán ser completados 
en un plazo de dos años, contados a partir de la entrega de la tierras a los miembros de la Comunidad indígena.



206. El comité al que se refiere el párrafo anterior estará encargado de determinar las modalidades de implementación 
del fondo de desarrollo, y estará conformado por tres miembros.  El referido comité deberá contar con un 
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representante designado por las víctimas y otro por el Estado; el tercer miembro de dicho comité será designado 
de común acuerdo entre las víctimas y el Estado.  Si dentro de los seis meses a partir de la notificación de la 
presente Sentencia el Estado y los representantes no hubieren llegado a un acuerdo respecto de la integración 
del comité de implementación, la Corte los convocará a una reunión para decidir sobre este asunto.



Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio 
de 2005



246. En cuanto al daño inmaterial ocasionado a los candidatos, es preciso tomar en consideración que ser propuesto 
como candidato para participar en un proceso electoral reviste una especial importancia y constituye un gran 
honor entre los miembros de las comunidades indígenas y étnicas de la Costa Atlántica. Quienes asumen una 
candidatura deben demostrar capacidad, honestidad y compromiso con la defensa de las necesidades de las 
comunidades, y adquieren la gran responsabilidad de representar los intereses de éstas.  El testigo John Alex 
Delio Bans expresó que los candidatos se sintieron discriminados, puesto que no pudieron ejercer su derecho 
a ser elegidos.  La testigo Anicia Matamoros de Marly señaló que se “desmorali[zó y sintió] que si toda la vida 
[habían sido] excluidos[, …] de nuevo [l]os estaban excluyendo”; las comunidades “estaba[n] casi culpando a 
los líderes, [porque pensaban] que habían hecho pacto”.  En sentido similar declararon el testigo Eklan James 
Molina y la perito María Dolores Álvarez Arzate. 



247. La Corte pondera esas particularidades al evaluar la insatisfacción que los candidatos sintieron al verse 
indebidamente excluidos de participar en las elecciones y representar a sus comunidades.  Este sentimiento 
se vio acentuado por el hecho de que el Consejo Supremo Electoral no fundamentó las razones por las que 
los candidatos propuestos por YATAMA no podían ser inscritos, lo cual provocó que las comunidades 
no entendieran los motivos que excluían a sus candidatos. Estos se sintieron impotentes para dar una  
explicación a sus comunidades y consideraron que la exclusión obedecía a su condición de miembros de 
comunidades indígenas.  



248. Con base en las anteriores consideraciones, el Tribunal fija, en equidad, la cantidad de US$ 80.000,00 (ochenta 
mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nicaragüense, como indemnización 
por concepto de los referidos daños material e inmaterial, la cual deberá ser entregada a la organización 
YATAMA, que deberá distribuirla según corresponda. 



Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006



220. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la sentencia constituye, per se, una forma 
de reparación. No obstante, tomando en cuenta las circunstancias del presente caso, las alteraciones de las 
condiciones de existencia de las víctimas y sus consecuencias de orden no material o no pecuniario, la Corte 
estima pertinente que los daños inmateriales deben ser reparados.



221. Este Tribunal nota que la falta de concreción del derecho a la propiedad comunal de los miembros de la 
Comunidad Sawhoyamaxa, así como las graves condiciones de vida a las que se han visto sometidos como 
consecuencia de la demora estatal en la efectivización de sus derechos territoriales, deben ser valoradas por la 
Corte al momento de fijar el daño inmaterial.



226. Por otro lado, a la luz de las conclusiones realizadas en el capítulo del presente fallo sobre el artículo 4.1 de 
la Convención, ante la existencia de base suficiente para presumir el sufrimiento padecido por las personas 
fallecidas, en su mayoría niños y niñas, bajo las condiciones descritas anteriormente […], la Corte considera 
procedente, conforme a la equidad y basándose en una apreciación prudente del daño inmaterial, que el Estado 
pague la suma compensatoria de US $20,000.00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América), o 
su equivalente en moneda nacional, a cada uno de los 17 miembros de la Comunidad que fallecieron como 
consecuencia de los hechos del presente caso […]. Este monto deberá ser distribuido entre los familiares de las 
víctimas conforme a las propias prácticas culturales de la Comunidad Sawhoyamaxa.



Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007



200. En el capítulo anterior la Corte describió el daño ambiental y la destrucción de las tierras y recursos utilizados 
tradicionalmente por el pueblo Saramaka, así como el impacto que ello tuvo sobre la propiedad de dicho pueblo, 
no sólo en cuanto a los recursos de subsistencia sino también respecto de la conexión espiritual que el pueblo 
Saramaka tiene con su territorio […].  Asimismo, existe prueba que indica el sufrimiento y la angustia que el 











109



PUEBLOS INDÍGENAS y TRIBALES



pueblo Saramaka ha atravesado como resultado de una larga y continua lucha por el reconocimiento legal de 
su derecho al territorio que tradicionalmente han ocupado y utilizado durante siglos […].  Todo ello constituye 
una denigración de sus valores culturales y espirituales. La Corte considera que el daño inmaterial que estas 
alteraciones causaron en el tejido de la sociedad misma del pueblo Saramaka les da el derecho de obtener una 
justa indemnización. 



201. Por estas razones, la Corte ordena, en equidad, que el Estado asigne la suma de US$ 600,000.00 (seiscientos 
mil dólares estadounidenses) a un fondo de desarrollo comunitario creado y establecido a beneficio de los 
miembros del pueblo Saramaka en su territorio tradicional.  Dicho fondo tendrá como objetivo financiar 
proyectos educativos, de vivienda, agrícolas y sanitarios, así como proporcionar electricidad y agua potable, de 
ser necesario, a favor del pueblo Saramaka.  El Estado deberá designar dicha cantidad para el establecimiento 
de este fondo de desarrollo de conformidad con lo establecido en el párrafo 208 de la presente Sentencia.



202. El Estado deberá crear un comité, compuesto por tres miembros, el cual será responsable de designar cómo se 
implementarán los proyectos. El Comité de implementación estará compuesto por un representante designado 
por las víctimas, un representante designado por el Estado y otro representante designado, conjuntamente, 
por las víctimas y el Estado.  El Comité deberá consultar con el pueblo Saramaka antes de que las decisiones 
se tomen e implementen.  Además, los miembros del comité de implementación deberán ser elegidos dentro 
de un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia.  En caso de que el 
Estado y los representantes no lleguen a un acuerdo respecto de la composición de los miembros del comité de 
implementación dentro del plazo establecido de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia, la Corte podrá convocar a una reunión para resolver este asunto.



Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010 



323. Tomando en cuenta lo anterior y como lo ha hecho en casos anteriores, la Corte considera procedente ordenar 
en equidad que el Estado cree un fondo de desarrollo comunitario como compensación por el daño inmaterial 
que los miembros de la Comunidad han sufrido. Dicho fondo y los programas que llegue a soportar se deberán 
implementar en las tierras que se entreguen a los miembros de la Comunidad, de conformidad con los párrafos 
283 a 286 y 306 de esta Sentencia. El Estado deberá destinar la cantidad de US $700.000,00 (setecientos mil de 
dólares de los Estados Unidos de América) para tal fondo, respecto del cual se deben destinar recursos, entre 
otras cosas, para la implementación de proyectos educacionales, habitacionales, de seguridad alimentaria y de 
salud, así como de suministro de agua potable y la construcción de infraestructura sanitaria, en beneficio de 
los miembros de la Comunidad. Estos proyectos deberán ser determinados por un comité de implementación, 
que se describe a continuación, y deberán ser completados en un plazo de dos años, a partir de la entrega de las 
tierras a los miembros de la Comunidad.



324. El comité al que se refiere el párrafo anterior estará encargado de determinar las modalidades de implementación 
del fondo de desarrollo y deberá estar conformado en el plazo de 6 meses, a partir de la entrega de las tierras 
a los miembros de la Comunidad, con la integración de tres miembros: un representante designado por la 
Comunidad indígena, otro por el Estado y uno designado de común acuerdo entre las víctimas y el Estado. Si el 
Estado y las víctimas no hubieren llegado a un acuerdo respecto de la integración del comité de implementación 
en el plazo antes señalado, la Corte decidirá.



325. Por otro lado, a la luz de las conclusiones realizadas en el capítulo del presente fallo sobre el artículo 4.1 de la 
Convención, la Corte considera procedente, conforme a la equidad y basándose en una apreciación prudente del 
daño inmaterial, que el Estado entregue la suma compensatoria de US$260.000 (doscientos sesenta mil dólares 
de los Estados Unidos de América) a los líderes de la Comunidad Xákmok Kásek. Esta indemnización por daño 
inmaterial a favor de los miembros de la Comunidad que fallecieron […] deberá ser puesta a disposición de 
dichos líderes de la Comunidad, en el plazo de dos años a partir de la notificación de esta Sentencia, para que 
de conformidad con sus costumbres y tradiciones entreguen la cantidad que corresponda a los familiares de las 
personas fallecidas o inviertan el dinero en lo que decida la Comunidad, conforme a sus propios procedimientos 
de decisión. 



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012.



322. Al declarar las violaciones de los derechos a la propiedad comunal y a la consulta, la Corte tomó en cuenta las 
serias afectaciones sufridas por el Pueblo en atención a su profunda relación social y espiritual con su territorio, 
en particular por la destrucción de parte de la selva y ciertos lugares de alto valor simbólico. 
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323. En atención a las indemnizaciones ordenadas por el Tribunal en otros casos, y en consideración de las 
circunstancias del presente caso, los sufrimientos ocasionados al Pueblo, a su identidad cultural, las afectaciones 
a su territorio, en particular por la presencia de explosivos, así como el cambio ocasionado en las condiciones y 
modo de vida de las mismas y las restantes consecuencias de orden inmaterial que sufrieron por las violaciones 
declaradas en esta Sentencia, la Corte estima pertinente fijar, en equidad, la cantidad de USD$ 1.250.000,00 
(un millón doscientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) para el Pueblo Sarayaku, por 
concepto de indemnización por daño inmaterial. Este monto deberá ser entregado a la Asociación del Pueblo 
Sarayaku (Tayjasaruta), en el plazo de un año a partir de la notificación de la presente Sentencia, para que 
inviertan el dinero en lo que el Pueblo decida, conforme a sus propios mecanismos e instituciones de toma 
de decisiones, entre otras cosas, para la implementación de proyectos educativos, culturales, de seguridad 
alimentaria, de salud y de desarrollo eco-turístico u otras obras con fines comunitarios o proyectos de interés 
colectivo que el Pueblo considere prioritarios.



Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014



246. La Corte se remite a sus consideraciones respecto de la violación del artículo 21, en relación con 1.1 y 2 de la 
Convención […]. Este Tribunal observa que la falta de concreción del derecho a la propiedad comunal de los 
miembros de los referidos pueblos, así como las condiciones de vida a las que se han visto sometidos como 
consecuencia de la demora estatal en la efectivización de sus derechos territoriales deben ser tomadas en cuenta 
por la Corte al momento de fijar el daño inmaterial. De igual forma, la Corte observa que la significación 
especial que la tierra tiene para los pueblos indígenas en general, y para los pueblos Kuna y Emberá en particular, 
implica que toda denegación al goce o ejercicio de los derechos territoriales acarrea el menoscabo de valores 
muy representativos para los miembros de dichos pueblos, quienes corren el peligro de perder o sufrir daños 
irreparables en su vida e identidad cultural y en el patrimonio cultural a transmitirse a las futuras generaciones. 



247. En atención a su jurisprudencia, y en consideración de las circunstancias del presente caso, las violaciones 
cometidas, la Corte estima pertinente fijar, en equidad, por concepto de daño inmaterial, una compensación 
total de USD $250.000,- (doscientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América), para las 
Comunidades Emberá de Ipetí y Piriatí, y de USD $1.000.000,- (un millón de dólares de los Estados Unidos 
de América) para el pueblo Kuna de Madungandí, la cual deberá ser entregada a los representantes de las 
respectivas Comunidades indígenas. El pago de la suma indicada debe ser realizado dentro de un plazo máximo 
de un año, contados a partir de la notificación de la presente Sentencia. 



5.3. Medidas de satisfacción y garantía de no repetición



5.3.1. Cuidado de los restos mortales y entierro según las costumbres de la comunidad



Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002



81. Esta Corte considera que el cuidado de los restos mortales de una persona es una forma de observancia del 
derecho a la dignidad humana. Asimismo, este Tribunal  ha señalado que los restos mortales de una persona 
merecen ser tratados con respeto ante sus deudos, por la significación que tienen para éstos. El respeto a dichos 
restos, observado en todas las culturas, asume una significación muy especial en la cultura maya, etnia mam, a la 
cual pertenecía el señor Efraín Bámaca Velásquez. Ya la Corte ha reconocido la importancia de tener en cuenta 
determinados aspectos de las costumbres de los pueblos indígenas en América para los efectos de la aplicación 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos […]. Como se ha reiterado en la audiencia pública 
sobre reparaciones en este caso, para la cultura maya, etnia mam las honras fúnebres aseguran la posibilidad 
de un reencuentro entre las generaciones de los vivos, la persona fallecida y los antepasados muertos. Así, el 
ciclo entre la vida y la muerte se cierra con esas ceremonias fúnebres, permitiendo “rendir respeto a Efraín, 
para tenerlo cerca y para devolverlo o llevarlo a convivir con los antepasados”, así como para que las nuevas 
generaciones puedan compartir y aprender de lo que fue su vida, como es tradición en su cultura indígena. 



82.  En razón de todo ello la Corte considera que el Estado debe realizar las exhumaciones, en presencia de los 
familiares, para localizar los restos mortales de Efraín Bámaca Velásquez y entregar a ellos dichos restos. 
Asimismo, este Tribunal considera que Guatemala debe brindar las condiciones necesarias no sólo para 
determinar el paradero de los restos mortales de la víctima, sino además de trasladar dichos restos al lugar de 
elección de sus familiares, sin costo alguno para ellos.
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5.3.2. Obligación de investigar, juzgar y sancionar a los culpables



Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010



213. La Corte reitera que durante la investigación y el juzgamiento, el Estado debe asegurar el pleno acceso y 
la capacidad de actuar de la víctima en todas las etapas. En un caso como el presente en el que la víctima, 
mujer e indígena, ha tenido que enfrentar diversos obstáculos en el acceso a la justicia, el Estado tiene el 
deber de continuar proporcionando los medios para que acceda y participe en las diligencias del caso, para 
lo cual debe asegurarle la provisión de intérprete y apoyo desde una perspectiva de género, en consideración 
de sus circunstancias de especial vulnerabilidad. Finalmente, en caso que la señora Rosendo Cantú preste su 
consentimiento, los resultados de los procesos deberán ser públicamente divulgados, con la finalidad de que la 
sociedad mexicana conozca la verdad de los hechos. 



Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 2015



266. La Corte determinó en la presente Sentencia que el Estado había incumplido con su deber de investigar las 
muertes de los señores Oscar Brega, Jesús Álvarez Roche, Jorge Castillo Jiménez y Julio Alberto Morales, así 
como de los hechos de violencia denunciados por la Comunidad Triunfo de la Cruz, en violación a lo dispuesto 
en los artículos 8.1 y 25 de la Convención […].



267. En consecuencia, […] la Corte ordena al Estado el inicio de la investigación relacionada con la muerte del señor 
Jesús Álvarez y de los señores Óscar Brega, Jorge Castillo Jiménez y Julio Alberto Morales, con la finalidad 
de determinar las eventuales responsabilidades penales y, en su caso, aplicar efectivamente las sanciones y 
consecuencias que la ley prevea. Esta obligación debe ser cumplida en un plazo razonable. Sin perjuicio de lo 
anterior, la Corte recuerda que es jurisprudencia constante de este Tribunal que los hechos no constitutivos 
de graves violaciones a los derechos humanos pueden prescribir de conformidad con lo dispuesto en las 
legislaciones internas de los Estados. No obstante, en el presente caso, la Corte no cuenta con elementos de 
hecho y de derecho suficientemente precisos para poder determinar el plazo de prescripción de una acción 
penal que, en su caso, podría aplicar en el presente caso, ni la convencionalidad de dicha prescripción.



5.3.3. Deber de realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad tomando en cuenta 
las costumbres y el idioma de la comunidad



Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre 2004. 



100. Este Tribunal, en su sentencia de fondo emitida el 29 de abril de 2004 […], señaló que el reconocimiento de 
responsabilidad efectuado por el Estado constituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso y a 
la vigencia de los principios que inspiran la Convención Americana.  Asimismo, la Corte reconoce que, durante 
la audiencia pública celebrada el 24 de abril de 2004, el Estado manifestó “su profundo sentimiento de pesar por 
los hechos vividos y sufridos por la comunidad de Plan de Sánchez, el 18 de julio de 1982, [y] pid[ió] perdón a 
las víctimas, a los sobrevivientes y familiares[,] como una primera muestra de respeto, reparación y garantía de 
no repetición”.  Sin embargo, para que dicha declaración rinda plenos efectos de reparación a las víctimas y sirva 
de garantía de no repetición, la Corte considera que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento 
de su responsabilidad por los hechos ocurridos en este caso, y en desagravio de las víctimas de éste.  El acto 
debe realizarse en la aldea de Plan de Sánchez, donde ocurrió la masacre, con la presencia de altas autoridades 
del Estado y, en particular, con la presencia de los miembros de la comunidad de Plan de Sánchez y de las otras 
víctimas del presente caso, habitantes de las aldeas Chipuerta, Joya de Ramos, Raxjut, Volcanillo, Coxojabaj, Las 
Tunas, Las Minas, Las Ventanas, Ixchel, Chiac, Concul y Chichupac, acto en el cual se debe dar participación 
a los líderes de dichas comunidades afectadas.  El Estado debe disponer los medios necesarios para facilitar la 
presencia de dichas personas en el acto mencionado.  Además, Guatemala debe realizar dicho acto tanto en el 
idioma español como en el idioma maya achí, y difundirlo a través de los medios de comunicación.  Para ello, 
el Estado cuenta con un plazo de un año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia.



101. En ese mismo acto, en consideración de las particularidades del caso, en relación con las personas que fueron 
ejecutadas en la Masacre Plan de Sánchez, realizada por agentes del Estado el 18 de julio de 1982, la Corte 
considera que el Estado debe honrar públicamente la memoria de las personas ejecutadas, miembros en su 
mayoría del pueblo indígena maya perteneciente a la comunidad lingüística achí, quienes eran habitantes tanto 
de la aldea de Plan de Sánchez como de las aldeas Chipuerta, Joya de Ramos, Raxjut, Volcanillo, Coxojabaj, 
Las Tunas, Las Minas, Las Ventanas, Ixchel, Chiac, Concul y Chichupac.  En ese acto el Estado debe tomar en 
cuenta las tradiciones y costumbres de los miembros de las comunidades afectadas.
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Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 2005



216. La Corte aprecia la afirmación de Suriname de que “no tiene objeciones a emitir una disculpa pública a toda la 
nación, y a los sobrevivientes y familiares en particular, en relación con los hechos que ocurrieron en la aldea 
de Moiwana”.  En este sentido, como una medida de satisfacción para las víctimas y garantía de no repetición 
de las graves violaciones de derechos humanos que han ocurrido, el Estado deberá reconocer públicamente 
su responsabilidad internacional por los hechos del presente caso, y emitir una disculpa a los miembros de la 
comunidad.  Este acto deberá llevarse a cabo con la participación del Gaanman, el líder del pueblo N’djuka, 
así como de autoridades estatales de alto nivel y deberá ser difundido a través de los medios de comunicación 
nacionales.  Asimismo, en atención a las circunstancias particulares del presente caso, el acto también debe 
honrar la memoria de Herman Gooding, el oficial de la policía civil que fue víctima de homicidio, debido a su 
valiente desempeño en la investigación de los hechos del 29 de noviembre de 1986.



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



226. Como lo ha dispuesto en otros casos, la Corte considera necesario, con el fin de reparar el daño causado a las 
víctimas, que el Estado realice un acto público de reconocimiento de su responsabilidad, acordado previamente 
con las víctimas y sus representantes, en relación con las violaciones declaradas en esta Sentencia.  Este acto 
deberá realizarse en el asiento actual de la Comunidad Yakye Axa, en una ceremonia pública, con la presencia 
de altas autoridades del Estado y de los miembros de la Comunidad que residen en otras zonas, acto en el 
cual se debe dar participación a los líderes de la Comunidad.  El Estado debe disponer los medios necesarios 
para facilitar la presencia de dichas personas en el acto mencionado.  Además, el Estado debe realizar dicho 
acto tanto en el idioma enxet como en el idioma español o guaraní y difundirlo a través de los medios de 
comunicación. En ese acto el Estado debe tomar en cuenta las tradiciones y costumbres de los miembros 
de la Comunidad. Para ello, el Estado cuenta con un plazo de un año, contado a partir de la notificación 
de la presente Sentencia. En el mismo sentido: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012, párrs. 277 y 278; Caso 
de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 
2013, párr. 447; Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros 
Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014, 
párr. 219.



Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 24 de agosto de 2010 Serie C No. 214



297. Como lo ha dispuesto en otros casos, con el fin de reparar el daño causado a las víctimas, la Corte considera 
que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de su responsabilidad internacional por las 
violaciones declaradas en esta Sentencia. Dicho acto deberá ser acordado previamente con la Comunidad. 
Asimismo, el acto deberá realizarse en el asiento actual de la Comunidad, en una ceremonia pública, con la 
presencia de altas autoridades del Estado y de los miembros de la Comunidad, incluso de aquéllos que residen 
en otras zonas, para lo cual el Estado deberá disponer los medios necesarios para facilitar el transporte. En el 
mencionado acto deberá darse participación a los líderes de la Comunidad. Igualmente, el Estado debe realizar 
dicho acto tanto en los idiomas propios de la Comunidad como en español y guaraní y difundirlo a través de 
una emisora de amplio espectro en el Chaco. Para ello, el Estado cuenta con un plazo de un año a partir de la 
notificación de la presente Sentencia. En el mismo sentido: Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. 
Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012, párr. 305.



299. Por otra parte, como ya ha hecho con anterioridad, el Tribunal considera apropiado que el Estado dé publicidad, 
a través de una emisora radial de amplia cobertura en la región del Chaco, al resumen oficial de la Sentencia 
emitido por la Corte. Para tal efecto, el Estado deberá traducir el resumen oficial de la Sentencia a los idiomas 
sanapaná, enxet y guaraní. Las transmisiones radiales deberán efectuarse el primer domingo de mes al menos 
en 4 ocasiones y deberá remitirse una grabación sobre las mismas al Tribunal una vez que sean realizadas. 
Para ello, el Estado cuenta con el plazo de seis meses, a partir de la notificación de la presente Sentencia.  
En el mismo sentido: Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. 
Sentencia de 27 de junio de 2012, párr. 308.
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Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2010 Serie C No. 216



226. La Corte recuerda que el Estado reconoció parcialmente su responsabilidad internacional en la audiencia pública 
celebrada en el presente caso […]. Este Tribunal ha determinado que el reconocimiento de responsabilidad 
efectuado por el Estado constituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso y a la vigencia de los 
principios que inspiran la Convención Americana […]. No obstante, como en otros casos, para que surta plenos 
efectos, el Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad 
internacional, en relación con los hechos del presente caso. En dicho acto se deberá hacer referencia a las 
violaciones de derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. El acto deberá llevarse a cabo mediante 
una ceremonia pública, en idiomas español y me’paa, en presencia de altas autoridades nacionales y del estado 
de Guerrero, de las víctimas del presente caso y de autoridades y miembros de la comunidad a la que pertenecen 
las víctimas. El Estado deberá acordar con la señora Rosendo Cantú, y/o sus representantes, la modalidad de 
cumplimiento del acto público de reconocimiento, así como las particularidades que se requieran, tales como el 
lugar y la fecha para su realización. En caso que la señora Rosendo Cantú preste su consentimiento, dicho acto 
deberá ser transmitido a través de una emisora radial con alcance en Guerrero. Para la realización del mismo, 
el Estado cuenta con el plazo de un año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia.



Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 2015



274. La Corte dispone, como lo ha hecho en otros casos, que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento 
de responsabilidad internacional en el cual debe hacer referencia a las violaciones de derechos humanos 
declaradas en la presente Sentencia. La determinación de la fecha, el lugar y las modalidades del acto deben ser 
consultados y acordados previamente con la Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz. El acto debe ser realizado 
en una ceremonia pública, con la presencia de altas autoridades del Estado y de los miembros de la Comunidad. 
Adicionalmente, dicho acto debe tomar en cuenta las tradiciones, usos y costumbres de la Comunidad y ser 
realizado tanto en español como en el idioma garífuna. Para ello, el Estado cuenta con un plazo de un año, a 
partir de la notificación de la presente Sentencia.



5.3.4. Publicación de la sentencia



Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre 2004



103. […], la Corte estima que, como medida de satisfacción, el Estado debe publicar dentro del plazo de un año, 
contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en el Diario Oficial y en otro 
diario de circulación nacional, en español y en maya achí, tanto la Sección denominada Hechos Establecidos 
del Capítulo V como los puntos resolutivos Primero a Cuarto de la sentencia de fondo dictada por la Corte 
el 29 de abril de 2004 […], así como el Capítulo VII titulado Hechos Probados, sin las notas al pie, y el punto 
declarativo Primero y los puntos resolutivos Primero a Noveno de esta Sentencia.



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



227. […] la Corte estima que, como medida de satisfacción, el Estado debe publicar dentro del plazo de un año 
contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en el Diario Oficial y en otro 
diario de circulación nacional, tanto la sección denominada Hechos Probados como los puntos resolutivos 
Primero a Décimo Cuarto de esta Sentencia.  Asimismo, el Estado deberá financiar la transmisión radial del 
contenido de los párrafos 50.12 a 50.16, 50.18, 50.22, 50.24, 50.58, 50.59 y 50.92 a 50.100 del capítulo VI de 
Hechos Probados, de los párrafos 135, 154, 155, 161, 162, 169, 172 y 175 de los capítulos IX y X, y de los puntos 
resolutivos Primero a Décimo Cuarto de la presente Sentencia, en idioma enxet y guaraní o español, en una 
radio a la cual tengan acceso los miembros de la Comunidad Yakye Axa. La transmisión radial deberá efectuarse 
al menos por cuatro ocasiones con un intervalo de dos semanas entre cada una.  En el mismo sentido: Caso 
Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio 
de 2005, párr. 253; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 29 de marzo de 2006, párr. 236; Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. 
Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012, párr. 197.
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Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio 
de 2005



252. […] la Corte dispone que el Estado publique en el Diario Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional, 
al menos una vez, el capítulo VII (Hechos Probados), los párrafos 153, 154, 157 a 160, 162, 164, 173, 175, 176, 
212, 218, 219, 221, 223, 224, 226 y 227, que corresponden a los capítulos IX y X sobre las violaciones declaradas 
por la Corte, y los puntos resolutivos de la presente Sentencia.  En la publicación se deben incluir los títulos 
de los referidos capítulos. El fallo se deberá publicar íntegramente en el sitio web oficial del Estado.  Para estas 
publicaciones se fija plazo de un año, a partir de la notificación de la presente Sentencia.  En el mismo sentido: 
Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014, párr. 216.



Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2008



108. La Corte toma en cuenta lo solicitado por la Comisión, así como el hecho de que los familiares de las víctimas 
pertenecen al pueblo Maya […] y que su lengua propia es el maya k’iche’, por lo que considera necesario que el 
Estado dé publicidad, a través de una emisora radial de amplia cobertura en el Departamento del Quiché, a los 
capítulos los capítulos I, IV y VI y los párrafos 67 a 120 del capítulo VII de la presente Sentencia -sin las notas 
al pie de página correspondientes- y la parte resolutiva de la misma. Lo anterior, deberá efectuarse en español 
y en maya k’iche’, para lo cual se deberá ordenar la traducción al maya k’iche’ de los apartados de la presente 
Sentencia que fueron señalados anteriormente. La transmisión radial deberá efectuarse el día domingo y al 
menos en cuatro ocasiones con un intervalo de cuatro semanas entre cada una. Para ello, el Estado cuenta con 
el plazo de un año, a partir de la notificación de la presente Sentencia. 



Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014



428. La Corte dispone, como lo ha hecho en otros casos , que el Estado publique, en un plazo de seis meses, contado 
a partir de la notificación de la presente Sentencia: a) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado 
por la Corte, por una sola vez en el diario oficial; b) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado 
por la Corte, por una sola vez, en un diario de amplia circulación nacional, y c) la presente Sentencia en su 
integridad, disponible por un período de un año, en un sitio web oficial del Estado, tomando en consideración 
las características de la publicación que se ordena realizar. 



429. Asimismo, la Corte considera apropiado, tal como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado dé publicidad, 
a través de una emisora radial de amplia cobertura en las Regiones Octava y Novena, al resumen oficial de la 
Sentencia, en español y en mapudungun. La transmisión radial deberá efectuarse cada primer domingo de mes 
al menos en tres ocasiones. El Estado deberá comunicar previamente a los intervinientes comunes, al menos 
con dos semanas de anticipación, la fecha, horario y emisora en que efectuará tal difusión. El Estado deberá 
cumplir con esta medida en el plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente Sentencia. En el 
mismo sentido: Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros 
Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014, 
párr. 217.



Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015



338. A pesar de lo anterior, en vista de las violaciones declaradas en el presente Fallo, la Corte estima pertinente 
ordenar, como lo ha hecho en otros casos , que el Estado, en el plazo de seis meses, contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia, realice las siguientes publicaciones: a) el resumen oficial de la presente 
Sentencia elaborado por la Corte en español, el cual deberá ser traducido a lengua garífuna por parte del 
Estado, y publicado en ambos idiomas por una sola vez, en el Diario Oficial, y en español en un diario de amplia 
circulación nacional de Honduras, y b) la presente Sentencia en su integridad en idioma español, disponible, 
por un periodo de un año, en un sitio web oficial del Estado.  En el mismo sentido: Caso Comunidad Garífuna 
Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre 
de 2015, párr. 271. 



339. Asimismo, la Corte considera apropiado, tal como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado dé publicidad, 
a través de una emisora radial de amplia cobertura en la Comunidad de Punta Piedra, al resumen oficial de 
la Sentencia, en español y en garífuna. La transmisión radial deberá efectuarse cada primer domingo del mes 
al menos durante tres meses. El Estado deberá comunicar previamente a los representantes, al menos con dos 
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semanas de anticipación, la fecha, horario y emisora en que efectuará tal difusión. El Estado deberá cumplir con 
esta medida en el plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente Sentencia. En el mismo sentido: 
Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015, párr. 272.



Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015



312. En vista de las violaciones declaradas en el presente Fallo, la Corte estima pertinente ordenar, como lo ha 
hecho en otros casos , que el Estado, en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia, realice las siguientes publicaciones: a) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la 
Corte en inglés, el cual deberá ser traducido al holandés y al surinamés por parte del Estado  y publicado en 
los respectivos idiomas por una sola vez, en el Diario Oficial y en un diario de amplia circulación nacional en 
Surinam, y b) la presente Sentencia en su integridad en idioma inglés, así como el resumen oficial de la misma 
traducido al holandés, disponibles por un periodo de un año, en un sitio web oficial del Estado.



313. Asimismo, la Corte considera apropiado, tal como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado dé publicidad, 
a través de una o más emisoras radiales de amplia cobertura en los Pueblos Kaliña y Lokono, al comunicado de 
prensa oficial de la Sentencia, en holandés y/o en surinamés. La transmisión radial deberá efectuarse cada primer 
domingo del mes al menos en cuatro ocasiones. El Estado deberá comunicar previamente a los representantes, 
al menos con dos semanas de anticipación, la fecha, horario y emisora en que efectuará tal difusión. El Estado 
deberá cumplir con esta medida en el plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente Sentencia.



5.3.5. Traducción de la sentencia y la Convención Americana sobre Derechos Humanos al idioma de 
la comunidad



Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre 2004



102. La Corte estima que el Estado debe traducir al idioma maya achí la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en el caso de que no se hubiere hecho, la sentencia de fondo dictada por la Corte el 29 de abril de 
2004, así como la presente Sentencia. Asimismo, Guatemala debe disponer de los recursos necesarios para 
facilitar la divulgación de dichos textos en el Municipio de Rabinal y hacer entrega de los mismos a las víctimas 
del presente caso.  Para tal efecto, el Estado cuenta con un plazo de un año, contado a partir de la notificación 
de la presente Sentencia.



Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007



196. Asimismo, como una medida de satisfacción, el Estado debe realizar lo siguiente:



a) traducir al holandés y publicar el Capítulo VII de la presente Sentencia, sin las correspondientes notas al 
pie, así como los puntos resolutivos del número uno al quince, en el Boletín Oficial del Estado y en otro 
diario masivo de circulación nacional, y 



b)  financiar dos transmisiones radiales en lengua Saramaka de los contenidos de los párrafos 2, 4, 5, 17, 
77, 80-86, 88, 90, 91, 115, 116, 121, 122, 127-129, 146, 150, 154, 156, 172 y 178, sin las correspondientes 
notas al pie, y de los puntos resolutivos números uno al quince de la presente Sentencia, en una estación 
de radio que sea accesible al pueblo Saramaka.  Se deberá informar la hora y fecha de dicha transmisión 
a las víctimas o a sus representantes con suficiente anticipación. 



Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012 



274. La Corte valora y acepta el ofrecimiento hecho por el Estado. De este modo, tal y como se ha ordenado en otras 
oportunidades, el Estado deberá publicar en idiomas español y maya achí, por una sola vez, en el Diario Oficial 
y en otro diario de circulación nacional, el resumen oficial de la presente Sentencia. Adicionalmente, como ha 
sido ordenado por el Tribunal en ocasiones anteriores, el presente Fallo se deberá publicar íntegramente, en 
ambos idiomas, durante al menos un año, en un sitio web oficial del Estado. La traducción que se realice de la 
Sentencia deberá contar con el aval de los representantes antes de ser publicada. Para realizar las publicaciones 
en los periódicos y en Internet se fijan los plazos de tres y seis meses, respectivamente, contados a partir de la 
notificación de la presente Sentencia. 
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5.3.6. Implementación de recursos para recuperación de la memoria colectiva y mantención de  
la cultura 



Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre 2004



104. En lo que se refiere a las garantías de no repetición de los hechos del presente caso, la Corte fija en equidad 
la cantidad de US$25.000,00 (veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en 
moneda nacional del Estado, para el mantenimiento y mejoras en la infraestructura de la capilla en la cual las 
víctimas rinden tributo a las personas que fueron ejecutadas en la Masacre Plan de Sánchez.  Dicha cantidad 
debe ser entregada dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, a 
los miembros de la comunidad de Plan de Sánchez o a los representantes a quienes ellos elijan, para que se 
encarguen de su administración.   Ello contribuirá a despertar la conciencia pública, para evitar la repetición de 
hechos como los ocurridos en el presente caso, y para conservar viva la memoria de las personas fallecidas.



Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012 



285. En esta Sentencia […], la Corte estableció que las condiciones de vida en la colonia de Pacux han generado 
un perjuicio a la integridad cultural de la comunidad de Río Negro, impactando lesivamente la cosmovisión y 
cultura maya Achí, así como las posibilidades de sus habitantes de ejercer sus actividades laborales y prácticas 
espirituales tradicionales. En consecuencia, la Corte le ordena al Estado diseñar e implementar, dentro de un 
año contado a partir de la notificación de esta Sentencia, un programa para el rescate de la cultura maya achí. 
Para tal efecto, en el plazo de tres meses, el Estado, en consulta con las víctimas y sus representantes, deberá 
diseñar un cronograma con metas de corto y mediano alcance para dar total cumplimiento a esta medida 
dentro del plazo establecido para ello. Dicho programa estará dirigido a rescatar, promocionar, divulgar y 
conservar los usos y costumbres ancestrales, basado en los valores, principios y filosofías del pueblo maya achí 
y, particularmente, de la comunidad de Río Negro. Dicho programa deberá generar un espacio para promover 
las expresiones artísticas, lingüísticas y culturales de la comunidad. El diseño y ejecución de este programa 
deberá contar con la participación activa de los miembros de la comunidad de Río Negro y sus representantes. 
El Estado deberá proveer razonablemente los medios logísticos y presupuestarios a través mecanismos legales, 
administrativos o de otra índole para asegurar la viabilidad y permanencia del programa. 



5.3.7. Realización de tratamiento médico y psicológico para las víctimas



Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010 



260. En el presente caso, la Corte considera que la violación sexual de la señora Rosendo Cantú ha evidenciado la 
necesidad de fortalecer la atención y los centros de salud para el tratamiento de mujeres que hayan sufrido 
violencia. No obstante lo anterior, observa que existe un centro de salud en Caxitepec y los representantes 
no han provisto al Tribunal de información suficiente para que pueda considerar la necesidad de disponer 
la creación de un nuevo centro de salud. Los servicios de atención a las mujeres víctimas de violencia sexual 
pueden ser garantizados por el centro existente, el cual deberá ser fortalecido a través de la provisión de los 
recursos materiales y personales, incluyendo la disposición de traductores al idioma me’paa, así como mediante 
la utilización de un protocolo de actuación adecuado, lo anterior en el marco de la implementación de programas 
sobre atención a víctimas de violencia y a los esfuerzos en inversión para mejora de los servicios que el Estado 
indicó que ha venido realizando.



Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012 



289. Por lo tanto, con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal dispone que el Estado brinde 
gratuitamente y de forma inmediata, a las víctimas que lo deseen y previo consentimiento informado, tratamiento 
médico y psicológico por el tiempo que sea necesario, incluida la provisión gratuita de medicamentos. 
El tratamiento médico y psicológico debe brindarse por personal e instituciones estatales. En atención al 
fundamento de lo solicitado por los representantes, dicha atención médica y psicológica podrá llevarse a cabo 
a través de los sanadores de la comunidad maya Achí, de acuerdo a sus propias prácticas de salud y mediante 
el uso de medicinas tradicionales, para lo cual el Estado deberá acordar con los representantes la forma en que 
esta reparación se llevará a cabo. 
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Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014



426. En el caso de que el Estado careciera de personal o de las instituciones que puedan proveer el nivel requerido 
de atención, deberá recurrir a instituciones privadas o de la sociedad civil especializadas. Asimismo, los 
tratamientos respectivos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en los centros más cercanos a sus lugares 
de residencia  en Chile por el tiempo que sea necesario. Al proveer el tratamiento se debe considerar, además, 
las circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, también sus costumbres y tradiciones, según 
lo que se acuerde con cada una de ellas y después de una evaluación individual. Para tal efecto, las víctimas 
disponen del plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, para informar al 
Estado si desean recibir dicha atención médica, psicológica o psiquiátrica. 



5.3.8. Implementación de programas de desarrollo sobre salud, educación, producción e infraestructura 



Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre 2004



110. Dado el daño ocasionado tanto a los miembros de la comunidad de Plan de Sánchez como a los miembros 
de las comunidades de Chipuerta, Joya de Ramos, Raxjut, Volcanillo, Coxojabaj, Las Tunas, Las Minas, Las 
Ventanas, Ixchel, Chiac, Concul y Chichupac, por los hechos del presente caso, este Tribunal dispone que el 
Estado debe desarrollar en dichas comunidades, independientemente de las obras públicas del presupuesto 
nacional que se destinen para esa región o municipio, los siguientes programas: a) estudio y difusión de la 
cultura maya achí en las comunidades afectadas a través de la Academia de Lenguas Mayas de Guatemala u 
otra organización similar; b) mantenimiento y mejoras en el sistema de comunicación vial entre las indicadas 
comunidades y la cabecera municipal de Rabinal; c) sistema de alcantarillado y suministro de agua potable; 
d) dotación de personal docente capacitado en enseñanza intercultural y bilingüe en la educación primaria, 
secundaria y diversificada de dichas comunidades, y e) establecimiento de un centro salud en la aldea de Plan 
de Sánchez con el personal y las condiciones adecuadas, así como la formación del personal del Centro de Salud 
Municipal de Rabinal para que puedan brindar atención médica y psicológica, a las personas que se hayan visto 
afectadas y que requieran de este tipo de tratamiento.



Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 2005



214. En ese sentido, esta Corte estima que Suriname deberá crear un fondo de desarrollo por el monto US 
$1,200,000.00 (un millón doscientos mil dólares de los Estados Unidos de América), que será destinado a 
programas de salud, vivienda y educación de los miembros de la comunidad.  Los elementos específicos de 
dichos programas deberán ser determinados por un comité de implementación, que se describe a continuación, 
y deberán ser completados en un plazo de cinco años, a contar de la notificación de la presente Sentencia.



215. El comité al que se refiere el párrafo anterior estará encargado de determinar las modalidades de implementación 
del fondo de desarrollo, y estará conformado por tres miembros.  El referido comité deberá contar con un 
representante designado por las víctimas y otro por el Estado; el tercer miembro de dicho comité será designado 
de común acuerdo entre los representantes de las víctimas y el Estado.  Si dentro de los seis meses a partir de la 
notificación de la presente Sentencia, el Estado y los representantes no hubieren llegado a un acuerdo respecto 
de la integración del comité de implementación, la Corte los convocará a una reunión para decidir sobre este 
asunto.



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



221. […], el Tribunal dispone que, mientras la Comunidad se encuentre sin tierras, dado su especial estado de 
vulnerabilidad y su imposibilidad de acceder a sus mecanismos tradicionales de subsistencia, el Estado deberá 
suministrar, de manera inmediata y periódica, agua potable suficiente para el consumo y aseo personal de 
los miembros de la Comunidad; brindar atención médica periódica y medicinas adecuadas para conservar 
la salud de todas las personas, especialmente los niños, niñas, ancianos y mujeres embarazadas, incluyendo 
medicinas y tratamiento adecuado para la desparasitación de todos los miembros de la Comunidad; entregar 
alimentos en cantidad, variedad y calidad suficientes para que los miembros de la Comunidad tengan las 
condiciones mínimas de una vida digna; facilitar letrinas o cualquier tipo de servicio sanitario adecuado a fin 
de que se maneje efectiva y salubremente los desechos biológicos de la Comunidad; y dotar a la escuela ubicada 
en el asentamiento actual de la Comunidad, con materiales bilingües suficientes para la debida educación de  
sus alumnos.
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Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006



224. La Corte, […], considera procedente, en equidad, ordenar al Estado la creación de un fondo de desarrollo 
comunitario en las tierras que se entreguen a los miembros de la Comunidad, de conformidad con el párrafo 
207 de esta Sentencia. El Estado deberá destinar la cantidad de US $1.000.000,00 (un millón de dólares de los 
Estados Unidos de América), para tal fondo, el cual consistirá en la implementación de proyectos educacionales, 
habitacionales, agrícolas y de salud, así como de suministro de agua potable y la construcción de infraestructura 
sanitaria, en beneficio de los miembros de la Comunidad. Estos proyectos deberán ser determinados por un 
comité de implementación, que se describe a continuación, y deberán ser completados en un plazo de dos años, 
contados a partir de la entrega de las tierras a los miembros de la Comunidad indígena.



225. El comité al que se refiere el párrafo anterior estará encargado de determinar las modalidades de implementación 
del fondo de desarrollo, y estará conformado por tres miembros: un representante designado por las víctimas, 
otro por el Estado, y uno designado de común acuerdo entre las víctimas y el Estado. Si dentro de los seis meses 
a partir de la notificación de la presente Sentencia el Estado y los representantes no hubieren llegado a un 
acuerdo respecto de la integración del comité de implementación, la Corte los convocará a una reunión para 
tratar este asunto.



230. Tomando en cuenta lo anterior y a la luz de sus conclusiones en el capítulo relativo al artículo 4 de la Convención 
Americana […], la Corte dispone que mientras los miembros de la Comunidad se encuentren sin tierras, el 
Estado deberá adoptar de manera inmediata, regular y permanente, las siguientes medidas: a) suministro de 
agua potable suficiente para el consumo y aseo personal de los miembros de la Comunidad; b) revisión y 
atención médica de todas los miembros de la Comunidad, especialmente los niños, niñas, ancianos y mujeres, 
acompañado de la realización periódica de campañas de vacunación y desparasitación, que respeten sus usos 
y costumbres; c) entrega de alimentos en calidad y cantidad suficientes; d) creación de letrinas o cualquier tipo 
de servicio sanitario adecuado en los asentamientos de la Comunidad, y e) dotar a la escuela del asentamiento 
“Santa Elisa” de los materiales y recursos humanos necesarios, y crear una escuela temporal con los materiales 
y recursos humanos necesarios para los niños y niñas del asentamiento “Km. 16”. En la medida de lo posible la 
educación impartida considerará la cultura de la Comunidad y del Paraguay y será bilingüe, en idioma exent y, 
a elección de los miembros de la Comunidad, español o guaraní.



Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010 



301. De conformidad con las conclusiones expuestas en el Capítulo VII relativo al artículo 4 de la Convención 
Americana, la Corte dispone que mientras se entrega el territorio tradicional, o en su caso las tierras 
alternativas, a los miembros de la Comunidad, el Estado deberá adoptar de manera inmediata, periódica y 
permanente, las siguientes medidas: a) suministro de agua potable suficiente para el consumo y aseo personal 
de los miembros de la Comunidad; b) revisión y atención médica y psicosocial de todos los miembros de la 
Comunidad, especialmente los niños, niñas y ancianos, acompañada de la realización periódica de campañas 
de vacunación y desparasitación que respeten sus usos y costumbres; c) atención médica especial a las mujeres 
que se encuentren embarazadas, tanto antes del parto como durante los primeros meses después de éste, así 
como al recién nacido; d) entrega de alimentos en calidad y cantidad suficientes para asegurar una alimentación 
adecuada; e) instalación de letrinas o cualquier tipo de servicio sanitario adecuado en el asentamiento de la 
Comunidad, y f) dotar a la escuela de los materiales y recursos humanos necesarios para garantizar el acceso 
a la educación básica para los niños y niñas de la Comunidad, prestando especial atención a que la educación 
impartida respete sus tradiciones culturales y garantice la protección de su lengua propia. Para tales efectos, el 
Estado deberá realizar las consultas que sean necesarias a los miembros de la Comunidad.



302. La obligación señalada en el párrafo anterior es de cumplimiento inmediato. 



303. Sin perjuicio de lo indicado, a efectos de que la prestación de bienes y servicios básicos sea adecuada y periódica, 
el Estado deberá elaborar un estudio, en el plazo de seis meses a partir de la notificación de esta Sentencia, en 
el que establezca:



a)  respecto a la entrega de agua potable: 1) la periodicidad en la que las entregas deban realizarse; 2) el 
método que deba emplearse para realizar las entregas y asegurar la preservación sanitaria del agua, y 3) 
la cantidad a entregarse por persona y/o por familia;



b) respecto a la atención médica y psicosocial, así como la entrega de medicinas: 1) la periodicidad en la 
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que se requiere que personal médico visite la Comunidad; 2) las principales dolencias y enfermedades 
que los miembros de la Comunidad padecen; 3) las medicinas y el tratamiento necesario para tales 
enfermedades; 4) la atención pre y posnatal necesaria, y 5) la forma y periodicidad en que se deben llevar 
a cabo los procesos de vacunación y desparacitación;



c)  respecto a la entrega de alimentos: 1) los tipos de alimentos a entregar a los miembros de la Comunidad 
para garantizar una alimentación nutricionalmente adecuada; 2) la periodicidad en la que las entregas 
deban realizarse; 3) la cantidad de alimentos a entregar por persona y/o por familia; 



d) respecto al manejo efectivo y salubre de los desechos biológicos: el tipo y cantidad de servicio sanitario a 
entregar, y



e)  respecto a la dotación de materiales y recursos humanos a la escuela de la Comunidad: 1) los recursos 
físicos y humanos que la escuela necesita para garantizar una educación bilingüe adecuada; 2) los 
materiales que cada alumno necesita para educarse adecuadamente, y 3) los insumos que los profesores 
de la escuela requieren para impartir sus clases.



304. Para la elaboración del estudio mencionado en el párrafo anterior, los especialistas encargados del mismo 
deberán tener los conocimientos técnicos específicos requeridos para cada tarea. Además, tales especialistas 
deberán contar siempre con el punto de vista de los miembros de la Comunidad, expresado conforme a sus 
propias formas de toma de decisiones. Dicho estudio podrá ser realizado por la Comisión Interinstitucional 
(CICSI).



305. Una vez que el Estado remita al Tribunal el estudio, el mismo será transmitido a la Comisión y a los representantes, 
a efectos de que remitan las observaciones que estimen pertinentes. La Corte, teniendo en cuenta el parecer de 
las partes, podrá disponer que el Estado requiera a los especialistas que completen o amplíen el estudio. A partir 
de entonces el Estado deberá adecuar la entrega de bienes y servicios básicos a los miembros de la Comunidad, 
ordenada en el párrafo 301, a las conclusiones que los especialistas hayan arribado en su informe.



306. Finalmente, dadas las dificultades que los miembros de la Comunidad tienen para acceder a los centros de 
salud […], el Estado deberá establecer en el lugar donde se asienta la Comunidad temporalmente, es decir, en 
“25 de Febrero”, un puesto de salud permanente, con las medicinas e insumos necesarios para una atención en 
salud adecuada. Para ello cuenta con un plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente Sentencia. 
Asimismo, deberá establecer inmediatamente en tal asentamiento un sistema de comunicación que permita 
a las víctimas contactarse con las autoridades de salud competentes, para la atención de casos de emergencia. 
De ser necesario, el Estado proveerá el transporte para las personas que así lo requieran. Posteriormente, el 
Estado deberá asegurarse que el puesto de salud y el sistema de comunicación se trasladen al lugar donde la 
Comunidad se asiente definitivamente.



Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012 



284. La Corte toma nota de la disposición del Estado de impulsar diversas gestiones dirigidas a mejorar las 
condiciones de vida de los miembros de la comunidad de Río Negro que residen en la colonia Pacux […]. En 
vista de las condiciones precarias en las que se encuentran las víctimas del presente caso que fueron desplazadas 
y posteriormente reasentadas por el Estado en la colonia de Pacux […], la Corte dispone que Guatemala deberá 
implementar en dicho lugar, previa consulta con las víctimas o sus representantes, e independientemente de 
las demás obras públicas que estén previstas en el presupuesto nacional para la colonia Pacux o para la región 
en que se encuentra, las siguientes medidas: a) el fortalecimiento del centro de salud de Pacux mediante la 
dotación de recursos humanos permanentes y calificados en materia de atención a la salud física, psicológica 
y odontológica, medicamentos y ambulancias equipadas; b) el diseño e implementación de programas de 
seguridad alimenticia y nutricional; c) la mejora de calles y avenidas dentro de la Colonia; d) la implementación 
de un sistema de alcantarillado, tratamiento de aguas negras o residuales y abastecimiento de agua potable, y 
e) la reconstrucción o mejora de las escuelas de nivel primario en la Colonia de Pacux y el establecimiento de 
un programa de educación a nivel secundario bilingüe en español y en maya achí. El Estado debe implementar 
dichos programas referidos dentro de un plazo de cinco años, contado a partir de la notificación de esta 
Sentencia. Finalmente, en el plazo de un año, a partir de la notificación de este Fallo, el Estado deberá garantizar 
la provisión de energía eléctrica a los habitantes de la colonia Pacux a precios asequibles.
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Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015



332. En vista de que el Estado fue encontrado responsable por la violación de los artículos 21 y 25 de la Convención, 
así como con motivo de que la variedad de las medidas de reparación solicitadas por los representantes 
pretenden en su conjunto el desarrollo y mejoramiento de la productividad del territorio de la Comunidad 
[…], como lo ha hecho en casos anteriores , la Corte estima apropiado analizar dichas medidas a la luz de la 
creación de un fondo de desarrollo comunitario como compensación por el daño material e inmaterial que los 
miembros de la Comunidad han sufrido. En este sentido, dicho fondo es adicional a cualquier otro beneficio 
presente o futuro que le corresponda a la Comunidad de Punta Piedra con motivo de los deberes generales de 
desarrollo del Estado. 



333. En atención a las medidas de reparación solicitadas por la Comisión y los representantes, la desposesión de 
su territorio, los daños ocasionados al mismo y que los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación 
y protección de su medio ambiente y de la capacidad productiva de sus territorios y recursos naturales , la 
Corte ordena que el fondo sea destinado con los objetivos de: i) desarrollar proyectos orientados a aumentar 
la productividad agrícola o de otra índole en la Comunidad; ii) mejorar la infraestructura de la Comunidad de 
acuerdo con sus necesidades presentes y futuras; iii) restaurar las áreas deforestadas, y iv) otros que consideren 
pertinentes para el beneficio de la Comunidad de Punta Piedra. 



334. El Estado deberá adoptar todas las medidas administrativas, legislativas, financieras y de recursos humanos 
necesarios para la implementación de este fondo, para lo cual, en el plazo de tres meses a partir de la notificación 
de la Sentencia, deberá nombrar una autoridad con competencia en la materia, a cargo de la administración del 
fondo. Por su parte, la Comunidad de Punta Piedra deberá elegir una representación para la interlocución con 
el Estado, a fin de que la implementación del fondo se realice conforme lo disponga la Comunidad. 



335. Para dicho fondo, el Estado deberá destinar la cantidad de US$ 1,500,000.00 (un millón quinientos mil dólares de 
los Estados Unidos de América), la cual será invertida para el beneficio del territorio titulado de la Comunidad 
de Punta Piedra en el periodo no mayor a tres años a partir de la notificación de la presente Sentencia. 



336. Finalmente, la Corte establece que las partes deberán remitir al Tribunal un informe anual durante el periodo 
de ejecución, en el cual se detallen los proyectos en los cuales se invertirá el monto destinado al Fondo.



Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 2015



296. […], la Corte nota que, en vista de: i) la desposesión de su territorio; ii) los daños ocasionados al mismo y iii) 
que los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación y protección de su medio ambiente y de la capacidad 
productiva de sus territorios y recursos naturales ; el Fondo deberá ser destinado, conforme se acuerde con la 
Comunidad Triunfo de la Cruz, a: i) desarrollar proyectos orientados a aumentar la productividad agrícola o de 
otra índole en la Comunidad; ii) mejorar la infraestructura de la Comunidad de acuerdo con sus necesidades 
presentes y futuras; iii) restaurar las áreas deforestadas, y iv) otros que consideren pertinentes en beneficio de la 
Comunidad Triunfo de la Cruz.



297. El Estado deberá adoptar todas las medidas administrativas, legislativas, financieras y de recursos humanos 
necesarias para la implementación de este Fondo, para lo cual, en el plazo de tres meses de notificada la presente 
Sentencia, deberá nombrar una autoridad con competencia en la materia, a cargo de su administración. Por 
su parte, la Comunidad Triunfo de la Cruz deberá nombrar una representación para la interlocución con el 
Estado, a fin de que en la implementación del Fondo se realice conforme lo disponga la Comunidad. 



298. Para dicho Fondo, el Estado deberá destinar la cantidad de US$ 1.500.000 (un millón quinientos mil dólares 
de los Estados Unidos de América), la cual deberá ser invertida para el beneficio del territorio titulado de la 
Comunidad Triunfo de la Cruz en un período no mayor a tres años a partir de la notificación de la presente 
Sentencia.



299. Finalmente, las partes deberán remitir a la Corte un informe anual durante el período de ejecución en el cual se 
detallen los proyectos en los que se invertirá el monto destinado al Fondo.
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Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015



295. En vista de que el Estado fue encontrado internacionalmente responsable por la violación de los artículos 1.1, 2, 
3, 21, 23 y 25 de la Convención, lo cual acarreó el menoscabo de valores muy representativos para los miembros 
de los Pueblos Kaliña y Lokono, mismos que impactan en su identidad cultural y en el patrimonio cultural 
a transmitirse a las futuras generaciones, la Corte estima apropiado, como lo ha hecho en casos anteriores, 
establecer la creación de un fondo de desarrollo comunitario como compensación por el daño material 
e inmaterial que los miembros de dichos pueblos han sufrido. En este sentido, dicho fondo es adicional a 
cualquier otro beneficio presente o futuro que corresponda a los Pueblos Kaliña y Lokono con motivo de los 
deberes generales de desarrollo del Estado. 



296. Tomando en consideración que los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación y protección de su 
medio ambiente y de la capacidad productiva de sus territorios y recursos naturales , así como lo indicado 
por los representantes sobre los proyectos de inversión solicitados, la Corte estima que el fondo de desarrollo 
comunitario deberá ser destinado a desarrollar proyectos de salud, educación, seguridad alimentaria, gestión 
de recursos y otros que los Pueblos Kaliña y Lokono consideren pertinentes para su desarrollo. 



297. El Estado deberá adoptar todas las medidas administrativas, legislativas, financieras y de recursos humanos 
necesarias para la constitución e implementación de este fondo, para lo cual, en el plazo de tres meses a partir de 
la notificación de la presente Sentencia, deberá nombrar a una autoridad con competencia en la materia, a cargo 
de la administración del mismo. Por su parte, los Pueblos Kaliña y Lokono deberán elegir una representación 
para la interlocución con el Estado, a fin de que la implementación del fondo se realice conforme lo dispongan 
dichos pueblos. 



298. Para dicho fondo, el Estado deberá destinar la cantidad de US$ 1,000,000.00 (un millón de dólares de los 
Estados Unidos de América), la cual será invertida e implementada de acuerdo con los objetivos propuestos, en 
el periodo no mayor a tres años a partir de la notificación de la presente Sentencia.



299. Finalmente, la Corte establece que las partes deberán remitir al Tribunal un informe anual durante el periodo 
de ejecución, en el cual se detallen los proyectos en los cuales se invertirá el monto destinado al Fondo.



5.3.9. Otorgamiento de becas para los hijos de las víctimas



Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014



432. La Corte ha constatado que el procesamiento, sometimiento a prisión preventiva arbitraria y condena penal 
de las víctimas basada en la aplicación de una ley contraria a la Convención […] tuvo como efecto que éstas 
no pudieran participar de la manutención y cuidado de sus familias en la forma como lo hacían previo a los 
hechos del presente caso, lo cual repercutió en la situación económica de su grupo familiar y, por ende, en la 
posibilidad de que sus hijos pudieran acceder o completar sus estudios . En atención a lo anterior, y teniendo 
en consideración lo solicitado por los representantes, como lo ha dispuesto en otros casos, este Tribunal estima 
oportuno ordenar, como medida de satisfacción en el presente caso, que el Estado otorgue becas en instituciones 
públicas chilenas, en beneficio de los hijos de las ocho víctimas de este caso, que cubran todos los costos de su 
educación hasta la conclusión de sus estudios superiores, bien sean técnicos o universitarios. El cumplimiento 
de esta obligación por parte del Estado implica que los beneficiarios lleven a cabo ciertas acciones tendientes al 
ejercicio de su derecho a esta medida de reparación. Por lo tanto, quienes soliciten esta medida de reparación, o 
sus representantes legales, disponen de un plazo de seis meses, contados a partir de la notificación de la presente 
Sentencia, para que den a conocer al Estado sus solicitudes de becas. 



5.3.10. Aseguramiento del derecho de propiedad sobre los territorios tradicionales, devolución de las 
tierras y uso efectivo 



Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 2005



209. A la luz de sus conclusiones en el capítulo relativo al artículo 21 de la Convención Americana […], la Corte 
dispone que el Estado debe adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole 
necesarias para asegurar a los miembros de la comunidad su derecho de propiedad sobre los territorios 
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tradicionales de los que fueron expulsados y asegurar, por lo tanto, el uso y goce de estos territorios.  Estas 
medidas deberán incluir la creación de un mecanismo efectivo para delimitar, demarcar y titular dichos 
territorios tradicionales.



210. El Estado deberá tomar estas medidas con la participación y el consentimiento informado de las víctimas, 
expresado a través de sus representantes, y de los miembros de las demás aldeas Cottica N’djuka y las 
comunidades indígenas vecinas, incluyendo la comunidad de Alfonsdorp.



211. Hasta que el derecho de propiedad de los miembros de la comunidad sobre sus territorios tradicionales sea 
asegurado, el Estado deberá abstenerse de realizar acciones – ya sea por parte de agentes estatales o de terceros 
que actúen con la aquiescencia o tolerancia del Estado – que afecten la existencia, valor, uso o goce de la 
propiedad ubicada en el área geográfica donde vivieron tradicionalmente los miembros de la comunidad hasta 
los hechos del 29 de noviembre de 1986.



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



211. Las violaciones a los derechos humanos ocasionadas a los miembros de la Comunidad Yakye Axa declaradas 
en la presente Sentencia tienen como base común primordialmente la falta de materialización de los derechos 
territoriales ancestrales de los miembros de la Comunidad, cuya existencia no ha sido discutida por el Estado.  
Además, el Estado ha manifestado a lo largo del presente trámite ante la Corte su disposición de entregar tierras 
a los miembros de la Comunidad.  Así, en su escrito de contestación a la demanda señaló que



 [t]eniendo en cuenta el interés general que persigue la cuestión de fondo, aun no compartiendo 
los fundamentos de la demanda, el Estado de Paraguay se allana al pedido de reparación y en 
consecuencia, dispondrá por medio de las autoridades competentes la restitución de las tierras 
de la [C]omunidad peticionaria, dentro del territorio ancestral de la [C]omunidad, en la cantidad 
autorizada por la legislación vigente, es decir, 100 hectáreas por familia, para lo cual comprometerá 
recursos financieros que ya se han solicitado al Congreso de la Nación […].



 El inmueble a ser entregado a la [C]omunidad será adquirido por el Estado en la forma y condiciones 
que le permita la legislación vigente, sin afectar derechos de terceros igualmente protegidos por 
esta, y la Convención Americana, por lo que no compromete ningún tipo de confiscación ni 
expropiación ilegítima […].



216. Para ello, es necesario considerar que las víctimas del presente caso poseen hasta hoy conciencia de una historia 
exclusiva común; son la expresión sedentarizada de una de las bandas del pueblo indígena de los Chanawatsan, 
de la familia lingüística de los Lengua-Maskoy, que tenían un modo de ocupación tradicional de cazadores-
recolectores […].  La posesión de su territorio tradicional está marcada de forma indeleble en su memoria 
histórica y la relación que mantienen con la tierra es de una calidad tal que su desvinculación de la misma 
implica riesgo cierto de una pérdida étnica y cultural irreparable, con la consecuente vacante para la diversidad 
que tal hecho acarrearía.  Dentro del proceso de sedentarización, la Comunidad Yakye Axa adoptó una identidad 
propia relacionada con un espacio geográfico determinado física y culturalmente, que corresponde a una parte 
específica de lo que fue el vasto territorio Chanawatsan.



217. Por lo expuesto, el Estado deberá identificar ese territorio tradicional y entregarlo de manera gratuita a la 
Comunidad Yakye Axa, en un plazo máximo de tres años contados a partir de la notificación de la presente 
Sentencia.  En caso de que el territorio tradicional se encuentre en manos privadas, el Estado deberá valorar la 
legalidad, necesidad y proporcionalidad de la expropiación o no de esas tierras con el fin de lograr un objetivo 
legítimo en una sociedad democrática, conforme a lo expuesto en los párrafos 144 a 154 de esta Sentencia.  
Para ello, deberá tomar en cuenta las particularidades propias de la Comunidad indígena Yakye Axa, así 
como sus valores, usos, costumbres y derecho consuetudinario. Si por motivos objetivos y fundamentados, la 
reivindicación del territorio ancestral de los miembros de la Comunidad Yakye Axa no fuera posible, el Estado 
deberá entregarle tierras alternativas, que serán electas de modo consensuado con la Comunidad, conforme a 
sus propias formas de consulta y decisión, valores, usos y costumbres.  En uno u otro caso, la extensión de las 
tierras deberá ser la suficiente para garantizar el mantenimiento y desarrollo de la propia forma de vida de la 
Comunidad. 



218. A efectos de dar cumplimiento a lo señalado en el párrafo anterior, el Estado, de ser necesario, deberá crear un 
fondo destinado exclusivamente a la adquisición de las tierras a entregarse a la Comunidad Yakye Axa, en un 
plazo máximo de un año contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, fondo que será destinado 
bien sea para la compra de la tierra a propietarios particulares o para el pago de una justa indemnización a los 
perjudicados en caso de expropiación, según corresponda.
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Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006



210. A la luz de sus conclusiones en el capítulo relativo al artículo 21 de la Convención Americana […], la Corte 
considera que la devolución de las tierras tradicionales a los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa es 
la medida de reparación que más se acerca a la restitutio in integrum, por lo que dispone que el Estado debe 
adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole necesarias para asegurar a 
los miembros de la Comunidad el derecho de propiedad sobre sus tierras tradicionales y, por lo tanto, su uso y 
goce. En el mismo sentido: Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2010 , párr. 281.



211. Según ha sido probado, las tierras reclamadas en el fuero interno por los miembros de la Comunidad forman 
parte de su hábitat tradicional […] y son adecuadas para su final asentamiento […]. Sin embargo, la restitución 
de estas tierras a la Comunidad se ve impedida, ya que están en la actualidad bajo el dominio privado.



212. En tal sentido, conforme a la jurisprudencia del Tribunal, el Estado deberá valorar la posibilidad de compra 
o la legalidad, necesidad y proporcionalidad de la expropiación de esas tierras con el fin de lograr un objetivo 
legítimo en una sociedad democrática, conforme a lo reiterado en los párrafos 135 a 141 de esta Sentencia y los 
párrafos 143 a 151 de la sentencia emitida por el Tribunal en el Caso Comunidad indígena Yakye Axa. Si por 
motivos objetivos y fundamentados, la devolución de las tierras ancestrales a los miembros de la Comunidad 
Sawhoyamaxa no fuera posible, el Estado deberá entregarles tierras alternativas, electas de modo consensuado 
con la comunidad indígena en cuestión, conforme a sus propias formas de consulta y decisión, valores, usos y 
costumbres. En uno u otro caso, la extensión y calidad de las tierras deberán ser las suficientes para garantizar 
el mantenimiento y desarrollo de la propia forma de vida de la Comunidad. 



214. Al respecto, debe tenerse en cuenta que, de conformidad con los párrafos 135 a 141 de esta Sentencia, el hecho 
de que las tierras tradicionales de la Comunidad se encuentre en manos privadas, o el hecho de que tales 
tierras estén racionalmente explotadas, no son per ser motivos “objetivos y fundamentados” que impidan  
su devolución.



215. El Estado cuenta con un plazo de tres años, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, para 
entregar las tierras física y formalmente a las víctimas, sea que se adquieran por medio de compra, expropiación 
o elección de tierras alternativas. Para ello, deberá asegurar todos los fondos necesarios.



Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007



194. A fin de garantizar la no repetición de la violación a los derechos de los miembros del pueblo Saramaka al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, propiedad y protección judicial, el Estado debe llevar a cabo las 
siguientes medidas:



a) delimitar, demarcar y otorgar título colectivo del territorio de los miembros del pueblo Saramaka, de 
conformidad con su derecho consuetudinario, y a través de consultas previas, efectivas y plenamente 
informadas con el pueblo Saramaka, sin perjuicio de otras comunidades indígenas y tribales. Hasta 
tanto no se lleve a cabo dicha delimitación, demarcación u otorgamiento de título colectivo respecto 
del territorio Saramaka, Surinam debe abstenerse de realizar actos que podrían dar lugar a que agentes 
del propio Estado o terceros, actuando con consentimiento o tolerancia del Estado, puedan afectar la 
existencia, valor, uso o goce del territorio al cual tienen derecho los integrantes del pueblo Saramaka, a 
menos que el Estado obtenga el consentimiento previo, libre e informado de dicho pueblo. Respecto de 
las concesiones ya otorgadas dentro del territorio tradicional Saramaka, el Estado debe revisarlas, a la 
luz de la presente Sentencia y la jurisprudencia de este Tribunal, con el fin de evaluar si es necesaria una 
modificación a los derechos de los concesionarios para preservar la supervivencia del pueblo Saramaka.  
El Estado deberá comenzar el proceso de delimitación, demarcación y titulación del territorio tradicional 
Saramaka dentro del período de tres meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, 
y deberá completar dicho proceso dentro de los tres años luego de dicha fecha;



Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010 



282. El vínculo de los miembros de la Comunidad con dichos territorios es fundamental e inescindible para su 
supervivencia alimentaria y cultural, por ello la importancia de su devolución. Contrario a lo que señala el 
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Estado, las tierras a entregarse a los miembros de la Comunidad no es cualquier inmueble “dentro del territorio 
histórico de los Enxet Lengua”, sino el territorio que los miembros de la Comunidad han demostrado en este 
caso que es su territorio tradicional específico y más apto para el asentamiento indígena […].



283. Consecuentemente, el Estado está en la obligación de devolver a los miembros de la Comunidad las 10.700 
hectáreas reclamadas por ésta e identificadas como Mompey Sensap (hoy Retiro Primero) y Makha Mompena 
(hoy Retiro Kuñataí). La identificación específica de dicho territorio y sus límites deberá ser realizada 
por el Estado, en el plazo de un año a partir de la notificación de esta Sentencia, a través de los medios  
técnicos especializados para tal fin, con la participación de los líderes de la Comunidad y sus representantes 
libremente elegidos.



284. Una vez identificado plenamente el territorio tradicional de los miembros de la Comunidad, de la forma y en 
el plazo señalados en el párrafo anterior, de encontrarse éste en manos de particulares, sean éstos personas 
naturales o jurídicas, el Estado deberá, a través de sus autoridades competentes, decidir si procede la expropiación 
del territorio a favor de los indígenas. Para resolver esta cuestión, las autoridades estatales deben seguir los 
estándares establecidos en esta Sentencia […], teniendo muy en cuenta la especial relación que los indígenas 
tienen con sus tierras para la preservación de su cultura y su supervivencia. En ningún caso la decisión de las 
autoridades internas deberá basarse exclusivamente en que dichas tierras estén en manos privadas o que estén 
racionalmente explotadas, por las consideraciones expuestas en el párrafo 149 de esta Sentencia. Hacerlo sería 
desconocer la presente decisión y una violación a los compromisos adquiridos soberanamente por el Paraguay. 



285. El Estado cuenta con un plazo de tres años a partir de la notificación de la presente Sentencia para la devolución 
de las tierras tradicionales a los miembros de la Comunidad, para lo cual deberá resolver sobre la procedencia 
de la expropiación y, de ser el caso, llevarla a cabo. El Estado deberá realizar dentro de ese término las diligencias 
necesarias para tal fin. Asimismo, dentro de ese plazo, el Estado podrá impulsar, de ser el caso, las medidas de 
negociación para la compra de las tierras correspondientes.



286. Si por motivos objetivos y fundamentados �entre los cuales, se reitera, no podrán argüirse exclusivamente el 
hecho que las tierras estén en manos privadas o estén racionalmente explotadas� las autoridades paraguayas 
resuelven dar prioridad al derecho a la propiedad de los particulares por sobre el derecho a la propiedad de 
los miembros de la Comunidad, deberá entregar a éstos tierras alternativas, dentro del territorio tradicional 
de sus ancestros. La elección de estas tierras deberá ser consensuada con los miembros de la Comunidad, de 
conformidad con sus propias formas de toma de decisiones. Se reitera que el ofrecimiento de tierras alternativas 
únicamente será procedente una vez que se haya valorado adecuadamente, conforme a lo indicado en esta 
Sentencia, que no es procedente la expropiación y que no se hayan concretado las negociaciones para la compra 
de las tierras.



287. Ante solicitud fundada del Estado el Tribunal podrá otorgarle una prórroga de un año para continuar con los 
respectivos procedimientos internos instaurados para la devolución del territorio tradicional. La solicitud de 
prórroga deberá presentarse a la Corte al menos con tres meses de anticipación al vencimiento del plazo de 
tres años fijado en el párrafo 285 de esta Sentencia, según corresponda. Si el Estado no presenta su solicitud de 
prórroga con la antelación señalada, la Corte entenderá que ha desistido de su facultad de solicitarla. El Tribunal 
rechazará cualquier solicitud que sea presentada extemporáneamente. De presentarse la solicitud de prórroga 
de manera oportuna, la Corte la trasladará a la Comisión y a los representantes de las víctimas, a efectos de 
que presenten las observaciones que estimen pertinentes. El Tribunal resolverá si concede o no la prórroga 
teniendo en cuenta las razones aducidas por el Estado en su solicitud, las observaciones de la Comisión y los 
representantes y las gestiones previamente iniciadas por el Estado para cumplir con su deber de entregar las 
tierras a los miembros de la Comunidad. No concederá la prórroga si, a su criterio, el Estado no ha realizado 
suficientes acciones y gestiones para cumplir con esta medida de reparación. Por último, el Estado deberá 
informar de manera precisa y detallada cada seis meses sobre las acciones que ha realizado para la devolución 
del territorio tradicional a las víctimas. 



290. La Corte dispondrá en el procedimiento de supervisión del cumplimiento de esta Sentencia las fechas en el que 
el Estado deberá hacer los respectivos pagos a los líderes de la Comunidad por el retraso en el cumplimiento de 
esta medida de reparación. Tales pagos deberán hacerse conforme a los lineamientos estipulados en la sección 
“modalidad de los pagos” de esta Sentencia […]. Si el Estado incumple con las fechas que la Corte fije para la 
realización de estos pagos, deberá pagar un interés por mora, conforme a lo estipulado en el párrafo 336 infra. Las 
cantidades correspondientes serán entregadas a los líderes debidamente reconocidos de la Comunidad, quienes 
dispondrán del dinero conforme lo disponga la Comunidad según su propia forma de toma de decisiones.
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291. El Estado no deberá realizar ningún acto que dificulte aún más el resultado de la Sentencia. En este sentido 
hasta que no se entregue el territorio tradicional a los miembros de la Comunidad, el Estado deberá velar que 
tal territorio no se vea menoscabado por acciones del propio Estado o de terceros particulares. Así, deberá 
asegurar que no se deforeste la zona, no se destruyan los sitios culturalmente importantes para la Comunidad, 
no se transfieran las tierras y no se explote el territorio de tal forma que dañe irreparablemente la zona o los 
recursos naturales que en ella existan.



292. El Estado manifestó que se encuentra tramitando la titulación de las 1.500 hectáreas del lugar denominado 
“25 de Febrero”, en donde se encuentra actualmente asentada la Comunidad. Sin embargo, resaltó algunos 
inconvenientes para la titulación e inscripción del terreno debido a problemas formales de representación y de 
inscripción de líderes comunitarios.



293. Al respecto, el Tribunal estima que todos esos obstáculos formales para la titulación de esta tierra deben ser 
solucionados por el mismo Estado, conforme a lo expuesto en los párrafos 48 y 49. Específicamente, el Estado 
deberá, a través de sus autoridades competentes, garantizar la corrección de las inconsistencias respecto a la 
inscripción de los líderes de la Comunidad para los efectos legales que sean necesarios. Para ello cuenta con un 
plazo de seis meses, a partir de la notificación de esta Sentencia.



294. Por otro parte, este Tribunal ordena que el Estado deberá titular, dentro del plazo de un año a partir de la 
notificación de esta Sentencia, las 1.500 hectáreas cedidas por las comunidades Angaité a favor de los miembros 
de la Comunidad Xákmok Kásek […], lo cual permitirá a sus miembros asegurar un territorio y su supervivencia 
de manera transitoria, mientras son demarcadas y tituladas las tierras tradicionales de la Comunidad. Para este 
Tribunal es relevante destacar el sentido de solidaridad y unidad que las comunidades Angaité han tenido con 
la Comunidad Xákmok Kásek.



295. El Tribunal resalta que la titulación de las referidas 1.500 hectáreas en nada afecta o incide en la devolución 
del territorio tradicional al cual tienen derecho los miembros de la Comunidad Xákmok Kásek, conforme a los 
párrafos 281 a 290 de esta Sentencia.



Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013



459. La Corte señala que, producto del incumplimiento del deber estatal de garantizar el derecho a la propiedad 
colectiva […], las comunidades del Cacarica han sufrido un daño que va más allá del mero detrimento 
patrimonial. Del acervo probatorio se evidencia que éstas tienen una relación especial con los territorios que 
habitaban y que, por ende, se vieron profundamente afectadas no solo al ser despojadas de los mismos, sino 
también al haberse permitido la realización de acciones de explotación ilegal de recursos naturales por parte 
de terceros. Por lo anterior, y en aras de evitar que estos hechos se repitan, el Tribunal ordena al Estado que 
restituya el efectivo uso, goce y posesión de los territorios reconocidos en la normativa a las comunidades 
afrodescendientes agrupadas en el Consejo Comunitario del Cacarica.



460. Asimismo, la Corte es consciente de que los miembros de las comunidades del Cacarica se sienten inseguros, 
en particular debido a la presencia de actores armados. Es posible que esta situación no cambie hasta que se 
restablezca el órden público y hasta que se efectúen investigaciones y procesos judiciales efectivos que tengan 
como resultado el esclarecimiento de los hechos y la sanción de los responsables. Por tanto, el Tribunal considera, 
como lo ha hecho en otros casos, que el Estado deberá garantizar que las condiciones de los territorios que el 
Estado debe restituirles, así como del lugar donde habitan actualmente, sean adecuadas para la seguridad y vida 
digna tanto de quienes ya han regresado como de quienes aún no lo han hecho. A tales efectos, el Estado deberá 
enviar periódicamente, al menos una vez al mes, representantes oficiales a los territorios de los cuales fueron 
desplazados, y en particular a las Comunidades de Paz (“Esperanza de Diós” y “Nueva Vida”), durante los cinco 
años siguientes a la notificación de esta Sentencia para verificar la situación de orden público, para lo cual 
deberán reunirse efectivamente con las comunidades o los representantes por éstas designados. Si durante esas 
reuniones mensuales los habitantes de las comunidades expresan preocupación en relación con su seguridad, 
el Estado debe adoptar las medidas necesarias para garantizarla, las cuales serán diseñadas en acuerdo con los 
destinatarios de las medidas.



Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014



232. La Corte dispone que el Estado deberá proceder a demarcar las tierras que corresponden a las comunidades 
Ipetí y Piriatí Emberá y a titular las tierras Ipetí como derecho a la propiedad colectiva, en un plazo máximo de 1 
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año a partir de la notificación de la presente Sentencia, con la plena participación, y tomando en consideración 
el derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, de las referidas comunidades. Mientras no se hayan 
demarcado y titulado adecuadamente las referidas tierras, el Estado se debe abstener de realizar actos que 
puedan llevar a que los agentes del propio Estado, o terceros que actúen con su aquiescencia o su tolerancia, 
afecten la existencia, el valor, el uso o el goce de los bienes ubicados en la zona geográfica donde habitan y 
realizan sus actividades los miembros de las comunidades Ipetí y Piriatí Emberá.



233. Además, el Estado debe realizar las medidas necesarias para dejar sin efecto el título de propiedad privada 
otorgado al señor C.C.M. dentro del territorio de la Comunidad Emberá de Piriatí en el plazo máximo de 1 año 
desde la notificación de la presente Sentencia. 



Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015



323. La Corte establece que a fin de lograr una reparación integral de las violaciones acreditadas, a través de la 
restitución de los derechos conculcados, corresponde al Estado realizar el saneamiento de las tierras 
tradicionales que fueron tituladas por el Estado en favor de la Comunidad de Punta Piedra y hacer efectiva 
la implementación de los acuerdos alcanzados. Dicha obligación de saneamiento corresponde ejercerla 
al Estado de oficio y con extrema diligencia. […] En este sentido, el Estado debe remover cualquier tipo de 
obstáculo o interferencia sobre el territorio en cuestión […]. En particular, a través de garantizar el dominio 
pleno y efectivo de los miembros de la Comunidad de Punta Piedra como legítimos propietarios, y de ser 
procedente y según lo acordado, mediante el pago de mejoras y la reubicación, con las debidas garantías, de los  
terceros ocupantes.



324. Para ello, el Estado debe realizar las siguientes acciones: 



a)  adoptar todas las medidas administrativas, legislativas, financieras y de recursos humanos necesarias 
para restituir de manera integral a la Comunidad de Punta Piedra su territorio titulado, garantizando su 
uso y goce pacífico de manera plena y efectiva, en el plazo no mayor a 30 meses, a partir de la notificación 
de la presente Sentencia. 



b)  garantizar de manera inmediata y efectiva que el territorio que actualmente se encuentra en posesión 
de la Comunidad de Punta Piedra, no sufra ninguna intrusión, expansión adicional, interferencia o 
afectación de parte de terceros o agentes del Estado que pueda menoscabar la existencia, el valor, el uso 
o el goce de su territorio. 



c)  proceder con el pago de mejoras y la reubicación de los terceros pobladores con las debidas garantías, en 
el plazo no mayor a dos años posteriores a la notificación del presente Fallo. 



d)  en el supuesto que se acredite la existencia de títulos legítimos de propiedad en la Aldea de Río Miel, 
anteriores a la entrega del segundo título a la Comunidad de Punta Piedra, conforme a la jurisprudencia 
de la Corte, el Estado deberá valorar la posibilidad de su compra o la expropiación de esas tierras, por 
razones de utilidad pública o interés social. 



325. Si por motivos objetivos y fundamentados se impidiera el reintegro total o parcial del territorio ocupado por 
terceros, el Estado deberá, de manera excepcional, ofrecer a la Comunidad de Punta Piedra tierras alternativas, 
de la misma o mayor calidad física, las cuales deberán de ser contiguas a su territorio titulado, libre de cualquier 
vicio material o formal y debidamente tituladas en su favor. El Estado deberá entregar las tierras, electas 
de manera consensuada con la Comunidad de Punta Piedra, conforme a sus propias formas de consulta y 
decisión, valores, usos y costumbres. Una vez acordado lo anterior, dicha medida deberá ser efectivamente 
ejecutada en el plazo de un año contado a partir de la notificación de voluntad de la Comunidad de Punta 
Piedra. Asimismo, en el otorgamiento de dichas tierras se deberá incluir un plan de desarrollo integral para ese 
territorio alternativo, de común acuerdo con la Comunidad, el cual es adicional al referido fondo de desarrollo 
dispuesto […]. El Estado deberá hacerse cargo de los gastos derivados del traslado y reubicación, así como de 
los correspondientes gastos por pérdida o daño que puedan sufrir como consecuencia del otorgamiento de 
dichas tierras alternativas.



326. Sin perjuicio de lo anterior, el Estado deberá desarrollar, de común acuerdo con la Comunidad de Punta Piedra 
y la Aldea de Río Miel, reglas de convivencia pacífica y armoniosas en el territorio en cuestión que respeten los 
usos y costumbres de la Comunidad de Punta Piedra, así como los mecanismos de prevención necesarios que 
eviten cualquier afectación por parte de terceros en el territorio garífuna.











127



PUEBLOS INDÍGENAS y TRIBALES



327. En relación con la falta de consulta del proyecto de exploración Punta Piedra II, que incluye parte del territorio de 
la Comunidad de Punta Piedra, el Estado deberá hacer cesar cualquier actividad que no haya sido previamente 
consultada, y en su caso, proceder de conformidad con la jurisprudencia de la Corte, a la realización de la 
misma. 



328. El Estado deberá, dentro del plazo de tres meses a partir de la notificación de la Sentencia, poner en marcha los 
mecanismos necesarios de coordinación entre instituciones que tengan incidencia en la toma de decisiones y 
cuenten con competencia en la materia, con el fin de velar por la efectividad de las medidas antes dispuestas, 
entre ellas: hacer efectivo el saneamiento, garantizar la integridad del territorio comunal y, en su caso, participar 
en la implementación del referido plan de desarrollo.



347. En virtud de que en los hechos del caso se evidenció una falta de claridad en el Registro de la Propiedad en 
Honduras que podría estar permitiendo el traslape de títulos en a rurales […], la Corte estima pertinente 
ordenar al Estado que cree los mecanismos adecuados para evitar que en el futuro hechos similares puedan 
generar afectaciones al derecho a la propiedad en a rurales como las analizadas en el presente caso.



Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 2015



259. La Corte se refiere a lo establecido respecto del territorio ancestral de la Comunidad en el Capítulo de Fondo 
sobre el derecho a la propiedad comunal, y dispone que el Estado debe proceder a demarcar las tierras sobre las 
cuales ha sido otorgada la propiedad colectiva a la Comunidad en dominio pleno y en garantía de ocupación. 
Lo anterior debe ser implementado dentro de un plazo máximo de dos (2) años a partir de la notificación de 
la presente Sentencia, y con la plena participación de la Comunidad, tomando en consideración su derecho 
consuetudinario, usos y costumbres. 



260. Asimismo, este Tribunal ordena, en relación con el área denominada “Lote A1” (infra Mapa Anexo) que fue 
reconocido como territorio tradicional de la Comunidad Triunfo de la Cruz por parte del INA […], que el 
Estado otorgue a la Comunidad, en el plazo de dos (2) años desde la notificación de la presente Sentencia, un 
título de propiedad colectiva sobre dicha tierra, el cual deberá ser debidamente delimitado y demarcado.



261. Si para cumplir con esta medida de reparación el Estado debe llevar a cabo procedimientos de expropiación o 
de reubicación de terceros que puedan ostentar títulos de dominio pleno sobre lotes comprendidos dentro del 
lote A1 […], incluyendo las 22 manzanas adjudicadas al Sindicato de Trabajadores de la Municipalidad de Tela 
[…], y los lotes de tierra de las empresas MACERICA e IDETRISA, el Estado deberá pagar las indemnizaciones 
que corresponde a los perjudicados, de conformidad con lo establecido en el derecho interno. La Corte recuerda 
su jurisprudencia según la cual la “restricción que se haga al derecho a la propiedad privada de particulares 
que fuera necesaria para lograr el objetivo colectivo de preservar las identidades culturales en una sociedad 
democrática y pluralista en el sentido de la Convención Americana”, implica la obligación a cargo del Estado de 
pagar “una justa indemnización a los perjudicados, de conformidad con el artículo 21.2 de la Convención”71.



262. En caso de que, por motivos debidamente fundados, el Estado considere que no es posible llevar a cabo la 
titulación de todo o parte del lote A1 […], deberá conferir un título de propiedad colectiva a la Comunidad 
sobre tierras alternativas de igual extensión y calidad que las no otorgadas. El Estado, para la implementación 
de esta medida, deberá consultar con la Comunidad Triunfo de la Cruz y sus miembros, en un procedimiento 
que sea acorde a los estándares internacionales en la materia.



263. Sin perjuicio de lo anterior, el Estado deberá desarrollar, de común acuerdo con la Comunidad Triunfo de la 
Cruz, reglas de convivencia pacífica y armoniosa en el territorio en cuestión que haga que las personas que no 
forman parte de la Comunidad respeten los usos y costumbres de la Comunidad Triunfo de la Cruz, así como 
los mecanismos de prevención necesarios que eviten cualquier afectación por parte de terceros en el territorio 
garífuna.



264. La Corte recuerda que, mientras no se hayan demarcado y, en su caso, titulado adecuadamente las referidas 
tierras a favor de la Comunidad Triunfo de la Cruz, el Estado debe abstenerse de realizar actos que puedan 
llevar a que los agentes del propio Estado, o terceros que actúen con su aquiescencia o su tolerancia, afecten 
la existencia, el valor, el uso o el goce de las tierras que deberán serles restituidas y de aquellas sobre las cuales 
poseen actualmente títulos de propiedad.



71  Cfr. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C No. 125, párr. 148.
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Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015



279. La Corte establece que a fin de lograr una reparación integral de las violaciónes acreditadas, a través de la 
restitución de los derechos conculcados, corresponde al Estado adoptar las siguientes medidas: 



i) Respecto de la personalidad jurídica y la propiedad colectiva 



b) delimitar, demarcar, y otorgar título colectivo del territorio de los miembros de los Pueblos Kaliña y 
Lokono, garantizando su uso y goce efectivo, de conformidad con lo establecido en los párrafos 129 a 142 
de la Sentencia, y a través de procesos participativos con los mismos. Lo anterior, tomando en cuenta los 
derechos que asisten a otros pueblos tribales en la zona.



280. En el caso de que las tierras reclamadas en manos de terceros no indígenas ni tribales, sean de personas 
naturales o jurídicas, el Estado deberá, a través de sus autoridades competentes, decidir si procede la compra o 
expropiación del territorio a favor de los indígenas, a través del pago de las indemnizaciones que corresponda 
a los perjudicados, de conformidad con lo establecido en el derecho interno. Para resolver esta cuestión, las 
autoridades estatales deben seguir los estándares establecidos en esta Sentencia […], teniendo muy en cuenta la 
especial relación que los indígenas tienen con sus tierras para la preservación de su cultura y su supervivencia. 
En ningún caso la decisión de las autoridades internas deberá basarse exclusivamente en que dichas tierras 
estén en manos privadas o que estén racionalmente explotadas.



281. En el caso que, por motivos objetivos y debidamente fundados, el Estado considere que no es posible llevar a 
cabo la titulación de las tierras tradicionales, deberá conferir títulos de propiedad colectiva a dichos pueblos 
sobre tierras alternativas contiguas de igual extensión y calidad que las no otorgadas. El Estado, para la 
implementación de esta medida, deberá, contar con la participación efectiva de los Pueblos Kaliña y Lokono y 
sus miembros, de conformidad con los estándares en la materia.  



282. Hasta en tanto no se lleven a cabo dichas medidas, el Estado deberá garantizar de manera inmediata y efectiva 
que los territorios que actualmente se encuentran en posesión de los Pueblos Kaliña y Lokono, no sufran 
ninguna intrusión, interferencia o afectación por parte de terceros o agentes del Estado que puedan menoscabar 
la existencia, el valor, el uso o el goce de su territorio , así como evitar, mediante garantías de seguridad jurídica, 
la emisión de nuevos títulos de propiedad y arrendamiento en los territorios de los Pueblos Kaliña y Lokono. 



283. El Estado deberá desarrollar, de común acuerdo con los Pueblos Kaliña y Lokono y los otros pueblos tribales de 
la zona, así como de terceros privados, reglas de convivencia pacífica y armoniosas en el territorio en cuestión, 
que respeten los usos y costumbres de los Pueblos Kaliña y Lokono, las cuales garanticen su relación con sus 
áreas tradicionales, incluyendo el río Marowijne […]. 



284. El Estado cuenta con el plazo total de tres años, contados a partir de la notificación de la Sentencia, para hacer 
entrega a los Pueblos Kaliña y Lokono de los títulos que les correspondan, los cuales deberán estar debidamente 
saneados, a fin de garantizar el uso y goce efectivo de su propiedad.  



285. El Estado deberá, dentro del plazo de tres meses a partir de la notificación de la presente Sentencia, poner 
en marcha los mecanismos necesarios de coordinación entre instituciones que tengan incidencia en la toma  
de decisiones y cuenten con competencia en la materia, con el fin de velar por la efectividad de las medidas 
antes dispuestas.



5.3.11. Garantías estatales de seguridad para las personas que desean regresar a la aldea



Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia 15 de junio de 2005



212. La Corte está consciente de que los miembros de la comunidad no desean regresar a sus tierras tradicionales 
hasta que: 1) el territorio sea “purificado” de acuerdo con los rituales culturales; y 2) ya no tengan temor de que 
se presenten nuevas hostilidades en contra de la comunidad.  Ninguna de estas dos condiciones se presentarán 
sin que haya una investigación y proceso judicial efectivos, que tengan como resultado el esclarecimiento de 
los hechos y la sanción de los responsables.  Mientras se realizan estos procesos, hasta su culminación, sólo los 
miembros de la comunidad pueden decidir cuándo sería apropiado el regreso a la aldea de Moiwana.  Cuando 
los miembros de la comunidad estén satisfechos de que se ha hecho lo necesario para que puedan regresar, 
el Estado deberá garantizar la seguridad de aquéllos. A tales efectos, cuando los miembros de la comunidad 
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regresen a dicha aldea, el Estado deberá enviar representantes oficiales cada mes a la aldea de Moiwana durante 
el primer año, para realizar consultas con los residentes de Moiwana.  Si durante esas reuniones mensuales los 
miembros de la comunidad expresan preocupación en relación con su seguridad, el Estado debe adoptar las 
medidas necesarias para garantizarla, las cuales serán diseñadas en consulta estricta con los destinatarios de las 
medidas.



5.3.12. Adecuación de disposiciones internas a estándares internacionales de derechos humanos



Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005



225. La Corte considera que es necesario que el Estado garantice el goce efectivo los derechos reconocidos en su 
Constitución Política y en su legislación, de conformidad con la Convención Americana. En consecuencia, 
el Estado, en un plazo razonable, deberá adoptar en su derecho interno, según lo dispuesto en el artículo 2 
de la Convención Americana, las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter que sean 
necesarias para crear un mecanismo eficaz de reclamación de tierras ancestrales de los pueblos indígenas 
que haga cierto su derecho de propiedad y que tenga en cuenta su derecho consuetudinario, valores, usos y 
costumbres.



Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio 
de 2005



259. El Estado debe reformar la regulación de los requisitos dispuestos en la Ley Electoral No. 331 de 2000 
declarados violatorios de la Convención […] y adoptar, en un plazo razonable, las medidas necesarias para que 
los integrantes de las comunidades indígenas y étnicas puedan participar en los procesos electorales en forma 
efectiva y tomando en cuenta sus tradiciones, usos y costumbres, en el marco de la sociedad democrática.  Los 
requisitos que se establezcan deben permitir y fomentar que los miembros de esas comunidades cuenten con una 
representación adecuada que les permita intervenir en los procesos de decisión sobre las cuestiones nacionales, 
que conciernen a la sociedad en su conjunto, y los asuntos particulares que atañen a dichas comunidades, por 
lo que dichos requisitos no deberán constituir obstáculos a dicha participación política.



Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006



235. Tomando en cuenta lo anterior y a la luz de las conclusiones a las que llegó el Tribunal en los capítulos 
referentes a los artículos 8, 21, 25 y 2 de la Convención Americana, la Corte considera que es necesario que el 
Estado garantice el goce efectivo los derechos reconocidos en su Constitución Política y en su legislación, de 
conformidad con la Convención Americana. En consecuencia, el Estado, en un plazo razonable, deberá adoptar 
en su derecho interno, según lo dispuesto en el artículo 2 de la Convención Americana, las medidas legislativas, 
administrativas y de cualquier otro carácter que sean necesarias para crear un mecanismo eficaz de reclamación 
de tierras ancestrales de los pueblos indígenas que haga cierto su derecho de propiedad y que tenga en cuenta 
su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres.



Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007



194. A fin de garantizar la no repetición de la violación a los derechos de los miembros del pueblo Saramaka al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, propiedad y protección judicial, el Estado debe llevar a cabo las 
siguientes medidas:



c) eliminar o modificar las disposiciones legales que impiden la protección del derecho a la propiedad de 
los miembros del pueblo Saramaka y adoptar, en su legislación interna y a través de consultas previas, 
efectivas y plenamente informadas con el pueblo Saramaka, medidas legislativas o de otra índole 
necesarias a fin de reconocer, proteger, garantizar y hacer efectivo el derecho de los integrantes del pueblo 
Saramaka a ser titulares de derechos bajo forma colectiva sobre el territorio que tradicionalmente han 
ocupado y utilizado, el cual incluye las tierras y los recursos naturales necesarios para su subsistencia 
social, cultural y económica, así como administrar, distribuir y controlar efectivamente dicho territorio, 
de conformidad con su derecho consuetudinario y sistema de propiedad comunal, y sin perjuicio a otras 
comunidades indígenas y tribales.  El Estado deberá cumplir con esta medida de reparación dentro de 
un plazo razonable;
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d) adoptar las medidas legislativas, administrativas o de otra índole que sean necesarias para reconocer 
y garantizar el derecho del pueblo Saramaka a ser efectivamente consultado, según sus tradiciones y 
costumbres, o en su caso, el derecho de otorgar o abstenerse de otorgar su consentimiento previo, libre 
e informado, respecto de los proyectos de desarrollo o inversión que puedan afectar su territorio, y a 
compartir, razonablemente, los beneficios derivados de esos proyectos con el pueblo Saramaka, en el 
caso de que se llevaren a cabo.  El pueblo Saramaka debe ser consultado durante el proceso establecido 
para cumplir con esta forma de reparación.  El Estado debe cumplir con esta medida de reparación en un 
plazo razonable;



f) adoptar las medidas legislativas, administrativas o de otra índole necesarias para proporcionar a los 
integrantes del pueblo Saramaka los recursos efectivos y adecuados contra actos que violan su derecho 
al uso y goce de la propiedad de conformidad con su sistema de propiedad comunal. El Estado deberá 
cumplir con esta medida de reparación en un plazo razonable.



Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010



309. A la luz de las conclusiones a las que llegó el Tribunal en el Capítulo VI de la presente Sentencia, la Corte 
considera que es necesario que el Estado garantice el goce efectivo de los derechos reconocidos por la Convención 
Americana, por su Constitución Nacional y su legislación. Para el Tribunal, la responsabilidad internacional del 
Estado en el presente caso se ha generado por no haberse adecuado la legislación para garantizar el derecho a 
la propiedad del territorio tradicional de las comunidades indígenas, así como por el hecho de que las prácticas 
institucionales limitan o no garantizan plenamente la aplicación efectiva de las normas que, formalmente, se 
encuentran establecidas para garantizar los derechos de los miembros de las comunidades indígenas. A juicio 
de la Corte, el interés social de la propiedad en lo que respecta a las comunidades indígenas debe traducirse en 
que se debe tener en cuenta las circunstancias de ser tierras  ancestrales indígenas, lo cual debe verse reflejado 
tanto en el plano sustantivo como procesal.  



310. En consecuencia, el Estado, en el plazo de dos años, deberá adoptar en su derecho interno, según lo dispuesto 
en el artículo 2 de la Convención Americana, las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro 
carácter que sean necesarias para crear un sistema eficaz de reclamación de tierras ancestrales o tradicionales 
de los pueblos indígenas que posibilite la concreción de su derecho de propiedad. Este sistema deberá consagrar 
normas sustantivas que garanticen: a) que se tome en cuenta la importancia que para los indígenas tiene su 
tierra tradicional, y b) que no baste que las tierras reclamadas estén en manos privadas y sean racionalmente 
explotadas para rechazar cualquier pedido de reivindicación. Además, este sistema deberá consagrar que 
una autoridad judicial sea la competente para resolver los conflictos que se presenten entre los derechos a la 
propiedad de los particulares y la de los indígenas.



Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015



343. En cuanto a la solicitud de adecuación del ordenamiento interno, la Corte consideró que ninguna disposición 
de la Ley de Propiedad y su Reglamento fue aplicada en el presente caso, por lo que carecía de elementos 
suficientes sobre la normativa vigente en la actualidad para concluir que existió un incumplimiento por parte 
del Estado del artículo 2 de la Convención Americana […]. En este sentido, en virtud de la falta de nexo de 
causalidad entre los hechos y las violaciones establecidas, no es procedente ordenar tal medida. 



344. En cuanto a la normativa relativa a la consulta previa, libre e informada, la Corte consideró que el artículo 
82 del Reglamento a la Ley General de Minería carecía de precisión respecto de las etapas previas de la 
consulta, en contravención con lo dispuesto en el artículo 50 de la misma ley que hacen alusión a los estándares 
internacionales en la materia. Por lo tanto, la Corte concluyó que el Estado era responsable por la violación del 
derecho a la propiedad comunal, y de los artículos 1.1 y 2 de la misma y del derecho a la identidad cultural […].



345. En consecuencia, el Estado deberá, en un plazo razonable, adoptar las medidas suficientes y necesarias, a fin de 
que sus disposiciones reglamentarias sobre minería no menoscaben el derecho a la consulta, en el sentido de 
que ésta deba realizarse inclusive de forma previa a la autorización de programas de prospección o exploración.



346. En este sentido, la Corte recuerda que la interpretación de la normativa aplicable en materia indígena, los jueces 
y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles, están en la obligación de ejercer ex 
officio un “control de convencionalidad” entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente 
en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, los 
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jueces y órganos vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino 
también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana. Lo anterior, resulta especialmente aplicable a la interpretación de la legislación en materia de 
minería a la a luz de los estándares expuestos en la presente Sentencia […].



Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015



305. En razón de lo anterior, teniendo en cuenta las obligaciones derivadas del artículo 2 de la Convención, la Corte 
dispone que el Estado deberá adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole 
necesarias para:



a) otorgar a los pueblos indígenas y tribales en Surinam el reconocimiento legal de la personalidad jurídica 
colectiva, con el propósito de garantizarles el ejercicio y pleno goce de su derecho a la propiedad, de 
conformidad con sus costumbres y tradiciones, de acuerdo a lo establecido en los párrafos 105 a 114. El 
Estado deberá cumplir con esta medida de reparación dentro de un plazo no mayor a dos años, a partir 
de la notificación de la presente Sentencia;



b) crear un mecanismo efectivo de delimitación, demarcación y titulación de los territorios de los pueblos 
indígenas y tribales en Surinam. El Estado deberá adoptar estas medidas con la participación efectiva 
de dichos pueblos, de acuerdo con su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como a 
la luz de los estándares fijados en la presente Sentencia […], dentro de un plazo no mayor a tres años de 
notificada la misma;



c) adecuar sus recursos internos con el fin de garantizar de manera efectiva el acceso a la justicia de los 
pueblos indígenas y tribales de manera colectiva, así como garantizar el acceso a la información necesaria 
para el ejercicio de tal derecho. Para ello el Estado deberá interpretar y aplicar dichos recursos tomando 
en cuenta los estándares en materia indígena mencionados en el párrafo 251 de este Fallo, dentro de un 
plazo no mayor a dos años a partir de la notificación de la presente Sentencia, y



d) garantizar: i) la participación efectiva, a través de un proceso de consulta a los pueblos indígenas y tribales 
de Surinam, según sus tradiciones y costumbres, respecto de cualquier proyecto, inversión, reserva 
natural, o actividad que puedan afectar su territorio; ii) la realización de estudios de impacto ambiental 
y social mediante entidades técnicamente capacitadas e independientes, previo al otorgamiento de 
cualquier proyecto de desarrollo o inversión dentro del territorio tradicional de los pueblos indígenas 
y tribales, y iii) la repartición de beneficios derivados de esos proyectos con los pueblos indígenas y 
tribales, de ser el caso […]. Todo ello, de conformidad con los estándares señalados en este Fallo […] y 
dentro de un plazo no mayor a dos años, a partir de la notificación de la presente Sentencia.



306. Por otra parte, la Comisión y los representantes solicitaron de manera genérica, la revisión y modificación de 
la normativa interna en materia de minería, tala, caza, o toda aquella que fuera contraria a los derechos de 
los pueblos indígenas, sin especificar claramente la normativa o el articulado de la misma, o de qué manera 
esta sería contraria a dichos derechos. En vista de ello, y siendo que no se verificó una violación particular 
en la parte de fondo de la presente Sentencia, dichas solicitudes carecen de nexo de causalidad, por lo que no 
corresponde adoptar una medida de reparación.



5.3.13. Implementación de un programa de registro e identificación



Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006



231. De igual forma, en vista de las conclusiones establecidas en el capítulo relativo al artículo 3 de la Convención, la 
Corte dispone que el Estado debe realizar, en el plazo máximo de un año contado a partir de la notificación de la 
presente sentencia, un programa de registro y documentación, de tal forma que los miembros de la Comunidad 
puedan registrarse y obtener sus documentos de identificación. En el mismo sentido: Caso Comunidad 
Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2010, 
párr. 308.
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5.3.14. Reconocimiento de personalidad jurídica colectiva



Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007



194. A fin de garantizar la no repetición de la violación a los derechos de los miembros del pueblo Saramaka al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, propiedad y protección judicial, el Estado debe llevar a cabo las 
siguientes medidas:



b) otorgar a los miembros del pueblo Saramaka el reconocimiento legal de la capacidad jurídica colectiva 
correspondiente a la comunidad que ellos integran, con el propósito de garantizarles el ejercicio y goce 
pleno de su derecho a la propiedad de carácter comunal, así como el acceso a la justicia como comunidad, 
de conformidad con su derecho consuetudinario y tradiciones.  El Estado deberá cumplir con esta medida 
de reparación dentro de un plazo razonable;



Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015



279. La Corte establece que a fin de lograr una reparación integral de las violaciónes acreditadas, a través de la 
restitución de los derechos conculcados, corresponde al Estado adoptar las siguientes medidas: 



i) Respecto de la personalidad jurídica y la propiedad colectiva 



a) otorgar a los Pueblos Kaliña y Lokono el reconocimiento legal de la personalidad jurídica colectiva 
correspondiente con la comunidad que ellos integren, con el propósito de garantizarles el ejercicio y pleno 
goce de su derecho a la propiedad de carácter colectiva, así como el acceso a la justicia como comunidad, 
de conformidad con sus costumbres y tradiciones, de acuerdo a lo establecido en los párrafos 105 a 114. 
El Estado deberá cumplir con esta medida de reparación dentro de un plazo no mayor a 18 meses, a 
partir de la notificación de la presente Sentencia, y



5.3.15. Realización de estudios de impacto ambiental



Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2007



194. A fin de garantizar la no repetición de la violación a los derechos de los miembros del pueblo Saramaka al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, propiedad y protección judicial, el Estado debe llevar a cabo las 
siguientes medidas:



e) asegurar que se realicen estudios de impacto ambiental y social mediante entidades técnicamente 
capacitadas e independientes y, previo al otorgamiento de concesiones relacionadas con proyectos de 
desarrollo o inversión dentro del territorio tradicional Saramaka, e implementar medidas y mecanismos 
adecuados a fin de minimizar el perjuicio que puedan tener dichos proyectos en la capacidad de 
supervivencia social, económica y cultural del pueblo Saramaka, y (…)



5.3.16. Garantizar adecuadamente el derecho a  la consulta



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



299. Si bien no corresponde pronunciarse sobre nuevas rondas petroleras que el Estado habría iniciado, en el presente 
caso la Corte ha determinado que el Estado es responsable por la violación del derecho a la propiedad comunal 
del Pueblo Sarayaku, por no haber garantizado adecuadamente su derecho a la consulta. En consecuencia, el 
Tribunal dispone, como garantía de no repetición, que en el eventual caso que se pretenda realizar actividades o 
proyectos de exploración o extracción de recursos naturales, o planes de inversión o desarrollo de cualquier otra 
índole que impliquen potenciales afectaciones al territorio Sarayaku o a aspectos esenciales de su cosmovisión 
o de su vida e identidad culturales, el Pueblo Sarayaku deberá ser previa, adecuada y efectivamente consultado, 
de plena conformidad con los estándares internacionales aplicables a la materia.



300. El Tribunal recuerda en este sentido que los procesos de participación y consulta previa deben llevarse a cabo de 
buena fe en todas las etapas preparatorias y de planificación de cualquier proyecto de esa naturaleza. Además, 
conforme a los estándares internacionales aplicables, en tales supuestos el Estado debe garantizar efectivamente 











133



PUEBLOS INDÍGENAS y TRIBALES



que el plan o proyecto que involucre o pueda potencialmente afectar el territorio ancestral, implique la 
realización previa de estudios integrales de impacto ambiental y social, por parte de entidades técnicamente 
capacitadas e independientes, y con la participación activa de las comunidades indígenas involucradas. 



301. Con respecto al ordenamiento jurídico interno que reconoce el derecho a la consulta previa, libre e informada, 
la Corte ya ha observado que, en la evolución del corpus juris internacional, la Constitución ecuatoriana del 
año 2008 es una de las más avanzadas del mundo en la materia. Sin embargo, también se ha constatado que los 
derechos a la consulta previa no han sido suficiente y debidamente regulados mediante normativa adecuada 
para su implementación práctica. Por ende, bajo el artículo 2 de la Convención Americana, el Estado debe 
adoptar las medidas legislativas, administrativas o de otra índole que sean necesarias para poner plenamente en 
marcha y hacer efectivo, en un plazo razonable, el derecho a la consulta previa de los pueblos y comunidades 
indígenas y tribales y modificar aquellas que impidan su pleno y libre ejercicio, para lo cual debe asegurar la 
participación de las propias comunidades. 



Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015



286. En relación con las reservas de Galibi y Wane Kreek, el Estado deberá adoptar las medidas suficientes y 
necesarias, para que mediante mecanismos adecuados, se garantice el acceso, uso y participación efectiva para 
los Pueblos Kaliña y Lokono en las mismas, a fin de hacer compatible la protección del medio ambiente con 
los derechos de los pueblos indígenas, de conformidad con el párrafo 181 de la Sentencia, de manera que el 
mantenimiento de las reservas no constituya un obstáculo desmedido para sus derechos, por lo que cualquier 
restricción a los mismos deberá cumplir con los requisitos de legalidad, necesidad, proporcionalidad y el logro 
de un objetivo legítimo.



5.3.17. Aplicación del control de convencionalidad



Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010



311. En relación con las prácticas judiciales, este Tribunal ha establecido que es consciente de que los jueces y 
tribunales internos están sujetos al imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones 
vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como 
la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo 
que les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la 
aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin. En otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer un “control 
de convencionalidad” ex officio entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el 
marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, el 
Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha 
hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana.



312. En este caso, el Decreto No. 11.804 emitido el 31 de enero de 2008 que declaró como área silvestre protegida bajo 
dominio privado a parte del territorio reclamado por la Comunidad ignoró el reclamo indígena presentado ante 
el INDI sobre dichas tierras y, conforme a los propios organismos internos especializados, debería considerarse 
nulo […]. 



313. En consecuencia, el Estado deberá adoptar las medidas necesarias para que el Decreto No. 11.804 no sea un 
obstáculo para la devolución de las tierras tradicionales a los miembros de la Comunidad.



5.3.18. Realización de capacitaciones



Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010 



246. Como lo ha hecho anteriormente, el Tribunal dispone que el Estado continúe implementando programas y cursos 
permanentes de capacitación sobre investigación diligente en casos de violencia sexual contra las mujeres, que 
incluyan una perspectiva de género y etnicidad. Dichos cursos deberán impartirse a los funcionarios federales 
y del estado de Guerrero, particularmente a integrantes del Ministerio Público, del poder judicial, de la policía, 
así como a personal del sector salud con competencia en este tipo de casos y que por motivo de sus funciones 
constituyan la línea de atención primaria a mujeres víctimas de violencia.
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249. La Corte valora la información del Estado sobre los programas de capacitación informados. Este Tribunal 
considera importante fortalecer las capacidades institucionales del Estado mediante la capacitación de 
integrantes de las Fuerzas Armadas sobre los principios y normas de protección de los derechos humanos y 
sobre los límites a los que deben estar sometidos , a fin de evitar que hechos como los ocurridos en el presente 
caso se repitan. Para ello, el Estado debe continuar con las acciones desarrolladas e implementar, en un plazo 
razonable, un programa o curso permanente y obligatorio de capacitación en derechos humanos que incluya, 
entre otros temas, los límites en la interacción entre el personal militar y la población civil, género y derechos 
indígenas, dirigidos a los miembros de las Fuerzas Armadas, en todos los niveles jerárquicos. 



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



302. En el presente caso, la Corte determinó que las violaciones de los derechos a la consulta previa y a la identidad 
cultural del Pueblo Sarayaku ocurrieron por acciones y omisiones de diversos funcionarios e instituciones 
que no los garantizaron. El Estado debe implementar, en un plazo razonable y con la respectiva disposición 
presupuestaria, programas o cursos obligatorios que contemplen módulos sobre los estándares nacionales 
e internacionales en derechos humanos de los pueblos y comunidades indígenas, dirigidos a funcionarios 
militares, policiales y judiciales, así como a otros cuyas funciones involucren relacionamiento con pueblos 
indígenas, como parte de la formación general y continua de los funcionarios en las respectivas instituciones, 
en todos los niveles jerárquicos. 



Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015



309. En vista de las violaciones acreditadas, el Tribunal dispone que el Estado deberá implementar, en un plazo 
razonable y con la respectiva disposición presupuestaria, programas o cursos obligatorios permanentes que 
contemplen módulos sobre los estándares nacionales e internacionales en materias relacionadas con los 
derechos humanos de los pueblos indígenas y tribales, en particular, con el respeto, protección y garantía del 
derecho a la propiedad colectiva. Estos cursos deberán dirigirse a autoridades encargadas de la administración 
de justicia y a aquellos otros cuyas funciones estén relacionadas con dicha temática, como parte de la formación 
general y continua de los funcionarios en sus respectivas instituciones, en todos los niveles jerárquicos.



5.3.19. Garantizar seguridad y rehabilitación del terreno



Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012



293. El Tribunal dispone que el Estado deberá neutralizar, desactivar y, en su caso, retirar la totalidad de la pentolita 
en superficie, realizando una búsqueda de al menos 500 metros a cada lado de la línea sísmica E16 a su paso por 
el territorio Sarayaku, de conformidad con lo propuesto por los propios representantes. Los medios y métodos 
que se implementen para tales efectos deberán ser escogidos luego de un proceso de consulta previa, libre e 
informada con el Pueblo para que éste autorice la entrada y permanencia en su territorio del material y de las 
personas que sean necesarias para tal efecto. Por último, dado que el Estado alegó la existencia de un riesgo para 
la integridad física de las personas que se encargarían de tal extracción, corresponde al Estado, en consulta con 
el Pueblo, optar por los métodos de extracción de los explosivos que presenten el menor riesgo posible para los 
ecosistemas de la zona, en consonancia con la cosmovisión de Sarayaku y para la seguridad del equipo humano 
encargado de la operación. 



294. En lo que se refiere a la pentolita enterrada a mayor profundidad, la Corte constata que, con base en pericias 
técnicas realizadas, los propios representantes han propuesto una solución para neutralizar su peligrosidad. El 
Estado no presentó observaciones al respecto. En el expediente no hay alegatos específicos, ni pericias técnicas 
o pruebas de otra índole, que indiquen que la propuesta del Pueblo Sarayaku no sea una medida idónea, segura 
y acorde con su cosmovisión para neutralizar los explosivos enterrados. Por lo anterior, el Tribunal dispone que, 
de conformidad con las pericias técnicas presentadas en este proceso, y salvo mejor solución que puedan acordar 
las partes a nivel interno, el Estado deberá: i) determinar la cantidad de puntos de enterramiento de la pentolita; 
ii) enterrar los cables detonadores de tal forma que los mismos sean inaccesibles y las cargas de pentolita 
se degraden naturalmente, y iii) marcar debidamente los puntos de enterramiento, inclusive plantando allí 
especies locales de árboles cuya raíz no tengan una profundidad tal que pueda provocar la explosión accidental 
de la pentolita. Además, el Estado deberá adoptar las medidas necesarias para extraer cualquier maquinaria, 
estructuras y desechos no biodegradables que hayan quedado luego de las acciones de la empresa petrolera, así 
como para reforestar las áreas que aún puedan estar afectadas por la apertura de trochas y campamentos para 
la prospección sísmica. Estos procedimientos deberán llevarse a cabo luego de un proceso de consulta previa, 
libre e informada con el Pueblo, que deberá autorizar la entrada y permanencia en su territorio del material y 
las personas que sean necesarias para tal efecto. 
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295. El cumplimiento de esta medida de reparación es obligación del Estado, el cual debe completarla en un plazo no 
mayor de tres años. Para efectos del cumplimiento, la Corte dispone que, en el plazo de seis meses, el Estado y el 
Pueblo Sarayaku deben establecer de común acuerdo un cronograma y plan de trabajo, que incluya, entre otros 
aspectos, la determinación de la ubicación de la pentolita superficial y la que se encuentra enterrada a mayor 
profundidad, así como los pasos concretos y efectivos para la desactivación, neutralización y, en su caso, retiro 
de la pentolita. En el mismo plazo deben informar al Tribunal al respecto. Una vez remitida la información 
anterior, el Estado y el Pueblo Sarayaku deberán informar cada seis meses acerca de las medidas adoptadas para 
el cumplimiento del plan de trabajo.



Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre  
de 2015



290. En vista de que el Estado fue encontrado responsable por la violación del artículo 21 de la Convención, debido 
a los daños ocasionados al medio ambiente y a los territorios de los Pueblos Kaliña y Lokono por la actividad 
minera de extracción de bauxita en la Reserva de Wane Kreek […], y siendo que los trabajos de rehabilitación 
por parte de la empresa aún no han sido efectivos ni suficientes, la Corte dispone que el Estado deberá:



a) implementar las acciones suficientes y necesarias, a fin de rehabilitar la zona afectada. Para ello, es preciso 
elaborar un plan de acción de rehabilitación efectiva de la zona, de manera conjunta con la empresa que 
ha estado a cargo de dicha rehabilitación, y con la participación de una representación de los Pueblos 
Kaliña y Lokono. Dicho plan deberá incluir: i) una evaluación integral actualizada de la zona afectada, 
mediante un estudio a cargo de expertos independientes en la materia; ii) un cronograma de trabajo; 
iii) las medidas necesarias para remover cualquier afectación derivada de las actividades mineras, y iv) 
las medidas para reforestar las áreas que aún están afectadas por tales actividades, todo ello tomando en 
cuenta el parecer de los Pueblos afectados, y



b) establecer los mecanismos de fiscalización y supervisión necesarios para la ejecución de la rehabilitación 
que lleva a cabo la empresa. Para ello, el Estado deberá nombrar a un experto en la materia a efectos del 
cumplimiento total de la rehabilitación de la zona. 



291. El cumplimiento de esta medida de reparación es obligación del Estado, el cual debe completarla en un plazo 
no mayor de tres años. En dicho periodo, el Estado deberán informar anualmente las medidas adoptadas para 
el cumplimiento del plan de trabajo, con posterioridad a la adopción del mismo.
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Corte Interamericana de Derechos Humanos
Avenida 10, Calles 45 y 47 Los Yoses, San Pedro, San José, Costa Rica



Teléfono: (506) 2527 1600 | Fax: (506) 2234 0584
Apartado Postal 6906-1000, San José, Costa Rica



corteidh@corteidh.or.cr
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		From

		Carlos Romero Rivera

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr



Mba



Damaris Vargas Vasquez



Jueza



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas








Estimada señora. 








Reciba un coordial saludo.








Seguidamente le adjunto dos documentos, con el fin de que sean agendados para la próxima reunion de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.













Agradezco como siempre su fina atención.













Atento saludo, 
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Ciudad Quesada, 13 de febrero de 2019



CSRSC-11-2019



Señor



Lic. Carlos Romero Rivera



Contralor de Servicio Regional



Primer Circuito Judicial de la Zona Sur



Asunto: Visita a la Reserva Indígena Guatuso, Maleku



Es-mado señor:



Reciba un cordial saludo. Mediante correo electrónico del 6 de febrero de 2019, se solicita la



programación de vistas a las comunidades indígenas para dar cumplimiento al  Decreto de Ley



9593 (Acceso a la Jus-cia de los Pueblos Indígenas), Ar6culo 11.



Dado lo anterior, le comunico que  luego de coordinar lo necesario con el señor Alfredo Acosta



Blanco,  Presidente  de  la  Asociación  de  Desarrollo  Integral  de  la  Reserva  Indígena  Guatuso,



Maleku, se ha dispuesto realizar la visita a dicha Reserva, el 2 de abril  de 2019, iniciando la



ac-vidad  a  las  10:00  a.m.  El  lugar  donde  se  realizará  la  ac-vidad  se  estará  comunicando



posteriormente.



Por otro lado, le  informo que se invitó a par-cipar  de la visita a las Oficinas Regionales del



INAMU, PANI y Defensoría de los Habitantes, esta úl-ma ya confirmó asistencia.



Ciudad Quesada, San Carlos, costado oeste del Banco de Costa Rica, Tribunales de Justicia, primer piso. 











Dada la importancia de dicha ac-vidad y la respuesta que se espera de parte del Poder Judicial,



solicito  su  colaboración  a  fin  de  trasladar  la  invitación  a  las  personas  integrantes  de  la



Subcomisión de Acceso a la Jus-cia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial, Fiscalía Adjunta



de Asuntos Indígenas y CONAMAJ por tratarse de un tema también de par-cipación ciudadana,



para que nos puedan acompañar.



Quedo a la espera de la información.



Atentamente,



Jorge Mario Rojas Mejías



Contralor de Servicios Regional



Segundo Circuito Judicial de Alajuela



Ciudad Quesada, San Carlos, costado oeste del Banco de Costa Rica, Tribunales de Justicia, primer piso. 










Enero 19- Contraloría de Limón.doc

Señores 



Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas del Poder Judicial



Asunto: Retomar tema presentado en el 2018, del cual no se dio respuesta.



De: Subcontraloria de Servicios de Limón 


El 10/04/2018 a las 10:27, Magalie Vargas Johnson escribió:



Muy buen día don Alexis existe la posibilidad de que pueda ser conocida esta solicitud en la próxima sesión de la Comisión de Pueblos indígenas.



En la actualidad y como parte del Proyecto de Acceso a la Justicia ( comunidades Indígenas) la Contraloría logró integrar a la Representante de la Defensoría del Colegio de Abogados de Limón al proyecto, para que brindara orientación y asesoría  en las Asociaciones Indígenas de Aditica y Aditibri. Transcurrido un año del proyecto,  se hace evidente la necesidad de que esta profesional pueda  recibir demandas en los procesos de Filiación, toda vez que la medicatura y la Juez de Familia  también  integran el proyecto de acceso y visitan la zona para la toma de muestras de ADN y celebración de juicios y de Audiencias.-



Con el objeto de maximizar los recursos del Poder Judicial y lograr mejorar de forma integral la accesibilidad a los servicios  en esas localidades, la Asociación Indígenas Bribrí, solicita que la Comisión interponga sus buenos oficios ante el Colegio de Abogados,  para que habiliten y faculten a la Abogada de la  Defensoría Social destacada en Limón centro, para que pueda  visitar las asociaciones 1 a 2 veces por mes, sobre el tema del Transporte a esas localidades, la Contraloría de Servicios,  ya obtuvo el visto bueno y la aprobación de la Directora Ejecutiva del Poder Judicial, para que acompañe a la Contraloría en sus visitas a esas localidades



Se adjunta la nota de la Asociación.







De: ADITIBRI, GOBIERNO DEL TERRITORIO <aditibri04@yahoo.com>
Enviado: miércoles, 4 de abril de 2018 15:41:49
Para: Magalie Vargas Johnson
Asunto: Solicitud de Atención y recepción de procesos de paternidad (ADN)


Buenas Tardes



Adjunto envío la solicitud



Favor enviar acuso de recibido



Jhony Buitrago Páez



Vicepresidente ADITIBRI



Asociación de Desarrollo Integral del Territorio Indígena Bribri de Talamanca



Tel: 2711 1667/2710 0844


Suretka,Talamanca. 


De: Alexis Mora Cambronero
Enviado: martes, 10 de abril de 2018 13:41
Para: Magalie Vargas Johnson; ADITIBRI, GOBIERNO DEL TERRITORIO; Carlos Romero Rivera; Ligia Jeannette Jiménez Zamora
Asunto: Re: Solicitud de Atención y recepción de procesos de paternidad (ADN)


 



Buenas tardes doña Magalie:

Espero se encuentre muy bien. Con mucho gusto, voy a incluirlo en la agenda.

Muy cordialmente, 




-- 



Alexis Mora Cambronero 



Coordinador a.i.



Unidad de Acceso a la Justicia



Poder Judicial



Telf. 2295-38-74
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Aportes Contraloría de Servicio- Curso de Autoformación -Funcionarios Judiciales- Temas Indígenas

		From

		Carlos Romero Rivera

		To

		Roman Bresciani Quirós

		Cc

		Damaris Vargas Vásquez; Erick Alfaro Romero

		Recipients

		rbresciani@Poder-Judicial.go.cr; dvargas@Poder-Judicial.go.cr; ealfaror@Poder-Judicial.go.cr



Buen día estimado licenciado Román Bresciani, espero se encuentre muy bien.








Mediante el oficio que se adjutna, por parte de la Contraloria de Servicios del Poder Judicial, se realizan los aportes para el Curso de Autoformación a personas funcionarias judiciales, relacionada con la atención a las personas indígenas.













Quedamos a sus órdenesa para cualquier consulta.













Atento saludo. 
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Poder Judicial, República de Costa Rica





11 de febrero del 2019                          

 0015-CRSPZ-2019


Licenciado



Román Bresciani Quirós


Abogado y Gestor de Capacitación


Escuela Judicial


Miembro 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Estimado señor.



En nombre de los compañeros y compañeras que formamos el equipo de trabajo de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial,  hacemos los siguientes aportes, para el diseño de las capacitaciones dirigidas a las personas funcionarias judiciales, esto basado en el contacto que hemos tenido con la población indígena en los diferentes Circuitos Judiciales.


Además se suma un aporte  de  otros funcionarios y funcionarias judiciales y del Presidente de una Asociación  Indígena. 



Consideramos importante que se pueda crear un eje de Servicio, mismo que debe ser orientado en:


1. Conocer quien es nuestra persona usuaria Indígena.



2. Cuales son las principales barreras y dificultades que tienen este tipo de población para acceder a los servicios judiciales. 


3. Los  Territorios y Pueblos Indígenas que tiene el país, así como el idioma que hablan.



4. Cuáles Tribunales de Justicia tienen dentro de su competencia a población indígena. 



5. Informar en qué consiste el nombramiento de Traductores en el Idioma Indígena, y cuál es su importancia para los trámites judiciales; así como la normativa o circulares que los rige. 



6. Conocer las instancias internas  y externas se encargan de brindar apoyo u orientación en temas relacionados con Población Indígena. 


7.  Establecer las diferencias culturales para que sean reconocidas y apreciadas los siguientes aspectos: 


- Rasgos Físicos


-Color de Piel


-Forma de Vestir


-Lengua- Idioma


-Posición Social 


-Costumbres


8. Establecer dentro de los parámetros de selección del perfil idóneo para la atención, personas dotadas de las siguientes características:


- Manejo de un Lenguaje Sencillo. 


- Utilizar un Vocabulario claro. 


- Propiciar un ambiente idóneo y de confianza para la atención.


- Necesidad de poder identificar las oportunidades de contención, respaldo y auxilio de colaboradores y profesionales especializados ligados a la zona, sin perder el círculo de confianza con la persona indígena durante su atención.


9.  Necesidad de incluir conocimientos básicos de las normas culturales particulares, de acuerdo a las Convenciones y leyes Nacionales e Internacionales, que a diario no son contemplados antes, durante y después del proceso judicial. 


10. Ilustrar de forma educativa y orientada a la sensibilización a las limitantes de Acceso:


-Horarios  de conveniencia únicamente para las instancias judiciales. 


-La afectación en distancia y tiempos de traslado para las personas indígenas. 


-Irregularidades del transporte Publico para personas usuarias.


-Costo del Trasporte Público y limitación económicas de las personas indígenas.


-Condiciones climatologías para el traslado a diligencias. 


- Falta de contenido económico en cajas chicas para ayudas económicas


-Constantes llegadas tardías del gremio judicial a diligencias señaladas.


- Señalamiento en horario vespertino (Flagrancia) limitantes de regreso a las Reservas Indígenas.


11. Establecer en el curso virtual dinámicas que evidencien la realidad de esa población:


- No se puede restar importancia a los órganos o autoridades de decisión como los Consejos de Ancianos y Junta de Asociaciones Indígenas en las Reservas.


-La competencia cultural que los jueces deben mostrar al ser nombrados en zonas donde existen reservas indígenas, es necesario conocer la economía laboral, costumbres e idiosincrasia de la zona.


- Desigualdades sociales, barreras geográficas y culturales origina en las personas desconfianza en los trámites y resoluciones.


- Eliminar las experiencias negativas, se hace necesario trabajar un mecanismo para abolir el pasado, el indígena debe volver a creer en la legislación.


- Los medios electrónicos son una desventaja para ese sector (medios electrónicos para la notificación y sistemas de servicios en líneas- Sistema de Gestión)


- Es necesario una comunicación sincera y constante con la persona indígena.


- Cumplir los compromisos y convenios adquiridos en sus encuentros culturales con el Poder Judicial, las señales de trato son un tema de honor y moral para esta  población, si no se puede cumplir no adquirir compromisos. 


- Problemas de Peritajes Culturales.


-Necesidad de establecer estrategias para superar las barreras de la comunicación, en lengua indígena- español (barrera Lingüística). 


13. Se considera importante  concienciar al personal judicial sobre el tema de servicio a la población indígena, por medio de:  


-Videos y fotografías de las diferentes zonas indígenas (por ejemplo en Turrialba la Administración cuenta con ese material).



-Entrevistas con personas indígenas, donde expresen su "sentir" del Poder Judicial y sus servicios, lo que implica para ellos relacionarse con los blancos y salir de su territorio.



-Mostrar los esfuerzos que realizan los despachos que ofrecen el servicio "in situ" y exponer experiencias vividas por el personal



Aporte de personal Judicial, relacionado con prestación de servicios a zonas indígenas: 



			Nombre


			Aporte





			José Francisco Morales



Presidente Reserva Indígena (Aditiva) Cabécar


			1.Promover en el curso la oportunidad de un acceso mas abierto con prioridad y respeto a casos comunes por cuanto se trata de un sector vulnerable.



2. Promover el asesoramiento del personal que tramita los asuntos de personas indígenas, toda vez que en muchas oportunidades no aplica la legislación nacional e internacional, aunado a que se encuentra ratificado por costa Rica ( convenio 169 de la OIT).



3. Concienciar al personal del Poder Judicial sobre la vulnerabilidad de los grupos indígenas, a efectos de que puedan brindarles un trato diferenciado. 





			Licda. Mandy Avellán


Jueza Coordinadora Juzgado Contravencional de Bribri.


			Es muy importante integrar la cosmovisión indígena en esta la zona y como ellos  en el caso de  Aditibri como han resuelto resolver algunos de los conflictos con la figura del Tribunal Indígena de derecho propio y también sobre el matriarcado. 





			Jueza Coordinadora


Juzgado Penal de Bribri


			1.Identidad Indígena (estructuración socio-política).



2.Trámite administrativo de nombramientos de peritos y peritas y sus limitaciones.


3. Aplicación de la Teoría del Delito en conflictos indígenas (conductas culturalmente aceptadas). 


4.Capacitaciones a los funcionarios en el tema de idiomas indígenas. 





			Lic. Edmundo Jesús Barquero


Defensa Pública de Bribri 


			-Cultura de las persona indígenas


-Problemáticas de Accesibilidad a la Justicia


-Cómo se declara o se considera una persona indígena?


-Qué es un peritaje Cultural?


-Problemas Sociales en el territorio Indígena


-Procesos Judiciales más comunes en los territorios 


-Tipos de accesos a los Territorios Indígenas y tiempo de traslado.


-Qué es un Tribunal de Derecho Propio y que tipos de procesos se abordan por dicho Tribunal?


-Lenguaje o dialectos de las personas indígenas 


-Diferencia entre una traducción y una interpretación de una persona indígena


-Los alcance que tiene la Ley de Acceso a las Personas Indígenas.








Como conclusión final a los aportes realizados por las diferentes instancias, indican que una de las deficiencias percibidas en cuanto a la mala calidad del servicio a la persona usuaria indígena, tiene que ver, con la rotación constante de  personas juzgadoras,  ya que rompe las alianzas con facilidad, debido a que las formas de resolver son muy distintas.



Agregan además, que algunos Jueces y Juezas, han logrado una relación  positiva con las Asociaciones Indígenas, promueve el acceso a la Justicia y lleva a cabo las diligencias in situ, llega otra persona Juzgadora con filosofías de trabajo muy diferentes,  lo que afecta el servicio, ya que las  personas usuarias indígenas ven la institución como un todo.



En virtud de lo anterior, esperamos haber cumplido con el aporte para el citado Curso Virtual, lo cual como Contraloría de Servicios, nos llena de optimismo y nos permite visualizar a futuro un servicio más humano, para este tipo de población.



Atentamente.


Lic. Carlos Romero Rivera



Contralor Regional de Servicios


I Circuito Judicial de la Zona Sur.                      


Integrante



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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Teléfono: 2785-0319



Correo electrónico: pze-contraloria@poder-judicial.go.cr
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Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. Remito para su conocimiento documentos enviados por el señor Carlos Romero Rivera con el objetivo de que sean parte de la agenda de la sesión del 4 de marzo próximo a las 13:30 horas.



Saludos cordiales,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 



 



De: Carlos Romero Rivera 
Enviado el: jueves, 14 de febrero de 2019 09:04 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Documentos agenda reunión Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas



 



Mba



Damaris Vargas Vasquez



Jueza



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Estimada señora. 



 



Reciba un coordial saludo.



 



Seguidamente le adjunto dos documentos, con el fin de que sean agendados para la próxima reunion de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.



 



 



Agradezco como siempre su fina atención.



 



 



Atento saludo, 
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Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. Remito para su conocimiento documentos enviados por el señor Carlos Romero Rivera con el objetivo de que sean parte de la agenda de la sesión del 4 de marzo próximo a las 13:30 horas.



Saludos cordiales,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 




 



De: Carlos Romero Rivera 
Enviado el: jueves, 14 de febrero de 2019 09:04 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Documentos agenda reunión Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas





 



Mba



Damaris Vargas Vasquez



Jueza



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Estimada señora. 



 



Reciba un coordial saludo.



 



Seguidamente le adjunto dos documentos, con el fin de que sean agendados para la próxima reunion de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.



 



 



Agradezco como siempre su fina atención.



 



 



Atento saludo, 
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Ciudad Quesada, 13 de febrero de 2019




CSRSC-11-2019




Señor




Lic. Carlos Romero Rivera




Contralor de Servicio Regional




Primer Circuito Judicial de la Zona Sur




Asunto: Visita a la Reserva Indígena Guatuso, Maleku




Es-mado señor:




Reciba un cordial saludo. Mediante correo electrónico del 6 de febrero de 2019, se solicita la




programación de vistas a las comunidades indígenas para dar cumplimiento al  Decreto de Ley




9593 (Acceso a la Jus-cia de los Pueblos Indígenas), Ar6culo 11.




Dado lo anterior, le comunico que  luego de coordinar lo necesario con el señor Alfredo Acosta




Blanco,  Presidente  de  la  Asociación  de  Desarrollo  Integral  de  la  Reserva  Indígena  Guatuso,




Maleku, se ha dispuesto realizar la visita a dicha Reserva, el 2 de abril  de 2019, iniciando la




ac-vidad  a  las  10:00  a.m.  El  lugar  donde  se  realizará  la  ac-vidad  se  estará  comunicando




posteriormente.




Por otro lado, le  informo que se invitó a par-cipar  de la visita a las Oficinas Regionales del




INAMU, PANI y Defensoría de los Habitantes, esta úl-ma ya confirmó asistencia.




Ciudad Quesada, San Carlos, costado oeste del Banco de Costa Rica, Tribunales de Justicia, primer piso. 















Dada la importancia de dicha ac-vidad y la respuesta que se espera de parte del Poder Judicial,




solicito  su  colaboración  a  fin  de  trasladar  la  invitación  a  las  personas  integrantes  de  la




Subcomisión de Acceso a la Jus-cia de los Pueblos Indígenas del Poder Judicial, Fiscalía Adjunta




de Asuntos Indígenas y CONAMAJ por tratarse de un tema también de par-cipación ciudadana,




para que nos puedan acompañar.




Quedo a la espera de la información.




Atentamente,




Jorge Mario Rojas Mejías




Contralor de Servicios Regional




Segundo Circuito Judicial de Alajuela




Ciudad Quesada, San Carlos, costado oeste del Banco de Costa Rica, Tribunales de Justicia, primer piso. 

















Señores 




Subcomisión de Acceso a la Justicia Pueblos Indígenas del Poder Judicial




Asunto: Retomar tema presentado en el 2018, del cual no se dio respuesta.




De: Subcontraloria de Servicios de Limón 



El 10/04/2018 a las 10:27, Magalie Vargas Johnson escribió:




Muy buen día don Alexis existe la posibilidad de que pueda ser conocida esta solicitud en la próxima sesión de la Comisión de Pueblos indígenas.




En la actualidad y como parte del Proyecto de Acceso a la Justicia ( comunidades Indígenas) la Contraloría logró integrar a la Representante de la Defensoría del Colegio de Abogados de Limón al proyecto, para que brindara orientación y asesoría  en las Asociaciones Indígenas de Aditica y Aditibri. Transcurrido un año del proyecto,  se hace evidente la necesidad de que esta profesional pueda  recibir demandas en los procesos de Filiación, toda vez que la medicatura y la Juez de Familia  también  integran el proyecto de acceso y visitan la zona para la toma de muestras de ADN y celebración de juicios y de Audiencias.-




Con el objeto de maximizar los recursos del Poder Judicial y lograr mejorar de forma integral la accesibilidad a los servicios  en esas localidades, la Asociación Indígenas Bribrí, solicita que la Comisión interponga sus buenos oficios ante el Colegio de Abogados,  para que habiliten y faculten a la Abogada de la  Defensoría Social destacada en Limón centro, para que pueda  visitar las asociaciones 1 a 2 veces por mes, sobre el tema del Transporte a esas localidades, la Contraloría de Servicios,  ya obtuvo el visto bueno y la aprobación de la Directora Ejecutiva del Poder Judicial, para que acompañe a la Contraloría en sus visitas a esas localidades




Se adjunta la nota de la Asociación.









De: ADITIBRI, GOBIERNO DEL TERRITORIO <aditibri04@yahoo.com>
Enviado: miércoles, 4 de abril de 2018 15:41:49
Para: Magalie Vargas Johnson
Asunto: Solicitud de Atención y recepción de procesos de paternidad (ADN)



Buenas Tardes




Adjunto envío la solicitud




Favor enviar acuso de recibido




Jhony Buitrago Páez




Vicepresidente ADITIBRI




Asociación de Desarrollo Integral del Territorio Indígena Bribri de Talamanca




Tel: 2711 1667/2710 0844



Suretka,Talamanca. 



De: Alexis Mora Cambronero
Enviado: martes, 10 de abril de 2018 13:41
Para: Magalie Vargas Johnson; ADITIBRI, GOBIERNO DEL TERRITORIO; Carlos Romero Rivera; Ligia Jeannette Jiménez Zamora
Asunto: Re: Solicitud de Atención y recepción de procesos de paternidad (ADN)



 




Buenas tardes doña Magalie:

Espero se encuentre muy bien. Con mucho gusto, voy a incluirlo en la agenda.

Muy cordialmente, 





-- 




Alexis Mora Cambronero 




Coordinador a.i.




Unidad de Acceso a la Justicia




Poder Judicial




Telf. 2295-38-74
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Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les comunico que la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia me remitió el Oficio VPDC-057-2019 del Viceministerio de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano, sobre la directriz emitida por el Gobierno de la República  "Proceso de construcción participativa e intercultural de la Política Pública para los Pueblos Indígenas 2019-2024", así como la matriz de diagnóstico  sobre las políticas públicas, proyectos y directrices, con el objetivo de completar la información requerida para que el Despacho de la Presidencia la envíe antes del 20 de febrero.



 



Con ocasión de lo anterior, les solicito remitir sus sugerencias el día de hoy a efecto de que la respuesta al cuestionario que se plantea sea lo más completa e inclusiva posible, enfocada al acceso a la justicia de la población indígena. Ya solicité a la Dirección de Planificación información sobre los proyectos institucionales asociados a esa población.



 



Saludos cordiales.



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561
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Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les comunico que la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia me remitió el Oficio VPDC-057-2019 del Viceministerio de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano, sobre la directriz emitida por el Gobierno de la República  "Proceso de construcción participativa e intercultural de la Política Pública para los Pueblos Indígenas 2019-2024", así como la matriz de diagnóstico  sobre las políticas públicas, proyectos y directrices, con el objetivo de completar la información requerida para que el Despacho de la Presidencia la envíe antes del 20 de febrero.



 



Con ocasión de lo anterior, les solicito remitir sus sugerencias el día de hoy a efecto de que la respuesta al cuestionario que se plantea sea lo más completa e inclusiva posible, enfocada al acceso a la justicia de la población indígena. Ya solicité a la Dirección de Planificación información sobre los proyectos institucionales asociados a esa población.



 



Saludos cordiales.



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 











Hoja1



				Viceministerio de la Presidencia 
Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano  



				Nombre de la Institución 



				Nombre persona contacto 



HP: HP:
Datos de la persona que coordina el tema indígena en la institución
																								Dirección electrónica																Teléfono



				Nombre del proyecto, programa, departamento  				Normativa en la que se basa: Decretos, Leyes, Reglamentos, PAO,				Número de personas beneficiadas         				Territorio/ Comunidad				Presupuesto      
(en colones)                								Duración (meses, años, etc.)								Contó con la participación de personas indígenas en su construcción								Limitaciones				Observaciones



																				Ordinario				Cooperación Internacional 				Permanente				Definida				SI				NO































image1.png



COSTA RICA
GOBIERNO DEL BICENTENARIO




















 
 
 
 
 
 
 
 




 
 
Tel: (506) 2207-9450                                                                                                                                         Casa Presidencial 
Fax: (506) 2283-2751                                                                                                                      Zapote, San José, Costa Rica 
Email: dialogociudadano@presidencia.go.cr                                                                                    www.presidencia.go.cr  




 




Miércoles 06 de febrero de 2019 
VPDC-057-2019 




Señor 
Fernando Cruz Castro 
Presidente  
Corte Suprema de Justicia 
 
Estimado señor:  
 
Reciba un cordial saludo de mi parte. El Gobierno de la República ha emitido la Directriz 
Presidencial dirigida al sector público para dar inicio al “Proceso de construcción 
participativa e intercultural de la Política Pública para los Pueblos Indígenas 2019-2024” 
publicado en La Gaceta Nº 12 del Jueves 17 de enero del 2019, mediante el cual se ordena 
a los ministerios y se insta a las instituciones públicas descentralizadas, cuya participación 
sea considerada necesaria, a incorporarse, en el ámbito de sus competencias, en el proceso 
de construcción de la política.  
 
En este momento hemos iniciado con el apoyo de las Naciones Unidas, la elaboración de 
un diagnóstico del marco normativo y de políticas públicas para garantizar los derechos 
de los pueblos indígenas en Costa Rica, con ese objetivo solicitamos llenar la matriz 
adjunta sobre las políticas públicas, proyectos y directrices que su representada ha 
emitido para atender la situación de los pueblos indígenas. 
 
Esta información es de alta importancia en vista que nos permitirá conocer el estado 
actual de las iniciativas en pro de los pueblos indígenas y las orientaciones necesarias para 
garantizar los derechos de los pueblos indígenas  
 
Solicitamos remitirnos la información a más tardar el 20 de febrero de 2019 a la 
dirección electrónica dialogociudadano@presidencia.go.cr.  
 
Agradeciendo su colaboración, me despido atentamente   
 
 
 
 




 
 




Juan Alfaro López 
Viceministro en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano 




Ministerio de la Presidencia 
República de Costa Rica 




 
 
Cc: Oficina de Enlace Territorial  
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San José, 13 de febrero del 2019



Nº 1537-19



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



 



Señora



Msc. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



            



Estimada señora:



 



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, que literalmente dice:



 



“ARTÍCULO LXVI



 



Documento N° 4289-12 / 693-19



 



En correo electrónico del 21 de enero de 2019, la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, solicita lo siguiente:



 



“Reciban un atento saludo. A la vez, me pongo a su disposición en todo lo que pueda colaborar para el efectivo acceso a la justicia de las personas indígenas, con ocasión de la reciente designación que me hiciera Corte Plena en sesión N°57-18 de 17 de diciembre de 2018, Artículo V, como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



 



Con ocasión de lo anterior y de manera respetuosa, planteo para su valoración la siguiente solicitud:



 



La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica aprobada recientemente por la Asamblea Legislativa, establece en el artículo 7 que el Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega: 



 



“… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.” 



 



Los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. Inclusive, se establece la posibilidad de que el Poder Judicial lleve un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser utilizados en los procesos judiciales que involucren a esta población, con fines estrictamente de interés institucional y académico, siempre que se cuente con la autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y manteniendo en reserva la identidad de todas las partes involucradas.



 



Por ende, a efecto de enfrentar las debilidades y los obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva a las personas indígenas estén asociados al financiamiento de esos peritajes y a la necesidad de contar con personas expertas, solicito a las y los integrantes del Consejo Superior:



 



a)  Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. 



b)  Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.



 



Es importante hacer de su conocimiento que desde hace algunos años la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica ha venido dando colaboración a algunos despachos judiciales por medio de diversos proyectos coordinados por el Dr. Marco Guevara Berger, profesor catedrático de la Escuela de Antropología e Investigador Asociado al Centro de Investigaciones Antropológicas de la Universidad de Costa Rica.



 



En un informe remitido el día de hoy por el Dr. Guevara, Antropólogo Social de la Escuela de Antropología de la UCR, el cual anexo, éste refiere a los resultados de esos proyectos de la siguiente forma: 



 



“El primer proyecto (documento n°1) se formuló para durar de marzo del 2011 a diciembre de 2012 con la idea inicial de ayudar al Poder Judicial con la presa de peritajes y sistematizar procedimientos. Sin embargo al finalizar este proyecto las solicitudes de peritajes y de sesiones de capacitación seguían siendo muchas y, además, se estaba en espera de un trabajo conjunto entre PJ y Escuela de Antropología para elaborar el perfil. Por estas razones se reinscribió el proyecto para seguir operando durante el 2013 (documento n°2, es casi idéntico). No fue posible cumplir tampoco en este período con el perfil pues suponía la tramitación del convenio entre PJ y Escuela, que nunca se concretó. La razón por la que simplemente no se inscribió un programa permanente sobre peritajes tiene que ver con los recursos de tiempo limitados que tiene la Escuela de Antropología, pues se tienen que turnar entre docentes, por lo que no se suele sostener ningún proyecto más de tres años. Al finalizar el 2013 la situación seguía siendo apremiante en cuanto a la cantidad de peritajes, especialmente solicitudes desde el juzgado Agrario de Corredores y el Juzgado Penal de Coto Brus. 



 



Con el fin de poder dar continuidad, la iniciativa fue la de abrir un curso para estudiantes de la carrera de Antropología en el I ciclo de 2014 (marzo-julio 2014) y trabajar peritajes en la región sur como actividad docente. El curso trabajó con estudiantes avanzados haciendo investigaciones de campo que se sistematizaron en clase y al final acomodé todas estas informaciones en un formato adecuado para cumplir con los requerimientos de informes periciales y yo los firmé como responsable aunque reconociendo la labor de los estudiantes. Bajo esta modalidad se logró atender unos 10 peritajes en el territorio indígena de Coto Brus (La Casona), pero quedaron algunos pendientes de alguna información, ya sea por documentación que no se había aún podido revisar o porque había faltado alguna entrevista clave de alguno de los actores que no se pudo realizar en el campo por no estar presente cuando se hicieron giras de campo. Además, mientras se desarrollaban el curso, entraron nuevas solicitudes periciales que se decidió recibir con la esperanza de poder atenderlas durante el semestre, pero no se pudieron completar las indagaciones. Adjunto el programa del curso (documento n°3)



 



Del trabajo sobre peritajes y capacitación realizado hasta agosto de 2014 se dio cuenta en un informe que se remitió a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial (documento n°4). Aquí se informa de peritajes realizados desde antes del primer proyecto, pues se atendieron en la Escuela de Antropología como una demanda ad hoc en el 2010 y luego viendo que había una demanda sostenida fue que se decidió inscribir un proyecto para regularizar la respuesta.



 



Para poder concluir con los peritajes inconclusos, se inscribió un nuevo proyecto con una vigencia de algunos meses (octubre 2014 - febrero de 2015) (documento n°5). Sin embargo se solicitó una prórroga del mismo hasta julio de 2015 para completar los peritajes pendientes y un par de nuevas solicitudes entre ellas una solicitud del Juzgado Penal de Heredia (documento n°6).



 



Durante el segundo semestre de 2015 siguieron llegando solicitudes de peritajes tanto desde el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, del Juzgado Mixto de Buenos Aires y del Juzgado Agrario de Corredores. Por esta razón se tomó la iniciativa de resetear un curso especializado de peritaje para estudiantes avanzados de la carrera de Antropología en el I ciclo de 2016 (marzo-julio 2016) trabajándose de manera similar que con el curso anterior, aunque en esta ocasión en varios puntos geográficos, lo que complicó un poco la logística y apoyo económico (Territorios Indígenas de Boruca, Cabagra, Coto Brus, Conte Burica, Osa, Altos de San Antonio y un par de casos fuera de territorio indígena). Se atendieron unas 10 solicitudes. Se anexa programa del curso (documento n°7). Cabe mencionar que los cursos especializados sobre peritaje se han podido inscribir como "temas", que es un espacio del plan de estudios en que docentes pueden escoger las temáticas para formación, pero es política de la Escuela de Antropología ofrecer los mismo "temas" cada dos o tres años, por lo que no se pueden replicar año con año, esto porque los estudiantes en formación deben de tener una oferta variada de cursos temáticos durante los dos años en que completan esta parte de su formación y repetirlos reduce sus opciones.



 



Durante el 2017 la situación de demandas de peritajes se redujo o se canalizó en forma privada. Al no haber ningún proyecto o curso inscrito, se trató de apoyar mediante el Proyecto de Servicios Antropológicos (PROSEA) asociado con la Fundación de la UCR (FUNDEVI), contratando peritos externos pero ofreciendo un control de calidad de los productos finales que pasaban por revisión de académicos. De estos peritajes, si bien me tocó revisar algunos productos y exigir que se cumplieran procedimientos o vacíos de información, no tengo informes ni copia, por lo que solo los menciono. Este servicio sí se cobró y se realizaron un par de peritajes, pero la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial indicó luego que no podían contratar a un ente para labores de peritajes, que debía ser una persona directamente, por lo que se suspendió esa posibilidad.



 



En el 2018, si bien no llegaron solicitudes periciales, sí se recibieron solicitudes para participar en capacitaciones. El problema es que el régimen de dedicación exclusiva no permite que docentes realicen labores que no estén registradas como actividad académica, ya sea por medio de proyectos de investigación, de acción social o como actividades docentes. Para remediar esta situación y con la conciencia de que estas labores de capacitación al fin y al cabo inciden en la calidad del servicio de justicia a los pueblos indígenas, decidí inscribir un proyecto de acción social sin carga académica (pues la Escuela no podía dármela en ese momento). Este proyecto tuvo vigencia de febrero de 2018 a enero de 2019 y contempló la posibilidad de realizar peritajes, pero no hubo ninguna solicitud (documento n° 8). Con el fin de continuar bajo esa modalidad y sin requerimiento de carga académica, el proyecto se reinscribió para estar vigente entre febrero de 2019 y diciembre de 2021 (documento n°9, casi idéntico al anterior). Igualmente se contempla la posibilidad de peritajes, sin embargo se visualizan como actividades eventuales, ya que no se cuenta con la carga docente como para poder atender más que un par de casos. No obstante, para el I ciclo de 2019 se volverá a resetear el curso especializado por tercera ocasión y se está en la negociación con el Poder Judicial de poder atender otras causas que requieran peritajes culturales y justificarlos en la carga académica como labores propias de un curso de la carrera.



 



Sin ánimo de que esto parezca una queja o algo parecido o especular sobre el tema, creo que es importante enfatizar que, fuera de esos dos últimos casos, que se tramitaron privadamente por medio de FUNDEVI, la Escuela de Antropología no ha recibido para las labores desarrolladas ningún fondo del Poder Judicial, todos los gastos han sido asumidos por la UCR tanto en la asignación de tiempo para quien ha estado a cargo (aunque en varios períodos ha sido por recargo y en forma ad honorem), como en los gastos de giras de campo, papelería, etc. Además de las labores señaladas en el informe que cubre el período 2010-2014 (n°4), que son alrededor de 100 gestiones periciales, se le suman unos 20 peritajes más durante 2015 y 2016 (y luego el par de casos trabajados con FUNDEVI en el 2017) …”



 



De lo expuesto se desprende que en relación con la Universidad de Costa Rica existe una gran experiencia de colaboración; sin embargo, se ha administrado por la Escuela de Antropología como proyectos, siendo lo más recomendable lo sea como un Programa debidamente estructurado que garantice el fortalecimiento continuo de las competencias de las personas quienes rindan esos peritajes, lo cual les habilite pasar a formar parte del listado de personas idóneas que puedan elaborar los peritajes culturales a los que hace alusión el artículo 7 citado. El programa estaría inmerso en el presupuesto que se apruebe a dichas instituciones, como parte del rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. 



 



Lo anterior permitirá administrar riesgos asociados a la designación de personas para la realización de esos peritajes culturales que podrían no estar debidamente capacitados; y además, aprovechar los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser utilizados en otros asuntos con fines estrictamente de interés institucional y académico, siempre que se cuente con la autorización expresa de las personas involucradas y se garantice la reserva de la identidad de todas las partes, en cumplimiento del artículo 8 de la Ley en mención. 



Sobre este tema, el Dr. Marcos Guevara Berger refiere:



 



“… Es importante mencionar que bajo la estructura actual que maneja el Poder Judicial, resulta no solo incómodo sino arriesgado trabajar con peritos antropólogos inscritos en un padrón que no está bien regularizado (hay inscritos arqueólogos que no cumplen con una formación suficiente en Antropología Social y hay personas inscritas sin ningún título habilitante). Hay que considerar también como un factor limitante en cuanto a la calidad del servicio el hecho de que no hay un colegio profesional en Antropología, lo cual redunda en la imposibilidad de controlar la calidad de la actividad privada y establecer cánones presupuestarios aceptables. Sobre esto se han tenido diversas reuniones con personeros de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial sin que se logre regularizar la situación. Un punto muy limitante a señalar también es el hecho de que se prohíbe la divulgación de informes periciales, aún en causas concluidas o juzgadas, lo cual limita mucho las posibilidades de discutir los alcances ético-profesionales de esta actividad.”



 



Así mismo, solicito que la gestión de reserva de presupuesto y colaboración se dirija no sólo a la Universidad de Costa Rica sino también a las demás universidades estatales, incluyendo la Universidad Nacional y el Instituto Tecnológico de Costa Rica en lo que a sus competencias se refiere.



El seguimiento a esta disposición legal es parte del Diagnóstico al que hace referencia el numeral 12 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 



 



Como complemento de lo anterior, se solicita además a las y los integrantes del Consejo Superior, la emisión de lineamientos a la Dirección de Planificación con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas. Los resultados de tales controles estadísticos deben ser debidamente divulgados ante la población indígena y la ciudadanía en general, según disposición normativa.



 



Agradezco la atención a esta gestión y desde ya me pongo a su disposición de requerir información adicional.”



(…)”



-0-



 



Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. B.) Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



 



La Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente artículo.



 



La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes.”



 



 



Atentamente, 



 



 



Lic. Eduardo Chacón Monge



Prosecretario General interino



Corte Suprema de Justicia



 



c.         Dirección de Planificación



Diligencias / Ref.: (4289-12 / 693-19) 



            S.M.B



 



 



Stwart Méndez Barrantes



Técnico Judicial 3



Secretaría General



Corte Suprema de Justicia



Ext. 01-3008
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                    Corte Suprema de Justicia



                           Secretaría General






San José, 13 de febrero del 2019


Nº 1537-19


Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora



Msc. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas


Estimada señora:


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, que literalmente dice:


“ARTÍCULO LXVI


Documento N° 4289-12 / 693-19


En correo electrónico del 21 de enero de 2019, la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, solicita lo siguiente:


“Reciban un atento saludo. A la vez, me pongo a su disposición en todo lo que pueda colaborar para el efectivo acceso a la justicia de las personas indígenas, con ocasión de la reciente designación que me hiciera Corte Plena en sesión N°57-18 de 17 de diciembre de 2018, Artículo V, como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.


Con ocasión de lo anterior y de manera respetuosa, planteo para su valoración la siguiente solicitud:


La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica aprobada recientemente por la Asamblea Legislativa, establece en el artículo 7 que el Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega: 


“… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.” 


Los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. Inclusive, se establece la posibilidad de que el Poder Judicial lleve un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser utilizados en los procesos judiciales que involucren a esta población, con fines estrictamente de interés institucional y académico, siempre que se cuente con la autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y manteniendo en reserva la identidad de todas las partes involucradas.


Por ende, a efecto de enfrentar las debilidades y los obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva a las personas indígenas estén asociados al financiamiento de esos peritajes y a la necesidad de contar con personas expertas, solicito a las y los integrantes del Consejo Superior:


a)  Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. 



b)  Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.


Es importante hacer de su conocimiento que desde hace algunos años la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica ha venido dando colaboración a algunos despachos judiciales por medio de diversos proyectos coordinados por el Dr. Marco Guevara Berger, profesor catedrático de la Escuela de Antropología e Investigador Asociado al Centro de Investigaciones Antropológicas de la Universidad de Costa Rica.


En un informe remitido el día de hoy por el Dr. Guevara, Antropólogo Social de la Escuela de Antropología de la UCR, el cual anexo, éste refiere a los resultados de esos proyectos de la siguiente forma: 


“El primer proyecto (documento n°1) se formuló para durar de marzo del 2011 a diciembre de 2012 con la idea inicial de ayudar al Poder Judicial con la presa de peritajes y sistematizar procedimientos. Sin embargo al finalizar este proyecto las solicitudes de peritajes y de sesiones de capacitación seguían siendo muchas y, además, se estaba en espera de un trabajo conjunto entre PJ y Escuela de Antropología para elaborar el perfil. Por estas razones se reinscribió el proyecto para seguir operando durante el 2013 (documento n°2, es casi idéntico). No fue posible cumplir tampoco en este período con el perfil pues suponía la tramitación del convenio entre PJ y Escuela, que nunca se concretó. La razón por la que simplemente no se inscribió un programa permanente sobre peritajes tiene que ver con los recursos de tiempo limitados que tiene la Escuela de Antropología, pues se tienen que turnar entre docentes, por lo que no se suele sostener ningún proyecto más de tres años. Al finalizar el 2013 la situación seguía siendo apremiante en cuanto a la cantidad de peritajes, especialmente solicitudes desde el juzgado Agrario de Corredores y el Juzgado Penal de Coto Brus. 


Con el fin de poder dar continuidad, la iniciativa fue la de abrir un curso para estudiantes de la carrera de Antropología en el I ciclo de 2014 (marzo-julio 2014) y trabajar peritajes en la región sur como actividad docente. El curso trabajó con estudiantes avanzados haciendo investigaciones de campo que se sistematizaron en clase y al final acomodé todas estas informaciones en un formato adecuado para cumplir con los requerimientos de informes periciales y yo los firmé como responsable aunque reconociendo la labor de los estudiantes. Bajo esta modalidad se logró atender unos 10 peritajes en el territorio indígena de Coto Brus (La Casona), pero quedaron algunos pendientes de alguna información, ya sea por documentación que no se había aún podido revisar o porque había faltado alguna entrevista clave de alguno de los actores que no se pudo realizar en el campo por no estar presente cuando se hicieron giras de campo. Además, mientras se desarrollaban el curso, entraron nuevas solicitudes periciales que se decidió recibir con la esperanza de poder atenderlas durante el semestre, pero no se pudieron completar las indagaciones. Adjunto el programa del curso (documento n°3)


Del trabajo sobre peritajes y capacitación realizado hasta agosto de 2014 se dio cuenta en un informe que se remitió a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial (documento n°4). Aquí se informa de peritajes realizados desde antes del primer proyecto, pues se atendieron en la Escuela de Antropología como una demanda ad hoc en el 2010 y luego viendo que había una demanda sostenida fue que se decidió inscribir un proyecto para regularizar la respuesta.


Para poder concluir con los peritajes inconclusos, se inscribió un nuevo proyecto con una vigencia de algunos meses (octubre 2014 - febrero de 2015) (documento n°5). Sin embargo se solicitó una prórroga del mismo hasta julio de 2015 para completar los peritajes pendientes y un par de nuevas solicitudes entre ellas una solicitud del Juzgado Penal de Heredia (documento n°6).


Durante el segundo semestre de 2015 siguieron llegando solicitudes de peritajes tanto desde el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, del Juzgado Mixto de Buenos Aires y del Juzgado Agrario de Corredores. Por esta razón se tomó la iniciativa de resetear un curso especializado de peritaje para estudiantes avanzados de la carrera de Antropología en el I ciclo de 2016 (marzo-julio 2016) trabajándose de manera similar que con el curso anterior, aunque en esta ocasión en varios puntos geográficos, lo que complicó un poco la logística y apoyo económico (Territorios Indígenas de Boruca, Cabagra, Coto Brus, Conte Burica, Osa, Altos de San Antonio y un par de casos fuera de territorio indígena). Se atendieron unas 10 solicitudes. Se anexa programa del curso (documento n°7). Cabe mencionar que los cursos especializados sobre peritaje se han podido inscribir como "temas", que es un espacio del plan de estudios en que docentes pueden escoger las temáticas para formación, pero es política de la Escuela de Antropología ofrecer los mismo "temas" cada dos o tres años, por lo que no se pueden replicar año con año, esto porque los estudiantes en formación deben de tener una oferta variada de cursos temáticos durante los dos años en que completan esta parte de su formación y repetirlos reduce sus opciones.


Durante el 2017 la situación de demandas de peritajes se redujo o se canalizó en forma privada. Al no haber ningún proyecto o curso inscrito, se trató de apoyar mediante el Proyecto de Servicios Antropológicos (PROSEA) asociado con la Fundación de la UCR (FUNDEVI), contratando peritos externos pero ofreciendo un control de calidad de los productos finales que pasaban por revisión de académicos. De estos peritajes, si bien me tocó revisar algunos productos y exigir que se cumplieran procedimientos o vacíos de información, no tengo informes ni copia, por lo que solo los menciono. Este servicio sí se cobró y se realizaron un par de peritajes, pero la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial indicó luego que no podían contratar a un ente para labores de peritajes, que debía ser una persona directamente, por lo que se suspendió esa posibilidad.


En el 2018, si bien no llegaron solicitudes periciales, sí se recibieron solicitudes para participar en capacitaciones. El problema es que el régimen de dedicación exclusiva no permite que docentes realicen labores que no estén registradas como actividad académica, ya sea por medio de proyectos de investigación, de acción social o como actividades docentes. Para remediar esta situación y con la conciencia de que estas labores de capacitación al fin y al cabo inciden en la calidad del servicio de justicia a los pueblos indígenas, decidí inscribir un proyecto de acción social sin carga académica (pues la Escuela no podía dármela en ese momento). Este proyecto tuvo vigencia de febrero de 2018 a enero de 2019 y contempló la posibilidad de realizar peritajes, pero no hubo ninguna solicitud (documento n° 8). Con el fin de continuar bajo esa modalidad y sin requerimiento de carga académica, el proyecto se reinscribió para estar vigente entre febrero de 2019 y diciembre de 2021 (documento n°9, casi idéntico al anterior). Igualmente se contempla la posibilidad de peritajes, sin embargo se visualizan como actividades eventuales, ya que no se cuenta con la carga docente como para poder atender más que un par de casos. No obstante, para el I ciclo de 2019 se volverá a resetear el curso especializado por tercera ocasión y se está en la negociación con el Poder Judicial de poder atender otras causas que requieran peritajes culturales y justificarlos en la carga académica como labores propias de un curso de la carrera.


Sin ánimo de que esto parezca una queja o algo parecido o especular sobre el tema, creo que es importante enfatizar que, fuera de esos dos últimos casos, que se tramitaron privadamente por medio de FUNDEVI, la Escuela de Antropología no ha recibido para las labores desarrolladas ningún fondo del Poder Judicial, todos los gastos han sido asumidos por la UCR tanto en la asignación de tiempo para quien ha estado a cargo (aunque en varios períodos ha sido por recargo y en forma ad honorem), como en los gastos de giras de campo, papelería, etc. Además de las labores señaladas en el informe que cubre el período 2010-2014 (n°4), que son alrededor de 100 gestiones periciales, se le suman unos 20 peritajes más durante 2015 y 2016 (y luego el par de casos trabajados con FUNDEVI en el 2017) …”


De lo expuesto se desprende que en relación con la Universidad de Costa Rica existe una gran experiencia de colaboración; sin embargo, se ha administrado por la Escuela de Antropología como proyectos, siendo lo más recomendable lo sea como un Programa debidamente estructurado que garantice el fortalecimiento continuo de las competencias de las personas quienes rindan esos peritajes, lo cual les habilite pasar a formar parte del listado de personas idóneas que puedan elaborar los peritajes culturales a los que hace alusión el artículo 7 citado. El programa estaría inmerso en el presupuesto que se apruebe a dichas instituciones, como parte del rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. 


Lo anterior permitirá administrar riesgos asociados a la designación de personas para la realización de esos peritajes culturales que podrían no estar debidamente capacitados; y además, aprovechar los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser utilizados en otros asuntos con fines estrictamente de interés institucional y académico, siempre que se cuente con la autorización expresa de las personas involucradas y se garantice la reserva de la identidad de todas las partes, en cumplimiento del artículo 8 de la Ley en mención. 



Sobre este tema, el Dr. Marcos Guevara Berger refiere:


“… Es importante mencionar que bajo la estructura actual que maneja el Poder Judicial, resulta no solo incómodo sino arriesgado trabajar con peritos antropólogos inscritos en un padrón que no está bien regularizado (hay inscritos arqueólogos que no cumplen con una formación suficiente en Antropología Social y hay personas inscritas sin ningún título habilitante). Hay que considerar también como un factor limitante en cuanto a la calidad del servicio el hecho de que no hay un colegio profesional en Antropología, lo cual redunda en la imposibilidad de controlar la calidad de la actividad privada y establecer cánones presupuestarios aceptables. Sobre esto se han tenido diversas reuniones con personeros de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial sin que se logre regularizar la situación. Un punto muy limitante a señalar también es el hecho de que se prohíbe la divulgación de informes periciales, aún en causas concluidas o juzgadas, lo cual limita mucho las posibilidades de discutir los alcances ético-profesionales de esta actividad.”


Así mismo, solicito que la gestión de reserva de presupuesto y colaboración se dirija no sólo a la Universidad de Costa Rica sino también a las demás universidades estatales, incluyendo la Universidad Nacional y el Instituto Tecnológico de Costa Rica en lo que a sus competencias se refiere.



El seguimiento a esta disposición legal es parte del Diagnóstico al que hace referencia el numeral 12 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 


Como complemento de lo anterior, se solicita además a las y los integrantes del Consejo Superior, la emisión de lineamientos a la Dirección de Planificación con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas. Los resultados de tales controles estadísticos deben ser debidamente divulgados ante la población indígena y la ciudadanía en general, según disposición normativa.


Agradezco la atención a esta gestión y desde ya me pongo a su disposición de requerir información adicional.”



(…)”



-0-



Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. B.) Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.


La Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente artículo.


La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes.”


Atentamente, 



Lic. Eduardo Chacón Monge



Prosecretario General interino



Corte Suprema de Justicia



c.
Dirección de Planificación


Diligencias / Ref.: (4289-12 / 693-19) 
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Estimados Señores y Señoras:



 



Remito para su conocimiento seguimiento al Oficio N° 1537-19, mediante solicitud de audiencia a la Rectoría de la UCR. Se les estará informando sobre los avances.



 



Saludos cordiales,



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: lunes, 18 de febrero de 2019 02:19 p.m.
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; mherrera@dhr.go.cr; vvaras@inamu.go.cr; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: ACUERDO DE CONSEJO SUPERIOR SOBRE PARTICIPACION DE UNIVERSIDADES EN PERITAJES Y LAS ESTADISTICAS INDIGENAS



 



Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Remito para su conocimiento el Oficio N° 1537-19 mediante el cual se comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior tomado en la sesión Nº 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, Artículo LXVI, en el que se dispuso:



 



“Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. B.) Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



La Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente artículo.”



La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes.”



 



Saludos cordiales.



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 





smime.p7m

Estimados Señores y Señoras:



 



Remito para su conocimiento seguimiento al Oficio N° 1537-19, mediante solicitud de audiencia a la Rectoría de la UCR. Se les estará informando sobre los avances.



 



Saludos cordiales,



 



Damaris Vargas Vásquez




 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: lunes, 18 de febrero de 2019 02:19 p.m.
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Marcos Guevara Berger <MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr>; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; mherrera@dhr.go.cr; vvaras@inamu.go.cr; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: ACUERDO DE CONSEJO SUPERIOR SOBRE PARTICIPACION DE UNIVERSIDADES EN PERITAJES Y LAS ESTADISTICAS INDIGENAS





 



Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Remito para su conocimiento el Oficio N° 1537-19 mediante el cual se comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior tomado en la sesión Nº 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, Artículo LXVI, en el que se dispuso:



 



“Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. B.) Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



La Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente artículo.”



La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes.”



 



Saludos cordiales.



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 











San José, 21 de febrero de 2019.




(Oficio N° 1537-19)




 




Señor




Dr. Henning Jensen Pennington




Rector




Universidad de Costa Rica




 




 




Estimado Señor Rector:




 




Sirva el presente para externarle un saludo muy respetuoso y cordial desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.




 




El motivo de esta solicitud está relacionada con la reciente aprobación y vigencia de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, la cual dispone en el artículo 7, lo siguiente:




 




“En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia en forma gratuita.




El Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y de las pericias requeridas en un proceso judicial, cuando la persona indígena no tenga medios para hacerlo por su cuenta.




Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración en forma especializada y gratuita al Poder Judicial a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”




 




Para el cumplimiento de la nueva normativa, se estima urgente propiciar encuentros entre la Universidad de Costa Rica y el Poder Judicial con el objetivo de crear sinergias sobre acciones de las universidades y sus implicaciones presupuestarias. 




 




Al respecto, el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, Artículo LXVI, comunicado mediante Oficio N° 1537-19 por la Secretaría General de la Corte, dispuso:




 




“Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. B.) Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente artículo. La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes.”




            La Universidad de Costa Rica y concretamente, la Escuela de Antropología bajo el liderazgo del Dr. Marcos Guevara Berger, profesor catedrático de la Escuela de Antropología e Investigador Asociado al Centro de Investigaciones Antropológicas de esa Universidad, han tenido una participación fundamental en la eficacia y la eficiencia del servicio de Administración de Justicia que ofrece el Poder Judicial a los pueblos indígenas en los procesos judiciales en que intervienen, mediante la emisión de peritajes culturales y el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales. 




Se estima que para continuar con esa labor es indispensable el apoyo sostenido y constante de la Universidad que trasciendan los proyectos de acción social y cursos salteados que dejan espacios en que no hay cobertura institucional. 




Por lo anterior, a efecto de dar seguimiento a lo dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, de la manera más respetuosa y atenta me dirijo a usted, para consultar sobre la posibilidad de que nos confiera una audiencia presencial a efecto de que el Sr. Roger Mata Brenes, Jefe del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, Sra. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, y a la suscrita en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, podamos conocer sus impresiones y externarle algunas ideas concretas.




 




Agradecida de antemano por su atención a la presente solicitud, me suscribo con mis mayores muestras de respeto y consideración.




 




 




Damaris Vargas Vásquez, Mba.




Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas




Jueza del Tribunal Agrario




Poder Judicial




Teléfonos 22953081/ 88118561
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Comisión de Acceso a la Justicia 





Poder Judicial 





 





 
San José, 21 de febrero de 2019. 





(Oficio N° 1537-19) 
 
Señor 
Dr. Henning Jensen Pennington 
Rector 
Universidad de Costa Rica 
 
 
Estimado Señor Rector: 
 





Sirva el presente para externarle un saludo muy respetuoso y cordial desde 
la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 
 





El motivo de esta solicitud está relacionada con la reciente aprobación y 
vigencia de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, 
la cual dispone en el artículo 7, lo siguiente: 
 





“En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera 
asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia 
proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en 
derecho indígena y en la materia de competencia en forma gratuita. 
El Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y de las pericias 
requeridas en un proceso judicial, cuando la persona indígena no tenga 
medios para hacerlo por su cuenta. 
Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración en 
forma especializada y gratuita al Poder Judicial a fin de tener un listado de 
personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El 
presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro 
expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.” 





  
Para el cumplimiento de la nueva normativa, se estima urgente propiciar 





encuentros entre la Universidad de Costa Rica y el Poder Judicial con el objetivo 
de crear sinergias sobre acciones de las universidades y sus implicaciones 
presupuestarias.  





 
Al respecto, el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 7-19 





celebrada el 29 de enero de 2019, Artículo LXVI, comunicado mediante Oficio N° 
1537-19 por la Secretaría General de la Corte, dispuso: 





 
“Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, 
Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) 





Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades 
estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y 
gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que 
puedan elaborar esos peritajes indicados. B.) Solicitar a las universidades 



















Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 





Comisión de Acceso a la Justicia 





Poder Judicial 





 





 
estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro 
expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar 
cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula 
que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias 
requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no 
tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las 
universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al 
Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan 
elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas 
instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la 
citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes 
culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán 
solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que 
requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los 
conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de 
Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin 
de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, 
asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin 
de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas 
las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las 
Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de 
Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este 
acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La Integrante 
Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente 
artículo. La Dirección de Planificación tomará nota para los fines 
correspondientes.” 





 La Universidad de Costa Rica y concretamente, la Escuela de Antropología 
bajo el liderazgo del Dr. Marcos Guevara Berger, profesor catedrático de la Escuela 
de Antropología e Investigador Asociado al Centro de Investigaciones 
Antropológicas de esa Universidad, han tenido una participación fundamental en 
la eficacia y la eficiencia del servicio de Administración de Justicia que ofrece el 
Poder Judicial a los pueblos indígenas en los procesos judiciales en que 
intervienen, mediante la emisión de peritajes culturales y el fortalecimiento de las 
competencias de las personas servidoras judiciales.  





Se estima que para continuar con esa labor es indispensable el apoyo 
sostenido y constante de la Universidad que trasciendan los proyectos de acción 
social y cursos salteados que dejan espacios en que no hay cobertura institucional.  





Por lo anterior, a efecto de dar seguimiento a lo dispuesto por la Ley de 
Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, de la manera más 
respetuosa y atenta me dirijo a usted, para consultar sobre la posibilidad de que 
nos confiera una audiencia presencial a efecto de que el Sr. Roger Mata Brenes, 
Jefe del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Magistrado 
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Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, Sra. Ana 
Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, y a la suscrita en calidad de 
Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, 
podamos conocer sus impresiones y externarle algunas ideas concretas. 
 





Agradecida de antemano por su atención a la presente solicitud, me suscribo 
con mis mayores muestras de respeto y consideración. 





 
 
 





 
 





Damaris Vargas Vásquez, Mba. 





Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Jueza del Tribunal Agrario 





Poder Judicial 





 
Copias: 
Dr. Marcos Guevara Berger, Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica 
Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia 
Máster Roger Mata Brenes, Jefe del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia 
Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva del Poder Judicial 
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San José, 21 de febrero de 2019. 




(Oficio N° 1537-19) 
 
Señor 
Dr. Henning Jensen Pennington 
Rector 
Universidad de Costa Rica 
 
 
Estimado Señor Rector: 
 




Sirva el presente para externarle un saludo muy respetuoso y cordial desde 
la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 
 




El motivo de esta solicitud está relacionada con la reciente aprobación y 
vigencia de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, 
la cual dispone en el artículo 7, lo siguiente: 
 




“En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera 
asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia 
proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en 
derecho indígena y en la materia de competencia en forma gratuita. 
El Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y de las pericias 
requeridas en un proceso judicial, cuando la persona indígena no tenga 
medios para hacerlo por su cuenta. 
Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración en 
forma especializada y gratuita al Poder Judicial a fin de tener un listado de 
personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El 
presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro 
expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.” 




  
Para el cumplimiento de la nueva normativa, se estima urgente propiciar 




encuentros entre la Universidad de Costa Rica y el Poder Judicial con el objetivo 
de crear sinergias sobre acciones de las universidades y sus implicaciones 
presupuestarias.  




 
Al respecto, el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 7-19 




celebrada el 29 de enero de 2019, Artículo LXVI, comunicado mediante Oficio N° 
1537-19 por la Secretaría General de la Corte, dispuso: 




 
“Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, 
Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) 




Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades 
estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y 
gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que 
puedan elaborar esos peritajes indicados. B.) Solicitar a las universidades 
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estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro 
expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar 
cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula 
que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias 
requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no 
tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las 
universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al 
Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan 
elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas 
instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la 
citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes 
culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán 
solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que 
requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los 
conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de 
Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin 
de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, 
asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin 
de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas 
las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las 
Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de 
Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este 
acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La Integrante 
Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente 
artículo. La Dirección de Planificación tomará nota para los fines 
correspondientes.” 




 La Universidad de Costa Rica y concretamente, la Escuela de Antropología 
bajo el liderazgo del Dr. Marcos Guevara Berger, profesor catedrático de la Escuela 
de Antropología e Investigador Asociado al Centro de Investigaciones 
Antropológicas de esa Universidad, han tenido una participación fundamental en 
la eficacia y la eficiencia del servicio de Administración de Justicia que ofrece el 
Poder Judicial a los pueblos indígenas en los procesos judiciales en que 
intervienen, mediante la emisión de peritajes culturales y el fortalecimiento de las 
competencias de las personas servidoras judiciales.  




Se estima que para continuar con esa labor es indispensable el apoyo 
sostenido y constante de la Universidad que trasciendan los proyectos de acción 
social y cursos salteados que dejan espacios en que no hay cobertura institucional.  




Por lo anterior, a efecto de dar seguimiento a lo dispuesto por la Ley de 
Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, de la manera más 
respetuosa y atenta me dirijo a usted, para consultar sobre la posibilidad de que 
nos confiera una audiencia presencial a efecto de que el Sr. Roger Mata Brenes, 
Jefe del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Magistrado 
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Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, Sra. Ana 
Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, y a la suscrita en calidad de 
Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, 
podamos conocer sus impresiones y externarle algunas ideas concretas. 
 




Agradecida de antemano por su atención a la presente solicitud, me suscribo 
con mis mayores muestras de respeto y consideración. 




 
 
 




 
 




Damaris Vargas Vásquez, Mba. 




Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Jueza del Tribunal Agrario 




Poder Judicial 
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Dr. Marcos Guevara Berger, Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica 
Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia 
Máster Roger Mata Brenes, Jefe del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia 
Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva del Poder Judicial 
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Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les comunico que la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia me remitió el Oficio VPDC-057-2019 del Viceministerio de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano, sobre la directriz emitida por el Gobierno de la República  "Proceso de construcción participativa e intercultural de la Política Pública para los Pueblos Indígenas 2019-2024", así como la matriz de diagnóstico  sobre las políticas públicas, proyectos y directrices, con el objetivo de completar la información requerida para que el Despacho de la Presidencia la envíe antes del 20 de febrero.



 



Con ocasión de lo anterior, les solicito remitir sus sugerencias el día de hoy a efecto de que la respuesta al cuestionario que se plantea sea lo más completa e inclusiva posible, enfocada al acceso a la justicia de la población indígena. Ya solicité a la Dirección de Planificación información sobre los proyectos institucionales asociados a esa población.



 



Saludos cordiales.



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561
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Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les comunico que la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia me remitió el Oficio VPDC-057-2019 del Viceministerio de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano, sobre la directriz emitida por el Gobierno de la República  "Proceso de construcción participativa e intercultural de la Política Pública para los Pueblos Indígenas 2019-2024", así como la matriz de diagnóstico  sobre las políticas públicas, proyectos y directrices, con el objetivo de completar la información requerida para que el Despacho de la Presidencia la envíe antes del 20 de febrero.



 



Con ocasión de lo anterior, les solicito remitir sus sugerencias el día de hoy a efecto de que la respuesta al cuestionario que se plantea sea lo más completa e inclusiva posible, enfocada al acceso a la justicia de la población indígena. Ya solicité a la Dirección de Planificación información sobre los proyectos institucionales asociados a esa población.



 



Saludos cordiales.



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561
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Miércoles 06 de febrero de 2019 
VPDC-057-2019 




Señor 
Fernando Cruz Castro 
Presidente  
Corte Suprema de Justicia 
 
Estimado señor:  
 
Reciba un cordial saludo de mi parte. El Gobierno de la República ha emitido la Directriz 
Presidencial dirigida al sector público para dar inicio al “Proceso de construcción 
participativa e intercultural de la Política Pública para los Pueblos Indígenas 2019-2024” 
publicado en La Gaceta Nº 12 del Jueves 17 de enero del 2019, mediante el cual se ordena 
a los ministerios y se insta a las instituciones públicas descentralizadas, cuya participación 
sea considerada necesaria, a incorporarse, en el ámbito de sus competencias, en el proceso 
de construcción de la política.  
 
En este momento hemos iniciado con el apoyo de las Naciones Unidas, la elaboración de 
un diagnóstico del marco normativo y de políticas públicas para garantizar los derechos 
de los pueblos indígenas en Costa Rica, con ese objetivo solicitamos llenar la matriz 
adjunta sobre las políticas públicas, proyectos y directrices que su representada ha 
emitido para atender la situación de los pueblos indígenas. 
 
Esta información es de alta importancia en vista que nos permitirá conocer el estado 
actual de las iniciativas en pro de los pueblos indígenas y las orientaciones necesarias para 
garantizar los derechos de los pueblos indígenas  
 
Solicitamos remitirnos la información a más tardar el 20 de febrero de 2019 a la 
dirección electrónica dialogociudadano@presidencia.go.cr.  
 
Agradeciendo su colaboración, me despido atentamente   
 
 
 
 




 
 




Juan Alfaro López 
Viceministro en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano 




Ministerio de la Presidencia 
República de Costa Rica 




 
 
Cc: Oficina de Enlace Territorial  
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San José, 13 de febrero del 2019



Nº 1537-19



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



 



Señora



Msc. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



            



Estimada señora:



 



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, que literalmente dice:



 



“ARTÍCULO LXVI



 



Documento N° 4289-12 / 693-19



 



En correo electrónico del 21 de enero de 2019, la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, solicita lo siguiente:



 



“Reciban un atento saludo. A la vez, me pongo a su disposición en todo lo que pueda colaborar para el efectivo acceso a la justicia de las personas indígenas, con ocasión de la reciente designación que me hiciera Corte Plena en sesión N°57-18 de 17 de diciembre de 2018, Artículo V, como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



 



Con ocasión de lo anterior y de manera respetuosa, planteo para su valoración la siguiente solicitud:



 



La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica aprobada recientemente por la Asamblea Legislativa, establece en el artículo 7 que el Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega: 



 



“… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.” 



 



Los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. Inclusive, se establece la posibilidad de que el Poder Judicial lleve un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser utilizados en los procesos judiciales que involucren a esta población, con fines estrictamente de interés institucional y académico, siempre que se cuente con la autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y manteniendo en reserva la identidad de todas las partes involucradas.



 



Por ende, a efecto de enfrentar las debilidades y los obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva a las personas indígenas estén asociados al financiamiento de esos peritajes y a la necesidad de contar con personas expertas, solicito a las y los integrantes del Consejo Superior:



 



a)  Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. 



b)  Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.



 



Es importante hacer de su conocimiento que desde hace algunos años la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica ha venido dando colaboración a algunos despachos judiciales por medio de diversos proyectos coordinados por el Dr. Marco Guevara Berger, profesor catedrático de la Escuela de Antropología e Investigador Asociado al Centro de Investigaciones Antropológicas de la Universidad de Costa Rica.



 



En un informe remitido el día de hoy por el Dr. Guevara, Antropólogo Social de la Escuela de Antropología de la UCR, el cual anexo, éste refiere a los resultados de esos proyectos de la siguiente forma: 



 



“El primer proyecto (documento n°1) se formuló para durar de marzo del 2011 a diciembre de 2012 con la idea inicial de ayudar al Poder Judicial con la presa de peritajes y sistematizar procedimientos. Sin embargo al finalizar este proyecto las solicitudes de peritajes y de sesiones de capacitación seguían siendo muchas y, además, se estaba en espera de un trabajo conjunto entre PJ y Escuela de Antropología para elaborar el perfil. Por estas razones se reinscribió el proyecto para seguir operando durante el 2013 (documento n°2, es casi idéntico). No fue posible cumplir tampoco en este período con el perfil pues suponía la tramitación del convenio entre PJ y Escuela, que nunca se concretó. La razón por la que simplemente no se inscribió un programa permanente sobre peritajes tiene que ver con los recursos de tiempo limitados que tiene la Escuela de Antropología, pues se tienen que turnar entre docentes, por lo que no se suele sostener ningún proyecto más de tres años. Al finalizar el 2013 la situación seguía siendo apremiante en cuanto a la cantidad de peritajes, especialmente solicitudes desde el juzgado Agrario de Corredores y el Juzgado Penal de Coto Brus. 



 



Con el fin de poder dar continuidad, la iniciativa fue la de abrir un curso para estudiantes de la carrera de Antropología en el I ciclo de 2014 (marzo-julio 2014) y trabajar peritajes en la región sur como actividad docente. El curso trabajó con estudiantes avanzados haciendo investigaciones de campo que se sistematizaron en clase y al final acomodé todas estas informaciones en un formato adecuado para cumplir con los requerimientos de informes periciales y yo los firmé como responsable aunque reconociendo la labor de los estudiantes. Bajo esta modalidad se logró atender unos 10 peritajes en el territorio indígena de Coto Brus (La Casona), pero quedaron algunos pendientes de alguna información, ya sea por documentación que no se había aún podido revisar o porque había faltado alguna entrevista clave de alguno de los actores que no se pudo realizar en el campo por no estar presente cuando se hicieron giras de campo. Además, mientras se desarrollaban el curso, entraron nuevas solicitudes periciales que se decidió recibir con la esperanza de poder atenderlas durante el semestre, pero no se pudieron completar las indagaciones. Adjunto el programa del curso (documento n°3)



 



Del trabajo sobre peritajes y capacitación realizado hasta agosto de 2014 se dio cuenta en un informe que se remitió a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial (documento n°4). Aquí se informa de peritajes realizados desde antes del primer proyecto, pues se atendieron en la Escuela de Antropología como una demanda ad hoc en el 2010 y luego viendo que había una demanda sostenida fue que se decidió inscribir un proyecto para regularizar la respuesta.



 



Para poder concluir con los peritajes inconclusos, se inscribió un nuevo proyecto con una vigencia de algunos meses (octubre 2014 - febrero de 2015) (documento n°5). Sin embargo se solicitó una prórroga del mismo hasta julio de 2015 para completar los peritajes pendientes y un par de nuevas solicitudes entre ellas una solicitud del Juzgado Penal de Heredia (documento n°6).



 



Durante el segundo semestre de 2015 siguieron llegando solicitudes de peritajes tanto desde el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, del Juzgado Mixto de Buenos Aires y del Juzgado Agrario de Corredores. Por esta razón se tomó la iniciativa de resetear un curso especializado de peritaje para estudiantes avanzados de la carrera de Antropología en el I ciclo de 2016 (marzo-julio 2016) trabajándose de manera similar que con el curso anterior, aunque en esta ocasión en varios puntos geográficos, lo que complicó un poco la logística y apoyo económico (Territorios Indígenas de Boruca, Cabagra, Coto Brus, Conte Burica, Osa, Altos de San Antonio y un par de casos fuera de territorio indígena). Se atendieron unas 10 solicitudes. Se anexa programa del curso (documento n°7). Cabe mencionar que los cursos especializados sobre peritaje se han podido inscribir como "temas", que es un espacio del plan de estudios en que docentes pueden escoger las temáticas para formación, pero es política de la Escuela de Antropología ofrecer los mismo "temas" cada dos o tres años, por lo que no se pueden replicar año con año, esto porque los estudiantes en formación deben de tener una oferta variada de cursos temáticos durante los dos años en que completan esta parte de su formación y repetirlos reduce sus opciones.



 



Durante el 2017 la situación de demandas de peritajes se redujo o se canalizó en forma privada. Al no haber ningún proyecto o curso inscrito, se trató de apoyar mediante el Proyecto de Servicios Antropológicos (PROSEA) asociado con la Fundación de la UCR (FUNDEVI), contratando peritos externos pero ofreciendo un control de calidad de los productos finales que pasaban por revisión de académicos. De estos peritajes, si bien me tocó revisar algunos productos y exigir que se cumplieran procedimientos o vacíos de información, no tengo informes ni copia, por lo que solo los menciono. Este servicio sí se cobró y se realizaron un par de peritajes, pero la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial indicó luego que no podían contratar a un ente para labores de peritajes, que debía ser una persona directamente, por lo que se suspendió esa posibilidad.



 



En el 2018, si bien no llegaron solicitudes periciales, sí se recibieron solicitudes para participar en capacitaciones. El problema es que el régimen de dedicación exclusiva no permite que docentes realicen labores que no estén registradas como actividad académica, ya sea por medio de proyectos de investigación, de acción social o como actividades docentes. Para remediar esta situación y con la conciencia de que estas labores de capacitación al fin y al cabo inciden en la calidad del servicio de justicia a los pueblos indígenas, decidí inscribir un proyecto de acción social sin carga académica (pues la Escuela no podía dármela en ese momento). Este proyecto tuvo vigencia de febrero de 2018 a enero de 2019 y contempló la posibilidad de realizar peritajes, pero no hubo ninguna solicitud (documento n° 8). Con el fin de continuar bajo esa modalidad y sin requerimiento de carga académica, el proyecto se reinscribió para estar vigente entre febrero de 2019 y diciembre de 2021 (documento n°9, casi idéntico al anterior). Igualmente se contempla la posibilidad de peritajes, sin embargo se visualizan como actividades eventuales, ya que no se cuenta con la carga docente como para poder atender más que un par de casos. No obstante, para el I ciclo de 2019 se volverá a resetear el curso especializado por tercera ocasión y se está en la negociación con el Poder Judicial de poder atender otras causas que requieran peritajes culturales y justificarlos en la carga académica como labores propias de un curso de la carrera.



 



Sin ánimo de que esto parezca una queja o algo parecido o especular sobre el tema, creo que es importante enfatizar que, fuera de esos dos últimos casos, que se tramitaron privadamente por medio de FUNDEVI, la Escuela de Antropología no ha recibido para las labores desarrolladas ningún fondo del Poder Judicial, todos los gastos han sido asumidos por la UCR tanto en la asignación de tiempo para quien ha estado a cargo (aunque en varios períodos ha sido por recargo y en forma ad honorem), como en los gastos de giras de campo, papelería, etc. Además de las labores señaladas en el informe que cubre el período 2010-2014 (n°4), que son alrededor de 100 gestiones periciales, se le suman unos 20 peritajes más durante 2015 y 2016 (y luego el par de casos trabajados con FUNDEVI en el 2017) …”



 



De lo expuesto se desprende que en relación con la Universidad de Costa Rica existe una gran experiencia de colaboración; sin embargo, se ha administrado por la Escuela de Antropología como proyectos, siendo lo más recomendable lo sea como un Programa debidamente estructurado que garantice el fortalecimiento continuo de las competencias de las personas quienes rindan esos peritajes, lo cual les habilite pasar a formar parte del listado de personas idóneas que puedan elaborar los peritajes culturales a los que hace alusión el artículo 7 citado. El programa estaría inmerso en el presupuesto que se apruebe a dichas instituciones, como parte del rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. 



 



Lo anterior permitirá administrar riesgos asociados a la designación de personas para la realización de esos peritajes culturales que podrían no estar debidamente capacitados; y además, aprovechar los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser utilizados en otros asuntos con fines estrictamente de interés institucional y académico, siempre que se cuente con la autorización expresa de las personas involucradas y se garantice la reserva de la identidad de todas las partes, en cumplimiento del artículo 8 de la Ley en mención. 



Sobre este tema, el Dr. Marcos Guevara Berger refiere:



 



“… Es importante mencionar que bajo la estructura actual que maneja el Poder Judicial, resulta no solo incómodo sino arriesgado trabajar con peritos antropólogos inscritos en un padrón que no está bien regularizado (hay inscritos arqueólogos que no cumplen con una formación suficiente en Antropología Social y hay personas inscritas sin ningún título habilitante). Hay que considerar también como un factor limitante en cuanto a la calidad del servicio el hecho de que no hay un colegio profesional en Antropología, lo cual redunda en la imposibilidad de controlar la calidad de la actividad privada y establecer cánones presupuestarios aceptables. Sobre esto se han tenido diversas reuniones con personeros de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial sin que se logre regularizar la situación. Un punto muy limitante a señalar también es el hecho de que se prohíbe la divulgación de informes periciales, aún en causas concluidas o juzgadas, lo cual limita mucho las posibilidades de discutir los alcances ético-profesionales de esta actividad.”



 



Así mismo, solicito que la gestión de reserva de presupuesto y colaboración se dirija no sólo a la Universidad de Costa Rica sino también a las demás universidades estatales, incluyendo la Universidad Nacional y el Instituto Tecnológico de Costa Rica en lo que a sus competencias se refiere.



El seguimiento a esta disposición legal es parte del Diagnóstico al que hace referencia el numeral 12 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 



 



Como complemento de lo anterior, se solicita además a las y los integrantes del Consejo Superior, la emisión de lineamientos a la Dirección de Planificación con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas. Los resultados de tales controles estadísticos deben ser debidamente divulgados ante la población indígena y la ciudadanía en general, según disposición normativa.



 



Agradezco la atención a esta gestión y desde ya me pongo a su disposición de requerir información adicional.”



(…)”



-0-



 



Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. B.) Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



 



La Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente artículo.



 



La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes.”



 



 



Atentamente, 



 



 



Lic. Eduardo Chacón Monge



Prosecretario General interino



Corte Suprema de Justicia



 



c.         Dirección de Planificación



Diligencias / Ref.: (4289-12 / 693-19) 



            S.M.B



 



 



Stwart Méndez Barrantes



Técnico Judicial 3



Secretaría General



Corte Suprema de Justicia



Ext. 01-3008
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                    Corte Suprema de Justicia



                           Secretaría General






San José, 13 de febrero del 2019


Nº 1537-19


Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora



Msc. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas


Estimada señora:


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, que literalmente dice:


“ARTÍCULO LXVI


Documento N° 4289-12 / 693-19


En correo electrónico del 21 de enero de 2019, la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, solicita lo siguiente:


“Reciban un atento saludo. A la vez, me pongo a su disposición en todo lo que pueda colaborar para el efectivo acceso a la justicia de las personas indígenas, con ocasión de la reciente designación que me hiciera Corte Plena en sesión N°57-18 de 17 de diciembre de 2018, Artículo V, como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.


Con ocasión de lo anterior y de manera respetuosa, planteo para su valoración la siguiente solicitud:


La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica aprobada recientemente por la Asamblea Legislativa, establece en el artículo 7 que el Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega: 


“… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.” 


Los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. Inclusive, se establece la posibilidad de que el Poder Judicial lleve un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser utilizados en los procesos judiciales que involucren a esta población, con fines estrictamente de interés institucional y académico, siempre que se cuente con la autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y manteniendo en reserva la identidad de todas las partes involucradas.


Por ende, a efecto de enfrentar las debilidades y los obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva a las personas indígenas estén asociados al financiamiento de esos peritajes y a la necesidad de contar con personas expertas, solicito a las y los integrantes del Consejo Superior:


a)  Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. 



b)  Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.


Es importante hacer de su conocimiento que desde hace algunos años la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica ha venido dando colaboración a algunos despachos judiciales por medio de diversos proyectos coordinados por el Dr. Marco Guevara Berger, profesor catedrático de la Escuela de Antropología e Investigador Asociado al Centro de Investigaciones Antropológicas de la Universidad de Costa Rica.


En un informe remitido el día de hoy por el Dr. Guevara, Antropólogo Social de la Escuela de Antropología de la UCR, el cual anexo, éste refiere a los resultados de esos proyectos de la siguiente forma: 


“El primer proyecto (documento n°1) se formuló para durar de marzo del 2011 a diciembre de 2012 con la idea inicial de ayudar al Poder Judicial con la presa de peritajes y sistematizar procedimientos. Sin embargo al finalizar este proyecto las solicitudes de peritajes y de sesiones de capacitación seguían siendo muchas y, además, se estaba en espera de un trabajo conjunto entre PJ y Escuela de Antropología para elaborar el perfil. Por estas razones se reinscribió el proyecto para seguir operando durante el 2013 (documento n°2, es casi idéntico). No fue posible cumplir tampoco en este período con el perfil pues suponía la tramitación del convenio entre PJ y Escuela, que nunca se concretó. La razón por la que simplemente no se inscribió un programa permanente sobre peritajes tiene que ver con los recursos de tiempo limitados que tiene la Escuela de Antropología, pues se tienen que turnar entre docentes, por lo que no se suele sostener ningún proyecto más de tres años. Al finalizar el 2013 la situación seguía siendo apremiante en cuanto a la cantidad de peritajes, especialmente solicitudes desde el juzgado Agrario de Corredores y el Juzgado Penal de Coto Brus. 


Con el fin de poder dar continuidad, la iniciativa fue la de abrir un curso para estudiantes de la carrera de Antropología en el I ciclo de 2014 (marzo-julio 2014) y trabajar peritajes en la región sur como actividad docente. El curso trabajó con estudiantes avanzados haciendo investigaciones de campo que se sistematizaron en clase y al final acomodé todas estas informaciones en un formato adecuado para cumplir con los requerimientos de informes periciales y yo los firmé como responsable aunque reconociendo la labor de los estudiantes. Bajo esta modalidad se logró atender unos 10 peritajes en el territorio indígena de Coto Brus (La Casona), pero quedaron algunos pendientes de alguna información, ya sea por documentación que no se había aún podido revisar o porque había faltado alguna entrevista clave de alguno de los actores que no se pudo realizar en el campo por no estar presente cuando se hicieron giras de campo. Además, mientras se desarrollaban el curso, entraron nuevas solicitudes periciales que se decidió recibir con la esperanza de poder atenderlas durante el semestre, pero no se pudieron completar las indagaciones. Adjunto el programa del curso (documento n°3)


Del trabajo sobre peritajes y capacitación realizado hasta agosto de 2014 se dio cuenta en un informe que se remitió a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial (documento n°4). Aquí se informa de peritajes realizados desde antes del primer proyecto, pues se atendieron en la Escuela de Antropología como una demanda ad hoc en el 2010 y luego viendo que había una demanda sostenida fue que se decidió inscribir un proyecto para regularizar la respuesta.


Para poder concluir con los peritajes inconclusos, se inscribió un nuevo proyecto con una vigencia de algunos meses (octubre 2014 - febrero de 2015) (documento n°5). Sin embargo se solicitó una prórroga del mismo hasta julio de 2015 para completar los peritajes pendientes y un par de nuevas solicitudes entre ellas una solicitud del Juzgado Penal de Heredia (documento n°6).


Durante el segundo semestre de 2015 siguieron llegando solicitudes de peritajes tanto desde el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, del Juzgado Mixto de Buenos Aires y del Juzgado Agrario de Corredores. Por esta razón se tomó la iniciativa de resetear un curso especializado de peritaje para estudiantes avanzados de la carrera de Antropología en el I ciclo de 2016 (marzo-julio 2016) trabajándose de manera similar que con el curso anterior, aunque en esta ocasión en varios puntos geográficos, lo que complicó un poco la logística y apoyo económico (Territorios Indígenas de Boruca, Cabagra, Coto Brus, Conte Burica, Osa, Altos de San Antonio y un par de casos fuera de territorio indígena). Se atendieron unas 10 solicitudes. Se anexa programa del curso (documento n°7). Cabe mencionar que los cursos especializados sobre peritaje se han podido inscribir como "temas", que es un espacio del plan de estudios en que docentes pueden escoger las temáticas para formación, pero es política de la Escuela de Antropología ofrecer los mismo "temas" cada dos o tres años, por lo que no se pueden replicar año con año, esto porque los estudiantes en formación deben de tener una oferta variada de cursos temáticos durante los dos años en que completan esta parte de su formación y repetirlos reduce sus opciones.


Durante el 2017 la situación de demandas de peritajes se redujo o se canalizó en forma privada. Al no haber ningún proyecto o curso inscrito, se trató de apoyar mediante el Proyecto de Servicios Antropológicos (PROSEA) asociado con la Fundación de la UCR (FUNDEVI), contratando peritos externos pero ofreciendo un control de calidad de los productos finales que pasaban por revisión de académicos. De estos peritajes, si bien me tocó revisar algunos productos y exigir que se cumplieran procedimientos o vacíos de información, no tengo informes ni copia, por lo que solo los menciono. Este servicio sí se cobró y se realizaron un par de peritajes, pero la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial indicó luego que no podían contratar a un ente para labores de peritajes, que debía ser una persona directamente, por lo que se suspendió esa posibilidad.


En el 2018, si bien no llegaron solicitudes periciales, sí se recibieron solicitudes para participar en capacitaciones. El problema es que el régimen de dedicación exclusiva no permite que docentes realicen labores que no estén registradas como actividad académica, ya sea por medio de proyectos de investigación, de acción social o como actividades docentes. Para remediar esta situación y con la conciencia de que estas labores de capacitación al fin y al cabo inciden en la calidad del servicio de justicia a los pueblos indígenas, decidí inscribir un proyecto de acción social sin carga académica (pues la Escuela no podía dármela en ese momento). Este proyecto tuvo vigencia de febrero de 2018 a enero de 2019 y contempló la posibilidad de realizar peritajes, pero no hubo ninguna solicitud (documento n° 8). Con el fin de continuar bajo esa modalidad y sin requerimiento de carga académica, el proyecto se reinscribió para estar vigente entre febrero de 2019 y diciembre de 2021 (documento n°9, casi idéntico al anterior). Igualmente se contempla la posibilidad de peritajes, sin embargo se visualizan como actividades eventuales, ya que no se cuenta con la carga docente como para poder atender más que un par de casos. No obstante, para el I ciclo de 2019 se volverá a resetear el curso especializado por tercera ocasión y se está en la negociación con el Poder Judicial de poder atender otras causas que requieran peritajes culturales y justificarlos en la carga académica como labores propias de un curso de la carrera.


Sin ánimo de que esto parezca una queja o algo parecido o especular sobre el tema, creo que es importante enfatizar que, fuera de esos dos últimos casos, que se tramitaron privadamente por medio de FUNDEVI, la Escuela de Antropología no ha recibido para las labores desarrolladas ningún fondo del Poder Judicial, todos los gastos han sido asumidos por la UCR tanto en la asignación de tiempo para quien ha estado a cargo (aunque en varios períodos ha sido por recargo y en forma ad honorem), como en los gastos de giras de campo, papelería, etc. Además de las labores señaladas en el informe que cubre el período 2010-2014 (n°4), que son alrededor de 100 gestiones periciales, se le suman unos 20 peritajes más durante 2015 y 2016 (y luego el par de casos trabajados con FUNDEVI en el 2017) …”


De lo expuesto se desprende que en relación con la Universidad de Costa Rica existe una gran experiencia de colaboración; sin embargo, se ha administrado por la Escuela de Antropología como proyectos, siendo lo más recomendable lo sea como un Programa debidamente estructurado que garantice el fortalecimiento continuo de las competencias de las personas quienes rindan esos peritajes, lo cual les habilite pasar a formar parte del listado de personas idóneas que puedan elaborar los peritajes culturales a los que hace alusión el artículo 7 citado. El programa estaría inmerso en el presupuesto que se apruebe a dichas instituciones, como parte del rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. 


Lo anterior permitirá administrar riesgos asociados a la designación de personas para la realización de esos peritajes culturales que podrían no estar debidamente capacitados; y además, aprovechar los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser utilizados en otros asuntos con fines estrictamente de interés institucional y académico, siempre que se cuente con la autorización expresa de las personas involucradas y se garantice la reserva de la identidad de todas las partes, en cumplimiento del artículo 8 de la Ley en mención. 



Sobre este tema, el Dr. Marcos Guevara Berger refiere:


“… Es importante mencionar que bajo la estructura actual que maneja el Poder Judicial, resulta no solo incómodo sino arriesgado trabajar con peritos antropólogos inscritos en un padrón que no está bien regularizado (hay inscritos arqueólogos que no cumplen con una formación suficiente en Antropología Social y hay personas inscritas sin ningún título habilitante). Hay que considerar también como un factor limitante en cuanto a la calidad del servicio el hecho de que no hay un colegio profesional en Antropología, lo cual redunda en la imposibilidad de controlar la calidad de la actividad privada y establecer cánones presupuestarios aceptables. Sobre esto se han tenido diversas reuniones con personeros de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial sin que se logre regularizar la situación. Un punto muy limitante a señalar también es el hecho de que se prohíbe la divulgación de informes periciales, aún en causas concluidas o juzgadas, lo cual limita mucho las posibilidades de discutir los alcances ético-profesionales de esta actividad.”


Así mismo, solicito que la gestión de reserva de presupuesto y colaboración se dirija no sólo a la Universidad de Costa Rica sino también a las demás universidades estatales, incluyendo la Universidad Nacional y el Instituto Tecnológico de Costa Rica en lo que a sus competencias se refiere.



El seguimiento a esta disposición legal es parte del Diagnóstico al que hace referencia el numeral 12 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 


Como complemento de lo anterior, se solicita además a las y los integrantes del Consejo Superior, la emisión de lineamientos a la Dirección de Planificación con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas. Los resultados de tales controles estadísticos deben ser debidamente divulgados ante la población indígena y la ciudadanía en general, según disposición normativa.


Agradezco la atención a esta gestión y desde ya me pongo a su disposición de requerir información adicional.”



(…)”



-0-



Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. B.) Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.


La Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente artículo.


La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes.”


Atentamente, 



Lic. Eduardo Chacón Monge



Prosecretario General interino



Corte Suprema de Justicia



c.
Dirección de Planificación


Diligencias / Ref.: (4289-12 / 693-19) 
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Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



Remito para su conocimiento documentos compartidos por el señor Carlos Alonso con Marschall, Jefe de Análisis Prospectivo y Política Pública de MIDEPLAN. De esta manera se completa la información pues los anteriores documentos fueron socializados con ustedes con anticipación y vistos en la sesión anterior.



 



Los datos que nos ha facilitado el representante de MIDEPLAN le fueron solicitados como parte de los compromisos de coordinación interinstitucional establecidos en el artículo 14 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, entre el Poder Judicial y el MIDEPLAN. 



 



Por favor analizar detenidamente estos datos para incorporarlos en nuestra gestión, pues la idea es que la Subcomisión mantenga una visión integral e interdisciplinaria.



 



Saludos cordiales.



 



Damaris Vargas Vásquez
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Por favor analizar detenidamente estos datos para incorporarlos en nuestra gestión, pues la idea es que la Subcomisión mantenga una visión integral e interdisciplinaria.



 



Saludos cordiales.



 



Damaris Vargas Vásquez
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Buenas tardes estimadas Damaris y Melissa, 

Aprovechamos el medio para saludarlas y a la vez enviarles el documento faltante.


Estamos a la orden, saludos cordiales.
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Carlos Alonso von Marschall Murillo
Jefe Análisis Prospectivo y Política Pública
 Análisis del Desarrollo
Tel. +506 2202-8525
www.mideplan.go.cr








					

 
























 






















Resumen de Pueblos Indígenas en PNDIP 2019-2022









El PNDIP contó con varios enfoques entre ellos “Derechos humanos”: son los “(…) derechos inherentes a todos los seres humanos, sin distinción alguna de raza, sexo, nacionalidad, origen étnico, lengua, religión o cualquier otra condición”, es decir, los objetivos nacionales y las intervenciones estratégicas propiciarán el respeto a los principios de igualdad[footnoteRef:1] y equidad reconociendo la atención a grupos poblacionales que por sus condiciones son sujetos de algún tipo de exclusión (personas con capacidades diferenciadas, los niños, niñas y adolescentes, personas adultas mayores, población joven, población indígena, afrodescendientes, población migrante y Lesbianas, Gays, Bisexuales, Transgéneros, Intersexuales (LGBTI) y la perspectiva de género). Lo anterior, responde a la garantía de los derechos humanos para fortalecer el acceso a los bienes y servicios que brinda el Estado, por medio del accionar de las instituciones. [1:  Organización de las Naciones Unidas. Sitio web: www.un.org. 2017.] 





Además, la Constitución Política de la República de Costa Rica en el Artículo 9 menciona que “El Gobierno de la República es popular, representativo, participativo, alternativo y responsable. Lo ejercen el pueblo y tres Poderes distintos e independientes entre sí: el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial…”. Asimismo, la participación ciudadana es considerada como el “Proceso de construcción ciudadana en la gestión pública social de las políticas públicas que, conforme al interés general de la sociedad democrática, canaliza, da respuesta o amplía los derechos económicos, sociales, culturales, políticos y civiles de las personas, y los derechos de las organizaciones o grupos en que se integran, así como los de las comunidades y pueblos indígenas”.









Esa última población es de suma importancia dado que actualmente la población originaria o indígena representa aproximadamente el 2,5% de la población total, la cual posee ocho grupos indigenas (Bribis, Cabécares, Térrabas, Bruncas, Ngöbes, Maleku, Chorotegas y Huetares, se distribuye en 24 territorios indigenas donde la mayoría se concentran en distritos con menor desarrollo relativo con base al Índice de Desarrollo Social (IDS).









A continuación se presentan las intervenciones estrategicas del Plan Nacional de Desarrollo e Inversiones Públicas “Bicentenario” 2019-2022.
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Intervención estratégica
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Objetivo
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Indicador
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Línea base
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Meta del periodo
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Estimación Presupuestaria en millones ¢, fuente de         financiamiento y programa presupuestario
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Responsable ejecutor









					Sector Trabajo, Desarrollo Humano e Inclusión Social









					[bookmark: _GoBack]Programas articulados para el cumplimiento de los derechos humanos[footnoteRef:2] de las mujeres, niños y niñas adolescentes, personas jóvenes, personas adultas mayores, personas migrantes	y refugiadas, personas con discapacidad, pueblos indígenas, afrodescendientes y personas LGBTI en el marco del desarrollo inclusivo y diverso y según [2:  Porcentaje aproximado de beneficiarios del Programa Nacional de Empleo (PRONAE) del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que consiguieron un empleo temporal en 2017. Hace referencia a la Nota al Pie número 25 del PNDIP.] 





los ODS 5, 8 y 10.




					Aumentar el número de personas beneficiarias con intervenciones públicas articuladas para el cumplimiento de los derechos humanos según enfoque de




interseccionalidad[footnoteRef:3] [3:  Porcentaje aproximado de estudiantes matriculados y desempleados en el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) al 2017. Hace referencia a la Nota al Pie número 27 del PNDIP.] 





					Número de personas beneficiadas de las intervenciones públicas articuladas, accesibles	 e inclusivas para la promoción y protección de los derechos humanos




					2017:




83.615[footnoteRef:4] [4:  Porcentaje aproximado de estudiantes matriculados y desempleados en el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) al 2017. Hace referencia a la Nota al Pie número 28 del PNDIP.] 





					2019-2022:




82.59229









2019: 81.167




2020: 81.642




2021: 82.117




2022: 82.592




					2019-2022: 40.122,7









INAMU: 600




FODESAF Producción y diffusion de investigaciones y materiales especializados en género. Código de Programa T-05









CONAPDIS: 1.285




Dirección de Desarrollo Regional y la Dirección Técnica de Presupuesto Ordinario, Programa 04 presupuesto ordinario institucional.









CONAPAM: 867




FODESAF Ley 7972.




					INAMU:




Dirección General de Áreas




Estratégicas









CONAPDIS:




Dirección de Desarrollo Regional y Dirección Técnica.









CONAPAM:




Dirección Ejecutiva PANI: Presidencia Ejecutiva




MTSS:




Dirección Nacional de Inspección de Trabajo.
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Intervención estratégica
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Objetivo
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Indicador
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Línea base
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Meta del periodo
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Estimación Presupuestaria en millones ¢, fuente de         financiamiento y programa presupuestario
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Responsable ejecutor









										Articulación de programas sociales selectivos para la atención básica e integral de los hogares en situación de pobreza en el marco del ODS 1.




					Satisfacer	las necesidades básicas 39de los hogares en situación de pobreza mediante el acceso a programas sociales




					Número	de




hogares	en




situación	de pobreza atendidos, según		el




					









2017:




50.778




					2019-2022:




54.56542









2019: 54.565




2020: 54.565




2021: 54.565




					2019-2022: 153.786









IMAS: 123.390




Programa Protección y promoción social del IMAS




					IMAS: Subgerencia de Desarrollo Social




CONAPDIS:




Dirección ejecutiva



















					Satisfacer las necesidades básicas[footnoteRef:5] de los hogares en situación de pobreza mediante el acceso a programas sociales articulados, con énfasis en jefatura femenina en condición de violencia doméstica con personas con discapacidad, pueblos indígenas y edad.  [5:  Las necesidades básicas se refieren a las carencias de las personas y sus hogares de poder acceder a una vivienda, a los servicios sanitarios, a la educación básica y contar con un ingreso mínimo. La línea de pobreza por ingreso se mide con valor per cápita (valor por persona) de la Canasta Básica Alimenticia (CBA) de acuerdo con su aporte calórico y su frecuencia de consumo, el cual se establece por el INEC con un monto económico anual. Por su parte la pobreza por NBI se refiere a un conjunto de necesidades o carencias que van más allá del valor de la CBA y contempla el acceso a los servicios sociales básicos como son la vivienda, la salud, educación y el ingreso suficiente para satisfacer las necesidades. Hace referencia a la nota al pie número 39, página 220.] 





					Número de




hogares	en




situación de pobreza atendidos, según el Registro Nacional de I SINIRUBE a nivel nacional y regional.
























Número	de




hogares	en




pobreza	que




reciben	una




atención




integral




incluyendo




aquellos	que




forman parte de la Estrategia




Nacional para




la reducción de




pobreza “Puente	al




Desarrollo”a




nivel nacional y




regional.









Número	de




mujeres




atendidas por el Programa Avanzamos Mujeres según el registro de SINIRUBE 




					2017:




50.778





































































2017:




46.867[footnoteRef:6] hogares según SABEN [6:  Se reporta el acumulado de hogares atendidos desde el inicio de la Estrategia hasta el 2017 según el registro SABEN, tomando en consideración las características de esta meta que tiene una cobertura bianual. Hace referencia a la nota al pie número 43, página 222. Nota: Las metas anuales y de período están desagregadas por Región de Planificación.] 






































































2017:




10.880




					2019-2022:




54.565[footnoteRef:7] [7:  La meta IMAS es de 50.000 y 4.565 CONAPDIS Esta meta se atenderá prioritariamente según los siguientes porcentajes: 58% de la meta será exclusiva para hogares con mujeres jefes de hogar, 11% de la meta abarca personas con discapacidad, 2% de la meta se desagregará para pueblos indígenas. Esto se estará informando en los seguimientos al PND-IP correspondientes. Para el cumplimiento de esta meta se atenderá mediante los siguientes beneficios, estos se otorgan dependiendo de las necesidades de las personas solicitantes, en el IMAS con los programas: Atención a familias y Asignación Familiar (Inciso H). Hace referencia a la nota al pie número 42, página 220. Nota: Las metas anuales y de período están desagregadas por Región de Planificación.] 










2019: 54.565




2020: 54.565




2021: 54.565




2022: 54.565







































2019-2022:




66.832









2019: 14.516




2020: 18.900




2021: 14.516




2022: 18.900



























































2019-2022:




40.000









2019: 10.000




2020: 10.000




2021: 10.000




2022: 10.000









					2019-2022: 153.786









IMAS: 123.390




Programa Protección y promoción social del IMAS 









CONAPDIS: 30.396. Programa presupuestario protección, promoción y cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad. 














2019-2022: 144.360









FODESAF




Programa Protección y promoción social del IMAS
































































2019-2022: 1.200




INAMU – FODESAF –




Programa Avanzamos




Mujeres




Código de programa T-05




					IMAS: Subgerencia de Desarrollo Social









CONAPDIS:




Dirección ejecutiva












































IMAS: Subgerencia de Desarrollo Social

























































































INAMU:




Dirección General




de Áreas




Estratégicas
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Intervención estratégica
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Objetivo
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Indicador
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Línea base
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Meta del periodo
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Estimación Presupuestaria en millones ¢, fuente de         financiamiento y programa presupuestario
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Responsable ejecutor









					Programa Avancemos y otros programas (becas estudiantiles) para la permanencia de las personas estudiantes en el sistema educativo formal, en el marco del ODS 4.




					Contribuir a la permanencia en el sistema educativo




formal de las personas estudiantes de primaria y




secundaria en situación de pobreza mediante transferencias monetarias condicionadas, considerando situación de




discapacidad y




pueblos indígenas.














					Número de personas estudiantes de secundaria que reciben beneficio de Avancemos según el




Registro de




SINIRUBE a




nivel nacional y regional


































					2017:




180.282




					2019-2022:




184.30047









2019: 184.150




2020: 184.200




2021: 184.250




2022: 184.300




					2019-2022: 284.674









IMAS: 284.184 FODESAF




Programa Protección y promoción social del IMAS









JUDESUR: 490




Fuente de financiamiento: Ley 9356 y Ley 9424.




Programa presupuestario Nº4.




					IMAS: Presidencia Ejecutiva









JUDESUR:




Presidencia Ejecutiva
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Intervención estratégica




					



















[image: ]




Objetivo
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Indicador
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Línea base
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Meta del periodo
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Estimación Presupuestaria en millones ¢, fuente de         financiamiento y programa presupuestario
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Responsable ejecutor









					Programa Nacional de Red de Cuido en el marco de los ODS 1 y 2.




					Contribuir	a la protección y cuidado de niños y niñas en situación de pobreza mediante el acceso a servicios de  atención y desarrollo infantil, según jefatura	de hogar femenina y considerando situación	de




Discapacidad y pueblos indígenas.




					Número de niños y niñas que ingresan por primera vez al Programa Nacional Red de Cuido.









					2017: 0




					2019-2022:




6.000 51









2019: 1.500




2020: 1.500




2021: 1.500




2022: 1.500




					2019-2022: 40.515









Presupuesto ordinario Programa Presupuestario No. 02, Programa Protección de los derechos niños, niñas y adolescentes




					PANI:




Presidencia Ejecutiva
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					Número de proyectos de infraestructura social para pueblos indígenas ejecutados.




					2017:0




					2019- 202260:




1661









2019: 3




2020: 862




2021: 4




2022: 1




					2019-2022: 3.379,553









AYA: 2.439,55




Fondo de Asignaciones




Familiares (AF): 1.084,55









AyA63: 1.295









Fondo de Centroamérica




“FdC-GIZ : 60









CCSS: 940




FODESAF y CCSS




Programa 01 Atención




Integral de la Salud de las




personas.




										AYA:









					Presidencia









					Ejecutiva y









					Subgerente









					Gestión de









					Sistemas









					Comunales









					









					CCSS:









					Dirección Regional









					Servicios de Salud
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Intervención estratégica
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Objetivo
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Indicador
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Línea base




					



















[image: ]




Meta del período
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Estimación Presupuestaria en millones ¢, fuente de financiamiento y programa presupuestario
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Responsable ejecutor









					Fomento a la educación inclusiva.




					Implementar en escuelas programas de estudio de lengua y cultura indígena para preservar el patrimonio cultural lingüístico de los pueblos ancestrales de la región Brunca y la




región Huetar Caribe.




					Cantidad de escuelas que implementan los nuevos programas de estudio de lengua y cultura indígenas en la región Brunca y la región Huetar Caribe.




					N.D.




					2021: 26




Región Brunca




					2021-2022:




20









MEP programa 210-




553




					Directora de Desarrollo Curricular- MEP









					




					




					




					N.D




					2022: 39




Región Huetar Caribe




					




					









					




					














Notas del PNDIP 2019-2022:




3A partir de la definición dada por OIT, la Inspección de Trabajo operacionaliza los derechos fundamentales en los siguientes ejes:




Remuneraciones, Jornadas y Descansos, Equidad de Género, No discriminación: (Sindical, migrantes, afrodescendientes, indígenas, personas con discapacidad), Aseguramientos, Salud Ocupacional y Trabajo Infantil. Cuando se cumplen estos 7 ejes, en un establecimiento, se puede garantizar el Trabajo Decente, y con ello se contribuye a la disminución de la precariedad en el empleo.




29 Los estratos 1 y 2 incluye a familias de escasos recursos, en condiciones de emergencia o extrema necesidad, población indígena, adultos mayores, personas con discapacidad, asentamientos informales (entiéndase éstos últimos en sustitución del término precario acorde a un enfoque de derechos humanos) y viviendas no adecuadas (entendidas éstas en sustitución al término tugurio).




42 La meta IMAS es de 50.000 y 4.565 CONAPDIS Esta meta se atenderá prioritariamente según los siguientes porcentajes: 58% de la meta será exclusiva para hogares con mujeres jefes de hogar, 11% de la meta abarca personas con discapacidad, 2% de la meta se desagregará para pueblos indígenas. Esto se estará informando en los seguimientos al PND-IP correspondientes. Para el cumplimiento de esta meta se atenderá mediante los siguientes beneficios, estos se otorgan dependiendo de las necesidades de las personas solicitantes, en el IMAS con los programas: Atención a familias y Asignación Familiar (Inciso H).




43 Se reporta el acumulado de hogares atendidos desde el inicio de la Estrategia hasta el 2017 según el registro SABEN, tomando en consideración las características de esta meta que tiene una cobertura bianual.




44 Se refiere al total de hogares nuevos incorporadas a la atención integral para cada año del periodo, tanto bajo el modelo de intervención del IMAS como de la Estrategia Puente al Desarrollo. La atención integral se establece por periodos de dos años, no obstante, no se refleja en la meta la cantidad de hogares a los que se les dará continuidad cada año y que se traen en arrastre del año anterior. Esta meta se atenderá prioritariamente según los siguientes porcentajes: el 60% de la meta será exclusiva para hogares con mujeres jefes de hogar, 6% de la meta abarca personas con discapacidad, 2% de la meta se desagregará para pueblos indígenas.  Esto se estará informando en los seguimientos al PND-IP correspondientes.




47De acuerdo con el comportamiento histórico se estima que se atenderá prioritariamente la meta en los siguientes porcentajes: 6% de personas con discapacidad y 2% de personas pertenecientes a pueblos indígenas atendidas. En los seguimientos al PND-IP se estará informando al respecto.




53 La meta IMAS es de 10.500 adultos mayores en el periodo y CONAPAM 18.900. La meta atenderá: 52% de la meta será exclusiva para jefatura femenina, 6% de la meta será exclusiva con personas con discapacidad, 2% de la meta será exclusiva para pueblos indígenas.
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Resumen de Pueblos Indígenas en PNDIP 2019-2022









El PNDIP contó con varios enfoques entre ellos “Derechos humanos”: son los “(…) derechos inherentes a todos los seres humanos, sin distinción alguna de raza, sexo, nacionalidad, origen étnico, lengua, religión o cualquier otra condición”, es decir, los objetivos nacionales y las intervenciones estratégicas propiciarán el respeto a los principios de igualdad[footnoteRef:1] y equidad reconociendo la atención a grupos poblacionales que por sus condiciones son sujetos de algún tipo de exclusión (personas con capacidades diferenciadas, los niños, niñas y adolescentes, personas adultas mayores, población joven, población indígena, afrodescendientes, población migrante y Lesbianas, Gays, Bisexuales, Transgéneros, Intersexuales (LGBTI) y la perspectiva de género). Lo anterior, responde a la garantía de los derechos humanos para fortalecer el acceso a los bienes y servicios que brinda el Estado, por medio del accionar de las instituciones. [1:  Organización de las Naciones Unidas. Sitio web: www.un.org. 2017.] 





Además, la Constitución Política de la República de Costa Rica en el Artículo 9 menciona que “El Gobierno de la República es popular, representativo, participativo, alternativo y responsable. Lo ejercen el pueblo y tres Poderes distintos e independientes entre sí: el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial…”. Asimismo, la participación ciudadana es considerada como el “Proceso de construcción ciudadana en la gestión pública social de las políticas públicas que, conforme al interés general de la sociedad democrática, canaliza, da respuesta o amplía los derechos económicos, sociales, culturales, políticos y civiles de las personas, y los derechos de las organizaciones o grupos en que se integran, así como los de las comunidades y pueblos indígenas”.









Esa última población es de suma importancia dado que actualmente la población originaria o indígena representa aproximadamente el 2,5% de la población total, la cual posee ocho grupos indigenas (Bribis, Cabécares, Térrabas, Bruncas, Ngöbes, Maleku, Chorotegas y Huetares, se distribuye en 24 territorios indigenas donde la mayoría se concentran en distritos con menor desarrollo relativo con base al Índice de Desarrollo Social (IDS).









A continuación se presentan las intervenciones estrategicas del Plan Nacional de Desarrollo e Inversiones Públicas “Bicentenario” 2019-2022.
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Línea base
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Meta del periodo
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Estimación Presupuestaria en millones ¢, fuente de         financiamiento y programa presupuestario
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Responsable ejecutor









					Sector Trabajo, Desarrollo Humano e Inclusión Social









					[bookmark: _GoBack]Programas articulados para el cumplimiento de los derechos humanos[footnoteRef:2] de las mujeres, niños y niñas adolescentes, personas jóvenes, personas adultas mayores, personas migrantes	y refugiadas, personas con discapacidad, pueblos indígenas, afrodescendientes y personas LGBTI en el marco del desarrollo inclusivo y diverso y según [2:  Porcentaje aproximado de beneficiarios del Programa Nacional de Empleo (PRONAE) del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que consiguieron un empleo temporal en 2017. Hace referencia a la Nota al Pie número 25 del PNDIP.] 





los ODS 5, 8 y 10.




					Aumentar el número de personas beneficiarias con intervenciones públicas articuladas para el cumplimiento de los derechos humanos según enfoque de




interseccionalidad[footnoteRef:3] [3:  Porcentaje aproximado de estudiantes matriculados y desempleados en el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) al 2017. Hace referencia a la Nota al Pie número 27 del PNDIP.] 





					Número de personas beneficiadas de las intervenciones públicas articuladas, accesibles	 e inclusivas para la promoción y protección de los derechos humanos




					2017:




83.615[footnoteRef:4] [4:  Porcentaje aproximado de estudiantes matriculados y desempleados en el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) al 2017. Hace referencia a la Nota al Pie número 28 del PNDIP.] 





					2019-2022:




82.59229









2019: 81.167




2020: 81.642




2021: 82.117




2022: 82.592




					2019-2022: 40.122,7









INAMU: 600




FODESAF Producción y diffusion de investigaciones y materiales especializados en género. Código de Programa T-05









CONAPDIS: 1.285




Dirección de Desarrollo Regional y la Dirección Técnica de Presupuesto Ordinario, Programa 04 presupuesto ordinario institucional.









CONAPAM: 867




FODESAF Ley 7972.




					INAMU:




Dirección General de Áreas




Estratégicas









CONAPDIS:




Dirección de Desarrollo Regional y Dirección Técnica.









CONAPAM:




Dirección Ejecutiva PANI: Presidencia Ejecutiva




MTSS:




Dirección Nacional de Inspección de Trabajo.
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Objetivo
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Indicador
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Línea base
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Meta del periodo
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Estimación Presupuestaria en millones ¢, fuente de         financiamiento y programa presupuestario
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Responsable ejecutor









										Articulación de programas sociales selectivos para la atención básica e integral de los hogares en situación de pobreza en el marco del ODS 1.




					Satisfacer	las necesidades básicas 39de los hogares en situación de pobreza mediante el acceso a programas sociales




					Número	de




hogares	en




situación	de pobreza atendidos, según		el




					









2017:




50.778




					2019-2022:




54.56542









2019: 54.565




2020: 54.565




2021: 54.565




					2019-2022: 153.786









IMAS: 123.390




Programa Protección y promoción social del IMAS




					IMAS: Subgerencia de Desarrollo Social




CONAPDIS:




Dirección ejecutiva



















					Satisfacer las necesidades básicas[footnoteRef:5] de los hogares en situación de pobreza mediante el acceso a programas sociales articulados, con énfasis en jefatura femenina en condición de violencia doméstica con personas con discapacidad, pueblos indígenas y edad.  [5:  Las necesidades básicas se refieren a las carencias de las personas y sus hogares de poder acceder a una vivienda, a los servicios sanitarios, a la educación básica y contar con un ingreso mínimo. La línea de pobreza por ingreso se mide con valor per cápita (valor por persona) de la Canasta Básica Alimenticia (CBA) de acuerdo con su aporte calórico y su frecuencia de consumo, el cual se establece por el INEC con un monto económico anual. Por su parte la pobreza por NBI se refiere a un conjunto de necesidades o carencias que van más allá del valor de la CBA y contempla el acceso a los servicios sociales básicos como son la vivienda, la salud, educación y el ingreso suficiente para satisfacer las necesidades. Hace referencia a la nota al pie número 39, página 220.] 





					Número de




hogares	en




situación de pobreza atendidos, según el Registro Nacional de I SINIRUBE a nivel nacional y regional.
























Número	de




hogares	en




pobreza	que




reciben	una




atención




integral




incluyendo




aquellos	que




forman parte de la Estrategia




Nacional para




la reducción de




pobreza “Puente	al




Desarrollo”a




nivel nacional y




regional.









Número	de




mujeres




atendidas por el Programa Avanzamos Mujeres según el registro de SINIRUBE 




					2017:




50.778





































































2017:




46.867[footnoteRef:6] hogares según SABEN [6:  Se reporta el acumulado de hogares atendidos desde el inicio de la Estrategia hasta el 2017 según el registro SABEN, tomando en consideración las características de esta meta que tiene una cobertura bianual. Hace referencia a la nota al pie número 43, página 222. Nota: Las metas anuales y de período están desagregadas por Región de Planificación.] 






































































2017:




10.880




					2019-2022:




54.565[footnoteRef:7] [7:  La meta IMAS es de 50.000 y 4.565 CONAPDIS Esta meta se atenderá prioritariamente según los siguientes porcentajes: 58% de la meta será exclusiva para hogares con mujeres jefes de hogar, 11% de la meta abarca personas con discapacidad, 2% de la meta se desagregará para pueblos indígenas. Esto se estará informando en los seguimientos al PND-IP correspondientes. Para el cumplimiento de esta meta se atenderá mediante los siguientes beneficios, estos se otorgan dependiendo de las necesidades de las personas solicitantes, en el IMAS con los programas: Atención a familias y Asignación Familiar (Inciso H). Hace referencia a la nota al pie número 42, página 220. Nota: Las metas anuales y de período están desagregadas por Región de Planificación.] 










2019: 54.565




2020: 54.565




2021: 54.565




2022: 54.565







































2019-2022:




66.832









2019: 14.516




2020: 18.900




2021: 14.516




2022: 18.900



























































2019-2022:




40.000









2019: 10.000




2020: 10.000




2021: 10.000




2022: 10.000









					2019-2022: 153.786









IMAS: 123.390




Programa Protección y promoción social del IMAS 









CONAPDIS: 30.396. Programa presupuestario protección, promoción y cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad. 














2019-2022: 144.360









FODESAF




Programa Protección y promoción social del IMAS
































































2019-2022: 1.200




INAMU – FODESAF –




Programa Avanzamos




Mujeres




Código de programa T-05




					IMAS: Subgerencia de Desarrollo Social









CONAPDIS:




Dirección ejecutiva












































IMAS: Subgerencia de Desarrollo Social

























































































INAMU:




Dirección General




de Áreas




Estratégicas









					




					




					




					




					




					




					









					




					




					




					




					




					




					



















					




[image: ]




Intervención estratégica
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Objetivo
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Indicador
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Línea base
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Meta del periodo
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Estimación Presupuestaria en millones ¢, fuente de         financiamiento y programa presupuestario
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Responsable ejecutor









					Programa Avancemos y otros programas (becas estudiantiles) para la permanencia de las personas estudiantes en el sistema educativo formal, en el marco del ODS 4.




					Contribuir a la permanencia en el sistema educativo




formal de las personas estudiantes de primaria y




secundaria en situación de pobreza mediante transferencias monetarias condicionadas, considerando situación de




discapacidad y




pueblos indígenas.














					Número de personas estudiantes de secundaria que reciben beneficio de Avancemos según el




Registro de




SINIRUBE a




nivel nacional y regional


































					2017:




180.282




					2019-2022:




184.30047









2019: 184.150




2020: 184.200




2021: 184.250




2022: 184.300




					2019-2022: 284.674









IMAS: 284.184 FODESAF




Programa Protección y promoción social del IMAS









JUDESUR: 490




Fuente de financiamiento: Ley 9356 y Ley 9424.




Programa presupuestario Nº4.




					IMAS: Presidencia Ejecutiva









JUDESUR:




Presidencia Ejecutiva

















































					



















[image: ]




Intervención estratégica
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Objetivo
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Indicador
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Línea base
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Meta del periodo
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Estimación Presupuestaria en millones ¢, fuente de         financiamiento y programa presupuestario
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Responsable ejecutor









					Programa Nacional de Red de Cuido en el marco de los ODS 1 y 2.




					Contribuir	a la protección y cuidado de niños y niñas en situación de pobreza mediante el acceso a servicios de  atención y desarrollo infantil, según jefatura	de hogar femenina y considerando situación	de




Discapacidad y pueblos indígenas.




					Número de niños y niñas que ingresan por primera vez al Programa Nacional Red de Cuido.









					2017: 0




					2019-2022:




6.000 51









2019: 1.500




2020: 1.500




2021: 1.500




2022: 1.500




					2019-2022: 40.515









Presupuesto ordinario Programa Presupuestario No. 02, Programa Protección de los derechos niños, niñas y adolescentes




					PANI:




Presidencia Ejecutiva
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					Número de proyectos de infraestructura social para pueblos indígenas ejecutados.




					2017:0




					2019- 202260:




1661









2019: 3




2020: 862




2021: 4




2022: 1




					2019-2022: 3.379,553









AYA: 2.439,55




Fondo de Asignaciones




Familiares (AF): 1.084,55









AyA63: 1.295









Fondo de Centroamérica




“FdC-GIZ : 60









CCSS: 940




FODESAF y CCSS




Programa 01 Atención




Integral de la Salud de las




personas.




										AYA:









					Presidencia









					Ejecutiva y









					Subgerente









					Gestión de









					Sistemas









					Comunales









					









					CCSS:









					Dirección Regional









					Servicios de Salud
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Intervención estratégica
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Objetivo
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Indicador
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Línea base
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Meta del período
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Estimación Presupuestaria en millones ¢, fuente de financiamiento y programa presupuestario
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Responsable ejecutor









					Fomento a la educación inclusiva.




					Implementar en escuelas programas de estudio de lengua y cultura indígena para preservar el patrimonio cultural lingüístico de los pueblos ancestrales de la región Brunca y la




región Huetar Caribe.




					Cantidad de escuelas que implementan los nuevos programas de estudio de lengua y cultura indígenas en la región Brunca y la región Huetar Caribe.




					N.D.




					2021: 26




Región Brunca




					2021-2022:




20









MEP programa 210-




553




					Directora de Desarrollo Curricular- MEP









					




					




					




					N.D




					2022: 39




Región Huetar Caribe




					




					









					




					














Notas del PNDIP 2019-2022:




3A partir de la definición dada por OIT, la Inspección de Trabajo operacionaliza los derechos fundamentales en los siguientes ejes:




Remuneraciones, Jornadas y Descansos, Equidad de Género, No discriminación: (Sindical, migrantes, afrodescendientes, indígenas, personas con discapacidad), Aseguramientos, Salud Ocupacional y Trabajo Infantil. Cuando se cumplen estos 7 ejes, en un establecimiento, se puede garantizar el Trabajo Decente, y con ello se contribuye a la disminución de la precariedad en el empleo.




29 Los estratos 1 y 2 incluye a familias de escasos recursos, en condiciones de emergencia o extrema necesidad, población indígena, adultos mayores, personas con discapacidad, asentamientos informales (entiéndase éstos últimos en sustitución del término precario acorde a un enfoque de derechos humanos) y viviendas no adecuadas (entendidas éstas en sustitución al término tugurio).




42 La meta IMAS es de 50.000 y 4.565 CONAPDIS Esta meta se atenderá prioritariamente según los siguientes porcentajes: 58% de la meta será exclusiva para hogares con mujeres jefes de hogar, 11% de la meta abarca personas con discapacidad, 2% de la meta se desagregará para pueblos indígenas. Esto se estará informando en los seguimientos al PND-IP correspondientes. Para el cumplimiento de esta meta se atenderá mediante los siguientes beneficios, estos se otorgan dependiendo de las necesidades de las personas solicitantes, en el IMAS con los programas: Atención a familias y Asignación Familiar (Inciso H).




43 Se reporta el acumulado de hogares atendidos desde el inicio de la Estrategia hasta el 2017 según el registro SABEN, tomando en consideración las características de esta meta que tiene una cobertura bianual.




44 Se refiere al total de hogares nuevos incorporadas a la atención integral para cada año del periodo, tanto bajo el modelo de intervención del IMAS como de la Estrategia Puente al Desarrollo. La atención integral se establece por periodos de dos años, no obstante, no se refleja en la meta la cantidad de hogares a los que se les dará continuidad cada año y que se traen en arrastre del año anterior. Esta meta se atenderá prioritariamente según los siguientes porcentajes: el 60% de la meta será exclusiva para hogares con mujeres jefes de hogar, 6% de la meta abarca personas con discapacidad, 2% de la meta se desagregará para pueblos indígenas.  Esto se estará informando en los seguimientos al PND-IP correspondientes.




47De acuerdo con el comportamiento histórico se estima que se atenderá prioritariamente la meta en los siguientes porcentajes: 6% de personas con discapacidad y 2% de personas pertenecientes a pueblos indígenas atendidas. En los seguimientos al PND-IP se estará informando al respecto.




53 La meta IMAS es de 10.500 adultos mayores en el periodo y CONAPAM 18.900. La meta atenderá: 52% de la meta será exclusiva para jefatura femenina, 6% de la meta será exclusiva con personas con discapacidad, 2% de la meta será exclusiva para pueblos indígenas.
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San José, 19 de febrero de 2019.



 



Señores y Señoras



Jueces y Juezas Agrarias



Juzgados Agrarios



Juzgados Mixtos que conocen de la materia Agraria



Tribunal Agrario



 



Asunto: Implementación de la Reforma Procesal Agraria. Seguimiento a procesos vinculados con personas indígenas Oficio DH-0076-2019 de 31 de enero de 2019.



 



 



Estimados Señores y Señoras:



 



Reciban un atento saludo. A la vez, con instrucciones del Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Presidente de la Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental, y en mi condición de Coordinadora del Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria, hago de su conocimiento que la Defensoría de los Habitantes de la República en Oficio N° DH-0076-2019 de 31 de enero de 2019, requirió a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, entre otros asuntos:



 



“… Como temas que deben ser atendidos este año en el seno de esa Subcomisión, proponemos los siguientes 3 temas: 1.- Seguimiento activo a los procesos agrarios en los Territorios Indígenas, para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio; …”



 



En seguimiento de lo anterior, la Subcomisión solicitó a la Comisión de la Jurisdicción Agraria remitir informe del estado de los procesos agrarios en los que intervengan personas indígenas y el estado de éstos. Por ende, a efecto de que la Comisión de la Jurisdicción Agraria pueda cumplir con lo solicitado, se les remite atenta instancia para que informen del estado procesal en que se encuentran los expedientes de los despachos a su cargo, en los que esté involucrada esa población.



 



De acuerdo al Área Informática de Gestión, a cargo del Proyecto SIGMA (Inteligencia de Negocios), el dato oficial del circulante de las oficinas a su cargo, está conformado por los siguientes expedientes en los que intervienen personas indígenas:



 



18



JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



1



JUZGADO AGRARIO DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



1



JUZGADO AGRARIO DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON)



3



JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA



8



JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES)



1



JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)



10



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA AGRARIA)



4



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y AGRARIO DE TURRIALBA (MATERIA AGRARIA)



34



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA)



21



JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA



1



JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)



1



JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA



1



JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA



1



JUZGADO AGRARIO DE CARTAGO



1



JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA AGRARIA)



3



JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA)



1



JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA



 



          



Se les solicita verificar que los datos del Sistema SIGMA correspondan a la realidad de las existencias de los Juzgados y el Tribunal a su cargo, y en caso negativo, informen si existen variantes y cómo se manifiestan éstas. Además, señalen la fase procesal en las que se encuentra cada uno de esos expedientes. Lo anterior, con el objetivo de que la Comisión de la Jurisdicción Agraria pueda identificar y registrar información confiable, relevante, pertinente y oportuna, en la forma y en el plazo requeridos, para el cumplimiento adecuado de sus responsabilidades, en cumplimiento de lo dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.



 



          Se les solicita remitir sus respuestas a la dirección electrónica dvargas@poder-judicial.go.cr, a más tardar el 26 de febrero próximo.     



 



De ustedes con toda consideración y estima,



 



 



Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria



Jueza del Tribunal Agrario 



Teléfonos 22953081/ 88118561



 



 



Copia:



Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental



 





smime.p7m

 



San José, 19 de febrero de 2019.



 



Señores y Señoras



Jueces y Juezas Agrarias



Juzgados Agrarios



Juzgados Mixtos que conocen de la materia Agraria



Tribunal Agrario



 



Asunto: Implementación de la Reforma Procesal Agraria. Seguimiento a procesos vinculados con personas indígenas Oficio DH-0076-2019 de 31 de enero de 2019.



 



 



Estimados Señores y Señoras:



 



Reciban un atento saludo. A la vez, con instrucciones del Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Presidente de la Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental, y en mi condición de Coordinadora del Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria, hago de su conocimiento que la Defensoría de los Habitantes de la República en Oficio N° DH-0076-2019 de 31 de enero de 2019, requirió a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, entre otros asuntos:



 



“… Como temas que deben ser atendidos este año en el seno de esa Subcomisión, proponemos los siguientes 3 temas: 1.- Seguimiento activo a los procesos agrarios en los Territorios Indígenas, para garantizar el derecho a la justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio; …”



 



En seguimiento de lo anterior, la Subcomisión solicitó a la Comisión de la Jurisdicción Agraria remitir informe del estado de los procesos agrarios en los que intervengan personas indígenas y el estado de éstos. Por ende, a efecto de que la Comisión de la Jurisdicción Agraria pueda cumplir con lo solicitado, se les remite atenta instancia para que informen del estado procesal en que se encuentran los expedientes de los despachos a su cargo, en los que esté involucrada esa población.



 



De acuerdo al Área Informática de Gestión, a cargo del Proyecto SIGMA (Inteligencia de Negocios), el dato oficial del circulante de las oficinas a su cargo, está conformado por los siguientes expedientes en los que intervienen personas indígenas:
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				JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO AGRARIO DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO AGRARIO DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON)







				3



				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA







				8



				JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES)







				1



				JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)







				10



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA AGRARIA)







				4



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y AGRARIO DE TURRIALBA (MATERIA AGRARIA)







				34



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA)
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				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA







				1



				JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ)







				1



				JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA







				1



				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA







				1



				JUZGADO AGRARIO DE CARTAGO







				1



				JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA AGRARIA)







				3



				JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA)







				1



				JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA











 



          



Se les solicita verificar que los datos del Sistema SIGMA correspondan a la realidad de las existencias de los Juzgados y el Tribunal a su cargo, y en caso negativo, informen si existen variantes y cómo se manifiestan éstas. Además, señalen la fase procesal en las que se encuentra cada uno de esos expedientes. Lo anterior, con el objetivo de que la Comisión de la Jurisdicción Agraria pueda identificar y registrar información confiable, relevante, pertinente y oportuna, en la forma y en el plazo requeridos, para el cumplimiento adecuado de sus responsabilidades, en cumplimiento de lo dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.



 



          Se les solicita remitir sus respuestas a la dirección electrónica dvargas@poder-judicial.go.cr, a más tardar el 26 de febrero próximo.     



 



De ustedes con toda consideración y estima,



 



 



Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria



Jueza del Tribunal Agrario 



Teléfonos 22953081/ 88118561



 



 



Copia:



Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental



 














Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental 




Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria 




Poder Judicial 




 




 
 




San José, 19 de febrero de 2019. 
 
Señores y Señoras 
Jueces y Juezas Agrarias 
Juzgados Agrarios 
Juzgados Mixtos que conocen de la materia Agraria 
Tribunal Agrario 




 
Asunto: Implementación de la 
Reforma Procesal Agraria. 
Seguimiento a procesos vinculados 
con personas indígenas Oficio DH-
0076-2019 de 31 de enero de 2019. 




 
 
Estimados Señores y Señoras: 
 




Reciban un atento saludo. A la vez, con instrucciones del Magistrado Luis 
Guillermo Rivas Loáiciga, Presidente de la Comisión de la Jurisdicción Agraria y 
Agroambiental, y en mi condición de Coordinadora del Proyecto de Implementación 
de la Reforma Procesal Agraria, hago de su conocimiento que la Defensoría de los 
Habitantes de la República en Oficio N° DH-0076-2019 de 31 de enero de 2019, 
requirió a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder 
Judicial, entre otros asuntos: 




 
“… Como temas que deben ser atendidos este año en el seno de esa 
Subcomisión, proponemos los siguientes 3 temas: 1.- Seguimiento activo a los 
procesos agrarios en los Territorios Indígenas, para garantizar el derecho a la 
justicia pronta y cumplida, así como el derecho a la tierra y el territorio; …” 
 
En seguimiento de lo anterior, la Subcomisión solicitó a la Comisión de la 




Jurisdicción Agraria remitir informe del estado de los procesos agrarios en los que 
intervengan personas indígenas y el estado de éstos. Por ende, a efecto de que la 
Comisión de la Jurisdicción Agraria pueda cumplir con lo solicitado, se les remite 
atenta instancia para que informen del estado procesal en que se encuentran los 
expedientes de los despachos a su cargo, en los que esté involucrada esa población. 




 
De acuerdo al Área Informática de Gestión, a cargo del Proyecto SIGMA 




(Inteligencia de Negocios), el circulante de las oficinas a su cargo, está conformado 
por los siguientes expedientes en los que intervienen personas indígenas: 




 
  




18 JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA 




1 JUZGADO AGRARIO DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA 




1 JUZGADO AGRARIO DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON) 




3 JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA 















Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental 




Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria 




Poder Judicial 




 




 
8 JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) 




1 JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ) 




10 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA AGRARIA) 




4 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y AGRARIO DE TURRIALBA (MATERIA AGRARIA) 




34 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA) 




21 JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA 




1 JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ) 




1 JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA 




1 JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA 




1 JUZGADO AGRARIO DE CARTAGO 




1 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA (MATERIA AGRARIA) 




3 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE  BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA) 




1 JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL  ALAJUELA 




 
  




Se les solicita verificar que los datos del Sistema SIGMA correspondan a la 
realidad de las existencias de los Juzgados y el Tribunal a su cargo, y en caso 
negativo, informen si existen variantes y cómo se manifiestan éstas. Además, 
señalen la fase procesal en las que se encuentra cada uno de esos expedientes. Lo 
anterior, con el objetivo de que la Comisión de la Jurisdicción Agraria pueda 
identificar y registrar información confiable, relevante, pertinente y oportuna, en la 
forma y en el plazo requeridos, para el cumplimiento adecuado de sus 
responsabilidades, en cumplimiento de lo dispuesto por la Ley de Acceso a la 
Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. 
 
 Se les solicita remitir sus respuestas a la dirección electrónica 
dvargas@poder-judicial.go.cr, a más tardar el 26 de febrero próximo.  




 
De ustedes con toda consideración y estima, 




 
 




 




 
 




Damaris Vargas Vásquez, Mba. 
Coordinadora Proyecto de Implementación de la Reforma Procesal Agraria 




Jueza del Tribunal Agrario  




Teléfonos 22953081/ 88118561 
 
 
Copia: 
Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental 







mailto:dvargas@poder-judicial.go.cr
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				DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)
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Oficio CACC- 06-2019

		From

		Katherine Salazar Duarte

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Cc

		Melissa Benavides Víquez; Nora Lía Mora Lizano

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; nmoral@Poder-Judicial.go.cr



 



Estimada Señora Vargas Vásquez:



 



Reciba un cordial saludo. Con instrucciones de la Máster Melissa Benavides Víquez , se adjunta el oficio CACC-06-2019 para hacer de su estimable conocimiento la gestión que en este se plantea , con el fin de que se remita esta propuesta a los integrantes de la Subcomisión de Pueblos Indígenas que usted coordina . 



 



Agradecida por atención , me despido. 
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San José, 18 de febrero 2019   



CACC-06-2019


Máster


Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora 


Subcomisión de Pueblos Indígenas


Estimada Máster Vargas Vásquez:



Reciba un cordial saludo. El pasado 7 de febrero, la Comisión de Acceso a la Justicia tomó el acuerdo que se transcribe literalmente:


“Artículo VII


Pendiente 2018: En el Acta de Noviembre SE ACORDÓ: Elaborar un protocolo para la implementación logística de las audiencias IN SITU además se invitará a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Colegio de Abogados y Abogadas, para formar parte de esta Subcomisión.



Se encontraron diferentes limitaciones, primero un tema de agendas y de recursos, además lo referente al factor climático y dificultades en el lugar para contar con un espacio privado.



Doña Carmen sugiere retomar el programa Cecenu-veré, vivir en armonía con el ambiente para considerar los protocolos que se creen al respecto, debido a que anteriormente en conjunto con la Escuela Judicial se estableció un protocolo que incluye aspectos que se deben tomar en consideración cuando se realizan giras de este tipo.



Doña Damaris expone que la propuesta procede de Jean Carlo Monge, que es Juez en San Vito, no obstante, lo que se espera es que esta sea remitida a la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, ya que cuenta con la representación de diferentes instancias.



Se acuerda: 1) Se remitirá esta propuesta a la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Acuerdo firme.”



Por lo anterior, en cumplimiento de lo acordado por la Comisión de Acceso a la Justicia, se traslada para su debida atención. 



Atentamente, 



Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia
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“Unidad de Acceso a la Justicia, por el respeto de los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad”
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		From

		Dirección Ejecutiva

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes,



 



Con instrucciones superiores me permito remitir el oficio 762-DE-2019.



 



Gracias,



 



 



     Wendolyn Tenorio Ortiz



     Secretaria Ejecutiva a.í.           



wtenorio@Poder-Judicial.go.cr



          Tel. 2295-3864
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       PODER JUDICIAL                DIRECCION EJECUTIVA 



Tel. 2295-3333 San José 
Fax 2233-8438                                                   direc_ejecutiva@poder-judicial.go.cr   Costa Rica 



 
N° 762-DE-2019 



19 de febrero de 2019 
 
 



MBA 
Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Su Oficina 
 
 
Estimada señora: 



 
Con oficio sin número de fecha 4 de febrero del año en curso, en su condición de 



Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, solicitó a 
esta Dirección Ejecutiva entre otros temas el siguiente:  
 
“4. Propiciar acciones que permitan llevar un registro de las distintas traducciones y de los 
peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas 
indígenas, a efecto de ser utilizados en otros procesos en los que intervengan personas 
pertenecientes a esa población, siempre que se cuente con autorización expresa de las y 
los involucrados en las experticias y se reserve la identidad de todas las partes 
involucradas. Lo anterior, con fines estrictamente de interés institucional y académico.” 
 



Dado que, en oficio sin número, de fecha 10 de febrero del año 2019, se solicita al 
Consejo Superior que la actividad antes citada sea llevada a cabo por parte del Digesto del 
Poder Judicial, se le comunica que en lo relacionado a este tema, la gestión de fecha 4 de 
febrero será archivada.  
 
 



Atentamente, 
 
  
 



                        Ana Eugenia Romero Jenkins 
                                                                                        Directora Ejecutiva 



 
 



 
Ref.: 1329-19 
WKA/wto 
 








						2019-02-20T13:39:50-0600


			ANA EUGENIA ROMERO JENKINS (FIRMA)
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RV: Oficio CRSCO-07-2019-Visitas Comunidad Indígena Coto Brus

		From

		Jean Carlo Monge Madrigal

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr








Buenos días, Licda. Damaris. 








Remito copia de la propuesta que le comenté la semana anterior para sus estimable conocimiento. 








Cualquier información que necesite, estoy para servirle. 








Jean Carlo Monge Madrigal



Juez Coordinador



Juzgado Penal de Coto Brus





  _____  


De: Yanory Olaya Delgado
Enviado: miércoles, 30 de enero de 2019 17:53
Para: Jean Carlo Monge Madrigal; Judith Arguedas Alfaro; Diana Zúñiga Agüero; Johanna Quesada Monge; Guillermo Mejia Villalobos; Henry Alpizar Saborio; Esteban Obando Ramos
Cc: Contraloria de Servicios Corredores
Asunto: Oficio CRSCO-07-2019-Visitas Comunidad Indígena Coto Brus 

 

Buenas tardes señores 



Buenas tardes señoras








Con relación al tema de las visitas a la comunidad indígena La Casona de Coto Brus, procedo respetuosamente en remitir el oficio CRSCO-07-2019, mismo que he comunicado a mi jefatura, donde se detallan las actividades, personas participantes, agenda, así como los despachos y oficinas participantes. Cabe resaltar que desde el año pasado hemos conversado al respecto, hoy se formalizan los acuerdos tomados.








Indicarles que las fechas en la agenda han sido conversadas con las jefaturas, a excepción de la Licda. Judith porque no estaba, pero la coordinadora judicial anotó previa verificación de la agenda; el Lic. Guillermo y el Lic. Henry conocen parte de la información indicada en el oficio, pero lo relacionado a la agenda no, porque no logré reunirme con ellos el día de hoy, sin embargo, deseo informarles que por medio de llamada telefónica con la encargada de vehículos judiciales, verificó la disponibilidad para todas las fechas, excepto para el 27 de febrero, tema que desde ya solicito la valoración y si es viable alguna otra opción, lo podemos conversar personalmente el lunes 4 de febrero porque mañana y viernes estoy fuera de la oficina. 








Tomando en consideración que la mayoría de las personas participantes tienen disponibilidad en las fechas señaladas, sugiero de ser posible, sean agendadas en Cronos lo antes posible para una mayor participación; además, en caso de no poder participar en alguna de las fechas, considerar enviar a otra persona del despacho u oficina, la idea es aprovechar cada una de las visitas. 








Agradecerles su participación e indicarles que durante el avance del año, de surgir alguna situación de fuerza mayor, podemos conversar para lo respectivo. 








 Cualquier observación al respecto, quedo a disposición. 








Saludos, 
















Oficio CRSCO-07-2019_Visitas Comunidad Indígena-Coto Brus.pdf




                                                                            CONTRALORIA DE SERVICIOS
                                                                                                               Poder Judicial, República de Costa Rica



Corredores, 30 de enero de 2019
Oficio CRSCO-07-2019



Licenciado Erick Alfaro Romero
Contralor de Servicios
Poder Judicial



Estimado señor



En cumplimiento de la  Ley 9593 denominada:  Acceso a la  Justicia  de los Pueblos
Indígenas, en cuanto a lo dispuesto en el artículo 10 dispuso: “Visitas periódicas de la
Contraloría de Servicios para efectos de información y capacitación. La Contraloría
de Servicios del Poder Judicial realizará visitas periódicas a las comunidades indígenas
del país, para informar a las personas indígenas sobre sus derechos específicos frente a
la  administración  de  justicia,  para  lo  cual  se  podrá  hacer  acompañar  de  las
organizaciones estatales o no gubernamentales que estime necesarias.”; remito para su
conocimiento  y  los trámites respectivos,  la  agenda relacionada con las  visitas que se
harán al Cantón de Coto Brus, específicamente a la Comunidad Indígena, La Casona en
Limoncito de San Vito. 



a) TEMA:  “Visitas Judiciales a la Comunidades Indígenas en La Casona del Cantón de
Coto Brus”, 



1) Titulo o nombre del programa: Visitas Judiciales a la Comunidad Indígena en La
Casona del Cantón de Coto Brus.



2) Objetivo General: Garantizar el acceso a la justicia de las personas usuarias, que
cumpla con las necesidades de información y atención de consultas, apoyado en los
servicios y derechos del Sistema Judicial.



3) Objetivos específicos:  



 Implementar un método de comunicación permanente con la población indígena.



 Visitar  la  Comunidad  con  el  objeto  de  atender  consultas,  trámites  judiciales,
asesoría y realizar audiencia in Situ. 



 Fomentar la visibilidad institucional por medio de las visitas a la comunidad. 



 Brindar a la ciudadanía información como requerimientos para el ejercicio de sus
derechos y acceso a los servicios que brinda el Poder Judicial.



 Generar  una  experiencia  piloto  susceptible  de  ser  perfeccionada  o  de  ser
continuada por otras similares en el contexto institucional local o nacional. 



Tel. (506) 2785-9964 / Fax (506) 2783-5912
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CONTRALORIA DE SERVICIOS
Poder Judicial, República de Costa Rica



b) PLAN 



Con la participación de las jefaturas de las oficinas judiciales de Coto Brus y Corredores,
se tiene proyectado asistir una vez cada dos meses a la comunidad para acercamiento a
la población. Se indica el nombre de las personas participantes. 



Licenciada Jean Carlo Monge Madrigal, Juez Penal
Licenciada Judith Arguedas Alfaro, Fiscala
Licenciada Diana Zúñiga Agüero, Defensora Pública
Licenciada Johanna Quesada Monge, Jueza Contravencional
Licenciado Esteban Obando Fallas, Jefe OIJ
Licenciado Guillermo Mejías Villalobos, Administrador Regional
Licenciado Henry Alpízar Saborío, Coordinador del Área Jurisdiccional
Licenciada Yanory Olaya Delgado, Contralora Regional de Servicios



LUGAR DE LA ACTIVIDAD



El Juez Monge Madrigal, previo a cada visita, coordinara lo respectivo al lugar donde se
hará la actividad, por medio de las personas representantes de la comunidad indígena;
asimismo se hará una invitación por ese mismo contacto, a toda la ciudadanía local para
que asistan y utilicen el contacto con el personal institucional para exponer sus consultas,
inquietudes y trámites respectivos. 



TAREAS ESPECÍFICAS 



 Juzgado Penal: seguimiento de casos, y realización de audiencias in Situ. 



 Fiscalía: recepción de denuncias, seguimiento de casos. 



 Defensa Pública: asesoría y seguimiento de casos. 



 Juzgado Contravencional: recepción de trámites judiciales, seguimiento de casos,
y realización de audiencias en situ. 



 Delegación Regional: recepción de denuncias.



 Administración Regional: apoyo en transporte



 Contraloría  de  Servicios:  atención  de  consultas  generales,  recepción  de
inconformidades. 
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c) CALENDARIO DE VISITAS



DIA FECHA HORARIO



Salida y llegada 
(C.Neily-San Vito)



Salida y llegada
(S.Vito-La Casona)



Salida y llegada
(La Casona-S.Vito)



Regreso y llegada
(San Vito-C.Neily)



Miércoles 27-02-2019 07:15
08:15



08:15
09:30



12:30
13:15



14:30
15:30



Miércoles 30-04-2019 07:15
08:15



08:15
09:30



12:30
13:15



14:30
15:30



Miércoles 26-06-2019 07:15
08:15



08:15
09:30



12:30
13:15



14:30
15:30



Miércoles 28-08-2019 07:15
08:15



08:15
09:30



12:30
13:15



14:30
15:30



Martes 30-10-2019 07:15
08:15



08:15
09:30



12:30
13:15



14:30
15:30



Miércoles 04-12-2019 07:15
08:15



08:15
09:30



12:30
13:15



14:30
15:30



Cabe resaltar  que  la  Contraloría de Servicios  está a cargo de las coordinaciones,  no
obstante, los acuerdos tomados para llevar a cabo las visitas, ha sido con la anuencia de
cada jefatura indicada por medio de una reunión efectuada en setiembre pasado, y una
visita realizada a cada una el día de hoy.  



Se despide de usted cordialmente, 



Licenciada Yanory Olaya Delgado
Contralora a.i. de Servicios Regional
Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur
Poder Judicial
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SOLICITUD DE AUDIENCIA A RECTOR DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA SEGUIMIENTO ARTICULO 7 LEY DE ACCESO A LA JUSTICIA DE LOS PUEBLOS INDIGENAS DE COSTA RICA.MSG
SOLICITUD DE AUDIENCIA A RECTOR DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA SEGUIMIENTO ARTICULO 7 LEY DE ACCESO A LA JUSTICIA DE LOS PUEBLOS INDIGENAS DE COSTA RICA

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		silvia.zuniga@ucr.ac.cr; rectoria@ucr.ac.cr

		Cc

		Marcos Guevara Berger; Jorge Olaso Alvarez; Roger Mata Brenes; Despacho de la Presidencia de la Corte; Ana Eugenia Romero Jenkins; Dirección Ejecutiva; Presidencia de la Corte

		Recipients

		silvia.zuniga@ucr.ac.cr; rectoria@ucr.ac.cr; MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr; jolaso@Poder-Judicial.go.cr; rmata@Poder-Judicial.go.cr; despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr; aromeroj@Poder-Judicial.go.cr; direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr; presidencia@Poder-Judicial.go.cr



San José, 21 de febrero de 2019.



(Oficio N° 1537-19)



 



Señor



Dr. Henning Jensen Pennington



Rector



Universidad de Costa Rica



 



 



Estimado Señor Rector:



 



Sirva el presente para externarle un saludo muy respetuoso y cordial desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



 



El motivo de esta solicitud está relacionada con la reciente aprobación y vigencia de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, la cual dispone en el artículo 7, lo siguiente:



 



“En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia en forma gratuita.



El Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y de las pericias requeridas en un proceso judicial, cuando la persona indígena no tenga medios para hacerlo por su cuenta.



Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración en forma especializada y gratuita al Poder Judicial a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”



Para el cumplimiento de la nueva normativa, se estima urgente propiciar encuentros entre la Universidad de Costa Rica y el Poder Judicial con el objetivo de crear sinergias sobre acciones de las universidades y sus implicaciones presupuestarias. 



 



Al respecto, el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, Artículo LXVI, comunicado mediante Oficio N° 1537-19 por la Secretaría General de la Corte, dispuso:



 



“Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. B.) Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente artículo. La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes.”



            La Universidad de Costa Rica y concretamente, la Escuela de Antropología bajo el liderazgo del Dr. Marcos Guevara Berger, profesor catedrático de la Escuela de Antropología e Investigador Asociado al Centro de Investigaciones Antropológicas de esa Universidad, han tenido una participación fundamental en la eficacia y la eficiencia del servicio de Administración de Justicia que ofrece el Poder Judicial a los pueblos indígenas en los procesos judiciales en que intervienen, mediante la emisión de peritajes culturales y el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales. 



Se estima que para continuar con esa labor es indispensable el apoyo sostenido y constante de la Universidad que trasciendan los proyectos de acción social y cursos salteados que dejan espacios en que no hay cobertura institucional. 



Por lo anterior, a efecto de dar seguimiento a lo dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, de la manera más respetuosa y atenta me dirijo a usted, para consultar sobre la posibilidad de que nos confiera una audiencia presencial a efecto de que el Sr. Roger Mata Brenes, Jefe del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, Sra. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, y a la suscrita en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, podamos conocer sus impresiones y externarle algunas ideas concretas.



 



Agradecida de antemano por su atención a la presente solicitud, me suscribo con mis mayores muestras de respeto y consideración.



 



 



Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos 22953081/ 88118561
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San José, 21 de febrero de 2019.



(Oficio N° 1537-19)



 



Señor



Dr. Henning Jensen Pennington



Rector



Universidad de Costa Rica



 



 



Estimado Señor Rector:



 



Sirva el presente para externarle un saludo muy respetuoso y cordial desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



 



El motivo de esta solicitud está relacionada con la reciente aprobación y vigencia de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, la cual dispone en el artículo 7, lo siguiente:



 



“En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia en forma gratuita.



El Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y de las pericias requeridas en un proceso judicial, cuando la persona indígena no tenga medios para hacerlo por su cuenta.



Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración en forma especializada y gratuita al Poder Judicial a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”



 



Para el cumplimiento de la nueva normativa, se estima urgente propiciar encuentros entre la Universidad de Costa Rica y el Poder Judicial con el objetivo de crear sinergias sobre acciones de las universidades y sus implicaciones presupuestarias. 



 



Al respecto, el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, Artículo LXVI, comunicado mediante Oficio N° 1537-19 por la Secretaría General de la Corte, dispuso:



 



“Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. B.) Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente artículo. La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes.”



            La Universidad de Costa Rica y concretamente, la Escuela de Antropología bajo el liderazgo del Dr. Marcos Guevara Berger, profesor catedrático de la Escuela de Antropología e Investigador Asociado al Centro de Investigaciones Antropológicas de esa Universidad, han tenido una participación fundamental en la eficacia y la eficiencia del servicio de Administración de Justicia que ofrece el Poder Judicial a los pueblos indígenas en los procesos judiciales en que intervienen, mediante la emisión de peritajes culturales y el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales. 



Se estima que para continuar con esa labor es indispensable el apoyo sostenido y constante de la Universidad que trasciendan los proyectos de acción social y cursos salteados que dejan espacios en que no hay cobertura institucional. 



Por lo anterior, a efecto de dar seguimiento a lo dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, de la manera más respetuosa y atenta me dirijo a usted, para consultar sobre la posibilidad de que nos confiera una audiencia presencial a efecto de que el Sr. Roger Mata Brenes, Jefe del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, Sra. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, y a la suscrita en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, podamos conocer sus impresiones y externarle algunas ideas concretas.



 



Agradecida de antemano por su atención a la presente solicitud, me suscribo con mis mayores muestras de respeto y consideración.



 



 



Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos 22953081/ 88118561
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San José, 21 de febrero de 2019. 




(Oficio N° 1537-19) 
 
Señor 
Dr. Henning Jensen Pennington 
Rector 
Universidad de Costa Rica 
 
 
Estimado Señor Rector: 
 




Sirva el presente para externarle un saludo muy respetuoso y cordial desde 
la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 
 




El motivo de esta solicitud está relacionada con la reciente aprobación y 
vigencia de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, 
la cual dispone en el artículo 7, lo siguiente: 
 




“En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera 
asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia 
proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en 
derecho indígena y en la materia de competencia en forma gratuita. 
El Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y de las pericias 
requeridas en un proceso judicial, cuando la persona indígena no tenga 
medios para hacerlo por su cuenta. 
Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración en 
forma especializada y gratuita al Poder Judicial a fin de tener un listado de 
personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El 
presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro 
expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.” 




  
Para el cumplimiento de la nueva normativa, se estima urgente propiciar 




encuentros entre la Universidad de Costa Rica y el Poder Judicial con el objetivo 
de crear sinergias sobre acciones de las universidades y sus implicaciones 
presupuestarias.  




 
Al respecto, el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 7-19 




celebrada el 29 de enero de 2019, Artículo LXVI, comunicado mediante Oficio N° 
1537-19 por la Secretaría General de la Corte, dispuso: 




 
“Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, 
Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
y debido a la importancia institucional que reviste tema, se acuerda: 1.) 




Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades 
estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y 
gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que 
puedan elaborar esos peritajes indicados. B.) Solicitar a las universidades 
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Comisión de Acceso a la Justicia 




Poder Judicial 




 




 
estatales verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro 
expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. Lo anterior para dar 
cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7, donde estipula 
que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias 
requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no 
tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal efecto, las 
universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al 
Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan 
elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas 
instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la 
citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes 
culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán 
solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que 
requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los 
conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de 
Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, con el fin 
de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, 
asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin 
de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas 
las materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las 
Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de 
Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este 
acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La Integrante 
Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente 
artículo. La Dirección de Planificación tomará nota para los fines 
correspondientes.” 




 La Universidad de Costa Rica y concretamente, la Escuela de Antropología 
bajo el liderazgo del Dr. Marcos Guevara Berger, profesor catedrático de la Escuela 
de Antropología e Investigador Asociado al Centro de Investigaciones 
Antropológicas de esa Universidad, han tenido una participación fundamental en 
la eficacia y la eficiencia del servicio de Administración de Justicia que ofrece el 
Poder Judicial a los pueblos indígenas en los procesos judiciales en que 
intervienen, mediante la emisión de peritajes culturales y el fortalecimiento de las 
competencias de las personas servidoras judiciales.  




Se estima que para continuar con esa labor es indispensable el apoyo 
sostenido y constante de la Universidad que trasciendan los proyectos de acción 
social y cursos salteados que dejan espacios en que no hay cobertura institucional.  




Por lo anterior, a efecto de dar seguimiento a lo dispuesto por la Ley de 
Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, de la manera más 
respetuosa y atenta me dirijo a usted, para consultar sobre la posibilidad de que 
nos confiera una audiencia presencial a efecto de que el Sr. Roger Mata Brenes, 
Jefe del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Magistrado 















Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 




Comisión de Acceso a la Justicia 




Poder Judicial 




 




 
Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, Sra. Ana 
Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, y a la suscrita en calidad de 
Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, 
podamos conocer sus impresiones y externarle algunas ideas concretas. 
 




Agradecida de antemano por su atención a la presente solicitud, me suscribo 
con mis mayores muestras de respeto y consideración. 




 
 
 




 
 




Damaris Vargas Vásquez, Mba. 




Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Jueza del Tribunal Agrario 




Poder Judicial 




 
Copias: 
Dr. Marcos Guevara Berger, Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica 
Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia 
Máster Roger Mata Brenes, Jefe del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia 
Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva del Poder Judicial 
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RE: Estructura de trabajo para construir acciones formativas según los lineamientos de la Escuela Judicial. 

		From

		Daisy Quesada Guerrero

		To

		Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Damaris Vargas Vásquez

		Cc

		Roman Bresciani Quirós; Ariana Céspedes López; Valeria Varas; carlos.cruz.melendez@una.cr

		Recipients

		ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr; dvargas@Poder-Judicial.go.cr; rbresciani@Poder-Judicial.go.cr; acespedesl@Poder-Judicial.go.cr; valeriavaras@yahoo.com; carlos.cruz.melendez@una.cr



Buenas es un gusto saludar, adjunto de nuevo el mapa funcional propuesto por la señora Ligia Jeannette Jiménez, con mínimos cambios estético curriculares, el mismo cumple con todos los requerimientos técnicos desde la perspectiva curricular. Si observan en los elementos de competencia se subrayan los posibles contenidos derivados desde un análisis del desempeño laboral, esto es propio del enfoque de aprendizaje por competencias y garantiza la aplicabilidad de los conocimientos en  las tareas laborales. 



Este es el primer paso del desarrollo curricular, en cuanto sea un producto consensuado por la Comisión podrían continuar con los siguientes procesos.  



Saludos cordiales 

Daisy Quesada Guerrero

Gestora de Capacitación 2 / Desarrollo Curricular

Escuela Judicial "Lic Édgar Cervantes Villalta"

  _____  


De: Ligia Jeannette Jiménez Zamora
Enviado: jueves, 21 de febrero de 2019 10:02
Para: Daisy Quesada Guerrero; Damaris Vargas Vásquez
Cc: Roman Bresciani Quirós; Ariana Céspedes López; Valeria Varas; carlos.cruz.melendez@una.cr
Asunto: Re: Estructura de trabajo para construir acciones formativas según los lineamientos de la Escuela Judicial. 

 



Buenos días, les remito el análisis funcional solicitado para el desarrollo curricular de la acción formativa del curso virtual.



Si desean hacer otras propuestas sería importante para incluirlas o variar las sugeridas.



A sus órdenes, Ligia Jiménez Zamora




  _____  


De: Daisy Quesada Guerrero
Enviado: lunes, 18 de febrero de 2019 07:49:42
Para: Damaris Vargas Vásquez
Cc: Roman Bresciani Quirós; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Ariana Céspedes López; Valeria Varas; carlos.cruz.melendez@una.cr
Asunto: Re: Estructura de trabajo para construir acciones formativas según los lineamientos de la Escuela Judicial. 

 



Estimada Doña Damaris, es un honor saludarla atendiendo su solicitud adjunto los archivos de forma individual, para dar mayor facilidad al acceso.








Saludos cordiales  







  _____  


De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: domingo, 17 de febrero de 2019 22:56
Para: Daisy Quesada Guerrero
Cc: Roman Bresciani Quirós; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Ariana Céspedes López; Valeria Varas; carlos.cruz.melendez@una.cr
Asunto: RV: Estructura de trabajo para construir acciones formativas según los lineamientos de la Escuela Judicial. 

 



Estimada doña Daisy:



Reciba un atento saludo. Agradezco la remisión de la información; sin embargo, le solicito enviarla en un formato que sea compatible con el de la suscrita y demás integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas, para trasladarla a fin de que la conozcan.



Saludos cordiales.



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Daisy Quesada Guerrero 
Enviado el: viernes, 15 de febrero de 2019 01:18 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Estructura de trabajo para construir acciones formativas según los lineamientos de la Escuela Judicial. 



 



Señora



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



 



 



Estimada señora:



 



Es un gusto saludar, siguiendo los acuerdos de la reunión del pasado miércoles 13 de febrero, le adjunto en un archivo comprimido, que también le fue enviado por OneDrive o nube del correo electrónico, el protocolo de trabajo para construir acciones formativas según los lineamientos de la Escuela Judicial. 



 



El protocolo se presenta mediante una Estructura de Desglose de Trabajo EDT, con su respectivo diccionario en un archivo excel. A continuación el detalle de la misma:







DICCIONARIO EDT



					

									

Nombre del Proyecto



Código



Número



					

Curso Virtual: Acceso a la Justicia de pueblos indígenas



EJ-DIR-017-2019 



001-2019



					

									

FASE



ENTREGABLE



PAQUETE



DESCRIPCIÓN



Actividades



Salidas



Duración Estimada



Costo Estimado



Responsable



Criterio de Aceptación



1. Análisis funcional 



1.1 Mapa funcional 



1.1.1. Se expresa en unidades y en elementos de competencia.



- Reunión de asesoría pedagógica.
- Revisión de perfiles 
- Sesiones de trabajo para completar la plantilla correspondiente. 



- Mapa funcional 



3 días 



NA 



- Especialistas en contenido. 



- Validación por la asesora pedagógica 



2. Planificación curricular 



2.1 Diseño Curso 



2.1.1. Diseño de curso



- Actividades para compilación de información
- Sesiones de trabajo para completar la plantilla correspondiente. . -Reunión de asesoría pedagógica.



-Diseño curso 



20 días 



NA 



- Especialista en contenido. 



- Validación por la asesora pedagógica 



2.2.1. Guía de la persona facilitadora 



- Sesiones de trabajo para concretizar el diseño con especial énfasis didáctico. - Elaborar cada uno de los materiales didácticos y establecer su uso en la guía. -Reunión de asesoría pedagógica. 



-Guía de la persona facilitadora, con detalla de las actividades. -Materiales de cada actividad.



20 días 



- Especialista en contenido. 



- Validación por la asesora pedagógica 



2.2.2. Aulas virtuales 



- Sesiones de trabajo para concretizar el contenido de la plataforma en la plantilla correspondiente. - Organización de las lecturas por carpeta. - Construir los ejercicios de plataforma. -Probar cada uno de los ejercicios de la plataforma. -Reunión de asesoría pedagógica.



-Espacio virtual de aprendizaje 



30 días



- Especialista en contenido. 



- Validación por la asesora pedagógica 



2.2.3. Guía de la persona participante 



- Sesiones de trabajo 



-Guía de la persona participante 



1 día 



- Especialista en contenido. 



- Validación por la asesora pedagógica 



 



Además se le adicionan dos subcarpetas, una denominada Productos a Entregar, que contiene cada una de las plantillas a seguir para cada entregable, y la segunda denominada Insumos, con importantes herramientas para el proceso de diseño que deben realizar las personas especialistas en contenido. 



 



Es importante mencionar que el proceso de consulta para la significación epistémica, que es el criterio mediante el cual se selecciona y se organizan los contenidos curriculares de un curso, a partir de la coherencia entre la lógica de la disciplina y la lógica psicológica de construcción de conocimiento de la persona que aprende, no se agrega dado que dicha fase (de consulta) no fue integrada en la solicitud original, y para que la Comisión en pleno tome una postura al respecto y la comunique oportunamente a la Escuela Judicial, en un principio la Escuela comprendió que para ese proceso (la significación epistémica) se haría a partir del criterio experto del órgano solicitante, en este caso la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.



 



 



Saludos cordiales



Daisy Quesada Guerrero



Gestora de Capacitación 2, desarrollo curricular.  



Escuela Judicial "Lic. Édgar Cervantes Villalta"





Análisis funcional para curso virtual de la Sub Comisión.doc
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Escuela Judicial “Lic. Édgar Cervantes Villalta” 


Enfoque de Aprendizaje por Competencia


ANÁLISIS FUNCIONAL – MAPA FUNCIONAL


Puesto:   Varios 


Rol ocupacional:  Atención de poblaciones indígenas


¿Cuál es su utilidad de un mapa funcional, para la construcción de cursos?


Permiten:


1. Identificar  las capacidades a desarrollar. Correlacionando los procesos con el Perfil Profesional 


2. Determinar los ejes temáticos de aprendizaje para la capacitación.


3. Determinar las características y las especializaciones del cuerpo docente que actuarán en el espacio formativo.  


4. Establecer el tipo de materiales curriculares que servirán de apoyo.


5. Definir el carácter de las evaluaciones a realizar sobre los desempeños esperados 


6. Reconocer las cualidades del equipamiento o materiales que requiere la formación.


Escuela Judicial


ANÁLISIS FUNCIONAL – MAPA FUNCIONAL 


			PERSONAS PERITOS DE LOS DEPARTAMENTOS DE CIENCIAS FORENSES Y MEDICINA LEGAL 





			ANÁLISIS FUNCIONAL:





			Proceso de desagregación a partir del propósito clave de una organización que se utiliza para identificar las competencias inherentes al ejercicio de las funciones laborales y de las actividades que las componen





			MAPA FUNCIONAL





			El mapa funcional referido al rol, se expresa en unidades y en elementos de competencia permite transparentar la naturaleza de las funciones que se cumplen en el desempeño de ese rol y el tipo de capacidades que se requieren del sujeto que lo ejerce.





			Rol ocupacional: Atiende de forma integral y con perspectiva cultural a personas indígenas usuarias del Poder Judicial.





			Unidades de Competencia 


Función productiva que describe el conjunto de las actividades diferenciadas que serán cumplidas desde el rol laboral seleccionado. 


			Elementos de Competencia


Desagregación de la función principal que pretende especificar algunas de las actividades clave o la actividad crítica de la función. Una función, según su variedad o su complejidad, puede especificarse en uno o en varios elementos de competencia. 





			Comprende los elementos principales de la historia de los pueblos indígenas


			· Conoce la historia general sobre los pueblos indígenas.


· Conoce aspectos antropológicos sobre pueblos indígenas


· Conoce los pueblos indígenas de Costa Rica 





			Reconoce los instrumentos nacionales e internacionales sobre Pueblos Indígenas


			· Reconoce los instrumentos internacionales sobre pueblos Indígenas: Convenios, Declaraciones, Agenda 2030.


· Reconoce los instrumentos nacionales específicas sobre pueblos indígenas.


· Reconoce los instrumentos institucionales sobre pueblos indígenas.








			Priorizar la atención de la persona indígena usuaria del Poder Judicial


			· Realiza un acercamiento básico hacia la persona usuaria indígena  y su realidad cultural.


· Gestiona todo apoyo institucional según sus condiciones personales, sociales y culturales para brindar acceso a la justicia.


· Garantiza la efectividad del proceso de comunicación y comprensión según las características culturales.


· Valora la necesidad de interpretación cultural a través de las pericias culturales y respeto a diferentes formas de resolver en los pueblos indígenas.
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Calendario de visitas de las oficinas de la Contraloría de Servicios a Territorios Indigenas en el 2019- en coordinaión con otras oficinas del Poder Judicial

		From

		Carlos Romero Rivera

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Cc

		Erick Alfaro Romero

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr; ealfaror@Poder-Judicial.go.cr



Jueza  Damaris Vargas Vasquez



Coordinadora 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas













Estimada licenciada.








Reciba un coordial saludo. 








Seguidamente le adjunto el calendario de visitas que realizarán las oficinas de la Contraloría de Servicios a diferentes Territorios Indígenas durante el año 2019, esto en coordinación con otras oficinas del Poder Judicial.













Por lo anterior, le solicito respetuosamente hacerlo del conocimiento de las personas integrantes de dicha Subcomisión.













Atento saludo, 














Calendario de visitas a Territorios Indígenas- Contraloría de Servicios -2019.doc
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Calendario de visitas  de las Contralorías de Servicios a Territorios Indígenas 2019 en coordinación con otras oficinas internas del Poder Judicial


			Contraloría






			Territorio


			Fecha


			Observaciones


			Contacto 





			Perez Zeledón 






			Salitre



Térraba


			25 de febrero 2019



27 de mayo  2019



19 de agosto 2019



18 de noviembre 2019


			Se cuenta con el apoyo de la Administración y el Juzgado Contravencional de Buenos Aires. 


			Lic. Carlos Romero Rivera



Tf. 2785-0317 / 01-7317





			San Carlos 


			Reserva Indígena Guatuso, Maleku


			02 de abril 2019


			Se extendió la invitación a otras Instituciones Públicas, entre ellas la Defensoría de los Habitantes, los cuales tienen anuencia a participar.


			Lic. Jorge Mario Rojas Mejias



Tf.  2401-2404 /02-5159





			Siquirres






			Matina Siquirres



Reserva Indígena






			06 de febrero 2019



06 de marzo 2019



03 de abril 2019



02 de mayo 2019



05 de junio 2019



03 de julio 2019



07 de agosto 2019



04 de septiembre 2019



02 de octubre 2019



06 de noviembre 2019


			


			Licda.  Magalie Vargas Johnson


Tf. 2799-1442 /07-6332





			Limón






			Bribri






			14 de febrero 2019



14 de marzo 2019



09 de mayo 2019



13 de junio 2019



11 de julio 2019



16 de agosto 2019



12 de setiembre 2019



10 de octubre 2019



14 de noviembre 2019


			


			Licda.  Magalie Vargas Johnson



Tf. 2799-1442 /07-6332





			Cartago


			


			


			No propone fechas de visita, por contar el Circuito con un solo vehículo, el cual es utilizado por otros despachos judiciales.


			Licda. Sandra  Jiménez Torres



Tf. 2550-0463 /03-6141





			Guanacaste


			Matambú


			10 de mayo 2019



11 de octubre 2019






			No suele hacerse visitas a este Territorio Indígena, ya que no tienen interés que el Poder Judicial altere su forma de vida. 


			Lic. Gustavo Solano Rivera


Tf. 2690-0125 / 07-5346





			Golfito


			Guaymi


			14 de marzo 2019


			


			Licda. Yanory Olaya Delgado.



Tf.  2785-9950 / 06-9950





			Corredores


			Comunidad Indígena San Rafael Norte


			26 de abril 2019


			


			





			Osa


			Comunidad Indígena Alto Laguna.


			15 de mayo 2019


			


			





			Corredores


			Comunidad 


			25 octubre 2019


			


			








			Contraloría


			Territorio


			Fecha






			Observaciones


			Contacto





			San Vito 






			La Casona


			27 de febrero 2019



30 de abril 2019



26 de junio 2019



28 de agosto 2019



30 de octubre 2019



04 de diciembre 2019


			


			Licda. Yanory Olaya Delgado.



Tf.  2785-9950 / 06-9950





			Corredores






			Comunidad Indígena de Abrojo- Montezuma


			25 de octubre 2019
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Teléfono: 2785-0319



Correo electrónico: pze-contraloria@poder-judicial.go.cr
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		From

		Manuel Hidalgo Flores

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes



Estimada Doña Damaris



Conforme con lo solicitado, y previa coordinación con la compañera Ingrid Bermudez, copio y adjunto los archivos referentes a la consulta.



Cualquier duda estamos en la mejor disposición para atenderla.



Cordiales saludos



Manuel Hidalgo Flores 

Director Ejecutivo a.i. Conamaj

Teléfonos: 2295-3322//8381-6865




  _____  


De: Ingrid Bermudez Vindas
Enviado: jueves, 21 de febrero de 2019 15:13
Para: Manuel Hidalgo Flores; Daniela Guevara Walker
Asunto: RE: Resultados SNFJ 2018: datos generales 

 

Estimado don Manuel, en relación con la información que solicita doña Damaris le informo sobre los antecedentes de lo realizado al respecto:





*	Investigación diagnóstica para su abordaje por parte de la socióloga Andrea Bermúdez, integrante en ese entonces del PPC de Conamaj.

*	Entrevistas a expertos por parte de doña Sara y mi persona.

*	Asesoría del personal OEA que en su momento trabajaba con Conamaj el SNFJ

*	Consulta a la Comisión de Asuntos Indígenas del PJ

*	Presentación a la Comisión de Asuntos Indígenas para realimentar procesos.

*	Inducción por parte de doña Damaris sobre acceso a la justicia de personas indígenas a personal de despachos por implementar el SNFJ



Adjunto presentación utilizada y extracto de informe atinente al tema indígena. Quedo a las órdenes para cualquier ampliación al respecto,





Ingrid Bermúdez Vindas



Coordinadora, Programa de Participación Ciudadana



Conamaj-Poder Judicial



506-2295-3322





  _____  


De: Manuel Hidalgo Flores
Enviado: jueves, 21 de febrero de 2019 11:43
Para: Daniela Guevara Walker; Ingrid Bermudez Vindas
Asunto: RV: Resultados SNFJ 2018: datos generales 

 





Manuel Hidalgo Flores 

Director Ejecutivo a.i. Conamaj

Teléfonos: 2295-3322//8381-6865




  _____  


De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: jueves, 21 de febrero de 2019 10:42
Para: Manuel Hidalgo Flores
Asunto: RV: Resultados SNFJ 2018: datos generales 

 



Estimado don Manuel.



 



Me parece excelente. Mi reconocimiento.



 



Les consulto si tienen datos de cuál ha sido el abordaje en territorios indígenas y en caso afirmativo; si se puede tener acceso a la esa información.



 



Aprovecho para ponerme a su disposición desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



De: Prensa y Comunicación - Sección Comunicación Organizacional 
Enviado el: jueves, 21 de febrero de 2019 07:33 a.m.
Para: Todos los Empleados de Golfito <TodoslosEmpleadosdeGolfito@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados de Grecia <TodoslosEmpleadosdeGrecia@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los empleados de la Ciudad Judicial <TodoslosempleadosdelaCiudadJudicial@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados de la Periferia de Alajuela <TodoslosEmpleadosdelaPeriferiadeAlajuela@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los empleados de Osa <TodoslosempleadosdeOsa@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados de Pérez Zeledón <TodoslosEmpleadosdePerezZeledon@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados de Quepos y Parrita <TodoslosEmpleadosdeAguirreyParrita@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados de Sarapiqui <todoslosempleadoscircuitosarapiqui@poder-judicial.go.cr>; Todos los Empleados de Turrialba <TodoslosEmpleadosdeTurrialba@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los empleados del Circuito Judicial de Cartago <Cartago@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados del Circuito Judicial de Heredia <TodoslosEmpleadosdelCircuitoJudicialdeHeredia@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados del Circuito Judicial de Liberia <TodoslosEmpleadosdelCircuitoJudicialdeLiberia@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados del Circuito Judicial de Nicoya <TodoslosEmpleadosdelCircuitoJudicialdeNicoya@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados del Circuito Judicial de Puntarenas <TodoslosEmpleadosdelCircuitoJudicialdePuntarenas@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados del Circuito Judicial de San Ramón <TodoslosEmpleadosdelCircuitoJudicialdeSanRamon@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados del Circuito Judicial de Santa Cruz <TodoslosEmpleadosdelCircuitoJudicialdeSantaCruz@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los empleados del I Circuito Judicial de Limon <TodoslosempleadosdelICircuitoJudicialdeLimon@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los empleados del I Circuito Judicial <sanjose@Poder-Judicial.go.cr>; TODOS LOS EMPLEADOS DEL II CIRCUITO JUD. ZONA ATLANTICA <TodoslosempleadosdelIICircuitoJudicialZonaAtlantica@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados del II Circuito Judicial <goicoechea@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados del II Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos <TodoslosEmpleadosdelIICircuitoJudicialdeAlajuela@Poder-Judicial.go.cr>; Asosejud <administracion@asosejud.org>; Asojupen <asojupen@ice.co.cr>; varios2 AJL <jonesalfredo0656@gmail.com>; Coopejudicial (dramirez@coopejudicial.fi.cr <dramirez@coopejudicial.fi.cr>; Coopejudicial (mmiranda@coopejudicial.fi.cr) <mmiranda@coopejudicial.fi.cr>; Jorge Rojas <jorgeroro@costarricense.cr>; Ilanud <marcelar@ilanud.or.cr>; Caprede <servicioalcliente@caprede.com>; Sitrajud@gmail.com; Todos los Empleados de Alajuela <TodoslosEmpleadosdeAlajuela@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados de Atenas <TodoslosEmpleadosdeAtenas@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados de Buenos Aires <BuenosAires@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los Empleados de Corredores <TodoslosEmpleadosdeCorredores@Poder-Judicial.go.cr>; Todos los empleados de Coto Brus <TodoslosempleadosdeCotoBrus@Poder-Judicial.go.cr>; Anejud <anejud.costarica@gmail.com>; Centro PJ <centroinfantilpj@gmail.com>
Asunto: Resultados SNFJ 2018: datos generales
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Resultados 2018: datos generales



 



466 personas facilitadoras judiciales nombradas



Mujeres: 246



Hombres: 220



37 juzgados contravencionales cuentan con el Servicio



13 administraciones regionales apoyan el Servicio



9 circuitos judiciales involucrados



 



Datos de enero a noviembre 2018



Teléfono: 2295-3322      Correo: snfj@poder-judicial.go.cr 
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Inicios del SNFJ


Asesoría de la OEA según su experiencia en otros países





Consulta a Comisión de Asuntos Indígenas, 2014.





Diagnóstico de condiciones y capacidades para la ampliación del Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales Luis Paulino Mora, socióloga Andrea Bermúdez. 2015.





Especial consideración del tema indígena en diagnósticos para implementación del SNFJ en: Zona Norte, Guanacaste, Puriscal y Zona Sur (ambos circuitos).
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Consulta del Juez Jean Carlos Céspedes dirigidas a Conamaj y a la Comisión de Asuntos Indígenas


Consultas y asesorías a especialista en materia indígena: 


Sr. Rubén Chacón


Sra. Lena White


Sra. Damaris Vargas


Sr. Javier Rodríguez 


Otras acciones


Inclusión de la temática en capacitación a jueces/zas que laboran en el SNFJ, módulo impartido por Mag. Damaris Vargas.
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Carta de Intenciones INAMU-Poder Judicial: Inclusión de asesoría y coordinación en género y materia indígena.


Supervisión y visitas a territorio indígena para evaluar procesos


Elaboración de materiales de información y capacitación orientados a la población.





Otras acciones


Elaboración de lineamientos para jueces y juezas y personal de los despachos que brindan el SNFJ y que comprenden territorio indígena.
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Buenos Aires: 1


Golfito: 6


Guatuso: 3


Osa: 2


      


       Estas personas son maleku y ngöbe.


Personas facilitadoras indígenas


TOTAL: 12
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RECOMENDACIONES PARA LA IMPLEMENTACIÓN DEL SNFJ EN TERRITORIO INDÍGENA








“Todas las observaciones y recomendaciones dirigidas hacia la eventual implementación del SNFJ en territorios indígenas toman como fundamento los instrumentos internacionales relevantes suscritos por Costa Rica, especialmente la Declaración sobre los derechos de los pueblos indígenas, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas en el año 2007 y el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre pueblos indígenas y tribales ratificado por Costa Rica en el año 1993. 


Ambos instrumentos jurídicos se constituyen en el referente para todas las acciones y esfuerzos estatales que tengan que ver con pueblos indígenas, en ellos se reconoce y legitima la aspiración de estos pueblos a asumir el control de sus instituciones, formas de vida, desarrollo económico, identidad, lengua y religión además el respeto por el derecho consuetudinario, fundamentado en el principio del valor intrínseco de esta estructura y por tanto de la necesidad de su resguardo y preservación (OIT, 1993). 


En la misma línea, numerosas organizaciones y personas defienden la aspiración de estos pueblos a resolver sus conflictos de acuerdo a sus formas de derecho propias y desde esta visión respaldan los esfuerzos por fortalecer las estructuras autóctonas (Chacón, 2013), desde la visión institucional del Poder Judicial en materia de asuntos indígenas, las formas alternas de resolución de conflictos que no respondan a las estructuras propias / autóctonas corren el riesgo de ser consideradas impuestas por su carácter externo a las costumbres y usos indígenas (White, 2013).


De lo expresado se deduce la necesidad de un tratamiento diferenciado y especial en el caso de estos grupos humanos, en aras del respeto a su derecho a decidir las propias necesidades y prioridades de desarrollo. OIT establece  la responsabilidad del Estado por la realización de una consulta previa a los pueblos indígenas, cada vez que alguna de sus instituciones representativas se apreste a adoptar o aplicar medidas de tipo legislativo o administrativo en resguardo a este derecho.


Como recomendación esta investigación diagnóstica plantea que si por la naturaleza del trabajo y los recursos disponibles no es posible realizar la consulta según las condiciones establecidas a nivel internacional se debe desarrollar un proceso particular en estas regiones asumido por CONAMAJ, comprendiendo la complejidad que supone una labor de esta magnitud frente a las condiciones particulares de los grupos indígenas en cuanto a pugnas internas de poder, mecanismos de resolución de conflictos existentes, su relación con el Estado y principalmente atendiendo de forma permanente a su derecho a la autodeterminación. Dicho proceso se recomienda en los términos que a continuación se describen. 


En primer lugar debe discernirse la forma que adoptará la figura del facilitador en estas comunidades y se deben discutir las posibles modificaciones que puede requerir en el contexto de las comunidades indígenas. Esto implica para el SNFJ mucha claridad respecto a las posibilidades reales de flexibilizar la figura en caso necesario, esto serviría como precedente para otros países respecto a la forma en que puede operar el servicio en comunidades con grupos indígenas. A partir de la experiencia de Costa Rica se puede consolidar un ejemplo de actuación internacional en la materia.


En segundo lugar se debe planificar y organizar la entrada a la comunidad, apoyándose en esta labor en los liderazgos comunitarios identificados previamente en un mapeo de actores que busque en primera instancia reconocer a la mayor cantidad posible de grupos organizados, sin limitarse únicamente a las Asociaciones de Desarrollo Integral, además de identificar rivalidades, grupos de interés y pugnas internas. El espectro de actores a los cuales será presentado el SNFJ debe ser lo más amplio posible y deberá contemplar una estrategia de acercamiento diferenciada según las necesidades de estos grupos.


En segundo lugar con los grupos identificados debe iniciarse un proceso de información exhaustivo, utilizando recursos gráficos y visuales y un lenguaje de sencilla comprensión. En el caso de los pueblos que no se comunican por medio del idioma español, tal es el caso de Telire, debe considerarse la necesidad de buscar una persona intérprete en lengua Cabécar, con el fin de que se pueda establecer una comunicación oficial adecuada sobre las implicaciones y alcances del servicio.


Después del proceso de información debe trabajarse con los representantes de cada grupo –de forma conjunta o separada, según se deduzca del mapeo de actores previo-para que expresen su opinión informada y brinden de la forma más libre su parecer respecto a si consideran que es apropiado y beneficioso -o no- contar en su comunidad con un facilitador o facilitadora judicial. La implementación del SNFJ se verá supeditada a la aprobación de la mayoría de los grupos presentes en la comunidad, es decir si en este proceso de diálogo los habitantes de las comunidades indígenas resuelven que no es apropiado el servicio, por cualesquiera razones, no deberá continuarse el proceso por respeto a su voluntad.


Si en este diálogo la mayoría de los grupos se mostraran de acuerdo con la implementación del SNFJ se les consultará la posibilidad de elegir a la persona facilitadora por medio de una votación secreta, considerando que también pueden ser planteados por ellos otros mecanismos de elección de esa persona. Una vez definidos estos dos puntos –el consentimiento respecto al planteamiento del servicio y respecto a la forma de elección- se puede proceder a planificar la convocatoria a la asamblea de elección, espacio al cual deberán ser convocados todos los grupos que fueron parte del proceso de información y diálogo. 


Otra forma de realizar el acercamiento a las comunidades puede ser por su propia solicitud, teniendo presente que tampoco es adecuado excluirlas del servicio bajo el supuesto de su etnicidad. En caso de ser solicitado el servicio, corresponde realizar los mismos pasos y documentar adecuadamente la petición, es decir quiénes lo solicitan, dónde desean que opere y si demuestran comprensión de las implicaciones del mismo.


Lo mencionado constituye los lineamientos mínimos para garantizar que no exista una imposición de formas de vida y estilos de desarrollo poco acordes o contradictorios a los establecidos por las comunidades indígenas. Se insiste en la necesidad de que CONAMAJ contemple dentro de su planificación estratégica y presupuestaria los recursos necesarios para acompañar este proceso en comunidades indígenas en caso de que se desee invitar a estas a participar del servicio, considerando las particularidades de los grupos indígenas y la estricta vigilancia que como institución pública se debe ejercer sobre el nuevo servicio, con el fin de que este no lesione los derechos de estos grupos históricamente vulnerables. De ninguna forma puede depositarse toda la responsabilidad de estas labores a los jueces y juezas aún cuando tuviesen familiaridad con el trabajo en comunidades indígenas.


En el caso de los territorios asentados en la zona de Buenos Aires de Puntarenas, se invita a tener en consideración la vigilancia que estos pueblos indígenas ejercen sobre las injerencias del Estado, particularmente después de lo acontecido con el proyecto hidroeléctrico Diquis. El cual sienta un precedente que difícilmente puede obviarse si se espera llevar con éxito el SNFJ a estos pueblos. Según lo que reconoce el relator de Naciones Unidas James Anaya lo que ha generado mayor molestia es el desarrollo de acciones de cualquier tipo (investigación y mediciones por ejemplo) sin que se contara con el consentimiento explícito de las comunidades, aún cuando los representantes de la institucionalidad pública aleguen que se llevó a cabo un proceso de divulgación de información lo cierto es que para las comunidades no ha sido considerado su parecer respecto al proyecto (Anaya, 2011). 





Por el nivel de desconfianza de los habitantes de Buenos Aires en las instituciones del Estado después de lo ocurrido con el proyecto hidroeléctrico se recomienda posponer la implementación del SNFJ en esta región del país, esperando un momento más favorable para trasladar las labores del servicio a esta región. El primer criterio para esta recomendación radica en la polaridad de intereses de los grupos originarios presentes en este territorio, lo cual podría complicar considerablemente la entrada a la comunidad y el consenso en torno al servicio. En segundo lugar debe evitarse a toda costa que las labores de este servicio se asocien con el Proyecto Hidroeléctrico Diquis, el cual ha generado una gran resistencia por parte de los pobladores al punto de ser elevada una petición de intervención a organismos internacionales, ante el avance del Proyecto del ICE, por considerar que este resulta lesivo a los derechos de los grupos originarios.





Finalmente se propone ampliar estas conclusiones por medio de la solicitud de un criterio experto a la Comisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial, pronunciamiento que puede clarificar mucho más las posibilidades y el alcance del nuevo servicio en estas poblaciones. Enunciadas las recomendaciones respecto a la extensión del servicio a comunidades indígenas, se prosigue con la exposición de las condiciones internas de los circuitos y sus capacidades.”





Tomado de: Diagnóstico de condiciones y capacidades para la ampliación del Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales Luis Paulino Mora durante el primer semestre 2014, CONAMAJ. 
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																					Personas indígenas nombradas en el SNFJ


			#			Provincia			Cantón			Territorio Indígena			Pueblo Indígena			Comunidad Indígena			Nombre			Apellidos			No. de teléfono			Juzgado			Juez o jueza			Correo			Personal judicial de apoyo			Correo			No. de teléfono del juzgado


			1			Alajuela			Guatuso			Guatuso			Meleku			Tongibe			Tatiana			Mojica Castro			8549-2822/8616-2474			Juzgado Contravencional de Guatuso			Alcibiades Jiménez García			ajimenezga@poder-judicial.go.cr			Everardo Corea Sánchez			mecorea@poder-judicial.go.cr			2464-0229


			2			Alajuela			Guatuso			Guatuso			Meleku			Margarita			Victor Francisco			Alvarez Calderón			8448-0371


			3			Alajuela			Guatuso			Guatuso			Meleku			El Sol			Jahiro			Cruz Silva			8538-7769/5004-8939


			4			Puntarenas			Buenos Aires			Curré			Brunca o Boruca			Boruca			María Victoria			Lázaro Ortiz			8331-4502			Juzgado Contravencional de Buenos Aires			Danny Gutierrez Gómez			
dgutierrezg@poder-judicial.go.cr			Guaira Camacho Jiménez			contravencional-ba@poder-judicial.go.cr			2730-0067


			6			Puntarenas			Osa			Osa			Ngöbe			Alto Laguna			Eusebio			Estanly Moreno			61142385/86921331			Juzgado Contravencional de Osa			Sonia Patricia Abarca García			sabarca@poder-judicial.go.cr			Carolina Fallas Díaz			osa-jcontrav@poder-judicial.go.cr			2788-8194


			7			Puntarenas			Golfito			Conteburica			Ngöbe			Altamira			Marcial			Montezuma Sánchez			85654479			Juzgado Contravencional de Golfito			Hannia Núñez Rodríguez			hnunezr@poder-judicial.go.cr			Erlin Sánchez Arce			esanchezar@poder-judicial.go.cr			2785-8138


			8			Puntarenas			Golfito			Conteburica			Ngöbe			Río Claro Guaymí			Mireya			Palacios Sánchez			83726086


			9			Puntarenas			Golfito			Conteburica			Ngöbe			Alto Conte, Pavones			Franklin			Montezuma Bejarano			84980027


			10			Puntarenas			Golfito			Conteburica			Ngöbe			Las Vegas, Conte			Franky			Sánchez Watson			89553905


			11			Puntarenas			Golfito			Conteburica			Ngöbe			Alto Carona			Elias			Atencio Sanchéz			85754288


			12			Puntarenas			Golfito			Conteburica			Ngöbe			Punta Burica			Gilberto			Fuentes Pineda			65699876


			13			Puntarenas			Coto Brus			Coto Brus			Ngöbe			La Casona			Ania Maria			González Arauz			84333185			Juzgado Contravencional de Coto Brus			Johanna Quesada Monge			jquesadamo@poder-judicial.go.cr			Merlyn Valverde Arrieta			cbr-jcontrav@poder-judicial.go.cr			2773-3026


			14			Puntarenas			Coto Brus			Coto Brus			Ngöbe			Alto Unión			Catalino			Sánchez Palacios			83560536


			15			Puntarenas			Coto Brus			Coto Brus			Ngöbe			Copey Arriba			Ceferino			García Bejarano			89174920/84292890


			16			Puntarenas			Coto Brus			Coto Brus			Ngöbe			La Pita			Edilsa			Atencio Guerra			83220877


			17			Puntarenas			Coto Brus			Coto Brus			Ngöbe			Copey Abajo			Irena			Montezuma Palacios			Ubicarla con Ceferino


			18			Puntarenas			Coto Brus			Coto Brus			Ngöbe			Pita Caño Bravo			Jaime			Atencio Guerra			84003034


			19			Puntarenas			Coto Brus			Coto Brus			Ngöbe			La Casona			Lena			Atencio Atencio			88932522


																														Juzgados del SNFJ con jurisdicción  en pueblos indígenas


																														Cantón			Pueblo Indígena


																														Juzgado Contravencional de Puriscal			Huetar


																														Juzgado Contravencional de Pérez Zeledón			Cabécar


																														Juzgado Contravencional de Guatuso			Maleku


																														Juzgado Contravencional de Nicoya			Chorotega


																														Juzgado Contravencional de Hojancha			Chorotega


																														Juzgado Contravencional de Buenos Aires			Bribri, Brunca o Boruca, Cabécar, Ngöbe y Térraba


																														Juzgado Contravencional de Osa			Ngöb y Brunca o Boruca


																														Juzgado Contravencional de Golfito			Ngöbe


																														Juzgado Contravencional de Coto Brus			Ngöbe


																														Juzgado Contravencional de Corredores			Ngöbe





ajimenezga@poder-judicial.go.cr


mecorea@poder-judicial.go.cr



dgutierrezg@poder-judicial.go.cr


contravencional-ba@poder-judicial.go.cr


hnunezr@poder-judicial.go.cr


esanchezar@poder-judicial.go.cr


jquesadamo@poder-judicial.go.cr


cbr-jcontrav@poder-judicial.go.cr


osa-jcontrav@poder-judicial.go.cr


sabarca@poder-judicial.go.cr
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Indice de Protocolo para procesos y sentencias con perspectiva cultural

		From

		Ligia Jeannette Jiménez Zamora

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes estimada Sra. Vargas, reciba un cordial saludo.



De conformidad con lo manifestado en la reunión de la Sub Comisión de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas, se le remite un posible índice para el protocolo propuesto, a fin de que se valore si procede o no.



A sus órdenes, Ligia Jiménez Zamora






Indice para procesos y sentencias con perspectiva cultural.docx

MODELO DE INCORPORACION DE PERSPECTIVA CULTURAL EN LOS PROCESOS Y SENTENCIAS QUE INVOLUCREN DERECHOS DE PERSONAS Y PUEBLOS INDÍGENAS.


I. Marco Jurídico: 


1. Sistema Universal de Protección de los Derechos Humanos.


2. Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos.


3. Obligatoriedad de cumplir con el Control de Convencionalidad.


4. Instrumentos Nacionales.





II. Marco Conceptual sobre Personas y pueblos Indígenas:


1. Teoría de Interseccionalidad como modelo de análisis.


2. Principios generales para la consideración de las y los juzgadores en casos que se encuentren involucradas personas y pueblos indígenas.


3. Abordaje teórico.


4. Elementos relevantes en procesos con personas y pueblos indígenas.





III. Razones para incorporar la perspectiva cultural en los  procesos y las sentencias.


1. Por qué incorporar la perspectiva cultural en la administración de justicia?


2. Cuándo y quienes deben incorporar la perspectiva cultural en la administración de Justicia?


3. Cómo juzgar con perspectiva cultural?


4. Para qué juzgar con perspectiva cultural?


RAZONES PARA INCORPORAR


LA PERSPECTI
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Estructura de trabajo para construir acciones formativas según los lineamientos de la Escuela Judicial. 

		From

		Roman Bresciani Quirós

		To

		Damaris Vargas Vásquez; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Ariana Céspedes López; Valeria Varas; carlos.cruz.melendez@una.cr; Marcos Guevara; javierrodriguezcostarica@gmail.com; ali.garcia@ucr.ac; Daniel Villalobos Araya; Jean Carlo Monge Madrigal; Carlos Romero Rivera; Melissa Benavides Víquez

		Cc

		Daisy Quesada Guerrero; prof.daisy.quesada@gmail.com; Mateo Ivankovich Fonseca; Kattia Escalante Barboza

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr; ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr; acespedesl@Poder-Judicial.go.cr; valeriavaras@yahoo.com; carlos.cruz.melendez@una.cr; marcos.guevara@ucr.ac.cr; javierrodriguezcostarica@gmail.com; ali.garcia@ucr.ac; dvillalobosa@Poder-Judicial.go.cr; jmongema@Poder-Judicial.go.cr; cromero@poder-judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; dquesadag@Poder-Judicial.go.cr; prof.daisy.quesada@gmail.com; mivankovich@Poder-Judicial.go.cr; kescabar@gmail.com



 




Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia



Viernes 22 de febrero de 2019

































Señores y Señoras 




Integrantes 




Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Corte Suprema de Justicia



S.     D.








Estimadas Señores y Señoras:








Conforme reunión realizada el pasado miércoles 13 de febrero de 2019, primera audiencia, en el Departamento de Trabajo Social y Psicología, se definió la necesidad construir acciones formativas, como proceso necesario previo a la elaboración de un diseño curricular dela actividad académica virtual autoformativa de dominio conceptual sobre materia indígena que actualmente se requiere para capacitar a todo el personal judicial y de otras instituciones.




Para realizar dicha labor, es indispensable que  todas las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se involucren con sus propuestas y sugerencias, para lo cual se utilizará un protocolo de trabajo, según los lineamientos establecidos por la Escuela Judicial, cuyo archivo se adjunta en el presente correo. El protocolo se presenta mediante una Estructura de Desglose de Trabajo EDT, con su respectivo diccionario en un archivo excel, que abajo se detalla.





Cordialmente se les insta a participar en esta labor y conforme lo solicitado por la MBA Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de esta Subcomisión, se les agradece remitir dicha información, para su sistematización al siguiente correo: rbresciani@poder-judicial.go.cr




De mi consideración cordialmente, 




Román Bresciani Quirós

Abogado y Gestor de Capacitación

Escuela Judicial


Tel. 2267-1602













DICCIONARIO EDT	 
	
	
	
	
	


	
	
	
	
	
	
	
	
	

Nombre del Proyecto	 Código	 Número	 
	
	
	
	
	

Curso Virtual: Acceso a la Justicia de pueblos indígenas	 EJ-DIR-017-2019 	001-2019	 
	
	
	
	
	


	
	
	
	
	
	
	
	
	

FASE	 ENTREGABLE	 PAQUETE	 DESCRIPCIÓN	 

Actividades	 Salidas	 Duración Estimada	 Costo Estimado	 Responsable	 Criterio de Aceptación	 

1. Análisis funcional 	1.1 Mapa funcional 	1.1.1. Se expresa en unidades y en elementos de competencia.	 - Reunión de asesoría pedagógica.
- Revisión de perfiles 
- Sesiones de trabajo para completar la plantilla correspondiente. 	- Mapa funcional 	3 días 	NA 	- Especialistas en contenido. 	- Validación por la asesora pedagógica 	

2. Planificación curricular 	2.1 Diseño Curso 	2.1.1. Diseño de curso	 - Actividades para compilación de información
- Sesiones de trabajo para completar la plantilla correspondiente. . -Reunión de asesoría pedagógica.	 -Diseño curso 	20 días 	NA 	- Especialista en contenido. 	- Validación por la asesora pedagógica 	

2.2.1. Guía de la persona facilitadora 	- Sesiones de trabajo para concretizar el diseño con especial énfasis didáctico. - Elaborar cada uno de los materiales didácticos y establecer su uso en la guía. -Reunión de asesoría pedagógica. 	-Guía de la persona facilitadora, con detalla de las actividades. -Materiales de cada actividad.	 20 días 	- Especialista en contenido. 	- Validación por la asesora pedagógica 	

2.2.2. Aulas virtuales 	- Sesiones de trabajo para concretizar el contenido de la plataforma en la plantilla correspondiente. - Organización de las lecturas por carpeta. - Construir los ejercicios de plataforma. -Probar cada uno de los ejercicios de la plataforma. -Reunión de asesoría pedagógica.	 -Espacio virtual de aprendizaje 	30 días	 - Especialista en contenido. 	- Validación por la asesora pedagógica 	

2.2.3. Guía de la persona participante 	- Sesiones de trabajo 	-Guía de la persona participante 	1 día 	- Especialista en contenido. 	- Validación por la asesora pedagógica 	



Además se le adicionan dos subcarpetas, una denominada Productos a Entregar, que contiene cada una de las plantillas a seguir para cada entregable, y la segunda denominada Insumos, con importantes herramientas para el proceso de diseño que deben realizar las personas especialistas en contenido. 




Es importante mencionar que el proceso de consulta para la significación epistémica, que es el criterio mediante el cual se selecciona y se organizan los contenidos curriculares de un curso, a partir de la coherencia entre la lógica de la disciplina y la lógica psicológica de construcción de conocimiento de la persona que aprende, no se agrega dado que dicha fase (de consulta) no fue integrada en la solicitud original, y para que la Comisión en pleno tome una postura al respecto y la comunique oportunamente a la Escuela Judicial, en un principio la Escuela comprendió que para ese proceso (la significación epistémica) se haría a partir del criterio experto del órgano solicitante, en este caso la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.







Saludos cordiales

Daisy Quesada Guerrero


Gestora de Capacitación 2, desarrollo curricular.  

Escuela Judicial "Lic. Édgar Cervantes Villalta"



Pueblos indígenas.rar
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Según La Guía del PMBOK®, “la Estructura de Desglose del Trabajo (EDT) es una descomposición jerárquica, orientada al producto entregable del trabajo que será ejecutado, para lograr los objetivos del proyecto y crear los productos entregables requeridos”.





7. Diccionario EDT


			


						DICCIONARIO EDT


						Nombre del Proyecto						Código			Número


						Curso Virtual: Acceso a la Justicia de pueblos indígenas						EJ-DIR-017-2019			001-2019


						FASE			ENTREGABLE			PAQUETE			DESCRIPCIÓN


															Actividades			Salidas			Duración Estimada			Costo Estimado			Responsable			Criterio de Aceptación


						1. Análisis funcional			1.1 Mapa funcional			1.1.1. Se expresa en unidades y en elementos de competencia.			- Reunión de asesoría pedagógica.
 - Revisión de perfiles 
 - Sesiones de trabajo para completar la plantilla correspondiente.			- Mapa funcional			3 días			NA			- Especialistas en contenido.			- Validación por la asesora pedagógica


						2. Planificación curricular			2.1 Diseño Curso			2.1.1. Diseño de curso			- Actividades para compilación de información
 - Sesiones de trabajo  para completar la plantilla correspondiente. .                                   -Reunión de asesoría pedagógica.			-Diseño curso			20 días			NA			- Especialista en contenido.			- Validación por la asesora pedagógica


												2.2.1. Guía de la persona facilitadora			- Sesiones de trabajo para concretizar el diseño con especial énfasis didáctico.                - Elaborar cada uno de los materiales didácticos y establecer su uso en la guía.         -Reunión de asesoría pedagógica.			-Guía de la persona facilitadora, con detalla de las actividades.       -Materiales de cada actividad.			20 días						- Especialista en contenido.			- Validación por la asesora pedagógica


												2.2.2. Aulas virtuales			- Sesiones de trabajo para concretizar el contenido de la plataforma en la plantilla correspondiente.                                                 - Organización de las lecturas por carpeta.        - Construir los ejercicios de plataforma.               -Probar cada uno de los ejercicios de la plataforma.                                                          -Reunión de asesoría pedagógica.			-Espacio virtual de aprendizaje			30 días						- Especialista en contenido.			- Validación por la asesora pedagógica


												2.2.2. Guía de la persona participante			- Sesiones de trabajo			-Guía de la persona participante			1 día						- Especialista en contenido.			- Validación por la asesora pedagógica
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Desarrollo curricular
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                 Escuela Judicial de Costa Rica 


Menú de ejercicios automáticos disponibles en plataforma. 


Hot potatoes y MÁS 


Asesora Pedagógica: Daisy Quesada Guerrero. 
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“El enseñar no existe sin el aprender” P.F
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[image: image6.png]3. Segun las imagenes que se le muestran y conforme la lectura realizada, determine
cual opcién cumple con las caracteristicas de no ser discriminatoria

14 Identifique la opcién correcta

Puntos: ~/1

Seleccione una O a. Buenos dias negra, en qué le puedo servir.

respuesta b_ Buenos dias negrita, en qué le puedo servir

c. Buenos dias morena, en qué le puedo servir.
d. Buenos dfas sefiora, en qué le puedo servir.
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Seleccione una
respuesta

Enviar

; El reglamento que facuita al Consejo de Ministros a emitir derecho derivado es el

a. Reglamento de la Presidencia Pro-Tempore del Sistema de la Integracion
Centroamericana (SICA)

b. Reglamento para la admision y participacion de Observadores ante el Sistema de
Ia Integracion Centroamericana (SICA).

¢. Reglamento de la Gaceta Oficial Digital del Sistema de la Integracion
Centroamericana (SICA),

d. Reglamento para la adopcion de decisiones del Sistema de la Integracion
Centroamericana SICA








[image: image8.png]Un ejercicio tipo test hecho con JQu
Este es un ejemplo de eercicio tipo test disefiado con el programa JQuiz. En este recuadro estas leyendo
un texto que hemos incluido al seleccionar "afiadir lectura” del menii desplegable "archivo” (otras opciones
s0n pulsar a |a vez las teclas [Ctr + R] o hacer clic en el icono "ibro” de Ia barra de herramientas). Si no
quieres incluir textos, no selecciones esta opcion. Si ya habias utiizado esta opeion, y quieres que el texto
no aparezca, sdlo tienes que desmarcar Ia casilla de verificacion situada a la izquierda de "incluir texto de
lectura”. Ten en cuenta, que todos los programas del software de Hot Potatoes permiten "incluir un

texto” (comprobar jmatch)

En la parte derecha de la pantalla, se muestran las preguntas. Como puedes observar tienes Ia opcién de
mostrarlas de una en una, o todas a la vez haciendo clic en “Mostrar todas las preguntas” o en "Mostrar
las preguntas de una en una'.

Para responder a cada pregunta sélo tienes que hacer click en Ia casilla o casillas que consideres
correcta. Si has seleccionado mostrar as preguntas de una en una, puedes ir a la siguiente pregunta al
clicar en las flechas de navegacion. Puedes seleccionar ver todas las preguntas haciendo clic en el
botén

1T =|

Mostrar todas las preguntas

£Cudl es el nimero de respuestas méximo que puede incluir una pregunta de un ejercicio

disefiado con el programa JQuiz?

A 2 | cuato

B. 2 [cCinco

c. 2 | timitada
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[image: image10.png]Mostrar todas las preguntas
617

Este es un nuevo tipo de preguntas que permite la version 6 de Hot Potatoes. Se denomina
pregunta hibrida. Comienza como una pregunta de respuesta corta, pero si fallas dos veces,
se convierte en una pregunta de respuestas miltiples para faciltar la respuesta.

Qué patata es usada para hacer ejercicios de puzle de palabras?

Comprobar respuesta | Afiadir letra | Mostrar respuesta
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Turespuesta es parciamente incorrecta: jmachl

s que permite la version 6 de Hot Potatoes. Se denomina
0 una pregunta de respuesta corta, pero si fallas dos veces.
Irespuestas matiples para facilitar la respuestal

lejercicios de puzle de palabras?

jmach

Comprobar respuesta

Afiadir letra | Mostrar respuesta
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EJ » M3_EJPJSURPDH » Hot Potatoes Quizzes » Caos de palabras N°1 ‘Actuaizar Hot Potatoes Quiz

Caos de palabras

Intrucciones
Arrastre con el mouse las palabras, para formar la afirmacion congruente a la lectura realizada. Mantega la lectura a mano para realizar consultas

Cuenta con 2 intentos

Lectura:

Tanto la Convencién Americana como la Convencion sobre los Derechos del Nifio, forman parte de un muy comprensivo copus juris internacional de
proteccion de los nifios que debe servir a la Corte para fijar el contenido de los alcances de Ia disposicion general definida en el articulo 19 de la
Convencién Americana

Extraido de Justicia Juvenil y Derechos Humanos en las Américas. CIDH. UNICEF. OACNUDH. Pag 6.

Comprobar respuesta | Pista

Directrices de Ia Riad. || Reglas de Ia Habana y || El marco juridico || CND. ]| de los derechos humanos || de proteccion || Reglas de Beijing. || de los nifios incluye

09423,
26/10/2016 |

i CRLCl

‘ &
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Miercoles 26 Octubre 2016
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EJ > M4_OEMJPJ b Hot Potatoes Quizzes b Pareo ‘Actualizar Hot Potatoes Quz

Pareo

Pareo

El siguiente ejercicio esta basado en la lectura denominada: *Prehistoria e historia del control socio-penal de la infancia: politica juridica y derechos
humanos en América Latina". A continuacion se encuentran dos columnas la ubicada a la izquierda de su pantalla, se refiere a fechas y datos relevantes
enla historia del tema que nos ocupa. En la columna de la derecha, se describe un acontecimiento que permite relacionar las dos columnas. Cuando
este seguro de la respuesta arrastre dato de la izquierda al lado derecho en la adecuado correlacién

Arrastre Ia figura que se encuentra al lado derecho hacia el nombre correcto

Comprobar respuesta

Latinoamérica se adquiere Ia forma de judicializacion del "menor”

Revolucion Francesa

Definen "menor delincuente” a todo joven se halle imputado o
condenado por el comedimiento de una fraccion

En 1899

Se crea en lllinois el primer Tribunal de Menores

Hasta 1940

Definen privacion de libertad eliminando cualquier tipo de
eufemismo, impidiendo su aplicacién encubierta

Década de los

Aparecen disposiciones especificas para los "menores’

Década de los 70

El control social se humanizay juridifica

Beijing

La condicién general de la infancia-adolescencia mejora
significativamente

Reglas de Riad

Visiones bio-antropologicas recubiertas de matiz psicolégico
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€]
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101
26/10/2016 |






[image: image17.png][3 Normas Apa 2016 - Edic X \ M Fudklinkimporane HO X ¥ . Crucigrama Anatomico X N G TAXONOMIASDECONC x ¥ [ hepu723011/userch x N\ N W =l
< C |an

Aplicacionss [ CAPACITATE: Entar

‘campusvirtual.uca.es, Y| |

Ejemplo 2 con JCross (sin definiciones bajo el crucigrama, sin enlace a fichero local y sin limite de tiempo) B

1n17am. |
26/10/2016






[image: image18.png]




[image: image19.png]o>
aLJ=]m

































































Puede usar una o varias preguntas generadoras









Enunciado
























¿Qué es un ejercicio automático o 




objetivo?




 Son ejercicios interactivos que ofrece la plataforma 




 de aprendizaje de la Escuela Judicial, a través de un 




 Software denominado Hot potates, que permiten elaborar 




 ejercicios, que se caracterizan por calificarse 




de forma automática, de ahí su nombre.    Se caracteriza




 por  la brevedad de su respuesta y exactitud.


































¿Para que sirven?









Son ejercicios practicos, que permiten que la 




persona que aprende practique o demuestre 




sus aprendizajes. Evalúa conocimientos propios 




del sistema de cognición, es el que procesa la 




información, para el dominio bàsico 




del conocimiento. 









 









¿A cuáles  ejercicios se refiere?









¿Cómo saber cuál usar? 









MENÚ DE EJERCICIOS 









1. Selección









¿Cuándo los uso?




Si en el diseño del curso se usaron verbos como: 




RECONOCE, COMPRENDE, IDENTIFICA, DEFINE, DISTINGUE, entre otros, este ítem le será de utilidad 














¿Cómo lo hago?




Tiene dos parte básicas. 




1. Enunciado




2. Conjunto de opciones: 




	2.1 Distractores




	2.2 Clave o respuesta correcta



















¡Necesito Ejemplos! 









Conjunto de Opciones









En este ejemplo la imagen es parte del enunciado. Recuerde una imagen es una excelente opción didáctica, atrae la atención, en mayor grado que el texto. 









1









2









Enunciado









Conjunto de Opciones
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Enunciado









Conjunto de Opciones









1.1 ÚNICA 









1.3 HÍBRIDOS









1.2 MÚLTIPLE









Una única




 respuesta




 correcta









Más de una




 respuesta 




correcta









Combina 




Complete y 




selección









En este ejemplo el texto de la izquierda es parte del enunciado, agrega mayor complejidad al ejercicio. Por lo si en el diseño del curso existen verbos como INTERPRETA, ANALIZA, DEDUCE, le será de utilidad un ejercicio de selección con texto. 
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¿Y los híbridos? ¿Qué son? 









Combinan dos tipos de ejercicios, el de respuesta corta y selección. Comienza como una respuesta corta, y si la persona participante falla dos veces, de forma automática, se transforma en ejercicios de selección aportando el conjunto de opciones, lo que puede facilitar la respuesta. 









Enunciado









¿No hay conjunto de opciones?









!A ver como es..!









PRIMERA VISTA




Ejercicio de complete. 




La persona que aprende




 digita o escribe la respuesta correcta









¿Y después?









Enunciado









SEGUNDA  VISTA




La persona que aprende, escribe la respuesta. 




Si falla en dos ocasiones, mira lo que sucede 




en la siguiente imagen 









La plataforma puede dar orientaciones o replicas si la persona que aprende falla. Es posible en todos los ejercicios de selección.  









 









TERCERA VISTA




En el mismo ejercciio se despliegan un conjunto de  opciones 









	Conjunto de Opciones









Programa 




 JQUIZ









MENÚ DE EJERCICIOS 









2. Complete 









Observe que el conjunto de opciones son equivalentes en naturaleza, en este caso, todas son reglamentos y de extensión similar. Considere este dato al redactar ejercicios de selección.









¿Cuándo los uso?




Si en el diseño del curso se usaron verbos como: 




RECUERDA, UTILIZA, DEFINE, ORGANIZA, CITA, NOMBRA, o sus similares. 














¿Cómo lo hago?




Es un ítem, sencillo de construir, se le brinda a la persona que aprende información inconclusa, para que  complete la información con palabras claves en los espacios correspondientes.   



















¡Ejemplos! 









1









Instrucciones 









Espacios en blanco para rellenar con la respuesta correcta.









[?] Este signo significa que la persona participante, al dar clic, recibirá una pista, para completar lo solicitado. Si como persona diseñadora decide emplearlos, debe considerar su redacción y estas “pistas”, no pretende disminuir el nivel de complejidad de ítem, su fin es orientar al participante. 









La opción Añadir Letras, es una opción de ayuda. Debe considerar que esta si disminuye el nivel de complejidad del ejercicio, por lo tanto cuando la persona participante la utiliza pierde puntaje.   









MENÚ DE EJERCICIOS 









3. Caos de Palabras









¿Cuándo los uso?




Si en el diseño del curso se usaron verbos como: 




RECUERDA, RECONOCE o sus similares. 














¿Cómo lo hago?




Es un ítem sencillo de construir, seleccione el concepto clave, que es necesario que la persona que aprende maneje de forma sustancialmente correcta. 




A la persona aprende se le presenta una serie de palabras desordenada que deberá ordenar arrastrando las palabras en el orden correspondiente en el espacio asignado. 



















¡Ejemplo! 









Instrucciones 









Contextualizar 









Palabras  para 




ordenar









MENÚ DE EJERCICIOS 









3. Caos de Palabras









4. Pareo 









¿Cuándo los uso?




Si en el diseño del curso se usaron verbos como: 




Relaciona, Comprende, y sus similares. 














¿Cómo lo hago?




Elabore dos columnas con premisas que se relacionen entre sí, ejemplos Columna A: concepto y Columna B: definición. Columna A: fecha importante, Columna B: hecho importante.









Observe el ejemplo  



















¡Ejemplo! 









Siempre debe 




dar instrucciones 




claras 









Columna A









Columna B









MENÚ DE EJERCICIOS 









5. Crucigrama  









¿Cuándo los uso?




Si en el diseño del curso se usaron verbos como: 




Reconoce, Comprende, Indica, Distingue, y sus similares. Siempre en los dos primeros dominios del conocimiento. 














¿Cómo lo hago?









Construya la premisa, pregunta o afirmación. A su ves defina la respuesta correcta. No debe repetirse respuestas. 




La plataforma construye la estructura de cuadrada, así que sólo debe de preocuparse por redactar adecuadamente las premisas, para que la persona que aprende pueda definir la respuesta esperada. 



















¡Ejemplo! 









Premisa









¿Hay más?









¡Claro, que hay más!




Los Abiertos

















































¿Qué es un ejercicio subjetivo 




o abierto?




Son los ítems de composición. Se caracterizan porque la 




persona que aprende debe escribir la respuesta, mismas 




que son más o menos extensas.




Se clasifican como: de respuesta extensa o limitada. 




Los primeros conceden amplia libertad a la persona




participante, la única restricción es el tiempo.




Los de respuesta limitada son más concretos y precisos,




la persona facilitadora establece previamente los criterios




condicionantes de la respuesta.




Estos últimos son los que usaremos en la plataforma 




e-learning 









    


































¿Y cuáles son?









¡Foro! 









Es una herramienta de comunicación que 




como estrategia de




 aprendizaje, propicia el debate, 




la concertación y el consenso de ideas.









¿Qué debo considerar para su construcción?









Es muy sencillo, como persona facilitadora debe delimitar 




el eje de la discusión, de tal forma que genere interés en el tema y 




el aprendizaje conjunto. 




Su rol en este ejercicio es sumamente importante debe de




servir como moderador  de las discusiones, siempre enlazando con las




metas de aprendizaje     
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Escuela Judicial de Costa Rica 



Ejemplos de Instrumentos para la
evaluación de los aprendizajes.











¿Por qué utilizar instrumentos de Evaluación? 



Entre las principales ventajas de utilizar los instrumentos de evaluación están: 



o Otorgan mayor confiabilidad y validez al proceso de calificación. 



o Permiten valorar y calificar de forma más objetiva. 



o Dejan claro los criterios que se tomarán en cuenta para la evaluación de los aprendizajes



o Propician la autorregulación y autoevaluación durante el proceso de aprendizaje. 



o Buscan un cambio en la práctica y la cultura imperante de la evaluación de los aprendizajes  



o Están centrados en la evaluación del desempeño. 



En este documento encontrará ejemplos de tres tipos de intrumentos, útiles para los procesos de capacitación.



1. Lista del Cotejo



2. Escalas de Calificación 



3. Matrices de Valoración











Importante 



Instrucciones:  Seleccione el o los instrumentos que son válidos para evaluar
la  operacionalización  de  la  competencia,  consignadas  en  la  Planificación
Curricular  y  Didáctica  del  curso  que  ha  diseñado.  Complete  los  datos
necesarios para que el instrumento quede listo para ser usado.



Estos ejemplos están diseñados para que pueda generar plantillas guías de
instrumentos, por lo que podrá adaptarlos a diversos diseños curriculares. 











1. Lista de Cotejo: 
Esta compuesto por una lista de criterios o desempenoos de evaluacio,n,
previamente  establecidos,  en  la  cual  u,nicamente  se  califica  la



presencia  o  ausencia de  estos  mediante  una  escala
dicoto,mica, por ejemplo: Si–No, Logrado – No Logrado, 1-0. 











Lista de Cotejo 



Nombre de la Persona Facilitadora que evalúa:                         Fecha: 



Nombre de la Persona Participante:
Curso:



Instrucciones:  En la primera columna se describen los criterios de evaluación derivados de planificación del curso, en correlación a la evidencias de
desempeño esperadas  de la persona participante,  marque con equis  (X)  la columna logrado o no logrado,  según corresponda. El  espacio de
observaciones y recomendaciones será utilizado de considerarse necesario. 



Criterios  de Evaluación Evidencias de Desempeño Logrado No
Logrado 



Observaciones Recomendaciones 



Un instrumento por cada
persona participante 











2. Escalas de Calificación Likert: 
Es un registro por grados,  para lo  cual  hace  uso de una  escala
determinada,  que  mide  un  comportamiento,  una  habilidad  o  una
actitud determinada. 



Para su uso es importante tener en cuenta:



Tipos de Escalas
Unidad de medición Definición del desempeño Descriptivas Numéricas



FRECUENCIA Regularidad Siempre – Generalmente
– A veces – Pocas veces



Absolutos
5-4-3-2-1



INTENSIDAD Fuerza Fuerte - Moderado -
Regular



Intervalos CALIDAD Eficacia Excelente - Muy Bueno -
Bueno











Escala de Calificación



Nombre de la Persona Facilitadora que evalúa:                        Fecha: 
Curso:
Instrucciones:  Los componentes de la siguiente tabla le permitirá evaluar el grado de adquisición de la  unidad de competencia, ubicada en la
primera fila, usando el criterio de desempeño de la segunda fila, en relación  con la EVIDENCIA DEL DESEMPEÑO/PRODUCTO. Haga uso de la escala
por cada persona participante, los tres primeros niveles de la escala tienen doble valor, que utilizará según su juicio sobre el desempeño de la
persona participante, sólo debe marcar  con equis (x) en el valor cuantitativo que lo represente mejor. Siete representa el nivel de adquisición más
alto, y de forma descendente el 1 representa el más bajo. Sólo debe usar el espacio Observaciones si lo considera necesario. 



Operacionalización de Competencia : 



Evidencia de Desempeño/Producto 
Criterio de Desempeño



ESCALA 
Nombre de la persona participante Excelente Muy



Bueno
Bueno Regular Observaciones



7 6 5 4 3 2 1



1.



2.



3.



4.



5.



6.



7.



Un instrumento por unidad
de competencia











Unidad de Competencia : 



Evidencia de Desempeño/Producto 
Criterio de Desempeño



ESCALA 
Nombre de la persona participante Excelente Muy



Bueno
Bueno Regular Observaciones



7 6 5 4 3 2 1



8.



9.



10.



11.



12.



13.



14.



15.



16.



17.











 



1. Matrices de Valoración
De tipo holística o global 



Este tipo de matriz permite la evaluacio,n de los aprendizajes en forma
general o por persona participante; es decir, se valora la totalidad del
proceso o producto sin detenerse puntualmente en sus partes. 



Por lo general, su aplicacio,n se da al finalizar un mo,dulo, un periodo
acade,mico o una carrera. 











Matriz de Valoración Ponderada 



Instrucciones: La siguiente matriz de valoración ponderada, está diseñada para asignar una calificación, correspondiente al desempeño del grupo,
en términos generales, será utilizada por cada persona facilitadora para asignar un valor cuantitativo global.  La primera columna le indica el criterio
a evaluar, en las columnas siguientes se describen las conductas observables, que le permitirán valorar el desempeño del grupo.  Seleccione  la
columna que mejor representa el desempeño a nivel grupal, al  consignar una equis (X) en el valor numérico correspondiente. 



Nombre de la Persona Facilitadora: 
CURSO: 



Criterio Excelente Muy Bueno Necesita Mejorar
(    )100              (   ) 90     (    )80                    (   )70 (   ) 60           (  ) 50 



Condición Adquirieron las competencias
para ser certificados



Adquirieron las competencias
básicas  para ser certificados 



No adquirieron las
competencias



Intervención Los aportes de grupo fueron
significativos y bien



correlacionados con el
objeto en estudio



Los aportes fueron
significativos pero no



constantes. 



Los aportes del grupo no
estuvieron bien



correlacionados con el
objeto de estudio. 



Aportes de nuevas
ideas



Siempre se aportaron 
nuevas
ideas



Aportaron algunas nuevas
ideas.



Solo hubo pocos aportes
durante el curso. 



Justifica ideas
aportadas



Se presentaron argumentos
válidos para todas las



ideas aportadas



El grupo presento
argumentos válidos solo
para algunas de las ideas



aportadas.



Presentaron argumentos
no relacionados con las



ideas aportadas. 



Instrumento Grupal o por
persona Participante 











 



Semejanzas y diferencias entre los instrumentos de evaluación de los aprendizajes



Ejercicio  de  síntesis,  marque  con  una  equis  (x)  las  características  de  cada  instrumento.  Algunas  de  las
caracteristicas se cumple para todos los instrumentos. 



Características Lista de Cotejo Escalas Likert Matrices de
Valoración



Establecen criterios por evaluar.



Se organizan en una tabla.
Poseen escala de calificación.
Describen el grado de logro de acuerdo a 
una escala multinivel.
Emplean solo escalas dicotómicas.



Se utilizan para evaluación formativa y 
sumativa.
Valora la totalidad del proceso o 
producto sin detenerse puntualmente en 
sus partes
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PODER JUDICIAL DE COSTA RICA


Escuela Judicial “Lic. Èdgar Cervantes Villalta”


Técnicas de Aprendizaje afines al Enfoque de Aprendizajes por Competencias.


“El elemento esencial en el proceso de aprendizaje es la emoción porque sólo se puede aprender aquello que se ama, aquello que le dice algo nuevo a la persona, que significa algo, que sobresale del entorno”. 


Neuroeducación, Mora 2014


Recopiladas por:  Daisy Quesada Guerrero. 


Presentación


¿Enfoque de Aprendizaje por Competencias desde el Paradigma Constructivista?


Este enfoque busca el desarrollo de Competencias, que desde el marco pedagógico son definidas como la habilidad de actuar de manera responsable y adecuada en un determinado contexto, y que al mismo tiempo integra conocimientos complejos, aptitudes y actitudes. 


Este documento tiene por finalidad recomendarle una serie de estrategias didácticas que permiten el accionar  del enfoque que sustentan los diseños curriculares, son una serie herramientas para  el proceso de planificación de cada una de las sesiones de capacitación.


Es relevante reiterar que son recomendaciones didácticas para los facilitadores y las facilitadoras, estas le orientarán en el tipo de metodología acorde al desarrollo de competencias, para lo cual debe recordar que APRENDIZAJE  es más efectivo:


· cuando se entienda el aprendizaje como proceso de apropiación,


· si se trabaja con orientación en la acción y solución de problemas,


· cuando el nuevo conocimiento para aprender se conexiona a un conocimiento existente (pre saberes) 


· cuando el conocimiento a aprender es útil en el contexto general,


· al aprender en situaciones sociales.


Es importante  considerar que las mejores estrategias de aprendizaje son las construidas por las personas facilitadoras, siempre desde la base de la neurociencia cognitiva que  nos indica, a través del estudio de la actividad de las diferentes áreas del cerebro y sus funciones que solo puede ser verdaderamente aprendido aquello que te dice algo, que  llama la atención y genera emoción, que es diferente y sobresale de la monotonía.


Instrucciones: A continuación encontrará una tabla, en la primera columna corresponde al nombre de la técnica, la siguiente la descripción de la misma y en las últimas columnas indique si es viable la utilización de esa estrategia; siempre considerando las fuentes del currículo: participante, contexto y área del saber. 


Estrategias de Aprendizaje


			Nombre de la Estrategia


			Descripción, procedimientos. 


			 Sí,  es viable la utilización de esa estrategia


			No,  es viable la utilización de esa estrategia





			Explorando conocimientos previos.


			El facilitador o facilitadora, antes de desarrollar el módulo temático, menciona el contenido a desarrollar, selecciona una muestra de participantes,  para que comenten, de forma breve,  sus conocimientos previos sobre la temática, estas respuestas se pueden sistematizar en un pizarrón o diapositiva.


Al iniciar la  charla introductoria el facilitador hará referencia a los conocimientos previos de las personas participantes, lo que permitirá mayor compresión de la temática. 


			


			





			Compartición de ideas (Think-Pair-Share)


			Este patrón propone el flujo de aprendizaje colaborativo para un contexto en el que las personas participantes son agrupados en parejas para resolver un problema sin una solución única.


Las personas participantes tiene tiempo para pensar acerca de la pregunta propuesta por la persona facilitadora. Después forman parejas y discuten sus ideas acerca de la pregunta (Pueden anotar sus ideas). A continuación, comenta y se  analiza en plenaria.


 Generalmente, se está mucho más dispuesto a responder cuando han tenido la oportunidad de discutir sus ideas con un compañero de forma previa.  Además, las respuestas obtenidas son normalmente más concisas intelectualmente ya que han tenido la oportunidad de reflexionar acerca de sus ideas con un compañero.





			


			





			Resolución estructurada de problemas (Structured Problem Solving)


			Grupos de trabajo que tienen un problema para resolver dentro de un tiempo límite. Este problema va precedido de una pequeña lectura relacionada con la actividad o con lo que es necesite para resolver el problema. La formación de los grupos es aleatoria y la producción final consiste en que cualquier persona  participante del grupo sea capaz de explicar el desarrollo y la solución dada al problema. Pasado el tiempo límite, el o la facilitadora pide que un grupo o un determinado participante de cada grupo presente la solución al resto de la clase.


Esto también se puede variar  fácilmente si se forman los grupos aleatoriamente, por ejemplo, por numerales y después dentro de cada grupo es hace que cada participante tome un número entre 1 y 4. Así, en cada grupo habrá una persona participante con el número 1, uno con el 2, uno con el 3 y uno con el 4. El o la facilitadora  puede decir entonces, que, por ejemplo, el número 3 de cada grupo presente la solución del grupo. Los participantes  seleccionados se cambian a otro grupo y les explican sus resultados. Esto ahorra tiempo y permite que más participantes presenten su solución.


Con el intercambio cooperativo, los y las participantes se familiarizan con las


estrategias de resolución de problemas, mejoran su capacidad de comunicación, y refuerzan su interdependencia con los demás miembros del grupo. Por otra parte, si la tarea de resolución del problema se lleva a cabo inmediatamente después de una pequeña lectura, los participantes  son capaces de trabajar también muy rápidamente con los conceptos aprendidos.


			


			





			Método del descubrimiento


			Es un método similar a la resolución estructurada de problemas, excepto que se pide a los grupos que busquen información para resolver el problema que se les ha encargado sin el beneficio de una pequeña lectura previa. El o la facilitadora puede estructurar una tarea de descubrimiento a diferentes niveles asegurándose, de esta manera, que grupos que trabajen más rápido que otros puedan profundizar más en el problema.


			


			





			Cuestionario recíproco guiado (Guided Reciprocal Peer Questioning)


			Posterior a una presentación teórica del facilitador o invitado especialista.  Asigna   una selección de cuestionamientos abiertos o incompletos.


adaptados  a las personas participantes de [5] a  [10] preguntas, que  procuran animar a la síntesis, comparación, contraste y extrapolación a otros conceptos y contextos.


Ejemplos de cuestionamientos abiertos para completar:


- ¿Cuál es la solución al problema de _______ ?


- ¿Qué pasaría si _______ ?


- ¿Qué conclusiones puedes extraer en relación a _______ ?


- ¿Cuál es el mejor _______ y para qué?


- ¿Cómo se hace _______ y como afecta a _______ - ¿Cuál es la deferencia entre _______ y _______ ?


- ¿Son _______ y _______ similares?


- ¿En qué casos se utiliza _______ para _______ ?


- ¿Cuáles son los puntos fuertes y débiles de _______ ?


- ¿Hay alguna otra manera de plantear _______ ?


- ¿Qué otro ejemplo se puede poner de _______ ?


- ¿Qué podría pasar si _______ ?


- ¿Cuáles son las implicaciones de _______ ?


Los y las participantes  se toman unos minutos para completar, de manera individual, algunas preguntas.


 Después forman grupos y por turno formulan sus preguntas y discuten posibles respuestas. Asimismo, el o la facilitadora puede asignar algunas lecturas previas a la sesión y proporcionar algunas de estas preguntas a efectos de que le respondan los grupos o como deberes para la siguiente sesión. 


			


			





			Coaching de aprender en equipo (contenido nuevo + ejercicios


			Presentación de una exposición,  encaminada a la solución de CASOS.


En equipos de trabajo se  formulan  preguntas abiertas orientadas a la necesidad (en sentido del coaching no para contestar sino para iniciar la reflexión para construir la solución)


Los equipos definen  la posible necesidad de aprender más y dan sugerencias para la discutir el problema.


Por último presenta la solución construida haciendo énfasis en el proceso vivido para su construcción (metacognición)


			


			





			Intercambio de casos


			En subgrupos se construyen casos que requieran la aplicación de los aprendizajes adquiridos, estos idealmente basados en la experiencia de los participantes, deben consignar con detalle todos los datos que orientarán la resolución del mismo.


A continuación deben hacer intercambio de casos entre subgrupos, por ejemplo el subgrupo [1] intercambia con el grupo [2], y así sucesivamente, los grupos receptores resuelven los casos, se presentan en plenaria y se construyen conclusiones.


			


			





			El aprendizaje basado en problemas. ABP





			El propósito del ABP, no se centra en la resolución del problema o de la situación problemática, sino en el desarrollo de conocimientos y habilidades que les permita a los y las participantes utilizar recursos de diferentes fuentes y actitudes que motiven la disposición y apertura en la búsqueda de soluciones (Molina, Ortiz, González Asucena Pedraz y Antón, 2003). 


Segón Morales y Landa (2004), tiene ocho fases: 


a. Leer y analizar el escenario del problema. 


b. Realizar una lluvia de ideas. 


c. Hacer una lista con aquello que se conoce. 


d. Definir qué no saben y qué necesitarán para resolver el problema. 


e. Planear cómo van a realizar la investigación. 


f. Trabajo y estudio individual: buscar, obtener y estudiar la información. 


g. Puesta en común de los hallazgos.


 h. Presentar los resultados. 





			


			





			El estudio de casos como estrategia didáctica 





			El estudio de casos, es una estrategia didáctica útil en la formación de profesionales de diferentes disciplinas y áreas del conocimiento, que permite favorecer los procesos de aprendizaje, mediante el desarrollo de estrategias cognitivas que posibilitarán la aplicación del conocimiento en otras situaciones de la vida. Se recomienda los siguientes pasos para su aplicación: 


a. Lectura y estudio del caso para que los sujetos tomen conciencia de la situación que se describe. 


b. Expresión de opiniones y juicios, partir de un trabajo individual en el que se dé la reflexión y elaboración de los principales elementos descriptivos. 


c. Contraste de opiniones, análisis común y la búsqueda de sentido del caso de estudio. 


d. Reflexión teórica en la que se da la reformulación de conceptos que se derivan del análisis del caso estudiado. 


e. Planteamiento de hipótesis tentativas sobre el caso que aproximan al estudio de distintas perspectivas de explicación y análisis de las situaciones. 





			


			





			Modelo de


aplicación de principios y normas.  





			Usualmente, son situaciones simuladas, que tienen como propósito seleccionar y aplicar principios y normas, por lo que es especialmente utilizado en el ámbito del derecho . 


Pasos para la resolución:  


A. Estudio de la situación. 


 


B. Selección de un problema, conflicto o incidente objeto de estudio y  propuesta de un ejercicio de representación de papeles.


  


C. Reflexión sobre el proceso, la resolución de la situación, los efectos de la toma de decisiones adoptada, la “actuación de los personajes representados” y sobre los temas teóricos implicados y que están en  la base de toda la acción.  





			


			








¡IMPORTANTE!


¿Qué debo considerar  para seleccionar las estrategias didácticas?  


Cuando analice, seleccione o cree cada técnica para verificar su validez hágase  los siguientes cuestionamientos:
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¿Responde a los intereses y necesidades de las personas PARTICIPANTES?









Fuentes del Currículo









¿Responde al ÁREA DE SABER, el tema principal,  en el que se pretende capacitar?









¿Responde al CONTEXTO del Poder Judicial? Recuerde que los procesos de formación son visionarios
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TAXONOMÍA DE ROBERT  MARZANO1 
VERBOS RECOMENDADOS PARA INDICADORES Y NIVELES COGNITIVOS 



           -      NIVEL COGNOSCITIVO                                                                                                                                                                                                                                                                                                             + 
1 



RECUPERACIÓN 
Dimensión 1  



Actitudes y percepciones positivas acerca 
del aprendizaje. 



 
Se refiere al hecho de que sin actitudes y 
percepciones positivas, los estudiantes 
difícilmente podrán aprender 
adecuadamente. 
 
 
 
 
 
 
 
 
(BLOOM  NIVEL 1 = CONOCIMIENTO) 
Observación y recordación de información; 
conocimiento de fechas, eventos, lugares; 
conocimiento de las ideas principales; 
dominio de la materia. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
El estudiante recuerda y reconoce 
información e ideas además de principios 
aproximadamente en la misma forma en 
que los aprendió 



2 
COMPRENSIÓN 



Dimensión 2 
Adquisición e integración 



del conocimiento. 
 



Se refiere a ayudar a los estudiantes a integrar 
el conocimiento nuevo con el conocimiento 
que ya se tiene; de ahí que las estrategias 
instruccionales para esta dimensión están 
orientadas a ayudar a los estudiantes a 
relacionar el conocimiento nuevo con el 
previo, organizar el conocimiento nuevo de 
manera significativa, y hacerlo parte de su 
memoria de largo plazo. 
 
 



 
(BLOOM  NIVEL 2  = COMPRENSIÓN) 



 
Entender la información; captar el significado; 
trasladar el conocimiento a nuevos contextos; 
interpretar hechos; comparar, contrastar; 
ordenar, agrupar; inferir las causas predecir 
las consecuencias. 
 
 
 
 
 
 
 
 
El estudiante esclarece, comprende, o 
interpreta información en base a 
conocimiento previo 



3  
ANÁLISIS 



Dimensión 3  
Extender y refinar el conocimiento. 



 
Se refiere a que el educando añade nuevas 
distinciones y hace nuevas conexiones; analiza lo 
que ha aprendido con mayor profundidad y mayor 
rigor. Las actividades que comúnmente se 
relacionan con esta dimensión son, entre otras, 
comparar, clasificar y hacer inducciones y 
deducciones. 
 
 
 
 
 
 



(BLOOM  NIVEL 4 =  ANÁLISIS) 
 
Encontrar patrones; organizar las partes; reconocer 
significados ocultos; identificar componentes. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
El estudiante diferencia, clasifica, y relaciona las 
conjeturas, hipótesis, evidencias, o estructuras 
de una pregunta o aseveración. 



4 
APLICACIÓN 
Dimensión 4 



Usar el conocimiento significativamente. 
 



Se relaciona, según los psicólogos cognoscitivistas, 
con el aprendizaje más efectivo, el cual ocurre 
cuando el educando es capaz de utilizar el 
conocimiento para realizar tareas significativas. En 
este modelo instruccional cinco tipos de tareas 
promueven el uso significativo del conocimiento; 
entre otros, la toma de decisiones, la investigación, 
y la solución de problemas. 
 
 
 
 
 



(BLOOM  NIVEL 3  = APLICACIÓN) 
 



Hacer uso del conocimiento o de la información; 
utilizar métodos, conceptos, teorías, en situaciones 
nuevas; solucionar problemas usando habilidades o 
conocimientos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
El estudiante selecciona, transfiere, y utiliza 
datos y principios para completar una tarea o 
solucionar un problema. 



5 
METACOGNICIÓN 



Dimensión 5  
Hábitos mentales productivos. 



 
Sin lugar a dudas, una de las metas más 
importantes de la educación se refiere a los 
hábitos que usan los pensadores críticos, 
creativos y con autocontrol, que son los hábitos 
que permitirán el autoaprendizaje en el individuo 
en cualquier momento de su vida que lo 
requiera. Algunos de estos hábitos mentales son: 
ser claros y buscar claridad, ser de mente abierta, 
controlar la impulsividad y ser consciente de su 
propio pensamiento. 
 
 



(BLOOM  NIVEL =  5ÍNTESIS) 
 
Utilizar ideas viejas para crear otras nuevas; 
generalizar a partir de datos suministrados; 
relacionar conocimiento de áreas persas; 
predecir conclusiones derivadas. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
El estudiante genera, integra y combina ideas 
en un producto, plan o propuesta nuevos para 
él o ella. 



6 
Dimensión  



SELF-SYSTEM= Sistema de uno mismo 
=AUTORREGULACIÓN 



Sistema de Conciencia del Ser 
Está compuesta de  actitudes, creencias y sentimientos que 
determina la motivación individual para completar 
determinada tarea. 
 
Los factores que contribuyen a la motivación son: la 
importancia, la eficacia y las emociones. 
 
Evaluación de importancia: determinar que tan 
importante es el conocimiento y la razón de su percepción. 
 
Evaluación de eficacia: identifica sus creencias sobre 
habilidades que mejorarán su desempeño o comprensión 
de determinado conocimiento. 
 
Evaluación de emociones: identificar emociones ante 
determinado conocimiento y la razón por la que surge 
determinada emoción. 
 
Evaluación de la motivación: identificar su nivel de 
motivación para mejorar su desempeño o la comprensión 
del conocimiento y la razón de su nivel 



 
(BLOOM  NIVEL 6  =  EVALUACIÓN) 



 
Comparar y discriminar entre ideas; dar valor a la 
presentación de teorías; escoger basándose en argumentos 
razonados; verificar el valor de la evidencia; reconocer la 
subjetividad. 
 
El estudiante valora, evalúa o critica en base a 
estándares y criterios específicos. 



repetir definir interpretar predecir distinguir  examinar aplicar producir planear definir juzgar detectar 
registrar listar traducir asociar analizar catalogar emplear resolver proponer combinar evaluar debatir 
memorizar rotular reafirmar estimar diferenciar inducir utilizar ejemplificar diseñar reacomodar clasificar argumentar 
nombrar identificar describir diferenciar destacar inferir demostrar comprobar formular compilar estimar cuestionar 
relatar recoger reconocer  extender experimentar discriminar practicar calcular reunir componer valorar decidir 
subrayar examinar expresar resumir probar subdividir ilustrar manipular construir  relacionar calificar establecer gradación 
enumerar tabular informar discutir comparar desmenuzar operar completar crear elaborar seleccionar probar 
enunciar citar revisar contrastar contrastar separar programar mostrar establecer explicar medir medir 
recordar  identificar distinguir criticar ordenar dibujar examinar organizar concluir descubrir recomendar 
describir  ordenar explicar discutir explicar esbozar modificar dirigir reconstruir justificar explicar 
reproducir  seriar ilustrar diagramar conectar convertir relatar preparar idear estructurar sumar 
  exponer  inspeccionar seleccionar transformar clasificar deducir reorganizar pronosticar valorar 
  parafrasear  pedir arreglar cambiar descubrir resumir reordenar predecir criticar 
  comparar  clasificar categorizar experimentar computar generalizar desarrolla apoyar discriminar 
    separar  usar construir integrar reescribe predecir convencer 
        substituir generalizar concluir establecer rangos 
        crear modificar   
        inventar plantear   
        plantear hipótesis    



1 Marzano,   R. J.  (2001). Designing a new taxonomy of educational objectives. Experts in Assessment Series, Guskey, T. R., & Marzano, R. J. (Eds.). Thousand Oaks, CA: Corwin 
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Escuela Judicial “Lic. Édgar Cervantes Villalta” 


Enfoque de Aprendizaje por Competencia


ANÁLISIS FUNCIONAL – MAPA FUNCIONAL


Puesto:  TÉCNICO JUDICIAL


Rol ocupacional: Comunicación Judicial 


¿Cuál es su utilidad?


Permiten:


1. Identificar  las capacidades a desarrollar. Correlacionando los procesos con el Perfil Profesional 


2. Determinar los ejes temáticos de aprendizaje para la capacitación.


3. Determinar las características y las especializaciones del cuerpo docente que actuarán en el espacio formativo.  


4. Establecer el tipo de materiales curriculares que servirán de apoyo.


5. Definir el carácter de las evaluaciones a realizar sobre los desempeños esperados 


6. Reconocer las cualidades del equipamiento o materiales que requiere la formación.


Escuela Judicial


ANÁLISIS FUNCIONAL – MAPA FUNCIONAL 


			PERSONAS PERITOS DE LOS DEPARTAMENTOS DE CIENCIAS FORENSES Y MEDICINA LEGAL 





			ANÁLISIS FUNCIONAL:





			Proceso de desagregación a partir del propósito clave de una organización que se utiliza para identificar las competencias inherentes al ejercicio de las funciones laborales y de las actividades que las componen





			MAPA FUNCIONAL





			El mapa funcional referido al rol, se expresa en unidades y en elementos de competencia permite transparentar la naturaleza de las funciones que se cumplen en el desempeño de ese rol y el tipo de capacidades que se requieren del sujeto que lo ejerce.





			Rol ocupacional:  Se redacta: verbo+objeto (comunicaciones judiciales)+condición/contexto





			Unidades de Competencia 


Función productiva que describe el conjunto de las actividades diferenciadas que serán cumplidas desde el rol laboral seleccionado. 


			Elementos de Competencia


 Desagregación de la función principal que pretende especificar algunas de las actividades clave o la actividad crítica de la función. Una función, según su variedad o su complejidad , puede especificarse en uno o en varios elementos de competencia. 





			Verbo+objeto+condición/contexto 


			Verbo+objeto+condición/contexto 


Verbo+objeto+condición/contexto 


Verbo+objeto+condición/contexto 
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			Verbo+objeto+condición/contexto 
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			Verbo+objeto+condición/contexto 
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TÉCNICO EN COMUNICACIONES JUDICIALES


Propósito del Puesto


Ejecutar labores relacionadas con la notificación de las resoluciones, entrega de citaciones y cualquier comunicado emitido por órganos de Justicia respectivos de conformidad con lo establecido por la ley.


Funciones Principales


Función Técnica: Ejecutar funciones de naturaleza técnica, para lo cual debe aplicar los procedimientos, disposiciones administrativas y legales.


-Notificar resoluciones, entregar citaciones y cualquier comunicado judicial emitidos por los tribunales respectivos, según lo establecido por la ley.


-Recibir, clasificar y hacer listas de las órdenes de citaciones a efectuar por expediente, además de revisar la lista de entrega y expedientes para corroborar el número de causa, foliatura, condición y partes involucradas entre otros datos similares.


-Devolver expedientes a quien corresponda si la foliatura es errónea y los casos notificados al Secretario dentro del tercer día.


-Confeccionar las boletas de Orden de Citación, cuando se requiera.


-Registrar electrónicamente y en los libros correspondientes las boletas de órdenes de Citación ingresadas, indicando fecha de recibido y entrega, nombre de la persona a citar y número de expediente.


-Verificar que la boleta de presentación ingresada corresponda a una citación realizada.


-Indicar el recibido en la boleta de citación, lo cual comprende fecha, dirección exacta y nombre de quien recibe.


-Notificar por edicto cuando así se ordena.


-Confeccionar el rotulado de las cédulas y las actas de notificación para consignar: partes y direcciones a  notificar, así como las constancias cuando no se haya podido efectuar la tarea.


-Devolver las citaciones indicando si fue efectuada o no la diligencia, con la respectiva justificación.


-Clasificar y agregar folios junto con las actas de notificación a sus respectivos expedientes.


-Colaborar recibiendo escritos y buscando expedientes archivados y en otras labores de la oficina.


-Tramitar las comisiones a notificar en materias a cargo del despacho.


-Velar por el buen uso, mantenimiento, limpieza y conservación del equipo de trabajo asignado.


-Rendir informes sobre la labor efectuada cuando sea necesario.


-Colaborar con la atención al público y evacuar consultas relacionadas con los asuntos propios de la oficina, según lo permita la ley.


-Realizar otras labores propias del cargo.


Factores Organizacionales y Ambientales


Responsabilidad por funciones 


Debe ejercer eficientemente las labores a su cargo; las actividades que ejecuta demanda responsabilidad para la calidad, precisión y cantidad de los resultados; así como por la exactitud de los procesos y la información que se suministra. 


Debe aplicar los procedimientos, disposiciones administrativas y legales; así como las normas de seguridad e higiene ocupacional establecidas. 


Por relaciones de trabajo 


Las actividades originan relacionarse con compañeros, superiores; funcionarios de otras oficinas y personas externas a la institución; la información que suministra puede causar fricciones o conflictos  y debe ser manejada con la debida discreción.


Por equipo materiales y valores


Debe velar por el adecuado uso y mantenimiento del equipo, materiales, y demás instrumentos asignados para el cumplimiento de sus actividades.


Condiciones de trabajo


Esta actividad demanda esfuerzo mental para coordinar ideas y aplicar el juicio y el criterio para atender varias actividades en forma simultánea, resolver problemas de alguna complejidad y tomar decisiones con base en precedentes y procedimientos establecidos.


Para el cumplimiento de esta labor el ocupante del cargo debe desplazarse a diversos lugares, zonas marginales y conflictivas así como extender su jornada laboral en caso que se requiera.


Para el cumplimiento de esta labor el ocupante del cargo se encuentra sujeto a plazos establecidos.  


Consecuencia del error


Los errores que eventualmente se cometan pueden causar inconvenientes y atrasos en los procesos judiciales, además de poder acarrear inexactitud en la información que se suministra.


Supervisión ejercida 


No ejerce supervisión.


Supervisión recibida 


Trabaja con cierta independencia siguiendo instrucciones generales, las normas que se dicten al efecto; procedimientos y disposiciones administrativas, técnicas y legales vigentes.  La labor es evaluada mediante la apreciación de la eficiencia y calidad de los resultados obtenidos.


COMPETENCIAS GENÉRICAS


			


			Dominio de la competencia





			COMPETENCIAS 


GENÉRICAS


			Aceptable 


			Eficiente 


			Superior





			Compromiso


			


			


			





			Ética y transparencia


			


			


			





			Excelencia


			


			


			





			Responsabilidad


			


			


			





			Servicio de calidad


			


			


			








Compromiso


Actuar con responsabilidad cumpliendo con los deberes y obligaciones asignados.


-Conductas observables:


· Demuestra un alto nivel de compromiso con la institución y  las personas usuarias, perseverando en la obtención de los resultados pese a los obstáculos o dificultades. 


· Se esfuerza por hacer bien su trabajo y pone en práctica nuevas formas sin dejar de hacerlo de una manera eficiente.


· Pone en práctica diferentes alternativas o estrategias para lograr los objetivos institucionales cuando el procedimiento inicialmente planteado no funciona.


Ética y transparencia


Guiarse con apego a los principios de integridad y honradez; sentir y obrar en todo momento con transparencia para que mediante sus actuaciones promueva la credibilidad y confianza de las personas con las que se relaciona durante el ejercicio de su responsabilidad.


-Conductas observables:


· Actúa permanentemente dentro de las normas éticas y morales.


· Muestra disposición a actuar honestamente incluso en situaciones riesgosas y difíciles.


· Demuestra un comportamiento intachable desde lo personal hacia lo laboral, actuando siempre conforme a los lineamientos y políticas establecidas por la institución.


Excelencia


Cumplir con los deberes y obligaciones en un marco de innovación y creatividad que asegure el desarrollo de las funciones con un alto nivel de desempeño.


-Conductas observables:


· Se preocupa por progresar continuamente en la efectividad del trabajo.


· Muestra interés por aprender prácticas, conceptos y herramientas útiles para desempeñar su trabajo.


· Identifica, desarrolla y aplica alternativas de cumplimiento y solución en la consecución de los objetivos planteados.


Responsabilidad


Cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos asumiendo las consecuencias de sus actos, por encima de sus propios intereses, esforzándose por dar más de lo que se le pide y colaborando, con los demás.


-Conductas observables:


· Realiza esfuerzos adicionales, cumpliendo tareas que van más allá de sus responsabilidades.


· Demuestra capacidad para establecer prioridades y enfocar esfuerzos hacia el logro de los deberes, obligaciones y compromisos de la institución como si fuera suyos.


· Rinde cuentas de los resultados de su gestión, mostrando un alto grado de responsabilidad por las consecuencias de sus resultados.


Servicio de Calidad


Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a los usuarios internos y externos de la institución.


-Conductas observables:


· Demuestra interés por comprender adecuadamente las necesidades de los usuarios internos y externos.


· Responde a los requerimientos de servicio de los usuarios internos y externos en forma oportuna y efectiva.


· Mantiene una actitud proactiva, cordial y asertiva con relación a los usuarios internos y externos.


COMPETENCIAS ESPECÍFICAS


			


			Dominio de la competencia





			COMPETENCIAS 


ESPECÌFICAS


			Aceptable 


			Eficiente 


			Superior





			Actitud de colaboración


			


			


			





			Comunicación escrita


			


			


			





			Objetividad


			


			


			





			Orden


			


			


			





			Precisión


			


			


			








Actitud de colaboración


Disposición para colaborar. Mostrar apertura para la flexibilidad en los horarios, así como en el traslado y la ejecución de las tareas.



-Conductas Observables


· Aporta su colaboración tanto dentro como fuera de su área, lo que permite impactar positivamente en la imagen que proyecta a los demás y en sus metas.


· Se interesa por ser una persona flexible y anuente a ejecutar sus labores en diferentes lugares o áreas.


· Ejecuta acciones de colaboración aportando el esfuerzo que sea necesario para que el trabajo sea de calidad y en el tiempo requerido, cumpliendo con los estándares de la institución.


Comunicación escrita


Transmitir información, ideas y criterios a través de la escritura, aplicando la terminología adecuada y adaptándola a los procedimientos del Poder Judicial, de manera que sea comprensible e unívoco; comprender los mensajes escritos y los documentos técnicos elaborados por otras personas que tengan relevancia para desempeñar su labor.



-Conductas Observables:


· Transmite la información requerida de forma entendible para el usuario, destinatario o público en general.


· Emplea el lenguaje y forma adecuada para hacer llegar el mensaje.


· Es coherente y concreto en sus informes escritos lo cual se evidencia con la comprensión del mensaje.


Objetividad



Manejar con justicia y coherencia la información recolectada y atender de manera objetiva las necesidades y requerimientos de los usuarios, a través de los debidos procesos y procedimientos, desligándose de sus convicciones personales y valoraciones subjetivas.



-Conductas Observables:


· Su actuación profesional se sustenta en razonamientos acordes a los  contextos, evitando que circunstancias o personas afecten el hecho central que está tratando de resolver.


· Se enfoca en los hechos y pruebas y no en las personas o circunstancias, lo que le permite ver los problemas con un enfoque equilibrado. 


· Controla en todo momento las convicciones personales y subjetivas que puedan afectar su juicio y razonamientos.


Orden


Organizar eficazmente las actividades asignadas o las responsabilidades adquiridas, utilizando el tiempo en la forma más eficiente posible.



-Conductas Observables:


· Organiza el desarrollo de sus tareas, priorizando las actividades de acuerdo a los objetivos y a los procedimientos establecidos.


· Considera experiencias previas para anticiparse y responder con mayor efectividad a las exigencias de su función.


· Establece prioridades y plazos y aprovecha el tiempo.


Precisión



Realizar tareas, actividades o procesos con minuciosidad, exactitud y apego total a los estándares que las circunscriben.



-Conductas Observables:


· Da seguimiento riguroso a los datos o información generada, garantizando que ésta responda a las expectativas de los usuarios.


· Realiza una generación de datos dentro de los márgenes de tiempos requeridos y apegado a los estándares de calidad esperados para su puesto.


· Los resultados de su trabajo se caracterizan por un eficiente nivel de precisión y atención al detalle, lo que da como resultado un rendimiento consistente de conocimiento.


COMPETENCIAS TÉCNICAS 


			ÁREAS DE CONOCIMIENTO








Cultura institucional



•
Ética y Valores compartidos que orientan el accionar institucional


•
Atención a la persona usuaria


•
Políticas institucionales


Técnicas de Comunicación  EFECTIVA


•
Redacción y ortografía


•
Comunicación oral


•
Servicio de calidad a la persona usuaria


SISTEMAS DE APOYO A LA FUNCIÓN 


•
Dominio de herramientas informáticas y de los sistemas operativos de uso institucional


REQUISITOS ACADÉMICOS


· Bachiller en Educación Media


EXPERIENCIA 


· Requiere un mínimo de un año de experiencia en labores relacionadas con el puesto


OTROS REQUERIMENTOS OBLIGATORIOS 


· Licencia de conducir B1 y A-2, cuando el puesto así lo requiera al día.


CLASE ANCHA: Técnico en Comunicaciones Judiciales   


PERFIL COMPETENCIAL (CLASE ANGOSTA): TÉCNICO en Comunicaciones Judiciales


Grupo Ocupacional: Técnico Jurisdiccional


Aprobada: Corte Plena 


Sesión: Nº 41-15 del 16 de noviembre  2015


Artículo: XII


0
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TÉCNICO JUDICIAL


PROPÓSITO DEL PUESTO 


Ejecutar labores de técnicas relacionadas con la función jurisdiccional del despacho en el que se ubica. 


FUNCIONES PRINCIPALES  


Función Técnica: Ejecutar funciones de naturaleza técnica, para lo cual debe aplicar los procedimientos, disposiciones administrativas y legales.


Proveedor: Gestión de documentos y acciones propias del proceso jurisdiccional del despacho conforme la normativa aplicable.


-Recibir, revisar y dar curso a las diligencias, demandas, escritos, notificaciones, comunicaciones y expedientes que ingresen al despacho, según los procedimientos establecidos para la materia asignada.


-Redactar proyectos de resoluciones, encabezamientos y resultados de sentencias, actas, solicitudes de defensor, certificaciones de juzgamientos, correspondencia y otros trabajos.


-Transcribir resoluciones, oficios, providencias, autos sentencias, actas, votaciones, cuadros estadísticos, informes, autos y otras a cargo del despacho.


-Firmar las actas y documentos cuando así corresponda.


-Solicitar información y dictámenes periciales ante instancias internas o externas, para el trámite de los procesos.


-Recoger y registrar la votación al final de cada audiencia.


-Recibir y trasladar a la instancia correspondiente denuncias, declaraciones, pruebas o legajos en general, que no sean de conocimiento de la oficina o contra las cuales se haya planteado recurso de apelación.


-Formar legajos de diligencias y agregar a los mismos: escritos, oficios, documentos, correspondencia y otros de naturaleza similar, siguiendo los procedimientos establecidos.


-Verificar en los legajos: plazos, convocatorias a debate, citas, audiencias, declaratoria de rebeldía, archivo fiscal o sobreseimiento provisional y de otros actos judiciales, con fines diversos.


-Enviar a la oficina correspondiente, para su debido diligenciamiento, las resoluciones que el Juez ordenó notificar por los medios idóneos.


-Remitir, a quien corresponda, las citaciones, órdenes de presentación, órdenes de captura e impedimentos de salida del país.


-Confeccionar, actualizar y remitir: certificaciones, notas de embargo y levantamiento del mismo; ejecutorias, órdenes de libertad, constancias, listas de entrega para notificación, citaciones a juicio, presentaciones, telegramas, carátulas, recordatorios, estados de conciliación y otros.


-Colaborar en la sistematización de jurisprudencia útil para el despacho.


-Hacer las respectivas prevenciones, localizar y poner en autos a los intervinientes, según las necesidades procesales.


-Confeccionar notas, oficios, telegramas, listados, correspondencia e informes diversos en los plazos establecidos.


-Cumplir diversas actuaciones judiciales como:  hacer lecturas, actuar como pregonero, asistir a diligencias, asistir a debates, distribuir audiencias y vistas de casación, revisar casillas, controlar términos, dictar deserciones y similares, según proceda. 


-Buscar y archivar expedientes, sentencias, pruebas y demás documentos. 


-Hacer las remesas de expedientes y enviarlas a quien corresponda. 


-Recibir actas de aceptación y nombramiento de peritos, curadores, consentimiento de adopciones, depósitos provisionales y otros.


-Rotular, identificar, enumerar, clasificar y custodiar pruebas, evidencias y documentos 


-Atender y evacuar consultas de sus superiores, compañeros, autoridades judiciales y público en general, relacionadas con los asuntos del despacho, según lo permita la ley.


-Levantar informaciones, tomar declaraciones, recibir indagatorias, entrevistas a menores y cualquier otra prueba dispuesta por el superior, verificando lo que corresponda, según las formalidades de ley.


-Convocar a audiencias y citar a testigos, partes interesadas y demás, según las necesidades procesales.


-Resolver escritos y colaborar con el trámite de expedientes.


-Elaborar listados de expedientes y documentos asociados que deben ser migrados. 


-Cumplir diversas actuaciones judiciales como: hacer lecturas, actuar como pregonero, asistir a diligencias, asistir a audiencias y vistas, revisar casillas, controlar términos y similares, según proceda.


-Asistir al Juez en diligencias propias de su cargo, tanto dentro como fuera del despacho.


-Asistir al Juez durante la celebración del remate y las juntas de acreedores.


-Realizar e incluir en el Sistema de Gestión del despacho resoluciones que refieran al trámite de los asuntos.


-Confeccionar, actualizar y remitir: certificaciones, notas de embargo y levantamiento del mismo; ejecutorias, constancias, desglose electrónico de notificación, citaciones, carátulas, recordatorios, estados de conciliación  y otros.


-Efectuar labores de cajero.


-Efectuar la práctica material del embargo, cuando sea necesario, la realizará con carácter de oficial público.


-Revisar actas del Consejo Superior, Corte Plena, Resoluciones. La Gaceta, Boletín Judicial y recopilar la información de interés para la oficina.


-Realizar el inventario periódico de expedientes.


-Actualizar datos en los sistemas informáticos el Escritorio Virtual, el Sistema Gestión de Despachos Judiciales, el Sistema de Depósitos Judiciales; además, del Sistema de Registro de Embargos y Mandamientos (SREM) y la agenda CRONOS, entre otros.


Realizar el registro del señalamiento masivo; del señalamiento para audiencia y agendarlos en la agenda Cronos y en el expediente.


-Anotar el señalamiento para audiencia en la agenda cronos y en el expediente. 


-Realizar otras funciones propias del cargo.


Manifestador: Gestión con el usuario del servicio público de justicia, las diferentes partes del proceso y hacia lo interno del Poder Judicial. 


- Atender al usuario de forma cortés, diligente y oportuno conforme a los medios de atención establecidos en el despacho.


-Mantener al día los diferentes controles establecidos en el área de atención al público.


-Informar al usuario respecto a la realización de las audiencias y juntas de quiebras, entre otras.


-Atender quejas y observaciones verbales que las partes manifiesten sobre el servicio prestado, de ser necesaria


-Localizar y mostrar a instancia de las partes el expediente judicial que este bajo conocimiento del despacho judicial.


-Brindar información al usuario respecto de la realización de las vistas, juicio o audiencias preliminares.


-Coordinar la solicitud de expedientes que se encuentren en el Archivo Judicial o en el Archivo del Circuito, cuando son solicitados por los usuarios.


-Entregar a los usuarios de acuerdo con los controles establecidos: certificaciones, constancias, mandamientos, exhortos o citaciones de los testigos Tomar y transcribir las manifestaciones de las partes. 


-Consultar la ubicación y estado de los expedientes en el Sistema de Gestión de Despachos Judiciales.


-Acompañar las partes a fotocopiar expedientes y documentos en archivo, bajo su custodia y responsabilidad. 


-Custodiar los expedientes que estén bajo su responsabilidad.


-Firmar la razón de recibido de los escritos, los documentos y las copias que sean presentadas al despacho.


-Registrar el historial de los menores internados y referirlos a Trabajo Social, según los procedimientos establecidos.


Asistir en Audiencia o Juicio: Gestión y apoyo a los representantes de la Judicatura en las audiencias o Juicios. 


-Revisar que la sala en que se realizará el juicio esté debidamente acondicionada.


-Verificar que el equipo de grabación y sonido se encuentre en buen estado.


-Revisar que, en la Sala de Juicio, o audiencia se encuentre el expediente y la documentación correspondiente al debate a realizar. 


-Revisar que las partes, testigos y peritos estén debidamente citados, notificados y ubicados en la sala de juicio.


-Verificar que el público que asiste al juicio este ubicado en el lugar debido.


-Colaborar con medidas adecuadas y pertinentes que permitan preservar los equipos en buen estado.


-Operar el equipo de audio, video y grabación de la Sala de Juicio.


-Custodiar y respaldar el audio y video de las audiencias, de ser necesario   facilitar a las partes copia del mismo, enviarlo al archivo correspondiente.


-Hacer resúmenes del requerimiento de la prueba ofrecida por las partes para tenerlos a la vista el día del juicio. 


-Presentar a las partes y al público general la conformación del Tribunal indicando el Juez que preside el Juicio y establecer las consideraciones de orden en la etapa de juicio.


-Coordinar los aspectos logísticos necesarios para no afectar el desarrollo del juicio oral y público o la audiencia.


-Realizar el llamado de testigos u otros que se encuentren en la sala de espera. 


-Coordinar con la persona encargada de seguridad todos los aspectos que se refieren al tema en la Sala de Juicio.


-Atender situaciones de emergencia que puedan presentarse durante la celebración del juicio.


-Informar a los integrantes del Tribunal de cualquier eventualidad que surja en el desarrollo del debate. 


-Recoger y registrar la votación al final de cada sesión. 


-Realizar cualquier trámite que surja en la etapa de juicio.


-Gestionar con quien corresponda el pago de viáticos de testigos.


-Entregar comprobantes de asistencia solicitados por las partes o testigos.


-Archivar, conservar y controlar los legajos administrativos y expedientes judiciales; además, de fotocopias certificadas que se encuentren en la etapa de juicio.


-Llevar y mantener actualizados la agenda electrónica, registros, libros, índices y recopilaciones sobre expedientes en la etapa de juicio, casos en estudio, votos, expedientes turnados, jurisprudencia, resoluciones de interés, así como administrar los sistemas de control de expedientes.


-Colaborar en lo relativo a la votación, turno de los expedientes y recursos, entre los integrantes y colaborar para que las resoluciones sean firmadas en forma oportuna.


-Remitir copia de las resoluciones del despacho a las instancias y oficinas correspondientes, cuando proceda legalmente.


-Tramitar dictámenes periciales ante instancias internas o externas, que se hayan ordenado en los procesos.


-Tramitar correspondencia; redactar oficios, notas y otros documentos similares que correspondan a la Sección del Tribunal.


-Solicitar y rendir informes de diversa naturaleza relacionados con el trámite y gestión de la Sección del Tribunal.


-Transcribir resoluciones, oficios, providencias, autos sentencias, actas, votaciones, cuadros estadísticos, informes, autos y otras a cargo del despacho 


-Colaborar para que los trámites que se realicen en el despacho se realicen conforme a los principios de la oralidad.


-Buscar y archivar expedientes, sentencias pruebas y demás documentos.


-Atender y evacuar consultas de sus superiores, compañeros, autoridades judiciales y público en general, relacionadas con los asuntos del despacho. 


-Realizar otras labores propias del cargo.


Otras labores de apoyo: Realizar labores de apoyo y generales para la función jurisdiccional del despacho. 


-Ejecutar labores de apoyo y de oficina en diferentes despachos judiciales


-Llevar y mantener actualizados los libros, registros y archivos manuales e informatizados de la oficina, conforme a sistemas establecidos.


-Colaborar con la capacitación e inducción de personal de reciente ingreso.


-Efectuar labores de cajero.


-Mantener actualizada la pizarra informativa. *


-Realizar otras funciones propias del cargo.


FACTORES DE CLASIFICACIÓN Y VALORACIÓN DE PUESTOS  


Responsabilidad por funciones 


Es responsable contribuir con el proceso judicial, ejecutando una serie de actividades jurisdiccionales especializadas las cuales contribuyen a la toma de decisiones por parte del juez, en estricto apego a las normas que se dicten al efecto, métodos, sistemas y procedimientos técnicos, administrativos y legales. 


Esta actividad requiere de revisar aspectos de validez y eficacia de los escritos de las partes, agregar los escritos a los expedientes, elaborar proyectos de resolución, actualizar información en registros, elaborar mandamientos y comunicaciones con autoridades o departamentos, entre otros. 


Le corresponde velar por el ágil diligenciamiento de los casos a su cargo, hacer notificaciones y realizar el aseo cuando no existan los puestos correspondientes.


Debe observar discreción y confidencialidad respecto a los asuntos que se le encomiendan y de la información que conoce.


Por relaciones de trabajo 


Le corresponde mantener relaciones constantes con personas internas y externas a la institución, las cuales deben ser atendidas de forma moderada, respetuosa y diligente.


Por equipo, materiales y valores


Debe velar por el adecuado uso y mantenimiento del equipo de cómputo y grabación, suministros y demás materiales asignados para el cumplimiento de sus actividades; por consiguiente, debe reportar a la instancia respectiva, el estado del equipo de grabación, para detectar a tiempo cualquier falla, necesidad de baterías, audífonos o sustitución del mismo.


Condiciones de trabajo


Generalmente, esta actividad se realiza en condiciones controladas de oficina las cuales demandan de cierto esfuerzo mental.  Pueden ser desarrolladas de forma individual o en equipo.   Además, esta labor demanda mantener una misma posición la mayor parte de la jornada laboral.


Para el cumplimiento de esta labor el ocupante del cargo se encuentra sujeto al cumplimiento de plazos establecidos en los asuntos asignados, así como prestar los servicios cuando sean requeridos.  


Consecuencia del error


Los errores que eventualmente se cometan pueden causar daños o atrasos en los procesos judiciales en los cuales se encuentra inmerso el cargo lo que genera un perjuicio a los usuarios del sistema judicial con la correspondiente responsabilidad administrativa o penal por el hecho cometido; no obstante, existen mecanismos que permiten detectarlos y corregirlos a tiempo.


Supervisión ejercida 


No ejerce supervisión.


Supervisión recibida 


Trabaja siguiendo instrucciones generales, las normas que se dicten al efecto; procedimientos y disposiciones administrativas.  La labor es evaluada mediante la apreciación de la eficiencia y calidad de los resultados obtenidos.
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Compromiso 


Actuar con responsabilidad para cumplir con los fines institucionales, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente y brindando un servicio de calidad.


-Conductas observables:


· Se plantea retos en su trabajo diario proponiéndose llegar más allá de lo meramente establecido.


· Se preocupa por hacer bien el trabajo asignado y realiza propuestas sobre nuevas formas para mejorar su desempeño.


· Es perseverante en el alcance de metas y objetivos en los tiempos establecidos.


Ética y transparencia


Disposición para actuar con un marcado interés por el respeto y cumplimiento a las normas y principios morales que rigen el ejercicio jurisdiccional.


-Conductas observables:


· Se desempeña de manera correcta en todas sus actuaciones.


· Actúa permanentemente dentro de las normas éticas y morales.


· Muestra disposición a actuar honestamente incluso en situaciones riesgosas y difíciles.


· Demuestra un comportamiento intachable desde lo personal hacia lo laboral, actuando siempre conforme a los lineamientos y políticas establecidas por la institución.


Humanismo y Conciencia Social


Disposición para atender de forma efectiva los requerimientos del entorno, con diferentes personas y grupos, ajustándose a contextos sociales distintos.


-Conductas observables:


· Entiende rápidamente las circunstancias del entorno donde se desenvuelve y es tolerante de la diversidad social.


· Muestra interés por conocer los puntos de vista y sentimientos de los demás.


· Atiende y toma en cuenta los intereses de los demás y es capaz de adaptar moderadamente los suyos.


· Se ajusta a contextos sociales distintos.


Iniciativa


Capacidad personal de orientar la acción innovadora y creativa para hacer mejor las funciones, actuando de manera proactiva, haciendo propuestas de mejora concretas y agilizando el trabajo a través de nuevas oportunidades ó soluciones de problemas.


-Conductas observables:


· Se anticipa situaciones que no son evidentes para otros y realiza acciones para prevenir los problemas que pudieran acarrear.


· Se preocupa por elaborar y tener respuestas alternativas ante situaciones problemáticas que podrían presentarse.


· Cuando nadie puede aportarle una solución frente a alguna eventualidad que impacte el desarrollo habitual de su trabajo, resuelve dicha dificultad de manera autónoma, evitando demoras.


Responsabilidad


Cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos asumiendo las consecuencias de sus actos, por encima de sus propios intereses, esforzándose por dar más de lo que se le pide y colaborando, con los demás.


-Conductas observables:


· Mantiene un compromiso hacia el logro de las metas frente a frustraciones u obstáculos.


· Asume ante los demás la responsabilidad por sus acciones y busca soluciones adecuadas.


· Se responsabiliza personalmente por la calidad de los servicios/productos brindados por su área.


COMPETENCIAS ESPECÍFICAS  
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Comunicación escrita


Habilidad para transmitir información, ideas y criterios a través de la escritura, aplicando la terminología adecuada y adaptándola a los procedimientos del sistema judicial, de manera que sea comprensible e unívoco, así como la habilidad para comprender los mensajes escritos y los documentos técnicos elaborados por otras personas que tengan relevancia para desempeñar su labor.


-Conductas observables:


· Logra transmitir de forma correcta por medio de documentación escrita, conceptos y solicitudes gestionadas.


· Comprende de forma básica la información recibida que sea de relevancia a su puesto.


Orden


Capacidad para organizar eficazmente las actividades asignadas o las responsabilidades adquiridas, utilizando el tiempo en la forma más eficiente posible.


-Conductas observables:


· Ordena su trabajo en el día a día.


· Distribuye de manera adecuada los tiempos para sus actividades diarias.


· Mantiene ordenado su espacio de trabajo, accediendo fácilmente a la información requerida en el ejercicio de sus labores.


Orientación al servicio


Actitud de servir o ayudar a los usuarios internos y externos de la institución actuando con rectitud, transparencia y total apertura hacia la satisfacción de sus necesidades 


-Conductas observables:


· Muestra oportunamente disponibilidad para atender a los usuarios internos y externos.


· Se mantiene constantemente receptivo(a) con los usuarios internos y externos.


· Es paciente y tolerante con los usuarios aun en situaciones complejas.


Trabajo en equipo


Capacidad de promover, fomentar y mantener relaciones de colaboración eficientes con miembros del ámbito judicial así como otros grupos de trabajo, que resulten pertinentes con la integración de esfuerzos comunes y que garanticen el óptimo desarrollo de la práctica judicial.


-Conductas observables:


· Trabaja para el logro de los objetivos del equipo, realizando la parte del trabajo que le corresponde.


· Ayuda a los miembros del equipo cuando se lo solicitan.


· Apoya las decisiones del equipo y coopera en actividades comunes.


Orientación a la calidad


Capacidad para alcanzar altos estándares de excelencia y cumplimiento en el trabajo propio y el de otros, reflejando un esfuerzo adicional por cumplir con la función de manera eficiente y eficaz.


-Conductas observables:


· Comprueba detenidamente el trabajo realizado, para evitar errores y mantener los niveles de calidad definidos.


· Eventualmente brinda soluciones o prevé acciones alternativas, con el fin de alcanzar los objetivos planteados.


· Detecta desviaciones con respecto a normas y procedimientos, proponiendo medidas correctoras y actuando sobre ello. 
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Atención al detalle


Habilidad para analizar y realizar las tareas asignadas con minuciosidad, así como para manejar conjuntos complejos de información diversa, sin incurrir en errores.


-Conductas observables:


· Ejecuta su labor cotidiana con un enfoque de análisis exhaustivo identificando la información necesaria para desempeñar su función.


· Realiza las funciones, actividades y tareas de su puesto procurando anticipar o disminuir el error.


· Maneja de forma lógica y óptima información amplia y diversa para lograr cumplir con su labor.


Comunicación escrita


Habilidad para transmitir información, ideas y criterios a través de la escritura, aplicando la terminología adecuada y adaptándola a los procedimientos del sistema judicial, de manera que sea comprensible e unívoco, así como la habilidad para comprender los mensajes escritos y los documentos técnicos elaborados por otras personas que tengan relevancia para desempeñar su labor.


-Conductas observables:


· Transmite la información requerida de forma entendible para el usuario, destinatario o público en general


· Emplea el lenguaje y forma adecuada para hacer llegar el mensaje.


· Es coherente y concreto en sus informes escritos lo cual se evidencia con la comprensión del mensaje.


Orden


Capacidad para organizar eficazmente las actividades asignadas o las responsabilidades adquiridas, utilizando el tiempo en la forma más eficiente posible.


-Conductas observables:


· Organiza el desarrollo de sus tareas, priorizando las actividades de acuerdo a los objetivos y a los procedimientos establecidos.


· Considera experiencias previas para anticiparse y responder con mayor efectividad a las exigencias de su función.


· Establece prioridades y plazos y aprovecha el tiempo.


Orientación al servicio


Actitud de servir o ayudar a los usuarios internos y externos de la institución actuando con rectitud, transparencia y total apertura hacia la satisfacción de sus necesidades. 


-Conductas observables:


· Demuestra interés por comprender adecuadamente las necesidades de los usuarios internos y externos.


· Escucha y muestra empatía ante las necesidades de los usuarios internos y externos.


· Responde a los requerimientos de servicio de los usuarios internos y externos en forma oportuna y efectiva.


· Mantiene una actitud proactiva, cordial y asertiva con relación a los usuarios internos y externos.


Trabajo en equipo


Capacidad de promover, fomentar y mantener relaciones de colaboración eficientes con miembros del ámbito judicial, así como otros grupos de trabajo, que resulten pertinentes con la integración de esfuerzos comunes y que garanticen el óptimo desarrollo de la práctica judicial.


-Conductas observables:


· Colabora en las tareas de los demás, según corresponda, aun cuando esto implique esfuerzos adicionales.


· Ofrece ayuda cuando ve que los demás se encuentran con dificultades.


· Contribuye a eliminar barreras que dificulten el trabajo en equipo.


Orientación a la calidad


Capacidad para alcanzar altos estándares de excelencia y cumplimiento en el trabajo propio y el de otros, reflejando un esfuerzo adicional por cumplir con la función de manera eficiente y eficaz.


-Conductas observables:


· Se esfuerza por cumplir los procesos con eficiencia, prontitud y en los plazos establecidos.


· Analiza y genera nuevas formas de llevar a cabo su trabajo / actividad que le permitan cumplir eficientemente con la función que tiene bajo su responsabilidad.


· Aplica de manera efectiva nuevos conocimientos, procedimientos o técnicas relacionados con su función, en el desarrollo y ejecución de su trabajo.
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Atención al detalle


Habilidad para analizar y realizar las tareas asignadas con minuciosidad, así como para manejar conjuntos complejos de información diversa, sin incurrir en errores.


-Conductas observables:


· Mantiene enfocada la meta, mientras implementa los detalles, a fin de garantizar éxito en la gestión.


· Identifica el principal elemento de un problema.


· Detecta datos erróneos o ausentes y busca la información necesaria.


· Considera los “pro” y los “contra”, así como las consecuencias a corto y largo plazo de sus acciones, sobre su área y el resto de la organización.


Comunicación escrita


Habilidad para transmitir información, ideas y criterios a través de la escritura, aplicando la terminología adecuada y adaptándola a los procedimientos del sistema judicial, de manera que sea comprensible e unívoco, así como la habilidad para comprender los mensajes escritos y los documentos técnicos elaborados por otras personas que tengan relevancia para desempeñar su labor.


-Conductas observables:


· Capaz de escribir y transmitir de manera clara, concisa y óptima, ideas, información y criterios, en diferentes contextos y estilos de comunicación.


· Comunica mensajes que producen el efecto deseado en el receptor, utilizando la terminología institucional adecuada.


· Recibe información escrita y la procesa adecuadamente para la adecuada gestión de su puesto.


Orden


Capacidad para organizar eficazmente las actividades asignadas o las responsabilidades adquiridas, utilizando el tiempo en la forma más eficiente posible.


-Conductas observables:


· Organiza su trabajo de manera sistemática y a medio plazo (mes a mes), y prioriza los aspectos que generan más impacto de su función.


· Mantiene orden y coherencia en todo lo que hace.


· Mantiene registros que le permiten controlar y hacer un seguimiento sistemático de sus actividades


Orientación al servicio


Actitud de servir o ayudar a los usuarios internos y externos de la institución actuando con rectitud, transparencia y total apertura hacia la satisfacción de sus necesidades. 


-Conductas observables:


· Trata de anticipar a las demandas y expectativas de los usuarios, tanto actuales como potenciales.


· Responde a los requerimientos de los usuarios brindándoles una atención más allá de lo esperado.


· Asume ante los demás la responsabilidad por sus acciones y busca soluciones adecuadas.


· Fomenta una cultura orientada a entregar un servicio de calidad y que satisfaga las expectativas de los usuarios.


Trabajo en equipo


Capacidad de promover, fomentar y mantener relaciones de colaboración eficientes con miembros del ámbito judicial, así como otros grupos de trabajo, que resulten pertinentes con la integración de esfuerzos comunes y que garanticen el óptimo desarrollo de la práctica judicial.


-Conductas observables:


· Colabora en las tareas de los demás, según corresponda, aun cuando esto implique esfuerzos adicionales.


· Ofrece ayuda cuando ve que los demás se encuentran con dificultades.


· Contribuye a eliminar barreras que dificulten el trabajo en equipo.


Orientación a la calidad


Capacidad para alcanzar altos estándares de excelencia y cumplimiento en el trabajo propio y el de otros, reflejando un esfuerzo adicional por cumplir con la función de manera eficiente y eficaz.


-Conductas observables:


· Establece metas y objetivos y cumple con ellas en el tiempo establecido.


· Transmite a sus colaboradores y compañeros elevadas expectativas para alcanzar metas u objetivos retadores


· Establece cambios en los procesos necesarios en el ejercicio de su función y los pone en práctica para cumplir con la prestación del  servicio  con prontitud, eficiencia, eficacia y pertinencia. 


· Propone soluciones innovadoras en el desempeño de su función.


COMPETENCIAS TÉCNICAS 


			ÁREAS DE CONOCIMIENTO








CULTURA INSTITUCIONAL 


· Ética y Valores compartidos que orientan el accionar institucional


· Atención a la persona usuaria


·  Políticas institucionales


Técnicas de Comunicación Efectiva 


· Redacción de informes técnicos


· Atención al usuario


SISTEMAS DE APOYO A LA FUNCIÓN 


· Dominio de herramientas informáticas y de los sistemas operativos de uso institucional 


 REQUISITOS ACADÉMICOS


· Bachiller en Educación Media


OTROS REQUERIMIENTOS DESEABLES


· Preferiblemente haber aprobado el Programa Integral de Formación para personas Técnicas Judiciales ó el Programa de Formación Básica para Técnicos Judiciales, según corresponda de acuerdo a los Despachos Jurisdiccionales y el Ministerio Público.


CLASE ANCHA: TECNICO JUDICIAL 1, 2,3, Supernumerario


PERFIL COMPETENCIAL (CLASE ANGOSTA): TECNICO JUDICIAL


Grupo Ocupacional: Técnico Jurisdiccional


Nota: *Se excluye a los ocupantes de los puestos de Técnico Supernumerario de realizar la tarea señalada. 


Aprobada: Consejo Superior


Sesión: Nº 62-18 del 12 de julio del 2018


Artículo: XII


Fecha rige: 12 de julio del 2018
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PROPUESTA DE CAPACITACIÓN EN HABILIDADES BLANDAS


CON ESPECIAL ÉNFASIS EN PERSONAS TRABAJADORAS DEL  PODER JUDICIAL


PROPUESTA 


Comunicación eficaz ( sintonía simpática) aplicando los recursos de la PNL 


¿Por qué de este curso?  La razón,  el secuestro emocional  .


Lea la siguiente historia,sobre la empatía: 


“Un monje, imbuido de la doctrina budista del amor y la compasión por todos los seres, encontró en su peregrinar a una leona herida y hambrienta, tan débil que no podía ni moverse. A su alrededor, leoncitos recién nacidos gemían intentando extraer una gota de leche de sus secos pezones. El monje comprendió perfectamente el dolor, desamparo e impotencia de la leona, no solo por sí misma, sino, sobre todo, por sus cachorros. Entonces, se tendió junto a ella, ofreciéndose a ser devorado y así salvar sus vidas. “


La empatía ha sido un concepto muy difundido y se ha convertido así en una exigencia social, pero ella es sólo una pieza de un rompecabezas amplio y complejo, la inteligencia emocional. Al lado de la empatía debe estar su compañero menos conocido y objeto de aprendizaje de este curso la ECPATÍA, tomado del griego ek-patheia, que significa literalmente “sentir fuera”, se define como el “proceso mental de exclusión activa de los sentimientos inducidos por otros”. 


El Poder Judicial trabaja con el conflicto, no muy diferente al de la leona y sus leoncitos, imagine si cada persona que trabaja en el Poder Judicial es similar al monje, la carga emocional que lleva la persona trabajadora del esta noble institución requiere una atención especial. 


Ecpatía no es lo mismo que la frialdad, indiferencia o dureza afectiva característica de las personas carentes de empatía, sino que es una gestión o acción mental positiva complementaria a la Empatía, no significa su carencia, por el contrario ambas permiten a las personas que atienden el conflicto liberarse del secuestro emocional que puede significar su cotidianidad laboral, vive en secuestro emocional tanto quien por trauma secundario hace suyo el dolor ajeno, como quien sufre un apagón emocional como sistema defensa ante el peso emocional que significa quienes atiende. 


			PODER JUDICIAL


Acción formativa : Comunicación eficaz ( sintonía simpática) aplicando los recursos de la PNL 





			Desarrollo de la actividad 








			Persona facilitadora: Alfonso Romero, (breve reseña)








			Horario:





			No. de horas: 





			Tipo de curso: Participación





			Modalidad: Presencial








			Dirigido: A personas que atiende el conflicto de forma directa o indirecta. 








			Propósito General: La mejor resolución del conflicto al usuario del servicio de manera pronta, eficiente y satisfactoria para todos las partes involucradas. Se logra con el reconocimiento de que lo que se da entre partes es un conflicto, que para resolverlo DEBEN COMUNICARSE DE LA MEJOR FORMA, esto es usando comunicación EN SINTONÍA SIMPÁTICA.








			Justificación de la actividad académica: El rol del funcionariado judicial en la resolución del conflicto es tan importante como subestimado, sub valuado y mal comprendido. La sociedad ha confiado en el sistema judicial y quienes lo componen la gran responsabilidad de construir una mejor sociedad basada en la aplicación de una resolución justa de sus conflictos, de manera eficaz.  Se dice con verdad de que “con todo gran poder vienen grandes responsabilidades” y además el pago de costos personales cuya retribución no debe ser solo pecuniaria aunque lo sea. Este intermediario (persona funcionaria del sistema judicial) establecido socialmente y que las partes reconocen y al cual acuden con grados diferentes de confianza y-o desconfianza debe estar en todo momento en una actitud de equilibrio y debe estar instruido y formado especialmente para ser agente catalizador y de resolución positiva para los demás sin que esta actividad le consuma, para esto los y las funcionarias requieren un proceso de identificación actitudinal, se requiere no solo el conocimiento técnico de la jurisprudencia y la ley y las demás habilidades ¨duras¨ especificas del puesto sino también la capacidad de manejar la propia vulnerabilidad, el impacto que la experiencia ajena tiene sobre sí, las propias sombras y heridas que pueden despertar con ocasión del encuentro con la vulnerabilidad ajena. Es preciso también aprender a separarse, restablecer la distancia emocional necesaria (junto con la proximidad) para no quemarse, para no identificarse emocionalmente y manejar bien la fatiga por compasión y prevenir el síndrome del burnout.





			Competencias: (Tomadas del perfiles de puesto del Poder Judicial)


Compromiso: Actuar con responsabilidad para cumplir con los fines institucionales, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente y brindando un servicio de calidad.


Ética y transparencia: Disposición para actuar con un marcado interés por el respeto y cumplimiento a las normas y principios morales que rigen el ejercicio jurisdiccional.


Humanismo y Conciencia Social: Disposición para atender de forma efectiva los requerimientos del entorno, con diferentes personas y grupos, ajustándose a contextos sociales distintos.


Iniciativa: Capacidad personal de orientar la acción innovadora y creativa para hacer mejor las funciones, actuando de manera proactiva, haciendo propuestas de mejora concretas y agilizando el trabajo a través de nuevas oportunidades ó soluciones de problemas.


Responsabilidad: Cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos asumiendo las consecuencias de sus actos, por encima de sus propios intereses, esforzándose por dar más de lo que se le pide y colaborando, con los demás.
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Aspectos metodológicos: Basada en la psicología del aprendizaje de la persona adulta, que posee un pensamiento FORMAL-OPERACIONAL que es activado cuando se tiene APTITUD Y MOTIVACIÓN HACIA EL CONTENIDO POR APRENDER. Este pensamiento inicia con una base dialéctica, que conlleva a un proceso de evaluación y reevaluación; esto es, operaciones mentales que conforman el pensamiento maduro. 


Se usa como base metodológica el Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb:


Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb, es congruente con el Enfoque de Formación por Competencias que respaldo la formación profesional en el Poder Judicial. 








			Ejes transversales: Esta acción formativa comprende y atiende al ser humano, desde su integridad y en armoniza el desarrollo individual con el crecimiento institucional y es el mecanismo ideal para vivir la transversalidad:


Servicio Público de Calidad, la mejor en el servicio público es el fin máximo de esta acción formativa. 


Un verdadero Acceso a la Justicia, con abordaje Ético y de Valores será posible a través de las herramientas que se  brindarán a las personas participantes.  


También los Principios de Bangalore sobre la conducta judicial, de Independencia, Integridad, Imparcialidad, Corrección, Competencia y Diligencia serán posibles, gracias a las herramientas inter e intrapersonales que se le brindaran a las personas participantes. 








			Bibliografía: 


Agregar 








			Mapa del contenido de la actividad formativa:











			Operacionalización de la competencia



			Contenidos


			Estrategias de aprendizaje


			Recursos materiales


			Tiempo





			


			Cognitivos 


			Procedimentales 


			Actitudinales


			


			


			





			    • Atiende a las personas usuarias del Poder Judicial, mediante un proceso de comunicación sintónica simpática en contextos de conflicto.


    • Cumple con satisfacción toda labor encomendada, usando tanto el conocimientos técnico de la materia legal como  habilidades emocionales más desarrolladas.


    •  Comprende el conflicto  entre las partes involucradas, siendo que aunque una de las partes pierda ó sea encontrada culpable aun así se sentirán satisfechas de haber comunicado y recibido sintonía simpática desde su perspectiva.


    • Atiende a las partes involucradas en un proceso judicial de tal que contribuye al incremento de  la confianza en el sistema judicial y en sus funcionarios. 


    • Usa en su cotidianidad las técnicas rapport del PNL y la comunicación sintonica simpática como ejercicio de las habilidades blandas.


    • Crea sintonía, que crea credibilidad  mediante la depuración consciente de las habilidades naturales que igualan y reflejan el lenguaje corporal y la tonalidad con el lenguaje verbal. 


			Comunicación sintónica simpática.


Habilidades emocionales 


Conflicto y atención 


Atención de la persona usuaria.


Técnicas rapport del PNL 


Lenguaje corporal, la tonalidad y el lenguaje verbal. 


			Identificación de las características de una comunicación sintónica simpática. 


Aplicación de las habilidades emociales en la cotidianidad laboral 


Compresión del conflicto como fenomeno humano y su peso emocional. 


Valoración de la persona usuaria desde su humanidad.


Aplicación de las técnicas rapport del PNL.


Sincroniza el Lenguaje corporal, la tonalidad yel lenguaje verbal. 


			Compromiso 


Responsabilidad 


Liderazgo 


Iniciativa


Ética y transparencia


Humanismo y Conciencia Social


			Se usa como base metodológica el Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb, de cuatro etapas: 


1. En la experiencia concreta, se genera conocimiento a partir de una experiencia particular, entendida como el hacer algo, a partir de un problema real.  


2. En la observación reflexiva se razona sobre tal experiencia, al establecer una relación entre esta vivencia y los resultados obtenidos. Para responder a las preguntas del facilitador: ¿Qué paso?, ¿Qué hicimos?, ¿Qué resultados hemos obtenido?


3. En la Conceptualización abstracta, mediante ese análisis se cosechan generalizaciones o conclusiones, derivadas de la evaluación de la experiencia concreta. Con investigación, interpretación de las causas, predicción de efectos, razonamiento analógico y deductivo. Todas ellas son habilidades del pensamiento critico. Para ello, el alumno responde a las preguntas del guía: ¿Y eso significa? ¿Qué le sugiere este tema en general? ¿Le recuerda esto algo? ¿Cómo relaciona esto a otras experiencias? ¿Cómo mejora la práctica anterior?


4. La experimentación activa, se procede a practicar tales conclusiones en la vida cotidiana y se efectuara un plan de acción aplicable en el futuro, para afrontar circunstancias similares. Aplica lo aprendido en una nueva experiencia.


			Salón amplio 


Mobiliario básico de aula. 


Sistema de proyección y sonido. 


			





			Evaluación





			Indicadores o criterios de desempeño


			Evidencias del desempeño /


Instrumentos





			Participa de forma activa en cada una de las experiencias de aprendizaje. 


			Demuestra a través del uso que da los aprendizaje adquiridos una mejora en integral, evidenciando un compromiso más consiente con la labor del Poder Judicial. 


Adquiere una serie de ejercicios y rutinas que le permitirán responsabilizarse y ocuparse de su salud emocional.  








�	 Cuando se trabajan aspectos esencialmente técnicos que se relacionan más con las competencias laborales (OIJ, Gestión




	Humana) se pueden trabajar las unidades y/o elementos de competencia. Cuando se busca el desarrollo de aspectos




	intelectuales que se relacionan más con las competencias profesionales (Defensa Pública, Ministerio Público, Escuela Judicial) se trabajan objetivos de aprendizaje.














Pueblos indígenas/Productos a entregar/Planificación curricular/1.Diseño de curso/Plantilla de planificación rep.doc

[image: image1.png]Programacion

[Neurolingistica (PNL)

Comunicacion .
Atencion o conciencia
ﬁm<_ Simpética e

Aprendizaje Social y
Emocional (SEL)

Habilidades
socioemocionales









PROPUESTA DE CAPACITACIÓN EN HABILIDADES BLANDAS


CON ESPECIAL ÉNFASIS EN PERSONAS TRABAJADORAS DEL  PODER JUDICIAL


PROPUESTA 


Comunicación eficaz ( sintonía simpática) aplicando los recursos de la PNL 


¿Por qué de este curso?  La razón,  el secuestro emocional  .


Lea la siguiente historia,sobre la empatía: 


“Un monje, imbuido de la doctrina budista del amor y la compasión por todos los seres, encontró en su peregrinar a una leona herida y hambrienta, tan débil que no podía ni moverse. A su alrededor, leoncitos recién nacidos gemían intentando extraer una gota de leche de sus secos pezones. El monje comprendió perfectamente el dolor, desamparo e impotencia de la leona, no solo por sí misma, sino, sobre todo, por sus cachorros. Entonces, se tendió junto a ella, ofreciéndose a ser devorado y así salvar sus vidas. “


La empatía ha sido un concepto muy difundido y se ha convertido así en una exigencia social, pero ella es sólo una pieza de un rompecabezas amplio y complejo, la inteligencia emocional. Al lado de la empatía debe estar su compañero menos conocido y objeto de aprendizaje de este curso la ECPATÍA, tomado del griego ek-patheia, que significa literalmente “sentir fuera”, se define como el “proceso mental de exclusión activa de los sentimientos inducidos por otros”. 


El Poder Judicial trabaja con el conflicto, no muy diferente al de la leona y sus leoncitos, imagine si cada persona que trabaja en el Poder Judicial es similar al monje, la carga emocional que lleva la persona trabajadora del esta noble institución requiere una atención especial. 


Ecpatía no es lo mismo que la frialdad, indiferencia o dureza afectiva característica de las personas carentes de empatía, sino que es una gestión o acción mental positiva complementaria a la Empatía, no significa su carencia, por el contrario ambas permiten a las personas que atienden el conflicto liberarse del secuestro emocional que puede significar su cotidianidad laboral, vive en secuestro emocional tanto quien por trauma secundario hace suyo el dolor ajeno, como quien sufre un apagón emocional como sistema defensa ante el peso emocional que significa quienes atiende. 


			PODER JUDICIAL


Acción formativa : Comunicación eficaz ( sintonía simpática) aplicando los recursos de la PNL 





			Desarrollo de la actividad 








			Persona facilitadora: Alfonso Romero, (breve reseña)








			Horario:





			No. de horas: 





			Tipo de curso: Participación





			Modalidad: Presencial








			Dirigido: A personas que atiende el conflicto de forma directa o indirecta. 








			Propósito General: La mejor resolución del conflicto al usuario del servicio de manera pronta, eficiente y satisfactoria para todos las partes involucradas. Se logra con el reconocimiento de que lo que se da entre partes es un conflicto, que para resolverlo DEBEN COMUNICARSE DE LA MEJOR FORMA, esto es usando comunicación EN SINTONÍA SIMPÁTICA.








			Justificación de la actividad académica: El rol del funcionariado judicial en la resolución del conflicto es tan importante como subestimado, sub valuado y mal comprendido. La sociedad ha confiado en el sistema judicial y quienes lo componen la gran responsabilidad de construir una mejor sociedad basada en la aplicación de una resolución justa de sus conflictos, de manera eficaz.  Se dice con verdad de que “con todo gran poder vienen grandes responsabilidades” y además el pago de costos personales cuya retribución no debe ser solo pecuniaria aunque lo sea. Este intermediario (persona funcionaria del sistema judicial) establecido socialmente y que las partes reconocen y al cual acuden con grados diferentes de confianza y-o desconfianza debe estar en todo momento en una actitud de equilibrio y debe estar instruido y formado especialmente para ser agente catalizador y de resolución positiva para los demás sin que esta actividad le consuma, para esto los y las funcionarias requieren un proceso de identificación actitudinal, se requiere no solo el conocimiento técnico de la jurisprudencia y la ley y las demás habilidades ¨duras¨ especificas del puesto sino también la capacidad de manejar la propia vulnerabilidad, el impacto que la experiencia ajena tiene sobre sí, las propias sombras y heridas que pueden despertar con ocasión del encuentro con la vulnerabilidad ajena. Es preciso también aprender a separarse, restablecer la distancia emocional necesaria (junto con la proximidad) para no quemarse, para no identificarse emocionalmente y manejar bien la fatiga por compasión y prevenir el síndrome del burnout.





			Competencias: (Tomadas del perfiles de puesto del Poder Judicial)


Compromiso: Actuar con responsabilidad para cumplir con los fines institucionales, realizando el trabajo a tiempo, siendo eficiente y brindando un servicio de calidad.


Ética y transparencia: Disposición para actuar con un marcado interés por el respeto y cumplimiento a las normas y principios morales que rigen el ejercicio jurisdiccional.


Humanismo y Conciencia Social: Disposición para atender de forma efectiva los requerimientos del entorno, con diferentes personas y grupos, ajustándose a contextos sociales distintos.


Iniciativa: Capacidad personal de orientar la acción innovadora y creativa para hacer mejor las funciones, actuando de manera proactiva, haciendo propuestas de mejora concretas y agilizando el trabajo a través de nuevas oportunidades ó soluciones de problemas.


Responsabilidad: Cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos asumiendo las consecuencias de sus actos, por encima de sus propios intereses, esforzándose por dar más de lo que se le pide y colaborando, con los demás.





			Aspectos metodológicos: Basada en la psicología del aprendizaje de la persona adulta que posee un pensamiento FORMAL-OPERACIONAL es activado cuando se tiene APTITUD Y MOTIVACIÓN HACIA EL CONTENIDO POR APRENDER. Este pensamiento inicia con una base dialéctica, que conlleva a un proceso de evaluación y reevaluación; esto es, operaciones mentales que conforman el pensamiento maduro. 


Se usa como base metodológica el Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb, de cuatro etapas: 


1. En la experiencia concreta, se genera conocimiento a partir de una experiencia particular, entendida como el hacer algo, a partir de un problema real.  


2. En la observación reflexiva se razona sobre tal experiencia, al establecer una relación entre esta vivencia y los resultados obtenidos. Para responder a las preguntas del facilitador: ¿Qué paso?, ¿Qué hicimos?, ¿Qué resultados hemos obtenido?


3. En la Conceptualización abstracta, mediante ese análisis se cosechan generalizaciones o conclusiones, derivadas de la evaluación de la experiencia concreta. Con investigación, interpretación de las causas, predicción de efectos, razonamiento analógico y deductivo. Todas ellas son habilidades del pensamiento critico. Para ello, el alumno responde a las preguntas del guía: ¿Y eso significa? ¿Qué le sugiere este tema en general? ¿Le recuerda esto algo? ¿Cómo relaciona esto a otras experiencias? ¿Cómo mejora la práctica anterior?


4. La experimentación activa, se procede a practicar tales conclusiones en la vida cotidiana y se efectuara un plan de acción aplicable en el futuro, para afrontar circunstancias similares. Aplica lo aprendido en una nueva experiencia.


Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb, es congruente con el Enfoque de Formación por Competencias que respaldo la formación profesional en el Poder Judicial. 








			Ejes transversales: Esta acción formativa comprende y atiende al ser humano, desde su integridad y en armoniza el desarrollo individual con el crecimiento institucional y es el mecanismo ideal para vivir la transversalidad:


Servicio Público de Calidad, la mejor en el servicio público es el fin máximo de esta acción formativa. 


Un verdadero Acceso a la Justicia, con abordaje Ético y de Valores será posible a través de las herramientas que se  brindarán a las personas participantes.  


También los Principios de Bangalore sobre la conducta judicial, de Independencia, Integridad, Imparcialidad, Corrección, Competencia y Diligencia serán posibles, gracias a las herramientas inter e intrapersonales que se le brindaran a las personas participantes. 








			Bibliografía: 


Agregar 








			Mapa del contenido de la actividad formativa:











			Operacionalización de la competencia



			Contenidos


			Estrategias de aprendizaje


			Recursos materiales


			Tiempo





			


			Cognitivos 


			Procedimentales 


			Actitudinales


			


			


			





			    • Atiende a las personas usuarias del Poder Judicial, mediante un proceso de comunicación sintónica simpática en contextos de conflicto.


    • Cumple con satisfacción toda labor encomendada, usando tanto el conocimientos técnico de la materia legal como  habilidades emocionales más desarrolladas.


    •  Comprende el conflicto  entre las partes involucradas, siendo que aunque una de las partes pierda ó sea encontrada culpable aun así se sentirán satisfechas de haber comunicado y recibido sintonía simpática desde su perspectiva.


    • Atiende a las partes involucradas en un proceso judicial de tal que contribuye al incremento de  la confianza en el sistema judicial y en sus funcionarios. 


    • Usa en su cotidianidad las técnicas rapport del PNL y la comunicación sintonica simpática como ejercicio de las habilidades blandas.


    • Crea sintonía, que crea credibilidad  mediante la depuración consciente de las habilidades naturales que igualan y reflejan el lenguaje corporal y la tonalidad con el lenguaje verbal. 


			Comunicación sintónica simpática.


Habilidades emocionales 


Conflicto y atención 


Atención de la persona usuaria.


Técnicas rapport del PNL 


Lenguaje corporal, la tonalidad yel lenguaje verbal. 


			Identificación de las características de una comunicación sintónica simpática. 


Aplicación de las habilidades emociales en la cotidianidad laboral 


Compresión del conflicto como fenomeno humano y su peso emocional. 


Valoración de la persona usuaria desde su humanidad.


Aplicación de las técnicas rapport del PNL.


Sincroniza el Lenguaje corporal, la tonalidad yel lenguaje verbal. 


			Compromiso 


Responsabilidad 


Liderazgo 


Iniciativa


Ética y transparencia


Humanismo y Conciencia Social


			Se usa como base metodológica el Ciclo de Aprendizaje Experiencial de Kolb, de cuatro etapas: 


1. En la experiencia concreta, se genera conocimiento a partir de una experiencia particular, entendida como el hacer algo, a partir de un problema real.  


2. En la observación reflexiva se razona sobre tal experiencia, al establecer una relación entre esta vivencia y los resultados obtenidos. Para responder a las preguntas del facilitador: ¿Qué paso?, ¿Qué hicimos?, ¿Qué resultados hemos obtenido?


3. En la Conceptualización abstracta, mediante ese análisis se cosechan generalizaciones o conclusiones, derivadas de la evaluación de la experiencia concreta. Con investigación, interpretación de las causas, predicción de efectos, razonamiento analógico y deductivo. Todas ellas son habilidades del pensamiento critico. Para ello, el alumno responde a las preguntas del guía: ¿Y eso significa? ¿Qué le sugiere este tema en general? ¿Le recuerda esto algo? ¿Cómo relaciona esto a otras experiencias? ¿Cómo mejora la práctica anterior?


4. La experimentación activa, se procede a practicar tales conclusiones en la vida cotidiana y se efectuara un plan de acción aplicable en el futuro, para afrontar circunstancias similares. Aplica lo aprendido en una nueva experiencia.


			Salón amplio 


Mobiliario básico de aula. 


Sistema de proyección y sonido. 


			





			Evaluación





			Indicadores o criterios de desempeño


			Evidencias del desempeño /


Instrumentos





			Participa de forma activa en cada una de las experiencias de aprendizaje. 


			Demuestra a través del uso que da los aprendizaje adquiridos una mejora en integral, evidenciando un compromiso más consiente con la labor del Poder Judicial. 


Adquiere una serie de ejercicios y rutinas que le permitirán responsabilizarse y ocuparse de su salud emocional.  








�	 Cuando se trabajan aspectos esencialmente técnicos que se relacionan más con las competencias laborales (OIJ, Gestión




	Humana) se pueden trabajar las unidades y/o elementos de competencia. Cuando se busca el desarrollo de aspectos




	intelectuales que se relacionan más con las competencias profesionales (Defensa Pública, Ministerio Público, Escuela Judicial) se trabajan objetivos de aprendizaje.
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PODER JUDICIAL


ESCUELA JUDICIAL


Lic. Édgar Cervantes Villalta


GUÍA PARA LA PERSONA FACILITADORA


Módulo: 





 2016
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Poder Judicial, Escuela Judicial Lic. Édgar Cervantes Villalta


San Joaquín de Flores, Heredia


© Escuela Judicial


© Persona especialista


Producción académica:


Persona especialista


NOMBRE DEL MÓDULO


PROPÓSITO GENERAL DEL MÓDULO


Objetivo general.



INTRODUCCIÓN


CONTENIDOS


ASPECTOS METODOLÓGICOS 


MATERIAL DIDÁCTICO


EVALUACIÓN DE LOS APRENDIZAJES


			DETALLE DEL PLAN POR TEMAS
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PRIMERA SESIÓN:


			Objetivo de aprendizaje


			Contenidos


			Actividades 


			Tiempo


			Recursos


			Criterios de desempeño





			


			


			


			


			


			Indicador de desempeño


			Evidencias





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 20 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Almuerzo 30 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 10 minutos





			


			


			


			


			


			


			








ANEXO 


SEGUNDA SESIÓN:


ANEXO 


Segunda Sesión


			Objetivo de aprendizaje


			Contenidos


			Actividades 


			Tiempo


			Recursos


			Criterios de desempeño





			


			


			


			


			


			Indicador de desempeño


			Evidencias





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 20 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Almuerzo 30 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 10 minutos





			


			


			


			


			


			


			








ANEXO 


TERCERA SESIÓN:


			Objetivo de aprendizaje


			Contenidos


			Actividades 


			Tiempo


			Recursos


			Criterios de desempeño





			


			


			


			


			


			Indicador de desempeño


			Evidencias





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 20 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Almuerzo 60 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 10 minutos





			


			


			


			


			


			


			








ANEXO


			Objetivo de aprendizaje


			Contenidos


			Actividades 


			Tiempo


			Recursos


			Criterios de desempeño





			


			


			


			


			


			Indicador de desempeño


			Evidencias





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 20 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Almuerzo 60 minutos





			


			


			


			


			


			


			





			Receso 10 minutos





			


			


			


			


			


			


			








ANEXO


Título del módulo


 Escuela Judicial de Costa Rica


Director de la Escuela Judicial: 



Coordinador(a) del programa: 



Especialista en métodos de Enseñanza:



Escuela Judicial Lic. Édgar Cervantes Villalta



Ciudad Judicial, San Joaquín de Flores, Heredia



Fax: 2267-1542, 2265-2287



Tels.: 2267-1541, 2267-1540
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Escuela Judicial de Costa Rica 


Guía de la Persona Participante


Programa de Especialización 


Módulo : 


Basado en el 


Enfoque de Aprendizaje por Competencias


                                                                            | Persona Facilitadora


2016


1. Introducción


2. Operacionalización de Competencias


                         


3. Contenidos Conceptuales


4.  Aspectos metodológicos


La modalidad ______________________ del curso implica sesiones de aprendizaje virtuales, para las cuales hará uso de la plataforma de aprendizaje de la Escuela Judicial. Además de sesiones de aprendizaje presencial, se desarrollarán acciones tanto individualizadas como socializadas para que las sesiones sean amenas y productivas. 


La aplicación de técnicas didácticas que se incluirán en las sesiones, favorecen la asimilación de conceptos, definiciones, reglas, y principios que combinan el trabajo pedagógico de las sesiones, con la práctica judicial


Por otro lado, la investigación, parte no disociable de la teoría, está orientada a que la persona participante desarrolle una metodología razonada, clara y sencilla. No se trata, de una aplicación mecánica de los contenidos, sino más bien del desarrollo de una actitud crítica y analítica hacia él o ella misma, como funcionario o funcionaria judicial y hacia el conocimiento, como proceso y producto. 


5. evaluación


La evaluación basada en competencias es un proceso de recogida de evidencias sobre el desempeño de una competencia. El resultado es el juicio sobre si la persona que aprende ha conseguido dominar y poner en práctica la competencia requerida. La evaluación sumativa del curso se detalla a continuación:


			Elemento a evaluar


			Valor Cuantitativo 





			


			





			


			





			


			





			Total


			100%








8. Cronograma 


			Sesiones de trabajo extra clase, en plataforma de aprendizaje 





			Número y nombre de la sesión 


			Fecha de apertura


			Fecha de cierre





			


			


			





			


			


			





			


			


			





			


			


			





			Recuerde que cada trabajo asignado mediante plataforma puede tener su propia fecha de entrega o ejecución (ejercicios automáticos), por lo cual debe estar pendiente de las fechas  para la  subida de archivos o resolución de ejercicios automáticos. 








			Sesiones de trabajo intra clase o presenciales 





			Fecha 


			Eje temático 


			Entrega de: 





			


			


			





			


			


			





			


			


			





			


			


			








8. Aspectos generales


-  El curso se desarrollará con un horario de  las 7:30 a las 16:00 horas.



- Usted como persona participante de este curso representa el eje más importante del proceso, y por lo tanto, el logro de las metas de aprendizaje propuestas dependerá de su aporte y participación en las diferentes actividades y prácticas preparadas para este  fin. 



- Los y las participantes tienen la responsabilidad de  firmar el registro de asistencia.


- Este módulo se desarrollarán durante ____semanas, mediante ____ sesiones presenciales y _____virtuales. 


- Es importante que conozca el Reglamento de Evaluación aprobado el la en sesión N° 6-11, del 7 de marzo de 2011, artículo XXIII de Corte Plena. A continuación se le presenta algunos artículos de suma relevancia. 


JUSTIFICACIÓN DE AUSENCIAS O NO ENTREGA DE PRUEBAS (elementos de la evaluación)


Artículo 24.—Se admitirán como causas de justificación para no presentarse o no entregar una prueba las siguientes: 


a) Incapacidad del o de la participante, justificada en el “Aviso o boleta de incapacidad por enfermedad y licencias” extendido por la Caja Costarricense del Seguro Social o el Instituto Nacional de Seguros. 


b) Fallecimiento o enfermedad grave comprobada de algún o alguna familiar en primer grado de consanguinidad o afinidad. 


c) Matrimonio del o de la participante. 


d) Nacimiento o adopción de un hijo o hija del o de la participante. 


e) Otras razones de fuerza mayor, siempre que el gestor o gestora de capacitación las acepte y estén debidamente documentadas. 


REQUISITOS DE LA JUSTIFICACIÓN POR INCUMPLIMIENTO EN LA ENTREGA O REALIZACIÓN DE PRUEBAS 


Artículo 25.—La justificación debe presentarse por escrito, dentro del plazo de cinco días hábiles después del día en que se realizó la prueba, ante la persona docente con copia al gestor o a la gestora de capacitación de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación. La persona gestora de capacitación resolverá lo pertinente en un plazo máximo de ocho días hábiles después de la entrega de la justificación. En la justificación deberá especificarse la causa de la ausencia y adjuntarse el medio probatorio respectivo. 


DE LA APROBACIÓN DE LAS ACTIVIDADES ACADÉMICAS 


Nota mínima de actividades académicas de aprovechamiento 


Artículo 30.—Las actividades académicas de aprovechamiento impartidas por la Escuela Judicial y por las unidades de capacitación deberán ser aprobadas con una nota mínima de setenta por ciento, en el entendido de que los y las participantes han asistido al menos al 80% de las sesiones presenciales. Podrán justificar un máximo de 20% de ausencia a dichas sesiones. 


APROBACIÓN DE ACTIVIDADES ACADÉMICAS DE PARTICIPACIÓN 


Artículo 32.—Las actividades académicas de participación serán aprobadas por los y las asistentes cuando se presenten a la totalidad de las horas que lo componen o cumplan con las obligaciones que se establezcan en cualquier otra modalidad de estudio. En las actividades presenciales solo se admitirán ausencias justificadas si la actividad académica tuviere una duración superior a las 14 horas. Para los ciclos de conferencias solo se admitirán ausencias justificadas en el caso de que estos superaren las 8 horas. Se podrá justificar un máximo de 20% de las sesiones. 
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Nombre del programa 



Nombre del módulo



Presentación del curso: de forma general, su importancia.



Persona facilitadora: con su teléfono, dirección electrónica.



Evaluación: General del curso



Foro de consulta: Espacio donde se da la bienvenida a las personas participantes indicándoles que es ahí donde deben evacuar sus dudas.



Glosario: Si es necesario



Bibliografía: La que conforma el módulo.





			Sesión I



Nombre de la Sesión



Fecha de la sesión



Introducción: donde se indica la importancia de la sesión, sus características y temática.



Objetivos de Aprendizaje: El objetivos u objetivos que guían la actividad.



Lectura: Indicación de las lecturas que se solicitan con las referencias bibliográficas completas.



Material que se necesita además de lecturas: sentencias, presentaciones (ppt), casos, entre otros. 



Actividades autónomas: Las que se desea que realicen las personas participantes y que tengan como sustento las lecturas y materiales señalados (ensayos, análisis de casos, mapas conceptuales, foros de discusión, wiki, trabajos de investigación) Cada una de las actividades que se solicitan deben contar con instrucciones precisas, específicas y concretas que delimiten el  producto solicitado.



Instrumentos de evaluación: sean matrices o listas de cotejo que permiten visualizar los aspectos que se van a evaluar de los productos solicitados.





			Módulo II 



Nombre de las sesión



Fecha de la sesión



Introducción: donde se indica la importancia de la sesión, sus características y temática.



Objetivos de Aprendizaje: El objetivos u objetivos que guían la actividad.



Lectura: Indicación de las lecturas que se solicitan con las referencias bibliográficas completas.



Material que se necesita además de lecturas: sentencias, presentaciones (ppt), casos, entre otros. 



Actividades autónomas: Las que se desea que realicen las personas participantes y que tengan como sustento las lecturas y materiales señalados (ensayos, análisis de casos, mapas conceptuales, foros de discusión, wiki, trabajos de investigación) Cada una de las actividades que se solicitan deben contar con instrucciones precisas, específicas y concretas que delimiten el  producto solicitado.



Instrumentos de evaluación: sean matrices o listas de cotejo que permiten visualizar los aspectos que se van a evaluar de los productos solicitados.








Cada aspecto que conforma la sesión debe ser debidamente mediada, pues se trata igualmente de una aula, donde se de una interacción directa con las personas participantes, por lo cual se requiere de mediación pedagógica, hacer sentir a la persona participante que se le acompaña en el proceso.


Colocar el logo del programa









Colocar el logo de la escuela
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Subcomisi�n de Pueblos Ind�genas .msg
Subcomisión de Pueblos Indígenas 

		From

		Katherine Salazar Duarte

		To

		Norman Jiménez

		Cc

		Melissa Benavides Víquez; Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		norman@ilanud.or.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; dvargas@Poder-Judicial.go.cr



Buenos días:



 



Reciba un cordial saludo. La presente es para hacer de su estimable conocimiento que por circunstancias mayores no se realizará la sesión de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas programada para el lunes 4 de marzo del año en curso , por lo que solicito de la manera más respetuosa si cabe la posibilidad de que dicha sesión se pueda realizar el lunes 11 de marzo en el mismo horario.



 



Muchas gracias , quedo atenta a su respuesta.   
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Katherine Salazar Duarte
Unidad de Acceso a la Justicia
Poder Judicial de Costa Rica
Tel: (506) 2295 3874
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PAO y actas de la Subcomisi�n de acceso PI.MSG
PAO y actas de la Subcomisión de acceso PI

		From

		Melissa Benavides Víquez

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr



 



Buenas tardes Damaris:



 



Adjunto el PAO 2019 de la Comisión de acceso a la Justicia y las actas de la Subcomisión del año pasado, esto de acuerdo a su solicitud. Lo resaltado ya se ejecutó. 



 



Atentamente, 







 





PAO 2019.doc
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			Oficina:





			


			COMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA                                                                                                                                                                                                                               





			





			


			


			


			


			





			


			Tema Estratégico:


Optimización e innovación de los servicios judiciales


Objetivo:


1     - Fortalecer y mejorar las acciones dirigidas a la promoción y aplicación de los derechos humanos, de las poblaciones en condición de vulnerabilidad: personas con discapacidad, adultas mayores, niñez y adolescencia, personas indígenas, migrantes y refugiadas, privadas de libertad, vícitmas violencia sexual, violencia domésticas, de delito y personas menores de edad en conflicto con la ley Penal Juvenil, personas discriminadas por orientación sexual e identidad de género y personas afrodescendiente


Estratégico:
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Accion Estratégica:


OE.1.6 - MODALIDADES ALTERNATIVAS DE TRABAJO: Contar con diferentes modalidades alternas de trabajo que permitan alcanzar los objetivos institucionales y brindar un servicio publico de calidad.


Meta


Indicador


Meta PEI


Actividades


Actividad PEI


Coordinacion Interna


Coordinacion PEI


Coordinación Externa


Ejes


1.1 - Que al 31 de diciembre de 2019 se hayan realizado al menos cinco sesiones de trabajo de la Comisión de Acceso a la Justicia y de las Subcomisiones para el acceso a la Justicia para las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para establecer acciones conjuntas en favor de la promoción y aplicación de los derechos humanos de estas poblaciones.


Sesiones de trabajo realizadas


NO


1.1.1 - calendario de sesiones y agendas


NO


1.2 - Que al 31 de diciembre 2019 se hayan fortalecido las acciones orientadas a incorporar la participación de los y las compañeras judiciales, en las actividades que realiza la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y las Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. 


Invitaciones, difusión de actividades. 


NO


1.2.1 - Invitación y difusión de acciones


NO


1.3 - Que al 31 de diciembre del 2019 se hayan realizado al menos dos actividades de capacitación o talleres para sensibilizar e informar en las comunidades indígenas sobre derechos de los Pueblos Indígenas desarrollados en los Convenios internacionales y con la participación conjunta de funcionarios y funcionarias judiciales, personas indígenas e instituciones con objetivos afines.


Actividades de capacitación, talleres.


NO


1.3.1 - Actividades de capacitación y talleres


NO


1.4 - Que al 31 de diciembre del 2019 se hayan realizado al menos una visita a un Centro Penitenciario a fin de verificar las condiciones en que se encuentra la Población Privada de Libertad y al menos tres sesiones de trabajo de la Comisión Interinstitucional de Alto Nivel sobre Hacinamiento Carcelario.


visitas realizadas y sesiones de trabajo


NO


1.4.1 - Visitas y sesiones


NO


1.5 - Que al 31 de diciembre del 2019 se haya realizado al menos una actividad de sensibilización sobre los derechos de las Poblaciones sexualmente diversas y al menos una actividad de información (panel, mesa redonda) sobre temas vinculados a los derechos de alguna de las poblaciones de la comunidad LGBTTTI.


Talleres y actividad de información


NO


1.5.1 - Apoyar todas las acciones que realice la Subcomisión de diversidad sexual


NO


1.6 - Que al 31 de diciembre de 2019 se hayan realizado al menos 4 actividades de capacitación y concientización sobre los derechos de las personas con discapacidad y las personas adultas mayores.


Actividades de capacitación


NO


1.6.1 - Dos capacitaciones sobre derechos de personas adultas mayores y dos de personas con discpacidad


NO


1.7 - Que al último día hábil de junio de 2019 se haya gestionado ante la Dirección Ejecutiva y la Comisión de Construcciones para que todos los Edificios del Poder Judicial y los alquilados se reserve al menos tres espacios destinados al Parqueo de Personas con discapacidad usuarias internas y externas.


Gestión ante Dirección Ejecutiva y Comisión de Construcciones


NO


1.7.1 - Solicitud ante Comisión de Construcciones y Dirección Ejecutiva


NO


1.8 - Que al 31 de diciembre del 2019 se haya realizado una solicitud formal ante la Dirección de Gestión Humana para que materialice la reserva de al menos el 5% de las plazas vacantes de cada año, desde que entró en vigencia la normativa que así lo dispone, para las Personas con Discapacidad y que la información sea publicitada a la ciudadanía costarricense en condición de discapacidad por medios efectivos, para los concursos respectivos.


Gestión y Comunicación


NO


1.8.1 - Solicitud realizada ante Gestión Humana y la Difusión de la Información de las plazas vacantes


NO


COMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA


NO


Ninguna


ACCESO A LA JUSTICIA


Género


ACCESO A LA JUSTICIA


Bienestar y salud del personal judicial


Innovación


Justicia Abierta


Valor del servicio de Administración de Justicia


Valores Institucionales


Objetivo:


2 - Fomentar la creación de directrices, circulares y documentos de estudio para mejorar el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.


Estratégico:
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Accion Estratégica:


OE.1.1 - LEYES Y REFORMAS: Impulsar la aprobación y revisión de proyectos y reformas de Ley,  así como normativa interna que impacten el funcionamiento y estructura del Poder Judicial y sus dependencias.


Meta


Indicador


Meta PEI


Actividades


Actividad PEI


Coordinacion Interna


Coordinacion PEI


Coordinación Externa


Ejes


2.1 - Que al 31 de diciembre del 2019 se haya recabado información referente a la población de mujeres indígenas en torno a los principales obstáculos que se presentan para el acceso a la justicia.


Investigaciones revisadas acerca del tema


NO


2.1.1 - Sesiones de trabajo con la Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia.


NO


2.1.2 - Reunión con personas coordinadoras de distintas subcomisiones que integran la Comisión de Acceso a la Justicia.


NO


2.2 - Que al 31 de diciembre del 2019 se haya elaborado un plan de comunicación para la promoción de acciones y productos informativos de la Unidad de Acceso a la Justicia y la Secretaría Ténica de Género.


Cantidad de estrategias


NO


2.2.1 - Investigar el contenido que se va a promocionar


NO


2.2.2 - Analizar los recursos personales, tecnológicos y económicos con que se cuentan


NO


2.2.3 - Proponer los componentes del plan de comunicación


NO


2.2.4 - Calendarizar las acciones del plan de comunicación


NO


2.2.5 - Capacitar y Asesorar a las personas encargadas de ejecutar el plan de comunicación


NO


2.3 - Que al 31 de diciembre de 2019 se cuente con un diseño de investigación sobre el Uso del Tiempo del Personal Judicial.


Diseño de Investigación Exploratoria


NO


2.3.1 - Establecer coordinación con INEC para asesoría en esta materia conforme la encuesta de Uso del Tiempo nacional


NO


2.3.2 - Conformar grupo de trabajo con personal de Secretaría Técnica de Género, Unidad de Acceso a la Justicia y el Observatorio para elaborar el diseño.


NO


2.4 - Que para el 31 de diciembre del 2019 se haya diseñado una campaña nueva para promocionar la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes.


Diseño de campaña


NO


2.4.1 - Diseño de campaña para publicitar la Política de Personas Afrodescendientes


NO


2.5 - Que al 31 de diciembre del año 2019 se haya dado seguimiento y finalizar el Protocolo para el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores.


Diseño de Protocolo


NO


2.5.1 - Diseño del Protocolo mediante sesiones de trabajo


NO


2.6 - Que al 30 de noviembre del 2019 se cuente con una propuesta de Protolo conjunto con la Jurisdicción de Familia, Violencia Doméstica, Niñez y Adolescencia y Penal Juvenial para la remisión de casos a los servicios de atención de la salud, identificando las necesidades de dicha población.


Actividades formativas realizadas (propuesta de Protocolo y mesas de trabajo)


NO


2.6.1 - Formación de mesas de trabajo para diseñar o perfilar Protocolos de atención específica para las Personas Menores de edad en conflicto con la Ley, que presentan algún problema de salud mental o discapacidad psicosocial, con participación interinstitucional


NO


2.7 - Que al 30 de noviembre del 2019 se haya generado el establecimiento del Foro Nacional permanente en materia Penal Juvenil


Gestiones para la generación del Foro


NO


2.7.1 - Conformación de un Foro Nacional permanente en materia Penal Juvenil


NO


2.8 - Que al 31 de diciembre del 2019 se hayan efectuado reuniones para la actualización de la Política de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad con la participación de las personas integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con discapacidad con la asesoría técnica de CONAPDIS y la participación de personas con diferentes tipos de discapacidades.


Reuniones de trabajo para la actualización de la Política


NO


2.8.1 - Realizar grupos de trabajo


NO


COMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA


NO


Patronato Nacional de la Infancia, CONAPDIS, Hospital Nacional Psiquiátrico, IAFA, CONAPAM


ACCESO A LA JUSTICIA


Género


Innovación


Tema Estratégico:


Confianza y probidad en la justicia


Objetivo:


3 - Desarrollar actividades orientadas a mejorar el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad


Estratégico:
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Accion Estratégica:


OE.1.2 - PARTICIPACIÓN CIUDADANA: Desarrollar estrategias de participación ciudadana responsables, activas y sostenibles, que contribuya en la toma de decisiones del Poder Judicial y mejoramiento del servicio público.


Meta


Indicador


Meta PEI


Actividades


Actividad PEI


Coordinacion Interna


Coordinacion PEI


Coordinación Externa


Ejes


3.1 - Que al 31 de diciembre del 2019 se haya elaborado y difundido al menos una campaña de divulgación sobre los derechos de alguna población en condición de vulnerabilidad sean estas las Personas que integran la comunidad LGTTTBI, Personas con Discapacidad, Adultas Mayores, Migrantes y Refugiadas, Privadas de Libertad, Niñez y Adolescencia, Pueblos Indígenas,  Víctimas de violencia sexual, violencia doméstica, Personas Menores de edad en conflicto con la Ley Penal Juvenil y Afrodescendientes.


Elaboración y Difusión


NO


3.1.1 - Elaboración y Difusión por distintos medios de una campaña sobre los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad


NO


3.2 - Que al 31 de diciembre del 2019 se haya elaborado y publicado al menos dos boletines con información referente a las efemérides de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, en especial las referidas a personas con discapacidad y personas adultas mayores. 


Boletines con información sobre efemérides divulgadas


NO


3.2.1 - Recopilación de información


NO


3.2.2 - Difusión de los boletines


NO


3.3 - Que al 31 de diciembre del 2019 al menos dos personas integrantes de la Subcomisión de las personas adultas mayores hayan recibido capacitación o taller en temas de Jubilación o Envejicimiento. 


Capacitación o Taller


NO


3.3.1 - Taller o capacitación sobre sensibilización y formación para al menos dos personas integrantes de la Subcomisión PAM


NO


3.4 - Que al 31 de diciembre del 2019 se haya impartido al menos un taller de sensibilizació  y formación a personal judicial sobre derechos de las PAM.


Capacitación realizada


NO


3.4.1 - Taller o capacitación de sensibilización y formación a los y las funcionarios judiciales


NO


3.5 - Que al 31 de diciembre del 2019 se haya realizado al menos una acción puntual de mejora con el asocio de la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Niñez y Adolescencia para Niños, Niñas y Adolescentes migrantes y refugiados.


Documento elaborado de propuesta de directriz o lineamiento


NO


3.5.1 - Sesiones de trabajo para la elaboración de la propuesta de directriz o lineamiento,


NO


3.6 - Que al 31 de diciembre se 2019, se haya solicitado la implementación de al menos una acción puntual con base en las recomendaciones emitidas del conversatorio de Migración y Diversidad Sexual. 


Gestiones Realizadas


NO


3.6.1 - Gestionar la implementación de al menos una acción puntual con base en las recomendaciones emitdas del conversatorio Refugio y Diversidad Sexual


NO


3.7 - Que al 30 de noviembre del 2019 se hayan capacitado al menos 10 personas relacionadas al ámbito Penal Juvenil en los temas de Trata de Personas y Crimen organizado


Capacitaciones realizadas


NO


3.7.1 - Capacitación en temas de Trata de Personas y Crimen organizado


NO


3.8 - Que al 30 de noviembre del 2019 se haya realizado al menos una Gira a comunidades con condiciones de vulnerabilidad múltiples


Capacitación y Giras realizadas


NO


3.8.1 - Giras a comunidades alejadas y con problemas de acceso a la justicia en razón de condición de vulnerabilidad múltiples


NO


3.9 - Que al 31 de diciembre de 2019 se realice coordinación institucional e interinstitucional, así como reuniones y planificación para la ejecución de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa RIca


Reuniones, sesiones realizadas


NO


3.9.1 - Convocatoria y demás coordinación necesaria para la logística de las sesiones de trabajo


NO


COMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA


NO


COMISION NACIONAL PARA EL MEJORAMIENTO DE LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA


NO


DIRECCION DE PLANIFICACION


NO


CONTRALORIA DE SERVICIOS (SEDE CENTRAL)


NO


DIRECCION EJECUTIVA


NO


Ministerio de Planificación


ACCESO A LA JUSTICIA


Género


Innovación


Justicia Abierta


Objetivo:


4 - Incluir transversalmente en acciones que realiza la Comisión y la Unidad de Acceso a la Justicia, las variables de acceso, Género, Valores, Control Interno y Cero Papel


Estratégico:
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Accion Estratégica:


OE.1.5 - COLABORACIÓN INTERNA Y EXTERNA: Optimizar y desarrollar procesos estandarizados para la gestión técnica y administrativa que involucren a distintos actores sociales en el diseño, ejecución y evaluación de políticas, programas, proyectos, planes y otras acciones del Poder Judicial, mediante alianzas, la cocreación y las redes de trabajo y apoyo, con el fin de mejorar la calidad del servicio público que se brinda.


Meta


Indicador


Meta PEI


Actividades


Actividad PEI


Coordinacion Interna


Coordinacion PEI


Coordinación Externa


Ejes


4.1 - Que al 31 de diciembre del 2019 se hayan incorporado transversalmente las variables de Acceso, Género, Valores, Cero Papel  y Control Interno


Acciones realizadas que incorporan transversalmente las variables de acceso, Género, Valores, Control Interno y Cero Papel


NO


4.1.1 - Procurar el trasiego de documentación a través de medios digitales (correo electrónico, discos compactos, llaves de almacenamiento, etc)


NO


4.1.2 - Realizar las impresiones a cargo de la Unidad de Acceso a la Justicia en duplex


NO


COMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA


NO


DIRECCION EJECUTIVA


NO


Ninguna


ACCESO A LA JUSTICIA


Ambiente


Género


Valores Institucionales


Tema Estratégico:


Planificación Institucional


Objetivo:


5 - Cumplir con los compromisos adquiridos por el Poder Judicial en el segundo informe del Estado de la Justicia.


Estratégico:
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Accion Estratégica:


Meta


Indicador


Meta PEI


Actividades


Actividad PEI


Coordinacion Interna


Coordinacion PEI


Coordinación Externa


Ejes


5.-1 - Que al finalizar el 2019, se cuente con los indicadores definidos en el informe del Estado de la Justicia, aprobados por Corte Plena en sesión 47-18 del 8 de octubre 2018 artículo XXXII. 


% de avance en el cumplimiento anual de los compromisos destacados en los informes del Estado de la Justicia.


SI


5.-1.1 - Dar seguimiento al cumplimiento del indicador establecido en el Informe del Estado de la Justicia.


SI


COMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA


NO


Ninguna


ACCESO A LA JUSTICIA


Género


Innovación


Justicia Abierta


Valor del servicio de Administración de Justicia


Valores Institucionales
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ACTA DE LA SESIÓN DE LA SUBCOMISIÓN



PARA EL ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS



____________________________________________________________



Sesión celebrada el miércoles 19 de setiembre, oficina 504.



Presentes: Carmen María Escoto Fallas, vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia y Coordinadora de la Subcomisión, Jean Carlo Monge M. Juzgado Penal de Coto Brus, Melissa Benavides Víquez, Unidad Acceso a la Justicia, Erick Alfaro, Contraloría de Servicios, Geiner Blanco, Asesor de Presidencia, Yorleny Ferreto, Coordinadora Unidad de Género OIJ; Alí García Segura, Universidad de Costa Rica, Violeta Conejo Villalobos, Colegio de Abogados y Abogadas, Juan Carlos Campos, Colegio de Abogados y Abogadas, Erick Núñez, Defensa Público, Ligia Jiménez, Defensa Pública, 


Artículo I



Bienvenida y presentación de las personas presentes.


Artículo II


Varios



Indica don Geiner Blanco que sugiere la incorporación del señor William Vega quien lleva la agenda de Pueblos Indígenas ante Naciones Unidas, 



Doña Carmenmaría Escoto indica que esta Comisión es para unir esfuerzos, porque hay una necesidad urgente de personas que conozcan el derecho indígena y el de personas tradicional, pues se dan situaciones que no se daban antes. Esta Comisión cuenta con personas indígenas, cuesta su traslado, pero en muchos casos sí las hay.  



El señor Ali García indica que sería importante incorporar a otros compañeros y compañeras de otros Pueblos también. 



Geiner Blanco dice que esta Subcomisión debe incorporar con representación de los Pueblos pues su representación (Alí y Geiner) es por parte de instituciones. Un informe de derechos humanos señala que la representación debe ser por parte de los pueblos y no por instituciones. 


El Licenciado Jean Carlo Monge explica que no solamente es un tema económico sino también un tema de inversión de tiempo.



Don Geiner Blanco indica que debe determinarse qué tipo de reunión es la que se deben hacer, pues muchas veces los puntos de la agenda no coinciden con los intereses de las personas representantes, es importante analizar la temática que se tocará y en cuales momentos. 



Don Erick Núñez plantea instar a la Dirección Ejecutiva para que destine un dinero para que las personas indígenas puedan sufragar sus gastos. 



Don Gonzalo Gutierrez indica que se ha reunido para conversar con personas del territorio de Térraba y Curré sobre el tema de vulnerabilidad y acceso a la Justicia, pues quieren hacer llegar sus inquietudes ya que existe la necesidad de establecer un puente de comunicación, surge la necesidad de establecer una ventana que atienda las necesidades de las poblaciones indígenas.


Don Alí García explica que no todo lo que se comprende como justicia lo es para los pueblos indígenas. Se trata para que se reivindiquen los derechos. Se ve cada vez más cerca la posibilidad de que los idiomas indígenas desaparezcan. 



Jean Carlo Monge expone que no es solamente un tema económico para su traslado, sino también se deberían buscar propuestas que sea el Poder Judicial quien se traslade, pueden ser varias personas de la Subcomisión, no necesariamente sean todas las personas integrantes. 



Acuerdo: 1) Se toma nota de lo indicado por el señor Geiner Blanco, 2) Invitar a William Vega a la Subcomisión de Pueblos Indígenas. 3) Solicitar a la Dirección Ejecutiva y a CONAMAJ la posibilidad de colaboración económica para traer personas indígenas a la Subcomisión, 4) Planificar más giras a los territorios indígenas con agendas previas con los pueblos indígenas con representación parcial de esta Subcomisión y conforme a la calendarización de la fiscalía de asuntos indígenas, 5) Queda en firme el acuerdo. 


Artículo III



Varios



Indica el Licenciado Rodrigo Campos Hidalgo que el Colegio de Abogados y Abogadas existe un programa que se llama Derecho en la Calle, que explica los derechos para las personas indígenas. El aporte del Colegio de Abogados y Abogadas puede ser que en coordinación con el Poder Judicial y con un planeamiento previo se pueden sumar esfuerzos. Ha sido difícil poner una Defensoría Social por un tema de presupuesto, además que los profesionales son voluntarios. 


Doña Carmenmaría les invita a ser parte de la Subcomisión a las personas integrantes del Colegio de abogados y abogadas. Continúa diciendo que existen acciones que se harán llegar a las personas integrantes, entre reglas, cursos, directrices y demás. Se puede hacer algo conjunto con el Colegio para realizar capacitaciones en temas de derecho indígena. 



Ariana Céspedes indica que la Fiscalía calendariza visitas a los territorios indígenas, esto ocurre a finales de noviembre, son catorce, se hacen de enero a agosto, el segundo semestre se incluye las que hacen falta de calendarizar, se pone esta agenda a disposición de la Subcomisión con el fin de que se aprovechan esfuerzos. 



Se acuerda: 1)  Se toma de lo anterior.


Artículo IV


Solicitud de criterio de la coordinadora Carmenmaría Escoto Fernández dirigida al director del Departamento Jurídico Lic. Rodrigo Campos Hidalgo.


Se pone en conocimiento la gestión hecha por la señora Carmenmaría Escoto sobre la solicitud de comprobante por traducción a los intérpretes de personas indígenas. 



El señor Jorge Leiva indica que en lo Contencioso Administrativo no se piden comprobantes. 



La señora Ligia Jiménez comenta que esos problemas han ocurrido en Pérez Zeledón, pues el Poder Judicial se ha vuelto más rígido en esos asuntos, por ello se hizo la consulta ante la Dirección Jurídica, esto trae problemas de Acceso a la Justicia. Estos problemas se solucionarían por ejemplo teniendo intérpretes de planta. 


El Licenciado Campos indica que ese mismo problema se ha presentado para el Colegio, pero para ello fue necesario orientar a las personas indígenas, una solución puede ser orientarles para que se constituyan como proveedores. 


Se acordó: 1) Se toma nota de lo indicado anteriormente, 2) Socializar las políticas institucionales en materia indígena al Colegio de abogados y abogadas, 3) Se declara en firme. 


Artículo V


Informe sobre la Gira en Pérez Zeledón los días 23 y 24 de agosto.



Doña Melissa Benavides Víquez hace un resumen de lo que fue la Gira a los Territorios Indígenas, sean estos los Tribunales de Derecho Consuetudinario de Cabagra y Boruca y al día siguiente con distintos grupos conformados por personas indígenas. 



Doña Ligia Jiménez propone que se valore y se envíe al Consejo Superior para que se valore la posibilidad de una plaza en temas especializada para atender los asuntos en donde una parte sea una persona indígena. 


Don Erick Núñez comenta que existía una plaza en Buenos Aires que luego se eliminó, por esto la Defensa Pública ha venido dando tumbos pues solamente hay dos defensores públicos, por eso se ha pedido que en esta comisión se revalore un defensor in situ, en Buenos Aires especializado en materia indígena. Existen muchos problemas en lo penal, con la Ley de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas nos amplían las competencias, se recarga esto las materias agrarias. 


Doña Ariana Céspedes indica que el Tribunal justificó, por un tema de números, que no se sostenía una tercera sección por ello se eliminó este tribunal.



Doña Ligia Jiménez expone que existen cinco fiscales, pero solamente dos plazas de defensores.



Don Geiner Blanco plantea que hay que dar un paso más al frente pues se denuncia mucha desatención en distintos temas, como subcomisión debemos buscar una estrategia para atender estos problemas y no siga pasando. 


Doña Carmenmaría Escoto comenta que en Turrialba manifiestan recargo por tener que ir a las audiencias in situ, aunque no tengan la sensibilidad para atender la problemática que se suscita en los territorios indígenas, el sentir de la comunidad es que no exista un deseo de ir a los lugares en busca de las personas indígenas, además de la contratación de una persona de planta intérprete indígena, esto se hace en ignorancia de las reglas. 


Doña Ariana Céspedes propone que se deben involucrar a las Administraciones Regionales para garantizar las condiciones para efectuar los juicios, además para apoyar a los despachos para que garanticen las mejores condiciones para realizar las audiencias pues muchas veces no existen estas condiciones para las víctimas y para las personas testigas. 


Don Geiner Blanco explica que es importante hacer una lista de las necesidades expuestas, un mapeo de las demandas constantes de personas indígenas, así se marca un rumbo de donde hay que ir, además que da seguridad a las personas indígenas y asegurar un acceso a la justicia para estas poblaciones. 


Doña Ligia Jiménez indica que es algo muy común que las personas indígenas no cuenten con intérprete para enfrentar sus derechos, cuestiona la forma de que se realizan estas diligencias.


Don Jean Carlo Monge establece que es importante que ahora que se hagan las visitas a las comunidades indígenas se puede levantar una lista de cuáles son las necesidades de las distintas comunidades, así se podrán conocer las necesidades de distintas comunidades. 



Doña Melissa Benavides expone sobre la importancia de formar profesionales y pregunta de qué forma el Colegio pueda coadyubar con el acceso a la justicia para las personas indígenas. 



Doña Ligia Jiménez plantea si existe la posibilidad de que se formule un curso sobre derecho indígena, 



Don Jorge Leiva expone que existe una Comisión de Pueblos Indígenas en el Colegio de Abogados y Abogadas y para los efectos de las capacitaciones se puede conversar con ellos. 


Doña Yerma Campos comenta que hubiese sido provechoso que se escuchara previo a los y las funcionarias judiciales antes de enviar a la Inspección Judicial las quejas interpuestas en la Gira. 



Doña Violenta propone que de la iniciativa que se haga a la Comisión de Asuntos Indígenas se haga copia a la Junta Directiva también indica que podría hacerse a partir de marzo capacitación a las Defensorías Sociales, el Poder Judicial propondría nombres para los capacitadores e incluso grabarlas en youtube.


Doña Carmenmaría indica que existe un convenio con la Escuela Judicial para capacitar personas que no trabajan al Poder Judicial, se podría pensar en incluir al Colegio de Abogados y Abogadas en esto, estos cursos son importantes y son esenciales, se aprende muchísimo. 



Don Geiner Blanco propone hacer un diagnóstico de problemáticas, propone que se haga un objetivo estratégico para poder llegar a las personas que toman decisiones y que se enteren de todo esto que estamos hablando pues existe resistencia y mucha burocracia. 


Doña Carmenmaría consulta sobre si es posible por parte de Don Geiner de realizar ese diagnóstico. 


Don Geiner Blanco indica que se puede realizar una sistematización con el histórico.



Don Jorge Leiva propone que se puede auxiliar con el informe de labores de la Defensoría de los Habitantes, además que existe una problemática de que las personas no se apuntan a los cursos de derecho indígena. 



Don Alí García dice que en mundo indígena no se dice, sino que se hace, se comprende mejor la acción que hablar, es muy cansado, espera que estos acuerdos se cumplan. 


Don Juan Carlos Campos indica que el Poder Judicial debería tomar acciones para poder contratar personas que conozcan del derecho indígena y sean de la comunidad indígena que sirvan de traductores. 


Don Gonzalo Gutierrez indica que ha hecho muchos sacrificios para estudiar, que está anuente para optar por cualquier tipo de capacitación para optar por un puesto, hay muchos compañeros que quieren optar por puestos, pero no los llaman.



Doña Carmenmaría expone que en Turrialba le han expuesto la necesidad de que existan traductores y es necesario que el Poder Judicial nos dote de un técnico judicial para que sea intérprete y un medio para que sea un puente de las necesidades de los pueblos indígenas y que la Comisión sea también ese puente.


Don Erick Alfaro cuestiona que por qué los despachos cuando tienen la posibilidad de contratar personas no contratan personas indígenas. 



Doña Ligia Jiménez comenta que es necesario hacer el proceso para poder entrar, y es necesario establecer cuotas para las distintas instancias para poder contratar personas indígenas. 



Don Jean Carlo Monge establece la importancia de continuar promoviendo la cuota de contratación de personas indígenas. 


Se acordó: 1) Se toma nota de lo indicado anteriormente, 2) Instar a la Dirección de Planificación y a Consejo Superior para que reconsideren 32-PLA-2018 y se devuelva la plaza de defensor y fiscal para la atención de personas indígenas en la jurisdicción de Buenos Aires, 3) Trasladar a la Comisión de Asuntos Indígenas un atento exhorto para que el Tribunal de Pérez Zeledón haga todos los juicios en Buenos Aires independientemente de si son o no las partes personas indígenas, 4) Pasar a la  Comisión de Familia la inquietud sobre la representación de Personas indígenas en temas de familia  5) Mandar a Consejo Superior y al Tribunal de la Inspección Judicial que muestren a qué territorios se están visitando por parte de los distintos Tribunales, como parte de las acciones aprobadas por Corte Plena, 6) Involucrar a las Administraciones Regionales para que apoyen a los fiscales, jueces, defensores y demás partes para ir a los lugares 7) Solicitar al Consejo Superior una reiteración de las circulares de temas indígenas y de política institucional, 8) Enviar a Consejo Superior una nota para analizar en la selección de personas juzgadoras en el tema de derecho indígena como parte de la política institucional, 9) Hacer una lista de las necesidades de la población indígena en temas de acceso a la justicia, 10) Instar a la Comisión de Pueblos Indígenas del Colegio de abogados y abogadas para la coadyuvancia en el tema de Acceso a la justicia con copia a la Junta Directiva , 11) Enviar al Colegio de Abogados y Abogadas una lista de posibles personas capacitadoras en temas indígenas, 12) Solicitar que en el Convenio que se realizará con la Escuela Judicial que se valore una capacitación mayor con la Escuela Judicial. 13) Se declara en firme. 


Se levanta la sesión a las 12:20
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ACTA DE LA SESIÓN DE LA SUBCOMISIÓN



PARA EL ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS



____________________________________________________________



Sesión celebrada el miércoles 13 de junio de 2018, en el Salón Multiusos del Departamento de Trabajo Social y Psicología (DTSP).



Presentes: Carmen María Escoto Fallas, Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia y Coordinadora de la Subcomisión, Alexis Mora Cambronero, Coordinador Unidad de Acceso a la Justicia, Damaris Vargas Vásquez, Proyecto Reforma Agraria, Erick Alfaro Romero, Contraloría de Servicio, Valeria Varas Rojas, Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU), Román Bresciani Quirós, Escuela Judicial, Jean Carlo Monge M. Juzgado Penal de Coto Brus, Juan Carlos Morales Jiménez, Defensa Pública, Carlos Cruz Meléndez, Universidad Nacional y Melissa Benavides Víquez, Unidad Acceso a la Justicia.



Artículo I



Bienvenida y presentación de la nueva integrante de la Unidad de Acceso a la Justicia



Se realiza una breve presentación de las personas integrantes de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas (SAJPI) y se da la bienvenida a la M.S.c Melissa Benavides Víquez, quien se integrará a la Unidad de Acceso a la Justicia en junio de 2018.



Artículo II



Consulta Dr. Carlos Góngora Fuentes- Tribunal Contencioso Administrativo


El Dr. Carlos Góngora, Juez del Tribunal Contencioso Administrativo, realiza consulta a la Subcomisión, si existe alguna directriz o circular en materia Contenciosa que se refiera al tema de representación letrado en materia de Indígenas, esto por contar con un caso que tiene en estudio, y uno de los intervinientes es la Asociación de Desarrollo Indígena, ellos solicitan patrocinio letrado al no contar con recursos económicos para hacer frente al proceso.


La Magistrada Escoto Fernández, indica que hay un voto de la Sala Primera de la Corte, que hace referencia a dicha situación, en cuanto a que existe un derecho humano al Acceso a la Justicia, garantizado para las personas indígenas y en materia Contenciosa Administrativa no se cuenta con este recurso, sin embargo, se han realizado esfuerzos, pero han sido en vano, por falta de presupuesto para nuevas plazas, por consiguiente, se propone hacer una excitativa a la Defensa Pública, en la persona de su Directora a.í Diana Montero, para ver de qué manera se pueda contar con un defensor en materia Contenciosa para mejorar el Acceso a la Justicia de las personas indígenas. 


Se acordó: 1) Se toma nota de lo indicado anteriormente, 2) Enviar una carta explicativa a la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica de la situación con el fin de buscar soluciones para los casos de personas indígenas que requieren asistencia en materia Contencioso Administrativa. 3) Se declara en firme. 


Artículo III



Solicitud de la Asociación Indígena de Bribrí


Se atiende solicitud de la señora Magaly, Contralora de Servicios de Limón, ellos tienen un proyecto de Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, en específico en poblaciones indígenas, donde está incluida la Defensoría Social del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, el Juez de Familia y la Defensa Pública. 


Ellos, periódicamente van a realizar audiencias, toma de muestras de ADN, y demás diligencias. Por lo que, doña Magaly solicita que por parte de la Subcomisión se pida al Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, que la Defensora Social a cargo, se pueda incorporar al proyecto de lleno y realizar una o dos visitas mensuales y también dar asesoría legal. 



Se acordó: 1) Se toma nota de lo indicado anteriormente, 2) Instar al Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, sobre la posibilidad de permitir que la Defensoría Social, pueda acompañar a Contralora de Servicios de Limón  durante el proyecto y poder realizar una o dos visitas mensuales y dar asesoría legal. 3) Se declara en firme. 


Artículo IV



Solicitud Tribunal Indígena de Derecho Propio de la localidad de Bribrí


La señora Xinia Marín, Jueza de Juicio del Tribunal de Limón, realizó una solicitud de capacitación, que fue conocida en la sesión de febrero y que en su momento se programó para el segundo semestre de este año, y a solicitud expresa del Tribunal Indígena de Derecho Propio de la localidad, se pide capacitar a los técnicos judiciales, con el fin de que la Subcomisión se traslade hasta dicha localidad y poder capacitarlas en tema de sensibilización en Acceso a la Justicia de Personas Indígenas.



Se acordó: 1) Se toma nota de lo acordado por Xinia Marín, 2) Consultar al señor Agustín Jackson, sobre posibles fechas para realizar la capacitación y remitirles a los y las integrantes de la Subcomisión, dichas fechas y socializarlas con todos y todas. 3) Se declara en firme el acuerdo. 


Artículo V



Solicitud de la Defensoría de los Habitantes Oficio 201



Se menciona las fechas de la gira a Buenos Aires de Puntarenas, las cuales serían 12 y 13 julio del año en curso.



Se acordó: 1) Se toma nota de lo anterior. 


Artículo VI


Actividades que el Juzgado Penal de Coto Brus, efectuó en la Comunidad Indígena de La Casona- Lic. Jean Carlo Monge Madrigal


El licenciado Jean Carlo Monge, explica se han estado realizando varias reuniones en la Casona, Comunidad de Desarrollo Indígena, indica ha remitido varios avances de las mismas, han sido tres minutas, y de ahí se desprenden varias dificultades: 1- El pago de intérpretes, los que se realizan con mucha posterioridad a la diligencia, inclusive hasta con 4 meses de atraso. 2-  El tema de las subpartidas para el pago de intérpretes. 3- La Dirección Ejecutiva obliga a las personas a aceptar los nombramientos de interpretes por medio de correo electrónico y por ejemplo en la Casona no llega internet, asimismo la factura electrónica otra dificultad que se le atraviesa a las personas indígenas, mismas en condición de vulnerabilidad. 4- Levantamiento de cuerpos, hay muchas quejas, ya que no se están certificando las muertes, por falta de traslado de cuerpos para la respectiva biopsia, por la lejanía de las zonas. 5- Pensiones Alimentarias.


Se acordó: 1) Se toma nota de lo anterior, 2) Se invita al señor Jean Carlo Monge Madrigal  de participar en la próxima gira de la Subcomisión a Buenos Aires de Puntarenas. 3) Se declara en firme el acuerdo.


Se levanta la sesión a las 12 horas.



[image: image4.jpg]







“Unidad de Acceso a la Justicia, por el respeto de los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad”


2


3


[image: image2.jpg]







“Unidad de Acceso a la Justicia, por el respeto de los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad”





[image: image1.jpg][image: image2.jpg][image: image3.jpg][image: image4.jpg]

image001.png

MSc. Melissa Benavides Viquez
Unidad de Acceso a la Justicia
" Poder Judicial de Costa Rica
Tel: (506) 2295 3874








image37.wmf
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Re  Indice de Protocolo para procesos y sentencias con perspectiva cultural.msg
Re: Indice de Protocolo para procesos y sentencias con perspectiva cultural

		From

		Ariana Céspedes López

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr



Buendo días Doña Damaris: 









Un gusto saludarle, en vista del índice que puso en conocimiento,  realice algunas observaciones las cuales detallo en el documento adjunto, mediante la modalidad control de cambios para la valoración de todos y todas. 




Me parece importante definir si el protocolo va dirigido únicamente a juzgadores o va ser general de manera que sea de utilidad para jueces(as), fiscles (as) y defensores(as), lo cual me parece muy importante pues contendrá páramentros mínimos que se deben tomar encuenta en todos los procesos judiciales, garantizando los derechos culturales que le asisten a la población indígena. 









En caso de requerir mi colaboración, para la redacción del acápite que sugiero, estoy para servirle me lo hacen saber. 









Por último adjunto un material ( Manual auto-formativo para la aplicaicón del control de convencionalidad dirigido a operadores de justica) en cuanto al control de convencionalidad, del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, el cual puede servir de consulta y apoyo. 









Quedo a la orden para cualquier coordinación que requieran. 
















  _____  


De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: domingo, 24 de febrero de 2019 01:39
Para: Valeria Varas; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Ariana Céspedes López; carlos.cruz.melendez@una.cr; Marcos Guevara; javierrodriguezcostarica@gmail.com; ali.garcia@ucr.ac; Daniel Villalobos Araya; Jean Carlo Monge Madrigal; Carlos Romero Rivera; Melissa Benavides Víquez; Roman Bresciani Quirós; vvaras@inamu.go.cr; cescotofer@gmail.com
Asunto: RV: Indice de Protocolo para procesos y sentencias con perspectiva cultural 

 



Estimada doña Ligia:



 



Muchas gracias por la propuesta. La someto a conocimiento de las demás personas integrantes de la Subcomisión para su conocimiento.



Saludos cordiales. 



 



De: Ligia Jeannette Jiménez Zamora 
Enviado el: viernes, 22 de febrero de 2019 04:14 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Indice de Protocolo para procesos y sentencias con perspectiva cultural



 



Buenas tardes estimada Sra. Vargas, reciba un cordial saludo.



De conformidad con lo manifestado en la reunión de la Sub Comisión de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas, se le remite un posible índice para el protocolo propuesto, a fin de que se valore si procede o no.



A sus órdenes, Ligia Jiménez Zamora





Indice para procesos y sentencias con perspectiva cultural -observaciones Ariana -.docx

MODELO DE INCORPORACION DE PERSPECTIVA CULTURAL EN LOS PROCESOS Y SENTENCIAS QUE INVOLUCREN DERECHOS DE PERSONAS Y PUEBLOS INDÍGENAS.	Comment by Ariana Céspedes López: 	Comment by Ariana Céspedes López: En cuanto al titular, me parece que va enfocado únicamente a jueces, de modo que que se debe ampliar para todos los operadores del derecho, así permite que sea de guía para fiscales(as), defensores(as), jueces (as) mi sugerencia es: 
Guía práctica para un abordaje especializado y con perspectiva cultural en los procesos judiciales que interviene una persona perteneciente a un pueblo indígena.

En cuanto a los derechos de los pueblos indígenas se puede desarrollar en el contenido de la guía. 
  


I. Marco Jurídico: 	Comment by Ariana Céspedes López: 	Comment by Ariana Céspedes López: En lo que respecta al marco normativo podemos tener como base el artículo 1 de la Constitución Política, el cual estipula que nuestro país es multiétnico y pluricultural de maneara que se desprenden una serie de derechos y obligaciones que deben atenderse, en aplicación no solo de la legislación nacional sino internacional. 


1. Sistema Universal de Protección de los Derechos Humanos.


2. Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos.


3. Obligatoriedad de cumplir con el Control de Convencionalidad.


4. Instrumentos Nacionales.





II. Marco Conceptual sobre Personas y pueblos Indígenas:


1. Teoría de Interseccionalidad como modelo de análisis.


2. Principios generales para la consideración de las y los juzgadores en casos que se encuentren involucradas personas y pueblos indígenas.	Comment by Ariana Céspedes López: Me parece importante estos tres temas concentrarlos en: Derechos culturales, sociales y económicos que le asisten a la población indígenas. 
Dentro de lo cual se engloba: autoidentificación, derecho al intérprete, derecho a la tierra y uso de recursos naturales, derecho de consulta. 

Considero que es relevante desglosar cada uno de los derechos mencionados, un breve concepto, su regulación internacional y lo indicado por la jurisprudencia del sistema interamericano al respecto. 

Lo anterior, con el fin de que se le brinde a todos los operadores jurídicos, los parámetros mínimos para realizar el análisis de los casos con pertinencia cultural.  


3. Abordaje teórico.


4. Elementos relevantes en procesos con personas y pueblos indígenas.





III. Razones para incorporar la perspectiva cultural en los  procesos y las sentencias.	Comment by Ariana Céspedes López: Considero que este acápite es redundante con los dos anteriores, me parece que podemos enfocar este acápite con la obligación de todos los operadores del derecho de efectuar un control difuso de convencionalidad y el impacto en una tutela efectiva. 

Mi sugerencia: CONTROL DE CONVENCIONALIDAD Y TUTELA EFECTIVA DE LOS DDPPI

Contenido 
Concepto. 
Los responsables de la aplicación del control de convencionalidad a lo interno del país. 
Principios rectores 
Implicaciones para los usuarios indígenas el aplicar un correcto control de convencionalidad. 


1. Por qué incorporar la perspectiva cultural en la administración de justicia?


2. Cuándo y quienes deben incorporar la perspectiva cultural en la administración de Justicia?


3. Cómo juzgar con perspectiva cultural?


4. Para qué juzgar con perspectiva cultural?


RAZONES PARA INCORPORAR


LA PERSPECTI
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Presentación 



Desde su creación, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) ha destacado el 
acceso a la justicia como un derecho fundamental que guarda gran importancia no sólo por ser un 
derecho humano en sí mismo, sino también porque es a través de él que se garantiza el respeto –o 
en su caso, reparación– de todos los demás.



 Por ello, a lo largo de su trayectoria, el IIDH ha priorizado continuar apoyando tareas dirigidas 
a garantizar una justicia accesible, eficaz y rápida a todas las personas, como un mecanismo para 
canalizar los reclamos individuales y los conflictos sociales, y como garantía de la restauración de 
los derechos violados o postergados.



El IIDH ha emprendido esta tarea a través de diversas líneas de acción, entre las que se destaca 
la elaboración y difusión de materiales y herramientas que sean útiles tanto a la sociedad civil como 
a las y los operadores de justicia, para que, desde sus respectivos ámbitos, puedan incidir en la 
aplicación de una justicia pronta, autónoma e imparcial.



Las herramientas del IIDH han comprendido guías para documentar casos y situaciones ante 
los órganos de protección del Sistema Interamericano, manuales para aplicar el enfoque diferencial 
que corresponde para garantizar el acceso a la justicia a grupos en situación de vulnerabilidad, y 
plataformas digitales para acceder a la sistematización de criterios y estándares internacionales para 
la justiciabilidad de los derechos económicos, sociales y culturales, entre otros.



La ruta institucional a seguir para el período 2015-2020 insiste en la necesidad de impulsar sistemas 
de justicia accesibles y eficaces, y ha entendido que[…] el acceso y administración de justicia no se 
limita a la posibilidad de acceder a las instancias, procesos y procedimientos establecidos. También 
debe garantizarse que las y los operadores de justicia conozcan y tengan en cuenta los estándares 
internacionales de derechos humanos y los incluyan en sus resoluciones y sentencias, en un ejercicio 
de aplicación de la ley o norma más protectora de los derechos humanos1.



Esta afirmación se traduce en el llamado “control de convencionalidad”, concepto que ha sido 
desarrollado jurisprudencialmente por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que supone 
el ejercicio o mecanismo de comparación que se hace entre el Derecho interno y el supranacional 
y que deben hacer los tribunales nacionales con el propósito de darle efecto útil a las normas de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en los casos concretos. 



Tal y como se aprecia de la evolución conceptual del control de convencionalidad, éste no sólo 
representa una opción para las y los operadores de justicia, sino una obligación ex officio que 
corresponde a jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles e, 
incluso, a toda autoridad pública.



En este contexto, desde su naturaleza académica y como brazo auxiliar del Sistema Interamericano 
para la promoción y educación en derechos humanos, el IIDH presenta su Manual autoformativo para 
la aplicación del control de convencionalidad dirigido a operadores de justicia con el fin de impulsar 
una práctica jurídica con enfoque de derechos humanos.



El Manual busca ser una guía didáctica para operadores de justicia principalmente, que permita 
comprender el origen y desarrollo del control de convencionalidad, sus alcances e interpretación y los 



1	 Marco estratégico del Instituto Interamericano de Derechos Humanos 2015-2020, “Educando en derechos humanos, promoviendo 
su vigencia”, pág. 20. Disponible en: http://iidh.ed.cr/IIDH/media/1640/me2015.pdf, a 24 de agosto de 2015.
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elementos indispensables para su aplicación. Lo anterior, a través de breves capítulos conceptuales 
y casos concretos de la región que ejemplifican los diversos temas abordados.



La justicia interamericana hace su labor determinando el alcance de protección de los derechos 
consagrados en la Convención Americana y reparando de la mejor manera posible a quienes han 
sufrido violaciones de sus derechos y no han encontrado justicia. Corresponde al Estado evitar que 
las víctimas deban emprender un largo y doloroso camino en la búsqueda de la justicia hasta una 
instancia internacional. Es el Estado, a través de sus autoridades y operadores de justicia, quien 
debe fortalecer el respeto de los derechos humanos en el ámbito interno, no sólo con la finalidad de 
reparar, sino también con la de prevenir.



Esperamos que esta herramienta sea de mucha utilidad para impulsar una práctica judicial 
respetuosa y garantista de los derechos humanos en el hemisferio. 



Agradecemos a las y los colaboradores que desarrollaron la presente publicación, especialmente 
a la invaluable cooperación Noruega, que ha hecho posible continuar con la labor académica del IIDH 
para incidir en la promoción de los derechos humanos, promoviendo su vigencia.



José Thompson J.  
Director Ejecutivo IIDH
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Introducción



El “control de convencionalidad” ha sido definido por la propia Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (Corte Interamericana o Corte IDH) como una institución que se utiliza para aplicar el Derecho 
Internacional, en este caso el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, y específicamente la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (Convención Americana, Convención o CADH) y 
sus fuentes, incluyendo la jurisprudencia de la Corte IDH, en el Derecho interno de los Estados parte 
de aquélla1. Si bien pareciera evidente que dicha institución deriva de la obligación de todo Estado 
parte de la Convención Americana consistente en cumplir los compromisos internacionales asumidos 
al ratificarla o adherirse a ella, ha sido necesario que la Corte Interamericana se apropie de dicha 
denominación y haga evolucionar su contenido y alcances a través de su jurisprudencia.



Así, la Corte Interamericana ha establecido que es consciente de que las autoridades internas 
están sujetas al imperio de la Ley y, por ello, están obligadas a aplicar las disposiciones vigentes en 
el ordenamiento jurídico. Sin embargo, ha precisado que cuando un Estado es parte en un tratado 
internacional como la Convención Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces y demás 
órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles, también están sometidos al 
tratado, lo cual les obliga a velar para que los efectos de las disposiciones de la Convención no se 
vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin, de modo que decisiones 
judiciales o administrativas no hagan ilusorio el cumplimiento total o parcial de las obligaciones 
internacionales. Es decir, todas las autoridades estatales están en la obligación de ejercer ex officio 
un control de convencionalidad entre las normas y prácticas internas y la Convención Americana y 
la interpretación que de la misma ha hecho la Corte IDH –intérprete última de la Convención–, en el 
marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes2. 



Las exigencias de dicho control de convencionalidad conllevan importantes desafíos, en la medida 
que las diferentes autoridades públicas de un Estado resultan vinculadas no sólo por su Derecho 
interno sino también por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos soberanamente 
consentido a través de la firma, ratificación o adhesión de los respectivos tratados. El incumplimiento 
de las obligaciones estatales y la violación de derechos humanos reconocidos en dichos tratados 
generan la responsabilidad internacional del Estado. Precisamente frente a los desafíos de dichas 
exigencias, el presente Manual, organizado en seis capítulos, busca ser una herramienta básica 
que permita la autoformación en la aplicación del control de convencionalidad, sobre todo en lo 
que concierne a la labor de los operadores de justicia en los Estados parte de la Convención 
Americana. Derecho Internacional, Derecho constitucional y Derecho procesal son las ramas del 
Derecho comprendidas por excelencia en la aplicación del control de convencionalidad3 y, por ende, 
transversales a este Manual.



Con ese propósito, el primer capítulo presenta los aspectos básicos de la relación entre el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho interno de los Estados, teniendo en cuenta 
que el control de convencionalidad se enmarca en las complejidades de esa relación. Tales aspectos 
básicos comprenden el rol de los Estados como creadores y destinatarios del Derecho Internacional, 
los sistemas de incorporación del Derecho Internacional en el Derecho interno, la jerarquía concedida 
al Derecho Internacional en los ordenamientos jurídicos internos, y demás expresiones de la 



1	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia, resolución de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos de 20 de marzo de 2013, considerando 65. 



2	 Corte IDH, Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, 
sentencia de 26 de septiembre de 2006, Serie C No. 154, párr. 124; Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión 
de cumplimiento de sentencia… considerando 66. 



3	 Jimena Quesada, Luis, Jurisdicción nacional y control de convencionalidad. A propósito del diálogo judicial global y 
de la tutela multinivel de derechos. Editorial Aranzadi, Navarra, 2013, pág. 25. 
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interacción entre el Derecho Internacional y el Derecho interno. De esta manera quedará en evidencia 
que, con independencia del modelo de recepción del Derecho Internacional en el ámbito interno y de 
la jerarquía atribuida a los tratados de derechos humanos concernidos, los Estados están obligados no 
solamente por el orden jurídico nacional, sino también por el Derecho Internacional respecto del cual han 
consentido en ejercicio de su soberanía. 



Por su parte, el segundo capítulo describe el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (Sistema 
Interamericano o SIDH), entendido como el sistema jurídico-político que exige la aplicación del control de 
convencionalidad a toda autoridad pública de los diferentes Estados parte de la Convención Americana. 
La descripción de dicho sistema regional de derechos humanos comprende la estructura y funciones 
de sus dos órganos de control, los tratados que conforman el corpus juris interamericano de derechos 
humanos, la relación de los diferentes Estados con dichos órganos y dicho corpus juris, el principio de 
complementariedad o subsidiariedad como eje transversal al funcionamiento del SIDH, y las obligaciones 
generales a las que los Estados parte de la Convención Americana resultan vinculados en materia de 
derechos humanos. La aproximación al Sistema Interamericano permitirá conocer la dinámica al interior 
del mismo a través de sus órganos y tratados principales, con particular énfasis en lo que atañe a los 
Estados que han ratificado o se han adherido a la Convención Americana.



El tercer capítulo realiza una exposición histórica del control de convencionalidad como la institución 
que sirve como instrumento para que los respectivos Estados parte de la Convención Americana cumplan 
con los deberes generales de respeto, garantía y adecuación exigidos en dicho tratado de derechos 
humanos, manteniendo la armonía entre el Derecho interno y el Derecho Internacional respecto del 
cual aquellos han consentido. El conocimiento del contenido y alcances del control de convencionalidad 
comprende así su concepto general, destacando sus orígenes y la evolución progresiva del mismo desde 
su aparición expresa en la jurisprudencia de la Corte Interamericana. A partir de ello, los operadores 
de justicia tendrán una primera aproximación a los detalles del control de convencionalidad, reforzando 
su representación como instrumento para aplicar la Convención Americana, los demás instrumentos 
del corpus juris interamericano y la interpretación de los mismos realizada por la Corte Interamericana.



A continuación, el cuarto capítulo presenta los detalles de aplicación concreta del control de 
convencionalidad en sede nacional, en tanto que signo inequívoco de la soberanía estatal. Ello supone 
conocer los responsables de la aplicación del control de convencionalidad, los actos internos sujetos 
a tal control, el referente normativo internacional respecto del cual se realiza, las características del 
mismo, así como sus manifestaciones inter partes y erga omnes. Desde el acercamiento a los referidos 
detalles de aplicación, el operador de justicia constatará que el control de convencionalidad apunta 
a una interpretación pro persona de la Convención Americana y el corpus juris interamericano, sin 
desconocer el Derecho interno, sobre todo en lo que concierne a las competencias de las autoridades 
y las regulaciones procesales vigentes. 



El quinto capítulo profundiza en el control de convencionalidad ejercido específicamente por los 
operadores de justicia, garantes de los derechos humanos reconocidos en la Convención Americana 
y, en consecuencia, “jueces convencionales de derecho común”4. En ese sentido, pone énfasis en la 
relación que debe existir entre el control de convencionalidad y el sistema de control de constitucionalidad 
vigente en cada Estado parte, en los diferentes supuestos que pueden presentarse en la aplicación de 
dicho control en el ordenamiento jurídico interno, así como en las ventajas de su correcta implementación 
para el propio Estado y el Sistema Interamericano en su conjunto. De esta manera, quedarán en evidencia 
las exigencias, posibilidades e implicancias de la aplicación del control de convencionalidad, destacando 
el rol protagónico de los operadores de justicia en su ejercicio. 



4	 Burgorgue-Larsen, Laurence, “La Corte Interamericana de los Derechos Humanos como Tribunal Constitucional”, 
Papeles de Derecho Europeo e Integración Regional / Working Papers on European Law and Regional Integration, 
WP IDEIR, No. 22, 2014, pág. 11. 
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Finalmente, el sexto capítulo explica el control complementario y subsidiario de convencionalidad 
que realiza la Corte Interamericana, competencia confiada a la misma como responsable de la 
interpretación y aplicación de la Convención Americana. Por ello, son abordados los alcances del control 
de convencionalidad realizado por la Corte IDH, la inadmisibilidad de las excepciones preliminares que 
cuestionan la competencia de ésta para aplicarlo, así como el seguimiento a las consecuencias del ejercicio 
de dicho control. De esa manera, quedará resaltado que el ejercicio del control de convencionalidad por la 
Corte IDH apunta a ser residual, esto es, cuando un caso es sometido a su competencia, suponiendo que 
el Estado parte concernido no habría resuelto debidamente una controversia al interior de su ordenamiento 
jurídico en aplicación del control primario de convencionalidad.



Por todo lo expuesto, a través de los referidos seis capítulos y los anexos que los acompañan, 
el Manual aspira a constituirse en una herramienta práctica y útil para todo operador de justicia al 
momento de realizar el análisis de compatibilidad entre las normas y prácticas internas y la CADH, el 
corpus juris interamericano y la interpretación que de los mismos realiza la Corte IDH. Confiamos en 
que los operadores de justicia de los diferentes Estados parte de la Convención Americana asuman con 
responsabilidad tal ejercicio del control de convencionalidad, tarea trascendental para la protección de 
los derechos humanos en la región.
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1. 	 Relación entre el Derecho Internacional y el Derecho interno: la internacionalización 
del Derecho interno y la nacionalización del Derecho Internacional



Para una correcta aproximación al denominado “control de convencionalidad” es preciso partir de 
la premisa según la cual dicho control se enmarca en la relación entre el Derecho Internacional y el 
Derecho interno. Ciertamente, conforme lo ha resaltado el juez Sergio García Ramírez, “[e]l control 
de convencionalidad es una expresión o vertiente de la recepción nacional, sistemática y organizada 
del orden jurídico convencional internacional (o supranacional)”1. 



En esa medida, el presente capítulo hará una revisión de los aspectos básicos que caracterizan 
dicha relación, a saber, el rol de los Estados como creadores y destinatarios del Derecho Internacional; 
los sistemas de incorporación del Derecho Internacional en el Derecho interno; la jerarquía concedida 
a dicho Derecho Internacional en los ordenamientos jurídicos internos, y demás expresiones de la 
interacción entre el Derecho Internacional y el Derecho interno.



 1.1	 Los Estados como creadores y destinatarios del Derecho Internacional: el 
consentimiento estatal soberano como punto  
de partida



La teoría del desdoblamiento funcional (dédoublement fonctionnel) de Scelle constata que los 
Estados son creadores de las normas del Derecho Internacional y, a la vez, destinatarios de dichas 
normas2. 



Esta particular situación es la que permite entender que, si bien la creación de normas de Derecho 
Internacional supone, asimismo, la creación de obligaciones internacionales que restringen el ejercicio 
de los derechos soberanos de los Estados, “la facultad de contraer compromisos internacionales es 
un atributo de la soberanía del Estado”3. En consecuencia, la exigencia de cumplimiento de las 
obligaciones creadas por los Estados en el Derecho Internacional no implica una transgresión a 
su soberanía estatal ya que, precisamente, es en ejercicio de ésta que los Estados han consentido 
para vincularse jurídicamente con aquéllas. Y, nuevamente siguiendo la teoría de Scelle, queda en 
evidencia que al no existir en el ordenamiento internacional órganos centralizados y superiores a los 
Estados que controlen la aplicación de sus normas, estos devienen los principales responsables de 
la aplicación del Derecho Internacional4. 



Así, tratándose de una sociedad descentralizada y escasamente institucionalizada, la mayoría de 
las reglas internacionales no logran ser auténticamente efectivas sin la actuación de los Estados. En 
ese sentido, sin la participación de los Estados será difícil la aplicación del Derecho Internacional, 
ya que la eficacia de éste depende, en amplia medida, de que los ordenamientos estatales resulten 
conformes a las normas internacionales. A partir de ello, presentamos algunas manifestaciones de 
la materialización del desdoblamiento funcional de los Estados en lo que concierne a las fuentes 
del Derecho Internacional, con especial énfasis en los tratados, fuente de Derecho Internacional por 
excelencia en la aplicación del control de convencionalidad.



1	 García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”, IUS Revista del Instituto de Ciencias Jurídicas 
de Puebla, México, Año V, No. 28, julio-diciembre de 2011, pág. 127.



2	 Georges Scelle, citado en: Salmón Gárate, Elizabeth, Curso de Derecho Internacional Público. Fondo Editorial PUCP, 
Lima, 2014, pág. 177.



3	 Corte Permanente de Justicia Internacional (CPJI), Caso del Vapor “Wimbledon”, sentencia de 17 de agosto de 1923, 
Serie A, No. 1, p. 2225 (traducción del autor).



4	 Georges Scelle, citado en: Salmón Gárate, Elizabeth, Curso de Derecho Internacional Público… pág. 270.
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1.1.1	Los tratados como manifestación de la creación de  
Derecho Internacional por los Estados



El artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia (CIJ) reconoce como fuente de 
Derecho Internacional a los tratados, generales o particulares, que establecen reglas expresamente 
reconocidas por los Estados, junto a otras fuentes tales como la costumbre internacional, los principios 
generales del derecho, las decisiones judiciales y las doctrinas de los publicistas de mayor competencia 
de las distintas naciones5. De acuerdo con la Convención de Viena de 1969 sobre el Derecho de 
los Tratados (CVDT), un tratado, convenio o convención es “un acuerdo internacional celebrado por 
escrito entre Estados y regido por el derecho internacional, ya conste en un instrumento único o en dos 
o más instrumentos conexos y cualquiera que sea su denominación particular”6. Los Estados son, en 
consecuencia, creadores de una de las fuentes de Derecho Internacional reconocidas universalmente.



Estos tratados son considerados como medios para “desarrollar la cooperación pacífica entre 
las naciones, sean cuales fueren sus regímenes constitucionales y sociales”7. Específicamente, 
los tratados de derechos humanos “persiguen el establecimiento de un orden público común a las 
partes, que no tiene por destinatario a los Estados, sino los individuos”8. Al respecto, en su opinión 
consultiva sobre la validez de ciertas reservas a la Convención para la Prevención y Sanción del 
Delito de Genocidio, la CIJ señaló que:



En este tipo de tratados [los de derechos humanos] los Estados contratantes no tienen 
intereses propios; solamente tienen, por encima de todo, un interés común: la consecución 
de los propósitos que constituyen la razón de ser de la Convención. Consecuentemente, 
en una convención de este tipo no puede hablarse del mantenimiento de un perfecto 
equilibrio contractual entre derechos y obligaciones9.



Así,[…] los tratados modernos sobre derechos humanos, en general, […], no son tratados 
multilaterales de tipo tradicional, concluidos en función de un intercambio recíproco de derechos, 
para el beneficio mutuo de los Estados contratantes. Su objeto y fin son la protección de los derechos 
fundamentales de los seres humanos, independientemente de su nacionalidad, tanto frente a su 
propio Estado como frente a los otros Estados contratantes. Al aprobar estos tratados sobre derechos 
humanos, los Estados se someten a un orden legal dentro del cual ellos, por el bien común, asumen 
varias obligaciones, no en relación con otros Estados, sino hacia los individuos bajo su jurisdicción10.



5	 Artículo 38 del Estatuto de la CIJ: “1. La Corte, cuya función es decidir conforme al derecho internacional las contro-
versias que le sean sometidas, deberá aplicar: a. las convenciones internacionales, sean generales o particulares, que 
establecen reglas expresamente reconocidas por los Estados litigantes; b. la costumbre internacional como prueba 
de una práctica generalmente aceptada como derecho; c. los principios generales de derecho reconocidos por las 
naciones civilizadas; d. las decisiones judiciales y las doctrinas de los publicistas de mayor competencia de las distin-
tas naciones, como medio auxiliar para la determinación de las reglas de derecho, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
Artículo 59.2. La presente disposición no restringe la facultad de la Corte para decidir un litigio ex aequo et bono, si las 
partes así lo convinieren”. De acuerdo con Elizabeth Salmón, “[e]n la actualidad este artículo ha alcanzado un cierto es-
tatus universal para los operadores jurídicos, ya que se reconoce que contiene un listado de fuentes incuestionables en 
el derecho internacional, pero que –en ningún caso– se puede considerar que en ella se agotan las mismas”. Salmón 
Gárate, Elizabeth, Curso de Derecho Internacional Público… pág. 176.



6	 Artículo 2.1.a) de la CVDT.
7	 Preámbulo de la CVDT.
8	 Nikken, Pedro, La protección internacional de los derechos humanos: su desarrollo progresivo. Instituto Interamericano 



de Derechos Humanos-Civitas, Madrid, 1987, pág. 90.
9	 CIJ, Validez de ciertas reservas a la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, opinión consul-



tiva del 28 de mayo de 1951, párrs. 23-24.
10	 Corte IDH, El efecto de las reservas sobre la entrada en vigencia de la Convención Americana sobre Derechos Hu-



manos, opinión consultiva OC-2/82 del 24 de septiembre de 1982, Serie A No. 2, párr. 29.
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Por tanto, siguiendo a Carrillo Salcedo, el principio de reciprocidad que normalmente prevalece 
en el sistema jurídico internacional queda atenuado, aunque sin desaparecer11, ya que la búsqueda 
de dicho interés común prevalece sobre la satisfacción de intereses particulares de los Estados. En 
efecto, se atenúa la dimensión contractualista de los tratados de derechos humanos en la medida 
que su regulación convencional desborda la reciprocidad de derechos y deberes entre los Estados 
parte. 



Sin embargo, cabe señalar que por el sólo hecho de que un Estado, en ejercicio de su soberanía, 
haya participado en la creación (adopción y firma) de un tratado, éste no lo obliga. El Derecho 
Internacional prevé un nuevo momento para que el Estado, también en ejercicio soberano, manifieste 
o no su consentimiento para vincularse respecto al contenido y alcances de dicho tratado. La CVDT 
reconoce diferentes medios a través de los cuales el Estado puede hacer posible la manifestación de 
su consentimiento para obligarse con el tratado y devenir Estado contratante:



a) La firma o firma definitiva del tratado12.



b) El canje de instrumentos que constituyan un tratado13.



c) La ratificación, la aceptación o la aprobación del tratado14. Al respecto, cabe señalar 
que, normalmente, los tratados establecen la necesidad de un acto posterior a la firma del 
mismo que exige pasar por el Derecho interno. Esto con la finalidad de que los Estados 
verifiquen su ordenamiento jurídico y la necesaria conformidad del mismo con el tratado 
de que se trate o, en todo caso, para la adecuación de dicho ordenamiento interno. Todo 
ello con la finalidad de evitar conflictos normativos posteriores cuando ya tenga la calidad 
de Estado parte del tratado. La elección y el desarrollo de la ratificación, aceptación o 
aprobación en el plano nacional “no es de incumbencia del derecho internacional”, ya que 
“[l]os procedimientos se encuentran cubiertos por el dominio reservado del Estado”. A 
continuación, la medida en el plano internacional puede comunicarse de diversos modos, 
uno de ellos es el “depósito del instrumento” ante un depositario determinado15. 



d) La adhesión16. Ésta supone la manifestación de voluntad del Estado de convertirse en 
parte de un tratado cuando el proceso negociador de éste ha concluido o cuando ya se 
encuentra en vigor. La posibilidad de que un tratado admita adhesiones es discrecional17. 



Una vez que el tratado en cuestión entra en vigor, los Estados que han manifestado su consentimiento 
son considerados Estados parte del mismo18. 



Por todo lo expuesto, un Estado queda vinculado a las obligaciones derivadas de un tratado 
internacional como consecuencia de haber manifestado su consentimiento a través de la firma, 
ratificación o adhesión al mismo, siempre en ejercicio de su soberanía. Sin embargo, existe una 
posibilidad mediante la cual un Estado puede evitar quedar comprometido respecto al contenido de 
una o más normas de un tratado internacional.



11	 Carrillo Salcedo, Antonio, Soberanía de los Estados y Derechos Humanos en el Derecho Internacional Contemporá-
neo, segunda edición. Tecnos, Madrid, 2001, págs. 93-96.



12	 Artículo 12 de la CVDT.
13	 Artículo 13 de la CVDT.
14	 Artículo 14 de la CVDT.
15	 Salmón Gárate, Elizabeth, Curso de Derecho Internacional Público… pág. 195.
16	 Artículo 15 de la CVDT.
17	 Salmón Gárate, Elizabeth, Curso de Derecho Internacional Público… págs. 195-196.
18	 Artículo 24 de la CVDT.	
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1.1.2	Formulación de reservas



Como ha quedado señalado, los Estados en ejercicio de sus facultades soberanas son creadores 
y, a la vez, destinatarios de normas de Derecho Internacional. En dicho marco, los Estados tienen la 
posibilidad de crear tratados, fuente de Derecho Internacional reconocida universalmente, y, en esa 
medida, quedar vinculados respecto a las diferentes obligaciones previstas en aquellos a través de 
la manifestación de su consentimiento (supra 1.1.1).



Dada la relevancia de las consecuencias de la manifestación del consentimiento estatal, 
corresponde que cada Estado verifique previamente la conformidad o armonía entre su ordenamiento 
jurídico interno (inter alia, la Constitución Política del Estado y normas internas) y el contenido y 
alcances del tratado de que se trate. Esto porque en el proceso de manifestación del consentimiento, 
el Estado tiene la posibilidad de formular una reserva, la cual consiste en “una declaración unilateral, 
cualquiera que sea su enunciado o denominación, hecha por un Estado al firmar, ratificar, aceptar o 
aprobar un tratado o al adherirse a él, con objeto de excluir o modificar los efectos jurídicos de ciertas 
disposiciones del tratado en su aplicación a ese Estado”19. 



Ciertamente, un Estado puede formular reservas en el momento de firmar, ratificar, aceptar o 
aprobar un tratado o de adherirse al mismo, salvo que:



a) la reserva esté prohibida por el tratado;



b) el tratado disponga que únicamente pueden hacerse determinadas reservas, entre las 
cuales no figure la reserva de que se trate; o



c) en los casos no previstos en los apartados a) y b), la reserva sea incompatible con el 
objeto y el fin del tratado20.



En la medida que la finalidad de la reserva es excluir o modificar los efectos jurídicos de ciertas 
disposiciones del tratado en su aplicación al Estado concernido, los otros Estados tienen el derecho 
de aceptarla u objetarla, frente a lo cual se generarán una serie de efectos jurídicos en lo que  
concierne al Estado autor de la reserva, al Estado objetor y a los demás Estados contratantes, de 
acuerdo a lo establecido en los artículos 20 y 21 de la CVDT21. 



19	  Artículos 2.1.d) y 23 de la CVDT.
20	  Artículo 19 de la CVDT.
21	 El artículo 20 de la CVDT (Aceptación de las reservas y objeción de las reservas) dispone que: “1. Una reserva expre-



samente autorizada por el tratado no exigirá la aceptación ulterior de los demás Estados contratantes, a menos que el 
tratado así lo disponga. 2. Cuando del número reducido de Estados negociadores y del objeto y del fin del tratado se 
desprenda que la aplicación del tratado en su integridad entre todas las partes es condición esencial del consentimiento 
de cada una de ellas en obligarse por el tratado, una reserva exigirá la aceptación de todas las partes. 3. Cuando el trat-
ado sea un instrumento constitutivo de una organización internacional y a menos que en él se disponga otra cosa, una 
reserva exigirá la aceptación del órgano competente de esa organización 4. En los casos no previstos en los párrafos 
precedentes y a menos que el tratado disponga otra cosa: a) la aceptación de una reserva por otro Estado contratante 
constituirá al Estado autor de la reserva en parte en el tratado en relación con ese Estado si el tratado ya esta en vigor 
o cuando entre en vigor para esos Estados; b) la objeción hecha por otro Estado contratante a una reserva no impedirá 
la entrada en vigor del tratado entre el Estado que haya hecho la objeción y el Estado autor de la reserva, a menos 
que el Estado autor de la objeción manifieste inequívocamente la intención contraria; c) un acto por el que un Estado 
manifieste su consentimiento en obligarse por un tratado y que contenga una reserva surtirá efecto en cuanto acepte la 
reserva al menos otro Estado contratante. 5. Para los efectos de los párrafos 2 y 4, y a menos que el tratado disponga 
otra cosa, se considerará que una reserva ha sido aceptada por un Estado cuando éste no ha formulado ninguna ob-
jeción a la reserva dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hayan recibido la notificación de la reserva o 
en la fecha en que haya manifestado su consentimiento en obligarse por el tratado si esta última es posterior”.



	 Por su parte, e1 artículo 21 de la CVDT (Efectos jurídicos de las reservas y de las objeciones a las reservas) establece 
que: “1. Una reserva que sea efectiva con respecto a otra parte en el tratado de conformidad con los artículos 19, 20 
y 23: a) modificará con respecto al Estado autor de la reserva en sus relaciones con esa otra parte las disposiciones 
del tratado a que se refiera la reserva en la medida determinada por la misma; b) modificará en la misma medida, esas 
disposiciones en lo que respecta a esa otra parte en el tratado en sus relaciones con el Estado autor de la reserva. 2. 
La reserva no modificará las disposiciones del tratado en lo que respecta a las otras partes en el tratado en sus rela-
ciones ‘inter se’. 3. Cuando un Estado que haya hecho una objeción a una reserva no se oponga a la entrada en vigor 
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De esta manera, una vez que el Estado ha manifestado su consentimiento para vincularse a un 
tratado sin formular reserva alguna, no cabe que el Estado cuestione el tratado o se niegue a cumplir 
con lo establecido en el mismo. Como ha quedado en evidencia, el proceso para que un Estado 
devenga parte de un tratado cuida celosamente el respeto de la soberanía y consentimiento estatales. 
Cuando el Estado ya está vinculado al tratado en cuestión, aquél debe honrar su compromiso, 
libremente adquirido, y cumplir con las obligaciones contenidas en el mismo.



1.1.3	Los principios que rigen el cumplimiento de los tratados internacionales



Verificada la manifestación del consentimiento estatal respecto de un tratado, el Estado queda obligado 
a cumplir con los respectivos compromisos adquiridos por él mismo. La obligación de cumplimiento de 
las normas de Derecho Internacional vincula a todas las autoridades y órganos nacionales, “toda vez 
que el Estado responde en su conjunto y adquiere responsabilidad internacional ante el incumplimiento 
de los instrumentos internacionales que ha asumido”22. Tres son los principios de Derecho Internacional 
en los que se basa esta afirmación:



a) Ex consensu advenit vinculum, según el cual “todo tratado vincula a las partes en 
tanto éstas hayan dado su consentimiento”. De esta forma, para determinar si un tratado 
existe, el primer paso a tener en cuenta es “que los sujetos hayan expresado su voluntad 
o, […], que hayan dado un verdadero consentimiento para estar obligados”23. Así, el 
consentimiento estatal queda establecido como principio básico del derecho de los 
tratados.



b) Pacta sunt servanda, el cual postula que “lo acordado en un tratado debe ser fielmente 
cumplido por las partes según lo pactado”, de manera que constituye un principio formal 
“que funda la obligación de respetar los tratados y su ejecución”24. Como consecuencia 
de este principio, conforme lo establece el artículo 26 de la CVDT, un Estado parte 
“no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del 
incumplimiento de un tratado”25. Para el Derecho Internacional, el Derecho interno de los 
Estados equivale a un mero hecho no susceptible de oposición ante las exigencias de 
las obligaciones internacionales asumidas por el Estado. Esto se entenderá sin perjuicio 
de lo dispuesto en el artículo 46 de la CVDT, el cual permite al Estado –como excepción– 
alegar su Derecho intemo para eximirse del cumplimiento de un tratado si, al elaborarlo, 
su consentimiento hubiera sido viciado por una violación manifiesta en materia de 
competencia para celebrar el tratado y ello afectare una norma fundamental de ese 
Derecho interno. Este principio es “expresión ejecutoria” del principio de buena fe26.



c) Pacta tertiis nec nocent nec prosunt (res inter alias acta), el cual complementa los 
dos principios anteriores “al indicar que un acuerdo será obligatorio sólo para las partes 
del mismo”. De esta manera, en caso de duda, “no pueden hacerse extensivas las 
obligaciones o derechos establecidos en el tratado a Estados que no sean parte, es 
decir, a terceros Estados”27. 



Estos principios de Derecho Internacional Público constituyen fundamentos internacionales para que 
los tratados sean cumplidos por los Estados parte. En cualquier caso, “la elección de los medios con 



del tratado entre él y el Estado autor de la reserva, las disposiciones a que se refiera ésta no se aplicarán entre los dos 
Estados en la medida determinada por la reserva”.



22	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… voto razonado del juez Eduardo 
Ferrer Mac-Gregor Poisot, párr. 89.



23	 Salmón Gárate, Elizabeth, Curso de Derecho Internacional Público… pág. 187. Artículo 2.1.b) de la CVDT.
24	 Ibídem, pág. 188.
25	 Al respecto, la CIJ ha señalado que “[l]o que constituye violación de un tratado puede ser lícito en derecho interno y lo 



que es ilícito en derecho interno puede no entrañar violación alguna de las disposiciones de un tratado”. CIJ, Elettronica 
Sicula S.p.A. (ELSI), C.I.J., Reports 1989, pág. 51, párr. 73.



26	 Salmón Gárate, Elizabeth, Curso de Derecho Internacional Público… pág. 188.
27 Ibídem, pág. 189. Artículos 34, 35 y 36 de la CVDT.
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que se haga efectiva esta obligación corresponde a los Estados con la limitación lógica de que, 
por un lado, incurrirán en responsabilidad internacional si incumplen tales normas y, de otro, que el 
principio básico es el de la ‘coherencia en la actividad jurídica y el comportamiento del Estado’, en 
una y otra esfera”28. 



1.2	 Sistema estatal de incorporación del Derecho Internacional en el Derecho interno: 
dualismo-monismo



En virtud del principio de soberanía, cada Estado tiene la libertad de determinar el mecanismo 
de recepción del Derecho Internacional en su Derecho interno. En efecto, la determinación del 
mecanismo de recepción del Derecho Internacional en el Derecho interno no es cuestión regida por 
el Derecho Internacional Público, sino que resulta de una opción que toma cada Estado29. En esa 
línea, la doctrina internacional reconoce dos tipos de recepción tradicional del Derecho Internacional 
en el Derecho interno, a partir de las teorías denominadas dualista y monista. 



1.2.1 La teoría dualista



La teoría dualista, postulada por Triepel, Anzilotti, Duguit y Krabbe, plantea que el Derecho 
Internacional y el Derecho interno son sistemas jurídicos diferentes e independientes el uno del otro, 
básicamente en cuanto a la fuente de la que provienen, los sujetos que regulan y las materias a las 
que se refieren30. De esta manera, el Derecho Internacional y el Derecho interno no son dos brazos 
o partes del Derecho, sino dos auténticos sistemas jurídicos distintos, dos círculos que si bien se 
encuentran en íntimo contacto, no se superponen nunca. En ese sentido, la teoría dualista propugna 
la idea según la cual el Derecho Internacional y el Derecho interno nunca pueden entrar en conflicto.



Así, para la teoría dualista, un tratado, una vez aprobado por el órgano estatal respectivo, vincula 
al Estado internacionalmente pero no forma parte del Derecho interno, es decir, no es susceptible 
de invocación en el orden interno. Sólo hasta que el tratado es “transformado” en Derecho interno 
mediante un acto formal, aquél tendrá plena vigencia en dicho ámbito y podrá ser invocado31. Por 
tanto, de acuerdo con esta teoría, mientras las normas internacionales de derechos humanos no 
sean transformadas en Derecho interno, sólo serán una fuente de interpretación para los jueces, 
sin capacidad jurídica vinculante. Lo que se aplica a nivel interno no es Derecho Internacional sino 
nacional. Por ello, una regla básica del dualismo es que el Derecho Internacional no puede modificar 
el Derecho interno, ni viceversa.



Como puede apreciarse, y siguiendo a César Landa, la tesis dualista responde a la concepción 
liberal del Estado independiente y soberano, que asumió el viejo principio de que no podían darse 
relaciones sobre similar materia entre el Derecho Internacional y el Derecho interno, porque los 
hechos que normaban ambos eran distintos32.



De esta forma, se plantea que el dualismo brinda al Estado un “emergency exit” cuando existe 
un serio conflicto de intereses. En consecuencia, cuando los Estados asuman que sus intereses 
28	 Charles Chaumont, citado en: Salmón Gárate, Elizabeth, Curso de Derecho Internacional Público… pág. 272.
29	 Jiménez de Aréchaga, Eduardo, “La Convención Interamericana de Derechos Humanos como Derecho Interno”, Re-



vista del IIDH, enero-marzo 1986, pág. 26.
30	 Sobre el fundamento, concepto y características de la teoría dualista, ver Triepel, Heinrich, “Les rapports entre le droit 



interne et le droit international”, RCADI, v. I, 1923, págs. 73-121.
31	 Cassese, Antonio, International Law, segunda edición. Oxford University Press, Nueva York, 2005, págs. 213-214.
32	 Landa Arroyo, César, “La aplicación de los tratados internacionales en el derecho interno y la Corte Interamericana de 



Derechos Humanos”, en: Méndez Silva, Ricardo (coord.), Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Memoria 
del VII Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional, 2002, pág. 321.
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deben primar, podrán frustrar la aplicación del Derecho Internacional no transformando las normas 
involucradas en el Derecho interno, aunque con ello incurran en responsabilidad internacional33. 
Por ello, en palabras de Buergenthal, el dualismo es empleado con la finalidad de mantener la 
autonomía de los poderes del Estado34.



1.2.2 La teoría monista



Esta teoría, postulada por Kelsen, plantea que el orden jurídico internacional y el nacional tienen 
validez uno al lado del otro, formando una unidad lógica35. Kelsen afirma que esos dos ordenamientos 
jurídicos, como dos brazos del Derecho, no son dos sistemas jurídicos diferentes sino que son parte 
de un sistema jurídico único.



Así, todo el Derecho es asimilado a una gran pirámide donde la cúspide es una 
norma suprema llamada “norma originaria o fundamental” (Ursprungsnorm). Por 
tanto, existe una garantía de la unidad del sistema, ya que sería imposible que dos 
normas jurídicas se contrapongan al derivar de la misma fuente – la norma originaria o 
 
fundamental. El supuesto conflicto jurídico se salvaría porque una de las dos normas sería nula o 
porque una norma superior a las normas en conflicto cerraría la posible contradicción.



Si bien Kelsen plantea dos tesis –monista con primacía del Derecho interno y monista con primacía 
del Derecho Internacional–, lo importante es entender que se trata de dos hipótesis dadas sobre el 
terreno de la ciencia jurídica que apuntan a la existencia de una unidad conformada por el Derecho 
Internacional y el Derecho interno. 



De esta manera, sustentando la citada unidad, la teoría monista nos remitiría al concepto de 
aplicación directa, según el cual las normas internacionales pasan a formar parte del Derecho 
interno de los Estados sin que al interior de éstos sea necesario un acto adicional de recepción, 
aprobación o incorporación36. Por tanto, para el monismo no es necesaria la “transformación” de 
la norma internacional en norma interna, ya que el Derecho Internacional y el Derecho interno son 
considerados parte de un orden jurídico único. En este sentido, y para efectos de insertarse en los 
ordenamientos jurídicos nacionales, las normas internacionales sólo requieren haber sido aprobadas 
y estar en vigor según el Derecho Internacional.



De este modo, se afirma que la teoría monista con primacía del Derecho Internacional tuvo un 
impacto ideológico significativo, poniendo énfasis en el papel de dicho Derecho como límite de 
la conducta estatal y en la consolidación de la idea según la cual los agentes del Estado debían 
obedecer los estándares internacionales y poner los imperativos internacionales antes que las 
demandas nacionales. No obstante, la crítica establece que en muchos aspectos es utópica y no 
refleja la realidad de las relaciones internacionales. Ello, pese a que constituyó una construcción 
teórica admirable, adelantada a su tiempo37.



33	 Cassese, Antonio, International Law… pág. 214.
34	 Buergenthal, Thomas, “Self-executing and non-self-executing treaties in national and international law”, RCADI, v. 235, 



1992-IV, pág. 317.
35	 Sobre el fundamento, concepto y características de la teoría monista, ver Kelsen, Hans, “Les rapports de système entre 



le droit interne et le droit international public”, RCADI, 1926, v. 4, págs. 227-331.
36	 Es importante señalar que los actos de aprobación de los tratados no constituyen actos de transformación en el sentido 



de la teoría dualista. Los actos de aprobación, como la remisión de los tratados a órganos ejecutivos o legislativos, son 
parte del proceso de formación del consentimiento del Estado.



37	 Cassese, Antonio, International Law… pág. 165.



Manual auto-formativo control convencionalidad.indb   23 9/18/15   3:24 PM











24



Instituto Interamericano de Derechos Humanos



1.2.3 ¿Superación del dualismo y el monismo?



Hoy en día se cuestiona al dualismo y al monismo como teorías que explican los tipos de recepción 
tradicional del Derecho Internacional en el Derecho interno. En esa línea, Dinah Shelton cita ejemplos 
en los cuales es posible verificar que “el monismo y dualismo se superponen en diferentes planos”. 
Así, 



a. Sistemas tradicionalmente catalogados como monistas y dualistas aceptan por igual 
que existen reglas que son vinculantes de modo automático. […]



b. En la práctica, algunos sistemas actúan como monistas para un tipo de fuentes (por 
ejemplo, la costumbre) y como dualistas para otros (por ejemplo, los tratados).



c. Las cortes nacionales de Estados considerados dualistas han dado efectos directos a 
normas de derecho internacional.



d. Estados considerados dualistas con respecto al modo en que incorporan tratados a su 
derecho interno en la práctica aplican automáticamente las enmiendas o decisiones de 
órganos que supervisan el cumplimiento de tratados de derechos humanos38.



Ciertamente, en la actualidad,[…] el análisis del tema es más complejo que la determinación 
de una teoría, por cuanto son los diferentes sistemas estatales y su regulación positiva los que 
proporcionan una visión más real de las relaciones que mantienen con el orden internacional que, 
como puede vislumbrarse, no son sólo de conflicto sino también de cooperación y complementación 
o remisión39.



En esa línea, compartimos con Elizabeth Salmón, que “más allá de lo estipulado constitucionalmente, 
es difícil encontrar un Estado que en la práctica se comporte totalmente de acuerdo al monismo o al 
dualismo exclusivamente”40. En todo caso, es una evidencia que hoy en día el Derecho Internacional 
interactúa permanentemente con los ordenamientos jurídicos estatales, y que muchas normas 
internacionales se dirigen directamente a los individuos – sin intermediación del Derecho interno –, 
a fin de atribuirles derechos y obligaciones. No nos encontramos pues, ante dos esferas distintas, 
ajenas la una de la otra en su aplicación. 



Por todo ello, “deben entenderse superadas las clásicas posturas monistas o dualistas en torno 
a la relación entre normas nacionales e internacionales, subrayándose la retroalimentación de 
ambas y la interacción o enriquecimiento mutuo entre la jurisprudencia nacional y la internacional”41. 
Efectivamente, más allá de un sistema de incorporación en concreto, lo que hoy se verifica es una 



38	 Dinah Shelton, citada en: Salmón Gárate, Elizabeth, Curso de Derecho Internacional Público… pág. 276. En la misma 
línea, Scheinin ha señalado que “[e]n la actualidad, la clasificación en dualismo y monismo se entiende que ha quedado 
ampliamente desfasada. El amplio recurso a métodos de implementación ‘comprometidos’ como fórmula de incorpo-
ración; el proceso hacia la regulación constitucional del efecto jurídico de las normas internacionales; la posibilidad que 
tiene el poder judicial de aplicar doctrinas aperturistas sobre las fuentes del Derecho que propicia un amplio uso de 
las normas internacionales incluso cuando no ostenten un estatuto formal como normas de Derecho interno; y la cre-
ciente heterogeneidad de las normas internacionales, todo ello conduce a que la tradicional distintición entre dualismo 
y monismo haya perdido relevancia al ponderarse la concreta operatividad de las diversas normas internacionales en 
el marco constitucional y legal de un país dado”. Scheinin, Martin, “International human rights in National Law”, en: 
Hanski, Raija, y Markku Suksi (eds.), An Introduction to the International Protection of Human Rights, segunda edicion 
revisada. Institute for Human Rights/Abo Akademi University, Turku/Abo, 2004, pág. 418.



39	 Salmón Gárate, Elizabeth, y Fabián Novak, Las obligaciones internacionales del Perú en materia de Derechos Hu-
manos. PUCP, Lima, 2002, pág. 104.



40	 Salmón Gárate, Elizabeth, Curso de Derecho Internacional Público… pág. 277.
41	 Jimena Quesada, Luis, Jurisdicción nacional y control de convencionalidad. A propósito del diálogo judicial global y de 



la tutela multinivel de derechos… págs. 50-51.
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cooperación, complementación y/o remisión entre el Derecho Internacional y el Derecho interno que 
contribuye a la ampliación de las fuentes del Derecho nacional, brindando así más herramientas 
para la actuación de las autoridades del Estado conforme al derecho internacional de los Derechos 
Humanos. 



1.3	 Jerarquía del Derecho Internacional en el Derecho interno



Conforme ha sido señalado (supra 1.1.3), y como fue destacado en su momento por la Corte 
Permanente de Justicia Internacional, “desde el punto de vista del Derecho Internacional […], las 
leyes nacionales son simples hechos, manifestaciones de la voluntad y de la actividad de los Estados, 
del mismo modo que las decisiones judiciales o las medidas administrativas”42. Esto determina un 
aspecto negativo y otro positivo en lo que concierne a la primacía del Derecho Internacional:



a) En cuanto al aspecto negativo, ya ha sido indicado que un Estado parte “no podrá 
invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de 
un tratado”43. La posición del Derecho Internacional respecto a su primacía simplemente 
obliga a los Estados a no pretender justificar posibles incumplimientos de sus obligaciones 
basándose en normas de Derecho interno. En caso contrario, el Estado incurrirá en 
responsabilidad internacional44. 



Este aspecto negativo del reconocimiento de la primacía del Derecho Internacional, 
entendido como la imposibilidad de apelar al Derecho interno para incumplir las 
obligaciones internacionales, no afecta la plena vigencia y eficacia de las normas 
internas del Estado de que se trate. Así, tanto para los individuos como para los órganos 
del Estado, ese Derecho interno es perfectamente invocable y reclamable en el ámbito 
jurisdiccional hasta que no exista un pronunciamiento en el propio orden interno que 
declare su nulidad o inaplicación.



b) En cuanto al aspecto positivo, el Estado está en la obligación de implementar para 
cumplir con las normas internacionales de derechos humanos. Esa necesidad de que el 
Estado cumpla con las obligaciones asumidas internacionalmente nos remite al principio 
de coherencia en la actuación estatal y al ya citado pacta sunt servanda (supra 1.1.3). La 
necesidad de cumplir lo dispuesto en un tratado respecto del cual un Estado consintió, 
implica que éste debe aplicar e implementar el Derecho Internacional que corresponda 
en su Derecho interno mediante la creación de normas, la derogación de aquellas 
incompatibles con ese compromiso, así como la abstención de dictar algunas, con la 
finalidad de que el ordenamiento jurídico interno se ajuste al compromiso asumido. Los 
medios o formas que emplee para efectos de dicho cumplimiento resultan irrelevantes 
para el Derecho Internacional, al que finalmente le interesa constatar la conformidad de 
la actuación estatal con las obligaciones concernidas45. 



42	 CPJI, Caso relativo a Ciertos Intereses Alemanes en la Alta Silesia Polonesa (fondo), sentencia del 25 de mayo de 
1926, Serie A, No. 7, pág. 19.



43	 Artículo 26 de la CVDT.
44	 “La calificación del hecho de un Estado como internacionalmente ilícito se rige por el Derecho Internacional. Tal califi-



cación no resulta afectada por la calificación del mismo hecho como lícito por el derecho interno”. Comisión de Derecho 
Internacional de la Organización de las Naciones Unidas (CDI), Proyecto de Artículos sobre la Responsabilidad Inter-
nacional de los Estados, aprobado provisionalmente en su 53° período de sesiones, 23 de abril al 1 de junio y 2 de julio 
al 10 de agosto de 2001, art. 3. 



45	 “La existencia de esta obligación no debe confundirse con el dualismo, pues no se postula la necesidad de transfor-
mación de la norma internacional en derecho interno, sino que el principio apunta a la eventual necesidad de adoptar 
normas internas adicionales que sirvan para que la norma internacional sea una disposición plenamente operativa en 
el ordenamiento interno”. Salmón Gárate, Elizabeth, Curso de Derecho Internacional Público… pág. 284. 
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Pero esta primacía del Derecho Internacional no supone la obligación de los Estados de reconocer 
la primacía de las normas internacionales al interior de su ordenamiento, cuestión que constituye 
una decisión de Derecho interno. Ciertamente, “[a]nte la pluralidad de fuentes normativas existentes, 
los ordenamientos jurídicos deben establecer alguna jerarquía jurídica entre ellas. [...]. Las formas 
en que tal operación se realiza son variadas, aun cuando todas coinciden en el objetivo de darle un 
lugar preeminente al derecho internacional de los derechos humanos o a un sector del mismo”46. Por 
tanto, pese a las exigencias a nivel de Derecho Internacional, el Estado es el que decide el rango de 
las normas internacionales en el Derecho interno. 



Normalmente, es la propia Constitución Política del Estado la que establece la jerarquía de 
las fuentes de Derecho Internacional en el Derecho interno (ver Anexo 1). Las opciones de rango 
otorgado a los tratados en general, y a los tratados de derechos humanos en particular, son las 
siguientes:



a) Rango supraconstitucional.



b) Rango constitucional.



c) Rango supralegal.



d) Rango legal.



Estas opciones bien pueden verificarse paralelamente en un mismo ordenamiento jurídico, por 
ejemplo mediante la asignación de rango constitucional a los tratados de derechos humanos y de 
rango legal a aquellos que involucren materias distintas. Asimismo, es preciso destacar que pese 
a la jerarquía establecida en el texto constitucional respecto a los tratados de derechos humanos, 
en muchos casos la jurisprudencia de las altas cortes internas tiende a complementar o precisar 
dicho rango a través de sus sentencias, normalmente en una lógica interpretativa pro persona (infra 
5.3.2.3).



En cualquier caso, es innegable que uno de los fundamentos intrínsecos del modelo 
contemporáneo de Estado constitucional es la apertura constitucional a los sistemas de fuentes de 
Derecho Internacional47. En este sentido,[…] muchas constituciones contemporáneas reconocen 
la primacía del derecho internacional sobre el derecho interno, refiriéndose expresamente a los 
tratados de derechos humanos o concediendo un tratamiento especial o diferenciado en el plano 
interno a los derechos y libertades internacionalmente protegidos. En los últimos quince años, 
diversas constituciones iberoamericanas han subrayado la importancia de aplicar los instrumentos 
internacionales de derechos humanos en el derecho interno48.



46	 Dulitzky, Ariel, “La aplicación de los tratados sobre derechos humanos por los tribunales locales: un estudio compar-
ado”, en: Abregú, Martín, y Christian Courtis (comps.), La aplicación de los tratados sobre derechos humanos por los 
tribunales locales. Editores del Puerto/CELS, Buenos Aires, 1997, pág. 47; Bidart Campos, Germán, El derecho consti-
tucional humanitario. Ediar, Buenos Aires, 1996, pág. 46.



47	 Landa Arroyo, César, “El impacto del control de convencionalidad en el ordenamiento peruano entre la época de la 
dictadura y la consolidación de la democracia constitucional”, en: Castañeda Otsu, Susana (coord.), Constitucionalismo 
y democracia en América Latina: controles y riesgos. Adrus D&L Editores S.A.C., Lima, 2014, pág. 219.



48	 Abramovich, Víctor, y Christian Courtis, “Hacia la exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales. Es-
tándares internacionales y criterios de aplicación ante los tribunales locales”, en: Abregú, Martín, y Christian Courtis 
(comps.), La aplicación de los tratados sobre derechos humanos por los tribunales locales… págs. 283-350.
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1.4	 Otras formas de apertura del Derecho interno  
al Derecho Internacional



Además de la jerarquía atribuida a los tratados de derechos humanos en el Derecho interno, 
es posible identificar otras manifestaciones en el Derecho interno de los Estados que refuerzan la 
apertura constitucional a los sistemas de fuentes de Derecho Internacional. 



1.4.1 Cláusula de interpretación



Ciertos ordenamientos jurídicos han acordado no solamente un valor supraconstitucional o 
constitucional a los tratados internacionales de derechos humanos, sino que han previsto que los 
derechos fundamentales constitucionales sean interpretados a la luz de dichos tratados, con lo 
cual “se puede suponer válidamente que el grado de adhesión al estándar establecido en el nivel 
internacional será importante”49.



Esta apertura reforzada se materializa en el texto de algunas constituciones que incluyen una 
suerte de “cláusula de interpretación” que permite que los operadores de justicia puedan referirse 
a los tratados de Derecho Internacional de los Derechos Humanos como “instrumentos de 
interpretación de los textos constitucionales cuando éstos otorgan una protección menos favorable 
que los instrumentos internacionales”50. De esta manera, los tratados de derechos humanos se 
erigen como “referente interpretativo de los derechos fundamentales constitucionales”51 (ver Anexo 
1).



Como consecuencia, dicha “cláusula de interpretación” integra a los tratados 
de derechos humanos en el denominado bloque de constitucionalidad. La doctrina 
del bloque de constitucionalidad “permite reconocer jerarquía constitucional a 
normas que no están incluidas en la Constitución nacional, usualmente con el fin de 
interpretarlas sistemáticamente con el texto de la Constitución”52. Siguiendo a Manuel Góngora, esta 
inclusión de los tratados de derechos humanos dentro del bloque de constitucionalidad tiene tres 
efectos jurídicos trascendentales: 



a) los tratados de derechos humanos prevalecen sobre la legislación interna; 



b) los tratados de derechos humanos pueden ser considerados como parámetros de 
constitucionalidad concurrentes con las normas constitucionales nacionales, por lo que 
un conflicto entre un tratado de derechos humanos y una ley interna puede derivar en 
una declaratoria de inconstitucionalidad; y 



c) los derechos internacionalmente protegidos por los tratados de derechos humanos 
pueden ser invocados a través de las acciones nacionales destinadas a tutelar derechos 
constitucionales53.



49	 Burgorgue-Larsen, Laurence, “La Corte Interamericana de los Derechos Humanos como Tribunal Constitucional… pág. 
21.



50	 Ibídem, pág. 17.
51	 Ibídem, pág. 20.
52	 Góngora Mera, Manuel, “La difusión del bloque de constitucionalidad en la jurisprudencia latinoamericana y su potencial 



en la construcción del ius constitutionale commune latinoamericano”, en: Bogdandy, Armin von, Héctor Fix-Fierro y Ma-
riela Morales Antoniazzi (coords.), Ius constitutionale commune en América Latina. Rasgos, potencialidades y desafíos. 
IIJ/UNAM e Instituto Max Planck de derecho Público Comparado y Derecho Internacional, México D.F., 2014, pág. 301.



53	 Ibídem, págs. 301-302.
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De esta manera, la “cláusula de interpretación” eventualmente prevista en algunas 
constituciones es, inter alia, el punto de partida de la “constitucionalización” de los 
tratados de derechos humanos. También como en el caso de la jerarquía asignada a 
los tratados de derechos humanos (supra 1.3), las altas cortes del Estado, a través  
 
de su jurisprudencia, pueden ser las responsables de la inclusión de dichos tratados en el denominado 
bloque de constitucionalidad, siempre bajo una interpretación pro persona (infra 5.3.2.3).



1.4.2 Cláusula de derechos implícitos



Por otro lado, es preciso destacar la “cláusula de derechos implícitos” contemplada en ciertas 
constituciones, en tanto que manifestación que refuerza la apertura constitucional a los sistemas de 
fuentes de Derecho Internacional (ver Anexo 1).



En dicha cláusula se suele establecer que los derechos expresamente declarados en la Constitución 
“no implican la negación de otros que surgen de la naturaleza humana, que son inherentes a [la 
persona], a la soberanía popular, etcétera” 54. Siguiendo a Dulitzky, en materia de derechos implícitos 
hay dos vertientes diferenciadas en el constitucionalismo latinoamericano:



a) la primera integrada por las constituciones que establecen que los derechos reconocidos 
constitucionalmente no excluyen otros incluidos en normas internacionales, y



b) la segunda, por las constituciones que señalan que el catálogo de derechos que figura 
en ellas y en los tratados no niegan a otros que son inherentes a la persona humana55.



La inclusión de una cláusula de derechos implícitos ilustra la concepción de los constituyentes 
acerca de la integralidad del sistema de derechos. Dichos constituyentes “[y]a no consideran que los 
únicos derechos garantizados son los de la propia Constitución, sino que también se encuentran los 
que tienen su fuente normativa en el derecho internacional” 56.



*



Por tanto, los Estados no están obligados únicamente por el orden jurídico nacional, sino también 
por el Derecho Internacional respecto del cual han consentido en ejercicio de su soberanía. Con 
independencia del modelo de recepción del Derecho Internacional en el ámbito interno y de la jerarquía 
atribuida a los tratados de derechos humanos concernidos, los Estados deberán adoptar las medidas 
necesarias para cumplir con los derechos humanos y las obligaciones estatales reconocidas en aquellos. 
En la medida que dichos tratados obligan a todos los órganos del Estado, la violación de sus normas 
por parte de alguno de tales órganos generará la responsabilidad internacional para aquél.



54	 Dulitzky, Ariel, “La aplicación de los tratados sobre derechos humanos por los tribunales locales: un estudio compar-
ado”… págs. 42-43.



55	 Ibídem.
56	 Ibídem.
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2. Relación entre los Estados y el Sistema Interamericano de Derechos Humanos



El Sistema Interamericano de Derechos Humanos, creado en el seno de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA), es el mecanismo más influyente en materia de promoción y protección 
de los derechos humanos en la región, alcanzando con su actuación “a unos 500 millones de 
habitantes que se encuentran a lo largo y ancho del continente Americano”1. 



En materia de derechos humanos, el Sistema Interamericano es un sistema jurídico-político 
construido a partir de voluntades soberanas, con sustento en valores y principios compartidos, 
normas comunes y dos órganos de control de la protección de los derechos humanos. Los valores 
y principios compartidos constan, explícita o implícitamente, en el tratado de derechos humanos 
por excelencia del SIDH, a saber, la Convención Americana. Las normas comunes comprenden el 
denominado corpus juris interamericano de derechos humanos, es decir, el conjunto de tratados y 
demás fuentes del Derecho en los que reposa la protección de los derechos humanos en la región. 
Los órganos de control nos remiten a una instancia cuasi-jurisdiccional representada por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (Comisión Interamericana, Comisión o CIDH), y una instancia 
supranacional con poder de interpretación vinculante representada en la Corte Interamericana2. 



Dicho esto, el presente capítulo presentará el referido corpus juris interamericano; los órganos 
que integran el Sistema Interamericano; la relación de los Estados con dicho corpus juris y dichos 
órganos; el principio transversal al funcionamiento del SIDH y las obligaciones generales a las que 
los Estados parte de la Convención Americana resultan vinculados en materia de derechos humanos.



2.1 	 El corpus juris interamericano: la Convención Americana, sus protocolos y demás 
instrumentos interamericanos



El corpus juris interamericano nos remite a un conjunto de instrumentos regionales que definen 
la relación entre el Derecho Internacional y el Derecho interno de los Estados en el continente 
americano en materia de derechos humanos (supra 1). 



La Convención Americana es un tratado de derechos humanos, resultado de la Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, celebrada en San José, Costa Rica, del 
7 al 22 de noviembre 19693. Esta Convención puede ser estructurada en dos grandes partes, una 
sustantiva y otra orgánica:



a) En la parte sustantiva se fija un catálogo de derechos y libertades fundamentales, además de 
normas relativas a las obligaciones que asumen los Estados, la interpretación de la CADH, las  
 
restricciones permitidas, la suspensión de los derechos, cláusulas sobre las obligaciones 
respecto de los Estados federales y deberes de los titulares de derechos. 



b) En la parte orgánica se establecen los órganos encargados de la protección y 
promoción de los derechos y libertades consagrados en el mismo cuerpo normativo (la 
CIDH y la Corte IDH) y mecanismos de control4.



1	 CEJIL, Informe sobre la situación financiera del Sistema Interamericano de Derechos Humanos “Fortalecimiento Fi-
nanciero del Sistema”, de 14 de marzo de 2013, pág. 1. Disponible en: https://www.cejil.org/sites/default/files/2013%20
03%2014%20Financiamiento%20SIDH.pdf, a 24 de agosto de 2015.



2	 García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”… págs. 127-128.
3	 OEA, Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, Actas y Documentos, OEA/Ser.K/XVI/1.2. 



San José, Costa Rica, 7-22 de noviembre de 1969. Disponible en: http://www.oas.org/es/cidh/docs/basicos/ActasCon-
ferenciaInteramericanaDDHH1969.pdf, a 24 de agosto de 2015.



4	 Medina Quiroga, Cecilia, y Claudio Nash Rojas, Sistema Interamericano de Derechos Humanos: introducción a sus 
mecanismos de protección. Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, Santiago de Chile, 2007, pág. 17.
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De acuerdo a lo establecido en la propia Convención Americana, este tratado quedó abierto a 
la firma y a la ratificación o adhesión de todo Estado miembro de la OEA. Asimismo, el tratado 
establece que la ratificación o la adhesión debían efectuarse mediante el depósito de un instrumento 
de ratificación o de adhesión en la Secretaría General de la OEA. La Convención Americana entró 
en vigor tan pronto como once Estados depositaron sus respectivos instrumentos de ratificación o 
de adhesión. Respecto a los Estados que ratificaron o se adhirieron a la Convención posteriormente, 
ésta entró en vigor en la fecha del depósito del respectivo instrumento de ratificación o de adhesión5. 
Cabe destacar que, en el marco del Sistema Interamericano, ha quedado establecido que un tratado 
es exigible al Estado a partir de la fecha de depósito del respectivo instrumento de ratificación6 (supra 
1.1.1).



En cuanto a las reservas, la CADH establece que ésta sólo puede ser objeto de aquéllas que 
se realicen conforme a las disposiciones de la CVDT7. Al respecto, la Corte Interamericana ha 
hecho notar que la Convención no prohíbe reservas, ni tampoco especifica las que son permitidas. 
Por tanto, ha establecido que, al hacer referencia a la CVDT, la Convención Americana permite 
que los Estados ratifiquen o se adhieran al tratado “con cualquier reserva que ellos quieran 
hacer, siempre y cuando ésta no sea ‘incompatible con [su] objeto y fin’”. Esta interpretación 
“está confirmada por los trabajos preparatorios de la Convención, los cuales demuestran que sus 
redactores deseaban adoptar un sistema flexible de reservas”8. A mayor abundamiento, la Corte 
IDH ha señalado que las reservas expresamente autorizadas por la Convención, esto es, todas 
las compatibles con el objeto y fin del tratado, “no requieren aceptación de los Estados Partes”. 
De acuerdo con la Corte Interamericana, un tratado como la CADH “que da tal importancia a 
la protección del individuo, que abre el derecho de petición individual desde el momento de 
la ratificación, difícilmente puede decirse que tienda a retrasar [su] entrada en vigencia […] 
hasta que por lo menos otro Estado esté dispuesto a aceptar al Estado reservante como Parte.  
Dado el marco institucional y normativo de la Convención, tal atraso no cumpliría ningún propósito 
útil”. En ese sentido, la Corte IDH ha precisado que la Convención Americana entra en vigencia para 
un Estado que la ratifique o se adhiera a ella, con o sin reservas, en la fecha misma del depósito del 
respectivo instrumento de ratificación o adhesión9 (supra 1.1.2).



El contexto en la región al que tuvo que enfrentarse el naciente Sistema Interamericano determinó 
que, pese a la aprobación de la Convención Americana, ésta entrara en vigor una década más tarde, 
el 18 de julio 1978, y que la Corte IDH fuera formalmente establecida el 3 de septiembre 197910. 
En efecto, los gobiernos autoritarios y dictatoriales en algunos Estados estuvieron al mando de 
iniciativas reñidas con los principios y normas esenciales de protección de los derechos humanos.  
Así, el continente americano demoró varios años para implementar su sistema de protección de 
derechos humanos porque la democracia y dichos derechos no siempre pudieron contar con vientos 
favorables11. 



Además de la Convención Americana, es preciso mencionar a la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre (Declaración Americana), aprobada en abril de 1948, durante la 
Novena Conferencia Interamericana, en Bogotá, Colombia. La Declaración Americana es el primer 
documento internacional de derechos humanos de carácter general, que se anticipa por unos meses 



5	 Artículo 74 de la CADH.
6	 Corte IDH, Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. Colombia, excepciones prelimin-



ares, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 14 de noviembre de 2014, Serie C No. 287, párr. 438.
7	 Artículo 75 de la CADH.
8	 Corte IDH, El efecto de las reservas sobre la entrada en vigencia de la Convención Americana sobre Derechos Hu-



manos, opinión consultiva OC-2/82… párrs. 22-23.
9	 Ibídem, párrs. 34-38.
10	 García Ramírez, Sergio, “Prologue”, en: Burgorgue-Larsen, Laurence, y Amaya Ubeda de Torres, Les grandes déci-



sions de la Cour interaméricaine des Droits de l’Homme. Bruylant, Bruselas, 2008, pág. XIX.
11	 Ibídem, pág. XVI.
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a la Declaración Universal de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas, de 10 
de diciembre de 1948, y dos años y medio al Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales. En dicha Novena Conferencia Interamericana también 
se aprobó la Carta de la OEA, en la que los derechos humanos figuran como principios básicos de 
dicha organización y también como fuente explícita de compromisos políticos y jurídicos12.



El corpus juris del SIDH comprende adicionalmente otros instrumentos normativos que constituyen 
la base jurídica en el trabajo de la CIDH y la Corte IDH, a saber: 



a) el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador)13; 



b) el Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la 
Abolición de la Pena de Muerte14; 



c) la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura15; 



d) la Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas16; 



e) la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer (Convención de Belém do Pará)17; 



f) la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra las Personas con Discapacidad18; 



g) la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas 
Conexas de Intolerancia19;



h) la Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia20, y



i) la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las 
Personas Mayores21.



Este corpus juris interamericano constituye el referente para la aplicación del denominado “control 
de convencionalidad” (infra 4.3.3); comprende el conjunto de derechos humanos y las respectivas 
obligaciones sobre las cuales los Estados de la región se han comprometido (ver Anexo 2).



12	 Ibídem, págs. XII-XIV.
13	 Adoptado en San Salvador, El Salvador, el 17 de noviembre de 1988, en el decimoctavo período ordinario de sesiones 



de la Asamblea General de la OEA.
14	 Adoptado en Asunción, Paraguay, el 8 de junio de 1990, en el vigésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea 



General de la OEA.
15	 Adoptada en Cartagena de Indias, Colombia, el 9 de diciembre de 1985, en el decimoquinto período ordinario de se-



siones de la Asamblea General de la OEA.
16	 Adoptada en Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994, en el vigésimo cuarto período ordinario de sesiones de la 



Asamblea General de la OEA. 
17	 Adoptada en Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994, en el vigésimo cuarto período ordinario de sesiones de la 



Asamblea General de la OEA.
18	 Adoptada en la Ciudad de Guatemala, Guatemala, el 7 de junio de 1999, en el vigésimo noveno período ordinario de 



sesiones de la Asamblea General de la OEA.
19	 Aprobada en La Antigua, Guatemala, el 6 de mayo de 2013, en el cuadragésimo tercer período ordinario de sesiones 



de la Asamblea General de la OEA.
20	 Aprobada en La Antigua, Guatemala, el 6 de mayo de 2013, en el cuadragésimo tercer período ordinario de sesiones 



de la Asamblea General de la OEA.
21	 Adoptada en Washington, D.C., Estados Unidos de América, el 15 de junio de 2015, en el cuadragésimo quinto período 



ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA.
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2.2 Los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos



El SIDH responde a un modelo dual en la medida que se encuentra conformado por dos órganos, 
la Comisión Interamericana, con sede en Washington, D.C., Estados Unidos de América, y la Corte 
Interamericana, con sede en San José, Costa Rica. A través de sus dos órganos, y desde su creación, 
el Sistema Interamericano ha respondido a las situaciones de violación de derechos humanos en 
la región, recordando a los Estados sus obligaciones internacionales en la materia, declarando la 
responsabilidad internacional de éstos, de ser el caso, y ordenando reparar a las víctimas de dichas 
violaciones, contribuyendo así a los procesos de democratización y a la consolidación del Estado 
de Derecho. 



2.2.1 La Comisión Interamericana de Derechos Humanos



La CIDH es un órgano principal y autónomo de la OEA, que representa a todos sus Estados 
miembros, y que tiene como función principal promover la observancia y la defensa de los derechos 
humanos y servir como órgano consultivo de la OEA en esa materia22. La Convención Americana 
determina la estructura, competencia y procedimientos de dicho órgano, aspectos precisados en 
su Estatuto23 y Reglamento24. En cumplimiento de su mandato, la Comisión realiza las siguientes 
funciones25:



a) Recibe, analiza e investiga peticiones individuales en que se alegan violaciones de 
derechos humanos26. Toda persona, grupo de personas o entidad no gubernamental 
legalmente reconocida en uno o más de los Estados miembros de la OEA puede 
presentar peticiones ante la CIDH con relación a violaciones de un derecho reconocido 
en la Convención Americana, la Declaración Americana u otro instrumento pertinente, 
conforme a sus respectivas disposiciones y a su Estatuto y Reglamento. Asimismo, la 
Comisión puede considerar comunicaciones con carácter de denuncia interestatal en la 
situación descrita y regulada por la CADH27.



b) Observa la situación general de los derechos humanos en los Estados miembros y 
publica informes especiales sobre la situación en determinado Estado miembro, cuando 
lo considera apropiado. 



c) Realiza visitas in loco a los países para llevar a cabo análisis en profundidad de la 
situación general y/o para investigar una situación específica. En general, estas visitas 
dan lugar a la preparación de un informe sobre la situación de los derechos humanos 
del país en cuestión, que se publica y presenta al Consejo Permanente y a la Asamblea 
General de la OEA. 



d) Estimula la conciencia pública respecto de los derechos humanos en las Américas. 
A tales efectos, lleva a cabo y publica estudios sobre temas específicos, tales como 
las medidas que deben adoptarse para garantizar un mayor acceso a la justicia; los 



22	 Artículo 106 de la Carta de la OEA.
23	 Aprobado mediante la Resolución No. 447 (IX-O/79), adoptada por la Asamblea General de la OEA en su noveno 



período ordinario de sesiones, celebrado en La Paz, Bolivia, el 31de octubre de 1979.
24	 Aprobado por la Comisión en su 137° período ordinario de sesiones, celebrado del 28 de octubre al 13 de noviembre 



de 2009; modificado el 2 de septiembre de 2011 y en su 147º período ordinario de sesiones, celebrado del 8 al 22 de 
marzo de 2013, para su entrada en vigor el 1 de agosto de 2013.



25	 CIDH, Informe Anual 2014, párrs. 8-9. Disponible en: http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2014/indice.asp, a 24 de 
agosto de 2015.



26	 Artículos 44 a 51 de la CADH, artículos 19 y 20 del Estatuto de la CIDH y artículos 23 a 52 del Reglamento de la CIDH.
27	 Artículo 45 de la CADH.
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efectos que tienen los conflictos armados internos en ciertos grupos de personas; la 
situación de derechos humanos de la niñez, de la mujer, de las personas LGBTI, de 
las personas trabajadoras migrantes y sus familias, de las privadas de libertad, de las 
defensoras de derechos humanos; de los pueblos indígenas y afrodescendientes; sobre 
la discriminación racial, sobre la libertad de expresión y sobre los derechos económicos, 
sociales y culturales. 



e) Organiza y celebra visitas, conferencias, seminarios y reuniones con representantes 
de gobiernos, instituciones académicas, entidades no gubernamentales y otras, 
para divulgar información y fomentar el conocimiento amplio de la labor del Sistema 
Interamericano.



f) Recomienda a los Estados miembros de la OEA la adopción de medidas que contribuyan 
a la protección de los derechos humanos en los países del hemisferio.



g) Solicita a los Estados miembros que adopten medidas cautelares para prevenir daños 
irreparables a los derechos humanos en casos graves y urgentes28. Asimismo, puede 
solicitar que la Corte IDH disponga la adopción de medidas provisionales en casos de 
extrema gravedad y urgencia para evitar daños irreparables a las personas29.



h) Presenta casos a la Corte Interamericana y comparece ante la misma durante su 
tramitación y consideración. 



i) Solicita opiniones consultivas a la Corte Interamericana30.



2.2.2 La Corte Interamericana de Derechos Humanos



La Corte Interamericana es una institución judicial autónoma cuyo objetivo es la aplicación e 
interpretación de la Convención Americana. La Corte IDH ejerce sus funciones de conformidad 
con las disposiciones de la Convención, su Estatuto31 y Reglamento32. Conforme a la Convención 
Americana, la Corte IDH ejerce función contenciosa y consultiva33. Adicionalmente, tiene la facultad 
de dictar medidas provisionales. 



2.2.2.1 Función contenciosa



Por esta vía, la Corte Interamericana determina, en los casos sometidos a su jurisdicción, si un 
Estado ha incurrido en responsabilidad internacional por la violación de algún derecho reconocido en 
la CADH o en otros tratados de derechos humanos aplicables del Sistema Interamericano y, en su 
caso, dispone las medidas necesarias para reparar las consecuencias derivadas de la vulneración 
de derechos34.



El sometimiento a la competencia contenciosa de la Corte Interamericana es facultativo. Así, en 
el momento del depósito del instrumento de ratificación o adhesión de la Convención Americana, 



28	 Artículo 25 del Reglamento de la CIDH.
29	 Artículo 76 del Reglamento de la CIDH.
30	 Artículo 64 de la CADH.
31	 Aprobado mediante Resolución No. 448, adoptada por la Asamblea General de la OEA en su noveno período de se-



siones, celebrado en La Paz, Bolivia, octubre de 1979.
32	 Aprobado por la Corte IDH en su LXXXV Período Ordinario de Sesiones, celebrado del 16 al 28 de noviembre de 2009.
33	 Artículos 61 a 64 de la CADH y artículo 2 del Estatuto de la Corte IDH.
34	 Corte IDH, Informe Anual 2014, pág. 5. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/sitios/informes/docs/SPA/spa_2014.



pdf, a 24 de agosto de 2015.
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o en cualquier momento posterior, el Estado parte puede declarar que reconoce como obligatoria, 
de pleno derecho y sin convención especial, dicha competencia sobre todos los casos relativos a la 
interpretación o aplicación de la Convención. De los 23 Estados miembros de la OEA que, a su vez, 
han ratificado la Convención Americana, 20 han aceptado la competencia contenciosa de la Corte35. 
Sólo los Estados parte de la Convención y la Comisión Interamericana tienen derecho a someter 
un caso a la decisión de la Corte IDH, la que podrá conocer del mismo en la medida que se hayan 
agotado previamente los procedimientos previstos en los artículos 48 a 50 de la Convención36. 



2.2.2.2 Función consultiva



A través de su función consultiva la Corte IDH responde consultas que formulan los Estados 
miembros de la OEA o los órganos de la misma, acerca de la interpretación de la Convención 
Americana o de otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados 
americanos37. Asimismo, a solicitud de un Estado miembro de la OEA, la Corte Interamericana 
puede emitir su opinión sobre la compatibilidad de las normas internas y los instrumentos del 
Sistema Interamericano38. Las opiniones consultivas son “instrumentos útiles para que los Estados 
y los mismos órganos de la OEA, consoliden y amplíen, sin esperar una violación a los derechos 
humanos, el corpus iuris interamericano, a través de la creación de estándares claros y vigorosos 
para la promoción, defensa y garantía de los derechos humanos en el hemisferio”39. 	



2.2.2.3 Dictado de medidas provisionales



Las medidas provisionales de protección son ordenadas por la Corte Interamericana para 
garantizar los derechos de personas determinadas o grupos de personas determinables, que se 
encuentran en una situación de extrema gravedad y urgencia, para evitar daños irreparables, 
principalmente aquéllos que tienen que ver con el derecho a la vida o a la integridad personal40. 
Estos tres requisitos (extrema gravedad, urgencia e irreparabilidad del daño) tienen que sustentarse 
adecuadamente para que la Corte IDH decida otorgar esas medidas que deben ser implementadas 
por el Estado concernido41.



Las medidas provisionales pueden ser solicitadas por la CIDH en cualquier momento, aun si el 
caso no está sometido a la jurisdicción de la Corte IDH, y por los representantes de las presuntas 
víctimas, siempre que estén relacionadas con un caso que se encuentre bajo el conocimiento del 
Tribunal. Asimismo, estas medidas pueden ser dictadas de oficio por la Corte Interamericana42.



Desde la instalación formal de la Corte IDH en 1979 han transcurrido 35 años, a lo largo de los 
cuales “ha resuelto más de 200 casos, dictado casi 300 sentencias, emitido más de una veintena de 
opiniones consultivas, así como brindado inmediata protección a personas y grupos de personas a 
través de su función cautelar”43.



35	 Estos Estados son: Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guate-
mala, Haití, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Surinam y Uruguay. 



36	 Artículo 61 de la CADH.
37	 Artículo 64 de la CADH. Los órganos de la OEA a los que se hace referencia son aquellos enumerados en el capítulo 



X de la Carta de la OEA –reformada por el Protocolo de Buenos Aires–, a saber: la Asamblea General, la Reunión de 
Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, los Consejos, el Comité Jurídico Interamericano, la Comisión Interam-
ericana, la Secretaría General, las Conferencias Especializadas y los Organismos Especializados. De acuerdo con 
la Carta, se podrán establecer, además de los previstos, órganos subsidiarios, organismos y otras entidades que se 
estimen necesarios (artículo 51 de la Carta de la OEA).



38	 Artículo 64 de la CADH y artículos 70 al 75 del Reglamento de la Corte IDH. 
39	 Corte IDH, Informe Anual 2012, pág. 20. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/docs/informes/spa_2012.pdf, a 24 de 



agosto de 2015.
40	 Artículo 63.2 de la CADH y artículo 27 del Reglamento de la Corte IDH.
41	 Corte IDH, Informe Anual 2014… pág. 9.
42	 Ibídem.
43	 Ibídem, pág. 1.
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2.3 	 Los Estados y su relación con el corpus juris interamericano y los órganos del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos



De los 35 Estados miembros de la OEA, 23 son Estados parte de la Convención Americana y, 
entre ellos, 20 han aceptado la competencia contenciosa de la Corte IDH. A partir de estos datos, y 
en función a lo expuesto en los apartados precedentes (supra 2.1 y 2.2), es posible identificar dos 
grupos de Estados comprometidos de manera diferente respecto a la CADH, así como en lo que 
concierne a los dos órganos del SIDH: 



a) Primero, los Estados miembros de la OEA que no son parte de la Convención y que, 
en consecuencia, tienen una relación exclusiva con la Comisión Interamericana, la que 
recibe y examina las peticiones sobre alegadas violaciones a los derechos reconocidos 
en la Declaración Americana. 



b) Segundo, los Estados miembros de la OEA que son parte de la Convención, dentro de 
los cuales es posible distinguir dos subgrupos: 



- los Estados que no han aceptado la competencia contenciosa de la Corte IDH 
y que, por tanto, sólo tienen relación con la CIDH, la que recibe y examina las 
peticiones sobre alegadas violaciones a la Convención, y 



- los Estados que sí han aceptado la competencia contenciosa de la Corte IDH 
y que, por ello, tienen relación con la Comisión Interamericana y la Corte IDH, 
las que pueden recibir y analizar las peticiones sobre alegadas violaciones a la 
Convención vinculadas a los Estados concernidos. 



Esta relación desigual entre los Estados miembros de la OEA, el corpus juris interamericano y 
los órganos del SIDH genera una serie de dinámicas con diferentes consecuencias respecto a la 
exigencia de las obligaciones estatales y la determinación de la responsabilidad internacional del 
Estado que, en cierta medida, debilitan al Sistema Interamericano como un todo. Por ello, uno de 
los grandes objetivos del fortalecimiento del Sistema Interamericano apunta precisamente hacia 
la adhesión universal a los instrumentos del corpus juris interamericano por parte de los Estados 
miembros de la OEA.



2.4 	 Principio de complementariedad o principio de subsidiariedad:  
pilar del Sistema Interamericano de Derechos Humanos



De acuerdo con el preámbulo de la Convención Americana, el SIDH se basa en “una protección 
internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el 
derecho interno de los Estados americanos”. A partir de ello, queda en evidencia que el “principio de 
complementariedad”, también denominado “principio de subsidiariedad”, es transversal al Sistema 
Interamericano. 



El carácter subsidiario que reviste el proceso internacional frente a los sistemas nacionales de 
garantía de los derechos humanos supone que el Estado es “el principal garante de los derechos 
humanos de las personas, de manera que, si se produce un acto violatorio de dichos derechos, es 
el propio Estado quien tiene el deber de resolver el asunto a nivel interno y, [en su caso,] reparar, 
antes de tener que responder ante instancias internacionales como el Sistema Interamericano”44. 
En efecto, el Sistema Interamericano no sustituye la jurisdicción nacional “por lo que cualquier 
violación de derechos humanos debe ser evaluada, en primer lugar, por las instancias judiciales del 



44	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… considerando 70. 
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propio Estado en cuya jurisdicción se produjo la situación atentatoria de derechos. Este es un signo 
inequívoco de la soberanía estatal que no impide, sino que fundamenta la existencia de un sistema 
internacional”45. Así, cuando una cuestión ha sido resuelta definitivamente en el orden interno según 
las cláusulas de la Convención Americana, no es necesario traerla a la Corte Interamericana para su 
“aprobación” o “confirmación”46.



De esta manera, la posibilidad de denunciar violaciones de derechos humanos cometidas por 
el Estado ante los órganos del SIDH, exige que previamente se hayan interpuesto y agotado los 
recursos de la jurisdicción interna, “conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente 
reconocidos”47. Este requisito, de acuerdo a la propia Corte Interamericana, “está concedido en 
interés del propio Estado, pues busca dispensarlo de responder ante un órgano internacional por 
actos que se le imputen, antes de haber tenido ocasión de remediarlos por sus propios medios”48. 
Esto significa que esos recursos no sólo deben existir formalmente, sino que también deben ser 
adecuados y efectivos49. La excepción al cumplimiento de este requisito aplica cuando:



a) no existe en la legislación interna del Estado en cuestión el debido proceso legal para 
la protección del derecho o derechos que se alegan han sido violados; 



b) no se ha permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de 
la jurisdicción interna o ha sido impedido de agotarlos50;



c) hubo retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos51. 



Cuando el peticionario alegue la imposibilidad de comprobar el cumplimiento del requisito, 
corresponderá al Estado en cuestión “especificar los recursos internos que aún no se han agotado, y 
demostrar que estos recursos se encontraban disponibles y eran adecuados, idóneos y efectivos”52. 
Por ende, a partir del principio de complementariedad que caracteriza al SIDH, éste interviene en 
supuestos muy específicos, tales como la inexistencia e inoperancia de los recursos internos para 
una debida respuesta frente a una violación de derechos humanos53.



De tal modo, solamente si un caso no se ha solucionado a nivel interno, como correspondería 
primariamente al interior de cualquier Estado parte en la Convención, entonces aquél puede llegar 
ante el SIDH,



45	 Salmón Gárate, Elizabeth, “El ‘control de convencionalidad’ y su impacto en el diálogo entre los tribunales nacionales 
y la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, en: Novakovic, Marko (ed.), Basic Concepts of Public International 
Law. Monism & Dualism. Universidad de Belgrado, Belgrado, 2013, pág. 536.



46	 Corte IDH, Caso Tarazona Arrieta y Otros vs. Perú, excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 
15 de octubre de 2014, Serie C No. 286, párrs. 136-137.



47	 Artículo 46.1.a) de la CADH.
48	 Corte IDH, Asunto de Viviana Gallardo y otras, decisión de 13 de noviembre de 1981, Serie A No. 101, párr. 26; Corte 



IDH, Caso Cruz Sánchez y otros vs. Perú, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 17 de 
abril de 2015, Serie C No. 292, párr. 48.



49	 Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, fondo, sentencia de 29 de julio de 1988, Serie C No. 4, párr. 63; 
Corte IDH, Caso Cruz Sánchez y otros vs. Perú… párr. 48.



50	 Con relación a dicha excepción, la Corte Interamericana ha establecido “[q]ue si, por razones de indigencia o por el 
temor generalizado de los abogados para representarlo legalmente, un reclamante ante la Comisión se ha visto impe-
dido de utilizar los recursos internos necesarios para proteger un derecho garantizado por la Convención, no puede 
exigírsele su agotamiento”. Así, la excepción es plenamente aplicable y la persona queda relevada de agotar los recur-
sos internos. Corte IDH, Excepciones al agotamiento de los recursos internos (arts. 46.1, 46.2.a y 46.2.b, Convención 
Americana sobre Derechos Humanos), opinión consultiva OC-11/90 del 10 de agosto de 1990, Serie A No. 11, párrs. 
31 y 35.



51	 Artículo 46.2 de la CADH.
52	 Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, excepciones preliminares, sentencia de 26 de junio de 1987, 



Serie C No. 1, párrs. 88 y 91; Corte IDH, Caso Cruz Sánchez y otros vs. Perú… párr. 49. 
53	 García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”… pág. 148.
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[…] en cuyo caso debería resolverse ante la Comisión y, solamente si las recomendaciones 
de ésta no han sido cumplidas, el caso podría llegar ante la Corte. De tal manera, el 
funcionamiento lógico y adecuado del Sistema Interamericano […] implica que, en tanto 
‘sistema’, las partes deben presentar sus posiciones e información sobre los hechos en 
forma coherente y de acuerdo con los principios de buena fe y seguridad jurídica, de 
modo que permitan a las otras partes y a los órganos interamericanos una adecuada 
sustanciación de los casos54.



2.5	 Las obligaciones generales de los Estados parte  
de la Convención Americana



Conforme ha quedado señalado (supra 2.3), tratándose de las obligaciones estatales en el 
Sistema Interamericano, es importante tener en cuenta que los propios Estados han consentido 
respecto a la vinculatoriedad de las mismas al hacerse parte de la Convención Americana y de los 
demás tratados del corpus juris interamericano, constituyéndose por ello en agentes responsables 
del cumplimiento de los deberes involucrados. Dicho deber estatal se transmite a todos los órganos 
que lo componen, los que, en consecuencia, pueden generar la responsabilidad internacional del 
Estado por sus acciones u omisiones, frente a la violación de uno o más derechos reconocidos en 
los tratados concernidos. 



Las obligaciones generales que por excelencia vinculan a los Estados parte de la Convención 
Americana son las de respeto y garantía (artículo 1.1) y la de adecuación del Derecho interno 
(artículo 2). Ambas obligaciones exigen que los Estados, a través de sus diferentes órganos, pongan 
en práctica diferentes medidas de “hacer” y “no hacer”, de modo que las normas concernidas, 
incorporadas al Derecho interno y con independencia de su jerarquía, se tornen realmente eficaces. 
Sólo implementando, el ordenamiento jurídico interno guardará coherencia con lo establecido en 
la Convención Americana y demás tratados del corpus juris interamericano y, de esta manera, 
será posible asegurar la eficacia de las normas contenidas en aquéllos, evitando contradicciones 
u omisiones que puedan generar la correspondiente responsabilidad internacional e, incluso, la 
reincidencia en la violación de derechos humanos por parte del Estado.



En todo caso, siguiendo al juez A. A. Cançado Trindade, es importante destacar que la exigencia del 
cumplimiento de las obligaciones generales de los Estados en el marco del Sistema Interamericano, 
a través de la aplicación de la normativa internacional, “tiene el propósito de perfeccionar, y no 
desafiar, la normativa interna, en beneficio de los seres humanos protegidos”55.



2.5.1	Obligación general de respetar y garantizar los derechos y libertades,  
	 sin discriminación (artículo 1.1 de la CADH)



El artículo 1.1 de la Convención Americana56 obliga a los Estados parte a respetar y garantizar, sin 
discriminación alguna, el libre y pleno ejercicio de los derechos y libertades contenidos en ella. En ese 



54	 Corte IDH, Caso Masacre de Santo Domingo vs. Colombia, excepciones preliminares, fondo y reparaciones, sentencia 
de 30 de noviembre de 2012, Serie C No. 259, párr. 144.



55	 Cançado Trindade, Antônio Augusto, “Reflexiones sobre el futuro del Sistema Interamericano de Protección de los 
Derechos Humanos”, en: Méndez, Juan, y Francisco Cox (eds.), El futuro del Sistema Interamericano de Protección de 
los Derechos Humanos. IIDH, San José, 1998, pág. 585.



56	 El artículo 1.1 de la CADH (Obligación de respetar los derechos) establece que: “Los Estados Partes en [la] Convención 
se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda 
persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones jurídicas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social”.
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sentido, desde la sentencia en el caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, la Corte Interamericana 
ha afirmado que, conforme al artículo 1.1, “todo menoscabo a los derechos humanos reconocidos 
en la Convención que pueda ser atribuido, según las reglas del Derecho internacional, a la acción u 
omisión de cualquier autoridad pública, constituye un hecho imputable al Estado que compromete 
su responsabilidad en los términos previstos por la misma Convención”57.



La obligación de respeto es entendida habitualmente como un deber negativo, esto es, como 
la obligación del Estado de “no hacer” aquello que pueda significar una transgesión de las normas 
de derechos humanos. De esta manera, la obligación de respeto se interpreta como la abstención 
exigida al Estado, con el propósito de evitar la realización de actos que contravengan las normas 
con relación a las cuales ha consentido. Así pues, Medina y Mera señalan que “[l]a obligación de 
respetar exige que el Estado y sus agentes no violen los derechos humanos establecidos”58. Por 
ello, esta obligación “traduce la existencia de ciertos atributos inviolables de la persona humana que 
no pueden ser legítimamente menoscabados por el ejercicio del poder público, esto es, que en la 
protección de los derechos humanos está necesariamente comprendida la noción de la restricción al 
ejercicio del poder estatal”59. Por ello, para algunos autores el respeto supone una obligación estatal 
consistente en “no incurrir” en conductas que violen las normas de derechos humanos. 



Por su parte, la obligación de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos 
en la Convención a toda persona sujeta a la jurisdicción de un Estado, ha sido entendida por la 
Corte Interamericana como aquella que “implica el deber de los Estados Parte de organizar todo 
el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta 
el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar públicamente el libre y 
pleno ejercicio de los derechos humanos”. De esta manera, continúa la Corte IDH, dicha obligación 
no se agota con la existencia de un orden normativo dirigido a hacer posible su cumplimiento, 
“sino que comporta la necesidad de una conducta gubernamental que asegure la existencia, en la 
realidad, de una eficaz garantía del libre y pleno ejercicio de los derechos humanos”60. La propia 
Corte Interamericana ha señalado que el deber de garantía, como deber de introducir en el Derecho 
interno las medidas necesarias para asegurar la ejecución de las normas convencionales, constituye 
“una norma consuetudinaria” calificada por la jurisprudencia como un “principio evidente”61.



De esta manera, siguiendo el pronunciamiento de la Corte IDH, el cumplimiento de la obligación 
de garantía exige, además de la organización de un aparato estatal conforme a las normas de 
derechos humanos, una conducta gubernamental que asegure el eficaz funcionamiento de dicha 
estructura. Evidentemente, la citada conducta gubernamental supone, entre otras cosas, un Estado 
que se abstenga de cometer actos contrarios al Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 



En consecuencia, la obligación de respeto y garantía compromete a los Estados tanto en 
cuestiones de prevención y control, como en lo que respecta a la reacción ante el incumplimiento a 
través de la represión o sanción. Ello es así puesto que la obligación de respeto y garantía supone un 
compromiso jurídico que tiene como finalidad última hacer plenamente compatible el ordenamiento 
jurídico estatal con las normas de derechos humanos y, en esa línea, garantizar la eficacia de estas 
normas internacionales en el Derecho interno.



57	 Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, fondo… párrs. 164-177.
58	 Medina, Cecilia, y Jorge Mera (eds.), Sistema Jurídico y Derechos Humanos. El Derecho Nacional y las obligaciones 



internacionales de Chile en materia de Derechos Humanos. Sociedad de Ediciones Universidad Diego Portales, San-
tiago de Chile, 1996, pág. 43.



59	 Pinto, Mónica, Las Convenciones y Tratados sobre Derechos Humanos ratificados por la República Argentina y sus 
principales obligaciones. CELS-CIJ, Buenos Aires, 1993, pág. 7.



60	 Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, fondo… párrs. 166-167.
61	 Corte IDH, Caso Garrido y Baigorria vs. Argentina, reparaciones y costas, sentencia de 27 de agosto de 1998, Serie C 



No. 39, párrs. 68-69; Corte IDH, Caso Cantos vs. Argentina, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 28 de noviem-
bre de 2002, Serie C No. 97, párr. 59.
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2.5.2	Obligación general de adoptar disposiciones de Derecho interno para hacer efectivos los 
derechos y libertades (artículo 2 de la CADH)



Las obligaciones de respeto y garantía derivadas del artículo 1.1 se complementan con el 
contenido del artículo 2 de la Convención62, el cual alude al deber estatal de adoptar disposiciones 
de Derecho interno para hacer efectivos los derechos y libertades reconocidos en dicho tratado. 
Este artículo 2 “no define cuáles son las medidas pertinentes para la adecuación del derecho 
interno a la [Convención], obviamente por depender ello del carácter de la norma que la requiera 
y las circunstancias de la situación concreta”. Sin embargo, la Corte IDH ha interpretado que tal 
adecuación implica la adopción de medidas en dos vertientes63: 



a) La supresión de las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen 
violación a las garantías previstas en la Convención o que desconozcan los derechos 
allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio. Esta medida tiene una naturaleza preventiva 
instrínseca, en la medida que evita la eventual repetición de violaciones de derechos 
humanos derivadas de una misma ley nacional64. 



Siguiendo la jurisprudencia de la Corte Interamericana, si un Estado manifiesta su 
intención de cumplir con la Convención Americana, la no derogación de una norma 
incompatible con ésta y la falta de adaptación de las normas y comportamientos internos 
por parte de los poderes Legislativo y Judicial para hacer efectivas dichas normas, 
determinan que el Estado viole dicho tratado65. El hecho de que se trate de leyes internas 
y de que éstas hayan sido adoptadas de acuerdo con lo dispuesto por la Constitución  
 
nacional nada justifica, si mediante ellas se viola cualquiera de los derechos o libertades 
protegidos por la Convención66. 



b) La expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva 
observancia de dichas garantías. Siguendo al juez Pedro Nikken, “[s]i el artículo 2 es 
leído a la luz de lo dispuesto por el artículo 1.1 de la Convención, se concluye, como 
lo ha hecho la misma Corte Interamericana, que, a través de dichas disposiciones se 
recoge una regla básica del derecho internacional, según la cual todo Estado Parte en 
un tratado tiene el deber jurídico de adoptar las medidas necesarias para cumplir con 
sus obligaciones conforme al tratado”67, sean ejecutivas, legislativas, judiciales o de otra 
naturaleza, necesarias para la protección del derecho concernido.



En consecuencia, tal exigencia, compromete fuertemente la actividad de todo el aparato 
estatal, ya que sin la participación de éste en su conjunto, la vigencia de un tratado 



62	 El artículo 2 de la CADH (Deber de adoptar disposiciones de Derecho interno) establece que: “Si el ejercicio de los 
derechos y libertades mencionados en el Artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro 
carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las dis-
posiciones de [la] Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos 
tales derechos y libertades”.



63	 Corte IDH, Caso Castillo Petruzzi y otros vs. Perú, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 30 de mayo de 1999, 
Serie C No. 52, párr. 207; Corte IDH, Caso Tarazona Arrieta y Otros vs. Perú… párr. 153.



64	 Cançado Trindade, Antônio Augusto, “Reflexiones sobre el futuro del Sistema Interamericano de Protección de los 
Derechos Humanos”… pág. 591.



65	 Corte IDH, Caso Suárez Rosero vs. Ecuador, fondo, sentencia de 12 de noviembre de 1997, Serie C No. 35, párr. 98. 
66	 Corte IDH, Ciertas atribuciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (arts. 41, 42, 44, 46, 47, 50 y 51 



Convención Americana sobre Derechos Humanos), opinión consultiva OC-13/93 del 16 de julio de 1993, Serie A No. 
13, párr. 27.



67	 Nikken, Pedro, “El artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como fundamento de la obligación 
de ejecutar en el orden interno las decisiones de los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos”, tema 
abordado en el Panel I de la Working Session on the Implementation of International Human Rights Obligations and 
Standards in the Inter-American System, Washington, D.C., 1 de marzo de 2003), págs. 2-3.
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como la Convención Americana en el ordenamiento interno tendrá limitados efectos, 
repercutiendo negativamente en el desarrollo de los derechos humanos reconocidos 
en la misma. En definitiva, se trata de evitar un desfase entre la manifestación del 
compromiso estatal al ratificar o adherirse a un tratado y la aplicación efectiva de éste. 



En ese sentido, el juez Gros Espiell ha manifestado que la obligación plasmada en el artículo 2 de 
la Convención Americana complementa, mas no sustituye, la obligación general y no condicionada 
que resulta del artículo 1.1. En virtud de dichas obligaciones, el Estado debe adoptar las medidas 
requeridas para hacer efectivos los derechos y libertades reconocidos por la Convención68. 



*



Por todo lo expuesto, queda en evidencia que cuando un Estado deviene parte de la Convención 
Americana –o de otro tratado del corpus juris interamericano–, a través de la respectiva firma, 
ratificación o adhesión, está obligado a implementar medidas de diferente naturaleza que hagan 
verdaderamente eficaces los derechos humanos reconocidos en dicho instrumento, en cumplimiento 
de los deberes generales de respeto, garantía y adecuación respecto de los cuales ha consentido en 
ejercicio de su soberanía.



68	 Héctor Gros Espiell, citado en: Jiménez de Aréchaga, Eduardo, “La Convención Interamericana de Derechos Humanos 
como Derecho Interno”… pág. 36.
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3.	 El control de convencionalidad como institución que sirve como instrumento para 
aplicar el Derecho Internacional



En el marco del Sistema Interamericano, los deberes generales de respeto, garantía y adecuación, 
reconocidos en los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, materializan la obligación de los 
respectivos Estados parte de cumplir con lo establecido en dicho tratado de protección de los derechos 
humanos, manteniendo la armonía entre el Derecho interno y el Derecho Internacional respecto del 
cual han consentido. La herramienta más importante para contribuir a dicho fin es el denominado 
“control de convencionalidad” que, como veremos, “puede en mucho contribuir a asegurar que [la 
Convención Americana] genere sus efectos propios (effet utile) en el derecho interno de los Estados 
Partes”1.



En atención a la importancia del control de convencionalidad y a la necesidad del conocimiento de 
su contenido y alcances, el presente capítulo abordará su concepto general, destacando la evolución 
progresiva del mismo desde su aparición expresa en la jurisprudencia de la Corte Interamericana.



3.1		  Concepto: institución para aplicar la Convención Americana  
y sus fuentes



Pese a la “evidencia” de la obligación de todo Estado parte de la Convención Americana consistente 
en cumplir los compromisos internacionales asumidos al ratificarla o adherirse a ella (supra 1.1 y 
2.3), ha sido necesario que la Corte Interamericana haya nominado dicha obligación como control de 
convencionalidad, haciendo evolucionar sus alcances a lo largo de su jurisprudencia.



Así, de manera general y como resultado de dicha evolución conceptual, la Corte IDH ha establecido 
que es consciente de que las autoridades internas están sujetas al imperio de la Ley y, por ello, 
están obligadas a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Sin embargo, ha 
precisado que cuando un Estado es parte en un tratado internacional como la Convención Americana, 
todos sus órganos, incluidos sus jueces y demás órganos vinculados a la administración de justicia 
en todos los niveles, también están sometidos al tratado, lo cual les obliga a velar para que los 
efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplicación de normas 
contrarias a su objeto y fin, de modo que decisiones judiciales o administrativas no hagan ilusorio 
el cumplimiento total o parcial de las obligaciones internacionales. Es decir, todas las autoridades 
estatales están en la obligación de ejercer ex officio un control de convencionalidad entre las normas 
y prácticas internas y la Convención Americana, en el marco de sus respectivas competencias y de 
las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea deben tener en cuenta no solamente 
el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte IDH, intérprete última de 
la CADH2. 



Por tanto, el control de convencionalidad ha quedado definido como una institución que se 
utiliza para aplicar el Derecho Internacional, en este caso el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, y específicamente la Convención Americana y sus fuentes, incluyendo la jurisprudencia 
de la Corte IDH, en el Derecho interno de los Estados parte de aquélla3.



1	 Corte IDH, Caso trabajadores cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, solicitud de interpretación de la 
sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 30 de noviembre de 2007, Serie C 
No. 174, voto disidente del juez Antônio Augusto Cançado Trindade, párr. 45.



2	 Corte IDH, Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile… párr. 124; Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión 
de cumplimiento de sentencia… considerando 66. 



3	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… considerando 65.
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3.2		  Origen y evolución del contenido y alcances del control de  
convencionalidad



El contenido del control de convencionalidad en la jurisprudencia de la Corte Interamericana ha sido 
objeto de un proceso de evolución que, progresivamente, ha ido precisando sus alcances, con miras 
a asegurar y facilitar su aplicación por los Estados parte. La jurisprudencia de la Corte IDH da cuenta 
de más de 30 casos contenciosos en los que ésta se ha pronunciado sobre diversos aspectos del 
control de convencionalidad en sentencias que involucran la responsabilidad internacional de dieciséis 
Estados distintos: Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, El Salvador, Guatemala, México, 
Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Surinam, Uruguay y Venezuela4, lo que significa casi 
la totalidad de los Estados parte de la CADH que han reconocido la jurisdicción contenciosa de la Corte5 
(ver Anexo 3).



Compartimos con Laurence Burgorgue-Larsen la posibilidad de explicar dicha evolución en tres 
grandes etapas6, una previa de gestación del término, otra de la aparición propiamente dicha del 
concepto de control de convencionalidad en la jurisprudencia y una última de una serie de precisiones 
en cuanto a los alcances del mismo.



3.2.1	  Las primeras aproximaciones al término en los votos del  
 juez Sergio García Ramírez



Algunos de los criterios que definen al control de convencionalidad fueron adoptados con anterioridad 
al establecimiento del término como tal en la jurisprudencia de la Corte Interamericana. Al respecto, la 
doctrina se remite a los votos concurrentes del juez Sergio García Ramírez en las sentencias de los 
casos Myrna Mack Chang vs. Guatemala7, Tibi vs. Ecuador8 y López Álvarez vs. Honduras9. En dichos 
votos, el juez García Ramírez realizó una serie de aproximaciones a las implicancias del control de 
convencionalidad, realizado tanto a nivel interno como en sede interamericana.



4	 Cabe señalar que el 6 de septiembre de 2012, Venezuela presentó un instrumento de denuncia de la Convención 
Americana al Secretario General de la OEA, que entró en vigor un año después. Sin embargo, Venezuela, como Estado 
miembro de la OEA, sigue sujeto a la jurisdicción de la Comisión Interamericana y a las obligaciones que le impone 
la Carta de la OEA y la Declaración Americana, suscritas por dicho Estado en 1948. Asimismo, cualquier caso de vio-
lación a los derechos humanos ocurrido hasta la fecha de entrada en vigencia de la denuncia puede ser conocido por 
la Corte IDH, de acuerdo al artículo 78.2 de la Convención Americana. OEA, Comunicado de Prensa de la OEA de 12 
de septiembre de 2012. Disponible en: http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2012/117.asp, a 24 de agosto 
de 2015.



5	 El juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot hizo notar esta relación en su voto razonado a la resolución de supervisión 
de cumplimiento en el caso Gelman vs. Uruguay, al señalar que, al 20 de marzo de 2013, la Corte IDH se había referido 
al control de convencionalidad en más de veinte casos contenciosos que involucraban la responsabilidad internacional 
de trece Estados parte de la CADH que han reconocido la jurisdicción contenciosa de la Corte IDH. Corte IDH, Caso 
Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… voto razonado del juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor 
Poisot, párr. 96.



6	 Burgorgue-Larsen, Laurence, “Chronicle of a fashionable theory in Latin America. Decoding the doctrinal discourse 
on conventionality control”, en: Haeck, Yves, Oswaldo Ruiz-Chiriboga y Clara Burbano-Herrera (eds.), 35 Years of 
Inter-American Court of Human Rights: Theory and Practice, Present and Future. Intersentia, Cambridge, 2015 (en 
proceso de edición).



7	 Corte IDH, Caso Myrna Mack Chang vs. Guatemala, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 25 de noviembre de 
2003, Serie C No. 101.



8	 Corte IDH, Caso Tibi vs. Ecuador, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 7 de septiem-
bre de 2004, Serie C No. 114.



9	 Corte IDH, Caso López Álvarez vs. Honduras, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 1 de febrero de 2006, Serie 
C No. 141.
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3.2.2	   Aparición expresa del término “control de convencionalidad”



En el año 2006, al resolver el caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, la Corte Interamericana citó 
por primera vez en su jurisprudencia, de manera expresa, el término “control de convencionalidad”. En 
dicho caso, la Corte IDH declaró que el Poder Judicial chileno aplicó una norma que tuvo como efecto 
el cese de las investigaciones y el archivo del expediente de la ejecución extrajudicial del señor 
Almonacid Arellano, dejando en la impunidad a los responsables. La Corte Interamericana consideró 
el supuesto en el cual “el [Poder] Legislativo falla en su tarea de suprimir y/o no adoptar leyes 
contrarias a la Convención Americana”, frente a lo cual “el [Poder] Judicial permanece vinculado al 
deber de garantía establecido en el artículo 1.1 de la misma y, consecuentemente, debe abstenerse 
de aplicar cualquier normativa contraria a ella”10. 



Así, la Corte IDH declaró que si bien “es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos 
al imperio de la ley y, por ello, […] obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento 
jurídico”, recordó que “cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención 
Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que 
les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermad[o]
s por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio carecen de efectos 
jurídicos”. Para ello, la Corte IDH indicó que el Poder Judicial debe ejercer “una especie” de “control 
de convencionalidad” entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la 
Convención Americana11. 



Aunado a ello, la Corte IDH estableció que “el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el 
tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete 
última de la Convención Americana”12. 



3.2.3 Precisión de los alcances del control de convencionalidad



En esta etapa cabe indicar dos tendencias, una en la cual la Corte Interamericana reitera los 
estándares establecidos sobre el control de convencionalidad sin mayor variación, y otra en la cual 
aprovecha el marco fáctico del caso y los debates jurídicos del mismo para realizar precisiones 
respecto a dicha herramienta.



Así, la definición formulada por la Corte Interamericana en el año 2006 en el caso Almonacid 
Arellano y otros vs. Chile fue sólo el punto de partida para posteriores precisiones que, hasta la fecha, 
han conseguido que el control de convencionalidad evolucione y se enriquezca. Tales precisiones 
se han referido, inter alia, a las características del control de convencionalidad, a las autoridades 
obligadas a aplicarlo, al marco de referencia respecto del cual se aplica y a sus manifestaciones.



3.2.3.1 Precisión sobre las características del control de convencionalidad



También en el 2006, en el caso Trabajadores cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. 
Perú13, la Corte IDH enfatizó que los órganos del Poder Judicial deben ejercer ya no “un cierto” 
control –conforme se indicó en el caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile–, sino, directamente, un 
control de convencionalidad. En este ejercicio de precisión del concepto, la Corte Interamericana se 
refirió a algunas exigencias específicas del mismo:



10	 Corte IDH, Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile… párr. 123.
11	 Ibídem, párr. 124.	
12	 Ibídem.
13	 Corte IDH, Caso trabajadores cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, excepciones preliminares, fondo, 



reparaciones y costas, sentencia de 24 de noviembre de 2006, Serie C No. 158.
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a) Es de aplicación ex officio por parte de los órganos del Poder Judicial, “evidentemente 
en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales 
correspondientes”. En ese sentido, “[e]sta función no debe quedar limitada exclusivamente 
por las manifestaciones o actos de los accionantes en cada caso concreto, aunque tampoco 
implica que ese control deba ejercerse siempre, sin considerar otros presupuestos 
formales y materiales de admisibilidad y procedencia de ese tipo de acciones”.



b) Es complementario al “control de constitucionalidad”, de manera que se debe aplicar 
además del citado control, al que están obligados los órganos del Poder Judicial por su 
propia legislación interna.



c) Es de aplicación también en un eventual “contexto de impedimentos normativos y 
prácticos para asegurar un acceso real a la justicia y de una situación generalizada de 
ausencia de garantías e ineficacia de las instituciones judiciales”14. 



La jurisprudencia descrita hasta este momento fue reiterada en el 2006 en la sentencia del caso 
La Cantuta vs. Perú15, al año siguiente, en el 2007, en la sentencia del caso Boyce y otros vs. 
Barbados16, y en el 2008, en la sentencia del caso Heliodoro Portugal vs. Panamá17. En el 2009, 
la Corte IDH también reiteró su jurisprudencia sobre la materia en la sentencia del caso Rosendo 
Radilla Pacheco vs. México18. 



3.2.3.2 Precisión sobre los órganos encargados de aplicar el control de convencionalidad



En el 2010, los alcalces del control de convencionalidad fueron reiterados en ocho sentencias: 
Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia19, Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay20, 
Fernández Ortega y otros vs. México21, Rosendo Cantú y otra vs. México22, Ibsen Cárdenas e Ibsen  
Peña vs. Bolivia23, Vélez Loor vs. Panamá24, Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia) vs. Brasil25 



14	 Ibídem, párrs. 128-129.
15	 Corte IDH, Caso La Cantuta vs. Perú, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 29 de noviembre de 2006, Serie C 



No. 162, párr. 173.
16	 Corte IDH, Caso Boyce y otros vs. Barbados, excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 20 



de noviembre de 2007, Serie C No. 169, párrs. 78-79. En el caso Boyce y otros, la Corte IDH destacó que los jueces 
debían ejercer un control de convencionalidad sobre todas las normas del sistema jurídico nacional para garantizar la 
efectividad de los derechos reconocidos por la Convención, lo que incluye normas de rango constitucional. Esta aprox-
imación permitió distinguir conceptualmente entre el control de constitucionalidad y el control de convencionalidad, 
pues como quedó establecido en la sentencia del caso Trabajadores cesados del Congreso vs. Perú, los jueces deben 
no sólo controlar la constitucionalidad de las leyes nacionales, sino también su convencionalidad. Serrano, Silvia, El 
control de convencionalidad en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, México D.F., 2013, pág. 28.



17	 Corte IDH, Caso Heliodoro Portugal vs. Panamá, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 
12 de agosto de 2008, Serie C No. 186, párr. 180.



18	 Corte IDH, Caso Rosendo Radilla Pacheco vs. México, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, sen-
tencia de 23 de noviembre de 2009, Serie C No. 209, párr. 339 y nota al pie 321.



19	 Corte IDH, Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia, excepciones preliminares, fondo y reparaciones, sentencia de 
26 de mayo de 2010, Serie C No. 213, párr. 208 y nota al pie 307.



20	 Corte IDH, Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 24 de agosto 
de 2010, Serie C No. 214, párr. 311.



21	 Corte IDH, Caso Fernández Ortega y otros vs. México, excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, sentencia 
de 30 de agosto de 2010, Serie C No. 215, párrs. 236-237.



22	 Corte IDH, Caso Rosendo Cantú y otra vs. México, excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 
31 de agosto de 2010, Serie C No. 216, párrs. 219-220.



23	 Corte IDH, Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña vs. Bolivia, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 1 de septiembre 
de 2010, Serie C No. 217, párr. 202.



24	 Corte IDH, Caso Vélez Loor vs. Panamá, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 23 de 
noviembre de 2010, Serie C No. 218, párr. 287.



25	 Corte IDH, Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia) vs. Brasil, excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas, sentencia de 24 de noviembre de 2010, Serie C No. 219, párrs. 49 y 106.
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y Cabrera García y Montiel Flores vs. México26. No obstante, en esta última, la Corte Interamericana 
realizó una precisión clave en lo que concierne a los órganos del Estado obligados a aplicar dicho 
control entre las normas y prácticas internas y la Convención Americana y su jurisprudencia. 



Dado que en algunos Estados los tribunales constitucionales, por ejemplo, constituyen órganos 
autónomos independientes del Poder Judicial, la Corte IDH precisó que no sólo los jueces sino que 
los diferentes “órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles”, están en la 
obligación de ejercer ex officio el control de convencionalidad27. A mayor abundamiento, en dicha 
oportunidad, la Corte IDH citó jurisprudencia de tribunales de la más alta jerarquía en la región que 
se han referido y han aplicado el control de convencionalidad, sobre la base de las interpretaciones 
efectuadas por la Corte Interamericana, tales como la Sala Constitucional de la Corte Suprema 
de Justicia de Costa Rica, el Tribunal Constitucional de Bolivia, la Suprema Corte de Justicia de 
República Dominicana, el Tribunal Constitucional del Perú, la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
de Argentina y la Corte Constitucional de Colombia28. 



En el 2011, los estándares sobre el control de convencionalidad fueron citados en cuatro sentencias en 
los casos Gelman vs. Uruguay29, Chocrón Chocrón vs. Venezuela30, López Mendoza vs. Venezuela31 
y Fontevecchia y D’Amico vs. Argentina32. Entre éstas, es preciso destacar lo declarado por la Corte 
Interamericana en el caso Gelman, no sólo en cuanto a las autoridades obligadas a ejercer el control 
de convencionalidad, sino al contexto en que éste debe ser aplicado. Dicho caso involucraba la 
vigencia y aplicación en el Uruguay de la Ley No. 15.848 o Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado de 1986, aprobada en un régimen democrático y respaldada por la ciudadanía en dos 
ocasiones, que impedía la investigación y sanción de graves violaciones de derechos humanos 
cometidas por funcionarios militares y policiales en el marco de la dictadura militar y la Operación 
Cóndor. En su sentencia, la Corte IDH señaló que la[…] manifiesta incompatibilidad” de dicha Ley 
con la Convención Americana determina que aquélla carezca de efectos jurídicos, de manera que 
“no pued[e] seguir representando un obstáculo para la investigación de los hechos del […] caso y la 
identificación y el castigo de los responsables, ni pued[e] tener igual o similar impacto respecto de 
otros casos de graves violaciones de derechos humanos consagrados en la Convención Americana 
que puedan haber ocurrido en el Uruguay33. 



Al respecto, la Corte IDH recordó que “[c]uando un Estado es Parte de un tratado internacional 
como la Convención Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, están sometidos a aquél, lo 
cual les obliga a velar por que los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados  
 
por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin”34. La idea según la cual “todos” los órganos de 
un Estado están obligados a cumplir el tratado respecto del cual éste consintió se vio especialmente 
reflejada en los párrafos siguientes de la sentencia, cuando la Corte IDH señaló que “[e]l hecho 
de que la Ley de Caducidad haya sido aprobada en un régimen democrático y aun ratificada o 
respaldada por la ciudadanía en dos ocasiones no le concede, automáticamente ni por sí sola, 
legitimidad ante el Derecho Internacional”. De acuerdo con la Corte IDH, “[l]a participación de la 
26	 Corte IDH, Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, 



sentencia de 26 de noviembre de 2010, Serie C No. 220, párrs. 21 y 225-233.
27	 Ibídem, párr. 225.
28	 Ibídem, párrs. 226-232.
29	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, fondo y reparaciones, sentencia de 24 de febrero de 2011, Serie C No. 221, 



párrs. 193 y 239.
30	 Corte IDH, Caso Chocrón Chocrón vs. Venezuela, excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 1 



de julio de 2011, Serie C No. 227, párrs. 164-165 y 172.
31	 Corte IDH, Caso López Mendoza vs. Venezuela, fondo reparaciones y costas, sentencia de 1 de septiembre de 2011, 



Serie C No. 233, párrs. 226-228.
32	 Corte IDH, Caso Fontevecchia y D’Amico vs. Argentina, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 29 de noviembre 



de 2011, Serie C No. 238, párrs. 93-94 y 113.
33	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, fondo y reparaciones… párr. 232.
34	 Ibídem, párr. 193.
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ciudadanía con respecto a dicha Ley, utilizando procedimientos [constitucionales] de ejercicio directo 
de la democracia”, como el recurso de referéndum en 198935 y el plebiscito de 200936, “se debe 
considerar, entonces, como hecho atribuible al Estado y generador, por tanto, de la responsabilidad 
internacional de aquél”. En ese sentido, para la Corte IDH, “[l]a sola existencia de un régimen 
democrático no garantiza, per se, el permanente respeto del Derecho Internacional, incluyendo al 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos”37. 



Es así que la Corte Interamericana, tomando como referencia las propias decisiones previas de la 
Suprema Corte de Justicia del Uruguay sobre la aplicación de la Ley de Caducidad38, definió un nuevo 
aporte en cuanto a las implicancias del control de convencionalidad, al señalar que “la existencia de 
un verdadero régimen democrático está determinada por sus características tanto formales como 
sustanciales”, por lo que, particularmente en casos de graves violaciones a las normas del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, la protección de éstos constituye un límite infranqueable a 
la regla de las mayorías, es decir, a la esfera de lo “susceptible de ser decidido” por parte de éstas. 
En ese sentido, la Corte IDH declaró que en “las instancias democráticas” también debe primar 
un control de convencionalidad, cuya aplicación caracterizó como “función y tarea de cualquier 
autoridad pública y no sólo del Poder Judicial”39. En consecuencia, la Corte IDH no sólo estableció que 
debe prevalecer un control de convencionalidad de la propia decisión de las mayorías en contextos 
democráticos, sino que enfatizó la idea según la cual dicho control supera la actuación del Poder 
Judicial, comprometiendo de manera expresa y categórica a “cualquier autoridad pública”. 



Con mayores y menores matices, la jurisprudencia descrita fue reiterada en el 2012 en seis 
sentencias en los casos Atala Riffo y Niñas vs. Chile40, Furlan y familiares vs. Argentina41, Masacres de 
Río Negro vs. Guatemala42, Masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador43, Gudiel Álvarez 
y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala44 y Masacre de Santo Domingo vs. Colombia45. En el 2013, en 



35	 Ibídem, párr. 147. El 16 de abril de 1989 un grupo de ciudadanos y familiares de detenidos-desaparecidos, que con-
formaron la “Comisión Nacional pro Referéndum contra la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado”, 
interpuso un recurso de referéndum contra dicha Ley, el cual no fue aprobado por la ciudadanía, pues sólo el 42,4% de 
los votantes se pronunció a favor de hacer lugar al recurso.



36	 Ibídem, párr. 149. El 25 de octubre de 2009 se sometió a consideración de la ciudadanía, mediante el mecanismo de 
“iniciativa popular”, un proyecto de reforma constitucional por el cual se introduciría en la Constitución una disposición 
especial que declararía nula la Ley, propuesta que sólo alcanzó el 47,7% de los votos emitidos, por lo que no fue 
aprobada. 



37	 Ibídem, párrs. 239-240.
38	 Ibídem, párrs. 148 y 150. El 19 de octubre de 2009 la Suprema Corte de Justicia dictó la sentencia No. 365 en la causa 



Sabalsagaray Curutchet Blanca Stela, en la que declaró la inconstitucionalidad de los artículos 1, 3 y 4 de la Ley de 
Caducidad y resolvió que eran inaplicables al caso concreto. Posteriormente, el 29 de octubre de 2010 dictó otro fallo 
en la causa “Organización de los Derechos Humanos”, en el cual reiteró la jurisprudencia establecida en el caso Sabal-
sagaray.



39	 Ibídem, párr. 240. 
40	 Corte IDH, Caso Atala Riffo y Niñas vs. Chile, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 24 de febrero de 2012, Serie 



C No. 239, párrs. 282-284.
41	 Corte IDH, Caso Furlan y familiares vs. Argentina, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, sentencia 



de 31 de agosto de 2012, Serie C No. 246, párrs. 303-305.
42	 Corte IDH, Caso Masacres de Río Negro vs. Guatemala, excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, sentencia 



de 4 de septiembre de 2012, Serie C No. 250, párr. 262.
43	 Corte IDH, Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador, fondo, reparaciones y costas, sentencia 



de 25 de octubre de 2012, Serie C No. 252, párr. 318.
44	 Corte IDH, Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala, fondo reparaciones y costas, sentencia de 20 



noviembre de 2012, Serie C No. 253, párr. 330.
45	 Corte IDH, Caso Masacre de Santo Domingo vs. Colombia… párrs. 142-144.
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tres sentencias46 en los casos Mendoza y otros vs. Argentina47, García Cruz y Sánchez Silvestre vs. 
México48 y J. vs. Perú49.



En la misma línea, en el 2014, la Corte IDH incluyó su jurisprudencia sobre el control de 
convencionalidad en cuatro sentencias en los casos Liakat Ali Alibuk vs. Surinam50, Norín Catrimán 
y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) vs. Chile51, Personas 
dominicanas y haitianas expulsadas vs. República Dominicana52 y Rochac Hernández y otros vs. El 
Salvador53. Específicamente, en la sentencia del caso Liakat Ali Alibuk vs. Surinam, ante la alegada 
violación del derecho a la protección judicial (artículo 25 de la CADH) con motivo de la ausencia de 
un Tribunal Constitucional en dicho Estado, la Corte Interamericana precisó que si bien reconocía 
la importancia de dicho órgano como protector de los mandatos constitucionales y los derechos 
fundamentales, la Convención Americana “no impone un modelo específico para realizar un control 
de constitucionalidad y convencionalidad”54. En este sentido, la Corte IDH recordó que la obligación 
de ejercer un control de convencionalidad le compete a todos los órganos del Estado, incluidos sus 
jueces y demás órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles. 



3.2.3.3	 Precisión sobre el marco normativo referente para la aplicación  
	 del control de convencionalidad



En la sentencia del caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala de 2012, referido a la 
desaparición forzada de 26 personas registradas en un documento de inteligencia militar guatemalteco 
conocido como el “Diario Militar”, la Corte IDH precisó que, cuando un Estado es parte de tratados 
internacionales como la Convención Americana, la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y la Convención de 
Belém do Pará, dichos tratados obligan a todos sus órganos, incluido el Poder Judicial, cuyos 
miembros deben velar por que los efectos de las disposiciones de dichos tratados no se vean 
mermados por la aplicación de normas o interpretaciones contrarias a su objeto y fin. La Corte IDH 
precisó asimismo, que entre los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos 
los niveles, el Ministerio Público debe tener en cuenta no solamente la Convención Americana y 
demás instrumentos interamericanos, sino también la interpretación que de éstos ha hecho la Corte 
Interamericana55.



De esta manera, la Corte Interamericana vino a confirmar lo que años antes había sido señalado 
por el juez Sergio García Ramírez, quien expresamente indicó que el control de convencionalidad “se 



46	 Ese mismo año, en los casos Gutiérrez y familia vs. Argentina y Osorio Rivera y familiares vs. Perú, la Corte Interamer-
icana hizo mención al control de convencionalidad en el texto de las respectivas sentencias, sin mayor desarrollo sobre 
su contenido y/o alcances. Corte IDH, Caso Gutiérrez y Familia vs. Argentina, fondo, reparaciones y costas, sentencia 
de 25 de noviembre de 2013, Serie C No. 271, párr. 168; Corte IDH, Caso Osorio Rivera y familiares vs. Perú, excep-
ciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 26 de noviembre de 2013, Serie C No. 274, párr. 274



47	 Corte IDH, Caso Mendoza y otros vs. Argentina, excepciones preliminares, fondo y reparaciones, sentencia de 14 de 
mayo de 2013, Serie C No. 260, párr. 221.



48	 Corte IDH, Caso García Cruz y Sánchez Silvestre vs. México, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 26 de nov-
iembre de 2013, Serie C No. 273, nota al pie 76.



49	 Corte IDH, Caso J. vs. Perú, excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 27 de noviembre de 
2013, Serie C No. 275, párr. 407.



50	 Corte IDH, Caso Liakat Ali Alibux vs. Surinam, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 
30 de enero de 2014, Serie C No. 276, párrs. 124 y 151.



51	 Corte IDH, Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) vs. Chile, 
fondo, reparaciones y costas, sentencia de 29 de mayo de 2014, Serie C No. 279, párrs. 436, 461 y 464.



52	 Corte IDH, Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas vs. República Dominicana, excepciones prelimin-
ares, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 28 de agosto de 2014, Serie C No. 282, párrs. 311 y 471.



53	 Corte IDH, Caso Rochac Hernández y otros vs. El Salvador, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 14 de octubre 
de 2014, Serie C No. 285, párr. 213.



54	 Corte IDH, Caso Liakat Ali Alibux vs. Surinam… párr. 124.
55	 Corte IDH, Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala… párr. 330.
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despliega, por idénticas razones, en lo que toca a otros instrumentos de igual naturaleza, integrantes 
del corpus juris convencional de los derechos humanos de los que es parte el Estado”, citando a 
modo de ejemplo, el Protocolo de San Salvador, el Protocolo relativo a la Abolición de la Pena de 
Muerte, la Convención para Prevenir y Sancionar la Tortura, la Convención de Belém do Pará para la 
Erradicación de la Violencia contra la Mujer y la Convención sobre Desaparición Forzada. Conforme 
lo señaló García Ramírez “[d]e lo que se trata es de que haya conformidad entre los actos internos 
y los compromisos internacionales contraídos por el Estado, que generan para éste determinados 
deberes y reconocen a los individuos ciertos derechos”56 (infra 4.3.3).



Por otro lado, en la opinión consultiva OC-21/14 sobre los derechos y garantías de niñas y niños 
en el contexto de la migración y/o en necesidad de protección internacional, la Corte Interamericana 
precisó que los diversos órganos del Estado deben realizar el control de convencionalidad sobre la 
base de lo que señale la Corte IDH “en ejercicio de su competencia no contenciosa o consultiva, 
la que innegablemente comparte con su competencia contenciosa el propósito del sistema 
interamericano de derechos humanos, cual es, ‘la protección de los derechos fundamentales de 
los seres humanos’”57. A mayor abundamiento, de acuerdo con la Corte IDH, “a partir de la norma 
convencional interpretada a través de la emisión de una opinión consultiva, todos los órganos de los 
Estados Miembros de la OEA, incluyendo a los que no son Parte de la Convención pero que se han 
obligado a respetar los derechos humanos en virtud de la Carta de la OEA (artículo 3.l) y la Carta 
Democrática Interamericana (artículos 3, 7, 8 y 9), cuentan con una fuente que, acorde a su propia 
naturaleza, contribuye también y especialmente de manera preventiva, a lograr el eficaz respeto y 
garantía de los derechos humanos” y, así evitar eventuales vulneraciones de derechos humanos58 
(infra 4.3.2).



3.2.3.4	 Precisión sobre las manifestaciones del control de convencionalidad



En la resolución de supervisión de cumplimiento de sentencia de 2013 en el caso Gelman vs. 
Uruguay, la Corte Interamericana precisó que es posible observar dos manifestaciones distintas de 
la obligación estatal de ejercer el control de convencionalidad, dependiendo de si la sentencia ha 
sido dictada en un caso en el cual el Estado ha sido parte material o no. Lo anterior debido a que la 
norma convencional interpretada y aplicada adquiere distinta vinculación en función a si el Estado 
ha participado o no en el proceso internacional59: 



a) Primera manifestación (efecto inter partes), cuando existe una sentencia internacional 
dictada con carácter de cosa juzgada respecto de un Estado que ha sido parte material 
en el caso sometido a la jurisdicción de la Corte Interamericana, todos sus órganos, 
incluidos sus jueces y órganos vinculados a la administración de justicia, también están 
sometidos al tratado y a la sentencia de la Corte IDH, lo cual les obliga a velar para que 
los efectos de las disposiciones de la CADH y, consecuentemente, las decisiones de 
la Corte Interamericana, no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias  
a su objeto y fin o por decisiones judiciales o administrativas que hagan ilusorio el 
cumplimiento total o parcial de la sentencia60 (infra 4.5.1).



b) Segunda manifestación (efecto erga omnes), en situaciones y casos en que el 
Estado concernido no ha sido parte material en el proceso internacional en que fue 
establecida determinada jurisprudencia, por el solo hecho de ser parte en la Convención 
Americana, todas sus autoridades públicas y todos sus órganos, incluidas las instancias 



56	 Corte IDH, Caso trabajadores cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas... voto razonado del juez Sergio García Ramírez, párr. 2.



57	 Corte IDH, Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad de protección inter-
nacional, opinión consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014, Serie A No. 21, párr. 31.



58	 Ibídem.
59	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… considerando  67.
60	 Ibídem, considerando  68.
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democráticas, jueces y demás órganos vinculados a la administración de justicia en 
todos los niveles, están obligados por el tratado, por lo cual deben ejercer, en el marco 
de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes, 
un control de convencionalidad tanto en la emisión y aplicación de normas, en cuanto a 
su validez y compatibilidad con la Convención, como en la determinación, juzgamiento 
y resolución de situaciones particulares y casos concretos, teniendo en cuenta el propio 
tratado y, según corresponda, los precedentes o lineamientos jurisprudenciales de la 
Corte Interamericana61 (infra 4.5.2).



*



Por tanto, el concepto y la evolución descrita en materia de control de convencionalidad ha permitido 
que la Corte Interamericana precise detalles que facilitan su aplicación ex officio e inmediata por 
parte de toda autoridad pública. Dicha jurisprudencia no hace más que reforzar la idea según la 
cual el control de convencionalidad es “una institución que sirve como instrumento para aplicar el 
Derecho Internacional”62, en este caso, el Derecho Internacional representado en el corpus juris 
interamericano.



61	 Ibídem, considerando  69.
62	 Ibídem, considerando  68.
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4.	 El control primario de convencionalidad aplicado en sede nacional: signo inequívoco de la 
soberanía estatal



El control primario de convencionalidad alude al control de convencionalidad realizado por toda 
autoridad pública de un determinado Estado, lo cual incluye a operadores de justicia de todos los 
niveles de la jurisdicción interna. Como ha quedado señalado (supra 3.1), dicho control supone la 
verificación de la compatibilidad entre las normas y actos internos y la Convención Americana y 
demás tratados del corpus juris interamericano, tratados de derecho internacional de los Derechos 
Humanos respecto de los cuales el Estado en cuestión ha consentido libre y soberanamente, sea a 
través de su firma, ratificación o adhesión. 



La puesta en práctica del control de convencionalidad hace imperativo conocer a los responsables 
de su aplicación, los actos internos sujetos a dicho control, el referente normativo internacional 
respecto del cual se realiza, las características del mismo y sus manifestaciones.



4.1		  Los responsables de la aplicación del control de convencionalidad  
en el orden interno



Es importante partir de la premisa de que todos los Estados parte de la CADH están obligados 
a realizar el control de convencionalidad. En la medida que el deber de aplicar el control de 
convencionalidad deriva de las obligaciones estatales contenidas en la propia Convención Americana, 
no corresponde hacer diferencia entre los Estados parte que han aceptado o no la competencia 
contenciosa de la Corte Interamericana (supra 2.3 y 2.5). Bastará verificar la condición de Estado 
parte de la Convención para confirmar que dicho Estado se encuentra vinculado a la aplicación de 
tal control.



Cabe precisar que la eventual estructura federal de un Estado parte es inoponible para efectos de 
la aplicación del control de convencionalidad. De acuerdo con el artículo 29 de la CVDT “[u]n tratado 
será obligatorio para cada una de las partes por lo que respecta a la totalidad de su territorio, salvo 
que una intención diferente se desprenda de él o conste de otro modo”. Al respecto, y en atención al 
artículo 28 de la CADH1, la jurisprudencia constante de la Corte IDH ha establecido que “un Estado 
no puede alegar su estructura federal para dejar de cumplir una obligación internacional”2. Así, 
debe quedar en claro que “las disposiciones internacionales que conciernen a la protección de los 
derechos humanos en los Estados americanos, deben ser respetadas por los Estados americanos 
Partes en las respectivas convenciones, independientemente de su estructura federal o unitaria”3. 



Asimismo, corresponde señalar que, según el principio de Derecho Internacional de la identidad 
o continuidad del Estado, la responsabilidad de éste



1	 El artículo 28 de la CADH (Cláusula Federal) establece que: “1. Cuando se trate de un Estado parte constituido como 
Estado Federal, el gobierno nacional de dicho Estado parte cumplirá todas las disposiciones de la […] Convención 
relacionadas con las materias sobre las que ejerce jurisdicción legislativa y judicial. 2. Con respecto a las disposiciones 
relativas a las materias que corresponden a la jurisdicción de las entidades componentes de la federación, el gobierno 
nacional debe tomar de inmediato las medidas pertinentes, conforme a su constitución y sus leyes, a fin de que las 
autoridades competentes de dichas entidades puedan adoptar las disposiciones del caso para el cumplimiento de [la] 
Convención. 3. Cuando dos o más Estados Partes acuerden integrar entre sí una federación u otra clase de asocia-
ción, cuidarán de que el pacto comunitario correspondiente contenga las disposiciones necesarias para que continúen 
haciéndose efectivas en el nuevo Estado así organizado, las normas de la […] Convención”.



2	 Corte IDH, Caso Garrido y Baigorria vs. Argentina… párr. 46.
3	 Corte IDH, El derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso 



legal, opinión consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999, Serie A No. 16, párr. 140.



Manual auto-formativo control convencionalidad.indb   63 9/18/15   3:24 PM











64



Instituto Interamericano de Derechos Humanos



[…] subsiste para todos sus poderes y órganos con independencia de los cambios de 
gobierno en el transcurso del tiempo y, concretamente, entre el momento en que se 
comete el hecho ilícito que genera la responsabilidad y aquél en que ésta es declarada4. 
Por tanto, conforme al derecho internacional que ha sido democrática y soberanamente 
aceptado por el Estado, es inaceptable que una vez que la Corte Interamericana 
haya emitido una [s]entencia con autoridad de cosa juzgada, el derecho interno o sus 
autoridades pretendan dejarla sin efectos5. 



Dicho esto, al interior de cada Estado es preciso identificar los actores que, como autoridades 
públicas, están en la obligación de aplicar el control primario de convencionalidad. La evolución de 
la jurisprudencia interamericana en materia de control de convencionalidad da cuenta del amplio 
alcance de los actores estatales responsables de su aplicación (supra 3.2.3.2).



4.1.1	 Los diferentes actores estatales involucrados: garantes de  
	 los derechos y libertades de la persona humana



Conforme lo ha establecido la Corte IDH, “[l]as obligaciones convencionales de los Estados Parte 
vinculan a todos los poderes y órganos del Estado”6, es decir, “que todos los poderes del Estado 
(Ejecutivo, Legislativo, Judicial, u otras ramas del poder público) y otras autoridades públicas o 
estatales, de cualquier nivel, incluyendo a los más altos tribunales de justicia de los mismos, tienen 
el deber de cumplir de buena fe con el derecho internacional”7. 



Ciertamente, si bien en un inicio la Corte Interamericana se concentró en destacar el rol del 
Poder Judicial y los operadores de justicia en la aplicación del control de convencionalidad, en el 
año 2011, en el marco de la sentencia Gelman vs. Uruguay8, aprovechó los hechos y el contexto del 
caso para precisar que dicha aplicación supone una obligación que vincula a toda autoridad pública 
al interior del Estado, entendiendo que cada una de ellas debe respetar y garantizar los derechos 
humanos reconocidos en la Convención Americana. Por tanto, el control de convencionalidad puede 
comprender, inter alia, a una autoridad administrativa, a un legislador, a un ministro, a un juez ordinario, 
a un juez constitucional, a una autoridad administrativa que ejerce funciones jurisdiccionales, a una 
autoridad electoral.



La exigencia de respeto y garantía de los derechos humanos “constituye un límite a la actividad 
estatal, lo cual vale para todo órgano o funcionario que se encuentre en una situación de poder, 
en razón de su carácter oficial, respecto de las demás personas” 9. Basta recordar que conforme al 
Derecho Internacional, cuando un Estado es parte de un tratado internacional, como la Convención 
Americana dicho tratado obliga a todos sus órganos, por lo que la violación por parte de alguno de  
 



4	 Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, fondo… párr. 184; Corte IDH, Caso Godínez Cruz vs. Honduras, 
fondo, sentencia de 20 de enero de 1989, Serie C No. 5, párr. 194. Ver asimismo, Corte IDH, Caso Yvon Neptune vs. 
Haití, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 6 de mayo de 2008, Serie C No. 180, párrs. 40-42.



5	 Corte IDH, Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela, supervisión de 
cumplimiento de sentencia, resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 23 de noviembre de 2012, 
considerando 39; Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… considerando 90.



6	 Corte IDH, Caso Castillo Petruzzi y otros vs. Perú, supervisión de cumplimiento de sentencia, resolución de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos de 17 de noviembre de 1999, considerando cuarto; Corte IDH, Caso Barrios 
Altos vs. Perú, supervisión de cumplimiento de sentencia, resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
de 7 de septiembre de 2012, considerando cuarto.



7	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… considerando 59. 



8	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, fondo y reparaciones…
9	 Corte IDH, Caso del Tribunal Constitucional vs. Perú, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 31 de enero de 2001, 



Serie C No. 71, párr. 68.
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dichos órganos genera responsabilidad internacional para aquél10. En consecuencia, es ilícita “toda 
forma de ejercicio del poder público que viole los derechos reconocidos por la Convención”11. Así, 
en la línea de lo señalado por el juez Sergio García Ramírez, para los efectos de la Convención 
Americana y la aplicación del control de convencionalidad, “el Estado viene a cuentas en forma 
integral, como un todo. En este orden, la responsabilidad es global, atañe al Estado en su conjunto 
y no puede quedar sujeta a la división de atribuciones que señale el Derecho interno”12. 



En todo caso, si bien el control de convencionalidad es exigible a toda autoridad pública, lo cierto 
es que a cada una se le exigirá un comportamiento diferente en aplicación del mismo, siempre en 
respeto de sus competencias y de las normas procesales vigentes en el país. Por ello, las implicancias 
y alcances del control de convencionalidad variarán en cada caso.



4.1.1.1	 Poder Ejecutivo: autoridades administrativas en cualquier nivel 



Las obligaciones generales de respeto, garantía y adecuación establecidas en la Convención 
Americana vinculan al Poder Ejecutivo y, en consecuencia, a todas las autoridades y órganos 
comprendidos en dicho poder del Estado. Entre los Estados parte de la CADH, el Poder Ejecutivo 
suele comprender al Presidente de la República, los vicepresidentes, los diferentes despachos 
ministeriales y a las diferentes personas, órganos e instituciones al interior de tal poder.



El control de convencionalidad es exigible a todas las autoridades y órganos administrativos, 
en cualquier nivel, de manera que en el ejercicio de sus funciones aquéllos deberán verificar la 
conformidad de las normas y actos internos con lo establecido en la Convención y demás tratados 
del corpus juris interamericano. 



En lo que concierne al Poder Ejecutivo, cabe destacar el rol de ciertas autoridades administrativas 
que realizan funciones de carácter materialmente jurisdiccional. Al respecto, la Corte IDH ha 
establecido que una autoridad administrativa –colegiada o unipersonal– que determine derechos y 
obligaciones de las personas a través de sus resoluciones, debe respetar y garantizar las garantías 
judiciales y la protección judicial en el ejercicio de dichas funciones, ya que si bien formalmente 
no es un juez o tribunal judicial, actúa como tal. De esta manera, pese a que a dichas autoridades 
públicas administrativas no les son exigibles todas las garantías propias de un órgano jurisdiccional 
(infra 4.1.1.3), “sí debe[n] cumplir con [las] garantías destinadas a asegurar que la decisión no 
sea arbitraria”13. Consecuentemente, la actuación de dichos órganos y autoridades con funciones 
de carácter materialmente jurisdiccional, “tiene límites infranqueables, entre los que ocupa un 
primerísimo lugar el respeto de los derechos humanos, por lo que se torna necesario que su 
actuación se encuentre regulada”,14 precisamente para evitar cualquier arbitrariedad15. Así, el rol 
de estas autoridades y órganos administrativos con competencias materialmente jurisdiccionales 
es equivalente al de un operador de justicia y, en esa medida, sus interpretaciones cuasi-judiciales 
deben adecuarse a los principios establecidos en la jurisprudencia interamericana16. 



10	 Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, fondo… párr. 164; Corte IDH, Caso Masacre de las Dos Erres 
vs. Guatemala, excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 24 de noviembre de 2009, Serie C No. 
211, párr. 197. Ver, asimismo, Corte IDH, Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en 
necesidad de protección internacional… párr. 31.



11	 Corte IDH, Caso del Tribunal Constitucional vs. Perú… párr. 68.
12	 Corte IDH, Caso Myrna Mack Chang vs. Guatemala... voto concurrente razonado del juez Sergio García Ramírez, párr. 



27.
13	 Corte IDH, Caso Claude Reyes y otros vs. Chile, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 19 de septiembre de 2006, 



Serie C No. 151, párr. 119; Corte IDH, Caso Barbani Duarte y otros vs. Uruguay, fondo reparaciones y costas, sentencia 
de 13 de octubre de 2011, Serie C No. 234, párr. 119. 



14	 Corte IDH, Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 2 de febrero de 2001, 
Serie C No. 72, párr. 126; Corte IDH, Caso Chocrón Chocrón vs. Venezuela… párr. 115.



15	 Corte IDH, Caso Claude Reyes y otros vs. Chile… párr. 119; Corte IDH, Caso Barbani Duarte y otros vs. Uruguay… 
párr. 119.



16	 Corte IDH, Caso López Mendoza vs. Venezuela… párr. 228; Corte IDH, Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile… párr. 284.
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4.1.1.2	 Poder Legislativo: autoridades legislativas en cualquier nivel 



Las obligaciones de respeto, garantía y adecuación establecidas en la Convención Americana 
vinculan al Poder Legislativo y, en consecuencia, a todas las autoridades y órganos comprendidos 
en dicho poder del Estado. Entre los Estados parte de la CADH, el Poder Legislativo comprende al 
Congreso o Parlamento, de estructura unicameral o bicameral, y a las diferentes personas –sobre 
todo los congresistas o parlamentarios– y despachos al interior de tal poder.



El control de convencionalidad es exigible a todas las autoridades y órganos legislativos, en 
cualquier nivel, de manera que en el ejercicio de sus funciones aquéllos deberán verificar la 
conformidad de las normas y actos internos con lo establecido en la Convención y demás tratados 
del corpus juris interamericano. 



Concretamente, en cuanto al Poder Legislativo, y vinculada a la obligación de adecuación del 
Derecho interno prevista en el artículo 2 de la Convención Americana (supra 2.5.2), la Corte IDH 
ha resaltado la tarea fundamental de dicho poder respecto a las dos vertientes comprendidas 
en el deber mencionado, a saber, la supresión y no adopción de normas que entrañen violación 
a las garantías previstas en la Convención, que desconozcan los derechos allí reconocidos y/u 
obstaculicen su ejercicio, así como la expedición de normas conducentes a la efectiva observancia 
de dichas garantías17. Como ha quedado establecido, ambas manifestaciones de la obligación de 
adecuación resultan fundamentales para asegurar la armonía entre el Derecho interno y el Derecho 
Internacional, este último representado por el corpus juris interamericano.



Asimismo, cabe destacar el rol de las autoridades legislativas cuando realizan funciones de 
carácter materialmente jurisdiccional. Al respecto, la Corte Interamericana ha establecido que 
una autoridad legislativa que determine derechos y obligaciones de las personas a través de sus 
resoluciones, debe respetar y garantizar las garantías judiciales y la protección judicial en el ejercicio 
de dichas funciones, ya que si bien formalmente no es un juez o tribunal judicial, en tales supuestos 
actúa como tal. De esta manera, pese a que a dichas autoridades públicas legislativas no les son 
exigibles todas las garantías propias de un órgano jurisdiccional (infra 4.1.1.3), “sí debe[n] cumplir 
con [las] garantías destinadas a asegurar que la decisión no sea arbitraria”18. Consecuentemente, 
la actuación de los órganos y autoridades con funciones de carácter materialmente jurisdiccional, 
“tiene límites infranqueables, entre los que ocupa un primerísimo lugar el respeto de los derechos 
humanos, por lo que se torna necesario que su actuación se encuentre regulada”19, precisamente 
para evitar cualquier arbitrariedad20. Así, en dichos casos, el rol de estas autoridades y órganos 
legislativos con competencias materialmente jurisdiccionales es equivalente al de un operador de 
justicia y, en esa medida, sus interpretaciones cuasi-judiciales deben adecuarse a los principios 
establecidos en la jurisprudencia interamericana21. 



17	 Corte IDH, Caso Castillo Petruzzi y otros vs. Perú, fondo, reparaciones y costas… párr. 207; Corte IDH, Caso Tarazona 
Arrieta y otros vs. Perú… párr. 153.



18	 Corte IDH, Caso Claude Reyes y otros vs. Chile… párr. 119; Corte IDH, Caso Barbani Duarte y otros vs. Uruguay… 
párr. 119. 



19	 Corte IDH, Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá… párr. 126; Corte IDH, Caso Chocrón Chocrón vs. Venezuela… 
párr. 115.



20	 Corte IDH, Caso Claude Reyes y otros vs. Chile… párr. 119; Corte IDH, Caso Barbani Duarte y otros vs. Uruguay… 
párr. 119.



21	 Corte IDH, Caso López Mendoza vs. Venezuela… párr. 228; Corte IDH, Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile… párr. 284.
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4.1.1.3	 Poder Judicial y, de manera general, los órganos encargados de la 			 
	 administración de justicia en todos los niveles



Las obligaciones de respeto, garantía y adecuación establecidas en la Convención Americana 
vinculan al Poder Judicial y, en consecuencia, a todas las autoridades y órganos comprendidos 
en dicho poder del Estado. Sin embargo, conforme quedó establecido en la evolución de la 
jurisprudencia de la Corte IDH en materia de control de convencionalidad (supra 3.2.3.2), no sólo los 
jueces sino todos los órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están 
en la obligación de ejercer ex officio dicho control entre las normas y actos internos y los tratados 
de derechos humanos de los cuales el Estado es parte, siempre en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. 



De esta manera, la Corte Interamericana ha dejado en evidencia que el control de convencionalidad 
vincula también a las cortes o tribunales constitucionales, “instituciones democráticas que garantizan 
el Estado de Derecho”22 y que, en la normativa interna de algunos Estados, son considerados órganos 
autónomos del Poder Judicial. En esa misma línea, la Corte IDH ha precisado que el Ministerio Público 
o Fiscalía también debe ser considerado como uno de esos órganos vinculados a la administración 
de justicia, responsable de la aplicación del control de convencionalidad23. Asimismo, la actuación 
de los operadores de justicia deberá ser conforme a la CADH, con independencia de la organización 
federal o unitaria del Estado en cuestión.



Siguiendo a Abramovich y Courtis, la importancia de los operadores de justicia en la aplicación 
del control de convencionalidad está dada en la medida que son quienes tienen a su cargo velar por 
el pleno respeto y garantía de las obligaciones internacionales del Estado en materia de derechos 
humanos, por parte de los tres poderes estatales tradicionales24. A mayor abundamiento, el rol de los 
operadores de justicia es fundamental para efectos de garantizar el principio de complementariedad 
en el Sistema Interamericano y el correspondiente control primario de convencionalidad a nivel 
interno. Así, si los operadores de justicia aplican su Derecho interno de conformidad con la 
Convención Americana y demás tratados del corpus juris interamericano, no habrá razón para que 
se genere responsabilidad internacional alguna para el Estado y, en consecuencia, no será necesario 
acudir al SIDH para la aplicación del control complementario de convencionalidad. Por ello, tal y 
como lo ha señalado la Corte Interamericana, las interpretaciones judiciales realizadas por dichas 
autoridades y órganos judiciales deben adecuarse a los principios establecidos en la jurisprudencia 
interamericana25.



4.1.1.4	 Otras ramas o autoridades del poder público



El control de convencionalidad obliga también a cualquier otra autoridad o rama del poder público, 
de cualquier nivel, prevista en la organización y estructura del Estado. Así, en el ejercicio de sus 
funciones, dichas otras autoridades deberán verificar la conformidad de las normas y actos internos 
con lo establecido en la Convención Americana y demás tratados del corpus juris interamericano. 



22	 Corte IDH, Caso del Tribunal Constitucional vs. Perú… párr. 112.
23	 Corte IDH, Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala… párr. 330.
24	 Abramovich, Víctor, y Christian Courtis, “Hacia la exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales. 



Estándares internacionales y criterios de aplicación ante los tribunales locales”… pág. 31.
25	 Corte IDH, Caso López Mendoza vs. Venezuela… párr. 228; Corte IDH, Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile… párr. 284.
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4.1.2	Perfil de los diferentes actores estatales responsables de la  
aplicación del control de convencionalidad



A partir de la jurisprudencia constante de la Corte Interamericana es posible afirmar que existen 
ciertas características indispensables para definir el perfil de toda autoridad pública encargada de la 
aplicación del control de convencionalidad.



En primer lugar, es fundamental que toda autoridad pública responsable de la aplicación del 
control de convencionalidad sea competente, independiente e imparcial en el ejercicio de sus 
funciones. Naturalmente, dichas características se tornan de particular importancia cuando se trata 
de los operadores de justicia ya que, como bien lo señala el juez García Ramírez, “[e]l control judicial 
interno de convencionalidad supone el acceso a la justicia a través del debido proceso, concepto 
fundamental de los sistemas nacional e internacional de protección de los derechos humanos”26. De 
modo que, siendo el operador de justicia “la pieza central del acceso a la justicia y el despacho de 
ésta a través del debido proceso”27, la verificación de la competencia, independencia e imparcialidad 
en el ejercicio de sus funciones es indispensable.



Si no se verifica la actuación de un juez competente, independiente e imparcial se compromete 
o desacredita el control interno de convencionalidad. Esto, adicionalmente, incrementa los puntos 
cuestionables en el supuesto que un caso llegue a la jurisdicción supranacional de la Corte 
Interamericana, a saber, “la confrontación entre el acto combatido y la norma internacional, y luego 
la inoperancia del juzgador que se avino a ejercer, de oficio, un control de convencionalidad, cuyo 
primer tema es la incompetencia de quien preside la investigación y el proceso”28



29. 



   Un juez militar no puede ejercer, válidamente, el control de convencionalidad en un caso 
de graves violaciones de derechos humanos, salvo para declinar su competencia. El juez 
ordinario competente debería desechar inmediatamente la competencia del militar y, en 
general, de las autoridades de este fuero para investigar y juzgar dicho caso. 



Por otro lado, para una correcta aplicación del control de convencionalidad, las autoridades 
públicas concernidas deben tener una adecuada formación jurídica. Conforme lo destaca Jimena 
Quesada, dicha formación “comporta un notable esfuerzo profesional en un claro ambiente de 
inflación jurídica, tanto a escala nacional como internacional”30. Por tanto, “la praxis del juicio de 
convencionalidad radicará en el conocimiento de la jurisprudencia [interamericana] y en el grado 
de discernimiento de la [autoridad] nacional” a la hora de ponderar la norma o acto interno con 
la Convención Americana y demás tratados del corpus juris interamericano. La mejor formación 
jurídica de la autoridad pública garantizará un “mayor grado de voluntad jurisdiccional para operar el 
control de convencionalidad”31.



A modo de referente, para una adecuada aplicación del control de convencionalidad toda autoridad 
pública debe contar con una debida formación, inter alia, sobre:



a) la relación entre el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho 
interno, lo cual implica una correcta aproximación al sistema de fuentes del Derecho, los  
 



26	 García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”… pág. 149.
27	 Ibídem.
28	 Ibídem, pág. 150.
29	 Ibídem, pág. 149.
30	 Jimena Quesada, Luis, Jurisdicción nacional y control de convencionalidad. A propósito del diálogo judicial global y de 



la tutela multinivel de derechos… pág. 95.
31	 Ibídem, págs. 95-96.
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sistemas de incorporación en el Derecho interno, la jerarquía de las normas de derechos 
humanos en el Derecho interno, y demás formas de apertura del Derecho interno al 
Derecho Internacional. Específicamente, en cuanto a los tratados, dicha formación debe 
comprender el proceso de adopción de los mismos y el rol central del consentimiento 
estatal en lo que concierne a las obligaciones y derechos respecto de los cuales queda 
vinculado el Estado. Este conocimiento es el que permitirá comprender la lógica detrás de 
los tratados de derechos humanos y las consecuencias en términos de responsabilidad 
internacional del Estado en caso de incumplimiento (supra 1);



b) la lógica del funcionamiento del Sistema Interamericano, destacando la comprensión 
del principio de complementariedad o subsidiariedad como eje transversal que exige que 
eventuales situaciones de violaciones de derechos humanos sean resueltas en primer 
lugar a nivel interno, por las propias autoridades del Estado involucrado (supra 2.1 a 2.4);



c) las obligaciones estatales y derechos humanos reconocidos en la Convención 
Americana y demás normas del corpus juris interamericano, y la interpretación de las 
mismas realizada por la Corte IDH, de manera que toda autoridad pública conozca el 
contenido y alcances de los compromisos estatales en materia de derechos humanos 
(supra 2.5), y



d) las correspondientes exigencias del control interno de convencionalidad, precisadas 
en éste y demás apartados (supra 3 e infra 5).



La formación básica en esas materias “hace emerger la generalización de una actitud positiva 
que conduce a las autoridades públicas a asumir con normalidad la operatividad del control de 
convencionalidad”32. De esta manera, dicha formación representará una suerte de “empoderamiento” 
de la autoridad nacional “como evaluador[a] de la juridicidad de los actos que involucran derechos 
humanos, a la luz tanto del orden nacional como del internacional”, lo que “bien vale como estrategia 
preventiva de litigios internacionales, de modo que acentúa el principio de subsidiaridad del sistema, 
y no lo contrario”33.



Naturalmente, en el marco de dicha formación cumplen un rol trascendental las escuelas, 
universidades y diferentes centros de formación y capacitación, los que progresivamente deberán 
incluir en sus currículas las materias centrales sobre el respeto y garantía de los derechos humanos 
y el control de convencionalidad como ejes transversales de la línea educativa. Con la debida 
formación a todo nivel, no sólo serán las autoridades y órganos públicos los que apliquen de oficio 
los conocimientos pertinentes en materia de derechos humanos, sino que cualquier individuo, 
representante procesal o parte en un proceso, estará en condiciones de exigir la aplicación de los 
respectivos estándares de respeto y garantía de los derechos humanos en beneficio de todo el 
sistema.



Finalmente, en términos de accesibilidad a la información que permite la formación de toda 
autoridad pública para la aplicación del control de convencionalidad, es preciso destacar los 
importantes esfuerzos que viene realizando la propia Corte Interamericana a favor de los usuarios 
del Sistema Interamericano mediante la puesta a disposición en su sitio web (http://www.corteidh.
or.cr/), inter alia:



32	 Ibídem, pág. 81.
33	 Londoño Lázaro, María, “El principio de legalidad y el control de convencionalidad de las leyes: confluencias y perspec-



tivas en el pensamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, 
v. XLIII, No. 128, mayo-agosto, 2010, págs. 813-814.
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-	del corpus juris interamericano y otros instrumentos de derechos humanos;



-	de toda la jurisprudencia de la Corte IDH, contando además con un Buscador Jurídico 
Avanzado;



-	de la sistematización de jurisprudencia en temas relevantes y de interés regional, a 
través de los “Cuadernillos de jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos”;



-	de abundante bibliografía sobre Derecho Internacional Público, Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos y demás temas afines, a través del enlace de la Biblioteca 
Conjunta de la Corte IDH y el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, la cual 
cuenta con un canal de atención y resolución de consultas en forma presencial y virtual34.



Estos esfuerzos se complementan con otras importantes iniciativas surgidas de instituciones y 
organizaciones comprometidas con el Sistema Interamericano35.



4.2	 Materias sujetas al control de convencionalidad: el objeto controlado



El control primario de convencionalidad exige que toda autoridad pública, en todos los niveles, 
realice un control para “verificar la compatibilidad” entre normas y actos generales internos con 
las disposiciones del Derecho Internacional respecto de las cuales el Estado ha consentido36, en 
este caso, con el corpus juris interamericano y la interpretación que del mismo realiza la Corte 
Interamericana. Dichas normas pueden incluir, inter alia:



a)	Constitución Política;



b)	 leyes;



c)	 decretos;



d)	 reglamentos;



e)	ordenanzas;



f)	 resoluciones, y



g) jurisprudencia.



A mayor abundamiento, la Corte IDH ha precisado que, a nivel interno, las prácticas de las 
autoridades públicas también deben estar sujetas al control de convencionalidad. Así, en el caso 
Atala Riffo y niñas vs. Chile, la Corte Interamericana señaló que, dentro del deber de control de 
convencionalidad se enmarca la obligación de los Estados de eliminar prácticas judiciales que 
34	 Corte IDH, Informe Anual 2014… págs. 94-95.
35	 Entre dichas iniciativas cabe destacar el Comentario a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, publicado 



por el Programa Estado de Derecho para Latinoamérica de la Fundación Konrad Adenauer, en coordinación con altas 
cortes de un importante número de Estados parte de la CADH. Steiner, Christian, y Patricia, Uribe, Convención Amer-
icana sobre Derechos Humanos. SCJN/KAS, México D.F., 2014, 1040 págs. Disponible en: http://www.kas.de/rspla/
es/publications/38682/, a 24 de agosto de 2015. Asimismo, destaca la Colección Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos de México. Disponible en: http://appweb.cndh.org.mx/
CENADEH/Biblioteca/CatalogoPublicaciones.aspx, a 24 de agosto de 2015.



36	 García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”… pág. 126. Asimismo, Sagüés, Néstor, “Obli-
gaciones internacionales y control de convencionalidad”, Revista Estudios Constitucionales v. 8, 2010 (1), pág. 280.
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puedan posibilitar la discriminación, por ejemplo, a través de estereotipos basados en la orientación 
sexual de las personas37.



Ciertamente, “[d]e lo que se trata es de que haya conformidad entre los actos internos y los 
compromisos internacionales contraídos por el Estado”38. 



4.3 	 Parámetro o referente de interpretación para la aplicación del control de 
convencionalidad



Como punto de partida, no queda duda que toda autoridad pública debe realizar la verificación 
de conformidad entre la norma o práctica interna y lo establecido en la Convención Americana. 
Sin embargo, los efectos del consentimiento estatal prestado a este tratado –y, eventualmente, 
a los otros tratados del corpus juris interamericano– tiene mayores alcances, comprendiendo la 
interpretación que del mismo realiza el órgano encargado de su aplicación. De esta manera, el 
referente de aplicación del control de convencionalidad queda ampliado en la lógica de protección 
de los derechos humanos. 



4.3.1	Convención Americana sobre Derechos Humanos



Como ha sido señalado, en la medida que un Estado ha devenido parte de la Convención 
Americana, éste queda vinculado con las obligaciones estatales y derechos humanos reconocidos 
en dicho tratado. En esa medida, todo Estado parte tiene la obligación de aplicar el control de 
convencionalidad entre normas y prácticas internas y lo establecido en la CADH, en cumplimiento 
de las obligaciones internacionales de respeto, garantía y adecuación respecto de las cuales ha 
consentido. 



Así, la Convención Americana es el parámetro mínimo por excelencia del control de 
convencionalidad.



4.3.2	Interpretación de la CADH realizada por la Corte Interamericana



Tal como ha sido anticipado líneas arriba, es preciso entender que la Convención Americana 
no sólo comprende el propio texto convencional, sino también la interpretación que de la misma 
realiza la Corte IDH a través de su jurisprudencia. Así, de igual manera que es corriente admitir 
que la Constitución Política no es sólo el texto constitucional sino, asimismo, la jurisprudencia del 
respectivo tribunal constitucional o sala constitucional, debe quedar arraigada cada vez más la idea 
según la cual la Convención Americana no es únicamente el texto convencional sino también la 
jurisprudencia emanada de la Corte Interamericana, intérprete máxima y definitiva de esa norma 
supranacional39.



Ciertamente, un Estado parte en la Convención Americana ha aceptado soberanamente que la 
Corte Interamericana es el órgano judicial autónomo del Sistema Interamericano, responsable de la 
interpretación última de dicho tratado. De esta manera, todo Estado parte ha reconocido que la Corte 



37	 Corte IDH, Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile… párrs. 80, 91 y 284
38	 Corte IDH, Caso trabajadores cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, excepciones preliminares, fondo, 



reparaciones y costas... voto razonado del juez Sergio García Ramírez, párr. 2.
39	 Jimena Quesada, Luis, Jurisdicción nacional y control de convencionalidad. A propósito del diálogo judicial global y de 



la tutela multinivel de derechos… págs. 95-96.
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IDH tiene competencia y autoridad para establecer el sentido y alcance de las obligaciones estatales 
y derechos humanos reconocidos en la CADH. 



Así, es posible afirmar que, a través de la adopción de dicho instrumento interamericano, los 
Estados parte han delegado la competencia interpretativa de la Convención Americana a la Corte 
Interamericana o han reconocido, implícitamente, la vinculatoriedad de la jurisprudencia emitida por 
dicho órgano jurisdiccional del Sistema Interamericano. Este reconocimiento estatal de los Estados 
parte es incuestionable, con independencia de que hayan o no aceptado la competencia contenciosa 
de la Corte IDH: “la interpretación última de cada tratado […] corresponde a la instancia internacional 
respectiva de garantía”40.



Por ende, la interpretación de la CADH realizada por la Corte IDH a través de su jurisprudencia, 
vincula al Estado al momento que sus autoridades públicas realizan el control de convencionalidad. 
La interpretación de la Corte Interamericana “establece formal y oficialmente” el alcance de las 
disposiciones de la Convención Americana y, en consecuencia, la medida de los deberes de los 
Estados y los derechos de los particulares”41. La jurisprudencia a la que se hace referencia comprende 
aquélla emitida en el ejercicio de las competencias de la Corte IDH (supra 2.2.2), esto es:



a) la interpretación de la Convención en las sentencias y en las resoluciones de 
supervisión de cumplimiento de sentencias (función contenciosa)42; 



b) la interpretación de la Convención en las opiniones consultivas (función consultiva). Al 
respecto, la Corte IDH consideró necesario resaltar que los diversos órganos del Estado 
también deben realizar el correspondiente control de convencionalidad sobre la base de lo 
que señale la Corte IDH en ejercicio de su competencia consultiva, “la que innegablemente 
comparte con su competencia contenciosa el propósito del sistema interamericano de 
derechos humanos, cual es, ‘la protección de los derechos fundamentales de los seres 
humanos’”43. De acuerdo con la Corte Interamericana, “a partir de la norma convencional 
interpretada a través de la emisión de una opinión consultiva, todos los órganos de los 
Estados Miembros de la OEA, incluyendo a los que no son parte de la Convención pero 
que se han obligado a respetar los derechos humanos en virtud de la Carta de la OEA 
(artículo 3.l) y la Carta Democrática Interamericana (artículos 3, 7, 8 y 9), cuentan con 
una fuente que, acorde a su propia naturaleza, contribuye también y especialmente de 
manera preventiva, a lograr el eficaz respeto y garantía de los derechos humanos” y 
evitar eventuales vulneraciones de derechos humanos44 (supra 3.2.3.3).



c) la interpretación de la Convención en las resoluciones de medidas provisionales 
(facultad de dictar medidas provisionales). 



Así, la eficacia vinculante de la interpretación realizada por la Corte Interamericana comprende 
a las sentencias en casos contenciosos, a las opiniones consultivas y a las resoluciones sobre 
medidas provisionales y cumplimiento de sentencias, en la medida que todas ellas son resultado de 
la interpretación de las normas previstas en la CADH45. Dichas interpretaciones establecidas por la 
Corte IDH constituyen “cosa interpretada”, esto es, “una interpretación vinculante de textos normativos 
asimismo vinculantes para los Estados, que deben ser entendidos y aplicados interiormente en los 
términos de la interpretación formal y final dispuesta por la Convención y ejercida por la Corte”46.



40	 Ibídem, pág. 127.
41	 García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”… pág. 138.
42	 Ibídem, págs. 223-224. El juez Sergio García Ramírez denomina “función ejecutiva” a aquélla vinculada a la super-



visión de cumplimiento de sentencias que realiza la Corte Interamericana, distinguiéndola de la contenciosa, la consul-
tiva y la preventiva, esta última relacionándola al dictado de medidas provisionales.



43	 Corte IDH, Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad de protección inter-
nacional… párr. 31.



44	 Ibídem, párr. 31.	
45	 García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”… págs. 138-139.
46	 Ibídem, pág. 138.
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4.3.3	Otros tratados del corpus juris convencional interamericano  
y su interpretación



Conforme ha sido indicado precedentemente (supra 3.2.3.3), en reciente jurisprudencia, la Corte 
Interamericana ha precisado una pauta del control de convencionalidad que ya había sido anticipada 
en su momento por el juez Sergio García Ramírez en uno de sus votos razonados. Ciertamente, 
en el caso Gudiel Álvarez y otros (Diario Militar) vs. Guatemala47, la Corte IDH precisó que, cuando un 
Estado es parte de tratados internacionales, como aquéllos del corpus juris interamericano, dichos 
tratados obligan a todos sus órganos, incluido el Poder Judicial, cuyos miembros deben velar por 
que los efectos de las disposiciones de dichos tratados no se vean mermados por la aplicación de 
normas o interpretaciones contrarias a su objeto y fin. Así, la Corte IDH ha confirmado que el control 
de convencionalidad se despliega, por idénticas razones que en cuanto a la Convención Americana, 
en lo que toca a otros instrumentos de igual naturaleza, integrantes del corpus juris convencional de 
los derechos humanos, a saber:



a) el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador); 



b) el Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la 
Abolición de la Pena de Muerte; 



c) la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; 



d) la Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas; 



e) la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer (Convención de Belém do Pará); 



f)  la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra las Personas con Discapacidad; 



g) la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas 
Conexas de Intolerancia;



h) la Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, y



i) la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las 
Personas Mayores.



La consideración de dichos otros tratados en la aplicación del control de convencionalidad supone, 
siempre en respeto a la soberanía y consentimiento estatal, que el Estado en cuestión sea parte de 
los mismos. Por tanto, sólo los Estados parte de los demás tratados del corpus juris interamericano 
quedarán vinculados por las interpretaciones realizadas por la Corte Interamericana en lo que concierne 
al contenido y alcance de las obligaciones y derechos humanos reconocidos en ellos. 



La complementariedad y especificidad de los otros tratados del corpus juris interamericano 
respecto de la Convención Americana determinarán un mayor grado de protección en términos de 
respeto y garantía de los derechos humanos al momento de aplicar el control de convencionalidad. 
Lamentablemente, como ya ha sido resaltado (supra 2.3), de manera general, no todos los Estados 
miembros de la OEA son parte de todos los tratados del corpus juris interamericano y, de manera 
particular, tampoco todos los Estados parte de la Convención Americana son parte en dichos otros 
tratados. Precisamente por ello, en el marco del SIDH se insiste sobre la importancia de alcanzar la 
“universalidad o regionalidad”, es decir, la ratificación de estos instrumentos básicos del corpus juris 
interamericano por todos los Estados miembros de la OEA.



47	 Corte IDH, Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala… párr. 330.
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4.3.4	Interpretación de otros tratados ajenos al corpus juris interamericano



La Corte Interamericana también ha interpretado tratados ajenos al corpus juris interamericano, 
sobre todo en el ejercicio de su competencia consultiva. Sobre el particular, compartiendo las reservas 
del juez Sergio García Ramírez respecto a la complejidad de este aspecto, es posible afirmar que dicha 
interpretación también goza de eficacia vinculante48. 



En este sentido, la jurisprudencia de la Corte IDH es esclarecedora al señalar que “[l]a labor 
interpretativa que debe cumplir la Corte en ejercicio de su competencia consultiva busca no sólo 
desentrañar el sentido, propósito y razón de las normas internacionales sobre derechos humanos, 
sino, sobre todo, asesorar y ayudar a los Estados miembros y a los órganos de la OEA para que 
cumplan de manera cabal y efectiva sus obligaciones internacionales en la materia”49. 



Por tanto, en la medida que la interpretación de tratados ajenos al corpus juris interamericano sea 
entendida como una contribución de la Corte Interamericana para el cumplimiento de las obligaciones 
internacionales de los Estados con dichos tratados, tal intepretación debe valorarse positivamente y 
asumirme como vinculante.



4.4 	 Características del control de convencionalidad



Si bien la Corte IDH ha precisado que la Convención Americana no impone un modelo específico 
para realizar el control de convencionalidad50, la jurisprudencia interamericana permite identificar 
algunas de las características fundamentales que éste debe cumplir.



4.4.1	Aplicación ex officio



El control de convencionalidad debe ejercerse ex officio, es decir, que la autoridad pública 
en cuestión no debe esperar a que la persona interesada invoque sus derechos humanos y las 
correspondientes obligaciones generales del Estado reconocidos en la CADH para resolver o 
examinar la situación que se presente ante aquélla. 



Concretamente, en el caso de los operadores de justicia es necesario traer a colación el antiguo 
principio de la actividad judicial iura novit curia (el juzgador conoce el derecho), esto es, cuando 
el juez interno aplica la jurisprudencia internacional para resolver los casos sobre los que se vea 
llamado a pronunciarse pese a que las partes procesales no hayan invocado dicha jurisprudencia 
internacional, a la postre, determinante para la resolución de dichos casos51. De manera que no 
es indispensable que los litigantes invoquen el control de convencionalidad o que éste quede 
limitado exclusivamente por las manifestaciones o actos de los accionantes en cada caso concreto. 
Naturalmente, el control de convencionalidad también puede aplicarse a pedido de parte, lo que sin 
ser necesario no deja de ser recomendable. 



Así, asumiendo que los operadores de justicia conocen el contenido y alcance de los tratados 
internacionales respecto de los cuales se ha comprometido su Estado, incluida la Convención 



48	 García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”… págs. 138-139.
49	 Corte IDH, Responsabilidad internacional por expedición y aplicación de leyes violatorias de la Convención (arts. 1 y 2 



Convención Americana sobre Derechos Humanos), opinión consultiva OC-14/94 del 9 de diciembre de 1994, Serie A 
No. 14, párr. 23.



50	 Corte IDH, Caso Liakat Ali Alibux vs. Surinam… párr. 124.
51	 Jimena Quesada, Luis, Jurisdicción nacional y control de convencionalidad. A propósito del diálogo judicial global y de 



la tutela multinivel de derechos… pág. 51.
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Americana y demás tratados del corpus juris interamericano, la expectativa legítima es la aplicación 
de dicho control52: “la aplicación de las normas internacionales por la jurisdicción ordinaria nacional 
y por los demás operadores jurídicos se considera la ‘piedra de toque’ del cumplimiento efectivo del 
Derecho internacional como tal”53.



Por otro lado, la Corte Interamericana ha precisado que si bien el control de convencionalidad debe 
darse ex officio, esto “tampoco implica que ese control deba ejercerse siempre, sin considerar otros 
presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia” de las respectivas acciones54. 



Adicionalmente, la aplicación ex officio del control de convencionalidad para asegurar el “efecto 
útil” de la Convencion Americana, supone que aquél “podría practicarse hasta el momento mismo 
en que el juez debe resolver la litis”. Así, el juez podría realizar la verificación de conformidad entre 
una norma o práctica interna y la Convención Americana y su jurisprudencia al resolver en definitiva 
una litis, aunque no se hubiese planteado previamente el control de convencionalidad concernido55. 



4.4.2	De carácter inmediato



Esta característica, vinculada estrechamente a la aplicación ex officio del control de 
convencionalidad, apunta a que, independientemente de las reformas legales que deba adoptar un 
Estado para compatibilizar determinadas disposiciones y prácticas con la Convención Americana y 
los estándares internacionales que correspondan, toda autoridad pública, en todos los niveles, debe 
actuar inmediatamente en el sentido de adecuar sus decisiones a dichas disposiciones y estándares, 
frente al conocimiento de los casos que se les sometan56. 



El respeto y garantía de los derechos humanos no puede estar condicionado a que se materialicen 
cambios en el orden jurídico interno. De ahí la importancia de que toda autoridad pública conozca 
la obligatoriedad del control de convencionalidad y las alternativas para su aplicación, siempre en la 
línea de mantener la armonía entre el Derecho interno y el Derecho Internacional respecto del cual 
el Estado ha consentido (infra 5.3).



4.4.3	Dentro del ámbito de las competencias y regulaciones procesales  
de las respectivas autoridades estatales



Esta característica pone de relieve la importancia del Derecho interno en la aplicación del control 
de convencionalidad. Así, bajo ningún supuesto dicho control supone una trangresión de la normativa 
interna que rige las competencias y actuación de la autoridad pública. Todo lo contrario, el control 
de convencionalidad exige el respeto del marco normativo interno en materia de competencias y 
presupuestos procesales vinculados a la autoridad pública que debe ejercerlo. Efectivamente, tanto 
las competencias y los referidos procedimientos deberán quedar fijados al amparo del principio 
de legalidad, recordando que “[l]a ley, en el Estado democrático, no es simplemente un mandato 
de la autoridad, revestido de ciertos necesarios elementos formales” sino que está vinculada 
inseparablemente al principio de legitimidad57.



52	 García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”… págs. 141-142. Asimismo, Sagüés, Néstor, 
“Obligaciones internacionales y control de convencionalidad”… pág. 278.



53	 Jimena Quesada, Luis, Jurisdicción nacional y control de convencionalidad. A propósito del diálogo judicial global y de 
la tutela multinivel de derechos… pág. 51.



54	 García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”… pág. 145.
55	 Cfr. Sagüés, Néstor, “Obligaciones internacionales y control de convencionalidad”… págs. 278-279.
56	 Corte IDH, Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México… párr. 233.
57	 Corte IDH, La expresión “leyes” en el artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, opinión con-



sultiva OC-6/86 del 9 de mayo de 1986, Serie A No. 6, párr. 32.
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En cuanto a las competencias, se entiende que la autoridad pública deberá aplicar el control de 
convencionalidad en el marco de sus respectivas funciones, asignadas por ley al amparo del principio 
de legalidad. Siguiendo al juez Sergio García Ramírez, la alusión a competencias no apareja por 
fuerza que toda autoridad sea competente para aplicar, sin mayores exigencias internas, el control 
de convencionalidad. En consecuencia, es perfectamente posible que “el ordenamiento interno 
establezca competencias específicas (que pudieran recogerse en ‘grados’ de competencia)” para 
el despacho del control y la fuerza de las decisiones domésticas respectivas58. A modo de ejemplo, 
si se trata de un juez ordinario en un sistema de control concentrado, no sería posible esperar que 
declare la inconstitucionalidad de una norma contraria a lo establecido en la Convención Americana 
y/o la jurisprudencia de la misma emitida por la Corte IDH.



En lo que concierne a las regulaciones procesales, toda autoridad pública deberá aplicar el 
control de convencionalidad de conformidad con el diseño y alcance de los procedimientos internos 
determinados por ley, al amparo del principio de legalidad. En todos los casos, la autoridad pública 
deberá respetar los posibles presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia 
que rigen en el Derecho interno para que una autoridad pueda pronunciarse y, en su caso, aplicar 
el control de convencionalidad. Por tanto, esta exigencia no implica de suyo, la apreciación sobre la 
existencia de las violaciones aducidas o la responsabilidad de quien deba enfrentarlas o la reparación 
pertinente, en el caso concreto en el que se plantean. En todo caso, “la normativa interna puede 
ser –e incluso debe ser– muy favorecedora de la tutela de los derechos fundamentales, y por ende, 
puede y debe reducir al mínimo los citados presupuestos, a fin de no oponer barreras innecesarias 
a la protección del individuo59.



Así, el debido proceso, como garantía de los derechos humanos de quienes comparecen ante 
una autoridad pública, se expande en el proceso de aplicación del control de convencionalidad. 
Ciertamente, “[e]l debido proceso es un concepto dinámico, expansivo, que se proyecta sobre el 
control judicial de convencionalidad, como sobre cualquier contienda en la que interviene un órgano 
del Estado para conocer cargos penales o resolver derechos y deberes en otras materias”60. 



De esta manera, para la aplicación del control de convencionalidad hay “una significativa derivación 
a la normatividad local, circunstancia que puede dar lugar a distintas respuestas jurídicas según el 
país y el tipo de proceso donde se lo practique”61.



4.5 	 Manifestaciones del control de convencionalidad



En reciente jurisprudencia, la Corte IDH se ha encargado de precisar que el control de 
convencionalidad tiene dos manifestaciones, en función a si un Estado ha sido “parte material” en 
la controversia internacional ante el Tribunal (supra 3.2.3.4). Dependiendo de dicha situación, la 
aplicación del control de convencionalidad tendrá diferentes alcances y consecuencias respecto al 
orden interno estatal.



58	 Cfr. García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”… págs. 151-152.
59	 Ibídem, págs. 153-154.
60	 Ibídem, pág. 149.
61	 Sagüés, Néstor, “Obligaciones internacionales y control de convencionalidad”… pág. 279.
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4.5.1	Efecto inter partes: efecto vinculante de la integridad de una sentencia 		
internacional dictada con carácter de cosa juzgada respecto de un 			 
Estado parte en el proceso internacional (res judicata)



De conformidad con los principios generales del Derecho Internacional y con lo dispuesto en los 
artículos 6762 y 68.163 de la CADH, cuando la Corte Interamericana dicta una sentencia se genera 
“cosa juzgada internacional” frente al Estado que ha sido parte en el caso sometido a su jurisdicción, 
y respecto del cual se ha determinado su eventual responsabilidad internacional. A partir de ello, 
todos los órganos del Estado, incluidos sus jueces y órganos vinculados a la administración de 
justicia, están sometidos a la sentencia de la Corte IDH, lo cual les obliga a velar para que dicha 
decisión y los efectos de las disposiciones de la Convención “no se vean mermados por la aplicación 
de normas contrarias a su objeto y fin o por decisiones judiciales o administrativas que hagan 
ilusorio el cumplimiento total o parcial de la sentencia”. Al estar en presencia de una “cosa juzgada 
internacional”, el Estado está obligado a cumplir y aplicar la sentencia64. 



Tal y como lo ha recordado la propia Corte Interamericana, el efecto de cosa juzgada que producen 
sus sentencias y su carácter vinculante derivan de la ratificación de la Convención Americana, de la 
obligación de cumplirla de buena fe y del reconocimiento de la competencia contenciosa del Tribunal, 
“actos soberanos que el Estado Parte realizó conforme [a] sus procedimientos constitucionales”65. 
En consecuencia, en la línea de lo establecido en los artículos 26 y 27 de la CVDT, el Estado “no 
puede invocar disposiciones del derecho constitucional u otros aspectos del derecho interno para 
justificar una falta de cumplimiento de la Sentencia”66 (supra 1.1.3). 



La sentencia



[…] no se limita en su efecto vinculante a la parte dispositiva del fallo, sino que incluye 
todos los fundamentos, motivaciones, alcances y efectos del mismo, de modo que 
aquélla es vinculante en su integridad, incluyendo su ratio decidendi. Así, puesto que la 
parte resolutiva o dispositiva de la Sentencia refiere expresa y directamente a su parte 
considerativa, ésta es claramente parte integral de la misma y el Estado también está 
obligado a darle pleno acatamiento67.



En ese sentido, el Estado debe cumplir con todo lo establecido en la sentencia interamericana de 
manera pronta, íntegra y efectiva68.



Por tanto, en cuanto a esta manifestación, en la medida que el control de convencionalidad es “una 
institución que sirve como instrumento para aplicar el Derecho Internacional”, “se trata simplemente 
de emplearlo para dar cumplimiento en su integridad y de buena fe a lo ordenado en [una s]entencia 
dictada por la Corte [Interamericana] en [un] caso concreto” en el que existe cosa juzgada69. La  
 
62	 El artículo 67 de la CADH dispone que: “El fallo de la Corte será definitivo e inapelable. En caso de desacuerdo sobre el 



sentido o alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera de las partes, siempre que dicha solicitud se 
presente dentro de los noventa días a partir de la fecha de la notificación del fallo”. Por otro lado, “[l]a Corte podrá, a ini-
ciativa propia o a solicitud de parte, presentada dentro del mes siguiente a la notificación de la sentencia […], rectificar 
errores notorios, de edición o de cálculo. De efectuarse alguna rectificación la Corte la notificará a la Comisión, a las 
víctimas o sus representantes, al Estado demandado y, en su caso, al Estado demandante” (artículo 76 del Reglamento 
de la Corte).



63	 El artículo 68 de la CADH establece que “1. Los Estados Partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión 
de la Corte en todo caso en que sean partes. […]”.



64	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… considerandos 68 y 102.
65	 Ibídem, considerandos 87 y 102.	
66	 Ibídem, considerando 102.
67	 Ibídem.
68	 Ibídem, voto razonado del juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, párr. 32.
69	 Ibídem, considerandos 68 y 102.
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autoridad de la cosa juzgada “produce, necesariamente, vinculación absoluta en la manera en que las 
autoridades nacionales del Estado condenado deben interpretar la norma convencional y, en general, el 
corpus juris interamericano aplicado en la sentencia que decide el caso”70. 



En consecuencia, esta manifestación del control de convencionalidad posee



[…] un rol importante en el cumplimiento o implementación de una determinada [s]
entencia de la Corte Interamericana, especialmente cuando dicho acatamiento queda a 
cargo de los jueces nacionales. Bajo este supuesto, el órgano judicial tiene la función de 
hacer prevalecer la Convención Americana y los fallos de [l]a Corte sobre la normatividad 
interna, interpretaciones y prácticas que obstruyan el cumplimiento de lo dispuesto en un 
determinado caso71.



Por ejemplo, cuando el cumplimiento de la sentencia implica ‘dejar sin efectos’ una norma general, 
todas las autoridades y con mayor razón las que realizan funciones jurisdiccionales –en todos los 
niveles– “tienen la función de hacer prevalecer la Convención Americana y los fallos de [la] Corte sobre 
la normatividad interna, interpretaciones y prácticas que obstruyan el cumplimiento de lo dispuesto en 
un determinado caso”72. 



4.5.2	 Efecto erga omnes: eficacia vinculante y relativa de la “norma 
	 convencional interpretada” en una sentencia hacia todos los Estados		   
	 parte de la CADH por el solo hecho de serlo, aunque no haya sido 			 
	 parte del proceso internacional (res interpretata)



Cuando un Estado



[…] no ha sido parte en el proceso internacional en que fue establecida determinada 
jurisprudencia, por el solo hecho de ser Parte en la Convención Americana, todas sus 
autoridades públicas y todos sus órganos, incluidas las instancias democráticas, jueces 
y demás órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles, están 
obligados por el tratado, por lo cual deben ejercer, en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales correspondientes, un control de 
convencionalidad tanto en la emisión y aplicación de normas, en cuanto a su validez y 
compatibilidad con la Convención, como en la determinación, juzgamiento y resolución 
de situaciones particulares y casos concretos, teniendo en cuenta el propio tratado 
y, según corresponda, los precedentes o lineamientos jurisprudenciales de la Corte 
Interamericana73. 



De esta manera, se produce una eficacia erga omnes hacia todos los Estados parte de la Convención 
–que no fueron parte material en el proceso ante la Corte IDH–,



[…] en la medida en que todas las autoridades nacionales quedan vinculados a la 
efectividad convencional y, consecuentemente, al criterio interpretativo establecido por la 
Corte [Interamericana], en tanto estándar mínimo de efectividad de la norma convencional, 
derivada de la obligación de los Estados de respeto, garantía y adecuación (normativa e 
interpretativa) que establecen los artículos 1º y 2º de la Convención Americana74.



70	 Ibídem, voto razonado del juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, párr. 83.
71	 Corte IDH, Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela, supervisión 



de cumplimiento de sentencia… considerando 73.
72	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… voto razonado del juez Eduardo 



Ferrer Mac-Gregor Poisot, párr. 84.
73	 Ibídem, considerando 69.
74	 Ibídem, voto razonado del juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, párrs. 33 y 91.
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Precisamente por ello se justifica la lógica de que las sentencias de la Corte IDH no sólo sean 
notificadas “a las partes en el caso”, sino que también sean transmitidas a los Estados parte de la 
Convención75, en los términos del artículo 69 de este tratado76. 



Así, todas las autoridades nacionales de los Estados parte deben aplicar no sólo la norma convencional 
sino la “norma convencional interpretada” (res interpretata), es decir, el criterio interpretativo que como 
estándar mínimo aplicó la Corte IDH a la CADH y, en general al corpus juris interamericano, materia de 
su competencia, para resolver la controversia77. A partir de ello,



[…] las autoridades nacionales (administrativas, legislativas o jurisdiccionales) de cualquier 
nivel (municipal, regional, estadual, federal o nacional) de los Estados Parte de la Convención, 
eventualmente podrán apartarse del criterio interpretativo de la Corte I[nteramericana] 
cuando se realice de manera razonada y fundada una interpretación que permita lograr un 
mayor grado de efectividad de la norma convencional a través de una interpretación más 
favorable de la ‘jurisprudencia interamericana’ sobre el derecho humano en cuestión78 (infra 
5.3.2.3).



En cualquier caso, se trata de asegurar la efectividad (mínima) de la norma convencional79. 



*



Por todo lo expuesto, queda en evidencia que el control de convencionalidad “es una obligación 
de las autoridades estatales y su ejercicio compete, solo subsidiaria o complementariamente, a la 
Corte Interamericana cuando un caso ha sido sometido a su jurisdicción”80. Al respecto, compartimos 
con Jimena Quesada que una de las grandes claves de la aplicación del control de convencionalidad 
por parte de toda autoridad pública “entronca con la necesidad de acentuar la conciencia constitucional 
de asunción de los compromisos internacionales, para que los tratados y acuerdos no permanezcan 
como un mero índice político de integración del Estado […] en la escena internacional”. Ciertamente, 
“[l]os tratados no están sólo para ratificarlos, para computarlos como una fuente más del ordenamiento 
jurídico […], sino para aprehenderlos como instrumentos vivos que con efecto útil contribuyen a la 
realización” del respeto y garantía de los derechos humanos81.



75	 Ibídem.
76	 El artículo 69 de la CADH señala que: “[e]l fallo de la Corte será notificado a las partes en el caso y transmitido a los 



Estados partes en la Convención”.
77	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… voto razonado del juez Eduardo 



Ferrer Mac-Gregor Poisot, párr. 43.
78	 Ibídem, párr. 53. 
79	 Ibídem, párr. 43.
80	 Ibídem, considerando 87.
81	 Jimena Quesada, Luis, Jurisdicción nacional y control de convencionalidad. A propósito del diálogo judicial global y de 



la tutela multinivel de derechos… pág. 150.
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5.	 El control de convencionalidad aplicado por los operadores de justicia:  
“los jueces convencionales de Derecho común”



Los operadores de justicia tienen una “dimensión especial” por su papel como garantes de los 
derechos protegidos en los tratados internacionales de derechos humanos1. Corresponde entonces 
poner énfasis en las exigencias de la puesta en práctica del control de convencionalidad por dichos 
operadores de justicia, esto es, en el examen de compatibilidad que estos deben realizar entre las 
normas y actos nacionales y la Convención Americana, el corpus juris interamericano y la respectiva 
jurisprudencia de la Corte IDH. 



Con dicho propósito, el presente capítulo se referirá a la relación que debe existir entre el control 
de convencionalidad y el sistema de control de constitucionalidad vigente en cada Estado parte, así 
como a los diferentes supuestos de aplicación de aquél, tanto en su manifestación inter partes como 
erga omnes.



5.1	 El control de convencionalidad en armonía con el sistema de control constitucional 
de cada Estado parte



Conforme fue señalado en la evolución de la jurisprudencia en materia de control de convencionalidad 
(supra 3.2.3.2), la Corte Interamericana ha precisado que “la Convención Americana no impone un 
modelo específico para realizar un control de constitucionalidad y convencionalidad”2. 



En esencia, verificando la regulación en los ordenamientos jurídicos internos de los Estados 
parte de la CADH, existen tres posibilidades –naturalmente, con variantes o modalidades– para el 
ejercicio del control jurisdiccional de constitucionalidad de leyes: 



a) Control concentrado, que deposita ese control en un órgano jurisdiccional supremo 
dentro de la estructura jurisdiccional del Estado. Dicho órgano no formaría parte del 
aparato judicial tradicional, sino que desempeñaría su elevada misión por encima de los 
órganos clásicos de la división de poderes3.



b) Control difuso, “que asigna el control a un amplio número de juzgadores, acaso 
a todos los titulares de la función jurisdiccional, llamados a pronunciarse en los 
asuntos de su conocimiento sobre la constitucionalidad de las normas internas que, 
en principio, deben aplicar, y autorizados para ‘desaplicar’ o invalidar, eventualmente, 
esas disposiciones cuando las consideran incompatibles con la ley fundamental a la que 
debieran ajustarse”4.



c) Control mixto, dual o híbrido, “en el que todos los jueces comunes tratan temas 
constitucionales, en orden a inaplicar las normas opuestas a la Constitución en los 
procesos que deben resolver, pero también lo hacen organismos especializados (cortes 
o tribunales constitucionales específicos, salas constitucionales), en ciertos supuestos”5.



Ante ello, es preciso resaltar que el control de convencionalidad no implica, necesariamente, que los 
Estados parte deban “adaptar” sus sistemas de control constitucional a uno de tipo “difuso”, sino que  
 
1	 Dulitzky, Ariel, “La aplicación de los tratados sobre derechos humanos por los tribunales locales: un estudio compar-



ado”… pág. 54.
2	 Corte IDH, Caso Liakat Ali Alibux vs. Surinam… párr. 124.
3	 García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”… pág. 150.
4	 Ibídem.
5	 Sagüés, Néstor, “Obligaciones internacionales y control de convencionalidad”… pág. 277.
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dicho control de convencionalidad puede ser aplicado en cualquiera de los sistemas existentes, sea 
concentrado, difuso o mixto6. La Corte Interamericana “no puede (ni lo ha pretendido) convertirse en 
un órgano que ‘defina’ o ‘imponga’ los sistemas de control constitucional que cada país adopta, como 
resultado de su propia cultura, realidad y contexto histórico”7. De esta manera, con independencia del 
régimen de control de constitucionalidad elegido soberanamente por cada Estado, lo importante es que 
los operadores de justicia realicen el respectivo control de convencionalidad.



Dicho esto, el control de convencionalidad “es aplicable a cualquier tipo de sistema de control 
constitucional existente en América Latina, sin que se dirija exclusivamente a los ‘jueces constitucionales’”. 
Siguiendo al juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor, esto queda en evidencia al constatar que el control de 
constitucionalidad



[…] no consiste simplemente en dejar de aplicar la norma nacional por ser contraria al 
“parámetro” de convencionalidad, sino que implica, en primer término, tratar de “armonizar” 
la norma nacional con la convencional, lo cual significa realizar una “interpretación conforme” 
de la norma nacional con la C[onvención Americana], sus protocolos y la jurisprudencia 
convencional (como estándar mínimo), para desechar aquellas “interpretaciones” contrarias 
o incompatibles al parámetro convencional; por lo que, en realidad, se realiza un “control” 
de la interpretación que no cubre dicho parámetro. Y este ejercicio de compatibilidad lo 
puede realizar cualquier juez dentro de sus respectivas competencias, quedando reservada 
la “inaplicación” o “declaración de invalidez” de la norma inconvencional, exclusivamente a 
los jueces que dentro del sistema nacional tengan competencia para ello8 (infra 5.3.2).



Por tanto, el control de convencionalidad deberá permanecer en armonía con el modelo general 
de control de constitucionalidad establecido en cada Estado parte de la CADH.



5.2	 El ejercicio complementario del control de constitucionalidad y el control de 
convencionalidad



Además de que la aplicación del control de convencionalidad respeta plenamente el régimen de 
control de constitucionalidad elegido soberanamente por cada Estado parte, es preciso destacar 
la complementariedad entre ambos, esto es, entre el control de constitucionalidad y el control de 
convencionalidad.



Ciertamente, conforme lo ha señalado la propia Corte Interamericana, “el control de 
constitucionalidad implica necesariamente un control de convencionalidad, ejercidos de forma 
complementaria”. Por ello,



6	 Ferrer Mac-Gregor Poisot, Eduardo, “Interpretación conforme y control difuso de convencionalidad. El nuevo para-
digma para el juez mexicano”, Estudios Constitucionales, Año 9, No. 2, 2011, pág. 535.



7	 Ibídem. Sin perjuicio de ello, cabe destacar que el juez Sergio García Ramírez, en su voto a la sentencia en el caso 
Trabajadores cesados del Congreso vs. Perú, señaló, inter alia, que la adopción del sistema de control difuso, “[...] 
permitiría trazar un sistema de control extenso –vertical y general– en materia de juridicidad de los actos de autoridades 
–por lo que toca a la conformidad de éstos con las normas internacionales sobre derechos humanos–, sin perjuicio 
de que la fuente de interpretación de las disposiciones internacionales de esta materia se halle donde los Estados la 
han depositado al instituir el régimen de protección que consta en la CADH y en otros instrumentos del corpus juris 
regional”. Corte IDH, Caso trabajadores cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, excepciones prelimin-
ares, fondo, reparaciones y costas... voto razonado del juez Sergio García Ramírez, párr. 13.



8	 Ferrer Mac-Gregor Poisot, Eduardo, “Interpretación conforme y control difuso de convencionalidad. El nuevo para-
digma para el juez mexicano”… pág. 535.
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[…] la pretensión de oponer el deber de los tribunales internos de realizar el control de 
constitucionalidad al control de convencionalidad que ejerce la Corte, es en realidad un 
falso dilema, pues una vez que el Estado ha ratificado el tratado internacional y reconocido 
la competencia de sus órganos de control, precisamente a través de sus mecanismos 
constitucionales, aquéllos pasan a conformar su ordenamiento jurídico9. 



Así, se asume que el Estado, al momento de firmar, ratificar o adherirse a la Convención 
Americana, ha sido consciente de la necesaria armonía que debe existir entre el Derecho interno 
y tal tratado de derechos humanos, que ha pasado a formar parte de dicho Derecho interno como 
consecuencia de la manifestación del consentimiento estatal. La complementariedad entre el control 
de constitucionalidad y el control de convencionalidad deriva entonces de la coherencia que debe 
existir en la relación entre el Derecho Internacional y el Derecho interno de los Estados parte.



Los operadores de justicia deberán materializar el control de constitucionalidad cuando esté 
previsto en el marco de sus competencias, lo que deberá representar, paralelamente, el ejercicio del 
control de convencionalidad, en cumplimiento de sus obligaciones de respeto, garantía y adecuación, 
derivadas de los artículos 1.1 y 2 de la CADH. De esta manera, frente a una norma o práctica 
interna, el operador de justicia no solamente deberá hacer el control de conformidad entre aquélla y 
lo establecido en la Constitución del Estado (control de constitucionalidad), sino también el control 
entre dicha norma o práctica y lo establecido en la Convención Americana y la interpretación que de 
la misma realiza la Corte Interamericana (control de convencionalidad). Conforme lo resalta Néstor 
Sagüés, “[n]o es suficiente, […], con que una regla local sea constitucional [, ya que t]ambién debe 
ser ‘convencional’”10.



Todo ello no sólo resulta coherente, sino también conveniente, en la medida que los operadores 
de justicia podrán aprovechar la oportunidad del control de constitucionalidad para “remediar [un]
a alegada violación en sede interna”, tomando en consideración la Convención Americana y la 
interpretación de la misma realizada por la Corte IDH, evitando que el caso llegue ante ésta y 
derive en una eventual declaración de responsabilidad internacional por la imputación de los mismos 
hechos en sede supranacional. 



5.3	 Supuestos de aplicación del control de convencionalidad



En el marco del control de convencionalidad que los operadores de justicia están obligados a realizar, 
a continuación se presentarán los principales supuestos que puede implicar su aplicación, tanto en lo 
que concierne a la manifestación inter partes como a la manifestación erga omnes.



 



5.3.1	 En cuanto a la manifestación inter partes



Tal como ha sido señalado, la manifestación inter partes del control de convencionalidad supone 
que el Estado que ha sido parte material en el proceso ante la jurisdicción de la Corte IDH debe 
cumplir y aplicar la sentencia resultado del mismo en su integridad. El efecto vinculante de la sentencia 
comprende, además de la ratio decidendi, todos sus fundamentos, motivaciones, alcances y efectos. 
Así, el Estado debe dar pleno acatamiento a la parte considerativa y a la parte resolutiva del fallo 
(supra 4.5.1).



9	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… considerando 88.
10	 Sagüés, Néstor, “Obligaciones internacionales y control de convencionalidad”… pág. 284.
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La parte resolutiva debe leerse conjuntamente con la considerativa, de manera que pueda darse 
plena ejecución a las medidas de reparación ordenadas por la Corte Interamericana en función a las 
violaciones de derechos humanos e incumplimiento de obligaciones estatales que hayan sido declaradas 
en el caso. El cumplimiento de las reparaciones ordenadas por la Corte IDH en un caso, normalmente 
va a comprometer la actuación de los órganos de los diferentes poderes del Estado.



En lo que concierne a los operadores de justicia, la medida de reparación que normalmente los 
involucra es una de las más complejas en términos de cumplimiento, a saber, la investigación de los 
hechos, juzgamiento y, en su caso, la sanción a los responsables de las violaciones de derechos 
humanos declaradas. Asimismo, el rol del operador de justicia se relaciona con medidas tan diversas 
como las consistentes en anular un proceso o retrotraerlo al momento previo a la configuración 
de una violación de la CADH, la orden de liberación de una víctima, la anulación de antecedentes 
penales de la víctima y la declaración de incompatibilidad de ciertas normas, entre otras. Incluso, los 
operadores de justicia quedarán comprometidos respecto a medidas administrativas consistentes 
en la organización de cursos de capacitación y/o formación sobre temas específicos de derechos 
humanos y de control de convencionalidad.



Como se ha dicho, la autoridad de cosa juzgada internacional de la sentencia “produce, 
necesariamente, vinculación absoluta en la manera en que las autoridades nacionales del Estado 
condenado deben interpretar la norma convencional y, en general, el corpus juris interamericano 
aplicado en la sentencia que decide el caso”11. Para poder cumplir con la sentencia interamericana, 
los operadores de justicia tienen la obligación de aplicar directamente las consideraciones que la 
fundamentan. En este sentido, las rationes decidendi que fundamentan los puntos resolutivos de la 
sentencia resultan indispensables para su adecuado entendimiento y para lograr el debido, efectivo 
e íntegro cumplimiento de la misma12. 



Así, en el cumplimiento de las diferentes medidas de reparación y siempre en respeto de sus 
competencias y los procedimientos previstos en el Derecho interno, los operadores de justicia 
deberán corregir ciertas normas, actos y prácticas, adecuándolos así a la Convención Americana y a 
la interpretación de la misma, plasmada en la jurisprudencia de la Corte IDH. El órgano judicial tiene 
la función de hacer prevalecer la Convención Americana y las sentencias de la Corte Interamericana 
“sobre la normatividad interna, interpretaciones y prácticas que obstruyan el cumplimiento de lo 
dispuesto en un determinado caso”13. El adecuado ejercicio del control de convencionalidad no 
puede quedar supeditado a la interpretación constitucional que realice un órgano nacional, ni siquiera 
invocando una norma constitucional o el ejercicio propio de su competencia al ejercer el control de 
constitucionalidad, de ser el caso14.



Por otro lado, si bien la aplicación del control de convencionalidad inter partes nos remite al 
cumplimiento de una sentencia respecto a un caso específico, lo cierto es que determinadas 
medidas ordenadas e intepretaciones pueden tener implicancias generales en el ordenamiento 
jurídico interno, más allá del caso concreto. Así por ejemplo, si en una sentencia específica, la 
Corte Interamericana declara que una ley que amnistía a los responsables de graves violaciones 
de derechos humanas es incompatible con la CADH, las autoridades judiciales internas no sólo 
deberán inaplicarla al caso específico analizado en la sentencia sino que deberán inaplicarla en 
futuros casos de graves violaciones de derechos humanos en los que pudiese estar involucrada la 
misma norma. De esta manera, los operadores de justicia deben “garantizar” que dicha ley no vuelva 



11	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… voto razonado del juez Eduardo 
Ferrer Mac-Gregor Poisot, párr. 83.



12	 Ibídem, párr. 86.
13	 Corte IDH, Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela, supervisión 



de cumplimiento de sentencia… considerando 26; Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento 
de sentencia… considerando 73.



14	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… considerando 87.
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a representar un obstáculo para la investigación de los hechos, juzgamiento y eventual sanción de 
los responsables de graves violaciones de derechos humanos, más allá del caso resuelto en la 
sentencia15. 



Finalmente, en este apartado cabe una mención especial a algunos Estados parte que han 
creado normas específicas con la finalidad de regular de la mejor manera el procedimiento a seguir 
para garantizar el pleno y efectivo cumplimiento de las sentencias de la Corte IDH, en los supuestos 
en que dichos Estados sean parte material de una controversia y sea declarada su responsabilidad 
internacional, esto es, normas que regulan la aplicación del control de convencionalidad inter 
partes. De acuerdo con el juez Sergio García Ramírez, esta suerte de “normas estatutarias de 
implementación relativas a tratados y a cumplimiento de sentencias y otros actos del [derecho 
internacional de los derechos humanos]”, hacen las veces de un “puente legal”, que permite la 
“construcción del andamiaje normativo para el enlace entre los ordenamientos interno y externo en 
pos de un solo ordenamiento nacional de doble fuente”16 (ver Anexo 4).



     Mediante Resolución Administrativa No. 254-2014-P-PJ de 15 de agosto de 2014, la Presidencia de 
la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial del Perú exhortó a todos los órganos jurisdiccionales 
y administrativos de las Cortes Superiores de Justicia a nivel nacional a adoptar todas las medidas 
necesarias, en el más breve plazo y dentro del ejercicio de sus competencias, a fin de atender y 
dar pronta resolución a los casos que tienen a su cargo y que estén en trámite o pendientes de 
cumplimiento ante la CIDH o la Corte Interamericana. 



	



5.3.2	 En cuanto a la manifestación erga omnes



Según lo indicado previamente, cuando un Estado no ha sido parte material en el proceso 
internacional en que fue establecida determinada jurisprudencia, por el solo hecho de ser parte 
en la Convención Americana, todas sus autoridades públicas y todos sus órganos, incluidas las 
instancias democráticas, jueces y demás órganos vinculados a la administración de justicia en todos 
los niveles, están obligados por el tratado, por lo cual deben ejercer, en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales correspondientes, un control de convencionalidad 
tanto en la emisión y aplicación de normas, en cuanto a su validez y compatibilidad con la Convención, 
como en la determinación, juzgamiento y resolución de situaciones particulares y casos concretos, 
teniendo en cuenta el propio tratado y, según corresponda, los precedentes o lineamientos 
jurisprudenciales de la Corte Interamericana. Por ello, todas las autoridades nacionales deben aplicar 
no sólo la norma convencional sino la “norma convencional interpretada” (res interpretata), es decir, el 
criterio interpretativo que como estándar mínimo aplicó la Corte IDH a la CADH y, en general, al corpus 
juris interamericano, materia de su competencia, para resolver la controversia (supra 4.5.2).



Cuando la Corte IDH se refiere a “leyes” alude a cualquier norma jurídica de carácter general. Por 
ello, el control de convencionalidad erga omnes debe ser ejercido “sobre leyes federales y estatales, 
decretos, reglamentos y, en general, sobre cualquier disposición que constituya una norma jurídica 
general independientemente del órgano que la emita –lo que incluye las decisiones de tribunales 
nacionales que son obligatorias como precedentes–”17, e incluso respecto a las propias normas 



15	 Ver, a modo de ejemplo, Corte IDH, Caso Barrios Altos vs. Perú, fondo, sentencia de 14 de marzo de 2001, Serie C No. 
75, párrs. 43-44; Corte IDH, Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador… párr. 296.



16	 García Ramírez, Sergio, “La ‘navegación americana’ de los derechos humanos: hacia un ius commune”, en: Bogdandy, 
Armin von, Héctor Fix-Fierro y Mariela Morales Antoniazzi (coords.), Ius constitutionale commune en América Latina. 
Rasgos, potencialidades y desafíos… pág. 487.



17	 Sagüés, Néstor, “Obligaciones internacionales y control de convencionalidad”… pág. 124.
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constitucionales18. Así, los conceptos “ley” y “norma jurídica” deben ser entendidos de forma amplia, 
tal y como el Derecho Internacional entiende esos mismos conceptos19. Las prácticas y actos de las 
autoridades públicas también deben estar sujetas al control de convencionalidad (supra 4.2).



Así, en aplicación del control de convencionalidad erga omnes, todos los jueces nacionales deben 
actuar como “jueces convencionales de derecho común” desde el momento en que deban resolver 
asuntos en los que los derechos humanos están involucrados. Las dificultades de aplicación de 
tal obligación respecto de la diversidad constitucional del continente americano y de la variedad 
de competencias de los jueces nacionales, exige considerar una serie de opciones posibles que 
determinan diferentes niveles de “intensidad” del control de convencionalidad2021. De manera 
general, la idea es que el Estado opte por un examen y aplicación de la norma o acto interno que 
eviten ponerlo en una situación de incumplimiento de la Convención Americana, que comprometa su 
responsabilidad internacional.



    En Argentina, aunque el gobierno democrático de Raúl Alfonsín dictó dos leyes de amnistía con 
la finalidad de evitar una serie de juicios contra militares involucrados en violaciones de derechos 
humanos durante la dictadura, a saber, la Ley de Punto Final de 1986 y la Ley de Obediencia Debida 
de 1987, la Corte Suprema declaró que dichas leyes de amnistía carecían de efectos jurídicos a 
partir de una sentencia dictada por la Corte Interamericana en un caso respecto del Estado del Perú. 
En efecto, la Corte Suprema de Argentina señaló que si bien la Constitución argentina reconocía el 
poder del Estado para dictar amnistías, ese poder estaba limitado por el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos. La Corte Suprema destacó así la jurisprudencia de la Corte Interamericana 
–especialmente la sentencia en el caso Barrios Altos vs. Perú– y las directivas de la CIDH como 
indispensables para la interpretación de las obligaciones del Estado derivadas de la Convención 
Americana. En consecuencia, Argentina cumplió con sus obligaciones internacionales, sin necesidad 
que el caso en cuestión fuera sometido ante el SIDH (Suprema Corte de Justicia de Argentina, Simón, 
Julio Héctor y otros, 14 de junio de 2005)21. 



5.3.2.1	 Examen que determina la aplicación de la norma convencional y/o el criterio 		
	 interpretativo de la Corte Interamericana



Este es el supuesto más sencillo de aplicación del control de convencionalidad erga omnes. En 
este caso, al momento de realizar la verificación entre la norma o acto interno, el operador de justicia 
notará que aquéllos son conformes con lo que establece la Convención Americana y la interpretación 
que de la misma ha realizado la Corte Interamericana. La norma o acto interno coincidará con lo 
establecido por la CADH y/o el respectivo estándar interamericano, de manera que el control de 
constitucionalidad y el control de convencionalidad coincidirán en sus efectos. Esto representa un 
escenario ideal en términos de la relación entre el Derecho Internacional y el Derecho interno, al 
demostrar que existe una clara y plena armonía entre ambos.



18	 Corte IDH, Caso Boyce y otros vs. Barbados… párrs. 78-79; Corte IDH, Caso Rosendo Radilla Pacheco vs. México… 
párrs. 339-341.



19	 Corte IDH, La expresión “leyes” en el artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos… párrs. 16-
19.



20	 Burgorgue-Larsen, Laurence, “La Corte Interamericana de los Derechos Humanos como Tribunal Constitucional”… 
pág. 11.



21	 “Invalidez jurídica de las normas sobre ‘amnistías’ respecto de violaciones a los derechos humanos-Suprema Corte 
de Justicia de la Nación Argentina, 14 de junio de 2005. Recurso de hecho en la causa Simón, Julio Héctor y otros s/
privación ilegítima de la libertad”, Diálogo jurisprudencial No. 1, julio-diciembre de 2006, págs. 255-273. Disponible en: 
http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/dialjur/cont/1/cnt/cnt15.pdf, a 24 de agosto de 2015.
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5.3.2.2 	 Examen frente a la inexistencia de un estándar interamericano sobre la norma o 		
	 práctica a aplicar



Una situación particular se presenta cuando el operador de justicia debe aplicar el control de 
convencionalidad y no existe jurisprudencia específica de la Corte Interamericana sobre la norma o 
práctica interna que aquél debe examinar. En dicho supuesto, el operador de justicia puede formular 
su propia interpretación de la norma convencional en el caso que está conociendo, siempre orientado 
por el principio pro persona (infra 5.3.2.3). Si el operador de justicia no llevase a cabo tal tarea de 
interpretación a nivel interno, la Convención Americana quedaría inaplicada, con todo lo que ello 
representa22. El operador de justicia fijará así un criterio o estándar provisional que, en todo caso, 
quedará condicionado al posterior establecimiento del respectivo estándar jurisprudencial por la 
Corte IDH23.



5.3.2.3	 Examen que determina la ampliación de la eficacia de la norma convencional o  
	 criterio interpretativo de la Corte Interamericana, a través de una interpretación más 	
	 favorable (principio pro persona y artículo 29.b de la CADH)



Conforme ha sido señalado, la “norma convencional interpretada” (res interpretata) constituye un 
criterio interpretativo que la Corte Interamericana aplica a la Convención Americana como estándar 
mínimo (supra 4.5.2). Ciertamente, se trata del “estándar mínimo de interpretación de la norma 
convencional” para asegurar el mínimo de efectividad de la Convención Americana, de manera que 
puede darse una interpretación que difiera de la jurisprudencia de la Corte Interamericana cuando se 
efectivice la norma a través de una interpretación más favorable en sede nacional. En ese sentido, 
las autoridades nacionales pueden realizar una interpretación nacional distinta del derecho o libertad 
fundamental, “siempre y cuando sea para potencializar la efectividad de la norma convencional”24. En 
consecuencia, “[l]a eficacia interpretativa de la norma convencional debe entenderse como la posibilidad 
de lograr una efectividad regional estándar mínima de la Convención Americana para ser aplicable por 
todas las autoridades en el ámbito nacional”25.



Por tanto, este supuesto de aplicación nos remite al denominado principio pro persona, definido 
por Mónica Pinto como



[…] un criterio hermenéutico que informa todo el derecho de los derechos humanos, en 
virtud del cual se debe acudir a la norma más amplia, o a la interpretación más extensiva, 
cuando se trata de reconocer derechos protegidos e, inversamente, a la norma o a la 
interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes 
al ejercicio de los derechos o su suspensión extraordinaria 26.



De acuerdo con dicho principio, consagrado en el artículo 29.b de la Convención Americana, 
ninguna disposición de la misma puede ser interpretada en el sentido de “limitar el goce y ejercicio 
de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera 
de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados”. 



De esta manera, la Corte IDH ha afirmado que “el equilibrio de la interpretación se obtiene 
orientándola en el sentido más favorable al destinatario de la protección internacional, siempre 



22	 García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”… pág. 139.
23	 Ibídem, págs. 128-129.
24	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… voto razonado del juez Eduardo 



Ferrer Mac-Gregor Poisot, párr. 72.
25	 Ibídem, párr. 44.
26	 Pinto, Mónica, “El principio pro homine. Criterios de la hermenéutica y pautas para la regulación de los derechos hu-



manos”, en: Abregú, Martín, y Christian Courtis (comps.), La aplicación de los tratados sobre derechos humanos por 
los tribunales locales… pág. 163.
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que ello no implique una alteración del sistema”27. En consecuencia, si a una misma situación es 
aplicable la Convención Americana y una norma interna, debe prevalecer la norma más favorable a la 
persona humana. El control de convencionalidad buscará que prevalezca la norma o la interpretación 
que permita el mayor goce y ejercicio o la menor restricción de cualquier derecho o libertad, con 
independencia de su fuente convencional o nacional. 



El principio pro persona también resulta aplicable en caso que se dé una situación de confrontación 
entre la Convención Americana y otro tratado internacional, al momento que el operador de justicia 
realice el respectivo control de convencionalidad. Recordemos que al examinar y aplicar una norma 
o práctica interna, el operador de justicia normalmente deberá tomar en cuenta no solamente la 
Convención Americana sino también otros tratados de derechos humanos de los cuales el Estado 
es parte. Sobre el particular, la Corte Interamericana ha señalado que “si a una misma situación 
son aplicables la Convención Americana y otro tratado internacional, debe prevalecer la norma más 
favorable a la persona humana”28. Consecuentemente, “[s]i la propia Convención establece que sus 
regulaciones no tienen efecto restrictivo sobre otros instrumentos internacionales, menos aún podrán 
traerse restricciones presentes en esos otros instrumentos, pero no en la Convención, para limitar 
el ejercicio de los derechos y libertades que ésta reconoce”29. Ya que ambos textos convencionales 
son igualmente vinculantes en el orden interno, los operadores jurídicos habrán de afinar su pericia 
para invocar en su beneficio la solución más favorable.



A mayor abundamiento, la interpretación pro persona debe leerse de la mano con la denominada 
interpretación evolutiva. Así, siguiendo a la Corte Internacional de Justicia y refiriéndose a la 
Declaración Americana, la Corte IDH ha señalado que “un instrumento internacional debe ser 
interpretado y aplicado en el cuadro del conjunto del sistema jurídico en vigor en el momento en 
que la interpretación tiene lugar”30. Por eso, la Corte Interamericana ha considerado que el valor 
y significación de una norma no debe ser determinado a la luz de lo que se estimó al momento 
de su adopción, “sino que es preciso determinarlo en el momento actual, ante lo que es hoy el 
sistema interamericano, habida consideración de la evolución experimentada”31. De esta manera, 
los tratados de derechos humanos son instrumentos vivos cuya interpretación “tiene que acompañar 
la evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales”32.



La posibilidad de aplicar la interpretación más favorable al derecho humano o libertad concernido 
supera los escenarios de inaplicación o expulsión de una norma y, en esa medida, alcanza a 
todas las autoridades públicas del Estado y a todos los operadores de justicia sin excepción, con 
independencia de que el régimen de control de constitucionalidad a lo interno sea concentrado, 
difuso o mixto.



27	 Corte IDH, Asunto de Viviana Gallardo y otras… párr. 16.
28	 Corte IDH, La colegiación obligatoria de periodistas (arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos), 



opinión consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985, Serie A No. 5, párr. 52.
29	 Ibídem.
30	 Corte IDH, Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el marco del artículo 



64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, opinión consultiva OC-10/89 del 14 de julio de 1989, Serie 
A No. 10, párr. 37. Ver, CIJ, Consecuencias jurídicas que tiene para los Estados la continuación de la presencia de 
Sudáfrica en Namibia (Africa Sudoccidental) no obstante lo dispuesto en la Resolución 276 del Consejo de Seguridad 
(1970), opinión consultiva de 21 de junio de 1971, págs. 16-31.



31	 Corte IDH, Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el marco del artículo 
64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos… párr. 37.



32	 Corte IDH, El derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso 
legal… párr. 114.
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5.3.2.4	 Examen que determina la interpretación conforme por presunción de 
	 convencionalidad: tratar de “armonizar” la norma o práctica nacional con la  
	 Convención, sus protocolos y la jurisprudencia convencional  
	 (como estándar mínimo)



El control de convencionalidad debe sobre todo



[…] propender a una interpretación armoniosa de las disposiciones nacionales con el 
marco normativo interamericano lo que no sólo se consigue a través de la eliminación 
de la norma nacional (aunque a veces no quede otra salida), sino también a través 
de prácticas interpretativas conformes al estándar interamericano o una suerte de 
“presunción de convencionalidad” de las disposiciones nacionales a fin de hacer posible 
el cumplimiento de las obligaciones internacionales del Estado33.



Ciertamente, a partir del principio de buena fe, cabe presumir (como regla), que el legislador local 
no ha querido contradecir la Convención Americana y que “la legislacion interna debe considerarse 
conforme al derecho convencional, salvo cuando exista una incompatibilidad directa e insuperable 
entre ambos”34. Por tanto, en esta tarea “ningún juez podría estar excluido”35. 



El operador de justicia está obligado a la interpretación conforme del Derecho nacional a la luz 
de la Convención Americana y los demás tratados del corpus juris interamericano, tal como son 
interpretados por la Corte Interamericana. Para ello será fundamental que el operador de justicia 
tenga en cuenta la especificidad de éstos en tanto que tratados de derechos humanos y, en esa 
medida, los interprete de buena fe, conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a sus 
términos en el contexto, atendiendo a su “objeto y fin”, de manera que se garantice su efecto útil, de 
conformidad con el principio pro persona y la interpetación evolutiva. 



El operador de justicia que interpreta la ley debe acogerse a los parámetros convencionales y, en 
consecuencia, desechar aquellas interpretaciones inconvencionales o que sean de menor efectividad 
en el goce y protección del derecho o libertad respectivos. Así, si una norma constitucional o cualquier 
otra norma “permite por ejemplo dos o tres interpretaciones, el operador deberá preferir la que 
coincida, y no la que se oponga, a la Convención Americana”36. La posibilidad de una interpretación 
(constitucional, judicial, legislativa, administrativa) que se adecúe a los principios establecidos en la 
Convención Americana y a la respectiva jurisprudencia de la Corte Interamericana, hace innecesaria 
la modificación o la adecuación de la norma interna concernida37. Por tanto, mediante el uso de la 
interpretación conforme, el operador de justicia puede a menudo evitar la declaración de invalidez, 
por “inconvencionalidad”, de normas constitucionales o subconstitucionales prima facie contrarias 
a la Convención Americana. En consecuencia, “[s]e trata de un dispositivo práctico de rescate de 
esas normas, que podrán permanecer como válidas, en tanto y en cuanto se seleccione, para 
aplicarlas, sus interpretaciones posibles ‘conformes’ con la Convención Americana y se descarten 
las interpretaciones conflictivas con la misma Convención, o con la jurisprudencia de la Corte”38. 



Este deber de armonizar puede derivar incluso en la obligación de “flexibilizar” la normativa 
interna aplicable a un caso. Así por ejemplo, en el caso Heliodoro Portugal vs. Panamá, ante la 
ausencia de tipificación del delito autónomo de desaparición forzada en el país, la Corte IDH urgió a 



33	 Salmón Gárate, Elizabeth, “El ‘control de convencionalidad’ y su impacto en el diálogo entre los tribunales nacionales 
y la Corte Interamericana de Derechos Humanos”… pág. 543.



34	 Nogueira, Humberto, “Los desafíos de la sentencia de la Corte Interamericana en el caso Almonacid Arellano”, Revista 
de Derecho, No. 2, Universidad Católica, Montevideo, 2007, pág. 177.



35	 Sagüés, Néstor, “Obligaciones internacionales y control de convencionalidad”… pág. 286.
36	 Ibídem, pág. 285.
37	 Corte IDH, Caso Rosendo Radilla Pacheco vs. México… párrs. 340-341; Corte IDH, Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile… 



párr. 284.
38	 Sagüés, Néstor, “Obligaciones internacionales y control de convencionalidad”… pág. 286.
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los jueces a aplicar un control de convencionalidad con el cual se evite que queden en la impunidad 
las situaciones que corresponden a ese delito, a sabiendas de que ese vacío legal per se era 
violatorio de obligaciones internacionales del Estado derivadas de la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas39. En este sentido, ante la imperiosa necesidad de evitar 
la impunidad sobre desapariciones forzadas en situaciones en que un Estado no haya tipificado 
el delito autónomo de la desaparición forzada, la Corte IDH señaló que “existe el deber de utilizar 
aquellos recursos penales a su disposición, que guarden relación con la protección de los derechos 
fundamentales que se pueden ver afectados en tales casos, como por ejemplo el derecho a la 
libertad, a la integridad personal y el derecho a la vida, en su caso, que están reconocidos en la 
Convención Americana”40.



Dicho esto, sólo en el supuesto que una interpretación conforme resulte imposible ante una 
norma o práctica manifiestamente incompatible con la Convención Americana, el operador de justicia 
debería considerar otras opciones muchos más drásticas respecto a la adecuación del ordenamiento 
jurídico interno, siempre en respeto de sus respectivas competencias y las regulaciones procesales 
correspondientes vigentes en el Derecho interno.



5.3.2.5	 Examen que determina la inaplicación de la norma nacional inconvencional,  
	 en caso que el operador de justicia tenga la competencia para ello



Si la interpretación conforme no es posible, “entonces el control de convencionalidad presenta 
una intensidad más imponente que será aplicada en función de las posibilidades ofrecidas a los 
jueces en cada sistema”41.42 Una de las opciones consideradas supone dejar inaplicada la norma 
nacional contraria a la Convención Americana en el caso concreto. En ese sentido, el operador de 
justicia, siempre que sus competencias y las regulaciones procesales correspondientes lo permitan, 
inaplicará la ley inconvencional que no admita ninguna interpretación conforme a la Convención 
Americana. 



Cuando un operador de justicia inaplica una ley manifiestamente contraria a la Convención 
Americana, garantiza el pleno efecto de este tratado en su ordenamiento jurídico, asegurando 
así la armonía entre el Derecho interno y el Derecho Internacional respecto del cual el Estado ha 
consentido.



      En el año 2006, en el caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, cuando la Corte IDH se refirió por 
primera vez de manera expresa al control de convencionalidad, aquélla consideró el supuesto en el 
cual “el [Poder] Legislativo falla en su tarea de suprimir y/o no adoptar leyes contrarias a la Conven-
ción Americana”, frente a lo cual el Poder Judicial “debe abstenerse de aplicar cualquier normativa 
contraria a ella”42, en la especie, la ley de amnistía que tuvo como efecto el cese de las investigaciones 
y el archivo del expediente de la ejecución extrajudicial del señor Almonacid Arellano, dejando en la 
impunidad a los responsables. 



39	 Corte IDH, Caso Heliodoro Portugal vs. Panamá… párr. 185.
40	 Ibídem, párr. 182.
41	 Burgorgue-Larsen, Laurence, “La Corte Interamericana de los Derechos Humanos como Tribunal Constitucional”… 



pág. 11.
42 Corte IDH, Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile… párr. 123.	
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5.3.2.6	 Examen que determina la declaración de invalidez de la norma inconvencional 		
	 o la eliminación de una práctica judicial, en caso que el operador de justicia tenga la 	
	 competencia para ello



Si la interpretación conforme no es posible, la otra opción considerada, y la más radical, consiste 
en declarar la invalidez de la norma en el ordenamiento jurídico, con el respectivo efecto erga omnes. 
De esta manera, ante la imposibilidad de dicha interpretación conforme, el operador de justicia, 
siempre que sus competencias y las reglas procesales se lo permitan, deberá expulsar aquellas 
normas del ordenamiento jurídico nacional manifiestamente contrarias a la Convención Americana y 
a la intepretación que de las mismas realiza la Corte Interamericana. 



5.4	 Ventajas de la correcta aplicación del control de convencionalidad



Como ha quedado en evidencia, la aplicación del control de convencionalidad supone una serie de 
desafíos para los operadores de justicia, quienes en el ejercicio de sus competencias y de las normas 
procesales vigentes en el Derecho interno, deben verificar la compatibilidad entre las leyes y actos 
internos y la Convención Americana y demás tratados del corpus juris interamericano, interpretados 
por la Corte Interamericana. Sin embargo, las exigencias y responsabilidades inherentes al ejercicio 
de dicho control de convencionalidad resultan directamente proporcionales a las ventajas o beneficios 
que supone su aplicación.



5.4.1	Lógica preventiva para evitar una violación de derechos e incumplimiento de obligaciones 
que exija el control complementario de convencionalidad efectuado por la Corte 
Interamericana



El control de convencionalidad reposa sobre una lógica preventiva en materia de respeto y 
garantía de los derechos humanos reconocidos en la Convención Americana. De lo que se trata es 
de que las personas puedan alcanzar “la más alta justicia posible en su propio país” en la medida 
que los respectivos operadores de justicia apliquen, desde el primer momento, los estándares 
interamericanos de derechos humanos en el análisis de casos sometidos a su competencia43. 



A partir de ello, la seria aplicación del control de convencionalidad por parte de los operadores de 
justicia mantiene la vigencia del carácter complementario y/o subsidiario del Sistema Interamericano, 
evitando una situación de sobrecarga o de incapacidad de respuesta desde los órganos del mismo44. 
Al respecto, en su voto a la sentencia en el caso Trabajadores cesados del Congreso vs. Perú, el 
juez Sergio García Ramírez ha señalado que no cabría esperar que la Corte Interamericana “se 
viese en la necesidad de juzgar centenares o millares de casos sobre un solo tema convencional 
–lo que entrañaría un enorme desvalimiento para los individuos–, es decir, todos los litigios que 
se presenten en todo tiempo y en todos los países, resolviendo uno a uno los hechos violatorios y 
garantizando, también uno a uno, los derechos y libertades particulares”. De acuerdo con el juez,



[…] [l]a única posibilidad tutelar razonable implica que una vez fijado el “criterio de 
interpretación y aplicación”, éste sea recogido por los Estados en el conjunto de su aparato 
jurídico: a través de políticas, leyes, sentencias que den trascendencia, universalidad 
y eficacia a los pronunciamientos de la Corte constituida […] merced a la voluntad 
soberana de los Estados y para servir a decisiones fundamentales de éstos, explícitas 
en sus constituciones nacionales y, desde luego, en sus compromisos convencionales 
internacionales45. 



43	 Salmón Gárate, Elizabeth, “El ‘control de convencionalidad’ y su impacto en el diálogo entre los tribunales nacionales 
y la Corte Interamericana de Derechos Humanos”… pág. 525.



44	 Ibídem.
45	 Corte IDH, Caso trabajadores cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, excepciones preliminares, fondo, 



reparaciones y costas... voto razonado del juez Sergio García Ramírez, párr. 8.
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Precisamente, el control de convencionalidad supone que los operadores de justicia recojan 
dichos “criterios de interpretación y aplicación” de la Convención Americana y demás tratados 
del corpus juris interamericano, de manera que los casos concernidos no lleguen hasta el SIDH 
comprometiendo eventualmente la responsabilidad estatal.



5.4.2	Fortalecimiento del diálogo judicial entre las cortes nacionales y la Corte Interamericana



En el marco de la aplicación del control de convencionalidad se materializa el diálogo entre las 
cortes nacionales –y sus respectivos operadores de justicia–, por un lado, y la Corte Interamericana, 
por el otro. Cumpliendo el compromiso de aplicar los tratados de derechos humanos respecto 
de los cuales el Estado concernido es parte, los operadores de justicia miran hacia el Sistema 
Interamericano con la finalidad de verificar la conformidad de las normas y prácticas internas con 
la Convención Americana y la intepretación que de la misma realiza la Corte IDH. Así, diferentes 
cortes nacionales y “tribunales de la más alta jerarquía en varios Estados de la región” aplican el 
control de convencionalidad teniendo en cuenta el corpus juris interamericano y las interpretaciones 
efectuadas por la Corte Interamericana46. Estos tribunales han entendido que los tratados y la 
jurisprudencia internacionales son fuentes de Derecho, si bien con distintos alcances, y los utilizan 
para fundamentar o guiar sus decisiones e interpretaciones47. 



Como contrapartida, la jurisprudencia de la Corte IDH muestra casos en que ésta retoma 
“decisiones de tribunales internos para fundamentar y conceptualizar” el análisis de una eventual 
violación de la Convención Americana48. En otros casos, la Corte Interamericana ha reconocido 
que, en forma concordante con las obligaciones internacionales, los órganos, instancias o tribunales 
internos han adoptado medidas adecuadas para remediar la situación que dio origen a [ un] caso49; 
ya han resuelto la violación alegada50; han dispuesto reparaciones razonables51, o han ejercido 
un adecuado control de convencionalidad52. Así, “como consecuencia de la eficacia jurídica de la 
Convención Americana en todos los Estados Parte en la misma, se ha generado un control dinámico 
y complementario de las obligaciones convencionales de los Estados de respetar y garantizar 



46	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… considerando 74.
47	 Ibídem, considerando 86.
48	 En el caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia, al desarrollar el derecho a no ser forzosamente desplazado, bajo 



los artículos 4, 5 y 22 de la CADH, la Corte IDH se basó extensamente en la sentencia de la Corte Constitucional de 
Colombia T/025-04. Corte IDH, Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia, fondo, reparaciones y costas, senten-
cia de 15 de septiembre de 2005, Serie C No.134, párrs. 174 y ss.



49	 En el caso La Cantuta vs. Perú se discutió si las leyes de auto-amnistía, declaradas incompatibles con la CADH en un 
caso anterior (Barrios Altos), continuaban surtiendo efectos a nivel interno. Luego de observar que los actos de varios 
órganos estatales y decisiones del Tribunal Constitucional peruano eran conformes con lo dispuesto anteriormente, 
la Corte IDH estimó que el Estado no había continuado incumpliendo el artículo 2 de la Convención Americana. Corte 
IDH, Caso La Cantuta vs. Perú… párrs. 165 a 189.



50	 En el caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia, la CIDH solicitó a la Corte IDH que declare al Estado responsable 
por la violación del derecho a la protección de la honra y dignidad de los familiares, en cuanto declaraciones realizadas 
por altos funcionarios del Estado en su contra constituyeron “actos de estigmatización” que les afectaron, a ellos “y a la 
memoria del Senador”. La alegada violación del artículo 11 se basaba también en un hecho específico en perjuicio del 
hijo del Senador: un mensaje publicitario emitido como parte de la publicidad electoral de la campaña de reelección del 
entonces candidato a Presidente de la República. La Corte Interamericana observó que la propia Corte Constitucional 
de Colombia había dictado sentencia en la que reconoció que la difusión de ciertos mensajes a través de medios masi-
vos de comunicación menoscabó el buen nombre y la honra del señor Iván Cepeda Castro, en cuanto hijo de una de las 
víctimas de la violencia política del país, y que los mencionados derechos también se habían violado a sus familiares. 
La Corte IDH declaró que “había analizado la referida sentencia de la Corte Constitucional, en el sentido que declaró la 
[referida] violación […] por el mencionado mensaje publicitario, y que además dispuso reparaciones pertinentes a nivel 
interno”. Corte IDH, Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia… párrs. 203-210.



51	 En el mismo caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia, en lo relativo a las reparaciones y lo actuado en la vía conten-
cioso-administrativa interna. Corte IDH, Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia… párrs. 211 y ss. Ver, asimismo, 
Corte IDH, Caso de la Masacre de Santo Domingo vs. Colombia… párr. 336. 



52	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… considerando 71.
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derechos humanos, conjuntamente entre las autoridades internas y las instancias internacionales 
(en forma complementaria), de modo que los criterios de decisión puedan ser conformados y 
adecuados entre sí”53, mediante el ejercicio del control primario de convencionalidad por parte de todas 
las autoridades nacionales y, eventualmente, a través del control complementario de convencionalidad 
en sede internacional54.



Siguiendo al juez Sergio García Ramírez, el control de convencionalidad realizado con seriedad, 
competencia y acierto, “favorece y fertiliza el diálogo jurisprudencial (o bien, jurisdiccional) interno 
e internacional”, contribuyendo “a erigir, detallar, enriquecer e impulsar la cultura jurídica común, 
conforme al proyecto favorecedor del ser humano y conductor del poder público”55. En esa medida, 
continúa el juez García Ramírez, “[n]o es conveniente ni realista pretender que todo el orden jurídico 
sea producto de una sola fuente internacional, con operación puramente endogámica, ciega y sorda 
a las incitaciones que surgen de las fuentes nacionales de reflexión y decisión”56. En la medida que 
el diálogo entre las jurisdicciones nacionales y el Sistema Interamericano ha devenido bidireccional, 
la racionalidad y los beneficios del mismo contribuyen a su fortalecimiento y al correspondiente 
respeto y garantía de los derechos humanos en la región. 



5.4.3	Fortalecimiento del Estado de Derecho en la región



De acuerdo con la Corte Interamericana, “[e]n una sociedad democrática los derechos y libertades 
inherentes a la persona, sus garantías y el Estado de Derecho constituyen una tríada, cada uno de 
cuyos componentes se define, completa y adquiere sentido en función de los otros”57. 



En consecuencia, el control de convencionalidad se orienta al fortalecimiento de un verdadero 
Estado de Derecho en la región, en la medida que “promueve decisiones judiciales más legítimas”. 
Esto porque, en principio, dichas decisiones judiciales “apuntan a reconocer las garantías más amplias 
que protegen a la persona humana, margen de ampliación que obedece a consideraciones jurídicas 
establecidas en un conjunto de fuentes que tienden cada vez más a la integración y correspondencia”. 
En este sentido, el operador de justicia “facilita el movimiento integrador del derecho que protege 
los derechos humanos –en parte nacional, en parte internacional–, promoviendo a su vez un mayor 
grado de confianza en la justicia nacional”58.



A mayor abundamiento, siguiendo a Jimena Quesada,



[…] la coexistencia coordinada de un sólido filtro de control de constitucionalidad y de un 
depurado filtro de control de convencionalidad, puede y debe contribuir a paliar o, cuando 
menos, aminorar, las disfunciones susceptibles de aflorar en el sistema de fuentes del 
Derecho y, por tanto, los problemas de articulación en el seno del ordenamiento jurídico, 
con objeto de que no se resientan principios esenciales del Estado social y democrático 
de Derecho como, entre otros, la seguridad jurídica o la igualdad59.



53	 Corte IDH, Caso de la Masacre de Santo Domingo vs. Colombia… párr. 143; Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, 
supervisión de cumplimiento de sentencia… considerando 71.



54	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… voto razonado del juez Eduardo 
Ferrer Mac-Gregor Poisot, párr. 98.



55	 García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”… pág. 129.
56	 Ibídem.
57	 Corte IDH, El hábeas corpus bajo suspensión de garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención Americana sobre 



Derechos Humanos), opinión consultiva OC-8/87 del 30 de enero de 1987, Serie A No. 8, párr. 26.
58	 Londoño Lázaro, María, “El principio de legalidad y el control de convencionalidad de las leyes: confluencias y perspec-



tivas en el pensamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”… pág. 814.
59	 Jimena Quesada, Luis, Jurisdicción nacional y control de convencionalidad. A propósito del diálogo judicial global y de 



la tutela multinivel de derechos… pág. 158.
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5.4.4	Consolidación del ius constitutionale commune americanum



Néstor Sagüés ha señalado que el control de convencionalidad también es un instrumento práctico, 
inmediato e interesante “para construir un ius commune interamericano”, en materia de derechos 
humanos fundamentales60. Ciertamente, a partir del diálogo entre las jurisdicciones internas y la Corte 
Interamericana, se está produciendo un nuevo entendimiento del Sistema Interamericano al concebirse 
ahora como un “sistema integrado” de protección de derechos, debido a que involucra no sólo a los dos 
órganos de protección a que se refiere la Convención Americana –Comisión y Corte Interamericana–, 
sino también, con particular intensidad y de manera concomitante a todas las autoridades nacionales de 
los Estados parte, que deben participar activamente en la garantía efectiva de los derechos humanos, 
sea en su dimensión nacional o internacional61. 



En palabras del juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor, transitamos hacia un “Sistema Interamericano 
Integrado” –con un “control de convencionalidad” dinámico y complementario–, que “está forjando 
progresivamente un auténtico Ius Constitutionale Commune Americanum como un núcleo sustancial 
e indisoluble para preservar y garantizar la dignidad humana de los habitantes de la región”62. Así, los 
tribunales nacionales “van adoptando los estándares del sistema interamericano, lo que representa 
esencialmente la base del ius constitutionale commune en los derechos humanos desarrollado 
jurisprudencialmente, que atienda a las condiciones particulares de los países miembros del sistema y a 
la vez contribuya a consolidar el Estado de derecho y la calidad de la democracia en la región”63.



Sin embargo, la idea de un ius constitutionale commune no debe ser equiparada a la búsqueda 
de una uniformización u homogeneización entre los Estados parte, que desconozca sus diferencias y 
particularidades. Conforme ha sido señalado, tanto la Convención, el corpus juris interamericano y 
la interpretación que de los mismos realiza la Corte Interamericana, apuntan al establecimiento de 
un mínimo de protección de los derechos humanos y, en esa línea, un “ius constitutionale commune 
proveniente del sistema interamericano forma parte del piso o base sobre la cual todos los estados 
pueden continuar la edificación” para la protección de los derechos humanos64. Por tanto, “[d]eben 
superarse actitudes que evoquen una suerte de aislacionismo o narcisismo judicial no permeable a 
la migración de ideas y valores […] positivos”. Si bien “los derechos fundamentales presentan una 
vertiente como factor de articulación variable entre órdenes jurídicos, […] la diversidad no debe 
oponerse a cualquier manifestación de unidad65.



*



Por todo lo expuesto, quedan en evidencia las exigencias, posibilidades e implicancias de la 
aplicación del control de convencionalidad por parte de los operadores de justicia, entendidos como 
jueces convencionales de Derecho común. Conforme lo ha manifestado el propio Presidente de la 
Corte Interamericana, juez Humberto Sierra Porto, “el protagonismo principal de la protección de los 
derechos y libertades contenidos en la Convención Americana y en las decisiones realizadas por la 



60	 Sagüés, Néstor, “Obligaciones internacionales y control de convencionalidad”… págs. 273 y 275.
61	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… voto razonado del juez Eduardo 



Ferrer Mac-Gregor Poisot, párr. 99.
62	 Ibídem, párr. 100.
63	 Morales Antoniazzi, Mariela, “El Estado abierto como objetivo del ius constitutionale commune. Aproximación desde 



el impacto de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, en: Bogdandy, Armin von, Héctor Fix-Fierro y Mariela 
Morales Antoniazzi (coords.), Ius constitutionale commune en América Latina. Rasgos, potencialidades y desafíos… 
pág. 283.



64	 Ibídem, pág. 299.
65	 Jimena Quesada, Luis, Jurisdicción nacional y control de convencionalidad. A propósito del diálogo judicial global y de 



la tutela multinivel de derechos… págs. 103-104.



Manual auto-formativo control convencionalidad.indb   98 9/18/15   3:24 PM











99



Manual auto-formativo control de convencionalidad



Corte Interamericana descansa principal y necesariamente en el vigoroso papel de los operadores 
nacionales”. En efecto, son los propios operadores nacionales los que a través de un adecuado 
control de convencionalidad, “siempre en el marco de sus competencias, dotan de real valor a las 
decisiones de la Corte Interamericana”. Precisamente por ello, continúa el juez Sierra Porto, la Corte 
Interamericana “ha entendido a lo largo de su existencia que es preciso fortalecer a los operadores 
locales”, atendiendo a la esencia complementaria y subsidiaria de la jurisdicción supranacional66. 



66	 Corte IDH, Informe Anual 2014… pág. 1.
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6.	 El control complementario y subsidiario de convencionalidad por la  
Corte Interamericana de Derechos Humanos



Como ha quedado establecido, el control de convencionalidad “es una obligación de las 
autoridades estatales y su ejercicio compete, solo subsidiaria o complementariamente, a la Corte 
Interamericana cuando un caso ha sido sometido a su jurisdicción”1 (supra 3, 4 y 5). En efecto, en el 
Sistema Interamericano, el control complementario de convencionalidad ha sido confiado a la Corte 
IDH sobre la base del texto de la Convención Americana, el cual encomienda a dicho órgano regional 
de justicia de derechos humanos “interpretar y aplicar” dicho tratado y pronunciarse sobre hechos 
supuestamente violatorios de las obligaciones reconocidas en él, generadores de responsabilidad 
internacional para el Estado parte concernido2. 



De esta manera, la Corte IDH está llamada a ejercer la confrontación o verificación entre actos 
domésticos y las normas de la Convención Americana “con el propósito de apreciar la compatibilidad 
entre aquéllos y éstas –bajo el imperio del derecho internacional de los derechos humanos–, y resolver 
la contienda a través de la sentencia declarativa y condenatoria que, en su caso, corresponda”3. 
Se trata así de un control dinámico y complementario de las obligaciones generales de respetar y 
garantizar los derechos humanos, y de adecuar el Derecho interno a lo establecido en la CADH4. 



En esa medida, el presente capítulo abordará los alcances del control de convencionalidad 
realizado por la Corte Interamericana, la inadmisibilidad de excepciones preliminares que cuestionan 
la competencia de ésta para aplicarlo y el seguimiento a las consecuencias del ejercicio de dicho 
control. 



6.1	 Los alcances del control complementario de convencionalidad:  
la Corte Interamericana no es un tribunal de “cuarta instancia”



En ejercicio del control complementario de convencionalidad, la Corte IDH también actúa ex officio 
aplicando directamente las normas pertinentes de la Convención Americana cuando el expediente 
muestre la existencia de un supuesto de hecho que reclama esa aplicación, con independencia de 
que las víctimas, sus representantes o la Comisión Interamericana lo hayan requerido o no5. 



Como consecuencia del principio de complementariedad (supra 2.4), la Corte IDH aplica dicho 
control de convencionalidad limitando su función “a velar por la observancia de las obligaciones 
asumidas por los Estados al hacerse parte de la Convención, excluyendo la posibilidad de funcionar 
como un mero tribunal revisor de la actuación de los organismos judiciales a nivel interno, lo que se 
conoce como ‘fórmula de la cuarta instancia’”6. Se trata pues de una facultad inherente a la Corte 
IDH que le permite verificar “la compatibilidad entre la conducta del Estado y las disposiciones de la 
Convención, de modo que la instancia internacional es una instancia propia y autónoma de control 
de juridicidad”, que no opera como órgano de apelación de la justicia nacional, ni la sustituye7.



1	 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… considerando 87.
2	 Corte IDH, Caso trabajadores cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, excepciones prelim-



inares, fondo, reparaciones y costas... voto razonado del juez Sergio García Ramírez, párr. 5.
3	 García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”… pág. 126.
4	 Corte IDH, Informe Anual 2014… pág. 1.
5	 García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”… pág. 142.
6	 Tojo, Liliana, y Pilar Elizalde, “Artículos 44-47. Competencia de la Comisión Interamericana de Derechos 



Humanos”, en: Steiner, Christian, y Patricia, Uribe, Convención Americana sobre Derechos Humanos… 
pág. 783.



7	 Londoño Lázaro, María, “El principio de legalidad y el control de convencionalidad de las leyes: confluen-
cias y perspectivas en el pensamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”... págs. 797-798.
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Ciertamente, la Corte Interamericana no tiene competencia absoluta “para revisar en cualquier 
caso y condición la actuación de los jueces nacionales a la luz de la propia legislación interna”, 
cuestión que claramente excedería su competencia “al sustituirse a la jurisdicción interna y violentar 
el carácter subsidiario y complementario esencial de aquélla”8. En ese sentido, se afirma que no es 
una “cuarta instancia” que tenga la competencia para revisar las sentencias nacionales, analizar 
supuestos errores de derecho o de hecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales9, o 
subsanar las violaciones a los derechos humanos en el ámbito interno10, a menos que encuentre que 
se ha cometido una violación de alguno de los derechos amparados por la Convención Americana11.



En ese contexto, se aspira a que la jurisdicción interna, al momento de resolver la situación 
de violación de derechos humanos, aplique las normas internacionales de derechos humanos que 
vinculan al Estado concernido. Ello precisamente porque serán dichas normas internacionales 
las que aplicará la jurisdicción interamericana en el supuesto de que se active el principio de 
complementariedad. En efecto, siendo la instancia internacional subsidiaria, parece razonable que 
los tribunales locales tengan en consideración la Convención Americana y la jurisprudencia de la 
Corte Interamericana sobre la misma, ya que será este Tribunal el que juzgará eventualmente la 
conformidad de las normas y prácticas estatales con las disposiciones de los respectivos tratados12. 



6.2	 Inadmisibilidad de excepciones preliminares que cuestionan la competencia de la 
Corte IDH para realizar el control de convencionalidad



En el año 2010, en la sentencia Cabrera García y Montiel Flores vs. México, por primera vez 
un Estado opuso una excepción preliminar alegando que había aplicado debidamente el control 
de convencionalidad en la jurisdicción nacional, buscando evitar un pronunciamiento de la Corte 
Interamericana respecto al fondo de los hechos del caso. Efectivamente, México opuso una 
excepción preliminar de “cuarta instancia”, planteando que “la Corte no p[odía] determinar si los 
tribunales nacionales aplicaron correctamente el derecho interno o si el fallo emitido fue equivocado 
o injusto” y que sólo “debe[ría] determinar” si el proceso judicial penal “se apegó a los principios 
de garantía y protección judicial consagrados en la Convención Americana o si existe algún error 
judicial comprobable y comprobado que acredite una grave injusticia”. Así, agregó que en el caso “se 
busca[ba] revisar lo ya decidido por los tribunales domésticos”, pese a que estos habrían ejercido 
“efectivamente el ‘control de convencionalidad’ ex officio”13.



Frente a ello, la Corte Interamericana recordó que si bien “no desempeña funciones de tribunal 
de ‘cuarta instancia’”, sí le compete “verificar si en los pasos efectivamente dados a nivel interno se 
violaron o no obligaciones internacionales del Estado derivadas de los instrumentos interamericanos 
que le otorgan competencia”14 (supra 6.1). A partir de ello, la Corte IDH observó “que la excepción 
preliminar presentada por el Estado toma[ba] como punto de partida que no ha[bía] existido ninguna 
violación de derechos humanos […], cuando e[ra] precisamente ello lo que se debatir[ía] en el fondo 



8	 Corte IDH, Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México… voto razonado del juez ad hoc Eduardo 
Ferrer Mac-Gregor Poisot, párr. 9.



9	 Dulitzky, Ariel, “La aplicación de los tratados sobre derechos humanos por los tribunales locales: un estudio 
comparado”… pág. 61.



10	Corte IDH, Caso Genie Lacayo vs. Nicaragua, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 29 de enero de 
1997, Serie C No. 30, párr. 94.



11	Tojo, Liliana, y Pilar Elizalde, “Artículos 44-47. Competencia de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos”… pág. 783.



12	Abramovich, Víctor, y Christian Courtis, “Hacia la exigibilidad de los derechos económicos, sociales y cul-
turales. Estándares internacionales y criterios de aplicación ante los tribunales locales”… pág. 33.



13	Corte IDH, Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México… párrs. 12-13. 
14	Ibídem, párrs. 16 y 19.
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del asunto”15. De esta manera, concluyó que en dicha etapa “se determinar[ía] si el presunto control 
de convencionalidad que alegó el Estado involucró un respeto de las obligaciones internacionales 
[…], a la luz de la jurisprudencia de[l] Tribunal y del derecho internacional aplicable”, razón por la cual 
desestimó la excepción preliminar16.



Por tanto, el hecho de que un Estado alegue haber aplicado el control primario de convencionalidad 
en un caso concreto no constituye una excepción preliminar admisible que afecte la competencia de la 
Corte IDH para pronunciarse sobre el fondo del asunto y analizar las presuntas violaciones de derechos 
humanos involucradas, esto es, para que ejerza el control complementario de convencionalidad. 
La Corte Interamericana ha entendido incluso “que tiene dentro de sus competencias la posibilidad 
de supervisar un ‘adecuado control de convencionalidad’ sobre la interpretación que realiza una alta 
jurisdicción nacional”17.



6.3	 Seguimiento al control complementario de convencionalidad ejercido por la Corte 
Interamericana



La activación del control complementario de convencionalidad ejercido por la Corte Interamericana 
supone que el Estado parte concernido no logró resolver una determinada controversia al interior de 
su ordenamiento jurídico. Sin embargo, como ha quedado en evidencia, activada subsidiariamente la 
jurisdicción supranacional, y declarada la eventual responsabilidad estatal en un caso, la sentencia 
emitida por la Corte IDH generará un doble efecto: un efecto vinculante inter partes con carácter 
de cosa juzgada respecto del Estado parte en el proceso internacional (res judicata), y un efecto 
vinculante y relativo erga omnes de la “norma convencional interpretada” hacia todos los Estados 
parte de la Convención Americana, aunque no hayan sido parte del proceso internacional (res 
interpretata) (supra 4.5). Ambos efectos, correspondientes a las dos manifestaciones del control 
primario de convencionalidad, conllevan un seguimiento con consecuencias no menores para los 
Estados parte.



6.3.1 Respecto a la manifestación inter partes del control de convencionalidad



El Estado parte material en el proceso ante la Corte IDH está obligado a cumplir y aplicar la 
sentencia en calidad de “cosa juzgada internacional” (supra 4.5.1). La Corte Interamericana será 
la encargada de supervisar el cumplimiento de la sentencia, como facultad inherente al ejercicio 
de sus funciones jurisdiccionales18. El procedimiento de supervisión de cumplimiento19 tiene por 
objetivo que las interpretaciones de la Corte IDH y las reparaciones ordenadas en la sentencia se 
implementen y cumplan20. 



La supervisión del cumplimiento de las sentencias implica, en primer término, que la Corte IDH 
solicite periódicamente información al Estado sobre las actividades desarrolladas para los efectos de 
dicho cumplimiento y recabe las observaciones de la Comisión Interamericana y de las víctimas o sus 
representantes. Una vez que la Corte IDH cuenta con esa información puede ir evaluando si hubo 
cumplimiento de lo resuelto, orientar las acciones del Estado para ese fin y, de ser el caso, convocar 



15	Ibídem, párr. 20.
16	Ibídem, párrs. 21-22.
17	Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… voto razonado del juez 



Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, párr. 51.
18	Artículos 33, 62.1, 62.3 y 65 de la CADH, y artículo 30 del Estatuto de la Corte Interamericana.
19	Dicho procedimiento se encuentra regulado en el artículo 69 del Reglamento de la Corte Interamericana.
20	Corte IDH, Informe Anual 2014… pág. 8.
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a una audiencia de supervisión21. En el contexto de dichas audiencias, la Corte Interamericana no se 
limita a tomar nota de la información presentada por las partes y la Comisión, sino que procura que 
se produzca un avenimiento entre las partes, sugiriendo para ello algunas alternativas de solución; 
impulsa el cumplimiento de la sentencia; llama la atención frente a incumplimientos marcados de falta 
de voluntad, y promueve el planteamiento de cronogramas de cumplimiento a trabajar entre todos 
los involucrados22. Dado el tiempo y complejidad que representa, “[l]a supervisión de cumplimiento 
de las sentencias de la Corte se ha convertido en una de las actividades más demandantes del 
Tribunal, pues cada año se incrementan considerablemente el número de casos activos en cada 
uno de los cuales la Corte da un seguimiento detallado y puntual a cada una de las reparaciones 
ordenadas”23.



Conforme a la Convención Americana, la Corte IDH somete a la consideración de la Asamblea 
General de la OEA en cada período ordinario de sesiones, un informe sobre su labor en el año 
anterior. En el marco de dicho informe, de manera especial y con las recomendaciones pertinentes, 
la Corte Interamericana señala los casos en que un Estado no ha dado cumplimiento a sus fallos24.25 



      Con fecha 23 de noviembre de 2012, la Corte IDH emitió una resolución en donde hizo constar la negativa 
de Venezuela a dar cumplimiento a la sentencia de fecha 5 de agosto de 2008 en el caso Apitz Barbera y 
otros vs. Venezuela. De conformidad con la CADH, la Corte Interamericana informó a la Asamblea Gen-
eral de la OEA que Venezuela no había dado cumplimiento a la sentencia mencionada, por lo que solicitó 
que instara a dicho Estado a cumplir con el fallo respectivo25. 



6.3.2 Respecto a la manifestación erga omnes del control de convencionalidad



Tal y como ha sido resaltado previamente, pese a que un Estado no haya sido parte material 
en el proceso internacional ante la Corte IDH, que derivó en una sentencia, “por el solo hecho 
de ser Parte en la Convención Americana, todas sus autoridades públicas y todos sus órganos,  
 
21	Artículo 69 del Reglamento de la Corte IDH. Cabe destacar que las audiencias de supervisión de cum-



plimiento de sentencias se llevan a cabo desde el año 2007. Desde su implementación se han obtenido 
resultados favorables, registrándose un avance significativo en el cumplimiento de las reparaciones orde-
nadas por el Tribunal. Lo anterior ha sido también destacado por la Asamblea General de la OEA en su 
resolución “Observaciones y recomendaciones al Informe Anual de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos” del año 2013, en el que la Asamblea General reconoció “la importancia y el carácter construc-
tivo que han tenido las audiencias privadas de supervisión de cumplimiento de las sentencias emitidas 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y los resultados positivos de las mismas”, Resolución 
No. AG/RES.2759 (XLII-0/12). Asimismo, en el mismo espíritu de implementar prácticas para mejorar el 
acatamiento de sus decisiones, la Corte interamericana ha adoptado como una práctica el realizar audi-
encias de supervisión de cumplimiento de sentencia de varios casos contra un mismo Estado, cuando se 
hayan ordenado reparaciones similares o en casos en los que haya identificado que existan dificultades 
o problemáticas estructurales que pudieran ser identificados como obstáculos para la implementación de 
determinadas medidas de reparación. Esto permite a la Corte abordar dichos problemas de manera tras-
versal en diversos casos y tener un panorama general de los avances y sus impedimentos respecto de un 
mismo Estado. Asimismo, dicha práctica incide directamente en el principio de economía procesal. Corte 
IDH, Informe Anual 2014… págs. 8-9.



22	Corte IDH, Informe Anual 2014… pág. 8.
23	Ibídem, pág. 35.
24	Artículo 65 de la CADH.
25	Corte IDH, Informe Anual 2012… pág. 68.
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incluidas las instancias democráticas, jueces y demás órganos vinculados a la administración de 
justicia en todos los niveles, están obligados por el tratado, por lo cual deben ejercer, en el marco 
de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes, un control de 
convencionalidad”, teniendo en cuenta el propio tratado y, según corresponda, los precedentes o 
lineamientos jurisprudenciales de la Corte Interamericana”26 (supra 4.5.2).



Por tanto, si una autoridad interna o, específicamente, un operador de justicia, incumple su 
obligación de aplicar el control de convencionalidad en su manifestación erga omnes, tal situación 
podrá derivar precisamente en la activación del control complementario de convencionalidad que 
realiza la Corte IDH, con las correspondientes consecuencias en términos de responsabilidad 
internacional. Recordemos que, una vez que el Estado ha manifestado su consentimiento para 
vincularse a un tratado sin formular reserva alguna, no cabe que dicho Estado cuestione el tratado 
o se niegue a cumplir con lo establecido en el mismo. Como ha quedado en evidencia, el proceso 
para que un Estado devenga parte de un tratado cuida celosamente el respeto de la soberanía y 
consentimiento estatales. Por tanto, cuando el Estado ya está vinculado al tratado en cuestión, aquél 
debe honrar su compromiso, libremente adquirido, y cumplir con las obligaciones contenidas en el 
mismo (supra 1.1).



*



Por todo lo expuesto, es un hecho incontrovertible que si hay una adecuada administración de 
justicia nacional, respetuosa de los derechos humanos y sus garantías, la justicia internacional “será 
sólo residual y escasa en la medida en que las condiciones de fortalecimiento de los sistemas 
judiciales latinoamericanos se vayan concretando”27. El adecuado ejercicio del control interno de 
convencionalidad es, sin duda, una de estas condiciones, herramienta que “apela al reconocimiento de 
un nivel de juridicidad que reconoce lo trasnacional como igualmente válido, y si bien complementario, 
de ninguna manera accesorio o secundario”28.



 



26	Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia… considerando 69.
27	Londoño Lázaro, María, “El principio de legalidad y el control de convencionalidad de las leyes: confluen-



cias y perspectivas en el pensamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”... pág. 814.
28	Ibídem.



Manual auto-formativo control convencionalidad.indb   109 9/18/15   3:24 PM











Manual auto-formativo control convencionalidad.indb   110 9/18/15   3:24 PM











Anexos



Manual auto-formativo control convencionalidad.indb   111 9/18/15   3:24 PM











Manual auto-formativo control convencionalidad.indb   112 9/18/15   3:24 PM











113



Manual auto-formativo control de convencionalidad



Anexo 1
Relación entre los Estados y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 
según su Constitución



Estado Jerarquía
de los tratados de derechos humanos



Cláusula de 
interpretación a 



la luz de tratados 
de derechos 



humanos



Cláusula de derechos 
implícitos o “derechos no 



enumerados”



Cláusula de 
interpretación pro 



homine



1. Argentina. 
Constitución de la 
Nación Argentina 
de 1994.



Constitucional.



Artículo 75.22: “Corresponde al Congreso: 
[…] 22: Aprobar o desechar tratados 
concluidos con las demás naciones y 
con las organizaciones internacionales y 
los concordatos con la Santa Sede. Los 
tratados y concordatos tienen jerarquía 
superior a las leyes. La Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre; la Declaración Universal 
de Derechos Humanos; la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; 
el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales; el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos y su Protocolo Facultativo; 
la Convención sobre la Prevención y 
la Sanción del Delito de Genocidio; 
la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Racial; la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer; la 
Convención contra la Tortura y otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes; la Convención sobre los 
Derechos del Niño; en las condiciones 
de su vigencia, tienen jerarquía 
constitucional, no derogan artículo alguno 
de la primera parte de esta Constitución y 
deben entenderse complementarios de los 
derechos y garantías por ella reconocidos. 
Sólo podrán ser denunciados, en su 
caso, por el Poder Ejecutivo Nacional, 
previa aprobación de las dos terceras 
partes de la totalidad de los miembros 
de cada Cámara. Los demás tratados y 
convenciones sobre derechos humanos, 
luego de ser aprobados por el Congreso, 
requerirán del voto de las dos terceras 
partes de la totalidad de los miembros de 
cada Cámara para gozar de la jerarquía 
constitucional” 1.



No2 Artículo 33: “Las 
declaraciones, derechos 
y garantías que enumera 
la Constitución, no serán 
entendidos como negación 
de otros derechos y 
garantías no enumerados; 
pero que nacen del principio 
de la soberanía del pueblo 
y de la forma republicana 
de gobierno”.



No3
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2. Barbados. The 
Constitution of 
Barbados of 1966, 
amended in 2002.



No No No No



3. Bolivia. 
Constitución 
Política del Estado 
Plurinacional de 
Bolivia de 2009.



Supraconstitucional.



Artículo 13.IV: “Los tratados y convenios 
internacionales ratificados por la 
Asamblea Legislativa Plurinacional, que 
reconocen los derechos humanos y que 
prohíben su limitación en los Estados 
de Excepción prevalecen en el orden 
interno” 4.
 



Artículo 13.IV: 
“Los derechos 
y deberes 
consagrados en 
esta Constitución 
se interpretarán 
de conformidad 
con los Tratados 
internacionales de 
derechos humanos 
ratificados por 
Bolivia”5.



Artículo 410.II: 
“[…] El bloque de 
constitucionalidad 
está integrado 
por los Tratados 
y Convenios 
internacionales 
en materia 
de Derechos 
Humanos y 
las normas 
de Derecho 
Comunitario, 
ratificados por el 
país. […]”.



Artículo 13.II: “Los 
derechos que proclama 
esta Constitución no serán 
entendidos como negación 
de otros derechos no 
enunciados”.



Artículo 256.I: 
“Los tratados 
e instrumentos 
internacionales 
en materia de 
derechos humanos 
que hayan 
sido firmados, 
ratificados o 
a los que se 
hubiera adherido 
el Estado, que 
declaren derechos 
más favorables a 
los contenidos en 
la Constitución, 
se aplicarán de 
manera preferente 
sobre ésta”. 



Artículo 256.II: 
“Los derechos 
reconocidos en la 
Constitución serán 
interpretados 
de acuerdo a 
los tratados 
internacionales de 
derechos humanos 
cuando éstos 
prevean normas 
más favorables”.



4. Brasil. 
Constitución Política 
de la República 
Federativa del 
Brasil de 1988, 
sujeta a enmienda 
constitucional No. 
45 de 2004.



Constitucional.



Artículo 5§3: “Os tratados e convenções 
internacionais sobre direitos humanos 
que forem aprovados, em cada Casa do 
Congresso Nacional, em dois turnos, por 
três quintos dos votos dos respectivos 
membros, serão equivalentes às 
emendas constitucionais” 6.



No Artículo 5§2: “Os direitos e 
garantias expressos nesta 
Constituição não excluem 
outros decorrentes do 
regime e dos princípios 
por ela adotados, ou dos 
tratados internacionais em 
que a República Federativa 
do Brasil seja parte”.



No



5. Chile. 
Constitución Política 
de la República 
de Chile de 1980, 
reformada por 
última vez en el 
2014.



Constitucional.



Artículo 5: “[…] El ejercicio de la 
soberanía reconoce como limitación el 
respeto a los derechos esenciales que 
emanan de la naturaleza humana. Es 
deber de los órganos del Estado respetar 
y promover tales derechos, garantizados 
por esta Constitución, así como por los 
tratados internacionales ratificados por 
Chile y que se encuentren vigentes”.



Artículos 93.1 y 3): “Son atribuciones del 
Tribunal Constitucional: […] 1º.- Ejercer 
el control de constitucionalidad de las 
leyes que interpreten algún precepto de 
la Constitución, de las leyes orgánicas 
constitucionales y de las normas de 
un tratado que versen sobre materias 
propias de estas últimas, antes de su 
promulgación; […] 3º.- Resolver las 
cuestiones sobre constitucionalidad 
que se susciten durante la tramitación 
de los proyectos de ley o de reforma 
constitucional y de los tratados sometidos 
a la aprobación del Congreso”.



No No7 No
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6. Colombia. 
Constitución Política 
de Colombia de 
1991.



Constitucional.



Artículo 93: “Los tratados y convenios 
internacionales ratificados por el 
Congreso, que reconocen los derechos 
humanos y que prohíben su limitación en 
los estados de excepción, prevalecen en 
el orden interno” 8.



Artículo 93.2: 
“Los derechos 
y deberes 
consagrados 
en esta Carta, 
se interpretarán 
de conformidad 
con los tratados 
internacionales 
sobre derechos 
humanos 
ratificados por 
Colombia”.



Artículo 94: “La 
enunciación de los 
derechos y garantías 
contenidos en la 
Constitución y en los 
convenios internacionales 
vigentes, no debe 
entenderse como negación 
de otros que, siendo 
inherentes a la persona 
humana, no figuren 
expresamente en ellos”.



No9



7. Costa Rica. 
Constitución Política 
de la República de 
Costa Rica de 1949.



Supralegal.



Artículo 7: “Los tratados públicos, 
los convenios internacionales y los 
concordatos, debidamente aprobados por 
la Asamblea Legislativa, tendrán desde 
su promulgación o desde el día que ellos 
designen, autoridad superior a las leyes”.



No Artículo 74: “Los derechos 
y beneficios a que este 
Capítulo se refiere 
son irrenunciables. Su 
enumeración no excluye 
otros que se deriven del 
principio cristiano de 
justicia social y que indique 
la ley; serán aplicables 
por igual a todos los 
factores concurrentes al 
proceso de producción, 
y reglamentados en una 
legislación social y de 
trabajo, a fin de procurar 
una política permanente de 
solidaridad nacional”.



No



8. Dominica. The 
Constitution of the 
Commonwealth of 
Dominica of 1978, 
amended in 1983-
1984.



No No No No
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9. Ecuador. 
Constitución de 
la República del 
Ecuador de 2008.



Constitucional.



Artículo 3.1: “Son deberes primordiales 
del Estado: 1. Garantizar sin 
discriminación alguna el efectivo goce 
de los derechos establecidos en la 
Constitución y en los instrumentos 
internacionales, en particular la 
educación, la salud, la alimentación, 
la seguridad social y el agua para sus 
habitantes. […]”.



Artículo 424: “La Constitución es la norma 
suprema y prevalece sobre cualquier 
otra del ordenamiento jurídico. Las 
normas y los actos del poder público 
deberán mantener conformidad con 
las disposiciones constitucionales; en 
caso contrario carecerán de eficacia 
jurídica. La Constitución y los tratados 
internacionales de derechos humanos 
ratificados por el Estado que reconozcan 
derechos más favorables a los contenidos 
en la Constitución, prevalecerán sobre 
cualquier otra norma jurídica o acto del 
poder público”.



Artículo 425: “El orden jerárquico 
de aplicación de las normas será el 
siguiente: La Constitución; los tratados 
y convenios internacionales; las leyes 
orgánicas; las leyes ordinarias; las 
normas regionales y las ordenanzas 
distritales; los decretos y reglamentos; 
las ordenanzas; los acuerdos y las 
resoluciones; y los demás actos y 
decisiones de los poderes públicos. 
En caso de conflicto entre normas de 
distinta jerarquía, la Corte Constitucional, 
las juezas y jueces, autoridades 
administrativas y servidoras y servidores 
públicos, lo resolverán mediante la 
aplicación de la norma jerárquica 
superior”..



Artículo 426: “Las juezas y jueces, 
autoridades administrativas y servidoras 
y servidores públicos, aplicarán 
directamente las normas constitucionales 
y las previstas en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos 
siempre que sean más favorables a las 
establecidas en la Constitución, aunque 
las partes no las invoquen expresamente. 
Los derechos consagrados en la 
Constitución y los instrumentos 
internacionales de derechos humanos 
serán de inmediato cumplimiento y 
aplicación. […]”10.



No Artículo 417: “Los tratados 
internacionales ratificados 
por el Ecuador se 
sujetarán a lo establecido 
en la Constitución. En 
el caso de los tratados 
y otros instrumentos 
internacionales de 
derechos humanos se 
aplicarán los principios 
pro ser humano, de no 
restricción de derechos, 
de aplicabilidad directa 
y de cláusula abierta 
establecidos en la 
Constitución”.



Artículo 417: 
“Los tratados 
internacionales 
ratificados por 
el Ecuador se 
sujetarán a lo 
establecido en 
la Constitución. 
En el caso de los 
tratados y otros 
instrumentos 
internacionales de 
derechos humanos 
se aplicarán los 
principios pro 
ser humano, de 
no restricción 
de derechos, 
de aplicabilidad 
directa y de 
cláusula abierta 
establecidos en la 
Constitución”.



Artículo 424: “[…] 
La Constitución 
y los tratados 
internacionales de 
derechos humanos 
ratificados por 
el Estado que 
reconozcan 
derechos más 
favorables a los 
contenidos en 
la Constitución, 
prevalecerán 
sobre cualquier 
otra norma jurídica 
o acto del poder 
público”.



Artículo 426: “Las 
juezas y jueces, 
autoridades 
administrativas 
y servidoras 
y servidores 
públicos, aplicarán 
directamente 
las normas 
constitucionales 
y las previstas en 
los instrumentos 
internacionales de 
derechos humanos 
siempre que sean 
más favorables a 
las establecidas 
en la Constitución, 
aunque las partes 
no las invoquen 
expresamente. 
[…]”.
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10. El Salvador. 
Constitución de la 
República de El 
Salvador de 1983.



Supralegal.



Artículo 144: “Los tratados 
internacionales celebrados por El 
Salvador con otros Estados o con 
organismos internacionales, constituyen 
leyes de la República al entrar en 
vigencia, conforme a las disposiciones 
del mismo tratado y de esta Constitución. 
La ley no podrá modificar o derogar lo 
acordado en un tratado vigente para El 
Salvador. En caso de conflicto entre el 
tratado y la ley, prevalecerá el tratado”.



Artículo 145: “No se podrán ratificar los 
tratados en que se restrinjan o afecten 
de alguna manera las disposiciones 
constitucionales, a menos que la 
ratificación se haga con las reservas 
correspondientes. Las disposiciones del 
tratado sobre las cuales se hagan las 
reservas no son ley de la República”.



Artículo 149: “La facultad de declarar 
la inaplicabilidad de las disposiciones 
de cualquier tratado contrarias a los 
preceptos constitucionales, se ejercerá 
por los tribunales dentro de la potestad 
de administrar justicia. La declaratoria 
de inconstitucionalidad de un tratado, de 
un modo general y obligatorio, se hará 
en la misma forma prevista por esta 
Constitución para las leyes, decretos y 
reglamentos”.



No Artículo 52: “[…] La 
enumeración de los 
derechos y beneficios 
a que este capítulo se 
refiere, no excluye otros 
que se deriven de los 
principios de justicia 
social”.



No



11. Grenada. 
The Grenada 
Constitution of 
1973.



No No No No



12. Guatemala. 
Constitución Política 
de la República 
de Guatemala de 
1986, reformada por 
Acuerdo legislativo 
No. 18-93 del 17 de 
noviembre de 1993.



Constitucional.



Artículo 46: “Preeminencia del Derecho 
Internacional. Se establece el principio 
general de que en materia de derechos 
humanos, los tratados y convenciones 
aceptados y ratificados por Guatemala, 
tienen preeminencia sobre el derecho 
interno”.



No
 



Artículo 44: “Derechos 
inherentes a la persona 
humana. Los derechos y 
garantías que otorga la 
Constitución no excluyen 
otros que, aunque no 
figuren expresamente en 
ella, son inherentes a la 
persona humana”.



No



13. Haití. La 
Constitution de la 
République d’Haïti 
de 1987.



Supralegal.



Article 276: “L’Assemblée Nationale ne 
peut ratifier aucun Traité, Convention 
ou Accord Internationaux comportant 
des clauses contraires à la présente 
Constitution”.



Article 276.2: “Les Traités ou Accord 
Internationaux, une fois sanctionnés et 
ratifiés dans les formes prévues par la 
Constitution, font partie de la Législation 
du Pays et abrogent toutes les Lois qui 
leur sont contraires”.



No No No
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14. Honduras. 
Constitución Política 
de la República de 
Honduras de 1982.



Supralegal.



Artículo 18: “En caso de conflicto entre el 
tratado o convención y la Ley prevalecerá 
el primero”.



No Artículo 63: “Las 
declaraciones, derechos 
y garantías que enumera 
esta Constitución, no serán 
entendidos como negación 
de otras declaraciones, 
derechos y garantías 
no especificadas, que 
nacen de la soberanía, 
de la forma republicana, 
democrática y 
representativa de gobierno 
y de la dignidad del 
hombre”.



No



15. Jamaica. The 
Constitution of 
Jamaica of 1962.



No No No No



16. México. 
Constitución Política 
de los Estados 
Unidos Mexicanos 
de 1917, reformada 
en 2011.



Constitucional.



Artículo 1: “En los Estados Unidos 
Mexicanos todas las personas gozarán 
de los derechos humanos reconocidos 
en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las 
garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni 
suspenderse, salvo en los casos y bajo 
las condiciones que esta Constitución 
establece. Las normas relativas a los 
derechos humanos se interpretarán de 
conformidad con esta Constitución y 
con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia”. 



Artículo 133: “Esta Constitución, las leyes 
del Congreso de la Unión que emanen 
de ella y todos los Tratados que estén 
de acuerdo con la misma, celebrados y 
que se celebren por el Presidente de la 
República, con aprobación del Senado, 
serán la Ley Suprema de toda la Unión. 
Los jueces de cada Estado se arreglarán 
a dicha Constitución, leyes y tratados, a 
pesar de las disposiciones en contrario 
que pueda haber en las Constituciones o 
leyes de los Estados”11.



Artículo 1: “[…] Las 
normas relativas 
a los derechos 
humanos se 
interpretarán de 
conformidad con 
esta Constitución 
y con los tratados 
internacionales 
de la materia 
favoreciendo en 
todo tiempo a 
las personas la 
protección más 
amplia”. 



No Artículo 1: “[…] Las 
normas relativas 
a los derechos 
humanos se 
interpretarán de 
conformidad con 
esta Constitución 
y con los tratados 
internacionales 
de la materia 
favoreciendo en 
todo tiempo a 
las personas la 
protección más 
amplia”. 
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17. Nicaragua. 
Constitución Política 
de Nicaragua de 
1987.



Constitucional.



Artículos 46: “En el territorio nacional toda 
persona goza de la protección estatal 
y del reconocimiento de los derechos 
inherentes a la persona humana, del 
irrestricto respeto, promoción y protección 
de los derechos humanos, y de la plena 
vigencia de los derechos consignados en 
la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, en la Declaración Americana 
de Derechos y Deberes del Hombre, 
en el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, en el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos de la Organización de las 
Naciones Unidas y en la Convención 
Americana de Derechos Humanos de la 
Organización de Estados Americanos”.



No Artículo 46: “En el territorio 
nacional toda persona goza 
de la protección estatal 
y del reconocimiento de 
los derechos inherentes 
a la persona humana, 
del irrestricto respeto, 
promoción y protección de 
los derechos humanos, y 
de la plena vigencia de los 
derechos consignados en 
la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos, en 
la Declaración Americana 
de Derechos y Deberes 
del Hombre, en el Pacto 
Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y 
Culturales, en el Pacto 
Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos de 
la Organización de las 
Naciones Unidas y en la 
Convención Americana de 
Derechos Humanos de la 
Organización de Estados 
Americanos”.



No



18. Panamá. 
Constitución Política 
de la República de 
Panamá de 1972, 
reformada por 
última vez a través 
del Acto Legislativo 
No. 1 de 2004.



Legal.



Artículo 4: “La República de Panamá 
acata las normas del Derecho 
Internacional”12.



No Artículo 17: “Los derechos 
y garantías que consagra 
esta Constitución, deben 
considerarse como 
mínimos y no excluyentes 
de otros que incidan 
sobre los derechos 
fundamentales y la 
dignidad de la persona”.



No



19. Paraguay. 
Constitución 
Nacional del 
Paraguay de 1992.



Supralegal.



Artículo 137: “La ley suprema de la 
República es la Constitución. Esta, 
los tratados, convenios y acuerdos 
internacionales aprobados y ratificados, 
las leyes dictadas por el Congreso y 
otras disposiciones jurídicas de inferior 
jerarquía, sancionadas en consecuencia, 
integran el derecho positivo nacional en 
el orden de prelación enunciado”.



Artículo 141: “Los tratados 
internacionales válidamente celebrados, 
aprobados por ley del Congreso, y 
cuyos instrumentos de ratificación fueran 
canjeados o depositados, forman parte 
del ordenamiento legal interno con la 
jerarquía que determina el Artículo 137”.



No Artículo 45: “DE 
LOS DERECHOS 
Y GARANTÍAS NO 
ENUNCIADOS: La 
enunciación de los 
derechos y garantías 
contenidos en esta 
Constitución no debe 
entenderse como 
negación de otros que, 
siendo inherentes a la 
personalidad humana, 
no figuren expresamente 
en ella. La falta de ley 
reglamentaria no podrá 
ser invocada para negar 
ni para menoscabar algún 
derecho o garantía”.



No
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20. Perú. 
Constitución Política 
del Perú de 1993.



Constitucional.



Artículo 55: “Los tratados celebrados por 
el Estado y en vigor forman parte del 
derecho nacional”.



Artículo 200.4: “La Acción de 
Inconstitucionalidad, […] procede contra 
las normas que tienen rango de ley: 
leyes, decretos legislativos, decretos 
de urgencia, tratados, reglamentos del 
Congreso, normas regionales de carácter 
general y ordenanzas municipales que 
contravengan la Constitución en la forma 
o en el fondo”13.



Cuarta Disposición 
Final y Transitoria: 
“Las normas 
relativas a los 
derechos y a las 
libertades que 
la Constitución 
reconoce se 
interpretan de 
conformidad con 
la Declaración 
Universal de 
Derechos 
Humanos y con 
los tratados 
y acuerdos 
internacionales 
sobre las 
mismas materias 
ratificados por el 
Perú”.



Artículo 3: “La enumeración 
de los derechos 
establecidos en este 
capítulo no excluye los 
demás que la Constitución 
garantiza, ni otros de 
naturaleza análoga o que 
se fundan en la dignidad 
del hombre, o en los 
principios de soberanía 
del pueblo, del Estado 
democrático de derecho y 
de la forma republicana de 
gobierno”.



No



21. República 
Dominicana. 
Constitución de 
la República 
Dominicana de 
2010.



Constitucional.



Artículo 74.3: “Los tratados, pactos 
y convenciones relativos a derechos 
humanos, suscritos y ratificados por el 
Estado dominicano, tienen jerarquía 
constitucional y son de aplicación directa 
e inmediata por los tribunales y demás 
órganos del Estado”.



No Artículo 74.1: “Principios 
de reglamentación 
e interpretación. 
La interpretación y 
reglamentación de los 
derechos y garantías 
fundamentales, 
reconocidos en la 
presente Constitución, se 
rigen por los principios 
siguientes: 1) No tienen 
carácter limitativo y, por 
consiguiente, no excluyen 
otros derechos y garantías 
de igual naturaleza […]”.



Artículo 74.4: 
“[…] Los 
poderes públicos 
interpretan 
y aplican las 
normas relativas 
a los derechos 
fundamentales y 
sus garantías, en 
el sentido más 
favorable a la 
persona titular de 
los mismos y, en 
caso de conflicto 
entre derechos 
fundamentales, 
procurarán 
armonizar los 
bienes e intereses 
protegidos por esta 
Constitución”.



22. Surinam. The 
Constitution of 
the Republic of 
Suriname of 1987.



No No No No



23. Uruguay. 
Constitución de la 
República Oriental 
del Uruguay de 
1967, con última 
modificación de 
2004.



No14 No Artículo 72: “La 
enumeración de derechos, 
deberes y garantías 
hecha por la Constitución, 
no excluye los otros 
que son inherentes a la 
personalidad humana o 
se derivan de la forma 
republicana de gobierno”.



No



1	 La Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas y la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes 
de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad fueron incorporadas a dicho grupo de tratados con jerarquía constitucional mediante 
Ley 24.820 de 26 de mayo de 1997 y Ley 25.778 de 2 de septiembre de 2003, respectivamente.



2	 No obstante, la Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina ha resuelto “[q]ue en función del propio principio republicano la 
Constitución no puede ser autocontradictoria, la excepción que permite al Senado imponer una pena de inhabilitación, prevista en el 
texto anterior a la reforma de 1994, debe considerarse cancelada por su palmaria contradicción con las disposiciones de los tratados 
internacionales de Derechos Humanos que ahora forman parte de ésta […]”. Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina, 
Caso “Maza, Angel s/Amparo”, sentencia de 6 de octubre de 2009.



3	 Sin embargo, la Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina ha establecido que “[…] el principio pro homine o pro persona, 
que ‘informa todo el derecho de los derechos humanos’ (Portal de Belén, Fallos: 325:292, 306 -2002) y que resulta ‘connatural’ con el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos (Madorrán, Fallos: 330:1989, 2004 -2007), ‘impone privilegiar la interpretación legal 
que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal’ (Acosta, Fallos: 331:858, 864 -2008-)”. Corte Suprema de Justicia 
de la Nación de Argentina, Caso “Carranza Latrabusse, Gustavo”, sentencia de 6 de agosto de 2013.
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4	 Al respecto, el Tribunal Constitucional de Bolivia ha establecido que la Convención Americana es una “norma que por su esencia y 
temática se encuentra amparada por el principio de supremacía constitucional”. Tribunal Constitucional de Bolivia, sentencia de 10 de 
mayo de 2010, fallo 2006-13381-27-RAC, parte III.3. 



5	 Sobre el particular, el Tribunal Constitucional de Bolivia ha señalado que las sentencias de la Corte Interamericana “forman parte del 
bloque de constitucionalidad y fundamentan no solamente la actuación de los agentes públicos, sino también subordinan en cuanto 
a su contenido a toda la normativa infra-constitucional vigente”. Tribunal Constitucional de Bolivia, sentencia de 10 de mayo de 2010, 
fallo 2006-13381-27-RAC, parte III.3. 



6	 Sin embargo, con respecto a los tratados de derechos humanos, el Tribunal Supremo Federal estableció que “Há o caráter especial 
do Pacto Internacional dos Direitos Civis Políticos (art. 11) e da Convenção Americana sobre Direitos Humanos - Pacto de San 
José da Costa Rica (art. 7°, 7), ratificados, sem reserva, pelo Brasil, no ano de 1992. A esses diplomas internacionais sobre direitos 
humanos é reservado o lugar específico no ordenamento jurídico, estando abaixo da Constituição, porém acima da legislação interna. 
O status normativo supralegal dos tratados internacionais de direitos humanos subscritos pelo Brasil, torna inaplicável a legislação 
infraconstitucional com ele conflitante, seja ela anterior ou posterior ao ato de ratificação”. Tribunal Supremo Federal, fallo sobre el 
Habeas Corpus 95.967-9 Mato Grosso do Sul del 11 de noviembre de 2008, párrafo 2. Asimismo, Tribunal Supremo Federal, Recurso 
Extraordinário No. 466.343/SP.



7	 No obstante, el Tribunal Constitucional de Chile ha reconocido que “[…] la doctrina como nuestra Constitución Política reconocen 
la existencia de derechos, aunque no estén consagrados en el texto constitucional, a menos que esta consagración implique una 
violación a las normas fundamentales. Esta última expresión significa que los hombres son titulares de derechos por ser tales, sin que 
sea menester que se aseguren constitucionalmente para que gocen de la protección constitucional”. Tribunal Constitucional de Chile, 
sentencia Rol No. 226 de 30 de Octubre de 1995, considerando 25.



8	 Al respecto, la Corte Constitucional de Colombia “ha reconocido que el único sentido razonable que se puede conferir a la noción de 
prevalencia de los tratados de derechos humanos y de Derecho Internacional Humanitario (CP arts 93 y 214 numeral 2º) es que éstos 
forman con el resto del texto constitucional un ‘bloque de constitucionalidad’, cuyo respeto se impone a la ley”. Corte Constitucional 
de Colombia, Sala Plena (28 de agosto de 2013): Constitucionalidad, Demanda contra el artículo 1° del Acto Legislativo 01 de 2012, 
sentencia C-579 de 2013.



9	 Sin embargo, la Corte Constitucional de Colombia ha señalado que “[e]l Estado colombiano, a través de los jueces y demás asociados, 
por estar fundado en el respeto de la dignidad humana (artículo 1º de la Constitución) y tener como fines garantizar la efectividad de 
los principios, derechos y deberes (artículo 2º), tiene la obligación de preferir, cuando existan dos interpretaciones posibles de una 
disposición, la que más favorezca la dignidad humana”. De esta manera, ha establecido que el principio pro persona es un criterio de 
interpretación que se fundamenta en las obligaciones contenidas en los artículos 1°, 2º y 93.2 de la Constitución. Corte Constitucional 
de Colombia, Sala Plena (10 de julio de 2013): Constitucionalidad, Demanda contra los artículos 17. 19, 27, 28, 37, 41, 46, 47, 64, 86 
y 88 de la Ley 1448 de 2011.



10	 La Corte Constitucional del Ecuador ha establecido que “tanto la Asamblea Nacional como todo órgano con potestad normativa, tienen 
la obligación de adecuar formal y materialmente las leyes y demás normas jurídicas a los derechos previstos en la Constitución y 
los tratados internacionales, y los que sean necesarios para garantizar la dignidad del ser humano o de las comunidades, pueblos y 
nacionalidades. Es decir, toda norma de rango infraconstitucional debe guardar conformidad con los preceptos constitucionales y con 
los instrumentos internacionales que reconozcan derechos”. Corte Constitucional del Ecuador No. 003-14-SIN-CC Caso No. 0014-13-
IN y acumulados No. 0023-13-IN y 0028-13-IN del 17 de septiembre del 2014. 



11	 La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que, según el artículo 1º constitucional las normas de derechos humanos 
contenidas en tratados internacionales (no los tratados en conjunto que se rigen por el artículo 133) tienen rango constitucional. No 
obstante, ha establecido que, en caso de que en la Constitución exista una restricción expresa a un derecho, ésta deberá observarse 
con independencia de lo que diga un tratado internacional. Suprema Corte de Justicia de la Nación de México, contradicción de tesis 
293/2011, de 3 de septiembre de 2013.



12	 Sin embargo, la Corte Suprema de Justicia de Panamá ha establecido que ciertas disposiciones del Derecho Internacional pueden 
tener rango constitucional “siempre que no contraríen los principios básicos del Estado de Derecho, ni las instituciones que sustentan 
la independencia nacional y autodeterminación del Estado panameño”. Corte Suprema de Justicia de Panamá, sentencia del 24 de 
julio de 1990. 



13	 No obstante, el Tribunal Constitucional del Perú ha señalado que los tratados internacionales sobre derechos humanos no sólo 
conforman nuestro ordenamiento sino que, además, detentan rango constitucional. Tribunal Constitucional del Perú, sentencia de 24 
de abril de 2006, Exp. No. 047-2004-AI/TC, fundamento 61. Asimismo, Tribunal Constitucional del Perú, sentencia de 25 de abril de 
2006, Exp. No. 0025-2005-PI/TC y 0026-2005-PI/TC, fundamentos 25 y 26.



14	 Sin embargo, la Suprema Corte de Justicia del Uruguay ha aceptado la aplicación directa del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos dentro del Derecho interno, apuntando al reconocimiento de un rango supralegal a los tratados internacionales de derechos 
humanos. Suprema Corte de Justicia del Uruguay, sentencia No. 365/2009, de 19 de octubre de 2009.
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Anexo 2
Estados frente a los instrumentos del corpus juris interamericano



Estado CADH PADESC PAPM CIPST CIDFP CIPSEVM CIEDPD CIRDRI CIDI CIPDHPM
 1. Argentina F: 02/02/84 



R: 08/14/84
D: 09/05/84



F: 11/17/88 
R: 06/30/03
D: 10/23/03



F: 12/12/06 
R: 06/18/08
D: 09/05/08



F: 02/10/86 
R: 11/18/88
D: 03/31/89



F: 06/10/94 
R: 10/31/95
D: 02/28/96



F: 06/10/94 
R: 04/09/96
D: 07/05/96



F: 06/08/99
R: 09/28/00
D: 01/10/01



F: 06/07/13
R: -
D: -



F: 06/07/13
R: -
D: -



F: 06/15/15
R: -
D: -



 2. Barbados F: 06/20/78 
R: 11/05/81
D: 11/27/82



- - - - F: 05/16/95 
R: 02/08/95
D: 05/16/95



- - - -



 3. Bolivia F: - 
A: 06/20/79
D: 07/19/79



F: 11/17/88 
R: 07/12/06
D: 10/05/06



- F: 12/09/85 
R: 08/26/06
D: 11/21/06



F: 09/14/94 
R: 09/19/96
D: 05/05/99



F: 09/14/94 
R: 10/26/94
D: 12/05/94



F: 06/08/99
R: 02/27/03
D: 05/30/03



F: 03/10/15
R: -
D: -



F: 03/10/15
R: -
D: -



-



 4. Brasil F: - 
A: 07/09/92
D: 09/25/92



F: - 
A: 08/08/96
D: 08/21/96



F: 06/07/94 
R: 07/31/96
D: 08/13/96



F: 01/24/86 
R: 06/09/89
D: 07/20/89



F: 06/10/94 
R: 07/26/13
D: 02/03/14



F: 06/09/94 
R: 11/16/95
D: 11/27/95



F: 06/08/99
R: 07/17/01
D: 08/15/01



F: 06/07/13
R: -
D: -



F: 06/07/13
R: -
D: -



F: 06/15/15
R: -
D: -



 5. Chile F: 11/22/69 
R: 08/10/90
D: 08/21/90



F: 06/05/01 
R: -
D: -



F: 09/10/01 
R: 08/04/08
D: 10/16/08



F: 09/24/87
R: 09/15/88
D: 09/30/88



F: 06/10/94 
R: 01/13/10
D: 01/26/10



F: 10/17/94 
R: 10/24/96
D: 11/15/96



F: 06/08/99
R: 12/04/01
D: 02/26/02



- - F: 06/15/15
R: -
D: -



 6. Colombia F: 11/22/69 
R: 05/28/73
D: 07/31/73



F: - 
A: 10/22/97
D: 12/23/97



- F: 12/09/85 
R: 12/02/98
D: 01/19/99



F: 08/05/94 
R: 04/01/05
D: 04/12/05



F: - 
A: 10/03/96
D: 11/15/96



F: 06/08/99
R: 12/04/03
D: 02/11/04



F: 09/08/14
R: -
D: -



F: 09/08/14
R: -
D: -



-



 7. Costa Rica F: 11/22/69 
R: 03/02/70
D: 04/08/70



F: 11/17/88 
R: 09/29/99
D: 11/16/99



F: 10/28/91
R: 03/30/98
D: 05/26/98



F: 07/31/86 
R: 11/25/99
D: 02/08/00



F: 06/10/94 
R: 03/20/96
D: 06/02/96



F: 06/09/94 
R: 07/05/95
D: 07/12/95



F: 06/08/99
R: 12/08/99
D: 02/08/00



F: 06/07/13
R: -
D: -



- F: 06/15/15
R: -
D: -



 8. Dominica F: - 
R: 06/03/93
D: 06/11/93



- - - - F: - 
R: 06/30/95
D: 06/06/95



F: 06/08/99
R: -
D: -



- - -



 9. Ecuador F: 11/22/69 
R: 12/08/77
D: 12/28/77



F: 11/17/88 
R: 02/10/93
D: 03/25/93



F: 08/27/90 
R: 02/05/98
D: 04/15/98



F: 05/30/86 
R: 09/30/99
D: 11/09/99



F: 02/08/00 
R: 07/07/06
D: 07/27/06



F: 01/10/95 
R: 06/30/95
D: 09/15/95



F: 06/08/99
R: 03/01/04
D: 03/18/04



F: 06/07/13
R: -
D: -



F: 06/07/13
R: -
D: -



-



10. El Salvador F: 11/22/69 
R: 06/20/78
D: 06/23/78



F: 11/17/88 
R: 05/04/95
D: 06/06/95



- F: 10/16/87
R: 10/17/94
D: 12/05/94



- F: 08/14/95 
R: 11/13/95
D: 01/26/96



F: 06/08/99
R: 01/15/02
D: 03/08/02



- - -



11. Grenada F: 07/14/78 
R: 07/14/78
D: 07/18/78



- - - - F: - 
R: 11/29/00
D: 02/15/01



- - - -



12. Guatemala F: 11/22/69 
R: 04/27/78
D: 05/25/78



F: 11/17/88 
R: 05/30/00
D: 10/05/00



- F: 10/27/86
R: 12/10/86
D: 01/29/87



F: 06/24/94 
R: 07/27/99
D: 02/25/00



F: 06/24/94 
R: 01/04/95
D: 04/04/95



F: 06/08/99
R: 08/08/02
D: 01/28/03



- - -



13. Haití F: - 
A: 09/14/77
D: 09/27/77



F: 11/17/88 
R: -
D: -



- F: 06/13/86 
R: -
D: -



- F: - 
A: 04/07/97
D: 06/02/97



F: 06/08/99
R: 05/29/09
D: 09/03/09



F: 06/25/14
R: -
D: -



F: 06/25/14
R: -
D: -



-



14. Honduras F: 11/22/69 
R: 09/05/77
D: 09/08/77



F: - 
A: 09/14/11
D: 11/10/11



F: - 
A: 09/14/11
D: 11/10/11



F: 03/11/86 
R: -
D: -



F: 06/10/94 
R: 04/28/05
D: 07/11/05



F: 06/10/94 
R: 07/04/95
D: 07/12/95



F: -
A: 09/14/11
D: 11/10/11



- - -



15. Jamaica F: 09/16/77 
R: 07/19/78
D: 08/07/78



- - - - F: 12/14/05 
R: 11/11/05
D: 12/14/05



F: 06/08/99
R: -
D: -



- - -



16. México F: - 
A: 03/02/81
D: 03/24/81



F: 11/17/88 
R: 03/08/96
D: 04/16/96



F: - 
A: 06/28/07
D: 08/20/07



F: 02/10/86 
R: 02/11/87
D: 06/22/87



F: 05/04/01
R: 02/28/02
D: 04/09/02



F: 06/04/95 
R: 06/19/98
D: 11/12/98



F: 06/08/99
R: 12/06/00
D: 01/25/01



- - -



17. Nicaragua F: 11/22/69 
R: 09/25/79
D: 09/25/79



F: 11/17/88 
R: 12/15/09
D: 03/05/10



F: 08/30/90 
R: 03/24/99
D: 11/09/99



F: 09/29/87 
A: 09/23/09
D: 11/23/09



F: 06/10/94 
R: -
D: -



F: 06/09/94 
R: 10/06/95
D: 12/12/95



F: 06/08/99
R: 07/15/02
D: 11/25/02



- - -



18. Panamá F: 11/22/69 
R: 05/08/78
D: 06/22/78



F: 11/17/88 
R: 10/28/92
D: 02/18/93



F: 11/26/90 
R: 06/27/91
D: 08/28/91



F: 02/10/86 
R: 06/27/91
D: 08/28/91



F: 10/05/94 
R: 07/31/95
D: 02/28/96



F: 10/05/94 
R: 04/26/95
D: 07/12/95



F: 06/08/99
R: 01/24/01
D: 02/16/01



F: 06/05/14
R: -
D: -



F: 06/05/14
R: -
D: -



-



19. Paraguay F: 11/22/69 
R: 08/18/89
D: 08/24/89



F: 08/26/96 
R: 05/28/97
D: 06/03/97



F: 06/08/99 
R: 10/31/00
D: 12/07/00



F: 10/25/89 
R: 02/12/90
D: 03/09/90



F: 11/08/95 
R: 08/26/96
D: 11/26/96



F: 10/17/95
R: 09/29/95
D: 10/18/95



F: 06/08/99
R: 06/28/02
D: 10/22/02



- - -



20. Perú F: 07/27/77 
R: 07/12/78
D: 07/28/78



F: 11/17/88 
R: 05/17/95
D: 06/04/95



- F: 01/10/86 
R: 02/27/90
D: 03/28/91



F: 01/08/01 
R: 02/08/02
D: 02/13/02



F: 07/12/95 
R: 04/02/96
D: 06/04/96



F: 06/08/99
R: 07/10/01
D: 08/30/01



- - -



21. República 
Dominicana



F: 09/07/77 
R: 01/21/78
D: 04/19/78



F: 11/17/88 
R: -
D: -



F: -
A: 12/19/11
D: 01/27/12



F: 03/31/86 
R: 12/12/86
D: 01/29/87



- F: 06/09/94 
R: 01/10/96
D: 03/07/96



F: 06/08/99
R: 12/28/06
D: 02/05/07



- - -



22. Surinam F: - 
A: 11/12/87
D: 11/12/87



F: - 
A: 02/28/90
D: 07/10/90



- F: 11/12/87 
R: 11/12/87
D: 11/12/87



- F: - 
R: 02/19/02
D: 03/08/02



- - - -



23. Uruguay F: 11/22/69 
R: 03/26/85
D: 04/19/85



F: 11/17/88 
R: 11/21/95
D: 04/02/96



F: 10/02/90
R: 02/08/94
D: 04/04/94



F: 12/09/85 
R: 09/23/92
D: 11/10/92



F: 06/30/94 
R: 02/06/96
D: 04/02/96



F: 06/30/94 
R: 01/04/96
D: 04/02/96



F: 06/08/99
R: 05/24/01
D: 07/20/01



F: 06/07/13
R: -
D: -



F: 06/07/13
R: -
D: -



F: 06/15/15
R: -
D: -
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CADH: Convención Americana sobre Derechos Humanos; 



PADESC: Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador); 



PAPM: Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte; 
CIPST: Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; 



CIDFP: Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas; 



CIPSEVM: Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer  
(Convención de Belém do Pará); 



CIEDPD: Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas 
con Discapacidad; 



CIRDRI: Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia; 



CIDI: Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia; 



CIPDHPM: Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores.



F: Fecha de firma; 



R: Fecha de ratificación; 



D: Fecha de depósito del respectivo instrumento de ratificación/adhesión, y 



A: Fecha de adhesión
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Anexo 3
Sentencias en las que la Corte Interamericana ha desarrollado el contenido 
y alcances del control de convencionalidad



Sentencia Párrafo/nota al pie
1 Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 



costas, sentencia de 26 de septiembre de 2006, Serie C No. 154.
párr. 124



2 Caso trabajadores cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 24 de noviembre de 2006, Serie C 
No. 158.



párrs. 128-129



3 Caso La Cantuta vs. Perú, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 29 de noviembre de 
2006, Serie C No. 162.



párr. 173



4 Caso Boyce y otros vs. Barbados, excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, 
sentencia de 20 de noviembre de 2007, Serie C No. 169.



párrs. 78-79



5 Caso Heliodoro Portugal vs. Panamá, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas, sentencia de 12 de agosto de 2008, Serie C No. 186.
	



párr. 180



6 Caso Rosendo Radilla Pacheco vs. México, excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas, sentencia de 23 de noviembre de 2009, Serie C No. 209.



párr. 339 y nota al 
pie 321



7 Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia, excepciones preliminares, fondo y 
reparaciones, sentencia de 26 de mayo de 2010, Serie C No. 213.



párr. 208 y nota al 
pie 307



8 Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay, fondo, reparaciones y costas, 
sentencia de 24 de agosto de 2010, Serie C No. 214.



párr. 311



9 Caso Fernández Ortega y otros vs. México, excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas, sentencia de 30 de agosto de 2010, Serie C No. 215.



párrs. 236-237



10 Caso Rosendo Cantú y otra vs. México, excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas, sentencia de 31 de agosto de 2010, Serie C No. 216.



párrs. 219-220



11 Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña vs. Bolivia, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 
1 de septiembre de 2010, Serie C No. 217.



párr. 202



12 Caso Vélez Loor vs. Panamá, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, 
sentencia de 23 de noviembre de 2010, Serie C No. 218.



párr. 287



13 Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia) vs. Brasil, excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas, sentencia de 24 de noviembre de 2010, Serie C No. 219.



párrs. 49 y 106



14 Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México, excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas, sentencia de 26 de noviembre de 2010, Serie C No. 220.



párrs. 21 y 225-233



15 Caso Gelman vs. Uruguay, fondo y reparaciones, sentencia de 24 de febrero de 2011, 
Serie C No. 221.



párrs. 193 y 239



16 Caso Chocrón Chocrón vs. Venezuela, excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, 
sentencia de 1 de julio de 2011, Serie C No. 227.



parrs. 164-165 y 
172



17 Caso López Mendoza vs. Venezuela, fondo reparaciones y costas, sentencia de 1 de 
septiembre de 2011, Serie C No. 233.



párrs. 226-228



18 Caso Fontevecchia y D’Amico vs. Argentina, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 29 
de noviembre de 2011, Serie C No. 238.
	



párrs. 93-94 y 113
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19 Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 24 de febrero 
de 2012, Serie C No. 239.



párrs. 282-284



20 Caso Furlan y familiares vs. Argentina, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas, sentencia de 31 de agosto de 2012, Serie C No. 246.



párrs. 303-305



21 Caso Masacres de Río Negro vs. Guatemala, excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas, sentencia de 4 de septiembre de 2012, Serie C No. 250.



párr. 262



22 Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador, fondo, reparaciones y 
costas, sentencia de 25 de octubre de 2012, Serie C No. 252.



párr. 318



23 Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala, fondo reparaciones y costas, 
sentencia de 20 noviembre de 2012, Serie C No. 253.



párr. 330



24 Caso Masacre de Santo Domingo vs. Colombia, excepciones preliminares, fondo y 
reparaciones, sentencia de 30 de noviembre de 2012, Serie C No. 259.



párrs. 142-144



25 Caso Mendoza y otros vs. Argentina, excepciones preliminares, fondo y reparaciones, 
sentencia de 14 de mayo de 2013, Serie C No. 260.



párr. 221



26 Caso García Cruz y Sánchez Silvestre vs. México, fondo, reparaciones y costas, sentencia 
de 26 de noviembre de 2013, Serie C No. 273.
	



nota al pie 76



27 Caso J. vs. Perú, excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 27 de 
noviembre de 2013, Serie C No. 275.



párr. 407



28 Caso Liakat Ali Alibux vs. Surinam, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas, sentencia de 30 de enero de 2014, Serie C No. 276.



párrs. 124 y 151



29 Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena 
Mapuche) vs. Chile, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 29 de mayo de 2014, Serie 
C No. 279.



párrs. 436, 461 y 
464



30 Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas vs. República Dominicana, 
excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 28 de agosto de 
2014, Serie C No. 282.



párr. 311 y 471



31 Caso Rochac Hernández y otros vs. El Salvador, fondo, reparaciones y costas, sentencia 
de 14 de octubre de 2014, Serie C No. 285.



párr. 213
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Anexo 4
Normas específicas de los Estados parte orientadas al cumplimiento de  
sentencias de tribunales supranacionales 



Estado Norma



 1. Argentina ---



 2. Barbados ---
 3. Bolivia ---
 4. Brasil ---
 5. Chile ---
 6. Colombia Ley 288 del 5 de julio de 1996, por medio de la cual se establecen instrumentos para la indemnización de 



perjuicio a las víctimas de violaciones de derechos humanos en virtud de lo dispuesto por determinados órganos 
internacionales de derechos humanos. En la ley se establece que será de obligatorio cumplimiento por parte 
del Estado Colombiano “[…] una decisión previa, escrita y expresa del Comité de Derechos Humanos del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos o de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en la que 
se concluya respecto de un caso concreto que el Estado colombiano ha incurrido en una violación de derechos 
humanos y se establezca que deben indemnizarse los correspondientes perjuicios” (artículo 2.1).



 7. Costa Rica ---
 8. Dominica ---
 9. Ecuador Decreto No. 1317 de 9 de septiembre de 2008, que confiere al “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos la 



responsabilidad de coordinar la ejecución de sentencias, medidas cautelares, medidas provisionales, acuerdos 
amistosos, recomendaciones y resoluciones originados en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos y 
en el Sistema Universal de Derechos Humanos, y demás obligaciones surgidas por compromisos internacionales 
en esta materia”. El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos tiene entre sus funciones, “[r]emitir a la autoridad 
competente las resoluciones para que ordene el inicio de investigaciones y la determinación de responsabilidades 
individuales relacionadas con la violación de Derechos Humanos”, “[c]oordinar con el Ministerio de Finanzas el 
pago de la reparación material e inmaterial a las víctimas”, “[c]oordinar con la entidad del Estado competente la 
realización de medidas necesarias para dar cumplimiento integral a las obligaciones”, y “[p]reparar proyectos de 
reforma legal para adecuar el sistema normativo a los estándares internacionales de derechos humanos” (artículo 
2).



Por otro lado, cabe destacar que la acción por incumplimiento ante la Corte Constitucional, regulada en el artículo 
93 de la Constitución Política, tiene “por objeto garantizar la aplicación de las normas que integran el sistema 
jurídico, así como el cumplimiento de sentencias o informes de organismos internacionales de derechos humanos, 
cuando la norma o decisión cuyo cumplimiento se persigue contenga una obligación de hacer o no hacer clara, 
expresa y exigible”.



10. El Salvador ---
11. Granada ---
12. Guatemala ---
13. Haití ---
14. Honduras ---
15. Jamaica ---
16. México Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 



31 de diciembre de 2004, reformada en el 2009, según la cual “[l]os preceptos contenidos en el Capítulo II y 
demás disposiciones de esta Ley serán aplicables, en lo conducente, para cumplimentar los fallos de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, así como las recomendaciones de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, aceptadas por los entes públicos federales 
y por el Estado Mexicano en su caso, en cuanto se refieran al pago de indemnizaciones. La aceptación y 
cumplimiento de las [referidas] recomendaciones […], en su caso, deberá llevarse a cabo por el ente público 
federal que haya sido declarado responsable; lo mismo deberá observarse para el cumplimiento de los fallos 
jurisdiccionales de reparación. Será la Secretaría de Relaciones Exteriores el conducto para informar de los 
cumplimientos respectivos, tanto a la Comisión como a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, según 
corresponda” (artículo 2).



Ley General de Víctimas publicada en el Diario Oficial de la Federación el 9 de enero de 2013, que establece 
entre las funciones y facultades de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas del Sistema Nacional de 
Atención a Víctimas, “[a]segurar la participación de las víctimas tanto en las acciones tendientes a garantizar 
el cumplimiento de las obligaciones derivadas de sentencias internacionales en materia de derechos humanos 
dictadas en contra del Estado Mexicano, como en aquellas acciones que permitan garantizar el cumplimiento de 
recomendaciones de organismos internacionales de derechos humanos no jurisdiccionales” (artículo 88.IX).



Acuerdo 5/2013 de 13 de mayo de 2013 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según 
el cual el Pleno de la Corte conocerá de “los asuntos en los que se recepcionen las sentencias de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, en los casos en los que el Estado Mexicano sea parte” (artículo Segundo, 
fracción XV).



17. Nicaragua ---
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18. Panamá Decreto Ejecutivo No. 7 de 17 de enero de 2012 por el cual se creó “la Comisión Nacional Permanente para 
velar por el cumplimiento y seguimiento de los compromisos adquiridos por Panamá en el ámbito nacional e 
internacional en materia de derechos humanos” (artículo 1). De acuerdo con el Decreto Ejecutivo, la Comisión 
Nacional Permanente tiene entre sus funciones, inter alia, “[c]oordinar las acciones de la administración pública, 
tendientes a dar cumplimiento a las sentencias, resoluciones y recomendaciones dictadas por organismos 
internacionales de derechos humanos, incluyendo los del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos 
Humanos” (artículo 3.d).



19. Paraguay ---
20. Perú Ley 27775 de 27 de junio de 2002, que regula el procedimiento de ejecución de sentencias emitidas por tribunales 



supranacionales, que diseña las reglas y procedimientos para la ejecución de sentencias supranacionales, 
concretamente de la Corte Interamericana, en caso de que se haya condenado al Estado al pago de una suma de 
dinero en concepto de indemnización (artículo 2).



Decreto Legislativo No. 1068 de 27 de junio de 2008, que crea el Sistema de Defensa Jurídica del Estado, y 
el Decreto Supremo No. 017-2008 de 4 de diciembre de 2008, que lo reglamenta, precisan los mecanismos 
generales de ejecución de las sentencias emitidas por la Corte Interamericana. De acuerdo con ambas normas, 
todas las entidades del Estado se encuentran vinculadas con el Sistema de Defensa Jurídica a través del Consejo 
de Defensa Jurídica del Estado –ente colegiado que dirige y supervisa el Sistema–, especialmente, el Poder 
Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional, la Contraloría General de la República, el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y la Policía Nacional del Perú, en atención al cumplimiento de sus fines y objetivos (artículo 
6 del Reglamento).  Entre las funciones del Consejo de Defensa Jurídica del Estado destacan: realizar todas las 
acciones que permitan cumplir las sentencias recaídas en los procesos o procedimientos donde el Estado es 
parte y proponer la designación del denominado Procurador Público Supranacional,  quien es el encargado de la 
defensa del Estado en instancias supranacionales, inter alia, la Corte Interamericana (artículos 7, 11, 20-22 del 
Decreto Legislativo; artículos 26-32 del Reglamento).



Ley No. 30137 de 23 de diciembre de 2013, que establece criterios de priorización para la atención del pago de 
sentencias judiciales, y el Decreto Supremo No. 001-2014 de 14 de febrero de 2014, que la reglamenta, disponen 
que al interior de cada entidad pública se conformará un Comité que, durante el primer trimestre del año, tendrá a 
cargo la elaboración y aprobación del “Listado priorizado de obligaciones derivadas de sentencias con calidad de 
cosa juzgada”, previa remisión por parte del Procurador Público Supranacional de la lista de sentencias a cumplir, 
incluidas las de la Corte Interamericana (artículo 2 de la Ley y artículos 2-3,8 del Reglamento).



Resolución Administrativa No. 254-2014-P-PJ de 15 de agosto de 2014 de la Presidencia de la Corte Suprema 
de Justicia del Poder Judicial, mediante la cual exhortó a todos los órganos jurisdiccionales y administrativos 
de las Cortes Superiores de Justicia a nivel nacional a adoptar todas las medidas necesarias, en el más breve 
plazo y dentro del ejercicio de sus competencias, a fin de atender y dar pronta resolución a los casos que tienen 
a su cargo, y que estén en trámite o pendientes de cumplimiento ante la Comisión Interamericana o la Corte 
Interamericana.



21. República 
Dominicana



---



22. Surinam ---
23. Uruguay ---



Manual auto-formativo control convencionalidad.indb   128 9/18/15   3:24 PM











(Composición 2015)



Humberto Antonio Sierra Porto
Roberto F. Caldas



Diego García-Sayán
Manuel E. Ventura Robles



Eduardo Vio Grossi
Alberto Pérez Pérez



Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot



Presidencia Honoraria
Thomas Buergenthal



Pedro Nikken
Sonia Picado



Claudio Grossman
Presidente



Rodolfo Stavenhagen
Vicepresidente



Margaret E. Crahan
Vicepresidenta



Mayra Alarcón Alba
Carlos Ayala Corao



José Antonio Aylwin Oyarzún
Lorena Balardini  



Line Bareiro
Lloyd G. Barnett
César Barros Leal
Eduardo Bertoni



Carlos Bosombrio
Allan Brewer-Carías



Antônio A. Cançado Trindade
Santiago Cantón
Douglass Cassel



Suzana Cavenaghi
Ariel Dulitzky



Héctor Fix-Zamudio
Robert K. Goldman



María Elena Martínez
Juan E. Méndez



Elizabeth Odio Benito
Nina Pacari 
Mónica Pinto



Carlos Portales 
Víctor Rodríguez Rescia
Hernán Salgado Pesantes



Fabián Salvioli 
Mitchell  A. Seligson



Wendy Singh
Mark Ungar



José Antonio Viera Gallo
Renato Zerbini Ribeiro Leão 



José Thompson J.
Director Ejecutivo 



Rose-Marie Belle Antoine
James L. Cavallaro



José de Jesús Orozco Henríquez
Tracy Robinson
Felipe González 
Rosa María Ortiz
Paulo Vannuchi



 











image38.wmf
Re  Indice de  Protocolo para procesos y sentencias con perspectiva cultural.msg


Oficio N� 13282-18.msg
Oficio N° 13282-18

		From

		Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Claudio Pessoa Quesada

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Cc

		Melanie Zamora Arce (Autorizada/Secretaría General de la Corte)

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr; mzamoraar@Poder-Judicial.go.cr



 



San José, 19 de diciembre de 2018



N° 13282-18



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



Señora



M.S.c Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 



Sub Comisión de Personas Indígenas



 



Estimada señora:



 



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 57-18 celebrada el 17 de diciembre del año en curso, que literalmente dice:



 



“ARTÍCULO V



 



Documento N° 4289-2012, 14833-18



 



La Magistrada Escoto, en su condición de Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia y Coordinadora Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental, en correo electrónico del 10 de diciembre del año en curso manifestó: 



 



“Reciba un cordial saludo. A la vez, le solicito se sirva hacer de conocimiento de las demás personas integrantes de Corte Plena el deseo de que la coordinación de la   Sub Comisión de Personas Indígenas, este a cargo de la M.S.c Damaris Vargas Vásquez,  integrante de la Comisión de la Jurisdicción  Agraria, y de esta, ya que ha sido integrante desde hace años.



 



Se estima  trascendental la M.S.c Damaris Vargas  ocupe la posición de coordinadora de dicha Sub Comisión de Indígenas  para aprovechar sus conocimientos en la materia y por considerar dará un aporte significativo en el logro de los objetivos propuestos en las Políticas Institucionales vinculadas con el acceso a la justicia  de esta población en condición de vulnerabilidad y en la proyección de éstas establecido en la propuesta de Plan Estratégico Institucional 2019-2024 que se somete a aprobación de Corte Plena. ”



-0-



 



            Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, designar a la máster Damaris Vargas Vásquez, como coordinadora de la Sub Comisión de Personas Indígenas. Se declara acuerdo firme.”



 



Atentamente, 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



                                                                       



c:         Encargada de la Unidad de Archivo de la Secretaría General de la Corte



Diligencias / Ref: (4289-2012, 14833-18)



Claudio
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República de Costa Rica



Corte Suprema de Justicia



Secretaría General






San José, 19 de diciembre de 2018



N° 13282-18



Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora



M.S.c Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 



Sub Comisión de Personas Indígenas


Estimada señora:


Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 57-18 celebrada el 17 de diciembre del año en curso, que literalmente dice:


“ARTÍCULO V


Documento N° 4289-2012, 14833-18



La Magistrada Escoto, en su condición de Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia y Coordinadora Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental, en correo electrónico del 10 de diciembre del año en curso manifestó: 



 “Reciba un cordial saludo. A la vez, le solicito se sirva hacer de conocimiento de las demás personas integrantes de Corte Plena el deseo de que la coordinación de la   Sub Comisión de Personas Indígenas, este a cargo de la M.S.c Damaris Vargas Vásquez,  integrante de la Comisión de la Jurisdicción  Agraria, y de esta, ya que ha sido integrante desde hace años.



Se estima  trascendental la M.S.c Damaris Vargas  ocupe la posición de coordinadora de dicha Sub Comisión de Indígenas  para aprovechar sus conocimientos en la materia y por considerar dará un aporte significativo en el logro de los objetivos propuestos en las Políticas Institucionales vinculadas con el acceso a la justicia  de esta población en condición de vulnerabilidad y en la proyección de éstas establecido en la propuesta de Plan Estratégico Institucional 2019-2024 que se somete a aprobación de Corte Plena. ”



-0-




Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, designar a la máster Damaris Vargas Vásquez, como coordinadora de la Sub Comisión de Personas Indígenas. Se declara acuerdo firme.”


Atentamente, 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia


c:
Encargada de la Unidad de Archivo de la Secretaría General de la Corte


Diligencias / Ref: (4289-2012, 14833-18)


Claudio


Tels: 2295-3707  a  2295-3711    
      Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr     Fax (506) 2295-3706
Apdo: 1-1003 San José
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Descarga Outlook para iOS

  _____  


From: Damaris Vargas Vásquez
Sent: Monday, February 11, 2019 4:12:15 PM
To: Karol Muñoz Barahona; Juzgado Contravencional de Turrialba
Cc: Laura Marcela Gutiérrez Escobar (Autorizada Secc. Admva. de la Carrera Judicial); Subcomisión de Pueblos Indígenas; Lucrecia Chaves Torres (Autorizada Secc. Admva. de la Carrera Judicial); Melissa Benavides Víquez; Acceso a la Justicia
Subject: Seguimiento a consulta de plaza N° 350153 en concurso 

 



Señora



Jueza Karol Muñoz Barahona



Juzgado Contravencional de Turrialba



 



Reciba un atento saludo, a la vez, acuso recibido del comunicado electrónico que remitió a la señora Laura Marcela Gutiérrez de la Sección Administrativa de Carrera Judicial, en el que sugiere “dejar sin efecto o bien corregir según corresponda, el cartel del concurso de la plaza número 350153 que es juez (a) genérico (a) en el Juzgado Contravencional de Turrialba que salió publicado el día de hoy, por la jubilación de la Licda. Marjorie Aguilar Pérez. Esto tomando en consideración, que dicho concurso, no indica ninguna especificación en cuanto a que se requiere contar con el curso de facilitadores judiciales y la advertencia de asistir a diligencias en zonas indígenas. Lo anterior, se solicita en virtud de que este juzgado brinda el servicios en cinco zonas indígenas y adquirió el compromiso con el servicio de facilitadores judiciales, siendo que tenemos problemas con los nombramientos interinos por parte del Centro de apoyo, ya que nombran juzgadores que no cuentan con la especialización y en relación a las zonas indígenas, tienen limitaciones o impedimentos físicos y no pueden atender las diligencias, pues las mismas consisten en un traslado incómodo a dichas zonas de dos horas mínimo en vehículo, con dificultades en el camino y una de las cinco zonas además del traslado en vehículo, se camina aproximadamente dos horas de ida y mínimo dos horas treinta minutos de venida pues es cuesta arriba. Y esto las personas que aceptan el nombramiento no lo hacen, lo que recarga las funciones de las otras dos compañeras. Indicando en dicho Centro, que ellos no pueden hacer esa distinción porque no tienen una directriz superior y deben hacer el mismo conforme a la lista de elegibles. Inclusive, se hace saber también que aquí se tramitan cuatro materias, pensiones alimentarias, contravencional, tránsito y laboral, por lo que deben tener conocimiento de todas, y han sido nombradas personas elegibles pero sin conocimiento en las cuatro, otra situación que recarga las funciones. Por último y no menos importante, tengo conocimiento que los dos últimos carteles de las otras dos plazas de juez (a) que existen en este despacho, si contaban con la advertencia de  que la plaza tiene giras y diligencias a zonas indígenas. Por lo anterior es que se solicita, el concurso sea publicado con las especificaciones que se indican.”



 



Al margen de lo que resuelva la Sección Administrativa de Carrera Judicial o el Consejo de la Judicatura sobre su gestión, aprovecho la oportunidad para ponerme a su disposición y de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial en lo que pueda colaborar en relación con la ejecución idónea del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 27 de noviembre de ese año, artículo C, comunicado mediante Oficio N° 13209-18 de 18 de diciembre de 2018, que literalmente indica:



 



“En la Circular N°174-17 sobre la reiteración de las circulares emitidas por la Corte Plena atinentes al “Acceso a la Justicia de las Personas en Vulnerabilidad Social, dirigida a todos los despachos judiciales se les hizo saber que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 85-17 celebrada el 19 de setiembre de 2017, artículo LXIX, consideró necesario adoptar las medidas pertinentes mínimas para que las Salas en que se realizan las audiencias orales, se tomen las medidas de infraestructura y operativas que faciliten el acceso efectivo y real a la justicia de las personas en vulnerabilidad social conforme las políticas que la Corte Plena ha aprobado.



 



Posteriormente, en la Circular N°30-18 sobre la Política de Justicia Abierta del Poder Judicial, se les hizo saber a todas a las instituciones, abogadas, abogados, servidoras y servidores judiciales y público en general que la Corte Plena en sesión No. 10-18 celebrada el 12 de marzo de 2018, artículo XIII, dispuso aprobar la siguiente “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial”, que literalmente indica “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial de Costa Rica.



 



La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora interina de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-416-2018 del 15 de noviembre de 2018, solicitó lo siguiente: “…De conformidad con el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, en la sesión celebrada el pasado miércoles 19 de setiembre de 2018, en el cual se transcribe literalmente:



 



“Se acordó: 7) Solicitar al Consejo Superior una reiteración de las circulares de temas indígenas y de política institucional, 8) Enviar a Consejo Superior una nota para analizar en la selección de personas juzgadoras en el tema de derecho indígena como parte de la política institucional.”



 



Por lo anterior, se solicita de la manera más respetuosa a este Honorable Consejo, se reiteren las circulares relacionadas con temas de las Personas Indígenas y sobre la Política Institucional de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La Unidad de Acceso a la Justicia tiene toda la disposición de facilitar esta información si así se requiriera.  



 



En otro orden de ideas, se solicita también de la manera más respetuosa, que se analice la idoneidad de aquellas personas juzgadoras que conozcan de casos donde alguna parte sea una persona indígena; especialmente los aspectos de conocimientos y sensibilidad en la materia, esto como parte de la política institucional y de los compromisos adquiridos en temas de Derechos Humanos.”



 



Se acordó: 1.) Trasladar el presente acuerdo al Consejo de la Judicatura para que valore la incorporación de esos requisitos como parte de los concursos jurisdiccionales para las plazas que se vayan a ubicar en zonas que atiende poblaciones predominantemente indígenas.2.) Asimismo, comunicar la Secretaría General de la Corte, que remita a la citada Subcomisión las circulares emitidas afines a este tema, con el propósito de que la citada Subcomisión prepare un proyecto definitivo de circular.”



 



Saludos cordiales,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Jueza decisora del Tribunal Agrario



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 



 



De: Melissa Benavides Víquez 
Enviado el: lunes, 11 de febrero de 2019 08:18 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Consulta de plaza N° 350153 en concurso



 



Buenos días Damaris:



 



Hago de conocimiento este correo que ingresara el viernes. 



 



 



De: Karol Muñoz Barahona <kmunoz@poder-judicial.go.cr> 
Enviado el: viernes, 08 de febrero de 2019 02:08 p.m.
Para: Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Katherine Salazar Duarte <ksalazard@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Alejandra Ortega Padilla <aortegap@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Consulta de plaza N° 350153 en concurso



 



Buenas tardes, se reenvía este correo para su conocimiento. 



Esto en virtud de que el correo de la subcomisión de pueblos indígenas se encuentra lleno.



Muchas gracias



 







 



  _____  


De: Karol Muñoz Barahona
Enviado: viernes, 8 de febrero de 2019 14:00
Para: Laura Marcela Gutiérrez Escobar (Autorizada Secc. Admva. de la Carrera Judicial)
Cc: Subcomisión de Pueblos Indígenas; Juzgado Contravencional de Turrialba
Asunto: Consulta de plaza N° 350153 en concurso 



 



Buenas tardes doña Laura, 



 



Con el debido respeto y de la manera más atenta, se sirva dejar sin efecto o bien corregir según corresponda, el cartel del concurso de la plaza número 350153 que es juez (a) genérico (a) en el Juzgado Contravencional de Turrialba que salió publicado el día de hoy, por la jubilación de la Licda. Marjoire Aguilar Pérez. 



Esto tomando en consideración, que dicho concurso, no indica ninguna especificación en cuanto a que se requiere contar con el curso de facilitadores judiciales y la advertencia de asistir a diligencias en zonas indígenas. 



Lo anterior, se solicita en virtud de que este juzgado brinda el servicios en cinco zonas indígenas y adquirió el compromiso con el servicio de facilitadores judiciales, siendo que tenemos problemas con los nombramientos interinos por parte del Centro de apoyo, ya que nombran juzgadores que no cuentan con la especialización y en relación a las zonas indígenas, tienen limitaciones o impedimentos físicos y no pueden atender las diligencias, pues las mismas consisten en un traslado incómodo a dichas zonas de dos horas mínimo en vehículo, con dificultades en el camino y una de las cinco zonas además del traslado en vehículo, se camina aproximadamente dos horas de ida y mínimo dos horas treinta minutos de venida pues es cuesta arriba. Y esto las personas que aceptan el nombramiento no lo hacen, lo que recarga las funciones de las otras dos compañeras. Indicando en dicho Centro, que ellos no pueden hacer esa distinción porque no tienen una directriz superior y deben hacer el mismo conforme a la lista de elegibles. 



Inclusive, se hace saber también que aquí se tramitan cuatro materias, pensiones alimentarias, contravencional, tránsito y laboral, por lo que deben tener conocimiento de todas, y han sido nombradas personas elegibles pero sin conocimiento en las cuatro, otra situación que recarga las funciones. 



Por último y no menos importante, tengo conocimiento que los dos últimos carteles de las otras dos plazas de juez (a) que existen en este despacho, si contaban con la advertencia de  que la plaza tiene giras y diligencias a zonas indígenas.



Por lo anterior es que se solicita, el concurso sea publicado con las especificaciones que se indican.



 



Se le agradece la colaboración, 









image001.jpg

Karol Olluirgy Barahona
Jueza

Ext.: 03-6734
Kmunoz@poder-judicial. go.cr
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San José, 21 de enero de 2019. 


Señores y Señoras 


Consejo Superior 


Poder Judicial 


 


Estimados Señores y Señoras: 


 Reciban un atento saludo. A la vez, me pongo a su disposición en todo lo que pueda 


colaborar para el efectivo acceso a la justicia de las personas indígenas, con ocasión de la 


reciente designación que me hiciera Corte Plena en sesión N°57-18 de 17 de diciembre de 


2018, Artículo V, como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas. 


 Con ocasión de lo anterior y de manera respetuosa, planteo para su valoración la 


siguiente solicitud: 


 La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica aprobada 


recientemente por la Asamblea Legislativa, establece en el artículo 7 que el Poder Judicial 


deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, 


cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega:  


“… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración 
especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas 
idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe 
a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la 
citada colaboración.”  


Los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán 


solicitados por las personas juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un 


peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los 


pueblos indígenas. Inclusive, se establece la posibilidad de que el Poder Judicial lleve un 
registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en 


los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser 


utilizados en los procesos judiciales que involucren a esta población, con fines 


estrictamente de interés institucional y académico, siempre que se cuente con la 


autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y manteniendo en 


reserva la identidad de todas las partes involucradas. 


Por ende, a efecto de enfrentar las debilidades y los obstáculos que en materia de 


acceso y tutela judicial efectiva a las personas indígenas estén asociados al financiamiento 


de esos peritajes y a la necesidad de contar con personas expertas, solicito a las y los 
integrantes del Consejo Superior: 
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a) Instar a las universidades estatales para que cumplan con su deber de dar 


colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado 


de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales.  


 


b) Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus presupuestos anuales 


esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. 
 


Es importante hacer de su conocimiento que desde hace algunos años la Escuela 


de Antropología de la Universidad de Costa Rica ha venido dando colaboración a algunos 


despachos judiciales por medio de diversos proyectos coordinados por el Dr. Marco Guevara 


Berger, profesor catedrático de la Escuela de Antropología e Investigador Asociado al Centro 
de Investigaciones Antropológicas de la Universidad de Costa Rica. 


 


En un informe remitido el día de hoy por el Dr. Guevara, Antropólogo Social de la 


Escuela de Antropología de la UCR, el cual anexo, éste refiere a los resultados de esos 


proyectos de la siguiente forma:  


 
“El primer proyecto (documento n°1) se formuló para durar de marzo del 2011 a 
diciembre de 2012 con la idea inicial de ayudar al Poder Judicial con la presa de 
peritajes y sistematizar procedimientos. Sin embargo al finalizar este proyecto las 
solicitudes de peritajes y de sesiones de capacitación seguían siendo muchas y, 
además, se estaba en espera de un trabajo conjunto entre PJ y Escuela de 
Antropología para elaborar el perfil. Por estas razones se reinscribió el proyecto para 
seguir operando durante el 2013 (documento n°2, es casi idéntico). No fue posible 
cumplir tampoco en este período con el perfil pues suponía la tramitación del convenio 
entre PJ y Escuela, que nunca se concretó. La razón por la que simplemente no se 
inscribió un programa permanente sobre peritajes tiene que ver con los recursos de 
tiempo limitados que tiene la Escuela de Antropología, pues se tienen que turnar entre 
docentes, por lo que no se suele sostener ningún proyecto más de tres años. Al 
finalizar el 2013 la situación seguía siendo apremiante en cuanto a la cantidad de 
peritajes, especialmente solicitudes desde el juzgado Agrario de Corredores y el 
Juzgado Penal de Coto Brus.  
 
Con el fin de poder dar continuidad, la iniciativa fue la de abrir un curso para 
estudiantes de la carrera de Antropología en el I ciclo de 2014 (marzo-julio 2014) y 
trabajar peritajes en la región sur como actividad docente. El curso trabajó con 
estudiantes avanzados haciendo investigaciones de campo que se sistematizaron en 
clase y al final acomodé todas estas informaciones en un formato adecuado para 
cumplir con los requerimientos de informes periciales y yo los firmé como responsable 
aunque reconociendo la labor de los estudiantes. Bajo esta modalidad se logró 
atender unos 10 peritajes en el territorio indígena de Coto Brus (La Casona), pero 
quedaron algunos pendientes de alguna información, ya sea por documentación que 
no se había aún podido revisar o porque había faltado alguna entrevista clave de 


alguno de los actores que no se pudo realizar en el campo por no estar presente 
cuando se hicieron giras de campo. Además, mientras se desarrollaban el curso, 
entraron nuevas solicitudes periciales que se decidió recibir con la esperanza de poder 
atenderlas durante el semestre, pero no se pudieron completar las indagaciones. 
Adjunto el programa del curso (documento n°3) 


Del trabajo sobre peritajes y capacitación realizado hasta agosto de 2014 se dio 
cuenta en un informe que se remitió a la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder 
Judicial (documento n°4). Aquí se informa de peritajes realizados desde antes del 
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primer proyecto, pues se atendieron en la Escuela de Antropología como una demanda 
ad hoc en el 2010 y luego viendo que había una demanda sostenida fue que se decidió 
inscribir un proyecto para regularizar la respuesta. 


Para poder concluir con los peritajes inconclusos, se inscribió un nuevo proyecto con 
una vigencia de algunos meses (octubre 2014 - febrero de 2015) (documento n°5). Sin 
embargo se solicitó una prórroga del mismo hasta julio de 2015 para completar los 
peritajes pendientes y un par de nuevas solicitudes entre ellas una solicitud del 
Juzgado Penal de Heredia (documento n°6). 


Durante el segundo semestre de 2015 siguieron llegando solicitudes de peritajes tanto 
desde el Juzgado Agrario de Pérez Zeledón, del Juzgado Mixto de Buenos Aires y del 
Juzgado Agrario de Corredores. Por esta razón se tomó la iniciativa de resetear un 


curso especializado de peritaje para estudiantes avanzados de la carrera de 
Antropología en el I ciclo de 2016 (marzo-julio 2016) trabajándose de manera similar 
que con el curso anterior, aunque en esta ocasión en varios puntos geográficos, lo que 
complicó un poco la logística y apoyo económico (Territorios Indígenas de Boruca, 
Cabagra, Coto Brus, Conte Burica, Osa, Altos de San Antonio y un par de casos fuera 
de territorio indígena). Se atendieron unas 10 solicitudes. Se anexa programa del 
curso (documento n°7). Cabe mencionar que los cursos especializados sobre peritaje 
se han podido inscribir como "temas", que es un espacio del plan de estudios en que 
docentes pueden escoger las temáticas para formación, pero es política de la Escuela 
de Antropología ofrecer los mismo "temas" cada dos o tres años, por lo que no se 
pueden replicar año con año, esto porque los estudiantes en formación deben de tener 
una oferta variada de cursos temáticos durante los dos años en que completan esta 
parte de su formación y repetirlos reduce sus opciones. 


Durante el 2017 la situación de demandas de peritajes se redujo o se canalizó en 
forma privada. Al no haber ningún proyecto o curso inscrito, se trató de apoyar 
mediante el Proyecto de Servicios Antropológicos (PROSEA) asociado con la Fundación 
de la UCR (FUNDEVI), contratando peritos externos pero ofreciendo un control de 
calidad de los productos finales que pasaban por revisión de académicos. De estos 
peritajes, si bien me tocó revisar algunos productos y exigir que se cumplieran 
procedimientos o vacíos de información, no tengo informes ni copia, por lo que solo los 
menciono. Este servicio sí se cobró y se realizaron un par de peritajes, pero la 
Dirección Ejecutiva del Poder Judicial indicó luego que no podían contratar a un ente 
para labores de peritajes, que debía ser una persona directamente, por lo que se 
suspendió esa posibilidad. 


En el 2018, si bien no llegaron solicitudes periciales, sí se recibieron solicitudes para 
participar en capacitaciones. El problema es que el régimen de dedicación exclusiva 
no permite que docentes realicen labores que no estén registradas como actividad 


académica, ya sea por medio de proyectos de investigación, de acción social o como 
actividades docentes. Para remediar esta situación y con la conciencia de que estas 
labores de capacitación al fin y al cabo inciden en la calidad del servicio de justicia a 
los pueblos indígenas, decidí inscribir un proyecto de acción social sin carga 
académica (pues la Escuela no podía dármela en ese momento). Este proyecto tuvo 
vigencia de febrero de 2018 a enero de 2019 y contempló la posibilidad de realizar 
peritajes, pero no hubo ninguna solicitud (documento n° 8). Con el fin de continuar 
bajo esa modalidad y sin requerimiento de carga académica, el proyecto se reinscribió 
para estar vigente entre febrero de 2019 y diciembre de 2021 (documento n°9, casi 
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idéntico al anterior). Igualmente se contempla la posibilidad de peritajes, sin embargo 
se visualizan como actividades eventuales, ya que no se cuenta con la carga docente 
como para poder atender más que un par de casos. No obstante, para el I ciclo de 
2019 se volverá a resetear el curso especializado por tercera ocasión y se está en la 
negociación con el Poder Judicial de poder atender otras causas que requieran 
peritajes culturales y justificarlos en la carga académica como labores propias de un 
curso de la carrera. 


Sin ánimo de que esto parezca una queja o algo parecido o especular sobre el tema, 
creo que es importante enfatizar que, fuera de esos dos últimos casos, que se 
tramitaron privadamente por medio de FUNDEVI, la Escuela de Antropología no ha 
recibido para las labores desarrolladas ningún fondo del Poder Judicial, todos los 
gastos han sido asumidos por la UCR tanto en la asignación de tiempo para quien ha 


estado a cargo (aunque en varios períodos ha sido por recargo y en forma ad 
honorem), como en los gastos de giras de campo, papelería, etc. Además de las labores 
señaladas en el informe que cubre el período 2010-2014 (n°4), que son alrededor de 
100 gestiones periciales, se le suman unos 20 peritajes más durante 2015 y 2016 (y 
luego el par de casos trabajados con FUNDEVI en el 2017)…” 


De lo expuesto se desprende que en relación con la Universidad de Costa Rica existe 


una gran experiencia de colaboración; sin embargo, se ha administrado por la Escuela de 
Antropología como proyectos, siendo lo más recomendable lo sea como un Programa 


debidamente estructurado que garantice el fortalecimiento continuo de las competencias 


de las personas quienes rindan esos peritajes, lo cual les habilite pasar a formar parte del 


listado de personas idóneas que puedan elaborar los peritajes culturales a los que hace 


alusión el artículo 7 citado. El programa estaría inmerso en el presupuesto que se apruebe 
a dichas instituciones, como parte del rubro expreso para cubrir los costos de la citada 


colaboración.  


Lo anterior permitirá administrar riesgos asociados a la designación de personas 


para la realización de esos peritajes culturales que podrían no estar debidamente 
capacitados; y además, aprovechar los peritajes antropológicos llevados a cabo en los 


distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas, a fin de poder ser 


utilizados en otros asuntos con fines estrictamente de interés institucional y académico, 


siempre que se cuente con la autorización expresa de las personas involucradas y se 


garantice la reserva de la identidad de todas las partes, en cumplimiento del artículo 8 de 


la Ley en mención.  


Sobre este tema, el Dr. Marcos Guevara Berger refiere: 


“… Es importante mencionar que bajo la estructura actual que maneja el Poder 
Judicial, resulta no solo incómodo sino arriesgado trabajar con peritos antropólogos 


inscritos en un padrón que no está bien regularizado (hay inscritos arqueólogos que 
no cumplen con una formación suficiente en Antropología Social y hay personas 
inscritas sin ningún título habilitante). Hay que considerar también como un factor 
limitante en cuanto a la calidad del servicio el hecho de que no hay un colegio 
profesional en Antropología, lo cual redunda en la imposibilidad de controlar la 
calidad de la actividad privada y establecer cánones presupuestarios aceptables. 
Sobre esto se han tenido diversas reuniones con personeros de la Dirección Ejecutiva 
del Poder Judicial sin que se logre regularizar la situación. Un punto muy limitante a 
señalar también es el hecho de que se prohíbe la divulgación de informes periciales, 
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aún en causas concluidas o juzgadas, lo cual limita mucho las posibilidades de 
discutir los alcances ético-profesionales de esta actividad.” 


 Así mismo, solicito que la gestión de reserva de presupuesto y colaboración se dirija 


no sólo a la Universidad de Costa Rica sino también a las demás universidades estatales, 
incluyendo la Universidad Nacional y el Instituto Tecnológico de Costa Rica en lo que a sus 


competencias se refiere. 


 


 El seguimiento a esta disposición legal es parte del Diagnóstico al que hace 


referencia el numeral 12 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa 


Rica.  
Como complemento de lo anterior, se solicita además a las y los integrantes del 


Consejo Superior, la emisión de lineamientos a la Dirección de Planificación con el fin de 


construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los 


procesos en los que intervienen personas indígenas con el fin de verificar la priorización en 


la atención de este tipo de procesos, en todas las materias y oficinas. Los resultados de 
tales controles estadísticos deben ser debidamente divulgados ante la población indígena y 


la ciudadanía en general, según disposición normativa. 


 


 Agradezco la atención a esta gestión y desde ya me pongo a su disposición de 


requerir información adicional. 


 
De las y los integrantes del Consejo Superior, con respeto estima, 


 


 


 


 
 


 


Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba. 


Coordinadora 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


 


 
Copias: 
Comisión de Acceso a la Justicia 
Unidad de Acceso a la Justicia 
Dirección Ejecutiva 
Dirección de Planificación 
 





				2019-01-21T14:28:48-0600

		DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)










image40.wmf
SOLICITUD PARA  QUE UNIVERSIDADES ESTATALES COLABOREN CON PERITAJES CULTURALES E INCORPOREN EN SUS PRESUPUESTOS ESE RUBRO.pdf


SESION DE TRABAJO CON MIDEPLAN PARA COORDINAR ACCIONES VINCULADAS CON LA UNIDAD DE ACCESO A LA JUSTICIA Y LA SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE
SESION DE TRABAJO CON MIDEPLAN PARA COORDINAR ACCIONES VINCULADAS CON LA UNIDAD DE ACCESO A LA JUSTICIA Y LA SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DEL PODER JUDICIAL

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		carlos.marschall@mideplan.go.cr; Melissa Benavides Víquez

		Recipients

		carlos.marschall@mideplan.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr



 



RV: Solicitud de reunión MIDEPLAN.msg

RV: Solicitud de reunión MIDEPLAN


			From


			Melissa Benavides Víquez


			To


			Damaris Vargas Vásquez


			Recipients


			dvargas@Poder-Judicial.go.cr





 





Para su conocimiento.





 





 





De: Carlos Alonso von Marschall Murillo <carlos.marschall@mideplan.go.cr> 
Enviado el: lunes, 28 de enero de 2019 09:28 a.m.
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Solicitud de reunión





 





Buenos días estimada Melissa Benavides, 





 





Aprovecho el medio para saludarla y a la vez primero solicitar las disculpas del caso por la tardanza en responder este importante correo, esto porque tomé vacaciones en el mes de enero y he estado atendiendo el trabajo acumulado.





 





Ahora bien, para nosotros será un placer atenderles o irles a visitar para conversar, mi disponibilidad de esta semana la poseo para el martes en la tarde de una a dos y media o también puede ser miércoles o jueves de 6:30 a 2:30 (cualquier hora).





 





Saludos cordiales,  





 





Carlos Alonso von Marschall Murillo
Jefe Análisis Prospectivo y Política Pública
Análisis del Desarrollo
Tel. +506 2202-8525
www.mideplan.go.cr





 





El jue., 10 ene. 2019 a las 15:56, Melissa Benavides Víquez (<mbenavidesv@poder-judicial.go.cr>) escribió:





Buenas tardes Don Carlos:





 





Reciba un cordial saludo. Me desempeño como la Encargada de la Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial y por medio de este correo, le solicito una reunión con MIDEPLAN para analizar posibles acciones  entre ambas instituciones en favor de los Pueblos Indígenas. 





 





El día de ayer conversé con la Señora Dunia Quirós de la Unidad de Análisis Prospectivo y me explicó que en este tema, el Ministerio trabaja sobre tres ejes: 1.- El Plan de Desarrollo Nacional, 2.- Los Objetivos de Desarrollo Sostenible y 3.- El Consenso de Montevideo. El Poder Judicial tiene metas en común con esos ejes, además de sendos compromisos en materia de derechos humanos como lo establecido en el artículo 14 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, según el cual, el Poder Judicial debe mantener una coordinación y comunicación permanente con las organizaciones estatales y no gubernamentales; por lo que resulta de interés tanto para la Unidad de Acceso a la Justicia como para la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, explorar posibles acciones conjuntas en beneficio de esta población. 





 





No omito mencionar que la Subcomisión de Pueblos Indígenas es Coordinada por la Máster Damaris Vargas Vásquez a quien copio este correo y quien me solicitó establecer este contacto a la brevedad.





 





Gracias por su tiempo y estaré pendiente de su respuesta.





 





Atentamente, 
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Buenos días estimada Melissa Benavides, 





 





Aprovecho el medio para saludarla y a la vez primero solicitar las disculpas del caso por la tardanza en responder este importante correo, esto porque tomé vacaciones en el mes de enero y he estado atendiendo el trabajo acumulado.





 





Ahora bien, para nosotros será un placer atenderles o irles a visitar para conversar, mi disponibilidad de esta semana la poseo para el martes en la tarde de una a dos y media o también puede ser miércoles o jueves de 6:30 a 2:30 (cualquier hora).





 





Saludos cordiales,  





 





Carlos Alonso von Marschall Murillo
Jefe Análisis Prospectivo y Política Pública
Análisis del Desarrollo
Tel. +506 2202-8525
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El jue., 10 ene. 2019 a las 15:56, Melissa Benavides Víquez (<mbenavidesv@poder-judicial.go.cr>) escribió:





Buenas tardes Don Carlos:





 





Reciba un cordial saludo. Me desempeño como la Encargada de la Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial y por medio de este correo, le solicito una reunión con MIDEPLAN para analizar posibles acciones  entre ambas instituciones en favor de los Pueblos Indígenas. 





 





El día de ayer conversé con la Señora Dunia Quirós de la Unidad de Análisis Prospectivo y me explicó que en este tema, el Ministerio trabaja sobre tres ejes: 1.- El Plan de Desarrollo Nacional, 2.- Los Objetivos de Desarrollo Sostenible y 3.- El Consenso de Montevideo. El Poder Judicial tiene metas en común con esos ejes, además de sendos compromisos en materia de derechos humanos como lo establecido en el artículo 14 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, según el cual, el Poder Judicial debe mantener una coordinación y comunicación permanente con las organizaciones estatales y no gubernamentales; por lo que resulta de interés tanto para la Unidad de Acceso a la Justicia como para la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas, explorar posibles acciones conjuntas en beneficio de esta población. 





 





No omito mencionar que la Subcomisión de Pueblos Indígenas es Coordinada por la Máster Damaris Vargas Vásquez a quien copio este correo y quien me solicitó establecer este contacto a la brevedad.





 





Gracias por su tiempo y estaré pendiente de su respuesta.





 





Atentamente, 
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Señoras y Señores



Defensoría de los Habitantes de la República



 



Estimadas Señoras y Señores:



 



Remito para su conocimiento respuesta a Oficio N° DH-0076-2019 remitido por la señora Catalina Crespo Sancho, Defensora de los Habitantes de la República, para su estimable conocimiento y atención.



 



Aprovecho para acusar recibido de dicho Oficio.



 



Saludos cordiales, 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 



 



De: DHR Despacho [mailto:despachodhr@dhr.go.cr] 
Enviado el: viernes, 01 de febrero de 2019 07:15 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Alvaro Paniagua <apaniagua@dhr.go.cr>; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>
Asunto: Oficio DH-0076-2019 Defensora de los Habitantes
Importancia: Alta



 



Señora 



Damaris Vargas Vásquez, Mba



Jueza Corodinadora 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



 



Estimada señora:



 



Sírvase encontrar el citado oficio de parte de la señora Catalina Crespo Sancho, Defensora de los Habitantes de la República, para su estimable conocimiento y atención.



 



Agradecemos informarnos acerca del recibido de esta comunicación para efectos internos.



 



Saludos cordiales, 



 



 



  Despacho
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Señoras y Señores



Defensoría de los Habitantes de la República



 



Estimadas Señoras y Señores:



 



Remito para su conocimiento respuesta a Oficio N° DH-0076-2019 remitido por la señora Catalina Crespo Sancho, Defensora de los Habitantes de la República, para su estimable conocimiento y atención.



 



Aprovecho para acusar recibido de dicho Oficio.



 



Saludos cordiales, 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 



 



De: DHR Despacho [mailto:despachodhr@dhr.go.cr] 
Enviado el: viernes, 01 de febrero de 2019 07:15 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Alvaro Paniagua <apaniagua@dhr.go.cr>; Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>
Asunto: Oficio DH-0076-2019 Defensora de los Habitantes
Importancia: Alta



 



Señora 




Damaris Vargas Vásquez, Mba




Jueza Corodinadora 




Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas




Poder Judicial




 




Estimada señora:




 




Sírvase encontrar el citado oficio de parte de la señora Catalina Crespo Sancho, Defensora de los Habitantes de la República, para su estimable conocimiento y atención.




 




Agradecemos informarnos acerca del recibido de esta comunicación para efectos internos.




 




Saludos cordiales, 
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San José, 3 de febrero de 2019 




(Oficio N° DH-0076-2019) 




 




Señora 




Catalina Crespo Sancho, PhD 




Defensora de los Habitantes de la República 




 




Estimada Señora: 




 




 Reciba un atento saludo y mis deseo de que tenga muchos éxitos con ocasión 




de su reciente designación como Defensora de los Habitantes de la República.  




En atención al Oficio N° DH-0076-2019 de 31 de enero de 2019, se toma 




nota de su autorización para que la funcionaria Marjorie Herrera Castro, 




Encargada de Asuntos Indígenas de la Dirección de Protección Especial de la 




Defensoría de los Habitantes, continúe participando como asesora en las sesiones 




de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial 




y se reconoce el aporte dado desde su incorporación. 




Se toma nota de los tres temas propuestos para el desarrollo del Plan de 




Acción de la Subcomisión, los cuales servirán de norte para la gestión durante el 




2019, sumadas las metas establecidas en el Plan Estratégico del Poder Judicial 




2019/2024, las Políticas de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 




Institucionales y el seguimiento a la normativa internacional y nacional de los 




derechos de la población indígena, entre ellas, la Ley de Acceso a la Justicia de 




Pueblos Indígenas de Costa Rica. 




 Con ocasión de los temas propuestos, le comunico que desde la Subcomisión 




ya hemos estado realizado acciones vinculadas con el cumplimiento de lo 




establecido en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, 




entre otras, para la construcción del Programa Anual Permanente 2019; la 




construcción de indicadores e incorporación en las estadísticas institucionales que 




reflejen los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, no solo 




en los Agrarios, para su debido seguimiento y monitoreo. De igual forma, se está 




dando seguimiento a los compromisos adquiridos con ocasión del encuentro 




realizado en 2018, entre la Subcomisión y las personas indígenas en Buenos Aires 




de Puntarenas con la colaboración de la Defensoría de los Habitantes de la 




República en la logística y el asesoramiento. 
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 De la Señora Defensora de los Habitantes de la República con consideración 




y estima, 




 




 




Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba 




Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 




Poder Judicial 




 




Copias: 




Magistrado Jorge Olaso, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia 




Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia 




Sr. Alvaro Paniagua, Dirección de Protección Especial 




Sra. Marjorie Herrera Castro, Encargada de Asuntos Indígenas Dirección de Protección Especial 
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				DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)
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San José, 4 de febrero de 2019.



Señora



Máster Ana Eugenia Romero Jenkins



Directora Ejecutiva



Poder Judicial



 



Estimada Señora:



              Reciba un atento saludo. Sirva la presente para ponerme a su disposición con ocasión de la reciente designación que me hiciera Corte Plena como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en todo lo que pueda apoyar a la Dirección a su cargo para la articulación de acciones tendientes a la mejora continua del acceso a la justicia de dicha población.



              Con ocasión de lo anterior, a efecto de dar cumplimiento a la reciente Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y con el objetivo de que las personas indígenas usuarias del servicio de administración de justicia sean informadas en su idioma materno sobre sus derechos y obligaciones, frente al sistema de administración de justicia y sobre los requisitos y características de los procesos judiciales en los que deban intervenir, le solicito:



1.       Ampliar la lista oficial de personas intérpretes y traductoras en los diferentes idiomas o lenguas indígenas de Costa Rica, y en los diversos dialectos que tengan esos idiomas o lenguas. Lo anterior, a fin de garantizar a dicha población el respeto a las costumbres y las normas culturales mediante la disponibilidad de suficientes personas intérpretes y traductoras en todos los Circuitos Judiciales del país. 



2.       Incorporar en la lista de personas intérpretes y traductoras a mujeres indígenas con el objetivo de propiciar que en los procesos judiciales en los que intervengan mujeres indígenas sean atendidas siempre por intérpretes y traductoras del mismo género, en cumplimiento del artículo 6 de la referida Ley.  



3.       Diseñar y ejecutar actividades de capacitación dirigidas al fortalecimiento de competencias de las personas intérpretes y traductoras, sobre los “aspectos básicos de la gestión judicial”, en los términos dispuestos por el artículo 3 de dicha normativa.



4.       Propiciar acciones que permitan llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, a efecto de ser utilizados en otros procesos en los que intervengan personas pertenecientes a esa población, siempre que se cuente con autorización expresa de las y los involucrados en las experticias y se reserve la identidad de todas las partes involucradas. Lo anterior, con fines estrictamente de interés institucional y académico.



Para la ejecución de lo anterior, desde ya me pongo a su disposición para la coordinación de las acciones que sean necesarias con el objetivo de crear sinergias que permitan superar las barreras que puedan limitar de alguna manera la ejecución institucional de lo solicitado.



De la señora Directora Ejecutiva, con respeto y estima,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



Copias:



Dr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia



Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia
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San José, 4 de febrero de 2019.



Señora



Máster Ana Eugenia Romero Jenkins



Directora Ejecutiva



Poder Judicial



 



Estimada Señora:



              Reciba un atento saludo. Sirva la presente para ponerme a su disposición con ocasión de la reciente designación que me hiciera Corte Plena como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en todo lo que pueda apoyar a la Dirección a su cargo para la articulación de acciones tendientes a la mejora continua del acceso a la justicia de dicha población.



              Con ocasión de lo anterior, a efecto de dar cumplimiento a la reciente Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y con el objetivo de que las personas indígenas usuarias del servicio de administración de justicia sean informadas en su idioma materno sobre sus derechos y obligaciones, frente al sistema de administración de justicia y sobre los requisitos y características de los procesos judiciales en los que deban intervenir, le solicito:



1.       Ampliar la lista oficial de personas intérpretes y traductoras en los diferentes idiomas o lenguas indígenas de Costa Rica, y en los diversos dialectos que tengan esos idiomas o lenguas. Lo anterior, a fin de garantizar a dicha población el respeto a las costumbres y las normas culturales mediante la disponibilidad de suficientes personas intérpretes y traductoras en todos los Circuitos Judiciales del país. 



2.       Incorporar en la lista de personas intérpretes y traductoras a mujeres indígenas con el objetivo de propiciar que en los procesos judiciales en los que intervengan mujeres indígenas sean atendidas siempre por intérpretes y traductoras del mismo género, en cumplimiento del artículo 6 de la referida Ley.  



3.       Diseñar y ejecutar actividades de capacitación dirigidas al fortalecimiento de competencias de las personas intérpretes y traductoras, sobre los “aspectos básicos de la gestión judicial”, en los términos dispuestos por el artículo 3 de dicha normativa.



4.       Propiciar acciones que permitan llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, a efecto de ser utilizados en otros procesos en los que intervengan personas pertenecientes a esa población, siempre que se cuente con autorización expresa de las y los involucrados en las experticias y se reserve la identidad de todas las partes involucradas. Lo anterior, con fines estrictamente de interés institucional y académico.



Para la ejecución de lo anterior, desde ya me pongo a su disposición para la coordinación de las acciones que sean necesarias con el objetivo de crear sinergias que permitan superar las barreras que puedan limitar de alguna manera la ejecución institucional de lo solicitado.



De la señora Directora Ejecutiva, con respeto y estima,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



Copias:



Dr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia



Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia
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San José, 4 de febrero de 2019. 




 




Señora 




Máster Ana Eugenia Romero Jenkins 




Directora Ejecutiva 




Poder Judicial 




 




Estimada Señora: 




 Reciba un atento saludo. Sirva la presente para ponerme a su disposición con ocasión de la 




reciente designación que me hiciera Corte Plena como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso 




a la Justicia de Pueblos Indígenas, en todo lo que pueda apoyar a la Dirección a su cargo para la 




articulación de acciones tendientes a la mejora continua del acceso a la justicia de dicha población. 




 Con ocasión de lo anterior, a efecto de dar cumplimiento a la reciente Ley de Acceso a la 




Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y con el objetivo de que las personas indígenas usuarias 




del servicio de administración de justicia sean informadas en su idioma materno sobre sus derechos 




y obligaciones, frente al sistema de administración de justicia y sobre los requisitos y características 




de los procesos judiciales en los que deban intervenir, le solicito: 




1. Ampliar la lista oficial de personas intérpretes y traductoras en los diferentes idiomas o 




lenguas indígenas de Costa Rica, y en los diversos dialectos que tengan esos idiomas o 




lenguas. Lo anterior, a fin de garantizar a dicha población el respeto a las costumbres y las 




normas culturales mediante la disponibilidad de suficientes personas intérpretes y 




traductoras en todos los Circuitos Judiciales del país.  




2. Incorporar en la lista de personas intérpretes y traductoras a mujeres indígenas con el 




objetivo de propiciar que en los procesos judiciales en los que intervengan mujeres 




indígenas sean atendidas siempre por intérpretes y traductoras del mismo género, en 




cumplimiento del artículo 6 de la referida Ley.   




3. Diseñar y ejecutar actividades de capacitación dirigidas al fortalecimiento de competencias 




de las personas intérpretes y traductoras, sobre los “aspectos básicos de la gestión judicial”, 




en los términos dispuestos por el artículo 3 de dicha normativa. 




4. Propiciar acciones que permitan llevar un registro de las distintas traducciones y de los 




peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas 




indígenas, a efecto de ser utilizados en otros procesos en los que intervengan personas 




pertenecientes a esa población, siempre que se cuente con autorización expresa de las y los 




involucrados en las experticias y se reserve la identidad de todas las partes involucradas. Lo 




anterior, con fines estrictamente de interés institucional y académico. 















Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Comisión de Acceso a la Justicia 




Poder Judicial 
 
 




Para la ejecución de lo anterior, desde ya me pongo a su disposición para la coordinación de las 




acciones que sean necesarias con el objetivo de crear sinergias que permitan superar las barreras 




que puedan limitar de alguna manera la ejecución institucional de lo solicitado. 




De la señora Directora Ejecutiva, con respeto y estima, 




 




 




 




 




Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba. 




Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 




Poder Judicial 




 




Copias: 




Dr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia 




Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia 
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				DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)
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San José, 3 de febrero de 2019



 



Señora



Licda. Ligia Jeannette Jiménez Zamora



Coordinadora Defensa Pública Indígena



Defensa Pública



 



Estimada Señora:



         Reciba un atento saludo. En atención a su comunicado electrónico de 24 de enero pasado, en el que informa sobre los tres temas que sugiere como prioritarios para la construcción del Plan de Acción 2019 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, desde la perspectiva de la Defensa Pública, vinculados con: 



 



“1. Intérpretes y posición de la Dirección Ejecutiva sobre los temas administrativos que han impedido la contratación efectiva de intérpretes hombres y mujeres, para coordinarlo con esta entidad.



2. Coordinación y establecimiento de estrategia con las tres universidades públicas para peritajes culturales.



3. Generar un protocolo para litigar con perspectiva cultural desde el Poder Judicial.”



 



Se toma nota de la sugerencia de temas para su incorporación en el Plan de Acción, los cuales servirán de norte para la gestión durante el 2019, sumadas las metas establecidas en el Plan Estratégico del Poder Judicial 2019/2024, las Políticas de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas Institucionales y el seguimiento a la normativa internacional y nacional de los derechos de la población indígena, entre ellas, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



         Con ocasión de los temas propuestos, le comunico que desde la Subcomisión ya hemos realizado acciones vinculadas con el cumplimiento de lo establecido en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, entre otras, al Consejo Superior para que inste a las Universidades Estatales a cumplir con la colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial en peritajes culturales y la reserva presupuestaria para tal efecto. De igual forma, se está dando seguimiento a los compromisos adquiridos con ocasión del encuentro realizado en 2018, entre la Subcomisión y las personas indígenas en Buenos Aires de Puntarenas con la colaboración de la Defensoría de los Habitantes de la República en la logística y el asesoramiento y la participación activa de la Defensa Pública Indígena.



         Aprovecho para reconocer sus aportes a las acciones desplegadas desde la Subcomisión, incluyendo la inducción coordinada entre el Programa de Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica, la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



         Atentamente,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



 



Copias:



Magistrado Jorge Olaso, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia



Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia



Dra. Diana Montero Montero, Directora Defensa Pública



 



De: Ligia Jeannette Jiménez Zamora 
Enviado el: jueves, 24 de enero de 2019 09:50 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Tres temas solicitados



 



Buenos días estimada Sra. Vargas, reciba un cordial saludo. 



En virtud de los temas solicitados como prioritarios para ser atendidos desde la Sub Comisión, le remito los siguientes: 



-Intérpretes y posición de la Dirección Ejecutiva sobre los temas adminitrativos que han impedido la contratación efectiva de intérpretes hombres y mujeres, para coordinarlo con esta entidad.



-Coordinación y establecimiento de estrategia con las tres universidades públicas para peritajes culturales.



- Generar un protocolo para litigar con perspectiva cultural desde el Poder Judicial.



A sus órdenes, Ligia Jiménez Zamora
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San José, 3 de febrero de 2019



 



Señora



Licda. Ligia Jeannette Jiménez Zamora



Coordinadora Defensa Pública Indígena



Defensa Pública



 



Estimada Señora:



         Reciba un atento saludo. En atención a su comunicado electrónico de 24 de enero pasado, en el que informa sobre los tres temas que sugiere como prioritarios para la construcción del Plan de Acción 2019 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, desde la perspectiva de la Defensa Pública, vinculados con: 



 



“1. Intérpretes y posición de la Dirección Ejecutiva sobre los temas administrativos que han impedido la contratación efectiva de intérpretes hombres y mujeres, para coordinarlo con esta entidad.



2. Coordinación y establecimiento de estrategia con las tres universidades públicas para peritajes culturales.



3. Generar un protocolo para litigar con perspectiva cultural desde el Poder Judicial.”



 



Se toma nota de la sugerencia de temas para su incorporación en el Plan de Acción, los cuales servirán de norte para la gestión durante el 2019, sumadas las metas establecidas en el Plan Estratégico del Poder Judicial 2019/2024, las Políticas de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas Institucionales y el seguimiento a la normativa internacional y nacional de los derechos de la población indígena, entre ellas, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



         Con ocasión de los temas propuestos, le comunico que desde la Subcomisión ya hemos realizado acciones vinculadas con el cumplimiento de lo establecido en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, entre otras, al Consejo Superior para que inste a las Universidades Estatales a cumplir con la colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial en peritajes culturales y la reserva presupuestaria para tal efecto. De igual forma, se está dando seguimiento a los compromisos adquiridos con ocasión del encuentro realizado en 2018, entre la Subcomisión y las personas indígenas en Buenos Aires de Puntarenas con la colaboración de la Defensoría de los Habitantes de la República en la logística y el asesoramiento y la participación activa de la Defensa Pública Indígena.



         Aprovecho para reconocer sus aportes a las acciones desplegadas desde la Subcomisión, incluyendo la inducción coordinada entre el Programa de Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica, la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



         Atentamente,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Poder Judicial



 



Copias:



Magistrado Jorge Olaso, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia



Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia



Dra. Diana Montero Montero, Directora Defensa Pública



 



De: Ligia Jeannette Jiménez Zamora 
Enviado el: jueves, 24 de enero de 2019 09:50 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Tres temas solicitados





 



Buenos días estimada Sra. Vargas, reciba un cordial saludo. 



En virtud de los temas solicitados como prioritarios para ser atendidos desde la Sub Comisión, le remito los siguientes: 



-Intérpretes y posición de la Dirección Ejecutiva sobre los temas adminitrativos que han impedido la contratación efectiva de intérpretes hombres y mujeres, para coordinarlo con esta entidad.



-Coordinación y establecimiento de estrategia con las tres universidades públicas para peritajes culturales.



- Generar un protocolo para litigar con perspectiva cultural desde el Poder Judicial.



A sus órdenes, Ligia Jiménez Zamora
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San José, 3 de febrero de 2019 




 




Señora 




Licda. Ligia Jeannette Jiménez Zamora 




Coordinadora Defensa Pública Indígena 




Defensa Pública 




 




Estimada Señora: 




 Reciba un atento saludo. En atención a su comunicado electrónico de 24 de 




enero pasado, en el que informa sobre los tres temas que sugiere como prioritarios 




para la construcción del Plan de Acción 2019 de la Subcomisión de Acceso a la 




Justicia de Pueblos Indígenas, desde la perspectiva de la Defensa Pública, 




vinculados con:  




“1. Intérpretes y posición de la Dirección Ejecutiva sobre los temas administrativos que han 
impedido la contratación efectiva de intérpretes hombres y mujeres, para coordinarlo con esta 
entidad. 
2. Coordinación y establecimiento de estrategia con las tres universidades públicas para 
peritajes culturales. 
3. Generar un protocolo para litigar con perspectiva cultural desde el Poder Judicial.” 




 




Se toma nota de la sugerencia de temas para su incorporación en el Plan de 




Acción, los cuales servirán de norte para la gestión durante el 2019, sumadas las 




metas establecidas en el Plan Estratégico del Poder Judicial 2019/2024, las 




Políticas de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas Institucionales y el 




seguimiento a la normativa internacional y nacional de los derechos de la población 




indígena, entre ellas, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa 




Rica. 




 Con ocasión de los temas propuestos, le comunico que desde la Subcomisión 




ya hemos realizado acciones vinculadas con el cumplimiento de lo establecido en 




la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, entre otras, al 




Consejo Superior para que inste a las Universidades Estatales a cumplir con la 




colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial en peritajes culturales y la 




reserva presupuestaria para tal efecto. De igual forma, se está dando seguimiento 




a los compromisos adquiridos con ocasión del encuentro realizado en 2018, entre 




la Subcomisión y las personas indígenas en Buenos Aires de Puntarenas con la 




colaboración de la Defensoría de los Habitantes de la República en la logística y el 




asesoramiento y la participación activa de la Defensa Pública Indígena. 
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 Aprovecho para reconocer sus aportes a las acciones desplegadas desde la 




Subcomisión, incluyendo la inducción coordinada entre el Programa de 




Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica, la Presidencia de la Corte 




Suprema de Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 




 Atentamente, 




 




 




 




Jueza Damaris Vargas Vásquez, Mba 




Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 




Poder Judicial 




 




Copias: 




Magistrado Jorge Olaso, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia 




Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia 




Dra. Diana Montero Montero, Directora Defensa Pública 
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				DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)
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